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RESOLUCIONES DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE LOS 
REGISTROS Y DEL NOTARIADO

JULIO 2014

I.  NACIMIENTO, FILIACIÓN Y 
ADOPCIÓN

I.1  NACIMIENTO

I.1.1  INSCRIPCIÓN FUERA DE PLAZO DE 
NACIMIENTO

Resolución de 09 de Julio de 2014 (9ª)
I.1.1  Inscripción fuera de plazo de nacimiento

No acreditados los datos necesarios para la práctica del asiento, no 
procede la inscripción de nacimiento solicitada.

En el expediente sobre inscripción fuera de plazo de nacimiento remitido 
a este Centro en trámite de recurso, por virtud del interpuesto por la 
interesada contra auto dictado por el Juez Encargado del Registro Civil 
Central.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Tudela (Navarra) 
en fecha 25 de febrero de 2010 la Sra. A. Mo. G., mayor de edad y 
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I. Nacimiento, filiación, adopción

domiciliada en V., promueve expediente para la inscripción fuera de plazo 
de su nacimiento, exponiendo que nació en C. (Portugal) a las 14 horas 
del día 14 de enero de 1991, que es hija de don F. M. M., hijo de A. y de 
A., nacido en P. el día 22 de diciembre de 1963, de nacionalidad española, 
estado civil soltero y en la actualidad fallecido; y de doña A. M. M., hija de 
M. y de D., nacida en P. el día 2 de octubre de 1958, de nacionalidad 
española y estado civil soltera; y que los nombres de los padres no 
coinciden con los que aparecen en el certificado de nacimiento por 
circunstancias familiares y socioculturales, no sabiendo leer ni escribir. 
Acompaña la siguiente documentación: DNI y certificación literal de 
nacimiento de la que declara madre, DNI y certificación literal de defunción 
del padre aducido, certificado de nacimiento propio expedido por el 
Registro portugués y certificado de convivencia en el que se la identifica 
como A. M. Mo.; certificaciones literales de nacimiento de A. M. M., hijo de 
F. y de A., y de E. M. Mo., hijo de F. y de C. Mo. Mo., nacida en C. en 1961 
y de nacionalidad portuguesa; certificación en extracto de inscripción de 
nacimiento de R. M. Mo., hijo de F. y de C.; testimonio de providencia de 
28 de febrero de 2006 por la que el magistrado juez del Juzgado de 
Primera Instancia e Instrucción nº 3 de T. da cuenta de que ha quedado 
probado que doña A. M. M. es la misma persona que figura en la inscripción 
de nacimiento de sus hijos con el nombre de C. Mo. Mo. y hoja de 
declaración de datos para la inscripción.

2.- En el mismo día, 25 de febrero de 2010, el escrito presentado fue 
ratificado por la solicitante y por la supuesta madre, se tuvo por promovido 
el correspondiente expediente y comparecieron como testigos dos 
trabajadoras sociales, que manifestaron que conocen desde 2005 una y 
desde 2009 la otra a la familia, desestructurada, con gran analfabetismo y 
en proceso de inclusión social, y que la promotora nunca ha tenido 
documentación ni nacionalidad, ya que en el momento de su nacimiento 
su madre se encontraba en Portugal y no realizó los trámites para que se 
la inscribiera en el Registro Civil español, lo que conlleva que no pueda 
acceder a sanidad ni a prestaciones sociales como la pensión de orfandad. 
El ministerio fiscal, estimando que ha quedado suficientemente probado el 
hecho, no se opuso a la práctica de lo interesado y la Juez Encargada del 
Registro Civil de Tudela informó que entiende que en la fase preliminar o 
de instrucción han quedado acreditados los hechos consignados en el 
escrito inicial y dispuso la remisión del expediente al Central, en el que 
tuvo entrada el 11 de junio de 2010.
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3.- El ministerio fiscal informó que se opone a lo interesado, pues no se ha 
acreditado la filiación respecto a ciudadano español al no coincidir los 
apellidos que figuran en el certificado de nacimiento portugués con los de 
los supuestos padres, y el 30 de mayo de 2011 el Juez Encargado del 
Registro Civil Central, considerando que la documentación aportada no 
permite establecer que F. Mo. da S. y A. Mo. G. sean las mismas personas 
que F. M. M. y A. M M., dictó auto disponiendo denegar la inscripción de 
nacimiento de A. Mo. G.

4.- Notificada la resolución al ministerio fiscal y a la promotora, esta 
interpuso recurso ante la Dirección General de los Registros y del 
Notariado alegando que las tres coincidencias existentes entre A. Mo. G. 
y A. M. M., edad, nombre de los padres y lugar de nacimiento, llevan a la 
conclusión de que se trata de la misma persona y que recientemente se 
efectuó la inscripción de nacimiento de su hermano menor, F. M., cuya 
madre es A. M. M. 

5.- De la interposición se dio traslado al ministerio fiscal, que interesó la 
desestimación del recurso, y el Juez Encargado del Registro Civil Central 
informó que, no desvirtuados a su juicio los razonamientos jurídicos que 
aconsejaron dictar la resolución apelada, entiende que debe confirmarse 
y dispuso la remisión del expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 15, 16, 23, 24, 95 y 97 de la Ley del Registro Civil 
(LRC) y 66, 68, 85, 311 a 316 y 346 del Reglamento del Registro Civil 
(RRC); y las resoluciones de 12 de junio de 1991, 24 de junio de 1999; 
15-1ª de junio, 24-5ª de octubre y 30-1ª de noviembre de 2005, 11-4ª de 
marzo y 9-5ª de junio de 2008 y 14-38ª de mayo de 2013.

II.- Pretende la interesada que se inscriba fuera de plazo su nacimiento, 
acaecido en Portugal en 1991, fundamentando su petición en la 
nacionalidad española de los padres que declara, F. M. M. y A. M. M. El 
Juez Encargado del Registro Civil Central, considerando que la 
documentación aportada no permite establecer que los progenitores que 
constan en el certificado del Registro luso, F. Mo. da S. y A. Mo. G., sean 
las mismas personas que aquellas, dispuso denegar la inscripción de 
nacimiento de A. Mo. G. mediante auto de 30 de mayo de 2011 que 
constituye el objeto del presente recurso.
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III.- Son inscribibles en el Registro Civil español los nacimientos acaecidos 
en territorio español y los que afectan a españoles (art. 15 LRC). La 
inscripción sin expediente, por transcripción de certificación de Registro 
extranjero, queda sujeta a la calificación del Encargado, que debe apreciar 
si concurren los requisitos de fondo y de forma que han de permitir la 
práctica del asiento. En este caso, no queda acreditada la filiación respecto 
a los padres españoles que se aducen ya que la certificación del Registro 
portugués, aunque no expresa la nacionalidad de ninguno de los 
progenitores, sí prueba que el padre, F. Mo. da S. nació en S., C., y que es 
hijo de J. da S. y de A Mo. y que Argentina Mo. G., nacida en P., es hija de 
M. Mo. da S. y de D. Mo. da S. De otro lado, no puede establecerse la 
identidad de persona entre estos y F. M. M., nacido en P. el día 22 de 
diciembre de 1963 hijo de A. y de A., y A. M. M., nacida en P. el día 2 de 
octubre de 1958, que en alguno de los documentos registrales aportados 
consta nacida en O. y en otros, a mayor confusión, es identificada como 
C. Mo. Mo., nacida en C. en 1961 y de nacionalidad portuguesa, sin que 
conste que la providencia de 28 de febrero de 2006 por la que el magistrado 
juez del Juzgado de Primera Instancia e Instrucción nº 3 de Tudela da 
cuenta de que ha quedado probado que se trata de la misma persona 
haya surtido efecto en las inscripciones de nacimiento de los hijos. Así 
pues, existiendo dudas razonables acerca de la filiación, dato esencial 
para determinar si el hecho es inscribible por afectar a un español, deberá 
acudirse a la vía judicial pertinente para la determinación de la identidad 
de la promotora y la comprobación, en su caso, de que el nacimiento no 
consta inscrito con otras menciones, sin perjuicio de que, entre tanto, 
pueda documentarse en España como ciudadana de la Unión Europea. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 09 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del registro Civil Central.
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Resolución de 17 de Julio de 2014 (85ª)
I.1.1  Inscripción de nacimiento fuera de plazo

No procede la inscripción del nacido en Tindouf (Argelia) en 1984 por no 
resultar acreditada su nacionalidad española ni su filiación respecto a un 
español.

En las actuaciones sobre inscripción de nacimiento remitidas a este centro 
en trámite de recurso por virtud del entablado por el promotor, contra auto 
dictado por la Magistrada Juez Encargada del Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Mediante comparecencia en el Registro Civil de Elche (Alicante), el 21 
de octubre de 2009, el Sr. M-Y. mayor de edad y con domicilio en la misma 
localidad, solicitó su inscripción de nacimiento fuera de plazo en el 
Registro Civil español. Aportaba la siguiente documentación: cédula de 
inscripción de extranjero expedida en 2009, válida por un año, constando 
como fecha de nacimiento 9 de julio de 1984 y lugar B-G. campamento de 
refugiados saharauis de T. (Argelia), permiso de residencia permanente 
como ciudadano argelino, certificado de empadronamiento en E. título de 
viaje español expedido en A. en el año 2009, válido por un año, advirtiendo 
que su posesión no prejuzga la nacionalidad del titular ni tiene efectos la 
misma, resolución del año 1997 por la que se acordaba el acogimiento 
familiar del promotor por ciudadanos españoles y, expedidos por 
representantes de la denominada República Árabe Saharaui Democrática, 
certificado de nacimiento y certificado de antecedentes penales.

2.- Con fecha 28 de octubre de 2009, y acordado por el Registro Civil de 
Elche, se lleva a cabo examen médico forense del promotor para 
determinar su edad y éste formula la hoja de declaración de datos para la 
inscripción de nacimiento. El Ministerio Fiscal concluye que por aplicación 
del artículo 18 del Código Civil el promotor tiene la nacionalidad española.

3.- Con fecha 14 de enero de 2010 comparece de nuevo el promotor y se 
ratifica en su solicitud de inscripción de nacimiento en el Registro Civil 
como español, y remitido el expediente al Registro Civil Central, la 
Encargada del mismo dictó acuerdo el 21 de diciembre de 2010 denegando 
la inscripción por no haber acaecido el nacimiento en territorio español ni 
afectar el mismo a un español.
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4.- Notificada la resolución al promotor, este presentó recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado alegando que su padre 
si era español, que fue titular de pasaporte bilingüe y perteneció desde 
1974 a las fuerzas nómadas del Sahara, aportando documentación militar 
en la que consta que el padre del promotor perteneció a dicha unidad 
militar desde el 1 de enero de 1974 hasta el 31 de diciembre de 1975 en 
que se disolvió la unidad, en dicho momento el padre del promotor consta 
como soltero, y también adjunta documento en el que se hace referencia 
a que el padre del promotor fue titular de documento nacional de identidad 
bilingüe del Sahara sin determinar la fecha de expedición. 

5.- La interposición del recurso se trasladó al Ministerio Fiscal, que se 
opuso a su estimación. La Encargada del Registro Civil Central informa 
que no se han desvirtuado los argumentos de su decisión y remitió el 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para 
su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 15, 16 y 95 de la Ley del Registro Civil (LRC); 66, 
68, 169, 311 a 316 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Circular de 
29 de octubre de 1.980, la Instrucción de 7 de octubre de 1.988, y las 
resoluciones, entre otras, de 24 de septiembre de 2005; 13-3a de enero, 
3-1a de abril y 25-4a de julio de 2006; 17-5a de mayo de 2007; 3-2a de 
enero y 22-3ª de octubre de 2008 y 8-4ª de enero de 2009.

II.- El promotor, nacido según declara en los campamentos de refugiados 
saharauis en T. en el año 1984, solicita la inscripción de su nacimiento 
fuera de plazo en el Registro Civil español. La Encargada del Registro 
Civil Central denegó la práctica de la inscripción por no haber acaecido el 
nacimiento que se pretende inscribir en territorio español ni resultar 
acreditado que el mismo afecte a un español.

III.- Son inscribibles en el Registro Civil español los nacimientos ocurridos 
dentro del territorio español o que afecten a españoles (cfr. art. 15 LRC), 
siendo la vía registral apropiada, cuando haya transcurrido el plazo para 
declarar el nacimiento, el expediente a que alude el artículo 95-5° de la 
Ley del Registro Civil, cuya tramitación se desarrolla en los artículos 311 a 
316 del reglamento. Lo cierto es que en este caso no se acredita ninguna 
de esas circunstancias: el interesado nació en T. (Argelia) en 1984 y no 
aporta al expediente ningún documento que acredite filiación española o 
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la adquisición de la nacionalidad española por cualquier causa legal. En 
este sentido, hay que recordar que la posesión durante un tiempo 
determinado por parte del padre del solicitante de documento de identidad 
español que luego perdió su validez, no supone de ningún modo la 
atribución al mismo de la nacionalidad española.

IV.- En consecuencia, no es posible proceder a la inscripción de unos 
hechos, de los cuales la inscripción de nacimiento da fe, que no están 
suficientemente probados, lo que se entiende, no obstante, sin perjuicio 
de que, si el interesado presenta la documentación oportuna, pueda 
solicitar nuevamente la inscripción (cfr. art. 226 RRC) o iniciar un 
procedimiento de adquisición de nacionalidad por residencia o, en su 
caso, de declaración de nacionalidad con valor de simple presunción (cfr. 
arts. 335 a 340 RRC).

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.

Resolución de 17 de Julio de 2014 (107ª)
I.1.1  Inscripción fuera de plazo de nacimiento

No acreditados los datos necesarios para practicarla, no procede la 
inscripción de nacimiento solicitada.

En el expediente sobre inscripción fuera de plazo de nacimiento remitido 
a este Centro en trámite de recurso, por virtud del interpuesto por el 
promotor contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de 
Gijón (Asturias).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil Consular de La 
Habana (Cuba) en fecha 22 de diciembre de 2010 el Sr. M-A. de 
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nacionalidad cubana, nacido en C. O. (Cuba) el 26 de febrero de 1949, 
solicita la inscripción fuera de plazo del nacimiento de su abuelo, F. 
exponiendo que nació en G. entre 1868 y 1871, hijo de R. y de R-T. y que 
vincula esta petición con los expedientes de ciudadanía promovidos por él 
y por su hermana. Acompaña testimonio de su carné de identidad cubano 
y, de su abuelo, certificados cubanos de constancia de inscripción en el 
Registro de Extranjeros el 31 de julio de 1935, con 65 años de edad, y de 
no constancia de obtención de la ciudadanía cubana por naturalización, 
certificación cubana de defunción a los 66 años en 1937, certificación 
negativa de inscripción de nacimiento en el Registro Civil de Gijón en el 
año 1871 y correspondencia intercambiada con diversos organismos a los 
que, sin resultado, ha pedido documentación a él referida. 

2.- En el mismo día, 22 de diciembre de 2010, el promotor ratificó la 
solicitud, se tuvo por promovido el correspondiente expediente, el 
ministerio fiscal informó que estima que debe accederse a lo solicitado y 
el Encargado dispuso la remisión de lo actuado al Registro Civil de Gijón, 
en el que tuvo entrada el 4 de abril de 2011. 

3.- El ministerio fiscal se opuso a la inscripción instada, para la que no 
constan datos, y el 28 de abril de 2011 la Juez Encargada, razonando que 
de la documentación aportada quedan acreditados el hecho del nacimiento 
y la no inscripción de este pero no circunstancias y datos precisos para 
practicarla, desconociéndose fecha y lugar, y que no se cumple lo previsto 
en el artículo 324 del Reglamento del Registro Civil, dictó auto disponiendo 
denegar la inscripción de nacimiento fuera de plazo legal.

4.- Notificada la resolución al ministerio fiscal y al promotor, este interpuso 
recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado 
alegando que el artículo 324 del Reglamento del Registro Civil admite 
cualquier medio de prueba, que ha aportado las evidencias de vida de su 
abuelo que ha podido encontrar, que continúa la búsqueda tanto en Cuba 
como en A. y que la inscripción de nacimiento de su abuelo es el único 
documento que le falta para completar el trámite de ciudadanía, que cree 
merecer ya que el certificado de defunción de su abuelo acredita que 
murió siendo español; y aportando, como prueba documental, copia de 
anotaciones manuscritas, que aduce de puño y letra de su abuelo, en las 
que figuran las fechas de nacimiento de varias personas, entre ellas F. 
nacido en el año 1868, a las 7 de la mañana del día 6 de mayo, miércoles, 
y certificaciones cubanas de nacimiento propia y de su padre.
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5.- De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que 
expresó su conformidad, y el Juez Encargado del Registro Civil de Gijón 
acordó, con informe favorable, la remisión del expediente a la Dirección 
General de los Registros y del Notariado.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 15, 16, 23, 24, 41, 95 y 97 de la Ley del Registro 
Civil (LRC) y 66, 68, 311 a 316 y 346 del Reglamento del Registro Civil 
(RRC); y las resoluciones de 12 de junio de 1991, 24 de junio de 1999; 
15-1ª de junio, 24-5ª de octubre y 30-1ª de noviembre de 2005, 11-4ª de 
marzo y 9-5ª de junio de 2008 y 14-38ª de mayo de 2013 entre otras, de 
2-2ª de marzo y 6-4ª de junio de 2001, 14-1ª de octubre de 2003; 27-2ª de 
enero, 22-1ª de marzo y 23-3ª y 24 de septiembre de 2005; 13-3ª de 
enero y 25-4ª de julio de 2006; 19-2ª de febrero y 15-2ª de junio de 2007, 
10-4ª y 22-3ª de octubre de 2008, 8-4ª de enero de 2009 y 28-3ª de julio 
de 2010.

II.- Pretende el promotor la inscripción fuera de plazo del nacimiento de su 
abuelo paterno, exponiendo que nació en G. entre 1868 y 1871, hijo de R 
y de R-T. La Juez Encargada, razonando que de la documentación 
aportada quedan acreditados el hecho del nacimiento y la no inscripción 
de este pero no circunstancias y datos precisos para practicarla, dispuso 
denegarla mediante auto de 28 de abril de 2011 que constituye el objeto 
del presente recurso. 

III.- La obligación, que podría alcanzar incluso al ministerio fiscal, de 
promover la inscripción e incoar, en su caso, el oportuno expediente (arts. 
24 y 97 LRC) debe entenderse referida a aquellos supuestos en los que 
persiste el interés público primordial de lograr la concordancia entre el 
Registro y la realidad (cfr. art. 26 LRC), interés superior que subsanaría 
eventuales defectos en la legitimación de los promotores (cfr. art. 348 
RRC). 

IV.- Sin embargo, cuando la inscripción de nacimiento solicitada es de una 
persona fallecida la cuestión tiene exclusivamente interés privado y por 
ello es forzoso acreditar, presentando al menos un principio de prueba, un 
interés legítimo en la incoación del expediente (cfr. arts. 97 LRC y 346 
RRC). Este principio de prueba del interés legítimo particular consta en 
este caso porque el solicitante es cubano y, según expone en el escrito 
inicial, la inscripción interesada trae causa en los expedientes de 
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ciudadanía que él mismo y una hermana están tramitando. En 
consecuencia, debe examinarse el fondo de la pretensión deducida y 
resolverse sobre la procedencia de la inscripción instada.

V.- En este caso, de la certificación de defunción cubana aportada por el 
solicitante queda acreditado que su abuelo, fallecido en Cuba en 1937, 
había nacido en España 66 años antes hijo de R. y de T. y de la certificación 
de nacimiento, en 1913, de su hijo y padre del promotor, que era natural 
de A. e hijo de R. y de R. Estos documentos registrales extranjeros, sobre 
expresar menciones contradictorias, no acreditan las circunstancias que 
permitirían la práctica de la inscripción, máxime teniendo en cuenta que 
en el escrito inicial se manifiesta, sin aportar prueba alguna, que el 
nacimiento acaeció en G. entre 1868 y 1871 y que el nacido era hijo de R. 
y de R-T.: que con el escrito de recurso se presenta copia simple de un 
apunte, que se aduce de puño y letra del no inscrito, con las fechas de 
nacimiento de varias personas, entre ellas la de F nacido un miércoles 6 
de mayo de 1868 a las 7 de la mañana, y que la certificación negativa de 
inscripción de nacimiento en el Registro Civil de Gijón se circunscribe al 
año 1871. 

Así pues, no esclarecidas las circunstancias en las que acaeció el hecho, 
señaladamente la fecha y el lugar que son datos de los que la inscripción 
hace fe (cfr. art. 41 LRC), no puede acordarse en expediente gubernativo 
la práctica de la inscripción pretendida. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el acuerdo apelado.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Gijón.
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Resolución de 17 de Julio de 2014 (113ª)
I.1.1  Inscripción de nacimiento en el extranjero

Procede la inscripción de un nacimiento ocurrido en Venezuela en 2007 al 
estar acreditada la filiación del nacido respecto de un español.

En las actuaciones sobre inscripción en el Registro Civil español de un 
nacimiento que tuvo lugar en Venezuela en 2007 remitidas a este centro 
en trámite de recurso por virtud del entablado por los promotores, contra 
resolución dictada por el encargado del Registro Civil del Consulado 
General de España en Caracas (Venezuela).

HECHOS

1.- Mediante formulario presentado en el Registro Civil del Consulado 
General de España en Caracas el 22 de marzo de 2012, Don J-N-P. de 
nacionalidad española, y la Sra. G-M. de nacionalidad venezolana, 
solicitaron la inscripción de nacimiento en el Registro Civil español de su 
hijo, nacido en Venezuela en marzo de 2007, por ser hijo de un español. 
Consta en el expediente la siguiente documentación: cuestionario de 
declaración de datos para la inscripción; inscripción de nacimiento 
venezolana de J-J. nacido el ….. de 2007, hijo de la promotora e inscrito 
inicialmente solo con filiación materna, si bien consta reconocimiento 
efectuado el 22 de octubre de 2010 por parte del promotor, de nacionalidad 
española; pasaporte venezolano del menor; pasaporte e inscripción de 
nacimiento en el Registro Civil español de J-N-P. pasaporte e inscripción 
de nacimiento venezolana de G-M. e inscripción de matrimonio de los 
solicitantes celebrado en México el 8 de diciembre de 2008.

2.- El encargado del registro civil consular dictó auto el 3 de abril de 2012 
denegando la inscripción por no considerar acreditada la filiación del 
menor respecto del ciudadano español en tanto que el reconocimiento 
paterno se realizó dos años y medio después del nacimiento.

3.- Notificada la resolución, se presentó recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado alegando que cuando el menor nació el 
padre se encontraba trabajando en México, razón por la cual los 
progenitores consideraron conveniente inscribirlo únicamente con filiación 
materna y evitar así que el padre tuviera que desplazarse a Venezuela 
para efectuar el reconocimiento. Una vez producida la reunificación 
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familiar en Venezuela, dificultades burocráticas y económicas impidieron 
que la inscripción paterna se realizara antes. Con el escrito de recurso se 
presentó un informe de investigación de la paternidad biológica realizado 
en la Universidad Complutense de Madrid. 

4.- La interposición del recurso se trasladó al órgano en funciones de 
ministerio fiscal, que interesó su estimación. El encargado del Registro 
Civil del Consulado General de España en Caracas remitió el expediente 
a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17, 120 y 124 del Código Civil; 15,16 y 23 de la Ley 
del Registro Civil; 66, 68, 85 y 358 del Reglamento del Registro Civil, y las 
resoluciones 16-3ª de enero, 15-2ª de febrero y 14-9ª de mayo de 2002, 
8-1ª de julio de 2003, 24-2ª de junio de 2004 y 1-1ª de septiembre de 
2008.

II.- Un nacimiento acaecido en el extranjero y que afecte a españoles 
debe inscribirse en el Registro Civil español, pudiendo prescindirse de la 
tramitación de expediente de inscripción de nacimiento fuera de plazo 
“siempre que no haya duda de la realidad del hecho inscrito y de su 
legalidad conforme a la Ley española” (art. 23, 2º párrafo, LRC) y siempre 
que el registro extranjero “sea regular y auténtico, de modo que el asiento 
de que se certifica, en cuanto a los hechos de que da fe, tenga garantías 
análogas a las exigidas para la inscripción por la Ley española” (art. 85 
RRC).

III.- En este caso, el nacimiento que se pretende inscribir tuvo lugar en 
Venezuela el ….. de 2007 y se inscribió, solo con filiación materna, unos 
días después. Posteriormente, el 22 de octubre de 2010, se inscribió el 
reconocimiento paterno realizado por un ciudadano español que había 
contraído matrimonio con la madre en diciembre de 2008. A la vista del 
contenido del expediente no hay motivos para dudar de la legalidad y 
autenticidad de la certificación venezolana de nacimiento acompañada. 
No consta otra filiación contradictoria y de la documentación incorporada 
al expediente no se desprende evidencia alguna que permita determinar 
la falta de veracidad del reconocimiento efectuado. No existen razones, 
por tanto, para dudar de la validez de la inscripción de nacimiento 
efectuada en el Registro Civil local, donde consta claramente la filiación 
del inscrito como hijo de un ciudadano español. Todo ello con 
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independencia de la prueba biológica que acompaña al escrito de recurso 
y que, fuera de un procedimiento judicial, no puede ser tenida en cuenta 
por este centro. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: 

1º.- Estimar el recurso y revocar el acuerdo apelado.

2º.- Practicar la inscripción de nacimiento de J-J. en el Registro Civil 
español por transcripción de la certificación de nacimiento venezolana.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en Caracas.

Resolución de 17 de Julio de 2014 (114ª)
I.1.1  Inscripción de nacimiento

No es inscribible un nacimiento ocurrido en Orán (Argelia) en 1980 porque 
no afecta a españoles.

En las actuaciones sobre inscripción de nacimiento remitidas a este centro 
en trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado contra 
auto dictado por el encargado del Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Mediante formulario presentado en el Registro Civil Central el 12 de 
agosto de 2010, Don M-M. solicitaba la inscripción de nacimiento en el 
Registro Civil español de su hijo H. nacido en O. en 1980, por ser hijo de 
padre español. Adjuntaba los siguientes documentos: cuestionario de 
declaración de datos para la inscripción, certificado de nacimiento del hijo 
expedido por autoridades de la denominada República Árabe Saharaui 
Democrática, DNI e inscripción de nacimiento en el Registro Civil español 
del promotor con marginal de nacionalidad española con valor de simple 
presunción declarada el 7 de marzo de 2006 y certificado de 
empadronamiento del no inscrito.
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2.- Previo informe desfavorable del ministerio fiscal, el encargado del 
registro dictó auto el 11 de mayo de 2011 denegando la pretensión porque 
el interesado no ha adquirido la nacionalidad española ni cabe la opción a 
dicha nacionalidad. 

3.- Notificada la resolución, el interesado interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado alegando que su padre 
es español de origen, por lo que él mismo ha sido siempre también 
español.

4.- Notificada la interposición del recurso al ministerio fiscal, interesó su 
desestimación. El encargado del Registro Civil Central remitió el 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para 
su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 del Código Civil; 15 de la Ley del Registro Civil; 
66 del Reglamento del Registro Civil; y las resoluciones, entre otras, 14-2ª 
de julio de 2000, 22-2ª de junio de 2001, 7-10ª de septiembre de 2002, 13 
de diciembre de 2003, 11-4ª de octubre de 2007 y 19-58ª de diciembre de 
2012.

II.- Pretende el promotor la inscripción de nacimiento de su hijo en el 
Registro Civil español alegando que es hijo de un español.

III.- Para que un nacimiento pueda ser inscrito en el Registro Civil español 
es necesario (arts. 15 LRC y 66 RRC) que haya acaecido en territorio 
español o que afecte a españoles. Ninguna de estas dos circunstancias 
concurre en este caso, dado que el no inscrito nació en Orán y no consta 
que haya adquirido la nacionalidad española. Por otra parte, no resulta 
acreditado tampoco que sea hijo de un ciudadano español, en tanto que el 
único documento aportado al expediente es un certificado de nacimiento 
expedido por autoridades de la denominada República Árabe Saharaui 
Democrática que no ofrece garantías análogas a las exigidas para la 
inscripción por la ley española (cfr. arts. 23 LRC y 85 RRC). Ha de tenerse 
en cuenta que las competencias de calificación del encargado del Registro 
Civil respecto de la certificación extranjera se extienden al examen de la 
competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio 
de cargo que le habilite para tal expedición con base legal suficiente para 
ello, base que en este caso no existe al no estar establecidos los órganos 
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del Registro Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un 
ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.

Resolución de 17 de Julio de 2014 (116ª)
I.1.1  Inscripción de nacimiento 

No es inscribible un nacimiento ocurrido en 1966 en territorio del Sáhara 
Occidental que no afecta a españoles.

En las actuaciones sobre inscripción de nacimiento remitidas a este centro 
en trámite de recurso por virtud del entablado por la interesada contra 
resolución dictada por la encargada del Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Mediante auto dictado el 13 de mayo de 2008, la encargada del 
Registro Civil de Córdoba declaró la nacionalidad española de origen por 
consolidación y ordenó la inscripción de nacimiento en el mismo registro 
de la Sra. E. nacida en A. (Sáhara Occidental) el 1 de junio de 1966. Una 
vez practicada la inscripción, el ministerio fiscal interpuso recurso contra 
la resolución dictada alegando que la nacionalidad declarada lo es con 
valor de simple presunción, de manera que debió acceder al Registro por 
medio de anotación marginal a la inscripción de nacimiento y que, en todo 
caso, el órgano competente para practicar la inscripción era el Registro 
Civil Central. El recurso fue estimado por resolución de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado (DGRN) de 17 de abril de 2009 
(2ª) que, además, instaba al ministerio fiscal para que promoviera 
expediente de cancelación de la inscripción realizad. Dicha cancelación 
se llevó a efecto por resolución registral de la encargada del Registro Civil 
de Córdoba de 25 de marzo de 2010. 
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2.- Mediante escrito presentado el 22 de diciembre de 2010 en el Registro 
Civil Central, la interesada, por medio de su representante legal, solicitaba 
la inscripción de su nacimiento o, en su defecto, la práctica de una 
anotación soporte donde constara su filiación y situación personal. 

3.- La encargada del registro dictó providencia el 11 de febrero de 2011 
denegando la pretensión remitiéndose al contenido de la resolución de la 
DGRN de 17 de abril de 2009. 

4.- Notificada la interesada, interpuso recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado alegando que la resolución de 2009 de 
este centro solo reconocía la falta de competencia del Registro Civil de 
Córdoba para la práctica de la inscripción, que debía realizarse en el 
Registro Civil Central, pero que ello no afectaba a la declaración de 
nacionalidad española por consolidación que se reconocía en el auto 
impugnado y que, en su momento, fue informada favorablemente por el 
propio ministerio fiscal. 

5.- La interposición del recurso se trasladó al ministerio fiscal, que interesó 
su desestimación. La encargada del Registro Civil Central remitió el 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para 
su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil (CC.); 15, 95.2º y 96 de la Ley 
del Registro Civil (LRC); 66, 297.3º y 335 del Reglamento del Registro 
Civil (RRC); y las resoluciones, entre otras, 20-1ª de septiembre de 2001; 
5-2ª de octubre de 2004; 9-6ª y 22-1ª de mayo y 21-4ª de septiembre de 
2007; 6-7ª de mayo y 27-5ª de noviembre de 2008; 2-4ª de marzo y 17-2ª 
de abril de 2009 y 22-3ª de marzo de 2010.

II.- La promotora, de origen saharaui, que había obtenido la declaración 
de nacionalidad española por medio de auto de la encargada del Registro 
Civil de Córdoba y cuya inscripción, posteriormente cancelada, se había 
practicado en ese mismo registro, solicitó la inscripción de su nacimiento 
o anotación soporte correspondiente en el Registro Civil Central por 
entender que la resolución de la DGRN que estimó el recurso del ministerio 
fiscal contra la actuación de la encargada del registro de Córdoba solo se 
refería a la falta de competencia de dicho registro para la práctica de la 
inscripción pero no a la declaración de nacionalidad. La encargada del 
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Registro Civil Central denegó la pretensión remitiéndose al contenido de 
la citada resolución de la DGRN.

III.- La resolución de 17 de abril de 2009 de este centro directivo, citada 
repetidamente en el expediente, apreció, en efecto, la falta de competencia 
del Registro Civil de Córdoba para la práctica de la inscripción pero, 
además, no dejaba lugar a dudas acerca de la nulidad de la declaración 
de nacionalidad realizada por incumplimiento de las normas que regulan 
la materia, de manera que, además de estimar el recurso, instaba al 
propio ministerio fiscal a promover un nuevo expediente para declarar que 
a la interesada no le correspondía la nacionalidad española y proceder a 
continuación a la cancelación de la inscripción practicada con todo su 
contenido. Pues bien, según consta en el folio registral correspondiente, 
dicho expediente se promovió y dio como resultado, en virtud de resolución 
de la encargada del Registro Civil de Córdoba de 25 de marzo de 2010, la 
cancelación total de la inscripción por haber sido realizada en virtud de 
título manifiestamente ilegal, de donde cabe deducir que dicha ilegalidad 
procede, no solo de la incompetencia del órgano para practicar la 
inscripción, sino también de la errónea interpretación previa del artículo 
18 CC., cuestión a la que también se refería explícitamente la resolución 
de la DGRN, pues, en otro caso, el expediente habría sido remitido al 
Registro Civil Central para que se practicaran allí los asientos pertinentes. 

IV.- En consecuencia, dado que en el Registro Civil español solo son 
inscribibles los nacimientos ocurridos dentro del territorio español o que 
afecten a españoles (art. 15 LRC) y no constando acreditada ninguna de 
tales circunstancias en este caso, como ya determinaba la resolución de 
2009, no cabe practicar asiento alguno en el Registro Civil Central.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.
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Resolución de 22 de Julio de 2014 (1ª)
I.1.1  Inscripción de nacimiento fuera de plazo

No es inscribible un nacimiento ocurrido en la antigua Villa Cisneros 
(Sáhara Occidental) en 1975 porque no se han acreditado los datos 
necesarios para practicar la inscripción.

En el expediente sobre inscripción de nacimiento fuera de plazo remitido 
a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra auto dictado por el encargado del Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Sta. Coloma de 
Gramanet (Barcelona) el 3 de junio de 2011, el Sr. A. cuya anotación 
soporte de nacimiento y posterior de declaración de nacionalidad española 
con valor de simple presunción constan realizadas en el Registro Civil 
Central en 2010, solicitaba la práctica de inscripción principal de 
nacimiento fuera de plazo. Aportaba la siguiente documentación: DNI, 
volante de empadronamiento, asiento practicado en el Registro Civil 
Central donde consta la anotación soporte de nacimiento del interesado 
en V-C. el 4 de junio de 1974 y la anotación de declaración de nacionalidad 
española con valor de simple presunción en virtud de resolución del 
encargado del Registro Civil de Santa Coloma de Gramanet de 30 de abril 
de 2009, certificados de nacimiento y de subsanación emitidos por 
autoridades de la denominada República Árabe Saharaui Democrática 
(RASD) y cuestionario de declaración de datos para la inscripción.

2.- Al mismo tiempo se presentó solicitud de rectificación de error en el 
asiento soporte practicado en el Registro Civil Central para hacer constar 
que la fecha de nacimiento del interesado es el 4 de junio de 1975 y no de 
1974, como erróneamente consta. 

3.- Remitido el expediente al Registro Civil Central, el ministerio fiscal 
emitió informe interesando el inicio de un nuevo expediente para declarar 
con valor de simple presunción que al interesado no le corresponde la 
nacionalidad española y la cancelación de la anotación soporte practicada. 
El encargado del Registro Civil Central dictó auto el 15 de junio de 2012 
denegando la inscripción de nacimiento solicitada y ordenando el traslado 
al registro civil del domicilio de la propia resolución y del informe emitido 
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por el ministerio fiscal en orden a la tramitación del expediente interesado 
por este último.

4.- Notificada la resolución, el promotor interpuso recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado alegando que nació en V-C. en 
1975 y que, una vez declarada su nacionalidad española, debe procederse 
a la práctica de la inscripción principal rectificando el año de nacimiento 
que se hizo constar erróneamente en la anotación soporte y transcribiendo 
los datos que figuran en el certificado aportado de la RASD y en el 
pasaporte saharaui, cuya copia acompaña junto con un informe de vida 
laboral del recurrente.

5.- De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que 
interesó su desestimación. El encargado del Registro Civil Central remitió 
el expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para 
su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 15, 16, 23, 95 y 96 de la Ley del Registro Civil 
(LRC); 66, 68, 169, 311 a 316, 335, 338 y 348 y siguientes del Reglamento 
del Registro Civil (RRC); la Circular de 29 de octubre de 1.980, la 
Instrucción de 7 de octubre de 1.988, y las resoluciones, entre otras, de 24 
de septiembre de 2005; 13-3a de enero, 3-1a de abril y 25-4a de julio de 
2006; 17-5a de mayo de 2007; 3-2a de enero y 22-3ª de octubre de 2008 
y 8-4ª de enero de 2009.

II.- El interesado, cuya nacionalidad española fue declarada con valor de 
simple presunción por el registro civil de su domicilio y figura anotada en 
el Registro Civil Central, solicitó la práctica de la inscripción principal de 
nacimiento fuera de plazo rectificando a la vez el año de nacimiento que 
se hizo constar en la anotación soporte, dado que, según el promotor, 
nació en 1975 y no en 1974, como ahora consta. El encargado del registro 
denegó la solicitud por no resultar acreditados los datos necesarios para 
practicarla ordenando, además, la comunicación al registro civil del 
domicilio del informe emitido por el ministerio fiscal instando la tramitación 
de un nuevo expediente para declarar que al interesado no le corresponde 
la nacionalidad española y, en su caso, proceder a continuación a la 
cancelación de los asientos practicados en el Registro Civil Central. 
Contra dicho auto se presentó el recurso examinado.
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III.- Son inscribibles en el Registro Civil español los nacimientos ocurridos 
dentro del territorio español o que afecten a españoles (art. 15 LRC), 
siendo la vía registral apropiada, cuando haya transcurrido el plazo para 
declarar el nacimiento, el expediente al que se refiere el artículo 95-5° de 
la Ley del Registro Civil, cuya tramitación se desarrolla en los artículos 
311 a 316 del reglamento. En este caso la inscripción interesada afecta a 
un ciudadano español cuya declaración de nacionalidad española con 
valor de simple presunción figura anotada en el Registro Civil Central, 
pero no resultan acreditados varios datos esenciales (filiación, fecha y 
lugar de nacimiento) necesarias para la inscripción, en tanto que la 
certificación de nacimiento de la RASD no constituye título suficiente para 
practicarla porque no proviene de un registro extranjero “regular y 
auténtico” (art. 85 RRC). En este sentido, hay que recordar que las 
competencias de calificación del encargado sobre la certificación 
extranjera se extienden al examen de la competencia y autoridad que la 
expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal 
expedición con base legal suficiente para ello, base que en este caso no 
existe al no estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de 
disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido. Por ello, el documento aportado en prueba 
del nacimiento no acredita las circunstancias esenciales que deben 
constar en la inscripción y que, en defecto de certificado auténtico, 
deberán demostrarse por otros medios supletorios de los que se 
mencionan en los artículos correspondientes al procedimiento de 
inscripción fuera de plazo del Reglamento del Registro Civil y en la Circular 
de 29 de octubre de 1980. En consecuencia, no es posible la inscripción 
de unos hechos, de los cuales la inscripción de nacimiento da fe, que no 
están suficientemente acreditados. 

IV.- Por lo que se refiere a la orden de traslado del informe del ministerio 
fiscal al registro civil del domicilio a efectos de instar un nuevo expediente 
de declaración sobre la nacionalidad española del interesado, extremo 
también contenido en la resolución recurrida, es un principio básico de la 
legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 RRC) el de procurar 
lograr la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente 
por la doctrina de este centro directivo que, mientras subsista ese interés 
público de concordancia, no juega en el ámbito del Registro Civil el 
principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible reiterar un 
expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de 
oficio o por iniciativa del ministerio fiscal o de cualquier interesado o 
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autoridad con competencias conexas con la materia y con intervención en 
todo caso del ministerio público, se inicie de nuevo expediente para 
declarar con valor de presunción que a los interesados les corresponde o 
no les corresponde la nacionalidad española. La nueva declaración 
recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha de tener acceso al 
Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. 
No es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 de la Ley del 
Registro Civil, y a salvo las excepciones previstas en los tres artículos 
siguientes, las inscripciones solo puedan rectificarse por sentencia firme 
en juicio ordinario, porque en las anotaciones, en congruencia con su 
menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 
RRC), rige un principio distinto. En efecto, el artículo 147 del Reglamento 
del Registro Civil establece una regla de aplicación preferente, permitiendo 
que las anotaciones puedan ser rectificadas y canceladas en virtud de 
expediente gubernativo en el que se acredite la inexactitud, en todo caso 
con notificación formal a los interesados o sus representantes legales, 
como exige imperativamente el párrafo primero del artículo 349 RRC. Por 
todo ello, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la 
realidad, el ministerio fiscal puede promover de oficio un nuevo expediente 
de declaración sobre la nacionalidad española del interesado. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada.

Madrid, 22 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.

http://


M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

30Boletín del Ministerio de Justicia

I. Nacimiento, filiación, adopción

Resolución de 31 de Julio de 2014 (42ª)
I.1.1  Inscripción de nacimiento fuera de plazo

No procede la inscripción del nacido en M. (Sahara) en 1968 por no 
resultar acreditada su nacionalidad española ni su filiación respecto a un 
español.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el promotor, contra auto dictado por el 
Magistrado-Juez Encargado del Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Aranda de Duero 
(Burgos) el 05 de julio de 2011, Don A. nacido en el año 1968 en M-S. 
(Sahara) solicitaba se promoviera expediente gubernativo para la 
inscripción de su nacimiento fuera de plazo. Adjuntaba, entre otros, 
fotocopia de los siguientes documentos: certificación en extracto de 
inscripción de nacimiento expedida por el Registro Civil de Mahbes en 
diciembre de 1974; DNI bilingüe de su madre, Doña B. recibo MINURSO; 
certificado de concordancia de nombres expedido por la Delegación 
Saharaui para España; permiso de residencia; certificación negativa de 
inscripción en los Libros Cheránicos; pasaporte argelino y certificado de 
empadronamiento.

2.- Ratificado el interesado, previo informe del Ministerio Fiscal en los 
términos exigidos reglamentariamente, la Encargada del Registro Civil de 
Aranda de Duero (Burgos) emitió informe en fecha 29 de julio de 2011 
acordando la remisión de actuaciones al Registro Civil Central para su 
resolución por ser competente en el supuesto planteado.

3.- Por Acuerdo de fecha 07 de marzo de 2012 dictado por el Magistrado-
Juez Encargado del Registro Civil Central se deniega la inscripción de 
nacimiento de Don A. toda vez que no se han acreditado ni el nacimiento 
ni la nacionalidad española del promotor.

4.- Notificada la resolución, el solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado afirmando la concurrencia de los 
requisitos necesarios para el reconocimiento de la nacionalidad española 
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con valor de simple presunción en base a lo establecido en los artículos 
17 y 18 del CC.

5.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste emitió informe en el 
sentido de confirmar el Acuerdo de fecha 07 de marzo de 2012. El 
Encargado del Registro Civil Central remitió el expediente a la Dirección 
General de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 15, 16 y 95 de la Ley del Registro Civil (LRC); 66, 
68, 169, 311 a 316 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Circular de 
29 de octubre de 1.980, la Instrucción de 7 de octubre de 1.988, y las 
resoluciones, entre otras, de 24 de septiembre de 2005; 13-3a de enero, 
3-1a de abril y 25-4a de julio de 2006; 17-5a de mayo de 2007; 3-2a de 
enero y 22-3ª de octubre de 2008 y 8-4ª de enero de 2009.

II.- El promotor, mediante escrito presentado en el Registro Civil de Aranda 
de Duero (Burgos) solicitó se promoviera expediente gubernativa para la 
inscripción de su nacimiento fuera de plazo. La Encargada del Registro 
Civil de Aranda de Duero (Burgos) acordó la remisión de actuaciones al 
Registro Civil Central para su resolución por ser competente en el 
supuesto planteado. El Magistrado-Juez Encargado del Registro Civil 
Central dictó Acuerdo denegando la petición del interesado, siendo dicho 
Acuerdo el que constituye el objeto del presente recurso.

III.- En primer lugar, hay que señalar que el promotor modifica en el 
recurso la causa pretendí respecto de la inicial, pues su solicitud se dirigía 
a la inscripción de nacimiento fuera de plazo, mientras que en el recurso 
lo que plantea es la adquisición de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción. La resolución de la cuestión basada en esta última 
posibilidad requiere un pronunciamiento previo del encargado del registro 
sobre ese punto. Por tanto, dado que el acuerdo emitido se refiere 
únicamente a la inscripción de nacimiento fuera de plazo, el recurso 
interpuesto se entiende planteado contra dicho acuerdo y la resolución 
por parte de este centro debe encaminarse únicamente a dilucidar si 
corresponde efectuar dicha inscripción.

IV.- Son inscribibles en el Registro Civil español los nacimientos ocurridos 
dentro del territorio español o que afecten a españoles (cfr. art. 15 LRC), 
siendo la vía registral apropiada, cuando haya transcurrido el plazo para 
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declarar el nacimiento, el expediente a que alude el artículo 95-5° de la 
Ley del Registro Civil, cuya tramitación se desarrolla en los artículos 311 a 
316 del reglamento. Lo cierto es que en este caso no se acredita ninguna 
de esas circunstancias: el interesado según su declaración nació en 
Mahbes-Smara (Sahara) en 1968 y no aporta al expediente ningún 
documento que acredite filiación española o la adquisición de la 
nacionalidad española por cualquier causa legal. En este sentido, hay que 
recordar que la posesión durante un tiempo determinado por parte de la 
madre del solicitante de documento de identidad español que luego perdió 
su validez, no supone de ningún modo la atribución al mismo de la 
nacionalidad española.

V.- En consecuencia, no es posible proceder a la inscripción de unos 
hechos, de los cuales la inscripción de nacimiento da fe, que no están 
suficientemente probados, lo que se entiende, no obstante, sin perjuicio 
de que, si el interesado presenta la documentación oportuna, pueda 
solicitar nuevamente la inscripción (cfr. art. 226 RRC) o iniciar un 
procedimiento de adquisición de nacionalidad por residencia o, en su 
caso, de declaración de nacionalidad con valor de simple presunción (cfr. 
arts. 335 a 340 RRC). Además gran parte de la documentación está 
emitida por la Delegación Saharaui para España, y esta no pueda ser 
tenida en cuenta ya que no ofrece garantías análogas a las exigidas para 
la inscripción por la ley española. Al respecto ha de tenerse en cuenta que 
las competencias de calificación del Encargado respecto de la certificación 
extranjera se extienden al examen de la competencia y autoridad que la 
expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal 
expedición con base legal suficiente para ello, base, que en este caso no 
existe al no estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de 
disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar el Acuerdo apelado.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (92ª)
I.1.1  Inscripción de nacimiento fuera de plazo

1º.- No es inscribible un nacimiento ocurrido en F. (Sáhara Occidental) en 
1980 porque no se ha probado que afecte a españoles ni se han acreditado 
los datos necesarios para practicar la inscripción.

2º.- Para poder recuperar la nacionalidad española es preciso haberla 
ostentado con anterioridad y no está acreditado que dicha circunstancia 
concurra en la solicitante.

3º.- No es posible el ejercicio de la opción a la nacionalidad española 
previsto en el artículo 20 del Código Civil porque no concurren los 
presupuestos legales necesarios.

En el expediente sobre inscripción de nacimiento fuera de plazo remitido 
a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra auto dictado por el encargado del Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Vitoria-Gasteiz el 4 
de noviembre de 2009, la Sra. F. nacida en territorio del Sáhara Occidental 
en 1980, solicitaba la inscripción de su nacimiento fuera de plazo por ser 
hija de madre natural del Sáhara que ha sido declarada española. Consta 
en el expediente la siguiente documentación: DNI e inscripción de 
nacimiento en el Registro Civil Central de S. con marginal de nacionalidad 
española con valor de simple presunción declarada en 2004 por el 
Registro Civil de Quintanar de la Orden; certificados de nacimiento de la 
interesada el 27 de junio de 1980 en F. (Sáhara Occidental), de filiación y 
de fallecimiento del padre en 1981 expedidos por autoridades de la 
denominada República Árabe Saharaui Democrática; informe médico; 
pasaporte argelino; certificado de empadronamiento; documento de alta 
en el Servicio Vasco de Empleo; certificado de participación en un grupo 
de encuentro en una asociación alavesa; certificado de asistencia a un 
curso de castellano; cuestionario de declaración de datos para la 
inscripción; comparecencia de la madre de la solicitante para reconocer y 
declarar la filiación de su hija y de un testigo que confirmó los datos 
declarados.
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2.- En comparecencia ante la encargada del registro, la interesada solicitó 
asimismo la recuperación de su nacionalidad española. Remitido el 
expediente al Registro Civil Central, competente para su resolución, con 
informes favorables del fiscal y de la encargada del Registro Civil de 
Vitoria, previo informe desfavorable del ministerio fiscal, el encargado del 
Registro Civil Central dictó auto el 18 de mayo de 2011 denegando la 
inscripción y la recuperación porque no consta que haya adquirido en 
ningún momento anterior la nacionalidad española ni cabe tampoco la 
posibilidad de optar.

3.- Notificada la resolución, se interpuso recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado alegando que cumple los requisitos del 
artículo 18 del Código Civil y que es aplicable a su caso la doctrina 
contenida en la sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998.

4.- De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que 
interesó su desestimación. El encargado del Registro Civil Central remitió 
el expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para 
su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17, 18, 20 y 26 del Código Civil; 15, 66, 95 y 96 de 
la Ley del Registro Civil; 311 a 316, 335 y 338 del Reglamento del Registro 
Civil; la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de 
agosto; la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las 
resoluciones, entre otras, 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de 
diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 
de abril, 21-6ª de mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 
28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 
25-3ª y 4ª de noviembre de 2008 y 29-4ª de enero de 2009. 

II.- La interesada, nacida en territorio del Sáhara Occidental en 1980, 
solicitó la inscripción de nacimiento fuera de plazo y la recuperación de su 
nacionalidad española alegando ser hija de una ciudadana española. El 
encargado del registro denegó la solicitud añadiendo, además, la 
imposibilidad de ejercitar el derecho de opción del art. 20 CC. Contra el 
auto de denegación se presentó el recurso examinado.

III.- Hay que advertir, en primer lugar, que la interesada modifica en el 
recurso la causa petendi, pues su solicitud inicial pretendía la inscripción 
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de nacimiento fuera de plazo y la recuperación de su nacionalidad 
española (art. 26 CC.), mientras que en el recurso lo que plantea es la 
declaración de dicha nacionalidad con valor de simple presunción por 
consolidación basada en el art. 18 CC. y en la aplicación de la sentencia 
del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998. Aunque la resolución de 
este punto, que, por otra parte, es competencia del encargado del registro 
del domicilio, requeriría un pronunciamiento previo de dicho registro, sí 
cabe apuntar, en cualquier caso, que la mencionada sentencia del Tribunal 
Supremo se refiere a una persona que había nacido en el territorio del 
Sahara con anterioridad al período de vigencia del Decreto 2258/1976, de 
10 de agosto, mientras que la interesada en este caso nació mucho 
después.

IV.- Por lo que se refiere a la inscripción de nacimiento fuera de plazo y a 
la recuperación de nacionalidad, para que un nacimiento pueda ser 
inscrito en el Registro Civil español es necesario (arts. 15 LRC y 66 RRC) 
que haya acaecido en territorio español o que afecte a españoles. Ninguna 
de estas dos circunstancias concurre en este caso, dado que la no inscrita 
nació en territorio del Sáhara Occidental en 1980 y no consta que haya 
adquirido la nacionalidad española por ningún título. Para poder recuperar 
la nacionalidad española ha de probarse suficientemente que se ostentó 
de iure en un momento anterior y la interesada no prueba tal circunstancia, 
pues su solicitud se basa en la nacionalidad española que actualmente 
ostenta su madre, pero sin que se haya acreditado que cuando la 
recurrente nació, en 1980, su madre fuera española, ya que dicha 
nacionalidad figura anotada marginalmente con valor de simple presunción 
por declaración del Registro Civil de Quintanar de la Orden en 2004. 

V.- En cuanto a la opción del artículo 20 CC. a la que también se refiere el 
auto recurrido, aunque la promotora no la mencionara inicialmente, 
tampoco sería posible, pues ni ha estado sujeta a la patria potestad de 
una española (supuesto del art. 20.1a), dadas las fechas de nacimiento 
de la hija y de declaración de nacionalidad española de la madre, ni puede 
considerarse que su madre fuera originariamente española y nacida en 
España (supuesto del art. 20.1b), ya que los nacidos en el territorio del 
Sáhara cuando éste era posesión española no eran propiamente 
nacionales españoles, sino sólo súbditos de España que se beneficiaban 
de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse 
otra cosa. El principio apuntado es el que se desprende necesariamente 
de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque sólo así cobra sentido que 
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a los naturales del Sáhara se les concediera en ciertas condiciones la 
oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a 
contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. 

VI.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sáhara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sáhara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada a cabo en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del 
Sáhara en relación con el territorio metropolitano según el derecho 
internacional. En concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius 
soli tiene el nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia 
con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”.

VII.- Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos 
antecedentes. La cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más 
debatidas y oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la 
naturaleza de su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en 
la doctrina científica una explicación sobre la distinción entre territorio 
metropolitano y territorio colonial. A tal dificultad se añade la actitud 
cambiante de la política colonial como consecuencia de lo mutable 
también de las relaciones internacionales, caracterización a la que no ha 
podido sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y 
que se hace patente a través de una legislación que sigue, como ha 
señalado el Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por 
tres etapas fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se 
consideraron simplemente colonias; b) vino luego la fase de 
provincialización durante la que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) 
por último, se entra en la fase de descolonización, que reviste la forma de 
independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de 
autodeterminación en el Sahara.

VIII.- Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la 
idea de equiparar aquel territorio del Sáhara, no obstante sus 
peculiaridades, con una «provincia» española y, por ello, se llegó a 
considerarlo como una extensión del territorio metropolitano, equiparación 
que ha dado pie a dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, 
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consistente en el reconocimiento a la población saharaui de su condición 
de nacionales españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras 
normas, la Ley de 19 abril 1961 que estableció «las bases sobre las que 
debe asentarse el ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus 
regímenes municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer 
manifiesta la equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» 
y «españoles nativos». Es importante destacar que como manifestación 
de esta posición España negó inicialmente al Secretariado General de la 
ONU información sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959).

IX.- No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden 
jurídico público internacional y, especialmente, la doctrina sobre 
«descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, 
Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 
1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujo al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la 
diferenciación de «territorios», puesta finalmente de relieve con rotunda 
claridad por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sáhara 
cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sáhara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías al 
provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio nacional».

X.- Por último, independientemente de la declaración sobre la nacionalidad 
de la no inscrita, tampoco resulta acreditada su filiación respecto de una 
española, dado que la certificación de nacimiento de la RASD no es título 
suficiente para practicar la inscripción porque no proviene de un registro 
extranjero “regular y auténtico” (art. 85 RRC). Hay que recordar que las 
competencias de calificación del encargado sobre la certificación 
extranjera se extienden al examen de la competencia y autoridad que la 
expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal 
expedición con base legal suficiente para ello, base que en este caso no 
existe al no estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de 
disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido. Por ello, el documento aportado en prueba 
del nacimiento no acredita las circunstancias esenciales que deben 
constar en la inscripción y que, en defecto de certificado auténtico, 
deberán demostrarse por otros medios supletorios de los que se 
mencionan en los artículos correspondientes al procedimiento de 
inscripción fuera de plazo del Reglamento del Registro Civil y en la Circular 
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de 29 de octubre de 1980. En consecuencia, no es posible la inscripción 
de unos hechos, de los cuales la inscripción de nacimiento da fe, que no 
están suficientemente acreditados.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (126ª)
I.1.1  Inscripción de nacimiento fuera de plazo

No procede la inscripción del nacido en el Sahara Occidental en 1976 por 
no resultar acreditada su nacionalidad española ni su filiación respecto a 
un español.

En las actuaciones sobre inscripción de nacimiento remitidas a este centro 
en trámite de recurso por virtud del entablado por el promotor, contra auto 
dictado por el Magistrado Juez Encargado del Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Burgos el 6 de julio 
de 2010, el Sr. M. mayor de edad, nacido según declara en B. (Sahara 
Occidental) el 1 de enero de 1976 y con domicilio en la misma localidad, 
solicitó su inscripción de nacimiento fuera de plazo en el Registro Civil 
español. Aportaba la siguiente documentación: certificado de 
empadronamiento en B. desde el 4 de agosto de 2009, MINURSO de 
1998 en el que se hace constar que nació en T. (Sahara Occidental) en 
1975, libro de familia expedido en 1973 en el que no aparece incluido, 
documentos nacionales de identidad del Sahara de los padres del 
promotor expedidos en 1972 y, expedido por representantes de la 
denominada República Árabe Saharaui Democrática, certificado de 
paternidad en el que se hace constar otro lugar de nacimiento que resulta 
ininteligible. 
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2.- Con la misma fecha se ratifica el interesado en su solicitud, en la que 
además proponía el testimonio de 4 personas. El Ministerio Fiscal no se 
opone a lo solicitado. Con fecha 20 de octubre comparece uno de los 
testigos, pareja del promotor, manifestando que otras dos personas de las 
propuestas no pueden comparecer por no estar en B. y declarando que 
conoció al promotor y a su familia en los campos de refugiados en Argelia 
con motivo de su labor de colaboración, lo mismo que testifica la última 
persona que comparece en el Registro Civil de Madrid, añadiendo que le 
consta que los padres del promotor tienen documento nacional de 
identidad español.

3.- Con fecha 3 de marzo de 2011 la Encargada del Registro Civil de 
Burgos remite el expediente al Registro Civil Central, competente en su 
caso para la inscripción, informando que considera que no proceden 
acceder a lo solicitado porque no se dan las circunstancias que permiten 
el acceso al Registro Civil español de acuerdo con el artículo 15 de la Ley 
del Registro Civil. Con fecha 20 de febrero de 2012 el Encargado del 
Registro Civil Central dictó auto denegando la inscripción de nacimiento 
del Sr. M. porque no ha acreditado su nacionalidad española, ya que el 
sólo hecho de nacer en el Sahara Occidental no la atribuye, por lo que el 
promotor deberá ser declarado español con valor de simple presunción o 
bien consolidar la nacionalidad española que haya poseído y utilizado de 
buena fe, artículo 18 del Código Civil, siendo en todo caso competente el 
Registro Civil de su domicilio.

4.- Notificada la resolución al promotor, este presentó recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado reiterando que nació 
en territorio español por lo que si se da uno de los supuestos de acceso al 
Registro Civil.

5.- De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que 
propuso la confirmación del auto apelado. El Encargado del Registro Civil 
Central informa que no se han desvirtuado los argumentos de su decisión 
y remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 del Código Civil, 15, 16 y 95 de la Ley del Registro 
Civil (LRC); 66, 68, 169, 311 a 316 del Reglamento del Registro Civil 
(RRC); la Circular de 29 de octubre de 1.980, la Instrucción de 7 de 
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octubre de 1.988, y las resoluciones, entre otras, de 24 de septiembre de 
2005; 13-3a de enero, 3-1a de abril y 25-4a de julio de 2006; 17-5a de 
mayo de 2007; 3-2a de enero y 22-3ª de octubre de 2008 y 8-4ª de enero 
de 2009.

II.- El promotor, nacido según declara en B. (Sahara Occidental) en el año 
1976, solicita la inscripción de su nacimiento fuera de plazo en el Registro 
Civil español. El Encargado del Registro Civil Central denegó la práctica 
de la inscripción por no haber acreditado el promotor su nacionalidad 
española que motive su inscripción. 

III.- Son inscribibles en el Registro Civil español los nacimientos ocurridos 
dentro del territorio español o que afecten a españoles (cfr. art. 15 LRC), 
siendo la vía registral apropiada, cuando haya transcurrido el plazo para 
declarar el nacimiento, el expediente a que alude el artículo 95-5° de la 
Ley del Registro Civil, cuya tramitación se desarrolla en los artículos 311 a 
316 del reglamento. Lo cierto es que en este caso no se acredita ninguna 
de esas circunstancias, dado que el no inscrito nació en territorio del 
Sahara Occidental y no consta que haya adquirido la nacionalidad 
española por ningún título ni causa legal. En este sentido, hay que recordar 
que la posesión durante un tiempo determinado por parte del padre del 
solicitante de documento de identidad español que luego perdió su 
validez, no supone de ningún modo la atribución al mismo de la 
nacionalidad española.

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sáhara cuando este era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sáhara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sáhara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sáhara español en el período histórico 

http://www.mjusticia.gob.es/cs/Satellite/Portal/es/servicios-ciudadano/documentacion-publicaciones


M
inisterio de Justicia

41 Catálogo de Publicaciones

Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado (Registro Civil)

precedente a la «descolonización» llevada a cabo en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del 
Sáhara en relación con el territorio metropolitano según el derecho 
internacional. En concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius 
soli tiene el nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia 
con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”.

VI.- Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos 
antecedentes. La cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más 
debatidas y oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la 
naturaleza de su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en 
la doctrina científica una explicación sobre la distinción entre territorio 
metropolitano y territorio colonial. 

A tal dificultad se añade la actitud cambiante de la política colonial como 
consecuencia de lo mutable también de las relaciones internacionales, 
caracterización a la que no ha podido sustraerse la posición española en 
África ecuatorial y occidental, y que se hace patente a través de una 
legislación que sigue, como ha señalado el Tribunal Supremo, un itinerario 
zigzagueante integrado por tres etapas fundamentales: a) en un primer 
momento dichos territorios se consideraron simplemente colonias; b) vino 
luego la fase de provincialización durante la que se intenta su asimilación 
a la metrópoli; c) por último, se entra en la fase de descolonización, que 
reviste la forma de independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o 
retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el Sahara.

VII.- Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la 
idea de equiparar aquel territorio del Sáhara, no obstante sus 
peculiaridades, con una «provincia» española y, por ello, se llegó a 
considerarlo como una extensión del territorio metropolitano, equiparación 
que ha dado pie a dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, 
consistente en el reconocimiento a la población saharaui de su condición 
de nacionales españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras 
normas, la Ley de 19 abril 1961 que estableció «las bases sobre las que 
debe asentarse el ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus 
regímenes municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer 
manifiesta la equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» 
y «españoles nativos». Es importante destacar que como manifestación 
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de esta posición España negó inicialmente al Secretariado General de la 
ONU información sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959).

VIII.- No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden 
jurídico público internacional y, especialmente, la doctrina sobre 
«descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, 
Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre 
de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujo al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, 
a la diferenciación de «territorios», puesta finalmente de relieve con 
rotunda claridad por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» 
del Sáhara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias 
sobre el territorio no autónomo del Sáhara, que durante algunos años ha 
estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen 
peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado 
parte del territorio nacional».

IX.- En consecuencia, no es posible proceder a la inscripción de unos 
hechos, de los cuales la inscripción de nacimiento da fe, que no están 
suficientemente probados, lo que se entiende, no obstante, sin perjuicio 
de que, si el interesado presenta la documentación oportuna, pueda 
solicitar nuevamente la inscripción (cfr. art. 226 RRC) o iniciar un 
procedimiento de adquisición de nacionalidad por residencia o, en su 
caso, de declaración de nacionalidad con valor de simple presunción (cfr. 
arts. 335 a 340 RRC).

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (134ª)
I.1.1  Inscripción de nacimiento fuera de plazo

No procede la inscripción del nacido en el Sahara Occidental en 1967 por 
no resultar acreditada su nacionalidad española ni su filiación respecto a 
un español.

En las actuaciones sobre inscripción de nacimiento remitidas a este centro 
en trámite de recurso por virtud del entablado por el promotor, contra auto 
dictado por el Magistrado Juez Encargado del Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil Central el 6 de junio 
de 2011, el Sr. B. mayor de edad, nacido según declara en S. (Sahara 
Occidental) el 29 de abril de 1967, solicitó su inscripción de nacimiento 
fuera de plazo en el Registro Civil español. Aportaba la siguiente 
documentación: certificado de las autoridades policiales españolas de que 
no existe constancia en los archivos de expedición de documento nacional 
de identidad al promotor, si consta en 1963 expedido en Las P. documento 
a favor de M. sin más datos, padre del promotor, documento nacional de 
identidad del padre, documento nacional de identidad del Sahara de la 
madre del promotor, expedido en 1971, libro de familia en el que el 
promotor es el tercer hijo, permiso de residencia permanente en España 
como ciudadano argelino, nacido en A. el 15 de mayo de 1966, sentencia 
del Tribunal Superior de Justicia de Madrid que reconoce a la madre del 
promotor su derecho a la pensión de viudedad y que en su argumentación 
trata sobre la nacionalidad española del causante y padre del promotor, 
certificado de empadronamiento en M. desde el 27 de septiembre de 2000 
y, expedidos por representantes de la denominada República Árabe 
Saharaui Democrática, certificado de nacimiento, certificado de defunción 
del padre del promotor y certificado de nacimiento de su madre.

2.- Con fecha 24 de febrero de 2012 el Encargado del Registro Civil 
Central dictó auto denegando la inscripción de nacimiento del Sr. M. 
porque no ha acreditado su nacionalidad española, ya que el sólo hecho 
de nacer en el Sahara Occidental no la atribuye, por lo que el promotor 
deberá ser declarado español con valor de simple presunción o bien 
consolidar la nacionalidad española que haya poseído y utilizado de 
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buena fe, artículo 18 del Código Civil, siendo en todo caso competente 
para la tramitación y resolución el Registro Civil de su domicilio.

3.- Notificada la resolución al promotor, este presentó recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado basando su 
argumentación en el contenido de la sentencia aportada cuando hace 
referencia a que, salvo prueba en contrario, el padre del promotor era 
titular de documento de identidad español, no bilingüe, por lo que a los 
efectos que se dirimían en la sentencia entienden que cabe presumir su 
nacionalidad española. 

4.- De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que 
propuso la confirmación del auto apelado. El Encargado del Registro Civil 
Central informa que no se han desvirtuado los argumentos de su decisión 
y remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 del Código Civil, 15, 16 y 95 de la Ley del Registro 
Civil (LRC); 66, 68, 169, 311 a 316 del Reglamento del Registro Civil 
(RRC); la Circular de 29 de octubre de 1.980, la Instrucción de 7 de 
octubre de 1.988, y las resoluciones, entre otras, de 24 de septiembre de 
2005; 13-3a de enero, 3-1a de abril y 25-4a de julio de 2006; 17-5a de 
mayo de 2007; 3-2a de enero y 22-3ª de octubre de 2008 y 8-4ª de enero 
de 2009.

II.- El promotor, nacido según declara en S. (Sahara Occidental) en el año 
1967, solicita la inscripción de su nacimiento fuera de plazo en el Registro 
Civil español. El Encargado del Registro Civil Central denegó la práctica 
de la inscripción por no haber acreditado el promotor su nacionalidad 
española que motive su inscripción. 

III.- Son inscribibles en el Registro Civil español los nacimientos ocurridos 
dentro del territorio español o que afecten a españoles (cfr. art. 15 LRC), 
siendo la vía registral apropiada, cuando haya transcurrido el plazo para 
declarar el nacimiento, el expediente a que alude el artículo 95-5° de la 
Ley del Registro Civil, cuya tramitación se desarrolla en los artículos 311 a 
316 del reglamento. Lo cierto es que en este caso no se acredita ninguna 
de esas circunstancias, dado que el no inscrito nació en territorio del 
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Sahara Occidental y no consta que haya adquirido la nacionalidad 
española por ningún título ni causa legal. 

IV.- Respecto a la primera de las circunstancias, en principio los nacidos 
en el territorio del Sáhara cuando este era posesión española no eran 
propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España que se 
beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas 
disposiciones anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera 
deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que se desprende 
necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque sólo así 
cobra sentido que a los naturales del Sáhara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo 
de un año a contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sáhara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sáhara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada a cabo en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del 
Sáhara en relación con el territorio metropolitano según el derecho 
internacional. En concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius 
soli tiene el nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia 
con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”.

VI.- Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos 
antecedentes. La cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más 
debatidas y oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la 
naturaleza de su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en 
la doctrina científica una explicación sobre la distinción entre territorio 
metropolitano y territorio colonial.

A tal dificultad se añade la actitud cambiante de la política colonial como 
consecuencia de lo mutable también de las relaciones internacionales, 
caracterización a la que no ha podido sustraerse la posición española en 
África ecuatorial y occidental, y que se hace patente a través de una 
legislación que sigue, como ha señalado el Tribunal Supremo, un itinerario 
zigzagueante integrado por tres etapas fundamentales: a) en un primer 
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momento dichos territorios se consideraron simplemente colonias; b) vino 
luego la fase de provincialización durante la que se intenta su asimilación 
a la metrópoli; c) por último, se entra en la fase de descolonización, que 
reviste la forma de independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o 
retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el Sahara.

VII.- Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la 
idea de equiparar aquel territorio del Sáhara, no obstante sus 
peculiaridades, con una «provincia» española y, por ello, se llegó a 
considerarlo como una extensión del territorio metropolitano, equiparación 
que ha dado pie a dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, 
consistente en el reconocimiento a la población saharaui de su condición 
de nacionales españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras 
normas, la Ley de 19 abril 1961 que estableció «las bases sobre las que 
debe asentarse el ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus 
regímenes municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer 
manifiesta la equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» 
y «españoles nativos». Es importante destacar que como manifestación 
de esta posición España negó inicialmente al Secretariado General de la 
ONU información sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959).

VIII.- No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden 
jurídico público internacional y, especialmente, la doctrina sobre 
«descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, 
Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre 
de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujo al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, 
a la diferenciación de «territorios», puesta finalmente de relieve con 
rotunda claridad por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» 
del Sáhara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias 
sobre el territorio no autónomo del Sáhara, que durante algunos años ha 
estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen 
peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado 
parte del territorio nacional».

IX.- Respecto la segunda de las circunstancias que permiten la inscripción 
en el Registro Civil español, que el hecho a inscribir afecte a españoles, y 
que es la base de la argumentación del recurrente, en base a la 
nacionalidad española de su padre, hay que recordar que la posesión por 
parte del padre del solicitante de documento de identidad español, como 
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se recoge en la sentencia aportada, no supone de ningún modo la 
atribución al mismo de la nacionalidad española, es cierto que el 
Documento Nacional de Identidad sirve para acreditar, salvo prueba en 
contrario, la nacionalidad española del titular, pero, como viene reiterando 
este Centro Directivo a partir de la Resolución de 18 de mayo de 1990, 
esa presunción no es absoluta pues su ámbito se ciñe exclusivamente al 
de los expedientes administrativos, y en cualquier caso no rige en el 
ámbito del Registro Civil por afectar a materias de Derecho Privado en 
cuya tramitación se aplican supletoriamente las leyes procesales (cfr. arts. 
16 y 349 RRC) y en el que la prueba de los hechos inscritos se regula por 
lo dispuesto en el artículo 2 de la Ley del Registro Civil (cfr. por todas, 
Resolución de 6 de noviembre de 2002 -1ª).

Debiendo significarse que la propia sentencia aportada, emitida en el 
ámbito de la jurisdicción contencioso-administrativa, establece “se ha de 
hacer constar que la nacionalidad es cuestión que afecta al derecho 
privado y que, en consecuencia esta jurisdicción no puede proclamar la 
nacionalidad española de ninguna persona, por ello lo que aquí se diga lo 
es a efectos meramente prejudiciales, sin perjuicio de lo que pudiera decir 
la jurisdicción civil si a ella se le planteara la cuestión y a los solos efectos 
de dar respuesta a la pretensión de la recurrente de conseguir la solicitada 
pensión de viudedad”.

X.- En consecuencia, no es posible proceder a la inscripción de unos 
hechos, de los cuales la inscripción de nacimiento da fe, que no están 
suficientemente probados, lo que se entiende, no obstante, sin perjuicio 
de que, si el interesado presenta la documentación oportuna, pueda 
solicitar nuevamente la inscripción (cfr. art. 226 RRC) o iniciar un 
procedimiento de adquisición de nacionalidad por residencia o, en su 
caso, de declaración de nacionalidad con valor de simple presunción (cfr. 
arts. 335 a 340 RRC).

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (150ª)
I.1.1  Inscripción de nacimiento

No es inscribible un nacimiento ocurrido en 1971 en territorio del Sáhara 
Occidental que no afecta a españoles.

En las actuaciones sobre inscripción de nacimiento remitidas a este centro 
en trámite de recurso por virtud del entablado por la interesada contra 
resolución dictada por la Magistrada Juez Encargada del Registro Civil 
Central.

HECHOS

1.- Mediante auto dictado el 13 de mayo de 2008, la Encargada del 
Registro Civil de Córdoba declaró la nacionalidad española de origen por 
consolidación y ordenó la inscripción de nacimiento en el mismo Registro 
de la Sra. M. nacida en A. (Sáhara Occidental) el 16 de mayo de 1971. 
Una vez practicada la inscripción, el Ministerio Fiscal interpuso recurso 
contra la resolución dictada alegando que la nacionalidad declarada lo es 
con valor de simple presunción, de manera que debió acceder al Registro 
por medio de anotación marginal a la inscripción de nacimiento y que, en 
todo caso, el órgano competente para practicar la inscripción era el 
Registro Civil Central. El recurso fue estimado por resolución de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado (DGRN) de 17 de abril 
de 2009 (4ª) que, además, instaba al Ministerio Fiscal para que promoviera 
expediente de cancelación de la inscripción realizada. Dicha cancelación 
se llevó a efecto por resolución registral de la Encargada del Registro Civil 
de Córdoba de 18 de marzo de 2010.

2.- Mediante escrito presentado el 22 de diciembre de 2010 en el Registro 
Civil Central, la interesada, por medio de su representante legal, solicitaba 
la inscripción de su nacimiento o, en su defecto, la práctica de una 
anotación soporte donde constara su filiación y situación personal.

3.- La Encargada del Registro dictó providencia el 14 de febrero de 2011 
denegando la pretensión remitiéndose al contenido de la resolución de la 
DGRN de 17 de abril de 2009.

4.- Notificada la interesada, interpuso recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado, mediante representante legal, alegando 
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que la resolución de 2009 de este Centro solo reconocía la falta de 
competencia del Registro Civil de Córdoba para la práctica de la 
inscripción, que debía realizarse en el Registro Civil Central, pero que ello 
no afectaba a la declaración de nacionalidad española por consolidación 
que se reconocía en el auto impugnado y que, en su momento, fue 
informada favorablemente por el propio Ministerio Fiscal. 

5.- La interposición del recurso se trasladó al Ministerio Fiscal, que 
interesó su desestimación. La Encargada del Registro Civil Central remitió 
el expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para 
su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil (CC.); 15, 95.2º y 96 de la Ley 
del Registro Civil (LRC); 66, 297.3º y 335 del Reglamento del Registro 
Civil (RRC); y las resoluciones, entre otras, 20-1ª de septiembre de 2001; 
5-2ª de octubre de 2004; 9-6ª y 22-1ª de mayo y 21-4ª de septiembre de 
2007; 6-7ª de mayo y 27-5ª de noviembre de 2008; 2-4ª de marzo y 17-2ª 
de abril de 2009 y 22-3ª de marzo de 2010.

II.- La promotora, de origen saharaui, que había obtenido la declaración 
de nacionalidad española por medio de Auto de la Encargada del Registro 
Civil de Córdoba y cuya inscripción, posteriormente cancelada, se había 
practicado en ese mismo Registro, solicitó la inscripción de su nacimiento 
o anotación soporte correspondiente en el Registro Civil Central por 
entender que la resolución de la DGRN que estimó el recurso del Ministerio 
Fiscal contra la actuación de la Encargada del Registro de Córdoba solo 
se refería a la falta de competencia de dicho Registro para la práctica de 
la inscripción pero no a la declaración de nacionalidad. La Encargada del 
Registro Civil Central denegó la pretensión remitiéndose al contenido de 
la citada resolución de la DGRN.

III.- La resolución de 17 de abril de 2009 de este Centro Directivo, citada 
repetidamente en el expediente, apreció, en efecto, la falta de competencia 
del Registro Civil de Córdoba para la práctica de la inscripción pero, 
además, no dejaba lugar a dudas en su fundamentación acerca de la 
nulidad de la declaración de nacionalidad realizada por incumplimiento de 
las normas que regulan la materia, de manera que, además de estimar el 
recurso, instaba al propio Ministerio Fiscal a promover un nuevo expediente 
para declarar que a la interesada no le correspondía la nacionalidad 
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española y proceder a continuación a la cancelación de la inscripción 
practicada con todo su contenido. Pues bien, según consta en el folio 
registral correspondiente, dicho expediente se promovió y dio como 
resultado, en virtud de resolución de la Encargada del Registro Civil de 
Córdoba de 18 de marzo de 2010, la cancelación total de la inscripción 
por haber sido realizada en virtud de título manifiestamente ilegal, de 
donde cabe deducir que la dicha ilegalidad procede, no solo de la 
incompetencia del órgano para practicar la inscripción, sino también de la 
errónea interpretación previa del artículo 18 CC., cuestión a la que también 
se refería explícitamente la resolución de la DGRN, pues, en otro caso, el 
expediente habría sido remitido al Registro Civil Central para que se 
practicaran allí los asientos pertinentes.

IV.- En consecuencia, dado que en el Registro Civil español solo son 
inscribibles los nacimientos ocurridos dentro del territorio español o que 
afecten a españoles (art. 15 LRC) y no constando acreditada ninguna de 
tales circunstancias en este caso, como ya determinaba la resolución de 
2009, no cabe practicar asiento alguno en el Registro Civil Central.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (152ª)
I.1.1  Inscripción de nacimiento fuera de plazo

No procede la inscripción del nacido en Villa Cisneros (Sahara Occidental) 
en 1967 por no resultar acreditada su nacionalidad española ni su filiación 
respecto a un español.

En las actuaciones sobre inscripción de nacimiento remitidas a este centro 
en trámite de recurso por virtud del entablado por el promotor, contra auto 
dictado por el Magistrado Juez Encargado del Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Mediante escrito en el Registro Civil de Valverde del Hierro (Santa 
Cruz de Tenerife), el 11 de mayo de 2010, Don B. mayor de edad, solicitó 
su inscripción de nacimiento fuera de plazo en el Registro Civil español. 
Aportaba la siguiente documentación: certificado de empadronamiento en 
La F., El H.(S.C.T)desde un día antes de la solicitud, permiso de residencia 
permanente en España como ciudadano mauritano nacido en N. en 1967, 
pasaporte mauritano renovado en el año 2008 en la Embajada de dicho 
país en Madrid, documentos nacionales de identidad del Sahara de los 
padres del promotor, expedidos en 1970 y 1972, certificado de que el 
padre del promotor prestó servicios en la Agrupación de tropas nómadas 
del Sahara desde 1959 hasta su disolución en diciembre de 1975, 
documentación del Ministerio de Defensa relativa a la pensión de viudedad 
de la madre del promotor, ficha familiar en la aparece el promotor pero con 
fecha de nacimiento 1969, MINURSO de 1998 de la madre del promotor y 
de éste mismo, en este caso con enmienda en el lugar de nacimiento, 
certificado mauritano de concordancia de nombre, inscripciones de 
nacimiento en el Registro Civil español de tres hermanos, según el 
promotor, que han sido declarados españoles con valor de simple 
presunción por el Registro Civil de Málaga y, expedidos por representantes 
de la denominada República Árabe Saharaui Democrática, certificado de 
que el promotor es de origen saharaui y estaba incluido al igual que sus 
padres en el censo español de 1974, certificado de que no pudo optar 
porque se encontraba en los campamentos de refugiados saharauis, 
certificado de concordancia de nombre y documento de identidad.

2.- Ratificado el promotor en su solicitud de inscripción de nacimiento en 
el Registro Civil como español, y remitido el expediente al Registro Civil 
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Central, competente en su caso para la inscripción. El Encargado del 
mismo dictó acuerdo el 13 de abril de 2011 denegando la inscripción por 
no haber acaecido el nacimiento en territorio español ni afectar el mismo 
a un español, puesto que no se ha acreditado la nacionalidad española 
del padre en la fecha del nacimiento del promotor o durante su minoría de 
edad, añadiendo el auto que, no obstante, puede reiterar su solicitud si 
aporta documentación que acredite su nacionalidad española originaria o 
sobrevenida o el promotor obtuviera la declaración de su nacionalidad con 
valor de simple presunción por el Registro Civil de su domicilio.

3.- Notificada la resolución al promotor, este presentó recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado reiterando los 
argumentos y la documentación de su escrito de solicitud.

4.- La interposición del recurso se trasladó al Ministerio Fiscal, que se opuso 
a su estimación. El Encargado del Registro Civil Central informa que no se 
han desvirtuado los argumentos de su decisión y remitió el expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 15, 16 y 95 de la Ley del Registro Civil (LRC); 66, 
68, 169, 311 a 316 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Circular de 
29 de octubre de 1.980, la Instrucción de 7 de octubre de 1.988, y las 
resoluciones, entre otras, de 24 de septiembre de 2005; 13-3a de enero, 
3-1a de abril y 25-4a de julio de 2006; 17-5a de mayo de 2007; 3-2a de 
enero y 22-3ª de octubre de 2008 y 8-4ª de enero de 2009.

II.- El promotor, nacido según declara en V-C. en el año 1967, o en N. 
(Mauritania) según pasaporte y permiso de residencia y en 1967, 1968 o 
1969, según el documento que se examine, solicita la inscripción de su 
nacimiento fuera de plazo en el Registro Civil español. El Encargado del 
Registro Civil Central denegó la práctica de la inscripción por no haber 
acaecido el nacimiento que se pretende inscribir en territorio español ni 
resultar acreditado que el mismo afecte a un español.

III.- Son inscribibles en el Registro Civil español los nacimientos ocurridos 
dentro del territorio español o que afecten a españoles (cfr. art. 15 LRC), 
siendo la vía registral apropiada, cuando haya transcurrido el plazo para 
declarar el nacimiento, el expediente a que alude el artículo 95-5° de la 
Ley del Registro Civil, cuya tramitación se desarrolla en los artículos 311 a 
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316 del reglamento. Lo cierto es que en este caso no se acredita ninguna 
de esas circunstancias: el interesado según su declaración nació en V-C. 
en 1967 y no aporta al expediente ningún documento que acredite filiación 
española o la adquisición de la nacionalidad española por cualquier causa 
legal. En este sentido, hay que recordar que la posesión durante un tiempo 
determinado por parte de los padres del solicitante de documento de 
identidad español que luego perdió su validez, no supone de ningún modo 
la atribución al mismo de la nacionalidad española.

IV.- En consecuencia, no es posible proceder a la inscripción de unos hechos, 
de los cuales la inscripción de nacimiento da fe, que no están suficientemente 
probados, lo que se entiende, no obstante, sin perjuicio de que, si el interesado 
presenta la documentación oportuna, pueda solicitar nuevamente la 
inscripción (cfr. art. 226 RRC) o iniciar un procedimiento de adquisición de 
nacionalidad por residencia o, en su caso, de declaración de nacionalidad 
con valor de simple presunción (cfr. arts. 335 a 340 RRC). Además gran parte 
de la documentación está emitida por la República Árabe Saharaui 
Democrática, y esta no pueda ser tenida en cuenta ya que no ofrece garantías 
análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española. Al respecto ha 
de tenerse en cuenta que las competencias de calificación del Encargado 
respecto de la certificación extranjera se extienden al examen de la 
competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de 
cargo que le habilite para tal expedición con base legal suficiente para ello, 
base, que en este caso no existe al no estar establecidos los órganos del 
Registro Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un 
ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido.

V.- Debiendo significarse que por lo que se refiere a la concesión a sus 
hermanos de la nacionalidad española, a la vista de los documentos 
aportados al expediente en prueba del presunto derecho de la ahora 
interesada, se observa que la documentación que sirvió de base en su 
momento para la declaración con valor de simple presunción de la 
nacionalidad española de aquéllos era similar a la contenida en el presente 
expediente, por lo que, si el Ministerio Fiscal considerara que les ha sido 
otorgada dicha nacionalidad de modo improcedente, cabría, a instancia 
de dicho órgano, incoar nuevos expedientes solicitando que se declare 
con valor de simple presunción que los interesados no son españoles. 

A este respecto conviene recordar que, en desarrollo del principio básico 
de la legislación registral de concordancia del Registro Civil con la realidad, 
es doctrina reiterada de este Centro Directivo que, mientras subsista ese 
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interés público de concordancia, no opera en el ámbito del Registro Civil 
el principio de autoridad de cosa juzgada.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (208ª)
I.1.1  Inscripción de nacimiento

No es inscribible un nacimiento ocurrido en Aaiún en 1972 porque no 
afecta a españoles.

En las actuaciones sobre inscripción de nacimiento remitidas a este centro 
en trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado contra 
auto dictado por el encargado del Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Betanzos el 9 de 
febrero de 2010, el Sr. L. quien también se identifica como L.) solicitaba su 
inscripción de nacimiento en el Registro Civil español en virtud el artículo 
17.1a) del Código Civil por haber nacido en A. en 1972 y ser hijo de padre 
español. Adjuntaba los siguientes documentos: permiso de residencia en 
España, certificado de empadronamiento, DNI y pasaporte español, 
actualmente carentes de validez, de B. (padre del solicitante), libro de 
familia, certificado del Ministerio del Interior de expedición de DNI al padre 
del interesado en 1970, certificados marroquíes de nacimiento, de filiación 
y de concordancia de nombre relativos al promotor e inscripción de 
nacimiento del padre en el Registro Civil del Juzgado Cheránico de Aaiún 
practicada en 1970.
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2.- Remitido el expediente al Registro Civil Central, competente para la 
inscripción, el encargado dictó auto el 22 de febrero de 2011 denegando 
la pretensión porque el nacimiento que se pretende inscribir no ha ocurrido 
en España ni afecta a españoles. 

3.- Notificada la resolución, el interesado interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado alegando que cuando 
él nació el A. era territorio español y que, en cualquier caso, su padre es 
español de origen, por lo que él mismo ha sido siempre también español.

4.- Notificada la interposición del recurso al ministerio fiscal, interesó su 
desestimación. El encargado del Registro Civil Central se ratificó en su 
decisión y remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 del Código Civil; 15 de la Ley del Registro Civil; 
66 del Reglamento del Registro Civil; y las resoluciones, entre otras, 14-2ª 
de julio de 2000, 22-2ª de junio de 2001, 7-10ª de septiembre de 2002, 13 
de diciembre de 2003, 11-4ª de octubre de 2007 y 19-58ª de diciembre de 
2012.

II.- Pretende el promotor la inscripción de su nacimiento en el Registro 
Civil español alegando que es español por haber nacido en A. en 1972 y 
ser hijo de un ciudadano español.

III.- Para que un nacimiento pueda ser inscrito en el Registro Civil español 
es necesario (arts. 15 LRC y 66 RRC) que haya acaecido en territorio 
español o que afecte a españoles. Ninguna de estas dos circunstancias 
concurre en este caso, dado que el no inscrito nació en territorio del 
Sáhara Occidental y no consta que haya adquirido la nacionalidad 
española por ningún título. 

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sáhara cuando este era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sáhara se les 
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concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sáhara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sáhara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada a cabo en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del 
Sáhara en relación con el territorio metropolitano según el derecho 
internacional. En concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius 
soli tiene el nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia 
con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”.

VI.- Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos 
antecedentes. La cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más 
debatidas y oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la 
naturaleza de su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en 
la doctrina científica una explicación sobre la distinción entre territorio 
metropolitano y territorio colonial. A tal dificultad se añade la actitud 
cambiante de la política colonial como consecuencia de lo mutable 
también de las relaciones internacionales, caracterización a la que no ha 
podido sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y 
que se hace patente a través de una legislación que sigue, como ha 
señalado el Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por 
tres etapas fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se 
consideraron simplemente colonias; b) vino luego la fase de 
provincialización durante la que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) 
por último, se entra en la fase de descolonización, que reviste la forma de 
independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o retrocesión en I. y de 
autodeterminación en el Sahara.

VII.- Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la 
idea de equiparar aquel territorio del Sáhara, no obstante sus 
peculiaridades, con una «provincia» española y, por ello, se llegó a 
considerarlo como una extensión del territorio metropolitano, equiparación 
que ha dado pie a dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, 
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consistente en el reconocimiento a la población saharaui de su condición 
de nacionales españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras 
normas, la Ley de 19 abril 1961 que estableció «las bases sobre las que 
debe asentarse el ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus 
regímenes municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer 
manifiesta la equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» 
y «españoles nativos». Es importante destacar que como manifestación 
de esta posición España negó inicialmente al Secretariado General de la 
ONU información sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959).

VIII.- No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden 
jurídico público internacional y, especialmente, la doctrina sobre 
«descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, 
Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre 
de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujo al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, 
a la diferenciación de «territorios», puesta finalmente de relieve con 
rotunda claridad por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» 
del Sáhara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias 
sobre el territorio no autónomo del Sáhara, que durante algunos años ha 
estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen 
peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado 
parte del territorio nacional».

IX.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sáhara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En este caso el interesado no ha acreditado que cuando estuvo 
en vigor el real decreto de 1976 sus representantes legales -dada su 
minoría de edad en aquel momento- estuviesen imposibilitados de facto 
para optar a la nacionalidad española por haber permanecido en los 
territorios ocupados. Además, tampoco está probada la posesión y 
utilización de la nacionalidad española en los términos y duración que 
establece el artículo 18 CC., puesto que el recurrente tiene nacionalidad 
marroquí y es esta la que ha venido utilizando hasta ahora. Y, por lo que 
se refiere a la supuesta nacionalidad española de su padre, la inscripción 
en el registro cheránico no supone de ningún modo la atribución de tal 
nacionalidad.
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Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (222ª)
I.1.1  Inscripción fuera de plazo de nacimiento

Se retrotraen las actuaciones para que, previos los trámites que se 
estimen pertinentes, se dicte nuevo auto motivado tomando en 
consideración que la nacionalidad española con valor de simple presunción 
consta declarada e inscrita, sin perjuicio de la resolución que al respecto 
se dicte en el expediente gubernativo de cancelación de inscripción 
posteriormente incoado.

En el expediente sobre inscripción fuera de plazo de nacimiento remitido 
a este Centro en trámite de recurso, por virtud del interpuesto por el 
interesado contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil 
Central.

HECHOS

1.- Mediante comparecencia en el Registro Civil de Sevilla en fecha 11 de 
enero de 2010 Don M. de nacionalidad española declarada con valor de 
simple presunción por resolución del Registro Civil de Estepa (Sevilla) de 
18 de septiembre de 2007 y nacido en A. (Sahara occidental) el 25 de 
noviembre de 1979, solicita la inscripción fuera de plazo de su nacimiento 
para completar la anotación soporte a la inscripción de nacionalidad 
practicada por el Registro Civil Central el 25 de agosto de 2008. Acompaña 
la siguiente documentación: copia de DNI, solicitud de empadronamiento 
y certificado de nacimiento expedido por la Delegación Saharaui para 
Andalucía.

2.- En el mismo día, 11 de enero de 2010, el interesado ratificó la solicitud 
y comparecieron dos testigos, que manifestaron que el promotor nació en 
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los campamentos de refugiados saharauis; el Ministerio Fiscal se opuso a 
lo solicitado dado que el promotor carecía de la nacionalidad española y 
seguidamente el Juez Encargado del Registro Civil de Sevilla emitió 
informe desfavorable a la petición del promotor, remitiendo el expediente 
al Central.

3.- El Ministerio Fiscal adscrito al Registro Civil Central informó que 
procede la inscripción de conformidad con los artículos 24 y 26 de la LRC 
y 94 del RRC, e iniciar nuevo expediente de cancelación de la anotación 
practicada ya que al interesado no le corresponde la nacionalidad 
española.

4.- La Juez Encargada dictó auto el 2 de febrero de 2011 disponiendo 
denegar la inscripción de nacimiento ya que el promotor nació con 
posterioridad a la ley de Descolonización de 19 de noviembre de 1975 por 
lo que se le había aplicado erróneamente el artículo 18 del Código Civil.

5.- Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y al promotor, este interpuso 
recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado 
alegando que en el auto de fecha 18 de septiembre de 2007 se declara su 
nacionalidad española de origen con valor de simple presunción por 
consolidación y presentando copia de dicho auto, copia del auto recurrido, 
volante de empadronamiento y DNI.

6.- De la interposición se dio traslado al Ministerio Fiscal, que impugnó el 
recurso e interesó la confirmación del acuerdo dictado, emitiendo informe 
el 27 de abril de 2011 en el que se interesa que se inicie nuevo expediente 
para declarar que al promotor no le corresponde la nacionalidad española 
conforme al artículo 18 del CC. y por tanto procede la cancelación del 
asiento practicado. La Juez Encargada del Registro Civil Central informó 
que, no desvirtuados a su juicio los razonamientos jurídicos que 
aconsejaron dictar la resolución apelada, entiende que debe confirmarse 
y dispuso la remisión del expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 15, 16, 26, 27, 95 y 96 de la Ley del Registro Civil 
(LRC) y 66, 68, 85 94, 311 a 316 y 335 del Reglamento del Registro Civil 
(RRC); la Circular de 29 de octubre de 1980 de la Dirección General de 
los Registros y del Notariado (DGRN) sobre el expediente de inscripción 
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fuera de plazo de nacimiento, la Instrucción de 7 de octubre de 1988, y las 
resoluciones, entre otras, de 5-1ª y 14 de enero, 28 de abril, 31-2ª de 
mayo y 14-4ª de octubre de 1999; 26-1ª de abril de 2001; 10-6ª de 
septiembre de 2002; 14-5ª de abril y 11-8ª de noviembre de 2008.

II.- El promotor, de nacionalidad española con valor de simple presunción, 
declarada por resolución de 18 de septiembre de 2007 del Registro Civil 
de Estepa e inscrita por el Central el 25 de agosto de 2008, promueve 
seguidamente expediente sobre inscripción fuera de plazo de nacimiento. 
El Encargado del Registro Civil Central, considerando que al interesado 
podría no serle de aplicación lo dispuesto en el artículo 18 del Código Civil 
en orden a la consolidación de la nacionalidad española, dispuso denegar 
lo interesado mediante auto de 2 de febrero de 2011 que constituye el 
objeto del presente recurso.

III.- Aprobado por el Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC) el 
expediente de declaración con valor de simple presunción de la 
nacionalidad española, el Encargado del Registro Civil del lugar de 
nacimiento, no facultado para volver a enjuiciar el fondo del asunto (cfr. 
art. 27, II, LRC), ha de practicar la inscripción respetando la calificación 
efectuada por aquel, y si no está conforme con ella, ponerlo en 
conocimiento del Ministerio Fiscal a efectos de una posible impugnación. 
En este caso se inscribió la nacionalidad, no consta que seguidamente se 
promoviera expediente dirigido a la cancelación del asiento marginal 
practicado y, por tanto, en el momento en que se inicia el expediente para 
la inscripción fuera de plazo de nacimiento existe en el Registro una 
inscripción marginal y, si el Encargado no puede entrar a examinar su 
eventual ilegalidad en el propio expediente de declaración de nacionalidad, 
con mayor razón ha de abstenerse de abordar la cuestión al resolver el 
expediente distinto de inscripción de nacimiento fuera de plazo en el que, 
no obstante, se ha dictado resolución denegatoria fundamentada 
únicamente en el hecho de que al interesado no le corresponde la 
nacionalidad española. 

IV.- Aun cuando en fecha posterior a la de interposición del recurso se 
haya iniciado y esté pendiente de resolución el oportuno expediente para 
la cancelación de la inscripción, de acuerdo con lo solicitado por el fiscal 
el 27 de abril de 2011, estos hechos no afectan a las presentes actuaciones 
sobre inscripción de nacimiento fuera de plazo y, en consecuencia, 
procede revocar el auto apelado y retrotraer las actuaciones para que, 
previos los trámites que procedan, se dicte nuevo auto motivado tomando 
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en consideración que la nacionalidad española con valor de simple 
presunción consta declarada por resolución firme e inscrita.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: revocar el auto apelado y 
retrotraer las actuaciones para que, previos los trámites que se estimen 
pertinentes, se dicte la resolución motivada que proceda respecto a la 
solicitud de inscripción de nacimiento fuera de plazo.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (243ª)
I.1.1  Inscripción de nacimiento

Es inscribible el nacimiento de una menor en Bolivia en 2006, hija de 
madre extranjera fallecida antes de realizarse el reconocimiento paterno 
por parte de un ciudadano español, porque este ha sido otorgado en 
forma y cumple los requisitos del artículo 49 LRC.

En las actuaciones sobre inscripción de nacimiento de una menor 
remitidas a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado por 
el promotor contra resolución dictada por el encargado del Registro Civil 
del Consulado General de España en Santa Cruz de la Sierra (Bolivia).

HECHOS

1.- Mediante formulario presentado en el Registro Civil del Consulado 
General de España en La Paz (Bolivia) el 9 de diciembre de 2009, Don L. 
de nacionalidad española, solicitó la inscripción de nacimiento en el 
Registro Civil español de su hija menor de edad, nacida en Bolivia en 
2006. Consta en el expediente la siguiente documentación: acta de 
reconocimiento paterno realizado en el consulado en la misma fecha de 
presentación de la solicitud de inscripción; acta de reconocimiento ante la 
encargada del Registro Civil de Bermejo (Bolivia); inscripción de 
nacimiento boliviana practicada el 9 de abril de 2009 de O-N. nacida en T. 
provincia de A. en la localidad de B. (Bolivia), el ….. de 2006 e hija de L. y 
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de N-E. copia legalizada del formulario de declaración de datos para la 
inscripción en el Registro Civil boliviano firmado por la responsable del 
Registro Civil de Tarija, donde consta que el parto tuvo lugar en el domicilio, 
sin atención médica, y donde figuran las firmas de dos testigos del hecho; 
carnet de salud infantil de O-N. hija de N-E. con domicilio en T. donde 
constan anotaciones sobre vacunación y crecimiento entre el 21 de julio 
de 2006 y el 25 de agosto de 2008; certificación de comparecencia de los 
interesados en la Defensoría de la Niñez y Adolescencia de la localidad de 
B. para interesarse sobre el procedimiento de reconocimiento de hijos; 
declaración notarial de los abuelos maternos de la menor, ambos de 
nacionalidad argentina, sobre los hechos que se pretenden inscribir; 
comparecencia ante el consulado en La Paz de los abuelos maternos 
declarando que su hija, fallecida en septiembre de 2008, les manifestó en 
su momento que el padre de la niña era el Sr. B. pero que no quería que 
fuera reconocida por él y que tampoco registró el nacimiento de la niña; 
pasaporte argentino del abuelo materno y documento de identidad de la 
abuela; certificado de defunción el 13 de septiembre de 2008 de N-E. 
certificado médico de las circunstancias de la defunción; cédula de 
identidad y pasaporte boliviano de la menor; DNI e inscripción de 
nacimiento del promotor y certificado de trabajo del solicitante en Bolivia 
hasta junio de 2010, expedido por la empresa contratante, donde consta 
el traslado del centro de actividad de la localidad de T. a La P. a comienzos 
de 2009. 

2.- El encargado del registro dictó auto el 28 de diciembre de 2009 
denegando la inscripción por no considerar acreditada la relación paterno-
filial.

3.- Notificada la resolución, el interesado presentó recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado alegando que estuvo 
trabajando como consultor en un proyecto de cooperación financiado por 
la UE en la localidad de T. desde diciembre de 2004 hasta enero de 2009 
y que allí conoció a la madre de su hija, prima de su empleada de hogar, 
con quien mantuvo una relación durante varios meses hasta enero de 
2006, perdiendo posteriormente el contacto con ella debido a los continuos 
desplazamientos derivados de su actividad profesional. A finales de 2008 
los padres de N. se pusieron en contacto con él para informarle de que su 
hija había fallecido y que había tenido una niña en 2006 que, según les 
había manifestado en aquel momento, era hija del recurrente y fue 
entonces cuando, conjuntamente con los abuelos maternos, inició el 
procedimiento para reconocer a la menor como hija suya. Añadía que 
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desde mayo de 2009 la niña vive con él, si bien continúa manteniendo el 
contacto con sus abuelos, y que en la zona geográfica de residencia de la 
familia materna es habitual la falta de inscripción de los nacidos. Con el 
escrito de recurso se aportaron varios correos electrónicos cruzados entre 
el recurrente y una representante del consulado español en La Paz, donde 
el solicitante tenía su domicilio en el momento del reconocimiento, acerca 
del procedimiento y documentos necesarios para proceder a la inscripción 
de nacimiento en el Registro Civil español.

4.- La interposición del recurso se trasladó al órgano en funciones de 
ministerio fiscal, que interesó su estimación. El encargado del Registro 
Civil del Consulado General de España en Santa Cruz de la Sierra, a la 
vista del contenido del escrito de recurso y, una vez revisada la 
documentación aportada, emitió informe favorable a la estimación de la 
pretensión y remitió el expediente a la Dirección General de los Registros 
y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 120 y 124 del Código Civil; 15, 16, 23, 27, 28 y 49 de 
la Ley del Registro Civil; 66, 68 y 85 del Reglamento del Registro Civil, y 
las resoluciones 24-1ª de enero; 9 de octubre, 11-2ª de noviembre y 28 de 
diciembre de 2002; 15-3ª de enero y 12-2ª de noviembre de 2004; 24-1ª y 
2ª de noviembre de 2005 y 9-2ª de marzo de 2009 y 16-1ª de diciembre de 
2010.

II.- Se pretende la inscripción de nacimiento en España de una menor 
nacida en Bolivia en 2006, hija no matrimonial de madre presuntamente 
argentina (dado que esta es la nacionalidad de sus padres) fallecida antes 
de realizarse el reconocimiento paterno de la nacida por parte de un 
ciudadano español. El reconocimiento se efectuó en comparecencia de 9 
de abril de 2009 ante el Registro Civil boliviano y consta asimismo el 
consentimiento de los abuelos maternos de la menor, con los que esta 
convivía hasta mayo de 2009 y que fueron quienes informaron al promotor 
del expediente de la existencia de la niña tras el fallecimiento de su hija, 
pero la inscripción fue denegada por estimar en un primer momento el 
encargado del registro que se trataba de un reconocimiento fraudulento al 
haber tenido lugar la inscripción casi tres años después de ocurrido el 
nacimiento.
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III.- Un nacimiento acaecido en el extranjero y que afecte a españoles 
debe inscribirse en el Registro Civil español, pudiendo prescindirse de la 
tramitación de expediente de inscripción de nacimiento fuera de plazo 
“siempre que no haya duda de la realidad del hecho inscrito y de su 
legalidad conforme a la Ley española” (art. 23, 2º párrafo, LRC) y siempre 
que el registro extranjero “sea regular y auténtico, de modo que el asiento 
de que se certifica, en cuanto a los hechos de que da fe, tenga garantías 
análogas a las exigidas para la inscripción por la Ley española” (art. 85 
RRC).

IV.- En este caso, el nacimiento que se pretende inscribir tuvo lugar en 
Bolivia el… de… de 2006, si bien no se inscribió hasta el 9 de abril de 
2009, precisamente con ocasión del reconocimiento paterno y una vez 
fallecida la madre. En principio, a la vista de la documentación aportada, 
no hay motivo para dudar de la legalidad de la certificación boliviana de 
nacimiento acompañada, de la que resulta que la inscripción se practicó 
con la concurrencia de la declaración de dos testigos del hecho del 
nacimiento, en tanto que este tuvo lugar en el domicilio y sin asistencia de 
un profesional médico que certificara las circunstancias del parto y la 
identidad de la madre. Hay que tener en cuenta, asimismo, la existencia 
de un documento sanitario de seguimiento del desarrollo de la menor en 
el que figura el nombre de la madre y anotaciones sobre revisiones 
médicas periódicas de la menor desde el momento del nacimiento y hasta 
poco antes del fallecimiento de la madre. Con todo ello, cabe dar por 
acreditada tanto la filiación materna como el lugar y la fecha de nacimiento. 
Y en cuanto a la filiación paterna no matrimonial, según la legislación 
española, queda determinada legalmente por el reconocimiento efectuado 
ante el encargado del Registro Civil de quien afirme ser padre del 
reconocido (art. 120.1 CC. y 49 LRC) y, si éste es menor de edad, el 
reconocimiento es eficaz si presta consentimiento expreso el representante 
legal del menor (art. 124.1 CC.). El artículo 49 LRC, por otra parte, 
contempla la posibilidad de inscribir la filiación natural mediante expediente 
gubernativo siempre que no exista oposición del ministerio fiscal o de 
parte interesada, notificada personal y obligatoriamente, cuando concurra 
alguna de las circunstancias previstas en ese mismo artículo. Estas 
condiciones concurren en el reconocimiento discutido, puesto que existe 
posesión continua de estado de hija no matrimonial del padre desde que 
se produjo el reconocimiento en 2009, hay consentimiento expreso de los 
abuelos maternos, sin que se tenga noticia de otros posibles interesados 
que pudieran oponerse, y, tras la presentación del recurso, también hay 
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informe favorable tanto del órgano en funciones de ministerio fiscal como 
del propio encargado de denegó inicialmente la inscripción. 

V.- En las anteriores circunstancias, no constando filiación contradictoria, 
no puede excluirse de manera absoluta la veracidad del reconocimiento 
efectuado. Y las posibles dudas o sospechas de que el reconocimiento no 
responda a la verdad escaparían, en cualquier caso, a la calificación del 
encargado, que sólo puede denegar la inscripción cuando de las 
manifestaciones solemnes de los interesados se deduce, sin lugar a 
dudas, la falta de veracidad del reconocimiento. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: 

1º.- Estimar el recurso.

2º.- Practicar la inscripción de nacimiento de la menor en el Registro Civil 
español por transcripción de la certificación boliviana aportada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en Santa Cruz de la Sierra 
(Bolivia).
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I.2  FILIACIÓN

I.2.1  INSCRIPCIÓN DE FILIACIÓN

Resolución de 09 de Julio de 2014 (6ª)
I.2.1  Inscripción de filiación paterna no matrimonial

No procede la inscripción de filiación paterna respecto a varón distinto de 
quien es marido de la madre en el momento del nacimiento por resultar 
afectada dicha filiación por la presunción de paternidad matrimonial del 
cónyuge, que no ha sido destruida. 

En las actuaciones sobre determinación de filiación paterna en inscripción 
de nacimiento remitidas a este centro en trámite de recurso, por virtud del 
interpuesto por la interesada contra auto dictado por el encargado del 
Registro Civil Consular de La Habana (Cuba).

HECHOS

1.- El 22 de diciembre de 2009 la Sra. O., nacida en C., M. (Cuba) el 5 de 
diciembre de 1960, presentó en el Registro Civil Consular de La Habana 
modelo de solicitud de la nacionalidad española por opción, conforme a la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
acompañado de los siguientes documentos: hoja de declaración de datos 
para la inscripción, certificación literal de nacimiento cubana que expresa 
que es hija de R. y carné de identidad cubano; certificación literal de 
nacimiento cubana de su madre, A., nacida el 22 de febrero de 1926 en 
M., M. (Cuba), con nota de matrimonio celebrado con C. Pérez el 3 de 
octubre de 1941 y disuelto por sentencia de divorcio de fecha 18 de 
diciembre de 1978; y, de su abuelo materno, F- M., nacido O., R. (L.) el 12 
de noviembre de 1891, certificación literal de nacimiento española, 
certificaciones cubanas de matrimonio y de defunción y certificados de 
inscripción en el Registro de Extranjeros de Cuba y de no constancia de 
obtención de la ciudadanía cubana por naturalización.

2.- El 18 de agosto de 2010 el encargado del Registro Civil Consular dictó 
auto acordando que se asiente registralmente la nacionalidad española 
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de origen de la solicitante y que esta sea inscrita con los apellidos 
maternos.

3.- Notificada la resolución a la interesada, esta interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado alegando que la 
inscripción de su nacimiento en Cuba se realizó con el consentimiento de 
sus padres y no fue impugnada por el esposo de derecho de su madre, 
quien desde 1944 mantuvo con R. matrimonio no formalizado del que 
nacieron cuatro hijas; que por su condición previa de ciudadana cubana 
debe apreciarse la validez de su vínculo paterno y que modificar la 
identidad que ha mantenido por más de cincuenta años le ocasiona grave 
perjuicio y le priva del ejercicio de sus derechos como ciudadana española; 
solicitando que se subsane la inscripción practicada en lo que a sus 
apellidos respecta y aportando, como prueba documental, certificación de 
nacimiento cubana de dos hermanas y declaraciones juradas realizadas 
ante notario cubano por su madre y por una testigo. 

4.- De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que 
se ratificó en todos los extremos del informe emitido antes de que se 
dictara el acuerdo impugnado, y el Encargado del Registro Civil Consular, 
teniendo en cuenta que de la documentación aportada se evidencia que la 
interesada fue concebida y nació durante la vigencia del matrimonio de su 
madre con el Sr. C-R y que, por tanto, no ha quedado establecida su 
filiación respecto al Sr. R., confirmó el contenido de la resolución apelada 
y dispuso la remisión del expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 113, 116 y 120 del Código Civil (CC.); 386 de la Ley 
del Enjuiciamiento Civil (LEC); 2, 48 y 97 de la Ley del Registro Civil (LRC) 
y 183, 184 y 185 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Circular de 2 
de junio de 1981 y las resoluciones, entre otras, de 22 de mayo de 1997, 
22-3ª de abril y 20-4ª de septiembre de 2002, 17 de abril y 25-3ª de junio 
de 2003, 31-1ª de enero de 2004, 25-1ª de noviembre y 9-1ª de diciembre 
de 2005, 4-4ª de junio de 2007, 9-4ª de julio de 2008, 11-81ª de diciembre 
de 2013 y 22-9ª de enero de 2014.

II.- Se pretende por la promotora la inscripción en el Registro Civil español 
de su filiación paterna respecto de quien figura como progenitor en la 
inscripción de nacimiento cubana, un varón distinto de quien es marido de 
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la madre en el momento del nacimiento. El encargado del Registro Civil 
Consular, considerando que de las declaraciones formuladas y de las 
pruebas aportadas no ha quedado establecida la filiación no matrimonial 
cuya constancia se pretende, dispuso la inscripción de la interesada con 
los apellidos maternos mediante auto de 18 de agosto de 2010 que 
constituye el objeto del presente recurso. 

III.- Como cuestión previa ha de examinarse la admisibilidad del recurso 
contra el auto de 18 de agosto de 2010, formalizado fuera del plazo 
previsto en el artículo 29 LRC mediante escrito con entrada en el Registro 
Civil Consular en fecha 25 de agosto de 2011, y concluirse que, no 
constando fehacientemente la fecha en que se practicó la notificación, no 
hay términos hábiles para fijar el die a quo para el cómputo del plazo para 
la interposición. 

IV.- A tenor de lo dispuesto en el artículo 116 del Código Civil, si la madre es 
casada y el alumbramiento acaece antes de transcurridos trescientos días 
desde la separación legal o de hecho de los cónyuges, salvo que la fuerza 
probatoria de la presunción de paternidad del marido de la madre llegue a 
desvirtuarse (cfr. art. 386 LEC), han de estimarse cumplidos los requisitos 
para que opere la presunción de paternidad del marido (arts. 113 CC. y 2 
LRC) y, en principio, es obligado inscribir la filiación matrimonial.

V.- En este caso, si bien la filiación paterna solicitada es la que figura en la 
certificación de nacimiento cubana, lo cierto es que no se aporta prueba 
alguna que acredite la separación de hecho de la madre y su cónyuge antes 
de la sentencia de divorcio y, en consecuencia, conforme a la legislación 
española aplicable no es posible en esta instancia dar por destruida la 
presunción de paternidad matrimonial. Careciendo la mera declaración de 
la interesada de la fuerza probatoria necesaria, la filiación paterna pretendida 
no puede determinarse en este momento y tendrá que intentarse en la vía 
judicial ordinaria o por expediente gubernativo a tal fin en el que quede 
suficientemente acreditada la filiación paterna cuya inscripción se pretende. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 09 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil consular de La Habana
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I.4  COMPETENCIA

I.4.1  COMPETENCIA EN NACIMIENTO, FILIACIÓN Y 
ADOPCIÓN

Resolución de 31 de Julio de 2014 (105ª)
I.4.1  Competencia en inscripción de nacimiento

1º.- Los nacimientos se inscriben en el registro municipal o consular del 
lugar en que acaecen (art. 16.1 LRC). Cuando sea competente un registro 
consular, la inscripción solo se practicará antes en el Registro Civil Central 
si el no inscrito está domiciliado en España (art. 68 RRC).

2º.- No es admisible el recurso presentado por un tercero sin que conste 
acreditada la representación.

En las actuaciones sobre inscripción de nacimiento remitidas a este centro 
en trámite de recurso por virtud del entablado por el promotor contra autos 
dictados por el encargado del Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Mediante formularios presentados en el Registro Civil Central el 27 de 
mayo de 2008, Don S. solicitaba la inscripción de nacimiento en el Registro 
Civil español de sus hijos B. L. y M. todos ellos nacidos en el Sáhara 
Occidental en 1989, 1991 y 1996, respectivamente. Adjuntaba los 
siguientes documentos: cuestionarios de declaración de datos para la 
inscripción, certificados de nacimiento de los interesados y de la esposa 
del promotor expedidos por autoridades de la denominada República 
Árabe Saharaui Democrática, DNI e inscripción de nacimiento en el 
Registro Civil español del solicitante con marginal de nacionalidad 
española con valor de simple presunción declarada el 28 de septiembre 
de 2006 por el encargado del Registro Civil de Valencia.

2.- Una vez solicitada documentación complementaria por parte del 
Registro Civil Central en orden a recabar los datos necesarios para la 
práctica de las inscripciones fuera de plazo y ratificada la solicitud en 
enero de 2011 por parte del hermano mayor, residente en España y ya 
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mayor de edad en ese momento, previo informe desfavorable del ministerio 
fiscal, el encargado del registro dictó sendos autos el 8 de julio de 2011 
declarándose incompetente para las inscripciones de los dos hermanos 
menores, en tanto que ambos residían fuera de España, y denegando la 
pretensión respecto al mayor porque no es español ni cabe en su caso el 
ejercicio de la opción a dicha nacionalidad. 

3.- Notificada la resolución, se interpuso recurso contra los autos referidos 
a los dos hijos menores alegando que el promotor, que actúa en 
representación de aquellos, reside en España y que cuando presentó la 
solicitud ambos eran menores de edad.

4.- Notificada la interposición del recurso al ministerio fiscal, interesó su 
desestimación. El encargado del Registro Civil Central remitió el 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para 
su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 15, 16, 29 y 92 a 95 de la Ley del Registro Civil 
(LRC); 16, 66, 68, 346 y 348 del Reglamento del Registro Civil (RRC), 25 
de la Ley de Enjuiciamiento Civil (LEC) y las resoluciones, entre otras, 
14-2ª de julio de 2000, 22-2ª de junio de 2001, 14-2ª de enero, 10-3ª de 
mayo y 22-2ª de noviembre de 2002; 10-4ª de junio de 2005; 1-1ª de abril 
de 2004; 18-1ª de octubre de 2006 y 8-2ª y 11-4ª de octubre de 2007; 
22-1ª de septiembre de 2008 y 21-3ª de julio de 2009 y 19-58ª de diciembre 
de 2012.

II.- El recurrente solicitó la inscripción de nacimiento de sus tres hijos, 
todos ellos nacidos en el Sáhara Occidental, en el Registro Civil Central 
por ser hijos de un español. El encargado del registro denegó la inscripción 
del mayor por falta de cumplimiento de los presupuestos legales 
necesarios y se declaró incompetente para la práctica de la inscripción de 
los dos menores porque, habiendo nacido en el extranjero, no residían en 
España. El promotor presentó recurso contra los autos referidos a sus dos 
hijos menores alegando que él es su representante legal y reside en 
España.

III.- Un nacimiento acaecido dentro del territorio español o que afecte a 
españoles ha de ser inscrito en el Registro Civil español competente (cfr. 
art. 15 LRC), siendo la vía registral apropiada, cuando haya transcurrido 
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el plazo para declarar el nacimiento, el expediente al que alude el artículo 
95-5º de la Ley del Registro Civil, desarrollado en los artículos 311 a 316 
de su reglamento.

IV.- La regla general de competencia en materia registral civil se contiene 
en el artículo 16, apartado primero, LRC al disponer que “Los nacimientos, 
matrimonios y defunciones se inscribirán en el Registro Municipal o 
Consular del lugar en que acaecen”. Cuando se trata de hechos ocurridos 
en el extranjero que sean inscribibles por afectar a un español, el artículo 
12 de la Ley dispone que “Los Cónsules extenderán por duplicado las 
inscripciones que abren folio en el Registro de su cargo, uno de cuyos 
ejemplares será remitido al Registro Central para su debida incorporación. 
En uno y otro Registro se extenderán en virtud de parte, todas las 
inscripciones marginales que se practiquen en cualquiera de ellos”. En la 
Ley del Registro Civil no existe ningún otro precepto que determine o 
aclare la competencia concreta del Registro Central para practicar las 
inscripciones que abren folio. Para encontrar una determinación más 
concreta y específica de la competencia de dicho registro es preciso 
acudir al artículo 68 RRC, que, tras reiterar en el apartado primero la regla 
general, establece en el apartado segundo que “Cuando sea competente 
un Registro Consular, si el promotor estuviere domiciliado en España, 
deberá practicarse antes la inscripción en el Registro Central y después, 
por traslado, en el Consular correspondiente”. De manera que el Registro 
Civil Central surge inicialmente como un registro supletorio y de 
centralización de los asientos de los registros consulares, pero tal 
caracterización queda en parte modificada en el sentido de configurarse 
simultáneamente como un registro civil ordinario en virtud de lo dispuesto 
en el artículo 68 del Reglamento, con la particularidad, por otro lado, de 
que a partir de la reforma de este precepto por el Real Decreto 3455/77, 
de 1 de diciembre, se rompe además, el criterio general de competencia 
del artículo 16 de la Ley para la práctica de la inscripción respecto de los 
hechos ocurridos en el extranjero, criterio que ya no va a ser el lugar de 
acaecimiento del hecho, sino la circunstancia de que el promotor esté 
domiciliado en España. 

V.- En consecuencia, el Registro Civil Central es competente para la 
inscripción de los hechos y actos relativos al estado civil de los españoles 
nacidos en el extranjero que tienen fijado su domicilio en España, así 
como para el registro de los duplicados de las inscripciones extendidas en 
los registros civiles consulares de España en el extranjero. En este caso, 
los dos hijos del promotor a los que se refieren los autos recurridos 
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nacieron en el extranjero y no son residentes en España, de manera que, 
sin entrar en la valoración de la procedencia o no de la inscripción, lo 
cierto es que el Registro Civil Central no es competente para practicarla. 

VI.- Por otra parte, en relación con L. la hija nacida el 25 de octubre de 
1991, menor en el momento de la presentación de la solicitud por parte de 
su padre, resulta que ya había alcanzado la mayoría de edad cuando se 
dictó el auto recurrido, de manera que, en su caso, ni siquiera es posible 
dar trámite al recurso entablado por una tercera persona, aunque sea su 
padre y diga actuar en representación de la interesada, si esta no suscribe 
el recurso o no consta auténticamente la existencia de un poder de 
representación.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado:

1º.- Desestimar el recurso y confirmar la resolución apelada respecto a la 
inscripción de nacimiento de M.

2º.- No admitir el recurso relativo a L. por falta de representación.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.
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II.1  IMPOSICIÓN NOMBRE PROPIO

II.1.1  IMPOSICIÓN NOMBRE PROPIO‒
PROHIBICIONES

Resolución de 31 de Julio de 2014 (232ª)
II.1.1  Imposición de nombre

Aun cuando la forma ortográficamente correcta y académicamente 
aceptada del nombre elegido es ”June”, es admisible la variante “Iune” 
porque no incurre en ninguna de las prohibiciones del artículo 54 de la Ley 
del Registro Civil y se ha acreditado que ha accedido al Registro Civil.

En las actuaciones sobre imposición de nombre en inscripción de 
nacimiento remitidas a este Centro en trámite de recurso, por virtud del 
interpuesto por el promotor contra calificación de la Juez Encargada del 
Registro Civil de Pamplona (Navarra). 

HECHOS

1.- Don E. presentó en el Registro Civil de Pamplona cuestionario para la 
inscripción de nacimiento de su hija, acaecido el ….. de 2011 en el hospital 
V. de dicha población, con el nombre de “Iune” y el 25 de mayo de 2011 la 
Juez Encargada, razonando que “Iune” no es antropónimo reconocido en 
el nomenclátor onomástico de la Real Academia de la Lengua Vasca, 
dictó providencia disponiendo requerir a los padres para que en tres días 
designen un nombre admisible, con apercibimiento de que, transcurrido el 
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plazo sin que lo hayan hecho, se procederá a inscribir a la menor como 
“June”, grafía correcta en vascuence del nombre elegido.

2.- Notificada la anterior providencia al promotor en comparecencia de fecha 
27 de mayo de 2011, en el mismo acto solicita que la nacida sea inscrita con 
el nombre de “June”, reservándose el derecho de interponer el correspondiente 
recurso contra la resolución, como efectivamente hace alegando que el 
nombre propuesto no incumple precepto legal alguno y que tanto en Registros 
Civiles del resto de España como en los de la Comunidad Foral de Navarra 
se vienen inscribiendo nombres con grafías distintas a las recomendadas por 
Euskaltzaindia y aportando, como prueba documental, documento del 
Instituto Nacional de Estadística sobre frecuencia y distribución provincial del 
nombre “Iune” y copia simple de DNI de una mujer y de certificación literal de 
nacimiento de otra que ostentan dicho nombre. 

3.- De la interposición se dio traslado al ministerio fiscal que, en base a los 
argumentos recogidos en la resolución apelada, interesó la desestimación 
del recurso y la Juez Encargada reiteró lo expuesto en la providencia 
dictada y dispuso la remisión del expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 54 de la Ley del Registro Civil (LRC) y 192 y 193 del 
Reglamento de Registro Civil (RRC) y las resoluciones, entre otras, de 5-4ª 
de noviembre de 2003, 14-1ª de febrero y 22-3ª de abril de 2004, 2 de 
febrero de 2008, 3-2ª de diciembre de 2009 y 2-13ª de septiembre de 2013.

II.- El ahora recurrente solicita inscribir a su hija, nacida en … de 2011, 
con el nombre de “Iune” que la Encargada considera no admisible, porque 
no es antropónimo reconocido en el nomenclátor onomástico de la Real 
Academia de la Lengua Vasca y la grafía correcta en vascuence del 
nombre elegido es “June”.

III.- Los padres tienen amplia libertad para escoger los nombres propios 
que estimen más convenientes para sus hijos, no pudiendo ser rechazado 
el elegido más que cuando claramente incurra en alguna de las 
prohibiciones contenidas en los artículos 54 de la Ley del Registro Civil y 
192 de su Reglamento, que han de ser restrictivamente interpretadas.
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IV.- Aun cuando consta que la forma ortográficamente correcta y 
académicamente aceptada del nombre propuesto es “June””, es admisible la 
variante “Iune” porque no incurre en ninguno de los supuestos de prohibición 
contemplados en el artículo 54 de la Ley del Registro Civil y, a mayor 
abundamiento, el recurrente acredita que ha accedido al Registro Civil. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: 

1º.- Estimar el recurso. 

2º.- Disponer que se inscriba a la nacida con el nombre de “Iune”.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Pamplona (Navarra).

II.1.2  NOMBRE PROPIO DEL EXTRANJERO 
NACIONALIZADO

Resolución de 17 de Julio de 2014 (109ª)
II.1.2  Nombre propio del extranjero nacionalizado

No es admisible el nombre de grafía incorrecta “Mishell-Katherine“.

En las actuaciones sobre atribución de nombre en inscripción de nacimiento 
subsiguiente a la adquisición de la nacionalidad española remitidas a este 
Centro en trámite de recurso, por virtud del interpuesto por la promotora 
contra calificación del Juez Encargado del Registro Civil Único de Madrid.

HECHOS

1.- Tras haberle sido concedida la nacionalidad española por residencia por 
resolución de la Dirección General de los Registros y del Notariado de 12 de 
marzo de 2010, la menor ecuatoriana Mishell Katherine. comparece en fecha 
1 de febrero de 2011 ante el Juez Encargado del Registro Civil de Madrid, 
asistida por su madre y con poder especial de su padre, a fin de suscribir el 
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acta de adquisición, manifestando las comparecientes que desean que la 
menor sea inscrita con los nombres y los apellidos arriba indicados.

2.- El 25 de marzo de 2011 el Juez Encargado dictó providencia acordando 
dejar en suspenso la extensión del acta de nacimiento de la interesada y 
notificar a sus representantes legales, a fin de que manifiesten lo que en 
su derecho convenga, que la grafía correcta del primer nombre de la 
menor es Michelle.

3.- Notificada la resolución al ministerio fiscal y a la promotora, esta 
interpuso recurso ante la Dirección General de los Registros y del 
Notariado alegando que tiene derecho a poner a su hija el nombre que 
siempre ha tenido para que no figure con nombres distintos en los 
documentos españoles y ecuatorianos y aportando, como prueba 
documental, copia simple de un DNI cuya titular se llama Pamela Mishelle.

4.- De la interposición se dio traslado al ministerio fiscal, que interesó la 
confirmación de la providencia dictada y la desestimación del recurso, y la 
Juez Encargada informó que la grafía correcta del nombre francés que 
ostenta la hija de la recurrente es Michelle y dispuso la remisión de lo 
actuado a la Dirección General de los Registros y del Notariado.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 54 de la Ley del Registro Civil (LRC) y 192, 193, 212 
y 213 del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las resoluciones, entre 
otras, de 5-4ª de noviembre de 2003, 24 de julio de 2004, 30-3ª de enero 
de 2006, 20-9ª y 12ª de noviembre de 2008; 20-9ª de abril, 13-5ª de julio, 
1-1ª y 20-2ª de septiembre y 17-7ª y 30-5ª de noviembre de 2010; y 7-61ª 
de octubre de 2013.

II.- La interesada, ecuatoriana de origen, adquiere la nacionalidad 
española por residencia y en el trámite de calificación el Juez Encargado 
acuerda dejar en suspenso la extensión del acta de nacimiento, notificando 
a los representantes legales de la menor que la grafía correcta de su 
primer nombre es Michelle, mediante providencia de 25 de marzo de 2011 
que constituye el objeto del presente recurso.

III.- Al extranjero que adquiere la nacionalidad española hay que consignarle 
en la inscripción de nacimiento en el Registro Civil español el nombre que 
consta en la certificación del Registro extranjero que sirve de título para la 
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práctica del asiento, salvo que se pruebe el uso de hecho de otro (art. 213.1º 
RRC). En uno y otro caso, si el nombre infringe las normas que regulan su 
imposición (art. 213.2º RRC), ha de sustituirse por otro, conforme a los 
criterios que establece el artículo 212 del Reglamento del Registro Civil.

IV.- A este respecto hay que señalar que, del mismo modo que la 
consolidada doctrina de este centro directivo de que no existe justa causa 
para autorizar un cambio de nombre si la modificación solicitada es 
insignificante se viene exceptuando cuando la alteración pretendida 
supone una corrección ortográfica de un nombre incorrectamente inscrito, 
en supuestos como el presente no ha de ser admisible la pretensión de 
inscribir a la menor nacionalizada con el nombres de grafía incorrecta con 
el que consta inscrita en el Registro Civil ecuatoriano. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la calificación apelada.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Madrid.

II.2  CAMBIO DE NOMBRE

II.2.2  CAMBIO DE NOMBRE-JUSTA CAUSA

Resolución de 02 de Julio de 2014 (1ª)
II.2.2  Cambio de nombre

No hay justa causa para cambiar “Elena” por “Helena”, variante gráfica de 
un nombre correctamente inscrito conforme a las reglas ortográficas de 
las lenguas españolas.

En el expediente sobre cambio de nombre remitido a este Centro en 
trámite de recurso, por virtud del interpuesto por la interesada contra auto 
dictado por el Juez Encargado del Registro Civil de Ciudad Real.
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HECHOS

1.- En escrito presentado en el Registro Civil de Ciudad Real en fecha 29 de 
septiembre de 2011 Doña Elena. mayor de edad y domiciliada en dicha 
población, solicita una modificación de la ortografía de su nombre, exponiendo 
que toda su vida lo ha usado en la forma “Helena”, con la que se identifica y 
la identifican en su entorno académico y profesional. Acompaña certificación 
literal de inscripción de nacimiento y DNI con el nombre inscrito y volante de 
empadronamiento C-R. y abundante documental, fundamentalmente 
académica, en la que el nombre figura con la grafía interesada. 

2.- El 21 de octubre de 2011 la promotora ratificó la solicitud y 
comparecieron como testigos su padre y un amigo, que manifestaron que 
les consta que la interesada usa habitualmente y es conocida por el 
nombre de “Helena”, añadiendo el padre que desde su nacimiento.

3.- El ministerio fiscal, entendiendo que no se acredita justa causa para 
modificación de tan escasa relevancia, se opuso al cambio de nombre y el 
2 de noviembre de 2011 el Juez Encargado dictó auto disponiendo 
denegarlo.

4.- Notificada la resolución al ministerio fiscal y a la interesada, esta 
interpuso recurso ante la Dirección General de los Registros y del 
Notariado alegando que siempre ha sido “Helena” y no se siente 
identificada para nada con el nombre de “Elena” y que, aunque la adición 
de una “H” muda pueda parecer irrelevante, le está ocasionando graves 
perjuicios en el ejercicio de su profesión fuera de España, donde puede 
entenderse que son dos nombres diferentes.

5.- De la interposición se dio traslado al ministerio fiscal que, por los 
motivos alegados en su informe anterior, se opuso al recurso y el Juez 
Encargado informó que los argumentos esgrimidos en el escrito de 
apelación no hacen variar los razonamientos de la resolución dictada, que 
debe confirmarse, y seguidamente dispuso la remisión del expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 57, 59 y 60 de la Ley del Registro Civil (LRC); 205, 
206, 209, 210 y 365 del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las 

http://www.mjusticia.gob.es/cs/Satellite/Portal/es/servicios-ciudadano/documentacion-publicaciones


M
inisterio de Justicia

79 Catálogo de Publicaciones

Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado (Registro Civil)

resoluciones, entre otras, de 14-1ª de marzo de 1995, 10-2ª de octubre de 
1996; 4-1ª de enero, 10-5ª de febrero y 30-2ª de mayo de 1997; 23-1ª de 
octubre de 1998; 10-7ª de mayo de 2001; 30-2ª de enero, 10-2ª de abril, 
17-3ª de mayo y 8-2ª y 22-2ª de octubre de 2003; 3 de enero, 13-1ª de 
abril, 18-2ª de septiembre, 6-2ª de octubre, 9-3ª y 4ª de noviembre y 10-1ª 
de diciembre de 2004; 10-1ª y 2ª de junio, 18-3ª de julio y 22 de octubre de 
2005; 2-5ª de marzo, 7-5ª de julio, 24-1ª de octubre y 16-3ª de noviembre 
de 2006; 2-2ª de enero, 11-2ª de mayo, 21-3ª de junio, 3-7ª de julio, 3-3ª, 
7-1ª y 25-5ª de octubre, 11-5ª, 17-1ª y 20-1ª de diciembre de 2007; 21-1ª 
de febrero, 22-6ª de abril, 23-6ª y 7ª de mayo, 16-5ª de septiembre y 29-3ª 
de diciembre de 2008; 19-5ª de enero y 11-3ª de febrero de 2009; 18-5ª de 
marzo, 19-18ª de noviembre y 14-17ª de diciembre de 2010; 21-22ª y 
27-4ª de junio y 13-42ª de diciembre de 2013 y 10-40ª de enero de 2014.

II.- Uno de los requisitos exigidos para el cambio de nombre propio, sea 
en expediente de la competencia del Encargado del Registro Civil del 
domicilio o de la general del Ministerio de Justicia, es que exista una justa 
causa en la pretensión (cfr. arts. 60 LRC y 206, III y 210 RRC) y es doctrina 
consolidada de este Centro Directivo que la justa causa no concurre 
cuando la modificación, por su escasa entidad, ha de estimarse 
objetivamente mínima e intranscendente, porque ningún perjuicio real 
puede producirse en la identificación de una persona por el hecho, tan 
frecuente en la sociedad española actual, de llegar a ser conocida con un 
apócope, contracción, deformación o pequeña variación del nombre oficial 
correctamente escrito.

III-. Siendo evidentemente una modificación mínima la anteposición 
gráfica de una consonante muda a un nombre correctamente inscrito, la 
doctrina es de directa aplicación a este caso, en el que se pretende 
cambiar “Elena” por “Helena”, tal como expresan respecto a este mismo 
nombre algunas de las resoluciones de la Dirección General que, entre 
otras análogas, se enumeran en el primero de los fundamentos de 
derecho. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Ciudad Real.
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Resolución de 09 de Julio de 2014 (12ª)
II.2.2  Cambio de nombre

No hay justa causa para cambiar “Miriam” por “Miryam”.

En el expediente sobre cambio de nombre remitido a este Centro en 
trámite de recurso, por virtud del interpuesto por la interesada contra auto 
dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de Balmaseda (Bizkaia).

HECHOS

1.- En escrito presentado en el Registro Civil de Balmaseda en fecha 13 
de julio de 2011 doña Miriam, mayor de edad y domiciliada en K. (B.), 
promueve expediente a fin de que se autorice la sustitución de su nombre 
propio por el que viene usando habitualmente, “Miryam”, exponiendo que 
por este último es conocida y se identifica en todos los órdenes de la vida. 
Acompaña certificación literal de inscripción de nacimiento con el nombre 
inscrito, volante de empadronamiento en K. como “Myriam” y prueba 
documental de uso del nombre en la forma en la que lo solicita y, en 
menor medida, en la forma “Miryan”. 

2.- En el mismo día, 13 de julio de 2011, la promotora ratificó la solicitud, 
por la Juez Encargada se acordó incoar el expediente instado y 
comparecieron como testigos los padres de la solicitante, que manifestaron 
que les consta que su hija utiliza habitualmente el nombre de “Miryam”.

3.- El ministerio fiscal, considerando acreditados los requisitos de legalidad 
y habitualidad y que la grafía que se solicita es la correcta, no se opuso a 
que se autorice el cambio y el 8 de septiembre de 2011 la Juez Encargada, 
no apreciando la existencia de justa causa para introducir tan pequeña 
variación en un nombre correctamente escrito, dictó auto disponiendo 
denegar lo solicitado.

4.- Notificada la resolución al ministerio fiscal y a la interesada, esta 
interpuso recurso ante la Dirección General de los Registros alegando 
que la finalidad del expediente es hacer concordar sus datos registrales 
con los que utiliza en su vida cotidiana y que su pretensión se encuentra 
amparada por el art. 60 de la Ley del Registro Civil.
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5.- De la interposición se dio traslado al ministerio fiscal que, reiterando su 
informe anterior y entendiendo que la grafía que se pretende es más 
acorde con el origen hebreo del nombre, se adhirió al recurso y la Juez 
Encargada ratificó la resolución impugnada, con expresa remisión a sus 
consideraciones fácticas y jurídicas, y seguidamente dispuso la remisión 
del expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 57, 59 y 60 de la Ley del Registro Civil (LRC) y 205, 
206, 209, 210 y 365 del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las 
resoluciones, entre otras, de 25-3ª de febrero y 14-1ª de marzo de 1995; 
23-4ª de febrero, 20-2ª de abril, 4-5ª de septiembre y 10-2ª de octubre de 
1996; 4-1ª de enero, 10-5ª de febrero, 30-2ª de mayo y 22-2ª de septiembre 
de 1997; 7-5ª y 17-1ª de febrero, 21-2ª de abril, 28-2ª de julio y 26-1ª de 
octubre de 1998; 18-3ª de febrero, 1-2ª de julio y 4-6ª de octubre de 1999; 
18-3ª de julio, 7-1ª de septiembre y 4-4ª de octubre de 2000; 19-5ª de 
junio de 2001; 22-4ª de enero, 13-2ª de abril y 3-1ª de septiembre de 
2002; 1-3ª y 30-2ª de julio, 6-3ª de septiembre, 28-2ª de octubre y 27-1ª 
de noviembre de 2003; 3 de enero, 2-2ª de marzo, 13-1ª de abril, 18-2ª de 
septiembre, 9-3ª y 4ª de noviembre y 10-1ª de diciembre de 2004; 4-3ª de 
abril, 10-1ª y 24-4ª de junio, 18-3ª de julio y 22 de octubre de 2005; 2-5ª de 
marzo, 7-5ª de julio, 24-1ª de octubre y 16-3ª de noviembre de 2006; 2-2ª 
de enero, 11-2ª de mayo, 3-7ª de julio, 3-3ª, 5-6ª, 7-1ª, 17-1ª y 25-5ª de 
octubre, 20-3ª de noviembre y 11-5ª, 17-1ª, 20-1ª y 21-3ª de diciembre de 
2007; 21-1ª de febrero, 22-6ª de abril, 23-6ª y 7ª de mayo, 11-5ª de junio, 
4-6ª de septiembre y 12-3ª de diciembre de 2008; 19-5ª de enero y 11-3ª 
de febrero de 2009, 25-2ª de junio y 14-17ª de diciembre de 2010, 20-3ª 
de enero y 10-2ª de junio de 2011 y 18-2ª de febrero, 21-22ª de junio y 
20-65ª de diciembre de 2013.

II.- Uno de los requisitos exigidos para el cambio de nombre propio, sea 
en expediente de la competencia del Encargado del Registro Civil del 
domicilio o de la general del Ministerio de Justicia, es que exista una justa 
causa en la pretensión (cfr. arts. 60 LRC y 206, III y 210 RRC) y es doctrina 
constante de este Centro Directivo que la justa causa no concurre cuando 
la modificación, por su escasa entidad, ha de estimarse objetivamente 
mínima e intranscendente, porque ningún perjuicio real puede producirse 
en la identificación de una persona por el hecho, tan frecuente en la 
sociedad española actual, de llegar a ser conocida con un apócope, 
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contracción, deformación o pequeña variación del nombre oficial 
correctamente escrito.

III-. Siendo evidentemente una modificación mínima la sustitución, a 
efectos meramente gráficos, de la vocal “i” por la consonante de igual 
fonética, la doctrina es de directa aplicación a este caso, en el que se 
pretende cambiar “Miriam” por “Miryam”, y no cabe exceptuarla por 
razones de índole ortográfica puesto que, aun cuando el nombre admite 
las grafías extranjeras “Miryam” y “Myriam”, la inscrita es correcta 
conforme a las reglas gramaticales de las lenguas españolas. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 09 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del registro Civil de Balmaseda.

Resolución de 09 de Julio de 2014 (14ª)
II.2.2  Cambio de nombre

No hay justa causa para cambiar “Silvia” por “Sylvia”.

En el expediente sobre cambio de nombre remitido a este Centro en 
trámite de recurso, por virtud del interpuesto por la interesada contra auto 
dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de Parla (Madrid).

HECHOS

1.- En escrito presentado en el Registro Civil de Parla en fecha 28 de 
octubre de 2011 doña Silvia A. , mayor de edad y domiciliada en dicha 
población, solicita el cambio del nombre inscrito por el usado habitualmente 
exponiendo que “Sylvia” es el que utiliza en su día a día y quisiera 
legalizarlo. Acompaña volante individual de empadronamiento en Parla, 
copia simple de su DNI y certificación literal de inscripción de nacimiento 
con el nombre inscrito y alguna documental muy reciente a fin de acreditar 
el uso del propuesto. 
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2.- Ratificada la solicitud por la promotora, se acordó la incoación de 
expediente gubernativo de cambio de nombre, el ministerio fiscal se opuso 
a tan mínima modificación y el 24 de noviembre de 2011 la Juez Encargada, 
apreciando que no concurre el requisito de la justa causa, dictó auto 
disponiendo desestimar la petición formulada.

3.- Notificada la resolución al ministerio fiscal y a persona autorizada por 
la promotora, esta interpuso recurso ante la Dirección General de los 
Registros alegando que tanto ella como sus padres llevan años arrastrando 
esta cuestión, que en marzo de 2011 inició expediente de rectificación de 
error que, por entenderse que no se trata de un error, fue desestimado por 
el Registro Civil de Madrid, sin perjuicio de que pueda instarse el de 
cambio de nombre; que este último también se le desestima en el Registro 
Civil de Parla, y que, aunque a ojos de terceros pueda parecer un asunto 
sin importancia, para ella es una espina que en cierta medida le produce 
inestabilidad psicológica y le impide realizar su vida con total normalidad.

4.- De la interposición se dio traslado al ministerio fiscal que, dando por 
reproducido su informe anterior, formuló oposición al recurso y la Juez 
Encargada dispuso la remisión del expediente a la Dirección General de 
los Registros y del Notariado.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 57, 59 y 60 de la Ley del Registro Civil (LRC); 205, 
206, 209, 210 y 365 del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las 
resoluciones, entre otras, de 14-1ª de marzo de 1995, 10-2ª de octubre de 
1996; 4-1ª de enero, 10-5ª de febrero y 30-2ª de mayo de 1997; 7-5ª y 
17-1ª de febrero y 26-1ª de octubre de 1998; 1-2ª de julio y 4-6ª de octubre 
de 1999, 18-3ª de julio de 2000, 19-5ª de junio de 2001; 30-2ª de julio, 
6-3ª de septiembre, 28-2ª de octubre y 27-1ª de noviembre de 2003; 3 de 
enero, 2-2ª de marzo, 13-1ª de abril, 18-2ª de septiembre, 9-3ª y 4ª de 
noviembre y 10-1ª de diciembre de 2004; 4-3ª de abril, 10-1ª y 24-4ª de 
junio, 18-3ª de julio y 22 de octubre de 2005; 2-5ª de marzo, 7-5ª de julio, 
24-1ª de octubre y 16-3ª de noviembre de 2006; 2-2ª de enero, 11-2ª de 
mayo, 3-7ª de julio, 3-3ª, 7-1ª, 17-1ª y 25-5ª de octubre y 11-5ª, 17-1ª y 
20-1ª de diciembre de 2007; 21-1ª de febrero, 22-6ª de abril, 23-6ª y 7ª de 
mayo, 11-5ª de junio y 4-6ª de septiembre de 2008; 19-5ª de enero y 11-3ª 
de febrero de 2009, 25-2ª de junio y 14-17ª de diciembre de 2010, 20-3ª 
de enero de 2011 y 18-2ª de febrero, 21-22ª de junio y 20-65ª de diciembre 
de 2013.
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II.- Uno de los requisitos exigidos para el cambio de nombre propio, sea 
en expediente de la competencia del Encargado del Registro Civil del 
domicilio o de la general del Ministerio de Justicia, es que exista una justa 
causa en la pretensión (cfr. arts. 60 LRC y 206, III y 210 RRC) y es doctrina 
constante de este Centro Directivo que la justa causa no concurre cuando 
la modificación, por su escasa entidad, es objetivamente mínima e 
intranscendente, porque ningún perjuicio real puede producirse en la 
identificación de una persona por el hecho, tan frecuente en la sociedad 
española actual, de llegar a ser conocida con un apócope, contracción, 
deformación o pequeña variación del nombre oficial correctamente escrito.

III-. Siendo evidentemente una modificación mínima la sustitución, a 
efectos meramente gráficos, de la vocal “i” por la consonante de igual 
fonética, la doctrina es de directa aplicación a este caso, en el que se 
pretende cambiar “Silvia” por “Sylvia“, y no cabe exceptuarla por razones 
de índole ortográfica puesto que “Silvia” es grafía correcta en las lenguas 
españolas, tal como expresan respecto a este nombre las resoluciones de 
la Dirección General que, entre otras análogas, se enumeran en el primero 
de los fundamentos de derecho. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 09 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Parla

Resolución de 17 de Julio de 2014 (108ª)
II.2.2  Cambio de nombre

No hay justa causa para cambiar “Xabiel” por “Javier” cuando, solicitada y 
obtenida a tenor de lo dispuesto en el artículo 192 RRC la sustitución del 
nombre inicialmente inscrito por su equivalente onomástico en la lengua 
española correspondiente, el interesado intenta ahora revertir la situación 
sin acreditar que el nombre que pretende recuperar sea el usado 
habitualmente. 
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En el expediente sobre cambio de nombre remitido a este Centro en 
trámite de recurso, por virtud del interpuesto por el interesado contra auto 
dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de Oviedo (Asturias).

HECHOS

1.- En escrito presentado en el Registro Civil de Oviedo en fecha 7 de 
octubre de 2011 Don Xabiel. mayor de edad y domiciliado en dicha 
población, solicita el cambio del nombre inscrito por “Javier” exponiendo 
que por este último es conocido en todos sus ámbitos de relación, tanto 
públicos como privados, y que la discrepancia entre uno y otro le ocasiona 
inconvenientes. Acompaña copia simple de su DNI, certificación literal de 
inscripción de nacimiento de Javier. nacido en D. O. (A) el 28 de julio de 
1976, en la que consta practicada en fecha 28 de marzo de 2001 marginal 
de que su nombre queda en adelante en la forma Xabiel y, a fin de 
acreditar el uso del nombre propuesto, tres documento expedidos por la 
Tesorería General de la Seguridad Social. 

2.-. En el mismo día, 7 de octubre de 2011, el promotor ratificó la solicitud, 
la secretaria dispuso que se una al expediente testimonio de las 
actuaciones en cuya virtud se procedió a sustituir el nombre por su 
equivalente onomástico en lengua asturiana y comparecieron dos testigos, 
que manifestaron que les consta que son ciertos todos y cada uno de los 
extremos expresados en el escrito inicial. 

3.- El ministerio fiscal no se opuso a lo solicitado y el 28 de octubre de 
2011 la Juez Encargada, considerando que no concurre justa causa para 
este cambio, contradictorio con la sustitución por el equivalente onomástico 
en lengua asturiana anteriormente operada y con la estabilidad que han 
de tener los nombres, dictó auto disponiendo que no ha lugar a autorizarlo.

4.- Notificada la resolución al ministerio fiscal y al interesado, este 
interpuso recurso ante la Dirección General de los Registros y del 
Notariado alegando que, tal como han declarado los testigos, todo su 
entorno lo conoce como Javier, que la estabilidad a la que se refiere el 
auto impugnado no quiebra porque ya hace diez años que tramitó el 
cambio anterior y que, habiendo comprobado y sufrido los inconvenientes 
y problemas que el nombre de Xabiel le crea, entiende que concurre la 
justa causa requerida para el cambio. 
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5.- De la interposición se dio traslado al ministerio fiscal que, haciendo 
suyas las argumentaciones expuestas en el escrito de recurso, se adhirió 
al mismo y la Juez Encargada dispuso la remisión del expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 59 y 60 de la Ley del Registro Civil (LRC) y 192, 
206, 209, 210, 218 y 365 del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las 
resoluciones, entre otras, de 9-4ª de octubre de 1994, 14-1ª de marzo de 
1995, 10-2ª de octubre de 1996; 4-1ª de enero, 10-5ª de febrero y 30-2ª 
de mayo de 1997; 27-3ª de marzo, 8-4ª de mayo y 14-7ª de septiembre de 
2000; 17-2ª de febrero, 6-2ª y 21-2ª de abril, 7-2ª de julio de 2001; 8-2ª, 
14-4ª y 22-2ª de octubre de 2003; 3 y 21-3ª de enero, 13-1ª de abril, 20-3ª 
de septiembre, 9-3ª y 4ª de noviembre y 10-1ª de diciembre de 2004; 
10-1ª y 2ª de junio, 18-3ª de julio y 22 de octubre de 2005; 2-5ª de marzo, 
7-5ª de julio, 24-1ª de octubre y 16-3ª de noviembre de 2006; 16-3ª de 
abril, 3-7ª de julio, 3-3ª, 8-1ª y 17-1ª de octubre, 11-5ª, 17-1ª y 20-1ª de 
diciembre de 2007; 21-1ª de febrero, 23-6ª y 7ª de mayo y 16-5ª de 
septiembre de 2008; 11-3ª de febrero y 6-4ª de abril de 2009 y 14-17ª de 
diciembre de 2010 y 18- 8ª de febrero y 2-108ª de septiembre de 2013.

II.- Solicita el promotor el cambio del nombre, “Xabiel”, que consta en su 
inscripción de nacimiento por “Javier” exponiendo que por este último es 
conocido en todas sus relaciones, tanto públicas como privadas, y que la 
discrepancia entre uno y otro le ocasiona inconvenientes. La Juez 
Encargada, considerando que no concurre justa causa para el cambio, 
contradictorio con la sustitución por el equivalente onomástico en la 
lengua española correspondiente anteriormente operada y con la 
estabilidad que han de tener los nombres, dispuso que no ha lugar a 
autorizarlo mediante auto de 28 de octubre de 2011 que constituye el 
objeto del presente recurso, interpuesto por el interesado y al que se 
adhiere el ministerio fiscal.

III.- El Juez Encargado del Registro Civil del domicilio tiene facultades 
para autorizar en expediente el cambio del nombre propio inscrito por el 
usado habitualmente (arts. 209-4º y 365 RRC) siempre que exista justa 
causa en la pretensión y que no haya perjuicio de tercero (art. 210 RRC).

IV.- Se discute en estas actuaciones si hay justa causa para autorizar el 
cambio de nombre consistente en recuperar el inicialmente inscrito a quien 
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en 2001 solicitó y obtuvo su sustitución por el equivalente onomástico en la 
lengua española correspondiente (cfr. art. 192 RRC). Ciertamente esta 
sustitución, en el ejercicio de un derecho solo condicionado a la acreditación 
de la equivalencia y de la grafía correcta del nombre solicitado, no excluye 
en sí misma la promoción años después de un expediente registral de 
cambio de nombre que legalmente se basa en otros presupuestos y se 
supedita a la concurrencia de otros requisitos. Lo que ocurre en este caso 
es que el interesado, no obstante fundamentar su solicitud en el uso habitual 
del nombre propuesto en todas sus relaciones públicas y privadas, no avala 
esta manifestación con la prueba documental aportada, escasa, de una 
sola procedencia y que solo denota que a un organismo en concreto no le 
fue notificada la sustitución de nombre operada en el año 2001; y, aunque 
en el escrito de recurso aduce que el nombre en lengua asturiana le 
ocasiona inconvenientes y problemas, ni los concreta ni los justifica. Cuanto 
antecede, unido a la estabilidad que han de tener el nombre y los apellidos, 
en cuanto signos de identificación y diferenciación de las personas 
sustraídos a la autonomía de voluntad de los particulares, impide apreciar la 
existencia de justa causa para el cambio solicitado (cfr. arts. 60 LRC y 206, 
III y 210 RRC) y, en definitiva, que resulten cumplidos los requisitos 
específicos exigidos por la normativa registral. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Oviedo.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (233ª)
II.2.2  Cambio de nombre

No hay justa causa para cambiar “Ester” por “Esther”, variante gráfica de 
un nombre correctamente inscrito.

En el expediente sobre cambio de nombre remitido a este Centro en 
trámite de recurso, por virtud del interpuesto por la interesada y sus 
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representantes legales contra auto dictado por la Juez Encargada del 
Registro Civil de Xátiva (Valencia).

HECHOS

1.- En fecha 29 de diciembre de 2010 Doña Ester. menor de edad, nacida 
el ….. de 1993 en C. (V) y domiciliada en dicha población, comparece en 
el Registro Civil de Canals asistida de sus padres, Don R. y Doña Mª-T. al 
objeto de exponer que viene utilizando habitualmente el nombre de 
“Esther”, con el que se siente identificada y es conocida tanto en el ámbito 
familiar como fuera de él, e interesar el cambio del nombre inscrito por el 
usado habitualmente. Acompañan copia del DNI de los tres, certificado de 
inscripción en el padrón de C. y, de la menor, certificación literal de 
inscripción de nacimiento y certificado de partida de bautismo con el 
nombre inscrito y abundante documental, fundamentalmente académica, 
a fin de acreditar el uso del nombre pretendido. En el mismo día, 29 de 
diciembre de 2010, comparecieron como testigos una tía y un tío de la 
menor, que manifestaron que les consta que son ciertos los hechos 
alegados por los promotores.

2.- Recibidas las actuaciones en el Registro Civil de Xátiva, el ministerio 
fiscal se opuso al cambio de nombre por el usado habitualmente y el 15 
de abril de 2011 la Juez Encargada, no estimando suficientemente 
acreditado el requisito de la justa causa, dictó auto disponiendo no 
autorizar el cambio de nombre de la menor.

3.- Notificada la resolución al ministerio fiscal y, en el Registro Civil del 
domicilio, a la menor y a su padre, la interesada y sus representantes 
legales interpusieron recurso ante la Dirección General de los Registros y 
del Notariado alegando que desde antes del nacimiento los padres tenían 
claro que el nombre de la niña sería “Esther”, que el párroco de C. se 
negó a ponérselo porque el que aparece en la Biblia es Ester, que a lo 
largo de toda su vida se le ha inculcado que es con hache y así lo ha 
integrado en su personalidad y usado en su relación con terceros y que lo 
único que desean es formalizar de manera oficial el verdadero nombre.

4.- De la interposición se dio traslado al ministerio fiscal que, razonando 
que se ha acreditado documentalmente que “Esther” es el nombre usado 
habitualmente en el tráfico jurídico y que el cambio no causa ningún 
perjuicio a terceros, se adhirió al recurso y la Juez Encargada dispuso la 
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remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 57, 59 y 60 de la Ley del Registro Civil (LRC); 205, 
206, 209, 210 y 365 del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las 
resoluciones, entre otras, de 14-1ª de marzo de 1995, 10-2ª de octubre de 
1996; 4-1ª de enero, 10-5ª de febrero y 30-2ª de mayo de 1997; 10-2ª de 
abril, 17-3ª de mayo, 17-3ª de septiembre y 8-2ªy 22-2ª de octubre de 
2003; 3 de enero, 13-1ª de abril, 18-2ª de septiembre, 9-3ª y 4ª de 
noviembre y 10-1ª de diciembre de 2004; 10-1ª y 2ª de junio, 18-3ª de julio 
y 22 de octubre de 2005; 2-5ª de marzo, 7-5ª de julio, 24-1ª de octubre y 
16-3ª de noviembre de 2006; 2-2ª de enero, 11-2ª de mayo, 3-7ª de julio, 
3-3ª, 7-1ª y 25-5ª de octubre y 11-5ª, 17-1ª y 20-1ª de diciembre de 2007; 
21-1ª de febrero, 22-6ª de abril, 23-6ª y 7ª de mayo y 16-5ª de septiembre 
de 2008; 19-5ª de enero y 11-3ª de febrero de 2009, 5-5ª de octubre y 
14-17ª de diciembre de 2010, 21-22ª y 28-7ª de junio y 13-42ª de diciembre 
de 2013 y 10-6ª de febrero de 2014.

II.- Uno de los requisitos exigidos para el cambio de nombre propio, sea 
en expediente de la competencia del Encargado del Registro Civil del 
domicilio o de la general del Ministerio de Justicia, es que exista una justa 
causa en la pretensión (cfr. arts. 60 LRC y 206, III y 210 RRC) y es doctrina 
consolidada de este Centro Directivo que la justa causa no concurre 
cuando la modificación, por su escasa entidad, ha de estimarse 
objetivamente mínima e intranscendente, porque ningún perjuicio real 
puede producirse en la identificación de una persona por el hecho, tan 
frecuente en la sociedad española actual, de llegar a ser conocida con un 
apócope, contracción, deformación o pequeña variación del nombre oficial 
correctamente escrito. 

III.- Siendo evidentemente una modificación mínima la intercalación a 
efectos meramente gráficos de una hache, muda en las lenguas 
españolas, la antedicha doctrina es de directa aplicación a este caso, en 
el que se pretende cambiar “Ester” por “Esther”, tal como expresan 
respecto a este mismo nombre algunas de las resoluciones de la Dirección 
General que, entre otras análogas, se enumeran en el primero de los 
fundamentos de derecho.

http://


M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

90Boletín del Ministerio de Justicia

II. Nombres y apellidos

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Xátiva (Valencia).

Resolución de 31 de Julio de 2014 (235ª)
II.2.2  Cambio de nombre

No hay justa causa para cambiar “Jordi” por “Jordy”.

En el expediente sobre cambio de nombre remitido a este Centro en 
trámite de recurso, por virtud del interpuesto por el interesado contra auto 
dictado por el Juez Encargado del Registro Civil de Barcelona.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Barcelona en fecha 
18 de febrero de 2011 Don Jordi mayor de edad y domiciliado en dicha 
población, promueve expediente de cambio del nombre inscrito por 
“Jordy”, exponiendo que este último es el que usa habitualmente. 
Acompaña volante de empadronamiento en B. certificación literal de 
inscripción de nacimiento y DNI con el nombre inscrito y alguna documental 
muy reciente a fin de acreditar el uso del propuesto. En el mismo día, 18 
de febrero de 2011, el solicitante se ratificó en el escrito presentado, se 
tuvo por promovido expediente registral sobre cambio de nombre por uso 
y comparecieron dos testigos, que manifestaron que conocen al interesado 
de toda la vida y que en su entorno siempre han escrito su nombre en la 
forma pretendida. 

2.- El ministerio fiscal se opuso a la petición por falta de justa causa, ya 
que la grafía del nombre catalán inscrito en 1996 en sustitución del 
castellano “Jorge” es correcta, y el 25 de mayo de 2011 el Juez Encargado, 
apreciando que no existe justa causa para un cambio de tan escasa 
entidad y que no confiere al nombre una grafía más correcta, dictó auto 
disponiendo denegar la autorización para el cambio de nombre.
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3.- Notificada la resolución al ministerio fiscal y al promotor, este presentó 
escrito de alegaciones y se tuvo por interpuesto en tiempo y forma recurso 
de apelación.

4.- De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal que, 
ratificándose en su informe anterior, se opuso al cambio de nombre y el 
Juez Encargado reiteró todos y cada uno de los argumentos expuestos en 
la resolución impugnada y dispuso la remisión del expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 57, 59 y 60 de la Ley del Registro Civil (LRC); 205, 
206, 209, 210 y 365 del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las 
resoluciones, entre otras, de 14-1ª de marzo de 1995, 10-2ª de octubre de 
1996; 4-1ª de enero, 10-5ª de febrero y 30-2ª de mayo de 1997; 7-5ª y 
17-1ª de febrero y 26-1ª de octubre de 1998; 1-2ª de julio y 4-6ª de octubre 
de 1999, 18-3ª de julio de 2000, 19-5ª de junio de 2001; 30-2ª de julio, 
6-3ª de septiembre, 28-2ª de octubre y 27-1ª de noviembre de 2003; 3 de 
enero, 2-2ª de marzo, 13-1ª de abril, 18-2ª de septiembre, 9-3ª y 4ª de 
noviembre y 10-1ª de diciembre de 2004; 4-3ª de abril, 10-1ª y 24-4ª de 
junio, 18-3ª de julio y 22 de octubre de 2005; 2-5ª de marzo, 7-5ª de julio, 
24-1ª de octubre y 16-3ª de noviembre de 2006; 2-2ª de enero, 11-2ª de 
mayo, 3-7ª de julio, 3-3ª, 7-1ª, 17-1ª y 25-5ª de octubre y 11-5ª, 17-1ª y 
20-1ª de diciembre de 2007; 21-1ª de febrero, 22-6ª de abril, 23-6ª y 7ª de 
mayo, 11-5ª de junio y 4-6ª de septiembre de 2008; 19-5ª de enero y 11-3ª 
de febrero de 2009, 25-2ª de junio y 14-17ª de diciembre de 2010, 20-3ª 
de enero de 2011 y 18-2ª de febrero, 21-22ª de junio y 20-65ª de diciembre 
de 2013.

II.- Uno de los requisitos exigidos para el cambio de nombre propio, sea 
en expediente de la competencia del Encargado del Registro Civil del 
domicilio o de la general del Ministerio de Justicia, es que exista una justa 
causa en la pretensión (cfr. arts. 60 LRC y 206, III y 210 RRC) y es doctrina 
constante de este Centro Directivo que la justa causa no concurre cuando 
la modificación, por su escasa entidad, es objetivamente mínima e 
intranscendente, porque ningún perjuicio real puede producirse en la 
identificación de una persona por el hecho, tan frecuente en la sociedad 
española actual, de llegar a ser conocida con un apócope, contracción, 
deformación o pequeña variación del nombre oficial correctamente escrito.

http://


M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

92Boletín del Ministerio de Justicia

II. Nombres y apellidos

III.- Siendo evidentemente una modificación mínima la sustitución, a 
efectos meramente gráficos, de la vocal “i” por la consonante de igual 
fonética, la doctrina es de directa aplicación a este caso, en el que se 
pretende cambiar “Jordi” por “Jordy“, y no cabe exceptuarla por razones 
de índole ortográfica puesto que la grafía del nombre inscrito es correcta 
conforme a las reglas gramaticales de la lengua española correspondiente. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Barcelona.

II.2.3  CAMBIO NOMBRE-PROHIBICIONES ART 54 LRC

Resolución de 09 de Julio de 2014 (13ª)
II.2.3  Cambio de nombre

No hay justa causa para cambiar “Seber” por “Xeber” cuya equivalencia 
onomástica en euskera con aquel tampoco se acredita. 

En el expediente sobre cambio de nombre remitido a este Centro en 
trámite de recurso, por virtud del interpuesto por el interesado contra auto 
dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de Azpeitia (Gipuzkoa).

HECHOS

1.- En comparecencia en el Registro Civil de Zarauz (Gipuzkoa) en fecha 7 
de octubre de 2011 Don Seber. nacido el 18 de abril de 1992 en Z. y 
domiciliado en esa misma población, solicita el cambio del nombre inscrito 
por “Xeber” exponiendo que con este nombre, que viene usando desde la 
infancia, se identifica en todos los órdenes de la vida, incluso en los 
documentos públicos y privados. Acompaña copia simple de su DNI, 
certificación literal de inscripción de nacimiento, constancia de 
empadronamiento en Z. copia simple de la inscripción de nacimiento de un 
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menor nacido en Z. al que se le ha autorizado el cambio de nombre que él 
pretende y alguna documental a fin de acreditar el uso del nombre propuesto. 
En el mismo día, 7 de octubre de 2011, comparecieron dos testigos, que 
manifestaron que conocen al promotor con el nombre de “Xeber”.

2.-. Recibidas las actuaciones en el Registro Civil de Azpeitia, el ministerio 
fiscal, considerando que conforme a los artículos 192 y 206 del RRC y las 
normas establecidas por Euskaltzaindia, el cambio no supone la sustitución 
del nombre por su equivalente onomástico en cualquiera de las lenguas 
españolas, informó desfavorablemente y el 11 de noviembre de 2011 la 
Juez Encargada del Registro Civil de Azpeitia dictó auto disponiendo 
denegar el cambio de nombre.

3.- Notificada la resolución al ministerio fiscal y al interesado, este 
interpuso recurso ante la Dirección General de los Registros y del 
Notariado alegando que las prohibiciones del artículo 54 LRC son relativas 
y de desigual interpretación y aplicación por los Encargados de los 
Registros Civiles, como acredita con inscripciones de la vecina población 
de Z. y que el nombre que solicita, sobre ser el utilizado en exclusiva en 
sus relaciones familiares y sociales, solo representa la mera adaptación a 
la fonética y ortografía del euskera del inscrito. 

4.- De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que 
se tuvo por notificado, y la Juez Encargada del Registro Civil de Azpeitia 
informó que, no desvirtuados los argumentos jurídicos de la resolución 
apelada, estima que debe confirmarse y seguidamente dispuso la remisión 
del expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 54, 59, 60 y 62 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
192, 195, 206, 209, 210, 218 y 365 del Reglamento del Registro Civil 
(RRC); y las resoluciones, entre otras, de 6-1ª y 24-2ª de febrero de 2003, 
8-4ª de junio, 20-2ª de septiembre y 8-3ª de octubre de 2004; 16-2ª de 
junio de 2005, 11-3ª de mayo de 2007,19-8ª de noviembre de 2008, 19-1ª 
de enero y 6 de junio de 2009, 10-21ª de diciembre de 2010 y 18-1ª de 
abril de 2011 y 5-41ª de agosto de 2013.

II.- Se pretende por el promotor el cambio del nombre, “Seber”, que consta 
en su inscripción de nacimiento, por “Xeber” exponiendo que con este 
último, que viene usando desde la infancia, se identifica en todos los 
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órdenes de la vida, incluso en los documentos públicos y privados. La 
Juez Encargada del Registro Civil de Azpeitia, considerando que el 
nombre pretendido no cumple ni con Euskaltzaindia ni con la Ley del 
Registro Civil, dispuso denegar el cambio mediante auto de 11 de 
noviembre de 2011 que constituye el objeto del presente recurso.

III.- El Encargado del Registro Civil del domicilio tiene facultades para 
autorizar en expediente el cambio del nombre inscrito por el usado 
habitualmente (arts. 209-4º y 365 RRC), siempre que exista justa causa y 
que no haya perjuicio de tercero (art. 210 RRC) y siempre que, además, el 
nombre solicitado no infrinja las normas que regulan su imposición (cfr. 
art. 54 LRC y 192 RRC), porque, como es obvio, no ha de poder lograrse, 
por la vía indirecta de un expediente posterior, un nombre propio que 
inicialmente debe ser rechazado.

IV.- Esta última circunstancia es la que ha llevado a la Juez Encargada del 
Registro Civil de Azpeitia a no autorizar el cambio solicitado ya que, de 
una parte, el promotor no acredita la alegación de que “Xeber” es la mera 
adaptación a la fonética y la ortografía del euskera de “Seber” y de otra, 
consta que “Seber” ya es de por sí adaptación a la fonética y la ortografía 
del euskera del nombre castellano “Severo” y que “Xeber” no figura en el 
listado de nombres vascos de Euskaltzaindia.

V.- A mayor abundamiento, la modificación instada supone una mínima 
variación, a efectos meramente gráficos, de un nombre correctamente 
inscrito y es doctrina consolidada de la Dirección General que la justa 
causa requerida (cfr. arts. 60 LRC y 206, III y 210 RRC) no concurre 
cuando la modificación, por su escasa entidad, ha de estimarse 
objetivamente intranscendente, porque ningún perjuicio real puede 
producirse en la identificación de una persona por el hecho, tan frecuente 
en la sociedad española actual, de llegar a ser conocida con un apócope, 
contracción, deformación o pequeña variación del nombre oficial 
correctamente escrito.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 09 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Azpeitia (Gipuzkoa).
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (240ª)
II.2.3  Sustitución de nombre propio

Puede sustituirse por simple petición el primero de tres nombres inscritos 
por su equivalente onomástico en lengua catalana sin que el hecho de 
que en la actualidad no quepa imponer más de dos nombres a una 
persona afecte al interesado, cuyo nacimiento en fecha anterior a la 
entrada en vigor de la citada prohibición consta inscrito con el nombre de 
“Artemio J. P.”.

En las actuaciones sobre sustitución de nombre por su equivalente 
onomástico en la lengua catalana remitidas a este Centro en trámite de 
recurso, por virtud del interpuesto por el interesado contra providencia 
dictada por el Juez Encargado del Registro Civil de Barcelona.

HECHOS

1.- En comparecencia en el Registro Civil de Espolla (Girona) en fecha 29 
de mayo de 2009 Don Artemio-J.-P. nacido en B. el 10 de abril de 1940, 
solicita la traducción al catalán “Artemi” del nombre propio “Artemio” 
impuesto en lengua castellana. Acompaña certificación literal de 
inscripción de nacimiento y extractos de la misma expedidos en 1958 y 
1970 y copia simple de DNI en los que consta identificado únicamente con 
el primero de los tres nombres inscritos. 

2.-. Recibidas el acta levantada y la documentación aportada en el 
Registro Civil de Barcelona, este dispuso que se notifique al interesado 
que de la sustitución solicitada resultaría el nombre de “Artemi-J.-P.”, que 
no se ajusta a la legalidad vigente, y que si lo que pretende es eliminar “J.” 
y “P.”, habrá de instar la incoación de expediente de cambio de nombre 
por uso, con el resultado de que el Registro Civil de Espolla comunicó que 
el de Figueres, competente para autorizar el expediente de cambio de 
nombre por uso, considera que la normativa vigente sobre número máximo 
de nombres no tiene efectos retroactivos, que no es necesario tramitar 
expediente de cambio de nombre porque al margen del asiento de 
nacimiento figura que el inscrito se llama Artemio. y que, por tanto, debe 
accederse a la sustitución o denegarse expresamente la traducción 
solicitada de “Artemio” al catalán “Artemi”. 
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3.- El 12 de abril de 2011 el Juez Encargado del Registro Civil de Barcelona 
dictó providencia acordando, en trámite de calificación, devolver lo 
actuado al de procedencia, puesto que, según nuestro ordenamiento 
registral, en este caso es preceptivo el expediente de cambio de nombre 
por uso.

4.- Notificada la providencia al interesado, este, en comparecencia en el 
Registro Civil de Espolla de fecha 9 de mayo de 2011, interpuso recurso 
ante la Dirección General de los Registros y del Notariado alegando que 
los nombres propios son los determinados por la legislación aplicable en 
la fecha en la que se practica el asiento y solicitando que sea aceptada 
íntegramente su petición, formulada de conformidad con las normas 
establecidas. 

5.- De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que 
interesó la confirmación de la resolución impugnada por cuanto, constando 
en la certificación de nacimiento que el interesado ostenta tres nombres, 
lo procedente sería el cambio por uso acreditando que solo utiliza el 
primero, y la Juez Encargada informó que sigue la línea argumental del 
ministerio fiscal y dispuso la remisión del expediente a la Dirección 
General de los Registros y del Notariado.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 54, 59 y 60 de la Ley del Registro Civil (LRC) y 192, 
209, 210 y 217 del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las resoluciones 
de 7-2ª de septiembre de 2000; 17-1ª de febrero, 7-2ª de marzo, 10-1ª de 
mayo, 21-3ª de junio y 12-2ª de julio de 2001; y 27-8ª de mayo y 27-2ª de 
octubre de 2003.

II.- Conforme establece el último párrafo del artículo 54 de la Ley del 
Registro Civil, en la redacción dada por la Ley 40/1999, de 5 de noviembre, 
“a petición del interesado o de su representante legal, el Encargado del 
Registro sustituirá el nombre propio de aquél por su equivalente 
onomástico en cualquiera de las lenguas españolas” (cfr. también art. 192 
RRC en la redacción dada por el Real Decreto 193/2000, de 11 de febrero).

III.- Siendo notorio que el nombre catalán “Artemi” es el equivalente 
onomástico del castellano “Artemio”, es obligado aprobar la sustitución, 
que procede por simple petición y, por tanto, no requiere la existencia de 
la justa causa exigida para los cambios por expediente (cfr. arts. 206, III y 

http://www.mjusticia.gob.es/cs/Satellite/Portal/es/servicios-ciudadano/documentacion-publicaciones


M
inisterio de Justicia

97 Catálogo de Publicaciones

Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado (Registro Civil)

210 RRC). Tampoco ha de importar que el interesado pida la traducción a 
la lengua catalana de uno de tres nombres impuestos ni que el nombre 
resultante sea “Artemi-J.-P.” ya que, si bien “no podrán imponerse más de 
un nombre compuesto, ni más de dos simples“ (cfr. arts. 54 LRC y 192 
RRC), tal limitación, no contemplada en la redacción originaria de la Ley 
del Registro Civil de 8 de junio de 1957 ni en la precedente, de 1870, no 
alcanza al interesado, nacido el 10 de abril de 1940 e inicialmente inscrito, 
conforme a la legislación entonces vigente, con tres nombres simples.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: 

1º.- Estimar el recurso.

2º.- Disponer que en el asiento de nacimiento del interesado se sustituya 
el nombre de “Artemio-J.-P.” por “Artemi-J.-P.”, debiendo el encargado 
que inscriba la sustitución efectuar las comunicaciones previstas en el 
artículo 217 del Reglamento del Registro Civil.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Barcelona.

II.4  CAMBIO DE APELLIDOS

II.4.1  MODIFICACIÓN DE APELLIDOS

Resolución de 09 de Julio de 2014 (11ª)
II.4.1  Conjunción “i” entre apellidos

Puede hacerse constar para persona con vecindad civil valenciana. 

En las actuaciones sobre adquisición de vecindad civil valenciana e 
inclusión de la conjunción “i” entre los apellidos remitidas a este Centro en 
trámite de recurso, por virtud del interpuesto por el interesado contra 
providencia dictada por la Juez Encargada del Registro Civil de Zaragoza. 
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HECHOS

1.- En fecha 31 de marzo de 2011 don C.-M., nacido en Zaragoza el 28 de 
abril de 1973 y domiciliado en V., comparece en el Registro Civil de Teruel al 
objeto de manifestar que lleva más de dos años de residencia continuada y 
habitual en Valencia y que es su voluntad adquirir la vecindad civil común. 
Acompaña fotocopia de su DNI, certificado de empadronamiento en V. y 
certificación literal de inscripción de nacimiento expedida el 5 de julio de 1999. 
El Juez Encargado levantó acta de la comparecencia y dispuso la remisión 
de lo actuado al Registro Civil de Zaragoza, en el que tuvo entrada el 26 de 
abril de 2011 y cuya Encargada, visto que el Registro Civil de Teruel no es 
competente ni por domicilio ni por lugar donde deba practicarse la inscripción, 
dispuso librar exhorto al Registro Civil de Valencia, al objeto de que el 
promotor se ratifique en su petición ante el Encargado, ratificación que efectuó 
en comparecencia de fecha 27 de mayo de 2011 en la que asimismo 
manifestó que desea que se consigne una i latina entre sus apellidos.

2.- El 13 de junio de 2011 la Juez Encargada del Registro Civil de Zaragoza 
dictó providencia disponiendo que procede practicar en la inscripción de 
nacimiento marginal de adquisición de la vecindad civil común y denegar la 
consignación entre los apellidos de la conjunción “i”, cuya necesidad no 
resulta de la actual redacción del art. 194 del Reglamento del Registro Civil.

3.- Notificada la resolución al promotor, este interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado alegando que, teniendo 
vecindad y residencia administrativa en la Comunidad Valenciana, la 
copulativa “i” procede y es obligatoria si, como en este caso, media 
petición del interesado. 

4.- De la interposición se dio traslado al ministerio fiscal que, entendiendo 
que lo solicitado no se encuentra dentro de los supuestos reconocidos en 
la normativa registral, impugnó el recurso y la Juez Encargada del Registro 
Civil de Zaragoza informó en el sentido de que debe confirmarse en todos 
sus extremos la resolución recurrida y dispuso la remisión de lo actuado a 
la Dirección General de los Registros y del Notariado.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 46, 55 y 68 de la Ley del Registro Civil (LRC) y 198, 
225 a 229 y 358 del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las resoluciones 
de 29 de septiembre de 2000 y 2-41ª de septiembre de 2013. 

http://www.mjusticia.gob.es/cs/Satellite/Portal/es/servicios-ciudadano/documentacion-publicaciones


M
inisterio de Justicia

99 Catálogo de Publicaciones

Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado (Registro Civil)

II.- Se pretende por el promotor la adquisición de la vecindad civil común 
y la intercalación entre sus apellidos de la conjunción “i”. La Juez 
Encargada del Registro Civil de Zaragoza dispuso que en la inscripción de 
nacimiento se inscriba marginalmente lo primero y denegar lo segundo, 
cuya necesidad no resulta de la actual redacción del art. 194 del 
Reglamento del Registro Civil, mediante providencia de 13 de junio de 
2011 que, en lo que a la desestimación respecta, constituye el objeto del 
presente recurso.

III.- Conforme al artículo 55 de la Ley del Registro Civil, “el encargado del 
Registro, a petición del interesado o su representante legal, procederá a 
regularizar ortográficamente los apellidos cuando la forma inscrita en el 
Registro no se adecue a la gramática y fonética de la lengua española 
correspondiente”. Este precepto debe interpretarse en el sentido de que, 
siendo materia vinculada al estatuto personal, es posible realizar la 
corrección de los apellidos propios de una lengua española que consten 
incorrectamente inscritos de acuerdo con las directrices ortográficas de 
dicha lengua sin necesidad de expediente y por la sola voluntad del 
interesado y, según resulta de la normativa propia de la Comunidad 
Valenciana, la regularización comprende el derecho de las personas de 
esa vecindad civil a que se inscriba marginalmente la conjunción “i” entre 
sus apellidos, sin que el hecho de que la vigente redacción del art. 194 del 
Reglamento del Registro Civil ya no prevea la intercalación de la copulativa 
“y” entre los apellidos paterno y materno impida su consignación en las 
certificaciones en extracto y, en su caso, en el libro de familia.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: estimar el recurso y disponer 
que en la inscripción de nacimiento del interesado se haga constar 
marginalmente que sus apellidos son “D. i L.”.

Madrid, 09 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez encargado del Registro Civil de Zaragoza
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II.5  COMPETENCIA

II.5.1  COMPETENCIA CAMBIO NOMBRE PROPIO

Resolución de 31 de Julio de 2014 (237ª)
II.5.1  Competencia en expediente de cambio de nombre

El Encargado no puede autorizar el cambio de nombre si, como en este 
caso, no consta el uso habitual del propuesto pero, por economía procesal 
y por delegación, la Dirección General examina la pretensión y no la 
concede, por no concurrir la justa causa requerida. 

En el expediente sobre cambio de nombre remitido a este Centro en 
trámite de recurso, por virtud del interpuesto por los promotores contra 
auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de Burgos. 

HECHOS

1.- En escrito presentado en el Registro Civil de Burgos en fecha 4 de 
mayo de 2011 Don M. y Doña J. mayores de edad y domiciliados en dicha 
población, solicitan el cambio del nombre inscrito a su hija menor de edad 
Alana. nacida en B. el ….. de 2006, por “Alannah”, exponiendo que 
durante toda su vida ha utilizado habitualmente y ha sido conocida por 
este último. Acompañan certificación literal de inscripción de nacimiento 
de la menor, volante familiar de empadronamiento en B. y solicitud de 
cambio de nombre firmada por la interesada y alguna documental escolar 
y sanitaria a fin de acreditar el uso por la menor del nombre que para ella 
se pretende.

2.- En el mismo día, 4 de mayo de 2011, los promotores ratificaron la 
solicitud y comparecieron como testigos los abuelos maternos de la 
menor, que manifestaron que los dos nombres se pronuncian igual pero 
que la niña, desde que escribe, les corrige cuando ponen Alana, diciendo 
que su nombre es “Alannah”; el ministerio fiscal, entendiendo que se trata 
de una simple alteración gráfica y que, por tanto, no hay justa causa, se 
opuso al cambio de nombre y el 11 de mayo de 2011 la Juez Encargada 
dictó auto disponiendo no autorizarlo argumentando que, no existiendo 
utilización habitual dada la edad de la menor, no puede estimarse que 
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concurra la justa causa imperativamente exigida, máxime cuando se 
pretende una simple modificación gráfica.

3.- Notificada la resolución al ministerio fiscal y a los promotores, estos 
interpusieron recurso ante la Dirección General de los Registros y del 
Notariado alegando que hoy en día la actividad social de una niña de 
cuatro años es tan intensa como la de un adulto, que “Alannah” es el 
nombre con el que su hija es identificada en su entorno y con el que ella 
se reconoce y que creen que no existe ninguna razón para que su 
identidad no sea respetada y se modifique administrativamente de modo 
artificial.

4.- De la interposición se dio traslado al ministerio fiscal que, reiterando lo 
expuesto en su informe anterior, se opuso al recurso formulado y la Juez 
Encargada informó que entiende que de lo actuado no han quedado 
suficientemente acreditados los hechos alegados y dispuso la remisión 
del expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 57, 59 y 60 de la Ley del Registro Civil (LRC) y 205, 
206, 209, 210, 354 y 365 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la 
Orden ministerial JUS/2225 de 5 de octubre de 2012 y las resoluciones, 
entre otras, de 9-4ª de octubre de 1994, 14-1ª de marzo de 1995, 10-2ª de 
octubre de 1996; 4-1ª de enero, 10-5ª de febrero y 30-2ª de mayo de 
1997; 27-3ª de marzo, 8-4ª de mayo y 14-7ª de septiembre de 2000; 17-2ª 
de febrero, 6-2ª y 21-2ª de abril, 7-2ª de julio de 2001; 16-3ª de septiembre 
y 8-2ª, 14-4ª y 22-2ª de octubre de 2003; 3 y 21-3ª de enero, 13-1ª de 
abril, 20-3ª de septiembre, 9-3ª y 4ª de noviembre y 10-1ª de diciembre de 
2004; 10-1ª y 2ª de junio, 18-3ª de julio y 22 de octubre de 2005; 2-5ª de 
marzo, 7-5ª de julio, 24-1ª de octubre y 16-3ª de noviembre de 2006; 16-3ª 
de abril, 3-7ª de julio, 3-3ª, 8-1ª y 17-1ª de octubre, 11-5ª, 17-1ª y 20-1ª de 
diciembre de 2007; 21-1ª de febrero, 23-6ª y 7ª de mayo y 16-5ª de 
septiembre de 2008; 11-3ª de febrero y 6-4ª de abril de 2009, 14-17ª de 
diciembre de 2010 y 4-19ª de noviembre de 2013. 

II.- Se pretende por los promotores el cambio del nombre, Alana, que 
consta en la inscripción de nacimiento de su hija, de cuatro años de edad, 
por “Alannah”, exponiendo que durante toda su vida ha utilizado 
habitualmente y ha sido conocida por este último. La Juez Encargada, 
argumentando que no puede existir utilización habitual, dada la edad de la 
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menor, ni estimarse que concurra justa causa, imperativamente exigida, 
para una simple modificación gráfica, dispuso no autorizar el cambio 
mediante auto de 11 de mayo de 2011 que constituye el objeto del presente 
recurso.

III.- El Juez Encargado del Registro Civil del domicilio tiene facultades 
para autorizar en expediente el cambio del nombre propio inscrito por el 
usado habitualmente (arts. 209-4º y 365 RRC) siempre que exista justa 
causa en la pretensión y que no haya perjuicio de tercero (art. 210 RRC) y 
siempre que, además, el nombre solicitado no infrinja las normas que 
regulan su imposición (cfr. arts. 54 LRC y 192 RRC), porque, como es 
obvio, no ha de poder lograrse, por la vía indirecta de un expediente 
posterior, un nombre propio que en una inscripción inicial debe ser 
rechazado.

IV.- En este caso, impedida la acreditación del uso habitual del nombre 
propuesto por la corta edad de la menor, la competencia para aprobar el 
expediente no pertenece al Encargado sino al Ministerio de Justicia (cfr. 
arts. 57 LRC y 205 RRC) y, por delegación (Orden JUS/2225/2012, de 5 
de octubre), a la Dirección General de los Registros y del Notariado.

V.- Conviene, por tanto, examinar si la pretensión deducida puede ser 
acogida, habida cuenta de que se ha seguido la necesaria fase de 
instrucción del expediente de la competencia del Ministerio de Justicia 
ante el Registro Civil del domicilio y de que poderosas razones de 
economía procesal aconsejan el examen, ya que sería superfluo y 
desproporcionado con la causa (cfr. art. 354 del RRC) exigir la tramitación 
formal de otro expediente dirigido al mismo fin práctico.

VI.- A la cuestión planteada hay que darle una respuesta negativa. Uno de 
los requisitos exigidos para el cambio de nombre, corresponda la 
competencia al Encargado del Registro Civil del domicilio o al Ministerio 
de Justicia, es que exista justa causa (cfr. arts. 60 LRC y 206, III y 210 
RRC) y es doctrina constante de este Centro Directivo que la justa causa 
no concurre cuando la modificación, por su escasa entidad, ha de 
estimarse objetivamente mínima e intranscendente, porque ningún 
perjuicio real puede producirse en la identificación de una persona por el 
hecho, tan frecuente en la sociedad española actual, de llegar a ser 
conocida con un apócope, contracción, deformación o pequeña variación 
del nombre oficial correctamente escrito.
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VII.- Siendo evidentemente una modificación mínima la meramente gráfica 
consistente en duplicar una consonante intervocálica y añadir al final una 
hache muda, la doctrina es de directa aplicación a este caso, en el que se 
pretende cambiar Alana por “Alannah”, y no cabe exceptuarla por razones 
de índole ortográfica puesto que “Alana” es grafía correcta del nombre 
conforme a las reglas gramaticales de las lenguas españolas.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: 

1º.- Desestimar el recurso.

2º.- Por delegación del Sr. ministro de Justicia (Orden JUS/2225/2012, de 
5 de octubre), no autorizar el cambio del nombre inscrito, Alana, por 
“Alannah”.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Burgos.

II.5.2  COMPETENCIA CAMBIO APELLIDOS

Resolución de 09 de Julio de 2014 (17ª)
II.5.2  Competencia en expediente de cambio de apellidos

1º.- Por incompetencia del Registro Civil se declara la nulidad del auto 
dictado.

2º.- Por economía procesal y por delegación del ministro de Justicia, la 
dirección general de los Registros y del Notariado examina el expediente 
y deniega el cambio de apellidos solicitado.

En el expediente sobre cambio de apellidos en inscripción de nacimiento 
remitido a este Centro en trámite de recurso, por virtud del interpuesto por 
la interesada contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil 
de Pontevedra.

HECHOS

http://


M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

104Boletín del Ministerio de Justicia

II. Nombres y apellidos

1.- En escrito presentado en el Registro Civil de Pontevedra en fecha 28 
de julio de 2011 doña A. C. P., nacida en Pontevedra el 3 de septiembre de 
1992 y domiciliada en E., solicita el cambio de los apellidos inscritos por P. 
B., exponiendo que desde su nacimiento estuvo judicialmente acogida por 
sus abuelos maternos, sin ninguna vinculación con su padre ni con la 
familia de éste, que el apellido paterno, notoriamente deshonrado en su 
entorno, le ocasiona perjuicios y que entiende que el cambio por el de su 
abuela materna, que la ha cuidado y llevado a cabo las funciones propias 
de los progenitores, le permitirá consolidarse como persona íntegra y le 
beneficiará en su carrera profesional. Acompaña certificación literal de 
inscripciones de nacimiento propia, de sus padres y de sus abuelos 
maternos, certificación literal de inscripción de matrimonio de sus padres, 
testimonio de auto dictado en fecha 29 de noviembre de 1993 por el 
Juzgado de Primera Instancia nº 5 de los de Vigo (Pontevedra) por el que 
se acuerda el acogimiento de la entonces menor por sus abuelos maternos 
y volante de empadronamiento en Pontevedra. 

2.- El 9 de agosto de 2011 la promotora se ratificó en el escrito inicial, el 
Juez Encargado dispuso que se forme el correspondiente expediente 
gubernativo de cambio de apellidos y compareció como testigo la abuela 
materna de la solicitante, que manifestó que esta no tiene relación alguna 
con su padre y que es conocedora de la pretensión de su nieta de llevar 
los apellidos P. B. El ministerio fiscal informó que, no acreditado el perjuicio 
que el apellido “C.” ocasiona a la solicitante, procede requerirla a tal fin y 
el 27 de octubre de 2011 comparecieron nuevamente la abuela, que 
declaró que desde 2000 tuvo asimismo en acogimiento a L., J. y E. C. P. y 
que en 2005 los niños pasaron a estar tutelados por la Xunta y en 2007 
también la niña y aportó diversa documental acreditativa de los hechos 
expuestos; una tía materna, que manifestó que su sobrina convivió con 
sus padres los primeros quince días de vida en el domicilio de sus abuelos 
paternos y que a partir de ahí se quedó con estos, y su madrina, que 
manifestó que cuando A. va a buscar trabajo le dicen que su apellido no 
es bien recibido, porque su padre suele montar jaleo allá donde esté.

3.- El ministerio fiscal, entendiendo que no concurren los requisitos 
legales, ya que el apellido que pretende no proviene de la misma línea del 
que trata de cambiar y no se ha acreditado el perjuicio que le ocasionan 
los que ostenta, se opuso al cambio solicitado y el 12 de diciembre de 
2011 la Juez Encargada dictó auto disponiendo desestimar la petición 
formulada.
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4.- Notificada la resolución al ministerio fiscal y a la promotora, esta 
interpuso recurso ante la Dirección General de los Registros y del 
Notariado alegando que los apellidos inscritos le ocasionan perturbaciones 
y solicitando nuevamente que sean cambiados por los de quienes han 
ejercido como padres desde que nació.

5.- De la interposición se dio traslado al ministerio fiscal, que se opuso al 
recurso e interesó el mantenimiento del auto dictado en todos sus 
pronunciamientos, y la Juez Encargada emitió el preceptivo informe y 
dispuso la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros 
y del Notariado. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 48 y 62 de la Ley de Enjuiciamiento Civil (LEC), 238 
y 240 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial (LOPJ); 
109 del Código Civil (CC.); 53, 57, 58 y 59 de la Ley del Registro Civil 
(LRC) y 16, 194, 205, 207, 208, 209, 210, 354 y 365 del Reglamento del 
Registro Civil (RRC); la orden ministerial JUS/2225 de 5 de octubre de 
2012 y las resoluciones, entre otras, de 16 de enero de 1996; 3-1ª, 23 y 25 
de febrero, 3-1ª de marzo y 11-1ª de mayo de 1998, 27-1ª de enero de 
2001, 30-3ª de noviembre de 2002, 28-7ª de mayo y 13-1ª de octubre de 
2003, 30-5ª de noviembre de 2004, 31-3ª de enero de 2005, 3-3ª de 
octubre de 2006, 19-2ª y 20-3ª de abril de 2007, 27-5ª de marzo y 20-10ª 
de noviembre de 2008, 3-26ª de enero de 2011 y 11-148ª de diciembre de 
2013.

II.- Pretende la promotora el cambio de los apellidos determinados por la 
filiación por los dos maternos, exponiendo que sus abuelos maternos son 
quienes han ejercido como padres desde que nació. La Juez Encargada, 
entendiendo que no concurren los requisitos legales, ya que el apellido 
que pretende no proviene de la misma línea del que trata de cambiar y no 
se ha acreditado el perjuicio que le ocasionan los que ostenta, dispuso 
desestimar la petición formulada mediante auto de 12 de diciembre de 
2011 que constituye el objeto del presente recurso. 

III.- El encargado del Registro Civil del domicilio tiene facultades para 
decidir en primera instancia un expediente de cambio de apellidos en los 
supuestos taxativos fijados en el artículo 59 de la Ley del Registro Civil. 
Dado que este caso no es ninguno de los contemplados en dicho precepto, 
el expediente instruido por el Registro Civil del domicilio ha de elevarse al 

http://


M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

106Boletín del Ministerio de Justicia

II. Nombres y apellidos

Ministerio de Justicia (cfr. art. 365 RRC) a fin de que, conforme a la 
competencia general que en materia de cambio de apellidos le atribuyen 
los artículos 57 de la Ley del Registro Civil y 209 de su reglamento, dicte 
la resolución que proceda.

IV.- En consecuencia, ha de declararse la nulidad por incompetencia del auto 
dictado por el Juez Encargado del Registro Civil de Pontevedra (cfr. arts. 48 y 
62 LEC y 238 y 240 LOPJ, en relación con la remisión contenida en el art. 16 
RRC) al mismo tiempo que razones de economía procesal aconsejan entrar 
a examinar si el cambio solicitado puede ser autorizado por este Centro 
Directivo, habida cuenta de que se ha seguido la necesaria fase de instrucción 
del expediente por el Registro Civil del domicilio (cfr. art. 365 RRC) y que 
resultaría superfluo y desproporcionado con la causa (cfr. art. 354 RRC.) 
exigir la reiteración formal de otro expediente dirigido al mismo fin práctico.

V.- La respuesta ha de ser negativa ya que, estando la filiación determinada 
por las dos líneas, es un principio de orden público que todo español ha 
de ser designado legalmente con dos apellidos, paterno y materno y, en 
consecuencia, los artículos 57.3º de la Ley del Registro Civil y 205.3º del 
Reglamento que la desarrolla exigen que los resultantes de todo 
expediente de cambio no provengan de la misma línea y los dos 
propuestos en este caso son maternos; y, aunque consta en las 
actuaciones que los abuelos maternos han tenido acogida a la promotora 
prácticamente desde su nacimiento, la solicitud tampoco puede ser 
autorizada en virtud de lo dispuesto en el apartado b) del artículo 207 
RRC porque ni se acredita que se cumpla el requisito establecido en el 
número 1.º del artículo 205 RRC de que los apellidos en la forma propuesta 
constituyan una situación de hecho ni consta el asentimiento al cambio de 
los descendientes de los titulares de los apellidos. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado:

1º.- Declarar la nulidad por incompetencia del auto dictado por el Juez 
Encargado del Registro Civil de Pontevedra en fecha 12 de diciembre de 
2011.

2º.- Por delegación del Sr. ministro de Justicia (Orden JUS/2225/2012, de 
5 de octubre) denegar el cambio de apellidos solicitado.

Madrid, 09 de Julio de 2014
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Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez encargado del Registro Civil de Pontevedra

Resolución de 17 de Julio de 2014 (110ª)
II.5.2  Competencia en expediente de cambio de apellidos

No tratándose de ninguno de los supuestos enumerados en los artículos 
59 de la Ley del Registro Civil y 209 del Reglamento, el encargado no está 
facultado para resolver en primera instancia pero, por economía procesal 
y por delegación del ministro de Justicia, la dirección general de los 
Registros y del Notariado examina el expediente y deniega el cambio por 
no concurrir los requisitos exigidos.

En el expediente sobre cambio de apellidos en inscripción de nacimiento 
remitido a este Centro en trámite de recurso, por virtud del interpuesto por 
la interesada contra auto dictado por el Juez Encargado del Registro Civil 
de Llerena (Badajoz).

HECHOS

1.- En comparecencia en el Registro Civil de Llerena en fecha 12 de mayo 
de 2011 Doña Mª del R de F. M. D. mayor de edad y domiciliada en dicha 
población, promueve expediente de cambio de su primer apellido por “M 
de L”, resultante de unir los dos paternos con la preposición “de”, 
exponiendo que así es conocida en todos los actos de su vida social, 
pública y privada. Acompaña copia simple de su DNI, certificación literal 
de inscripciones de nacimiento propia y de su padre, certificación negativa 
de inscripción de nacimiento de su abuelo paterno expedida por el Registro 
Civil de Azuaga (Badajoz) y copia simple del carné de familia numerosa y 
del DNI de su padre, entre cuyos dos apellidos figura la preposición “de”. 

2.- En el mismo día, 12 de mayo de 2011, la promotora ratificó la solicitud 
y por el Juez Encargado se dispuso la incoación de expediente gubernativo 
y el 30 de septiembre de 2011 comparecieron dos testigos, que 
manifestaron que les consta que el padre de la interesada era conocido 
en vida por el apellido “M de L”. 
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3.- El ministerio fiscal, entendiendo que de lo actuado no queda 
suficientemente acreditado que se considerara públicamente que el primer 
apellido del padre de la solicitante fuera “M de L” y que, patente la 
incompetencia del Juez Encargado para resolver el expediente, tendrá 
que elevarse una vez instruido al ministerio de Justicia para su resolución, 
informó que no considera acreditada circunstancia legal alguna que 
justifique el cambio y el 3 de noviembre de 2011 el Juez Encargado dictó 
auto disponiendo no acceder a la unión de apellidos solicitada.

4.- Notificada la resolución al ministerio fiscal y a la promotora, esta 
interpuso recurso ante la Dirección General de los Registros y del 
Notariado alegando que no pretende modificar su apellido paterno sino 
completarlo uniendo el segundo y que ha acreditado con las 
correspondientes pruebas cuales eran los apellidos de su padre.

5.- De la interposición se dio traslado al ministerio fiscal, que informó 
desfavorablemente e interesó que, previo informe del órgano cuya 
decisión ha sido recurrida, se eleven las actuaciones al competente y el 
Juez Encargado confirmó el auto dictado y dispuso la remisión del 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 48 y 62 de la Ley de Enjuiciamiento Civil (LEC), 238 
y 240 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial (LOPJ); 
109 del Código Civil (CC.); 53, 57, 58 y 59 de la Ley del Registro Civil 
(LRC) y 16, 194, 205, 207, 208, 209, 210, 354 y 365 del Reglamento del 
Registro Civil (RRC); la orden ministerial JUS/2225 de 5 de octubre de 
2012 y las resoluciones, entre otras, de 16 de enero de 1996; 3-1ª, 23 y 25 
de febrero, 3-1ª de marzo y 11-1ª de mayo de 1998, 27-1ª de enero de 
2001, 30-3ª de noviembre de 2002, 28-7ª de mayo y 13-1ª de octubre de 
2003, 30-5ª de noviembre de 2004, 31-3ª de enero de 2005, 3-3ª de 
octubre de 2006, 19-2ª y 20-3ª de abril de 2007, 27-5ª de marzo y 19-6ª y 
20-10ª de noviembre de 2008, 13-4ª de enero de 2009, 3-26ª de enero de 
2011 y 11-148ª de diciembre de 2013.

II.- Solicita la promotora el cambio de su primer apellido por “M de L”, 
resultante de unir los dos paternos con la preposición “de”, exponiendo 
que así es conocida en todos los actos de su vida social, pública y privada. 
El Juez Encargado dispuso no acceder a la unión pretendida mediante 
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auto de 3 de noviembre de 2011 que constituye el objeto del presente 
recurso. 

III.- El encargado del Registro Civil del domicilio tiene facultades para 
decidir en primera instancia un expediente de cambio de apellidos en los 
supuestos tasados enumerados en el artículo 59 de la Ley del Registro 
Civil. Dado que este caso no es ninguno de los contemplados en dicho 
precepto, el expediente instruido por el Registro Civil del domicilio ha de 
elevarse al ministerio de Justicia (cfr. art. 365 RRC) a fin de que, conforme 
a la competencia general que en materia de cambio de apellidos le 
atribuyen los artículos 57 de la Ley del Registro Civil y 209 de su 
reglamento, dicte la resolución que proceda. En este caso, pese a que en 
los fundamentos de derecho del auto impugnado el Encargado reconoce 
y fundamenta claramente su incompetencia, segui9damente resuelve 
sobre el fondo y desestima el cambio de apellidos solicitado.

IV.- En consecuencia, ha de declararse la nulidad por incompetencia del 
auto dictado por el Juez Encargado del Registro Civil de Llerena (cfr. arts. 
48 y 62 LEC y 238 y 240 LOPJ, en relación con la remisión contenida en 
el art. 16 RRC) al mismo tiempo que razones de economía procesal 
aconsejan entrar a examinar si el cambio solicitado puede ser autorizado 
por este centro directivo, habida cuenta de que se ha seguido la necesaria 
fase de instrucción del expediente por el Registro Civil del domicilio (cfr. 
art. 365 RRC) y que resultaría superfluo y desproporcionado con la causa 
(cfr. art. 354 RRC.) exigir la reiteración formal de otro expediente dirigido 
al mismo fin práctico.

V.- La respuesta ha de ser negativa ya que no resultan cumplidos dos de 
los tres requisitos establecidos en los artículos 57 LRC y 205 RRC: no se 
ha justificado que el apellido en la forma propuesta constituya una 
situación de hecho -la prueba presentada, tanto la documental como la 
testifical, no se refiere a la interesada sino a su padre- y las inscripciones 
de nacimiento aportadas acreditan que el apellido que la promotora trata 
de unir le pertenece legítimamente en la forma “L” y no en la propuesta 
“de L”.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: 

1º.- Declarar la nulidad por incompetencia del auto dictado por el Juez 
Encargado del Registro Civil de Llerena en fecha 3 de noviembre de 2011.
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2º.- Por delegación del Sr. ministro de Justicia (Orden JUS/2225/2012, de 
5 de octubre) denegar el cambio de apellidos solicitado.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Llerena (Badajoz).
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III.1  ADQUISICION ORIGINARIA DE 
LA NACIONALIDAD ESPAÑOLA

III.1.1  ADQUISICION NACIONALIDAD DE ORIGEN 
IURE SOLI

Resolución de 02 de Julio de 2014 (3ª)
III.1.1  Declaración de nacionalidad iure soli

1º.- No es español iure soli, conforme al art. 17 del Código Civil, el nacido 
en el Sáhara Occidental en 1973.

2º.- No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita 
que el interesado haya poseído y utilizado la nacionalidad española 
durante diez años con buena fe y basada en un título inscrito en el Registro 
Civil.

En el expediente sobre declaración de nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este centro en trámite de recurso por virtud 
del entablado por el promotor contra auto dictado por la encargada del 
Registro Civil de Daimiel (Ciudad Real).

HECHOS

1.- Mediante comparecencia en el Registro Civil de Daimiel el 29 de 
septiembre de 2009, el Sr. S. solicitaba la declaración de nacionalidad 
española con valor de simple presunción por haber nacido en el Sáhara 
Occidental en 1973. Adjuntaba la siguiente documentación: pasaporte 

http://


M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

112Boletín del Ministerio de Justicia

Nacionalidad

argelino, DNI de la madre expedido en 1971, documento de identidad y 
certificados de concordancia de nombres, de ausencia de antecedentes 
penales, de filiación, de nacionalidad saharaui y de residencia en los 
campamentos de refugiados argelinos expedidos por autoridades de la 
denominada República Árabe Saharaui Democrática, recibo de la Misión 
de las Naciones Unidas para el Referéndum del Sáhara Occidental, 
certificado de empadronamiento y título de licenciado en Psicología.

2.- Previo informe desfavorable del ministerio fiscal, la encargada del 
registro dictó auto el 20 de noviembre de 2009 denegando la pretensión 
por no cumplir los requisitos necesarios para la declaración de nacionalidad 
con valor de simple presunción ni en función del artículo 17 del Código 
Civil ni en virtud del artículo 18 del mismo texto legal. 

3.- Notificada la resolución, el interesado interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado alegando que toda su 
vida ha residido en territorio español, primero en el Sáhara Occidental y 
después en España, que su madre posee documentación española y que 
él, que ha vivido siempre como español, actualmente no ostenta ninguna 
nacionalidad. 

4.- Notificada la interposición del recurso al ministerio fiscal, interesó su 
desestimación. La encargada del Registro Civil de Daimiel remitió el 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para 
su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 y 18 del Código Civil; 96 de la Ley del registro 
Civil; 335, 338 y 340 del Reglamento del Registro Civil; y las resoluciones, 
entre otras, 10-1ª de febrero de 1999; 7-2ª y 19-3ª de abril, 17-1ª y 28-3ª 
de mayo, 7-2ª de junio y 5-4ª de noviembre de 2004; 13 de enero de 2007; 
4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de noviembre de 2008; 2-4ª de marzo y 16-3ª de 
junio de 2009 y 28-12ª de septiembre y 6-3ª de octubre de 2010.

II.- El promotor solicitó la declaración de nacionalidad española con valor 
de simple presunción por haber nacido en territorio del Sáhara Occidental 
en 1973. El encargado del registro denegó la pretensión por falta de 
presupuestos legales.
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III.- La Ley 51/1982, de 13 de julio, introdujo un nuevo criterio de atribución 
de la nacionalidad española, que se mantiene después de la reforma 
operada por la Ley 18/1990, de 17 de diciembre, de manera que, según el 
artículo 17.1c) CC., son españoles de origen “los nacidos en España de 
padres extranjeros, si ambos carecieren de nacionalidad o si la legislación 
de ninguno de ellos atribuye al hijo una nacionalidad”. 

IV.- En primer lugar, por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir, en concurrencia con 
determinados requisitos, la nacionalidad española, hay que referirse a la 
cuestión de si la antigua posesión española del Sáhara Occidental entra o 
no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”.

V.- Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos 
antecedentes. La cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más 
debatidas y oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la 
naturaleza de su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en 
la doctrina científica una explicación sobre la distinción entre territorio 
metropolitano y territorio colonial. A tal dificultad se añade la actitud 
cambiante de la política colonial como consecuencia de lo mutable 
también de las relaciones internacionales, caracterización a la que no ha 
podido sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y 
que se hace patente a través de una legislación que sigue, como ha 
señalado el Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por 
tres etapas fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se 
consideraron simplemente colonias; b) vino luego la fase de 
provincialización durante la que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) 
por último, se entra en la fase de descolonización, que reviste la forma de 
independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de 
autodeterminación en el Sahara.

VI.- Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea 
de equiparar aquel territorio del Sáhara, no obstante sus peculiaridades, 
con una «provincia» española y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
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equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959).

VII.- No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden 
jurídico público internacional y, especialmente, la doctrina sobre 
«descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, 
Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre 
de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujo al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, 
a la diferenciación de «territorios», puesta finalmente de relieve con 
rotunda claridad por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» 
del Sáhara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias 
sobre el territorio no autónomo del Sáhara, que durante algunos años ha 
estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen 
peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado 
parte del territorio nacional».

VIII.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural 
del Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado.

IX.- Aclarada la cuestión relativa al territorio y volviendo a los presupuestos 
contenidos en el artículo 17 CC., hay que decir que, aunque la doctrina de 
esta dirección general a partir de la resolución de 7 de diciembre de 1988 
se inclina por admitir la aplicación retroactiva del precepto a los nacidos 
antes de la entrada en vigor de la Ley de 13 de julio de 1982 que carecían 
de nacionalidad hasta ese momento y viene declarando desde entonces 
que la retroactividad tácita de la norma se deduce de su finalidad de evitar 
situaciones de apatridia, de acuerdo con la excepción igualmente 
formulada por este centro, resultaría, en cualquier caso, a todas luces 
excesivo forzar esa eficacia retroactiva en casos como el actual, en el 
que, en el momento de entrar en vigor la ley 51/1982, de 13 de julio, el 
interesado ya venía utilizando desde hacía años otra nacionalidad. 
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X.- En lo que se refiere a la posibilidad de consolidación, y volviendo 
nuevamente a la citada sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre 
de 1998, en aquella ocasión se reconoció la consolidación partiendo de 
que el interesado había acreditado que mientras estuvo en vigor el Decreto 
de 1976 estuvo imposibilitado de facto para optar a la nacionalidad 
española por haber permanecido en los territorios ocupados. En este 
caso, sin embargo, no se ha acreditado tal circunstancia; antes al contrario, 
el recurrente manifiesta que abandonó dichos territorios y estuvo 
residiendo en los campamentos de refugiados argelinos. Y, por otra parte, 
no consta el título inscrito en el Registro Civil ni está probada la posesión 
y utilización de la nacionalidad española en los términos y duración que 
establece el artículo 18 CC., lo que impide acceder a la pretensión 
planteada. 

XI.- Finalmente, cabe decir también que la documentación expedida por 
autoridades de la denominada República Árabe Saharaui Democrática no 
ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley 
española (cfr. arts. 23 LRC y 85 RRC). Ha de tenerse en cuenta que las 
competencias de calificación del encargado del Registro Civil respecto de 
la certificación extranjera se extienden al examen de la competencia y 
autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que 
le habilite para tal expedición con base legal suficiente para ello, base que 
en este caso no existe al no estar establecidos los órganos del Registro 
Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento 
jurídico estatal internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Daimiel (Ciudad Real).
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Resolución de 02 de Julio de 2014 (11ª)
III.1.1  Declaración de nacionalidad iure soli

1º.- No es español iure soli, conforme al art. 17 del Código Civil, el nacido 
en el Sáhara Occidental en 1968.

2º.- No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el interesado haya poseído y utilizado la nacionalidad española durante 
diez años con buena fe y basada en un título inscrito en el Registro Civil.

En el expediente sobre declaración de nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este centro en trámite de recurso por virtud 
del entablado por el promotor contra auto dictado por el encargado del 
Registro Civil de Ourense.

HECHOS

1.- Mediante comparecencia en el Registro Civil de Ourense el 26 de febrero 
de 2009, el Sr. B-O. S. también conocido como B-S. A-L. solicitaba la 
declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción en 
virtud de lo establecido en el artículo 17.1c) del Código Civil por haber 
nacido en territorio del Sáhara Occidental cuando estaba sometido a 
administración española de padres que carecían de nacionalidad al ser 
considerados únicamente como súbditos españoles y no nacionales 
españoles. Asimismo, entendía que le es aplicable el artículo 18 del Código 
Civil por haber utilizado de buena fe la nacionalidad española durante más 
de diez años basada en un título inscrito en el Registro Civil. Adjuntaba la 
siguiente documentación: tarjeta de residencia en España, pasaporte 
mauritano, libro de familia de sus padres expedido en A. en 1972 y DNI de 
ambos expedidos en 1971 y 1972, certificados de concordancia de nombres, 
de filiación, de nacionalidad saharaui y de residencia en los campamentos 
de refugiados de T. expedidos por autoridades de la denominada República 
Árabe Saharaui Democrática y certificado de empadronamiento.

2.- Incorporado también al expediente certificado de las autoridades 
mauritanas de que el solicitante no ostenta tal nacionalidad y previo 
informe desfavorable del ministerio fiscal, el encargado del registro dictó 
auto el 30 de octubre de 2009 denegando la pretensión por no cumplir los 
requisitos necesarios para la declaración de nacionalidad con valor de 
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simple presunción ni en función del artículo 17 del Código Civil ni en virtud 
del artículo 18 del mismo texto legal. 

3.- Notificada la resolución, el interesado interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado reiterando que cumple 
las condiciones necesarias para que sea declarada su nacionalidad 
española bien por aplicación del artículo 17 CC. o bien por consolidación 
según el art. 18 CC. 

4.- Notificada la interposición del recurso al ministerio fiscal, interesó su 
desestimación. El encargado del Registro Civil de Ourense se ratificó en 
la decisión adoptada y remitió el expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 y 18 del Código Civil; 96 de la Ley del registro 
Civil; 335, 338 y 340 del Reglamento del Registro Civil; y las resoluciones, 
entre otras, 10-1ª de febrero de 1999; 7-2ª y 19-3ª de abril, 17-1ª y 28-3ª 
de mayo, 7-2ª de junio y 5-4ª de noviembre de 2004; 13 de enero de 2007; 
4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de noviembre de 2008; 2-4ª de marzo y 16-3ª de 
junio de 2009 y 28-12ª de septiembre y 6-3ª de octubre de 2010.

II.- El promotor solicitó la declaración de nacionalidad española con valor de 
simple presunción por considerar que cumplía con los presupuestos de los 
artículos 17 y 18 CC., alegando que nació en territorio del Sáhara Occidental 
cuando estaba sometido a la administración española de padres saharauis 
que, si bien no son considerados españoles por la legislación actual, 
tampoco ostentaban otra nacionalidad en el momento de su nacimiento y 
que, al igual que el recurrente, utilizaron la nacionalidad española con 
buena fe y justo título durante más de diez años. El encargado del registro 
denegó la pretensión por falta de presupuestos legales.

III.- La Ley 51/1982, de 13 de julio, introdujo un nuevo criterio de atribución 
de la nacionalidad española, que se mantiene después de la reforma 
operada por la Ley 18/1990, de 17 de diciembre, de manera que, según el 
artículo 17.1c) CC., son españoles de origen “los nacidos en España de 
padres extranjeros, si ambos carecieren de nacionalidad o si la legislación 
de ninguno de ellos atribuye al hijo una nacionalidad”. 
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IV.- En primer lugar, por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir, en concurrencia con 
determinados requisitos, la nacionalidad española, hay que referirse a la 
cuestión de si la antigua posesión española del Sáhara Occidental entra o 
no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”.

V.- Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. 
La cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de su 
territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina científica 
una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano y territorio 
colonial. A tal dificultad se añade la actitud cambiante de la política colonial 
como consecuencia de lo mutable también de las relaciones internacionales, 
caracterización a la que no ha podido sustraerse la posición española en 
África ecuatorial y occidental, y que se hace patente a través de una legislación 
que sigue, como ha señalado el Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante 
integrado por tres etapas fundamentales: a) en un primer momento dichos 
territorios se consideraron simplemente colonias; b) vino luego la fase de 
provincialización durante la que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por 
último, se entra en la fase de descolonización, que reviste la forma de 
independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de 
autodeterminación en el Sahara.

VI.- Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea 
de equiparar aquel territorio del Sáhara, no obstante sus peculiaridades, 
con una «provincia» española y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959).

VII.- No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden 
jurídico público internacional y, especialmente, la doctrina sobre 
«descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, 
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Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre 
de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujo al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, 
a la diferenciación de «territorios», puesta finalmente de relieve con 
rotunda claridad por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» 
del Sáhara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias 
sobre el territorio no autónomo del Sáhara, que durante algunos años ha 
estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen 
peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado 
parte del territorio nacional».

VIII.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural 
del Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado.

IX.- Aclarada la cuestión relativa al territorio y volviendo a los presupuestos 
contenidos en el artículo 17 CC., hay que decir que, aunque la doctrina de 
esta dirección general a partir de la resolución de 7 de diciembre de 1988 
se inclina por admitir la aplicación retroactiva del precepto a los nacidos 
antes de la entrada en vigor de la Ley de 13 de julio de 1982 que carecían 
de nacionalidad hasta ese momento y viene declarando desde entonces 
que la retroactividad tácita de la norma se deduce de su finalidad de evitar 
situaciones de apatridia, de acuerdo con la excepción igualmente 
formulada por este centro, resultaría, en cualquier caso, a todas luces 
excesivo forzar esa eficacia retroactiva en casos como el actual, en el 
que, en el momento de entrar en vigor la ley 51/1982, de 13 de julio, el 
interesado ya venía utilizando desde hacía años otra nacionalidad. 

X.- En lo que se refiere a la solicitud de consolidación, y volviendo 
nuevamente a la citada sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre 
de 1998, en aquella ocasión se reconoció la consolidación partiendo de que 
el interesado había acreditado que mientras estuvo en vigor el Decreto de 
1976 estuvo imposibilitado de facto para optar a la nacionalidad española 
por haber permanecido en los territorios ocupados. En este caso, sin 
embargo, no se ha acreditado tal circunstancia; antes al contrario, el 
recurrente manifiesta que abandonó dichos territorios y estuvo residiendo 
en los campamentos de refugiados de T. Y, por otra parte, no consta el título 
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inscrito en el Registro Civil ni está probada la posesión y utilización de la 
nacionalidad española en los términos y duración que establece el artículo 
18 CC., lo que impide acceder a la pretensión planteada.

XI.- Finalmente, cabe decir también que la documentación expedida por 
autoridades de la denominada República Árabe Saharaui Democrática no 
ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley 
española (cfr. arts. 23 LRC y 85 RRC). Ha de tenerse en cuenta que las 
competencias de calificación del encargado del Registro Civil respecto de 
la certificación extranjera se extienden al examen de la competencia y 
autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que 
le habilite para tal expedición con base legal suficiente para ello, base que 
en este caso no existe al no estar establecidos los órganos del Registro 
Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento 
jurídico estatal internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Ourense.

Resolución de 02 de Julio de 2014 (52ª)
III.1.1  Declaración de nacionalidad iure soli

1º.- No es español iure soli, conforme al art. 17 del Código Civil, el nacido 
en el Sáhara Occidental en 1970.

2º.- No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita 
que el interesado haya poseído y utilizado la nacionalidad española 
durante diez años con buena fe y basada en un título inscrito en el Registro 
Civil.

En el expediente sobre declaración de nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este centro en trámite de recurso por virtud 
del entablado por el promotor contra auto dictado por el encargado del 
Registro Civil de Lorca (Murcia).
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HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Lorca el 11 de 
marzo de 2010, el Sr. S-M-L. solicitaba la declaración de nacionalidad 
española con valor de simple presunción invocando los artículos 17 y 18 
del Código Civil por haber nacido en S. (Sáhara Occidental) en 1970. 
Adjuntaba la siguiente documentación: tarjeta de residencia en España, 
pasaporte marroquí, certificado marroquí de concordancia de nombres, 
recibo de la Misión de las Naciones Unidas para el Referéndum del Sáhara 
Occidental, DNI de la madre expedido en 1973, certificado de 
empadronamiento y varios documentos relativos al padre del solicitante: 
certificación de inscripción de nacimiento ocurrido en 1942 y practicada 
en la oficina del Registro Civil de Smara en 1974, certificado del Ministerio 
del Interior de expedición de DNI en 1971, actualmente carente de validez, 
y documento de filiación de la Agrupación de Tropas Nómadas del Sáhara 
desde 1961.

2.- Previo informe desfavorable del ministerio fiscal, el encargado del 
registro dictó auto el 1 de julio de 2010 denegando la pretensión por no 
cumplir los requisitos necesarios. 

3.- Notificada la resolución, el interesado interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado reiterando la petición y 
aportando al expediente un documento marroquí según el cual el 
recurrente, menor de edad hasta 1980, no pudo salir de S. dado que su 
padre estaba en la cárcel, en prueba de lo cual también se incorporó al 
expediente la decisión de un órgano de arbitraje marroquí reconociendo al 
progenitor el derecho a una indemnización por daños materiales y morales 
derivados de su injusto encarcelamiento ocurrido en 1976. 

4.- Notificada la interposición del recurso al ministerio fiscal, interesó su 
estimación. El encargado del Registro Civil de Lorca remitió el expediente 
a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 y 18 del Código Civil; 96 de la Ley del registro 
Civil; 335, 338 y 340 del Reglamento del Registro Civil; y las resoluciones, 
entre otras, 10-1ª de febrero de 1999; 7-2ª y 19-3ª de abril, 17-1ª y 28-3ª 
de mayo, 7-2ª de junio y 5-4ª de noviembre de 2004; 13 de enero de 2007; 
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4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de noviembre de 2008; 2-4ª de marzo y 16-3ª de 
junio de 2009 y 28-12ª de septiembre y 6-3ª de octubre de 2010.

II.- El promotor solicitó la declaración de nacionalidad española con valor 
de simple presunción por haber nacido en territorio del Sáhara Occidental 
en 1970. El encargado del registro denegó la pretensión por falta de 
presupuestos legales.

III.- La Ley 51/1982, de 13 de julio, introdujo un nuevo criterio de atribución 
de la nacionalidad española, que se mantiene después de la reforma 
operada por la Ley 18/1990, de 17 de diciembre, de manera que, según el 
artículo 17.1c) CC., son españoles de origen “los nacidos en España de 
padres extranjeros, si ambos carecieren de nacionalidad o si la legislación 
de ninguno de ellos atribuye al hijo una nacionalidad”. 

IV.- En primer lugar, por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir, en concurrencia con 
determinados requisitos, la nacionalidad española, hay que referirse a la 
cuestión de si la antigua posesión española del Sáhara Occidental entra o 
no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”.

V.- Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos 
antecedentes. La cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más 
debatidas y oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la 
naturaleza de su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en 
la doctrina científica una explicación sobre la distinción entre territorio 
metropolitano y territorio colonial. A tal dificultad se añade la actitud 
cambiante de la política colonial como consecuencia de lo mutable 
también de las relaciones internacionales, caracterización a la que no ha 
podido sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y 
que se hace patente a través de una legislación que sigue, como ha 
señalado el Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por 
tres etapas fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se 
consideraron simplemente colonias; b) vino luego la fase de 
provincialización durante la que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) 
por último, se entra en la fase de descolonización, que reviste la forma de 
independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de 
autodeterminación en el Sahara.

VI.- Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea 
de equiparar aquel territorio del Sáhara, no obstante sus peculiaridades, 
con una «provincia» española y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
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extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959).

VII.- No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden 
jurídico público internacional y, especialmente, la doctrina sobre 
«descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, 
Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre 
de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujo al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, 
a la diferenciación de «territorios», puesta finalmente de relieve con 
rotunda claridad por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» 
del Sáhara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias 
sobre el territorio no autónomo del Sáhara, que durante algunos años ha 
estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen 
peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado 
parte del territorio nacional».

VIII.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural 
del Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado.

IX.- Aclarada la cuestión relativa al territorio y volviendo a los presupuestos 
contenidos en el artículo 17 CC., hay que decir que, aunque la doctrina de 
esta dirección general a partir de la resolución de 7 de diciembre de 1988 
se inclina por admitir la aplicación retroactiva del precepto a los nacidos 
antes de la entrada en vigor de la Ley de 13 de julio de 1982 que carecían 
de nacionalidad hasta ese momento y viene declarando desde entonces 
que la retroactividad tácita de la norma se deduce de su finalidad de evitar 
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situaciones de apatridia, de acuerdo con la excepción igualmente 
formulada por este centro, resultaría, en cualquier caso, a todas luces 
excesivo forzar esa eficacia retroactiva en casos como el actual, en el 
que, en el momento de entrar en vigor la ley 51/1982, de 13 de julio, el 
interesado ya venía utilizando desde hacía años otra nacionalidad. 

X.- En lo que se refiere a la posibilidad de consolidación, y volviendo 
nuevamente a la citada sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre 
de 1998, en aquella ocasión se reconoció la consolidación partiendo de 
que el interesado había acreditado que mientras estuvo en vigor el Decreto 
de 1976 estuvo imposibilitado de facto para optar a la nacionalidad 
española por haber permanecido en los territorios ocupados. En este 
caso, si bien se aporta al expediente un documento marroquí (no 
legalizado, por otra parte) según el cual el interesado habría permanecido 
en los territorios ocupados durante el periodo de vigencia del Decreto de 
1976, estando, además, su padre encarcelado, lo que demostraría que 
sus representantes legales –por ser entonces menor de edad- no 
estuvieron de facto en condiciones de optar a la nacionalidad española en 
su nombre al amparo de aquella disposición, no está sin embargo probada 
la posesión y utilización de dicha nacionalidad en los términos y duración 
que establece el artículo 18 CC., en tanto que no consta el título inscrito 
en el Registro Civil ni está acreditada la utilización de la nacionalidad 
española durante diez años, circunstancias todas ellas que impiden 
acceder a la pretensión planteada. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Lorca (Murcia).
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Resolución de 02 de Julio de 2014 (66ª)
III.1.1  Declaración de nacionalidad iure soli

No es español iure soli, conforme al art. 17 del Código Civil, el nacido en 
el Sáhara Occidental en 1968.

En el expediente sobre declaración de nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este centro en trámite de recurso por virtud 
del entablado por el promotor contra auto dictado por la encargada del 
Registro Civil de Hellín (Albacete).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Hellín el 1 de julio 
de 2009, el Sr. Y. solicitaba la declaración de nacionalidad española con 
valor de simple presunción en virtud de lo establecido en el artículo 17.1c) 
del Código Civil por haber nacido en territorio del Sáhara Occidental 
cuando estaba sometido a administración española. Adjuntaba la siguiente 
documentación: volante de empadronamiento, tarjeta de residencia en 
España, pasaporte argelino, recibo de la Misión de las Naciones Unidas 
para el Referéndum del Sáhara Occidental, certificados de ausencia de 
antecedentes penales, de residencia en los campamentos de refugiados 
argelinos, de nacionalidad saharaui, de concordancia de nombres, de 
matrimonio, de nacimiento y de filiación expedidos por autoridades de la 
denominada República Árabe Saharaui Democrática, certificación de 
familia expedida en A. en 1971, libro de familia y DNI de los progenitores 
expedidos en 1971 y 1972, respectivamente, y actualmente carentes de 
validez.

2.- Ratificado el interesado y previo informe desfavorable del ministerio 
fiscal, la encargada del registro dictó auto el 20 de agosto de 2009 
denegando la pretensión por no cumplir los requisitos necesarios para la 
declaración de nacionalidad con valor de simple presunción. 

3.- Notificada la resolución, el interesado interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado alegando que el 
Sáhara era territorio español cuando él nació y que acredita residencia 
legal en España durante más de una año anterior a la petición, que sus 
padres también eran naturales del Sáhara y que no pudo optar a la 
nacionalidad española en virtud del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto 
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por causa del éxodo obligado por los acontecimientos que sucedieron en 
aquella zona. 

4.- Notificada la interposición del recurso al ministerio fiscal, interesó su 
desestimación. La encargada del Registro Civil de Hellín se ratificó en la 
decisión adoptada y remitió el expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 del Código Civil; 96 de la Ley del registro Civil; 
335, 338 y 340 del Reglamento del Registro Civil; y las resoluciones, entre 
otras, 10-1ª de febrero de 1999; 7-2ª y 19-3ª de abril, 17-1ª y 28-3ª de 
mayo, 7-2ª de junio y 5-4ª de noviembre de 2004; 13 de enero de 2007; 4ª 
de marzo y 25-3ª y 4ª de noviembre de 2008; 2-4ª de marzo y 16-3ª de 
junio de 2009 y 28-12ª de septiembre y 6-3ª de octubre de 2010.

II.- El promotor solicitó la declaración de nacionalidad española con valor 
de simple presunción en virtud del art. 17.1c) CC., alegando que nació en 
territorio del Sáhara Occidental en 1968 de padres saharauis. La 
encargada del registro denegó la pretensión por falta de presupuestos 
legales.

III.- La Ley 51/1982, de 13 de julio, introdujo un nuevo criterio de atribución 
de la nacionalidad española, que se mantiene después de la reforma 
operada por la Ley 18/1990, de 17 de diciembre, de manera que, según el 
artículo 17.1c) CC., son españoles de origen “los nacidos en España de 
padres extranjeros, si ambos carecieren de nacionalidad o si la legislación 
de ninguno de ellos atribuye al hijo una nacionalidad”. 

IV.- En primer lugar, por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir, en concurrencia con 
determinados requisitos, la nacionalidad española, hay que referirse a la 
cuestión de si la antigua posesión española del Sáhara Occidental entra o 
no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”.

V.- Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos 
antecedentes. La cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más 
debatidas y oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la 
naturaleza de su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en 
la doctrina científica una explicación sobre la distinción entre territorio 
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metropolitano y territorio colonial. A tal dificultad se añade la actitud 
cambiante de la política colonial como consecuencia de lo mutable 
también de las relaciones internacionales, caracterización a la que no ha 
podido sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y 
que se hace patente a través de una legislación que sigue, como ha 
señalado el Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por 
tres etapas fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se 
consideraron simplemente colonias; b) vino luego la fase de 
provincialización durante la que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) 
por último, se entra en la fase de descolonización, que reviste la forma de 
independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de 
autodeterminación en el Sahara.

VI.- Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea 
de equiparar aquel territorio del Sáhara, no obstante sus peculiaridades, 
con una «provincia» española y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959).

VII.- No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden 
jurídico público internacional y, especialmente, la doctrina sobre 
«descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, 
Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre 
de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujo al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, 
a la diferenciación de «territorios», puesta finalmente de relieve con 
rotunda claridad por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» 
del Sáhara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias 
sobre el territorio no autónomo del Sáhara, que durante algunos años ha 
estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen 
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peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado 
parte del territorio nacional».

VIII.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural 
del Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado.

IX.- Una vez aclarada la cuestión relativa al territorio y volviendo a los 
presupuestos contenidos en el artículo 17 CC., hay que decir que, aunque 
la doctrina de esta dirección general a partir de la resolución de 7 de 
diciembre de 1988 se inclina por admitir la aplicación retroactiva del 
precepto a los nacidos antes de la entrada en vigor de la Ley de 13 de julio 
de 1982 que carecían de nacionalidad hasta ese momento y viene 
declarando desde entonces que la retroactividad tácita de la norma se 
deduce de su finalidad de evitar situaciones de apatridia, de acuerdo con 
la excepción igualmente formulada por este centro, resultaría, en cualquier 
caso, a todas luces excesivo forzar esa eficacia retroactiva en casos como 
el actual, en el que, en el momento de entrar en vigor la ley 51/1982, de 13 
de julio, el interesado ya tenía atribuida otra nacionalidad. 

X.- En lo que se refiere a la solicitud de nacionalidad por residencia 
introducida en el recurso, se trata de una nueva causa petendi que no 
figuraba en la solicitud inicial y que, además, requiere un procedimiento 
distinto del previsto para la declaración de nacionalidad con valor de 
simple presunción cuya resolución es competencia del Ministerio de 
Justicia. 

XI.- Finalmente, cabe decir también que la documentación expedida por 
autoridades de la denominada República Árabe Saharaui Democrática no 
ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley 
española (cfr. arts. 23 LRC y 85 RRC). Ha de tenerse en cuenta que las 
competencias de calificación del encargado del Registro Civil respecto de 
la certificación extranjera se extienden al examen de la competencia y 
autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que 
le habilite para tal expedición con base legal suficiente para ello, base que 
en este caso no existe al no estar establecidos los órganos del Registro 
Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento 
jurídico estatal internacionalmente reconocido.
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Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Hellín (Albacete).

Resolución de 17 de Julio de 2014 (1ª)
III.1.1  Declaración de nacionalidad iure soli

No es español iure soli el nacido en España hijo de padres argelinos.

En el expediente sobre declaración de nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este centro en trámite de recurso por virtud 
del entablado por los promotores contra auto dictado por la Juez 
Encargada del Registro Civil de Amurrio (Álava).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Vitoria (Álava) el 10 
de abril de 2008, los Sres. M-S. L. B y S. C. B. solicitaban la declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción de su hijo, M. L. 
B. nacido en España el día ….. 2007, en virtud de lo establecido en el 
artículo 17.1c) del Código Civil. Consta en el expediente la siguiente 
documentación: certificación de empadronamiento en V. desde el 1 de 
febrero de 2007, certificado de empadronamiento en A. desde el 14 de 
enero de 2008, inscripción de nacimiento del menor en el Registro Civil de 
Vitoria, Libro de Familia, permiso de residencia permanente en España de 
la promotora como ciudadana argelina nacida en B. (Argelia) el 4 de 
septiembre de 1985, pasaporte argelino de la madre del menor expedido 
en 2007, pasaporte argelino del padre del menor, nacido en B. (Argelia) el 
13 de julio de 1970 y, expedidos por las autoridades de la denominada 
República Árabe Saharaui Democrática (RASD), documentos de identidad 
de los promotores, certificado de ciudadanía del menor y certificado de 
ciudadanía de los promotores. 
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2.-Ratificados los promotores en el Registro Civil de Amurrio con fecha 1 
de octubre de 2008, son requeridos para que acrediten mediante 
documentación de las autoridades consulares de Argelia las previsiones 
legales de atribución de la nacionalidad argelina a los nacidos fuera de su 
territorio. Los comparecientes declaran que no han podido obtener ese 
documento porque son saharauis y su documentación argelina sólo es 
para viajar. No aportan documento consular alguno.

3.-Previo informe favorable del Ministerio Fiscal, la Encargada del Registro 
dictó auto el 9 de diciembre de 2008 denegando la pretensión por 
considerar que el promotor no está documentado como apátrida, no hay 
documento oficial alguno que niegue su nacionalidad argelina y por tanto 
su hijo ostenta desde su nacimiento la nacionalidad argelina de su padre 
y también de su madre, de manera que no es aplicable el artículo 17.1c) 
del Código Civil.

 

4.- Notificada la resolución, se interpuso recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado reiterando los argumentos expuestos en 
su comparecencia en el Registro Civil. 

5.-Notificada la interposición del recurso al Ministerio Fiscal, éste interesó 
su estimación. La Encargada del Registro Civil se ratificó en su decisión y 
remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para su resolución. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 12 y 17 del Código Civil (CC.); 96 de la Ley del 
Registro Civil (LRC); 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC), 
la Instrucción de 28 de marzo de 2007, de la DGRN , sobre competencia 
de los Registros Civiles municipales y demás reglas relativas a los 
expedientes de declaración de nacionalidad española con valor de simple 
presunción; y las resoluciones, entre otras, 27-2ª de marzo y 5-2ª de mayo 
de 2001; 10-2ª de mayo y 23-2ª de octubre de 2003; 26-1ª de enero de 
2004; 10-3ª de enero y 3-4ª de junio de 2005; 6-1ª de junio de 2006; 12-6ª 
de julio de 2007; 16-3ª de julio y 6-3ª de noviembre de 2008; 9-3ª de junio 
de 2009 y 5-61ª de agosto de 2013.
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II.- Los promotores solicitaron la declaración de nacionalidad española 
con valor de simple presunción, en virtud del art. 17.1c) CC., de su hijo 
nacido en España alegando que ambos progenitores, a pesar de estar en 
posesión de pasaportes argelinos, son de origen saharaui, nacionalidad 
no reconocida por las autoridades españolas.

 

III.- La petición se funda pues en la atribución iure soli de la nacionalidad 
española establecida a favor de los nacidos en España de padres 
extranjeros cuando la legislación de ninguno de ellos atribuye al nacido 
una nacionalidad, art. 17.1.c del Código Civil. Sin embargo, de la 
documentación aportada al expediente se deduce que, salvo prueba en 
contrario, ambos progenitores tienen nacionalidad argelina, tal como 
consta en los pasaportes y en la tarjeta de residencia en España, al menos 
de la promotora que la ha aportado. Además gran parte de la documentación 
está emitida por la denominada República Árabe Saharaui Democrática, 
que no puede ser tenida en cuenta ya que no ofrece garantías análogas a 
las exigidas para la inscripción por la ley española. Al respecto ha de 
tenerse en cuenta que las competencias de calificación del Encargado 
respecto de la certificación extranjera se extienden al examen de la 
competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio 
de cargo que le habilite para tal expedición con base legal suficiente para 
ello, base, que en este caso no existe al no estar establecidos los órganos 
del Registro Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un 
ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido.

IV.- De acuerdo con el conocimiento adquirido por este centro directivo, 
los hijos de un nacional argelino, padre del menor interesado, ostentan 
iure sanguinis la nacionalidad argelina aunque hayan nacido en el 
extranjero. Consiguientemente, dado el carácter subsidiario de la 
atribución iure soli de la nacionalidad española y la preferencia para el 
legislador español del ius sanguinis sobre el ius soli, hay que concluir que 
el nacido es de nacionalidad argelina y no entra en juego el precepto 
citado del Código Civil porque no se produce una situación de apatridia 
originaria que justificaría la atribución de la nacionalidad española, sin 
perjuicio de que los interesados puedan promover en nombre de su hijo el 
correspondiente expediente de nacionalidad por residencia a la vista del 
lugar de nacimiento del menor. 
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Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada.

Madrid, 17 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Amurrio (Álava).

Resolución de 17 de Julio de 2014 (5ª)
III.1.1  Declaración de nacionalidad iure soli

No es español iure soli la nacida en España hija de padres mauritano y 
argelina.

En el expediente sobre declaración de nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este centro en trámite de recurso por virtud 
del entablado por los promotores contra auto dictado por la Magistrada 
Juez Encargada del Registro Civil de Jerez de la Frontera (Cádiz).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Jerez de la Frontera 
el 24 de junio de 2008, los Sres. M. E-A. O. M, y M. A. A. solicitaban la 
declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción de 
su hija F. nacida en España en 2008, en virtud de lo establecido en el 
artículo 17.1c) del Código Civil. Consta en el expediente la siguiente 
documentación: certificación de empadronamiento en J. inscripción de 
nacimiento de la menor interesada en J. de La F. el día ….. 2008, hija de 
padres nacidos en Mauritania y Argelia, documento nacional de identidad 
y pasaporte español de otra hija de los promotores nacida en España en 
el año 2004, y que fue declarada española con valor de simple presunción 
el año 2005 y, expedidos por las autoridades de la denominada República 
Árabe Saharaui Democrática (RASD), certificado de que la menor no tiene 
la nacionalidad argelina, certificado de que los promotores nacieron en el 
Sahara en 1972 y 1981 y certificado de que los padres son de origen y 
nacionalidad saharaui.
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2.- Previo informe desfavorable del Ministerio Fiscal, la Encargada del 
Registro dictó auto el 4 de octubre de 2008 denegando la pretensión por 
considerar que la hija de los promotores ostenta desde su nacimiento la 
nacionalidad mauritana de su padre, de manera que no es aplicable el 
artículo 17.1c) del Código Civil.

3.- Notificada la resolución, se interpuso recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado alegando que ambos progenitores son 
saharauis, nacionalidad no reconocida por las autoridades españolas, y 
que la posesión de pasaportes argelino y mauritano no significa que 
ostenten tal nacionalidad. Adjuntaban al escrito de recurso permisos de 
residencia en España, libro de familia, acta de matrimonio civil celebrado 
en el Ayuntamiento de Trebujena (Cádiz) en el año 2003 y documentos de 
identidad expedido por las autoridades RASD de los promotores.

4.-Notificada la interposición del recurso al Ministerio Fiscal, interesó su 
desestimación. La encargada del Registro Civil de Jerez de la Frontera se 
ratificó en su decisión y remitió el expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para su resolución. 

5.- Consta a este Centro Directivo que con fecha 25 de febrero de 2013 el 
promotor, padre de la menor interesada, obtuvo la nacionalidad española 
por residencia y la propia menor también la obtuvo con fecha 6 de junio de 
2013.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 12 y 17 del Código Civil (CC.); 96 de la Ley del 
Registro Civil (LRC); 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC), 
la Instrucción de 28 de marzo de 2007, de la DGRN , sobre competencia 
de los Registros Civiles municipales y demás reglas relativas a los 
expedientes de declaración de nacionalidad española con valor de simple 
presunción; y las resoluciones, entre otras, 27-2ª de marzo y 5-2ª de mayo 
de 2001; 10-2ª de mayo y 23-2ª de octubre de 2003; 26-1ª de enero de 
2004; 10-3ª de enero y 3-4ª de junio de 2005; 6-1ª de junio de 2006; 12-6ª 
de julio de 2007; 16-3ª de julio y 6-3ª de noviembre de 2008; 9-3ª de junio 
de 2009 y 5-61ª de agosto de 2013.

II.- Los promotores solicitaron la declaración de nacionalidad española 
con valor de simple presunción, en virtud del art. 17.1c) CC., de su hija 
nacida en España alegando que ambos progenitores, a pesar de estar en 
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posesión de pasaportes mauritano y argelino respectivamente, son de 
origen saharaui, nacionalidad no reconocida por las autoridades 
españolas.

III.- La petición se funda pues en la atribución iure soli de la nacionalidad 
española establecida a favor de los nacidos en España de padres 
extranjeros cuando la legislación de ninguno de ellos atribuye al nacido 
una nacionalidad (art. 17.1.c) del Código Civil). Sin embargo, de la 
documentación aportada al expediente se deduce que, salvo prueba en 
contrario, ambos progenitores tienen una nacionalidad, mauritana el padre 
y argelina la madre, tal como consta en la propia inscripción de nacimiento 
de la hija y en las tarjetas de residencia en España. Además gran parte de 
la documentación está emitida por la denominada República Árabe 
Saharaui Democrática, que no puede ser tenida en cuenta ya que no 
ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley 
española. Al respecto ha de tenerse en cuenta que las competencias de 
calificación del Encargado respecto de la certificación extranjera se 
extienden al examen de la competencia y autoridad que la expide, la cual 
ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con 
base legal suficiente para ello, base, que en este caso no existe al no 
estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones 
normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

IV.- De acuerdo con el conocimiento adquirido por este centro directivo, 
los hijos de un nacional mauritano, padre de la menor interesada, ostentan 
iure sanguinis la nacionalidad mauritana aunque hayan nacido en el 
extranjero. Consiguientemente, dado el carácter subsidiario de la 
atribución iure soli de la nacionalidad española y la preferencia para el 
legislador español del ius sanguinis sobre el ius soli, hay que concluir que 
el nacido es de nacionalidad mauritana y no entra en juego el precepto 
citado del Código Civil porque no se produce una situación de apatridia 
originaria que justificaría la atribución de la nacionalidad española, sin 
perjuicio de que los interesados puedan promover en nombre de su hijo el 
correspondiente expediente de nacionalidad por residencia a la vista del 
lugar de nacimiento del menor, lo que hicieron con posterioridad al 
presente expediente según se hace constar en el último antecedente de 
hecho. Debiendo significarse respecto a la declaración de nacionalidad 
obtenida 3 años antes para otra hija de los promotores nacida en 2004, a 
la vista de los documentos aportados al expediente en prueba del presunto 
derecho de la ahora interesada, se observa que si la documentación que 
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sirvió de base en su momento para la declaración con valor de simple 
presunción de la nacionalidad española de aquélla era similar a la 
contenida en el presente expediente, el Ministerio Fiscal debe considerar 
si le ha sido otorgada dicha nacionalidad de modo improcedente y cabría, 
a instancia de dicho órgano, incoar nuevo expediente solicitando que se 
declare con valor de simple presunción que la interesada no es española. 
A este respecto conviene recordar que, en desarrollo del principio básico 
de la legislación registral de concordancia del Registro Civil con la realidad, 
es doctrina reiterada de este Centro Directivo que, mientras subsista ese 
interés público de concordancia, no opera en el ámbito del Registro Civil 
el principio de autoridad de cosa juzgada.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada.

Madrid, 17 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Jerez de la Frontera (Cádiz).

Resolución de 17 de Julio de 2014 (43ª)
III.1.1  Declaración sobre nacionalidad española

No es española iure soli conforme al art. 17 del Código Civil en su 
redacción originaria la nacida en el Sahara en 1968.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por la promotora, contra auto dictado por el 
Magistrado Juez Encargado del Registro Civil de Nules (Castellón).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Nules (Castellón) 
el 29 de octubre de 2009, Doña F-S. nacida en T. (Sáhara) en el año 1968 
solicitaba la declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción en aplicación del artículo 17 del Código Civil por haber nacido 
en el Sahara cuando éste era territorio sometido a administración 
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española. Adjuntaba, entre otros, fotocopia de los siguientes documentos: 
DNI bilingüe de su madre, Doña M. DNI bilingüe de su padre, Don El C. 
libro de familia de sus padres; certificados de concordancia de nombres, 
de ciudadanía y residencia expedidos por la Delegación Saharaui para la 
Comunidad Valenciana; volante de empadronamiento expedido por el 
Ayuntamiento de Onda el 29 de octubre de 2009; recibo MINURSO; 
certificación expedida por la Unidad de Documentación de Españoles y 
Archivo del Ministerio del Interior en relación con el documento saharaui 
de su padre; certificado negativo de inscripción en los Libros Cheránico y 
pasaporte argelino de la interesada. 

2.- Ratificada la interesada, previo informe desfavorable del Ministerio 
Fiscal, el Magistrado-Juez Encargado del Registro Civil de Nules 
(Castellón) dictó auto el 04 de marzo de 2010 disponiendo que no ha lugar 
a declarar con valor de simple presunción la nacionalidad española de 
origen de Doña F-S. ni su consolidación, al no resultar debidamente 
acreditados los extremos previstos en el artº 18 del Código Civil ni la 
imposibilidad para el ejercicio del derecho de opción previsto en el RD 
2258/1976, de 10 de agosto.

3.- Notificada la resolución, la solicitante presentó recurso en el registro 
civil de Nules (Castellón) dirigido a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado afirmando la concurrencia de los requisitos necesarios para 
que le sea reconocida la nacionalidad española, alegando que es saharaui 
de origen y sus padres son españoles, por aplicación del artículo 17 del 
Código Civil y no aportando documentación adicional a la ya presentada 
que avale su pretensión.

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste consideró conforme a 
Derecho el Auto atacado, interesando la desestimación del mismo y la 
íntegra confirmación de la resolución recurrida, por estimar la misma 
ajustada a derecho, tras lo cual el Encargado del Registro Civil de Nules 
(Castellón) remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 y 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro 
Civil; 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 
de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
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otras, de 5-4ª de Noviembre de 2004; 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 
22-5ª de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de 
marzo, 21 de abril, 21-6ª de mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 
2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de 
marzo y 25-3ª y 4ª de noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16-3ª 
de Junio de 2009 y 22-3ª de Marzo de 2010.

II.- La promotora mediante escrito presentado en el Registro Civil de Nules 
(Castellón) solicitó la declaración de su nacionalidad española con valor 
de simple presunción por haber nacido en 1968 en el territorio del Sahara 
y cumplir los requisitos establecidos en el artículo 17 del Código Civil. El 
Encargado del registro dictó auto denegando la petición de la interesada, 
siendo dicho auto el que constituye el objeto del presente recurso.

III.- La interesada solicita la declaración de la nacionalidad española 
basada en que su madre ostentaba esta nacionalidad por ser natural del 
Sáhara. A la vista del expediente esta petición no puede estimarse ya que, 
en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

IV.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada a cabo en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del 
Sahara en relación con el territorio metropolitano, según el Derecho 
Internacional. En concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius 
soli tiene el nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia 
con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
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situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles o el carácter de territorio nacional del Sahara. En apoyo de tal 
tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 abril 1961 que estableció 
«las bases sobre las que debe asentarse el ordenamiento jurídico de la 
Provincia del Sahara en sus regímenes municipal y provincial». Con esta 
norma se pretendía hacer manifiesta la equiparación de los «stati» entre 
«españoles peninsulares» y «españoles nativos». Es importante destacar 
que como manifestación de esta posición España negó inicialmente al 
Secretariado General de la ONU información sobre «los territorios no 
autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el acatamiento de las exigencias 
que imponía el orden jurídico público internacional y, especialmente, la 
doctrina sobre «descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 
1514 XV, Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de 
diciembre de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), 
condujeron al reconocimiento por el Gobierno español del «hecho 
colonial» y, por tanto, a la diferenciación de «territorios», puesto, 
finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 
1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el 
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Estado Español ha venido ejerciendo, como potencia administradora, 
plenitud de competencias sobre el territorio no autónomo del Sahara, que 
durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que 
nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio nacional».

V.- Por todo lo anterior, no puede accederse a la petición de la interesada 
por cuanto el artículo invocado, 17 del Código Civil, según su redacción 
de 1990, no es aplicable al caso por no ser la redacción vigente en la 
fecha de nacimiento de la promotora. Cabe señalar que la documentación 
expedida por autoridades de la denominada República Árabe Saharaui 
Democrática no ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción 
por la ley española y no puede ser admitida. Al respecto ha de tenerse en 
cuenta que las competencias de calificación del encargado respecto de la 
certificación extranjera se extienden al examen de la competencia y 
autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que 
le habilite para tal expedición con base legal suficiente para ello, base que 
en este caso no existe al no estar establecidos los órganos del Registro 
Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento 
jurídico estatal internacionalmente reconocido

VI.- Por otra parte, la promotora disfrutó de una posibilidad de acceder a 
la nacionalidad a través del Real Decreto 2258/1976, y cuyo periodo de 
vigencia terminó el 29 de Septiembre de 1977. Es cierto que para un 
supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la STS de 28 de 
octubre de 1998 decidió que el actor, pese a no haber ejercitado la opción, 
había consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta 
sentencia no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias 
fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el 
ahora planteado. En el caso presente la promotora no ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, sus padres (por ser ésta 
entonces menor de edad) estuvieron imposibilitados para optar a la 
nacionalidad española por haber permanecido en los territorios ocupados; 
no constando que su madre adquiriera la nacionalidad española por esta 
vía, por lo que no resultaría de aplicación tampoco el artº 17 CC. vigente 
en el momento de su nacimiento, por no resultar probado que la madre 
ostentase la nacionalidad española ni en el momento de su nacimiento ni 
posteriormente. De otro lado, tampoco consta título inscrito en el Registro 
Civil ni está probada la posesión de la nacionalidad española en los 
términos y duración que establece el artículo 18 CC. 
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Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 17 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Nules (Castellón).

Resolución de 17 de Julio de 2014 (94ª)
III.1.1  Declaración de nacionalidad iure soli

No es española iure soli, conforme al art. 17 del Código Civil, la nacida en 
el Sáhara Occidental en 1968.

En el expediente sobre declaración de nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este centro en trámite de recurso por virtud 
del entablado por el promotor contra auto dictado por la encargada del 
Registro Civil de Durango (Bizkaia).

HECHOS

1.- Mediante comparecencia en el Registro Civil del Juzgado de Paz de 
Berriz el 15 de diciembre de 2008, la Sra. M. solicitaba la declaración de 
nacionalidad española con valor de simple presunción en virtud de lo 
establecido en el artículo 17.1c) del Código Civil por haber nacido en 
territorio del Sáhara Occidental en 1968, cuando estaba sometido a 
administración española. Adjuntaba la siguiente documentación: 
autorización de residencia permanente en España, recibo de la Misión de 
las Naciones Unidas para el Referéndum del Sáhara Occidental, 
documento de identidad y certificados de nacimiento y de residencia en 
los campamentos de refugiados de T. expedidos por autoridades de la 
denominada República Árabe Saharaui Democrática, certificado de 
empadronamiento, tarjeta de residencia, pasaporte mauritano, 
comunicación del Ministerio de Cultura de ausencia de antecedentes 
relativos a la interesada en los Libros Cheránicos que se conservan en los 
fondos del Archivo General de la Administración y DNI del padre de la 
solicitante expedido en 1971, actualmente carentes de validez.
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2.- Ratificada la interesada y previo informe desfavorable del ministerio 
fiscal, la encargada del Registro Civil de Durango, competente para la 
resolución, dictó auto el 6 de mayo de 2009 denegando la pretensión por 
no cumplir los requisitos necesarios para la declaración de nacionalidad 
con valor de simple presunción. 

3.- Notificada la resolución, la interesada interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado reiterando que nació 
en territorio del Sáhara cuando era una provincia española si bien en 
situación de apatridia, puesto que los naturales de dicho territorio, 
considerado español, no eran sin embargo nacionales españoles, de 
manera que le es aplicable el artículo 17.3 del Código Civil en la redacción 
dada por la Ley 51/1982, ya que, además, no pudo optar a la nacionalidad 
española en virtud del Real Decreto 2258/1976 por encontrarse en los 
campos de refugiados saharauis. 

4.- Notificada la interposición del recurso al ministerio fiscal, interesó su 
desestimación. La encargada del Registro Civil de Durango se ratificó en 
la decisión adoptada y remitió el expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 del Código Civil; 96 de la Ley del registro Civil; 
335, 338 y 340 del Reglamento del Registro Civil; y las resoluciones, entre 
otras, 10-1ª de febrero de 1999; 7-2ª y 19-3ª de abril, 17-1ª y 28-3ª de 
mayo, 7-2ª de junio y 5-4ª de noviembre de 2004; 13 de enero de 2007; 4ª 
de marzo y 25-3ª y 4ª de noviembre de 2008; 2-4ª de marzo y 16-3ª de 
junio de 2009 y 28-12ª de septiembre y 6-3ª de octubre de 2010.

II.- La promotora solicitó la declaración de nacionalidad española con 
valor de simple presunción en virtud del art. 17.1c) CC., alegando que 
nació en territorio del Sáhara Occidental en 1968 de padres saharauis. La 
encargada del registro denegó la pretensión por falta de presupuestos 
legales.

III.- La Ley 51/1982, de 13 de julio, introdujo un nuevo criterio de atribución 
de la nacionalidad española, que se mantiene después de la reforma 
operada por la Ley 18/1990, de 17 de diciembre, de manera que, según el 
artículo 17.1c) CC., son españoles de origen “los nacidos en España de 
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padres extranjeros, si ambos carecieren de nacionalidad o si la legislación 
de ninguno de ellos atribuye al hijo una nacionalidad”. 

IV.- En primer lugar, por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir, en concurrencia con 
determinados requisitos, la nacionalidad española, hay que referirse a la 
cuestión de si la antigua posesión española del Sáhara Occidental entra o 
no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”.

V.- Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos 
antecedentes. La cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más 
debatidas y oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la 
naturaleza de su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en 
la doctrina científica una explicación sobre la distinción entre territorio 
metropolitano y territorio colonial. A tal dificultad se añade la actitud 
cambiante de la política colonial como consecuencia de lo mutable 
también de las relaciones internacionales, caracterización a la que no ha 
podido sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y 
que se hace patente a través de una legislación que sigue, como ha 
señalado el Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por 
tres etapas fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se 
consideraron simplemente colonias; b) vino luego la fase de 
provincialización durante la que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) 
por último, se entra en la fase de descolonización, que reviste la forma de 
independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de 
autodeterminación en el Sahara.

VI.- Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea 
de equiparar aquel territorio del Sáhara, no obstante sus peculiaridades, 
con una «provincia» española y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959).
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VII.- No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden 
jurídico público internacional y, especialmente, la doctrina sobre 
«descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, 
Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre 
de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujo al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, 
a la diferenciación de «territorios», puesta finalmente de relieve con 
rotunda claridad por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» 
del Sáhara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias 
sobre el territorio no autónomo del Sáhara, que durante algunos años ha 
estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen 
peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado 
parte del territorio nacional».

VIII.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural 
del Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En este caso la interesada no ha acreditado que cuando estuvo 
en vigor el real decreto de 1976 sus representantes legales -dada su 
minoría de edad en aquel momento- estuviesen imposibilitados de facto 
para optar a la nacionalidad española por haber permanecido en los 
territorios ocupados; antes al contrario, manifiesta que abandonaron 
dichos territorios hacia los campamentos de refugiados de Argelia. Por 
otro lado, no consta el título inscrito en el Registro Civil y no está probada 
la posesión de la nacionalidad española en los términos y duración que 
establece el artículo 18 CC.

IX.- Una vez aclarada la cuestión relativa al territorio y volviendo a los 
presupuestos contenidos en el artículo 17 CC., hay que decir que, aunque 
la doctrina de esta dirección general a partir de la resolución de 7 de 
diciembre de 1988 se inclina por admitir la aplicación retroactiva del 
precepto a los nacidos antes de la entrada en vigor de la Ley de 13 de julio 
de 1982 que carecían de nacionalidad hasta ese momento y viene 
declarando desde entonces que la retroactividad tácita de la norma se 
deduce de su finalidad de evitar situaciones de apatridia, de acuerdo con 
la excepción igualmente formulada por este centro, resultaría, en cualquier 
caso, a todas luces excesivo forzar esa eficacia retroactiva en casos como 
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el actual, en el que, en el momento de entrar en vigor la ley 51/1982, de 13 
de julio, la interesada ya tenía atribuida otra nacionalidad. 

X.- Finalmente, cabe decir también que la documentación expedida por 
autoridades de la denominada República Árabe Saharaui Democrática no 
ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley 
española (cfr. arts. 23 LRC y 85 RRC). Ha de tenerse en cuenta que las 
competencias de calificación del encargado del Registro Civil respecto de 
la certificación extranjera se extienden al examen de la competencia y 
autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que 
le habilite para tal expedición con base legal suficiente para ello, base que 
en este caso no existe al no estar establecidos los órganos del Registro 
Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento 
jurídico estatal internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Durango (Bizkaia).

Resolución de 31 de Julio de 2014 (7ª)
III.1.1  Declaración de nacionalidad iure soli

No es español iure soli el nacido en España hijo de padres argelinos.

En el expediente sobre declaración de nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este centro en trámite de recurso por virtud 
del entablado por los promotores contra auto dictado por la Juez 
Encargada del Registro Civil de Amurrio (Álava).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Amurrio (Álava) el 
22 de mayo de 2012, los Sres. E. y A. solicitaban la declaración de 
nacionalidad española con valor de simple presunción de su hija, S. 
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nacida en España el ….. de 2012, en virtud de lo establecido en el artículo 
17.1c) del Código Civil. Consta en el expediente la siguiente 
documentación: permisos de residencia de los padres, pasaportes 
argelinos de los padres, certificado de empadronamiento, inscripción de la 
hija en el Registro Civil, libro de familia, recibo de la MINURSO, solicitud 
de la Delegación Saharaui para la Comunidad Valenciana al Consulado 
de Argelia en Alicante para incluir a la menor en el pasaporte del padre, 
certificado de ciudadanía expedido por la Delegación de la Comunidad 
Saharaui para España y acta de matrimonio expedida por las autoridades 
de la República Árabe Saharaui Democrática. 

2.- Ratificados los promotores en el Registro Civil de Amurrio, son 
requeridos para que acrediten que la menor no ha adoptado la nacionalidad 
argelina. Los padres presentan la siguiente documentación: solicitud de 
pasaporte para la menor al Consulado de Argelia en Madrid, certificado de 
ciudadanía expedido por la Delegación de la Comunidad Saharaui para 
España, solicitud a la Embajada de Argelia en Madrid de un certificado 
que acredite que la menor no es de nacionalidad argelina y respuesta de 
la Embajada de Argelia declarando que no expide ni renueva pasaportes 
ni otro documento de identificación a favor de ciudadanos de origen 
saharaui sino que transmite sus solicitudes a la Delegación saharaui en 
Madrid.

3.- Previo informe favorable del Ministerio Fiscal, la Encargada del 
Registro dictó auto el 18 de octubre de 2012 denegando la pretensión por 
considerar que el promotor no está documentado como apátrida, no hay 
documento oficial alguno que niegue su nacionalidad argelina y por tanto 
su hija ostenta desde su nacimiento la nacionalidad argelina de su padre 
y también de su madre, de manera que no es aplicable el artículo 17.1c) 
del Código Civil.

 

4.- Notificada la resolución, se interpuso recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado reiterando los argumentos expuestos en 
su comparecencia en el Registro Civil. 

5.- Notificada la interposición del recurso al Ministerio Fiscal, éste interesó 
su desestimación. La Encargada del Registro Civil se ratificó en su 
decisión y remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado para su resolución. 
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 12 y 17 del Código Civil (CC.); 96 de la Ley del 
Registro Civil (LRC); 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC), 
la Instrucción de 28 de marzo de 2007, de la DGRN , sobre competencia 
de los Registros Civiles municipales y demás reglas relativas a los 
expedientes de declaración de nacionalidad española con valor de simple 
presunción; y las resoluciones, entre otras, 27-2ª de marzo y 5-2ª de mayo 
de 2001; 10-2ª de mayo y 23-2ª de octubre de 2003; 26-1ª de enero de 
2004; 10-3ª de enero y 3-4ª de junio de 2005; 6-1ª de junio de 2006; 12-6ª 
de julio de 2007; 16-3ª de julio y 6-3ª de noviembre de 2008; 9-3ª de junio 
de 2009 y 5-61ª de agosto de 2013.

II.- Los promotores solicitaron la declaración de nacionalidad española 
con valor de simple presunción, en virtud del art. 17.1c) CC., de su hija 
nacida en España alegando que ambos progenitores, a pesar de estar en 
posesión de pasaportes argelinos, son de origen saharaui, nacionalidad 
no reconocida por las autoridades españolas.

III.- La petición se funda pues en la atribución iure soli de la nacionalidad 
española establecida a favor de los nacidos en España de padres 
extranjeros cuando la legislación de ninguno de ellos atribuye al nacido 
una nacionalidad, art. 17.1.c del Código Civil. Sin embargo, de la 
documentación aportada al expediente se deduce que, salvo prueba en 
contrario, ambos progenitores tienen nacionalidad argelina, tal como 
consta en los pasaportes y en la tarjeta de residencia en España. Además 
gran parte de la documentación está emitida por la denominada República 
Árabe Saharaui Democrática, que no puede ser tenida en cuenta ya que 
no ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley 
española. Al respecto ha de tenerse en cuenta que las competencias de 
calificación del Encargado respecto de la certificación extranjera se 
extienden al examen de la competencia y autoridad que la expide, la cual 
ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con 
base legal suficiente para ello, base, que en este caso no existe al no 
estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones 
normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

IV.- De acuerdo con el conocimiento adquirido por este centro directivo, 
los hijos de un nacional argelino, padre del menor interesado, ostentan 
iure sanguinis la nacionalidad argelina aunque hayan nacido en el 
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extranjero. Consiguientemente, dado el carácter subsidiario de la 
atribución iure soli de la nacionalidad española y la preferencia para el 
legislador español del ius sanguinis sobre el ius soli, hay que concluir que 
el nacido es de nacionalidad argelina y no entra en juego el precepto 
citado del Código Civil porque no se produce una situación de apatridia 
originaria que justificaría la atribución de la nacionalidad española, sin 
perjuicio de que los interesados puedan promover en nombre de su hija el 
correspondiente expediente de nacionalidad por residencia a la vista del 
lugar de nacimiento de la menor. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Amurrio (Alava).

Resolución de 31 de Julio de 2014 (14ª)
III.1.1  Declaración sobre nacionalidad española

1.-No es español iure soli conforme al art. 17 del Código Civil en su 
redacción por la Ley 51/1982 el nacido en el Sahara en 1974.

2.- No es español iure sanguinis conforme al artículo 17.1.a del Código 
vigente, quien no acredita ser hijo de padre o madre español.

3.- No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita 
que el interesado hubiera residido en el Sahara durante el plazo de 
vigencia del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto ni hubiera poseído y 
utilizado la nacionalidad española durante diez años.

4.- No procede la recuperación de la nacionalidad española, sino se 
prueba que el interesado ha sido antes español.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española 
remitidas a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado por 
el interesado, contra la providencia dictada por la encargada del Registro 
Civil de Vitoria.
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HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Vitoria el 23 de 
marzo de 2009, Don A-B. solicitaba la recuperación a la nacionalidad 
española en aplicación del artículo 17. por haber nacido en el Sahara en 
1972, de padres españoles y haber ostentado la nacionalidad española 
originaria en el momento del nacimiento Adjuntaba la siguiente 
documentación: volante de empadronamiento, libro de familia donde 
consta el matrimonio de sus padres y su nacimiento, certificación de la 
Policía Nacional donde informa que a su madre se le expidió DNI español 
en el Sahara el 20 de abril de 1971, pasaporte marroquí, recibo MINURSO, 
certificado de ciudadanía, subsanación de nombre y parentesco expedidos 
por la asociación de Inmigrantes Saharaui.

2.- .La encargada del Registro Civil de Vitoria dictó providencia el 26 de 
marzo de 2009 denegando la solicitud de declaración de la nacionalidad 
española, en relación a la condición de apátrida del interesado, y 
recordándole la posibilidad de la adquisición de la nacionalidad española 
por residencia conforme al artículo 22.2 del Código Civil.

3.- Notificada la resolución, el interesado presentó recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado.

4.- Trasladado el recurso al Ministerio fiscal, éste consideró conforme a 
Derecho la providencia apelada. La encargada del Registro Civil se ratificó 
en la decisión adoptada y remitió el expediente a la Dirección General de 
los Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17,18,19,20 ,22 y 26 del Código Civil; 15, 16 ,23, 46, 
64 y 96 de la Ley del Registro Civil;16, 66, 68, 226 a 229, 335, 338, 340 y 
354 y 358 del Reglamento del Registro Civil; la Sentencia del Tribunal 
Supremo de 28 de octubre de 1998; La Ley 40/1975, de 19 de noviembre, 
el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, y las Resoluciones de 24-1ª de 
noviembre de 2003; 13-2ª, 14-1ª y 15-2ª de julio y 18-4ª de noviembre de 
2004; 15-4ª y 26-2ª de septiembre de 2005; 18-1ª de Junio de 2007; 4-5ª 
de Noviembre de 2008, 29-4ª de Enero de 2009 y las Resoluciones de 22 
de octubre y 3-6ª de noviembre de 2001; 2-3ª de febrero, 14-1ª de marzo, 
23-2ª de julio y 2-2ª de diciembre de 2002; 13-3ª de febrero de 2003; 7-1ª 

http://www.mjusticia.gob.es/cs/Satellite/Portal/es/servicios-ciudadano/documentacion-publicaciones


M
inisterio de Justicia

149 Catálogo de Publicaciones

Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado (Registro Civil)

de julio y 13-1ª de septiembre de 2004; 20-3ª de enero y 13-1ª de junio de 
2005; 2-2ª, 4-2ª y 17-3ª de julio, 20-2ª de noviembre de 2006; 16-5ª de 
marzo, 16-6ª de mayo, 21-9ª de junio, 8-5ª 21-2ª y 28-5ª de noviembre de 
2007; 21-2ª de enero, 11-4ª de Marzo, 10-2ª de mayo, 6-6ª de junio, 2-4ª 
de julio y 22-4ª de Octubre de 2008; 3-4ª y 25-10ª de Febrero, 4-6ª y 11-4ª 
de marzo y 8-2ª de abril de 2009.

II.- Primero y en relación a la solicitud inicial del interesado de recuperación 
de la nacionalidad española originaria, siendo requisito imprescindible en 
la recuperación, la prueba de que el interesado ostentó de iure en un 
momento anterior la nacionalidad española. No estando acreditado dicho 
requisito por el hecho de que su progenitores hayan nacido en el Sahara 
en el año 1935 (el padre) y en el 1950 (madre), ni tampoco por ser de 
aplicación el artículo 17.1.c.” Son españoles de origen, Los nacidos en 
España de padres extranjeros, si ambos carecieran de la nacionalidad o si 
la legislación de ninguno de ellos atribuye al hijo una nacionalidad”.

III.- Segundo el interesado, en fase de recurso, solicitó además de la 
recuperación de su nacionalidad española originaria por haber nacido en 
1972 en el territorio del Sahara y cumplir las condiciones para haber 
obtenido la nacionalidad española establecidas por el artículo 17 CC. en 
sus diferentes redacciones tanto por nacimiento en territorio español 
(Sahara) como por ser hijo de padre o madre españoles (conforme a la 
documentación presentada). Se le concediera la nacionalidad española 
por consolidación del artículo 18 del CC. La encargada del registro dictó 
providencia denegando la petición del interesado a la recuperación de la 
nacionalidad por no ser de aplicación el artículo 17.1.c). 

IV.- vistos los apartados anteriores, es necesario para la resolución de la 
petición de la aplicación del artículo 18 del CC. de consolidación de la 
nacionalidad española, un pronunciamiento previo del encargado del 
Registro Civil. Limitándose el objeto del presente recurso a lo planteado 
inicialmente por el interesado en lo que se refiere a la recuperación de la 
nacionalidad española, por haber ostentando la nacionalidad previamente 
ius soli y ius sanguinis artículo 17 del CC. en su diferentes redacciones 
por haber nacido en el Sahara , y ser hijo de padre y madre españoles . 

V.- A efectos de la resolución del recurso interpuesto, hay que comenzar 
aclarando los estatus tanto del territorio del Sahara durante el tiempo en 
que estuvo sometido a soberanía española como de los nacidos en él. En 
principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era posesión 
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española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos 
de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que 
de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de ese 
territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que se 
desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque 
sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en 
ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en 
el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76.

VI.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada a cabo en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del 
Sahara en relación con el territorio metropolitano, según el Derecho 
Internacional. En concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius 
soli tiene el nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia 
con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.
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Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles o el carácter de territorio nacional del Sahara. En apoyo de tal 
tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 abril 1961 que estableció 
«las bases sobre las que debe asentarse el ordenamiento jurídico de la 
Provincia del Sahara en sus regímenes municipal y provincial». Con esta 
norma se pretendía hacer manifiesta la equiparación de los «stati» entre 
«españoles peninsulares» y «españoles nativos». Es importante destacar 
que como manifestación de esta posición España negó inicialmente al 
Secretariado General de la ONU información sobre «los territorios no 
autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el acatamiento de las exigencias 
que imponía el orden jurídico público internacional y, especialmente, la 
doctrina sobre «descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 
1514 XV, Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de 
diciembre de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), 
condujeron al reconocimiento por el Gobierno español del «hecho 
colonial» y, por tanto, a la diferenciación de «territorios», puesto, 
finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 
1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el 
Estado Español ha venido ejerciendo, como potencia administradora, 
plenitud de competencias sobre el territorio no autónomo del Sahara, que 
durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que 
nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio nacional».

VII.- Por todo lo anterior, no puede accederse a la petición del interesado, 
de recuperación de la nacionalidad española, ya que no le es aplicable ni 
el artículo 17.1 c) del Código Civil son españoles “los nacidos en España 
de padres extranjeros, si ambos carecieren de nacionalidad o si la 
legislación de ninguno de ellos atribuye al hijo una nacionalidad”, ni 
tampoco conforme al artículo 17.1.a) son españoles “Los nacidos de 
padre o madre españoles”. En el presente caso, no sólo no concurre el 
requisito del nacimiento en España pues el interesado declara y acredita 
haber nacido en el Sahara, sino que además no acreditada debidamente 
la condición de español de alguno de sus progenitores. Cabe señalar que 
la documentación expedida por autoridades o asociaciones de la 
denominada República Árabe Saharaui Democrática no ofrece garantías 
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análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española y no puede 
ser admitida. Al respecto ha de tenerse en cuenta que las competencias 
de calificación del encargado respecto de la certificación extranjera se 
extienden al examen de la competencia y autoridad que la expide, la cual 
ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con 
base legal suficiente para ello, base que en este caso no existe al no estar 
establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones 
normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido

VIII.- Por otra parte, el interesado disfrutó de una posibilidad de acceder a 
la nacionalidad, abierta a toda la población saharaui a través del Real 
Decreto 2258/1976, y cuyo periodo de vigencia terminó el 29 de 
Septiembre de 1977. Es cierto que para un supuesto excepcional respecto 
de un natural del Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el 
actor, pese a no haber ejercitado la opción, había consolidado la 
nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de 
aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales entre el 
supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora planteado. En el 
caso presente el interesado no ha acreditado que cuando estuvo en vigor 
el Decreto de 1976, sus padres (por ser éste entonces menor de edad) 
estuviesen imposibilitados para optar en su nombre a la nacionalidad 
española por haber permanecido en los territorios ocupados, circunstancia 
que pretenden justificar mediante certificación de la autoridad de la 
República Árabe Saharaui Democrática de fecha 10 de septiembre de 
2008. De otro lado, tampoco consta título inscrito en el Registro Civil ni 
está probada la posesión de la nacionalidad española en los términos y 
duración que establece el artículo 18 CC. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Vitoria.
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (23ª)
III.1.1  Declaración sobre nacionalidad española. 

Es español iure soli el nacido en España hijo de padre venezolano nacido 
en Venezuela y madre nacida en Ecuador, venezolana por naturalización.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este Centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por los promotores del expediente contra auto 
dictado por el Encargado del Registro Civil de San Cristóbal de La Laguna 
(Santa Cruz de Tenerife).

HECHOS

1.- Mediante solicitud presentada en el Registro Civil de San Cristóbal de 
La Laguna el 14 de octubre de 2010, los ciudadanos venezolanos Don G. 
y Doña G-C. solicitaban la declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción para su hijo menor de edad, S. nacido en dicho 
municipio el ….. de 2008. Adjuntaban la siguiente documentación: 
certificación literal de nacimiento del menor; certificado del Consulado de 
Venezuela en las Islas Canarias sobre la legislación venezolana relativa a 
la nacionalidad; certificado de empadronamiento; y fotocopias de los 
pasaportes venezolanos de los padres.

2.- Previo informe desfavorable del Ministerio Fiscal, el Encargado del 
Registro Civil de San Cristóbal de La Laguna dictó providencia el 27 de 
diciembre de 2010, indicando que procedería denegar la solicitud de 
asiento marginal de declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción por considerar que conforme al artículo 32.2 de la 
Constitución venezolana son venezolanos por nacimiento los nacidos en 
territorio extranjero, hijos de padre venezolano por nacimiento y madre 
venezolana por nacimiento, por lo que el menor tendría la nacionalidad 
venezolana y no sería de aplicación el artículo 17.1.c) del Código Civil y 
se les requiere a los promotores para que aporten certificado del 
Consulado de Venezuela sobre la nacionalidad del menor.

3.- Con fecha el 25 de febrero de 2011, los promotores aportan certificado 
en el que se indica que el menor no ha optado a la nacionalidad venezolana 
en ese Consulado General.
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4.- Previo informe desfavorable del Ministerio Fiscal, el Encargado del 
Registro Civil dicta auto denegatorio el 18 de marzo de 2011, al ser los 
padres de nacionalidad venezolana y estando acreditado que conforme a 
la Ley venezolana, los hijos de padre y madre venezolanos, nacidos en el 
extranjero, adquieren iure sanguinis la nacionalidad venezolana de sus 
padres, por lo que no corresponde al referido menor la nacionalidad 
española en virtud del artículo 17.1.c) del Código Civil.

5.- Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a los interesados, estos 
presentaron recurso ante la Dirección General de los Registros y del 
Notariado poniendo de manifiesto su disconformidad con el acuerdo 
adoptado y reiteraron su solicitud, alegando que la madre es venezolana 
por naturalización y no por nacimiento, resultando de aplicación el 
apartado 3º del artículo 32 de la Constitución Venezolana: “son 
venezolanos y venezolanas por nacimiento: […] 3.- Toda persona nacida 
en territorio extranjero, hijo o hija de padre venezolano por nacimiento o 
madre venezolana por nacimiento, siempre que establezcan su residencia 
en el territorio de la República o declararen su voluntad de acogerse a la 
nacionalidad venezolana”. Aportan fotocopia del certificado de nacimiento 
de la madre, donde consta que nació en Ecuador y certificado de 
matrimonio de los padres.

6.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro 
Civil remitió seguidamente el expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

7.- Con fecha 27 de mayo de 2013 este Centro Directivo solicita al Registro 
Civil de San Cristóbal de La Laguna que requiera a la Sra. D. madre del 
interesado, para que aporte certificado original emitido por autoridad 
venezolana, debidamente apostillado, en el que especifique el modo y la 
fecha de adquisición de la nacionalidad venezolana por la misma, 
remitiendo el mencionado documento el 4 de diciembre de 2013.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 12 y 17 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro 
Civil; 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil, la Instrucción de 28 de 
Marzo de 2007 (nota 4ª del Anexo); y las resoluciones de 15 de febrero de 
1994, 17-2ª de noviembre de 2001 y 5-4ª de febrero, 17-2ª de abril, 20-5ª 
de mayo, 10-4ª y 5ª de junio y 16-7ª de septiembre de 2002, 30-3ª de 
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noviembre de 2004, 8-1ª de febrero de 2007, 7-1ª de julio y 18-4ª de 
septiembre de 2008; 28-4ª de Julio de 2009.

II.- Se ha intentado por este expediente que se declare con valor de simple 
presunción la nacionalidad española de origen de un niño nacido en 
España en 2008, hijo de padre venezolano nacido en Venezuela y madre 
nacida en Ecuador que actualmente ostenta la nacionalidad venezolana. 
La petición se basa en la forma de atribución iure soli de la nacionalidad 
española para los nacidos en España de padres extranjeros si la 
legislación de ninguno de ellos atribuye al hijo una nacionalidad (cfr. art. 
17.1c del Código Civil).

III.- De acuerdo con el conocimiento adquirido por este Centro Directivo 
de la legislación venezolana, la Constitución de Venezuela establece sin 
ningún tipo de restricción que son venezolanos los nacidos en el extranjero 
de padre y madre venezolanos por nacimiento (cfr. art. 32.2). Por su parte, 
el artículo 32.3 del mismo texto legal, y que alegan los recurrentes, 
dispone que son venezolanos por nacimiento “toda persona nacida en 
territorio extranjero, hijo o hija de padre venezolano por nacimiento o 
madre venezolana por nacimiento, siempre que establezca su residencia 
en el territorio de la República o declare su voluntad de acogerse a la 
nacionalidad venezolana”. Así, en el presente caso, según el certificado 
del Servicio administrativo de identificación de migración y extranjería del 
Ministerio del poder popular para las relaciones interiores y justicia de 
Venezuela, la madre del interesado, adquirió la nacionalidad venezolana 
el 9 de junio de 1993, no siendo venezolana de nacimiento. Por lo que, al 
no darse los requisitos establecidos por la legislación venezolana para 
que el menor interesado adquiriera esa nacionalidad iure sanguinis, por 
no ser ambos padres venezolanos de nacimiento, se da, pues, una 
situación de apatridia originaria que justificaría la atribución iure soli de la 
nacionalidad española conforme al citado artículo 17.1.c) del Código Civil, 
que está previendo el caso de que el nacido en España no tenga otra 
nacionalidad iure sanguinis, evitando con esta norma situaciones de 
apatridia originaria.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: 

1º.- Estimar el recurso.
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2º.- Declarar con valor de simple presunción que el nacido es español de 
origen; la declaración se anotará al margen de la inscripción de nacimiento 
(cfr. art. 340 RRC).

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de San Cristóbal de La Laguna.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (29ª)
III.1.1  Declaración sobre nacionalidad española

1.-No es español iure soli conforme al art. 17 del Código Civil en su 
redacción por la Ley 51/1982 el nacido en el Sahara en 1974.

2.- No es español iure sanguinis conforme al artículo 17.1.a del Código 
vigente, quien no acredita ser hijo de padre o madre español.

3.- No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita 
que el interesado hubiera residido en el Sahara durante el plazo de 
vigencia del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto ni hubiera poseído y 
utilizado la nacionalidad española durante diez años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española 
remitidas a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado por 
el interesado, contra auto dictado por la encargada del Registro Civil de 
Bergara.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Bergara el 22 de 
junio de 2011, Don S-B. solicitaba la declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción en aplicación del artículo 17 y 18 
del Código Civil. Adjuntaba la siguiente documentación: permiso de 
residencia, certificado de nacimiento cheránico, certificado de 
empadronamiento, DNI Saharaui expedido por autoridad de la República 
Árabe Saharaui Democrática, libro de familia donde consta el matrimonio 
de los padres y su nacimiento, pasaporte argelino y recibo MINURSO
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2.- Trasladado el expediente al Ministerio Fiscal, esté informa 
desfavorablemente .La encargada del Registro Civil de Bergara dictó auto 
el 29 de septiembre de 2011 denegando la solicitud de declaración de la 
nacionalidad española.

3.- Notificada la resolución, el interesado presentó recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado.

4.- Trasladado el recurso al Ministerio fiscal, éste consideró conforme a 
Derecho el auto apelado. La encargada del Registro Civil se ratificó en la 
decisión adoptada y remitió el expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 y 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro 
Civil; 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 
de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 5-4ª de Noviembre de 2004; 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 
22-5ª de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de 
marzo, 21 de abril, 21-6ª de mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 
2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de 
marzo y 25-3ª y 4ª de noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16-3ª 
de Junio de 2009 y 22-3ª de Marzo de 2010.

II.- El interesado, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Bergara, solicitó la declaración de su nacionalidad española con valor de 
simple presunción por haber nacido en 1974 en el territorio del Sahara y 
cumplir las condiciones para obtener la nacionalidad española establecidas 
por el artículo 17 CC. en sus diferentes redacciones tanto por nacimiento 
en territorio español (Sahara) como por ser hijo de padre o madre 
españoles (conforme a la documentación presentada), y por cumplir los 
requisitos del articulo 18 CC. de consolidación de la nacionalidad española. 
La encargada del registro dictó auto denegando la petición del interesado. 

III.- En primer lugar, hay que señalar que el interesado solicita la opción de 
la nacionalidad primero por adquisición ius soli y ius sanguinis articulo 17 
del CC en su diferente redacción al haber nacido en el Sahara y ser hijo 
de padre y madre españoles y en segundo lugar su adquisición de la 
nacionalidad por consolidación en aplicación del artículo 18) CC. Por 
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tanto, la resolución por parte de este centro debe encaminarse únicamente 
a dilucidar si corresponde declarar o no dicha nacionalidad sobre la base 
del artículo 17 o 18 del CC.

IV.- A efectos de la resolución del recurso interpuesto, hay que comenzar 
aclarando los estatus tanto del territorio del Sahara durante el tiempo en 
que estuvo sometido a soberanía española como de los nacidos en él. En 
principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era posesión 
española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos 
de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que 
de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de ese 
territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que se 
desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque 
sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en 
ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en 
el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada a cabo en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del 
Sahara en relación con el territorio metropolitano, según el Derecho 
Internacional. En concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius 
soli tiene el nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia 
con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
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fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles o el carácter de territorio nacional del Sahara. En apoyo de tal 
tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 abril 1961 que estableció 
«las bases sobre las que debe asentarse el ordenamiento jurídico de la 
Provincia del Sahara en sus regímenes municipal y provincial». Con esta 
norma se pretendía hacer manifiesta la equiparación de los «stati» entre 
«españoles peninsulares» y «españoles nativos». Es importante destacar 
que como manifestación de esta posición España negó inicialmente al 
Secretariado General de la ONU información sobre «los territorios no 
autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el acatamiento de las exigencias 
que imponía el orden jurídico público internacional y, especialmente, la 
doctrina sobre «descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 
1514 XV, Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de 
diciembre de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), 
condujeron al reconocimiento por el Gobierno español del «hecho 
colonial» y, por tanto, a la diferenciación de «territorios», puesto, 
finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 
1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el 
Estado Español ha venido ejerciendo, como potencia administradora, 
plenitud de competencias sobre el territorio no autónomo del Sahara, que 
durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que 
nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio nacional».

VI.- Por todo lo anterior, no puede accederse a la petición del interesado. 
Conforme al artículo 17.1 c) del Código Civil son españoles “los nacidos 
en España de padres extranjeros, si ambos carecieren de nacionalidad o 
si la legislación de ninguno de ellos atribuye al hijo una nacionalidad”, ni 
tampoco conforme al artículo 17.1.a) son españoles “Los nacidos de 
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padre o madre españoles”. En el presente caso, no sólo no concurre el 
requisito del nacimiento en España pues el interesado declara y acredita 
haber nacido en el Sahara, sino que además no acreditada debidamente 
la condición de español de alguno de sus progenitores. Cabe señalar que 
la documentación expedida por autoridades de la denominada República 
Árabe Saharaui Democrática no ofrece garantías análogas a las exigidas 
para la inscripción por la ley española y no puede ser admitida. Al respecto 
ha de tenerse en cuenta que las competencias de calificación del 
encargado respecto de la certificación extranjera se extienden al examen 
de la competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el 
ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con base legal 
suficiente para ello, base que en este caso no existe al no estar 
establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones 
normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido

VII.- Por otra parte, el promotor disfrutó de una posibilidad de acceder a la 
nacionalidad, abierta a toda la población saharaui a través del Real 
Decreto 2258/1976, y cuyo periodo de vigencia terminó el 29 de 
Septiembre de 1977. Es cierto que para un supuesto excepcional respecto 
de un natural del Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el 
actor, pese a no haber ejercitado la opción, había consolidado la 
nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de 
aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales entre el 
supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora planteado. En el 
caso presente el interesado no ha acreditado que cuando estuvo en vigor 
el Decreto de 1976, sus padres (por ser éste entonces menor de edad) 
estuviesen imposibilitados para optar en su nombre a la nacionalidad 
española por haber permanecido en los territorios ocupados, circunstancia 
que pretenden justificar mediante certificación de la autoridad de la 
República Árabe Saharaui Democrática de fecha 31 de marzo de 2011. 
De otro lado, tampoco consta título inscrito en el Registro Civil ni está 
probada la posesión de la nacionalidad española en los términos y 
duración que establece el artículo 18 CC. 

VIII.- Por lo que se refiere a la concesión a sus hermanos de la nacionalidad 
española y a la vista del auto aportado al expediente en prueba del 
presunto derecho de la ahora interesada, corresponde trasladarlos al 
ministerio fiscal por si éste considerara que les ha sido otorgada dicha 
nacionalidad de modo improcedente, en cuyo caso cabría, a instancia de 
dicho órgano, incoar nuevos expedientes solicitando que se declare con 
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valor de simple presunción que los interesados no son españoles. A este 
respecto conviene recordar que, en desarrollo del principio básico de la 
legislación registral de concordancia del Registro Civil con la realidad, es 
doctrina reiterada de este centro directivo que, mientras subsista ese 
interés público de concordancia, no opera en el ámbito del Registro Civil 
el principio de autoridad de cosa juzgada.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Bergara.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (41ª)
III.1.1  Declaración sobre nacionalidad española

No es española iure soli conforme al art. 17 del Código Civil en su 
redacción originaria la nacida en el Sahara en 1971.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por la promotora, contra auto dictado por la 
Magistrada Juez Encargada del Registro Civil de Balmaseda (Vizcaya).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Balmaseda 
(Vizcaya) el 11 de abril de 2012, Doña A. nacida en S. (Sáhara) en el año 
1971 solicitaba la declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción en aplicación del artículo 17 del Código Civil por haber 
nacido en el Sahara cuando éste era territorio sometido a administración 
española. Adjuntaba, entre otros, los siguientes documentos: permiso de 
residencia; DNI nº … de su madre, Doña E. certificados de nacimiento y 
de antecedentes penales expedidos por la República Árabe Saharaui 
Democrática; certificado de residencia en los campamentos de refugiados 
en T. (Argelia) expedido por la Asociación Diáspora Saharaui en Vizcaya; 
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certificado de empadronamiento y permiso de conducir solo válido para la 
provincia del Sahara del padre de la solicitante.

2.- Ratificada la interesada, previo informe desfavorable del Ministerio 
Fiscal, la Magistrada-Juez Encargada del Registro Civil de Balmaseda 
(Vizcaya) dictó Auto el 23 de mayo de 2012 disponiendo que no ha lugar a 
declarar con valor de simple presunción la nacionalidad española de 
origen de Doña A. 

3.- Notificada la resolución, la solicitante presentó recurso dirigido a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado afirmando la 
concurrencia de los requisitos necesarios para que le sea reconocida la 
nacionalidad española, alegando que es saharaui de origen y sus padres 
son españoles, por aplicación del artículo 17 del Código Civil y no 
aportando documentación adicional a la ya presentada que avale su 
pretensión. 

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste consideró conforme a 
Derecho el Auto atacado, interesando la desestimación del mismo y la 
íntegra confirmación de la resolución recurrida, por estimar la misma 
ajustada a derecho, tras lo cual La Encargada remitió el expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución del 
recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 y 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro 
Civil; 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 
de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 5-4ª de Noviembre de 2004; 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 
22-5ª de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de 
marzo, 21 de abril, 21-6ª de mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 
2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de 
marzo y 25-3ª y 4ª de noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16-3ª 
de Junio de 2009 y 22-3ª de Marzo de 2010.

II.- La promotora mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Balmaseda (Vizcaya) solicitó la declaración de su nacionalidad española 
con valor de simple presunción por haber nacido en 1971 en el territorio 
del Sahara y cumplir los requisitos establecidos en el artículo 17 del 
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Código Civil. La Encargada del registro dictó auto denegando la petición 
de la interesada, siendo dicho auto el que constituye el objeto del presente 
recurso.

III.- La interesada solicita la declaración de la nacionalidad española 
basada en que sus padres ostentaban esta nacionalidad por ser naturales 
del Sáhara. A la vista del expediente esta petición no puede estimarse ya 
que, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

IV.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada a cabo en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del 
Sahara en relación con el territorio metropolitano, según el Derecho 
Internacional. En concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius 
soli tiene el nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia 
con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
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Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles o el carácter de territorio nacional del Sahara. En apoyo de tal 
tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 abril 1961 que estableció 
«las bases sobre las que debe asentarse el ordenamiento jurídico de la 
Provincia del Sahara en sus regímenes municipal y provincial». Con esta 
norma se pretendía hacer manifiesta la equiparación de los «stati» entre 
«españoles peninsulares» y «españoles nativos». Es importante destacar 
que como manifestación de esta posición España negó inicialmente al 
Secretariado General de la ONU información sobre «los territorios no 
autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el acatamiento de las exigencias 
que imponía el orden jurídico público internacional y, especialmente, la 
doctrina sobre «descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 
1514 XV, Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de 
diciembre de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), 
condujeron al reconocimiento por el Gobierno español del «hecho 
colonial» y, por tanto, a la diferenciación de «territorios», puesto, 
finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 
1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el 
Estado Español ha venido ejerciendo, como potencia administradora, 
plenitud de competencias sobre el territorio no autónomo del Sahara, que 
durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que 
nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio nacional».

V.- Por todo lo anterior, no puede accederse a la petición de la interesada 
por cuanto el artículo invocado, 17 del Código Civil, según su redacción 
de 1990, no es aplicable al caso por no ser la redacción vigente en la 
fecha de nacimiento de la promotora, sin que, por otra parte, haya 
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coincidencia en cuanto al lugar concreto en los escritos de solicitud y los 
documentos aportados. Cabe señalar que la documentación expedida por 
autoridades de la denominada República Árabe Saharaui Democrática no 
ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley 
española y no puede ser admitida. Al respecto ha de tenerse en cuenta 
que las competencias de calificación del encargado respecto de la 
certificación extranjera se extienden al examen de la competencia y 
autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que 
le habilite para tal expedición con base legal suficiente para ello, base que 
en este caso no existe al no estar establecidos los órganos del Registro 
Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento 
jurídico estatal internacionalmente reconocido

VI.- Por otra parte, la promotora disfrutó de una posibilidad de acceder a 
la nacionalidad a través del Real Decreto 2258/1976, y cuyo periodo de 
vigencia terminó el 29 de Septiembre de 1977. Es cierto que para un 
supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la STS de 28 de 
octubre de 1998 decidió que el actor, pese a no haber ejercitado la opción, 
había consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta 
sentencia no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias 
fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el 
ahora planteado. En el caso presente la promotora no ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, sus padres (por ser éste 
entonces menor de edad) estuvieron imposibilitados para optar a la 
nacionalidad española por haber permanecido en los territorios ocupados; 
no constando que su madre adquiriera la nacionalidad española por esta 
vía, por lo que no resultaría de aplicación tampoco el artº 17 CC. vigente 
en el momento de su nacimiento, por no resultar probado que la madre 
ostentase la nacionalidad española en el momento de su nacimiento. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Balmaseda (Vizcaya).
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (45ª)
III.1.1  Declaración sobre nacionalidad española

No es español iure soli conforme al art. 17 del Código Civil en su redacción 
originaria la nacida en el Sahara en 1972.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por la promotora, contra auto dictado por el 
Encargado del Registro Civil de Tudela (Navarra).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Tudela (Navarra) el 
27 de enero de 2012, Doña Z. nacida en A. (Sáhara) en el año 1949 
solicitaba la declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción en aplicación del artículo 17 del Código Civil por haber nacido 
en el Sahara cuando éste era territorio sometido a administración 
española. Adjuntaba, entre otros, los siguientes documentos: tarjeta de 
permiso de residencia temporal; pasaporte marroquí; volante de 
empadronamiento expedido por el Ayuntamiento de Tudela (Navarra) en 
fecha 27 de enero de 2012; certificados de residencia en las zonas 
ocupadas del Sahara Occidental desde 1975 hasta 2008, de parentesco y 
de nacionalidad, expedidos por la Delegación Saharaui para Navarra en 
fecha 27 de enero de 2012; rectificación del acta matrimonial de la 
promotora de fecha 26 de mayo de 2008, expedida por la Sección Notarial 
de El Aaiún del Ministerio de Justicia del Reino de Marruecos; tarjeta de la 
Unidad de Asuntos Saharauis y Pagaduría de Pensiones de la promotora 
y de su marido El B. permiso de conducción y diversa documentación del 
Gobierno Militar del Sahara correspondiente a su marido y certificado de 
fallecimiento y extracto de acta de fallecimiento del marido de la interesada 
expedido por el Ministerio del Interior del Reino de Marruecos en fecha 23 
de junio de 2011.

2.- Ratificada la interesada, previo informe favorable del Ministerio Fiscal, 
el Magistrado-Juez Encargado del Registro Civil de Tudela (Navarra) dictó 
Auto el 16 de mayo de 2012 denegando la nacionalidad española con 
valor de simple presunción solicitada por Doña Z. por considerar que no 
concurren en el caso los requisitos exigidos, ya que sus padres no 
ostentaban la nacionalidad española, al no haber poseído nunca DNI 
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español o al menos al no haber podido demostrarlo, siendo la única 
documentación aportada la de su esposo.

3.- Notificada la resolución, la solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado afirmando la concurrencia de los 
requisitos necesarios para que le sea reconocida la nacionalidad española, 
alegando que su madre, Doña A. nació el 15 de enero de 1935 en I. 
provincia española y aportando documentación de identidad de su abuelo, 
Don B. expedida en S-I. en fecha 7 de mayo de 1957 y solicitud de 
indemnización familiar ante el Gobierno Militar de las Palmas de Gran 
Canaria formulada por su abuelo en fecha 10 de mayo de 157, y en la que 
se incluye a la madre de la interesada, Doña A.

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste consideró conforme a 
Derecho el Auto atacado, tras lo cual el Encargado remitió el expediente a 
la Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución 
del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 y 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro 
Civil; 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 
de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 5-4ª de Noviembre de 2004; 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 
22-5ª de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de 
marzo, 21 de abril, 21-6ª de mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 
2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de 
marzo y 25-3ª y 4ª de noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16-3ª 
de Junio de 2009 y 22-3ª de Marzo de 2010.

II.-La promotora, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Tudela (Navarra) solicitó la declaración de su nacionalidad española con 
valor de simple presunción por haber nacido en el A. en el territorio del 
Sahara en 1949 y cumplir los requisitos establecidos en el artículo 17 del 
Código Civil vigente en la fecha de su inscripción, así como en su 
redacción actual, alegando que no pueden ser privados de la nacionalidad 
los españoles que la ostentan de origen.

III.- A efectos de la resolución del recurso interpuesto, hay que comenzar 
aclarando los estatus tanto del territorio del Sahara durante el tiempo en 
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que estuvo sometido a soberanía española como de los nacidos en él. En 
principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era posesión 
española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos 
de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que 
de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de ese 
territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que se 
desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque 
sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en 
ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en 
el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76.

IV.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada a cabo en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del 
Sahara en relación con el territorio metropolitano, según el Derecho 
Internacional. En concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius 
soli tiene el nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia 
con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.
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Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles o el carácter de territorio nacional del Sahara. En apoyo de tal 
tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 abril 1961 que estableció 
«las bases sobre las que debe asentarse el ordenamiento jurídico de la 
Provincia del Sahara en sus regímenes municipal y provincial». Con esta 
norma se pretendía hacer manifiesta la equiparación de los «stati» entre 
«españoles peninsulares» y «españoles nativos». Es importante destacar 
que como manifestación de esta posición España negó inicialmente al 
Secretariado General de la ONU información sobre «los territorios no 
autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el acatamiento de las exigencias 
que imponía el orden jurídico público internacional y, especialmente, la 
doctrina sobre «descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 
1514 XV, Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de 
diciembre de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), 
condujeron al reconocimiento por el Gobierno español del «hecho 
colonial» y, por tanto, a la diferenciación de «territorios», puesto, 
finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 
1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el 
Estado Español ha venido ejerciendo, como potencia administradora, 
plenitud de competencias sobre el territorio no autónomo del Sahara, que 
durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que 
nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio nacional».

V.- Por todo lo anterior, no puede accederse a la petición de la interesada 
por cuanto el artículo invocado, 17 del Código Civil, según su redacción 
de 1990, no es aplicable al caso por no ser la redacción vigente en la 
fecha de nacimiento de la promotora y tampoco ha resultado acreditado 
que concurran los requisitos dispuestos por el artº 17 del Código Civil 
vigente en el momento de su nacimiento para la adquisición de la 
nacionalidad española, toda vez que no se encuentra acreditado su 
nacimiento en territorio español, ni la nacionalidad española de sus 
padres.

VI.- Por otra parte, la promotora disfrutó de una posibilidad de acceder a 
la nacionalidad a través del Real Decreto 2258/1976, y cuyo periodo de 
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vigencia terminó el 29 de Septiembre de 1977. Es cierto que para un 
supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la STS de 28 de 
octubre de 1998 decidió que el actor, pese a no haber ejercitado la opción, 
había consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta 
sentencia no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias 
fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el 
ahora planteado. En el caso presente la promotora no ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, estuviese imposibilita para 
optar a la nacionalidad española por haber permanecido en los territorios 
ocupados. De otro lado, tampoco consta título inscrito en el Registro Civil 
ni está probada la posesión de la nacionalidad española en los términos y 
duración que establece el artículo 18 CC.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Tudela.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (48ª)
III.1.1  Declaración sobre nacionalidad española

No es español iure soli conforme al art. 17 del Código Civil en su redacción 
por la Ley 51/1982 el nacido en el Sahara en 1969.

En las actuaciones sobre declaración la nacionalidad española remitidas 
a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada, contra auto dictado por la Encargada del Registro Civil de 
Azpeitia.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil Azpeitia el 18 de 
diciembre de 2008 Doña R. solicitaba la declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción en aplicación del artículo 17.1.c) 
del Código Civil por haber nacido en el Sahara. Adjuntaba la siguiente 
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documentación: pasaporte argelino, permiso de residencia, copia DNI 
español de la madre, ficha familiar, certificado de nacimiento cheránico 
del padre, DNI Saharaui, certificado de nacimiento, nacionalidad 
,ciudadanía y paternidad expedidos por la República Árabe Saharaui 
Democrática, recibo MINURSO y certificado de empadronamiento.

2.- Trasladado el expediente al Ministerio Fiscal, informa desfavorablemente 
.La Encargada del Registro Civil dicta auto de fecha 02 de marzo de 2010 
considerando que no había quedado acreditado el cumplimiento de los 
requisitos del artículo 17.1.c) del Código Civil. 

3.- Notificada la resolución, la interesada presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado solicitando la 
consolidación de la nacionalidad española conforme al artículo 18 del 
Código Civil 

4.- Trasladado el recurso al Ministerio fiscal, éste consideró conforme a 
Derecho el auto apelado. La Encargada del Registro Civil se ratificó en la 
decisión adoptada y remitió el expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 y 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro 
Civil; 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 
de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 5-4ª de Noviembre de 2004; 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 
22-5ª de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de 
marzo, 21 de abril, 21-6ª de mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 
2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de 
marzo y 25-3ª y 4ª de noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16-3ª 
de Junio de 2009 y 22-3ª de Marzo de 2010.

II.- La interesada, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Azpeitia, solicitó la declaración de su nacionalidad española con valor de 
simple presunción por haber nacido en 1969 en el territorio del Sahara y 
cumplir las condiciones para obtener la nacionalidad española establecidas 
por el artículo 17 CC. 
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La Encargada del registro dictó auto denegando la petición de la interesada 
por no quedar acreditada la reunión de los requisitos del artículo exigidos 
en dicho artículo, principalmente a raíz de que los certificados 
acompañados no habían sido emitidos por registros extranjeros regulares 
y auténticos, siendo dicho auto el que constituye el objeto del presente 
recurso.

III.- En primer lugar, hay que señalar que el promotor modifica en el 
recurso la causa petendi respecto de la inicial, pues su solicitud se dirigía 
a la obtención de la nacionalidad española por aplicación del artículo 17.1 
c) CC., mientras que en el recurso lo que plantea es la declaración de 
nacionalidad española por consolidación en virtud del artículo 18 del 
mismo texto legal. La resolución de la cuestión basada en esta última 
posibilidad requiere un pronunciamiento previo del encargado del registro 
sobre ese punto. Por tanto, dado que el acuerdo emitido se refiere 
únicamente a la declaración de la nacionalidad adquirida ius soli propuesta 
en la solicitud inicial del interesado, el recurso interpuesto se entiende 
planteado contra dicho acuerdo y la resolución por parte de este centro 
debe encaminarse únicamente a dilucidar si corresponde declarar o no 
dicha nacionalidad sobre la base del artículo 17.1 c) precitado.

IV.- A efectos de la resolución del recurso interpuesto, hay que comenzar 
aclarando los estatus tanto del territorio del Sahara durante el tiempo en 
que estuvo sometido a soberanía española como de los nacidos en él. En 
principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era posesión 
española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos 
de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que 
de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de ese 
territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que se 
desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque 
sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en 
ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en 
el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada a cabo en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del 
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Sahara en relación con el territorio metropolitano, según el Derecho 
Internacional. En concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius 
soli tiene el nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia 
con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. 

La cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles o el carácter de territorio nacional del Sahara. En apoyo de tal 
tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 abril 1961 que estableció 
«las bases sobre las que debe asentarse el ordenamiento jurídico de la 
Provincia del Sahara en sus regímenes municipal y provincial». Con esta 
norma se pretendía hacer manifiesta la equiparación de los «stati» entre 
«españoles peninsulares» y «españoles nativos». Es importante destacar 
que como manifestación de esta posición España negó inicialmente al 
Secretariado General de la ONU información sobre «los territorios no 
autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el acatamiento de las exigencias 
que imponía el orden jurídico público internacional y, especialmente, la 

http://


M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

174Boletín del Ministerio de Justicia

Nacionalidad

doctrina sobre «descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 
1514 XV, Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de 
diciembre de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), 
condujeron al reconocimiento por el Gobierno español del «hecho 
colonial» y, por tanto, a la diferenciación de «territorios», puesto, 
finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 
1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el 
Estado Español ha venido ejerciendo, como potencia administradora, 
plenitud de competencias sobre el territorio no autónomo del Sahara, que 
durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que 
nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio nacional».

VI.- Por todo lo anterior, no puede accederse a la petición del interesado. 
Conforme al artículo 17.1 c) del Código Civil son españoles “los nacidos 
en España de padres extranjeros, si ambos carecieren de nacionalidad o 
si la legislación de ninguno de ellos atribuye al hijo una nacionalidad”. En 
el presente caso, no sólo no concurre el requisito del nacimiento en 
España pues la interesada declara que nació en el Sahara, sino que 
además no queda acreditada la filiación de la interesada. Cabe señalar 
que la documentación expedida por autoridades de la denominada 
República Árabe Saharaui Democrática no ofrece garantías análogas a 
las exigidas para la inscripción por la ley española y no puede ser admitida. 
Al respecto ha de tenerse en cuenta que las competencias de calificación 
del encargado respecto de la certificación extranjera se extienden al 
examen de la competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar 
en el ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con base legal 
suficiente para ello, base que en este caso no existe al no estar 
establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones 
normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido

VII.- Por otra parte, la interesada disfrutó de una posibilidad de acceder a 
la nacionalidad, abierta a toda la población saharaui a través del Real 
Decreto 2258/1976, y cuyo periodo de vigencia terminó el 29 de 
Septiembre de 1977. Es cierto que para un supuesto excepcional respecto 
de un natural del Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el 
actor, pese a no haber ejercitado la opción, había consolidado la 
nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de 
aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales entre el 
supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora planteado.
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En el caso presente la interesada o sus progenitores como representantes 
legales al ser esta menor de edad no han acreditado que cuando estuvo 
en vigor el Decreto de 1976, estuviesen imposibilitados para optar en su 
nombre a la nacionalidad española por haber permanecido en los 
territorios ocupados. De otro lado, tampoco consta título inscrito en el 
Registro Civil ni está probada la posesión de la nacionalidad española en 
los términos y duración que establece el artículo 18 CC. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Azpeitia.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (53ª)
III.1.1  Declaración sobre nacionalidad española

No es español iure soli conforme al art. 17 del Código Civil en su redacción 
por la Ley 51/1982 el nacido en el Sahara en 1975.

En las actuaciones sobre declaración la nacionalidad española remitidas 
a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra auto dictado por la Encargada del Registro Civil de 
Azpeitia.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil Azpeitia el 17 de 
diciembre de 2008 Don M. nacido en el Sahara el 01 de diciembre de1975, 
solicitaba la declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción en aplicación del artículo 17.1.c) del Código Civil por haber 
nacido en el Sahara. Adjuntaba la siguiente documentación: pasaporte 
mauritano, permiso de residencia, pasaporte y copia DNI español del 
padre, ficha familiar, DNI Saharaui, certificado de nacimiento, y 
nacionalidad expedidos por autoridades de la República Árabe Saharaui 
Democrática, recibo MINURSO y certificado de empadronamiento.
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2.- Trasladado el expediente al Ministerio Fiscal, informa desfavorablemente 
.La Encargada del Registro Civil dicta auto de fecha 02 de marzo de 2010 
considerando que no había quedado acreditado el cumplimiento de los 
requisitos del artículo 17.1.c) del Código Civil. 

3.- Notificada la resolución, el interesado presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado solicitando la 
consolidación de la nacionalidad española conforme al artículo 18 del 
Código Civil 

4.- Trasladado el recurso al Ministerio fiscal, éste consideró conforme a 
Derecho el auto apelado. La Encargada del Registro Civil se ratificó en la 
decisión adoptada y remitió el expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 y 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro 
Civil; 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 
de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 5-4ª de Noviembre de 2004; 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 
22-5ª de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de 
marzo, 21 de abril, 21-6ª de mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 
2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de 
marzo y 25-3ª y 4ª de noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16-3ª 
de Junio de 2009 y 22-3ª de Marzo de 2010.

II.- El interesado, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Azpeitia, solicitó la declaración de su nacionalidad española con valor de 
simple presunción por haber nacido en 1975 en el territorio del Sahara y 
cumplir las condiciones para obtener la nacionalidad española establecidas 
por el artículo 17 CC. La Encargada del registro dictó auto denegando la 
petición del interesado por no quedar acreditada la reunión de los 
requisitos.

III.- En primer lugar, hay que señalar que el promotor modifica en el 
recurso la causa petendi respecto de la inicial, pues su solicitud se dirigía 
a la obtención de la nacionalidad española por aplicación del artículo 17.1 
c) CC., mientras que en el recurso también plantea la declaración de 
nacionalidad española por consolidación en virtud del artículo 18 del 
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mismo texto legal. La resolución de la cuestión basada en esta última 
posibilidad requiere un pronunciamiento previo del encargado del registro 
sobre ese punto. Por tanto, dado que el acuerdo emitido se refiere 
únicamente a la declaración de la nacionalidad adquirida ius soli propuesta 
en la solicitud inicial del interesado, el recurso interpuesto se entiende 
planteado contra dicho acuerdo y la resolución por parte de este centro 
debe encaminarse únicamente a dilucidar si corresponde declarar o no 
dicha nacionalidad sobre la base del artículo 17.1 c) precitado.

IV.- A efectos de la resolución del recurso interpuesto, hay que comenzar 
aclarando los estatus tanto del territorio del Sahara durante el tiempo en 
que estuvo sometido a soberanía española como de los nacidos en él. En 
principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era posesión 
española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos 
de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que 
de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de ese 
territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que se 
desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque 
sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en 
ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en 
el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada a cabo en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del 
Sahara en relación con el territorio metropolitano, según el Derecho 
Internacional. En concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius 
soli tiene el nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia 
con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
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política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles o el carácter de territorio nacional del Sahara. En apoyo de tal 
tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 abril 1961 que estableció 
«las bases sobre las que debe asentarse el ordenamiento jurídico de la 
Provincia del Sahara en sus regímenes municipal y provincial». Con esta 
norma se pretendía hacer manifiesta la equiparación de los «stati» entre 
«españoles peninsulares» y «españoles nativos». Es importante destacar 
que como manifestación de esta posición España negó inicialmente al 
Secretariado General de la ONU información sobre «los territorios no 
autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el acatamiento de las exigencias 
que imponía el orden jurídico público internacional y, especialmente, la 
doctrina sobre «descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 
1514 XV, Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de 
diciembre de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), 
condujeron al reconocimiento por el Gobierno español del «hecho 
colonial» y, por tanto, a la diferenciación de «territorios», puesto, 
finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 
1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el 
Estado Español ha venido ejerciendo, como potencia administradora, 
plenitud de competencias sobre el territorio no autónomo del Sahara, que 
durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que 
nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio nacional».
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VI.- Por todo lo anterior, no puede accederse a la petición del interesado. 
Conforme al artículo 17.1 c) del Código Civil son españoles “los nacidos 
en España de padres extranjeros, si ambos carecieren de nacionalidad o 
si la legislación de ninguno de ellos atribuye al hijo una nacionalidad”. En 
el presente caso, no sólo no concurre el requisito del nacimiento en 
España pues el interesado declara que nació en el Sahara, sino que 
además no queda acreditada la filiación, ni la situación de apátrida, 
constando su documentación como mauritano, habiendo declarado que 
con catorce años es decir aproximadamente en el año 1989 se trasladó a 
Cuba residiendo durante unos 8 años, hasta los de 22 años, regresando a 
los campamentos ocupados hasta la edad de 27 años que consigue 
visado de entrada en España. Cabe señalar que la documentación 
expedida por autoridades de la denominada República Árabe Saharaui 
Democrática no ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción 
por la ley española y no puede ser admitida. Al respecto ha de tenerse en 
cuenta que las competencias de calificación del encargado respecto de la 
certificación extranjera se extienden al examen de la competencia y 
autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que 
le habilite para tal expedición con base legal suficiente para ello, base que 
en este caso no existe al no estar establecidos los órganos del Registro 
Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento 
jurídico estatal internacionalmente reconocido

VII.- Por otra parte, el interesado disfrutó de una posibilidad de acceder a 
la nacionalidad, abierta a toda la población saharaui a través del Real 
Decreto 2258/1976, y cuyo periodo de vigencia terminó el 29 de 
Septiembre de 1977. Es cierto que para un supuesto excepcional respecto 
de un natural del Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el 
actor, pese a no haber ejercitado la opción, había consolidado la 
nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de 
aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales entre el 
supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora planteado. En el 
caso presente el interesado o sus progenitores como representantes 
legales al ser este menor de edad no han acreditado que cuando estuvo 
en vigor el Decreto de 1976, estuviesen imposibilitados para optar en su 
nombre a la nacionalidad española por haber permanecido en los 
territorios ocupados. De otro lado, tampoco consta título inscrito en el 
Registro Civil ni está probada la posesión de la nacionalidad española en 
los términos y duración que establece el artículo 18 CC. 
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Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Azpeitia.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (74ª)
III.1.1  Declaración sobre nacionalidad española

1.-No es español iure soli conforme al art. 17 del Código Civil en su 
redacción por la Ley 51/1982 la nacida en el Sahara en 1960.

2.- No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita 
que la interesada hubiera residido en el Sahara durante el plazo de 
vigencia del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto ni hubiera poseído y 
utilizado la nacionalidad española durante diez años.

3.- No es de aplicación el artículo 19 del Código Civil redacción antigua “la 
nacionalidad obtenida por el marido se extiende a la mujer no separada 
legalmente y a los hijos que se encuentren bajo la patria potestad”.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española 
remitidas a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado por 
la interesada, contra auto dictado por la encargada del Registro Civil de 
Las Palmas de Gran Canaria.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Las Palmas de 
Gran Canaria el 28 de enero de 2011, Doña R. solicitaba la nacionalidad 
española en aplicación del artículo 17. por haber nacido en el Sahara en 
1960, conforme a la antigua redacción del artículo 19 del CC., por haber 
contraído matrimonio con español y en base al artículo 18 del CC. por 
consolidación Adjuntaba la siguiente documentación: pasaporte marroquí, 
certificación de la policía Nacional donde consta que se le expedido DNI 
español con fecha 20 de enero de 1975,copia DNI español del marido, 
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libro de familia donde consta el matrimonio de los padres y su nacimiento, 
certificado de matrimonio Cheránico de la interesada, certificado de 
concordancia de nombre expedido por autoridad marroquí, documento 
pensión militar del marido.

2.- Notificado el Ministerio Fiscal, se opone a lo solicitado. La encargada 
del Registro Civil de Las Palmas Gran Canaria dictó auto el 03 de agosto 
de 2011 denegando la solicitud de declaración de la nacionalidad 
española.

3.- Notificada la resolución, la interesada presentó recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado.

4.- Trasladado el recurso al Ministerio fiscal, éste consideró conforme a 
Derecho el auto apelado. La encargada del Registro Civil se ratificó en la 
decisión adoptada y remitió el expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17,18,19,20 ,22 y 26 del Código Civil; 15, 16 ,23, 46, 
64 y 96 de la Ley del Registro Civil;16, 66, 68, 226 a 229, 335, 338, 340 y 
354 y 358 del Reglamento del Registro Civil; la Sentencia del Tribunal 
Supremo de 28 de octubre de 1998; La Ley 40/1975, de 19 de noviembre, 
el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, y las Resoluciones de 24-1ª de 
noviembre de 2003; 13-2ª, 14-1ª y 15-2ª de julio y 18-4ª de noviembre de 
2004; 15-4ª y 26-2ª de septiembre de 2005; 18-1ª de Junio de 2007; 4-5ª 
de Noviembre de 2008, 29-4ª de Enero de 2009 y las Resoluciones de 22 
de octubre y 3-6ª de noviembre de 2001; 2-3ª de febrero, 14-1ª de marzo, 
23-2ª de julio y 2-2ª de diciembre de 2002; 13-3ª de febrero de 2003; 7-1ª 
de julio y 13-1ª de septiembre de 2004; 20-3ª de enero y 13-1ª de junio de 
2005; 2-2ª, 4-2ª y 17-3ª de julio, 20-2ª de noviembre de 2006; 16-5ª de 
marzo, 16-6ª de mayo, 21-9ª de junio, 8-5ª 21-2ª y 28-5ª de noviembre de 
2007; 21-2ª de enero, 11-4ª de Marzo, 10-2ª de mayo, 6-6ª de junio, 2-4ª 
de julio y 22-4ª de Octubre de 2008; 3-4ª y 25-10ª de Febrero, 4-6ª y 11-4ª 
de marzo y 8-2ª de abril de 2009.

II.- La solicitud inicial del interesado recoge una multiplicidad de diferentes 
posibilidades, por la que a su juicio puede obtener la nacionalidad 
española por alguna de las siguientes vías, conforme al artículo 17 CC por 
haber nacido en Territorio español (Sahara) en el año 1960, por haber 
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contraído matrimonio con español , antiguo artículo 19 del CC. y por la 
consolidación de la nacionalidad conforme al actual artículo 18 del Código 
Civil. Todas esas posibilidades fueron analizadas en el auto de 03 de 
agosto de 2011 de la encargada del registro Civil de Las Palmas de Gran 
Canaria, denegando la solicitud de la interesada.

III.- En lo que refiere a la aplicación del antiguo artículo 19 del CC., por el 
cual la mujer extranjera por el matrimonio obtenía la nacionalidad española 
de su marido Aunque consta certificado de matrimonio Cheránico con Don 
M. Celebrado el 07 de enero de 1977, no está acreditada la nacionalidad 
española de Don M. sin que la copia del DNI español que se le expidió el 
23 de marzo de 1971 en el Sahara o la condición de pensionista militar 
perteneciente a la agrupación de los grupos nómadas, hagan prueba de 
dicha condición.

IV.- A efectos de la resolución del recurso interpuesto en lo que se refiere 
a la solicitud por aplicación del artículo 17 del CC, por haber nacido en 
Territorio español (Sahara) en el año 1960 y por consolidación de la 
nacionalidad española artículo 18 del CC., hay que comenzar aclarando 
los estatus tanto del territorio del Sahara durante el tiempo en que estuvo 
sometido a soberanía española como de los nacidos en él. En principio, 
los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era posesión española 
no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas 
disposiciones anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera 
deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que se desprende 
necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque sólo así 
cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo 
de un año a contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada a cabo en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del 
Sahara en relación con el territorio metropolitano, según el Derecho 
Internacional. En concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius 
soli tiene el nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia 
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con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles o el carácter de territorio nacional del Sahara. En apoyo de tal 
tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 abril 1961 que estableció 
«las bases sobre las que debe asentarse el ordenamiento jurídico de la 
Provincia del Sahara en sus regímenes municipal y provincial». Con esta 
norma se pretendía hacer manifiesta la equiparación de los «stati» entre 
«españoles peninsulares» y «españoles nativos». Es importante destacar 
que como manifestación de esta posición España negó inicialmente al 
Secretariado General de la ONU información sobre «los territorios no 
autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el acatamiento de las exigencias 
que imponía el orden jurídico público internacional y, especialmente, la 
doctrina sobre «descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 
1514 XV, Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de 
diciembre de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), 
condujeron al reconocimiento por el Gobierno español del «hecho 
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colonial» y, por tanto, a la diferenciación de «territorios», puesto, 
finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 
1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el 
Estado Español ha venido ejerciendo, como potencia administradora, 
plenitud de competencias sobre el territorio no autónomo del Sahara, que 
durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que 
nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio nacional».

VI.- Por todo lo anterior, no puede accederse a la petición de la interesada. 
De adquisición de la nacionalidad española, ya que no le es aplicable ni el 
artículo 17.3 “Los nacidos en España de padres extranjeros, si estos 
hubieren nacido en España y en ella estuvieran domiciliados al tiempo de 
nacimiento, ni el actual 17.1 c) del Código Civil son españoles “los nacidos 
en España de padres extranjeros, si ambos carecieren de nacionalidad o 
si la legislación de ninguno de ellos atribuye al hijo una nacionalidad”. En 
el presente caso, no concurre el requisito del nacimiento en España pues 
la interesada declara y así consta en la documentación haber nacido en el 
Sahara en 1960. 

VII.- Por otra parte, en relación a la aplicación del artículo 18 del CC., de 
adquisición de la nacionalidad española por consolidación, la interesada 
disfrutó de una posibilidad de acceder a la nacionalidad, abierta a toda la 
población saharaui a través del Real Decreto 2258/1976, y cuyo periodo 
de vigencia terminó el 29 de Septiembre de 1977. Es cierto que para un 
supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la STS de 28 de 
octubre de 1998 decidió que el actor, pese a no haber ejercitado la opción, 
había consolidado la nacionalidad española. 

Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al caso presente, 
pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho 
examinado en la sentencia y el ahora planteado. En el caso presente el 
interesado no ha acreditado que cuando estuvo en vigor el Decreto de 
1976, sus padres (por ser ésta entonces menor de edad) estuviesen 
imposibilitados para optar en su nombre a la nacionalidad española por 
haber permanecido en los territorios ocupados. De otro lado, tampoco 
consta título inscrito en el Registro Civil ni está probada la posesión de la 
nacionalidad española en los términos y duración que establece el artículo 
18 CC., sin que el libro de familia, el haber ostentado DNI español 
expedido en el Sahara con fecha 20 de enero de 1975 con un periodo 
inicial de cinco años sin que conste renovación, hagan prueba de la 
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posesión de la nacionalidad española de buen fe, con justo título inscrito 
en el registro civil y con un plazo de 10 años, habiéndose acreditado 
documentalmente por la interesada la posesión de pasaporte marroquí.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Las Palmas de Gran Canaria.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (90ª)
III.1.1  Declaración de nacionalidad iure soli

No es española iure soli, conforme al art. 17 del Código Civil, la nacida en 
territorio del Sáhara Occidental en 1967.

En el expediente sobre declaración de nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este centro en trámite de recurso por virtud 
del entablado por la promotora contra auto del encargado del Registro 
Civil de Azpeitia (Gipuzkoa).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Azpeitia el 20 de 
marzo de 2009, la Sra. N. solicitaba la declaración de nacionalidad 
española con valor de simple presunción en virtud de lo establecido en el 
artículo 17.1 del Código Civil por haber nacido en territorio del Sáhara 
Occidental en 1967, cuando estaba sometido a administración española. 
Adjuntaba la siguiente documentación: pasaporte argelino, historial laboral 
de la Seguridad Social correspondiente al padre de la solicitante, DNI de 
sus progenitores expedidos en 1971 y 1972, respectivamente, y 
actualmente carentes de validez, tarjeta de identificación de la interesada 
expedida por la denominada República Árabe Saharaui Democrática, 
comunicación del Ministerio de Cultura español de ausencia de 
antecedentes relativos a la solicitante en los libros Cheránicos que se 
conservan en los fondos del Archivo General de la Administración, recibo 

http://


M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

186Boletín del Ministerio de Justicia

Nacionalidad

de la Misión de las Naciones Unidas para el Referéndum del Sáhara 
Occidental, permiso de residencia en España, certificado de 
empadronamiento y auto del Registro Civil de Villena de 6 de marzo de 
2008 por el que se declara la nacionalidad española con valor de simple 
presunción a un hermano de la promotora.

2.- Ratificada la interesada y previo informe desfavorable del ministerio 
fiscal, el encargado del registro dictó auto el 21 de diciembre de 2010 
denegando la pretensión por no cumplir los presupuestos del artículo 
17.1c) en tanto que, de acuerdo con la documentación aportada, la 
promotora nació en O. (Argelia) y no en territorio español. 

3.- Notificada la resolución, se interpuso recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado alegando la interesada que, a pesar de 
que en su pasaporte argelino figura O. como el lugar de nacimiento, lo 
cierto es que ella nació en V-C. en 1967, hija de padres saharauis que 
poseían documentación española, y que el hecho de que su pasaporte le 
atribuya un lugar de nacimiento en Argelia se debe exclusivamente a su 
condición de refugiada en los campamentos argelinos y a que el pasaporte 
que este país proporciona es el único documento del que disponen los 
saharauis para poder viajar. 

4.- Notificada la interposición del recurso al ministerio fiscal, interesó su 
desestimación. El encargado del Registro Civil de Azpeitia remitió el 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para 
su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 del Código Civil; 96 de la Ley del registro Civil; 
335, 338 y 340 del Reglamento del Registro Civil; y las resoluciones, entre 
otras, 10-1ª de febrero de 1999; 7-2ª y 19-3ª de abril, 17-1ª y 28-3ª de 
mayo, 7-2ª de junio y 5-4ª de noviembre de 2004; 13 de enero de 2007; 4ª 
de marzo y 25-3ª y 4ª de noviembre de 2008; 2-4ª de marzo y 16-3ª de 
junio de 2009 y 28-12ª de septiembre y 6-3ª de octubre de 2010.

II.- La promotora solicitó la declaración de nacionalidad española con 
valor de simple presunción en virtud del art. 17.1c) CC., alegando que 
nació en territorio del Sáhara Occidental en 1967 de padres saharauis que 
poseían documentación española. El encargado del registro denegó la 
pretensión por no cumplirse los presupuestos legales.
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III.- La Ley 51/1982, de 13 de julio, introdujo un nuevo criterio de atribución 
de la nacionalidad española, que se mantiene después de la reforma 
operada por la Ley 18/1990, de 17 de diciembre, de manera que, según el 
artículo 17.1c) CC., son españoles de origen “los nacidos en España de 
padres extranjeros, si ambos carecieren de nacionalidad o si la legislación 
de ninguno de ellos atribuye al hijo una nacionalidad”. 

IV.- En primer lugar, por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir, en concurrencia con 
determinados requisitos, la nacionalidad española, hay que referirse a la 
cuestión de si la antigua posesión española del Sáhara Occidental entra o 
no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”.

V.- Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos 
antecedentes. La cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más 
debatidas y oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la 
naturaleza de su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en 
la doctrina científica una explicación sobre la distinción entre territorio 
metropolitano y territorio colonial. A tal dificultad se añade la actitud 
cambiante de la política colonial como consecuencia de lo mutable 
también de las relaciones internacionales, caracterización a la que no ha 
podido sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y 
que se hace patente a través de una legislación que sigue, como ha 
señalado el Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por 
tres etapas fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se 
consideraron simplemente colonias; b) vino luego la fase de 
provincialización durante la que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) 
por último, se entra en la fase de descolonización, que reviste la forma de 
independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de 
autodeterminación en el Sahara.

VI.- Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea 
de equiparar aquel territorio del Sáhara, no obstante sus peculiaridades, 
con una «provincia» española y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
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equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959).

VII.- No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden 
jurídico público internacional y, especialmente, la doctrina sobre 
«descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, 
Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre 
de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujo al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, 
a la diferenciación de «territorios», puesta finalmente de relieve con 
rotunda claridad por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» 
del Sáhara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias 
sobre el territorio no autónomo del Sáhara, que durante algunos años ha 
estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen 
peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado 
parte del territorio nacional».

VIII.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural 
del Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado.

IX.- Una vez aclarada la cuestión relativa al territorio y volviendo a los 
presupuestos contenidos en el artículo 17 CC., hay que decir que, aunque 
la doctrina de esta dirección general a partir de la resolución de 7 de 
diciembre de 1988 se inclina por admitir la aplicación retroactiva del 
precepto a los nacidos antes de la entrada en vigor de la Ley de 13 de julio 
de 1982 que carecían de nacionalidad hasta ese momento y viene 
declarando desde entonces que la retroactividad tácita de la norma se 
deduce de su finalidad de evitar situaciones de apatridia, de acuerdo con 
la excepción igualmente formulada por este centro, resultaría, en cualquier 
caso, a todas luces excesivo forzar esa eficacia retroactiva en casos como 
el actual, en el que, en el momento de entrar en vigor la ley 51/1982, de 13 
de julio, la interesada ya venía utilizando otra nacionalidad. Y, en cualquier 
caso, a la vista de la documentación aportada, tampoco resulta acreditado 
cuál fue en realidad su lugar de nacimiento.

http://www.mjusticia.gob.es/cs/Satellite/Portal/es/servicios-ciudadano/documentacion-publicaciones


M
inisterio de Justicia

189 Catálogo de Publicaciones

Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado (Registro Civil)

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Azpeitia.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (109ª)
III.1.1  Declaración sobre nacionalidad española

Para ser español conforme al artículo 17.1.a del Código Civil con la 
redacción vigente en el momento del nacimiento del interesado año 1971, 
es necesario acreditar debidamente la condición hijo de padre español.

En el expediente sobre la adquisición de la nacionalidad española remitido 
a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra auto dictado por la Encargada del Registro Civil de 
Nules.

HECHOS

1.- Mediante escrito de fecha 24 de junio de 2008, Don M. nacido el 07 de 
marzo de 1971 en el Sahara Occidental solicitaba la nacionalidad española 
conforme al artículo 17.1.a del Código Civil en su redacción actual. 
Adjuntaba la siguiente documentación: pasaporte argelino, libro de familia, 
DNI Saharaui, permiso de residencia, certificado de nacimiento, 
concordancia de nombre, nacionalidad y paternidad expedidos por la 
República Árabe Saharaui Democrática, copia DNI español del padre, 
recibo MINURSO y certificado de empadronamiento

2.- Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal una vez examinado el 
expediente, emite informe desfavorable. La Encargada del Registro Civil, 
mediante auto de fecha 06 de abril de 2009 deniega lo solicitado por el 
interesado.
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3.- Notificado el interesado, éste, presenta recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado volviendo a solicitar la 
nacionalidad española.

4.- De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que 
dio su conformidad al auto apelado. La Encargada del Registro Civil 
ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros 
y del Notariado.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17. 1 a) del Código Civil; 46, 64 y 96 de la Ley del 
Registro Civil; 226 a 229, 335, 338 y 348 del Reglamento del Registro 
Civil. las Resoluciones, entre otras, de 28-4ª de febrero, 18 y 21-4ª de 
marzo, 14-5ª y 17-1ª de julio, 1-1ª, 6-3ª, 7-2ª y 9-1ª de septiembre de 
2006; 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre, 18-1ª, 10 y 12-3ª y 4ª de enero, 10 
y 12-2ª-3ª y 4ª de febrero y 5-2ª de marzo de 2007; 5-5ª de Febrero de 
2008.

II.- En primer lugar, hay que señalar que el promotor por medio de su 
representante legal modifica en el recurso el fundamento legal respecto 
del inicial, pues su solicitud se dirigía a la declaración de la nacionalidad 
española originaria conforme al artículo 17.1.a con su redacción actual “ 
por ser hijo de padre o madre español” considerando en fase de recurso 
que dicho artículo debe ser tenido en consideración según la redacción 
que tenía en el momento del nacimiento “ Son españoles los hijos de 
padre español. Por otra parte se modifica también la causa petendi en el 
recurso, añade la adquisición de la nacionalidad en base a la aplicación 
del artículo 17.1.c del CC “por nacer en España y sus padres carecer de 
alguna nacionalidad y en consideración al artículo 18 del CC “consolidación 
de la nacionalidad española, por la posesión continuada durante 10 años 
de buena fe, con título inscrito en el registro civil “. La resolución de la 
cuestión basada en estas últimas posibilidades requiere un 
pronunciamiento previo del encargado del registro sobre ese punto. Por 
tanto, dado que el acuerdo emitido se refiere únicamente a la declaración 
demandada en la solicitud inicial del interesado, el recurso interpuesto se 
entiende planteado contra dicho auto y la resolución por parte de este 
centro debe encaminarse únicamente a dilucidar si corresponde declarar 
la nacionalidad española del promotor.
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III.- Se discute en el presente recurso si le corresponde o no la nacionalidad 
española al promotor, nacido en el Sahara en el año 1971, de padres 
nacidos en territorio español ( Sahara), en base al artículo 17.1.a) del 
Código Civil en su redacción vigente en el momento del nacimiento, 
conforme al cual son españoles “los hijos de padre español”. Por auto del 
Encargado del Registro Civil se denegó lo solicitado, dicho auto constituye 
el objeto del presente recurso.

IV.- De la documentación presentada en el expediente, libro de familia y 
copia del DNI español expedido a su padre en el Sahara con un periodo 
de vigencia inicial de 5 años no constando renovación no puede darse por 
probado la condición de español de su progenitor, hay que recordar que el 
hecho de estar incluido en el Registro de Matrícula o de estar en posesión 
de pasaporte y de Documento Nacional de Identidad son errores de la 
Administración que podrán surtir otros efectos, pero no bastan para probar 
legalmente la nacionalidad española. Es cierto que el DNI sirve para 
acreditar, salvo prueba en contrario, la nacionalidad española del titular 
(cfr. art. 1 nº 2 del R.D. 1553/2005, de 23 de diciembre), pero, como viene 
reiterando este Centro Directivo a partir de la Resolución de 18 de mayo 
de 1990 (vid. v.gr. Resolución de 6-1ª de noviembre de 2002), esa 
presunción no es absoluta pues su ámbito se ciñe exclusivamente al de 
los expedientes administrativos e, incluso en éstos, puede ser desvirtuada 
por otros documentos o datos que consten en el mismo expediente (cfr. 
art. 2 LRC e Instrucción D.G.R.N. de 7 de febrero de 2007 sobre los 
requisitos registrales para expedir la certificación literal de la inscripción 
de nacimiento para la obtención del D.N.I.) y, en cualquier caso, no rige en 
el ámbito del Registro Civil por afectar a materias de Derecho Privado en 
cuya tramitación se aplican supletoriamente las leyes procesales (cfr. arts. 
16 y 349 RRC).

V.- El interesado solicita, pues, la declaración de la nacionalidad española, 
basada en que los padres ostentaban esta nacionalidad por ser naturales 
del Sahara. A la vista del expediente esta petición no puede estimarse ya 
que en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
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española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

VI.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara. Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la 
idea de equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus 
peculiaridades, con una «provincia» española, y, por ello, se llegó a 
considerarlo como una extensión del territorio metropolitano, equiparación 
que ha dado pie a dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, 
consistente en el reconocimiento a la población saharaui de su condición 
de nacionales españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras 
normas, la Ley de 19 abril 1961 que estableció «las bases sobre las que 
debe asentarse el ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus 
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regímenes municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer 
manifiesta la equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» 
y «españoles nativos». Es importante destacar que como manifestación 
de esta posición España negó inicialmente al Secretariado General de la 
ONU información sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No 
obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico 
público internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» 
de la ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de 
las Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida 
como Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento 
por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación 
de «territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

VII.- En el caso presente, por las razones expuestas no puede considerarse 
acreditado que los padres ostentasen la nacionalidad española, por lo que 
no pudieron transmitirla a su hijo. Tampoco está probado que los padres 
del interesado, como representantes legales de él, cuando estuvo en vigor 
el Decreto de 1976 estuviesen imposibilitados de facto para optar a la 
nacionalidad española, por haber permanecido en los territorios ocupados. 
Aparte de ello, la documentación que aporta expedida por autoridades de 
la denominada República Árabe Saharaui Democrática no ofrece garantías 
análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española. Al respecto 
ha de tenerse en cuenta que las competencias de calificación del 
encargado respecto de la certificación extranjera se extienden al examen 
de la competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el 
ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con base legal 
suficiente para ello, base que en este caso no existe al no estar 
establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones 
normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido. En consecuencia, al no poderse dar por 
acreditada la nacionalidad española de los padres, no procede la 
declaración de nacionalidad española que pretende el interesado. 
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Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Nules.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (133ª)
III.1.1  Declaración sobre nacionalidad española

No es español iure soli conforme al art. 17 del Código Civil el nacido en el 
Sahara en 1965.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española 
remitidas a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado por 
el Ministerio Fiscal, contra auto dictado por la Magistrada Juez Encargada 
del Registro Civil de Ourense.

HECHOS

1.- Mediante comparecencia en el Registro Civil de Orense con fecha 8 de 
septiembre de 2011, Don M.S. nacido en S. (Sahara Occidental), según 
su declaración, el día 14 de junio de 1965, solicitaba la declaración de su 
nacionalidad española con valor de simple presunción por haber nacido 
en el Sahara cuando éste era territorio sometido a administración 
española, haciéndolo al amparo del artículo 17 del Código Civil. Adjuntaba, 
entre otros, los siguientes documentos: pasaporte argelino expedido en 
diciembre de 2010, en el que se hace constar que nació en T. el 16 de 
marzo de 1965, certificación negativa de inscripción en los libros 
cheránicos, documento consular argelino de concordancia de nombre, 
documento relativo a análisis de ADN, MINURSO expedido en 1994 con 
lugar de nacimiento S. en 1965, certificado de empadronamiento en O. 
desde el 9 de julio de 2009, inscripción de nacimiento de su hermana, 
nacida en 1970 en S. y declarada española con valor de simple presunción, 
por resolución de 9 de abril de 2008 del Registro Civil de San Vicente del 
Raspeig (Alicante) que también aporta, libro de familia en el que al parecer 
es el quinto hijo, aunque con diferente filiación, pasaporte español 
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expedido en el Sahara a los padres del promotor en 1973 válido para un 
solo viaje, documento nacional de identidad y pasaporte español de la 
hermana, y expedidos por los representantes de la denominada República 
Árabe Saharaui Democrática, certificado de filiación y concordancia de 
nombres, certificado de subsanación y certificado de que los padres del 
promotor residieron en los campamentos de refugiados en Argelia hasta 
su fallecimiento en 1979.

2.- El Ministerio Fiscal en una primera intervención pidió que se acreditara 
por la policía local la residencia efectiva del promotor en el domicilio de 
empadronamiento y testimonio de un expediente anterior promovido por 
el Sr. S. se comprobó la residencia y según declaración del interesado 
vivía allí desde el año 2009, también consta en el expediente auto de 
fecha 27 de septiembre de 2010 del mismo Registro Civil, denegando la 
declaración de nacionalidad con valor de simple presunción por 
discrepancias de datos de filiación del promotor no suficientemente 
justificados, que hacían dudar de su identidad. Posteriormente el Ministerio 
Fiscal emitió nuevo informe oponiéndose a lo solicitado por entender que 
los documentos acreditativos de la identidad del promotor no ofrecen 
garantías para despejar las dudas sobre las circunstancias del nacimiento 
del mismo, no siendo aplicable ni el artículo 17 ni tampoco el 18 del Código 
Civil. La Encargada dictó auto el 3 de febrero de 2012, considera 
acreditada la identidad del promotor y también que es de aplicación el 
artículo 17.1.c del Código Civil no así el artículo 18, declarando la 
nacionalidad española del promotor. 

3.- Notificada la resolución al promotor y al Ministerio Fiscal, éste presentó 
recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado reiterando 
los mismos argumentos de su informe, y que los documentos que intentan 
acreditar que el promotor y la persona incluida en el libro de familia son la 
misma persona están expedidos por entidad que impide su admisión. 

4.- Trasladado el recurso al promotor, éste formuló alegaciones acogiendo 
los argumentos de la resolución impugnada. La Encargada del Registro 
Civil se ratificó en la decisión adoptada y remite el expediente a la Dirección 
General de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 y 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro 
Civil; 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 
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de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 5-4ª de Noviembre de 2004; 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 
22-5ª de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de 
marzo, 21 de abril, 21-6ª de mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 
2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de 
marzo y 25-3ª y 4ª de noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16-3ª 
de Junio de 2009 y 22-3ª de Marzo de 2010.

II.- El promotor, mediante comparecencia en el Registro Civil de Ourense, 
solicitó la declaración de su nacionalidad española con valor de simple 
presunción por haber nacido en 1965 en el territorio del Sahara y cumplir 
las condiciones para obtener la nacionalidad española establecidas por el 
artículo 17 Cc.. La Encargada del Registro dictó auto accediendo a lo 
solicitado y declarando la nacionalidad española del promotor con valor 
de simple presunción por aplicación del artículo 17.1.c del Cc, siendo 
dicho auto el que constituye el objeto del presente recurso.

III.- A efectos de la resolución del recurso interpuesto, hay que comenzar 
aclarando los estatus tanto del territorio del Sahara durante el tiempo en 
que estuvo sometido a soberanía española como de los nacidos en él. En 
principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era posesión 
española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos 
de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que 
de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de ese 
territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que se 
desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque 
sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en 
ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en 
el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76.

IV.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español, en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
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determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. 

Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la política colonial 
como consecuencia de lo mutable también de las relaciones 
internacionales, caracterización a la que no ha podido sustraerse la 
posición española en África ecuatorial y occidental, y que se hace patente 
a través de una legislación que sigue, como ha señalado el Tribunal 
Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni, y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
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Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

V.- Por todo lo anterior, no puede accederse a la petición del interesado. 
Conforme al artículo 17.1 c) del Código Civil son españoles “los nacidos 
en España de padres extranjeros, si ambos carecieren de nacionalidad o 
si la legislación de ninguno de ellos atribuye al hijo una nacionalidad”. En 
el presente caso, no sólo no concurre el requisito del nacimiento en 
España, pues el interesado declara haber nacido en el Sahara, sin que, 
por otra parte puedan soslayarse las dudas que se mantienen sobre la 
identidad del promotor, manifestadas en el recurso por el Ministerio Fiscal, 
puesto que efectivamente los documentos aportados para su acreditación 
están expedidos por autoridades de la denominada República Árabe 
Saharaui Democrática y no ofrece garantías análogas a las exigidas para 
la inscripción por la ley española y no puede ser admitida.

Al respecto ha de tenerse en cuenta que las competencias de calificación 
del encargado respecto de la certificación extranjera se extienden al 
examen de la competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar 
en el ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con base legal 
suficiente para ello, base que en este caso no existe al no estar 
establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones 
normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: estimar el recurso interpuesto 
por el Ministerio Fiscal y revocar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Ourense.
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (149ª)
III.1.1  Declaración de nacionalidad iure soli

No es español iure soli, conforme al art. 17 del Código Civil, el nacido en 
los campamentos de refugiados saharauis en territorio argelino en 1986.

En el expediente sobre declaración de nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este centro en trámite de recurso por virtud 
del entablado por el promotor contra Auto dictado por el Juez Encargado 
del Registro Civil de Azpeitia (Guipúzcoa).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Azpeitia el 29 de 
diciembre de 2008, el Sr. M. solicitaba la declaración de nacionalidad 
española con valor de simple presunción en virtud de lo establecido en el 
artículo 17.1c) del Código Civil. Adjuntaba la siguiente documentación: 
certificado de empadronamiento en Z. con la misma fecha de la solicitud, 
pasaporte argelino expedido en el año 2007, recibo de la Misión de las 
Naciones Unidas para el Referéndum del Sáhara Occidental del padre del 
promotor, tarjeta de afiliación a la Seguridad Social del padre del promotor, 
documentos de identidad del Sahara de los padres del promotor, 
expedidos en 1971 y 1973 y actualmente carentes de validez, fotocopia 
incompleta del libro de familia en la que solo aparece el matrimonio de los 
padres y, expedidos por representantes del Frente Polisario, documento 
de identidad, certificado de su fecha de nacimiento sin que conste lugar y 
filiación, certificado de que el promotor residió en los campos de refugiados 
saharauis desde 1975 a 2008, sin tener en cuenta que nació en 1986, 
certificado de que no le consta ningún antecedente penal y certificado que 
identifica a los padres del promotor.

2.- Ratificado el interesado en comparecencia en el Registro Civil, con 
fecha 28 de abril de 2010, manifiesta que nació en los campamentos de 
refugiados saharauis en Argelia, que sus padres eran españoles cuando 
él nació, que estudió en Argelia y es titular de pasaporte argelino. El 
Ministerio fiscal se opone a lo solicitado con base en el artículo 20 del 
Código Civil. El Encargado del Registro dictó Auto el 12 de julio de 2010 
denegando la pretensión por no cumplir los requisitos necesarios para la 
aplicación del artículo 17.1.c del Código Civil, ya que el nacimiento del 
promotor no se produjo en zona que hubiera pertenecido al territorio que 
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estuvo bajo administración española y además se produjo en 1986, 10 
años después del proceso de descolonización. 

3.- Notificada la resolución, el interesado interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado alegando que es hijo 
de españoles e invocando en el recurso la aplicación del artículo 18 del 
Código Civil porque entiende que la documentación aportada acredita la 
posesión y utilización de la nacionalidad española. 

4.- Notificada la interposición del recurso al Ministerio Fiscal, se opone a 
la concesión de lo solicitado. El Encargado del Registro Civil de Azpeitia 
remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 del Código Civil; 96 de la Ley del registro Civil; 
335, 338 y 340 del Reglamento del Registro Civil; y las resoluciones, entre 
otras, 10-1ª de febrero de 1999; 7-2ª y 19-3ª de abril, 17-1ª y 28-3ª de 
mayo, 7-2ª de junio y 5-4ª de noviembre de 2004; 13 de enero de 2007; 4ª 
de marzo y 25-3ª y 4ª de noviembre de 2008; 2-4ª de marzo y 16-3ª de 
junio de 2009 y 28-12ª de septiembre y 6-3ª de octubre de 2010.

II.- El promotor solicitó la declaración de nacionalidad española con valor 
de simple presunción en virtud del art. 17.1.c) CC. El Encargado del 
Registro denegó la pretensión por falta de presupuestos legales.

III.- La Ley 51/1982, de 13 de julio, introdujo un nuevo criterio de atribución 
de la nacionalidad española, que se mantiene después de la reforma 
operada por la Ley 18/1990, de 17 de diciembre, de manera que, según el 
artículo 17.1.c) CC., son españoles de origen “los nacidos en España de 
padres extranjeros, si ambos carecieren de nacionalidad o si la legislación 
de ninguno de ellos atribuye al hijo una nacionalidad”.

IV.- En primer lugar, por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir, en concurrencia con 
determinados requisitos, la nacionalidad española, hay que referirse a la 
cuestión de si el promotor ha acreditado esta circunstancia y no es así, ya 
que según su propia declaración y la documentación aportada el Sr. H. 
nació en los campamentos de refugiados saharauis en territorio de Argelia, 
no en territorio que hubiera estado bajo administración española y, 
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además lo hizo en 1986, residiendo en ellos y estudiando en Argelia, país 
cuyo pasaporte ostenta. Debiendo significarse que tampoco le sería de 
aplicación el artículo 17.1.a que otorga la condición de español a la 
persona nacida de padre o madre español porque, pese a lo manifestado 
por el interesado, no ha quedado acreditada la nacionalidad española de 
sus padres.

V.- En lo que se refiere a la solicitud de que se declare su nacionalidad 
española por consolidación de la misma, artículo 18 del Código Civil, 
introducida en el recurso, se trata de una nueva causa petendi que no 
figuraba en la solicitud inicial y que, además pese a lo argumentado en su 
recurso, tampoco queda acreditado el cumplimiento de los requisitos 
establecidos en dicho artículo, no consta título inscrito en el Registro Civil, 
ni posesión y utilización durante 10 años de la nacionalidad española, no 
consta que haya sido titular de documento alguno que permita considerar 
dicha posesión, sino que el promotor está documentado como ciudadano 
argelino. 

VI.- Finalmente, cabe decir también que parte de la documentación 
aportada está expedida por representantes del Frente Polisario, que no 
puede ser tenida en cuenta ya que no ofrece garantías análogas a las 
exigidas para la inscripción por la ley española (cfr. arts. 23 LRC y 85 
RRC). Ha de tenerse en cuenta que las competencias de calificación del 
encargado del Registro Civil respecto de la certificación extranjera se 
extienden al examen de la competencia y autoridad que la expide, la cual 
ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con 
base legal suficiente para ello, base que en este caso no existe al no estar 
establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones 
normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Azpeitia (Guipúzcoa).
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (187ª)
III.1.1  Declaración sobre nacionalidad española

No es español iure soli conforme al art. 17 del Código Civil en su redacción 
por la Ley 51/1982 el nacido en el Sahara en 1972.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española 
remitidas a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado por 
el interesado contra auto dictado por el Encargado del Registro Civil de 
Luarca.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Luarca el 26 de 
abril de 2011 Don M-C. solicitaba la declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción en aplicación del artículo 17.1.c 
del Código Civil por haber nacido en el Sahara en el año 1972. Adjuntaba 
la siguiente documentación: pasaporte español y certificado de la Policía 
Nacional donde se informa que se le expidió al padre del interesado DNI 
con un plazo de vigencia inicial de cinco años no constando renovación, 
DNI Saharaui y certificados de parentesco, concordancia de nombre, 
nacionalidad y nacimiento del interesado expedidos por las autoridades 
de la República Árabe Saharaui Democrática, recibo MINURSO, permiso 
de residencia, pasaporte argelino y certificado de empadronamiento .

2.- Trasladado el expediente al Ministerio Fiscal, este informa 
desfavorablemente. El Encargado del Registro Civil dicta auto de fecha 28 
de noviembre de 2011 denegando la solicitud de declaración de la 
nacionalidad española considerando que no había quedado acreditado el 
cumplimiento de los requisitos del artículo 17 vigente en el momento del 
nacimiento y no ser el de aplicación el artículo 17.1.c del Código Civil 
actual.

3.- Notificado el auto al interesado, presento recurso contra el auto de 28 
de noviembre de 2011, solicitando además la consolidación de la 
nacionalidad española conforme al artículo 18 del CC.

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal considero conforme a 
Derecho el auto apelado. El Encargado del Registro Civil se ratificó en su 

http://www.mjusticia.gob.es/cs/Satellite/Portal/es/servicios-ciudadano/documentacion-publicaciones


M
inisterio de Justicia

203 Catálogo de Publicaciones

Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado (Registro Civil)

decisión y remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado para la resolución del recurso

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 y 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro 
Civil; 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 
de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 5-4ª de Noviembre de 2004; 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 
22-5ª de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de 
marzo, 21 de abril, 21-6ª de mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 
2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de 
marzo y 25-3ª y 4ª de noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16-3ª 
de Junio de 2009 y 22-3ª de Marzo de 2010.

II.- El interesado, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Luarca, solicitó la declaración de su nacionalidad española con valor de 
simple presunción por haber nacido en 1972 en el territorio del Sahara y 
cumplir las condiciones para obtener la nacionalidad española establecidas 
por el artículo 17.1.c CC vigente El Encargado del registro dictó auto 
denegando la petición del interesado por no quedar acreditada la reunión 
de los requisitos del artículo 17 vigente en el momento del nacimiento y no 
estar acreditada la condición de apátrida del interesado por hacer uso de 
la nacionalidad argelina.

III.- En primer lugar, hay que señalar que el promotor modifica en el 
recurso la causa petendi respecto de la inicial, pues su solicitud se dirigía 
a la obtención de la nacionalidad española por aplicación del artículo 17.1 
c) CC. vigente, mientras que en el recurso plantea además la posibilidad 
de la declaración de nacionalidad española por consolidación en virtud del 
artículo 18 del mismo texto legal. La resolución de la cuestión basada en 
esta última posibilidad requiere un pronunciamiento previo del encargado 
del registro sobre ese punto. Por tanto, dado que el acuerdo emitido se 
refiere únicamente a la declaración de la nacionalidad adquirida ius soli 
propuesta en la solicitud inicial del interesado, el recurso interpuesto se 
entiende planteado contra dicho acuerdo y la resolución por parte de este 
centro debe encaminarse únicamente a dilucidar si corresponde declarar 
o no dicha nacionalidad sobre la base del artículo 17.1 c) precitado.
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IV.- A efectos de la resolución del recurso interpuesto, hay que comenzar 
aclarando los estatus tanto del territorio del Sahara durante el tiempo en 
que estuvo sometido a soberanía española como de los nacidos en él. En 
principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era posesión 
española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos 
de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que 
de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de ese 
territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que se 
desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque 
sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en 
ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en 
el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada a cabo en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del 
Sahara en relación con el territorio metropolitano, según el Derecho 
Internacional. En concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius 
soli tiene el nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia 
con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
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Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles o el carácter de territorio nacional del Sahara. En apoyo de tal 
tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 abril 1961 que estableció 
«las bases sobre las que debe asentarse el ordenamiento jurídico de la 
Provincia del Sahara en sus regímenes municipal y provincial». Con esta 
norma se pretendía hacer manifiesta la equiparación de los «stati» entre 
«españoles peninsulares» y «españoles nativos». Es importante destacar 
que como manifestación de esta posición España negó inicialmente al 
Secretariado General de la ONU información sobre «los territorios no 
autónomos» (1958 y 1959).No obstante, el acatamiento de las exigencias 
que imponía el orden jurídico público internacional y, especialmente, la 
doctrina sobre «descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 
1514 XV, Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de 
diciembre de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), 
condujeron al reconocimiento por el Gobierno español del «hecho 
colonial» y, por tanto, a la diferenciación de «territorios», puesto, 
finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 
1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el 
Estado Español ha venido ejerciendo, como potencia administradora, 
plenitud de competencias sobre el territorio no autónomo del Sahara, que 
durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que 
nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio nacional».

VI.- Por todo lo anterior, no puede accederse a la petición del interesado. 
Conforme al artículo 17.1 c) del Código Civil son españoles “los nacidos 
en España de padres extranjeros, si ambos carecieren de nacionalidad o 
si la legislación de ninguno de ellos atribuye al hijo una nacionalidad”. En 
el presente caso, no solo no concurre el requisito del nacimiento en 
España pues el interesado declara haber nacido en el Sahara, sino que 
no queda acreditada la filiación del interesado. Cabe señalar que la 
documentación expedida por autoridades de la denominada República 
Árabe Saharaui Democrática no ofrece garantías análogas a las exigidas 
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para la inscripción por la ley española y no puede ser admitida. Al respecto 
ha de tenerse en cuenta que las competencias de calificación del 
encargado respecto de la certificación extranjera se extienden al examen 
de la competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el 
ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con base legal 
suficiente para ello, base que en este caso no existe al no estar 
establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones 
normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido

VII.- Por otra parte, el promotor disfrutó de una posibilidad de acceder a la 
nacionalidad, abierta a toda la población saharaui a través del Real 
Decreto 2258/1976, y cuyo periodo de vigencia terminó el 29 de 
Septiembre de 1977. Es cierto que para un supuesto excepcional respecto 
de un natural del Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el 
actor, pese a no haber ejercitado la opción, había consolidado la 
nacionalidad española. 

Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al caso presente, 
pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho 
examinado en la sentencia y el ahora planteado. 

En el caso presente el interesado o sus progenitores como representantes 
legales al ser reste menor de edad no ha acreditado que cuando estuvo 
en vigor el Decreto de 1976, estuviesen imposibilitados para optar a la 
nacionalidad española por haber permanecido en los territorios ocupados, 
circunstancia que pretenden acreditar mediante certificación de la 
autoridad de La República Árabe Saharaui Democrática de fecha 02 de 
septiembre de 2010. De otro lado, tampoco consta título inscrito en el 
Registro Civil ni está probada la posesión de la nacionalidad española en 
los términos y duración que establece el artículo 18 CC. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Luarca.
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (188ª)
III.1.1  Declaración sobre nacionalidad española

1.-No es español iure soli conforme al art. 17 del Código Civil en su 
redacción por la Ley 51/1982 el nacido en el Sahara en 1962.

2.- No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita 
que el interesado hubiera residido en el Sahara durante el plazo de 
vigencia del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto ni hubiera poseído y 
utilizado la nacionalidad española durante diez años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española 
remitidas a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado por 
el interesado, contra auto dictado por la encargada del Registro Civil de 
Alzira.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Alzira el 04 de abril 
de 2011, Don A. solicitaba la declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción en aplicación del artículo 17.1.c por haber 
nacido en el Sahara en 1962. Adjuntaba la siguiente documentación: 
permiso de residencia, volante de empadronamiento, certificados de 
concordancia de nombre, nacionalidad, parentesco, nacimiento, 
paternidad y ciudadanía expedidos por las autoridades de la República 
Árabe Saharaui Democrática pasaporte mauritano, recibo MINURSO, 
certificado de la Policía Nacional donde se informa que se expidió DNI 
español a la madre, documentación pensión militar española del padre del 
interesado.

2.- Trasladado el expediente al Ministerio Fiscal, esté informa 
desfavorablemente. La encargada del Registro Civil de Alzira dictó auto el 
29 de junio de 2011 denegando la solicitud de declaración de la 
nacionalidad española.

3.- Notificada la resolución, el interesado presentó recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado.

4.- Trasladado el recurso al Ministerio fiscal, éste consideró conforme a 
Derecho el auto apelado. La encargada del Registro Civil se ratificó en la 
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decisión adoptada y remitió el expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 y 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro 
Civil; 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 
de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 5-4ª de Noviembre de 2004; 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 
22-5ª de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de 
marzo, 21 de abril, 21-6ª de mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 
2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de 
marzo y 25-3ª y 4ª de noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16-3ª 
de Junio de 2009 y 22-3ª de Marzo de 2010.

II.-El interesado, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Alzira, solicitó la declaración de su nacionalidad española con valor de 
simple presunción por haber nacido en 1962 en el territorio del Sahara y 
cumplir las condiciones para obtener la nacionalidad española establecidas 
por el artículo 17 CC. y los requisitos del articulo 18 CC. La encargada del 
registro dictó auto denegando la petición del interesado. 

III.- En primer lugar, hay que señalar que el interesado solicita la opción de 
la nacionalidad primero por adquisición ius soli artículo 17 del CC. al haber 
nacido en el Sahara y en segundo lugar su adquisición de la nacionalidad 
por consolidación en aplicación del artículo 18) CC. Por tanto, la resolución 
por parte de este centro debe encaminarse únicamente a dilucidar si 
corresponde declarar o no dicha nacionalidad sobre la base del artículo 
17 o 18 del CC.

IV.- A efectos de la resolución del recurso interpuesto, hay que comenzar 
aclarando los estatus tanto del territorio del Sahara durante el tiempo en 
que estuvo sometido a soberanía española como de los nacidos en él. En 
principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era posesión 
española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos 
de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que 
de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de ese 
territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que se 
desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque 
sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en 
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ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en 
el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada a cabo en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del 
Sahara en relación con el territorio metropolitano, según el Derecho 
Internacional. En concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius 
soli tiene el nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia 
con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles o el carácter de territorio nacional del Sahara. En apoyo de tal 
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tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 abril 1961 que estableció 
«las bases sobre las que debe asentarse el ordenamiento jurídico de la 
Provincia del Sahara en sus regímenes municipal y provincial». Con esta 
norma se pretendía hacer manifiesta la equiparación de los «stati» entre 
«españoles peninsulares» y «españoles nativos». Es importante destacar 
que como manifestación de esta posición España negó inicialmente al 
Secretariado General de la ONU información sobre «los territorios no 
autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el acatamiento de las exigencias 
que imponía el orden jurídico público internacional y, especialmente, la 
doctrina sobre «descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 
1514 XV, Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de 
diciembre de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), 
condujeron al reconocimiento por el Gobierno español del «hecho 
colonial» y, por tanto, a la diferenciación de «territorios», puesto, 
finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 
1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el 
Estado Español ha venido ejerciendo, como potencia administradora, 
plenitud de competencias sobre el territorio no autónomo del Sahara, que 
durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que 
nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio nacional».

VI.- Por todo lo anterior, no puede accederse a la petición del interesado. 
Conforme al artículo 17.1 c) del Código Civil son españoles “los nacidos 
en España de padres extranjeros, si ambos carecieren de nacionalidad o 
si la legislación de ninguno de ellos atribuye al hijo una nacionalidad”. En 
el presente caso, no sólo no concurre el requisito del nacimiento en 
España pues el interesado declara haber nacido en el Sahara, sino que 
además no acreditada debidamente su filiación. Cabe señalar que la 
documentación expedida por autoridades de la denominada República 
Árabe Saharaui Democrática no ofrece garantías análogas a las exigidas 
para la inscripción por la ley española y no puede ser admitida. Al respecto 
ha de tenerse en cuenta que las competencias de calificación del 
encargado respecto de la certificación extranjera se extienden al examen 
de la competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el 
ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con base legal 
suficiente para ello, base que en este caso no existe al no estar 
establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones 
normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido
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VII.- Por otra parte, el promotor disfrutó de una posibilidad de acceder a la 
nacionalidad, abierta a toda la población saharaui a través del Real 
Decreto 2258/1976, y cuyo periodo de vigencia terminó el 29 de 
Septiembre de 1977. Es cierto que para un supuesto excepcional respecto 
de un natural del Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el 
actor, pese a no haber ejercitado la opción, había consolidado la 
nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de 
aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales entre el 
supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora planteado. En el 
caso presente el interesado no ha acreditado que cuando estuvo en vigor 
el Decreto de 1976, sus padres (por ser éste entonces menor de edad) 
estuviesen imposibilitados para optar en su nombre a la nacionalidad 
española por haber permanecido en los territorios ocupados, circunstancia 
que pretenden justificar mediante certificación de la autoridad de la 
República Árabe Saharaui Democrática de fecha 31 de marzo de 2011. 
De otro lado, tampoco consta título inscrito en el Registro Civil ni está 
probada la posesión de la nacionalidad española en los términos y 
duración que establece el artículo 18 CC. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Alzira.
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III.1.2	 ADQUISICION NACIONALIDAD DE ORIGEN 
IURE SANGUINIS

Resolución de 17 de Julio de 2014 (4ª)
III.1.2  Declaración de nacionalidad española de origen

No es posible porque no se ha acreditado que el padre ostentase la 
nacionalidad española al tiempo del nacimiento del promotor.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española 
remitidas a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado por 
el promotor, contra auto dictado por el Encargado del Registro Consular 
de Agadir (Marruecos).

HECHOS

1.- Mediante escrito de fecha 8 de junio de 2009, D. M. E. A. nacido el 17 
de diciembre de 1964 en S-I. solicita la nacionalidad española con base 
en la nacionalidad española de su padre también nacido en S-I. Adjunta 
como documentación: pasaporte marroquí expedido el 28 de abril de 
2009, extracto de acta de nacimiento expedida por el Gobierno General 
de S-I del promotor, inscrito con fecha 13 de diciembre de 1965, extracto 
de acta de nacimiento del promotor en el registro civil marroquí de 1970, 
certificado marroquí de concordancia de nombre que le atribuye la 
nacionalidad marroquí, documento nacional de identidad español del 
padre del promotor, expedido el 6 de diciembre de 1967, título de familia 
numerosa expedido por el gobierno español, certificación de matrimonio 
en S-I de sus padres, acta marroquí de defunción del padre del promotor 
y certificado de concordancia de nombre de su padre. 

2- El Encargado del Registro Civil Consular de Agadir, previo informe 
desfavorable del Ministerio Fiscal, mediante Auto de fecha 26 de agosto 
de 2009 deniega lo solicitado ya que no cabe declarar su nacionalidad 
española de origen, puesto que no se acredita la nacionalidad española 
de su padre a la fecha de su nacimiento, ni tampoco cumpliría los requisitos 
necesarios para la opción a la nacionalidad española contemplada en el 
artículo 20 del Código Civil, que el promotor plantea como posibilidad 
subsidiaria. 
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3.- Notificado el Ministerio Fiscal y el interesado, este interpone recurso 
ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, volviendo a 
solicitar ser declarado español, aportando documento de la Dirección 
General de la Policía y de la Guardia Civil relativo a la expedición a su 
padre de documento nacional de identidad el 8 de marzo de 1963, con el 
mismo número del documento de 1967, que en la actualidad carece de 
validez, sin poder comprobarse más datos.

4.- De la interposición del recurso se da traslado al Ministerio Fiscal que 
interesa la confirmación del auto apelado. El Encargado del Registro Civil 
remite el expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos el Tratado de 4 de enero de 1969 sobre retrocesión del territorio 
de Ifni al Reino de Marruecos, el Decreto de 26 de junio de 1969, los 
artículo 17 y 20 del Código Civil (CC.), la sentencia del Tribunal Supremo 
de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre otras, de 17 de abril y 
25-3ª de junio de 2003; 18-5ª de noviembre de 2004; 7-2ª de octubre de 
2005; 5-2ª de enero, 10-4ª de febrero, 20-5ª de junio de 2006; 21-2ª de 
febrero, 16-4ª de marzo, 17-4ª de abril, 8-3ª de junio y 28-5ª de noviembre 
de 2007; 7-1ª y 29-4ª de febrero, 11-4ª de abril, 29-8ª de mayo, 16-6ª 
y17-1ª de julio, 15-2ª y 22-1ª de octubre y 9-2ª de diciembre de 2008; 7-2ª 
y 27-5ª de enero, 4-7ª y 8ª y 9-3ª de marzo, 7-3ª y 4ª y 14-1ª de abril de 
2009.

II.- El interesado, por escrito de 8 de junio 2009 presentado en el Registro 
Civil del Consulado General de España en Agadir, solicitó la declaración 
con valor de simple presunción de la nacionalidad española, al haber 
nacido en S-I en 1964 como hijo de padre español también nacido en ese 
territorio. El Encargado del Registro dictó auto de 26 de agosto de 2009 
denegando la petición, siendo dicho auto el que constituye el objeto del 
presente recurso. 

III.- La posibilidad de que al interesado le sea reconocida la nacionalidad 
española de origen que solicita, está en función de que resulte acreditado 
que, al tiempo de su nacimiento, los padres eran españoles y le 
transmitieron esta nacionalidad. Pues bien, en primer lugar, el territorio de 
I. no era ni es español, tal como se desprende forzosamente de su 
retrocesión a Marruecos por virtud del Tratado de 4 de enero de 1969. Y 
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los nacidos en dicho territorio cuando éste era posesión española no eran 
propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España que se 
beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas 
disposiciones anteriores a la retrocesión por España de este territorio a 
Marruecos pudiera deducirse otra cosa. Solo así cobra sentido que a los 
naturales de I. se les concediera la oportunidad de optar, en determinadas 
condiciones, a la nacionalidad española en el plazo de tres meses. Por 
otra parte, aunque el padre del interesado pudiera haberse beneficiado de 
la nacionalidad española, no se ha acreditado ningún título legal de 
adquisición de tal nacionalidad, sólo consta un documento administrativo, 
el documento de identidad español, cuya fecha de expedición suscita 
dudas y que posteriormente perdió su validez, y el beneficio de esta 
nacionalidad cesó, en todo caso, en el momento de la retrocesión a 
Marruecos, sin que conste que se hubiera ejercitado entonces, dentro del 
plazo de caducidad de tres meses, el derecho de opción a la nacionalidad 
española regulado por los artículos tercero del Tratado, primero de su 
Protocolo anejo y por el Decreto de 26 de junio de 1969. 

IV.- En el caso presente, por las razones expuestas no puede considerarse 
acreditado que el padre del promotor ostentase la nacionalidad española, 
por lo que no pudo transmitirla a su hijo. En consecuencia, al no poderse 
dar por acreditada la nacionalidad española del padre, no procede la 
declaración de nacionalidad española de origen que pretende la interesada 
y por el mismo motivo, no concurren los presupuestos establecidos por el 
artículo 20.1b) para el ejercicio del derecho de opción por parte del 
solicitante.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 17 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en Agadir (Marruecos).
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Resolución de 17 de Julio de 2014 (54ª)
III.1.2  Declaración sobre nacionalidad española de origen

No es posible porque no se ha acreditado que la madre ostentase la 
nacionalidad española al tiempo del nacimiento del promotor

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el promotor, contra auto dictado por el 
Encargado del Registro Civil de Balmaseda (Bizkaia).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Balmaseda el 2 de 
septiembre de 2009, Don M-B. nacido en T. (Sahara) en el año 1982 
solicitaba el reconocimiento de la nacionalidad española por haber nacido 
en el Sahara y ser hijo de madre española nacida a su vez en el Sahara 
cuando este territorio se encontraba bajo dominación española. Adjuntaba, 
entre otros, los siguientes documentos: certificados de nacimiento, 
paternidad, defunción de la madre, nacionalidad, residencia, subsanación 
y antecedentes penales expedidos por las autoridades de la República 
Árabe Saharaui Democrática, certificado de empadronamiento, contrato 
de arrendamiento, informe de buena conducta emitido por la policía 
municipal, certificado de realización de curso de monitor deportivo, DNI 
bilingüe de la madre, certificado de número de identificación fiscal de la 
Diputación Foral de Bizkaia, pasaporte argelino, autorización de cuenta 
bancaria del BBK y solicitud de reconocimiento del derecho a la asistencia 
sanitaria.

2.- Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emitió informe favorable y 
el Encargado dictó auto el 9 de octubre de 2009 denegando la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por considerar que no estaba 
acreditada la concurrencia de los requisitos del artículo 18 del Código 
Civil.

3.- Notificada la resolución, el solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado alegando que la madre del 
interesado ostentó la nacionalidad española de origen por lo que, en 
aplicación del artículo 17.1 a), el promotor es español de origen. 
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4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste consideró conforme a 
Derecho el Auto recurrido. El Encargado del Registro Civil se ratificó en la 
decisión adoptada y remite el expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 y 18 del Código Civil (CC.); 96 de la Ley del 
Registro Civil (LRC); 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); 
la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de 
agosto; y las Resoluciones, entre otras, de 28-4ª de febrero, 18 y 21-4ª de 
marzo, 14-5ª y 17-1ª de julio, 1-1ª, 6-3ª, 7-2ª y 9-1ª de septiembre de 
2006; 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre, 18-1ª, 10 y 12-3ª y 4ª de enero, 10 
y 12-2ª-3ª y 4ª de febrero y 5-2ª de marzo de 2007; 5-5ª de Febrero de 
2008.

II.- El promotor, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Balmaseda solicitó la declaración de su nacionalidad española por haber 
nacido en 1982 de madre española natural del territorio del Sahara que, 
según afirmaba, ostentaba dicha nacionalidad en el momento de su 
nacimiento. El Encargado del Registro dictó auto denegando la petición 
del interesado, considerando que no concurrían en el promotor los 
requisitos del artículo 18 del Código Civil, siendo dicho auto el que 
constituye el objeto del presente recurso. 

III.- El interesado solicita la declaración de la nacionalidad española 
basada en que su madre ostentaba esta nacionalidad por ser natural del 
Sahara. A la vista del expediente esta petición no puede estimarse ya que 
en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Real Decreto 2258/76.

IV.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 

http://www.mjusticia.gob.es/cs/Satellite/Portal/es/servicios-ciudadano/documentacion-publicaciones


M
inisterio de Justicia

217 Catálogo de Publicaciones

Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado (Registro Civil)

con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
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España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional». 

V.- En cualquier caso, por lo que se refiere a la «nacionalidad» de los 
saharauis, durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio 
del Sahara Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y 
formal entre los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, 
como ha puesto de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 
de octubre de 1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas 
en los Estados colonizadores, se han impuesto restricciones al status 
civitatis de la población colonizada “lo que ha permitido la diferencia 
doctrinal, basada en datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y 
nacionales-súbditos” (ejemplos del Derecho comparado son Holanda, 
Italia, Bélgica y Francia). En España, pese a la ambigüedad normativa 
sobre la calificación de los territorios pertenecientes a colonias y su 
identificación con el territorio nacional, las realidades de la heterogeneidad 
territorial y de los estatutos personales ha sido sostenida por el Tribunal 
Supremo en su citada sentencia y en la posterior de 7 de noviembre de 
1999 y anteriormente por el Consejo de Estado en diversos dictámenes 
(Dictamen núm. 36017/1968 para el caso de Guinea y Dictamen 
36227/1968 para el caso de Ifni), y a partir del examen pormenorizado de 
las disposiciones dictadas en relación con aquellos territorios, llegaron a 
conclusiones fundadas acerca de las diferencias entre territorio nacional y 
territorios coloniales, así como sobre la diferente condición jurídica de 
nacionales y naturales de las colonias. 
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VI.- No obstante el Real Decreto 2258/76 permitió a los naturales del 
Sahara optar a la nacionalidad española dentro de un plazo de un año y 
cumpliendo una serie de condiciones. Sin embargo, en el presente caso, 
no ha quedado acreditado que la madre del promotor hiciera uso de dicha 
opción, por lo que debe concluirse razonablemente que aquella nunca 
tuvo la nacionalidad española, ni en el momento del nacimiento del 
interesado, ni en ningún otro momento. No es posible en este caso por lo 
tanto la aplicación del artículo 17.1.a) del CC. ya que no está acreditada la 
posesión de la nacionalidad española de su madre. Por otra parte, cabe 
confirmar el razonamiento hecho por el Juez Encargado en el auto 
recurrido, en el sentido de que al promotor no le correspondería la 
nacionalidad española por consolidación. En efecto, según el artículo 18 
del Código Civil la nacionalidad española puede consolidarse si se posee 
y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título 
inscrito en el Registro Civil que después es anulado, requisitos que no se 
cumplen en este caso. Aparte de ello, la documentación que aporta 
expedida por autoridades de la denominada República Árabe Saharaui 
Democrática no ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción 
por la ley española. Al respecto ha de tenerse en cuenta que las 
competencias de calificación del encargado respecto de la certificación 
extranjera se extienden al examen de la competencia y autoridad que la 
expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal 
expedición con base legal suficiente para ello, base que en este caso no 
existe al no estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de 
disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Balmaseda (Bizkaia).
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Resolución de 17 de Julio de 2014 (55ª)
III.1.2  Declaración sobre nacionalidad española de origen

No es posible porque no se ha acreditado que el padre ostentase la 
nacionalidad española al tiempo del nacimiento del promotor.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el promotor, contra auto dictado por el 
Encargado del Registro Civil de Irún (Gipuzkoa).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Irún el 29 de abril 
de 2010, Don M-M. nacido en G. (Marruecos) en el año 1983 solicitaba el 
reconocimiento de la nacionalidad española por haber nacido de padre 
español nacido a su vez en el Sahara cuando este territorio se encontraba 
bajo dominación española. Adjuntaba, entre otros, los siguientes 
documentos: pasaporte marroquí, libro de familia, carnet de conducir del 
padre, certificados de parentesco, estado civil, antecedentes penales y 
concordancia de nombres emitidos por las autoridades del Reino de 
Marruecos, DNI bilingüe del padre, certificado negativo de inscripción del 
padre en el Registro Civil Central, volante de empadronamiento, 
certificación de asistencia a clases de español para extranjeros e informe 
sobre la nacionalidad española de ciudadanos saharauis.

2.- Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emitió informe desfavorable 
a la vista de que el interesado presentaba nacionalidad marroquí. El 
Encargado dictó auto el 16 de agosto de 2010 denegando la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por considerar que no estaba 
acreditada la concurrencia de los requisitos del artículo 18 del Código 
Civil.

3.- Notificada la resolución, el solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado alegando que el padre del 
interesado ostentó la nacionalidad española de origen. 

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste consideró conforme a 
Derecho el Auto recurrido. El Encargado del Registro Civil se ratificó en la 
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decisión adoptada y remite el expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 y 18 del Código Civil (CC.); 96 de la Ley del 
Registro Civil (LRC); 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); 
la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de 
agosto; y las Resoluciones, entre otras, de 28-4ª de febrero, 18 y 21-4ª de 
marzo, 14-5ª y 17-1ª de julio, 1-1ª, 6-3ª, 7-2ª y 9-1ª de septiembre de 
2006; 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre, 18-1ª, 10 y 12-3ª y 4ª de enero, 10 
y 12-2ª-3ª y 4ª de febrero y 5-2ª de marzo de 2007; 5-5ª de Febrero de 
2008.

II.- El promotor, mediante escrito presentado en el Registro Civil de Irún 
solicitó la declaración de su nacionalidad española por haber nacido en 
1983 de padre español natural del territorio del Sahara que, según 
afirmaba, ostentaba dicha nacionalidad en el momento de su nacimiento. 
El Encargado del Registro dictó auto denegando la petición del interesado, 
considerando que no podía estimarse que el padre del promotor ostentase 
la nacionalidad española y que no concurrían tampoco en el promotor los 
requisitos del artículo 18 del Código Civil, siendo dicho auto el que 
constituye el objeto del presente recurso. 

III.- El interesado solicita la declaración de la nacionalidad española 
basada en que su padre ostentaba esta nacionalidad por ser natural del 
Sahara. A la vista del expediente esta petición no puede estimarse ya que 
en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Real Decreto 2258/76.

IV.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
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en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el nacimiento 
en España a los efectos de atribuir en concurrencia con determinados 
requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la cuestión primordial 
de decidir si aquella antigua posesión española entra o no en el concepto 
de “territorio nacional” o “territorio español”. Para situar en perspectiva el 
tema hay que recordar algunos antecedentes. La cuestión es compleja, ya 
que una de las cuestiones más debatidas y oscuras de la teoría general del 
Estado es precisamente la naturaleza de su territorio, hasta el punto de que 
no es frecuente hallar en la doctrina científica una explicación sobre la 
distinción entre territorio metropolitano y territorio colonial. Sobre tal 
dificultad se añade la actitud cambiante de la política colonial como 
consecuencia de lo mutable también de las relaciones internacionales, 
caracterización a la que no ha podido sustraerse la posición española en 
África ecuatorial y occidental, y que se hace patente a través de una 
legislación que sigue, como ha señalado el Tribunal Supremo, un itinerario 
zigzagueante integrado por tres etapas fundamentales: a) en un primer 
momento dichos territorios se consideraron simplemente colonias; b) vino 
luego la fase de provincialización durante la que se intenta su asimilación a 
la metrópoli; c) por último, se entra en la fase de descolonización, que 
reviste la forma de independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o 
retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a dudas 
sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
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acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la Ley 
de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo 
expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como potencia 
administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no autónomo 
del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos 
aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías al 
provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio nacional». 

V.- En cualquier caso, por lo que se refiere a la «nacionalidad» de los 
saharauis, durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio 
del Sahara Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y 
formal entre los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, 
como ha puesto de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 
de octubre de 1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas 
en los Estados colonizadores, se han impuesto restricciones al status 
civitatis de la población colonizada “lo que ha permitido la diferencia 
doctrinal, basada en datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y 
nacionales-súbditos” (ejemplos del Derecho comparado son Holanda, 
Italia, Bélgica y Francia). En España, pese a la ambigüedad normativa 
sobre la calificación de los territorios pertenecientes a colonias y su 
identificación con el territorio nacional, las realidades de la heterogeneidad 
territorial y de los estatutos personales ha sido sostenida por el Tribunal 
Supremo en su citada sentencia y en la posterior de 7 de noviembre de 
1999 y anteriormente por el Consejo de Estado en diversos dictámenes 
(Dictamen núm. 36017/1968 para el caso de Guinea y Dictamen 
36227/1968 para el caso de Ifni), y a partir del examen pormenorizado de 
las disposiciones dictadas en relación con aquellos territorios, llegaron a 
conclusiones fundadas acerca de las diferencias entre territorio nacional y 
territorios coloniales, así como sobre la diferente condición jurídica de 
nacionales y naturales de las colonias. 

VI.- No obstante el Real Decreto 2258/76 permitió a los naturales del 
Sahara optar a la nacionalidad española dentro de un plazo de un año y 
cumpliendo una serie de condiciones. Sin embargo, en el presente caso, 
no ha quedado acreditado que el padre del promotor hiciera uso de dicha 
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opción, por lo que debe concluirse razonablemente que aquel nunca tuvo 
la nacionalidad española, ni en el momento del nacimiento del interesado, 
ni en ningún otro momento. No es posible en este caso por lo tanto la 
aplicación del artículo 17 del CC. ya que el promotor es nativo de 
Marruecos y no está acreditada la posesión de la nacionalidad española 
de su padre. Por otra parte, cabe confirmar el razonamiento hecho por el 
Juez Encargado en el auto recurrido, en el sentido de que al promotor no 
le correspondería la nacionalidad española por consolidación. En efecto, 
según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado, 
requisitos que no se cumplen en este caso, ostentando el interesado 
nacionalidad marroquí. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez encargado del Registro Civil de Irún (Gipuzkoa).

Resolución de 17 de Julio de 2014 (59ª)
III.1.2  Declaración de la nacionalidad española. 

No es posible declarar la nacionalidad española de origen del promotor 
porque no se ha acreditado que los padres ostentasen la nacionalidad 
española al tiempo de su nacimiento.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el promotor, contra auto dictado por el 
Encargado del Registro Civil de Lorca (Murcia).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Águilas el 27 de 
mayo de 2009, Don M. nacido en el año 1982 solicitaba el reconocimiento 
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de la nacionalidad española por haber nacido en A. y ser hijo de padre 
español. Adjuntaba, entre otros, los siguientes documentos: permiso de 
residencia, DNI bilingüe del padre, certificado de nacimiento expedido por 
las autoridades del Reino de Marruecos, pasaporte marroquí, volante de 
empadronamiento, recibo de la MINURSO y certificados de concordancia 
de nombres, ciudadanía, paternidad y residencia expedidos por la 
Delegación Saharaui para la Comunidad Valenciana.

2.- Ratificado el interesado, previo informe desfavorable del Ministerio 
Fiscal, el Encargado del Registro Civil de Lorca dictó auto el 3 de mayo de 
2010 denegando la nacionalidad española con valor de simple presunción 
por considerar que los documentos aportados no acreditan los extremos 
previstos en los artículos 17 y 18 del CC.

3.- Notificada la resolución, el solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado alegando que tiene derecho la 
adquisición de la nacionalidad española por aplicación del artículo 17.1 a) 
y 22 del CC.

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste consideró conforme a 
Derecho el Auto atacado, tras lo cual el Encargado remitió el expediente a 
la Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución 
del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17, 18, 20 y 22 del Código Civil (CC.); 96 de la Ley 
del Registro Civil (LRC); 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil 
(RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 
de agosto; la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y 
las Resoluciones, entre otras, de 21-1ª de enero, 3-1ª; 4-4ª de febrero, 
2-4ª, 4-3ª, 5 y 14-3ª de marzo, 15-3-º de abril, 28 de mayo, 1-4ª y 27-3ª de 
septiembre, 3-1ª de octubre de 2005; 28-4ª de febrero, 18 y 21-4ª de 
marzo, 14-5ª y 17-1ª de julio, 1-1ª, 6-3ª, 7-2ª y 9-1ª de septiembre de 
2006.

II.- El promotor, mediante escrito presentado en el Registro Civil de Águilas 
solicitó la declaración de su nacionalidad española con valor de simple 
presunción por haber nacido en 1982 en el territorio del Sahara y ser hijo 
de español. El Encargado del Registro Civil de Lorca dictó auto denegando 
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la petición del interesado, siendo dicho auto el que constituye el objeto del 
presente recurso.

III.- En primer lugar, hay que señalar que el promotor modifica en parte del 
recurso la causa pretendí respecto de la inicial, pues su solicitud se dirigía 
a la declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción, mientras que en el recurso también plantea la obtención de la 
nacionalidad española por residencia. La resolución de la cuestión basada 
en esta última posibilidad requiere un pronunciamiento previo del 
encargado del registro sobre ese punto. Por tanto, dado que el acuerdo 
emitido se refiere únicamente a la posibilidad propuesta en la solicitud 
inicial del interesado, el recurso interpuesto se entiende planteado contra 
dicho acuerdo y la resolución por parte de este centro debe encaminarse 
únicamente a dilucidar si corresponde declarar la nacionalidad española 
del promotor con valor de simple presunción.

IV.- El interesado solicita la declaración de la nacionalidad española 
basada en que su padre ostentaba esta nacionalidad por ser natural del 
Sahara. A la vista del expediente esta petición no puede estimarse ya que 
en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Real Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
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cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959).

No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden 
jurídico público internacional y, especialmente, la doctrina sobre 
«descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, 
Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre 
de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujeron al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, 
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a la diferenciación de «territorios», puesto, finalmente, de relieve, con 
rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» 
del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias 
sobre el territorio no autónomo del Sahara, que durante algunos años ha 
estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen 
peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado 
parte del territorio nacional».

VI.- En cualquier caso, por lo que se refiere a la «nacionalidad» de los 
saharauis, durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio 
del Sahara Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y 
formal entre los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, 
como ha puesto de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 
de octubre de 1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas 
en los Estados colonizadores, se han impuesto restricciones al status 
civitatis de la población colonizada “lo que ha permitido la diferencia 
doctrinal, basada en datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y 
nacionales-súbditos” (ejemplos del Derecho comparado son Holanda, 
Italia, Bélgica y Francia). En España, pese a la ambigüedad normativa 
sobre la calificación de los territorios pertenecientes a colonias y su 
identificación con el territorio nacional, las realidades de la heterogeneidad 
territorial y de los estatutos personales ha sido sostenida por el Tribunal 
Supremo en su citada sentencia y en la posterior de 7 de noviembre de 
1999 y anteriormente por el Consejo de Estado en diversos dictámenes 
(Dictamen núm. 36017/1968 para el caso de Guinea y Dictamen 
36227/1968 para el caso de Ifni), y a partir del examen pormenorizado de 
las disposiciones dictadas en relación con aquellos territorios, llegaron a 
conclusiones fundadas acerca de las diferencias entre territorio nacional y 
territorios coloniales, así como sobre la diferente condición jurídica de 
nacionales y naturales de las colonias. 

VII.- No obstante el Real Decreto 2258/76 permitió a los naturales del 
Sahara optar a la nacionalidad española dentro de un plazo de un año y 
cumpliendo una serie de condiciones. Sin embargo, en el presente caso, 
no ha quedado acreditado que el padre del promotor hiciera uso de dicha 
opción, por lo que debe concluirse razonablemente que aquel nunca tuvo 
la nacionalidad española, ni en el momento del nacimiento del interesado, 
ni en ningún otro momento, no siendo por tanto posible la aplicación del 
artículo 17.1 a) del Código Civil. Tampoco sería de aplicación el derecho a 
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optar del artículo 20 pues el interesado no ha estado sujeto a la patria 
potestad de un español.

VIII.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural 
del Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente el interesado nació con posterioridad a las 
fechas en que estuvo en vigor el Decreto de 1976 luego no pudo optar a 
la nacionalidad española, no consta el título inscrito en el Registro Civil, ni 
está probada la posesión de la nacionalidad española en los términos y 
duración que establece el artículo 18 CC., en el que se indica que la 
nacionalidad española puede consolidarse si se posee y utiliza durante 
diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el Registro 
Civil que después es anulado. Por lo tanto, al no resultar acreditada la 
nacionalidad española del padre del interesado, no son de aplicación al 
caso presente ninguno de los artículos del Código Civil mencionados, 17, 
18 y 20, no debiéndose conceder la nacionalidad española solicitada por 
el promotor. Aparte de ello, la documentación que aporta expedida por 
autoridades de la denominada República Árabe Saharaui Democrática no 
ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley 
española. Al respecto ha de tenerse en cuenta que las competencias de 
calificación del encargado respecto de la certificación extranjera se 
extienden al examen de la competencia y autoridad que la expide, la cual 
ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con 
base legal suficiente para ello, base que en este caso no existe al no estar 
establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones normativas 
integrantes de un ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Lorca (Murcia).
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Resolución de 17 de Julio de 2014 (83ª)
III.1.2  Declaración de nacionalidad española de origen

No es posible porque no se ha acreditado que el padre ostentase la 
nacionalidad española al tiempo del nacimiento del promotor.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española 
remitidas a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado por 
el promotor, contra auto dictado por el Magistrado Juez Encargado del 
Registro Civil de Tarragona.

HECHOS

1.- Mediante escrito de fecha 16 de julio de 2009, Don M. nacido el 18 de 
octubre de 1964 en B-G. (Sahara Occidental), solicita la nacionalidad 
española, alegando haber nacido en Sahara cuando todavía era territorio 
español e hijo de padres españoles. Adjunta como documentación: 
pasaporte argelino expedido en 2004 y con lugar de nacimiento en A. 
certificado de empadronamiento en T. certificado de concordancia de 
nombre emitido por la representación del Frente Polisario, MINURSO de 
1994 en el que consta otra filiación y lugar de nacimiento S. (Sahara 
Occidental), informe negativo sobre la inclusión del promotor en los libros 
Cheránicos custodiados por la administración española, solicitud al 
Consulado argelino de que le sea expedido certificado de que no ostenta 
tal nacionalidad, sin que conste tal documento en el expediente, si consta 
en cambio pasaporte argelino renovado por el promotor en el año 2009 y, 
expedidos por la las autoridades de la denominada República Árabe 
Saharaui Democrática (RASD), certificado de nacimiento, certificado de 
que el promotor residió en los campamentos de refugiados desde 1975, 
certificado de paternidad y certificado de nacionalidad.

2- El Ministerio Fiscal emite informe en el sentido de que no puede 
estimarse acreditado que los padres del promotor fueran españoles ni que 
optaran por la nacionalidad española al amparo del Decreto 2258/1976. El 
Encargado del Registro Civil de Tarragona, mediante Auto de fecha 7 de 
marzo de 2011 acuerda que no cabe declarar su nacionalidad española 
de origen por los mismos argumentos manifestados por el Ministerio 
Fiscal.
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3.- Notificado el Ministerio Fiscal y el interesado, este interpone recurso 
ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que 
sus padres eran españoles como acredita por copia de sus documentos 
nacionales de identidad, que no aparecen unidos al recurso, y que ha 
vivido desde su nacimiento como español. Aportando permiso de 
residencia temporal en España como ciudadano argelino y pasaporte de 
este país actualizado. 

4.- De la interposición del recurso se da traslado al Ministerio Fiscal que 
interesa la confirmación del auto apelado. El Encargado del Registro Civil 
se reafirma en los fundamentos de su resolución y remite el expediente a 
la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 del Código Civil (CC.) en la redacción de la Ley 
de 15 de julio de 1954; 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 335 y 338 del 
Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; 
el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; y las Resoluciones, entre otras, 
de 28-4ª de febrero, 18 y 21-4ª de marzo, 14-5ª y 17-1ª de julio, 1-1ª, 6-3ª, 
7-2ª y 9-1ª de septiembre de 2006; 5-2ª de marzo de 2007, 21-5ª de 
mayo, 28-3ª de septiembre de 2007; 5-2ª de Febrero 6-5ª de junio y 7-6ª 
de noviembre de 2008, 27-4ª de Marzo 2009.

II.- El interesado, por escrito de 16 de julio 2009 presentado en el Registro 
Civil de Tarragona, solicitó la declaración con valor de simple presunción 
de la nacionalidad española, al haber nacido en el Sahara Occidental en 
1964 como hijo de progenitores españoles también nacidos en ese 
territorio. El Encargado del Registro dictó auto de 7 de marzo de 2011 
denegando la petición, siendo dicho auto el que constituye el objeto del 
presente recurso. 

III.- La posibilidad de que al interesado le sea reconocida la nacionalidad 
española de origen que solicita, está en función de que resulte acreditado 
que, al tiempo de su nacimiento, los padres eran españoles y le 
transmitieron esta nacionalidad. En principio, los nacidos en el territorio 
del Sahara cuando éste era posesión española no eran propiamente 
nacionales españoles, sino sólo súbditos de España que se beneficiaban 
de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse 
otra cosa. El principio apuntado es el que se desprende necesariamente 
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de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque sólo así cobra sentido que 
a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas condiciones la 
oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a 
contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. 

IV.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español, en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni, y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
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reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

V.- En el caso presente, por las razones expuestas no puede considerarse 
acreditado que los padres ostentasen la nacionalidad española, por lo que 
no pudieron transmitirla a su hijo. Tampoco está probado que los padres 
del interesado optaran por la nacionalidad española para sí y como 
representantes legales de éste, dada su minoría de edad, cuando estuvo 
en vigor el Decreto de 1976 ni que estuviesen imposibilitados de facto 
para hacerlo por haber permanecido en los territorios ocupados. De hecho 
de los padres no consta documentación española alguna y por último, la 
documentación que se aporta, expedida por autoridades de la denominada 
República Árabe Saharaui Democrática, no ofrece garantías análogas a 
las exigidas para la inscripción por la ley española (cfr. art. 23 LRC y 85 
RRC) . Al respecto ha de tenerse en cuenta que las competencias de 
calificación del Encargado del Registro Civil respecto de la certificación 
extranjera se extienden al examen de la competencia y autoridad que la 
expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal 
expedición con base legal suficiente para ello, base, que en este caso no 
existe al no estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de 
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disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido. En consecuencia, al no poderse dar por 
acreditada la nacionalidad española de los padres, no procede la 
declaración de nacionalidad española de origen que pretende el 
interesado. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Tarragona.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (31ª)
III.1.2  Declaración sobre nacionalidad española de origen

No es posible porque no se ha acreditado que los padres ostentasen la 
nacionalidad española al tiempo del nacimiento del promotor.

En las actuaciones sobre la solicitud de inscripción de nacimiento remitidas 
a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el promotor, 
contra resolución dictada por el Encargado del Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Amurrio (Álava) el 
2 de agosto de 2011, Don A. nacido en S. (Sahara) en el año 1977 
solicitaba la inscripción de nacimiento por haber nacido de padres 
españoles. Adjuntaba, entre otros, los siguientes documentos: Inscripción 
del padre en el Registro Civil Central en el año 2004, auto declarando con 
valor de simple presunción la nacionalidad española del padre, DNI y 
certificados de antecedentes penales, paternidad y nacimiento expedidos 
por las autoridades de la República Árabe Saharaui Democrática, 
certificado de empadronamiento, certificado que identifica al promotor 
como beneficiario de prestación por desempleo, certificado negativo de 
nacionalidad argelina expedido por la Embajada de Argelia en Madrid, 
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cédula de inscripción de extranjeros, DNI bilingüe de la madre, DNI del 
padre y permiso de residencia.

2.- Ratificado el interesado, el Encargado del Registro Civil de Amurrio 
remitió el expediente al Registro Civil Central tras lo cual el Encargado del 
Registro Civil Central dicta acuerdo denegando la inscripción de 
nacimiento por no haber estado sujeto el interesado a la patria potestad 
de un español.

3.- Notificada la resolución, el solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado alegando que sí ha estado sujeto 
a la patria potestad de un español, pues sus padres son ciudadanos 
españoles, aporta además de documentación ya obrante en el expediente, 
nueva documentación, entre otros acta de manifestaciones ante notario 
del padre y pasaporte argelino. 

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste manifestó su 
conformidad con la resolución emitida. El Encargado del Registro Civil 
remite el expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 del Código Civil (CC.), en su redacción según la 
Ley 14/1975, de 2 de mayo, 18, 20 y 26 del Código Civil en su redacción 
actual; 97 de la Ley del Registro Civil (LRC); 226 a 229 del Reglamento 
del Registro Civil (RRC), y las Resoluciones entre otras, de 20 de mayo de 
1999; 18 de abril de 2000; 27-2ª de diciembre de 2001;3-4ª y 5ª de febrero, 
1-1ª de marzo, 19-2ª de abril, 3-4ª 20-1ª y 23-1ª y 2ª de junio, 4-2ª de julio, 
13 de diciembre de 2003; 22-1ª de julio de 2004; 23-2ª de septiembre de 
2005; 19-5ª de junio de 2006; 17-1ª de enero, 4-5ª de Junio y 11-4ª de 
octubre de 2007; 23-8ª y 27-7ª de Mayo y 10-6ª de septiembre de 2008; 
19-6ª de Febrero de 2009; 7-9ª de Abril, 22-1ª de Julio, 25-6ª de Noviembre 
de 2010; 25-2ª de Mayo y 5-13ª de Septiembre de 2011.

II.- El promotor, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Amurrio solicitó la inscripción de nacimiento por haber nacido en 1977 de 
padres españoles naturales del territorio del Sahara. El Encargado del 
Registro Civil Central dictó resolución denegando la petición del 
interesado, considerando que el promotor no había estado sujeto a la 
patria potestad de un español. 
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III.- El interesado solicita la inscripción de nacimiento basada en que su 
padre ostentaba la nacionalidad española. Según la certificación literal de 
nacimiento del padre obrante en el expediente, consta declaración de 
nacionalidad española de origen del padre con valor de simple presunción 
inscrita en el año 2004, es decir, habiendo alcanzado el interesado la 
mayoría de edad. En este sentido, debe dilucidarse la fecha a partir de la 
cual la declaración de la nacionalidad española del padre surte efectos. 
Pues bien, no hay duda, y así resulta de la posición unánime de la doctrina, 
que la inscripción en el Registro Civil es un requisito inexcusable para la 
adquisición sobrevenida o derivativa de la nacionalidad española, 
conforme resulta espacialmente de lo dispuesto en el artículo 330 del 
Código Civil, que configura claramente tal inscripción como constitutiva 
del fenómeno adquisitivo. Este precepto, supone elevar la inscripción 
registral a la categoría de requisito sine qua non de la nueva situación 
jurídica derivada del cambio de estado civil que produce la adquisición de 
la nacionalidad española. Esta misma conclusión se alcanza, ratificando 
la argumentación anterior, a partir de la previsión contenida en el artículo 
23 del Código Civil, que subordina “la validez de la adquisición de la 
nacionalidad española” por opción, carta de naturaleza y residencia, entre 
otros, al requisito de su inscripción en el Registro Civil español. En 
consecuencia, mientras esta inscripción no se practique los interesados 
no han llegado a adquirir válida y eficazmente la nacionalidad española.

En el caso de la declaración de nacionalidad con valor de simple 
presunción del padre del interesado, sólo se podría entender que la 
eficacia de la inscripción, una vez extendida, se retrotraiga a la fecha del 
acta de declaración de la voluntad de optar o a la de formalización del 
juramento o promesa, por ser éste el momento en el que el adquirente ha 
agotado la actividad fundamental a él exigida, como ha sostenido parte de 
nuestra doctrina científica y también algunos antecedentes de la doctrina 
oficial de este Centro Directivo (retroactividad que este mismo Centro ha 
negado que pueda operar “in peius”, esto es, con efectos perjudiciales o 
limitativos de los derechos del interesado: cfr. resolución de 14-2ª de junio 
de 2005). Ciertamente, el párrafo tercero del artículo 64 de la Ley del 
Registro Civil, para los supuestos de declaraciones de conservación o 
modificación de la nacionalidad, tras fijar las reglas determinativas de 
quién es el funcionario competente para recibir y documentar en acta 
tales declaraciones, añade que “se considerará fecha de la inscripción, a 
partir de la cual surten sus efectos tales declaraciones, la del acta que 
constará en dicho asiento”. Pero este precepto no puede entenderse 
aplicable de forma universal para todos los supuestos de adquisiciones 
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sobrevenidas o derivativas de la nacionalidad española, sino en relación 
con aquellas en que no medie una “concesión” por parte de la autoridad, 
esto es, en que la voluntad del interesado “declarada” en la forma solemne 
prevista por la legislación del Registro Civil constituye la verdadera causa 
jurídica de la adquisición del status de nacional español. Este planteamiento 
nos lleva a considerar como incluido en el ámbito del párrafo tercero del 
artículo 64 de la Ley del Registro Civil, sin esfuerzo interpretativo alguno, 
el supuesto de referencia.

Por lo tanto, ya que los efectos de la declaración con valor de simple 
presunción, en todo caso, no se podrá retrotraer más allá del momento en 
que la declaración de la nacionalidad del padre se produjo, no podría 
considerarse acreditado que el promotor adquiriera iure sanguinis desde 
su nacimiento la nacionalidad española de acuerdo con el artículo 17 del 
Código Civil, aplicable al momento del nacimiento. Tampoco es de 
aplicación el derecho de opción recogido en el artículo 20 del CC porque 
el interesado ya había alcanzado la mayoría de edad por lo que nunca 
había estado sujeto a la patria potestad de un español. Aparte de ello, la 
documentación que aporta expedida por autoridades de la denominada 
República Árabe Saharaui Democrática no ofrece garantías análogas a 
las exigidas para la inscripción por la ley española. Al respecto ha de 
tenerse en cuenta que las competencias de calificación del encargado 
respecto de la certificación extranjera se extienden al examen de la 
competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio 
de cargo que le habilite para tal expedición con base legal suficiente para 
ello, base que en este caso no existe al no estar establecidos los órganos 
del Registro Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un 
ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (32ª)
III.1.2  Declaración sobre nacionalidad española de origen

No es posible porque no se ha acreditado que los padres ostentasen la 
nacionalidad española al tiempo del nacimiento del promotor.

En las actuaciones sobre la solicitud de inscripción de nacimiento remitidas 
a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el promotor, 
contra resolución dictada por el Encargado del Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Almería el 20 de 
julio de 2011, Don L. nacido en H. (Sahara) en el año 1984 solicitaba la 
inscripción de nacimiento por haber nacido de padres españoles. 
Adjuntaba, entre otros, los siguientes documentos: certificado de 
nacimiento expedido por las autoridades de la República Árabe Saharaui 
Democrática (RASD), certificado del padrón, acta de matrimonio y 
certificado de nacimiento de la madre expedidos por las autoridades de la 
RASD, inscripción del padre en el Registro Civil Central en el año 2005, 
pasaporte argelino, certificado negativo de inscripción en el Registro Civil, 
diversos autos declarando la nacionalidad española de familiares del 
interesado.

2.- Ratificado el interesado, el Encargado del Registro Civil de Almería 
remitió el expediente al Registro Civil Central. El Ministerio Fiscal emitió 
informe desfavorable tras lo cual el Encargado del Registro Civil Central 
dicta resolución denegando la inscripción de nacimiento por no haber 
estado sujeto el interesado a la patria potestad de un español.

3.- Notificada la resolución, el solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado alegando que sí ha estado sujeto 
a la patria potestad de un español, pues sus padres son ciudadanos 
españoles, aporta diversa documentación, entre otros DNI de familiares, 
autos concediendo la nacionalidad española y certificado de paternidad 
expedido por las autoridades de la RASD. 

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste manifestó su 
conformidad con la resolución emitida. El Encargado del Registro Civil 
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remite el expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 del Código Civil (CC.), en su redacción según la 
Ley 14/1975, de 2 de mayo, 18, 20 y 26 del Código Civil en su redacción 
actual; 97 de la Ley del Registro Civil (LRC); 226 a 229 del Reglamento 
del Registro Civil (RRC), y las Resoluciones entre otras, de 20 de mayo de 
1999; 18 de abril de 2000; 27-2ª de diciembre de 2001;3-4ª y 5ª de febrero, 
1-1ª de marzo, 19-2ª de abril, 3-4ª 20-1ª y 23-1ª y 2ª de junio, 4-2ª de julio, 
13 de diciembre de 2003; 22-1ª de julio de 2004; 23-2ª de septiembre de 
2005; 19-5ª de junio de 2006; 17-1ª de enero, 4-5ª de Junio y 11-4ª de 
octubre de 2007; 23-8ª y 27-7ª de Mayo y 10-6ª de septiembre de 2008; 
19-6ª de Febrero de 2009; 7-9ª de Abril, 22-1ª de Julio, 25-6ª de Noviembre 
de 2010; 25-2ª de Mayo y 5-13ª de Septiembre de 2011.

II.- El promotor, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Almería solicitó la inscripción de nacimiento por haber nacido en 1984 de 
padres españoles naturales del territorio del Sahara. El Encargado del 
Registro Civil Central dictó resolución denegando la petición del 
interesado, considerando que el promotor no había estado sujeto a la 
patria potestad de un español. 

III.- El interesado solicita la inscripción de nacimiento basada en que sus 
padres ostentaban la nacionalidad española. Según la certificación literal 
de nacimiento de los padres obrante en el expediente, consta declaración 
de nacionalidad española de origen del padre con valor de simple 
presunción inscrita en el año 2004, es decir, habiendo alcanzado el 
interesado la mayoría de edad. En cuanto a la declaración de nacionalidad 
española de la madre consta auto del año 2012 pero no inscripción en el 
Registro Civil Central. En este sentido, debe dilucidarse la fecha a partir 
de la cual la declaración de la nacionalidad española de los padres surte 
efectos. Pues bien, no hay duda, y así resulta de la posición unánime de 
la doctrina, que la inscripción en el Registro Civil es un requisito 
inexcusable para la adquisición sobrevenida o derivativa de la nacionalidad 
española, conforme resulta espacialmente de lo dispuesto en el artículo 
330 del Código Civil, que configura claramente tal inscripción como 
constitutiva del fenómeno adquisitivo. Este precepto, supone elevar la 
inscripción registral a la categoría de requisito sine qua non de la nueva 
situación jurídica derivada del cambio de estado civil que produce la 

http://


M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

240Boletín del Ministerio de Justicia

Nacionalidad

adquisición de la nacionalidad española. Esta misma conclusión se 
alcanza, ratificando la argumentación anterior, a partir de la previsión 
contenida en el artículo 23 del Código Civil, que subordina “la validez de la 
adquisición de la nacionalidad española” por opción, carta de naturaleza y 
residencia, entre otros, al requisito de su inscripción en el Registro Civil 
español. En consecuencia, mientras esta inscripción no se practique los 
interesados no han llegado a adquirir válida y eficazmente la nacionalidad 
española.

En el caso de la declaración de nacionalidad con valor de simple 
presunción de los padres del interesado, sólo se podría entender que la 
eficacia de la inscripción, una vez extendida, se retrotraiga a la fecha del 
acta de declaración de la voluntad de optar o a la de formalización del 
juramento o promesa, por ser éste el momento en el que el adquirente ha 
agotado la actividad fundamental a él exigida, como ha sostenido parte de 
nuestra doctrina científica y también algunos antecedentes de la doctrina 
oficial de este Centro Directivo (retroactividad que este mismo Centro ha 
negado que pueda operar “in peius”, esto es, con efectos perjudiciales o 
limitativos de los derechos del interesado: cfr. resolución de 14-2ª de junio 
de 2005).Ciertamente, el párrafo tercero del artículo 64 de la Ley del 
Registro Civil, para los supuestos de declaraciones de conservación o 
modificación de la nacionalidad, tras fijar las reglas determinativas de 
quién es el funcionario competente para recibir y documentar en acta 
tales declaraciones, añade que “se considerará fecha de la inscripción, a 
partir de la cual surten sus efectos tales declaraciones, la del acta que 
constará en dicho asiento”. Pero este precepto no puede entenderse 
aplicable de forma universal para todos los supuestos de adquisiciones 
sobrevenidas o derivativas de la nacionalidad española, sino en relación 
con aquellas en que no medie una “concesión” por parte de la autoridad, 
esto es, en que la voluntad del interesado “declarada” en la forma solemne 
prevista por la legislación del Registro Civil constituye la verdadera causa 
jurídica de la adquisición del status de nacional español. Este planteamiento 
nos lleva a considerar como incluido en el ámbito del párrafo tercero del 
artículo 64 de la Ley del Registro Civil, sin esfuerzo interpretativo alguno, 
el supuesto de referencia.

Por lo tanto, ya que los efectos de la declaración con valor de simple 
presunción, en todo caso, no se podrá retrotraer más allá del momento en 
que la declaración de la nacionalidad de los padres se produjo, no podría 
considerarse acreditado que el promotor adquiriera iure sanguinis desde 
su nacimiento la nacionalidad española de acuerdo con el artículo 17 del 
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Código Civil, aplicable al momento del nacimiento. Tampoco es de 
aplicación el derecho de opción recogido en el artículo 20 del CC. porque 
el interesado ya había alcanzado la mayoría de edad por lo que nunca 
había estado sujeto a la patria potestad de un español. Aparte de ello, la 
documentación que aporta expedida por autoridades de la denominada 
República Árabe Saharaui Democrática no ofrece garantías análogas a 
las exigidas para la inscripción por la ley española. Al respecto ha de 
tenerse en cuenta que las competencias de calificación del encargado 
respecto de la certificación extranjera se extienden al examen de la 
competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio 
de cargo que le habilite para tal expedición con base legal suficiente para 
ello, base que en este caso no existe al no estar establecidos los órganos 
del Registro Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un 
ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido. Por lo que 
se refiere a la concesión a sus familiares, según su declaración, de la 
nacionalidad española, a la vista de los autos aportados al expediente en 
prueba del presunto derecho del ahora interesado, se observa que la 
documentación que sirvió de base en su momento para la declaración con 
valor de simple presunción de la nacionalidad española de aquéllos era 
similar a la contenida en el presente expediente, por lo que, si el Ministerio 
Fiscal considerara que les ha sido otorgada dicha nacionalidad de modo 
improcedente, cabría, a instancia de dicho órgano, incoar nuevos 
expedientes solicitando que se declare con valor de simple presunción 
que los interesados no son españoles. A este respecto conviene recordar 
que, en desarrollo del principio básico de la legislación registral de 
concordancia del Registro Civil con la realidad, es doctrina reiterada de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de 
concordancia, no opera en el ámbito del Registro Civil el principio de 
autoridad de cosa juzgada

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (33ª)
III.1.2  Declaración sobre nacionalidad española de origen

No es posible porque no se ha acreditado que los padres ostentasen la 
nacionalidad española al tiempo del nacimiento de la promotora.

En las actuaciones sobre la solicitud de inscripción de nacimiento remitidas 
a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
promotora, contra resolución dictada por el Encargado del Registro Civil 
Central.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Coslada el 17 de 
octubre de 2007, Doña Z. nacida en A. (Sahara) en el año 1982 solicitaba la 
inscripción de nacimiento por haber nacido de padres españoles. Adjuntaba, 
entre otros, los siguientes documentos: permiso de residencia, pasaporte 
argelino, volante de empadronamiento, certificados de nacimiento, 
antecedentes penales, paternidad y nacionalidad expedidos por las 
autoridades de la República Árabe Saharaui Democrática, nombramiento 
como personal sanitario interino, nóminas del Hospital Universitario de La P. 
certificado del Ministerio del Interior acreditando la expedición de un DNI 
bilingüe a nombre del padre, DNI de los padres y de la promotora expedidos 
por las autoridades de la República Árabe Saharaui Democrática, tarjeta de 
situación familiar, recibos de la MINURSO, modelo 145 del IRPF, 
comunicación de beneficiaria de vivienda del Plan Joven, declaración de 
Doña Mª-A. haciéndose cargo de la interesada, libro de calificaciones de 
bachillerato, libro de escolaridad de la enseñanza básica y artículo sobre la 
nacionalidad española de ciudadanos saharauis.

2.- Mediante providencia dictada por el Encargado del Registro Civil Central 
se solicita la entrega de diversa documentación por parte de la promotora, 
la cual hace entrega de nueva documentación, entre otra: certificado del 
padrón, certificado literal de inscripción de nacimiento de la madre, DNI de 
la madre, pasaporte argelino del padre, tarjeta de afiliación y alta en la 
Seguridad Social del padre, certificado del Consulado de Argelia en Alicante 
confirmando que la promotora no es de nacionalidad argelina y acta de 
manifestaciones ante notario de los padres incluyendo, entre otra 
documentación ya aportada anteriormente, el Auto mediante el cual se 
declara con valor de simple presunción la nacionalidad española del padre.
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3.- El Ministerio Fiscal emitió informe desfavorable y el Encargado del 
Registro Civil Central dictó auto el 11 de julio de 2011 denegando la 
inscripción de nacimiento por no haber estado sujeta la interesada a la 
patria potestad de un español.

4.- Notificada la resolución, la solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado alegando que sus padres tenían 
la nacionalidad española en el momento de su nacimiento. 

5.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste manifestó su 
conformidad con la resolución emitida. El Encargado del Registro Civil 
remite el expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 del Código Civil (CC.), en su redacción según la 
Ley 14/1975, de 2 de mayo, 18, 20 y 26 del Código Civil en su redacción 
actual; 97 de la Ley del Registro Civil (LRC); 226 a 229 del Reglamento 
del Registro Civil (RRC), y las Resoluciones entre otras, de 20 de mayo de 
1999; 18 de abril de 2000; 27-2ª de diciembre de 2001;3-4ª y 5ª de febrero, 
1-1ª de marzo, 19-2ª de abril, 3-4ª 20-1ª y 23-1ª y 2ª de junio, 4-2ª de julio, 
13 de diciembre de 2003; 22-1ª de julio de 2004; 23-2ª de septiembre de 
2005; 19-5ª de junio de 2006; 17-1ª de enero, 4-5ª de Junio y 11-4ª de 
octubre de 2007; 23-8ª y 27-7ª de Mayo y 10-6ª de septiembre de 2008; 
19-6ª de Febrero de 2009; 7-9ª de Abril, 22-1ª de Julio, 25-6ª de Noviembre 
de 2010; 25-2ª de Mayo y 5-13ª de Septiembre de 2011.

II.- La promotora, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Coslada solicitó la inscripción de nacimiento por haber nacido en 1982 de 
padres españoles naturales del territorio del Sahara que, según afirmaba, 
ostentaban dicha nacionalidad en el momento de su nacimiento. El 
Encargado del Registro Civil Central dictó resolución denegando la 
petición de la interesada, considerando que la promotora no había estado 
sujeta a la patria potestad de un español. 

III.- La interesada solicita la inscripción de nacimiento basada en que sus 
padres ostentaban la nacionalidad española. Según la certificación literal 
de nacimiento de los padres obrante en el expediente, consta declaración 
de nacionalidad española de origen con valor de simple presunción inscrita 
en el año 2011, es decir, habiendo alcanzado la interesada la mayoría de 

http://


M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

244Boletín del Ministerio de Justicia

Nacionalidad

edad. En este sentido, debe dilucidarse la fecha a partir de la cual la 
declaración de la nacionalidad española de los padres surte efectos. Pues 
bien, no hay duda, y así resulta de la posición unánime de la doctrina, que 
la inscripción en el Registro Civil es un requisito inexcusable para la 
adquisición sobrevenida o derivativa de la nacionalidad española, conforme 
resulta espacialmente de lo dispuesto en el artículo 330 del Código Civil, 
que configura claramente tal inscripción como constitutiva del fenómeno 
adquisitivo. Este precepto, supone elevar la inscripción registral a la 
categoría de requisito sine qua non de la nueva situación jurídica derivada 
del cambio de estado civil que produce la adquisición de la nacionalidad 
española. Esta misma conclusión se alcanza, ratificando la argumentación 
anterior, a partir de la previsión contenida en el artículo 23 del Código Civil, 
que subordina “la validez de la adquisición de la nacionalidad española” por 
opción, carta de naturaleza y residencia, entre otros, al requisito de su 
inscripción en el Registro Civil español. En consecuencia, mientras esta 
inscripción no se practique los interesados no han llegado a adquirir válida 
y eficazmente la nacionalidad española.

En el caso de la declaración de nacionalidad con valor de simple 
presunción de los padres de la interesada, sólo se podría entender que la 
eficacia de la inscripción, una vez extendida, se retrotraiga a la fecha del 
acta de declaración de la voluntad de optar o a la de formalización del 
juramento o promesa, por ser éste el momento en el que el adquirente ha 
agotado la actividad fundamental a él exigida, como ha sostenido parte de 
nuestra doctrina científica y también algunos antecedentes de la doctrina 
oficial de este Centro Directivo (retroactividad que este mismo Centro ha 
negado que pueda operar “in peius”, esto es, con efectos perjudiciales o 
limitativos de los derechos del interesado: cfr. resolución de 14-2ª de junio 
de 2005). Ciertamente, el párrafo tercero del artículo 64 de la Ley del 
Registro Civil, para los supuestos de declaraciones de conservación o 
modificación de la nacionalidad, tras fijar las reglas determinativas de 
quién es el funcionario competente para recibir y documentar en acta 
tales declaraciones, añade que “se considerará fecha de la inscripción, a 
partir de la cual surten sus efectos tales declaraciones, la del acta que 
constará en dicho asiento”. Pero este precepto no puede entenderse 
aplicable de forma universal para todos los supuestos de adquisiciones 
sobrevenidas o derivativas de la nacionalidad española, sino en relación 
con aquellas en que no medie una “concesión” por parte de la autoridad, 
esto es, en que la voluntad del interesado “declarada” en la forma solemne 
prevista por la legislación del Registro Civil constituye la verdadera causa 
jurídica de la adquisición del status de nacional español. Este planteamiento 
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nos lleva a considerar como incluido en el ámbito del párrafo tercero del 
artículo 64 de la Ley del Registro Civil, sin esfuerzo interpretativo alguno, 
el supuesto de referencia.

Por lo tanto, ya que los efectos de la declaración con valor de simple 
presunción, en todo caso, no se podrá retrotraer más allá del momento en 
que la declaración de la nacionalidad de los padres se produjo, no podría 
considerarse acreditado que la promotora adquiriera iure sanguinis desde 
su nacimiento la nacionalidad española de acuerdo con el artículo 17 del 
Código Civil, aplicable al momento del nacimiento. Tampoco es de 
aplicación el derecho de opción recogido en el artículo 20 del CC porque 
la interesada ya había alcanzado la mayoría de edad por lo que nunca 
había estado sujeto a la patria potestad de un español.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (37ª)
III.1.2  Declaración de la nacionalidad española

No se inscribe al nacido en Sidi-Ifni en 1976, al no ser hijo de español, ni 
haber nacido en España.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el promotor, contra auto dictado por la 
Magistrada-Juez Encargada del Registro Civil de Figueras (Gerona).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Figueras (Gerona) 
el 20 de marzo de 2012, Don A. solicitaba la declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por haber nacido en S-I el 20 de 
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febrero de 1976 de padres españoles. Adjuntaba la siguiente 
documentación: certificación literal de nacimiento expedida por el 
Ministerio del Interior del Reino de Marruecos en fecha 04 de agosto de 
2011; certificado de empadronamiento expedido por el Ayuntamiento de 
Figueras en fecha 15 de marzo de 2012; resolución de la Oficina de 
Extranjeros de Badajoz de fecha 14 de junio de 2006 por la que se le 
concedía la autorización de residencia temporal con un año de validez; 
partida de nacimiento y certificado de individualidad expedidos por el 
Ministerio del Interior del Reino de Marruecos; pasaporte marroquí del 
promotor y permiso de residencia, licencia de conducción de ciclomotores, 
cartilla militar de identidad, certificación de haberes pasivos, documentación 
de identidad y documentación impositiva relativos a su padre, Don M. 

2.- Ratificado el interesado y previo informe desfavorable del Ministerio 
Fiscal de fecha 22 de marzo de 2012, la Encargada del Registro Civil de 
Figueras (Gerona) dictó Auto el 31 de julio de 2012 denegando la solicitud 
de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
a Don A.

3.- Notificada la resolución, el solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado alegando que nació en S-I. 
territorio del Sahara español el 20 de febrero de 1976 y que su padre era 
de nacionalidad española, solicitando se dicte resolución que declare con 
valor de simple presunción la nacionalidad española y aportando 
certificación de fecha 28 de diciembre de 1960 del Ayuntamiento de Sidi 
Ifni relativa al título de familia numerosa de su padre, Don M. 

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, se emitió informe desfavorable 
oponiéndose al mismo y se remitió el expediente a la Dirección General de 
los Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos el Tratado de 4 de Enero de 1969 sobre retrocesión del territorio 
de Ifni al Reino de Marruecos; el Decreto de 26 de junio de 1969; los 
artículos 18 del Código Civil; 15, 95 y 96 de la Ley del Registro Civil; 62, 
322, 324, 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, 21-1ª de enero, 26-1ª de marzo, 19-3ª de abril y 15-2ª de septiembre 
de 2003; 25-3ª de febrero de 2004; 13-1ª de septiembre de 2005; 13-4ª de 
enero, 8-1ª de febrero, 13-2ª de marzo y 1-3ª de septiembre de 2006; 
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13-7ª y 8ª y 14-1ª de noviembre, 1-6ª y 7ª y 2-1ª de diciembre de 2008; 
25-5ª y 28 de Febrero, 28-3ª de Julio y 19-2ª de Noviembre de 2009.

II.- El interesado, nacido en S-I. en 1976, mediante escrito presentado en el 
Registro Civil de Figueras (Gerona) el 20 de marzo de 2012 solicitaba la 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción por 
consolidación, y alegando ser hijo de padre español. Mediante Auto de fecha 
31 de julio de 2012, la Encargada del Registro Civil de Figueras (Gerona) 
resolvió negativamente la demanda del solicitante, por no considerar 
acreditados los extremos exigidos por el artículo 18 del Código Civil.

III.- Para que un nacimiento pueda ser inscrito en el Registro Civil español 
es necesario que el mismo haya acaecido en territorio español o en otro 
caso que afecte a españoles (cfr. arts. 15 LRC y 66 RRC)

IV.- La primera de estas condiciones no concurre en este caso, en el que 
se trata de un nacimiento acaecido en S-I. en 1976. El territorio de Ifni no 
era ni es español, pues ésta es la conclusión que se desprende 
forzosamente de su retrocesión a Marruecos por virtud del Tratado de 4 
de enero de 1969.

V.- Tampoco se da la segunda de las condiciones apuntadas. Aunque el 
padre del interesado pudiera haberse beneficiado de la nacionalidad 
española, no se ha acreditado ningún título legal de adquisición de tal 
nacionalidad y el beneficio de ésta cesó en el momento de aquella 
retrocesión a Marruecos, fecha en que el interesado no había aún nacido 
y sin que conste que sus progenitores, dentro del plazo de caducidad de 
tres meses, ejercieran el derecho de opción a la nacionalidad española, 
regulado por los artículos tercero del Tratado, primero de su Protocolo 
anejo y por el Decreto de 26 de junio de 1969.

VI.- En cuanto a la eventual consolidación de la nacionalidad española a 
favor del recurrente, esta Dirección General ha mantenido reiteradamente 
el criterio de que según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad 
española puede consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con 
buena fe y sobre la base de un título inscrito en el Registro Civil que 
después es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación 
es el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción (cfr. arts. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera 
instancia el Encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

http://


M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

248Boletín del Ministerio de Justicia

Nacionalidad

VII.- Sobre este punto, es discutible en principio que a los nacidos en el 
territorio de Ifni cuando éste era posesión española les beneficie el citado 
artículo 18 CC. porque no eran propiamente nacionales españoles, sino 
sólo súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, 
por más que de algunas disposiciones anteriores a la retrocesión por 
España de este territorio a Marruecos pudiera deducirse otra cosa. En 
todo caso no se puede entender cumplido en el presente caso el requisito 
de la utilización de la nacionalidad española durante más de diez años ni 
que haya ostentado en momento alguno documento oficial de identidad 
español, por lo que no concurren los requisitos para que la consolidación 
de la nacionalidad española pueda tener efecto. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Figueres (Girona).

Resolución de 31 de Julio de 2014 (40ª)
III.1.2  Declaración de la nacionalidad española

No se inscribe al nacido en Sidi-Ifni en 1953, al no ser hijo de español, ni 
haber nacido en España.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el promotor, contra auto dictado por el 
Encargado del Registro Civil de Arrecife (Las Palmas).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Arrecife (Las 
Palmas) el 27 de septiembre de 2011, Don M. (M-H), solicitaba la 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
por haber nacido en S-I. el 20 de abril de 1953 de padres españoles. 
Adjuntaba la siguiente documentación: certificación en extracto de acta de 
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nacimiento, expedida por la oficina local de la Policía de Ifni el 27 de 
septiembre de 1963; certificación negativa de inscripción expedida por el 
Registro Civil Central, con fecha 17 de enero de 1989; compulsa notarial 
de certificado de nacionalidad expedida por el Consulado General de 
España en París de fecha 16 de junio de 1966, a nombre de H. certificación 
de nacimiento expedida por el Ministerio del Interior del Reino de 
Marruecos en fecha 13 de abril de 2011; consulta notarial de certificado 
expedido por el Consulado de España en Agadir, respecto de consulta de 
libros del Registro Civil de Sidi Ifni, en el que aparece relación de 
nacimientos entre los que se encuentra el de M-H. Asimismo, como 
antecedente consta que el solicitante, promovió con fecha 24 de enero de 
2008 ante el Registro Civil de Arrecife (Las Palmas) idéntica pretensión 
que concluyó con resolución desfavorable de fecha 29 de enero de 2009.

2.- Ratificado el interesado y previo informe desfavorable del Ministerio 
Fiscal de fecha 13 de febrero de 2012, el Encargado del Registro Civil de 
Arrecife (Las Palmas) dictó Auto el 12 de abril de 2012 denegando la 
solicitud de declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción a Don M-H.

3.- Notificada la resolución, el solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado alegando que nació en S-I. 
territorio del Sahara español el 20 de abril de 1953 y que su padre era de 
nacionalidad española, solicitando se dicte resolución que declare con 
valor de simple presunción la nacionalidad española, no aportando 
documentación adicional a la ya presentada junto con su petición inicial. 

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, se emitió informe 
desfavorable oponiéndose al mismo con fecha 27 de junio de 2012 y se 
remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos el Tratado de 4 de Enero de 1969 sobre retrocesión del territorio 
de Ifni al Reino de Marruecos; el Decreto de 26 de junio de 1969; los 
artículos 18 del Código Civil; 15, 95 y 96 de la Ley del Registro Civil; 62, 
322, 324, 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, 21-1ª de enero, 26-1ª de marzo, 19-3ª de abril y 15-2ª de septiembre 
de 2003; 25-3ª de febrero de 2004; 13-1ª de septiembre de 2005; 13-4ª de 
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enero, 8-1ª de febrero, 13-2ª de marzo y 1-3ª de septiembre de 2006; 
13-7ª y 8ª y 14-1ª de noviembre, 1-6ª y 7ª y 2-1ª de diciembre de 2008; 
25-5ª y 28 de Febrero, 28-3ª de Julio y 19-2ª de Noviembre de 2009.

II.- El interesado, nacida en S-I. en 1953, mediante escrito presentado en 
el Registro Civil de Arrecife (Las Palmas) el 27 de septiembre de 2011 
solicitaba la declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción por consolidación, y alegando ser hijo de padre español. 
Mediante Auto de fecha 12 de abril de 2012, el Encargado del Registro 
Civil de Arrecife (Las Palmas) resolvió negativamente la demanda del 
solicitante, por no considerar acreditados los extremos exigidos por el 
artículo 18 del Código Civil.

III.- Para que un nacimiento pueda ser inscrito en el Registro Civil español 
es necesario que el mismo haya acaecido en territorio español o en otro 
caso que afecte a españoles (cfr. arts. 15 LRC y 66 RRC)

IV.- La primera de estas condiciones no concurre en este caso, en el que 
se trata de un nacimiento acaecido en S-I. en 1953. El territorio de Ifni no 
era ni es español, pues ésta es la conclusión que se desprende 
forzosamente de su retrocesión a Marruecos por virtud del Tratado de 4 
de enero de 1969.

V.- Tampoco se da la segunda de las condiciones apuntadas. Aunque el 
padre del interesado pudiera haberse beneficiado de la nacionalidad 
española, no se ha acreditado ningún título legal de adquisición de tal 
nacionalidad y el beneficio de ésta cesó en el momento de aquella 
retrocesión a Marruecos, fecha en que el interesado no había aún 
alcanzado la mayoría de edad sin que conste que hubiesen hecho uso 
sus representantes legales, dentro del plazo de caducidad de tres meses, 
del derecho de opción a la nacionalidad española, regulado por los 
artículos tercero del Tratado, primero de su Protocolo anejo y por el 
Decreto de 26 de junio de 1969.

VI.- En cuanto a la eventual consolidación de la nacionalidad española a 
favor del recurrente, esta Dirección General ha mantenido reiteradamente 
el criterio de que según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad 
española puede consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con 
buena fe y sobre la base de un título inscrito en el Registro Civil que 
después es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación 
es el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de 
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simple presunción (cfr. arts. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera 
instancia el Encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

VII.- Sobre este punto, es discutible en principio que a los nacidos en el 
territorio de Ifni cuando éste era posesión española les beneficie el citado 
artículo 18 CC. porque no eran propiamente nacionales españoles, sino 
sólo súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, 
por más que de algunas disposiciones anteriores a la retrocesión por 
España de este territorio a Marruecos pudiera deducirse otra cosa. En 
todo caso no se puede entender cumplido en el presente caso el requisito 
de la utilización de la nacionalidad española durante más de diez años ni 
que haya ostentado en momento alguno documento oficial de identidad 
español, por lo que no concurren los requisitos para que la consolidación 
de la nacionalidad española pueda tener efecto. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Arrecife (Las Palmas).

Resolución de 31 de Julio de 2014 (43ª)
III.1.2  Declaración sobre nacionalidad española de origen

No es posible porque no se ha acreditado que los padres ostentasen la 
nacionalidad española al tiempo del nacimiento de la promotora.

En las actuaciones sobre la solicitud de inscripción de nacimiento remitidas 
a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
promotora, contra resolución dictada por el Encargado del Registro Civil 
Central.

HECHOS

1.- Mediante comparecencia en el Registro Civil de Amurrio (Álava) el 03 
de mayo de 2011, Don B. nacido en G. (Sahara) el 12 de marzo de 1986 
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solicitaba la inscripción de nacimiento en base a haber sido declarada a la 
madre del mismo la nacionalidad española con valor de simple presunción. 
Adjuntaba, entre otros, los siguientes documentos: DNI y certificación 
literal de inscripción de nacimiento de su madre, Doña A. la cual adquirió 
la nacionalidad española con valor de simple presunción en fecha 27 de 
febrero de 2006, declarada por el Registro Civil de Amurrio (Álava) e 
inscrita en el Registro Civil Central Tomo 5…, página 2… de la sección 1ª; 
pasaporte argelino, volante de empadronamiento y certificado de 
antecedentes penales expedido por la República Árabe Saharaui 
Democrática.

2.- El Ministerio Fiscal emitió informe favorable a la inscripción de 
nacimiento fuera de plazo del promotor y el Encargado del Registro Civil 
Central dictó Auto el 16 de marzo de 2011 denegando la inscripción de 
nacimiento por no haber estado sujeta la interesada a la patria potestad 
de un español.

3.- Notificada la resolución, la solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado alegando que su madre tenía la 
nacionalidad española en el momento de su nacimiento. 

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste manifestó su 
conformidad con el Auto recurrido al no haber quedado sus razonamientos 
jurídicos desvirtuados por las alegaciones del recurrente. El Encargado 
del Registro Civil remite el expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 del Código Civil (CC.), en su redacción según la 
Ley 14/1975, de 2 de mayo, 18, 20 y 26 del Código Civil en su redacción 
actual; 97 de la Ley del Registro Civil (LRC); 226 a 229 del Reglamento 
del Registro Civil (RRC), y las Resoluciones entre otras, de 20 de mayo de 
1999; 18 de abril de 2000; 27-2ª de diciembre de 2001;3-4ª y 5ª de febrero, 
1-1ª de marzo, 19-2ª de abril, 3-4ª 20-1ª y 23-1ª y 2ª de junio, 4-2ª de julio, 
13 de diciembre de 2003; 22-1ª de julio de 2004; 23-2ª de septiembre de 
2005; 19-5ª de junio de 2006; 17-1ª de enero, 4-5ª de Junio y 11-4ª de 
octubre de 2007; 23-8ª y 27-7ª de Mayo y 10-6ª de septiembre de 2008; 
19-6ª de Febrero de 2009; 7-9ª de Abril, 22-1ª de Julio, 25-6ª de Noviembre 
de 2010; 25-2ª de Mayo y 5-13ª de Septiembre de 2011.
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II.-El promotor, mediante escrito presentado en el Registro Civil de Amurrio 
(Álava) solicitó la inscripción de nacimiento por haber nacido en 1986 de 
madre española natural del territorio del Sahara que, según afirmaba, 
ostentaba dicha nacionalidad en el momento de su nacimiento. El 
Encargado del Registro Civil Central dictó resolución denegando la 
petición del interesado, considerando que el promotor no había estado 
sujeto a la patria potestad de un español. 

III.- El interesado solicita la inscripción de nacimiento basada en que su 
madre ostentaba la nacionalidad española. Según la certificación literal de 
nacimiento de su madre obrante en el expediente, consta declaración de 
nacionalidad española de origen con valor de simple presunción inscrita 
en el año 2007, es decir, habiendo alcanzado el interesado la mayoría de 
edad. En este sentido, debe dilucidarse la fecha a partir de la cual la 
declaración de la nacionalidad española de los padres surte efectos. Pues 
bien, no hay duda, y así resulta de la posición unánime de la doctrina, que 
la inscripción en el Registro Civil es un requisito inexcusable para la 
adquisición sobrevenida o derivativa de la nacionalidad española, 
conforme resulta espacialmente de lo dispuesto en el artículo 330 del 
Código Civil, que configura claramente tal inscripción como constitutiva 
del fenómeno adquisitivo. Este precepto, supone elevar la inscripción 
registral a la categoría de requisito sine qua non de la nueva situación 
jurídica derivada del cambio de estado civil que produce la adquisición de 
la nacionalidad española. Esta misma conclusión se alcanza, ratificando 
la argumentación anterior, a partir de la previsión contenida en el artículo 
23 del Código Civil, que subordina “la validez de la adquisición de la 
nacionalidad española” por opción, carta de naturaleza y residencia, entre 
otros, al requisito de su inscripción en el Registro Civil español. En 
consecuencia, mientras esta inscripción no se practique los interesados 
no han llegado a adquirir válida y eficazmente la nacionalidad española. 

En el caso de la declaración de nacionalidad con valor de simple 
presunción de la madre del interesado, sólo se podría entender que la 
eficacia de la inscripción, una vez extendida, se retrotraiga a la fecha del 
acta de declaración de la voluntad de optar o a la de formalización del 
juramento o promesa, por ser éste el momento en el que el adquirente ha 
agotado la actividad fundamental a él exigida, como ha sostenido parte de 
nuestra doctrina científica y también algunos antecedentes de la doctrina 
oficial de este Centro Directivo (retroactividad que este mismo Centro ha 
negado que pueda operar “in peius”, esto es, con efectos perjudiciales o 
limitativos de los derechos del interesado: cfr. resolución de 14-2ª de junio 
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de 2005). Ciertamente, el párrafo tercero del artículo 64 de la Ley del 
Registro Civil, para los supuestos de declaraciones de conservación o 
modificación de la nacionalidad, tras fijar las reglas determinativas de 
quién es el funcionario competente para recibir y documentar en acta 
tales declaraciones, añade que “se considerará fecha de la inscripción, a 
partir de la cual surten sus efectos tales declaraciones, la del acta que 
constará en dicho asiento”. Pero este precepto no puede entenderse 
aplicable de forma universal para todos los supuestos de adquisiciones 
sobrevenidas o derivativas de la nacionalidad española, sino en relación 
con aquellas en que no medie una “concesión” por parte de la autoridad, 
esto es, en que la voluntad del interesado “declarada” en la forma solemne 
prevista por la legislación del Registro Civil constituye la verdadera causa 
jurídica de la adquisición del status de nacional español. Este planteamiento 
nos lleva a considerar como incluido en el ámbito del párrafo tercero del 
artículo 64 de la Ley del Registro Civil, sin esfuerzo interpretativo alguno, 
el supuesto de referencia. Por lo tanto, ya que los efectos de la declaración 
con valor de simple presunción, en todo caso, no se podrá retrotraer más 
allá del momento en que la declaración de la nacionalidad de la madre se 
produjo, no podría considerarse acreditado que el promotor adquiriera 
iure sanguinis desde su nacimiento la nacionalidad española de acuerdo 
con el artículo 17 del Código Civil, aplicable al momento del nacimiento. 
Tampoco es de aplicación el derecho de opción recogido en el artículo 20 
del CC. porque el interesado ya había alcanzado la mayoría de edad por 
lo que nunca había estado sujeto a la patria potestad de un español.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (83ª)
III.1.2  Declaración sobre nacionalidad española de origen

No es posible porque no se ha acreditado que el padre ostentase la 
nacionalidad española al tiempo del nacimiento del promotor.

En las actuaciones sobre la solicitud de inscripción de nacimiento remitidas 
a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
promotora, contra resolución dictada por el Encargado del Registro Civil 
Central.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Linares el 26 de 
junio de 2009, Don C. nacida en O (Argelia) en el año 1979 solicitaba la 
opción a la nacionalidad española por haber nacido de padre español al 
amparo de lo dispuesto en el artículo 20.1 b). Adjuntaba, entre otros, los 
siguientes documentos: certificados de nacimiento, paternidad y acta de 
matrimonio expedidos por las autoridades de la República Árabe Saharaui 
Democrática, certificado de inscripción en el padrón, inscripción del padre 
en el Registro Civil Central en el año 2005, DNI padre, pasaporte argelino 
y permiso de residencia.

2.- Ratificada la interesada, el Ministerio Fiscal emitió informe favorable y 
el Encargado del Registro Civil de Linares remitió el expediente al Registro 
Civil Central, el Encargado del Registro dicta resolución denegando la 
inscripción de nacimiento por no haber estado sujeto la interesada a la 
patria potestad de un español.

3.- Notificada la resolución, la solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado alegando que su padre tenía la 
nacionalidad española en el momento de su nacimiento, aportando el DNI 
bilingüe del padre, la inscripción de nacimiento en los Libros Cheránicos y 
el Auto declarando con valor de simple presunción la nacionalidad 
española del padre.

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste manifestó su 
conformidad con la resolución emitida. El Encargado del Registro Civil 
remite el expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para la resolución del recurso.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 del Código Civil (CC.), en su redacción según la 
Ley 14/1975, de 2 de mayo, 18, 20 y 26 del Código Civil en su redacción 
actual; 97 de la Ley del Registro Civil (LRC); 226 a 229 del Reglamento 
del Registro Civil (RRC), y las Resoluciones entre otras, de 20 de mayo de 
1999; 18 de abril de 2000; 27-2ª de diciembre de 2001;3-4ª y 5ª de febrero, 
1-1ª de marzo, 19-2ª de abril, 3-4ª 20-1ª y 23-1ª y 2ª de junio, 4-2ª de julio, 
13 de diciembre de 2003; 22-1ª de julio de 2004; 23-2ª de septiembre de 
2005; 19-5ª de junio de 2006; 17-1ª de enero, 4-5ª de Junio y 11-4ª de 
octubre de 2007; 23-8ª y 27-7ª de Mayo y 10-6ª de septiembre de 2008; 
19-6ª de Febrero de 2009; 7-9ª de Abril, 22-1ª de Julio, 25-6ª de Noviembre 
de 2010; 25-2ª de Mayo y 5-13ª de Septiembre de 2011.

II.- La promotora, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Zaragoza solicitó la inscripción de nacimiento por haber nacido en 1979 
de padre español natural del territorio del Sahara que, según afirmaba, 
ostentaban dicha nacionalidad en el momento de su nacimiento. El 
Encargado del Registro Civil Central dictó resolución denegando la 
petición de la interesada, considerando que el promotor no había estado 
sujeto a la patria potestad de un español. 

III.- La interesada solicita la declaración de la nacionalidad española 
basada en que su padre ostentaba esta nacionalidad por ser natural del 
Sahara. A la vista del expediente esta petición no puede estimarse ya que 
en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Real Decreto 2258/76.

IV.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
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precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
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internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

V.- En cualquier caso, por lo que se refiere a la «nacionalidad» de los 
saharauis, durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio 
del Sahara Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y 
formal entre los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, 
como ha puesto de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 
de octubre de 1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas 
en los Estados colonizadores, se han impuesto restricciones al status 
civitatis de la población colonizada “lo que ha permitido la diferencia 
doctrinal, basada en datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y 
nacionales-súbditos” (ejemplos del Derecho comparado son Holanda, 
Italia, Bélgica y Francia). En España, pese a la ambigüedad normativa 
sobre la calificación de los territorios pertenecientes a colonias y su 
identificación con el territorio nacional, las realidades de la heterogeneidad 
territorial y de los estatutos personales ha sido sostenida por el Tribunal 
Supremo en su citada sentencia y en la posterior de 7 de noviembre de 
1999 y anteriormente por el Consejo de Estado en diversos dictámenes 
(Dictamen núm. 36017/1968 para el caso de Guinea y Dictamen 
36227/1968 para el caso de Ifni), y a partir del examen pormenorizado de 
las disposiciones dictadas en relación con aquellos territorios, llegaron a 
conclusiones fundadas acerca de las diferencias entre territorio nacional y 
territorios coloniales, así como sobre la diferente condición jurídica de 
nacionales y naturales de las colonias. 

VI.- No obstante el Real Decreto 2258/76 permitió a los naturales del 
Sahara optar a la nacionalidad española dentro de un plazo de un año y 
cumpliendo una serie de condiciones. Sin embargo, en el presente caso, 
no ha quedado acreditado que el padre del promotor hiciera uso de dicha 
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opción, por lo que debe concluirse razonablemente que aquel nunca tuvo 
la nacionalidad española, ni en el momento del nacimiento del interesado, 
ni en ningún otro momento, no siendo por tanto posible la aplicación del 
artículo 20.1 b) del Código Civil.

VII.- En cuanto a la posible aplicación del artículo 20.1 a) relativo al 
derecho a optar por la nacionalidad española por haber estado sujeto a la 
patria potestad de un español, según la certificación literal de nacimiento 
del padre obrante en el expediente, consta declaración de nacionalidad 
española de origen con valor de simple presunción inscrita en el año 
2005, es decir, habiendo alcanzado la interesada la mayoría de edad. En 
este sentido, debe dilucidarse la fecha a partir de la cual la declaración de 
la nacionalidad española de los padres surte efectos. Pues bien, no hay 
duda, y así resulta de la posición unánime de la doctrina, que la inscripción 
en el Registro Civil es un requisito inexcusable para la adquisición 
sobrevenida o derivativa de la nacionalidad española, conforme resulta 
espacialmente de lo dispuesto en el artículo 330 del Código Civil, que 
configura claramente tal inscripción como constitutiva del fenómeno 
adquisitivo. Este precepto, supone elevar la inscripción registral a la 
categoría de requisito sine qua non de la nueva situación jurídica derivada 
del cambio de estado civil que produce la adquisición de la nacionalidad 
española. Esta misma conclusión se alcanza, ratificando la argumentación 
anterior, a partir de la previsión contenida en el artículo 23 del Código 
Civil, que subordina “la validez de la adquisición de la nacionalidad 
española” por opción, carta de naturaleza y residencia, entre otros, al 
requisito de su inscripción en el Registro Civil español. En consecuencia, 
mientras esta inscripción no se practique los interesados no han llegado a 
adquirir válida y eficazmente la nacionalidad española.

En el caso de la declaración de nacionalidad con valor de simple 
presunción del padre de la interesada, sólo se podría entender que la 
eficacia de la inscripción, una vez extendida, se retrotraiga a la fecha del 
acta de declaración de la voluntad de optar o a la de formalización del 
juramento o promesa, por ser éste el momento en el que el adquirente ha 
agotado la actividad fundamental a él exigida, como ha sostenido parte de 
nuestra doctrina científica y también algunos antecedentes de la doctrina 
oficial de este Centro Directivo (retroactividad que este mismo Centro ha 
negado que pueda operar “in peius”, esto es, con efectos perjudiciales o 
limitativos de los derechos del interesado: cfr. resolución de 14-2ª de junio 
de 2005). Ciertamente, el párrafo tercero del artículo 64 de la Ley del 
Registro Civil, para los supuestos de declaraciones de conservación o 
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modificación de la nacionalidad, tras fijar las reglas determinativas de 
quién es el funcionario competente para recibir y documentar en acta 
tales declaraciones, añade que “se considerará fecha de la inscripción, a 
partir de la cual surten sus efectos tales declaraciones, la del acta que 
constará en dicho asiento”. Pero este precepto no puede entenderse 
aplicable de forma universal para todos los supuestos de adquisiciones 
sobrevenidas o derivativas de la nacionalidad española, sino en relación 
con aquellas en que no medie una “concesión” por parte de la autoridad, 
esto es, en que la voluntad del interesado “declarada” en la forma solemne 
prevista por la legislación del Registro Civil constituye la verdadera causa 
jurídica de la adquisición del status de nacional español. Este planteamiento 
nos lleva a considerar como incluido en el ámbito del párrafo tercero del 
artículo 64 de la Ley del Registro Civil, sin esfuerzo interpretativo alguno, 
el supuesto de referencia.

Por lo tanto, ya que los efectos de la declaración con valor de simple 
presunción, en todo caso, no se podrá retrotraer más allá del momento en 
que la declaración de la nacionalidad del padre se produjo, no podría 
considerarse acreditado que el promotor adquiriera iure sanguinis desde 
su nacimiento la nacionalidad española de acuerdo con el artículo 17 del 
Código Civil, aplicable al momento del nacimiento. Tampoco es de 
aplicación el derecho de opción recogido en el artículo 20 del CC. porque 
el interesado ya había alcanzado la mayoría de edad por lo que nunca 
había estado sujeto a la patria potestad de un español. Todo lo anterior 
suponiendo que existe relación de filiación entre la interesada y Don M. 
hecho este no acreditado con la documentación presentada en el 
expediente, ya que no se puede deducir la afirmación de que C. M.M. y C. 
M. L. sean la misma persona. Aparte de ello, la documentación que aporta 
expedida por autoridades de la denominada República Árabe Saharaui 
Democrática no ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción 
por la ley española. Al respecto ha de tenerse en cuenta que las 
competencias de calificación del encargado respecto de la certificación 
extranjera se extienden al examen de la competencia y autoridad que la 
expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal 
expedición con base legal suficiente para ello, base que en este caso no 
existe al no estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de 
disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.
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Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (123ª)
III.1.2  Inscripción de nacimiento y declaración de nacionalidad española 

de origen

No es posible la declaración de la nacionalidad española porque no se ha 
acreditado que el padre ostentase la nacionalidad española al tiempo del 
nacimiento del interesado.

En las actuaciones sobre inscripción de nacimiento y declaración de la 
nacionalidad española remitidas a este Centro en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el promotor, contra auto dictado por el Encargado 
del Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Mediante escrito remitido al Registro Civil de S. ( La C.) el 9 de julio de 
2013, Don J.R. solicita la inscripción de nacimiento en el Registro Civil 
español y declaración de la nacionalidad española de su hijo, J-E. nacido 
en Cuba el 20 de septiembre de 1999, alegando que en el momento de su 
nacimiento, el promotor ostentaba la nacionalidad española. Adjunta como 
documentación: certificación de nacimiento del interesado; certificación 
literal de nacimiento del promotor, en la que consta que nació en B. en 
1979 de padres colombianos; certificado de empadronamiento; y fotocopia 
del DNI del promotor.

2.- Una vez ratificado el promotor en su solicitud, se remiten las actuaciones 
al Registro Civil Central. El Encargado del Registro Civil Central, mediante 
Auto de fecha 7 de octubre de 2013 deniega la inscripción de nacimiento 
del interesado, por entender que el padre del mismo no ostentaba la 
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nacionalidad española en el momento de su nacimiento, por lo que no se 
la pudo transmitir iure sanguinis. 

3.- Notificado el Sr. R. éste interpone recurso ante la Dirección General de 
los Registros y del Notariado, reiterando su solicitud y aporta una nueva 
certificación literal de nacimiento del promotor, padre del interesado, en la 
que consta anotada marginalmente la adquisición de la nacionalidad con 
valor de simple presunción por auto del Encargado del Registro Civil de 
Vilagarcia de Arosa (Pontevedra) de fecha 20 de septiembre de 2007.

4.- De la interposición del recurso se da traslado al Ministerio Fiscal, que 
interesa la desestimación del recurso y el Encargado del Registro Civil 
Central se ratifica en la decisión adoptada y remite el expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 del Código Civil (CC.) en la redacción de la Ley 
de 15 de julio de 1954; 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 335 y 338 del 
Reglamento del Registro Civil (RRC); y las Resoluciones, entre otras, de 
28-4ª de febrero, 18 y 21-4ª de marzo, 14-5ª y 17-1ª de julio, 1-1ª, 6-3ª, 
7-2ª y 9-1ª de septiembre de 2006; 5-2ª de marzo de 2007, 21-5ª de 
mayo, 28-3ª de septiembre de 2007; 5-2ª de Febrero 6-5ª de junio y 7-6ª 
de noviembre de 2008, 27-4ª de Marzo 2009.

II.- El interesado, nacido en Cuba el 20 de septiembre de 1999, solicitó, a 
través de su representante legal, la inscripción de su nacimiento en el 
Registro Civil español y la declaración de la nacionalidad española, al 
haber nacido de padre español.

El Encargado del Registro Civil Central dictó auto de 7 de octubre de 2013 
denegando la petición, siendo dicho auto el que constituye el objeto del 
presente recurso. 

III.- La posibilidad de que al interesado le sea reconocida la nacionalidad 
española de origen que solicita, está en función de que resulte acreditado 
que, al tiempo de su nacimiento, el padre era español y le transmitió esta 
nacionalidad. A este respecto, hay que tener en cuenta que, según la 
certificación literal de nacimiento del promotor, el mismo nació en B. en 
1979 de padres colombianos, constando en la certificación que aporta en 
trámite de recurso que adquirió la nacionalidad española con valor de 
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simple presunción en el año 2007, es decir, con posterioridad al nacimiento 
del interesado. 

IV.- En este sentido, debe dilucidarse la fecha a partir de la cual la 
declaración de la nacionalidad española del padre surte efectos. Pues 
bien, no hay duda, y así resulta de la posición unánime de la doctrina, que 
la inscripción en el Registro Civil es un requisito inexcusable para la 
adquisición sobrevenida o derivativa de la nacionalidad española, 
conforme resulta espacialmente de lo dispuesto en el artículo 330 del 
Código Civil, que configura claramente tal inscripción como constitutiva 
del fenómeno adquisitivo. Este precepto, supone elevar la inscripción 
registral a la categoría de requisito sine qua non de la nueva situación 
jurídica derivada del cambio de estado civil que produce la adquisición de 
la nacionalidad española. Esta misma conclusión se alcanza, ratificando 
la argumentación anterior, a partir de la previsión contenida en el artículo 
23 del Código Civil, que subordina “la validez de la adquisición de la 
nacionalidad española” por opción, carta de naturaleza y residencia, entre 
otros, al requisito de su inscripción en el Registro Civil español. En 
consecuencia, mientras esta inscripción no se practique los interesados 
no han llegado a adquirir válida y eficazmente la nacionalidad española.

V.- En el caso de la declaración de nacionalidad con valor de simple 
presunción del padre del interesado, promotor del presente expediente, 
sólo se podría entender que la eficacia de la inscripción, una vez extendida, 
se retrotraiga a la fecha del acta de declaración de la voluntad de optar o 
a la de formalización del juramento o promesa, por ser éste el momento 
en el que el adquirente ha agotado la actividad fundamental a él exigida, 
como ha sostenido parte de nuestra doctrina científica y también algunos 
antecedentes de la doctrina oficial de este Centro Directivo (retroactividad 
que este mismo Centro ha negado que pueda operar “in peius”, esto es, 
con efectos perjudiciales o limitativos de los derechos del interesado: cfr. 
resolución de 14-2ª de junio de 2005).

VI.- Ciertamente, el párrafo tercero del artículo 64 de la Ley del Registro 
Civil, para los supuestos de declaraciones de conservación o modificación 
de la nacionalidad, tras fijar las reglas determinativas de quién es el 
funcionario competente para recibir y documentar en acta tales 
declaraciones, añade que “se considerará fecha de la inscripción, a partir 
de la cual surten sus efectos tales declaraciones, la del acta que constará 
en dicho asiento”. Pero este precepto no puede entenderse aplicable de 
forma universal para todos los supuestos de adquisiciones sobrevenidas 
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o derivativas de la nacionalidad española, sino en relación con aquellas 
en que no medie una “concesión” por parte de la autoridad, esto es, en 
que la voluntad del interesado “declarada” en la forma solemne prevista 
por la legislación del Registro Civil constituye la verdadera causa jurídica 
de la adquisición del status de nacional español. Este planteamiento nos 
lleva a considerar como incluido en el ámbito del párrafo tercero del 
artículo 64 de la Ley del Registro Civil, sin esfuerzo interpretativo alguno, 
el supuesto de referencia.

VII.- Por lo tanto, ya que los efectos de la declaración con valor de simple 
presunción, en todo caso, no se podrá retrotraer más allá del momento en 
que la declaración de la nacionalidad del padre se produjo, no podría 
considerarse acreditado que el interesado adquiriera iure sanguinis desde 
su nacimiento la nacionalidad española de acuerdo con el artículo 17 del 
Código Civil, vigente en el momento de su nacimiento, dado que no resulta 
acreditado que el padre ostentara la nacionalidad española en ese 
momento. 

VIII.- Todo ello, sin perjuicio de que un nacimiento acaecido en el extranjero 
y que afecte a españoles pueda inscribirse en el Registro Civil español 
competente, pudiendo prescindirse de la tramitación de expediente de 
inscripción fuera de plazo de nacimiento, siempre que no haya dudas de 
la realidad del hecho inscrito y de su legalidad conforme a la Ley española 
(art. 23, II LRC) y siempre que el Registro extranjero sea regular y 
auténtico, de modo que el asiento de que se certifica, en cuanto a los 
hechos de que da fe, tenga garantías análogas a las exigidas para la 
inscripción por la Ley española (art. 85.I RRC). Al no poderse dar por 
acreditada la nacionalidad española del padre en el momento del 
nacimiento del interesado, no procede, como se ha señalado anteriormente, 
la declaración de nacionalidad española de origen pretendida, en virtud 
del artículo 17 del Código Civil. Sin embargo, procedería la inscripción del 
nacimiento del interesado en el Registro Civil español, basada en el 
artículo 15 de la Ley del Registro Civil, por afectar el mismo al estado civil 
de su padre español. Asimismo, el artículo 66 del Reglamento del Registro 
Civil prevé la posibilidad de inscribir el nacimiento, si así se solicita, en el 
Registro Civil español por afectar el hecho al estado civil de un español -el 
padre en este caso-, pero teniendo en cuenta que debe hacerse constar 
expresamente en el asiento que no está acreditada conforme a Ley la 
nacionalidad española del inscrito (art. 66, in fine, RRC). 
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IX.- Finalmente, en relación las dudas surgidas acerca de la nacionalidad 
del padre del interesado, cabe señalar que la calificación en las 
resoluciones firmes está limitada a la competencia y clase del 
procedimiento seguido, formalidades extrínsecas de los documentos 
presentados y asientos del propio Registro (cfr.art.27, II, LRC). Por esto, 
la declaración firme en expediente del artículo 96-2º de la Ley, adoptada 
por el Registro Civil competente del domicilio (cfr. art. 335 RRC), no puede 
ser calificada volviendo a enjuiciar el fondo del asunto por el Encargado 
del Registro Civil del nacimiento al inscribir los hechos que afecten al 
estado civil del interesado o al anotar al margen de la inscripción de 
nacimiento los mismos (artículos 15 y 39 de la Ley del Registro Civil). 

Cuestión completamente distinta es que, si el Encargado del Registro 
Civil estima improcedente la anotación, pueda poner los hechos en 
conocimiento del Ministerio Fiscal para que, en aras de la debida 
concordancia entre el Registro Civil y la realidad, pueda el mismo promover 
un expediente declarativo con valor de simple presunción en sentido 
contrario. En efecto, en desarrollo de la obligatoria concordancia del 
Registro con la realidad se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de 
concordancia, no juega en el ámbito del Registro Civil el principio de 
autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible reiterar un expediente 
sobre cuestión ya decidida si las nuevas actuaciones tienen su fundamento 
en hechos descubiertos posteriormente. Por eso ha de ser posible que, de 
oficio o por iniciativa de las autoridades o de cualquier interesado, y con 
intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de nuevo 
expediente para declarar con valor de presunción que a los nacidos les 
corresponde o no les corresponde la nacionalidad española. La declaración 
recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, habrá de tener acceso 
al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación sobre la 
nacionalidad ya practicada.

 Sin perjuicio de lo anterior, en tanto no se haya tramitado un expediente 
de declaración negativo de la nacionalidad del padre del interesado y 
haya recaído resolución en ese sentido, deberá considerarse que el sujeto 
del cual se declaró la nacionalidad ostenta esta efectivamente, pues ya se 
ha dicho en numerosas resoluciones que la tan citada declaración tendrá 
plenos efectos probatorios en tanto no sea destruida. A consecuencia de 
ello y siempre que se cumplan los requisitos legalmente establecidos, 
debería inscribirse el nacimiento del interesado en el Registro Civil por 
tratarse de un hecho de los recogidos en el artículo 1 de la Ley y afectar a 
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un español (artículo 15 de la Ley del Registro Civil), sin perjuicio hacer 
constar marginalmente que la nacionalidad española del inscrito no está 
acreditada conforme a la Ley.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: estimar parcialmente el recurso 
y ordenar la inscripción de nacimiento de J-E. haciendo constar 
marginalmente que la nacionalidad española del inscrito no está acreditado 
conforme a la Ley.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (138ª)
III.1.2  Declaración sobre nacionalidad española de origen

No es posible porque no se ha acreditado que los padres ostentasen la 
nacionalidad española al tiempo del nacimiento del promotor.

En las actuaciones sobre la solicitud de inscripción de nacimiento remitidas 
a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el promotor, 
contra resolución dictada por el Encargado del Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Zaragoza el 22 de 
febrero de 2006, M. nacido en Z. (Mauritania) en el año 1978 solicitaba la 
inscripción de nacimiento por haber nacido de padres españoles. 
Adjuntaba, entre otros, los siguientes documentos: Certificado de 
nacimiento expedido por las autoridades de la República Árabe Saharaui 
Democrática, DNI e inscripción de los padres en el Registro Civil Central, 
solicitud de inscripción de matrimonio, acta de matrimonio y pasaporte 
mauritano.

2.- Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emitió informe favorable y 
el Encargado del Registro Civil de Zaragoza remitió el expediente al 
Registro Civil Central. El Encargado del Registro Civil Central interesa el 
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aporte de un certificado de nacimiento válido. Una vez recibida la 
certificación, el Encargado del Registro Civil Central dicta resolución 
denegando la inscripción de nacimiento por no haber estado sujeto el 
interesado a la patria potestad de un español.

3.- Notificada la resolución, el solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado alegando que sus padres tenían 
la nacionalidad española en el momento de su nacimiento y aportando 
copia de la resolución de 23 de junio de 2000 de la Dirección General de 
los Registros y el Notariado. 

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste manifestó su 
conformidad con la resolución emitida. El Encargado del Registro Civil 
remite el expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 del Código Civil (CC.), en su redacción según la 
Ley 14/1975, de 2 de mayo, 18, 20 y 26 del Código Civil en su redacción 
actual; 97 de la Ley del Registro Civil (LRC); 226 a 229 del Reglamento 
del Registro Civil (RRC), y las Resoluciones entre otras, de 20 de mayo de 
1999; 18 de abril de 2000; 27-2ª de diciembre de 2001;3-4ª y 5ª de febrero, 
1-1ª de marzo, 19-2ª de abril, 3-4ª 20-1ª y 23-1ª y 2ª de junio, 4-2ª de julio, 
13 de diciembre de 2003; 22-1ª de julio de 2004; 23-2ª de septiembre de 
2005; 19-5ª de junio de 2006; 17-1ª de enero, 4-5ª de Junio y 11-4ª de 
octubre de 2007; 23-8ª y 27-7ª de Mayo y 10-6ª de septiembre de 2008; 
19-6ª de Febrero de 2009; 7-9ª de Abril, 22-1ª de Julio, 25-6ª de Noviembre 
de 2010; 25-2ª de Mayo y 5-13ª de Septiembre de 2011.

II.- El promotor, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Zaragoza solicitó la inscripción de nacimiento por haber nacido en 1978 
de padres españoles naturales del territorio del Sahara que, según 
afirmaba, ostentaban dicha nacionalidad en el momento de su nacimiento. 
El Encargado del Registro Civil Central dictó resolución denegando la 
petición del interesado, considerando que el promotor no había estado 
sujeto a la patria potestad de un español. 

III.- El interesado solicita la inscripción de nacimiento basada en que sus 
padres ostentaban la nacionalidad española. Según la certificación literal 
de nacimiento de los padres obrante en el expediente, consta declaración 
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de nacionalidad española de origen con valor de simple presunción 
inscrita en el año 2004, es decir, habiendo alcanzado el interesado la 
mayoría de edad. En este sentido, debe dilucidarse la fecha a partir de la 
cual la declaración de la nacionalidad española de los padres surte 
efectos. Pues bien, no hay duda, y así resulta de la posición unánime de 
la doctrina, que la inscripción en el Registro Civil es un requisito 
inexcusable para la adquisición sobrevenida o derivativa de la nacionalidad 
española, conforme resulta espacialmente de lo dispuesto en el artículo 
330 del Código Civil, que configura claramente tal inscripción como 
constitutiva del fenómeno adquisitivo.

 Este precepto, supone elevar la inscripción registral a la categoría de 
requisito sine qua non de la nueva situación jurídica derivada del cambio 
de estado civil que produce la adquisición de la nacionalidad española. 
Esta misma conclusión se alcanza, ratificando la argumentación anterior, 
a partir de la previsión contenida en el artículo 23 del Código Civil, que 
subordina “la validez de la adquisición de la nacionalidad española” por 
opción, carta de naturaleza y residencia, entre otros, al requisito de su 
inscripción en el Registro Civil español.

 En consecuencia, mientras esta inscripción no se practique los interesados 
no han llegado a adquirir válida y eficazmente la nacionalidad española. 
En el caso de la declaración de nacionalidad con valor de simple 
presunción de los padres de la interesada, sólo se podría entender que la 
eficacia de la inscripción, una vez extendida, se retrotraiga a la fecha del 
acta de declaración de la voluntad de optar o a la de formalización del 
juramento o promesa, por ser éste el momento en el que el adquirente ha 
agotado la actividad fundamental a él exigida, como ha sostenido parte de 
nuestra doctrina científica y también algunos antecedentes de la doctrina 
oficial de este Centro Directivo (retroactividad que este mismo 

Centro ha negado que pueda operar “in peius”, esto es, con efectos 
perjudiciales o limitativos de los derechos del interesado: cfr. resolución 
de 14-2ª de junio de 2005). Ciertamente, el párrafo tercero del artículo 64 
de la Ley del Registro Civil, para los supuestos de declaraciones de 
conservación o modificación de la nacionalidad, tras fijar las reglas 
determinativas de quién es el funcionario competente para recibir y 
documentar en acta tales declaraciones, añade que “se considerará fecha 
de la inscripción, a partir de la cual surten sus efectos tales declaraciones, 
la del acta que constará en dicho asiento”. 
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Pero este precepto no puede entenderse aplicable de forma universal 
para todos los supuestos de adquisiciones sobrevenidas o derivativas de 
la nacionalidad española, sino en relación con aquellas en que no medie 
una “concesión” por parte de la autoridad, esto es, en que la voluntad del 
interesado “declarada” en la forma solemne prevista por la legislación del 
Registro Civil constituye la verdadera causa jurídica de la adquisición del 
status de nacional español.

 Este planteamiento nos lleva a considerar como incluido en el ámbito del 
párrafo tercero del artículo 64 de la Ley del Registro Civil, sin esfuerzo 
interpretativo alguno, el supuesto de referencia. Por lo tanto, ya que los 
efectos de la declaración con valor de simple presunción, en todo caso, no 
se podrá retrotraer más allá del momento en que la declaración de la 
nacionalidad de los padres se produjo, no podría considerarse acreditado 
que el promotor adquiriera iure sanguinis desde su nacimiento la 
nacionalidad española de acuerdo con el artículo 17 del Código Civil, 
aplicable al momento del nacimiento. Tampoco es de aplicación el derecho 
de opción recogido en el artículo 20 del CC. porque el interesado ya había 
alcanzado la mayoría de edad por lo que nunca había estado sujeto a la 
patria potestad de un español.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (142ª)
III.1.2  Declaración sobre nacionalidad española de origen

No es posible porque no se ha acreditado que el padre ostentase la 
nacionalidad española al tiempo del nacimiento de la promotora.

En las actuaciones sobre la solicitud de inscripción de nacimiento remitidas 
a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
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promotora, contra resolución dictada por el Encargado del Registro Civil 
Central.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Granadilla de 
Abona (Tenerife) el 5 de febrero de 2009, L. nacida en A. (Marruecos) en 
el año 1979 solicitaba la opción a la nacionalidad española por haber 
nacido de padre español al amparo de lo dispuesto en el artículo 20.1 b). 
Adjuntaba, entre otros, los siguientes documentos: certificado de 
empadronamiento, permiso de residencia, ficha individual del Registro 
Civil de Marruecos, certificados de acta de nacimiento, antecedentes 
penales y parentesco expedidos por las autoridades del Reino de 
Marruecos, DNI del padre, inscripción del matrimonio de los padres, 
inscripciones de los padres en el Registro Civil Central, comparecencia 
del padre para la inscripción de matrimonio en la que declara los hijos que 
tiene y su deseo de que sean inscritos directamente como españoles y 
pasaporte marroquí.

2.- Tras solicitar a la interesada el aporte del original del acta de nacimiento, 
el Encargado del Registro Civil Central dicta resolución denegando la 
inscripción de nacimiento por no haber estado sujeta la interesada a la 
patria potestad de un español.

3.- Notificada la resolución, la solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado alegando que su padre tenía la 
nacionalidad española en el momento de su nacimiento, aportando más 
documentación: certificado declarando la expedición de DNI bilingüe en 
1966 y la renovación del mismo en 1991 y actas de inscripción de 
nacimiento de seis de sus hermanos.

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste manifestó su 
conformidad con la resolución emitida. El Encargado del Registro Civil 
remite el expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 del Código Civil (CC.), en su redacción según la 
Ley 14/1975, de 2 de mayo, 18, 20 y 26 del Código Civil en su redacción 
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actual; 97 de la Ley del Registro Civil (LRC); 226 a 229 del Reglamento 
del Registro Civil (RRC), y las Resoluciones entre otras, de 20 de mayo de 
1999; 18 de abril de 2000; 27-2ª de diciembre de 2001;3-4ª y 5ª de febrero, 
1-1ª de marzo, 19-2ª de abril, 3-4ª 20-1ª y 23-1ª y 2ª de junio, 4-2ª de julio, 
13 de diciembre de 2003; 22-1ª de julio de 2004; 23-2ª de septiembre de 
2005; 19-5ª de junio de 2006; 17-1ª de enero, 4-5ª de Junio y 11-4ª de 
octubre de 2007; 23-8ª y 27-7ª de Mayo y 10-6ª de septiembre de 2008; 
19-6ª de Febrero de 2009; 7-9ª de Abril, 22-1ª de Julio, 25-6ª de Noviembre 
de 2010; 25-2ª de Mayo y 5-13ª de Septiembre de 2011.

II.- La promotora, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Alzira solicitó la inscripción de nacimiento por haber nacido en 1979 de 
padre español natural del territorio del Sahara que, según afirmaba, 
ostentaba dicha nacionalidad en el momento de su nacimiento. El 
Encargado del Registro Civil Central dictó resolución denegando la 
petición de la interesada, considerando que la promotora no había estado 
sujeta a la patria potestad de un español. 

III.- La interesada solicita la inscripción de nacimiento basada en que su 
padre ostentaba la nacionalidad española. Según la certificación literal de 
nacimiento del padre obrante en el expediente, consta declaración de 
nacionalidad española de origen con valor de simple presunción inscrita 
en el año 2005, es decir, habiendo alcanzado la interesada la mayoría de 
edad. En este sentido, debe dilucidarse la fecha a partir de la cual la 
declaración de la nacionalidad española de los padres surte efectos. Pues 
bien, no hay duda, y así resulta de la posición unánime de la doctrina, que 
la inscripción en el Registro Civil es un requisito inexcusable para la 
adquisición sobrevenida o derivativa de la nacionalidad española, 
conforme resulta espacialmente de lo dispuesto en el artículo 330 del 
Código Civil, que configura claramente tal inscripción como constitutiva 
del fenómeno adquisitivo. Este precepto, supone elevar la inscripción 
registral a la categoría de requisito sine qua non de la nueva situación 
jurídica derivada del cambio de estado civil que produce la adquisición de 
la nacionalidad española. Esta misma conclusión se alcanza, ratificando 
la argumentación anterior, a partir de la previsión contenida en el artículo 
23 del Código Civil, que subordina “la validez de la adquisición de la 
nacionalidad española” por opción, carta de naturaleza y residencia, entre 
otros, al requisito de su inscripción en el Registro Civil español. En 
consecuencia, mientras esta inscripción no se practique los interesados 
no han llegado a adquirir válida y eficazmente la nacionalidad española.
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En el caso de la declaración de nacionalidad con valor de simple 
presunción del padre de la interesada, sólo se podría entender que la 
eficacia de la inscripción, una vez extendida, se retrotraiga a la fecha del 
acta de declaración de la voluntad de optar o a la de formalización del 
juramento o promesa, por ser éste el momento en el que el adquirente ha 
agotado la actividad fundamental a él exigida, como ha sostenido parte de 
nuestra doctrina científica y también algunos antecedentes de la doctrina 
oficial de este Centro Directivo (retroactividad que este mismo Centro ha 
negado que pueda operar “in peius”, esto es, con efectos perjudiciales o 
limitativos de los derechos del interesado: cfr. resolución de 14-2ª de junio 
de 2005).Ciertamente, el párrafo tercero del artículo 64 de la Ley del 
Registro Civil, para los supuestos de declaraciones de conservación o 
modificación de la nacionalidad, tras fijar las reglas determinativas de 
quién es el funcionario competente para recibir y documentar en acta 
tales declaraciones, añade que “se considerará fecha de la inscripción, a 
partir de la cual surten sus efectos tales declaraciones, la del acta que 
constará en dicho asiento”. Pero este precepto no puede entenderse 
aplicable de forma universal para todos los supuestos de adquisiciones 
sobrevenidas o derivativas de la nacionalidad española, sino en relación 
con aquellas en que no medie una “concesión” por parte de la autoridad, 
esto es, en que la voluntad del interesado “declarada” en la forma solemne 
prevista por la legislación del Registro Civil constituye la verdadera causa 
jurídica de la adquisición del status de nacional español. Este planteamiento 
nos lleva a considerar como incluido en el ámbito del párrafo tercero del 
artículo 64 de la Ley del Registro Civil, sin esfuerzo interpretativo alguno, 
el supuesto de referencia. Por lo tanto, ya que los efectos de la declaración 
con valor de simple presunción, en todo caso, no se podrá retrotraer más 
allá del momento en que la declaración de la nacionalidad del padre se 
produjo, no podría considerarse acreditado que la promotora adquiriera 
iure sanguinis desde su nacimiento la nacionalidad española de acuerdo 
con el artículo 17 del Código Civil, aplicable al momento del nacimiento. 
Tampoco es de aplicación el derecho de opción recogido en el artículo 20 
del CC. porque la interesada ya había alcanzado la mayoría de edad por 
lo que nunca había estado sujeto a la patria potestad de un español. 

Por lo que se refiere a la concesión a sus hermanos, según su declaración, 
de la nacionalidad española, a la vista de la documentación aportada al 
expediente en prueba del presunto derecho de la ahora interesada, según 
su declaración la documentación que sirvió de base en su momento para 
la declaración con valor de simple presunción de la nacionalidad española 
de aquéllos era similar a la contenida en el presente expediente, por lo 
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que, si el Ministerio Fiscal considerara que les ha sido otorgada dicha 
nacionalidad de modo improcedente, cabría, a instancia de dicho órgano, 
incoar nuevos expedientes solicitando que se declare con valor de simple 
presunción que los interesados no son españoles. A este respecto 
conviene recordar que, en desarrollo del principio básico de la legislación 
registral de concordancia del Registro Civil con la realidad, es doctrina 
reiterada de este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés 
público de concordancia, no opera en el ámbito del Registro Civil el 
principio de autoridad de cosa juzgada

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (213ª)
III.1.2  Declaración sobre nacionalidad española de origen

No es posible porque no se ha acreditado que la madre ostentase la 
nacionalidad española al tiempo del nacimiento del promotor.

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
la promotora hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia 
del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera poseído y 
utilizado la nacionalidad durante diez años.

En las actuaciones sobre la solicitud de inscripción de nacimiento remitidas 
a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
promotora, contra resolución dictada por el Encargado del Registro Civil 
de Alcorcón (Madrid).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Alcorcón el 8 de 
agosto de 2007, T. nacida en A. (Sahara) en el año 1979 solicitaba la 
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declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
por haber nacido en el Sahara de madre española al amparo de lo 
dispuesto en el artículo 17.1 c). Adjuntaba, entre otros, los siguientes 
documentos: auto reconociendo la nacionalidad española con valor de 
simple presunción de fecha 12 de julio de 2006 e inscrita en el Registro 
Civil Central el año 2009, certificados de parentesco y concordancia de 
nombres expedidos por la Delegación Saharaui para la Comunidad 
Valenciana, certificado negativo de inscripción en los Libros Cheránicos, 
DNI y certificado de nacimiento expedidos por las autoridades de la 
República Árabe Saharaui Democrática, certificado de la embajada de 
Argelia declarando que la promotora no es de nacionalidad argelina, DNI 
español de las hijas, certificado de antecedentes penales y volante de 
empadronamiento.

2.- Ratificada la interesada, el Ministerio Fiscal emitió informe desfavorable 
y el Encargado del Registro Civil de Alcorcón dicta auto el 17 de junio de 
2010 denegando la inscripción de nacimiento por no haber estado sujeta 
la interesada a la patria potestad de un español ni cumplir los requisitos 
del artículo 18 del Código Civil.

3.- Notificada la resolución, la solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado alegando que cumple con los 
requisitos necesarios para la declaración de su nacionalidad española 
según los artículos 17 y 18 del CC.

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste manifestó su 
conformidad con el auto emitido. El Encargado del Registro Civil remite el 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para la 
resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 del Código Civil (CC.), en su redacción según la 
Ley 14/1975, de 2 de mayo, 18, 20 y 26 del Código Civil en su redacción 
actual; 97 de la Ley del Registro Civil (LRC); 226 a 229 del Reglamento 
del Registro Civil (RRC), y las Resoluciones entre otras, de 20 de mayo de 
1999; 18 de abril de 2000; 27-2ª de diciembre de 2001;3-4ª y 5ª de febrero, 
1-1ª de marzo, 19-2ª de abril, 3-4ª 20-1ª y 23-1ª y 2ª de junio, 4-2ª de julio, 
13 de diciembre de 2003; 22-1ª de julio de 2004; 23-2ª de septiembre de 
2005; 19-5ª de junio de 2006; 17-1ª de enero, 4-5ª de Junio y 11-4ª de 
octubre de 2007; 23-8ª y 27-7ª de Mayo y 10-6ª de septiembre de 2008; 
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19-6ª de Febrero de 2009; 7-9ª de Abril, 22-1ª de Julio, 25-6ª de Noviembre 
de 2010; 25-2ª de Mayo y 5-13ª de Septiembre de 2011.

II.- La promotora, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Alcorcón solicitó la inscripción de nacimiento por haber nacido en 1979 de 
madre española natural del territorio del Sahara. El Encargado del Registro 
Civil dictó auto denegando la petición de la interesada, considerando que 
la promotora no había estado sujeta a la patria potestad de un español y 
no cumplía los requisitos del artículo 18 del Código Civil, siendo dicho 
auto el que constituye el objeto del presente recurso. 

III.- La interesada solicita la inscripción de nacimiento basada en que su 
madre ostentaba la nacionalidad española. Según la certificación literal de 
nacimiento de la madre obrante en el expediente, consta declaración de 
nacionalidad española de origen con valor de simple presunción inscrita 
en el año 2009, es decir, habiendo alcanzado el interesado la mayoría de 
edad. En este sentido, debe dilucidarse la fecha a partir de la cual la 
declaración de la nacionalidad española de la madre surte efectos. Pues 
bien, no hay duda, y así resulta de la posición unánime de la doctrina, que 
la inscripción en el Registro Civil es un requisito inexcusable para la 
adquisición sobrevenida o derivativa de la nacionalidad española, 
conforme resulta espacialmente de lo dispuesto en el artículo 330 del 
Código Civil, que configura claramente tal inscripción como constitutiva 
del fenómeno adquisitivo. Este precepto, supone elevar la inscripción 
registral a la categoría de requisito sine qua non de la nueva situación 
jurídica derivada del cambio de estado civil que produce la adquisición de 
la nacionalidad española. Esta misma conclusión se alcanza, ratificando 
la argumentación anterior, a partir de la previsión contenida en el artículo 
23 del Código Civil, que subordina “la validez de la adquisición de la 
nacionalidad española” por opción, carta de naturaleza y residencia, entre 
otros, al requisito de su inscripción en el Registro Civil español. En 
consecuencia, mientras esta inscripción no se practique los interesados 
no han llegado a adquirir válida y eficazmente la nacionalidad española.

En el caso de la declaración de nacionalidad con valor de simple 
presunción de la madre de la interesada, sólo se podría entender que la 
eficacia de la inscripción, una vez extendida, se retrotraiga a la fecha del 
acta de declaración de la voluntad de optar o a la de formalización del 
juramento o promesa, por ser éste el momento en el que el adquirente ha 
agotado la actividad fundamental a él exigida, como ha sostenido parte de 
nuestra doctrina científica y también algunos antecedentes de la doctrina 
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oficial de este Centro Directivo (retroactividad que este mismo Centro ha 
negado que pueda operar “in peius”, esto es, con efectos perjudiciales o 
limitativos de los derechos del interesado: cfr. resolución de 14-2ª de junio 
de 2005). Ciertamente, el párrafo tercero del artículo 64 de la Ley del 
Registro Civil, para los supuestos de declaraciones de conservación o 
modificación de la nacionalidad, tras fijar las reglas determinativas de 
quién es el funcionario competente para recibir y documentar en acta 
tales declaraciones, añade que “se considerará fecha de la inscripción, a 
partir de la cual surten sus efectos tales declaraciones, la del acta que 
constará en dicho asiento”. Pero este precepto no puede entenderse 
aplicable de forma universal para todos los supuestos de adquisiciones 
sobrevenidas o derivativas de la nacionalidad española, sino en relación 
con aquellas en que no medie una “concesión” por parte de la autoridad, 
esto es, en que la voluntad del interesado “declarada” en la forma solemne 
prevista por la legislación del Registro Civil constituye la verdadera causa 
jurídica de la adquisición del status de nacional español. Este planteamiento 
nos lleva a considerar como incluido en el ámbito del párrafo tercero del 
artículo 64 de la Ley del Registro Civil, sin esfuerzo interpretativo alguno, 
el supuesto de referencia. Por lo tanto, ya que los efectos de la declaración 
con valor de simple presunción, en todo caso, no se podrá retrotraer más 
allá del momento en que la declaración de la nacionalidad de la madre se 
produjo, no podría considerarse acreditado que la promotora adquiriera 
iure sanguinis desde su nacimiento la nacionalidad española de acuerdo 
con el artículo 17 del Código Civil, aplicable al momento del nacimiento. 
Tampoco es de aplicación el derecho de opción recogido en el artículo 20 
del CC. porque el interesado ya había alcanzado la mayoría de edad por 
lo que nunca había estado sujeto a la patria potestad de un español. 

IV.- También solicita la interesada la nacionalidad española por aplicación 
del artículo 18 del Código Civil, según el mencionado artículo la 
nacionalidad española puede consolidarse si se posee y utiliza durante 
diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el Registro 
Civil que después es anulado. La vía registral para comprobar esta 
consolidación es el expediente de declaración de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción (cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide 
en primera instancia el encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 
335 RRC).

V.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
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más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

VI.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 

http://


M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

278Boletín del Ministerio de Justicia

Nacionalidad

una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

VII.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural 
del Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente la interesada nació en el año 1979, 
después de terminar el plazo tras la entrada en vigor del Decreto de 1976, 
no estando suficientemente acreditado el lugar de nacimiento pues hay 
discrepancias en lo referente al mismo en la documentación presente en 
el expediente. De otro lado, no está probada a través de dicha 
documentación la posesión de la nacionalidad española en los términos y 
duración que establece el artículo 18 CC., en el que se indica que la 
nacionalidad española puede consolidarse si se posee y utiliza durante 
diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el Registro 
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Civil que después es anulado. Por lo tanto, al igual que ocurre con el 
artículo 17 según se ha visto en el punto III de los presentes fundamentos 
de derecho, tampoco es aplicable el artículo 18 del Código Civil al caso 
presente. Aparte de ello, la documentación que aporta expedida por 
autoridades de la denominada República Árabe Saharaui Democrática no 
ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley 
española. Al respecto ha de tenerse en cuenta que las competencias de 
calificación del encargado respecto de la certificación extranjera se 
extienden al examen de la competencia y autoridad que la expide, la cual 
ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con 
base legal suficiente para ello, base que en este caso no existe al no estar 
establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones 
normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Alcorcón (Madrid).

Resolución de 31 de Julio de 2014 (219ª)
III.1.2  Declaración sobre nacionalidad española de origen

No es posible porque no se ha acreditado que los padres ostentasen la 
nacionalidad española al tiempo del nacimiento del promotor.

En las actuaciones sobre la solicitud de inscripción de nacimiento remitidas 
a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el promotor, 
contra resolución dictada por el Encargado del Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Zaragoza el 22 de 
junio de 2006, Don S. nacido en Z. (Mauritania) en el año 1974 solicitaba 
la inscripción de nacimiento por haber nacido de padres españoles. 
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Adjuntaba, entre otros, los siguientes documentos: Certificado de 
nacimiento expedido por las autoridades de la República Árabe Saharaui 
Democrática, certificado de ciudadanía expedido por la Delegación 
Saharaui para Aragón, inscripciones de nacimiento del padre y de la 
madre realizadas en el año 2004 en el Registro Civil Central, acta de 
matrimonio de los padres, pasaporte mauritano y volante de 
empadronamiento.

2.- Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emitió informe favorable y 
el Encargado del Registro Civil de Zaragoza informó favorablemente 
remitiendo el expediente al Registro Civil Central. Ante las discrepancias 
que presentaban los certificados entregados, el Encargado del Registro 
Civil Central interesa el aporte de un certificado de nacimiento expedido 
por el Registro Civil de Zoueratt legalizado y traducido. Una vez recibida la 
certificación, el Encargado del Registro Civil Central dicta resolución 
denegando la inscripción de nacimiento por no haber estado sujeto el 
interesado a la patria potestad de un español.

3.- Notificada la resolución, el solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado alegando que sus padres tenían 
la nacionalidad española en el momento de su nacimiento.

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste manifestó su 
conformidad con la resolución emitida. El Encargado del Registro Civil 
remite el expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 del Código Civil (CC.), en su redacción según la 
Ley 14/1975, de 2 de mayo, 18, 20 y 26 del Código Civil en su redacción 
actual; 97 de la Ley del Registro Civil (LRC); 226 a 229 del Reglamento 
del Registro Civil (RRC), y las Resoluciones entre otras, de 20 de mayo de 
1999; 18 de abril de 2000; 27-2ª de diciembre de 2001;3-4ª y 5ª de febrero, 
1-1ª de marzo, 19-2ª de abril, 3-4ª 20-1ª y 23-1ª y 2ª de junio, 4-2ª de julio, 
13 de diciembre de 2003; 22-1ª de julio de 2004; 23-2ª de septiembre de 
2005; 19-5ª de junio de 2006; 17-1ª de enero, 4-5ª de Junio y 11-4ª de 
octubre de 2007; 23-8ª y 27-7ª de Mayo y 10-6ª de septiembre de 2008; 
19-6ª de Febrero de 2009; 7-9ª de Abril, 22-1ª de Julio, 25-6ª de Noviembre 
de 2010; 25-2ª de Mayo y 5-13ª de Septiembre de 2011.
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II.- El promotor, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Zaragoza solicitó la inscripción de nacimiento por haber nacido en 1974 
de padres españoles naturales del territorio del Sahara que, según 
afirmaba, ostentaban dicha nacionalidad en el momento de su nacimiento. 
El Encargado del Registro Civil Central dictó resolución denegando la 
petición del interesado, considerando que el promotor no había estado 
sujeto a la patria potestad de un español. 

III.- El interesado solicita la inscripción de nacimiento basada en que sus 
padres ostentaban la nacionalidad española. Según la certificación literal 
de nacimiento de los padres obrante en el expediente, consta declaración 
de nacionalidad española de origen con valor de simple presunción 
inscrita en el año 2004, es decir, habiendo alcanzado el interesado la 
mayoría de edad. En este sentido, debe dilucidarse la fecha a partir de la 
cual la declaración de la nacionalidad española de los padres surte 
efectos. Pues bien, no hay duda, y así resulta de la posición unánime de 
la doctrina, que la inscripción en el Registro Civil es un requisito 
inexcusable para la adquisición sobrevenida o derivativa de la nacionalidad 
española, conforme resulta espacialmente de lo dispuesto en el artículo 
330 del Código Civil, que configura claramente tal inscripción como 
constitutiva del fenómeno adquisitivo. Este precepto, supone elevar la 
inscripción registral a la categoría de requisito sine qua non de la nueva 
situación jurídica derivada del cambio de estado civil que produce la 
adquisición de la nacionalidad española. 

Esta misma conclusión se alcanza, ratificando la argumentación anterior, 
a partir de la previsión contenida en el artículo 23 del Código Civil, que 
subordina “la validez de la adquisición de la nacionalidad española” por 
opción, carta de naturaleza y residencia, entre otros, al requisito de su 
inscripción en el Registro Civil español. En consecuencia, mientras esta 
inscripción no se practique los interesados no han llegado a adquirir válida 
y eficazmente la nacionalidad española.

En el caso de la declaración de nacionalidad con valor de simple 
presunción de los padres de la interesada, sólo se podría entender que la 
eficacia de la inscripción, una vez extendida, se retrotraiga a la fecha del 
acta de declaración de la voluntad de optar o a la de formalización del 
juramento o promesa, por ser éste el momento en el que el adquirente ha 
agotado la actividad fundamental a él exigida, como ha sostenido parte de 
nuestra doctrina científica y también algunos antecedentes de la doctrina 
oficial de este Centro Directivo (retroactividad que este mismo Centro ha 
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negado que pueda operar “in peius”, esto es, con efectos perjudiciales o 
limitativos de los derechos del interesado: cfr. resolución de 14-2ª de junio 
de 2005). Ciertamente, el párrafo tercero del artículo 64 de la Ley del 
Registro Civil, para los supuestos de declaraciones de conservación o 
modificación de la nacionalidad, tras fijar las reglas determinativas de 
quién es el funcionario competente para recibir y documentar en acta 
tales declaraciones, añade que “se considerará fecha de la inscripción, a 
partir de la cual surten sus efectos tales declaraciones, la del acta que 
constará en dicho asiento”. Pero este precepto no puede entenderse 
aplicable de forma universal para todos los supuestos de adquisiciones 
sobrevenidas o derivativas de la nacionalidad española, sino en relación 
con aquellas en que no medie una “concesión” por parte de la autoridad, 
esto es, en que la voluntad del interesado “declarada” en la forma solemne 
prevista por la legislación del Registro Civil constituye la verdadera causa 
jurídica de la adquisición del status de nacional español. Este planteamiento 
nos lleva a considerar como incluido en el ámbito del párrafo tercero del 
artículo 64 de la Ley del Registro Civil, sin esfuerzo interpretativo alguno, 
el supuesto de referencia. 

Por lo tanto, ya que los efectos de la declaración con valor de simple 
presunción, en todo caso, no se podrá retrotraer más allá del momento en 
que la declaración de la nacionalidad de los padres se produjo, no podría 
considerarse acreditado que el promotor adquiriera iure sanguinis desde 
su nacimiento la nacionalidad española de acuerdo con el artículo 17 del 
Código Civil, aplicable al momento del nacimiento. Tampoco es de 
aplicación el derecho de opción recogido en el artículo 20 del CC. porque 
el interesado ya había alcanzado la mayoría de edad por lo que nunca 
había estado sujeto a la patria potestad de un español.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.
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III.1.3  ADQUISICION NACIONALIDAD DE 
ORIGENPOR LEY 52/2007 DE MEMORIA HISTÓRICA

III.1.3.1  Adquisicion nacionalidad española de origen- anexo I 
Ley 52/2007

Resolución de 02 de Julio de 2014 (15ª)
III.1.3.1  Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado primero de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, los hijos de padre o madre que hubiere sido 
originariamente español. 

En las actuaciones sobre opción a la nacionalidad española de origen al 
amparo de la disposición adicional 7ª de la Ley 52/2007 remitidas a este 
centro en trámite de recurso por virtud del entablado por la promotora 
contra la resolución dictada por el encargado del Registro Civil del 
Consulado General de España en Lima (Perú).

HECHOS

1.- Mediante formulario presentado el 24 de septiembre de 2010 en el 
Registro Civil del Consulado General de España en Berna, lugar de 
domicilio de la promotora, y dirigido al de Lima, la Sra. C. mayor de edad 
y de nacionalidad peruano-suiza, solicitaba el ejercicio del derecho de 
opción a la nacionalidad española en virtud del apartado primero de la 
disposición adicional 7ª de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre. Aportaba 
los siguientes documentos: inscripción de nacimiento peruana de C. el 26 
de junio de 1962, hija de S-A. y de J. inscripción de nacimiento del padre, 
acta de matrimonio de los progenitores, inscripción de nacimiento 
española de M. (presuntamente, abuelo paterno de la solicitante), acta de 
matrimonio peruana de M. y Z. inscripción de nacimiento española de 
S-A. con marginal de recuperación de nacionalidad el 24 de noviembre de 
2005, certificado de residencia de la promotora y documento de identidad 
suizo.
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2.- Desde el consulado español en Lima se requirió a la interesada la 
presentación de certificación de nacimiento en la que constara que su 
apellido paterno es P. o bien certificación española de nacimiento del 
padre en la que figurase el cambio de apellido del inscrito por R. La 
promotora remitió escrito alegando que su padre y dos hermanas de este 
habían recuperado la nacionalidad española en noviembre de 2005, 
siendo los tres inscritos en España inicialmente con los apellidos P. L. si 
bien, posteriormente, las dos tías paternas de la interesada obtuvieron el 
cambio de su primer apellido por R. trámite que no pudo realizar su padre 
porque falleció poco antes de la cita programada en el consulado para 
instar la solicitud correspondiente. Al expediente se incorporaron las 
inscripciones de nacimiento españolas de J-L. y B-L. P. L. hijas de M. P. R. 
y de Z. con marginales de recuperación de nacionalidad en 2005 y de 
cambio del primer apellido de ambas por R. a través de sendas 
resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado de 
14 de abril y de 28 de octubre de 2008, respectivamente. Consta también 
la inscripción de nacimiento española de Mª-J. P. R. hermana de la 
solicitante, con marginal de opción a la nacionalidad española ejercida en 
mayo de 2009 conforme al apartado 1º de la DA 7ª de la Ley 52/2007 y de 
conservación de su primer apellido de acuerdo con la inscripción peruana 
por R.

3.- Previo informe desfavorable del órgano en funciones de ministerio 
fiscal, el encargado del registro dictó auto el 26 de junio de 2012 
denegando la solicitud de opción a la nacionalidad española por no 
resultar acreditado que la promotora se halle dentro de los supuestos 
previstos en la DA 7ª de la Ley 52/2007.

4.- Notificada la resolución, la interesada interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado alegando que su 
abuelo paterno, M. español de origen nacido en O. cambió el orden de sus 
apellidos cuando llegó a Perú en 1907, siendo registrados todos sus 
descendientes con el apellido R. y que tanto su padre como sus dos tías 
paternas recuperaron la nacionalidad española en 2005 y, una vez 
realizadas las inscripciones, instaron el cambio de su primer apellido, si 
bien el padre no pudo completar el trámite porque falleció unos días antes 
de la cita prevista en el consulado. Por último, alegó que su hermana optó 
también a la nacionalidad en virtud de la Ley 52/2007 y su expediente fue 
resuelto en sentido favorable sin ninguna dificultad por el mismo consulado 
en Lima. Con el escrito de recurso se incorporó a la documentación ya 
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aportada el acta peruana de defunción el 16 de abril de 2008 de S-A. 
natural de L (no consta fecha de nacimiento) e hijo de Z y M.

5.- De la interposición del recurso se dio trasladado al órgano en funciones 
de ministerio fiscal, que consideró que a la recurrente podría corresponderle 
el derecho a optar por la nacionalidad española, si bien existe una 
discordancia en cuanto a su filiación paterna, dado que el apellido paterno 
no se corresponde con el primer apellido que figura en la inscripción 
practicada en España de quien, presuntamente, es su padre. El encargado 
del Registro Civil del Consulado General de España en Lima informó en 
este mismo sentido y remitió el expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre, el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre, los 
artículos 20 del Código Civil; 15, 16, 23 y 67 de la Ley del Registro Civil; 
66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras, de 21-5ª de enero, 5 
de mayo y 6-3ª de noviembre de 2003; 20-1ª de julio de 2004; 20-3ª de 
septiembre de 2005; 20-5ª de noviembre de 2006; 16-4ª de marzo, 12-4ª 
y 13-1ª de julio de 2007, 7-2ª de octubre de 2005; 5-2ª de enero, 10-4ª de 
febrero, 20-5ª de junio de 2006; y 21-2ª de febrero, 16-4ª de marzo, 17-4ª 
de abril, 16-1º y 28-5ª de noviembre de 2007; y 7-1ª de febrero de 2008.

II.- Se pretende por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil como 
española de origen a la nacida en Perú en 1962 en virtud del ejercicio de 
la opción prevista por el apartado 1 de la disposición adicional séptima de 
la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme al cual “Las personas cuyo 
padre o madre hubiese sido originariamente español podrán optar a la 
nacionalidad española de origen si formalizan su declaración en el plazo 
de dos años desde la entrada en vigor de la presente disposición 
adicional”. La solicitud de opción fue formalizada en el modelo normalizado 
del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 al amparo de lo 
previsto en su directriz segunda. El encargado del registro civil consular 
en Lima denegó la pretensión inicialmente por no considerar acreditada la 
identidad del padre de la solicitante, en tanto que el primer apellido de 
este que consta en su inscripción de nacimiento en España, practicada 
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con motivo de la recuperación de nacionalidad, no coincide con el que 
figura en el Registro Civil peruano. 

III.- El apartado 1 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad 
española a aquellas personas “cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español”, derecho que habrá de formalizarse en el plazo 
perentorio señalado en la propia disposición. Se exige pues que el 
progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española sino que la 
ostente en su modalidad de originaria y presupone, en todo caso, que el 
vínculo de la relación paterno-filial entre el progenitor español y el hijo 
optante esté determinado y acreditado legalmente.

IV.- El problema que se plantea en este caso es el de determinar si está 
acreditada o no la filiación paterna de la interesada en función de la 
discrepancia existente sobre el primer apellido del padre que consta en la 
inscripción practicada en España y el que aparece en la documentación 
peruana. En principio, la valoración llevada a cabo por el registro civil 
actuante fue correcta, en tanto que, a la vista de la documentación 
disponible en aquel momento, existía, en efecto, una discrepancia 
evidente en cuanto a la identidad del progenitor de la interesada. No 
obstante, tras la aportación de documentación complementaria, debe 
tenerse en cuenta en este caso la concurrencia de varias circunstancias 
especiales. En primer lugar, aunque no se ha presentado prueba 
documental del cambio del orden de los apellidos del abuelo al llegar a 
Perú, lo cierto es que ello debió producirse a comienzos del siglo XX, por 
lo que puede entenderse que el Registro Civil peruano no fuera entonces 
muy preciso e incluso que tal cambio ni siquiera llegara a registrarse, 
haciéndose efectivo por la vía de una mera situación de hecho que quedó 
consolidada posteriormente a través de la inscripción de matrimonio 
practicada en 1927 y de las posteriores de nacimiento de los hijos de la 
pareja. Lo cierto es que de la comparación de las menciones de identidad 
contenidas en la inscripción de nacimiento del abuelo en España con los 
datos que figuran en el conjunto de las inscripciones peruanas aportadas, 
resulta razonable deducir que M. P. R. (según la certificación española) es 
la misma persona que en Perú se identificaba como M. R. Así lo consideró 
el propio consulado de Lima al inscribir en 2005 el nacimiento del padre 
de la recurrente y el de sus dos tías, habiendo obtenido estas últimas el 
cambio de su primer apellido para adaptarlo al que tenían atribuido en 
Perú por medio de sendas resoluciones de autorización emitidas por esta 
misma dirección general en 2008. Por otra parte, resulta también 
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acreditado que el padre de la promotora falleció en abril de 2008, por lo 
que, de acuerdo con la normativa española, ya no es posible proceder al 
cambio de apellidos en España, aunque sí sería conveniente promover 
expediente para solicitar la anotación marginal (cfr. art. 38.2º LRC) en la 
inscripción de nacimiento española del progenitor de que el inscrito tiene 
atribuidos apellidos distintos en el Registro Civil de Perú, país del que 
también era nacional, para que no queden dudas acerca de la conexión 
con sus descendientes. Finalmente, cabe mencionar que, tanto el informe 
del órgano en funciones de ministerio fiscal como el del encargado del 
registro consular tras la presentación del recurso y de la documentación 
complementaria, admiten asimismo la posibilidad de considerar acreditada 
la filiación alegada por la recurrente. Por todo ello, cabe concluir que la 
Sra. C. es hija de español de origen nacido en Perú en 1929 y nieta de 
español nacido en España en 1885 que emigró a Perú a comienzos del 
siglo XX.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: estimar el recurso en los 
términos expuestos en los fundamentos de derecho reconociendo a la 
interesada la opción a la nacionalidad española de origen al amparo de lo 
dispuesto por la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en Lima (Perú).

Resolución de 02 de Julio de 2014 (18ª)
III.1.3.1  Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen los hijos de 
padre o madre que hubiere sido originariamente español, y que (tales 
hijos) optaron a la nacionalidad española al amparo de la Disposición 
transitoria 3ª de la Ley 18/1990.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
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virtud del entablado por el interesado contra la resolución del Encargado 
del Registro Civil Consular en Quito (Ecuador).

HECHOS

1.- Don J-F. presenta escrito en el Registro Civil Consular de Quito a fin de 
optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 Disposición 
adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como 
documentación: certificado literal de nacimiento propio.

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante resolución de fecha 
22 de septiembre de 2009 deniega lo solicitado por el interesado según lo 
establecido en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de 
Justicia.

3.- Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra la resolución denegatoria de su 
solicitud antes citada.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo, comunicando a este centro directivo que, 
revisado y analizado el presente caso a la luz de las nuevas directrices 
dictadas por esta Dirección General de los Registros y del Notariado, 
procede informar favorablemente la solicitud denegada en su día, 
remitiendo el expediente para su resolución. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre, el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; los 
artículos 20 del Código Civil; 15, 16, 23 y 67 de la Ley del Registro Civil; 
66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras, de 7-2ª de octubre de 
2005; 5-2ª de enero, 10-4ª de febrero, 20-5ª de junio de 2006; y 21-2ª de 
febrero, 16-4ª de marzo, 17-4ª de abril, 16-1º y 28-5ª de noviembre de 
2007; y 7-1ª de febrero de 2008.
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II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil de 
Quito como español de origen al nacido en Ecuador en 1977, en virtud del 
ejercicio de la opción prevista por el apartado 1 de la Disposición Adicional 
séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual “1. Las 
personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español 
podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su 
declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la 
presente disposición adicional”. En este caso el interesado tiene la 
condición de español por haber optado con fecha 3 de diciembre de 1991 
a la nacionalidad española al amparo de la Disposición transitoria tercera 
de la Ley 18/1990, de 17 de diciembre, que concedió tal derecho a las 
“personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español y 
nacido en España” durante el plazo de tres años desde su entrada en 
vigor, plazo que fue prorrogado por Ley 15/1993, de 23 de diciembre, 
hasta el 7 de enero de 1996.

La declaración de opción cuya inscripción ahora se pretende fue 
formalizada mediante acta de 27 de agosto de 2009 extendida en el 
modelo normalizado del Anexo III de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz séptima, conforme a la cual 
“Las personas que, siendo hijos de español o española de origen y 
nacidos en España, hubiesen optado a la nacionalidad española no de 
origen en virtud del artículo 20.1.b) del Código Civil, en su redacción dada 
por la Ley 36/2002, de 8 de octubre, podrán ahora acogerse igualmente a 
la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007 a fin de obtener la 
nacionalidad española de origen, formalizando una nueva declaración de 
opción durante el plazo de vigencia de la citada Disposición Adicional”, 
nacionalidad española de origen de la progenitora que en este caso queda 
probada por la inscripción de la opción ejercita en virtud de la mencionada 
Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, extendida el 13 de enero 
de 1992, al margen de su inscripción de nacimiento, toda vez que el 
ejercicio de esta última opción estaba condicionado legalmente a aquel 
mismo requisito - además de al requisito adicional del nacimiento en 
España de la misma progenitora-(cfr. art. 2 LRC). Por el Encargado del 
Registro Civil Central se dictó resolución el 22 de septiembre de 2009, 
denegando lo solicitado. 

III.- La resolución apelada basa su denegación en que no ha quedado 
establecido que en el interesado concurran los requisitos exigidos en la 
Ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere a la declaración de opción 
a la nacionalidad española en virtud del artículo 20.1b del Código Civil 
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vigente. Esta resolución, sin embargo, por no ser ajustada a Derecho, no 
puede ser confirmada según resulta de las siguientes consideraciones.

IV.- El apartado III de la Instrucción de este Centro Directivo de 4 de 
noviembre de 2008 aclara que “se debe entender que en los hijos de 
padre o madre español de origen y nacido en España que hubieran hecho 
uso de la opción que reconoce el artículo 20.1,b) del Código Civil – y 
adquirido así la condición de españoles no de origen -, concurre título 
suficiente para acogerse al apartado 1 de la Disposición Adicional séptima 
y obtener de este modo la cualidad de español de origen”. En definitiva, 
late en este razonamiento un principio de no discriminación de los 
españoles en la interpretación de la Disposición Adicional séptima, 
permitiendo que puedan optar a la nacionalidad española de origen los 
españoles no de origen, pues es evidente que el español no de origen en 
quien concurre título suficiente para la obtención de la cualidad de 
“español de origen”, no puede ser objeto de peor trato que el extranjero en 
quien concurre el mismo título. Por tanto, hay que entender que aquellos 
que, durante el periodo que va desde la entrada en vigor de la Ley 36/2002 
(9 de enero de 2003) hasta la entrada en vigor de la Disposición Adicional 
séptima de la Ley 52/2007 (27 de diciembre de 2008), hubieren optado a 
la nacionalidad española al amparo del artículo 20 nº1, b) del Código Civil, 
podrán ejercer la opción a la nacionalidad española de origen en virtud del 
apartado 1 de la citada Disposición Adicional séptima. 

V.- En el presente caso lo que sucede es que tal previsión de la citada 
Instrucción no es directamente aplicable al recurrente, ya que no optó en 
su día por la vía de la opción del artículo 20.1.b) del Código Civil, en su 
redacción dada por la Ley 36/2002, sino al amparo de la opción que 
habilitó la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990. Pero es 
evidente que con el mismo fundamento antes expuesto ha de permitirse 
que ejerciten la opción de la Ley 52/2007 quienes siendo “hijos de español 
o española de origen y nacidos en España” ejercieron la opción a la 
nacionalidad española no de origen al amparo no del citado artículo 
20.1.b), sino en virtud de las disposiciones que antes de la Ley 36/2002 
concedieron, si bien que con carácter temporal, el mismo derecho y en la 
misma hipótesis de ser hijo o hija de padre o madre español de origen y 
nacido en España, pues en este punto el origen de la referida Ley 36/2002 
se remonta a la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre, que permitió la opción por un periodo de tres años, prorrogado 
por la posterior Ley 15/1993, de 23 de diciembre, hasta el 7 de enero de 
1996, y nuevamente prorrogado hasta el 7 de enero de 1997 por la Ley 
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29/1995, de 2 de noviembre. Finalmente, la Ley 36/2002, de 8 de octubre, 
reintrodujo de nuevo dicho derecho de opción, pero suprimiendo su 
carácter transitorio y, por tanto, sin límite de plazo.

Pero ahora, como entonces, tal opción no atribuye más que una 
nacionalidad no de origen, y por ello las personas beneficiarias que han 
optado no pueden trasmitir su nacionalidad española a sus hijos, salvo 
que en el momento de ejercerse la opción estos sean menores de edad 
(en cuyo caso pueden, a su vez, optar por estar sujetos a la patria potestad 
de un español o española: cfr. art. 20 nº1,a CC.), siendo, en consecuencia, 
evidente la utilidad y concurrencia de una causa justificativa suficiente 
para ejercitar la opción atribuida ahora por la Ley 52/2007 a fin de acceder 
a la condición de español de origen. Frente a ello no puede alegarse que 
el caso de los optantes por la vía del artículo 20.1.b) del Código Civil está 
expresamente recogido en la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 y el 
de los optantes por la vía de la Disposición Transitoria tercera de la Ley 
18/1990 no lo está, pues en este punto la Instrucción citada tiene un valor 
meramente interpretativo, que en este caso ha de servir para extender la 
misma solución que contempla al caso ahora planteado por identidad de 
razón.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: estimar el recurso planteado y 
declarar el derecho de Don J-F. a optar a la nacionalidad española de 
origen en los términos expuestos en los fundamentos de derecho.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en Quito(Ecuador).

Resolución de 02 de Julio de 2014 (20ª)
III.1.3.1  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen los hijos 
de padre o madre que no hubiere sido originariamente español, y que 
(tales hijos) hubieren adquirido con anterioridad la nacionalidad española 
por residencia.
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En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitidas a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el interesado contra el auto del Juez Encargado 
del Registro Civil Consular de Ginebra.

HECHOS

1.- Mediante escrito de fecha 12 de diciembre de 2009 Don R. nacido en 
Cuba el 30 de noviembre de 1962, solicita la nacionalidad española por 
opción según lo dispuesto en el apartado 1 de la Disposición Adicional 
Séptima de la Ley 52/2007, haciendo constar su condición de español por 
residencia. Adjunta entre otra la siguiente documentación: certificado de 
nacimiento propio y de su abuelo expedidos por el Registro Civil español.

2.- Mediante auto dictado por el Encargado del Registro Civil Consular de 
Ginebra de fecha 9 de marzo de 2011, se deniega lo solicitado ya que el 
interesado no adquirió la nacionalidad española por opción en virtud del 
artículo 20.1 b) del Código Civil.

3.- Notificado el interesado, interpone recurso, alegando que sus abuelos 
nacieron en España y que su hermana ha obtenido la nacionalidad 
española por opción, considerando que a él también le corresponde dicha 
nacionalidad por analogía, independientemente de que ya disfrute de la 
misma por la vía de la residencia. 

4.- Notificado el recurso al Ministerio Fiscal, éste interesa la desestimación 
del mismo y la confirmación de la resolución recurrida. El Juez Encargado 
del Registro Civil remite todo el expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para su resolución

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre, el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre, los 
artículos 20 del Código Civil; 15, 16, 23 y 67 de la Ley del Registro Civil; 
66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras, de 7-2ª de octubre de 
2005; 5-2ª de enero, 10-4ª de febrero, 20-5ª de junio de 2006; y 21-2ª de 
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febrero, 16-4ª de marzo, 17-4ª de abril, 16-1º y 28-5ª de noviembre de 
2007; 7-1ª de febrero de 2008; 23-4ª y 6ª de Marzo de 2010.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones la adquisición de la nacionalidad 
española de origen de un varón nacido en Cuba en 1962, en virtud del 
ejercicio de la opción prevista por el apartado 1 de la Disposición Adicional 
séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual “1. Las 
personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español 
podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su 
declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la 
presente disposición adicional”. En este caso el interesado ya tiene la 
condición de español por haberla adquirido por residencia en virtud de 
resolución de esta Dirección General de los Registros y del Notariado de 
9 de febrero de 2009.

La declaración de opción cuya inscripción ahora se pretende fue 
formalizada mediante acta de 12 de diciembre de 2009 extendida según 
el modelo normalizado del Anexo III de la Instrucción de 4 de noviembre 
de 2008, al amparo de lo previsto en su directriz séptima, conforme a la 
cual “Las personas que, siendo hijos de español o española de origen y 
nacidos en España, hubiesen optado a la nacionalidad española no de 
origen en virtud del artículo 20.1.b) del Código Civil, en su redacción dada 
por la Ley 36/2002, de 8 de octubre, podrán ahora acogerse igualmente a 
la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007 a fin de obtener la 
nacionalidad española de origen, formalizando una nueva declaración de 
opción durante el plazo de vigencia de la citada Disposición Adicional”. 
Por el Encargado del Registro Civil se dictó auto el 9 de marzo de 2011, 
denegando lo solicitado. 

III.- El auto apelado basa su denegación en que el interesado no adquirió 
la nacionalidad española por opción, en aplicación del artículo 20.1.b del 
Código Civil, sino por residencia (artículo 22 del Código Civil y 
concordantes). El Ministerio Fiscal se opone a la estimación del recurso 
por entender ajustada a derecho la resolución recurrida.

IV.- Como ya se ha expuesto, el apartado 1 de la Disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, concede un derecho de 
opción a la nacionalidad española a aquellas personas “cuyo padre o 
madre hubiese sido originariamente español”, derecho que habrá de 
formalizarse en el plazo perentorio señalado en la propia Disposición. Se 
exige, pues, que el progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad 
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española, sino que ostente dicha nacionalidad en su modalidad de 
originaria. A fin de facilitar la acreditación de este extremo –y aun cuando 
no constituya medio de prueba exclusivo para ello- el número 2.2 del 
apartado V de la Instrucción de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas de procedimiento 
para el ejercicio de este derecho, establece entre la documentación a 
aportar por el interesado acompañando a su solicitud la “certificación 
literal de nacimiento del padre o madre originariamente español del 
solicitante” debiendo “proceder la misma de un Registro Civil español, ya 
sea Consular o Municipal”. Exigencia que se conecta con la consideración 
del Registro Civil español como prueba de los hechos y actos inscribibles, 
entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles 
– cfr. Arts. 1 nº7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil–. En el presente caso, 
dicha certificación no ha sido aportada, y en el acta de nacimiento del 
interesado los padres figuran como nacionales cubanos, nacidos en Cuba. 

V.- Así pues, a la vista de los documentos presentados y en los que 
necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de este 
recurso – cfr. Arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento- no se ha acreditado que ninguno de los progenitores del 
optante ostente la nacionalidad española de forma originaria por lo que no 
se cumple uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

VI.- En cuanto a la alegación realizada en el escrito de recurso relativa a 
la condición de españoles de los abuelos del solicitante, basta decir que, 
al no haberse solicitado el ejercicio de la opción por el apartado segundo 
de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 (la cual debe 
formalizarse a través del modelo normalizado incorporado al Anexo II de 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008), la alegación resulta ahora 
extemporánea (cfr. art. 358-II RRC). Por otro lado, aun cuando la 
certificación literal de nacimiento del abuelo, aportada al expediente, bajo 
ciertas condiciones, pudiera ser utilizada para la acreditación de su 
nacionalidad española, no consta ni se ha acreditado en modo alguno la 
pérdida o renuncia de la misma como consecuencia del exilio, en la forma 
y mediante los documentos previstos en el apartado V de la citada 
Instrucción. Es decir, que no se acredita su salida de España entre el 18 
de julio de 1939 y el 31 de diciembre de 1955, por lo que tampoco puede 
prosperar la pretensión de la recurrente por esta vía. 
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VII.- Finalmente, por lo que se refiere a la última de las alegaciones 
formuladas en el escrito de recurso sobre el reconocimiento del derecho de 
opción a la nacionalidad española a favor de su hermana, no corresponde 
en vía de éste recurso valorar la procedencia o improcedencia del mismo, a 
la vista de las circunstancias de hecho concurrentes respecto a la misma y 
los preceptos jurídicos en base a los cuales se le haya podido reconocer tal 
derecho de opción, si no únicamente valorar el reconocimiento o no de este 
derecho a favor del recurrente en atención a las circunstancias de hecho 
que en él concurren y a los preceptos jurídicos por él invocados.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso interpuesto 
por Don R. y confirma el auto apelado, dictado conforme a la Disposición 
Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, por la que se 
reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a favor de quienes 
padecieron persecución o violencia durante la Guerra Civil y la Dictadura.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en Ginebra.

Resolución de 02 de Julio de 2014 (21ª)
III.1.3.1  Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen los hijos de 
padre o madre que hubiere sido originariamente español, y que (tales 
hijos) optaron a la nacionalidad española al amparo de la Disposición 
transitoria 1ª de la Ley 29/1995.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por la interesada contra el auto del Encargado del 
Registro Civil Consular en Caracas (Venezuela

HECHOS

1.- Doña Y del C. presenta escrito en el Consulado de España en Caracas 
a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 
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Disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su 
solicitud como documentación: certificado literal de nacimiento propio.

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante el auto de fecha 9 
de febrero de 2010 deniega lo solicitado por la interesada según lo 
establecido en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de 
Justicia.

3.- Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra la resolución denegatoria de su 
solicitud antes citada.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo, en este caso favorable a la solicitud formulada 
por la interesada, y remite el expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre, el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; los 
artículos 20 del Código Civil; 15, 16, 23 y 67 de la Ley del Registro Civil; 
66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras, de 7-2ª de octubre de 
2005; 5-2ª de enero, 10-4ª de febrero, 20-5ª de junio de 2006; y 21-2ª de 
febrero, 16-4ª de marzo, 17-4ª de abril, 16-1º y 28-5ª de noviembre de 
2007; y 7-1ª de febrero de 2008.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como española de origen a la nacida en Venezuela en 1974, en 
virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado 1 de la Disposición 
Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual “1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente 
español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la 
presente disposición adicional”. En este caso la interesada tiene la 
condición de española por haber optado con fecha 6 de enero de 1997 a 
la nacionalidad española al amparo de la Disposición transitoria primera 
de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre, que concedió tal derecho a las 
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“personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español y 
nacido en España” durante un plazo que finalizó el 7 de enero de 1997.

La declaración de opción cuya inscripción ahora se pretende fue 
formalizada mediante acta de 26 de enero de 2010 extendida en el modelo 
normalizado del Anexo III de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 al 
amparo de lo previsto en su directriz séptima, conforme a la cual “Las 
personas que, siendo hijos de español o española de origen y nacidos en 
España, hubiesen optado a la nacionalidad española no de origen en 
virtud del artículo 20.1.b) del Código Civil, en su redacción dada por la Ley 
36/2002, de 8 de octubre, podrán ahora acogerse igualmente a la 
Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007 a fin de obtener la 
nacionalidad española de origen, formalizando una nueva declaración de 
opción durante el plazo de vigencia de la citada Disposición Adicional”, 
nacionalidad española de origen de la progenitora que en este caso queda 
probada por la inscripción de la opción ejercita en virtud de la mencionada 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995, extendida el 6 de enero 
de 1997, al margen de su inscripción de nacimiento, toda vez que el 
ejercicio de esta última opción estaba condicionado legalmente a aquel 
mismo requisito - además de al requisito adicional del nacimiento en 
España de la misma progenitora - (cfr. art. 2 LRC). Por el Encargado del 
Registro Consular se dictó auto el 9 de febrero de 2010, denegando lo 
solicitado. 

III.- El auto apelado basa su denegación en que no ha quedado establecido 
que en la interesada concurran los requisitos exigidos en la Ley 52/2007, 
especialmente en lo que se refiere a la declaración de opción a la 
nacionalidad española en virtud del artículo 20.1b del Código Civil vigente. 
Este auto, sin embargo, por no ser ajustado a Derecho, no puede ser 
confirmado según resulta de las siguientes consideraciones.

IV.- El apartado III de la Instrucción de este Centro Directivo de 4 de 
noviembre de 2008 aclara que “se debe entender que en los hijos de 
padre o madre español de origen y nacido en España que hubieran hecho 
uso de la opción que reconoce el artículo 20.1,b) del Código Civil – y 
adquirido así la condición de españoles no de origen -, concurre título 
suficiente para acogerse al apartado 1 de la Disposición Adicional séptima 
y obtener de este modo la cualidad de español de origen”. En definitiva, 
late en este razonamiento un principio de no discriminación de los 
españoles en la interpretación de la Disposición Adicional séptima, 
permitiendo que puedan optar a la nacionalidad española de origen los 
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españoles no de origen, pues es evidente que el español no de origen en 
quien concurre título suficiente para la obtención de la cualidad de 
“español de origen”, no puede ser objeto de peor trato que el extranjero en 
quien concurre el mismo título. Por tanto, hay que entender que aquellos 
que, durante el periodo que va desde la entrada en vigor de la Ley 36/2002 
(9 de enero de 2003) hasta la entrada en vigor de la Disposición Adicional 
séptima de la Ley 52/2007 (27 de diciembre de 2008), hubieren optado a 
la nacionalidad española al amparo del artículo 20 nº1, b) del Código Civil, 
podrán ejercer la opción a la nacionalidad española de origen en virtud del 
apartado 1 de la citada Disposición Adicional séptima. 

V.- En el presente caso lo que sucede es que tal previsión de la citada 
Instrucción no es directamente aplicable a la recurrente, ya que no optó 
en su día por la vía de la opción del artículo 20.1.b) del Código Civil, en su 
redacción dada por la Ley 36/2002, sino al amparo de la opción que 
habilitó la Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995. Pero es 
evidente que con el mismo fundamento antes expuesto ha de permitirse 
que ejerciten la opción de la Ley 52/2007 quienes siendo “hijos de español 
o española de origen y nacidos en España” ejercieron la opción a la 
nacionalidad española no de origen al amparo no del citado artículo 
20.1.b), sino en virtud de las disposiciones que antes de la Ley 36/2002 
concedieron, si bien que con carácter temporal, el mismo derecho y en la 
misma hipótesis de ser hijo o hija de padre o madre español de origen y 
nacido en España, pues en este punto el origen de la referida Ley 36/2002 
se remonta a la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre, que permitió la opción por un periodo de tres años, prorrogado 
por la posterior Ley 15/1993, de 23 de diciembre, hasta el 7 de enero de 
1996, y nuevamente prorrogado hasta el 7 de enero de 1997 por la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre. Finalmente, la Ley 36/2002, de 8 de octubre, 
reintrodujo de nuevo dicho derecho de opción, pero suprimiendo su 
carácter transitorio y, por tanto, sin límite de plazo.

Pero ahora, como entonces, tal opción no atribuye más que una 
nacionalidad no de origen, y por ello las personas beneficiarias que han 
optado no pueden trasmitir su nacionalidad española a sus hijos, salvo 
que en el momento de ejercerse la opción estos sean menores de edad 
(en cuyo caso pueden, a su vez, optar por estar sujetos a la patria potestad 
de un español o española: cfr. art. 20 nº1,a CC.), siendo, en consecuencia, 
evidente la utilidad y concurrencia de una causa justificativa suficiente 
para ejercitar la opción atribuida ahora por la Ley 52/2007 a fin de acceder 
a la condición de español de origen. Frente a ello no puede alegarse que 
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el caso de los optantes por la vía del artículo 20.1.b) del Código Civil está 
expresamente recogido en la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 y el 
de los optantes por la vía de la Disposición Transitoria primera de la Ley 
29/1995 no lo está, pues en este punto la Instrucción citada tiene un valor 
meramente interpretativo, que en este caso ha de servir para extender la 
misma solución que contempla al caso ahora planteado por identidad de 
razón.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: estimar el recurso planteado y 
declarar el derecho de Doña Y del C. a optar a la nacionalidad española 
de origen en los términos expuestos en los fundamentos de derecho.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en Caracas (Venezuela).

Resolución de 02 de Julio de 2014 (22ª)
III.1.3.1  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado primero de la Disposición adicional séptima los que no acrediten 
ser hijos de padre o madre que hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por la interesada contra la resolución del Encargado 
del Registro Civil Consular en Montevideo (Uruguay).

HECHOS

1.- Doña Mª del C. presenta escrito en el Consulado de España en 
Montevideo, a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 
52/2007 Disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo 
de su solicitud como documentación: certificado literal local de nacimiento 
propio y de su madre y el de su abuela expedido por el Registro Civil 
español. 
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2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante la resolución de 
fecha 2 de febrero de 2010 deniega lo solicitado por la interesada según 
lo establecido en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio 
de Justicia.

3.- Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra la resolución denegatoria de su 
solicitud antes citada.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 
18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de 
diciembre; la Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de 
noviembre; la Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de 
Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de 
la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del 
Registro Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, 
entre otras de 23 de marzo de 2010 (4ª), 23 de marzo de 2010 (5ª), 23 de 
marzo 2010 (6ª), 24 de marzo de 2010 (5ª), 28 de abril de 2010 (5ª), 6 de 
octubre de 2010 (10ª), 15 de noviembre de 2010 (5ª), 1 de diciembre de 
2010 (4ª), 7 de marzo de 2011 (4ª), 9 de marzo de 2011(3ª), 3 de octubre 
de 2011 (17ª), 25 de octubre de 2011 (3ª), 2 de diciembre de 2011 (4ª), 10 
de febrero 2012 (42ª), 17 de febrero 2012 (30ª), 22 de febrero 2012 (53ª), 
6 de julio 2012 (5º), 6 de julio 2012 (16ª), 14 de septiembre de 2012 (32ª) 
y 30 de enero 2013 (28ª).

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como española de origen a la nacida en Uruguay en 1950, en 
virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado 1 de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual “1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente 
español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la 
presente disposición adicional”. La solicitud de opción cuya inscripción 
ahora se pretende fue formalizada el 22 de septiembre de 2009 en el 
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modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado 
del Registro Civil se dictó resolución el 2 de febrero de 2010, denegando 
lo solicitado. 

III.- La resolución apelada basa su denegación en que la solicitante no 
puede ejercer la opción del apartado primero de la Disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, dado que no ha acreditado que su madre 
fuese española de origen, posición que el Ministerio Fiscal comparte en 
su informe. 

IV.- El apartado 1 de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad 
española a aquellas personas “cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español”, derecho que habrá de formalizarse en el plazo 
perentorio señalado en la propia Disposición. Se exige, pues, que el 
progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria. A fin de facilitar 
la acreditación de este extremo –y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello- el número 2.2 del apartado V de la Instrucción 
de la Dirección General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre 
de 2008, que fija las reglas de procedimiento para el ejercicio de este 
derecho, establece entre la documentación a aportar por el interesado 
acompañando a su solicitud la “certificación literal de nacimiento del padre 
o madre originariamente español del solicitante” debiendo “proceder la 
misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal”. 
Exigencia que se conecta con la consideración del Registro Civil español 
como prueba de los hechos y actos inscribibles, entre los que se encuentra 
la nacionalidad, que afecten a los españoles – cfr. Arts. 1 nº7, 2 y 15 de la 
Ley del Registro Civil–. En el presente caso, dicha certificación no ha sido 
aportada, y de la misma se deduce que la nacionalidad originaria de la 
madre de la interesada es uruguaya, 

V.- En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución 
de este recurso – cfr. Arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento- no se ha acreditado que la progenitora de la optante ostente 
la nacionalidad española de forma originaria por lo que no se cumple uno 
de los requisitos esenciales del apartado primero de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007.
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VI.- En cuanto a la alegación realizada en el escrito de recurso relativa a 
la condición de española de la abuela de la solicitante, basta decir que, al 
no haberse solicitado el ejercicio de la opción por el apartado segundo de 
la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 (la cual debe 
formalizarse a través del modelo normalizado incorporado al Anexo II de 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008), la alegación resulta ahora 
extemporánea (cfr. art. 358-II RRC). Por otro lado, aun cuando la 
certificación literal de nacimiento de la abuela, bajo ciertas condiciones, 
pudiera ser utilizada para la acreditación de su nacionalidad española, no 
consta ni se ha acreditado en modo alguno la pérdida o renuncia de la 
misma como consecuencia del exilio, en la forma y mediante los 
documentos previstos en el apartado V de la citada Instrucción. Es decir, 
que no se acredita su salida de España entre el 18 de julio de 1939 y el 31 
de diciembre de 1955, manifestando la propia interesada en su escrito de 
recurso que su abuela emigró de España a principios del siglo XX, por lo 
que tampoco puede prosperar la pretensión de la recurrente por esta vía. 

VII.- Finalmente, por lo que se refiere a la última de las alegaciones 
formuladas en el escrito de recurso sobre el reconocimiento del derecho 
de opción a la nacionalidad española a favor de otros descendientes de 
su abuelo, no corresponde en vía de éste recurso valorar la procedencia o 
improcedencia del mismo, a la vista de las circunstancias de hecho 
concurrentes respecto a los mismos y los preceptos jurídicos en base a 
los cuales se les haya podido reconocer tal derecho de opción, si no 
únicamente valorar el reconocimiento o no de este derecho a favor de la 
recurrente en atención a las circunstancias de hecho que en ella concurren 
y a los preceptos jurídicos por ella invocados.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Doña Mª del C. y confirma la resolución apelada, dictada 
conforme a la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen 
medidas a favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la 
Guerra Civil y la Dictadura.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en Montevideo (Uruguay).
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Resolución de 02 de Julio de 2014 (23ª)
III.1.3.1  Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen los hijos de 
padre o madre que hubiere sido originariamente español, y que (tales 
hijos) optaron a la nacionalidad española al amparo de la Disposición 
transitoria 1ª de la Ley 29/1995.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por la interesada contra el auto del Encargado del 
Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

HECHOS

1.- Doña R-C. presenta escrito en el Consulado de España en La Habana 
a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 
Disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su 
solicitud como documentación: certificado literal de nacimiento propio.

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante el auto de fecha 15 
de abril de 2009 deniega lo solicitado por la interesada según lo establecido 
en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de Justicia.

3.- Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra la resolución denegatoria de su 
solicitud antes citada.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo, en este caso favorable a la solicitud formulada 
por la interesada, y remite el expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre, el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; los 
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artículos 20 del Código Civil; 15, 16, 23 y 67 de la Ley del Registro Civil; 
66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras, de 7-2ª de octubre de 
2005; 5-2ª de enero, 10-4ª de febrero, 20-5ª de junio de 2006; y 21-2ª de 
febrero, 16-4ª de marzo, 17-4ª de abril, 16-1º y 28-5ª de noviembre de 
2007; y 7-1ª de febrero de 2008.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como española de origen a la nacida en Cuba en 1943, en virtud 
del ejercicio de la opción prevista por el apartado 1 de la Disposición 
Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual “1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente 
español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la 
presente disposición adicional”. En este caso la interesada tiene la 
condición de española por haber optado con fecha 1 de junio de 2000 a la 
nacionalidad española al amparo de la Disposición transitoria primera de 
la Ley 29/1995, de 2 de noviembre, que concedió tal derecho a las 
“personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español y 
nacido en España” durante un plazo que finalizó el 7 de enero de 1997.

La declaración de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada 
el 1 de marzo de 2009 extendida en el modelo normalizado del Anexo III de 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su 
directriz séptima, conforme a la cual “Las personas que, siendo hijos de 
español o española de origen y nacidos en España, hubiesen optado a la 
nacionalidad española no de origen en virtud del artículo 20.1.b) del Código 
Civil, en su redacción dada por la Ley 36/2002, de 8 de octubre, podrán 
ahora acogerse igualmente a la Disposición Adicional séptima de la Ley 
52/2007 a fin de obtener la nacionalidad española de origen, formalizando 
una nueva declaración de opción durante el plazo de vigencia de la citada 
Disposición Adicional”, nacionalidad española de origen del progenitor que 
en este caso queda probada por la inscripción de la opción ejercita en virtud 
de la mencionada Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995, 
extendida el 1 de junio de 2000, al margen de su inscripción de nacimiento, 
toda vez que el ejercicio de esta última opción estaba condicionado 
legalmente a aquel mismo requisito - además de al requisito adicional del 
nacimiento en España del mismo progenitor - (cfr. art. 2 LRC). Por el 
Encargado del Registro Consular se dictó auto el 15 de abril de 2009, 
denegando lo solicitado. 

http://www.mjusticia.gob.es/cs/Satellite/Portal/es/servicios-ciudadano/documentacion-publicaciones


M
inisterio de Justicia

305 Catálogo de Publicaciones

Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado (Registro Civil)

III.- El auto apelado basa su denegación en que no ha quedado establecido 
que en la interesada concurran los requisitos exigidos en la Ley 52/2007. 
Este auto, sin embargo, por no ser ajustado a Derecho, no puede ser 
confirmado según resulta de las siguientes consideraciones.

IV.- El apartado III de la Instrucción de este Centro Directivo de 4 de 
noviembre de 2008 aclara que “se debe entender que en los hijos de 
padre o madre español de origen y nacido en España que hubieran hecho 
uso de la opción que reconoce el artículo 20.1,b) del Código Civil – y 
adquirido así la condición de españoles no de origen -, concurre título 
suficiente para acogerse al apartado 1 de la Disposición Adicional séptima 
y obtener de este modo la cualidad de español de origen”. En definitiva, 
late en este razonamiento un principio de no discriminación de los 
españoles en la interpretación de la Disposición Adicional séptima, 
permitiendo que puedan optar a la nacionalidad española de origen los 
españoles no de origen, pues es evidente que el español no de origen en 
quien concurre título suficiente para la obtención de la cualidad de 
“español de origen”, no puede ser objeto de peor trato que el extranjero en 
quien concurre el mismo título. Por tanto, hay que entender que aquellos 
que, durante el periodo que va desde la entrada en vigor de la Ley 36/2002 
(9 de enero de 2003) hasta la entrada en vigor de la Disposición Adicional 
séptima de la Ley 52/2007 (27 de diciembre de 2008), hubieren optado a 
la nacionalidad española al amparo del artículo 20 nº1, b) del Código Civil, 
podrán ejercer la opción a la nacionalidad española de origen en virtud del 
apartado 1 de la citada Disposición Adicional séptima. 

V.- En el presente caso lo que sucede es que tal previsión de la citada 
Instrucción no es directamente aplicable a la recurrente, ya que no optó 
en su día por la vía de la opción del artículo 20.1.b) del Código Civil, en su 
redacción dada por la Ley 36/2002, sino al amparo de la opción que 
habilitó la Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995. Pero es 
evidente que con el mismo fundamento antes expuesto ha de permitirse 
que ejerciten la opción de la Ley 52/2007 quienes siendo “hijos de español 
o española de origen y nacidos en España” ejercieron la opción a la 
nacionalidad española no de origen al amparo no del citado artículo 
20.1.b), sino en virtud de las disposiciones que antes de la Ley 36/2002 
concedieron, si bien que con carácter temporal, el mismo derecho y en la 
misma hipótesis de ser hijo o hija de padre o madre español de origen y 
nacido en España, pues en este punto el origen de la referida Ley 36/2002 
se remonta a la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre, que permitió la opción por un periodo de tres años, prorrogado 
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por la posterior Ley 15/1993, de 23 de diciembre, hasta el 7 de enero de 
1996, y nuevamente prorrogado hasta el 7 de enero de 1997 por la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre. Finalmente, la Ley 36/2002, de 8 de octubre, 
reintrodujo de nuevo dicho derecho de opción, pero suprimiendo su 
carácter transitorio y, por tanto, sin límite de plazo.

Pero ahora, como entonces, tal opción no atribuye más que una nacionalidad 
no de origen, y por ello las personas beneficiarias que han optado no pueden 
trasmitir su nacionalidad española a sus hijos, salvo que en el momento de 
ejercerse la opción estos sean menores de edad (en cuyo caso pueden, a su 
vez, optar por estar sujetos a la patria potestad de un español o española: cfr. 
art. 20 nº1,a CC.), siendo, en consecuencia, evidente la utilidad y concurrencia 
de una causa justificativa suficiente para ejercitar la opción atribuida ahora 
por la Ley 52/2007 a fin de acceder a la condición de español de origen. 
Frente a ello no puede alegarse que el caso de los optantes por la vía del 
artículo 20.1.b) del Código Civil está expresamente recogido en la Instrucción 
de 4 de noviembre de 2008 y el de los optantes por la vía de la Disposición 
Transitoria primera de la Ley 29/1995 no lo está, pues en este punto la 
Instrucción citada tiene un valor meramente interpretativo, que en este caso 
ha de servir para extender la misma solución que contempla al caso ahora 
planteado por identidad de razón.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: estimar el recurso planteado y 
declarar el derecho de Doña R-C. a optar a la nacionalidad española de 
origen en los términos expuestos en los fundamentos de derecho.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil de La Habana (Cuba).
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Resolución de 02 de Julio de 2014 (24ª)
III.1.3.1  Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen los hijos de 
padre o madre que hubiere sido originariamente español, y que (tales 
hijos) optaron a la nacionalidad española al amparo de la Ley 51/1982.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por la interesada contra el acuerdo del Encargado del 
Registro Civil Consular en Buenos Aires (Argentina).

HECHOS

1.- Doña Mª-C. presenta escrito en el Registro Civil Consular de Buenos 
Aires a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 
Disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su 
solicitud como documentación: certificado literal de nacimiento propio.

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante el acuerdo de 
fecha 19 de julio de 2010 deniega lo solicitado por la interesada según lo 
establecido en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de 
Justicia.

3.- Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra la resolución denegatoria de su 
solicitud antes citada.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre, el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; los 
artículos 20 del Código Civil; 15, 16, 23 y 67 de la Ley del Registro Civil; 
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66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras, de 7-2ª de octubre de 
2005; 5-2ª de enero, 10-4ª de febrero, 20-5ª de junio de 2006; y 21-2ª de 
febrero, 16-4ª de marzo, 17-4ª de abril, 16-1º y 28-5ª de noviembre de 
2007; y 7-1ª de febrero de 2008.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Central como española de origen a la nacida en Argentina en 1972, en 
virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado 1 de la Disposición 
Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual “1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente 
español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la 
presente disposición adicional”. En este caso la interesada tiene la 
condición de española por haber optado con fecha 30 de octubre de 1990 
a la nacionalidad española al amparo de lo dispuesto en el artículo 19, en 
relación con el 17 del Código Civil en la redacción dada por la Ley 51/1982.

La declaración de opción cuya inscripción ahora se pretende fue 
formalizada mediante acta de 3 de noviembre de 2010 al amparo de lo 
previsto en la directriz séptima de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008, conforme a la cual “Las personas que, siendo hijos de español o 
española de origen y nacidos en España, hubiesen optado a la 
nacionalidad española no de origen en virtud del artículo 20.1.b) del 
Código Civil, en su redacción dada por la Ley 36/2002, de 8 de octubre, 
podrán ahora acogerse igualmente a la Disposición Adicional séptima de 
la Ley 52/2007 a fin de obtener la nacionalidad española de origen, 
formalizando una nueva declaración de opción durante el plazo de 
vigencia de la citada Disposición Adicional”, nacionalidad española de 
origen de la progenitora que en este caso queda probada por la inscripción 
de la opción ejercitada el 30 de octubre de 1990, al margen de su 
inscripción de nacimiento, toda vez que el ejercicio de esta última opción 
estaba condicionado legalmente a aquel mismo requisito - además de al 
requisito adicional del nacimiento en España de la misma progenitora - 
(cfr. art. 2 LRC). Por el Encargado del Registro Civil Central se dictó 
acuerdo el 19 de julio de 2010, denegando lo solicitado. 

III.- El acuerdo apelado. basa su denegación en que no ha quedado 
establecido que en la interesada concurran los requisitos exigidos en la 
Ley 52/2007, especialmente en lo que se refiere a la declaración de opción 
a la nacionalidad española en virtud del artículo 20.1 del Código, en su 
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redacción dada por la Ley 36/2002, de 8 de octubre. Este auto, sin 
embargo, por no ser ajustado a Derecho, no puede ser confirmado según 
resulta de las siguientes consideraciones.

IV.- El apartado III de la Instrucción de este Centro Directivo de 4 de 
noviembre de 2008 aclara que “se debe entender que en los hijos de 
padre o madre español de origen y nacido en España que hubieran hecho 
uso de la opción que reconoce el artículo 20.1,b) del Código Civil – y 
adquirido así la condición de españoles no de origen -, concurre título 
suficiente para acogerse al apartado 1 de la Disposición Adicional séptima 
y obtener de este modo la cualidad de español de origen”. En definitiva, 
late en este razonamiento un principio de no discriminación de los 
españoles en la interpretación de la Disposición Adicional séptima, 
permitiendo que puedan optar a la nacionalidad española de origen los 
españoles no de origen, pues es evidente que el español no de origen en 
quien concurre título suficiente para la obtención de la cualidad de 
“español de origen”, no puede ser objeto de peor trato que el extranjero en 
quien concurre el mismo título. Por tanto, hay que entender que aquellos 
que, durante el periodo que va desde la entrada en vigor de la Ley 36/2002 
(9 de enero de 2003) hasta la entrada en vigor de la Disposición Adicional 
séptima de la Ley 52/2007 (27 de diciembre de 2008), hubieren optado a 
la nacionalidad española al amparo del artículo 20 nº1, b) del Código Civil, 
podrán ejercer la opción a la nacionalidad española de origen en virtud del 
apartado 1 de la citada Disposición Adicional séptima. 

V.- En el presente caso lo que sucede es que tal previsión de la citada 
Instrucción no es directamente aplicable a la recurrente, ya que no optó en 
su día por la vía de la opción del artículo 20.1.b) del Código Civil, en su 
redacción dada por la Ley 36/2002, sino al amparo de la opción que habilitó 
el artículo 17, en relación con el 19 del Código Civil, en su redacción dada 
por la Ley 51/1982. Pero es evidente que con el mismo fundamento antes 
expuesto ha de permitirse que ejerciten la opción de la Ley 52/2007 quienes 
siendo “hijos de español o española de origen y nacidos en España” 
ejercieron la opción a la nacionalidad española no de origen al amparo no 
del citado artículo 20.1.b), sino en virtud de las disposiciones que antes de 
la Ley 36/2002 concedieron, el mismo derecho y en la misma hipótesis de 
ser hijo o hija de padre o madre español de origen y nacido en España. 

Pero ahora, como entonces, tal opción no atribuye más que una 
nacionalidad no de origen, y por ello las personas beneficiarias que han 
optado no pueden trasmitir su nacionalidad española a sus hijos, salvo 
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que en el momento de ejercerse la opción estos sean menores de edad 
(en cuyo caso pueden, a su vez, optar por estar sujetos a la patria potestad 
de un español o española: cfr. art. 20 nº1,a CC.), siendo, en consecuencia, 
evidente la utilidad y concurrencia de una causa justificativa suficiente 
para ejercitar la opción atribuida ahora por la Ley 52/2007 a fin de acceder 
a la condición de español de origen. Frente a ello no puede alegarse que 
el caso de los optantes por la vía del artículo 20.1.b) del Código Civil está 
expresamente recogido en la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 y el 
de los optantes amparados por una legislación anterior no lo están, pues 
en este punto la Instrucción citada tiene un valor meramente interpretativo, 
que en este caso ha de servir para extender la misma solución que 
contempla al caso ahora planteado por identidad de razón. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: estimar el recurso planteado y 
declarar el derecho de Doña Mª-C. a optar a la nacionalidad española de 
origen en los términos expuestos en los fundamentos de derecho.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en Buenos Aires (Argentina).

Resolución de 02 de Julio de 2014 (25ª)
III.1.3.1  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado primero de la Disposición Adicional séptima los hijos de padre o 
madre que no hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso en 
virtud del entablado por el interesado contra Auto del Encargado del 
Registro Civil Consular de Caracas (Venezuela)

HECHOS

1.- Don C-A. nacido el 6 de mayo de 1984 en Venezuela, hijo de Don J-C. 
nacido en Venezuela y de Doña A. nacida en Las P de G-C. el 27 de 
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diciembre de 1949, presenta, el 31 de agosto de 2010, en el Consulado 
General de España en Caracas solicitud de la nacionalidad española por 
Opción del apartado 1 de la Disposición Adicional 7ª de la Ley 52/2007. La 
madre de la interesada había recuperado la nacionalidad española el 17 
de abril de 2000. 

2.- El Encargado del Registro Civil Consular dictó Auto, de fecha 21 de 
septiembre de 2010, denegando la solicitud de inscripción de nacimiento 
y el asiento registral de la opción de la nacionalidad española de origen 
del interesado, al estimar que el mismo no probó suficientemente los 
hechos referidos en su declaración, según lo establecido en los artículos 
226 y 227 del Reglamento del Registro Civil.

3.- Notificado el interesado, interpone recurso, con fecha 27 de junio de 
2011, ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, en el 
que, entre otras manifestaciones, reitera su solicitud de opción a la 
nacionalidad española de origen, sin aportar documentación alguna en 
apoyo de su petición.

4.- Emitido informe por el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil 
Consular remite el expediente para su resolución a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado, junto con el correspondiente informe en 
el que se ratifica en el contenido del Auto recurrido, significando que el 
recurrente obtuvo la nacionalidad española por opción según el artº 20.2.b 
del Código Civil, en su redacción de 1990, el 17 de abril de 2000, sin que 
quede establecido que en el recurrente concurran los requisitos exigidos 
en la Disposición Adicional 7ª de la Ley 52/2007, especialmente en lo que 
se refiere al uso de la opción prevista en el artº 20.1.b del Código Civil.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre, el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre, los 
artículos 20 del Código Civil; 15, 16, 23 y 67 de la Ley del Registro Civil; 
66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras, de 7-2ª de octubre de 
2005; 5-2ª de enero, 10-4ª de febrero, 20-5ª de junio de 2006; y 21-2ª de 
febrero, 16-4ª de marzo, 17-4ª de abril, 16-1º y 28-5ª de noviembre de 
2007; y 7-1ª de febrero de 2008.
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II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como español de origen a la nacido en Venezuela el 6 de mayo 
de 1984, en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado 1 de 
la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
conforme a la cual “1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de 
origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la 
entrada en vigor de la presente disposición adicional”. 

En este caso la madre del interesado tiene la condición de española por 
haberla adquirido en virtud del ejercicio del derecho de recuperación 
reconocido por el artículo 26 del Código Civil, que fue documentada en 
acta suscrita el 17 de abril de 2000 e inscrita en el Registro Civil Consular 
de España en Caracas el 15 de mayo de 2002. A su vez, el interesado 
había optado a la nacionalidad española por el artº 20.2.b del Código Civil 
el 30 de enero de 2002, inscrita en el Registro Civil Consular el 15 de 
mayo de 2002. La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende 
fue formalizada 31 de agosto de 2010 en el modelo normalizado del Anexo 
III de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en 
su directriz séptima. Por el Encargado del Registro Civil se dictó Auto el 21 
de septiembre de 2010, denegando lo solicitado. 

III.- El Auto recurrido basa su denegación en que el solicitante no puede 
ejercer la opción del apartado primero de la Disposición Adicional séptima 
de la Ley 52/2007, al no haber probado suficientemente los hechos a que 
se refiere en su declaración, posición que comparte el Ministerio Fiscal en 
su informe.

IV.- El apartado 1 de la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad 
española a aquellas personas “cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español”, derecho que habrá de formalizarse en el plazo 
perentorio señalado en la propia Disposición. Se exige, pues, que uno de 
los progenitores ostente la nacionalidad española en su modalidad de 
originaria. Hay que recordar que nuestro Ordenamiento jurídico ha venido 
distinguiendo dos modalidades de nacionalidad española en cuanto a los 
títulos de su adquisición o atribución y, parcialmente, en cuanto a los 
efectos que produce: la nacionalidad originaria y la nacionalidad derivativa 
o no de origen. Tal distinción estaba asentada en la consideración de que 
la nacionalidad originaria, a diferencia de la derivativa o sobrevenida, se 
adquiría de modo automático sin intervención alguna de la voluntad del 
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interesado en el proceso o iter jurídico de su atribución, la que se produce 
ope legis desde el mismo momento del nacimiento o, por ser más precisos, 
desde que el nacido adquiere personalidad jurídica de conformidad con lo 
dispuesto por el artículo 30 de nuestro Código Civil.

Esta distinción hoy se mantiene en cuanto determinativa de dos 
modalidades o categorías de nacionalidad, en función de su respectivo 
título de adquisición y generadora de ciertos efectos jurídicos diferenciados. 
Así los españoles de origen no pueden ser privados de la nacionalidad 
española (arts. 11 nº2 de la Constitución y 25 del Código Civil), disponiendo, 
por otra parte, de un régimen distinto privilegiado de conservación de la 
nacionalidad española en los supuestos de adquisición de la nacionalidad 
de aquellos países especialmente vinculados con España, según resulta 
de lo establecido en el artículo 11 nº3 de la Constitución española y 24 del 
Código Civil. Sin embargo, otros rasgos tradicionales de la distinción entre 
la nacionalidad originaria y la no originaria han desaparecido o han variado 
en la actualidad. En efecto, el régimen legal vigente en España sobre la 
nacionalidad contempla supuestos en los que la nacionalidad española 
originaria no se adquiere desde el nacimiento, siendo necesaria una 
expresa y formal declaración de voluntad del interesado para adquirirla, 
así como el cumplimiento de una serie de requisitos materiales y formales 
para que la adquisición sea válida, en particular los establecidos en el 
artículo 23 del Código Civil.

Por ello la adquisición de la nacionalidad española no opera en estos 
casos (aunque se trate de casos de españoles “de origen”) de modo 
automático, ni desde la fecha del nacimiento. Así sucede, por ejemplo, en 
los casos previstos en los artículos 17 nº2 y 19 nº2 del Código Civil, esto 
es, en los supuestos en que la determinación de la filiación respecto de un 
español o el nacimiento en España se producen después de los dieciocho 
años y en el de los adoptados extranjeros mayores de dieciocho años. 
Igualmente la nacionalidad española a que da lugar el ejercicio de las 
opciones previstas por la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
responde a esta última modalidad de “nacionalidad española de origen” 
pero sobrevenida, a que hemos hecho referencia. Así resulta del apartado 
1, y así debe entenderse también para los nietos de españoles a que se 
refiere su apartado 2 al prever que “este derecho también se reconocerá” 
a las personas que en el mismo se mencionan, debiendo interpretarse 
que el “derecho” a que se refiere es el del optar por la “nacionalidad 
española de origen”. Precisamente en este carácter se cifra una de las 
principales diferencias entre las citadas opciones de la Ley 52/2007 y la 
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que se contempla para los hijos de español de origen y nacido en España 
en la letra b) del nº2 del artículo 20 del Código Civil, por la que accedió a 
la ciudadanía española la ahora recurrente. Como señala la Instrucción 
de este Centro Directivo de 4 de noviembre de 2008 en su apartado I el 
artículo 20 del Código Civil “configura el derecho a optar a la nacionalidad 
española como un modo de adquisición derivativo”, es decir, no confiere 
la cualidad de español de origen, como sí ocurre en los dos supuestos 
regulados en la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007”.

V.- La declaración de opción cuya inscripción ahora se pretende fue 
formalizada mediante acta de 31 de agosto de 2010 extendida en el 
modelo normalizado del Anexo III de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz séptima, conforme a la cual 
“Las personas que, siendo hijos de español o española de origen y 
nacidos en España, hubiesen optado a la nacionalidad española no de 
origen en virtud del artículo 20.1.b) del Código Civil, en su redacción dada 
por la Ley 36/2002, de 8 de octubre, podrán ahora acogerse igualmente a 
la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007 a fin de obtener la 
nacionalidad española de origen, formalizando una nueva declaración de 
opción durante el plazo de vigencia de la citada Disposición Adicional”, 
supuesto este en el que no se encuentra la recurrente, ya que la interesada 
ostenta la nacionalidad española de forma derivativa por opción del artº 
20.2.b del Código Civil formalizada el 30 de enero de 2002 e inscrita en el 
Registro Civil Consular el 15 de mayo de 2002, por lo que no se cumple 
uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la Disposición 
Adicional séptima de la Ley 52/2007, como es la nacionalidad española 
de origen de su progenitora. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Don C-A. y confirma el auto apelado, dictado conforme a 
la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a 
favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra 
Civil y la Dictadura.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en Caracas (Venezuela).
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Resolución de 02 de Julio de 2014 (26ª)
III.1.3.1  Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen los hijos de 
padre o madre que hubiere sido originariamente español, y que (tales 
hijos) optaron a la nacionalidad española al amparo de la Disposición 
transitoria 1ª de la Ley 29/1995.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por la interesada contra el auto del Encargado del 
Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

HECHOS

1.- Doña M-M. presenta escrito en el Consulado de España en La Habana 
a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 
Disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su 
solicitud como documentación: certificado literal de nacimiento propio.

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante el auto de fecha 13 
de julio de 2009 deniega lo solicitado por la interesada según lo establecido 
en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de Justicia.

3.- Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra la resolución denegatoria de su 
solicitud antes citada.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo, en este caso favorable a la solicitud formulada 
por la interesada, y remite el expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre, el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; los 
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artículos 20 del Código Civil; 15, 16, 23 y 67 de la Ley del Registro Civil; 
66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras, de 7-2ª de octubre de 
2005; 5-2ª de enero, 10-4ª de febrero, 20-5ª de junio de 2006; y 21-2ª de 
febrero, 16-4ª de marzo, 17-4ª de abril, 16-1º y 28-5ª de noviembre de 
2007; y 7-1ª de febrero de 2008.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como española de origen a la nacida en Cuba en 1944, en virtud 
del ejercicio de la opción prevista por el apartado 1 de la Disposición 
Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual “1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente 
español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la 
presente disposición adicional”. 

En este caso la interesada tiene la condición de española por haber 
optado con fecha 1 de diciembre de 1997 a la nacionalidad española al 
amparo de la Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995, de 2 de 
noviembre, que concedió tal derecho a las “personas cuyo padre o madre 
hubiese sido originariamente español y nacido en España” durante un 
plazo que finalizó el 7 de enero de 1997. La declaración de opción cuya 
inscripción ahora se pretende fue formalizada mediante acta de 1 de julio 
de 2009 extendida en el modelo normalizado del Anexo III de la Instrucción 
de 4 de noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz 
séptima, conforme a la cual “Las personas que, siendo hijos de español o 
española de origen y nacidos en España, hubiesen optado a la 
nacionalidad española no de origen en virtud del artículo 20.1.b) del 
Código Civil, en su redacción dada por la Ley 36/2002, de 8 de octubre, 
podrán ahora acogerse igualmente a la Disposición Adicional séptima de 
la Ley 52/2007 a fin de obtener la nacionalidad española de origen, 
formalizando una nueva declaración de opción durante el plazo de 
vigencia de la citada Disposición Adicional”, nacionalidad española de 
origen del progenitor que en este caso queda probada por la inscripción 
de la opción ejercita en virtud de la mencionada Disposición transitoria 
primera de la Ley 29/1995, extendida el 1 de diciembre de 1997, al margen 
de su inscripción de nacimiento, toda vez que el ejercicio de esta última 
opción estaba condicionado legalmente a aquel mismo requisito - además 
de al requisito adicional del nacimiento en España del mismo progenitor - 
(cfr. art. 2 LRC). Por el Encargado del Registro Consular se dictó auto el 
13 de julio de 2009, denegando lo solicitado. 
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III.- El auto apelado basa su denegación en que no ha quedado establecido 
que en la interesada concurran los requisitos exigidos en la Ley 52/2007, 
especialmente en lo que se refiere a la declaración de opción a la 
nacionalidad española en virtud del artículo 20.1b del Código Civil vigente. 
Este auto, sin embargo, por no ser ajustado a Derecho, no puede ser 
confirmado según resulta de las siguientes consideraciones.

IV.- El apartado III de la Instrucción de este Centro Directivo de 4 de 
noviembre de 2008 aclara que “se debe entender que en los hijos de 
padre o madre español de origen y nacido en España que hubieran hecho 
uso de la opción que reconoce el artículo 20.1,b) del Código Civil – y 
adquirido así la condición de españoles no de origen -, concurre título 
suficiente para acogerse al apartado 1 de la Disposición Adicional séptima 
y obtener de este modo la cualidad de español de origen”. En definitiva, 
late en este razonamiento un principio de no discriminación de los 
españoles en la interpretación de la Disposición Adicional séptima, 
permitiendo que puedan optar a la nacionalidad española de origen los 
españoles no de origen, pues es evidente que el español no de origen en 
quien concurre título suficiente para la obtención de la cualidad de 
“español de origen”, no puede ser objeto de peor trato que el extranjero en 
quien concurre el mismo título. Por tanto, hay que entender que aquellos 
que, durante el periodo que va desde la entrada en vigor de la Ley 36/2002 
(9 de enero de 2003) hasta la entrada en vigor de la Disposición Adicional 
séptima de la Ley 52/2007 (27 de diciembre de 2008), hubieren optado a 
la nacionalidad española al amparo del artículo 20 nº1, b) del Código Civil, 
podrán ejercer la opción a la nacionalidad española de origen en virtud del 
apartado 1 de la citada Disposición Adicional séptima. 

V.- En el presente caso lo que sucede es que tal previsión de la citada 
Instrucción no es directamente aplicable a la recurrente, ya que no optó 
en su día por la vía de la opción del artículo 20.1.b) del Código Civil, en su 
redacción dada por la Ley 36/2002, sino al amparo de la opción que 
habilitó la Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995. Pero es 
evidente que con el mismo fundamento antes expuesto ha de permitirse 
que ejerciten la opción de la Ley 52/2007 quienes siendo “hijos de español 
o española de origen y nacidos en España” ejercieron la opción a la 
nacionalidad española no de origen al amparo no del citado artículo 
20.1.b), sino en virtud de las disposiciones que antes de la Ley 36/2002 
concedieron, si bien que con carácter temporal, el mismo derecho y en la 
misma hipótesis de ser hijo o hija de padre o madre español de origen y 
nacido en España, pues en este punto el origen de la referida Ley 36/2002 
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se remonta a la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre, que permitió la opción por un periodo de tres años, prorrogado 
por la posterior Ley 15/1993, de 23 de diciembre, hasta el 7 de enero de 
1996, y nuevamente prorrogado hasta el 7 de enero de 1997 por la Ley 
29/1995, de 2 de noviembre. Finalmente, la Ley 36/2002, de 8 de octubre, 
reintrodujo de nuevo dicho derecho de opción, pero suprimiendo su 
carácter transitorio y, por tanto, sin límite de plazo.

Pero ahora, como entonces, tal opción no atribuye más que una 
nacionalidad no de origen, y por ello las personas beneficiarias que han 
optado no pueden trasmitir su nacionalidad española a sus hijos, salvo 
que en el momento de ejercerse la opción estos sean menores de edad 
(en cuyo caso pueden, a su vez, optar por estar sujetos a la patria potestad 
de un español o española: cfr. art. 20 nº1,a CC.), siendo, en consecuencia, 
evidente la utilidad y concurrencia de una causa justificativa suficiente 
para ejercitar la opción atribuida ahora por la Ley 52/2007 a fin de acceder 
a la condición de español de origen. Frente a ello no puede alegarse que 
el caso de los optantes por la vía del artículo 20.1.b) del Código Civil está 
expresamente recogido en la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 y el 
de los optantes por la vía de la Disposición Transitoria primera de la Ley 
29/1995 no lo está, pues en este punto la Instrucción citada tiene un valor 
meramente interpretativo, que en este caso ha de servir para extender la 
misma solución que contempla al caso ahora planteado por identidad de 
razón.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: estimar el recurso planteado y 
declarar el derecho de Doña M-M. a optar a la nacionalidad española de 
origen en los términos expuestos en los fundamentos de derecho.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).
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Resolución de 02 de Julio de 2014 (59ª)
III.1.3.1  Opción a la nacionalidad española. 

No es posible estimar el recurso interpuesto, al haber resultado acreditado 
que la solicitud de opción se realizó fuera del plazo legalmente establecido. 

En las actuaciones sobre inscripción de nacimiento y opción la nacionalidad 
española de origen, en virtud de la Disposición Adicional Séptima de la 
52/2007, remitidas a este Centro en trámite de recurso por virtud del 
entablado por el promotor, contra auto dictado por el Encargado del 
Registro Civil Consular de La Habana (Cuba).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado el 26 de enero de 2012, Doña R. solicitaba 
la adquisición de la nacionalidad española de origen por opción, para su 
hijo, R-S. nacido el 11 de enero de 1960 en Cuba, de acuerdo con el 
apartado 1 de la Disposición Adicional Séptima de la Ley 52/2007. Aporta, 
entre otra, la siguiente documentación: certificación de nacimiento del 
interesado; inscripción de matrimonio del Sr. M. acta de nacimiento del 
abuelo materno; y documento de identidad. 

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, dicta acuerdo de fecha de 16 
de febrero de 2012, inadmitiendo la solicitud de inscripción de nacimiento 
y el asiento registral de opción a la nacionalidad española de origen por 
considerar que la solicitud del interesado se había presentado fuera del 
plazo establecido por la Ley 52/2007, de 26 de diciembre. 

3.- Notificada la resolución, el interesado presentó recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado reiterando su solicitud 
y alegando que su solicitud no era extemporánea al haber solicitado la 
nacionalidad por opción con anterioridad a que terminara el plazo. Aporta 
diversa documentación, entre la que se encuentra fotocopia de modelo de 
solicitud de la nacionalidad española por opción fechado el 12 de diciembre 
de 2011, pero en el que no consta fecha de Registro de Entrada y la 
solicitud que inicia el expediente, que si bien se encuentra fechada el 15 
de diciembre de 2011, se observa en la misma que tiene entrada en el 
Registro del Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación el 26 de 
enero de 2012.
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4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal que interesa la desestimación 
del recurso, el Encargado del Registro Civil Consular se ratificó en la 
decisión adoptada y remitió el expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la 
Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil, 
los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010,24 de marzo de 2010,28 de abril de 2010 (5ª), 15 
de noviembre de 2010,1 de diciembre de 2010,7 de marzo de 2011 (4ª), 9 
de marzo de 2011, 3 de octubre de 2011 (17ª),25 de octubre de 2011 
(3ª),2 de diciembre de 2011.

II.- Ha pretendido optar a la nacionalidad española un ciudadano cubano 
nacido el 11 de enero de 1960 en Cuba, en virtud del apartado 1 de la 
Disposición Adicional Séptima de la Ley 52/2007. El Encargado del 
Registro Civil Consular inadmitió su solicitud, por entender que había sido 
presentada fuera del plazo legalmente establecido.

III.- En relación con el plazo de presentación de este tipo de solicitudes, la 
Directriz primera de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, sobre el derecho de 
opción a la nacionalidad española establecido en la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, establece que será 
necesario que se formalicen las declaraciones de opción en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la citada Disposición, sin perjuicio 
de la posibilidad de prórroga de dicho plazo por un año más, mediante 
Acuerdo del Consejo de Ministros. Efectivamente se produjo dicha 
prórroga, siendo la fecha de caducidad de este derecho de opción el 27 
de diciembre de 2011, tal y como, señalaba el Encargado del Registro 
Civil Consular en el auto recurrido. Pues bien, de acuerdo con la 
documentación que obra en el expediente, se observa que la única 
solicitud de que tiene un sello de entrada que permita conocer el momento 
en el que se presentó la misma es el escrito de la Sra. G. que tuvo entrada 
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en el Registro del Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación el 26 
de enero de 2012, por tanto, fuera del plazo establecido. En cuanto al 
modelo de solicitud de la nacionalidad española por opción (Anexo I) que 
aporta el interesado, si bien aparece fechado el 12 de diciembre de 2011, 
en el mismo no consta sello alguno que acredite su fecha de presentación. 
Por tanto, no es posible estimar el recurso del promotor.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en La Habana.

Resolución de 02 de Julio de 2014 (62ª)
III.1.3.1  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado primero de la Disposición adicional séptima los que no acrediten 
ser hijos de padre o madre que hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el interesado contra la providencia del Encargado 
del Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Don M. (A) presenta escrito en el Registro Civil Central a fin de optar a 
la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 Disposición adicional 
séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como 
documentación: certificado de acta de nacimiento propio, fe de lazo de 
parentesco y certificado de nacimiento de su padre.

2.- El Encargado del Registro Civil Central, mediante providencia de fecha 
3 de diciembre de 2009 deniega lo solicitado por el interesado ya que a la 
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vista de la documental presentada, no ha quedado acreditada la 
nacionalidad española de origen del padre del promotor.

3.-Notificado el interesado, éste interpone recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado contra la providencia dictada.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, éste impugna el recurso interpuesto e 
interesa la confirmación de la resolución recurrida. El Encargado del 
Registro Civil Central remite el expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; los 
artículos 20 del Código Civil, 15; 16, 23 y 67 de la Ley del Registro Civil; 
66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras, de 7-2ª de octubre de 
2005, 5-2ª de enero, 10-4ª de febrero y 20-5ª de junio de 2006; 21-2ª de 
febrero, 16-4ª de marzo, 17-4ª de abril, 16-1º y 28-5ª de noviembre de 
2007, y, por último, 7-1ª de febrero de 2008.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Central como español de origen al nacido en L. el 12 de mayo de 1986, en 
virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado 1 de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual “1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente 
español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la 
presente disposición adicional”. La solicitud de opción cuya inscripción 
ahora se pretende fue formalizada el 24 de abril de 2009 en el modelo 
normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 al 
amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del 
Registro Civil Central se dictó providencia el 3 de diciembre de 2009, 
denegando lo solicitado. 

III.- La providencia apelada basa su denegación en que el solicitante no 
puede ejercer la opción del apartado primero de la Disposición adicional 
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séptima de la Ley 52/2007, dado que no ha acreditado que su padre fuese 
español de origen.

IV.- El apartado 1 de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad 
española a aquellas personas “cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español”, derecho que habrá de formalizarse en el plazo 
perentorio señalado en la propia Disposición. Se exige, pues, que el 
progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria. A fin de facilitar 
la acreditación de este extremo –y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello- el número 2.2 del apartado V de la Instrucción 
de la Dirección General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre 
de 2008, que fija las reglas de procedimiento para el ejercicio de este 
derecho, establece entre la documentación a aportar por el interesado 
acompañando a su solicitud la “certificación literal de nacimiento del padre 
o madre originariamente español del solicitante” debiendo “proceder la 
misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal”. 
Exigencia que se conecta con la consideración del Registro Civil español 
como prueba de los hechos y actos inscribibles, entre los que se encuentra 
la nacionalidad, que afecten a los españoles – cfr. Arts. 1 nº7, 2 y 15 de la 
Ley del Registro Civil–. 

En el presente caso, se ha aportado certificación de nacimiento del 
juzgado Cheránico de Aaiún ( Sahara ), siendo que dicho certificado no ha 
acredita por el hecho de estar inscrito la condición de nacional español de 
origen, siendo un medio probatorio para la tramitación del expediente 
para la concesión de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción , en el cual mediante auto del Registro Civil competente por 
razón de domicilio, la certificación del progenitor presentada proceda del 
Registro Civil Cheránico correspondiente al lugar de nacimiento, siendo 
que la nacionalidad originaria del padre no puede entenderse acreditada 
por la aportación de dicha certificación, pues de la misma no resulta dicha 
nacionalidad, ni tampoco de ningún otro documento obrante en el 
expediente (y ello sin prejuzgar que pudiera llegar a ser probada dicha 
nacionalidad por cualquier otro medio de prueba admitido en Derecho).

V.- En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución 
de este recurso – cfr. Arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento- no se ha acreditado que el padre del optante ostente la 
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nacionalidad española de forma originaria por lo que no se cumple uno de 
los requisitos esenciales del apartado primero de la Disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Don M. (A.) y confirma el acuerdo apelado, dictado 
conforme a la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen 
medidas a favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la 
Guerra Civil y la Dictadura.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.

Resolución de 02 de Julio de 2014 (63ª)
III.1.3.1  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado primero de la Disposición adicional séptima los que no acrediten 
ser hijos de padre o madre que hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el interesado contra acuerdo del Encargado del 
Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Don A. presenta escrito en el Registro Civil Central a fin de optar a la 
nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 Disposición adicional 
séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como 
documentación: certificado de nacimiento propio, certificado de 
concordancia de nombre, libro de familia, documento nacional del padre y 
certificado de nacimiento.
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2.- El Encargado del Registro Civil Central, mediante acuerdo de fecha 16 
de junio de 2011 deniega lo solicitado por el interesado ya que a la vista 
de la documental presentada, no ha quedado acreditada la nacionalidad 
española de origen del padre del promotor.

3.-Notificado el interesado, éste interpone recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado contra la providencia dictada.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, éste impugna el recurso interpuesto e 
interesa la confirmación de la resolución recurrida. El Encargado del 
Registro Civil Central remite el expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; los 
artículos 20 del Código Civil, 15; 16, 23 y 67 de la Ley del Registro Civil; 
66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras, de 7-2ª de octubre de 
2005, 5-2ª de enero, 10-4ª de febrero y 20-5ª de junio de 2006; 21-2ª de 
febrero, 16-4ª de marzo, 17-4ª de abril, 16-1º y 28-5ª de noviembre de 
2007, y, por último, 7-1ª de febrero de 2008.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Central como español de origen al nacido en L. 17 de marzo de 1977, en 
virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado 1 de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual “1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente 
español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la 
presente disposición adicional”.

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada 
el 19 de noviembre de 2009 en el modelo normalizado del Anexo I de la 
Instrucción de 4 de noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su 
directriz segunda. Por el Encargado del Registro Civil Central se dictó 
acuerdo el 16 de junio de 2011, denegando lo solicitado. 
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III.- El acuerdo apelado basa su denegación en que el solicitante no puede 
ejercer la opción del apartado primero de la Disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007, dado que no ha acreditado que su padre fuese español 
de origen.

IV.- El apartado 1 de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad 
española a aquellas personas “cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español”, derecho que habrá de formalizarse en el plazo 
perentorio señalado en la propia Disposición. Se exige, pues, que el 
progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria. A fin de facilitar 
la acreditación de este extremo –y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello- el número 2.2 del apartado V de la Instrucción 
de la Dirección General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre 
de 2008, que fija las reglas de procedimiento para el ejercicio de este 
derecho, establece entre la documentación a aportar por el interesado 
acompañando a su solicitud la “certificación literal de nacimiento del padre 
o madre originariamente español del solicitante” debiendo “proceder la 
misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal”. 
Exigencia que se conecta con la consideración del Registro Civil español 
como prueba de los hechos y actos inscribibles, entre los que se encuentra 
la nacionalidad, que afecten a los españoles – cfr. Arts. 1 nº7, 2 y 15 de la 
Ley del Registro Civil–. 

En el presente caso, se ha aportado diferente documentación como 
Documento Nacional de Identidad, libro de familia y certificado de pensión 
militar, siendo que dicha documentación no acredita la condición de 
español de origen, si bien puede ser un medio un medio probatorio para la 
tramitación del expediente para la concesión de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción, en el cual mediante auto del Encargado 
del Registro Civil competente por razón de domicilio resuelve positivamente 
o negativamente la pretensión, por tanto con la documentación presentada, 
no queda acreditada dicha condición (y ello sin prejuzgar que pudiera 
llegar a ser probada dicha nacionalidad por cualquier otro medio de 
prueba admitido en Derecho).

V.- En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución 
de este recurso – cfr. Arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento- no se ha acreditado que el padre del optante ostente la 
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nacionalidad española de forma originaria por lo que no se cumple uno de 
los requisitos esenciales del apartado primero de la Disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Don A. y confirma el acuerdo apelado, dictado conforme a 
la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a 
favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra 
Civil y la Dictadura.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado de Registro Civil Central.

Resolución de 02 de Julio de 2014 (107ª)
III.1.3.1  Opción a la nacionalidad española

1º.- No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado primero de la Disposición adicional séptima los que no acrediten 
ser hijos de padre o madre que hubiere sido originariamente español.

2º.- Tampoco procede la recuperación de la nacionalidad española al no 
resultar acreditado el cumplimiento de los requisitos establecidos por el 
artículo 26 del Código Civil.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 y recuperación de la nacionalidad española, remitido a este 
Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
promotora contra la resolución del Encargado del Registro Civil Central.

HECHOS

1.- La promotora, Doña K-E. nacida el 25 de enero de 1975 en Estados 
Unidos, presenta escrito en el Registro Civil de Barcelona el 19 de mayo 
de 2009 a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 
52/2007 Disposición adicional séptima y recuperar la nacionalidad en 
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base al artículo 26 del Código Civil. Adjunta especialmente en apoyo de 
su solicitud como documentación: inscripción de nacimiento de la 
interesada, en la que consta como padre Don F. acta de nacimiento de a 
quién la promotora identifica como su abuelo paterno, Don J. en la que 
aparece su nacimiento en España de padres naturales de España; 
certificado de nacionalidad de Don J. y certificación de defunción, en la 
que consta su nacionalidad española; acta relativa a diligencias de 
jurisdicción voluntaria sobre información testimonial, de fecha 28 de 
febrero de 1969, relativa a la no inscripción de Don F. en el Registro Civil; 
certificado de empadronamiento; y fotocopia del pasaporte estadounidense 
de la interesada.

2.- El mismo día, se procede a levantar acta de recuperación de la 
nacionalidad española ante el Encargado del Registro Civil de Barcelona 
y se remiten las actuaciones al Registro Civil Central. El Encargado del 
Registro Civil Central, mediante providencia de fecha 14 de mayo de 2010 
deniega lo solicitado por la interesada en relación con la Disposición 
Adicional Séptima, apartado 1 de la Ley de Memoria Histórica 52/2007, 
por cuanto el ejercicio de ese derecho exige la aportación de certificación 
literal de nacimiento del padre o madre originariamente español de la 
persona que se pretende inscribir, y sobre la recuperación de la 
nacionalidad, tampoco cabría porque no ha resultado acreditado que la 
interesada tenga residencia legal en España, requisito establecido por el 
artículo 26 del Código Civil.

3.- Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado, reiterando su solicitud.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, que interesó la desestimación del 
recurso, el Encargado del Registro Civil Consular se ratifica en el acuerdo 
adoptado y remite el expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; los 
artículos 20 y 26 del Código Civil, 15; 16, 23 y 67 de la Ley del Registro 
Civil; 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 
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4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras, de 7-2ª de 
octubre de 2005, 5-2ª de enero, 10-4ª de febrero y 20-5ª de junio de 2006; 
21-2ª de febrero, 16-4ª de marzo, 17-4ª de abril, 16-1º y 28-5ª de 
noviembre de 2007, y, por último, 7-1ª de febrero de 2008.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
español como española a la nacida en Estados Unidos el 25 de enero de 
1975, en virtud del artículo 26 del Código Civil y la opción prevista por el 
apartado 1 de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, conforme a la cual “1. Las personas cuyo padre o madre 
hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad 
española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años 
desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional”. Ambas 
solicitudes fueron presentadas en el Registro Civil de Barcelona el 19 de 
mayo de 2009. Por el Encargado del Registro Civil Central se dictó 
providencia el 14 de mayo de 2010, denegando lo solicitado.

III.- En cuanto a la opción en virtud de la Disposición Adicional Séptima de 
la Ley 52/2007, el auto apelado basa su denegación en que la solicitante 
no puede ejercer la opción del apartado primero de la Disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, dado que no ha acreditado que su padre fuese 
español de origen.

IV.- El apartado 1 de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad 
española a aquellas personas “cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español”, derecho que habrá de formalizarse en el plazo 
perentorio señalado en la propia Disposición. Se exige, pues, que el 
progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria. A fin de facilitar 
la acreditación de este extremo – y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello- el número 2.2 del apartado V de la Instrucción 
de la Dirección General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre 
de 2008, que fija las reglas de procedimiento para el ejercicio de este 
derecho, establece entre la documentación a aportar por el interesado 
acompañando a su solicitud la “certificación literal de nacimiento del padre 
o madre originariamente español del solicitante” debiendo “proceder la 
misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal”. 
Exigencia que se conecta con la consideración del Registro Civil español 
como prueba de los hechos y actos inscribibles, entre los que se encuentra 
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la nacionalidad, que afecten a los españoles – cfr. Arts. 1 nº7, 2 y 15 de la 
Ley del Registro Civil–. 

En el presente caso, dicha certificación no ha sido aportada, únicamente 
obra en el expediente un acta de información testimonial de fecha 28 de 
febrero de 1969, a propuesta de Doña R. en la que manifiesta ante el Juez 
del Juzgado Primero de Distrito de Tampico (México) que Don F. es hijo de 
Don J. recogiéndose testimonios de varias personas en este sentido. 
Cabe destacar que en dicho documento no se aprecia pronunciamiento 
del Juez sobre la filiación del Sr. E. que el mismo se realiza en 1969, 14 
años después de haberse producido el nacimiento del mismo y 11 años 
después del fallecimiento del ciudadano español Don J. No resultando, 
por tanto, únicamente con dicho documento, acreditada la filiación de Don 
F. con respecto a Don J. Por lo que, tampoco resultaría probado que le 
transmitiera éste la nacionalidad española iure sanguinis al padre de la 
promotora.

V.- En este sentido, en el presente expediente, y a la vista de los 
documentos presentados y en los que necesaria y exclusivamente habrá 
de fundarse la resolución de este recurso – cfr. Arts. 27, 29 de la Ley del 
Registro Civil y 358 de su Reglamento- no se ha acreditado que el 
progenitor de la optante ostente la nacionalidad española de forma 
originaria por lo que no se cumple uno de los requisitos esenciales del 
apartado primero de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007. 

VI.- Finalmente, en cuanto a la alegación realizada en el escrito de recurso 
relativa a la condición de español del abuelo de la solicitante, basta decir 
que, de acuerdo con lo anteriormente señalado, no resulta acreditada la 
filiación del padre con ciudadano español y que no se ha solicitado el 
ejercicio de la opción por el apartado segundo de la Disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 en la solicitud inicial. Por otro lado, aun cuando 
la certificación literal de nacimiento del abuelo, bajo ciertas condiciones, 
pudiera ser utilizada para la acreditación de la nacionalidad española del 
mismo, no consta ni se ha acreditado en modo alguno la pérdida o 
renuncia de la misma como consecuencia del exilio, en la forma y mediante 
los documentos previstos en el apartado V de la citada Instrucción, por lo 
que tampoco puede prosperar la pretensión de la recurrente por esta vía.

VII.- En relación con la recuperación de la nacionalidad española, es obvio 
que para recuperar la nacionalidad española es preciso probar 
suficientemente que en un momento anterior se ha ostentado de iure 
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dicha nacionalidad y que, posteriormente, se ha perdido y esto no se ha 
acreditado en el caso de la promotora, ya que como se ha señalado 
anteriormente, no se ha aportado la documentación acreditativa de la 
filiación española del padre y tampoco se cumpliría el requisito de 
residencia legal en España, ni la promotora es emigrante ni hija de 
emigrante, por haber nacido tanto ella como Don F. en el extranjero, por lo 
tanto, no procedería la recuperación de la nacionalidad española.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.

Resolución de 02 de Julio de 2014 (108ª)
III.1.3.1  Opción a la nacionalidad española. 

No es posible estimar el recurso interpuesto, al haber resultado acreditado 
que la declaración de opción se realizó fuera del plazo legalmente 
establecido.

En las actuaciones sobre inscripción de nacimiento y opción la nacionalidad 
española de origen, en virtud de la Disposición Adicional Séptima de la 
52/2007, remitidas a este Centro en trámite de recurso por virtud del 
entablado por el promotor, contra auto dictado por el Encargado del 
Registro Civil Consular de Los Ángeles (Estados Unidos).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil Consular de Los 
Ángeles el 21 de marzo de 2012, Don A. nacido el 14 de agosto de 1972 
en México, solicitaba la adquisición de la nacionalidad española de origen 
por opción, de acuerdo con el apartado 1 de la Disposición Adicional 
Séptima de la Ley 52/2007. Aporta, entre otra, la siguiente documentación: 
acta de nacimiento del interesado, en la que aparece que la nacionalidad 
del padre es la mexicana; inscripción de nacimiento del padre, Don A. acta 
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de defunción del abuelo paterno, Don A. acta de nacimiento del bisabuelo 
paterno, Don B. en la que consta su nacimiento en España de padres 
naturales de España; fotocopia del pasaporte del interesado. 

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, dicta acuerdo de fecha de 12 
de septiembre de 2012, inadmitiendo la solicitud de inscripción de 
nacimiento y el asiento registral de opción a la nacionalidad española de 
origen por considerar que la solicitud del interesado se había presentado 
fuera del plazo establecido por la Ley 52/2007, de 26 de diciembre. 

3.- Notificada la resolución, el interesado presentó recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado reiterando su solicitud 
y alegando que su solicitud no era extemporánea al haber solicitado 
dentro del plazo cita para acudir al Consulado. Aporta diversa 
documentación, entre la que se encuentra fotocopia de un correo 
electrónico automático relacionado con la cita solicitada.

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro 
Civil Consular se ratificó en la decisión adoptada y remitió el expediente a 
la Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución 
del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la 
Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil, 
los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010,24 de marzo de 2010,28 de abril de 2010 (5ª), 15 
de noviembre de 2010,1 de diciembre de 2010,7 de marzo de 2011 (4ª), 9 
de marzo de 2011, 3 de octubre de 2011 (17ª),25 de octubre de 2011 
(3ª),2 de diciembre de 2011.

II.- Ha pretendido optar a la nacionalidad española un ciudadano 
estadounidense nacido el 14 de agosto de 1972 en México, en virtud del 
apartado 1 de la Disposición Adicional Séptima de la Ley 52/2007. El 
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Encargado del Registro Civil Consular inadmitió su solicitud, por entender 
que había sido presentada fuera del plazo legalmente establecido.

III.- En relación con el plazo de presentación de este tipo de solicitudes, la 
Directriz primera de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, sobre el derecho de 
opción a la nacionalidad española establecido en la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, establece que será 
necesario que se formalicen las declaraciones de opción en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la citada Disposición, sin perjuicio 
de la posibilidad de prórroga de dicho plazo por un año más, mediante 
Acuerdo del Consejo de Ministros. Efectivamente se produjo dicha 
prórroga, siendo la fecha de caducidad de este derecho de opción el 27 
de diciembre de 2011, tal y como, señalaba el Encargado del Registro 
Civil Consular en el auto recurrido. Pues bien, teniendo en cuenta el 
informe del Encargado, que señala que es el propio interesado el que 
elige, entre los disponibles, el día y la hora de la cita, y no constando en el 
expediente ningún otro documento o actuación en los que aparezca que 
se haya realizado esa solicitud de opción en el modelo establecido o 
declaración de voluntad expresa en ese sentido dirigida al Encargado del 
Registro Civil, con anterioridad a la realizada el 21 de marzo de 2012 
(según sello de entrada), no es posible estimar el recurso del promotor.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en Los Ángeles (EE.UU).
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Resolución de 09 de Julio de 2014 (4ª)
III.1.3.1  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado primero de la Disposición adicional séptima los que acrediten 
ser hijos de padre o madre que hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el interesado contra la providencia del Encargado 
del Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Don S. presenta escrito en el Registro Civil Central a fin de optar a la 
nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 Disposición adicional 
séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como 
documentación: certificado de nacimiento propio, certificado de nacimiento 
expedido por registro civil español de la madre, libro de familia.

2.- El Encargado del Registro Civil Central, mediante providencia de fecha 
03 de diciembre de 2009 deniega lo solicitado por el interesado ya que a 
la vista de la documental presentada, no ha quedado acreditada la 
nacionalidad española de origen de la madre del promotor.

3.-Notificado el interesado, éste interpone recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado contra la providencia dictada.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, éste impugna el recurso interpuesto e 
interesa la confirmación de la resolución recurrida. El Encargado del 
Registro Civil Central remite el expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; los 
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artículos 20 del Código Civil, 15; 16, 23 y 67 de la Ley del Registro Civil; 
66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras, de 7-2ª de octubre de 
2005, 5-2ª de enero, 10-4ª de febrero y 20-5ª de junio de 2006; 21-2ª de 
febrero, 16-4ª de marzo, 17-4ª de abril, 16-1º y 28-5ª de noviembre de 
2007, y, por último, 7-1ª de febrero de 2008.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Central como español de origen al nacido en el Sahara en 1976, en virtud 
del ejercicio de la opción prevista por el apartado 1 de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual “1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente 
español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la 
presente disposición adicional”. 

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada 
el 03 de junio de 2009 en el modelo normalizado del Anexo I de la 
Instrucción de 4 de noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su 
directriz segunda. Por el Encargado del Registro Civil Central se dictó 
providencia el 03 de diciembre de 2009, denegando lo solicitado. 

III.- La providencia apelada basa su denegación en que el solicitante no 
puede ejercer la opción del apartado primero de la Disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, dado que no ha acreditado que su madre 
fuese española de origen.

IV.- El apartado 1 de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española 
a aquellas personas “cuyo padre o madre hubiese sido originariamente 
español”, derecho que habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado 
en la propia Disposición. Se exige, pues, que el progenitor del optante no 
sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente dicha nacionalidad en 
su modalidad de originaria. A fin de facilitar la acreditación de este extremo 
–y aun cuando no constituya medio de prueba exclusivo para ello- el número 
2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección General de los Registros 
y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas de 
procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la 
documentación a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la 
“certificación literal de nacimiento del padre o madre originariamente 
español del solicitante” debiendo “proceder la misma de un Registro Civil 

http://


M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

336Boletín del Ministerio de Justicia

Nacionalidad

español, ya sea Consular o Municipal”. Exigencia que se conecta con la 
consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y actos 
inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los 
españoles –cfr. Arts. 1 nº7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil–. 

En el presente caso, se ha aportado diferente documentación como, libro 
de familia donde consta el matrimonio y el nacimiento del interesado en el 
Sahara, siendo que dicha documentación no acredita la condición de 
español de origen de la madre del interesado. Por otra parte se aporta 
certificado de nacimiento de la madre donde consta la anotación de la 
presunción de nacionalidad española de conformidad con el auto dictado 
por el registro civil de Jaén, inscribiéndose en el Registro Civil Central con 
fecha 10 de octubre de 2008, no dando prueba la inscripción de la 
condición de nacionalidad española de origen de la madre del interesado, 
al no constar expresamente esa condición., siendo además que la 
nacionalidad de la madre ha sido adquirida según consta en el auto de 
concesión de conformidad con el artículo 18 del Código Civil , que es una 
de las maneras de legales vigentes de adquisición de la nacionalidad de 
manera derivada al requerir preceptivamente la solicitud e intervención 
del interesado a diferencia de la nacionalidad de carácter originario que se 
adquiere por imposición legal.

V.- En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución 
de este recurso – cfr. Arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento- no se ha acreditado que la madre del optante ostente la 
nacionalidad española de forma originaria por lo que no se cumple uno de 
los requisitos esenciales del apartado primero de la Disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Don S. y confirma el acuerdo apelado, dictado conforme a 
la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a 
favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra 
Civil y la Dictadura.

Madrid, 09 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. Juez Encargada del Registro Civil Central
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Resolución de 09 de Julio de 2014 (22ª)
III.1.3.1  Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a la nacionalidad española, los hijos cuyo progenitor sea 
español de origen por lo que se les reconoce el derecho de optar por la 
vía del apartado primero de la Disposición Adicional 7ª de la Ley 52/2007ª 
a dicha nacionalidad.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el interesado contra la resolución de 14 de julio de 
2011 del encargado del Registro Civil Consular de Santiago de Chile.

HECHOS

1.- Con fecha 15 de julio de 2009 Don F. suscribe solicitud, en el formato 
correspondiente al Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, 
de la Dirección General de los Registros y del Notariado, sobre el 
derecho de opción a la nacionalidad española establecido en la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007. Adjunta especialmente, 
en apoyo de su solicitud como documentación: certificados de nacimiento 
chileno a nombre del promotor y el de su padre expedido por Registro 
Civil español. 

2.- El encargado del Registro Civil Consular, mediante la resolución de 
fecha 14 de julio de 2011 deniega lo solicitado por el interesado ya que 
estima que no prueba lo suficiente los hechos a los que se refiere sus 
declaraciones, según lo establecido en los artículos 226 y 227 del 
Reglamento del Registro Civil.

3.- Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra la resolución denegatoria de su 
solicitud antes citada, alegando que su padre nació español y nunca 
renunció a la nacionalidad española.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Central 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 
18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de 
diciembre; la Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de 
noviembre; la Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de 
Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de 
la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del 
Registro Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, 
entre otras de 23 de marzo de 2010 (4ª),23 de marzo de 2010 (5ª),23 de 
marzo 2010 (6ª)24 de marzo de 2010 (5ª),28 de abril de 2010 (5ª),6 de 
octubre de 2010 (10ª) 15 de noviembre de 2010 (5ª),1 de diciembre de 
2010 (4ª),7 de marzo de 2011 (4ª), 9 de marzo de 2011(3ª), 3 de octubre 
de 2011 (17ª),25 de octubre de 2011 (3ª), 2 de diciembre de 2011 (4ª).10 
de febrero 2012 (42ª) 17 de febrero 2012 (30ª) 22 de febrero 2012 (53ª) 6 
de julio 2012 (5º) 6 de julio 2012 (16ª) 14 de septiembre de 2012 (32ª) y 30 
de enero 2013 (28ª).

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular, como español de origen, al nacido el 11 de febrero de 1958 en 
Chile, en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado I de la 
Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
conforme a la cual “1 Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de 
origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la 
entrada en vigor de la presente disposición adicional”. 

III.- La resolución apelada basa su denegación en la no concurrencia de 
los requisitos exigidos por el mencionado apartado 1 de la Ley 52/2007, 
ya que el interesado, nacido español, perdió dicha nacionalidad al cumplir 
la mayoría de edad y hacer un uso exclusivo a partir de esa fecha de la 
nacionalidad chilena.

IV.- La Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española a 
aquellas personas “cuyo padre o madre hubiese sido originariamente 
español”, derecho que habrá de formalizarse en el plazo perentorio 
señalado en la propia Disposición. Se exige, pues, que el progenitor del 
optante ostente o haya ostentado dicha nacionalidad en su modalidad de 
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originaria, requisitos cuya concurrencia ha quedado acreditada en las 
actuaciones. Se comprueba al respecto que los requisitos de acceso 
previstos por el apartado 1 de la D.A. 7ª de la Ley 52/2007 han quedado 
formalmente acreditados mediante la documentación incorporada al 
presente expediente, los cuales han demostrado la filiación del solicitante 
respecto a su padre y causante del derecho, D. A., español de origen 
nacido el 25 de agosto de 1928, de padres españoles, sin que conste que 
haya perdido por naturalización la nacionalidad española.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: estimar el recurso planteado 
en los términos expuestos en los fundamentos de derecho, revocando la 
resolución dictada con fecha 14 de julio de 2011, por el Encargado del 
Registro Civil Consular de Santiago de Chile, y reconociendo al 
interesado la opción a la nacionalidad española de origen al amparo de 
lo dispuesto por la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre.

Madrid, 09 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del registro Civil Consular de Santiago de Chile

Resolución de 09 de Julio de 2014 (26ª)
III.1.3.1  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado primero de la Disposición adicional séptima los hijos de padre o 
madre que no hubiere sido originariamente español, y que (el padre o la 
madre) hubieren adquirido anteriormente la nacionalidad española no de 
origen por la vía del artículo 20.nº1.b) del Código Civil en su redacción 
dada por la Ley 36/2002.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el interesado contra el auto del Encargado del 
Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).
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HECHOS

1.- Don G-J. presenta escrito en el Consulado de España en La Habana a 
fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 
Disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su 
solicitud como documentación: certificado literal de nacimiento propio y 
certificado de nacimiento de su padre expedido por el Registro Civil 
español.

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante auto de fecha 29 
de septiembre de 2011 deniega lo solicitado por el interesado según lo 
establecido en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de 
Justicia.

3.- Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra la resolución denegatoria de su 
solicitud antes citada.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 
18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de 
diciembre; la Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de 
noviembre; la Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de 
Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de 
la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del 
Registro Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, 
entre otras de 23 de marzo de 2010 (4ª), 23 de marzo de 2010 (5ª), 23 de 
marzo 2010 (6ª), 24 de marzo de 2010 (5ª), 28 de abril de 2010 (5ª), 6 de 
octubre de 2010 (10ª), 15 de noviembre de 2010 (5ª), 1 de diciembre de 
2010 (4ª), 7 de marzo de 2011 (4ª), 9 de marzo de 2011(3ª), 3 de octubre 
de 2011 (17ª), 25 de octubre de 2011 (3ª), 2 de diciembre de 2011 (4ª), 10 
de febrero 2012 (42ª), 17 de febrero 2012 (30ª), 22 de febrero 2012 (53ª), 
6 de julio 2012 (5º), 6 de julio 2012 (16ª), 14 de septiembre de 2012 (32ª) 
y 30 de enero 2013 (28ª).
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II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como español de origen al nacido en Cuba en 1950, en virtud 
del ejercicio de la opción prevista por el apartado 1 de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual “1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente 
español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la 
presente disposición adicional”. En este caso el padre del interesado tiene 
la condición de español por haberla adquirido en virtud del ejercicio del 
derecho de opción reconocido por el artículo 20 nº1, b) del Código Civil, 
en su redacción dada por la Ley 36/2002, de 8 de octubre, conforme al 
cual tienen derecho a optar por la nacionalidad española “b) Aquellos 
cuyo padre o madre hubiera sido originariamente español y nacido en 
España”, opción que fue documentada en acta suscrita el 5 de noviembre 
de 2003 e inscrita en el Registro Civil Consular de España en La Habana 
el 23 de enero de 2004, fecha en la que el recurrente era ya mayor de 
edad.

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada 
el 26 de mayo de 2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la 
Instrucción de 4 de noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su 
directriz segunda. Por el Encargado del Registro Civil se dictó auto el 29 
de septiembre de 2011, denegando lo solicitado. 

III.- El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede 
ejercer la opción del apartado primero de la Disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007, dado que su padre no fue español de origen, posición 
que el Ministerio Fiscal comparte en su informe.

IV.- El apartado 1 de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad 
española a aquellas personas “cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español”, derecho que habrá de formalizarse en el plazo 
perentorio señalado en la propia Disposición. Se exige, pues, que el 
progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria. Hay que 
recordar que nuestro Ordenamiento jurídico ha venido distinguiendo dos 
modalidades de nacionalidad española en cuanto a los títulos de su 
adquisición o atribución y, parcialmente, en cuanto a los efectos que 
produce: la nacionalidad originaria y la nacionalidad derivativa o no de 
origen. Tal distinción estaba asentada en la consideración de que la 
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nacionalidad originaria, a diferencia de la derivativa o sobrevenida, se 
adquiría de modo automático sin intervención alguna de la voluntad del 
interesado en el proceso o iter jurídico de su atribución, la que se produce 
ope legis desde el mismo momento del nacimiento o, por ser más precisos, 
desde que el nacido adquiere personalidad jurídica de conformidad con lo 
dispuesto por el artículo 30 de nuestro Código Civil.

Esta distinción hoy se mantiene en cuanto determinativa de dos 
modalidades o categorías de nacionalidad, en función de su respectivo 
título de adquisición y generadora de ciertos efectos jurídicos diferenciados. 
Así los españoles de origen no pueden ser privados de la nacionalidad 
española (artículos 11.nº2 de la Constitución y 25 del Código Civil), 
disponiendo, por otra parte, de un régimen distinto privilegiado de 
conservación de la nacionalidad española en los supuestos de adquisición 
de la nacionalidad de aquellos países especialmente vinculados con 
España, según resulta de lo establecido en el artículo 11.nº3 de la 
Constitución española y 24 del Código Civil. Sin embargo, otros rasgos 
tradicionales de la distinción entre la nacionalidad originaria y la no 
originaria han desaparecido o han variado en la actualidad. En efecto, el 
régimen legal vigente en España sobre la nacionalidad contempla 
supuestos en los que la nacionalidad española originaria no se adquiere 
desde el nacimiento, siendo necesaria una expresa y formal declaración 
de voluntad del interesado para adquirirla, así como el cumplimiento de 
una serie de requisitos materiales y formales para que la adquisición sea 
válida, en particular los establecidos en el artículo 23 del Código Civil.

Por ello la adquisición de la nacionalidad española no opera en estos 
casos (aunque se trate de casos de españoles “de origen”) de modo 
automático, ni desde la fecha del nacimiento. Así sucede, por ejemplo, en 
los casos previstos en los artículos 17.nº2 y 19.nº2 del Código Civil, esto 
es, en los supuestos en que la determinación de la filiación respecto de un 
español o el nacimiento en España se producen después de los dieciocho 
años y en el de los adoptados extranjeros mayores de dieciocho años. 
Igualmente la nacionalidad española a que da lugar el ejercicio de las 
opciones previstas por la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
responde a esta última modalidad de “nacionalidad española de origen” 
pero sobrevenida, a que hemos hecho referencia. Así resulta del apartado 
1, y así debe entenderse también para los nietos de españoles a que se 
refiere su apartado 2 al prever que “este derecho también se reconocerá” 
a las personas que en el mismo se mencionan, debiendo interpretarse 
que el “derecho” a que se refiere es el del optar por la “nacionalidad 
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española de origen”. Precisamente en este carácter se cifra una de las 
principales diferencias entre las citadas opciones de la Ley 52/2007 y la 
que se contempla para los hijos de español de origen y nacido en España 
en la letra b) del nº1 del artículo 20 del Código Civil, por la que accedió a 
la ciudadanía española el padre del ahora recurrente. Como señala la 
Instrucción de este Centro Directivo de 4 de noviembre de 2008 en su 
apartado I “el derecho de opción regulado en el artículo 20.nº1.b) del 
Código Civil da lugar a la adquisición de la nacionalidad derivativa, es 
decir, no confiere la cualidad de español de origen, como sí ocurre en los 
dos supuestos regulados en la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007”.

V.- En el presente caso el progenitor del optante ostenta la nacionalidad 
española con carácter derivativo y no de forma originaria por haberla 
adquirido en virtud del ejercicio de la opción prevista en el artículo 20.
nº1.b) del Código Civil, por lo que no se cumple uno de los requisitos 
esenciales del apartado primero de la Disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007.

VI.- Finalmente, en cuanto a la alegación realizada en el escrito de recurso 
relativa a la condición de española de la abuela del solicitante, basta decir 
que, al no haberse solicitado el ejercicio de la opción por el apartado 
segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 (la cual 
debe formalizarse a través del modelo normalizado incorporado al Anexo 
II de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008), la alegación resulta ahora 
extemporánea (cfr. art. 358-II RRC). Por otro lado, aun cuando la 
certificación literal de nacimiento de la abuela, bajo ciertas condiciones, 
pudiera ser utilizada para la acreditación de la nacionalidad española de 
la abuela del optante, no consta ni se ha acreditado en modo alguno la 
pérdida o renuncia de la misma como consecuencia del exilio, en la forma 
y mediante los documentos previstos en el apartado V de la citada 
Instrucción. Es más, consta en el expediente el acta de naturalización de 
la abuela del interesado como ciudadana cubana, que pone de manifiesto 
que el abuelo del optante adquirió la ciudadanía cubana en 1912 y que los 
abuelos del interesado arribaron a Cuba en 1924, ya casados, sin que se 
pueda concretar la fecha de celebración del matrimonio, momento en el 
que la abuela perdió la nacionalidad española conforme a lo previsto en el 
artículo 22 de Código Civil de 1889, vigente en la época, razón por la que 
no pudieron transmitir, ninguno de los dos la nacionalidad española a su 
hijo nacido en 1930, por lo que tampoco puede prosperar la pretensión del 
recurrente por esta vía.
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Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Don G-J. y confirma el auto apelado, dictado conforme a la 
Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, por 
la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a favor 
de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra Civil y la 
Dictadura.

Madrid, 09 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en La Habana.

Resolución de 09 de Julio de 2014 (27ª)
III.1.3.1  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado primero de la Disposición Adicional séptima los hijos de padre o 
madre que no hubiere sido originariamente español, y que (el padre o la 
madre) hubieren adquirido anteriormente la nacionalidad española no de 
origen por la vía de la disposición transitoria primera de la Ley 29/1995. 

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el interesado contra el auto del Encargado del 
Registro Civil Consular en La Paz (Bolivia).

HECHOS

1.- Don J-A. presenta escrito en el Consulado de España en La Paz a fin 
de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 Disposición 
adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como 
documentación: certificado literal de nacimiento propio y certificado de 
nacimiento de su padre expedido por el Registro Civil español.

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante auto de fecha 10 
de diciembre de 2012 deniega lo solicitado por el interesado según lo 
establecido en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de 
Justicia.
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3.- Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra el auto denegatorio de su solicitud 
antes citada.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 
18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de 
diciembre; la Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de 
noviembre; la Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de 
Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de 
la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del 
Registro Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, 
entre otras de 23 de marzo de 2010 (4ª), 23 de marzo de 2010 (5ª), 23 de 
marzo 2010 (6ª), 24 de marzo de 2010 (5ª), 28 de abril de 2010 (5ª), 6 de 
octubre de 2010 (10ª), 15 de noviembre de 2010 (5ª), 1 de diciembre de 
2010 (4ª), 7 de marzo de 2011 (4ª), 9 de marzo de 2011(3ª), 3 de octubre 
de 2011 (17ª), 25 de octubre de 2011 (3ª), 2 de diciembre de 2011 (4ª), 10 
de febrero 2012 (42ª), 17 de febrero 2012 (30ª), 22 de febrero 2012 (53ª), 
6 de julio 2012 (5º), 6 de julio 2012 (16ª), 14 de septiembre de 2012 (32ª) 
y 30 de enero 2013 (28ª).

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como español de origen al nacido en Bolivia en 1974, en virtud 
del ejercicio de la opción prevista por el apartado 1 de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual “1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente 
español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la 
presente disposición adicional”. En este caso el padre del interesado tiene 
la condición de español por haber optado con fecha 12 de enero de 1998 
a la nacionalidad española al amparo de la Disposición Transitoria primera 
de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre, conforme a la cual “Las personas 
cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español y nacido en 
España podrán optar por la nacionalidad española, si formalizan su 
declaración antes del día 7 de enero de 1997”. Dicha opción fue inscrita 
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en el Registro Civil Consular de España en La Paz el 11 de julio de 2000, 
fecha en la que el recurrente era ya mayor de edad. La solicitud de opción 
cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 27 de diciembre de 
2011 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por 
el Encargado del Registro Civil se dictó auto el 10 de diciembre de 2012, 
denegando lo solicitado. 

III.- El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede 
ejercer la opción del apartado primero de la Disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007, dado que no ha acreditado los requisitos establecidos 
en la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 de la Dirección General de 
los Registros y del Notariado, posición que el Ministerio Fiscal comparte 
en su informe. 

IV.- El apartado 1 de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad 
española a aquellas personas “cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español”, derecho que habrá de formalizarse en el plazo 
perentorio señalado en la propia Disposición. Se exige, pues, que el 
progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria. Hay que 
recordar que nuestro Ordenamiento jurídico ha venido distinguiendo dos 
modalidades de nacionalidad española en cuanto a los títulos de su 
adquisición o atribución y, parcialmente, en cuanto a los efectos que 
produce: la nacionalidad originaria y la nacionalidad derivativa o no de 
origen. Tal distinción estaba asentada en la consideración de que la 
nacionalidad originaria, a diferencia de la derivativa o sobrevenida, se 
adquiría de modo automático sin intervención alguna de la voluntad del 
interesado en el proceso o iter jurídico de su atribución, atribución que 
tenía lugar ope legis desde el mismo momento del nacimiento o, por ser 
más precisos, desde que el nacido adquiere personalidad jurídica de 
conformidad con lo dispuesto por el artículo 30 de nuestro Código Civil.

Esta distinción hoy se mantiene en cuanto determinativa de dos 
modalidades o categorías de nacionalidad, en función de su respectivo 
título de adquisición y generadora de ciertos efectos jurídicos diferenciados. 
Así los españoles de origen no pueden ser privados de la nacionalidad 
española (arts. 11 nº2 de la Constitución y 25 del Código Civil), disponiendo, 
por otra parte, de un régimen distinto privilegiado de conservación de la 
nacionalidad española en los supuestos de adquisición de la nacionalidad 
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de aquellos países especialmente vinculados con España, según resulta 
de lo establecido en el artículo 11 nº3 de la Constitución española y 24 del 
Código Civil. Sin embargo, otros rasgos tradicionales de la distinción entre 
la nacionalidad originaria y la no originaria han desaparecido o han variado 
en la actualidad. En efecto, el régimen legal vigente en España sobre la 
nacionalidad contempla supuestos en los que la nacionalidad española 
originaria no se adquiere desde el nacimiento, siendo necesaria una 
expresa y formal declaración de voluntad del interesado para adquirirla, 
así como el cumplimiento de una serie de requisitos materiales y formales 
para que la adquisición sea válida, en particular los establecidos en el 
artículo 23 del Código Civil.

Por ello la adquisición de la nacionalidad española no opera en estos 
casos (aunque se trate de casos de españoles “de origen”) de modo 
automático, ni desde la fecha del nacimiento. Así sucede, por ejemplo, en 
los casos previstos en los artículos 17 nº2 y 19 nº2 del Código Civil, esto 
es, en los supuestos en que la determinación de la filiación respecto de un 
español o el nacimiento en España se producen después de los dieciocho 
años y en el de los adoptados extranjeros mayores de dieciocho años. 
Igualmente la nacionalidad española a que da lugar el ejercicio de las 
opciones previstas por la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
responde a esta última modalidad de “nacionalidad española de origen” 
pero sobrevenida, a que hemos hecho referencia. Así resulta del apartado 
1, y así debe entenderse también para los nietos de españoles a que se 
refiere su apartado 2 al prever que “este derecho también se reconocerá” 
a las personas que en el mismo se mencionan, debiendo interpretarse 
que el “derecho” a que se refiere es el del optar por la “nacionalidad 
española de origen”. Precisamente en este carácter se cifra una de las 
principales diferencias entre las citadas opciones de la Ley 52/2007 y la 
que se contempla para los hijos de español de origen y nacido en España 
en la letra b) del nº1 del artículo 20 del Código Civil. Como señala la 
Instrucción de este Centro Directivo de 4 de noviembre de 2008 en su 
apartado I “el derecho de opción regulado en el artículo 20.1.b) del Código 
Civil da lugar a la adquisición de la nacionalidad derivativa, es decir, no 
confiere la cualidad de español de origen, como sí ocurre en los dos 
supuestos regulados en la Disposición Adicional séptima de la Ley 
52/2007”. La consideración hecha respecto de la opción prevista en el 
artículo 20.1.b) del Código Civil, es extensible también a la opción de la 
Disposición Transitoria primera de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre, de 
la que trae causa la del artículo 20.1.b) del Código Civil, en su redacción 
dada por la Ley 36/2002, de 8 de octubre, pues se refiere a un supuesto 
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idéntico y contiene un régimen también idéntico, excepción hecha del 
plazo de duración de la misma y por la que accedió a la ciudadanía 
española el padre del ahora recurrente.

V.- En el presente expediente, el progenitor del optante ostenta la 
nacionalidad española con carácter derivativo y no de forma originaria por 
haberla adquirido en virtud del ejercicio de la opción prevista en la 
Disposición Transitoria primera de la Ley 29/1995, por lo que no se cumple 
uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007.

VI.- Finalmente, por lo que se refiere a la última de las alegaciones 
formuladas en el escrito de recurso sobre el reconocimiento del derecho 
de opción a la nacionalidad española a favor de otros descendientes de 
su abuelo, no corresponde en vía de éste recurso valorar la procedencia o 
improcedencia del mismo, a la vista de las circunstancias de hecho 
concurrentes respecto a los mismos y los preceptos jurídicos en base a 
los cuales se les haya podido reconocer tal derecho de opción, si no 
únicamente valorar el reconocimiento o no de este derecho a favor del 
recurrente en atención a las circunstancias de hecho que en él concurren 
y a los preceptos jurídicos por él invocados.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Don J-A. y confirma el auto apelado, dictado conforme a la 
Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, por 
la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a favor 
de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra Civil y la 
Dictadura.

Madrid, 09 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en La Paz (Bolivia).
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Resolución de 09 de Julio de 2014 (28ª)
III.1.3.1  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado primero de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
los mayores de edad que sean hijos de padre o madre que no hubiere 
sido originariamente español, y que (el padre o la madre) hubieren 
adquirido la nacionalidad española de origen por la vía de dicha Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, y con anterioridad a esta, la 
nacionalidad española no de origen al amparo del artículo 20. nº1.b) del 
Código Civil en su redacción dada por la Ley 36/2002.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el interesado contra el acuerdo del Encargado del 
Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Don J-M. presenta escrito en el Registro Civil de Blanes para el Central, 
a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 
Disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su 
solicitud como documentación: certificado literal local de nacimiento propio 
y certificados de nacimiento de su padre y de su abuelo expedido por el 
Registro Civil español.

2.- El Encargado del Registro Civil Central, mediante el acuerdo de fecha 
31 de mayo de 2011 deniega lo solicitado por el interesado según lo 
establecido en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de 
Justicia.

3.- Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra la resolución denegatoria de su 
solicitud antes citada.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.-Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 
18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de 
diciembre; la Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de 
noviembre; la Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de 
Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de 
la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del 
Registro Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, 
entre otras de 23 de marzo de 2010 (4ª), 23 de marzo de 2010 (5ª), 23 de 
marzo 2010 (6ª), 24 de marzo de 2010 (5ª), 28 de abril de 2010 (5ª), 6 de 
octubre de 2010 (10ª), 15 de noviembre de 2010 (5ª), 1 de diciembre de 
2010 (4ª), 7 de marzo de 2011 (4ª), 9 de marzo de 2011(3ª), 3 de octubre 
de 2011 (17ª), 25 de octubre de 2011 (3ª), 2 de diciembre de 2011 (4ª), 10 
de febrero 2012 (42ª), 17 de febrero 2012 (30ª), 22 de febrero 2012 (53ª), 
6 de julio 2012 (5º), 6 de julio 2012 (16ª), 14 de septiembre de 2012 (32ª) 
y 30 de enero 2013 (28ª).

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Central como español de origen al nacido en Argentina en 1981, en virtud 
del ejercicio de la opción prevista por el apartado 1 de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre. En este caso el 
padre del interesado, si bien con anterioridad había adquirido la 
nacionalidad española no de origen al amparo del artículo 20 nº1, b) del 
Código Civil, acredita tener la condición de español de origen por haberla 
adquirido posteriormente en virtud del ejercicio del derecho de opción 
reconocido por el apartado primero de la Disposición adicional séptima de 
la citada Ley 52/2007, opción que fue documentada en acta suscrita el 17 
de noviembre de 2009 e inscrita en el Registro Civil Central el 19 de julio 
de 2011, fecha en la que el recurrente era ya mayor de edad.

III.- La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue 
formalizada el 17 de noviembre de 2009 en el modelo normalizado del 
Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 al amparo de lo 
previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del Registro Civil se 
dictó acuerdo el 31 de mayo de 2011, denegando lo solicitado. El auto 
apelado basa su denegación en que el solicitante no tiene derecho a optar 
a la nacionalidad española de origen al no haber acreditado que su padre 
haya sido originariamente española, según lo dispuesto en el apartado 1 
de la Disposición Adicional Séptima de la Ley 52/2007.
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IV.- La primera cuestión que se plantea en el recurso es si, al amparo del 
apartado 1 de la Disposición Adicional, es o no posible realizar dos 
opciones consecutivas de las previstas por el mismo. Es decir, si ejercitada 
con éxito la opción por el hijo o hija de que habla la norma (primer optante), 
el cual pasa a ostentar la nacionalidad española de origen, pueden, a su 
vez, sus propios hijos o hijas ampararse en la misma Disposición para 
acceder a la nacionalidad española (segundo optante). Esta cuestión fue 
abordada por la Instrucción de este Centro Directivo de 4 de noviembre de 
2008 distinguiendo dos hipótesis distintas en función de que los hijos del 
primer optante sean mayores o menores de edad. En el caso de que el 
hijo/a de padre o madre originariamente español que ejercita la opción del 
apartado 1 de la Disposición Adicional Séptima de la Ley 52/2007 tenga 
hijos menores de edad, estos pueden ejercitar, a su vez, la opción de la 
letra a) del nº 1 del artículo 20 del Código Civil. Así lo declaró en su 
directriz sexta la citada Instrucción de 4 de noviembre de 2008.

Por el contrario, la opción del artículo 20 nº 1 a) del Código Civil no está 
disponible para el caso de que los hijos del optante sean mayores de 
edad. En el presente caso cuando el progenitor del recurrente adquiere la 
nacionalidad española por el ejercicio de la opción de la Disposición 
Adicional séptima de la Ley 52/2007 en virtud de acta de 17 de noviembre 
de 2009, inscrita con fecha 19 de julio de 2011, el ahora optante, nacido el 
19 de octubre de 1981, había alcanzado ya su mayoría de edad, por lo 
que no podría acceder a la nacionalidad española de origen por esta vía. 
Se plantea, sin embargo, la posibilidad de que estos últimos, nietos del 
abuelo español, puedan acogerse, a su vez, a la misma opción del 
apartado 1 de la Disposición Adicional Séptima. 

V.- El apartado 1 de la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad 
española a aquellas personas “cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español”, derecho que se habrá de formalizar en el plazo 
perentorio señalado en la propia Disposición. Se exige, pues, que el 
progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
hubiera ostentado dicha nacionalidad originariamente. En el presente 
caso el progenitor del recurrente ostenta la nacionalidad española “de 
origen” pero adquirida de forma sobrevenida en virtud del ejercicio de la 
opción prevista en la Disposición Adicional Séptima de la Ley 52/2007, por 
lo que se plantea la cuestión de determinar si se cumple respecto del 
recurrente el requisito exigido por el apartado primero de la misma 
Disposición Adicional consistente en que su “padre o madre hubiese sido 
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originariamente español”. Es decir, se trata de determinar si este requisito 
lo cumple sólo el hijo de padre o madre español de origen “desde su 
nacimiento” (del padre o madre), o bien si es suficiente que el hijo lo sea 
de padre o madre español de origen, aunque el título de su adquisición no 
fuese originario (en el sentido de coetáneo al nacimiento), sino 
sobrevenido. Paralelamente se suscita la cuestión de si basta que el 
progenitor haya sido español en cualquier momento, - de forma que sea 
suficiente que ostente dicha nacionalidad en el momento en que se 
ejercita la opción -, o es necesario que lo haya sido en un momento 
anterior (bien desde el nacimiento del progenitor, bien desde el nacimiento 
del hijo/a, o bien al menos desde la entrada en vigor de la norma que 
atribuye el derecho de opción). Para resolver tales cuestiones ha de 
atenderse a los precedentes históricos de la regulación actual contenida 
en la reiterada Disposición Adicional Séptima de la Ley 52/2007, y al 
espíritu y finalidad que la inspiran, además de a los términos en que 
aparece redactada a resultas de su tramitación parlamentaria.

VI.- En cuanto a los precedentes históricos, la Ley de 15 de julio de 1954, 
de reforma del Título Primero del Código Civil, denominado “De los 
españoles y extranjeros”, por la que se da nueva redacción al artículo 18 
del Código y amplía la facultad de adquirir la nacionalidad española por 
opción, recoge como novedad entre los supuestos de hecho que habilitan 
para el ejercicio de la opción el relativo a “los nacidos fuera de España de 
padre o madre que originariamente hubieran sido españoles”. El artículo 
18 del Código Civil, en su redacción de 1954, subsiste hasta la reforma 
introducida en el Código por Ley de 13 de julio de 1982, en la que se limita 
la opción como vía para la adquisición de nacionalidad española al caso 
de “los extranjeros que, en supuestos distintos de los previstos en los 
artículos anteriores, queden sujetos a la patria potestad o a la tutela de un 
español” (cfr. artículo 19). El supuesto del “nacido fuera de España de 
padre o madre que originariamente hubieran sido españoles” pasa en 
dicha reforma a integrar uno de los casos que permiten reducir el tiempo 
necesario para la adquisición de la nacionalidad española por residencia 
a un año (cfr. número 2 del artículo 22). A los efectos de la resolución del 
presente recurso tiene interés destacar que la Ley 51/1982 introdujo por 
primera vez en nuestra legislación un supuesto, calificado por la doctrina 
del momento como un caso de ficción legal, de nacionalidad española “de 
origen” adquirida sobrevenidamente en un momento posterior al 
nacimiento. Esto fue lo que hizo el artículo 18 del Código el cual, tras 
establecer que “El extranjero menor de dieciocho años adoptado en forma 
plena adquirirá por este hecho la nacionalidad española cuando cualquiera 
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de los adoptantes fuera español”, añade un segundo párrafo para 
especificar que “Si alguno de los adoptantes era español al tiempo del 
nacimiento del adoptado, éste tendrá, desde la adopción, la condición de 
español de origen”. Ello supone que, por expresa prescripción legal, se 
admitía que la condición de español de origen se pudiera ostentar no 
desde el nacimiento, sino desde la adopción, si bien ello sólo se admitía 
cuando al tiempo del nacimiento del adoptado cualquiera de los adoptantes 
era español. 

VII.- Pues bien, esta nueva figura de la nacionalidad de origen adquirida 
sobrevenidamente (que por alguna doctrina se calificó de figura mixta, a 
medio camino entre la atribución originaria – artículo 17 – y las 
adquisiciones derivativas –artículos 19 a 22 -), planteaba la cuestión de 
decidir si podía entenderse que los hijos de los adoptados que ostentasen 
la nacionalidad española con tal carácter de origen desde su adopción, 
podían, a su vez, adquirir la nacionalidad española por residencia 
acogiéndose al plazo abreviado de un año previsto en el artículo 22, 
párrafo 3º, regla 2ª del Código Civil (versión dada por Ley 51/1982) a favor 
de “el nacido fuera de España de padre o madre que originariamente 
hubieran sido españoles”. Los comentaristas del momento destacaron, a 
fin de despejar tal cuestión, la importancia de los avatares del proceso de 
elaboración legislativo de la mencionada Ley 51/1982. Así, el Proyecto de 
Ley del Gobierno enunciaba el supuesto como referido a “El nacido fuera 
de España de padre que sea o haya sido español” (cfr. artículo 22, párrafo 
3º, letra b). Tras el proceso de enmiendas queda redactado dicho apartado 
del siguiente modo: “El nacido fuera de España de padre o madre que 
originariamente hubieran sido españoles”. Se vuelve con ello a la 
redacción que figuraba en el antiguo artículo 18, párrafo primero, nº2 del 
Código Civil, en su redacción de 1954 (si bien ahora como un supuesto de 
naturalización con plazo privilegiado de un año, y no de opción). 
Descartada la versión inicial del Proyecto, no bastaba, en la redacción 
definitiva, como señaló la doctrina, que uno de los progenitores haya sido 
español en cualquier momento, ni que lo fuese en el momento de solicitar 
la concesión de la nacionalidad. Era necesario que uno, al menos, de los 
progenitores, hubiera sido español de origen. Pero cabía dudar si tal 
expresión comprendía únicamente al padre o madre que hubiera sido 
español o española “de origen desde el nacimiento” o si incluía también al 
padre o madre que hubiera adquirido la nacionalidad española “de origen 
desde la adopción”. La misma doctrina citada, basada en la redacción del 
precepto (que utiliza la expresión “…que originariamente hubieran sido 
españoles”, y no “que sean o hayan sido españoles de origen”), en el 
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carácter excepcional del precepto (frente a la regla general de diez años 
de residencia), y en el carácter de ficción legal de la atribución de 
nacionalidad española de origen “desde la adopción”, se inclinaba por la 
tesis restrictiva.

VIII.- La Ley 18/1990, de 17 de diciembre, vuelve a introducir modificaciones 
en el derecho de opción. A estas modificaciones se refiere el Preámbulo 
de la Ley: “En la regulación de la opción se mantiene, como uno de los 
presupuestos para su ejercicio, el caso de quien esté o haya estado sujeto 
a la patria potestad de un español”. Se explica esto ya que una vez 
suprimida desde 1982 la adquisición por dependencia familiar, la sola 
voluntad de los interesados es el camino indicado, si se formula en ciertos 
plazos para que consigan la nacionalidad española los hijos de quienes la 
hayan adquirido sobrevenidamente. 

IX.- En la Proposición de Ley de 15 de diciembre de 1989 se atribuía 
también la facultad de optar a “aquellos cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español (y nacido en España)”, supuesto que en el texto 
definitivo de la Ley 18/1990 pasa a la Disposición Transitoria 3ª.Es 
importante destacar el dato de que una de las carencias principales, 
comúnmente señaladas, de las reformas legales del nuestro Código Civil 
de 1954, 1975 y 1982 fue precisamente la de no incorporar un régimen 
transitorio que facilitase la transición entre la regulación anterior y la 
posterior, más que de forma muy limitada. Este hecho suscitó graves 
problemas de interpretación que, en parte, quedaron paliados con las tres 
Disposiciones Transitorias incorporadas a la citada Ley 18/1990. En la 
primera se parte del principio general de irretroactividad de las leyes (cfr. 
artículo 2 nº3 del Código Civil), que como regla general había aplicado ya 
la doctrina de este Centro Directivo. Pues bien, este principio general, 
como señala el Preámbulo de la Ley 18/1990, “queda matizado en las dos 
disposiciones siguientes, que obedecen al propósito de favorecer la 
adquisición de la nacionalidad española para situaciones producidas con 
anterioridad … los emigrantes y sus hijos, cuando hayan llegado a ostentar 
la nacionalidad española, pueden recuperarla por el mecanismo 
privilegiado del artículo 26, pero esas dos disposiciones transitorias 
avanzan un paso más porque benefician, sobre todo, a los hijos de 
emigrantes que, al nacer, ya no eran españoles”. 

El alcance de ambas Disposiciones Transitorias (2ª y 3ª) han de ser 
analizados conjuntamente, a fin de poder interpretarlos coordinadamente. 
Por ello, la Instrucción de este Centro Directivo de 20 de marzo de 1991 
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sobre nacionalidad, dedicó su epígrafe VIII a estudiar al tiempo ambas 
Disposiciones. De la misma resulta, en lo que ahora interesa, que la 
adquisición de la nacionalidad española por opción - con efectos de 
nacionalidad de origen -, contenida en la disposición transitoria segunda, 
tiene aplicación en diversos supuestos, que la Instrucción identifica del 
siguiente modo: “Adoptados en forma plena antes de la Ley 51/1982, de 
13 de julio; nacidos en España, antes de la Ley de 15 de julio de 1954, de 
progenitores extranjeros también nacidos en España... Pero su ámbito 
principal comprende los casos de hijo de española, nacido antes de la 
entrada en vigor de la Ley 51/1982, de 13 de julio, al cual le correspondiera 
seguir, según la legislación entonces vigente, la nacionalidad extranjera 
del padre” (hoy hay que entender rectificado este extremo de la Instrucción 
en el sentido de que el supuesto se refiere al hijo/a de española nacido/a 
antes de la entrada en vigor de la Constitución). Por su parte, según la 
misma Instrucción, la disposición transitoria tercera beneficia “a personas 
que han nacido después del momento en que su progenitor hubiera 
perdido la nacionalidad española. Entonces, si el padre o la madre 
originariamente español hubiere nacido en España, pueden optar por la 
nacionalidad española”. En consonancia con ello, la declaración 
decimotercera de la Instrucción afirmaba que “La opción por la nacionalidad 
española de la disposición transitoria tercera requiere que el interesado 
no fuera español al tiempo del nacimiento, por haber perdido antes la 
nacionalidad española originaria su progenitor nacido en España”. Por 
tanto, a pesar de que desde la aprobación de la Ley 51/1982 existía ya un 
supuesto de adquisición sobrevenida de la nacionalidad española de 
origen (categoría a la que la Ley 18/1990 suma otros casos), y por 
consiguiente existían casos de hijos de padre o madre españoles de 
origen pero no desde su nacimiento, el mantenimiento de la fórmula 
utilizada por el legislador invariablemente desde su introducción por la 
Ley de 15 de julio de 1954 de hijo de padre o madre “que originariamente 
hubiera sido español”, conduce a la interpretación incorporada a la 
declaración decimotercera de la transcrita Instrucción. Esta misma 
interpretación, como veremos, es a la que responde la declaración sexta 
de la Instrucción de esta Dirección General de 4 de noviembre de 2008, 
conforme a la cual los hijos mayores de edad de quienes hayan optado a 
la nacionalidad española en virtud de la Disposición Adicional Séptima de 
la Ley 52/2007 no pueden ejercer la opción del apartado 1 de esta 
Disposición. 

X.- Ahora bien, es importante aclarar que si bien la circunstancia de que el 
progenitor del hijo que pretendía optar a la nacionalidad española por la 
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vía de la Disposición Transitoria 3ª de la Ley 18/1990 hubiera perdido 
previamente la nacionalidad española que ostentaba originariamente 
constituye un elemento caracterizador del supuesto de hecho tipo o 
paradigmático (por ser el más común de los contemplados en la norma), 
ello no supone que la pérdida en sí deba ser interpretada necesariamente, 
a pesar del tenor literal de la Instrucción de 20 de marzo de 1991, como 
integrante de una verdadera conditio iuris o requisito sustantivo de 
aplicación de la citada Disposición Transitoria 3ª. En efecto, una cosa es 
que si la madre incurrió en causa de pérdida con anterioridad al nacimiento 
del hijo, éste no pudiera optar por la vía de la Disposición Transitoria 2ª 
(más beneficiosa), y otra distinta entender que habiendo concurrido causa 
de pérdida y, por tanto, quedando vedada dicha vía, y haciendo tránsito el 
supuesto a la Disposición Transitoria 3ª, esta última imponga la pérdida 
como requisito sustantivo para su viabilidad, tesis que no se puede 
mantener pues a pesar de no haber concurrido dicha pérdida la madre 
española no transmitió su nacionalidad originaria al hijo nacido antes de la 
entrada en vigor de la Constitución española, sin que por ello el hijo de la 
madre que conservó su nacionalidad deba ser de peor condición que el 
hijo de madre que sí perdió por seguir la nacionalidad del marido 
(aclaración que es también extensible a la interpretación del apartado 
primero de la Disposición Adicional Séptima de la Ley 52/2007). Así resulta 
igualmente del Preámbulo de la Ley 18/1990 al señalar que la transitoria 
3ª “beneficia, sobre todo, a los hijos de los emigrantes que, al nacer, ya no 
eran españoles”: beneficiar sobre todo, no quiere decir beneficiar 
exclusivamente. 

XI.- Nuevamente se modifica el Código Civil en materia de nacionalidad a 
través de la Ley 36/2002, de 8 de octubre. Esta reforma contempla de 
nuevo el supuesto de las personas “cuyo padre o madre hubiera sido 
originariamente español y nacido en España”, respecto del que arbitra un 
derecho de opción, similar al de la Disposición Transitoria 3ª de la Ley 
18/1990, pero ya sin duración predeterminada al suprimirse el sistema de 
plazos preclusivos de la opción establecidos sucesivamente por las Leyes 
18/1990, 15/1993 y 29/1995, y sin la necesidad de residencia en España 
del optante que había suprimido esta última (cfr. artículo 20 nº1, b). Las 
mismas conclusiones apuntadas en los anteriores fundamentos de 
Derecho de esta Resolución se desprenden del estudio de la tramitación 
parlamentaria de la Ley 36/2002, durante la que fueron rechazadas varias 
enmiendas tendentes a incluir entre los beneficiarios de la opción a “b) 
Aquellos cuyo padre o madre, abuelo o abuela, hubieran sido 
originariamente españoles”, frente a la fórmula finalmente aprobada que 
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permitía a tales nietos obtener la nacionalidad española pero no a través 
de la opción, sino mediante la residencia legal de un año en España (cfr. 
articulo 22 nº2, f del Código Civil). 

XII.- La redacción incorporada a la Disposición Adicional Séptima de la 
Ley 52/2007 tampoco incluye la referencia a los abuelos en su primer 
apartado (que mantiene la fórmula tradicional de “las personas cuyo padre 
o madre hubiese sido originariamente español”), aunque sí en el apartado 
segundo, si bien el ejercicio de la opción queda condicionado en este 
caso a un régimen jurídico distinto, pues no es suficiente que el abuelo o 
abuela hubiere sido español, ya que tal derecho sólo se reconoce a “los 
nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad 
española como consecuencia del exilio” (en la tramitación parlamentaria 
no fueron aprobadas las enmiendas que pretendían el reconocimiento del 
derecho de opción a las “personas que sean descendientes en primer o 
segundo grado de un español o española de origen”, pasando la segunda 
generación de descendientes (nietos) al apartado segundo de la 
Disposición Adicional Séptima). 

XIII.- De todo lo anterior y del propio carácter excepcional de la Ley que 
requiere criterios de interpretación estricta, resulta que no están 
comprendidos en el apartado primero de la Disposición Adicional Séptima 
de la Ley 52/2007 los hijos mayores de edad de padre o madre español 
en virtud de haber optado a la nacionalidad española de origen conforme 
a esta misma Disposición. Así resulta también de la Exposición de Motivos 
de dicha Ley, según la cual ésta “amplía la posibilidad de adquisición de la 
nacionalidad española a los descendientes hasta el primer grado de 
quienes hubiesen sido originariamente españoles”, sin perjuicio de incluir, 
a través del apartado 2 de la misma Disposición Adicional Séptima, a 
otros descendientes más allá del primer grado – nietos -, “de quienes 
perdieron la nacionalidad española por exilio a consecuencia de la Guerra 
Civil o la Dictadura”, y así lo confirma la interpretación oficial recogida en 
la directriz sexta de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 de esta 
Dirección General. No obstante, queda abierto el acceso a la nacionalidad 
española a favor de los nietos nacidos fuera de España de abuelo o 
abuela que originariamente hubieran sido españoles, aun cuando no 
resulte de aplicación el apartado 2 de la Disposición Adicional 7ª de la Ley 
52/2007, por la vía de la residencia con plazo abreviado a un año, 
conforme al artículo 22 nº1, f) del Código Civil, que tras la reforma llevada 
a cabo por Ley 36/2002 incluyó en dicho precepto a los nietos de abuelo o 
abuela que originariamente hubieran sido españoles.
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XIV.- En cuanto a la alegación realizada en el escrito de recurso relativa a 
la condición de español del abuelo del solicitante, basta decir que, al no 
haberse solicitado el ejercicio de la opción por el apartado segundo de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 (la cual debe formalizarse 
a través del modelo normalizado incorporado al Anexo II de la Instrucción 
de 4 de noviembre de 2008), la alegación resulta ahora extemporánea 
(cfr. art. 358-II RRC). Por otro lado, aun cuando la certificación literal de 
nacimiento del abuelo, bajo ciertas condiciones, pudiera ser utilizada para 
la acreditación de su nacionalidad española, no consta ni se ha acreditado 
en modo alguno la pérdida o renuncia de la misma como consecuencia 
del exilio, en la forma y mediante los documentos previstos en el apartado 
V de la citada Instrucción, por lo que tampoco puede prosperar la 
pretensión del recurrente por esta vía.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Don J-M. y confirma el acuerdo apelado, dictado conforme 
a la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a 
favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra 
Civil y la Dictadura.

Madrid, 09 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.
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Resolución de 09 de Julio de 2014 (29ª)
III.1.3.1  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado primero de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
los mayores de edad que sean hijos de padre o madre que no hubiere 
sido originariamente español, y que (el padre o la madre) hubieren 
adquirido la nacionalidad española de origen por la vía de dicha Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, y con anterioridad a esta, la 
nacionalidad española no de origen al amparo del artículo 20. Nº1.b) del 
Código Civil en su redacción dada por la Ley 36/2002.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por la interesada contra la resolución del Encargado 
del Registro Civil Consular en Córdoba (Argentina).

HECHOS

1.- Doña Mª-E. presenta escrito en el Consulado de España en Córdoba a 
fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 
Disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su 
solicitud como documentación: certificado literal de nacimiento propio y 
certificado de nacimiento de su padre expedido por el Registro Civil 
español.

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante resolución de fecha 
6 de octubre de 2009 deniega lo solicitado por la interesada según lo 
establecido en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de 
Justicia.

3.- Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra la resolución denegatoria de su 
solicitud antes citada.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.-Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 
18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de 
diciembre; la Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de 
noviembre; la Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de 
Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de 
la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del 
Registro Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, 
entre otras de 23 de marzo de 2010 (4ª), 23 de marzo de 2010 (5ª), 23 de 
marzo 2010 (6ª), 24 de marzo de 2010 (5ª), 28 de abril de 2010 (5ª), 6 de 
octubre de 2010 (10ª), 15 de noviembre de 2010 (5ª), 1 de diciembre de 
2010 (4ª), 7 de marzo de 2011 (4ª), 9 de marzo de 2011(3ª), 3 de octubre 
de 2011 (17ª), 25 de octubre de 2011 (3ª), 2 de diciembre de 2011 (4ª), 10 
de febrero 2012 (42ª), 17 de febrero 2012 (30ª), 22 de febrero 2012 (53ª), 
6 de julio 2012 (5º), 6 de julio 2012 (16ª), 14 de septiembre de 2012 (32ª) 
y 30 de enero 2013 (28ª).

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como española de origen a la nacida en Argentina, en virtud del 
ejercicio de la opción prevista por el apartado 1 de la Disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre. En este caso el padre de 
la interesada, si bien con anterioridad había adquirido la nacionalidad 
española no de origen al amparo del artículo 20 nº1, b) del Código Civil, 
acredita tener la condición de español de origen por haberla adquirido 
posteriormente en virtud del ejercicio del derecho de opción reconocido 
por el apartado primero de la Disposición adicional séptima de la citada 
Ley 52/2007, opción que fue documentada en acta suscrita el 22 de julio 
de 2009 e inscrita en el Registro Civil Consular de España en Córdoba el 
23 de julio de 2009, fecha en la que la recurrente era ya mayor de edad.

III.- La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue 
formalizada el 26 de agosto de 2009 en el modelo normalizado del Anexo 
I de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en 
su directriz segunda. Por el Encargado del Registro Civil se dictó resolución 
el 6 de octubre de 2009, denegando lo solicitado. El acuerdo apelado 
basa su denegación en que la solicitante no tiene derecho a optar a la 
nacionalidad española de origen como hija de padre que también se ha 
acogido a dicha Ley al estar explícitamente excluido de ello en la citada 
Instrucción, posición que el Ministerio Fiscal comparte en su informe.

http://www.mjusticia.gob.es/cs/Satellite/Portal/es/servicios-ciudadano/documentacion-publicaciones


M
inisterio de Justicia

361 Catálogo de Publicaciones

Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado (Registro Civil)

IV.- La primera cuestión que se plantea en el recurso es si, al amparo del 
apartado 1 de la Disposición Adicional, es o no posible realizar dos 
opciones consecutivas de las previstas por el mismo. Es decir, si ejercitada 
con éxito la opción por el hijo o hija de que habla la norma (primer optante), 
el cual pasa a ostentar la nacionalidad española de origen, pueden, a su 
vez, sus propios hijos o hijas ampararse en la misma Disposición para 
acceder a la nacionalidad española (segundo optante). Esta cuestión fue 
abordada por la Instrucción de este Centro Directivo de 4 de noviembre de 
2008 distinguiendo dos hipótesis distintas en función de que los hijos del 
primer optante sean mayores o menores de edad. En el caso de que el 
hijo/a de padre o madre originariamente español que ejercita la opción del 
apartado 1 de la Disposición Adicional Séptima de la Ley 52/2007 tenga 
hijos menores de edad, estos pueden ejercitar, a su vez, la opción de la 
letra a) del nº 1 del artículo 20 del Código Civil. Así lo declaró en su 
directriz sexta la citada Instrucción de 4 de noviembre de 2008. Por el 
contrario, la opción del artículo 20 nº 1 a) del Código Civil no está 
disponible para el caso de que los hijos del optante sean mayores de 
edad. En el presente caso cuando el progenitor de la recurrente adquiere 
la nacionalidad española por el ejercicio de la opción de la Disposición 
Adicional séptima de la Ley 52/2007 en virtud de acta de 22 de julio de 
2009 inscrita con fecha 23 de julio de 2009, la ahora optante, nacida el 8 
de diciembre de 1962, había alcanzado ya su mayoría de edad, por lo que 
no podría acceder a la nacionalidad española de origen por esta vía. Se 
plantea, sin embargo, la posibilidad de que estos últimos, nietos del abuelo 
español, puedan acogerse, a su vez, a la misma opción del apartado 1 de 
la Disposición Adicional Séptima. 

V.- El apartado 1 de la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad 
española a aquellas personas “cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español”, derecho que se habrá de formalizar en el plazo 
perentorio señalado en la propia Disposición. Se exige, pues, que el 
progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
hubiera ostentado dicha nacionalidad originariamente. En el presente 
caso el progenitor de la recurrente ostenta la nacionalidad española “de 
origen” pero adquirida de forma sobrevenida en virtud del ejercicio de la 
opción prevista en la Disposición Adicional Séptima de la Ley 52/2007, por 
lo que se plantea la cuestión de determinar si se cumple respecto de la 
recurrente el requisito exigido por el apartado primero de la misma 
Disposición Adicional consistente en que su “padre o madre hubiese sido 
originariamente español”. Es decir, se trata de determinar si este requisito 

http://


M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

362Boletín del Ministerio de Justicia

Nacionalidad

lo cumple sólo el hijo de padre o madre español de origen “desde su 
nacimiento” (del padre o madre), o bien si es suficiente que el hijo lo sea 
de padre o madre español de origen, aunque el título de su adquisición no 
fuese originario (en el sentido de coetáneo al nacimiento), sino 
sobrevenido. Paralelamente se suscita la cuestión de si basta que el 
progenitor haya sido español en cualquier momento, - de forma que sea 
suficiente que ostente dicha nacionalidad en el momento en que se 
ejercita la opción -, o es necesario que lo haya sido en un momento 
anterior (bien desde el nacimiento del progenitor, bien desde el nacimiento 
del hijo/a, o bien al menos desde la entrada en vigor de la norma que 
atribuye el derecho de opción). Para resolver tales cuestiones ha de 
atenderse a los precedentes históricos de la regulación actual contenida 
en la reiterada Disposición Adicional Séptima de la Ley 52/2007, y al 
espíritu y finalidad que la inspiran, además de a los términos en que 
aparece redactada a resultas de su tramitación parlamentaria.

VI.- En cuanto a los precedentes históricos, la Ley de 15 de julio de 1954, 
de reforma del Título Primero del Código Civil, denominado “De los 
españoles y extranjeros”, por la que se da nueva redacción al artículo 18 
del Código y amplía la facultad de adquirir la nacionalidad española por 
opción, recoge como novedad entre los supuestos de hecho que habilitan 
para el ejercicio de la opción el relativo a “los nacidos fuera de España de 
padre o madre que originariamente hubieran sido españoles”. El artículo 
18 del Código Civil, en su redacción de 1954, subsiste hasta la reforma 
introducida en el Código por Ley de 13 de julio de 1982, en la que se limita 
la opción como vía para la adquisición de nacionalidad española al caso 
de “los extranjeros que, en supuestos distintos de los previstos en los 
artículos anteriores, queden sujetos a la patria potestad o a la tutela de un 
español” (cfr. artículo 19). El supuesto del “nacido fuera de España de 
padre o madre que originariamente hubieran sido españoles” pasa en 
dicha reforma a integrar uno de los casos que permiten reducir el tiempo 
necesario para la adquisición de la nacionalidad española por residencia 
a un año (cfr. número 2 del artículo 22). A los efectos de la resolución del 
presente recurso tiene interés destacar que la Ley 51/1982 introdujo por 
primera vez en nuestra legislación un supuesto, calificado por la doctrina 
del momento como un caso de ficción legal, de nacionalidad española “de 
origen” adquirida sobrevenidamente en un momento posterior al 
nacimiento. Esto fue lo que hizo el artículo 18 del Código el cual, tras 
establecer que “El extranjero menor de dieciocho años adoptado en forma 
plena adquirirá por este hecho la nacionalidad española cuando cualquiera 
de los adoptantes fuera español”, añade un segundo párrafo para 
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especificar que “Si alguno de los adoptantes era español al tiempo del 
nacimiento del adoptado, éste tendrá, desde la adopción, la condición de 
español de origen”. Ello supone que, por expresa prescripción legal, se 
admitía que la condición de español de origen se pudiera ostentar no 
desde el nacimiento, sino desde la adopción, si bien ello sólo se admitía 
cuando al tiempo del nacimiento del adoptado cualquiera de los adoptantes 
era español. 

VII.- Pues bien, esta nueva figura de la nacionalidad de origen adquirida 
sobrevenidamente (que por alguna doctrina se calificó de figura mixta, a 
medio camino entre la atribución originaria – artículo 17 – y las 
adquisiciones derivativas –artículos 19 a 22 -), planteaba la cuestión de 
decidir si podía entenderse que los hijos de los adoptados que ostentasen 
la nacionalidad española con tal carácter de origen desde su adopción, 
podían, a su vez, adquirir la nacionalidad española por residencia 
acogiéndose al plazo abreviado de un año previsto en el artículo 22, 
párrafo 3º, regla 2ª del Código Civil (versión dada por Ley 51/1982) a favor 
de “el nacido fuera de España de padre o madre que originariamente 
hubieran sido españoles”. Los comentaristas del momento destacaron, a 
fin de despejar tal cuestión, la importancia de los avatares del proceso de 
elaboración legislativo de la mencionada Ley 51/1982. Así, el Proyecto de 
Ley del Gobierno enunciaba el supuesto como referido a “El nacido fuera 
de España de padre que sea o haya sido español” (cfr. artículo 22, párrafo 
3º, letra b). Tras el proceso de enmiendas queda redactado dicho apartado 
del siguiente modo: “El nacido fuera de España de padre o madre que 
originariamente hubieran sido españoles”. Se vuelve con ello a la 
redacción que figuraba en el antiguo artículo 18, párrafo primero, nº2 del 
Código Civil, en su redacción de 1954 (si bien ahora como un supuesto de 
naturalización con plazo privilegiado de un año, y no de opción). 
Descartada la versión inicial del Proyecto, no bastaba, en la redacción 
definitiva, como señaló la doctrina, que uno de los progenitores haya sido 
español en cualquier momento, ni que lo fuese en el momento de solicitar 
la concesión de la nacionalidad. Era necesario que uno, al menos, de los 
progenitores, hubiera sido español de origen. Pero cabía dudar si tal 
expresión comprendía únicamente al padre o madre que hubiera sido 
español o española “de origen desde el nacimiento” o si incluía también al 
padre o madre que hubiera adquirido la nacionalidad española “de origen 
desde la adopción”. La misma doctrina citada, basada en la redacción del 
precepto (que utiliza la expresión “…que originariamente hubieran sido 
españoles”, y no “que sean o hayan sido españoles de origen”), en el 
carácter excepcional del precepto (frente a la regla general de diez años 
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de residencia), y en el carácter de ficción legal de la atribución de 
nacionalidad española de origen “desde la adopción”, se inclinaba por la 
tesis restrictiva.

VIII.- La Ley 18/1990, de 17 de diciembre, vuelve a introducir modificaciones 
en el derecho de opción. A estas modificaciones se refiere el Preámbulo 
de la Ley: “En la regulación de la opción se mantiene, como uno de los 
presupuestos para su ejercicio, el caso de quien esté o haya estado sujeto 
a la patria potestad de un español”. Se explica esto ya que una vez 
suprimida desde 1982 la adquisición por dependencia familiar, la sola 
voluntad de los interesados es el camino indicado, si se formula en ciertos 
plazos para que consigan la nacionalidad española los hijos de quienes la 
hayan adquirido sobrevenidamente. 

IX.- En la Proposición de Ley de 15 de diciembre de 1989 se atribuía 
también la facultad de optar a “aquellos cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español (y nacido en España)”, supuesto que en el texto 
definitivo de la Ley 18/1990 pasa a la Disposición Transitoria 3ª. Es 
importante destacar el dato de que una de las carencias principales, 
comúnmente señaladas, de las reformas legales del nuestro Código Civil 
de 1954, 1975 y 1982 fue precisamente la de no incorporar un régimen 
transitorio que facilitase la transición entre la regulación anterior y la 
posterior, más que de forma muy limitada. Este hecho suscitó graves 
problemas de interpretación que, en parte, quedaron paliados con las tres 
Disposiciones Transitorias incorporadas a la citada Ley 18/1990. En la 
primera se parte del principio general de irretroactividad de las leyes (cfr. 
artículo 2 nº3 del Código Civil), que como regla general había aplicado ya 
la doctrina de este Centro Directivo. Pues bien, este principio general, 
como señala el Preámbulo de la Ley 18/1990, “queda matizado en las dos 
disposiciones siguientes, que obedecen al propósito de favorecer la 
adquisición de la nacionalidad española para situaciones producidas con 
anterioridad … los emigrantes y sus hijos, cuando hayan llegado a ostentar 
la nacionalidad española, pueden recuperarla por el mecanismo 
privilegiado del artículo 26, pero esas dos disposiciones transitorias 
avanzan un paso más porque benefician, sobre todo, a los hijos de 
emigrantes que, al nacer, ya no eran españoles”. 

El alcance de ambas Disposiciones Transitorias (2ª y 3ª) han de ser 
analizados conjuntamente, a fin de poder interpretarlos coordinadamente. 
Por ello, la Instrucción de este Centro Directivo de 20 de marzo de 1991 
sobre nacionalidad, dedicó su epígrafe VIII a estudiar al tiempo ambas 
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Disposiciones. De la misma resulta, en lo que ahora interesa, que la 
adquisición de la nacionalidad española por opción - con efectos de 
nacionalidad de origen -, contenida en la disposición transitoria segunda, 
tiene aplicación en diversos supuestos, que la Instrucción identifica del 
siguiente modo: “Adoptados en forma plena antes de la Ley 51/1982, de 
13 de julio; nacidos en España, antes de la Ley de 15 de julio de 1954, de 
progenitores extranjeros también nacidos en España... Pero su ámbito 
principal comprende los casos de hijo de española, nacido antes de la 
entrada en vigor de la Ley 51/1982, de 13 de julio, al cual le correspondiera 
seguir, según la legislación entonces vigente, la nacionalidad extranjera 
del padre” (hoy hay que entender rectificado este extremo de la Instrucción 
en el sentido de que el supuesto se refiere al hijo/a de española nacido/a 
antes de la entrada en vigor de la Constitución). Por su parte, según la 
misma Instrucción, la disposición transitoria tercera beneficia “a personas 
que han nacido después del momento en que su progenitor hubiera 
perdido la nacionalidad española. Entonces, si el padre o la madre 
originariamente español hubiere nacido en España, pueden optar por la 
nacionalidad española”. En consonancia con ello, la declaración 
decimotercera de la Instrucción afirmaba que “La opción por la nacionalidad 
española de la disposición transitoria tercera requiere que el interesado 
no fuera español al tiempo del nacimiento, por haber perdido antes la 
nacionalidad española originaria su progenitor nacido en España”.

Por tanto, a pesar de que desde la aprobación de la Ley 51/1982 existía 
ya un supuesto de adquisición sobrevenida de la nacionalidad española 
de origen (categoría a la que la Ley 18/1990 suma otros casos), y por 
consiguiente existían casos de hijos de padre o madre españoles de 
origen pero no desde su nacimiento, el mantenimiento de la fórmula 
utilizada por el legislador invariablemente desde su introducción por la 
Ley de 15 de julio de 1954 de hijo de padre o madre “que originariamente 
hubiera sido español”, conduce a la interpretación incorporada a la 
declaración decimotercera de la transcrita Instrucción. Esta misma 
interpretación, como veremos, es a la que responde la declaración sexta 
de la Instrucción de esta Dirección General de 4 de noviembre de 2008, 
conforme a la cual los hijos mayores de edad de quienes hayan optado a 
la nacionalidad española en virtud de la Disposición Adicional Séptima de 
la Ley 52/2007 no pueden ejercer la opción del apartado 1 de esta 
Disposición. 

X.- Ahora bien, es importante aclarar que si bien la circunstancia de que el 
progenitor del hijo que pretendía optar a la nacionalidad española por la 
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vía de la Disposición Transitoria 3ª de la Ley 18/1990 hubiera perdido 
previamente la nacionalidad española que ostentaba originariamente 
constituye un elemento caracterizador del supuesto de hecho tipo o 
paradigmático (por ser el más común de los contemplados en la norma), 
ello no supone que la pérdida en sí deba ser interpretada necesariamente, 
a pesar del tenor literal de la Instrucción de 20 de marzo de 1991, como 
integrante de una verdadera conditio iuris o requisito sustantivo de 
aplicación de la citada Disposición Transitoria 3ª. En efecto, una cosa es 
que si la madre incurrió en causa de pérdida con anterioridad al nacimiento 
del hijo, éste no pudiera optar por la vía de la Disposición Transitoria 2ª 
(más beneficiosa), y otra distinta entender que habiendo concurrido causa 
de pérdida y, por tanto, quedando vedada dicha vía, y haciendo tránsito el 
supuesto a la Disposición Transitoria 3ª, esta última imponga la pérdida 
como requisito sustantivo para su viabilidad, tesis que no se puede 
mantener pues a pesar de no haber concurrido dicha pérdida la madre 
española no transmitió su nacionalidad originaria al hijo nacido antes de la 
entrada en vigor de la Constitución española, sin que por ello el hijo de la 
madre que conservó su nacionalidad deba ser de peor condición que el 
hijo de madre que sí perdió por seguir la nacionalidad del marido 
(aclaración que es también extensible a la interpretación del apartado 
primero de la Disposición Adicional Séptima de la Ley 52/2007). Así resulta 
igualmente del Preámbulo de la Ley 18/1990 al señalar que la transitoria 
3ª “beneficia, sobre todo, a los hijos de los emigrantes que, al nacer, ya no 
eran españoles”: beneficiar sobre todo, no quiere decir beneficiar 
exclusivamente. 

XI.- Nuevamente se modifica el Código Civil en materia de nacionalidad a 
través de la Ley 36/2002, de 8 de octubre. Esta reforma contempla de 
nuevo el supuesto de las personas “cuyo padre o madre hubiera sido 
originariamente español y nacido en España”, respecto del que arbitra un 
derecho de opción, similar al de la Disposición Transitoria 3ª de la Ley 
18/1990, pero ya sin duración predeterminada al suprimirse el sistema de 
plazos preclusivos de la opción establecidos sucesivamente por las Leyes 
18/1990, 15/1993 y 29/1995, y sin la necesidad de residencia en España 
del optante que había suprimido esta última (cfr. artículo 20 nº1, b). Las 
mismas conclusiones apuntadas en los anteriores fundamentos de 
Derecho de esta Resolución se desprenden del estudio de la tramitación 
parlamentaria de la Ley 36/2002, durante la que fueron rechazadas varias 
enmiendas tendentes a incluir entre los beneficiarios de la opción a “b) 
Aquellos cuyo padre o madre, abuelo o abuela, hubieran sido 
originariamente españoles”, frente a la fórmula finalmente aprobada que 

http://www.mjusticia.gob.es/cs/Satellite/Portal/es/servicios-ciudadano/documentacion-publicaciones


M
inisterio de Justicia

367 Catálogo de Publicaciones

Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado (Registro Civil)

permitía a tales nietos obtener la nacionalidad española pero no a través 
de la opción, sino mediante la residencia legal de un año en España (cfr. 
articulo 22 nº2, f del Código Civil). 

XII.- La redacción incorporada a la Disposición Adicional Séptima de la 
Ley 52/2007 tampoco incluye la referencia a los abuelos en su primer 
apartado (que mantiene la fórmula tradicional de “las personas cuyo padre 
o madre hubiese sido originariamente español”), aunque sí en el apartado 
segundo, si bien el ejercicio de la opción queda condicionado en este 
caso a un régimen jurídico distinto, pues no es suficiente que el abuelo o 
abuela hubiere sido español, ya que tal derecho sólo se reconoce a “los 
nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad 
española como consecuencia del exilio” (en la tramitación parlamentaria 
no fueron aprobadas las enmiendas que pretendían el reconocimiento del 
derecho de opción a las “personas que sean descendientes en primer o 
segundo grado de un español o española de origen”, pasando la segunda 
generación de descendientes (nietos) al apartado segundo de la 
Disposición Adicional Séptima). 

XIII.- De todo lo anterior y del propio carácter excepcional de la Ley que 
requiere criterios de interpretación estricta, resulta que no están 
comprendidos en el apartado primero de la Disposición Adicional Séptima 
de la Ley 52/2007 los hijos mayores de edad de padre o madre español 
en virtud de haber optado a la nacionalidad española de origen conforme 
a esta misma Disposición. Así resulta también de la Exposición de Motivos 
de dicha Ley, según la cual ésta “amplía la posibilidad de adquisición de la 
nacionalidad española a los descendientes hasta el primer grado de 
quienes hubiesen sido originariamente españoles”, sin perjuicio de incluir, 
a través del apartado 2 de la misma Disposición Adicional Séptima, a 
otros descendientes más allá del primer grado – nietos -, “de quienes 
perdieron la nacionalidad española por exilio a consecuencia de la Guerra 
Civil o la Dictadura”, y así lo confirma la interpretación oficial recogida en 
la directriz sexta de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 de esta 
Dirección General. No obstante, queda abierto el acceso a la nacionalidad 
española a favor de los nietos nacidos fuera de España de abuelo o 
abuela que originariamente hubieran sido españoles, aun cuando no 
resulte de aplicación el apartado 2 de la Disposición Adicional 7ª de la Ley 
52/2007, por la vía de la residencia con plazo abreviado a un año, 
conforme al artículo 22 nº1, f) del Código Civil, que tras la reforma llevada 
a cabo por Ley 36/2002 incluyó en dicho precepto a los nietos de abuelo o 
abuela que originariamente hubieran sido españoles.
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Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Doña Mª-E. y confirma la resolución apelada, dictado 
conforme a la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen 
medidas a favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la 
Guerra Civil y la Dictadura.

Madrid, 09 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en Córdoba (Argentina).

Resolución de 09 de Julio de 2014 (31ª)
III.1.3.1  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado primero de la Disposición Adicional séptima los hijos de padre o 
madre que no hubiere sido originariamente español, y que (el padre o la 
madre) hubieren adquirido anteriormente la nacionalidad española no de 
origen por la vía de la disposición transitoria primera de la Ley 29/1995. 

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por la interesada contra el auto del Encargado del 
Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

HECHOS

1.- Doña M. presenta escrito en el Consulado de España en Miami (EEUU) 
para La Habana a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la 
Ley 52/2007 Disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en 
apoyo de su solicitud como documentación: certificado literal local de 
nacimiento propio y el de su padre expedido por el Registro Civil español, 
así como certificado negativo de nacimiento de su abuelo expedido por el 
registro Civil español. También se acompaña certificado de bautismo del 
abuelo expedido en España.
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2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante auto de fecha 16 
de noviembre de 2012 deniega lo solicitado por la interesada según lo 
establecido en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de 
Justicia.

3.- Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra la resolución denegatoria de su 
solicitud antes citada.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 
18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de 
diciembre; la Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de 
noviembre; la Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de 
Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de 
la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del 
Registro Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, 
entre otras de 23 de marzo de 2010 (4ª), 23 de marzo de 2010 (5ª), 23 de 
marzo 2010 (6ª), 24 de marzo de 2010 (5ª), 28 de abril de 2010 (5ª), 6 de 
octubre de 2010 (10ª), 15 de noviembre de 2010 (5ª), 1 de diciembre de 
2010 (4ª), 7 de marzo de 2011 (4ª), 9 de marzo de 2011(3ª), 3 de octubre 
de 2011 (17ª), 25 de octubre de 2011 (3ª), 2 de diciembre de 2011 (4ª), 10 
de febrero 2012 (42ª), 17 de febrero 2012 (30ª), 22 de febrero 2012 (53ª), 
6 de julio 2012 (5º), 6 de julio 2012 (16ª), 14 de septiembre de 2012 (32ª) 
y 30 de enero 2013 (28ª).

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como española de origen a la nacida en Cuba en 1977, en virtud 
del ejercicio de la opción prevista por el apartado 1 de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual “1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente 
español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la 
presente disposición adicional”. En este caso el padre la interesada tiene 
la condición de español por haber optado con fecha 26 de mayo de 2000 
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a la nacionalidad española al amparo de la Disposición Transitoria primera 
de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre, conforme a la cual “Las personas 
cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español y nacido en 
España podrán optar por la nacionalidad española, si formalizan su 
declaración antes del día 7 de enero de 1997”. Dicha opción fue inscrita 
en el Registro Civil Consular de España en La Habana el 14 de junio de 
2000, fecha en la que la recurrente era ya mayor de edad. La solicitud de 
opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 28 de 
septiembre de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción 
de 4 de noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz 
segunda. Por el Encargado del Registro Civil se dictó auto el 16 de 
noviembre de 2012, denegando lo solicitado. 

III.- El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede 
ejercer la opción del apartado primero de la Disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007, dado que no ha acreditado que su padre fuese español 
de origen, posición que el Ministerio Fiscal comparte en su informe. 

IV.- El apartado 1 de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad 
española a aquellas personas “cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español”, derecho que habrá de formalizarse en el plazo 
perentorio señalado en la propia Disposición. Se exige, pues, que el 
progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria. Hay que 
recordar que nuestro Ordenamiento jurídico ha venido distinguiendo dos 
modalidades de nacionalidad española en cuanto a los títulos de su 
adquisición o atribución y, parcialmente, en cuanto a los efectos que 
produce: la nacionalidad originaria y la nacionalidad derivativa o no de 
origen. Tal distinción estaba asentada en la consideración de que la 
nacionalidad originaria, a diferencia de la derivativa o sobrevenida, se 
adquiría de modo automático sin intervención alguna de la voluntad del 
interesado en el proceso o iter jurídico de su atribución, atribución que 
tenía lugar ope legis desde el mismo momento del nacimiento o, por ser 
más precisos, desde que el nacido adquiere personalidad jurídica de 
conformidad con lo dispuesto por el artículo 30 de nuestro Código Civil.

Esta distinción hoy se mantiene en cuanto determinativa de dos 
modalidades o categorías de nacionalidad, en función de su respectivo 
título de adquisición y generadora de ciertos efectos jurídicos diferenciados. 
Así los españoles de origen no pueden ser privados de la nacionalidad 
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española (arts. 11 nº2 de la Constitución y 25 del Código Civil), disponiendo, 
por otra parte, de un régimen distinto privilegiado de conservación de la 
nacionalidad española en los supuestos de adquisición de la nacionalidad 
de aquellos países especialmente vinculados con España, según resulta 
de lo establecido en el artículo 11 nº3 de la Constitución española y 24 del 
Código Civil. Sin embargo, otros rasgos tradicionales de la distinción entre 
la nacionalidad originaria y la no originaria han desaparecido o han variado 
en la actualidad. En efecto, el régimen legal vigente en España sobre la 
nacionalidad contempla supuestos en los que la nacionalidad española 
originaria no se adquiere desde el nacimiento, siendo necesaria una 
expresa y formal declaración de voluntad del interesado para adquirirla, 
así como el cumplimiento de una serie de requisitos materiales y formales 
para que la adquisición sea válida, en particular los establecidos en el 
artículo 23 del Código Civil.

Por ello la adquisición de la nacionalidad española no opera en estos 
casos (aunque se trate de casos de españoles “de origen”) de modo 
automático, ni desde la fecha del nacimiento. Así sucede, por ejemplo, en 
los casos previstos en los artículos 17 nº2 y 19 nº2 del Código Civil, esto 
es, en los supuestos en que la determinación de la filiación respecto de un 
español o el nacimiento en España se producen después de los dieciocho 
años y en el de los adoptados extranjeros mayores de dieciocho años. 
Igualmente la nacionalidad española a que da lugar el ejercicio de las 
opciones previstas por la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
responde a esta última modalidad de “nacionalidad española de origen” 
pero sobrevenida, a que hemos hecho referencia. Así resulta del apartado 
1, y así debe entenderse también para los nietos de españoles a que se 
refiere su apartado 2 al prever que “este derecho también se reconocerá” 
a las personas que en el mismo se mencionan, debiendo interpretarse 
que el “derecho” a que se refiere es el del optar por la “nacionalidad 
española de origen”. Precisamente en este carácter se cifra una de las 
principales diferencias entre las citadas opciones de la Ley 52/2007 y la 
que se contempla para los hijos de español de origen y nacido en España 
en la letra b) del nº1 del artículo 20 del Código Civil. Como señala la 
Instrucción de este Centro Directivo de 4 de noviembre de 2008 en su 
apartado I “el derecho de opción regulado en el artículo 20.1.b) del Código 
Civil da lugar a la adquisición de la nacionalidad derivativa, es decir, no 
confiere la cualidad de español de origen, como sí ocurre en los dos 
supuestos regulados en la Disposición Adicional séptima de la Ley 
52/2007”. La consideración hecha respecto de la opción prevista en el 
artículo 20.1.b) del Código Civil, es extensible también a la opción de la 
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Disposición Transitoria primera de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre, de 
la que trae causa la del artículo 20.1.b) del Código Civil, en su redacción 
dada por la Ley 36/2002, de 8 de octubre, pues se refiere a un supuesto 
idéntico y contiene un régimen también idéntico, excepción hecha del 
plazo de duración de la misma y por la que accedió a la ciudadanía 
española el padre de la ahora recurrente.

V.- En el presente expediente, el progenitor de la optante ostenta la 
nacionalidad española con carácter derivativo y no de forma originaria por 
haberla adquirido en virtud del ejercicio de la opción prevista en la 
Disposición Transitoria primera de la Ley 29/1995, por lo que no se cumple 
uno de los requisitos esenciales del apartado primero de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007.

VI.- Finalmente, en cuanto a la alegación realizada en el escrito de recurso 
relativa a la condición de español del abuelo de la solicitante, basta decir 
que, al no haberse solicitado el ejercicio de la opción por el apartado 
segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 (la cual 
debe formalizarse a través del modelo normalizado incorporado al Anexo 
II de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008), la alegación resulta ahora 
extemporánea (cfr. art. 358-II RRC). Por otro lado, no se ha acreditado la 
nacionalidad española del abuelo de la solicitante, nacido en 1905, sin 
que a tales efectos sea suficiente la partida de bautismo, ya que no cabe 
atribuir a la misma valor como prueba de los actos concernientes al estado 
civil de las personas acaecidos con posterioridad a la creación del Registro 
civil en España (cfr. art. 35 LRC de 1870, y Resolución de 20 de octubre 
de 2003-2ª). Y aun cuando la mención de esta nacionalidad española 
respecto al abuelo en la inscripción de nacimiento del padre de la 
interesada, bajo ciertas condiciones, pudiera ser utilizada para la 
acreditación de la nacionalidad española del abuelo, no consta ni se ha 
acreditado en modo alguno la pérdida o renuncia de la misma como 
consecuencia del exilio, en la forma y mediante los documentos previstos 
en el apartado V de la citada Instrucción, por lo que tampoco puede 
prosperar la pretensión de la recurrente por esta vía.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Doña M. y confirma el auto apelado, dictado conforme a la 
Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, por 
la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a favor 
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de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra Civil y la 
Dictadura.

Madrid, 09 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en La Habana.

Resolución de 09 de Julio de 2014 (33ª)
III.1.3.1  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado primero de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
los mayores de edad que sean hijos de padre o madre que no hubiere 
sido originariamente español, y que (el padre o la madre) hubieren 
adquirido anteriormente la nacionalidad española de origen por la vía de 
dicha Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el interesado contra el acuerdo del Encargado del 
Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Don E-E. presenta escrito en el Registro Civil de San Bartolomé de 
Tirajana, para el Central, a fin de optar a la nacionalidad española en 
virtud de la Ley 52/2007 Disposición adicional séptima, y adjunta 
especialmente en apoyo de su solicitud como documentación: certificados 
literales de nacimiento expedidos por el Registro Civil español, el propio, 
el de su madre y el de su abuela.

2.- El Encargado del Registro Civil Central, mediante acuerdo de fecha 28 
de febrero de 2012 deniega lo solicitado por el interesado según lo 
establecido en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de 
Justicia.
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3.- Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra la resolución denegatoria de su 
solicitud antes citada.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 
18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de 
diciembre; la Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de 
noviembre; la Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de 
Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de 
la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del 
Registro Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, 
entre otras de 23 de marzo de 2010 (4ª), 23 de marzo de 2010 (5ª), 23 de 
marzo 2010 (6ª), 24 de marzo de 2010 (5ª), 28 de abril de 2010 (5ª), 6 de 
octubre de 2010 (10ª), 15 de noviembre de 2010 (5ª), 1 de diciembre de 
2010 (4ª), 7 de marzo de 2011 (4ª), 9 de marzo de 2011(3ª), 3 de octubre 
de 2011 (17ª), 25 de octubre de 2011 (3ª), 2 de diciembre de 2011 (4ª), 10 
de febrero 2012 (42ª), 17 de febrero 2012 (30ª), 22 de febrero 2012 (53ª), 
6 de julio 2012 (5º), 6 de julio 2012 (16ª), 14 de septiembre de 2012 (32ª) 
y 30 de enero 2013 (28ª).

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como español de origen al nacido en Cuba el 7 de octubre de 
1965, en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado 1 de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre. El 
recurrente ostenta la nacionalidad española, obtenida por residencia, 
desde el 31 de enero de 2002. En este caso la madre del interesado tiene 
la condición de española por residencia, adquirida en el año 2007 y, 
posteriormente, haberla adquirido en virtud del ejercicio del derecho de 
opción reconocido por el apartado primero de la Disposición adicional 
séptima de la citada Ley 52/2007, opción que fue documentada en acta 
suscrita el 23 de marzo de 2010 e inscrita en el Registro Civil Central el 24 
de junio de 2010, fecha en la que el recurrente era ya mayor de edad.
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III.- La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue 
formalizada el 27 de diciembre de 2010 en el modelo normalizado del 
Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 al amparo de lo 
previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del Registro Civil se 
dictó acuerdo el 28 de febrero de 2012, denegando lo solicitado. El 
acuerdo apelado basa su denegación en que el solicitante no tiene 
derecho a optar a la nacionalidad española de origen como hijo de madre 
que también se ha acogido a dicha Ley al estar explícitamente excluido de 
ello en la citada Instrucción, posición que el Ministerio Fiscal comparte en 
su informe.

IV.- La primera cuestión que se plantea en el recurso es si, al amparo del 
apartado 1 de la Disposición Adicional, es o no posible realizar dos 
opciones consecutivas de las previstas por el mismo. Es decir, si ejercitada 
con éxito la opción por el hijo o hija de que habla la norma (primer optante), 
el cual pasa a ostentar la nacionalidad española de origen, pueden, a su 
vez, sus propios hijos o hijas ampararse en la misma Disposición para 
acceder a la nacionalidad española (segundo optante). Esta cuestión fue 
abordada por la Instrucción de este Centro Directivo de 4 de noviembre de 
2008 distinguiendo dos hipótesis distintas en función de que los hijos del 
primer optante sean mayores o menores de edad. En el caso de que el 
hijo/a de padre o madre originariamente español que ejercita la opción del 
apartado 1 de la Disposición Adicional Séptima de la Ley 52/2007 tenga 
hijos menores de edad, estos pueden ejercitar, a su vez, la opción de la 
letra a) del nº 1 del artículo 20 del Código Civil. Así lo declaró en su 
directriz sexta la citada Instrucción de 4 de noviembre de 2008. Por el 
contrario, la opción del artículo 20 nº 1 a) del Código Civil no está 
disponible para el caso de que los hijos del optante sean mayores de 
edad. En el presente caso cuando la progenitora del recurrente adquiere 
la nacionalidad española por el ejercicio de la opción de la Disposición 
Adicional séptima de la Ley 52/2007 en virtud de acta de 23 de marzo de 
2010 inscrita con fecha 24 de junio de 2010, el ahora optante, nacido el 7 
de octubre de 1965, había alcanzado ya su mayoría de edad, por lo que 
no podría acceder a la nacionalidad española de origen por esta vía. Se 
plantea, sin embargo, la posibilidad de que estos últimos, nietos del abuelo 
español, puedan acogerse, a su vez, a la misma opción del apartado 1 de 
la Disposición Adicional Séptima. 

V.- El apartado 1 de la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad 
española a aquellas personas “cuyo padre o madre hubiese sido 
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originariamente español”, derecho que se habrá de formalizar en el plazo 
perentorio señalado en la propia Disposición. Se exige, pues, que el 
progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
hubiera ostentado dicha nacionalidad originariamente. En el presente 
caso la progenitora del recurrente ostenta la nacionalidad española “de 
origen” pero adquirida de forma sobrevenida en virtud del ejercicio de la 
opción prevista en la Disposición Adicional Séptima de la Ley 52/2007, por 
lo que se plantea la cuestión de determinar si se cumple respecto del 
recurrente el requisito exigido por el apartado primero de la misma 
Disposición Adicional consistente en que su “padre o madre hubiese sido 
originariamente español”. Es decir, se trata de determinar si este requisito 
lo cumple sólo el hijo de padre o madre español de origen “desde su 
nacimiento” (del padre o madre), o bien si es suficiente que el hijo lo sea 
de padre o madre español de origen, aunque el título de su adquisición no 
fuese originario (en el sentido de coetáneo al nacimiento), sino 
sobrevenido. Paralelamente se suscita la cuestión de si basta que el 
progenitor haya sido español en cualquier momento, - de forma que sea 
suficiente que ostente dicha nacionalidad en el momento en que se 
ejercita la opción -, o es necesario que lo haya sido en un momento 
anterior (bien desde el nacimiento del progenitor, bien desde el nacimiento 
del hijo/a, o bien al menos desde la entrada en vigor de la norma que 
atribuye el derecho de opción). Para resolver tales cuestiones ha de 
atenderse a los precedentes históricos de la regulación actual contenida 
en la reiterada Disposición Adicional Séptima de la Ley 52/2007, y al 
espíritu y finalidad que la inspiran, además de a los términos en que 
aparece redactada a resultas de su tramitación parlamentaria.

VI.- En cuanto a los precedentes históricos, la Ley de 15 de julio de 1954, 
de reforma del Título Primero del Código Civil, denominado “De los 
españoles y extranjeros”, por la que se da nueva redacción al artículo 18 
del Código y amplía la facultad de adquirir la nacionalidad española por 
opción, recoge como novedad entre los supuestos de hecho que habilitan 
para el ejercicio de la opción el relativo a “los nacidos fuera de España de 
padre o madre que originariamente hubieran sido españoles”. El artículo 
18 del Código Civil, en su redacción de 1954, subsiste hasta la reforma 
introducida en el Código por Ley de 13 de julio de 1982, en la que se limita 
la opción como vía para la adquisición de nacionalidad española al caso 
de “los extranjeros que, en supuestos distintos de los previstos en los 
artículos anteriores, queden sujetos a la patria potestad o a la tutela de un 
español” (cfr. artículo 19). El supuesto del “nacido fuera de España de 
padre o madre que originariamente hubieran sido españoles” pasa en 
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dicha reforma a integrar uno de los casos que permiten reducir el tiempo 
necesario para la adquisición de la nacionalidad española por residencia 
a un año (cfr. número 2 del artículo 22). A los efectos de la resolución del 
presente recurso tiene interés destacar que la Ley 51/1982 introdujo por 
primera vez en nuestra legislación un supuesto, calificado por la doctrina 
del momento como un caso de ficción legal, de nacionalidad española “de 
origen” adquirida sobrevenidamente en un momento posterior al 
nacimiento. Esto fue lo que hizo el artículo 18 del Código el cual, tras 
establecer que “El extranjero menor de dieciocho años adoptado en forma 
plena adquirirá por este hecho la nacionalidad española cuando cualquiera 
de los adoptantes fuera español”, añade un segundo párrafo para 
especificar que “Si alguno de los adoptantes era español al tiempo del 
nacimiento del adoptado, éste tendrá, desde la adopción, la condición de 
español de origen”. Ello supone que, por expresa prescripción legal, se 
admitía que la condición de español de origen se pudiera ostentar no 
desde el nacimiento, sino desde la adopción, si bien ello sólo se admitía 
cuando al tiempo del nacimiento del adoptado cualquiera de los adoptantes 
era español. 

VII.- Pues bien, esta nueva figura de la nacionalidad de origen adquirida 
sobrevenidamente (que por alguna doctrina se calificó de figura mixta, a 
medio camino entre la atribución originaria – artículo 17 – y las 
adquisiciones derivativas –artículos 19 a 22 -), planteaba la cuestión de 
decidir si podía entenderse que los hijos de los adoptados que ostentasen 
la nacionalidad española con tal carácter de origen desde su adopción, 
podían, a su vez, adquirir la nacionalidad española por residencia 
acogiéndose al plazo abreviado de un año previsto en el artículo 22, 
párrafo 3º, regla 2ª del Código Civil (versión dada por Ley 51/1982) a favor 
de “el nacido fuera de España de padre o madre que originariamente 
hubieran sido españoles”. Los comentaristas del momento destacaron, a 
fin de despejar tal cuestión, la importancia de los avatares del proceso de 
elaboración legislativo de la mencionada Ley 51/1982. Así, el Proyecto de 
Ley del Gobierno enunciaba el supuesto como referido a “El nacido fuera 
de España de padre que sea o haya sido español” (cfr. artículo 22, párrafo 
3º, letra b). Tras el proceso de enmiendas queda redactado dicho apartado 
del siguiente modo: “El nacido fuera de España de padre o madre que 
originariamente hubieran sido españoles”. Se vuelve con ello a la 
redacción que figuraba en el antiguo artículo 18, párrafo primero, nº2 del 
Código Civil, en su redacción de 1954 (si bien ahora como un supuesto de 
naturalización con plazo privilegiado de un año, y no de opción). 
Descartada la versión inicial del Proyecto, no bastaba, en la redacción 
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definitiva, como señaló la doctrina, que uno de los progenitores haya sido 
español en cualquier momento, ni que lo fuese en el momento de solicitar 
la concesión de la nacionalidad. Era necesario que uno, al menos, de los 
progenitores, hubiera sido español de origen. Pero cabía dudar si tal 
expresión comprendía únicamente al padre o madre que hubiera sido 
español o española “de origen desde el nacimiento” o si incluía también al 
padre o madre que hubiera adquirido la nacionalidad española “de origen 
desde la adopción”. La misma doctrina citada, basada en la redacción del 
precepto (que utiliza la expresión “…que originariamente hubieran sido 
españoles”, y no “que sean o hayan sido españoles de origen”), en el 
carácter excepcional del precepto (frente a la regla general de diez años 
de residencia), y en el carácter de ficción legal de la atribución de 
nacionalidad española de origen “desde la adopción”, se inclinaba por la 
tesis restrictiva.

VIII.- La Ley 18/1990, de 17 de diciembre, vuelve a introducir modificaciones 
en el derecho de opción. A estas modificaciones se refiere el Preámbulo 
de la Ley: “En la regulación de la opción se mantiene, como uno de los 
presupuestos para su ejercicio, el caso de quien esté o haya estado sujeto 
a la patria potestad de un español”. Se explica esto ya que una vez 
suprimida desde 1982 la adquisición por dependencia familiar, la sola 
voluntad de los interesados es el camino indicado, si se formula en ciertos 
plazos para que consigan la nacionalidad española los hijos de quienes la 
hayan adquirido sobrevenidamente. 

IX.- En la Proposición de Ley de 15 de diciembre de 1989 se atribuía 
también la facultad de optar a “aquellos cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español (y nacido en España)”, supuesto que en el texto 
definitivo de la Ley 18/1990 pasa a la Disposición Transitoria 3ª. Es 
importante destacar el dato de que una de las carencias principales, 
comúnmente señaladas, de las reformas legales del nuestro Código Civil 
de 1954, 1975 y 1982 fue precisamente la de no incorporar un régimen 
transitorio que facilitase la transición entre la regulación anterior y la 
posterior, más que de forma muy limitada. Este hecho suscitó graves 
problemas de interpretación que, en parte, quedaron paliados con las tres 
Disposiciones Transitorias incorporadas a la citada Ley 18/1990. En la 
primera se parte del principio general de irretroactividad de las leyes (cfr. 
artículo 2 nº3 del Código Civil), que como regla general había aplicado ya 
la doctrina de este Centro Directivo. Pues bien, este principio general, 
como señala el Preámbulo de la Ley 18/1990, “queda matizado en las dos 
disposiciones siguientes, que obedecen al propósito de favorecer la 
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adquisición de la nacionalidad española para situaciones producidas con 
anterioridad … los emigrantes y sus hijos, cuando hayan llegado a ostentar 
la nacionalidad española, pueden recuperarla por el mecanismo 
privilegiado del artículo 26, pero esas dos disposiciones transitorias 
avanzan un paso más porque benefician, sobre todo, a los hijos de 
emigrantes que, al nacer, ya no eran españoles”. 

El alcance de ambas Disposiciones Transitorias (2ª y 3ª) han de ser 
analizados conjuntamente, a fin de poder interpretarlos coordinadamente. 
Por ello, la Instrucción de este Centro Directivo de 20 de marzo de 1991 
sobre nacionalidad, dedicó su epígrafe VIII a estudiar al tiempo ambas 
Disposiciones. De la misma resulta, en lo que ahora interesa, que la 
adquisición de la nacionalidad española por opción - con efectos de 
nacionalidad de origen -, contenida en la disposición transitoria segunda, 
tiene aplicación en diversos supuestos, que la Instrucción identifica del 
siguiente modo: “Adoptados en forma plena antes de la Ley 51/1982, de 
13 de julio; nacidos en España, antes de la Ley de 15 de julio de 1954, de 
progenitores extranjeros también nacidos en España... Pero su ámbito 
principal comprende los casos de hijo de española, nacido antes de la 
entrada en vigor de la Ley 51/1982, de 13 de julio, al cual le correspondiera 
seguir, según la legislación entonces vigente, la nacionalidad extranjera 
del padre” (hoy hay que entender rectificado este extremo de la Instrucción 
en el sentido de que el supuesto se refiere al hijo/a de española nacido/a 
antes de la entrada en vigor de la Constitución). Por su parte, según la 
misma Instrucción, la disposición transitoria tercera beneficia “a personas 
que han nacido después del momento en que su progenitor hubiera 
perdido la nacionalidad española. Entonces, si el padre o la madre 
originariamente español hubiere nacido en España, pueden optar por la 
nacionalidad española”. En consonancia con ello, la declaración 
decimotercera de la Instrucción afirmaba que “La opción por la nacionalidad 
española de la disposición transitoria tercera requiere que el interesado 
no fuera español al tiempo del nacimiento, por haber perdido antes la 
nacionalidad española originaria su progenitor nacido en España”. Por 
tanto, a pesar de que desde la aprobación de la Ley 51/1982 existía ya un 
supuesto de adquisición sobrevenida de la nacionalidad española de 
origen (categoría a la que la Ley 18/1990 suma otros casos), y por 
consiguiente existían casos de hijos de padre o madre españoles de 
origen pero no desde su nacimiento, el mantenimiento de la fórmula 
utilizada por el legislador invariablemente desde su introducción por la 
Ley de 15 de julio de 1954 de hijo de padre o madre “que originariamente 
hubiera sido español”, conduce a la interpretación incorporada a la 
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declaración decimotercera de la transcrita Instrucción. Esta misma 
interpretación, como veremos, es a la que responde la declaración sexta 
de la Instrucción de esta Dirección General de 4 de noviembre de 2008, 
conforme a la cual los hijos mayores de edad de quienes hayan optado a 
la nacionalidad española en virtud de la Disposición Adicional Séptima de 
la Ley 52/2007 no pueden ejercer la opción del apartado 1 de esta 
Disposición. 

X.- Ahora bien, es importante aclarar que si bien la circunstancia de que el 
progenitor del hijo que pretendía optar a la nacionalidad española por la 
vía de la Disposición Transitoria 3ª de la Ley 18/1990 hubiera perdido 
previamente la nacionalidad española que ostentaba originariamente 
constituye un elemento caracterizador del supuesto de hecho tipo o 
paradigmático (por ser el más común de los contemplados en la norma), 
ello no supone que la pérdida en sí deba ser interpretada necesariamente, 
a pesar del tenor literal de la Instrucción de 20 de marzo de 1991, como 
integrante de una verdadera conditio iuris o requisito sustantivo de 
aplicación de la citada Disposición Transitoria 3ª. En efecto, una cosa es 
que si la madre incurrió en causa de pérdida con anterioridad al nacimiento 
del hijo, éste no pudiera optar por la vía de la Disposición Transitoria 2ª 
(más beneficiosa), y otra distinta entender que habiendo concurrido causa 
de pérdida y, por tanto, quedando vedada dicha vía, y haciendo tránsito el 
supuesto a la Disposición Transitoria 3ª, esta última imponga la pérdida 
como requisito sustantivo para su viabilidad, tesis que no se puede 
mantener pues a pesar de no haber concurrido dicha pérdida la madre 
española no transmitió su nacionalidad originaria al hijo nacido antes de la 
entrada en vigor de la Constitución española, sin que por ello el hijo de la 
madre que conservó su nacionalidad deba ser de peor condición que el 
hijo de madre que sí perdió por seguir la nacionalidad del marido 
(aclaración que es también extensible a la interpretación del apartado 
primero de la Disposición Adicional Séptima de la Ley 52/2007). Así resulta 
igualmente del Preámbulo de la Ley 18/1990 al señalar que la transitoria 
3ª “beneficia, sobre todo, a los hijos de los emigrantes que, al nacer, ya no 
eran españoles”: beneficiar sobre todo, no quiere decir beneficiar 
exclusivamente. 

XI.- Nuevamente se modifica el Código Civil en materia de nacionalidad a 
través de la Ley 36/2002, de 8 de octubre. Esta reforma contempla de 
nuevo el supuesto de las personas “cuyo padre o madre hubiera sido 
originariamente español y nacido en España”, respecto del que arbitra un 
derecho de opción, similar al de la Disposición Transitoria 3ª de la Ley 
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18/1990, pero ya sin duración predeterminada al suprimirse el sistema de 
plazos preclusivos de la opción establecidos sucesivamente por las Leyes 
18/1990, 15/1993 y 29/1995, y sin la necesidad de residencia en España 
del optante que había suprimido esta última (cfr. artículo 20 nº1, b). Las 
mismas conclusiones apuntadas en los anteriores fundamentos de 
Derecho de esta Resolución se desprenden del estudio de la tramitación 
parlamentaria de la Ley 36/2002, durante la que fueron rechazadas varias 
enmiendas tendentes a incluir entre los beneficiarios de la opción a “b) 
Aquellos cuyo padre o madre, abuelo o abuela, hubieran sido 
originariamente españoles”, frente a la fórmula finalmente aprobada que 
permitía a tales nietos obtener la nacionalidad española pero no a través 
de la opción, sino mediante la residencia legal de un año en España (cfr. 
articulo 22 nº2, f del Código Civil). 

XII.- La redacción incorporada a la Disposición Adicional Séptima de la 
Ley 52/2007 tampoco incluye la referencia a los abuelos en su primer 
apartado (que mantiene la fórmula tradicional de “las personas cuyo padre 
o madre hubiese sido originariamente español”), aunque sí en el apartado 
segundo, si bien el ejercicio de la opción queda condicionado en este 
caso a un régimen jurídico distinto, pues no es suficiente que el abuelo o 
abuela hubiere sido español, ya que tal derecho sólo se reconoce a “los 
nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad 
española como consecuencia del exilio” (en la tramitación parlamentaria 
no fueron aprobadas las enmiendas que pretendían el reconocimiento del 
derecho de opción a las “personas que sean descendientes en primer o 
segundo grado de un español o española de origen”, pasando la segunda 
generación de descendientes (nietos) al apartado segundo de la 
Disposición Adicional Séptima). 

XIII.- De todo lo anterior y del propio carácter excepcional de la Ley que 
requiere criterios de interpretación estricta, resulta que no están 
comprendidos en el apartado primero de la Disposición Adicional Séptima 
de la Ley 52/2007 los hijos mayores de edad de padre o madre español 
en virtud de haber optado a la nacionalidad española de origen conforme 
a esta misma Disposición. Así resulta también de la Exposición de Motivos 
de dicha Ley, según la cual ésta “amplía la posibilidad de adquisición de la 
nacionalidad española a los descendientes hasta el primer grado de 
quienes hubiesen sido originariamente españoles”, sin perjuicio de incluir, 
a través del apartado 2 de la misma Disposición Adicional Séptima, a 
otros descendientes más allá del primer grado – nietos -, “de quienes 
perdieron la nacionalidad española por exilio a consecuencia de la Guerra 
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Civil o la Dictadura”, y así lo confirma la interpretación oficial recogida en 
la directriz sexta de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 de esta 
Dirección General. No obstante, queda abierto el acceso a la nacionalidad 
española a favor de los nietos nacidos fuera de España de abuelo o 
abuela que originariamente hubieran sido españoles, aun cuando no 
resulte de aplicación el apartado 2 de la Disposición Adicional 7ª de la Ley 
52/2007, por la vía de la residencia con plazo abreviado a un año, 
conforme al artículo 22 nº1, f) del Código Civil, que tras la reforma llevada 
a cabo por Ley 36/2002 incluyó en dicho precepto a los nietos de abuelo o 
abuela que originariamente hubieran sido españoles.

XIV.- Finalmente, en cuanto a la alegación realizada en el escrito de 
recurso relativa a la condición de española de la abuela del solicitante, 
basta decir que, al no haberse solicitado el ejercicio de la opción por el 
apartado segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
(la cual debe formalizarse a través del modelo normalizado incorporado al 
Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008), la alegación resulta 
ahora extemporánea (cfr. art. 358-II RRC). Por otro lado, aun cuando la 
certificación literal de nacimiento de la abuela, bajo ciertas condiciones, 
pudiera ser utilizada para la acreditación de la nacionalidad española de 
la abuela del optante, no consta ni se ha acreditado en modo alguno la 
pérdida o renuncia de la misma como consecuencia del exilio, en la forma 
y mediante los documentos previstos en el apartado V de la citada 
Instrucción, por lo que tampoco puede prosperar la pretensión del 
recurrente por esta vía.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Don E-E. y confirma el acuerdo apelado, dictado conforme 
a la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a 
favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra 
Civil y la Dictadura.

Madrid, 09 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.
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Resolución de 09 de Julio de 2014 (34ª)
III.1.3.1  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado primero de la Disposición adicional séptima los que no acrediten 
ser hijos de padre o madre que hubiere sido originariamente español. No 
tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado segundo de la Disposición adicional séptima los que no acrediten 
ser nietos de abuelo de nacionalidad española que perdiera o tuviera que 
renunciar a su nacionalidad española como consecuencia del exilio.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el interesado contra el auto del Encargado del 
Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

HECHOS

1.- Don O. presenta escrito en el Consulado de España en La Habana a fin de 
optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 Disposición 
adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como 
documentación: certificado literal local de nacimiento propio y el de su padre, 
así como el expedido a favor de su abuelo por el Registro Civil español.

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante auto de fecha 20 de 
junio de 2011 deniega lo solicitado por el interesado, según lo establecido 
en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de Justicia.

3.- Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra la resolución denegatoria de su 
solicitud antes citada.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
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diciembre, el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; los 
artículos 20 del Código Civil; 15, 16, 23 y 67 de la Ley del Registro Civil; 
66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras, de 7-2ª de octubre de 
2005; 5-2ª de enero, 10-4ª de febrero, 20-5ª de junio de 2006; y 21-2ª de 
febrero, 16-4ª de marzo, 17-4ª de abril, 16-1º y 28-5ª de noviembre de 
2007; y 7-1ª de febrero de 2008.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como español de origen al nacido en Cuba en 1977, en virtud 
del ejercicio de la opción prevista por el apartado 1 de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual “1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente 
español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la 
presente disposición adicional”. 

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada 
el 15 de enero de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la 
Instrucción de 4 de noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su 
directriz segunda. Por el Encargado del Registro Civil se dictó auto el 20 
de junio de 2011 denegando lo solicitado. 

III.- El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede 
ejercer la opción del apartado primero de la Disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007, dado que no ha acreditado que su madre fuese 
española de origen, posición que el Ministerio Fiscal comparte en su 
informe.

IV.- El apartado 1 de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad 
española a aquellas personas “cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español”, derecho que habrá de formalizarse en el plazo 
perentorio señalado en la propia Disposición. Se exige, pues, que el 
progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria. A fin de facilitar 
la acreditación de este extremo – y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello- el número 2.2 del apartado V de la Instrucción 
de la Dirección General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre 
de 2008, que fija las reglas de procedimiento para el ejercicio de este 
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derecho, establece entre la documentación a aportar por el interesado 
acompañando a su solicitud la “certificación literal de nacimiento del padre 
o madre originariamente español del solicitante” debiendo “proceder la 
misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal”. 
Exigencia que se conecta con la consideración del Registro Civil español 
como prueba de los hechos y actos inscribibles, entre los que se encuentra 
la nacionalidad, que afecten a los españoles – cfr. Arts. 1 nº7, 2 y 15 de la 
Ley del Registro Civil–. 

En el presente caso, dicha certificación no ha sido aportada y aun cuando 
no haya sido ni deba ser obstáculo para la presentación y tramitación de 
la solicitud por el Registro Civil competente para ello que la certificación 
del progenitor presentada proceda del Registro Civil extranjero 
correspondiente al lugar de nacimiento, es lo cierto que la nacionalidad 
originaria del padre no puede entenderse acreditada por la aportación de 
dicha certificación, pues de la misma no resulta dicha nacionalidad, ni 
tampoco de ningún otro documento obrante en el expediente (y ello sin 
prejuzgar que pudiera llegar a ser probada dicha nacionalidad por 
cualquier otro medio de prueba admitido en Derecho).

V.- En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución 
de este recurso – cfr. Arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento- no se ha acreditado que el progenitor del optante ostente la 
nacionalidad española de forma originaria por lo que no se cumple uno de 
los requisitos esenciales del apartado primero de la Disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007.

VI.- En vía de recurso, el 11 de diciembre de 2011, el interesado presenta 
una nueva solicitud de nacionalidad en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado segundo de la Disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual podrán optar a la 
nacionalidad española de origen “los nietos de quienes perdieron o 
tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como consecuencia del 
exilio”. Dado que en dicha fecha no se había agotado el plazo de 
presentación de solicitudes de nacionalidad en base a la Ley 52/2007, y 
en aras de procurar un mínimo de economía procedimental, para su 
conocimiento se informa lo siguiente:

VII.- El apartado segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la 
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nacionalidad española a aquellas personas que sean nietos de quienes 
perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio. A fin de facilitar la acreditación de estos extremos, 
la regla V de la Instrucción de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas de procedimiento 
para el ejercicio de este derecho, establece la documentación que ha de 
aportar en este caso el interesado acompañando a su solicitud : “2.1 
Certificación literal de su nacimiento ; y 2.3 a) Certificación literal de 
nacimiento del padre o madre -el que corresponda a la línea del abuelo o 
abuela españoles- del solicitante; b) Certificado literal de nacimiento del 
abuelo o abuela español/a del solicitante; c) La documentación a que se 
refiere el apartado 3 –de dicho regla V- sobre la condición de exiliado del 
abuelo o abuela”.

En el expediente que motiva este recurso y a los efectos de acreditar la 
condición de nieto de abuelo español se han aportado las correspondientes 
certificaciones de nacimiento del registro civil extranjero del solicitante y 
de su padre y la de su abuelo expedidos por el Registro Civil español, 
reflejándose en esta última que era nacido en España en 1904 de padres 
españoles. Así mismo consta en el expediente copia del Registro de 
Ciudadanía expedida a favor del abuelo del interesado en el año 1949, 
fecha en la que perdió la nacionalidad española y razón por la que no se 
la pudo transmitir a su hijo, padre del optante, nacido en 1952. Así pues, 
dando por buena la condición de nieto de español del recurrente, 
corresponde analizar, así mismo, si concurren en este caso los dos 
requisitos a los que el apartado 2 de la Disposición Adicional 7 de la Ley 
52/2007 condiciona el ejercicio del derecho de opción por parte de 
aquellos: que el abuelo hubiera perdido o tenido que renunciar a la 
nacionalidad española y que ello hubiere tenido lugar como consecuencia 
del exilio.

VIII.- Respecto al primero de dichos requisitos, es decir, que el abuelo del 
solicitante hubiere perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad 
española ha de tenerse en cuenta que el mismo se cumpliría no solo 
cuando el abuelo hubiese adquirido voluntariamente otra nacionalidad 
que correlativamente hubiese motivado la pérdida de su nacionalidad 
española sino también cuando dicha perdida derivase del asentimiento 
voluntario a la nacionalidad extranjera o la utilización exclusiva de otra 
nacionalidad. Pero en todo caso, se haya producido la pérdida o renuncia 
a la nacionalidad española por parte del abuelo por cualquiera de aquellas 
circunstancias será necesario acreditar que la misma se ha producido 

http://www.mjusticia.gob.es/cs/Satellite/Portal/es/servicios-ciudadano/documentacion-publicaciones


M
inisterio de Justicia

387 Catálogo de Publicaciones

Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado (Registro Civil)

como consecuencia del exilio al que se refiere el citado apartado segundo 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/ 2007 .

IX.- A fin de acreditar la condición de exiliado del abuelo, el anteriormente 
referido apartado 3 de la Regla V establece como medios de prueba: “a) 
Documentación que acredite haber sido beneficiario de las pensiones 
otorgadas por la Administración española a los exiliados.; b) Documentación 
de la Oficina Internacional de Refugiados de Naciones Unidas y de las 
Oficinas de Refugiados de los Estados de acogida que asistieron a los 
refugiados españoles y a sus familias; c) Certificaciones o informes 
expedidos por partidos políticos, sindicatos o cualesquiera otras entidades 
o instituciones, públicas o privadas, debidamente reconocidas por las 
autoridades españolas o del Estado de acogida de los exiliados, que estén 
relacionadas con el exilio, bien por haber padecido exilio sus integrantes, 
o por haber destacado en la defensa y protección de los exiliados 
españoles, o por trabajar actualmente en la reparación moral y la 
recuperación de la memoria personal y familiar de las víctimas de la 
Guerra Civil y la Dictadura. La documentación numerada en el apartado a) 
prueba directamente y por sí sola el exilio.; la de los apartados anteriores, 
b) y c), constituirán prueba del exilio si se presentan en unión de cualquiera 
de los siguientes documentos: 1. Pasaporte o título de viaje con sello de 
entrada en el país de acogida. 2. Certificación del Registro de Matrícula 
del Consulado español. 3. Certificaciones del Registro Civil Consular que 
acrediten la residencia en el país de acogida, tales como inscripción de 
matrimonio, inscripciones de nacimiento de hijos, inscripciones de 
defunción, entre otras. 4. Certificación del Registro Civil local del país de 
acogida que acredite haber adquirido la nacionalidad de dicho país. 5. 
Documentación de la época del país de acogida en la que conste el año 
de la llegada a dicho país o la llegada al mismo por cualquier medio de 
transporte.; d) A los efectos del ejercicio de los derechos de opción 
reconocidos en la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, se 
presumirá la condición de exiliado respecto de todos los españoles que 
salieron de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 
1955. La salida del territorio español podrá acreditarse mediante 
cualquiera de los documentos enumerados en el párrafo anterior”.

X.- En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados y 
en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de 
este recurso - cfr. Arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento -, aunque se entienda acreditada la condición del solicitante de 
nieto de español, sin embargo no resulta acreditada la condición de exiliado 
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del abuelo, dado que no se ha podido acreditar, documentalmente, su salida 
de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 1955, y no 
solamente su residencia en el extranjero, requisito indispensable para optar a 
la nacionalidad española en base a la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007. Es más, consta en el expediente un certificado de inmigración y 
extranjería expedido por el Ministerio del Interior cubano del que se deduce 
que el abuelo del recurrente ya se encontraba en Cuba en el año 1934.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Don O. y confirma el auto apelado, dictado conforme a la 
Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, por 
la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a favor 
de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra Civil y la 
Dictadura.

Madrid, 09 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en La Habana.

Resolución de 09 de Julio de 2014 (37ª)
III.1.3.1  Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado primero de la Disposición adicional séptima los hijos de padre o 
madre que hubiere sido originariamente español. 

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por Doña Teresa López Hernández contra el auto del 
Encargado del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

HECHOS

1.- Doña Mª-T. presenta escrito ante el Consulado de España en La 
Habana, a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 
52/2007 Disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo 
de su solicitud como documentación: certificado local de nacimiento 
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propio, y certificados de nacimiento expedidos por el Registro Civil español 
de su padre (Don E.), y de su abuelo (Don E), así como certificado del 
Registro de Matrícula de Españoles en Cuba de fecha 26 de abril de 1962 
expedido a nombre del abuelo. 

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante auto de fecha 31 
de enero de 2011 deniega lo solicitado por la interesada según lo 
establecido en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de 
Justicia.

3.- Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra la resolución denegatoria de su 
solicitud antes citada.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre, el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre, los 
artículos 20 del Código Civil; 15, 16, 23 y 67 de la Ley del Registro Civil; 
66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras, de 21-5ª de enero, 5 
de mayo y 6-3ª de noviembre de 2003; 20-1ª de julio de 2004; 20-3ª de 
septiembre de 2005; 20-5ª de noviembre de 2006; 16-4ª de marzo, 12-4ª 
y 13-1ª de julio de 2007, 7-2ª de octubre de 2005; 5-2ª de enero, 10-4ª de 
febrero, 20-5ª de junio de 2006; y 21-2ª de febrero, 16-4ª de marzo, 17-4ª 
de abril, 16-1º y 28-5ª de noviembre de 2007; y 7-1ª de febrero de 2008.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como español de origen a la nacida Cuba en 1969, en virtud del 
ejercicio de la opción prevista por el apartado 1 de la Disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual “1. Las 
personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español 
podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su 
declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la 
presente disposición adicional”. 
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La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada en 
el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la Encargada del 
Registro Civil se dictó Auto el 23 de marzo de 2009, denegando lo solicitado. 

III.- El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede 
ejercer la opción del apartado primero de la Disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007, dado que no ha acreditado que concurran los requisitos 
exigidos por la Ley 52/2007, en particular lo que se refiere a que su padre 
fuese español de origen.

IV.- El apartado 1 de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad 
española a aquellas personas “cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español”, derecho que habrá de formalizarse en el plazo 
perentorio señalado en la propia Disposición. Se exige, pues, que el 
progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria y, presupone, en 
todo caso, que el vínculo de la relación paterno-filial entre el progenitor 
español y el hijo optante esté determinado y acreditado legalmente.

V.- En el caso presente, sin embargo, debe estimarse que la valoración 
llevada a efecto por el Registro Consular actuante no corresponde con la 
realidad del expediente, ya que, mediante documentación aportada al 
mismo por la parte actora, se verifica que si bien el padre de la interesada 
(Don E.), nació en Cuba el día 25 de junio de 1940, su padre, abuelo de la 
solicitante (Don E.), no consta que perdiera la nacionalidad española, 
quedando acreditado que en 1962 seguía ostentando dicha nacionalidad. 
A mayor abundamiento, en la inscripción de nacimiento del progenitor de 
la optante, consta una anotación marginal, inscrita el 2 de junio de 2010 
que certifica la recuperación de la nacionalidad española del mismo en 
acta suscrita el 25 de mayo de 2010. Por lo tanto, no puede discutirse la 
condición del Sr. L. como ciudadano español de origen, y por lo tanto, no 
cuestionándose la filiación de la solicitante respecto a lo alegado, ha de 
entenderse que la pretensión de la interesada se halla correctamente 
fundamentada.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: estimar el recurso planteado en 
los términos expuestos en los fundamentos de derecho, revocando el 
auto dictado con fecha 31 de enero de 2011 por el Encargado del Registro 
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Civil Consular de La Habana, y reconociendo a la interesada la opción a la 
nacionalidad española de origen al amparo de lo dispuesto por la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

Madrid, 09 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en La Habana.

Resolución de 09 de Julio de 2014 (38ª)
III.1.3.1  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado primero de la Disposición adicional séptima los que no acrediten 
ser hijos de padre o madre que hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por la interesada contra el auto del Encargado del 
Registro Civil Consular en Caracas (Venezuela).

HECHOS

1.- Doña E-Mª. presenta escrito en el Consulado de España en Caracas, 
a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 
Disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su 
solicitud como documentación: certificado literal local de nacimiento propio 
y de su padre y el de su abuela expedido por el Registro Civil español. 

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante auto de fecha 29 de 
agosto de 2011 deniega lo solicitado por la interesada según lo establecido 
en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de Justicia.

3.- Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra la resolución denegatoria de su 
solicitud antes citada.
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4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 
18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de 
diciembre; la Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de 
noviembre; la Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de 
Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de 
la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del 
Registro Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, 
entre otras de 23 de marzo de 2010 (4ª), 23 de marzo de 2010 (5ª), 23 de 
marzo 2010 (6ª), 24 de marzo de 2010 (5ª), 28 de abril de 2010 (5ª), 6 de 
octubre de 2010 (10ª), 15 de noviembre de 2010 (5ª), 1 de diciembre de 
2010 (4ª), 7 de marzo de 2011 (4ª), 9 de marzo de 2011(3ª), 3 de octubre 
de 2011 (17ª), 25 de octubre de 2011 (3ª), 2 de diciembre de 2011 (4ª), 10 
de febrero 2012 (42ª), 17 de febrero 2012 (30ª), 22 de febrero 2012 (53ª), 
6 de julio 2012 (5º), 6 de julio 2012 (16ª), 14 de septiembre de 2012 (32ª) 
y 30 de enero 2013 (28ª).

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como española de origen a la nacida en Venezuela en 1949, en 
virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado 1 de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual 
“1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español 
podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su 
declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente 
disposición adicional”. La solicitud de opción cuya inscripción ahora se 
pretende fue formalizada el 9 de diciembre de 2010 en el modelo 
normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 al 
amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del Registro 
Civil se dictó auto el 29 de agosto de 2011, denegando lo solicitado. 

III.- El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede 
ejercer la opción del apartado primero de la Disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007, dado que no ha acreditado que su padre fuese español 
de origen, posición que el Ministerio Fiscal comparte en su informe. 
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IV.- El apartado 1 de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad 
española a aquellas personas “cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español”, derecho que habrá de formalizarse en el plazo 
perentorio señalado en la propia Disposición. Se exige, pues, que el 
progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria. A fin de facilitar 
la acreditación de este extremo –y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello- el número 2.2 del apartado V de la Instrucción 
de la Dirección General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre 
de 2008, que fija las reglas de procedimiento para el ejercicio de este 
derecho, establece entre la documentación a aportar por el interesado 
acompañando a su solicitud la “certificación literal de nacimiento del padre 
o madre originariamente español del solicitante” debiendo “proceder la 
misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal”. 
Exigencia que se conecta con la consideración del Registro Civil español 
como prueba de los hechos y actos inscribibles, entre los que se encuentra 
la nacionalidad, que afecten a los españoles – cfr. Arts. 1 nº7, 2 y 15 de la 
Ley del Registro Civil–. En el presente caso, dicha certificación no ha sido 
aportada y, de la extendida por el Registro Civil venezolano, no se deduce 
que la nacionalidad originaria del padre sea la española, existiendo en la 
misma una contradicción entre el nombre de la madre inscrito en el 
momento del nacimiento del padre en 1913 y la rectificación realizada en 
el año 2010 en nota marginal, incongruencia insalvable, en el momento 
actual, ya que han fallecido tanto la abuela como el padre de la recurrente. 

V.- En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución 
de este recurso – cfr. Arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento- no se ha acreditado que el progenitor de la optante ostente 
la nacionalidad española de forma originaria por lo que no se cumple uno 
de los requisitos esenciales del apartado primero de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Doña E-Mª. y confirma el auto apelado, dictado conforme 
a la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a 
favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra 
Civil y la Dictadura.
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Madrid, 09 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en Caracas.

Resolución de 09 de Julio de 2014 (39ª)
III.1.3.1  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado primero de la Disposición adicional séptima los que no acrediten 
ser hijos de padre o madre que hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por la interesada contra el auto del Encargado del 
Registro Civil Consular en Caracas (Venezuela).

HECHOS

1.- Doña Z-E. presenta escrito en el Consulado de España en Caracas, a 
fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 
Disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su 
solicitud como documentación: certificado literal local de nacimiento propio 
y de su padre y el de su abuela expedido por el Registro Civil español. 

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante auto de fecha 29 
de agosto de 2011 deniega lo solicitado por la interesada según lo 
establecido en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de 
Justicia.

3.- Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra la resolución denegatoria de su 
solicitud antes citada.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 
18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de 
diciembre; la Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de 
noviembre; la Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de 
Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de 
la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del 
Registro Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, 
entre otras de 23 de marzo de 2010 (4ª), 23 de marzo de 2010 (5ª), 23 de 
marzo 2010 (6ª), 24 de marzo de 2010 (5ª), 28 de abril de 2010 (5ª), 6 de 
octubre de 2010 (10ª), 15 de noviembre de 2010 (5ª), 1 de diciembre de 
2010 (4ª), 7 de marzo de 2011 (4ª), 9 de marzo de 2011(3ª), 3 de octubre 
de 2011 (17ª), 25 de octubre de 2011 (3ª), 2 de diciembre de 2011 (4ª), 10 
de febrero 2012 (42ª), 17 de febrero 2012 (30ª), 22 de febrero 2012 (53ª), 
6 de julio 2012 (5º), 6 de julio 2012 (16ª), 14 de septiembre de 2012 (32ª) 
y 30 de enero 2013 (28ª).

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como española de origen a la nacida en Venezuela en 1947, en 
virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado 1 de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual 
“1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español 
podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan su 
declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente 
disposición adicional”. La solicitud de opción cuya inscripción ahora se 
pretende fue formalizada el 9 de diciembre de 2010 en el modelo 
normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 al 
amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del Registro 
Civil se dictó auto el 29 de agosto de 2011, denegando lo solicitado. 

III.- El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede 
ejercer la opción del apartado primero de la Disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007, dado que no ha acreditado que su padre fuese español 
de origen, posición que el Ministerio Fiscal comparte en su informe. 

IV.- El apartado 1 de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad 
española a aquellas personas “cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español”, derecho que habrá de formalizarse en el plazo 
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perentorio señalado en la propia Disposición. Se exige, pues, que el 
progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria. A fin de facilitar 
la acreditación de este extremo –y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello- el número 2.2 del apartado V de la Instrucción 
de la Dirección General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre 
de 2008, que fija las reglas de procedimiento para el ejercicio de este 
derecho, establece entre la documentación a aportar por el interesado 
acompañando a su solicitud la “certificación literal de nacimiento del padre 
o madre originariamente español del solicitante” debiendo “proceder la 
misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal”. 
Exigencia que se conecta con la consideración del Registro Civil español 
como prueba de los hechos y actos inscribibles, entre los que se encuentra 
la nacionalidad, que afecten a los españoles – cfr. Arts. 1 nº7, 2 y 15 de la 
Ley del Registro Civil–. En el presente caso, dicha certificación no ha sido 
aportada y, de la extendida por el Registro Civil venezolano, no se deduce 
que la nacionalidad originaria del padre sea la española, existiendo en la 
misma una contradicción entre el nombre de la madre inscrito en el 
momento del nacimiento del padre en 1913 y la rectificación realizada en 
el año 2010 en nota marginal, incongruencia insalvable, en el momento 
actual, ya que han fallecido tanto la abuela como el padre de la recurrente. 

V.- En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución 
de este recurso – cfr. Arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento- no se ha acreditado que el progenitor de la optante ostente 
la nacionalidad española de forma originaria por lo que no se cumple uno 
de los requisitos esenciales del apartado primero de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Doña Z-E. y confirma el auto apelado, dictado conforme a 
la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a 
favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra 
Civil y la Dictadura.

Madrid, 09 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en Caracas.
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Resolución de 09 de Julio de 2014 (40ª)
III.1.3.1  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado primero de la Disposición adicional séptima los que no acrediten 
ser hijos de padre o madre que hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por la interesada contra el auto del Encargado del 
Registro Civil Consular en Caracas (Venezuela).

HECHOS

1.- Doña A-F. presenta escrito en el Consulado de España en Caracas, a 
fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 
Disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su 
solicitud como documentación: certificado literal local de nacimiento propio 
y de su padre y el de su abuela expedido por el Registro Civil español. 

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante auto de fecha 29 
de agosto de 2011 deniega lo solicitado por la interesada según lo 
establecido en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de 
Justicia.

3.- Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra la resolución denegatoria de su 
solicitud antes citada.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 
18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de 
diciembre; la Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de 
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noviembre; la Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de 
Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de 
la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del 
Registro Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, 
entre otras de 23 de marzo de 2010 (4ª), 23 de marzo de 2010 (5ª), 23 de 
marzo 2010 (6ª), 24 de marzo de 2010 (5ª), 28 de abril de 2010 (5ª), 6 de 
octubre de 2010 (10ª), 15 de noviembre de 2010 (5ª), 1 de diciembre de 
2010 (4ª), 7 de marzo de 2011 (4ª), 9 de marzo de 2011(3ª), 3 de octubre 
de 2011 (17ª), 25 de octubre de 2011 (3ª), 2 de diciembre de 2011 (4ª), 10 
de febrero 2012 (42ª), 17 de febrero 2012 (30ª), 22 de febrero 2012 (53ª), 
6 de julio 2012 (5º), 6 de julio 2012 (16ª), 14 de septiembre de 2012 (32ª) 
y 30 de enero 2013 (28ª).

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como española de origen a la nacida en Venezuela en 1943, en 
virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado 1 de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual “1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente 
español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la 
presente disposición adicional”. La solicitud de opción cuya inscripción 
ahora se pretende fue formalizada el 9 de diciembre de 2010 en el modelo 
normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 al 
amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del 
Registro Civil se dictó auto el 29 de agosto de 2011, denegando lo 
solicitado. 

III.- El auto apelado basa su denegación en que la solicitante no puede 
ejercer la opción del apartado primero de la Disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007, dado que no ha acreditado que su padre fuese español 
de origen, posición que el Ministerio Fiscal comparte en su informe. 

IV.- El apartado 1 de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad 
española a aquellas personas “cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español”, derecho que habrá de formalizarse en el plazo 
perentorio señalado en la propia Disposición. Se exige, pues, que el 
progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria. A fin de facilitar 
la acreditación de este extremo –y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello- el número 2.2 del apartado V de la Instrucción 
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de la Dirección General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre 
de 2008, que fija las reglas de procedimiento para el ejercicio de este 
derecho, establece entre la documentación a aportar por el interesado 
acompañando a su solicitud la “certificación literal de nacimiento del padre 
o madre originariamente español del solicitante” debiendo “proceder la 
misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal”. 
Exigencia que se conecta con la consideración del Registro Civil español 
como prueba de los hechos y actos inscribibles, entre los que se encuentra 
la nacionalidad, que afecten a los españoles – cfr. Arts. 1 nº7, 2 y 15 de la 
Ley del Registro Civil–. En el presente caso, dicha certificación no ha sido 
aportada y, de la extendida por el Registro Civil venezolano, no se deduce 
que la nacionalidad originaria del padre sea la española, existiendo en la 
misma una contradicción entre el nombre de la madre inscrito en el 
momento del nacimiento del padre en 1913 y la rectificación realizada en 
el año 2010 en nota marginal, incongruencia insalvable, en el momento 
actual, ya que han fallecido tanto la abuela como el padre de la recurrente. 

V.- En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución 
de este recurso – cfr. Arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento- no se ha acreditado que el progenitor de la optante ostente 
la nacionalidad española de forma originaria por lo que no se cumple uno 
de los requisitos esenciales del apartado primero de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Doña A-F. y confirma el auto apelado, dictado conforme a 
la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a 
favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra 
Civil y la Dictadura.

Madrid, 09 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en Caracas.
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Resolución de 09 de Julio de 2014 (41ª)
III.1.3.1  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado primero de la Disposición adicional séptima los que alegan ser 
hijos de padre o madre originariamente españoles por resultar el 
reconocimiento por ellos efectuado de complacencia al no haber datos 
suficientes para afirmar que dicho reconocimiento se ajusta a la realidad.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por la interesada contra el auto del Encargado del 
Registro Civil Consular en Caracas (Venezuela).

HECHOS

1.- Doña O-M. presenta escrito en el Consulado de España en Caracas a 
fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 
Disposición adicional séptima y adjuntando especialmente en apoyo de su 
solicitud como documentación certificado literal loca de nacimiento propio 
y certificado de “inserción de nacimiento” de su padre.

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante auto de fecha 30 
de agosto de 2011 deniega lo solicitado por la interesada según lo 
establecido en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de 
Justicia.

3.- Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra la resolución denegatoria de su 
solicitud antes citada.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

 I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 
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18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de 
diciembre; la Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de 
noviembre; la Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de 
Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de 
la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del 
Registro Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, 
entre otras de 23 de marzo de 2010 (4ª), 23 de marzo de 2010 (5ª), 23 de 
marzo 2010 (6ª), 24 de marzo de 2010 (5ª), 28 de abril de 2010 (5ª), 6 de 
octubre de 2010 (10ª), 15 de noviembre de 2010 (5ª), 1 de diciembre de 
2010 (4ª), 7 de marzo de 2011 (4ª), 9 de marzo de 2011(3ª), 3 de octubre 
de 2011 (17ª), 25 de octubre de 2011 (3ª), 2 de diciembre de 2011 (4ª), 10 
de febrero 2012 (42ª), 17 de febrero 2012 (30ª), 22 de febrero 2012 (53ª), 
6 de julio 2012 (5º), 6 de julio 2012 (16ª), 14 de septiembre de 2012 (32ª) 
y 30 de enero 2013 (28ª).

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como española de origen a la nacida en Venezuela en 1938, en 
virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado 1 de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual “1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente 
español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la 
presente disposición adicional”. La solicitud de opción cuya inscripción 
ahora se pretende fue formalizada el 9 de junio de 2011 en el modelo 
normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 al 
amparo de lo previsto en su directriz segunda. El Encargado del Registro 
Consular dictó auto denegando la solicitud por estimar que no concurrían 
los requisitos exigidos por la legislación española, por no quedar legal y 
regularmente determinada la filiación de la solicitante respecto a su 
supuesto progenitor español. Esta resolución constituye el objeto del 
presente recurso. 

III.- Sin prejuzgar el contenido del Derecho de Venezuela sobre las formas 
o títulos de determinación de la filiación, lo cierto es que la opción a la 
nacionalidad española que la interesada pretende ejercitar, y la 
consiguiente inscripción de nacimiento en el Registro Civil español, están 
condicionadas a la prueba del vínculo de filiación que resulta de la 
certificación de nacimiento en el Registro local venezolano, la cual, en 
cuanto a su eficacia registral en España está condicionada al principio de 
equivalencia de garantías de su autenticidad y veracidad conforme a lo 
que establecen los artículos 23 LRC y 85 RRC, lo que exige valorar dicha 
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certificación en virtud del canon normativo que resulta del derecho 
español. Es por ello pertinente y necesario que nos refiramos al contenido 
de este último.

IV.- El reconocimiento ante el Encargado del Registro Civil puede llevarse 
a cabo en el momento mismo de la inscripción del nacimiento dentro del 
plazo previsto por los artículos 42 de la Ley del Registro Civil y 166 de su 
Reglamento, pero también puede tener lugar “mediante declaración del 
padre o de la madre, en cualquier tiempo, ante el Encargado del Registro 
Civil” (cfr. art. 49 LRC). Ahora bien, como puso de manifiesto la Resolución 
de este Centro Directivo, de 8 de septiembre de 1992, no basta la 
declaración voluntaria y solemne por sí sola para provocar la inscripción, 
sino que, por el contrario, la inscripción del reconocimiento de paternidad 
deberá ser denegada cuando este reconocimiento resulte ambiguo o 
cuando por cualquier otro motivo puede deducirse fundadamente (cfr. art. 
28 LRC) que el autor del reconocimiento no es el padre biológico del 
menor. Hay que insistir en la idea de que la regulación de la filiación en el 
Código Civil español se inspira en el principio de la veracidad biológica 
(principio reforzado por las Sentencias del Tribunal Constitucional 
138/2005, de 26 de mayo y por la más reciente de 27 de octubre de 2005 
que declaran la inconstitucionalidad de los artículos 136.1 y 133.1 del 
CC., respectivamente), de modo que un reconocimiento de complacencia 
de la paternidad no matrimonial es nulo de pleno derecho y no podrá ser 
inscrito cuando haya en las actuaciones datos significativos y concluyentes 
de los que se deduzca que tal reconocimiento no se ajusta a la realidad. A 
este respecto se ha de recordar que la Instrucción de 20 de marzo de 
2006 de esta Dirección General de los Registros y del Notariado sobre 
prevención del fraude documental en materia de estado civil acordó hacer 
público el texto de la Recomendación nº9 de la Comisión Internacional del 
Estado Civil relativa a la lucha contra el fraude documental en materia de 
estado civil y su memoria explicativa adoptadas en Estrasburgo por la 
Asamblea General el 17 de marzo de 2005 y comunicar, a todos los 
Encargados de los Registros Civiles españoles, Municipales, Consulares 
y Central, que los criterios y orientaciones prácticas que en orden a la 
prevención del fraude documental en materia de estado civil se contienen 
en la citada Recomendación de la Comisión Internacional del Estado Civil 
deberán ser valorados y, en su caso, invocados conforme a lo dispuesto 
en los artículos 23 y 27 de la Ley del Registro Civil y 85 de su Reglamento, 
en la calificación de las certificaciones de las actas de los Registros Civiles 
extranjeros que se presenten en un Registro Civil español, bien como 
título directamente inscribible, bien como documento complementario en 
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cualquier tipo de expediente o actuación registral, que por identidad de 
causa y razón deben ser aplicados analógicamente al caso ahora 
examinado, y entre cuyas recomendaciones se incluye la de que “Cuando 
existan indicios que hagan dudar de la exactitud de los datos que figuran 
en el documento presentado o de la autenticidad de las firmas, el sello o 
el documento en sí mismo, la autoridad competente en el asunto realizará 
todas las comprobaciones necesarias, en particular con el interesado” y la 
de que “Cuando de los elementos verificados se desprenda el carácter 
fraudulento del documento presentado, la autoridad competente se negará 
a otorgarle efecto alguno”, dudas que en el presente caso vienen avaladas 
por el hecho de que la interesada nació en el año 1938 y fue reconocida 
por el Señor J-J. el 18 de julio de 1979 cuando contaba 30 años de edad 
y, tal como ya se ha expresado, es doctrina de la Dirección General de los 
Registros y del Notariado del Ministerio de Justicia, que los reconocimientos 
de filiación realizados en el primer año del nacimiento del menor deben 
aceptarse e inscribirse, pero, por el contrario, los reconocimientos tardíos, 
habrán de calificarse de ambiguos y no inscribibles. 

Es más, el propio padre de la recurrente no aparece inscrito en el Registro 
Civil correspondiente, procediéndose en el año 2011 a su “inserción de 
nacimiento” en el Registro Civil, cuando había fallecido en 1952. El artículo 
120 del Código Civil español establece la forma en la que debe prestarse 
el reconocimiento paterno para que quede legalmente determinada la 
filiación no matrimonial. Según el apartado primero del citado artículo, el 
reconocimiento ha de realizarse ante el encargado del Registro Civil, en 
testamento o en otro documento público. En el caso que nos ocupa, no 
existe manifestación o reconocimiento aceptando la filiación por parte del 
supuesto abuelo paterno a favor del padre de la interesada, de forma que 
no puede considerarse válido a los efectos de determinar la filiación 
paterna no matrimonial. Así pues, es necesario que no existan dudas 
sobre la realidad del hecho inscrito de modo que el asiento, en cuanto al 
hecho del que se da fe, tenga garantías análogas a las exigidas para la 
inscripción por la Ley española, circunstancias que no concurren en este 
caso.

V.- En cuanto a la alegación de la recurrente relativa a la falta de motivación 
de la resolución recurrida, hay que señalar que aunque la argumentación 
en que se fundamente la calificación haya sido expresada de modo 
escueto, es suficiente para la tramitación del expediente si expresa 
suficientemente la razón que justifica dicha negativa de modo que la 
recurrente haya podido alegar cuanto resulte pertinente para su defensa, 
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como lo demuestra en este caso el contenido del escrito de interposición 
del recurso. Como ha señalado la jurisprudencia, la necesaria motivación 
de los actos emanados de la Administración exige una explicitación de las 
razones que los justifiquen, para que posteriormente la jurisdicción pueda 
revisarlos, “lo que significa que su extensión ha de estar en función de la 
mayor o menor complejidad de lo que se cuestione e implica que pueda 
ser sucinta o escueta, sin necesidad de amplias consideraciones ante la 
cuestión que se plantea y resuelve” (cfr. Sentencias del Tribunal 
Constitucional de 17 de julio de 1981, y del Tribunal Supremo – Sala de lo 
Contencioso-Administrativo – de 17 de octubre de 2000). En este caso el 
Encargado del Registro ha señalado con claridad el motivo que impide la 
estimación de la pretensión de la recurrente y ha fundado tal decisión en 
disposiciones concretas, con la correspondiente cita por lo que no puede 
afirmarse que haya incurrido en una situación de falta de motivación 
jurídica, ni que se haya coartado el derecho a la interposición del recurso. 
La motivación ha sido suficientemente expresiva de la razón que justifica 
la negativa a la inscripción, de modo que la recurrente ha podido alegar 
cuanto le ha convenido para su defensa. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Doña O-M. y confirma el auto apelado, dictado conforme a 
la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a 
favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra 
Civil y la Dictadura.

Madrid, 09 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en Caracas.
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Resolución de 09 de Julio de 2014 (42ª)
III.1.3.1  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado primero de la Disposición adicional séptima los que alegan ser 
hijos de padre o madre originariamente españoles por resultar el 
reconocimiento por ellos efectuado de complacencia al no haber datos 
suficientes para afirmar que dicho reconocimiento se ajusta a la realidad.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por la interesada contra el auto del Encargado del 
Registro Civil Consular en Caracas (Venezuela).

HECHOS

Doña A. presenta escrito en el Consulado de España en Caracas a fin de 
optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 Disposición 
adicional séptima y adjuntando especialmente en apoyo de su solicitud 
como documentación certificado literal loca de nacimiento propio y 
certificado de “inserción de nacimiento” de su padre.

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante auto de fecha 30 
de agosto de 2011 deniega lo solicitado por la interesada según lo 
establecido en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de 
Justicia..

3.- Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra la resolución denegatoria de su 
solicitud antes citada.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 
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18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de 
diciembre; la Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de 
noviembre; la Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de 
Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de 
la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del 
Registro Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, 
entre otras de 23 de marzo de 2010 (4ª), 23 de marzo de 2010 (5ª), 23 de 
marzo 2010 (6ª), 24 de marzo de 2010 (5ª), 28 de abril de 2010 (5ª), 6 de 
octubre de 2010 (10ª), 15 de noviembre de 2010 (5ª), 1 de diciembre de 
2010 (4ª), 7 de marzo de 2011 (4ª), 9 de marzo de 2011(3ª), 3 de octubre 
de 2011 (17ª), 25 de octubre de 2011 (3ª), 2 de diciembre de 2011 (4ª), 10 
de febrero 2012 (42ª), 17 de febrero 2012 (30ª), 22 de febrero 2012 (53ª), 
6 de julio 2012 (5º), 6 de julio 2012 (16ª), 14 de septiembre de 2012 (32ª) 
y 30 de enero 2013 (28ª).

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como española de origen a la nacida en Venezuela en 1942, en 
virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado 1 de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual “1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente 
español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la 
presente disposición adicional”. La solicitud de opción cuya inscripción 
ahora se pretende fue formalizada el 9 de junio de 2011 en el modelo 
normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 al 
amparo de lo previsto en su directriz segunda. El Encargado del Registro 
Consular dictó auto denegando la solicitud por estimar que no concurrían 
los requisitos exigidos por la legislación española, por no quedar legal y 
regularmente determinada la filiación de la solicitante respecto a su 
supuesto progenitor español. Esta resolución constituye el objeto del 
presente recurso. 

III.- Sin prejuzgar el contenido del Derecho de Venezuela sobre las formas 
o títulos de determinación de la filiación, lo cierto es que la opción a la 
nacionalidad española que la interesada pretende ejercitar, y la 
consiguiente inscripción de nacimiento en el Registro Civil español, están 
condicionadas a la prueba del vínculo de filiación que resulta de la 
certificación de nacimiento en el Registro local venezolano, la cual, en 
cuanto a su eficacia registral en España está condicionada al principio de 
equivalencia de garantías de su autenticidad y veracidad conforme a lo 
que establecen los artículos 23 LRC y 85 RRC, lo que exige valorar dicha 
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certificación en virtud del canon normativo que resulta del derecho 
español. Es por ello pertinente y necesario que nos refiramos al contenido 
de este último.

IV.- El reconocimiento ante el Encargado del Registro Civil puede llevarse 
a cabo en el momento mismo de la inscripción del nacimiento dentro del 
plazo previsto por los artículos 42 de la Ley del Registro Civil y 166 de su 
Reglamento, pero también puede tener lugar “mediante declaración del 
padre o de la madre, en cualquier tiempo, ante el Encargado del Registro 
Civil” (cfr. art. 49 LRC). Ahora bien, como puso de manifiesto la Resolución 
de este Centro Directivo, de 8 de septiembre de 1992, no basta la 
declaración voluntaria y solemne por sí sola para provocar la inscripción, 
sino que, por el contrario, la inscripción del reconocimiento de paternidad 
deberá ser denegada cuando este reconocimiento resulte ambiguo o 
cuando por cualquier otro motivo puede deducirse fundadamente (cfr. art. 
28 LRC) que el autor del reconocimiento no es el padre biológico del 
menor. Hay que insistir en la idea de que la regulación de la filiación en el 
Código Civil español se inspira en el principio de la veracidad biológica 
(principio reforzado por las Sentencias del Tribunal Constitucional 
138/2005, de 26 de mayo y por la más reciente de 27 de octubre de 2005 
que declaran la inconstitucionalidad de los artículos 136.1 y 133.1 del 
CC., respectivamente), de modo que un reconocimiento de complacencia 
de la paternidad no matrimonial es nulo de pleno derecho y no podrá ser 
inscrito cuando haya en las actuaciones datos significativos y concluyentes 
de los que se deduzca que tal reconocimiento no se ajusta a la realidad. A 
este respecto se ha de recordar que la Instrucción de 20 de marzo de 
2006 de esta Dirección General de los Registros y del Notariado sobre 
prevención del fraude documental en materia de estado civil acordó hacer 
público el texto de la Recomendación nº9 de la Comisión Internacional del 
Estado Civil relativa a la lucha contra el fraude documental en materia de 
estado civil y su memoria explicativa adoptadas en Estrasburgo por la 
Asamblea General el 17 de marzo de 2005 y comunicar, a todos los 
Encargados de los Registros Civiles españoles, Municipales, Consulares 
y Central, que los criterios y orientaciones prácticas que en orden a la 
prevención del fraude documental en materia de estado civil se contienen 
en la citada Recomendación de la Comisión Internacional del Estado Civil 
deberán ser valorados y, en su caso, invocados conforme a lo dispuesto 
en los artículos 23 y 27 de la Ley del Registro Civil y 85 de su Reglamento, 
en la calificación de las certificaciones de las actas de los Registros Civiles 
extranjeros que se presenten en un Registro Civil español, bien como 
título directamente inscribible, bien como documento complementario en 
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cualquier tipo de expediente o actuación registral, que por identidad de 
causa y razón deben ser aplicados analógicamente al caso ahora 
examinado, y entre cuyas recomendaciones se incluye la de que “Cuando 
existan indicios que hagan dudar de la exactitud de los datos que figuran 
en el documento presentado o de la autenticidad de las firmas, el sello o 
el documento en sí mismo, la autoridad competente en el asunto realizará 
todas las comprobaciones necesarias, en particular con el interesado” y la 
de que “Cuando de los elementos verificados se desprenda el carácter 
fraudulento del documento presentado, la autoridad competente se negará 
a otorgarle efecto alguno”, dudas que en el presente caso vienen avaladas 
por el hecho de que la interesada nació en el año 1942 y fue reconocida 
por el Señor J-J. en el año 1979 cuando contaba 26 años de edad y, tal 
como ya se ha expresado, es doctrina de la Dirección General de los 
Registros y del Notariado del Ministerio de Justicia, que los reconocimientos 
de filiación realizados en el primer año del nacimiento del menor deben 
aceptarse e inscribirse, pero, por el contrario, los reconocimientos tardíos, 
habrán de calificarse de ambiguos y no inscribibles. 

Es más, el propio padre de la recurrente no aparece inscrito en el Registro 
Civil correspondiente, procediéndose en el año 2011 a su “inserción de 
nacimiento” en el Registro Civil, cuando había fallecido en 1952. El artículo 
120 del Código Civil español establece la forma en la que debe prestarse 
el reconocimiento paterno para que quede legalmente determinada la 
filiación no matrimonial. Según el apartado primero del citado artículo, el 
reconocimiento ha de realizarse ante el encargado del Registro Civil, en 
testamento o en otro documento público. En el caso que nos ocupa, no 
existe manifestación o reconocimiento aceptando la filiación por parte del 
supuesto abuelo paterno a favor del padre de la interesada, de forma que 
no puede considerarse válido a los efectos de determinar la filiación 
paterna no matrimonial. Habida cuenta de que es esta filiación paterna la 
que permitiría el acceso a la nacionalidad española de la interesada, no 
procede la inscripción solicitada. Así pues, es necesario que no existan 
dudas sobre la realidad del hecho inscrito de modo que el asiento, en 
cuanto al hecho del que se da fe, tenga garantías análogas a las exigidas 
para la inscripción por la Ley española, circunstancias que no concurren 
en este caso.

V.- En cuanto a la alegación de la recurrente relativa a la falta de motivación 
de la resolución recurrida, hay que señalar que aunque la argumentación 
en que se fundamente la calificación haya sido expresada de modo 
escueto, es suficiente para la tramitación del expediente si expresa 

http://www.mjusticia.gob.es/cs/Satellite/Portal/es/servicios-ciudadano/documentacion-publicaciones


M
inisterio de Justicia

409 Catálogo de Publicaciones

Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado (Registro Civil)

suficientemente la razón que justifica dicha negativa de modo que la 
recurrente haya podido alegar cuanto resulte pertinente para su defensa, 
como lo demuestra en este caso el contenido del escrito de interposición 
del recurso. Como ha señalado la jurisprudencia, la necesaria motivación 
de los actos emanados de la Administración exige una explicitación de las 
razones que los justifiquen, para que posteriormente la jurisdicción pueda 
revisarlos, “lo que significa que su extensión ha de estar en función de la 
mayor o menor complejidad de lo que se cuestione e implica que pueda 
ser sucinta o escueta, sin necesidad de amplias consideraciones ante la 
cuestión que se plantea y resuelve” (cfr. Sentencias del Tribunal 
Constitucional de 17 de julio de 1981, y del Tribunal Supremo – Sala de lo 
Contencioso-Administrativo – de 17 de octubre de 2000). En este caso el 
Encargado del Registro ha señalado con claridad el motivo que impide la 
estimación de la pretensión de la recurrente y ha fundado tal decisión en 
disposiciones concretas, con la correspondiente cita por lo que no puede 
afirmarse que haya incurrido en una situación de falta de motivación 
jurídica, ni que se haya coartado el derecho a la interposición del recurso. 
La motivación ha sido suficientemente expresiva de la razón que justifica 
la negativa a la inscripción, de modo que la recurrente ha podido alegar 
cuanto le ha convenido para su defensa. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Doña A. y confirma el auto apelado, dictado conforme a la 
Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, por 
la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a favor 
de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra Civil y la 
Dictadura.

Madrid, 09 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en Caracas.
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Resolución de 09 de Julio de 2014 (43ª)
III.1.3.1  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado primero de la Disposición adicional séptima los que alegan ser 
hijos de padre o madre originariamente españoles por resultar el 
reconocimiento por ellos efectuado de complacencia al no haber datos 
suficientes para afirmar que dicho reconocimiento se ajusta a la realidad.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por la interesada contra el auto del Encargado del 
Registro Civil Consular en Caracas (Venezuela).

HECHOS

Doña Y. presenta escrito en el Consulado de España en Caracas a fin de 
optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 Disposición 
adicional séptima y adjuntando especialmente en apoyo de su solicitud 
como documentación certificado literal loca de nacimiento propio y 
certificado de “inserción de nacimiento” de su padre.

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante auto de fecha 30 
de agosto de 2011 deniega lo solicitado por la interesada según lo 
establecido en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de 
Justicia.

3.- Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra la resolución denegatoria de su 
solicitud antes citada.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

 I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 
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18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de 
diciembre; la Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de 
noviembre; la Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de 
Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de 
la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del 
Registro Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, 
entre otras de 23 de marzo de 2010 (4ª), 23 de marzo de 2010 (5ª), 23 de 
marzo 2010 (6ª), 24 de marzo de 2010 (5ª), 28 de abril de 2010 (5ª), 6 de 
octubre de 2010 (10ª), 15 de noviembre de 2010 (5ª), 1 de diciembre de 
2010 (4ª), 7 de marzo de 2011 (4ª), 9 de marzo de 2011(3ª), 3 de octubre 
de 2011 (17ª), 25 de octubre de 2011 (3ª), 2 de diciembre de 2011 (4ª), 10 
de febrero 2012 (42ª), 17 de febrero 2012 (30ª), 22 de febrero 2012 (53ª), 
6 de julio 2012 (5º), 6 de julio 2012 (16ª), 14 de septiembre de 2012 (32ª) 
y 30 de enero 2013 (28ª).

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como española de origen a la nacida en Venezuela en 1951, en 
virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado 1 de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual “1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente 
español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la 
presente disposición adicional”. La solicitud de opción cuya inscripción 
ahora se pretende fue formalizada el 9 de junio de 2011 en el modelo 
normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 al 
amparo de lo previsto en su directriz segunda. El Encargado del Registro 
Consular dictó auto denegando la solicitud por estimar que no concurrían 
los requisitos exigidos por la legislación española, por no quedar legal y 
regularmente determinada la filiación de la solicitante respecto a su 
supuesto progenitor español. Esta resolución constituye el objeto del 
presente recurso. 

III.- Sin prejuzgar el contenido del Derecho de Venezuela sobre las formas 
o títulos de determinación de la filiación, lo cierto es que la opción a la 
nacionalidad española que la interesada pretende ejercitar, y la 
consiguiente inscripción de nacimiento en el Registro Civil español, están 
condicionadas a la prueba del vínculo de filiación que resulta de la 
certificación de nacimiento en el Registro local venezolano, la cual, en 
cuanto a su eficacia registral en España está condicionada al principio de 
equivalencia de garantías de su autenticidad y veracidad conforme a lo 
que establecen los artículos 23 LRC y 85 RRC, lo que exige valorar dicha 
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certificación en virtud del canon normativo que resulta del derecho 
español. Es por ello pertinente y necesario que nos refiramos al contenido 
de este último.

IV.- El reconocimiento ante el Encargado del Registro Civil puede llevarse 
a cabo en el momento mismo de la inscripción del nacimiento dentro del 
plazo previsto por los artículos 42 de la Ley del Registro Civil y 166 de su 
Reglamento, pero también puede tener lugar “mediante declaración del 
padre o de la madre, en cualquier tiempo, ante el Encargado del Registro 
Civil” (cfr. art. 49 LRC). Ahora bien, como puso de manifiesto la Resolución 
de este Centro Directivo, de 8 de septiembre de 1992, no basta la 
declaración voluntaria y solemne por sí sola para provocar la inscripción, 
sino que, por el contrario, la inscripción del reconocimiento de paternidad 
deberá ser denegada cuando este reconocimiento resulte ambiguo o 
cuando por cualquier otro motivo puede deducirse fundadamente (cfr. art. 
28 LRC) que el autor del reconocimiento no es el padre biológico del 
menor. Hay que insistir en la idea de que la regulación de la filiación en el 
Código Civil español se inspira en el principio de la veracidad biológica 
(principio reforzado por las Sentencias del Tribunal Constitucional 
138/2005, de 26 de mayo y por la más reciente de 27 de octubre de 2005 
que declaran la inconstitucionalidad de los artículos 136.1 y 133.1 del 
CC., respectivamente), de modo que un reconocimiento de complacencia 
de la paternidad no matrimonial es nulo de pleno derecho y no podrá ser 
inscrito cuando haya en las actuaciones datos significativos y concluyentes 
de los que se deduzca que tal reconocimiento no se ajusta a la realidad. A 
este respecto se ha de recordar que la Instrucción de 20 de marzo de 
2006 de esta Dirección General de los Registros y del Notariado sobre 
prevención del fraude documental en materia de estado civil acordó hacer 
público el texto de la Recomendación nº9 de la Comisión Internacional del 
Estado Civil relativa a la lucha contra el fraude documental en materia de 
estado civil y su memoria explicativa adoptadas en Estrasburgo por la 
Asamblea General el 17 de marzo de 2005 y comunicar, a todos los 
Encargados de los Registros Civiles españoles, Municipales, Consulares 
y Central, que los criterios y orientaciones prácticas que en orden a la 
prevención del fraude documental en materia de estado civil se contienen 
en la citada Recomendación de la Comisión Internacional del Estado Civil 
deberán ser valorados y, en su caso, invocados conforme a lo dispuesto 
en los artículos 23 y 27 de la Ley del Registro Civil y 85 de su Reglamento, 
en la calificación de las certificaciones de las actas de los Registros Civiles 
extranjeros que se presenten en un Registro Civil español, bien como 
título directamente inscribible, bien como documento complementario en 
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cualquier tipo de expediente o actuación registral, que por identidad de 
causa y razón deben ser aplicados analógicamente al caso ahora 
examinado, y entre cuyas recomendaciones se incluye la de que “Cuando 
existan indicios que hagan dudar de la exactitud de los datos que figuran 
en el documento presentado o de la autenticidad de las firmas, el sello o 
el documento en sí mismo, la autoridad competente en el asunto realizará 
todas las comprobaciones necesarias, en particular con el interesado” y la 
de que “Cuando de los elementos verificados se desprenda el carácter 
fraudulento del documento presentado, la autoridad competente se negará 
a otorgarle efecto alguno”, dudas que en el presente caso vienen avaladas 
por el hecho de que la interesada nació en el año 1951 y fue reconocida 
por el Señor J-J. en el año 1979 cuando contaba 27 años de edad y, tal 
como ya se ha expresado, es doctrina de la Dirección General de los 
Registros y del Notariado del Ministerio de Justicia, que los reconocimientos 
de filiación realizados en el primer año del nacimiento del menor deben 
aceptarse e inscribirse, pero, por el contrario, los reconocimientos tardíos, 
habrán de calificarse de ambiguos y no inscribibles. 

Es más, el propio padre de la recurrente no aparece inscrito en el Registro 
Civil correspondiente, procediéndose en el año 2011 a su “inserción de 
nacimiento” en el Registro Civil, cuando había fallecido en 1952. El artículo 
120 del Código Civil español establece la forma en la que debe prestarse 
el reconocimiento paterno para que quede legalmente determinada la 
filiación no matrimonial. Según el apartado primero del citado artículo, el 
reconocimiento ha de realizarse ante el encargado del Registro Civil, en 
testamento o en otro documento público. En el caso que nos ocupa, no 
existe manifestación o reconocimiento aceptando la filiación por parte del 
supuesto abuelo paterno a favor del padre de la interesada, de forma que 
no puede considerarse válido a los efectos de determinar la filiación 
paterna no matrimonial. Habida cuenta de que es esta filiación paterna la 
que permitiría el acceso a la nacionalidad española de la interesada, no 
procede la inscripción solicitada. Así pues, es necesario que no existan 
dudas sobre la realidad del hecho inscrito de modo que el asiento, en 
cuanto al hecho del que se da fe, tenga garantías análogas a las exigidas 
para la inscripción por la Ley española, circunstancias que no concurren 
en este caso.

V.- En cuanto a la alegación de la recurrente relativa a la falta de motivación 
de la resolución recurrida, hay que señalar que aunque la argumentación 
en que se fundamente la calificación haya sido expresada de modo 
escueto, es suficiente para la tramitación del expediente si expresa 
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suficientemente la razón que justifica dicha negativa de modo que la 
recurrente haya podido alegar cuanto resulte pertinente para su defensa, 
como lo demuestra en este caso el contenido del escrito de interposición 
del recurso. Como ha señalado la jurisprudencia, la necesaria motivación 
de los actos emanados de la Administración exige una explicitación de las 
razones que los justifiquen, para que posteriormente la jurisdicción pueda 
revisarlos, “lo que significa que su extensión ha de estar en función de la 
mayor o menor complejidad de lo que se cuestione e implica que pueda 
ser sucinta o escueta, sin necesidad de amplias consideraciones ante la 
cuestión que se plantea y resuelve” (cfr. Sentencias del Tribunal 
Constitucional de 17 de julio de 1981, y del Tribunal Supremo – Sala de lo 
Contencioso-Administrativo – de 17 de octubre de 2000). En este caso el 
Encargado del Registro ha señalado con claridad el motivo que impide la 
estimación de la pretensión de la recurrente y ha fundado tal decisión en 
disposiciones concretas, con la correspondiente cita por lo que no puede 
afirmarse que haya incurrido en una situación de falta de motivación 
jurídica, ni que se haya coartado el derecho a la interposición del recurso. 
La motivación ha sido suficientemente expresiva de la razón que justifica 
la negativa a la inscripción, de modo que la recurrente ha podido alegar 
cuanto le ha convenido para su defensa. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Doña Y. y confirma el auto apelado, dictado conforme a la 
Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, por 
la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a favor 
de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra Civil y la 
Dictadura.

Madrid, 09 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en Caracas.
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Resolución de 09 de Julio de 2014 (44ª)
III.1.3.1  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado primero de la Disposición adicional séptima los que alegan ser 
hijos de padre o madre originariamente españoles por resultar el 
reconocimiento por ellos efectuado de complacencia al no haber datos 
suficientes para afirmar que dicho reconocimiento se ajusta a la realidad.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el interesado contra el auto del Encargado del 
Registro Civil Consular en Caracas (Venezuela).

HECHOS

Don C-J. presenta escrito en el Consulado de España en Caracas a fin de 
optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 Disposición 
adicional séptima y adjuntando especialmente en apoyo de su solicitud 
como documentación certificado literal local de nacimiento propio y 
certificado de “inserción de nacimiento” de su padre.

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante auto de fecha 30 
de agosto de 2011 deniega lo solicitado por el interesado según lo 
establecido en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de 
Justicia.

3.- Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra la resolución denegatoria de su 
solicitud antes citada.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

 I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 
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18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de 
diciembre; la Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de 
noviembre; la Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de 
Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de 
la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del 
Registro Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, 
entre otras de 23 de marzo de 2010 (4ª), 23 de marzo de 2010 (5ª), 23 de 
marzo 2010 (6ª), 24 de marzo de 2010 (5ª), 28 de abril de 2010 (5ª), 6 de 
octubre de 2010 (10ª), 15 de noviembre de 2010 (5ª), 1 de diciembre de 
2010 (4ª), 7 de marzo de 2011 (4ª), 9 de marzo de 2011(3ª), 3 de octubre 
de 2011 (17ª), 25 de octubre de 2011 (3ª), 2 de diciembre de 2011 (4ª), 10 
de febrero 2012 (42ª), 17 de febrero 2012 (30ª), 22 de febrero 2012 (53ª), 
6 de julio 2012 (5º), 6 de julio 2012 (16ª), 14 de septiembre de 2012 (32ª) 
y 30 de enero 2013 (28ª).

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como español de origen al nacido en Venezuela en 1956, en 
virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado 1 de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual “1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente 
español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la 
presente disposición adicional”. La solicitud de opción cuya inscripción 
ahora se pretende fue formalizada el 9 de junio de 2011 en el modelo 
normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 al 
amparo de lo previsto en su directriz segunda. El Encargado del Registro 
Consular dictó auto el 30 de agosto de 2011 denegando la solicitud por 
estimar que no concurrían los requisitos exigidos por la legislación 
española, por no quedar legal y regularmente determinada la filiación del 
solicitante respecto a su supuesto progenitor español. Esta resolución 
constituye el objeto del presente recurso. 

III.- Sin prejuzgar el contenido del Derecho de Venezuela sobre las formas 
o títulos de determinación de la filiación, lo cierto es que la opción a la 
nacionalidad española que el interesado pretende ejercitar, y la 
consiguiente inscripción de nacimiento en el Registro Civil español, están 
condicionadas a la prueba del vínculo de filiación que resulta de la 
certificación de nacimiento en el Registro local venezolano, la cual, en 
cuanto a su eficacia registral en España está condicionada al principio de 
equivalencia de garantías de su autenticidad y veracidad conforme a lo 
que establecen los artículos 23 LRC y 85 RRC, lo que exige valorar dicha 
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certificación en virtud del canon normativo que resulta del derecho 
español. Es por ello pertinente y necesario que nos refiramos al contenido 
de este último.

IV.- El reconocimiento ante el Encargado del Registro Civil puede llevarse 
a cabo en el momento mismo de la inscripción del nacimiento dentro del 
plazo previsto por los artículos 42 de la Ley del Registro Civil y 166 de su 
Reglamento, pero también puede tener lugar “mediante declaración del 
padre o de la madre, en cualquier tiempo, ante el Encargado del Registro 
Civil” (cfr. art. 49 LRC). Ahora bien, como puso de manifiesto la Resolución 
de este Centro Directivo, de 8 de septiembre de 1992, no basta la 
declaración voluntaria y solemne por sí sola para provocar la inscripción, 
sino que, por el contrario, la inscripción del reconocimiento de paternidad 
deberá ser denegada cuando este reconocimiento resulte ambiguo o 
cuando por cualquier otro motivo puede deducirse fundadamente (cfr. art. 
28 LRC) que el autor del reconocimiento no es el padre biológico del 
menor. Hay que insistir en la idea de que la regulación de la filiación en el 
Código Civil español se inspira en el principio de la veracidad biológica 
(principio reforzado por las Sentencias del Tribunal Constitucional 
138/2005, de 26 de mayo y por la más reciente de 27 de octubre de 2005 
que declaran la inconstitucionalidad de los artículos 136.1 y 133.1 del 
CC., respectivamente), de modo que un reconocimiento de complacencia 
de la paternidad no matrimonial es nulo de pleno derecho y no podrá ser 
inscrito cuando haya en las actuaciones datos significativos y concluyentes 
de los que se deduzca que tal reconocimiento no se ajusta a la realidad. A 
este respecto se ha de recordar que la Instrucción de 20 de marzo de 
2006 de esta Dirección General de los Registros y del Notariado sobre 
prevención del fraude documental en materia de estado civil acordó hacer 
público el texto de la Recomendación nº9 de la Comisión Internacional del 
Estado Civil relativa a la lucha contra el fraude documental en materia de 
estado civil y su memoria explicativa adoptadas en Estrasburgo por la 
Asamblea General el 17 de marzo de 2005 y comunicar, a todos los 
Encargados de los Registros Civiles españoles, Municipales, Consulares 
y Central, que los criterios y orientaciones prácticas que en orden a la 
prevención del fraude documental en materia de estado civil se contienen 
en la citada Recomendación de la Comisión Internacional del Estado Civil 
deberán ser valorados y, en su caso, invocados conforme a lo dispuesto 
en los artículos 23 y 27 de la Ley del Registro Civil y 85 de su Reglamento, 
en la calificación de las certificaciones de las actas de los Registros Civiles 
extranjeros que se presenten en un Registro Civil español, bien como 
título directamente inscribible, bien como documento complementario en 
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cualquier tipo de expediente o actuación registral, que por identidad de 
causa y razón deben ser aplicados analógicamente al caso ahora 
examinado, y entre cuyas recomendaciones se incluye la de que “Cuando 
existan indicios que hagan dudar de la exactitud de los datos que figuran 
en el documento presentado o de la autenticidad de las firmas, el sello o 
el documento en sí mismo, la autoridad competente en el asunto realizará 
todas las comprobaciones necesarias, en particular con el interesado” y la 
de que “Cuando de los elementos verificados se desprenda el carácter 
fraudulento del documento presentado, la autoridad competente se negará 
a otorgarle efecto alguno”, dudas que en el presente caso vienen avaladas 
por el hecho de que el interesado nació en el año 1956 y fue reconocido 
por el Señor J-J. en el año 1979 cuando contaba 18 años de edad y, tal 
como ya se ha expresado, es doctrina de la Dirección General de los 
Registros y del Notariado del Ministerio de Justicia, que los reconocimientos 
de filiación realizados en el primer año del nacimiento del menor deben 
aceptarse e inscribirse, pero, por el contrario, los reconocimientos tardíos, 
habrán de calificarse de ambiguos y no inscribibles. 

Es más, el propio padre del recurrente no aparece inscrito en el Registro 
Civil correspondiente, procediéndose en el año 2011 a su “inserción de 
nacimiento” en el Registro Civil, cuando había fallecido en 1952. El artículo 
120 del Código Civil español establece la forma en la que debe prestarse 
el reconocimiento paterno para que quede legalmente determinada la 
filiación no matrimonial. Según el apartado primero del citado artículo, el 
reconocimiento ha de realizarse ante el encargado del Registro Civil, en 
testamento o en otro documento público. En el caso que nos ocupa, no 
existe manifestación o reconocimiento aceptando la filiación por parte del 
supuesto abuelo paterno a favor del padre del interesado, de forma que 
no puede considerarse válido a los efectos de determinar la filiación 
paterna no matrimonial. Habida cuenta de que es esta filiación paterna la 
que permitiría el acceso a la nacionalidad española del interesado, no 
procede la inscripción solicitada. Así pues, es necesario que no existan 
dudas sobre la realidad del hecho inscrito de modo que el asiento, en 
cuanto al hecho del que se da fe, tenga garantías análogas a las exigidas 
para la inscripción por la Ley española, circunstancias que no concurren 
en este caso.

V.- En cuanto a la alegación del recurrente relativa a la falta de motivación 
de la resolución recurrida, hay que señalar que aunque la argumentación 
en que se fundamente la calificación haya sido expresada de modo 
escueto, es suficiente para la tramitación del expediente si expresa 
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suficientemente la razón que justifica dicha negativa de modo que el 
recurrente haya podido alegar cuanto resulte pertinente para su defensa, 
como lo demuestra en este caso el contenido del escrito de interposición 
del recurso. Como ha señalado la jurisprudencia, la necesaria motivación 
de los actos emanados de la Administración exige una explicitación de las 
razones que los justifiquen, para que posteriormente la jurisdicción pueda 
revisarlos, “lo que significa que su extensión ha de estar en función de la 
mayor o menor complejidad de lo que se cuestione e implica que pueda 
ser sucinta o escueta, sin necesidad de amplias consideraciones ante la 
cuestión que se plantea y resuelve” (cfr. Sentencias del Tribunal 
Constitucional de 17 de julio de 1981, y del Tribunal Supremo – Sala de lo 
Contencioso-Administrativo – de 17 de octubre de 2000). En este caso el 
Encargado del Registro ha señalado con claridad el motivo que impide la 
estimación de la pretensión del recurrente y ha fundado tal decisión en 
disposiciones concretas, con la correspondiente cita por lo que no puede 
afirmarse que haya incurrido en una situación de falta de motivación 
jurídica, ni que se haya coartado el derecho a la interposición del recurso. 
La motivación ha sido suficientemente expresiva de la razón que justifica 
la negativa a la inscripción, de modo que el recurrente ha podido alegar 
cuanto le ha convenido para su defensa. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Don C-J. y confirma el auto apelado, dictado conforme a la 
Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, por 
la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a favor 
de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra Civil y la 
Dictadura.

Madrid, 09 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en Caracas.
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Resolución de 09 de Julio de 2014 (45ª)
III.1.3.1  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado primero de la Disposición adicional séptima los que alegan ser 
hijos de padre o madre originariamente españoles por resultar el 
reconocimiento por ellos efectuado de complacencia al no haber datos 
suficientes para afirmar que dicho reconocimiento se ajusta a la realidad.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el interesado contra el auto del Encargado del 
Registro Civil Consular en Caracas (Venezuela).

HECHOS

Don F-J. presenta escrito en el Consulado de España en Caracas a fin de 
optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 Disposición 
adicional séptima y adjuntando especialmente en apoyo de su solicitud 
como documentación certificado literal local de nacimiento propio y 
certificado de “inserción de nacimiento” de su padre.

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante auto de fecha 30 
de agosto de 2011 deniega lo solicitado por el interesado según lo 
establecido en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de 
Justicia.

3.- Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra la resolución denegatoria de su 
solicitud antes citada.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

 I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 
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18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de 
diciembre; la Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de 
noviembre; la Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de 
Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de 
la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del 
Registro Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, 
entre otras de 23 de marzo de 2010 (4ª), 23 de marzo de 2010 (5ª), 23 de 
marzo 2010 (6ª), 24 de marzo de 2010 (5ª), 28 de abril de 2010 (5ª), 6 de 
octubre de 2010 (10ª), 15 de noviembre de 2010 (5ª), 1 de diciembre de 
2010 (4ª), 7 de marzo de 2011 (4ª), 9 de marzo de 2011(3ª), 3 de octubre 
de 2011 (17ª), 25 de octubre de 2011 (3ª), 2 de diciembre de 2011 (4ª), 10 
de febrero 2012 (42ª), 17 de febrero 2012 (30ª), 22 de febrero 2012 (53ª), 
6 de julio 2012 (5º), 6 de julio 2012 (16ª), 14 de septiembre de 2012 (32ª) 
y 30 de enero 2013 (28ª).

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como español de origen al nacido en Venezuela en 1947, en 
virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado 1 de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual “1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente 
español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la 
presente disposición adicional”. La solicitud de opción cuya inscripción 
ahora se pretende fue formalizada el 9 de junio de 2011 en el modelo 
normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 al 
amparo de lo previsto en su directriz segunda. El Encargado del Registro 
Consular dictó auto el 30 de agosto de 2011 denegando la solicitud por 
estimar que no concurrían los requisitos exigidos por la legislación 
española, por no quedar legal y regularmente determinada la filiación del 
solicitante respecto a su supuesto progenitor español. Esta resolución 
constituye el objeto del presente recurso. 

III.- Sin prejuzgar el contenido del Derecho de Venezuela sobre las formas 
o títulos de determinación de la filiación, lo cierto es que la opción a la 
nacionalidad española que el interesado pretende ejercitar, y la 
consiguiente inscripción de nacimiento en el Registro Civil español, están 
condicionadas a la prueba del vínculo de filiación que resulta de la 
certificación de nacimiento en el Registro local venezolano, la cual, en 
cuanto a su eficacia registral en España está condicionada al principio de 
equivalencia de garantías de su autenticidad y veracidad conforme a lo 
que establecen los artículos 23 LRC y 85 RRC, lo que exige valorar dicha 
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certificación en virtud del canon normativo que resulta del derecho 
español. Es por ello pertinente y necesario que nos refiramos al contenido 
de este último.

IV.- El reconocimiento ante el Encargado del Registro Civil puede llevarse 
a cabo en el momento mismo de la inscripción del nacimiento dentro del 
plazo previsto por los artículos 42 de la Ley del Registro Civil y 166 de su 
Reglamento, pero también puede tener lugar “mediante declaración del 
padre o de la madre, en cualquier tiempo, ante el Encargado del Registro 
Civil” (cfr. art. 49 LRC). Ahora bien, como puso de manifiesto la Resolución 
de este Centro Directivo, de 8 de septiembre de 1992, no basta la 
declaración voluntaria y solemne por sí sola para provocar la inscripción, 
sino que, por el contrario, la inscripción del reconocimiento de paternidad 
deberá ser denegada cuando este reconocimiento resulte ambiguo o 
cuando por cualquier otro motivo puede deducirse fundadamente (cfr. art. 
28 LRC) que el autor del reconocimiento no es el padre biológico del 
menor. Hay que insistir en la idea de que la regulación de la filiación en el 
Código Civil español se inspira en el principio de la veracidad biológica 
(principio reforzado por las Sentencias del Tribunal Constitucional 
138/2005, de 26 de mayo y por la más reciente de 27 de octubre de 2005 
que declaran la inconstitucionalidad de los artículos 136.1 y 133.1 del 
CC., respectivamente), de modo que un reconocimiento de complacencia 
de la paternidad no matrimonial es nulo de pleno derecho y no podrá ser 
inscrito cuando haya en las actuaciones datos significativos y concluyentes 
de los que se deduzca que tal reconocimiento no se ajusta a la realidad. A 
este respecto se ha de recordar que la Instrucción de 20 de marzo de 
2006 de esta Dirección General de los Registros y del Notariado sobre 
prevención del fraude documental en materia de estado civil acordó hacer 
público el texto de la Recomendación nº9 de la Comisión Internacional del 
Estado Civil relativa a la lucha contra el fraude documental en materia de 
estado civil y su memoria explicativa adoptadas en Estrasburgo por la 
Asamblea General el 17 de marzo de 2005 y comunicar, a todos los 
Encargados de los Registros Civiles españoles, Municipales, Consulares 
y Central, que los criterios y orientaciones prácticas que en orden a la 
prevención del fraude documental en materia de estado civil se contienen 
en la citada Recomendación de la Comisión Internacional del Estado Civil 
deberán ser valorados y, en su caso, invocados conforme a lo dispuesto 
en los artículos 23 y 27 de la Ley del Registro Civil y 85 de su Reglamento, 
en la calificación de las certificaciones de las actas de los Registros Civiles 
extranjeros que se presenten en un Registro Civil español, bien como 
título directamente inscribible, bien como documento complementario en 
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cualquier tipo de expediente o actuación registral, que por identidad de 
causa y razón deben ser aplicados analógicamente al caso ahora 
examinado, y entre cuyas recomendaciones se incluye la de que “Cuando 
existan indicios que hagan dudar de la exactitud de los datos que figuran 
en el documento presentado o de la autenticidad de las firmas, el sello o 
el documento en sí mismo, la autoridad competente en el asunto realizará 
todas las comprobaciones necesarias, en particular con el interesado” y la 
de que “Cuando de los elementos verificados se desprenda el carácter 
fraudulento del documento presentado, la autoridad competente se negará 
a otorgarle efecto alguno”, dudas que en el presente caso vienen avaladas 
por el hecho de que el interesado nació en el año 1947 y fue reconocido 
por el Señor J-J. en el año 1979 cuando contaba 32 años de edad y, tal 
como ya se ha expresado, es doctrina de la Dirección General de los 
Registros y del Notariado del Ministerio de Justicia, que los reconocimientos 
de filiación realizados en el primer año del nacimiento del menor deben 
aceptarse e inscribirse, pero, por el contrario, los reconocimientos tardíos, 
habrán de calificarse de ambiguos y no inscribibles. 

Es más, el propio padre del recurrente no aparece inscrito en el Registro 
Civil correspondiente, procediéndose en el año 2011 a su “inserción de 
nacimiento” en el Registro Civil, cuando había fallecido en 1952. El artículo 
120 del Código Civil español establece la forma en la que debe prestarse 
el reconocimiento paterno para que quede legalmente determinada la 
filiación no matrimonial. Según el apartado primero del citado artículo, el 
reconocimiento ha de realizarse ante el encargado del Registro Civil, en 
testamento o en otro documento público. En el caso que nos ocupa, no 
existe manifestación o reconocimiento aceptando la filiación por parte del 
supuesto abuelo paterno a favor del padre del interesado, de forma que 
no puede considerarse válido a los efectos de determinar la filiación 
paterna no matrimonial. Habida cuenta de que es esta filiación paterna la 
que permitiría el acceso a la nacionalidad española del interesado, no 
procede la inscripción solicitada. Así pues, es necesario que no existan 
dudas sobre la realidad del hecho inscrito de modo que el asiento, en 
cuanto al hecho del que se da fe, tenga garantías análogas a las exigidas 
para la inscripción por la Ley española, circunstancias que no concurren 
en este caso.

V.- En cuanto a la alegación del recurrente relativa a la falta de motivación 
de la resolución recurrida, hay que señalar que aunque la argumentación 
en que se fundamente la calificación haya sido expresada de modo 
escueto, es suficiente para la tramitación del expediente si expresa 
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suficientemente la razón que justifica dicha negativa de modo que el 
recurrente haya podido alegar cuanto resulte pertinente para su defensa, 
como lo demuestra en este caso el contenido del escrito de interposición 
del recurso. Como ha señalado la jurisprudencia, la necesaria motivación 
de los actos emanados de la Administración exige una explicitación de las 
razones que los justifiquen, para que posteriormente la jurisdicción pueda 
revisarlos, “lo que significa que su extensión ha de estar en función de la 
mayor o menor complejidad de lo que se cuestione e implica que pueda 
ser sucinta o escueta, sin necesidad de amplias consideraciones ante la 
cuestión que se plantea y resuelve” (cfr. Sentencias del Tribunal 
Constitucional de 17 de julio de 1981, y del Tribunal Supremo – Sala de lo 
Contencioso-Administrativo – de 17 de octubre de 2000). En este caso el 
Encargado del Registro ha señalado con claridad el motivo que impide la 
estimación de la pretensión del recurrente y ha fundado tal decisión en 
disposiciones concretas, con la correspondiente cita por lo que no puede 
afirmarse que haya incurrido en una situación de falta de motivación 
jurídica, ni que se haya coartado el derecho a la interposición del recurso. 
La motivación ha sido suficientemente expresiva de la razón que justifica 
la negativa a la inscripción, de modo que el recurrente ha podido alegar 
cuanto le ha convenido para su defensa. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Don F-J. y confirma el auto apelado, dictado conforme a la 
Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, por 
la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a favor 
de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra Civil y la 
Dictadura.

Madrid, 09 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en Caracas.
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Resolución de 09 de Julio de 2014 (46ª)
III.1.3.1  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado primero de la Disposición adicional séptima los que alegan ser 
hijos de padre o madre originariamente españoles por resultar el 
reconocimiento por ellos efectuado de complacencia al no haber datos 
suficientes para afirmar que dicho reconocimiento se ajusta a la realidad.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el interesado contra el auto del Encargado del 
Registro Civil Consular en Caracas (Venezuela).

HECHOS

Don E-S. presenta escrito en el Consulado de España en Caracas a fin de 
optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 Disposición 
adicional séptima y adjuntando especialmente en apoyo de su solicitud 
como documentación certificado literal local de nacimiento propio y 
certificado de “inserción de nacimiento” de su padre.

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante auto de fecha 13 
de octubre de 2011 deniega lo solicitado por el interesado según lo 
establecido en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de 
Justicia.

3.- Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra la resolución denegatoria de su 
solicitud antes citada.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

 I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 
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18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de 
diciembre; la Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de 
noviembre; la Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de 
Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de 
la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del 
Registro Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, 
entre otras de 23 de marzo de 2010 (4ª), 23 de marzo de 2010 (5ª), 23 de 
marzo 2010 (6ª), 24 de marzo de 2010 (5ª), 28 de abril de 2010 (5ª), 6 de 
octubre de 2010 (10ª), 15 de noviembre de 2010 (5ª), 1 de diciembre de 
2010 (4ª), 7 de marzo de 2011 (4ª), 9 de marzo de 2011(3ª), 3 de octubre 
de 2011 (17ª), 25 de octubre de 2011 (3ª), 2 de diciembre de 2011 (4ª), 10 
de febrero 2012 (42ª), 17 de febrero 2012 (30ª), 22 de febrero 2012 (53ª), 
6 de julio 2012 (5º), 6 de julio 2012 (16ª), 14 de septiembre de 2012 (32ª) 
y 30 de enero 2013 (28ª).

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como español de origen al nacido en Venezuela en 1954, en 
virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado 1 de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual “1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente 
español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la 
presente disposición adicional”. La solicitud de opción cuya inscripción 
ahora se pretende fue formalizada el 27 de septiembre de 2011 en el 
modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. El Encargado del 
Registro Consular dictó auto el 13 de octubre de 2011 denegando la 
solicitud por estimar que no concurrían los requisitos exigidos por la 
legislación española, por no quedar legal y regularmente determinada la 
filiación del solicitante respecto a su supuesto progenitor español. Esta 
resolución constituye el objeto del presente recurso. 

III.- Sin prejuzgar el contenido del Derecho de Venezuela sobre las formas 
o títulos de determinación de la filiación, lo cierto es que la opción a la 
nacionalidad española que el interesado pretende ejercitar, y la 
consiguiente inscripción de nacimiento en el Registro Civil español, están 
condicionadas a la prueba del vínculo de filiación que resulta de la 
certificación de nacimiento en el Registro local venezolano, la cual, en 
cuanto a su eficacia registral en España está condicionada al principio de 
equivalencia de garantías de su autenticidad y veracidad conforme a lo 
que establecen los artículos 23 LRC y 85 RRC, lo que exige valorar dicha 
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certificación en virtud del canon normativo que resulta del derecho 
español. Es por ello pertinente y necesario que nos refiramos al contenido 
de este último.

IV.- El reconocimiento ante el Encargado del Registro Civil puede llevarse 
a cabo en el momento mismo de la inscripción del nacimiento dentro del 
plazo previsto por los artículos 42 de la Ley del Registro Civil y 166 de su 
Reglamento, pero también puede tener lugar “mediante declaración del 
padre o de la madre, en cualquier tiempo, ante el Encargado del Registro 
Civil” (cfr. art. 49 LRC). Ahora bien, como puso de manifiesto la Resolución 
de este Centro Directivo, de 8 de septiembre de 1992, no basta la 
declaración voluntaria y solemne por sí sola para provocar la inscripción, 
sino que, por el contrario, la inscripción del reconocimiento de paternidad 
deberá ser denegada cuando este reconocimiento resulte ambiguo o 
cuando por cualquier otro motivo puede deducirse fundadamente (cfr. art. 
28 LRC) que el autor del reconocimiento no es el padre biológico del 
menor. Hay que insistir en la idea de que la regulación de la filiación en el 
Código Civil español se inspira en el principio de la veracidad biológica 
(principio reforzado por las Sentencias del Tribunal Constitucional 
138/2005, de 26 de mayo y por la más reciente de 27 de octubre de 2005 
que declaran la inconstitucionalidad de los artículos 136.1 y 133.1 del 
CC., respectivamente), de modo que un reconocimiento de complacencia 
de la paternidad no matrimonial es nulo de pleno derecho y no podrá ser 
inscrito cuando haya en las actuaciones datos significativos y concluyentes 
de los que se deduzca que tal reconocimiento no se ajusta a la realidad. A 
este respecto se ha de recordar que la Instrucción de 20 de marzo de 
2006 de esta Dirección General de los Registros y del Notariado sobre 
prevención del fraude documental en materia de estado civil acordó hacer 
público el texto de la Recomendación nº9 de la Comisión Internacional del 
Estado Civil relativa a la lucha contra el fraude documental en materia de 
estado civil y su memoria explicativa adoptadas en Estrasburgo por la 
Asamblea General el 17 de marzo de 2005 y comunicar, a todos los 
Encargados de los Registros Civiles españoles, Municipales, Consulares 
y Central, que los criterios y orientaciones prácticas que en orden a la 
prevención del fraude documental en materia de estado civil se contienen 
en la citada Recomendación de la Comisión Internacional del Estado Civil 
deberán ser valorados y, en su caso, invocados conforme a lo dispuesto 
en los artículos 23 y 27 de la Ley del Registro Civil y 85 de su Reglamento, 
en la calificación de las certificaciones de las actas de los Registros Civiles 
extranjeros que se presenten en un Registro Civil español, bien como 
título directamente inscribible, bien como documento complementario en 
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cualquier tipo de expediente o actuación registral, que por identidad de 
causa y razón deben ser aplicados analógicamente al caso ahora 
examinado, y entre cuyas recomendaciones se incluye la de que “Cuando 
existan indicios que hagan dudar de la exactitud de los datos que figuran 
en el documento presentado o de la autenticidad de las firmas, el sello o 
el documento en sí mismo, la autoridad competente en el asunto realizará 
todas las comprobaciones necesarias, en particular con el interesado” y la 
de que “Cuando de los elementos verificados se desprenda el carácter 
fraudulento del documento presentado, la autoridad competente se negará 
a otorgarle efecto alguno”, dudas que en el presente caso vienen avaladas 
por el hecho de que el interesado nació en el año 1954 y fue reconocido 
por el Señor J-J. en el año 1979 cuando contaba 19 años de edad y, tal 
como ya se ha expresado, es doctrina de la Dirección General de los 
Registros y del Notariado del Ministerio de Justicia, que los reconocimientos 
de filiación realizados en el primer año del nacimiento del menor deben 
aceptarse e inscribirse, pero, por el contrario, los reconocimientos tardíos, 
habrán de calificarse de ambiguos y no inscribibles. 

Es más, el propio padre del recurrente no aparece inscrito en el Registro 
Civil correspondiente, procediéndose en el año 2011 a su “inserción de 
nacimiento” en el Registro Civil, cuando había fallecido en 1952. El artículo 
120 del Código Civil español establece la forma en la que debe prestarse 
el reconocimiento paterno para que quede legalmente determinada la 
filiación no matrimonial. Según el apartado primero del citado artículo, el 
reconocimiento ha de realizarse ante el encargado del Registro Civil, en 
testamento o en otro documento público. En el caso que nos ocupa, no 
existe manifestación o reconocimiento aceptando la filiación por parte del 
supuesto abuelo paterno a favor del padre del interesado, de forma que 
no puede considerarse válido a los efectos de determinar la filiación 
paterna no matrimonial. Habida cuenta de que es esta filiación paterna la 
que permitiría el acceso a la nacionalidad española del interesado, no 
procede la inscripción solicitada. Así pues, es necesario que no existan 
dudas sobre la realidad del hecho inscrito de modo que el asiento, en 
cuanto al hecho del que se da fe, tenga garantías análogas a las exigidas 
para la inscripción por la Ley española, circunstancias que no concurren 
en este caso.

V.- En cuanto a la alegación del recurrente relativa a la falta de motivación 
de la resolución recurrida, hay que señalar que aunque la argumentación 
en que se fundamente la calificación haya sido expresada de modo 
escueto, es suficiente para la tramitación del expediente si expresa 
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suficientemente la razón que justifica dicha negativa de modo que el 
recurrente haya podido alegar cuanto resulte pertinente para su defensa, 
como lo demuestra en este caso el contenido del escrito de interposición 
del recurso. Como ha señalado la jurisprudencia, la necesaria motivación 
de los actos emanados de la Administración exige una explicitación de las 
razones que los justifiquen, para que posteriormente la jurisdicción pueda 
revisarlos, “lo que significa que su extensión ha de estar en función de la 
mayor o menor complejidad de lo que se cuestione e implica que pueda 
ser sucinta o escueta, sin necesidad de amplias consideraciones ante la 
cuestión que se plantea y resuelve” (cfr. Sentencias del Tribunal 
Constitucional de 17 de julio de 1981, y del Tribunal Supremo – Sala de lo 
Contencioso-Administrativo – de 17 de octubre de 2000). En este caso el 
Encargado del Registro ha señalado con claridad el motivo que impide la 
estimación de la pretensión del recurrente y ha fundado tal decisión en 
disposiciones concretas, con la correspondiente cita por lo que no puede 
afirmarse que haya incurrido en una situación de falta de motivación 
jurídica, ni que se haya coartado el derecho a la interposición del recurso. 
La motivación ha sido suficientemente expresiva de la razón que justifica 
la negativa a la inscripción, de modo que el recurrente ha podido alegar 
cuanto le ha convenido para su defensa. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Don E-S. y confirma el auto apelado, dictado conforme a 
la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a 
favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra 
Civil y la Dictadura.

Madrid, 09 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en Caracas.
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Resolución de 09 de Julio de 2014 (47ª)
III.1.3.1  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado primero de la Disposición adicional séptima los que alegan ser 
hijos de padre o madre originariamente españoles por resultar el 
reconocimiento por ellos efectuado de complacencia al no haber datos 
suficientes para afirmar que dicho reconocimiento se ajusta a la realidad.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el interesado contra el auto del Encargado del 
Registro Civil Consular en Caracas (Venezuela).

HECHOS

Don F-A. presenta escrito en el Consulado de España en Caracas a fin de 
optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 Disposición 
adicional séptima y adjuntando especialmente en apoyo de su solicitud 
como documentación certificado literal local de nacimiento propio y 
certificado de “inserción de nacimiento” de su padre.

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante auto de fecha 30 
de agosto de 2011 deniega lo solicitado por el interesado según lo 
establecido en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de 
Justicia.

3.- Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra la resolución denegatoria de su 
solicitud antes citada.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

 I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 
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18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de 
diciembre; la Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de 
noviembre; la Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de 
Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de 
la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del 
Registro Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, 
entre otras de 23 de marzo de 2010 (4ª), 23 de marzo de 2010 (5ª), 23 de 
marzo 2010 (6ª), 24 de marzo de 2010 (5ª), 28 de abril de 2010 (5ª), 6 de 
octubre de 2010 (10ª), 15 de noviembre de 2010 (5ª), 1 de diciembre de 
2010 (4ª), 7 de marzo de 2011 (4ª), 9 de marzo de 2011(3ª), 3 de octubre 
de 2011 (17ª), 25 de octubre de 2011 (3ª), 2 de diciembre de 2011 (4ª), 10 
de febrero 2012 (42ª), 17 de febrero 2012 (30ª), 22 de febrero 2012 (53ª), 
6 de julio 2012 (5º), 6 de julio 2012 (16ª), 14 de septiembre de 2012 (32ª) 
y 30 de enero 2013 (28ª).

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como español de origen al nacido en Venezuela en 1948, en 
virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado 1 de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual “1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente 
español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la 
presente disposición adicional”. La solicitud de opción cuya inscripción 
ahora se pretende fue formalizada el 27 de septiembre de 2011 en el 
modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. El Encargado del 
Registro Consular dictó auto el 30 de agosto de 2011 denegando la 
solicitud por estimar que no concurrían los requisitos exigidos por la 
legislación española, por no quedar legal y regularmente determinada la 
filiación del solicitante respecto a su supuesto progenitor español. Esta 
resolución constituye el objeto del presente recurso. 

III.- Sin prejuzgar el contenido del Derecho de Venezuela sobre las formas 
o títulos de determinación de la filiación, lo cierto es que la opción a la 
nacionalidad española que el interesado pretende ejercitar, y la 
consiguiente inscripción de nacimiento en el Registro Civil español, están 
condicionadas a la prueba del vínculo de filiación que resulta de la 
certificación de nacimiento en el Registro local venezolano, la cual, en 
cuanto a su eficacia registral en España está condicionada al principio de 
equivalencia de garantías de su autenticidad y veracidad conforme a lo 
que establecen los artículos 23 LRC y 85 RRC, lo que exige valorar dicha 
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certificación en virtud del canon normativo que resulta del derecho 
español. Es por ello pertinente y necesario que nos refiramos al contenido 
de este último.

IV.- El reconocimiento ante el Encargado del Registro Civil puede llevarse 
a cabo en el momento mismo de la inscripción del nacimiento dentro del 
plazo previsto por los artículos 42 de la Ley del Registro Civil y 166 de su 
Reglamento, pero también puede tener lugar “mediante declaración del 
padre o de la madre, en cualquier tiempo, ante el Encargado del Registro 
Civil” (cfr. art. 49 LRC). Ahora bien, como puso de manifiesto la Resolución 
de este Centro Directivo, de 8 de septiembre de 1992, no basta la 
declaración voluntaria y solemne por sí sola para provocar la inscripción, 
sino que, por el contrario, la inscripción del reconocimiento de paternidad 
deberá ser denegada cuando este reconocimiento resulte ambiguo o 
cuando por cualquier otro motivo puede deducirse fundadamente (cfr. art. 
28 LRC) que el autor del reconocimiento no es el padre biológico del 
menor. Hay que insistir en la idea de que la regulación de la filiación en el 
Código Civil español se inspira en el principio de la veracidad biológica 
(principio reforzado por las Sentencias del Tribunal Constitucional 
138/2005, de 26 de mayo y por la más reciente de 27 de octubre de 2005 
que declaran la inconstitucionalidad de los artículos 136.1 y 133.1 del 
CC., respectivamente), de modo que un reconocimiento de complacencia 
de la paternidad no matrimonial es nulo de pleno derecho y no podrá ser 
inscrito cuando haya en las actuaciones datos significativos y concluyentes 
de los que se deduzca que tal reconocimiento no se ajusta a la realidad. A 
este respecto se ha de recordar que la Instrucción de 20 de marzo de 
2006 de esta Dirección General de los Registros y del Notariado sobre 
prevención del fraude documental en materia de estado civil acordó hacer 
público el texto de la Recomendación nº9 de la Comisión Internacional del 
Estado Civil relativa a la lucha contra el fraude documental en materia de 
estado civil y su memoria explicativa adoptadas en Estrasburgo por la 
Asamblea General el 17 de marzo de 2005 y comunicar, a todos los 
Encargados de los Registros Civiles españoles, Municipales, Consulares 
y Central, que los criterios y orientaciones prácticas que en orden a la 
prevención del fraude documental en materia de estado civil se contienen 
en la citada Recomendación de la Comisión Internacional del Estado Civil 
deberán ser valorados y, en su caso, invocados conforme a lo dispuesto 
en los artículos 23 y 27 de la Ley del Registro Civil y 85 de su Reglamento, 
en la calificación de las certificaciones de las actas de los Registros Civiles 
extranjeros que se presenten en un Registro Civil español, bien como 
título directamente inscribible, bien como documento complementario en 
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cualquier tipo de expediente o actuación registral, que por identidad de 
causa y razón deben ser aplicados analógicamente al caso ahora 
examinado, y entre cuyas recomendaciones se incluye la de que “Cuando 
existan indicios que hagan dudar de la exactitud de los datos que figuran 
en el documento presentado o de la autenticidad de las firmas, el sello o 
el documento en sí mismo, la autoridad competente en el asunto realizará 
todas las comprobaciones necesarias, en particular con el interesado” y la 
de que “Cuando de los elementos verificados se desprenda el carácter 
fraudulento del documento presentado, la autoridad competente se negará 
a otorgarle efecto alguno”, dudas que en el presente caso vienen avaladas 
por el hecho de que el interesado nació en el año 1948 y fue reconocido 
por el Señor J-J. en el año 1979 cuando contaba 31 años de edad y, tal 
como ya se ha expresado, es doctrina de la Dirección General de los 
Registros y del Notariado del Ministerio de Justicia, que los reconocimientos 
de filiación realizados en el primer año del nacimiento del menor deben 
aceptarse e inscribirse, pero, por el contrario, los reconocimientos tardíos, 
habrán de calificarse de ambiguos y no inscribibles. 

Es más, el propio padre del recurrente no aparece inscrito en el Registro 
Civil correspondiente, procediéndose en el año 2011 a su “inserción de 
nacimiento” en el Registro Civil, cuando había fallecido en 1952. El artículo 
120 del Código Civil español establece la forma en la que debe prestarse 
el reconocimiento paterno para que quede legalmente determinada la 
filiación no matrimonial. Según el apartado primero del citado artículo, el 
reconocimiento ha de realizarse ante el encargado del Registro Civil, en 
testamento o en otro documento público. En el caso que nos ocupa, no 
existe manifestación o reconocimiento aceptando la filiación por parte del 
supuesto abuelo paterno a favor del padre del interesado, de forma que 
no puede considerarse válido a los efectos de determinar la filiación 
paterna no matrimonial. Habida cuenta de que es esta filiación paterna la 
que permitiría el acceso a la nacionalidad española del interesado, no 
procede la inscripción solicitada. Así pues, es necesario que no existan 
dudas sobre la realidad del hecho inscrito de modo que el asiento, en 
cuanto al hecho del que se da fe, tenga garantías análogas a las exigidas 
para la inscripción por la Ley española, circunstancias que no concurren 
en este caso.

V.- En cuanto a la alegación del recurrente relativa a la falta de motivación 
de la resolución recurrida, hay que señalar que aunque la argumentación 
en que se fundamente la calificación haya sido expresada de modo 
escueto, es suficiente para la tramitación del expediente si expresa 
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suficientemente la razón que justifica dicha negativa de modo que el 
recurrente haya podido alegar cuanto resulte pertinente para su defensa, 
como lo demuestra en este caso el contenido del escrito de interposición 
del recurso. Como ha señalado la jurisprudencia, la necesaria motivación 
de los actos emanados de la Administración exige una explicitación de las 
razones que los justifiquen, para que posteriormente la jurisdicción pueda 
revisarlos, “lo que significa que su extensión ha de estar en función de la 
mayor o menor complejidad de lo que se cuestione e implica que pueda 
ser sucinta o escueta, sin necesidad de amplias consideraciones ante la 
cuestión que se plantea y resuelve” (cfr. Sentencias del Tribunal 
Constitucional de 17 de julio de 1981, y del Tribunal Supremo – Sala de lo 
Contencioso-Administrativo – de 17 de octubre de 2000). En este caso el 
Encargado del Registro ha señalado con claridad el motivo que impide la 
estimación de la pretensión del recurrente y ha fundado tal decisión en 
disposiciones concretas, con la correspondiente cita por lo que no puede 
afirmarse que haya incurrido en una situación de falta de motivación 
jurídica, ni que se haya coartado el derecho a la interposición del recurso. 
La motivación ha sido suficientemente expresiva de la razón que justifica 
la negativa a la inscripción, de modo que el recurrente ha podido alegar 
cuanto le ha convenido para su defensa. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Don F-A. y confirma el auto apelado, dictado conforme a la 
Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, por 
la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a favor 
de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra Civil y la 
Dictadura.

Madrid, 09 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en Caracas.
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Resolución de 09 de Julio de 2014 (48ª)
III.1.3.1  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado primero de la Disposición adicional séptima los que alegan ser 
hijos de padre o madre originariamente españoles por resultar el 
reconocimiento por ellos efectuado de complacencia al no haber datos 
suficientes para afirmar que dicho reconocimiento se ajusta a la realidad.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el interesado contra el auto del Encargado del 
Registro Civil Consular en Caracas (Venezuela).

HECHOS

Don A. presenta escrito en el Consulado de España en Caracas a fin de 
optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 Disposición 
adicional séptima y adjuntando especialmente en apoyo de su solicitud 
como documentación certificado literal local de nacimiento propio y 
certificado de “inserción de nacimiento” de su padre.

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante auto de fecha 13 
de octubre de 2011 deniega lo solicitado por el interesado según lo 
establecido en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de 
Justicia.

3.- Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra la resolución denegatoria de su 
solicitud antes citada.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 
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18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de 
diciembre; la Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de 
noviembre; la Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de 
Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de 
la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del 
Registro Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, 
entre otras de 23 de marzo de 2010 (4ª), 23 de marzo de 2010 (5ª), 23 de 
marzo 2010 (6ª), 24 de marzo de 2010 (5ª), 28 de abril de 2010 (5ª), 6 de 
octubre de 2010 (10ª), 15 de noviembre de 2010 (5ª), 1 de diciembre de 
2010 (4ª), 7 de marzo de 2011 (4ª), 9 de marzo de 2011(3ª), 3 de octubre 
de 2011 (17ª), 25 de octubre de 2011 (3ª), 2 de diciembre de 2011 (4ª), 10 
de febrero 2012 (42ª), 17 de febrero 2012 (30ª), 22 de febrero 2012 (53ª), 
6 de julio 2012 (5º), 6 de julio 2012 (16ª), 14 de septiembre de 2012 (32ª) 
y 30 de enero 2013 (28ª).

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como español de origen al nacido en Venezuela en 1944, en 
virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado 1 de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual “1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente 
español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la 
presente disposición adicional”. La solicitud de opción cuya inscripción 
ahora se pretende fue formalizada el 27 de septiembre de 2011 en el 
modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. El Encargado del 
Registro Consular dictó auto el 13 de octubre de 2011 denegando la 
solicitud por estimar que no concurrían los requisitos exigidos por la 
legislación española, por no quedar legal y regularmente determinada la 
filiación del solicitante respecto a su supuesto progenitor español. Esta 
resolución constituye el objeto del presente recurso. 

III.- Sin prejuzgar el contenido del Derecho de Venezuela sobre las formas 
o títulos de determinación de la filiación, lo cierto es que la opción a la 
nacionalidad española que el interesado pretende ejercitar, y la 
consiguiente inscripción de nacimiento en el Registro Civil español, están 
condicionadas a la prueba del vínculo de filiación que resulta de la 
certificación de nacimiento en el Registro local venezolano, la cual, en 
cuanto a su eficacia registral en España está condicionada al principio de 
equivalencia de garantías de su autenticidad y veracidad conforme a lo 
que establecen los artículos 23 LRC y 85 RRC, lo que exige valorar dicha 
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certificación en virtud del canon normativo que resulta del derecho 
español. Es por ello pertinente y necesario que nos refiramos al contenido 
de este último.

IV.- El reconocimiento ante el Encargado del Registro Civil puede llevarse 
a cabo en el momento mismo de la inscripción del nacimiento dentro del 
plazo previsto por los artículos 42 de la Ley del Registro Civil y 166 de su 
Reglamento, pero también puede tener lugar “mediante declaración del 
padre o de la madre, en cualquier tiempo, ante el Encargado del Registro 
Civil” (cfr. art. 49 LRC). Ahora bien, como puso de manifiesto la Resolución 
de este Centro Directivo, de 8 de septiembre de 1992, no basta la 
declaración voluntaria y solemne por sí sola para provocar la inscripción, 
sino que, por el contrario, la inscripción del reconocimiento de paternidad 
deberá ser denegada cuando este reconocimiento resulte ambiguo o 
cuando por cualquier otro motivo puede deducirse fundadamente (cfr. art. 
28 LRC) que el autor del reconocimiento no es el padre biológico del 
menor. Hay que insistir en la idea de que la regulación de la filiación en el 
Código Civil español se inspira en el principio de la veracidad biológica 
(principio reforzado por las Sentencias del Tribunal Constitucional 
138/2005, de 26 de mayo y por la más reciente de 27 de octubre de 2005 
que declaran la inconstitucionalidad de los artículos 136.1 y 133.1 del 
CC., respectivamente), de modo que un reconocimiento de complacencia 
de la paternidad no matrimonial es nulo de pleno derecho y no podrá ser 
inscrito cuando haya en las actuaciones datos significativos y concluyentes 
de los que se deduzca que tal reconocimiento no se ajusta a la realidad. A 
este respecto se ha de recordar que la Instrucción de 20 de marzo de 
2006 de esta Dirección General de los Registros y del Notariado sobre 
prevención del fraude documental en materia de estado civil acordó hacer 
público el texto de la Recomendación nº9 de la Comisión Internacional del 
Estado Civil relativa a la lucha contra el fraude documental en materia de 
estado civil y su memoria explicativa adoptadas en Estrasburgo por la 
Asamblea General el 17 de marzo de 2005 y comunicar, a todos los 
Encargados de los Registros Civiles españoles, Municipales, Consulares 
y Central, que los criterios y orientaciones prácticas que en orden a la 
prevención del fraude documental en materia de estado civil se contienen 
en la citada Recomendación de la Comisión Internacional del Estado Civil 
deberán ser valorados y, en su caso, invocados conforme a lo dispuesto 
en los artículos 23 y 27 de la Ley del Registro Civil y 85 de su Reglamento, 
en la calificación de las certificaciones de las actas de los Registros Civiles 
extranjeros que se presenten en un Registro Civil español, bien como 
título directamente inscribible, bien como documento complementario en 
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cualquier tipo de expediente o actuación registral, que por identidad de 
causa y razón deben ser aplicados analógicamente al caso ahora 
examinado, y entre cuyas recomendaciones se incluye la de que “Cuando 
existan indicios que hagan dudar de la exactitud de los datos que figuran 
en el documento presentado o de la autenticidad de las firmas, el sello o 
el documento en sí mismo, la autoridad competente en el asunto realizará 
todas las comprobaciones necesarias, en particular con el interesado” y la 
de que “Cuando de los elementos verificados se desprenda el carácter 
fraudulento del documento presentado, la autoridad competente se negará 
a otorgarle efecto alguno”, dudas que en el presente caso vienen avaladas 
por el hecho de que el interesado nació en el año 1944 y fue reconocido 
por el Señor J-J. en el año 1979 cuando contaba 35 años de edad y, tal 
como ya se ha expresado, es doctrina de la Dirección General de los 
Registros y del Notariado del Ministerio de Justicia, que los reconocimientos 
de filiación realizados en el primer año del nacimiento del menor deben 
aceptarse e inscribirse, pero, por el contrario, los reconocimientos tardíos, 
habrán de calificarse de ambiguos y no inscribibles. 

Es más, el propio padre del recurrente no aparece inscrito en el Registro 
Civil correspondiente, procediéndose en el año 2011 a su “inserción de 
nacimiento” en el Registro Civil, cuando había fallecido en 1952. El artículo 
120 del Código Civil español establece la forma en la que debe prestarse 
el reconocimiento paterno para que quede legalmente determinada la 
filiación no matrimonial. Según el apartado primero del citado artículo, el 
reconocimiento ha de realizarse ante el encargado del Registro Civil, en 
testamento o en otro documento público. En el caso que nos ocupa, no 
existe manifestación o reconocimiento aceptando la filiación por parte del 
supuesto abuelo paterno a favor del padre del interesado, de forma que 
no puede considerarse válido a los efectos de determinar la filiación 
paterna no matrimonial. Habida cuenta de que es esta filiación paterna la 
que permitiría el acceso a la nacionalidad española del interesado, no 
procede la inscripción solicitada. Así pues, es necesario que no existan 
dudas sobre la realidad del hecho inscrito de modo que el asiento, en 
cuanto al hecho del que se da fe, tenga garantías análogas a las exigidas 
para la inscripción por la Ley española, circunstancias que no concurren 
en este caso.

V.- En cuanto a la alegación del recurrente relativa a la falta de motivación 
de la resolución recurrida, hay que señalar que aunque la argumentación 
en que se fundamente la calificación haya sido expresada de modo 
escueto, es suficiente para la tramitación del expediente si expresa 
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suficientemente la razón que justifica dicha negativa de modo que el 
recurrente haya podido alegar cuanto resulte pertinente para su defensa, 
como lo demuestra en este caso el contenido del escrito de interposición 
del recurso. Como ha señalado la jurisprudencia, la necesaria motivación 
de los actos emanados de la Administración exige una explicitación de las 
razones que los justifiquen, para que posteriormente la jurisdicción pueda 
revisarlos, “lo que significa que su extensión ha de estar en función de la 
mayor o menor complejidad de lo que se cuestione e implica que pueda 
ser sucinta o escueta, sin necesidad de amplias consideraciones ante la 
cuestión que se plantea y resuelve” (cfr. Sentencias del Tribunal 
Constitucional de 17 de julio de 1981, y del Tribunal Supremo – Sala de lo 
Contencioso-Administrativo – de 17 de octubre de 2000). En este caso el 
Encargado del Registro ha señalado con claridad el motivo que impide la 
estimación de la pretensión del recurrente y ha fundado tal decisión en 
disposiciones concretas, con la correspondiente cita por lo que no puede 
afirmarse que haya incurrido en una situación de falta de motivación 
jurídica, ni que se haya coartado el derecho a la interposición del recurso. 
La motivación ha sido suficientemente expresiva de la razón que justifica 
la negativa a la inscripción, de modo que el recurrente ha podido alegar 
cuanto le ha convenido para su defensa. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Don A. y confirma el auto apelado, dictado conforme a la 
Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, por 
la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a favor 
de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra Civil y la 
Dictadura.

Madrid, 09 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en Caracas.
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Resolución de 09 de Julio de 2014 (49ª)
III.1.3.1  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado primero de la Disposición adicional séptima los que alegan ser 
hijos de padre o madre originariamente españoles por resultar el 
reconocimiento por ellos efectuado de complacencia al no haber datos 
suficientes para afirmar que dicho reconocimiento se ajusta a la realidad.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por la interesada contra el auto del Encargado del 
Registro Civil Consular en Caracas (Venezuela).

HECHOS

Doña Mª-U. presenta escrito en el Consulado de España en Caracas a fin 
de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 Disposición 
adicional séptima y adjuntando especialmente en apoyo de su solicitud 
como documentación certificado literal loca de nacimiento propio y 
certificado de “inserción de nacimiento” de su padre.

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante auto de fecha 18 
de octubre de 2011 deniega lo solicitado por la interesada según lo 
establecido en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de 
Justicia.

3.- Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra la resolución denegatoria de su 
solicitud antes citada.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 
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18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de 
diciembre; la Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de 
noviembre; la Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de 
Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de 
la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del 
Registro Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, 
entre otras de 23 de marzo de 2010 (4ª), 23 de marzo de 2010 (5ª), 23 de 
marzo 2010 (6ª), 24 de marzo de 2010 (5ª), 28 de abril de 2010 (5ª), 6 de 
octubre de 2010 (10ª), 15 de noviembre de 2010 (5ª), 1 de diciembre de 
2010 (4ª), 7 de marzo de 2011 (4ª), 9 de marzo de 2011(3ª), 3 de octubre 
de 2011 (17ª), 25 de octubre de 2011 (3ª), 2 de diciembre de 2011 (4ª), 10 
de febrero 2012 (42ª), 17 de febrero 2012 (30ª), 22 de febrero 2012 (53ª), 
6 de julio 2012 (5º), 6 de julio 2012 (16ª), 14 de septiembre de 2012 (32ª) 
y 30 de enero 2013 (28ª).

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como española de origen a la nacida en Venezuela en 1940, en 
virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado 1 de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual “1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente 
español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la 
presente disposición adicional”. La solicitud de opción cuya inscripción 
ahora se pretende fue formalizada el 27 de septiembre de 2011 en el 
modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. El Encargado del 
Registro Consular dictó auto el 18 de octubre de 2011 denegando la 
solicitud por estimar que no concurrían los requisitos exigidos por la 
legislación española, por no quedar legal y regularmente determinada la 
filiación de la solicitante respecto a su supuesto progenitor español. Esta 
resolución constituye el objeto del presente recurso. 

III.- Sin prejuzgar el contenido del Derecho de Venezuela sobre las formas 
o títulos de determinación de la filiación, lo cierto es que la opción a la 
nacionalidad española que la interesada pretende ejercitar, y la 
consiguiente inscripción de nacimiento en el Registro Civil español, están 
condicionadas a la prueba del vínculo de filiación que resulta de la 
certificación de nacimiento en el Registro local venezolano, la cual, en 
cuanto a su eficacia registral en España está condicionada al principio de 
equivalencia de garantías de su autenticidad y veracidad conforme a lo 
que establecen los artículos 23 LRC y 85 RRC, lo que exige valorar dicha 
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certificación en virtud del canon normativo que resulta del derecho 
español. Es por ello pertinente y necesario que nos refiramos al contenido 
de este último.

IV.- El reconocimiento ante el Encargado del Registro Civil puede llevarse 
a cabo en el momento mismo de la inscripción del nacimiento dentro del 
plazo previsto por los artículos 42 de la Ley del Registro Civil y 166 de su 
Reglamento, pero también puede tener lugar “mediante declaración del 
padre o de la madre, en cualquier tiempo, ante el Encargado del Registro 
Civil” (cfr. art. 49 LRC). Ahora bien, como puso de manifiesto la Resolución 
de este Centro Directivo, de 8 de septiembre de 1992, no basta la 
declaración voluntaria y solemne por sí sola para provocar la inscripción, 
sino que, por el contrario, la inscripción del reconocimiento de paternidad 
deberá ser denegada cuando este reconocimiento resulte ambiguo o 
cuando por cualquier otro motivo puede deducirse fundadamente (cfr. art. 
28 LRC) que el autor del reconocimiento no es el padre biológico del 
menor. Hay que insistir en la idea de que la regulación de la filiación en el 
Código Civil español se inspira en el principio de la veracidad biológica 
(principio reforzado por las Sentencias del Tribunal Constitucional 
138/2005, de 26 de mayo y por la más reciente de 27 de octubre de 2005 
que declaran la inconstitucionalidad de los artículos 136.1 y 133.1 del 
CC., respectivamente), de modo que un reconocimiento de complacencia 
de la paternidad no matrimonial es nulo de pleno derecho y no podrá ser 
inscrito cuando haya en las actuaciones datos significativos y concluyentes 
de los que se deduzca que tal reconocimiento no se ajusta a la realidad. A 
este respecto se ha de recordar que la Instrucción de 20 de marzo de 
2006 de esta Dirección General de los Registros y del Notariado sobre 
prevención del fraude documental en materia de estado civil acordó hacer 
público el texto de la Recomendación nº9 de la Comisión Internacional del 
Estado Civil relativa a la lucha contra el fraude documental en materia de 
estado civil y su memoria explicativa adoptadas en Estrasburgo por la 
Asamblea General el 17 de marzo de 2005 y comunicar, a todos los 
Encargados de los Registros Civiles españoles, Municipales, Consulares 
y Central, que los criterios y orientaciones prácticas que en orden a la 
prevención del fraude documental en materia de estado civil se contienen 
en la citada Recomendación de la Comisión Internacional del Estado Civil 
deberán ser valorados y, en su caso, invocados conforme a lo dispuesto 
en los artículos 23 y 27 de la Ley del Registro Civil y 85 de su Reglamento, 
en la calificación de las certificaciones de las actas de los Registros Civiles 
extranjeros que se presenten en un Registro Civil español, bien como 
título directamente inscribible, bien como documento complementario en 
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cualquier tipo de expediente o actuación registral, que por identidad de 
causa y razón deben ser aplicados analógicamente al caso ahora 
examinado, y entre cuyas recomendaciones se incluye la de que “Cuando 
existan indicios que hagan dudar de la exactitud de los datos que figuran 
en el documento presentado o de la autenticidad de las firmas, el sello o 
el documento en sí mismo, la autoridad competente en el asunto realizará 
todas las comprobaciones necesarias, en particular con el interesado” y la 
de que “Cuando de los elementos verificados se desprenda el carácter 
fraudulento del documento presentado, la autoridad competente se negará 
a otorgarle efecto alguno”, dudas que en el presente caso vienen avaladas 
por el hecho de que la interesada nació en el año 1940 y fue reconocida 
por el Señor J-J. en el año 1979 cuando contaba 38 años de edad y, tal 
como ya se ha expresado, es doctrina de la Dirección General de los 
Registros y del Notariado del Ministerio de Justicia, que los reconocimientos 
de filiación realizados en el primer año del nacimiento del menor deben 
aceptarse e inscribirse, pero, por el contrario, los reconocimientos tardíos, 
habrán de calificarse de ambiguos y no inscribibles. 

Es más, el propio padre de la recurrente no aparece inscrito en el Registro 
Civil correspondiente, procediéndose en el año 2011 a su “inserción de 
nacimiento” en el Registro Civil, cuando había fallecido en 1952. El artículo 
120 del Código Civil español establece la forma en la que debe prestarse 
el reconocimiento paterno para que quede legalmente determinada la 
filiación no matrimonial. Según el apartado primero del citado artículo, el 
reconocimiento ha de realizarse ante el encargado del Registro Civil, en 
testamento o en otro documento público. En el caso que nos ocupa, no 
existe manifestación o reconocimiento aceptando la filiación por parte del 
supuesto abuelo paterno a favor del padre de la interesada, de forma que 
no puede considerarse válido a los efectos de determinar la filiación 
paterna no matrimonial. Habida cuenta de que es esta filiación paterna la 
que permitiría el acceso a la nacionalidad española de la interesada, no 
procede la inscripción solicitada. Así pues, es necesario que no existan 
dudas sobre la realidad del hecho inscrito de modo que el asiento, en 
cuanto al hecho del que se da fe, tenga garantías análogas a las exigidas 
para la inscripción por la Ley española, circunstancias que no concurren 
en este caso.

V.- En cuanto a la alegación de la recurrente relativa a la falta de motivación 
de la resolución recurrida, hay que señalar que aunque la argumentación 
en que se fundamente la calificación haya sido expresada de modo 
escueto, es suficiente para la tramitación del expediente si expresa 
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suficientemente la razón que justifica dicha negativa de modo que la 
recurrente haya podido alegar cuanto resulte pertinente para su defensa, 
como lo demuestra en este caso el contenido del escrito de interposición 
del recurso. Como ha señalado la jurisprudencia, la necesaria motivación 
de los actos emanados de la Administración exige una explicitación de las 
razones que los justifiquen, para que posteriormente la jurisdicción pueda 
revisarlos, “lo que significa que su extensión ha de estar en función de la 
mayor o menor complejidad de lo que se cuestione e implica que pueda 
ser sucinta o escueta, sin necesidad de amplias consideraciones ante la 
cuestión que se plantea y resuelve” (cfr. Sentencias del Tribunal 
Constitucional de 17 de julio de 1981, y del Tribunal Supremo – Sala de lo 
Contencioso-Administrativo – de 17 de octubre de 2000). En este caso el 
Encargado del Registro ha señalado con claridad el motivo que impide la 
estimación de la pretensión de la recurrente y ha fundado tal decisión en 
disposiciones concretas, con la correspondiente cita por lo que no puede 
afirmarse que haya incurrido en una situación de falta de motivación 
jurídica, ni que se haya coartado el derecho a la interposición del recurso. 
La motivación ha sido suficientemente expresiva de la razón que justifica 
la negativa a la inscripción, de modo que la recurrente ha podido alegar 
cuanto le ha convenido para su defensa. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Doña Mª-U. y confirma el auto apelado, dictado conforme 
a la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a 
favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra 
Civil y la Dictadura.

Madrid, 09 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en Caracas.
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Resolución de 17 de Julio de 2014 (136ª)
III.1.3.1  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado primero de la Disposición Adicional séptima los hijos de padre o 
madre que no hubiere sido originariamente español, y que (el padre o la 
madre) hubieren adquirido anteriormente la nacionalidad española no de 
origen por la vía de la disposición transitoria primera de la Ley 29/1995. 

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el interesado contra resolución del Encargado del 
Registro Civil Consular en Guatemala (Guatemala)

HECHOS

1.- Don J-C. presenta escrito en el Consulado General de España en 
Guatemala a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 
52/2007 Disposición adicional séptima, adjuntando para ello la 
documentación pertinente que obra en el expediente de la referencia.

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante resolución de fecha 
11 de agosto de 2011 deniega lo solicitado por el interesado según lo 
establecido en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de 
Justicia.

3.- Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra la resolución denegatoria de su 
solicitud antes citada.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 
18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de 
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diciembre; la Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de 
noviembre; la Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de 
Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de 
la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del 
Registro Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, 
entre otras de 23 de marzo de 2010 (4ª), 23 de marzo de 2010 (5ª), 23 de 
marzo 2010 (6ª), 24 de marzo de 2010 (5ª), 28 de abril de 2010 (5ª), 6 de 
octubre de 2010 (10ª), 15 de noviembre de 2010 (5ª), 1 de diciembre de 
2010 (4ª), 7 de marzo de 2011 (4ª), 9 de marzo de 2011(3ª), 3 de octubre 
de 2011 (17ª), 25 de octubre de 2011 (3ª), 2 de diciembre de 2011 (4ª), 10 
de febrero 2012 (42ª), 17 de febrero 2012 (30ª), 22 de febrero 2012 (53ª), 
6 de julio 2012 (5º), 6 de julio 2012 (16ª), 14 de septiembre de 2012 (32ª) 
y 30 de enero 2013 (28ª).

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como español de origen al nacido en Guatemala el 9 de enero 
de 1978, en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado 1 de 
la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
conforme a la cual “1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de 
origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la 
entrada en vigor de la presente disposición adicional”. En este caso el 
padre del interesado tiene la condición de español por haber optado con 
fecha 24 de noviembre de 1996 a la nacionalidad española al amparo de 
la Disposición Transitoria primera de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre, 
conforme a la cual “Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español y nacido en España podrán optar por la 
nacionalidad española, si formalizan su declaración antes del día 7 de 
enero de 1997”. Dicha opción fue inscrita en el Registro Civil Consular de 
España en Guatemala el 21 de febrero de 1997 fecha en la que el 
recurrente era ya mayor de edad. La solicitud de opción cuya inscripción 
ahora se pretende fue formalizada el 10 de marzo de 2009 en el modelo 
normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 al 
amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del 
Registro Civil se dictó resolución el 11 de agosto de 2011, denegando lo 
solicitado. 

III.- La resolución apelada basa su denegación en que el solicitante no 
puede ejercer la opción del apartado primero de la Disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, dado que su padre no fue español de origen, 
posición que el Ministerio Fiscal comparte en su informe .
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IV.- El apartado 1 de la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad 
española a aquellas personas “cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español”, derecho que habrá de formalizarse en el plazo 
perentorio señalado en la propia Disposición. Se exige, pues, que el 
progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria. Hay que 
recordar que nuestro Ordenamiento jurídico ha venido distinguiendo dos 
modalidades de nacionalidad española en cuanto a los títulos de su 
adquisición o atribución y, parcialmente, en cuanto a los efectos que 
produce: la nacionalidad originaria y la nacionalidad derivativa o no de 
origen. Tal distinción estaba asentada en la consideración de que la 
nacionalidad originaria, a diferencia de la derivativa o sobrevenida, se 
adquiría de modo automático sin intervención alguna de la voluntad del 
interesado en el proceso o iter jurídico de su atribución, atribución que 
tenía lugar ope legis desde el mismo momento del nacimiento o, por ser 
más precisos, desde que el nacido adquiere personalidad jurídica de 
conformidad con lo dispuesto por el artículo 30 de nuestro Código Civil.

Esta distinción hoy se mantiene en cuanto determinativa de dos 
modalidades o categorías de nacionalidad, en función de su respectivo 
título de adquisición y generadora de ciertos efectos jurídicos diferenciados. 
Así los españoles de origen no pueden ser privados de la nacionalidad 
española (arts. 11 nº2 de la Constitución y 25 del Código Civil), disponiendo, 
por otra parte, de un régimen distinto privilegiado de conservación de la 
nacionalidad española en los supuestos de adquisición de la nacionalidad 
de aquellos países especialmente vinculados con España, según resulta 
de lo establecido en el artículo 11 nº3 de la Constitución española y 24 del 
Código Civil. Sin embargo, otros rasgos tradicionales de la distinción entre 
la nacionalidad originaria y la no originaria han desaparecido o han variado 
en la actualidad. En efecto, el régimen legal vigente en España sobre la 
nacionalidad contempla supuestos en los que la nacionalidad española 
originaria no se adquiere desde el nacimiento, siendo necesaria una 
expresa y formal declaración de voluntad del interesado para adquirirla, 
así como el cumplimiento de una serie de requisitos materiales y formales 
para que la adquisición sea válida, en particular los establecidos en el 
artículo 23 del Código Civil. 

Por ello la adquisición de la nacionalidad española no opera en estos 
casos (aunque se trate de casos de españoles “de origen”) de modo 
automático, ni desde la fecha del nacimiento. Así sucede, por ejemplo, en 
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los casos previstos en los artículos 17 nº2 y 19 nº2 del Código Civil, esto 
es, en los supuestos en que la determinación de la filiación respecto de un 
español o el nacimiento en España se producen después de los dieciocho 
años y en el de los adoptados extranjeros mayores de dieciocho años. 
Igualmente la nacionalidad española a que da lugar el ejercicio de las 
opciones previstas por la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
responde a esta última modalidad de “nacionalidad española de origen” 
pero sobrevenida, a que hemos hecho referencia. Así resulta del apartado 
1, y así debe entenderse también para los nietos de españoles a que se 
refiere su apartado 2 al prever que “este derecho también se reconocerá” 
a las personas que en el mismo se mencionan, debiendo interpretarse 
que el “derecho” a que se refiere es el del optar por la “nacionalidad 
española de origen”. Precisamente en este carácter se cifra una de las 
principales diferencias entre las citadas opciones de la Ley 52/2007 y la 
que se contempla para los hijos de español de origen y nacido en España 
en la letra b) del nº1 del artículo 20 del Código Civil. Como señala la 
Instrucción de este Centro Directivo de 4 de noviembre de 2008 en su 
apartado I “el derecho de opción regulado en el artículo 20.1.b) del Código 
Civil da lugar a la adquisición de la nacionalidad derivativa, es decir, no 
confiere la cualidad de español de origen, como sí ocurre en los dos 
supuestos regulados en la Disposición Adicional séptima de la Ley 
52/2007”. La consideración hecha respecto de la opción prevista en el 
artículo 20.1.b) del Código Civil, es extensible también a la opción de la 
Disposición Transitoria primera de la Ley 29/1995, de 2 de noviembre, de 
la que trae causa la del artículo 20.1.b) del Código Civil, en su redacción 
dada por la Ley 36/2002, de 8 de octubre, pues se refiere a un supuesto 
idéntico y contiene un régimen también idéntico, excepción hecha del 
plazo de duración de la misma y por la que accedió a la ciudadanía 
española el padre de la ahora recurrente.

V.- En el presente caso el progenitor del optante ostenta la nacionalidad 
española con carácter derivativo y no de forma originaria por haberla 
adquirido en virtud del ejercicio de la opción prevista en la Disposición 
Transitoria primera de la Ley 29/1995, por lo que no se cumple uno de los 
requisitos esenciales a que el apartado primero de la Disposición Adicional 
séptima de la Ley 52/2007 subordina el éxito del ejercicio de la opción 
prevista en la misma.

VI.- Finalmente, en cuanto a la alegación realizada en el escrito de recurso 
relativa a la condición de española de la abuela del solicitante, basta decir 
que, al no haberse solicitado el ejercicio de la opción por el apartado 
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segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 (la cual 
debe formalizarse a través del modelo normalizado incorporado al Anexo 
II de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008), la alegación resulta ahora 
extemporánea (cfr. art. 358-II RRC). Por otro lado, aun cuando la 
certificación literal de nacimiento de la abuela, bajo ciertas condiciones, 
pudiera ser utilizada para la acreditación de la nacionalidad española de 
la abuela del optante, no consta ni se ha acreditado en modo alguno la 
pérdida o renuncia de la misma como consecuencia del exilio, en la forma 
y mediante los documentos previstos en el apartado V de la citada 
Instrucción, por lo que tampoco puede prosperar la pretensión del 
recurrente por esta vía. En el presente caso, la abuela perdió la 
nacionalidad española por matrimonio, conforme a lo previsto en el 
artículo 22 del Código Civil de 1889, vigente en la época, por lo que, 
cuando salió de España en el mes de septiembre de 1939, ya lo hizo 
como guatemalteca al haberse casado en España con ciudadano 
guatemalteco el 12 de Julio de 1939, sin que se le pueda aplicar el 
concepto de exiliada que solo es aplicable a los españoles.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Don J-C. y confirmar el acuerdo apelado, dictada conforme 
a la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a 
favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra 
Civil y la Dictadura. 

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en Guatemala.
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Resolución de 17 de Julio de 2014 (138ª)
III.1.3.1  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado primero de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
los mayores de edad que sean hijos de padre o madre que no hubiere 
sido originariamente español, y que (el padre o la madre) hubieren 
adquirido la nacionalidad española de origen por la vía de dicha Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, y con anterioridad a esta, la 
nacionalidad española no de origen al amparo del artículo 20. nº1.b) del 
Código Civil en su redacción dada por la Ley 36/2002.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por la interesada contra el auto del Encargado del 
Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

HECHOS

1.- Doña Y. presenta escrito en el Consulado de España en La Habana a fin 
de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 Disposición 
adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como 
documentación: certificado literal local de nacimiento propio y certificado de 
nacimiento de su madre expedido por el Registro Civil español.

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante auto de fecha 9 de 
julio de 2010 deniega lo solicitado por la interesada según lo establecido 
en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de Justicia.

3.- Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra la resolución denegatoria de su 
solicitud antes citada.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.-Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 
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18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de 
diciembre; la Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de 
noviembre; la Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de 
Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de 
la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del 
Registro Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, 
entre otras de 23 de marzo de 2010 (4ª), 23 de marzo de 2010 (5ª), 23 de 
marzo 2010 (6ª), 24 de marzo de 2010 (5ª), 28 de abril de 2010 (5ª), 6 de 
octubre de 2010 (10ª), 15 de noviembre de 2010 (5ª), 1 de diciembre de 
2010 (4ª), 7 de marzo de 2011 (4ª), 9 de marzo de 2011(3ª), 3 de octubre 
de 2011 (17ª), 25 de octubre de 2011 (3ª), 2 de diciembre de 2011 (4ª), 10 
de febrero 2012 (42ª), 17 de febrero 2012 (30ª), 22 de febrero 2012 (53ª), 
6 de julio 2012 (5º), 6 de julio 2012 (16ª), 14 de septiembre de 2012 (32ª) 
y 30 de enero 2013 (28ª).

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como española de origen a la nacida en Cuba el 20 de agosto 
de 1985, en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado 1 de 
la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre. 
En este caso la madre de la interesada, si bien con anterioridad había 
adquirido la nacionalidad española no de origen al amparo del artículo 20 
nº1, b) del Código Civil, acredita tener la condición de española de origen 
por haberla adquirido posteriormente en virtud del ejercicio del derecho de 
opción reconocido por el apartado primero de la Disposición adicional 
séptima de la citada Ley 52/2007, opción que fue documentada en acta 
suscrita el 20 de mayo de 2010 e inscrita en el Registro Civil Consular de 
España en La Habana el 12 de julio de 2010, fecha en la que la recurrente 
era ya mayor de edad.

III.- La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue 
formalizada el 29 de marzo de 2010 en el modelo normalizado del Anexo 
I de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en 
su directriz segunda. Por el Encargado del Registro Civil se dictó auto el 9 
de julio de 2010, denegando lo solicitado. El auto apelado basa su 
denegación en que la solicitante no tiene derecho a optar a la nacionalidad 
española de origen al no haber acreditado la nacionalidad española de 
origen de su madre, posición que el Ministerio Fiscal comparte en su 
informe.

IV.- La primera cuestión que se plantea en el recurso es si, al amparo del 
apartado 1 de la Disposición Adicional, es o no posible realizar dos 
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opciones consecutivas de las previstas por el mismo. Es decir, si ejercitada 
con éxito la opción por el hijo o hija de que habla la norma (primer optante), 
el cual pasa a ostentar la nacionalidad española de origen, pueden, a su 
vez, sus propios hijos o hijas ampararse en la misma Disposición para 
acceder a la nacionalidad española (segundo optante). Esta cuestión fue 
abordada por la Instrucción de este Centro Directivo de 4 de noviembre de 
2008 distinguiendo dos hipótesis distintas en función de que los hijos del 
primer optante sean mayores o menores de edad. En el caso de que el 
hijo/a de padre o madre originariamente español que ejercita la opción del 
apartado 1 de la Disposición Adicional Séptima de la Ley 52/2007 tenga 
hijos menores de edad, estos pueden ejercitar, a su vez, la opción de la 
letra a) del nº 1 del artículo 20 del Código Civil. Así lo declaró en su 
directriz sexta la citada Instrucción de 4 de noviembre de 2008.

Por el contrario, la opción del artículo 20 nº 1 a) del Código Civil no está 
disponible para el caso de que los hijos del optante sean mayores de 
edad. En el presente caso cuando la progenitora de la recurrente adquiere 
la nacionalidad española por el ejercicio de la opción de la Disposición 
Adicional séptima de la Ley 52/2007 en virtud de acta de 20 de mayo de 
2010, inscrita con fecha 12 de julio de 2010, la ahora optante, nacida el 20 
de agosto de 1985, había alcanzado ya su mayoría de edad, por lo que no 
podría acceder a la nacionalidad española de origen por esta vía. Se 
plantea, sin embargo, la posibilidad de que estos últimos, nietos del abuelo 
español, puedan acogerse, a su vez, a la misma opción del apartado 1 de 
la Disposición Adicional Séptima. 

V.- El apartado 1 de la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad 
española a aquellas personas “cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español”, derecho que se habrá de formalizar en el plazo 
perentorio señalado en la propia Disposición. Se exige, pues, que el 
progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
hubiera ostentado dicha nacionalidad originariamente. En el presente 
caso la progenitora de la recurrente ostenta la nacionalidad española “de 
origen” pero adquirida de forma sobrevenida en virtud del ejercicio de la 
opción prevista en la Disposición Adicional Séptima de la Ley 52/2007, por 
lo que se plantea la cuestión de determinar si se cumple respecto de la 
recurrente el requisito exigido por el apartado primero de la misma 
Disposición Adicional consistente en que su “padre o madre hubiese sido 
originariamente español”. Es decir, se trata de determinar si este requisito 
lo cumple sólo el hijo de padre o madre español de origen “desde su 
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nacimiento” (del padre o madre), o bien si es suficiente que el hijo lo sea 
de padre o madre español de origen, aunque el título de su adquisición no 
fuese originario (en el sentido de coetáneo al nacimiento), sino 
sobrevenido. Paralelamente se suscita la cuestión de si basta que el 
progenitor haya sido español en cualquier momento, - de forma que sea 
suficiente que ostente dicha nacionalidad en el momento en que se 
ejercita la opción -, o es necesario que lo haya sido en un momento 
anterior (bien desde el nacimiento del progenitor, bien desde el nacimiento 
del hijo/a, o bien al menos desde la entrada en vigor de la norma que 
atribuye el derecho de opción). Para resolver tales cuestiones ha de 
atenderse a los precedentes históricos de la regulación actual contenida 
en la reiterada Disposición Adicional Séptima de la Ley 52/2007, y al 
espíritu y finalidad que la inspiran, además de a los términos en que 
aparece redactada a resultas de su tramitación parlamentaria.

VI.- En cuanto a los precedentes históricos, la Ley de 15 de julio de 1954, 
de reforma del Título Primero del Código Civil, denominado “De los 
españoles y extranjeros”, por la que se da nueva redacción al artículo 18 
del Código y amplía la facultad de adquirir la nacionalidad española por 
opción, recoge como novedad entre los supuestos de hecho que habilitan 
para el ejercicio de la opción el relativo a “los nacidos fuera de España de 
padre o madre que originariamente hubieran sido españoles”. El artículo 
18 del Código Civil, en su redacción de 1954, subsiste hasta la reforma 
introducida en el Código por Ley de 13 de julio de 1982, en la que se limita 
la opción como vía para la adquisición de nacionalidad española al caso 
de “los extranjeros que, en supuestos distintos de los previstos en los 
artículos anteriores, queden sujetos a la patria potestad o a la tutela de un 
español” (cfr. artículo 19). El supuesto del “nacido fuera de España de 
padre o madre que originariamente hubieran sido españoles” pasa en 
dicha reforma a integrar uno de los casos que permiten reducir el tiempo 
necesario para la adquisición de la nacionalidad española por residencia 
a un año (cfr. número 2 del artículo 22). A los efectos de la resolución del 
presente recurso tiene interés destacar que la Ley 51/1982 introdujo por 
primera vez en nuestra legislación un supuesto, calificado por la doctrina 
del momento como un caso de ficción legal, de nacionalidad española “de 
origen” adquirida sobrevenidamente en un momento posterior al 
nacimiento. Esto fue lo que hizo el artículo 18 del Código el cual, tras 
establecer que “El extranjero menor de dieciocho años adoptado en forma 
plena adquirirá por este hecho la nacionalidad española cuando cualquiera 
de los adoptantes fuera español”, añade un segundo párrafo para 
especificar que “Si alguno de los adoptantes era español al tiempo del 
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nacimiento del adoptado, éste tendrá, desde la adopción, la condición de 
español de origen”. Ello supone que, por expresa prescripción legal, se 
admitía que la condición de español de origen se pudiera ostentar no 
desde el nacimiento, sino desde la adopción, si bien ello sólo se admitía 
cuando al tiempo del nacimiento del adoptado cualquiera de los adoptantes 
era español. 

VII.- Pues bien, esta nueva figura de la nacionalidad de origen adquirida 
sobrevenidamente (que por alguna doctrina se calificó de figura mixta, a 
medio camino entre la atribución originaria – artículo 17 – y las 
adquisiciones derivativas –artículos 19 a 22 -), planteaba la cuestión de 
decidir si podía entenderse que los hijos de los adoptados que ostentasen 
la nacionalidad española con tal carácter de origen desde su adopción, 
podían, a su vez, adquirir la nacionalidad española por residencia 
acogiéndose al plazo abreviado de un año previsto en el artículo 22, 
párrafo 3º, regla 2ª del Código Civil (versión dada por Ley 51/1982) a favor 
de “el nacido fuera de España de padre o madre que originariamente 
hubieran sido españoles”.

Los comentaristas del momento destacaron, a fin de despejar tal cuestión, 
la importancia de los avatares del proceso de elaboración legislativo de la 
mencionada Ley 51/1982. Así, el Proyecto de Ley del Gobierno enunciaba 
el supuesto como referido a “El nacido fuera de España de padre que sea 
o haya sido español” (cfr. artículo 22, párrafo 3º, letra b). Tras el proceso 
de enmiendas queda redactado dicho apartado del siguiente modo: “El 
nacido fuera de España de padre o madre que originariamente hubieran 
sido españoles”. Se vuelve con ello a la redacción que figuraba en el 
antiguo artículo 18, párrafo primero, nº2 del Código Civil, en su redacción 
de 1954 (si bien ahora como un supuesto de naturalización con plazo 
privilegiado de un año, y no de opción). Descartada la versión inicial del 
Proyecto, no bastaba, en la redacción definitiva, como señaló la doctrina, 
que uno de los progenitores haya sido español en cualquier momento, ni 
que lo fuese en el momento de solicitar la concesión de la nacionalidad. 
Era necesario que uno, al menos, de los progenitores, hubiera sido 
español de origen. Pero cabía dudar si tal expresión comprendía 
únicamente al padre o madre que hubiera sido español o española “de 
origen desde el nacimiento” o si incluía también al padre o madre que 
hubiera adquirido la nacionalidad española “de origen desde la adopción”. 
La misma doctrina citada, basada en la redacción del precepto (que utiliza 
la expresión “…que originariamente hubieran sido españoles”, y no “que 
sean o hayan sido españoles de origen”), en el carácter excepcional del 
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precepto (frente a la regla general de diez años de residencia), y en el 
carácter de ficción legal de la atribución de nacionalidad española de 
origen “desde la adopción”, se inclinaba por la tesis restrictiva.

VIII.- La Ley 18/1990, de 17 de diciembre, vuelve a introducir modificaciones 
en el derecho de opción. A estas modificaciones se refiere el Preámbulo 
de la Ley: “En la regulación de la opción se mantiene, como uno de los 
presupuestos para su ejercicio, el caso de quien esté o haya estado sujeto 
a la patria potestad de un español”. Se explica esto ya que una vez 
suprimida desde 1982 la adquisición por dependencia familiar, la sola 
voluntad de los interesados es el camino indicado, si se formula en ciertos 
plazos para que consigan la nacionalidad española los hijos de quienes la 
hayan adquirido sobrevenidamente. 

IX.- En la Proposición de Ley de 15 de diciembre de 1989 se atribuía 
también la facultad de optar a “aquellos cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español (y nacido en España)”, supuesto que en el texto 
definitivo de la Ley 18/1990 pasa a la Disposición Transitoria 3ª. Es 
importante destacar el dato de que una de las carencias principales, 
comúnmente señaladas, de las reformas legales del nuestro Código Civil 
de 1954, 1975 y 1982 fue precisamente la de no incorporar un régimen 
transitorio que facilitase la transición entre la regulación anterior y la 
posterior, más que de forma muy limitada. Este hecho suscitó graves 
problemas de interpretación que, en parte, quedaron paliados con las tres 
Disposiciones Transitorias incorporadas a la citada Ley 18/1990. En la 
primera se parte del principio general de irretroactividad de las leyes (cfr. 
artículo 2 nº3 del Código Civil), que como regla general había aplicado ya 
la doctrina de este Centro Directivo.

Pues bien, este principio general, como señala el Preámbulo de la Ley 
18/1990, “queda matizado en las dos disposiciones siguientes, que 
obedecen al propósito de favorecer la adquisición de la nacionalidad 
española para situaciones producidas con anterioridad … los emigrantes 
y sus hijos, cuando hayan llegado a ostentar la nacionalidad española, 
pueden recuperarla por el mecanismo privilegiado del artículo 26, pero 
esas dos disposiciones transitorias avanzan un paso más porque 
benefician, sobre todo, a los hijos de emigrantes que, al nacer, ya no eran 
españoles”. El alcance de ambas Disposiciones Transitorias (2ª y 3ª) ha 
de ser analizados conjuntamente, a fin de poder interpretarlos 
coordinadamente. Por ello, la Instrucción de este Centro Directivo de 20 
de marzo de 1991 sobre nacionalidad, dedicó su epígrafe VIII a estudiar al 
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tiempo ambas Disposiciones. De la misma resulta, en lo que ahora 
interesa, que la adquisición de la nacionalidad española por opción - con 
efectos de nacionalidad de origen -, contenida en la disposición transitoria 
segunda, tiene aplicación en diversos supuestos, que la Instrucción 
identifica del siguiente modo: “Adoptados en forma plena antes de la Ley 
51/1982, de 13 de julio; nacidos en España, antes de la Ley de 15 de julio 
de 1954, de progenitores extranjeros también nacidos en España... Pero 
su ámbito principal comprende los casos de hijo de española, nacido 
antes de la entrada en vigor de la Ley 51/1982, de 13 de julio, al cual le 
correspondiera seguir, según la legislación entonces vigente, la 
nacionalidad extranjera del padre” (hoy hay que entender rectificado este 
extremo de la Instrucción en el sentido de que el supuesto se refiere al 
hijo/a de española nacido/a antes de la entrada en vigor de la Constitución). 
Por su parte, según la misma Instrucción, la disposición transitoria tercera 
beneficia “a personas que han nacido después del momento en que su 
progenitor hubiera perdido la nacionalidad española. Entonces, si el padre 
o la madre originariamente español hubiere nacido en España, pueden 
optar por la nacionalidad española”. En consonancia con ello, la 
declaración decimotercera de la Instrucción afirmaba que “La opción por 
la nacionalidad española de la disposición transitoria tercera requiere que 
el interesado no fuera español al tiempo del nacimiento, por haber perdido 
antes la nacionalidad española originaria su progenitor nacido en España”.

Por tanto, a pesar de que desde la aprobación de la Ley 51/1982 existía 
ya un supuesto de adquisición sobrevenida de la nacionalidad española 
de origen (categoría a la que la Ley 18/1990 suma otros casos), y por 
consiguiente existían casos de hijos de padre o madre españoles de 
origen pero no desde su nacimiento, el mantenimiento de la fórmula 
utilizada por el legislador invariablemente desde su introducción por la 
Ley de 15 de julio de 1954 de hijo de padre o madre “que originariamente 
hubiera sido español”, conduce a la interpretación incorporada a la 
declaración decimotercera de la transcrita Instrucción. Esta misma 
interpretación, como veremos, es a la que responde la declaración sexta 
de la Instrucción de esta Dirección General de 4 de noviembre de 2008, 
conforme a la cual los hijos mayores de edad de quienes hayan optado a 
la nacionalidad española en virtud de la Disposición Adicional Séptima de 
la Ley 52/2007 no pueden ejercer la opción del apartado 1 de esta 
Disposición. 

X.- Ahora bien, es importante aclarar que si bien la circunstancia de que el 
progenitor del hijo que pretendía optar a la nacionalidad española por la 
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vía de la Disposición Transitoria 3ª de la Ley 18/1990 hubiera perdido 
previamente la nacionalidad española que ostentaba originariamente 
constituye un elemento caracterizador del supuesto de hecho tipo o 
paradigmático (por ser el más común de los contemplados en la norma), 
ello no supone que la pérdida en sí deba ser interpretada necesariamente, 
a pesar del tenor literal de la Instrucción de 20 de marzo de 1991, como 
integrante de una verdadera conditio iuris o requisito sustantivo de 
aplicación de la citada Disposición Transitoria 3ª. En efecto, una cosa es 
que si la madre incurrió en causa de pérdida con anterioridad al nacimiento 
del hijo, éste no pudiera optar por la vía de la Disposición Transitoria 2ª 
(más beneficiosa), y otra distinta entender que habiendo concurrido causa 
de pérdida y, por tanto, quedando vedada dicha vía, y haciendo tránsito el 
supuesto a la Disposición Transitoria 3ª, esta última imponga la pérdida 
como requisito sustantivo para su viabilidad, tesis que no se puede 
mantener pues a pesar de no haber concurrido dicha pérdida la madre 
española no transmitió su nacionalidad originaria al hijo nacido antes de la 
entrada en vigor de la Constitución española, sin que por ello el hijo de la 
madre que conservó su nacionalidad deba ser de peor condición que el 
hijo de madre que sí perdió por seguir la nacionalidad del marido 
(aclaración que es también extensible a la interpretación del apartado 
primero de la Disposición Adicional Séptima de la Ley 52/2007). Así resulta 
igualmente del Preámbulo de la Ley 18/1990 al señalar que la transitoria 
3ª “beneficia, sobre todo, a los hijos de los emigrantes que, al nacer, ya no 
eran españoles”: beneficiar sobre todo, no quiere decir beneficiar 
exclusivamente. 

XI.- Nuevamente se modifica el Código Civil en materia de nacionalidad a 
través de la Ley 36/2002, de 8 de octubre. Esta reforma contempla de 
nuevo el supuesto de las personas “cuyo padre o madre hubiera sido 
originariamente español y nacido en España”, respecto del que arbitra un 
derecho de opción, similar al de la Disposición Transitoria 3ª de la Ley 
18/1990, pero ya sin duración predeterminada al suprimirse el sistema de 
plazos preclusivos de la opción establecidos sucesivamente por las Leyes 
18/1990, 15/1993 y 29/1995, y sin la necesidad de residencia en España 
del optante que había suprimido esta última (cfr. artículo 20 nº1, b). Las 
mismas conclusiones apuntadas en los anteriores fundamentos de 
Derecho de esta Resolución se desprenden del estudio de la tramitación 
parlamentaria de la Ley 36/2002, durante la que fueron rechazadas varias 
enmiendas tendentes a incluir entre los beneficiarios de la opción a “b) 
Aquellos cuyo padre o madre, abuelo o abuela, hubieran sido 
originariamente españoles”, frente a la fórmula finalmente aprobada que 
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permitía a tales nietos obtener la nacionalidad española pero no a través 
de la opción, sino mediante la residencia legal de un año en España (cfr. 
articulo 22 nº2, f del Código Civil). 

XII.- La redacción incorporada a la Disposición Adicional Séptima de la 
Ley 52/2007 tampoco incluye la referencia a los abuelos en su primer 
apartado (que mantiene la fórmula tradicional de “las personas cuyo padre 
o madre hubiese sido originariamente español”), aunque sí en el apartado 
segundo, si bien el ejercicio de la opción queda condicionado en este 
caso a un régimen jurídico distinto, pues no es suficiente que el abuelo o 
abuela hubiere sido español, ya que tal derecho sólo se reconoce a “los 
nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad 
española como consecuencia del exilio” (en la tramitación parlamentaria 
no fueron aprobadas las enmiendas que pretendían el reconocimiento del 
derecho de opción a las “personas que sean descendientes en primer o 
segundo grado de un español o española de origen”, pasando la segunda 
generación de descendientes (nietos) al apartado segundo de la 
Disposición Adicional Séptima). 

XIII.- De todo lo anterior y del propio carácter excepcional de la Ley que 
requiere criterios de interpretación estricta, resulta que no están 
comprendidos en el apartado primero de la Disposición Adicional Séptima 
de la Ley 52/2007 los hijos mayores de edad de padre o madre español 
en virtud de haber optado a la nacionalidad española de origen conforme 
a esta misma Disposición. Así resulta también de la Exposición de Motivos 
de dicha Ley, según la cual ésta “amplía la posibilidad de adquisición de la 
nacionalidad española a los descendientes hasta el primer grado de 
quienes hubiesen sido originariamente españoles”, sin perjuicio de incluir, 
a través del apartado 2 de la misma Disposición Adicional Séptima, a 
otros descendientes más allá del primer grado – nietos -, “de quienes 
perdieron la nacionalidad española por exilio a consecuencia de la Guerra 
Civil o la Dictadura”, y así lo confirma la interpretación oficial recogida en 
la directriz sexta de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 de esta 
Dirección General. No obstante, queda abierto el acceso a la nacionalidad 
española a favor de los nietos nacidos fuera de España de abuelo o 
abuela que originariamente hubieran sido españoles, aun cuando no 
resulte de aplicación el apartado 2 de la Disposición Adicional 7ª de la Ley 
52/2007, por la vía de la residencia con plazo abreviado a un año, 
conforme al artículo 22 nº1, f) del Código Civil, que tras la reforma llevada 
a cabo por Ley 36/2002 incluyó en dicho precepto a los nietos de abuelo o 
abuela que originariamente hubieran sido españoles.

http://www.mjusticia.gob.es/cs/Satellite/Portal/es/servicios-ciudadano/documentacion-publicaciones


M
inisterio de Justicia

459 Catálogo de Publicaciones

Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado (Registro Civil)

XIV.- Finalmente, en cuanto a la alegación realizada en el escrito de 
recurso relativa a la condición de español del abuelo de la solicitante, 
basta decir que, al no haberse solicitado el ejercicio de la opción por el 
apartado segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
(la cual debe formalizarse a través del modelo normalizado incorporado al 
Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008), la alegación resulta 
ahora extemporánea (cfr. art. 358-II RRC). Por otro lado, aun cuando la 
certificación literal de nacimiento del abuelo, bajo ciertas condiciones, 
pudiera ser utilizada para la acreditación de la nacionalidad española del 
abuelo de la optante, no consta ni se ha acreditado en modo alguno la 
pérdida o renuncia de la misma como consecuencia del exilio, en la forma 
y mediante los documentos previstos en el apartado V de la citada 
Instrucción. Al expediente solo se aporta una certificación que confirma la 
entrada en Cuba el 15 de mayo de 1937, procedente de V. (México), en el 
vapor S. de una persona que se denomina J. sin segundo apellido, de 27 
años de edad, cuando el abuelo de la recurrente tenía 38. Así pues, no se 
puede afirmar que los datos consignados en ese certificado correspondan 
al abuelo de la interesada, sin que conste en el expediente la fecha de 
salida de España, por lo que tampoco puede prosperar la pretensión de la 
recurrente por esta vía. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Doña Y. y confirmar el auto apelado, dictado conforme a la 
Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, por 
la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a favor 
de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra Civil y la 
Dictadura.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en La Habana.
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (10ª)
III.1.3.1  Opción a la nacionalidad española

Tiene derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado 
primero de la Disposición adicional séptima los que acrediten ser hijo de 
padre o madre que hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el interesado contra acuerdo de la Encargada del 
Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Don B. presenta escrito en el Registro Civil Central a fin de optar a la 
nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 Disposición adicional 
séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como 
documentación: certificado de nacimiento propio inscrito en registro civil 
español.

2.- La Encargada del Registro Civil Central, mediante acuerdo de fecha 23 
de noviembre de 2009 deniega lo solicitado por el interesado. 

3.- Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General 
de Registros y del Notariado

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, confirma la resolución apelada. La 
Encargada del Registro Civil Central remite el expediente a la Dirección 
General de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; los 
artículos 20 del Código Civil, 15; 16, 23 y 67 de la Ley del Registro Civil; 
66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras, de 7-2ª de octubre de 
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2005, 5-2ª de enero, 10-4ª de febrero y 20-5ª de junio de 2006; 21-2ª de 
febrero, 16-4ª de marzo, 17-4ª de abril, 16-1º y 28-5ª de noviembre de 
2007, y, por último, 7-1ª de febrero de 2008.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Central como español de origen al nacido en Cuba en 1946, en virtud del 
ejercicio de la opción prevista por el apartado 1 de la Disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual, podrán 
optar a la nacionalidad española de origen aquellos que ejercieron la 
opción en aplicación del artículo 20.1.b del Código Civil“. La solicitud de 
opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 02 de abril 
de 2009 en el modelo normalizado del Anexo III de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por 
el Encargado del Registro Civil Central se dictó acuerdo el 23 de noviembre 
de 2009, denegando lo solicitado. 

III.- El acuerdo apelado basa su denegación en que el solicitante no puede 
ejercer la opción del apartado primero de la Disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007, dado que el interesado recuperó la nacionalidad 
española el 07 de julio de 2001. Si bien a la vista de la certificación 
aportada en el expediente expedidas por Registro Civil español el padre 
del interesado nació en España (Tenerife) en el año 1907 y ostentaba la 
nacionalidad española en el momento del nacimiento. Por lo que queda 
justificado documentalmente la opción a la nacionalidad española del 
apartado primero al ser hijo de padre español de origen.

IV.- El apartado 1 de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad 
española a aquellas personas “cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español”, derecho que habrá de formalizarse en el plazo 
perentorio señalado en la propia Disposición. Se exige, pues, que el 
progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria. A fin de facilitar 
la acreditación de este extremo –y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello- el número 2.2 del apartado V de la Instrucción 
de la Dirección General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre 
de 2008, que fija las reglas de procedimiento para el ejercicio de este 
derecho, establece entre la documentación a aportar por el interesado 
acompañando a su solicitud la “certificación literal de nacimiento del padre 
o madre originariamente español del solicitante” debiendo “proceder la 
misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal”. 
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Exigencia que se conecta con la consideración del Registro Civil español 
como prueba de los hechos y actos inscribibles, entre los que se encuentra 
la nacionalidad, que afecten a los españoles – cfr. Arts. 1 nº7, 2 y 15 de la 
Ley del Registro Civil–. 

V.- En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución 
de este recurso – cfr. Arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento- se ha acreditado que el padre del interesado ostento la 
nacionalidad española de forma originaria por lo que se cumple con el 
requisito esencial del apartado primero de la Disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007. No obstante lo anterior, el interesado como consta en 
la certificación aportada de su inscripción de nacimiento en el Consulado 
de España en La Habana recupero en el año 2001, su nacionalidad 
española conforme al artículo 26 del Código Civil, al haber nacido en el 
año 1946 de padre español (articulo17.2 redacción original del Código 
Civil, “Son españoles, Los hijos de padre o madre españoles, aunque 
hayan nacido fuera de España”). Por lo que el interesado cuando recuperó 
la nacionalidad española, lo hizo de manera originaria, forma como la 
adquirió inicialmente. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: estimar el recurso interpuesto 
por el interesado y revoca el acuerdo apelado, declarando el derecho de 
Don B. a optar a la nacionalidad española originaria conforme al apartado 
primero de la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen 
medidas a favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la 
Guerra Civil y la Dictadura. No obstante debe tenerse en consideración 
que el interesado ya ostenta la nacionalidad española de manera 
originaria.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (11ª)
III.1.3.1  Opción a la nacionalidad española

Tiene derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado 
primero de la Disposición adicional séptima los que acrediten ser hijo de 
padre o madre que hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el Ministerio Fiscal contra acuerdo del Encargado 
del Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Doña L-D. presenta escrito en el Registro Civil Central a fin de optar a 
la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 Disposición adicional 
séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como 
documentación: certificado de nacimiento propio y de su padre expedidos 
por registro civil español.

2.- El Encargado del Registro Civil Central, mediante acuerdo de fecha 01 
de diciembre de 2009 deniega lo solicitado por el interesado.

3.- Notificado el Ministerio Fiscal, éste interpone recurso contra el acuerdo 
de fecha 01 de diciembre de 2009. El Encargado del Registro Civil Central 
remite el expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; los 
artículos 20 del Código Civil, 15; 16, 23 y 67 de la Ley del Registro Civil; 
66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras, de 7-2ª de octubre de 
2005, 5-2ª de enero, 10-4ª de febrero y 20-5ª de junio de 2006; 21-2ª de 
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febrero, 16-4ª de marzo, 17-4ª de abril, 16-1º y 28-5ª de noviembre de 
2007, y, por último, 7-1ª de febrero de 2008.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Central como española de origen a la nacida en Ecuador en 1963, en 
virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado 1 de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual, podrán optar a la nacionalidad española de origen aquellos que 
ejercieron la opción en aplicación del artículo 20.1.b del Código Civil“. La 
solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 
09 de junio de 2009 en el modelo normalizado del Anexo III de la 
Instrucción de 4 de noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su 
directriz segunda. Por el Encargado del Registro Civil Central se dictó 
acuerdo el 01 de diciembre de 2009, denegando lo solicitado. 

III.- El acuerdo apelado basa su denegación en que el solicitante no puede 
ejercer la opción del apartado primero de la Disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007, dado que la interesada obtuvo la nacionalidad española 
por residencia el 05 de febrero de 2009. Si bien a la vista de las 
certificaciones aportadas en el expediente expedidas por Registro Civil 
español tanto de la interesada como de su padre. El Ministerio Fiscal 
considero que la interesada ha acreditado la posibilidad de la opción a la 
nacionalidad española del apartado primero al ser hija de padre español 
de origen.

IV.- El apartado 1 de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad 
española a aquellas personas “cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español”, derecho que habrá de formalizarse en el plazo 
perentorio señalado en la propia Disposición. Se exige, pues, que el 
progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria. A fin de facilitar 
la acreditación de este extremo –y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello- el número 2.2 del apartado V de la Instrucción 
de la Dirección General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre 
de 2008, que fija las reglas de procedimiento para el ejercicio de este 
derecho, establece entre la documentación a aportar por el interesado 
acompañando a su solicitud la “certificación literal de nacimiento del padre 
o madre originariamente español del solicitante” debiendo “proceder la 
misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal”. 
Exigencia que se conecta con la consideración del Registro Civil español 
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como prueba de los hechos y actos inscribibles, entre los que se encuentra 
la nacionalidad, que afecten a los españoles – cfr. Arts. 1 nº7, 2 y 15 de la 
Ley del Registro Civil–. 

V.- En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución 
de este recurso – cfr. Arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento- se ha acreditado que el padre de la interesada ostento la 
nacionalidad española de forma originaria por lo que se cumple con el 
requisito esencial del apartado primero de la Disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: estimar el recurso interpuesto 
por el Ministerio Fiscal y revoca el acuerdo apelado, declarando el derecho 
de Doña L-D. a optar a la nacionalidad española originaria conforme al 
apartado primero de la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, por la que se reconocen y amplían derechos y se 
establecen medidas a favor de quienes padecieron persecución o violencia 
durante la Guerra Civil y la Dictadura.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (16ª)
III.1.3.1  Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado primero de la Disposición adicional séptima los que acrediten 
ser hijos de padre o madre que hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por la interesada contra el acuerdo del Encargado del 
Registro Civil Central.
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HECHOS

1.- Doña J. presenta escrito en el Registro Civil de Nules para su remisión 
al Registro Civil Central por ser el competente, su opción a la nacionalidad 
española en virtud de la Ley 52/2007 Disposición adicional séptima, y 
adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como documentación: 
certificado de nacimiento propio, certificado de nacimiento de su padre 
expedido por registro civil español.

2.- El Encargado del Registro Civil Central, mediante acuerdo de fecha 05 
de Septiembre de 2011 deniega lo solicitado por el interesado ya que a la 
vista de la documental presentada, ha quedado acreditada la nacionalidad 
española de origen del padre de la promotora, pero este es mayor de 
edad en el momento de su adquisición. por lo que procede la denegación.

3.-Notificada la interesada, ésta interpone recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado contra el acuerdo dictado.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, éste impugna el recurso interpuesto e 
interesa la confirmación de la resolución recurrida. El Encargado del 
Registro Civil Central remite el expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; los 
artículos 20 del Código Civil, 15; 16, 23 y 67 de la Ley del Registro Civil; 
66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras, de 7-2ª de octubre de 
2005, 5-2ª de enero, 10-4ª de febrero y 20-5ª de junio de 2006; 21-2ª de 
febrero, 16-4ª de marzo, 17-4ª de abril, 16-1º y 28-5ª de noviembre de 
2007, y, por último, 7-1ª de febrero de 2008.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Central como español de origen a la nacida en el Sahara en 1981, en 
virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado 1 de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
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cual “1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente 
español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la 
presente disposición adicional”. 

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada 
el 06 de mayo de 2009 en el modelo normalizado del Anexo I de la 
Instrucción de 4 de noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su 
directriz segunda. Por el Encargado del Registro Civil Central se dictó 
acuerdo el 05 de septiembre de 2011, denegando lo solicitado. 

III.- El acuerdo apelado basa su denegación en que el solicitante no puede 
ejercer la opción del apartado primero de la Disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007, dado que aunque se ha acreditado que su padre fuese 
española de origen, en virtud de expediente por el que se le reconoció la 
nacionalidad española con valor de simple presunción, cuando se inscribió 
la interesada era mayor de edad.

IV.- El apartado 1 de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad 
española a aquellas personas “cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español”, derecho que habrá de formalizarse en el plazo 
perentorio señalado en la propia Disposición. Se exige, pues, que el 
progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria. A fin de facilitar 
la acreditación de este extremo –y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello- el número 2.2 del apartado V de la Instrucción 
de la Dirección General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre 
de 2008, que fija las reglas de procedimiento para el ejercicio de este 
derecho, establece entre la documentación a aportar por el interesado 
acompañando a su solicitud la “certificación literal de nacimiento del padre 
o madre originariamente español del solicitante” debiendo “proceder la 
misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal”. 
Exigencia que se conecta con la consideración del Registro Civil español 
como prueba de los hechos y actos inscribibles, entre los que se encuentra 
la nacionalidad, que afecten a los españoles – cfr. Arts. 1 nº7, 2 y 15 de la 
Ley del Registro Civil–. En el presente caso, se ha aportado diferente 
documentación como, certificación del Registro Civil Central donde consta 
que el padre de la interesada tiene la anotada la declaración de la 
nacionalidad española de origen con valor de simple presunción e inscrita 
el 18 de julio de 2002,
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V.- En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución 
de este recurso – cfr. Arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento- se ha acreditado que el padre de la optante ostente la 
nacionalidad española de forma originaria por lo que se cumple con el 
requisito esencial del apartado primero de la Disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: estimar el recurso planteado y 
declarar el derecho de Doña J. a optar a la nacionalidad española de 
origen.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (17ª)
III.1.3.1  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado primero de la Disposición adicional séptima los que no acrediten 
ser hijos de padre o madre que hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el interesado contra la providencia de la Encargada 
del Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Don Y. presenta escrito en el Registro Civil de Telde para su remisión 
al Registro Civil Central por ser el competente, su opción a la nacionalidad 
española en virtud de la Ley 52/2007 Disposición adicional séptima, y 
adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como documentación: 
certificado de nacimiento propio, certificado de nacimiento y matrimonio 
cheránico de su padre, pasaporte marroquí, certificado de parentesco 
expedido por autoridad marroquí, certificado de la Policía Nacional 
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española donde se informa que su padre se le expidió en el Sahara DNI 
con fecha 05 de abril de 1971 y certificado de empadronamiento.

2.- La Encargada del Registro Civil Central, mediante providencia de 
fecha 28 de junio de 2010 deniega lo solicitado por el interesado ya que a 
la vista de la documental presentada, no ha quedado acreditada la 
nacionalidad española de origen del padre del promotor.

3.-Notificado el interesado, éste interpone recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado contra la providencia dictada.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, éste impugna el recurso interpuesto e 
interesa la confirmación de la resolución recurrida. La Encargada del 
Registro Civil Central remite el expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; los 
artículos 20 del Código Civil, 15; 16, 23 y 67 de la Ley del Registro Civil; 
66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras, de 7-2ª de octubre de 
2005, 5-2ª de enero, 10-4ª de febrero y 20-5ª de junio de 2006; 21-2ª de 
febrero, 16-4ª de marzo, 17-4ª de abril, 16-1º y 28-5ª de noviembre de 
2007, y, por último, 7-1ª de febrero de 2008.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Central como español de origen al nacido en el Sahara en 1981, en virtud 
del ejercicio de la opción prevista por el apartado 1 de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual “1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente 
español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la 
presente disposición adicional”. La solicitud de opción cuya inscripción 
ahora se pretende fue formalizada el 23 de marzo de 2009 en el modelo 
normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 al 
amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la Encargada del 
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Registro Civil Central se dictó providencia el 28 de junio de 2010, 
denegando lo solicitado. 

III.- La providencia apelada basa su denegación en que el solicitante no 
puede ejercer la opción del apartado primero de la Disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, dado que no ha acreditado que su padre fuese 
español de origen.

IV.- El apartado 1 de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad 
española a aquellas personas “cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español”, derecho que habrá de formalizarse en el plazo 
perentorio señalado en la propia Disposición. Se exige, pues, que el 
progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria. A fin de facilitar 
la acreditación de este extremo –y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello- el número 2.2 del apartado V de la Instrucción 
de la Dirección General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre 
de 2008, que fija las reglas de procedimiento para el ejercicio de este 
derecho, establece entre la documentación a aportar por el interesado 
acompañando a su solicitud la “certificación literal de nacimiento del padre 
o madre originariamente español del solicitante” debiendo “proceder la 
misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal”. 
Exigencia que se conecta con la consideración del Registro Civil español 
como prueba de los hechos y actos inscribibles, entre los que se encuentra 
la nacionalidad, que afecten a los españoles – cfr. Arts. 1 nº7, 2 y 15 de la 
Ley del Registro Civil–. En el presente caso, se ha aportado diferente 
documentación como, certificado de nacimiento y matrimonio cheránico 
del padre, certificación de la Policía Nacional española donde se informa 
que a su padre se le expidió DNI en el Sahara con fecha 05 de abril de 
1971 con una vigencia inicial de 5 años y sin que conste renovación, 
siendo que dicha documentación no acredita la condición de español de 
origen del padre del interesado. 

V.- En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución 
de este recurso – cfr. Arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento- no se ha acreditado que el padre del optante ostente la 
nacionalidad española de forma originaria por lo que no se cumple con el 
requisito esencial del apartado primero de la Disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007.
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Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Don Y. y confirma el acuerdo apelado, dictado conforme a 
la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a 
favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra 
Civil y la Dictadura.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (25ª)
III.1.3.1  Opción a la nacionalidad española

No es posible la opción solicitada, ya que es necesaria la voluntad expresa 
de la persona interesada y la presentación de la solicitud-declaración 
según lo dispuesto por la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, sobre el derecho de 
opción a la nacionalidad española establecido en la Disposición Adicional 
Séptima de la Ley 52/2007.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por la interesada contra la resolución del Encargado 
del Registro Civil Consular de La Habana.

HECHOS

1.- El promotor, Don R. presenta escrito firmado por él mismo en el 
Registro General de la Delegación de Gobierno de Cataluña el 22 de 
diciembre de 2011, solicitando la inscripción de nacimiento fuera de plazo 
y la adquisición de la nacionalidad española de origen en virtud de la 
Disposición Adicional Séptima de la Ley 52/2007, para su hermana, Doña 
R. y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como documentación: 
autorización de la interesada al promotor para la tramitación de su 
nacionalidad española y fotocopia del documento de identidad de la 
interesada.
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2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante resolución de fecha 
21 de marzo de 2012 inadmite a trámite la solicitud presentada según lo 
establecido en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de 
Justicia, ya que la solicitud se debía haber formulado ante el Encargado 
del Registro Civil español correspondiente al del lugar de residencia de la 
interesada, en este caso, ante el Registro Civil Consular de La Habana. 

3.- Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado, reiterando su solicitud.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, que interesó la desestimación del 
recurso, el Encargado del Registro Civil Consular se ratifica en el acuerdo 
adoptado y remite el expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; los 
artículos 20 del Código Civil, 15; 16, 23 y 67 de la Ley del Registro Civil; 
66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras, de 7-2ª de octubre de 
2005, 5-2ª de enero, 10-4ª de febrero y 20-5ª de junio de 2006; 21-2ª de 
febrero, 16-4ª de marzo, 17-4ª de abril, 16-1º y 28-5ª de noviembre de 
2007, y, por último, 7-1ª de febrero de 2008.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil como 
española de origen a la interesada, en virtud del ejercicio de la opción prevista 
por el apartado 2 de la Disposición Adicional Séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, conforme a la cual “Este derecho (de opción) también se 
reconocerá a los nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la 
nacionalidad española como consecuencia del exilio”. La solicitud de opción 
cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada y firmada por el hermano 
de la interesada, Don R. el 22 de diciembre de 2011, sin intervención de la 
interesada. Por el Encargado del Registro Consular se dictó acuerdo el 21 de 
marzo de 2012, inadmitiendo a trámite la solicitud. 

III.- En este sentido, cabe señalar que la solicitud se realizó sin intervención 
de Doña R. sino a través de representante, que en este caso es su hermano 
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y siendo presentada en el Registro General de la Delegación del Gobierno 
de Cataluña, cuando la interesada tenía su domicilio en Cuba. La solicitud 
de la nacionalidad española por la opción prevista por la Disposición 
Adicional Séptima de la Ley 52/2007 se ha de realizar en el Registro Civil 
del domicilio del interesado (Municipal o Consular) mediante la presentación 
de una serie de modelos normalizados que se adjuntan como anexo a la 
Instrucción de 4 de noviembre de 2008 (el del anexo I si se trata de hijos de 
español o española y el que figura como anexo II si se trata de nietos, y el 
del anexo III si se trata de solicitud presentada por quienes ya ejercieron la 
opción en aplicación del art. 20.1,b CC.). Así se derivaría de lo establecido 
en la directriz tercera de la Instrucción en la cual, tras preverse en la directriz 
segunda que “la solicitud-declaración de opción se presentará por los 
interesados ajustada a los modelos oficiales”, se establece que la misma 
“se presentará ante el Encargado del Registro Civil español, Consular o 
Municipal, correspondiente al lugar del domicilio”. Debiendo observarse que 
de lo transcrito resulta que el objeto de la presentación no es una simple 
“solicitud”, sino una “solicitud-declaración”, que no puede presentarse por 
representante o tercero apoderado al efecto, sino precisamente por el 
“interesado”, y que dicha presentación no puede hacerse ni por correo, ni a 
través de los registros de cualquiera de las oficinas administrativas previstas 
por la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y Procedimiento Administrativo Común (cfr. art. 
38.3), ni genéricamente “ante el Registro Civil”, sino precisamente “ante el 
Encargado del Registro Civil español, Consular o Municipal, correspondiente 
al lugar del domicilio del interesado”. Por consiguiente, hay que entender 
que la presentación física del interesado para formular la declaración de 
voluntad que supone el ejercicio de la opción a la nacionalidad española, el 
juramento o promesa y la renuncia, en su caso, a la nacionalidad anterior, 
“ante el Encargado del Registro Civil” es en todo caso necesaria, aunque el 
trámite documental, formal o instrumental de la conversión de dicha 
declaración en acta por medio de la diligencia de autenticación prevista en 
el anexo IV no requiera unidad de acto con la comparecencia, pudiendo 
producirse en un momento posterior. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar el acuerdo apelado.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en La Habana.
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (26ª)
III.1.3.1  Opción a la nacionalidad española

No es posible la opción solicitada, ya que es necesaria la voluntad expresa 
de la persona interesada y la presentación de la solicitud-declaración 
según lo dispuesto por la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, sobre el derecho de 
opción a la nacionalidad española establecido en la Disposición Adicional 
Séptima de la Ley 52/2007.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el promotor contra la resolución del Encargado 
del Registro Civil Consular de La Habana. 

HECHOS

1.- El promotor, Don R. presenta escrito firmado por él mismo en el 
Registro General de la Delegación de Gobierno de Cataluña el 22 de 
diciembre de 2011, solicitando la inscripción de nacimiento fuera de plazo 
y la adquisición de la nacionalidad española de origen en virtud de la 
Disposición Adicional Séptima de la Ley 52/2007, para su hermano, Don 
R. y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como documentación: 
autorización del interesado al promotor para la tramitación de su 
nacionalidad española y fotocopia del documento de identidad del 
interesado.

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante resolución de fecha 
21 de marzo de 2012 inadmite a trámite la solicitud presentada según lo 
establecido en la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de 
Justicia, ya que la solicitud se debía haber formulado ante el Encargado 
del Registro Civil español correspondiente al del lugar de residencia del 
interesado, en este caso, ante el Registro Civil Consular de La Habana. 

3.- Notificado el promotor, interpone recurso ante la Dirección General de 
los Registros y del Notariado, reiterando su solicitud.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, que interesó la desestimación del 
recurso, el Encargado del Registro Civil Consular se ratifica en el acuerdo 
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adoptado y remite el expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; los 
artículos 20 del Código Civil, 15; 16, 23 y 67 de la Ley del Registro Civil; 
66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras, de 7-2ª de octubre de 
2005, 5-2ª de enero, 10-4ª de febrero y 20-5ª de junio de 2006; 21-2ª de 
febrero, 16-4ª de marzo, 17-4ª de abril, 16-1º y 28-5ª de noviembre de 
2007, y, por último, 7-1ª de febrero de 2008.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
como español de origen al interesado, en virtud del ejercicio de la opción 
prevista por el apartado 2 de la Disposición Adicional Séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual “Este derecho (de opción) 
también se reconocerá a los nietos de quienes perdieron o tuvieron que 
renunciar a la nacionalidad española como consecuencia del exilio”. La 
solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada y 
firmada por el hermano del interesado, Don R. el 22 de diciembre de 2011, 
sin intervención del interesado. Por el Encargado del Registro Consular 
se dictó acuerdo el 21 de marzo de 2012, inadmitiendo a trámite la 
solicitud. 

III.- En este sentido, cabe señalar que la solicitud se realizó sin intervención 
de Don R. sino a través de representante, que en este caso es su hermano 
y siendo presentada en el Registro General de la Delegación del Gobierno 
de Cataluña, cuando el interesado tenía su domicilio en Cuba. La solicitud 
de la nacionalidad española por la opción prevista por la Disposición 
Adicional Séptima de la Ley 52/2007 se ha de realizar en el Registro Civil 
del domicilio del interesado (Municipal o Consular) mediante la 
presentación de una serie de modelos normalizados que se adjuntan 
como anexo a la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 (el del anexo I si 
se trata de hijos de español o española y el que figura como anexo II si se 
trata de nietos, y el del anexo III si se trata de solicitud presentada por 
quienes ya ejercieron la opción en aplicación del art. 20.1,b CC.). Así se 
derivaría de lo establecido en la directriz tercera de la Instrucción en la 
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cual, tras preverse en la directriz segunda que “la solicitud-declaración de 
opción se presentará por los interesados ajustada a los modelos oficiales”, 
se establece que la misma “se presentará ante el Encargado del Registro 
Civil español, Consular o Municipal, correspondiente al lugar del domicilio”. 
Debiendo observarse que de lo transcrito resulta que el objeto de la 
presentación no es una simple “solicitud”, sino una “solicitud-declaración”, 
que no puede presentarse por representante o tercero apoderado al 
efecto, sino precisamente por el “interesado”, y que dicha presentación no 
puede hacerse ni por correo, ni a través de los registros de cualquiera de 
las oficinas administrativas previstas por la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y 
Procedimiento Administrativo Común (cfr. art. 38.3), ni genéricamente 
“ante el Registro Civil”, sino precisamente “ante el Encargado del Registro 
Civil español, Consular o Municipal, correspondiente al lugar del domicilio 
del interesado”. Por consiguiente, hay que entender que la presentación 
física del interesado para formular la declaración de voluntad que supone 
el ejercicio de la opción a la nacionalidad española, el juramento o 
promesa y la renuncia, en su caso, a la nacionalidad anterior, “ante el 
Encargado del Registro Civil” es en todo caso necesaria, aunque el trámite 
documental, formal o instrumental de la conversión de dicha declaración 
en acta por medio de la diligencia de autenticación prevista en el anexo IV 
no requiera unidad de acto con la comparecencia, pudiendo producirse en 
un momento posterior. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar el acuerdo apelado.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en La Habana.
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (28ª)
III.1.3.1  Opción a la nacionalidad española

Procede continuar con la tramitación del expediente, ya que la solicitud se 
presentó dentro del plazo legalmente establecido

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el interesado contra el auto de la Encargada del 
Registro Civil de Alcalá la Real.

HECHOS

1.- Don H., presenta escrito en el Registro Civil de Alcalá la Real para su 
remisión al Registro Civil Central por ser el competente, a fin de solicitar la 
nacionalidad española a través de la opción prevista en la Ley 52/2007 
Disposición Adicional Séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su 
solicitud como documentación: certificado local de nacimiento propio y de 
sus padres expedidas por registro civil español. 

2.- La Encargada del Registro Civil, mediante auto de fecha 13 de enero 
de 2011 deniega lo solicitado por interesado por considerar que se 
presentó fuera del plazo preclusivo establecido por la normativa legal.

3.- Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra el auto denegatorio de su solicitud.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal se adhiere a recurso planteado por el 
interesado por considerar que su solicitud está dentro del plazo legalmente 
establecido. La Encargada del Registro Civil emite su informe preceptivo y 
remite el expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; la Resolución de 17 de marzo de 2010, de la Subsecretaria , 
por la que se dispone la publicación del Acuerdo del Consejo de ministros 
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de 22 de enero de 2010, por la que se amplía un año el plazo para ejercer 
el derecho de optar a la nacionalidad española recogida en la disposición 
anterior y los artículos 68 y 342 del Reglamento del Registro Civil.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Central como español de origen al nacido en Marruecos en 1989, en 
virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
conforme a la cual podrán optar a la nacionalidad española de origen “los 
hijos de padre o madre originariamente español”. 

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue presentada 
el 05 de enero de 2011 en el Registro Civil de Alcalá la Real. Por la 
Encargada del Registro Civil de Alcalá la Real se dictó auto el 13 de enero 
de 2011, denegando su solicitud por considerar que esta se realizó fuera 
de plazo. 

III.- El auto apelado basa su denegación en que el interesado no puede 
ejercer la opción del apartado primero de la Disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007, dado que presento la solicitud el 05 de enero de 2011 
y el plazo concluía a juicio de la Encargada el 27 de diciembre de 2010. 
En base a lo anterior la resolución del presente recurso debe limitarse 
inicialmente a resolver si dicha solicitud se encontraba fuera de plazo. A la 
vista de la normativa aplicable debemos tener en cuenta que en virtud de 
la resolución 17 de marzo de 2010, que recoge el acuerdo de Consejo de 
Ministros de 22 de enero de 2010, dicho plazo se amplió por un año, 
siendo la fecha preclusiva para admitir las solicitudes el 27 de diciembre 
de 2011. Por lo que dicha solicitud se presentó dentro del plazo legalmente 
establecido.

IV.-Conforme a la propuesta de resolución del expediente, debe 
continuarse con la tramitación del mismo, por lo que de acuerdo con los 
artículos 68 y 342 del Reglamento del Registro Civil, deberá darse traslado 
del expediente y continuar con la tramitación, al Encargado del Registro 
Civil Central por estar domiciliado el interesado en España, para que dicte 
el acuerdo que corresponda

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: estimar el recurso planteado y 
declarar que procede continuar con la tramitación del expediente, 
debiendo dar traslado del mismo el Registro Civil de Alcalá la Real al 
Registro Civil Central por ser el competente para su resolución.
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Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Alcalá la Real.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (47ª)
III.1.3.1  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado primero de la Disposición adicional séptima los que no acrediten 
ser hijos de padre o madre que hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el la interesada contra el acuerdo del Encargado 
del Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Doña Mª-T. presenta escrito en el Registro Civil de San Bartolomé de 
Trajana para su remisión al Registro Civil Central por ser el competente, a 
fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 
Disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su 
solicitud como documentación: certificado de acta de nacimiento propio y 
de su madre expedida por registro civil extranjero (Cuba).

2.- El Encargado del Registro Civil Central, mediante acuerdo de fecha 16 
de marzo de 2011 deniega lo solicitado por la interesada ya que a la vista 
de la documental presentada, no ha quedado acreditada la nacionalidad 
española de origen de la madre.

3.-Notificada la interesada, ésta interpone recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado contra el acuerdo dictado.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, éste impugna el recurso interpuesto e 
interesa la confirmación de la resolución recurrida. El Encargado del 
Registro Civil Central remite el expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para su resolución.
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5.- Con fecha 22 de enero de 2012 la interesada presenta escrito donde 
solicita la opción de adquisición de la nacionalidad española por ser nieta 
de español exiliado.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; los 
artículos 20 del Código Civil, 15; 16, 23 y 67 de la Ley del Registro Civil; 
66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras, de 7-2ª de octubre de 
2005, 5-2ª de enero, 10-4ª de febrero y 20-5ª de junio de 2006; 21-2ª de 
febrero, 16-4ª de marzo, 17-4ª de abril, 16-1º y 28-5ª de noviembre de 
2007, y, por último, 7-1ª de febrero de 2008.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Central como española de origen a la nacida en Cuba el 09 de mayo de 
1952, en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado 1 de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
conforme a la cual “1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de origen 
si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en 
vigor de la presente disposición adicional”. La solicitud de opción cuya 
inscripción ahora se pretende fue formalizada el 19 de febrero de 2009 en el 
modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del 
Registro Civil Central se dictó acuerdo el 16 de marzo de 2011, denegando 
lo solicitado. 

III.- El acuerdo apelado basa su denegación en que el solicitante no puede 
ejercer la opción del apartado primero de la Disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007, dado que no ha acreditado que su madre fuese 
española de origen.

IV.- El apartado 1 de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad 
española a aquellas personas “cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español”, derecho que habrá de formalizarse en el plazo 
perentorio señalado en la propia Disposición. Se exige, pues, que el 
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progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria. 

A fin de facilitar la acreditación de este extremo –y aun cuando no 
constituya medio de prueba exclusivo para ello- el número 2.2 del apartado 
V de la Instrucción de la Dirección General de los Registros y del Notariado 
de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas de procedimiento para el 
ejercicio de este derecho, establece entre la documentación a aportar por 
el interesado acompañando a su solicitud la “certificación literal de 
nacimiento del padre o madre originariamente español del solicitante” 
debiendo “proceder la misma de un Registro Civil español, ya sea Consular 
o Municipal”. Exigencia que se conecta con la consideración del Registro 
Civil español como prueba de los hechos y actos inscribibles, entre los 
que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los españoles – cfr. Arts. 
1 nº7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil–. En el presente caso, se ha 
aportado certificación de nacimiento Registro Civil de Cuba de la madre 
de la promotora del expediente, siendo que la nacionalidad originaria de la 
madre no puede entenderse acreditada por la aportación de dicha 
certificación, pues de la misma no resulta dicha nacionalidad, ni tampoco 
de ningún otro documento obrante en el expediente (y ello sin prejuzgar 
que pudiera llegar a ser probada dicha nacionalidad por cualquier otro 
medio de prueba admitido en Derecho).

V.- En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución 
de este recurso – cfr. Arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento- no se ha acreditado que la madre de la optante ostente la 
nacionalidad española de forma originaria por lo que no se cumple uno de 
los requisitos esenciales del apartado primero de la Disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007.

VI.- Finalmente, en cuanto a la alegación realizada en el escrito de recurso 
de 22 de enero de 2012 relativa a la condición de español de su abuelo 
materno, basta decir que, al no haberse solicitado el ejercicio de la opción 
por el apartado segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007 (la cual debe formalizarse a través del modelo normalizado 
incorporado Anexo II de la Instrucción de 04 de noviembre de 2008), la 
alegación resulta ahora extemporánea (cfr. art 358-II RRC). 

Por otro lado aun cuando la certificación literal de nacimiento de los 
abuelos bajo ciertas condiciones, pudiera ser utilizada para la acreditación 
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de la nacionalidad española de la optante, no consta acreditado en modo 
alguno la pérdida o renuncia de la misma como consecuencia del exilio, 
en la forma y mediante los documentos previstos en el apartado V de la 
citada Instrucción, muy al contrario consta documentación en el expediente 
como su madre ya nació en Cuba en el año 1935, por lo que en ningún 
caso su posible renuncia o perdida de la nacionalidad española puede 
justificarse como consecuencia del exilio . 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Doña Mª-T. y confirma el acuerdo apelado, dictado 
conforme a la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen 
medidas a favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la 
Guerra Civil y la Dictadura.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (50ª)
III.1.3.1  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado primero de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
los mayores de edad que sean hijos de padre o madre que no hubiere 
sido originariamente español, y que ( el padre o madre) hubieren adquirido 
la nacionalidad española de origen por la vía de dicha Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, y con anterioridad a esta , la 
nacionalidad española no de origen al amparo del artículo 20.1.c) del 
Código Civil en su redacción dada por la Ley 36/2002.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el interesado contra el acuerdo del Encargado del 
Registro Civil Central.
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HECHOS

1.- Don J-C. presenta escrito en el Registro Civil de Antequera para su 
remisión al Registro Civil Central por ser el competente, a fin de optar a 
la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 Disposición 
adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud 
como documentación: certificado literal de nacimiento extranjero (Brasil) 
propio y certificado de nacimiento de su madre expedido por registro 
civil Español

2.- El Encargado del Registro Civil Central, mediante acuerdo de fecha 28 
de julio de 2011 deniega lo solicitado por el interesado según lo establecido 
en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de Justicia.

3.- Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra el acuerdo denegatorio de su 
solicitud antes citado.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Central 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre, el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; los 
artículos 20 del Código Civil; 15, 16, 23 y 67 de la Ley del Registro Civil; 
66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras, de 7-2ª de octubre de 
2005; 5-2ª de enero, 10-4ª de febrero, 20-5ª de junio de 2006; y 21-2ª de 
febrero, 16-4ª de marzo, 17-4ª de abril, 16-1º y 28-5ª de noviembre de 
2007; y 7-1ª de febrero de 2008.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Central como español al nacido en Brasil el 07 de julio de 1984, en virtud 
del ejercicio de la opción prevista apartado 1 de la .Disposición adicional 
séptima de la ley 52/2007, de 26 de diciembre. En este caso la madre del 
interesado inicialmente tiene la condición de español por haberla adquirido 
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en virtud del ejercicio del derecho de opción reconocido por el artículo 20 nº1, 
c) del Código Civil, en su redacción dada por la Ley 36/2002, de 8 de octubre, 
conforme al cual tienen derecho a optar por la nacionalidad española c) las 
que se hallen comprendidas en el segundo apartado de los artículos 17 y 19., 
opción inscrita el 03 de noviembre de 2005 en el Registro Civil Consular de 
España en San Pablo ( Brasil ). Asimismo figura en el certificado literal de 
nacimiento de la madre junto a la opción anterior, la opción de la adquisición 
de la nacionalidad española de origen según lo dispuesto en el apartado 
primero de la disposición adicional séptima de la ley 52/207, inscrita con 
fecha 21 de septiembre de 2009. La solicitud de opción inicialmente cuya 
inscripción ahora se pretende fue formalizada el 09 de diciembre de 2009 en 
el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 04 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda.

III.- El acuerdo apelado, basa su denegación en que la solicitante no 
puede ejercer la opción del apartado primero de la Disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, dado que no ha acreditado que su madre 
fuese española de origen.

IV.- El apartado 1 de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad 
española a aquellas personas “cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español”, derecho que habrá de formalizarse en el plazo 
perentorio señalado en la propia Disposición. Se exige, pues, que el 
progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria. Hay que 
recordar que nuestro Ordenamiento jurídico ha venido distinguiendo dos 
modalidades de nacionalidad española en cuanto a los títulos de su 
adquisición o atribución y, parcialmente, en cuanto a los efectos que 
produce: la nacionalidad originaria y la nacionalidad derivativa o no de 
origen. Tal distinción estaba asentada en la consideración de que la 
nacionalidad originaria, a diferencia de la derivativa o sobrevenida, se 
adquiría de modo automático sin intervención alguna de la voluntad del 
interesado en el proceso o iter jurídico de su atribución, atribución que 
tenía lugar ope legis desde el mismo momento del nacimiento o, por ser 
más precisos, desde que el nacido adquiere personalidad jurídica de 
conformidad con lo dispuesto por el artículo 30 de nuestro Código Civil.

Esta distinción hoy se mantiene en cuanto determinativa de dos 
modalidades o categorías de nacionalidad, en función de su respectivo 
título de adquisición y generadora de ciertos efectos jurídicos diferenciados. 
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Así los españoles de origen no pueden ser privados de la nacionalidad 
española (arts. 11 nº2 de la Constitución y 25 del Código Civil), disponiendo, 
por otra parte, de un régimen distinto privilegiado de conservación de la 
nacionalidad española en los supuestos de adquisición de la nacionalidad 
de aquellos países especialmente vinculados con España, según resulta 
de lo establecido en el artículo 11 nº3 de la Constitución española y 24 del 
Código Civil. Sin embargo, otros rasgos tradicionales de la distinción entre 
la nacionalidad originaria y la no originaria han desaparecido o han variado 
en la actualidad. En efecto, el régimen legal vigente en España sobre la 
nacionalidad contempla supuestos en los que la nacionalidad española 
originaria no se adquiere desde el nacimiento, siendo necesaria una 
expresa y formal declaración de voluntad del interesado para adquirirla, 
así como el cumplimiento de una serie de requisitos materiales y formales 
para que la adquisición sea válida, en particular los establecidos en el 
artículo 23 del Código Civil.

Por ello la adquisición de la nacionalidad española no opera en estos 
casos (aunque se trate de casos de españoles “de origen”) de modo 
automático, ni desde la fecha del nacimiento. Así sucede, por ejemplo, en 
los casos previstos en los artículos 17 nº2 y 19 nº2 del Código Civil, esto 
es, en los supuestos en que la determinación de la filiación respecto de un 
español o el nacimiento en España se producen después de los dieciocho 
años y en el de los adoptados extranjeros mayores de dieciocho años. 
Igualmente la nacionalidad española a que da lugar el ejercicio de las 
opciones previstas por la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
responde a esta última modalidad de “nacionalidad española de origen” 
pero sobrevenida, a que hemos hecho referencia. Así resulta del apartado 
1, y así debe entenderse también para los nietos de españoles a que se 
refiere su apartado 2 al prever que “este derecho también se reconocerá” 
a las personas que en el mismo se mencionan, debiendo interpretarse 
que el “derecho” a que se refiere es el del optar por la “nacionalidad 
española de origen”. Precisamente en este carácter se cifra una de las 
principales diferencias entre las citadas opciones de la Ley 52/2007 y la 
que se contempla para los hijos de español de origen y nacido en España 
en la letra c) del nº1 del artículo 20 del Código Civil, por la que accedió a 
la ciudadanía española la madre de la ahora recurrente. Como señala la 
Instrucción de este Centro Directivo de 4 de noviembre de 2008 en su 
apartado I “el derecho de opción regulado en el artículo 20 nº1.c) del 
Código Civil da lugar a la adquisición de la nacionalidad derivativa, es 
decir, no confiere la cualidad de español de origen, como sí ocurre en los 
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dos supuestos regulados en la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007”.

V.- En el presente expediente, el progenitor de la optante ostentaba la 
nacionalidad española con carácter derivativo y no de forma originaria por 
haberla adquirido en virtud del ejercicio de la opción prevista en el artículo 
20.nº1.c) del Código Civil, por lo que no se cumple uno de los requisitos 
esenciales del apartado primero de la Disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007. 

VI.- Como ha puesto de manifiesto este Centro Directivo el carácter 
excepcional de la Ley que requiere criterios de interpretación estricta 
resulta que no están comprendidos en el apartado primero de la 
Disposición adicional séptima de la ley 52/2007 los hijos mayores de edad 
de padre o madre español en virtud de haber optado a la nacionalidad 
española de origen conforme a esta Disposición. Así resulta también de la 
Exposición de Motivos de dicha ley, según la cual “amplia la posibilidad de 
adquisición de la nacionalidad española a los descendientes hasta el 
primer grado de quienes hubiesen sido originariamente españoles”.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso planteado 
y confirmar la resolución.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (52ª)
III.1.3.1  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado primero de la Disposición adicional séptima los que no acredi-

ten ser hijos de padre o madre que hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
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virtud del entablado por la interesada contra la providencia de la Encargada 
del Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Doña L. presenta escrito en el Registro Civil de Telde para su remisión 
al Registro Civil Central por ser el competente, su opción a la nacionalidad 
española en virtud de la Ley 52/2007 Disposición adicional séptima, y 
adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como documentación: 
certificado de nacimiento Cheránico, certificado de nacimiento y 
concordancia expedidos por autoridades marroquíes, pasaporte marroquí, 
permiso de residencia. Y recibo MINURSO

2.- La Encargada del Registro Civil Central, mediante providencia de 
fecha 10 de diciembre de 2019 deniega lo solicitado por la interesada ya 
que a la vista de la documental presentada, no ha quedado acreditada la 
nacionalidad española de origen del padre de la promotora.

3.-Notificada la interesada, ésta interpone recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado contra la providencia dictada.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal. La Encargada del Registro Civil Central 
remite el expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; los 
artículos 20 del Código Civil, 15; 16, 23 y 67 de la Ley del Registro Civil; 
66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras, de 7-2ª de octubre de 
2005, 5-2ª de enero, 10-4ª de febrero y 20-5ª de junio de 2006; 21-2ª de 
febrero, 16-4ª de marzo, 17-4ª de abril, 16-1º y 28-5ª de noviembre de 
2007, y, por último, 7-1ª de febrero de 2008.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Central como española de origen a la nacida en el Sahara en 1959, en 
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virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado 1 de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual “1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente 
español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la 
presente disposición adicional”. La solicitud de opción cuya inscripción 
ahora se pretende fue formalizada el 28 de abril de 2009 en el modelo 
normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 al 
amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la Encargada del 
Registro Civil Central se dictó providencia el 10 de diciembre de 2009, 
denegando lo solicitado. 

III.- La providencia apelada basa su denegación en que el solicitante no 
puede ejercer la opción del apartado primero de la Disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, dado que no ha acreditado que su padre fuese 
español de origen.

IV.- El apartado 1 de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad 
española a aquellas personas “cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español”, derecho que habrá de formalizarse en el plazo 
perentorio señalado en la propia Disposición. Se exige, pues, que el 
progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria. A fin de facilitar 
la acreditación de este extremo –y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello- el número 2.2 del apartado V de la Instrucción 
de la Dirección General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre 
de 2008, que fija las reglas de procedimiento para el ejercicio de este 
derecho, establece entre la documentación a aportar por el interesado 
acompañando a su solicitud la “certificación literal de nacimiento del padre 
o madre originariamente español del solicitante” debiendo “proceder la 
misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal”. 
Exigencia que se conecta con la consideración del Registro Civil español 
como prueba de los hechos y actos inscribibles, entre los que se encuentra 
la nacionalidad, que afecten a los españoles – cfr. Arts. 1 nº7, 2 y 15 de la 
Ley del Registro Civil–. En el presente caso, se ha aportado diferente 
documentación como, el certificado de nacimiento cheránico de la 
interesada, siendo que dicha documentación no acredita la condición de 
español de origen del padre de la interesada. 

http://www.mjusticia.gob.es/cs/Satellite/Portal/es/servicios-ciudadano/documentacion-publicaciones


M
inisterio de Justicia

489 Catálogo de Publicaciones

Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado (Registro Civil)

V.- En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución 
de este recurso – cfr. Arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento- no se ha acreditado que el padre del optante ostente la 
nacionalidad española de forma originaria por lo que no se cumple uno de 
los requisitos esenciales del apartado primero de la Disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Doña L. y confirma el acuerdo apelado, dictado conforme 
a la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a 
favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra 
Civil y la Dictadura.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (55ª)
III.1.3.1  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado primero de la Disposición adicional séptima los que no acrediten 
ser hijos de padre o madre que hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por la interesada contra el acuerdo de la Encargada 
del Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Doña N. presenta escrito en el Registro Civil Central por ser el 
competente, a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 
52/2007 Disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo 
de su solicitud como documentación: certificado de acta de nacimiento 
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propio y de su padre expedidas por registro civil extranjero (Cuba) y 
certificado de nacimiento de su abuelo expedida por registro civil español.

2.- El Encargado del Registro Civil Central, mediante acuerdo de fecha 12 
de julio de 2010 deniega lo solicitado por el interesado ya que a la vista de 
la documental presentada, no ha quedado acreditada la nacionalidad 
española de origen del padre.

3.-Notificado el interesado, éste interpone recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado contra el acuerdo dictado.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, éste impugna el recurso interpuesto e 
interesa la confirmación de la resolución recurrida. La Encargada del 
Registro Civil Central remite el expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; los 
artículos 20 del Código Civil, 15; 16, 23 y 67 de la Ley del Registro Civil; 
66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras, de 7-2ª de octubre de 
2005, 5-2ª de enero, 10-4ª de febrero y 20-5ª de junio de 2006; 21-2ª de 
febrero, 16-4ª de marzo, 17-4ª de abril, 16-1º y 28-5ª de noviembre de 
2007, y, por último, 7-1ª de febrero de 2008.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Central como española de origen a la nacida en Cuba el 03 de junio de 
1965, en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado 1 de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
conforme a la cual “1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de 
origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la 
entrada en vigor de la presente disposición adicional”. La solicitud de 
opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 07 de mayo 
de 2009 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por 
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el Encargado del Registro Civil Central se dictó acuerdo el 12 de julio de 
2010, denegando lo solicitado. 

III.- El acuerdo apelado basa su denegación en que el solicitante no puede 
ejercer la opción del apartado primero de la Disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007, dado que no ha acreditado que su padre fuese español 
de origen.

IV.- El apartado 1 de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad 
española a aquellas personas “cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español”, derecho que habrá de formalizarse en el plazo 
perentorio señalado en la propia Disposición. Se exige, pues, que el 
progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria. A fin de facilitar 
la acreditación de este extremo –y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello- el número 2.2 del apartado V de la Instrucción 
de la Dirección General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre 
de 2008, que fija las reglas de procedimiento para el ejercicio de este 
derecho, establece entre la documentación a aportar por el interesado 
acompañando a su solicitud la “certificación literal de nacimiento del padre 
o madre originariamente español del solicitante” debiendo “proceder la 
misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal”. 
Exigencia que se conecta con la consideración del Registro Civil español 
como prueba de los hechos y actos inscribibles, entre los que se encuentra 
la nacionalidad, que afecten a los españoles – cfr. Arts. 1 nº7, 2 y 15 de la 
Ley del Registro Civil–. En el presente caso, se ha aportado certificación 
de nacimiento Registro Civil de Cuba del padre del promotor del 
expediente, siendo que la nacionalidad originaria del padre no puede 
entenderse acreditada por la aportación de dicha certificación, pues de la 
misma no resulta dicha nacionalidad, ni tampoco de ningún otro documento 
obrante en el expediente (y ello sin prejuzgar que pudiera llegar a ser 
probada dicha nacionalidad por cualquier otro medio de prueba admitido 
en Derecho).

V.- En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución 
de este recurso – cfr. Arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento- no se ha acreditado que el padre de la optante ostente la 
nacionalidad española de forma originaria por lo que no se cumple uno de 
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los requisitos esenciales del apartado primero de la Disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Doña N. y confirma el acuerdo apelado, dictado conforme 
a la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a 
favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra 
Civil y la Dictadura.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (56ª)
III.1.3.1  Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado primero de la Disposición adicional séptima los que acrediten 
ser hijos de padre o madre que hubiere sido originariamente español. 

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por la interesada contra auto del Encargado del 
Registro Civil Consular de España en Santo Domingo (República 
Dominicana).

HECHOS

1.- Doña G-M. presenta escrito en el Registro Civil Consular de España en 
Santo Domingo (República Dominicana a fin de optar a la nacionalidad 
española en virtud de la Ley 52/2007 Disposición adicional séptima, y 
adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como documentación: 
certificado de nacimiento propio y de su madre expedidos por Registro 
Civil extranjero (República Dominicana), y certificado de nacimiento de su 
abuelo expedido por Registro Civil español.
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2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante auto de fecha 04 
de octubre de 2010 deniega lo solicitado por la interesada, ya que a la 
vista de la documental presentada, no ha quedado acreditada la 
nacionalidad española de origen de la madre de la interesada.

3.- Notificada la interesada, ésta interpone recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado contra el auto denegatorio del 
encargado del Registro Civil Consular de España en Santo Domingo 
(República Dominicana).

4.- Notificado el Ministerio Fiscal y a la vista de las alegaciones al auto, 
tanto el Fiscal como el Encargado con fecha 24 de agosto de 2012, 
consideran que no existen objeciones a la inscripción.

5.- El Encargado del Registro Civil Consular remite el expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; los 
artículos 20 del Código Civil, 15; 16, 23 y 67 de la Ley del Registro Civil; 
66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras, de 7-2ª de octubre de 
2005, 5-2ª de enero, 10-4ª de febrero y 20-5ª de junio de 2006; 21-2ª de 
febrero, 16-4ª de marzo, 17-4ª de abril, 16-1º y 28-5ª de noviembre de 
2007, y, por último, 7-1ª de febrero de 2008.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular de España en Santo Domingo (República Dominicana) como 
española de origen a la nacida en S-D. (República Dominicana) el 25 de 
septiembre de 1975, en virtud del ejercicio de la opción prevista por el 
apartado 1 de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 
de diciembre, conforme a la cual “1. Las personas cuyo padre o madre 
hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad 
española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años 
desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional”. La solicitud 
de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 03 de 
junio de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 
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de noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. 
Por el Encargado del Registro Civil Consular se dictó auto el 04 de octubre 
de 2010, denegando lo solicitado. 

III.- El acuerdo apelado basa su denegación en que el solicitante no puede 
ejercer la opción del apartado primero de la Disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007, dado que no ha acreditado que su madre fuese 
española de origen.

IV.- El apartado 1 de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad española 
a aquellas personas “cuyo padre o madre hubiese sido originariamente 
español”, derecho que habrá de formalizarse en el plazo perentorio señalado 
en la propia Disposición. Se exige, pues, que el progenitor del optante no 
sólo tenga la nacionalidad española, sino que ostente dicha nacionalidad en 
su modalidad de originaria. A fin de facilitar la acreditación de este extremo 
–y aun cuando no constituya medio de prueba exclusivo para ello- el número 
2.2 del apartado V de la Instrucción de la Dirección General de los Registros 
y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas de 
procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece entre la 
documentación a aportar por el interesado acompañando a su solicitud la 
“certificación literal de nacimiento del padre o madre originariamente 
español del solicitante” debiendo “proceder la misma de un Registro Civil 
español, ya sea Consular o Municipal”. Exigencia que se conecta con la 
consideración del Registro Civil español como prueba de los hechos y actos 
inscribibles, entre los que se encuentra la nacionalidad, que afecten a los 
españoles – cfr. Arts. 1 nº7, 2 y 15 de la Ley del Registro Civil–. En el 
presente caso, se ha aportado los correspondientes certificados de 
nacimiento de la interesada y de la madre inscritos en el Registro Civil de 
Santo Domingo, así como del abuelo de la interesada inscrito en Registro 
Civil español .De dichos certificados consta que la interesada nació en el 
año 1975 y en el de la madre que nació en el año 1953 en S-D. constando 
que su padre nació en España en el año 1928, aportándose también el 
certificado del registro Civil español del abuelo donde figura su nacimiento 
en España y de padres españoles. En aplicación del Código Civil vigente 
hasta el año 1954 considera la interesada y también posteriormente al auto 
denegatorio, el fiscal y el propio encargado, que al quedar constatado que 
el abuelo nació en España y que la madre nació de un español de origen en 
el año 1953 como consta en el Registro Civil de Santo Domingo, de la 
simple lectura y verificación de los certificados ,a la madre le sería de 
aplicación el artículo 17 de la redacción vigente hasta 1954, y en base a lo 
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anterior, la interesada cumpliría con el requisito de ser hija de madre 
española de origen.

V.- En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución 
de este recurso – cfr. Arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento-o se ha acreditado que la madre de la optante ostento la 
nacionalidad española de forma originaria por lo que se cumple con el 
requisito esencial del apartado primero de la Disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: estimar el recurso interpuesto por 
Doña G-M. y se revoca el auto apelado, dictado conforme a la Disposición 
Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, por la que se 
reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a favor de quienes 
padecieron persecución o violencia durante la Guerra Civil y la Dictadura.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en Santo Domingo.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (57ª)
III.1.3.1  Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado primero de la Disposición adicional séptima los que acrediten 
ser hijos de padre o madre que hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud 
del entablado por el interesado contra el auto del Encargado del Registro Civil 
Consular de España en Santo Domingo (República Dominicana).

HECHOS

1.- Don A. presenta escrito en el Registro Civil Consular de España en 
Santo Domingo (República Dominicana) a fin de optar a la nacionalidad 
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española en virtud de la Ley 52/2007 Disposición adicional séptima, y 
adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como documentación: 
certificado de nacimiento propio y de su padre expedidos por registro civil 
extranjero (República Dominicana) y certificado de nacimiento de su 
abuelo expedida por registro civil español

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante auto de fecha 30 
de septiembre de 2010 deniega lo solicitado por el interesado ya que a la 
vista de la documental presentada, no ha quedado acreditada la 
nacionalidad española de origen del padre del promotor.

3.-Notificado el interesado, éste interpone recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado contra el auto dictado.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, éste a la vista de las alegaciones informa 
que es conforme a la pretensión del promotor por haber acreditado la 
condición de español de origen de su padre El Encargado del Registro 
Civil Consular remite el expediente a la Dirección General de los Registros 
y del Notariado para su resolución.

5.- Con fecha 27 de agosto de 2012, el Encargado del registro Civil 
Consular a la vista d las alegaciones y de la documentación del expediente 
informa que no se opone a la pretensión del promotor.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; los 
artículos 20 del Código Civil, 15; 16, 23 y 67 de la Ley del Registro Civil; 
66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras, de 7-2ª de octubre de 
2005, 5-2ª de enero, 10-4ª de febrero y 20-5ª de junio de 2006; 21-2ª de 
febrero, 16-4ª de marzo, 17-4ª de abril, 16-1º y 28-5ª de noviembre de 
2007, y, por último, 7-1ª de febrero de 2008.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular de España en Santo Domingo (República Dominicana) como 
español de origen al nacido en República Dominicana en 1982, en virtud 
del ejercicio de la opción prevista por el apartado 1 de la Disposición 
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adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual “1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente 
español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la 
presente disposición adicional”. La solicitud de opción cuya inscripción 
ahora se pretende fue formalizada el 13 de enero de 2010 en el modelo 
normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 al 
amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del 
Registro Civil Consular se dictó auto el 30 de septiembre de 2010, 
denegando lo solicitado. 

III.- El auto apelado basa su denegación en que el solicitante no puede 
ejercer la opción del apartado primero de la Disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007, dado que no ha acreditado que su padre fuese español 
de origen. En el trámite de recurso tanto el Ministerio Fiscal como el 
encargado del Registro Civil Consular informan que a la vista de las 
alegaciones y de los documentos que constan en el expediente, 
consideran que está acreditada la condición de hijo de padre español de 
origen.

IV.- El apartado 1 de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad 
española a aquellas personas “cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español”, derecho que habrá de formalizarse en el plazo 
perentorio señalado en la propia Disposición. Se exige, pues, que el 
progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria. A fin de facilitar 
la acreditación de este extremo –y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello- el número 2.2 del apartado V de la Instrucción 
de la Dirección General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre 
de 2008, que fija las reglas de procedimiento para el ejercicio de este 
derecho, establece entre la documentación a aportar por el interesado 
acompañando a su solicitud la “certificación literal de nacimiento del padre 
o madre originariamente español del solicitante” debiendo “proceder la 
misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal”. 
Exigencia que se conecta con la consideración del Registro Civil español 
como prueba de los hechos y actos inscribibles, entre los que se encuentra 
la nacionalidad, que afecten a los españoles – cfr. Arts. 1 nº7, 2 y 15 de la 
Ley del Registro Civil–. En el presente caso, se ha aportado diferente 
documentación como, los certificados de nacimiento del interesado y su 
padre expedidos por el Registro Civil de la Republica Dominicana y el 
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certificado de nacimiento del abuelo expedido por Registro Civil español. 
Así el abuelo del interesado nació en España en el año 1928 y nunca 
perdió la nacionalidad, siendo que su padre nació en República dominicana 
en el año 1958, de padre español.

V.- En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución 
de este recurso – cfr. Arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento- se ha acreditado que el padre del optante ostento la 
nacionalidad española de forma originaria por lo que se cumple el requisito 
esencial del apartado primero de la Disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: estimar el recurso interpuesto 
por Don A. y revoca el acuerdo apelado, dictado conforme a la Disposición 
Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, por la que se 
reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a favor de 
quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra Civil y la 
Dictadura.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en Santo Domingo.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (58ª)
III.1.3.1  Opción a la nacionalidad española

No tiene derecho a adquirir la nacionalidad española de origen mediante 
la opción del apartado primero de la Disposición adicional séptima aquel 
que acredita, que su padre o su madre ostenta la nacionalidad española 
en base a la opción prevista en el artículo 20.1.b del Código Civil.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el interesado contra el acuerdo del Encargado del 
Registro Civil Central.
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HECHOS

1.- Don M-A. presenta escrito en el Registro Civil de Girona para su 
remisión al Registro Civil Central por ser el competente, a fin de optar a la 
nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 Disposición adicional 
séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como 
documentación: certificado literal de nacimiento propio, certificado de 
nacimiento de su madre y de su abuelo.

2.- EL Encargado del Registro Civil Central, mediante acuerdo de fecha 
13 de diciembre de 2010 deniega lo solicitado por el interesado según lo 
establecido en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de 
Justicia.

3.- Notificada el interesado, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra el acuerdo denegatorio de su 
solicitud antes citada.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Central 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

5.- En el trámite de alegaciones el interesado solicita su opción de 
nacionalidad en base al apartado 2 de la ley 52/2007 por ser “nieto de 
abuelo español que perdió o renuncio a la nacionalidad como consecuencia 
del exilio”, o en su defecto acuerde reconducir el expediente al 
procedimiento de obtención de nacionalidad por residencia.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre, el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; los 
artículos 20 del Código Civil; 15, 16, 23 y 67 de la Ley del Registro Civil; 
66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras, de 7-2ª de octubre de 
2005; 5-2ª de enero, 10-4ª de febrero, 20-5ª de junio de 2006; y 21-2ª de 
febrero, 16-4ª de marzo, 17-4ª de abril, 16-1º y 28-5ª de noviembre de 
2007; y 7-1ª de febrero de 2008.
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II.- En primer lugar, hay que señalar que el promotor modifica en el recurso 
la causa petendi respecto de la inicial, pues su solicitud se dirigía a la 
opción de la nacionalidad española por el apartado primero de la 
disposición adicional séptima “ padre o madre española de origen “ y 
ahora solicita su opción a la nacionalidad española en base al apartado 
segundo de la misma disposición, por ser “ nieto de abuelo español que 
perdió o renuncio a la nacionalidad como consecuencia del exilio “ o 
reconducir el expediente a la adquisición de la nacionalidad por residencia. 
La resolución de la cuestión basada en estas últimas posibilidades 
requiere un pronunciamiento previo del encargado del registro sobre ese 
punto. Por tanto, dado que el acuerdo emitido se refiere únicamente a la 
declaración demandada en la solicitud inicial del interesado, el recurso 
interpuesto se entiende planteado contra dicho auto y la resolución por 
parte de este centro debe encaminarse únicamente a dilucidar si 
corresponde declarar la nacionalidad española del promotor.

III. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Central como española de origen al nacido en Cuba el 29 de septiembre 
de 1976, mediante el ejercicio de la opción prevista por el apartado 1 de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
conforme a la cual “1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de 
origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la 
entrada en vigor de la presente disposición adicional”. En este caso la 
madre del interesado inicialmente tiene la condición de española por 
haberla adquirido en virtud del ejercicio del derecho de opción reconocido 
por el artículo 20 nº1, b) del Código Civil, en su redacción dada por la Ley 
36/2002, de 8 de octubre, conforme al cual tienen derecho a optar por la 
nacionalidad española “b) Aquellos cuyo padre o madre hubiera sido 
originariamente español y nacido en España”, opción inscrita el 31 de 
enero de 2003 el Registro Civil Consular de España en la Habana (Cuba). 
La solicitud de opción inicialmente cuya inscripción ahora se pretende fue 
formalizada el 12 de junio de 2009 en el modelo normalizado del Anexo I 
de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en 
su directriz segunda. Por el Encargado del Registro Civil se dictó acuerdo 
el 13 de octubre de 2010, denegando lo solicitado. 

IV.- El acuerdo apelado basa su denegación en que la solicitante no puede 
ejercer la opción del apartado primero de la Disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007, dado que no ha acreditado que su madre fuese 
española de origen. 
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V.- El apartado 1 de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad 
española a aquellas personas “cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español”, derecho que habrá de formalizarse en el plazo 
perentorio señalado en la propia Disposición. Se exige, pues, que el 
progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria. Hay que 
recordar que nuestro Ordenamiento jurídico ha venido distinguiendo dos 
modalidades de nacionalidad española en cuanto a los títulos de su 
adquisición o atribución y, parcialmente, en cuanto a los efectos que 
produce: la nacionalidad originaria y la nacionalidad derivativa o no de 
origen. Tal distinción estaba asentada en la consideración de que la 
nacionalidad originaria, a diferencia de la derivativa o sobrevenida, se 
adquiría de modo automático sin intervención alguna de la voluntad del 
interesado en el proceso o iter jurídico de su atribución, atribución que 
tenía lugar ope legis desde el mismo momento del nacimiento o, por ser 
más precisos, desde que el nacido adquiere personalidad jurídica de 
conformidad con lo dispuesto por el artículo 30 de nuestro Código Civil. 
Esta distinción hoy se mantiene en cuanto determinativa de dos 
modalidades o categorías de nacionalidad, en función de su respectivo 
título de adquisición y generadora de ciertos efectos jurídicos diferenciados. 
Así los españoles de origen no pueden ser privados de la nacionalidad 
española (arts. 11 nº2 de la Constitución y 25 del Código Civil), disponiendo, 
por otra parte, de un régimen distinto privilegiado de conservación de la 
nacionalidad española en los supuestos de adquisición de la nacionalidad 
de aquellos países especialmente vinculados con España, según resulta 
de lo establecido en el artículo 11 nº3 de la Constitución española y 24 del 
Código Civil. Sin embargo, otros rasgos tradicionales de la distinción entre 
la nacionalidad originaria y la no originaria han desaparecido o han variado 
en la actualidad. En efecto, el régimen legal vigente en España sobre la 
nacionalidad contempla supuestos en los que la nacionalidad española 
originaria no se adquiere desde el nacimiento, siendo necesaria una 
expresa y formal declaración de voluntad del interesado para adquirirla, 
así como el cumplimiento de una serie de requisitos materiales y formales 
para que la adquisición sea válida, en particular los establecidos en el 
artículo 23 del Código Civil.

Por ello la adquisición de la nacionalidad española no opera en estos 
casos (aunque se trate de casos de españoles “de origen”) de modo 
automático, ni desde la fecha del nacimiento. Así sucede, por ejemplo, en 
los casos previstos en los artículos 17 nº2 y 19 nº2 del Código Civil, esto 
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es, en los supuestos en que la determinación de la filiación respecto de un 
español o el nacimiento en España se producen después de los dieciocho 
años y en el de los adoptados extranjeros mayores de dieciocho años. 
Igualmente la nacionalidad española a que da lugar el ejercicio de las 
opciones previstas por la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
responde a esta última modalidad de “nacionalidad española de origen” 
pero sobrevenida, a que hemos hecho referencia. Así resulta del apartado 
1, y así debe entenderse también para los nietos de españoles a que se 
refiere su apartado 2 al prever que “este derecho también se reconocerá” 
a las personas que en el mismo se mencionan, debiendo interpretarse 
que el “derecho” a que se refiere es el del optar por la “nacionalidad 
española de origen”. Precisamente en este carácter se cifra una de las 
principales diferencias entre las citadas opciones de la Ley 52/2007 y la 
que se contempla para los hijos de español de origen y nacido en España 
en la letra b) del nº1 del artículo 20 del Código Civil, por la que accedió a 
la ciudadanía española la madre de la ahora recurrente. Como señala la 
Instrucción de este Centro Directivo de 4 de noviembre de 2008 en su 
apartado I “el derecho de opción regulado en el artículo 20 nº1.b) del 
Código Civil da lugar a la adquisición de la nacionalidad derivativa, es 
decir, no confiere la cualidad de español de origen, como sí ocurre en los 
dos supuestos regulados en la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007”.

VI.- En el presente expediente, la progenitora de la optante ostentaba la 
nacionalidad española con carácter derivativo y no de forma originaria por 
haberla adquirido en virtud del ejercicio de la opción prevista en el artículo 
20.nº1.b) del Código Civil, por lo que no se cumple con el requisito esencial 
del apartado primero de la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007. 

VII.- Finalmente, en cuanto a la alegación que pudiera resultar del escrito 
de recurso relativa a la condición de“ nieto de abuelo o abuela que perdió 
o renuncio al nacionalidad española como consecuencia del exilio, como 
ya sea puesto de manifiesto en el apartado segundo de esta resolución, 
es necesario un pronunciamiento previo del encargado del registro Civil 
Central , en lo que se refiere a la adquisición de la nacionalidad por 
residencia el pronunciamiento y tramitación del expediente corresponde al 
encargado del registro civil de su domicilio .

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
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interpuesto por Don M-A. y confirma el acuerdo apelado, dictado conforme 
al apartado primero Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, por la que se reconocen y amplían derechos y se 
establecen medidas a favor de quienes padecieron persecución o violencia 
durante la Guerra Civil y la Dictadura. Debiendo pronunciarse el encargado 
del Registro Civil Central por haberse tramitado en plazo la solicitud del 
interesado, respecto de la opción de la nacionalidad española por ser 
“nieto de abuelo español que perdió o renunció a la nacionalidad como 
consecuencia del exilio “opción prevista en el apartado segundo de la 
anterior disposición.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (60ª)
III.1.3.1  Opción a la nacionalidad española

Tiene derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el apartado 
primero de la Disposición adicional séptima los que acrediten ser hijos de 
padre o madre que hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por la interesada contra el acuerdo de la Encargada 
del Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Doña M-C. presenta escrito en el Registro Civil de Orotava para su 
remisión al Registro Civil Central por ser el competente, a fin de optar a la 
nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 Disposición adicional 
séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como 
documentación: certificado de nacimiento, local propio (Venezuela) y de 
su madre expedida por registro civil español.

2.- La Encargada del Registro Civil Central, mediante acuerdo de fecha 03 
de Febrero de 2011 deniega lo solicitado por el interesado ya que a la 
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vista de la documental presentada, no ha quedado acreditada la 
nacionalidad española de origen de la madre.

3.-Notificada la interesada, ésta interpone recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado contra el acuerdo dictado.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, éste impugna el recurso interpuesto e 
interesa la confirmación de la resolución recurrida. La Encargada del 
Registro Civil Central remite el expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; los 
artículos 20 del Código Civil, 15; 16, 23 y 67 de la Ley del Registro Civil; 
66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras, de 7-2ª de octubre de 
2005, 5-2ª de enero, 10-4ª de febrero y 20-5ª de junio de 2006; 21-2ª de 
febrero, 16-4ª de marzo, 17-4ª de abril, 16-1º y 28-5ª de noviembre de 
2007, y, por último, 7-1ª de febrero de 2008.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Central como española de origen a la nacida en Venezuela el 09 de julio 
de 1983, en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado 1 de 
la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
conforme a la cual “1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de 
origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la 
entrada en vigor de la presente disposición adicional”. La solicitud de 
opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 21 de enero 
de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por 
el Encargado del Registro Civil Central se dictó acuerdo el 03 de febrero 
de 2011, denegando lo solicitado. 

III.- El acuerdo apelado basa su denegación en que el solicitante no puede 
ejercer la opción del apartado primero de la Disposición adicional séptima 
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de la Ley 52/2007, dado que no ha acreditado que su madre fuese español 
de origen.

IV.- El apartado 1 de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad 
española a aquellas personas “cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español”, derecho que habrá de formalizarse en el plazo 
perentorio señalado en la propia Disposición. Se exige, pues, que el 
progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria. A fin de facilitar 
la acreditación de este extremo –y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello- el número 2.2 del apartado V de la Instrucción 
de la Dirección General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre 
de 2008, que fija las reglas de procedimiento para el ejercicio de este 
derecho, establece entre la documentación a aportar por el interesado 
acompañando a su solicitud la “certificación literal de nacimiento del padre 
o madre originariamente español del solicitante” debiendo “proceder la 
misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal”. 
Exigencia que se conecta con la consideración del Registro Civil español 
como prueba de los hechos y actos inscribibles, entre los que se encuentra 
la nacionalidad, que afecten a los españoles – cfr. Arts. 1 nº7, 2 y 15 de la 
Ley del Registro Civil–. En el presente caso, se ha aportado certificación 
de nacimiento Registro Civil de Central de la madre de la interesada, 
siendo que la nacionalidad originaria de la madre debe entenderse 
acreditada por la aportación de dicha certificación, pues de la misma 
figura que esta adquirió la nacionalidad española de conformidad con el 
artículo 20.1.c del Código Civil, habiendo optado a la nacionalidad 
española originaria conforme al artículo 17.2 del CC. 

V.- En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución 
de este recurso – cfr. Arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento- se ha acreditado que la madre de la optante ostente la 
nacionalidad española de forma originaria por lo que se cumple con el 
requisito esencial del apartado primero de la Disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: estimar el recurso interpuesto 
por Doña M-C. y revoca el acuerdo apelado, dictado conforme a la 
Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, por 
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la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a favor 
de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra Civil y la 
Dictadura

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central

Resolución de 31 de Julio de 2014 (102ª)
III.1.3.1  Opción a la nacionalidad española

1.- No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado primero de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
los mayores de edad que sean hijos de padre o madre que no hubiere 
sido originariamente español, y que ( el padre o madre) hubieren adquirido 
la nacionalidad española de origen por la vía de dicha Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, y con anterioridad a esta, la 
nacionalidad española no de origen al amparo del artículo 20.1.b) del 
Código Civil en su redacción dada por la Ley 36/2002. 

2.- Tienen derecho a optar por la nacionalidad española de origen por el 
apartado segundo de la Disposición adicional séptima los que acrediten 
ser nietos de abuela de nacionalidad española que no pudo transmitir la 
nacionalidad como consecuencia del exilio que se presume por la salida 
de España en el año 1951

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por la interesada contra el acuerdo del Encargado del 
Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Doña Mª-C. presenta escrito en el Registro Civil de Arona para su 
remisión al Registro Civil Central por ser el competente, a fin de optar a la 
nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 Disposición adicional 
séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como 
documentación: certificado literal de nacimiento extranjero (Uruguay) 
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propio, y certificado de nacimiento de su abuela y de su padre expedidas 
por registro Civil español.

2.- Con fecha 24 de septiembre de 2009 mediante providencia se le 
comunica si desea tramitar el expediente de opción de nacionalidad por 
ser nieta de abuela española que perdió la nacionalidad como 
consecuencia del exilio presente el correspondiente documento de 
formalización de la solicitud (Anexo II). La interesada presenta la 
documentación debidamente formalizada el 30 de noviembre de 2009

3.- El Encargado del Registro Civil Central, mediante acuerdo de fecha 25 
de agosto de 2010 deniega ambas solicitudes de la interesada según lo 
establecido en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de 
Justicia.

3.- Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra el acuerdo denegatorio de sus 
solicitudes antes citadas.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Central 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre, el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; los 
artículos 20 del Código Civil; 15, 16, 23 y 67 de la Ley del Registro Civil; 
66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras, de 7-2ª de octubre de 
2005; 5-2ª de enero, 10-4ª de febrero, 20-5ª de junio de 2006; y 21-2ª de 
febrero, 16-4ª de marzo, 17-4ª de abril, 16-1º y 28-5ª de noviembre de 
2007; y 7-1ª de febrero de 2008.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Central como española a la nacida en Uruguay el 26 de noviembre de 
1979, en virtud del ejercicio de la opción prevista apartado 1 de la .
Disposición adicional séptima de la ley 52/2007, de 26 de diciembre. En 
este caso el padre de la interesada inicialmente tiene la condición de 
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español por haberla adquirido en virtud del ejercicio del derecho de opción 
reconocido por el artículo 20 nº1, b) del Código Civil, en su redacción 
dada por la Ley 36/2002, de 8 de octubre, conforme al cual tienen derecho 
a optar por la nacionalidad española “b) Aquellos cuyo padre o madre 
hubiera sido originariamente español y nacido en España”, opción inscrita 
el 07 de marzo de 2005 en el Registro Civil Consular de España en 
Montevideo ( Uruguay).

La solicitud de opción inicialmente cuya inscripción ahora se pretende fue 
formalizada el 30 de enero de 2009 en el modelo normalizado del Anexo I 
de la Instrucción de 04 de noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en 
su directriz segunda. Con carácter previo a la adopción del acuerdo por 
parte del encargado del registro Civil Central, se dicta providencia de 
fecha 24 de septiembre de 2009, donde se le informa a la interesada que 
si desea puede también solicitar la opción de la nacionalidad española por 
ser nieta de española debiendo formalizar la solicitud en Anexo II .Solicitud 
que es formalizada por la interesada el 30 de noviembre de 2009. Por el 
Encargado del Registro Civil se dictó acuerdo el 25 de agosto de 2010, 
denegando ambas solicitudes. 

III.- El acuerdo apelado, basa su denegación en que la solicitante no 
puede ejercer la opción del apartado primero de la Disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, dado que no ha acreditado que su padre fuese 
español de origen y en que tampoco está acreditado que la abuela de la 
interesada de nacionalidad española hubiera perdido o renunciado a esta 
como consecuencia del exilio

IV.- El apartado 1 de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad 
española a aquellas personas “cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español”, derecho que habrá de formalizarse en el plazo 
perentorio señalado en la propia Disposición. Se exige, pues, que el 
progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria. Hay que 
recordar que nuestro Ordenamiento jurídico ha venido distinguiendo dos 
modalidades de nacionalidad española en cuanto a los títulos de su 
adquisición o atribución y, parcialmente, en cuanto a los efectos que 
produce: la nacionalidad originaria y la nacionalidad derivativa o no de 
origen. Tal distinción estaba asentada en la consideración de que la 
nacionalidad originaria, a diferencia de la derivativa o sobrevenida, se 
adquiría de modo automático sin intervención alguna de la voluntad del 
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interesado en el proceso o iter jurídico de su atribución, atribución que 
tenía lugar ope legis desde el mismo momento del nacimiento o, por ser 
más precisos, desde que el nacido adquiere personalidad jurídica de 
conformidad con lo dispuesto por el artículo 30 de nuestro Código Civil.

Esta distinción hoy se mantiene en cuanto determinativa de dos 
modalidades o categorías de nacionalidad, en función de su respectivo 
título de adquisición y generadora de ciertos efectos jurídicos diferenciados. 
Así los españoles de origen no pueden ser privados de la nacionalidad 
española (arts. 11 nº2 de la Constitución y 25 del Código Civil), disponiendo, 
por otra parte, de un régimen distinto privilegiado de conservación de la 
nacionalidad española en los supuestos de adquisición de la nacionalidad 
de aquellos países especialmente vinculados con España, según resulta 
de lo establecido en el artículo 11 nº3 de la Constitución española y 24 del 
Código Civil. Sin embargo, otros rasgos tradicionales de la distinción entre 
la nacionalidad originaria y la no originaria han desaparecido o han variado 
en la actualidad. En efecto, el régimen legal vigente en España sobre la 
nacionalidad contempla supuestos en los que la nacionalidad española 
originaria no se adquiere desde el nacimiento, siendo necesaria una 
expresa y formal declaración de voluntad del interesado para adquirirla, 
así como el cumplimiento de una serie de requisitos materiales y formales 
para que la adquisición sea válida, en particular los establecidos en el 
artículo 23 del Código Civil.

Por ello la adquisición de la nacionalidad española no opera en estos 
casos (aunque se trate de casos de españoles “de origen”) de modo 
automático, ni desde la fecha del nacimiento. Así sucede, por ejemplo, en 
los casos previstos en los artículos 17 nº2 y 19 nº2 del Código Civil, esto 
es, en los supuestos en que la determinación de la filiación respecto de un 
español o el nacimiento en España se producen después de los dieciocho 
años y en el de los adoptados extranjeros mayores de dieciocho años. 
Igualmente la nacionalidad española a que da lugar el ejercicio de las 
opciones previstas por la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
responde a esta última modalidad de “nacionalidad española de origen” 
pero sobrevenida, a que hemos hecho referencia. Así resulta del apartado 
1, y así debe entenderse también para los nietos de españoles a que se 
refiere su apartado 2 al prever que “este derecho también se reconocerá” 
a las personas que en el mismo se mencionan, debiendo interpretarse 
que el “derecho” a que se refiere es el del optar por la “nacionalidad 
española de origen”. Precisamente en este carácter se cifra una de las 
principales diferencias entre las citadas opciones de la Ley 52/2007 y la 
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que se contempla para los hijos de español de origen y nacido en España 
en la letra b) del nº1 del artículo 20 del Código Civil, por la que accedió a 
la ciudadanía española la madre de la ahora recurrente. Como señala la 
Instrucción de este Centro Directivo de 4 de noviembre de 2008 en su 
apartado I “el derecho de opción regulado en el artículo 20 nº1.b) del 
Código Civil da lugar a la adquisición de la nacionalidad derivativa, es 
decir, no confiere la cualidad de español de origen, como sí ocurre en los 
dos supuestos regulados en la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007”.

V.- En el presente expediente, el progenitor de la optante ostentaba la 
nacionalidad española con carácter derivativo y no de forma originaria por 
haberla adquirido en virtud del ejercicio de la opción prevista en el artículo 
20.nº1.b) del Código Civil, por lo que no se cumple uno de los requisitos 
esenciales del apartado primero de la Disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007. 

VI.- Como ha puesto de manifiesto este Centro Directivo el carácter 
excepcional de la Ley que requiere criterios de interpretación estricta 
resulta que no están comprendidos en el apartado primero de la 
Disposición adicional séptima de la ley 52/2007 los hijos mayores de edad 
de padre o madre español en virtud de haber optado a la nacionalidad 
española de origen conforme a esta Disposición. Así resulta también de la 
Exposición de Motivos de dicha ley, según la cual “amplia la posibilidad de 
adquisición de la nacionalidad española a los descendientes hasta el 
primer grado de quienes hubiesen sido originariamente españoles”.

VII.- No obstante lo anterior, por la interesada con fecha 30 de noviembre 
de 2009 formalizo solicitud (Anexo II) para la opción de la nacionalidad 
española por ser nieta de abuela española que perdió la nacionalidad 
como consecuencia del exilio, de conformidad con la disposición adicional 
séptima apartado primero, siendo que el Encargado del Registro Civil 
Central deniega también esta solicitud en el acuerdo de 25 de agosto de 
2010.

VIII.- El acuerdo apelado en relación a la solicitud formulada el 30 de 
noviembre de 2009 (Anexo II basa, en esencia, esta denegación en que la 
solicitante no puede ejercer la opción del apartado segundo de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que no ha 
acreditado que su abuela hubiera perdido o tuviera que renunciar a la 
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nacionalidad española como consecuencia de su exilio, posición que el 
Ministerio Fiscal comparte en su informe.

IX.- El apartado segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la 
nacionalidad española a aquellas personas que sean nietos de quienes 
perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio. A fin de facilitar la acreditación de estos extremos, 
la regla V de la Instrucción de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas de procedimiento 
para el ejercicio de este derecho, establece la documentación que ha de 
aportar en este caso el interesado acompañando a su Solicitud: “2.1 
Certificación literal de su nacimiento; y 2.3 a) Certificación literal de 
nacimiento del padre o madre -el que corresponda a la línea del abuelo o 
abuela españoles- del solicitante; b) Certificado literal de nacimiento del 
abuelo o abuela español/a del solicitante; c). La documentación a que se 
refiere el apartado 3 –de dicho regla V- sobre la condición de exiliado del 
abuelo o abuela”. En el expediente que motiva este recurso y a los efectos 
de acreditar la condición de nieta de abuela española se han aportado las 
correspondientes certificaciones de nacimiento del registro civil extranjero 
de la solicitante, y de su padre y de su abuela expedida por el Registro 
Civil español, constando en esta última que era nacida en España en 
1925, de padres españoles. Así pues, dando por buena la condición de 
nieta de española de la recurrente, corresponde analizar, así mismo, si 
concurren en este caso los dos requisitos a los que el apartado 2 de la 
Disposición Adicional 7 de la Ley 52/2007 condiciona el ejercicio del 
derecho de opción por parte de aquellos: que la abuela hubiera perdido o 
tenido que renunciar a la nacionalidad española y que ello hubiere tenido 
lugar como consecuencia del exilio.

X.- Respecto al primero de dichos requisitos, es decir, que la abuela del 
solicitante hubiere perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad 
española ha de tenerse en cuenta que si bien tal circunstancia constituye 
un elemento caracterizador del supuesto de hecho tipo o paradigmático 
(por ser el más común de los contemplados en la norma), ello no supone 
que la pérdida en sí deba ser interpretada necesariamente, a pesar del 
tenor literal de la norma, como integrante de una verdadera conditio iuris 
o requisito sustantivo de aplicación de la citada disposición adicional 
segunda. Y ello porque lo decisivo no es tanto que la abuela hubiese 
perdido o renunciado a su nacionalidad española como que ella no haya 
podido transmitir la nacionalidad española a su hijo, padre de la solicitante, 
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siempre y cuando haya concurrido en todo caso la circunstancia del exilio. 
Mantener la tesis contraria y exigir en todo caso la pérdida o renuncia a la 
nacionalidad española por parte de la abuela significarla hacer de peor 
condición al descendiente de la abuela que conservó su nacionalidad 
española, no obstante la situación de exilio, pero que no pudo transmitirla, 
respecto a los descendientes del abuelo que encontrándose en el exilio 
no la transmitió por haberla perdido o renunciado a la misma (vid. en el 
mismo sentido fundamento jurídico X de las Resoluciones de 24 de 
octubre de 2011,25 de octubre de 2011). 

XI.- A fin de acreditar la condición de exiliada de la abuela, el anteriormente 
referido apartado 3 de la Regla V de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 establece como medios de prueba los siguientes: “a) Documentación 
que acredite haber sido beneficiario de las pensiones otorgadas por la 
Administración española a los exiliados.; b) Documentación de la Oficina 
Internacional de Refugiados de Naciones Unidas y de las Oficinas de 
Refugiados de los Estados de acogida que asistieron a los refugiados 
españoles y a sus familias; c) Certificaciones o informes expedidos por 
partidos políticos, sindicatos o cualesquiera otras entidades o instituciones, 
públicas o privadas, debidamente reconocidas por las autoridades 
españolas o del Estado de acogida de los exiliados, que estén relacionadas 
con el exilio, bien por haber padecido exilio sus integrantes, o por haber 
destacado en la defensa y protección de los exiliados españoles, o por 
trabajar actualmente en la reparación moral y la recuperación de la 
memoria personal y familiar de las víctimas de la Guerra Civil y la 
Dictadura. La documentación numerada en el apartado a) prueba 
directamente y por sí sola el exilio.; la de los apartados anteriores, b) y c), 
constituirán prueba del exilio si se presentan en unión de cualquiera de los 
siguientes documentos: 1. Pasaporte o título de viaje con sello de entrada 
en el país de acogida. 2. Certificación del Registro de Matrícula del 
Consulado español. 3. Certificaciones del Registro Civil Consular que 
acrediten la residencia en el país de acogida, tales como inscripción de 
matrimonio, inscripciones de nacimiento de hijos, inscripciones de 
defunción, entre otras. 4. Certificación del Registro Civil local del país de 
acogida que acredite haber adquirido la nacionalidad de dicho país. 5. 
Documentación de la época del país de acogida en la que conste el año 
de la llegada a dicho país o la llegada al mismo por cualquier medio de 
transporte.; d) A los efectos del ejercicio de los derechos de opción 
reconocidos en la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, se 
presumirá la condición de exiliado respecto de todos los españoles que 
salieron de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 
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1955. La salida del territorio español podrá acreditarse mediante 
cualquiera de los documentos enumerados en el párrafo anterior.

XIII.- En el presente expediente de recurso, y a la vista de los documentos 
presentados y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse 
la resolución de este recurso - cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil 
y 358 de su Reglamento, se considera probado, en contra de lo apreciado 
por el Registro actuante, que la parte interesada no sólo prueba su 
condición de nieta de ciudadana española de origen, nacida en España 
en 1925 de padres españoles, sino también que su abuela, Sra. C. fue 
exiliada, por haber entrado en Uruguay en el año 1951 como consta en el 
pasaporte y habiendo nacido el padre de la interesada en M. ( Uruguay) 
en el año 1956 según consta en el registro Civil . 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: estimar el recurso planteado y 
declarar el derecho de Doña Mª-C. a optar a la nacionalidad española de 
origen en los términos expuestos en los fundamentos de derecho.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (103ª)
III.1.3.1  Opción a la nacionalidad española

1.-No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado primero de la Disposición adicional séptima los que no acrediten 
ser hijos de padre o madre que hubiere sido originariamente español.

2.-No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado segundo de la Disposición adicional séptima los que no acrediten 
ser nietos de abuelos de nacionalidad española que perdieran o tuvieran 
que renunciar a su nacionalidad española como consecuencia del exilio.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por la interesada contra el acuerdo del Encargado del 
Registro Civil Central.
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1.- Doña R-L. presenta escrito en el Registro Civil Central a fin de optar a 
la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 Disposición adicional 
séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como 
documentación: certificado de acta de nacimiento propio y de la madre 
expedidos por Registro Civil extranjero (Argentina) y certificado de 
nacimiento de su abuelo expedido por Registro Civil español.

2.- El Encargado del Registro Civil Central, mediante acuerdo de fecha 04 
de mayo de 2011 deniega lo solicitado por la interesada ya que a la vista 
de la documental presentada, no ha quedado acreditada la nacionalidad 
española de origen de la madre de la promotora, ni tampoco se ha 
justificado la pérdida o renuncia a la nacionalidad española de su abuelo 
como consecuencia del exilio

3.-Notificado la interesada, ésta interpone recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado contra el acuerdo dictado.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, éste impugna el recurso interpuesto e 
interesa la confirmación de la resolución recurrida. El Encargado del 
Registro Civil Central remite el expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; los 
artículos 20 del Código Civil, 15; 16, 23 y 67 de la Ley del Registro Civil; 
66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras, de 7-2ª de octubre de 
2005, 5-2ª de enero, 10-4ª de febrero y 20-5ª de junio de 2006; 21-2ª de 
febrero, 16-4ª de marzo, 17-4ª de abril, 16-1º y 28-5ª de noviembre de 
2007, y, por último, 7-1ª de febrero de 2008.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Central como española de origen a la nacida en Argentina en el año 1949, 
en virtud del ejercicio de las opciones previstas por el apartado primero o 
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segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, conforme a la cual “1. Las personas cuyo padre o madre 
hubiese sido originariamente español podrán optar a la nacionalidad 
española de origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años 
desde la entrada en vigor de la presente disposición adicional” o 2.” Los 
nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad 
española como consecuencia del exilio”. 

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada 
el 13 de enero de 2009 en el modelo normalizado del Anexo I de la 
Instrucción de 4 de noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su 
directriz segunda. Por el Encargado del Registro Civil Central se dictó 
acuerdo el 04 de mayo de 2011, denegando lo solicitado. 

III.- El acuerdo apelado basa su denegación en que el solicitante no puede 
ejercer la opción del apartado primero de la Disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007, dado que no ha acreditado que su madre fuese 
española de origen. Tampoco puede ejercer la opción del apartado 
segundo al no quedar acreditado en el expediente la condición de exiliado 
de su abuelo

IV.- El apartado 1 de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad 
española a aquellas personas “cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español”, derecho que habrá de formalizarse en el plazo 
perentorio señalado en la propia Disposición. Se exige, pues, que el 
progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria. A fin de facilitar 
la acreditación de este extremo –y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello- el número 2.2 del apartado V de la Instrucción 
de la Dirección General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre 
de 2008, que fija las reglas de procedimiento para el ejercicio de este 
derecho, establece entre la documentación a aportar por el interesado 
acompañando a su solicitud la “certificación literal de nacimiento del padre 
o madre originariamente español del solicitante” debiendo “proceder la 
misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal”. 
Exigencia que se conecta con la consideración del Registro Civil español 
como prueba de los hechos y actos inscribibles, entre los que se encuentra 
la nacionalidad, que afecten a los españoles – cfr. Arts. 1 nº7, 2 y 15 de la 
Ley del Registro Civil–. En el presente caso, se ha aportado certificación 
de nacimiento de la madre de un registro civil extranjero (Argentina), no 
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constando la inscripción en registro civil español del nacimiento de su 
progenitora, ni se ha acreditado la condición de nacional española de 
origen.

V.- En lo que se refiere al apartado segundo de la Disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, concede un derecho de 
opción a la nacionalidad española a aquellas personas que sean nietos de 
quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española 
como consecuencia del exilio. A fin de facilitar la acreditación de estos 
extremos, la regla V de la Instrucción de la Dirección General de los 
Registros y del Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas 
de procedimiento para el ejercicio de este derecho, establece la 
documentación que ha de aportar en este caso la interesada acompañando 
a su Solicitud: “2.1 Certificación literal de su nacimiento; y 2.3 a) 
Certificación literal de nacimiento del padre o madre -el que corresponda 
a la línea del abuelo o abuela españoles- del solicitante; b) Certificado 
literal de nacimiento del abuelo o abuela español/a del solicitante; c) La 
documentación a que se refiere el apartado 3 –de dicho regla V- sobre la 
condición de exiliado del abuelo o abuela”.

En el expediente que motiva este recurso y a los efectos de acreditar la 
condición de nieta de abuelo español se han aportado las correspondientes 
certificaciones de nacimiento del registro civil extranjero del solicitante y 
de su madre y de su abuelo expedida por el Registro Civil español, 
constando en esta última que era nacido en España en 1881, de padres 
españoles. Así pues, dando por buena la condición de nieta de español 
del recurrente, corresponde analizar, así mismo, si concurren en este 
caso los dos requisitos a los que el apartado 2 de la Disposición Adicional 
7 de la Ley 52/2007 condiciona el ejercicio del derecho de opción por 
parte de aquellos: que el abuelo hubiera perdido o tenido que renunciar a 
la nacionalidad española y que ello hubiere tenido lugar como consecuencia 
del exilio.

V.- Respecto al primero de dichos requisitos, es decir, que el abuelo del 
solicitante hubiere perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad 
española ha de tenerse en cuenta que el mismo se cumpliría no solo 
cuando el abuelo hubiese adquirido voluntariamente otra nacionalidad 
que correlativamente hubiese motivado la pérdida de su nacionalidad 
española sino también cuando dicha perdida derivase del asentimiento 
voluntario a la nacionalidad extranjera o la utilización exclusiva de otra 
nacionalidad. Pero en todo caso, se haya producido la pérdida o renuncia 
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a la nacionalidad española por parte de los abuelos por cualquiera de 
aquellas circunstancias será necesario acreditar que la misma se ha 
producido como consecuencia del exilio al que se refiere el citado apartado 
segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/ 2007 .

VI.- A fin de acreditar la condición de exiliado del abuelo, el anteriormente 
referido apartado 3 de la Regla V establece como medios de prueba: “a) 
Documentación que acredite haber sido beneficiario de las pensiones 
otorgadas por la Administración española a los exiliados.; b) Documentación 
de la Oficina Internacional de Refugiados de Naciones Unidas y de las 
Oficinas de Refugiados de los Estados de acogida que asistieron a los 
refugiados españoles y a sus familias; c) Certificaciones o informes 
expedidos por partidos políticos, sindicatos o cualesquiera otras entidades 
o instituciones, públicas o privadas, debidamente reconocidas por las 
autoridades españolas o del Estado de acogida de los exiliados, que estén 
relacionadas con el exilio, bien por haber padecido exilio sus integrantes, 
o por haber destacado en la defensa y protección de los exiliados 
españoles, o por trabajar actualmente en la reparación moral y la 
recuperación de la memoria personal y familiar de las víctimas de la 
Guerra Civil y la Dictadura. La documentación numerada en el apartado a) 
prueba directamente y por sí sola el exilio.; la de los apartados anteriores, 
b) y c), constituirán prueba del exilio si se presentan en unión de cualquiera 
de los siguientes documentos: 1. Pasaporte o título de viaje con sello de 
entrada en el país de acogida. 2. Certificación del Registro de Matrícula 
del Consulado español. 3. Certificaciones del Registro Civil Consular que 
acrediten la residencia en el país de acogida, tales como inscripción de 
matrimonio, inscripciones de nacimiento de hijos, inscripciones de 
defunción, entre otras. 4. Certificación del Registro Civil local del país de 
acogida que acredite haber adquirido la nacionalidad de dicho país. 5. 
Documentación de la época del país de acogida en la que conste el año 
de la llegada a dicho país o la llegada al mismo por cualquier medio de 
transporte.; d) A los efectos del ejercicio de los derechos de opción 
reconocidos en la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, se 
presumirá la condición de exiliado respecto de todos los españoles que 
salieron de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 
1955. La salida del territorio español podrá acreditarse mediante 
cualquiera de los documentos enumerados en el párrafo anterior”.

VII.- En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución 
de este recurso - cfr. Arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
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Reglamento -, aunque se entiende acreditada la condición de la solicitante 
de nieta de español, sin embargo no resulta acreditada la condición de 
exiliado del abuelo con anterioridad a la perdida de la nacionalidad 
española, dado que ni se han presentado los documentos acreditativos de 
dicha condición, conforme a lo reseñado en el párrafo anterior, ni la misma 
puede presumirse constando en la documentación presentada por la 
propia interesada como su abuelo “ nunca perdió la nacionalidad española 
“ y emigro a Argentina en el año 1906, y que su madre según consta en la 
documentación nació ya en Argentina en el año 1923. Todos esto datos 
desvirtúan la posible pérdida o renuncia a la nacionalidad española y el 
exilio exigido por la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 para 
el ejercicio de derecho de opción. Respecto a la opción del apartado 
primero hija de madre originariamente española, tampoco se ha acreditado 
que la madre de la optante ostente la nacionalidad española de forma 
originaria por lo que no se cumple uno de los requisitos esenciales del 
apartado primero de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Doña R-L. y confirma el acuerdo apelado, dictado conforme 
a la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a 
favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra 
Civil y la Dictadura.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (111ª)
III.1.3.1  Opción a la nacionalidad española

No tiene derecho a adquirir la nacionalidad española de origen mediante 
la opción del apartado primero de la Disposición adicional séptima aquel 
que acredita, además de haber ostentado la nacionalidad española de 
origen que posteriormente perdió, ser hijo de padre o madre que hubiere 
sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el interesado contra la providencia del Encargado 
del Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Don J. presenta escrito en el Registro Civil Central a fin de optar a la 
nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 Disposición adicional 
séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como 
documentación: certificado local de nacimiento propio y del padre, y 
certificado de nacimiento del abuelo expedido por el registro civil español.

2.- El Encargado del Registro Civil Central, mediante providencia de fecha 
20 de noviembre de 2012 deniega lo solicitado por el interesado ya que, 
en el acuerdo de 19 de abril de 2011 ya se deniega su solicitud, sin que se 
hayan aportado nuevos documentos.

3.-Notificado el interesado, éste interpone recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado contra la providencia dictada.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, éste impugna el recurso interpuesto e 
interesa la confirmación de la resolución recurrida. El Encargado del 
Registro Civil Central remite el expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
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diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; los 
artículos 20 del Código Civil, 15; 16, 23 y 67 de la Ley del Registro Civil; 
66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras, de 7-2ª de octubre de 
2005, 5-2ª de enero, 10-4ª de febrero y 20-5ª de junio de 2006; 21-2ª de 
febrero, 16-4ª de marzo, 17-4ª de abril, 16-1º y 28-5ª de noviembre de 
2007, y, por último, 7-1ª de febrero de 2008.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Central como español de origen al nacido en Cuba el 23 de mayo de 
1967, en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado 1 de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
conforme a la cual “1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español podrán optar a la nacionalidad española de 
origen si formalizan su declaración en el plazo de dos años desde la 
entrada en vigor de la presente disposición adicional”. 

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue presentada 
el 24 de octubre de 2011, sin que se adjuntara en el modelo normalizado 
del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 al amparo de lo 
previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del Registro Civil 
Central se dictó providencia el 20 de noviembre de 2011, denegando lo 
solicitado. 

III.- La providencia apelada basa su denegación en que el solicitante no 
puede ejercer la opción del apartado primero de la Disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, dado que no ha acreditado que su padre fuese 
español de origen, circunstancia que ya le fue comunicada en el acuerdo 
de 19 de abril de 2011, donde se deniega lo solicitado por el interesado 
respecto de la solicitud formalizada el 24 de mayo de 2010 en Anexo II, en 
relación a la condición de nieto de abuelo español que perdió o renuncio a 
la nacionalidad como consecuencia del exilio, sin que en esta nueva 
solicitud se hayan acreditado nuevos documentos.

IV.- El apartado 1 de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad 
española a aquellas personas “cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español”, derecho que habrá de formalizarse en el plazo 
perentorio señalado en la propia Disposición. Se exige, pues, que el 
progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
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ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria. Hay que 
recordar que nuestro Ordenamiento jurídico ha venido distinguiendo dos 
modalidades de nacionalidad española en cuanto a los títulos de su 
adquisición o atribución y, parcialmente, en cuanto a los efectos que 
produce: la nacionalidad originaria y la nacionalidad derivativa o no de 
origen. Tal distinción estaba asentada en la consideración de que la 
nacionalidad originaria, a diferencia de la derivativa o sobrevenida, se 
adquiría de modo automático sin intervención alguna de la voluntad del 
interesado en el proceso o iter jurídico de su atribución, atribución que 
tenía lugar ope legis desde el mismo momento del nacimiento o, por ser 
más precisos, desde que el nacido adquiere personalidad jurídica de 
conformidad con lo dispuesto por el artículo 30 de nuestro Código Civil.

Esta distinción hoy se mantiene en cuanto determinativa de dos 
modalidades o categorías de nacionalidad, en función de su respectivo 
título de adquisición y generadora de ciertos efectos jurídicos diferenciados. 
Así los españoles de origen no pueden ser privados de la nacionalidad 
española (arts. 11 nº2 de la Constitución y 25 del Código Civil), disponiendo, 
por otra parte, de un régimen distinto privilegiado de conservación de la 
nacionalidad española en los supuestos de adquisición de la nacionalidad 
de aquellos países especialmente vinculados con España, según resulta 
de lo establecido en el artículo 11 nº3 de la Constitución española y 24 del 
Código Civil. Sin embargo, otros rasgos tradicionales de la distinción entre 
la nacionalidad originaria y la no originaria han desaparecido o han variado 
en la actualidad. En efecto, el régimen legal vigente en España sobre la 
nacionalidad contempla supuestos en los que la nacionalidad española 
originaria no se adquiere desde el nacimiento, siendo necesaria una 
expresa y formal declaración de voluntad del interesado para adquirirla, 
así como el cumplimiento de una serie de requisitos materiales y formales 
para que la adquisición sea válida, en particular los establecidos en el 
artículo 23 del Código Civil.

Por ello la adquisición de la nacionalidad española no opera en estos 
casos (aunque se trate de casos de españoles “de origen”) de modo 
automático, ni desde la fecha del nacimiento. Así sucede, por ejemplo, en 
los casos previstos en los artículos 17 nº2 y 19 nº2 del Código Civil, esto 
es, en los supuestos en que la determinación de la filiación respecto de un 
español o el nacimiento en España se producen después de los dieciocho 
años y en el de los adoptados extranjeros mayores de dieciocho años. 
Igualmente la nacionalidad española a que da lugar el ejercicio de las 
opciones previstas por la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
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responde a esta última modalidad de “nacionalidad española de origen” 
pero sobrevenida, a que hemos hecho referencia. Así resulta del apartado 
1, y así debe entenderse también para los nietos de españoles a que se 
refiere su apartado 2 al prever que “este derecho también se reconocerá” 
a las personas que en el mismo se mencionan, debiendo interpretarse 
que el “derecho” a que se refiere es el del optar por la “nacionalidad 
española de origen”. Precisamente en este carácter se cifra una de las 
principales diferencias entre las citadas opciones de la Ley 52/2007 y la 
que se contempla para los hijos de español de origen y nacido en España 
en la letra b) del nº1 del artículo 20 del Código Civil, por la que accedió a 
la ciudadanía española la madre de la ahora recurrente. Como señala la 
Instrucción de este Centro Directivo de 4 de noviembre de 2008 en su 
apartado I “el derecho de opción regulado en el artículo 20 nº1.b) del 
Código Civil da lugar a la adquisición de la nacionalidad derivativa, es 
decir, no confiere la cualidad de español de origen, como sí ocurre en los 
dos supuestos regulados en la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007”.

V.- En el presente expediente, el progenitor del optante ostentaba la 
nacionalidad española con carácter derivativo y no de forma originaria por 
haberla adquirido en virtud del ejercicio de la opción prevista en el artículo 
20.nº1.b) del Código Civil, por lo que no se cumple uno de los requisitos 
esenciales del apartado primero de la Disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Don J. y confirma la providencia apelada, dictada conforme 
a la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a 
favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra 
Civil y la Dictadura.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (114ª)
III.1.3.1  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado primero de la Disposición adicional séptima los que acrediten 
ser hijos de padre o madre que hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el interesado contra el acuerdo de la Encargada 
del Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Don M. presenta escrito en el Registro Civil Central a fin de optar a la 
nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 Disposición adicional 
séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como 
documentación: certificado de nacimiento propio, certificado concordancia 
de nombre, documentos de identificación de pensionista del padre y título 
de familia numerosa.

2.- La Encargada del Registro Civil Central, mediante acuerdo de fecha 02 
de agosto de 2011 deniega lo solicitado por el interesado ya que a la vista 
de la documental presentada, no ha quedado acreditada la nacionalidad 
española de origen del padre del promotor.

3.-Notificado el interesado, éste interpone recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado contra la providencia dictada.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, éste impugna el recurso interpuesto e 
interesa la confirmación de la resolución recurrida. La Encargada del 
Registro Civil Central remite el expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
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Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; los 
artículos 20 del Código Civil, 15; 16, 23 y 67 de la Ley del Registro Civil; 
66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras, de 7-2ª de octubre de 
2005, 5-2ª de enero, 10-4ª de febrero y 20-5ª de junio de 2006; 21-2ª de 
febrero, 16-4ª de marzo, 17-4ª de abril, 16-1º y 28-5ª de noviembre de 
2007, y, por último, 7-1ª de febrero de 2008.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Central como español de origen al nacido en el Sahara en 1973, en virtud 
del ejercicio de la opción prevista por el apartado 1 de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual “1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente 
español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la 
presente disposición adicional”. La solicitud de opción cuya inscripción 
ahora se pretende fue formalizada el 06 de abril de 2010 en el modelo 
normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 al 
amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la Encargada del 
Registro Civil Central se dictó acuerdo el 02 de agosto de 2011, denegando 
lo solicitado. 

III.- El acuerdo apelado basa su denegación en que el solicitante no puede 
ejercer la opción del apartado primero de la Disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007, dado que no ha acreditado que su padre fuese español 
de origen.

IV.- El apartado 1 de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad 
española a aquellas personas “cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español”, derecho que habrá de formalizarse en el plazo 
perentorio señalado en la propia Disposición. Se exige, pues, que el 
progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria. A fin de facilitar 
la acreditación de este extremo –y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello- el número 2.2 del apartado V de la Instrucción 
de la Dirección General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre 
de 2008, que fija las reglas de procedimiento para el ejercicio de este 
derecho, establece entre la documentación a aportar por el interesado 
acompañando a su solicitud la “certificación literal de nacimiento del padre 
o madre originariamente español del solicitante” debiendo “proceder la 
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misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal”. 
Exigencia que se conecta con la consideración del Registro Civil español 
como prueba de los hechos y actos inscribibles, entre los que se encuentra 
la nacionalidad, que afecten a los españoles – cfr. Arts. 1 nº7, 2 y 15 de la 
Ley del Registro Civil–. En el presente caso, se ha aportado diferente 
documentación como, tarjeta de familia numerosa, certificado de 
nacimiento cheránico, siendo que dicha documentación no acredita la 
condición de español de origen del padre del interesado. 

V.- En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución 
de este recurso – cfr. Arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento- no se ha acreditado que el padre del optante ostente la 
nacionalidad española de forma originaria por lo que no se cumple uno de 
los requisitos esenciales del apartado primero de la Disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Don M. y confirma el acuerdo apelado, dictado conforme a 
la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a 
favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra 
Civil y la Dictadura.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (210ª)
III.1.3.1  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado primero de la Disposición adicional séptima los que no acrediten 
ser hijos de padre o madre que hubiere sido originariamente español.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
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virtud del entablado por la interesada contra el acuerdo del Encargado del 
Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Doña B. presenta escrito en el Registro Civil de Santa Cruz de Tenerife 
para su remisión al Registro Civil Central por ser el competente, a fin de 
optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 Disposición 
adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como 
documentación: certificado de nacimiento propio expedido por la República 
Árabe Saharaui Democrática, certificado de la Policía Nacional donde 
consta que a su padre se le expidió DNI español con fecha 10 de octubre 
de 1974, pasaporte mauritano de la interesada y certificado de 
empadronamiento.

2.- El Encargado del Registro Civil Central, mediante acuerdo de fecha 02 
de noviembre de 2009 deniega lo solicitado por la interesada ya que a la 
vista de la documental presentada, no ha quedado acreditada la 
nacionalidad española de origen del padre de la promotora.

3.-Notificada la interesada, ésta interpone recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado contra el acuerdo dictado.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal. El Encargado del Registro Civil Central 
remite el expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; los 
artículos 20 del Código Civil, 15; 16, 23 y 67 de la Ley del Registro Civil; 
66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras, de 7-2ª de octubre de 
2005, 5-2ª de enero, 10-4ª de febrero y 20-5ª de junio de 2006; 21-2ª de 
febrero, 16-4ª de marzo, 17-4ª de abril, 16-1º y 28-5ª de noviembre de 
2007, y, por último, 7-1ª de febrero de 2008.
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II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Central como española de origen a la nacida en el Sahara en 1980, en 
virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado 1 de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual “1. Las personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente 
español podrán optar a la nacionalidad española de origen si formalizan 
su declaración en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la 
presente disposición adicional”. La solicitud de opción cuya inscripción 
ahora se pretende fue formalizada el 17 de abril de 2009 en el modelo 
normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 al 
amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del 
Registro Civil Central se dictó acuerdo de 02 de noviembre de 2009, 
denegando lo solicitado. 

III.- El acuerdo apelado basa su denegación en que el solicitante no puede 
ejercer la opción del apartado primero de la Disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007, dado que no ha acreditado que su padre fuese española 
de origen.

IV.- El apartado 1 de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad 
española a aquellas personas “cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español”, derecho que habrá de formalizarse en el plazo 
perentorio señalado en la propia Disposición. Se exige, pues, que el 
progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria. A fin de facilitar 
la acreditación de este extremo –y aun cuando no constituya medio de 
prueba exclusivo para ello- el número 2.2 del apartado V de la Instrucción 
de la Dirección General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre 
de 2008, que fija las reglas de procedimiento para el ejercicio de este 
derecho, establece entre la documentación a aportar por el interesado 
acompañando a su solicitud la “certificación literal de nacimiento del padre 
o madre originariamente español del solicitante” debiendo “proceder la 
misma de un Registro Civil español, ya sea Consular o Municipal”. 
Exigencia que se conecta con la consideración del Registro Civil español 
como prueba de los hechos y actos inscribibles, entre los que se encuentra 
la nacionalidad, que afecten a los españoles – cfr. Arts. 1 nº7, 2 y 15 de la 
Ley del Registro Civil–. En el presente caso, se ha aportado diferente 
documentación como, la certificación de la Policía Nacional española 
donde informa que a su padre se le expidió DNI con fecha 10 de octubre 
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de 1974, dicha documentación no acredita la condición de español de 
origen del padre de la interesada. 

V.- En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución 
de este recurso – cfr. Arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento- no se ha acreditado que el padre de la optante ostente la 
nacionalidad española de forma originaria por lo que no se cumple uno de 
los requisitos esenciales del apartado primero de la Disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Doña B. y confirma el acuerdo apelado, dictado conforme 
a la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a 
favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra 
Civil y la Dictadura.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.

II.1.3.2  Adquisicion nacionalidad española de 
origen-anexo II Ley 52/2007

Resolución de 02 de Julio de 2014 (19ª)
III.1.3.2  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado segundo de la Disposición adicional séptima los que no acrediten 
ser nietos de abuela de nacionalidad española que perdiera o tuviera que 
renunciar a su nacionalidad española como consecuencia del exilio.

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado primero de la Disposición adicional séptima los hijos de padre o 
madre que no hubiere sido originariamente español, y que (el padre o la 
madre) hubieren adquirido anteriormente la nacionalidad española no de 
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origen por la vía del artículo 20. Nº1. b) del Código Civil en su redacción 
dada por la Ley 36/2002, así como los mayores de edad que sean hijos de 
padre o madre que no hubiere sido originariamente español, y que (el 
padre o la madre) hubieren adquirido anteriormente la nacionalidad 
española de origen por la vía de la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el interesado contra el acuerdo del Encargado del 
Registro Civil Consular en Buenos Aires (Argentina).

HECHOS

1.- Don A-R. presenta escritos en el Consulado de España en Buenos 
Aires, a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 
Disposición adicional séptima, en base a los apartados I y II y adjunta 
especialmente en apoyo de su solicitud como documentación: certificado 
literal local de nacimiento propio y el de su madre expedido por el Registro 
Civil español. 

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante acuerdos de fecha 
16 de abril y 5 de octubre de 2010 deniega las solicitudes formuladas por 
el interesado según lo establecido en su Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 del Ministerio de Justicia.

3.- Notificado el interesado, interpone recurso contra cada uno de los 
citados acuerdos ante la Dirección General de los Registros y del 
Notariado contra la resolución denegatoria de su solicitud antes citada.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la 
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Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil, 
los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010, 24 de marzo de 2010, 28 de abril de 2010, 15 de 
noviembre de 2010,1 de diciembre de 2010, 7 de marzo de 2011 (4ª), 9 de 
marzo de 2011, 3 de octubre de 2011 (17ª), 25 de octubre de 2011 (3ª), 2 
de diciembre de 2011, 6 de octubre de 2010 (10ª), 10 de febrero 2012 
(42ª), 17 de febrero 2012 (30ª), 22 de febrero 2012 (53ª), 6 de julio 2012 
(5º y 16ª), 14 de septiembre de 2012 (32ª) y 30 de enero 2013 (28ª), así 
como la Sentencia 00109/2014, de 5 de junio de 2014, emitida por el 
Juzgado de Primera Instancia nº55 de Madrid. 

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como español de origen al nacido en Argentina en 1981, en 
virtud del ejercicio de la opción prevista en los apartados primero y 
segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre. La primera de las solicitudes tiene por base el apartado 
segundo de la mencionada disposición, conforme a la cual podrán optar a 
la nacionalidad española de origen “los nietos de quienes perdieron o 
tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como consecuencia del 
exilio”. La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue 
formalizada el 16 de noviembre de 2009 en el modelo normalizado del 
Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 al amparo de lo 
previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del Registro Civil se 
dictó acuerdo el 16 de abril de 2010, denegando lo solicitado. 

III.- El acuerdo apelado basa, en esencia, su denegación en que el 
solicitante no puede ejercer la opción del apartado segundo de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que no ha 
acreditado que su abuela hubiera perdido o tuviera que renunciar a la 
nacionalidad española como consecuencia de su exilio, posición que el 
Ministerio Fiscal comparte en su informe.

IV.- El apartado segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la 
nacionalidad española a aquellas personas que sean nietos de quienes 
perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio. A fin de facilitar la acreditación de estos extremos, 
la regla V de la Instrucción de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas de procedimiento 
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para el ejercicio de este derecho, establece la documentación que ha de 
aportar en este caso el interesado acompañando a su solicitud : “…2.1 
Certificación literal de nacimiento del solicitante ; … 2.3 ... a) Certificación 
literal de nacimiento del padre o madre -el que corresponda a la línea del 
abuelo o abuela españoles- del solicitante;… b) Certificado literal de 
nacimiento del abuelo o abuela español/a del solicitante; c) La 
documentación a que se refiere el apartado 3 –de dicha regla V- sobre la 
condición de exiliado del abuelo o abuela … ”. En el expediente que 
motiva este recurso y a los efectos de acreditar la condición de nieto de 
abuela española se han aportado las correspondientes certificaciones de 
nacimiento del Registro Civil local, del solicitante y la de su madre 
expedida por el Registro Civil español, en la que consta que la abuela 
nació en España en 1926. Por lo que, no cuestionándose en el recurso la 
condición de la solicitante de nieto de abuela española de origen, 
únicamente corresponde analizar si concurren los otros dos requisitos a 
los que el apartado 2 de la Disposición Adicional 7 de la Ley 52/2007 
condiciona el ejercicio del derecho de opción por parte de aquellos: que la 
abuela hubiera perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad española 
y que ello hubiere tenido lugar como consecuencia del exilio.

V.- Respecto al primero de dichos requisitos, es decir, que la abuela del 
solicitante hubiere perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad 
española ha de tenerse en cuenta que si bien tal circunstancia constituye 
un elemento caracterizador del supuesto de hecho tipo o paradigmático 
(por ser el más común de los contemplados en la norma), ello no supone 
que la pérdida en sí deba ser interpretada necesariamente, a pesar del 
tenor literal de la norma, como integrante de una verdadera conditio iuris 
o requisito sustantivo de aplicación de la citada disposición adicional 
segunda. Y ello porque lo decisivo no es tanto que la abuela hubiese 
perdido o renunciado a su nacionalidad española como que ella no haya 
podido transmitir la nacionalidad española a su hija, madre del solicitante, 
siempre y cuando haya concurrido en todo caso la circunstancia del exilio. 
Mantener la tesis contraria y exigir en todo caso la pérdida o renuncia a la 
nacionalidad española por parte de la abuela significarla hacer de peor 
condición al descendiente de la abuela que conservó su nacionalidad 
española, no obstante la situación de exilio, pero que no pudo transmitirla, 
respecto a los descendientes de la abuela que encontrándose en el exilio 
no la transmitió por haberla perdido o renunciado a la misma (vid. en el 
mismo sentido fundamento jurídico X de las Resoluciones de 24 de 
octubre de 2011,25 de octubre de 2011). 
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Es decir el derecho de opción del apartado segundo de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007 debe reconocérsele no solo a los 
nietos de aquellas abuelas que perdieron la nacionalidad española por la 
adquisición voluntaria de otra nacionalidad, el asentimiento voluntario a la 
nacionalidad extranjera o la utilización exclusiva de otra nacionalidad , 
sino también a los que lo sean de abuelas que, como consecuencia del 
régimen legal vigente en España hasta la Ley de 2 de mayo de 1975 y por 
razón del principio jurídico de unidad familiar en materia de nacionalidad, 
perdieron su nacionalidad española como consecuencia directa de su 
matrimonio con extranjero (lo que ocurría hasta la reforma del Código Civil 
por la Ley de 16 de julio de 1954 según la redacción originaria del Art.22 y 
después de esta reforma en virtud de lo dispuesto en el Art. 23.3 del 
Código Civil según la redacción dada al mismo por la citada Ley) o aun 
conservándola,( bien por no haber contraído matrimonio con extranjero o 
habiéndolo contraído éste no hubiese implicado la pérdida de la 
nacionalidad ),por ese mismo principio jurídico de unidad familiar centrado 
en la figura del padre titular de la patria potestad (cfr. art.18 del Código 
Civil en su redacción originaria y 17 1º y 2º en su redacción Ley de 15 de 
julio de 1954) no pudieron transmitirla a sus hijos por seguir estos la 
nacionalidad del padre (lo que ocurrió en España en un principio hasta la 
entrada en vigor de la ley 52/1982 de 13 de julio en virtud de la nueva 
redacción dada al Art.17.1 del Código Civil y después por interpretación 
de la Dirección General de los Registros y del Notariado - según 
Resolución de fecha 13 de octubre de 2001- hasta la entrada en vigor de 
la Constitución ). Esta interpretación se ve igualmente confirmada por la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011, de 21 de julio, de Registro Civil 
relativa a la adquisición de la nacionalidad española por los nietos de 
exiliados durante la guerra civil y la dictadura, dado que conforme a la 
misma “el derecho de opción previsto en la disposición adicional séptima 
de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, por la que se reconocen y amplían 
derechos y se establecen medidas en favor de quienes padecieron 
persecución o violencia durante la guerra civil y la dictadura, podrán 
también ejercerlo los nietos de las exiliadas españolas que conservaron la 
nacionalidad española tras haber contraído matrimonio con un extranjero 
con posterioridad al 5 de agosto de 1954, fecha de entrada en vigor de la 
Ley de 15 de julio de 1954, siempre que no transmitiesen la nacionalidad 
española a sus hijos, por seguir estos la del padre, y formalicen su 
declaración en tal sentido en el plazo de un año desde la entrada en vigor 
de la presente disposición”. De esta disposición, por tanto, se deduce que 
debe reconocérsele el derecho de opción previsto en el apartado 2 de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 tanto a los nietos de 
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abuelas españolas exiliadas que perdieron la nacionalidad española por 
haber contraído matrimonio con extranjero, y no pudieron transmitir la 
nacionalidad española a sus hijos por seguir estos la del padre, como a 
los nietos de abuelas españolas exiliadas que aun conservando su 
nacionalidad y como consecuencia del principio de unidad familiar en 
materia de nacionalidad centrado en la figura del padre, no pudieron 
transmitirla a sus hijos. Pero en todo caso, se haya producido la pérdida o 
renuncia a la nacionalidad española por parte de la abuela o, incluso 
aunque ésta no haya tenido lugar, cuando no haya podido transmitir su 
nacionalidad a los hijos por el principio de unidad familiar, será necesario 
acreditar el requisito del exilio al que se refiere el citado apartado segundo 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 (confirmado por la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011, del Registro Civil).

VI.- A fin de acreditar la condición de exiliada de la abuela, el anteriormente 
referido apartado 3 de la Regla V de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 establece como medios de prueba los siguientes: “a) Documentación 
que acredite haber sido beneficiario de las pensiones otorgadas por la 
Administración española a los exiliados.; b) Documentación de la Oficina 
Internacional de Refugiados de Naciones Unidas y de las Oficinas de 
Refugiados de los Estados de acogida que asistieron a los refugiados 
españoles y a sus familias; c) Certificaciones o informes expedidos por 
partidos políticos, sindicatos o cualesquiera otras entidades o instituciones, 
públicas o privadas, debidamente reconocidas por las autoridades 
españolas o del Estado de acogida de los exiliados, que estén relacionadas 
con el exilio, bien por haber padecido exilio sus integrantes, o por haber 
destacado en la defensa y protección de los exiliados españoles, o por 
trabajar actualmente en la reparación moral y la recuperación de la 
memoria personal y familiar de las víctimas de la Guerra Civil y la 
Dictadura. La documentación numerada en el apartado a) prueba 
directamente y por sí sola el exilio.; la de los apartados anteriores, b) y c), 
constituirán prueba del exilio si se presentan en unión de cualquiera de los 
siguientes documentos: 1. Pasaporte o título de viaje con sello de entrada 
en el país de acogida. 2. Certificación del Registro de Matrícula del 
Consulado español. 3. Certificaciones del Registro Civil Consular que 
acrediten la residencia en el país de acogida, tales como inscripción de 
matrimonio, inscripciones de nacimiento de hijos, inscripciones de 
defunción, entre otras. 4. Certificación del Registro Civil local del país de 
acogida que acredite haber adquirido la nacionalidad de dicho país. 5. 
Documentación de la época del país de acogida en la que conste el año 
de la llegada a dicho país o la llegada al mismo por cualquier medio de 
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transporte.; d) A los efectos del ejercicio de los derechos de opción 
reconocidos en la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, se 
presumirá la condición de exiliado respecto de todos los españoles que 
salieron de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 
1955. La salida del territorio español podrá acreditarse mediante 
cualquiera de los documentos enumerados en el párrafo anterior”.

VII.- En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución 
de este recurso - cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento -, aunque se entienda acreditada la condición del solicitante 
de nieto de española; que la abuela no haya podido transmitir la 
nacionalidad española a su hija, madre del interesado, por seguir ésta la 
nacionalidad extranjera de su padre, en aplicación del principio de unidad 
familiar, tampoco resulta acreditada la condición de exiliada de la abuela, 
puesto que no se ha aportado al expediente documento alguno que 
acredite su salida de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de 
diciembre de 1955, y no solamente su estancia fuera de España durante 
esos años. Por lo que no se ha podido demostrar uno de los requisitos 
esenciales previstos en la Disposición Adicional 7ª de la Ley 52/2007 para 
optar a la nacionalidad española en base al exilio de la abuela. 

VIII.- Por lo que se refiere a la segunda de sus peticiones, la solicitud de 
opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 31 de marzo 
de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción de 4 de 
noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por 
el Encargado del Registro Civil se dictó acuerdo el 5 de octubre de 2010, 
denegando lo solicitado. El acuerdo basa su denegación en que el 
solicitante no tiene derecho a optar a la nacionalidad española de origen 
como hijo de madre que también se ha acogido a dicha Ley al estar 
explícitamente excluido de ello en la citada Instrucción, posición que el 
Ministerio Fiscal comparte en su informe. En este caso la madre del 
interesado, si bien con anterioridad había adquirido la nacionalidad 
española, no de origen, al amparo del artículo 20 nº1, b) del Código Civil, 
acredita tener la condición de española de origen por haberla adquirido 
posteriormente en virtud del ejercicio del derecho de opción reconocido 
por el apartado primero de la Disposición adicional séptima de la citada 
Ley 52/2007, opción que fue documentada en acta suscrita el 28 de enero 
de 2010 e inscrita en el Registro Civil Consular de España en Buenos 
Aires el 8 de febrero de 2010, fecha en la que el recurrente era ya mayor 
de edad.
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IX.- La primera cuestión que se plantea en el recurso es si, al amparo del 
apartado 1 de la Disposición Adicional, es o no posible realizar dos 
opciones consecutivas de las previstas por el mismo. Es decir, si ejercitada 
con éxito la opción por el hijo o hija de que habla la norma (primer optante), 
el cual pasa a ostentar la nacionalidad española de origen, pueden, a su 
vez, sus propios hijos o hijas ampararse en la misma Disposición para 
acceder a la nacionalidad española (segundo optante). Esta cuestión fue 
abordada por la Instrucción de este Centro Directivo de 4 de noviembre de 
2008 distinguiendo dos hipótesis distintas en función de que los hijos del 
primer optante sean mayores o menores de edad. En el caso de que el 
hijo/a de padre o madre originariamente español que ejercita la opción del 
apartado 1 de la Disposición Adicional Séptima de la Ley 52/2007 tenga 
hijos menores de edad, estos pueden ejercitar, a su vez, la opción de la 
letra a) del nº 1 del artículo 20 del Código Civil. Así lo declaró en su 
directriz sexta la citada Instrucción de 4 de noviembre de 2008. Por el 
contrario, la opción del artículo 20 nº 1 a) del Código Civil no está 
disponible para el caso de que los hijos del optante sean mayores de 
edad. En el presente caso cuando la progenitora del recurrente adquiere 
la nacionalidad española por el ejercicio de la opción de la Disposición 
Adicional séptima de la Ley 52/2007 en virtud de acta de 28 de enero de 
2010 inscrita con fecha 8 de febrero de 2010, el ahora optante, nacido el 
9 de noviembre de 1981, había alcanzado ya su mayoría de edad, por lo 
que no podría acceder a la nacionalidad española de origen por esta vía. 

X.- En el presente caso la progenitora del recurrente ostenta la nacionalidad 
española “de origen” pero adquirida de forma sobrevenida en virtud del 
ejercicio de la opción prevista en la Disposición Adicional Séptima de la 
Ley 52/2007, por lo que se plantea la cuestión de determinar si se cumple 
respecto del recurrente el requisito exigido por el apartado primero de la 
misma Disposición Adicional consistente en que su “padre o madre 
hubiese sido originariamente español”. Es decir, se trata de determinar si 
este requisito lo cumple sólo el hijo de padre o madre español de origen 
“desde su nacimiento” (del padre o madre), o bien si es suficiente que el 
hijo lo sea de padre o madre español de origen, aunque el título de su 
adquisición no fuese originario (en el sentido de coetáneo al nacimiento), 
sino sobrevenido. Paralelamente se suscita la cuestión de si basta que el 
progenitor haya sido español en cualquier momento, - de forma que sea 
suficiente que ostente dicha nacionalidad en el momento en que se 
ejercita la opción -, o es necesario que lo haya sido en un momento 
anterior (bien desde el nacimiento del progenitor, bien desde el nacimiento 
del hijo/a, o bien al menos desde la entrada en vigor de la norma que 
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atribuye el derecho de opción). Para resolver tales cuestiones ha de 
atenderse a los precedentes históricos de la regulación actual contenida 
en la reiterada Disposición Adicional Séptima de la Ley 52/2007, y al 
espíritu y finalidad que la inspiran, además de a los términos en que 
aparece redactada a resultas de su tramitación parlamentaria.

XI.- En cuanto a los precedentes históricos, la Ley de 15 de julio de 1954, 
de reforma del Título Primero del Código Civil, denominado “De los 
españoles y extranjeros”, por la que se da nueva redacción al artículo 18 
del Código y amplía la facultad de adquirir la nacionalidad española por 
opción, recoge como novedad entre los supuestos de hecho que habilitan 
para el ejercicio de la opción el relativo a “los nacidos fuera de España de 
padre o madre que originariamente hubieran sido españoles”. El artículo 
18 del Código Civil, en su redacción de 1954, subsiste hasta la reforma 
introducida en el Código por Ley de 13 de julio de 1982, en la que se limita 
la opción como vía para la adquisición de nacionalidad española al caso 
de “los extranjeros que, en supuestos distintos de los previstos en los 
artículos anteriores, queden sujetos a la patria potestad o a la tutela de un 
español” (cfr. artículo 19). El supuesto del “nacido fuera de España de 
padre o madre que originariamente hubieran sido españoles” pasa en 
dicha reforma a integrar uno de los casos que permiten reducir el tiempo 
necesario para la adquisición de la nacionalidad española por residencia 
a un año (cfr. número 2 del artículo 22). A los efectos de la resolución del 
presente recurso tiene interés destacar que la Ley 51/1982 introdujo por 
primera vez en nuestra legislación un supuesto, calificado por la doctrina 
del momento como un caso de ficción legal, de nacionalidad española “de 
origen” adquirida sobrevenidamente en un momento posterior al 
nacimiento. Esto fue lo que hizo el artículo 18 del Código el cual, tras 
establecer que “El extranjero menor de dieciocho años adoptado en forma 
plena adquirirá por este hecho la nacionalidad española cuando cualquiera 
de los adoptantes fuera español”, añade un segundo párrafo para 
especificar que “Si alguno de los adoptantes era español al tiempo del 
nacimiento del adoptado, éste tendrá, desde la adopción, la condición de 
español de origen”. Ello supone que, por expresa prescripción legal, se 
admitía que la condición de español de origen se pudiera ostentar no 
desde el nacimiento, sino desde la adopción, si bien ello sólo se admitía 
cuando al tiempo del nacimiento del adoptado cualquiera de los adoptantes 
era español. 

XII.- Pues bien, esta nueva figura de la nacionalidad de origen adquirida 
sobrevenidamente (que por alguna doctrina se calificó de figura mixta, a 
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medio camino entre la atribución originaria – artículo 17 – y las 
adquisiciones derivativas –artículos 19 a 22 -), planteaba la cuestión de 
decidir si podía entenderse que los hijos de los adoptados que ostentasen 
la nacionalidad española con tal carácter de origen desde su adopción, 
podían, a su vez, adquirir la nacionalidad española por residencia 
acogiéndose al plazo abreviado de un año previsto en el artículo 22, 
párrafo 3º, regla 2ª del Código Civil (versión dada por Ley 51/1982) a favor 
de “el nacido fuera de España de padre o madre que originariamente 
hubieran sido españoles”.

Los comentaristas del momento destacaron, a fin de despejar tal cuestión, 
la importancia de los avatares del proceso de elaboración legislativo de la 
mencionada Ley 51/1982. Así, el Proyecto de Ley del Gobierno enunciaba 
el supuesto como referido a “El nacido fuera de España de padre que sea 
o haya sido español” (cfr. artículo 22, párrafo 3º, letra b). Tras el proceso 
de enmiendas queda redactado dicho apartado del siguiente modo: “El 
nacido fuera de España de padre o madre que originariamente hubieran 
sido españoles”. Se vuelve con ello a la redacción que figuraba en el 
antiguo artículo 18, párrafo primero, nº2 del Código Civil, en su redacción 
de 1954 (si bien ahora como un supuesto de naturalización con plazo 
privilegiado de un año, y no de opción). Descartada la versión inicial del 
Proyecto, no bastaba, en la redacción definitiva, como señaló la doctrina, 
que uno de los progenitores haya sido español en cualquier momento, ni 
que lo fuese en el momento de solicitar la concesión de la nacionalidad. 
Era necesario que uno, al menos, de los progenitores, hubiera sido 
español de origen. Pero cabía dudar si tal expresión comprendía 
únicamente al padre o madre que hubiera sido español o española “de 
origen desde el nacimiento” o si incluía también al padre o madre que 
hubiera adquirido la nacionalidad española “de origen desde la adopción”. 
La misma doctrina citada, basada en la redacción del precepto (que utiliza 
la expresión “…que originariamente hubieran sido españoles”, y no “que 
sean o hayan sido españoles de origen”), en el carácter excepcional del 
precepto (frente a la regla general de diez años de residencia), y en el 
carácter de ficción legal de la atribución de nacionalidad española de 
origen “desde la adopción”, se inclinaba por la tesis restrictiva.

XIII.- La Ley 18/1990, de 17 de diciembre, vuelve a introducir modificaciones 
en el derecho de opción. A estas modificaciones se refiere el Preámbulo 
de la Ley: “En la regulación de la opción se mantiene, como uno de los 
presupuestos para su ejercicio, el caso de quien esté o haya estado sujeto 
a la patria potestad de un español”. Se explica esto ya que una vez 
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suprimida desde 1982 la adquisición por dependencia familiar, la sola 
voluntad de los interesados es el camino indicado, si se formula en ciertos 
plazos para que consigan la nacionalidad española los hijos de quienes la 
hayan adquirido sobrevenidamente. 

XIV.- En la Proposición de Ley de 15 de diciembre de 1989 se atribuía 
también la facultad de optar a “aquellos cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español (y nacido en España)”, supuesto que en el texto 
definitivo de la Ley 18/1990 pasa a la Disposición Transitoria 3ª. Es 
importante destacar el dato de que una de las carencias principales, 
comúnmente señaladas, de las reformas legales del nuestro Código Civil 
de 1954, 1975 y 1982 fue precisamente la de no incorporar un régimen 
transitorio que facilitase la transición entre la regulación anterior y la 
posterior, más que de forma muy limitada. Este hecho suscitó graves 
problemas de interpretación que, en parte, quedaron paliados con las tres 
Disposiciones Transitorias incorporadas a la citada Ley 18/1990. En la 
primera se parte del principio general de irretroactividad de las leyes (cfr. 
artículo 2 nº3 del Código Civil), que como regla general había aplicado ya 
la doctrina de este Centro Directivo.

Pues bien, este principio general, como señala el Preámbulo de la Ley 
18/1990, “queda matizado en las dos disposiciones siguientes, que 
obedecen al propósito de favorecer la adquisición de la nacionalidad 
española para situaciones producidas con anterioridad … los emigrantes 
y sus hijos, cuando hayan llegado a ostentar la nacionalidad española, 
pueden recuperarla por el mecanismo privilegiado del artículo 26, pero 
esas dos disposiciones transitorias avanzan un paso más porque 
benefician, sobre todo, a los hijos de emigrantes que, al nacer, ya no eran 
españoles”. El alcance de ambas Disposiciones Transitorias (2ª y 3ª) ha 
de ser analizado conjuntamente, a fin de poder interpretarlas 
coordinadamente. Por ello, la Instrucción de este Centro Directivo de 20 
de marzo de 1991 sobre nacionalidad, dedicó su epígrafe VIII a estudiar al 
tiempo ambas Disposiciones. De la misma resulta, en lo que ahora 
interesa, que la adquisición de la nacionalidad española por opción - con 
efectos de nacionalidad de origen -, contenida en la disposición transitoria 
segunda, tiene aplicación en diversos supuestos, que la Instrucción 
identifica del siguiente modo: “Adoptados en forma plena antes de la Ley 
51/1982, de 13 de julio; nacidos en España, antes de la Ley de 15 de julio 
de 1954, de progenitores extranjeros también nacidos en España... Pero 
su ámbito principal comprende los casos de hijo de española, nacido 
antes de la entrada en vigor de la Ley 51/1982, de 13 de julio, al cual le 
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correspondiera seguir, según la legislación entonces vigente, la 
nacionalidad extranjera del padre” (hoy hay que entender rectificado este 
extremo de la Instrucción en el sentido de que el supuesto se refiere al 
hijo/a de española nacido/a antes de la entrada en vigor de la Constitución). 
Por su parte, según la misma Instrucción, la disposición transitoria tercera 
beneficia “a personas que han nacido después del momento en que su 
progenitor hubiera perdido la nacionalidad española. Entonces, si el padre 
o la madre originariamente español hubiere nacido en España, pueden 
optar por la nacionalidad española”. En consonancia con ello, la 
declaración decimotercera de la Instrucción afirmaba que “La opción por 
la nacionalidad española de la disposición transitoria tercera requiere que 
el interesado no fuera español al tiempo del nacimiento, por haber perdido 
antes la nacionalidad española originaria su progenitor nacido en España”.

Por tanto, a pesar de que desde la aprobación de la Ley 51/1982 existía 
ya un supuesto de adquisición sobrevenida de la nacionalidad española 
de origen (categoría a la que la Ley 18/1990 suma otros casos), y por 
consiguiente existían casos de hijos de padre o madre españoles de 
origen pero no desde su nacimiento, el mantenimiento de la fórmula 
utilizada por el legislador invariablemente desde su introducción por la 
Ley de 15 de julio de 1954 de hijo de padre o madre “que originariamente 
hubiera sido español”, conduce a la interpretación incorporada a la 
declaración decimotercera de la transcrita Instrucción. Esta misma 
interpretación, como veremos, es a la que responde la declaración sexta 
de la Instrucción de esta Dirección General de 4 de noviembre de 2008, 
conforme a la cual los hijos mayores de edad de quienes hayan optado a 
la nacionalidad española en virtud de la Disposición Adicional Séptima de 
la Ley 52/2007 no pueden ejercer la opción del apartado 1 de esta 
Disposición. 

XV.- Ahora bien, es importante aclarar que si bien la circunstancia de que 
el progenitor del hijo que pretendía optar a la nacionalidad española por la 
vía de la Disposición Transitoria 3ª de la Ley 18/1990 hubiera perdido 
previamente la nacionalidad española que ostentaba originariamente 
constituye un elemento caracterizador del supuesto de hecho tipo o 
paradigmático (por ser el más común de los contemplados en la norma), 
ello no supone que la pérdida en sí deba ser interpretada necesariamente, 
a pesar del tenor literal de la Instrucción de 20 de marzo de 1991, como 
integrante de una verdadera conditio iuris o requisito sustantivo de 
aplicación de la citada Disposición Transitoria 3ª. En efecto, una cosa es 
que si la madre incurrió en causa de pérdida con anterioridad al nacimiento 
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del hijo, éste no pudiera optar por la vía de la Disposición Transitoria 2ª 
(más beneficiosa), y otra distinta entender que habiendo concurrido causa 
de pérdida y, por tanto, quedando vedada dicha vía, y haciendo tránsito el 
supuesto a la Disposición Transitoria 3ª, esta última imponga la pérdida 
como requisito sustantivo para su viabilidad, tesis que no se puede 
mantener pues a pesar de no haber concurrido dicha pérdida la madre 
española no transmitió su nacionalidad originaria al hijo nacido antes de la 
entrada en vigor de la Constitución española, sin que por ello el hijo de la 
madre que conservó su nacionalidad deba ser de peor condición que el 
hijo de madre que sí perdió por seguir la nacionalidad del marido 
(aclaración que es también extensible a la interpretación del apartado 
primero de la Disposición Adicional Séptima de la Ley 52/2007). Así resulta 
igualmente del Preámbulo de la Ley 18/1990 al señalar que la transitoria 
3ª “beneficia, sobre todo, a los hijos de los emigrantes que, al nacer, ya no 
eran españoles”: beneficiar sobre todo, no quiere decir beneficiar 
exclusivamente. 

XVI.- Nuevamente se modifica el Código Civil en materia de nacionalidad 
a través de la Ley 36/2002, de 8 de octubre. Esta reforma contempla de 
nuevo el supuesto de las personas “cuyo padre o madre hubiera sido 
originariamente español y nacido en España”, respecto del que arbitra un 
derecho de opción, similar al de la Disposición Transitoria 3ª de la Ley 
18/1990, pero ya sin duración predeterminada al suprimirse el sistema de 
plazos preclusivos de la opción establecidos sucesivamente por las Leyes 
18/1990, 15/1993 y 29/1995, y sin la necesidad de residencia en España 
del optante que había suprimido esta última (cfr. artículo 20 nº1, b). 

Las mismas conclusiones apuntadas en los anteriores fundamentos de 
Derecho de esta Resolución se desprenden del estudio de la tramitación 
parlamentaria de la Ley 36/2002, durante la que fueron rechazadas varias 
enmiendas tendentes a incluir entre los beneficiarios de la opción a “b) 
Aquellos cuyo padre o madre, abuelo o abuela, hubieran sido 
originariamente españoles”, frente a la fórmula finalmente aprobada que 
permitía a tales nietos obtener la nacionalidad española pero no a través 
de la opción, sino mediante la residencia legal de un año en España (cfr. 
articulo 22 nº2, f del Código Civil). 

XVII.- La redacción incorporada a la Disposición Adicional Séptima de la 
Ley 52/2007 tampoco incluye la referencia a los abuelos en su primer 
apartado (que mantiene la fórmula tradicional de “las personas cuyo padre 
o madre hubiese sido originariamente español”), aunque sí en el apartado 
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segundo, si bien el ejercicio de la opción queda condicionado en este 
caso a un régimen jurídico distinto, pues no es suficiente que el abuelo o 
abuela hubiere sido español, ya que tal derecho sólo se reconoce a “los 
nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad 
española como consecuencia del exilio” (en la tramitación parlamentaria 
no fueron aprobadas las enmiendas que pretendían el reconocimiento del 
derecho de opción a las “personas que sean descendientes en primer o 
segundo grado de un español o española de origen”, pasando la segunda 
generación de descendientes (nietos) al apartado segundo de la 
Disposición Adicional Séptima). 

XVIII.- De todo lo anterior y del propio carácter excepcional de la Ley que 
requiere criterios de interpretación estricta, resulta que no están 
comprendidos en el apartado primero de la Disposición Adicional Séptima 
de la Ley 52/2007 los hijos mayores de edad de padre o madre español 
en virtud de haber optado a la nacionalidad española de origen conforme 
a esta misma Disposición. Así resulta también de la Exposición de Motivos 
de dicha Ley, según la cual ésta “amplía la posibilidad de adquisición de la 
nacionalidad española a los descendientes hasta el primer grado de 
quienes hubiesen sido originariamente españoles”, sin perjuicio de incluir, 
a través del apartado 2 de la misma Disposición Adicional Séptima, a 
otros descendientes más allá del primer grado – nietos -, “de quienes 
perdieron la nacionalidad española por exilio a consecuencia de la Guerra 
Civil o la Dictadura”, y así lo confirma la interpretación oficial recogida en 
la directriz sexta de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 de esta 
Dirección General. No obstante, queda abierto el acceso a la nacionalidad 
española a favor de los nietos nacidos fuera de España de abuelo o 
abuela que originariamente hubieran sido españoles, aun cuando no 
resulte de aplicación el apartado 2 de la Disposición Adicional 7ª de la Ley 
52/2007, por la vía de la residencia con plazo abreviado a un año, 
conforme al artículo 22 nº1, f) del Código Civil, que tras la reforma llevada 
a cabo por Ley 36/2002 incluyó en dicho precepto a los nietos de abuelo o 
abuela que originariamente hubieran sido españoles.

XIX.- En apoyo de esta interpretación y aplicación de la normativa a la que 
se sujeta este acuerdo recurrido, se ha dictado sentencia, con fecha 5 de 
junio de 2014, por el Juzgado de Primera Instancia nº55 de Madrid, sobre 
un supuesto semejante y literalmente, entre otros aspectos, se sentencia: 
“a tenor del artículo 11.1 de la Constitución Española La nacionalidad 
española se adquiere, se conserva y se pierde de acuerdo con lo 
establecido por la Ley. La nacionalidad española no es por tanto, como se 
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sostiene, un derecho fundamental del hijo de español, sino un derecho 
derivado de la Ley, debiendo por tanto estarse a los requisitos que la 
misma señala”. Así mismo, en la citada sentencia se refleja: …el 
“fundamental reproche que se hace a la interpretación de la instrucción es 
que se discrimina al peticionario por razón de la edad. Tal reproche 
tampoco puede ser atendido en atención a que no puede existir 
discriminación cuando el supuesto no es el mismo, y sobre todo la 
extensión de la posibilidad de opción al menor no es directa (como aquí se 
pretende) sino derivada del art. 20.1.a) CC, por concurrir el supuesto legal 
de adquisición de nacionalidad, cual es el de estar sometido a patria 
potestad de español. Que el mayor de edad esté excluido de ello no es 
consecuencia de una discriminatoria interpretación de la DA7ªpuesto que 
su ámbito es el que contempla la misma, son los hijos (en el primer 
apartado) y los nietos (en el segundo), y opción sucesiva solo podría serlo 
al amparo del artículo 20 del CC y nunca lo sería de origen sino derivativa”

XX.- Finalmente en cuanto a la alegación del recurrente relativa a la falta 
de motivación de la resolución recurrida, hay que señalar que aunque la 
argumentación en que se fundamente la calificación haya sido expresada 
de modo escueto, es suficiente para la tramitación del expediente si 
expresa suficientemente la razón que justifica dicha negativa de modo 
que el recurrente haya podido alegar cuanto resulte pertinente para su 
defensa, como lo demuestra en este caso el contenido del escrito de 
interposición del recurso. Como ha señalado la jurisprudencia, la necesaria 
motivación de los actos emanados de la Administración exige una 
explicitación de las razones que los justifiquen, para que posteriormente 
la jurisdicción pueda revisarlos, “lo que significa que su extensión ha de 
estar en función de la mayor o menor complejidad de lo que se cuestione 
e implica que pueda ser sucinta o escueta, sin necesidad de amplias 
consideraciones ante la cuestión que se plantea y resuelve” (cfr. 
Sentencias del Tribunal Constitucional de 17 de julio de 1981, y del 
Tribunal Supremo – Sala de lo Contencioso-Administrativo – de 17 de 
octubre de 2000). En este caso el Encargado del Registro ha señalado 
con claridad el motivo que impide la estimación de la pretensión del 
recurrente y ha fundado tal decisión en disposiciones concretas, con la 
correspondiente cita por lo que no puede afirmarse que haya incurrido en 
una situación de falta de motivación jurídica, ni que se haya coartado el 
derecho a la interposición del recurso. La motivación ha sido 
suficientemente expresiva de la razón que justifica la negativa a la 
inscripción, de modo que el recurrente ha podido alegar cuanto le ha 
convenido para su defensa.
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Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Don A-R. y confirma el acuerdo apelado, dictado conforme 
a la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a 
favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra 
Civil y la Dictadura.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en Buenos Aires (Argentina).

Resolución de 02 de Julio de 2014 (82ª)
III.1.3.2  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado segundo de la Disposición adicional séptima los que no acrediten 
ser nietos de abuelos de nacionalidad española que perdieran o tuvieran 
que renunciar a su nacionalidad española como consecuencia del exilio.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por la interesada contra el acuerdo del Encargado del 
Registro Civil Central

HECHOS

1.- Doña M-I. presenta escrito en el Registro Civil de Madrid para su 
remisión al Registro Civil Central por ser el competente, su opción a la 
nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 Disposición adicional 
séptima y, adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como 
documentación: certificado local literal de nacimiento propio y el de su 
padre expedidas por el Registro Civil extranjero (Cuba) y de su abuelo 
expedida por el Registro Civil español.

2.- El Encargado del Registro Civil Central, mediante acuerdo de fecha 25 
de enero de 2010 deniega lo solicitado por la interesada según lo establecido 
en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de Justicia.
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3.- Notificado la interesada, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra el acuerdo denegatorio de su 
solicitud antes citado.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Central 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la 
Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil, 
los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010,24 de marzo de 2010,28 de abril de 2010 (5ª), 15 
de noviembre de 2010,1 de diciembre de 2010,7 de marzo de 2011 (4ª), 9 
de marzo de 2011, 3 de octubre de 2011 (17ª),25 de octubre de 2011 
(3ª),2 de diciembre de 2011.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Central como española de origen a la nacida en Cuba en 1965, en virtud 
del ejercicio de la opción prevista por el apartado segundo de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual podrán optar a la nacionalidad española de origen “los nietos de 
quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española 
como consecuencia del exilio”. La solicitud de opción cuya inscripción 
ahora se pretende fue formalizada el 03 de junio de 2009 en el modelo 
normalizado del Anexo II de la Instrucción de 04 de noviembre de 2008 al 
amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del 
Registro Civil se dictó acuerdo el 25 de enero de 2010, denegando lo 
solicitado. 

III.- El acuerdo apelado basa, en esencia, su denegación en que la 
solicitante no puede ejercer la opción del apartado segundo de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que no ha 
acreditado que su abuelo hubiera perdido o tuviera que renunciar a la 
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nacionalidad española como consecuencia de su exilio, posición que el 
Ministerio Fiscal comparte en su informe.

IV.- El apartado segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad 
española a aquellas personas que sean nietos de quienes perdieron o 
tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como consecuencia del 
exilio. A fin de facilitar la acreditación de estos extremos, la regla V de la 
Instrucción de la Dirección General de los Registros y del Notariado de 4 de 
Noviembre de 2008, que fija las reglas de procedimiento para el ejercicio de 
este derecho, establece la documentación que ha de aportar en este caso el 
interesado acompañando a su Solicitud: “2.1 Certificación literal de su 
nacimiento; y 2.3 a) Certificación literal de nacimiento del padre o madre -el 
que corresponda a la línea del abuelo o abuela españoles- del solicitante; b) 
Certificado literal de nacimiento del abuelo o abuela español/a del solicitante; 
c) La documentación a que se refiere el apartado 3 –de dicho regla V- sobre 
la condición de exiliado del abuelo o abuela”.

En el expediente que motiva este recurso y a los efectos de acreditar la 
condición de nieta de abuelo español se han aportado las correspondientes 
certificaciones de nacimiento del registro civil extranjero del solicitante y de su 
padre y de su abuelo expedida por el Registro Civil español, constando en 
esta última que era nacido en España en 1892, de padres españoles. Así 
pues, dando por buena la condición de nieta de español del recurrente, 
corresponde analizar, así mismo, si concurren en este caso los dos requisitos 
a los que el apartado 2 de la Disposición Adicional 7 de la Ley 52/2007 
condiciona el ejercicio del derecho de opción por parte de aquellos: que el 
abuelo hubiera perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad española y 
que ello hubiere tenido lugar como consecuencia del exilio.

V.- Respecto al primero de dichos requisitos, es decir, que el abuelo del 
solicitante hubiere perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad 
española ha de tenerse en cuenta que el mismo se cumpliría no solo 
cuando el abuelo hubiese adquirido voluntariamente otra nacionalidad 
que correlativamente hubiese motivado la pérdida de su nacionalidad 
española sino también cuando dicha perdida derivase del asentimiento 
voluntario a la nacionalidad extranjera o la utilización exclusiva de otra 
nacionalidad. Pero en todo caso, se haya producido la pérdida o renuncia 
a la nacionalidad española por parte de los abuelos por cualquiera de 
aquellas circunstancias será necesario acreditar que la misma se ha 
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producido como consecuencia del exilio al que se refiere el citado apartado 
segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/ 2007 .

VI.- A fin de acreditar la condición de exiliado del abuelo, el anteriormente 
referido apartado 3 de la Regla V establece como medios de prueba: “a) 
Documentación que acredite haber sido beneficiario de las pensiones 
otorgadas por la Administración española a los exiliados.; b) Documentación 
de la Oficina Internacional de Refugiados de Naciones Unidas y de las 
Oficinas de Refugiados de los Estados de acogida que asistieron a los 
refugiados españoles y a sus familias; c) Certificaciones o informes 
expedidos por partidos políticos, sindicatos o cualesquiera otras entidades 
o instituciones, públicas o privadas, debidamente reconocidas por las 
autoridades españolas o del Estado de acogida de los exiliados, que estén 
relacionadas con el exilio, bien por haber padecido exilio sus integrantes, 
o por haber destacado en la defensa y protección de los exiliados 
españoles, o por trabajar actualmente en la reparación moral y la 
recuperación de la memoria personal y familiar de las víctimas de la 
Guerra Civil y la Dictadura. La documentación numerada en el apartado a) 
prueba directamente y por sí sola el exilio.; la de los apartados anteriores, 
b) y c), constituirán prueba del exilio si se presentan en unión de cualquiera 
de los siguientes documentos: 1. Pasaporte o título de viaje con sello de 
entrada en el país de acogida. 2. Certificación del Registro de Matrícula 
del Consulado español. 3. Certificaciones del Registro Civil Consular que 
acrediten la residencia en el país de acogida, tales como inscripción de 
matrimonio, inscripciones de nacimiento de hijos, inscripciones de 
defunción, entre otras. 4. Certificación del Registro Civil local del país de 
acogida que acredite haber adquirido la nacionalidad de dicho país. 5. 
Documentación de la época del país de acogida en la que conste el año 
de la llegada a dicho país o la llegada al mismo por cualquier medio de 
transporte.; d) A los efectos del ejercicio de los derechos de opción 
reconocidos en la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, se 
presumirá la condición de exiliado respecto de todos los españoles que 
salieron de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 
1955. La salida del territorio español podrá acreditarse mediante 
cualquiera de los documentos enumerados en el párrafo anterior”.

VII.- En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución 
de este recurso - cfr. Arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento -, aunque se entiende acreditada la condición de la solicitante 
de nieta de español, sin embargo no resulta acreditada la condición de 
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exiliado del abuelo con anterioridad a la perdida de la nacionalidad 
española, dado que ni se han presentado los documentos acreditativos de 
dicha condición, conforme a lo reseñado en el párrafo anterior, ni la misma 
puede presumirse, habiéndose acreditado por el propio interesado como 
ya su abuelo contrajo matrimonio en Cuba el 27 de enero de 1927 y como 
su padre nació en Cuba en el año 1928. Todos esto datos desvirtúan el 
posible exilio exigido por la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007 para el ejercicio de derecho de opción.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Doña M-I. y confirma el acuerdo apelado, dictado conforme 
a la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a 
favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra 
Civil y la Dictadura.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.

Resolución de 02 de Julio de 2014 (111ª)
III.1.3.2  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado segundo de la Disposición adicional séptima los que no acrediten 
ser nietos de abuelos de nacionalidad española que perdieran o tuvieran 
que renunciar a su nacionalidad española como consecuencia del exilio.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el interesado contra el acuerdo del Encargado del 
Registro Civil Central

HECHOS

1.- Don R-A. presenta escrito en el Registro Civil de Madrid para su 
remisión al Registro Civil Central por ser el competente, su opción a la 
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nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 Disposición adicional 
séptima y, adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como 
documentación: certificado local literal de nacimiento propio y el de su 
madre expedidas por el Registro Civil extranjero (Cuba) y de su abuelo 
expedida por el Registro Civil español.

2.- El Encargado del Registro Civil Central, mediante acuerdo de fecha 26 
de enero de 2010 deniega lo solicitado por el interesado según lo 
establecido en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de 
Justicia.

3.- Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra el acuerdo denegatorio de su 
solicitud antes citado.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Central 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la 
Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil, 
los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010,24 de marzo de 2010,28 de abril de 2010 (5ª), 15 
de noviembre de 2010,1 de diciembre de 2010,7 de marzo de 2011 (4ª), 9 
de marzo de 2011, 3 de octubre de 2011 (17ª),25 de octubre de 2011 
(3ª),2 de diciembre de 2011.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Central como español de origen al nacido en Cuba en 1965, en virtud del 
ejercicio de la opción prevista por el apartado segundo de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual podrán optar a la nacionalidad española de origen “los nietos de 
quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española 
como consecuencia del exilio”. La solicitud de opción cuya inscripción 
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ahora se pretende fue formalizada el 04 de junio de 2009 en el modelo 
normalizado del Anexo II de la Instrucción de 04 de noviembre de 2008 al 
amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del 
Registro Civil se dictó acuerdo el 26 de enero de 2010, denegando lo 
solicitado. 

III.- El acuerdo apelado basa, en esencia, su denegación en que la 
solicitante no puede ejercer la opción del apartado segundo de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que no ha 
acreditado que su abuelo hubiera perdido o tuviera que renunciar a la 
nacionalidad española como consecuencia de su exilio, posición que el 
Ministerio Fiscal comparte en su informe.

IV.- El apartado segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la 
nacionalidad española a aquellas personas que sean nietos de quienes 
perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio. A fin de facilitar la acreditación de estos extremos, 
la regla V de la Instrucción de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas de procedimiento 
para el ejercicio de este derecho, establece la documentación que ha de 
aportar en este caso el interesado acompañando a su Solicitud: “2.1 
Certificación literal de su nacimiento; y 2.3 a) Certificación literal de 
nacimiento del padre o madre -el que corresponda a la línea del abuelo o 
abuela españoles- del solicitante; b) Certificado literal de nacimiento del 
abuelo o abuela español/a del solicitante; c) La documentación a que se 
refiere el apartado 3 –de dicho regla V- sobre la condición de exiliado del 
abuelo o abuela”.

En el expediente que motiva este recurso y a los efectos de acreditar la 
condición de nieto de abuelo español se han aportado las correspondientes 
certificaciones de nacimiento del registro civil extranjero del solicitante y 
de su padre y de su abuelo expedida por el Registro Civil español, 
constando en esta última que era nacido en España en 1900, de padres 
españoles. Así pues, dando por buena la condición de nieto de español 
del recurrente, corresponde analizar, así mismo, si concurren en este 
caso los dos requisitos a los que el apartado 2 de la Disposición Adicional 
7 de la Ley 52/2007 condiciona el ejercicio del derecho de opción por 
parte de aquellos: que el abuelo hubiera perdido o tenido que renunciar a 
la nacionalidad española y que ello hubiere tenido lugar como consecuencia 
del exilio.
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V.- Respecto al primero de dichos requisitos, es decir, que el abuelo del 
solicitante hubiere perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad 
española ha de tenerse en cuenta que el mismo se cumpliría no solo 
cuando el abuelo hubiese adquirido voluntariamente otra nacionalidad 
que correlativamente hubiese motivado la pérdida de su nacionalidad 
española sino también cuando dicha perdida derivase del asentimiento 
voluntario a la nacionalidad extranjera o la utilización exclusiva de otra 
nacionalidad. Pero en todo caso, se haya producido la pérdida o renuncia 
a la nacionalidad española por parte de los abuelos por cualquiera de 
aquellas circunstancias será necesario acreditar que la misma se ha 
producido como consecuencia del exilio al que se refiere el citado apartado 
segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/ 2007 .

VI.- A fin de acreditar la condición de exiliado del abuelo, el anteriormente 
referido apartado 3 de la Regla V establece como medios de prueba: “a) 
Documentación que acredite haber sido beneficiario de las pensiones 
otorgadas por la Administración española a los exiliados.; b) Documentación 
de la Oficina Internacional de Refugiados de Naciones Unidas y de las 
Oficinas de Refugiados de los Estados de acogida que asistieron a los 
refugiados españoles y a sus familias; c) Certificaciones o informes 
expedidos por partidos políticos, sindicatos o cualesquiera otras entidades 
o instituciones, públicas o privadas, debidamente reconocidas por las 
autoridades españolas o del Estado de acogida de los exiliados, que estén 
relacionadas con el exilio, bien por haber padecido exilio sus integrantes, 
o por haber destacado en la defensa y protección de los exiliados 
españoles, o por trabajar actualmente en la reparación moral y la 
recuperación de la memoria personal y familiar de las víctimas de la 
Guerra Civil y la Dictadura. La documentación numerada en el apartado a) 
prueba directamente y por sí sola el exilio.; la de los apartados anteriores, 
b) y c), constituirán prueba del exilio si se presentan en unión de cualquiera 
de los siguientes documentos: 1. Pasaporte o título de viaje con sello de 
entrada en el país de acogida. 2. Certificación del Registro de Matrícula 
del Consulado español. 3. Certificaciones del Registro Civil Consular que 
acrediten la residencia en el país de acogida, tales como inscripción de 
matrimonio, inscripciones de nacimiento de hijos, inscripciones de 
defunción, entre otras. 4. Certificación del Registro Civil local del país de 
acogida que acredite haber adquirido la nacionalidad de dicho país. 5. 
Documentación de la época del país de acogida en la que conste el año 
de la llegada a dicho país o la llegada al mismo por cualquier medio de 
transporte.; d) A los efectos del ejercicio de los derechos de opción 
reconocidos en la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, se 
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presumirá la condición de exiliado respecto de todos los españoles que 
salieron de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 
1955. La salida del territorio español podrá acreditarse mediante 
cualquiera de los documentos enumerados en el párrafo anterior”.

VII.- En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución 
de este recurso - cfr. Arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento -, aunque se entiende acreditada la condición del solicitante 
de nieto de español , sin embargo no resulta acreditada la condición de 
exiliado del abuelo con anterioridad a la perdida de la nacionalidad 
española, dado que ni se han presentado los documentos acreditativos de 
dicha condición, conforme a lo reseñado en el párrafo anterior, ni la misma 
puede presumirse, por haberse acreditado por el propio interesado como 
su abuelo emigro a Cuba en el año 1923 y como su madre nació en el año 
1938 en Cuba. Todos esto datos desvirtúan el posible exilio exigido por la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 para el ejercicio de 
derecho de opción.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Don R-A. y confirma el acuerdo apelado, dictado conforme 
a la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a 
favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra 
Civil y la Dictadura.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.
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Resolución de 02 de Julio de 2014 (113ª)
III.1.3.2  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado segundo de la Disposición adicional séptima los que no acrediten 
ser nietos de abuelos de nacionalidad española que perdieran o tuvieran 
que renunciar a su nacionalidad española como consecuencia del exilio.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el interesado contra el acuerdo del Encargado del 
Registro Civil Central

HECHOS

1.- Don J-F. presenta escrito en el Registro Civil de Madrid para su 
remisión al Registro Civil Central por ser el competente, su opción a la 
nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 Disposición adicional 
séptima y, adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como 
documentación: certificado local literal de nacimiento propio y el de su 
padre expedidos por el Registro Civil extranjero (Cuba) y de su abuelo 
expedido por el Registro Civil español.

2.- El Encargado del Registro Civil Central, mediante acuerdo de fecha 25 
de enero de 2010 deniega lo solicitado por el interesado según lo establecido 
en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de Justicia.

3.- Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra el acuerdo denegatorio de su 
solicitud antes citado.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Central 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
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diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la 
Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil, 
los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010,24 de marzo de 2010,28 de abril de 2010 (5ª), 15 
de noviembre de 2010,1 de diciembre de 2010,7 de marzo de 2011 (4ª), 9 
de marzo de 2011, 3 de octubre de 2011 (17ª),25 de octubre de 2011 
(3ª),2 de diciembre de 2011.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Central como español de origen al nacido en Cuba en 1963, en virtud del 
ejercicio de la opción prevista por el apartado segundo de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual podrán optar a la nacionalidad española de origen “los nietos de 
quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española 
como consecuencia del exilio”. La solicitud de opción cuya inscripción 
ahora se pretende fue formalizada el 03 de junio de 2009 en el modelo 
normalizado del Anexo II de la Instrucción de 04 de noviembre de 2008 al 
amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del 
Registro Civil se dictó acuerdo el 25 de enero de 2010, denegando lo 
solicitado. 

III.- El acuerdo apelado basa, en esencia, su denegación en que la 
solicitante no puede ejercer la opción del apartado segundo de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que no ha 
acreditado que su abuelo hubiera perdido o tuviera que renunciar a la 
nacionalidad española como consecuencia de su exilio, posición que el 
Ministerio Fiscal comparte en su informe.

IV.- El apartado segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la 
nacionalidad española a aquellas personas que sean nietos de quienes 
perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio. A fin de facilitar la acreditación de estos extremos, 
la regla V de la Instrucción de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas de procedimiento 
para el ejercicio de este derecho, establece la documentación que ha de 
aportar en este caso el interesado acompañando a su Solicitud: “2.1 
Certificación literal de su nacimiento; y 2.3 a) Certificación literal de 
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nacimiento del padre o madre -el que corresponda a la línea del abuelo o 
abuela españoles- del solicitante; b) Certificado literal de nacimiento del 
abuelo o abuela español/a del solicitante; c) La documentación a que se 
refiere el apartado 3 –de dicho regla V- sobre la condición de exiliado del 
abuelo o abuela”. En el expediente que motiva este recurso y a los efectos 
de acreditar la condición de nieto de abuelo español se han aportado las 
correspondientes certificaciones de nacimiento del registro civil extranjero 
del solicitante y de su padre y de su abuelo expedida por el Registro Civil 
español, constando en esta última que era nacido en España en 1892, de 
padres españoles. Así pues, dando por buena la condición de nieto de 
español del recurrente, corresponde analizar, así mismo, si concurren en 
este caso los dos requisitos a los que el apartado 2 de la Disposición 
Adicional 7 de la Ley 52/2007 condiciona el ejercicio del derecho de opción 
por parte de aquellos: que el abuelo hubiera perdido o tenido que renunciar 
a la nacionalidad española y que ello hubiere tenido lugar como 
consecuencia del exilio.

V.- Respecto al primero de dichos requisitos, es decir, que el abuelo del 
solicitante hubiere perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad 
española ha de tenerse en cuenta que el mismo se cumpliría no solo 
cuando el abuelo hubiese adquirido voluntariamente otra nacionalidad 
que correlativamente hubiese motivado la pérdida de su nacionalidad 
española sino también cuando dicha perdida derivase del asentimiento 
voluntario a la nacionalidad extranjera o la utilización exclusiva de otra 
nacionalidad. Pero en todo caso, se haya producido la pérdida o renuncia 
a la nacionalidad española por parte de los abuelos por cualquiera de 
aquellas circunstancias será necesario acreditar que la misma se ha 
producido como consecuencia del exilio al que se refiere el citado apartado 
segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/ 2007 .

VI.- A fin de acreditar la condición de exiliado del abuelo, el anteriormente 
referido apartado 3 de la Regla V establece como medios de prueba: “a) 
Documentación que acredite haber sido beneficiario de las pensiones 
otorgadas por la Administración española a los exiliados.; b) Documentación 
de la Oficina Internacional de Refugiados de Naciones Unidas y de las 
Oficinas de Refugiados de los Estados de acogida que asistieron a los 
refugiados españoles y a sus familias; c) Certificaciones o informes 
expedidos por partidos políticos, sindicatos o cualesquiera otras entidades 
o instituciones, públicas o privadas, debidamente reconocidas por las 
autoridades españolas o del Estado de acogida de los exiliados, que estén 
relacionadas con el exilio, bien por haber padecido exilio sus integrantes, 
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o por haber destacado en la defensa y protección de los exiliados 
españoles, o por trabajar actualmente en la reparación moral y la 
recuperación de la memoria personal y familiar de las víctimas de la 
Guerra Civil y la Dictadura. La documentación numerada en el apartado a) 
prueba directamente y por sí sola el exilio.; la de los apartados anteriores, 
b) y c), constituirán prueba del exilio si se presentan en unión de cualquiera 
de los siguientes documentos: 1. Pasaporte o título de viaje con sello de 
entrada en el país de acogida. 2. Certificación del Registro de Matrícula 
del Consulado español. 3. Certificaciones del Registro Civil Consular que 
acrediten la residencia en el país de acogida, tales como inscripción de 
matrimonio, inscripciones de nacimiento de hijos, inscripciones de 
defunción, entre otras. 4. Certificación del Registro Civil local del país de 
acogida que acredite haber adquirido la nacionalidad de dicho país. 5. 
Documentación de la época del país de acogida en la que conste el año 
de la llegada a dicho país o la llegada al mismo por cualquier medio de 
transporte.; d) A los efectos del ejercicio de los derechos de opción 
reconocidos en la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, se 
presumirá la condición de exiliado respecto de todos los españoles que 
salieron de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 
1955. La salida del territorio español podrá acreditarse mediante 
cualquiera de los documentos enumerados en el párrafo anterior”.

VII.- En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución 
de este recurso - cfr. Arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento -, aunque se entiende acreditada la condición del solicitante 
de nieto de español, sin embargo no resulta acreditada la condición de 
exiliado del abuelo con anterioridad a la perdida de la nacionalidad 
española, dado que ni se han presentado los documentos acreditativos de 
dicha condición, conforme a lo reseñado en el párrafo anterior, ni la misma 
puede presumirse, habiéndose acreditado por el propio interesado como 
ya su abuelo contrajo matrimonio en Cuba el 27 de enero de 1927 y como 
su padre nació en Cuba en el año 1928. Todos esto datos desvirtúan el 
posible exilio exigido por la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007 para el ejercicio de derecho de opción.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Don J-F. y confirma el acuerdo apelado, dictado conforme 
a la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a 
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favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra 
Civil y la Dictadura.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.

Resolución de 09 de Julio de 2014 (21ª)
III.1.3.2  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado segundo de la Disposición adicional séptima los que no acrediten 
ser nietos de abuelo de nacionalidad española que perdiera o tuviera que 
renunciar a su nacionalidad española como consecuencia del exilio.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el interesado contra la resolución del Encargado 
del Registro Civil Consular en Córdoba (Argentina).

HECHOS

1.- Don M., presenta escrito en el Registro Civil Consular en Córdoba, a 
fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 
Disposición adicional séptima y, adjunta especialmente en apoyo de su 
solicitud como documentación: certificado local literal de nacimiento propio 
y el de su madre y su abuelo, expedidos por el Registro Civil español.

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante resolución de fecha 
19 de septiembre de 2011 deniega lo solicitado por el interesado según lo 
establecido en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de 
Justicia.

3.- Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra el acuerdo denegatorio de su 
solicitud antes citado.
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4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la 
Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil, 
los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010,24 de marzo de 2010,28 de abril de 2010 (5ª), 15 
de noviembre de 2010,1 de diciembre de 2010,7 de marzo de 2011 (4ª), 9 
de marzo de 2011, 3 de octubre de 2011 (17ª),25 de octubre de 2011 
(3ª),2 de diciembre de 2011.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como español de origen al nacido en Argentina en 1983, en 
virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado segundo de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
conforme a la cual podrán optar a la nacionalidad española de origen “los 
nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad 
española como consecuencia del exilio”. 

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada 
el 14 de julio de 2011 en el modelo normalizado del Anexo II de la 
Instrucción de 4 de noviembre de 2009 al amparo de lo previsto en su 
directriz segunda. Por el Encargado del Registro Civil se dictó resolución 
el 19 de septiembre de 2011, denegando lo solicitado. 

III.- La resolución apelada basa, en esencia, su denegación en que el 
solicitante no puede ejercer la opción del apartado segundo de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que no ha 
acreditado que su abuelo hubiera perdido o tuviera que renunciar a la 
nacionalidad española como consecuencia de su exilio, posición que el 
Ministerio Fiscal comparte en su informe.
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IV.- El apartado segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la 
nacionalidad española a aquellas personas que sean nietos de quienes 
perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio. A fin de facilitar la acreditación de estos extremos, 
la regla V de la Instrucción de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas de procedimiento 
para el ejercicio de este derecho, establece la documentación que ha de 
aportar en este caso el interesado acompañando a su solicitud : “2.1 
Certificación literal de su nacimiento ; y 2.3 a) Certificación literal de 
nacimiento del padre o madre -el que corresponda a la línea del abuelo o 
abuela españoles- del solicitante; b) Certificado literal de nacimiento del 
abuelo o abuela español/a del solicitante; c) La documentación a que se 
refiere el apartado 3 –de dicho regla V- sobre la condición de exiliado del 
abuelo o abuela”.

En el expediente que motiva este recurso y a los efectos de acreditar la 
condición de nieto de abuelo español se han aportado las correspondientes 
certificaciones de nacimiento del registro civil extranjero del solicitante y la 
de su madre y su abuelo expedidos por el Registro Civil español, 
reflejándose en esta última que era nacido en España en 1913 de padres 
españoles. Así pues, dando por buena la condición de nieto de español 
del recurrente, corresponde analizar, así mismo, si concurren en este 
caso los dos requisitos a los que el apartado 2 de la Disposición Adicional 
7 de la Ley 52/2007 condiciona el ejercicio del derecho de opción por 
parte de aquellos: que el abuelo hubiera perdido o tenido que renunciar a 
la nacionalidad española y que ello hubiere tenido lugar como consecuencia 
del exilio.

V.- Respecto al primero de dichos requisitos, es decir, que el abuelo del 
solicitante hubiere perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad 
española ha de tenerse en cuenta que el mismo se cumpliría no solo 
cuando el abuelo hubiese adquirido voluntariamente otra nacionalidad 
que correlativamente hubiese motivado la pérdida de su nacionalidad 
española sino también cuando dicha perdida derivase del asentimiento 
voluntario a la nacionalidad extranjera o la utilización exclusiva de otra 
nacionalidad. Pero en todo caso, se haya producido la pérdida o renuncia 
a la nacionalidad española por parte de los abuelos por cualquiera de 
aquellas circunstancias será necesario acreditar que la misma se ha 
producido como consecuencia del exilio al que se refiere el citado apartado 
segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/ 2007 .
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VI.- A fin de acreditar la condición de exiliado del abuelo, el anteriormente 
referido apartado 3 de la Regla V establece como medios de prueba: “a) 
Documentación que acredite haber sido beneficiario de las pensiones 
otorgadas por la Administración española a los exiliados.; b) Documentación 
de la Oficina Internacional de Refugiados de Naciones Unidas y de las 
Oficinas de Refugiados de los Estados de acogida que asistieron a los 
refugiados españoles y a sus familias; c) Certificaciones o informes 
expedidos por partidos políticos, sindicatos o cualesquiera otras entidades 
o instituciones, públicas o privadas, debidamente reconocidas por las 
autoridades españolas o del Estado de acogida de los exiliados, que estén 
relacionadas con el exilio, bien por haber padecido exilio sus integrantes, 
o por haber destacado en la defensa y protección de los exiliados 
españoles, o por trabajar actualmente en la reparación moral y la 
recuperación de la memoria personal y familiar de las víctimas de la 
Guerra Civil y la Dictadura. La documentación numerada en el apartado a) 
prueba directamente y por sí sola el exilio.; la de los apartados anteriores, 
b) y c), constituirán prueba del exilio si se presentan en unión de cualquiera 
de los siguientes documentos: 1. Pasaporte o título de viaje con sello de 
entrada en el país de acogida. 2. Certificación del Registro de Matrícula 
del Consulado español. 3. Certificaciones del Registro Civil Consular que 
acrediten la residencia en el país de acogida, tales como inscripción de 
matrimonio, inscripciones de nacimiento de hijos, inscripciones de 
defunción, entre otras. 4. Certificación del Registro Civil local del país de 
acogida que acredite haber adquirido la nacionalidad de dicho país. 5. 
Documentación de la época del país de acogida en la que conste el año 
de la llegada a dicho país o la llegada al mismo por cualquier medio de 
transporte.; d) A los efectos del ejercicio de los derechos de opción 
reconocidos en la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, se 
presumirá la condición de exiliado respecto de todos los españoles que 
salieron de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 
1955. La salida del territorio español podrá acreditarse mediante 
cualquiera de los documentos enumerados en el párrafo anterior”.

VII.- En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución 
de este recurso - cfr. Arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento -, aunque se entienda acreditada la condición del solicitante 
de nieto de español, sin embargo no resulta demostrada la condición de 
exiliado del abuelo, dado que no se ha podido acreditar, documentalmente, 
su salida de España entre el 18 de julio de 1936 y 31 de diciembre de 
1955, y no solo su estancia fuera de España durante ese periodo de 
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tiempo, requisito indispensable para optar a la nacionalidad española en 
base a la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007. Es más, el 
propio interesado, en su escrito de recurso manifiesta que su abuelo 
español, nacido en la provincia de Soria llegó a la Argentina en el año 
1929. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Don M. y confirma la resolución apelada, dictada conforme 
a la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a 
favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra 
Civil y la Dictadura.

Madrid, 09 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del registro Civil Consular Córdoba

Resolución de 09 de Julio de 2014 (23ª)
III.1.3.2  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado segundo de la Disposición adicional séptima los que no acrediten 
ser nietos de abuela de nacionalidad española que perdiera, tuviera que 
renunciar o no pudiera transmitir su nacionalidad española como 
consecuencia del exilio que se presume acreditado por la salida de 
España de 1936 a 1955..

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por la interesada contra el acuerdo del Encargado del 
Registro Civil Consular en Buenos Aires (Argentina).

HECHOS

1.- Doña M., presenta escrito en el Consulado de España en Buenos Aires 
a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 
Disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su 
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solicitud como documentación: certificado literal de nacimiento propio y 
certificados de nacimiento de su padre y de su abuela, expedidos por el 
Registro Civil español.

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante acuerdo de fecha 
21 de abril de 2009 deniega lo solicitado por la interesada según lo 
establecido en la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de 
Justicia.

3.- Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra la resolución denegatoria de su 
solicitud antes citada.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la 
Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil, 
los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010,24 de marzo de 2010,28 de abril de 2010 (5ª), 15 
de noviembre de 2010,1 de diciembre de 2010,7 de marzo de 2011 (4ª), 9 
de marzo de 2011, 3 de octubre de 2011 (17ª),25 de octubre de 2011 
(3ª),2 de diciembre de 2011.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como española de origen a la nacida en Argentina en 1979, en 
virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado segundo de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
conforme a la cual podrán optar a la nacionalidad española de origen “los 
nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad 
española como consecuencia del exilio”. 
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La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada 
el 13 de marzo de 2009 en el modelo normalizado del Anexo II de la 
Instrucción de 4 de noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su 
directriz segunda. Por el Encargado del Registro Civil se dictó acuerdo el 
21 de abril de 2009, denegando lo solicitado. 

III.- El acuerdo apelado basa en esencia su denegación en que la 
solicitante no puede ejercer la opción del apartado segundo de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que no ha 
acreditado que su padre fuera español de origen o que su abuela hubiera 
perdido o tuviera que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia de su exilio, posición que el Ministerio Fiscal comparte en 
su informe.

IV.- El apartado segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la 
nacionalidad española a aquellas personas que sean nietos de quienes 
perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio. A fin de facilitar la acreditación de estos extremos, 
la regla V de la Instrucción de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas de procedimiento 
para el ejercicio de este derecho, establece la documentación que ha de 
aportar en este caso el interesado acompañando a su solicitud. Por un 
lado y a los efectos de acreditar la condición de nietos de española : 
“…2.1 Certificación literal de nacimiento del solicitante ; … 2.3 ... a) 
Certificación literal de nacimiento del padre o madre -el que corresponda 
a la línea del abuelo o abuela españoles- del solicitante;… b) Certificado 
literal de nacimiento del abuelo o abuela español/a del solicitante; c) La 
documentación a que se refiere el apartado 3 –de dicha regla V- sobre la 
condición de exiliado del abuelo o abuela … ”. Y por otro lado a fin de 
acreditar la condición de exiliada de la abuela, los siguientes: “a) 
Documentación que acredite haber sido beneficiario de las pensiones 
otorgadas por la Administración española a los exiliados.; b) Documentación 
de la Oficina Internacional de Refugiados de Naciones Unidas y de las 
Oficinas de Refugiados de los Estados de acogida que asistieron a los 
refugiados españoles y a sus familias; c) Certificaciones o informes 
expedidos por partidos políticos, sindicatos o cualesquiera otras entidades 
o instituciones, públicas o privadas, debidamente reconocidas por las 
autoridades españolas o del Estado de acogida de los exiliados, que estén 
relacionadas con el exilio, bien por haber padecido exilio sus integrantes, 
o por haber destacado en la defensa y protección de los exiliados 
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españoles, o por trabajar actualmente en la reparación moral y la 
recuperación de la memoria personal y familiar de las víctimas de la 
Guerra Civil y la Dictadura. La documentación numerada en el apartado a) 
prueba directamente y por sí sola el exilio.; la de los apartados anteriores, 
b) y c), constituirán prueba del exilio si se presentan en unión de cualquiera 
de los siguientes documentos: 1. Pasaporte o título de viaje con sello de 
entrada en el país de acogida. 2. Certificación del Registro de Matrícula 
del Consulado español. 3. Certificaciones del Registro Civil Consular que 
acrediten la residencia en el país de acogida, tales como inscripción de 
matrimonio, inscripciones de nacimiento de hijos, inscripciones de 
defunción, entre otras. 4. Certificación del Registro Civil local del país de 
acogida que acredite haber adquirido la nacionalidad de dicho país. 5. 
Documentación de la época del país de acogida en la que conste el año 
de la llegada a dicho país o la llegada al mismo por cualquier medio de 
transporte.; d) A los efectos del ejercicio de los derechos de opción 
reconocidos en la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, se 
presumirá la condición de exiliado respecto de todos los españoles que 
salieron de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 
1955. La salida del territorio español podrá acreditarse mediante 
cualquiera de los documentos enumerados en el párrafo anterior”.

En el expediente que motiva este recurso y a los efectos de acreditar la 
condición de nieta de abuela española se han aportado las correspondientes 
certificaciones de nacimiento del Registro Civil de la solicitante y la de su 
padre y su abuela expedidas por el Registro Civil español, resultando de 
esta última su nacimiento en España en el año 1921 de padres naturales 
de España Por lo que no cuestionándose en el recurso la condición de la 
solicitante de nieta de abuela española, únicamente corresponde analizar 
si concurre el otro requisito al que el apartado 2 de la Disposición Adicional 
7 de la Ley 52/2007 condiciona el ejercicio del derecho de opción por 
parte de aquellos: que la abuela hubiera perdido o tenido que renunciar a 
la nacionalidad española como consecuencia del exilio.

V.- Respecto a dicho requisito, es decir, que la abuela de la solicitante 
hubiere perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad española ha de 
tenerse en cuenta que si bien tal circunstancia constituye un elemento 
caracterizador del supuesto de hecho tipo o paradigmático (por ser el mas 
común de los contemplados en la norma), ello no supone que la pérdida 
en sí deba ser interpretada necesariamente, a pesar del tenor literal de la 
norma, como integrante de una verdadera conditio iuris o requisito 
sustantivo de aplicación de la citada disposición adicional segunda . Y ello 
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porque lo decisivo no es tanto que la abuela hubiese perdido o renunciado 
a su nacionalidad española como que ella no haya podido transmitir la 
nacionalidad española a su hijo, padre de la solicitante, siempre y cuando 
haya concurrido en todo caso la circunstancia del exilio. Mantener la tesis 
contraria y exigir en todo caso la pérdida o renuncia a la nacionalidad 
española por parte de la abuela significarla hacer de peor condición al 
descendiente de la abuela que conservó su nacionalidad española, no 
obstante la situación de exilio, pero que no pudo transmitirla, respecto a 
los descendientes de la abuela que encontrándose en el exilio no la 
transmitió por haberla perdido o renunciado a la misma (vid. en el mismo 
sentido fundamento jurídico X de las Resoluciones de 24 de octubre de 
2011,25 de octubre de 2011). 

Es decir el derecho de opción del apartado segundo de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007 debe reconocérsele no solo a los 
nietos de aquellas abuelas que perdieron la nacionalidad española por la 
adquisición voluntaria de otra nacionalidad , el asentimiento voluntario a la 
nacionalidad extranjera o la utilización exclusiva de otra nacionalidad , 
sino también a los que lo sean de abuelas que, como consecuencia del 
régimen legal vigente en España hasta la Ley de 2 de mayo de 1975 y por 
razón del principio jurídico de unidad familiar en materia de nacionalidad, 
perdieron su nacionalidad española como consecuencia directa de su 
matrimonio con extranjero ( lo que ocurría hasta la reforma del Código 
Civil por la Ley de 16 de julio de 1954 según la redacción originaria del 
Art.22 y después de esta reforma en virtud de lo dispuesto en el Art. 23.3 
del Código Civil según la redacción dada al mismo por la citada Ley) o aun 
conservándola,( bien por no haber contraído matrimonio con extranjero o 
habiéndolo contraído éste no hubiese implicado la pérdida de la 
nacionalidad ),por ese mismo principio jurídico de unidad familiar centrado 
en la figura del padre titular de la patria potestad (cfr. art.18 del Código 
Civil en su redacción originaria y 17 1º y 2º en su redacción Ley de 15 de 
julio de 1954) no pudieron transmitirla a sus hijos por seguir estos la 
nacionalidad del padre ( lo que ocurrió en España hasta la entrada en 
vigor de la Constitución por la derogación del artículo 17.2 del Código Civil 
como consecuencia de la eficacia inmediata de la misma _ cfr. arts. 14, 
39, disposiciones derogatoria y final de la Constitución, según Resolución 
de 13 de Octubre de 2001 (3ª)). 

Esta interpretación se ve igualmente confirmada por la disposición final 
sexta de la Ley 20/2011, de 21 de julio, de Registro Civil relativa a la 
adquisición de la nacionalidad española por los nietos de exiliados durante 

http://www.mjusticia.gob.es/cs/Satellite/Portal/es/servicios-ciudadano/documentacion-publicaciones


M
inisterio de Justicia

565 Catálogo de Publicaciones

Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado (Registro Civil)

la guerra civil y la dictadura, dado que conforme a la misma “el derecho de 
opción previsto en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, por la que se reconocen y amplían derechos y se 
establecen medidas en favor de quienes padecieron persecución o 
violencia durante la guerra civil y la dictadura, podrán también ejercerlo 
los nietos de las exiliadas españolas que conservaron la nacionalidad 
española tras haber contraído matrimonio con un extranjero con 
posterioridad al 5 de agosto de 1954, fecha de entrada en vigor de la Ley 
de 15 de julio de 1954, siempre que no transmitiesen la nacionalidad 
española a sus hijos, por seguir estos la del padre, y formalicen su 
declaración en tal sentido en el plazo de un año desde la entrada en vigor 
de la presente disposición”. De esta disposición, por tanto, se deduce que 
debe reconocérsele el derecho de opción previsto en el apartado 2 de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 tanto a los nietos de 
abuelas españolas exiliadas que perdieron la nacionalidad española por 
haber contraído matrimonio con extranjero, y no pudieron transmitir la 
nacionalidad española a sus hijos por seguir estos la del padre, como a 
los nietos de abuelas españolas exiliadas que aun conservando su 
nacionalidad y como consecuencia del principio de unidad familiar en 
materia de nacionalidad centrado en la figura del padre, no pudieron 
transmitirla a sus hijos. Pero en todo caso, se haya producido la pérdida o 
renuncia a la nacionalidad española por parte de la abuela o, incluso 
aunque ésta no haya tenido lugar, cuando no haya podido transmitir su 
nacionalidad a los hijos por el principio de unidad familiar, será necesario 
acreditar que tal circunstancia se habrá producido como consecuencia del 
exilio al que se refiere el citado apartado segundo de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007 (confirmado por la disposición final 
sexta de la Ley 20/2011, del Registro Civil).

VII.- En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución 
de este recurso - cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento -, aunque se entienda acreditada la condición de la solicitante 
de nieta de española; que la abuela no haya podido transmitir la 
nacionalidad española a su hijo, padre de la interesada por seguir este la 
nacionalidad extranjera de su padre, del propio relato de la optante y la 
documentación obrante en el expediente, no queda acreditada la condición 
de exiliada de la abuela, quién se trasladó a Argentina, junto con su 
familia, en el año 1923. Por lo que no se ha podido demostrar uno de los 
requisitos esenciales previstos en la Disposición Adicional 7ª de la Ley 
52/2007 para optar a la nacionalidad española en base al exilio de los 
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abuelos, cual es acreditar la salida de España entre el 18 de julio de 1936 
y el 31 de diciembre de 1955, y no solo la estancia fuera de España 
durante ese periodo de tiempo.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Doña M. y confirma el acuerdo apelado, dictado conforme 
a la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a 
favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra 
Civil y la Dictadura.

Madrid, 09 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular de Buenos Aires

Resolución de 09 de Julio de 2014 (24ª)
III.1.3.2  Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado segundo de la Disposición adicional séptima los que acrediten 
ser nietos de abuelos de nacionalidad española que perdieran o tuvieran 
que renunciar a su nacionalidad española como consecuencia del exilio.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el interesado contra el acuerdo del Encargado del 
Registro Civil Consular en Buenos Aires (Argentina).

HECHOS

1.- Don P-C., presenta escrito en el Registro Civil de Buenos Aires a fin de 
recuperar la nacionalidad española a través de la opción prevista en la 
Ley 52/2007 Disposición Adicional Séptima, y adjunta especialmente en 
apoyo de su solicitud como documentación: certificado local de nacimiento 
propio y el de su madre y su abuela expedidos por el Registro Civil 
español. 
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2.- El Encargado del Registro Civil, mediante el acuerdo de fecha 4 de 
marzo de 2011 deniega lo solicitado por el interesado según lo establecido 
en la instrucción de 4 de noviembre de 2008 de Ministerio de Justicia.

3.- Notificado el recurrente, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra el auto denegatorio de su solicitud, 
antes citada.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la 
Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil, 
los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010,24 de marzo de 2010,28 de abril de 2010 (5ª), 15 
de noviembre de 2010,1 de diciembre de 2010,7 de marzo de 2011 (4ª), 9 
de marzo de 2011, 3 de octubre de 2011 (17ª),25 de octubre de 2011 
(3ª),2 de diciembre de 2011.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como español de origen al nacido en Argentina en 1986, en 
virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero y segundo 
de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
conforme a la cual podrán optar a la nacionalidad española de origen “las 
personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español” y 
“los nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad 
española como consecuencia del exilio”. 

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada 
el 5 de agosto de 2010 en el modelo normalizado del Anexo I de la 
Instrucción de 4 de noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su 
directriz segunda. Por el Encargado del Registro Civil Consular de Buenos 
Aires se dictó acuerdo el 4 de marzo de 2011, denegando lo solicitado. 
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III.- El acuerdo apelado basa su denegación en que el interesado no 
puede ejercer la opción del apartado primero de la Disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, dado que no ha acreditado que su madre fuera 
española de origen sin entrar a dilucidar sobre si su abuela era española 
que hubiera perdido la nacionalidad española como consecuencia del 
exilio, posición que el Ministerio Fiscal comparte en su informe.

IV.- Examinado el acuerdo apelado, se observa que está dictado conforme 
a derecho por lo que se refiere a que la madre del recurrente no es 
española de origen, puesto que accedió a dicha nacionalidad en acta 
suscrita e inscrita en el Registro Civil consular de Buenos Aires el día 27 
de abril de 2009, cuando el interesado ya era mayor de edad. Sin embargo, 
aunque el optante solo haya presentado el formulario I para optar a la 
nacionalidad española, dado que también ha presentado la documentación 
correspondiente al exilio de su abuela, en tiempo, es decir con anterioridad 
a que se cumpliera el plazo establecido para solicitar la nacionalidad 
española en base a la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
(diciembre de 2011), procede examinar dicha documentación a la luz de lo 
dispuesto en la mencionada Disposición, apartado 2.

IV.- El apartado segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la 
nacionalidad española a aquellas personas que sean nietos de quienes 
perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio. A fin de facilitar la acreditación de estos extremos, 
la regla V de la Instrucción de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas de procedimiento 
para el ejercicio de este derecho, establece la documentación que ha de 
aportar en este caso el interesado acompañando a su solicitud : “2.1 
Certificación literal de su nacimiento ; y 2.3 a) Certificación literal de 
nacimiento del padre o madre -el que corresponda a la línea del abuelo o 
abuela españoles- del solicitante; b) Certificado literal de nacimiento del 
abuelo o abuela español/a del solicitante; c) La documentación a que se 
refiere el apartado 3 de dicha regla V- sobre la condición de exiliado del 
abuelo o abuela”.

En el expediente que motiva este recurso y a los efectos de acreditar la 
condición de nieto de abuela española se han aportado las correspondientes 
certificaciones de nacimiento del Registro Civil argentino del solicitante y 
las de su madre y la de su abuela, expedidas por el Registro Civil español 
que acredita el nacimiento de esta última en España en el año 1937, de 
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padres españoles. Por lo que no cuestionándose en el recurso la condición 
del solicitante como nieto de abuela española, únicamente corresponde 
analizar si concurren los otros dos requisitos a los que el apartado 2 de la 
Disposición Adicional 7 de la Ley 52/2007 condiciona el ejercicio del 
derecho de opción por parte de aquellos: que la abuela hubiera perdido o 
tenido que renunciar a la nacionalidad española y que ello hubiere tenido 
lugar como consecuencia del exilio.

V.- Respecto al primero de dichos requisitos, es decir, que la abuela del 
solicitante hubiere perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad 
española ha de tenerse en cuenta que si bien tal circunstancia constituye 
un elemento caracterizador del supuesto de hecho tipo o paradigmático 
(por ser el más común de los contemplados en la norma), ello no supone 
que la pérdida en sí deba ser interpretada necesariamente, a pesar del 
tenor literal de la norma, como integrante de una verdadera conditio iuris 
o requisito sustantivo de aplicación de la citada disposición adicional 
segunda. Y ello porque lo decisivo no es tanto que la abuela hubiese 
perdido o renunciado a su nacionalidad española como que ella no haya 
podido transmitir la nacionalidad española a su hija, madre del solicitante, 
siempre y cuando haya concurrido en todo caso la circunstancia del exilio. 
Mantener la tesis contraria y exigir en todo caso la pérdida o renuncia a la 
nacionalidad española por parte de la abuela significarla hacer de peor 
condición al descendiente de la abuela que conservó su nacionalidad 
española, no obstante la situación de exilio, pero que no pudo transmitirla, 
respecto a los descendientes del abuelo que encontrándose en el exilio 
no la transmitió por haberla perdido o renunciado a la misma (vid. en el 
mismo sentido fundamento jurídico X de las Resoluciones de 24 de 
octubre de 2011,25 de octubre de 2011). 

VI. A fin de acreditar la condición de exiliada de la abuela, el anteriormente 
referido apartado 3 de la Regla V de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 establece como medios de prueba los siguientes: “a) Documentación 
que acredite haber sido beneficiario de las pensiones otorgadas por la 
Administración española a los exiliados.; b) Documentación de la Oficina 
Internacional de Refugiados de Naciones Unidas y de las Oficinas de 
Refugiados de los Estados de acogida que asistieron a los refugiados 
españoles y a sus familias; c) Certificaciones o informes expedidos por 
partidos políticos, sindicatos o cualesquiera otras entidades o instituciones, 
públicas o privadas, debidamente reconocidas por las autoridades 
españolas o del Estado de acogida de los exiliados, que estén relacionadas 
con el exilio, bien por haber padecido exilio sus integrantes, o por haber 
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destacado en la defensa y protección de los exiliados españoles, o por 
trabajar actualmente en la reparación moral y la recuperación de la 
memoria personal y familiar de las víctimas de la Guerra Civil y la 
Dictadura. La documentación numerada en el apartado a) prueba 
directamente y por sí sola el exilio.; la de los apartados anteriores, b) y c), 
constituirán prueba del exilio si se presentan en unión de cualquiera de los 
siguientes documentos: 1. Pasaporte o título de viaje con sello de entrada 
en el país de acogida. 2. Certificación del Registro de Matrícula del 
Consulado español. 3. Certificaciones del Registro Civil Consular que 
acrediten la residencia en el país de acogida, tales como inscripción de 
matrimonio, inscripciones de nacimiento de hijos, inscripciones de 
defunción, entre otras. 4. Certificación del Registro Civil local del país de 
acogida que acredite haber adquirido la nacionalidad de dicho país. 5. 
Documentación de la época del país de acogida en la que conste el año 
de la llegada a dicho país o la llegada al mismo por cualquier medio de 
transporte.; d) A los efectos del ejercicio de los derechos de opción 
reconocidos en la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, se 
presumirá la condición de exiliado respecto de todos los españoles que 
salieron de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 
1955. La salida del territorio español podrá acreditarse mediante 
cualquiera de los documentos enumerados en el párrafo anterior.

VII. - En el presente expediente de recurso, y a la vista de los documentos 
presentados y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse 
la resolución de este recurso - cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil 
y 358 de su Reglamento, se considera probado que la parte interesada, 
no sólo prueba su condición de nieto de ciudadana española de origen, 
nacida en España en 1937 de padres españoles, sino también que su 
abuela, Sra. R., fue exiliada, por haber entrado en Argentina el 1 de agosto 
de 1952, procedente del puerto de Vigo, de dónde salió el día 15 de julio 
de 1952, según consta en la copia del pasaporte incorporado a su 
expediente. Así pues, conforme a lo descrito, la abuela del interesado no 
pudo transmitir la nacionalidad española a su hija, madre del recurrente, 
como consecuencia del exilio, por lo que se cumplen los requisitos 
esenciales previstos en la Disposición Adicional 7ª de la Ley 52/2007 para 
optar a la nacionalidad española.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: estimar el recurso planteado y 
declarar el derecho de Don P- C., a optar a la nacionalidad española de 
origen en los términos expuestos en los fundamentos de derecho.
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Madrid, 09 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular de Buenos Aires

Resolución de 09 de Julio de 2014 (25ª)
III.1.3.2  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado segundo de la Disposición adicional séptima los que no acrediten 
ser nietos de abuela de nacionalidad española que perdiera, tuviera que 
renunciar o no pudiera transmitir su nacionalidad española como 
consecuencia del exilio que se presume acreditado por la salida de 
España de 1936 a 1955..

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por la interesada contra el acuerdo del Encargado del 
Registro Civil Consular en Buenos Aires (Argentina).

HECHOS

1.- Doña M-A., presenta escrito en el Consulado de España en Buenos 
Aires a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 
Disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su 
solicitud como documentación: certificado literal local de nacimiento propio 
y certificados de nacimiento de su madre y de su abuela, expedidos por el 
Registro Civil español.

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante acuerdo de fecha 
22 de junio de 2010 deniega lo solicitado por la interesada según lo 
establecido en la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de 
Justicia.

3.- Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra la resolución denegatoria de su 
solicitud antes citada.
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4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la 
Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil, 
los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010,24 de marzo de 2010,28 de abril de 2010 (5ª), 15 
de noviembre de 2010,1 de diciembre de 2010,7 de marzo de 2011 (4ª), 9 
de marzo de 2011, 3 de octubre de 2011 (17ª),25 de octubre de 2011 
(3ª),2 de diciembre de 2011.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como española de origen a la nacida en Argentina en 1978, en 
virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado segundo de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
conforme a la cual podrán optar a la nacionalidad española de origen “los 
nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad 
española como consecuencia del exilio”. 

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada 
el 11 de diciembre de 2009 en el modelo normalizado del Anexo II de la 
Instrucción de 4 de noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su 
directriz segunda. Por el Encargado del Registro Civil se dictó acuerdo el 
22 de junio de 2010, denegando lo solicitado. 

III.- El acuerdo apelado basa en esencia su denegación en que la 
solicitante no puede ejercer la opción del apartado segundo de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que no ha 
acreditado que su madre fuera español de origen o que su abuela hubiera 
perdido o tuviera que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia de su exilio, posición que el Ministerio Fiscal comparte en 
su informe.
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IV.- El apartado segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la 
nacionalidad española a aquellas personas que sean nietos de quienes 
perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio. A fin de facilitar la acreditación de estos extremos, 
la regla V de la Instrucción de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas de procedimiento 
para el ejercicio de este derecho, establece la documentación que ha de 
aportar en este caso el interesado acompañando a su solicitud. Por un 
lado y a los efectos de acreditar la condición de nietos de española : 
“…2.1 Certificación literal de nacimiento del solicitante ; … 2.3 ... a) 
Certificación literal de nacimiento del padre o madre -el que corresponda 
a la línea del abuelo o abuela españoles- del solicitante;… b) Certificado 
literal de nacimiento del abuelo o abuela español/a del solicitante; c) La 
documentación a que se refiere el apartado 3 –de dicha regla V- sobre la 
condición de exiliado del abuelo o abuela … ”. Y por otro lado a fin de 
acreditar la condición de exiliada de la abuela, los siguientes: “a) 
Documentación que acredite haber sido beneficiario de las pensiones 
otorgadas por la Administración española a los exiliados.; b) Documentación 
de la Oficina Internacional de Refugiados de Naciones Unidas y de las 
Oficinas de Refugiados de los Estados de acogida que asistieron a los 
refugiados españoles y a sus familias; c) Certificaciones o informes 
expedidos por partidos políticos, sindicatos o cualesquiera otras entidades 
o instituciones, públicas o privadas, debidamente reconocidas por las 
autoridades españolas o del Estado de acogida de los exiliados, que estén 
relacionadas con el exilio, bien por haber padecido exilio sus integrantes, 
o por haber destacado en la defensa y protección de los exiliados 
españoles, o por trabajar actualmente en la reparación moral y la 
recuperación de la memoria personal y familiar de las víctimas de la 
Guerra Civil y la Dictadura. La documentación numerada en el apartado a) 
prueba directamente y por sí sola el exilio.; la de los apartados anteriores, 
b) y c), constituirán prueba del exilio si se presentan en unión de cualquiera 
de los siguientes documentos: 1. Pasaporte o título de viaje con sello de 
entrada en el país de acogida. 2. Certificación del Registro de Matrícula 
del Consulado español. 3. Certificaciones del Registro Civil Consular que 
acrediten la residencia en el país de acogida, tales como inscripción de 
matrimonio, inscripciones de nacimiento de hijos, inscripciones de 
defunción, entre otras. 4. Certificación del Registro Civil local del país de 
acogida que acredite haber adquirido la nacionalidad de dicho país. 5. 
Documentación de la época del país de acogida en la que conste el año 
de la llegada a dicho país o la llegada al mismo por cualquier medio de 
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transporte.; d) A los efectos del ejercicio de los derechos de opción 
reconocidos en la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, se 
presumirá la condición de exiliado respecto de todos los españoles que 
salieron de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 
1955. La salida del territorio español podrá acreditarse mediante 
cualquiera de los documentos enumerados en el párrafo anterior”.

En el expediente que motiva este recurso y a los efectos de acreditar la 
condición de nieta de abuela española se han aportado las correspondientes 
certificaciones de nacimiento del Registro Civil local de la solicitante y la 
de su madre y su abuela expedidas por el Registro Civil español, 
resultando de esta última su nacimiento en España en el año 1929 de 
padres naturales de España. Así mismo consta en el expediente copia del 
libro de familia de los abuelos en el que se refleja que contrajeron 
matrimonio en Buenos Aires en 1952, fecha en la que la abuela pierde la 
nacionalidad española, conforme a lo dispuesto en el artículo 22 del 
Código Civil de 1989, vigente en la época. Razón por la que no puede 
transmitir la nacionalidad española a su hija, nacida en 1956, que sigue la 
nacionalidad extranjera del padre. Por lo que no cuestionándose en el 
recurso la condición de la solicitante de nieta de abuela española, 
únicamente corresponde analizar si concurre el otro requisito al que el 
apartado 2 de la Disposición Adicional 7 de la Ley 52/2007 condiciona el 
ejercicio del derecho de opción por parte de aquellos: que la abuela 
hubiera perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio.

V.- Respecto a dicho requisito, es decir, que la abuela de la solicitante 
hubiere perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad española ha de 
tenerse en cuenta que si bien tal circunstancia constituye un elemento 
caracterizador del supuesto de hecho tipo o paradigmático (por ser el más 
común de los contemplados en la norma), ello no supone que la pérdida 
en sí deba ser interpretada necesariamente, a pesar del tenor literal de la 
norma, como integrante de una verdadera conditio iuris o requisito 
sustantivo de aplicación de la citada disposición adicional segunda. Y ello 
porque lo decisivo no es tanto que la abuela hubiese perdido o renunciado 
a su nacionalidad española como que ella no haya podido transmitir la 
nacionalidad española a su hija, madre de la solicitante, siempre y cuando 
haya concurrido en todo caso la circunstancia del exilio. Mantener la tesis 
contraria y exigir en todo caso la pérdida o renuncia a la nacionalidad 
española por parte de la abuela significarla hacer de peor condición al 
descendiente de la abuela que conservó su nacionalidad española, no 
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obstante la situación de exilio, pero que no pudo transmitirla, respecto a 
los descendientes de la abuela que encontrándose en el exilio no la 
transmitió por haberla perdido o renunciado a la misma (vid. en el mismo 
sentido fundamento jurídico X de las Resoluciones de 24 de octubre de 
2011,25 de octubre de 2011). 

Es decir el derecho de opción del apartado segundo de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007 debe reconocérsele no solo a los 
nietos de aquellas abuelas que perdieron la nacionalidad española por la 
adquisición voluntaria de otra nacionalidad , el asentimiento voluntario a la 
nacionalidad extranjera o la utilización exclusiva de otra nacionalidad , 
sino también a los que lo sean de abuelas que, como consecuencia del 
régimen legal vigente en España hasta la Ley de 2 de mayo de 1975 y por 
razón del principio jurídico de unidad familiar en materia de nacionalidad, 
perdieron su nacionalidad española como consecuencia directa de su 
matrimonio con extranjero ( lo que ocurría hasta la reforma del Código 
Civil por la Ley de 16 de julio de 1954 según la redacción originaria del 
Art.22 y después de esta reforma en virtud de lo dispuesto en el Art. 23.3 
del Código Civil según la redacción dada al mismo por la citada Ley) o aun 
conservándola,( bien por no haber contraído matrimonio con extranjero o 
habiéndolo contraído éste no hubiese implicado la pérdida de la 
nacionalidad ),por ese mismo principio jurídico de unidad familiar centrado 
en la figura del padre titular de la patria potestad (cfr. art.18 del Código 
Civil en su redacción originaria y 17 1º y 2º en su redacción Ley de 15 de 
julio de 1954) no pudieron transmitirla a sus hijos por seguir estos la 
nacionalidad del padre ( lo que ocurrió en España hasta la entrada en 
vigor de la Constitución por la derogación del artículo 17.2 del Código Civil 
como consecuencia de la eficacia inmediata de la misma _ cfr. arts. 14, 
39, disposiciones derogatoria y final de la Constitución, según Resolución 
de 13 de Octubre de 2001 (3ª)).

Esta interpretación se ve igualmente confirmada por la disposición final 
sexta de la Ley 20/2011, de 21 de julio, de Registro Civil relativa a la 
adquisición de la nacionalidad española por los nietos de exiliados durante 
la guerra civil y la dictadura, dado que conforme a la misma “el derecho de 
opción previsto en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, por la que se reconocen y amplían derechos y se 
establecen medidas en favor de quienes padecieron persecución o 
violencia durante la guerra civil y la dictadura, podrán también ejercerlo 
los nietos de las exiliadas españolas que conservaron la nacionalidad 
española tras haber contraído matrimonio con un extranjero con 
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posterioridad al 5 de agosto de 1954, fecha de entrada en vigor de la Ley 
de 15 de julio de 1954, siempre que no transmitiesen la nacionalidad 
española a sus hijos, por seguir estos la del padre, y formalicen su 
declaración en tal sentido en el plazo de un año desde la entrada en vigor 
de la presente disposición”. De esta disposición, por tanto, se deduce que 
debe reconocérsele el derecho de opción previsto en el apartado 2 de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 tanto a los nietos de 
abuelas españolas exiliadas que perdieron la nacionalidad española por 
haber contraído matrimonio con extranjero, y no pudieron transmitir la 
nacionalidad española a sus hijos por seguir estos la del padre, como a 
los nietos de abuelas españolas exiliadas que aun conservando su 
nacionalidad y como consecuencia del principio de unidad familiar en 
materia de nacionalidad centrado en la figura del padre, no pudieron 
transmitirla a sus hijos. Pero en todo caso, se haya producido la pérdida o 
renuncia a la nacionalidad española por parte de la abuela o, incluso 
aunque ésta no haya tenido lugar, cuando no haya podido transmitir su 
nacionalidad a los hijos por el principio de unidad familiar, será necesario 
acreditar que tal circunstancia se habrá producido como consecuencia del 
exilio al que se refiere el citado apartado segundo de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007 (confirmado por la disposición final 
sexta de la Ley 20/2011, del Registro Civil).

VII.- En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución 
de este recurso - cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento -, aunque se entienda acreditada la condición de la solicitante 
de nieta de española; que la abuela no haya podido transmitir la 
nacionalidad española a su hija, madre de la interesada por seguir esta la 
nacionalidad extranjera de su padre, del propio relato de la optante y la 
documentación obrante en el expediente, no queda acreditada la condición 
de exiliada de la abuela. Por lo que no se ha podido demostrar uno de los 
requisitos esenciales previstos en la Disposición Adicional 7ª de la Ley 
52/2007 para optar a la nacionalidad española en base al exilio de los 
abuelos cual es, acreditar la salida de España entre el 18 de julio de 1936 
y el 31 de diciembre de 1955, y no solo la estancia fuera de España 
durante ese periodo de tiempo.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Doña M-A. y confirma el acuerdo apelado, dictado 
conforme a la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
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diciembre, por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen 
medidas a favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la 
Guerra Civil y la Dictadura

Madrid, 09 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Consular de Buenos Aires

Resolución de 09 de Julio de 2014 (36ª)
III.1.3.2  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado segundo de la Disposición adicional séptima los que no acrediten 
ser nietos de abuelo de nacionalidad española que perdiera o tuviera que 
renunciar a su nacionalidad española como consecuencia del exilio.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el interesado contra el acuerdo del Encargado del 
Registro Civil Consular en Bogotá (Colombia)

HECHOS

1.- Don E. presenta escrito en el Registro Civil Consular en Bogotá, a fin 
de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 Disposición 
adicional séptima y, adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como 
documentación: certificado local literal de nacimiento propio y de su padre, 
así como el de su abuelo, expedido por el Registro Civil español.

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante el acuerdo de 
fecha 10 de agosto de 2011 deniega lo solicitado por el interesado según 
lo establecido en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio 
de Justicia.

3.- Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra el acuerdo denegatorio de su 
solicitud antes citado.
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4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la 
Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil, 
los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010,24 de marzo de 2010,28 de abril de 2010 (5ª), 15 
de noviembre de 2010,1 de diciembre de 2010,7 de marzo de 2011 (4ª), 9 
de marzo de 2011, 3 de octubre de 2011 (17ª),25 de octubre de 2011 
(3ª),2 de diciembre de 2011.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como español de origen al nacido en Colombia en 1976, en 
virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado segundo de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
conforme a la cual podrán optar a la nacionalidad española de origen “los 
nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad 
española como consecuencia del exilio”. 

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada 
el 30 de mayo de 2011 en el modelo normalizado del Anexo II de la 
Instrucción de 4 de noviembre de 2009 al amparo de lo previsto en su 
directriz segunda. Por el Encargado del Registro Civil se dictó acuerdo el 
10 de agosto de 2011, denegando lo solicitado. 

III.- El acuerdo apelado basa, en esencia, su denegación en que el 
solicitante no puede ejercer la opción del apartado segundo de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que no ha 
acreditado que su abuelo hubiera perdido o tuviera que renunciar a la 
nacionalidad española como consecuencia de su exilio, posición que el 
Ministerio Fiscal comparte en su informe.
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IV.- El apartado segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la 
nacionalidad española a aquellas personas que sean nietos de quienes 
perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio. A fin de facilitar la acreditación de estos extremos, 
la regla V de la Instrucción de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas de procedimiento 
para el ejercicio de este derecho, establece la documentación que ha de 
aportar en este caso el interesado acompañando a su solicitud : “2.1 
Certificación literal de su nacimiento ; y 2.3 a) Certificación literal de 
nacimiento del padre o madre -el que corresponda a la línea del abuelo o 
abuela españoles- del solicitante; b) Certificado literal de nacimiento del 
abuelo o abuela español/a del solicitante; c) La documentación a que se 
refiere el apartado 3 –de dicho regla V- sobre la condición de exiliado del 
abuelo o abuela”.

En el expediente que motiva este recurso y a los efectos de acreditar la 
condición de nieto de abuelo español se han aportado las correspondientes 
certificaciones de nacimiento del registro civil extranjero del solicitante y 
de su padre y la de su abuelo expedidos por el Registro Civil español, 
reflejándose en esta última que era nacido en España en 1916 de padres 
españoles. Así pues, dando por buena la condición de nieto de español 
del recurrente, corresponde analizar, así mismo, si concurren en este 
caso los dos requisitos a los que el apartado 2 de la Disposición Adicional 
7 de la Ley 52/2007 condiciona el ejercicio del derecho de opción por 
parte de aquellos: que el abuelo hubiera perdido o tenido que renunciar a 
la nacionalidad española y que ello hubiere tenido lugar como consecuencia 
del exilio.

V.- Respecto al primero de dichos requisitos, es decir, que el abuelo del 
solicitante hubiere perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad 
española ha de tenerse en cuenta que el mismo se cumpliría no solo 
cuando el abuelo hubiese adquirido voluntariamente otra nacionalidad 
que correlativamente hubiese motivado la pérdida de su nacionalidad 
española sino también cuando dicha perdida derivase del asentimiento 
voluntario a la nacionalidad extranjera o la utilización exclusiva de otra 
nacionalidad. Pero en todo caso, se haya producido la pérdida o renuncia 
a la nacionalidad española por parte de los abuelos por cualquiera de 
aquellas circunstancias será necesario acreditar que la misma se ha 
producido como consecuencia del exilio al que se refiere el citado apartado 
segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/ 2007 .
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VI.- A fin de acreditar la condición de exiliado del abuelo, el anteriormente 
referido apartado 3 de la Regla V establece como medios de prueba: “a) 
Documentación que acredite haber sido beneficiario de las pensiones 
otorgadas por la Administración española a los exiliados.; b) Documentación 
de la Oficina Internacional de Refugiados de Naciones Unidas y de las 
Oficinas de Refugiados de los Estados de acogida que asistieron a los 
refugiados españoles y a sus familias; c) Certificaciones o informes 
expedidos por partidos políticos, sindicatos o cualesquiera otras entidades 
o instituciones, públicas o privadas, debidamente reconocidas por las 
autoridades españolas o del Estado de acogida de los exiliados, que estén 
relacionadas con el exilio, bien por haber padecido exilio sus integrantes, 
o por haber destacado en la defensa y protección de los exiliados 
españoles, o por trabajar actualmente en la reparación moral y la 
recuperación de la memoria personal y familiar de las víctimas de la 
Guerra Civil y la Dictadura. La documentación numerada en el apartado a) 
prueba directamente y por sí sola el exilio.; la de los apartados anteriores, 
b) y c), constituirán prueba del exilio si se presentan en unión de cualquiera 
de los siguientes documentos: 1. Pasaporte o título de viaje con sello de 
entrada en el país de acogida. 2. Certificación del Registro de Matrícula 
del Consulado español. 3. Certificaciones del Registro Civil Consular que 
acrediten la residencia en el país de acogida, tales como inscripción de 
matrimonio, inscripciones de nacimiento de hijos, inscripciones de 
defunción, entre otras. 4. Certificación del Registro Civil local del país de 
acogida que acredite haber adquirido la nacionalidad de dicho país. 5. 
Documentación de la época del país de acogida en la que conste el año 
de la llegada a dicho país o la llegada al mismo por cualquier medio de 
transporte.; d) A los efectos del ejercicio de los derechos de opción 
reconocidos en la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, se 
presumirá la condición de exiliado respecto de todos los españoles que 
salieron de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 
1955. La salida del territorio español podrá acreditarse mediante 
cualquiera de los documentos enumerados en el párrafo anterior”.

VII.- En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución 
de este recurso - cfr. Arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento -, aunque se entienda acreditada la condición del solicitante 
de nieto de español, sin embargo no resulta acreditada la condición de 
exiliado del abuelo, dado que no se ha podido acreditar, documentalmente, 
su salida de España a partir del 18 de julio de 1936, requisito indispensable 
para optar a la nacionalidad española en base a la disposición adicional 
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séptima de la Ley 52/2007. No obstante, si en lo sucesivo fuera posible 
tener acceso a ese dato, siempre sería posible solicitar una revisión 
extraordinaria de su solicitud. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Don E. y confirma el acuerdo apelado, dictado conforme a 
la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a 
favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra 
Civil y la Dictadura.

Madrid, 09 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en Bogotá.

Resolución de 17 de Julio de 2014 (119ª)
III.1.3.2  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado segundo de la Disposición adicional séptima los que no acrediten 
ser nietos de abuelo de nacionalidad española que perdiera o tuviera que 
renunciar a su nacionalidad española como consecuencia del exilio.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por los interesados contra la resolución del Encargado 
del Registro Civil Consular en Quito (Ecuador).

HECHOS

1.- Doña S. Doña B. Doña S. Doña C. Doña A-I. Doña M. y Don J-C. de 
Don P-J. y Doña I. así como de Don D. presentan escritos en el Registro 
Civil Consular en Quito, a fin de optar a la nacionalidad española en virtud 
de la Ley 52/2007 Disposición adicional séptima y, adjuntan especialmente 
en apoyo de sus solicitudes como documentación: certificados locales 
literales de nacimiento propios y los de sus padres y su abuelo, expedidos 
por el Registro Civil español.
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2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante resolución de fecha 
17 de febrero de 2012 deniega lo solicitado por los interesados según lo 
establecido en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de 
Justicia.

3.- Notificados los interesados, interponen recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado contra el acuerdo denegatorio de 
su solicitud antes citado. Son representados en este acto por el letrado 
Don I. según poderes otorgados en Q. y N-Y. que se acompañan al 
expediente

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Procede la acumulación de los presentes recursos en base al artículo 
73 de la Ley 30/1992 de 26 de Noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común 

II.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la 
Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil, 
los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010,24 de marzo de 2010,28 de abril de 2010 (5ª), 15 
de noviembre de 2010,1 de diciembre de 2010,7 de marzo de 2011 (4ª), 9 
de marzo de 2011, 3 de octubre de 2011 (17ª),25 de octubre de 2011 
(3ª),2 de diciembre de 2011.

III.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como españoles de origen a los recurrentes nacidos en Ecuador, 
excepto Doña S. que nace en P. (España), en virtud del ejercicio de la 
opción prevista por el apartado segundo de la Disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual podrán 
optar a la nacionalidad española de origen “los nietos de quienes perdieron 
o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como consecuencia 
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del exilio”. Las solicitudes de opción cuya inscripción ahora se pretenden 
fueron formalizadas en diciembre de 2011 en el modelo normalizado del 
Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 2009 al amparo de lo 
previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del Registro Civil se 
dictó resolución el 17 de febrero de 2012, denegando lo solicitado. 

IV.- La resolución apelada basa, en esencia, su denegación en que los 
solicitantes no puede ejercer la opción del apartado segundo de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que no han 
acreditado que su abuelo hubiera perdido o tuviera que renunciar a la 
nacionalidad española como consecuencia de su exilio, posición que el 
Ministerio Fiscal comparte en su informe.

V.- El apartado segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la 
nacionalidad española a aquellas personas que sean nietos de quienes 
perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio. A fin de facilitar la acreditación de estos extremos, 
la regla V de la Instrucción de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas de procedimiento 
para el ejercicio de este derecho, establece la documentación que ha de 
aportar en este caso el interesado acompañando a su solicitud : “2.1 
Certificación literal de su nacimiento ; y 2.3 a) Certificación literal de 
nacimiento del padre o madre -el que corresponda a la línea del abuelo o 
abuela españoles- del solicitante; b) Certificado literal de nacimiento del 
abuelo o abuela español/a del solicitante; c) La documentación a que se 
refiere el apartado 3 –de dicho regla V- sobre la condición de exiliado del 
abuelo o abuela”.

En el expediente que motiva este recurso y a los efectos de acreditar la 
condición de nietos de abuelo español se han aportado las correspondientes 
certificaciones de nacimiento del registro civil extranjero de los solicitantes 
y las de sus padres y su abuelo expedidos por el Registro Civil español, 
reflejándose en esta última que era nacido en Ecuador en 1921 de padre 
español. Al no haber ejercitado el derecho que le correspondía, como hijo 
de español nacido en el extranjero, para conservar la nacionalidad 
española al alcanzar la mayoría de edad, pierde dicha nacionalidad, que 
recupera el 14 de marzo de 1995. Así pues, dando por buena la condición 
de nietos de español de los recurrentes, corresponde analizar, así mismo, 
si concurren en este caso los dos requisitos a los que el apartado 2 de la 
Disposición Adicional 7 de la Ley 52/2007 condiciona el ejercicio del 
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derecho de opción por parte de aquellos: que el abuelo hubiera perdido o 
tenido que renunciar a la nacionalidad española y que ello hubiere tenido 
lugar como consecuencia del exilio.

VI.- Respecto al primero de dichos requisitos, es decir, que el abuelo de 
los solicitante hubiere perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad 
española ha de tenerse en cuenta que el mismo se cumpliría no solo 
cuando el abuelo hubiese adquirido voluntariamente otra nacionalidad 
que correlativamente hubiese motivado la pérdida de su nacionalidad 
española sino también cuando dicha perdida derivase del asentimiento 
voluntario a la nacionalidad extranjera o la utilización exclusiva de otra 
nacionalidad. Pero en todo caso, se haya producido la pérdida o renuncia 
a la nacionalidad española por parte de los abuelos por cualquiera de 
aquellas circunstancias será necesario acreditar que la misma se ha 
producido como consecuencia del exilio al que se refiere el citado apartado 
segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/ 2007 .

VII.- A fin de acreditar la condición de exiliado del abuelo, el anteriormente 
referido apartado 3 de la Regla V establece como medios de prueba: “a) 
Documentación que acredite haber sido beneficiario de las pensiones 
otorgadas por la Administración española a los exiliados.; b) Documentación 
de la Oficina Internacional de Refugiados de Naciones Unidas y de las 
Oficinas de Refugiados de los Estados de acogida que asistieron a los 
refugiados españoles y a sus familias; c) Certificaciones o informes 
expedidos por partidos políticos, sindicatos o cualesquiera otras entidades 
o instituciones, públicas o privadas, debidamente reconocidas por las 
autoridades españolas o del Estado de acogida de los exiliados, que estén 
relacionadas con el exilio, bien por haber padecido exilio sus integrantes, 
o por haber destacado en la defensa y protección de los exiliados 
españoles, o por trabajar actualmente en la reparación moral y la 
recuperación de la memoria personal y familiar de las víctimas de la 
Guerra Civil y la Dictadura. La documentación numerada en el apartado a) 
prueba directamente y por sí sola el exilio.; la de los apartados anteriores, 
b) y c), constituirán prueba del exilio si se presentan en unión de cualquiera 
de los siguientes documentos: 1. Pasaporte o título de viaje con sello de 
entrada en el país de acogida. 2. Certificación del Registro de Matrícula 
del Consulado español. 3. Certificaciones del Registro Civil Consular que 
acrediten la residencia en el país de acogida, tales como inscripción de 
matrimonio, inscripciones de nacimiento de hijos, inscripciones de 
defunción, entre otras. 4. Certificación del Registro Civil local del país de 
acogida que acredite haber adquirido la nacionalidad de dicho país. 5. 
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Documentación de la época del país de acogida en la que conste el año 
de la llegada a dicho país o la llegada al mismo por cualquier medio de 
transporte.; d) A los efectos del ejercicio de los derechos de opción 
reconocidos en la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, se 
presumirá la condición de exiliado respecto de todos los españoles que 
salieron de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 
1955. La salida del territorio español podrá acreditarse mediante 
cualquiera de los documentos enumerados en el párrafo anterior”.

VIII.- En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución 
de este recurso - cfr. Arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento -, aunque se entienda acreditada la condición de los 
solicitantes de nietos de español, sin embargo no resulta demostrada la 
condición de exiliado del abuelo, dado que no se ha podido acreditar, 
documentalmente, su salida de España entre el 18 de julio de 1936 y 31 
de diciembre de 1955, y no solo su estancia fuera de España durante ese 
periodo de tiempo, requisito indispensable para optar a la nacionalidad 
española en base a la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007. Es 
más, como ya se ha dicho, el abuelo nació en Ecuador en el año 1921, lo 
que viene a indicar que en esa fecha la familia Franco ya estaba radicada 
en ese país, siendo nombrado el bisabuelo, el 22 de abril de 1932, 
Vicecónsul honorario de España en Manta (Ecuador). 

IX.- En cuanto a la alegación de los recurrentes relativa a la falta de 
motivación de la resolución recurrida, hay que señalar que aunque la 
argumentación en que se fundamente la calificación haya sido expresada 
de modo escueto, es suficiente para la tramitación del expediente si 
expresa suficientemente la razón que justifica dicha negativa de modo 
que los recurrentes hayan podido alegar cuanto resulte pertinente para su 
defensa, como lo demuestra en este caso el contenido del escrito de 
interposición del recurso. Como ha señalado la jurisprudencia, la necesaria 
motivación de los actos emanados de la Administración exige una 
explicitación de las razones que los justifiquen, para que posteriormente 
la jurisdicción pueda revisarlos, “lo que significa que su extensión ha de 
estar en función de la mayor o menor complejidad de lo que se cuestione 
e implica que pueda ser sucinta o escueta, sin necesidad de amplias 
consideraciones ante la cuestión que se plantea y resuelve” (cfr. 
Sentencias del Tribunal Constitucional de 17 de julio de 1981, y del 
Tribunal Supremo – Sala de lo Contencioso-Administrativo – de 17 de 
octubre de 2000). En este caso el Encargado del Registro ha señalado 
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con claridad el motivo que impide la estimación de la pretensión de los 
recurrente y ha fundado tal decisión en disposiciones concretas, con la 
correspondiente cita, por lo que no puede afirmarse que haya incurrido en 
una situación de falta de motivación jurídica, ni que se haya coartado el 
derecho a la interposición del recurso. La motivación ha sido 
suficientemente expresiva de la razón que justifica la negativa a la 
inscripción, de modo que los recurrentes ha podido alegar cuanto le ha 
convenido para su defensa.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Don I. en nombre y representación de los descendientes 
de Don R. y confirmar la resolución apelada, dictada conforme a la 
Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, por 
la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a favor 
de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra Civil y la 
Dictadura.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en Quito.

Resolución de 17 de Julio de 2014 (120ª)
III.1.3.2   Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado segundo de la Disposición adicional séptima los que no acrediten 
ser nietos de abuela de nacionalidad española que perdiera o tuviera que 
renunciar a su nacionalidad española como consecuencia del exilio.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por la representación legal del interesado, contra el 
auto del Encargado del Registro Civil Consular en Caracas (Venezuela).

HECHOS
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1.- Don A. en nombre y representación de su hijo menor A-I. presenta 
escrito en el Consulado de España en Caracas, a fin de optar a la 
nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 Disposición adicional 
séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como 
documentación: certificado literal local de nacimiento propio y de su 
madre, así como el de su abuela expedido por el Registro Civil español. 

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante auto de fecha 10 
de febrero de 2011 deniega lo solicitado por el interesado según lo 
establecido en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de 
Justicia.

3.- Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra la resolución denegatoria de su 
solicitud antes citada.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la 
Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil, 
los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010,24 de marzo de 2010,28 de abril de 2010 (5ª), 15 
de noviembre de 2010,1 de diciembre de 2010,7 de marzo de 2011 (4ª), 9 
de marzo de 2011, 3 de octubre de 2011 (17ª),25 de octubre de 2011 
(3ª),2 de diciembre de 2011.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como español de origen al nacido en Venezuela en 2001, en 
virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado segundo de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
conforme a la cual podrán optar a la nacionalidad española de origen “los 
nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad 
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española como consecuencia del exilio”. La solicitud de opción cuya 
inscripción ahora se pretende fue formalizada el 4 de febrero de 2011 en 
el modelo normalizado del Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado 
del Registro Civil se dictó auto el 10 de febrero de 2011, denegando lo 
solicitado. 

III.- El auto apelado basa, en esencia, su denegación en que el solicitante 
no puede ejercer la opción del apartado segundo de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que no ha acreditado que su 
abuela hubiera perdido o tuviera que renunciar a la nacionalidad española 
como consecuencia de su exilio, posición que el Ministerio Fiscal comparte 
en su informe.

IV.- El apartado segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la 
nacionalidad española a aquellas personas que sean nietos de quienes 
perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio. A fin de facilitar la acreditación de estos extremos, 
la regla V de la Instrucción de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas de procedimiento 
para el ejercicio de este derecho, establece la documentación que ha de 
aportar en este caso el interesado acompañando a su solicitud : “…2.1 
Certificación literal de nacimiento del solicitante ; … 2.3 ... a) Certificación 
literal de nacimiento del padre o madre -el que corresponda a la línea del 
abuelo o abuela españoles- del solicitante;… b) Certificado literal de 
nacimiento del abuelo o abuela español/a del solicitante; c) La 
documentación a que se refiere el apartado 3 –de dicha regla V- sobre la 
condición de exiliado del abuelo o abuela … ”.

En el expediente que motiva este recurso y a los efectos de acreditar la 
condición de nieto de abuela española se han aportado las correspondientes 
certificaciones de nacimiento del Registro Civil local, del solicitante y de 
su madre y la de su abuela expedida por el Registro Civil español, 
resultando de esta última que nació en España en 1930 de padres 
españoles. Por lo que, no cuestionándose en el recurso la condición del 
solicitante de nieto de abuela española de origen, únicamente corresponde 
analizar si concurren los otros dos requisitos a los que el apartado 2 de la 
Disposición Adicional 7 de la Ley 52/2007 condiciona el ejercicio del 
derecho de opción por parte de aquellos: que la abuela hubiera perdido o 
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tenido que renunciar a la nacionalidad española y que ello hubiere tenido 
lugar como consecuencia del exilio.

V.- Respecto al primero de dichos requisitos, es decir, que la abuela del 
solicitante hubiere perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad 
española ha de tenerse en cuenta que si bien tal circunstancia constituye 
un elemento caracterizador del supuesto de hecho tipo o paradigmático 
(por ser el más común de los contemplados en la norma), ello no supone 
que la pérdida en sí deba ser interpretada necesariamente, a pesar del 
tenor literal de la norma, como integrante de una verdadera conditio iuris 
o requisito sustantivo de aplicación de la citada disposición adicional 
segunda. Y ello porque lo decisivo no es tanto que la abuela hubiese 
perdido o renunciado a su nacionalidad española como que ella no haya 
podido transmitir la nacionalidad española a su hija, madre del solicitante, 
siempre y cuando haya concurrido en todo caso la circunstancia del exilio. 
Mantener la tesis contraria y exigir en todo caso la pérdida o renuncia a la 
nacionalidad española por parte de la abuela significarla hacer de peor 
condición al descendiente de la abuela que conservó su nacionalidad 
española, no obstante la situación de exilio, pero que no pudo transmitirla, 
respecto a los descendientes de la abuela que encontrándose en el exilio 
no la transmitió por haberla perdido o renunciado a la misma (vid. en el 
mismo sentido fundamento jurídico X de las Resoluciones de 24 de 
octubre de 2011,25 de octubre de 2011). Es decir el derecho de opción del 
apartado segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
debe reconocérsele no solo a los nietos de aquellas abuelas que perdieron 
la nacionalidad española por la adquisición voluntaria de otra nacionalidad, 
el asentimiento voluntario a la nacionalidad extranjera o la utilización 
exclusiva de otra nacionalidad , sino también a los que lo sean de abuelas 
que, como consecuencia del régimen legal vigente en España hasta la 
Ley de 2 de mayo de 1975 y por razón del principio jurídico de unidad 
familiar en materia de nacionalidad, perdieron su nacionalidad española 
como consecuencia directa de su matrimonio con extranjero (lo que 
ocurría hasta la reforma del Código Civil por la Ley de 16 de julio de 1954 
según la redacción originaria del Art.22 y después de esta reforma en 
virtud de lo dispuesto en el Art. 23.3 del Código Civil según la redacción 
dada al mismo por la citada Ley) o aun conservándola,( bien por no haber 
contraído matrimonio con extranjero o habiéndolo contraído éste no 
hubiese implicado la pérdida de la nacionalidad ),por ese mismo principio 
jurídico de unidad familiar centrado en la figura del padre titular de la 
patria potestad (cfr. art.18 del Código Civil en su redacción originaria y 17 
1º y 2º en su redacción Ley de 15 de julio de 1954) no pudieron transmitirla 
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a sus hijos por seguir estos la nacionalidad del padre (lo que ocurrió en 
España en un principio hasta la entrada en vigor de la ley 52/1982 de 13 
de julio en virtud de la nueva redacción dada al Art.17.1 del Código Civil y 
después por interpretación de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado - según Resolución de fecha 13 de octubre de 2001- hasta la 
entrada en vigor de la Constitución ). 

Esta interpretación se ve igualmente confirmada por la disposición final 
sexta de la Ley 20/2011, de 21 de julio, de Registro Civil relativa a la 
adquisición de la nacionalidad española por los nietos de exiliados durante 
la guerra civil y la dictadura, dado que conforme a la misma “el derecho de 
opción previsto en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, por la que se reconocen y amplían derechos y se 
establecen medidas en favor de quienes padecieron persecución o 
violencia durante la guerra civil y la dictadura, podrán también ejercerlo 
los nietos de las exiliadas españolas que conservaron la nacionalidad 
española tras haber contraído matrimonio con un extranjero con 
posterioridad al 5 de agosto de 1954, fecha de entrada en vigor de la Ley 
de 15 de julio de 1954, siempre que no transmitiesen la nacionalidad 
española a sus hijos, por seguir estos la del padre, y formalicen su 
declaración en tal sentido en el plazo de un año desde la entrada en vigor 
de la presente disposición”. De esta disposición, por tanto, se deduce que 
debe reconocérsele el derecho de opción previsto en el apartado 2 de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 tanto a los nietos de 
abuelas españolas exiliadas que perdieron la nacionalidad española por 
haber contraído matrimonio con extranjero, y no pudieron transmitir la 
nacionalidad española a sus hijos por seguir estos la del padre, como a 
los nietos de abuelas españolas exiliadas que aun conservando su 
nacionalidad y como consecuencia del principio de unidad familiar en 
materia de nacionalidad centrado en la figura del padre, no pudieron 
transmitirla a sus hijos. Pero en todo caso, se haya producido la pérdida o 
renuncia a la nacionalidad española por parte de la abuela o, incluso 
aunque ésta no haya tenido lugar, cuando no haya podido transmitir su 
nacionalidad a los hijos por el principio de unidad familiar, será necesario 
acreditar el requisito del exilio al que se refiere el citado apartado segundo 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 (confirmado por la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011, del Registro Civil).

VI.- A fin de acreditar la condición de exiliada de la abuela, el anteriormente 
referido apartado 3 de la Regla V de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 establece como medios de prueba los siguientes: “a) Documentación 
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que acredite haber sido beneficiario de las pensiones otorgadas por la 
Administración española a los exiliados.; b) Documentación de la Oficina 
Internacional de Refugiados de Naciones Unidas y de las Oficinas de 
Refugiados de los Estados de acogida que asistieron a los refugiados 
españoles y a sus familias; c) Certificaciones o informes expedidos por 
partidos políticos, sindicatos o cualesquiera otras entidades o instituciones, 
públicas o privadas, debidamente reconocidas por las autoridades 
españolas o del Estado de acogida de los exiliados, que estén relacionadas 
con el exilio, bien por haber padecido exilio sus integrantes, o por haber 
destacado en la defensa y protección de los exiliados españoles, o por 
trabajar actualmente en la reparación moral y la recuperación de la 
memoria personal y familiar de las víctimas de la Guerra Civil y la 
Dictadura. La documentación numerada en el apartado a) prueba 
directamente y por sí sola el exilio.; la de los apartados anteriores, b) y c), 
constituirán prueba del exilio si se presentan en unión de cualquiera de los 
siguientes documentos: 1. Pasaporte o título de viaje con sello de entrada 
en el país de acogida. 2. Certificación del Registro de Matrícula del 
Consulado español. 3. Certificaciones del Registro Civil Consular que 
acrediten la residencia en el país de acogida, tales como inscripción de 
matrimonio, inscripciones de nacimiento de hijos, inscripciones de 
defunción, entre otras. 4. Certificación del Registro Civil local del país de 
acogida que acredite haber adquirido la nacionalidad de dicho país. 5. 
Documentación de la época del país de acogida en la que conste el año 
de la llegada a dicho país o la llegada al mismo por cualquier medio de 
transporte.; d) A los efectos del ejercicio de los derechos de opción 
reconocidos en la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, se 
presumirá la condición de exiliado respecto de todos los españoles que 
salieron de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 
1955. La salida del territorio español podrá acreditarse mediante 
cualquiera de los documentos enumerados en el párrafo anterior”.

VII.- En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución 
de este recurso - cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento -, aunque se entienda acreditada la condición del solicitante 
de nieto de española; que la abuela no haya podido transmitir la 
nacionalidad española a su hija, madre del interesado, por seguir ésta la 
nacionalidad extranjera de su padre, tampoco resulta acreditada la 
condición de exiliada de la abuela, ya que no ha resultado acreditada su 
salida de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 
1955. Por lo que no se ha podido demostrar uno de los requisitos 

http://


M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

592Boletín del Ministerio de Justicia

Nacionalidad

esenciales previstos en la Disposición Adicional 7ª de la Ley 52/2007 para 
optar a la nacionalidad española en base al exilio de la abuela. 

VIII.- Finalmente, en cuanto a la alegación realizada en el escrito de 
recurso relativa a que la madre del solicitante podía haber optado a la 
nacionalidad española en base al artículo 20.1.b del Código Civil, sin que 
llegara a realizar dicha opción por haber fallecido inesperadamente, tan 
solo se puede informar que al no haber ostentado nunca la nacionalidad 
española no puede transmitirla a su hijos, y no es posible acceder a lo 
solicitado ya que el solicitante, menor de edad, no ha estado nunca bajo la 
patria potestad de un ciudadano español, condición inexorable para 
ejercitar la opción que ahora solicita. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Don A. en nombre y representación de su hijo menor A-I. y 
confirmar el auto apelado, dictado conforme a la Disposición Adicional 
séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, por la que se reconocen y 
amplían derechos y se establecen medidas a favor de quienes padecieron 
persecución o violencia durante la Guerra Civil y la Dictadura.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en Caracas.

Resolución de 17 de Julio de 2014 (121ª)
III.1.3.2   Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado segundo de la Disposición adicional séptima los que no acrediten 
ser nietos de abuela de nacionalidad española que perdiera o tuviera que 
renunciar a su nacionalidad española como consecuencia del exilio.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por la representación legal del interesado, contra el 
auto del Encargado del Registro Civil Consular en Caracas (Venezuela).
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HECHOS

1.- Don A. en nombre y representación de su hijo menor S-A. presenta 
escrito en el Consulado de España en Caracas, a fin de optar a la 
nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 Disposición adicional 
séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como 
documentación: certificado literal local de nacimiento propio y de su 
madre, así como el de su abuela expedido por el Registro Civil español. 

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante auto de fecha 10 
de febrero de 2011 deniega lo solicitado por el interesado según lo 
establecido en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de 
Justicia.

3.- Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra la resolución denegatoria de su 
solicitud antes citada.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la 
Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil, 
los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010,24 de marzo de 2010,28 de abril de 2010 (5ª), 15 
de noviembre de 2010,1 de diciembre de 2010,7 de marzo de 2011 (4ª), 9 
de marzo de 2011, 3 de octubre de 2011 (17ª),25 de octubre de 2011 
(3ª),2 de diciembre de 2011.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como español de origen al nacido en Venezuela en 2004, en 
virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado segundo de la 
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Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
conforme a la cual podrán optar a la nacionalidad española de origen “los 
nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad 
española como consecuencia del exilio”. La solicitud de opción cuya 
inscripción ahora se pretende fue formalizada el 4 de febrero de 2011 en 
el modelo normalizado del Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado 
del Registro Civil se dictó auto el 10 de febrero de 2011, denegando lo 
solicitado. 

III.- El auto apelado basa, en esencia, su denegación en que el solicitante 
no puede ejercer la opción del apartado segundo de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que no ha acreditado que su 
abuela hubiera perdido o tuviera que renunciar a la nacionalidad española 
como consecuencia de su exilio, posición que el Ministerio Fiscal comparte 
en su informe.

IV.- El apartado segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la 
nacionalidad española a aquellas personas que sean nietos de quienes 
perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio. A fin de facilitar la acreditación de estos extremos, 
la regla V de la Instrucción de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas de procedimiento 
para el ejercicio de este derecho, establece la documentación que ha de 
aportar en este caso el interesado acompañando a su solicitud : “…2.1 
Certificación literal de nacimiento del solicitante ; … 2.3 ... a) Certificación 
literal de nacimiento del padre o madre -el que corresponda a la línea del 
abuelo o abuela españoles- del solicitante;… b) Certificado literal de 
nacimiento del abuelo o abuela español/a del solicitante; c) La 
documentación a que se refiere el apartado 3 –de dicha regla V- sobre la 
condición de exiliado del abuelo o abuela … ”.

En el expediente que motiva este recurso y a los efectos de acreditar la 
condición de nieto de abuela española se han aportado las correspondientes 
certificaciones de nacimiento del Registro Civil local, del solicitante y de 
su madre y la de su abuela expedida por el Registro Civil español, 
resultando de esta última que nació en España en 1930 de padres 
españoles. Por lo que, no cuestionándose en el recurso la condición del 
solicitante de nieto de abuela española de origen, únicamente corresponde 
analizar si concurren los otros dos requisitos a los que el apartado 2 de la 
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Disposición Adicional 7 de la Ley 52/2007 condiciona el ejercicio del 
derecho de opción por parte de aquellos: que la abuela hubiera perdido o 
tenido que renunciar a la nacionalidad española y que ello hubiere tenido 
lugar como consecuencia del exilio.

V.- Respecto al primero de dichos requisitos, es decir, que la abuela del 
solicitante hubiere perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad 
española ha de tenerse en cuenta que si bien tal circunstancia constituye 
un elemento caracterizador del supuesto de hecho tipo o paradigmático 
(por ser el más común de los contemplados en la norma), ello no supone 
que la pérdida en sí deba ser interpretada necesariamente, a pesar del 
tenor literal de la norma, como integrante de una verdadera conditio iuris 
o requisito sustantivo de aplicación de la citada disposición adicional 
segunda. Y ello porque lo decisivo no es tanto que la abuela hubiese 
perdido o renunciado a su nacionalidad española como que ella no haya 
podido transmitir la nacionalidad española a su hija, madre del solicitante, 
siempre y cuando haya concurrido en todo caso la circunstancia del exilio. 
Mantener la tesis contraria y exigir en todo caso la pérdida o renuncia a la 
nacionalidad española por parte de la abuela significarla hacer de peor 
condición al descendiente de la abuela que conservó su nacionalidad 
española, no obstante la situación de exilio, pero que no pudo transmitirla, 
respecto a los descendientes de la abuela que encontrándose en el exilio 
no la transmitió por haberla perdido o renunciado a la misma (vid. en el 
mismo sentido fundamento jurídico X de las Resoluciones de 24 de 
octubre de 2011,25 de octubre de 2011). Es decir el derecho de opción del 
apartado segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
debe reconocérsele no solo a los nietos de aquellas abuelas que perdieron 
la nacionalidad española por la adquisición voluntaria de otra nacionalidad, 
el asentimiento voluntario a la nacionalidad extranjera o la utilización 
exclusiva de otra nacionalidad , sino también a los que lo sean de abuelas 
que, como consecuencia del régimen legal vigente en España hasta la 
Ley de 2 de mayo de 1975 y por razón del principio jurídico de unidad 
familiar en materia de nacionalidad, perdieron su nacionalidad española 
como consecuencia directa de su matrimonio con extranjero (lo que 
ocurría hasta la reforma del Código Civil por la Ley de 16 de julio de 1954 
según la redacción originaria del Art.22 y después de esta reforma en 
virtud de lo dispuesto en el Art. 23.3 del Código Civil según la redacción 
dada al mismo por la citada Ley) o aun conservándola,( bien por no haber 
contraído matrimonio con extranjero o habiéndolo contraído éste no 
hubiese implicado la pérdida de la nacionalidad ),por ese mismo principio 
jurídico de unidad familiar centrado en la figura del padre titular de la 
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patria potestad (cfr. art.18 del Código Civil en su redacción originaria y 17 
1º y 2º en su redacción Ley de 15 de julio de 1954) no pudieron transmitirla 
a sus hijos por seguir estos la nacionalidad del padre (lo que ocurrió en 
España en un principio hasta la entrada en vigor de la ley 52/1982 de 13 
de julio en virtud de la nueva redacción dada al Art.17.1 del Código Civil y 
después por interpretación de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado - según Resolución de fecha 13 de octubre de 2001- hasta la 
entrada en vigor de la Constitución ). 

Esta interpretación se ve igualmente confirmada por la disposición final 
sexta de la Ley 20/2011, de 21 de julio, de Registro Civil relativa a la 
adquisición de la nacionalidad española por los nietos de exiliados durante 
la guerra civil y la dictadura, dado que conforme a la misma “el derecho de 
opción previsto en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, por la que se reconocen y amplían derechos y se 
establecen medidas en favor de quienes padecieron persecución o 
violencia durante la guerra civil y la dictadura, podrán también ejercerlo 
los nietos de las exiliadas españolas que conservaron la nacionalidad 
española tras haber contraído matrimonio con un extranjero con 
posterioridad al 5 de agosto de 1954, fecha de entrada en vigor de la Ley 
de 15 de julio de 1954, siempre que no transmitiesen la nacionalidad 
española a sus hijos, por seguir estos la del padre, y formalicen su 
declaración en tal sentido en el plazo de un año desde la entrada en vigor 
de la presente disposición”. De esta disposición, por tanto, se deduce que 
debe reconocérsele el derecho de opción previsto en el apartado 2 de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 tanto a los nietos de 
abuelas españolas exiliadas que perdieron la nacionalidad española por 
haber contraído matrimonio con extranjero, y no pudieron transmitir la 
nacionalidad española a sus hijos por seguir estos la del padre, como a 
los nietos de abuelas españolas exiliadas que aun conservando su 
nacionalidad y como consecuencia del principio de unidad familiar en 
materia de nacionalidad centrado en la figura del padre, no pudieron 
transmitirla a sus hijos. Pero en todo caso, se haya producido la pérdida o 
renuncia a la nacionalidad española por parte de la abuela o, incluso 
aunque ésta no haya tenido lugar, cuando no haya podido transmitir su 
nacionalidad a los hijos por el principio de unidad familiar, será necesario 
acreditar el requisito del exilio al que se refiere el citado apartado segundo 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 (confirmado por la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011, del Registro Civil).
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VI.- A fin de acreditar la condición de exiliada de la abuela, el anteriormente 
referido apartado 3 de la Regla V de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 establece como medios de prueba los siguientes: “a) Documentación 
que acredite haber sido beneficiario de las pensiones otorgadas por la 
Administración española a los exiliados.; b) Documentación de la Oficina 
Internacional de Refugiados de Naciones Unidas y de las Oficinas de 
Refugiados de los Estados de acogida que asistieron a los refugiados 
españoles y a sus familias; c) Certificaciones o informes expedidos por 
partidos políticos, sindicatos o cualesquiera otras entidades o instituciones, 
públicas o privadas, debidamente reconocidas por las autoridades 
españolas o del Estado de acogida de los exiliados, que estén relacionadas 
con el exilio, bien por haber padecido exilio sus integrantes, o por haber 
destacado en la defensa y protección de los exiliados españoles, o por 
trabajar actualmente en la reparación moral y la recuperación de la 
memoria personal y familiar de las víctimas de la Guerra Civil y la 
Dictadura. La documentación numerada en el apartado a) prueba 
directamente y por sí sola el exilio.; la de los apartados anteriores, b) y c), 
constituirán prueba del exilio si se presentan en unión de cualquiera de los 
siguientes documentos: 1. Pasaporte o título de viaje con sello de entrada 
en el país de acogida. 2. Certificación del Registro de Matrícula del 
Consulado español. 3. Certificaciones del Registro Civil Consular que 
acrediten la residencia en el país de acogida, tales como inscripción de 
matrimonio, inscripciones de nacimiento de hijos, inscripciones de 
defunción, entre otras. 4. Certificación del Registro Civil local del país de 
acogida que acredite haber adquirido la nacionalidad de dicho país. 5. 
Documentación de la época del país de acogida en la que conste el año 
de la llegada a dicho país o la llegada al mismo por cualquier medio de 
transporte.; d) A los efectos del ejercicio de los derechos de opción 
reconocidos en la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, se 
presumirá la condición de exiliado respecto de todos los españoles que 
salieron de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 
1955. La salida del territorio español podrá acreditarse mediante 
cualquiera de los documentos enumerados en el párrafo anterior”.

VII.- En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución 
de este recurso - cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento -, aunque se entienda acreditada la condición del solicitante 
de nieto de española; que la abuela no haya podido transmitir la 
nacionalidad española a su hija, madre del interesado, por seguir ésta la 
nacionalidad extranjera de su padre, tampoco resulta acreditada la 
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condición de exiliada de la abuela, ya que no ha resultado acreditada su 
salida de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 
1955. Por lo que no se ha podido demostrar uno de los requisitos 
esenciales previstos en la Disposición Adicional 7ª de la Ley 52/2007 para 
optar a la nacionalidad española en base al exilio de la abuela. 

VIII.- Finalmente, en cuanto a la alegación realizada en el escrito de 
recurso relativa a que la madre del solicitante podía haber optado a la 
nacionalidad española en base al artículo 20.1.b del Código Civil, sin que 
llegara a realizar dicha opción por haber fallecido inesperadamente, tan 
solo se puede informar que al no haber ostentado nunca la nacionalidad 
española no puede transmitirla a su hijos, y no es posible acceder a lo 
solicitado ya que el solicitante, menor de edad, no ha estado nunca bajo la 
patria potestad de un ciudadano español, condición inexorable para 
ejercitar la opción que ahora solicita. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Don A. en nombre y representación de su hijo menor S-A. 
y confirmar el auto apelado, dictado conforme a la Disposición Adicional 
séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, por la que se reconocen y 
amplían derechos y se establecen medidas a favor de quienes padecieron 
persecución o violencia durante la Guerra Civil y la Dictadura.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en Caracas.

Resolución de 17 de Julio de 2014 (122ª)
III.1.3.2  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado segundo de la Disposición adicional séptima los que no acrediten 
ser nietos de abuela de nacionalidad española que perdiera o tuviera que 
renunciar a su nacionalidad española como consecuencia del exilio.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 

http://www.mjusticia.gob.es/cs/Satellite/Portal/es/servicios-ciudadano/documentacion-publicaciones


M
inisterio de Justicia

599 Catálogo de Publicaciones

Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado (Registro Civil)

virtud del entablado por la representación legal de la interesada, contra el 
auto del Encargado del Registro Civil Consular en Caracas (Venezuela).

HECHOS

1.- Don A. en nombre y representación de su hija menor A-I. presenta 
escrito en el Consulado de España en Caracas, a fin de optar a la 
nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 Disposición adicional 
séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como 
documentación: certificado literal local de nacimiento propio y de su 
madre, así como el de su abuela expedido por el Registro Civil español. 

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante auto de fecha 10 
de febrero de 2011 deniega lo solicitado por la representación legal de la 
interesada según lo establecido en su Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 del Ministerio de Justicia.

3.- Notificado el representante legal de la interesada, interpone recurso 
ante la Dirección General de los Registros y del Notariado contra la 
resolución denegatoria de su solicitud antes citada.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la 
Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil, 
los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010,24 de marzo de 2010,28 de abril de 2010 (5ª), 15 
de noviembre de 2010,1 de diciembre de 2010,7 de marzo de 2011 (4ª), 9 
de marzo de 2011, 3 de octubre de 2011 (17ª),25 de octubre de 2011 
(3ª),2 de diciembre de 2011.
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II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como española de origen a la nacida en Venezuela en 1996, en 
virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado segundo de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
conforme a la cual podrán optar a la nacionalidad española de origen “los 
nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad 
española como consecuencia del exilio”. La solicitud de opción cuya 
inscripción ahora se pretende fue formalizada el 4 de febrero de 2011 en 
el modelo normalizado del Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado 
del Registro Civil se dictó auto el 10 de febrero de 2011, denegando lo 
solicitado. 

III.- El auto apelado basa, en esencia, su denegación en que la solicitante 
no puede ejercer la opción del apartado segundo de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que no ha acreditado que su 
abuela hubiera perdido o tuviera que renunciar a la nacionalidad española 
como consecuencia de su exilio, posición que el Ministerio Fiscal comparte 
en su informe.

IV.- El apartado segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la 
nacionalidad española a aquellas personas que sean nietos de quienes 
perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio. A fin de facilitar la acreditación de estos extremos, 
la regla V de la Instrucción de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas de procedimiento 
para el ejercicio de este derecho, establece la documentación que ha de 
aportar en este caso el interesado acompañando a su solicitud : “…2.1 
Certificación literal de nacimiento del solicitante ; … 2.3 ... a) Certificación 
literal de nacimiento del padre o madre -el que corresponda a la línea del 
abuelo o abuela españoles- del solicitante;… b) Certificado literal de 
nacimiento del abuelo o abuela español/a del solicitante; c) La 
documentación a que se refiere el apartado 3 –de dicha regla V- sobre la 
condición de exiliado del abuelo o abuela … ”. En el expediente que 
motiva este recurso y a los efectos de acreditar la condición de nieta de 
abuela española se han aportado las correspondientes certificaciones de 
nacimiento del Registro Civil local, de la solicitante y de su madre y la de 
su abuela expedida por el Registro Civil español, resultando de esta última 
que nació en España en 1930 de padres españoles. Por lo que, no 
cuestionándose en el recurso la condición de la solicitante de nieta de 
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abuela española de origen, únicamente corresponde analizar si concurren 
los otros dos requisitos a los que el apartado 2 de la Disposición Adicional 
7 de la Ley 52/2007 condiciona el ejercicio del derecho de opción por 
parte de aquellos: que la abuela hubiera perdido o tenido que renunciar a 
la nacionalidad española y que ello hubiere tenido lugar como consecuencia 
del exilio.

V.- Respecto al primero de dichos requisitos, es decir, que la abuela de la 
solicitante hubiere perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad 
española ha de tenerse en cuenta que si bien tal circunstancia constituye 
un elemento caracterizador del supuesto de hecho tipo o paradigmático 
(por ser el más común de los contemplados en la norma), ello no supone 
que la pérdida en sí deba ser interpretada necesariamente, a pesar del 
tenor literal de la norma, como integrante de una verdadera conditio iuris 
o requisito sustantivo de aplicación de la citada disposición adicional 
segunda. Y ello porque lo decisivo no es tanto que la abuela hubiese 
perdido o renunciado a su nacionalidad española como que ella no haya 
podido transmitir la nacionalidad española a su hija, madre de la solicitante, 
siempre y cuando haya concurrido en todo caso la circunstancia del exilio. 
Mantener la tesis contraria y exigir en todo caso la pérdida o renuncia a la 
nacionalidad española por parte de la abuela significarla hacer de peor 
condición al descendiente de la abuela que conservó su nacionalidad 
española, no obstante la situación de exilio, pero que no pudo transmitirla, 
respecto a los descendientes de la abuela que encontrándose en el exilio 
no la transmitió por haberla perdido o renunciado a la misma (vid. en el 
mismo sentido fundamento jurídico X de las Resoluciones de 24 de 
octubre de 2011,25 de octubre de 2011). Es decir el derecho de opción del 
apartado segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
debe reconocérsele no solo a los nietos de aquellas abuelas que perdieron 
la nacionalidad española por la adquisición voluntaria de otra nacionalidad, 
el asentimiento voluntario a la nacionalidad extranjera o la utilización 
exclusiva de otra nacionalidad, sino también a los que lo sean de abuelas 
que, como consecuencia del régimen legal vigente en España hasta la 
Ley de 2 de mayo de 1975 y por razón del principio jurídico de unidad 
familiar en materia de nacionalidad, perdieron su nacionalidad española 
como consecuencia directa de su matrimonio con extranjero (lo que 
ocurría hasta la reforma del Código Civil por la Ley de 16 de julio de 1954 
según la redacción originaria del Art.22 y después de esta reforma en 
virtud de lo dispuesto en el Art. 23.3 del Código Civil según la redacción 
dada al mismo por la citada Ley) o aun conservándola,( bien por no haber 
contraído matrimonio con extranjero o habiéndolo contraído éste no 
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hubiese implicado la pérdida de la nacionalidad ),por ese mismo principio 
jurídico de unidad familiar centrado en la figura del padre titular de la 
patria potestad (cfr. art.18 del Código Civil en su redacción originaria y 17 
1º y 2º en su redacción Ley de 15 de julio de 1954) no pudieron transmitirla 
a sus hijos por seguir estos la nacionalidad del padre (lo que ocurrió en 
España en un principio hasta la entrada en vigor de la ley 52/1982 de 13 
de julio en virtud de la nueva redacción dada al Art.17.1 del Código Civil y 
después por interpretación de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado - según Resolución de fecha 13 de octubre de 2001- hasta la 
entrada en vigor de la Constitución ). 

Esta interpretación se ve igualmente confirmada por la disposición final 
sexta de la Ley 20/2011, de 21 de julio, de Registro Civil relativa a la 
adquisición de la nacionalidad española por los nietos de exiliados durante 
la guerra civil y la dictadura, dado que conforme a la misma “el derecho de 
opción previsto en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, por la que se reconocen y amplían derechos y se 
establecen medidas en favor de quienes padecieron persecución o 
violencia durante la guerra civil y la dictadura, podrán también ejercerlo 
los nietos de las exiliadas españolas que conservaron la nacionalidad 
española tras haber contraído matrimonio con un extranjero con 
posterioridad al 5 de agosto de 1954, fecha de entrada en vigor de la Ley 
de 15 de julio de 1954, siempre que no transmitiesen la nacionalidad 
española a sus hijos, por seguir estos la del padre, y formalicen su 
declaración en tal sentido en el plazo de un año desde la entrada en vigor 
de la presente disposición”. De esta disposición, por tanto, se deduce que 
debe reconocérsele el derecho de opción previsto en el apartado 2 de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 tanto a los nietos de 
abuelas españolas exiliadas que perdieron la nacionalidad española por 
haber contraído matrimonio con extranjero, y no pudieron transmitir la 
nacionalidad española a sus hijos por seguir estos la del padre, como a 
los nietos de abuelas españolas exiliadas que aun conservando su 
nacionalidad y como consecuencia del principio de unidad familiar en 
materia de nacionalidad centrado en la figura del padre, no pudieron 
transmitirla a sus hijos. Pero en todo caso, se haya producido la pérdida o 
renuncia a la nacionalidad española por parte de la abuela o, incluso 
aunque ésta no haya tenido lugar, cuando no haya podido transmitir su 
nacionalidad a los hijos por el principio de unidad familiar, será necesario 
acreditar el requisito del exilio al que se refiere el citado apartado segundo 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 (confirmado por la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011, del Registro Civil).
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VI.- A fin de acreditar la condición de exiliada de la abuela, el anteriormente 
referido apartado 3 de la Regla V de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 establece como medios de prueba los siguientes: “a) Documentación 
que acredite haber sido beneficiario de las pensiones otorgadas por la 
Administración española a los exiliados.; b) Documentación de la Oficina 
Internacional de Refugiados de Naciones Unidas y de las Oficinas de 
Refugiados de los Estados de acogida que asistieron a los refugiados 
españoles y a sus familias; c) Certificaciones o informes expedidos por 
partidos políticos, sindicatos o cualesquiera otras entidades o instituciones, 
públicas o privadas, debidamente reconocidas por las autoridades 
españolas o del Estado de acogida de los exiliados, que estén relacionadas 
con el exilio, bien por haber padecido exilio sus integrantes, o por haber 
destacado en la defensa y protección de los exiliados españoles, o por 
trabajar actualmente en la reparación moral y la recuperación de la 
memoria personal y familiar de las víctimas de la Guerra Civil y la 
Dictadura. La documentación numerada en el apartado a) prueba 
directamente y por sí sola el exilio.; la de los apartados anteriores, b) y c), 
constituirán prueba del exilio si se presentan en unión de cualquiera de los 
siguientes documentos: 1. Pasaporte o título de viaje con sello de entrada 
en el país de acogida. 2. Certificación del Registro de Matrícula del 
Consulado español. 3. Certificaciones del Registro Civil Consular que 
acrediten la residencia en el país de acogida, tales como inscripción de 
matrimonio, inscripciones de nacimiento de hijos, inscripciones de 
defunción, entre otras. 4. Certificación del Registro Civil local del país de 
acogida que acredite haber adquirido la nacionalidad de dicho país. 5. 
Documentación de la época del país de acogida en la que conste el año 
de la llegada a dicho país o la llegada al mismo por cualquier medio de 
transporte.; d) A los efectos del ejercicio de los derechos de opción 
reconocidos en la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, se 
presumirá la condición de exiliado respecto de todos los españoles que 
salieron de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 
1955. La salida del territorio español podrá acreditarse mediante 
cualquiera de los documentos enumerados en el párrafo anterior”.

VII.- En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución 
de este recurso - cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento -, aunque se entienda acreditada la condición de la solicitante 
de nieta de española; que la abuela no haya podido transmitir la 
nacionalidad española a su hija, madre de la interesada, por seguir ésta la 
nacionalidad extranjera de su padre, tampoco resulta acreditada la 
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condición de exiliada de la abuela, ya que no ha resultado acreditada su 
salida de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 
1955. Por lo que no se ha podido demostrar uno de los requisitos 
esenciales previstos en la Disposición Adicional 7ª de la Ley 52/2007 para 
optar a la nacionalidad española en base al exilio de la abuela. 

VIII.- Finalmente, en cuanto a la alegación realizada en el escrito de 
recurso relativa a que la madre de la solicitante podía haber optado a la 
nacionalidad española en base al artículo 20.1.b del Código Civil, sin que 
llegara a realizar dicha opción por haber fallecido inesperadamente, tan 
solo se puede informar que al no haber ostentado nunca la nacionalidad 
española no puede transmitirla a su hijos, y no es posible acceder a lo 
solicitado ya que la solicitante, menor de edad, no ha estado nunca bajo la 
patria potestad de un ciudadano español, condición inexorable para 
ejercitar la opción que ahora solicita. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Don A. en nombre y representación de su hija menor A-I. y 
confirmar el auto apelado, dictado conforme a la Disposición Adicional 
séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, por la que se reconocen y 
amplían derechos y se establecen medidas a favor de quienes padecieron 
persecución o violencia durante la Guerra Civil y la Dictadura.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en Caracas.

Resolución de 17 de Julio de 2014 (123ª)
III.1.3.2  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado segundo de la Disposición adicional séptima los que no acredi-
ten ser nietos de abuela de nacionalidad española que perdiera o tuviera 
que renunciar a su nacionalidad española como consecuencia del exilio.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
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virtud del entablado por el interesado contra el acuerdo del Encargado del 
Registro Civil Consular en Buenos Aires (Argentina).

HECHOS

1.- Don M-H. presenta escrito en el Consulado de Buenos Aires, a fin de 
optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 Disposición 
adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como 
documentación: certificado literal local de nacimiento propio y el de su 
madre y su abuela expedidos por el Registro Civil español. 

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante acuerdo de fecha 
14 de junio de 2010 deniega lo solicitado por el interesado según lo 
establecido en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de 
Justicia.

3.- Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra la resolución denegatoria de su 
solicitud antes citada.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la 
Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil, 
los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010,24 de marzo de 2010,28 de abril de 2010 (5ª), 15 
de noviembre de 2010,1 de diciembre de 2010,7 de marzo de 2011 (4ª), 9 
de marzo de 2011, 3 de octubre de 2011 (17ª),25 de octubre de 2011 
(3ª),2 de diciembre de 2011.
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II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como español de origen al nacido en Argentina en 1976, en 
virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado segundo de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
conforme a la cual podrán optar a la nacionalidad española de origen “los 
nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad 
española como consecuencia del exilio”. La solicitud de opción cuya 
inscripción ahora se pretende fue formalizada el 26 de octubre de 2009 en 
el modelo normalizado del Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado 
del Registro Civil se dictó acuerdo el 14 de junio de 2010, denegando lo 
solicitado. 

III.- El acuerdo apelado basa, en esencia, su denegación en que el 
solicitante no puede ejercer la opción del apartado segundo de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que no ha 
acreditado que su abuela hubiera perdido o tuviera que renunciar a la 
nacionalidad española como consecuencia de su exilio, posición que el 
Ministerio Fiscal comparte en su informe.

IV.- El apartado segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la 
nacionalidad española a aquellas personas que sean nietos de quienes 
perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio. A fin de facilitar la acreditación de estos extremos, 
la regla V de la Instrucción de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas de procedimiento 
para el ejercicio de este derecho, establece la documentación que ha de 
aportar en este caso el interesado acompañando a su solicitud : “…2.1 
Certificación literal de nacimiento del solicitante ; … 2.3 ... a) Certificación 
literal de nacimiento del padre o madre -el que corresponda a la línea del 
abuelo o abuela españoles- del solicitante;… b) Certificado literal de 
nacimiento del abuelo o abuela español/a del solicitante; c) La 
documentación a que se refiere el apartado 3 –de dicha regla V- sobre la 
condición de exiliado del abuelo o abuela … ”. En el expediente que 
motiva este recurso y a los efectos de acreditar la condición de nieto de 
abuela española se han aportado las correspondientes certificaciones de 
nacimiento del Registro Civil local, del solicitante y la de su madre y su 
abuela expedidas por el Registro Civil español, resultando de esta última 
que la abuela nació en España en 1916 de padres españoles. Por lo que, 
no cuestionándose en el recurso la condición del solicitante de nieto de 
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abuela española de origen, únicamente corresponde analizar si concurren 
los otros dos requisitos a los que el apartado 2 de la Disposición Adicional 
7 de la Ley 52/2007 condiciona el ejercicio del derecho de opción por 
parte de aquellos: que la abuela hubiera perdido o tenido que renunciar a 
la nacionalidad española y que ello hubiere tenido lugar como consecuencia 
del exilio.

V.- Respecto al primero de dichos requisitos, es decir, que la abuela del 
solicitante hubiere perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad 
española ha de tenerse en cuenta que si bien tal circunstancia constituye 
un elemento caracterizador del supuesto de hecho tipo o paradigmático 
(por ser el más común de los contemplados en la norma), ello no supone 
que la pérdida en sí deba ser interpretada necesariamente, a pesar del 
tenor literal de la norma, como integrante de una verdadera conditio iuris 
o requisito sustantivo de aplicación de la citada disposición adicional 
segunda. Y ello porque lo decisivo no es tanto que la abuela hubiese 
perdido o renunciado a su nacionalidad española como que ella no haya 
podido transmitir la nacionalidad española a su hija, madre del solicitante, 
siempre y cuando haya concurrido en todo caso la circunstancia del exilio. 
Mantener la tesis contraria y exigir en todo caso la pérdida o renuncia a la 
nacionalidad española por parte de la abuela significarla hacer de peor 
condición al descendiente de la abuela que conservó su nacionalidad 
española, no obstante la situación de exilio, pero que no pudo transmitirla, 
respecto a los descendientes de la abuela que encontrándose en el exilio 
no la transmitió por haberla perdido o renunciado a la misma (vid. en el 
mismo sentido fundamento jurídico X de las Resoluciones de 24 de 
octubre de 2011,25 de octubre de 2011). Es decir el derecho de opción del 
apartado segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
debe reconocérsele no solo a los nietos de aquellas abuelas que perdieron 
la nacionalidad española por la adquisición voluntaria de otra nacionalidad, 
el asentimiento voluntario a la nacionalidad extranjera o la utilización 
exclusiva de otra nacionalidad , sino también a los que lo sean de abuelas 
que, como consecuencia del régimen legal vigente en España hasta la 
Ley de 2 de mayo de 1975 y por razón del principio jurídico de unidad 
familiar en materia de nacionalidad, perdieron su nacionalidad española 
como consecuencia directa de su matrimonio con extranjero (lo que 
ocurría hasta la reforma del Código Civil por la Ley de 16 de julio de 1954 
según la redacción originaria del Art.22 y después de esta reforma en 
virtud de lo dispuesto en el Art. 23.3 del Código Civil según la redacción 
dada al mismo por la citada Ley) o aun conservándola,( bien por no haber 
contraído matrimonio con extranjero o habiéndolo contraído éste no 
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hubiese implicado la pérdida de la nacionalidad ),por ese mismo principio 
jurídico de unidad familiar centrado en la figura del padre titular de la 
patria potestad (cfr. art.18 del Código Civil en su redacción originaria y 17 
1º y 2º en su redacción Ley de 15 de julio de 1954) no pudieron transmitirla 
a sus hijos por seguir estos la nacionalidad del padre (lo que ocurrió en 
España en un principio hasta la entrada en vigor de la ley 52/1982 de 13 
de julio en virtud de la nueva redacción dada al Art.17.1 del Código Civil y 
después por interpretación de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado - según Resolución de fecha 13 de octubre de 2001- hasta la 
entrada en vigor de la Constitución ). 

Esta interpretación se ve igualmente confirmada por la disposición final 
sexta de la Ley 20/2011, de 21 de julio, de Registro Civil relativa a la 
adquisición de la nacionalidad española por los nietos de exiliados durante 
la guerra civil y la dictadura, dado que conforme a la misma “el derecho de 
opción previsto en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, por la que se reconocen y amplían derechos y se 
establecen medidas en favor de quienes padecieron persecución o 
violencia durante la guerra civil y la dictadura, podrán también ejercerlo 
los nietos de las exiliadas españolas que conservaron la nacionalidad 
española tras haber contraído matrimonio con un extranjero con 
posterioridad al 5 de agosto de 1954, fecha de entrada en vigor de la Ley 
de 15 de julio de 1954, siempre que no transmitiesen la nacionalidad 
española a sus hijos, por seguir estos la del padre, y formalicen su 
declaración en tal sentido en el plazo de un año desde la entrada en vigor 
de la presente disposición”. De esta disposición, por tanto, se deduce que 
debe reconocérsele el derecho de opción previsto en el apartado 2 de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 tanto a los nietos de 
abuelas españolas exiliadas que perdieron la nacionalidad española por 
haber contraído matrimonio con extranjero, y no pudieron transmitir la 
nacionalidad española a sus hijos por seguir estos la del padre, como a 
los nietos de abuelas españolas exiliadas que aun conservando su 
nacionalidad y como consecuencia del principio de unidad familiar en 
materia de nacionalidad centrado en la figura del padre, no pudieron 
transmitirla a sus hijos. Pero en todo caso, se haya producido la pérdida o 
renuncia a la nacionalidad española por parte de la abuela o, incluso 
aunque ésta no haya tenido lugar, cuando no haya podido transmitir su 
nacionalidad a los hijos por el principio de unidad familiar, será necesario 
acreditar el requisito del exilio al que se refiere el citado apartado segundo 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 (confirmado por la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011, del Registro Civil).
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VI.- A fin de acreditar la condición de exiliada de la abuela, el anteriormente 
referido apartado 3 de la Regla V de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 establece como medios de prueba los siguientes: “a) Documentación 
que acredite haber sido beneficiario de las pensiones otorgadas por la 
Administración española a los exiliados.; b) Documentación de la Oficina 
Internacional de Refugiados de Naciones Unidas y de las Oficinas de 
Refugiados de los Estados de acogida que asistieron a los refugiados 
españoles y a sus familias; c) Certificaciones o informes expedidos por 
partidos políticos, sindicatos o cualesquiera otras entidades o instituciones, 
públicas o privadas, debidamente reconocidas por las autoridades 
españolas o del Estado de acogida de los exiliados, que estén relacionadas 
con el exilio, bien por haber padecido exilio sus integrantes, o por haber 
destacado en la defensa y protección de los exiliados españoles, o por 
trabajar actualmente en la reparación moral y la recuperación de la 
memoria personal y familiar de las víctimas de la Guerra Civil y la 
Dictadura. La documentación numerada en el apartado a) prueba 
directamente y por sí sola el exilio.; la de los apartados anteriores, b) y c), 
constituirán prueba del exilio si se presentan en unión de cualquiera de los 
siguientes documentos: 1. Pasaporte o título de viaje con sello de entrada 
en el país de acogida. 2. Certificación del Registro de Matrícula del 
Consulado español. 3. Certificaciones del Registro Civil Consular que 
acrediten la residencia en el país de acogida, tales como inscripción de 
matrimonio, inscripciones de nacimiento de hijos, inscripciones de 
defunción, entre otras. 4. Certificación del Registro Civil local del país de 
acogida que acredite haber adquirido la nacionalidad de dicho país. 5. 
Documentación de la época del país de acogida en la que conste el año 
de la llegada a dicho país o la llegada al mismo por cualquier medio de 
transporte.; d) A los efectos del ejercicio de los derechos de opción 
reconocidos en la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, se 
presumirá la condición de exiliado respecto de todos los españoles que 
salieron de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 
1955. La salida del territorio español podrá acreditarse mediante 
cualquiera de los documentos enumerados en el párrafo anterior”.

VII.- En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución 
de este recurso - cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento -, aunque se entienda acreditada la condición del solicitante 
de nieto de española; que la abuela no haya podido transmitir la 
nacionalidad española a su hija, madre del interesado, por seguir ésta la 
nacionalidad extranjera de su padre, tampoco resulta acreditada la 
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condición de exiliada de la abuela, dado que ni se han presentado los 
documentos acreditativos de dicha condición conforme a lo anteriormente 
reseñado, ni la misma puede presumirse por no haber resultado acreditada 
la salida de España - y no únicamente la residencia fuera de España- 
entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 1955. Es más, consta 
en el expediente certificado de arribo a América, expedido a nombre de la 
abuela, en el que se refleja que llegó a B-A. procedente de V. el 26 de 
octubre de 1927 en el buque “D”, por lo que no se ha podido demostrar 
uno de los requisitos esenciales previstos en la Disposición Adicional 7ª 
de la Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad española en base al exilio 
de la abuela. 

VIII.- Por lo que se refiere a la alegación del recurrente relativa a la falta 
de motivación de la resolución recurrida, hay que señalar que aunque la 
argumentación en que se fundamente la calificación haya sido expresada 
de modo escueto, es suficiente para la tramitación del expediente si 
expresa suficientemente la razón que justifica dicha negativa de modo 
que el recurrente haya podido alegar cuanto resulte pertinente para su 
defensa, como lo demuestra en este caso el contenido del escrito de 
interposición del recurso. Como ha señalado la jurisprudencia, la necesaria 
motivación de los actos emanados de la Administración exige una 
explicitación de las razones que los justifiquen, para que posteriormente 
la jurisdicción pueda revisarlos, “lo que significa que su extensión ha de 
estar en función de la mayor o menor complejidad de lo que se cuestione 
e implica que pueda ser sucinta o escueta, sin necesidad de amplias 
consideraciones ante la cuestión que se plantea y resuelve” (cfr. 
Sentencias del Tribunal Constitucional de 17 de julio de 1981, y del 
Tribunal Supremo – Sala de lo Contencioso-Administrativo – de 17 de 
octubre de 2000). En este caso el Encargado del Registro ha señalado 
con claridad el motivo que impide la estimación de la pretensión del 
recurrente y ha fundado tal decisión en disposiciones concretas, con la 
correspondiente cita, por lo que no puede afirmarse que haya incurrido en 
una situación de falta de motivación jurídica, ni que se haya coartado el 
derecho a la interposición del recurso. La motivación ha sido 
suficientemente expresiva de la razón que justifica la negativa a la 
inscripción, de modo que el recurrente ha podido alegar cuanto le ha 
convenido para su defensa. 

IX.- Finalmente, en cuanto a la alegación formulada en el escrito de 
recurso sobre la posible discriminación que supondría el diferente trato 
del que son objeto los hijos menores de edad y los hijos que ya han 

http://www.mjusticia.gob.es/cs/Satellite/Portal/es/servicios-ciudadano/documentacion-publicaciones


M
inisterio de Justicia

611 Catálogo de Publicaciones

Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado (Registro Civil)

alcanzado la mayoría de edad a la hora de solicitar la nacionalidad 
española, ha de tenerse en cuenta que en la medida en que el apartado 
primero de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 establece 
un derecho de opción a la adquisición de la nacionalidad española de 
origen a favor de las personas “cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español” sin establecer distinción alguna en relación con 
tales hijos, dicha alegación no puede ser estimada en relación con la 
solicitud del derecho de opción al amparo de dicha norma que motiva el 
recurso. Y ello con independencia del diferente trato legal del que son 
objeto los hijos de quien adquiere de manera sobrevenida la nacionalidad 
española según sean menores o mayores de edad cuando tal adquisición 
se produce en orden a la posibilidad de ejercicio del derecho de opción 
previsto en el Art. 20.1 a Código Civil. Posibilidad que precisamente para 
evitar dicha discriminación también se reconoce a favor de los hijos 
menores de edad de quienes adquieran la nacionalidad española de 
origen pero de forma sobrevenida al amparo del derecho de opción 
previsto en dicha Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007por la 
regla Sexta de la Instrucción de 4 de Noviembre de 2008. Debiéndose 
tener en cuenta por tanto que el diferente trato de los hijos menores o 
mayores de edad en cuanto a la posibilidad del ejercicio del derecho de 
opción del art.20.1.a del Código Civil no es el resultado de una determinada 
interpretación de la Administración sino que el mismo surge de la misma 
Ley a cuya aplicación está obligada esta Dirección General sin que le 
corresponda a la misma poner en duda la constitucionalidad de ese 
diferente trato legal por implicar el mismo una posible discriminación en el 
tratamiento de los hijos, tal como se alega en el escrito de recurso, más 
aun cuando tal diferente trato puede tener una justificación razonable 
como consecuencia de las múltiples diferencias que se aprecian entre las 
situaciones de minoría y mayoría de edad en los ámbitos personal y 
familiar y que conforme a doctrina consolidada del Tribunal Constitucional 
resumida en el fundamento 7º de la sentencia 87/2009 de 20 de Abril “a) 
no toda desigualdad de trato en la Ley supone una infracción al artículo 14 
de la Constitución (derecho a la igualdad de trato) sino que dicha infracción 
la produce solo aquella desigualdad que introduce una diferencia entre 
situaciones que pueden considerarse iguales y que carece de una 
justificación objetiva y razonable b) el principio de igualdad exige que a 
iguales supuestos de hecho se apliquen iguales consecuencias jurídicas, 
debiendo considerarse iguales dos supuestos de hecho cuando la 
utilización o introducción de elementos diferenciadores sea arbitraria o 
carezca de fundamento racional ”.
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Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Don M-H. y confirmar el acuerdo apelado, dictado 
conforme a la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen 
medidas a favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la 
Guerra Civil y la Dictadura. 

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en Buenos Aires.

Resolución de 17 de Julio de 2014 (124ª)
III.1.3.2  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado segundo de la Disposición adicional séptima los que no acrediten 
ser nietos de abuela de nacionalidad española que perdiera o tuviera que 
renunciar a su nacionalidad española como consecuencia del exilio.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por la interesada contra el acuerdo del Encargado del 
Registro Civil Consular en Buenos Aires (Argentina).

HECHOS

1.- Doña C-P. presenta escrito en el Consulado de Buenos Aires, a fin de 
optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 Disposición 
adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como 
documentación: certificado literal local de nacimiento propio y el de su 
madre y su abuela expedidos por el Registro Civil español. 

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante acuerdo de fecha 
14 de junio de 2010 deniega lo solicitado por la interesada según lo 
establecido en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de 
Justicia.

http://www.mjusticia.gob.es/cs/Satellite/Portal/es/servicios-ciudadano/documentacion-publicaciones


M
inisterio de Justicia

613 Catálogo de Publicaciones

Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado (Registro Civil)

3.- Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra la resolución denegatoria de su 
solicitud antes citada.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la 
Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil, 
los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010,24 de marzo de 2010,28 de abril de 2010 (5ª), 15 
de noviembre de 2010,1 de diciembre de 2010,7 de marzo de 2011 (4ª), 9 
de marzo de 2011, 3 de octubre de 2011 (17ª),25 de octubre de 2011 
(3ª),2 de diciembre de 2011.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como española de origen a la nacida en Argentina en 1974, en 
virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado segundo de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
conforme a la cual podrán optar a la nacionalidad española de origen “los 
nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad 
española como consecuencia del exilio”. La solicitud de opción cuya 
inscripción ahora se pretende fue formalizada el 26 de octubre de 2009 en 
el modelo normalizado del Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado 
del Registro Civil se dictó acuerdo el 14 de junio de 2010, denegando lo 
solicitado. 

III.- El acuerdo apelado basa, en esencia, su denegación en que la 
solicitante no puede ejercer la opción del apartado segundo de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que no ha 
acreditado que su abuela hubiera perdido o tuviera que renunciar a la 
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nacionalidad española como consecuencia de su exilio, posición que el 
Ministerio Fiscal comparte en su informe.

IV.- El apartado segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la 
nacionalidad española a aquellas personas que sean nietos de quienes 
perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio. A fin de facilitar la acreditación de estos extremos, 
la regla V de la Instrucción de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas de procedimiento 
para el ejercicio de este derecho, establece la documentación que ha de 
aportar en este caso el interesado acompañando a su solicitud : “…2.1 
Certificación literal de nacimiento del solicitante ; … 2.3 ... a) Certificación 
literal de nacimiento del padre o madre -el que corresponda a la línea del 
abuelo o abuela españoles- del solicitante;… b) Certificado literal de 
nacimiento del abuelo o abuela español/a del solicitante; c) La 
documentación a que se refiere el apartado 3 –de dicha regla V- sobre la 
condición de exiliado del abuelo o abuela … ”. En el expediente que 
motiva este recurso y a los efectos de acreditar la condición de nieta de 
abuela española se han aportado las correspondientes certificaciones de 
nacimiento del Registro Civil local, de la solicitante y la de su madre y su 
abuela expedidas por el Registro Civil español, resultando de esta última 
que la abuela nació en España en 1916 de padres españoles. Por lo que, 
no cuestionándose en el recurso la condición del solicitante de nieta de 
abuela española de origen, únicamente corresponde analizar si concurren 
los otros dos requisitos a los que el apartado 2 de la Disposición Adicional 
7 de la Ley 52/2007 condiciona el ejercicio del derecho de opción por 
parte de aquellos: que la abuela hubiera perdido o tenido que renunciar a 
la nacionalidad española y que ello hubiere tenido lugar como consecuencia 
del exilio.

V.- Respecto al primero de dichos requisitos, es decir, que la abuela de la 
solicitante hubiere perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad 
española ha de tenerse en cuenta que si bien tal circunstancia constituye 
un elemento caracterizador del supuesto de hecho tipo o paradigmático 
(por ser el más común de los contemplados en la norma), ello no supone 
que la pérdida en sí deba ser interpretada necesariamente, a pesar del 
tenor literal de la norma, como integrante de una verdadera conditio iuris 
o requisito sustantivo de aplicación de la citada disposición adicional 
segunda. Y ello porque lo decisivo no es tanto que la abuela hubiese 
perdido o renunciado a su nacionalidad española como que ella no haya 

http://www.mjusticia.gob.es/cs/Satellite/Portal/es/servicios-ciudadano/documentacion-publicaciones


M
inisterio de Justicia

615 Catálogo de Publicaciones

Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado (Registro Civil)

podido transmitir la nacionalidad española a su hija, madre de la solicitante, 
siempre y cuando haya concurrido en todo caso la circunstancia del exilio. 
Mantener la tesis contraria y exigir en todo caso la pérdida o renuncia a la 
nacionalidad española por parte de la abuela significarla hacer de peor 
condición al descendiente de la abuela que conservó su nacionalidad 
española, no obstante la situación de exilio, pero que no pudo transmitirla, 
respecto a los descendientes de la abuela que encontrándose en el exilio 
no la transmitió por haberla perdido o renunciado a la misma (vid. en el 
mismo sentido fundamento jurídico X de las Resoluciones de 24 de 
octubre de 2011,25 de octubre de 2011). Es decir el derecho de opción del 
apartado segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
debe reconocérsele no solo a los nietos de aquellas abuelas que perdieron 
la nacionalidad española por la adquisición voluntaria de otra nacionalidad, 
el asentimiento voluntario a la nacionalidad extranjera o la utilización 
exclusiva de otra nacionalidad, sino también a los que lo sean de abuelas 
que, como consecuencia del régimen legal vigente en España hasta la 
Ley de 2 de mayo de 1975 y por razón del principio jurídico de unidad 
familiar en materia de nacionalidad, perdieron su nacionalidad española 
como consecuencia directa de su matrimonio con extranjero (lo que 
ocurría hasta la reforma del Código Civil por la Ley de 16 de julio de 1954 
según la redacción originaria del Art.22 y después de esta reforma en 
virtud de lo dispuesto en el Art. 23.3 del Código Civil según la redacción 
dada al mismo por la citada Ley) o aun conservándola,( bien por no haber 
contraído matrimonio con extranjero o habiéndolo contraído éste no 
hubiese implicado la pérdida de la nacionalidad ),por ese mismo principio 
jurídico de unidad familiar centrado en la figura del padre titular de la 
patria potestad (cfr. art.18 del Código Civil en su redacción originaria y 17 
1º y 2º en su redacción Ley de 15 de julio de 1954) no pudieron transmitirla 
a sus hijos por seguir estos la nacionalidad del padre (lo que ocurrió en 
España en un principio hasta la entrada en vigor de la ley 52/1982 de 13 
de julio en virtud de la nueva redacción dada al Art.17.1 del Código Civil y 
después por interpretación de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado - según Resolución de fecha 13 de octubre de 2001- hasta la 
entrada en vigor de la Constitución ). 

Esta interpretación se ve igualmente confirmada por la disposición final 
sexta de la Ley 20/2011, de 21 de julio, de Registro Civil relativa a la 
adquisición de la nacionalidad española por los nietos de exiliados durante 
la guerra civil y la dictadura, dado que conforme a la misma “el derecho de 
opción previsto en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, por la que se reconocen y amplían derechos y se 
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establecen medidas en favor de quienes padecieron persecución o 
violencia durante la guerra civil y la dictadura, podrán también ejercerlo 
los nietos de las exiliadas españolas que conservaron la nacionalidad 
española tras haber contraído matrimonio con un extranjero con 
posterioridad al 5 de agosto de 1954, fecha de entrada en vigor de la Ley 
de 15 de julio de 1954, siempre que no transmitiesen la nacionalidad 
española a sus hijos, por seguir estos la del padre, y formalicen su 
declaración en tal sentido en el plazo de un año desde la entrada en vigor 
de la presente disposición”. De esta disposición, por tanto, se deduce que 
debe reconocérsele el derecho de opción previsto en el apartado 2 de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 tanto a los nietos de 
abuelas españolas exiliadas que perdieron la nacionalidad española por 
haber contraído matrimonio con extranjero, y no pudieron transmitir la 
nacionalidad española a sus hijos por seguir estos la del padre, como a 
los nietos de abuelas españolas exiliadas que aun conservando su 
nacionalidad y como consecuencia del principio de unidad familiar en 
materia de nacionalidad centrado en la figura del padre, no pudieron 
transmitirla a sus hijos. Pero en todo caso, se haya producido la pérdida o 
renuncia a la nacionalidad española por parte de la abuela o, incluso 
aunque ésta no haya tenido lugar, cuando no haya podido transmitir su 
nacionalidad a los hijos por el principio de unidad familiar, será necesario 
acreditar el requisito del exilio al que se refiere el citado apartado segundo 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 (confirmado por la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011, del Registro Civil).

VI.- A fin de acreditar la condición de exiliada de la abuela, el anteriormente 
referido apartado 3 de la Regla V de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 establece como medios de prueba los siguientes: “a) Documentación 
que acredite haber sido beneficiario de las pensiones otorgadas por la 
Administración española a los exiliados.; b) Documentación de la Oficina 
Internacional de Refugiados de Naciones Unidas y de las Oficinas de 
Refugiados de los Estados de acogida que asistieron a los refugiados 
españoles y a sus familias; c) Certificaciones o informes expedidos por 
partidos políticos, sindicatos o cualesquiera otras entidades o instituciones, 
públicas o privadas, debidamente reconocidas por las autoridades 
españolas o del Estado de acogida de los exiliados, que estén relacionadas 
con el exilio, bien por haber padecido exilio sus integrantes, o por haber 
destacado en la defensa y protección de los exiliados españoles, o por 
trabajar actualmente en la reparación moral y la recuperación de la 
memoria personal y familiar de las víctimas de la Guerra Civil y la 
Dictadura. La documentación numerada en el apartado a) prueba 
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directamente y por sí sola el exilio.; la de los apartados anteriores, b) y c), 
constituirán prueba del exilio si se presentan en unión de cualquiera de los 
siguientes documentos: 1. Pasaporte o título de viaje con sello de entrada 
en el país de acogida. 2. Certificación del Registro de Matrícula del 
Consulado español. 3. Certificaciones del Registro Civil Consular que 
acrediten la residencia en el país de acogida, tales como inscripción de 
matrimonio, inscripciones de nacimiento de hijos, inscripciones de 
defunción, entre otras. 4. Certificación del Registro Civil local del país de 
acogida que acredite haber adquirido la nacionalidad de dicho país. 5. 
Documentación de la época del país de acogida en la que conste el año 
de la llegada a dicho país o la llegada al mismo por cualquier medio de 
transporte.; d) A los efectos del ejercicio de los derechos de opción 
reconocidos en la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, se 
presumirá la condición de exiliado respecto de todos los españoles que 
salieron de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 
1955. La salida del territorio español podrá acreditarse mediante 
cualquiera de los documentos enumerados en el párrafo anterior”.

VII.- En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución 
de este recurso - cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento -, aunque se entienda acreditada la condición de la solicitante 
de nieta de española; que la abuela no haya podido transmitir la 
nacionalidad española a su hija, madre de la interesada, por seguir ésta la 
nacionalidad extranjera de su padre, tampoco resulta acreditada la 
condición de exiliada de la abuela, dado que ni se han presentado los 
documentos acreditativos de dicha condición conforme a lo anteriormente 
reseñado, ni la misma puede presumirse por no haber resultado acreditada 
la salida de España - y no únicamente la residencia fuera de España- 
entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 1955. Es más, consta 
en el expediente certificado de arribo a América, expedido a nombre de la 
abuela, en el que se refleja que llegó a B-A. procedente de V. el 26 de 
octubre de 1927 en el buque “D”, por lo que no se ha podido demostrar 
uno de los requisitos esenciales previstos en la Disposición Adicional 7ª 
de la Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad española en base al exilio 
de la abuela. 

VIII.- Por lo que se refiere a la alegación de la recurrente relativa a la falta 
de motivación de la resolución recurrida, hay que señalar que aunque la 
argumentación en que se fundamente la calificación haya sido expresada 
de modo escueto, es suficiente para la tramitación del expediente si 
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expresa suficientemente la razón que justifica dicha negativa de modo 
que el recurrente haya podido alegar cuanto resulte pertinente para su 
defensa, como lo demuestra en este caso el contenido del escrito de 
interposición del recurso. Como ha señalado la jurisprudencia, la necesaria 
motivación de los actos emanados de la Administración exige una 
explicitación de las razones que los justifiquen, para que posteriormente 
la jurisdicción pueda revisarlos, “lo que significa que su extensión ha de 
estar en función de la mayor o menor complejidad de lo que se cuestione 
e implica que pueda ser sucinta o escueta, sin necesidad de amplias 
consideraciones ante la cuestión que se plantea y resuelve” (cfr. 
Sentencias del Tribunal Constitucional de 17 de julio de 1981, y del 
Tribunal Supremo – Sala de lo Contencioso-Administrativo – de 17 de 
octubre de 2000). En este caso el Encargado del Registro ha señalado 
con claridad el motivo que impide la estimación de la pretensión del 
recurrente y ha fundado tal decisión en disposiciones concretas, con la 
correspondiente cita, por lo que no puede afirmarse que haya incurrido en 
una situación de falta de motivación jurídica, ni que se haya coartado el 
derecho a la interposición del recurso. La motivación ha sido 
suficientemente expresiva de la razón que justifica la negativa a la 
inscripción, de modo que la recurrente ha podido alegar cuanto le ha 
convenido para su defensa. 

IX.- Finalmente, en cuanto a la alegación formulada en el escrito de 
recurso sobre la posible discriminación que supondría el diferente trato 
del que son objeto los hijos menores de edad y los hijos que ya han 
alcanzado la mayoría de edad a la hora de solicitar la nacionalidad 
española, ha de tenerse en cuenta que en la medida en que el apartado 
primero de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 establece 
un derecho de opción a la adquisición de la nacionalidad española de 
origen a favor de las personas “cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español” sin establecer distinción alguna en relación con 
tales hijos, dicha alegación no puede ser estimada en relación con la 
solicitud del derecho de opción al amparo de dicha norma que motiva el 
recurso. Y ello con independencia del diferente trato legal del que son 
objeto los hijos de quien adquiere de manera sobrevenida la nacionalidad 
española según sean menores o mayores de edad cuando tal adquisición 
se produce en orden a la posibilidad de ejercicio del derecho de opción 
previsto en el Art. 20.1.a Código Civil. Posibilidad que precisamente para 
evitar dicha discriminación también se reconoce a favor de los hijos 
menores de edad de quienes adquieran la nacionalidad española de 
origen pero de forma sobrevenida al amparo del derecho de opción 

http://www.mjusticia.gob.es/cs/Satellite/Portal/es/servicios-ciudadano/documentacion-publicaciones


M
inisterio de Justicia

619 Catálogo de Publicaciones

Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado (Registro Civil)

previsto en dicha Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007por la 
regla Sexta de la Instrucción de 4 de Noviembre de 2008. Debiéndose 
tener en cuenta por tanto que el diferente trato de los hijos menores o 
mayores de edad en cuanto a la posibilidad del ejercicio del derecho de 
opción del art.20.1.a del Código Civil no es el resultado de una determinada 
interpretación de la Administración sino que el mismo surge de la misma 
Ley a cuya aplicación está obligada esta Dirección General sin que le 
corresponda a la misma poner en duda la constitucionalidad de ese 
diferente trato legal por implicar el mismo una posible discriminación en el 
tratamiento de los hijos, tal como se alega en el escrito de recurso, más 
aun cuando tal diferente trato puede tener una justificación razonable 
como consecuencia de las múltiples diferencias que se aprecian entre las 
situaciones de minoría y mayoría de edad en los ámbitos personal y 
familiar y que conforme a doctrina consolidada del Tribunal Constitucional 
resumida en el fundamento 7º de la sentencia 87/2009 de 20 de Abril “a) 
no toda desigualdad de trato en la Ley supone una infracción al artículo 14 
de la Constitución (derecho a la igualdad de trato) sino que dicha infracción 
la produce solo aquella desigualdad que introduce una diferencia entre 
situaciones que pueden considerarse iguales y que carece de una 
justificación objetiva y razonable b) el principio de igualdad exige que a 
iguales supuestos de hecho se apliquen iguales consecuencias jurídicas, 
debiendo considerarse iguales dos supuestos de hecho cuando la 
utilización o introducción de elementos diferenciadores sea arbitraria o 
carezca de fundamento racional ”.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Doña C-P. y confirmar el acuerdo apelado, dictado 
conforme a la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen 
medidas a favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la 
Guerra Civil y la Dictadura.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en Buenos Aires. 
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Resolución de 17 de Julio de 2014 (125ª)
III.1.3.2  Opción a la nacionalidad española 

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado segundo de la Disposición adicional séptima los que no acrediten 
ser nietos de abuelo de nacionalidad española que perdiera o tuviera que 
renunciar a su nacionalidad española como consecuencia del exilio.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por la interesada contra el acuerdo del Encargado del 
Registro Civil Consular en Bogotá (Colombia).

HECHOS

1.- Doña H. presenta escrito en el Registro Civil Consular en Bogotá, a fin 
de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 Disposición 
adicional séptima y, adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como 
documentación: certificado local literal de nacimiento propio y el de su 
padre y su abuelo, expedidos por el Registro Civil español.

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante acuerdo de fecha 13 
de febrero de 2012 deniega lo solicitado por la interesada según lo establecido 
en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de Justicia.

3.- Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra el acuerdo denegatorio de su 
solicitud antes citado. Es representada en este acto por el letrado Don J. 
según poder otorgado ante el Cónsul General de España en Bogotá, el 
día 8 de marzo de 2012, que se acompaña al expediente

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
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diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la 
Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil, 
los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010,24 de marzo de 2010,28 de abril de 2010 (5ª), 15 
de noviembre de 2010,1 de diciembre de 2010,7 de marzo de 2011 (4ª), 9 
de marzo de 2011, 3 de octubre de 2011 (17ª),25 de octubre de 2011 
(3ª),2 de diciembre de 2011.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como española de origen a la nacida en Colombia en 1971, en 
virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado segundo de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
conforme a la cual podrán optar a la nacionalidad española de origen “los 
nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad 
española como consecuencia del exilio”. La solicitud de opción cuya 
inscripción ahora se pretende fue formalizada el 22 de diciembre de 2011 
en el modelo normalizado del Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre 
de 2009 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado 
del Registro Civil se dictó acuerdo el 13 de febrero de 2012, denegando lo 
solicitado. 

III.- El acuerdo apelado basa, en esencia, su denegación en que la 
solicitante no puede ejercer la opción del apartado segundo de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que no ha 
acreditado que su abuelo hubiera perdido o tuviera que renunciar a la 
nacionalidad española como consecuencia de su exilio, posición que el 
Ministerio Fiscal comparte en su informe.

IV.- El apartado segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la 
nacionalidad española a aquellas personas que sean nietos de quienes 
perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio. A fin de facilitar la acreditación de estos extremos, 
la regla V de la Instrucción de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas de procedimiento 
para el ejercicio de este derecho, establece la documentación que ha de 
aportar en este caso el interesado acompañando a su solicitud : “2.1 
Certificación literal de su nacimiento ; y 2.3 a) Certificación literal de 
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nacimiento del padre o madre -el que corresponda a la línea del abuelo o 
abuela españoles- del solicitante; b) Certificado literal de nacimiento del 
abuelo o abuela español/a del solicitante; c) La documentación a que se 
refiere el apartado 3 –de dicho regla V- sobre la condición de exiliado del 
abuelo o abuela”. En el expediente que motiva este recurso y a los efectos 
de acreditar la condición de nieta de abuelo español se han aportado las 
correspondientes certificaciones de nacimiento del registro civil extranjero 
de la solicitante y la de su padre y su abuelo expedidos por el Registro 
Civil español, reflejándose en esta última que era nacido en España en 
1900 de padre español. Así pues, dando por buena la condición de nieta 
de español de la recurrente, corresponde analizar, así mismo, si concurren 
en este caso los dos requisitos a los que el apartado 2 de la Disposición 
Adicional 7 de la Ley 52/2007 condiciona el ejercicio del derecho de opción 
por parte de aquellos: que el abuelo hubiera perdido o tenido que renunciar 
a la nacionalidad española y que ello hubiere tenido lugar como 
consecuencia del exilio.

V.- Respecto al primero de dichos requisitos, es decir, que el abuelo de la 
solicitante hubiere perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad 
española ha de tenerse en cuenta que el mismo se cumpliría no solo 
cuando el abuelo hubiese adquirido voluntariamente otra nacionalidad 
que correlativamente hubiese motivado la pérdida de su nacionalidad 
española sino también cuando dicha perdida derivase del asentimiento 
voluntario a la nacionalidad extranjera o la utilización exclusiva de otra 
nacionalidad. Pero en todo caso, se haya producido la pérdida o renuncia 
a la nacionalidad española por parte de los abuelos por cualquiera de 
aquellas circunstancias será necesario acreditar que la misma se ha 
producido como consecuencia del exilio al que se refiere el citado apartado 
segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/ 2007 .

VI.- A fin de acreditar la condición de exiliado del abuelo, el anteriormente 
referido apartado 3 de la Regla V establece como medios de prueba: “a) 
Documentación que acredite haber sido beneficiario de las pensiones 
otorgadas por la Administración española a los exiliados.; b) Documentación 
de la Oficina Internacional de Refugiados de Naciones Unidas y de las 
Oficinas de Refugiados de los Estados de acogida que asistieron a los 
refugiados españoles y a sus familias; c) Certificaciones o informes 
expedidos por partidos políticos, sindicatos o cualesquiera otras entidades 
o instituciones, públicas o privadas, debidamente reconocidas por las 
autoridades españolas o del Estado de acogida de los exiliados, que estén 
relacionadas con el exilio, bien por haber padecido exilio sus integrantes, 
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o por haber destacado en la defensa y protección de los exiliados 
españoles, o por trabajar actualmente en la reparación moral y la 
recuperación de la memoria personal y familiar de las víctimas de la 
Guerra Civil y la Dictadura. La documentación numerada en el apartado a) 
prueba directamente y por sí sola el exilio.; la de los apartados anteriores, 
b) y c), constituirán prueba del exilio si se presentan en unión de cualquiera 
de los siguientes documentos: 1. Pasaporte o título de viaje con sello de 
entrada en el país de acogida. 2. Certificación del Registro de Matrícula 
del Consulado español. 3. Certificaciones del Registro Civil Consular que 
acrediten la residencia en el país de acogida, tales como inscripción de 
matrimonio, inscripciones de nacimiento de hijos, inscripciones de 
defunción, entre otras. 4. Certificación del Registro Civil local del país de 
acogida que acredite haber adquirido la nacionalidad de dicho país. 5. 
Documentación de la época del país de acogida en la que conste el año 
de la llegada a dicho país o la llegada al mismo por cualquier medio de 
transporte.; d) A los efectos del ejercicio de los derechos de opción 
reconocidos en la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, se 
presumirá la condición de exiliado respecto de todos los españoles que 
salieron de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 
1955. La salida del territorio español podrá acreditarse mediante 
cualquiera de los documentos enumerados en el párrafo anterior”.

VII.- En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución 
de este recurso - cfr. Arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento -, aunque se entienda acreditada la condición de la solicitante 
de nieta de español, sin embargo no resulta demostrada la condición de 
exiliado del abuelo, dado que no se ha podido acreditar, documentalmente, 
su salida de España entre el 18 de julio de 1936 y 31 de diciembre de 
1955, y no solo su estancia fuera de España durante ese periodo de 
tiempo, requisito indispensable para optar a la nacionalidad española en 
base a la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007. Es más, consta 
en la certificación de nacimiento del padre de la recurrente, nacido en 
Bogotá el 21 de marzo de 1941, que los abuelos contrajeron matrimonio 
en B. el 6 de julio de 1927 y, en el certificado incorporado al expediente 
expedido por la Coordinación de Documentación y Archivo Migratorio 
colombiana se refleja que el abuelo de la recurrente ingresó en Colombia, 
como venezolano, el 1 de mayo de 1948, por C. en el vapor “A-P.” 
procedente de N-Y. Así pues, en base a toda esta documentación no es 
posible delimitar la residencia y salida de España del abuelo de la 
interesada, para atribuirle la calificación de exiliado.
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Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Doña H. y confirmar el acuerdo apelado, dictada conforme 
a la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a 
favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra 
Civil y la Dictadura. 

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en Bogotá.

Resolución de 17 de Julio de 2014 (126ª)
III.1.3.2   Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado segundo de la Disposición adicional séptima los que no acrediten 
ser nietos de abuelo de nacionalidad española que perdiera o tuviera que 
renunciar a su nacionalidad española como consecuencia del exilio.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el interesado contra el acuerdo del Encargado del 
Registro Civil Consular en Bogotá (Colombia).

HECHOS

1.- Don R. presenta escrito en el Registro Civil Consular en Bogotá, a fin 
de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 Disposición 
adicional séptima y, adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como 
documentación: certificado local literal de nacimiento propio y el de su 
padre y su abuelo, expedidos por el Registro Civil español.

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante acuerdo de fecha 
13 de febrero de 2012 deniega lo solicitado por el interesado según lo 
establecido en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de 
Justicia.

http://www.mjusticia.gob.es/cs/Satellite/Portal/es/servicios-ciudadano/documentacion-publicaciones


M
inisterio de Justicia

625 Catálogo de Publicaciones

Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado (Registro Civil)

3.- Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra el acuerdo denegatorio de su 
solicitud antes citado. Es representado en este acto por el letrado Don J. 
según poder otorgado ante el Cónsul General de España en Bogotá, el 
día 8 de marzo de 2012, que se acompaña al expediente

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la 
Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil, 
los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010,24 de marzo de 2010,28 de abril de 2010 (5ª), 15 
de noviembre de 2010,1 de diciembre de 2010,7 de marzo de 2011 (4ª), 9 
de marzo de 2011, 3 de octubre de 2011 (17ª),25 de octubre de 2011 
(3ª),2 de diciembre de 2011.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como español de origen al nacido en Colombia en 1967, en 
virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado segundo de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
conforme a la cual podrán optar a la nacionalidad española de origen “los 
nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad 
española como consecuencia del exilio”. La solicitud de opción cuya 
inscripción ahora se pretende fue formalizada el 22 de diciembre de 2011 
en el modelo normalizado del Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre 
de 2009 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado 
del Registro Civil se dictó acuerdo el 13 de febrero de 2012, denegando lo 
solicitado. 

III.- El acuerdo apelado basa, en esencia, su denegación en que el 
solicitante no puede ejercer la opción del apartado segundo de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que no ha 
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acreditado que su abuelo hubiera perdido o tuviera que renunciar a la 
nacionalidad española como consecuencia de su exilio, posición que el 
Ministerio Fiscal comparte en su informe.

IV.- El apartado segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la 
nacionalidad española a aquellas personas que sean nietos de quienes 
perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio. A fin de facilitar la acreditación de estos extremos, 
la regla V de la Instrucción de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas de procedimiento 
para el ejercicio de este derecho, establece la documentación que ha de 
aportar en este caso el interesado acompañando a su solicitud : “2.1 
Certificación literal de su nacimiento ; y 2.3 a) Certificación literal de 
nacimiento del padre o madre -el que corresponda a la línea del abuelo o 
abuela españoles- del solicitante; b) Certificado literal de nacimiento del 
abuelo o abuela español/a del solicitante; c) La documentación a que se 
refiere el apartado 3 –de dicho regla V- sobre la condición de exiliado del 
abuelo o abuela”. En el expediente que motiva este recurso y a los efectos 
de acreditar la condición de nieto de abuelo español se han aportado las 
correspondientes certificaciones de nacimiento del registro civil extranjero 
del solicitante y la de su padre y su abuelo expedidos por el Registro Civil 
español, reflejándose en esta última que era nacido en España en 1900 
de padre español. Así pues, dando por buena la condición de nieto de 
español del recurrente, corresponde analizar, así mismo, si concurren en 
este caso los dos requisitos a los que el apartado 2 de la Disposición 
Adicional 7 de la Ley 52/2007 condiciona el ejercicio del derecho de opción 
por parte de aquellos: que el abuelo hubiera perdido o tenido que renunciar 
a la nacionalidad española y que ello hubiere tenido lugar como 
consecuencia del exilio.

V.- Respecto al primero de dichos requisitos, es decir, que el abuelo del 
solicitante hubiere perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad 
española ha de tenerse en cuenta que el mismo se cumpliría no solo 
cuando el abuelo hubiese adquirido voluntariamente otra nacionalidad 
que correlativamente hubiese motivado la pérdida de su nacionalidad 
española sino también cuando dicha perdida derivase del asentimiento 
voluntario a la nacionalidad extranjera o la utilización exclusiva de otra 
nacionalidad. Pero en todo caso, se haya producido la pérdida o renuncia 
a la nacionalidad española por parte de los abuelos por cualquiera de 
aquellas circunstancias será necesario acreditar que la misma se ha 
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producido como consecuencia del exilio al que se refiere el citado apartado 
segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/ 2007 .

VI.- A fin de acreditar la condición de exiliado del abuelo, el anteriormente 
referido apartado 3 de la Regla V establece como medios de prueba: “a) 
Documentación que acredite haber sido beneficiario de las pensiones 
otorgadas por la Administración española a los exiliados.; b) Documentación 
de la Oficina Internacional de Refugiados de Naciones Unidas y de las 
Oficinas de Refugiados de los Estados de acogida que asistieron a los 
refugiados españoles y a sus familias; c) Certificaciones o informes 
expedidos por partidos políticos, sindicatos o cualesquiera otras entidades 
o instituciones, públicas o privadas, debidamente reconocidas por las 
autoridades españolas o del Estado de acogida de los exiliados, que estén 
relacionadas con el exilio, bien por haber padecido exilio sus integrantes, 
o por haber destacado en la defensa y protección de los exiliados 
españoles, o por trabajar actualmente en la reparación moral y la 
recuperación de la memoria personal y familiar de las víctimas de la 
Guerra Civil y la Dictadura. La documentación numerada en el apartado a) 
prueba directamente y por sí sola el exilio.; la de los apartados anteriores, 
b) y c), constituirán prueba del exilio si se presentan en unión de cualquiera 
de los siguientes documentos: 1. Pasaporte o título de viaje con sello de 
entrada en el país de acogida. 2. Certificación del Registro de Matrícula 
del Consulado español. 3. Certificaciones del Registro Civil Consular que 
acrediten la residencia en el país de acogida, tales como inscripción de 
matrimonio, inscripciones de nacimiento de hijos, inscripciones de 
defunción, entre otras. 4. Certificación del Registro Civil local del país de 
acogida que acredite haber adquirido la nacionalidad de dicho país. 5. 
Documentación de la época del país de acogida en la que conste el año 
de la llegada a dicho país o la llegada al mismo por cualquier medio de 
transporte.; d) A los efectos del ejercicio de los derechos de opción 
reconocidos en la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, se 
presumirá la condición de exiliado respecto de todos los españoles que 
salieron de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 
1955. La salida del territorio español podrá acreditarse mediante 
cualquiera de los documentos enumerados en el párrafo anterior”.

VII.- En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución 
de este recurso - cfr. Arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento -, aunque se entienda acreditada la condición del solicitante 
de nieto de español, sin embargo no resulta demostrada la condición de 
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exiliado del abuelo, dado que no se ha podido acreditar, documentalmente, 
su salida de España entre el 18 de julio de 1936 y 31 de diciembre de 
1955, y no solo su estancia fuera de España durante ese periodo de 
tiempo, requisito indispensable para optar a la nacionalidad española en 
base a la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007. Es más, consta 
en la certificación de nacimiento del padre del recurrente, nacido en 
Bogotá el 21 de marzo de 1941, que los abuelos contrajeron matrimonio 
en B. el 6 de julio de 1927 y, en el certificado incorporado al expediente 
expedido por la Coordinación de Documentación y Archivo Migratorio 
colombiana se refleja que el abuelo del recurrente ingresó en Colombia, 
como venezolano, el 1 de mayo de 1948, por C. en el vapor “A-P.” 
procedente de N-Y. Así pues, en base a toda esta documentación no es 
posible delimitar la residencia y salida de España del abuelo del interesado 
para atribuirle la calificación de exiliado.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Don R. y confirmar el acuerdo apelado, dictada conforme 
a la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a 
favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra 
Civil y la Dictadura.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en Bogotá.

Resolución de 17 de Julio de 2014 (127ª)
III.1.3.2  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado segundo de la Disposición adicional séptima los que no acrediten 
ser nietos de abuelo de nacionalidad española que perdiera o tuviera que 
renunciar a su nacionalidad española como consecuencia del exilio.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
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virtud del entablado por la interesada contra el acuerdo del Encargado del 
Registro Civil Consular en Bogotá (Colombia).

HECHOS

1.- Doña P. presenta escrito en el Registro Civil Consular en Bogotá, a fin 
de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 Disposición 
adicional séptima y, adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como 
documentación: certificado local literal de nacimiento propio y el de su 
padre y su abuelo, expedidos por el Registro Civil español.

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante acuerdo de fecha 
13 de febrero de 2012 deniega lo solicitado por la interesada según lo 
establecido en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de 
Justicia.

3.- Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra el acuerdo denegatorio de su 
solicitud antes citado. Es representada en este acto por el letrado Don J. 
según poder otorgado ante el Cónsul General de España en Bogotá, el 
día 8 de marzo de 2012, que se acompaña al expediente

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la 
Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil, 
los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010,24 de marzo de 2010,28 de abril de 2010 (5ª), 15 
de noviembre de 2010,1 de diciembre de 2010,7 de marzo de 2011 (4ª), 9 
de marzo de 2011, 3 de octubre de 2011 (17ª),25 de octubre de 2011 
(3ª),2 de diciembre de 2011.
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II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como española de origen a la nacida en Colombia en 1966, en virtud 
del ejercicio de la opción prevista por el apartado segundo de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual 
podrán optar a la nacionalidad española de origen “los nietos de quienes 
perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio”. La solicitud de opción cuya inscripción ahora se 
pretende fue formalizada el 22 de diciembre de 2011 en el modelo normalizado 
del Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 2009 al amparo de lo 
previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del Registro Civil se dictó 
acuerdo el 13 de febrero de 2012, denegando lo solicitado. 

III.- El acuerdo apelado basa, en esencia, su denegación en que la 
solicitante no puede ejercer la opción del apartado segundo de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que no ha 
acreditado que su abuelo hubiera perdido o tuviera que renunciar a la 
nacionalidad española como consecuencia de su exilio, posición que el 
Ministerio Fiscal comparte en su informe.

IV.- El apartado segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la 
nacionalidad española a aquellas personas que sean nietos de quienes 
perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio. A fin de facilitar la acreditación de estos extremos, 
la regla V de la Instrucción de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas de procedimiento 
para el ejercicio de este derecho, establece la documentación que ha de 
aportar en este caso el interesado acompañando a su solicitud : “2.1 
Certificación literal de su nacimiento; y 2.3 a) Certificación literal de 
nacimiento del padre o madre -el que corresponda a la línea del abuelo o 
abuela españoles- del solicitante; b) Certificado literal de nacimiento del 
abuelo o abuela español/a del solicitante; c) La documentación a que se 
refiere el apartado 3 –de dicho regla V- sobre la condición de exiliado del 
abuelo o abuela”. En el expediente que motiva este recurso y a los efectos 
de acreditar la condición de nieta de abuelo español se han aportado las 
correspondientes certificaciones de nacimiento del registro civil extranjero 
de la solicitante y la de su padre y su abuelo expedidos por el Registro 
Civil español, reflejándose en esta última que era nacido en España en 
1900 de padre español. Así pues, dando por buena la condición de nieta 
de español de la recurrente, corresponde analizar, así mismo, si concurren 
en este caso los dos requisitos a los que el apartado 2 de la Disposición 
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Adicional 7 de la Ley 52/2007 condiciona el ejercicio del derecho de opción 
por parte de aquellos: que el abuelo hubiera perdido o tenido que renunciar 
a la nacionalidad española y que ello hubiere tenido lugar como 
consecuencia del exilio.

V.- Respecto al primero de dichos requisitos, es decir, que el abuelo de la 
solicitante hubiere perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad 
española ha de tenerse en cuenta que el mismo se cumpliría no solo 
cuando el abuelo hubiese adquirido voluntariamente otra nacionalidad 
que correlativamente hubiese motivado la pérdida de su nacionalidad 
española sino también cuando dicha perdida derivase del asentimiento 
voluntario a la nacionalidad extranjera o la utilización exclusiva de otra 
nacionalidad. Pero en todo caso, se haya producido la pérdida o renuncia 
a la nacionalidad española por parte de los abuelos por cualquiera de 
aquellas circunstancias será necesario acreditar que la misma se ha 
producido como consecuencia del exilio al que se refiere el citado apartado 
segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/ 2007 .

VI.- A fin de acreditar la condición de exiliado del abuelo, el anteriormente 
referido apartado 3 de la Regla V establece como medios de prueba: “a) 
Documentación que acredite haber sido beneficiario de las pensiones 
otorgadas por la Administración española a los exiliados.; b) Documentación 
de la Oficina Internacional de Refugiados de Naciones Unidas y de las 
Oficinas de Refugiados de los Estados de acogida que asistieron a los 
refugiados españoles y a sus familias; c) Certificaciones o informes 
expedidos por partidos políticos, sindicatos o cualesquiera otras entidades 
o instituciones, públicas o privadas, debidamente reconocidas por las 
autoridades españolas o del Estado de acogida de los exiliados, que estén 
relacionadas con el exilio, bien por haber padecido exilio sus integrantes, 
o por haber destacado en la defensa y protección de los exiliados 
españoles, o por trabajar actualmente en la reparación moral y la 
recuperación de la memoria personal y familiar de las víctimas de la 
Guerra Civil y la Dictadura. La documentación numerada en el apartado a) 
prueba directamente y por sí sola el exilio.; la de los apartados anteriores, 
b) y c), constituirán prueba del exilio si se presentan en unión de cualquiera 
de los siguientes documentos: 1. Pasaporte o título de viaje con sello de 
entrada en el país de acogida. 2. Certificación del Registro de Matrícula 
del Consulado español. 3. Certificaciones del Registro Civil Consular que 
acrediten la residencia en el país de acogida, tales como inscripción de 
matrimonio, inscripciones de nacimiento de hijos, inscripciones de 
defunción, entre otras. 4. Certificación del Registro Civil local del país de 
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acogida que acredite haber adquirido la nacionalidad de dicho país. 5. 
Documentación de la época del país de acogida en la que conste el año 
de la llegada a dicho país o la llegada al mismo por cualquier medio de 
transporte.; d) A los efectos del ejercicio de los derechos de opción 
reconocidos en la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, se 
presumirá la condición de exiliado respecto de todos los españoles que 
salieron de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 
1955. La salida del territorio español podrá acreditarse mediante 
cualquiera de los documentos enumerados en el párrafo anterior”.

VII.- En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución 
de este recurso - cfr. Arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento -, aunque se entienda acreditada la condición de la solicitante 
de nieta de español, sin embargo no resulta demostrada la condición de 
exiliado del abuelo, dado que no se ha podido acreditar, documentalmente, 
su salida de España entre el 18 de julio de 1936 y 31 de diciembre de 
1955, y no solo su estancia fuera de España durante ese periodo de 
tiempo, requisito indispensable para optar a la nacionalidad española en 
base a la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007. Es más, consta 
en la certificación de nacimiento del padre de la recurrente, nacido en B. 
el 21 de marzo de 1941, que los abuelos contrajeron matrimonio en B. el 
6 de julio de 1927 y, en el certificado incorporado al expediente expedido 
por la Coordinación de Documentación y Archivo Migratorio colombiana 
se refleja que el abuelo de la recurrente ingresó en Colombia, como 
venezolano, el 1 de mayo de 1948, por C. en el vapor “A-P.” procedente 
de N-Y. Así pues, en base a toda esta documentación no es posible 
delimitar la residencia y salida de España del abuelo de la interesada, 
para atribuirle la calificación de exiliado.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Doña P. y confirmar el acuerdo apelado, dictada conforme 
a la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a 
favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra 
Civil y la Dictadura. 

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en Bogotá.
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Resolución de 17 de Julio de 2014 (128ª)
III.1.3.2   Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado segundo de la Disposición adicional séptima los que no acrediten 
ser nietos de abuela de nacionalidad española que perdiera o tuviera que 
renunciar a su nacionalidad española como consecuencia del exilio.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el interesado contra el acuerdo del Encargado del 
Registro Civil Consular en Buenos Aires (Argentina).

HECHOS

1.- Don P-R. presenta escrito en el Consulado de Buenos Aires, a fin de 
optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 Disposición 
adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como 
documentación: certificado literal local de nacimiento propio y el de su 
madre y su abuela expedidos por el Registro Civil español. 

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante acuerdo de fecha 
16 de enero de 2012 deniega lo solicitado por el interesado según lo 
establecido en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de 
Justicia.

3.- Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra la resolución denegatoria de su 
solicitud antes citada.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
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Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la 
Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil, 
los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010,24 de marzo de 2010,28 de abril de 2010 (5ª), 15 
de noviembre de 2010,1 de diciembre de 2010,7 de marzo de 2011 (4ª), 9 
de marzo de 2011, 3 de octubre de 2011 (17ª),25 de octubre de 2011 
(3ª),2 de diciembre de 2011.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como español de origen al nacido en Argentina en 1981, en 
virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado segundo de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
conforme a la cual podrán optar a la nacionalidad española de origen “los 
nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad 
española como consecuencia del exilio”. La solicitud de opción cuya 
inscripción ahora se pretende fue formalizada el 24 de abril de 2009 en el 
modelo normalizado del Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado 
del Registro Civil se dictó acuerdo el 16 de enero de 2012, denegando lo 
solicitado. 

III.- El acuerdo apelado basa, en esencia, su denegación en que el 
solicitante no puede ejercer la opción del apartado segundo de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que no ha 
acreditado que su abuela hubiera perdido o tuviera que renunciar a la 
nacionalidad española como consecuencia de su exilio, posición que el 
Ministerio Fiscal comparte en su informe.

IV.- El apartado segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la 
nacionalidad española a aquellas personas que sean nietos de quienes 
perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio. A fin de facilitar la acreditación de estos extremos, 
la regla V de la Instrucción de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas de procedimiento 
para el ejercicio de este derecho, establece la documentación que ha de 
aportar en este caso el interesado acompañando a su solicitud : “…2.1 
Certificación literal de nacimiento del solicitante ; … 2.3 ... a) Certificación 
literal de nacimiento del padre o madre -el que corresponda a la línea del 
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abuelo o abuela españoles- del solicitante;… b) Certificado literal de 
nacimiento del abuelo o abuela español/a del solicitante; c) La 
documentación a que se refiere el apartado 3 –de dicha regla V- sobre la 
condición de exiliado del abuelo o abuela … ”. En el expediente que 
motiva este recurso y a los efectos de acreditar la condición de nieto de 
abuela española se han aportado las correspondientes certificaciones de 
nacimiento del Registro Civil local, del solicitante y la de su madre y su 
abuela expedidas por el Registro Civil español, resultando de esta última 
que la abuela nació en España el 20 de julio de 1923 de padres españoles. 
Así mismo, consta en el expediente copia del libro de familia de los 
abuelos, en el que refleja que contrajeron matrimonio en Argentina el 7 de 
julio de 1948, momento en el que la abuela pierde la nacionalidad 
española, conforme a lo previsto en el artículo 22 del Código Civil de 
1889, vigente en la época, razón por la que no puede transmitir la 
nacionalidad española a su hija nacida en 1950, que sigue la nacionalidad 
extranjera de su padre. Por lo que, no cuestionándose en el recurso la 
condición del solicitante de nieto de abuela española de origen, únicamente 
corresponde analizar si concurren los otros dos requisitos a los que el 
apartado 2 de la Disposición Adicional 7 de la Ley 52/2007 condiciona el 
ejercicio del derecho de opción por parte de aquellos: que la abuela 
hubiera perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad española y que 
ello hubiere tenido lugar como consecuencia del exilio.

V.- Respecto al primero de dichos requisitos, es decir, que la abuela del 
solicitante hubiere perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad 
española ha de tenerse en cuenta que si bien tal circunstancia constituye 
un elemento caracterizador del supuesto de hecho tipo o paradigmático 
(por ser el más común de los contemplados en la norma), ello no supone 
que la pérdida en sí deba ser interpretada necesariamente, a pesar del 
tenor literal de la norma, como integrante de una verdadera conditio iuris 
o requisito sustantivo de aplicación de la citada disposición adicional 
segunda. Y ello porque lo decisivo no es tanto que la abuela hubiese 
perdido o renunciado a su nacionalidad española como que ella no haya 
podido transmitir la nacionalidad española a su hija, madre del solicitante, 
siempre y cuando haya concurrido en todo caso la circunstancia del exilio. 
Mantener la tesis contraria y exigir en todo caso la pérdida o renuncia a la 
nacionalidad española por parte de la abuela significarla hacer de peor 
condición al descendiente de la abuela que conservó su nacionalidad 
española, no obstante la situación de exilio, pero que no pudo transmitirla, 
respecto a los descendientes de la abuela que encontrándose en el exilio 
no la transmitió por haberla perdido o renunciado a la misma (vid. en el 
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mismo sentido fundamento jurídico X de las Resoluciones de 24 de octubre 
de 2011,25 de octubre de 2011). Es decir el derecho de opción del apartado 
segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 debe 
reconocérsele no solo a los nietos de aquellas abuelas que perdieron la 
nacionalidad española por la adquisición voluntaria de otra nacionalidad, el 
asentimiento voluntario a la nacionalidad extranjera o la utilización exclusiva 
de otra nacionalidad , sino también a los que lo sean de abuelas que, como 
consecuencia del régimen legal vigente en España hasta la Ley de 2 de 
mayo de 1975 y por razón del principio jurídico de unidad familiar en materia 
de nacionalidad, perdieron su nacionalidad española como consecuencia 
directa de su matrimonio con extranjero (lo que ocurría hasta la reforma del 
Código Civil por la Ley de 16 de julio de 1954 según la redacción originaria 
del Art.22 y después de esta reforma en virtud de lo dispuesto en el Art. 23.3 
del Código Civil según la redacción dada al mismo por la citada Ley) o aun 
conservándola,( bien por no haber contraído matrimonio con extranjero o 
habiéndolo contraído éste no hubiese implicado la pérdida de la nacionalidad 
),por ese mismo principio jurídico de unidad familiar centrado en la figura del 
padre titular de la patria potestad (cfr. art.18 del Código Civil en su redacción 
originaria y 17 1º y 2º en su redacción Ley de 15 de julio de 1954) no 
pudieron transmitirla a sus hijos por seguir estos la nacionalidad del padre 
(lo que ocurrió en España en un principio hasta la entrada en vigor de la ley 
52/1982 de 13 de julio en virtud de la nueva redacción dada al Art.17.1 del 
Código Civil y después por interpretación de la Dirección General de los 
Registros y del Notariado - según Resolución de fecha 13 de octubre de 
2001- hasta la entrada en vigor de la Constitución ). 

Esta interpretación se ve igualmente confirmada por la disposición final 
sexta de la Ley 20/2011, de 21 de julio, de Registro Civil relativa a la 
adquisición de la nacionalidad española por los nietos de exiliados durante 
la guerra civil y la dictadura, dado que conforme a la misma “el derecho de 
opción previsto en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, por la que se reconocen y amplían derechos y se 
establecen medidas en favor de quienes padecieron persecución o 
violencia durante la guerra civil y la dictadura, podrán también ejercerlo 
los nietos de las exiliadas españolas que conservaron la nacionalidad 
española tras haber contraído matrimonio con un extranjero con 
posterioridad al 5 de agosto de 1954, fecha de entrada en vigor de la Ley 
de 15 de julio de 1954, siempre que no transmitiesen la nacionalidad 
española a sus hijos, por seguir estos la del padre, y formalicen su 
declaración en tal sentido en el plazo de un año desde la entrada en vigor 
de la presente disposición”. De esta disposición, por tanto, se deduce que 
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debe reconocérsele el derecho de opción previsto en el apartado 2 de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 tanto a los nietos de 
abuelas españolas exiliadas que perdieron la nacionalidad española por 
haber contraído matrimonio con extranjero, y no pudieron transmitir la 
nacionalidad española a sus hijos por seguir estos la del padre, como a 
los nietos de abuelas españolas exiliadas que aun conservando su 
nacionalidad y como consecuencia del principio de unidad familiar en 
materia de nacionalidad centrado en la figura del padre, no pudieron 
transmitirla a sus hijos. Pero en todo caso, se haya producido la pérdida o 
renuncia a la nacionalidad española por parte de la abuela o, incluso 
aunque ésta no haya tenido lugar, cuando no haya podido transmitir su 
nacionalidad a los hijos por el principio de unidad familiar, será necesario 
acreditar el requisito del exilio al que se refiere el citado apartado segundo 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 (confirmado por la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011, del Registro Civil).

VI.- A fin de acreditar la condición de exiliada de la abuela, el anteriormente 
referido apartado 3 de la Regla V de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 establece como medios de prueba los siguientes: “a) Documentación 
que acredite haber sido beneficiario de las pensiones otorgadas por la 
Administración española a los exiliados.; b) Documentación de la Oficina 
Internacional de Refugiados de Naciones Unidas y de las Oficinas de 
Refugiados de los Estados de acogida que asistieron a los refugiados 
españoles y a sus familias; c) Certificaciones o informes expedidos por 
partidos políticos, sindicatos o cualesquiera otras entidades o instituciones, 
públicas o privadas, debidamente reconocidas por las autoridades 
españolas o del Estado de acogida de los exiliados, que estén relacionadas 
con el exilio, bien por haber padecido exilio sus integrantes, o por haber 
destacado en la defensa y protección de los exiliados españoles, o por 
trabajar actualmente en la reparación moral y la recuperación de la 
memoria personal y familiar de las víctimas de la Guerra Civil y la 
Dictadura. La documentación numerada en el apartado a) prueba 
directamente y por sí sola el exilio.; la de los apartados anteriores, b) y c), 
constituirán prueba del exilio si se presentan en unión de cualquiera de los 
siguientes documentos: 1. Pasaporte o título de viaje con sello de entrada 
en el país de acogida. 2. Certificación del Registro de Matrícula del 
Consulado español. 3. Certificaciones del Registro Civil Consular que 
acrediten la residencia en el país de acogida, tales como inscripción de 
matrimonio, inscripciones de nacimiento de hijos, inscripciones de 
defunción, entre otras. 4. Certificación del Registro Civil local del país de 
acogida que acredite haber adquirido la nacionalidad de dicho país. 5. 
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Documentación de la época del país de acogida en la que conste el año 
de la llegada a dicho país o la llegada al mismo por cualquier medio de 
transporte.; d) A los efectos del ejercicio de los derechos de opción 
reconocidos en la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, se 
presumirá la condición de exiliado respecto de todos los españoles que 
salieron de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 
1955. La salida del territorio español podrá acreditarse mediante 
cualquiera de los documentos enumerados en el párrafo anterior”.

VII.- En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de 
este recurso - cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento -, aunque se entienda acreditada la condición del solicitante de 
nieto de española; que la abuela no haya podido transmitir la nacionalidad 
española a su hija, madre del interesado, por seguir ésta la nacionalidad 
extranjera de su padre, tampoco resulta acreditada la condición de exiliada 
de la abuela, dado que ni se han presentado los documentos acreditativos 
de dicha condición conforme a lo anteriormente reseñado, ni la misma 
puede presumirse por no haber resultado acreditada la salida de España - y 
no únicamente la residencia fuera de España- entre el 18 de julio de 1936 y 
el 31 de diciembre de 1955. Es más, el propio interesado en su escrito de 
recurso manifiesta “Tampoco mi abuela no fue exiliada por motivos políticos 
sino porque su familia (y la de mi abuelo) fue exiliada por la hambruna y la 
falta de trabajo” confundiendo el concepto de exilio y el de emigración, por 
lo que no se ha podido demostrar uno de los requisitos esenciales previstos 
en la Disposición Adicional 7ª de la Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad 
española en base al exilio de la abuela. 

VIII.- En cuanto a la alegación formulada en el escrito de recurso sobre la 
posible discriminación que supondría el diferente trato del que son objeto 
los hijos menores de edad y los hijos que ya han alcanzado la mayoría de 
edad a la hora de solicitar la nacionalidad española, ha de tenerse en 
cuenta que en la medida en que el apartado primero de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007 establece un derecho de opción a la 
adquisición de la nacionalidad española de origen a favor de las personas 
“cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español” sin establecer 
distinción alguna en relación con tales hijos, dicha alegación no puede ser 
estimada en relación con la solicitud del derecho de opción al amparo de 
dicha norma que motiva el recurso. Y ello con independencia del diferente 
trato legal del que son objeto los hijos de quien adquiere de manera 
sobrevenida la nacionalidad española según sean menores o mayores de 
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edad cuando tal adquisición se produce en orden a la posibilidad de 
ejercicio del derecho de opción previsto en el Art. 20.1.a Código Civil . 
Posibilidad que precisamente para evitar dicha discriminación también se 
reconoce a favor de los hijos menores de edad de quienes adquieran la 
nacionalidad española de origen pero de forma sobrevenida al amparo del 
derecho de opción previsto en dicha Disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007por la regla Sexta de la Instrucción de 4 de Noviembre de 
2008. Debiéndose tener en cuenta por tanto que el diferente trato de los 
hijos menores o mayores de edad en cuanto a la posibilidad del ejercicio 
del derecho de opción del art.20.1.a del Código Civil no es el resultado de 
una determinada interpretación de la Administración sino que el mismo 
surge de la misma Ley a cuya aplicación está obligada esta Dirección 
General sin que le corresponda a la misma poner en duda la 
constitucionalidad de ese diferente trato legal por implicar el mismo una 
posible discriminación en el tratamiento de los hijos, tal como se alega en 
el escrito de recurso, más aun cuando tal diferente trato puede tener una 
justificación razonable como consecuencia de las múltiples diferencias 
que se aprecian entre las situaciones de minoría y mayoría de edad en los 
ámbitos personal y familiar y que conforme a doctrina consolidada del 
Tribunal Constitucional resumida en el fundamento 7º de la sentencia 
87/2009 de 20 de Abril “a) no toda desigualdad de trato en la Ley supone 
una infracción al artículo 14 de la Constitución (derecho a la igualdad de 
trato) sino que dicha infracción la produce solo aquella desigualdad que 
introduce una diferencia entre situaciones que pueden considerarse 
iguales y que carece de una justificación objetiva y razonable b) el principio 
de igualdad exige que a iguales supuestos de hecho se apliquen iguales 
consecuencias jurídicas, debiendo considerarse iguales dos supuestos de 
hecho cuando la utilización o introducción de elementos diferenciadores 
sea arbitraria o carezca de fundamento racional ”.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Don P-R. y confirmar el acuerdo apelado, dictado conforme 
a la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a 
favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra 
Civil y la Dictadura.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en Buenos Aires.
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Resolución de 17 de Julio de 2014 (129ª)
III.1.3.2  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado segundo de la Disposición adicional séptima los que no acrediten 
ser nietos de abuela de nacionalidad española que perdiera, tuviera que 
renunciar o no pudiera transmitir su nacionalidad española como 
consecuencia del exilio que se presume acreditado por la salida de 
España de 1936 a 1955.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por la interesada contra el auto del Encargado del 
Registro Civil Consular en Miami (EEUU).

HECHOS

1.- Doña M. presenta escrito en el Consulado de España en Miami a fin de 
optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 Disposición 
adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como 
documentación: certificado literal de nacimiento propio y de su padre, así 
como el expedido por el Registro Civil español a nombre de su abuela,

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante auto de fecha 22 de 
febrero de 2012 deniega lo solicitado por la interesada según lo establecido 
en la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de Justicia.

3.- Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra la resolución denegatoria de su 
solicitud antes citada.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
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diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la 
Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil, 
los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010,24 de marzo de 2010,28 de abril de 2010 (5ª), 15 
de noviembre de 2010,1 de diciembre de 2010,7 de marzo de 2011 (4ª), 9 
de marzo de 2011, 3 de octubre de 2011 (17ª),25 de octubre de 2011 
(3ª),2 de diciembre de 2011.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como española de origen a la nacida en Estados Unidos en 
1973, en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado segundo 
de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
conforme a la cual podrán optar a la nacionalidad española de origen “los 
nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad 
española como consecuencia del exilio”. La solicitud de opción cuya 
inscripción ahora se pretende fue formalizada el 20 de agosto de 2010 en 
el modelo normalizado del Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado 
del Registro Civil se dictó auto el 22 de febrero de 2012, denegando lo 
solicitado. 

III.- El auto apelado basa en esencia su denegación en que la solicitante 
no puede ejercer la opción del apartado segundo de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que no ha acreditado que su 
padre fuera español de origen o que su abuela hubiera perdido o tuviera 
que renunciar a la nacionalidad española como consecuencia de su exilio, 
posición que el Ministerio Fiscal comparte en su informe.

IV.- El apartado segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la 
nacionalidad española a aquellas personas que sean nietos de quienes 
perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio. A fin de facilitar la acreditación de estos extremos, 
la regla V de la Instrucción de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas de procedimiento 
para el ejercicio de este derecho, establece la documentación que ha de 
aportar en este caso el interesado acompañando a su solicitud. Por un 
lado y a los efectos de acreditar la condición de nietos de española : 

http://


M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

642Boletín del Ministerio de Justicia

Nacionalidad

“…2.1 Certificación literal de nacimiento del solicitante ; … 2.3 ... a) 
Certificación literal de nacimiento del padre o madre -el que corresponda 
a la línea del abuelo o abuela españoles- del solicitante;… b) Certificado 
literal de nacimiento del abuelo o abuela español/a del solicitante; c) La 
documentación a que se refiere el apartado 3 –de dicha regla V- sobre la 
condición de exiliado del abuelo o abuela … ”. Y por otro lado a fin de 
acreditar la condición de exiliada de la abuela, los siguientes: “a) 
Documentación que acredite haber sido beneficiario de las pensiones 
otorgadas por la Administración española a los exiliados.; b) Documentación 
de la Oficina Internacional de Refugiados de Naciones Unidas y de las 
Oficinas de Refugiados de los Estados de acogida que asistieron a los 
refugiados españoles y a sus familias; c) Certificaciones o informes 
expedidos por partidos políticos, sindicatos o cualesquiera otras entidades 
o instituciones, públicas o privadas, debidamente reconocidas por las 
autoridades españolas o del Estado de acogida de los exiliados, que estén 
relacionadas con el exilio, bien por haber padecido exilio sus integrantes, 
o por haber destacado en la defensa y protección de los exiliados 
españoles, o por trabajar actualmente en la reparación moral y la 
recuperación de la memoria personal y familiar de las víctimas de la 
Guerra Civil y la Dictadura. La documentación numerada en el apartado a) 
prueba directamente y por sí sola el exilio.; la de los apartados anteriores, 
b) y c), constituirán prueba del exilio si se presentan en unión de cualquiera 
de los siguientes documentos: 1. Pasaporte o título de viaje con sello de 
entrada en el país de acogida. 2. Certificación del Registro de Matrícula 
del Consulado español. 3. Certificaciones del Registro Civil Consular que 
acrediten la residencia en el país de acogida, tales como inscripción de 
matrimonio, inscripciones de nacimiento de hijos, inscripciones de 
defunción, entre otras. 4. Certificación del Registro Civil local del país de 
acogida que acredite haber adquirido la nacionalidad de dicho país. 5. 
Documentación de la época del país de acogida en la que conste el año 
de la llegada a dicho país o la llegada al mismo por cualquier medio de 
transporte.; d) A los efectos del ejercicio de los derechos de opción 
reconocidos en la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, se 
presumirá la condición de exiliado respecto de todos los españoles que 
salieron de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 
1955. La salida del territorio español podrá acreditarse mediante 
cualquiera de los documentos enumerados en el párrafo anterior”.

En el expediente que motiva este recurso y a los efectos de acreditar la 
condición de nieta de abuela española se han aportado las correspondientes 
certificaciones de nacimiento del Registro Civil local de la solicitante y de 
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su padre, así como la de su abuela expedida por el Registro Civil español, 
resultando de esta última su nacimiento en España en el año 1903 de 
padres naturales de España. Consta en el expediente certificado de 
matrimonio de los abuelos, que tuvo lugar el 14 de junio de 1934 en Cuba, 
fecha en la que la abuela pierde la nacionalidad española por matrimonio 
con extranjero, conforme a lo previsto en el artículo 22 del Código Civil de 
1989, vigente en la época, razón por la que no puede transmitir la 
nacionalidad española a su hijo, padre de la recurrente, nacido en 1940. 
Por lo que no cuestionándose en el recurso la condición de la solicitante 
de nieta de abuela española, únicamente corresponde analizar si concurre 
el otro requisito al que el apartado 2 de la Disposición Adicional 7 de la 
Ley 52/2007 condiciona el ejercicio del derecho de opción por parte de 
aquellos: que la abuela hubiera perdido o tenido que renunciar a la 
nacionalidad española como consecuencia del exilio.

V.- Respecto a dicho requisito, es decir, que la abuela de la solicitante 
hubiere perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad española ha de 
tenerse en cuenta que si bien tal circunstancia constituye un elemento 
caracterizador del supuesto de hecho tipo o paradigmático (por ser el más 
común de los contemplados en la norma), ello no supone que la pérdida 
en sí deba ser interpretada necesariamente, a pesar del tenor literal de la 
norma, como integrante de una verdadera conditio iuris o requisito 
sustantivo de aplicación de la citada disposición adicional segunda. Y ello 
porque lo decisivo no es tanto que la abuela hubiese perdido o renunciado 
a su nacionalidad española como que ella no haya podido transmitir la 
nacionalidad española a su hijo, padre de la solicitante, siempre y cuando 
haya concurrido en todo caso la circunstancia del exilio. Mantener la tesis 
contraria y exigir en todo caso la pérdida o renuncia a la nacionalidad 
española por parte de la abuela significarla hacer de peor condición al 
descendiente de la abuela que conservó su nacionalidad española, no 
obstante la situación de exilio, pero que no pudo transmitirla, respecto a 
los descendientes de la abuela que encontrándose en el exilio no la 
transmitió por haberla perdido o renunciado a la misma (vid. en el mismo 
sentido fundamento jurídico X de las Resoluciones de 24 de octubre de 
2011,25 de octubre de 2011). Es decir el derecho de opción del apartado 
segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 debe 
reconocérsele no solo a los nietos de aquellas abuelas que perdieron la 
nacionalidad española por la adquisición voluntaria de otra nacionalidad , 
el asentimiento voluntario a la nacionalidad extranjera o la utilización 
exclusiva de otra nacionalidad , sino también a los que lo sean de abuelas 
que, como consecuencia del régimen legal vigente en España hasta la 
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Ley de 2 de mayo de 1975 y por razón del principio jurídico de unidad 
familiar en materia de nacionalidad, perdieron su nacionalidad española 
como consecuencia directa de su matrimonio con extranjero ( lo que 
ocurría hasta la reforma del Código Civil por la Ley de 16 de julio de 1954 
según la redacción originaria del Art.22 y después de esta reforma en 
virtud de lo dispuesto en el Art. 23.3 del Código Civil según la redacción 
dada al mismo por la citada Ley) o aun conservándola,( bien por no haber 
contraído matrimonio con extranjero o habiéndolo contraído éste no 
hubiese implicado la pérdida de la nacionalidad ),por ese mismo principio 
jurídico de unidad familiar centrado en la figura del padre titular de la 
patria potestad (cfr. art.18 del Código Civil en su redacción originaria y 17 
1º y 2º en su redacción Ley de 15 de julio de 1954) no pudieron transmitirla 
a sus hijos por seguir estos la nacionalidad del padre ( lo que ocurrió en 
España hasta la entrada en vigor de la Constitución por la derogación del 
artículo 17.2 del Código Civil como consecuencia de la eficacia inmediata 
de la misma _ cfr. arts. 14, 39, disposiciones derogatoria y final de la 
Constitución, según Resolución de 13 de Octubre de 2001 (3ª)). 

Esta interpretación se ve igualmente confirmada por la disposición final 
sexta de la Ley 20/2011, de 21 de julio, de Registro Civil relativa a la 
adquisición de la nacionalidad española por los nietos de exiliados durante 
la guerra civil y la dictadura, dado que conforme a la misma “el derecho de 
opción previsto en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, por la que se reconocen y amplían derechos y se 
establecen medidas en favor de quienes padecieron persecución o 
violencia durante la guerra civil y la dictadura, podrán también ejercerlo 
los nietos de las exiliadas españolas que conservaron la nacionalidad 
española tras haber contraído matrimonio con un extranjero con 
posterioridad al 5 de agosto de 1954, fecha de entrada en vigor de la Ley 
de 15 de julio de 1954, siempre que no transmitiesen la nacionalidad 
española a sus hijos, por seguir estos la del padre, y formalicen su 
declaración en tal sentido en el plazo de un año desde la entrada en vigor 
de la presente disposición”. De esta disposición, por tanto, se deduce que 
debe reconocérsele el derecho de opción previsto en el apartado 2 de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 tanto a los nietos de 
abuelas españolas exiliadas que perdieron la nacionalidad española por 
haber contraído matrimonio con extranjero, y no pudieron transmitir la 
nacionalidad española a sus hijos por seguir estos la del padre, como a 
los nietos de abuelas españolas exiliadas que aun conservando su 
nacionalidad y como consecuencia del principio de unidad familiar en 
materia de nacionalidad centrado en la figura del padre, no pudieron 
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transmitirla a sus hijos. Pero en todo caso, se haya producido la pérdida o 
renuncia a la nacionalidad española por parte de la abuela o, incluso 
aunque ésta no haya tenido lugar, cuando no haya podido transmitir su 
nacionalidad a los hijos por el principio de unidad familiar, será necesario 
acreditar que tal circunstancia se habrá producido como consecuencia del 
exilio al que se refiere el citado apartado segundo de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007 (confirmado por la disposición final 
sexta de la Ley 20/2011, del Registro Civil).

VII.- En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución 
de este recurso - cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento -, aunque se entienda acreditada la condición de la solicitante 
de nieta de española; que la abuela no haya podido transmitir la 
nacionalidad española a su hijo, padre de la interesada, por seguir este la 
nacionalidad extranjera de su padre, del propio relato de la optante y la 
documentación obrante en el expediente, no queda acreditada la condición 
de exiliada de la abuela, quién se trasladó a Cuba, junto con sus hermanos, 
con anterioridad al año 1934. Por lo que no se ha podido demostrar uno 
de los requisitos esenciales previstos en la Disposición Adicional 7ª de la 
Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad española en base al exilio de los 
abuelos, cual es acreditar la salida de España entre el 18 de julio de 1936 
y el 31 de diciembre de 1955, y no solo la estancia fuera de España 
durante ese periodo de tiempo.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Doña M. y confirmar el auto apelado, dictado conforme a 
la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a 
favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra 
Civil y la Dictadura.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en Miami (EE.UU):
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Resolución de 17 de Julio de 2014 (130ª)
III.1.3.2   Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado segundo de la Disposición adicional séptima los que no acrediten 
ser nietos de abuela de nacionalidad española que perdiera o tuviera que 
renunciar a su nacionalidad española como consecuencia del exilio.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el interesado contra la resolución del Encargado 
del Registro Civil Consular en Montevideo (Uruguay).

HECHOS

1.- Don G-A. presenta escrito en el Consulado de España en Montevideo, 
a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 
Disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su 
solicitud como documentación: certificado literal local de nacimiento propio 
y el de su madre y su abuela expedidos por el Registro Civil español.

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante resolución de fecha 
2 de febrero de 2012 deniega lo solicitado por el interesado según lo 
establecido en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de 
Justicia.

3.- Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra la resolución denegatoria de su 
solicitud antes citada.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
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Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la 
Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil, 
los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010,24 de marzo de 2010,28 de abril de 2010 (5a), 15 
de noviembre de 2010,1 de diciembre de 2010,7 de marzo de 2011 (4a), 9 
de marzo de 2011, 3 de octubre de 2011 (17a),25 de octubre de 2011 
(3a),2 de diciembre de 2011.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como español de origen al nacido en Uruguay en 1969, en virtud 
del ejercicio de la opción prevista por el apartado segundo de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual podrán optar a la nacionalidad española de origen “los nietos de 
quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española 
como consecuencia del exilio”. La solicitud de opción cuya inscripción 
ahora se pretende fue formalizada el 2 de julio de 2010 en el modelo 
normalizado del Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 al 
amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del 
Registro Civil se dictó resolución el 2 de febrero de 2012, denegando lo 
solicitado.

III.- La resolución apelada basa, en esencia, su denegación en que el 
solicitante no puede ejercer la opción del apartado segundo de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que no ha 
acreditado que su abuela hubiera perdido o tuviera que renunciar a la 
nacionalidad española como consecuencia de su exilio, posición que el 
Ministerio Fiscal comparte en su informe.

IV.- El apartado segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la 
nacionalidad española a aquellas personas que sean nietos de quienes 
perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio. A fin de facilitar la acreditación de estos extremos, 
la regla V de la Instrucción de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas de procedimiento 
para el ejercicio de este derecho, establece la documentación que ha de 
aportar en este caso el interesado acompañando a su solicitud : “...2.1 
Certificación literal de nacimiento del solicitante ; ... 2.3 ... a) Certificación 
literal de nacimiento del padre o madre -el que corresponda a la línea del 
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abuelo o abuela españoles- del solicitante;... b) Certificado literal de 
nacimiento del abuelo o abuela español/a del solicitante; c) La 
documentación a que se refiere el apartado 3 -de dicha regla V- sobre la 
condición de exiliado del abuelo o abuela ... -.

En el expediente que motiva este recurso y a los efectos de acreditar la 
condición de nieto de abuela española se han aportado las correspondientes 
certificaciones de nacimiento del Registro Civil local, del solicitante y la de 
su madre y su abuela expedidas por el Registro Civil español, resultando 
de esta última que la abuela nació en España en 1918 de padres 
españoles. Así mismo, consta en la certificación de nacimiento de la 
madre del interesado que sus abuelos, él uruguayo, contrajeron 
matrimonio en M. el 3 de octubre de 1936, momento en el que la abuela 
pierde la nacionalidad española, conforme a lo previsto en el artículo 22 
del Código Civil de 1889, vigente en la época, razón por la que no puede 
transmitir la nacionalidad española a su hija nacida en 1941. Por lo que, 
no cuestionándose en el recurso la condición de la solicitante de nieto de 
abuela española de origen, únicamente corresponde analizar si concurren 
los otros dos requisitos a los que el apartado 2 de la Disposición Adicional 
7 de la Ley 52/2007 condiciona el ejercicio del derecho de opción por 
parte de aquellos: que la abuela hubiera perdido o tenido que renunciar a 
la nacionalidad española y que ello hubiere tenido lugar como consecuencia 
del exilio.

V.- Respecto al primero de dichos requisitos, es decir, que la abuela del 
solicitante hubiere perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad 
española ha de tenerse en cuenta que si bien tal circunstancia constituye 
un elemento caracterizador del supuesto de hecho tipo o paradigmático 
(por ser el más común de los contemplados en la norma), ello no supone 
que la pérdida en sí deba ser interpretada necesariamente, a pesar del 
tenor literal de la norma, como integrante de una verdadera conditio iuris 
o requisito sustantivo de aplicación de la citada disposición adicional 
segunda. Y ello porque lo decisivo no es tanto que la abuela hubiese 
perdido o renunciado a su nacionalidad española como que ella no haya 
podido transmitir la nacionalidad española a su hija, madre del solicitante, 
siempre y cuando haya concurrido en todo caso la circunstancia del exilio. 
Mantener la tesis contraria y exigir en todo caso la pérdida o renuncia a la 
nacionalidad española por parte de la abuela significarla hacer de peor 
condición al descendiente de la abuela que conservó su nacionalidad 
española, no obstante la situación de exilio, pero que no pudo transmitirla, 
respecto a los descendientes de la abuela que encontrándose en el exilio 
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no la transmitió por haberla perdido o renunciado a la misma (vid. en el 
mismo sentido fundamento jurídico X de las Resoluciones de 24 de 
octubre de 2011,25 de octubre de 2011).

Es decir el derecho de opción del apartado segundo de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007 debe reconocérsele no solo a los 
nietos de aquellas abuelas que perdieron la nacionalidad española por la 
adquisición voluntaria de otra nacionalidad, el asentimiento voluntario a la 
nacionalidad extranjera o la utilización exclusiva de otra nacionalidad , 
sino también a los que lo sean de abuelas que, como consecuencia del 
régimen legal vigente en España hasta la Ley de 2 de mayo de 1975 y por 
razón del principio jurídico de unidad familiar en materia de nacionalidad, 
perdieron su nacionalidad española como consecuencia directa de su 
matrimonio con extranjero (lo que ocurría hasta la reforma del Código Civil 
por la Ley de 16 de julio de 1954 según la redacción originaria del Art.22 y 
después de esta reforma en virtud de lo dispuesto en el Art. 23.3 del 
Código Civil según la redacción dada al mismo por la citada Ley) o aun 
conservándola^ bien por no haber contraído matrimonio con extranjero o 
habiéndolo contraído éste no hubiese implicado la pérdida de la 
nacionalidad ),por ese mismo principio jurídico de unidad familiar centrado 
en la figura del padre titular de la patria potestad (cfr. art. 18 del Código 
Civil en su redacción originaria y 17 1º y 2º en su redacción Ley de 15 de 
julio de 1954) no pudieron transmitirla a sus hijos por seguir estos la 
nacionalidad del padre (lo que ocurrió en España en un principio hasta la 
entrada en vigor de la ley 52/1982 de 13 de julio en virtud de la nueva 
redacción dada al Art.17.1 del Código Civil y después por interpretación 
de la Dirección General de los Registros y del Notariado - según 
Resolución de fecha 13 de octubre de 2001- hasta la entrada en vigor de 
la Constitución).

Esta interpretación se ve igualmente confirmada por la disposición final 
sexta de la Ley 20/2011, de 21 de julio, de Registro Civil relativa a la 
adquisición de la nacionalidad española por los nietos de exiliados durante 
la guerra civil y la dictadura, dado que conforme a la misma «el derecho 
de opción previsto en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, por la que se reconocen y amplían derechos y se 
establecen medidas en favor de quienes padecieron persecución o 
violencia durante la guerra civil y la dictadura, podrán también ejercerlo 
los nietos de las exiliadas españolas que conservaron la nacionalidad 
española tras haber contraído matrimonio con un extranjero con 
posterioridad al 5 de agosto de 1954, fecha de entrada en vigor de la Ley 
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de 15 de julio de 1954, siempre que no transmitiesen la nacionalidad 
española a sus hijos, por seguir estos la del padre, y formalicen su 
declaración en tal sentido en el plazo de un año desde la entrada en vigor 
de la presente disposición». De esta disposición, por tanto, se deduce que 
debe reconocérsele el derecho de opción previsto en el apartado 2 de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 tanto a los nietos de 
abuelas españolas exiliadas que perdieron la nacionalidad española por 
haber contraído matrimonio con extranjero, y no pudieron transmitir la 
nacionalidad española a sus hijos por seguir estos la del padre, como a 
los nietos de abuelas españolas exiliadas que aun conservando su 
nacionalidad y como consecuencia del principio de unidad familiar en 
materia de nacionalidad centrado en la figura del padre, no pudieron 
transmitirla a sus hijos. Pero en todo caso, se haya producido la pérdida o 
renuncia a la nacionalidad española por parte de la abuela o, incluso 
aunque ésta no haya tenido lugar, cuando no haya podido transmitir su 
nacionalidad a los hijos por el principio de unidad familiar, será necesario 
acreditar el requisito del exilio al que se refiere el citado apartado segundo 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 (confirmado por la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011, del Registro Civil).

VI.- A fin de acreditar la condición de exiliada de la abuela, el anteriormente 
referido apartado 3 de la Regla V de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 establece como medios de prueba los siguientes: «a) Documentación 
que acredite haber sido beneficiario de las pensiones otorgadas por la 
Administración española a los exiliados.; b) Documentación de la Oficina 
Internacional de Refugiados de Naciones Unidas y de las Oficinas de 
Refugiados de los Estados de acogida que asistieron a los refugiados 
españoles y a sus familias; c) Certificaciones o informes expedidos por 
partidos políticos, sindicatos o cualesquiera otras entidades o instituciones, 
públicas o privadas, debidamente reconocidas por las autoridades 
españolas o del Estado de acogida de los exiliados, que estén relacionadas 
con el exilio, bien por haber padecido exilio sus integrantes, o por haber 
destacado en la defensa y protección de los exiliados españoles, o por 
trabajar actualmente en la reparación moral y la recuperación de la 
memoria personal y familiar de las víctimas de la Guerra Civil y la 
Dictadura. La documentación numerada en el apartado a) prueba 
directamente y por sí sola el exilio.; la de los apartados anteriores, b) y c), 
constituirán prueba del exilio si se presentan en unión de cualquiera de los 
siguientes documentos: 1. Pasaporte o título de viaje con sello de entrada 
en el país de acogida. 2. Certificación del Registro de Matrícula del 
Consulado español. 3. Certificaciones del Registro Civil Consular que 
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acrediten la residencia en el país de acogida, tales como inscripción de 
matrimonio, inscripciones de nacimiento de hijos, inscripciones de 
defunción, entre otras. 4. Certificación del Registro Civil local del país de 
acogida que acredite haber adquirido la nacionalidad de dicho país. 5. 
Documentación de la época del país de acogida en la que conste el año 
de la llegada a dicho país o la llegada al mismo por cualquier medio de 
transporte.; d) A los efectos del ejercicio de los derechos de opción 
reconocidos en la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, se 
presumirá la condición de exiliado respecto de todos los españoles que 
salieron de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 
1955. La salida del territorio español podrá acreditarse mediante 
cualquiera de los documentos enumerados en el párrafo anterior».

VIl. - En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución 
de este recurso - cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento -, aunque se entienda acreditada la condición del solicitante 
de nieto de española; que la abuela no haya podido transmitir la 
nacionalidad española a su hija, madre del interesado, por seguir ésta la 
nacionalidad extranjera de su padre, tampoco resulta acreditada la 
condición de exiliada de la abuela, ya que no ha resultado acreditada su 
salida de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 
1955, y no solo su residencia fuera de la misma. Por lo que no se ha 
podido demostrar uno de los requisitos esenciales previstos en la 
Disposición Adicional 7a de la Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad 
española en base al exilio de la abuela.

VIII.- Por lo que se refiere a la alegación manifestada en el escrito de 
recurso, en relación con la discriminación sufrida por las mujeres 
españolas casadas con extranjero, que perdían la nacionalidad española, 
hasta la reforma del Código Civil que tuvo lugar en el año 1954, interesa 
aclarar que, dicha discriminación no se toma en consideración siempre y 
cuando se pueda acreditar el exilio. En el presente supuesto, la resolución 
del recurso hubiese sido la misma en el hipotético caso de que el nacional 
español hubiese sido el abuelo ya que, la circunstancia que impide la 
transmisión de la nacionalidad española es la inexistencia del exilio, 
independientemente de que sea el abuelo o la abuela quien pueda 
transmitir el derecho.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
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interpuesto por Don G-A. y confirmar la resolución apelada, dictado 
conforme a la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen 
medidas a favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la 
Guerra Civil y la Dictadura.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en Montevideo.

Resolución de 17 de Julio de 2014 (131ª)
III.1.3.2  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado segundo de la Disposición adicional séptima los que no acrediten 
ser nietos de abuela de nacionalidad española que perdiera o tuviera que 
renunciar a su nacionalidad española como consecuencia del exilio.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el interesado contra la resolución del Encargado 
del Registro Civil Consular en Montevideo (Uruguay).

HECHOS

1.- Don F-A. presenta escrito en el Consulado de España en Montevideo, 
a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 
Disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su 
solicitud como documentación: certificado literal local de nacimiento propio 
y el de su madre y su abuela expedidos por el Registro Civil español. 

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante resolución de fecha 
2 de febrero de 2012 deniega lo solicitado por el interesado según lo 
establecido en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de 
Justicia.
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3.- Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra la resolución denegatoria de su 
solicitud antes citada.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la 
Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil, 
los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010,24 de marzo de 2010,28 de abril de 2010 (5ª), 15 
de noviembre de 2010,1 de diciembre de 2010,7 de marzo de 2011 (4ª), 9 
de marzo de 2011, 3 de octubre de 2011 (17ª),25 de octubre de 2011 
(3ª),2 de diciembre de 2011.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como español de origen al nacido en Uruguay en 1967, en virtud 
del ejercicio de la opción prevista por el apartado segundo de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual podrán optar a la nacionalidad española de origen “los nietos de 
quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española 
como consecuencia del exilio”. La solicitud de opción cuya inscripción 
ahora se pretende fue formalizada el 2 de julio de 2010 en el modelo 
normalizado del Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 al 
amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del 
Registro Civil se dictó resolución el 2 de febrero de 2012, denegando lo 
solicitado. 

III.- La resolución apelada basa, en esencia, su denegación en que el 
solicitante no puede ejercer la opción del apartado segundo de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que no ha 
acreditado que su abuela hubiera perdido o tuviera que renunciar a la 
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nacionalidad española como consecuencia de su exilio, posición que el 
Ministerio Fiscal comparte en su informe.

IV.- El apartado segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la 
nacionalidad española a aquellas personas que sean nietos de quienes 
perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio. A fin de facilitar la acreditación de estos extremos, 
la regla V de la Instrucción de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas de procedimiento 
para el ejercicio de este derecho, establece la documentación que ha de 
aportar en este caso el interesado acompañando a su solicitud : “…2.1 
Certificación literal de nacimiento del solicitante ; … 2.3 ... a) Certificación 
literal de nacimiento del padre o madre -el que corresponda a la línea del 
abuelo o abuela españoles- del solicitante;… b) Certificado literal de 
nacimiento del abuelo o abuela español/a del solicitante; c) La 
documentación a que se refiere el apartado 3 –de dicha regla V- sobre la 
condición de exiliado del abuelo o abuela … ”.

En el expediente que motiva este recurso y a los efectos de acreditar la 
condición de nieto de abuela española se han aportado las correspondientes 
certificaciones de nacimiento del Registro Civil local, del solicitante y la de 
su madre y su abuela expedidas por el Registro Civil español, resultando 
de esta última que la abuela nació en España en 1918 de padres 
españoles. Así mismo, consta en la certificación de nacimiento de la 
madre del interesado que sus abuelos, él uruguayo, contrajeron 
matrimonio en M. el 3 de octubre de 1936, momento en el que la abuela 
pierde la nacionalidad española, conforme a lo previsto en el artículo 22 
del Código Civil de 1889, vigente en la época, razón por la que no puede 
transmitir la nacionalidad española a su hija nacida en 1941. Por lo que, 
no cuestionándose en el recurso la condición de la solicitante de nieto de 
abuela española de origen, únicamente corresponde analizar si concurren 
los otros dos requisitos a los que el apartado 2 de la Disposición Adicional 
7 de la Ley 52/2007 condiciona el ejercicio del derecho de opción por 
parte de aquellos: que la abuela hubiera perdido o tenido que renunciar a 
la nacionalidad española y que ello hubiere tenido lugar como consecuencia 
del exilio.

V.- Respecto al primero de dichos requisitos, es decir, que la abuela del 
solicitante hubiere perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad 
española ha de tenerse en cuenta que si bien tal circunstancia constituye 
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un elemento caracterizador del supuesto de hecho tipo o paradigmático 
(por ser el más común de los contemplados en la norma), ello no supone 
que la pérdida en sí deba ser interpretada necesariamente, a pesar del 
tenor literal de la norma, como integrante de una verdadera conditio iuris 
o requisito sustantivo de aplicación de la citada disposición adicional 
segunda. Y ello porque lo decisivo no es tanto que la abuela hubiese 
perdido o renunciado a su nacionalidad española como que ella no haya 
podido transmitir la nacionalidad española a su hija, madre del solicitante, 
siempre y cuando haya concurrido en todo caso la circunstancia del exilio. 
Mantener la tesis contraria y exigir en todo caso la pérdida o renuncia a la 
nacionalidad española por parte de la abuela significarla hacer de peor 
condición al descendiente de la abuela que conservó su nacionalidad 
española, no obstante la situación de exilio, pero que no pudo transmitirla, 
respecto a los descendientes de la abuela que encontrándose en el exilio 
no la transmitió por haberla perdido o renunciado a la misma (vid. en el 
mismo sentido fundamento jurídico X de las Resoluciones de 24 de 
octubre de 2011,25 de octubre de 2011). 

Es decir el derecho de opción del apartado segundo de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007 debe reconocérsele no solo a los 
nietos de aquellas abuelas que perdieron la nacionalidad española por la 
adquisición voluntaria de otra nacionalidad, el asentimiento voluntario a la 
nacionalidad extranjera o la utilización exclusiva de otra nacionalidad , 
sino también a los que lo sean de abuelas que, como consecuencia del 
régimen legal vigente en España hasta la Ley de 2 de mayo de 1975 y por 
razón del principio jurídico de unidad familiar en materia de nacionalidad, 
perdieron su nacionalidad española como consecuencia directa de su 
matrimonio con extranjero (lo que ocurría hasta la reforma del Código Civil 
por la Ley de 16 de julio de 1954 según la redacción originaria del Art.22 y 
después de esta reforma en virtud de lo dispuesto en el Art. 23.3 del 
Código Civil según la redacción dada al mismo por la citada Ley) o aun 
conservándola,( bien por no haber contraído matrimonio con extranjero o 
habiéndolo contraído éste no hubiese implicado la pérdida de la 
nacionalidad ),por ese mismo principio jurídico de unidad familiar centrado 
en la figura del padre titular de la patria potestad (cfr. art.18 del Código 
Civil en su redacción originaria y 17 1º y 2º en su redacción Ley de 15 de 
julio de 1954) no pudieron transmitirla a sus hijos por seguir estos la 
nacionalidad del padre (lo que ocurrió en España en un principio hasta la 
entrada en vigor de la ley 52/1982 de 13 de julio en virtud de la nueva 
redacción dada al Art.17.1 del Código Civil y después por interpretación 
de la Dirección General de los Registros y del Notariado - según 
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Resolución de fecha 13 de octubre de 2001- hasta la entrada en vigor de 
la Constitución ). 

Esta interpretación se ve igualmente confirmada por la disposición final 
sexta de la Ley 20/2011, de 21 de julio, de Registro Civil relativa a la 
adquisición de la nacionalidad española por los nietos de exiliados durante 
la guerra civil y la dictadura, dado que conforme a la misma “el derecho de 
opción previsto en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, por la que se reconocen y amplían derechos y se 
establecen medidas en favor de quienes padecieron persecución o 
violencia durante la guerra civil y la dictadura, podrán también ejercerlo 
los nietos de las exiliadas españolas que conservaron la nacionalidad 
española tras haber contraído matrimonio con un extranjero con 
posterioridad al 5 de agosto de 1954, fecha de entrada en vigor de la Ley 
de 15 de julio de 1954, siempre que no transmitiesen la nacionalidad 
española a sus hijos, por seguir estos la del padre, y formalicen su 
declaración en tal sentido en el plazo de un año desde la entrada en vigor 
de la presente disposición”. De esta disposición, por tanto, se deduce que 
debe reconocérsele el derecho de opción previsto en el apartado 2 de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 tanto a los nietos de 
abuelas españolas exiliadas que perdieron la nacionalidad española por 
haber contraído matrimonio con extranjero, y no pudieron transmitir la 
nacionalidad española a sus hijos por seguir estos la del padre, como a 
los nietos de abuelas españolas exiliadas que aun conservando su 
nacionalidad y como consecuencia del principio de unidad familiar en 
materia de nacionalidad centrado en la figura del padre, no pudieron 
transmitirla a sus hijos. Pero en todo caso, se haya producido la pérdida o 
renuncia a la nacionalidad española por parte de la abuela o, incluso 
aunque ésta no haya tenido lugar, cuando no haya podido transmitir su 
nacionalidad a los hijos por el principio de unidad familiar, será necesario 
acreditar el requisito del exilio al que se refiere el citado apartado segundo 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 (confirmado por la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011, del Registro Civil).

VI.- A fin de acreditar la condición de exiliada de la abuela, el anteriormente 
referido apartado 3 de la Regla V de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 establece como medios de prueba los siguientes: “a) Documentación 
que acredite haber sido beneficiario de las pensiones otorgadas por la 
Administración española a los exiliados.; b) Documentación de la Oficina 
Internacional de Refugiados de Naciones Unidas y de las Oficinas de 
Refugiados de los Estados de acogida que asistieron a los refugiados 
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españoles y a sus familias; c) Certificaciones o informes expedidos por 
partidos políticos, sindicatos o cualesquiera otras entidades o instituciones, 
públicas o privadas, debidamente reconocidas por las autoridades 
españolas o del Estado de acogida de los exiliados, que estén relacionadas 
con el exilio, bien por haber padecido exilio sus integrantes, o por haber 
destacado en la defensa y protección de los exiliados españoles, o por 
trabajar actualmente en la reparación moral y la recuperación de la 
memoria personal y familiar de las víctimas de la Guerra Civil y la 
Dictadura. La documentación numerada en el apartado a) prueba 
directamente y por sí sola el exilio.; la de los apartados anteriores, b) y c), 
constituirán prueba del exilio si se presentan en unión de cualquiera de los 
siguientes documentos: 1. Pasaporte o título de viaje con sello de entrada 
en el país de acogida. 2. Certificación del Registro de Matrícula del 
Consulado español. 3. Certificaciones del Registro Civil Consular que 
acrediten la residencia en el país de acogida, tales como inscripción de 
matrimonio, inscripciones de nacimiento de hijos, inscripciones de 
defunción, entre otras. 4. Certificación del Registro Civil local del país de 
acogida que acredite haber adquirido la nacionalidad de dicho país. 5. 
Documentación de la época del país de acogida en la que conste el año 
de la llegada a dicho país o la llegada al mismo por cualquier medio de 
transporte.; d) A los efectos del ejercicio de los derechos de opción 
reconocidos en la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, se 
presumirá la condición de exiliado respecto de todos los españoles que 
salieron de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 
1955. La salida del territorio español podrá acreditarse mediante 
cualquiera de los documentos enumerados en el párrafo anterior”.

VII. - En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución 
de este recurso - cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento -, aunque se entienda acreditada la condición del solicitante 
de nieto de española; que la abuela no haya podido transmitir la 
nacionalidad española a su hija, madre del interesado, por seguir ésta la 
nacionalidad extranjera de su padre, tampoco resulta acreditada la 
condición de exiliada de la abuela, ya que no ha resultado acreditada su 
salida de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 
1955, y no solo su residencia fuera de la misma. Por lo que no se ha 
podido demostrar uno de los requisitos esenciales previstos en la 
Disposición Adicional 7ª de la Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad 
española en base al exilio de la abuela. 
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VIII.- Por lo que se refiere a la alegación manifestada en el escrito de 
recurso, en relación con la discriminación sufrida por las mujeres 
españolas casadas con extranjero, que perdían la nacionalidad española, 
hasta la reforma del Código Civil que tuvo lugar en el año 1954, interesa 
aclarar que, dicha discriminación no se toma en consideración siempre y 
cuando se pueda acreditar el exilio. En el presente supuesto, la resolución 
del recurso hubiese sido la misma en el hipotético caso de que el nacional 
español hubiese sido el abuelo ya que, la circunstancia que impide la 
transmisión de la nacionalidad española es la inexistencia del exilio, 
independientemente de que sea el abuelo o la abuela quien pueda 
transmitir el derecho. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Don F-A. y confirmar la resolución apelada, dictado 
conforme a la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen 
medidas a favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la 
Guerra Civil y la Dictadura. 

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en Montevideo.

Resolución de 17 de Julio de 2014 (132ª)
III.1.3.2  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado segundo de la Disposición adicional séptima los que alegan ser 
hijos de padre o madre originariamente españoles por resultar el 
reconocimiento por ellos efectuado de complacencia al no haber datos 
suficientes para afirmar que dicho reconocimiento se ajusta a la realidad.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por la interesada contra el auto del Encargado del 
Registro Civil Consular en Caracas (Venezuela).
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HECHOS

Doña J-J. presenta escrito en el Consulado de España en Caracas a fin 
de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 Disposición 
adicional séptima y adjuntando especialmente en apoyo de su solicitud 
como documentación certificado literal local de nacimiento propio, acta de 
su reconocimiento llevado a cabo por su padre y certificado de nacimiento 
de su padre expedido por el Registro Civil español.

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante auto de fecha 9 de 
septiembre de 2011 deniega lo solicitado por la interesada según lo 
establecido en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de 
Justicia.

3.- Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra la resolución denegatoria de su 
solicitud antes citada.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 
18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de 
diciembre; la Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de 
noviembre; la Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de 
Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de 
la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del 
Registro Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, 
entre otras de 23 de marzo de 2010 (4ª), 23 de marzo de 2010 (5ª), 23 de 
marzo 2010 (6ª), 24 de marzo de 2010 (5ª), 28 de abril de 2010 (5ª), 6 de 
octubre de 2010 (10ª), 15 de noviembre de 2010 (5ª), 1 de diciembre de 
2010 (4ª), 7 de marzo de 2011 (4ª), 9 de marzo de 2011(3ª), 3 de octubre 
de 2011 (17ª), 25 de octubre de 2011 (3ª), 2 de diciembre de 2011 (4ª), 10 
de febrero 2012 (42ª), 17 de febrero 2012 (30ª), 22 de febrero 2012 (53ª), 
6 de julio 2012 (5º), 6 de julio 2012 (16ª), 14 de septiembre de 2012 (32ª) 
y 30 de enero 2013 (28ª).
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II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como española de origen a la nacida en Venezuela en 1985, en 
virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado segundo de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
conforme a la cual podrán optar a la nacionalidad española de origen “los 
nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad 
española como consecuencia del exilio”. La solicitud de opción cuya 
inscripción ahora se pretende fue formalizada el 22 de octubre de 2010 en 
el modelo normalizado del Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. El Encargado del 
Registro Consular dictó auto el 9 de noviembre de 2011 denegando la 
solicitud por estimar que no concurrían los requisitos exigidos por la 
legislación española, por no quedar legal y regularmente determinada la 
filiación de la solicitante respecto a su supuesto progenitor español. Esta 
resolución constituye el objeto del presente recurso. 

III.- Sin prejuzgar el contenido del Derecho de Venezuela sobre las formas 
o títulos de determinación de la filiación, lo cierto es que la opción a la 
nacionalidad española que la interesada pretende ejercitar, y la 
consiguiente inscripción de nacimiento en el Registro Civil español, están 
condicionadas a la prueba del vínculo de filiación que resulta de la 
certificación de nacimiento en el Registro local venezolano, la cual, en 
cuanto a su eficacia registral en España está condicionada al principio de 
equivalencia de garantías de su autenticidad y veracidad conforme a lo 
que establecen los artículos 23 LRC y 85 RRC, lo que exige valorar dicha 
certificación en virtud del canon normativo que resulta del derecho 
español. Es por ello pertinente y necesario que nos refiramos al contenido 
de este último.

IV.- El reconocimiento ante el Encargado del Registro Civil puede llevarse 
a cabo en el momento mismo de la inscripción del nacimiento dentro del 
plazo previsto por los artículos 42 de la Ley del Registro Civil y 166 de su 
Reglamento, pero también puede tener lugar “mediante declaración del 
padre o de la madre, en cualquier tiempo, ante el Encargado del Registro 
Civil” (cfr. art. 49 LRC). Ahora bien, como puso de manifiesto la Resolución 
de este Centro Directivo, de 8 de septiembre de 1992, no basta la 
declaración voluntaria y solemne por sí sola para provocar la inscripción, 
sino que, por el contrario, la inscripción del reconocimiento de paternidad 
deberá ser denegada cuando este reconocimiento resulte ambiguo o 
cuando por cualquier otro motivo puede deducirse fundadamente (cfr. art. 
28 LRC) que el autor del reconocimiento no es el padre biológico del 

http://www.mjusticia.gob.es/cs/Satellite/Portal/es/servicios-ciudadano/documentacion-publicaciones


M
inisterio de Justicia

661 Catálogo de Publicaciones

Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado (Registro Civil)

menor. Hay que insistir en la idea de que la regulación de la filiación en el 
Código Civil español se inspira en el principio de la veracidad biológica 
(principio reforzado por las Sentencias del Tribunal Constitucional 
138/2005, de 26 de mayo y por la más reciente de 27 de octubre de 2005 
que declaran la inconstitucionalidad de los artículos 136.1 y 133.1 del 
CC., respectivamente), de modo que un reconocimiento de complacencia 
de la paternidad no matrimonial es nulo de pleno derecho y no podrá ser 
inscrito cuando haya en las actuaciones datos significativos y concluyentes 
de los que se deduzca que tal reconocimiento no se ajusta a la realidad. A 
este respecto se ha de recordar que la Instrucción de 20 de marzo de 
2006 de esta Dirección General de los Registros y del Notariado sobre 
prevención del fraude documental en materia de estado civil acordó hacer 
público el texto de la Recomendación nº9 de la Comisión Internacional del 
Estado Civil relativa a la lucha contra el fraude documental en materia de 
estado civil y su memoria explicativa adoptadas en Estrasburgo por la 
Asamblea General el 17 de marzo de 2005 y comunicar, a todos los 
Encargados de los Registros Civiles españoles, Municipales, Consulares 
y Central, que los criterios y orientaciones prácticas que en orden a la 
prevención del fraude documental en materia de estado civil se contienen 
en la citada Recomendación de la Comisión Internacional del Estado Civil 
deberán ser valorados y, en su caso, invocados conforme a lo dispuesto 
en los artículos 23 y 27 de la Ley del Registro Civil y 85 de su Reglamento, 
en la calificación de las certificaciones de las actas de los Registros Civiles 
extranjeros que se presenten en un Registro Civil español, bien como 
título directamente inscribible, bien como documento complementario en 
cualquier tipo de expediente o actuación registral, que por identidad de 
causa y razón deben ser aplicados analógicamente al caso ahora 
examinado, y entre cuyas recomendaciones se incluye la de que “Cuando 
existan indicios que hagan dudar de la exactitud de los datos que figuran 
en el documento presentado o de la autenticidad de las firmas, el sello o 
el documento en sí mismo, la autoridad competente en el asunto realizará 
todas las comprobaciones necesarias, en particular con el interesado” y la 
de que “Cuando de los elementos verificados se desprenda el carácter 
fraudulento del documento presentado, la autoridad competente se negará 
a otorgarle efecto alguno”, dudas que en el presente caso vienen avaladas 
por el hecho de que la interesada nació en el año 1985 y fue reconocida 
por el Señor A. en el año 2001 cuando contaba 16 años de edad y, tal 
como ya se ha expresado, es doctrina de la Dirección General de los 
Registros y del Notariado del Ministerio de Justicia, que los reconocimientos 
de filiación realizados en el primer año del nacimiento del menor deben 
aceptarse e inscribirse, pero, por el contrario, los reconocimientos tardíos, 
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habrán de calificarse de ambiguos y no inscribibles. Es más, en la 
entrevista mantenida por el personal del Consulado español en Caracas 
con los padres de la recurrente, por separado, manifiestan que el Sr. G. no 
es el padre biológico de la interesada, a la que conoció cuando contaba 
año y medio de edad. Así pues, es necesario que no existan dudas sobre 
la realidad del hecho inscrito de modo que el asiento, en cuanto al hecho 
del que se da fe, tenga garantías análogas a las exigidas para la inscripción 
por la Ley española, circunstancias que no concurren en este caso. En el 
presente supuesto, los propios padres de la recurrente han disipado las 
dudas que pudiera haber sobre la paternidad biológica del padre.

V.- Finalmente, por lo que se refiere a la última de las alegaciones 
formuladas en el escrito de recurso sobre el reconocimiento del derecho 
de opción a la nacionalidad española a favor de su hermana, no 
corresponde en vía de éste recurso valorar la procedencia o improcedencia 
del mismo, a la vista de las circunstancias de hecho concurrentes respecto 
a la misma y los preceptos jurídicos en base a los cuales se le haya 
podido reconocer tal derecho de opción, si no únicamente valorar el 
reconocimiento o no de este derecho a favor de la recurrente en atención 
a las circunstancias de hecho que en ella concurren y a los preceptos 
jurídicos por ella invocados.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Doña J-J. y confirmar el auto apelado, dictado conforme a 
la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a 
favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra 
Civil y la Dictadura.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en Caracas.
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Resolución de 17 de Julio de 2014 (133ª)
III.1.3.2  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado segundo de la Disposición adicional séptima los que no acrediten 
ser nietos de abuela de nacionalidad española que perdiera, tuviera que 
renunciar o no pudiera transmitir su nacionalidad española como consecuencia 
del exilio que se presume acreditado por la salida de España de 1936 a 1955.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por la interesada contra el auto del Encargado del 
Registro Civil Consular en Caracas (Venezuela).

HECHOS

1.- Doña M-V. presenta escrito en el Consulado de España en Caracas a 
fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 
Disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su 
solicitud como documentación: certificado literal de nacimiento propio y el 
de su padre y su abuela expedidos por el Registro Civil español.

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante auto de fecha 31 
de octubre de 2011 deniega lo solicitado por la interesada según lo 
establecido en la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de 
Justicia.

3.- Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra la resolución denegatoria de su 
solicitud antes citada.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
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diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la 
Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil, 
los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010,24 de marzo de 2010,28 de abril de 2010 (5ª), 15 
de noviembre de 2010,1 de diciembre de 2010,7 de marzo de 2011 (4ª), 9 
de marzo de 2011, 3 de octubre de 2011 (17ª),25 de octubre de 2011 
(3ª),2 de diciembre de 2011.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como española de origen a la nacida en Venezuela en 1942, en 
virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado segundo de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
conforme a la cual podrán optar a la nacionalidad española de origen “los 
nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad 
española como consecuencia del exilio”. La solicitud de opción cuya 
inscripción ahora se pretende fue formalizada el 7 de enero de 2011 en el 
modelo normalizado del Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 
al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del 
Registro Civil se dictó auto el 31 de octubre de 2011, denegando lo solicitado. 

III.- El auto apelado basa en esencia su denegación en que la solicitante no 
puede ejercer la opción del apartado segundo de la Disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, dado que no ha acreditado que su abuela hubiera 
perdido o tuviera que renunciar a la nacionalidad española como consecuencia 
de su exilio, posición que el Ministerio Fiscal comparte en su informe.

IV.- El apartado segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la 
nacionalidad española a aquellas personas que sean nietos de quienes 
perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio .A fin de facilitar la acreditación de estos extremos, 
la regla V de la Instrucción de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas de procedimiento 
para el ejercicio de este derecho, establece la documentación que ha de 
aportar en este caso el interesado acompañando a su solicitud. Por un 
lado y a los efectos de acreditar la condición de nietos de española : 
“…2.1 Certificación literal de nacimiento del solicitante; … 2.3 ... a) 
Certificación literal de nacimiento del padre o madre -el que corresponda 
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a la línea del abuelo o abuela españoles- del solicitante;… b) Certificado 
literal de nacimiento del abuelo o abuela español/a del solicitante; c) La 
documentación a que se refiere el apartado 3 –de dicha regla V- sobre la 
condición de exiliado del abuelo o abuela … ”. Y por otro lado a fin de 
acreditar la condición de exiliada de la abuela, los siguientes: “a) 
Documentación que acredite haber sido beneficiario de las pensiones 
otorgadas por la Administración española a los exiliados.; b) Documentación 
de la Oficina Internacional de Refugiados de Naciones Unidas y de las 
Oficinas de Refugiados de los Estados de acogida que asistieron a los 
refugiados españoles y a sus familias; c) Certificaciones o informes 
expedidos por partidos políticos, sindicatos o cualesquiera otras entidades 
o instituciones, públicas o privadas, debidamente reconocidas por las 
autoridades españolas o del Estado de acogida de los exiliados, que estén 
relacionadas con el exilio, bien por haber padecido exilio sus integrantes, 
o por haber destacado en la defensa y protección de los exiliados 
españoles, o por trabajar actualmente en la reparación moral y la 
recuperación de la memoria personal y familiar de las víctimas de la 
Guerra Civil y la Dictadura. La documentación numerada en el apartado a) 
prueba directamente y por sí sola el exilio.; la de los apartados anteriores, 
b) y c), constituirán prueba del exilio si se presentan en unión de cualquiera 
de los siguientes documentos: 1. Pasaporte o título de viaje con sello de 
entrada en el país de acogida. 2. Certificación del Registro de Matrícula 
del Consulado español. 3. Certificaciones del Registro Civil Consular que 
acrediten la residencia en el país de acogida, tales como inscripción de 
matrimonio, inscripciones de nacimiento de hijos, inscripciones de 
defunción, entre otras. 4. Certificación del Registro Civil local del país de 
acogida que acredite haber adquirido la nacionalidad de dicho país. 5. 
Documentación de la época del país de acogida en la que conste el año 
de la llegada a dicho país o la llegada al mismo por cualquier medio de 
transporte.; d) A los efectos del ejercicio de los derechos de opción 
reconocidos en la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, se 
presumirá la condición de exiliado respecto de todos los españoles que 
salieron de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 
1955. La salida del territorio español podrá acreditarse mediante 
cualquiera de los documentos enumerados en el párrafo anterior”.

En el expediente que motiva este recurso y a los efectos de acreditar la 
condición de nieta de abuela española se han aportado las correspondientes 
certificaciones de nacimiento del Registro Civil local de la solicitante y la de 
su padre y la de su abuela expedidas por el Registro Civil español, 
resultando de esta última su nacimiento en España en el año 1882 de 
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padres naturales de España. Así mismo consta en el expediente la 
certificación de matrimonio de los abuelos de la optante, él venezolano, en 
la que se refleja que contrajeron matrimonio en Argentina el 25 de julio de 
1910, fecha en la que la abuela pierde la nacionalidad española, conforme 
a lo previsto en el artículo 22 del Código Civil de 1889, vigente en la época, 
razón por la que no puede transmitir la nacionalidad española a su hijo 
nacido en 1914. Por lo que no cuestionándose en el recurso la condición de 
la solicitante de nieta de abuela española, únicamente corresponde analizar 
si concurre el otro requisito al que el apartado 2 de la Disposición Adicional 
7 de la Ley 52/2007 condiciona el ejercicio del derecho de opción por parte 
de aquellos: que la abuela hubiera perdido o tenido que renunciar a la 
nacionalidad española como consecuencia del exilio.

V.- Respecto a dicho requisito, es decir, que la abuela de la solicitante 
hubiere perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad española ha de 
tenerse en cuenta que si bien tal circunstancia constituye un elemento 
caracterizador del supuesto de hecho tipo o paradigmático (por ser el más 
común de los contemplados en la norma), ello no supone que la pérdida 
en sí deba ser interpretada necesariamente, a pesar del tenor literal de la 
norma, como integrante de una verdadera conditio iuris o requisito 
sustantivo de aplicación de la citada disposición adicional segunda. Y ello 
porque lo decisivo no es tanto que la abuela hubiese perdido o renunciado 
a su nacionalidad española como que ella no haya podido transmitir la 
nacionalidad española a su hijo, padre de la solicitante, siempre y cuando 
haya concurrido en todo caso la circunstancia del exilio. Mantener la tesis 
contraria y exigir en todo caso la pérdida o renuncia a la nacionalidad 
española por parte de la abuela significarla hacer de peor condición al 
descendiente de la abuela que conservó su nacionalidad española, no 
obstante la situación de exilio, pero que no pudo transmitirla, respecto a 
los descendientes de la abuela que encontrándose en el exilio no la 
transmitió por haberla perdido o renunciado a la misma (vid. en el mismo 
sentido fundamento jurídico X de las Resoluciones de 24 de octubre de 
2011,25 de octubre de 2011). 

Es decir el derecho de opción del apartado segundo de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007 debe reconocérsele no solo a los 
nietos de aquellas abuelas que perdieron la nacionalidad española por la 
adquisición voluntaria de otra nacionalidad, el asentimiento voluntario a la 
nacionalidad extranjera o la utilización exclusiva de otra nacionalidad, sino 
también a los que lo sean de abuelas que, como consecuencia del régimen 
legal vigente en España hasta la Ley de 2 de mayo de 1975 y por razón 
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del principio jurídico de unidad familiar en materia de nacionalidad, 
perdieron su nacionalidad española como consecuencia directa de su 
matrimonio con extranjero ( lo que ocurría hasta la reforma del Código 
Civil por la Ley de 16 de julio de 1954 según la redacción originaria del 
Art.22 y después de esta reforma en virtud de lo dispuesto en el Art. 23.3 
del Código Civil según la redacción dada al mismo por la citada Ley) o aun 
conservándola,( bien por no haber contraído matrimonio con extranjero o 
habiéndolo contraído éste no hubiese implicado la pérdida de la 
nacionalidad ),por ese mismo principio jurídico de unidad familiar centrado 
en la figura del padre titular de la patria potestad (cfr. art.18 del Código 
Civil en su redacción originaria y 17 1º y 2º en su redacción Ley de 15 de 
julio de 1954) no pudieron transmitirla a sus hijos por seguir estos la 
nacionalidad del padre ( lo que ocurrió en España hasta la entrada en 
vigor de la Constitución por la derogación del artículo 17.2 del Código Civil 
como consecuencia de la eficacia inmediata de la misma _ cfr. arts. 14, 
39, disposiciones derogatoria y final de la Constitución, según Resolución 
de 13 de Octubre de 2001 (3ª)). Esta interpretación se ve igualmente 
confirmada por la disposición final sexta de la Ley 20/2011, de 21 de julio, 
de Registro Civil relativa a la adquisición de la nacionalidad española por 
los nietos de exiliados durante la guerra civil y la dictadura, dado que 
conforme a la misma “el derecho de opción previsto en la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, por la que se 
reconocen y amplían derechos y se establecen medidas en favor de 
quienes padecieron persecución o violencia durante la guerra civil y la 
dictadura, podrán también ejercerlo los nietos de las exiliadas españolas 
que conservaron la nacionalidad española tras haber contraído matrimonio 
con un extranjero con posterioridad al 5 de agosto de 1954, fecha de 
entrada en vigor de la Ley de 15 de julio de 1954, siempre que no 
transmitiesen la nacionalidad española a sus hijos, por seguir estos la del 
padre, y formalicen su declaración en tal sentido en el plazo de un año 
desde la entrada en vigor de la presente disposición”. De esta disposición, 
por tanto, se deduce que debe reconocérsele el derecho de opción 
previsto en el apartado 2 de la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007 tanto a los nietos de abuelas españolas exiliadas que perdieron 
la nacionalidad española por haber contraído matrimonio con extranjero, y 
no pudieron transmitir la nacionalidad española a sus hijos por seguir 
estos la del padre, como a los nietos de abuelas españolas exiliadas que 
aun conservando su nacionalidad y como consecuencia del principio de 
unidad familiar en materia de nacionalidad centrado en la figura del padre, 
no pudieron transmitirla a sus hijos. Pero en todo caso, se haya producido 
la pérdida o renuncia a la nacionalidad española por parte de la abuela o, 
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incluso aunque ésta no haya tenido lugar, cuando no haya podido 
transmitir su nacionalidad a los hijos por el principio de unidad familiar, 
será necesario acreditar que tal circunstancia se habrá producido como 
consecuencia del exilio al que se refiere el citado apartado segundo de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 (confirmado por la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011, del Registro Civil).

VII.- En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución 
de este recurso - cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento -, aunque se entienda acreditada la condición de la solicitante 
de nieta de española; que la abuela no haya podido transmitir la 
nacionalidad española a su hijo, padre de la interesada, por seguir este la 
nacionalidad extranjera de su padre, de la documentación obrante en el 
expediente, no queda acreditada la condición de exiliada de la abuela, 
quién el 28 de septiembre de 1937, junto con su familia residían en Las P 
de G-C. como súbditos venezolanos, y regresaron a Venezuela el 12 de 
noviembre de 1937. Así pues queda acreditado que la abuela de la 
interesada perdió la nacionalidad española y adquirió la venezolana por 
matrimonio, en el año 1910, por lo que no puede ser considerada exiliada, 
ya que esta calificación jurídica queda reservada para los españoles que 
tuvieron que abandonar su país en el periodo de tiempo comprendido 
entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 1955, y no para los 
extranjeros. Por lo que no se ha podido demostrar uno de los requisitos 
esenciales previstos en la Disposición Adicional 7ª de la Ley 52/2007 para 
optar a la nacionalidad española en base al exilio de los abuelos.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Doña M-V. y confirmar el auto apelado, dictado conforme 
a la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a 
favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra 
Civil y la Dictadura.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en Caracas.
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Resolución de 17 de Julio de 2014 (134ª)
III.1.3.2  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado primero de la Disposición adicional séptima los que alegan ser 
hijos de padre o madre originariamente españoles por resultar el 
reconocimiento por ellos efectuado de complacencia al no haber datos 
suficientes para afirmar que dicho reconocimiento se ajusta a la realidad.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el interesado contra el auto del Encargado del 
Registro Civil Consular en Caracas (Venezuela).

HECHOS

Don R-J. presenta escrito en el Consulado de España en Caracas a fin de 
optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 Disposición 
adicional séptima y adjuntando especialmente en apoyo de su solicitud 
como documentación certificado literal local de nacimiento propio, que tuvo 
lugar el 10 de febrero de 1982, y los de su padre y su abuelo expedidos por 
el Registro Civil español. Así mismo se aporta el acta de reconocimiento de 
paternidad llevado a cabo por su padre el día 5 de abril de 2011.

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante auto de fecha 2 de 
septiembre de 2011 deniega lo solicitado por el interesado según lo establecido 
en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de Justicia.

3.- Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra la resolución denegatoria de su 
solicitud antes citada.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 
18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de 
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diciembre; la Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de 
noviembre; la Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de 
Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de 
la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del 
Registro Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, 
entre otras de 23 de marzo de 2010 (4ª), 23 de marzo de 2010 (5ª), 23 de 
marzo 2010 (6ª), 24 de marzo de 2010 (5ª), 28 de abril de 2010 (5ª), 6 de 
octubre de 2010 (10ª), 15 de noviembre de 2010 (5ª), 1 de diciembre de 
2010 (4ª), 7 de marzo de 2011 (4ª), 9 de marzo de 2011(3ª), 3 de octubre 
de 2011 (17ª), 25 de octubre de 2011 (3ª), 2 de diciembre de 2011 (4ª), 10 
de febrero 2012 (42ª), 17 de febrero 2012 (30ª), 22 de febrero 2012 (53ª), 
6 de julio 2012 (5º), 6 de julio 2012 (16ª), 14 de septiembre de 2012 (32ª) 
y 30 de enero 2013 (28ª).

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como español de origen al nacido en Venezuela en 1982, en 
virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado segundo de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
conforme a la cual podrán optar a la nacionalidad española de origen “los 
nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad 
española como consecuencia del exilio”. La solicitud de opción cuya 
inscripción ahora se pretende fue formalizada el 30 de agosto de 2011 en 
el modelo normalizado del Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. El Encargado del 
Registro Consular dictó auto el 2 de septiembre de 2011 denegando la 
solicitud por estimar que no concurrían los requisitos exigidos por la 
legislación española, por no quedar legal y regularmente determinada la 
filiación del solicitante respecto a su supuesto progenitor español. Esta 
resolución constituye el objeto del presente recurso. 

III.- Sin prejuzgar el contenido del Derecho de Venezuela sobre las formas 
o títulos de determinación de la filiación, lo cierto es que la opción a la 
nacionalidad española que el interesado pretende ejercitar, y la 
consiguiente inscripción de nacimiento en el Registro Civil español, están 
condicionadas a la prueba del vínculo de filiación que resulta de la 
certificación de nacimiento en el Registro local venezolano, la cual, en 
cuanto a su eficacia registral en España está condicionada al principio de 
equivalencia de garantías de su autenticidad y veracidad conforme a lo 
que establecen los artículos 23 LRC y 85 RRC, lo que exige valorar dicha 
certificación en virtud del canon normativo que resulta del derecho 

http://www.mjusticia.gob.es/cs/Satellite/Portal/es/servicios-ciudadano/documentacion-publicaciones


M
inisterio de Justicia

671 Catálogo de Publicaciones

Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado (Registro Civil)

español. Es por ello pertinente y necesario que nos refiramos al contenido 
de este último.

IV.- El reconocimiento ante el Encargado del Registro Civil puede llevarse 
a cabo en el momento mismo de la inscripción del nacimiento dentro del 
plazo previsto por los artículos 42 de la Ley del Registro Civil y 166 de su 
Reglamento, pero también puede tener lugar “mediante declaración del 
padre o de la madre, en cualquier tiempo, ante el Encargado del Registro 
Civil” (cfr. art. 49 LRC). Ahora bien, como puso de manifiesto la Resolución 
de este Centro Directivo, de 8 de septiembre de 1992, no basta la 
declaración voluntaria y solemne por sí sola para provocar la inscripción, 
sino que, por el contrario, la inscripción del reconocimiento de paternidad 
deberá ser denegada cuando este reconocimiento resulte ambiguo o 
cuando por cualquier otro motivo puede deducirse fundadamente (cfr. art. 
28 LRC) que el autor del reconocimiento no es el padre biológico del 
menor. Hay que insistir en la idea de que la regulación de la filiación en el 
Código Civil español se inspira en el principio de la veracidad biológica 
(principio reforzado por las Sentencias del Tribunal Constitucional 
138/2005, de 26 de mayo y por la más reciente de 27 de octubre de 2005 
que declaran la inconstitucionalidad de los artículos 136.1 y 133.1 del 
CC., respectivamente), de modo que un reconocimiento de complacencia 
de la paternidad no matrimonial es nulo de pleno derecho y no podrá ser 
inscrito cuando haya en las actuaciones datos significativos y concluyentes 
de los que se deduzca que tal reconocimiento no se ajusta a la realidad.

A este respecto se ha de recordar que la Instrucción de 20 de marzo de 
2006 de esta Dirección General de los Registros y del Notariado sobre 
prevención del fraude documental en materia de estado civil acordó hacer 
público el texto de la Recomendación nº9 de la Comisión Internacional del 
Estado Civil relativa a la lucha contra el fraude documental en materia de 
estado civil y su memoria explicativa adoptadas en Estrasburgo por la 
Asamblea General el 17 de marzo de 2005 y comunicar, a todos los 
Encargados de los Registros Civiles españoles, Municipales, Consulares 
y Central, que los criterios y orientaciones prácticas que en orden a la 
prevención del fraude documental en materia de estado civil se contienen 
en la citada Recomendación de la Comisión Internacional del Estado Civil 
deberán ser valorados y, en su caso, invocados conforme a lo dispuesto 
en los artículos 23 y 27 de la Ley del Registro Civil y 85 de su Reglamento, 
en la calificación de las certificaciones de las actas de los Registros Civiles 
extranjeros que se presenten en un Registro Civil español, bien como 
título directamente inscribible, bien como documento complementario en 
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cualquier tipo de expediente o actuación registral, que por identidad de 
causa y razón deben ser aplicados analógicamente al caso ahora 
examinado, y entre cuyas recomendaciones se incluye la de que “Cuando 
existan indicios que hagan dudar de la exactitud de los datos que figuran 
en el documento presentado o de la autenticidad de las firmas, el sello o 
el documento en sí mismo, la autoridad competente en el asunto realizará 
todas las comprobaciones necesarias, en particular con el interesado” y la 
de que “Cuando de los elementos verificados se desprenda el carácter 
fraudulento del documento presentado, la autoridad competente se negará 
a otorgarle efecto alguno”, dudas que en el presente caso vienen avaladas 
por el hecho de que el interesado nació en el año 1982 y fue reconocido 
por el Señor J. en el año 2011 cuando contaba 29 años de edad y, tal 
como ya se ha expresado, es doctrina de la Dirección General de los 
Registros y del Notariado del Ministerio de Justicia, que los reconocimientos 
de filiación realizados en el primer año del nacimiento del menor deben 
aceptarse e inscribirse, pero, por el contrario, los reconocimientos tardíos, 
habrán de calificarse de ambiguos y no inscribibles. Así pues, es necesario 
que no existan dudas sobre la realidad del hecho inscrito de modo que el 
asiento, en cuanto al hecho del que se da fe, tenga garantías análogas a 
las exigidas para la inscripción por la Ley española, circunstancias que no 
concurren en este caso.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Don R-J. y confirmar el auto apelado, dictado conforme a 
la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a 
favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra 
Civil y la Dictadura.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en Caracas.
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Resolución de 17 de Julio de 2014 (135ª)
III.1.3.2  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado segundo de la Disposición adicional séptima los que no acrediten 
ser nietos de abuela de nacionalidad española que perdiera, tuviera que 
renunciar o no pudiera transmitir su nacionalidad española como consecuencia 
del exilio que se presume acreditado por la salida de España de 1936 a 1955.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por la interesada contra el acuerdo del Encargado del 
Registro Civil Consular en Sao Paulo (Brasil).

HECHOS

1.- Doña D. presenta escrito en el Consulado de España en Sao Paulo a 
fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 
Disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su 
solicitud como documentación: certificado literal de nacimiento propio y de 
su padre, y el de bautismo de su abuela, acompañando certificado del 
Registro Civil de Salobreña en el que se manifiesta que sus archivos 
quedaron destruidos durante la guerra civil.

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante acuerdo de fecha 17 
de enero de 2012 deniega lo solicitado por la interesada según lo establecido 
en la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de Justicia.

3.- Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra la resolución denegatoria de su 
solicitud antes citada.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
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diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la 
Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil, 
los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010,24 de marzo de 2010,28 de abril de 2010 (5ª), 15 
de noviembre de 2010,1 de diciembre de 2010,7 de marzo de 2011 (4ª), 9 
de marzo de 2011, 3 de octubre de 2011 (17ª),25 de octubre de 2011 
(3ª),2 de diciembre de 2011.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como española de origen a la nacida en Brasil en 1963, en virtud 
del ejercicio de la opción prevista por el apartado segundo de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual podrán optar a la nacionalidad española de origen “los nietos de 
quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española 
como consecuencia del exilio”. La solicitud de opción cuya inscripción 
ahora se pretende fue formalizada el 19 de octubre de 2011 en el modelo 
normalizado del Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 al 
amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del 
Registro Civil se dictó acuerdo el 17 de enero de 2012, denegando lo 
solicitado. 

III.- El acuerdo apelado basa en esencia su denegación en que la 
solicitante no puede ejercer la opción del apartado segundo de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que no ha 
acreditado que su abuela hubiera perdido o tuviera que renunciar a la 
nacionalidad española como consecuencia de su exilio, posición que el 
Ministerio Fiscal comparte en su informe.

IV.- El apartado segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la 
nacionalidad española a aquellas personas que sean nietos de quienes 
perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio. A fin de facilitar la acreditación de estos extremos, 
la regla V de la Instrucción de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas de procedimiento 
para el ejercicio de este derecho, establece la documentación que ha de 
aportar en este caso el interesado acompañando a su solicitud. Por un 
lado y a los efectos de acreditar la condición de nietos de española : 
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“…2.1 Certificación literal de nacimiento del solicitante ; … 2.3 ... a) 
Certificación literal de nacimiento del padre o madre -el que corresponda 
a la línea del abuelo o abuela españoles- del solicitante;… b) Certificado 
literal de nacimiento del abuelo o abuela español/a del solicitante; c) La 
documentación a que se refiere el apartado 3 –de dicha regla V- sobre la 
condición de exiliado del abuelo o abuela … ”. Y por otro lado a fin de 
acreditar la condición de exiliada de la abuela, los siguientes: “a) 
Documentación que acredite haber sido beneficiario de las pensiones 
otorgadas por la Administración española a los exiliados.; b) Documentación 
de la Oficina Internacional de Refugiados de Naciones Unidas y de las 
Oficinas de Refugiados de los Estados de acogida que asistieron a los 
refugiados españoles y a sus familias; c) Certificaciones o informes 
expedidos por partidos políticos, sindicatos o cualesquiera otras entidades 
o instituciones, públicas o privadas, debidamente reconocidas por las 
autoridades españolas o del Estado de acogida de los exiliados, que estén 
relacionadas con el exilio, bien por haber padecido exilio sus integrantes, 
o por haber destacado en la defensa y protección de los exiliados 
españoles, o por trabajar actualmente en la reparación moral y la 
recuperación de la memoria personal y familiar de las víctimas de la 
Guerra Civil y la Dictadura. La documentación numerada en el apartado a) 
prueba directamente y por sí sola el exilio.; la de los apartados anteriores, 
b) y c), constituirán prueba del exilio si se presentan en unión de cualquiera 
de los siguientes documentos: 1. Pasaporte o título de viaje con sello de 
entrada en el país de acogida. 2. Certificación del Registro de Matrícula 
del Consulado español. 3. Certificaciones del Registro Civil Consular que 
acrediten la residencia en el país de acogida, tales como inscripción de 
matrimonio, inscripciones de nacimiento de hijos, inscripciones de 
defunción, entre otras. 4. Certificación del Registro Civil local del país de 
acogida que acredite haber adquirido la nacionalidad de dicho país. 5. 
Documentación de la época del país de acogida en la que conste el año 
de la llegada a dicho país o la llegada al mismo por cualquier medio de 
transporte.; d) A los efectos del ejercicio de los derechos de opción 
reconocidos en la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, se 
presumirá la condición de exiliado respecto de todos los españoles que 
salieron de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 
1955. La salida del territorio español podrá acreditarse mediante 
cualquiera de los documentos enumerados en el párrafo anterior”.

En el expediente que motiva este recurso y a los efectos de acreditar la 
condición de nieta de abuela española se han aportado las correspondientes 
certificaciones de nacimiento del Registro Civil local de la solicitante y de 
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su padre, así como la partida de bautismo de su abuela, resultando de 
esta última su nacimiento en España en el año 1905 de padres naturales 
de España. Por lo que no cuestionándose en el recurso la condición de la 
solicitante de nieta de abuela española, únicamente corresponde analizar 
si concurre el otro requisito al que el apartado 2 de la Disposición Adicional 
7 de la Ley 52/2007 condiciona el ejercicio del derecho de opción por 
parte de aquellos: que la abuela hubiera perdido o tenido que renunciar a 
la nacionalidad española como consecuencia del exilio.

V.- Respecto a dicho requisito, es decir, que la abuela de la solicitante 
hubiere perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad española ha de 
tenerse en cuenta que si bien tal circunstancia constituye un elemento 
caracterizador del supuesto de hecho tipo o paradigmático (por ser el más 
común de los contemplados en la norma), ello no supone que la pérdida 
en sí deba ser interpretada necesariamente, a pesar del tenor literal de la 
norma, como integrante de una verdadera conditio iuris o requisito 
sustantivo de aplicación de la citada disposición adicional segunda. Y ello 
porque lo decisivo no es tanto que la abuela hubiese perdido o renunciado 
a su nacionalidad española como que ella no haya podido transmitir la 
nacionalidad española a su hijo, padre de la solicitante, siempre y cuando 
haya concurrido en todo caso la circunstancia del exilio. Mantener la tesis 
contraria y exigir en todo caso la pérdida o renuncia a la nacionalidad 
española por parte de la abuela significarla hacer de peor condición al 
descendiente de la abuela que conservó su nacionalidad española, no 
obstante la situación de exilio, pero que no pudo transmitirla, respecto a 
los descendientes de la abuela que encontrándose en el exilio no la 
transmitió por haberla perdido o renunciado a la misma (vid. en el mismo 
sentido fundamento jurídico X de las Resoluciones de 24 de octubre de 
2011,25 de octubre de 2011). 

Es decir el derecho de opción del apartado segundo de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007 debe reconocérsele no solo a los 
nietos de aquellas abuelas que perdieron la nacionalidad española por la 
adquisición voluntaria de otra nacionalidad, el asentimiento voluntario a la 
nacionalidad extranjera o la utilización exclusiva de otra nacionalidad, sino 
también a los que lo sean de abuelas que, como consecuencia del régimen 
legal vigente en España hasta la Ley de 2 de mayo de 1975 y por razón 
del principio jurídico de unidad familiar en materia de nacionalidad, 
perdieron su nacionalidad española como consecuencia directa de su 
matrimonio con extranjero ( lo que ocurría hasta la reforma del Código 
Civil por la Ley de 16 de julio de 1954 según la redacción originaria del 
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Art.22 y después de esta reforma en virtud de lo dispuesto en el Art. 23.3 
del Código Civil según la redacción dada al mismo por la citada Ley) o aun 
conservándola,( bien por no haber contraído matrimonio con extranjero o 
habiéndolo contraído éste no hubiese implicado la pérdida de la 
nacionalidad ),por ese mismo principio jurídico de unidad familiar centrado 
en la figura del padre titular de la patria potestad (cfr. art.18 del Código 
Civil en su redacción originaria y 17 1º y 2º en su redacción Ley de 15 de 
julio de 1954) no pudieron transmitirla a sus hijos por seguir estos la 
nacionalidad del padre ( lo que ocurrió en España hasta la entrada en 
vigor de la Constitución por la derogación del artículo 17.2 del Código Civil 
como consecuencia de la eficacia inmediata de la misma _ cfr. arts. 14, 
39, disposiciones derogatoria y final de la Constitución, según Resolución 
de 13 de Octubre de 2001 (3ª)). 

Esta interpretación se ve igualmente confirmada por la disposición final 
sexta de la Ley 20/2011, de 21 de julio, de Registro Civil relativa a la 
adquisición de la nacionalidad española por los nietos de exiliados durante 
la guerra civil y la dictadura, dado que conforme a la misma “el derecho de 
opción previsto en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, por la que se reconocen y amplían derechos y se 
establecen medidas en favor de quienes padecieron persecución o 
violencia durante la guerra civil y la dictadura, podrán también ejercerlo 
los nietos de las exiliadas españolas que conservaron la nacionalidad 
española tras haber contraído matrimonio con un extranjero con 
posterioridad al 5 de agosto de 1954, fecha de entrada en vigor de la Ley 
de 15 de julio de 1954, siempre que no transmitiesen la nacionalidad 
española a sus hijos, por seguir estos la del padre, y formalicen su 
declaración en tal sentido en el plazo de un año desde la entrada en vigor 
de la presente disposición”. De esta disposición, por tanto, se deduce que 
debe reconocérsele el derecho de opción previsto en el apartado 2 de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 tanto a los nietos de 
abuelas españolas exiliadas que perdieron la nacionalidad española por 
haber contraído matrimonio con extranjero, y no pudieron transmitir la 
nacionalidad española a sus hijos por seguir estos la del padre, como a 
los nietos de abuelas españolas exiliadas que aun conservando su 
nacionalidad y como consecuencia del principio de unidad familiar en 
materia de nacionalidad centrado en la figura del padre, no pudieron 
transmitirla a sus hijos. Pero en todo caso, se haya producido la pérdida o 
renuncia a la nacionalidad española por parte de la abuela o, incluso 
aunque ésta no haya tenido lugar, cuando no haya podido transmitir su 
nacionalidad a los hijos por el principio de unidad familiar, será necesario 
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acreditar que tal circunstancia se habrá producido como consecuencia del 
exilio al que se refiere el citado apartado segundo de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007 (confirmado por la disposición final 
sexta de la Ley 20/2011, del Registro Civil).

VII.- En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución 
de este recurso - cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento -, aunque se entienda acreditada la condición de la solicitante 
de nieta de española; que la abuela no haya podido transmitir la 
nacionalidad española a su hijo, padre de la interesada, por seguir este la 
nacionalidad extranjera de su padre, de la documentación obrante en el 
expediente, no queda acreditada la condición de exiliada de la abuela, 
quién se trasladó a Brasil el 3 de octubre de 1913. Por lo que no se ha 
podido demostrar uno de los requisitos esenciales previstos en la 
Disposición Adicional 7ª de la Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad 
española en base al exilio de los abuelos, cual es acreditar la salida de 
España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 1955, y no 
solo la estancia fuera de España durante ese periodo de tiempo.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Doña D. y confirmar el acuerdo apelado, dictado conforme 
a la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a 
favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra 
Civil y la Dictadura.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en Sao Paulo (Brasil).
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Resolución de 17 de Julio de 2014 (137ª)
III.1.3.2  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado segundo de la Disposición adicional séptima los que no acrediten 
ser nietos de abuela de nacionalidad española que perdiera o tuviera que 
renunciar a su nacionalidad española como consecuencia del exilio.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el interesado, contra la resolución del Encargado 
del Registro Civil Consular en Córdoba (Argentina).

HECHOS

1.- Don A-M. presenta escrito en el Consulado de España en Córdoba, a 
fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 
Disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su 
solicitud como documentación: certificado literal local de nacimiento propio 
y de su padre, así como el de su abuela expedido por el Registro Civil 
español. 

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante resolución de fecha 
16 de diciembre de 2010 deniega lo solicitado por el interesado según lo 
establecido en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de 
Justicia.

3.- Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra la resolución denegatoria de su 
solicitud antes citada.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
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diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la 
Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil, 
los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010,24 de marzo de 2010,28 de abril de 2010 (5ª), 15 
de noviembre de 2010,1 de diciembre de 2010,7 de marzo de 2011 (4ª), 9 
de marzo de 2011, 3 de octubre de 2011 (17ª),25 de octubre de 2011 
(3ª),2 de diciembre de 2011.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como español de origen al nacido en Argentina en 1969, en 
virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado segundo de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
conforme a la cual podrán optar a la nacionalidad española de origen “los 
nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad 
española como consecuencia del exilio”. La solicitud de opción cuya 
inscripción ahora se pretende fue formalizada el 29 de noviembre de 2010 
en el modelo normalizado del Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre 
de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado 
del Registro Civil se dictó resolución el 16 de diciembre de 2010, 
denegando lo solicitado. 

III.- La resolución apelada basa, en esencia, su denegación en que el 
solicitante no puede ejercer la opción del apartado segundo de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que no ha 
acreditado que su abuela hubiera perdido o tuviera que renunciar a la 
nacionalidad española como consecuencia de su exilio, posición que el 
Ministerio Fiscal comparte en su informe.

IV.- El apartado segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la 
nacionalidad española a aquellas personas que sean nietos de quienes 
perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio. A fin de facilitar la acreditación de estos extremos, 
la regla V de la Instrucción de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas de procedimiento 
para el ejercicio de este derecho, establece la documentación que ha de 
aportar en este caso el interesado acompañando a su solicitud : “…2.1 
Certificación literal de nacimiento del solicitante ; … 2.3 ... a) Certificación 
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literal de nacimiento del padre o madre -el que corresponda a la línea del 
abuelo o abuela españoles- del solicitante;… b) Certificado literal de 
nacimiento del abuelo o abuela español/a del solicitante; c) La 
documentación a que se refiere el apartado 3 –de dicha regla V- sobre la 
condición de exiliado del abuelo o abuela … ”.

En el expediente que motiva este recurso y a los efectos de acreditar la 
condición de nieto de abuela española, se han aportado las 
correspondientes certificaciones de nacimiento del Registro Civil local del 
solicitante y de su padre y la de su abuela expedida por el Registro Civil 
español, resultando de esta última que nació en España en 1910 de 
padres españoles. Así mismo consta en el expediente certificado de 
matrimonio de los abuelos, él argentino, en el que se refleja que contrajeron 
matrimonio en Argentina el 4 de febrero de 1933, fecha en la que la abuela 
pierde la nacionalidad española conforme a lo previsto en el artículo 22 
del Código Civil de 1889, vigente en la época, y no puede transmitirle 
dicha nacionalidad a su hijo, padre del recurrente, nacido en 1934. Por lo 
que, no cuestionándose en el recurso la condición del solicitante de nieto 
de abuela española de origen, únicamente corresponde analizar si 
concurren los otros dos requisitos a los que el apartado 2 de la Disposición 
Adicional 7 de la Ley 52/2007 condiciona el ejercicio del derecho de opción 
por parte de aquellos: que la abuela hubiera perdido o tenido que renunciar 
a la nacionalidad española y que ello hubiere tenido lugar como 
consecuencia del exilio.

V.- Respecto al primero de dichos requisitos, es decir, que la abuela del 
solicitante hubiere perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad 
española ha de tenerse en cuenta que si bien tal circunstancia constituye 
un elemento caracterizador del supuesto de hecho tipo o paradigmático 
(por ser el más común de los contemplados en la norma), ello no supone 
que la pérdida en sí deba ser interpretada necesariamente, a pesar del 
tenor literal de la norma, como integrante de una verdadera conditio iuris 
o requisito sustantivo de aplicación de la citada disposición adicional 
segunda. Y ello porque lo decisivo no es tanto que la abuela hubiese 
perdido o renunciado a su nacionalidad española como que ella no haya 
podido transmitir la nacionalidad española a su hijo, padre del solicitante, 
siempre y cuando haya concurrido en todo caso la circunstancia del exilio. 
Mantener la tesis contraria y exigir en todo caso la pérdida o renuncia a la 
nacionalidad española por parte de la abuela significarla hacer de peor 
condición al descendiente de la abuela que conservó su nacionalidad 
española, no obstante la situación de exilio, pero que no pudo transmitirla, 

http://


M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

682Boletín del Ministerio de Justicia

Nacionalidad

respecto a los descendientes de la abuela que encontrándose en el exilio 
no la transmitió por haberla perdido o renunciado a la misma (vid. en el 
mismo sentido fundamento jurídico X de las Resoluciones de 24 de 
octubre de 2011,25 de octubre de 2011). 

Es decir el derecho de opción del apartado segundo de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007 debe reconocérsele no solo a los 
nietos de aquellas abuelas que perdieron la nacionalidad española por la 
adquisición voluntaria de otra nacionalidad, el asentimiento voluntario a la 
nacionalidad extranjera o la utilización exclusiva de otra nacionalidad , 
sino también a los que lo sean de abuelas que, como consecuencia del 
régimen legal vigente en España hasta la Ley de 2 de mayo de 1975 y por 
razón del principio jurídico de unidad familiar en materia de nacionalidad, 
perdieron su nacionalidad española como consecuencia directa de su 
matrimonio con extranjero (lo que ocurría hasta la reforma del Código Civil 
por la Ley de 16 de julio de 1954 según la redacción originaria del Art.22 y 
después de esta reforma en virtud de lo dispuesto en el Art. 23.3 del 
Código Civil según la redacción dada al mismo por la citada Ley) o aun 
conservándola,( bien por no haber contraído matrimonio con extranjero o 
habiéndolo contraído éste no hubiese implicado la pérdida de la 
nacionalidad ),por ese mismo principio jurídico de unidad familiar centrado 
en la figura del padre titular de la patria potestad (cfr. art.18 del Código 
Civil en su redacción originaria y 17 1º y 2º en su redacción Ley de 15 de 
julio de 1954) no pudieron transmitirla a sus hijos por seguir estos la 
nacionalidad del padre (lo que ocurrió en España en un principio hasta la 
entrada en vigor de la ley 52/1982 de 13 de julio en virtud de la nueva 
redacción dada al Art.17.1 del Código Civil y después por interpretación 
de la Dirección General de los Registros y del Notariado - según 
Resolución de fecha 13 de octubre de 2001- hasta la entrada en vigor de 
la Constitución ). 

Esta interpretación se ve igualmente confirmada por la disposición final 
sexta de la Ley 20/2011, de 21 de julio, de Registro Civil relativa a la 
adquisición de la nacionalidad española por los nietos de exiliados durante 
la guerra civil y la dictadura, dado que conforme a la misma “el derecho de 
opción previsto en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, por la que se reconocen y amplían derechos y se 
establecen medidas en favor de quienes padecieron persecución o 
violencia durante la guerra civil y la dictadura, podrán también ejercerlo 
los nietos de las exiliadas españolas que conservaron la nacionalidad 
española tras haber contraído matrimonio con un extranjero con 
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posterioridad al 5 de agosto de 1954, fecha de entrada en vigor de la Ley 
de 15 de julio de 1954, siempre que no transmitiesen la nacionalidad 
española a sus hijos, por seguir estos la del padre, y formalicen su 
declaración en tal sentido en el plazo de un año desde la entrada en vigor 
de la presente disposición”. De esta disposición, por tanto, se deduce que 
debe reconocérsele el derecho de opción previsto en el apartado 2 de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 tanto a los nietos de 
abuelas españolas exiliadas que perdieron la nacionalidad española por 
haber contraído matrimonio con extranjero, y no pudieron transmitir la 
nacionalidad española a sus hijos por seguir estos la del padre, como a 
los nietos de abuelas españolas exiliadas que aun conservando su 
nacionalidad y como consecuencia del principio de unidad familiar en 
materia de nacionalidad centrado en la figura del padre, no pudieron 
transmitirla a sus hijos. Pero en todo caso, se haya producido la pérdida o 
renuncia a la nacionalidad española por parte de la abuela o, incluso 
aunque ésta no haya tenido lugar, cuando no haya podido transmitir su 
nacionalidad a los hijos por el principio de unidad familiar, será necesario 
acreditar el requisito del exilio al que se refiere el citado apartado segundo 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 (confirmado por la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011, del Registro Civil).

VI.- A fin de acreditar la condición de exiliada de la abuela, el anteriormente 
referido apartado 3 de la Regla V de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 establece como medios de prueba los siguientes: “a) Documentación 
que acredite haber sido beneficiario de las pensiones otorgadas por la 
Administración española a los exiliados.; b) Documentación de la Oficina 
Internacional de Refugiados de Naciones Unidas y de las Oficinas de 
Refugiados de los Estados de acogida que asistieron a los refugiados 
españoles y a sus familias; c) Certificaciones o informes expedidos por 
partidos políticos, sindicatos o cualesquiera otras entidades o instituciones, 
públicas o privadas, debidamente reconocidas por las autoridades 
españolas o del Estado de acogida de los exiliados, que estén relacionadas 
con el exilio, bien por haber padecido exilio sus integrantes, o por haber 
destacado en la defensa y protección de los exiliados españoles, o por 
trabajar actualmente en la reparación moral y la recuperación de la 
memoria personal y familiar de las víctimas de la Guerra Civil y la 
Dictadura. La documentación numerada en el apartado a) prueba 
directamente y por sí sola el exilio.; la de los apartados anteriores, b) y c), 
constituirán prueba del exilio si se presentan en unión de cualquiera de los 
siguientes documentos: 1. Pasaporte o título de viaje con sello de entrada 
en el país de acogida. 2. Certificación del Registro de Matrícula del 
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Consulado español. 3. Certificaciones del Registro Civil Consular que 
acrediten la residencia en el país de acogida, tales como inscripción de 
matrimonio, inscripciones de nacimiento de hijos, inscripciones de 
defunción, entre otras. 4. Certificación del Registro Civil local del país de 
acogida que acredite haber adquirido la nacionalidad de dicho país. 5. 
Documentación de la época del país de acogida en la que conste el año 
de la llegada a dicho país o la llegada al mismo por cualquier medio de 
transporte.; d) A los efectos del ejercicio de los derechos de opción 
reconocidos en la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, se 
presumirá la condición de exiliado respecto de todos los españoles que 
salieron de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 
1955. La salida del territorio español podrá acreditarse mediante 
cualquiera de los documentos enumerados en el párrafo anterior”.

VII.- En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución 
de este recurso - cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento -, aunque se entienda acreditada la condición del solicitante 
de nieto de española; que la abuela no haya podido transmitir la 
nacionalidad española a su hijo, padre del interesado, por seguir éste la 
nacionalidad extranjera de su padre, tampoco resulta acreditada la 
condición de exiliada de la abuela, ya que no ha resultado acreditada su 
salida de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 
1955, debiendo entender que ya residía en Argentina con anterioridad al 
día 4 de febrero de 1933, fecha de su matrimonio celebrado en dicho país. 
Por lo que no se ha podido demostrar uno de los requisitos esenciales 
previstos en la Disposición Adicional 7ª de la Ley 52/2007 para optar a la 
nacionalidad española en base al exilio de la abuela.

VIII.- Finalmente, por lo que se refiere a la última de las alegaciones 
formuladas en el escrito de recurso sobre el reconocimiento del derecho 
de opción a la nacionalidad española a favor de otros descendientes de 
su abuela, no corresponde en vía de éste recurso valorar la procedencia o 
improcedencia del mismo, a la vista de las circunstancias de hecho 
concurrentes respecto a los mismos y los preceptos jurídicos en base a 
los cuales se les haya podido reconocer tal derecho de opción, si no 
únicamente valorar el reconocimiento o no de este derecho a favor del 
recurrente en atención a las circunstancias de hecho que en él concurren 
y a los preceptos jurídicos por él invocados.
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Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Don A-M. y confirmar la resolución apelada, dictado 
conforme a la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen 
medidas a favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la 
Guerra Civil y la Dictadura.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular de Córdoba (Argentina).

Resolución de 17 de Julio de 2014 (139ª)
III.1.3.2  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado segundo de la Disposición adicional séptima los que no acrediten 
ser nietos de abuela de nacionalidad española que perdiera o tuviera que 
renunciar a su nacionalidad española como consecuencia del exilio.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el interesado contra el auto del Encargado del 
Registro Civil Consular en Caracas (Venezuela).

HECHOS

1.- Don V-D. presenta escrito en el Consulado de España en Caracas, a 
fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 
Disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su 
solicitud como documentación: certificado literal local de nacimiento propio 
y de su padre, así como el de su abuela expedido por el Registro Civil 
español. 

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante auto de fecha 7 de 
noviembre de 2011 deniega lo solicitado por el interesado según lo 
establecido en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de 
Justicia.
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3.- Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra la resolución denegatoria de su 
solicitud antes citada.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la 
Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil, 
los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010,24 de marzo de 2010,28 de abril de 2010 (5ª), 15 
de noviembre de 2010,1 de diciembre de 2010,7 de marzo de 2011 (4ª), 9 
de marzo de 2011, 3 de octubre de 2011 (17ª),25 de octubre de 2011 
(3ª),2 de diciembre de 2011.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como español de origen al nacido en Venezuela en 1990, en 
virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado segundo de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
conforme a la cual podrán optar a la nacionalidad española de origen “los 
nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad 
española como consecuencia del exilio”. La solicitud de opción cuya 
inscripción ahora se pretende fue formalizada el 31 de octubre de 2011 en 
el modelo normalizado del Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado 
del Registro Civil se dictó auto el 7 de noviembre de 2011, denegando lo 
solicitado. 

III.- El auto apelado basa, en esencia, su denegación en que el solicitante 
no puede ejercer la opción del apartado segundo de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que no ha acreditado que su 
abuela hubiera perdido o tuviera que renunciar a la nacionalidad española 
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como consecuencia de su exilio, posición que el Ministerio Fiscal comparte 
en su informe.

IV.- El apartado segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la 
nacionalidad española a aquellas personas que sean nietos de quienes 
perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio. A fin de facilitar la acreditación de estos extremos, 
la regla V de la Instrucción de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas de procedimiento 
para el ejercicio de este derecho, establece la documentación que ha de 
aportar en este caso el interesado acompañando a su solicitud : “…2.1 
Certificación literal de nacimiento del solicitante ; … 2.3 ... a) Certificación 
literal de nacimiento del padre o madre -el que corresponda a la línea del 
abuelo o abuela españoles- del solicitante;… b) Certificado literal de 
nacimiento del abuelo o abuela español/a del solicitante; c) La 
documentación a que se refiere el apartado 3 –de dicha regla V- sobre la 
condición de exiliado del abuelo o abuela … ”.

En el expediente que motiva este recurso y a los efectos de acreditar la 
condición de nieto de abuela española se han aportado las correspondientes 
certificaciones de nacimiento del Registro Civil local, del solicitante y de 
su padre y la de su abuela expedida por el Registro Civil español, 
resultando de esta última que nació en España en 1943 de padres 
españoles, sin que se tenga constancia de la fecha en la que perdió la 
nacionalidad española, la cual recuperó el 23 de mayo de 2008. Así 
mismo, consta en el expediente la certificación matrimonio de sus abuelos, 
él venezolano, que refleja que contrajeron matrimonio en España el 17 de 
julio de 1960. Por lo que, no cuestionándose en el recurso la condición del 
solicitante de nieto de abuela española de origen, únicamente corresponde 
analizar si concurren los otros dos requisitos a los que el apartado 2 de la 
Disposición Adicional 7 de la Ley 52/2007 condiciona el ejercicio del 
derecho de opción por parte de aquellos: que la abuela hubiera perdido o 
tenido que renunciar a la nacionalidad española y que ello hubiere tenido 
lugar como consecuencia del exilio.

V.- Respecto al primero de dichos requisitos, es decir, que la abuela del 
solicitante hubiere perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad 
española ha de tenerse en cuenta que si bien tal circunstancia constituye 
un elemento caracterizador del supuesto de hecho tipo o paradigmático 
(por ser el más común de los contemplados en la norma), ello no supone 

http://


M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

688Boletín del Ministerio de Justicia

Nacionalidad

que la pérdida en sí deba ser interpretada necesariamente, a pesar del 
tenor literal de la norma, como integrante de una verdadera conditio iuris 
o requisito sustantivo de aplicación de la citada disposición adicional 
segunda. Y ello porque lo decisivo no es tanto que la abuela hubiese 
perdido o renunciado a su nacionalidad española como que ella no haya 
podido transmitir la nacionalidad española a su hijo, padre del solicitante, 
siempre y cuando haya concurrido en todo caso la circunstancia del exilio. 
Mantener la tesis contraria y exigir en todo caso la pérdida o renuncia a la 
nacionalidad española por parte de la abuela significarla hacer de peor 
condición al descendiente de la abuela que conservó su nacionalidad 
española, no obstante la situación de exilio, pero que no pudo transmitirla, 
respecto a los descendientes de la abuela que encontrándose en el exilio 
no la transmitió por haberla perdido o renunciado a la misma (vid. en el 
mismo sentido fundamento jurídico X de las Resoluciones de 24 de 
octubre de 2011,25 de octubre de 2011). 

Es decir el derecho de opción del apartado segundo de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007 debe reconocérsele no solo a los 
nietos de aquellas abuelas que perdieron la nacionalidad española por la 
adquisición voluntaria de otra nacionalidad, el asentimiento voluntario a la 
nacionalidad extranjera o la utilización exclusiva de otra nacionalidad, sino 
también a los que lo sean de abuelas que, como consecuencia del régimen 
legal vigente en España hasta la Ley de 2 de mayo de 1975 y por razón 
del principio jurídico de unidad familiar en materia de nacionalidad, 
perdieron su nacionalidad española como consecuencia directa de su 
matrimonio con extranjero (lo que ocurría hasta la reforma del Código Civil 
por la Ley de 16 de julio de 1954 según la redacción originaria del Art.22 y 
después de esta reforma en virtud de lo dispuesto en el Art. 23.3 del 
Código Civil según la redacción dada al mismo por la citada Ley) o aun 
conservándola,( bien por no haber contraído matrimonio con extranjero o 
habiéndolo contraído éste no hubiese implicado la pérdida de la 
nacionalidad ),por ese mismo principio jurídico de unidad familiar centrado 
en la figura del padre titular de la patria potestad (cfr. art.18 del Código 
Civil en su redacción originaria y 17 1º y 2º en su redacción Ley de 15 de 
julio de 1954) no pudieron transmitirla a sus hijos por seguir estos la 
nacionalidad del padre (lo que ocurrió en España en un principio hasta la 
entrada en vigor de la ley 52/1982 de 13 de julio en virtud de la nueva 
redacción dada al Art.17.1 del Código Civil y después por interpretación 
de la Dirección General de los Registros y del Notariado - según 
Resolución de fecha 13 de octubre de 2001- hasta la entrada en vigor de 
la Constitución ). 
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Esta interpretación se ve igualmente confirmada por la disposición final 
sexta de la Ley 20/2011, de 21 de julio, de Registro Civil relativa a la 
adquisición de la nacionalidad española por los nietos de exiliados durante 
la guerra civil y la dictadura, dado que conforme a la misma “el derecho de 
opción previsto en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, por la que se reconocen y amplían derechos y se 
establecen medidas en favor de quienes padecieron persecución o 
violencia durante la guerra civil y la dictadura, podrán también ejercerlo 
los nietos de las exiliadas españolas que conservaron la nacionalidad 
española tras haber contraído matrimonio con un extranjero con 
posterioridad al 5 de agosto de 1954, fecha de entrada en vigor de la Ley 
de 15 de julio de 1954, siempre que no transmitiesen la nacionalidad 
española a sus hijos, por seguir estos la del padre, y formalicen su 
declaración en tal sentido en el plazo de un año desde la entrada en vigor 
de la presente disposición”. De esta disposición, por tanto, se deduce que 
debe reconocérsele el derecho de opción previsto en el apartado 2 de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 tanto a los nietos de 
abuelas españolas exiliadas que perdieron la nacionalidad española por 
haber contraído matrimonio con extranjero, y no pudieron transmitir la 
nacionalidad española a sus hijos por seguir estos la del padre, como a 
los nietos de abuelas españolas exiliadas que aun conservando su 
nacionalidad y como consecuencia del principio de unidad familiar en 
materia de nacionalidad centrado en la figura del padre, no pudieron 
transmitirla a sus hijos. Pero en todo caso, se haya producido la pérdida o 
renuncia a la nacionalidad española por parte de la abuela o, incluso 
aunque ésta no haya tenido lugar, cuando no haya podido transmitir su 
nacionalidad a los hijos por el principio de unidad familiar, será necesario 
acreditar el requisito del exilio al que se refiere el citado apartado segundo 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 (confirmado por la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011, del Registro Civil).

VI.- A fin de acreditar la condición de exiliada de la abuela, el anteriormente 
referido apartado 3 de la Regla V de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 establece como medios de prueba los siguientes: “a) Documentación 
que acredite haber sido beneficiario de las pensiones otorgadas por la 
Administración española a los exiliados.; b) Documentación de la Oficina 
Internacional de Refugiados de Naciones Unidas y de las Oficinas de 
Refugiados de los Estados de acogida que asistieron a los refugiados 
españoles y a sus familias; c) Certificaciones o informes expedidos por 
partidos políticos, sindicatos o cualesquiera otras entidades o instituciones, 
públicas o privadas, debidamente reconocidas por las autoridades 
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españolas o del Estado de acogida de los exiliados, que estén relacionadas 
con el exilio, bien por haber padecido exilio sus integrantes, o por haber 
destacado en la defensa y protección de los exiliados españoles, o por 
trabajar actualmente en la reparación moral y la recuperación de la 
memoria personal y familiar de las víctimas de la Guerra Civil y la 
Dictadura. La documentación numerada en el apartado a) prueba 
directamente y por sí sola el exilio.; la de los apartados anteriores, b) y c), 
constituirán prueba del exilio si se presentan en unión de cualquiera de los 
siguientes documentos: 1. Pasaporte o título de viaje con sello de entrada 
en el país de acogida. 2. Certificación del Registro de Matrícula del 
Consulado español. 3. Certificaciones del Registro Civil Consular que 
acrediten la residencia en el país de acogida, tales como inscripción de 
matrimonio, inscripciones de nacimiento de hijos, inscripciones de 
defunción, entre otras. 4. Certificación del Registro Civil local del país de 
acogida que acredite haber adquirido la nacionalidad de dicho país. 5. 
Documentación de la época del país de acogida en la que conste el año 
de la llegada a dicho país o la llegada al mismo por cualquier medio de 
transporte.; d) A los efectos del ejercicio de los derechos de opción 
reconocidos en la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, se 
presumirá la condición de exiliado respecto de todos los españoles que 
salieron de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 
1955. La salida del territorio español podrá acreditarse mediante 
cualquiera de los documentos enumerados en el párrafo anterior”.

VII.- En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución 
de este recurso - cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento -, aunque se entienda acreditada la condición del solicitante 
de nieto de española; que la abuela no haya podido transmitir la 
nacionalidad española a su hijo, padre del interesado, por seguir éste la 
nacionalidad extranjera de su padre, tampoco resulta acreditada la 
condición de exiliada de la abuela, ya que no ha resultado acreditada su 
salida de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 
1955. Por lo que no se ha podido demostrar uno de los requisitos 
esenciales previstos en la Disposición Adicional 7ª de la Ley 52/2007 para 
optar a la nacionalidad española en base al exilio de la abuela. 

VIII.- Finalmente, por lo que se refiere a la última de las alegaciones 
formuladas en el escrito de recurso sobre el reconocimiento del derecho 
de opción a la nacionalidad española a favor de otros descendientes de 
su abuela, no corresponde en vía de éste recurso valorar la procedencia o 
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improcedencia del mismo, a la vista de las circunstancias de hecho 
concurrentes respecto a los mismos y los preceptos jurídicos en base a 
los cuales se les haya podido reconocer tal derecho de opción, si no, 
únicamente, valorar el reconocimiento o no de este derecho a favor del 
recurrente en atención a las circunstancias de hecho que en él concurren 
y a los preceptos jurídicos por él invocados.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Don V-D. y confirmar el auto apelado, dictado conforme a 
la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a 
favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra 
Civil y la Dictadura.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en Caracas.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (24ª)
III.1.3.2  Opción a la nacionalidad española

1.-No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado primero de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
aquellos cuyo padre o madre hubieren adquirido la nacionalidad española 
al amparo del artículo 20.1.b) del Código Civil en su redacción dada por la 
Ley 36/2002. 

2.- Procede que el Encargado del registro civil o consular dicte auto o 
acuerdo, en el caso que dentro del plazo legalmente establecido se solicite 
la tramitación del expediente en base a la opción de abuelo o abuela que 
perdió o renuncio a la nacionalidad española como consecuencia del 
exilio.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el interesado contra el acuerdo de la Encargada 
del Registro Civil Central
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HECHOS

1.- Don E-R. presenta escrito en el Registro Civil de la Laguna (Tenerife) 
para su remisión al Registro Civil Central por ser el competente, su opción 
a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 Disposición 
adicional séptima y, adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como 
documentación: certificado local literal de nacimiento propio, y el de su 
madre y su abuela materna expedidas por el Registro Civil español.

2.- El Encargado del Registro Civil Central, mediante acuerdo de fecha 10 
de diciembre de 2010 deniega lo solicitado por la interesada según lo 
establecido en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de 
Justicia.

3.- Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra el acuerdo denegatorio de su 
pretensión, presentando en este mismo trámite con fecha 20 de mayo de 
2011 solicitud de Anexo II de opción de la nacionalidad española, en base 
a la consideración de que su abuela perdió o renuncio a la nacionalidad 
española como consecuencia del exilio.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, la Encargada del Registro Civil Central 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la 
Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil, 
los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010,24 de marzo de 2010,28 de abril de 2010 (5ª), 15 
de noviembre de 2010,1 de diciembre de 2010,7 de marzo de 2011 (4ª), 9 
de marzo de 2011, 3 de octubre de 2011 (17ª),25 de octubre de 2011 
(3ª),2 de diciembre de 2011.
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II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Central como española de origen al nacido en Venezuela en 1978, en 
virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado primero de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
conforme a la cual podrán optar a la nacionalidad española de origen “Las 
personas cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español”. La 
solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 
16 de enero de 2009 en el modelo normalizado del Anexo I de la Instrucción 
de 04 de noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz 
segunda. Por la Encargada del Registro Civil se dictó acuerdo el 10 de 
diciembre de 2010, denegando lo solicitado. 

III.- El acuerdo apelado basa, en esencia, su denegación en que la 
solicitante no puede ejercer la opción del apartado primero de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que no ha 
acreditado que padre o madre hubiesen sido españoles de origen

IV.- El apartado 1 de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad 
española a aquellas personas “cuyo padre o madre hubiese sido 
originariamente español”, derecho que habrá de formalizarse en el plazo 
perentorio señalado en la propia Disposición. Se exige, pues, que el 
progenitor del optante no sólo tenga la nacionalidad española, sino que 
ostente dicha nacionalidad en su modalidad de originaria. Hay que 
recordar que nuestro Ordenamiento jurídico ha venido distinguiendo dos 
modalidades de nacionalidad española en cuanto a los títulos de su 
adquisición o atribución y, parcialmente, en cuanto a los efectos que 
produce: la nacionalidad originaria y la nacionalidad derivativa o no de 
origen. Tal distinción estaba asentada en la consideración de que la 
nacionalidad originaria, a diferencia de la derivativa o sobrevenida, se 
adquiría de modo automático sin intervención alguna de la voluntad del 
interesado en el proceso o iter jurídico de su atribución, atribución que 
tenía lugar ope legis desde el mismo momento del nacimiento o, por ser 
más precisos, desde que el nacido adquiere personalidad jurídica de 
conformidad con lo dispuesto por el artículo 30 de nuestro Código Civil. 
Esta distinción hoy se mantiene en cuanto determinativa de dos 
modalidades o categorías de nacionalidad, en función de su respectivo 
título de adquisición y generadora de ciertos efectos jurídicos diferenciados. 
Así los españoles de origen no pueden ser privados de la nacionalidad 
española (arts. 11 nº2 de la Constitución y 25 del Código Civil), disponiendo, 
por otra parte, de un régimen distinto privilegiado de conservación de la 
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nacionalidad española en los supuestos de adquisición de la nacionalidad 
de aquellos países especialmente vinculados con España, según resulta 
de lo establecido en el artículo 11 nº3 de la Constitución española y 24 del 
Código Civil. Sin embargo, otros rasgos tradicionales de la distinción entre 
la nacionalidad originaria y la no originaria han desaparecido o han variado 
en la actualidad. En efecto, el régimen legal vigente en España sobre la 
nacionalidad contempla supuestos en los que la nacionalidad española 
originaria no se adquiere desde el nacimiento, siendo necesaria una 
expresa y formal declaración de voluntad del interesado para adquirirla, 
así como el cumplimiento de una serie de requisitos materiales y formales 
para que la adquisición sea válida, en particular los establecidos en el 
artículo 23 del Código Civil.

Por ello la adquisición de la nacionalidad española no opera en estos 
casos (aunque se trate de casos de españoles “de origen”) de modo 
automático, ni desde la fecha del nacimiento. Así sucede, por ejemplo, en 
los casos previstos en los artículos 17 nº2 y 19 nº2 del Código Civil, esto 
es, en los supuestos en que la determinación de la filiación respecto de un 
español o el nacimiento en España se producen después de los dieciocho 
años y en el de los adoptados extranjeros mayores de dieciocho años. 
Igualmente la nacionalidad española a que da lugar el ejercicio de las 
opciones previstas por la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
responde a esta última modalidad de “nacionalidad española de origen” 
pero sobrevenida, a que hemos hecho referencia. Así resulta del apartado 
1, y así debe entenderse también para los nietos de españoles a que se 
refiere su apartado 2 al prever que “este derecho también se reconocerá” 
a las personas que en el mismo se mencionan, debiendo interpretarse 
que el “derecho” a que se refiere es el del optar por la “nacionalidad 
española de origen”. Precisamente en este carácter se cifra una de las 
principales diferencias entre las citadas opciones de la Ley 52/2007 y la 
que se contempla para los hijos de español de origen y nacido en España 
en la letra b) del nº1 del artículo 20 del Código Civil, por la que accedió a 
la ciudadanía española la madre de la ahora recurrente. Como señala la 
Instrucción de este Centro Directivo de 4 de noviembre de 2008 en su 
apartado I “el derecho de opción regulado en el artículo 20 nº1.b) del 
Código Civil da lugar a la adquisición de la nacionalidad derivativa, es 
decir, no confiere la cualidad de español de origen, como sí ocurre en los 
dos supuestos regulados en la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007”.

http://www.mjusticia.gob.es/cs/Satellite/Portal/es/servicios-ciudadano/documentacion-publicaciones


M
inisterio de Justicia

695 Catálogo de Publicaciones

Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado (Registro Civil)

V.- En el presente expediente, la progenitora de la optante ostentaba la 
nacionalidad española con carácter derivativo y no de forma originaria por 
haberla adquirido en virtud del ejercicio de la opción prevista en el artículo 
20.nº1.b) del Código Civil, por lo que no se cumple el requisito esencial 
del apartado primero de la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007. 

VI.- No obstante lo anterior , en base a la nueva solicitud presentada por 
la interesada con fecha 20 de mayo de 2011 dentro del trámite de recurso 
(Anexo II), y de conformidad con la disposición adicional séptima apartado 
primero, al haberse formalizado su declaración dentro del plazo legalmente 
establecido procede que el encargado del Registro Civil dicte el 
correspondiente acuerdo sobre la procedencia o no de la adquisición de la 
nacionalidad española del interesado , en virtud de la opción de abuelo o 
abuela que perdió o renuncio a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio “

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Don E-R. respecto de su pretensión inicial de opción de la 
nacionalidad española por ser hijo de madre española de origen (Anexo I) 
y confirmar el acuerdo apelado, dictado conforme a la Disposición 
Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, por la que se 
reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a favor de 
quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra Civil y la 
Dictadura. Y se proceda asimismo a realizar las actuaciones necesarias 
para dictar el correspondiente acuerdo sobre la procedencia o no de la 
adquisición de la nacionalidad española en base a la solicitud presentada 
por el interesado dentro del plazo legalmente establecido (Anexo II) opción 
de la nacionalidad por nieto de abuela española que perdió o renuncio a la 
nacionalidad española como consecuencia del exilio.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (59ª)
III.1.3.2  Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado segundo de la Disposición adicional séptima los que acrediten 
ser nietos de abuelos de nacionalidad española que perdieran o tuvieran 
que renunciar a su nacionalidad española como consecuencia del exilio.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el interesado contra el acuerdo de la Encargada 
del Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Don C-R. presenta escrito en el Registro Civil de Guadalajara para su 
remisión al Registro Civil Central por ser el competente, a fin de solicitar la 
nacionalidad española a través de la opción prevista en la Ley 52/2007 
Disposición Adicional Séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su 
solicitud como documentación: certificado local de nacimiento propio y el 
de su padre expedidas por un Registro Civil extranjero (Chile) y de su 
abuelo expedida por el Registro Civil español. 

2.- La Encargada del Registro Civil, mediante el acuerdo de fecha 10 de 
mayo de 2011 deniega lo solicitado por interesado según lo establecido 
en la instrucción de 4 de noviembre de 2008 de Ministerio de Justicia.

3.- Notificado el recurrente, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra el acuerdo denegatorio de su 
solicitud, antes citada.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, la Encargada del Registro Civil Central 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

5.- Con fecha 23 de diciembre de 2011 se remite Anexo I del interesado 
solicitando la opción a la nacionalidad española de origen del apartado 
primero de la disposición adicional séptima, por ser hijo de padre español 
de origen.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la 
Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil, 
los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010,24 de marzo de 2010,28 de abril de 2010 (5ª), 15 
de noviembre de 2010,1 de diciembre de 2010,7 de marzo de 2011 (4ª), 9 
de marzo de 2011, 3 de octubre de 2011 (17ª) ,25 de octubre de 2011 (3ª) 
,2 de diciembre de 2011.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Central como español de origen al nacido en Chile en 1962, en virtud del 
ejercicio de la opción prevista por el apartado segundo de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual podrán optar a la nacionalidad española de origen “los nietos de 
quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española 
como consecuencia del exilio”. La solicitud de opción cuya inscripción 
ahora se pretende fue formalizada el 17 de julio de 2009 en el modelo 
normalizado del Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 al 
amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por la Encargada del 
Registro Civil Central se dictó acuerdo el 10 de mayo de 2011, denegando 
lo solicitado. En fase de resolución del recurso, se ha ampliado la solicitud 
del interesado, al pedir también la opción de la nacionalidad española de 
origen, del apartado primero de la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007 “por ser hijo de español de origen”. Dicha solicitud aunque se 
encuentra remitida en plazo, requeriría un pronunciamiento previo del 
Encargado del Registro Civil. Por lo que la resolución del presente recurso 
debe referirse a la pretensión inicial planteada por el interesado.

III.- El acuerdo apelado basa su denegación en que el interesado no 
puede ejercer la opción del apartado segundo de la Disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, dado que no ha acreditado que su abuelo 
español hubiera perdido la nacionalidad española como consecuencia del 
exilio, posición que el Ministerio Fiscal comparte en su informe.
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IV.- El apartado segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la 
nacionalidad española a aquellas personas que sean nietos de quienes 
perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio. A fin de facilitar la acreditación de estos extremos, 
la regla V de la Instrucción de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas de procedimiento 
para el ejercicio de este derecho, establece la documentación que ha de 
aportar en este caso el interesado acompañando a su solicitud : “2.1 
Certificación literal de su nacimiento ; y 2.3 a) Certificación literal de 
nacimiento del padre o madre -el que corresponda a la línea del abuelo o 
abuela españoles- del solicitante; b) Certificado literal de nacimiento del 
abuelo o abuela español/a del solicitante; c) La documentación a que se 
refiere el apartado 3 de dicha regla V- sobre la condición de exiliado del 
abuelo o abuela”.

En el expediente que motiva este recurso y a los efectos de acreditar la 
condición de nieto de abuelo español se han aportado las correspondientes 
certificaciones de nacimiento del Registro Civil extranjero (Chile) del 
solicitante y la de su padre, y la de su abuelo expedida por el Registro 
Civil español que acredita el nacimiento de este último en España en el 
año 1901, de padres españoles. Por lo que no cuestionándose en el 
recurso la condición del solicitante como nieto de abuelo español, 
únicamente corresponde analizar si concurren los otros dos requisitos a 
los que el apartado 2 de la Disposición Adicional 7 de la Ley 52/2007 
condiciona el ejercicio del derecho de opción por parte de aquellos: que la 
abuelo hubiera perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad española 
y que ello hubiere tenido lugar como consecuencia del exilio.

V.- Respecto al primero de dichos requisitos, es decir, que el abuelo del 
solicitante hubiere perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad 
española ha de tenerse en cuenta que si bien tal circunstancia constituye 
un elemento caracterizador del supuesto de hecho tipo o paradigmático 
(por ser el más común de los contemplados en la norma), ello no supone 
que la pérdida en sí deba ser interpretada necesariamente, a pesar del 
tenor literal de la norma, como integrante de una verdadera conditio iuris 
o requisito sustantivo de aplicación de la citada disposición adicional 
segunda. Y ello porque lo decisivo no es tanto que el abuelo hubiese 
perdido o renunciado a su nacionalidad española como que ella no haya 
podido transmitir la nacionalidad española a su hijo, padre del solicitante, 
siempre y cuando haya concurrido en todo caso la circunstancia del exilio.
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VI.- A fin de acreditar la condición de exiliado del abuelo, el anteriormente 
referido apartado 3 de la Regla V de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 establece como medios de prueba los siguientes: “a) Documentación 
que acredite haber sido beneficiario de las pensiones otorgadas por la 
Administración española a los exiliados.; b) Documentación de la Oficina 
Internacional de Refugiados de Naciones Unidas y de las Oficinas de 
Refugiados de los Estados de acogida que asistieron a los refugiados 
españoles y a sus familias; c) Certificaciones o informes expedidos por 
partidos políticos, sindicatos o cualesquiera otras entidades o instituciones, 
públicas o privadas, debidamente reconocidas por las autoridades 
españolas o del Estado de acogida de los exiliados, que estén relacionadas 
con el exilio, bien por haber padecido exilio sus integrantes, o por haber 
destacado en la defensa y protección de los exiliados españoles, o por 
trabajar actualmente en la reparación moral y la recuperación de la 
memoria personal y familiar de las víctimas de la Guerra Civil y la 
Dictadura. La documentación numerada en el apartado a) prueba 
directamente y por sí sola el exilio.; la de los apartados anteriores, b) y c), 
constituirán prueba del exilio si se presentan en unión de cualquiera de los 
siguientes documentos: 1. Pasaporte o título de viaje con sello de entrada 
en el país de acogida. 2. Certificación del Registro de Matrícula del 
Consulado español. 3. Certificaciones del Registro Civil Consular que 
acrediten la residencia en el país de acogida, tales como inscripción de 
matrimonio, inscripciones de nacimiento de hijos, inscripciones de 
defunción, entre otras. 4. Certificación del Registro Civil local del país de 
acogida que acredite haber adquirido la nacionalidad de dicho país. 5. 
Documentación de la época del país de acogida en la que conste el año 
de la llegada a dicho país o la llegada al mismo por cualquier medio de 
transporte.; d) A los efectos del ejercicio de los derechos de opción 
reconocidos en la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, se 
presumirá la condición de exiliado respecto de todos los españoles que 
salieron de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 
1955. La salida del territorio español podrá acreditarse mediante 
cualquiera de los documentos enumerados en el párrafo anterior.

VII.- En el presente expediente de recurso, y a la vista de los documentos 
presentados y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse 
la resolución de este recurso - cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil 
y 358 de su Reglamento, se considera probado, en contra de lo apreciado 
por el Registro actuante, que la parte interesada no sólo prueba su 
condición de nieto de abuelo español, nacido en España en 1901 de 
padres españoles, sino también que su abuelo, Sr. V. fue exiliado, 
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constando diversa documentación en el expediente del Tribunal Especial 
para la Represión de la Masonería y el Comunismo donde entre los años 
1945 y 1946 se le persigue y juzga en rebeldía por su pertenecía a la M. 
constando asimismo la salida desde Francia de su familia para 
reencontrarse con él su abuelo en Chile en el año 1939, y falleciendo en 
Chile en el año 1964. Por otra parte y aunque es necesario el 
pronunciamiento previo del encargado por haberse planteado la solicitud 
de la opción a la nacionalidad española de origen en fase de recurso, por 
ser hijo de padre español de origen, a la vista de la documentación del 
expediente, el padre del interesado nació en Chile en el año 1929, siendo 
que el padre de este nació en España de padre españoles en el año 1901, 
luego según la redacción del artículo 17.2 CC. en el momento del 
nacimiento. El padre era español de origen aunque naciera en el 
extranjero. Luego le correspondería también la opción a la nacionalidad 
española por ser hijo de padre originariamente español.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: estimar el recurso planteado y 
declarar el derecho de Don C-R. a optar a la nacionalidad española de 
origen en los términos expuestos en los fundamentos de derecho.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (106ª)
III.1.3.2  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado segundo de la Disposición adicional séptima los que no acrediten 
ser nietos de abuelos de nacionalidad española que perdieran o tuvieran 
que renunciar a su nacionalidad española como consecuencia del exilio.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por la interesada contra el auto del Encargado del 
Registro Civil Consular de España en la Habana (Cuba).
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HECHOS

1.- Doña M. presenta escrito en el Registro Civil Consular de España en la 
Habana (Cuba) por ser el competente, su opción a la nacionalidad 
española en virtud de la Ley 52/2007 Disposición adicional séptima y, 
adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como documentación: 
certificado local literal de nacimiento propio y el de su padre expedidas por 
el Registro Civil extranjero (Cuba) y de su abuela expedida por el Registro 
Civil español.

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante auto de fecha 10 
de septiembre de 2010 deniega lo solicitado por la interesada según lo 
establecido en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de 
Justicia.

3.- Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra el acuerdo denegatorio de su 
solicitud antes citado.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Central 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la 
Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil, 
los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010,24 de marzo de 2010,28 de abril de 2010 (5ª), 15 
de noviembre de 2010,1 de diciembre de 2010,7 de marzo de 2011 (4ª), 9 
de marzo de 2011, 3 de octubre de 2011 (17ª),25 de octubre de 2011 
(3ª),2 de diciembre de 2011.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular de España en la Habana (Cuba) como español de origen a la 
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nacida en Cuba en 1962, en virtud del ejercicio de la opción prevista por el 
apartado segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, conforme a la cual podrán optar a la nacionalidad 
española de origen “los nietos de quienes perdieron o tuvieron que 
renunciar a la nacionalidad española como consecuencia del exilio”. La 
solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 
16 de agosto de 2010 en el modelo normalizado del Anexo II de la 
Instrucción de 04 de noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su 
directriz segunda. Por el Encargado del Registro Civil Consular se dictó 
acuerdo el 10 de septiembre de 2010, denegando lo solicitado. 

III.- El acuerdo apelado basa, en esencia, su denegación en que la 
solicitante no puede ejercer la opción del apartado segundo de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que no ha 
acreditado que su abuela hubiera perdido o tuviera que renunciar a la 
nacionalidad española como consecuencia de su exilio, posición que el 
Ministerio Fiscal comparte en su informe.

IV.- El apartado segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la 
nacionalidad española a aquellas personas que sean nietos de quienes 
perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio. A fin de facilitar la acreditación de estos extremos, 
la regla V de la Instrucción de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas de procedimiento 
para el ejercicio de este derecho, establece la documentación que ha de 
aportar en este caso el interesado acompañando a su Solicitud: “2.1 
Certificación literal de su nacimiento; y 2.3 a) Certificación literal de 
nacimiento del padre o madre -el que corresponda a la línea del abuelo o 
abuela españoles- del solicitante; b) Certificado literal de nacimiento del 
abuelo o abuela español/a del solicitante; c) La documentación a que se 
refiere el apartado 3 –de dicho regla V- sobre la condición de exiliado del 
abuelo o abuela”. En el expediente que motiva este recurso y a los efectos 
de acreditar la condición de nieta de abuela española se han aportado las 
correspondientes certificaciones de nacimiento del registro civil extranjero 
del solicitante y de su padre y de su abuela expedida por el Registro Civil 
español, constando en esta última que era nacido en España en 1890, de 
padres españoles. Así pues, dando por buena la condición de nieta de 
española de la recurrente, corresponde analizar, así mismo, si concurren 
en este caso los dos requisitos a los que el apartado 2 de la Disposición 
Adicional 7 de la Ley 52/2007 condiciona el ejercicio del derecho de opción 
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por parte de aquellos: que la abuela hubiera perdido o tenido que renunciar 
a la nacionalidad española y que ello hubiere tenido lugar como 
consecuencia del exilio.

V.- Respecto al primero de dichos requisitos, es decir, que la abuela del 
solicitante hubiere perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad 
española ha de tenerse en cuenta que el mismo se cumpliría no solo 
cuando la abuela hubiese adquirido voluntariamente otra nacionalidad 
que correlativamente hubiese motivado la pérdida de su nacionalidad 
española sino también cuando dicha perdida derivase del asentimiento 
voluntario a la nacionalidad extranjera o la utilización exclusiva de otra 
nacionalidad. Pero en todo caso, se haya producido la pérdida o renuncia 
a la nacionalidad española por parte de la abuela por cualquiera de 
aquellas circunstancias será necesario acreditar que la misma se ha 
producido como consecuencia del exilio al que se refiere el citado apartado 
segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/ 2007 .

VI.- A fin de acreditar la condición de exiliado de la abuela, el anteriormente 
referido apartado 3 de la Regla V establece como medios de prueba: “a) 
Documentación que acredite haber sido beneficiario de las pensiones 
otorgadas por la Administración española a los exiliados.; b) Documentación 
de la Oficina Internacional de Refugiados de Naciones Unidas y de las 
Oficinas de Refugiados de los Estados de acogida que asistieron a los 
refugiados españoles y a sus familias; c) Certificaciones o informes 
expedidos por partidos políticos, sindicatos o cualesquiera otras entidades 
o instituciones, públicas o privadas, debidamente reconocidas por las 
autoridades españolas o del Estado de acogida de los exiliados, que estén 
relacionadas con el exilio, bien por haber padecido exilio sus integrantes, 
o por haber destacado en la defensa y protección de los exiliados 
españoles, o por trabajar actualmente en la reparación moral y la 
recuperación de la memoria personal y familiar de las víctimas de la 
Guerra Civil y la Dictadura. La documentación numerada en el apartado a) 
prueba directamente y por sí sola el exilio.; la de los apartados anteriores, 
b) y c), constituirán prueba del exilio si se presentan en unión de cualquiera 
de los siguientes documentos: 1. Pasaporte o título de viaje con sello de 
entrada en el país de acogida. 2. Certificación del Registro de Matrícula 
del Consulado español. 3. Certificaciones del Registro Civil Consular que 
acrediten la residencia en el país de acogida, tales como inscripción de 
matrimonio, inscripciones de nacimiento de hijos, inscripciones de 
defunción, entre otras. 4. Certificación del Registro Civil local del país de 
acogida que acredite haber adquirido la nacionalidad de dicho país. 5. 
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Documentación de la época del país de acogida en la que conste el año 
de la llegada a dicho país o la llegada al mismo por cualquier medio de 
transporte.; d) A los efectos del ejercicio de los derechos de opción 
reconocidos en la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, se 
presumirá la condición de exiliado respecto de todos los españoles que 
salieron de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 
1955. La salida del territorio español podrá acreditarse mediante 
cualquiera de los documentos enumerados en el párrafo anterior”.

VII.- En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución 
de este recurso - cfr. Arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento -, aunque se entiende acreditada la condición de la solicitante 
de nieta de española sin embargo no resulta acreditada la condición de 
exiliada de la abuela con anterioridad a la perdida de la nacionalidad 
española, dado que ni se han presentado los documentos acreditativos de 
dicha condición, conforme a lo reseñado en el párrafo anterior, ni la misma 
puede presumirse, por haberse acreditado por la propia interesada que su 
padre ya nació en Cuba el 29 de julio de 1934. Todos esto datos desvirtúan 
el posible exilio exigido por la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007 para el ejercicio de derecho de opción.

VIII.- En lo que se refiere a la posibilidad de examinar su nueva solicitud 
en la fase de resolución del recurso, por la opción de hija de padre español 
de origen, dicha opción requiere el pronunciamiento previo del Encargado 
del registro Civil competente. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Doña M. y confirma el acuerdo apelado, dictado conforme 
a la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a 
favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra 
Civil y la Dictadura

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en La Habana.
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (110ª)
III.1.3.2  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado segundo de la Disposición adicional séptima los que no acrediten 
ser nietos de abuelos de nacionalidad española que perdieran o tuvieran 
que renunciar a su nacionalidad española como consecuencia del exilio.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el interesado contra el acuerdo del Encargado del 
Registro Civil Central

HECHOS

1.- Don J. presenta escrito en el Registro Civil Central por ser el 
competente, su opción a la nacionalidad española en virtud de la Ley 
52/2007 Disposición adicional séptima y, adjunta especialmente en apoyo 
de su solicitud como documentación: certificado local literal de nacimiento 
propio y el de su padre y de su abuelo expedidos por el Registro Civil 
español.

2.- El Encargado del Registro Civil Central, mediante acuerdo de fecha 19 
de abril de 2011 deniega lo solicitado por el interesado según lo establecido 
en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de Justicia.

3.- Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra el acuerdo denegatorio de su 
solicitud antes citado.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Central 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 

http://


M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

706Boletín del Ministerio de Justicia

Nacionalidad

Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la 
Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil, 
los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010,24 de marzo de 2010,28 de abril de 2010 (5ª), 15 
de noviembre de 2010,1 de diciembre de 2010,7 de marzo de 2011 (4ª), 9 
de marzo de 2011, 3 de octubre de 2011 (17ª),25 de octubre de 2011 
(3ª),2 de diciembre de 2011.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Central como español de origen al nacido en Cuba en 1967, en virtud del 
ejercicio de la opción prevista por el apartado segundo de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual podrán optar a la nacionalidad española de origen “los nietos de 
quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española 
como consecuencia del exilio”. La solicitud de opción cuya inscripción 
ahora se pretende fue formalizada el 24 de mayo de 2010 en el modelo 
normalizado del Anexo II de la Instrucción de 04 de noviembre de 2008 al 
amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del 
Registro Civil se dictó acuerdo el 19 de abril de 2011, denegando lo 
solicitado. 

III.- El acuerdo apelado basa, en esencia, su denegación en que la 
solicitante no puede ejercer la opción del apartado segundo de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que no ha 
acreditado que su abuelo hubiera perdido o tuviera que renunciar a la 
nacionalidad española como consecuencia de su exilio, posición que el 
Ministerio Fiscal comparte en su informe.

IV.- El apartado segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la 
nacionalidad española a aquellas personas que sean nietos de quienes 
perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio. A fin de facilitar la acreditación de estos extremos, 
la regla V de la Instrucción de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas de procedimiento 
para el ejercicio de este derecho, establece la documentación que ha de 
aportar en este caso el interesado acompañando a su Solicitud: “2.1 
Certificación literal de su nacimiento; y 2.3 a) Certificación literal de 
nacimiento del padre o madre -el que corresponda a la línea del abuelo o 
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abuela españoles- del solicitante; b) Certificado literal de nacimiento del 
abuelo o abuela español/a del solicitante; c) La documentación a que se 
refiere el apartado 3 –de dicho regla V- sobre la condición de exiliado del 
abuelo o abuela”. En el expediente que motiva este recurso y a los efectos 
de acreditar la condición de nieto de abuelo español se han aportado las 
correspondientes certificaciones de nacimiento del registro civil extranjero 
(Cuba) del solicitante, y de su padre y de su abuelo expedida por el 
Registro Civil español, constando en esta última que era nacido en España 
en 1906, de padres españoles. Así pues, dando por buena la condición de 
nieto de español del recurrente, corresponde analizar, así mismo, si 
concurren en este caso los dos requisitos a los que el apartado 2 de la 
Disposición Adicional 7 de la Ley 52/2007 condiciona el ejercicio del 
derecho de opción por parte de aquellos: que el abuelo hubiera perdido o 
tenido que renunciar a la nacionalidad española y que ello hubiere tenido 
lugar como consecuencia del exilio.

V.- Respecto al primero de dichos requisitos, es decir, que el abuelo del 
solicitante hubiere perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad 
española ha de tenerse en cuenta que el mismo se cumpliría no solo 
cuando el abuelo hubiese adquirido voluntariamente otra nacionalidad 
que correlativamente hubiese motivado la pérdida de su nacionalidad 
española sino también cuando dicha perdida derivase del asentimiento 
voluntario a la nacionalidad extranjera o la utilización exclusiva de otra 
nacionalidad. Pero en todo caso, se haya producido la pérdida o renuncia 
a la nacionalidad española por parte de los abuelos por cualquiera de 
aquellas circunstancias será necesario acreditar que la misma se ha 
producido como consecuencia del exilio al que se refiere el citado apartado 
segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/ 2007 .

VI.- A fin de acreditar la condición de exiliado del abuelo, el anteriormente 
referido apartado 3 de la Regla V establece como medios de prueba: “a) 
Documentación que acredite haber sido beneficiario de las pensiones 
otorgadas por la Administración española a los exiliados.; b) Documentación 
de la Oficina Internacional de Refugiados de Naciones Unidas y de las 
Oficinas de Refugiados de los Estados de acogida que asistieron a los 
refugiados españoles y a sus familias; c) Certificaciones o informes 
expedidos por partidos políticos, sindicatos o cualesquiera otras entidades 
o instituciones, públicas o privadas, debidamente reconocidas por las 
autoridades españolas o del Estado de acogida de los exiliados, que estén 
relacionadas con el exilio, bien por haber padecido exilio sus integrantes, 
o por haber destacado en la defensa y protección de los exiliados 
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españoles, o por trabajar actualmente en la reparación moral y la 
recuperación de la memoria personal y familiar de las víctimas de la 
Guerra Civil y la Dictadura. La documentación numerada en el apartado a) 
prueba directamente y por sí sola el exilio.; la de los apartados anteriores, 
b) y c), constituirán prueba del exilio si se presentan en unión de cualquiera 
de los siguientes documentos: 1. Pasaporte o título de viaje con sello de 
entrada en el país de acogida. 2. Certificación del Registro de Matrícula 
del Consulado español. 3. Certificaciones del Registro Civil Consular que 
acrediten la residencia en el país de acogida, tales como inscripción de 
matrimonio, inscripciones de nacimiento de hijos, inscripciones de 
defunción, entre otras. 4. Certificación del Registro Civil local del país de 
acogida que acredite haber adquirido la nacionalidad de dicho país. 5. 
Documentación de la época del país de acogida en la que conste el año 
de la llegada a dicho país o la llegada al mismo por cualquier medio de 
transporte.; d) A los efectos del ejercicio de los derechos de opción 
reconocidos en la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, se 
presumirá la condición de exiliado respecto de todos los españoles que 
salieron de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 
1955. La salida del territorio español podrá acreditarse mediante 
cualquiera de los documentos enumerados en el párrafo anterior”.

VII.- En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución 
de este recurso - cfr. Arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento -, aunque se entiende acreditada la condición del solicitante 
de nieto de español sin embargo no resulta acreditada la condición de 
exiliado del abuelo con anterioridad a la perdida de la nacionalidad 
española, dado que ni se han presentado los documentos acreditativos de 
dicha condición, conforme a lo reseñado en el párrafo anterior, ni la misma 
puede presumirse, por haberse acreditado por el propio interesado la 
entrada en Cuba de su abuelo como consta en su declaración en la 
década de 1920, asimismo en el certificado expedido por la Dirección 
General de Inmigración y Extranjería consta como natural de España y 
con la edad de 22 años , lo que sitúa el momento en el año 1928. Por otra 
parte también consta el nacimiento de su padre en Cuba en el año 1945. 
Todos esto datos desvirtúan el posible exilio exigido por la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007 para el ejercicio de derecho de 
opción.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
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interpuesto por Don J. y confirma el acuerdo apelado, dictado conforme a 
la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a 
favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra 
Civil y la Dictadura.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (156ª)
III.1.3.2  Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado segundo de la Disposición adicional séptima los que acrediten 
ser nietos de abuelo de nacionalidad española que no pudo transmitir su 
nacionalidad española como consecuencia del exilio que se presume 
acreditado por la salida de España de 1936 a 1955.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el representante legal de la interesada contra la 
resolución del Encargado del Registro Civil Consular en Los Ángeles 
(EEUU).

HECHOS

1.- Doña C-R. presenta escrito en el Registro Civil Consular de Los 
Ángeles, a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 
52/2007 Disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo 
de su solicitud como documentación: certificado local literal de nacimiento 
propio y de su padre, y el de su abuelo expedido por el Registro Civil 
español, en el que consta que nació en España de padres españoles. 

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante resolución de fecha 
2 de noviembre de 2011 deniega lo solicitado por la interesada según lo 
establecido en la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de 
Justicia.
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3.- Notificada la interesada, interpone recurso a través de representante 
legal, ante la Dirección General de los Registros y del Notariado contra la 
resolución denegatoria de su solicitud antes citada.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, emite su informe preceptivo y remite el 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para 
su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la 
Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil, 
los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010,24 de marzo de 2010,28 de abril de 2010 (5ª), 15 
de noviembre de 2010,1 de diciembre de 2010,7 de marzo de 2011 (4ª), 9 
de marzo de 2011, 3 de octubre de 2011 (17ª),25 de octubre de 2011 
(3ª),2 de diciembre de 2011.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular, como española de origen, a la nacida en Estados Unidos en 
1984, en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado segundo 
de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
conforme a la cual podrán optar a la nacionalidad española de origen “los 
nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad 
española como consecuencia del exilio”. 

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada 
el 31 de agosto de 2011 en el modelo normalizado del Anexo II de la 
Instrucción de 4 de noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su 
directriz segunda. Por el Encargado del Registro Civil se dictó resolución 
el 2 de noviembre de 2011, denegando lo solicitado. 

III.- La resolución apelada basa su denegación en que la solicitante no 
puede ejercer la opción del apartado segundo de la Disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, dado que no ha acreditado que su abuelo, 
hubiera perdido o tuviera que renunciar a la nacionalidad española como 
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consecuencia de su exilio, posición que el Ministerio Fiscal comparte en 
su informe.

IV.- El apartado segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la 
nacionalidad española a aquellas personas que sean nietos de quienes 
perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio. A fin de facilitar la acreditación de estos extremos, 
la regla V de la Instrucción de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas de procedimiento 
para el ejercicio de este derecho, establece la documentación que ha de 
aportar en este caso el interesado acompañando a su solicitud. Por un 
lado y a los efectos de acreditar la condición de nietos de española: “…2.1 
Certificación literal de nacimiento del solicitante ; … 2.3 ... a) Certificación 
literal de nacimiento del padre o madre -el que corresponda a la línea del 
abuelo o abuela españoles- del solicitante; b) Certificado literal de 
nacimiento del abuelo o abuela español/a del solicitante; .c) La 
documentación a que se refiere el apartado 3 –de dicha regla V- sobre la 
condición de exiliado del abuelo o abuela … ”. Y por otro lado a fin de 
acreditar la condición de exiliada de la abuela, los siguientes: “a) 
Documentación que acredite haber sido beneficiario de las pensiones 
otorgadas por la Administración española a los exiliados.; b) Documentación 
de la Oficina Internacional de Refugiados de Naciones Unidas y de las 
Oficinas de Refugiados de los Estados de acogida que asistieron a los 
refugiados españoles y a sus familias; c) Certificaciones o informes 
expedidos por partidos políticos, sindicatos o cualesquiera otras entidades 
o instituciones, públicas o privadas, debidamente reconocidas por las 
autoridades españolas o del Estado de acogida de los exiliados, que estén 
relacionadas con el exilio, bien por haber padecido exilio sus integrantes, 
o por haber destacado en la defensa y protección de los exiliados 
españoles, o por trabajar actualmente en la reparación moral y la 
recuperación de la memoria personal y familiar de las víctimas de la 
Guerra Civil y la Dictadura. La documentación numerada en el apartado a) 
prueba directamente y por sí sola el exilio.; la de los apartados anteriores, 
b) y c), constituirán prueba del exilio si se presentan en unión de cualquiera 
de los siguientes documentos: 1. Pasaporte o título de viaje con sello de 
entrada en el país de acogida. 2. Certificación del Registro de Matrícula 
del Consulado español. 3. Certificaciones del Registro Civil Consular que 
acrediten la residencia en el país de acogida, tales como inscripción de 
matrimonio, inscripciones de nacimiento de hijos, inscripciones de 
defunción, entre otras. 4. Certificación del Registro Civil local del país de 
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acogida que acredite haber adquirido la nacionalidad de dicho país. 5. 
Documentación de la época del país de acogida en la que conste el año 
de la llegada a dicho país o la llegada al mismo por cualquier medio de 
transporte.; d) A los efectos del ejercicio de los derechos de opción 
reconocidos en la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, se 
presumirá la condición de exiliado respecto de todos los españoles que 
salieron de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 
1955. La salida del territorio español podrá acreditarse mediante 
cualquiera de los documentos enumerados en el párrafo anterior”.

V.- En el expediente que motiva este recurso y a los efectos de acreditar 
la condición de nieta de abuelo español se han aportado las 
correspondientes certificaciones de nacimiento del Registro Civil local de 
la solicitante y de su padre, así como la de su abuelo, expedida por el 
Registro Civil español, resultando de esta última su nacimiento en España 
de padres españoles en el año 1916. 

Así mismo, consta en el expediente el pasaporte expedido a nombre del 
abuelo en el que se refleja que salió de España el 7 de febrero de 1948, 
entrando en Estados Unidos por el aeropuerto de Nueva York el 11 de 
febrero de 1948. Fecha a partir de la cual se asentó en Estados Unidos y 
razón por la que no pudo transmitir la nacionalidad española a su hijo, 
padre de la recurrente, nacido en 1962. Por lo que no cuestionándose en 
el recurso la condición de la solicitante de nieta de abuelo español 
únicamente corresponde analizar si concurren los dos requisitos a los que 
el apartado 2 de la Disposición Adicional 7 de la Ley 52/2007 condiciona 
el ejercicio del derecho de opción por parte de aquellos: que el abuelo 
hubiera perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio.

VI.- Respecto de dicho requisito, es decir, que el abuelo de la solicitante 
hubiere perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad española ha de 
tenerse en cuenta que si bien tal circunstancia constituye un elemento 
caracterizador del supuesto de hecho tipo o paradigmático (por ser el más 
común de los contemplados en la norma), ello no supone que la pérdida 
en sí deba ser interpretada necesariamente, a pesar del tenor literal de la 
norma, como integrante de una verdadera conditio iuris o requisito 
sustantivo de aplicación de la citada disposición adicional segunda . Y ello 
porque lo decisivo no es tanto que el abuelo hubiese perdido o renunciado 
a su nacionalidad española como que no haya podido transmitir la 
nacionalidad española a su hijo, padre de la solicitante, siempre y cuando 
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haya concurrido en todo caso la circunstancia del exilio. Mantener la tesis 
contraria y exigir en todo caso la pérdida o renuncia a la nacionalidad 
española por parte del abuelo significaría hacer de peor condición al 
descendiente del abuelo que conservó su nacionalidad española, no 
obstante la situación de exilio, pero que no pudo transmitirla, respecto a 
los descendientes del abuelo que encontrándose en el exilio no la 
transmitió por haberla perdido o renunciado a la misma (vid. en el mismo 
sentido fundamento jurídico X de las Resoluciones de 24 de octubre de 
2011,25 de octubre de 2011). 

VII.- En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución 
de este recurso - cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento -, entendiéndose acreditada la condición de la solicitante de 
nieta de español, queda así mismo acreditada la condición de exiliado del 
abuelo por haber entrado en Estados Unidos, procedente de España, el 
11 de febrero de 1948, sin que el hecho de que en su documentación 
conste una carta de trabajo desvirtúe su condición de exiliado que se 
presume de todo español que acredite su salida de España entre el 18 de 
julio de 1936 y el 31 de diciembre de 1955, como literalmente exige la Ley 
52/2007. Es el hecho de su asentamiento en Estados Unidos el que 
impidió que transmitiese la nacionalidad española a su hijo, padre de la 
recurrente, nacido en 1962. Por todo cuanto antecede deben entenderse 
cumplidos en su totalidad los requisitos para el ejercicio del derecho de 
opción establecido por la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
de 26 de diciembre. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: estimar el recurso planteado, 
en los términos expuestos en los fundamentos de derecho, revocando la 
resolución dictada con fecha 2 de noviembre de 2011, por el encargado 
del Registro Civil Consular de Los Ángeles, y reconociendo a Doña C-R. 
la opción a la nacionalidad española al amparo de lo dispuesto por la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Consular en Los Ángeles (EEUU).
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (157ª)
III.1.3.2  Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado segundo de la Disposición adicional séptima los que acrediten 
ser nietos de abuelo de nacionalidad española que no pudo transmitir su 
nacionalidad española como consecuencia del exilio que se presume 
acreditado por la salida de España de 1936 a 1955.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por virtud 
del entablado por el representante legal del interesado contra la resolución 
del Encargado del Registro Civil Consular en Los Ángeles (EEUU).

HECHOS

1.- Don R-J. presenta escrito en el Registro Civil Consular de Los Ángeles, 
a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 
Disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su 
solicitud como documentación: certificado local literal de nacimiento propio 
y de su padre, y el de su abuelo expedido por el Registro Civil español, en 
el que consta que nació en España de padres españoles. 

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante resolución de 
fecha 2 de noviembre de 2011 deniega lo solicitado por el interesado 
según lo establecido en la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del 
Ministerio de Justicia.

3.- Notificado el interesado, interpone recurso a través de representante 
legal, ante la Dirección General de los Registros y del Notariado contra la 
resolución denegatoria de su solicitud antes citada.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, emite su informe preceptivo y remite el 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para 
su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
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diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la 
Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil, 
los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010,24 de marzo de 2010,28 de abril de 2010 (5ª), 15 
de noviembre de 2010,1 de diciembre de 2010,7 de marzo de 2011 (4ª), 9 
de marzo de 2011, 3 de octubre de 2011 (17ª),25 de octubre de 2011 
(3ª),2 de diciembre de 2011.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular, como español de origen, al nacido en Estados Unidos en 1981, 
en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado segundo de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
conforme a la cual podrán optar a la nacionalidad española de origen “los 
nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad 
española como consecuencia del exilio”. 

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada 
el 31 de agosto de 2011 en el modelo normalizado del Anexo II de la 
Instrucción de 4 de noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su 
directriz segunda. Por el Encargado del Registro Civil se dictó resolución 
el 2 de noviembre de 2011, denegando lo solicitado. 

III.- La resolución apelada basa su denegación en que el solicitante no 
puede ejercer la opción del apartado segundo de la Disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, dado que no ha acreditado que su abuelo, 
hubiera perdido o tuviera que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia de su exilio, posición que el Ministerio Fiscal comparte en 
su informe.

IV.- El apartado segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la 
nacionalidad española a aquellas personas que sean nietos de quienes 
perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio. A fin de facilitar la acreditación de estos extremos, 
la regla V de la Instrucción de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas de procedimiento 
para el ejercicio de este derecho, establece la documentación que ha de 
aportar en este caso el interesado acompañando a su solicitud. Por un 
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lado y a los efectos de acreditar la condición de nietos de española: “…2.1 
Certificación literal de nacimiento del solicitante ; … 2.3 ... a) Certificación 
literal de nacimiento del padre o madre -el que corresponda a la línea del 
abuelo o abuela españoles- del solicitante; b) Certificado literal de 
nacimiento del abuelo o abuela español/a del solicitante; c) La 
documentación a que se refiere el apartado 3 –de dicha regla V- sobre la 
condición de exiliado del abuelo o abuela … ”. Y por otro lado a fin de 
acreditar la condición de exiliada de la abuela, los siguientes: “a) 
Documentación que acredite haber sido beneficiario de las pensiones 
otorgadas por la Administración española a los exiliados.; b) Documentación 
de la Oficina Internacional de Refugiados de Naciones Unidas y de las 
Oficinas de Refugiados de los Estados de acogida que asistieron a los 
refugiados españoles y a sus familias; c) Certificaciones o informes 
expedidos por partidos políticos, sindicatos o cualesquiera otras entidades 
o instituciones, públicas o privadas, debidamente reconocidas por las 
autoridades españolas o del Estado de acogida de los exiliados, que estén 
relacionadas con el exilio, bien por haber padecido exilio sus integrantes, 
o por haber destacado en la defensa y protección de los exiliados 
españoles, o por trabajar actualmente en la reparación moral y la 
recuperación de la memoria personal y familiar de las víctimas de la 
Guerra Civil y la Dictadura. La documentación numerada en el apartado a) 
prueba directamente y por sí sola el exilio.; la de los apartados anteriores, 
b) y c), constituirán prueba del exilio si se presentan en unión de cualquiera 
de los siguientes documentos: 1. Pasaporte o título de viaje con sello de 
entrada en el país de acogida. 2. Certificación del Registro de Matrícula 
del Consulado español. 3. Certificaciones del Registro Civil Consular que 
acrediten la residencia en el país de acogida, tales como inscripción de 
matrimonio, inscripciones de nacimiento de hijos, inscripciones de 
defunción, entre otras. 4. Certificación del Registro Civil local del país de 
acogida que acredite haber adquirido la nacionalidad de dicho país. 5. 
Documentación de la época del país de acogida en la que conste el año 
de la llegada a dicho país o la llegada al mismo por cualquier medio de 
transporte.; d) A los efectos del ejercicio de los derechos de opción 
reconocidos en la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, se 
presumirá la condición de exiliado respecto de todos los españoles que 
salieron de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 
1955. La salida del territorio español podrá acreditarse mediante 
cualquiera de los documentos enumerados en el párrafo anterior”.

V.- En el expediente que motiva este recurso y a los efectos de acreditar 
la condición de nieto de abuelo español se han aportado las 
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correspondientes certificaciones de nacimiento del Registro Civil local del 
solicitante y de su padre, así como la de su abuelo, expedida por el 
Registro Civil español, resultando de esta última su nacimiento en España 
de padres españoles en el año 1916. 

Así mismo, consta en el expediente el pasaporte expedido a nombre del 
abuelo en el que se refleja que salió de España el 7 de febrero de 1948, 
entrando en Estados Unidos por el aeropuerto de Nueva York el 11 de 
febrero de 1948. Fecha a partir de la cual se asentó en Estados Unidos y 
razón por la que no pudo transmitir la nacionalidad española a su hijo, 
padre del recurrente, nacido en 1962. Por lo que no cuestionándose en el 
recurso la condición del solicitante de nieto de abuelo español únicamente 
corresponde analizar si concurren los dos requisitos a los que el apartado 
2 de la Disposición Adicional 7 de la Ley 52/2007 condiciona el ejercicio 
del derecho de opción por parte de aquellos: que el abuelo hubiera perdido 
o tenido que renunciar a la nacionalidad española como consecuencia del 
exilio.

VI.- Respecto de dicho requisito, es decir, que el abuelo del solicitante 
hubiere perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad española ha de 
tenerse en cuenta que si bien tal circunstancia constituye un elemento 
caracterizador del supuesto de hecho tipo o paradigmático (por ser el más 
común de los contemplados en la norma), ello no supone que la pérdida 
en sí deba ser interpretada necesariamente, a pesar del tenor literal de la 
norma, como integrante de una verdadera conditio iuris o requisito 
sustantivo de aplicación de la citada disposición adicional segunda . Y ello 
porque lo decisivo no es tanto que el abuelo hubiese perdido o renunciado 
a su nacionalidad española como que no haya podido transmitir la 
nacionalidad española a su hijo, padre del solicitante, siempre y cuando 
haya concurrido en todo caso la circunstancia del exilio. Mantener la tesis 
contraria y exigir en todo caso la pérdida o renuncia a la nacionalidad 
española por parte del abuelo significaría hacer de peor condición al 
descendiente del abuelo que conservó su nacionalidad española, no 
obstante la situación de exilio, pero que no pudo transmitirla, respecto a 
los descendientes del abuelo que encontrándose en el exilio no la 
transmitió por haberla perdido o renunciado a la misma (vid. en el mismo 
sentido fundamento jurídico X de las Resoluciones de 24 de octubre de 
2011,25 de octubre de 2011). 

VII.- En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución 
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de este recurso - cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento -, entendiéndose acreditada la condición del solicitante de 
nieto de español, queda así mismo acreditada la condición de exiliado del 
abuelo por haber entrado en Estados Unidos, procedente de España, el 
11 de febrero de 1948, sin que el hecho de que en su documentación 
conste una carta de trabajo desvirtúe su condición de exiliado que se 
presume de todo español que acredite su salida de España entre el 18 de 
julio de 1936 y el 31 de diciembre de 1955, como literalmente exige la Ley 
52/2007. Es el hecho de su asentamiento en Estados Unidos el que 
impidió que transmitiese la nacionalidad española a su hijo, padre del 
recurrente, nacido en 1962. Por todo cuanto antecede deben entenderse 
cumplidos en su totalidad los requisitos para el ejercicio del derecho de 
opción establecido por la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
de 26 de diciembre. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: estimar el recurso planteado, 
en los términos expuestos en los fundamentos de derecho, revocando la 
resolución dictada con fecha 2 de noviembre de 2011, por el encargado 
del Registro Civil Consular de Los Ángeles, y reconociendo a Don R-J. la 
opción a la nacionalidad española al amparo de lo dispuesto por la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Consular en Los Ángeles (EEUU).

Resolución de 31 de Julio de 2014 (158ª)
III.1.3.2  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado segundo de la Disposición adicional séptima los que no acrediten 
ser nietos de abuelos de nacionalidad española que perdieran o tuvieran 
que renunciar a su nacionalidad española como consecuencia del exilio.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
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virtud del entablado por la interesada contra el auto del Encargado del 
Registro Civil Consular en San José de Costa Rica.

HECHOS

1.- Doña V-E. presenta escrito en el Consulado de España en San José a 
fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 
Disposición adicional séptima y, adjunta especialmente en apoyo de su 
solicitud como documentación: certificados locales literales de nacimiento 
propio y de su abuelo, así como el de su padre expedido por el Registro 
Civil español.

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante el auto de fecha 11 
de noviembre de 2011 deniega lo solicitado por la interesada según lo 
establecido en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de 
Justicia.

3.- Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra el acuerdo denegatorio de su 
solicitud antes citado.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la 
Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil, 
los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010,24 de marzo de 2010,28 de abril de 2010 (5ª), 15 
de noviembre de 2010,1 de diciembre de 2010,7 de marzo de 2011 (4ª), 9 
de marzo de 2011, 3 de octubre de 2011 (17ª),25 de octubre de 2011 
(3ª),2 de diciembre de 2011.
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II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como española de origen a la nacida en Costa Rica en 1981, en 
virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado segundo de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
conforme a la cual podrán optar a la nacionalidad española de origen “los 
nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad 
española como consecuencia del exilio”. 

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada 
el 19 de enero de 2011 en el modelo normalizado del Anexo II de la 
Instrucción de 5 de octubre de 2009 al amparo de lo previsto en su directriz 
segunda. Por el Encargado del Registro Civil se dictó auto el 11 de 
noviembre de 2011, denegando lo solicitado. 

III.- El auto apelado basa, en esencia, su denegación en que la solicitante 
no puede ejercer la opción del apartado segundo de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que no ha acreditado que su 
abuelo hubiera perdido o tuviera que renunciar a la nacionalidad española 
como consecuencia de su exilio, posición que el Ministerio Fiscal comparte 
en su informe.

IV.- El apartado segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la 
nacionalidad española a aquellas personas que sean nietos de quienes 
perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio. A fin de facilitar la acreditación de estos extremos, 
la regla V de la Instrucción de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas de procedimiento 
para el ejercicio de este derecho, establece la documentación que ha de 
aportar en este caso el interesado acompañando a su solicitud : “2.1 
Certificación literal de su nacimiento ; y 2.3 a) Certificación literal de 
nacimiento del padre o madre -el que corresponda a la línea del abuelo o 
abuela españoles- del solicitante; b) Certificado literal de nacimiento del 
abuelo o abuela español/a del solicitante; c) La documentación a que se 
refiere el apartado 3 –de dicho regla V- sobre la condición de exiliado del 
abuelo o abuela”.

En el expediente que motiva este recurso y a los efectos de acreditar la 
condición de nieta de abuelo español se han aportado las correspondientes 
certificaciones de nacimiento del registro civil extranjero de la solicitante y 
la de su abuelo, nacido en Costa Rica en 1912 de padres españoles, y la 
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de su padre expedida por el Registro Civil español. Así pues, dando por 
buena la condición de nieta de español de la recurrente, corresponde 
analizar, así mismo, si concurren en este caso los dos requisitos a los que 
el apartado 2 de la Disposición Adicional 7 de la Ley 52/2007 condiciona 
el ejercicio del derecho de opción por parte de aquellos: que el abuelo 
hubiera perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad española y que 
ello hubiere tenido lugar como consecuencia del exilio.

V.- Respecto al primero de dichos requisitos, es decir, que el abuelo de la 
solicitante hubiere perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad 
española ha de tenerse en cuenta que el mismo se cumpliría no solo 
cuando el abuelo hubiese adquirido voluntariamente otra nacionalidad 
que correlativamente hubiese motivado la pérdida de su nacionalidad 
española sino también cuando dicha perdida derivase del asentimiento 
voluntario a la nacionalidad extranjera o la utilización exclusiva de otra 
nacionalidad. Pero en todo caso, se haya producido la pérdida o renuncia 
a la nacionalidad española por parte de los abuelos por cualquiera de 
aquellas circunstancias será necesario acreditar que la misma se ha 
producido como consecuencia del exilio al que se refiere el citado apartado 
segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/ 2007 .

VI.- A fin de acreditar la condición de exiliado del abuelo, el anteriormente 
referido apartado 3 de la Regla V establece como medios de prueba: “a) 
Documentación que acredite haber sido beneficiario de las pensiones 
otorgadas por la Administración española a los exiliados.; b) Documentación 
de la Oficina Internacional de Refugiados de Naciones Unidas y de las 
Oficinas de Refugiados de los Estados de acogida que asistieron a los 
refugiados españoles y a sus familias; c) Certificaciones o informes 
expedidos por partidos políticos, sindicatos o cualesquiera otras entidades 
o instituciones, públicas o privadas, debidamente reconocidas por las 
autoridades españolas o del Estado de acogida de los exiliados, que estén 
relacionadas con el exilio, bien por haber padecido exilio sus integrantes, 
o por haber destacado en la defensa y protección de los exiliados 
españoles, o por trabajar actualmente en la reparación moral y la 
recuperación de la memoria personal y familiar de las víctimas de la 
Guerra Civil y la Dictadura. La documentación numerada en el apartado a) 
prueba directamente y por sí sola el exilio.; la de los apartados anteriores, 
b) y c), constituirán prueba del exilio si se presentan en unión de cualquiera 
de los siguientes documentos: 1. Pasaporte o título de viaje con sello de 
entrada en el país de acogida. 2. Certificación del Registro de Matrícula 
del Consulado español. 3. Certificaciones del Registro Civil Consular que 
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acrediten la residencia en el país de acogida, tales como inscripción de 
matrimonio, inscripciones de nacimiento de hijos, inscripciones de 
defunción, entre otras. 4. Certificación del Registro Civil local del país de 
acogida que acredite haber adquirido la nacionalidad de dicho país. 5. 
Documentación de la época del país de acogida en la que conste el año 
de la llegada a dicho país o la llegada al mismo por cualquier medio de 
transporte.; d) A los efectos del ejercicio de los derechos de opción 
reconocidos en la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, se 
presumirá la condición de exiliado respecto de todos los españoles que 
salieron de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 
1955. La salida del territorio español podrá acreditarse mediante 
cualquiera de los documentos enumerados en el párrafo anterior”.

VII.- En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución 
de este recurso - cfr. Arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento -, aunque se entienda acreditada la condición de la solicitante 
de nieta de español y que, el abuelo, no haya podido transmitir la 
nacionalidad española a su hijo, sin embargo no resulta acreditada la 
condición de exiliado del abuelo, dado que ni se han presentado los 
documentos acreditativos de dicha condición, conforme a lo reseñado en 
el párrafo anterior, ni la misma puede presumirse por no haber resultado 
acreditada la salida de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de 
diciembre de 1955, y no solo la residencia fuera de la misma. Es más, 
dado que el abuelo nació en Costa Rica, en el año 1912, hay que 
presuponer que en dicha fecha los bisabuelos ya estaban afincados en 
dicho país. No consta en el expediente documento alguno que acredite su 
residencia en España con anterioridad al 18 de julio de 1936. Por todo ello 
no es posible reconocer el exilio exigido por la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 para el ejercicio de derecho de opción.

VIII.- Finalmente, por lo que se refiere a la última de las alegaciones 
formuladas en el escrito de recurso sobre el reconocimiento del derecho 
de opción a la nacionalidad española a favor de otros parientes, no 
corresponde en vía de éste recurso valorar la procedencia o improcedencia 
del mismo, a la vista de las circunstancias de hecho concurrentes respecto 
a los mismos y los preceptos jurídicos en base a los cuales se les haya 
podido reconocer tal derecho de opción, si no únicamente valorar el 
reconocimiento o no de este derecho a favor de la recurrente en atención 
a las circunstancias de hecho que en ella concurren y a los preceptos 
jurídicos por ella invocados.
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Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Doña V-E. y confirma el auto apelado, dictado conforme a 
la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a 
favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra 
Civil y la Dictadura.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil en San Jose de Costa Rica.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (159ª)
III.1.3.2  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado segundo de la Disposición adicional séptima los que no acrediten 
ser nietos de abuelos de nacionalidad española que perdieran o tuvieran 
que renunciar a su nacionalidad española como consecuencia del exilio.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el interesado contra el auto del Encargado del 
Registro Civil Consular en San José de Costa Rica.

HECHOS

1.- Don F-M presenta escrito en el Consulado de España en San José a 
fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 
Disposición adicional séptima y, adjunta especialmente en apoyo de su 
solicitud como documentación: certificados locales literales de nacimiento 
propio y de su abuelo, así como el de su padre expedido por el Registro 
Civil español.

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante auto de fecha 19 
de octubre de 2011 deniega lo solicitado por el interesado según lo 
establecido en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de 
Justicia.
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3.- Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra el acuerdo denegatorio de su 
solicitud antes citado.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la 
Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil, 
los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010,24 de marzo de 2010,28 de abril de 2010 (5ª), 15 
de noviembre de 2010,1 de diciembre de 2010,7 de marzo de 2011 (4ª), 9 
de marzo de 2011, 3 de octubre de 2011 (17ª),25 de octubre de 2011 
(3ª),2 de diciembre de 2011.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como español de origen al nacido en Costa Rica en 1979, en 
virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado segundo de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
conforme a la cual podrán optar a la nacionalidad española de origen “los 
nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad 
española como consecuencia del exilio”. 

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada 
el 28 de octubre de 2010 en el modelo normalizado del Anexo II de la 
Instrucción de 5 de octubre de 2009 al amparo de lo previsto en su directriz 
segunda. Por el Encargado del Registro Civil se dictó auto el 19 de octubre 
de 2011, denegando lo solicitado. 

III.- El auto apelado basa, en esencia, su denegación en que el solicitante 
no puede ejercer la opción del apartado segundo de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que no ha acreditado que su 
abuelo hubiera perdido o tuviera que renunciar a la nacionalidad española 
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como consecuencia de su exilio, posición que el Ministerio Fiscal comparte 
en su informe.

IV.- El apartado segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la 
nacionalidad española a aquellas personas que sean nietos de quienes 
perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio. A fin de facilitar la acreditación de estos extremos, 
la regla V de la Instrucción de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas de procedimiento 
para el ejercicio de este derecho, establece la documentación que ha de 
aportar en este caso el interesado acompañando a su solicitud : “2.1 
Certificación literal de su nacimiento ; y 2.3 a) Certificación literal de 
nacimiento del padre o madre -el que corresponda a la línea del abuelo o 
abuela españoles- del solicitante; b) Certificado literal de nacimiento del 
abuelo o abuela español/a del solicitante; c) La documentación a que se 
refiere el apartado 3 –de dicho regla V- sobre la condición de exiliado del 
abuelo o abuela”. En el expediente que motiva este recurso y a los efectos 
de acreditar la condición de nieto de abuelo español se han aportado las 
correspondientes certificaciones de nacimiento del registro civil extranjero 
del solicitante y la de su abuelo, nacido en Costa Rica en 1912 de padres 
españoles, y la de su padre expedida por el Registro Civil español. Así 
pues, dando por buena la condición de nieto de español del recurrente, 
corresponde analizar, así mismo, si concurren en este caso los dos 
requisitos a los que el apartado 2 de la Disposición Adicional 7 de la Ley 
52/2007 condiciona el ejercicio del derecho de opción por parte de 
aquellos: que el abuelo hubiera perdido o tenido que renunciar a la 
nacionalidad española y que ello hubiere tenido lugar como consecuencia 
del exilio.

V.- Respecto al primero de dichos requisitos, es decir, que el abuelo del 
solicitante hubiere perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad 
española ha de tenerse en cuenta que el mismo se cumpliría no solo 
cuando el abuelo hubiese adquirido voluntariamente otra nacionalidad 
que correlativamente hubiese motivado la pérdida de su nacionalidad 
española sino también cuando dicha perdida derivase del asentimiento 
voluntario a la nacionalidad extranjera o la utilización exclusiva de otra 
nacionalidad. Pero en todo caso, se haya producido la pérdida o renuncia 
a la nacionalidad española por parte de los abuelos por cualquiera de 
aquellas circunstancias será necesario acreditar que la misma se ha 
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producido como consecuencia del exilio al que se refiere el citado apartado 
segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/ 2007 .

VI.- A fin de acreditar la condición de exiliado del abuelo, el anteriormente 
referido apartado 3 de la Regla V establece como medios de prueba: “a) 
Documentación que acredite haber sido beneficiario de las pensiones 
otorgadas por la Administración española a los exiliados.; b) Documentación 
de la Oficina Internacional de Refugiados de Naciones Unidas y de las 
Oficinas de Refugiados de los Estados de acogida que asistieron a los 
refugiados españoles y a sus familias; c) Certificaciones o informes 
expedidos por partidos políticos, sindicatos o cualesquiera otras entidades 
o instituciones, públicas o privadas, debidamente reconocidas por las 
autoridades españolas o del Estado de acogida de los exiliados, que estén 
relacionadas con el exilio, bien por haber padecido exilio sus integrantes, 
o por haber destacado en la defensa y protección de los exiliados 
españoles, o por trabajar actualmente en la reparación moral y la 
recuperación de la memoria personal y familiar de las víctimas de la 
Guerra Civil y la Dictadura. La documentación numerada en el apartado a) 
prueba directamente y por sí sola el exilio.; la de los apartados anteriores, 
b) y c), constituirán prueba del exilio si se presentan en unión de cualquiera 
de los siguientes documentos: 1. Pasaporte o título de viaje con sello de 
entrada en el país de acogida. 2. Certificación del Registro de Matrícula 
del Consulado español. 3. Certificaciones del Registro Civil Consular que 
acrediten la residencia en el país de acogida, tales como inscripción de 
matrimonio, inscripciones de nacimiento de hijos, inscripciones de 
defunción, entre otras. 4. Certificación del Registro Civil local del país de 
acogida que acredite haber adquirido la nacionalidad de dicho país. 5. 
Documentación de la época del país de acogida en la que conste el año 
de la llegada a dicho país o la llegada al mismo por cualquier medio de 
transporte.; d) A los efectos del ejercicio de los derechos de opción 
reconocidos en la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, se 
presumirá la condición de exiliado respecto de todos los españoles que 
salieron de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 
1955. La salida del territorio español podrá acreditarse mediante 
cualquiera de los documentos enumerados en el párrafo anterior”.

VII.- En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución 
de este recurso - cfr. Arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento -, aunque se entienda acreditada la condición del solicitante 
de nieto de español y que, el abuelo, no haya podido transmitir la 
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nacionalidad española a su hijo en el momento de su nacimiento, sin 
embargo no resulta acreditada la condición de exiliado del abuelo, dado 
que ni se han presentado los documentos acreditativos de dicha condición, 
conforme a lo reseñado en el párrafo anterior, ni la misma puede 
presumirse por no haber resultado acreditada la salida de España entre el 
18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 1955, y no solo la residencia 
fuera de la misma. Es más, dado que el abuelo nació en Costa Rica, en el 
año 1912, hay que presuponer que en dicha fecha los bisabuelos ya 
estaban afincados, definitivamente, en dicho país. No consta en el 
expediente documento alguno que acredite la residencia del abuelo en 
España con anterioridad al 18 de julio de 1936. Por todo ello no es posible 
reconocer el exilio exigido por la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007 para el ejercicio de derecho de opción.

VIII.- Finalmente, por lo que se refiere a la última de las alegaciones 
formuladas en el escrito de recurso sobre el reconocimiento del derecho 
de opción a la nacionalidad española a favor de otros parientes, no 
corresponde en vía de éste recurso valorar la procedencia o improcedencia 
del mismo, a la vista de las circunstancias de hecho concurrentes respecto 
a los mismos y los preceptos jurídicos en base a los cuales se les haya 
podido reconocer tal derecho de opción, si no únicamente valorar el 
reconocimiento o no de este derecho a favor del recurrente en atención a 
las circunstancias de hecho que en él concurren y a los preceptos jurídicos 
por él invocados.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Don F-M. y confirma el auto apelado, dictado conforme a 
la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a 
favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra 
Civil y la Dictadura.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Consular en San Jose de Costa 
Rica.
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (160ª)
III.1.3.2  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado segundo de la Disposición adicional séptima los que no acrediten 
ser nietos de abuelo de nacionalidad española que perdiera o tuviera que 
renunciar a su nacionalidad española como consecuencia del exilio.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el interesado contra el auto del Encargado del 
Registro Civil Consular en La Habana (Cuba)

HECHOS

1.- Don O. presenta escrito en el Consulado de España en Miami para La 
Habana, a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 
52/2007 Disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo 
de su solicitud como documentación: certificado literal local de nacimiento 
propio, y certificados de nacimiento de su madre y de su abuelo expedidos 
por el Registro Civil español.

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante auto de fecha 28 
de julio de 2010 deniega lo solicitado por el interesado según lo establecido 
en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de Justicia.

3.- Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra el acuerdo denegatorio de su 
solicitud antes citado.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
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Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la 
Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil, 
los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010,24 de marzo de 2010,28 de abril de 2010 (5ª), 15 
de noviembre de 2010,1 de diciembre de 2010,7 de marzo de 2011 (4ª), 9 
de marzo de 2011, 3 de octubre de 2011 (17ª),25 de octubre de 2011 
(3ª),2 de diciembre de 2011.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como español de origen al nacido en Cuba en 1974, en virtud 
del ejercicio de la opción prevista por el apartado segundo de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual podrán optar a la nacionalidad española de origen “los nietos de 
quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española 
como consecuencia del exilio”. 

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada 
el 22 de junio de 2009 en el modelo normalizado del Anexo II de la 
Instrucción de 4 de noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su 
directriz segunda. Por el Encargado del Registro Civil se dictó auto el 28 
de julio de 2010, denegando lo solicitado. 

III.- El auto apelado basa, en esencia, su denegación en que el solicitante 
no puede ejercer la opción del apartado segundo de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que no ha acreditado que su 
abuelo hubiera perdido o tuviera que renunciar a la nacionalidad española 
como consecuencia de su exilio, posición que el Ministerio Fiscal comparte 
en su informe.

IV.- El apartado segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la 
nacionalidad española a aquellas personas que sean nietos de quienes 
perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio. A fin de facilitar la acreditación de estos extremos, 
la regla V de la Instrucción de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas de procedimiento 
para el ejercicio de este derecho, establece la documentación que ha de 
aportar en este caso el interesado acompañando a su solicitud : “2.1 
Certificación literal de su nacimiento ; y 2.3 a) Certificación literal de 
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nacimiento del padre o madre -el que corresponda a la línea del abuelo o 
abuela españoles- del solicitante; b) Certificado literal de nacimiento del 
abuelo o abuela español/a del solicitante; c) La documentación a que se 
refiere el apartado 3 –de dicho regla V- sobre la condición de exiliado del 
abuelo o abuela”. En el expediente que motiva este recurso y a los efectos 
de acreditar la condición de nieto o de abuelo español se han aportado las 
correspondientes certificaciones de nacimiento del registro civil extranjero 
del solicitante y la del Registro Civil español de su madre y de su abuelo, 
constando en esta última que era nacido en España en 1905, de padres 
españoles. Así mismo, consta en el expediente certificado literal de 
ciudadanía en el que se expresa que se le concedió la nacionalidad 
cubana el día 4 de septiembre de 1937, fecha a partir de la cual pierde la 
nacionalidad española, razón por la que no pudo transmitir dicha 
nacionalidad a su hija, madre del recurrente, nacida en 1940. Corresponde 
analizar, así mismo, si concurren en este caso los dos requisitos a los que 
el apartado 2 de la Disposición Adicional 7 de la Ley 52/2007 condiciona 
el ejercicio del derecho de opción por parte de aquellos: que el abuelo 
hubiera perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad española y que 
ello hubiere tenido lugar como consecuencia del exilio.

V.- Respecto al primero de dichos requisitos, es decir, que el abuelo de la 
solicitante hubiere perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad 
española ha de tenerse en cuenta que el mismo se cumpliría no solo 
cuando el abuelo hubiese adquirido voluntariamente otra nacionalidad 
que correlativamente hubiese motivado la pérdida de su nacionalidad 
española sino también cuando dicha perdida derivase del asentimiento 
voluntario a la nacionalidad extranjera o la utilización exclusiva de otra 
nacionalidad. Pero en todo caso, se haya producido la pérdida o renuncia 
a la nacionalidad española por parte del abuelo por cualquiera de aquellas 
circunstancias será necesario acreditar que la misma se ha producido 
como consecuencia del exilio al que se refiere el citado apartado segundo 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/ 2007 .

VI.- A fin de acreditar la condición de exiliado del abuelo, el anteriormente 
referido apartado 3 de la Regla V establece como medios de prueba: “a) 
Documentación que acredite haber sido beneficiario de las pensiones 
otorgadas por la Administración española a los exiliados.; b) Documentación 
de la Oficina Internacional de Refugiados de Naciones Unidas y de las 
Oficinas de Refugiados de los Estados de acogida que asistieron a los 
refugiados españoles y a sus familias; c) Certificaciones o informes 
expedidos por partidos políticos, sindicatos o cualesquiera otras entidades 
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o instituciones, públicas o privadas, debidamente reconocidas por las 
autoridades españolas o del Estado de acogida de los exiliados, que estén 
relacionadas con el exilio, bien por haber padecido exilio sus integrantes, 
o por haber destacado en la defensa y protección de los exiliados 
españoles, o por trabajar actualmente en la reparación moral y la 
recuperación de la memoria personal y familiar de las víctimas de la 
Guerra Civil y la Dictadura. La documentación numerada en el apartado a) 
prueba directamente y por sí sola el exilio.; la de los apartados anteriores, 
b) y c), constituirán prueba del exilio si se presentan en unión de cualquiera 
de los siguientes documentos: 1. Pasaporte o título de viaje con sello de 
entrada en el país de acogida. 2. Certificación del Registro de Matrícula 
del Consulado español. 3. Certificaciones del Registro Civil Consular que 
acrediten la residencia en el país de acogida, tales como inscripción de 
matrimonio, inscripciones de nacimiento de hijos, inscripciones de 
defunción, entre otras. 4. Certificación del Registro Civil local del país de 
acogida que acredite haber adquirido la nacionalidad de dicho país. 5. 
Documentación de la época del país de acogida en la que conste el año 
de la llegada a dicho país o la llegada al mismo por cualquier medio de 
transporte.; d) A los efectos del ejercicio de los derechos de opción 
reconocidos en la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, se 
presumirá la condición de exiliado respecto de todos los españoles que 
salieron de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 
1955. La salida del territorio español podrá acreditarse mediante 
cualquiera de los documentos enumerados en el párrafo anterior”.

VII.- En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución 
de este recurso - cfr. Arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento -, aunque se entienda acreditada la condición del solicitante 
de nieto de español y que, el abuelo, hubiera podido perder su nacionalidad 
española por haber adquirido la nacionalidad cubana en el año 1937, con 
anterioridad al nacimiento de la hija en 1940, madre del solicitante, sin 
embargo no resulta acreditada la condición de exiliado del abuelo con 
anterioridad a la perdida de la nacionalidad española, dado que ni se han 
presentado los documentos acreditativos de dicha condición, conforme a 
lo anteriormente reseñado, ni la misma puede presumirse por no haber 
resultado acreditada la salida de España - y no únicamente la residencia 
fuera de España- entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 
1955. Es más, en la mencionada certificación de ciudadanía consta que el 
abuelo “reside en Cuba desde el día cuatro de octubre de mil novecientos 
veinte y cuatro, habiendo llegado en el vapor Cristóbal Colón…” Por todo 
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ello no pueden entenderse cumplidos, en su totalidad, los requisitos que 
la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 establece para el 
ejercicio de derecho de opción.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Don O. y confirma el auto apelado, dictado conforme a la 
Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, por 
la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a favor 
de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra Civil y la 
Dictadura.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba)

Resolución de 31 de Julio de 2014 (161ª)
III.1.3.2  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado segundo de la Disposición adicional séptima los que no acrediten 
ser nietos de abuelos de nacionalidad española que perdieran o tuvieran 
que renunciar a su nacionalidad española como consecuencia del exilio.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por la interesada contra el acuerdo del Encargado del 
Registro Civil Consular en Buenos Aires (Argentina).

HECHOS

1.- Doña P. presenta escrito en el Consulado de España en B. A. a fin de 
optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 Disposición 
adicional séptima y, adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como 
documentación: certificado local literal de nacimiento propio, así como 
certificados de nacimiento de su padre, en el que consta que optó a la 
nacionalidad española en base al artículo 20.1.b del Código Civil cuando 
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la recurrente ya era mayor de edad, y de sus abuelos paternos, expedidos 
por el Registro Civil español.

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante acuerdo de fecha 3 
de noviembre de 2011 deniega lo solicitado por la interesada según lo 
establecido en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de 
Justicia.

3.- Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra el acuerdo denegatorio de su 
solicitud antes citado.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la 
Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil, 
los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010,24 de marzo de 2010,28 de abril de 2010 (5ª), 15 
de noviembre de 2010,1 de diciembre de 2010,7 de marzo de 2011 (4ª), 9 
de marzo de 2011, 3 de octubre de 2011 (17ª),25 de octubre de 2011 
(3ª),2 de diciembre de 2011.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como española de origen a la nacida en Argentina en 1981, en 
virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado segundo de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
conforme a la cual podrán optar a la nacionalidad española de origen “los 
nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad 
española como consecuencia del exilio”. 

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada 
el 8 de julio de 2011 en el modelo normalizado del Anexo II de la Instrucción 

http://


M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

734Boletín del Ministerio de Justicia

Nacionalidad

de 5 de octubre de 2009 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. 
Por el Encargado del Registro Civil se dictó acuerdo el 3 de noviembre de 
2011, denegando lo solicitado. 

III.- El acuerdo apelado basa, en esencia, su denegación en que la 
solicitante no puede ejercer la opción del apartado segundo de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que no ha 
acreditado que sus abuelos hubieran perdido o tuviera que renunciar a la 
nacionalidad española como consecuencia de su exilio, posición que el 
Ministerio Fiscal comparte en su informe.

IV.- El apartado segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la 
nacionalidad española a aquellas personas que sean nietos de quienes 
perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio. A fin de facilitar la acreditación de estos extremos, 
la regla V de la Instrucción de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas de procedimiento 
para el ejercicio de este derecho, establece la documentación que ha de 
aportar en este caso el interesado acompañando a su solicitud : “2.1 
Certificación literal de su nacimiento ; y 2.3 a) Certificación literal de 
nacimiento del padre o madre -el que corresponda a la línea del abuelo o 
abuela españoles- del solicitante; b) Certificado literal de nacimiento del 
abuelo o abuela español/a del solicitante; c) La documentación a que se 
refiere el apartado 3 –de dicho regla V- sobre la condición de exiliado del 
abuelo o abuela”.

En el expediente que motiva este recurso y a los efectos de acreditar la 
condición de nieta de abuelos españoles se han aportado las 
correspondientes certificaciones de nacimiento del registro civil extranjero 
de la solicitante, así como las expedidas por el Registro Civil español a 
nombre de su padre y de sus abuelos, constando en estas últimas que 
eran nacidos en España en 1902 y 1908, respectivamente, de padres 
españoles. Así mismo, consta en el expediente certificado expedido por el 
Registro General de Cartas de Ciudadanía en el que consta que el abuelo 
de la interesada adquirió la ciudadanía argentina el 2 de febrero de 1930, 
razón por la que no pudo transmitir la nacionalidad española a su hijo, 
nacido en 1946. Este último ha optado a la ciudadanía española no de 
origen, el 3 de noviembre de 2008, fecha en la que la interesada ya era 
mayor de edad, circunstancia que le impide su acceso a la nacionalidad 
española por transmisión directa de su padre. Por otra parte, la abuela 
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pierde la nacionalidad española al contraer matrimonio el 2 de marzo de 
1935 con ciudadano argentino, conforme a lo establecido en el artículo 22 
del Código Civil de 1989, vigente en la época. Así pues, dando por buena 
la condición de nieta de españoles de la recurrente, corresponde analizar, 
así mismo, si concurren en este caso los dos requisitos a los que el 
apartado 2 de la Disposición Adicional 7 de la Ley 52/2007 condiciona el 
ejercicio del derecho de opción por parte de aquellos: que los abuelos 
hubieran perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad española y que 
ello hubiere tenido lugar como consecuencia del exilio.

V.- Respecto al primero de dichos requisitos, es decir, que los abuelos de 
la solicitante hubieren perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad 
española ha de tenerse en cuenta que el mismo se cumpliría no solo 
cuando los abuelos hubiesen adquirido voluntariamente otra nacionalidad 
que correlativamente hubiese motivado la pérdida de su nacionalidad 
española sino también cuando dicha perdida derivase del asentimiento 
voluntario a la nacionalidad extranjera o la utilización exclusiva de otra 
nacionalidad. Pero en todo caso, se haya producido la pérdida o renuncia 
a la nacionalidad española por parte de los abuelos por cualquiera de 
aquellas circunstancias será necesario acreditar que la misma se ha 
producido como consecuencia del exilio al que se refiere el citado apartado 
segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/ 2007 .

VI.- A fin de acreditar la condición de exiliado de los abuelos, el 
anteriormente referido apartado 3 de la Regla V establece como medios 
de prueba: “a) Documentación que acredite haber sido beneficiario de las 
pensiones otorgadas por la Administración española a los exiliados.; b) 
Documentación de la Oficina Internacional de Refugiados de Naciones 
Unidas y de las Oficinas de Refugiados de los Estados de acogida que 
asistieron a los refugiados españoles y a sus familias; c) Certificaciones o 
informes expedidos por partidos políticos, sindicatos o cualesquiera otras 
entidades o instituciones, públicas o privadas, debidamente reconocidas 
por las autoridades españolas o del Estado de acogida de los exiliados, 
que estén relacionadas con el exilio, bien por haber padecido exilio sus 
integrantes, o por haber destacado en la defensa y protección de los 
exiliados españoles, o por trabajar actualmente en la reparación moral y la 
recuperación de la memoria personal y familiar de las víctimas de la 
Guerra Civil y la Dictadura. La documentación numerada en el apartado a) 
prueba directamente y por sí sola el exilio.; la de los apartados anteriores, 
b) y c), constituirán prueba del exilio si se presentan en unión de cualquiera 
de los siguientes documentos: 1. Pasaporte o título de viaje con sello de 
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entrada en el país de acogida. 2. Certificación del Registro de Matrícula 
del Consulado español. 3. Certificaciones del Registro Civil Consular que 
acrediten la residencia en el país de acogida, tales como inscripción de 
matrimonio, inscripciones de nacimiento de hijos, inscripciones de 
defunción, entre otras. 4. Certificación del Registro Civil local del país de 
acogida que acredite haber adquirido la nacionalidad de dicho país. 5. 
Documentación de la época del país de acogida en la que conste el año 
de la llegada a dicho país o la llegada al mismo por cualquier medio de 
transporte.; d) A los efectos del ejercicio de los derechos de opción 
reconocidos en la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, se 
presumirá la condición de exiliado respecto de todos los españoles que 
salieron de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 
1955. La salida del territorio español podrá acreditarse mediante 
cualquiera de los documentos enumerados en el párrafo anterior”.

VII.- En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución 
de este recurso - cfr. Arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento -, aunque se entienda acreditada la condición de la solicitante 
de nieta de españoles y que, el abuelo, hubiera podido perder su 
nacionalidad española en 1930, por naturalización, y la abuela en 1935 
por matrimonio, con anterioridad al nacimiento del hijo, padre de la 
interesada ocurrido en el año 1946, sin embargo no resulta acreditada la 
condición de exiliados de los abuelos con anterioridad a la perdida de la 
nacionalidad española, dado que ni se han presentado los documentos 
acreditativos de dicha condición, conforme a lo reseñado en el párrafo 
anterior, ni la misma puede presumirse por no haber resultado acreditada 
la salida de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 
1955, y no solo la residencia fuera de la misma. Es más, constan en el 
expediente los pasaportes de los abuelos que reflejan su salida de España 
el año 1927, el abuelo y 1926 la abuela, por todo ello no pueden entenderse 
cumplidos, en su totalidad, los requisitos que la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 establece para el ejercicio de derecho de 
opción.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Doña P. y confirma el acuerdo apelado, dictado conforme 
a la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a 
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favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra 
Civil y la Dictadura.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Consular en Buenos Aires.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (162ª)
III.1.3.2  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado segundo de la Disposición adicional séptima los que no acrediten 
ser nietos de abuelos de nacionalidad española que perdieran o tuvieran 
que renunciar a su nacionalidad española como consecuencia del exilio.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por la interesada contra el acuerdo del Encargado del 
Registro Civil Consular en Buenos Aires (Argentina).

HECHOS

1.- Doña D. presenta escrito en el Consulado de España en B. a fin de 
optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 Disposición 
adicional séptima y, adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como 
documentación: certificado local literal de nacimiento propio, así como 
certificados de nacimiento de su padre, en el que consta que optó a la 
nacionalidad española en base al artículo 20.1.b del Código Civil cuando 
la recurrente ya era mayor de edad, y de sus abuelos paternos, expedidos 
por el Registro Civil español.

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante acuerdo de fecha 3 
de noviembre de 2011 deniega lo solicitado por la interesada según lo 
establecido en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de 
Justicia.
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3.- Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra el acuerdo denegatorio de su 
solicitud antes citado.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la 
Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil, 
los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010,24 de marzo de 2010,28 de abril de 2010 (5ª), 15 
de noviembre de 2010,1 de diciembre de 2010,7 de marzo de 2011 (4ª), 9 
de marzo de 2011, 3 de octubre de 2011 (17ª),25 de octubre de 2011 
(3ª),2 de diciembre de 2011.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como española de origen a la nacida en Argentina en 1974, en 
virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado segundo de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
conforme a la cual podrán optar a la nacionalidad española de origen “los 
nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad 
española como consecuencia del exilio”. 

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada 
el 8 de julio de 2011 en el modelo normalizado del Anexo II de la Instrucción 
de 5 de octubre de 2009 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. 
Por el Encargado del Registro Civil se dictó acuerdo el 3 de noviembre de 
2011, denegando lo solicitado. 

III.- El acuerdo apelado basa, en esencia, su denegación en que la 
solicitante no puede ejercer la opción del apartado segundo de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que no ha 
acreditado que sus abuelos hubieran perdido o tuviera que renunciar a la 
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nacionalidad española como consecuencia de su exilio, posición que el 
Ministerio Fiscal comparte en su informe.

IV.- El apartado segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la 
nacionalidad española a aquellas personas que sean nietos de quienes 
perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio. A fin de facilitar la acreditación de estos extremos, 
la regla V de la Instrucción de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas de procedimiento 
para el ejercicio de este derecho, establece la documentación que ha de 
aportar en este caso el interesado acompañando a su solicitud : “2.1 
Certificación literal de su nacimiento ; y 2.3 a) Certificación literal de 
nacimiento del padre o madre -el que corresponda a la línea del abuelo o 
abuela españoles- del solicitante; b) Certificado literal de nacimiento del 
abuelo o abuela español/a del solicitante; c) La documentación a que se 
refiere el apartado 3 –de dicho regla V- sobre la condición de exiliado del 
abuelo o abuela”.

En el expediente que motiva este recurso y a los efectos de acreditar la 
condición de nieta de abuelos españoles se han aportado las 
correspondientes certificaciones de nacimiento del registro civil extranjero 
de la solicitante, así como las expedidas por el Registro Civil español a 
nombre de su padre y de sus abuelos, constando en estas últimas que 
eran nacidos en España en 1902 y 1908, respectivamente, de padres 
españoles. Así mismo, consta en el expediente certificado expedido por el 
Registro General de Cartas de Ciudadanía en el que consta que el abuelo 
de la interesada adquirió la ciudadanía argentina el 2 de febrero de 1930, 
razón por la que no pudo transmitir la nacionalidad española a su hijo, 
nacido en 1946. Este último ha optado a la ciudadanía española no de 
origen, el 3 de noviembre de 2008, fecha en la que la interesada ya era 
mayor de edad, circunstancia que le impide su acceso a la nacionalidad 
española por transmisión directa de su padre. Por otra parte, la abuela 
pierde la nacionalidad española al contraer matrimonio el 2 de marzo de 
1935 con ciudadano argentino, conforme a lo establecido en el artículo 22 
del Código Civil de 1989, vigente en la época. Así pues, dando por buena 
la condición de nieta de español de la recurrente, corresponde analizar, 
así mismo, si concurren en este caso los dos requisitos a los que el 
apartado 2 de la Disposición Adicional 7 de la Ley 52/2007 condiciona el 
ejercicio del derecho de opción por parte de aquellos: que los abuelos 
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hubieran perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad española y que 
ello hubiere tenido lugar como consecuencia del exilio.

V.- Respecto al primero de dichos requisitos, es decir, que los abuelos de 
la solicitante hubieren perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad 
española ha de tenerse en cuenta que el mismo se cumpliría no solo 
cuando los abuelos hubiesen adquirido voluntariamente otra nacionalidad 
que correlativamente hubiese motivado la pérdida de su nacionalidad 
española sino también cuando dicha perdida derivase del asentimiento 
voluntario a la nacionalidad extranjera o la utilización exclusiva de otra 
nacionalidad. Pero en todo caso, se haya producido la pérdida o renuncia 
a la nacionalidad española por parte de los abuelos por cualquiera de 
aquellas circunstancias será necesario acreditar que la misma se ha 
producido como consecuencia del exilio al que se refiere el citado apartado 
segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/ 2007 .

VI.- A fin de acreditar la condición de exiliado de los abuelos, el 
anteriormente referido apartado 3 de la Regla V establece como medios 
de prueba: “a) Documentación que acredite haber sido beneficiario de las 
pensiones otorgadas por la Administración española a los exiliados.; b) 
Documentación de la Oficina Internacional de Refugiados de Naciones 
Unidas y de las Oficinas de Refugiados de los Estados de acogida que 
asistieron a los refugiados españoles y a sus familias; c) Certificaciones o 
informes expedidos por partidos políticos, sindicatos o cualesquiera otras 
entidades o instituciones, públicas o privadas, debidamente reconocidas 
por las autoridades españolas o del Estado de acogida de los exiliados, 
que estén relacionadas con el exilio, bien por haber padecido exilio sus 
integrantes, o por haber destacado en la defensa y protección de los 
exiliados españoles, o por trabajar actualmente en la reparación moral y la 
recuperación de la memoria personal y familiar de las víctimas de la 
Guerra Civil y la Dictadura. La documentación numerada en el apartado a) 
prueba directamente y por sí sola el exilio.; la de los apartados anteriores, 
b) y c), constituirán prueba del exilio si se presentan en unión de cualquiera 
de los siguientes documentos: 1. Pasaporte o título de viaje con sello de 
entrada en el país de acogida. 2. Certificación del Registro de Matrícula 
del Consulado español. 3. Certificaciones del Registro Civil Consular que 
acrediten la residencia en el país de acogida, tales como inscripción de 
matrimonio, inscripciones de nacimiento de hijos, inscripciones de 
defunción, entre otras. 4. Certificación del Registro Civil local del país de 
acogida que acredite haber adquirido la nacionalidad de dicho país. 5. 
Documentación de la época del país de acogida en la que conste el año 
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de la llegada a dicho país o la llegada al mismo por cualquier medio de 
transporte.; d) A los efectos del ejercicio de los derechos de opción 
reconocidos en la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, se 
presumirá la condición de exiliado respecto de todos los españoles que 
salieron de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 
1955. La salida del territorio español podrá acreditarse mediante 
cualquiera de los documentos enumerados en el párrafo anterior”.

VII.- En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución 
de este recurso - cfr. Arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento -, aunque se entienda acreditada la condición de la solicitante 
de nieta de españoles y que, el abuelo, hubiera podido perder su 
nacionalidad española en 1930, por naturalización, y la abuela en 1935 
por matrimonio, con anterioridad al nacimiento del hijo, padre de la 
interesada ocurrido en el año 1946, sin embargo no resulta acreditada la 
condición de exiliados de los abuelos con anterioridad a la perdida de la 
nacionalidad española, dado que ni se han presentado los documentos 
acreditativos de dicha condición, conforme a lo reseñado en el párrafo 
anterior, ni la misma puede presumirse por no haber resultado acreditada 
la salida de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 
1955, y no solo la residencia fuera de la misma. Es más, constan en el 
expediente los pasaportes de los abuelos que reflejan su salida de España 
el año 1927, el abuelo y 1926 la abuela, por todo ello no pueden entenderse 
cumplidos, en su totalidad, los requisitos que la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 establece para el ejercicio de derecho de 
opción.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Doña D. y confirma el acuerdo apelado, dictado conforme 
a la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a 
favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra 
Civil y la Dictadura.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Consular en Buenos Aires.
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (163ª)
III.1.3.2  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado segundo de la Disposición adicional séptima los que alegan ser 
hijos de padre o madre originariamente españoles por resultar el 
reconocimiento por ellos efectuado de complacencia al haber datos 
suficientes para deducir que dicho reconocimiento no se ajusta a la realidad.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por la interesada contra el acuerdo del Encargado del 
Registro Civil Consular en Bogotá (Colombia).

HECHOS

1.- Doña C-B. presenta escrito en el Consulado de España en Bogotá a fin 
de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 Disposición 
adicional séptima y adjuntando especialmente en apoyo de su solicitud 
como documentación certificado literal local de nacimiento propio y de su 
madre así como el de su abuelo expedido por el Registro Civil español.

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante acuerdo de fecha 8 
de noviembre de 2011 deniega lo solicitado por la interesada según lo 
establecido en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de 
Justicia.

3.- Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra el acuerdo denegatorio de su 
solicitud antes citado.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 
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18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de 
diciembre; la Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de 
noviembre; la Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de 
Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de 
la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del 
Registro Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, 
entre otras de 23 de marzo de 2010 (4ª), 23 de marzo de 2010 (5ª), 23 de 
marzo 2010 (6ª), 24 de marzo de 2010 (5ª), 28 de abril de 2010 (5ª), 6 de 
octubre de 2010 (10ª), 15 de noviembre de 2010 (5ª), 1 de diciembre de 
2010 (4ª), 7 de marzo de 2011 (4ª), 9 de marzo de 2011(3ª), 3 de octubre 
de 2011 (17ª), 25 de octubre de 2011 (3ª), 2 de diciembre de 2011 (4ª), 10 
de febrero 2012 (42ª), 17 de febrero 2012 (30ª), 22 de febrero 2012 (53ª), 
6 de julio 2012 (5º), 6 de julio 2012 (16ª), 14 de septiembre de 2012 (32ª) 
y 30 de enero 2013 (28ª).

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como española de origen a la nacida en Colombia el 24 de 
febrero de 1966, en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado 
2 de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, conforme a la cual “podrán optar a la nacionalidad española de 
origen “los nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la 
nacionalidad española como consecuencia del exilio”. 

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada 
el 27 de octubre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo II de la 
Instrucción de 4 de noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su 
directriz segunda. El Encargado del Registro Consular dictó acuerdo el 8 
de noviembre de 2011 denegando la solicitud por estimar que no 
concurrían los requisitos exigidos por la legislación española, no en cuanto 
a la condición de español y exiliado del presunto abuelo, si no por las 
dudas que surgen en el expediente en relación con la filiación de la madre 
de la interesada respecto del abuelo. Este acuerdo constituye el objeto del 
presente recurso.

III.- En concreto, examinada la documentación aportada se observa que 
la madre de la recurrente nació el 9 de febrero de 1947 y fue reconocida, 
en escritura, el 21 de marzo de 1957 por el supuesto padre, siendo inscrita 
por su madre el 10 de noviembre de 1971 cuando ya era mayor de edad. 
Es decir que el supuesto padre la reconoció cuando tenía 10 años, y su 
madre la inscribió cuando ya había cumplido 24 años y el supuesto padre 
había fallecido dos años antes. Así mismo, se observa que el certificado 
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de inscripción de nombres y apellidos aportado, no tiene cumplimentada 
la diligencia de reconocimiento, toda vez que exige la firma del padre que 
hace el reconocimiento y, en este caso era imposible cumplimentar el 
trámite ya que el supuesto padre, como se ha expresado, había fallecido 
dos años antes. La resolución de 8 de septiembre de 1992 de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado establece “…en materia de 
filiación habrá de ser rechazada la inscripción del reconocimiento cuando 
el título formal acompañado y, en su caso, de las diligencias comprobatorias 
oportunas (art. 28 LRC) se desprenda que el autor del reconocimiento no 
es el padre biológico del reconocido”. Así mismo, la Resolución de 28 de 
diciembre de 2002, establece que “los reconocimientos no serían 
inscribibles si hay datos objetivos que permitan estimar los mismos como 
reconocimientos de complacencia que no se ajustan a la realidad, a la 
vista de que el principio de veracidad biológica es el inspirador de la 
regulación del Código Civil en materia de filiación”

IV.- Sin prejuzgar el contenido del Derecho colombiano sobre las formas o 
títulos de determinación de la filiación, lo cierto es que la opción a la 
nacionalidad española que la interesada pretende ejercitar y la 
consiguiente inscripción de nacimiento en el Registro Civil español están 
condicionadas a la prueba del vínculo de filiación que resulta de la 
certificación de nacimiento en el Registro local colombiano, la cual, en 
cuanto a su eficacia registral en España está condicionada al principio de 
equivalencia de garantías de su autenticidad y veracidad conforme a lo 
que establecen los artículos 23 LRC y 85 RRC, lo que exige valorar dicha 
certificación en virtud del canon normativo que resulta del derecho 
español. Resulta por ello pertinente y necesario que nos refiramos al 
contenido de este último.

V.- El reconocimiento ante el Encargado del Registro Civil puede llevarse 
a cabo en el momento mismo de la inscripción del nacimiento dentro del 
plazo previsto por los artículos 42 de la Ley del Registro Civil y 166 de su 
Reglamento, pero también puede tener lugar “mediante declaración del 
padre o de la madre, en cualquier tiempo, ante el Encargado del Registro 
Civil” (cfr. art. 49 LRC). 

Ahora bien, como puso de manifiesto la Resolución de este Centro 
Directivo, de 8 de septiembre de 1992, no basta la declaración voluntaria 
y solemne por sí sola para provocar la inscripción, sino que, por el 
contrario, la inscripción del reconocimiento de paternidad deberá ser 
denegada cuando este reconocimiento resulte ambiguo o cuando por 
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cualquier otro motivo puede deducirse fundadamente (cfr. art. 28 LRC) 
que el autor del reconocimiento no es el padre biológico del menor.

Hay que insistir en la idea de que la regulación de la filiación en el Código 
Civil español se inspira en el principio de la veracidad biológica (principio 
reforzado por las Sentencias del Tribunal Constitucional 138/2005, de 26 
de mayo y por la más reciente de 27 de octubre de 2005 que declaran la 
inconstitucionalidad de los artículos 136.1 y 133.1 del CC., 
respectivamente), de modo que un reconocimiento de complacencia de la 
paternidad no matrimonial es nulo de pleno derecho y no podrá ser inscrito 
cuando haya en las actuaciones datos significativos y concluyentes de los 
que se deduzca que tal reconocimiento no se ajusta a la realidad.

A este respecto se ha de recordar que la Instrucción de 20 de marzo de 
2006 de esta Dirección General de los Registros y del Notariado sobre 
prevención del fraude documental en materia de estado civil acordó hacer 
público el texto de la Recomendación nº9 de la Comisión Internacional del 
Estado Civil relativa a la lucha contra el fraude documental en materia de 
estado civil y su memoria explicativa adoptadas en Estrasburgo por la 
Asamblea General el 17 de marzo de 2005 y comunicar a todos los 
Encargados de los Registros Civiles españoles, Municipales, Consulares 
y Central, que los criterios y orientaciones prácticas que en orden a la 
prevención del fraude documental en materia de estado civil se contienen 
en la citada Recomendación de la Comisión Internacional del Estado Civil 
deberán ser valorados y, en su caso, invocados conforme a lo dispuesto 
en los artículos 23 y 27 de la Ley del Registro Civil y 85 de su Reglamento, 
en la calificación de las certificaciones de las actas de los Registros Civiles 
extranjeros que se presenten en un Registro Civil español bien como título 
directamente inscribible, bien como documento complementario en 
cualquier tipo de expediente o actuación registral, que por identidad de 
causa y razón deben ser aplicados analógicamente al caso ahora 
examinado, y entre cuyas recomendaciones se incluye la de que “Cuando 
existan indicios que hagan dudar de la exactitud de los datos que figuran 
en el documento presentado o de la autenticidad de las firmas, el sello o 
el documento en sí mismo, la autoridad competente en el asunto realizará 
todas las comprobaciones necesarias, en particular con el interesado” y la 
de que “Cuando de los elementos verificados se desprenda el carácter 
fraudulento del documento presentado, la autoridad competente se negará 
a otorgarle efecto alguno”, dudas que en el presente caso vienen avaladas 
por los hecho expuestos en el apartado III de esta resolución.
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Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Doña C. y confirma el acuerdo apelado, dictado conforme 
a la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a 
favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra 
Civil y la Dictadura.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Consular en Bogotá (Colombia).

Resolución de 31 de Julio de 2014 (164ª)
III.1.3.2  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado segundo de la Disposición adicional séptima los que alegan ser 
hijos de padre o madre originariamente españoles por resultar el 
reconocimiento por ellos efectuado de complacencia al haber datos 
suficientes para deducir que dicho reconocimiento no se ajusta a la 
realidad.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por la interesada contra el acuerdo del Encargado del 
Registro Civil Consular en Bogotá (Colombia).

HECHOS

1.- Doña A-M. presenta escrito en el Consulado de España en Bogotá a fin 
de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 Disposición 
adicional séptima y adjuntando especialmente en apoyo de su solicitud 
como documentación certificado literal local de nacimiento propio y de su 
madre así como el de su abuelo expedido por el Registro Civil español.

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante acuerdo de fecha 6 
de octubre de 2011 deniega lo solicitado por la interesada según lo 
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establecido en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de 
Justicia.

3.- Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra el acuerdo denegatorio de su 
solicitud antes citado.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 
18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de 
diciembre; la Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de 
noviembre; la Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de 
Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de 
la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del 
Registro Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, 
entre otras de 23 de marzo de 2010 (4ª), 23 de marzo de 2010 (5ª), 23 de 
marzo 2010 (6ª), 24 de marzo de 2010 (5ª), 28 de abril de 2010 (5ª), 6 de 
octubre de 2010 (10ª), 15 de noviembre de 2010 (5ª), 1 de diciembre de 
2010 (4ª), 7 de marzo de 2011 (4ª), 9 de marzo de 2011(3ª), 3 de octubre 
de 2011 (17ª), 25 de octubre de 2011 (3ª), 2 de diciembre de 2011 (4ª), 10 
de febrero 2012 (42ª), 17 de febrero 2012 (30ª), 22 de febrero 2012 (53ª), 
6 de julio 2012 (5º), 6 de julio 2012 (16ª), 14 de septiembre de 2012 (32ª) 
y 30 de enero 2013 (28ª).

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como española de origen a la nacida en Colombia el 24 de abril 
de 1971, en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado 2 de 
la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
conforme a la cual “podrán optar a la nacionalidad española de origen “los 
nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad 
española como consecuencia del exilio”. 

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada 
el 29 de septiembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo II de la 
Instrucción de 4 de noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su 
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directriz segunda. El Encargado del Registro Consular dictó acuerdo el 6 
de octubre de 2011 denegando la solicitud por estimar que no concurrían 
los requisitos exigidos por la legislación española, no en cuanto a la 
condición de español y exiliado del presunto abuelo, si no por las dudas 
que surgen en el expediente en relación con la filiación de la madre de la 
interesada respecto del abuelo. Este acuerdo constituye el objeto del 
presente recurso.

III.- En concreto, examinada la documentación aportada se observa que 
la madre de la recurrente nació el 9 de febrero de 1947 y fue reconocida, 
en escritura, el 21 de marzo de 1957 por el supuesto padre, siendo inscrita 
por su madre el 10 de noviembre de 1971 cuando ya era mayor de edad. 
Es decir que el supuesto padre la reconoció cuando tenía 10 años, y su 
madre la inscribió cuando ya había cumplido 24 años y el supuesto padre 
había fallecido dos años antes. Así mismo, se observa que el certificado 
de inscripción de nombres y apellidos aportado, no tiene cumplimentada 
la diligencia de reconocimiento, toda vez que exige la firma del padre que 
hace el reconocimiento y, en este caso era imposible cumplimentar el 
trámite ya que el supuesto padre, como se ha expresado, había fallecido 
dos años antes.

La resolución de 8 de septiembre de 1992 de la Dirección General de los 
Registros y del Notariado establece “…en materia de filiación habrá de ser 
rechazada la inscripción del reconocimiento cuando el título formal 
acompañado y, en su caso, de las diligencias comprobatorias oportunas 
(art. 28 LRC) se desprenda que el autor del reconocimiento no es el padre 
biológico del reconocido”. Así mismo, la Resolución de 28 de diciembre de 
2002, establece que “los reconocimientos no serían inscribibles si hay 
datos objetivos que permitan estimar los mismos como reconocimientos 
de complacencia que no se ajustan a la realidad, a la vista de que el 
principio de veracidad biológica es el inspirador de la regulación del 
Código Civil en materia de filiación”

IV.- Sin prejuzgar el contenido del Derecho colombiano sobre las formas o 
títulos de determinación de la filiación, lo cierto es que la opción a la 
nacionalidad española que la interesada pretende ejercitar y la 
consiguiente inscripción de nacimiento en el Registro Civil español están 
condicionadas a la prueba del vínculo de filiación que resulta de la 
certificación de nacimiento en el Registro local colombiano, la cual, en 
cuanto a su eficacia registral en España está condicionada al principio de 
equivalencia de garantías de su autenticidad y veracidad conforme a lo 
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que establecen los artículos 23 LRC y 85 RRC, lo que exige valorar dicha 
certificación en virtud del canon normativo que resulta del derecho 
español. Resulta por ello pertinente y necesario que nos refiramos al 
contenido de este último.

V.- El reconocimiento ante el Encargado del Registro Civil puede llevarse 
a cabo en el momento mismo de la inscripción del nacimiento dentro del 
plazo previsto por los artículos 42 de la Ley del Registro Civil y 166 de su 
Reglamento, pero también puede tener lugar “mediante declaración del 
padre o de la madre, en cualquier tiempo, ante el Encargado del Registro 
Civil” (cfr. art. 49 LRC). Ahora bien, como puso de manifiesto la Resolución 
de este Centro Directivo, de 8 de septiembre de 1992, no basta la 
declaración voluntaria y solemne por sí sola para provocar la inscripción, 
sino que, por el contrario, la inscripción del reconocimiento de paternidad 
deberá ser denegada cuando este reconocimiento resulte ambiguo o 
cuando por cualquier otro motivo puede deducirse fundadamente (cfr. art. 
28 LRC) que el autor del reconocimiento no es el padre biológico del 
menor. 

Hay que insistir en la idea de que la regulación de la filiación en el Código 
Civil español se inspira en el principio de la veracidad biológica (principio 
reforzado por las Sentencias del Tribunal Constitucional 138/2005, de 26 
de mayo y por la más reciente de 27 de octubre de 2005 que declaran la 
inconstitucionalidad de los artículos 136.1 y 133.1 del CC., 
respectivamente), de modo que un reconocimiento de complacencia de la 
paternidad no matrimonial es nulo de pleno derecho y no podrá ser inscrito 
cuando haya en las actuaciones datos significativos y concluyentes de los 
que se deduzca que tal reconocimiento no se ajusta a la realidad.

A este respecto se ha de recordar que la Instrucción de 20 de marzo de 
2006 de esta Dirección General de los Registros y del Notariado sobre 
prevención del fraude documental en materia de estado civil acordó hacer 
público el texto de la Recomendación nº9 de la Comisión Internacional del 
Estado Civil relativa a la lucha contra el fraude documental en materia de 
estado civil y su memoria explicativa adoptadas en Estrasburgo por la 
Asamblea General el 17 de marzo de 2005 y comunicar a todos los 
Encargados de los Registros Civiles españoles, Municipales, Consulares 
y Central, que los criterios y orientaciones prácticas que en orden a la 
prevención del fraude documental en materia de estado civil se contienen 
en la citada Recomendación de la Comisión Internacional del Estado Civil 
deberán ser valorados y, en su caso, invocados conforme a lo dispuesto 
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en los artículos 23 y 27 de la Ley del Registro Civil y 85 de su Reglamento, 
en la calificación de las certificaciones de las actas de los Registros Civiles 
extranjeros que se presenten en un Registro Civil español bien como título 
directamente inscribible, bien como documento complementario en 
cualquier tipo de expediente o actuación registral, que por identidad de 
causa y razón deben ser aplicados analógicamente al caso ahora 
examinado, y entre cuyas recomendaciones se incluye la de que “Cuando 
existan indicios que hagan dudar de la exactitud de los datos que figuran 
en el documento presentado o de la autenticidad de las firmas, el sello o 
el documento en sí mismo, la autoridad competente en el asunto realizará 
todas las comprobaciones necesarias, en particular con el interesado” y la 
de que “Cuando de los elementos verificados se desprenda el carácter 
fraudulento del documento presentado, la autoridad competente se negará 
a otorgarle efecto alguno”, dudas que en el presente caso vienen avaladas 
por los hecho expuestos en el apartado III de esta resolución.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Doña A-M. y confirma el acuerdo apelado, dictado 
conforme a la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen 
medidas a favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la 
Guerra Civil y la Dictadura.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Consular en Bogotá (Colombia).

Resolución de 31 de Julio de 2014 (165ª)
III.1.3.2  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado segundo de la Disposición adicional séptima los que alegan ser 
hijos de padre o madre originariamente españoles por resultar el 
reconocimiento por ellos efectuado de complacencia al haber datos 
suficientes para deducir que dicho reconocimiento no se ajusta a la 
realidad.
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En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el interesado contra el acuerdo del Encargado del 
Registro Civil Consular en Bogotá (Colombia).

HECHOS

1.- Don L-A. presenta escrito en el Consulado de España en Bogotá a fin 
de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 Disposición 
adicional séptima y adjuntando especialmente en apoyo de su solicitud 
como documentación certificado literal local de nacimiento propio y de su 
madre así como el de su abuelo expedido por el Registro Civil español.

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante acuerdo de fecha 7 de 
octubre de 2011 deniega lo solicitado por el interesado según lo establecido 
en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de Justicia.

3.- Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra el acuerdo denegatorio de su 
solicitud antes citado.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposiciones transitorias segunda y tercera de la Ley 
18/1990, de 17 de diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de 
diciembre; la Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de 
noviembre; la Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de 
Registro Civil, los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de 
la Ley del Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del 
Registro Civil; la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, 
entre otras de 23 de marzo de 2010 (4ª), 23 de marzo de 2010 (5ª), 23 de 
marzo 2010 (6ª), 24 de marzo de 2010 (5ª), 28 de abril de 2010 (5ª), 6 de 
octubre de 2010 (10ª), 15 de noviembre de 2010 (5ª), 1 de diciembre de 
2010 (4ª), 7 de marzo de 2011 (4ª), 9 de marzo de 2011(3ª), 3 de octubre 
de 2011 (17ª), 25 de octubre de 2011 (3ª), 2 de diciembre de 2011 (4ª), 10 
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de febrero 2012 (42ª), 17 de febrero 2012 (30ª), 22 de febrero 2012 (53ª), 
6 de julio 2012 (5º), 6 de julio 2012 (16ª), 14 de septiembre de 2012 (32ª) 
y 30 de enero 2013 (28ª).

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como español de origen al nacido en Colombia el 15 de enero 
de 1969, en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado 2 de 
la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
conforme a la cual “podrán optar a la nacionalidad española de origen “los 
nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad 
española como consecuencia del exilio”. 

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 
1 de septiembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo II de la 
Instrucción de 4 de noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su 
directriz segunda. El Encargado del Registro Consular dictó acuerdo el 7 de 
octubre de 2011 denegando la solicitud por estimar que no concurrían los 
requisitos exigidos por la legislación española, no en cuanto a la condición 
de español y exiliado del presunto abuelo, si no por las dudas que surgen 
en el expediente en relación con la filiación de la madre del interesado 
respecto del abuelo. Este acuerdo constituye el objeto del presente recurso.

III.- En concreto, examinada la documentación aportada se observa que la 
madre del recurrente nació el 9 de febrero de 1947 y fue reconocida, en 
escritura, el 21 de marzo de 1957 por el supuesto padre, siendo inscrita por su 
madre el 10 de noviembre de 1971 cuando ya era mayor de edad. Es decir 
que el supuesto padre la reconoció cuando tenía 10 años, y su madre la 
inscribió cuando ya había cumplido 24 años y el supuesto padre había fallecido 
dos años antes. Así mismo, se observa que el certificado de inscripción de 
nombres y apellidos aportado, no tiene cumplimentada la diligencia de 
reconocimiento, toda vez que exige la firma del padre que hace el 
reconocimiento y, en este caso era imposible cumplimentar el trámite ya que el 
supuesto padre, como se ha expresado, había fallecido dos años antes.

La resolución de 8 de septiembre de 1992 de la Dirección General de los 
Registros y del Notariado establece “…en materia de filiación habrá de ser 
rechazada la inscripción del reconocimiento cuando el título formal 
acompañado y, en su caso, de las diligencias comprobatorias oportunas 
(art. 28 LRC) se desprenda que el autor del reconocimiento no es el padre 
biológico del reconocido”. Así mismo, la Resolución de 28 de diciembre de 
2002, establece que “los reconocimientos no serían inscribibles si hay 
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datos objetivos que permitan estimar los mismos como reconocimientos 
de complacencia que no se ajustan a la realidad, a la vista de que el 
principio de veracidad biológica es el inspirador de la regulación del 
Código Civil en materia de filiación”

IV.- Sin prejuzgar el contenido del Derecho colombiano sobre las formas o 
títulos de determinación de la filiación, lo cierto es que la opción a la 
nacionalidad española que el interesado pretende ejercitar y la 
consiguiente inscripción de nacimiento en el Registro Civil español están 
condicionadas a la prueba del vínculo de filiación que resulta de la 
certificación de nacimiento en el Registro local colombiano, la cual, en 
cuanto a su eficacia registral en España está condicionada al principio de 
equivalencia de garantías de su autenticidad y veracidad conforme a lo 
que establecen los artículos 23 LRC y 85 RRC, lo que exige valorar dicha 
certificación en virtud del canon normativo que resulta del derecho 
español. Resulta por ello pertinente y necesario que nos refiramos al 
contenido de este último.

V.- El reconocimiento ante el Encargado del Registro Civil puede llevarse 
a cabo en el momento mismo de la inscripción del nacimiento dentro del 
plazo previsto por los artículos 42 de la Ley del Registro Civil y 166 de su 
Reglamento, pero también puede tener lugar “mediante declaración del 
padre o de la madre, en cualquier tiempo, ante el Encargado del Registro 
Civil” (cfr. art. 49 LRC). Ahora bien, como puso de manifiesto la Resolución 
de este Centro Directivo, de 8 de septiembre de 1992, no basta la 
declaración voluntaria y solemne por sí sola para provocar la inscripción, 
sino que, por el contrario, la inscripción del reconocimiento de paternidad 
deberá ser denegada cuando este reconocimiento resulte ambiguo o 
cuando por cualquier otro motivo puede deducirse fundadamente (cfr. art. 
28 LRC) que el autor del reconocimiento no es el padre biológico del 
menor.

Hay que insistir en la idea de que la regulación de la filiación en el Código 
Civil español se inspira en el principio de la veracidad biológica (principio 
reforzado por las Sentencias del Tribunal Constitucional 138/2005, de 26 
de mayo y por la más reciente de 27 de octubre de 2005 que declaran la 
inconstitucionalidad de los artículos 136.1 y 133.1 del CC., 
respectivamente), de modo que un reconocimiento de complacencia de la 
paternidad no matrimonial es nulo de pleno derecho y no podrá ser inscrito 
cuando haya en las actuaciones datos significativos y concluyentes de los 
que se deduzca que tal reconocimiento no se ajusta a la realidad.
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A este respecto se ha de recordar que la Instrucción de 20 de marzo de 
2006 de esta Dirección General de los Registros y del Notariado sobre 
prevención del fraude documental en materia de estado civil acordó hacer 
público el texto de la Recomendación nº9 de la Comisión Internacional del 
Estado Civil relativa a la lucha contra el fraude documental en materia de 
estado civil y su memoria explicativa adoptadas en Estrasburgo por la 
Asamblea General el 17 de marzo de 2005 y comunicar a todos los 
Encargados de los Registros Civiles españoles, Municipales, Consulares 
y Central, que los criterios y orientaciones prácticas que en orden a la 
prevención del fraude documental en materia de estado civil se contienen 
en la citada Recomendación de la Comisión Internacional del Estado Civil 
deberán ser valorados y, en su caso, invocados conforme a lo dispuesto 
en los artículos 23 y 27 de la Ley del Registro Civil y 85 de su Reglamento, 
en la calificación de las certificaciones de las actas de los Registros Civiles 
extranjeros que se presenten en un Registro Civil español bien como título 
directamente inscribible, bien como documento complementario en 
cualquier tipo de expediente o actuación registral, que por identidad de 
causa y razón deben ser aplicados analógicamente al caso ahora 
examinado, y entre cuyas recomendaciones se incluye la de que “Cuando 
existan indicios que hagan dudar de la exactitud de los datos que figuran 
en el documento presentado o de la autenticidad de las firmas, el sello o 
el documento en sí mismo, la autoridad competente en el asunto realizará 
todas las comprobaciones necesarias, en particular con el interesado” y la 
de que “Cuando de los elementos verificados se desprenda el carácter 
fraudulento del documento presentado, la autoridad competente se negará 
a otorgarle efecto alguno”, dudas que en el presente caso vienen avaladas 
por los hecho expuestos en el apartado III de esta resolución.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Don L-A. y confirma el acuerdo apelado, dictado conforme 
a la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a 
favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra 
Civil y la Dictadura.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Consular en Bogotá (Colombia).
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (166ª)
III.1.3.2  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado segundo de la Disposición adicional séptima los que no acrediten 
ser nietos de abuela de nacionalidad española que perdiera o tuviera que 
renunciar a su nacionalidad española como consecuencia del exilio.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por la interesada contra la resolución del Encargado 
del Registro Civil Consular en Montevideo (Uruguay)

HECHOS

1.- Doña C. presenta escrito en el Consulado de España en Montevideo a 
fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 
Disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su 
solicitud como documentación: certificados literal local de nacimiento 
propio, y los de su padre y abuela expedidos por el Registro Civil español.

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante resolución de fecha 
18 de mayo de 2009 deniega lo solicitado por la interesada según lo 
establecido en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de 
Justicia.

3.- Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra la resolución denegatoria de su 
solicitud antes citada.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
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Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la 
Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil, 
los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010,24 de marzo de 2010,28 de abril de 2010 (5ª), 15 
de noviembre de 2010,1 de diciembre de 2010,7 de marzo de 2011 (4ª), 9 
de marzo de 2011, 3 de octubre de 2011 (17ª),25 de octubre de 2011 
(3ª),2 de diciembre de 2011.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como española de origen a la nacida en Uruguay el 20 de marzo 
de 1954, en virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado 
segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, conforme a la cual podrán optar a la nacionalidad española de 
origen “los nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la 
nacionalidad española como consecuencia del exilio”. 

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada 
el 28 de enero de 2009 en el modelo normalizado del Anexo II de la 
Instrucción de 4 de noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su 
directriz segunda. Por el Encargado del Registro Civil se dictó resolución 
el 18 de mayo de 2009, denegando lo solicitado. 

III.- La resolución apelada basa, en esencia, su denegación en que la 
solicitante no puede ejercer la opción del apartado segundo de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que no ha 
acreditado que su abuela fuera exiliada, por lo que no pudo perder o 
renunciar a la nacionalidad española como consecuencia del exilio, 
posición que el Ministerio Fiscal comparte en su informe.

IV.- El apartado segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la 
nacionalidad española a aquellas personas que sean nietos de quienes 
perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio. A fin de facilitar la acreditación de estos extremos, 
la regla V de la Instrucción de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas de procedimiento 
para el ejercicio de este derecho, establece la documentación que ha de 
aportar en este caso el interesado acompañando a su solicitud : “…2.1 
Certificación literal de nacimiento del solicitante ; … 2.3 ... a) Certificación 
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literal de nacimiento del padre o madre -el que corresponda a la línea del 
abuelo o abuela españoles- del solicitante;… b) Certificado literal de 
nacimiento del abuelo o abuela español/a del solicitante; c) La 
documentación a que se refiere el apartado 3 –de dicha regla V- sobre la 
condición de exiliado del abuelo o abuela … ”.

En el expediente que motiva este recurso y a los efectos de acreditar la 
condición de nieta de abuela española, se han aportado las 
correspondientes certificaciones de nacimiento del Registro Civil local de 
la solicitante y las de su padre y su abuela expedidas por el Registro Civil 
español, resultando de esta última su nacimiento en España, en el año 
1882, de padres naturales de España. Dado que en el expediente no 
consta documentación alguna que acredite la pérdida de la nacionalidad 
española por parte de la abuela hasta el momento de su matrimonio con 
uruguayo en 1911, se puede afirmar que la interesada es nieta de española 
que no pudo transmitir dicha nacionalidad a sus descendientes al seguir la 
abuela la nacionalidad extranjera de su marido, en virtud de lo dispuesto 
en el artículo 22 del Código Civil de 1889 vigente en la época. Así pues, 
únicamente corresponde analizar a continuación si concurren los otros 
dos requisitos a los que el apartado 2 de la Disposición Adicional 7 de la 
Ley 52/2007 condiciona el ejercicio del derecho de opción por parte de 
aquellos: que la abuela hubiera perdido o tenido que renunciar a la 
nacionalidad española y que ello hubiere tenido lugar como consecuencia 
del exilio.

V.- Respecto al primero de dichos requisitos, es decir, que la abuela de la 
solicitante hubiere perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad 
española ha de tenerse en cuenta que si bien tal circunstancia constituye 
un elemento caracterizador del supuesto de hecho tipo o paradigmático 
(por ser el más común de los contemplados en la norma), ello no supone 
que la pérdida en sí deba ser interpretada necesariamente, a pesar del 
tenor literal de la norma, como integrante de una verdadera conditio iuris 
o requisito sustantivo de aplicación de la citada disposición adicional 
segunda . Y ello porque lo decisivo no es tanto que la abuela hubiese 
perdido o renunciado a su nacionalidad española como que ella no haya 
podido transmitir la nacionalidad española a su hijo, padre de la solicitante, 
siempre y cuando haya concurrido en todo caso la circunstancia del exilio. 

Mantener la tesis contraria y exigir en todo caso la pérdida o renuncia a la 
nacionalidad española por parte de la abuela significarla hacer de peor 
condición al descendiente de la abuela que conservó su nacionalidad 
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española, no obstante la situación de exilio, pero que no pudo transmitirla, 
respecto a los descendientes de la abuela que encontrándose en el exilio 
no la transmitió por haberla perdido o renunciado a la misma (vid. en el 
mismo sentido fundamento jurídico X de las Resoluciones de 24 de 
octubre de 2011,25 de octubre de 2011). 

Es decir el derecho de opción del apartado segundo de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007 debe reconocérsele no solo a los 
nietos de aquellas abuelas que perdieron la nacionalidad española por la 
adquisición voluntaria de otra nacionalidad , el asentimiento voluntario a la 
nacionalidad extranjera o la utilización exclusiva de otra nacionalidad , 
sino también a los que lo sean de abuelas que, como consecuencia del 
régimen legal vigente en España hasta la Ley de 2 de mayo de 1975 y por 
razón del principio jurídico de unidad familiar en materia de nacionalidad, 
perdieron su nacionalidad española como consecuencia directa de su 
matrimonio con extranjero ( lo que ocurría hasta la reforma del Código 
Civil por la Ley de 16 de julio de 1954 según la redacción originaria del 
Art.22 y después de esta reforma en virtud de lo dispuesto en el Art. 23.3 
del Código Civil según la redacción dada al mismo por la citada Ley) o aun 
conservándola,( bien por no haber contraído matrimonio con extranjero o 
habiéndolo contraído éste no hubiese implicado la pérdida de la 
nacionalidad ),por ese mismo principio jurídico de unidad familiar centrado 
en la figura del padre titular de la patria potestad (cfr. art.18 del Código 
Civil en su redacción originaria y 17 1º y 2º en su redacción Ley de 15 de 
julio de 1954) no pudieron transmitirla a sus hijos por seguir estos la 
nacionalidad del padre (lo que ocurrió en España en un principio hasta la 
entrada en vigor de la ley 52/1982 de 13 de julio en virtud de la nueva 
redacción dada al Art.17.1 del Código Civil y después por interpretación 
de la Dirección General de los Registros y del Notariado - según 
Resolución de fecha 13 de octubre de 2001- hasta la entrada en vigor de 
la Constitución ) 

Esta interpretación se ve igualmente confirmada por la disposición final 
sexta de la Ley 20/2011, de 21 de julio, de Registro Civil relativa a la 
adquisición de la nacionalidad española por los nietos de exiliados durante 
la guerra civil y la dictadura, dado que conforme a la misma “el derecho de 
opción previsto en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, por la que se reconocen y amplían derechos y se 
establecen medidas en favor de quienes padecieron persecución o 
violencia durante la guerra civil y la dictadura, podrán también ejercerlo 
los nietos de las exiliadas españolas que conservaron la nacionalidad 
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española tras haber contraído matrimonio con un extranjero con 
posterioridad al 5 de agosto de 1954, fecha de entrada en vigor de la Ley 
de 15 de julio de 1954, siempre que no transmitiesen la nacionalidad 
española a sus hijos, por seguir estos la del padre, y formalicen su 
declaración en tal sentido en el plazo de un año desde la entrada en vigor 
de la presente disposición”. De esta disposición, por tanto, se deduce que 
debe reconocérsele el derecho de opción previsto en el apartado 2 de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 tanto a los nietos de 
abuelas españolas exiliadas que perdieron la nacionalidad española por 
haber contraído matrimonio con extranjero, y no pudieron transmitir la 
nacionalidad española a sus hijos por seguir estos la del padre, como a 
los nietos de abuelas españolas exiliadas que aun conservando su 
nacionalidad y como consecuencia del principio de unidad familiar en 
materia de nacionalidad centrado en la figura del padre, no pudieron 
transmitirla a sus hijos.

 Pero en todo caso, se haya producido la pérdida o renuncia a la 
nacionalidad española por parte de la abuela o, incluso aunque ésta no 
haya tenido lugar, cuando no haya podido transmitir su nacionalidad a los 
hijos por el principio de unidad familiar, será necesario acreditar el requisito 
del exilio al que se refiere el citado apartado segundo de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007 (confirmado por la disposición final 
sexta de la Ley 20/2011, del Registro Civil).

VI.- A fin de acreditar la condición de exiliada de la abuela, el anteriormente 
referido apartado 3 de la Regla V de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 establece como medios de prueba los siguientes: “a) Documentación 
que acredite haber sido beneficiario de las pensiones otorgadas por la 
Administración española a los exiliados.; b) Documentación de la Oficina 
Internacional de Refugiados de Naciones Unidas y de las Oficinas de 
Refugiados de los Estados de acogida que asistieron a los refugiados 
españoles y a sus familias; c) Certificaciones o informes expedidos por 
partidos políticos, sindicatos o cualesquiera otras entidades o instituciones, 
públicas o privadas, debidamente reconocidas por las autoridades 
españolas o del Estado de acogida de los exiliados, que estén relacionadas 
con el exilio, bien por haber padecido exilio sus integrantes, o por haber 
destacado en la defensa y protección de los exiliados españoles, o por 
trabajar actualmente en la reparación moral y la recuperación de la 
memoria personal y familiar de las víctimas de la Guerra Civil y la 
Dictadura. La documentación numerada en el apartado a) prueba 
directamente y por sí sola el exilio.; la de los apartados anteriores, b) y c), 
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constituirán prueba del exilio si se presentan en unión de cualquiera de los 
siguientes documentos: 1. Pasaporte o título de viaje con sello de entrada 
en el país de acogida. 2. Certificación del Registro de Matrícula del 
Consulado español. 3. Certificaciones del Registro Civil Consular que 
acrediten la residencia en el país de acogida, tales como inscripción de 
matrimonio, inscripciones de nacimiento de hijos, inscripciones de 
defunción, entre otras. 4. Certificación del Registro Civil local del país de 
acogida que acredite haber adquirido la nacionalidad de dicho país. 5. 
Documentación de la época del país de acogida en la que conste el año 
de la llegada a dicho país o la llegada al mismo por cualquier medio de 
transporte.; d) A los efectos del ejercicio de los derechos de opción 
reconocidos en la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, se 
presumirá la condición de exiliado respecto de todos los españoles que 
salieron de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 
1955. La salida del territorio español podrá acreditarse mediante 
cualquiera de los documentos enumerados en el párrafo anterior”.

VII.- En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución 
de este recurso - cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento -, se entiende acreditada la condición de la solicitante de 
nieta de española, sin embargo no resulta acreditada la condición de 
exiliada de la abuela con anterioridad a la celebración del matrimonio, 
dado que ni se han presentado los documentos acreditativos de dicha 
condición conforme a lo anteriormente reseñado ni la misma puede 
presumirse por no haber resultado acreditada la salida de España - y no 
únicamente la residencia fuera de España- entre el 18 de julio de 1936 y 
el 31 de diciembre de 1955. Al no poder demostrar la condición de exiliada, 
cabe afirmar que la abuela de la recurrente perdió su nacionalidad 
española por haber contraído matrimonio con extranjero en U. con fecha 
11 de febrero de 1911, según consta en la certificación de nacimiento del 
hijo expedida por el Registro Civil español y, por tanto, con anterioridad al 
nacimiento del hijo, padre de la solicitante, ocurrido en U. el 24 de marzo 
1922, y que éste siguió la nacionalidad extranjera del padre. A mayor 
abundamiento, además de la propia declaración de la recurrente en su 
escrito de recurso, las fechas de celebración del matrimonio y nacimiento 
del hijo vendrían a confirmar que la abuela ya residía en Uruguay con 
anterioridad al año 1911.

Así pues, no pueden entenderse cumplidos, en su totalidad, los requisitos 
que el apartado 2 de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
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establece para el ejercicio del derecho de opción por parte de los nietos: 
que la abuela hubiera perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad 
española y que ello hubiere tenido lugar como consecuencia del exilio.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Doña C. y confirmar a resolución apelada dictado conforme 
a la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a 
favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra 
Civil y la Dictadura.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Consular en Montevideo 
(Uruguay).

Resolución de 31 de Julio de 2014 (167ª)
III.1.3.2  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado segundo de la Disposición adicional séptima los que no acrediten 
ser nietos de abuelos de nacionalidad española que perdieran o tuvieran 
que renunciar a su nacionalidad española como consecuencia del exilio.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por la interesada contra el auto del Encargado del 
Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

HECHOS

1.- Doña O. presenta escrito en el Consulado de España en La Habana a 
fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 
Disposición adicional séptima y, adjunta especialmente en apoyo de su 
solicitud como documentación: certificado local literal de nacimiento propio 
y los de su padre y su abuelo expedidos por el Registro Civil español.
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2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante el auto de fecha 14 
de octubre de 2009 deniega lo solicitado por la interesada según lo 
establecido en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de 
Justicia.

3.- Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra el acuerdo denegatorio de su 
solicitud antes citado.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la 
Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil, 
los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010,24 de marzo de 2010,28 de abril de 2010 (5ª), 15 
de noviembre de 2010,1 de diciembre de 2010,7 de marzo de 2011 (4ª), 9 
de marzo de 2011, 3 de octubre de 2011 (17ª),25 de octubre de 2011 
(3ª),2 de diciembre de 2011.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como española de origen a la nacida en Cuba en 1969, en virtud 
del ejercicio de la opción prevista por el apartado segundo de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual podrán optar a la nacionalidad española de origen “los nietos de 
quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española 
como consecuencia del exilio”. 

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada 
el 3 de julio de 2009 en el modelo normalizado del Anexo II de la Instrucción 
de 5 de octubre de 2009 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. 
Por el Encargado del Registro Civil se dictó auto el 14 de octubre de 2009, 
denegando lo solicitado. 
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III.- El auto apelado basa, en esencia, su denegación en que la solicitante 
no puede ejercer la opción del apartado segundo de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que no ha acreditado que su 
abuelo hubiera perdido o tuviera que renunciar a la nacionalidad española 
como consecuencia de su exilio, posición que el Ministerio Fiscal comparte 
en su informe.

IV.- El apartado segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la 
nacionalidad española a aquellas personas que sean nietos de quienes 
perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio. A fin de facilitar la acreditación de estos extremos, 
la regla V de la Instrucción de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas de procedimiento 
para el ejercicio de este derecho, establece la documentación que ha de 
aportar en este caso el interesado acompañando a su solicitud : “2.1 
Certificación literal de su nacimiento ; y 2.3 a) Certificación literal de 
nacimiento del padre o madre -el que corresponda a la línea del abuelo o 
abuela españoles- del solicitante; b) Certificado literal de nacimiento del 
abuelo o abuela español/a del solicitante; c) La documentación a que se 
refiere el apartado 3 –de dicho regla V- sobre la condición de exiliado del 
abuelo o abuela”.

En el expediente que motiva este recurso y a los efectos de acreditar la 
condición de nieta de abuelo español se han aportado las correspondientes 
certificaciones de nacimiento, del registro civil extranjero de la solicitante 
y, la de su padre y su abuelo, expedidas por el Registro Civil español, 
resultando de ésta última su nacimiento en España en 1907 de padres 
españoles, Así mismo consta en el expediente copia de la carta de 
ciudadanía cubana, expedida a nombre del abuelo, con fecha 5 de 
septiembre de 1941, fecha en la que pierde la nacionalidad española y 
razón por la que no puede transmitir dicha nacionalidad a su hijo nacido 
en 1945. No es hasta el año 1997 cuando recupera la nacionalidad 
española, fecha en la que el padre de la interesada ya era mayor de edad. 
Así pues, dando por buena la condición de nieta de español de la 
recurrente, corresponde analizar, así mismo, si concurren en este caso 
los dos requisitos a los que el apartado 2 de la Disposición Adicional 7 de 
la Ley 52/2007 condiciona el ejercicio del derecho de opción por parte de 
aquellos: que el abuelo hubiera perdido o tenido que renunciar a la 
nacionalidad española y que ello hubiere tenido lugar como consecuencia 
del exilio.
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V.- Respecto al primero de dichos requisitos, es decir, que el abuelo de la 
solicitante hubiere perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad 
española ha de tenerse en cuenta que el mismo se cumpliría no solo 
cuando el abuelo hubiese adquirido voluntariamente otra nacionalidad 
que correlativamente hubiese motivado la pérdida de su nacionalidad 
española sino también cuando dicha perdida derivase del asentimiento 
voluntario a la nacionalidad extranjera o la utilización exclusiva de otra 
nacionalidad. Pero en todo caso, se haya producido la pérdida o renuncia 
a la nacionalidad española por parte de los abuelos por cualquiera de 
aquellas circunstancias será necesario acreditar que la misma se ha 
producido como consecuencia del exilio al que se refiere el citado apartado 
segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/ 2007 .

VI.- A fin de acreditar la condición de exiliado del abuelo, el anteriormente 
referido apartado 3 de la Regla V establece como medios de prueba: “a) 
Documentación que acredite haber sido beneficiario de las pensiones 
otorgadas por la Administración española a los exiliados.; b) Documentación 
de la Oficina Internacional de Refugiados de Naciones Unidas y de las 
Oficinas de Refugiados de los Estados de acogida que asistieron a los 
refugiados españoles y a sus familias;

c) Certificaciones o informes expedidos por partidos políticos, sindicatos o 
cualesquiera otras entidades o instituciones, públicas o privadas, 
debidamente reconocidas por las autoridades españolas o del Estado de 
acogida de los exiliados, que estén relacionadas con el exilio, bien por 
haber padecido exilio sus integrantes, o por haber destacado en la defensa 
y protección de los exiliados españoles, o por trabajar actualmente en la 
reparación moral y la recuperación de la memoria personal y familiar de 
las víctimas de la Guerra Civil y la Dictadura. La documentación numerada 
en el apartado a) prueba directamente y por sí sola el exilio.; la de los 
apartados anteriores, b) y c), constituirán prueba del exilio si se presentan 
en unión de cualquiera de los siguientes documentos: 1. Pasaporte o 
título de viaje con sello de entrada en el país de acogida. 2. Certificación 
del Registro de Matrícula del Consulado español. 3. Certificaciones del 
Registro Civil Consular que acrediten la residencia en el país de acogida, 
tales como inscripción de matrimonio, inscripciones de nacimiento de 
hijos, inscripciones de defunción, entre otras. 4. Certificación del Registro 
Civil local del país de acogida que acredite haber adquirido la nacionalidad 
de dicho país. 5. Documentación de la época del país de acogida en la 
que conste el año de la llegada a dicho país o la llegada al mismo por 
cualquier medio de transporte.; d) A los efectos del ejercicio de los 
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derechos de opción reconocidos en la Disposición Adicional séptima de la 
Ley 52/2007, se presumirá la condición de exiliado respecto de todos los 
españoles que salieron de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de 
diciembre de 1955. La salida del territorio español podrá acreditarse 
mediante cualquiera de los documentos enumerados en el párrafo 
anterior”.

VII.- En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución 
de este recurso - cfr. Arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento -, aunque se entienda acreditada la condición de la solicitante 
de nieta de español y que, el abuelo, no haya podido transmitir la 
nacionalidad española a su hijo en el momento de su nacimiento en 1945, 
por haber obtenido la ciudadanía cubana el 5 de septiembre de 1941, sin 
embargo no resulta acreditada la condición de exiliado del abuelo, dado 
que ni se han presentado los documentos acreditativos de dicha condición, 
conforme a lo reseñado en el párrafo anterior, ni la misma puede 
presumirse por no haber resultado acreditada la salida de España entre el 
18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 1955, y no solo la residencia 
fuera de la misma. Es más, dado que los abuelos contrajeron matrimonio 
en Cuba en el año 1935, hay que suponer que, en esa fecha, ya estaban 
afincados en dicho país y, por todo ello, no es posible reconocer el exilio 
exigido por la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 para el 
ejercicio de derecho de opción.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Doña O. y confirma el auto apelado, dictado conforme a la 
Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, por 
la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a favor 
de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra Civil y la 
Dictadura.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (168 ª)
III.1.3.2  Opción a la nacionalidad española

Tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado segundo de la Disposición adicional séptima los que acrediten 
ser nietos de abuelos de nacionalidad española que perdieran o tuvieran 
que renunciar a su nacionalidad española como consecuencia del exilio.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el interesado contra el acuerdo de la Encargada 
del Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Don J-F. presenta escrito en el Registro Civil de Zaragoza para su 
remisión al Registro Civil Central por ser el competente, a fin de solicitar la 
nacionalidad española a través de la opción prevista en la Ley 52/2007 
Disposición Adicional Séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su 
solicitud como documentación: certificado local de nacimiento propio y el 
de su madre expedidas por un registro civil extranjero (Venezuela) y de su 
abuela expedida por el Registro Civil español. 

2.- El Encargado del Registro Civil, mediante el acuerdo de fecha 25 de 
abril de 2012 deniega lo solicitado por interesado según lo establecido en 
la instrucción de 4 de noviembre de 2008 de Ministerio de Justicia.

 3.- Notificado el recurrente, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra el auto denegatorio de su solicitud, 
antes citada.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Central 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
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diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la 
Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil, 
los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010,24 de marzo de 2010,28 de abril de 2010 (5ª), 15 
de noviembre de 2010,1 de diciembre de 2010,7 de marzo de 2011 (4ª), 9 
de marzo de 2011, 3 de octubre de 2011 (17ª) ,25 de octubre de 2011 (3ª) 
,2 de diciembre de 2011.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Central como español de origen al nacido en Venezuela en 1961, en virtud 
del ejercicio de la opción prevista por el apartado segundo de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual podrán optar a la nacionalidad española de origen “los nietos de 
quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española 
como consecuencia del exilio”. 

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada 
el 27 de octubre de 2009 en el modelo normalizado del Anexo II de la 
Instrucción de 4 de noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su 
directriz segunda. Por el Encargado del Registro Civil Central se dictó 
acuerdo el 25 de abril de 2012, denegando lo solicitado. 

III.- El acuerdo apelado basa su denegación en que el interesado no 
puede ejercer la opción del apartado segundo de la Disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, dado que no ha acreditado que su abuela 
española hubiera perdido la nacionalidad española como consecuencia 
del exilio, posición que el Ministerio Fiscal comparte en su informe.

IV.- El apartado segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la 
nacionalidad española a aquellas personas que sean nietos de quienes 
perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio.

A fin de facilitar la acreditación de estos extremos, la regla V de la 
Instrucción de la Dirección General de los Registros y del Notariado de 4 
de Noviembre de 2008, que fija las reglas de procedimiento para el 
ejercicio de este derecho, establece la documentación que ha de aportar 
en este caso el interesado acompañando a su solicitud : “2.1 Certificación 
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literal de su nacimiento ; y 2.3 a) Certificación literal de nacimiento del 
padre o madre -el que corresponda a la línea del abuelo o abuela 
españoles- del solicitante; b) Certificado literal de nacimiento del abuelo o 
abuela español/a del solicitante; c) La documentación a que se refiere el 
apartado 3 de dicha regla V- sobre la condición de exiliado del abuelo o 
abuela”.

En el expediente que motiva este recurso y a los efectos de acreditar la 
condición de nieto de abuela española se han aportado las correspondientes 
certificaciones de nacimiento del Registro Civil extranjero (Venezuela) del 
solicitante y la de su madre, y la de su abuela expedida por el Registro 
Civil español que acredita el nacimiento de esta última en España en el 
año 1899, de padres españoles. Por lo que no cuestionándose en el 
recurso la condición del solicitante como nieto de abuela española, 
únicamente corresponde analizar si concurren los otros dos requisitos a 
los que el apartado 2 de la Disposición Adicional 7 de la Ley 52/2007 
condiciona el ejercicio del derecho de opción por parte de aquellos: que la 
abuela hubiera perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad española 
y que ello hubiere tenido lugar como consecuencia del exilio.

 V.- Respecto al primero de dichos requisitos, es decir, que la abuela del 
solicitante hubiere perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad 
española ha de tenerse en cuenta que si bien tal circunstancia constituye 
un elemento caracterizador del supuesto de hecho tipo o paradigmático 
(por ser el más común de los contemplados en la norma), ello no supone 
que la pérdida en sí deba ser interpretada necesariamente, a pesar del 
tenor literal de la norma, como integrante de una verdadera conditio iuris 
o requisito sustantivo de aplicación de la citada disposición adicional 
segunda . Y ello porque lo decisivo no es tanto que la abuela hubiese 
perdido o renunciado a su nacionalidad española como que ella no haya 
podido transmitir la nacionalidad española a su hijo, padre del solicitante, 
siempre y cuando haya concurrido en todo caso la circunstancia del exilio. 
Mantener la tesis contraria y exigir en todo caso la pérdida o renuncia a la 
nacionalidad española por parte de la abuela significarla hacer de peor 
condición al descendiente de la abuela que conservó su nacionalidad 
española, no obstante la situación de exilio, pero que no pudo transmitirla, 
respecto a los descendientes del abuelo que encontrándose en el exilio 
no la transmitió por haberla perdido o renunciado a la misma (vid. en el 
mismo sentido fundamento jurídico X de las Resoluciones de 24 de 
octubre de 2011, 25 de octubre de 2011). 
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VI.- A fin de acreditar la condición de exiliada de la abuela, el anteriormente 
referido apartado 3 de la Regla V de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 establece como medios de prueba los siguientes: “a) Documentación 
que acredite haber sido beneficiario de las pensiones otorgadas por la 
Administración española a los exiliados.; b) Documentación de la Oficina 
Internacional de Refugiados de Naciones Unidas y de las Oficinas de 
Refugiados de los Estados de acogida que asistieron a los refugiados 
españoles y a sus familias; c) Certificaciones o informes expedidos por 
partidos políticos, sindicatos o cualesquiera otras entidades o instituciones, 
públicas o privadas, debidamente reconocidas por las autoridades 
españolas o del Estado de acogida de los exiliados, que estén relacionadas 
con el exilio, bien por haber padecido exilio sus integrantes, o por haber 
destacado en la defensa y protección de los exiliados españoles, o por 
trabajar actualmente en la reparación moral y la recuperación de la 
memoria personal y familiar de las víctimas de la Guerra Civil y la 
Dictadura. La documentación numerada en el apartado a) prueba 
directamente y por sí sola el exilio.; la de los apartados anteriores, b) y c), 
constituirán prueba del exilio si se presentan en unión de cualquiera de los 
siguientes documentos: 1. Pasaporte o título de viaje con sello de entrada 
en el país de acogida. 2. Certificación del Registro de Matrícula del 
Consulado español. 3. Certificaciones del Registro Civil Consular que 
acrediten la residencia en el país de acogida, tales como inscripción de 
matrimonio, inscripciones de nacimiento de hijos, inscripciones de 
defunción, entre otras. 4. Certificación del Registro Civil local del país de 
acogida que acredite haber adquirido la nacionalidad de dicho país. 5. 
Documentación de la época del país de acogida en la que conste el año 
de la llegada a dicho país o la llegada al mismo por cualquier medio de 
transporte.; d) A los efectos del ejercicio de los derechos de opción 
reconocidos en la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, se 
presumirá la condición de exiliado respecto de todos los españoles que 
salieron de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 
1955. La salida del territorio español podrá acreditarse mediante 
cualquiera de los documentos enumerados en el párrafo anterior.

VII.- En el presente expediente de recurso, y a la vista de los documentos 
presentados y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse 
la resolución de este recurso - cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil 
y 358 de su Reglamento, se considera probado, en contra de lo apreciado 
por el Registro actuante, que el interesado no sólo prueba su condición de 
nieto de ciudadana española de origen, nacida en España en 1899 de 
padres españoles, sino también que su abuela, Sra. G. fue exiliada, por 
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haber entrado en Venezuela en el año 1937, según consta en el certificado 
expedido el 16 de octubre de 2009, por la Dirección Nacional de Migración 
y Zonas Fronterizas de Venezuela. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: estimar el recurso planteado y 
declarar el derecho de Don J-F. a optar a la nacionalidad española de 
origen en los términos expuestos en los fundamentos de derecho.

Madrid, 31 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández”.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (169 ª)
III.1.3.2  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado segundo de la Disposición adicional séptima los que no acrediten 
ser nietos de abuelos de nacionalidad española que perdieran o tuvieran 
que renunciar a su nacionalidad española como consecuencia del exilio.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centra Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el interesado contra el auto del Encargado del 
Registro Civil Consular en San José de Costa Rica

HECHOS

1.- Don F. presenta escrito en el Consulado de España en San José a fin 
de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 Disposición 
adicional séptima y, adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como 
documentación: certificados locales literales de nacimiento propio y de su 
madre así como el de su abuelo expedido por el Registro Civil español. En 
vía de recurso se aporta un nuevo certificado de nacimiento del abuelo en 
el que, en nota marginal, se aclara que el nacido como A. es la misma 
persona que M. que es la identidad que ha transmitido a sus descendientes.
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2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante el auto de fecha 2 
de octubre de 2012 deniega lo solicitado por el interesado según lo 
establecido en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de 
Justicia.

3.- Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra el acuerdo denegatorio de su 
solicitud antes citado.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la 
Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil, 
los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010,24 de marzo de 2010,28 de abril de 2010 (5ª), 15 
de noviembre de 2010,1 de diciembre de 2010,7 de marzo de 2011 (4ª), 9 
de marzo de 2011, 3 de octubre de 2011 (17ª),25 de octubre de 2011 (3ª),2 
de diciembre de 2011.

II. Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como español de origen al nacido en Costa Rica en 1965, en 
virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado segundo de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
conforme a la cual podrán optar a la nacionalidad española de origen «los 
nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad 
española como consecuencia del exilio».

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada 
el 8 de septiembre de 2011 en el modelo normalizado del Anexo II de la 
Instrucción de 5 de octubre de 2009 al amparo de lo previsto en su directriz 
segunda. Por el Encargado del Registro Civil se dictó auto el 15 de febrero 
de 2012, denegando lo solicitado.
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III.- El auto apelado basa, en esencia, su denegación en que el solicitante 
no puede ejercer la opción del apartado segundo de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que no ha acreditado que su 
abuelo hubiera perdido o tuviera que renunciar a la nacionalidad española 
como consecuencia de su exilio, position que el Ministerio Fiscal comparte 
en su informe.

IV.- El apartado segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la 
nacionalidad española a aquellas personas que sean nietos de quienes 
perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio.

A fin de facilitar la acreditación de estos extremos, la regla V de la Instrucción 
de la Dirección General de los Registros y del Notariado de 4 de Noviembre 
de 2008, que fija las reglas de procedimiento para el ejercicio de este 
derecho, establece la documentación que ha de aportar en este caso el 
interesado acompañando a su solicitud : «2.1 Certificación literal de su 
nacimiento ; y 2.3 a) Certificación literal de nacimiento del padre o madre -el 
que corresponda a la línea del abuelo o abuela españoles- del solicitante; b) 
Certificado literal de nacimiento del abuelo o abuela español/a del solicitante; 
c) La documentación a que se refiere el apartado 3 -de dicho regla V- sobre 
la condición de exiliado del abuelo o abuela».

En el expediente que motiva este recurso y a los efectos de acreditar la 
condición de nieto de abuelo español se han aportado las correspondientes 
certificaciones de nacimiento, del registro civil extranjero del solicitante y su 
madre y la de su abuelo, expedida por el Registro Civil español, resultando 
de esta ultima su nacimiento en España en 1898 de padres españoles, Así 
pues, dando por buena la condición de nieto de español del recurrente, 
corresponde analizar, así mismo, si concurren en este caso los dos 
requisitos a los que el apartado 2 de la Disposición Adicional 7 de la Ley 
52/2007 condiciona el ejercicio del derecho de opción por parte de aquellos: 
que el abuelo hubiera perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad 
española y que ello hubiere tenido lugar como consecuencia del exilio.

V.- Respecto al primero de dichos requisitos, es decir, que el abuelo del 
solicitante hubiere perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad 
española ha de tenerse en cuenta que el mismo se cumpliría no solo 
cuando el abuelo hubiese adquirido voluntariamente otra nacionalidad 
que correlativamente hubiese motivado la pérdida de su nacionalidad 
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española sino también cuando dicha perdida derivase del asentimiento 
voluntario a la nacionalidad extranjera o la utilización exclusiva de otra 
nacionalidad. Pero en todo caso, se haya producido la pérdida o renuncia 
a la nacionalidad española por parte de los abuelos por cualquiera de 
aquellas circunstancias será necesario acreditar que la misma se ha 
producido como consecuencia del exilio al que se refiere el citado apartado 
segundo de la disposici6n adicional séptima de la Ley 52/ 2007 .

VI.- A fin de acreditar la condición de exiliado del abuelo, el anteriormente 
referido apartado 3 de la Regla V establece como medios de prueba: «a) 
Documentación que acredite haber sido beneficiario de las pensiones 
otorgadas por la Administración española a los exiliados.; b) Documentación 
de la Oficina Intencional de Refugiados de Naciones Unidas y de las 
Oficinas de Refugiados de los Estados de acogida que asistieron a los 
refugiados españoles y a sus familias; c) Certificaciones o informes 
expedidos por partidos políticos, sindicatos o cualesquiera otras entidades 
o instituciones, públicas o privadas, debidamente reconocidas por las 
autoridades españolas o del Estado de acogida de los exiliados, que estén 
relacionadas con el exilio, bien por haber padecido exilio sus integrantes, 
o por haber destacado en la defensa y protección de los exiliados 
españoles, o por trabajar actualmente en la reparación moral y la 
recuperación de la memoria personal y familiar de las víctimas de la 
Guerra Civil y la Dictadura. La documentación numerada en el apartado a) 
prueba directamente y por si sola el exilio; la de los apartados anteriores, 
b) y c), constituirán prueba del exilio si se presentan en unión de cualquiera 
de los siguientes documentos: 1. Pasaporte o título de viaje con sello de 
entrada en el país de acogida. 2. Certificación del Registro de Matricula 
del Consulado español. 3. Certificaciones del Registro Civil Consular que 
acrediten la residencia en el país de acogida, tales como inscripción de 
matrimonio, inscripciones de nacimiento de hijos, inscripciones de 
defunci6n, entre otras. 4. Certificación del Registro Civil local del país de 
acogida que acredite haber adquirido la nacionalidad de dicho país. 5. 
Documentaci6n de la época del país de acogida en la que conste el año 
de la llegada a dicho país o la llegada al mismo por cualquier medio de 
transporte.; d) A los efectos del ejercicio de los derechos de opción 
reconocidos en la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, se 
presumirá la condición de exiliado respecto de todos los españoles que 
salieron de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 
1955. La salida del territorio español podrá acreditarse mediante 
cualquiera de los documentos enumerados en el párrafo anterior».

http://


M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

774Boletín del Ministerio de Justicia

Nacionalidad

VII.- En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución 
de este recurso - cfr. Arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento -, aunque se entienda acreditada la condición del solicitante 
de nieto de español y que, el abuelo, no haya transmitido la nacionalidad 
española a su hija en el momento de su nacimiento en 1933, sin embargo 
no resulta acreditada la condición de exiliado del abuelo, dado que ni se 
han presentado los documentos acreditativos de dicha condición, 
conforme a lo reseñado en el párrafo anterior, ni la misma puede 
presumirse por no haber resultado acreditada la salida de España entre el 
18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 1955, y no solo la residencia 
fuera de la misma. Es más, dado que los abuelos contrajeron matrimonio 
en Costa Rica en el año 1931, y su hija nacida en dicho país en 1933 hay 
que suponer que, en esa fecha, ya estaban afincados en dicho país. Es 
más, se aporta al expediente una semblanza de la familia anarquista del 
abuelo, en la que se confirma que en los años 20 este tuvo que salir de 
España por motivos políticos sin que conste que regresara y, por todo ello, 
no es posible reconocer el exilio exigido por la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 para el ejercicio de derecho de opción.

VIII.- En cuanto a la alegación del recurrente relativa a la falta de 
motivación de la resolución recurrida, hay que señalar que aunque la 
argumentación en que se fundamente la calificación haya sido expresada 
de modo escueto, es suficiente para la tramitación del expediente si 
expresa suficientemente la razón que justifica dicha negativa de modo 
que la recurrente haya podido alegar cuanto resulte pertinente para su 
defensa, como lo demuestra en este caso el contenido del escrito de 
interposición del recurso. Como ha señalado la jurisprudencia, la necesaria 
motivación de los actos emanados de la Administración exige una 
explicitación de las razones que los justifiquen, para que posteriormente 
la jurisdicción pueda revisarlos, «lo que significa que su extensión ha de 
estar en función de la mayor o menor complejidad de lo que se cuestione 
e implica que pueda ser sucinta o escueta, sin necesidad de amplias 
consideraciones ante la cuestión que se plantea y resuelve» (cfr. 
Sentencias del Tribunal Constitucional de 17 de julio de 1981, y del 
Tribunal Supremo - Sala de lo Contencioso-Administrativo - de 17 de 
octubre de 2000).

En este caso el Encargado del Registro ha señalado con claridad el motivo 
que impide la estimación de la pretensión de la recurrente y ha fundado tal 
decisión en disposiciones concretas, con la correspondiente cita, por lo 
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que no puede afirmarse que haya incurrido en una situación de falta de 
motivación jurídica, ni que se haya coartado el derecho a la interposición 
del recurso. La motivación ha sido suficientemente expresiva de la razón 
que justifica la negativa a la inscripción, de modo que el recurrente ha 
podido alegar cuanto le ha convenido para su defensa.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Don F. y confirmar el auto apelado, dictado conforme a la 
Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, por 
la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a favor 
de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra Civil y la 
Dictadura.

Madrid, 31 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Consular en San José de Costa 
Rica.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (170ª)
III.1.3.2  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado segundo de la Disposición adicional séptima los que no acrediten 
ser nietos de abuela de nacionalidad española que perdiera o tuviera que 
renunciar a su nacionalidad española como consecuencia del exilio.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por la interesada contra el acuerdo del Encargado del 
Registro Civil Consular en Buenos Aires (Argentina).

HECHOS

1.- Doña J. presenta escrito en el Consulado de España en Buenos Aires 
a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 
Disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su 
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solicitud como documentación: certificados literal local de nacimiento 
propio, y los de su madre y abuela expedidos por el Registro Civil español.

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante acuerdo de fecha 
22 de marzo de 2011 deniega lo solicitado por la interesada según lo 
establecido en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de 
Justicia.

3.- Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra la resolución denegatoria de su 
solicitud antes citada.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la 
Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil, 
los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010,24 de marzo de 2010,28 de abril de 2010 (5ª), 15 
de noviembre de 2010,1 de diciembre de 2010,7 de marzo de 2011 (4ª), 9 
de marzo de 2011, 3 de octubre de 2011 (17ª),25 de octubre de 2011 
(3ª),2 de diciembre de 2011.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como española de origen a la nacida en Argentina el 22 de 
diciembre de 1976, en virtud del ejercicio de la opción prevista por el 
apartado segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, 
de 26 de diciembre, conforme a la cual podrán optar a la nacionalidad 
española de origen “los nietos de quienes perdieron o tuvieron que 
renunciar a la nacionalidad española como consecuencia del exilio”. La 
solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada el 
20 de julio de 2010 en el modelo normalizado del Anexo II de la Instrucción 
de 4 de noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz 
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segunda. Por el Encargado del Registro Civil se dictó acuerdo el 22 de 
marzo de 2011, denegando lo solicitado. 

III.- El acuerdo apelado basa, en esencia, su denegación en que la 
solicitante no puede ejercer la opción del apartado segundo de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que no ha 
acreditado que su abuela fuera exiliada, por lo que no pudo perder o 
renunciar a la nacionalidad española como consecuencia del exilio, 
posición que el Ministerio Fiscal comparte en su informe.

IV.- El apartado segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la 
nacionalidad española a aquellas personas que sean nietos de quienes 
perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio. A fin de facilitar la acreditación de estos extremos, 
la regla V de la Instrucción de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas de procedimiento 
para el ejercicio de este derecho, establece la documentación que ha de 
aportar en este caso el interesado acompañando a su solicitud : “…2.1 …
Certificación literal de nacimiento del solicitante ; … 2.3 ... a) Certificación 
literal de nacimiento del padre o madre -el que corresponda a la línea del 
abuelo o abuela españoles- del solicitante;… b) Certificado literal de 
nacimiento del abuelo o abuela español/a del solicitante; c) La 
documentación a que se refiere el apartado 3 –de dicha regla V- sobre la 
condición de exiliado del abuelo o abuela … ”. En el expediente que 
motiva este recurso y a los efectos de acreditar la condición de nieta de 
abuela española, se han aportado las correspondientes certificaciones de 
nacimiento del Registro Civil local de la solicitante y las de su madre y su 
abuela expedidas por el Registro Civil español, resultando de esta última 
su nacimiento en España, en el año 1927, de padres naturales de España. 
Por lo que no cuestionándose en el recurso la condición de la solicitante 
de nieta de abuela española, únicamente corresponde analizar si 
concurren los otros dos requisitos a los que el apartado 2 de la Disposición 
Adicional 7 de la Ley 52/2007 condiciona el ejercicio del derecho de opción 
por parte de aquellos: que la abuela hubiera perdido o tenido que renunciar 
a la nacionalidad española y que ello hubiere tenido lugar como 
consecuencia del exilio.

V.- Respecto al primero de dichos requisitos, es decir, que la abuela de la 
solicitante hubiere perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad 
española ha de tenerse en cuenta que si bien tal circunstancia constituye 
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un elemento caracterizador del supuesto de hecho tipo o paradigmático 
(por ser el más común de los contemplados en la norma), ello no supone 
que la pérdida en sí deba ser interpretada necesariamente, a pesar del 
tenor literal de la norma, como integrante de una verdadera conditio iuris 
o requisito sustantivo de aplicación de la citada disposición adicional 
segunda . Y ello porque lo decisivo no es tanto que la abuela hubiese 
perdido o renunciado a su nacionalidad española como que ella no haya 
podido transmitir la nacionalidad española a su hija, madre de la solicitante, 
siempre y cuando haya concurrido en todo caso la circunstancia del exilio. 
Mantener la tesis contraria y exigir en todo caso la pérdida o renuncia a la 
nacionalidad española por parte de la abuela significarla hacer de peor 
condición al descendiente de la abuela que conservó su nacionalidad 
española, no obstante la situación de exilio, pero que no pudo transmitirla, 
respecto a los descendientes de la abuela que encontrándose en el exilio 
no la transmitió por haberla perdido o renunciado a la misma (vid. en el 
mismo sentido fundamento jurídico X de las Resoluciones de 24 de 
octubre de 2011,25 de octubre de 2011). 

Es decir el derecho de opción del apartado segundo de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007 debe reconocérsele no solo a los 
nietos de aquellas abuelas que perdieron la nacionalidad española por la 
adquisición voluntaria de otra nacionalidad , el asentimiento voluntario a la 
nacionalidad extranjera o la utilización exclusiva de otra nacionalidad , 
sino también a los que lo sean de abuelas que, como consecuencia del 
régimen legal vigente en España hasta la Ley de 2 de mayo de 1975 y por 
razón del principio jurídico de unidad familiar en materia de nacionalidad, 
perdieron su nacionalidad española como consecuencia directa de su 
matrimonio con extranjero ( lo que ocurría hasta la reforma del Código 
Civil por la Ley de 16 de julio de 1954 según la redacción originaria del Art. 
22 y después de esta reforma en virtud de lo dispuesto en el Art. 23.3 del 
Código Civil según la redacción dada al mismo por la citada Ley) o aun 
conservándola,( bien por no haber contraído matrimonio con extranjero o 
habiéndolo contraído éste no hubiese implicado la pérdida de la 
nacionalidad ),por ese mismo principio jurídico de unidad familiar centrado 
en la figura del padre titular de la patria potestad (cfr. art.18 del Código 
Civil en su redacción originaria y 17 1º y 2º en su redacción Ley de 15 de 
julio de 1954) no pudieron transmitirla a sus hijos por seguir estos la 
nacionalidad del padre (lo que ocurrió en España en un principio hasta la 
entrada en vigor de la ley 52/1982 de 13 de julio en virtud de la nueva 
redacción dada al Art.17.1 del Código Civil y después por interpretación 
de la Dirección General de los Registros y del Notariado - según 
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Resolución de fecha 13 de octubre de 2001- hasta la entrada en vigor de 
la Constitución).

Esta interpretación se ve igualmente confirmada por la disposición final 
sexta de la Ley 20/2011, de 21 de julio, de Registro Civil relativa a la 
adquisición de la nacionalidad española por los nietos de exiliados durante 
la guerra civil y la dictadura, dado que conforme a la misma “el derecho de 
opción previsto en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, por la que se reconocen y amplían derechos y se 
establecen medidas en favor de quienes padecieron persecución o 
violencia durante la guerra civil y la dictadura, podrán también ejercerlo 
los nietos de las exiliadas españolas que conservaron la nacionalidad 
española tras haber contraído matrimonio con un extranjero con 
posterioridad al 5 de agosto de 1954, fecha de entrada en vigor de la Ley 
de 15 de julio de 1954, siempre que no transmitiesen la nacionalidad 
española a sus hijos, por seguir estos la del padre, y formalicen su 
declaración en tal sentido en el plazo de un año desde la entrada en vigor 
de la presente disposición”. De esta disposición, por tanto, se deduce que 
debe reconocérsele el derecho de opción previsto en el apartado 2 de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 tanto a los nietos de 
abuelas españolas exiliadas que perdieron la nacionalidad española por 
haber contraído matrimonio con extranjero, y no pudieron transmitir la 
nacionalidad española a sus hijos por seguir estos la del padre, como a 
los nietos de abuelas españolas exiliadas que aun conservando su 
nacionalidad y como consecuencia del principio de unidad familiar en 
materia de nacionalidad centrado en la figura del padre, no pudieron 
transmitirla a sus hijos. Pero en todo caso, se haya producido la pérdida o 
renuncia a la nacionalidad española por parte de la abuela o, incluso 
aunque ésta no haya tenido lugar, cuando no haya podido transmitir su 
nacionalidad a los hijos por el principio de unidad familiar, será necesario 
acreditar el requisito del exilio al que se refiere el citado apartado segundo 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 (confirmado por la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011, del Registro Civil).

VI.- A fin de acreditar la condición de exiliada de la abuela, el anteriormente 
referido apartado 3 de la Regla V de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 establece como medios de prueba los siguientes: “a) Documentación 
que acredite haber sido beneficiario de las pensiones otorgadas por la 
Administración española a los exiliados.; b) Documentación de la Oficina 
Internacional de Refugiados de Naciones Unidas y de las Oficinas de 
Refugiados de los Estados de acogida que asistieron a los refugiados 
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españoles y a sus familias; c) Certificaciones o informes expedidos por 
partidos políticos, sindicatos o cualesquiera otras entidades o instituciones, 
públicas o privadas, debidamente reconocidas por las autoridades 
españolas o del Estado de acogida de los exiliados, que estén relacionadas 
con el exilio, bien por haber padecido exilio sus integrantes, o por haber 
destacado en la defensa y protección de los exiliados españoles, o por 
trabajar actualmente en la reparación moral y la recuperación de la 
memoria personal y familiar de las víctimas de la Guerra Civil y la 
Dictadura. La documentación numerada en el apartado a) prueba 
directamente y por sí sola el exilio.; la de los apartados anteriores, b) y c), 
constituirán prueba del exilio si se presentan en unión de cualquiera de los 
siguientes documentos: 1. Pasaporte o título de viaje con sello de entrada 
en el país de acogida. 2. Certificación del Registro de Matrícula del 
Consulado español. 3. Certificaciones del Registro Civil Consular que 
acrediten la residencia en el país de acogida, tales como inscripción de 
matrimonio, inscripciones de nacimiento de hijos, inscripciones de 
defunción, entre otras. 4. Certificación del Registro Civil local del país de 
acogida que acredite haber adquirido la nacionalidad de dicho país. 5. 
Documentación de la época del país de acogida en la que conste el año 
de la llegada a dicho país o la llegada al mismo por cualquier medio de 
transporte.; d) A los efectos del ejercicio de los derechos de opción 
reconocidos en la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, se 
presumirá la condición de exiliado respecto de todos los españoles que 
salieron de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 
1955. La salida del territorio español podrá acreditarse mediante 
cualquiera de los documentos enumerados en el párrafo anterior”.

VII.- En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución 
de este recurso - cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento -, se entiende acreditada la condición de la solicitante de 
nieta de española, sin embargo no resulta acreditada la condición de 
exiliada de la abuela dado que ni se han presentado los documentos 
acreditativos de dicha condición conforme a lo anteriormente reseñado ni 
la misma puede presumirse por no haber resultado acreditada la salida de 
España - y no únicamente la residencia fuera de España- entre el 18 de 
julio de 1936 y el 31 de diciembre de 1955. Así pues, no pueden entenderse 
cumplidos, en su totalidad, los requisitos que el apartado 2 de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007 establece para el ejercicio del derecho 
de opción por parte de los nietos: que la abuela hubiera perdido o tenido 
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que renunciar a la nacionalidad española y que ello hubiere tenido lugar 
como consecuencia del exilio.

VIII.- Por lo que se refiere a la alegación formulada en el escrito de recurso 
sobre el reconocimiento del derecho de opción a la nacionalidad española 
a favor de su hermana, también mayor de edad como la recurrente, no 
corresponde en vía de éste recurso valorar la procedencia o improcedencia 
del mismo, a la vista de las circunstancias de hecho concurrentes respecto 
a la misma y los preceptos jurídicos en base a los cuales se le haya 
podido reconocer tal derecho de opción, si no únicamente valorar el 
reconocimiento o no de este derecho a favor de la recurrente en atención 
a las circunstancias de hecho que en ella concurren y a los preceptos 
jurídicos por ella invocados. No obstante, se ha incorporado al expediente, 
de oficio, la certificación de nacimiento de la hermana y se observa que 
obtuvo la nacionalidad española por residencia en España y no a través 
de la Ley 52/2007, como ha solicitado la interesada.

IX.- Finalmente, en cuanto a la alegación formulada en el escrito de 
recurso sobre la posible discriminación que supondría el diferente trato 
del que son objeto los hijos menores de edad y los hijos que ya han 
alcanzado la mayoría de edad ha de tenerse en cuenta que en la medida 
en que el apartado primero de la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007 establece un derecho de opción a la adquisición de la nacionalidad 
española de origen a favor de las personas “cuyo padre o madre hubiese 
sido originariamente español” sin establecer distinción alguna en relación 
con tales hijos, dicha alegación no puede ser estimada en relación con la 
solicitud del derecho de opción al amparo de dicha norma que motiva el 
recurso. Y ello con independencia del diferente trato legal del que son 
objeto los hijos de quien adquiere de manera sobrevenida la nacionalidad 
española según sean menores o mayores de edad cuando tal adquisición 
se produce en orden a la posibilidad de ejercicio del derecho de opción 
previsto en el Art. 20.1. (a Código Civil. Posibilidad que precisamente para 
evitar dicha discriminación también se reconoce a favor de los hijos 
menores de edad de quienes adquieran la nacionalidad española de 
origen pero de forma sobrevenida al amparo del derecho de opción 
previsto en dicha Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007por la 
regla Sexta de la Instrucción de 4 de Noviembre de 2008. Debiéndose 
tener en cuenta por tanto que el diferente trato de los hijos menores o 
mayores de edad en cuanto a la posibilidad del ejercicio del derecho de 
opción del art.20.1.a del Código Civil no es el resultado de una determinada 
interpretación de la Administración sino que el mismo surge de la misma 
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Ley a cuya aplicación está obligada esta Dirección General sin que le 
corresponda a la misma poner en duda la constitucionalidad de ese 
diferente trato legal por implicar el mismo una posible discriminación en el 
tratamiento de los hijos ,tal como se alega en el escrito de recurso, más 
aun cuando tal diferente trato puede tener una justificación razonable 
como consecuencia de las múltiples diferencias que se aprecian entre las 
situaciones de minoría y mayoría de edad en los ámbitos personal y 
familiar y que conforme a doctrina consolidada del Tribunal Constitucional 
resumida en el fundamento 7º de la sentencia 87/2009 de 20 de Abril “a) 
no toda desigualdad de trato en la Ley supone una infracción al artículo 14 
de la Constitución (derecho a la igualdad de trato) sino que dicha infracción 
la produce solo aquella desigualdad que introduce una diferencia entre 
situaciones que pueden considerarse iguales y que carece de una 
justificación objetiva y razonable b) el principio de igualdad exige que a 
iguales supuestos de hecho se apliquen iguales consecuencias jurídicas, 
debiendo considerarse iguales dos supuestos de hecho cuando la 
utilización o introducción de elementos diferenciadores sea arbitraria o 
carezca de fundamento racional ”.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Doña J. y confirmar el acuerdo apelado dictado conforme 
a la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a 
favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra 
Civil y la Dictadura.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Consular en Buenos Aires.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (171ª)
III.1.3.2  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado segundo de la Disposición adicional séptima los que no acrediten 
ser nietos de abuelos de nacionalidad española que perdieran o tuvieran 
que renunciar a su nacionalidad española como consecuencia del exilio.
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En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el interesado contra el acuerdo del Encargado del 
Registro Civil Consular en Buenos Aires (Argentina)

HECHOS

1.- Don J-C- presenta escrito en el Consulado de España en Buenos Aires 
a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 
Disposición adicional séptima y, adjunta especialmente en apoyo de su 
solicitud como documentación: certificado local literal de nacimiento 
propio, así como certificados de nacimiento de su madre, en el que consta 
que optó a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007, fecha en 
el que el interesado ya era mayor de edad, y de sus abuelos, expedidos 
por el Registro Civil español.

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante acuerdo de fecha 
18 de abril de 2011 deniega lo solicitado por el interesado según lo 
establecido en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de 
Justicia.

3.- Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra el acuerdo denegatorio de su 
solicitud antes citado.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la 
Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil, 
los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras 
de de 23 de marzo de 2010,24 de marzo de 2010,28 de abril de 2010 (5ª), 
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15 de noviembre de 2010,1 de diciembre de 2010,7 de marzo de 2011 
(4ª), 9 de marzo de 2011, 3 de octubre de 2011 (17ª),25 de octubre de 
2011 (3ª),2 de diciembre de 2011.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como español de origen al nacido en Argentina en 1956, en 
virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado segundo de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
conforme a la cual podrán optar a la nacionalidad española de origen “los 
nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad 
española como consecuencia del exilio”. La solicitud de opción cuya 
inscripción ahora se pretende fue formalizada el 24 de agosto de 2010 en 
el modelo normalizado del Anexo II de la Instrucción de 5 de octubre de 
2009 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado 
del Registro Civil se dictó acuerdo el 18 de abril de 2011, denegando lo 
solicitado. 

III.- El acuerdo apelado basa, en esencia, su denegación en que el 
solicitante no puede ejercer la opción del apartado segundo de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que no ha 
acreditado que sus abuelos hubieran perdido o tuviera que renunciar a la 
nacionalidad española como consecuencia de su exilio, posición que el 
Ministerio Fiscal comparte en su informe.

IV.- El apartado segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la 
nacionalidad española a aquellas personas que sean nietos de quienes 
perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio. A fin de facilitar la acreditación de estos extremos, 
la regla V de la Instrucción de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas de procedimiento 
para el ejercicio de este derecho, establece la documentación que ha de 
aportar en este caso el interesado acompañando a su solicitud : “2.1 
Certificación literal de su nacimiento ; y 2.3 a) Certificación literal de 
nacimiento del padre o madre -el que corresponda a la línea del abuelo o 
abuela españoles- del solicitante; b) Certificado literal de nacimiento del 
abuelo o abuela español/a del solicitante; c) La documentación a que se 
refiere el apartado 3 –de dicho regla V- sobre la condición de exiliado del 
abuelo o abuela”.
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En el expediente que motiva este recurso y a los efectos de acreditar la 
condición de nieto de abuelos españoles se han aportado las 
correspondientes certificaciones de nacimiento del registro civil extranjero 
del solicitante, así como las expedidas por el Registro Civil español a 
nombre de su madre y de sus abuelos, constando en estas últimas que 
eran nacidos en España en 1890 y 1891, respectivamente, de padres 
españoles. Así mismo, constan en el expediente certificados de matrimonio 
de los abuelos, en el que se refleja como fecha de su celebración el día 9 
de noviembre de 1910 en Argentina, y el expedido por el Registro General 
de Cartas de Ciudadanía a nombre del abuelo en el que aparece como 
fecha de enrolamiento el 10 de junio de 1927, razón por la que no pudieron 
transmitir la nacionalidad española a su hija, nacida en 1933, toda vez que 
ambos progenitores perdieron dicha nacionalidad en 1927. Así pues, 
dando por buena la condición de nieto de españoles del interesado, 
corresponde analizar, así mismo, si concurren en este caso los dos 
requisitos a los que el apartado 2 de la Disposición Adicional 7 de la Ley 
52/2007 condiciona el ejercicio del derecho de opción por parte de 
aquellos: que los abuelos hubieran perdido o tenido que renunciar a la 
nacionalidad española y que ello hubiere tenido lugar como consecuencia 
del exilio.

V.- Respecto al primero de dichos requisitos, es decir, que los abuelos del 
solicitante hubieren perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad 
española ha de tenerse en cuenta que el mismo se cumpliría no solo 
cuando los abuelos hubiesen adquirido voluntariamente otra nacionalidad 
que correlativamente hubiese motivado la pérdida de su nacionalidad 
española sino también cuando dicha perdida derivase del asentimiento 
voluntario a la nacionalidad extranjera o la utilización exclusiva de otra 
nacionalidad. Pero en todo caso, se haya producido la pérdida o renuncia 
a la nacionalidad española por parte de los abuelos por cualquiera de 
aquellas circunstancias será necesario acreditar que la misma se ha 
producido como consecuencia del exilio al que se refiere el citado apartado 
segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/ 2007 .

VI.- A fin de acreditar la condición de exiliados de los abuelos, el 
anteriormente referido apartado 3 de la Regla V establece como medios 
de prueba: “a) Documentación que acredite haber sido beneficiario de las 
pensiones otorgadas por la Administración española a los exiliados.; b) 
Documentación de la Oficina Internacional de Refugiados de Naciones 
Unidas y de las Oficinas de Refugiados de los Estados de acogida que 
asistieron a los refugiados españoles y a sus familias; c) Certificaciones o 
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informes expedidos por partidos políticos, sindicatos o cualesquiera otras 
entidades o instituciones, públicas o privadas, debidamente reconocidas 
por las autoridades españolas o del Estado de acogida de los exiliados, 
que estén relacionadas con el exilio, bien por haber padecido exilio sus 
integrantes, o por haber destacado en la defensa y protección de los 
exiliados españoles, o por trabajar actualmente en la reparación moral y la 
recuperación de la memoria personal y familiar de las víctimas de la 
Guerra Civil y la Dictadura. La documentación numerada en el apartado a) 
prueba directamente y por sí sola el exilio.; la de los apartados anteriores, 
b) y c), constituirán prueba del exilio si se presentan en unión de cualquiera 
de los siguientes documentos: 1. Pasaporte o título de viaje con sello de 
entrada en el país de acogida. 2. Certificación del Registro de Matrícula 
del Consulado español. 3. Certificaciones del Registro Civil Consular que 
acrediten la residencia en el país de acogida, tales como inscripción de 
matrimonio, inscripciones de nacimiento de hijos, inscripciones de 
defunción, entre otras. 4. Certificación del Registro Civil local del país de 
acogida que acredite haber adquirido la nacionalidad de dicho país. 5. 
Documentación de la época del país de acogida en la que conste el año 
de la llegada a dicho país o la llegada al mismo por cualquier medio de 
transporte.; d) A los efectos del ejercicio de los derechos de opción 
reconocidos en la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, se 
presumirá la condición de exiliado respecto de todos los españoles que 
salieron de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 
1955. La salida del territorio español podrá acreditarse mediante 
cualquiera de los documentos enumerados en el párrafo anterior”.

VII.- En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de 
este recurso - cfr. Arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento -, aunque se entienda acreditada la condición del solicitante de 
nieto de españoles y que, los abuelos, hubieran podido perder su 
nacionalidad española en 1927, por naturalización, sin embargo no resulta 
acreditada la condición de exiliados de los abuelos con anterioridad a la 
perdida de la nacionalidad española, dado que ni se han presentado los 
documentos acreditativos de dicha condición, conforme a lo reseñado en el 
párrafo anterior, ni la misma puede presumirse por no haber resultado 
acreditada la salida de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de 
diciembre de 1955, y no solo la residencia fuera de la misma. Es más, de la 
narración de los hechos se desprende que los abuelos ya residían en 
Argentina en 1910, sin que conste en el expediente documentación alguna 
que desvirtúe esta afirmación. Por todo ello no pueden entenderse 
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cumplidos, en su totalidad, los requisitos que la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 establece para el ejercicio de derecho de opción.

VIII.- En cuanto a la alegación del recurrente relativa a la falta de 
motivación de la resolución recurrida, hay que señalar que aunque la 
argumentación en que se fundamente la calificación haya sido expresada 
de modo escueto, es suficiente para la tramitación del expediente si 
expresa suficientemente la razón que justifica dicha negativa de modo 
que el recurrente haya podido alegar cuanto resulte pertinente para su 
defensa, como lo demuestra en este caso el contenido del escrito de 
interposición del recurso. Como ha señalado la jurisprudencia, la necesaria 
motivación de los actos emanados de la Administración exige una 
explicitación de las razones que los justifiquen, para que posteriormente 
la jurisdicción pueda revisarlos, “lo que significa que su extensión ha de 
estar en función de la mayor o menor complejidad de lo que se cuestione 
e implica que pueda ser sucinta o escueta, sin necesidad de amplias 
consideraciones ante la cuestión que se plantea y resuelve” (cfr. 
Sentencias del Tribunal Constitucional de 17 de julio de 1981, y del 
Tribunal Supremo – Sala de lo Contencioso-Administrativo – de 17 de 
octubre de 2000). En este caso el Encargado del Registro ha señalado 
con claridad el motivo que impide la estimación de la pretensión del 
recurrente y ha fundado tal decisión en disposiciones concretas, con la 
correspondiente cita, por lo que no puede afirmarse que haya incurrido en 
una situación de falta de motivación jurídica, ni que se haya coartado el 
derecho a la interposición del recurso. La motivación ha sido 
suficientemente expresiva de la razón que justifica la negativa a la 
inscripción, de modo que el recurrente ha podido alegar cuanto le ha 
convenido para su defensa.

IX.- En cuanto a la alegación en el escrito de recurso sobre la posible 
discriminación que supondría el diferente trato del que son objeto los hijos 
menores de edad y los hijos que ya han alcanzado la mayoría de edad ha 
de tenerse en cuenta que en la medida en que el apartado primero de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 establece un derecho de 
opción a la adquisición de la nacionalidad española de origen a favor de 
las personas “cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español” 
sin establecer distinción alguna en relación con tales hijos, dicha alegación 
no puede ser estimada en relación con la solicitud del derecho de opción 
al amparo de dicha norma que motiva el recurso. Y ello con independencia 
del diferente trato legal del que son objeto los hijos de quien adquiere de 
manera sobrevenida la nacionalidad española según sean menores o 
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mayores de edad cuando tal adquisición se produce en orden a la 
posibilidad de ejercicio del derecho de opción previsto en el Art. 20.1.a 
Código Civil. Posibilidad que precisamente para evitar dicha discriminación 
también se reconoce a favor de los hijos menores de edad de quienes 
adquieran la nacionalidad española de origen pero de forma sobrevenida 
al amparo del derecho de opción previsto en dicha Disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007por la regla Sexta de la Instrucción de 4 de 
Noviembre de 2008. Debiéndose tener en cuenta por tanto que el diferente 
trato de los hijos menores o mayores de edad en cuanto a la posibilidad 
del ejercicio del derecho de opción del art.20.1.a del Código Civil no es el 
resultado de una determinada interpretación de la Administración sino que 
el mismo surge de la misma Ley a cuya aplicación está obligada esta 
Dirección General sin que le corresponda a la misma poner en duda la 
constitucionalidad de ese diferente trato legal por implicar el mismo una 
posible discriminación en el tratamiento de los hijos ,tal como se alega en 
el escrito de recurso, más aun cuando tal diferente trato puede tener una 
justificación razonable como consecuencia de las múltiples diferencias 
que se aprecian entre las situaciones de minoría y mayoría de edad en los 
ámbitos personal y familiar y que conforme a doctrina consolidada del 
Tribunal Constitucional resumida en el fundamento 7º de la sentencia 
87/2009 de 20 de Abril “a) no toda desigualdad de trato en la Ley supone 
una infracción al artículo 14 de la Constitución (derecho a la igualdad de 
trato) sino que dicha infracción la produce solo aquella desigualdad que 
introduce una diferencia entre situaciones que pueden considerarse 
iguales y que carece de una justificación objetiva y razonable b) el principio 
de igualdad exige que a iguales supuestos de hecho se apliquen iguales 
consecuencias jurídicas, debiendo considerarse iguales dos supuestos de 
hecho cuando la utilización o introducción de elementos diferenciadores 
sea arbitraria o carezca de fundamento racional ”.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Don J-C. y confirma el acuerdo apelado, dictado conforme 
a la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a 
favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra 
Civil y la Dictadura.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en Buenos Aires.
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (172ª)
III.1.3.2  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado segundo de la Disposición adicional séptima los que no acrediten 
ser nietos de abuelos de nacionalidad española que perdieran o tuvieran 
que renunciar a su nacionalidad española como consecuencia del exilio.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por la interesada contra el acuerdo del Encargado del 
Registro Civil Consular en Buenos Aires (Argentina).

HECHOS

1.- Doña N-S. presenta escrito en el Consulado de España en Buenos 
Aires a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 
Disposición adicional séptima y, adjunta especialmente en apoyo de su 
solicitud como documentación: certificado local literal de nacimiento 
propio, así como certificados de nacimiento de su padre, en el que consta 
que optó a la nacionalidad española en base al artículo 20.1.b del Código 
Civil cuando la recurrente ya era mayor de edad, y de su abuelo paterno, 
expedidos por el Registro Civil español.

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante acuerdo de fecha 8 
de abril de 2011 deniega lo solicitado por la interesada según lo establecido 
en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de Justicia.

3.- Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra el acuerdo denegatorio de su 
solicitud antes citado.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
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diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la 
Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil, 
los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010,24 de marzo de 2010,28 de abril de 2010 (5ª), 15 
de noviembre de 2010,1 de diciembre de 2010,7 de marzo de 2011 (4ª), 9 
de marzo de 2011, 3 de octubre de 2011 (17ª),25 de octubre de 2011 
(3ª),2 de diciembre de 2011.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como española de origen a la nacida en Argentina en 1982, en 
virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado segundo de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
conforme a la cual podrán optar a la nacionalidad española de origen “los 
nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad 
española como consecuencia del exilio”. La solicitud de opción cuya 
inscripción ahora se pretende fue formalizada el 9 de septiembre de 2010 
en el modelo normalizado del Anexo II de la Instrucción de 5 de octubre de 
2009 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado 
del Registro Civil se dictó acuerdo el 8 de abril de 2011, denegando lo 
solicitado. 

III.- El acuerdo apelado basa, en esencia, su denegación en que la 
solicitante no puede ejercer la opción del apartado segundo de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que no ha 
acreditado que su abuelo hubiera perdido o tuviera que renunciar a la 
nacionalidad española como consecuencia de su exilio, posición que el 
Ministerio Fiscal comparte en su informe.

IV.- El apartado segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la 
nacionalidad española a aquellas personas que sean nietos de quienes 
perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio. A fin de facilitar la acreditación de estos extremos, 
la regla V de la Instrucción de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas de procedimiento 
para el ejercicio de este derecho, establece la documentación que ha de 
aportar en este caso el interesado acompañando a su solicitud : “2.1 
Certificación literal de su nacimiento ; y 2.3 a) Certificación literal de 
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nacimiento del padre o madre -el que corresponda a la línea del abuelo o 
abuela españoles- del solicitante; b) Certificado literal de nacimiento del 
abuelo o abuela español/a del solicitante; c) La documentación a que se 
refiere el apartado 3 –de dicho regla V- sobre la condición de exiliado del 
abuelo o abuela”.

En el expediente que motiva este recurso y a los efectos de acreditar la 
condición de nieta de abuelo español se han aportado las correspondientes 
certificaciones de nacimiento del registro civil extranjero de la solicitante, 
así como las expedidas por el Registro Civil español a nombre de su 
padre y de su abuelo, constando en esta última que era nacido en España 
en 1911, de padres españoles. Así mismo, consta en el expediente 
certificado expedido por el Registro General de Cartas de Ciudadanía en 
el que consta que el abuelo de la interesada adquirió la ciudadanía 
argentina el 21 de febrero de 1951, razón por la que no pudo transmitir la 
nacionalidad española a su hijo, nacido en 1952. Este último ha optado a 
la ciudadanía española no de origen, el 16 enero de 2006, fecha en la que 
la interesada ya era mayor de edad, circunstancia que le impide su acceso 
a la nacionalidad española por transmisión directa de su padre. Así pues, 
dando por buena la condición de nieta de español de la recurrente, 
corresponde analizar, así mismo, si concurren en este caso los dos 
requisitos a los que el apartado 2 de la Disposición Adicional 7 de la Ley 
52/2007 condiciona el ejercicio del derecho de opción por parte de 
aquellos: que los abuelos hubieran perdido o tenido que renunciar a la 
nacionalidad española y que ello hubiere tenido lugar como consecuencia 
del exilio.

V.- Respecto al primero de dichos requisitos, es decir, que el abuelo de la 
solicitante hubieren perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad 
española ha de tenerse en cuenta que el mismo se cumpliría no solo 
cuando el abuelo hubiese adquirido voluntariamente otra nacionalidad 
que correlativamente hubiese motivado la pérdida de su nacionalidad 
española sino también cuando dicha perdida derivase del asentimiento 
voluntario a la nacionalidad extranjera o la utilización exclusiva de otra 
nacionalidad. Pero en todo caso, se haya producido la pérdida o renuncia 
a la nacionalidad española por parte del abuelo por cualquiera de aquellas 
circunstancias será necesario acreditar que la misma se ha producido 
como consecuencia del exilio al que se refiere el citado apartado segundo 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/ 2007 .
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VI.- A fin de acreditar la condición de exiliado del abuelo, el anteriormente 
referido apartado 3 de la Regla V establece como medios de prueba: “a) 
Documentación que acredite haber sido beneficiario de las pensiones 
otorgadas por la Administración española a los exiliados.; b) Documentación 
de la Oficina Internacional de Refugiados de Naciones Unidas y de las 
Oficinas de Refugiados de los Estados de acogida que asistieron a los 
refugiados españoles y a sus familias; c) Certificaciones o informes 
expedidos por partidos políticos, sindicatos o cualesquiera otras entidades 
o instituciones, públicas o privadas, debidamente reconocidas por las 
autoridades españolas o del Estado de acogida de los exiliados, que estén 
relacionadas con el exilio, bien por haber padecido exilio sus integrantes, 
o por haber destacado en la defensa y protección de los exiliados 
españoles, o por trabajar actualmente en la reparación moral y la 
recuperación de la memoria personal y familiar de las víctimas de la 
Guerra Civil y la Dictadura. La documentación numerada en el apartado a) 
prueba directamente y por sí sola el exilio.; la de los apartados anteriores, 
b) y c), constituirán prueba del exilio si se presentan en unión de cualquiera 
de los siguientes documentos: 1. Pasaporte o título de viaje con sello de 
entrada en el país de acogida. 2. Certificación del Registro de Matrícula 
del Consulado español. 3. Certificaciones del Registro Civil Consular que 
acrediten la residencia en el país de acogida, tales como inscripción de 
matrimonio, inscripciones de nacimiento de hijos, inscripciones de 
defunción, entre otras. 4. Certificación del Registro Civil local del país de 
acogida que acredite haber adquirido la nacionalidad de dicho país. 5. 
Documentación de la época del país de acogida en la que conste el año 
de la llegada a dicho país o la llegada al mismo por cualquier medio de 
transporte.; d) A los efectos del ejercicio de los derechos de opción 
reconocidos en la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, se 
presumirá la condición de exiliado respecto de todos los españoles que 
salieron de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 
1955. La salida del territorio español podrá acreditarse mediante 
cualquiera de los documentos enumerados en el párrafo anterior”.

VII.- En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución 
de este recurso - cfr. Arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento -, aunque se entienda acreditada la condición de la solicitante 
de nieta de español y que, el abuelo, hubiera podido perder su nacionalidad 
española en 1951, por naturalización, con anterioridad al nacimiento del 
hijo, padre de la interesada ocurrido en el año 1952, sin embargo no 
resulta acreditada la condición de exiliado del abuelo con anterioridad a la 
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perdida de la nacionalidad española, dado que ni se han presentado los 
documentos acreditativos de dicha condición, conforme a lo reseñado en 
el párrafo anterior, ni la misma puede presumirse por no haber resultado 
acreditada la salida de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de 
diciembre de 1955, y no solo la residencia fuera de la misma. Es más, 
consta en el expediente el pasaporte del abuelo que reflejan su salida de 
España el año 1927, por todo ello no pueden entenderse cumplidos, en su 
totalidad, los requisitos que la disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007 establece para el ejercicio de derecho de opción.

VIII.- En cuanto a la alegación de la recurrente relativa a la falta de 
motivación de la resolución recurrida, hay que señalar que aunque la 
argumentación en que se fundamente la calificación haya sido expresada 
de modo escueto, es suficiente para la tramitación del expediente si 
expresa suficientemente la razón que justifica dicha negativa de modo 
que el recurrente haya podido alegar cuanto resulte pertinente para su 
defensa, como lo demuestra en este caso el contenido del escrito de 
interposición del recurso. Como ha señalado la jurisprudencia, la necesaria 
motivación de los actos emanados de la Administración exige una 
explicitación de las razones que los justifiquen, para que posteriormente 
la jurisdicción pueda revisarlos, “lo que significa que su extensión ha de 
estar en función de la mayor o menor complejidad de lo que se cuestione 
e implica que pueda ser sucinta o escueta, sin necesidad de amplias 
consideraciones ante la cuestión que se plantea y resuelve” (cfr. 
Sentencias del Tribunal Constitucional de 17 de julio de 1981, y del 
Tribunal Supremo – Sala de lo Contencioso-Administrativo – de 17 de 
octubre de 2000). En este caso el Encargado del Registro ha señalado 
con claridad el motivo que impide la estimación de la pretensión del 
recurrente y ha fundado tal decisión en disposiciones concretas, con la 
correspondiente cita, por lo que no puede afirmarse que haya incurrido en 
una situación de falta de motivación jurídica, ni que se haya coartado el 
derecho a la interposición del recurso. La motivación ha sido 
suficientemente expresiva de la razón que justifica la negativa a la 
inscripción, de modo que el recurrente ha podido alegar cuanto le ha 
convenido para su defensa.

IX.- En cuanto a la alegación en el escrito de recurso sobre la posible 
discriminación que supondría el diferente trato del que son objeto los hijos 
menores de edad y los hijos que ya han alcanzado la mayoría de edad ha 
de tenerse en cuenta que en la medida en que el apartado primero de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 establece un derecho de 
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opción a la adquisición de la nacionalidad española de origen a favor de 
las personas “cuyo padre o madre hubiese sido originariamente español” 
sin establecer distinción alguna en relación con tales hijos, dicha alegación 
no puede ser estimada en relación con la solicitud del derecho de opción 
al amparo de dicha norma que motiva el recurso. Y ello con independencia 
del diferente trato legal del que son objeto los hijos de quien adquiere de 
manera sobrevenida la nacionalidad española según sean menores o 
mayores de edad cuando tal adquisición se produce en orden a la 
posibilidad de ejercicio del derecho de opción previsto en el Art. 20.1.a 
Código Civil. Posibilidad que precisamente para evitar dicha discriminación 
también se reconoce a favor de los hijos menores de edad de quienes 
adquieran la nacionalidad española de origen pero de forma sobrevenida 
al amparo del derecho de opción previsto en dicha Disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007por la regla Sexta de la Instrucción de 4 de 
Noviembre de 2008. Debiéndose tener en cuenta por tanto que el diferente 
trato de los hijos menores o mayores de edad en cuanto a la posibilidad 
del ejercicio del derecho de opción del art.20.1.a del Código Civil no es el 
resultado de una determinada interpretación de la Administración sino que 
el mismo surge de la misma Ley a cuya aplicación está obligada esta 
Dirección General sin que le corresponda a la misma poner en duda la 
constitucionalidad de ese diferente trato legal por implicar el mismo una 
posible discriminación en el tratamiento de los hijos ,tal como se alega en 
el escrito de recurso, más aun cuando tal diferente trato puede tener una 
justificación razonable como consecuencia de las múltiples diferencias 
que se aprecian entre las situaciones de minoría y mayoría de edad en los 
ámbitos personal y familiar y que conforme a doctrina consolidada del 
Tribunal Constitucional resumida en el fundamento 7º de la sentencia 
87/2009 de 20 de Abril “a) no toda desigualdad de trato en la Ley supone 
una infracción al artículo 14 de la Constitución (derecho a la igualdad de 
trato) sino que dicha infracción la produce solo aquella desigualdad que 
introduce una diferencia entre situaciones que pueden considerarse 
iguales y que carece de una justificación objetiva y razonable b) el principio 
de igualdad exige que a iguales supuestos de hecho se apliquen iguales 
consecuencias jurídicas, debiendo considerarse iguales dos supuestos de 
hecho cuando la utilización o introducción de elementos diferenciadores 
sea arbitraria o carezca de fundamento racional ”.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Doña N-S. y confirma el acuerdo apelado, dictado 
conforme a la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
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diciembre, por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen 
medidas a favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la 
Guerra Civil y la Dictadura.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en Buenos Aires.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (173ª)
III.1.3.2  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado segundo de la Disposición adicional séptima los que no acrediten 
ser nietos de abuela de nacionalidad española que perdiera o tuviera que 
renunciar a su nacionalidad española como consecuencia del exilio.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el interesado contra el acuerdo del Encargado del 
Registro Civil Consular en Buenos Aires (Argentina).

HECHOS

1.- Don J-L. presenta escrito en el Consulado de España en Buenos Aires 
a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 
Disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su 
solicitud como documentación: certificados literales locales de nacimiento 
propio y de su madre así como el de su abuela emitido por el registro Civil 
español. 

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante el acuerdo de 
fecha 20 de abril de 2011 deniega lo solicitado por el interesado según lo 
establecido en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de 
Justicia.

3.- Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra la resolución denegatoria de su 
solicitud antes citada.
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4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la 
Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil, 
los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010,24 de marzo de 2010,28 de abril de 2010 (5ª), 15 
de noviembre de 2010,1 de diciembre de 2010,7 de marzo de 2011 (4ª), 9 
de marzo de 2011, 3 de octubre de 2011 (17ª),25 de octubre de 2011 
(3ª),2 de diciembre de 2011.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como español de origen al nacido en Argentina en 1959, en 
virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado segundo de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
conforme a la cual podrán optar a la nacionalidad española de origen “los 
nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad 
española como consecuencia del exilio”. La solicitud de opción cuya 
inscripción ahora se pretende fue formalizada el 6 de septiembre de 2010 
en el modelo normalizado del Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre 
de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado 
del Registro Civil se dictó acuerdo el 20 de abril de 2011, denegando lo 
solicitado. 

III.- El acuerdo apelado basa, en esencia, su denegación en que el 
solicitante no puede ejercer la opción del apartado segundo de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que no ha 
acreditado que su abuela hubiera perdido o tuviera que renunciar a la 
nacionalidad española como consecuencia de su exilio, posición que el 
Ministerio Fiscal comparte en su informe.

IV.- El apartado segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la 
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nacionalidad española a aquellas personas que sean nietos de quienes 
perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio. A fin de facilitar la acreditación de estos extremos, 
la regla V de la Instrucción de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas de procedimiento 
para el ejercicio de este derecho, establece la documentación que ha de 
aportar en este caso el interesado acompañando a su solicitud : “…2.1 
Certificación literal de nacimiento del solicitante ; … 2.3 ... a) Certificación 
literal de nacimiento del padre o madre -el que corresponda a la línea del 
abuelo o abuela españoles- del solicitante;… b) Certificado literal de 
nacimiento del abuelo o abuela español/a del solicitante; c) La 
documentación a que se refiere el apartado 3 –de dicha regla V- sobre la 
condición de exiliado del abuelo o abuela … ”. En el expediente que 
motiva este recurso y a los efectos de acreditar la condición de nieto de 
abuela española se han aportado las correspondientes certificaciones de 
nacimiento del Registro Civil local del solicitante y de su madre, así como 
la de su abuela expedida por el Registro Civil español, resultando de esta 
última su nacimiento en España en el año 1888 de padres españoles. Así 
mismo presenta el libro de familia de sus abuelos en el que consta que 
contrajeron matrimonio en Argentina el 29 de mayo de 1920, fecha en la 
que la abuela pierde la nacionalidad española por contraer matrimonio 
con extranjero, conforme a lo previsto en el artículo 22 del Código Civil de 
1889, vigente en la época, razón por la que no puede transmitir la 
nacionalidad española a su hija nacida en Argentina el 22 de agosto de 
1924. Por lo que, no cuestionándose en el recurso la condición del 
solicitante de nieto de abuela española de origen, únicamente corresponde 
analizar si concurren los otros dos requisitos a los que el apartado 2 de la 
Disposición Adicional 7 de la Ley 52/2007 condiciona el ejercicio del 
derecho de opción por parte de aquellos: que la abuela hubiera perdido o 
tenido que renunciar a la nacionalidad española y que ello hubiere tenido 
lugar como consecuencia del exilio.

V.- Respecto al primero de dichos requisitos, es decir, que la abuela del 
solicitante hubiere perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad 
española ha de tenerse en cuenta que si bien tal circunstancia constituye 
un elemento caracterizador del supuesto de hecho tipo o paradigmático 
(por ser el más común de los contemplados en la norma), ello no supone 
que la pérdida en sí deba ser interpretada necesariamente, a pesar del 
tenor literal de la norma, como integrante de una verdadera conditio iuris 
o requisito sustantivo de aplicación de la citada disposición adicional 
segunda. Y ello porque lo decisivo no es tanto que la abuela hubiese 
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perdido o renunciado a su nacionalidad española como que ella no haya 
podido transmitir la nacionalidad española a su hija, madre del solicitante, 
siempre y cuando haya concurrido en todo caso la circunstancia del exilio. 
Mantener la tesis contraria y exigir en todo caso la pérdida o renuncia a la 
nacionalidad española por parte de la abuela significarla hacer de peor 
condición al descendiente de la abuela que conservó su nacionalidad 
española, no obstante la situación de exilio, pero que no pudo transmitirla, 
respecto a los descendientes de la abuela que encontrándose en el exilio 
no la transmitió por haberla perdido o renunciado a la misma (vid. en el 
mismo sentido fundamento jurídico X de las Resoluciones de 24 de 
octubre de 2011,25 de octubre de 2011). Es decir el derecho de opción del 
apartado segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
debe reconocérsele no solo a los nietos de aquellas abuelas que perdieron 
la nacionalidad española por la adquisición voluntaria de otra nacionalidad, 
el asentimiento voluntario a la nacionalidad extranjera o la utilización 
exclusiva de otra nacionalidad, sino también a los que lo sean de abuelas 
que, como consecuencia del régimen legal vigente en España hasta la 
Ley de 2 de mayo de 1975 y por razón del principio jurídico de unidad 
familiar en materia de nacionalidad, perdieron su nacionalidad española 
como consecuencia directa de su matrimonio con extranjero (lo que 
ocurría hasta la reforma del Código Civil por la Ley de 16 de julio de 1954 
según la redacción originaria del Art.22 y después de esta reforma en 
virtud de lo dispuesto en el Art. 23.3 del Código Civil según la redacción 
dada al mismo por la citada Ley) o aun conservándola,( bien por no haber 
contraído matrimonio con extranjero o habiéndolo contraído éste no 
hubiese implicado la pérdida de la nacionalidad ),por ese mismo principio 
jurídico de unidad familiar centrado en la figura del padre titular de la 
patria potestad (cfr. art.18 del Código Civil en su redacción originaria y 17 
1º y 2º en su redacción Ley de 15 de julio de 1954) no pudieron transmitirla 
a sus hijos por seguir estos la nacionalidad del padre (lo que ocurrió en 
España en un principio hasta la entrada en vigor de la ley 52/1982 de 13 
de julio en virtud de la nueva redacción dada al Art.17.1 del Código Civil y 
después por interpretación de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado - según Resolución de fecha 13 de octubre de 2001- hasta la 
entrada en vigor de la Constitución ) 

Esta interpretación se ve igualmente confirmada por la disposición final 
sexta de la Ley 20/2011, de 21 de julio, de Registro Civil relativa a la 
adquisición de la nacionalidad española por los nietos de exiliados durante 
la guerra civil y la dictadura, dado que conforme a la misma “el derecho de 
opción previsto en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
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26 de diciembre, por la que se reconocen y amplían derechos y se 
establecen medidas en favor de quienes padecieron persecución o 
violencia durante la guerra civil y la dictadura, podrán también ejercerlo 
los nietos de las exiliadas españolas que conservaron la nacionalidad 
española tras haber contraído matrimonio con un extranjero con 
posterioridad al 5 de agosto de 1954, fecha de entrada en vigor de la Ley 
de 15 de julio de 1954, siempre que no transmitiesen la nacionalidad 
española a sus hijos, por seguir estos la del padre, y formalicen su 
declaración en tal sentido en el plazo de un año desde la entrada en vigor 
de la presente disposición”. De esta disposición, por tanto, se deduce que 
debe reconocérsele el derecho de opción previsto en el apartado 2 de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 tanto a los nietos de 
abuelas españolas exiliadas que perdieron la nacionalidad española por 
haber contraído matrimonio con extranjero, y no pudieron transmitir la 
nacionalidad española a sus hijos por seguir estos la del padre, como a 
los nietos de abuelas españolas exiliadas que aun conservando su 
nacionalidad y como consecuencia del principio de unidad familiar en 
materia de nacionalidad centrado en la figura del padre, no pudieron 
transmitirla a sus hijos. Pero en todo caso, se haya producido la pérdida o 
renuncia a la nacionalidad española por parte de la abuela o, incluso 
aunque ésta no haya tenido lugar, cuando no haya podido transmitir su 
nacionalidad a los hijos por el principio de unidad familiar, será necesario 
acreditar el requisito del exilio al que se refiere el citado apartado segundo 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 (confirmado por la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011, del Registro Civil).

VI.- A fin de acreditar la condición de exiliada de la abuela, el anteriormente 
referido apartado 3 de la Regla V de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 establece como medios de prueba los siguientes: “a) Documentación 
que acredite haber sido beneficiario de las pensiones otorgadas por la 
Administración española a los exiliados.; b) Documentación de la Oficina 
Internacional de Refugiados de Naciones Unidas y de las Oficinas de 
Refugiados de los Estados de acogida que asistieron a los refugiados 
españoles y a sus familias; c) Certificaciones o informes expedidos por 
partidos políticos, sindicatos o cualesquiera otras entidades o instituciones, 
públicas o privadas, debidamente reconocidas por las autoridades 
españolas o del Estado de acogida de los exiliados, que estén relacionadas 
con el exilio, bien por haber padecido exilio sus integrantes, o por haber 
destacado en la defensa y protección de los exiliados españoles, o por 
trabajar actualmente en la reparación moral y la recuperación de la 
memoria personal y familiar de las víctimas de la Guerra Civil y la 
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Dictadura. La documentación numerada en el apartado a) prueba 
directamente y por sí sola el exilio.; la de los apartados anteriores, b) y c), 
constituirán prueba del exilio si se presentan en unión de cualquiera de los 
siguientes documentos: 1. Pasaporte o título de viaje con sello de entrada 
en el país de acogida. 2. Certificación del Registro de Matrícula del 
Consulado español. 3. Certificaciones del Registro Civil Consular que 
acrediten la residencia en el país de acogida, tales como inscripción de 
matrimonio, inscripciones de nacimiento de hijos, inscripciones de 
defunción, entre otras. 4. Certificación del Registro Civil local del país de 
acogida que acredite haber adquirido la nacionalidad de dicho país. 5. 
Documentación de la época del país de acogida en la que conste el año 
de la llegada a dicho país o la llegada al mismo por cualquier medio de 
transporte.; d) A los efectos del ejercicio de los derechos de opción 
reconocidos en la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, se 
presumirá la condición de exiliado respecto de todos los españoles que 
salieron de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 
1955. La salida del territorio español podrá acreditarse mediante 
cualquiera de los documentos enumerados en el párrafo anterior”.

VII. - En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución 
de este recurso - cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento -, aunque se entienda acreditada la condición del solicitante 
de nieto de española; que la abuela no haya podido transmitir su 
nacionalidad española a su hija, madre del interesado, sin embargo no 
resulta acreditada la condición de exiliada de la abuela, dado que ni se 
han presentado los documentos acreditativos de dicha condición conforme 
a lo anteriormente reseñado, ni la misma puede presumirse por no haber 
resultado acreditada la salida de España - y no únicamente la residencia 
fuera de España- entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 
1955. Es más, teniendo en cuenta la fecha en la que contrajeron 
matrimonio los abuelos, en Argentina, y nació la madre del recurrente, 
parece evidente que en 1920 ya residía en Argentina, por lo que no se ha 
podido demostrar uno de los requisitos esenciales previstos en la 
Disposición Adicional 7ª de la Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad 
española en base al exilio de los abuelos.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Don J-L. y confirma el acuerdo apelado, dictado conforme 
a la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
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por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a 
favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra 
Civil y la Dictadura.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en Buenos Aires.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (174ª)
III.1.3.2  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado segundo de la Disposición adicional séptima los que no acrediten 
ser nietos de abuela de nacionalidad española que perdiera o tuviera que 
renunciar a su nacionalidad española como consecuencia del exilio.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el interesado contra el acuerdo del Encargado del 
Registro Civil Consular en Bahía Blanca (Argentina).

HECHOS

1.- Don W-F. presenta escrito en el Consulado de España en Bahía Blanca 
a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 
Disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su 
solicitud como documentación: certificado literal local de nacimiento propio 
y el de su padre, en el que consta que obtuvo la nacionalidad española en 
base al artículo 20.1.b del Código Civil, cuando el interesado había 
alcanzado la mayoría de edad, y el de su abuela emitidos por el registro 
Civil español. 

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante el acuerdo de 
fecha 19 de enero de 2011 deniega lo solicitado por el interesado según lo 
establecido en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de 
Justicia.
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3.- Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra la resolución denegatoria de su 
solicitud antes citada.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la 
Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil, 
los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010,24 de marzo de 2010,28 de abril de 2010 (5ª), 15 
de noviembre de 2010,1 de diciembre de 2010,7 de marzo de 2011 (4ª), 9 
de marzo de 2011, 3 de octubre de 2011 (17ª),25 de octubre de 2011 
(3ª),2 de diciembre de 2011.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como español de origen al nacido en Argentina en 1965, en 
virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado segundo de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
conforme a la cual podrán optar a la nacionalidad española de origen “los 
nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad 
española como consecuencia del exilio”. 

La solicitud de opción cuya inscripción ahora se pretende fue formalizada 
el 30 de noviembre de 2010 en el modelo normalizado del Anexo II de la 
Instrucción de 4 de noviembre de 2008 al amparo de lo previsto en su 
directriz segunda. Por el Encargado del Registro Civil se dictó acuerdo el 
19 de enero de 2011, denegando lo solicitado. 

III.- El acuerdo apelado basa, en esencia, su denegación en que el 
solicitante no puede ejercer la opción del apartado segundo de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que no ha 
acreditado que su abuela hubiera perdido o tuviera que renunciar a la 
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nacionalidad española como consecuencia de su exilio, posición que el 
Ministerio Fiscal comparte en su informe.

IV.- El apartado segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la 
nacionalidad española a aquellas personas que sean nietos de quienes 
perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio. A fin de facilitar la acreditación de estos extremos, 
la regla V de la Instrucción de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas de procedimiento 
para el ejercicio de este derecho, establece la documentación que ha de 
aportar en este caso el interesado acompañando a su solicitud : “…2.1 
Certificación literal de nacimiento del solicitante ; … 2.3 ... a) Certificación 
literal de nacimiento del padre o madre -el que corresponda a la línea del 
abuelo o abuela españoles- del solicitante;… b) Certificado literal de 
nacimiento del abuelo o abuela español/a del solicitante; c) La 
documentación a que se refiere el apartado 3 –de dicha regla V- sobre la 
condición de exiliado del abuelo o abuela … ”. En el expediente que 
motiva este recurso y a los efectos de acreditar la condición de nieto de 
abuela española se han aportado la correspondiente certificación de 
nacimiento del Registro Civil local del solicitante y, la de su padre y su 
abuela expedidas por el Registro Civil español, resultando de esta última 
su nacimiento en España en el año 1910 de padres españoles. Así mismo 
consta en el certificado de nacimiento del padre del interesado, expedido 
por el Registro Civil español, que los abuelos contrajeron matrimonio en 
Argentina el 19 de noviembre de 1936, fecha en la que la abuela pierde la 
nacionalidad española por contraer matrimonio con extranjero, conforme 
a lo previsto en el artículo 22 del Código Civil de 1889, vigente en la 
época, razón por la que no puede transmitir la nacionalidad española a su 
hijo nacido en Argentina el 9 de febrero de 1940. Por lo que, no 
cuestionándose en el recurso la condición del solicitante de nieto de 
abuela española de origen, únicamente corresponde analizar si concurren 
los otros dos requisitos a los que el apartado 2 de la Disposición Adicional 
7 de la Ley 52/2007 condiciona el ejercicio del derecho de opción por 
parte de aquellos: que la abuela hubiera perdido o tenido que renunciar a 
la nacionalidad española y que ello hubiere tenido lugar como consecuencia 
del exilio.

V.- Respecto al primero de dichos requisitos, es decir, que la abuela del 
solicitante hubiere perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad 
española ha de tenerse en cuenta que si bien tal circunstancia constituye 
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un elemento caracterizador del supuesto de hecho tipo o paradigmático 
(por ser el más común de los contemplados en la norma), ello no supone 
que la pérdida en sí deba ser interpretada necesariamente, a pesar del 
tenor literal de la norma, como integrante de una verdadera conditio iuris 
o requisito sustantivo de aplicación de la citada disposición adicional 
segunda. Y ello porque lo decisivo no es tanto que la abuela hubiese 
perdido o renunciado a su nacionalidad española como que ella no haya 
podido transmitir la nacionalidad española a su hijo, padre del solicitante, 
siempre y cuando haya concurrido en todo caso la circunstancia del exilio. 
Mantener la tesis contraria y exigir en todo caso la pérdida o renuncia a la 
nacionalidad española por parte de la abuela significarla hacer de peor 
condición al descendiente de la abuela que conservó su nacionalidad 
española, no obstante la situación de exilio, pero que no pudo transmitirla, 
respecto a los descendientes de la abuela que encontrándose en el exilio 
no la transmitió por haberla perdido o renunciado a la misma (vid. en el 
mismo sentido fundamento jurídico X de las Resoluciones de 24 de 
octubre de 2011,25 de octubre de 2011). Es decir el derecho de opción del 
apartado segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
debe reconocérsele no solo a los nietos de aquellas abuelas que perdieron 
la nacionalidad española por la adquisición voluntaria de otra nacionalidad 
, el asentimiento voluntario a la nacionalidad extranjera o la utilización 
exclusiva de otra nacionalidad , sino también a los que lo sean de abuelas 
que, como consecuencia del régimen legal vigente en España hasta la 
Ley de 2 de mayo de 1975 y por razón del principio jurídico de unidad 
familiar en materia de nacionalidad, perdieron su nacionalidad española 
como consecuencia directa de su matrimonio con extranjero (lo que 
ocurría hasta la reforma del Código Civil por la Ley de 16 de julio de 1954 
según la redacción originaria del Art.22 y después de esta reforma en 
virtud de lo dispuesto en el Art. 23.3 del Código Civil según la redacción 
dada al mismo por la citada Ley) o aun conservándola,( bien por no haber 
contraído matrimonio con extranjero o habiéndolo contraído éste no 
hubiese implicado la pérdida de la nacionalidad ),por ese mismo principio 
jurídico de unidad familiar centrado en la figura del padre titular de la 
patria potestad (cfr. art.18 del Código Civil en su redacción originaria y 17 
1º y 2º en su redacción Ley de 15 de julio de 1954) no pudieron transmitirla 
a sus hijos por seguir estos la nacionalidad del padre (lo que ocurrió en 
España en un principio hasta la entrada en vigor de la ley 52/1982 de 13 
de julio en virtud de la nueva redacción dada al Art.17.1 del Código Civil y 
después por interpretación de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado - según Resolución de fecha 13 de octubre de 2001- hasta la 
entrada en vigor de la Constitución ) 
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Esta interpretación se ve igualmente confirmada por la disposición final 
sexta de la Ley 20/2011, de 21 de julio, de Registro Civil relativa a la 
adquisición de la nacionalidad española por los nietos de exiliados durante 
la guerra civil y la dictadura, dado que conforme a la misma “el derecho de 
opción previsto en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, por la que se reconocen y amplían derechos y se 
establecen medidas en favor de quienes padecieron persecución o 
violencia durante la guerra civil y la dictadura, podrán también ejercerlo 
los nietos de las exiliadas españolas que conservaron la nacionalidad 
española tras haber contraído matrimonio con un extranjero con 
posterioridad al 5 de agosto de 1954, fecha de entrada en vigor de la Ley 
de 15 de julio de 1954, siempre que no transmitiesen la nacionalidad 
española a sus hijos, por seguir estos la del padre, y formalicen su 
declaración en tal sentido en el plazo de un año desde la entrada en vigor 
de la presente disposición”. De esta disposición, por tanto, se deduce que 
debe reconocérsele el derecho de opción previsto en el apartado 2 de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 tanto a los nietos de 
abuelas españolas exiliadas que perdieron la nacionalidad española por 
haber contraído matrimonio con extranjero, y no pudieron transmitir la 
nacionalidad española a sus hijos por seguir estos la del padre, como a 
los nietos de abuelas españolas exiliadas que aun conservando su 
nacionalidad y como consecuencia del principio de unidad familiar en 
materia de nacionalidad centrado en la figura del padre, no pudieron 
transmitirla a sus hijos. Pero en todo caso, se haya producido la pérdida o 
renuncia a la nacionalidad española por parte de la abuela o, incluso 
aunque ésta no haya tenido lugar, cuando no haya podido transmitir su 
nacionalidad a los hijos por el principio de unidad familiar, será necesario 
acreditar el requisito del exilio al que se refiere el citado apartado segundo 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 (confirmado por la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011, del Registro Civil).

VI.- A fin de acreditar la condición de exiliada de la abuela, el anteriormente 
referido apartado 3 de la Regla V de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 establece como medios de prueba los siguientes: “a) Documentación 
que acredite haber sido beneficiario de las pensiones otorgadas por la 
Administración española a los exiliados.; b) Documentación de la Oficina 
Internacional de Refugiados de Naciones Unidas y de las Oficinas de 
Refugiados de los Estados de acogida que asistieron a los refugiados 
españoles y a sus familias; c) Certificaciones o informes expedidos por 
partidos políticos, sindicatos o cualesquiera otras entidades o instituciones, 
públicas o privadas, debidamente reconocidas por las autoridades 
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españolas o del Estado de acogida de los exiliados, que estén relacionadas 
con el exilio, bien por haber padecido exilio sus integrantes, o por haber 
destacado en la defensa y protección de los exiliados españoles, o por 
trabajar actualmente en la reparación moral y la recuperación de la 
memoria personal y familiar de las víctimas de la Guerra Civil y la 
Dictadura. La documentación numerada en el apartado a) prueba 
directamente y por sí sola el exilio.; la de los apartados anteriores, b) y c), 
constituirán prueba del exilio si se presentan en unión de cualquiera de los 
siguientes documentos: 1. Pasaporte o título de viaje con sello de entrada 
en el país de acogida. 2. Certificación del Registro de Matrícula del 
Consulado español. 3. Certificaciones del Registro Civil Consular que 
acrediten la residencia en el país de acogida, tales como inscripción de 
matrimonio, inscripciones de nacimiento de hijos, inscripciones de 
defunción, entre otras. 4. Certificación del Registro Civil local del país de 
acogida que acredite haber adquirido la nacionalidad de dicho país. 5. 
Documentación de la época del país de acogida en la que conste el año 
de la llegada a dicho país o la llegada al mismo por cualquier medio de 
transporte.; d) A los efectos del ejercicio de los derechos de opción 
reconocidos en la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, se 
presumirá la condición de exiliado respecto de todos los españoles que 
salieron de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 
1955. La salida del territorio español podrá acreditarse mediante 
cualquiera de los documentos enumerados en el párrafo anterior”.

VII. - En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución 
de este recurso - cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento -, aunque se entienda acreditada la condición del solicitante 
de nieto de española; que la abuela no haya podido transmitir su 
nacionalidad española a su hijo, padre del interesado, sin embargo no 
resulta acreditada la condición de exiliada de la abuela, dado que ni se 
han presentado los documentos acreditativos de dicha condición conforme 
a lo anteriormente reseñado, ni la misma puede presumirse por no haber 
resultado acreditada la salida de España - y no únicamente la residencia 
fuera de España- entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 
1955, por lo que no se ha podido demostrar uno de los requisitos 
esenciales previstos en la Disposición Adicional 7ª de la Ley 52/2007 para 
optar a la nacionalidad española en base al exilio de los abuelos.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
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interpuesto por Don W-F. y confirma el acuerdo apelado, dictado conforme 
a la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a 
favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra 
Civil y la Dictadura.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en Bahía Blanca (Argentina).

Resolución de 31 de Julio de 2014 (175ª)
III.1.3.2  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado segundo de la Disposición adicional séptima los que no acrediten 
ser nietos de abuelos de nacionalidad española que perdieran o tuvieran 
que renunciar a su nacionalidad española como consecuencia del exilio.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el interesado contra el auto del Encargado del 
Registro Civil Consular en San José de Costa Rica

HECHOS

1.- Don A. presenta escrito en el Consulado de España en San José a fin 
de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 Disposición 
adicional séptima y, adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como 
documentación: certificados locales literales de nacimiento propio y de su 
madre así como el de su abuelo expedido por el Registro Civil español. En 
vía de recurso se aporta un nuevo certificado de nacimiento del abuelo en 
el que, en nota marginal, se aclara que el nacido como A. es la misma 
persona que M. que es la identidad que ha transmitido a sus descendientes.

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante el auto de fecha 2 
de octubre de 2012 deniega lo solicitado por el interesado según lo 
establecido en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de 
Justicia.
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3.- Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra el acuerdo denegatorio de su 
solicitud antes citado.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la 
Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil, 
los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010,24 de marzo de 2010,28 de abril de 2010 (5ª), 15 
de noviembre de 2010,1 de diciembre de 2010,7 de marzo de 2011 (4ª), 9 
de marzo de 2011, 3 de octubre de 2011 (17ª),25 de octubre de 2011 
(3ª),2 de diciembre de 2011.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como español de origen al nacido en Costa Rica en 1960, en 
virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado segundo de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
conforme a la cual podrán optar a la nacionalidad española de origen “los 
nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad 
española como consecuencia del exilio”. La solicitud de opción cuya 
inscripción ahora se pretende fue formalizada el 8 de septiembre de 2011 
en el modelo normalizado del Anexo II de la Instrucción de 5 de octubre de 
2009 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado 
del Registro Civil se dictó auto el 15 de febrero de 2012, denegando lo 
solicitado. 

III.- El auto apelado basa, en esencia, su denegación en que el solicitante 
no puede ejercer la opción del apartado segundo de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que no ha acreditado que su 
abuelo hubiera perdido o tuviera que renunciar a la nacionalidad española 
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como consecuencia de su exilio, posición que el Ministerio Fiscal comparte 
en su informe.

IV.- El apartado segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la 
nacionalidad española a aquellas personas que sean nietos de quienes 
perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio. A fin de facilitar la acreditación de estos extremos, 
la regla V de la Instrucción de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas de procedimiento 
para el ejercicio de este derecho, establece la documentación que ha de 
aportar en este caso el interesado acompañando a su solicitud : “2.1 
Certificación literal de su nacimiento ; y 2.3 a) Certificación literal de 
nacimiento del padre o madre -el que corresponda a la línea del abuelo o 
abuela españoles- del solicitante; b) Certificado literal de nacimiento del 
abuelo o abuela español/a del solicitante; c) La documentación a que se 
refiere el apartado 3 –de dicho regla V- sobre la condición de exiliado del 
abuelo o abuela”. En el expediente que motiva este recurso y a los efectos 
de acreditar la condición de nieto de abuelo español se han aportado las 
correspondientes certificaciones de nacimiento, del registro civil extranjero 
del solicitante y su madre y la de su abuelo, expedida por el Registro Civil 
español, resultando de ésta última su nacimiento en España en 1898 de 
padres españoles, Así pues, dando por buena la condición de nieto de 
español del recurrente, corresponde analizar, así mismo, si concurren en 
este caso los dos requisitos a los que el apartado 2 de la Disposición 
Adicional 7 de la Ley 52/2007 condiciona el ejercicio del derecho de opción 
por parte de aquellos: que el abuelo hubiera perdido o tenido que renunciar 
a la nacionalidad española y que ello hubiere tenido lugar como 
consecuencia del exilio.

V.- Respecto al primero de dichos requisitos, es decir, que el abuelo del 
solicitante hubiere perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad 
española ha de tenerse en cuenta que el mismo se cumpliría no solo 
cuando el abuelo hubiese adquirido voluntariamente otra nacionalidad 
que correlativamente hubiese motivado la pérdida de su nacionalidad 
española sino también cuando dicha perdida derivase del asentimiento 
voluntario a la nacionalidad extranjera o la utilización exclusiva de otra 
nacionalidad. Pero en todo caso, se haya producido la pérdida o renuncia 
a la nacionalidad española por parte de los abuelos por cualquiera de 
aquellas circunstancias será necesario acreditar que la misma se ha 
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producido como consecuencia del exilio al que se refiere el citado apartado 
segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/ 2007 .

VI.- A fin de acreditar la condición de exiliado del abuelo, el anteriormente 
referido apartado 3 de la Regla V establece como medios de prueba: “a) 
Documentación que acredite haber sido beneficiario de las pensiones 
otorgadas por la Administración española a los exiliados.; b) Documentación 
de la Oficina Internacional de Refugiados de Naciones Unidas y de las 
Oficinas de Refugiados de los Estados de acogida que asistieron a los 
refugiados españoles y a sus familias; c) Certificaciones o informes 
expedidos por partidos políticos, sindicatos o cualesquiera otras entidades 
o instituciones, públicas o privadas, debidamente reconocidas por las 
autoridades españolas o del Estado de acogida de los exiliados, que estén 
relacionadas con el exilio, bien por haber padecido exilio sus integrantes, 
o por haber destacado en la defensa y protección de los exiliados 
españoles, o por trabajar actualmente en la reparación moral y la 
recuperación de la memoria personal y familiar de las víctimas de la 
Guerra Civil y la Dictadura. La documentación numerada en el apartado a) 
prueba directamente y por sí sola el exilio.; la de los apartados anteriores, 
b) y c), constituirán prueba del exilio si se presentan en unión de cualquiera 
de los siguientes documentos: 1. Pasaporte o título de viaje con sello de 
entrada en el país de acogida. 2. Certificación del Registro de Matrícula 
del Consulado español. 3. Certificaciones del Registro Civil Consular que 
acrediten la residencia en el país de acogida, tales como inscripción de 
matrimonio, inscripciones de nacimiento de hijos, inscripciones de 
defunción, entre otras. 4. Certificación del Registro Civil local del país de 
acogida que acredite haber adquirido la nacionalidad de dicho país. 5. 
Documentación de la época del país de acogida en la que conste el año 
de la llegada a dicho país o la llegada al mismo por cualquier medio de 
transporte.; d) A los efectos del ejercicio de los derechos de opción 
reconocidos en la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, se 
presumirá la condición de exiliado respecto de todos los españoles que 
salieron de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 
1955. La salida del territorio español podrá acreditarse mediante 
cualquiera de los documentos enumerados en el párrafo anterior”.

VII.- En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución 
de este recurso - cfr. Arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento -, aunque se entienda acreditada la condición del solicitante 
de nieto de español y que, el abuelo, no haya transmitido la nacionalidad 
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española a su hija en el momento de su nacimiento en 1933, sin embargo 
no resulta acreditada la condición de exiliado del abuelo, dado que ni se 
han presentado los documentos acreditativos de dicha condición, 
conforme a lo reseñado en el párrafo anterior, ni la misma puede 
presumirse por no haber resultado acreditada la salida de España entre el 
18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 1955, y no solo la residencia 
fuera de la misma. Es más, dado que los abuelos contrajeron matrimonio 
en Costa Rica en el año 1931, y su hija nació en dicho país en 1933 hay 
que suponer que, en esa fecha, ya estaban afincados en dicho país. Es 
más, se aporta al expediente una semblanza de la familia anarquista del 
abuelo, en la que se confirma que en los años 20 éste tuvo que salir de 
España por motivos políticos sin que conste que regresara y, por todo ello, 
no es posible reconocer el exilio exigido por la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 para el ejercicio de derecho de opción.

VIII.- En cuanto a la alegación del recurrente relativa a la falta de 
motivación de la resolución recurrida, hay que señalar que aunque la 
argumentación en que se fundamente la calificación haya sido expresada 
de modo escueto, es suficiente para la tramitación del expediente si 
expresa suficientemente la razón que justifica dicha negativa de modo 
que la recurrente haya podido alegar cuanto resulte pertinente para su 
defensa, como lo demuestra en este caso el contenido del escrito de 
interposición del recurso. Como ha señalado la jurisprudencia, la necesaria 
motivación de los actos emanados de la Administración exige una 
explicitación de las razones que los justifiquen, para que posteriormente 
la jurisdicción pueda revisarlos, “lo que significa que su extensión ha de 
estar en función de la mayor o menor complejidad de lo que se cuestione 
e implica que pueda ser sucinta o escueta, sin necesidad de amplias 
consideraciones ante la cuestión que se plantea y resuelve” (cfr. 
Sentencias del Tribunal Constitucional de 17 de julio de 1981, y del 
Tribunal Supremo – Sala de lo Contencioso-Administrativo – de 17 de 
octubre de 2000). 

En este caso el Encargado del Registro ha señalado con claridad el motivo 
que impide la estimación de la pretensión de la recurrente y ha fundado tal 
decisión en disposiciones concretas, con la correspondiente cita, por lo 
que no puede afirmarse que haya incurrido en una situación de falta de 
motivación jurídica, ni que se haya coartado el derecho a la interposición 
del recurso. La motivación ha sido suficientemente expresiva de la razón 
que justifica la negativa a la inscripción, de modo que el recurrente ha 
podido alegar cuanto le ha convenido para su defensa.
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Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Don A. y confirma el auto apelado, dictado conforme a la 
Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, por 
la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a favor 
de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra Civil y la 
Dictadura.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en San José de Costa Rica.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (176ª)
III.1.3.2  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado segundo de la Disposición adicional séptima los que no acrediten 
ser nietos de abuelos de nacionalidad española que perdieran o tuvieran 
que renunciar a su nacionalidad española como consecuencia del exilio.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por la interesada contra el auto del Encargado del 
Registro Civil Consular en San José de Costa Rica

HECHOS

1.- Doña Mª del P. presenta escrito en el Consulado de España en San 
José a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 
Disposición adicional séptima y, adjunta especialmente en apoyo de su 
solicitud como documentación: certificados locales literales de nacimiento 
propio y de su madre así como el de su abuelo expedido por el Registro 
Civil español. En vía de recurso se aporta un nuevo certificado de 
nacimiento del abuelo en el que, en nota marginal, se aclara que el nacido 
como A. es la misma persona que M. que es la identidad que ha transmitido 
a sus descendientes.

http://www.mjusticia.gob.es/cs/Satellite/Portal/es/servicios-ciudadano/documentacion-publicaciones


M
inisterio de Justicia

813 Catálogo de Publicaciones

Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado (Registro Civil)

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante el auto de fecha 15 
de febrero de 2012 deniega lo solicitado por la interesada según lo 
establecido en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de 
Justicia.

3.- Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra el acuerdo denegatorio de su 
solicitud antes citado.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la 
Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil, 
los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010,24 de marzo de 2010,28 de abril de 2010 (5ª), 15 
de noviembre de 2010,1 de diciembre de 2010,7 de marzo de 2011 (4ª), 9 
de marzo de 2011, 3 de octubre de 2011 (17ª),25 de octubre de 2011 
(3ª),2 de diciembre de 2011.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como española de origen a la nacida en Costa Rica en 1962, en 
virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado segundo de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
conforme a la cual podrán optar a la nacionalidad española de origen “los 
nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad 
española como consecuencia del exilio”. La solicitud de opción cuya 
inscripción ahora se pretende fue formalizada el 23 de marzo de 2011 en 
el modelo normalizado del Anexo II de la Instrucción de 5 de octubre de 
2009 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado 
del Registro Civil se dictó auto el 15 de febrero de 2012, denegando lo 
solicitado. 
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III.- El auto apelado basa, en esencia, su denegación en que la solicitante 
no puede ejercer la opción del apartado segundo de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que no ha acreditado que su 
abuelo hubiera perdido o tuviera que renunciar a la nacionalidad española 
como consecuencia de su exilio, posición que el Ministerio Fiscal comparte 
en su informe.

IV.- El apartado segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la 
nacionalidad española a aquellas personas que sean nietos de quienes 
perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio. A fin de facilitar la acreditación de estos extremos, 
la regla V de la Instrucción de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas de procedimiento 
para el ejercicio de este derecho, establece la documentación que ha de 
aportar en este caso el interesado acompañando a su solicitud : “2.1 
Certificación literal de su nacimiento ; y 2.3 a) Certificación literal de 
nacimiento del padre o madre -el que corresponda a la línea del abuelo o 
abuela españoles- del solicitante; b) Certificado literal de nacimiento del 
abuelo o abuela español/a del solicitante; c) La documentación a que se 
refiere el apartado 3 –de dicho regla V- sobre la condición de exiliado del 
abuelo o abuela”. En el expediente que motiva este recurso y a los efectos 
de acreditar la condición de nieta de abuelo español se han aportado las 
correspondientes certificaciones de nacimiento, del registro civil extranjero 
de la solicitante y su madre y la de su abuelo, expedida por el Registro 
Civil español, resultando de ésta última su nacimiento en España en 1898 
de padres españoles, Así pues, dando por buena la condición de nieta de 
español de la recurrente, corresponde analizar, así mismo, si concurren 
en este caso los dos requisitos a los que el apartado 2 de la Disposición 
Adicional 7 de la Ley 52/2007 condiciona el ejercicio del derecho de opción 
por parte de aquellos: que el abuelo hubiera perdido o tenido que renunciar 
a la nacionalidad española y que ello hubiere tenido lugar como 
consecuencia del exilio.

V.- Respecto al primero de dichos requisitos, es decir, que el abuelo de la 
solicitante hubiere perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad 
española ha de tenerse en cuenta que el mismo se cumpliría no solo 
cuando el abuelo hubiese adquirido voluntariamente otra nacionalidad 
que correlativamente hubiese motivado la pérdida de su nacionalidad 
española sino también cuando dicha perdida derivase del asentimiento 
voluntario a la nacionalidad extranjera o la utilización exclusiva de otra 
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nacionalidad. Pero en todo caso, se haya producido la pérdida o renuncia 
a la nacionalidad española por parte de los abuelos por cualquiera de 
aquellas circunstancias será necesario acreditar que la misma se ha 
producido como consecuencia del exilio al que se refiere el citado apartado 
segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/ 2007 .

VI.- A fin de acreditar la condición de exiliado del abuelo, el anteriormente 
referido apartado 3 de la Regla V establece como medios de prueba: “a) 
Documentación que acredite haber sido beneficiario de las pensiones 
otorgadas por la Administración española a los exiliados.; b) Documentación 
de la Oficina Internacional de Refugiados de Naciones Unidas y de las 
Oficinas de Refugiados de los Estados de acogida que asistieron a los 
refugiados españoles y a sus familias; c) Certificaciones o informes 
expedidos por partidos políticos, sindicatos o cualesquiera otras entidades 
o instituciones, públicas o privadas, debidamente reconocidas por las 
autoridades españolas o del Estado de acogida de los exiliados, que estén 
relacionadas con el exilio, bien por haber padecido exilio sus integrantes, 
o por haber destacado en la defensa y protección de los exiliados 
españoles, o por trabajar actualmente en la reparación moral y la 
recuperación de la memoria personal y familiar de las víctimas de la 
Guerra Civil y la Dictadura. La documentación numerada en el apartado a) 
prueba directamente y por sí sola el exilio.; la de los apartados anteriores, 
b) y c), constituirán prueba del exilio si se presentan en unión de cualquiera 
de los siguientes documentos: 1. Pasaporte o título de viaje con sello de 
entrada en el país de acogida. 2. Certificación del Registro de Matrícula 
del Consulado español. 3. Certificaciones del Registro Civil Consular que 
acrediten la residencia en el país de acogida, tales como inscripción de 
matrimonio, inscripciones de nacimiento de hijos, inscripciones de 
defunción, entre otras. 4. Certificación del Registro Civil local del país de 
acogida que acredite haber adquirido la nacionalidad de dicho país. 5. 
Documentación de la época del país de acogida en la que conste el año 
de la llegada a dicho país o la llegada al mismo por cualquier medio de 
transporte.; d) A los efectos del ejercicio de los derechos de opción 
reconocidos en la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, se 
presumirá la condición de exiliado respecto de todos los españoles que 
salieron de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 
1955. La salida del territorio español podrá acreditarse mediante 
cualquiera de los documentos enumerados en el párrafo anterior”.

VII.- En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución 
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de este recurso - cfr. Arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento -, aunque se entienda acreditada la condición de la solicitante 
de nieta de español y que, el abuelo, no haya transmitido la nacionalidad 
española a su hija en el momento de su nacimiento en 1933, sin embargo 
no resulta acreditada la condición de exiliado del abuelo, dado que ni se 
han presentado los documentos acreditativos de dicha condición, 
conforme a lo reseñado en el párrafo anterior, ni la misma puede 
presumirse por no haber resultado acreditada la salida de España entre el 
18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 1955, y no solo la residencia 
fuera de la misma. Es más, dado que los abuelos contrajeron matrimonio 
en Costa Rica en el año 1931, y su hija nació en dicho país en 1933 hay 
que suponer que, en esa fecha, ya estaban afincados en dicho país. Es 
más, se aporta al expediente una semblanza de la familia anarquista del 
abuelo, en la que se confirma que en los años 20 éste tuvo que salir de 
España por motivos políticos sin que conste que regresara y, por todo ello, 
no es posible reconocer el exilio exigido por la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 para el ejercicio de derecho de opción.

VIII.- En cuanto a la alegación de la recurrente relativa a la falta de 
motivación de la resolución recurrida, hay que señalar que aunque la 
argumentación en que se fundamente la calificación haya sido expresada 
de modo escueto, es suficiente para la tramitación del expediente si 
expresa suficientemente la razón que justifica dicha negativa de modo 
que la recurrente haya podido alegar cuanto resulte pertinente para su 
defensa, como lo demuestra en este caso el contenido del escrito de 
interposición del recurso. Como ha señalado la jurisprudencia, la necesaria 
motivación de los actos emanados de la Administración exige una 
explicitación de las razones que los justifiquen, para que posteriormente 
la jurisdicción pueda revisarlos, “lo que significa que su extensión ha de 
estar en función de la mayor o menor complejidad de lo que se cuestione 
e implica que pueda ser sucinta o escueta, sin necesidad de amplias 
consideraciones ante la cuestión que se plantea y resuelve” (cfr. 
Sentencias del Tribunal Constitucional de 17 de julio de 1981, y del 
Tribunal Supremo – Sala de lo Contencioso-Administrativo – de 17 de 
octubre de 2000).

En este caso el Encargado del Registro ha señalado con claridad el motivo 
que impide la estimación de la pretensión de la recurrente y ha fundado tal 
decisión en disposiciones concretas, con la correspondiente cita, por lo 
que no puede afirmarse que haya incurrido en una situación de falta de 
motivación jurídica, ni que se haya coartado el derecho a la interposición 
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del recurso. La motivación ha sido suficientemente expresiva de la razón 
que justifica la negativa a la inscripción, de modo que la recurrente ha 
podido alegar cuanto le ha convenido para su defensa.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Doña Mª del P. y confirma el auto apelado, dictado 
conforme a la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen 
medidas a favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la 
Guerra Civil y la Dictadura.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en San José de Costa Rica.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (177ª)
III.1.3.2  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado segundo de la Disposición adicional séptima los que no acrediten 
ser nietos de abuela de nacionalidad española que perdiera, tuviera que 
renunciar o no pudiera transmitir su nacionalidad española como 
consecuencia del exilio que se presume acreditado por la salida de 
España de 1936 a 1955.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por la interesada contra el acuerdo del Encargado del 
Registro Civil Consular en Buenos Aires (Argentina).

HECHOS

1.- Doña Mª R. presenta escrito en el Consulado de España en Buenos 
Aires a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 
Disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su 
solicitud como documentación: certificado literal de nacimiento propio, 
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certificado de nacimiento de su padre y certificado de nacimiento de su 
abuela.

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante el acuerdo de 
fecha 16 de agosto de 2011 deniega lo solicitado por la interesada según 
lo establecido en la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio 
de Justicia.

3.- Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra la resolución denegatoria de su 
solicitud antes citada.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la 
Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil, 
los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010,24 de marzo de 2010,28 de abril de 2010 (5ª), 15 
de noviembre de 2010,1 de diciembre de 2010,7 de marzo de 2011 (4ª), 9 
de marzo de 2011, 3 de octubre de 2011 (17ª),25 de octubre de 2011 
(3ª),2 de diciembre de 2011.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como española de origen a la nacida en Argentina en 1947, en 
virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado segundo de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
conforme a la cual podrán optar a la nacionalidad española de origen “los 
nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad 
española como consecuencia del exilio”. La solicitud de opción cuya 
inscripción ahora se pretende fue formalizada el 26 de mayo de 2011 en el 
modelo normalizado del Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado 
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del Registro Civil se dictó acuerdo el 16 de agosto de 2011, denegando lo 
solicitado. 

III.- El acuerdo apelado basa en esencia su denegación en que la 
solicitante no puede ejercer la opción del apartado segundo de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que no ha 
acreditado que su abuela hubiera perdido o tuviera que renunciar a la 
nacionalidad española como consecuencia de su exilio, posición que el 
Ministerio Fiscal comparte en su informe.

IV.- El apartado segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la 
nacionalidad española a aquellas personas que sean nietos de quienes 
perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio. A fin de facilitar la acreditación de estos extremos, 
la regla V de la Instrucción de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas de procedimiento 
para el ejercicio de este derecho, establece la documentación que ha de 
aportar en este caso el interesado acompañando a su solicitud. Por un 
lado y a los efectos de acreditar la condición de nietos de española : 
“…2.1 Certificación literal de nacimiento del solicitante ; … 2.3 ... a) 
Certificación literal de nacimiento del padre o madre -el que corresponda 
a la línea del abuelo o abuela españoles- del solicitante;… b) Certificado 
literal de nacimiento del abuelo o abuela español/a del solicitante; c) La 
documentación a que se refiere el apartado 3 –de dicha regla V- sobre la 
condición de exiliado del abuelo o abuela … ”. Y por otro lado a fin de 
acreditar la condición de exiliada de la abuela, los siguientes: “a) 
Documentación que acredite haber sido beneficiario de las pensiones 
otorgadas por la Administración española a los exiliados.; b) Documentación 
de la Oficina Internacional de Refugiados de Naciones Unidas y de las 
Oficinas de Refugiados de los Estados de acogida que asistieron a los 
refugiados españoles y a sus familias; c) Certificaciones o informes 
expedidos por partidos políticos, sindicatos o cualesquiera otras entidades 
o instituciones, públicas o privadas, debidamente reconocidas por las 
autoridades españolas o del Estado de acogida de los exiliados, que estén 
relacionadas con el exilio, bien por haber padecido exilio sus integrantes, 
o por haber destacado en la defensa y protección de los exiliados 
españoles, o por trabajar actualmente en la reparación moral y la 
recuperación de la memoria personal y familiar de las víctimas de la 
Guerra Civil y la Dictadura. La documentación numerada en el apartado a) 
prueba directamente y por sí sola el exilio.; la de los apartados anteriores, 
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b) y c), constituirán prueba del exilio si se presentan en unión de cualquiera 
de los siguientes documentos: 1. Pasaporte o título de viaje con sello de 
entrada en el país de acogida. 2. Certificación del Registro de Matrícula 
del Consulado español. 3. Certificaciones del Registro Civil Consular que 
acrediten la residencia en el país de acogida, tales como inscripción de 
matrimonio, inscripciones de nacimiento de hijos, inscripciones de 
defunción, entre otras. 4. Certificación del Registro Civil local del país de 
acogida que acredite haber adquirido la nacionalidad de dicho país. 5. 
Documentación de la época del país de acogida en la que conste el año 
de la llegada a dicho país o la llegada al mismo por cualquier medio de 
transporte.; d) A los efectos del ejercicio de los derechos de opción 
reconocidos en la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, se 
presumirá la condición de exiliado respecto de todos los españoles que 
salieron de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 
1955. La salida del territorio español podrá acreditarse mediante 
cualquiera de los documentos enumerados en el párrafo anterior”. En el 
expediente que motiva este recurso y a los efectos de acreditar la 
condición de nieta de abuela española se han aportado las correspondientes 
certificaciones de nacimiento del Registro Civil local de la solicitante y la 
de su padre, así como la de su abuela expedida por el Registro Civil 
español, resultando de esta última su nacimiento en España en el año 
1888 de padres naturales de España. Consta, así mismo, en el expediente 
el certificado de matrimonio de los abuelos que acredita su celebración en 
Argentina el 15 de mayo de 1913, siendo el abuelo argentino. Es en esa 
fecha cuando la abuela pierde la nacionalidad española por matrimonio, 
conforme a lo previsto en el artículo 22 del Código Civil de 1889, vigente 
en la época, razón por la que no puede transmitir la nacionalidad española 
a su hijo nacido en 1915, que sigue la nacionalidad extranjera de su padre. 
Por lo que no cuestionándose en el recurso la condición de la solicitante 
de nieta de abuela española, únicamente corresponde analizar si 
concurren los otros dos requisitos a los que el apartado 2 de la Disposición 
Adicional 7 de la Ley 52/2007 condiciona el ejercicio del derecho de opción 
por parte de aquellos: que la abuela hubiera perdido o tenido que renunciar 
a la nacionalidad española y que ello hubiere tenido lugar como 
consecuencia del exilio.

V.- Respecto a dicho requisito, es decir, que la abuela de la solicitante 
hubiere perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad española ha de 
tenerse en cuenta que si bien tal circunstancia constituye un elemento 
caracterizador del supuesto de hecho tipo o paradigmático (por ser el más 
común de los contemplados en la norma), ello no supone que la pérdida 
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en sí deba ser interpretada necesariamente, a pesar del tenor literal de la 
norma, como integrante de una verdadera conditio iuris o requisito 
sustantivo de aplicación de la citada disposición adicional segunda. Y ello 
porque lo decisivo no es tanto que la abuela hubiese perdido o renunciado 
a su nacionalidad española como que ella no haya podido transmitir la 
nacionalidad española a su hijo, padre de la solicitante, siempre y cuando 
haya concurrido en todo caso la circunstancia del exilio. Mantener la tesis 
contraria y exigir en todo caso la pérdida o renuncia a la nacionalidad 
española por parte de la abuela significarla hacer de peor condición al 
descendiente de la abuela que conservó su nacionalidad española, no 
obstante la situación de exilio, pero que no pudo transmitirla, respecto a 
los descendientes de la abuela que encontrándose en el exilio no la 
transmitió por haberla perdido o renunciado a la misma (vid. en el mismo 
sentido fundamento jurídico X de las Resoluciones de 24 de octubre de 
2011,25 de octubre de 2011). Es decir el derecho de opción del apartado 
segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 debe 
reconocérsele no solo a los nietos de aquellas abuelas que perdieron la 
nacionalidad española por la adquisición voluntaria de otra nacionalidad, 
el asentimiento voluntario a la nacionalidad extranjera o la utilización 
exclusiva de otra nacionalidad, sino también a los que lo sean de abuelas 
que, como consecuencia del régimen legal vigente en España hasta la 
Ley de 2 de mayo de 1975 y por razón del principio jurídico de unidad 
familiar en materia de nacionalidad, perdieron su nacionalidad española 
como consecuencia directa de su matrimonio con extranjero ( lo que 
ocurría hasta la reforma del Código Civil por la Ley de 16 de julio de 1954 
según la redacción originaria del Art.22 y después de esta reforma en 
virtud de lo dispuesto en el Art. 23.3 del Código Civil según la redacción 
dada al mismo por la citada Ley) o aun conservándola,( bien por no haber 
contraído matrimonio con extranjero o habiéndolo contraído éste no 
hubiese implicado la pérdida de la nacionalidad ),por ese mismo principio 
jurídico de unidad familiar centrado en la figura del padre titular de la 
patria potestad (cfr. art.18 del Código Civil en su redacción originaria y 17 
1º y 2º en su redacción Ley de 15 de julio de 1954) no pudieron transmitirla 
a sus hijos por seguir estos la nacionalidad del padre ( lo que ocurrió en 
España hasta la entrada en vigor de la Constitución por la derogación del 
artículo 17.2 del Código Civil como consecuencia de la eficacia inmediata 
de la misma _ cfr. arts. 14, 39, disposiciones derogatoria y final de la 
Constitución, según Resolución de 13 de Octubre de 2001 (3ª)).

Esta interpretación se ve igualmente confirmada por la disposición final 
sexta de la Ley 20/2011, de 21 de julio, de Registro Civil relativa a la 
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adquisición de la nacionalidad española por los nietos de exiliados durante 
la guerra civil y la dictadura, dado que conforme a la misma “el derecho de 
opción previsto en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, por la que se reconocen y amplían derechos y se 
establecen medidas en favor de quienes padecieron persecución o 
violencia durante la guerra civil y la dictadura, podrán también ejercerlo 
los nietos de las exiliadas españolas que conservaron la nacionalidad 
española tras haber contraído matrimonio con un extranjero con 
posterioridad al 5 de agosto de 1954, fecha de entrada en vigor de la Ley 
de 15 de julio de 1954, siempre que no transmitiesen la nacionalidad 
española a sus hijos, por seguir estos la del padre, y formalicen su 
declaración en tal sentido en el plazo de un año desde la entrada en vigor 
de la presente disposición”. De esta disposición, por tanto, se deduce que 
debe reconocérsele el derecho de opción previsto en el apartado 2 de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 tanto a los nietos de 
abuelas españolas exiliadas que perdieron la nacionalidad española por 
haber contraído matrimonio con extranjero, y no pudieron transmitir la 
nacionalidad española a sus hijos por seguir estos la del padre, como a 
los nietos de abuelas españolas exiliadas que aun conservando su 
nacionalidad y como consecuencia del principio de unidad familiar en 
materia de nacionalidad centrado en la figura del padre, no pudieron 
transmitirla a sus hijos. Pero en todo caso, se haya producido la pérdida o 
renuncia a la nacionalidad española por parte de la abuela o, incluso 
aunque ésta no haya tenido lugar, cuando no haya podido transmitir su 
nacionalidad a los hijos por el principio de unidad familiar, será necesario 
acreditar que tal circunstancia se habrá producido como consecuencia del 
exilio al que se refiere el citado apartado segundo de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007 (confirmado por la disposición final 
sexta de la Ley 20/2011, del Registro Civil).

VII.- En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución 
de este recurso - cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento -, aunque se entienda acreditada la condición de la solicitante 
de nieta de española; que la abuela no haya podido transmitir la 
nacionalidad española a su hijo, padre de la interesada, por seguir éste la 
nacionalidad extranjera de su padre, en aplicación del principio de unidad 
familiar, tampoco resulta acreditada la condición de exiliada de la abuela, 
dado que ni se han presentado los documentos acreditativos de dicha 
condición conforme a lo anteriormente reseñado, ni la misma puede 
presumirse por no haber resultado acreditada la salida de España - y no 
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únicamente la residencia fuera de España- entre el 18 de julio de 1936 y 
el 31 de diciembre de 1955. Es más, dado que los abuelos contrajeron 
matrimonio en Argentina en 1913 y el padre de la recurrente nació en ese 
mismo país en 1915, estas fechas evidencian que en el año 1913, la 
abuela, ya residía en Argentina, por lo que no se ha podido demostrar uno 
de los requisitos esenciales previstos en la Disposición Adicional 7ª de la 
Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad española en base al exilio de la 
abuela. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Doña Mª-R. y confirma el acuerdo apelado, dictado 
conforme a la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen 
medidas a favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la 
Guerra Civil y la Dictadura.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en Buenos Aires.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (178ª)
III.1.3.2  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado segundo de la Disposición adicional séptima los que no acrediten 
ser nietos de abuela de nacionalidad española que perdiera o tuviera que 
renunciar a su nacionalidad española como consecuencia del exilio.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el interesado contra el acuerdo del Encargado del 
Registro Civil Consular en Buenos Aires (Argentina).

HECHOS

1.- Don A. presenta escrito en el Consulado de Buenos Aires, a fin de 
optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 Disposición 
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adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como 
documentación: certificado literal local de nacimiento propio y de su padre 
y el de su abuela expedido por el Registro Civil español. 

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante acuerdo de fecha 9 
de junio de 2011 deniega lo solicitado por el interesado según lo 
establecido en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de 
Justicia.

3.- Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra la resolución denegatoria de su 
solicitud antes citada.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la 
Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil, 
los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010,24 de marzo de 2010,28 de abril de 2010 (5ª), 15 
de noviembre de 2010,1 de diciembre de 2010,7 de marzo de 2011 (4ª), 9 
de marzo de 2011, 3 de octubre de 2011 (17ª),25 de octubre de 2011 
(3ª),2 de diciembre de 2011.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como español de origen al nacido en Argentina en 1974, en 
virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado segundo de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
conforme a la cual podrán optar a la nacionalidad española de origen “los 
nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad 
española como consecuencia del exilio”. La solicitud de opción cuya 
inscripción ahora se pretende fue formalizada el 25 de noviembre de 2010 
en el modelo normalizado del Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre 
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de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado 
del Registro Civil se dictó acuerdo el 9 de junio de 2011, denegando lo 
solicitado. 

III.- El acuerdo apelado basa, en esencia, su denegación en que el 
solicitante no puede ejercer la opción del apartado segundo de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que no ha 
acreditado que su abuela hubiera perdido o tuviera que renunciar a la 
nacionalidad española como consecuencia de su exilio, posición que el 
Ministerio Fiscal comparte en su informe.

IV.- El apartado segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la 
nacionalidad española a aquellas personas que sean nietos de quienes 
perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio. A fin de facilitar la acreditación de estos extremos, 
la regla V de la Instrucción de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas de procedimiento 
para el ejercicio de este derecho, establece la documentación que ha de 
aportar en este caso el interesado acompañando a su solicitud : “…2.1 
Certificación literal de nacimiento del solicitante ; … 2.3 ... a) Certificación 
literal de nacimiento del padre o madre -el que corresponda a la línea del 
abuelo o abuela españoles- del solicitante;… b) Certificado literal de 
nacimiento del abuelo o abuela español/a del solicitante; c) La 
documentación a que se refiere el apartado 3 –de dicha regla V- sobre la 
condición de exiliado del abuelo o abuela … ”. En el expediente que 
motiva este recurso y a los efectos de acreditar la condición de nieto de 
abuela española se han aportado las correspondientes certificaciones de 
nacimiento del Registro Civil local, del solicitante y de su padre y la de su 
abuela expedida por el Registro Civil español, resultando de esta última 
que la abuela nació en España en 1885 de padres españoles. Por lo que, 
no cuestionándose en el recurso la condición del solicitante de nieto de 
abuela española de origen, únicamente corresponde analizar si concurren 
los otros dos requisitos a los que el apartado 2 de la Disposición Adicional 
7 de la Ley 52/2007 condiciona el ejercicio del derecho de opción por 
parte de aquellos: que la abuela hubiera perdido o tenido que renunciar a 
la nacionalidad española y que ello hubiere tenido lugar como consecuencia 
del exilio.

V.- Respecto al primero de dichos requisitos, es decir, que la abuela del 
solicitante hubiere perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad 
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española ha de tenerse en cuenta que si bien tal circunstancia constituye 
un elemento caracterizador del supuesto de hecho tipo o paradigmático 
(por ser el más común de los contemplados en la norma), ello no supone 
que la pérdida en sí deba ser interpretada necesariamente, a pesar del 
tenor literal de la norma, como integrante de una verdadera conditio iuris 
o requisito sustantivo de aplicación de la citada disposición adicional 
segunda. Y ello porque lo decisivo no es tanto que la abuela hubiese 
perdido o renunciado a su nacionalidad española como que ella no haya 
podido transmitir la nacionalidad española a su hijo, padre del solicitante, 
siempre y cuando haya concurrido en todo caso la circunstancia del exilio. 
Mantener la tesis contraria y exigir en todo caso la pérdida o renuncia a la 
nacionalidad española por parte de la abuela significarla hacer de peor 
condición al descendiente de la abuela que conservó su nacionalidad 
española, no obstante la situación de exilio, pero que no pudo transmitirla, 
respecto a los descendientes de la abuela que encontrándose en el exilio 
no la transmitió por haberla perdido o renunciado a la misma (vid. en el 
mismo sentido fundamento jurídico X de las Resoluciones de 24 de 
octubre de 2011,25 de octubre de 2011). Es decir el derecho de opción del 
apartado segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 
debe reconocérsele no solo a los nietos de aquellas abuelas que perdieron 
la nacionalidad española por la adquisición voluntaria de otra nacionalidad, 
el asentimiento voluntario a la nacionalidad extranjera o la utilización 
exclusiva de otra nacionalidad , sino también a los que lo sean de abuelas 
que, como consecuencia del régimen legal vigente en España hasta la 
Ley de 2 de mayo de 1975 y por razón del principio jurídico de unidad 
familiar en materia de nacionalidad, perdieron su nacionalidad española 
como consecuencia directa de su matrimonio con extranjero (lo que 
ocurría hasta la reforma del Código Civil por la Ley de 16 de julio de 1954 
según la redacción originaria del Art.22 y después de esta reforma en 
virtud de lo dispuesto en el Art. 23.3 del Código Civil según la redacción 
dada al mismo por la citada Ley) o aun conservándola,( bien por no haber 
contraído matrimonio con extranjero o habiéndolo contraído éste no 
hubiese implicado la pérdida de la nacionalidad ),por ese mismo principio 
jurídico de unidad familiar centrado en la figura del padre titular de la 
patria potestad (cfr. art.18 del Código Civil en su redacción originaria y 17 
1º y 2º en su redacción Ley de 15 de julio de 1954) no pudieron transmitirla 
a sus hijos por seguir estos la nacionalidad del padre (lo que ocurrió en 
España en un principio hasta la entrada en vigor de la ley 52/1982 de 13 
de julio en virtud de la nueva redacción dada al Art.17.1 del Código Civil y 
después por interpretación de la Dirección General de los Registros y del 
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Notariado - según Resolución de fecha 13 de octubre de 2001- hasta la 
entrada en vigor de la Constitución ). 

Esta interpretación se ve igualmente confirmada por la disposición final 
sexta de la Ley 20/2011, de 21 de julio, de Registro Civil relativa a la 
adquisición de la nacionalidad española por los nietos de exiliados durante 
la guerra civil y la dictadura, dado que conforme a la misma “el derecho de 
opción previsto en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, por la que se reconocen y amplían derechos y se 
establecen medidas en favor de quienes padecieron persecución o 
violencia durante la guerra civil y la dictadura, podrán también ejercerlo 
los nietos de las exiliadas españolas que conservaron la nacionalidad 
española tras haber contraído matrimonio con un extranjero con 
posterioridad al 5 de agosto de 1954, fecha de entrada en vigor de la Ley 
de 15 de julio de 1954, siempre que no transmitiesen la nacionalidad 
española a sus hijos, por seguir estos la del padre, y formalicen su 
declaración en tal sentido en el plazo de un año desde la entrada en vigor 
de la presente disposición”. De esta disposición, por tanto, se deduce que 
debe reconocérsele el derecho de opción previsto en el apartado 2 de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 tanto a los nietos de 
abuelas españolas exiliadas que perdieron la nacionalidad española por 
haber contraído matrimonio con extranjero, y no pudieron transmitir la 
nacionalidad española a sus hijos por seguir estos la del padre, como a 
los nietos de abuelas españolas exiliadas que aun conservando su 
nacionalidad y como consecuencia del principio de unidad familiar en 
materia de nacionalidad centrado en la figura del padre, no pudieron 
transmitirla a sus hijos. Pero en todo caso, se haya producido la pérdida o 
renuncia a la nacionalidad española por parte de la abuela o, incluso 
aunque ésta no haya tenido lugar, cuando no haya podido transmitir su 
nacionalidad a los hijos por el principio de unidad familiar, será necesario 
acreditar el requisito del exilio al que se refiere el citado apartado segundo 
de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 (confirmado por la 
disposición final sexta de la Ley 20/2011, del Registro Civil).

VI.- A fin de acreditar la condición de exiliada de la abuela, el anteriormente 
referido apartado 3 de la Regla V de la Instrucción de 4 de noviembre de 
2008 establece como medios de prueba los siguientes: “a) Documentación 
que acredite haber sido beneficiario de las pensiones otorgadas por la 
Administración española a los exiliados.; b) Documentación de la Oficina 
Internacional de Refugiados de Naciones Unidas y de las Oficinas de 
Refugiados de los Estados de acogida que asistieron a los refugiados 
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españoles y a sus familias; c) Certificaciones o informes expedidos por 
partidos políticos, sindicatos o cualesquiera otras entidades o instituciones, 
públicas o privadas, debidamente reconocidas por las autoridades 
españolas o del Estado de acogida de los exiliados, que estén relacionadas 
con el exilio, bien por haber padecido exilio sus integrantes, o por haber 
destacado en la defensa y protección de los exiliados españoles, o por 
trabajar actualmente en la reparación moral y la recuperación de la 
memoria personal y familiar de las víctimas de la Guerra Civil y la 
Dictadura. La documentación numerada en el apartado a) prueba 
directamente y por sí sola el exilio.; la de los apartados anteriores, b) y c), 
constituirán prueba del exilio si se presentan en unión de cualquiera de los 
siguientes documentos: 1. Pasaporte o título de viaje con sello de entrada 
en el país de acogida. 2. Certificación del Registro de Matrícula del 
Consulado español. 3. Certificaciones del Registro Civil Consular que 
acrediten la residencia en el país de acogida, tales como inscripción de 
matrimonio, inscripciones de nacimiento de hijos, inscripciones de 
defunción, entre otras. 4. Certificación del Registro Civil local del país de 
acogida que acredite haber adquirido la nacionalidad de dicho país. 5. 
Documentación de la época del país de acogida en la que conste el año 
de la llegada a dicho país o la llegada al mismo por cualquier medio de 
transporte.; d) A los efectos del ejercicio de los derechos de opción 
reconocidos en la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, se 
presumirá la condición de exiliado respecto de todos los españoles que 
salieron de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 
1955. La salida del territorio español podrá acreditarse mediante 
cualquiera de los documentos enumerados en el párrafo anterior”.

VII. - En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución 
de este recurso - cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento -, aunque se entienda acreditada la condición del solicitante 
de nieto de española; que la abuela no haya podido transmitir la 
nacionalidad española a su hijo, padre del interesado, por seguir éste la 
nacionalidad extranjera de su padre, tampoco resulta acreditada la 
condición de exiliada de la abuela, dado que ni se han presentado los 
documentos acreditativos de dicha condición conforme a lo anteriormente 
reseñado, ni la misma puede presumirse por no haber resultado acreditada 
la salida de España - y no únicamente la residencia fuera de España- 
entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 1955. Por lo que no se 
ha podido demostrar uno de los requisitos esenciales previstos en la 
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Disposición Adicional 7ª de la Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad 
española en base al exilio de la abuela. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Don A. y confirma el acuerdo apelado, dictado conforme a 
la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a 
favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra 
Civil y la Dictadura.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en Buenos Aires.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (179ª)
III.1.3.2  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado segundo de la Disposición adicional séptima los que no acrediten 
ser nietos de abuelo de nacionalidad española que perdiera o tuviera que 
renunciar a su nacionalidad española como consecuencia del exilio.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el interesado contra el auto del Encargado del 
Registro Civil Consular en La Habana (Cuba)

HECHOS

1.- Don A-M. presenta escrito en el Registro Civil Consular en La Habana, 
a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 
Disposición adicional séptima y, adjunta especialmente en apoyo de su 
solicitud como documentación: certificado local literal de nacimiento propio 
y el de su padre, en el que consta que optó a la nacionalidad española en 
virtud de lo dispuesto en el artículo 20.1.b del Código Civil, y el de su 
abuelo, expedidos por el Registro Civil español.
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2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante el auto de fecha 2 
de septiembre de 2010 deniega lo solicitado por el interesado según lo 
establecido en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de 
Justicia.

3.- Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra el acuerdo denegatorio de su 
solicitud antes citado.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la 
Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil, 
los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010,24 de marzo de 2010,28 de abril de 2010 (5ª), 15 
de noviembre de 2010,1 de diciembre de 2010,7 de marzo de 2011 (4ª), 9 
de marzo de 2011, 3 de octubre de 2011 (17ª),25 de octubre de 2011 
(3ª),2 de diciembre de 2011.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como español de origen al nacido en Cuba en 1989, en virtud 
del ejercicio de la opción prevista por el apartado segundo de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual podrán optar a la nacionalidad española de origen “los nietos de 
quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española 
como consecuencia del exilio”. La solicitud de opción cuya inscripción 
ahora se pretende fue formalizada el 30 de junio de 2010 en el modelo 
normalizado del Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 2009 al 
amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del 
Registro Civil se dictó auto el 2 de septiembre de 2010, denegando lo 
solicitado. 

http://www.mjusticia.gob.es/cs/Satellite/Portal/es/servicios-ciudadano/documentacion-publicaciones


M
inisterio de Justicia

831 Catálogo de Publicaciones

Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado (Registro Civil)

III.- El auto apelado basa, en esencia, su denegación en que el solicitante 
no puede ejercer la opción del apartado segundo de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que no ha acreditado que su 
abuelo hubiera perdido o tuviera que renunciar a la nacionalidad española 
como consecuencia de su exilio, posición que el Ministerio Fiscal comparte 
en su informe.

IV.- El apartado segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la 
nacionalidad española a aquellas personas que sean nietos de quienes 
perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio. A fin de facilitar la acreditación de estos extremos, 
la regla V de la Instrucción de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas de procedimiento 
para el ejercicio de este derecho, establece la documentación que ha de 
aportar en este caso el interesado acompañando a su solicitud : “2.1 
Certificación literal de su nacimiento ; y 2.3 a) Certificación literal de 
nacimiento del padre o madre -el que corresponda a la línea del abuelo o 
abuela españoles- del solicitante; b) Certificado literal de nacimiento del 
abuelo o abuela español/a del solicitante; c) La documentación a que se 
refiere el apartado 3 –de dicho regla V- sobre la condición de exiliado del 
abuelo o abuela”. En el expediente que motiva este recurso y a los efectos 
de acreditar la condición de nieto de abuelo español se han aportado las 
correspondientes certificaciones de nacimiento del registro civil extranjero 
del solicitante y la de su padre y su abuelo expedidas por el Registro Civil 
español, reflejándose en esta última que era nacido en España en 1903 
de padres españoles. Así mismo consta en el expediente la certificación 
de concesión de la ciudadanía cubana al abuelo el 25 de febrero de 1944, 
fecha en la que pierde la nacionalidad española, razón por la que no pudo 
transmitir a su hijo, padre del recurrente, la nacionalidad española cuando 
nació en 1955. Así pues, dando por buena la condición de nieto de español 
del recurrente, corresponde analizar, así mismo, si concurren en este 
caso los dos requisitos a los que el apartado 2 de la Disposición Adicional 
7 de la Ley 52/2007 condiciona el ejercicio del derecho de opción por 
parte de aquellos: que el abuelo hubiera perdido o tenido que renunciar a 
la nacionalidad española y que ello hubiere tenido lugar como consecuencia 
del exilio.

V.- Respecto al primero de dichos requisitos, es decir, que el abuelo del 
solicitante hubiere perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad 
española ha de tenerse en cuenta que el mismo se cumpliría no solo 

http://


M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

832Boletín del Ministerio de Justicia

Nacionalidad

cuando el abuelo hubiese adquirido voluntariamente otra nacionalidad 
que correlativamente hubiese motivado la pérdida de su nacionalidad 
española sino también cuando dicha perdida derivase del asentimiento 
voluntario a la nacionalidad extranjera o la utilización exclusiva de otra 
nacionalidad. Pero en todo caso, se haya producido la pérdida o renuncia 
a la nacionalidad española por parte de los abuelos por cualquiera de 
aquellas circunstancias será necesario acreditar que la misma se ha 
producido como consecuencia del exilio al que se refiere el citado apartado 
segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/ 2007 .

VI.- A fin de acreditar la condición de exiliado del abuelo, el anteriormente 
referido apartado 3 de la Regla V establece como medios de prueba: “a) 
Documentación que acredite haber sido beneficiario de las pensiones 
otorgadas por la Administración española a los exiliados.; b) Documentación 
de la Oficina Internacional de Refugiados de Naciones Unidas y de las 
Oficinas de Refugiados de los Estados de acogida que asistieron a los 
refugiados españoles y a sus familias; c) Certificaciones o informes 
expedidos por partidos políticos, sindicatos o cualesquiera otras entidades 
o instituciones, públicas o privadas, debidamente reconocidas por las 
autoridades españolas o del Estado de acogida de los exiliados, que estén 
relacionadas con el exilio, bien por haber padecido exilio sus integrantes, 
o por haber destacado en la defensa y protección de los exiliados 
españoles, o por trabajar actualmente en la reparación moral y la 
recuperación de la memoria personal y familiar de las víctimas de la 
Guerra Civil y la Dictadura. La documentación numerada en el apartado a) 
prueba directamente y por sí sola el exilio.; la de los apartados anteriores, 
b) y c), constituirán prueba del exilio si se presentan en unión de cualquiera 
de los siguientes documentos: 1. Pasaporte o título de viaje con sello de 
entrada en el país de acogida. 2. Certificación del Registro de Matrícula 
del Consulado español. 3. Certificaciones del Registro Civil Consular que 
acrediten la residencia en el país de acogida, tales como inscripción de 
matrimonio, inscripciones de nacimiento de hijos, inscripciones de 
defunción, entre otras. 4. Certificación del Registro Civil local del país de 
acogida que acredite haber adquirido la nacionalidad de dicho país. 5. 
Documentación de la época del país de acogida en la que conste el año 
de la llegada a dicho país o la llegada al mismo por cualquier medio de 
transporte.; d) A los efectos del ejercicio de los derechos de opción 
reconocidos en la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, se 
presumirá la condición de exiliado respecto de todos los españoles que 
salieron de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 
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1955. La salida del territorio español podrá acreditarse mediante 
cualquiera de los documentos enumerados en el párrafo anterior”.

VII.- En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de 
este recurso - cfr. Arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento -, aunque se entienda acreditada la condición del solicitante de 
nieto de español, no consta en el expediente que el abuelo tuviera que 
renunciar a la nacionalidad española con motivo del exilio, toda vez que ha 
quedado acreditado en la certificación de concesión de la ciudadanía 
cubana que residía en Cuba desde el año 1917, y no se ha podido demostrar 
que tuviera que salir de España en el periodo de tiempo comprendido entre 
el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 1955. Por todo ello no es 
posible reconocer el exilio exigido por la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007 para el ejercicio de derecho de opción.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Don A-M. y confirma el auto apelado, dictado conforme a 
la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a 
favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra 
Civil y la Dictadura.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en La Habana.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (180ª)
III.1.3.2  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado segundo de la Disposición adicional séptima los que no acrediten 
ser nietos de abuelos de nacionalidad española que perdieran o tuvieran 
que renunciar a su nacionalidad española como consecuencia del exilio.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
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virtud del entablado por la interesada contra el auto del Encargado del 
Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

HECHOS

1.- Doña S. presenta escrito en el Consulado de España en La Habana a 
fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 
Disposición adicional séptima y, adjunta especialmente en apoyo de su 
solicitud como documentación: certificado local literal de nacimiento propio 
y el de su padre y su abuelo, expedidos por el Registro Civil español.

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante el auto de fecha 10 
de febrero de 2011 deniega lo solicitado por la interesada según lo 
establecido en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de 
Justicia.

3.- Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra el acuerdo denegatorio de su 
solicitud antes citado.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la 
Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil, 
los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010,24 de marzo de 2010,28 de abril de 2010 (5ª), 15 
de noviembre de 2010,1 de diciembre de 2010,7 de marzo de 2011 (4ª), 9 
de marzo de 2011, 3 de octubre de 2011 (17ª),25 de octubre de 2011 
(3ª),2 de diciembre de 2011.
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II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como española de origen a la nacida en Cuba en 1969, en virtud 
del ejercicio de la opción prevista por el apartado segundo de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual podrán optar a la nacionalidad española de origen “los nietos de 
quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española 
como consecuencia del exilio”. La solicitud de opción cuya inscripción 
ahora se pretende fue formalizada el 5 de noviembre de 2010 en el modelo 
normalizado del Anexo II de la Instrucción de 5 de octubre de 2009 al 
amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del 
Registro Civil se dictó auto el 10 de febrero de 2011, denegando lo 
solicitado. 

III.- El auto apelado basa, en esencia, su denegación en que la solicitante 
no puede ejercer la opción del apartado segundo de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que no ha acreditado que su 
abuelo hubiera perdido o tuviera que renunciar a la nacionalidad española 
como consecuencia de su exilio, posición que el Ministerio Fiscal comparte 
en su informe.

IV.- El apartado segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la 
nacionalidad española a aquellas personas que sean nietos de quienes 
perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio. A fin de facilitar la acreditación de estos extremos, 
la regla V de la Instrucción de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas de procedimiento 
para el ejercicio de este derecho, establece la documentación que ha de 
aportar en este caso el interesado acompañando a su solicitud : “2.1 
Certificación literal de su nacimiento ; y 2.3 a) Certificación literal de 
nacimiento del padre o madre -el que corresponda a la línea del abuelo o 
abuela españoles- del solicitante; b) Certificado literal de nacimiento del 
abuelo o abuela español/a del solicitante; c) La documentación a que se 
refiere el apartado 3 –de dicho regla V- sobre la condición de exiliado del 
abuelo o abuela”. En el expediente que motiva este recurso y a los efectos 
de acreditar la condición de nieta de abuelo español se han aportado las 
correspondientes certificaciones de nacimiento del registro civil extranjero 
de la solicitante y la de su padre y su abuelo expedidas por el Registro 
Civil español, constando en esta última que era nacido en España en 
1903, de padres españoles. Así mismo consta en el expediente copia del 
certificado expedido por la Dirección de Inmigración y Extranjería cubana 
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en el que se consigna que el abuelo de la recurrente se naturalizó cubano 
el 22 de septiembre de 1936, razón por la que no pudo transmitir la 
nacionalidad española a su hijo, padre de la interesada nacido en 1938. 
Así pues, dando por buena la condición de nieta de español de la 
recurrente, corresponde analizar, así mismo, si concurren en este caso 
los dos requisitos a los que el apartado 2 de la Disposición Adicional 7 de 
la Ley 52/2007 condiciona el ejercicio del derecho de opción por parte de 
aquellos: que el abuelo hubiera perdido o tenido que renunciar a la 
nacionalidad española y que ello hubiere tenido lugar como consecuencia 
del exilio.

V.- Respecto al primero de dichos requisitos, es decir, que el abuelo de la 
solicitante hubiere perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad 
española ha de tenerse en cuenta que el mismo se cumpliría no solo 
cuando el abuelo hubiese adquirido voluntariamente otra nacionalidad 
que correlativamente hubiese motivado la pérdida de su nacionalidad 
española sino también cuando dicha perdida derivase del asentimiento 
voluntario a la nacionalidad extranjera o la utilización exclusiva de otra 
nacionalidad. Pero en todo caso, se haya producido la pérdida o renuncia 
a la nacionalidad española por parte de los abuelos por cualquiera de 
aquellas circunstancias será necesario acreditar que la misma se ha 
producido como consecuencia del exilio al que se refiere el citado apartado 
segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/ 2007 .

VI.- A fin de acreditar la condición de exiliado del abuelo, el anteriormente 
referido apartado 3 de la Regla V establece como medios de prueba: “a) 
Documentación que acredite haber sido beneficiario de las pensiones 
otorgadas por la Administración española a los exiliados.; b) Documentación 
de la Oficina Internacional de Refugiados de Naciones Unidas y de las 
Oficinas de Refugiados de los Estados de acogida que asistieron a los 
refugiados españoles y a sus familias; c) Certificaciones o informes 
expedidos por partidos políticos, sindicatos o cualesquiera otras entidades 
o instituciones, públicas o privadas, debidamente reconocidas por las 
autoridades españolas o del Estado de acogida de los exiliados, que estén 
relacionadas con el exilio, bien por haber padecido exilio sus integrantes, 
o por haber destacado en la defensa y protección de los exiliados 
españoles, o por trabajar actualmente en la reparación moral y la 
recuperación de la memoria personal y familiar de las víctimas de la 
Guerra Civil y la Dictadura. La documentación numerada en el apartado a) 
prueba directamente y por sí sola el exilio.; la de los apartados anteriores, 
b) y c), constituirán prueba del exilio si se presentan en unión de cualquiera 
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de los siguientes documentos: 1. Pasaporte o título de viaje con sello de 
entrada en el país de acogida. 2. Certificación del Registro de Matrícula 
del Consulado español. 3. Certificaciones del Registro Civil Consular que 
acrediten la residencia en el país de acogida, tales como inscripción de 
matrimonio, inscripciones de nacimiento de hijos, inscripciones de 
defunción, entre otras. 4. Certificación del Registro Civil local del país de 
acogida que acredite haber adquirido la nacionalidad de dicho país. 5. 
Documentación de la época del país de acogida en la que conste el año 
de la llegada a dicho país o la llegada al mismo por cualquier medio de 
transporte.; d) A los efectos del ejercicio de los derechos de opción 
reconocidos en la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, se 
presumirá la condición de exiliado respecto de todos los españoles que 
salieron de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 
1955. La salida del territorio español podrá acreditarse mediante 
cualquiera de los documentos enumerados en el párrafo anterior”.

VII.- En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución 
de este recurso - cfr. Arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento -, aunque se entienda acreditada la condición de la solicitante 
de nieta de español y que, el abuelo no haya podido transmitir la 
nacionalidad española a su hijo, nacido en 1938, por haber adquirido por 
carta de naturalización la nacionalidad cubana el 22 de septiembre de 
1936, sin embargo no resulta acreditada la condición de exiliado del 
abuelo, dado que ni se han presentado los documentos acreditativos de 
dicha condición, conforme a lo reseñado en el párrafo anterior, ni la misma 
puede presumirse por no haber resultado acreditada la salida de España 
entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 1955, y no solo la 
residencia fuera de la misma. Es más, la propia recurrente en su escrito 
de recurso manifiesta que su abuelo emigró a Cuba, sin especificar fecha, 
apareciendo registrado como extranjero en 1931, y que se hizo ciudadano 
cubano el 22 de septiembre de 1936 por miedo a ser repatriado. Por todo 
ello no es posible reconocer el exilio exigido por la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 para el ejercicio de derecho de opción.

VIII.- Finalmente, por lo que se refiere a la alegación formulada sobre la 
posibilidad de haber accedido a la nacionalidad española por ser hija de 
español, tan solo cabe informar que no están comprendidos en el apartado 
primero de la Disposición Adicional Séptima de la Ley 52/2007 los hijos 
mayores de edad de padre o madre español en virtud de haber optado a 
la nacionalidad española de origen conforme a lo previsto en el artículo 
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20.1.b del Código Civil. En este caso la interesada, nacida el 15 de 
diciembre de 1969, ya era mayor de edad cuando el padre accedió a la 
nacionalidad española de origen por opción, el 27 de abril de 2007.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Doña S. y confirma el auto apelado, dictado conforme a la 
Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, por 
la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a favor 
de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra Civil y la 
Dictadura.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en La Habana.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (181ª)
III.1.3.2  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado segundo de la Disposición adicional séptima los que no acrediten 
ser nietos de abuelos de nacionalidad española que perdieran o tuvieran 
que renunciar a su nacionalidad española como consecuencia del exilio.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por la interesada contra el auto del Encargado del 
Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

HECHOS

1.- Doña M-N. presenta escrito en el Consulado de España en La Habana 
a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 
Disposición adicional séptima y, adjunta especialmente en apoyo de su 
solicitud como documentación: certificado local literal de nacimiento propio 
y el de su padre y su abuelo, expedidos por el Registro Civil español.

http://www.mjusticia.gob.es/cs/Satellite/Portal/es/servicios-ciudadano/documentacion-publicaciones


M
inisterio de Justicia

839 Catálogo de Publicaciones

Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado (Registro Civil)

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante el auto de fecha 28 
de junio de 2011 deniega lo solicitado por la interesada según lo 
establecido en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de 
Justicia.

3.- Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra el acuerdo denegatorio de su 
solicitud antes citado.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la 
Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil, 
los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010,24 de marzo de 2010,28 de abril de 2010 (5ª), 15 
de noviembre de 2010,1 de diciembre de 2010,7 de marzo de 2011 (4ª), 9 
de marzo de 2011, 3 de octubre de 2011 (17ª),25 de octubre de 2011 
(3ª),2 de diciembre de 2011.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como española de origen a la nacida en Cuba en 1962, en virtud 
del ejercicio de la opción prevista por el apartado segundo de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual podrán optar a la nacionalidad española de origen “los nietos de 
quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española 
como consecuencia del exilio”. La solicitud de opción cuya inscripción 
ahora se pretende fue formalizada el 21 de febrero de 2011 en el modelo 
normalizado del Anexo II de la Instrucción de 5 de octubre de 2009 al 
amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del 
Registro Civil se dictó auto el 28 de junio de 2011, denegando lo solicitado. 
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III.- El auto apelado basa, en esencia, su denegación en que la solicitante no 
puede ejercer la opción del apartado segundo de la Disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007, dado que no ha acreditado que su abuelo hubiera 
perdido o tuviera que renunciar a la nacionalidad española como consecuencia 
de su exilio, posición que el Ministerio Fiscal comparte en su informe.

IV.- El apartado segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la 
nacionalidad española a aquellas personas que sean nietos de quienes 
perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio. A fin de facilitar la acreditación de estos extremos, 
la regla V de la Instrucción de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas de procedimiento 
para el ejercicio de este derecho establece la documentación que ha de 
aportar en este caso el interesado acompañando a su solicitud : “2.1 
Certificación literal de su nacimiento ; y 2.3 a) Certificación literal de 
nacimiento del padre o madre -el que corresponda a la línea del abuelo o 
abuela españoles- del solicitante; b) Certificado literal de nacimiento del 
abuelo o abuela español/a del solicitante; c) La documentación a que se 
refiere el apartado 3 –de dicho regla V- sobre la condición de exiliado del 
abuelo o abuela”. En el expediente que motiva este recurso y a los efectos 
de acreditar la condición de nieta de abuelo español se han aportado las 
correspondientes certificaciones de nacimiento del registro civil extranjero 
de la solicitante y la de su padre y su abuelo expedidas por el Registro Civil 
español, constando en esta última que era nacido en España en 1904, de 
padres españoles. Así mismo consta en el expediente una reinscripción de 
nacimiento del citado abuelo, llevada a cabo en Cuba el día 12 de enero de 
1934, en la que aparece como nacido en Cuba, razón por la que no pudo 
transmitir la nacionalidad española a su hijo, padre de la interesada nacido 
en 1941. Así pues, dando por buena la condición de nieta de español de la 
recurrente, corresponde analizar, así mismo, si concurren en este caso los 
dos requisitos a los que el apartado 2 de la Disposición Adicional 7 de la Ley 
52/2007 condiciona el ejercicio del derecho de opción por parte de aquellos: 
que el abuelo hubiera perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad 
española y que ello hubiere tenido lugar como consecuencia del exilio.

V.- Respecto al primero de dichos requisitos, es decir, que el abuelo de la 
solicitante hubiere perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad 
española ha de tenerse en cuenta que el mismo se cumpliría no solo 
cuando el abuelo hubiese adquirido voluntariamente otra nacionalidad 
que correlativamente hubiese motivado la pérdida de su nacionalidad 
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española sino también cuando dicha perdida derivase del asentimiento 
voluntario a la nacionalidad extranjera o la utilización exclusiva de otra 
nacionalidad. Pero en todo caso, se haya producido la pérdida o renuncia 
a la nacionalidad española por parte de los abuelos por cualquiera de 
aquellas circunstancias será necesario acreditar que la misma se ha 
producido como consecuencia del exilio al que se refiere el citado apartado 
segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/ 2007 .

VI.- A fin de acreditar la condición de exiliado del abuelo, el anteriormente 
referido apartado 3 de la Regla V establece como medios de prueba: “a) 
Documentación que acredite haber sido beneficiario de las pensiones 
otorgadas por la Administración española a los exiliados.; b) Documentación 
de la Oficina Internacional de Refugiados de Naciones Unidas y de las 
Oficinas de Refugiados de los Estados de acogida que asistieron a los 
refugiados españoles y a sus familias; c) Certificaciones o informes 
expedidos por partidos políticos, sindicatos o cualesquiera otras entidades o 
instituciones, públicas o privadas, debidamente reconocidas por las 
autoridades españolas o del Estado de acogida de los exiliados, que estén 
relacionadas con el exilio, bien por haber padecido exilio sus integrantes, o 
por haber destacado en la defensa y protección de los exiliados españoles, 
o por trabajar actualmente en la reparación moral y la recuperación de la 
memoria personal y familiar de las víctimas de la Guerra Civil y la Dictadura. 
La documentación numerada en el apartado a) prueba directamente y por sí 
sola el exilio.; la de los apartados anteriores, b) y c), constituirán prueba del 
exilio si se presentan en unión de cualquiera de los siguientes documentos: 
1. Pasaporte o título de viaje con sello de entrada en el país de acogida. 2. 
Certificación del Registro de Matrícula del Consulado español. 3. 
Certificaciones del Registro Civil Consular que acrediten la residencia en el 
país de acogida, tales como inscripción de matrimonio, inscripciones de 
nacimiento de hijos, inscripciones de defunción, entre otras. 4. Certificación 
del Registro Civil local del país de acogida que acredite haber adquirido la 
nacionalidad de dicho país. 5. Documentación de la época del país de 
acogida en la que conste el año de la llegada a dicho país o la llegada al 
mismo por cualquier medio de transporte.; d) A los efectos del ejercicio de 
los derechos de opción reconocidos en la Disposición Adicional séptima de 
la Ley 52/2007, se presumirá la condición de exiliado respecto de todos los 
españoles que salieron de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de 
diciembre de 1955. La salida del territorio español podrá acreditarse 
mediante cualquiera de los documentos enumerados en el párrafo anterior”.
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VII.- En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de 
este recurso - cfr. Arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento -, aunque se entienda acreditada la condición de la solicitante 
de nieta de español y que, el abuelo, no haya podido transmitir la 
nacionalidad española a su hijo, sin embargo no resulta acreditada la 
condición de exiliado del abuelo, dado que ni se han presentado los 
documentos acreditativos de dicha condición, conforme a lo reseñado en el 
párrafo anterior, ni la misma puede presumirse por no haber resultado 
acreditada la salida de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de 
diciembre de 1955, y no solo la residencia fuera de la misma. Es más, la 
certificación de reinscripción de nacimiento del abuelo, incorporada al 
expediente, confirma que éste ya residía en Cuba en el año 1934. Por todo 
ello no es posible reconocer el exilio exigido por la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 para el ejercicio de derecho de opción.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Doña M-N. y confirma el auto apelado, dictado conforme a 
la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a 
favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra 
Civil y la Dictadura.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en La Habana.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (182ª)
III.1.3.2  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado segundo de la Disposición adicional séptima los que no acrediten 
ser nietos de abuela de nacionalidad española que perdiera, tuviera que 
renunciar o no pudiera transmitir su nacionalidad española como 
consecuencia del exilio que se presume acreditado por la salida de 
España de 1936 a 1955.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
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virtud del entablado por la interesada contra el auto del Encargado del 
Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

HECHOS

1.- Doña V. presenta escrito en el Consulado de España en La Habana a 
fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 
Disposición adicional séptima, y adjunta especialmente en apoyo de su 
solicitud como documentación: certificado local literal de nacimiento 
propio, y el de nacimiento de su padre y su abuela, expedidos por el 
Registro Civil español.

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante el auto de fecha 13 
de abril de 2011 deniega lo solicitado por la interesada según lo establecido 
en la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de Justicia.

3.- Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra la resolución denegatoria de su 
solicitud antes citada.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la 
Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil, 
los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010,24 de marzo de 2010,28 de abril de 2010 (5ª), 15 
de noviembre de 2010,1 de diciembre de 2010,7 de marzo de 2011 (4ª), 9 
de marzo de 2011, 3 de octubre de 2011 (17ª),25 de octubre de 2011 
(3ª),2 de diciembre de 2011.
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II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como española de origen a la nacida en Cuba en 1973, en virtud 
del ejercicio de la opción prevista por el apartado segundo de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual podrán optar a la nacionalidad española de origen “los nietos de 
quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española 
como consecuencia del exilio”. La solicitud de opción cuya inscripción 
ahora se pretende fue formalizada el 9 de febrero de 2011 en el modelo 
normalizado del Anexo II de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 al 
amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del 
Registro Civil se dictó auto el 13 de abril de 2011, denegando lo solicitado. 

III.- El auto apelado basa en esencia su denegación en que la solicitante 
no puede ejercer la opción del apartado segundo de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que no ha acreditado que su 
abuela hubiera perdido o tuviera que renunciar a la nacionalidad española 
como consecuencia de su exilio, posición que el Ministerio Fiscal comparte 
en su informe.

IV.- El apartado segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la 
nacionalidad española a aquellas personas que sean nietos de quienes 
perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio. A fin de facilitar la acreditación de estos extremos, 
la regla V de la Instrucción de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas de procedimiento 
para el ejercicio de este derecho, establece la documentación que ha de 
aportar en este caso el interesado acompañando a su solicitud. Por un 
lado y a los efectos de acreditar la condición de nietos de española : 
“…2.1 Certificación literal de nacimiento del solicitante ; … 2.3 ... a) 
Certificación literal de nacimiento del padre o madre -el que corresponda 
a la línea del abuelo o abuela españoles- del solicitante;… b) Certificado 
literal de nacimiento del abuelo o abuela español/a del solicitante; c) La 
documentación a que se refiere el apartado 3 –de dicha regla V- sobre la 
condición de exiliado del abuelo o abuela … ”. Y por otro lado a fin de 
acreditar la condición de exiliada de la abuela, los siguientes: “a) 
Documentación que acredite haber sido beneficiario de las pensiones 
otorgadas por la Administración española a los exiliados.; b) Documentación 
de la Oficina Internacional de Refugiados de Naciones Unidas y de las 
Oficinas de Refugiados de los Estados de acogida que asistieron a los 
refugiados españoles y a sus familias; c) Certificaciones o informes 
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expedidos por partidos políticos, sindicatos o cualesquiera otras entidades 
o instituciones, públicas o privadas, debidamente reconocidas por las 
autoridades españolas o del Estado de acogida de los exiliados, que estén 
relacionadas con el exilio, bien por haber padecido exilio sus integrantes, 
o por haber destacado en la defensa y protección de los exiliados 
españoles, o por trabajar actualmente en la reparación moral y la 
recuperación de la memoria personal y familiar de las víctimas de la 
Guerra Civil y la Dictadura. La documentación numerada en el apartado a) 
prueba directamente y por sí sola el exilio.; la de los apartados anteriores, 
b) y c), constituirán prueba del exilio si se presentan en unión de cualquiera 
de los siguientes documentos: 1. Pasaporte o título de viaje con sello de 
entrada en el país de acogida. 2. Certificación del Registro de Matrícula 
del Consulado español. 3. Certificaciones del Registro Civil Consular que 
acrediten la residencia en el país de acogida, tales como inscripción de 
matrimonio, inscripciones de nacimiento de hijos, inscripciones de 
defunción, entre otras. 4. Certificación del Registro Civil local del país de 
acogida que acredite haber adquirido la nacionalidad de dicho país. 5. 
Documentación de la época del país de acogida en la que conste el año 
de la llegada a dicho país o la llegada al mismo por cualquier medio de 
transporte.; d) A los efectos del ejercicio de los derechos de opción 
reconocidos en la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, se 
presumirá la condición de exiliado respecto de todos los españoles que 
salieron de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 
1955. La salida del territorio español podrá acreditarse mediante 
cualquiera de los documentos enumerados en el párrafo anterior”.

En el expediente que motiva este recurso y a los efectos de acreditar la 
condición de nieta de abuela española se han aportado las correspondientes 
certificaciones de nacimiento del Registro Civil local de la solicitante y el 
de su padre y su abuela expedidas por el Registro Civil español, resultando 
de esta última su nacimiento en España en el año 1815 de padres 
naturales de España. Consta, así mismo, en el certificado de nacimiento 
del padre de la recurrente que los abuelos contrajeron matrimonio en 
Cuba, el de nacionalidad cubana, el 23 de abril de 1932. Es en esa fecha 
cuando la abuela pierde la nacionalidad española por matrimonio, 
conforme a lo previsto en el artículo 22 del Código Civil de 1889, vigente 
en la época, razón por la que no puede transmitir la nacionalidad española 
a su hijo nacido en 1939, que sigue la nacionalidad extranjera de su padre. 
Por lo que no cuestionándose en el recurso la condición de la solicitante 
de nieta de abuela española, únicamente corresponde analizar si 
concurren los otros dos requisitos a los que el apartado 2 de la Disposición 
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Adicional 7 de la Ley 52/2007 condiciona el ejercicio del derecho de opción 
por parte de aquellos: que la abuela hubiera perdido o tenido que renunciar 
a la nacionalidad española y que ello hubiere tenido lugar como 
consecuencia del exilio.

V.- Respecto a dicho requisito, es decir, que la abuela de la solicitante 
hubiere perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad española ha de 
tenerse en cuenta que si bien tal circunstancia constituye un elemento 
caracterizador del supuesto de hecho tipo o paradigmático (por ser el más 
común de los contemplados en la norma), ello no supone que la pérdida 
en sí deba ser interpretada necesariamente, a pesar del tenor literal de la 
norma, como integrante de una verdadera conditio iuris o requisito 
sustantivo de aplicación de la citada disposición adicional segunda. Y ello 
porque lo decisivo no es tanto que la abuela hubiese perdido o renunciado 
a su nacionalidad española como que ella no haya podido transmitir la 
nacionalidad española a su hijo, padre de la solicitante, siempre y cuando 
haya concurrido en todo caso la circunstancia del exilio. Mantener la tesis 
contraria y exigir en todo caso la pérdida o renuncia a la nacionalidad 
española por parte de la abuela significarla hacer de peor condición al 
descendiente de la abuela que conservó su nacionalidad española, no 
obstante la situación de exilio, pero que no pudo transmitirla, respecto a 
los descendientes de la abuela que encontrándose en el exilio no la 
transmitió por haberla perdido o renunciado a la misma (vid. en el mismo 
sentido fundamento jurídico X de las Resoluciones de 24 de octubre de 
2011,25 de octubre de 2011). Es decir el derecho de opción del apartado 
segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 debe 
reconocérsele no solo a los nietos de aquellas abuelas que perdieron la 
nacionalidad española por la adquisición voluntaria de otra nacionalidad, 
el sentimiento voluntario a la nacionalidad extranjera o la utilización 
exclusiva de otra nacionalidad, sino también a los que lo sean de abuelas 
que, como consecuencia del régimen legal vigente en España hasta la 
Ley de 2 de mayo de 1975 y por razón del principio jurídico de unidad 
familiar en materia de nacionalidad, perdieron su nacionalidad española 
como consecuencia directa de su matrimonio con extranjero ( lo que 
ocurría hasta la reforma del Código Civil por la Ley de 16 de julio de 1954 
según la redacción originaria del Art.22 y después de esta reforma en 
virtud de lo dispuesto en el Art. 23.3 del Código Civil según la redacción 
dada al mismo por la citada Ley) o aun conservándola,( bien por no haber 
contraído matrimonio con extranjero o habiéndolo contraído éste no 
hubiese implicado la pérdida de la nacionalidad ),por ese mismo principio 
jurídico de unidad familiar centrado en la figura del padre titular de la 
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patria potestad (cfr. art.18 del Código Civil en su redacción originaria y 17 
1º y 2º en su redacción Ley de 15 de julio de 1954) no pudieron transmitirla 
a sus hijos por seguir estos la nacionalidad del padre ( lo que ocurrió en 
España hasta la entrada en vigor de la Constitución por la derogación del 
artículo 17.2 del Código Civil como consecuencia de la eficacia inmediata 
de la misma _ cfr. arts. 14, 39, disposiciones derogatoria y final de la 
Constitución, según Resolución de 13 de Octubre de 2001 (3ª)).

Esta interpretación se ve igualmente confirmada por la disposición final 
sexta de la Ley 20/2011, de 21 de julio, de Registro Civil relativa a la 
adquisición de la nacionalidad española por los nietos de exiliados durante 
la guerra civil y la dictadura, dado que conforme a la misma “el derecho de 
opción previsto en la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 
26 de diciembre, por la que se reconocen y amplían derechos y se 
establecen medidas en favor de quienes padecieron persecución o 
violencia durante la guerra civil y la dictadura, podrán también ejercerlo 
los nietos de las exiliadas españolas que conservaron la nacionalidad 
española tras haber contraído matrimonio con un extranjero con 
posterioridad al 5 de agosto de 1954, fecha de entrada en vigor de la Ley 
de 15 de julio de 1954, siempre que no transmitiesen la nacionalidad 
española a sus hijos, por seguir estos la del padre, y formalicen su 
declaración en tal sentido en el plazo de un año desde la entrada en vigor 
de la presente disposición”. De esta disposición, por tanto, se deduce que 
debe reconocérsele el derecho de opción previsto en el apartado 2 de la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 tanto a los nietos de 
abuelas españolas exiliadas que perdieron la nacionalidad española por 
haber contraído matrimonio con extranjero, y no pudieron transmitir la 
nacionalidad española a sus hijos por seguir estos la del padre, como a 
los nietos de abuelas españolas exiliadas que aun conservando su 
nacionalidad y como consecuencia del principio de unidad familiar en 
materia de nacionalidad centrado en la figura del padre, no pudieron 
transmitirla a sus hijos. Pero en todo caso, se haya producido la pérdida o 
renuncia a la nacionalidad española por parte de la abuela o, incluso 
aunque ésta no haya tenido lugar, cuando no haya podido transmitir su 
nacionalidad a los hijos por el principio de unidad familiar, será necesario 
acreditar que tal circunstancia se habrá producido como consecuencia del 
exilio al que se refiere el citado apartado segundo de la disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007 (confirmado por la disposición final 
sexta de la Ley 20/2011, del Registro Civil).
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VI.- En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución 
de este recurso - cfr. arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento -, aunque se entienda acreditada la condición de la solicitante 
de nieta de española, no resulta acreditada la condición de exiliada de la 
abuela, dado que cuando ingresó en Cuba en el año 1941, procedente de 
B. lo hizo como cubana y no como española ya que, había perdido la 
nacionalidad española por matrimonio en el año 1932, conforme a lo 
previsto en el artículo 22 del Código Civil de 1889, vigente en la época, y 
el concepto de exilio solo es aplicable a los españoles que salieron de 
España en el periodo de tiempo comprendido entre el 18 de julio de 1936 
y el 31 de diciembre de 1955. Es por ello que no se ha podido demostrar 
uno de los requisitos esenciales previstos en la Disposición Adicional 7ª 
de la Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad española en base al exilio 
de la abuela.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Doña V. y confirma el auto apelado, dictado conforme a la 
Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, por 
la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a favor 
de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra Civil y la 
Dictadura.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en La Habana.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (183ª)
III.1.3.2  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado segundo de la Disposición adicional séptima los que no acrediten 
ser nietos de abuelos de nacionalidad española que perdieran o tuvieran 
que renunciar a su nacionalidad española como consecuencia del exilio.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
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virtud del entablado por el interesado contra el auto del Encargado del 
Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

HECHOS

1.- Don J-R. presenta escrito en el Consulado de España en La Habana a 
fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 
Disposición adicional séptima y, adjunta especialmente en apoyo de su 
solicitud como documentación: certificado local literal de nacimiento propio 
y el de su madre y su abuelo, expedidos por el Registro Civil español.

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante el auto de fecha 3 
de enero de 2011 deniega lo solicitado por el interesado según lo 
establecido en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de 
Justicia.

3.- Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra el acuerdo denegatorio de su 
solicitud antes citado.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la 
Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil, 
los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010,24 de marzo de 2010,28 de abril de 2010 (5ª), 15 
de noviembre de 2010,1 de diciembre de 2010,7 de marzo de 2011 (4ª), 9 
de marzo de 2011, 3 de octubre de 2011 (17ª),25 de octubre de 2011 
(3ª),2 de diciembre de 2011.
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II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como español de origen al nacido en Cuba en 1970, en virtud 
del ejercicio de la opción prevista por el apartado segundo de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual podrán optar a la nacionalidad española de origen “los nietos de 
quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española 
como consecuencia del exilio”. La solicitud de opción cuya inscripción 
ahora se pretende fue formalizada el 5 de julio de 2010 en el modelo 
normalizado del Anexo II de la Instrucción de 5 de octubre de 2009 al 
amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del 
Registro Civil se dictó auto el 3 de enero de 2011, denegando lo solicitado. 

III.- El auto apelado basa, en esencia, su denegación en que el interesado 
no puede ejercer la opción del apartado segundo de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que no ha acreditado que su 
abuelo hubiera perdido o tuviera que renunciar a la nacionalidad española 
como consecuencia de su exilio, posición que el Ministerio Fiscal comparte 
en su informe.

IV.- El apartado segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la nacionalidad 
española a aquellas personas que sean nietos de quienes perdieron o 
tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como consecuencia del 
exilio. A fin de facilitar la acreditación de estos extremos, la regla V de la 
Instrucción de la Dirección General de los Registros y del Notariado de 4 de 
Noviembre de 2008, que fija las reglas de procedimiento para el ejercicio de 
este derecho, establece la documentación que ha de aportar en este caso el 
interesado acompañando a su solicitud : “2.1 Certificación literal de su 
nacimiento ; y 2.3 a) Certificación literal de nacimiento del padre o madre -el 
que corresponda a la línea del abuelo o abuela españoles- del solicitante; b) 
Certificado literal de nacimiento del abuelo o abuela español/a del solicitante; 
c) La documentación a que se refiere el apartado 3 –de dicho regla V- sobre 
la condición de exiliado del abuelo o abuela”. En el expediente que motiva 
este recurso y a los efectos de acreditar la condición de nieto de abuelo 
español se han aportado las correspondientes certificaciones de nacimiento 
del registro civil extranjero del solicitante y la de su madre y su abuelo 
expedidas por el Registro Civil español, constando en esta última que era 
nacido en España en 1895, de padres españoles. Así mismo, consta en el 
expediente la carta de naturalización del abuelo, como ciudadano cubano, 
expedida con fecha 10 de junio de 1938, razón por la que no pudo transmitir 
la nacionalidad española a su hija, madre del interesado nacida en 1945. Así 
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pues, dando por buena la condición de nieto de español del recurrente, 
corresponde analizar, así mismo, si concurren en este caso los dos requisitos 
a los que el apartado 2 de la Disposición Adicional 7 de la Ley 52/2007 
condiciona el ejercicio del derecho de opción por parte de aquellos: que el 
abuelo hubiera perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad española y 
que ello hubiere tenido lugar como consecuencia del exilio.

V.- Respecto al primero de dichos requisitos, es decir, que el abuelo del 
solicitante hubiere perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad 
española ha de tenerse en cuenta que el mismo se cumpliría no solo 
cuando el abuelo hubiese adquirido voluntariamente otra nacionalidad 
que correlativamente hubiese motivado la pérdida de su nacionalidad 
española sino también cuando dicha perdida derivase del asentimiento 
voluntario a la nacionalidad extranjera o la utilización exclusiva de otra 
nacionalidad. Pero en todo caso, se haya producido la pérdida o renuncia 
a la nacionalidad española por parte de los abuelos por cualquiera de 
aquellas circunstancias será necesario acreditar que la misma se ha 
producido como consecuencia del exilio al que se refiere el citado apartado 
segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/ 2007 .

VI.- A fin de acreditar la condición de exiliado del abuelo, el anteriormente 
referido apartado 3 de la Regla V establece como medios de prueba: “a) 
Documentación que acredite haber sido beneficiario de las pensiones 
otorgadas por la Administración española a los exiliados.; b) Documentación 
de la Oficina Internacional de Refugiados de Naciones Unidas y de las 
Oficinas de Refugiados de los Estados de acogida que asistieron a los 
refugiados españoles y a sus familias; c) Certificaciones o informes 
expedidos por partidos políticos, sindicatos o cualesquiera otras entidades 
o instituciones, públicas o privadas, debidamente reconocidas por las 
autoridades españolas o del Estado de acogida de los exiliados, que estén 
relacionadas con el exilio, bien por haber padecido exilio sus integrantes, 
o por haber destacado en la defensa y protección de los exiliados 
españoles, o por trabajar actualmente en la reparación moral y la 
recuperación de la memoria personal y familiar de las víctimas de la 
Guerra Civil y la Dictadura. La documentación numerada en el apartado a) 
prueba directamente y por sí sola el exilio.; la de los apartados anteriores, 
b) y c), constituirán prueba del exilio si se presentan en unión de cualquiera 
de los siguientes documentos: 1. Pasaporte o título de viaje con sello de 
entrada en el país de acogida. 2. Certificación del Registro de Matrícula 
del Consulado español. 3. Certificaciones del Registro Civil Consular que 
acrediten la residencia en el país de acogida, tales como inscripción de 
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matrimonio, inscripciones de nacimiento de hijos, inscripciones de 
defunción, entre otras. 4. Certificación del Registro Civil local del país de 
acogida que acredite haber adquirido la nacionalidad de dicho país. 5. 
Documentación de la época del país de acogida en la que conste el año 
de la llegada a dicho país o la llegada al mismo por cualquier medio de 
transporte.; d) A los efectos del ejercicio de los derechos de opción 
reconocidos en la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, se 
presumirá la condición de exiliado respecto de todos los españoles que 
salieron de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 
1955. La salida del territorio español podrá acreditarse mediante 
cualquiera de los documentos enumerados en el párrafo anterior”.

VII.- En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de 
este recurso - cfr. Arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento -, aunque se entienda acreditada la condición del solicitante de 
nieto de español y que, el abuelo, no haya podido transmitir la nacionalidad 
española a su hija, sin embargo no resulta acreditada la condición de 
exiliado del abuelo, dado que ni se han presentado los documentos 
acreditativos de dicha condición, conforme a lo reseñado en el párrafo 
anterior, ni la misma puede presumirse por no haber resultado acreditada la 
salida de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 1955, 
y no solo la residencia fuera de la misma. Es más, dado que los abuelos 
contrajeron matrimonio en Cuba, en el año 1926, hay que presuponer que 
en dicha fecha ya estaba afincado en dicho país, habiendo aportado el 
interesado al expediente, una semblanza de su abuelo, en la que se 
manifiesta que arribó a Cuba en el año 1900 en el vapor “R. Mª-C”. Por todo 
ello no es posible reconocer el exilio exigido por la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 para el ejercicio de derecho de opción.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Don J-R. y confirma el auto apelado, dictado conforme a la 
Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, por 
la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a favor 
de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra Civil y la 
Dictadura.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en La Habana.
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (184ª)
III.1.3.2  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado segundo de la Disposición adicional séptima los que no acrediten 
ser nietos de abuelos de nacionalidad española que perdieran o tuvieran 
que renunciar a su nacionalidad española como consecuencia del exilio.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el interesado contra el auto del Encargado del 
Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

HECHOS

1.- Don M. presenta escrito en el Consulado de España en La Habana a 
fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 
Disposición adicional séptima y, adjunta especialmente en apoyo de su 
solicitud como documentación: certificado local literal de nacimiento propio 
y el de su madre y su abuelo, expedidos por el Registro Civil español.

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante el auto de fecha 3 
de enero de 2011 deniega lo solicitado por el interesado según lo 
establecido en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de 
Justicia.

3.- Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra el acuerdo denegatorio de su 
solicitud antes citado.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
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Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la 
Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil, 
los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010,24 de marzo de 2010,28 de abril de 2010 (5ª), 15 
de noviembre de 2010,1 de diciembre de 2010,7 de marzo de 2011 (4ª), 9 
de marzo de 2011, 3 de octubre de 2011 (17ª),25 de octubre de 2011 
(3ª),2 de diciembre de 2011.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como español de origen al nacido en Cuba en 1972, en virtud 
del ejercicio de la opción prevista por el apartado segundo de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual podrán optar a la nacionalidad española de origen “los nietos de 
quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española 
como consecuencia del exilio”. La solicitud de opción cuya inscripción 
ahora se pretende fue formalizada el 5 de julio de 2010 en el modelo 
normalizado del Anexo II de la Instrucción de 5 de octubre de 2009 al 
amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del 
Registro Civil se dictó auto el 3 de enero de 2011, denegando lo solicitado. 

III.- El auto apelado basa, en esencia, su denegación en que el interesado 
no puede ejercer la opción del apartado segundo de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que no ha acreditado que su 
abuelo hubiera perdido o tuviera que renunciar a la nacionalidad española 
como consecuencia de su exilio, posición que el Ministerio Fiscal comparte 
en su informe.

IV.- El apartado segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la 
nacionalidad española a aquellas personas que sean nietos de quienes 
perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio. A fin de facilitar la acreditación de estos extremos, 
la regla V de la Instrucción de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas de procedimiento 
para el ejercicio de este derecho, establece la documentación que ha de 
aportar en este caso el interesado acompañando a su solicitud : “2.1 
Certificación literal de su nacimiento ; y 2.3 a) Certificación literal de 
nacimiento del padre o madre -el que corresponda a la línea del abuelo o 
abuela españoles- del solicitante; b) Certificado literal de nacimiento del 
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abuelo o abuela español/a del solicitante; c) La documentación a que se 
refiere el apartado 3 –de dicho regla V- sobre la condición de exiliado del 
abuelo o abuela”. En el expediente que motiva este recurso y a los efectos 
de acreditar la condición de nieto de abuelo español se han aportado las 
correspondientes certificaciones de nacimiento del registro civil extranjero 
del solicitante y la de su madre y su abuelo expedidas por el Registro Civil 
español, constando en esta última que era nacido en España en 1895, de 
padres españoles. Así mismo, consta en el expediente la carta de 
naturalización del abuelo, como ciudadano cubano, expedida con fecha 
10 de junio de 1938, razón por la que no pudo transmitir la nacionalidad 
española a su hija, madre del interesado nacida en 1945. Así pues, dando 
por buena la condición de nieto de español del recurrente, corresponde 
analizar, así mismo, si concurren en este caso los dos requisitos a los que 
el apartado 2 de la Disposición Adicional 7 de la Ley 52/2007 condiciona 
el ejercicio del derecho de opción por parte de aquellos: que el abuelo 
hubiera perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad española y que 
ello hubiere tenido lugar como consecuencia del exilio.

V.- Respecto al primero de dichos requisitos, es decir, que el abuelo del 
solicitante hubiere perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad 
española ha de tenerse en cuenta que el mismo se cumpliría no solo 
cuando el abuelo hubiese adquirido voluntariamente otra nacionalidad 
que correlativamente hubiese motivado la pérdida de su nacionalidad 
española sino también cuando dicha perdida derivase del asentimiento 
voluntario a la nacionalidad extranjera o la utilización exclusiva de otra 
nacionalidad. Pero en todo caso, se haya producido la pérdida o renuncia 
a la nacionalidad española por parte de los abuelos por cualquiera de 
aquellas circunstancias será necesario acreditar que la misma se ha 
producido como consecuencia del exilio al que se refiere el citado apartado 
segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/ 2007 .

VI.- A fin de acreditar la condición de exiliado del abuelo, el anteriormente 
referido apartado 3 de la Regla V establece como medios de prueba: “a) 
Documentación que acredite haber sido beneficiario de las pensiones 
otorgadas por la Administración española a los exiliados.; b) Documentación 
de la Oficina Internacional de Refugiados de Naciones Unidas y de las 
Oficinas de Refugiados de los Estados de acogida que asistieron a los 
refugiados españoles y a sus familias; c) Certificaciones o informes 
expedidos por partidos políticos, sindicatos o cualesquiera otras entidades 
o instituciones, públicas o privadas, debidamente reconocidas por las 
autoridades españolas o del Estado de acogida de los exiliados, que estén 
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relacionadas con el exilio, bien por haber padecido exilio sus integrantes, 
o por haber destacado en la defensa y protección de los exiliados 
españoles, o por trabajar actualmente en la reparación moral y la 
recuperación de la memoria personal y familiar de las víctimas de la 
Guerra Civil y la Dictadura. La documentación numerada en el apartado a) 
prueba directamente y por sí sola el exilio.; la de los apartados anteriores, 
b) y c), constituirán prueba del exilio si se presentan en unión de cualquiera 
de los siguientes documentos: 1. Pasaporte o título de viaje con sello de 
entrada en el país de acogida. 2. Certificación del Registro de Matrícula 
del Consulado español. 3. Certificaciones del Registro Civil Consular que 
acrediten la residencia en el país de acogida, tales como inscripción de 
matrimonio, inscripciones de nacimiento de hijos, inscripciones de 
defunción, entre otras. 4. Certificación del Registro Civil local del país de 
acogida que acredite haber adquirido la nacionalidad de dicho país. 5. 
Documentación de la época del país de acogida en la que conste el año 
de la llegada a dicho país o la llegada al mismo por cualquier medio de 
transporte.; d) A los efectos del ejercicio de los derechos de opción 
reconocidos en la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, se 
presumirá la condición de exiliado respecto de todos los españoles que 
salieron de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 
1955. La salida del territorio español podrá acreditarse mediante 
cualquiera de los documentos enumerados en el párrafo anterior”.

VII.- En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución 
de este recurso - cfr. Arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento -, aunque se entienda acreditada la condición del solicitante 
de nieto de español y que, el abuelo, no haya podido transmitir la 
nacionalidad española a su hija, sin embargo no resulta acreditada la 
condición de exiliado del abuelo, dado que ni se han presentado los 
documentos acreditativos de dicha condición, conforme a lo reseñado en 
el párrafo anterior, ni la misma puede presumirse por no haber resultado 
acreditada la salida de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de 
diciembre de 1955, y no solo la residencia fuera de la misma. Es más, 
dado que los abuelos contrajeron matrimonio en Cuba, en el año 1926, 
hay que presuponer que en dicha fecha ya estaba afincado en dicho país, 
habiendo aportado el interesado al expediente, una semblanza de su 
abuelo, en la que se manifiesta que arribó a Cuba en el año 1900 en el 
vapor “R. Mª-C.”. Por todo ello no es posible reconocer el exilio exigido por 
la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 para el ejercicio de 
derecho de opción.
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Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Don M. y confirma el auto apelado, dictado conforme a la 
Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, por 
la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a favor 
de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra Civil y la 
Dictadura.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en La Habana.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (185ª)
III.1.3.2  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado segundo de la Disposición adicional séptima los que no acrediten 
ser nietos de abuelos de nacionalidad española que perdieran o tuvieran 
que renunciar a su nacionalidad española como consecuencia del exilio.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el interesado contra el auto del Encargado del 
Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

HECHOS

1.- Don R-L. presenta escrito en el Consulado de España en La Habana a 
fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 
Disposición adicional séptima y, adjunta especialmente en apoyo de su 
solicitud como documentación: certificado local literal de nacimiento propio 
y el de su madre y su abuelo, expedidos por el Registro Civil español.

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante el auto de fecha 24 
de agosto de 2010 deniega lo solicitado por el interesado según lo 
establecido en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de 
Justicia.
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3.- Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra el acuerdo denegatorio de su 
solicitud antes citado.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la 
Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil, 
los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010,24 de marzo de 2010,28 de abril de 2010 (5ª), 15 
de noviembre de 2010,1 de diciembre de 2010,7 de marzo de 2011 (4ª), 9 
de marzo de 2011, 3 de octubre de 2011 (17ª),25 de octubre de 2011 
(3ª),2 de diciembre de 2011.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como español de origen al nacido en Cuba en 1968, en virtud 
del ejercicio de la opción prevista por el apartado segundo de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual podrán optar a la nacionalidad española de origen “los nietos de 
quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española 
como consecuencia del exilio”. La solicitud de opción cuya inscripción 
ahora se pretende fue formalizada el 21 de mayo de 2010 en el modelo 
normalizado del Anexo II de la Instrucción de 5 de octubre de 2009 al 
amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del 
Registro Civil se dictó auto el 24 de agosto de 2010, denegando lo 
solicitado. 

III.- El auto apelado basa, en esencia, su denegación en que el interesado 
no puede ejercer la opción del apartado segundo de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que no ha acreditado que su 
abuelo hubiera perdido o tuviera que renunciar a la nacionalidad española 
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como consecuencia de su exilio, posición que el Ministerio Fiscal comparte 
en su informe.

IV.- El apartado segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la 
nacionalidad española a aquellas personas que sean nietos de quienes 
perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio. A fin de facilitar la acreditación de estos extremos, 
la regla V de la Instrucción de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas de procedimiento 
para el ejercicio de este derecho, establece la documentación que ha de 
aportar en este caso el interesado acompañando a su solicitud : “2.1 
Certificación literal de su nacimiento ; y 2.3 a) Certificación literal de 
nacimiento del padre o madre -el que corresponda a la línea del abuelo o 
abuela españoles- del solicitante; b) Certificado literal de nacimiento del 
abuelo o abuela español/a del solicitante; c) La documentación a que se 
refiere el apartado 3 –de dicho regla V- sobre la condición de exiliado del 
abuelo o abuela”. En el expediente que motiva este recurso y a los efectos 
de acreditar la condición de nieto de abuelo español se han aportado las 
correspondientes certificaciones de nacimiento del registro civil extranjero 
del solicitante y la de su madre y su abuelo expedidas por el Registro Civil 
español, constando en esta última que era nacido en España en 1895, de 
padres españoles. Así mismo, consta en el expediente la carta de 
naturalización del abuelo, como ciudadano cubano, expedida con fecha 
10 de junio de 1938, razón por la que no pudo transmitir la nacionalidad 
española a su hija, madre del interesado nacida en 1945. Así pues, dando 
por buena la condición de nieto de español del recurrente, corresponde 
analizar, así mismo, si concurren en este caso los dos requisitos a los que 
el apartado 2 de la Disposición Adicional 7 de la Ley 52/2007 condiciona 
el ejercicio del derecho de opción por parte de aquellos: que el abuelo 
hubiera perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad española y que 
ello hubiere tenido lugar como consecuencia del exilio.

V.- Respecto al primero de dichos requisitos, es decir, que el abuelo del 
solicitante hubiere perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad 
española ha de tenerse en cuenta que el mismo se cumpliría no solo 
cuando el abuelo hubiese adquirido voluntariamente otra nacionalidad 
que correlativamente hubiese motivado la pérdida de su nacionalidad 
española sino también cuando dicha perdida derivase del asentimiento 
voluntario a la nacionalidad extranjera o la utilización exclusiva de otra 
nacionalidad. Pero en todo caso, se haya producido la pérdida o renuncia 
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a la nacionalidad española por parte de los abuelos por cualquiera de 
aquellas circunstancias será necesario acreditar que la misma se ha 
producido como consecuencia del exilio al que se refiere el citado apartado 
segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/ 2007 .

VI.- A fin de acreditar la condición de exiliado del abuelo, el anteriormente 
referido apartado 3 de la Regla V establece como medios de prueba: “a) 
Documentación que acredite haber sido beneficiario de las pensiones 
otorgadas por la Administración española a los exiliados.; b) Documentación 
de la Oficina Internacional de Refugiados de Naciones Unidas y de las 
Oficinas de Refugiados de los Estados de acogida que asistieron a los 
refugiados españoles y a sus familias; c) Certificaciones o informes 
expedidos por partidos políticos, sindicatos o cualesquiera otras entidades 
o instituciones, públicas o privadas, debidamente reconocidas por las 
autoridades españolas o del Estado de acogida de los exiliados, que estén 
relacionadas con el exilio, bien por haber padecido exilio sus integrantes, 
o por haber destacado en la defensa y protección de los exiliados 
españoles, o por trabajar actualmente en la reparación moral y la 
recuperación de la memoria personal y familiar de las víctimas de la 
Guerra Civil y la Dictadura. La documentación numerada en el apartado a) 
prueba directamente y por sí sola el exilio.; la de los apartados anteriores, 
b) y c), constituirán prueba del exilio si se presentan en unión de cualquiera 
de los siguientes documentos: 1. Pasaporte o título de viaje con sello de 
entrada en el país de acogida. 2. Certificación del Registro de Matrícula 
del Consulado español. 3. Certificaciones del Registro Civil Consular que 
acrediten la residencia en el país de acogida, tales como inscripción de 
matrimonio, inscripciones de nacimiento de hijos, inscripciones de 
defunción, entre otras. 4. Certificación del Registro Civil local del país de 
acogida que acredite haber adquirido la nacionalidad de dicho país. 5. 
Documentación de la época del país de acogida en la que conste el año 
de la llegada a dicho país o la llegada al mismo por cualquier medio de 
transporte.; d) A los efectos del ejercicio de los derechos de opción 
reconocidos en la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, se 
presumirá la condición de exiliado respecto de todos los españoles que 
salieron de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 
1955. La salida del territorio español podrá acreditarse mediante 
cualquiera de los documentos enumerados en el párrafo anterior”.

VII.- En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución 
de este recurso - cfr. Arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
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Reglamento -, aunque se entienda acreditada la condición del solicitante 
de nieto de español y que, el abuelo, no haya podido transmitir la 
nacionalidad española a su hija, sin embargo no resulta acreditada la 
condición de exiliado del abuelo, dado que ni se han presentado los 
documentos acreditativos de dicha condición, conforme a lo reseñado en 
el párrafo anterior, ni la misma puede presumirse por no haber resultado 
acreditada la salida de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de 
diciembre de 1955, y no solo la residencia fuera de la misma. Es más, 
dado que los abuelos contrajeron matrimonio en Cuba, en el año 1926, 
hay que presuponer que en dicha fecha ya estaba afincado en dicho país, 
habiendo aportado el interesado al expediente, una semblanza de su 
abuelo, en la que se manifiesta que arribó a Cuba en el año 1900 en el 
vapor “R. Mª-C”. Por todo ello no es posible reconocer el exilio exigido por 
la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 para el ejercicio de 
derecho de opción.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Don R-L. y confirma el auto apelado, dictado conforme a la 
Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, por 
la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a favor 
de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra Civil y la 
Dictadura.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en La Habana.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (186ª)
III.1.3.2  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado segundo de la Disposición adicional séptima los que no acrediten 
ser nietos de abuelos de nacionalidad española que perdieran o tuvieran 
que renunciar a su nacionalidad española como consecuencia del exilio.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
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virtud del entablado por el interesado contra el auto del Encargado del 
Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).

HECHOS

1.- Don M. presenta escrito en el Consulado de España en La Habana a 
fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 
Disposición adicional séptima y, adjunta especialmente en apoyo de su 
solicitud como documentación: certificados locales literales de nacimiento 
propio y de su padre, así como el de su abuelo, expedido por el Registro 
Civil español.

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante el auto de fecha 31 
de mayo de 2011 deniega lo solicitado por el interesado según lo 
establecido en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de 
Justicia.

3.- Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra el acuerdo denegatorio de su 
solicitud antes citado.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la 
Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil, 
los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010,24 de marzo de 2010,28 de abril de 2010 (5ª), 15 
de noviembre de 2010,1 de diciembre de 2010,7 de marzo de 2011 (4ª), 9 
de marzo de 2011, 3 de octubre de 2011 (17ª),25 de octubre de 2011 
(3ª),2 de diciembre de 2011.

http://www.mjusticia.gob.es/cs/Satellite/Portal/es/servicios-ciudadano/documentacion-publicaciones


M
inisterio de Justicia

863 Catálogo de Publicaciones

Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado (Registro Civil)

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como español de origen al nacido en Cuba en 1976, en virtud 
del ejercicio de la opción prevista por el apartado segundo de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
cual podrán optar a la nacionalidad española de origen “los nietos de 
quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española 
como consecuencia del exilio”. La solicitud de opción cuya inscripción 
ahora se pretende fue formalizada el 23 de diciembre de 2010 en el 
modelo normalizado del Anexo II de la Instrucción de 5 de octubre de 
2009 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado 
del Registro Civil se dictó auto el 31 de mayo de 2011, denegando lo 
solicitado. 

III.- El auto apelado basa, en esencia, su denegación en que el interesado 
no puede ejercer la opción del apartado segundo de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que no ha acreditado que su 
abuelo hubiera perdido o tuviera que renunciar a la nacionalidad española 
como consecuencia de su exilio, posición que el Ministerio Fiscal comparte 
en su informe.

IV.- El apartado segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la 
nacionalidad española a aquellas personas que sean nietos de quienes 
perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio. A fin de facilitar la acreditación de estos extremos, 
la regla V de la Instrucción de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas de procedimiento 
para el ejercicio de este derecho, establece la documentación que ha de 
aportar en este caso el interesado acompañando a su solicitud : “2.1 
Certificación literal de su nacimiento ; y 2.3 a) Certificación literal de 
nacimiento del padre o madre -el que corresponda a la línea del abuelo o 
abuela españoles- del solicitante; b) Certificado literal de nacimiento del 
abuelo o abuela español/a del solicitante; c) La documentación a que se 
refiere el apartado 3 –de dicho regla V- sobre la condición de exiliado del 
abuelo o abuela”. En el expediente que motiva este recurso y a los efectos 
de acreditar la condición de nieto de abuelo español se han aportado las 
correspondientes certificaciones de nacimiento del registro civil extranjero 
del solicitante y de su padre y la de su abuelo expedida por el Registro 
Civil español, constando en esta última que era nacido en España en 
1900, de padres españoles. Así mismo, consta en el expediente certificado 
que acredita la expedición de la correspondiente carta de ciudadanía 

http://


M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

864Boletín del Ministerio de Justicia

Nacionalidad

cubana, a nombre del abuelo, con fecha 4 de octubre de 1945, razón por 
la que no pudo transmitir la nacionalidad española a su hijo, padre del 
interesado, nacido en 1946. Así pues, dando por buena la condición de 
nieto de español del recurrente, corresponde analizar, así mismo, si 
concurren en este caso los dos requisitos a los que el apartado 2 de la 
Disposición Adicional 7 de la Ley 52/2007 condiciona el ejercicio del 
derecho de opción por parte de aquellos: que el abuelo hubiera perdido o 
tenido que renunciar a la nacionalidad española y que ello hubiere tenido 
lugar como consecuencia del exilio.

V.- Respecto al primero de dichos requisitos, es decir, que el abuelo del 
solicitante hubiere perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad 
española ha de tenerse en cuenta que el mismo se cumpliría no solo 
cuando el abuelo hubiese adquirido voluntariamente otra nacionalidad 
que correlativamente hubiese motivado la pérdida de su nacionalidad 
española sino también cuando dicha perdida derivase del asentimiento 
voluntario a la nacionalidad extranjera o la utilización exclusiva de otra 
nacionalidad. Pero en todo caso, se haya producido la pérdida o renuncia 
a la nacionalidad española por parte de los abuelos por cualquiera de 
aquellas circunstancias será necesario acreditar que la misma se ha 
producido como consecuencia del exilio al que se refiere el citado apartado 
segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/ 2007 .

VI.- A fin de acreditar la condición de exiliado del abuelo, el anteriormente 
referido apartado 3 de la Regla V establece como medios de prueba: “a) 
Documentación que acredite haber sido beneficiario de las pensiones 
otorgadas por la Administración española a los exiliados.; b) Documentación 
de la Oficina Internacional de Refugiados de Naciones Unidas y de las 
Oficinas de Refugiados de los Estados de acogida que asistieron a los 
refugiados españoles y a sus familias; c) Certificaciones o informes 
expedidos por partidos políticos, sindicatos o cualesquiera otras entidades 
o instituciones, públicas o privadas, debidamente reconocidas por las 
autoridades españolas o del Estado de acogida de los exiliados, que estén 
relacionadas con el exilio, bien por haber padecido exilio sus integrantes, 
o por haber destacado en la defensa y protección de los exiliados 
españoles, o por trabajar actualmente en la reparación moral y la 
recuperación de la memoria personal y familiar de las víctimas de la 
Guerra Civil y la Dictadura. La documentación numerada en el apartado a) 
prueba directamente y por sí sola el exilio.; la de los apartados anteriores, 
b) y c), constituirán prueba del exilio si se presentan en unión de cualquiera 
de los siguientes documentos: 1. Pasaporte o título de viaje con sello de 
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entrada en el país de acogida. 2. Certificación del Registro de Matrícula 
del Consulado español. 3. Certificaciones del Registro Civil Consular que 
acrediten la residencia en el país de acogida, tales como inscripción de 
matrimonio, inscripciones de nacimiento de hijos, inscripciones de 
defunción, entre otras. 4. Certificación del Registro Civil local del país de 
acogida que acredite haber adquirido la nacionalidad de dicho país. 5. 
Documentación de la época del país de acogida en la que conste el año 
de la llegada a dicho país o la llegada al mismo por cualquier medio de 
transporte.; d) A los efectos del ejercicio de los derechos de opción 
reconocidos en la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, se 
presumirá la condición de exiliado respecto de todos los españoles que 
salieron de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 
1955. La salida del territorio español podrá acreditarse mediante 
cualquiera de los documentos enumerados en el párrafo anterior”.

VII.- En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución 
de este recurso - cfr. Arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento -, aunque se entienda acreditada la condición del solicitante 
de nieto de español y que, el abuelo, no haya podido transmitir la 
nacionalidad española a su hijo, sin embargo no resulta acreditada la 
condición de exiliado del abuelo, dado que ni se han presentado los 
documentos acreditativos de dicha condición, conforme a lo reseñado en 
el párrafo anterior, ni la misma puede presumirse por no haber resultado 
acreditada la salida de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de 
diciembre de 1955, y no solo la residencia fuera de la misma. Es más, 
dado que otra hija de los abuelos nació en Cuba, en el año 1932, hay que 
presuponer que en dicha fecha ya estaba afincado en dicho país. Por todo 
ello no es posible reconocer el exilio exigido por la disposición adicional 
séptima de la Ley 52/2007 para el ejercicio de derecho de opción.

VIII.- Finalmente, por lo que se refiere a la última de las alegaciones 
formuladas en el escrito de recurso sobre el reconocimiento del derecho 
de opción a la nacionalidad española a favor de otros descendientes de 
su abuelo, no corresponde en vía de éste recurso valorar la procedencia o 
improcedencia del mismo, a la vista de las circunstancias de hecho 
concurrentes respecto a los mismos y los preceptos jurídicos en base a 
los cuales se les haya podido reconocer tal derecho de opción, si no 
únicamente valorar el reconocimiento o no de este derecho a favor del 
recurrente en atención a las circunstancias de hecho que en él concurren 
y a los preceptos jurídicos por él invocados.
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Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Don M. y confirma el auto apelado, dictado conforme a la 
Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, por 
la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a favor 
de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra Civil y la 
Dictadura.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en La Habana.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (197ª)
III.1.3.2  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado segundo de la Disposición adicional séptima los que no acrediten 
ser nietos de abuelos de nacionalidad española que perdieran o tuvieran 
que renunciar a su nacionalidad española como consecuencia del exilio.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el interesado contra el auto del Encargado del 
Registro Civil Consular de España en Caracas (Venezuela).

HECHOS

1.- Don J-M. presenta escrito en el Registro Civil Consular, su opción a la 
nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 Disposición adicional 
séptima y, adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como 
documentación: certificado local literal de nacimiento propio, el de su 
padre y de su abuelo expedida por el Registro Civil español.

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante auto de fecha 25 
de febrero de 2011 deniega lo solicitado por el interesado según lo 
establecido en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de 
Justicia.
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3.- Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra el auto denegatorio de su solicitud 
antes citado.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la 
Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil, 
los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010,24 de marzo de 2010,28 de abril de 2010 (5ª), 15 
de noviembre de 2010,1 de diciembre de 2010,7 de marzo de 2011 (4ª), 9 
de marzo de 2011, 3 de octubre de 2011 (17ª),25 de octubre de 2011 
(3ª),2 de diciembre de 2011.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como español de origen al nacido en Venezuela en 1989, en virtud 
del ejercicio de la opción prevista por el apartado segundo de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la cual 
podrán optar a la nacionalidad española de origen “los nietos de quienes 
perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio”. La solicitud de opción cuya inscripción ahora se 
pretende fue formalizada el 14 de febrero de 2011 en el modelo normalizado 
del Anexo II de la Instrucción de 04 de noviembre de 2008 al amparo de lo 
previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del Registro Civil Consular 
se dictó auto el 25 de febrero de 2011, denegando lo solicitado. 

III.- El auto apelado basa, en esencia, su denegación en que la solicitante 
no puede ejercer la opción del apartado segundo de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que no ha acreditado que su 
abuelo hubiera perdido o tuviera que renunciar a la nacionalidad española 
como consecuencia de su exilio, posición que el Ministerio Fiscal comparte 
en su informe.
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IV.- El apartado segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la 
nacionalidad española a aquellas personas que sean nietos de quienes 
perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio. A fin de facilitar la acreditación de estos extremos, 
la regla V de la Instrucción de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas de procedimiento 
para el ejercicio de este derecho, establece la documentación que ha de 
aportar en este caso el interesado acompañando a su Solicitud: “2.1 
Certificación literal de su nacimiento; y 2.3 a) Certificación literal de 
nacimiento del padre o madre -el que corresponda a la línea del abuelo o 
abuela españoles- del solicitante; b) Certificado literal de nacimiento del 
abuelo o abuela español/a del solicitante; c). La documentación a que se 
refiere el apartado 3 –de dicho regla V- sobre la condición de exiliado del 
abuelo o abuela”. En el expediente que motiva este recurso y a los efectos 
de acreditar la condición de nieto de abuelo español se han aportado las 
correspondientes certificaciones de nacimiento del registro civil extranjero 
del solicitante y de su padre y de su abuelo expedida por el Registro Civil 
español, constando en esta última que era nacido en Cuba en 1928, de 
padres españoles. Así pues, dando por buena la condición de nieto de 
español del recurrente, corresponde analizar, así mismo, si concurren en 
este caso los dos requisitos a los que el apartado 2 de la Disposición 
Adicional 7 de la Ley 52/2007 condiciona el ejercicio del derecho de opción 
por parte de aquellos: que el abuelo hubiera perdido o tenido que renunciar 
a la nacionalidad española y que ello hubiere tenido lugar como 
consecuencia del exilio.

V.- Respecto al primero de dichos requisitos, es decir, que el abuelo del 
solicitante hubiere perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad 
española ha de tenerse en cuenta que el mismo se cumpliría no solo 
cuando el abuelo hubiese adquirido voluntariamente otra nacionalidad 
que correlativamente hubiese motivado la pérdida de su nacionalidad 
española sino también cuando dicha perdida derivase del asentimiento 
voluntario a la nacionalidad extranjera o la utilización exclusiva de otra 
nacionalidad. Pero en todo caso, se haya producido la pérdida o renuncia 
a la nacionalidad española por parte de los abuelos por cualquiera de 
aquellas circunstancias será necesario acreditar que la misma se ha 
producido como consecuencia del exilio al que se refiere el citado apartado 
segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/ 2007 .
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VI.- A fin de acreditar la condición de exiliado del abuelo, el anteriormente 
referido apartado 3 de la Regla V establece como medios de prueba: “a) 
Documentación que acredite haber sido beneficiario de las pensiones 
otorgadas por la Administración española a los exiliados.; b) Documentación 
de la Oficina Internacional de Refugiados de Naciones Unidas y de las 
Oficinas de Refugiados de los Estados de acogida que asistieron a los 
refugiados españoles y a sus familias; c) Certificaciones o informes 
expedidos por partidos políticos, sindicatos o cualesquiera otras entidades 
o instituciones, públicas o privadas, debidamente reconocidas por las 
autoridades españolas o del Estado de acogida de los exiliados, que estén 
relacionadas con el exilio, bien por haber padecido exilio sus integrantes, 
o por haber destacado en la defensa y protección de los exiliados 
españoles, o por trabajar actualmente en la reparación moral y la 
recuperación de la memoria personal y familiar de las víctimas de la 
Guerra Civil y la Dictadura. La documentación numerada en el apartado a) 
prueba directamente y por sí sola el exilio.; la de los apartados anteriores, 
b) y c), constituirán prueba del exilio si se presentan en unión de cualquiera 
de los siguientes documentos: 1. Pasaporte o título de viaje con sello de 
entrada en el país de acogida. 2. Certificación del Registro de Matrícula 
del Consulado español. 3. Certificaciones del Registro Civil Consular que 
acrediten la residencia en el país de acogida, tales como inscripción de 
matrimonio, inscripciones de nacimiento de hijos, inscripciones de 
defunción, entre otras. 4. Certificación del Registro Civil local del país de 
acogida que acredite haber adquirido la nacionalidad de dicho país. 5. 
Documentación de la época del país de acogida en la que conste el año 
de la llegada a dicho país o la llegada al mismo por cualquier medio de 
transporte.; d) A los efectos del ejercicio de los derechos de opción 
reconocidos en la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, se 
presumirá la condición de exiliado respecto de todos los españoles que 
salieron de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 
1955. La salida del territorio español podrá acreditarse mediante 
cualquiera de los documentos enumerados en el párrafo anterior”.

VII.- En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución 
de este recurso - cfr. Arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento -, aunque se entiende acreditada la condición del solicitante 
de nieto de español sin embargo no resulta acreditada la condición de 
exiliado del abuelo con anterioridad a la perdida de la nacionalidad 
española, dado que ni se han presentado los documentos acreditativos de 
dicha condición, conforme a lo reseñado en el párrafo anterior, ni la misma 
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puede presumirse, por haberse acreditado por el propio interesado que el 
abuelo nació en Cuba en el año 1928, que contrajo matrimonio en 
Venezuela en abril de 1950, y que su padre nació en Venezuela en el año 
1958. Todos esto datos desvirtúan el posible exilio exigido por la 
disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 para el ejercicio de 
derecho de opción.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Don J-M. y confirmar el acuerdo apelado, dictado conforme 
a la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a 
favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra 
Civil y la Dictadura. 

Madrid, 31 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en Caracas.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (198ª)
III.1.3.2  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado segundo de la Disposición adicional séptima los que no acrediten 
ser nietos de abuelos de nacionalidad española que perdieran o tuvieran 
que renunciar a su nacionalidad española como consecuencia del exilio.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el interesado contra el auto del Encargado del 
Registro Civil Consular de España en Caracas (Venezuela).

HECHOS

1.- Don A-E. presenta escrito en el Registro Civil Consular, su opción a la 
nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 Disposición adicional 
séptima y, adjunta especialmente en apoyo de su solicitud como 
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documentación: certificado local literal de nacimiento propio, el de su 
padre y de su abuelo expedida por el Registro Civil español.

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante auto de fecha 25 
de febrero de 2011 deniega lo solicitado por el interesado según lo 
establecido en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de 
Justicia.

3.- Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra el auto denegatorio de su solicitud 
antes citado.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la 
Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil, 
los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010,24 de marzo de 2010,28 de abril de 2010 (5ª), 15 
de noviembre de 2010,1 de diciembre de 2010,7 de marzo de 2011 (4ª), 9 
de marzo de 2011, 3 de octubre de 2011 (17ª),25 de octubre de 2011 
(3ª),2 de diciembre de 2011.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como español de origen al nacido en Venezuela en 1991, en 
virtud del ejercicio de la opción prevista por el apartado segundo de la 
Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
conforme a la cual podrán optar a la nacionalidad española de origen “los 
nietos de quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad 
española como consecuencia del exilio”. La solicitud de opción cuya 
inscripción ahora se pretende fue formalizada el 14 de febrero de 2011 en 
el modelo normalizado del Anexo II de la Instrucción de 04 de noviembre 
de 2008 al amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado 
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del Registro Civil Consular se dictó auto el 25 de febrero de 2011, 
denegando lo solicitado. 

III.- El auto apelado basa, en esencia, su denegación en que la solicitante 
no puede ejercer la opción del apartado segundo de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que no ha acreditado que su 
abuelo hubiera perdido o tuviera que renunciar a la nacionalidad española 
como consecuencia de su exilio, posición que el Ministerio Fiscal comparte 
en su informe.

IV.- El apartado segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la 
nacionalidad española a aquellas personas que sean nietos de quienes 
perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio. A fin de facilitar la acreditación de estos extremos, 
la regla V de la Instrucción de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas de procedimiento 
para el ejercicio de este derecho, establece la documentación que ha de 
aportar en este caso el interesado acompañando a su Solicitud: “2.1 
Certificación literal de su nacimiento; y 2.3 a) Certificación literal de 
nacimiento del padre o madre -el que corresponda a la línea del abuelo o 
abuela españoles- del solicitante; b) Certificado literal de nacimiento del 
abuelo o abuela español/a del solicitante; c) La documentación a que se 
refiere el apartado 3 –de dicho regla V- sobre la condición de exiliado del 
abuelo o abuela”. En el expediente que motiva este recurso y a los efectos 
de acreditar la condición de nieto de abuelo español se han aportado las 
correspondientes certificaciones de nacimiento del registro civil extranjero 
del solicitante y de su padre y de su abuelo expedida por el Registro Civil 
español, constando en esta última que era nacido en Cuba en 1928, de 
padres españoles. Así pues, dando por buena la condición de nieto de 
español del recurrente, corresponde analizar, así mismo, si concurren en 
este caso los dos requisitos a los que el apartado 2 de la Disposición 
Adicional 7 de la Ley 52/2007 condiciona el ejercicio del derecho de opción 
por parte de aquellos: que el abuelo hubiera perdido o tenido que renunciar 
a la nacionalidad española y que ello hubiere tenido lugar como 
consecuencia del exilio.

V.- Respecto al primero de dichos requisitos, es decir, que el abuelo del 
solicitante hubiere perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad 
española ha de tenerse en cuenta que el mismo se cumpliría no solo 
cuando el abuelo hubiese adquirido voluntariamente otra nacionalidad 
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que correlativamente hubiese motivado la pérdida de su nacionalidad 
española sino también cuando dicha perdida derivase del asentimiento 
voluntario a la nacionalidad extranjera o la utilización exclusiva de otra 
nacionalidad. Pero en todo caso, se haya producido la pérdida o renuncia 
a la nacionalidad española por parte de los abuelos por cualquiera de 
aquellas circunstancias será necesario acreditar que la misma se ha 
producido como consecuencia del exilio al que se refiere el citado apartado 
segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/ 2007 .

VI.- A fin de acreditar la condición de exiliado del abuelo, el anteriormente 
referido apartado 3 de la Regla V establece como medios de prueba: “a) 
Documentación que acredite haber sido beneficiario de las pensiones 
otorgadas por la Administración española a los exiliados.; b) Documentación 
de la Oficina Internacional de Refugiados de Naciones Unidas y de las 
Oficinas de Refugiados de los Estados de acogida que asistieron a los 
refugiados españoles y a sus familias; c) Certificaciones o informes 
expedidos por partidos políticos, sindicatos o cualesquiera otras entidades 
o instituciones, públicas o privadas, debidamente reconocidas por las 
autoridades españolas o del Estado de acogida de los exiliados, que estén 
relacionadas con el exilio, bien por haber padecido exilio sus integrantes, 
o por haber destacado en la defensa y protección de los exiliados 
españoles, o por trabajar actualmente en la reparación moral y la 
recuperación de la memoria personal y familiar de las víctimas de la 
Guerra Civil y la Dictadura. La documentación numerada en el apartado a) 
prueba directamente y por sí sola el exilio.; la de los apartados anteriores, 
b) y c), constituirán prueba del exilio si se presentan en unión de cualquiera 
de los siguientes documentos: 1. Pasaporte o título de viaje con sello de 
entrada en el país de acogida. 2. Certificación del Registro de Matrícula 
del Consulado español. 3. Certificaciones del Registro Civil Consular que 
acrediten la residencia en el país de acogida, tales como inscripción de 
matrimonio, inscripciones de nacimiento de hijos, inscripciones de 
defunción, entre otras. 4. Certificación del Registro Civil local del país de 
acogida que acredite haber adquirido la nacionalidad de dicho país. 5. 
Documentación de la época del país de acogida en la que conste el año 
de la llegada a dicho país o la llegada al mismo por cualquier medio de 
transporte.; d) A los efectos del ejercicio de los derechos de opción 
reconocidos en la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, se 
presumirá la condición de exiliado respecto de todos los españoles que 
salieron de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 
1955. La salida del territorio español podrá acreditarse mediante 
cualquiera de los documentos enumerados en el párrafo anterior”.
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VII.- En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución de 
este recurso - cfr. Arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento -, aunque se entiende acreditada la condición del solicitante de 
nieto de español sin embargo no resulta acreditada la condición de exiliado 
del abuelo con anterioridad a la perdida de la nacionalidad española, dado 
que ni se han presentado los documentos acreditativos de dicha condición, 
conforme a lo reseñado en el párrafo anterior, ni la misma puede presumirse, 
por haberse acreditado por el propio interesado que el abuelo nació en 
Cuba en el año 1928 , que contrajo matrimonio en Venezuela en abril de 
1950, y que su padre nació en Venezuela en el año 1958. Todos esto datos 
desvirtúan el posible exilio exigido por la disposición adicional séptima de la 
Ley 52/2007 para el ejercicio de derecho de opción.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Don A-E. y confirma el acuerdo apelado, dictado conforme 
a la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a 
favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra 
Civil y la Dictadura.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en Caracas.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (246ª)
III.1.3.2  Opción a la nacionalidad española

No tienen derecho a optar a la nacionalidad española de origen por el 
apartado segundo de la Disposición adicional séptima los que no acrediten 
ser nietos de abuelos de nacionalidad española que perdieran o tuvieran 
que renunciar a su nacionalidad española como consecuencia del exilio.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española de origen por la 
Ley 52/2007 remitido a este Centro Directivo en trámite de recurso por 
virtud del entablado por la interesada contra el auto del Encargado del 
Registro Civil Consular en La Habana (Cuba).
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HECHOS

1.- Doña L-E. presenta escrito en el Consulado de España en La Habana 
a fin de optar a la nacionalidad española en virtud de la Ley 52/2007 
Disposición adicional séptima y, adjunta especialmente en apoyo de su 
solicitud como documentación: certificado local literal de nacimiento propio 
y el de su madre y su abuelo, expedidos por el Registro Civil español.

2.- El Encargado del Registro Civil Consular, mediante el auto de fecha 3 
de enero de 2011 deniega lo solicitado por la interesada según lo 
establecido en su Instrucción de 4 de noviembre de 2008 del Ministerio de 
Justicia.

3.- Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado contra el acuerdo denegatorio de su 
solicitud antes citado.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular 
emite su informe preceptivo y remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la 
Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil, 
los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23 y 67 de la Ley del 
Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras 
de 23 de marzo de 2010,24 de marzo de 2010,28 de abril de 2010 (5ª), 15 
de noviembre de 2010,1 de diciembre de 2010,7 de marzo de 2011 (4ª), 9 
de marzo de 2011, 3 de octubre de 2011 (17ª),25 de octubre de 2011 
(3ª),2 de diciembre de 2011.

II.- Se ha pretendido por estas actuaciones inscribir en el Registro Civil 
Consular como española de origen a la nacida en Cuba en 1964, en virtud 
del ejercicio de la opción prevista por el apartado segundo de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, conforme a la 
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cual podrán optar a la nacionalidad española de origen “los nietos de 
quienes perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española 
como consecuencia del exilio”. La solicitud de opción cuya inscripción 
ahora se pretende fue formalizada el 5 de julio de 2010 en el modelo 
normalizado del Anexo II de la Instrucción de 5 de octubre de 2009 al 
amparo de lo previsto en su directriz segunda. Por el Encargado del 
Registro Civil se dictó auto el 3 de enero de 2011, denegando lo solicitado. 

III.- El auto apelado basa, en esencia, su denegación en que la solicitante 
no puede ejercer la opción del apartado segundo de la Disposición 
adicional séptima de la Ley 52/2007, dado que no ha acreditado que su 
abuelo hubiera perdido o tuviera que renunciar a la nacionalidad española 
como consecuencia de su exilio, posición que el Ministerio Fiscal comparte 
en su informe.

IV.- El apartado segundo de la Disposición adicional séptima de la Ley 
52/2007, de 26 de diciembre, concede un derecho de opción a la 
nacionalidad española a aquellas personas que sean nietos de quienes 
perdieron o tuvieron que renunciar a la nacionalidad española como 
consecuencia del exilio. A fin de facilitar la acreditación de estos extremos, 
la regla V de la Instrucción de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado de 4 de Noviembre de 2008, que fija las reglas de procedimiento 
para el ejercicio de este derecho, establece la documentación que ha de 
aportar en este caso el interesado acompañando a su solicitud : “2.1 
Certificación literal de su nacimiento ; y 2.3 a) Certificación literal de 
nacimiento del padre o madre -el que corresponda a la línea del abuelo o 
abuela españoles- del solicitante; b) Certificado literal de nacimiento del 
abuelo o abuela español/a del solicitante; c) La documentación a que se 
refiere el apartado 3 –de dicho regla V- sobre la condición de exiliado del 
abuelo o abuela”. En el expediente que motiva este recurso y a los efectos 
de acreditar la condición de nieta de abuelo español se han aportado las 
correspondientes certificaciones de nacimiento del registro civil extranjero 
de la solicitante y la de su madre y su abuelo expedidas por el Registro 
Civil español, constando en esta última que era nacido en España en 
1895, de padres españoles. Así mismo, consta en el expediente la carta 
de naturalización del abuelo, como ciudadano cubano, expedida con 
fecha 10 de junio de 1938, razón por la que no pudo transmitir la 
nacionalidad española a su hija, madre de la interesada nacida en 1945. 
Así pues, dando por buena la condición de nieta de español de la 
recurrente, corresponde analizar, así mismo, si concurren en este caso 
los dos requisitos a los que el apartado 2 de la Disposición Adicional 7 de 
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la Ley 52/2007 condiciona el ejercicio del derecho de opción por parte de 
aquellos: que el abuelo hubiera perdido o tenido que renunciar a la 
nacionalidad española y que ello hubiere tenido lugar como consecuencia 
del exilio.

V.- Respecto al primero de dichos requisitos, es decir, que el abuelo de la 
solicitante hubiere perdido o tenido que renunciar a la nacionalidad 
española ha de tenerse en cuenta que el mismo se cumpliría no solo 
cuando el abuelo hubiese adquirido voluntariamente otra nacionalidad 
que correlativamente hubiese motivado la pérdida de su nacionalidad 
española sino también cuando dicha perdida derivase del asentimiento 
voluntario a la nacionalidad extranjera o la utilización exclusiva de otra 
nacionalidad. Pero en todo caso, se haya producido la pérdida o renuncia 
a la nacionalidad española por parte de los abuelos por cualquiera de 
aquellas circunstancias será necesario acreditar que la misma se ha 
producido como consecuencia del exilio al que se refiere el citado apartado 
segundo de la disposición adicional séptima de la Ley 52/ 2007 .

VI.- A fin de acreditar la condición de exiliado del abuelo, el anteriormente 
referido apartado 3 de la Regla V establece como medios de prueba: “a) 
Documentación que acredite haber sido beneficiario de las pensiones 
otorgadas por la Administración española a los exiliados.; b) Documentación 
de la Oficina Internacional de Refugiados de Naciones Unidas y de las 
Oficinas de Refugiados de los Estados de acogida que asistieron a los 
refugiados españoles y a sus familias; c) Certificaciones o informes 
expedidos por partidos políticos, sindicatos o cualesquiera otras entidades 
o instituciones, públicas o privadas, debidamente reconocidas por las 
autoridades españolas o del Estado de acogida de los exiliados, que estén 
relacionadas con el exilio, bien por haber padecido exilio sus integrantes, 
o por haber destacado en la defensa y protección de los exiliados 
españoles, o por trabajar actualmente en la reparación moral y la 
recuperación de la memoria personal y familiar de las víctimas de la 
Guerra Civil y la Dictadura. La documentación numerada en el apartado a) 
prueba directamente y por sí sola el exilio.; la de los apartados anteriores, 
b) y c), constituirán prueba del exilio si se presentan en unión de cualquiera 
de los siguientes documentos: 1. Pasaporte o título de viaje con sello de 
entrada en el país de acogida. 2. Certificación del Registro de Matrícula 
del Consulado español. 3. Certificaciones del Registro Civil Consular que 
acrediten la residencia en el país de acogida, tales como inscripción de 
matrimonio, inscripciones de nacimiento de hijos, inscripciones de 
defunción, entre otras. 4. Certificación del Registro Civil local del país de 
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acogida que acredite haber adquirido la nacionalidad de dicho país. 5. 
Documentación de la época del país de acogida en la que conste el año 
de la llegada a dicho país o la llegada al mismo por cualquier medio de 
transporte.; d) A los efectos del ejercicio de los derechos de opción 
reconocidos en la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, se 
presumirá la condición de exiliado respecto de todos los españoles que 
salieron de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de diciembre de 
1955. La salida del territorio español podrá acreditarse mediante 
cualquiera de los documentos enumerados en el párrafo anterior”.

VII.- En el presente expediente, y a la vista de los documentos presentados 
y en los que necesaria y exclusivamente habrá de fundarse la resolución 
de este recurso - cfr. Arts. 27, 29 de la Ley del Registro Civil y 358 de su 
Reglamento -, aunque se entienda acreditada la condición de la solicitante 
de nieta de español y que, el abuelo, no haya podido transmitir la 
nacionalidad española a su hija, sin embargo no resulta acreditada la 
condición de exiliado del abuelo, dado que ni se han presentado los 
documentos acreditativos de dicha condición, conforme a lo reseñado en 
el párrafo anterior, ni la misma puede presumirse por no haber resultado 
acreditada la salida de España entre el 18 de julio de 1936 y el 31 de 
diciembre de 1955, y no solo la residencia fuera de la misma. Es más, 
dado que los abuelos contrajeron matrimonio en Cuba, en el año 1926, 
hay que presuponer que en dicha fecha ya estaba afincado en dicho país, 
habiendo aportado la interesada al expediente, una semblanza de su 
abuelo, en la que se manifiesta que arribó a Cuba en el año 1900 en el 
vapor “R. Mª-C”. Por todo ello no es posible reconocer el exilio exigido por 
la disposición adicional séptima de la Ley 52/2007 para el ejercicio de 
derecho de opción.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por Doña L-E. y confirma el auto apelado, dictado conforme a 
la Disposición Adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, 
por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a 
favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la Guerra 
Civil y la Dictadura.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en La Habana.
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III.2  CONSOLIDACION DE LA NACIONALIDAD ESPAÑOLA

III.2.1  ADQUISICION NACIONALIDAD POR 
CONSOLIDACIÓN

Resolución de 02 de Julio de 2014 (2ª)
III.2.1  Consolidación de nacionalidad española

1º.- No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita 
que la interesada hubiera residido en el Sáhara durante el plazo de 
vigencia del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni que haya 
poseído y utilizado la nacionalidad española durante diez años.

2º.- No es española iure soli, conforme al art. 17 del Código Civil, la nacida 
en el Sáhara Occidental en 1968.

En el expediente sobre declaración de nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este centro en trámite de recurso por virtud 
del entablado por el ministerio fiscal contra auto dictado por el encargado 
del Registro Civil de Torrent (Valencia).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Torrent el 15 de 
mayo de 2009, la Sra. F. solicitaba la declaración de nacionalidad española 
con valor de simple presunción por haber nacido en M. (Sáhara Occidental) 
en 1968 y no haber podido optar en virtud del Real Decreto 2258/1976 por 
encontrarse en los campamentos de refugiados mientras estuvo en vigor. 
Adjuntaba los siguientes documentos: pasaporte argelino, certificado de 
empadronamiento, recibo de la Misión de las Naciones Unidas (MINURSO) 
para el Referéndum del Sáhara Occidental, comunicación del Ministerio 
de Cultura español de que no constan en los fondos del Archivo General 
de la Administración antecedentes relativos a la promotora en los Libros 
Cheránicos que allí se conservan, certificado de la Embajada de Argelia 
en Madrid de que la solicitante no es de nacionalidad argelina, documento 
de identidad y certificados de nacimiento, de filiación, concordancia de 
nombres, de nacionalidad saharaui y de residencia en los campamentos 
de refugiados expedidos por autoridades de la denominada República 
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Árabe Saharaui Democrática y DNI del padre expedido en 1974, 
actualmente carente de validez.

2.- Ratificada la promotora y previo informe desfavorable del ministerio 
fiscal, el encargado del registro dictó auto el 13 de octubre de 2009 
declarando la nacionalidad española con valor de simple presunción de la 
interesada. 

3.- Notificada la resolución, el ministerio fiscal interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado alegando que no se 
cumplen los requisitos establecidos en el Código Civil para la consolidación, 
que no se prueba la imposibilidad de optar a la nacionalidad española 
cuando estuvo en vigor el decreto de 1976 y que no es aplicable la doctrina 
derivada de la sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998.

4.- Notificada la interposición del recurso a la interesada, presentó 
alegaciones reiterando los fundamentos de su solicitud. El encargado del 
Registro Civil de Torrent se ratificó en su decisión y remitió el expediente a 
la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 y 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro 
Civil; 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 
de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008; 25-3ª y 4ª de noviembre de 2008; 2-4ª de marzo y 
16-3ª de junio de 2009 y 22-3ª de marzo de 2010.

II.- La interesada solicitó ante el Registro Civil de Torrent la declaración de 
nacionalidad española con valor de simple presunción por haber nacido 
en territorio del Sáhara Occidental en 1974 y no haber podido optar en 
virtud del Decreto 2258/1976 mientras dicha norma estuvo en vigor. El 
encargado del registro dictó auto estimando la procedencia de declarar la 
nacionalidad española con valor de simple presunción de la promotora, 
resolución que fue recurrida por el ministerio fiscal.
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III.- Según el artículo 18 del Código Civil, la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del registro civil del domicilio (art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sáhara cuando este era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sáhara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sáhara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sáhara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada a cabo en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del 
Sáhara en relación con el territorio metropolitano según el derecho 
internacional. En concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius 
soli tiene el nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia 
con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”.

VI.- Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos 
antecedentes. La cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más 
debatidas y oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la 
naturaleza de su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en 
la doctrina científica una explicación sobre la distinción entre territorio 
metropolitano y territorio colonial. A tal dificultad se añade la actitud 
cambiante de la política colonial como consecuencia de lo mutable 
también de las relaciones internacionales, caracterización a la que no ha 
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podido sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y 
que se hace patente a través de una legislación que sigue, como ha 
señalado el Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por 
tres etapas fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se 
consideraron simplemente colonias; b) vino luego la fase de 
provincialización durante la que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) 
por último, se entra en la fase de descolonización, que reviste la forma de 
independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de 
autodeterminación en el Sahara.

VII.- Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la 
idea de equiparar aquel territorio del Sáhara, no obstante sus 
peculiaridades, con una «provincia» española y, por ello, se llegó a 
considerarlo como una extensión del territorio metropolitano, equiparación 
que ha dado pie a dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, 
consistente en el reconocimiento a la población saharaui de su condición 
de nacionales españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras 
normas, la Ley de 19 abril 1961 que estableció «las bases sobre las que 
debe asentarse el ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus 
regímenes municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer 
manifiesta la equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» 
y «españoles nativos». Es importante destacar que como manifestación 
de esta posición España negó inicialmente al Secretariado General de la 
ONU información sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959).

VIII.- No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden 
jurídico público internacional y, especialmente, la doctrina sobre 
«descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, 
Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre 
de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujo al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, 
a la diferenciación de «territorios», puesta finalmente de relieve con 
rotunda claridad por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» 
del Sáhara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias 
sobre el territorio no autónomo del Sáhara, que durante algunos años ha 
estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen 
peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado 
parte del territorio nacional».
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IX.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En este caso la interesada no ha acreditado que cuando estuvo 
en vigor el Decreto de 1976, sus representantes legales -dada entonces 
su minoría de edad- estuviesen imposibilitados de facto para optar a la 
nacionalidad española por haber permanecido en los territorios ocupados; 
antes al contrario, manifiesta que abandonaron dichos territorios hacia los 
campamentos de refugiados argelinos. Además, no consta el título inscrito 
en el Registro Civil, ni está probada la posesión de la nacionalidad 
española en los términos y duración que establece el artículo 18 CC., 
circunstancias que impiden asimismo acceder a la pretensión solicitada. 

X.- Por otra parte, el auto recurrido declaró la nacionalidad española con 
valor de simple presunción basándose, además de en la imposibilidad de 
optar en virtud del Decreto de 1976 invocada por la propia interesada en 
su solicitud, en el contenido del artículo 17.1c) CC., según el cual son 
españoles de origen “los nacidos en España de padres extranjeros, si 
ambos carecieren de nacionalidad o si la legislación de ninguno de ellos 
atribuye al hijo una nacionalidad”. Este criterio se introdujo por medio de la 
Ley 51/1982, de 13 de julio, y se ha mantenido después de la reforma 
operada por la Ley 18/1990, de 17 de diciembre. Pues bien, aclarada ya 
en los fundamentos anteriores la cuestión relativa al territorio, hay que 
decir asimismo que, aunque la doctrina de esta dirección general a partir 
de la resolución de 7 de diciembre de 1988 se inclina por admitir la 
aplicación retroactiva del mencionado precepto a los nacidos antes de la 
entrada en vigor de la Ley de 13 de julio de 1982 que carecían de 
nacionalidad hasta ese momento y viene declarando desde entonces que 
la retroactividad tácita de la norma se deduce de su finalidad de evitar 
situaciones de apatridia, de acuerdo con la excepción igualmente 
formulada por este centro, resultaría, en cualquier caso, a todas luces 
excesivo forzar esa eficacia retroactiva en casos como el actual, en el 
que, en el momento de entrar en vigor la ley 51/1982, de 13 de julio, la 
interesada ya venía utilizando desde hacía años otra nacionalidad.

XI.- Y, finalmente, la documentación expedida por autoridades de la 
denominada República Árabe Saharaui Democrática no ofrece garantías 
análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española (cfr. arts. 23 
LRC y 85 RRC). Ha de tenerse en cuenta que las competencias de 
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calificación del encargado del Registro Civil respecto de la certificación 
extranjera se extienden al examen de la competencia y autoridad que la 
expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal 
expedición con base legal suficiente para ello, base que en este caso no 
existe al no estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de 
disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: estimar el recurso y revocar la 
resolución apelada.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Torrent (Valencia).

Resolución de 02 de Julio de 2014 (4ª)
III.2.1  Consolidación de nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el interesado hubiera residido en el Sáhara durante el plazo de vigencia 
del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni que haya poseído y 
utilizado la nacionalidad española durante diez años.

En el expediente sobre declaración de nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este centro en trámite de recurso por virtud 
del entablado por el interesado contra auto dictado por el encargado del 
Registro Civil de Carmona (Sevilla).

HECHOS

1.- Mediante comparecencia en el Registro Civil de Carmona el 5 de mayo 
de 2009, el Sr. S. solicitaba la declaración de su nacionalidad española 
con valor de simple presunción por haber nacido en M. (Sáhara Occidental) 
en 1971, por no haber podido optar a la nacionalidad en virtud del Real 
Decreto 2258/1976 y por analogía con la doctrina establecida en la 
sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 2008. Adjuntaba los 
siguientes documentos: volante de empadronamiento, pasaporte argelino, 
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comunicación del Ministerio de Cultura de ausencia de antecedentes 
relativos al interesado en los Libros Cheránicos que se conservan en los 
fondos del Archivo General de la Administración, documento de identidad 
y certificados de nacimiento, de concordancia de nombres, de matrimonio, 
de ausencia de antecedentes penales, de nacionalidad saharaui, de 
filiación y de residencia en los campamentos de refugiados de T. expedidos 
por autoridades de la denominada República Árabe Saharaui Democrática, 
recibo de la Misión de las Naciones Unidas para el Referéndum del Sáhara 
Occidental, DNI de su padre expedido en 1975 y certificado de nacimiento 
de este último expedido por el Juzgado Cheránico de Aaiún.

2.- Previo informe favorable del ministerio fiscal, el encargado del registro 
dictó auto el 9 de marzo de 2010 denegando la pretensión por no cumplir 
los requisitos previstos para la consolidación por el artículo 18 del Código 
Civil. 

3.- Notificada la resolución, el interesado interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado alegando que reúne 
los requisitos necesarios para la consolidación, que sus padres ostentaron 
la nacionalidad española y que su caso es similar al contenido en la 
sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998. 

4.- Notificada la interposición del recurso al ministerio fiscal, interesó su 
desestimación. El encargado del Registro Civil de Carmona se ratificó en 
la decisión adoptada y remitió el expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo (STS) de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, 
entre otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 
2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª 
de mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª 
de enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008; 25-3ª y 4ª de noviembre de 2008; 2-4ª de marzo y 
16-3ª de junio de 2009 y 22-3ª de marzo de 2010.
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II.- El interesado solicitó la declaración de nacionalidad española con valor 
de simple presunción por vía de consolidación amparándose en la doctrina 
establecida en la STS de 28 de octubre de 1998 por haber nacido en 
territorio del Sáhara Occidental en 1971 y no haber podido optar en virtud 
del RD 2258/1976, de 10 de agosto. El encargado del registro dictó auto 
denegando la procedencia de la solicitud. Dicho auto constituye el objeto 
del presente recurso.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil, la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del registro civil del domicilio (art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sáhara cuando este era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que se 
desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque 
sólo así cobra sentido que a los naturales del Sáhara se les concediera en 
ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el 
plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sáhara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sáhara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada a cabo en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del 
Sáhara en relación con el territorio metropolitano según el derecho 
internacional. En concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius 
soli tiene el nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia 
con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”.
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VI.- Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. 
La cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de su 
territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina científica 
una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano y territorio 
colonial. A tal dificultad se añade la actitud cambiante de la política colonial 
como consecuencia de lo mutable también de las relaciones internacionales, 
caracterización a la que no ha podido sustraerse la posición española en 
África ecuatorial y occidental, y que se hace patente a través de una legislación 
que sigue, como ha señalado el Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante 
integrado por tres etapas fundamentales: a) en un primer momento dichos 
territorios se consideraron simplemente colonias; b) vino luego la fase de 
provincialización durante la que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por 
último, se entra en la fase de descolonización, que reviste la forma de 
independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de 
autodeterminación en el Sahara.

VII.- Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la 
idea de equiparar aquel territorio del Sáhara, no obstante sus 
peculiaridades, con una «provincia» española y, por ello, se llegó a 
considerarlo como una extensión del territorio metropolitano, equiparación 
que ha dado pie a dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, 
consistente en el reconocimiento a la población saharaui de su condición 
de nacionales españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras 
normas, la Ley de 19 abril 1961 que estableció «las bases sobre las que 
debe asentarse el ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus 
regímenes municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer 
manifiesta la equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» 
y «españoles nativos». Es importante destacar que como manifestación 
de esta posición España negó inicialmente al Secretariado General de la 
ONU información sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959).

VIII.- No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden 
jurídico público internacional y, especialmente, la doctrina sobre 
«descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, 
Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre 
de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujo al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, 
a la diferenciación de «territorios», puesta finalmente de relieve con 
rotunda claridad por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» 
del Sáhara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
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ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias 
sobre el territorio no autónomo del Sáhara, que durante algunos años ha 
estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen 
peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado 
parte del territorio nacional».

IX.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no 
es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora planteado. 
En este caso el interesado no ha acreditado que cuando estuvo en vigor el 
real decreto de 1976 sus representantes legales -dada su minoría de edad 
en aquel momento- estuviesen imposibilitados de facto para optar a la 
nacionalidad española por haber permanecido en los territorios ocupados; 
antes al contrario, manifiesta que abandonaron dichos territorios hacia los 
campamentos de refugiados argelinos. Por otro lado, no consta el título 
inscrito en el Registro Civil y no está probada la posesión de la nacionalidad 
española en los términos y duración que establece el artículo 18 CC., siendo 
incluso el interesado titular de un pasaporte argelino, circunstancias todas 
ellas que impiden acceder a la pretensión planteada. 

X.- Finalmente, cabe decir que la documentación expedida por autoridades 
de la denominada República Árabe Saharaui Democrática no ofrece 
garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española 
(cfr. arts. 23 LRC y 85 RRC). Ha de tenerse en cuenta que las competencias 
de calificación del encargado del Registro Civil respecto de la certificación 
extranjera se extienden al examen de la competencia y autoridad que la 
expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal 
expedición con base legal suficiente para ello, base que en este caso no 
existe al no estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de 
disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Carmona (Sevilla).
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Resolución de 02 de Julio de 2014 (5ª)
III.2.1  Consolidación de nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el interesado hubiera residido en el Sáhara durante el plazo de vigencia 
del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni que haya poseído y 
utilizado la nacionalidad española durante diez años.

En el expediente sobre declaración de nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este centro en trámite de recurso por virtud 
del entablado por el interesado contra auto dictado por el encargado del 
Registro Civil de Carmona (Sevilla).

HECHOS

1.- Mediante comparecencia en el Registro Civil de Carmona el 14 de 
mayo de 2009, el Sr. M. solicitaba la declaración de su nacionalidad 
española con valor de simple presunción por haber nacido en M. (Sáhara 
Occidental) en 1958, por no haber podido optar a la nacionalidad en virtud 
del Real Decreto 2258/1976 y por analogía con la doctrina establecida en 
la sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 2008. Adjuntaba 
los siguientes documentos: certificado de empadronamiento, pasaporte 
argelino, comunicación del Ministerio de Cultura de ausencia de 
antecedentes relativos al interesado en los Libros Cheránicos que se 
conservan en los fondos del Archivo General de la Administración, 
documento de identidad y certificados de nacimiento, de concordancia de 
nombres, de ausencia de antecedentes penales, de nacionalidad saharaui, 
de filiación y de residencia en los campamentos de refugiados de T. 
expedidos por autoridades de la denominada República Árabe Saharaui 
Democrática, recibo de la Misión de las Naciones Unidas para el 
Referéndum del Sáhara Occidental y DNI de su madre expedido en 1972.

2.- Previo informe favorable del ministerio fiscal, el encargado del registro 
dictó auto el 9 de marzo de 2010 denegando la pretensión por no cumplir 
los requisitos previstos para la consolidación por el artículo 18 del Código 
Civil. 

3.- Notificada la resolución, el interesado interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado alegando que reúne 
los requisitos necesarios para la consolidación, que sus padres ostentaron 
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la nacionalidad española y que su caso es similar al contenido en la 
sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998. 

4.- Notificada la interposición del recurso al ministerio fiscal, interesó su 
desestimación. El encargado del Registro Civil de Carmona se ratificó en 
la decisión adoptada y remitió el expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo (STS) de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, 
entre otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 
2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª 
de mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª 
de enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008; 25-3ª y 4ª de noviembre de 2008; 2-4ª de marzo y 
16-3ª de junio de 2009 y 22-3ª de marzo de 2010.

II.- El interesado solicitó la declaración de nacionalidad española con valor 
de simple presunción por vía de consolidación amparándose en la doctrina 
establecida en la STS de 28 de octubre de 1998 por haber nacido en 
territorio del Sáhara Occidental en 1958 y no haber podido optar en virtud 
del RD 2258/1976, de 10 de agosto. El encargado del registro dictó auto 
denegando la procedencia de la solicitud. Dicho auto constituye el objeto 
del presente recurso.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil, la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del registro civil del domicilio (art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sáhara cuando este era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
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ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sáhara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sáhara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sáhara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada a cabo en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del 
Sáhara en relación con el territorio metropolitano según el derecho 
internacional. En concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius 
soli tiene el nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia 
con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”.

VI.- Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos 
antecedentes. La cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más 
debatidas y oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la 
naturaleza de su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en 
la doctrina científica una explicación sobre la distinción entre territorio 
metropolitano y territorio colonial. A tal dificultad se añade la actitud 
cambiante de la política colonial como consecuencia de lo mutable 
también de las relaciones internacionales, caracterización a la que no ha 
podido sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y 
que se hace patente a través de una legislación que sigue, como ha 
señalado el Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por 
tres etapas fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se 
consideraron simplemente colonias; b) vino luego la fase de 
provincialización durante la que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) 
por último, se entra en la fase de descolonización, que reviste la forma de 
independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de 
autodeterminación en el Sahara.

VII.- Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la 
idea de equiparar aquel territorio del Sáhara, no obstante sus 
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peculiaridades, con una «provincia» española y, por ello, se llegó a 
considerarlo como una extensión del territorio metropolitano, equiparación 
que ha dado pie a dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, 
consistente en el reconocimiento a la población saharaui de su condición 
de nacionales españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras 
normas, la Ley de 19 abril 1961 que estableció «las bases sobre las que 
debe asentarse el ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus 
regímenes municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer 
manifiesta la equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» 
y «españoles nativos». Es importante destacar que como manifestación 
de esta posición España negó inicialmente al Secretariado General de la 
ONU información sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959).

VIII.- No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden 
jurídico público internacional y, especialmente, la doctrina sobre 
«descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, 
Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre 
de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujo al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, 
a la diferenciación de «territorios», puesta finalmente de relieve con 
rotunda claridad por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» 
del Sáhara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias 
sobre el territorio no autónomo del Sáhara, que durante algunos años ha 
estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen 
peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado 
parte del territorio nacional».

IX.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En este caso el interesado no ha acreditado que cuando estuvo 
en vigor el real decreto de 1976 sus representantes legales -dada su 
minoría de edad en aquel momento- estuviesen imposibilitados de facto 
para optar a la nacionalidad española por haber permanecido en los 
territorios ocupados; antes al contrario, manifiesta que abandonaron 
dichos territorios hacia los campamentos de refugiados argelinos. Por otro 
lado, no consta el título inscrito en el Registro Civil y no está probada la 
posesión de la nacionalidad española en los términos y duración que 
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establece el artículo 18 CC., siendo incluso el interesado titular de un 
pasaporte argelino, circunstancias todas ellas que impiden acceder a la 
pretensión planteada. 

X.- Finalmente, cabe decir que la documentación expedida por autoridades 
de la denominada República Árabe Saharaui Democrática no ofrece 
garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española 
(cfr. arts. 23 LRC y 85 RRC). Ha de tenerse en cuenta que las competencias 
de calificación del encargado del Registro Civil respecto de la certificación 
extranjera se extienden al examen de la competencia y autoridad que la 
expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal 
expedición con base legal suficiente para ello, base que en este caso no 
existe al no estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de 
disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Carmona (Sevilla).

Resolución de 02 de Julio de 2014 (6ª)
III.2.1  Consolidación de nacionalidad española

1º.- No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita 
que la interesada hubiera residido en el Sáhara durante el plazo de 
vigencia del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni que haya 
poseído y utilizado la nacionalidad española durante diez años.

2º.- No es española iure soli, conforme al art. 17 del Código Civil, la nacida 
en el Sáhara Occidental en 1966.

En el expediente sobre declaración de nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este centro en trámite de recurso por virtud 
del entablado por el ministerio fiscal contra auto dictado por el encargado 
del Registro Civil de Torrent (Valencia).
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HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Torrent el 22 de 
julio de 2009, la Sra. H. solicitaba la declaración de nacionalidad española 
con valor de simple presunción al amparo del artículo 18 del Código Civil 
y, en su defecto, del artículo 17 del mismo texto legal, por haber nacido en 
S. (Sáhara Occidental) en 1966 y no haber podido optar en virtud del Real 
Decreto 2258/1976 por encontrarse en los campamentos de refugiados 
mientras estuvo en vigor. Adjuntaba los siguientes documentos: pasaporte 
argelino, certificado de empadronamiento, recibo de la Misión de las 
Naciones Unidas (MINURSO) para el Referéndum del Sáhara Occidental, 
comunicación del Ministerio de Cultura español de que no constan en los 
fondos del Archivo General de la Administración antecedentes relativos a 
la promotora en los Libros Cheránicos que allí se conservan, certificado 
del consulado de Argelia en Alicante de que la solicitante no es de 
nacionalidad argelina, documento de identidad y certificados de 
nacimiento, de filiación, concordancia de nombres, de nacionalidad 
saharaui y de residencia en los campamentos de refugiados expedidos 
por autoridades de la denominada República Árabe Saharaui Democrática, 
libro de familia y DNI del padre expedido en 1971, actualmente carente de 
validez.

2.- Ratificada la promotora y previo informe desfavorable del ministerio 
fiscal, el encargado del registro dictó auto el 25 de noviembre de 2009 
declarando la nacionalidad española con valor de simple presunción de la 
interesada. 

3.- Notificada la resolución, el ministerio fiscal interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado alegando que no se 
cumplen los requisitos establecidos en el Código Civil para la 
consolidación, que no se prueba la imposibilidad de optar a la 
nacionalidad española cuando estuvo en vigor el decreto de 1976 y que 
no es aplicable la doctrina derivada de la sentencia del Tribunal Supremo 
de 28 de octubre de 1998.

4.- Notificada la interposición del recurso a la interesada, alegó que a su 
hermano se le había concedido la consolidación de la nacionalidad dos 
años antes habiendo presentado ambos la misma documentación. El 
encargado del Registro Civil de Torrent remitió el expediente a la Dirección 
General de los Registros y del Notariado para su resolución.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 y 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro 
Civil; 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 
de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008; 25-3ª y 4ª de noviembre de 2008; 2-4ª de marzo y 
16-3ª de junio de 2009 y 22-3ª de marzo de 2010.

II.- La interesada solicitó la declaración de nacionalidad española con 
valor de simple presunción por haber nacido en territorio del Sáhara 
Occidental en 1966 y no haber podido optar en virtud del Decreto 
2258/1976 mientras dicha norma estuvo en vigor. El encargado del 
registro dictó auto estimando la procedencia de declarar la nacionalidad 
española con valor de simple presunción de la promotora, resolución que 
fue recurrida por el ministerio fiscal.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil, la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del registro civil del domicilio (art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sáhara cuando este era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sáhara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.
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V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sáhara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sáhara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada a cabo en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del 
Sáhara en relación con el territorio metropolitano según el derecho 
internacional. En concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius 
soli tiene el nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia 
con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”.

VI.- Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos 
antecedentes. La cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más 
debatidas y oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la 
naturaleza de su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en 
la doctrina científica una explicación sobre la distinción entre territorio 
metropolitano y territorio colonial. A tal dificultad se añade la actitud 
cambiante de la política colonial como consecuencia de lo mutable 
también de las relaciones internacionales, caracterización a la que no ha 
podido sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y 
que se hace patente a través de una legislación que sigue, como ha 
señalado el Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por 
tres etapas fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se 
consideraron simplemente colonias; b) vino luego la fase de 
provincialización durante la que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) 
por último, se entra en la fase de descolonización, que reviste la forma de 
independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de 
autodeterminación en el Sahara.

VII.- Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la 
idea de equiparar aquel territorio del Sáhara, no obstante sus 
peculiaridades, con una «provincia» española y, por ello, se llegó a 
considerarlo como una extensión del territorio metropolitano, equiparación 
que ha dado pie a dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, 
consistente en el reconocimiento a la población saharaui de su condición 
de nacionales españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras 
normas, la Ley de 19 abril 1961 que estableció «las bases sobre las que 
debe asentarse el ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus 
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regímenes municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer 
manifiesta la equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» 
y «españoles nativos». Es importante destacar que como manifestación 
de esta posición España negó inicialmente al Secretariado General de la 
ONU información sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959).

VIII.- No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden 
jurídico público internacional y, especialmente, la doctrina sobre 
«descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, 
Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre 
de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujo al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, 
a la diferenciación de «territorios», puesta finalmente de relieve con 
rotunda claridad por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» 
del Sáhara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias 
sobre el territorio no autónomo del Sáhara, que durante algunos años ha 
estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen 
peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado 
parte del territorio nacional».

IX.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En este caso la interesada no ha acreditado que cuando estuvo 
en vigor el Decreto de 1976, sus representantes legales -dada entonces 
su minoría de edad- estuviesen imposibilitados de facto para optar a la 
nacionalidad española por haber permanecido en los territorios ocupados; 
antes al contrario, manifiesta que abandonaron dichos territorios hacia los 
campamentos de refugiados argelinos. Además, no consta el título inscrito 
en el Registro Civil, ni está probada la posesión de la nacionalidad 
española en los términos y duración que establece el artículo 18 CC., 
circunstancias que impiden asimismo acceder a la pretensión solicitada. 

X.- En cuanto a la posibilidad de obtener la declaración de nacionalidad 
con valor de simple presunción al amparo del artículo 17 CC., la Ley 
51/1982, de 13 de julio, introdujo un nuevo criterio de atribución de la 
nacionalidad española que se mantiene después de la reforma operada 
por la Ley 18/1990, de 17 de diciembre, de manera que, según el artículo 
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17.1c) CC., son españoles de origen “los nacidos en España de padres 
extranjeros, si ambos carecieren de nacionalidad o si la legislación de 
ninguno de ellos atribuye al hijo una nacionalidad”. Aclarada ya en los 
fundamentos anteriores la cuestión relativa al territorio, hay que decir que, 
aunque la doctrina de esta dirección general a partir de la resolución de 7 
de diciembre de 1988 se inclina por admitir la aplicación retroactiva del 
mencionado precepto a los nacidos antes de la entrada en vigor de la Ley 
de 13 de julio de 1982 que carecían de nacionalidad hasta ese momento 
y viene declarando desde entonces que la retroactividad tácita de la 
norma se deduce de su finalidad de evitar situaciones de apatridia, de 
acuerdo con la excepción igualmente formulada por este centro, resultaría, 
en cualquier caso, a todas luces excesivo forzar esa eficacia retroactiva 
en casos como el actual, en el que, en el momento de entrar en vigor la 
ley 51/1982, de 13 de julio, la interesada ya venía utilizando desde hacía 
años otra nacionalidad.

XI.- Y, finalmente, la documentación expedida por autoridades de la 
denominada República Árabe Saharaui Democrática no ofrece garantías 
análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española (cfr. arts. 23 
LRC y 85 RRC). Ha de tenerse en cuenta que las competencias de 
calificación del encargado del Registro Civil respecto de la certificación 
extranjera se extienden al examen de la competencia y autoridad que la 
expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal 
expedición con base legal suficiente para ello, base que en este caso no 
existe al no estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de 
disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: estimar el recurso y revocar la 
resolución apelada.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Torrent (Valencia).
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Resolución de 02 de Julio de 2014 (7ª)
III.2.1  Consolidación de nacionalidad española

1º.- No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita 
que el interesado hubiera residido en el Sáhara durante el plazo de 
vigencia del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni que haya 
poseído y utilizado la nacionalidad española durante diez años.

2º.- No es español iure soli, conforme al art. 17 del Código Civil, el nacido 
en el Sáhara Occidental en 1967.

En el expediente sobre declaración de nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este centro en trámite de recurso por virtud 
del entablado por el ministerio fiscal contra auto dictado por el encargado 
del Registro Civil de Torrent (Valencia).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Torrent el 12 de 
noviembre de 2009, el Sr. A. solicitaba la declaración de nacionalidad 
española con valor de simple presunción al amparo del artículo 18 del 
Código Civil y, en su defecto, del artículo 17 del mismo texto legal, por 
haber nacido en S. (Sáhara Occidental) en 1967 y no haber podido optar 
en virtud del Real Decreto 2258/1976 por encontrarse en los campamentos 
de refugiados mientras la norma estuvo en vigor. Adjuntaba los siguientes 
documentos: tarjeta de residencia, pasaporte argelino, certificado de 
empadronamiento, certificación en extracto de inscripción de nacimiento 
del solicitante el 26 de abril de 1967 practicada en 1972 en la oficina del 
Registro Civil de Smara, certificado del consulado de Argelia en Alicante 
de que el solicitante no es de nacionalidad argelina, documento de 
identidad y certificados de nacimiento, de filiación, de concordancia de 
nombres, de nacionalidad saharaui, de extravío del recibo de la MINURSO 
y de residencia en los campamentos de refugiados expedidos por 
autoridades de la denominada República Árabe Saharaui Democrática, 
libro de familia, título de familia numerosa expedido en A. en 1974, DNI de 
la madre expedido en 1972, actualmente carente de validez, y tarjeta de 
identificación del padre expedida en 1975 por la Policía Territorial del 
Sáhara.

http://


M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

900Boletín del Ministerio de Justicia

Nacionalidad

2.- Ratificado el promotor y previo informe desfavorable del ministerio 
fiscal, el encargado del registro dictó auto el 17 de diciembre de 2009 
declarando la nacionalidad española con valor de simple presunción del 
interesado. 

3.- Notificada la resolución, el ministerio fiscal interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado alegando que no se 
cumplen los requisitos establecidos en el Código Civil para la consolidación, 
que no se prueba la imposibilidad de optar a la nacionalidad española 
cuando estuvo en vigor el decreto de 1976 y que no es aplicable la doctrina 
derivada de la sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998.

4.- Notificada la interposición del recurso al interesado, alegó que a su 
hermano menor se le había concedido la consolidación de la nacionalidad 
habiendo presentado ambos la misma documentación. El encargado del 
Registro Civil de Torrent se ratificó en la decisión adoptada y remitió el 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para 
su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 y 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro 
Civil; 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 
de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008; 25-3ª y 4ª de noviembre de 2008; 2-4ª de marzo y 
16-3ª de junio de 2009 y 22-3ª de marzo de 2010.

II.- El interesado solicitó la declaración de nacionalidad española con valor 
de simple presunción por haber nacido en territorio del Sáhara Occidental 
en 1967 y no haber podido optar en virtud del Decreto 2258/1976 mientras 
dicha norma estuvo en vigor. El encargado del registro dictó auto 
estimando la procedencia de declarar la nacionalidad española con valor 
de simple presunción del promotor, resolución que fue recurrida por el 
ministerio fiscal.
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III.- Según el artículo 18 del Código Civil, la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del registro civil del domicilio (art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sáhara cuando este era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sáhara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sáhara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sáhara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada a cabo en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del 
Sáhara en relación con el territorio metropolitano según el derecho 
internacional. En concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius 
soli tiene el nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia 
con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”.

VI.- Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos 
antecedentes. La cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más 
debatidas y oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la 
naturaleza de su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en 
la doctrina científica una explicación sobre la distinción entre territorio 
metropolitano y territorio colonial. A tal dificultad se añade la actitud 
cambiante de la política colonial como consecuencia de lo mutable 
también de las relaciones internacionales, caracterización a la que no ha 
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podido sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y 
que se hace patente a través de una legislación que sigue, como ha 
señalado el Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por 
tres etapas fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se 
consideraron simplemente colonias; b) vino luego la fase de 
provincialización durante la que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) 
por último, se entra en la fase de descolonización, que reviste la forma de 
independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de 
autodeterminación en el Sahara.

VII.- Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la 
idea de equiparar aquel territorio del Sáhara, no obstante sus 
peculiaridades, con una «provincia» española y, por ello, se llegó a 
considerarlo como una extensión del territorio metropolitano, equiparación 
que ha dado pie a dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, 
consistente en el reconocimiento a la población saharaui de su condición 
de nacionales españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras 
normas, la Ley de 19 abril 1961 que estableció «las bases sobre las que 
debe asentarse el ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus 
regímenes municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer 
manifiesta la equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» 
y «españoles nativos». Es importante destacar que como manifestación 
de esta posición España negó inicialmente al Secretariado General de la 
ONU información sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959).

VIII.- No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden 
jurídico público internacional y, especialmente, la doctrina sobre 
«descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, 
Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre 
de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujo al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, 
a la diferenciación de «territorios», puesta finalmente de relieve con 
rotunda claridad por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» 
del Sáhara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias 
sobre el territorio no autónomo del Sáhara, que durante algunos años ha 
estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen 
peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado 
parte del territorio nacional».
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IX.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En este caso el interesado no ha acreditado que cuando estuvo 
en vigor el Decreto de 1976, sus representantes legales -dada entonces 
su minoría de edad- estuviesen imposibilitados de facto para optar a la 
nacionalidad española por haber permanecido en los territorios ocupados; 
antes al contrario, manifiesta que abandonaron dichos territorios hacia los 
campamentos de refugiados argelinos. Además, no consta el título inscrito 
en el Registro Civil, ni está probada la posesión de la nacionalidad 
española en los términos y duración que establece el artículo 18 CC., 
circunstancias que impiden asimismo acceder a la pretensión solicitada. 

X.- En cuanto a la posibilidad de obtener la declaración de nacionalidad 
con valor de simple presunción al amparo del artículo 17 CC., la Ley 
51/1982, de 13 de julio, introdujo un nuevo criterio de atribución de la 
nacionalidad española que se mantiene después de la reforma operada 
por la Ley 18/1990, de 17 de diciembre, de manera que, según el artículo 
17.1c) CC., son españoles de origen “los nacidos en España de padres 
extranjeros, si ambos carecieren de nacionalidad o si la legislación de 
ninguno de ellos atribuye al hijo una nacionalidad”. Aclarada ya en los 
fundamentos anteriores la cuestión relativa al territorio, hay que decir que, 
aunque la doctrina de esta dirección general a partir de la resolución de 7 
de diciembre de 1988 se inclina por admitir la aplicación retroactiva del 
mencionado precepto a los nacidos antes de la entrada en vigor de la Ley 
de 13 de julio de 1982 que carecían de nacionalidad hasta ese momento 
y viene declarando desde entonces que la retroactividad tácita de la 
norma se deduce de su finalidad de evitar situaciones de apatridia, de 
acuerdo con la excepción igualmente formulada por este centro, resultaría, 
en cualquier caso, a todas luces excesivo forzar esa eficacia retroactiva 
en casos como el actual, en el que, en el momento de entrar en vigor la 
ley 51/1982, de 13 de julio, el interesado ya venía utilizando desde hacía 
años otra nacionalidad.

XI.- Y, finalmente, la documentación expedida por autoridades de la 
denominada República Árabe Saharaui Democrática no ofrece garantías 
análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española (cfr. arts. 23 
LRC y 85 RRC). Ha de tenerse en cuenta que las competencias de 
calificación del encargado del Registro Civil respecto de la certificación 
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extranjera se extienden al examen de la competencia y autoridad que la 
expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal 
expedición con base legal suficiente para ello, base que en este caso no 
existe al no estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de 
disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: estimar el recurso y revocar la 
resolución apelada.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Torrent (Valencia).

Resolución de 02 de Julio de 2014 (8ª)
III.2.1  Consolidación de nacionalidad española

1º.- No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita 
que el interesado hubiera residido en el Sáhara durante el plazo de 
vigencia del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni que haya 
poseído y utilizado la nacionalidad española durante diez años.

2º.- No es español iure soli, conforme al art. 17 del Código Civil, el nacido 
en el Sáhara Occidental en 1957.

En el expediente sobre declaración de nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este centro en trámite de recurso por virtud 
del entablado por el ministerio fiscal contra auto dictado por el encargado 
del Registro Civil de Torrent (Valencia).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Torrent el 12 de 
enero de 2009, el Sr. M-S. solicitaba la declaración de nacionalidad 
española con valor de simple presunción al amparo del artículo 18 del 
Código Civil y, en su defecto, del artículo 17 del mismo texto legal, por 
haber nacido en S. (Sáhara Occidental) en 1957 y no haber podido optar 
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en virtud del Real Decreto 2258/1976 por encontrarse en los campamentos 
de refugiados mientras la norma estuvo en vigor. Adjuntaba los siguientes 
documentos: tarjeta de residencia, autorización de residencia permanente, 
pasaporte argelino, certificado de empadronamiento, recibo de la Misión 
de las Naciones Unidas para el Referéndum del Sáhara Occidental, 
comunicación del Ministerio de Cultura de ausencia de antecedentes 
relativos al interesado en los Libros Cheránicos que se conservan en los 
fondos del Archivo General de la Administración, certificado de la 
Embajada de Argelia de que el solicitante no es de nacionalidad argelina, 
documento de identidad y certificados de nacimiento, de filiación, de 
concordancia de nombres, de nacionalidad saharaui, de matrimonio y de 
residencia en los campamentos de refugiados expedidos por autoridades 
de la denominada República Árabe Saharaui Democrática y DNI del padre 
expedido en 1972, actualmente carente de validez.

2.- Ratificado el promotor y previo informe desfavorable del ministerio 
fiscal, el encargado del registro dictó auto el 12 de enero de 2010 
declarando la nacionalidad española con valor de simple presunción del 
interesado. 

3.- Notificada la resolución, el ministerio fiscal interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado alegando que no se 
cumplen los requisitos establecidos en el Código Civil para la consolidación, 
que no se prueba la imposibilidad de optar a la nacionalidad española 
cuando estuvo en vigor el decreto de 1976 y que no es aplicable la doctrina 
derivada de la sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998.

4.- Notificada la interposición del recurso al interesado, no presentó 
alegaciones. El encargado del Registro Civil de Torrent remitió el 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para 
su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 y 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro 
Civil; 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 
de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
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enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008; 25-3ª y 4ª de noviembre de 2008; 2-4ª de marzo y 
16-3ª de junio de 2009 y 22-3ª de marzo de 2010.

II.- El interesado solicitó la declaración de nacionalidad española con valor 
de simple presunción por haber nacido en territorio del Sáhara Occidental 
en 1957 y no haber podido optar en virtud del Decreto 2258/1976 mientras 
dicha norma estuvo en vigor. El encargado del registro dictó auto 
estimando la procedencia de declarar la nacionalidad española con valor 
de simple presunción del promotor, resolución que fue recurrida por el 
ministerio fiscal.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil, la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del registro civil del domicilio (art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sáhara cuando este era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sáhara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sáhara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sáhara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada a cabo en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del 
Sáhara en relación con el territorio metropolitano según el derecho 
internacional. En concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius 
soli tiene el nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia 
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con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”.

VI.- Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos 
antecedentes. La cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más 
debatidas y oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la 
naturaleza de su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en 
la doctrina científica una explicación sobre la distinción entre territorio 
metropolitano y territorio colonial. A tal dificultad se añade la actitud 
cambiante de la política colonial como consecuencia de lo mutable 
también de las relaciones internacionales, caracterización a la que no ha 
podido sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y 
que se hace patente a través de una legislación que sigue, como ha 
señalado el Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por 
tres etapas fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se 
consideraron simplemente colonias; b) vino luego la fase de 
provincialización durante la que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) 
por último, se entra en la fase de descolonización, que reviste la forma de 
independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de 
autodeterminación en el Sahara.

VII.- Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la 
idea de equiparar aquel territorio del Sáhara, no obstante sus 
peculiaridades, con una «provincia» española y, por ello, se llegó a 
considerarlo como una extensión del territorio metropolitano, equiparación 
que ha dado pie a dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, 
consistente en el reconocimiento a la población saharaui de su condición 
de nacionales españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras 
normas, la Ley de 19 abril 1961 que estableció «las bases sobre las que 
debe asentarse el ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus 
regímenes municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer 
manifiesta la equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» 
y «españoles nativos». Es importante destacar que como manifestación 
de esta posición España negó inicialmente al Secretariado General de la 
ONU información sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959).

VIII.- No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden 
jurídico público internacional y, especialmente, la doctrina sobre 
«descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, 
Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre 
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de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujo al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, 
a la diferenciación de «territorios», puesta finalmente de relieve con 
rotunda claridad por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» 
del Sáhara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias 
sobre el territorio no autónomo del Sáhara, que durante algunos años ha 
estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen 
peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado 
parte del territorio nacional».

IX.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En este caso el interesado no ha acreditado que cuando estuvo 
en vigor el Decreto de 1976, sus representantes legales -dada entonces 
su minoría de edad- estuviesen imposibilitados de facto para optar a la 
nacionalidad española por haber permanecido en los territorios ocupados; 
antes al contrario, manifiesta que abandonaron dichos territorios hacia los 
campamentos de refugiados argelinos. Además, no consta el título inscrito 
en el Registro Civil, ni está probada la posesión de la nacionalidad 
española en los términos y duración que establece el artículo 18 CC., 
circunstancias que impiden asimismo acceder a la pretensión solicitada. 

X.- En cuanto a la posibilidad de obtener la declaración de nacionalidad 
con valor de simple presunción al amparo del artículo 17 CC., la Ley 
51/1982, de 13 de julio, introdujo un nuevo criterio de atribución de la 
nacionalidad española que se mantiene después de la reforma operada 
por la Ley 18/1990, de 17 de diciembre, de manera que, según el artículo 
17.1c) CC., son españoles de origen “los nacidos en España de padres 
extranjeros, si ambos carecieren de nacionalidad o si la legislación de 
ninguno de ellos atribuye al hijo una nacionalidad”. Aclarada ya en los 
fundamentos anteriores la cuestión relativa al territorio, hay que decir que, 
aunque la doctrina de esta dirección general a partir de la resolución de 7 
de diciembre de 1988 se inclina por admitir la aplicación retroactiva del 
mencionado precepto a los nacidos antes de la entrada en vigor de la Ley 
de 13 de julio de 1982 que carecían de nacionalidad hasta ese momento 
y viene declarando desde entonces que la retroactividad tácita de la 
norma se deduce de su finalidad de evitar situaciones de apatridia, de 
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acuerdo con la excepción igualmente formulada por este centro, resultaría, 
en cualquier caso, a todas luces excesivo forzar esa eficacia retroactiva 
en casos como el actual, en el que, en el momento de entrar en vigor la 
ley 51/1982, de 13 de julio, el interesado ya venía utilizando desde hacía 
años otra nacionalidad.

XI.- Y, finalmente, la documentación expedida por autoridades de la 
denominada República Árabe Saharaui Democrática no ofrece garantías 
análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española (cfr. arts. 23 
LRC y 85 RRC). Ha de tenerse en cuenta que las competencias de 
calificación del encargado del Registro Civil respecto de la certificación 
extranjera se extienden al examen de la competencia y autoridad que la 
expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal 
expedición con base legal suficiente para ello, base que en este caso no 
existe al no estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de 
disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: estimar el recurso y revocar la 
resolución apelada.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Torrent (Valencia).

Resolución de 02 de Julio de 2014 (9ª)
III.2.1  Consolidación de nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el interesado hubiera residido en el Sáhara durante el plazo de vigencia 
del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni que haya poseído y 
utilizado la nacionalidad española durante diez años.

En el expediente sobre declaración de nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este centro en trámite de recurso por virtud 
del entablado por el interesado contra auto dictado por el encargado del 
Registro Civil de Sevilla.
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HECHOS

1.- Mediante escrito que tuvo entrada en el Registro Civil de Sevilla el 24 
de noviembre de 2008, el Sr. M. solicitaba la declaración de su nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación. Adjuntaba los 
siguientes documentos: libro de familia expedido en 1973 donde consta el 
nacimiento del interesado en S. (Sáhara Occidental) el 3 de abril de 1967, 
recibo de la Misión de las Naciones Unidas para el Referéndum del Sáhara 
Occidental, documento de identidad de la denominada República Árabe 
Saharaui Democrática y pasaporte argelino de M. nacido en B. el 6 de 
abril de 1963.

2.- Previo informe desfavorable del ministerio fiscal, el encargado del 
registro dictó auto el 22 de diciembre de 2008 denegando la pretensión 
por no cumplir los requisitos previstos por el artículo 18 del Código Civil 
para la consolidación. 

3.- Notificada la resolución, el interesado interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado alegando que nació en 
territorio español, que siempre se ha sentido español y que reúne los 
requisitos necesarios para la consolidación. 

4.- Notificada la interposición del recurso al ministerio fiscal, interesó su 
desestimación. El encargado del Registro Civil de Sevilla se ratificó en la 
decisión adoptada y remitió el expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo (STS) de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, 
entre otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 
2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª 
de mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª 
de enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008; 25-3ª y 4ª de noviembre de 2008; 2-4ª de marzo y 
16-3ª de junio de 2009 y 22-3ª de marzo de 2010.
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II.- El interesado solicitó la declaración de nacionalidad española con valor 
de simple presunción por vía de consolidación. El encargado del registro 
dictó auto denegando la procedencia de la solicitud. Dicho auto constituye 
el objeto del presente recurso.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil, la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del registro civil del domicilio (art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sáhara cuando este era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sáhara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sáhara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sáhara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada a cabo en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del 
Sáhara en relación con el territorio metropolitano según el derecho 
internacional. En concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius 
soli tiene el nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia 
con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”.

VI.- Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos 
antecedentes. La cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más 
debatidas y oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la 
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naturaleza de su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en 
la doctrina científica una explicación sobre la distinción entre territorio 
metropolitano y territorio colonial. A tal dificultad se añade la actitud 
cambiante de la política colonial como consecuencia de lo mutable 
también de las relaciones internacionales, caracterización a la que no ha 
podido sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y 
que se hace patente a través de una legislación que sigue, como ha 
señalado el Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por 
tres etapas fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se 
consideraron simplemente colonias; b) vino luego la fase de 
provincialización durante la que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) 
por último, se entra en la fase de descolonización, que reviste la forma de 
independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de 
autodeterminación en el Sahara.

VII.- Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la 
idea de equiparar aquel territorio del Sáhara, no obstante sus 
peculiaridades, con una «provincia» española y, por ello, se llegó a 
considerarlo como una extensión del territorio metropolitano, equiparación 
que ha dado pie a dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, 
consistente en el reconocimiento a la población saharaui de su condición 
de nacionales españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras 
normas, la Ley de 19 abril 1961 que estableció «las bases sobre las que 
debe asentarse el ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus 
regímenes municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer 
manifiesta la equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» 
y «españoles nativos». Es importante destacar que como manifestación 
de esta posición España negó inicialmente al Secretariado General de la 
ONU información sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959).

VIII.- No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden 
jurídico público internacional y, especialmente, la doctrina sobre 
«descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, 
Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre 
de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujo al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, 
a la diferenciación de «territorios», puesta finalmente de relieve con 
rotunda claridad por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» 
del Sáhara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias 
sobre el territorio no autónomo del Sáhara, que durante algunos años ha 
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estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen 
peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado 
parte del territorio nacional».

IX.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sáhara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En este caso, aparte de las dudas previas que se suscitan 
acerca de los datos de identidad del interesado, en tanto que la escasa 
documentación aportada al expediente muestra diferentes fechas y 
lugares de nacimiento así como distintos apellidos, resulta que aquel no 
ha acreditado que cuando estuvo en vigor el real decreto de 1976 sus 
representantes legales -dada su minoría de edad en aquel momento- 
estuviesen imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad española 
por haber permanecido en los territorios ocupados; antes al contrario, 
manifiesta que abandonaron dichos territorios hacia los campamentos de 
refugiados argelinos. Por otro lado, no consta el título inscrito en el 
Registro Civil y no está probada la posesión de la nacionalidad española 
en los términos y duración que establece el artículo 18 CC., siendo incluso 
el interesado titular de un pasaporte argelino, circunstancias todas ellas 
que impiden acceder a la pretensión planteada. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Sevilla.
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Resolución de 02 de Julio de 2014 (12ª)
III.2.1  Consolidación de nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el interesado hubiera residido en el Sáhara durante el plazo de vigencia 
del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni que haya poseído y 
utilizado la nacionalidad española durante diez años.

En el expediente sobre declaración de nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este centro en trámite de recurso por virtud 
del entablado por el ministerio fiscal contra auto dictado por el encargado 
del Registro Civil de Carrión de los Condes (Palencia).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Carrión de los 
Condes el 2 de octubre de 2008, el Sr. H. solicitaba la declaración de 
nacionalidad española con valor de simple presunción por haber nacido 
en A. (Sáhara Occidental) en 1964 y considerar aplicable la doctrina de la 
sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998. Adjuntaba los 
siguientes documentos: tarjeta de residencia en España, pasaporte 
argelino, certificado de empadronamiento, documento de identidad y 
certificados de nacimiento, de subsanación de nombre, de filiación, de 
nacionalidad saharaui y de ausencia de antecedentes penales, expedidos 
por autoridades de la denominada República Árabe Saharaui Democrática, 
contrato de trabajo, pasaporte argelino de su esposa, libro de familia 
expedido en 1970, pasaporte español correspondiente a su padre 
expedido en 1972 y actualmente carente de validez y recibo de la Misión 
de las Naciones Unidas (MINURSO) para el Referéndum del Sáhara 
Occidental.

2.- Ratificado el promotor, a requerimiento del encargado del registro se 
incorporaron al expediente, entre otros, los siguientes documentos: 
certificado de la Embajada de Argelia en España según el cual el solicitante 
no ostenta la nacionalidad argelina, certificado de la Delegación Saharaui 
para Castilla y León de que el interesado estuvo residiendo en los 
campamentos de refugiados saharauis desde 1979 hasta 2006 y 
certificado negativo de inscripción de nacimiento en el Registro Civil 
Central.
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3.- Previo informe desfavorable del ministerio fiscal, el encargado del 
registro dictó auto el 22 de diciembre de 2009 declarando la nacionalidad 
española con valor de simple presunción del interesado. 

4.- Notificada la resolución, el ministerio fiscal interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado alegando que los padres 
del solicitante no eran españoles y que no están acreditados los requisitos 
establecidos en el Código Civil para la consolidación de la nacionalidad.

5.- El interesado no presentó alegaciones y el encargado del Registro 
Civil de Carrión de los Condes remitió el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008; 25-3ª y 4ª de noviembre de 2008; 2-4ª de marzo y 
16-3ª de junio de 2009 y 22-3ª de marzo de 2010.

II.- El interesado solicitó la declaración de nacionalidad española con valor 
de simple presunción por haber nacido en territorio del Sáhara Occidental 
en 1964 y considerar aplicable la doctrina de la sentencia del Tribunal 
Supremo de 28 de octubre de 1998. El encargado del registro dictó auto 
estimando la procedencia de declarar la nacionalidad española con valor 
de simple presunción, resolución que fue recurrida por el ministerio fiscal.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil, la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del registro civil del domicilio (art. 335 RRC).
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IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sáhara cuando este era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sáhara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sáhara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se 
encuentra en las confusiones creadas por la legislación interna 
promulgada para la antigua colonia del llamado Sáhara español en el 
período histórico precedente a la «descolonización» llevada a cabo en 
su día por España, y ello al margen de la calificación objetiva que 
mereciera el territorio del Sáhara en relación con el territorio metropolitano 
según el derecho internacional. En concreto, y por la trascendencia que 
por la vía del ius soli tiene el nacimiento en España a los efectos de 
atribuir en concurrencia con determinados requisitos la nacionalidad 
española, se ha planteado la cuestión primordial de decidir si aquella 
antigua posesión española entra o no en el concepto de “territorio 
nacional” o “territorio español”.

VI.- Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos 
antecedentes. La cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más 
debatidas y oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la 
naturaleza de su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la 
doctrina científica una explicación sobre la distinción entre territorio 
metropolitano y territorio colonial. A tal dificultad se añade la actitud 
cambiante de la política colonial como consecuencia de lo mutable también 
de las relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la fase 
de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
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Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

VII.- Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la 
idea de equiparar aquel territorio del Sáhara, no obstante sus 
peculiaridades, con una «provincia» española y, por ello, se llegó a 
considerarlo como una extensión del territorio metropolitano, equiparación 
que ha dado pie a dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, 
consistente en el reconocimiento a la población saharaui de su condición 
de nacionales españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras 
normas, la Ley de 19 abril 1961 que estableció «las bases sobre las que 
debe asentarse el ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus 
regímenes municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer 
manifiesta la equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» 
y «españoles nativos». Es importante destacar que como manifestación 
de esta posición España negó inicialmente al Secretariado General de la 
ONU información sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959).

VIII.- No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden 
jurídico público internacional y, especialmente, la doctrina sobre 
«descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, 
Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 
1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujo al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la 
diferenciación de «territorios», puesta finalmente de relieve con rotunda 
claridad por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sáhara 
cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sáhara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías al 
provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio nacional».

IX.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En este caso el interesado no ha acreditado (solo consta su 
declaración ante el encargado) que cuando estuvo en vigor el Decreto de 
1976, sus representantes legales -dada entonces su minoría de edad- 
estuviesen imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad española 
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por haber permanecido en los territorios ocupados. Por otro lado, no 
consta el título inscrito en el Registro Civil, ni está probada de ningún 
modo la posesión de la nacionalidad española en los términos y duración 
que establece el artículo 18 CC., circunstancias que impiden asimismo 
acceder a la pretensión solicitada. 

X.- Finalmente, cabe decir que la documentación expedida por autoridades 
de la denominada República Árabe Saharaui Democrática no ofrece 
garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española 
(cfr. arts. 23 LRC y 85 RRC). Ha de tenerse en cuenta que las competencias 
de calificación del encargado del Registro Civil respecto de la certificación 
extranjera se extienden al examen de la competencia y autoridad que la 
expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal 
expedición con base legal suficiente para ello, base que en este caso no 
existe al no estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de 
disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: estimar el recurso y revocar la 
resolución apelada.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. Juez Encargado del Registro Civil de Carrión de los Condes (Palencia).

Resolución de 02 de Julio de 2014 (13ª)
III.2.1  Consolidación de nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
la interesada hubiera residido en el Sáhara durante el plazo de vigencia 
del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni que haya poseído y 
utilizado la nacionalidad española durante diez años.

En el expediente sobre declaración de nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este centro en trámite de recurso por virtud 
del entablado por la interesada contra auto dictado por la encargada del 
Registro Civil del Consulado General de España en Rabat.
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HECHOS

1.- Mediante solicitud presentada en el registro civil consular de Agadir el 
1 de octubre de 2009, la Sra. M. instaba la declaración de su nacionalidad 
española con valor de simple presunción por haber nacido en A. (Sáhara 
Occidental) en 1961 y no haber podido optar en virtud del Decreto 
2258/1976, de 10 de agosto, por haber permanecido en territorio ocupado 
por Marruecos mientras dicha norma estuvo en vigor. Adjuntaba los 
siguientes documentos: inscripción de nacimiento el 25 de febrero de 
1961 practicada en el Registro Civil del Juzgado Cheránico de Hagunia 
(Sáhara) en 1972, libro de escolaridad expedido en 1970, certificado de 
familia expedido en 1972, certificado del Ministerio del Interior de 
expedición de DNI en 1972 al padre de la solicitante, actualmente carente 
de validez, y recibo de la Misión de las Naciones Unidas para el 
Referéndum del Sáhara Occidental.

2.- Ratificada la promotora y previo informe desfavorable del órgano en 
funciones de ministerio fiscal, el encargado del registro dictó auto el 10 de 
febrero de 2010 denegando la pretensión por no reunir los requisitos 
previstos para la consolidación por el artículo 18 del Código Civil. 

3.- Notificada la resolución, la interesada interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado alegando que su 
nacimiento está inscrito en el Registro Civil, que los saharauis eran 
españoles hasta el abandono del territorio por parte de España, que, a 
pesar de estar en posesión de pasaporte marroquí, no ostenta esa 
nacionalidad y que es aplicable a su caso la doctrina contenida en la 
sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998.

4.- Notificada la interposición del recurso al órgano en funciones de 
ministerio fiscal, interesó su desestimación. El encargado del Registro 
Civil del Consulado General de España en Rabat se ratificó en la decisión 
adoptada y remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
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Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008; 25-3ª y 4ª de noviembre de 2008; 2-4ª de marzo y 
16-3ª de junio de 2009 y 22-3ª de marzo de 2010.

II.- La interesada solicitó la declaración de nacionalidad española con 
valor de simple presunción por haber nacido en territorio del Sáhara 
Occidental en 1961 y considerar cumplidos los requisitos para la 
consolidación previstos en el artículo 18 del Código Civil. El encargado del 
registro dictó auto denegando la procedencia de la solicitud. Dicho auto 
constituye el objeto del presente recurso.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil, la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del registro civil del domicilio (art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sáhara cuando este era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sáhara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sáhara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sáhara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada a cabo en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del 
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Sáhara en relación con el territorio metropolitano según el derecho 
internacional. En concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius 
soli tiene el nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia 
con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”.

VI.- Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos 
antecedentes. La cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más 
debatidas y oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la 
naturaleza de su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en 
la doctrina científica una explicación sobre la distinción entre territorio 
metropolitano y territorio colonial. A tal dificultad se añade la actitud 
cambiante de la política colonial como consecuencia de lo mutable 
también de las relaciones internacionales, caracterización a la que no ha 
podido sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y 
que se hace patente a través de una legislación que sigue, como ha 
señalado el Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por 
tres etapas fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se 
consideraron simplemente colonias; b) vino luego la fase de 
provincialización durante la que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) 
por último, se entra en la fase de descolonización, que reviste la forma de 
independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de 
autodeterminación en el Sahara.

VII.- Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la 
idea de equiparar aquel territorio del Sáhara, no obstante sus 
peculiaridades, con una «provincia» española y, por ello, se llegó a 
considerarlo como una extensión del territorio metropolitano, equiparación 
que ha dado pie a dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, 
consistente en el reconocimiento a la población saharaui de su condición 
de nacionales españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras 
normas, la Ley de 19 abril 1961 que estableció «las bases sobre las que 
debe asentarse el ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus 
regímenes municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer 
manifiesta la equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» 
y «españoles nativos». Es importante destacar que como manifestación 
de esta posición España negó inicialmente al Secretariado General de la 
ONU información sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959).
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VIII.- No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden 
jurídico público internacional y, especialmente, la doctrina sobre 
«descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, 
Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre 
de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujo al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, 
a la diferenciación de «territorios», puesta finalmente de relieve con 
rotunda claridad por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» 
del Sáhara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias 
sobre el territorio no autónomo del Sáhara, que durante algunos años ha 
estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen 
peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado 
parte del territorio nacional».

IX.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En este caso la interesada no ha acreditado que cuando estuvo 
en vigor el Decreto de 1976 sus representantes legales -dada su minoría 
de edad en aquel momento- estuviesen imposibilitados de facto para optar 
a la nacionalidad española por haber permanecido en los territorios 
ocupados. Por otro lado, no consta el título inscrito en el Registro Civil y 
no está probada la posesión de la nacionalidad española en los términos 
y duración que establece el artículo 18 CC., en tanto que la inscripción en 
el Registro Cheránico no supone de ningún modo la atribución de la 
nacionalidad española. Todas las circunstancias señaladas impiden 
acceder a la pretensión planteada. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en Rabat (Marruecos).
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Resolución de 02 de Julio de 2014 (16ª)
III.2.1  Declaración de la nacionalidad española

1.- No es posible declarar la nacionalidad española de origen del promotor 
porque no se ha acreditado que el padre ostentase la nacionalidad 
española al tiempo de su nacimiento.

2.- Tampoco es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se 
acredita que la promotora o sus representantes legales, dada su minoría 
de edad, hubieran residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del 
Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera título inscrito en el 
Registro Civil, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el promotor, contra auto dictado por el 
Encargado del Registro Civil de Verín (Ourense),

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Verín (Ourense) el 
18 de noviembre de 2009, Don S-M. nacido en el año 1964 en el A. 
(Sahara) solicitaba el reconocimiento de la nacionalidad española por 
haber nacido y vivido en el Sahara cuando éste era territorio sometido a 
administración española, hijo de padres que también eran españoles, 
haciéndolo al amparo de los artículos 17.1.c) y 18 del Código Civil y en 
base a la sentencia dictada por el Tribunal Supremo 1026/1998, 1ª de 28 
de octubre de 1998, Adjuntaba, entre otros, los siguientes documentos: 
fotocopia de libro de familia expedido por el Gobierno General de Sahara 
en julio de 1971, certificado de residencia, copia literal de acta de 
nacimiento, certificado de concordancia de nombre y certificado de 
parentesco emitidos por el Ministerio del Interior del Reino de Marruecos, 
fotocopia de tarjeta del Instituto Nacional de Previsión de su padre de 
fecha 1 de abril de 1974, fotocopia de certificado de empadronamiento del 
interesado en el Ayuntamiento de Verín (Ourense) de fecha 2 de noviembre 
de 2009, fotocopia de pasaporte marroquí del interesado y recibo 
MINURSO.
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2.- Ratificado el interesado, previo informe desfavorable del Ministerio 
Fiscal, el Encargado del Registro Civil de Verín (Ourense) dictó auto el 22 
de septiembre de 2009 denegando la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, entendiendo que no es posible otorgar una eficacia 
retroactiva a lo dispuesto en el actual artº 17.1.c) del CC., en la redacción 
dada por la Ley 51/1982 de 13 de julio al artº 17.3 del mismo cuerpo legal, 
actualmente coincidente con dicho artº 17.1.c), si con anterioridad a la 
entrada en vigor de dicha Ley el promotor ya ostentaba una nacionalidad, 
puesto que en este caso no se justifica la situación de apatridia que dicha 
Ley pretendió evitar, dado que de la documentación aportada por el 
promotor en el expediente consta que éste ostentaba la nacionalidad 
marroquí al menos desde 1977.

3.- Notificada la resolución, el solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado afirmando la concurrencia de los 
requisitos necesarios para el reconocimiento de la nacionalidad española, 
en base a la consolidación establecida en el artº 18 del CC. y al artº 
17.1.c) de dicho texto legal no aportando documentación adicional a la 
presentada junto con su solicitud inicial.

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste consideró conforme a 
Derecho el Auto atacado, tras lo cual el Encargado del Registro Civil de 
Verín (Ourense) remitió el expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17, 18 y 26 del Código Civil (CC.); 96 de la Ley del 
Registro Civil (LRC); 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); 
la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de 
agosto; la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las 
Resoluciones, entre otras, de 21-1ª de enero, 3-1ª; 4-4ª de febrero, 2-4ª, 
4-3ª, 5 y 14-3ª de marzo, 15-3-º de abril, 28 de mayo, 1-4ª y 27-3ª de 
septiembre, 3-1ª de octubre de 2005; 28-4ª de febrero, 18 y 21-4ª de 
marzo, 14-5ª y 17-1ª de julio, 1-1ª, 6-3ª, 7-2ª y 9-1ª de septiembre de 
2006.

II.- El promotor, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Verín(Ourense) solicitó la declaración de su nacionalidad española con 
valor de simple presunción por haber nacido en 1964 en el territorio del 
Sahara y cumplir los requisitos establecidos en los artículos 17.1.c) y 18 
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CC. El Encargado del Registro Civil de Verín (Ourense) dictó auto 
denegando la petición del interesado, siendo dicho auto el que constituye 
el objeto del presente recurso.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”.

Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. 
La cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
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científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
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al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente, no se considera acreditado que los 
representantes legales del, dada la minoría edad de ésta, cuando estuvo 
en vigor el Decreto de 1976 estuviesen imposibilitados de facto para optar 
a la nacionalidad española, por haber permanecido en los territorios 
ocupados. Aparte de ello concurren otras circunstancias que impiden por 
la vía del artículo 18 del Código Civil también invocado una posible 
consolidación de la nacionalidad española, pues no consta el título inscrito 
en el Registro Civil, ni está probada la posesión de la nacionalidad durante 
10 años. 

Tampoco consta la nacionalidad española de sus padres invocada en el 
inicio de su solicitud para la aplicación del artículo 17 del Código Civil, 
según redacción dada por la Ley de 15 de julio de 1954, aplicable en la 
fecha de nacimiento del promotor, que establecía en su apartado primero 
que son españoles “los hijos de padre español” y en su apartado segundo 
“los hijos de madre española, aunque el padre sea extranjero, cuando no 
sigan la nacionalidad del padre”, circunstancias ambas que no concurren 
en el caso que nos ocupa. Asimismo no es posible otorgar una eficacia 
retroactiva a lo dispuesto en el actual artº 17.1.c) del Código Civil, en la 
redacción dada por la Ley 51/1982 de 13 de julio al artº 17.3 del mismo 
texto legal, actualmente coincidente con dicho artículo 17.1.c), si con 
anterioridad a la entrada en vigor de dicha ley el promotor ya ostentaba 
una nacionalidad, dado que en ese caso no se justifica la situación de 
apatridia que dicha Ley pretendió evitar. Se observan asimismo una serie 
de errores en la documentación expedida por el Reino de Marruecos que 
generan confusión de la identidad de la persona a que se refiere; así si se 
observa la copia del acta literal de nacimiento aportada en este expediente 
se indica que el interesado nació en 1964, aunque luego pone por nota al 
margen que por sentencia de 1971 se corrigió la misma en el sentido de 
que nació en 1971, y en el pasaporte del promotor se indica que nació en 
1968 al igual que en el certificación de concordancia de nombre, 
documentos expedidos por el Reino de Marruecos.

http://


M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

928Boletín del Ministerio de Justicia

Nacionalidad

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Verín (Ourense):

Resolución de 02 de Julio de 2014 (28ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
la promotora hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia 
del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera poseído y 
utilizado la nacionalidad durante diez años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por la promotora, contra auto dictado por la 
Encargada del Registro Civil de Bilbao.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Bilbao el 19 de 
junio de 2009, T. nacida en G. (Sahara) en el año 1976 solicitaba la 
nacionalidad española por haber nacido y vivido en el Sahara cuando éste 
era territorio sometido a administración española. Adjuntaba, entre otros, 
los siguientes documentos: solicitud de autorización de residencia, 
pasaporte argelino, DNI expedido por las autoridades de la República 
Árabe Saharaui Democrática, volante de empadronamiento, certificado de 
residencia en T. expedido por la Delegación del Frente Polisario en 
Euskadi, recibo de MINURSO y certificados de antecedentes penales e 
individualidad expedidor por las autoridades de la República Árabe 
Saharaui Democrática.

2.- Ratificada la interesada, la Encargada dictó auto el 18 de septiembre 
de 2009 denegando la nacionalidad española con valor de simple 
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presunción por considerar que no podía deducirse la aplicación del artículo 
18 CC.

3.- Notificada la resolución, la solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado. 

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste consideró conforme a 
Derecho el Auto atacado, tras lo cual La Encargada remitió el expediente 
a la Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución 
del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.

II.- La promotora, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Bilbao solicitó la nacionalidad española con valor de simple presunción 
por haber nacido en 1976 en el territorio del Sahara. La Encargada del 
registro dictó auto denegando la petición de la interesada, siendo dicho 
auto el que constituye el objeto del presente recurso.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 

http://


M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

930Boletín del Ministerio de Justicia

Nacionalidad

más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
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una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente la interesada no ha acreditado que cuando 
estuvo en vigor el Decreto de 1976, sus padres (por ser ésta entonces 
menor de edad) estuviesen imposibilitados para optar en su nombre a la 
nacionalidad española por haber permanecido en los territorios ocupados, 
lo que requiere pruebas fehacientes. De otro lado, no está probada a 
través de la documentación la posesión de la nacionalidad española en 
los términos y duración que establece el artículo 18 CC., en el que se 
indica que la nacionalidad española puede consolidarse si se posee y 
utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito 
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en el Registro Civil que después es anulado. Aparte de ello, la 
documentación que aporta expedida por autoridades de la denominada 
República Árabe Saharaui Democrática no ofrece garantías análogas a 
las exigidas para la inscripción por la ley española. Al respecto ha de 
tenerse en cuenta que las competencias de calificación del encargado 
respecto de la certificación extranjera se extienden al examen de la 
competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio 
de cargo que le habilite para tal expedición con base legal suficiente para 
ello, base que en este caso no existe al no estar establecidos los órganos 
del Registro Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un 
ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Bilbao.

Resolución de 02 de Julio de 2014 (29ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el promotor hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del 
Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera poseído y utilizado 
la nacionalidad durante diez años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por la promotora, contra auto dictado por la 
Encargada del Registro Civil de Aranjuez (Madrid).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Aranjuez (Madrid) 
el 01 de octubre de 2008, Don C. nacido en Y. (Sahara Occidental) en el 
año 1970 de acuerdo con la documentación aportada, solicitaba el 
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reconocimiento de la nacionalidad española por haber nacido y vivido en 
el Sahara cuando éste era territorio sometido a administración española. 
Adjuntaba, entre otros, los siguientes documentos: fotocopia de oficio 
expedido por la Unidad de Documentación de Españoles del Ministerio 
del Interior relativo a los documentos saharauis de los padres del 
interesado; fotocopia compulsada del libro de familia de los padres del 
interesado; fotocopia compulsada del DNI bilingüe de la madre del 
interesado; fotocopia compulsada de certificación expedida por la 
Pagaduría de Pensionistas Saharauis de Las Palmas, relativa a los 
servicios prestados por el padre del interesado en las Tropas de la Policía 
Territorial del Sahara; certificados de paternidad, de residencia, de 
nacimiento, de subsanación y de nacionalidad expedidos por la República 
Árabe Saharaui Democrática; certificado negativo de inscripción en los 
Libros Cheránicos; certificados de paternidad, subsanación de nombres, 
de nacionalidad y de residencia expedidos por la Delegación Saharaui 
para España; recibo MINURSO; volante de empadronamiento en A. (M) 
de fecha 1 de octubre de 2008; pasaporte argelino; DNI del interesado 
expedido por la República Árabe Saharaui Democrática y oficio del 
Consulado de la República Argelina Democrática y Popular en Alicante 
indicando que el interesado no es de nacionalidad argelina.

2.- Ratificada la interesada, previo informe desfavorable del Ministerio 
Fiscal, la Encargada dictó auto el 05 de junio de 2009 denegando la 
nacionalidad española con valor de simple presunción por considerar que 
no cumple los requisitos establecidos en el artº 18 del CC. 

3.- Notificada la resolución, Don C. presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado solicitando se declare la 
nacionalidad española de origen con valor de simple presunción por 
aplicación retroactiva de lo dispuesto en el art. 17.3 del Código Civil en su 
redacción dada al mismo por la Ley 51/82, de 13 de julio, considerando 
que nació en España o territorio español, de padres extranjeros carentes 
de nacionalidad.

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste consideró conforme a 
derecho el Auto atacado, tras lo cual la Encargada del Registro Civil de 
Aranjuez (Madrid) sin remitir el expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para la resolución del recurso, dictó Auto en 
fecha 29 de julio de 2009 por el que acordó declarar con valor de simple 
presunción la nacionalidad española de Don C.
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5.- El Fiscal, despachando el traslado conferido para la notificación del 
Auto de 29 de julio de 2009, interesó la nulidad del mismo, al entender 
que existía una contradicción entre el auto de fecha 5 de junio de 2009 
que declaraba no haber lugar a declarar con valor de simple presunción la 
nacionalidad española del promotor y el dictado el 29 de julio de 2009, 
posiblemente por error involuntario.

6.- Por Auto de 11 de septiembre de 2009 dictado por la Encargada del 
Registro Civil de Aranjuez (Madrid) se acordó decretar la nulidad del Auto 
de 29 de julio de 2009 y reponer las actuaciones al momento 
inmediatamente anterior a su dictado, así como su sustitución por nueva 
resolución en la que se acuerde la remisión del expediente a la Dirección 
General de Registros y del Notariado para la resolución del recurso 
interpuesto por el promotor; toda vez que al amparo de lo establecido en 
el artículo 238.3 LOPJ concurre causa de nulidad al haberse prescindido 
de las normas esenciales del procedimiento, al no haberse remitido el 
expediente al órgano competente para la resolución del recurso 
interpuesto, entendiendo que por esta causa se ha podido producir una 
situación de indefensión para el recurrente, promotor del expediente.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 y 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro 
Civil; 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 
de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.

II.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Aranjuez (Madrid) 
solicitó la declaración de su nacionalidad española con valor de simple 
presunción por haber nacido en 2009 en el territorio del Sahara y cumplir 
los requisitos establecidos en el artículo 18 CC. La Encargada del Registro 
Civil de Aranjuez (Madrid) dictó auto denegando la petición del interesado, 
siendo dicho auto el que constituye el objeto del presente recurso.
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III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
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hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
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no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente el interesado no ha acreditado que cuando 
estuvo en vigor el Decreto de 1976, sus padres (por ser éste entonces 
menor de edad) estuviesen imposibilitados para optar en su nombre a la 
nacionalidad española por haber permanecido en los territorios ocupados, 
lo que requiere pruebas fehacientes. De otro lado, no está probada a 
través de la documentación la posesión de la nacionalidad española en 
los términos y duración que establece el artículo 18 CC., en el que se 
indica que la nacionalidad española puede consolidarse si se posee y 
utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito 
en el Registro Civil que después es anulado. En lo referente a la aplicación 
del artículo 17.1.c del Código Civil, según su redacción de 1990, no es 
aplicable al caso por no ser la redacción vigente en la fecha de nacimiento 
del promotor y tampoco ha resultado acreditado que concurran los 
requisitos dispuestos por el artº 17 del Código Civil vigente en el momento 
de su nacimiento para la adquisición de la nacionalidad española. Aparte 
de ello, la documentación que aporta expedida por autoridades de la 
denominada República Árabe Saharaui Democrática no ofrece garantías 
análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española. Al respecto 
ha de tenerse en cuenta que las competencias de calificación del 
encargado respecto de la certificación extranjera se extienden al examen 
de la competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el 
ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con base legal 
suficiente para ello, base que en este caso no existe al no estar 
establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones 
normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Aranjuez (Madrid).

http://


M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

938Boletín del Ministerio de Justicia

Nacionalidad

Resolución de 02 de Julio de 2014 (30ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el promotor hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del 
Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera poseído y utilizado 
la nacionalidad durante diez años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el promotor, contra auto dictado por el 
Encargado del Registro Civil de Telde (Las Palmas).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Telde (Las Palmas) 
el 20 de febrero de 2009, Don E. nacido en D. V-C. (Sahara) en el año 
1923 solicitaba el reconocimiento de la nacionalidad española por haber 
nacido y vivido en el Sahara cuando éste era territorio sometido a 
administración española. Adjuntaba, entre otros, los siguientes 
documentos: fotocopias compulsadas de certificación en extracto de 
inscripción de matrimonio y certificación de familia, fotocopia de ficha 
familiar, fotocopia de certificación de la Unidad de Documentación de 
Españoles del Ministerio del Interior de fecha 25 de enero de 2006, 
fotocopia de DNI bilingüe del interesado, fotocopia de documento de 
ayuda familiar a funcionarios civiles del Estado de fecha 16 de diciembre 
de 1965, fotocopia de tarjeta de asistencia sanitaria expedida por el 
Ministerio de Defensa el 02 de octubre de 2003, fotocopia de certificado 
de empadronamiento expedido por el Ayuntamiento de Agüimes en fecha 
20 de agosto de 2008, fotocopia de permiso de residencia, fotocopia del 
Auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil de Granadilla de 
Abona de fecha 7 de agosto de 2008 por el que se declara con valor de 
simple presunción la consolidación de la nacionalidad española de Doña 
M. hija del promotor, tarjeta de residencia expedida por la Delegación 
Saharaui para Canarias de la R.A.S.D y, fotocopia de la tarjeta de 
pensionista de la Mutualidad General de Funcionarios Civiles del Estado.

2.- Ratificado el interesado, previo informe desfavorable del Ministerio 
Fiscal, el Encargado dictó auto el 28 de diciembre de 2009 denegando la 
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nacionalidad española con valor de simple presunción por considerar que 
no podía deducirse la aplicación del artículo 18 CC.

3.- Notificada la resolución, el solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado solicitando se declare con valor 
de simple presunción la nacionalidad española de origen de Don E. 
aportando fotocopias compulsadas de certificado de residencia expedido 
por la República Islámica de Mauritania de fecha 10 de marzo de 2010; 
certificado de empadronamiento expedido por el Ayuntamiento de Villa de 
Agüimes (Las Palmas) de fecha 25 de febrero de 2010; certificado de 
prestación de servicios en el Gobierno General del Sáhara, como sanitario 
diplomado, expedido por el Ministerio de Administraciones Públicas en 
fecha 10 de julio de 2007; propuesta de concesión de trienios expedida 
por el Gobierno General de la Provincia del Sahara español en fecha 18 
de junio de 1960 y Auto dictado en fecha 12 de diciembre de 2008 por el 
Juez Encargado del Registro Civil de Vinaròs (Castellón) por el que se 
declaró con valor de simple presunción la nacionalidad española de origen 
de Don A. hijo del promotor. 

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste emitió informe 
considerando conforme a derecho el recurso interpuesto, tras lo cual el 
Encargado remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 y 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro 
Civil; 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 
de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.

II.- El promotor, mediante escrito presentado en el Registro Civil de Telde 
(Las Palmas) solicitó la declaración de su nacionalidad española con valor 
de simple presunción por haber nacido en 1923 en el territorio del Sahara 
y cumplir los requisitos establecidos en el artículo 18 CC. El Encargado 
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del registro dictó auto denegando la petición del interesado, siendo dicho 
auto el que constituye el objeto del presente recurso.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”.

Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. 
La cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
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y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».
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VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente el interesado no ha acreditado que cuando 
estuvo en vigor el Decreto de 1976, estuviese imposibilitado para optar en 
su nombre a la nacionalidad española por haber permanecido en los 
territorios ocupados, lo que requiere pruebas fehacientes. De otro lado, no 
está probada a través de la documentación la posesión de la nacionalidad 
española en los términos y duración que establece el artículo 18 CC., en 
el que se indica que la nacionalidad española puede consolidarse si se 
posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título 
inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 

Aparte de ello, la documentación que aporta expedida por autoridades de 
la denominada República Árabe Saharaui Democrática no ofrece garantías 
análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española. Al respecto 
ha de tenerse en cuenta que las competencias de calificación del 
encargado respecto de la certificación extranjera se extienden al examen 
de la competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el 
ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con base legal 
suficiente para ello, base que en este caso no existe al no estar 
establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones 
normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Telde (Las Palmas).
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Resolución de 02 de Julio de 2014 (31ª)
III.2.1  Declaración de la nacionalidad española

1.- No es posible declarar la nacionalidad española de origen del promotor 
porque no se ha acreditado que el padre ostentase la nacionalidad 
española al tiempo de su nacimiento.

2.- Tampoco es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se 
acredita que la promotora o sus representantes legales, dada su minoría 
de edad, hubieran residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del 
Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera título inscrito en el 
Registro Civil, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el promotor, contra auto dictado por la 
Encargada del Registro Civil de Massamagrell (Valencia),

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Massamagrell 
(Valencia) 27 de julio de 2009, Don Y. nacido en el año 1982 en el H. 
(Sahara) solicitaba el reconocimiento de la nacionalidad española por 
haber nacido y vivido en el Sahara cuando éste era territorio sometido a 
administración española e hijo de padres que también eran españoles. 
Adjuntaba, entre otros, los siguientes documentos: fotocopia de permiso 
de residencia; fotocopia de certificación expedida por la Unidad Central de 
Documentación de Españoles del Ministerio del Interior de fecha 18 de 
julio de 2007, en relación con el documento saharaui de su padre, Don 
A-A. certificado negativo de inscripción en los Libros Cheránicos de su 
padre; pasaporte y certificado literal de nacimiento de su hermano M-A. 
fotocopias de partidas de nacimiento expedidas por el Juzgado Cheránico 
de Hagunia correspondientes a Don M. Doña F. Don B. y R. hermanos del 
interesado; partida de nacimiento, certificado de parentesco del interesado 
y certificado de concordancia expedidos por el Reino de Marruecos; 
pasaporte marroquí del interesado; certificado de empadronamiento 
expedido el 13 de noviembre de 2009 por el Ayuntamiento de Massamagrell 
(Valencia); certificado de residencia, de parentesco, de nacionalidad y de 
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concordancia de nombres expedidos por la Delegación Saharaui para la 
Comunidad Valenciana

2.- Ratificado el interesado, previo informe desfavorable del Ministerio 
Fiscal, la Encargada del Registro Civil de Massamagrell (Valencia) dictó 
auto el 05 de marzo de 2010 denegando la nacionalidad española con 
valor de simple presunción a Don Y. habida cuenta de su edad, pues nació 
en el año 1982, por lo que difícilmente pudo manifestar su voluntad, en el 
sentido a que se hace referencia en el Real Decreto 2258/76 de 10 de 
agosto, en el plazo de un año desde su entrada en vigor.

3.- Notificada la resolución, el solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado afirmando la concurrencia de los 
requisitos necesarios para el reconocimiento de la nacionalidad española, 
alegando que sus hermanos Don B. nacido el 10 de junio de 1969 y Don 
M. nacido el 8 de marzo de 1963 tienen reconocida la nacionalidad 
española y que su padre Don B. nació en 1937 en el Sahara, territorio 
español, no aportando documentación adicional a la ya presentada.

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste consideró conforme a 
Derecho el Auto atacado, tras lo cual la Encargada del Registro Civil de 
Massamagrell (Valencia) remitió el expediente a la Dirección General de 
los Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17, 18 y 26 del Código Civil (CC.); 96 de la Ley del 
Registro Civil (LRC); 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); 
la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de 
agosto; la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las 
Resoluciones, entre otras, de 21-1ª de enero, 3-1ª; 4-4ª de febrero, 2-4ª, 
4-3ª, 5 y 14-3ª de marzo, 15-3-º de abril, 28 de mayo, 1-4ª y 27-3ª de 
septiembre, 3-1ª de octubre de 2005; 28-4ª de febrero, 18 y 21-4ª de 
marzo, 14-5ª y 17-1ª de julio, 1-1ª, 6-3ª, 7-2ª y 9-1ª de septiembre de 
2006.

II.- El promotor, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Verín(Ourense) solicitó la declaración de su nacionalidad española con 
valor de simple presunción por haber nacido en 1964 en el territorio del 
Sahara y cumplir los requisitos establecidos en los artículos 17.1.c) y 18 
CC. El Encargado del Registro Civil de Verín (Ourense) dictó auto 
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denegando la petición del interesado, siendo dicho auto el que constituye 
el objeto del presente recurso.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
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política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».
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VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente, no se considera acreditado que los 
representantes legales del, dada la minoría edad de ésta, cuando estuvo 
en vigor el Decreto de 1976 estuviesen imposibilitados de facto para optar 
a la nacionalidad española, por haber permanecido en los territorios 
ocupados. Aparte de ello concurren otras circunstancias que impiden por 
la vía del artículo 18 del Código Civil también invocado una posible 
consolidación de la nacionalidad española, pues no consta el título inscrito 
en el Registro Civil, ni está probada la posesión de la nacionalidad durante 
10 años, ni tampoco consta la nacionalidad española de sus padres 
invocada en el inicio de su solicitud para la aplicación del artículo 17 del 
Código Civil, según redacción dada por la Ley de 15 de julio de 1954, 
aplicable al caso examinado. Asimismo no es posible otorgar una eficacia 
retroactiva a lo dispuesto en el actual artº 17.1.c) del Código Civil, en la 
redacción dada por la Ley 51/1982 de 13 de julio al artº 17.3 del mismo 
texto legal, actualmente coincidente con dicho artículo 17.1.c), si con 
anterioridad a la entrada en vigor de dicha ley el promotor ya ostentaba 
una nacionalidad, dado que en ese caso no se justifica la situación de 
apatridia que dicha Ley pretendió evitar.

De este modo, de la documentación aportada por el promotor al expediente 
se constata que éste ostentaba la nacionalidad marroquí al menos desde 
2001, tal como se deduce de las traducciones juradas del certificado de 
parentesco y del pasaporte, emitidos ambos por el Reino de Marruecos, 
por lo que el promotor incurrió en causa de pérdida de la nacionalidad 
española prevista en el artº 24.1 del Código Civil, al tener otra nacionalidad 
después de la emancipación y haber transcurrido más de tres años en 
esas condiciones. Aparte de ello, la documentación que aporta expedida 
por autoridades de la denominada República Árabe Saharaui Democrática 
no ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley 
española. Al respecto ha de tenerse en cuenta que las competencias de 
calificación del encargado respecto de la certificación extranjera se 
extienden al examen de la competencia y autoridad que la expide, la cual 
ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con 
base legal suficiente para ello, base que en este caso no existe al no estar 
establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones 
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normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Massamagrell (Valencia).

Resolución de 02 de Julio de 2014 (42ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el promotor hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del 
Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera poseído y utilizado 
la nacionalidad durante diez años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por la promotora, contra auto dictado por la 
Encargada del Registro Civil de Sanlúcar de Barrameda (Cádiz).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de La Palma del 
Condado (Huelva) el 12 de diciembre de 2008, Don B. nacida en T. 
(Sahara) en el año 1966 de acuerdo con la documentación aportada, 
solicitaba el reconocimiento de la nacionalidad española por haber nacido 
y vivido en el Sahara cuando éste era territorio sometido a administración 
española. Adjuntaba, entre otros, los siguientes documentos: certificados 
de nacimiento, de subsanación, de residencia en los campamentos de 
refugiados saharauis, de nacionalidad, de antecedentes penales, asunto 
de poder y de paternidad expedidos por las autoridades de la República 
Árabe Saharaui Democrática; certificado de empadronamiento expedido 
por el Ayuntamiento de Escacena del Campo en fecha 22 de octubre de 
2008; fotocopia de pasaporte argelino; recibo MINURSO; fotocopia de 
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DNI del interesado expedido por la República Árabe Saharaui Democrática; 
fotocopia de DNI bilingüe de su madre, Doña G.

2.- El fiscal con carácter previo a emitir informe interesó practicar diligencia 
para que se librase oficio a la Policía Local de Paterna del Campo, en 
averiguación de residencia efectiva de Don B. La Jefatura de Policía Local 
del Ayuntamiento de Escacena del Campo comunicó al Juzgado de 
Instancia e Instrucción nº 1 de la Palma del Condado (Huelva) que Don B. 
se empadronó en dicho domicilio el 10 de octubre de 2008 y que desde 
mediados de enero aproximadamente se marchó a C. Por comparecencia 
del interesado en el Juzgado de Paz de Trebujena (Cádiz), puso de 
manifiesto que por motivos laborales había cambiado de domicilio a T. (C). 
Remitido nuevamente el expediente a informe del Fiscal, éste indica que 
es competente para la instrucción del expediente el Encargado del 
Registro Civil de dicha localidad.

3.- Ratificado el interesado, previo informe desfavorable del Ministerio 
Fiscal, la Encargada del Registro Civil de Sanlúcar de Barrameda (Cádiz) 
dictó auto el 14 de abril de 2010 denegando la nacionalidad española con 
valor de simple presunción por considerar que no cumple los requisitos 
establecidos en el artículo 18 del CC.

4.- Notificada la resolución, Don B. presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado solicitando se declare la 
nacionalidad española de origen con valor de simple presunción por 
aplicación retroactiva de lo dispuesto en el art. 17.3 del Código Civil en su 
redacción dada al mismo por la Ley 51/82, de 13 de julio, indicando 
asimismo que entiende le es aplicable lo dispuesto en el artº 18 del Código 
Civil al haber transcurrido más de diez años ostentando la nacionalidad 
española y basada en título inscrito, no aportando documentación 
adicional a la ya presentada junto con su solicitud inicial.

5.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste consideró conforme a 
derecho el Auto atacado, tras lo cual la Encargada del Registro Civil de 
Sanlúcar de Barrameda (Cádiz) remitió el expediente a la Dirección 
General de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 y 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro 
Civil; 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 

http://


M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

950Boletín del Ministerio de Justicia

Nacionalidad

de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.

II.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Sanlúcar de 
Barrameda (Cádiz) solicitó la declaración de su nacionalidad española 
con valor de simple presunción por haber nacido en 1966 en el territorio 
del Sahara y cumplir los requisitos establecidos en el artículo 18 CC. La 
Encargada del Registro Civil de Sanlúcar de Barrameda (Cádiz) dictó auto 
denegando la petición de la interesada, siendo dicho auto el que constituye 
el objeto del presente recurso.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
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precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
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internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la Ley 
de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo 
expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como potencia 
administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no autónomo 
del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos 
aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías al 
provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio nacional».

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente el interesado no ha acreditado que cuando 
estuvo en vigor el Decreto de 1976, sus padres (por ser éste entonces 
menor de edad) estuviesen imposibilitados para optar en su nombre a la 
nacionalidad española por haber permanecido en los territorios ocupados, 
lo que requiere pruebas fehacientes. De otro lado, no está probada a 
través de la documentación la posesión de la nacionalidad española en 
los términos y duración que establece el artículo 18 CC., en el que se 
indica que la nacionalidad española puede consolidarse si se posee y 
utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito 
en el Registro Civil que después es anulado. En lo referente a la aplicación 
del artículo 17.1.c del Código Civil, según su redacción de 1990, no es 
aplicable al caso por no ser la redacción vigente en la fecha de nacimiento 
del promotor y tampoco ha resultado acreditado que concurran los 
requisitos dispuestos por el artº 17 del Código Civil vigente en el momento 
de su nacimiento para la adquisición de la nacionalidad española. Aparte 
de ello, la documentación que aporta expedida por autoridades de la 
denominada República Árabe Saharaui Democrática no ofrece garantías 
análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española. Al respecto 
ha de tenerse en cuenta que las competencias de calificación del 
encargado respecto de la certificación extranjera se extienden al examen 
de la competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el 
ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con base legal 
suficiente para ello, base que en este caso no existe al no estar 
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establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones 
normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Sanlúcar de Barrameda 
(Cádiz).

Resolución de 02 de Julio de 2014 (43ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
la promotora hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia 
del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera poseído y 
utilizado la nacionalidad durante diez años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por la promotora, contra auto dictado por la 
Encargada del Registro Civil de Valdemoro (Madrid).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Valdemoro (Madrid) 
el 23 de abril de 2009, Doña E. nacida en Y. (Sahara) en el año 1969 de 
acuerdo con la documentación aportada, solicitaba el reconocimiento de 
la nacionalidad española por haber nacido y vivido en el Sahara cuando 
éste era territorio sometido a administración española. Alegaba que ni su 
madre ni la solicitante renunciaron nunca a la nacionalidad española y 
que no tuvo posibilidad de ejercer el derecho de opción a la nacionalidad 
española en el plazo otorgado por el RD 2258/1976, por encontrarse 
desde 1975 en los campamentos de refugiados saharauis, solicitaba se 
declarase con valor de simple presunción la nacionalidad española de 
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origen al amparo de la Doctrina sentada por la Sentencia de Tribunal 
Supremo de fecha 28 de octubre de 1998. Adjuntaba, entre otros, los 
siguientes documentos: certificado de nacimiento expedido por las 
autoridades de la República Árabe Saharaui Democrática; fotocopia de 
certificado negativo de inscripción en los Libros Cheránicos de fecha 26 de 
octubre de 2006; certificados de antecedentes penales, imposibilidad de 
opción por la nacionalidad española en el plazo otorgado por el Real 
Decreto 2258/1976; de paternidad y de ciudadanía expedidos por la Oficina 
de la Comunidad Saharaui para España; fotocopia de resolución estimatoria 
de la autorización inicial de residencia y trabajo por cuenta ajena dictada 
por la Delegación del Gobierno en Canarias en fecha 04 de julio de 2008; 
fotocopia compulsada de libro de familia de sus padres; ficha familiar 
compulsada de su padre; fotocopia de DNI bilingüe de su madre; fotocopia 
de permiso de residencia; fotocopia de pasaporte argelino de la interesada 
y certificado de subsanación expedido por la Oficina de la Comunidad 
Saharaui para España en fecha 9 de abril de 2009 

2.- Ratificada la interesada, previo informe desfavorable del Ministerio 
Fiscal, la Magistrada-Juez Encargada del Registro Civil de Valdemoro 
(Madrid) dictó auto el 07 de octubre de 2009 denegando la nacionalidad 
española con valor de simple presunción.

3.- Notificada la resolución, Doña E. presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado solicitando se declare la 
nacionalidad española de origen con valor de simple presunción. 

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste consideró conforme a 
derecho el recurso interpuesto, tras lo cual la Magistrada-Juez Encargada 
del Registro Civil de Valdemoro (Madrid) remitió el expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución del 
recurso, indicando que en la medida que no ostenta en la actualidad 
nacionalidad alguna, a fin de evitar una situación de apatridia, podría 
aplicarse con carácter retroactivo el artículo 17.1.c) del Código Civil para 
atribuirle con valor de simple presunción la nacionalidad española a la 
interesada, informando favorablemente la estimación del recurso 
interpuesto por Doña E.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 y 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro 
Civil; 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 

http://www.mjusticia.gob.es/cs/Satellite/Portal/es/servicios-ciudadano/documentacion-publicaciones


M
inisterio de Justicia

955 Catálogo de Publicaciones

Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado (Registro Civil)

de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.

II.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Valdemoro (Madrid) 
solicitó la declaración de su nacionalidad española con valor de simple 
presunción por haber nacido en 1969 en el territorio del Sahara y cumplir 
los requisitos establecidos en el artículo 18 CC. La Encargada del Registro 
Civil de Valdemoro (Madrid) dictó auto denegando la petición de la 
interesada, siendo dicho auto el que constituye el objeto del presente 
recurso.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 

http://


M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

956Boletín del Ministerio de Justicia

Nacionalidad

precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el nacimiento 
en España a los efectos de atribuir en concurrencia con determinados 
requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la cuestión primordial 
de decidir si aquella antigua posesión española entra o no en el concepto 
de “territorio nacional” o “territorio español”. Para situar en perspectiva el 
tema hay que recordar algunos antecedentes. La cuestión es compleja, ya 
que una de las cuestiones más debatidas y oscuras de la teoría general del 
Estado es precisamente la naturaleza de su territorio, hasta el punto de que 
no es frecuente hallar en la doctrina científica una explicación sobre la 
distinción entre territorio metropolitano y territorio colonial. Sobre tal 
dificultad se añade la actitud cambiante de la política colonial como 
consecuencia de lo mutable también de las relaciones internacionales, 
caracterización a la que no ha podido sustraerse la posición española en 
África ecuatorial y occidental, y que se hace patente a través de una 
legislación que sigue, como ha señalado el Tribunal Supremo, un itinerario 
zigzagueante integrado por tres etapas fundamentales: a) en un primer 
momento dichos territorios se consideraron simplemente colonias; b) vino 
luego la fase de provincialización durante la que se intenta su asimilación a 
la metrópoli; c) por último, se entra en la fase de descolonización, que 
reviste la forma de independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o 
retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
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ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente el interesado no ha acreditado que cuando 
estuvo en vigor el Decreto de 1976, sus padres (por ser éste entonces 
menor de edad) estuviesen imposibilitados para optar en su nombre a la 
nacionalidad española por haber permanecido en los territorios ocupados, 
lo que requiere pruebas fehacientes. De otro lado, no está probada a 
través de la documentación la posesión de la nacionalidad española en 
los términos y duración que establece el artículo 18 CC., en el que se 
indica que la nacionalidad española puede consolidarse si se posee y 
utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito 
en el Registro Civil que después es anulado. 

En lo referente a la aplicación del artículo 17.1.c del Código Civil, según 
su redacción de 1990, no es aplicable al caso por no ser la redacción 
vigente en la fecha de nacimiento del promotor y tampoco ha resultado 
acreditado que concurran los requisitos dispuestos por el artº 17 del 
Código Civil vigente en el momento de su nacimiento para la adquisición 
de la nacionalidad española. 

Aparte de ello, la documentación que aporta expedida por autoridades de 
la denominada República Árabe Saharaui Democrática no ofrece garantías 
análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española. Al respecto 
ha de tenerse en cuenta que las competencias de calificación del 
encargado respecto de la certificación extranjera se extienden al examen 
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de la competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el 
ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con base legal 
suficiente para ello, base que en este caso no existe al no estar 
establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones 
normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Valdemoro (Madrid).

Resolución de 02 de Julio de 2014 (44ª)
III.2.1  Declaración de la nacionalidad española

1.- No es posible declarar la nacionalidad española de origen del promotor 
porque no se ha acreditado que el padre ostentase la nacionalidad 
española al tiempo de su nacimiento.

2.- Tampoco es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se 
acredita que la promotora o sus representantes legales, dada su minoría 
de edad, hubieran residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del 
Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera título inscrito en el 
Registro Civil, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el promotor, contra auto dictado por el 
Encargado del Registro Civil de Alzira (Valencia),

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Alzira (Valencia) el 
01 de diciembre de 2009, Don M-A. nacido en el año 1973 en T.(Marruecos) 
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de acuerdo con los certificados presentados solicitaba el reconocimiento 
de la nacionalidad española por haber nacido y vivido en el Sahara cuando 
éste era territorio sometido a administración española, hijo de padres que 
también eran españoles, haciéndolo al amparo de los artículos 17 y 18 del 
Código Civil y en base a la sentencia dictada por el Tribunal Supremo 
1026/1998, 1ª de 28 de octubre de 1998. Adjuntaba, entre otros, los 
siguientes documentos: fotocopia de pasaporte marroquí; fotocopia de 
certificado de empadronamiento expedido por el Ayuntamiento de Alberic 
(Valencia) en fecha 27 de noviembre de 2009; fotocopia de recibo 
MINURSO; fotocopia de partida de nacimiento en extracto expedida por la 
Oficina de Estado Civil de Marruecos el 19 de mayo de 2008; fotocopias 
de certificados de ciudadanía, concordancia de nombres y de residencia 
expedidos por la Delegación Saharaui para la Comunidad Valenciana; 
fotocopia de certificado de nacimiento en D. (Sahara); certificado de 
residencia, certificado de concordancia de nombres y certificado de 
imposibilidad de opción a la nacionalidad española emitidos por la 
Delegación del Frente Polisario en Tenerife; fotocopia de extracto del 
registro judicial de antecedentes penales del Ministerio de Justicia del 
Reino de Marruecos; fotocopia del libro de familia del Gobierno General 
de Sahara de su abuelo; fotocopia de certificación expedida por la Unidad 
Central de Documentación de Españoles del Ministerio del Interior en el 
que consta documento saharaui con fecha 18 de enero de 1971 a nombre 
de su abuelo; certificado de concordancia de nombres expedido por el 
Ministerio del Interior del Reino de Marruecos y certificado de parentesco 
y acta de defunción de su tío L.

2.- Ratificado el interesado, previo informe desfavorable del Ministerio 
Fiscal, el Encargado del Registro Civil de Alzira (Valencia) dictó auto el 15 
de enero de 2010 denegando la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, al no resultar debidamente acreditados los extremos 
previstos en el artº 18 del Código Civil ni la imposibilidad para el ejercicio 
del derecho de opción previsto en el RD 2258/1976, de 10 de agosto.

3.- Notificada la resolución, el solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado afirmando la concurrencia de los 
requisitos necesarios para el reconocimiento de la nacionalidad española, 
en base a la consolidación establecida en el artº 18 del CC. y al artº 17 de 
dicho texto legal aportando fotocopia no compulsada del DNI bilingüe de 
su madre.
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4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste consideró conforme a 
Derecho el Auto atacado, tras lo cual el Encargado del Registro Civil de 
Alzira (Valencia) remitió el expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17, 18 y 26 del Código Civil (CC.); 96 de la Ley del 
Registro Civil (LRC); 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); 
la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de 
agosto; la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las 
Resoluciones, entre otras, de 21-1ª de enero, 3-1ª; 4-4ª de febrero, 2-4ª, 
4-3ª, 5 y 14-3ª de marzo, 15-3-º de abril, 28 de mayo, 1-4ª y 27-3ª de 
septiembre, 3-1ª de octubre de 2005; 28-4ª de febrero, 18 y 21-4ª de 
marzo, 14-5ª y 17-1ª de julio, 1-1ª, 6-3ª, 7-2ª y 9-1ª de septiembre de 
2006.

II.- El promotor, mediante escrito presentado en el Registro Civil de Alzira 
(Valencia) solicitó la declaración de su nacionalidad española con valor de 
simple presunción alegando haber nacido en 1973 en el territorio del 
Sahara y cumplir los requisitos establecidos en los artículos 17 y 18 CC. 
El Encargado del Registro Civil de Alzira (Valencia) dictó auto denegando 
la petición del interesado, siendo dicho auto el que constituye el objeto del 
presente recurso.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
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española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
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abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente, no se considera acreditado que los 
representantes legales del, dada la minoría edad de ésta, cuando estuvo 
en vigor el Decreto de 1976 estuviesen imposibilitados de facto para optar 
a la nacionalidad española, por haber permanecido en los territorios 
ocupados. Aparte de ello concurren otras circunstancias que impiden por 
la vía del artículo 18 del Código Civil también invocado una posible 
consolidación de la nacionalidad española, pues no consta el título inscrito 
en el Registro Civil, ni está probada la posesión de la nacionalidad durante 
10 años, ni tampoco consta la nacionalidad española de sus padres 
invocada en el inicio de su solicitud para la aplicación del artículo 17 del 
Código Civil, según redacción dada por la Ley de 15 de julio de 1954, 
aplicable al caso examinado. Además gran parte de la documentación 
aportada está expedida por el RASD, República Árabe Saharaui 
Democrática, que no puede ser tenida en cuenta ya que no ofrece 
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garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española. 
Al respecto ha de tenerse en cuenta que las competencias de calificación 
del Encargado respecto de la certificación extranjera se extienden al 
examen de la competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar 
en el ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con base legal 
suficiente para ello, base, que en este caso no existe al no estar 
establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones 
normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Alzira (Valencia).

Resolución de 02 de Julio de 2014 (45ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
la promotora hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia 
del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera poseído y 
utilizado la nacionalidad durante diez años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el promotor, contra auto dictado por la 
Encargada del Registro Civil de Puertollano (Ciudad Real).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en fecha 9 de febrero de 2009 en el 
Juzgado de Paz de Almodóvar del Campo (Ciudad Real) para su remisión 
al Registro Civil de Puertollano (Ciudad Real), Don Y. nacido en A. 
(Sahara) en el año 1957 solicitaba el reconocimiento de la nacionalidad 
española por haber nacido y vivido en el Sahara cuando éste era territorio 
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sometido a administración española. Alegaba que ha ostentado desde su 
nacimiento la nacionalidad española haciéndolo de buena fe y basándose 
en título inscrito en el registro español, certificación de extracto de 
nacimiento expedida por el Registro Civil de Aaiún, en la República Árabe 
Saharaui Democrática de Argelia y que no tuvo posibilidad de ejercer el 
derecho de opción a la nacionalidad española en el plazo otorgado por el 
RD 2258/1976, por encontrarse desde 1975 en los campamentos de 
refugiados saharauis, solicitaba se declarase con valor de simple 
presunción la nacionalidad española de origen al amparo de la Doctrina 
sentada por la Sentencia de Tribunal Supremo de fecha 28 de octubre de 
1998. Adjuntaba, entre otros, los siguientes documentos: pasaporte 
argelino; certificados de nacionalidad, concordancia de nombres, 
nacimiento, antecedentes penales y residencia expedidos por las 
autoridades de la República Árabe Saharaui Democrática; fotocopia de 
DNI bilingüe del promotor expedido por la República Árabe Saharaui 
Democrática; recibo MINURSO; fotocopia de certificación expedida por la 
Unidad Central de Documentación de Españoles del Ministerio del Interior 
en fecha 15 de julio de 2008; fotocopia de informe de vida laboral expedido 
por la Tesorería General de la Seguridad Social en fecha 29 de enero de 
2009; fotocopia de contrato de trabajo de fecha 4 de febrero de 1975; 
fotocopia de tarjeta de afiliación a la seguridad social y certificado negativo 
de inscripción en los Libros Cheránicos

2.- Ratificada el interesado, previo informe desfavorable del Ministerio 
Fiscal, el Magistrada-Juez Encargada del Registro Civil de Puertollano 
(Ciudad Real) dictó auto el 24 de marzo de 2009 denegando la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por considerar que no podía 
deducirse la aplicación del artículo 18 CC ni, en su defecto, la del artículo 
17.

3.- Notificada la resolución, Don Y. presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado solicitando se declare la 
nacionalidad española de origen con valor de simple presunción y no 
aportando documentación adicional a la ya incorporada con su escrito de 
solicitud de fecha 9 de febrero de 2009.

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste consideró conforme a 
derecho el recurso interpuesto, tras lo cual la Magistrada-Juez Encargada 
del Registro Civil de Puertollano (Ciudad Real) remitió el expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución del 
recurso.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 y 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro 
Civil; 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 
de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.

II.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Puertollano solicitó 
la declaración de su nacionalidad española con valor de simple presunción 
por haber nacido en 1957 en el territorio del Sahara y cumplir los requisitos 
establecidos en el artículo 18 CC. El Magistrado-Juez Encargado del 
Registro Civil de Puertollano dictó auto denegando la petición de la 
interesada, siendo dicho auto el que constituye el objeto del presente 
recurso.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.
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V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
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equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente el interesado no ha acreditado que cuando 
estuvo en vigor el Decreto de 1976 estuviese imposibilitado para optar a la 
nacionalidad española por haber permanecido en los territorios ocupados, 
lo que requiere pruebas fehacientes. De otro lado, no está probada a 
través de la documentación la posesión de la nacionalidad española en 
los términos y duración que establece el artículo 18 CC., en el que se 
indica que la nacionalidad española puede consolidarse si se posee y 
utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito 
en el Registro Civil que después es anulado. En lo referente a la aplicación 
del artículo 17 del Código Civil, según su redacción de 1990, no es 
aplicable al caso por no ser la redacción vigente en la fecha de nacimiento 
del promotor, ni resultaría tampoco de aplicación el artº 17 del Código Civil 
vigente en el momento de su nacimiento, por no resultar probado que sus 
padres ostentasen la nacionalidad española en el momento de su 
nacimiento ni posteriormente. Aparte de ello, la documentación que aporta 
expedida por autoridades de la denominada República Árabe Saharaui 
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Democrática no ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción 
por la ley española. 

Al respecto ha de tenerse en cuenta que las competencias de calificación 
del encargado respecto de la certificación extranjera se extienden al 
examen de la competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar 
en el ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con base legal 
suficiente para ello, base que en este caso no existe al no estar 
establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones 
normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Puertollano (Ciudad Real).

Resolución de 02 de Julio de 2014 (46ª)
III.2.1  Declaración de la nacionalidad española

1.- No es posible declarar la nacionalidad española de origen de la 
promotora porque no se ha acreditado que el padre ostentase la 
nacionalidad española al tiempo de su nacimiento.

2.- Tampoco es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se 
acredita que la promotora o sus representantes legales, dada su minoría 
de edad, hubieran residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del 
Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera título inscrito en el 
Registro Civil, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por la promotora, contra auto dictado por la 
Encargada del Registro Civil de Puertollano (Ciudad Real).
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HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Puertollano (Ciudad 
Real) el 25 de marzo de 2009, Doña E. nacida en el año 1967 en B. (Sahara) 
solicitaba el reconocimiento de la nacionalidad española por haber nacido y 
vivido en el Sahara cuando éste era territorio sometido a administración 
española, hija de padres que también eran españoles, haciéndolo al amparo 
de los artículos 17.1.c) y 18 del Código Civil y en base a la sentencia dictada 
por el Tribunal Supremo 1026/1998, 1ª de 28 de octubre de 1998. Adjuntaba, 
entre otros, los siguientes documentos: certificados de nacionalidad, de 
antecedentes penales, de nacimiento, de residencia y de subsanación 
expedidos por la República Árabe Saharaui Democrática; pasaporte 
argelino; fotocopia de DNI expedido por la República Árabe Saharaui 
Democrática y fotocopia de certificado de inscripción patronal expedido en 
fecha 17 de marzo de 2009 por el Ayuntamiento de Puertollano.

2.- Ratificado la interesada, la Encargada del Registro Civil de Puertollano 
(Ciudad Real) dictó auto el 20 de abril de 2009 denegando la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por considerar que no cumple 
los requisitos establecidos en el artículo 18 del CC.

3.- Notificada la resolución, el solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado afirmando la concurrencia de los 
requisitos necesarios para el reconocimiento de la nacionalidad española, en 
base a la consolidación establecida en el artº 18 del CC. y aportando fotocopias 
de recibo MINURSO, certificado negativo de inscripción en los Libros 
Cheránicos de fecha 14 de enero de 2008, certificación de familia expedida 
por la oficina de Daora de la Delegación Gubernativa de la Región Norte en 
fecha 15 de septiembre de 1971 y credencial expedida por el Gobernador 
General de la Provincia de Sahara el 15 de julio de 1971, por el que se nombra 
a Don M-B. padre de la promotora, profesor de religión islámica.

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste consideró conforme a 
Derecho el Auto atacado, tras lo cual La Encargada del Registro Civil de 
Puertollano (Ciudad Real) remitió el expediente a la Dirección General de 
los Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17, 18 y 26 del Código Civil (CC.); 96 de la Ley del 
Registro Civil (LRC); 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); 
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la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de 
agosto; la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las 
Resoluciones, entre otras, de 21-1ª de enero, 3-1ª; 4-4ª de febrero, 2-4ª, 
4-3ª, 5 y 14-3ª de marzo, 15-3-º de abril, 28 de mayo, 1-4ª y 27-3ª de 
septiembre, 3-1ª de octubre de 2005; 28-4ª de febrero, 18 y 21-4ª de 
marzo, 14-5ª y 17-1ª de julio, 1-1ª, 6-3ª, 7-2ª y 9-1ª de septiembre de 
2006.

II.- La promotora, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Puertollano (Ciudad Real) solicitó la declaración de su nacionalidad 
española con valor de simple presunción por haber nacido en 1967 en el 
territorio del Sahara y cumplir los requisitos establecidos en los artículos 
17.1.c) y 18 CC. La Encargada del Registro Civil de Puertollano (Ciudad 
Real) dictó auto denegando la petición del interesado, siendo dicho auto 
el que constituye el objeto del presente recurso.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
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margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
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ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente, no se considera acreditado que los 
representantes legales de la interesada, dada la minoría edad de ésta, 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976 estuviesen imposibilitados de 
facto para optar a la nacionalidad española, por haber permanecido en los 
territorios ocupados. Aparte de ello concurren otras circunstancias que 
impiden por la vía del artículo 18 del Código Civil también invocado una 
posible consolidación de la nacionalidad española, pues no consta el título 
inscrito en el Registro Civil, ni está probada la posesión de la nacionalidad 
durante 10 años, ni tampoco puede accederse a la petición del interesado, 
por cuanto el artículo invocado, 17.1.c) del Código Civil, según su 
redacción de 1990, no es aplicable al caso, por no ser la redacción vigente 
en la fecha de nacimiento del promotor, sin que tampoco sea de aplicación 
el artículo 17 del Código Civil, según redacción dada por la Ley de 15 de 
julio de 1954, vigente en la fecha del nacimiento de la promotora. Además 
gran parte de la documentación aportada está expedida por el RASD, 
República Árabe Saharaui Democrática, que no puede ser tenida en 
cuenta ya que no ofrece garantías análogas a las exigidas para la 
inscripción por la ley española. Al respecto ha de tenerse en cuenta que 
las competencias de calificación del Encargado respecto de la certificación 
extranjera se extienden al examen de la competencia y autoridad que la 
expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal 
expedición con base legal suficiente para ello, base, que en este caso no 
existe al no estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de 
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disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Puertollano (Ciudad Real).

Resolución de 02 de Julio de 2014 (47ª)
III.2.1  Declaración de la nacionalidad española

1.- No es posible declarar la nacionalidad española de origen del promotor 
porque no se ha acreditado que el padre ostentase la nacionalidad 
española al tiempo de su nacimiento.

2.- Tampoco es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se 
acredita que la promotora o sus representantes legales, dada su minoría 
de edad, hubieran residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del 
Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera título inscrito en el 
Registro Civil, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el promotor, contra auto dictado por la 
Encargada del Registro Civil de Puertollano (Ciudad Real).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Puertollano (Ciudad 
Real) el 15 de octubre de 2008, Don R. nacido en el año 1972 en S. 
(Sahara) solicitaba el reconocimiento de la nacionalidad española por 
haber nacido y vivido en el Sahara cuando éste era territorio sometido a 
administración española, hijo de padres que también eran españoles, 
haciéndolo al amparo de los artículos 17.1.c) y 18 del Código Civil y en 
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base a la sentencia dictada por el Tribunal Supremo 1026/1998, 1ª de 28 
de octubre de 1998. Adjuntaba, entre otros, los siguientes documentos: 
fotocopia de DNI expedido por la República Árabe Saharaui Democrática; 
fotocopia de certificado de inscripción patronal expedido en fecha 18 de 
enero de 2008 por el Ayuntamiento de Puertollano; certificados de 
nacionalidad, de antecedentes penales, certificado de paternidad, 
certificado de nacimiento y certificado de residencia expedidos por la 
República Árabe Saharaui Democrática; certificado negativo de inscripción 
en los Libros Cheránicos; recibo MINURSO; fotocopia del DNI bilingüe de 
su madre, Doña J. fotocopia de pasaporte argelino y fotocopia de visado 
válido para Estados Schengen del 4 de octubre de 2007 al 12 de noviembre 
de 2007.

2.- Ratificado el interesado, previo informe desfavorable del Ministerio 
Fiscal, la Encargada del Registro Civil de Puertollano (Ciudad Real) dictó 
auto el 3 de noviembre de 2008 denegando la nacionalidad española con 
valor de simple presunción por considerar que no cumple los requisitos 
establecidos en el artículo 18 del CC., al no haber presentado siquiera la 
promotora documentación alguna que acredite la posesión y utilización de 
la nacionalidad española durante diez años.

3.- Notificada la resolución, el solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado afirmando la concurrencia de los 
requisitos necesarios para el reconocimiento de la nacionalidad española, 
en base a la consolidación establecida en el artº 18 del CC., y el artº 
17.1.c) de dicho texto legal y aportando fotocopias de certificado expedido 
por la Unidad Central de Documentación de Españoles del Ministerio del 
Interior, en el que se indica que con fecha 18 de mayo de 1972 fue 
expedido documento saharaui a nombre de J. madre del promotor.

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste consideró conforme a 
Derecho el Auto atacado, tras lo cual La Encargada del Registro Civil de 
Puertollano (Ciudad Real) remitió el expediente a la Dirección General de 
los Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17, 18 y 26 del Código Civil (CC.); 96 de la Ley del 
Registro Civil (LRC); 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); 
la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de 
agosto; la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las 
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Resoluciones, entre otras, de 21-1ª de enero, 3-1ª; 4-4ª de febrero, 2-4ª, 
4-3ª, 5 y 14-3ª de marzo, 15-3-º de abril, 28 de mayo, 1-4ª y 27-3ª de 
septiembre, 3-1ª de octubre de 2005; 28-4ª de febrero, 18 y 21-4ª de 
marzo, 14-5ª y 17-1ª de julio, 1-1ª, 6-3ª, 7-2ª y 9-1ª de septiembre de 
2006.

II.-El promotor, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Puertollano (Ciudad Real) solicitó la declaración de su nacionalidad 
española con valor de simple presunción por haber nacido en 1972 en el 
territorio del Sahara y cumplir los requisitos establecidos en los artículos 
17.1.c) y 18 CC. La Encargada del Registro Civil de Puertollano (Ciudad 
Real) dictó auto denegando la petición del interesado, siendo dicho auto 
el que constituye el objeto del presente recurso.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
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concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”.

Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. 
La cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
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Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente, no se considera acreditado que los 
representantes legales de la interesada, dada la minoría edad de ésta, 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976 estuviesen imposibilitados de 
facto para optar a la nacionalidad española, por haber permanecido en los 
territorios ocupados. Aparte de ello concurren otras circunstancias que 
impiden por la vía del artículo 18 del Código Civil también invocado una 
posible consolidación de la nacionalidad española, pues no consta el título 
inscrito en el Registro Civil, ni está probada la posesión de la nacionalidad 
durante 10 años, ni tampoco puede accederse a la petición del interesado, 
por cuanto el artículo invocado, 17.1.c) del Código Civil, según su 
redacción de 1990, no es aplicable al caso, por no ser la redacción vigente 
en la fecha de nacimiento del promotor, sin que tampoco sea de aplicación 
el artículo 17 del Código Civil, según redacción dada por la Ley de 15 de 
julio de 1954, vigente en la fecha del nacimiento del promotor. 

Además gran parte de la documentación aportada está expedida por el 
RASD, República Árabe Saharaui Democrática, que no puede ser tenida 
en cuenta ya que no ofrece garantías análogas a las exigidas para la 
inscripción por la ley española. Al respecto ha de tenerse en cuenta que 
las competencias de calificación del Encargado respecto de la certificación 
extranjera se extienden al examen de la competencia y autoridad que la 
expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal 
expedición con base legal suficiente para ello, base, que en este caso no 
existe al no estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de 
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disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Puertollano (Ciudad Real).

Resolución de 02 de Julio de 2014 (48ª)
III.2.1  Declaración de la nacionalidad española

1.- No es posible declarar la nacionalidad española de origen de la 
promotora porque no se ha acreditado que el padre ostentase la 
nacionalidad española al tiempo de su nacimiento.

2.- Tampoco es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se 
acredita que la promotora o sus representantes legales, dada su minoría 
de edad, hubieran residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del 
Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera título inscrito en el 
Registro Civil, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por la promotora, contra auto dictado por la 
Encargada del Registro Civil de Donostia (San Sebastián).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Donostia (San 
Sebastián) el 30 de octubre de 2008, Doña H. nacida en el año 1974 en T. 
(Sahara Occidental) solicitaba el reconocimiento de la nacionalidad 
española por haber nacido y vivido en el Sahara cuando éste era territorio 
sometido a administración española, hija de padres que también eran 
españoles, haciéndolo al amparo de los artículos 17 y 18 del Código Civil 
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y en base a la sentencia dictada por el Tribunal Supremo 1026/1998, 1ª de 
28 de octubre de 1998, Adjuntaba, entre otros, los siguientes documentos: 
fotocopia de recibo MINURSO, fotocopia compulsada de certificado de 
paternidad expedido por la República Árabe Saharaui Democrática, 
fotocopia de certificación de imposibilidad de opción a la nacionalidad 
española en el plazo otorgado por el Real Decreto 2258/1976 expedido 
por la Delegación Saharaui para Andalucía, DNI de la interesada expedido 
por la República Árabe Saharaui Democrática, fotocopia de DNI bilingüe 
de Doña Z. madre de la interesada, fotocopia del DNI bilingüe de Don A. 
padre de la interesada, fotocopia de cédula de inscripción de extranjeros y 
certificación negativa de inscripción en los Libros Cheránicos expedida 
por el Ministerio de Cultura.

2.- Ratificada la interesada, previo informe desfavorable del Ministerio 
Fiscal, la Encargada del Registro Civil de Donostia (San Sebastián) dictó 
auto el 09 de julio de 2009 denegando la nacionalidad española con valor 
de simple presunción por considerar que no cumple los requisitos 
establecidos en el artículo 18 del CC., por cuanto que la interesada, por 
un lado, no prueba haber ostentado documento oficial español alguno y, si 
bien se acompañaba documentos nacionales de identidad expedidos en 
los años 1970 y 1971 a favor de su padre y madre respectivamente, tenían 
una vigencia de cinco años, por lo que no se cumple el plazo de diez años 
de posesión y utilización de la nacionalidad española tampoco por la 
madre. Asimismo se indicaba que tampoco acredita que cuando estuvo 
en vigor el Decreto de 1976, las personas que, por razón de su minoría de 
edad, tenían su representación legal, estuvieran imposibilitadas de facto 
para optar a la nacionalidad española por encontrarse en el territorio 
ocupado.

3.- Notificada la resolución, la solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado afirmando la concurrencia de los 
requisitos necesarios para el reconocimiento de la nacionalidad española, 
en base a la consolidación establecida en el artº 18 del CC., en relación 
con el artº 17.1.c) de dicho texto legal, no acompañando documentación 
adicional a la ya aportada junto con su solicitud inicial. 

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste consideró conforme a 
Derecho el Auto atacado, tras lo cual La Encargada del Registro Civil de 
Donostia (San Sebastián) remitió el expediente a la Dirección General de 
los Registros y del Notariado para la resolución del recurso.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17, 18 y 26 del Código Civil (CC.); 96 de la Ley del 
Registro Civil (LRC); 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); 
la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de 
agosto; la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las 
Resoluciones, entre otras, de 21-1ª de enero, 3-1ª; 4-4ª de febrero, 2-4ª, 
4-3ª, 5 y 14-3ª de marzo, 15-3-º de abril, 28 de mayo, 1-4ª y 27-3ª de 
septiembre, 3-1ª de octubre de 2005; 28-4ª de febrero, 18 y 21-4ª de 
marzo, 14-5ª y 17-1ª de julio, 1-1ª, 6-3ª, 7-2ª y 9-1ª de septiembre de 
2006.

II.- La promotora, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Donostia (San Sebastián) solicitó la declaración de su nacionalidad 
española con valor de simple presunción por haber nacido en 1974 en el 
territorio del Sahara y cumplir los requisitos establecidos en los artículos 
17 y 18 CC. La Encargada del Registro Civil de Donostia (San Sebastián) 
dictó auto denegando la petición de la interesada, siendo dicho auto el 
que constituye el objeto del presente recurso.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
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con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
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España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente, no se considera acreditado que los 
representantes legales de la interesada, dada la minoría edad de ésta, 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976 estuviesen imposibilitados de 
facto para optar a la nacionalidad española, por haber permanecido en los 
territorios ocupados. Aparte de ello concurren otras circunstancias que 
impiden por la vía del artículo 18 del Código Civil también invocado una 
posible consolidación de la nacionalidad española, pues no consta el título 
inscrito en el Registro Civil, ni está probada la posesión de la nacionalidad 
durante 10 años, ni tampoco consta la nacionalidad española de sus 
padres invocada en el inicio de su solicitud para la aplicación del artículo 
17 del Código Civil, según redacción dada por la Ley de 15 de julio de 
1954, aplicable al caso examinado. Además gran parte de la documentación 
aportada está expedida por el RASD, República Árabe Saharaui 
Democrática, que no puede ser tenida en cuenta ya que no ofrece 
garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española. 
Al respecto ha de tenerse en cuenta que las competencias de calificación 
del Encargado respecto de la certificación extranjera se extienden al 
examen de la competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar 
en el ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con base legal 
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suficiente para ello, base, que en este caso no existe al no estar 
establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones 
normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Donostia (San Sebastián).

Resolución de 02 de Julio de 2014 (49ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el promotor hubiera cumplido los requisitos establecidos, título inscrito en 
el Registro Civil que después es anulado, residencia en el Sahara durante 
el plazo de vigencia del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni 
hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez años.

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor 
de simple presunción remitido a este centro en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el Ministerio Fiscal contra auto dictado por la 
encargada del Registro Civil de Córdoba.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Córdoba el 18 de 
abril de 2008, Don H. nacido el 9 de octubre de 1975 en H. (Sahara 
Occidental), solicitaba la consolidación de la nacionalidad española por 
haber nacido en el Sahara cuando era territorio sometido a la administración 
española y cumplir los requisitos establecidos en el artículo 18 del Código 
Civil. Adjuntaba los siguientes documentos: hoja declaratoria de datos 
para inscripción de nacimiento, fotocopias compulsadas de certificado de 
nacionalidad, certificado de nacimiento, certificado de concordancia de 
nombres, certificado de paternidad y certificado de residencia expedidos 
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por la República Árabe Saharaui Democrática y fotocopia compulsada de 
DNI bilingüe correspondiente a Doña E. madre del interesado. 

2.- Ratificado el promotor y previo informe favorable del Ministerio Fiscal, 
la encargada del Registro Civil de Córdoba dictó auto el 13 de mayo de 
2008 reconociendo nacionalidad española de origen por consolidación a 
Don H. y ordenando que se practique la correspondiente inscripción de 
nacimiento del interesado.

3.- Notificada la resolución, el Ministerio Fiscal interpuso recurso de 
apelación el 30 de mayo de 2008 ante la Dirección General de los 
Registros y del Notariado solicitando la declaración mediante anotación 
marginal en la inscripción de nacimiento del interesado de que la 
consolidación de la nacionalidad española lo es con valor de simple 
presunción. Manifestaba asimismo, que la competencia para la práctica 
de la inscripción de nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en 
el que ocurrió el mismo y que en el caso de los nacidos en el territorio del 
Sahara es el Registro Civil Central.

4.- La interposición del recurso fue notificada al solicitante a fin de que 
formulase alegaciones en un plazo de cinco días, habiendo sido devuelta 
la citación remitida con acuse de recibo por no retirarla el interesado. Ante 
la imposibilidad de practicar la notificación del recurso planteado por el 
Ministerio Fiscal en el domicilio obrante en el expediente, se procedió a la 
notificación por medio de Edictos en el Tablón de Anuncios del Registro 
Civil de Córdoba, por un plazo de cinco días hábiles, no habiéndose 
producido alegación o denuncia de impedimento en su contra. 

5.- La encargada del Registro Civil de Córdoba, a la vista de la 
documentación aportada, de las resoluciones de la DGRN (entre otras de 
22 de febrero de 2008 y 16 de noviembre de 2007…), la Ley de Registro 
Civil y su Reglamento, se adhirió al informe de recurso del Ministerio 
Fiscal y remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil (CC.); 96 de la Ley del Registro 
Civil (LRC); 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 
40/1975, de 19 de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las 
sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, 20 de 
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noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro 
directivo de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las 
Resoluciones, entre otras, de 22-5ª de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de 
enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de mayo, 11-1ª de 
junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 
29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre 
de 2008; 15-3ª y 16-1ª de enero de 2009. 

II.- Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite 
del recurso presentado toda vez que el Ministerio Fiscal, que actúa como 
recurrente, había informado favorablemente la pretensión del interesado 
al evacuar el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. 
Conforme a la doctrina sentada por nuestra Resolución de 11 de mayo de 
1996, procede admitir el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal, a 
pesar de su anterior dictamen favorable, atendiendo al principio de 
legalidad y al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser 
apreciadas de oficio, de las normas sobre competencia de los órganos 
registrales; normas, como se verá, infringidas por el auto apelado. 

III.- El interesado, mediante escrito de fecha 18 de abril de 2008, solicitó 
ante el Registro Civil de Córdoba la consolidación de la nacionalidad 
española, al haber nacido en 1975 en H. (Sáhara Occidental) y cumplir los 
requisitos establecidos. La juez encargada del Registro Civil de Córdoba 
dictó el auto antes citado declarando dicha nacionalidad de origen por 
consolidación. Este auto constituye el objeto del presente recurso. Según 
el artículo 18 del Código Civil, la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un 
título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. La vía registral 
para comprobar esta consolidación es el expediente de declaración de la 
nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. art. 96-2º LRC 
y 338 RRC). Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual 
resulta competente en materia de expedientes el encargado del Registro 
Civil en que deba inscribirse la resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), 
en relación con los específicos expedientes para declaraciones con valor 
de simple presunción la competencia corresponde al encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de 
competencia lo es tanto para instruir como para resolver el expediente, 
conforme a lo previsto por el artículo 342 del RRC en la redacción dada 
por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986.
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IV.- Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al 
igual que ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha 
infracción implica la nulidad de lo actuado, nulidad que puede ser 
declarada por la Dirección General de los Registros y del Notariado 
cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha 
nulidad se desprende de la aplicación de las normas de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil en materia de competencia territorial y de fuero 
personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 de enero), 
la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que 
contiene un llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria.

En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio 
del interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro 
Civil de Córdoba dado que ninguna prueba o dato existe en las actuaciones 
de las que se desprenda este imprescindible requisito de procedibilidad. 
Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del 
Registro Civil en general y por el artículo 355 del RRC en particular, se 
encuentra definido en el artículo 40 del Código Civil, conforme al cual “el 
domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, esto 
es, el lugar en que la persona vive con cierta permanencia y el que se 
presume para el futuro. La prueba de la residencia habitual constitutiva 
del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que alguna norma especial 
exija una modalidad de prueba determinada o exima de pruebas 
complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo 
que sucede en el ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el 
artículo 336 nº 3 RRC dispone que “el domicilio de los apátridas se 
acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el artículo 
68 párrafo tercero del mismo reglamento, por su parte, a los efectos de 
aplicar la previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC, establece que 
el domicilio del progenitor o progenitores legalmente conocidos se 
justificará “por exhibición de los documentos nacionales de identidad 
oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”.

En consecuencia, opera la regla general en el ámbito civil de que la 
residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier medio admitido 
en derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su 
caso, a los tribunales la valoración libre de los datos que hayan sido 
aportados y circunstancias acreditadas, como, por ejemplo, tener en el 
lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, 
censo electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes 
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policiales adversos, ausencia de visados o permisos de residencia – no 
de mera estancia - respecto de los extranjeros, etc. (vid. sentencias del 
Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de junio de 1952, 
entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio 
de los derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 CC.) puede 
fijarse arbitrariamente por los interesados dando lugar a supuestos de 
fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho de que la inscripción 
en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de 
tal declaración (cfr. art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). Por 
ello, el juez encargado puede y debe examinar de oficio su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse 
incompetente para la actuación registral instada cuando llegue a la 
convicción de la inexactitud del contenido del padrón municipal respecto 
de la persona que promueve expediente registral ante el registro civil cuya 
competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. En el presente caso, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de 
estabilidad y permanencia que cualifican el domicilio como residencia 
habitual respecto del interesado ni constan en el expediente los elementos 
valorativos en que se ha apoyado la juez encargada para apreciar su 
competencia.

V.- La regla especial de competencia en materia de expedientes sobre 
declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
comporta igualmente la necesidad de diferenciar entre la resolución del 
expediente y la anotación posterior de dicha resolución al margen de la 
inscripción de nacimiento del interesado en el caso de que no sean 
coincidentes ambos registros; de forma tal que la resolución adoptada por 
el encargado del registro civil del domicilio, una vez devenida firme, habrá 
de ser calificada por el encargado del registro civil del lugar del nacimiento. 
No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente caso en el que 
la propia juez encargada que dictó el auto recurrido ha practicado, 
basándose en el mismo, la inscripción de nacimiento del interesado, 
haciendo constar en el apartado de “observaciones” que “el inscrito goza 
de la nacionalidad española de origen”.

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia 
del Registro Civil de Córdoba para practicar la citada inscripción de 
nacimiento. En principio, conforme al artículo 16 nº 1 LRC, los nacimientos 
se inscriben en el registro municipal o consular del lugar en que acaecen, 
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o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero 
y tener el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el 
consular correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no 
obstante, a fin de defender la competencia del Registro Civil de Córdoba, la 
aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en su redacción dada por la 
Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las inscripciones de 
nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad 
española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, 
los interesados podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de 
juramento o promesa de fidelidad al Rey y obediencia a la Constitución y a las 
Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento en el Registro Civil 
Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el oportuno 
expediente registral”. Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, 
como puso de manifiesto la Instrucción de este centro directivo de 28 de 
febrero de 2006, la aplicación del trascrito apartado 4 del artículo 16 de la ley 
queda condicionada a un doble requisito: por un lado, que la causa o título de 
la adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa 
de adquisición de la nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del 
juramento o promesa de fidelidad al Rey y de obediencia a la Constitución y 
a las leyes (cfr. art. 23, a CC.), exigencia que se desprende implícitamente del 
hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente el 
momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en el 
Registro Civil municipal. Requisito éste que no concurre en los expedientes 
de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación, por lo que en el caso objeto del presente recurso debe 
entenderse extendida la inscripción en registro incompetente, incurriendo así 
en el defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC.

VI.- Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de 
una declaración de nacionalidad española hecha en expediente por 
órgano registral incompetente (cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe 
dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose respetado las reglas de la 
competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la materia, 
esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del 
artículo 18 del Código Civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con 
la doctrina consolidada y reiteradísima de este centro directivo en relación 
con la cuestión planteada.

Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
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súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de ese 
territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que se 
desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque 
sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en 
ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el 
plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así 
resulta también de la diferenciación de «territorios» puesto de relieve, con 
rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del 
Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias sobre el 
territorio no autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado 
sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con 
analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional». Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural 
del Sahara la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 
decidió que el actor había consolidado la nacionalidad española. Pero la 
doctrina de esta sentencia no es de aplicación al caso presente pues hay 
diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en la 
sentencia y el ahora planteado. En el caso presente el interesado no ha 
acreditado que cuando estuvo en vigor el citado Decreto de 1976 estuviese 
imposibilitado de facto para optar a la nacionalidad española por haber 
permanecido en los territorios ocupados. Las más recientes sentencias del 
Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre de 2007 y de 18 de julio de 
2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de apátridas no 
hacen sino reforzar las conclusiones anteriores.

VII.- Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del 
camino adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple 
presunción y la inscripción practicada. Es desde esta perspectiva desde la 
que debe entenderse la petición del Ministerio Fiscal vertida en su escrito 
de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal 
declaración presuntiva habría de reflejarse registralmente mediante una 
anotación marginal a la inscripción de nacimiento, anotación para la cual 
sólo sería competente el Registro Civil Central.

La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene 
como efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le 
declara, puesto que invierte la carga de la prueba, que corresponderá al 
que discuta la declaración y, en este sentido, en tanto no se destruya la 
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presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva. En 
efecto, si bien es cierto, como puso de manifiesto este centro directivo en su 
Circular de 22 de Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del 
estado civil de nacional español, en los casos de adquisición originaria 
basada en la principio del “ius sanguinis”, solo puede proporcionarla la 
sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener 
la declaración de que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 
LRC) en virtud de un expediente gubernativo. El hecho de que, según esta 
legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga valor de “simple 
presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la 
eficacia de tales declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están 
investidas del valor propio de las presunciones “iuris tantum” que, como 
tales, dispensan como ya se ha dicho de toda prueba a los favorecidos por 
la presunción mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta “infra”, 
por otro expediente registral tramitado con tal finalidad.

Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de 
actuaciones, una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente 
registral, por la vía del artículo 240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el ámbito del Registro 
Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la 
legislación del Registro Civil permite alcanzar el resultado pretendido. Es 
un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 
94 RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el 
Registro Civil y la realidad extrarregistral. En desarrollo de este principio 
se ha indicado repetidamente por la doctrina de este centro directivo que, 
mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en el 
ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo 
que es posible reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso 
ha de ser posible que, de oficio o por iniciativa del Ministerio Fiscal o de 
cualquier interesado o autoridad con competencias conexas con la materia 
y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de nuevo 
expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados 
les corresponde o no les corresponde la nacionalidad española. 

VIII.- La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser 
negativa, ha de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la 
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anotación preventiva practicada. No es obstáculo para ello que, con arreglo 
al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo las excepciones previstas 
en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan rectificarse 
por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las “anotaciones”, en 
congruencia con su menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. 
arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un principio distinto. En efecto, el artículo 147 
del Reglamento del Registro Civil establece una regla de aplicación 
preferente, permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y 
canceladas en virtud de expediente gubernativo en que se acredite la 
inexactitud, en todo caso con notificación formal a los interesados o sus 
representantes legales como exige imperativamente el párrafo primero del 
artículo 349 RRC. Tampoco puede erigirse en obstáculo para la aplicación 
de estas previsiones normativas el hecho de que, irregularmente, en el 
caso a que se refiere el presente recurso la declaración de la nacionalidad 
española se haya reflejado tabularmente por medio de su constancia en el 
apartado de “observaciones” de la inscripción de nacimiento en lugar de en 
el correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. art. 96 in fine LRC), 
pues siendo éste el tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto 
jurídico consignado, a la misma se han de ajustar los mecanismos registrales 
previstos legalmente para su corrección.

En consecuencia, la inscripción de nacimiento del interesado en el 
Registro Civil de Córdoba supuso la extensión de un asiento sobre un 
hecho, -el nacimiento- acaecido en el extranjero y que no afectaba a un 
ciudadano español, de modo que el mismo no debió practicarse en su 
momento porque los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. Esta es la conclusión que se 
desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque 
sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en 
ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en 
el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. 
Y en este sentido, además de la infracción de las reglas de competencia 
antes apuntadas, debe recordarse que el solicitante no ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976 estuviese imposibilitado de 
facto para optar a la nacionalidad española por haber permanecido en los 
territorios ocupados. Por lo cual, procede la supresión y cancelación del 
asiento mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC 
y 297-3º RRC) que, en aras del principio de concordancia entre el Registro 
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Civil y la realidad, puede y debe promoverse de oficio por este centro 
directivo instando la correspondiente intervención del ministerio fiscal.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: 

1º. Estimar el recurso interpuesto.

2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento 
del interesado practicada con la mención de su nacionalidad española.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Córdoba.

Resolución de 02 de Julio de 2014 (50ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el promotor hubiera cumplido los requisitos establecidos, título inscrito en 
el Registro Civil que después es anulado, residencia en el Sahara durante 
el plazo de vigencia del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni 
hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez años.

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor 
de simple presunción remitido a este centro en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el Ministerio Fiscal contra auto dictado por la 
encargada del Registro Civil de Córdoba.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Córdoba el 15 de 
abril de 2008, Doña F. nacida el 4 de marzo de 1967 en El A. (Sahara 
Occidental), solicitaba la consolidación de la nacionalidad española por 
haber nacido en el Sahara cuando era territorio sometido a la administración 
española y cumplir los requisitos establecidos en el artículo 18 del Código 
Civil. Adjuntaba los siguientes documentos: hoja declaratoria de datos 
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para inscripción de nacimiento, fotocopia compulsada de pasaporte 
marroquí, fotocopia compulsada de certificado de concordancia de 
nombres expedido por la Delegación del Frente Polisario en Canarias y 
fotocopias compulsadas de certificación de nacimiento expedida por el 
Juzgado Cheránico de Aaiún (Sahara) y de certificación de familia 
expedida por el Registro Civil de Aaiún (Sáhara).

2.- Ratificado el promotor y previo informe favorable del ministerio fiscal, la 
encargada del Registro Civil de Córdoba dictó auto el 12 de mayo de 2008 
reconociendo nacionalidad española de origen por consolidación a Doña F. 
y ordenando que se practique la correspondiente inscripción de nacimiento.

3.- Notificada la resolución, el ministerio fiscal interpuso recurso de 
apelación el 30 de mayo de 2008 ante la Dirección General de los 
Registros y del Notariado solicitando la declaración mediante anotación 
marginal en la inscripción de nacimiento del interesado de que la 
consolidación de la nacionalidad española lo es con valor de simple 
presunción. Manifestaba asimismo, que la competencia para la práctica 
de la inscripción de nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en 
el que ocurrió el mismo y que en el caso de los nacidos en el territorio del 
Sahara es el Registro Civil Central.

4.- La interposición del recurso fue notificada a la solicitante a fin de que 
formule alegaciones en un plazo de cinco días, habiendo sido devuelta la 
citación remitida con acuse de recibo por no retirarla la interesada. Ante la 
imposibilidad de practicar la notificación del recurso planteado por el 
Ministerio Fiscal en el domicilio obrante en el expediente, se procedió a la 
notificación por medio de Edictos en el Tablón de Anuncios del Registro Civil 
de Córdoba, por un plazo de cinco días hábiles, no habiéndose producido 
alegación o denuncia de impedimento en su contra. La encargada del 
Registro Civil de Córdoba, a la vista de la documentación aportada, de las 
resoluciones de la DGRN (entre otras de 22 de febrero de 2008 y 16 de 
noviembre de 2007...), la Ley de Registro Civil y su Reglamento, se adhirió 
al informe de recurso del Ministerio Fiscal y remitió el expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil (Ce); 96 de la Ley del Registro 
Civil (LRC); 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 
40/1975, de 19 de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las 
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sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, 20 de 
noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro 
directivo de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las 
Resoluciones, entre otras, de 22-5a de diciembre de 2006; 12-3a y 4a de 
enero, 10 de febrero, 5-2a de marzo, 21 de abril, 21-6a de mayo, 11-1a de 
junio, 20-2a de diciembre de 2007; 3-1a, 28-1a y 29-3a de enero, 22-5a y 
29-6a de febrero, 3-2a y 4a de marzo, 20-8a de noviembre, 10 de 
diciembre de 2008; 15-3a y 16-1a de enero de 2009.

II.- Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite 
del recurso presentado toda vez que el Ministerio Fiscal, que actúa como 
recurrente, había informado favorablemente la pretensión del interesado 
al evacuar el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. 
Conforme a la doctrina sentada por nuestra Resolución de 11 de mayo de 
1996, procede admitir el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal, a 
pesar de su anterior dictamen favorable, atendiendo al principio de 
legalidad y al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser 
apreciadas de oficio, de las normas sobre competencia de los órganos 
regístrales; normas, como se verá, infringidas por el auto apelado.

III.- La interesada, mediante escrito de fecha 15 de abril de 2008, solicitó 
ante el Registro Civil de Córdoba la consolidación de la nacionalidad 
española, al haber nacido en 1967 en El A. (Sahara Occidental) y cumplir 
los requisitos establecidos. La juez encargada del Registro Civil de 
Córdoba dictó el auto antes citado declarando dicha nacionalidad de 
origen por consolidación. Este auto constituye el objeto del presente 
recurso. Según el artículo 18 del Código Civil, la nacionalidad española 
puede consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y 
sobre la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es 
anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es el 
expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción (cfr. art. 96-2° LRC y 338 RRC). Ahora bien, frente a la 
norma general conforme a la cual resulta competente en materia de 
expedientes el encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos 
expedientes para declaraciones con valor de simple presunción la 
competencia corresponde al encargado del Registro del domicilio del 
solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es tanto 
para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por 
el artículo 342 del RRC en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de 
agosto de 1986.
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IV.- Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al 
igual que ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha 
infracción implica la nulidad de lo actuado, nulidad que puede ser 
declarada por la Dirección General de los Registros y del Notariado 
cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha 
nulidad se desprende de la aplicación de las normas de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil en materia de competencia territorial y de fuero 
personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 de enero), 
la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que 
contiene un llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio 
de la interesada esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro 
Civil de Córdoba dado que ninguna prueba o dato existe en las actuaciones 
de las que se desprenda este imprescindible requisito de procedibilidad. 
Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del 
Registro Civil en general y por el artículo 355 del RRC en particular, se 
encuentra definido en el artículo 40 del Código Civil, conforme al cual “el 
domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, esto 
es, el lugar en que la persona vive con cierta permanencia y el que se 
presume para el futuro. La prueba de la residencia habitual constitutiva 
del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que alguna norma especial 
exija una modalidad de prueba determinada o exima de pruebas 
complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo 
que sucede en el ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el 
artículo 336 n° 3 RRC dispone que “el domicilio de los apátridas se 
acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el artículo 
68 párrafo tercero del mismo reglamento, por su parte, a los efectos de 
aplicar la previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC, establece que 
el domicilio del progenitor o progenitores legalmente conocidos se 
justificará “por exhibición de los documentos nacionales de identidad 
oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”.

En consecuencia, opera la regla general en el ámbito civil de que la 
residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier medio admitido 
en derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su 
caso, a los tribunales la valoración libre de los datos que hayan sido 
aportados y circunstancias acreditadas, como, por ejemplo, tener en el 
lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, 
censo electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes 
policiales adversos, ausencia de visados o permisos de residencia - no de 
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mera estancia - respecto de los extranjeros, etc. (vid. sentencias del 
Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de junio de 1952, 
entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio 
de los derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 Ce.) puede 
fijarse arbitrariamente por los interesados dando lugar a supuestos de 
fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho de que la inscripción 
en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de 
tal declaración (cfr. art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). Por 
ello, el juez encargado puede y debe examinar de oficio su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse 
incompetente para la actuación registral instada cuando llegue a la 
convicción de la inexactitud del contenido del padrón municipal respecto 
de la persona que promueve expediente registral ante el registro civil cuya 
competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. En el presente caso, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de 
estabilidad y permanencia que cualifican el domicilio como residencia 
habitual respecto del interesado ni constan en el expediente los elementos 
valorativos en que se ha apoyado la juez encargada para apreciar su 
competencia.

V.- La regla especial de competencia en materia de expedientes sobre 
declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
comporta igualmente la necesidad de diferenciar entre la resolución del 
expediente y la anotación posterior de dicha resolución al margen de la 
inscripción de nacimiento del interesado en el caso de que no sean 
coincidentes ambos registros; de forma tal que la resolución adoptada por 
el encargado del registro civil del domicilio, una vez devenida firme, habrá 
de ser calificada por el encargado del registro civil del lugar del nacimiento. 
No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente caso en el que 
la propia juez encargada que dictó el auto recurrido ha practicado, 
basándose en el mismo, la inscripción de nacimiento del interesado, 
haciendo constar en el apartado de “observaciones” que “el inscrito goza 
de la nacionalidad española de origen”.

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia 
del Registro Civil de Córdoba para practicar la citada inscripción de 
nacimiento. En principio, conforme al artículo 16 n° 1 LRC, los nacimientos 
se inscriben en el registro municipal o consular del lugar en que acaecen, 
o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el 
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extranjero y tener el promotor su domicilio en España y después, por 
traslado, en el consular correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría 
invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la competencia del Registro 
Civil de Córdoba, la aplicabilidad al caso del n° 4 del artículo 16 LRC, en 
su redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la 
cual “en las inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la 
adquisición de la nacionalidad española por ciudadanos cuyo lugar de 
nacimiento sea un país extranjero, los interesados podrán solicitar, en el 
momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la 
inscripción de nacimiento en el Registro Civil Municipal correspondiente al 
domicilio en el que se haya instruido el oportuno expediente registra!”. Sin 
embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de 
manifiesto la Instrucción de este centro directivo de 28 de febrero de 2006, 
la aplicación del trascrito apartado 4 del artículo 16 de la ley queda 
condicionada a un doble requisito: por un lado, que la causa o título de la 
adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la 
causa de adquisición de la nacionalidad esté sometida a la exigencia legal 
del juramento o promesa de fidelidad al Rey y de obediencia a la 
Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a Ce), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del 
acta correspondiente el momento procesal oportuno para formular la 
solicitud de inscripción en el Registro Civil municipal. Requisito éste que 
no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso 
objeto del presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en 
registro incompetente, incurriendo así en el defecto formal previsto en el 
número 1 del artículo 298 RRC.

VI.- Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de 
una declaración de nacionalidad española hecha en expediente por 
órgano registral incompetente (cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe 
dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose respetado las reglas de la 
competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la materia, 
esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del 
artículo 18 del Código Civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con 
la doctrina consolidada y reiteradísima de este centro directivo en relación 
con la cuestión planteada.
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Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste 
era posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino 
sólo súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, 
por más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España 
de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el 
que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de «territorios» 
puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 
de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado 
Español ha venido ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de 
competencias sobre el territorio no autónomo del Sahara, que durante 
algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su administración 
a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- 
ha formado parte del territorio nacional». Es cierto que para un supuesto 
excepcional respecto de un natural del Sahara la Sentencia del Tribunal 
Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había consolidado 
la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de 
aplicación al caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el 
supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora planteado. En el 
caso presente el interesado no ha acreditado que cuando estuvo en vigor 
el citado Decreto de 1976 estuviese imposibilitado de facto para optar a la 
nacionalidad española por haber permanecido en los territorios ocupados. 
Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3a) de 20 de 
noviembre de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis 
recurrentes el estatuto de apátridas no hacen sino reforzar las conclusiones 
anteriores.

VII- Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del 
camino adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple 
presunción y la inscripción practicada. Es desde esta perspectiva desde la 
que debe entenderse la petición del Ministerio Fiscal vertida en su escrito 
de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal 
declaración presuntiva habría de reflejarse registralmente mediante una 
anotación marginal a la inscripción de nacimiento, anotación para la cual 
sólo sería competente el Registro Civil Central. La declaración de la 
nacionalidad con valor de simple presunción tiene como efecto excusar 
de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que 
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invierte la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la 
declaración y, en este sentido, en tanto no se destruya la presunción debe 
tenerse dicha declaración como si fuese definitiva. En efecto, si bien es 
cierto, como puso de manifiesto este centro directivo en su Circular de 22 
de Mayo de 1975, epígrafe Vil, que la prueba definitiva del estado civil de 
nacional español, en los casos de adquisición originaria basada en la 
principio del “ius sanguinis”, solo puede proporcionarla la sentencia firme 
recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la legislación del 
Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración 
de que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 n° 2 LRC) en virtud 
de un expediente gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la 
declaración sobre nacionalidad tenga valor de “simple presunción” y deba 
ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la inscripción de 
nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del 
valor propio de las presunciones “iuris tantum” que, como tales, dispensan 
como ya se ha dicho de toda prueba a los favorecidos por la presunción 
mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 LEC), prueba 
en contrario que podrá estar integrada, como resulta “infra”, por otro 
expediente registral tramitado con tal finalidad.

Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de 
actuaciones, una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente 
registral, por la vía del artículo 240 n° 2 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el ámbito del Registro 
Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la 
legislación del Registro Civil permite alcanzar el resultado pretendido. Es 
un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 
94 RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el 
Registro Civil y la realidad extrarregistral. En desarrollo de este principio 
se ha indicado repetidamente por la doctrina de este centro directivo que, 
mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en el 
ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo 
que es posible reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso 
ha de ser posible que, de oficio o por iniciativa del Ministerio Fiscal o de 
cualquier interesado o autoridad con competencias conexas con la materia 
y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de nuevo 
expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados 
les corresponde o no les corresponde la nacionalidad española.
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VIII.- La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser 
negativa, ha de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la 
anotación preventiva practicada. No es obstáculo para ello que, con 
arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo las excepciones 
previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las 
“anotaciones”, en congruencia con su menor eficacia y su valor meramente 
informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un principio distinto. En 
efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan 
ser rectificadas y canceladas en virtud de expediente gubernativo en que 
se acredite la inexactitud, en todo caso con notificación formal a los 
interesados o sus representantes legales como exige imperativamente el 
párrafo primero del artículo 349 RRC. Tampoco puede erigirse en 
obstáculo para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de 
que, irregularmente, en el caso a que se refiere el presente recurso la 
declaración de la nacionalidad española se haya reflejado tabularmente 
por medio de su constancia en el apartado de “observaciones” de la 
inscripción de nacimiento en lugar de en el correspondiente asiento de 
anotación marginal (cfr. art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de 
asiento correspondiente a la naturaleza del acto jurídico consignado, a la 
misma se han de ajustar los mecanismos regístrales previstos legalmente 
para su corrección.

En consecuencia, la inscripción de nacimiento de la interesada en el 
Registro Civil de Córdoba supuso la extensión de un asiento sobre un 
hecho, -el nacimiento- acaecido en el extranjero y que no afectaba a un 
ciudadano español, de modo que el mismo no debió practicarse en su 
momento porque los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. Esta es la conclusión que se 
desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque 
sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en 
ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en 
el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. 
Y en este sentido, además de la infracción de las reglas de competencia 
antes apuntadas, debe recordarse que el solicitante no ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976 estuviese imposibilitado de 
facto para optar a la nacionalidad española por haber permanecido en los 
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territorios ocupados. Por lo cual, procede la supresión y cancelación del 
asiento mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2° LRC 
y 297-3° RRC) que, en aras del principio de concordancia entre el Registro 
Civil y la realidad, puede y debe promoverse de oficio por este centro 
directivo instando la correspondiente intervención del ministerio fiscal.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: 

1°. Estimar el recurso interpuesto.

2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento 
de la interesada practicada con la mención de su nacionalidad española.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Córdoba.

Resolución de 02 de Julio de 2014 (51ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
la promotora hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia 
del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera poseído y 
utilizado la nacionalidad durante diez años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por la promotora, contra auto dictado por la 
Encargada del Registro Civil de Aranda de Duero (Burgos).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Aranda de Duero 
(Burgos) el 2 de septiembre de 2009, Doña J. nacida en B. (Sahara) en el 
año 1959 solicitaba el reconocimiento de la nacionalidad española por 
haber nacido y vivido en el Sahara cuando éste era territorio sometido a 
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administración española. Adjuntaba, entre otros, fotocopia de los 
siguientes documentos: pasaporte argelino; certificado de 
empadronamiento del Ayuntamiento de Aranda de Duero (Burgos) de 
fecha 22/12/2008; DNI bilingüe de Don M. y Doña F. padres de la 
interesada, así como certificación del Ministerio del Interior indicando que 
dichos documentos en la actualidad y de conformidad con la legislación 
vigente, carecen de validez; recibo MINURSO; DNI de la interesada, 
certificado de ciudadanía, certificado de residencia, certificado de 
nacimiento, certificado de nacionalidad, certificado de paternidad, 
certificado de defunción del padre de la interesada y certificado de 
antecedentes penales expedidos por la República Árabe Saharaui 
Democrática y certificado negativo de inscripción en los Libros Cheránicos. 

2.- Ratificado la interesada, el Ministerio Fiscal emitió informe indicando 
que no se oponía a la adquisición de la nacionalidad española de la menor 
a la vista del contenido del expediente y conforme a lo dispuesto en el artº 
17.1.c) del Código Civil, dictándose Auto por la Encargada del Registro 
Civil de Aranda de Duero (Burgos) en fecha 05 de febrero de 2010 
denegando la nacionalidad española con valor de simple presunción por 
considerar que no podía deducirse la aplicación del artículo 18 CC. al no 
encontrarse acreditada la utilización de la nacionalidad española durante 
diez años con buena fe y basada en un título inscrito en el Registro Civil 
español, y tampoco se acreditaba, para la obtención de la adquisición, por 
simple presunción, la nacionalidad de los progenitores, por lo que no se 
reunían los requisitos de la Ley para la adquisición de la nacionalidad 
española por simple presunción. 

3.- Notificada la resolución, el solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado solicitando se declare con valor 
de simple presunción la nacionalidad española de origen de Doña J. en 
aplicación del artº 18 del CC. 

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste emitió informe 
considerando conforme a derecho el recurso interpuesto, toda vez que a 
la vista del mismo, consistente en una reiteración de lo ya manifestado en 
la solicitud inicial, no se aportó ninguna nueva documentación, un nuevo 
análisis del contenido del expediente y de las argumentaciones esgrimidas 
en el presente supuesto; tras lo cual la Encargada del Registro Civil de 
Aranda de Duero remitió el expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para la resolución del recurso, indicando que 
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debía confirmarse la resolución impugnada por los mismos hechos y 
fundamentos jurídicos, al considerarse dictada con arreglo a Derecho. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 y 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro 
Civil; 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 
de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.

II.- La promotora, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Aranda de Duero (Burgos) solicitó la declaración de su nacionalidad 
española con valor de simple presunción por haber nacido en 1959 en el 
territorio del Sahara y cumplir los requisitos establecidos en el artículo 18 
CC. La Encargada del Registro Civil de Aranda de Duero (Burgos) registro 
dictó auto denegando la petición de la interesada, siendo dicho auto el 
que constituye el objeto del presente recurso.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
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española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
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abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente la interesada no ha acreditado que cuando 
estuvo en vigor el Decreto de 1976, estuviese imposibilitado para optar en 
su nombre a la nacionalidad española por haber permanecido en los 
territorios ocupados, lo que requiere pruebas fehacientes. De otro lado, no 
está probada a través de la documentación la posesión de la nacionalidad 
española en los términos y duración que establece el artículo 18 CC., en 
el que se indica que la nacionalidad española puede consolidarse si se 
posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título 
inscrito en el Registro Civil que después es anulado. En lo referente a la 
aplicación del artículo 17.1.c del Código Civil, según su redacción de 
1990, no es aplicable al caso por no ser la redacción vigente en la fecha 
de nacimiento del promotor. Aparte de ello, la documentación que aporta 
expedida por autoridades de la denominada República Árabe Saharaui 
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Democrática no ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción 
por la ley española. 

Al respecto ha de tenerse en cuenta que las competencias de calificación 
del encargado respecto de la certificación extranjera se extienden al 
examen de la competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar 
en el ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con base legal 
suficiente para ello, base que en este caso no existe al no estar 
establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones 
normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Aranda de Duero (Burgos).

Resolución de 02 de Julio de 2014 (53ª)
III.2.1  Consolidación de nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el interesado hubiera residido en el Sáhara durante el plazo de vigencia 
del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni que haya poseído y 
utilizado la nacionalidad española durante diez años.

En el expediente sobre declaración de nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este centro en trámite de recurso por virtud 
del entablado por el interesado contra auto dictado por el encargado del 
Registro Civil de Irún (Gipuzkoa).

HECHOS

1.- Mediante comparecencia en el Registro Civil de Irún el 16 de julio de 
2010, el Sr. A. solicitaba la declaración de su nacionalidad española con 
valor de simple presunción por haber nacido en S. (Sáhara Occidental) en 
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1957 y no haber podido optar en virtud del Real Decreto 2258/1976, de 10 
de agosto, por encontrarse residiendo en las zonas ocupadas mientras 
dicha norma estuvo en vigor. Adjuntaba los siguientes documentos: recibo 
de la Misión de las Naciones Unidas para el Referéndum del Sáhara 
Occidental, certificaciones marroquíes de nacimiento del interesado en S. 
en 1957, de concordancia de nombres y de ausencia de antecedentes 
penales, certificado de residencia en las zonas ocupadas del Sáhara 
desde 1975 hasta 2007 expedido por la Delegación del Frente Polisario 
en Euskadi, certificado de empadronamiento, certificado de estudios del 
colegio La Paz de la Misión Cultural Española en Aaiún, pasaporte 
marroquí y certificado del Ministerio del Interior de expedición de DNI al 
interesado en 1974, actualmente carente de validez.

2.- Ratificado el interesado y previo informe favorable del ministerio fiscal, 
el encargado del registro dictó auto el 28 de septiembre de 2010 
denegando la pretensión por no cumplir los requisitos previstos para la 
consolidación por el artículo 18 del Código Civil y no resultar aplicable la 
doctrina contenida en la sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre 
de 1998. 

3.- Notificada la resolución, el interesado interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado alegando que sí reúne 
los requisitos necesarios para la consolidación. 

4.- Notificada la interposición del recurso al ministerio fiscal, interesó su 
desestimación. El encargado del Registro Civil de Irún remitió el expediente 
a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo (STS) de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, 
entre otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 
2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª 
de mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª 
de enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008; 25-3ª y 4ª de noviembre de 2008; 2-4ª de marzo y 
16-3ª de junio de 2009 y 22-3ª de marzo de 2010.
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II.- El interesado solicitó la declaración de nacionalidad española con valor 
de simple presunción por haber nacido en territorio del Sáhara Occidental 
en 1957 y no haber podido optar en virtud del RD 2258/1976, de 10 de 
agosto. El encargado del registro dictó auto denegando la procedencia de 
la solicitud. Dicho auto constituye el objeto del presente recurso.

III.- En primer lugar conviene aclarar que, si bien el interesado en su 
comparecencia inicial se refiere al artículo 17.1c) CC como fundamento 
de su solicitud, del conjunto de la documentación aportada, de la propia 
declaración del interesado recogida en dicha comparecencia y del 
contenido del escrito de recurso se desprende que, en realidad, la 
pretensión está basada en los presupuestos del artículo 18 CC.

IV.- Según el mencionado artículo, la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del registro civil del domicilio (art. 335 RRC).

V.- En principio, los nacidos en el territorio del Sáhara cuando este era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sáhara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

VI.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sáhara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sáhara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada a cabo en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del 
Sáhara en relación con el territorio metropolitano según el derecho 
internacional. En concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius 
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soli tiene el nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia 
con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”.

VII.- Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos 
antecedentes. La cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más 
debatidas y oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la 
naturaleza de su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en 
la doctrina científica una explicación sobre la distinción entre territorio 
metropolitano y territorio colonial. A tal dificultad se añade la actitud 
cambiante de la política colonial como consecuencia de lo mutable 
también de las relaciones internacionales, caracterización a la que no ha 
podido sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y 
que se hace patente a través de una legislación que sigue, como ha 
señalado el Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por 
tres etapas fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se 
consideraron simplemente colonias; b) vino luego la fase de 
provincialización durante la que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) 
por último, se entra en la fase de descolonización, que reviste la forma de 
independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de 
autodeterminación en el Sahara.

VIII.- Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la 
idea de equiparar aquel territorio del Sáhara, no obstante sus 
peculiaridades, con una «provincia» española y, por ello, se llegó a 
considerarlo como una extensión del territorio metropolitano, equiparación 
que ha dado pie a dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, 
consistente en el reconocimiento a la población saharaui de su condición 
de nacionales españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras 
normas, la Ley de 19 abril 1961 que estableció «las bases sobre las que 
debe asentarse el ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus 
regímenes municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer 
manifiesta la equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» 
y «españoles nativos». Es importante destacar que como manifestación 
de esta posición España negó inicialmente al Secretariado General de la 
ONU información sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959).

IX.- No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden 
jurídico público internacional y, especialmente, la doctrina sobre 
«descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, 
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Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre 
de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujo al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, 
a la diferenciación de «territorios», puesta finalmente de relieve con 
rotunda claridad por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» 
del Sáhara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias 
sobre el territorio no autónomo del Sáhara, que durante algunos años ha 
estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen 
peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado 
parte del territorio nacional».

X.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sáhara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En este caso el interesado no ha acreditado que cuando estuvo 
en vigor el real decreto de 1976 sus representantes legales -dada su 
minoría de edad en aquel momento- estuviesen imposibilitados de facto 
para optar a la nacionalidad española por haber permanecido en los 
territorios ocupados. Por otro lado, no consta el título inscrito en el Registro 
Civil y no está probada la posesión de la nacionalidad española en los 
términos y duración que establece el artículo 18 CC., siendo incluso el 
interesado titular de un pasaporte marroquí, circunstancias todas ellas 
que impiden acceder a la pretensión planteada. 

XI.- Finalmente, cabe decir que la documentación expedida por 
autoridades de la denominada República Árabe Saharaui Democrática no 
puede tenerse en cuenta porque no ofrece garantías análogas a las 
exigidas para la inscripción por la ley española (cfr. arts. 23 LRC y 85 
RRC). Las competencias de calificación del encargado del Registro Civil 
respecto de la certificación extranjera se extienden al examen de la 
competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio 
de cargo que le habilite para tal expedición con base legal suficiente para 
ello, base que en este caso no existe al no estar establecidos los órganos 
del Registro Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un 
ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido.
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Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Irún (Gipuzkoa).

Resolución de 02 de Julio de 2014 (55ª)
III.2.1  Consolidación de nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el interesado hubiera residido en el Sáhara durante el plazo de vigencia 
del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni que haya poseído y 
utilizado la nacionalidad española durante diez años.

En el expediente sobre declaración de nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este centro en trámite de recurso por virtud 
del entablado por el interesado contra auto dictado por el encargado del 
Registro Civil de Badajoz.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Badajoz el 24 de 
abril de 2009, el Sr. M-F. también conocido como M-F. S. solicitaba la 
declaración de su nacionalidad española con valor de simple presunción 
por haber nacido en A. en 1964, haber utilizado la nacionalidad española 
desde su nacimiento hasta 1976 y no haber podido optar en virtud del 
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, por encontrarse en territorio ocupado 
por Marruecos mientras estuvo en vigor. Adjuntaba los siguientes 
documentos: certificado de empadronamiento, certificados marroquíes de 
concordancia de nombre y de nacimiento, certificación de familia expedida 
por el Juzgado Cheránico de Aaiún en 1973, libro de familia expedido en 
1970, comunicación del Ministerio de Cultura de no haber encontrado 
antecedentes relativos al interesado en los Libros Cheránicos que se 
conservan en los fondos del Archivo General de la Administración, 
pasaporte marroquí, DNI de la madre expedido en los años setenta (la 
fecha exacta resulta ilegible), autorización de residencia permanente en 
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España y certificados de residencia en territorios ocupados por Marruecos, 
de concordancia de nombres y de nacionalidad saharaui expedidos por 
autoridades de la denominada República Árabe Saharaui Democrática.

2.- Previo informe desfavorable del ministerio fiscal, el encargado del 
registro dictó auto el 16 de noviembre de 2009 denegando la pretensión 
por no cumplir los requisitos previstos para la consolidación y no resultar 
aplicable al caso la doctrina de la sentencia del Tribunal Supremo de 28 
de octubre de 1998. 

3.- Notificada la resolución, el interesado interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado alegando que cumple 
las condiciones necesarias y aportando un certificado del consulado 
marroquí en Las Palmas de Gran Canaria según el cual el recurrente 
estuvo residiendo en A. desde 1976. 

4.- Notificada la interposición del recurso al ministerio fiscal, no presentó 
alegaciones. El encargado del Registro Civil de Badajoz remitió el 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para 
su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008; 25-3ª y 4ª de noviembre de 2008; 2-4ª de marzo y 
16-3ª de junio de 2009 y 22-3ª de marzo de 2010.

II.- El interesado solicitó la declaración de nacionalidad española con valor 
de simple presunción por vía de consolidación por haber nacido en 
territorio del Sáhara Occidental en 1964, haber poseído y utilizado la 
nacionalidad española hasta 1976 y no haber podido optar en virtud del 
Decreto 2258/1976 por encontrarse entonces en los territorios ocupados. 
El encargado del registro dictó auto denegando la procedencia de la 
solicitud. Dicho auto constituye el objeto del presente recurso.
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III.- Según el artículo 18 del Código Civil, la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del registro civil del domicilio (art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sáhara cuando este era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sáhara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sáhara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sáhara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada a cabo en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del 
Sáhara en relación con el territorio metropolitano según el derecho 
internacional. En concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius 
soli tiene el nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia 
con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”.

VI.- Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos 
antecedentes. La cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más 
debatidas y oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la 
naturaleza de su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en 
la doctrina científica una explicación sobre la distinción entre territorio 
metropolitano y territorio colonial. A tal dificultad se añade la actitud 
cambiante de la política colonial como consecuencia de lo mutable 
también de las relaciones internacionales, caracterización a la que no ha 
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podido sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y 
que se hace patente a través de una legislación que sigue, como ha 
señalado el Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por 
tres etapas fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se 
consideraron simplemente colonias; b) vino luego la fase de 
provincialización durante la que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) 
por último, se entra en la fase de descolonización, que reviste la forma de 
independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de 
autodeterminación en el Sahara.

VII.- Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la 
idea de equiparar aquel territorio del Sáhara, no obstante sus 
peculiaridades, con una «provincia» española y, por ello, se llegó a 
considerarlo como una extensión del territorio metropolitano, equiparación 
que ha dado pie a dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, 
consistente en el reconocimiento a la población saharaui de su condición 
de nacionales españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras 
normas, la Ley de 19 abril 1961 que estableció «las bases sobre las que 
debe asentarse el ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus 
regímenes municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer 
manifiesta la equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» 
y «españoles nativos». Es importante destacar que como manifestación 
de esta posición España negó inicialmente al Secretariado General de la 
ONU información sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959).

VIII.- No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden 
jurídico público internacional y, especialmente, la doctrina sobre 
«descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, 
Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre 
de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujo al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, 
a la diferenciación de «territorios», puesta finalmente de relieve con 
rotunda claridad por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» 
del Sáhara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias 
sobre el territorio no autónomo del Sáhara, que durante algunos años ha 
estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen 
peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado 
parte del territorio nacional».
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IX.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En este caso, si bien se aporta al expediente un documento 
marroquí (no legalizado, por otra parte) según el cual el interesado habría 
permanecido en los territorios ocupados durante el periodo de vigencia 
del Decreto de 1976, lo que demostraría que no estuvo de facto en 
condiciones de optar a la nacionalidad española al amparo de aquella 
disposición, no está sin embargo probada la posesión y utilización de 
dicha nacionalidad en los términos y duración que establece el artículo 18 
CC., en tanto que no consta el título inscrito en el Registro Civil ni está 
acreditada la utilización de la nacionalidad española durante diez años, 
circunstancias todas ellas que impiden acceder a la pretensión planteada. 

X.- Finalmente, cabe decir que la documentación expedida por autoridades 
de la denominada República Árabe Saharaui Democrática no ofrece 
garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española 
(cfr. arts. 23 LRC y 85 RRC). Ha de tenerse en cuenta que las competencias 
de calificación del encargado del Registro Civil respecto de la certificación 
extranjera se extienden al examen de la competencia y autoridad que la 
expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal 
expedición con base legal suficiente para ello, base que en este caso no 
existe al no estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de 
disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Badajoz.
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Resolución de 02 de Julio de 2014 (56ª)
III.2.1  Consolidación de nacionalidad española

1º.- No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita 
que el interesado hubiera residido en el Sáhara durante el plazo de 
vigencia del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni que haya 
poseído y utilizado la nacionalidad española durante diez años.

2º.- No es español iure soli, conforme al art. 17 del Código Civil, el nacido 
en el Sáhara Occidental en 1960.

En el expediente sobre declaración de nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este centro en trámite de recurso por virtud 
del entablado por el interesado contra auto dictado por la encargada del 
Registro Civil de Mérida (Badajoz).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Mérida el 16 de 
diciembre de 2009, el Sr. C-L. solicitaba la declaración de nacionalidad 
española con valor de simple presunción al amparo de los artículos 17 y 
18 del Código Civil por haber nacido en B-G. (Sáhara Occidental) en 1960 
y no haber podido optar en virtud del Real Decreto 2258/1976 por 
encontrarse en la zona ocupada por Marruecos mientras dicha norma 
estuvo en vigor. Adjuntaba los siguientes documentos: tarjeta de 
residencia, certificado de empadronamiento, comunicación del Ministerio 
de Cultura español de ausencia de antecedentes relativos al interesado 
en los Libros Cheránicos que se conservan en los fondos del Archivo 
General de la Administración, certificado marroquí de residencia en D. 
(antigua V-C) entre los años 1976 y 1978, certificados mauritanos de 
concordancia de nombre, de filiación y de nacimiento del solicitante en 
B-G. en 1960 de padres mauritanos, recibo de la Misión de las Naciones 
Unidas para el Referéndum del Sáhara Occidental, libro de familia, informe 
de vida laboral, DNI del progenitor, concesión de permiso de trabajo 
fechada en 1998 y contrato de trabajo registrado ese mismo año.

2.- Ratificado el promotor, se incorporó al expediente certificado del 
Ministerio del Interior acreditando su residencia legal en España desde 
1997 y la ausencia de antecedentes policiales. Previo informe desfavorable 
del ministerio fiscal, la encargada del registro dictó auto el 5 de febrero de 
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2010 denegando la pretensión por no reunir los requisitos necesarios para 
la consolidación y no ser de aplicación al caso la doctrina contenida en la 
sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998. 

3.- Notificada la resolución, se interpuso recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado alegando el interesado que se han 
acreditado los requisitos previstos en el Código Civil para la declaración 
de nacionalidad con valor de simple presunción.

4.- Notificada la interposición del recurso al ministerio fiscal, interesó su 
desestimación. La encargada del Registro Civil de Mérida se ratificó en la 
decisión adoptada y remitió el expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 y 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro 
Civil; 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 
de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008; 25-3ª y 4ª de noviembre de 2008; 2-4ª de marzo y 
16-3ª de junio de 2009 y 22-3ª de marzo de 2010.

II.- El interesado solicitó la declaración de nacionalidad española con valor 
de simple presunción por haber nacido en territorio del Sáhara Occidental 
en 1960 y no haber podido optar en virtud del Decreto 2258/1976 mientras 
dicha norma estuvo en vigor. La encargada del registro dictó auto 
denegando la pretensión, resolución que fue recurrida por el promotor.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil, la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del registro civil del domicilio (art. 335 RRC).
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IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sáhara cuando este era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que se 
desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque 
sólo así cobra sentido que a los naturales del Sáhara se les concediera en 
ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el 
plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sáhara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sáhara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada a cabo en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del 
Sáhara en relación con el territorio metropolitano según el derecho 
internacional. En concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius 
soli tiene el nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia 
con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”.

VI.- Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos 
antecedentes. La cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más 
debatidas y oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la 
naturaleza de su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en 
la doctrina científica una explicación sobre la distinción entre territorio 
metropolitano y territorio colonial. A tal dificultad se añade la actitud 
cambiante de la política colonial como consecuencia de lo mutable 
también de las relaciones internacionales, caracterización a la que no ha 
podido sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y 
que se hace patente a través de una legislación que sigue, como ha 
señalado el Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por 
tres etapas fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se 
consideraron simplemente colonias; b) vino luego la fase de 
provincialización durante la que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) 
por último, se entra en la fase de descolonización, que reviste la forma de 
independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de 
autodeterminación en el Sahara.
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VII.- Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la 
idea de equiparar aquel territorio del Sáhara, no obstante sus 
peculiaridades, con una «provincia» española y, por ello, se llegó a 
considerarlo como una extensión del territorio metropolitano, equiparación 
que ha dado pie a dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, 
consistente en el reconocimiento a la población saharaui de su condición 
de nacionales españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras 
normas, la Ley de 19 abril 1961 que estableció «las bases sobre las que 
debe asentarse el ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus 
regímenes municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer 
manifiesta la equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» 
y «españoles nativos». Es importante destacar que como manifestación 
de esta posición España negó inicialmente al Secretariado General de la 
ONU información sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959).

VIII.- No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden 
jurídico público internacional y, especialmente, la doctrina sobre 
«descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, 
Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre 
de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujo al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, 
a la diferenciación de «territorios», puesta finalmente de relieve con 
rotunda claridad por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» 
del Sáhara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias 
sobre el territorio no autónomo del Sáhara, que durante algunos años ha 
estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen 
peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado 
parte del territorio nacional».

IX.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En este caso, si bien se aporta al expediente un documento 
marroquí (no legalizado, por otra parte) según el cual el interesado habría 
permanecido en los territorios ocupados durante el periodo de vigencia 
del Decreto de 1976, lo que demostraría que sus representantes legales 
–por ser entonces menor de edad- no estuvieron de facto en condiciones 
de optar a la nacionalidad española en su nombre al amparo de aquella 
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disposición, no está sin embargo probada la posesión y utilización de 
dicha nacionalidad en los términos y duración que establece el artículo 18 
CC., en tanto que no consta el título inscrito en el Registro Civil ni está 
acreditada la utilización de la nacionalidad española durante diez años, 
circunstancias todas ellas que impiden acceder a la pretensión planteada. 

X.- En cuanto a la posibilidad de obtener la declaración de nacionalidad con 
valor de simple presunción al amparo del artículo 17 CC., la Ley 51/1982, 
de 13 de julio, introdujo un nuevo criterio de atribución de la nacionalidad 
española que se mantiene después de la reforma operada por la Ley 
18/1990, de 17 de diciembre, de manera que, según el artículo 17.1c) CC., 
son españoles de origen “los nacidos en España de padres extranjeros, si 
ambos carecieren de nacionalidad o si la legislación de ninguno de ellos 
atribuye al hijo una nacionalidad”. Aclarada ya en los fundamentos anteriores 
la cuestión relativa al territorio, según la certificación de nacimiento 
mauritana aportada, resulta, además, que el recurrente nació de padres 
mauritanos y tiene atribuida a su vez dicha nacionalidad.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Mérida (Badajoz).

Resolución de 02 de Julio de 2014 (64ª)
III.2.1  Consolidación de nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el interesado hubiera residido en el Sáhara durante el plazo de vigencia 
del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni que haya poseído y 
utilizado la nacionalidad española durante diez años.

En el expediente sobre declaración de nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este centro en trámite de recurso por virtud 
del entablado por el ministerio fiscal contra auto dictado por el encargado 
del Registro Civil de Alicante.
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HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Alicante el 16 de abril 
de 2013, el Sr. Y. solicitaba la declaración de su nacionalidad española con 
valor de simple presunción por vía de consolidación al amparo del artículo 
18 del Código Civil por haber nacido en el Sáhara Occidental cuando era 
territorio sometido a la administración española, ser hijo de padres que 
poseían nacionalidad española y no haber podido optar en virtud del 
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto. Adjuntaba los siguientes documentos: 
certificado de empadronamiento, recibo de la Misión de las Naciones 
Unidas para el Referéndum del Sáhara Occidental, certificados de filiación, 
nacimiento, nacionalidad saharaui, residencia en los campamentos de 
refugiados argelinos, concordancia de nombres y documento de identidad 
expedidos todos ellos por autoridades de la denominada República Árabe 
Saharaui, libro de familia y DNI de los progenitores expedidos en 1971 y 
1972, actualmente carentes de validez, pasaporte argelino, tarjeta de 
residencia en España y comunicación del Ministerio de Cultura de que no 
constan antecedentes relativos al solicitante en los Libros Cheránicos que 
se conservan en el Archivo General de la Administración.

2.- Previo informe favorable del ministerio fiscal, el encargado del registro dictó 
auto el 23 de diciembre de 2013 denegando la pretensión por no cumplir los 
requisitos previstos para la consolidación por el artículo 18 del Código Civil. 

3.- Notificada la resolución, el ministerio fiscal interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado alegando que el 
solicitante no pudo ejercer el derecho de opción previsto en el Decreto 
2258/1976 por encontrarse en los campamentos de refugiados argelinos y 
que el pasaporte argelino del que es titular constituye simplemente un 
título de viaje para poder salir de los campamentos. 

4.- Notificada la interposición del recurso al interesado por medio de 
edictos, al resultar ilocalizable en su domicilio, el encargado del Registro 
Civil de Alicante remitió el expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
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noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008; 25-3ª y 4ª de noviembre de 2008; 2-4ª de marzo y 
16-3ª de junio de 2009 y 22-3ª de marzo de 2010.

II.- El interesado solicitó la declaración de nacionalidad española con valor 
de simple presunción por vía de consolidación por haber nacido en 
territorio del Sáhara Occidental en 1968 de padres que poseían 
nacionalidad española. El encargado del registro dictó auto denegando la 
procedencia de la solicitud, auto que fue recurrido por el ministerio fiscal.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil, la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del registro civil del domicilio (art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sáhara cuando este era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sáhara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sáhara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sáhara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada a cabo en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del 
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Sáhara en relación con el territorio metropolitano según el derecho 
internacional. En concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius 
soli tiene el nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia 
con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”.

VI.- Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos 
antecedentes. La cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más 
debatidas y oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la 
naturaleza de su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en 
la doctrina científica una explicación sobre la distinción entre territorio 
metropolitano y territorio colonial. A tal dificultad se añade la actitud 
cambiante de la política colonial como consecuencia de lo mutable 
también de las relaciones internacionales, caracterización a la que no ha 
podido sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y 
que se hace patente a través de una legislación que sigue, como ha 
señalado el Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por 
tres etapas fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se 
consideraron simplemente colonias; b) vino luego la fase de 
provincialización durante la que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) 
por último, se entra en la fase de descolonización, que reviste la forma de 
independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de 
autodeterminación en el Sahara.

VII.- Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la 
idea de equiparar aquel territorio del Sáhara, no obstante sus 
peculiaridades, con una «provincia» española y, por ello, se llegó a 
considerarlo como una extensión del territorio metropolitano, equiparación 
que ha dado pie a dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, 
consistente en el reconocimiento a la población saharaui de su condición 
de nacionales españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras 
normas, la Ley de 19 abril 1961 que estableció «las bases sobre las que 
debe asentarse el ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus 
regímenes municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer 
manifiesta la equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» 
y «españoles nativos». Es importante destacar que como manifestación 
de esta posición España negó inicialmente al Secretariado General de la 
ONU información sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959).
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VIII.- No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden 
jurídico público internacional y, especialmente, la doctrina sobre 
«descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, 
Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre 
de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujo al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, 
a la diferenciación de «territorios», puesta finalmente de relieve con 
rotunda claridad por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» 
del Sáhara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias 
sobre el territorio no autónomo del Sáhara, que durante algunos años ha 
estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen 
peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado 
parte del territorio nacional».

IX.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En este caso el interesado no ha acreditado que cuando estuvo 
en vigor el Decreto de 1976 sus representantes legales -dada su minoría 
de edad en aquel momento- estuviesen imposibilitados de facto para optar 
a la nacionalidad española por haber permanecido en los territorios 
ocupados; antes al contrario, manifiesta que abandonaron dichos 
territorios hacia los campamentos de refugiados argelinos. Por otro lado, 
no consta el título inscrito en el Registro Civil y no está probada la posesión 
de la nacionalidad española en los términos y duración que establece el 
artículo 18 CC., siendo incluso el interesado titular de un pasaporte 
argelino, circunstancias todas ellas que impiden acceder a la pretensión 
planteada. 

X.- Finalmente, cabe decir que la documentación expedida por autoridades 
de la denominada República Árabe Saharaui Democrática no ofrece 
garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española 
(cfr. arts. 23 LRC y 85 RRC). Ha de tenerse en cuenta que las competencias 
de calificación del encargado del Registro Civil respecto de la certificación 
extranjera se extienden al examen de la competencia y autoridad que la 
expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal 
expedición con base legal suficiente para ello, base que en este caso no 
existe al no estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de 
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disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Alicante.

Resolución de 02 de Julio de 2014 (65ª)
III.2.1  Consolidación de nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el interesado hubiera residido en el Sáhara durante el plazo de vigencia 
del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni que haya poseído y 
utilizado la nacionalidad española durante diez años.

En el expediente sobre declaración de nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este centro en trámite de recurso por virtud 
del entablado por el interesado contra auto dictado por la encargada del 
Registro Civil de Cerdanyola del Vallés (Barcelona).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Cerdanyola del 
Vallés el 25 de junio de 2012, el Sr. Y. solicitaba la declaración de su 
nacionalidad española con valor de simple presunción por haber nacido 
en el Sáhara Occidental cuando era territorio sometido a la administración 
española, ser hijo de padres que, al igual que el solicitante, poseían 
nacionalidad española y no haber podido optar en virtud de Decreto 
2258/1976, de 10 de agosto, por encontrarse entonces refugiado en los 
campamentos argelinos de T. La pretensión se basaba en la doctrina 
contenida en la sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998. 
Adjuntaba los siguientes documentos: DNI de los progenitores expedidos 
en 1971 y 1972 y actualmente carentes de validez, recibo de la Misión de 
las Naciones Unidas para el Referéndum del Sáhara Occidental, 
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certificados de filiación, nacimiento, nacionalidad saharaui, residencia en 
los campamentos de refugiados argelinos, concordancia de nombres y 
documento de identidad expedidos todos ellos por autoridades de la 
denominada República Árabe Saharaui, pasaporte argelino, tarjeta de 
residencia en España, libro de familia y volante de empadronamiento.

2.- Previo informe desfavorable del ministerio fiscal, la encargada del 
registro dictó auto el 16 de noviembre de 2012 denegando la pretensión 
por no cumplir los requisitos previstos para la consolidación por el artículo 
18 del Código Civil y no resultar aplicable al caso la doctrina de la sentencia 
del Tribunal Supremo invocada por el promotor. 

3.- Notificada la resolución, el interesado interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado reiterando los 
argumentos expuestos en su solicitud. 

4.- Notificada la interposición del recurso al ministerio fiscal, interesó su 
desestimación. La encargada del Registro Civil de Cerdanyola del Vallés 
remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008; 25-3ª y 4ª de noviembre de 2008; 2-4ª de marzo y 
16-3ª de junio de 2009 y 22-3ª de marzo de 2010.

II.- El interesado solicitó la declaración de nacionalidad española con valor 
de simple presunción por vía de consolidación por haber nacido en 
territorio del Sáhara Occidental en 1968 de padres que poseían 
nacionalidad española. La encargada del registro dictó auto denegando la 
procedencia de la solicitud. Dicho auto constituye el objeto del presente 
recurso.
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III.- Según el artículo 18 del Código Civil, la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del registro civil del domicilio (art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sáhara cuando este era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sáhara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sáhara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sáhara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada a cabo en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del 
Sáhara en relación con el territorio metropolitano según el derecho 
internacional. En concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius 
soli tiene el nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia 
con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”.

VI.- Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos 
antecedentes. La cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más 
debatidas y oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la 
naturaleza de su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en 
la doctrina científica una explicación sobre la distinción entre territorio 
metropolitano y territorio colonial. A tal dificultad se añade la actitud 
cambiante de la política colonial como consecuencia de lo mutable 
también de las relaciones internacionales, caracterización a la que no ha 
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podido sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y 
que se hace patente a través de una legislación que sigue, como ha 
señalado el Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por 
tres etapas fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se 
consideraron simplemente colonias; b) vino luego la fase de 
provincialización durante la que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) 
por último, se entra en la fase de descolonización, que reviste la forma de 
independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de 
autodeterminación en el Sahara.

VII.- Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la 
idea de equiparar aquel territorio del Sáhara, no obstante sus 
peculiaridades, con una «provincia» española y, por ello, se llegó a 
considerarlo como una extensión del territorio metropolitano, equiparación 
que ha dado pie a dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, 
consistente en el reconocimiento a la población saharaui de su condición 
de nacionales españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras 
normas, la Ley de 19 abril 1961 que estableció «las bases sobre las que 
debe asentarse el ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus 
regímenes municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer 
manifiesta la equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» 
y «españoles nativos». Es importante destacar que como manifestación 
de esta posición España negó inicialmente al Secretariado General de la 
ONU información sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959).

VIII.- No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden 
jurídico público internacional y, especialmente, la doctrina sobre 
«descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, 
Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre 
de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujo al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, 
a la diferenciación de «territorios», puesta finalmente de relieve con 
rotunda claridad por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» 
del Sáhara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias 
sobre el territorio no autónomo del Sáhara, que durante algunos años ha 
estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen 
peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado 
parte del territorio nacional».

http://www.mjusticia.gob.es/cs/Satellite/Portal/es/servicios-ciudadano/documentacion-publicaciones


M
inisterio de Justicia

1029 Catálogo de Publicaciones

Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado (Registro Civil)

IX.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En este caso el interesado no ha acreditado que cuando estuvo 
en vigor el Decreto de 1976 sus representantes legales -dada su minoría 
de edad en aquel momento- estuviesen imposibilitados de facto para optar 
a la nacionalidad española por haber permanecido en los territorios 
ocupados; antes al contrario, manifiesta que abandonaron dichos 
territorios hacia los campamentos de refugiados argelinos. Por otro lado, 
no consta el título inscrito en el Registro Civil y no está probada la posesión 
de la nacionalidad española en los términos y duración que establece el 
artículo 18 CC., siendo incluso el interesado titular de un pasaporte 
argelino, circunstancias todas ellas que impiden acceder a la pretensión 
planteada. 

X.- Finalmente, cabe decir que la documentación expedida por autoridades 
de la denominada República Árabe Saharaui Democrática no ofrece 
garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española 
(cfr. arts. 23 LRC y 85 RRC). Ha de tenerse en cuenta que las competencias 
de calificación del encargado del Registro Civil respecto de la certificación 
extranjera se extienden al examen de la competencia y autoridad que la 
expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal 
expedición con base legal suficiente para ello, base que en este caso no 
existe al no estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de 
disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Cerdanyola del Valles 
(Barcelona).
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Resolución de 02 de Julio de 2014 (85ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el promotor hubiera cumplido los requisitos establecidos, residencia en el 
Sahara durante el plazo de vigencia del Real Decreto 2258/1976, de 10 
de agosto, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el interesado contra auto dictado por el 
Magistrado Juez Encargado del Registro Civil de Las Palmas de Gran 
Canaria (Las Palmas).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Las Palmas, Don 
A. nacido en El A. (Sahara Occidental) el 11 de junio de 1959, solicitaba la 
declaración con valor de simple presunción de su nacionalidad española 
por haber nacido y vivido en el Sahara cuando éste era territorio sometido 
a administración española. Adjuntaba diversa documentación en apoyo 
de su solicitud; documento nacional de identidad del Sahara expedido en 
1976, según el documento, sin embargo también presenta certificado de 
la comisaría general de extranjería y documentación de que fue titular de 
documento nacional de identidad del Sahara pero expedido el 4 de marzo 
de 1975, certificado administrativo de las autoridades marroquíes de que 
vivió en el Sahara desde septiembre de 1976 a septiembre de 1980, 
permiso de residencia permanente en España y certificado de 
empadronamiento en Las P de G-C. desde el 13 de febrero de 2002.

2.- Ratificado el promotor, el Ministerio Fiscal emitió informe en el sentido 
de no oponerse a conceder lo solicitado. El Encargado del Registro Civil 
dictó auto el 13 de febrero de 2009, denegando la declaración de la 
nacionalidad española con valor de simple presunción al considerar que 
el promotor no había acreditado un título inscrito ni la posesión y utilización 
de la nacionalidad española durante 10 años ni la imposibilidad de optar 
en el plazo otorgado. 
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3.- Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y al interesado, este 
presentó recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado 
reiterando que ha estado en posesión continuada de la nacionalidad 
española, añadiendo que su nacimiento se inscribió en el Registro del 
Juzgado Cheránico de El Aaiún, aunque no aporta documento alguno al 
respecto. 

4.- El Ministerio Fiscal, solicita la confirmación del auto recurrido y 
seguidamente el Encargado, remitió el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.

II.- El promotor, mediante escrito presentado en el Registro Civil de Las 
Palmas de Gran Canaria, solicitó la declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por haber nacido en 1959 en el 
territorio del Sahara. El Encargado del Registro Civil dictó auto denegando 
la declaración solicitada, por no cumplir los requisitos establecidos por el 
artículo 18 de Código Civil, siendo dicho auto recurrido por el promotor 
que considera que si se acreditaba la concurrencia de los requisitos 
exigidos. Dicho auto constituye el objeto del presente recurso. 

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).
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IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. 

Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la política colonial 
como consecuencia de lo mutable también de las relaciones 
internacionales, caracterización a la que no ha podido sustraerse la 
posición española en África ecuatorial y occidental, y que se hace patente 
a través de una legislación que sigue, como ha señalado el Tribunal 
Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
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Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

En cualquier caso, por lo que se refiere a la “nacionalidad” de los saharauis, 
durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio del 
Sahara Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y 
formal entre los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, 
como ha puesto de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 
de octubre de 1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas 
en los Estados colonizadores, se han impuesto restricciones al status 
civitatis de la población colonizada “lo que ha permitido la diferencia 
doctrinal, basada en datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y 
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nacionales-súbditos” (ejemplos del Derecho comparado son Holanda, 
Italia, Bélgica y Francia). 

En España, pese a la ambigüedad normativa sobre la calificación de los 
territorios pertenecientes a colonias y su identificación con el territorio 
nacional, las realidades de la heterogeneidad territorial y de los estatutos 
personales ha sido sostenida por el Tribunal Supremo en su citada 
sentencia y en la posterior de 7 de noviembre de 1999 y anteriormente por 
el Consejo de Estado en diversos dictámenes (Dictamen núm. 36017/1968 
para el caso de Guinea y Dictamen 36227/1968 para el caso de Ifni), y a 
partir del examen pormenorizado de las disposiciones dictadas en relación 
con aquellos territorios, llegando a la conclusión fundada de la distinción 
entre territorio nacional y territorios coloniales (entre éstos, por 
consecuencia, el Sahara Occidental), así como sobre la diferente 
condición jurídica de nacionales y naturales de las colonias.

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no 
es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora planteado. 

En efecto, de la documentación aportada no se desprende la posesión de la 
nacionalidad española en los términos y duración que establece el artículo 
18 CC., el promotor fue titular de documento de identidad español desde 
1975, aunque el documento aportado tiene otra fecha, lo que hace dudar de 
su veracidad, por lo que no queda acreditada la utilización y posesión de la 
nacionalidad durante 10 años, tampoco se ha documentado, pese a 
mencionarlo en su recurso, la inscripción de nacimiento en los libros 
Cheránicos, y tampoco se ha acreditado que cuando estuvo en vigor el 
Decreto de 1976, el promotor, o en este caso sus representantes legales, al 
ser menor de edad, estuviesen imposibilitados de facto para optar a la 
nacionalidad española por haber permanecido en los territorios ocupados. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Las Palmas de Gran Canaria.
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Resolución de 02 de Julio de 2014 (86ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el promotor hubiera cumplido los requisitos establecidos, residencia en el 
Sahara durante el plazo de vigencia del Real Decreto 2258/1976, de 10 
de agosto, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el interesado contra auto dictado por el Juez 
Encargado del Registro Civil de Lebrija (Sevilla).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Lebrija, Don S, 
nacido en B. A. (Sahara Occidental) el 3 de febrero de 1972, solicitaba la 
declaración con valor de simple presunción de su nacionalidad española 
por haber nacido y vivido en el Sahara cuando éste era territorio sometido 
a administración española. Adjuntaba diversa documentación en apoyo 
de su solicitud; pasaporte argelino expedido en enero de 2005, certificado 
de empadronamiento en L. desde el 10 de noviembre de 2009, MINURSO, 
documentos nacionales de identidad Sahara de sus padres, expedidos en 
1972 y 1974 y, expedidos por las autoridades de la denominada República 
Árabe Saharaui Democrática (RASD), certificado de nacimiento, 
certificado de antecedentes penales, certificado de que ha residido en los 
campamentos de refugiados saharauis desde 1975, certificado de 
paternidad y certificado de nacionalidad.

2.- Ratificado el promotor, el Ministerio Fiscal emitió informe desfavorable 
respecto a conceder lo solicitado. El Encargado del Registro Civil dictó 
auto el 1 de diciembre de 2009, denegando la declaración de la 
nacionalidad española con valor de simple presunción al considerar que 
el promotor no había acreditado un título inscrito ni la posesión y utilización 
de la nacionalidad española durante 10 años ni la imposibilidad de optar 
en el plazo otorgado. 

3.- Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y al interesado, este 
presentó recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado 
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reiterando su nacimiento como español y que ha estado en posesión 
continuada de esa nacionalidad, reiterando la documentación ya aportada.

4.- El Ministerio Fiscal, solicita la confirmación del auto recurrido y 
seguidamente el Encargado, remitió el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.

II.- El promotor, mediante escrito presentado en el Registro Civil de Lebrija, 
solicitó la declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción por haber nacido en 1972 en el territorio del Sahara. El 
Encargado del Registro Civil dictó auto denegando la declaración 
solicitada, por no cumplir los requisitos establecidos por el artículo 18 de 
Código Civil, siendo dicho auto recurrido por el promotor que considera 
que si se acreditaba la concurrencia de los requisitos exigidos. Dicho auto 
constituye el objeto del presente recurso. 

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
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ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
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extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a dudas 
sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la Ley 
de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo 
expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como potencia 
administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no autónomo 
del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos 
aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías al 
provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio nacional».

En cualquier caso, por lo que se refiere a la “nacionalidad” de los saharauis, 
durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio del 
Sahara Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y 
formal entre los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, 
como ha puesto de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 
de octubre de 1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas 
en los Estados colonizadores, se han impuesto restricciones al status 
civitatis de la población colonizada “lo que ha permitido la diferencia 
doctrinal, basada en datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y 
nacionales-súbditos” (ejemplos del Derecho comparado son Holanda, 
Italia, Bélgica y Francia). En España, pese a la ambigüedad normativa 
sobre la calificación de los territorios pertenecientes a colonias y su 
identificación con el territorio nacional, las realidades de la heterogeneidad 
territorial y de los estatutos personales ha sido sostenida por el Tribunal 
Supremo en su citada sentencia y en la posterior de 7 de noviembre de 
1999 y anteriormente por el Consejo de Estado en diversos dictámenes 
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(Dictamen núm. 36017/1968 para el caso de Guinea y Dictamen 
36227/1968 para el caso de Ifni), y a partir del examen pormenorizado de 
las disposiciones dictadas en relación con aquellos territorios, llegando a 
la conclusión fundada de la distinción entre territorio nacional y territorios 
coloniales (entre éstos, por consecuencia, el Sahara Occidental), así 
como sobre la diferente condición jurídica de nacionales y naturales de las 
colonias.

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En efecto, de la documentación aportada no se desprende la 
posesión de la nacionalidad española en los términos y duración que 
establece el artículo 18 CC., el promotor no fue titular de documento de 
identidad español alguno por lo que no queda acreditada la utilización y 
posesión de la nacionalidad durante 10 años, habida cuenta que nació en 
1972, y tampoco se ha acreditado que cuando estuvo en vigor el Decreto 
de 1976, el promotor, o en este caso sus representantes legales, al ser 
menor de edad, estuviesen imposibilitados de facto para optar a la 
nacionalidad española por haber permanecido en los territorios ocupados. 
Además gran parte de la documentación está emitida por la República 
Árabe Saharaui Democrática, y esta no pueda ser tenida en cuenta ya 
que no ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la 
ley española. Al respecto ha de tenerse en cuenta que las competencias 
de calificación del Encargado respecto de la certificación extranjera se 
extienden al examen de la competencia y autoridad que la expide, la cual 
ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con 
base legal suficiente para ello, base, que en este caso no existe al no 
estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones 
normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Lebrija (Sevilla).
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Resolución de 02 de Julio de 2014 (87ª)
III.2.1  Declaración de la nacionalidad española

1.- No es posible declarar la nacionalidad española de origen del promotor 
porque no se ha acreditado que los padres ostentasen la nacionalidad 
española al tiempo de su nacimiento.

2.- Tampoco es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se 
acredita que el promotor o sus representantes legales, dada su minoría de 
edad, hubieran residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del Real 
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera título inscrito en el 
Registro Civil, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española 
remitidas a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por 
el promotor contra auto dictado por el Juez Encargado del Registro Civil 
de Nules (Castellón).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Nules, Don K. 
nacido en H. (Sahara Occidental) el 24 de febrero de 1964, solicitaba la 
declaración de su nacionalidad española con valor de simple presunción. 
Adjuntaba, entre otros, los siguientes documentos: permiso de residencia 
temporal en España como ciudadano argelino, pasaporte argelino, 
documento nacional de identidad del Sahara de su madre expedido en 
1975, MINURSO de la madre del promotor en el que se hacen constar 
otra fecha y lugar de nacimiento, MINURSO del promotor también con 
otra fecha y lugar de nacimiento, informe negativo respecto a su inscripción 
en los libros Cheránicos custodiados por la administración española, 
certificado de empadronamiento en N. desde el 10 de julio de 2009 y, 
expedidos por las autoridades de la denominada República Árabe 
Saharaui Democrática (RASD), certificado de nacimiento en el que no 
consta el lugar, certificado de paternidad, certificado de subsanación y 
certificado, en el que consta otra fecha de nacimiento, de que permaneció 
en los campamentos de refugiados desde 1975

2.- Ratificado el promotor se emite informe previo por el Ministerio Fiscal 
en el sentido de que no procede la declaración de nacionalidad española 
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solicitada, ni sobre la base del artículo 17 como del 18 del Código Civil, 
tras lo cual el Encargado dictó auto el 25 de noviembre de 2009 denegando 
la declaración de la nacionalidad española del promotor por considerar 
que no acreditado la posesión de la misma ni el resto de requisitos del 
artículo 18 del Código Civil.

3.- Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y al promotor, éste presentó 
en plazo recurso dos escritos, uno de forma personal y otro posterior 
mediante representante legal, reiterando que nació en territorio español, 
que sus padres eran españoles y que no pudo optar en el año 1976 por 
encontrarse en los campamentos de refugiados.

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste informa en el sentido de 
que debe desestimarse el mismo y el Encargado del Registro Civil se 
ratificó en la decisión adoptada y remite el expediente a la Dirección 
General de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17, 18 (CC.); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 
de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las Resoluciones, entre 
otras, de 21-1ª de enero, 3-1ª; 4-4ª de febrero, 2-4ª, 4-3ª, 5 y 14-3ª de 
marzo, 15-3-º de abril, 28 de mayo, 1-4ª y 27-3ª de septiembre, 3-1ª de 
octubre de 2005; 28-4ª de febrero, 18 y 21-4ª de marzo, 14-5ª y 17-1ª de 
julio, 1-1ª, 6-3ª, 7-2ª y 9-1ª de septiembre de 2006.

II.- Se pretende por el interesado la declaración con valor de simple 
presunción de su nacionalidad española por ser natural de H. -Sahara 
Occidental-, nacido en 1964, hijo de padres que también ostentaban dicha 
nacionalidad, artículo 17 del Código Civil y haber residido durante 10 años 
en el Sáhara estando en posesión de la nacionalidad española. Por el 
Encargado se dictó auto denegando la declaración de nacionalidad 
instada, siendo dicho auto el que constituye el objeto del presente recurso.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
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(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español, en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
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fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni, y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente, no se considera acreditado que los 
representantes legales del interesado, dada la minoría edad de éste, 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976 estuviesen imposibilitados de 
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facto para optar a la nacionalidad española, por haber permanecido en los 
territorios ocupados. Aparte de ello concurren otras circunstancias que 
impiden por la vía del artículo 18 del Código Civil también invocado una 
posible consolidación de la nacionalidad española, pues no está probada 
la posesión de la nacionalidad durante 10 años, no existe documento 
alguno que lo acredite ni tampoco queda acreditada la nacionalidad 
española de sus padres invocada en el inicio de su solicitud para la 
aplicación del artículo 17 del Código Civil. Además gran parte de la 
documentación está emitida por la República Árabe Saharaui Democrática, 
y esta no pueda ser tenida en cuenta ya que no ofrece garantías análogas 
a las exigidas para la inscripción por la ley española. Al respecto ha de 
tenerse en cuenta que las competencias de calificación del Encargado 
respecto de la certificación extranjera se extienden al examen de la 
competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio 
de cargo que le habilite para tal expedición con base legal suficiente para 
ello, base, que en este caso no existe al no estar establecidos los órganos 
del Registro Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un 
ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Nules (Castellón).

Resolución de 02 de Julio de 2014 (88ª)
III.2.1  Declaración de la nacionalidad española

1.- No es posible declarar la nacionalidad española de origen del promotor 
porque no se ha acreditado que el padre ostentase la nacionalidad 
española al tiempo de su nacimiento.

2.- Tampoco es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se 
acredita que el promotor o sus representantes legales, dada su minoría de 
edad, hubieran residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del Real 
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera título inscrito en el 
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Registro Civil, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española 
remitidas a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por 
el promotor contra auto dictado por la Magistrada Juez Encargada del 
Registro Civil de Zaragoza.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Zaragoza, Don M. 
nacido en El A. (Sáhara Occidental) el día 4 de abril de 1969, solicitaba la 
declaración de su nacionalidad española con valor de simple presunción 
por haber nacido en el Sahara cuando éste era territorio sometido a 
administración española, hijo de padres que también eran españoles, 
haciéndolo al amparo de los artículos 17 y 18 del Código Civil. Adjuntaba, 
entre otros, los siguientes documentos: traducción, no documento original, 
de certificado de concordancia de nombre expedido por Marruecos, 
certificado en extracto de inscripción de nacimiento en el registro civil del 
Aaiún, copia de documento nacional de identidad del padre del promotor 
de 1963, que suscita dudas sobre su fiabilidad, documento nacional de 
identidad del Sahara de la madre del promotor expedido en 1971, 
inscripción de nacimiento en los libros Cheránicos en 1970, permiso de 
residencia permanente en España como ciudadano marroquí, certificado 
de empadronamiento en Z. desde el 22 de enero de 2009, traducción, no 
documento original, de certificado de antecedentes penales en el que se 
declara su nacionalidad marroquí y, certificado expedido por las 
autoridades de la denominada República Árabe Saharaui Democrática 
sobre que el padre del promotor permaneció en el A. desde 1975. 

2.- Ratificado el promotor es requerido para que aporte nueva 
documentación, lo que hace presentando certificado de nacimiento 
marroquí en el que se declara que esa es su nacionalidad, certificado de 
concordancia de nombre marroquí atribuyéndole esa nacionalidad y 
pasaporte marroquí, expedido en el Consulado de Marruecos en Barcelona 
en el año 2009, cuando ya residía en España. El Ministerio Fiscal emitió 
informe favorable a lo solicitado, tras lo cual la Encargada dictó auto el 30 
de noviembre de 2009 denegando la declaración de la nacionalidad 
española del promotor por considerar que no estaba acreditada la 
nacionalidad española de sus padres, art. 17 del Código Civil, ni la 
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posesión de la misma por el promotor ni el resto de requisitos del artículo 
18 del mismo texto legal.

3.- Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y al promotor, éste presentó 
recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado 
reiterando que sus padres eran de nacionalidad española y que en él se 
dan los requisitos para entender que ha estado en posesión de la 
nacionalidad española para su consolidación, de acuerdo con el artículo 
18 del Código Civil, aportando como documentación añadida solicitud de 
documento nacional de identidad del Sahara por parte del padre del 
promotor en 1970, certificación de familia y libro de familia expedido en 
1974.

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste se adhirió al mismo y la 
Encargada del Registro Civil se ratificó en la decisión adoptada y remite el 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para la 
resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17, 18 y 26 del Código Civil (CC.); 96 de la Ley del 
Registro Civil (LRC); 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); 
la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de 
agosto; la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las 
Resoluciones, entre otras, de 21-1ª de enero, 3-1ª; 4-4ª de febrero, 2-4ª, 
4-3ª, 5 y 14-3ª de marzo, 15-3-º de abril, 28 de mayo, 1-4ª y 27-3ª de 
septiembre, 3-1ª de octubre de 2005; 28-4ª de febrero, 18 y 21-4ª de 
marzo, 14-5ª y 17-1ª de julio, 1-1ª, 6-3ª, 7-2ª y 9-1ª de septiembre de 
2006.

II.- Se pretende por el interesado la declaración con valor de simple 
presunción de su nacionalidad española por ser natural de El A. -Sahara 
Occidental-, nacido en 1969, hijo de padres que también ostentaban dicha 
nacionalidad, artículo 17 del Código Civil y haber residido durante 10 años 
en el Sáhara estando en posesión de la nacionalidad española. Por la 
Encargada se dictó auto denegando la recuperación instada, siendo dicho 
auto el que constituye el objeto del presente recurso.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
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La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español, en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
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simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni, y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente, no se considera acreditado que los 
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representantes legales del interesado, dada la minoría edad de éste, 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976 estuviesen imposibilitados de 
facto para optar a la nacionalidad española, por haber permanecido en los 
territorios ocupados. Aparte de ello concurren otras circunstancias que 
impiden por la vía del artículo 18 del Código Civil también invocado una 
posible consolidación de la nacionalidad española, pues no está probada 
la posesión de la nacionalidad durante 10 años, habida cuenta su fecha 
de nacimiento, 1969, ni tampoco queda acreditada la nacionalidad 
española de sus padres invocada en el inicio de su solicitud para la 
aplicación del artículo 17 del Código Civil. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Zaragoza.

Resolución de 02 de Julio de 2014 (90ª)
III.2.1  Declaración de la nacionalidad española con valor de 

simple presunción

1.- Procede la revocación del auto recurrido cuando ha incurrido en vicio 
de incongruencia, por resolver sobre cuestión distinta de la solicitada de 
manera principal.

2.- No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita 
que el promotor o sus representantes legales, dada su minoría de edad, 
hubieran residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del Real 
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera título inscrito en el 
Registro Civil, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.

En las actuaciones sobre declaración de nacionalidad española de origen 
con valor de simple presunción, remitidas a este Centro en trámite de 
recurso por virtud del entablado por el Ministerio Fiscal contra auto dictado 
por el Magistrado Juez Encargado del Registro Civil de Torrent (Valencia).
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HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil precitado el 21 de 
mayo de 2009, Doña M. nacida en D. (Sahara Occidental) el 6 de marzo 
de 1964, solicitaba que se declarara su nacionalidad española de origen, 
conforme al artículo 18 del Código Civil, que permite la consolidación de la 
nacionalidad española que se ha poseído y utilizado, con determinados 
requisitos y durante determinado tiempo. Adjuntaba diversa 
documentación: certificado de empadronamiento en T. desde el 20 de 
enero de 2009, pasaporte argelino en el que consta otra fecha y lugar de 
nacimiento, permiso de residencia temporal en España por reagrupación 
familiar como ciudadana argelina, informe negativo respecto de su 
inscripción en los libros Cheránicos conservados por la administración 
española, MINURSO expedido en 1998 con enmiendas, información del 
Consulado de Argelia en Alicante dirigida a las autoridades de la República 
Árabe Saharaui Democrática sobre que la promotora no tiene la 
nacionalidad argelina, ficha familiar en la que no aparece con el mismo 
nombre ni fecha de nacimiento, ficha individual en la que tampoco coincide 
lugar y fecha de nacimiento, documentos laborales de su padre 
relacionados con el gobierno español para el áfrica occidental, y diversa 
documentación emitida por las autoridades de la denominada República 
Árabe Saharaui Democrática (RASD), así certificado de ciudadanía, 
certificado de concordancia de nombres, certificado de nacimiento, 
certificado de parentesco, certificado de que la madre de la promotora 
vivió en los campamentos de refugiados en T. desde 1975 y que el padre 
residió en los territorios del Sahara.

2.- El Ministerio Fiscal emitió informe oponiéndose a lo solicitado por 
entender que no se cumplen los requisitos del artículo 18 del Código Civil. 
El Encargado del Registro Civil de Torrent, dictó auto el 13 de octubre de 
2009 declarando con valor de simple presunción la nacionalidad española 
de la promotora en aplicación del artículo 17.1.c del Código Civil. En dicho 
auto se daba a la interesada la posibilidad de recurso ante la Dirección 
General de los Registro y del Notariado. 

3.- Notificada la resolución a la promotora y al Ministerio Fiscal, este 
presentó recurso ante la Dirección General de los Registros y del 
Notariado, insistiendo en los argumentos de su informe previo de que no 
se cumplen los requisitos para la aplicación del artículo 18 del Código Civil 
sobre el que el promotor basaba su solicitud.
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4.- Trasladado el recurso a la interesada, ésta no formula alegación 
alguna. El Encargado del Registro Civil se reafirma en el sentido de su 
resolución y remitió el expediente a la Dirección General de los Registros 
y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 y 17 del Código Civil (CC.), 218 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil (LEC); 96 de la Ley del Registro Civil, 66, 68 y 335 del 
Reglamento del Registro Civil (RRC), la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; 
el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del Tribunal Supremo 
de 28 de octubre de 1998, y las Resoluciones de 3 de abril y 15-2a de 
diciembre de 2003; 24-1a de abril, 17-2a de julio, 11-5a de octubre de 
2006; 2-5a y 10-3a de enero de 2007; 28-10 de Noviembre de 2008; 27-4a 
de febrero y 13 de Junio de 2009; 1-1 de Febrero de 2010, sobre la 
incongruencia, y las resoluciones, entre otras, de 9-1ª de septiembre, 
20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de 
febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª 
de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª de 
febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de noviembre de 2008, 2-4ª de 
Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 22-3ª de Marzo de 2010, sobre 
la declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción. 

II.- La interesada, documentada mediante pasaporte argelino, solicitó la 
declaración de su nacionalidad española al amparo de lo establecido en el 
artículo 18 del Código Civil. El Encargado del Registro Civil de Torrent, 
mediante auto de 13 de octubre de 2009, declaró con valor de simple 
presunción la nacionalidad española del solicitante por aplicación del 
artículo 17.1.c. del Código Civil. Este acuerdo constituye el objeto del 
presente recurso.

III.- Cabe apreciar una incongruencia entre lo solicitado por la interesada 
y lo resuelto por el Registro Civil de Torrent. En el escrito de solicitud 
consta que se realizó basándola en el cumplimiento de los requisitos 
previstos en el artículo 18 del Código Civil para la consolidación de la 
nacionalidad española por su posesión y utilización. Consta informe previo 
del Ministerio Fiscal respecto al incumplimiento de las circunstancias 
previstas en dicho artículo. El Registro Civil resolvió sobre la base 
incorrecta de que la interesada había pretendido ser declarado español 
de origen conforme al artículo 17.1.c del Código Civil que otorga tal 
condición a los nacidos en España de padres extranjeros si ambos 
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carecieren de nacionalidad o si la legislación de ninguno de ellos atribuye 
al hijo una nacionalidad. La congruencia supone un ajuste acorde entre la 
parte dispositiva de la resolución y la pretensión de la interesada, en tanto 
que en este caso se aprecia la existencia de una clara desviación entre la 
causa de pedir y la resolución recurrida (arts. 16 y 358.2 RRC y 218 LEC), 
por lo que procede la revocación del acuerdo dictado por el Encargado del 
Registro Civil y al propio tiempo, deberían retrotraerse las actuaciones al 
momento oportuno para continuar el procedimiento sobre la base de la 
solicitud de la interesada, no obstante por aplicación del principio de 
economía procesal y constando en el expediente toda la documentación 
aportada por la solicitante se entra a conocer sobre la declaración de 
nacionalidad solicitada.

IV.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

V.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

VI.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
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nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
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Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

En cualquier caso, por lo que se refiere a la “nacionalidad” de los saharauis, 
durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio del 
Sahara Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y 
formal entre los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, 
como ha puesto de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 
de octubre de 1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas 
en los Estados colonizadores, se han impuesto restricciones al status 
civitatis de la población colonizada “lo que ha permitido la diferencia 
doctrinal, basada en datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y 
nacionales-súbditos” (ejemplos del Derecho comparado son Holanda, 
Italia, Bélgica y Francia). En España, pese a la ambigüedad normativa 
sobre la calificación de los territorios pertenecientes a colonias y su 
identificación con el territorio nacional, las realidades de la heterogeneidad 
territorial y de los estatutos personales ha sido sostenida por el Tribunal 
Supremo en su citada sentencia y en la posterior de 7 de noviembre de 
1999 y anteriormente por el Consejo de Estado en diversos dictámenes 
(Dictamen núm. 36017/1968 para el caso de Guinea y Dictamen 
36227/1968 para el caso de Ifni), y a partir del examen pormenorizado de 
las disposiciones dictadas en relación con aquellos territorios, llegando a 
la conclusión fundada de la distinción entre territorio nacional y territorios 
coloniales (entre éstos, por consecuencia, el Sahara Occidental), así 
como sobre la diferente condición jurídica de nacionales y naturales de las 
colonias.

VII.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural 
del Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En efecto, de la documentación aportada no se desprende la 
posesión de la nacionalidad española en los términos y duración que 
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establece el artículo 18 CC., la promotora no fue titular de documento de 
identidad español, por lo que no queda acreditada la utilización y posesión 
de la nacionalidad durante 10 años y tampoco se ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, la promotora, o en este caso 
sus representantes legales, al ser menor de edad, estuviesen 
imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad española por haber 
permanecido en los territorios ocupados. Además gran parte de la 
documentación está emitida por la República Árabe Saharaui Democrática, 
y esta no pueda ser tenida en cuenta ya que no ofrece garantías análogas 
a las exigidas para la inscripción por la ley española. Al respecto ha de 
tenerse en cuenta que las competencias de calificación del Encargado 
respecto de la certificación extranjera se extienden al examen de la 
competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio 
de cargo que le habilite para tal expedición con base legal suficiente para 
ello, base, que en este caso no existe al no estar establecidos los órganos 
del Registro Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un 
ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: revocar el auto apelado y 
estimando el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal, dejar sin efecto 
la declaración de nacionalidad con valor de simple presunción de la Sra. 
M.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Torrent (Valencia).

Resolución de 02 de Julio de 2014 (91ª)
III.2.1  Declaración de la nacionalidad española con valor de simple 

presunción

1.- Procede la revocación del auto recurrido cuando ha incurrido en vicio 
de incongruencia, por resolver sobre cuestión distinta de la solicitada de 
manera principal.

2.- No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita 
que el promotor o sus representantes legales, dada su minoría de edad, 
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hubieran residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del Real 
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera título inscrito en el 
Registro Civil, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.

En las actuaciones sobre declaración de nacionalidad española de origen 
con valor de simple presunción, remitidas a este Centro en trámite de 
recurso por virtud del entablado por el Ministerio Fiscal contra auto dictado 
por el Magistrado Juez Encargado del Registro Civil de Torrent (Valencia).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil precitado el 20 de 
enero de 2009, Don S. nacido en T. (Sahara Occidental) el 13 de junio de 
1966, solicitaba que se declarara su nacionalidad española de origen, 
conforme al artículo 18 del Código Civil, que permite la consolidación de la 
nacionalidad española que se ha poseído y utilizado, con determinados 
requisitos y durante determinado tiempo. Adjuntaba diversa 
documentación: certificado de empadronamiento en T. pasaporte argelino 
en el que consta que nació en B. permiso de residencia permanente en 
España como ciudadano argelino, documento nacional de identidad del 
Sahara de su madre, expedido en 1974, informe negativo respecto de su 
inscripción en los libros Cheránicos conservados por la administración 
española, MINURSO expedido en 1995 y con otra fecha de nacimiento, 
1963, información del Consulado de Argelia en Alicante dirigida a las 
autoridades de la República Árabe Saharaui Democrática sobre que el 
promotor no tiene la nacionalidad argelina, y diversa documentación 
emitida por las autoridades de la denominada República Árabe Saharaui 
Democrática (RASD), así documento de identidad, certificado de 
ciudadanía, certificado de concordancia de nombres, certificado de 
nacimiento, certificado de paternidad con otro lugar de nacimiento, 
certificado de que la madre del promotor vivió en los campamentos de 
refugiados desde 1975 y que el padre falleció en 1973.

2.- El Ministerio Fiscal emitió informe oponiéndose a lo solicitado por 
entender que no se cumplen los requisitos del artículo 18 del Código Civil. 
El Encargado del Registro Civil de Torrent, dictó auto el 7 de septiembre 
de 2009 declarando con valor de simple presunción la nacionalidad 
española del promotor en aplicación del artículo 17.1.c del Código Civil. 
En dicho auto se daba al interesado la posibilidad de recurso ante la 
Dirección General de los Registro y del Notariado. 
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3.- Notificada la resolución al promotor y al Ministerio Fiscal, este presentó 
recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, 
insistiendo en los argumentos de su informe previo de que no se cumplen 
los requisitos para la aplicación del artículo 18 del Código Civil sobre el 
que el promotor basaba su solicitud.

4.- Trasladado el recurso al interesado, éste no formula alegación alguna. 
El Encargado del Registro Civil se reafirma en el sentido de su resolución 
y remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 y 17 del Código Civil (CC.), 218 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil (LEC); 96 de la Ley del Registro Civil, 66, 68 y 335 del 
Reglamento del Registro Civil (RRC), la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; 
el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del Tribunal Supremo 
de 28 de octubre de 1998, y las Resoluciones de 3 de abril y 15-2a de 
diciembre de 2003; 24-1a de abril, 17-2a de julio, 11-5a de octubre de 
2006; 2-5a y 10-3a de enero de 2007; 28-10 de Noviembre de 2008; 27-4a 
de febrero y 13 de Junio de 2009; 1-1 de Febrero de 2010, sobre la 
incongruencia, y las resoluciones, entre otras, de 9-1ª de septiembre, 
20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de 
febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª 
de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª de 
febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de noviembre de 2008, 2-4ª de 
Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 22-3ª de Marzo de 2010, sobre 
la declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción. 

II.- El interesado, documentado mediante pasaporte argelino, solicitó la 
declaración de su nacionalidad española al amparo de lo establecido en el 
artículo 18 del Código Civil. El Encargado del Registro Civil de Torrent, 
mediante auto de 7 de septiembre de 2009, declaró con valor de simple 
presunción la nacionalidad española del solicitante por aplicación del 
artículo 17.1.c. del Código Civil. Este acuerdo constituye el objeto del 
presente recurso.

III.- Cabe apreciar una incongruencia entre lo solicitado por el interesado 
y lo resuelto por el Registro Civil de Torrent. En el escrito de solicitud 
consta que se realizó basándola en el cumplimiento de los requisitos 
previstos en el artículo 18 del Código Civil para la consolidación de la 
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nacionalidad española por su posesión y utilización. Consta informe previo 
del Ministerio Fiscal respecto al incumplimiento de las circunstancias 
previstas en dicho artículo. El Registro Civil resolvió sobre la base 
incorrecta de que el interesado había pretendido ser declarado español 
de origen conforme al artículo 17.1.c del Código Civil que otorga tal 
condición a los nacidos en España de padres extranjeros si ambos 
carecieren de nacionalidad o si la legislación de ninguno de ellos atribuye 
al hijo una nacionalidad. La congruencia supone un ajuste acorde entre la 
parte dispositiva de la resolución y la pretensión del interesado, en tanto 
que en este caso se aprecia la existencia de una clara desviación entre la 
causa de pedir y la resolución recurrida (arts. 16 y 358.2 RRC y 218 LEC), 
por lo que procede la revocación del acuerdo dictado por el Encargado del 
Registro Civil y al propio tiempo, deberían retrotraerse las actuaciones al 
momento oportuno para continuar el procedimiento sobre la base de la 
solicitud del interesado, no obstante por aplicación del principio de 
economía procesal y constando en el expediente toda la documentación 
aportada por el solicitante se entra a conocer sobre la declaración de 
nacionalidad solicitada. 

IV.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

V.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

VI.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
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en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
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sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

En cualquier caso, por lo que se refiere a la “nacionalidad” de los saharauis, 
durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio del 
Sahara Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y 
formal entre los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, 
como ha puesto de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 
de octubre de 1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas 
en los Estados colonizadores, se han impuesto restricciones al status 
civitatis de la población colonizada “lo que ha permitido la diferencia 
doctrinal, basada en datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y 
nacionales-súbditos” (ejemplos del Derecho comparado son Holanda, 
Italia, Bélgica y Francia). En España, pese a la ambigüedad normativa 
sobre la calificación de los territorios pertenecientes a colonias y su 
identificación con el territorio nacional, las realidades de la heterogeneidad 
territorial y de los estatutos personales ha sido sostenida por el Tribunal 
Supremo en su citada sentencia y en la posterior de 7 de noviembre de 
1999 y anteriormente por el Consejo de Estado en diversos dictámenes 
(Dictamen núm. 36017/1968 para el caso de Guinea y Dictamen 
36227/1968 para el caso de Ifni), y a partir del examen pormenorizado de 
las disposiciones dictadas en relación con aquellos territorios, llegando a 
la conclusión fundada de la distinción entre territorio nacional y territorios 
coloniales (entre éstos, por consecuencia, el Sahara Occidental), así 
como sobre la diferente condición jurídica de nacionales y naturales de las 
colonias.
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VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En efecto, de la documentación aportada no se desprende la 
posesión de la nacionalidad española en los términos y duración que 
establece el artículo 18 CC., no fue titular de documento de identidad 
español, por lo que no queda acreditada la utilización y posesión de la 
nacionalidad durante 10 años y tampoco se ha acreditado que cuando 
estuvo en vigor el Decreto de 1976, el promotor, o en este caso sus 
representantes legales, al ser menor de edad, estuviesen imposibilitados 
de facto para optar a la nacionalidad española por haber permanecido en 
los territorios ocupados. Además gran parte de la documentación está 
emitida por la República Árabe Saharaui Democrática, y esta no pueda 
ser tenida en cuenta ya que no ofrece garantías análogas a las exigidas 
para la inscripción por la ley española. Al respecto ha de tenerse en cuenta 
que las competencias de calificación del Encargado respecto de la 
certificación extranjera se extienden al examen de la competencia y 
autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que 
le habilite para tal expedición con base legal suficiente para ello, base, 
que en este caso no existe al no estar establecidos los órganos del 
Registro Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un 
ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: revocar el auto apelado y 
estimando el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal, dejar sin efecto 
la declaración de nacionalidad con valor de simple presunción del Sr. S.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Torrent (Valencia).
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Resolución de 02 de Julio de 2014 (92ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el promotor hubiera cumplido los requisitos establecidos, residencia en el 
Sahara durante el plazo de vigencia del Real Decreto 2258/1976, de 10 
de agosto, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el interesado contra auto dictado por el 
Magistrada Juez Encargada del Registro Civil de Bilbao (Vizcaya).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Bilbao, Don B. 
nacido en el territorio del antiguo Sahara español, según su declaración, 
el 6 de julio de 1955, solicitaba la declaración con valor de simple 
presunción de su nacionalidad española por haber nacido y vivido en el 
Sahara cuando éste era territorio sometido a administración española. 
Adjuntaba diversa documentación en apoyo de su solicitud; pasaporte 
argelino en el que consta otro lugar de nacimiento, permiso de residencia 
permanente en España como ciudadano argelino, certificado de 
empadronamiento en B. desde el 24 de diciembre de 2007, certificado de 
la oficina de documentación de la Dirección General de la Policía de que 
la huella del promotor coincide con la de una persona nacida en 1954 y 
que fue titular de documento nacional de identidad del Sahara expedido 
en 1973, certificado consular argelino de que el promotor no tiene tal 
nacionalidad, MINUSO expedido en 1998 con enmiendas en el nombre 
del inscrito, informe negativo respecto a su inclusión en los libros 
Cheránicos custodiados por la administración española, fotocopia ilegible 
de tarjeta de afiliación a la Seguridad Social y fotocopia casi ilegible de 
documento nacional de identidad del Sahara de la madre del promotor y, 
expedidos por las autoridades de la denominada República Árabe 
Saharaui Democrática (RASD), certificado de antecedentes penales, 
certificado de que residió en los campamentos de refugiados saharauis 
desde 1975, certificado de que su nacionalidad es la saharaui y de 
concordancia de nombre, todos ellos expedidos en los años 2004 y 2005.
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2.- Ratificado el promotor, con fecha 19 de mayo de 2009, el Ministerio 
Fiscal emitió informe oponiéndose a lo solicitado. La Encargada del 
Registro Civil dictó auto el 6 de noviembre de 2009, denegando la 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción al 
considerar que el promotor no había acreditado el cumplimiento de los 
requisitos del artículo 18 del Código Civil. 

3.- Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y al interesado, este 
interpuso recurso reiterando que si cumple los requisitos contemplados 
para consolidar la nacionalidad española.

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, este no tiene nada que 
alegar y seguidamente la Encargada informa que el recurso no desvirtúa 
los argumentos de su resolución y remitió el expediente a la Dirección 
General de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.

II.- El promotor, mediante escrito presentado en el Registro Civil de Bilbao 
solicitó la declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción por haber nacido en 1955 en el territorio del Sahara y cumplir 
los requisitos establecidos en el artículo 18 CC. La Encargada del Registro 
Civil dictó auto denegando la declaración solicitada, siendo dicho auto 
recurrido por el promotor que considera que si se acreditaba la 
concurrencia de los requisitos exigidos. Dicho auto constituye el objeto del 
presente recurso. 

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
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La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
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simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

En cualquier caso, por lo que se refiere a la “nacionalidad” de los saharauis, 
durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio del 
Sahara Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y 
formal entre los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, 
como ha puesto de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 
de octubre de 1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas 
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en los Estados colonizadores, se han impuesto restricciones al status 
civitatis de la población colonizada “lo que ha permitido la diferencia 
doctrinal, basada en datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y 
nacionales-súbditos” (ejemplos del Derecho comparado son Holanda, 
Italia, Bélgica y Francia). En España, pese a la ambigüedad normativa 
sobre la calificación de los territorios pertenecientes a colonias y su 
identificación con el territorio nacional, las realidades de la heterogeneidad 
territorial y de los estatutos personales ha sido sostenida por el Tribunal 
Supremo en su citada sentencia y en la posterior de 7 de noviembre de 
1999 y anteriormente por el Consejo de Estado en diversos dictámenes 
(Dictamen núm. 36017/1968 para el caso de Guinea y Dictamen 
36227/1968 para el caso de Ifni), y a partir del examen pormenorizado de 
las disposiciones dictadas en relación con aquellos territorios, llegando a 
la conclusión fundada de la distinción entre territorio nacional y territorios 
coloniales (entre éstos, por consecuencia, el Sahara Occidental), así 
como sobre la diferente condición jurídica de nacionales y naturales de las 
colonias.

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En efecto, de la documentación aportada no se desprende la 
posesión de la nacionalidad española en los términos y duración que 
establece el artículo 18 CC., el promotor fue titular de documento de 
identidad expedido en el Sahara en el año 1973, por lo que no queda 
acreditada la utilización y posesión de la nacionalidad durante 10 años, y 
tampoco se ha acreditado que cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, 
el promotor, estuviese imposibilitado de facto para optar a la nacionalidad 
española por haber permanecido en los territorios ocupados, además 
parte de la documentación está expedida por la representación de la 
denominada República Árabe Saharaui Democrática, que no puede ser 
tenida en cuenta ya que no ofrece garantías análogas a las exigidas para 
la inscripción por la ley española. Al respecto ha de tenerse en cuenta que 
las competencias de calificación del Encargado respecto de la certificación 
extranjera se extienden al examen de la competencia y autoridad que la 
expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal 
expedición con base legal suficiente para ello, base, que en este caso no 
existe al no estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de 
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disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Bilbao.

Resolución de 02 de Julio de 2014 (93ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
la promotora hubiera cumplido los requisitos establecidos, residencia en 
el Sahara durante el plazo de vigencia del Real Decreto 2258/1976, de 10 
de agosto, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por la interesada contra auto dictado por el 
Magistrado Juez Encargado del Registro Civil de Ciudad Real.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Ciudad Real Doña 
J. nacida en E. (Sahara Occidental) el día 23 de abril de 1972, solicitaba 
la declaración con valor de simple presunción de su nacionalidad española 
por haber nacido y vivido en el Sahara cuando éste era territorio sometido 
a administración española. Adjuntaba diversa documentación en apoyo 
de su solicitud; inscripción de su nacimiento en los libros Cheránicos en 
1974, pasaporte argelino con otro lugar y fecha de nacimiento, documentos 
nacionales de identidad del Sahara de los padres de la promotora 
expedidos en 1971 y 1973, inscripción en el Registro Civil español del 
nacimiento y declaración de nacionalidad española con valor de simple 
presunción de las hermanas de la promotora, nacidas en 1971 y 1970, 
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auto del Registro Civil de Ciudad Real declarando la nacionalidad española 
con valor de simple presunción de un hermano de la promotora, MINURSO 
con otro lugar de nacimiento, certificado de empadronamiento en M-T. y 
expedidos por las autoridades de la denominada República Árabe 
Saharaui Democrática (RASD), certificado de concordancia de nombre y 
documento de identidad. 

2.- Ratificada la promotora, con fecha 21 de abril de 2009, el Ministerio 
Fiscal solicitó que se requiriera más documentación a la promotora, que 
aportó pasaporte argelino renovado y permiso de residencia permanente 
en España como ciudadana argelina y certificados de que tanto la 
promotora como sus padres se encontraban en los campamentos de 
refugiados saharauis en T. desde 1976, expedidos por el RASD, tras ello 
el Ministerio Fiscal emitió informe desfavorable a acceder a lo solicitado. 
El Encargado del Registro Civil dictó auto el 20 de noviembre de 2009, 
denegando la declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción al considerar que no se habían acreditado el cumplimiento de 
los requisitos del artículo 18 del Código Civil. 

3.- Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a la interesada, esta 
interpuso recurso argumentando que si cumple los requisitos legales para 
consolidar la nacionalidad española. 

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, este mantiene su oposición 
a la declaración de la nacionalidad española, seguidamente el Encargado 
se ratifica en la fundamentación de su auto y remite el expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución del 
recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.
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II.- La promotora, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Ciudad Real solicitó la declaración de la nacionalidad española con valor 
de simple presunción por haber nacido en 1972 en el territorio del Sahara 
y cumplir los requisitos establecidos en el artículo 18 CC. El Encargado 
del Registro Civil dictó auto denegando la declaración solicitada, siendo 
dicho auto recurrido por la promotora que considera que si se acreditaba 
la concurrencia de los requisitos exigidos. Dicho auto constituye el objeto 
del presente recurso. 

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
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situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
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potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

En cualquier caso, por lo que se refiere a la “nacionalidad” de los saharauis, 
durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio del 
Sahara Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y 
formal entre los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, 
como ha puesto de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 
de octubre de 1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas 
en los Estados colonizadores, se han impuesto restricciones al status 
civitatis de la población colonizada “lo que ha permitido la diferencia 
doctrinal, basada en datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y 
nacionales-súbditos” (ejemplos del Derecho comparado son Holanda, 
Italia, Bélgica y Francia). En España, pese a la ambigüedad normativa 
sobre la calificación de los territorios pertenecientes a colonias y su 
identificación con el territorio nacional, las realidades de la heterogeneidad 
territorial y de los estatutos personales ha sido sostenida por el Tribunal 
Supremo en su citada sentencia y en la posterior de 7 de noviembre de 
1999 y anteriormente por el Consejo de Estado en diversos dictámenes 
(Dictamen núm. 36017/1968 para el caso de Guinea y Dictamen 
36227/1968 para el caso de Ifni), y a partir del examen pormenorizado de 
las disposiciones dictadas en relación con aquellos territorios, llegando a 
la conclusión fundada de la distinción entre territorio nacional y territorios 
coloniales (entre éstos, por consecuencia, el Sahara Occidental), así 
como sobre la diferente condición jurídica de nacionales y naturales de las 
colonias.

VI.- Por lo que se refiere a la concesión a sus hermanos de la nacionalidad 
española, a la vista de los documentos aportados al expediente en prueba 
del presunto derecho de la ahora interesada, se observa que la 
documentación que sirvió de base en su momento para la declaración con 
valor de simple presunción de la nacionalidad española de aquéllos era 
similar a la contenida en el presente expediente, por lo que, si el Ministerio 
Fiscal considerara que les ha sido otorgada dicha nacionalidad de modo 
improcedente, cabría, a instancia de dicho órgano, incoar nuevos 
expedientes solicitando que se declare con valor de simple presunción 
que los interesados no son españoles. A este respecto conviene recordar 
que, en desarrollo del principio básico de la legislación registral de 
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concordancia del Registro Civil con la realidad, es doctrina reiterada de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de 
concordancia, no opera en el ámbito del Registro Civil el principio de 
autoridad de cosa juzgada

VII.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural 
del Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En efecto, de la documentación aportada no se desprende la 
posesión de la nacionalidad española en los términos y duración que 
establece el artículo 18 CC., la promotora no fue titular de documento de 
identidad expedido en el Sahara, si lo fueron sus padres, desde los años 
1971 y 1973, por lo que no queda acreditada la utilización y posesión de 
la nacionalidad durante 10 años antes de que España abandonase el 
territorio, habida cuenta que nació en 1972, y tampoco se ha acreditado 
que cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, la promotora o en ese 
caso sus representantes legales, dada su minoría de edad, estuviesen 
imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad española por haber 
permanecido en los territorios ocupados, ya que se menciona en la 
documentación que estuvieron en Argelia a partir de 1976, además gran 
parte de la documentación está emitida por la denominada República 
Árabe Saharaui Democrática, que no puede ser tenida en cuenta ya que 
no ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley 
española. Al respecto ha de tenerse en cuenta que las competencias de 
calificación del Encargado respecto de la certificación extranjera se 
extienden al examen de la competencia y autoridad que la expide, la cual 
ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con 
base legal suficiente para ello, base, que en este caso no existe al no 
estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones 
normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Ciudad Real.
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Resolución de 02 de Julio de 2014 (94ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

1º. No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita 
que las personas representantes legales del interesado, menor de edad, 
hubieran residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del Decreto 
2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad 
española durante diez años.

2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción corresponde al Encargado del 
Registro Civil del domicilio efectivo. El Encargado debe examinar de oficio 
su propia competencia.

3º. Resulta incompetente para la inscripción del nacimiento y para 
practicar la anotación marginal de declaración de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción por consolidación el Encargado del 
Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de España.

4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había 
informado favorablemente la pretensión del interesado por razón del 
principio superior de legalidad.

En el expediente sobre declaración de nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud 
del entablado por el Ministerio Fiscal, contra auto dictado por la Magistrada 
Juez Encargada del Registro Civil de Córdoba.

HECHOS

1.-Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Córdoba, Don M. 
nacido el 1 de enero de 1974 en V-C. (Sáhara Occidental), según declara, 
solicitaba que se le reconociese la nacionalidad española con valor de 
simple presunción en base a la utilización continuada de la misma durante 
más de diez años. Adjuntaba la siguiente documentación: pasaporte 
marroquí en el que consta otro lugar de nacimiento, certificado marroquí 
de parentesco, que hace referencia a su acta de nacimiento en el registro 
civil marroquí, en 1979, y se declara su nacionalidad marroquí, informe 
negativo respecto a su inclusión en los libros Cheránicos custodiados por 
la administración española, solicitudes de documentos nacionales de 

http://


M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

1074Boletín del Ministerio de Justicia

Nacionalidad

identidad del Sahara de 3 personas, que podrían ser los padres del 
promotor, certificado de la Comisaría General de extranjería y 
documentación de que su madre fue titular de documento nacional de 
identidad del Sahara en 1971 que perdió su validez.

2.- Ratificado el promotor, el Ministerio Fiscal informa que estima 
procedente la aprobación de la solicitud. La Encargada del Registro Civil 
dictó auto, con fecha 13 de mayo de 2008, accediendo a lo solicitado por 
entender que concurrían en el caso las circunstancias contempladas en el 
artículo 18 del Código Civil.

3.- Notificada la resolución al interesado y al Ministerio Fiscal, éste 
interpuso recurso dirigido a la Dirección General de los Registros y de 
Notariado, alegando cuestiones de competencia y de alcance de la parte 
dispositiva de la citada resolución. De este recurso se intentó dar traslado 
al interesado a fin de que formulara las alegaciones que estimara 
convenientes, lo que no fue posible por correo pero si por vía telefónica, 
según diligencia extendida por el Registro y también se procedió a la 
publicación de edicto en el tablón de anuncios del Registro Civil, tras lo 
cual no se presentó escrito alguno. 

4.- La Encargada del Registro Civil remitió el expediente a la Dirección 
General de los Registros y de Notariado adhiriéndose a la argumentación 
del Ministerio Fiscal recurrente.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las Sentencias del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, 20 de noviembre de 2007 y 
18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro Directivo de 28 de 
febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007, y las Resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 22-1ª de mayo, 11-1ª de junio, 19-5ª de octubre y20-2ª de diciembre 
de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª 
de marzo y 17-5ª de septiembre de 2008.

II.-Como cuestión previa se ha de plantear la de la inadmisibilidad a 
trámite del recurso presentado, habida cuenta que el Ministerio Fiscal, 
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que actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión 
del interesado al evacuar el trámite de audiencia previsto por el artículo 
343 del Reglamento del Registro Civil. A este respecto, conforme a la 
doctrina sentada por nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede 
admitir el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal, a pesar de su 
anterior dictamen favorable, atendiendo al principio de legalidad y al 
carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas de 
oficio, de las normas sobre competencia de los órganos registrales, 
normas, como se verá infringidas por el auto apelado. 

III.- El interesado, mediante escrito de fecha 18 de abril de 2008, solicitó 
ante el Registro Civil de su domicilio la declaración con valor de simple 
presunción de la nacionalidad española, al haber nacido en 1974 en V-C. 
Sáhara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. La Encargada 
del Registro Civil de Córdoba dictó auto de fecha 13 de mayo, declarando 
dicha nacionalidad de origen por consolidación. Este auto constituye el 
objeto del presente recurso. Según el artículo 18 del Código Civil la 
nacionalidad española puede consolidarse si se posee y utiliza durante 
diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el Registro 
Civil que después es anulado. La vía registral para comprobar esta 
consolidación es el expediente de declaración de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción (cfr. art. 96.2º LRC y 338 RRC). Ahora 
bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba 
inscribirse la resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los 
específicas expedientes para declaraciones con valor de simple 
presunción la competencia corresponde al Encargado del Registro del 
domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia 
lo es tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo 
previsto por el artículo 342 del Reglamento del Registro Civil en la 
redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986.

IV.- Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al 
igual que ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha 
infracción implica la nulidad de lo actuado, nulidad que puede ser 
declarada por la Dirección General de los Registros y del Notariado 
cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha 
nulidad se desprende de la aplicación de las normas de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil en materia de competencia territorial y de fuero 
personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 de enero), 
la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 de la Ley del 
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Registro Civil, que contiene un llamamiento supletorio a las normas de 
jurisdicción voluntaria. En el presente caso, la cuestión se suscita ante la 
duda de que el domicilio del interesado esté fijado en la demarcación 
correspondiente al Registro Civil de Córdoba dado que ninguna prueba o 
dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. A tal efecto ha de recordarse que el concepto 
de domicilio a efectos civiles, que es el que se ha de entender invocado 
por la legislación del Registro Civil en general y por el artículo 355 del 
Reglamento del Registro Civil en particular, se encuentra definido en el 
artículo 40 del Código Civil, conforme al cual “el domicilio de las personas 
naturales es el de su residencia habitual”, esto es, el lugar en que la 
persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el futuro. 
La prueba de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito 
civil es libre, salvo que alguna norma especial exija una modalidad de 
prueba determinada o exima de pruebas complementarias acreditando el 
domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el ámbito del 
Registro Civil en casos concretos: así a) el artículo 336.3º del Reglamento 
del Registro Civil dispone que “el domicilio de los apátridas se acreditará 
por certificación municipal o información testifical”; b) el artículo 68 párrafo 
tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, de la Ley del Registro Civil, 
establece que el domicilio del progenitor o progenitores legalmente 
conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales de 
identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón 
municipal”.

En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de 
los singulares casos citados por la legislación del Registro Civil, por lo que 
revive la regla general en el ámbito civil de que la residencia habitual 
puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en derecho, 
correspondiendo al Encargado del Registro Civil y, en su caso, a los 
Tribunales la valoración libre de los datos que hayan sido aportados y 
circunstancias acreditadas; como por ejemplo, tener en el lugar 
establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes 
policiales adversos, ausencias de visados o permisos de residencia –no 
de mera estancia- respecto de los extranjeros, etc. ( vid. Sentencias del 
Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de junio de 1952, 
entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio 
de los derechos y cumplimiento de las obligaciones ( cfr. art. 40 CC.) 
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puede fijarse arbitrariamente por los interesados dando lugar a supuestos 
de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho de que la inscripción 
en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de 
tal declaración ( cfr. art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local ). Por 
ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse 
incompetente para la actuación registral instada cuando llegue a la 
convicción de la inexactitud del contenido del padrón municipal respecto 
de la persona que promueve expediente registral ante el Registro Civil 
cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la 
citada inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es 
que, de la documentación obrante en el expediente no cabe colegir que 
concurran las notas de estabilidad y permanencia que cualifican el 
domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni siquiera 
consta documento de empadronamiento alguno, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez 
Encargada para apreciar su competencia.

V.- La regla especial de competencia en materia de expediente sobre 
declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
comporta igualmente la necesidad de diferenciar entre la resolución del 
expediente y la anotación posterior de dicha resolución al margen de la 
inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean 
coincidentes ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada 
por el Encargado del Registro Civil del domicilio, una vez devenida firme, 
habrá de ser calificada por el Encargado del Registro Civil del lugar de 
nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente 
caso en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha 
practicado en base al mismo la inscripción de nacimiento del interesado, 
haciendo constar en el apartado de “observaciones” que “el inscrito goza 
de la nacionalidad española de origen”.

Esta actuación plantea en primer lugar, la cuestión sobre la competencia 
del Registro Civil de Córdoba para practicar la citada inscripción de 
nacimiento. En principio, conforme al artículo 16.1 de la Ley del Registro 
Civil, los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del 
lugar en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber 
acaecido en el extranjero y tener el promotor su domicilio en España y 
después, por traslado, en el Consular correspondiente (cfr. art. 68.II RRC). 
Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la competencia del 
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Registro Civil de Córdoba la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 
de la Ley del Registro Civil, en su redacción dada por la Ley 24/2005, de 
18 de noviembre, conforme a la cual “en inscripciones de nacimiento que 
sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad española por 
ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los 
interesados podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de 
juramento o promesa de fidelidad al Rey y obediencia a la Constitución y 
a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento en el Registro 
Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”. Sin embargo, tal alegación no puede 
prosperar ya que, como puso de manifiesto la Instrucción de este Centro 
Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito apartado 4 
del artículo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un 
lado, que la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española 
haya precisado de la tramitación de un previo expediente registral, pero 
además, por otro lado que la causa de adquisición de la nacionalidad esté 
sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey 
y de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23.a CC.), exigencia 
que se desprende implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del 
levantamiento del acta correspondiente el momento procesal oportuno 
para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil municipal. 
Requisito este que no concurre en los expedientes de declaración de la 
nacionalidad española con valor de simple presunción por consolidación, 
por lo que en el caso objeto del presente recurso debe entenderse 
extendida la inscripción en Registro incompetente, incurriendo así en el 
defecto formal previsto en el número 1 del artículo 198 del Reglamento del 
Registro Civil.

VI.- Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de 
una declaración de nacionalidad española hecha en expediente por 
órgano registral incompetente (cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe 
dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose respetado las reglas de la 
competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la materia, 
esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del 
artículo 18 del Código Civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con 
la doctrina consolidada y reiteradísima de este Centro Directivo en relación 
con la cuestión planteada. Pues bien, en principio, los nacidos en el 
territorio del Sahara cuando éste era posesión española no eran 
propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España que se 
beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas 
disposiciones anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera 
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deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que se desprende 
necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque sólo así 
cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo 
de un año a contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/1976. Así 
resulta también de la diferenciación de “territorios” puesto de relieve, con 
rotunda claridad, por la Ley de 19 de noviembre de 1975 de 
“descolonización” del Sahara cuyo preámbulo expresa “que el Estado 
Español ha venido ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de 
competencias sobre el territorio no autónomo de Sahara, que durante 
algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de sus administración 
a un régimen peculiar con analogías al provincial que nunca –recalcaba- 
ha formado parte del territorio nacional”.

Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 
decidió que el actor había consolidado la nacionalidad española. Pero la 
doctrina de esta sentencia no es de aplicación al caso presente pues hay 
diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en la 
sentencia y el ahora planteado. En el caso presente el interesado no ha 
acreditado que cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, sus 
representantes legales, dada entonces su minoría de edad, estuviesen 
imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad española por haber 
permanecido en los territorios ocupados. Aparte de esto concurren otras 
circunstancias impeditivas para los efectos pretendidos por el recurrente, 
como son que no está probada la posesión de la nacionalidad española 
en los términos y duración que establece el artículo 18 del Código Civil, 
habida cuenta que su nacimiento se produjo en 1974. Las más recientes 
sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª), de 20 de noviembre de 2007 y 
de 18 de julio de 2008, reconociendo a los saharauis recurrentes el 
estatuto de apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores.

VII.- Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del 
camino adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple 
presunción y la inscripción practicada. Es desde esta perspectiva desde la 
que debe entenderse la petición del Ministerio Fiscal, vertida en su escrito 
de recurso, de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal 
declaración presuntiva habría de reflejarse registralmente mediante una 
anotación marginal a la inscripción de nacimiento, anotación para la cual 
sólo sería competente el Registro Civil Central.
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La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene 
como efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le 
declara, puesto que invierte la carga de la prueba, que corresponderá al 
que discuta la declaración y, en este sentido, en tanto no se destruya la 
presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva. En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en 
su Circular de Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del 
estado civil de nacional español, en los casos de adquisición originaria 
basada en el principio del “ius sanguinis”, sólo puede proporcionarla la 
sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que 
la legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para 
obtener la declaración de que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 
96.2 LRC) en virtud de un expediente gubernativo. El hecho de que, según 
esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga valor de “simple 
presunción” y deba ser objeto de anotación (art. 340 RRC) al margen de 
la inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la 
eficacia de tales declaraciones de nacionalidad, ya que, como tales 
dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a los favorecidos por la 
presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta “infra”, 
por otro expediente registral tramitado con tal finalidad.

Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de 
actuaciones, una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente 
registral, por la vía del artículo 240.2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, 
tropieza con el carácter supletorio que en el ámbito del Registro Civil tiene 
la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 16 RRC), 
por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del 
Registro Civil permite alcanzar el resultado pretendido. Es un principio 
básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 RRC) el 
de procurar la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la 
realidad extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado 
repetidamente por la doctrina de este Centro Directivo que, mientras 
subsista ese interés público de concordancia, no juega en el ámbito del 
Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es 
posible reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de 
ser posible que, de oficio o por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de 
cualquier interesado o autoridad con competencias conexas con la 
materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie 
de nuevo expediente para declarar con valor de simple presunción que a 
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los interesados les corresponde o no les corresponde la nacionalidad 
española.

VIII.- La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser 
negativa, ha de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la 
anotación preventiva practicada. No es obstáculo para ello que, con 
arreglo al artículo 92 de la ley del Registro Civil y a salvo las excepciones 
previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las 
“anotaciones”, en congruencia con su menor eficacia y su valor meramente 
informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un principio distinto. En 
efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan 
ser rectificadas y canceladas en virtud de expediente gubernativo en el 
que se acredite la inexactitud, en todo caso con notificación formal a los 
interesados o a sus representantes legales como exige imperativamente 
el párrafo primero del artículo 349 del Reglamento del Registro Civil. 
Tampoco puede erigirse en obstáculo para la aplicación de estas 
previsiones normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso a que 
se refiere el presente recurso la declaración de la nacionalidad española 
se haya reflejado tubularmente por medio de su constancia en el apartado 
de “observaciones” de la inscripción de nacimiento, en lugar de en el 
correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. art. 96 in fine LRC), 
pues siendo éste el tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del 
acto jurídico consignado, a la misma se han de ajustar los mecanismos 
registrales previstos legalmente para su corrección. Por todo lo anterior, la 
inscripción de nacimiento del interesado en el Registro Civil de Córdoba 
supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, el nacimiento, acaecido 
en el extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que 
no debió practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción 
que se extendía de modo evidente en virtud de un título manifiestamente 
ilegal, puesto que, sobre la infracción a las citadas reglas de competencia, 
no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del Código Civil en 
que el interesado había basado su petición. Por lo cual, procede su 
supresión y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo 
(cfr. arts. 95.2 LRC y 297.3 RRC) que, en aras del principio de concordancia 
entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe promoverse de oficio por 
este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal.
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Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: 

1º. Estimar el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal.

2º.Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento 
del interesado practicada con la mención de su nacionalidad española.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Córdoba.

Resolución de 02 de Julio de 2014 (95ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el promotor hubiera cumplido los requisitos establecidos, residencia en el 
Sahara durante el plazo de vigencia del Real Decreto 2258/1976, de 10 
de agosto, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el interesado contra auto dictado por la 
Magistrada Juez Encargada del Registro Civil de Badajoz.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Badajoz, Don A. 
nacido según declara en S. (Sahara Occidental) el 3 de febrero de 1969, 
solicitaba la declaración con valor de simple presunción de su nacionalidad 
española por haber nacido y vivido en el Sahara cuando éste era territorio 
sometido a administración española. Adjuntaba diversa documentación 
en apoyo de su solicitud; permiso de residencia temporal en España como 
ciudadano argelino, pasaporte argelino expedido en enero de 2007, libro 
de familia en el que aparece con otro lugar y fecha de nacimiento, 
documentos nacionales de identidad Sahara de sus padres, expedidos en 
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1970 y 1972 y otra serie de documentos expedidos por las autoridades de 
la denominada República Árabe Saharaui Democrática (RASD) como, 
certificado de nacimiento, en el que aparece otro lugar de nacimiento, 
certificado de antecedentes penales, certificado de que ha residido en los 
campamentos de refugiados saharauis hasta marzo de 2009, certificado 
de paternidad, certificado de nacionalidad y certificado de subsanación de 
las diferentes filiaciones, lugares y fechas de nacimiento.

2.- Ratificado el promotor, el Ministerio Fiscal emitió informe desfavorable 
respecto a conceder lo solicitado. El Encargado del Registro Civil dictó 
auto el 26 de junio de 2009, denegando la declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción al considerar que el promotor no 
había acreditado un título inscrito ni la posesión y utilización de la 
nacionalidad española durante 10 años ni la imposibilidad de optar en el 
plazo otorgado. 

3.- Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y al interesado, este 
presento recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado 
reiterando su nacimiento en el territorio del Sahara español y su 
imposibilidad de optar en su momento por ser obligados a residir en los 
campamentos de refugiados de T.

4.- El Ministerio Fiscal, reitera su informe anterior y seguidamente el 
Encargado, ratificándose en su resolución, remitió el expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución del 
recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.
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II.- El promotor, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Badajoz, solicitó la declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción por haber nacido en 1969 en el territorio del Sahara. El 
Encargado del Registro Civil dictó auto denegando la declaración 
solicitada, por no cumplir los requisitos establecidos por el artículo 18 de 
Código Civil, siendo dicho auto recurrido por el promotor que considera 
que si se acreditaba la concurrencia de los requisitos exigidos. Dicho auto 
constituye el objeto del presente recurso. 

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
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situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
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potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

En cualquier caso, por lo que se refiere a la “nacionalidad” de los saharauis, 
durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio del 
Sahara Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y 
formal entre los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, 
como ha puesto de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 
de octubre de 1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas 
en los Estados colonizadores, se han impuesto restricciones al status 
civitatis de la población colonizada “lo que ha permitido la diferencia 
doctrinal, basada en datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y 
nacionales-súbditos” (ejemplos del Derecho comparado son Holanda, 
Italia, Bélgica y Francia). En España, pese a la ambigüedad normativa 
sobre la calificación de los territorios pertenecientes a colonias y su 
identificación con el territorio nacional, las realidades de la heterogeneidad 
territorial y de los estatutos personales ha sido sostenida por el Tribunal 
Supremo en su citada sentencia y en la posterior de 7 de noviembre de 
1999 y anteriormente por el Consejo de Estado en diversos dictámenes 
(Dictamen núm. 36017/1968 para el caso de Guinea y Dictamen 
36227/1968 para el caso de Ifni), y a partir del examen pormenorizado de 
las disposiciones dictadas en relación con aquellos territorios, llegando a 
la conclusión fundada de la distinción entre territorio nacional y territorios 
coloniales (entre éstos, por consecuencia, el Sahara Occidental), así 
como sobre la diferente condición jurídica de nacionales y naturales de las 
colonias.

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En efecto, de la documentación aportada no se desprende la 
posesión de la nacionalidad española en los términos y duración que 
establece el artículo 18 CC., el promotor no fue titular de documento de 
identidad español, por lo que no queda acreditada la utilización y posesión 
de la nacionalidad durante 10 años antes de que España abandonase el 
territorio, habida cuenta que nació en 1969, y tampoco se ha acreditado 
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que cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, el promotor, o en este 
caso sus representantes legales, al ser menor de edad, estuviesen 
imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad española por haber 
permanecido en los territorios ocupados. Además gran parte de la 
documentación está emitida por la República Árabe Saharaui Democrática, 
y esta no pueda ser tenida en cuenta ya que no ofrece garantías análogas 
a las exigidas para la inscripción por la ley española. Al respecto ha de 
tenerse en cuenta que las competencias de calificación del Encargado 
respecto de la certificación extranjera se extienden al examen de la 
competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio 
de cargo que le habilite para tal expedición con base legal suficiente para 
ello, base, que en este caso no existe al no estar establecidos los órganos 
del Registro Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un 
ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Badajoz.

Resolución de 02 de Julio de 2014 (96ª)
III.2.1  Declaración de la nacionalidad española con valor de simple 

presunción

1.- Procede la revocación del auto recurrido cuando ha incurrido en vicio 
de incongruencia, por resolver sobre cuestión distinta de la solicitada de 
manera principal.

2.- No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita 
que el promotor o sus representantes legales, dada su minoría de edad, 
hubieran residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del Real 
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera título inscrito en el 
Registro Civil, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.
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En las actuaciones sobre declaración de nacionalidad española de origen 
con valor de simple presunción, remitidas a este Centro en trámite de 
recurso por virtud del entablado por el Ministerio Fiscal contra auto dictado 
por el Magistrado Juez Encargado del Registro Civil de Torrent (Valencia).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil precitado el 22 de 
enero de 2009, Doña B. nacida en B-N. (Sahara Occidental) el 21 de junio 
de 1954, según declara, solicitaba que se declarara su nacionalidad 
española de origen, conforme al artículo 18 del Código Civil, que permite 
la consolidación de la nacionalidad española que se ha poseído y utilizado, 
con determinados requisitos y durante determinado tiempo. Adjuntaba 
diversa documentación: certificado de empadronamiento en T. pasaporte 
argelino expedido en el año 2007 y en el que consta que nació en B. el 5 
de febrero de 1958, certificado consular argelino de que no tiene dicha 
nacionalidad, informe negativo respecto de su inscripción en los libros 
Cheránicos conservados por la administración española, MINURSO con 
datos enmendados, primer apellido y lugar de nacimiento, libro de familia 
y diversa documentación emitida por las autoridades de la denominada 
República Árabe Saharaui Democrática (RASD), así documento de 
identidad, certificado de nacionalidad, certificado de concordancia de 
nombres, certificado de nacimiento y certificado de que la promotora vivió 
en los campamentos de refugiados de T. desde 1975. 

2.- El Ministerio Fiscal emitió informe oponiéndose a lo solicitado por 
entender que no se cumplen los requisitos del artículo 18 del Código Civil. 
El Encargado del Registro Civil de Torrent, dictó auto el 7 de septiembre 
de 2009 declarando con valor de simple presunción la nacionalidad 
española de la promotora en aplicación del artículo 17.1.c del Código 
Civil. En dicho auto se daba a la interesada la posibilidad de recurso ante 
la Dirección General de los Registro y del Notariado. 

3.- Notificada la resolución al promotor y al Ministerio Fiscal, este presentó 
recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, 
insistiendo en los argumentos de su informe previo de que no se cumplen 
los requisitos para la aplicación del artículo 18 del Código Civil sobre el 
que el promotor basaba su solicitud.

4.- Trasladado el recurso a la interesada, ésta no formula alegación 
alguna. El Encargado del Registro Civil se reafirma en el sentido de su 
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resolución y remitió el expediente a la Dirección General de los Registros 
y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 y 17 del Código Civil (CC.), 218 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil (LEC); 96 de la Ley del Registro Civil, 66, 68 y 335 del 
Reglamento del Registro Civil (RRC), la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; 
el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del Tribunal Supremo 
de 28 de octubre de 1998, y las Resoluciones de 3 de abril y 15-2a de 
diciembre de 2003; 24-1a de abril, 17-2a de julio, 11-5a de octubre de 
2006; 2-5a y 10-3a de enero de 2007; 28-10 de Noviembre de 2008; 27-4a 
de febrero y 13 de Junio de 2009; 1-1 de Febrero de 2010, sobre la 
incongruencia, y las resoluciones, entre otras, de 9-1ª de septiembre, 
20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de 
febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª 
de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª de 
febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de noviembre de 2008, 2-4ª de 
Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 22-3ª de Marzo de 2010, sobre 
la declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción. 

II.- La interesada, documentada mediante pasaporte argelino, solicitó la 
declaración de su nacionalidad española al amparo de lo establecido en el 
artículo 18 del Código Civil. El Encargado del Registro Civil de Torrent, 
mediante auto de 7 de septiembre de 2009, declaró con valor de simple 
presunción la nacionalidad española del solicitante por aplicación del 
artículo 17.1.c. del Código Civil. Este acuerdo constituye el objeto del 
presente recurso.

III.- Cabe apreciar una incongruencia entre lo solicitado por la interesada 
y lo resuelto por el Registro Civil de Torrent. En el escrito de solicitud 
consta que se realizó basándola en el cumplimiento de los requisitos 
previstos en el artículo 18 del Código Civil para la consolidación de la 
nacionalidad española por su posesión y utilización. Consta informe previo 
desfavorable del Ministerio Fiscal respecto al cumplimiento de las 
circunstancias previstas en dicho artículo. El Registro Civil resolvió sobre 
la base incorrecta de que la interesada había pretendido ser declarada 
española de origen conforme al artículo 17.1.c del Código Civil que otorga 
tal condición a los nacidos en España de padres extranjeros si ambos 
carecieren de nacionalidad o si la legislación de ninguno de ellos atribuye 
al hijo una nacionalidad. 
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La congruencia supone un ajuste acorde entre la parte dispositiva de la 
resolución y la pretensión del interesado, en tanto que en este caso se 
aprecia la existencia de una clara desviación entre la causa de pedir y la 
resolución recurrida (arts. 16 y 358.2 RRC y 218 LEC), por lo que procede 
la revocación del acuerdo dictado por el Encargado del Registro Civil y al 
propio tiempo, deberían retrotraerse las actuaciones al momento oportuno 
para continuar el procedimiento sobre la base de la solicitud del interesado, 
no obstante por aplicación del principio de economía procesal y constando 
en el expediente toda la documentación aportada por el solicitante se 
entra a conocer sobre la declaración de nacionalidad solicitada. 

IV.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

V.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

VI.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
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cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
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Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

En cualquier caso, por lo que se refiere a la “nacionalidad” de los saharauis, 
durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio del 
Sahara Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y 
formal entre los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, 
como ha puesto de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 
de octubre de 1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas 
en los Estados colonizadores, se han impuesto restricciones al status 
civitatis de la población colonizada “lo que ha permitido la diferencia 
doctrinal, basada en datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y 
nacionales-súbditos” (ejemplos del Derecho comparado son Holanda, 
Italia, Bélgica y Francia). En España, pese a la ambigüedad normativa 
sobre la calificación de los territorios pertenecientes a colonias y su 
identificación con el territorio nacional, las realidades de la heterogeneidad 
territorial y de los estatutos personales ha sido sostenida por el Tribunal 
Supremo en su citada sentencia y en la posterior de 7 de noviembre de 
1999 y anteriormente por el Consejo de Estado en diversos dictámenes 
(Dictamen núm. 36017/1968 para el caso de Guinea y Dictamen 
36227/1968 para el caso de Ifni), y a partir del examen pormenorizado de 
las disposiciones dictadas en relación con aquellos territorios, llegando a 
la conclusión fundada de la distinción entre territorio nacional y territorios 
coloniales (entre éstos, por consecuencia, el Sahara Occidental), así 
como sobre la diferente condición jurídica de nacionales y naturales de las 
colonias.

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En efecto, de la documentación aportada no se desprende la 
posesión de la nacionalidad española en los términos y duración que 
establece el artículo 18 CC., la interesada no fue titular de documento de 
identidad español, por lo que no queda acreditada la utilización y posesión 
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de la nacionalidad durante 10 años antes de que España abandonase el 
territorio y tampoco se ha acreditado que cuando estuvo en vigor el 
Decreto de 1976, la promotora estuviese imposibilitada de facto para optar 
a la nacionalidad española por haber permanecido en los territorios 
ocupados. Además gran parte de la documentación está emitida por la 
República Árabe Saharaui Democrática, y esta no pueda ser tenida en 
cuenta ya que no ofrece garantías análogas a las exigidas para la 
inscripción por la ley española. Al respecto ha de tenerse en cuenta que 
las competencias de calificación del Encargado respecto de la certificación 
extranjera se extienden al examen de la competencia y autoridad que la 
expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal 
expedición con base legal suficiente para ello, base, que en este caso no 
existe al no estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de 
disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: revocar el auto apelado y 
estimando el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal, dejar sin efecto 
la declaración de nacionalidad con valor de simple presunción de la Sra. 
B.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Torrent (Valencia).

Resolución de 02 de Julio de 2014 (97ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española. 

1º.- Para poder recuperar la nacionalidad española es preciso haberla 
ostentado con anterioridad y no está acreditado que dicha circunstancia 
concurra en la solicitante.

2º.- No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita 
que el promotor hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia 
del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera poseído y 
utilizado la nacionalidad durante diez años.
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En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el promotor, contra auto dictado por la 
Encargada del Registro Civil de Vera (Almería).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil Vera el 12 de mayo de 
2009, Don M-S. nacido en el Sahara Occidental en el año 1967, solicitaba 
la recuperación de la nacionalidad española por haber nacido y vivido en 
el Sahara cuando éste era territorio sometido a administración española. 
Adjuntaba, entre otros, los siguientes documentos: permiso de residencia 
permanente en España como nacional marroquí, MINURSO expedido en 
1995, solicitud de documento nacional de identidad del Sahara de su 
madre en el año 1973, acta notarial de manifestaciones, libro de familia 
expedido en 1970, traducción, no documento original, de certificado de 
concordancia de nombre marroquí, en el que se dice textualmente que 
hay una cierta semejanza y hace referencia al acta del registro civil 
marroquí de 1978, certificado de empadronamiento en G. (A) y expedida 
por las autoridades de la denominada República Árabe Saharaui 
Democrática (RASD) certificado de concordancia de nombre y certificado 
de que residió en El A. desde su nacimiento al 2 de abril de 2004. 

2.- Previo informe favorable del Ministerio Fiscal, la Encargada dictó auto 
el 16 de diciembre de 2009, denegando la recuperación de la nacionalidad 
española por no haber quedado acreditada su posesión anterior y no 
reunir los requisitos del artículo 18 del Código Civil.

3.- Notificada la resolución, el solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado reiterando sus argumentos 
iniciales y aportando de nuevo la documentación que ya constaba en el 
expediente. Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste no tuvo nada 
que oponer y La Encargada del Registro Civil remite el expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución del 
recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17, 18 y 26 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro 
Civil; 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 
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de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16-3ª de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.

II.- El promotor, mediante escrito presentado en el Registro Civil de Vera, 
solicitó la recuperación de la nacionalidad española, al considerar que la 
había perdido. Al mismo tiempo solicitaba la declaración con valor de 
simple presunción por haber nacido en 1967 en el territorio del Sahara y 
cumplir los requisitos establecidos en el artículo 18 CC. La Encargada del 
registro dictó auto denegando la recuperación de la nacionalidad española 
del interesado. Este auto constituye el objeto del presente recurso. A la 
vista del documento de recuperación de la nacionalidad suscrita por el 
interesado, conviene analizar en un primer término si ha lugar la 
recuperación de la nacionalidad española de origen. Como es obvio, para 
pueda tener lugar dicha recuperación tendría que haberse probado 
suficientemente -y no ha sido así en el presente caso, como se verá- que 
el interesado había ostentado de iure en un momento anterior dicha 
nacionalidad y que posteriormente la había perdido. Por lo tanto, no 
procede declarar la recuperación de la nacionalidad española de origen.

III.- Procede, en segundo lugar examinar una posible consolidación de la 
nacionalidad española por la vía del artículo 18 del Código Civil, que 
establece que puede consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, 
con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el Registro Civil que 
después es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación 
es el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción (cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera 
instancia el encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
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concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
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españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente el interesado no ha acreditado que cuando 
estuvo en vigor el Decreto de 1976, sus padres, por ser éste entonces 
menor de edad, estuviesen imposibilitados para optar en su nombre a la 
nacionalidad española por haber permanecido en los territorios ocupados. 
De otro lado, tampoco consta título inscrito en el Registro Civil ni está 
probada la posesión de la nacionalidad española en los términos y 
duración que establece el artículo 18 CC., habida cuenta además que 
nació en 1967. A todo ello se añade que parte de la documentación que 
aporta ha sido expedida por autoridades de la denominada República 
Árabe Saharaui Democrática y no ofrece garantías análogas a las exigidas 
para la inscripción por la ley española. Al respecto ha de tenerse en cuenta 
que las competencias de calificación del encargado respecto de la 
certificación extranjera se extienden al examen de la competencia y 
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autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que 
le habilite para tal expedición con base legal suficiente para ello, base que 
en este caso no existe al no estar establecidos los órganos del Registro 
Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento 
jurídico estatal internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Vera (Almería).

Resolución de 02 de Julio de 2014 (98ª)
III.2.1  Declaración de la nacionalidad española con valor de simple 

presunción

1.- No es posible declarar la nacionalidad española de origen del promotor 
porque no se ha acreditado que el padre o madre ostentase la nacionalidad 
española al tiempo de su nacimiento.

2.- Tampoco es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se 
acredita que el promotor dada su fecha de nacimiento hubiera residido en 
el Sahara durante el plazo de vigencia del Real Decreto 2258/1976, de 10 
de agosto, ni hubiera título inscrito en el Registro Civil, ni hubiera poseído 
y utilizado la nacionalidad durante diez años.

En las actuaciones sobre consolidación de la nacionalidad española 
remitidas a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por 
el promotor contra auto dictado por la Magistrada Juez Encargada del 
Registro Civil de Córdoba.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Córdoba, Don M. 
nacido en G. (Sahara Occidental) el día 20 de agosto de 1979, solicitaba 
la consolidación de su nacionalidad española por haber nacido en el 
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Sahara cuando éste era territorio sometido a administración española. 
Adjuntaba, entre otros, los siguientes documentos: pasaporte marroquí 
expedido por el Consulado de dicho país en Las Palmas en el año 2006, 
extracto de acta de nacimiento marroquí de 1979, certificado de 
individualidad respecto de la madre del promotor expedido por las 
autoridades marroquíes, certificado de la comisaría general de extranjería 
y documentación de que su madre fue titular de documento nacional de 
identidad del Sahara expedido en 1971, certificado de parentesco 
expedido por las autoridades marroquíes, inscripción del nacimiento de la 
madre del promotor en los libros Cheránicos en 1970.

2.- Ratificado el promotor, mediante representante legal, con fecha 3 de 
octubre de 2008, el Ministerio Fiscal emitió informe desfavorable a lo 
solicitado, tras lo cual la Encargada dictó auto el 24 de marzo de 2009 
denegando la declaración de la nacionalidad española de origen del 
promotor, ni tampoco la consolidación de la misma por considerar que no 
estaban acreditados los requisitos del artículo 18 del Código Civil.

3.- Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y al promotor, éste mediante 
representante presentó recurso ante la Dirección General de los Registros 
y del Notariado reiterando que la documentación aportada acredita su 
nacionalidad española de origen, así como la nacionalidad española de 
su madre. 

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste informa que a su 
entender no se cumplen los requisitos del artículo 18 del Código Civil y la 
Encargada del Registro Civil remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17, 18 y 26 del Código Civil (CC.); 96 de la Ley del 
Registro Civil (LRC); 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); 
la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de 
agosto; la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las 
Resoluciones, entre otras, de 21-1ª de enero, 3-1ª; 4-4ª de febrero, 2-4ª, 
4-3ª, 5 y 14-3ª de marzo, 15-3-º de abril, 28 de mayo, 1-4ª y 27-3ª de 
septiembre, 3-1ª de octubre de 2005; 28-4ª de febrero, 18 y 21-4ª de 
marzo, 14-5ª y 17-1ª de julio, 1-1ª, 6-3ª, 7-2ª y 9-1ª de septiembre de 
2006.
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II.- Se pretende por el interesado la declaración con valor de simple 
presunción de su nacionalidad española por ser natural de G.-Sahara 
Occidental-, nacido en 1979 hijo de padres que también ostentaban dicha 
nacionalidad, artículo 17 del Código Civil y haber residido durante 10 años 
en el Sáhara estando en posesión de la nacionalidad española. Por la 
Juez Encargada se dictó auto denegando la declaración instada, siendo 
dicho auto el que constituye el objeto del presente recurso.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español, en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
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cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni, y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
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autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente el promotor nació en 1979 es decir con 
posterioridad al Decreto de 1976 y por tanto no nació en territorio bajo 
administración española, por lo que tampoco pueden concurrir otras 
circunstancias que permitan la aplicación de la vía del artículo 18 del 
Código Civil, pues no consta el título inscrito en el Registro Civil, ni está 
probada la posesión de la nacionalidad durante 10 años, ni tampoco 
consta la nacionalidad española de sus padres invocada en su recurso 
para la aplicación del artículo 17 del Código Civil. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Cordoba.

Resolución de 02 de Julio de 2014 (99ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

1º. No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita 
que las personas representantes legales del interesado, menor de edad, 
hubieran residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del Decreto 
2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad 
española durante diez años.

2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción corresponde al Encargado del 
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Registro Civil del domicilio efectivo. El Encargado debe examinar de oficio 
su propia competencia.

3º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había 
informado favorablemente la pretensión del interesado por razón del 
principio superior de legalidad.

En el expediente sobre declaración de nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud 
del entablado por el Ministerio Fiscal, contra auto dictado por la Magistrada 
Juez Encargada del Registro Civil de Córdoba.

HECHOS

1.-Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Córdoba, Don M-A. 
nacido el 4 de enero de 1970 en (Sáhara Occidental), solicitaba que se le 
reconociese la nacionalidad española con valor de simple presunción en 
base a la utilización continuada de la misma durante más de diez años. 
Adjuntaba la siguiente documentación: hoja de pasaporte, supuestamente 
marroquí, fotocopia ilegible de certificación de familia y solicitud de 
documento nacional de identidad del Sahara, en 1971, de persona que se 
supone es la madre del promotor.

2.- Ratificado el promotor, el Ministerio Fiscal informa que estima 
procedente la aprobación de la solicitud. La Encargada del Registro Civil 
dictó auto, con fecha 14 de mayo de 2008, accediendo a lo solicitado por 
entender que concurrían en el caso las circunstancias contempladas en el 
artículo 18 del Código Civil.

3.- Notificada la resolución al interesado y al Ministerio Fiscal, éste 
interpuso recurso dirigido a la Dirección General de los Registros y de 
Notariado, alegando cuestiones de competencia y de alcance de la parte 
dispositiva de la citada resolución. De este recurso se intentó dar traslado 
al interesado a fin de que formulara las alegaciones que estimara 
convenientes, sin que fuera posible por resultar desconocido en el 
domicilio facilitado, y no ser tampoco posible su localización por vía 
telefónica, por lo que se procedió a la publicación de edicto en el tablón de 
anuncios del Registro Civil. Sin que se formulara escrito de alegación 
alguno. 
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4.- La Encargada del Registro Civil remitió el expediente a la Dirección 
General de los Registros y de Notariado adhiriéndose al recurso 
interpuesto por el Ministerio Fiscal.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las Sentencias del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, 20 de noviembre de 2007 y 
18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro Directivo de 28 de 
febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007, y las Resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 22-1ª de mayo, 11-1ª de junio, 19-5ª de octubre y20-2ª de diciembre 
de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª 
de marzo y 17-5ª de septiembre de 2008.

II.- Como cuestión previa se ha de plantear la de la inadmisibilidad a 
trámite del recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por 
un lado, el Ministerio Fiscal, que actúa como recurrente, había informado 
favorablemente la pretensión del interesado al evacuar el trámite de 
audiencia previsto por el artículo 343 del Reglamento del Registro Civil. 
Por otro lado, habiéndose dictado el auto apelado el 14 de mayo de 2008, 
el recurso se formaliza mediante escrito fechado el 3 de junio inmediato, 
esto es fuera del plazo de 15 días hábiles previsto por el artículo 355 del 
mismo Reglamento y recuérdese que conforme al artículo 32 de la Ley del 
Registro Civil, a efectos del Registro Civil, todos los días del año son 
hábiles. Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, paralizar la 
tramitación y resolución del presente recurso. En cuanto a lo primero 
porque, conforme a la doctrina sentada por nuestra Resolución de 11 de 
mayo de 1996, procede admitir el recurso interpuesto por el Ministerio 
Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, atendiendo al principio 
de legalidad y al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de 
ser apreciadas de oficio, de las normas sobre competencia de los órganos 
registrales, normas, como se verá infringidas por el auto apelado. En 
cuanto a lo segundo, porque no constando fehacientemente la fecha en 
que se practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la 
correspondiente diligencia, no hay términos hábiles para fija el “die a quo” 
para el cómputo del plazo para la interposición del recurso.
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III.- El interesado, mediante escrito de fecha 23 de abril de 2008, solicitó 
ante el Registro Civil de su domicilio la declaración con valor de simple 
presunción de la nacionalidad española, al haber nacido en 1970 en el A. 
Sáhara Occidental, lo que vista la documentación no era cierto, y cumplir 
los requisitos establecidos. La Encargada del Registro Civil de Córdoba 
dictó auto de fecha 14 de mayo, declarando dicha nacionalidad de origen 
por consolidación. Este auto constituye el objeto del presente recurso. 
Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96.2º LRC y 338 RRC). Ahora bien, frente a la norma general 
conforme a la cual resulta competente en materia de expedientes el Juez 
Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la resolución 
pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicas expedientes 
para declaraciones con valor de simple presunción la competencia 
corresponde al Encargado del Registro del domicilio del solicitante (cfr. 
art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es tanto para instruir 
como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 
342 del Reglamento del Registro Civil en la redacción dada por el Real 
Decreto de 29 de agosto de 1986.

IV.- Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al 
igual que ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha 
infracción implica la nulidad de lo actuado, nulidad que puede ser 
declarada por la Dirección General de los Registros y del Notariado 
cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha 
nulidad se desprende de la aplicación de las normas de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil en materia de competencia territorial y de fuero 
personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 de enero), 
la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 de la Ley del 
Registro Civil, que contiene un llamamiento supletorio a las normas de 
jurisdicción voluntaria.

En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio 
del interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro 
Civil de Córdoba dado que ninguna prueba o dato existe en las actuaciones 
de las que se desprenda este imprescindible requisito de procedibilidad. A 
tal efecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos civiles, 
que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro 
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Civil en general y por el artículo 355 del Reglamento del Registro Civil en 
particular, se encuentra definido en el artículo 40 del Código Civil, 
conforme al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su 
residencia habitual”, esto es, el lugar en que la persona vive con cierta 
permanencia y el que se presume para el futuro. La prueba de la residencia 
habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que 
alguna norma especial exija una modalidad de prueba determinada o 
exima de pruebas complementarias acreditando el domicilio por ciertos 
medios. Esto es lo que sucede en el ámbito del Registro Civil en casos 
concretos: así a) el artículo 336.3º del Reglamento del Registro Civil 
dispone que “el domicilio de los apátridas se acreditará por certificación 
municipal o información testifical”; b) el artículo 68 párrafo tercero del 
mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la previsión del 
artículo 16, párrafo segundo, de la Ley del Registro Civil, establece que el 
domicilio del progenitor o progenitores legalmente conocidos se justificará 
“por exhibición de los documentos nacionales de identidad oportunos o, 
en su defecto, por certificación del padrón municipal”.

En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de 
los singulares casos citados por la legislación del Registro Civil, por lo que 
revive la regla general en el ámbito civil de que la residencia habitual 
puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en derecho, 
correspondiendo al Encargado del Registro Civil y, en su caso, a los 
Tribunales la valoración libre de los datos que hayan sido aportados y 
circunstancias acreditadas; como por ejemplo, tener en el lugar 
establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes 
policiales adversos, ausencias de visados o permisos de residencia –no 
de mera estancia- respecto de los extranjeros, etc. ( vid. Sentencias del 
Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de junio de 1952, 
entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio 
de los derechos y cumplimiento de las obligaciones ( cfr. art. 40 CC.) 
puede fijarse arbitrariamente por los interesados dando lugar a supuestos 
de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho de que la inscripción 
en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de 
tal declaración ( cfr. art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local ). Por 
ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse 
incompetente para la actuación registral instada cuando llegue a la 
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convicción de la inexactitud del contenido del padrón municipal respecto 
de la persona que promueve expediente registral ante el Registro Civil 
cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la 
citada inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es 
que, de la documentación obrante en el expediente no cabe colegir que 
concurran las notas de estabilidad y permanencia que cualifican el 
domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni siquiera 
consta documento de empadronamiento alguno, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez 
Encargada para apreciar su competencia.

V.- Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de 
una declaración de nacionalidad española hecha en expediente por 
órgano registral incompetente (cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe 
dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose respetado las reglas de la 
competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la materia, 
esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del 
artículo 18 del Código Civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con 
la doctrina consolidada y reiteradísima de este Centro Directivo en relación 
con la cuestión planteada. Pues bien, en principio, los nacidos en el 
territorio del Sahara cuando éste era posesión española no eran 
propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España que se 
beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas 
disposiciones anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera 
deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que se desprende 
necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque sólo así 
cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo 
de un año a contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/1976. Así 
resulta también de la diferenciación de “territorios” puesto de relieve, con 
rotunda claridad, por la Ley de 19 de noviembre de 1975 de 
“descolonización” del Sahara cuyo preámbulo expresa “que el Estado 
Español ha venido ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de 
competencias sobre el territorio no autónomo de Sahara, que durante 
algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de sus administración 
a un régimen peculiar con analogías al provincial que nunca –recalcaba- 
ha formado parte del territorio nacional”. 

Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 
decidió que el actor había consolidado la nacionalidad española. Pero la 
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doctrina de esta sentencia no es de aplicación al caso presente pues hay 
diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en la 
sentencia y el ahora planteado. En el caso presente el interesado no ha 
acreditado que cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, sus 
representantes legales, dada entonces su minoría de edad, estuviesen 
imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad española por haber 
permanecido en los territorios ocupados. Aparte de esto concurren otras 
circunstancias impeditivas para los efectos pretendidos por el recurrente, 
como son que no está probada la posesión de la nacionalidad española 
en los términos y duración que establece el artículo 18 del Código Civil, 
habida cuenta que el promotor nació, según declaración, en 1970 y no 
consta que fuera titular de documento español alguno. Las más recientes 
sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª), de 20 de noviembre de 2007 y 
de 18 de julio de 2008, reconociendo a los saharauis recurrentes el 
estatuto de apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: estimar el recurso interpuesto 
por el Ministerio Fiscal y revocar el auto apelado.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Córdoba.

Resolución de 02 de Julio de 2014 (100ª)
III.2.1  Declaración de la nacionalidad española con valor de simple 

presunción

1.- Procede la revocación del auto recurrido cuando ha incurrido en vicio 
de incongruencia, por resolver sobre cuestión distinta de la solicitada de 
manera principal.

2.- No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita 
que el promotor o sus representantes legales, dada su minoría de edad, 
hubieran residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del Real 
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera título inscrito en el 
Registro Civil, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.
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En las actuaciones sobre declaración de nacionalidad española de origen 
con valor de simple presunción, remitidas a este Centro en trámite de 
recurso por virtud del entablado por el Ministerio Fiscal contra auto dictado 
por el Magistrado Juez Encargado del Registro Civil de Torrent (Valencia).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil precitado el 25 de 
marzo de 2009, Don S. nacido en S. (Sahara Occidental) el 14 de 
diciembre de 1972, solicitaba que se declarara su nacionalidad española 
de origen, conforme al artículo 18 del Código Civil, que permite la 
consolidación de la nacionalidad española que se ha poseído y utilizado, 
con determinados requisitos y durante determinado tiempo. Adjuntaba 
diversa documentación: certificado de empadronamiento en T. sin que 
conste antigüedad, pasaporte argelino en el que consta que nació en O. y 
su profesión de funcionario, autorización de estancia en España por 
estudios caducada en enero de 2009, documento nacional de identidad 
del Sahara de su padre, expedido en 1975, documento de afiliación de su 
padre a la Seguridad Social, informe negativo respecto de su inscripción 
en los libros Cheránicos conservados por la administración española y 
diversa documentación emitida por las autoridades de la denominada 
República Árabe Saharaui Democrática (RASD), así documento de 
identidad, certificado de ciudadanía, certificado de concordancia de 
nombres, fotocopia de certificado de nacimiento, certificado de que tanto 
el promotor como sus padres vivieron en los campamentos de refugiados 
desde 1975 y 1976, respectivamente y certificado consular argelino, 
dirigido a la delegación RASD en Valencia, de que el promotor no es 
nacional argelino.

2.- El Ministerio Fiscal emitió informe oponiéndose a lo solicitado por 
entender que no se cumplen los requisitos del artículo 18 del Código Civil. 
El Encargado del Registro Civil de Torrent, dictó auto el 7 de septiembre 
de 2009 declarando con valor de simple presunción la nacionalidad 
española del promotor en aplicación del artículo 17.1.c del Código Civil. 
En dicho auto se daba al interesado la posibilidad de recurso ante la 
Dirección General de los Registro y del Notariado. 

3.- Notificada la resolución al promotor y al Ministerio Fiscal, este presentó 
recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, 
insistiendo en los argumentos de su informe previo de que no se cumplen 
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los requisitos para la aplicación del artículo 18 del Código Civil sobre el 
que el promotor basaba su solicitud.

4.- Trasladado el recurso al interesado, éste no formula alegación alguna. 
El Encargado del Registro Civil se reafirma en el sentido de su resolución 
y remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 y 17 del Código Civil (CC.), 218 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil (LEC); 96 de la Ley del Registro Civil, 66, 68 y 335 del 
Reglamento del Registro Civil (RRC), la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; 
el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del Tribunal Supremo 
de 28 de octubre de 1998, y las Resoluciones de 3 de abril y 15-2a de 
diciembre de 2003; 24-1a de abril, 17-2a de julio, 11-5a de octubre de 
2006; 2-5a y 10-3a de enero de 2007; 28-10 de Noviembre de 2008; 27-4a 
de febrero y 13 de Junio de 2009; 1-1 de Febrero de 2010, sobre la 
incongruencia, y las resoluciones, entre otras, de 9-1ª de septiembre, 
20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de 
febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª 
de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª de 
febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de noviembre de 2008, 2-4ª de 
Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 22-3ª de Marzo de 2010, sobre 
la declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción. 

II.- El interesado, documentado mediante pasaporte argelino, solicitó la 
declaración de su nacionalidad española al amparo de lo establecido en el 
artículo 18 del Código Civil. El Encargado del Registro Civil de Torrent, 
mediante auto de 7 de septiembre de 2009, declaró con valor de simple 
presunción la nacionalidad española del solicitante por aplicación del 
artículo 17.1.c. del Código Civil. Este acuerdo constituye el objeto del 
presente recurso.

III.- Cabe apreciar una incongruencia entre lo solicitado por el interesado 
y lo resuelto por el Registro Civil de Torrent. En el escrito de solicitud 
consta que se realizó basándola en el cumplimiento de los requisitos 
previstos en el artículo 18 del Código Civil para la consolidación de la 
nacionalidad española por su posesión y utilización. Consta informe previo 
del Ministerio Fiscal respecto al cumplimiento de las circunstancias 
previstas en dicho artículo. El Registro Civil resolvió sobre la base 
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incorrecta de que el interesado había pretendido ser declarado español 
de origen conforme al artículo 17.1.c del Código Civil que otorga tal 
condición a los nacidos en España de padres extranjeros si ambos 
carecieren de nacionalidad o si la legislación de ninguno de ellos atribuye 
al hijo una nacionalidad. La congruencia supone un ajuste acorde entre la 
parte dispositiva de la resolución y la pretensión del interesado, en tanto 
que en este caso se aprecia la existencia de una clara desviación entre la 
causa de pedir y la resolución recurrida (arts. 16 y 358.2 RRC y 218 LEC), 
por lo que procede la revocación del acuerdo dictado por el Encargado del 
Registro Civil y al propio tiempo, deberían retrotraerse las actuaciones al 
momento oportuno para continuar el procedimiento sobre la base de la 
solicitud del interesado, no obstante por aplicación del principio de 
economía procesal y constando en el expediente toda la documentación 
aportada por el solicitante se entra a conocer sobre la declaración de 
nacionalidad solicitada.

IV.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

V.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

VI.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
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margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
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ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

En cualquier caso, por lo que se refiere a la “nacionalidad” de los saharauis, 
durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio del 
Sahara Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y 
formal entre los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, 
como ha puesto de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 
de octubre de 1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas 
en los Estados colonizadores, se han impuesto restricciones al status 
civitatis de la población colonizada “lo que ha permitido la diferencia 
doctrinal, basada en datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y 
nacionales-súbditos” (ejemplos del Derecho comparado son Holanda, 
Italia, Bélgica y Francia). En España, pese a la ambigüedad normativa 
sobre la calificación de los territorios pertenecientes a colonias y su 
identificación con el territorio nacional, las realidades de la heterogeneidad 
territorial y de los estatutos personales ha sido sostenida por el Tribunal 
Supremo en su citada sentencia y en la posterior de 7 de noviembre de 
1999 y anteriormente por el Consejo de Estado en diversos dictámenes 
(Dictamen núm. 36017/1968 para el caso de Guinea y Dictamen 
36227/1968 para el caso de Ifni), y a partir del examen pormenorizado de 
las disposiciones dictadas en relación con aquellos territorios, llegando a 
la conclusión fundada de la distinción entre territorio nacional y territorios 
coloniales (entre éstos, por consecuencia, el Sahara Occidental), así 
como sobre la diferente condición jurídica de nacionales y naturales de las 
colonias.

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
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entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En efecto, de la documentación aportada no se desprende la 
posesión de la nacionalidad española en los términos y duración que 
establece el artículo 18 CC., no fue titular de documento de identidad 
español, por lo que no queda acreditada la utilización y posesión de la 
nacionalidad durante 10 años, habida cuenta que nació en 1972, y 
tampoco se ha acreditado que cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, 
el promotor, o en este caso sus representantes legales, al ser menor de 
edad, estuviesen imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad 
española por haber permanecido en los territorios ocupados. Además 
gran parte de la documentación está emitida por la República Árabe 
Saharaui Democrática, y esta no pueda ser tenida en cuenta ya que no 
ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley 
española. Al respecto ha de tenerse en cuenta que las competencias de 
calificación del Encargado respecto de la certificación extranjera se 
extienden al examen de la competencia y autoridad que la expide, la cual 
ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con 
base legal suficiente para ello, base, que en este caso no existe al no 
estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones 
normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: revocar el auto apelado y 
estimando el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal, dejar sin efecto 
la declaración de nacionalidad con valor de simple presunción del Sr. S.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Torrent (Valencia).
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Resolución de 02 de Julio de 2014 (101ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el promotor hubiera cumplido los requisitos establecidos, residencia en el 
Sahara durante el plazo de vigencia del Real Decreto 2258/1976, de 10 
de agosto, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el interesado contra auto dictado por la Juez 
Encargada del Registro Civil de Córdoba.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Córdoba, Don M. 
nacido en territorio del antiguo Sahara español el 1 de septiembre de 
1969, solicitaba la declaración con valor de simple presunción de su 
nacionalidad española por haber nacido y vivido en el Sahara cuando éste 
era territorio sometido a administración española. Adjuntaba diversa 
documentación en apoyo de su solicitud; pasaporte marroquí en el que se 
hace constar su condición de funcionario, certificado de nacimiento en 
extracto, marroquí, en el que se refiere a su inscripción en el registro 
marroquí en 1971, certificado de parentesco marroquí, certificado de 
individualidad marroquí de su madre, certificado negativo de antecedentes 
penales marroquí, documento de identidad y certificado de paternidad, 
estos dos últimos expedidos por las autoridades de la denominada 
República Árabe Saharaui Democrática (RASD).

2.- En el momento de la ratificación, 3 de octubre de 2008, el promotor 
presenta certificado de empadronamiento en C. de un mes anterior. El 
Ministerio Fiscal emitió informe desfavorable, habida cuenta que no 
cumple los requisitos establecidos en el artículo 18 del Código Civil. La 
Encargada del Registro Civil dictó auto el 24 de marzo de 2009, denegando 
la declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
al considerar que el promotor no había acreditado la posesión y utilización 
de la nacionalidad española durante 10 años. 
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3.- Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y al interesado, este 
interpuso recurso alegando que ha quedado acreditado por la 
documentación su posesión de la nacionalidad española. Trasladado el 
recurso al Ministerio Fiscal, este propone que se confirme la resolución y 
seguidamente la Encargada remitió el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.

II.- El promotor, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Córdoba solicitó la declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción por haber nacido en 1969 en el territorio del Sahara y 
cumplir los requisitos establecidos en el artículo 18 CC. La Encargada del 
Registro Civil dictó auto denegando la declaración solicitada, siendo dicho 
auto recurrido por el promotor que considera que si se acreditaba la 
concurrencia de los requisitos exigidos. Dicho auto constituye el objeto del 
presente recurso. 

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
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ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
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extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

En cualquier caso, por lo que se refiere a la “nacionalidad” de los saharauis, 
durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio del 
Sahara Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y 
formal entre los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, 
como ha puesto de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 
de octubre de 1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas 
en los Estados colonizadores, se han impuesto restricciones al status 
civitatis de la población colonizada “lo que ha permitido la diferencia 
doctrinal, basada en datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y 
nacionales-súbditos” (ejemplos del Derecho comparado son Holanda, 
Italia, Bélgica y Francia). En España, pese a la ambigüedad normativa 
sobre la calificación de los territorios pertenecientes a colonias y su 
identificación con el territorio nacional, las realidades de la heterogeneidad 
territorial y de los estatutos personales ha sido sostenida por el Tribunal 
Supremo en su citada sentencia y en la posterior de 7 de noviembre de 
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1999 y anteriormente por el Consejo de Estado en diversos dictámenes 
(Dictamen núm. 36017/1968 para el caso de Guinea y Dictamen 
36227/1968 para el caso de Ifni), y a partir del examen pormenorizado de 
las disposiciones dictadas en relación con aquellos territorios, llegando a 
la conclusión fundada de la distinción entre territorio nacional y territorios 
coloniales (entre éstos, por consecuencia, el Sahara Occidental), así 
como sobre la diferente condición jurídica de nacionales y naturales de las 
colonias.

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En efecto, de la documentación aportada no se desprende la 
posesión de la nacionalidad española en los términos y duración que 
establece el artículo 18 CC., no aporta documento alguno expedido por la 
administración española en el territorio, más bien queda constancia de 
que fue inscrito en 1971 en el registro civil marroquí, el promotor no fue 
titular de documento de identidad español alguno, por lo que no queda 
acreditada la utilización y posesión de la nacionalidad durante 10 años y 
tampoco se ha acreditado que cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, 
el promotor, o en este caso sus representantes legales, al ser menor de 
edad, estuviesen imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad 
española por haber permanecido en los territorios ocupados.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Córdoba.
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Resolución de 02 de Julio de 2014 (102ª)
III.2.1  Declaración de la nacionalidad española con valor de simple 

presunción

1.-Procede la revocación del auto recurrido cuando ha incurrido en vicio 
de incongruencia, por resolver sobre cuestión distinta de la solicitada de 
manera principal.

2.- No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita 
que el promotor o sus representantes legales, dada su minoría de edad, 
hubieran residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del Real 
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera título inscrito en el 
Registro Civil, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.

En las actuaciones sobre declaración de nacionalidad española de origen 
con valor de simple presunción, remitidas a este Centro en trámite de 
recurso por virtud del entablado por el Ministerio Fiscal contra auto dictado 
por el Magistrado Juez Encargado del Registro Civil de Torrent (Valencia).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil precitado el 10 de 
marzo de 2009, Don B. nacido en Z. (Sahara Occidental) el 27 de febrero 
de 1971 solicitaba que se declarara su nacionalidad española de origen, 
conforme al artículo 18 del Código Civil, que permite la consolidación de la 
nacionalidad española que se ha poseído y utilizado, con determinados 
requisitos y durante determinado tiempo. Adjuntaba diversa 
documentación: certificado de empadronamiento en T. desde el 21 de 
enero de 2009, pasaporte argelino en el que consta que nació en B. 
permiso de residencia en España como ciudadano argelino, documento 
nacional de identidad del Sahara de su madre, expedido en 1971, informe 
negativo respecto de su inscripción en los libros Cheránicos conservados 
por la administración española, MINURSO expedido en 1995 y diversa 
documentación emitida por las autoridades de la denominada República 
Árabe Saharaui Democrática (RASD), así documento de identidad, 
certificado de ciudadanía, certificado de concordancia de nombres, 
certificado de nacimiento, certificado de que tanto el promotor como sus 
padres, sin identificar a estos, vivieron en los campamentos de refugiados 
desde 1975, certificado de paternidad y certificado consular argelino, 
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dirigido a la delegación RASD en Valencia, de que el promotor no es 
nacional argelino.

2.- El Ministerio Fiscal emitió informe oponiéndose a lo solicitado por 
entender que no se cumplen los requisitos del artículo 18 del Código Civil. 
El Encargado del Registro Civil de Torrent, dictó auto el 31 de julio de 
2009 declarando con valor de simple presunción la nacionalidad española 
del promotor en aplicación del artículo 17.1.c del Código Civil. En dicho 
auto se daba al interesado la posibilidad de recurso ante la Dirección 
General de los Registro y del Notariado. 

3.- Notificada la resolución al promotor y al Ministerio Fiscal, este presentó 
recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, 
insistiendo en los argumentos de su informe previo de que no se cumplen 
los requisitos para la aplicación del artículo 18 del Código Civil sobre el 
que el promotor basaba su solicitud.

4.- Trasladado el recurso al interesado, éste no formula alegación alguna. 
El Encargado del Registro Civil se reafirma en el sentido de su resolución 
y remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 y 17 del Código Civil (CC.), 218 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil (LEC); 96 de la Ley del Registro Civil, 66, 68 y 335 del 
Reglamento del Registro Civil (RRC), la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; 
el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del Tribunal Supremo 
de 28 de octubre de 1998, y las Resoluciones de 3 de abril y 15-2a de 
diciembre de 2003; 24-1a de abril, 17-2a de julio, 11-5a de octubre de 
2006; 2-5a y 10-3a de enero de 2007; 28-10 de Noviembre de 2008; 27-4a 
de febrero y 13 de Junio de 2009; 1-1 de Febrero de 2010, sobre la 
incongruencia, y las resoluciones, entre otras, de 9-1ª de septiembre, 
20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de 
febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª 
de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª de 
febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de noviembre de 2008, 2-4ª de 
Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 22-3ª de Marzo de 2010, sobre 
la declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción. 
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II.- El interesado, documentado mediante pasaporte argelino, solicitó la 
declaración de su nacionalidad española al amparo de lo establecido en el 
artículo 18 del Código Civil. El Encargado del Registro Civil de Torrent, 
mediante auto de 31 de julio de 2009, declaró con valor de simple 
presunción la nacionalidad española del solicitante por aplicación del 
artículo 17.1.c. del Código Civil. Este acuerdo constituye el objeto del 
presente recurso.

III.- Cabe apreciar una incongruencia entre lo solicitado por el interesado 
y lo resuelto por el Registro Civil de Torrent. En el escrito de solicitud 
consta que se realizó basándola en el cumplimiento de los requisitos 
previstos en el artículo 18 del Código Civil para la consolidación de la 
nacionalidad española por su posesión y utilización. Consta informe previo 
del Ministerio Fiscal respecto al cumplimiento de las circunstancias 
previstas en dicho artículo. El Registro Civil resolvió sobre la base 
incorrecta de que el interesado había pretendido ser declarado español 
de origen conforme al artículo 17.1.c del Código Civil que otorga tal 
condición a los nacidos en España de padres extranjeros si ambos 
carecieren de nacionalidad o si la legislación de ninguno de ellos atribuye 
al hijo una nacionalidad. La congruencia supone un ajuste acorde entre la 
parte dispositiva de la resolución y la pretensión del interesado, en tanto 
que en este caso se aprecia la existencia de una clara desviación entre la 
causa de pedir y la resolución recurrida (arts. 16 y 358.2 RRC y 218 LEC), 
por lo que procede la revocación del acuerdo dictado por el Encargado del 
Registro Civil y al propio tiempo, deberían retrotraerse las actuaciones al 
momento oportuno para continuar el procedimiento sobre la base de la 
solicitud del interesado, no obstante por aplicación del principio de 
economía procesal y constando en el expediente toda la documentación 
aportada por el solicitante se entra a conocer sobre la declaración de 
nacionalidad solicitada.

IV.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

V.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
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súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

VI.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.
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Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

En cualquier caso, por lo que se refiere a la “nacionalidad” de los saharauis, 
durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio del 
Sahara Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y 
formal entre los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, 
como ha puesto de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 
de octubre de 1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas 
en los Estados colonizadores, se han impuesto restricciones al status 
civitatis de la población colonizada “lo que ha permitido la diferencia 
doctrinal, basada en datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y 
nacionales-súbditos” (ejemplos del Derecho comparado son Holanda, 
Italia, Bélgica y Francia). En España, pese a la ambigüedad normativa 
sobre la calificación de los territorios pertenecientes a colonias y su 
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identificación con el territorio nacional, las realidades de la heterogeneidad 
territorial y de los estatutos personales ha sido sostenida por el Tribunal 
Supremo en su citada sentencia y en la posterior de 7 de noviembre de 
1999 y anteriormente por el Consejo de Estado en diversos dictámenes 
(Dictamen núm. 36017/1968 para el caso de Guinea y Dictamen 
36227/1968 para el caso de Ifni), y a partir del examen pormenorizado de 
las disposiciones dictadas en relación con aquellos territorios, llegando a 
la conclusión fundada de la distinción entre territorio nacional y territorios 
coloniales (entre éstos, por consecuencia, el Sahara Occidental), así 
como sobre la diferente condición jurídica de nacionales y naturales de las 
colonias.

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En efecto, de la documentación aportada no se desprende la 
posesión de la nacionalidad española en los términos y duración que 
establece el artículo 18 CC., no fue titular de documento de identidad 
español, por lo que no queda acreditada la utilización y posesión de la 
nacionalidad durante 10 años, habida cuenta que nació en 1971, y 
tampoco se ha acreditado que cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, 
el promotor, o en este caso sus representantes legales, al ser menor de 
edad, estuviesen imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad 
española por haber permanecido en los territorios ocupados. Además 
gran parte de la documentación está emitida por la República Árabe 
Saharaui Democrática, y esta no pueda ser tenida en cuenta ya que no 
ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley 
española. Al respecto ha de tenerse en cuenta que las competencias de 
calificación del Encargado respecto de la certificación extranjera se 
extienden al examen de la competencia y autoridad que la expide, la cual 
ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con 
base legal suficiente para ello, base, que en este caso no existe al no 
estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones 
normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: revocar el auto apelado y 
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estimando el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal, dejar sin efecto 
la declaración de nacionalidad con valor de simple presunción del Sr. B.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Torrent (Valencia).

Resolución de 02 de Julio de 2014 (103ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el promotor hubiera cumplido los requisitos establecidos, residencia en el 
Sahara durante el plazo de vigencia del Real Decreto 2258/1976, de 10 
de agosto, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el interesado contra auto dictado por la Juez 
Encargada del Registro Civil de Caravaca de la Cruz (Murcia).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Caravaca de la 
Cruz, Don C. nacido en territorio del antiguo Sahara español el 18 de 
diciembre de 1974, solicitaba la declaración con valor de simple presunción 
de su nacionalidad española por haber nacido y vivido en el Sahara 
cuando éste era territorio sometido a administración española. Adjuntaba 
diversa documentación en apoyo de su solicitud; pasaporte argelino 
expedido en el año 2006 en el que se hacen constar dos lugares de 
nacimiento diferentes, MINURSO del promotor, en el que se hace constar 
otro lugar de nacimiento, permiso de residencia temporal en España como 
nacional argelino, información negativa de su inclusión en los libros 
Cheránicos custodiados por la administración española, documento 
nacional de identidad Sahara de los padres, expedidos en 1974 y 1972, 
certificado de empadronamiento en M. (M) desde el 21 de enero de 2008, 
y certificado de nacimiento, certificado de paternidad, documento de 
identidad, certificado de que residía en los campamentos de refugiados, 
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certificado de nacionalidad, certificado de subsanación y certificado de 
antecedentes penales, todos ellos expedidos por las autoridades de la 
denominada República Árabe Saharaui Democrática.

2.- Ratificado el promotor, el Ministerio Fiscal emitió informe desfavorable, 
habida cuenta la diferencia en algunos datos, según la documentación, y 
que no cumple los requisitos. La Encargada del Registro Civil dictó auto el 
7 de mayo de 2009, denegando la declaración de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción al considerar que el promotor no había 
acreditado la posesión y utilización de la nacionalidad española durante 
10 años. 

3.- Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y al interesado, este 
interpuso recurso alegando que si reunía los requisitos para consolidar la 
nacionalidad española. Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, este 
propone su desestimación, seguidamente la Encargada remitió el 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para la 
resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.

II.- El promotor, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Caravaca de la Cruz, solicitó la declaración de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción por haber nacido en 1974 en el territorio 
del Sahara y cumplir los requisitos establecidos en el artículo 18 CC. La 
Encargada del Registro Civil dictó auto denegando la declaración 
solicitada, siendo dicho auto recurrido por el promotor que considera que 
si se acreditaba la concurrencia de los requisitos exigidos. Dicho auto 
constituye el objeto del presente recurso. 
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III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que se 
desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque 
sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en 
ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el 
plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el nacimiento 
en España a los efectos de atribuir en concurrencia con determinados 
requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la cuestión primordial 
de decidir si aquella antigua posesión española entra o no en el concepto 
de “territorio nacional” o “territorio español”. Para situar en perspectiva el 
tema hay que recordar algunos antecedentes. La cuestión es compleja, ya 
que una de las cuestiones más debatidas y oscuras de la teoría general del 
Estado es precisamente la naturaleza de su territorio, hasta el punto de que 
no es frecuente hallar en la doctrina científica una explicación sobre la 
distinción entre territorio metropolitano y territorio colonial. Sobre tal 
dificultad se añade la actitud cambiante de la política colonial como 
consecuencia de lo mutable también de las relaciones internacionales, 
caracterización a la que no ha podido sustraerse la posición española en 
África ecuatorial y occidental, y que se hace patente a través de una 
legislación que sigue, como ha señalado el Tribunal Supremo, un itinerario 
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zigzagueante integrado por tres etapas fundamentales: a) en un primer 
momento dichos territorios se consideraron simplemente colonias; b) vino 
luego la fase de provincialización durante la que se intenta su asimilación a 
la metrópoli; c) por último, se entra en la fase de descolonización, que 
reviste la forma de independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o 
retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a dudas 
sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la Ley 
de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo 
expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como potencia 
administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no autónomo 
del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos 
aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías al 
provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio nacional».

En cualquier caso, por lo que se refiere a la “nacionalidad” de los saharauis, 
durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio del 
Sahara Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y 
formal entre los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, 
como ha puesto de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 
de octubre de 1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas 
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en los Estados colonizadores, se han impuesto restricciones al status 
civitatis de la población colonizada “lo que ha permitido la diferencia 
doctrinal, basada en datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y 
nacionales-súbditos” (ejemplos del Derecho comparado son Holanda, Italia, 
Bélgica y Francia). En España, pese a la ambigüedad normativa sobre la 
calificación de los territorios pertenecientes a colonias y su identificación 
con el territorio nacional, las realidades de la heterogeneidad territorial y de 
los estatutos personales ha sido sostenida por el Tribunal Supremo en su 
citada sentencia y en la posterior de 7 de noviembre de 1999 y anteriormente 
por el Consejo de Estado en diversos dictámenes (Dictamen núm. 
36017/1968 para el caso de Guinea y Dictamen 36227/1968 para el caso 
de Ifni), y a partir del examen pormenorizado de las disposiciones dictadas 
en relación con aquellos territorios, llegando a la conclusión fundada de la 
distinción entre territorio nacional y territorios coloniales (entre éstos, por 
consecuencia, el Sahara Occidental), así como sobre la diferente condición 
jurídica de nacionales y naturales de las colonias.

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En efecto, de la documentación aportada no se desprende la 
posesión de la nacionalidad española en los términos y duración que 
establece el artículo 18 CC., pese a su manifestación de que fue inscrito 
en el registro civil de El Aaiún, no aporta documento alguno, el promotor 
no fue titular de documento de identidad español alguno, por lo que no 
queda acreditada la utilización y posesión de la nacionalidad durante 10 
años, teniendo en cuenta que nació en 1974, y tampoco se ha acreditado 
que cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, el promotor, o en este 
caso sus representantes legales, al ser menor de edad, estuviesen 
imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad española por haber 
permanecido en los territorios ocupados.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Caravaca de la Cruz (Murcia).
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Resolución de 02 de Julio de 2014 (104ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el promotor hubiera cumplido los requisitos establecidos, residencia en el 
Sahara durante el plazo de vigencia del Real Decreto 2258/1976, de 10 
de agosto, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el interesado contra auto dictado por la 
Magistrada Juez Encargada del Registro Civil de San Sebastián 
(Guipúzcoa).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de San Sebastián, 
Don M. nacido en el territorio del antiguo Sahara español el 5 de junio de 
1967, según declara, solicitaba la declaración con valor de simple 
presunción de su nacionalidad española por haber nacido y vivido en el 
Sahara cuando éste era territorio sometido a administración española. 
Adjuntaba diversa documentación en apoyo de su solicitud; pasaporte 
argelino en el que consta otro lugar de nacimiento, permiso de residencia 
permanente como ciudadano argelino, informe negativo sobre su inclusión 
en los libros Cheránicos en poder de la administración española, 
MINURSO del promotor expedido en 1998 y en el que aparece como 
fecha de nacimiento 1964, documento nacional de identidad del Sahara 
del padre, expedido en 1972, certificado de empadronamiento en San S. 
desde 5 días antes de la solicitud y una serie de documentos emitidos por 
las autoridades de la denominada República Árabe Saharaui Democrática 
(RASD), como certificado de nacimiento, certificado de paternidad, 
certificado de nacionalidad, certificado negativo de antecedentes penales 
y documento de identidad. 

2.- Ratificado el promotor, con fecha 17 de junio de 2009, el Ministerio 
Fiscal emitió informe desfavorable a lo solicitado por no cumplirse los 
requisitos. La Encargada del Registro Civil dictó auto el 13 de julio de 
2009, denegando la declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción. Notificada la resolución, el interesado presentó escrito 
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solicitando aclaración de la misma, ya que examinando el documento se 
aprecia que en la fundamentación jurídica se habían reproducido, por 
error, los antecedentes de hecho no constando la motivación. 

3.-Con fecha 23 de octubre de 2009 la Encargada del Registro Civil dictó 
nuevo auto que subsana el error cometido e incluye la motivación jurídica 
del mismo, siendo en todo caso denegatorio respecto de la declaración de 
nacionalidad solicitada. Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y al 
interesado, este interpuso recurso intentando desvirtuar los argumentos 
de la resolución, justificando el tiempo de posesión de la nacionalidad de 
sus padres y su imposibilidad de optar en el plazo concedido, aportando 
de nuevo la documentación que ya constaba en el expediente y añadiendo 
certificado RASD sobre su estancia en los campamentos de refugiados 
saharauis.

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, este solicita su desestimación, 
seguidamente la Encargada emitió informe ratificándose en su denegación 
y remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.

II.- El promotor, mediante escrito presentado en el Registro Civil de San 
Sebastián solicitó la declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción por haber nacido en 1967 en el territorio del Sahara y 
cumplir los requisitos establecidos en el artículo 18 CC. La Encargada del 
Registro Civil dictó auto denegando la declaración solicitada, siendo dicho 
auto recurrido por el promotor que considera que si se acreditaba la 
concurrencia de los requisitos exigidos. Dicho auto constituye el objeto del 
presente recurso. 
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III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
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hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

En cualquier caso, por lo que se refiere a la “nacionalidad” de los saharauis, 
durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio del 
Sahara Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y 
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formal entre los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, 
como ha puesto de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 
de octubre de 1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas 
en los Estados colonizadores, se han impuesto restricciones al status 
civitatis de la población colonizada “lo que ha permitido la diferencia 
doctrinal, basada en datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y 
nacionales-súbditos” (ejemplos del Derecho comparado son Holanda, 
Italia, Bélgica y Francia). En España, pese a la ambigüedad normativa 
sobre la calificación de los territorios pertenecientes a colonias y su 
identificación con el territorio nacional, las realidades de la heterogeneidad 
territorial y de los estatutos personales ha sido sostenida por el Tribunal 
Supremo en su citada sentencia y en la posterior de 7 de noviembre de 
1999 y anteriormente por el Consejo de Estado en diversos dictámenes 
(Dictamen núm. 36017/1968 para el caso de Guinea y Dictamen 
36227/1968 para el caso de Ifni), y a partir del examen pormenorizado de 
las disposiciones dictadas en relación con aquellos territorios, llegando a 
la conclusión fundada de la distinción entre territorio nacional y territorios 
coloniales (entre éstos, por consecuencia, el Sahara Occidental), así 
como sobre la diferente condición jurídica de nacionales y naturales de las 
colonias.

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En efecto, de la documentación aportada no se desprende la 
posesión de la nacionalidad española en los términos y duración que 
establece el artículo 18 CC, el promotor no fue titular de documento de 
identidad español alguno, el aportado pertenece a su padre y fue expedido 
en 1972, por lo que no queda acreditada la utilización y posesión de la 
nacionalidad durante 10 años, y tampoco se ha acreditado que cuando 
estuvo en vigor el Decreto de 1976, el promotor, o en este caso sus 
representantes legales, al ser menor de edad, estuviesen imposibilitados 
de facto para optar a la nacionalidad española por haber permanecido en 
los territorios ocupados. Además gran parte de la documentación aportada 
está expedida por el RASD, República Árabe Saharaui Democrática, que 
no puede ser tenida en cuenta ya que no ofrece garantías análogas a las 
exigidas para la inscripción por la ley española. Al respecto ha de tenerse 
en cuenta que las competencias de calificación del Encargado respecto 
de la certificación extranjera se extienden al examen de la competencia y 

http://


M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

1136Boletín del Ministerio de Justicia

Nacionalidad

autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que 
le habilite para tal expedición con base legal suficiente para ello, base, 
que en este caso no existe al no estar establecidos los órganos del 
Registro Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un 
ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de San Sebastián (Guipúzcoa).

Resolución de 02 de Julio de 2014 (105ª)
III.2.1  Declaración de la nacionalidad española con valor de simple 

presunción

1.- Procede la revocación del auto recurrido cuando ha incurrido en vicio 
de incongruencia, por resolver sobre cuestión distinta de la solicitada de 
manera principal.

2.- No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita 
que el promotor o sus representantes legales, dada su minoría de edad, 
hubieran residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del Real 
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera título inscrito en el 
Registro Civil, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.

En las actuaciones sobre declaración de nacionalidad española de origen 
con valor de simple presunción, remitidas a este Centro en trámite de 
recurso por virtud del entablado por el Ministerio Fiscal contra auto dictado 
por el Magistrado Juez Encargado del Registro Civil de Torrent (Valencia).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil precitado el 25 de 
marzo de 2009, Don A. nacido en T. (Sahara Occidental) el 12 de marzo 

http://www.mjusticia.gob.es/cs/Satellite/Portal/es/servicios-ciudadano/documentacion-publicaciones


M
inisterio de Justicia

1137 Catálogo de Publicaciones

Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado (Registro Civil)

de 1970, solicitaba que se declarara su nacionalidad española de origen, 
conforme al artículo 18 del Código Civil, que permite la consolidación de la 
nacionalidad española que se ha poseído y utilizado, con determinados 
requisitos y durante determinado tiempo. Adjuntaba diversa documentación 
propia, emitida por Argelia, cuyo pasaporte también ha aportado y con el 
que obtuvo el permiso de residencia en España, también presentado y por 
las denominadas autoridades de la República Árabe Saharaui Democrática 
y documentación familiar expedida por la Administración española y 
documentación relativa a su padre, de la administración española.

2.- El Ministerio Fiscal emitió informe oponiéndose a lo solicitado por 
entender que no se cumplen los requisitos del artículo 18 del Código Civil. 
El Encargado del Registro Civil de Torrent, dictó auto el 7 de septiembre 
de 2009 declarando con valor de simple presunción la nacionalidad 
española del promotor en aplicación del artículo 17.1.c del Código Civil. 
En dicho auto se daba al interesado la posibilidad de recurso ante la 
Dirección General de los Registro y del Notariado. 

3.- Notificada la resolución al promotor y al Ministerio Fiscal, este presentó 
recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, 
insistiendo en los argumentos de su informe previo de que no se cumplen 
los requisitos para la aplicación del artículo 18 del Código Civil sobre el 
que el promotor basaba su solicitud.

4.- Trasladado el recurso al interesado, éste no formula alegación alguna. 
El Encargado del Registro Civil se reafirma en el sentido de su resolución 
y remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 y 17 del Código Civil (CC.), 218 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil (LEC); 96 de la Ley del Registro Civil, 66, 68 y 335 del 
Reglamento del Registro Civil (RRC), la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; 
el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del Tribunal Supremo 
de 28 de octubre de 1998, y las Resoluciones de 3 de abril y 15-2a de 
diciembre de 2003; 24-1a de abril, 17-2a de julio, 11-5a de octubre de 
2006; 2-5a y 10-3a de enero de 2007; 28-10 de Noviembre de 2008; 27-4a 
de febrero y 13 de Junio de 2009; 1-1 de Febrero de 2010, sobre la 
incongruencia, y las resoluciones, entre otras, de 9-1ª de septiembre, 
20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de 
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febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª 
de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª de 
febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de noviembre de 2008, 2-4ª de 
Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 22-3ª de Marzo de 2010, sobre 
la declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción. 

II.- El interesado, documentado mediante pasaporte argelino, solicitó la 
declaración de su nacionalidad española de al amparo de lo establecido 
en el artículo 18 del Código Civil. El Encargado del Registro Civil de 
Torrent, mediante auto de 7 de septiembre de 2009, declaró con valor de 
simple presunción la nacionalidad española del solicitante por aplicación 
del artículo 17.1.c. del Código Civil. Este acuerdo constituye el objeto del 
presente recurso.

III.- Cabe apreciar una incongruencia entre lo solicitado por el interesado 
y lo resuelto por el Registro Civil de Torrent. En el escrito de solicitud 
consta que se realizó basándola en el cumplimiento de los requisitos 
previstos en el artículo 18 del Código Civil para la consolidación de la 
nacionalidad española por su posesión y utilización. Consta informe previo 
del Ministerio Fiscal respecto al cumplimiento de las circunstancias 
previstas en dicho artículo. El Registro Civil resolvió sobre la base 
incorrecta de que el interesado había pretendido ser declarado español 
de origen conforme al artículo 17.1.c del Código Civil que otorga tal 
condición a los nacidos en España de padres extranjeros si ambos 
carecieren de nacionalidad o si la legislación de ninguno de ellos atribuye 
al hijo una nacionalidad. La congruencia supone un ajuste acorde entre la 
parte dispositiva de la resolución y la pretensión del interesado, en tanto 
que en este caso se aprecia la existencia de una clara desviación entre la 
causa de pedir y la resolución recurrida (arts. 16 y 358.2 RRC y 218 LEC), 
por lo que procede la revocación del acuerdo dictado por el Encargado del 
Registro Civil y al propio tiempo, deberían retrotraerse las actuaciones al 
momento oportuno para continuar el procedimiento sobre la base de la 
solicitud del interesado, no obstante por aplicación del principio de 
economía procesal y constando en el expediente toda la documentación 
aportada por el solicitante se entra a conocer sobre la declaración de 
nacionalidad solicitada. 

IV.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
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declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

V.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

VI.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
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que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

En cualquier caso, por lo que se refiere a la “nacionalidad” de los saharauis, 
durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio del 
Sahara Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y 
formal entre los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, 
como ha puesto de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 
de octubre de 1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas 
en los Estados colonizadores, se han impuesto restricciones al status 
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civitatis de la población colonizada “lo que ha permitido la diferencia 
doctrinal, basada en datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y 
nacionales-súbditos” (ejemplos del Derecho comparado son Holanda, 
Italia, Bélgica y Francia). En España, pese a la ambigüedad normativa 
sobre la calificación de los territorios pertenecientes a colonias y su 
identificación con el territorio nacional, las realidades de la heterogeneidad 
territorial y de los estatutos personales ha sido sostenida por el Tribunal 
Supremo en su citada sentencia y en la posterior de 7 de noviembre de 
1999 y anteriormente por el Consejo de Estado en diversos dictámenes 
(Dictamen núm. 36017/1968 para el caso de Guinea y Dictamen 
36227/1968 para el caso de Ifni), y a partir del examen pormenorizado de 
las disposiciones dictadas en relación con aquellos territorios, llegando a 
la conclusión fundada de la distinción entre territorio nacional y territorios 
coloniales (entre éstos, por consecuencia, el Sahara Occidental), así 
como sobre la diferente condición jurídica de nacionales y naturales de las 
colonias.

VII.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural 
del Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En efecto, de la documentación aportada no se desprende la 
posesión de la nacionalidad española en los términos y duración que 
establece el artículo 18 CC., no fue titular de documento de identidad 
español, por lo que no queda acreditada la utilización y posesión de la 
nacionalidad durante 10 años, habida cuenta que nació en 1970, y 
tampoco se ha acreditado que cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, 
el promotor, o en este caso sus representantes legales, al ser menor de 
edad, estuviesen imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad 
española por haber permanecido en los territorios ocupados. Además 
gran parte de la documentación está emitida por la República Árabe 
Saharaui Democrática, y esta no pueda ser tenida en cuenta ya que no 
ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley 
española. Al respecto ha de tenerse en cuenta que las competencias de 
calificación del Encargado respecto de la certificación extranjera se 
extienden al examen de la competencia y autoridad que la expide, la cual 
ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con 
base legal suficiente para ello, base, que en este caso no existe al no 
estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones 
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normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: revocar el auto apelado y 
estimando el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal, dejar sin efecto 
la declaración de nacionalidad con valor de simple presunción del Sr. A.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Torrent (Valencia).

Resolución de 02 de Julio de 2014 (109ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

1º.- No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita 
que la interesada, hubiera residido en el Sahara durante el plazo de 
vigencia del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto ni hubiese poseído y 
utilizado la nacionalidad española durante diez años.

2º.- La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción corresponde al Encargado del 
Registro Civil del domicilio efectivo. El Encargado debe examinar de oficio 
su propia competencia.

3º.- Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para 
practicar la anotación marginal de declaración de nacionalidad española 
con valor de simple presunción por consolidación el Encargado del 
Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de España.

4º.- Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había 
informado favorablemente la pretensión de la interesada por razón del 
principio superior de legalidad.

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor 
de simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el Ministerio Fiscal contra auto dictado por la 
Encargada del Registro Civil de Córdoba.
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HECHOS

1.- Mediante escrito de fecha 22 de abril de 2008, Don A. nacido el 05 de 
noviembre de 1980 en el Sahara Occidental solicitaba la nacionalidad 
española con valor de simple presunción. Adjuntaba la siguiente 
documentación: permiso de residencia, certificado de concordancia de 
nombre y parentesco expedidos por autoridades marroquíes, certificado 
de la policía Nacional española donde informan que al padre del interesado 
se le expidió en el Sahara DNI español con fecha 28 de julio de 1970.

2.- Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. 
La Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 14 de mayo de 
2008 acuerda reconocer la nacionalidad española de origen por 
consolidación del interesado.

3.- Notificado el interesado y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso 
ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que 
la resolución de la Encargada por la que se declare la consolidación de la 
nacionalidad española con valor de simple presunción, deberá acceder al 
Registro Civil mediante anotación marginal a la inscripción del nacimiento, 
de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde 
se produjo el nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara 
corresponde al Registro Civil Central.

4.- De la interposición del recurso se dio traslado al interesado. La 
Encargada del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado informando que a la 
vista de la documentación aportada procede proponer una resolución 
favorable en este expediente con desestimación del recurso interpuesto 
por el Ministerio Fiscal.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil (CC.); 96 de la Ley del Registro 
Civil (LRC); 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 
40/1975, de 19 de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las 
sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, 20 de 
noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro 
directivo de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las 
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Resoluciones, entre otras, de 22-5ª de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de 
enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de mayo, 11-1ª de 
junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 
29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre 
de 2008; 15-3ª y 16-1ª de enero de 2009.

 

II.- Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite 
del recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, 
el Ministerio Fiscal, que actúa como recurrente, había informado 
favorablemente la pretensión de la interesada al evacuar el trámite de 
audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose 
dictado el auto apelado el 12 de mayo de 2008, el recurso se formaliza 
mediante escrito fechado el 6 de junio inmediato, esto es, fuera del plazo 
de quince días hábiles previsto por el artículo 355 RRC. Ninguno de los 
citados motivos debe, sin embargo, paralizar la tramitación y resolución 
del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque conforme a la 
doctrina sentada por nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede 
admitir el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal, a pesar de su 
anterior dictamen favorable, atendiendo al principio de legalidad y al 
carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas de 
oficio, de las normas sobre competencia de los órganos registrales, 
normas, como se verá, infringidas por el auto apelado. En cuanto a lo 
segundo, porque no constando fehacientemente la fecha en que se 
practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la correspondiente 
diligencia, no hay términos hábiles para fijar el “die a quo” para el cómputo 
del plazo para la interposición del recurso. 

III.- El interesado, mediante escrito de fecha 22 de abril de 2008, solicitó 
ante el Registro Civil de Córdoba, la consolidación de la nacionalidad 
española, al haber nacido en 1980 en el Sahara Occidental, y cumplir los 
requisitos establecidos. La Encargada del Registro Civil de Córdoba dictó 
el auto antes citado declarando dicha nacionalidad de origen por 
consolidación. Este auto constituye el objeto del presente recurso. Según 
el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un 
título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. La vía registral 
para comprobar esta consolidación es el expediente de declaración de la 
nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. art. 96-2º LRC 
y 338 RRC). Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual 
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resulta competente en materia de expedientes el Encargado del Registro 
Civil en que deba inscribirse la resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), 
en relación con los específicos expedientes para declaraciones con valor 
de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de 
competencia lo es tanto para instruir como para resolver el expediente, 
conforme a lo previsto por el artículo 342 del RRC en la redacción dada 
por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986.

IV.- Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al 
igual que ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha 
infracción implica la nulidad de lo actuado, nulidad que puede ser 
declarada por la Dirección General de los Registros y del Notariado 
cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha 
nulidad se desprende de la aplicación de las normas de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil en materia de competencia territorial y de fuero 
personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 de enero), 
la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que 
contiene un llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio 
de la interesada esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro 
Civil de Córdoba. Dado que ninguna prueba o dato existe en las 
actuaciones de las que se desprenda este imprescindible requisito de 
procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio 
a efectos civiles, que es el que se ha de entender invocado por la 
legislación del Registro Civil en general y por el artículo 355 del RRC en 
particular, se encuentra definido en el artículo 40 del Código Civil, 
conforme al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su 
residencia habitual”, esto es, el lugar en que la persona vive con cierta 
permanencia y el que se presume para el futuro. La prueba de la residencia 
habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que 
alguna norma especial exija una modalidad de prueba determinada o 
exima de pruebas complementarias acreditando el domicilio por ciertos 
medios. Esto es lo que sucede en el ámbito del Registro Civil en casos 
concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone que “el domicilio de los 
apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; 
b) el artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los 
efectos de aplicar la previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC, 
establece que el domicilio del progenitor o progenitores legalmente 
conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales de 
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identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón 
municipal”.

En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de 
los singulares casos citados por la legislación del Registro Civil, por lo que 
revive la regla general en el ámbito civil de que la residencia habitual 
puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en derecho, 
correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los 
Tribunales la valoración libre de los datos que hayan sido aportados y 
circunstancias acreditadas; como por ejemplo, tener en el lugar 
establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes 
policiales adversos, ausencia de visados o permisos de residencia – no 
de mera estancia - respecto de los extranjeros, etc. (vid. sentencias del 
Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de junio de 1952, 
entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio 
de los derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 CC.) puede 
fijarse arbitrariamente por los interesados dando lugar a supuestos de 
fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho de que la inscripción 
en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración de la interesada 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de 
tal declaración (cfr. art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). Por 
ello, el Encargado puede y debe examinar de oficio su propia competencia 
(cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para 
la actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud 
del contenido del padrón municipal respecto de la persona que promueve 
expediente registral ante el Registro Civil cuya competencia dependa del 
domicilio del promotor al que se refiera la citada inexactitud administrativa. 
Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación obrante 
en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y 
permanencia que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto 
del interesado, ni constan en el expediente los elementos valorativos en 
que se ha apoyado la Encargada para apreciar su competencia.

V.- La regla especial de competencia en materia de expediente sobre 
declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
comporta igualmente la necesidad de diferenciar entre la resolución del 
expediente y la anotación posterior de dicha resolución al margen de la 
inscripción de nacimiento de la interesada, en el caso de que no sean 
coincidentes ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada 
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por el Encargado del Registro Civil del domicilio, una vez devenida firme, 
habrá de ser calificada por el Encargado del Registro Civil del lugar del 
nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente 
caso en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha 
practicado en base al mismo la inscripción de nacimiento del interesado, 
haciendo constar en el apartado de “observaciones” que “el inscrito goza 
de la nacionalidad española de origen”. 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia 
del Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. 
En principio, conforme al artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos se inscriben 
en el Registro Municipal o Consular del lugar en que acaecen, o bien en el 
Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero y tener 
el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, 
a fin de defender la competencia del Registro Civil de Córdoba, la 
aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en su redacción dada 
por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de 
la nacionalidad española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un 
país extranjero, los interesados podrán solicitar, en el momento de 
levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al Rey y obediencia 
a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se 
haya instruido el oportuno expediente registral”. Sin embargo, tal alegación 
no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto la Instrucción de 
este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del artículo 16 de la Ley queda condicionada a un doble 
requisito: por un lado, que la causa o título de la adquisición de la 
nacionalidad española haya precisado de la tramitación de un previo 
expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de 
adquisición de la nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del 
juramento o promesa de fidelidad al Rey y de obediencia a la Constitución 
y a las leyes (cfr. art. 23, a CC.), exigencia que se desprende implícitamente 
del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente 
el momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en 
el Registro Civil municipal. Requisito éste que no concurre en los 
expedientes de declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro 
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incompetente, incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 
del artículo 298 RRC.

VI.- Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de 
una declaración de nacionalidad española hecha en expediente por 
órgano registral incompetente (cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe 
dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose respetado las reglas de la 
competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la materia, 
esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del 
artículo 18 del Código Civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con 
la doctrina consolidada y reiteradísima de este Centro Directivo en relación 
con la cuestión planteada.

Pues bien, en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste 
era posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino 
sólo súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, 
por más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España 
de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el 
que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de «territorios» 
puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 
de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado 
Español ha venido ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de 
competencias sobre el territorio no autónomo del Sahara, que durante 
algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su administración 
a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- 
ha formado parte del territorio nacional». Es cierto que para un supuesto 
excepcional respecto de un natural del Sahara la Sentencia del Tribunal 
Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había consolidado 
la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de 
aplicación al caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el 
supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora planteado. En el 
caso presente el interesado nació en el año 1980 y por tanto con 
posterioridad al periodo de vigencia de la opción para la adquisición de la 
nacionalidad española prevista en el Decreto de 1976. Aparte de esto no 
consta la existencia de título inscrito en el Registro Civil ni está probada la 
posesión y utilización de la nacionalidad española en los términos y 
duración que establece el artículo 18 del Código Civil. Las más recientes 
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sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre de 2007 y 
de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto 
de apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores.

VII.- Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del 
camino adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple 
presunción y la inscripción practicada. Es desde esta perspectiva desde la 
que debe entenderse la petición del Ministerio Fiscal vertida en su escrito 
de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal 
declaración presuntiva habría de reflejarse registralmente mediante una 
anotación marginal a la inscripción de nacimiento, anotación para la cual 
sólo sería competente el Registro Civil Central.

La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene 
como efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le 
declara, puesto que invierte la carga de la prueba, que corresponderá al 
que discuta la declaración y, en este sentido, en tanto no se destruya la 
presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en 
su Circular de 22 de Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del 
estado civil de nacional español , en los casos de adquisición originaria 
basada en la principio del “ius sanguinis”, solo puede proporcionarla la 
sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la 
legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener 
la declaración de que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 
LRC) en virtud de un expediente gubernativo. El hecho de que, según esta 
legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga valor de “simple 
presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la 
eficacia de tales declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están 
investidas del valor propio de las presunciones “iuris tantum” que, como 
tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a los favorecidos por 
la presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta “infra”, 
por otro expediente registral tramitado con tal finalidad.

Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de 
actuaciones, una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente 
registral, por la vía del artículo 240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el ámbito del Registro 
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Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la 
legislación del Registro Civil permite alcanzar el resultado pretendido. Es un 
principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro 
Civil y la realidad extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha 
indicado repetidamente por la doctrina de este Centro Directivo que, 
mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en el 
ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo 
que es posible reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso 
ha de ser posible que, de oficio o por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de 
cualquier interesado o autoridad con competencias conexas con la materia, 
y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de nuevo 
expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les 
corresponde o no les corresponde la nacionalidad española. 

VIII.- La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser 
negativa, ha de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la 
anotación preventiva practicada. No es obstáculo para ello que, con 
arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo las excepciones 
previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las 
“anotaciones”, en congruencia con su menor eficacia y su valor meramente 
informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un principio distinto. En 
efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan 
ser rectificadas y canceladas en virtud de expediente gubernativo en que 
se acredite la inexactitud, en todo caso con notificación formal a los 
interesados o sus representantes legales como exige imperativamente el 
párrafo primero del artículo 349 RRC Tampoco puede erigirse en obstáculo 
para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de que, 
irregularmente, en el caso a que se refiere el presente recurso la 
declaración de la nacionalidad española se haya reflejado tabularmente 
por medio de su constancia en el apartado de “observaciones” de la 
inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente asiento de 
anotación marginal (cfr. art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de 
asiento correspondiente a la naturaleza del acto jurídico consignado, a la 
misma se han de ajustar los mecanismos registrales previstos legalmente 
para su corrección. En consecuencia, la inscripción de nacimiento del 
interesado en el Registro Civil de Córdoba, supuso la extensión de un 
asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el extranjero y que no 
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afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió practicarse 
en su momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de 
modo evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, 
sobre la infracción a las citadas reglas de competencia, no se daba el 
supuesto contemplado en el artículo 18 del Código Civil en el que la interesada 
había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión y cancelación 
mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º 
RRC) que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la 
realidad, puede y debe promoverse de oficio por este Centro Directivo 
instando la correspondiente intervención del Ministerio Fiscal.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: estimar el recurso interpuesto e 
instar al Ministerio Fiscal, para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento 
del interesado.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Cordoba.

Resolución de 02 de Julio de 2014 (110ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el interesado hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia 
del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto ni hubiera poseído y utilizado la 
nacionalidad española durante diez años.

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor 
de simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el interesado contra auto dictado por la Encargada 
del Registro Civil de Córdoba.

HECHOS

1.- Mediante escrito de fecha 18 de abril de 2008, Don E. nacido el 04 de 
marzo de 1978 en el Sahara Occidental solicitaba la nacionalidad española 
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con valor de simple presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: 
pasaporte marroquí, certificado de nacionalidad y paternidad expedidos 
por la República Árabe Saharaui Democrática, recibo MINURSO, 
certificado de empadronamiento y certificado de la Policía Nacional donde 
se informa que a su padre se le expidió DNI español en el Sahara con 
fecha 20 de noviembre de 1974

2.- Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal una vez examinado el 
expediente, emite informe desfavorable. La Encargada del Registro Civil, 
mediante auto de fecha 24 de marzo de 2009 deniega lo solicitado por el 
interesado ya que no cumple los requisitos del artículo 18 del Código Civil.

3.- Notificado el interesado, éste, presenta recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado volviendo a solicitar la 
nacionalidad española con valor de simple presunción.

4.- De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que 
dio su conformidad al auto apelado. La Encargada del Registro Civil 
ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros 
y del Notariado.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las Resoluciones, entre 
otras, de 14-5ª y 17-1ª de julio, 1-1ª, 6-3ª, 7-2ª y 9-1ª de septiembre de 
2006; 18-1ª, 10, 12-3ª y 4ª de enero, 10, 12-2ª-3ª y 4ª de febrero, 5-2ª de 
marzo, 25-2ª de julio, 7-6ª y 28-5ª de septiembre de 2007; y 17-8ª de 
junio, 18-6ª de julio y 3-3ª de septiembre de 2008.

II.- El interesado, mediante escrito presentado el 18 de abril de 2008 ante 
el Registro Civil de Córdoba, solicitó la declaración con valor de simple 
presunción de su nacionalidad española, al haber nacido en 1978 en 
Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. La Encargada 
del Registro dictó auto de 24 de marzo de 2009 denegando dicha 
nacionalidad. Este auto constituye el objeto del presente recurso.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
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la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
Encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76. 

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español, en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
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fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la que 
se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la fase de 
descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea Ecuatorial, 
de cesión o retrocesión en Ifni, y de autodeterminación en el Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a dudas 
sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la Ley 
de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo 
expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como potencia 
administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no autónomo 
del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos 
aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías al 
provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio nacional».

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente el interesado nació con posterioridad a la 
vigencia de la opción para la adquisición de la nacionalidad española en el 
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Decreto de 1976. Tampoco está probada la posesión de la nacionalidad 
española en los términos y duración que establece el artículo 18 CC., 
constando en el expediente su documentación como marroquí, sin que la 
acreditación de que su padre obtuvo el DNI español en el Sahara expedido 
20 de noviembre de 1974 con un plazo inicial de vigencia de 5 años y sin 
que conste renovación, haga prueba de la nacionalidad del interesado 
con las condiciones y requisitos establecidos legalmente. 

VII.- Finalmente, la documentación que se aporta, expedida por 
autoridades de la denominada República Árabe Saharaui Democrática, 
no ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley 
española (cfr. art. 23 LRC y 85 RRC). Al respecto ha de tenerse en cuenta 
que las competencias de calificación del Encargado del Registro Civil 
respecto de la certificación extranjera se extienden al examen de la 
competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio 
de cargo que le habilite para tal expedición con base legal suficiente para 
ello, base, que en este caso no existe al no estar establecidos los órganos 
del Registro Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un 
ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Córdoba.

Resolución de 02 de Julio de 2014 (112ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el interesado hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia 
del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto ni hubiera poseído y utilizado la 
nacionalidad española durante diez años.

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor 
de simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por 
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virtud del entablado por la interesada contra auto dictado por la Encargada 
del Registro Civil Donostia- San Sebastián.

HECHOS

1.- Mediante escrito de fecha 27 de febrero de 2009, Doña F. nacida en 
1973 en el Sahara Occidental solicitaba la nacionalidad española con 
valor de simple presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: 
pasaporte mauritano, permiso de residencia, DNI saharaui, certificado de 
ciudadanía expedida por la República Árabe Saharaui Democrática, copia 
del DNI español expedido en el Sahara de la madre y certificado de 
empadronamiento.

2.- Ratificada la interesada, el Ministerio Fiscal una vez examinado el 
expediente, emite informe desfavorable. La Encargada del Registro Civil, 
mediante auto de fecha 13 de julio de 2009 deniega lo solicitado por el 
interesado ya que no cumple los requisitos del artículo 18 del Código Civil.

3.- Notificada la interesada, ésta, presenta recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado volviendo a solicitar la 
nacionalidad española con valor de simple presunción.

4.- De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que 
dio su conformidad al auto apelado. La Encargada del Registro Civil 
ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros 
y del Notariado.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las Resoluciones, entre 
otras, de 14-5ª y 17-1ª de julio, 1-1ª, 6-3ª, 7-2ª y 9-1ª de septiembre de 
2006; 18-1ª, 10, 12-3ª y 4ª de enero, 10, 12-2ª-3ª y 4ª de febrero, 5-2ª de 
marzo, 25-2ª de julio, 7-6ª y 28-5ª de septiembre de 2007; y 17-8ª de 
junio, 18-6ª de julio y 3-3ª de septiembre de 2008.

II.- La interesada, mediante escrito presentado el 27 de febrero de 2009 
ante el Registro Civil de Donostia- San Sebastián , solicita la declaración 
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con valor de simple presunción de su nacionalidad española, al haber 
nacido en 1973 en Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. 
La Encargada del Registro dictó auto de 13 de julio de 2009 denegando 
dicha nacionalidad. Este auto constituye el objeto del presente recurso.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
Encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76. 

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español, en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
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científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni, y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
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al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente, no se considera acreditado que el 
interesado o sus progenitores como representantes legales al ser esta 
menor de edad, cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976 se hallasen 
imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad española, por haber 
permanecido en los territorios ocupados, circunstancia que pretende 
acreditar mediante certificado de la República Árabe Saharaui Democrática 
de 14 de enero de 2009. Aunque así lo declare, dicho extremo, no puede 
darse por probado en el expediente. En todo caso, aun cuando se tuviese 
por acreditado que, inicialmente, el interesado permaneció en los territorios 
ocupados por Marruecos. Tampoco está probada la posesión de la 
nacionalidad española en los términos y duración que establece el artículo 
18 CC., constando en el expediente su documentación como mauritana. 

VII.- Finalmente, la documentación que se aporta, expedida por 
autoridades de la denominada República Árabe Saharaui Democrática, 
no ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley 
española (cfr. art. 23 LRC y 85 RRC) . Al respecto ha de tenerse en cuenta 
que las competencias de calificación del Encargado del Registro Civil 
respecto de la certificación extranjera se extienden al examen de la 
competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio 
de cargo que le habilite para tal expedición con base legal suficiente para 
ello, base, que en este caso no existe al no estar establecidos los órganos 
del Registro Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un 
ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Donostia-San Sebastian.

http://


M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

1160Boletín del Ministerio de Justicia

Nacionalidad

Resolución de 02 de Julio de 2014 (114ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el interesado hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia 
del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto ni hubiera poseído y utilizado la 
nacionalidad española durante diez años.

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor 
de simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el interesado contra auto dictado por el Encargado 
del Registro Civil de Ciudad Real.

HECHOS

1.- Mediante escrito de fecha 09 de enero de 2009, Don S-B. nacido en el 
año 1940 en el Sahara Occidental solicitaba la nacionalidad española con 
valor de simple presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: 
pasaporte marroquí, nombramiento como profesor de religión islámica, 
certificado de concordancia expedido por autoridades marroquíes, 
certificado de ciudadanía expedidos por la República Árabe Saharaui 
Democrática, certificado de empadronamiento , libro de familia y certificado 
de la Policía Nacional española donde informa que se le expido en el 
Sahara DNI español con fecha 11 de febrero de 1971.

2.- Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal una vez examinado el 
expediente, emite informe desfavorable. El Encargado del Registro Civil, 
mediante auto de fecha 10 de agosto de 2009 deniega lo solicitado por 
el interesado ya que no cumple los requisitos del artículo 18 del Código 
Civil.

3.- Notificado el interesado, éste, presenta recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado volviendo a solicitar la 
nacionalidad española con valor de simple presunción.

4.- De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que 
dio su conformidad al auto apelado. El Encargado del Registro Civil 
ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros 
y del Notariado.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las Resoluciones, entre 
otras, de 14-5ª y 17-1ª de julio, 1-1ª, 6-3ª, 7-2ª y 9-1ª de septiembre de 
2006; 18-1ª, 10, 12-3ª y 4ª de enero, 10, 12-2ª-3ª y 4ª de febrero, 5-2ª de 
marzo, 25-2ª de julio, 7-6ª y 28-5ª de septiembre de 2007; y 17-8ª de 
junio, 18-6ª de julio y 3-3ª de septiembre de 2008.

II.- El interesado, mediante escrito presentado el 09 de enero de 2009 
ante el Registro Civil de Ciudad Real, solicitó la declaración con valor de 
simple presunción de su nacionalidad española, al haber nacido en 1940 
en Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. El Encargado 
del Registro dictó auto de 10 de agosto de 2009 denegando dicha 
nacionalidad. Este auto constituye el objeto del presente recurso.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
Encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76. 

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
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antigua colonia del llamado Sahara español, en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni, y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
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acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente, no se considera acreditado que el 
interesado, cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976 se hallase 
imposibilitado de facto para optar a la nacionalidad española, por haber 
permanecido en los territorios ocupados, Aunque así lo declare, dicho 
extremo, no puede darse por probado en el expediente. En todo caso, aun 
cuando se tuviese por acreditado que, inicialmente, el interesado 
permaneció en los territorios ocupados por Marruecos. Tampoco está 
probada la posesión de la nacionalidad española en los términos y 
duración que establece el artículo 18 CC., constando en el expediente su 
documentación como marroquí, sin que el libro de familia donde consta su 
matrimonio en el Sahara hagan prueba de la nacionalidad española, ni 
tampoco acredita la posesión continuada durante 10 años y título inscrito 
en el registro civil, con la aportación del certificado emitido por la Policía 
nacional donde consta que se le expidió en el Sahara DNI español con 
fecha 11 de febrero de 1971 con una duración inicial de cinco años y no 
constando renovación 

VII.- Por lo que se refiere a la concesión a sus hijos de la nacionalidad 
española, a la vista de los autos aportados al expediente en prueba del 
presunto derecho de la ahora interesada, se observa que la documentación 
que sirvió de base en su momento para la declaración con valor de simple 
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presunción de la nacionalidad española de aquéllos era similar a la 
contenida en el presente expediente, por lo que, si el ministerio fiscal 
considerara que les ha sido otorgada dicha nacionalidad de modo 
improcedente, cabría, a instancia de dicho órgano, incoar nuevos 
expedientes solicitando que se declare con valor de simple presunción 
que los interesados no son españoles. A este respecto conviene recordar 
que, en desarrollo del principio básico de la legislación registral de 
concordancia del Registro Civil con la realidad, es doctrina reiterada de 
este centro directivo que, mientras subsista ese interés público de 
concordancia, no opera en el ámbito del Registro Civil el principio de 
autoridad de cosa juzgada.

VIII.- Finalmente, la documentación que se aporta, expedida por 
autoridades de la denominada República Árabe Saharaui Democrática, 
no ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley 
española (cfr. art. 23 LRC y 85 RRC) . Al respecto ha de tenerse en cuenta 
que las competencias de calificación del Encargado del Registro Civil 
respecto de la certificación extranjera se extienden al examen de la 
competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio 
de cargo que le habilite para tal expedición con base legal suficiente para 
ello, base, que en este caso no existe al no estar establecidos los órganos 
del Registro Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un 
ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Ciudad Real.
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Resolución de 02 de Julio de 2014 (115ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el interesado hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia 
del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto ni hubiera poseído y utilizado la 
nacionalidad española durante diez años.

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor 
de simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el interesado contra auto dictado por el Encargado 
del Registro Civil de La Palma del Condado.

HECHOS

1.- Mediante escrito de fecha 17 de marzo de 2009, Don Y. nacido el 04 de 
octubre de 1977 en el Sahara Occidental solicitaba la nacionalidad 
española con valor de simple presunción. Adjuntaba la siguiente 
documentación: extracto de acta de nacimiento, certificado de 
concordancia de nombre, certificado de parentesco, acta de matrimonio, 
acta de divorcio expedidos por autoridades marroquíes, certificado de 
ciudadanía expedido por la República Árabe Saharaui Democrática, 
certificado de nacimiento, copia del DNI español del padre ,permiso de 
residencia, certificado de empadronamiento y pasaporte marroquí .

2.- Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal una vez examinado el 
expediente, emite informe desfavorable. El Encargado del Registro Civil, 
mediante auto de fecha 03 de julio de 2009 deniega lo solicitado por el 
interesado ya que no cumple los requisitos del artículo 18 del Código 
Civil.

3.- Notificado el interesado, éste, presenta recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado volviendo a solicitar la 
nacionalidad española con valor de simple presunción.

4.- De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que 
dio su conformidad al auto apelado. El Encargado del Registro Civil 
ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros 
y del Notariado.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las Resoluciones, entre 
otras, de 14-5ª y 17-1ª de julio, 1-1ª, 6-3ª, 7-2ª y 9-1ª de septiembre de 
2006; 18-1ª, 10, 12-3ª y 4ª de enero, 10, 12-2ª-3ª y 4ª de febrero, 5-2ª de 
marzo, 25-2ª de julio, 7-6ª y 28-5ª de septiembre de 2007; y 17-8ª de 
junio, 18-6ª de julio y 3-3ª de septiembre de 2008.

II.- El interesado, mediante escrito presentado el 17 de marzo de 2009 ante 
el Registro Civil de La Palma del Condado, solicitó la declaración con valor 
de simple presunción de su nacionalidad española, al haber nacido en 
Octubre de 1977 en Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. 
El Encargado del Registro dictó auto de 03 de julio de 2009 denegando 
dicha nacionalidad. Este auto constituye el objeto del presente recurso.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
Encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76. 

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
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antigua colonia del llamado Sahara español, en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el nacimiento 
en España a los efectos de atribuir en concurrencia con determinados 
requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la cuestión primordial 
de decidir si aquella antigua posesión española entra o no en el concepto 
de “territorio nacional” o “territorio español”. Para situar en perspectiva el 
tema hay que recordar algunos antecedentes. La cuestión es compleja, ya 
que una de las cuestiones más debatidas y oscuras de la teoría general del 
Estado es precisamente la naturaleza de su territorio, hasta el punto de que 
no es frecuente hallar en la doctrina científica una explicación sobre la 
distinción entre territorio metropolitano y territorio colonial. Sobre tal 
dificultad se añade la actitud cambiante de la política colonial como 
consecuencia de lo mutable también de las relaciones internacionales, 
caracterización a la que no ha podido sustraerse la posición española en 
África ecuatorial y occidental, y que se hace patente a través de una 
legislación que sigue, como ha señalado el Tribunal Supremo, un itinerario 
zigzagueante integrado por tres etapas fundamentales: a) en un primer 
momento dichos territorios se consideraron simplemente colonias; b) vino 
luego la fase de provincialización durante la que se intenta su asimilación a 
la metrópoli; c) por último, se entra en la fase de descolonización, que 
reviste la forma de independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o 
retrocesión en Ifni, y de autodeterminación en el Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
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internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la Ley 
de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo 
expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como potencia 
administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no autónomo 
del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos 
aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías al 
provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio nacional».

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no 
es de aplicación al caso presente pues hay diferencias fundamentales entre 
el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora planteado. El 
interesado aunque pueda acreditar su nacimiento en el Sahara como 
aparece en la propia documentación presentada, nació el 04 de octubre de 
1977, por lo que no le es aplicable la opción prevista de adquisición de 
nacionalidad, para los nacidos con anterioridad a la finalización del periodo 
de vigencia del Decreto 2258/1976. Tampoco está probada la posesión de 
la nacionalidad española en los términos y duración que establece el 
artículo 18 CC., constando en el expediente su documentación como 
marroquí, no acreditando ni título inscrito en el registro civil, ni documento 
alguno que pruebe la posesión continuada durante 10 años de la 
nacionalidad española con buena fe. No siendo válido a efectos de la 
acreditación anterior la documentación presentada del padre, donde consta 
que adquirió la nacionalidad española con valor de simple presunción. 

VII.- Por lo que se refiere a la concesión a su padre de la nacionalidad 
española, a la vista del auto aportado al expediente en prueba del presunto 
derecho de la ahora interesada, se observa que la documentación que 
sirvió de base en su momento para la declaración con valor de simple 
presunción de la nacionalidad española de aquéllos era similar a la 
contenida en el presente expediente, por lo que, si el ministerio fiscal 
considerara que les ha sido otorgada dicha nacionalidad de modo 
improcedente, cabría, a instancia de dicho órgano, incoar nuevos 
expedientes solicitando que se declare con valor de simple presunción 
que los interesados no son españoles. A este respecto conviene recordar 
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que, en desarrollo del principio básico de la legislación registral de 
concordancia del Registro Civil con la realidad, es doctrina reiterada de 
este centro directivo que, mientras subsista ese interés público de 
concordancia, no opera en el ámbito del Registro Civil el principio de 
autoridad de cosa juzgada.

VIII.- Finalmente, la documentación que se aporta, expedida por 
autoridades de la denominada República Árabe Saharaui Democrática, 
no ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley 
española (cfr. art. 23 LRC y 85 RRC) . Al respecto ha de tenerse en cuenta 
que las competencias de calificación del Encargado del Registro Civil 
respecto de la certificación extranjera se extienden al examen de la 
competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio 
de cargo que le habilite para tal expedición con base legal suficiente para 
ello, base, que en este caso no existe al no estar establecidos los órganos 
del Registro Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un 
ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de La Palma del Condado 
(Huelva).

Resolución de 02 de Julio de 2014 (116ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

1º. No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita 
que la interesada, hubiera residido en el Sahara durante el plazo de 
vigencia del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto ni hubiese poseído y 
utilizado la nacionalidad española durante diez años.

2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción corresponde al Encargado del 
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Registro Civil del domicilio efectivo. El Encargado debe examinar de oficio 
su propia competencia.

3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar 
la anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor 
de simple presunción por consolidación el Encargado del Registro Civil 
del domicilio respecto del nacido fuera de España.

4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había 
informado favorablemente la pretensión de la interesada por razón del 
principio superior de legalidad.

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor 
de simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el Ministerio Fiscal contra auto dictado por la 
Encargada del Registro Civil de Córdoba.

HECHOS

1.- Mediante escrito de fecha 28 de abril de 2008, Don M. nacido el 18 de 
enero de 1966 en el Sahara Occidental solicitaba la nacionalidad española 
con valor de simple presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: 
permiso de residencia y diversa documentación.

2.- Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. 
La Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 12 de mayo de 
2008 acuerda reconocer la nacionalidad española de origen por 
consolidación del interesado.

3.- Notificado el interesado y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso 
ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que 
la resolución de la Encargada por la que se declare la consolidación de la 
nacionalidad española con valor de simple presunción, deberá acceder al 
Registro Civil mediante anotación marginal a la inscripción del nacimiento, 
de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde 
se produjo el nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara 
corresponde al Registro Civil Central.

4.- De la interposición del recurso se dio traslado al interesado. La 
Encargada del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la 
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Dirección General de los Registros y del Notariado informando que a la 
vista de la documentación aportada procede proponer una resolución 
favorable en este expediente con desestimación del recurso interpuesto 
por el Ministerio Fiscal.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil (CC.); 96 de la Ley del Registro 
Civil (LRC); 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 
40/1975, de 19 de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las 
sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, 20 de 
noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro 
directivo de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las 
Resoluciones, entre otras, de 22-5ª de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de 
enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de mayo, 11-1ª de 
junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 
29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre 
de 2008; 15-3ª y 16-1ª de enero de 2009.

II.- Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite 
del recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, 
el Ministerio Fiscal, que actúa como recurrente, había informado 
favorablemente la pretensión de la interesada al evacuar el trámite de 
audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose 
dictado el auto apelado el 12 de mayo de 2008, el recurso se formaliza 
mediante escrito fechado el 6 de junio inmediato, esto es, fuera del plazo 
de quince días hábiles previsto por el artículo 355 RRC. Ninguno de los 
citados motivos debe, sin embargo, paralizar la tramitación y resolución 
del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque conforme a la 
doctrina sentada por nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede 
admitir el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal, a pesar de su 
anterior dictamen favorable, atendiendo al principio de legalidad y al 
carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas de 
oficio, de las normas sobre competencia de los órganos registrales, 
normas, como se verá, infringidas por el auto apelado. En cuanto a lo 
segundo, porque no constando fehacientemente la fecha en que se 
practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la correspondiente 
diligencia, no hay términos hábiles para fijar el “die a quo” para el cómputo 
del plazo para la interposición del recurso. 
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III.- El interesado, mediante escrito de fecha 28 de abril de 2008, solicitó 
ante el Registro Civil de Córdoba, la consolidación de la nacionalidad 
española, al haber nacido en 1966 en el Sahara Occidental, y cumplir los 
requisitos establecidos. La Encargada del Registro Civil de Córdoba dictó 
el auto antes citado declarando dicha nacionalidad de origen por 
consolidación. Este auto constituye el objeto del presente recurso. Según 
el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un 
título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. La vía registral 
para comprobar esta consolidación es el expediente de declaración de la 
nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. art. 96-2º LRC 
y 338 RRC). Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual 
resulta competente en materia de expedientes el Encargado del Registro 
Civil en que deba inscribirse la resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), 
en relación con los específicos expedientes para declaraciones con valor 
de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de 
competencia lo es tanto para instruir como para resolver el expediente, 
conforme a lo previsto por el artículo 342 del RRC en la redacción dada 
por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986.

IV.- Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al 
igual que ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha 
infracción implica la nulidad de lo actuado, nulidad que puede ser 
declarada por la Dirección General de los Registros y del Notariado 
cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha 
nulidad se desprende de la aplicación de las normas de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil en materia de competencia territorial y de fuero 
personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 de enero), 
la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que 
contiene un llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio 
de la interesada esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro 
Civil de Córdoba. Dado que ninguna prueba o dato existe en las 
actuaciones de las que se desprenda este imprescindible requisito de 
procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio 
a efectos civiles, que es el que se ha de entender invocado por la 
legislación del Registro Civil en general y por el artículo 355 del RRC en 
particular, se encuentra definido en el artículo 40 del Código Civil, 
conforme al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su 
residencia habitual”, esto es, el lugar en que la persona vive con cierta 
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permanencia y el que se presume para el futuro. La prueba de la residencia 
habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que 
alguna norma especial exija una modalidad de prueba determinada o 
exima de pruebas complementarias acreditando el domicilio por ciertos 
medios. Esto es lo que sucede en el ámbito del Registro Civil en casos 
concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone que “el domicilio de los 
apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; 
b) el artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los 
efectos de aplicar la previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC, 
establece que el domicilio del progenitor o progenitores legalmente 
conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales de 
identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón 
municipal”.

En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de 
los singulares casos citados por la legislación del Registro Civil, por lo que 
revive la regla general en el ámbito civil de que la residencia habitual 
puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en derecho, 
correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los 
Tribunales la valoración libre de los datos que hayan sido aportados y 
circunstancias acreditadas; como por ejemplo, tener en el lugar 
establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes 
policiales adversos, ausencia de visados o permisos de residencia – no 
de mera estancia - respecto de los extranjeros, etc. (vid. sentencias del 
Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de junio de 1952, 
entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio 
de los derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 CC.) puede 
fijarse arbitrariamente por los interesados dando lugar a supuestos de 
fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho de que la inscripción 
en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración de la interesada 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de 
tal declaración (cfr. art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). Por 
ello, el Encargado puede y debe examinar de oficio su propia competencia 
(cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para 
la actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud 
del contenido del padrón municipal respecto de la persona que promueve 
expediente registral ante el Registro Civil cuya competencia dependa del 
domicilio del promotor al que se refiera la citada inexactitud administrativa. 
Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación obrante 
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en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y 
permanencia que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto 
del interesado, ni constan en el expediente los elementos valorativos en 
que se ha apoyado la Encargada para apreciar su competencia.

V.- La regla especial de competencia en materia de expediente sobre 
declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
comporta igualmente la necesidad de diferenciar entre la resolución del 
expediente y la anotación posterior de dicha resolución al margen de la 
inscripción de nacimiento de la interesada, en el caso de que no sean 
coincidentes ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada 
por el Encargado del Registro Civil del domicilio, una vez devenida firme, 
habrá de ser calificada por el Encargado del Registro Civil del lugar del 
nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente 
caso en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha 
practicado en base al mismo la inscripción de nacimiento del interesado, 
haciendo constar en el apartado de “observaciones” que “el inscrito goza 
de la nacionalidad española de origen”. 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia 
del Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. 
En principio, conforme al artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos se inscriben 
en el Registro Municipal o Consular del lugar en que acaecen, o bien en el 
Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero y tener 
el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, 
a fin de defender la competencia del Registro Civil de Córdoba, la 
aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en su redacción dada 
por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de 
la nacionalidad española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un 
país extranjero, los interesados podrán solicitar, en el momento de 
levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al Rey y obediencia 
a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se 
haya instruido el oportuno expediente registral”. Sin embargo, tal alegación 
no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto la Instrucción de 
este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del artículo 16 de la Ley queda condicionada a un doble 
requisito: por un lado, que la causa o título de la adquisición de la 
nacionalidad española haya precisado de la tramitación de un previo 
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expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de 
adquisición de la nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del 
juramento o promesa de fidelidad al Rey y de obediencia a la Constitución 
y a las leyes (cfr. art. 23, a CC.), exigencia que se desprende implícitamente 
del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente 
el momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en 
el Registro Civil municipal. Requisito éste que no concurre en los 
expedientes de declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro 
incompetente, incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 
del artículo 298 RRC.

VI.- Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de 
una declaración de nacionalidad española hecha en expediente por 
órgano registral incompetente (cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe 
dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose respetado las reglas de la 
competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la materia, 
esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del 
artículo 18 del Código Civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con 
la doctrina consolidada y reiteradísima de este Centro Directivo en relación 
con la cuestión planteada. Pues bien, en principio, los nacidos en el 
territorio del Sahara cuando éste era posesión española no eran 
propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España que se 
beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas 
disposiciones anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera 
deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que se desprende 
necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque sólo así 
cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo 
de un año a contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así 
resulta también de la diferenciación de «territorios» puesto de relieve, con 
rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» 
del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias 
sobre el territorio no autónomo del Sahara, que durante algunos años ha 
estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen 
peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado 
parte del territorio nacional».
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Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 
decidió que el actor había consolidado la nacionalidad española. Pero la 
doctrina de esta sentencia no es de aplicación al caso presente pues hay 
diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en la 
sentencia y el ahora planteado. En el caso presente el interesado no ha 
acreditado que cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, estuviese 
imposibilitada de facto para optar a la nacionalidad española por haber 
permanecido en los territorios ocupados. Aparte de esto no consta la 
existencia de título inscrito en el Registro Civil ni está probada la posesión 
y utilización de la nacionalidad española en los términos y duración que 
establece el artículo 18 del Código Civil. Las más recientes sentencias del 
Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre de 2007 y de 18 de julio 
de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de apátridas 
no hace sino reforzar las conclusiones anteriores.

VII.- Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del 
camino adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple 
presunción y la inscripción practicada. Es desde esta perspectiva desde la 
que debe entenderse la petición del Ministerio Fiscal vertida en su escrito 
de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal 
declaración presuntiva habría de reflejarse registralmente mediante una 
anotación marginal a la inscripción de nacimiento, anotación para la cual 
sólo sería competente el Registro Civil Central.

La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene 
como efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le 
declara, puesto que invierte la carga de la prueba, que corresponderá al 
que discuta la declaración y, en este sentido, en tanto no se destruya la 
presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en 
su Circular de 22 de Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva 
del estado civil de nacional español , en los casos de adquisición originaria 
basada en la principio del “ius sanguinis”, solo puede proporcionarla la 
sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que 
la legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para 
obtener la declaración de que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 
96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente gubernativo. El hecho de que, 
según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga valor de 
“simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al 
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margen de la inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de 
minimizar la eficacia de tales declaraciones de nacionalidad, ya que en 
todo caso están investidas del valor propio de las presunciones “iuris 
tantum” que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba 
a los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba 
en contrario (cfr. art. 386 LEC), prueba en contrario que podrá estar 
integrada, como resulta “infra”, por otro expediente registral tramitado con 
tal finalidad.

Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de 
actuaciones, una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente 
registral, por la vía del artículo 240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el ámbito del Registro 
Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la 
legislación del Registro Civil permite alcanzar el resultado pretendido. Es 
un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 
94 RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el 
Registro Civil y la realidad extrarregistral. En desarrollo de este principio 
se ha indicado repetidamente por la doctrina de este Centro Directivo que, 
mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en el 
ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo 
que es posible reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso 
ha de ser posible que, de oficio o por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de 
cualquier interesado o autoridad con competencias conexas con la 
materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie 
de nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los 
interesados les corresponde o no les corresponde la nacionalidad 
española. 

VIII.- La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser 
negativa, ha de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la 
anotación preventiva practicada. No es obstáculo para ello que, con 
arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo las excepciones 
previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las 
“anotaciones”, en congruencia con su menor eficacia y su valor meramente 
informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un principio distinto. En 
efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan 
ser rectificadas y canceladas en virtud de expediente gubernativo en que 
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se acredite la inexactitud, en todo caso con notificación formal a los 
interesados o sus representantes legales como exige imperativamente el 
párrafo primero del artículo 349 RRC Tampoco puede erigirse en obstáculo 
para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de que, 
irregularmente, en el caso a que se refiere el presente recurso la 
declaración de la nacionalidad española se haya reflejado tabularmente 
por medio de su constancia en el apartado de “observaciones” de la 
inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente asiento de 
anotación marginal (cfr. art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de 
asiento correspondiente a la naturaleza del acto jurídico consignado, a la 
misma se han de ajustar los mecanismos registrales previstos legalmente 
para su corrección. En consecuencia, la inscripción de nacimiento de la 
interesada en el Registro Civil de Córdoba, supuso la extensión de un 
asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el extranjero y que no 
afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se 
extendía de modo evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, 
puesto que, sobre la infracción a las citadas reglas de competencia, no se 
daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del Código Civil en el que 
la interesada había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 
95-2º LRC y 297-3º RRC) que, en aras del principio de concordancia entre 
el Registro Civil y la realidad, puede y debe promoverse de oficio por este 
Centro Directivo instando la correspondiente intervención del Ministerio 
Fiscal.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: estimar el recurso interpuesto e 
instar al Ministerio Fiscal, para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento 
del interesado.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Cordoba.
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Resolución de 02 de Julio de 2014 (117ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el interesado hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia 
del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto ni hubiera poseído y utilizado la 
nacionalidad española durante diez años.

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor 
de simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el interesado contra auto dictado por la Encargada 
del Registro Civil de Illescas.

HECHOS

1.- Mediante escrito de fecha 24 de septiembre de 2007, Don O. nacido el 
31 de octubre de 1970 en el Sahara Occidental solicitaba la nacionalidad 
española con valor de simple presunción. Adjuntaba la siguiente 
documentación: permiso de residencia, DNI Saharaui, certificado de 
nacimiento, ciudadanía, nacionalidad, subsanación y paternidad expedida 
por la República Árabe Saharaui Democrática, recibo MINURSO, 
certificado de empadronamiento, copia de DNI español expedidos en el 
Sahara de los padres , libro de familia y pasaporte argelino.

2.- Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal una vez examinado el 
expediente, emite informe desfavorable. La Encargada del Registro Civil, 
mediante auto de fecha 15 de mayo de 2009 deniega lo solicitado por el 
interesado ya que no cumple los requisitos del artículo 18 del Código Civil.

3.- Notificado el interesado, éste, presenta recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado volviendo a solicitar la 
nacionalidad española con valor de simple presunción.

4.- De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que dio 
su conformidad al auto apelado. La Encargada del Registro Civil ordena la 
remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
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noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las Resoluciones, entre 
otras, de 14-5ª y 17-1ª de julio, 1-1ª, 6-3ª, 7-2ª y 9-1ª de septiembre de 
2006; 18-1ª, 10, 12-3ª y 4ª de enero, 10, 12-2ª-3ª y 4ª de febrero, 5-2ª de 
marzo, 25-2ª de julio, 7-6ª y 28-5ª de septiembre de 2007; y 17-8ª de 
junio, 18-6ª de julio y 3-3ª de septiembre de 2008.

II.- El interesado, mediante escrito presentado el 24 de septiembre de 
2007 ante el Registro Civil de Illescas, solicitó la declaración con valor de 
simple presunción de su nacionalidad española, al haber nacido en 1970 
en Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. La Encargada 
del Registro dictó auto de 15 de mayo de 2009 denegando dicha 
nacionalidad. Este auto constituye el objeto del presente recurso.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
Encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76. 

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español, en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
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concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni, y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 

http://


M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

1182Boletín del Ministerio de Justicia

Nacionalidad

Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente, no se considera acreditado que el 
interesado o sus progenitores como representantes legales al ser este 
menor de edad, cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976 se hallasen 
imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad española, por haber 
permanecido en los territorios ocupados, circunstancia que pretende 
acreditar mediante certificado de la República Árabe Saharaui Democrática 
de 03 de septiembre de 2006. Aunque así lo declare, dicho extremo, no 
puede darse por probado en el expediente. En todo caso, aun cuando se 
tuviese por acreditado que, inicialmente, el interesado permaneció en los 
territorios ocupados por Marruecos. Tampoco está probada la posesión de 
la nacionalidad española en los términos y duración que establece el 
artículo 18 CC., constando en el expediente su documentación como 
argelino. Sin que el libro de familia donde consta el matrimonio de los 
padres y su nacimiento hagan prueba de la posesión de la nacionalidad 
española del interesado de buena fe y con la duración exigida por la 
normativa legal, tampoco acredita el cumplimiento de los requisitos 
legales, la copia del DNI español de los padres del interesado expedido 
en el Sahara. 

VII.- Finalmente, la documentación que se aporta, expedida por 
autoridades de la denominada República Árabe Saharaui Democrática, 
no ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley 
española (cfr. art. 23 LRC y 85 RRC) . Al respecto ha de tenerse en cuenta 
que las competencias de calificación del Encargado del Registro Civil 
respecto de la certificación extranjera se extienden al examen de la 
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competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio 
de cargo que le habilite para tal expedición con base legal suficiente para 
ello, base, que en este caso no existe al no estar establecidos los órganos 
del Registro Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un 
ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Illescas.

Resolución de 02 de Julio de 2014 (118ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el interesado hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia 
del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto ni hubiera poseído y utilizado la 
nacionalidad española durante diez años.

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor 
de simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el interesado contra auto dictado por el Encargado 
del Registro Civil Valladolid.

HECHOS

1.- Mediante escrito de fecha 18 de febrero de 2009, Don M-L. nacido en 
1947 en el Sahara Occidental solicitaba la nacionalidad española con 
valor de simple presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: 
certificado de la Policía Nacional española donde se informa que se le 
expidió en el Sahara DNI español con fecha 20 de agosto de 1970, 
pasaporte español, libro de familia, permiso de residencia, y certificado de 
empadronamiento
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2.- Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal una vez examinado el 
expediente, emite informe desfavorable. El Encargado del Registro Civil, 
mediante auto de fecha 21 de septiembre de 2009 deniega lo solicitado 
por el interesado ya que no cumple los requisitos del artículo 18 del Código 
Civil.

3.- Notificado el interesado, éste, presenta recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado volviendo a solicitar la 
nacionalidad española con valor de simple presunción.

4.- De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que 
dio su conformidad al auto apelado. El Encargado del Registro Civil 
ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros 
y del Notariado.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las Resoluciones, entre 
otras, de 14-5ª y 17-1ª de julio, 1-1ª, 6-3ª, 7-2ª y 9-1ª de septiembre de 
2006; 18-1ª, 10, 12-3ª y 4ª de enero, 10, 12-2ª-3ª y 4ª de febrero, 5-2ª de 
marzo, 25-2ª de julio, 7-6ª y 28-5ª de septiembre de 2007; y 17-8ª de 
junio, 18-6ª de julio y 3-3ª de septiembre de 2008.

II.- El interesado, mediante escrito presentado el 18 de febrero de 2009 
ante el Registro Civil de Valladolid, solicitó la declaración con valor de 
simple presunción de su nacionalidad española, al haber nacido en 1947 
en Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. El Encargado 
del Registro dictó auto de 21 de septiembre de 2009 denegando dicha 
nacionalidad. Este auto constituye el objeto del presente recurso.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
Encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).
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IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español, en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni, y de autodeterminación en el 
Sahara.
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Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente, no se considera acreditado que el 
interesado, cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976 se hallase 
imposibilitado de facto para optar a la nacionalidad española, por haber 
permanecido en los territorios ocupados, circunstancia que no ha 
acreditado. Aunque así lo declare, dicho extremo, no puede darse por 
probado en el expediente. En todo caso, aun cuando se tuviese por 
acreditado que, inicialmente, el interesado permaneció en los territorios 
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ocupados por Marruecos. Tampoco está probada la posesión de la 
nacionalidad española en los términos y duración que establece el artículo 
18 CC., constando en el expediente su documentación como argelino. Sin 
que el libro de familia ,la posesión del pasaporte y del DNI español cuyo 
plazo de vigencia inicial es de cinco años , no constando renovación , 
hagan prueba de la posesión de buena fe y por una duración de 10 años 
de la nacionalidad española , no constando tampoco título inscrito en el 
registro civil.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Valladolid.

Resolución de 02 de Julio de 2014 (119ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el interesado hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia 
del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto ni hubiera poseído y utilizado la 
nacionalidad española durante diez años.

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor 
de simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el interesado contra auto dictado por la Encargada 
del Registro Civil de Santoña.

HECHOS

1.- Mediante escrito de fecha 26 de octubre de 2007, Don M. nacido en el 
año 1971 en el Sahara Occidental solicitaba la nacionalidad española con 
valor de simple presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: 
pasaporte marroquí, copia del DNI español de la madre, certificado de 
nacimiento, concordancia expedidos por las autoridades marroquíes, libro 
de familia, permiso de residencia, certificado de ciudadanía expedido por 
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la República Árabe Saharaui Democrática, recibo MINURSO, certificado 
de empadronamiento y certificado de familia cheránico.

2.- Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal una vez examinado el 
expediente, emite informe desfavorable. La Encargada del Registro Civil, 
mediante auto de fecha 19 de febrero de 2009 deniega lo solicitado por el 
interesado ya que no cumple los requisitos del artículo 18 del Código Civil.

3.- Notificado el interesado, éste, presenta recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado volviendo a solicitar la 
nacionalidad española con valor de simple presunción.

4.- De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que 
dio su conformidad al auto apelado. La Encargada del Registro Civil 
ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros 
y del Notariado.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las Resoluciones, entre 
otras, de 14-5ª y 17-1ª de julio, 1-1ª, 6-3ª, 7-2ª y 9-1ª de septiembre de 
2006; 18-1ª, 10, 12-3ª y 4ª de enero, 10, 12-2ª-3ª y 4ª de febrero, 5-2ª de 
marzo, 25-2ª de julio, 7-6ª y 28-5ª de septiembre de 2007; y 17-8ª de 
junio, 18-6ª de julio y 3-3ª de septiembre de 2008.

II.- El interesado, mediante escrito presentado el 26 de octubre de 2007 
ante el Registro Civil de Santoña, solicitó la declaración con valor de 
simple presunción de su nacionalidad española, al haber nacido en 1971 
en Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. La Encargada 
del Registro dictó auto de 19 de febrero de 2009 denegando dicha 
nacionalidad. Este auto constituye el objeto del presente recurso.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
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(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
Encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76. 

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español, en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
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fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni, y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente, no se considera acreditado que el 
interesado o sus progenitores como representantes legales al ser este 
menor de edad, cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976 se hallasen 
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imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad española, por haber 
permanecido en los territorios ocupados, circunstancia que no ha 
acreditado. Aunque así lo declare, dicho extremo, no puede darse por 
probado en el expediente. En todo caso, aun cuando se tuviese por 
acreditado que, inicialmente, el interesado permaneció en los territorios 
ocupados por Marruecos. Tampoco está probada la posesión de la 
nacionalidad española en los términos y duración que establece el artículo 
18 CC., constando en el expediente su documentación como marroquí. 
Sin que el libro de familia donde consta el matrimonio de sus padres y el 
nacimiento del interesado hagan prueba de la nacionalidad española, 
tampoco acredita dicha condición el certificado cheránico familiar, por lo 
que no queda debidamente acreditado en el expediente la posesión de 
buena fe de nacionalidad española con una duración de 10 años, no 
aportándose en el expediente título inscrito en el registro civil español.

VII.- Finalmente, la documentación que se aporta, expedida por 
autoridades de la denominada República Árabe Saharaui Democrática, 
no ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley 
española (cfr. art. 23 LRC y 85 RRC). Al respecto ha de tenerse en cuenta 
que las competencias de calificación del Encargado del Registro Civil 
respecto de la certificación extranjera se extienden al examen de la 
competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio 
de cargo que le habilite para tal expedición con base legal suficiente para 
ello, base, que en este caso no existe al no estar establecidos los órganos 
del Registro Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un 
ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Santoña.
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Resolución de 09 de Julio de 2014 (2ª)
III.2.1  Declaración de la nacionalidad española

1.- No es posible declarar la nacionalidad española de origen del promotor 
porque no se ha acreditado que el padre ostentase la nacionalidad 
española al tiempo de su nacimiento.

2.- Tampoco es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se 
acredita que el promotor o sus representantes legales, dada su minoría de 
edad, hubieran residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del Real 
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera título inscrito en el 
Registro Civil, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española 
remitidas a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por 
el promotor contra auto dictado por el Magistrado Juez Encargado del 
Registro Civil de Fuengirola (Málaga).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Fuengirola, Don M. 
en el que no se hace constar ni lugar ni fecha de nacimiento, solicitaba la 
declaración de su nacionalidad española con valor de simple presunción. 
Adjuntaba, entre otros, los siguientes documentos: título de familia 
numerosa, se supone que de sus padres, expedido por el Gobierno del 
Sahara en 1974, tarjeta de afiliación a la Seguridad Social de su padre de 
1974 en el que aparece uno de los hijos con el nombre del promotor pero 
diferentes apellidos a los de su solicitud, solicitud de ingreso en un centro 
de enseñanza en 1974 en el Aaiún, en el que se hace constar como fecha 
de nacimiento 3 de marzo de 1966, solicitud en 1971 de documento 
nacional de identidad del Sahara de sus presuntos padres, MINURSO 
expedido en 1995 con enmiendas en el año de nacimiento, certificado de 
empadronamiento en Fuengirola desde el 20 de octubre de 2008, 
pasaporte marroquí expedido por las autoridades consulares de dicho 
país en las Islas Canarias y, expedidos por las autoridades de la 
denominada República Árabe Saharaui Democrática (RASD), certificado 
de nacionalidad saharaui, certificado de paternidad, certificado de 
concordancia de hasta 3 filiaciones y fechas de nacimiento diferentes y 
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certificado de que permaneció en los territorios ocupados por Marruecos 
en 1976.

2.- Ratificado el promotor es requerido para que aporte nueva 
documentación, lo que hace presentando traducción, no documento 
original, de certificado expedido por las autoridades marroquíes de que 
residió en el Aaiún desde 1976 a 1977. El Ministerio Fiscal es notificado 
del expediente sin que formule alegación alguna respecto a lo solicitado, 
tras lo cual el Encargado dictó auto el 8 de julio de 2009 denegando la 
declaración de la nacionalidad española del promotor por considerar que 
no le era de aplicación el art. 17 del Código Civil, ni había acreditado la 
posesión de la misma por el promotor ni el resto de requisitos del artículo 
18 del mismo texto legal.

3.- Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y al promotor, éste presentó 
recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, 
mediante representante legal, reiterando que en él se dan los requisitos 
para entender que ha estado en posesión de la nacionalidad española 
para su consolidación, de acuerdo con el artículo 18 del Código Civil. 

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste informa en el sentido de 
que debe estimarse el mismo y el Encargado del Registro Civil se ratificó 
en la decisión adoptada y remite el expediente a la Dirección General de 
los Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17, 18 y 26 del Código Civil (CC.); 96 de la Ley del 
Registro Civil (LRC); 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); 
la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de 
agosto; la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las 
Resoluciones, entre otras, de 21-1ª de enero, 3-1ª; 4-4ª de febrero, 2-4ª, 
4-3ª, 5 y 14-3ª de marzo, 15-3-º de abril, 28 de mayo, 1-4ª y 27-3ª de 
septiembre, 3-1ª de octubre de 2005; 28-4ª de febrero, 18 y 21-4ª de 
marzo, 14-5ª y 17-1ª de julio, 1-1ª, 6-3ª, 7-2ª y 9-1ª de septiembre de 
2006.

II.- Se pretende por el interesado la declaración con valor de simple 
presunción de su nacionalidad española por ser natural de El Aaiún 
-Sahara Occidental-, nacido en 1969 o 1966, según los documentos, hijo 
de padres que también ostentaban dicha nacionalidad, artículo 17 del 
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Código Civil y haber residido durante 10 años en el Sáhara estando en 
posesión de la nacionalidad española. Por el Encargado se dictó auto 
denegando la declaración de nacionalidad instada, siendo dicho auto el 
que constituye el objeto del presente recurso.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español, en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
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científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni, y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
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al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente, no se considera acreditado que los 
representantes legales del interesado, dada la minoría edad de éste, 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976 estuviesen imposibilitados de 
facto para optar a la nacionalidad española, por haber permanecido en los 
territorios ocupados. Aparte de ello concurren otras circunstancias que 
impiden por la vía del artículo 18 del Código Civil también invocado una 
posible consolidación de la nacionalidad española, pues no está probada 
la posesión de la nacionalidad durante 10 años, no existe documento 
alguno que lo acredite ni tampoco queda acreditada la nacionalidad 
española de sus padres invocada en el inicio de su solicitud para la 
aplicación del artículo 17 del Código Civil. Además gran parte de la 
documentación está emitida por la República Árabe Saharaui Democrática, 
y esta no pueda ser tenida en cuenta ya que no ofrece garantías análogas 
a las exigidas para la inscripción por la ley española. Al respecto ha de 
tenerse en cuenta que las competencias de calificación del Encargado 
respecto de la certificación extranjera se extienden al examen de la 
competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio 
de cargo que le habilite para tal expedición con base legal suficiente para 
ello, base, que en este caso no existe al no estar establecidos los órganos 
del Registro Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un 
ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 09 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Fuengirola
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Resolución de 17 de Julio de 2014 (2ª)
III.2.1  Declaración de la nacionalidad española con valor de simple 

presunción

1.- Procede la revocación del auto recurrido cuando ha incurrido en vicio 
de incongruencia, por resolver sobre cuestión distinta de la solicitada de 
manera principal.

2.- No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita 
que el promotor o sus representantes legales, dada su minoría de edad, 
hubieran residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del Real 
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera título inscrito en el 
Registro Civil, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.

En las actuaciones sobre declaración de nacionalidad española de origen 
con valor de simple presunción, remitidas a este Centro en trámite de 
recurso por virtud del entablado por el Ministerio Fiscal contra auto dictado 
por el Magistrado Juez Encargado del Registro Civil de Torrent (Valencia).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil precitado el 4 de 
marzo de 2009, D. S. J. M-L nacido en G. (Sahara Occidental) el 5 de 
septiembre de 1962, según declara, solicitaba que se declarara su 
nacionalidad española de origen, conforme al artículo 18 del Código Civil, 
que permite la consolidación de la nacionalidad española que se ha 
poseído y utilizado, con determinados requisitos y durante determinado 
tiempo. Adjuntaba diversa documentación: certificado de empadronamiento 
en T. pasaporte argelino expedido en el año 2004, en el que consta que 
nació en C. (Argelia), comunicación consular argelina a las autoridades de 
la denominada República Árabe Saharaui Democrática de que el 
interesado no tiene dicha nacionalidad, MINURSO de 1995 con otro lugar 
de nacimiento, A. (Sahara Occidental), permiso de residencia permanente 
en España como ciudadano argelino, documento nacional de identidad 
del Sahara de su padre, expedido en 1971, informe negativo respecto a 
su inclusión en los libros Cheránicos del Archivo General de la 
Administración española y diversa documentación emitida por las 
autoridades de la denominada República Árabe Saharaui Democrática, 
así documento de identidad, certificado de nacimiento, certificado de 
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paternidad, certificado de concordancia de nombres y certificado de que 
el promotor y sus padres vivió en los campamentos de refugiados de T. 
desde 1975. 

2.- El Ministerio Fiscal solicitó la comprobación de la residencia efectiva 
del promotor en el municipio y certificado de nacimiento actualizado, 
respecto a lo primero las autoridades policiales informan de que a fecha 3 
de junio de 2009 el promotor no vive en T. desde hace semanas, y respecto 
al documento solicitado lo aporta mediante comparecencia un familiar del 
promotor por encontrarse este trabajando fuera del municipio. 
Posteriormente el Ministerio Fiscal emitió informe oponiéndose a lo 
solicitado por entender que no se cumplen los requisitos del artículo 18 
del Código Civil. El Encargado del Registro Civil de Torrent, dictó auto el 
13 de octubre de 2009 declarando con valor de simple presunción la 
nacionalidad española del promotor en aplicación del artículo 17.1.c del 
Código Civil. En dicho auto se daba al interesado la posibilidad de recurso 
ante la Dirección General de los Registro y del Notariado. 

3.- Notificada la resolución al promotor y al Ministerio Fiscal, este presentó 
recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, 
insistiendo en los argumentos de su informe previo de que no se cumplen 
los requisitos para la aplicación del artículo 18 del Código Civil sobre el 
que el promotor basaba su solicitud.

4.- Trasladado el recurso al interesado, tras un intento fallido, éste no 
formula alegaciones. El Encargado del Registro Civil se reafirma en el 
sentido de su resolución y remitió el expediente a la Dirección General de 
los Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 y 17 del Código Civil (CC.), 218 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil (LEC); 96 de la Ley del Registro Civil, 66, 68 y 335 del 
Reglamento del Registro Civil (RRC), la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; 
el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del Tribunal Supremo 
de 28 de octubre de 1998, y las Resoluciones de 3 de abril y 15-2ª de 
diciembre de 2003; 24-1ª de abril, 17-2ª de julio, 11-5ª de octubre de 2006; 
2-5ª y 10-3ª de enero de 2007; 28-10 de Noviembre de 2008; 27-4ª de 
febrero y 13 de Junio de 2009; 1-1 de Febrero de 2010, sobre la 
incongruencia, y las resoluciones, entre otras, de 9-1ª de septiembre, 
20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de 
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febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª 
de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª de 
febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de noviembre de 2008, 2-4ª de 
Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 22-3ª de Marzo de 2010, sobre 
la declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción. 

II.- El interesado, documentado mediante pasaporte argelino, solicitó la 
declaración de su nacionalidad española al amparo de lo establecido en el 
artículo 18 del Código Civil. El Encargado del Registro Civil de Torrent, 
mediante auto de 13 de octubre de 2009, declaró con valor de simple 
presunción la nacionalidad española del solicitante por aplicación del 
artículo 17.1.c. del Código Civil. Este acuerdo constituye el objeto del 
presente recurso.

III.- Cabe apreciar una incongruencia entre lo solicitado por el interesado 
y lo resuelto por el Registro Civil de Torrent. En el escrito de solicitud 
consta que se realizó basándola en el cumplimiento de los requisitos 
previstos en el artículo 18 del Código Civil para la consolidación de la 
nacionalidad española por su posesión y utilización. Consta informe previo 
desfavorable del Ministerio Fiscal respecto al cumplimiento de las 
circunstancias previstas en dicho artículo. El Registro Civil resolvió sobre 
la base incorrecta de que el interesado había pretendido ser declarado 
español de origen conforme al artículo 17.1.c del Código Civil que otorga 
tal condición a los nacidos en España de padres extranjeros si ambos 
carecieren de nacionalidad o si la legislación de ninguno de ellos atribuye 
al hijo una nacionalidad. La congruencia supone un ajuste acorde entre la 
parte dispositiva de la resolución y la pretensión del interesado, en tanto 
que en este caso se aprecia la existencia de una clara desviación entre la 
causa de pedir y la resolución recurrida (arts. 16 y 358.2 RRC y 218 LEC), 
por lo que procede la revocación del acuerdo dictado por el Encargado del 
Registro Civil y al propio tiempo, deberían retrotraerse las actuaciones al 
momento oportuno para continuar el procedimiento sobre la base de la 
solicitud del interesado, no obstante por aplicación del principio de 
economía procesal y constando en el expediente toda la documentación 
aportada por el solicitante se entra a conocer sobre la declaración de 
nacionalidad solicitada. 

IV.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
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declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

V.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

VI.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
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que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

En cualquier caso, por lo que se refiere a la “nacionalidad” de los saharauis, 
durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio del 
Sahara Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y 
formal entre los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, 
como ha puesto de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 
de octubre de 1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas 
en los Estados colonizadores, se han impuesto restricciones al status 
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civitatis de la población colonizada “lo que ha permitido la diferencia 
doctrinal, basada en datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y 
nacionales-súbditos” (ejemplos del Derecho comparado son Holanda, 
Italia, Bélgica y Francia). En España, pese a la ambigüedad normativa 
sobre la calificación de los territorios pertenecientes a colonias y su 
identificación con el territorio nacional, las realidades de la heterogeneidad 
territorial y de los estatutos personales ha sido sostenida por el Tribunal 
Supremo en su citada sentencia y en la posterior de 7 de noviembre de 
1999 y anteriormente por el Consejo de Estado en diversos dictámenes 
(Dictamen núm. 36017/1968 para el caso de Guinea y Dictamen 
36227/1968 para el caso de Ifni), y a partir del examen pormenorizado de 
las disposiciones dictadas en relación con aquellos territorios, llegando a 
la conclusión fundada de la distinción entre territorio nacional y territorios 
coloniales (entre éstos, por consecuencia, el Sahara Occidental), así 
como sobre la diferente condición jurídica de nacionales y naturales de las 
colonias.

VII.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural 
del Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En efecto, de la documentación aportada no se desprende la 
posesión de la nacionalidad española en los términos y duración que 
establece el artículo 18 CC., el interesado no fue titular de documento de 
identidad español, por lo que no queda acreditada la utilización y posesión 
de la nacionalidad durante 10 años y tampoco se ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, el promotor o sus 
representantes legales, dada su minoría de edad, estuviesen 
imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad española por haber 
permanecido en los territorios ocupados, ya que los documentos aportados 
declaran que permanecieron en territorio argelino. Además gran parte de 
la documentación está emitida por la República Árabe Saharaui 
Democrática, y esta no pueda ser tenida en cuenta ya que no ofrece 
garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española. 
Al respecto ha de tenerse en cuenta que las competencias de calificación 
del Encargado respecto de la certificación extranjera se extienden al 
examen de la competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar 
en el ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con base legal 
suficiente para ello, base, que en este caso no existe al no estar 
establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones 

http://www.mjusticia.gob.es/cs/Satellite/Portal/es/servicios-ciudadano/documentacion-publicaciones


M
inisterio de Justicia

1203 Catálogo de Publicaciones

Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado (Registro Civil)

normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: revocar el auto apelado y 
estimando el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal, dejar sin efecto 
la declaración de nacionalidad con valor de simple presunción del Sr. J.

Madrid, 17 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Torrent (Valencia)

Resolución de 17 de Julio de 2014 (3ª)
III.2.1  Declaración de la nacionalidad española con valor de simple 

presunción

1.- Procede la revocación del auto recurrido cuando ha incurrido en vicio 
de incongruencia, por resolver sobre cuestión distinta de la solicitada de 
manera principal.

2.-No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita 
que el promotor o sus representantes legales, dada su minoría de edad, 
hubieran residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del Real 
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera título inscrito en el 
Registro Civil, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.

En las actuaciones sobre declaración de nacionalidad española de origen 
con valor de simple presunción, remitidas a este Centro en trámite de 
recurso por virtud del entablado por el Ministerio Fiscal contra auto dictado 
por el Magistrado Juez Encargado del Registro Civil de Torrent (Valencia).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil precitado el 19 de 
enero de 2009, Doña Z. M. M. nacida en T. el 19 de septiembre de 1963, 
según declara, solicitaba que se declarara su nacionalidad española de 
origen, conforme al artículo 18 del Código Civil, que permite la 
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consolidación de la nacionalidad española que se ha poseído y utilizado, 
con determinados requisitos y durante determinado tiempo. Adjuntaba 
diversa documentación: certificado de empadronamiento en T. en la 
misma fecha de la solicitud, pasaporte argelino expedido en el año 2004, 
en el que consta que nació en T.(Argelia), Libro de Familia con enmiendas 
en varios apartados entre ellos el correspondiente a la promotora, 
comunicación consular argelina a las autoridades de la denominada 
República Árabe Saharaui Democrática de que la interesada no tiene 
dicha nacionalidad, MINURSO de 1997 con otro lugar de nacimiento, T. 
(Sahara Occidental), documentos nacionales de identidad del Sahara de 
sus padres, expedidos en 1972 y 1974, informe negativo respecto a su 
inclusión en los libros Cheránicos del Archivo General de la Administración 
española y diversa documentación emitida por las autoridades de la 
denominada República Árabe Saharaui Democrática, así certificado de 
nacimiento, certificado de ciudadanía y certificado de que tanto la 
promotora como sus padres vivieron en los campamentos de refugiados 
de T. desde 1975. 

2.- El Ministerio Fiscal emitió informe oponiéndose a lo solicitado por 
entender que no se cumplen los requisitos del artículo 18 del Código Civil. 
El Encargado del Registro Civil de Torrent, dictó auto el 29 de septiembre 
de 2009 declarando con valor de simple presunción la nacionalidad 
española del promotor en aplicación del artículo 17.1.c del Código Civil. 
En dicho auto se daba a la interesada la posibilidad de recurso ante la 
Dirección General de los Registro y del Notariado. 

3.- Notificada la resolución a la promotora y al Ministerio Fiscal, este 
presentó recurso ante la Dirección General de los Registros y del 
Notariado, insistiendo en los argumentos de su informe previo de que no 
se cumplen los requisitos para la aplicación del artículo 18 del Código Civil 
sobre el que la promotora basaba su solicitud.

4.- Trasladado el recurso a la interesada, ésta no formula alegaciones. El 
Encargado del Registro Civil se reafirma en el sentido de su resolución y 
remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 y 17 del Código Civil (CC.), 218 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil (LEC); 96 de la Ley del Registro Civil, 66, 68 y 335 del 
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Reglamento del Registro Civil (RRC), la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; 
el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del Tribunal Supremo 
de 28 de octubre de 1998, y las Resoluciones de 3 de abril y 15-2ª de 
diciembre de 2003; 24-1a de abril, 17-2ª de julio, 11-5ª de octubre de 
2006; 2-5ª y 10-3ª de enero de 2007; 28-10 de Noviembre de 2008; 27-4ª 
de febrero y 13 de Junio de 2009; 1-1 de Febrero de 2010, sobre la 
incongruencia, y las resoluciones, entre otras, de 9-1ª de septiembre, 
20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de 
febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª 
de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª de 
febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de noviembre de 2008, 2-4ª de 
Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 22-3ª de Marzo de 2010, sobre 
la declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción. 

II.-La interesada, documentada mediante pasaporte argelino, solicitó la 
declaración de su nacionalidad española al amparo de lo establecido en el 
artículo 18 del Código Civil. El Encargado del Registro Civil de Torrent, 
mediante auto de 29 de septiembre de 2009, declaró con valor de simple 
presunción la nacionalidad española del solicitante por aplicación del 
artículo 17.1.c. del Código Civil. Este acuerdo constituye el objeto del 
presente recurso.

III.- Cabe apreciar una incongruencia entre lo solicitado por la interesada 
y lo resuelto por el Registro Civil de Torrent. En el escrito de solicitud 
consta que se realizó basándola en el cumplimiento de los requisitos 
previstos en el artículo 18 del Código Civil para la consolidación de la 
nacionalidad española por su posesión y utilización. Consta informe previo 
desfavorable del Ministerio Fiscal respecto al cumplimiento de las 
circunstancias previstas en dicho artículo. El Registro Civil resolvió sobre 
la base incorrecta de que la interesada había pretendido ser declarada 
española de origen conforme al artículo 17.1.c del Código Civil que otorga 
tal condición a los nacidos en España de padres extranjeros si ambos 
carecieren de nacionalidad o si la legislación de ninguno de ellos atribuye 
al hijo una nacionalidad. La congruencia supone un ajuste acorde entre la 
parte dispositiva de la resolución y la pretensión del interesado, en tanto 
que en este caso se aprecia la existencia de una clara desviación entre la 
causa de pedir y la resolución recurrida (arts. 16 y 358.2 RRC y 218 LEC), 
por lo que procede la revocación del acuerdo dictado por el Encargado del 
Registro Civil y al propio tiempo, deberían retrotraerse las actuaciones al 
momento oportuno para continuar el procedimiento sobre la base de la 
solicitud del interesado, no obstante por aplicación del principio de 

http://


M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

1206Boletín del Ministerio de Justicia

Nacionalidad

economía procesal y constando en el expediente toda la documentación 
aportada por el solicitante se entra a conocer sobre la declaración de 
nacionalidad solicitada.

IV.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

V.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

VI.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
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y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».
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En cualquier caso, por lo que se refiere a la “nacionalidad” de los saharauis, 
durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio del 
Sahara Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y 
formal entre los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, 
como ha puesto de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 
de octubre de 1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas 
en los Estados colonizadores, se han impuesto restricciones al status 
civitatis de la población colonizada “lo que ha permitido la diferencia 
doctrinal, basada en datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y 
nacionales-súbditos” (ejemplos del Derecho comparado son Holanda, 
Italia, Bélgica y Francia). En España, pese a la ambigüedad normativa 
sobre la calificación de los territorios pertenecientes a colonias y su 
identificación con el territorio nacional, las realidades de la heterogeneidad 
territorial y de los estatutos personales ha sido sostenida por el Tribunal 
Supremo en su citada sentencia y en la posterior de 7 de noviembre de 
1999 y anteriormente por el Consejo de Estado en diversos dictámenes 
(Dictamen núm. 36017/1968 para el caso de Guinea y Dictamen 
36227/1968 para el caso de Ifni), y a partir del examen pormenorizado de 
las disposiciones dictadas en relación con aquellos territorios, llegando a 
la conclusión fundada de la distinción entre territorio nacional y territorios 
coloniales (entre éstos, por consecuencia, el Sahara Occidental), así 
como sobre la diferente condición jurídica de nacionales y naturales de las 
colonias.

VII.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural 
del Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En efecto, de la documentación aportada no se desprende la 
posesión de la nacionalidad española en los términos y duración que 
establece el artículo 18 CC., la interesada no fue titular de documento de 
identidad español, por lo que no queda acreditada la utilización y posesión 
de la nacionalidad durante 10 años y tampoco se ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, la promotora o sus 
representantes legales, dada su minoría de edad, estuviesen 
imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad española por haber 
permanecido en los territorios ocupados, ya que los documentos aportados 
declaran que permanecieron en territorio argelino. Además gran parte de 
la documentación está emitida por la República Árabe Saharaui 
Democrática, y esta no pueda ser tenida en cuenta ya que no ofrece 
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garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española. 
Al respecto ha de tenerse en cuenta que las competencias de calificación 
del Encargado respecto de la certificación extranjera se extienden al 
examen de la competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar 
en el ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con base legal 
suficiente para ello, base, que en este caso no existe al no estar 
establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones 
normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: revocar el auto apelado y 
estimando el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal, dejar sin efecto la 
declaración de nacionalidad con valor de simple presunción de la Sra. M.

Madrid, 17 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Torrent (Valencia).

Resolución de 17 de Julio de 2014 (6ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
la promotora hubiera cumplido los requisitos establecidos, residencia en 
el Sahara durante el plazo de vigencia del Real Decreto 2258/1976, de 10 
de agosto, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por la interesada contra auto dictado por el 
Magistrado Juez Encargado del Registro Civil de Torrent (Valencia).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Torrent, Doña O 
E-F. H. E-B. nacida según declara en S. (Sahara Occidental) el 1 de 
octubre de 1955, solicitaba la declaración con valor de simple presunción 
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de su nacionalidad española por haber nacido y vivido en el Sahara 
cuando éste era territorio sometido a administración española. Adjuntaba 
diversa documentación en apoyo de su solicitud; pasaporte argelino 
expedido en 2007 y en el que consta que nació en T. (Argelia), certificado 
de empadronamiento en T. un día antes de la solicitud, MINURSO en el 
que se hace constar como lugar de nacimiento T. (Sahara Occidental), 
documento consular argelino que informa de que la interesada es 
portadora de pasaporte argelino, certificado de familia expedido por el 
registro civil del gobierno del Sahara, y otra serie de documentos 
expedidos por las autoridades de la denominada República Árabe 
Saharaui Democrática (RASD), como certificado de que ha residido en los 
campamentos de refugiados saharauis de T. desde 1975, documento de 
identidad, certificado de ciudadanía y certificado de concordancia de las 
diferentes filiaciones, lugares y fechas de nacimiento.

2.- Ratificada la promotora, se le requirió para que aportara certificado de 
nacimiento o informe negativo de su inscripción en los libros Cheránicos 
expedido por el Archivo General de la Administración, presentando este 
último documento. El Ministerio Fiscal emitió informe desfavorable 
respecto a conceder lo solicitado por entender que concurrían en el caso 
las circunstancias previstas en el artículo 18 del Código Civil invocado de 
forma principal por la solicitante. El Encargado del Registro Civil dictó auto 
el 27 de noviembre de 2008, declarando la nacionalidad española con 
valor de simple presunción al considerar que a la promotora le era de 
aplicación lo establecido en el artículo 18 precitado.

3.- Notificada la resolución a la interesada y al Ministerio Fiscal, éste 
presentó recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado 
reiterando la argumentación que ya había expuesto en su informe previo. 
Del recurso se dio traslado a la promotora a fin de que formulara las 
alegaciones que estimara pertinentes, sin que presentase escrito alguno. 
Seguidamente el Encargado, ratificándose en su resolución, remitió el 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para la 
resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
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otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.

II.- La promotora, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Torrent, solicitó la declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción por haber nacido en 1955 en el territorio del Sahara. El 
Encargado del Registro Civil dictó auto accediendo a lo solicitado, por 
entender cumplidos los requisitos establecidos por el artículo 18 de Código 
Civil, siendo dicho auto recurrido por el Ministerio Fiscal que considera 
que no se acreditaba la concurrencia de los requisitos exigidos. Dicho 
auto constituye el objeto del presente recurso. 

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
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margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el nacimiento 
en España a los efectos de atribuir en concurrencia con determinados 
requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la cuestión primordial 
de decidir si aquella antigua posesión española entra o no en el concepto 
de “territorio nacional” o “territorio español”. Para situar en perspectiva el 
tema hay que recordar algunos antecedentes. La cuestión es compleja, ya 
que una de las cuestiones más debatidas y oscuras de la teoría general del 
Estado es precisamente la naturaleza de su territorio, hasta el punto de que 
no es frecuente hallar en la doctrina científica una explicación sobre la 
distinción entre territorio metropolitano y territorio colonial. Sobre tal 
dificultad se añade la actitud cambiante de la política colonial como 
consecuencia de lo mutable también de las relaciones internacionales, 
caracterización a la que no ha podido sustraerse la posición española en 
África ecuatorial y occidental, y que se hace patente a través de una 
legislación que sigue, como ha señalado el Tribunal Supremo, un itinerario 
zigzagueante integrado por tres etapas fundamentales: a) en un primer 
momento dichos territorios se consideraron simplemente colonias; b) vino 
luego la fase de provincialización durante la que se intenta su asimilación a 
la metrópoli; c) por último, se entra en la fase de descolonización, que 
reviste la forma de independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o 
retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
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Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la Ley 
de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo 
expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como potencia 
administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no autónomo 
del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos 
aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías al 
provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio nacional».

En cualquier caso, por lo que se refiere a la “nacionalidad” de los saharauis, 
durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio del Sahara 
Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y formal entre 
los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, como ha puesto 
de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 de octubre de 
1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas en los Estados 
colonizadores, se han impuesto restricciones al status civitatis de la 
población colonizada “lo que ha permitido la diferencia doctrinal, basada en 
datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y nacionales-súbditos” 
(ejemplos del Derecho comparado son Holanda, Italia, Bélgica y Francia). 
En España, pese a la ambigüedad normativa sobre la calificación de los 
territorios pertenecientes a colonias y su identificación con el territorio 
nacional, las realidades de la heterogeneidad territorial y de los estatutos 
personales ha sido sostenida por el Tribunal Supremo en su citada sentencia 
y en la posterior de 7 de noviembre de 1999 y anteriormente por el Consejo 
de Estado en diversos dictámenes (Dictamen núm. 36017/1968 para el 
caso de Guinea y Dictamen 36227/1968 para el caso de Ifni), y a partir del 
examen pormenorizado de las disposiciones dictadas en relación con 
aquellos territorios, llegando a la conclusión fundada de la distinción entre 
territorio nacional y territorios coloniales (entre éstos, por consecuencia, el 
Sahara Occidental), así como sobre la diferente condición jurídica de 
nacionales y naturales de las colonias.

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En efecto, de la documentación aportada no se desprende la 
posesión de la nacionalidad española en los términos y duración que 
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establece el artículo 18 CC., la promotora no fue titular de documento de 
identidad español, por lo que no queda acreditada la utilización y posesión 
de la nacionalidad durante 10, y tampoco se ha acreditado que cuando 
estuvo en vigor el Decreto de 1976, la promotora, estuviese imposibilitada 
de facto para optar a la nacionalidad española por haber permanecido en 
los territorios ocupados, ya que residió en T. (Argelia). Además gran parte 
de la documentación está emitida por la República Árabe Saharaui 
Democrática, y esta no pueda ser tenida en cuenta ya que no ofrece 
garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española. 
Al respecto ha de tenerse en cuenta que las competencias de calificación 
del Encargado respecto de la certificación extranjera se extienden al 
examen de la competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar 
en el ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con base legal 
suficiente para ello, base, que en este caso no existe al no estar 
establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones 
normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 17 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Torrent (Valencia).

Resolución de 17 de Julio de 2014 (7ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

1º.- No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita 
que las personas representantes legales del interesado, menor de edad, 
hubieran residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del Decreto 
2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad 
española durante diez años.

2º.- La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción corresponde al Encargado del 
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Registro Civil del domicilio efectivo. El Encargado debe examinar de oficio 
su propia competencia.

3º.- Resulta incompetente para la inscripción del nacimiento y para 
practicar la anotación marginal de declaración de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción por consolidación el Encargado del 
Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de España.

4º.- Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había 
informado favorablemente la pretensión del interesado por razón del 
principio superior de legalidad.

En el expediente sobre declaración de nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud 
del entablado por el Ministerio Fiscal, contra auto dictado por la Magistrada 
Juez Encargada del Registro Civil de Córdoba.

HECHOS

1.-Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Córdoba, D. M. M. 
M. nacido el 10 de marzo de 1964 en I. (Sáhara Occidental), según 
declara, solicitaba que se le reconociese la nacionalidad española con 
valor de simple presunción en base a la utilización continuada de la misma 
durante más de diez años. Adjuntaba la siguiente documentación: 
pasaporte marroquí en el que consta nacido en E. A. en 1960, certificado 
marroquí de concordancia de nombre y en el que se hace referencia a su 
inscripción en el registro civil marroquí en 1979 y se le atribuye dicha 
nacionalidad, inscripción en el Juzgado Cheránico de E. A. en marzo de 
1970, certificación de familia en el que aparece como nacido en 1964, 
carnet de estudiante de la Misión Cultura Española expedido en 1978 y 
certificación de las autoridades policiales españolas relativa a que el padre 
del promotor fue titular de documento nacional de identidad del Sahara en 
1970 y 1976, que luego perdió su validez. 

2.- Ratificado el promotor, el Ministerio Fiscal informa que estima 
procedente la aprobación de la solicitud. La Encargada del Registro Civil 
dictó auto, con fecha 9 de mayo de 2008, accediendo a lo solicitado por 
entender que concurrían en el caso las circunstancias contempladas en el 
artículo 18 del Código Civil.
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3.- Notificada la resolución al interesado y al Ministerio Fiscal, éste 
interpuso recurso dirigido a la Dirección General de los Registros y de 
Notariado, alegando cuestiones de competencia y de alcance de la parte 
dispositiva de la citada resolución. De este recurso se intentó dar traslado 
al interesado a fin de que formulara las alegaciones que estimara 
convenientes, lo que no fue posible por ausencia del destinatario sin que 
procediera a recoger el envío en la oficina de correos, por lo que se 
procedió a la publicación de edicto en el tablón de anuncios del Registro 
Civil, sin que se formulara alegación alguna. 

4.- La Encargado del Registro Civil en su informe se adhiere a la 
argumentación del Ministerio Fiscal y remite el expediente a la Dirección 
General de los Registros y de Notariado interesando la desestimación del 
recurso interpuesto.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las Sentencias del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, 20 de noviembre de 2007 y 
18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro Directivo de 28 de 
febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007, y las Resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 22-1ª de mayo, 11-1ª de junio, 19-5ª de octubre y 20-2ª de diciembre 
de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª 
de marzo y 17-5ª de septiembre de 2008.

II.-Como cuestión previa se ha de plantear la de la inadmisibilidad a 
trámite del recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por 
un lado, el Ministerio Fiscal, que actúa como recurrente, había informado 
favorablemente la pretensión del interesado al evacuar el trámite de 
audiencia previsto por el artículo 343 del Reglamento del Registro Civil. 
Por otro lado, habiéndose dictado el auto apelado el 9 de mayo de 2008, 
el recurso se formaliza mediante escrito fechado el 3 de junio inmediato, 
esto es fuera del plazo de 15 días hábiles previsto por el artículo 355 del 
mismo Reglamento y recuérdese que conforme al artículo 32 de la Ley del 
Registro Civil, a efectos del Registro Civil, todos los días del año son 
hábiles. Ninguno de los citados motivos debe, sin embargo, paralizar la 
tramitación y resolución del presente recurso. En cuanto a lo primero 
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porque, conforme a la doctrina sentada por nuestra Resolución de 11 de 
mayo de 1996, procede admitir el recurso interpuesto por el Ministerio 
Fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, atendiendo al principio 
de legalidad y al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de 
ser apreciadas de oficio, de las normas sobre competencia de los órganos 
registrales, normas, como se verá infringidas por el auto apelado. En 
cuanto a lo segundo, porque no constando fehacientemente la fecha en 
que se practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la 
correspondiente diligencia, no hay términos hábiles para fija el “die a quo” 
para el cómputo del plazo para la interposición del recurso.

III.- El interesado, mediante escrito de fecha 25 de abril de 2008, solicitó 
ante el Registro Civil de su domicilio la declaración con valor de simple 
presunción de la nacionalidad española, al haber nacido en 1964 en I. 
Sáhara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. La Encargada 
del Registro Civil de Córdoba dictó auto de fecha 9 de mayo, declarando 
dicha nacionalidad de origen por consolidación. Este auto constituye el 
objeto del presente recurso. Según el artículo 18 del Código Civil la 
nacionalidad española puede consolidarse si se posee y utiliza durante 
diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el Registro 
Civil que después es anulado. La vía registral para comprobar esta 
consolidación es el expediente de declaración de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción (cfr. art. 96.2º LRC y 338 RRC). Ahora 
bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba 
inscribirse la resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los 
específicas expedientes para declaraciones con valor de simple 
presunción la competencia corresponde al Encargado del Registro del 
domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia 
lo es tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo 
previsto por el artículo 342 del Reglamento del Registro Civil en la 
redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986.

IV.- Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al 
igual que ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha 
infracción implica la nulidad de lo actuado, nulidad que puede ser 
declarada por la Dirección General de los Registros y del Notariado 
cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha 
nulidad se desprende de la aplicación de las normas de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil en materia de competencia territorial y de fuero 
personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 de enero), 
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la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 de la Ley del 
Registro Civil, que contiene un llamamiento supletorio a las normas de 
jurisdicción voluntaria. En el presente caso, la cuestión se suscita ante la 
duda de que el domicilio del interesado esté fijado en la demarcación 
correspondiente al Registro Civil de Córdoba dado que ninguna prueba o 
dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. A tal efecto ha de recordarse que el concepto 
de domicilio a efectos civiles, que es el que se ha de entender invocado 
por la legislación del Registro Civil en general y por el artículo 355 del 
Reglamento del Registro Civil en particular, se encuentra definido en el 
artículo 40 del Código Civil, conforme al cual “el domicilio de las personas 
naturales es el de su residencia habitual”, esto es, el lugar en que la 
persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el futuro. 
La prueba de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito 
civil es libre, salvo que alguna norma especial exija una modalidad de 
prueba determinada o exima de pruebas complementarias acreditando el 
domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el ámbito del 
Registro Civil en casos concretos: así a) el artículo 336.3º del Reglamento 
del Registro Civil dispone que “el domicilio de los apátridas se acreditará 
por certificación municipal o información testifical”; b) el artículo 68 párrafo 
tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, de la Ley del Registro Civil, 
establece que el domicilio del progenitor o progenitores legalmente 
conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales de 
identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón 
municipal”.

En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de 
los singulares casos citados por la legislación del Registro Civil, por lo que 
revive la regla general en el ámbito civil de que la residencia habitual 
puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en derecho, 
correspondiendo al Encargado del Registro Civil y, en su caso, a los 
Tribunales la valoración libre de los datos que hayan sido aportados y 
circunstancias acreditadas; como por ejemplo, tener en el lugar 
establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes 
policiales adversos, ausencias de visados o permisos de residencia –no 
de mera estancia- respecto de los extranjeros, etc. ( vid. Sentencias del 
Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de junio de 1952, 
entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio 
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de los derechos y cumplimiento de las obligaciones ( cfr. art. 40 CC.) 
puede fijarse arbitrariamente por los interesados dando lugar a supuestos 
de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho de que la inscripción 
en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de 
tal declaración ( cfr. art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local ). Por 
ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse 
incompetente para la actuación registral instada cuando llegue a la 
convicción de la inexactitud del contenido del padrón municipal respecto 
de la persona que promueve expediente registral ante el Registro Civil 
cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la 
citada inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es 
que, de la documentación obrante en el expediente no cabe colegir que 
concurran las notas de estabilidad y permanencia que cualifican el 
domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni siquiera 
consta documento de empadronamiento alguno, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez 
Encargada para apreciar su competencia.

V.- La regla especial de competencia en materia de expediente sobre 
declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
comporta igualmente la necesidad de diferenciar entre la resolución del 
expediente y la anotación posterior de dicha resolución al margen de la 
inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean 
coincidentes ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada 
por el Encargado del Registro Civil del domicilio, una vez devenida firme, 
habrá de ser calificada por el Encargado del Registro Civil del lugar de 
nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente 
caso en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha 
practicado en base al mismo la inscripción de nacimiento del interesado, 
haciendo constar en el apartado de “observaciones” que “el inscrito goza 
de la nacionalidad española de origen”.

Esta actuación plantea en primer lugar, la cuestión sobre la competencia 
del Registro Civil de Córdoba para practicar la citada inscripción de 
nacimiento. En principio, conforme al artículo 16.1 de la Ley del Registro 
Civil, los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del 
lugar en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber 
acaecido en el extranjero y tener el promotor su domicilio en España y 
después, por traslado, en el Consular correspondiente (cfr. art. 68.II RRC). 
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Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la competencia del 
Registro Civil de Córdoba la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 
de la Ley del Registro Civil, en su redacción dada por la Ley 24/2005, de 
18 de noviembre, conforme a la cual “en inscripciones de nacimiento que 
sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad española por 
ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los 
interesados podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de 
juramento o promesa de fidelidad al Rey y obediencia a la Constitución y 
a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento en el Registro 
Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral” Sin embargo, tal alegación no puede 
prosperar ya que, como puso de manifiesto la Instrucción de este Centro 
Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito apartado 4 
del artículo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: por un 
lado, que la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española 
haya precisado de la tramitación de un previo expediente registral, pero 
además, por otro lado que la causa de adquisición de la nacionalidad esté 
sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey 
y de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23.a CC.), exigencia 
que se desprende implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del 
levantamiento del acta correspondiente el momento procesal oportuno 
para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil municipal. 
Requisito este que no concurre en los expedientes de declaración de la 
nacionalidad española con valor de simple presunción por consolidación, 
por lo que en el caso objeto del presente recurso debe entenderse 
extendida la inscripción en Registro incompetente, incurriendo así en el 
defecto formal previsto en el número 1 del artículo 198 del Reglamento del 
Registro Civil.

VI.- Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de 
una declaración de nacionalidad española hecha en expediente por 
órgano registral incompetente (cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe 
dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose respetado las reglas de la 
competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la materia, 
esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del 
artículo 18 del Código Civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con 
la doctrina consolidada y reiteradísima de este Centro Directivo en relación 
con la cuestión planteada. Pues bien, en principio, los nacidos en el 
territorio del Sahara cuando éste era posesión española no eran 
propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España que se 
beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas 
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disposiciones anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera 
deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que se desprende 
necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque sólo así 
cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo 
de un año a contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/1976. Así 
resulta también de la diferenciación de “territorios” puesto de relieve, con 
rotunda claridad, por la Ley de 19 de noviembre de 1975 de 
“descolonización” del Sahara cuyo preámbulo expresa “que el Estado 
Español ha venido ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de 
competencias sobre el territorio no autónomo de Sahara, que durante 
algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de sus administración 
a un régimen peculiar con analogías al provincial que nunca –recalcaba- 
ha formado parte del territorio nacional”. Es cierto que para un supuesto 
excepcional respecto de un natural del Sahara la Sentencia del Tribunal 
Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había consolidado 
la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de 
aplicación al caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el 
supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora planteado. En el 
caso presente el interesado no ha acreditado que cuando estuvo en vigor 
el Decreto de 1976, sus representantes legales, dada entonces su minoría 
de edad, estuviesen imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad 
española por haber permanecido en los territorios ocupados. Aparte de 
esto concurren otras circunstancias impeditivas para los efectos 
pretendidos por el recurrente, como son que no está probada la posesión 
de la nacionalidad española en los términos y duración que establece el 
artículo 18 del Código Civil. Las más recientes sentencias del Tribunal 
Supremo (Sala 3ª), de 20 de noviembre de 2007 y de 18 de julio de 2008, 
reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de apátridas no hace 
sino reforzar las conclusiones anteriores.

VII.- Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del 
camino adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple 
presunción y la inscripción practicada. Es desde esta perspectiva desde la 
que debe entenderse la petición del Ministerio Fiscal, vertida en su escrito 
de recurso, de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal 
declaración presuntiva habría de reflejarse registralmente mediante una 
anotación marginal a la inscripción de nacimiento, anotación para la cual 
sólo sería competente el Registro Civil Central.
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La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene 
como efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le 
declara, puesto que invierte la carga de la prueba, que corresponderá al 
que discuta la declaración y, en este sentido, en tanto no se destruya la 
presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva. En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en 
su Circular de Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del 
estado civil de nacional español, en los casos de adquisición originaria 
basada en el principio del “ius sanguinis”, sólo puede proporcionarla la 
sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que 
la legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para 
obtener la declaración de que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 
96.2 LRC) en virtud de un expediente gubernativo. El hecho de que, según 
esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga valor de “simple 
presunción” y deba ser objeto de anotación (art. 340 RRC) al margen de 
la inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la 
eficacia de tales declaraciones de nacionalidad, ya que, como tales 
dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a los favorecidos por la 
presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta “infra”, 
por otro expediente registral tramitado con tal finalidad.

Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de 
actuaciones, una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente 
registral, por la vía del artículo 240.2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, 
tropieza con el carácter supletorio que en el ámbito del Registro Civil tiene 
la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 16 RRC), 
por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del 
Registro Civil permite alcanzar el resultado pretendido. Es un principio 
básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 RRC) el 
de procurar la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la 
realidad extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado 
repetidamente por la doctrina de este Centro Directivo que, mientras 
subsista ese interés público de concordancia, no juega en el ámbito del 
Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es 
posible reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de 
ser posible que, de oficio o por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de 
cualquier interesado o autoridad con competencias conexas con la 
materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie 
de nuevo expediente para declarar con valor de simple presunción que a 
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los interesados les corresponde o no les corresponde la nacionalidad 
española.

VIII.- La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser 
negativa, ha de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la 
anotación preventiva practicada. No es obstáculo para ello que, con 
arreglo al artículo 92 de la ley del Registro Civil y a salvo las excepciones 
previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las 
“anotaciones”, en congruencia con su menor eficacia y su valor meramente 
informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un principio distinto. En 
efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan 
ser rectificadas y canceladas en virtud de expediente gubernativo en el 
que se acredite la inexactitud, en todo caso con notificación formal a los 
interesados o a sus representantes legales como exige imperativamente 
el párrafo primero del artículo 349 del Reglamento del Registro Civil. 
Tampoco puede erigirse en obstáculo para la aplicación de estas 
previsiones normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso a que 
se refiere el presente recurso la declaración de la nacionalidad española 
se haya reflejado tubularmente por medio de su constancia en el apartado 
de “observaciones” de la inscripción de nacimiento, en lugar de en el 
correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. art. 96 in fine LRC), 
pues siendo éste el tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del 
acto jurídico consignado, a la misma se han de ajustar los mecanismos 
registrales previstos legalmente para su corrección.

Por todo lo anterior, la inscripción de nacimiento del interesado en el 
Registro Civil de Córdoba supuso la extensión de un asiento sobre un 
hecho, el nacimiento, acaecido en el extranjero y que no afectaba a un 
ciudadano español, de modo que no debió practicarse en su momento, 
porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo evidente 
en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción 
a las citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado 
en el artículo 18 del Código Civil en que el interesado había basado su 
petición. Por lo cual, procede su supresión y cancelación mediante el 
oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95.2 LRC y 297.3 RRC) que, 
en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, 
puede y debe promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la 
correspondiente intervención del Ministerio Fiscal.

http://


M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

1224Boletín del Ministerio de Justicia

Nacionalidad

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: 

1º. Estimar el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal.

2º.Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento 
del interesado practicada con la mención de su nacionalidad española.

Madrid, 17 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Córdoba.

Resolución de 17 de Julio de 2014 (9ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el promotor hubiera cumplido los requisitos establecidos, residencia en el 
Sahara durante el plazo de vigencia del Real Decreto 2258/1976, de 10 
de agosto, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el interesado contra auto dictado por el 
Magistrado Juez Encargado del Registro Civil de Zaragoza.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Zaragoza, D. S-H. 
M. L. S. nacido según declara en S. (Sahara Occidental) el 2 de febrero de 
1960, solicitaba la declaración con valor de simple presunción de su 
nacionalidad española por haber nacido y vivido en el Sahara cuando éste 
era territorio sometido a administración española. Adjuntaba diversa 
documentación en apoyo de su solicitud; pasaporte argelino, libro de 
familia con enmienda en su fecha de nacimiento, documento nacional de 
identidad Sahara de su madre, expedido en 1971, certificado de la 
Comisaría General de Extranjería y Documentación sobre la expedición 
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en julio de 1975 al promotor de documento nacional de identidad del 
Sahara, certificado de la Embajada de Argelia de que el promotor no tiene 
dicha nacionalidad, certificado de empadronamiento en Z. desde el 21 de 
abril de 2004, MINURSO con otra filiación, otro lugar de nacimiento, E. A. 
y otra fecha 1967, y otra serie de documentos expedidos por las 
autoridades de la denominada República Árabe Saharaui Democrática 
(RASD) como, certificado de que nació en el Sahara Occidental y 
permaneció en los campamentos de refugiados del Sur de Argelia desde 
1976 hasta 2001, certificado de nacimiento, certificado de antecedentes 
penales y certificado de concordancia de dos de sus filiaciones, lugares y 
fechas de nacimiento.

2.- Ratificado el promotor y aportado el testimonio de dos familiares del 
mismo, el Ministerio Fiscal emitió informe desfavorable respecto a 
conceder lo solicitado. El Encargado del Registro Civil dictó auto el 21 de 
octubre de 2004, denegando la declaración de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción al considerar que el promotor no había 
acreditado un título inscrito ni la posesión y utilización de la nacionalidad 
española durante 10 años ni la imposibilidad de optar en el plazo otorgado, 
estando además en posesión de pasaporte argelino desde el año 1999. 

3.- Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y al interesado, este 
presento recurso a través de representante legal ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado, reiterando que el promotor si reúne los 
requisitos del artículo 18 del Código Civil y como tal entiende que ha 
quedado acreditado con la documentación aportada.

4.- El Ministerio Fiscal informa en el sentido de que procede confirmar la 
resolución apelada y seguidamente el Encargado, ratificándose en su 
resolución, remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 

http://


M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

1226Boletín del Ministerio de Justicia

Nacionalidad

enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.

II.- El promotor, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Zaragoza, solicitó la declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción por haber nacido en 1960 en el territorio del Sahara. El 
Encargado del Registro Civil dictó auto denegando la declaración 
solicitada, por no cumplir los requisitos establecidos por el artículo 18 de 
Código Civil, siendo dicho auto recurrido por el promotor que considera 
que si se acreditaba la concurrencia de los requisitos exigidos. Dicho auto 
constituye el objeto del presente recurso. 

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
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nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
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Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

En cualquier caso, por lo que se refiere a la “nacionalidad” de los saharauis, 
durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio del Sahara 
Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y formal entre 
los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, como ha puesto 
de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 de octubre de 
1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas en los Estados 
colonizadores, se han impuesto restricciones al status civitatis de la 
población colonizada “lo que ha permitido la diferencia doctrinal, basada en 
datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y nacionales-súbditos” 
(ejemplos del Derecho comparado son Holanda, Italia, Bélgica y Francia). 
En España, pese a la ambigüedad normativa sobre la calificación de los 
territorios pertenecientes a colonias y su identificación con el territorio 
nacional, las realidades de la heterogeneidad territorial y de los estatutos 
personales ha sido sostenida por el Tribunal Supremo en su citada sentencia 
y en la posterior de 7 de noviembre de 1999 y anteriormente por el Consejo 
de Estado en diversos dictámenes (Dictamen núm. 36017/1968 para el 
caso de Guinea y Dictamen 36227/1968 para el caso de Ifni), y a partir del 
examen pormenorizado de las disposiciones dictadas en relación con 
aquellos territorios, llegando a la conclusión fundada de la distinción entre 
territorio nacional y territorios coloniales (entre éstos, por consecuencia, el 
Sahara Occidental), así como sobre la diferente condición jurídica de 
nacionales y naturales de las colonias.

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En efecto, de la documentación aportada no se desprende la 
posesión de la nacionalidad española en los términos y duración que 
establece el artículo 18 CC., el promotor fue titular de documento de 
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identidad español, sólo a partir de julio de 1975 es decir unos meses antes 
de la Ley de descolonización, por lo que no queda acreditada la utilización 
y posesión de la nacionalidad durante 10 años, y tampoco se ha acreditado 
que cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, el promotor, o en este 
caso sus representantes legales, al ser menor de edad, estuviesen 
imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad española por haber 
permanecido en los territorios ocupados, según los documentos aportados 
residió en el sur de Argelia. Además gran parte de la documentación está 
emitida por la República Árabe Saharaui Democrática, y esta no pueda 
ser tenida en cuenta ya que no ofrece garantías análogas a las exigidas 
para la inscripción por la ley española. Al respecto ha de tenerse en cuenta 
que las competencias de calificación del Encargado respecto de la 
certificación extranjera se extienden al examen de la competencia y 
autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que 
le habilite para tal expedición con base legal suficiente para ello, base, 
que en este caso no existe al no estar establecidos los órganos del 
Registro Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un 
ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 17 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Zaragoza.

Resolución de 17 de Julio de 2014 (22ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
la promotora hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia 
del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera poseído y 
utilizado la nacionalidad durante diez años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
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por virtud del entablado por el promotor, contra auto dictado por el 
Encargado del Registro Civil de Estepona (Málaga).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Estepona el 4 de 
mayo de 2009, D. S. E-H. E-A. nacido en L. (Sahara) en el año 1961 
solicitaba la consolidación de la nacionalidad española por haber nacido y 
vivido en el Sahara cuando éste era territorio sometido a administración 
española. Adjuntaba, entre otros, los siguientes documentos: Volante de 
empadronamiento, Certificados de nacimiento, concordancia de nombres, 
residencia, nota de servicio y antecedentes penales expedidos por las 
autoridades del Reino de Marruecos, certificado de defunción del padre, 
certificado de inscripción en los Libros Cheránicos, pasaporte marroquí, 
contrato de libreta bancaria, título de graduado escolar, libros de 
escolaridad, solicitud del Ministerio del Interior de envío de la huella 
dactilar para realizar cotejo de la misma, recibo de MINURSO, certificado 
de estudios primarios, título de familia numerosa, libro de familia, 
pasaporte español del padre, certificación para subsidio de pobreza de la 
madre, diversa documentación relativa al trabajo del padre como cadi, 
DNI bilingüe del padre, tarjeta identificativa del padres como saharaui 
funcionario y DNI español del hermano.

2.- Ratificado el interesado, previo informe favorable del ministerio fiscal, 
el Encargado dictó auto el 7 de mayo de 2010 denegando la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por considerar que no podía 
deducirse la aplicación del artículo 18 CC.

3.- Notificada la resolución, el solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado afirmando la concurrencia de los 
requisitos del artículo 18 del CC. necesarios para que consolidar la 
nacionalidad española, alegando que no tenía por qué optar en los 
términos previstos en el Real Decreto de 2258/1976 debido a que era 
español de origen según el artículo 17 del CC. ya que había nacido en 
territorio español y era hijo de españoles. 

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste consideró conforme a 
Derecho el Auto atacado, tras lo cual el Encargado remitió el expediente a 
la Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución 
del recurso.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.

II.- El promotor, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Estepona solicitó la nacionalidad española con valor de simple presunción 
por haber nacido en 1961 en el territorio del Sahara. El Encargado del 
registro dictó auto denegando la petición del interesado, siendo dicho auto 
el que constituye el objeto del presente recurso.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
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en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
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sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente el interesado no ha acreditado que cuando 
estuvo en vigor el Decreto de 1976 estuviese imposibilitado para optar a la 
nacionalidad española por haber permanecido en los territorios ocupados, 
lo que requiere pruebas fehacientes. De otro lado, no está probada a 
través de la documentación la posesión de la nacionalidad española en 
los términos y duración que establece el artículo 18 CC., en el que se 
indica que la nacionalidad española puede consolidarse si se posee y 
utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito 
en el Registro Civil que después es anulado.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado

Madrid, 17 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Estepona (Málaga):
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Resolución de 17 de Julio de 2014 (24ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
la promotora hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia 
del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera poseído y 
utilizado la nacionalidad durante diez años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por la promotora, contra auto dictado por la 
Encargada del Registro Civil de Amurrio (Álava).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Amurrio el 17 de 
mayo de 2010, Doña A. A. B. nacida en I. (Sahara) en el año 1953 
solicitaba la consolidación de la nacionalidad española por haber nacido y 
vivido en el Sahara cuando éste era territorio sometido a administración 
española. Adjuntaba, entre otros, los siguientes documentos: certificado 
de nacionalidad expedido por las autoridades de la República Árabe 
Saharaui Democrática, certificado negativo de inscripción en los Libros 
Cheránicos, recibo de la MINURSO, certificado del Ministerio del Interior 
de la existencia de un DNI bilingüe cuya huella coincide con la portadora 
del pasaporte argelino a nombre de Doña A. certificado de residencia en 
los campamentos de refugiados expedido por la Delegación Saharaui 
para Aragón, certificado de la embajada de Argelia declarando que la 
promotora no es de nacionalidad argelina, volante de empadronamiento, 
permiso de residencia y pasaporte argelino.

2.- Ratificada la interesada, previo informe desfavorable del ministerio 
fiscal, la Encargada dictó auto el 6 de julio de 2010 denegando la 
nacionalidad española con valor de simple presunción por considerar que 
no podía deducirse la aplicación del artículo 18 CC.

3.- Notificada la resolución, la solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado afirmando la concurrencia de los 
requisitos del artículo 18 del CC. necesarios para que consolidar la 
nacionalidad española. 
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4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste consideró conforme a 
Derecho el Auto atacado, tras lo cual el Encargado remitió el expediente a 
la Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución 
del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.

II.- La promotora, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Amurrio solicitó la nacionalidad española con valor de simple presunción 
por haber nacido en 1953 en el territorio del Sahara. La Encargada del 
registro dictó auto denegando la petición de la interesada, siendo dicho 
auto el que constituye el objeto del presente recurso.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
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española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
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abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente la interesada no ha acreditado que cuando 
estuvo en vigor el Decreto de 1976 estuviese imposibilitado para optar a la 
nacionalidad española por haber permanecido en los territorios ocupados, 
lo que requiere pruebas fehacientes. De otro lado, no está probada a 
través de la documentación la posesión de la nacionalidad española en 
los términos y duración que establece el artículo 18 CC., en el que se 
indica que la nacionalidad española puede consolidarse si se posee y 
utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito 
en el Registro Civil que después es anulado. Aparte de ello, la 
documentación que aporta expedida por autoridades de la denominada 
República Árabe Saharaui Democrática no ofrece garantías análogas a 
las exigidas para la inscripción por la ley española. Al respecto ha de 
tenerse en cuenta que las competencias de calificación del encargado 
respecto de la certificación extranjera se extienden al examen de la 
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competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio 
de cargo que le habilite para tal expedición con base legal suficiente para 
ello, base que en este caso no existe al no estar establecidos los órganos 
del Registro Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un 
ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 17 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Amurrio (Alava).

Resolución de 17 de Julio de 2014 (25ª)
III.2.1  Consolidación de nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el interesado, nacido en Sidi Ifni en 1962, haya poseído y utilizado la 
nacionalidad española durante diez años.

En las actuaciones sobre inscripción de nacimiento y opción a la 
nacionalidad española remitidas a este centro en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el promotor, contra auto dictado por el Encargado 
del Registro Civil de Puerto del Rosario (Las Palmas).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Puerto del Rosario 
el 14 de septiembre de 2005, D. L. E. A. nacido en el año 1962 solicitaba 
consolidación de la nacionalidad española por ser saharaui nacido en S-I. 
y ser hijo de españoles. Adjuntaba, entre otros, los siguientes documentos: 
acta de nacimiento, título de familia numerosa, tarjeta identificativa del 
padre de la provincia de I. certificado de concordancia de nombres 
expedido por las autoridades del reino de Marruecos, carnet de conducir 
del padre, pasaporte del padre y certificado de nacimiento del padre.
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2.- Ratificado el interesado, previo informe desfavorable del ministerio 
fiscal, el Encargado dictó auto el 29 de agosto de 2006 denegando la 
solicitud de la nacionalidad española del promotor por considerar que de 
los documentos presentados no puede concluirse el cumplimiento de los 
requisitos del artículo 18 del Código Civil.

3.- Notificada la resolución, el solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado alegando que nació en España y 
es hijo de padre español por lo que tiene derecho a la nacionalidad 
española.

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste interesa la desestimación 
del recurso interpuesto y el mantenimiento de la resolución recurrida, tras 
lo cual el Encargado se ratificó en la decisión adoptada y remitió el 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para la 
resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos el Tratado de 4 de enero de 1969 sobre retrocesión del territorio 
de Ifni al Reino de Marruecos; el Decreto de 26 de junio de 1969; los 
artículos 18 del Código Civil; 15, 95 y 96 de la Ley del Registro Civil; 335 
y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Sentencia del Tribunal Supremo 
de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre otras, 19-3ª de abril y 
15-2ª de septiembre de 2003; 25-3ª de febrero de 2004; 13-1ª de 
septiembre de 2005; 13-4ª de enero, 8-1ª de febrero y 1-3ª de septiembre 
de 2006; 14-1ª de noviembre y 1-6ª de diciembre de 2008; 25-4ª y 5ª y 28 
de febrero y 28-3ª de julio de 2009.

II.- El interesado por escrito presentado el 14 de septiembre de 2005, en 
el Registro Civil de Puerto del Rosario, solicitaba la declaración de la 
nacionalidad española por consolidación, por entender que su padre era 
español y cumplía los requisitos establecidos. Su pretensión fue 
desestimada por acuerdo del Juez Encargado del Registro Civil, siendo 
dicho acuerdo el objeto del recurso.

III.- El territorio de Ifni no era ni es español, pues ésta es la conclusión que 
se desprende forzosamente de su retrocesión a Marruecos por virtud del 
Tratado de 4 de enero de 1969. Aunque el padre del interesado pudiera 
haberse beneficiado de la nacionalidad española, no se ha acreditado 
ningún título legal de adquisición de tal nacionalidad y el beneficio de ésta 
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cesó en el momento de aquella retrocesión a Marruecos, dentro del plazo 
de caducidad de tres meses, del derecho de opción a la nacionalidad 
española, regulado por los artículos tercero del Tratado, primero de su 
Protocolo anejo y por el Decreto de 26 de junio de 1969.

IV.- En cuanto a la eventual consolidación, según el artículo 18 del 
Código Civil la nacionalidad española puede consolidarse si se posee y 
utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título 
inscrito en el Registro Civil que después es anulado. La vía registral para 
comprobar esta consolidación es el expediente de declaración de la 
nacionalidad española con valor de simple presunción, que decide en 
primera instancia el encargado del registro civil del domicilio (art. 335 
RRC).

V.- Pues bien, como ya se ha señalado, los nacidos en el territorio de Ifni 
cuando éste era posesión española no eran propiamente nacionales 
españoles, sino sólo súbditos de España que se beneficiaban de la 
nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones anteriores 
a la retrocesión por España de este territorio a Marruecos pudiera 
deducirse otra cosa. Solo así cobra sentido que a los naturales de Ifni se 
les concediera la mencionada oportunidad de optar, en determinadas 
condiciones, a la nacionalidad española en el plazo de tres meses. En 
cualquier caso, no consta el título inscrito en el Registro Civil (la 
certificación aportada no supone de ningún modo la atribución de la 
nacionalidad española) ni está probada la posesión y utilización en los 
términos y duración que establece el artículo 18 CC., dada la fecha de 
nacimiento del interesado (1962) y la del Tratado sobre retrocesión del 
territorio de Ifni al Reino de Marruecos, por lo que no concurren los 
requisitos para que la consolidación de la nacionalidad española pueda 
tener efecto.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 17 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Puerto del Rosario (Las 
Palmas).
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Resolución de 17 de Julio de 2014 (27ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
la promotora hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia 
del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera poseído y 
utilizado la nacionalidad durante diez años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por la promotora, contra auto dictado por la 
Encargada del Registro Civil de Gernika-Lumo (Vizcaya).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Gernika-Lumo el 
23 de abril de 2010, Doña S. S. S-M. nacida en S. El H. (Sahara) en el año 
1987 solicitaba la consolidación de la nacionalidad española por haber 
nacido en el Sahara cuando éste era territorio sometido a administración 
española. Adjuntaba, entre otros, los siguientes documentos: 
documentación de empadronamiento de la interesada desde el año 2004, 
sentencia de juzgado de Santander ordenando la continuación de la 
instrucción del procedimiento sobre el permiso de residencia de la 
promotora, pasaporte argelino, permiso de residencia, autorización de 
estancia temporal de menores emitida por la Delegación Saharaui para 
Extremadura, concesión de autorización de residencia, DNI y certificados 
de paternidad, nacimiento y antecedentes penales emitidos por las 
autoridades de la República Árabe Saharaui Democrática, certificado de 
residencia emitido por la Delegación del Frente Polisario en Euskadi, 
recibo de la MINURSO, certificado de estudios en Z. declaración de la 
familia de acogida para la solicitud de residencia, acta notarial de 
manifestaciones de la familia de acogida, contrato de arrendamiento, DNI 
bilingüe de la madre y libro de familia.

2.- Ratificada la interesada, previo informe desfavorable del ministerio 
fiscal, la Encargada dictó auto el 19 de junio de 2010 denegando la 
nacionalidad española con valor de simple presunción por considerar que 
no podía deducirse la aplicación del artículo 18 CC.
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3.- Notificada la resolución, la solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado afirmando la concurrencia de los 
requisitos del artículo 18 del CC necesarios para consolidar la nacionalidad 
española. 

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste consideró conforme a 
Derecho el Auto atacado, tras lo cual La Encargada remitió el expediente 
a la Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución 
del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.

II.- La promotora, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Gernika-Lumo solicitó la nacionalidad española con valor de simple 
presunción por haber nacido en 1987 en el territorio del Sahara. La 
Encargada del registro dictó auto denegando la petición de la interesada, 
siendo dicho auto el que constituye el objeto del presente recurso.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
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ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
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extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente la interesada no puede acreditar que 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976 estuviese imposibilitado para 
optar a la nacionalidad española por haber permanecido en los territorios 
ocupados, ya que nació en el año 1987. No es posible por lo tanto probar 
a través de la documentación la posesión de la nacionalidad española en 
los términos y duración que establece el artículo 18 CC., en el que se 
indica que la nacionalidad española puede consolidarse si se posee y 
utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito 
en el Registro Civil que después es anulado. Además de todo lo anterior 
de la documentación del expediente se deduce que la promotora nació en 
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Orán y tiene nacionalidad argelina, no presentando ningún documento 
que haga suponer lo contrario. Aparte de ello, la documentación que 
aporta expedida por autoridades de la denominada República Árabe 
Saharaui Democrática no ofrece garantías análogas a las exigidas para la 
inscripción por la ley española. Al respecto ha de tenerse en cuenta que 
las competencias de calificación del encargado respecto de la certificación 
extranjera se extienden al examen de la competencia y autoridad que la 
expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal 
expedición con base legal suficiente para ello, base que en este caso no 
existe al no estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de 
disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 17 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Gernika-Lumo.

Resolución de 17 de Julio de 2014 (28ª)
III.2.1  Consolidación de nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el interesado hubiera residido en el Sáhara durante el plazo de vigencia 
del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni que haya poseído y 
utilizado la nacionalidad española durante diez años.

En el expediente sobre declaración de nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este centro en trámite de recurso por virtud 
del entablado por el interesado contra auto dictado por el encargado del 
Registro Civil de Las Palmas de Gran Canaria.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Las Palmas el 4 de 
enero de 2005, el D. H. H. solicitaba la declaración de su nacionalidad 

http://


M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

1246Boletín del Ministerio de Justicia

Nacionalidad

española con valor de simple presunción conforme al artículo 18 del 
Código Civil por haber nacido en territorio del Sáhara Occidental en 1962 
y no haber podido ejercer el derecho de opción mientras estuvo en vigor 
el Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto. Adjuntaba los siguientes 
documentos: inscripción de nacimiento el 13 de abril de 1962 practicada 
en el Registro Civil del Juzgado Cheránico de Aaiún en 1970, certificado 
marroquí de concordancia de nombre, certificado de empadronamiento, 
certificación de familia expedida por la oficina del Registro Civil de Aaiún y 
permiso de residencia en España.

2.- Ratificado el interesado y previo informe desfavorable del ministerio 
fiscal, el encargado del registro dictó auto el 9 de febrero de 2005 
denegando la pretensión por no cumplir los requisitos previstos para la 
consolidación por el artículo 18 del Código Civil. 

3.- Notificada la resolución, el interesado interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado alegando que ha vivido 
como español desde que nació y que le es aplicable la doctrina contenida 
en la sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998. Con el 
escrito de recurso aportaba al expediente copia de libro de escolaridad de 
un centro educativo español en Aaiún expedido en marzo de 1976. 

4.- Notificada la interposición del recurso al ministerio fiscal, interesó su 
desestimación. El encargado del Registro Civil de Las Palmas remitió el 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para 
su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo (STS) de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, 
entre otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 
2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª 
de mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª 
de enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008; 25-3ª y 4ª de noviembre de 2008; 2-4ª de marzo y 
16-3ª de junio de 2009 y 22-3ª de marzo de 2010.
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II.- El interesado solicitó la declaración de nacionalidad española con valor 
de simple presunción por haber nacido en territorio del Sáhara Occidental 
en 1962 y no haber podido optar en virtud del RD 2258/1976, de 10 de 
agosto. El encargado del registro dictó auto denegando la procedencia de 
la solicitud. Dicho auto constituye el objeto del presente recurso.

III.- Según el artículo 18 CC., la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un 
título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. La vía registral 
para comprobar esta consolidación es el expediente de declaración de la 
nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. art. 96-2º LRC 
y 338 RRC), que decide en primera instancia el encargado del registro 
civil del domicilio (art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sáhara cuando este era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que se 
desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque 
sólo así cobra sentido que a los naturales del Sáhara se les concediera en 
ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el 
plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sáhara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sáhara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada a cabo en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del 
Sáhara en relación con el territorio metropolitano según el derecho 
internacional. En concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius 
soli tiene el nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia 
con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”.

VI.- Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos 
antecedentes. La cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más 
debatidas y oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la 
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naturaleza de su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en 
la doctrina científica una explicación sobre la distinción entre territorio 
metropolitano y territorio colonial. A tal dificultad se añade la actitud 
cambiante de la política colonial como consecuencia de lo mutable 
también de las relaciones internacionales, caracterización a la que no ha 
podido sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y 
que se hace patente a través de una legislación que sigue, como ha 
señalado el Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por 
tres etapas fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se 
consideraron simplemente colonias; b) vino luego la fase de 
provincialización durante la que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) 
por último, se entra en la fase de descolonización, que reviste la forma de 
independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de 
autodeterminación en el Sahara.

VII.- Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la 
idea de equiparar aquel territorio del Sáhara, no obstante sus 
peculiaridades, con una «provincia» española y, por ello, se llegó a 
considerarlo como una extensión del territorio metropolitano, equiparación 
que ha dado pie a dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, 
consistente en el reconocimiento a la población saharaui de su condición 
de nacionales españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras 
normas, la Ley de 19 abril 1961 que estableció «las bases sobre las que 
debe asentarse el ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus 
regímenes municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer 
manifiesta la equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» 
y «españoles nativos». Es importante destacar que como manifestación 
de esta posición España negó inicialmente al Secretariado General de la 
ONU información sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959).

VIII.- No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden 
jurídico público internacional y, especialmente, la doctrina sobre 
«descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, 
Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre 
de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujo al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, 
a la diferenciación de «territorios», puesta finalmente de relieve con 
rotunda claridad por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» 
del Sáhara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias 
sobre el territorio no autónomo del Sáhara, que durante algunos años ha 
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estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen 
peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado 
parte del territorio nacional».

IX.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sáhara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no 
es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora planteado. 
En este caso el interesado no ha acreditado que cuando estuvo en vigor el 
real decreto de 1976 sus representantes legales -dada su minoría de edad 
en aquel momento- estuviesen imposibilitados de facto para optar a la 
nacionalidad española por haber permanecido en los territorios ocupados. 
Además, tampoco está probada la posesión y utilización de la nacionalidad 
española en los términos y duración que establece el artículo 18 CC., en 
tanto que la inscripción en el Registro Cheránico no supone de ningún 
modo la atribución de dicha nacionalidad. Y, por otra parte, el recurrente 
posee documentación marroquí, de donde se desprende que esa es la 
nacionalidad que ha venido utilizando hasta ahora.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada.

Madrid, 17 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Las Palmas de Gran Canaria.

Resolución de 17 de Julio de 2014 (30ª)
III.2.1  Consolidación de nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el interesado hubiera residido en el Sáhara durante el plazo de vigencia 
del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni que haya poseído y 
utilizado la nacionalidad española durante diez años.

En el expediente sobre declaración de nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este centro en trámite de recurso por virtud 

http://


M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

1250Boletín del Ministerio de Justicia

Nacionalidad

del entablado por el interesado contra auto dictado por la encargada del 
Registro Civil de Ibiza.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Ibiza el 29 de 
octubre de 2009, el D. A. O. B. solicitaba la declaración de su nacionalidad 
española con valor de simple presunción por haber nacido en territorio del 
Sáhara Occidental antes de 1976, hijo de españoles, y considerar 
aplicable a su caso la doctrina contenida en la sentencia del Tribunal 
Supremo de 28 de octubre de 1998. Adjuntaba los siguientes documentos: 
permiso de residencia en España, recibo de la Misión de las Naciones 
Unidas para el Referéndum del Sáhara Occidental, documento de 
identidad y certificados de concordancia de nombres, de ciudadanía 
saharaui, de filiación y de nacimiento expedidos por la denominada 
República Árabe Saharaui Democrática, comunicaciones del Registro 
Civil Central de falta de inscripción y del Ministerio de Cultura de ausencia 
de antecedentes relativos al solicitante en los Libros Cheránicos que se 
conservan en los fondos del Archivo General de la Administración, auto 
del Tribunal Superior de Justicia de Canarias (fecha ilegible) de suspensión 
de medida cautelar, certificado del Ministerio del Interior de expedición de 
DNI, actualmente carente de validez, en 1971 a nombre de B. nacido en 
A. en 1946, y certificado de empadronamiento del solicitante.

2.- Ratificado el interesado y previo informe favorable del ministerio fiscal, 
la encargada del registro dictó auto el 13 de julio de 2010 denegando la 
pretensión por no cumplir los requisitos previstos para la consolidación 
por el artículo 18 del Código Civil y no considerar aplicable la doctrina 
contenida en la sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998. 

3.- Notificada la resolución, el interesado interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado alegando que era 
prácticamente imposible para cualquier saharaui, en las condiciones de 
aquel momento, ejercer el derecho de opción contemplado en el RD de 
1976 y mucho más difícil todavía probar actualmente que no se pudo 
ejercitar dicha opción. 

4.- Notificada la interposición del recurso al ministerio fiscal, interesó su 
desestimación. La encargada del Registro Civil de Ibiza remitió el 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para 
su resolución.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo (STS) de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, 
entre otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 
2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª 
de mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª 
de enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008; 25-3ª y 4ª de noviembre de 2008; 2-4ª de marzo y 
16-3ª de junio de 2009 y 22-3ª de marzo de 2010.

II.- El interesado solicitó la declaración de nacionalidad española con valor 
de simple presunción por haber nacido en territorio del Sáhara Occidental 
en 1959 y no haber podido optar en virtud del RD 2258/1976, de 10 de 
agosto. Según su argumentación inicial, adquirió la nacionalidad española 
por haber nacido de padre español tal como se desprende de la redacción 
del artículo 17.1 CC derivada de la Ley de 15 de julio de 1954, aplicable 
en el momento de su nacimiento, por lo que, aunque no nació en España, 
sí considera que es aplicable a su caso la doctrina contenida en la STS de 
28 de octubre de 1998. La encargada del registro dictó auto denegando la 
procedencia de la solicitud. Dicho auto constituye el objeto del presente 
recurso.

III.- Según el artículo 18 CC., la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un 
título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. La vía registral 
para comprobar esta consolidación es el expediente de declaración de la 
nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. art. 96-2º LRC 
y 338 RRC), que decide en primera instancia el encargado del registro 
civil del domicilio (art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sáhara cuando este era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sáhara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
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española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sáhara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sáhara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada a cabo en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del 
Sáhara en relación con el territorio metropolitano según el derecho 
internacional. En concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius 
soli tiene el nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia 
con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”.

VI.- Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos 
antecedentes. La cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más 
debatidas y oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la 
naturaleza de su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en 
la doctrina científica una explicación sobre la distinción entre territorio 
metropolitano y territorio colonial. A tal dificultad se añade la actitud 
cambiante de la política colonial como consecuencia de lo mutable 
también de las relaciones internacionales, caracterización a la que no ha 
podido sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y 
que se hace patente a través de una legislación que sigue, como ha 
señalado el Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por 
tres etapas fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se 
consideraron simplemente colonias; b) vino luego la fase de 
provincialización durante la que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) 
por último, se entra en la fase de descolonización, que reviste la forma de 
independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de 
autodeterminación en el Sahara.

VII.- Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la 
idea de equiparar aquel territorio del Sáhara, no obstante sus 
peculiaridades, con una «provincia» española y, por ello, se llegó a 
considerarlo como una extensión del territorio metropolitano, equiparación 
que ha dado pie a dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, 
consistente en el reconocimiento a la población saharaui de su condición 
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de nacionales españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras 
normas, la Ley de 19 abril 1961 que estableció «las bases sobre las que 
debe asentarse el ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus 
regímenes municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer 
manifiesta la equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» 
y «españoles nativos». Es importante destacar que como manifestación 
de esta posición España negó inicialmente al Secretariado General de la 
ONU información sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959).

VIII.- No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden 
jurídico público internacional y, especialmente, la doctrina sobre 
«descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, 
Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre 
de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujo al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, 
a la diferenciación de «territorios», puesta finalmente de relieve con 
rotunda claridad por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» 
del Sáhara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias 
sobre el territorio no autónomo del Sáhara, que durante algunos años ha 
estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen 
peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado 
parte del territorio nacional».

IX.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sáhara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En este caso el interesado no ha acreditado que cuando estuvo 
en vigor el real decreto de 1976 sus representantes legales -dada su 
minoría de edad en aquel momento- estuviesen imposibilitados de facto 
para optar a la nacionalidad española por haber permanecido en los 
territorios ocupados. Por otro lado, no consta el título inscrito en el Registro 
Civil y no está probada la posesión de la nacionalidad española en los 
términos y duración que establece el artículo 18 CC., circunstancias que 
impiden acceder a la pretensión planteada. 

X.- Finalmente, cabe decir que la documentación expedida por autoridades 
de la denominada República Árabe Saharaui Democrática no puede 
tenerse en cuenta porque no ofrece garantías análogas a las exigidas 
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para la inscripción por la ley española (cfr. arts. 23 LRC y 85 RRC). Las 
competencias de calificación del encargado del Registro Civil respecto de 
la certificación extranjera se extienden al examen de la competencia y 
autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que 
le habilite para tal expedición con base legal suficiente para ello, base que 
en este caso no existe al no estar establecidos los órganos del Registro 
Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento 
jurídico estatal internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada.

Madrid, 17 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Eivissa.

Resolución de 17 de Julio de 2014 (31ª)
III.2.1  Consolidación de nacionalidad española

1º.- No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita 
que el interesado hubiera residido en el Sáhara durante el plazo de 
vigencia del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni que haya 
poseído y utilizado la nacionalidad española durante diez años.

2º.- No es español iure soli, conforme al art. 17 del Código Civil, el nacido 
en el Sáhara Occidental en 1966.

En el expediente sobre declaración de nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este centro en trámite de recurso por virtud 
del entablado por el interesado contra auto dictado por la encargada del 
Registro Civil de Massamagrell (Valencia).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Massamagrell el 13 
de febrero de 2012, D. S-B. A. solicitaba la declaración de su nacionalidad 
española con valor de simple presunción por ser hijo de españoles nacido 
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en territorio del Sáhara Occidental en 1966, no haber podido optar en 
virtud del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, y considerar aplicable 
a su caso los artículos 18 CC. y, retroactivamente, el 17.3º del mismo 
texto legal en la redacción dada por la Ley 51/1982, así como la doctrina 
contenida en la sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998. 
Adjuntaba los siguientes documentos: pasaporte argelino, libro de familia 
expedido en V-C. (Sáhara Occidental) en 1970, certificación de familia 
expedida en 1971 por la oficina del Registro Civil de Villa Cisneros, 
certificación en extracto de inscripción de matrimonio de los padres del 
solicitante, celebrado en 1961, practicada también en el registro de Villa 
Cisneros en 1971, certificado de empadronamiento, recibo de la Misión de 
las Naciones Unidas para el Referéndum del Sáhara Occidental, 
certificados de nacimiento, de residencia en los campamentos de 
refugiados saharauis y de concordancia de nombres expedidos por la 
denominada República Árabe Saharaui Democrática y comunicación del 
Ministerio de Cultura de ausencia de antecedentes relativos al interesado 
en los Libros Cheránicos que se conservan en los fondos del Archivo 
General de la Administración.

2.- Ratificado el interesado y previo informe desfavorable del ministerio 
fiscal, la encargada del registro dictó auto el 11 de febrero de 2013 
denegando la pretensión por no cumplir los requisitos previstos para la 
consolidación por el artículo 18 del Código Civil y no considerar que el 
interesado, nacido en el Sáhara Occidental, pudiera ser español iure soli. 

3.- Notificada la resolución, el promotor interpuso recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado reiterando sus argumentos 
iniciales. 

4.- Notificada la interposición del recurso al ministerio fiscal, interesó su 
desestimación. La encargada del Registro Civil de Massamagrell remitió 
el expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para 
su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 y 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro 
Civil; 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 
de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo (STS) de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, 
entre otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 
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2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª 
de mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª 
de enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008; 25-3ª y 4ª de noviembre de 2008; 2-4ª de marzo y 
16-3ª de junio de 2009 y 22-3ª de marzo de 2010.

II.- El interesado solicitó la declaración de nacionalidad española con valor 
de simple presunción por haber nacido en territorio del Sáhara Occidental 
en 1966 y considerar aplicables a su caso la doctrina contenida en la STS 
de 28 de octubre de 1998 y el art. 17.3º CC. en su redacción dada por la 
Ley 51/1982. La encargada del registro dictó auto denegando la 
procedencia de la solicitud. Dicho auto constituye el objeto del presente 
recurso.

III.- Según el artículo 18 CC., la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un 
título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. La vía registral 
para comprobar esta consolidación es el expediente de declaración de la 
nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. art. 96-2º LRC 
y 338 RRC), que decide en primera instancia el encargado del registro 
civil del domicilio (art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sáhara cuando este era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sáhara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sáhara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sáhara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada a cabo en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del 
Sáhara en relación con el territorio metropolitano según el derecho 
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internacional. En concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius 
soli tiene el nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia 
con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”.

VI.- Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos 
antecedentes. La cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más 
debatidas y oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la 
naturaleza de su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en 
la doctrina científica una explicación sobre la distinción entre territorio 
metropolitano y territorio colonial. A tal dificultad se añade la actitud 
cambiante de la política colonial como consecuencia de lo mutable 
también de las relaciones internacionales, caracterización a la que no ha 
podido sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y 
que se hace patente a través de una legislación que sigue, como ha 
señalado el Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por 
tres etapas fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se 
consideraron simplemente colonias; b) vino luego la fase de 
provincialización durante la que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) 
por último, se entra en la fase de descolonización, que reviste la forma de 
independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de 
autodeterminación en el Sahara.

VII.- Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la 
idea de equiparar aquel territorio del Sáhara, no obstante sus 
peculiaridades, con una «provincia» española y, por ello, se llegó a 
considerarlo como una extensión del territorio metropolitano, equiparación 
que ha dado pie a dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, 
consistente en el reconocimiento a la población saharaui de su condición 
de nacionales españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras 
normas, la Ley de 19 abril 1961 que estableció «las bases sobre las que 
debe asentarse el ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus 
regímenes municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer 
manifiesta la equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» 
y «españoles nativos». Es importante destacar que como manifestación 
de esta posición España negó inicialmente al Secretariado General de la 
ONU información sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959).

VIII.- No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden 
jurídico público internacional y, especialmente, la doctrina sobre 
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«descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, 
Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre 
de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujo al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, 
a la diferenciación de «territorios», puesta finalmente de relieve con 
rotunda claridad por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» 
del Sáhara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias 
sobre el territorio no autónomo del Sáhara, que durante algunos años ha 
estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen 
peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado 
parte del territorio nacional».

IX.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En este caso el interesado no ha acreditado que cuando estuvo 
en vigor el Decreto de 1976, sus representantes legales -dada entonces 
su minoría de edad- estuviesen imposibilitados de facto para optar a la 
nacionalidad española por haber permanecido en los territorios ocupados; 
antes al contrario, manifiesta que abandonaron dichos territorios hacia los 
campamentos de refugiados saharauis. Además, no consta el título 
inscrito en el Registro Civil, ni está probada la posesión de la nacionalidad 
española en los términos y duración que establece el artículo 18 CC., 
circunstancias que impiden asimismo acceder a la pretensión solicitada. 

X.- En cuanto a la posibilidad de obtener la declaración de nacionalidad 
con valor de simple presunción al amparo del artículo 17 CC., la Ley 
51/1982, de 13 de julio, introdujo un nuevo criterio de atribución de la 
nacionalidad española que se mantiene después de la reforma operada 
por la Ley 18/1990, de 17 de diciembre, de manera que, según el artículo 
17.1c) CC., son españoles de origen “los nacidos en España de padres 
extranjeros, si ambos carecieren de nacionalidad o si la legislación de 
ninguno de ellos atribuye al hijo una nacionalidad”. Aclarada ya en los 
fundamentos anteriores la cuestión relativa al territorio, hay que decir que, 
aunque la doctrina de esta dirección general a partir de la resolución de 7 
de diciembre de 1988 se inclina por admitir la aplicación retroactiva del 
mencionado precepto a los nacidos antes de la entrada en vigor de la Ley 
de 13 de julio de 1982 que carecían de nacionalidad hasta ese momento 
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y viene declarando desde entonces que la retroactividad tácita de la 
norma se deduce de su finalidad de evitar situaciones de apatridia, de 
acuerdo con la excepción igualmente formulada por este centro, resultaría, 
en cualquier caso, a todas luces excesivo forzar esa eficacia retroactiva 
en casos como el actual, en el que, en el momento de entrar en vigor la 
ley 51/1982, de 13 de julio, el interesado ya venía utilizando desde hacía 
años otra nacionalidad.

XI.- Y, finalmente, la documentación expedida por autoridades de la 
denominada República Árabe Saharaui Democrática no ofrece garantías 
análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española (cfr. arts. 23 
LRC y 85 RRC). Ha de tenerse en cuenta que las competencias de 
calificación del encargado del Registro Civil respecto de la certificación 
extranjera se extienden al examen de la competencia y autoridad que la 
expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal 
expedición con base legal suficiente para ello, base que en este caso no 
existe al no estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de 
disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Massamagrell.

Resolución de 17 de Julio de 2014 (32ª)
III.2.1  Consolidación de nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el interesado hubiera residido en el Sáhara durante el plazo de vigencia 
del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni que haya poseído y 
utilizado la nacionalidad española durante diez años.

En el expediente sobre declaración de nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este centro en trámite de recurso por virtud 
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del entablado por el interesado contra auto dictado por la encargada del 
Registro Civil de Ibiza.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Ibiza el 29 de 
octubre de 2009, D. S-B. A. solicitaba la declaración de su nacionalidad 
española con valor de simple presunción por haber nacido en territorio del 
Sáhara Occidental antes de 1976, hijo de españoles, y considerar 
aplicable a su caso la doctrina contenida en la sentencia del Tribunal 
Supremo de 28 de octubre de 1998. Adjuntaba los siguientes documentos: 
permiso de residencia en España, volante de empadronamiento, libro de 
familia expedido en V-C. (Sáhara Occidental) en 1970, certificación de 
familia expedida en 1971 por la oficina del Registro Civil de Villa Cisneros, 
certificación en extracto de inscripción de matrimonio de los padres del 
solicitante, celebrado en 1961, practicada también en el registro de Villa 
Cisneros en 1971, recibo de la Misión de las Naciones Unidas para el 
Referéndum del Sáhara Occidental, documento de identidad y certificados 
de otorgamiento de poder, de concordancia de nombres, de ciudadanía 
saharaui, de filiación, de nacimiento y de ausencia de antecedentes 
penales expedidos por la denominada República Árabe Saharaui 
Democrática, pasaporte argelino y escrito de recurso presentado en 
noviembre de 2009 contra la denegación de renovación del permiso de 
residencia y trabajo en España.

2.- Ratificado el interesado y previo informe favorable del ministerio fiscal, 
la encargada del registro dictó auto el 13 de julio de 2010 denegando la 
pretensión por no cumplir los requisitos previstos para la consolidación 
por el artículo 18 del Código Civil y no considerar aplicable la doctrina 
contenida en la sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998. 

3.- Notificada la resolución, el interesado interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado alegando que era 
prácticamente imposible para cualquier saharaui, en las condiciones de 
aquel momento, ejercer el derecho de opción contemplado en el RD de 
1976 y mucho más difícil todavía probar actualmente que no se pudo 
ejercitar dicha opción. 

4.- Notificada la interposición del recurso al ministerio fiscal, interesó su 
desestimación. La encargada del Registro Civil de Ibiza remitió el 
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expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para 
su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo (STS) de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, 
entre otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 
2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª 
de mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª 
de enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008; 25-3ª y 4ª de noviembre de 2008; 2-4ª de marzo y 
16-3ª de junio de 2009 y 22-3ª de marzo de 2010.

II.- El interesado solicitó la declaración de nacionalidad española con valor 
de simple presunción por haber nacido en territorio del Sáhara Occidental 
en 1966 y no haber podido optar en virtud del RD 2258/1976, de 10 de 
agosto. Según su argumentación inicial, adquirió la nacionalidad española 
por haber nacido de padre español tal como se desprende de la redacción 
del artículo 17.1 CC. derivada de la Ley de 15 de julio de 1954, aplicable 
en el momento de su nacimiento, por lo que, aunque no nació en España, 
sí considera que es aplicable a su caso la doctrina contenida en la STS de 
28 de octubre de 1998. La encargada del registro dictó auto denegando la 
procedencia de la solicitud. Dicho auto constituye el objeto del presente 
recurso.

III.- Según el artículo 18 CC., la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un 
título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. La vía registral 
para comprobar esta consolidación es el expediente de declaración de la 
nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. art. 96-2º LRC 
y 338 RRC), que decide en primera instancia el encargado del registro 
civil del domicilio (art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sáhara cuando este era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 

http://


M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

1262Boletín del Ministerio de Justicia

Nacionalidad

se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sáhara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sáhara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sáhara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada a cabo en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del 
Sáhara en relación con el territorio metropolitano según el derecho 
internacional. En concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius 
soli tiene el nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia 
con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”.

VI.- Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos 
antecedentes. La cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más 
debatidas y oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la 
naturaleza de su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en 
la doctrina científica una explicación sobre la distinción entre territorio 
metropolitano y territorio colonial. A tal dificultad se añade la actitud 
cambiante de la política colonial como consecuencia de lo mutable 
también de las relaciones internacionales, caracterización a la que no ha 
podido sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y 
que se hace patente a través de una legislación que sigue, como ha 
señalado el Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por 
tres etapas fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se 
consideraron simplemente colonias; b) vino luego la fase de 
provincialización durante la que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) 
por último, se entra en la fase de descolonización, que reviste la forma de 
independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de 
autodeterminación en el Sahara.

VII.- Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la 
idea de equiparar aquel territorio del Sáhara, no obstante sus 
peculiaridades, con una «provincia» española y, por ello, se llegó a 
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considerarlo como una extensión del territorio metropolitano, equiparación 
que ha dado pie a dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, 
consistente en el reconocimiento a la población saharaui de su condición 
de nacionales españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras 
normas, la Ley de 19 abril 1961 que estableció «las bases sobre las que 
debe asentarse el ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus 
regímenes municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer 
manifiesta la equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» 
y «españoles nativos». Es importante destacar que como manifestación 
de esta posición España negó inicialmente al Secretariado General de la 
ONU información sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959).

VIII.- No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden 
jurídico público internacional y, especialmente, la doctrina sobre 
«descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, 
Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre 
de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujo al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, 
a la diferenciación de «territorios», puesta finalmente de relieve con 
rotunda claridad por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» 
del Sáhara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias 
sobre el territorio no autónomo del Sáhara, que durante algunos años ha 
estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen 
peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado 
parte del territorio nacional».

IX.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sáhara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En este caso el interesado no ha acreditado que cuando estuvo 
en vigor el real decreto de 1976 sus representantes legales -dada su 
minoría de edad en aquel momento- estuviesen imposibilitados de facto 
para optar a la nacionalidad española por haber permanecido en los 
territorios ocupados. Por otro lado, no consta el título inscrito en el Registro 
Civil y no está probada la posesión de la nacionalidad española en los 
términos y duración que establece el artículo 18 CC. circunstancias que 
impiden acceder a la pretensión planteada. 
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X.- Finalmente, cabe decir que la documentación expedida por autoridades 
de la denominada República Árabe Saharaui Democrática no puede 
tenerse en cuenta porque no ofrece garantías análogas a las exigidas 
para la inscripción por la ley española (cfr. arts. 23 LRC y 85 RRC). Las 
competencias de calificación del encargado del Registro Civil respecto de 
la certificación extranjera se extienden al examen de la competencia y 
autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que 
le habilite para tal expedición con base legal suficiente para ello, base que 
en este caso no existe al no estar establecidos los órganos del Registro 
Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento 
jurídico estatal internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Eivissa (Ibiza).

Resolución de 17 de Julio de 2014 (33ª)
III.2.1  Consolidación de nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
la interesada hubiera residido en el Sáhara durante el plazo de vigencia 
del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni que haya poseído y 
utilizado la nacionalidad española durante diez años.

En el expediente sobre declaración de nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este centro en trámite de recurso por virtud 
del entablado por la interesada contra auto dictado por la encargada del 
Registro Civil de Ibiza.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Ibiza el 29 de 
octubre de 2009, Doña. K. A. A. B. solicitaba la declaración de su 
nacionalidad española con valor de simple presunción por haber nacido 
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en territorio del Sáhara Occidental antes de 1976, hija de españoles, y 
considerar aplicable a su caso la doctrina contenida en la sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998. Adjuntaba los siguientes 
documentos: documento de identidad y certificados de ciudadanía 
saharaui, de filiación, de nacimiento en 1973, de concordancia de nombres 
y de residencia en los campamentos de refugiados saharauis expedidos 
por la denominada República Árabe Saharaui Democrática, recibo de la 
Misión de las Naciones Unidas para el Referéndum del Sáhara Occidental, 
comunicación del Ministerio de Cultura español de ausencia de 
antecedentes relativos a la solicitante en los Libros Cheránicos que se 
conservan en los fondos del Archivo General de la Administración, libro de 
familia expedido en V-C. (Sáhara Occidental) en 1970, certificación de 
familia expedida en 1971 por la oficina del Registro Civil de Villa Cisneros, 
certificación en extracto de matrimonio celebrado en 1961 expedida por la 
misma oficina registral en 1971, certificación de la Embajada de Argelia en 
España de que la solicitante no es de nacionalidad argelina, volante de 
empadronamiento, y permiso de residencia en España.

2.- Ratificado el interesado y previo informe favorable del ministerio fiscal, 
la encargada del registro dictó auto el 13 de julio de 2010 denegando la 
pretensión por no cumplir los requisitos previstos para la consolidación 
por el artículo 18 del Código Civil y no considerar aplicable la doctrina 
contenida en la sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998. 

3.- Notificada la resolución, la interesada interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado alegando que era 
prácticamente imposible para cualquier saharaui, en las condiciones de 
aquel momento, ejercer el derecho de opción contemplado en el RD de 
1976 y mucho más difícil todavía probar actualmente que no se pudo 
ejercitar dicha opción. 

4.- Notificada la interposición del recurso al ministerio fiscal, interesó su 
desestimación. La encargada del Registro Civil de Ibiza remitió el 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para 
su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
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Tribunal Supremo (STS) de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, 
entre otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 
2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª 
de mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª 
de enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008; 25-3ª y 4ª de noviembre de 2008; 2-4ª de marzo y 
16-3ª de junio de 2009 y 22-3ª de marzo de 2010.

II.- La interesada solicitó la declaración de nacionalidad española con 
valor de simple presunción por haber nacido en territorio del Sáhara 
Occidental en 1973 y no haber podido optar en virtud del RD 2258/1976, 
de 10 de agosto. Según su argumentación inicial, adquirió la nacionalidad 
española por haber nacido de padres españoles tal como se desprende 
de la redacción del artículo 17.1 CC. derivada de la Ley de 15 de julio de 
1954, aplicable en el momento de su nacimiento, por lo que, aunque no 
nació en España, sí considera que es aplicable a su caso la doctrina 
contenida en la STS de 28 de octubre de 1998. La encargada del registro 
dictó auto denegando la procedencia de la solicitud. Dicho auto constituye 
el objeto del presente recurso.

III.- Según el artículo 18 CC., la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un 
título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. La vía registral 
para comprobar esta consolidación es el expediente de declaración de la 
nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. art. 96-2º LRC 
y 338 RRC), que decide en primera instancia el encargado del registro 
civil del domicilio (art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sáhara cuando este era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sáhara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sáhara en relación 
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con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sáhara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada a cabo en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del 
Sáhara en relación con el territorio metropolitano según el derecho 
internacional. En concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius 
soli tiene el nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia 
con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”.

VI.- Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos 
antecedentes. La cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más 
debatidas y oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la 
naturaleza de su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en 
la doctrina científica una explicación sobre la distinción entre territorio 
metropolitano y territorio colonial. A tal dificultad se añade la actitud 
cambiante de la política colonial como consecuencia de lo mutable 
también de las relaciones internacionales, caracterización a la que no ha 
podido sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y 
que se hace patente a través de una legislación que sigue, como ha 
señalado el Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por 
tres etapas fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se 
consideraron simplemente colonias; b) vino luego la fase de 
provincialización durante la que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) 
por último, se entra en la fase de descolonización, que reviste la forma de 
independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de 
autodeterminación en el Sahara.

VII.- Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la 
idea de equiparar aquel territorio del Sáhara, no obstante sus 
peculiaridades, con una «provincia» española y, por ello, se llegó a 
considerarlo como una extensión del territorio metropolitano, equiparación 
que ha dado pie a dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, 
consistente en el reconocimiento a la población saharaui de su condición 
de nacionales españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras 
normas, la Ley de 19 abril 1961 que estableció «las bases sobre las que 
debe asentarse el ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus 
regímenes municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer 
manifiesta la equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» 
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y «españoles nativos». Es importante destacar que como manifestación 
de esta posición España negó inicialmente al Secretariado General de la 
ONU información sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959).

VIII.- No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden 
jurídico público internacional y, especialmente, la doctrina sobre 
«descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, 
Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 
1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujo al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la 
diferenciación de «territorios», puesta finalmente de relieve con rotunda 
claridad por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sáhara 
cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sáhara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías al 
provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio nacional».

IX.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sáhara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En este caso la interesada no ha acreditado que cuando estuvo 
en vigor el real decreto de 1976 sus representantes legales -dada su 
minoría de edad en aquel momento- estuviesen imposibilitados de facto 
para optar a la nacionalidad española por haber permanecido en los 
territorios ocupados; antes al contrario, manifiesta que abandonaron 
dichos territorios en dirección a los campamentos de refugiados saharauis. 

Por otro lado, no consta el título inscrito en el Registro Civil y no está 
probada la posesión de la nacionalidad española en los términos y 
duración que establece el artículo 18 CC., siendo incluso la recurrente 
titular de un pasaporte argelino. Todas estas circunstancias impiden 
acceder a la pretensión planteada. 

X.- Finalmente, cabe decir que la documentación expedida por autoridades 
de la denominada República Árabe Saharaui Democrática no puede 
tenerse en cuenta porque no ofrece garantías análogas a las exigidas 
para la inscripción por la ley española (cfr. arts. 23 LRC y 85 RRC). Las 
competencias de calificación del encargado del Registro Civil respecto de 
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la certificación extranjera se extienden al examen de la competencia y 
autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que 
le habilite para tal expedición con base legal suficiente para ello, base que 
en este caso no existe al no estar establecidos los órganos del Registro 
Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento 
jurídico estatal internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández”.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Ibiza.

Resolución de 17 de Julio de 2014 (35ª)
III.2.1  Declaración de la nacionalidad española con valor de simple 

presunción

1.-Procede la revocación del auto recurrido cuando ha incurrido en vicio 
de incongruencia, por resolver sobre cuestión distinta de la solicitada de 
manera principal.

2.- No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el promotor o sus representantes legales, dada su minoría de edad, 
hubieran residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del Real Decreto 
2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera título inscrito en el Registro Civil, ni 
hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez años.

En las actuaciones sobre declaración de nacionalidad española de origen 
con valor de simple presunción, remitidas a este Centro en trámite de 
recurso por virtud del entablado por el Ministerio Fiscal contra auto dictado 
por el Magistrado Juez Encargado del Registro Civil de Torrent (Valencia).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil precitado el 20 de 
enero de 2009, Doña. G. nacida en H. (Sahara Occidental) el 8 de agosto 
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de 1968, según declara, solicitaba que se declarara su nacionalidad 
española de origen, conforme al artículo 18 del Código Civil, que permite 
la consolidación de la nacionalidad española que se ha poseído y utilizado, 
con determinados requisitos y durante determinado tiempo. Adjuntaba 
diversa documentación: certificado de empadronamiento en T. pasaporte 
argelino expedido en el que consta que nació en A. el 8 de agosto de 
1968, comunicación consular argelina a las autoridades de la denominada 
República Árabe Saharaui Democrática de que la interesada no tiene 
dicha nacionalidad, MINURSO de 1995 con otro lugar de nacimiento, 
permiso de residencia en España como familiar de ciudadano de la Unión 
Europea, documentos nacionales de identidad del Sahara de su padre, 
expedido en 1972 y abuelos, expedidos en 1971, documento de afiliación 
a la Seguridad Social y diversa documentación emitida por las autoridades 
de la denominada República Árabe Saharaui Democrática, así documento 
de identidad, certificado de nacimiento, certificado de paternidad, acta de 
matrimonio, certificado de antecedentes penales, certificado de buena 
conducta, certificado de concordancia de nombres y certificado de que la 
promotora vivió en los campamentos de refugiados de T. desde 1975 y 
sus padres en los campamentos de refugiados saharauis. 

2.- El Ministerio Fiscal emitió informe oponiéndose a lo solicitado por 
entender que no se cumplen los requisitos del artículo 18 del Código Civil. 
El Encargado del Registro Civil de Torrent, dictó auto el 29 de septiembre 
de 2009 declarando con valor de simple presunción la nacionalidad 
española de la promotora en aplicación del artículo 17.1.c del Código 
Civil. En dicho auto se daba a la interesada la posibilidad de recurso ante 
la Dirección General de los Registro y del Notariado. 

3.- Notificada la resolución a la promotora y al Ministerio Fiscal, este 
presentó recurso ante la Dirección General de los Registros y del 
Notariado, insistiendo en los argumentos de su informe previo de que no 
se cumplen los requisitos para la aplicación del artículo 18 del Código Civil 
sobre el que la promotora basaba su solicitud.

4.- Trasladado el recurso a la interesada, tras un intento fallido, ésta 
fórmula alegaciones reiterando que le corresponde la nacionalidad 
española tanto por aplicación de los artículos 17 y 18 del Código Civil. El 
Encargado del Registro Civil se reafirma en el sentido de su resolución y 
remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para la resolución del recurso.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 y 17 del Código Civil (CC.), 218 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil (LEC); 96 de la Ley del Registro Civil, 66, 68 y 335 
del Reglamento del Registro Civil (RRC), la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las Resoluciones de 3 de 
abril y 15-2a de diciembre de 2003; 24-1a de abril, 17-2a de julio, 11-5a 
de octubre de 2006; 2-5a y 10-3a de enero de 2007; 28-10 de Noviembre 
de 2008; 27-4a de febrero y 13 de Junio de 2009; 1-1 de Febrero de 
2010, sobre la incongruencia, y las resoluciones, entre otras, de 9-1ª de 
septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de 
enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de mayo, 11-1ª de 
junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 
29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de noviembre de 2008, 
2-4ª de Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 22-3ª de Marzo de 
2010, sobre la declaración de nacionalidad española con valor de simple 
presunción. 

II.- La interesada, documentada mediante pasaporte argelino, solicitó la 
declaración de su nacionalidad española al amparo de lo establecido en el 
artículo 18 del Código Civil. El Encargado del Registro Civil de Torrent, 
mediante auto de 29 de septiembre de 2009, declaró con valor de simple 
presunción la nacionalidad española del solicitante por aplicación del 
artículo 17.1.c. del Código Civil. Este acuerdo constituye el objeto del 
presente recurso.

III.- Cabe apreciar una incongruencia entre lo solicitado por la interesada 
y lo resuelto por el Registro Civil de Torrent. En el escrito de solicitud 
consta que se realizó basándola en el cumplimiento de los requisitos 
previstos en el artículo 18 del Código Civil para la consolidación de la 
nacionalidad española por su posesión y utilización. Consta informe previo 
desfavorable del Ministerio Fiscal respecto al cumplimiento de las 
circunstancias previstas en dicho artículo. El Registro Civil resolvió sobre 
la base incorrecta de que la interesada había pretendido ser declarada 
española de origen conforme al artículo 17.1.c del Código Civil que otorga 
tal condición a los nacidos en España de padres extranjeros si ambos 
carecieren de nacionalidad o si la legislación de ninguno de ellos atribuye 
al hijo una nacionalidad. La congruencia supone un ajuste acorde entre la 
parte dispositiva de la resolución y la pretensión del interesado, en tanto 
que en este caso se aprecia la existencia de una clara desviación entre la 
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causa de pedir y la resolución recurrida (arts. 16 y 358.2 RRC y 218 LEC), 
por lo que procede la revocación del acuerdo dictado por el Encargado del 
Registro Civil y al propio tiempo, deberían retrotraerse las actuaciones al 
momento oportuno para continuar el procedimiento sobre la base de la 
solicitud del interesado, no obstante por aplicación del principio de 
economía procesal y constando en el expediente toda la documentación 
aportada por el solicitante se entra a conocer sobre la declaración de 
nacionalidad solicitada. 

IV.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

V.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

VI.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
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situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
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potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

En cualquier caso, por lo que se refiere a la “nacionalidad” de los saharauis, 
durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio del 
Sahara Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y 
formal entre los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, 
como ha puesto de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 
de octubre de 1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas 
en los Estados colonizadores, se han impuesto restricciones al status 
civitatis de la población colonizada “lo que ha permitido la diferencia 
doctrinal, basada en datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y 
nacionales-súbditos” (ejemplos del Derecho comparado son Holanda, 
Italia, Bélgica y Francia). En España, pese a la ambigüedad normativa 
sobre la calificación de los territorios pertenecientes a colonias y su 
identificación con el territorio nacional, las realidades de la heterogeneidad 
territorial y de los estatutos personales ha sido sostenida por el Tribunal 
Supremo en su citada sentencia y en la posterior de 7 de noviembre de 
1999 y anteriormente por el Consejo de Estado en diversos dictámenes 
(Dictamen núm. 36017/1968 para el caso de Guinea y Dictamen 
36227/1968 para el caso de Ifni), y a partir del examen pormenorizado de 
las disposiciones dictadas en relación con aquellos territorios, llegando a 
la conclusión fundada de la distinción entre territorio nacional y territorios 
coloniales (entre éstos, por consecuencia, el Sahara Occidental), así 
como sobre la diferente condición jurídica de nacionales y naturales de las 
colonias.

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En efecto, de la documentación aportada no se desprende la 
posesión de la nacionalidad española en los términos y duración que 
establece el artículo 18 CC., la interesada no fue titular de documento de 
identidad español, por lo que no queda acreditada la utilización y posesión 
de la nacionalidad durante 10 años, habida cuenta su nacimiento en 1968, 
y tampoco se ha acreditado que cuando estuvo en vigor el Decreto de 
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1976, la promotora o sus representantes legales, dada su minoría de 
edad, estuviesen imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad 
española por haber permanecido en los territorios ocupados. Además 
gran parte de la documentación está emitida por la República Árabe 
Saharaui Democrática, y esta no pueda ser tenida en cuenta ya que no 
ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley 
española. Al respecto ha de tenerse en cuenta que las competencias de 
calificación del Encargado respecto de la certificación extranjera se 
extienden al examen de la competencia y autoridad que la expide, la cual 
ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con 
base legal suficiente para ello, base, que en este caso no existe al no 
estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones 
normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: revocar el auto apelado y 
estimando el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal, dejar sin efecto 
la declaración de nacionalidad con valor de simple presunción de la Sra. 
G.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Torrent (Valencia).

Resolución de 17 de Julio de 2014 (36ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el promotor hubiera cumplido los requisitos establecidos, residencia en el 
Sahara durante el plazo de vigencia del Real Decreto 2258/1976, de 10 
de agosto, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el interesado contra auto dictado por el 
Magistrado Juez Encargado del Registro Civil de Santander.
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1.- Mediante escrito y con comparecencia en el Registro Civil de Santander, 
Don M. nacido en S. (Sahara Occidental) en 1954, según su declaración, 
solicitaba la declaración con valor de simple presunción de su nacionalidad 
española por haber nacido y vivido en el Sahara cuando éste era territorio 
sometido a administración española. Adjuntaba diversa documentación 
en apoyo de su solicitud; pasaporte marroquí en el que se hace constar 
como lugar de nacimiento R. expedido en 2001 y renovado en 2006 con 
sucesivos visados y múltiples entradas y salidas de Marruecos, certificado 
en extracto de inscripción de nacimiento del Registro Civil de El Aaiún, en 
el que aparece con otra filiación y nacido en B. el 17 de mayo de 1955, 
traducción, no documento original, de certificado de concordancia de 
nombre marroquí en el que se refiere a su acta de nacimiento en el 
Registro Civil marroquí, certificado de empadronamiento en S. desde el 
30 de abril de 2009, MINURSO de 1998, y expedidos por las autoridades 
de la denominada República Árabe Saharaui Democrática (RASD), 
certificado de que vivió en la zona del Sahara ocupada desde 1975 a 
1978, certificado de antecedentes penales y certificado de ciudadanía.

2.- Ratificado el promotor, con fecha 2 de marzo de 2010, el Ministerio 
Fiscal emitió informe desfavorable respecto acceder a lo solicitado 
partiendo de la base de la divergencia de datos de nacimiento. El 
Encargado del Registro Civil dictó auto el 7 de mayo de 2010, denegando 
la declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
al considerar que la promotora no había acreditado el cumplimiento de los 
requisitos del artículo 18 del Código Civil. 

3.- Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y al promotor, tras un intento 
fallido por ausencia del destinatario, este interpuso recurso reiterando los 
argumentos de su solicitud, la posesión de la nacionalidad española y su 
imposibilidad de optar en el plazo otorgado añadiendo que fue titular de 
documento nacional de identidad español, lo que no acredita 
documentalmente. 

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, este propone su 
desestimación y seguidamente el Encargado informa en el sentido de que 
las alegaciones del recurrente no desvirtúan los fundamentos del auto, y 
remite el expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para la resolución del recurso.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.

II.- El promotor, mediante comparecencia en el Registro Civil de Santander, 
solicitó la declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción por haber nacido en 1954 en el territorio del Sahara y cumplir 
los requisitos establecidos en el artículo 18 CC. El Encargado del Registro 
Civil dictó auto denegando la declaración solicitada, siendo dicho auto 
recurrido por el promotor que considera que si se acreditaba la 
concurrencia de los requisitos exigidos. Dicho auto constituye el objeto del 
presente recurso. 

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.
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V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”.

Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. 
La cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
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municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

En cualquier caso, por lo que se refiere a la “nacionalidad” de los saharauis, 
durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio del 
Sahara Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y 
formal entre los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, 
como ha puesto de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 
de octubre de 1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas 
en los Estados colonizadores, se han impuesto restricciones al status 
civitatis de la población colonizada “lo que ha permitido la diferencia 
doctrinal, basada en datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y 
nacionales-súbditos” (ejemplos del Derecho comparado son Holanda, 
Italia, Bélgica y Francia). En España, pese a la ambigüedad normativa 
sobre la calificación de los territorios pertenecientes a colonias y su 
identificación con el territorio nacional, las realidades de la heterogeneidad 
territorial y de los estatutos personales ha sido sostenida por el Tribunal 
Supremo en su citada sentencia y en la posterior de 7 de noviembre de 
1999 y anteriormente por el Consejo de Estado en diversos dictámenes 
(Dictamen núm. 36017/1968 para el caso de Guinea y Dictamen 
36227/1968 para el caso de Ifni), y a partir del examen pormenorizado de 
las disposiciones dictadas en relación con aquellos territorios, llegando a 
la conclusión fundada de la distinción entre territorio nacional y territorios 
coloniales (entre éstos, por consecuencia, el Sahara Occidental), así 

http://


M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

1280Boletín del Ministerio de Justicia

Nacionalidad

como sobre la diferente condición jurídica de nacionales y naturales de las 
colonias.

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En efecto, de la documentación aportada no se desprende la 
posesión de la nacionalidad española en los términos y duración que 
establece el artículo 18 Cc, el promotor pese a su manifestación no 
acredita haber sido titular de documento de identidad expedido en el 
Sahara por lo que no queda acreditada la utilización y posesión de la 
nacionalidad durante 10 años, y tampoco se ha acreditado que cuando 
estuvo en vigor el Decreto de 1976, el promotor estuviese imposibilitado 
de facto para optar a la nacionalidad española por haber permanecido en 
los territorios ocupados, además gran parte de la documentación, está 
emitida por las autoridades de la denominada República Árabe Saharaui 
Democrática, que no puede ser tenida en cuenta ya que no ofrece 
garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española. 
Al respecto ha de tenerse en cuenta que las competencias de calificación 
del Encargado respecto de la certificación extranjera se extienden al 
examen de la competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar 
en el ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con base legal 
suficiente para ello, base, que en este caso no existe al no estar 
establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones 
normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Santander.
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Resolución de 17 de Julio de 2014 (38ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el promotor hubiera cumplido los requisitos establecidos, residencia en el 
Sahara durante el plazo de vigencia del Real Decreto 2258/1976, de 10 
de agosto, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por la interesada contra auto dictado por la 
Magistrada Juez Encargada del Registro Civil de Bilbao (Vizcaya).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Bilbao, Doña F. 
nacida en A. (Sahara Occidental) el 4 de noviembre de 1953, solicitaba la 
declaración con valor de simple presunción de su nacionalidad española 
por haber nacido y vivido en el Sahara cuando éste era territorio sometido 
a administración española. Adjuntaba diversa documentación en apoyo 
de su solicitud; permiso de residencia permanente en España como 
ciudadana argelina, nacida el 4 de noviembre de 1953 en O. (Argelia), 
pasaporte argelino expedido en 2006, ficha individual de registro de 
población del Sahara, MINURSO de 1998 con otro lugar de nacimiento T. 
(Sahara Occidental), certificado de la Comisión General de Extranjería y 
Documentación de que una persona coincidente por su huella dactilar con 
la promotora, fue titular de documento nacional de identidad del Sahara 
expedido en 1974, nacida en A. pero con fecha de nacimiento 1957, 
informe negativo respecto a su inclusión en los libros Cheránicos 
custodiados por la administración española, certificado de 
empadronamiento en A. (V) desde el 30 de noviembre de 2009 y, 
expedidos por las autoridades de la denominada República Árabe 
Saharaui Democrática (RASD), documento de identidad, certificado de 
concordancia de nombre, certificado de que la promotora es de origen 
saharaui, certificado de nacimiento y certificado de que residió en los 
campos de refugiados saharauis desde 1975 a 1995.

2.- Ratificada la promotora, con fecha 28 de diciembre de 2009, el 
Ministerio Fiscal emitió informe desfavorable respecto a conceder lo 
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solicitado. La Encargada del Registro Civil dictó auto el 8 de abril de 2010, 
denegando la declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción al considerar que la promotora no había acreditado un título 
inscrito ni la posesión y utilización de la nacionalidad española durante 10 
años ni la imposibilidad de optar en el plazo otorgado. 

3.- Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a la interesada, esta 
presentó recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado 
alegando indefensión por no haber tenido lugar trámite de audiencia 
previo a resolver. Consta en el expediente que tras su ratificación la 
promotora compareció en el Registro Civil, con fecha 28 de enero de 
2010, y fue entrevistada sobre sus circunstancias personales y familiares, 
manifestando que no tenía más documentación que aportar.

4.- El Ministerio Fiscal, reitera su informe anterior y seguidamente la 
Encargada, ratificándose en su resolución, remitió el expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución del 
recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.

II.- La promotora, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Bilbao, solicitó la declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción por haber nacido en 1953 en el territorio del Sahara. La 
Encargada del Registro Civil dictó auto denegando la declaración 
solicitada, por no cumplir los requisitos establecidos por el artículo 18 de 
Código Civil, siendo dicho auto recurrido por la promotora alegando 
indefensión por falta de trámite de audiencia. Dicho auto constituye el 
objeto del presente recurso. 
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III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
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hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

En cualquier caso, por lo que se refiere a la “nacionalidad” de los saharauis, 
durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio del 
Sahara Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y 
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formal entre los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, 
como ha puesto de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 
de octubre de 1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas 
en los Estados colonizadores, se han impuesto restricciones al status 
civitatis de la población colonizada “lo que ha permitido la diferencia 
doctrinal, basada en datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y 
nacionales-súbditos” (ejemplos del Derecho comparado son Holanda, 
Italia, Bélgica y Francia). En España, pese a la ambigüedad normativa 
sobre la calificación de los territorios pertenecientes a colonias y su 
identificación con el territorio nacional, las realidades de la heterogeneidad 
territorial y de los estatutos personales ha sido sostenida por el Tribunal 
Supremo en su citada sentencia y en la posterior de 7 de noviembre de 
1999 y anteriormente por el Consejo de Estado en diversos dictámenes 
(Dictamen núm. 36017/1968 para el caso de Guinea y Dictamen 
36227/1968 para el caso de Ifni), y a partir del examen pormenorizado de 
las disposiciones dictadas en relación con aquellos territorios, llegando a 
la conclusión fundada de la distinción entre territorio nacional y territorios 
coloniales (entre éstos, por consecuencia, el Sahara Occidental), así 
como sobre la diferente condición jurídica de nacionales y naturales de las 
colonias.

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En efecto, además de las divergencias de lugares y fechas de 
nacimiento, de la documentación aportada no se desprende la posesión 
de la nacionalidad española en los términos y duración que establece el 
artículo 18 Cc, la promotora fue titular de documento de identidad español 
desde 1974, por lo que no queda acreditada la utilización y posesión de la 
nacionalidad durante 10 años y tampoco se ha acreditado que cuando 
estuvo en vigor el Decreto de 1976, la promotora estuviese imposibilitada 
de facto para optar a la nacionalidad española por haber permanecido en 
los territorios ocupados. Además gran parte de la documentación está 
emitida por la República Árabe Saharaui Democrática, y esta no pueda 
ser tenida en cuenta ya que no ofrece garantías análogas a las exigidas 
para la inscripción por la ley española. Al respecto ha de tenerse en cuenta 
que las competencias de calificación del Encargado respecto de la 
certificación extranjera se extienden al examen de la competencia y 
autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que 
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le habilite para tal expedición con base legal suficiente para ello, base, 
que en este caso no existe al no estar establecidos los órganos del 
Registro Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un 
ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Bilbao.

Resolución de 17 de Julio de 2014 (39ª)
III.2.1  Declaración de la nacionalidad española

1.- No es posible declarar la nacionalidad española de origen del promotor 
porque no se ha acreditado que los padres ostentasen la nacionalidad 
española al tiempo de su nacimiento.

2.- Tampoco es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se 
acredita que el promotor o sus representantes legales, dada su minoría de 
edad, hubieran residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del Real 
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera título inscrito en el 
Registro Civil, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española 
remitidas a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por 
el promotor contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil 
de Vitoria (Álava).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Vitoria, Don S. 
nacido en el Sahara Occidental en 1975, según declara, solicitaba la 
declaración de su nacionalidad española con valor de simple presunción. 
Adjuntaba, entre otros, los siguientes documentos: pasaporte argelino, 
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expedido en el año 2007 y con lugar y fecha de nacimiento A. (Argelia) el 
10 de marzo de 1975, fotocopia ilegible de documento nacional de 
identidad del padre del promotor, tarjeta de afiliación a la Seguridad Social 
del padre del promotor expedida en 1974, certificado de empadronamiento 
en L. (A) desde el 16 de marzo de 2009, dos días antes de la comparecencia 
ante el Registro Civil, MINURSO del promotor con otro lugar de nacimiento, 
A. (Sahara Occidental) y, expedido por las autoridades de la denominada 
República Árabe Saharaui Democrática, documento de identidad saharaui.

2.- Con fecha 5 de mayo de 2010 la Encargada dictó auto denegando la 
declaración de la nacionalidad española del promotor por considerar que 
no queda acreditada la posesión de la misma ni el resto de requisitos del 
artículo 18 del Código Civil.

3.- Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y al promotor, ésta interpuso 
recurso ante la Dirección General de los Registros y de Notariado 
reiterando que nació en el Sahara hijo de padre español que fue titular de 
documento nacional de identidad.

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste informa en el sentido de 
que debe desestimarse el mismo y la Encargada del Registro Civil se 
ratificó en la decisión adoptada y remite el expediente a la Dirección 
General de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17, 18 (CC.); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 
de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las Resoluciones, entre 
otras, de 21-1ª de enero, 3-1ª; 4-4ª de febrero, 2-4ª, 4-3ª, 5 y 14-3ª de 
marzo, 15-3-º de abril, 28 de mayo, 1-4ª y 27-3ª de septiembre, 3-1ª de 
octubre de 2005; 28-4ª de febrero, 18 y 21-4ª de marzo, 14-5ª y 17-1ª de 
julio, 1-1ª, 6-3ª, 7-2ª y 9-1ª de septiembre de 2006.

II.- Se pretende por el interesado la declaración con valor de simple 
presunción de su nacionalidad española por ser natural del Sahara 
Occidental, nacido en 1975, hijo de padres que también ostentaban dicha 
nacionalidad, artículo 17 del Código Civil y haber residido durante 10 años 
en el Sáhara estando en posesión de la nacionalidad española. Por la 
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Encargada se dictó auto denegando la declaración de nacionalidad 
instada, siendo dicho auto el que constituye el objeto del presente recurso.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español, en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
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política colonial como consecuencia de lo mutable también de las relaciones 
internacionales, caracterización a la que no ha podido sustraerse la posición 
española en África ecuatorial y occidental, y que se hace patente a través 
de una legislación que sigue, como ha señalado el Tribunal Supremo, un 
itinerario zigzagueante integrado por tres etapas fundamentales: a) en un 
primer momento dichos territorios se consideraron simplemente colonias; b) 
vino luego la fase de provincialización durante la que se intenta su 
asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la fase de descolonización, 
que reviste la forma de independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o 
retrocesión en Ifni, y de autodeterminación en el Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a dudas 
sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la Ley 
de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo 
expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como potencia 
administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no autónomo 
del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos 
aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías al 
provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio nacional».

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
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consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente, no se considera acreditado que los 
representantes legales del interesado, dada la minoría edad de éste, 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976 estuviesen imposibilitados de 
facto para optar a la nacionalidad española, por haber permanecido en los 
territorios ocupados. Aparte de ello concurren otras circunstancias que 
impiden por la vía del artículo 18 del Código Civil también invocado una 
posible consolidación de la nacionalidad española, pues no está probada 
la posesión de la nacionalidad durante 10 años, no existe documento 
alguno que lo acredite y además debe tenerse en cuenta que su nacimiento 
se produjo en 1975, ni tampoco queda acreditada la nacionalidad española 
de sus padres invocada para la aplicación del artículo 17 del Código Civil. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Vitoria (Álava).

Resolución de 17 de Julio de 2014 (40ª)
III.2.1  Declaración de la nacionalidad española

1.- No es posible declarar la nacionalidad española de origen de la 
promotora porque no se ha acreditado que los padres ostentasen la 
nacionalidad española al tiempo de su nacimiento.

2.- Tampoco es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se 
acredita que el promotor o sus representantes legales, dada su minoría de 
edad, hubieran residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del Real 
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera título inscrito en el Registro 
Civil, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española 
remitidas a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por 
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la promotora contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil 
de Vitoria (Álava).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Vitoria, Doña F. 
nacida en el Sahara Occidental, según declara, en fecha sin determinar, 
solicitaba la declaración de su nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba, entre otros, los siguientes documentos: permiso 
de residencia permanente en España como ciudadana argelina nacida en 
B. (Argelia) el 20 de abril de 1973, pasaporte argelino, con el mismo lugar 
y fecha de nacimiento, libro de familia expedido en 1970 en el que aparece 
como tercer hijo pero nacida en 1966 sin día ni mes de nacimiento, 
fotocopia de pasaporte español expedido al padre de la promotora en 
1972 y válido para un solo viaje, MINURSO del promotor con otra fecha y 
lugar de nacimiento, A. (Sahara Occidental) en 1970, informe negativo 
respecto a su inscripción en los libros Cheránicos custodiados por la 
administración española, certificado de empadronamiento en V. desde el 
19 de junio de 2006 y certificado consular argelino de que la promotora no 
tiene dicha nacionalidad.

2.- Con fecha 27 de mayo de 2010 la Encargada dictó auto denegando la 
declaración de la nacionalidad española de la promotora por considerar 
que no queda acreditada la posesión de la misma ni el resto de requisitos 
del artículo 18 del Código Civil.

3.- Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a la promotora, ésta 
interpuso recurso ante la Dirección General de los Registros y de Notariado 
reiterando que si se concurren en ella los requisitos para ser declarada 
española. 

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste informa en el sentido de 
que debe desestimarse el mismo y la Encargada del Registro Civil se 
ratificó en la decisión adoptada y remite el expediente a la Dirección 
General de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17, 18 (CC.); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 
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de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las Resoluciones, entre 
otras, de 21-1ª de enero, 3-1ª; 4-4ª de febrero, 2-4ª, 4-3ª, 5 y 14-3ª de 
marzo, 15-3-º de abril, 28 de mayo, 1-4ª y 27-3ª de septiembre, 3-1ª de 
octubre de 2005; 28-4ª de febrero, 18 y 21-4ª de marzo, 14-5ª y 17-1ª de 
julio, 1-1ª, 6-3ª, 7-2ª y 9-1ª de septiembre de 2006.

II.- Se pretende por la interesada la declaración con valor de simple 
presunción de su nacionalidad española por ser natural del Sahara 
Occidental, nacida en 1966, 1970 o 1973, según la documentación que se 
examine, hija de padres que también ostentaban dicha nacionalidad, 
artículo 17 del Código Civil y haber residido durante 10 años en el Sáhara 
estando en posesión de la nacionalidad española. Por la Encargada se 
dictó auto denegando la declaración de nacionalidad instada, siendo dicho 
auto el que constituye el objeto del presente recurso.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español, en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
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margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni, y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
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ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente, no se considera acreditado que los 
representantes legales de la interesada, dada la minoría edad de ésta, 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976 estuviesen imposibilitados de 
facto para optar a la nacionalidad española, por haber permanecido en los 
territorios ocupados. Aparte de ello concurren otras circunstancias que 
impiden por la vía del artículo 18 del Código Civil también invocado una 
posible consolidación de la nacionalidad española, pues no está probada 
la posesión de la nacionalidad durante 10 años, no existe documento 
alguno que lo acredite ni tampoco queda acreditada la nacionalidad 
española de sus padres invocada para la aplicación del artículo 17 del 
Código Civil. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Vitoria.
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Resolución de 17 de Julio de 2014 (41ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
la promotora hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia 
del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera poseído y 
utilizado la nacionalidad durante diez años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por la promotora, contra auto dictado por la 
Encargada del Registro Civil de Gernika-Lumo (Vizcaya).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Gernika-Lumo 
(Vizcaya) el 28 de mayo de 2009, Doña T. quien alegaba haber nacido en 
el A. (Sahara) en el año 1953 solicitaba el reconocimiento de la 
nacionalidad española por haber nacido y vivido en el Sahara cuando éste 
era territorio sometido a administración española. Adjuntaba, entre otros, 
fotocopia de los siguientes documentos: permiso de residencia; DNI de la 
República Árabe Saharaui Democrática; recibo MINURSO; DNI bilingüe 
de su madre; certificados de ciudadanía, residencia y filiación expedidos 
por la Delegación del Frente Polisario en Euskadi; pasaporte argelino y 
certificados de nacimiento, de residencia, de subsanación de nombres, de 
paternidad y de nacionalidad expedidos por la República Árabe Saharaui 

2.- Ratificada la interesada, previo informe favorable del Ministerio Fiscal, 
la Encargada del Registro Civil de Gernika-Lumo (Vizcaya) dictó auto el 
19 de junio de 2010 denegando la nacionalidad española con valor de 
simple presunción por considerar que no podía deducirse la aplicación del 
artículo 18 CC. ni, en su defecto, la del artículo 17.1.c), sin perjuicio de 
instar el procedimiento correspondiente a la vía prevista en el artículo 22 
del CC.

3.- Notificada la resolución, la solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado solicitando se declare con valor 
de simple presunción la nacionalidad española de origen de Doña T. 
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4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste no emitió informe en 
relación al recurso interpuesto, tras lo cual la Encargada del Registro Civil 
de Gernika-Lumo (Vizcaya) remitió el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso, indicando 
que no han quedado desvirtuados los argumentos jurídicos de la 
resolución recurrida, por lo que estima debe confirmarse la misma.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 y 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro 
Civil; 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 
de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.

II.-La promotora, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Gernika-Lumo (Vizcaya) solicitó la declaración de su nacionalidad 
española con valor de simple presunción por haber nacido en 1953 en el 
territorio del Sahara y cumplir los requisitos establecidos en el artículo 18 
CC. La Encargada del registro dictó auto denegando la petición de la 
interesada, siendo dicho auto el que constituye el objeto del presente 
recurso.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
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se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
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dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente la interesada no ha acreditado que cuando 
estuvo en vigor el Decreto de 1976, estuviese imposibilitada para optar en 
su nombre a la nacionalidad española por haber permanecido en los 
territorios ocupados, lo que requiere pruebas fehacientes. De otro lado, no 
está probada a través de la documentación la posesión de la nacionalidad 
española en los términos y duración que establece el artículo 18 CC., en 
el que se indica que la nacionalidad española puede consolidarse si se 
posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título 
inscrito en el Registro Civil que después es anulado. En lo referente a la 
aplicación del artículo 17.1.c del Código Civil, según su redacción de 
1990, no es aplicable al caso por no ser la redacción vigente en la fecha 
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de nacimiento de la promotora. Aparte de ello, la documentación que 
aporta expedida por autoridades de la denominada República Árabe 
Saharaui Democrática no ofrece garantías análogas a las exigidas para la 
inscripción por la ley española. Al respecto ha de tenerse en cuenta que 
las competencias de calificación del encargado respecto de la certificación 
extranjera se extienden al examen de la competencia y autoridad que la 
expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal 
expedición con base legal suficiente para ello, base que en este caso no 
existe al no estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de 
disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 17 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Gernika-Lumo.

Resolución de 17 de Julio de 2014 (44ª)
III.2.1  Declaración de la nacionalidad española

1.- No es posible declarar la nacionalidad española de origen de la 
promotora porque no se ha acreditado que el padre ostentase la 
nacionalidad española al tiempo de su nacimiento.

2.- Tampoco es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se 
acredita que la promotora o sus representantes legales, dada su minoría 
de edad, hubieran residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del 
Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera título inscrito en el 
Registro Civil, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por la promotora, contra auto dictado por la 
Encargada del Registro Civil de Granadilla de Abona (Tenerife).
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HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Granadilla de 
Abona (Tenerife) el 04 de mayo de 2009, Doña N. nacida en el año 1967 
en V-C. (Sahara Occidental) solicitaba el reconocimiento de la nacionalidad 
española por haber nacido y vivido en el Sahara cuando éste era territorio 
sometido a administración española, hija de padres que también eran 
españoles, haciéndolo al amparo de los artículos 17 y 18 del Código Civil 
y en base a la sentencia dictada por el Tribunal Supremo 1026/1998, 1ª de 
28 de octubre de 1998. Adjuntaba, entre otros, fotocopia de los siguientes 
documentos: permiso de residencia; certificado negativo de inscripción en 
los Libros Cheránicos; certificación de la imposibilidad de opción a la 
nacionalidad española expedida por la Delegación Saharaui para Canarias 
en fecha 8 de abril de 2009; certificados expedidos por la Unidad de 
Documentación de Españoles del Ministerio del Interior en relación a los 
DNI expedidos a Don E. y Doña F. padres de la interesada, documentos 
que en la actualidad carecen de validez; DNI bilingüe de su madre; recibo 
MINURSO; ficha familiar de su padre, certificación de familia y certificación 
en extracto de inscripción de matrimonio expedidas por la Delegación 
Gubernativa de la Región Sur – Registro Civil de Villa Cisneros (Sahara) 
en fecha 22 de abril de 1971; tarjeta de asistencia sanitaria de su padre 
expedida por el Ministerio de Defensa/Guardia Civil; certificado de 
empadronamiento del Ayuntamiento de Granadilla de Abona (Tenerife) de 
fecha 4 de mayo de 2009; DNI de la interesada de la República Árabe 
Democrática Saharaui y certificado de paternidad expedido por la 
Delegación Saharaui para Canarias.

2.- Ratificada la interesada, previo informe desfavorable del Ministerio 
Fiscal, la Encargada del Registro Civil de Granadilla de Abona (Tenerife) 
dictó auto el 24 de febrero de 2010 denegando la nacionalidad española 
con valor de simple presunción por considerar que no cumple los requisitos 
establecidos en el artículo 18 del CC., por cuanto no ha quedado 
acreditada la residencia en el Sahara durante el periodo de vigencia del 
Decreto 2258/1976 de 10 de agosto, ni la posesión continuada de la 
nacionalidad española durante diez años, con buena fe y basada en título 
inscrito en el Registro Civil, ni haber ostentado durante dicho plazo 
documento oficial de identidad español.

3.- Notificada la resolución, la solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado afirmando la concurrencia de los 
requisitos necesarios para el reconocimiento de la nacionalidad española 
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por simple presunción, en base a la consolidación establecida en el artº 
18 del CC., no aportando documentación adicional a la ya presentada 
junto con la solicitud inicial.

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste consideró conforme a 
Derecho el Auto atacado, tras lo cual La Encargada del Registro Civil de 
Granadilla de Abona (Tenerife) remitió el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17, 18 y 26 del Código Civil (CC.); 96 de la Ley del 
Registro Civil (LRC); 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); 
la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de 
agosto; la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las 
Resoluciones, entre otras, de 21-1ª de enero, 3-1ª; 4-4ª de febrero, 2-4ª, 
4-3ª, 5 y 14-3ª de marzo, 15-3-º de abril, 28 de mayo, 1-4ª y 27-3ª de 
septiembre, 3-1ª de octubre de 2005; 28-4ª de febrero, 18 y 21-4ª de 
marzo, 14-5ª y 17-1ª de julio, 1-1ª, 6-3ª, 7-2ª y 9-1ª de septiembre de 
2006.

II.- La promotora, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Granadilla de Abona (Tenerife) solicitó la declaración de su nacionalidad 
española con valor de simple presunción por haber nacido en 1967 en el 
territorio del Sahara y cumplir los requisitos establecidos en los artículos 
17 y 18 CC. La Encargada del Registro Civil de Granadilla de Abona 
(Tenerife) dictó auto denegando la petición de la interesada, siendo dicho 
auto el que constituye el objeto del presente recurso.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 

http://


M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

1302Boletín del Ministerio de Justicia

Nacionalidad

ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el nacimiento 
en España a los efectos de atribuir en concurrencia con determinados 
requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la cuestión primordial 
de decidir si aquella antigua posesión española entra o no en el concepto 
de “territorio nacional” o “territorio español”. Para situar en perspectiva el 
tema hay que recordar algunos antecedentes. La cuestión es compleja, ya 
que una de las cuestiones más debatidas y oscuras de la teoría general del 
Estado es precisamente la naturaleza de su territorio, hasta el punto de que 
no es frecuente hallar en la doctrina científica una explicación sobre la 
distinción entre territorio metropolitano y territorio colonial. Sobre tal 
dificultad se añade la actitud cambiante de la política colonial como 
consecuencia de lo mutable también de las relaciones internacionales, 
caracterización a la que no ha podido sustraerse la posición española en 
África ecuatorial y occidental, y que se hace patente a través de una 
legislación que sigue, como ha señalado el Tribunal Supremo, un itinerario 
zigzagueante integrado por tres etapas fundamentales: a) en un primer 
momento dichos territorios se consideraron simplemente colonias; b) vino 
luego la fase de provincialización durante la que se intenta su asimilación a 
la metrópoli; c) por último, se entra en la fase de descolonización, que 
reviste la forma de independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o 
retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a dudas 
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sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la Ley 
de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo 
expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como potencia 
administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no autónomo 
del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos 
aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías al 
provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio nacional».

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente, no se considera acreditado que los 
representantes legales de la interesada, dada la minoría edad de ésta, 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976 estuviesen imposibilitados de 
facto para optar a la nacionalidad española, por haber permanecido en los 
territorios ocupados. Aparte de ello concurren otras circunstancias que 
impiden por la vía del artículo 18 del Código Civil también invocado una 
posible consolidación de la nacionalidad española, pues no consta el título 
inscrito en el Registro Civil, ni está probada la posesión de la nacionalidad 
durante 10 años, ni tampoco consta la nacionalidad española de sus 
padres invocada en el inicio de su solicitud para la aplicación del artículo 
17 del Código Civil, según redacción dada por la Ley de 15 de julio de 
1954, aplicable al caso examinado. Además gran parte de la documentación 
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aportada está expedida por el RASD, República Árabe Saharaui 
Democrática, que no puede ser tenida en cuenta ya que no ofrece 
garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española. 
Al respecto ha de tenerse en cuenta que las competencias de calificación 
del Encargado respecto de la certificación extranjera se extienden al 
examen de la competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar 
en el ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con base legal 
suficiente para ello, base, que en este caso no existe al no estar 
establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones 
normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 17 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Granadilla de Abona (Tenerife).

Resolución de 17 de Julio de 2014 (47ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el promotor hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del 
Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera poseído y utilizado 
la nacionalidad durante diez años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el promotor, contra auto dictado por la 
Encargada del Registro Civil de Puertollano (Ciudad Real).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Puertollano (Ciudad 
Real) el 25 de abril de 2008, Don C-L. que alegaba haber nacido en O. 
(Argelia) en el año 1965 solicitaba el reconocimiento de la nacionalidad 
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española por con valor de simple presunción, en base a lo establecido en 
el artº 18 del CC. y por analogía con la sentencia 1028/98 de 28 de octubre 
del Tribunal Supremo. Adjuntaba, entre otros, los siguientes documentos: 
certificados de nacimiento, de nacionalidad, de residencia, de antecedentes 
penales y de paternidad expedidos por la República Árabe Saharaui 
Democrática; certificación de inscripción patronal de fecha 6 de marzo de 
2008, expedida por el Ayuntamiento de Almodóvar del Campo (Ciudad 
Real) en fecha 6 de marzo de 2008; fotocopia de pasaporte argelino, 
fotocopia de visado válido para Estados Schengen; DNI expedido por la 
República Árabe Saharaui Democrática en fecha 26 de abril de 2005; DNI 
bilingüe de su madre, Doña N. fotocopia del pasaporte español de su 
padre, Don B. expedido en el A. en fecha 4 de diciembre de 1972 y 
resolución de la Tesorería General de la Seguridad Social sobre asignación 
de número de seguridad social de fecha 10 de marzo de 2008.

2.- Ratificado el interesado, previo informe favorable del Ministerio Fiscal, 
la Encargada del Registro Civil de Puertollano (Ciudad Real) dictó auto el 
30 de junio de 2008, aclarado por Auto de fecha 22 de octubre de 2008 en 
el sentido de denegar la solicitud de adquisición de la nacionalidad 
española del promotor por no aportar en las actuaciones documento 
español a nombre del mismo. 

3.- Notificada la resolución, el solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado solicitando se declare con valor 
de simple presunción la nacionalidad española de origen de Don C-L. no 
aportando documentación adicional a la ya presentada junto con su 
solicitud inicial.

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste quedó notificado del 
recurso interpuesto sin emitir informe, tras lo cual la Encargada del 
Registro Civil de Puertollano (Ciudad Real) remitió el expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución del 
recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 y 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro 
Civil; 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 
de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
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12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.

II.- El promotor, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Puertollano (Ciudad Real) solicitó la declaración de su nacionalidad 
española con valor de simple presunción por haber nacido en 1965 en el 
territorio del Sahara y cumplir los requisitos establecidos en el artículo 18 
CC. La Encargada del registro dictó auto denegando la petición del 
interesado, siendo dicho auto el que constituye el objeto del presente 
recurso.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
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concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
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Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente el interesado no ha acreditado que cuando 
estuvo en vigor el Decreto de 1976, estuviese imposibilitado para optar en 
su nombre a la nacionalidad española por haber permanecido en los 
territorios ocupados, lo que requiere pruebas fehacientes. De otro lado, no 
está probada a través de la documentación la posesión de la nacionalidad 
española en los términos y duración que establece el artículo 18 CC., en 
el que se indica que la nacionalidad española puede consolidarse si se 
posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título 
inscrito en el Registro Civil que después es anulado.

En cuanto a la posibilidad de obtener la declaración de nacionalidad con 
valor de simple presunción al amparo del artículo 17 CC., la Ley 51/1982, 
de 13 de julio, introdujo un nuevo criterio de atribución de la nacionalidad 
española que se mantiene después de la reforma operada por la Ley 
18/1990, de 17 de diciembre, de manera que, según el artículo 17.1c) 
CC., son españoles de origen “los nacidos en España de padres 
extranjeros, si ambos carecieren de nacionalidad o si la legislación de 
ninguno de ellos atribuye al hijo una nacionalidad”. Aclarada ya en los 
fundamentos anteriores la cuestión relativa al territorio, hay que decir que, 
aunque la doctrina de esta dirección general a partir de la resolución de 7 
de diciembre de 1988 se inclina por admitir la aplicación retroactiva del 
mencionado precepto a los nacidos antes de la entrada en vigor de la Ley 
de 13 de julio de 1982 que carecían de nacionalidad hasta ese momento 
y viene declarando desde entonces que la retroactividad tácita de la 
norma se deduce de su finalidad de evitar situaciones de apatridia, de 
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acuerdo con la excepción igualmente formulada por este centro, resultaría, 
en cualquier caso, a todas luces excesivo forzar esa eficacia retroactiva 
en casos como el actual, en el que, en el momento de entrar en vigor la 
ley 51/1982, de 13 de julio, el interesado ya venía utilizando desde hacía 
años otra nacionalidad. Aparte de ello, la documentación que aporta 
expedida por autoridades de la denominada República Árabe Saharaui 
Democrática no ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción 
por la ley española. Al respecto ha de tenerse en cuenta que las 
competencias de calificación del encargado respecto de la certificación 
extranjera se extienden al examen de la competencia y autoridad que la 
expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal 
expedición con base legal suficiente para ello, base que en este caso no 
existe al no estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de 
disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido. De este modo, de la documentación 
integrante del expediente no queda constancia del lugar de nacimiento del 
interesado, toda vez que en algunos documentos como los certificados de 
nacimiento, nacionalidad y residencia expedidos por la República Árabe 
Saharaui Democrática se hace constar que el interesado nació en Orán 
(Argelia), mientras que en el DNI expedido el 26 de abril de 2005 
igualmente por la República Árabe Saharaui Democrática, se hace constar 
que el interesado nació en T. (Sahara).

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Puertollano (Ciudad Real).

Resolución de 17 de Julio de 2014 (48ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
la promotora hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia 
del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera poseído y 
utilizado la nacionalidad durante diez años.
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En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por la promotora, contra auto dictado por la 
Encargada del Registro Civil de Granadilla de Abona (Tenerife)

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Granadilla de 
Abona el 14 de abril de 2009, Doña S. nacida en H. (Sahara) en el año 
1963 solicitaba el reconocimiento de la nacionalidad española por haber 
nacido y vivido en el Sahara cuando éste era territorio sometido a 
administración española. Adjuntaba, entre otros, fotocopia de los 
siguientes documentos: tarjeta de identidad régimen comunitario nº X-70_ 
_467 – L, certificado de concordancia de nombres expedido por el 
Consulado General del Reino de Marruecos en Las Palmas de Gran 
Canaria en fecha 19 de diciembre de 2008, copia integral de acta de 
nacimiento expedida por el Ministerio del Interior del Reino de Marruecos, 
recibo MINURSO, partida de nacimiento de la interesada emitida por el 
Juzgado Cheránico de El Aaiún (Sahara) en fecha 29 de septiembre de 
1969, certificación de familia expedida por la Oficina de Registro Civil de 
el Aaiún (Sáhara), libro de familia de la interesada, certificación de 
empadronamiento expedida por el Ayuntamiento de Granadilla de Abona 
(Tenerife) en fecha 06 de febrero de 2003 y acta de matrimonio expedida 
por el Tribunal Canónico Musulmán de Laayoune en fecha 20 de 
septiembre de 10975

2.- Ratificada la interesada, previo informe desfavorable del Ministerio 
Fiscal, La Encargada del Registro Civil de Granadilla de Abona (Tenerife) 
dictó auto el 13 de julio de 2009 denegando la nacionalidad española con 
valor de simple presunción por considerar que no podía deducirse la 
aplicación del artículo 18 CC.

3.- Notificada la resolución, la solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado solicitando se declare con valor 
de simple presunción la nacionalidad española de origen de Doña S.

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste emitió informe 
considerando conforme a derecho el recurso interpuesto, tras lo cual el 
Encargado remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado para la resolución del recurso.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 y 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro 
Civil; 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 
de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.

II.- La promotora, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Granadilla de Abona (Tenerife) solicitó la declaración de su nacionalidad 
española con valor de simple presunción por haber nacido en 1963 en el 
territorio del Sahara y cumplir los requisitos establecidos en el artículo 18 
CC. La Encargada del registro dictó auto denegando la petición de la 
interesa, siendo dicho auto el que constituye el objeto del presente 
recurso.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.
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V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
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equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente el interesado no ha acreditado que cuando 
estuvo en vigor el Decreto de 1976, estuviese imposibilitado para optar en 
su nombre a la nacionalidad española por haber permanecido en los 
territorios ocupados, lo que requiere pruebas fehacientes. De otro lado, no 
está probada a través de la documentación la posesión de la nacionalidad 
española en los términos y duración que establece el artículo 18 CC., en 
el que se indica que la nacionalidad española puede consolidarse si se 
posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título 
inscrito en el Registro Civil que después es anulado. Aparte de ello, la 
documentación que aporta expedida por autoridades de la denominada 
República Árabe Saharaui Democrática no ofrece garantías análogas a 
las exigidas para la inscripción por la ley española. Al respecto ha de 
tenerse en cuenta que las competencias de calificación del encargado 
respecto de la certificación extranjera se extienden al examen de la 
competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio 
de cargo que le habilite para tal expedición con base legal suficiente para 
ello, base que en este caso no existe al no estar establecidos los órganos 
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del Registro Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un 
ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 17 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Granadilla de Abona (Tenerife).

Resolución de 17 de Julio de 2014 (49ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el promotor hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del 
Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera poseído y utilizado 
la nacionalidad durante diez años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el promotor, contra auto dictado por la 
Encargada del Registro Civil de Granadilla de Abona (Tenerife)

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Granadilla de 
Abona el 11 de diciembre de 2008, Don El M. nacido en V-C. (Sahara 
Occidental) en el año 1965 solicitaba el reconocimiento de la nacionalidad 
española por haber nacido y vivido en el Sahara cuando éste era territorio 
sometido a administración española. Adjuntaba, entre otros, fotocopia de 
los siguientes documentos: permiso de residencia, información sobre el 
estado del expediente de extranjería, solicitud de renovación de la 
autorización de residencia temporal y trabajo, ficha familiar de su padre, 
certificación expedida por el Jefe de la Pagaduría de Pensionistas 
Saharauis de las Palmas de Gran Canaria en fecha 24 de octubre de 2008 
relativa a la pensión percibida por su padre, recibo MINURSO, certificado 
de empadronamiento expedido por el Ayuntamiento de Granadilla de 
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Abona (Tenerife) en fecha 28 de noviembre de 2008, certificado negativo 
de inscripción en los Libros Cheránicos, certificados de concordancia de 
nombres y de residencia expedidos por la Delegación del Frente Polisario 
en Tenerife, DNI bilingüe de su padre y DNI del interesado expedido por la 
República Árabe Saharaui Democrática.

2.- Ratificado el interesado, previo informe desfavorable del Ministerio 
Fiscal, La Encargada del Registro Civil de Granadilla de Abona (Tenerife) 
dictó auto el 13 de julio de 2009 denegando la nacionalidad española con 
valor de simple presunción por considerar que no podía deducirse la 
aplicación del artículo 18 CC.

3.- Notificada la resolución, el solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado solicitando se declare con valor 
de simple presunción la nacionalidad española de origen de Don El M

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste emitió informe 
considerando conforme a derecho el recurso interpuesto, tras lo cual el 
Encargado remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 y 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro 
Civil; 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 
de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.

II.- El promotor, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Granadilla de Abona (Tenerife) solicitó la declaración de su nacionalidad 
española con valor de simple presunción por haber nacido en 1965 en el 
territorio del Sahara y cumplir los requisitos establecidos en el artículo 18 
CC. La Encargada del registro dictó auto denegando la petición de la 
interesa, siendo dicho auto el que constituye el objeto del presente 
recurso.
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III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
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hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
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no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente el interesado no ha acreditado que cuando 
estuvo en vigor el Decreto de 1976, estuviese imposibilitado para optar en 
su nombre a la nacionalidad española por haber permanecido en los 
territorios ocupados, lo que requiere pruebas fehacientes. De otro lado, no 
está probada a través de la documentación la posesión de la nacionalidad 
española en los términos y duración que establece el artículo 18 CC., en 
el que se indica que la nacionalidad española puede consolidarse si se 
posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título 
inscrito en el Registro Civil que después es anulado. Aparte de ello, la 
documentación que aporta expedida por autoridades de la denominada 
República Árabe Saharaui Democrática no ofrece garantías análogas a 
las exigidas para la inscripción por la ley española. Al respecto ha de 
tenerse en cuenta que las competencias de calificación del encargado 
respecto de la certificación extranjera se extienden al examen de la 
competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio 
de cargo que le habilite para tal expedición con base legal suficiente para 
ello, base que en este caso no existe al no estar establecidos los órganos 
del Registro Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un 
ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 17 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Granadilla de Abona (Tenerife).

Resolución de 17 de Julio de 2014 (50ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española. 

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el promotor hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del 
Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera poseído y utilizado 
la nacionalidad durante diez años.
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En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el promotor, contra auto dictado por la 
Encargada del Registro Civil de Daimiel (Ciudad Real).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Daimiel (Ciudad 
Real) el 19 de mayo de 2010, Don S-A. nacido en El A. (Sahara) en el año 
1970 solicitaba el reconocimiento de la nacionalidad española por haber 
nacido y vivido en el Sahara cuando éste era territorio sometido a 
administración española. Adjuntaba, entre otros, los siguientes 
documentos: certificado de inscripción patronal expedido por el 
Ayuntamiento de Daimiel (Ciudad Real) el 12 de mayo de 2010; pasaporte 
argelino; tarjeta de asistencia sanitaria del Servicio de Salud de Castilla 
La Mancha; certificado negativo de inscripción en los Libros Cheránicos; 
recibo MINURSO; DNI del interesado expedido por la República Árabe 
Saharaui Democrática; tarjeta del Instituto Nacional de Previsión, DNI 
bilingüe, certificado negativo de inscripción en los Libros Cheránicos e 
informe de vida laboral de su padre, Don M. certificación expedida por la 
Unidad Central de Documentación de Españoles en relación con el 
documento saharaui A-45_ _009 de su padre, que en la actualidad, de 
conformidad con la legislación vigente, carece de validez; recibo 
MINURSO y certificado negativo de inscripción en los Libros Cheránicos 
de su madre, Doña J.

2.- Ratificado el interesado, previo informe desfavorable del ministerio 
fiscal, la Encargada del Registro Civil de Daimiel (Ciudad Real) dictó auto 
el 28 de junio de 2010 denegando la nacionalidad española con valor de 
simple presunción por considerar que no podía deducirse la aplicación del 
artículo 18 CC. ni, en su defecto, la del artículo 17.1.c).

3.- Notificada la resolución, el solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado solicitando se declare con valor 
de simple presunción la nacionalidad española de origen de Don S-A.

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste emitió informe 
considerando conforme a derecho el Auto impugnado, tras lo cual la 
Encargada remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado para la resolución del recurso.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 y 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro 
Civil; 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 
de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.

II.- El promotor, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Daimiel (Ciudad Real) solicitó la declaración de su nacionalidad española 
con valor de simple presunción por haber nacido en 1970 en el territorio 
del Sahara y cumplir los requisitos establecidos en el artículo 18 CC. La 
Encargada del registro dictó auto denegando la petición del interesado, 
siendo dicho auto el que constituye el objeto del presente recurso.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
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con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
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España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente el interesado no ha acreditado que cuando 
estuvo en vigor el Decreto de 1976, sus padres por ser éste menor de 
edad, estuviesen imposibilitados para optar en su nombre a la nacionalidad 
española por haber permanecido en los territorios ocupados, lo que 
requiere pruebas fehacientes. De otro lado, no está probada a través de la 
documentación la posesión de la nacionalidad española en los términos y 
duración que establece el artículo 18 CC., en el que se indica que la 
nacionalidad española puede consolidarse si se posee y utiliza durante 
diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el Registro 
Civil que después es anulado. En lo referente a la aplicación del artículo 
17.1.c del Código Civil, según su redacción de 1990, no es aplicable al 
caso por no ser la redacción vigente en la fecha de nacimiento del 
promotor, sin que, por otra parte, haya coincidencia en cuanto al lugar 
concreto en los escritos de solicitud y los documentos aportados. Aparte 
de ello, la documentación que aporta expedida por autoridades de la 
denominada República Árabe Saharaui Democrática no ofrece garantías 
análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española. Al respecto 
ha de tenerse en cuenta que las competencias de calificación del 
encargado respecto de la certificación extranjera se extienden al examen 
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de la competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el 
ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con base legal 
suficiente para ello, base que en este caso no existe al no estar 
establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones 
normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 17 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Daimiel (Ciudad Real).

Resolución de 17 de Julio de 2014 (51ª)
III.2.1   Declaración de la nacionalidad española. 

No es posible declarar la nacionalidad española de origen del promotor 
porque no se ha acreditado que los padres ostentasen la nacionalidad 
española al tiempo de su nacimiento.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el promotor, contra auto dictado por la 
Encargada del Registro Civil de Granadilla de Abona (Santa Cruz de 
Tenerife).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Granadilla de 
Abona (Santa Cruz de Tenerife) el 19 de marzo de 2008, Don El K. nacido 
en el año 1985 solicitaba el reconocimiento de la nacionalidad española 
por haber nacido en L. y ser hijo de padre español. Adjuntaba, entre otros, 
los siguientes documentos: permiso de residencia, certificado de 
empadronamiento, libro de familia, afiliación a la Seguridad Social del 
padre, autorización de residencia, certificados de parentesco, 
antecedentes penales y concordancia de nombre emitidos por las 
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autoridades de Marruecos, recibo de la MINURSO, certificado de 
inscripción de matrimonio y certificado negativo de inscripción en los 
Libros Cheránicos.

2.- Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal interesa la entrega de 
documentación que pudiera avalar la aplicación del artículo 18 del Código 
Civil. El promotor no puede acreditar lo solicitado y aclara que su solicitud 
es por ser hijo de español por aplicación del artículo 17 del CC. y, 
subsidiariamente al amparo del artículo 20.1.b., añadiendo documentación 
a la ya entregada previamente, documentación de afiliación a la Seguridad 
Social y certificado del Ministerio del Interior en el que declara la existencia 
de un DNI bilingüe a nombre del padre del promotor. 

3.- Previo informe desfavorable del ministerio fiscal, la Encargada dictó 
auto el 13 de julio de 2009 denegando la nacionalidad española con valor 
de simple presunción por considerar que los documentos aportados no 
acreditan los extremos previstos en el artículo 18 del CC.

4.- Notificada la resolución, el solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado alegando que tiene derecho la 
adquisición de la nacionalidad española por aplicación del artículo 17.1 a).

5.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste consideró conforme a 
Derecho el Auto atacado, tras lo cual La Encargada remitió el expediente 
a la Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución 
del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17, 18, 20 y 26 del Código Civil (CC.); 96 de la Ley 
del Registro Civil (LRC); 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil 
(RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 
de agosto; la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y 
las Resoluciones, entre otras, de 21-1ª de enero, 3-1ª; 4-4ª de febrero, 
2-4ª, 4-3ª, 5 y 14-3ª de marzo, 15-3-º de abril, 28 de mayo, 1-4ª y 27-3ª de 
septiembre, 3-1ª de octubre de 2005; 28-4ª de febrero, 18 y 21-4ª de 
marzo, 14-5ª y 17-1ª de julio, 1-1ª, 6-3ª, 7-2ª y 9-1ª de septiembre de 
2006.

II.- El promotor, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Granadilla de Abona solicitó la declaración de su nacionalidad española 
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con valor de simple presunción por haber nacido en 1985 en el territorio 
del Sahara y ser hijo de español. La Encargada del registro dictó auto 
denegando la petición del interesado, siendo dicho auto el que constituye 
el objeto del presente recurso.

III.- El interesado solicita la declaración de la nacionalidad española 
basada en que su padre ostentaba esta nacionalidad por ser natural del 
Sahara. A la vista del expediente esta petición no puede estimarse ya que 
en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores a la salida de España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Real Decreto 2258/76.

IV.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
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hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

V.- En cualquier caso, por lo que se refiere a la «nacionalidad» de los 
saharauis, durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio 
del Sahara Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y 
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formal entre los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, 
como ha puesto de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 
de octubre de 1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas 
en los Estados colonizadores, se han impuesto restricciones al status 
civitatis de la población colonizada “lo que ha permitido la diferencia 
doctrinal, basada en datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y 
nacionales-súbditos” (ejemplos del Derecho comparado son Holanda, 
Italia, Bélgica y Francia). En España, pese a la ambigüedad normativa 
sobre la calificación de los territorios pertenecientes a colonias y su 
identificación con el territorio nacional, las realidades de la heterogeneidad 
territorial y de los estatutos personales ha sido sostenida por el Tribunal 
Supremo en su citada sentencia y en la posterior de 7 de noviembre de 
1999 y anteriormente por el Consejo de Estado en diversos dictámenes 
(Dictamen núm. 36017/1968 para el caso de Guinea y Dictamen 
36227/1968 para el caso de Ifni), y a partir del examen pormenorizado de 
las disposiciones dictadas en relación con aquellos territorios, llegaron a 
conclusiones fundadas acerca de las diferencias entre territorio nacional y 
territorios coloniales, así como sobre la diferente condición jurídica de 
nacionales y naturales de las colonias. 

VI.- No obstante el Real Decreto 2258/76 permitió a los naturales del 
Sahara optar a la nacionalidad española dentro de un plazo de un año y 
cumpliendo una serie de condiciones. Sin embargo, en el presente caso, 
no ha quedado acreditado que el padre del promotor hiciera uso de dicha 
opción, por lo que debe concluirse razonablemente que aquel nunca tuvo 
la nacionalidad española, ni en el momento del nacimiento del interesado, 
ni en ningún otro momento, no siendo por tanto posible la aplicación del 
artículo 17.1 a) del Código Civil. Tampoco sería de aplicación el derecho a 
optar del artículo 20 pues el interesado no ha estado sujeto a la patria 
potestad de un español.

VII.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural 
del Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente el interesado nació con posterioridad a las 
fechas en que estuvo en vigor el Decreto de 1976 luego no pudo optar a 
la nacionalidad española, no consta el título inscrito en el Registro Civil, ni 
está probada la posesión de la nacionalidad española en los términos y 
duración que establece el artículo 18 CC., en el que se indica que la 
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nacionalidad española puede consolidarse si se posee y utiliza durante diez 
años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el Registro Civil que 
después es anulado. Por lo tanto, al no resultar acreditada la nacionalidad 
española del padre del interesado, no son de aplicación al caso presente 
ninguno de los artículos del Código Civil mencionados, 17, 18 y 20, no 
debiéndose conceder la nacionalidad española solicitada por el promotor.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Granadilla de Abona (Tenerife).

Resolución de 17 de Julio de 2014 (52ª)
III.2.1  Declaración de la nacionalidad española. 

1.- No es posible declarar la nacionalidad española de origen del promotor 
porque no se ha acreditado que los padres ostentasen la nacionalidad 
española al tiempo de su nacimiento.

2.- Tampoco es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se 
acredita que el promotor o sus representantes legales, dada su minoría de 
edad, hubieran residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del Real 
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera título inscrito en el Registro 
Civil, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el promotor, contra auto dictado por la 
Encargada del Registro Civil de Torrelaguna (Madrid).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Torrelaguna el 12 
de agosto de 2009, Don C. nacido en el año 1968 solicitaba el 
reconocimiento de la nacionalidad española por haber nacido y vivido en 
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el Sahara cuando éste era territorio sometido a administración española, 
hijo de padres saharauis. Adjuntaba, entre otros, los siguientes 
documentos: DNI bilingüe de la madre, carnet de conducir del padre, 
pasaporte argelino, certificados de nacimiento, subsanación, nacionalidad, 
residencia y antecedentes penales expedidos por las autoridades de la 
República Árabe Saharaui Democrática, recibo de la MINURSO, 
certificado del ministerio del interior declarando la existencia de un DNI 
bilingüe a nombre de la madre, certificado negativo de inscripción en los 
Libros Cheránicos y certificado de inscripción patronal.

2.- Ratificado el interesado, previo informe favorable del ministerio fiscal, 
la Encargada dictó auto el 5 de julio de 2010 denegando la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por considerar que los 
documentos aportados no acreditan los extremos previstos en los artículos 
17 y 18 del CC.

3.- Notificada la resolución, el solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado alegando que tiene derecho la 
adquisición de la nacionalidad española con valor de simple presunción.

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste se adhiere a dicho 
recurso, tras lo cual La Encargada remitió el expediente a la Dirección 
General de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 y 18 del Código Civil (CC.); 96 de la Ley del 
Registro Civil (LRC); 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); 
la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de 
agosto; la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las 
Resoluciones, entre otras, de 21-1ª de enero, 3-1ª; 4-4ª de febrero, 2-4ª, 
4-3ª, 5 y 14-3ª de marzo, 15-3-º de abril, 28 de mayo, 1-4ª y 27-3ª de 
septiembre, 3-1ª de octubre de 2005; 28-4ª de febrero, 18 y 21-4ª de 
marzo, 14-5ª y 17-1ª de julio, 1-1ª, 6-3ª, 7-2ª y 9-1ª de septiembre de 
2006.

II.- El promotor, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Torrelaguna solicitó la declaración de su nacionalidad española con valor 
de simple presunción por haber nacido en 1968 en el territorio del Sahara 
y ser hijo de españoles. La Encargada del registro dictó auto denegando 
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la petición del interesado, siendo dicho auto el que constituye el objeto del 
presente recurso.

III.- El interesado solicita la declaración de la nacionalidad española 
basada en que sus padres ostentaban esta nacionalidad por ser naturales 
del Sahara. A la vista del expediente esta petición no puede estimarse ya 
que en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Real Decreto 2258/76.

IV.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
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fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

V.- En cualquier caso, por lo que se refiere a la «nacionalidad» de los 
saharauis, durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio 
del Sahara Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y 
formal entre los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, 
como ha puesto de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 
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de octubre de 1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas 
en los Estados colonizadores, se han impuesto restricciones al status 
civitatis de la población colonizada “lo que ha permitido la diferencia 
doctrinal, basada en datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y 
nacionales-súbditos” (ejemplos del Derecho comparado son Holanda, 
Italia, Bélgica y Francia). En España, pese a la ambigüedad normativa 
sobre la calificación de los territorios pertenecientes a colonias y su 
identificación con el territorio nacional, las realidades de la heterogeneidad 
territorial y de los estatutos personales ha sido sostenida por el Tribunal 
Supremo en su citada sentencia y en la posterior de 7 de noviembre de 
1999 y anteriormente por el Consejo de Estado en diversos dictámenes 
(Dictamen núm. 36017/1968 para el caso de Guinea y Dictamen 
36227/1968 para el caso de Ifni), y a partir del examen pormenorizado de 
las disposiciones dictadas en relación con aquellos territorios, llegaron a 
conclusiones fundadas acerca de las diferencias entre territorio nacional y 
territorios coloniales, así como sobre la diferente condición jurídica de 
nacionales y naturales de las colonias. 

VI.- No obstante el Real Decreto 2258/76 permitió a los naturales del 
Sahara optar a la nacionalidad española dentro de un plazo de un año y 
cumpliendo una serie de condiciones. Sin embargo, en el presente caso, 
no ha quedado acreditado que los padres del promotor hicieran uso de 
dicha opción, por lo que debe concluirse razonablemente que aquellos 
nunca tuvieron la nacionalidad española, ni en el momento del nacimiento 
del interesado, ni en ningún otro momento, no siendo por tanto posible la 
aplicación del artículo 17 del Código Civil, según redacción dada por la 
Ley de 15 de julio de 1954, aplicable al caso examinado. Aun suponiendo 
que fuera natural del Sahara, hecho este no probado pues la ciudad de 
Saida podría ser la ciudad existente en el territorio de Argelia, tampoco 
sería posible la aplicación retroactiva del artículo 17.1 c), según la 
redacción de 1990, ya que el promotor no habría nacido en España sino 
que sería natural de territorio español.

VII.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural 
del Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente, no se considera acreditado que los 
representantes legales del interesado, dada la minoría edad de éste, 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976 estuviesen imposibilitados de 
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facto para optar a la nacionalidad española, por haber permanecido en los 
territorios ocupados, lo que requiere pruebas fehacientes. Aparte de ello 
concurren otras circunstancias que impiden por la vía del artículo 18 del 
Código Civil también invocado una posible consolidación de la nacionalidad 
española, pues no consta el título inscrito en el Registro Civil, ni está 
probada la posesión de la nacionalidad española en los términos y 
duración que establece el artículo 18 CC., en el que se indica que la 
nacionalidad española puede consolidarse si se posee y utiliza durante 
diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el Registro 
Civil que después es anulado. Aparte de ello, la documentación que aporta 
expedida por autoridades de la denominada República Árabe Saharaui 
Democrática no ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción 
por la ley española. Al respecto ha de tenerse en cuenta que las 
competencias de calificación del encargado respecto de la certificación 
extranjera se extienden al examen de la competencia y autoridad que la 
expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal 
expedición con base legal suficiente para ello, base que en este caso no 
existe al no estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de 
disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Torrelaguna (Madrid).

Resolución de 17 de Julio de 2014 (57ª)
III.2.1  Declaración de la nacionalidad española. 

1.- No es posible declarar la nacionalidad española de origen del promotor 
porque no se ha acreditado que el padre ostentase la nacionalidad 
española al tiempo de su nacimiento.

2.- Tampoco es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se 
acredita que el promotor o sus representantes legales, dada su minoría de 
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edad, hubieran residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del Real 
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera título inscrito en el 
Registro Civil, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el promotor, contra auto dictado por la 
Encargada del Registro Civil de Gernika-Lumo (Vizcaya).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Gernika-Lumo el 
17 de junio de 2010, Don A. nacido en el año 1964 solicitaba el 
reconocimiento de la nacionalidad española por haber nacido y vivido en 
el Sahara cuando éste era territorio sometido a administración española, 
hija de padre saharaui. Adjuntaba, entre otros, los siguientes documentos: 
recibo de la MINURSO, certificado negativo de inscripción en los Libros 
Cheránicos, DNI expedido por las autoridades de la República Árabe 
Saharaui Democrática, DNI bilingüe del padre, permiso de residencia, 
pasaporte argelino y certificados de paternidad, nacimiento, residencia y 
nacionalidad expedidos por las autoridades de la República Árabe 
Saharaui Democrática.

2.- Ratificado el interesado, previo informe desfavorable del ministerio 
fiscal, la Encargada dictó auto el 17 de septiembre de 2010 denegando la 
nacionalidad española con valor de simple presunción por considerar que 
los documentos aportados no acreditan los extremos previstos en los 
artículos 17 y 18 del CC.

3.- Notificada la resolución, el solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado alegando que tiene derecho la 
adquisición de la nacionalidad española por aplicación de los artículos 17 
y 18 del CC. y presenta certificado de ciudadanía de la Asociación 
Diáspora Saharaui en Bizkaia y certificado, manuscrito en papel 
cuadriculado y sin membrete, de nacionalidad supuestamente expedido 
por la Delegación Saharaui para la Comunidad Valenciana.

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste consideró conforme a 
Derecho el Auto atacado, tras lo cual La Encargada remitió el expediente 
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a la Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución 
del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17, 18 y 26 del Código Civil (CC.); 96 de la Ley del 
Registro Civil (LRC); 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); 
la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de 
agosto; la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las 
Resoluciones, entre otras, de 21-1ª de enero, 3-1ª; 4-4ª de febrero, 2-4ª, 
4-3ª, 5 y 14-3ª de marzo, 15-3-º de abril, 28 de mayo, 1-4ª y 27-3ª de 
septiembre, 3-1ª de octubre de 2005; 28-4ª de febrero, 18 y 21-4ª de 
marzo, 14-5ª y 17-1ª de julio, 1-1ª, 6-3ª, 7-2ª y 9-1ª de septiembre de 
2006.

II.- El promotor, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Gernika-Lumo solicitó la declaración de su nacionalidad española con 
valor de simple presunción por haber nacido en 1964 en el territorio del 
Sahara y ser hija de español. La Encargada del registro dictó auto 
denegando la petición del interesado, siendo dicho auto el que constituye 
el objeto del presente recurso.

III.- El interesado solicita la declaración de la nacionalidad española 
basada en que su padre ostentaba esta nacionalidad por ser natural del 
Sahara. A la vista del expediente esta petición no puede estimarse ya que 
en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Real Decreto 2258/76.

IV.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
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precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
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internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

V.- En cualquier caso, por lo que se refiere a la «nacionalidad» de los 
saharauis, durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio 
del Sahara Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y 
formal entre los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, 
como ha puesto de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 
de octubre de 1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas 
en los Estados colonizadores, se han impuesto restricciones al status 
civitatis de la población colonizada “lo que ha permitido la diferencia 
doctrinal, basada en datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y 
nacionales-súbditos” (ejemplos del Derecho comparado son Holanda, 
Italia, Bélgica y Francia). En España, pese a la ambigüedad normativa 
sobre la calificación de los territorios pertenecientes a colonias y su 
identificación con el territorio nacional, las realidades de la heterogeneidad 
territorial y de los estatutos personales ha sido sostenida por el Tribunal 
Supremo en su citada sentencia y en la posterior de 7 de noviembre de 
1999 y anteriormente por el Consejo de Estado en diversos dictámenes 
(Dictamen núm. 36017/1968 para el caso de Guinea y Dictamen 
36227/1968 para el caso de Ifni), y a partir del examen pormenorizado de 
las disposiciones dictadas en relación con aquellos territorios, llegaron a 
conclusiones fundadas acerca de las diferencias entre territorio nacional y 
territorios coloniales, así como sobre la diferente condición jurídica de 
nacionales y naturales de las colonias. 

VI.- No obstante el Real Decreto 2258/76 permitió a los naturales del 
Sahara optar a la nacionalidad española dentro de un plazo de un año y 
cumpliendo una serie de condiciones. Sin embargo, en el presente caso, 
no ha quedado acreditado que el padre del promotor hiciera uso de dicha 
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opción, por lo que debe concluirse razonablemente que aquel nunca tuvo 
la nacionalidad española, ni en el momento del nacimiento del interesado, 
ni en ningún otro momento, no siendo por tanto posible la aplicación del 
artículo 17 del Código Civil, según redacción dada por la Ley de 15 de 
julio de 1954, aplicable al caso examinado. Aun suponiendo que fuera 
natural de T. hecho este no probado, tampoco sería posible la aplicación 
retroactiva del artículo 17.1 c), según la redacción de 1990, ya que el 
promotor no habría nacido en España sino que sería natural de territorio 
español.

VII.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural 
del Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente, no se considera acreditado que los 
representantes legales del interesado, dada la minoría edad de éste, 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976 estuviesen imposibilitados de 
facto para optar a la nacionalidad española, por haber permanecido en los 
territorios ocupados, lo que requiere pruebas fehacientes. Aparte de ello 
concurren otras circunstancias que impiden por la vía del artículo 18 del 
Código Civil también invocado una posible consolidación de la nacionalidad 
española, pues no consta el título inscrito en el Registro Civil, ni está 
probada la posesión de la nacionalidad española en los términos y 
duración que establece el artículo 18 CC., en el que se indica que la 
nacionalidad española puede consolidarse si se posee y utiliza durante 
diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el Registro 
Civil que después es anulado. Aparte de ello, la documentación que aporta 
expedida por autoridades de la denominada República Árabe Saharaui 
Democrática no ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción 
por la ley española. Al respecto ha de tenerse en cuenta que las 
competencias de calificación del encargado respecto de la certificación 
extranjera se extienden al examen de la competencia y autoridad que la 
expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal 
expedición con base legal suficiente para ello, base que en este caso no 
existe al no estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de 
disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.
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Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Gernika-Lumo.

Resolución de 17 de Julio de 2014 (58ª)
III.2.1  Declaración de la nacionalidad española

1.- No es posible declarar la nacionalidad española de origen del promotor 
porque no se ha acreditado que los padres ostentasen la nacionalidad 
española al tiempo de su nacimiento.

2.- Tampoco es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se 
acredita que el promotor o sus representantes legales, dada su minoría de 
edad, hubieran residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del Real 
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera título inscrito en el 
Registro Civil, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el promotor, contra auto dictado por la 
Encargada del Registro Civil de Carlet (Valencia).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Carlet el 29 de 
enero de 2008, Don A. nacido en el año 1960 solicitaba el reconocimiento 
de la nacionalidad española por haber nacido y vivido en el Sahara cuando 
éste era territorio sometido a administración española, hijo de padres 
saharauis. Adjuntaba, entre otros, los siguientes documentos: certificado 
de empadronamiento, permiso de residencia, pasaporte mauritano, DNI 
expedido por las autoridades de la República Árabe Saharaui Democrática, 
certificados de concordancia de nombres, residencia y antecedentes 
penales expedidos por la Delegación Saharaui para la Comunidad 
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Valenciana, libro de familia, DNI bilingüe del padre, documentación de la 
relación con la Seguridad Social del padre, certificado del Ministerio del 
Interior declarando la existencia de un DNI bilingüe a nombre de la madre, 
certificado negativo de inscripción en los Libros Cheránicos, certificados 
de nacionalidad y nacimiento expedidos por las autoridades de la 
República Árabe Saharaui Democrática y resolución de declaración de 
nacionalidad española con valor de simple presunción de Don M.

2.- Ratificado el interesado, previo informe desfavorable del ministerio 
fiscal, la Encargada dictó auto el 13 de septiembre de 2010 denegando la 
nacionalidad española con valor de simple presunción por considerar que 
los documentos aportados no acreditan los extremos previstos en el 
artículo 18 del CC.

3.- Notificada la resolución, el solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado alegando que tiene derecho la 
adquisición de la nacionalidad española con valor de simple presunción.

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste se adhiere a dicho 
recurso, tras lo cual La Encargada remitió el expediente a la Dirección 
General de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 y 18 del Código Civil (CC.); 96 de la Ley del 
Registro Civil (LRC); 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); 
la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de 
agosto; la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las 
Resoluciones, entre otras, de 21-1ª de enero, 3-1ª; 4-4ª de febrero, 2-4ª, 
4-3ª, 5 y 14-3ª de marzo, 15-3-º de abril, 28 de mayo, 1-4ª y 27-3ª de 
septiembre, 3-1ª de octubre de 2005; 28-4ª de febrero, 18 y 21-4ª de 
marzo, 14-5ª y 17-1ª de julio, 1-1ª, 6-3ª, 7-2ª y 9-1ª de septiembre de 
2006.

II.- El promotor, mediante escrito presentado en el Registro Civil de Carlet 
solicitó la declaración de su nacionalidad española con valor de simple 
presunción por haber nacido en 1960 en el territorio del Sahara y ser hijo 
de españoles. La Encargada del registro dictó auto denegando la petición 
del interesado, siendo dicho auto el que constituye el objeto del presente 
recurso.
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III.- El interesado solicita la declaración de la nacionalidad española 
basada en que sus padres ostentaban esta nacionalidad por ser naturales 
del Sahara. A la vista del expediente esta petición no puede estimarse ya 
que en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Real Decreto 2258/76.

IV.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 

http://


M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

1342Boletín del Ministerio de Justicia

Nacionalidad

fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

V.- En cualquier caso, por lo que se refiere a la «nacionalidad» de los 
saharauis, durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio 
del Sahara Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y 
formal entre los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, 
como ha puesto de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 
de octubre de 1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas 
en los Estados colonizadores, se han impuesto restricciones al status 
civitatis de la población colonizada “lo que ha permitido la diferencia 
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doctrinal, basada en datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y 
nacionales-súbditos” (ejemplos del Derecho comparado son Holanda, 
Italia, Bélgica y Francia). En España, pese a la ambigüedad normativa 
sobre la calificación de los territorios pertenecientes a colonias y su 
identificación con el territorio nacional, las realidades de la heterogeneidad 
territorial y de los estatutos personales ha sido sostenida por el Tribunal 
Supremo en su citada sentencia y en la posterior de 7 de noviembre de 
1999 y anteriormente por el Consejo de Estado en diversos dictámenes 
(Dictamen núm. 36017/1968 para el caso de Guinea y Dictamen 
36227/1968 para el caso de Ifni), y a partir del examen pormenorizado de 
las disposiciones dictadas en relación con aquellos territorios, llegaron a 
conclusiones fundadas acerca de las diferencias entre territorio nacional y 
territorios coloniales, así como sobre la diferente condición jurídica de 
nacionales y naturales de las colonias. 

VI.- No obstante el Real Decreto 2258/76 permitió a los naturales del 
Sahara optar a la nacionalidad española dentro de un plazo de un año y 
cumpliendo una serie de condiciones. Sin embargo, en el presente caso, 
no ha quedado acreditado que los padres del promotor hicieran uso de 
dicha opción, por lo que debe concluirse razonablemente que aquellos 
nunca tuvieron la nacionalidad española, ni en el momento del nacimiento 
del interesado, ni en ningún otro momento, no siendo por tanto posible la 
aplicación del artículo 17 del Código Civil, según redacción dada por la 
Ley de 15 de julio de 1954, aplicable al caso examinado. Aun suponiendo 
que fuera natural del Sahara, hecho este no probado, tampoco sería 
posible la aplicación retroactiva del artículo 17.1 c), según la redacción de 
1990, ya que el promotor no habría nacido en España sino que sería 
natural de territorio español.

VII.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural 
del Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente, no se considera acreditado que los 
representantes legales del interesado, dada la minoría edad de éste, 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976 estuviesen imposibilitados de 
facto para optar a la nacionalidad española, por haber permanecido en los 
territorios ocupados, lo que requiere pruebas fehacientes. Aparte de ello 
concurren otras circunstancias que impiden por la vía del artículo 18 del 
Código Civil una posible consolidación de la nacionalidad española, pues 
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no consta el título inscrito en el Registro Civil, ni está probada la posesión 
de la nacionalidad española en los términos y duración que establece el 
artículo 18 CC., en el que se indica que la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado.

Aparte de ello, la documentación que aporta expedida por autoridades de 
la denominada República Árabe Saharaui Democrática no ofrece garantías 
análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española. Al respecto 
ha de tenerse en cuenta que las competencias de calificación del 
encargado respecto de la certificación extranjera se extienden al examen 
de la competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el 
ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con base legal 
suficiente para ello, base que en este caso no existe al no estar 
establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones 
normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Carlet (Valencia).

Resolución de 17 de Julio de 2014 (62ª)
III.2.1  Declaración de la nacionalidad española. 

1.- No es posible declarar la nacionalidad española de origen de la 
promotora porque no se ha acreditado que el padre ostentase la 
nacionalidad española al tiempo de su nacimiento.

2.- Tampoco es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se 
acredita que la promotora o sus representantes legales, dada su minoría 
de edad, hubieran residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del 
Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera título inscrito en el 
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Registro Civil, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el promotor, contra auto dictado por la 
Encargada del Registro Civil de Estepona (Málaga).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Estepona (Málaga) 
el 15 de abril de 2009, Don A. en el año 1967 en S. (Sahara Occidental) 
solicitaba el reconocimiento de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, por haber nacido y vivido en el Sahara cuando éste 
era territorio sometido a administración española, hijo de padres que 
también eran españoles, haciéndolo al amparo de los artículos 17 y 18 del 
Código Civil. Adjuntaba, entre otros, los siguientes documentos: volante 
de empadronamiento en el Ayuntamiento de Estepona (Málaga) expedido 
el 18 de diciembre de 2008; certificados de parentesco y de concordancia 
de nombres expedidos por el Reino de Marruecos; recibo MINURSO; 
pasaporte marroquí; certificación expedida por el Jefe de la Pagaduría de 
Pensionistas Saharauis de las Palmas de Gran Canaria, relativa a los 
haberes pasivos percibidos por su padre, Don El H. con fecha 5 de junio 
de 2006; certificados de parentesco y de antecedentes penales expedidos 
por el Reino de Marruecos; certificado médico oficial del interesado 
expedido en Jaén el 11 de julio de 2006; tarjeta visado Estados Schengen

2.- Ratificada la interesada, visto por el Ministerio Fiscal, la Encargada del 
Registro Civil de Estepona (Málaga) dictó auto el 23 de septiembre de 
2010 denegando la nacionalidad española con valor de simple presunción 
por considerar que no cumple los requisitos establecidos en el artículo 18 
del CC, al no haber presentado siquiera la promotora documentación 
alguna que acredite la posesión y utilización de la nacionalidad española 
durante diez años.

3.- Notificada la resolución, el solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado afirmando la concurrencia de los 
requisitos necesarios para el reconocimiento de la nacionalidad española, 
en base a la consolidación establecida en el artº 18 del CC., en relación 
con el artº 17 de dicho texto legal y aportando fotocopias de certificado 
administrativo expedido por el Reino de Marruecos en fecha 30 de 
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diciembre de 2010, en el que se indica que el interesado vivía en la zona 
rural de la ciudad de L. del 29/09/1976 al 29/09/1977 y a causa de su falta 
de pasaporte y de su situación política no pudo encontrarse en España. 

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste no emitió informe, tras 
lo cual La Encargada del Registro Civil de Estepona (Málaga) remitió el 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para la 
resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17, 18 y 26 del Código Civil (CC.); 96 de la Ley del 
Registro Civil (LRC); 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); 
la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de 
agosto; la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las 
Resoluciones, entre otras, de 21-1ª de enero, 3-1ª; 4-4ª de febrero, 2-4ª, 
4-3ª, 5 y 14-3ª de marzo, 15-3-º de abril, 28 de mayo, 1-4ª y 27-3ª de 
septiembre, 3-1ª de octubre de 2005; 28-4ª de febrero, 18 y 21-4ª de 
marzo, 14-5ª y 17-1ª de julio, 1-1ª, 6-3ª, 7-2ª y 9-1ª de septiembre de 
2006.

II.-El promotor, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Estepona (Málaga) solicitó la declaración de su nacionalidad española 
con valor de simple presunción por haber nacido en 1967 en el territorio 
del Sahara y cumplir los requisitos establecidos en los artículos 17 y 18 
CC. La Encargada del Registro Civil de Estepona (Málaga) dictó auto 
denegando la petición del interesado, siendo dicho auto el que constituye 
el objeto del presente recurso.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
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ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. 

Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la política colonial 
como consecuencia de lo mutable también de las relaciones 
internacionales, caracterización a la que no ha podido sustraerse la 
posición española en África ecuatorial y occidental, y que se hace patente 
a través de una legislación que sigue, como ha señalado el Tribunal 
Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.
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Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente, no se considera acreditado que los 
representantes legales del interesado, dada la minoría edad de éste, 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976 estuviesen imposibilitados de 
facto para optar a la nacionalidad española, por haber permanecido en los 
territorios ocupados. Aparte de ello concurren otras circunstancias que 
impiden por la vía del artículo 18 del Código Civil también invocado una 
posible consolidación de la nacionalidad española, pues no consta el título 
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inscrito en el Registro Civil, ni está probada la posesión de la nacionalidad 
durante 10 años, ni tampoco consta la nacionalidad española de sus 
padres invocada en el inicio de su solicitud para la aplicación del artículo 
17 del Código Civil, según redacción dada por la Ley de 15 de julio de 
1954, aplicable al caso examinado. Además gran parte de la documentación 
aportada está expedida por el RASD, República Árabe Saharaui 
Democrática, que no puede ser tenida en cuenta ya que no ofrece 
garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española. 

Al respecto ha de tenerse en cuenta que las competencias de calificación 
del Encargado respecto de la certificación extranjera se extienden al 
examen de la competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar 
en el ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con base legal 
suficiente para ello, base, que en este caso no existe al no estar 
establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones 
normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Estepona (Málaga).

Resolución de 17 de Julio de 2014 (63ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el promotor hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del 
Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera poseído y utilizado 
la nacionalidad durante diez años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el promotor, contra auto dictado por la 
Encargada del Registro Civil de La Palma del Condado (Huelva)
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HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de La Palma del 
Condado (Huelva) el 15 de diciembre de 2009, Don S. nacido en S. (Sahara) 
en el año 1973 solicitaba el reconocimiento de la nacionalidad española por 
haber nacido y vivido en el Sahara cuando éste era territorio sometido a 
administración española. Adjuntaba, entre otros, fotocopia de los siguientes 
documentos: certificados de residencia, de nacionalidad, asunto de poder, 
de nacimiento, de antecedentes penales y de subsanación expedidos por la 
República Árabe Saharaui Democrática; certificaciones expedida por la 
Unidad de Documentación de Españoles y Archivo del Ministerio del Interior 
en fecha 13 de marzo de 2009, relativas a los documentos saharauis de sus 
padres, Don L-M. y Doña S-S. recibo MINURSO; tarjeta del Instituto 
Nacional de Previsión de su padre; certificación de empresa por el período 
25/06/2009 a 16/07/2009; permiso residencia; DNI expedido por la 
República Árabe Saharaui Democrática, tarjeta de afiliación a la seguridad 
social; DNI bilingüe de sus padres; libro de familia de sus padres; pasaporte 
argelino; certificación de inscripción en el padrón municipal de La P del C. 
(H) de fecha 18 de noviembre de 2009.

2.- Ratificado el interesado, previo informe desfavorable del Ministerio 
Fiscal, la Encargada del Registro Civil de La Palma del Condado (Huelva) 
dictó auto el 11 de marzo de 2009 estimando que no concurrían en el 
presente caso los requisitos exigidos por la normativa para declarar la 
nacionalidad española de origen con valor de simple presunción.

4.- Notificada la resolución, el solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado solicitando se revoque el Auto 
recurrido y se declare con valor de simple presunción su nacionalidad 
española de origen. 

5.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste emitió informe 
considerando conforme a derecho el Auto atacado, tras lo cual la 
Encargada remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 y 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro 
Civil; 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 
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de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.

II.- El promotor, mediante escrito presentado en el Registro Civil de La 
Palma del Condado (Huelva) solicitó la declaración de su nacionalidad 
española con valor de simple presunción por haber nacido en 1973 en el 
territorio del Sahara y cumplir los requisitos establecidos en el artículo 18 
CC. La Encargada del registro dictó auto denegando la petición del 
interesado, siendo dicho auto el que constituye el objeto del presente 
recurso.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
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precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
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internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente el interesado no ha acreditado que cuando 
estuvo en vigor el Decreto de 1976, sus representantes legales, por ser 
éste menor de edad, estuviesen imposibilitados para optar en su nombre 
a la nacionalidad española por haber permanecido en los territorios 
ocupados, lo que requiere pruebas fehacientes. De otro lado, no está 
probada a través de la documentación la posesión de la nacionalidad 
española en los términos y duración que establece el artículo 18 CC., en 
el que se indica que la nacionalidad española puede consolidarse si se 
posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título 
inscrito en el Registro Civil que después es anulado. En lo referente a la 
aplicación del artículo 17.1.c del Código Civil, según su redacción de 
1990, no es aplicable al caso por no ser la redacción vigente en la fecha 
de nacimiento del promotor, sin que, por otra parte, haya coincidencia en 
cuanto al lugar concreto en los escritos de solicitud y los documentos 
aportados. Aparte de ello, la documentación que aporta expedida por 
autoridades de la denominada República Árabe Saharaui Democrática no 
ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley 
española. Al respecto ha de tenerse en cuenta que las competencias de 
calificación del encargado respecto de la certificación extranjera se 
extienden al examen de la competencia y autoridad que la expide, la cual 
ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con 
base legal suficiente para ello, base que en este caso no existe al no estar 
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establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones 
normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de La Palma del Condado 
(Huelva).

Resolución de 17 de Julio de 2014 (64ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
la promotora hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia 
del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera poseído y 
utilizado la nacionalidad durante diez años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por la promotora, contra auto dictado por el 
Encargado del Registro Civil de Santa Cruz de Tenerife.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Santa Cruz de 
Tenerife el 14 de octubre de 2010, Doña I. nacida en G. (Sahara) en el año 
1952, de acuerdo con la documentación aportada al expediente, solicitaba 
el reconocimiento de la nacionalidad española por haber nacido y vivido 
en el Sahara cuando éste era territorio sometido a administración 
española. Adjuntaba, entre otros, fotocopia de los siguientes documentos: 
certificación de nacimiento expedida por el Registro Cheránico de El Aaiún 
(Sahara); certificado de empadronamiento y residencia expedido por el 
Ayuntamiento de Santa Cruz de Tenerife el 5 de octubre de 2010; 
pasaporte español de su padre, Don A. libro de familia de sus padres, Don 
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A. y Doña S. certificado de defunción de su padre acaecido el 03 de 
febrero de 1998; permiso de residencia y certificación expedida por el 
Comisario, Jefe Local del Cuerpo Nacional de Policía de Adeje en relación 
con la residencia permanente otorgada a la interesada desde el 10 de 
septiembre de 2004

2.- Ratificada la interesada, previo informe desfavorable del Ministerio 
Fiscal, la Encargada del Registro Civil de La Palma del Condado (Huelva) 
dictó auto el 11 de marzo de 2009 estimando que no concurrían en el 
presente caso los requisitos exigidos por la normativa para declarar la 
nacionalidad española de origen con valor de simple presunción.

3.- Notificada la resolución, el solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado solicitando se revoque el Auto 
recurrido y se declare con valor de simple presunción su nacionalidad 
española de origen. 

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste emitió informe 
considerando conforme a derecho el Auto atacado, tras lo cual el 
Encargado remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 y 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro 
Civil; 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 
de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.

II.- El promotor, mediante escrito presentado en el Registro Civil de Santa 
Cruz de Tenerife solicitó la declaración de su nacionalidad española con 
valor de simple presunción por haber nacido en 1952 en el territorio del 
Sahara y cumplir los requisitos establecidos en el artículo 18 CC. La 
Encargada del registro dictó auto denegando la petición del interesado, 
siendo dicho auto el que constituye el objeto del presente recurso.
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III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
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hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
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no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente la interesada no ha acreditado que cuando 
estuvo en vigor el Decreto de 1976 estuviese imposibilitado para optar en 
su nombre a la nacionalidad española por haber permanecido en los 
territorios ocupados, lo que requiere pruebas fehacientes. De otro lado, no 
está probada a través de la documentación la posesión de la nacionalidad 
española en los términos y duración que establece el artículo 18 CC., en 
el que se indica que la nacionalidad española puede consolidarse si se 
posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título 
inscrito en el Registro Civil que después es anulado. En lo referente a la 
aplicación del artículo 17.1.c del Código Civil, según su redacción de 
1990, no es aplicable al caso por no ser la redacción vigente en la fecha 
de nacimiento del promotor, sin que, por otra parte, haya coincidencia en 
cuanto al lugar concreto en los escritos de solicitud y los documentos 
aportados. Aparte de ello, la documentación que aporta expedida por 
autoridades de la denominada República Árabe Saharaui Democrática no 
ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley 
española. Al respecto ha de tenerse en cuenta que las competencias de 
calificación del encargado respecto de la certificación extranjera se 
extienden al examen de la competencia y autoridad que la expide, la cual 
ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con 
base legal suficiente para ello, base que en este caso no existe al no estar 
establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones 
normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Santa Cruz de Tenerife.
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Resolución de 17 de Julio de 2014 (65ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española. 

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el promotor hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del 
Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera poseído y utilizado 
la nacionalidad durante diez años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el promotor, contra auto dictado por la 
Encargada del Registro Civil de Baza (Granada)

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Baza (Granada) el 
29 de noviembre de 2010, Don A. nacido en El A. (Sahara) en el año 1950 
solicitaba el reconocimiento de la nacionalidad española por haber nacido 
y vivido en el Sahara cuando éste era territorio sometido a administración 
española. Adjuntaba, entre otros, fotocopia de los siguientes documentos: 
DNI bilingüe; libro de familia expedido por el Gobierno General de Sahara; 
inscripción de nacimiento efectuada por el Juzgado Cheránico de Aaiún 
(Sahara)el 29 de julio de 1969; certificación de la Unidad de Documentación 
de Españoles y Archivo del Ministerio del Interior de fecha 5 de octubre de 
2010, en relación con el documento saharaui número G-41_ _514 del 
interesado y certificado de empadronamiento expedido por el Ayuntamiento 
de Baza (Granada) en fecha 31 de agosto de 2010.

2.- Ratificado el interesado, previo informe favorable del Ministerio Fiscal, 
la Encargada del Registro Civil de Baza (Granada) dictó auto el 25 de 
enero de 2011 estimando que no concurrían en el presente caso los 
requisitos exigidos por la normativa para declarar la nacionalidad española 
de origen con valor de simple presunción.

3.- Notificada la resolución, el solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado solicitando se revoque el Auto 
recurrido y se declare con valor de simple presunción su nacionalidad 
española de origen. 
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4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste emitió informe 
considerando conforme a derecho el Auto atacado, tras lo cual la 
Encargada remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 y 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro 
Civil; 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 
de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.

II.- El promotor, mediante escrito presentado en el Registro Civil de Baza 
(Granada) solicitó la declaración de su nacionalidad española con valor 
de simple presunción por haber nacido en 1950 en el territorio del Sahara 
y cumplir los requisitos establecidos en el artículo 18 CC. La Encargada 
del registro dictó auto denegando la petición del interesado, siendo dicho 
auto el que constituye el objeto del presente recurso.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
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española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
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abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la Ley 
de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo 
expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como potencia 
administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no autónomo 
del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos 
aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías al 
provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio nacional».

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente el interesado no ha acreditado que cuando 
estuvo en vigor el Decreto de 1976 estuviese imposibilitado para optar en 
su nombre a la nacionalidad española por haber permanecido en los 
territorios ocupados, lo que requiere pruebas fehacientes. De otro lado, no 
está probada a través de la documentación la posesión de la nacionalidad 
española en los términos y duración que establece el artículo 18 CC., en 
el que se indica que la nacionalidad española puede consolidarse si se 
posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título 
inscrito en el Registro Civil que después es anulado. En lo referente a la 
aplicación del artículo 17.1.c del Código Civil, según su redacción de 
1990, no es aplicable al caso por no ser la redacción vigente en la fecha 
de nacimiento del promotor, y tampoco ha resultado probado que 
concurran los requisitos dispuestos por el artº 17 del Código Civil vigente 
en el momento de su nacimiento para la adquisición de la nacionalidad 
española, al no resultar acreditada la nacionalidad española de sus 
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padres. Aparte de ello, la documentación que aporta expedida por 
autoridades de la denominada República Árabe Saharaui Democrática no 
ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley 
española. Al respecto ha de tenerse en cuenta que las competencias de 
calificación del encargado respecto de la certificación extranjera se 
extienden al examen de la competencia y autoridad que la expide, la cual 
ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con 
base legal suficiente para ello, base que en este caso no existe al no estar 
establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones 
normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Baza (Granada).

Resolución de 17 de Julio de 2014 (67ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
la promotora hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia 
del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera poseído y 
utilizado la nacionalidad durante diez años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por la promotora, contra auto dictado por la 
Encargada del Registro Civil de Durango (Bizkaia).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Juzgado de Paz de Amorebieta-
Etxano (Vizcaya) el 26 de agosto de 2010, Doña N. nacida en S. (Sahara) 
en el año 1945, de acuerdo con la documentación aportada al expediente, 
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solicitaba el reconocimiento de la nacionalidad española por haber nacido 
y vivido en el Sahara cuando éste era territorio sometido a administración 
española. Adjuntaba, entre otros, fotocopia de los siguientes documentos: 
certificado de empadronamiento expedido por el Ayuntamiento de 
Amorebieta (Vizcaya) en fecha 6 de agosto de 2010; permiso de 
residencia; cédula de inscripción de extranjeros del Ministerio del Interior; 
recibo MINURSO; certificación expedida por la Unidad de Documentación 
de Españoles del Ministerio del Interior en relación con la concordancia de 
nombres de Doña J-t. y Doña N. tratándose de la misma persona y 
certificado negativo de inscripción en los Libros Cheránicos.

2.- Ratificada la interesada, previo informe desfavorable del Ministerio 
Fiscal, la Encargada del Registro Civil de Durango (Vizcaya) dictó auto el 
16 de marzo de 2011 desestimando la petición formulada por Doña N. de 
que se declare, con valor de simple presunción, que ostenta la nacionalidad 
española de origen.

3.- Notificada la resolución, la solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado solicitando se revoque el Auto 
recurrido y se declare con valor de simple presunción su nacionalidad 
española de origen al amparo de lo establecido en el artº 18 CC.

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste emitió informe 
considerando conforme a derecho el Auto atacado, tras lo cual el 
Encargado remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 y 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro 
Civil; 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 
de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.
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II.-La promotora, mediante escrito presentado en el Juzgado de Paz de 
Amorebieta-Etxano (Vizcaya) solicitó la declaración de su nacionalidad 
española con valor de simple presunción por haber nacido en 1945 en el 
territorio del Sahara y cumplir los requisitos establecidos en el artículo 18 
CC. La Encargada del registro dictó auto denegando la petición de la 
interesada, siendo dicho auto el que constituye el objeto del presente 
recurso.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
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cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
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autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente la interesada no ha acreditado que cuando 
estuvo en vigor el Decreto de 1976 estuviese imposibilitado para optar en 
su nombre a la nacionalidad española por haber permanecido en los 
territorios ocupados, lo que requiere pruebas fehacientes. De otro lado, no 
está probada a través de la documentación la posesión de la nacionalidad 
española en los términos y duración que establece el artículo 18 CC., en 
el que se indica que la nacionalidad española puede consolidarse si se 
posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título 
inscrito en el Registro Civil que después es anulado. Aparte de ello, la 
documentación que aporta expedida por autoridades de la denominada 
República Árabe Saharaui Democrática no ofrece garantías análogas a 
las exigidas para la inscripción por la ley española. Al respecto ha de 
tenerse en cuenta que las competencias de calificación del encargado 
respecto de la certificación extranjera se extienden al examen de la 
competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio 
de cargo que le habilite para tal expedición con base legal suficiente para 
ello, base que en este caso no existe al no estar establecidos los órganos 
del Registro Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un 
ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Durango (Bizkaia).
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Resolución de 17 de Julio de 2014 (68ª)
III.2.1   Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
la promotora hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia 
del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera poseído y utili-

zado la nacionalidad durante diez años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por la promotora, contra auto dictado por la 
Encargada del Registro Civil de Bilbao.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Bilbao el 03 de julio 
de 2008, Doña A. nacida en L. (Sahara) en el año 1969, de acuerdo con la 
documentación aportada al expediente, solicitaba el reconocimiento de la 
nacionalidad española por haber nacido y vivido en el Sahara cuando éste 
era territorio sometido a administración española. Adjuntaba, entre otros, 
fotocopia de los siguientes documentos: tarjeta de residencia; volante de 
empadronamiento en el Ayuntamiento de Bilbao, expedido el 2 de julio de 
2008; certificado negativo de inscripción en los Libros Cheránicos; 
certificación de familia expedida por la Oficina del Registro Civil de Aaiún 
en fecha 10 de mayo de 1971; recibo MINURSO; certificación expedida 
por el Reino de Marruecos relativa a su residencia en la ciudad de A. 
(Sáhara) entre el día 29 de septiembre de 1976 y el 29 de septiembre de 
1977; pasaporte marroquí y certificado de concordancia de nombres 
expedido por el Consulado del Reino de Marruecos en Burgos el 17 de 
junio de 2008; 

2.- Ratificada la interesada, previo informe desfavorable del Ministerio 
Fiscal, la Encargada del Registro Civil de Bilbao dictó auto el 14 de octubre 
de 2008 estimando que no concurrían en el presente caso los requisitos 
exigidos por la normativa para declarar la nacionalidad española de origen 
con valor de simple presunción, al no haberse acreditado en el expediente 
la consolidación prevista en el artº 18 del Código Civil.

3.- Notificada la resolución, la solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado solicitando se revoque el Auto 

http://www.mjusticia.gob.es/cs/Satellite/Portal/es/servicios-ciudadano/documentacion-publicaciones


M
inisterio de Justicia

1369 Catálogo de Publicaciones

Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado (Registro Civil)

recurrido y se declare con valor de simple presunción su nacionalidad 
española de origen. 

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste emitió informe 
considerando conforme a derecho el Auto atacado, tras lo cual el 
Encargado remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 y 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro 
Civil; 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 
de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.

II.-La promotora, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Bilbao solicitó la declaración de su nacionalidad española con valor de 
simple presunción por haber nacido en 1969 en el territorio del Sahara y 
cumplir los requisitos establecidos en el artículo 18 CC. La Encargada del 
registro dictó auto denegando la petición de la interesada, siendo dicho 
auto el que constituye el objeto del presente recurso.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
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se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
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dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente la interesada no ha acreditado que cuando 
estuvo en vigor el Decreto de 1976 estuviese imposibilitado para optar en 
su nombre a la nacionalidad española por haber permanecido en los 
territorios ocupados, lo que requiere pruebas fehacientes. De otro lado, no 
está probada a través de la documentación la posesión de la nacionalidad 
española en los términos y duración que establece el artículo 18 CC., en 
el que se indica que la nacionalidad española puede consolidarse si se 
posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título 
inscrito en el Registro Civil que después es anulado. En lo referente a la 
aplicación del artículo 17.1.c del Código Civil, según su redacción de 
1990, no es aplicable al caso por no ser la redacción vigente en la fecha 
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de nacimiento del promotor, sin que, por otra parte, haya coincidencia en 
cuanto al lugar concreto en los escritos de solicitud y los documentos 
aportados. Aparte de ello, la documentación que aporta expedida por 
autoridades de la denominada República Árabe Saharaui Democrática no 
ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley 
española. Al respecto ha de tenerse en cuenta que las competencias de 
calificación del encargado respecto de la certificación extranjera se 
extienden al examen de la competencia y autoridad que la expide, la cual 
ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con 
base legal suficiente para ello, base que en este caso no existe al no estar 
establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones 
normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Bilbao.

Resolución de 17 de Julio de 2014 (69ª)
III.2.1  Declaración de la nacionalidad española. 

1.- No es posible declarar la nacionalidad española de origen del promotor 
porque no se ha acreditado que el padre ostentase la nacionalidad 
española al tiempo de su nacimiento.

2.- Tampoco es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se 
acredita que el promotor o sus representantes legales, dada su minoría de 
edad, hubieran residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del Real 
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera título inscrito en el 
Registro Civil, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
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por virtud del entablado por el promotor, contra auto dictado por la 
Encargada del Registro Civil de Guadalajara.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Guadalajara el 03 
de febrero de 2009, Don M-F- nacido en el año 1974 en S. (Sahara 
Occidental) solicitaba el reconocimiento de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción, alegando haber nacido y vivido en el Sahara 
cuando éste era territorio sometido a administración española, hijo de 
padres que también eran españoles, haciéndolo al amparo de los artículos 
17 y 18 del Código Civil. Adjuntaba, entre otros, fotocopia de los siguientes 
documentos: permiso de residencia; pasaporte argelino; volante de 
empadronamiento en el Ayuntamiento de Guadalajara expedido el 02 de 
febrero de 2009; certificado negativo de inscripción en los Libros 
Cheránicos; libro de familia de sus padres, Don. E. y Doña C. DNI de su 
madre; DNI del interesado expedido por la República Árabe Saharaui 
Democrática; certificados de nacimiento, de residencia en los 
campamentos de refugiados; de antecedentes penales, de nacionalidad, 
de paternidad y de subsanación expedidos por la República Árabe 
Saharaui Democrática; recibo MINURSO de sus padres; certificación 
expedida por la Delegación del Frente Polisario en Cataluña en fecha 26 
de enero de 2009 indicando que el interesado es ciudadano saharaui; DNI 
y pasaporte español del hermano del interesado, Don E.

2.- Ratificado el interesado, previo informe desfavorable del Ministerio 
Fiscal, la Encargada del Registro Civil de Guadalajara dictó auto el 21 de 
agosto de 2010, que en su parte dispositiva establecía que no procedía 
declarar con valor de simple presunción que Don M-F. es español de 
origen, sin perjuicio de poder solicitar la nacionalidad española por 
residencia de un año en España, de conformidad con el artº 22.2º del CC.

3.- Notificada la resolución, el solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado afirmando la concurrencia de los 
requisitos necesarios para el reconocimiento de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción en base a lo establecido en el artº 18 del 
CC.

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste no emitió informe, tras 
lo cual La Encargada del Registro Civil de Guadalajara remitió el 
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expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para la 
resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17, 18 y 26 del Código Civil (CC.); 96 de la Ley del 
Registro Civil (LRC); 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); 
la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de 
agosto; la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las 
Resoluciones, entre otras, de 21-1ª de enero, 3-1ª; 4-4ª de febrero, 2-4ª, 
4-3ª, 5 y 14-3ª de marzo, 15-3-º de abril, 28 de mayo, 1-4ª y 27-3ª de 
septiembre, 3-1ª de octubre de 2005; 28-4ª de febrero, 18 y 21-4ª de 
marzo, 14-5ª y 17-1ª de julio, 1-1ª, 6-3ª, 7-2ª y 9-1ª de septiembre de 
2006.

II.-El promotor, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Guadalajara solicitó la declaración de su nacionalidad española con valor 
de simple presunción por haber nacido en 1974 en el territorio del Sahara 
y cumplir los requisitos establecidos en los artículos 17 y 18 CC. La 
Encargada del Registro Civil de Guadalajara dictó auto denegando la 
petición del interesado, siendo dicho auto el que constituye el objeto del 
presente recurso.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.
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V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
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equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente, no se considera acreditado que los 
representantes legales del interesado, dada la minoría edad de éste, 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976 estuviesen imposibilitados de 
facto para optar a la nacionalidad española, por haber permanecido en los 
territorios ocupados. Aparte de ello concurren otras circunstancias que 
impiden por la vía del artículo 18 del Código Civil también invocado una 
posible consolidación de la nacionalidad española, pues no consta el título 
inscrito en el Registro Civil, ni está probada la posesión de la nacionalidad 
durante 10 años, ni tampoco consta la nacionalidad española de sus 
padres invocada en el inicio de su solicitud para la aplicación del artículo 
17 del Código Civil, según redacción dada por la Ley de 15 de julio de 
1954, aplicable al caso examinado. Además gran parte de la documentación 
aportada está expedida por el RASD, República Árabe Saharaui 
Democrática, que no puede ser tenida en cuenta ya que no ofrece 
garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española. 
Al respecto ha de tenerse en cuenta que las competencias de calificación 
del Encargado respecto de la certificación extranjera se extienden al 
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examen de la competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar 
en el ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con base legal 
suficiente para ello, base, que en este caso no existe al no estar 
establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones 
normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Guadalajara.

Resolución de 17 de Julio de 2014 (70ª)
III.2.1  Declaración de la nacionalidad española

1.- No es posible declarar la nacionalidad española de origen del promotor 
porque no se ha acreditado que el padre ostentase la nacionalidad 
española al tiempo de su nacimiento.

2.- Tampoco es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se 
acredita que el promotor o sus representantes legales, dada su minoría de 
edad, hubieran residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del Real 
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera título inscrito en el 
Registro Civil, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el promotor, contra auto dictado por la 
Encargada del Registro Civil de San Sebastián.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de San Sebastián el 
16 de septiembre de 2009, Don D. nacido en el año 1972 en V-C. (Sahara) 
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solicitaba el reconocimiento de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, por haber nacido y vivido en el Sahara cuando éste 
era territorio sometido a administración española, hijo de padres que 
también eran españoles, haciéndolo al amparo de los artículos 17 y 18 del 
Código Civil. Adjuntaba, entre otros, fotocopia de los siguientes 
documentos: DNI expedido por la República Árabe Saharaui Democrática; 
certificado de empadronamiento expedido por el Ayuntamiento de Oiartzun 
en fecha 21 de julio de 2009; recibo MINURSO; DNI bilingüe de sus 
padres, Don B-A. y Doña F-t. certificación expedida por la Unidad de 
Documentación de Españoles del Ministerio del Interior el 15 de septiembre 
de 2006; libro de familia de sus padres; denuncia formulada por el 
interesado ante la Comisaría de Abastos de la Dirección General de la 
Policía y de la Guardia Civil de fecha 15 de mayo de 2009, en relación con 
el extravío de su pasaporte argelino; certificación literal de la inscripción 
de la nacionalidad española de su hermano, Don A. con valor de simple 
presunción efectuada en fecha 12 de diciembre de 2008

2.-Ratificado el interesado, previo informe desfavorable del Ministerio 
Fiscal, la Encargada del Registro Civil de San Sebastián dictó auto el 13 
de noviembre de 2009 denegando la nacionalidad española con valor de 
simple presunción promovida por Don D.

3.- Notificada la resolución, el solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado afirmando la concurrencia de los 
requisitos necesarios para el reconocimiento de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción en base a lo establecido en el artº 17.1.c) 
del CC., aportando copia de resolución de fecha 3 de mayo de 2010 del 
Ministerio del Interior, por la que se le denegó el reconocimiento del 
estatuto de apátrida.

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste no emitió informe, tras 
lo cual La Encargada del Registro Civil de San Sebastián remitió el 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para la 
resolución del recurso, 

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17, 18 y 26 del Código Civil (CC.); 96 de la Ley del 
Registro Civil (LRC); 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); 
la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de 
agosto; la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las 
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Resoluciones, entre otras, de 21-1ª de enero, 3-1ª; 4-4ª de febrero, 2-4ª, 
4-3ª, 5 y 14-3ª de marzo, 15-3-º de abril, 28 de mayo, 1-4ª y 27-3ª de 
septiembre, 3-1ª de octubre de 2005; 28-4ª de febrero, 18 y 21-4ª de 
marzo, 14-5ª y 17-1ª de julio, 1-1ª, 6-3ª, 7-2ª y 9-1ª de septiembre de 
2006.

II.-El promotor, mediante escrito presentado en el Registro Civil de San 
Sebastián solicitó la declaración de su nacionalidad española con valor de 
simple presunción por haber nacido en 1972 en el territorio del Sahara y 
cumplir los requisitos establecidos en los artículos 17 y 18 CC. La 
Encargada del Registro Civil de San Sebastián dictó auto denegando la 
petición del interesado, siendo dicho auto el que constituye el objeto del 
presente recurso.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
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concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
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Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente, no se considera acreditado que los 
representantes legales del interesado, dada la minoría edad de éste, 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976 estuviesen imposibilitados de 
facto para optar a la nacionalidad española, por haber permanecido en los 
territorios ocupados. Aparte de ello concurren otras circunstancias que 
impiden por la vía del artículo 18 del Código Civil también invocado una 
posible consolidación de la nacionalidad española, pues no consta el título 
inscrito en el Registro Civil, ni está probada la posesión de la nacionalidad 
durante 10 años, ni tampoco consta la nacionalidad española de sus 
padres invocada en el inicio de su solicitud para la aplicación del artículo 
17 del Código Civil, según redacción dada por la Ley de 15 de julio de 
1954, aplicable al caso examinado. Además gran parte de la documentación 
aportada está expedida por el RASD, República Árabe Saharaui 
Democrática, que no puede ser tenida en cuenta ya que no ofrece 
garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española. 
Al respecto ha de tenerse en cuenta que las competencias de calificación 
del Encargado respecto de la certificación extranjera se extienden al 
examen de la competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar 
en el ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con base legal 
suficiente para ello, base, que en este caso no existe al no estar 
establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones 
normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.
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Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Donostia-San Sebastián.

Resolución de 17 de Julio de 2014 (71ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el promotor hubiera cumplido los requisitos establecidos, residencia en el 
Sahara durante el plazo de vigencia del Real Decreto 2258/1976, de 10 
de agosto, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por la interesada contra auto dictado por la Juez 
Encargada del Registro Civil de Cervera (Lleida).

HECHOS

1.- Mediante comparecencia en el Registro Civil de Cervera, Doña M. 
solicitaba la declaración con valor de simple presunción de su nacionalidad 
española por haber nacido y vivido en el Sahara cuando éste era territorio 
sometido a administración española. Adjuntaba diversa documentación 
en apoyo de su solicitud; pasaporte argelino expedido en el año 2009 y en 
el que consta nacida en A. (Argelia) el 6 de marzo de 1973, certificado de 
la Comisaría General de Extranjería y Documentación de que su padre 
fue titular de documento nacional de identidad del Sahara expedido en 
1970, MINURSO de 1998 en el que consta como lugar de nacimiento T. 
(Sahara Occidental), informe negativo respecto a su inclusión en los libros 
Cheránicos custodiados por la administración española y otra serie de 
documentos expedidos por las autoridades de la denominada República 
Árabe Saharaui Democrática (RASD) como, certificado de nacimiento, en 
el que aparece como lugar A. (Argelia), certificado de antecedentes 
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penales, certificado de que ha residido en los campamentos de refugiados 
saharauis desde 1976, certificado de paternidad, certificado de 
nacionalidad y certificado de ciudadanía.

2.- Ratificada la promotora, el Ministerio Fiscal emitió informe desfavorable 
respecto a conceder lo solicitado. La Encargada del Registro Civil dictó 
auto el 8 de junio de 2010, denegando la declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción al considerar que el promotor no 
había acreditado un título inscrito ni la posesión y utilización de la 
nacionalidad española durante 10 años ni la imposibilidad de optar en el 
plazo otorgado. 

3.- Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a la interesada, esta 
presentó recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado 
reiterando que si cumple los requisitos del artículo 18 del Código Civil, 
adjuntando certificado de la Comisaría General de Extranjería y 
Documentación de que su madre fue titular de documento nacional de 
identidad del Sahara expedido en 1971.

4.- El Ministerio Fiscal solicita la desestimación del recurso y seguidamente 
la Encargada remitió el expediente a la Dirección General de los Registros 
y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.

II.- La promotora, mediante comparecencia en el Registro Civil de Cervera, 
solicitó la declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción por haber nacido en 1973 en el territorio del Sahara. La 
Encargada del Registro Civil dictó auto denegando la declaración 
solicitada, por no cumplir los requisitos establecidos por el artículo 18 de 
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Código Civil, siendo dicho auto recurrido por la promotora que considera 
que si se acreditaba la concurrencia de los requisitos exigidos. Dicho auto 
constituye el objeto del presente recurso. 

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
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y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».
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En cualquier caso, por lo que se refiere a la “nacionalidad” de los saharauis, 
durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio del 
Sahara Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y 
formal entre los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, 
como ha puesto de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 
de octubre de 1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas 
en los Estados colonizadores, se han impuesto restricciones al status 
civitatis de la población colonizada “lo que ha permitido la diferencia 
doctrinal, basada en datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y 
nacionales-súbditos” (ejemplos del Derecho comparado son Holanda, 
Italia, Bélgica y Francia). En España, pese a la ambigüedad normativa 
sobre la calificación de los territorios pertenecientes a colonias y su 
identificación con el territorio nacional, las realidades de la heterogeneidad 
territorial y de los estatutos personales ha sido sostenida por el Tribunal 
Supremo en su citada sentencia y en la posterior de 7 de noviembre de 
1999 y anteriormente por el Consejo de Estado en diversos dictámenes 
(Dictamen núm. 36017/1968 para el caso de Guinea y Dictamen 
36227/1968 para el caso de Ifni), y a partir del examen pormenorizado de 
las disposiciones dictadas en relación con aquellos territorios, llegando a 
la conclusión fundada de la distinción entre territorio nacional y territorios 
coloniales (entre éstos, por consecuencia, el Sahara Occidental), así 
como sobre la diferente condición jurídica de nacionales y naturales de las 
colonias.

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En efecto, de la documentación aportada no se desprende la 
posesión de la nacionalidad española en los términos y duración que 
establece el artículo 18 CC., la promotora no fue titular de documento de 
identidad español, por lo que no queda acreditada la utilización y posesión 
de la nacionalidad durante 10 años, habida cuenta que nació en 1973, y 
tampoco se ha acreditado que cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, 
el promotor, o en este caso sus representantes legales, al ser menor de 
edad, estuviesen imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad 
española por haber permanecido en los territorios ocupados. Además 
gran parte de la documentación está emitida por la República Árabe 
Saharaui Democrática, y esta no pueda ser tenida en cuenta ya que no 
ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley 
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española. Al respecto ha de tenerse en cuenta que las competencias de 
calificación del Encargado respecto de la certificación extranjera se 
extienden al examen de la competencia y autoridad que la expide, la cual 
ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con 
base legal suficiente para ello, base, que en este caso no existe al no 
estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones 
normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Cervera (Lleida).

Resolución de 17 de Julio de 2014 (72ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el promotor hubiera cumplido los requisitos establecidos, residencia en el 
Sahara durante el plazo de vigencia del Real Decreto 2258/1976, de 10 
de agosto, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el interesado contra auto dictado por la Juez 
Encargada del Registro Civil de Cervera (Lleida).

HECHOS

1.- Mediante comparecencia en el Registro Civil de Cervera, Don M-L. 
nacido en B. (Argelia) el 14 de septiembre de 1968, según declara, 
solicitaba la declaración con valor de simple presunción de su nacionalidad 
española por haber nacido y vivido en el Sahara cuando éste era territorio 
sometido a administración española. Adjuntaba diversa documentación 
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en apoyo de su solicitud; pasaporte argelino expedido en el año 2007 y en 
el que consta nacido en B. inscripción de nacimiento de su padre en el 
Registro Civil de la Región Sur del Sahara en 1974, documento nacional 
de identidad del Sahara de su padre expedido en 1974, documento de 
afiliación a la Seguridad Social del padre en el que el promotor aparece 
con otra fecha de nacimiento, 17 de abril de 1968, y otra serie de 
documentos expedidos por las autoridades de la denominada República 
Árabe Saharaui Democrática (RASD) como, certificado de nacimiento, en 
el que aparece como lugar B. certificado de subsanación, certificado de 
antecedentes penales, certificado de que ha residido en los campamentos 
de refugiados saharauis desde 1975 a 2009, certificado de paternidad y 
certificado de nacionalidad.

2.- Ratificado el promotor, el Ministerio Fiscal emitió informe desfavorable 
respecto a conceder lo solicitado. La Encargada del Registro Civil dictó 
auto el 5 de mayo de 2010, denegando la declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción al considerar que el promotor no 
había acreditado un título inscrito ni la posesión y utilización de la 
nacionalidad española durante 10 años ni la imposibilidad de optar en el 
plazo otorgado. 

3.- Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y al interesado, este 
presentó recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado 
reiterando que si cumple los requisitos del artículo 18 del Código Civil, 
alegando que no nació en B. sino en El A. que no tiene nacionalidad 
argelina y que ya lo acreditó con la documentación emitida por las 
autoridades del RASD, reiterando que si cumple los requisitos del artículo 
18 del Código Civil, aportando documento de identidad expedido por las 
autoridades RASD.

4.- El Ministerio Fiscal solicita la desestimación del recurso y seguidamente 
la Encargada remitió el expediente a la Dirección General de los Registros 
y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
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12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.

II.- El promotor, mediante comparecencia en el Registro Civil de Cervera, 
solicitó la declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción por haber nacido en 1968 en el territorio del Sahara. La 
Encargada del Registro Civil dictó auto denegando la declaración 
solicitada, por no cumplir los requisitos establecidos por el artículo 18 de 
Código Civil, siendo dicho auto recurrido por el promotor que considera 
que si se acreditaba la concurrencia de los requisitos exigidos. Dicho auto 
constituye el objeto del presente recurso. 

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
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relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
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Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la Ley 
de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo 
expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como potencia 
administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no autónomo 
del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos 
aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías al 
provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio nacional».

En cualquier caso, por lo que se refiere a la “nacionalidad” de los saharauis, 
durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio del Sahara 
Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y formal entre 
los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, como ha puesto 
de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 de octubre de 
1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas en los Estados 
colonizadores, se han impuesto restricciones al status civitatis de la 
población colonizada “lo que ha permitido la diferencia doctrinal, basada en 
datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y nacionales-súbditos” 
(ejemplos del Derecho comparado son Holanda, Italia, Bélgica y Francia). 
En España, pese a la ambigüedad normativa sobre la calificación de los 
territorios pertenecientes a colonias y su identificación con el territorio 
nacional, las realidades de la heterogeneidad territorial y de los estatutos 
personales ha sido sostenida por el Tribunal Supremo en su citada sentencia 
y en la posterior de 7 de noviembre de 1999 y anteriormente por el Consejo 
de Estado en diversos dictámenes (Dictamen núm. 36017/1968 para el 
caso de Guinea y Dictamen 36227/1968 para el caso de Ifni), y a partir del 
examen pormenorizado de las disposiciones dictadas en relación con 
aquellos territorios, llegando a la conclusión fundada de la distinción entre 
territorio nacional y territorios coloniales (entre éstos, por consecuencia, el 
Sahara Occidental), así como sobre la diferente condición jurídica de 
nacionales y naturales de las colonias.

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En efecto, de la documentación aportada no se desprende la 
posesión de la nacionalidad española en los términos y duración que 
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establece el artículo 18 CC., el promotor no fue titular de documento de 
identidad español, por lo que no queda acreditada la utilización y posesión 
de la nacionalidad durante 10 años, habida cuenta que nació en 1968, y 
tampoco se ha acreditado su lugar de nacimiento y que cuando estuvo en 
vigor el Decreto de 1976, el promotor, o en este caso sus representantes 
legales, al ser menor de edad, estuviesen imposibilitados de facto para 
optar a la nacionalidad española por haber permanecido en los territorios 
ocupados. Además gran parte de la documentación está emitida por la 
República Árabe Saharaui Democrática, y esta no pueda ser tenida en 
cuenta ya que no ofrece garantías análogas a las exigidas para la 
inscripción por la ley española. Al respecto ha de tenerse en cuenta que 
las competencias de calificación del Encargado respecto de la certificación 
extranjera se extienden al examen de la competencia y autoridad que la 
expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal 
expedición con base legal suficiente para ello, base, que en este caso no 
existe al no estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de 
disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Cervera (Lleida).

Resolución de 17 de Julio de 2014 (73ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

1º.- No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita 
título inscrito ni que el interesado hubiera poseído y utilizado la nacionalidad 
española durante diez años.

2º.- La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción corresponde al Encargado del 
Registro Civil del domicilio efectivo. El Encargado debe examinar de oficio 
su propia competencia
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3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar 
la anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor 
de simple presunción por consolidación el Encargado del Registro Civil 
del domicilio respecto del nacido fuera de España.

4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había 
informado favorablemente la pretensión del interesado por razón del 
principio superior de legalidad.

5º. No es aplicable la doctrina de la sentencia del Tribunal Supremo de 28 
de octubre de 1998 cuando se trata de personas que han nacido en el 
territorio del Sahara con posterioridad al período de vigencia del Decreto 
2258/1976, de 10 de agosto.

En el expediente sobre declaración de nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud 
del entablado por el Ministerio Fiscal, contra auto dictado por la Magistrada 
Juez Encargada del Registro Civil de Córdoba.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Córdoba, Don M. 
nacido el 13 de octubre de 1980 en El A. (Sáhara Occidental), según 
declara, solicitaba que se le reconociese la nacionalidad española con 
valor de simple presunción en base a la utilización continuada de la misma 
durante más de diez años. Adjuntaba la siguiente documentación: permiso 
de residencia temporal en España como ciudadano marroquí, traducción, 
no documento original, de certificado de parentesco expedido por las 
autoridades marroquíes en el que se le atribuye la nacionalidad marroquí 
y se menciona su acta de nacimiento inscrita en el registro civil marroquí 
en 1980, traducción, no documento original, de certificado marroquí de 
concordancia de nombre del padre del promotor, al que se le atribuye la 
nacionalidad marroquí y se declara que se inscribió en el registro civil 
marroquí en 1979, permiso de conducir válido para el Sahara expedido al 
padre del promotor, pasaporte español expedido en 1972 hasta 1977 a 
favor del padre del promotor y libro de familia de sus padres en el que 
consta su matrimonio y su divorcio sin que conste la inscripción del ahora 
promotor.

2.- Ratificado el promotor, el Ministerio Fiscal informa que estima 
procedente la aprobación de la solicitud. La Encargada del Registro Civil 
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dictó auto, con fecha 14 de mayo de 2008, accediendo a lo solicitado por 
entender que concurrían en el caso las circunstancias contempladas en el 
artículo 18 del Código Civil.

3.- Notificada la resolución al interesado y al Ministerio Fiscal, éste 
interpuso recurso dirigido a la Dirección General de los Registros y de 
Notariado, alegando cuestiones de competencia y de alcance de la parte 
dispositiva de la citada resolución. De este recurso se intentó dar traslado 
al interesado a fin de que formulara las alegaciones que estimara 
convenientes, sin lograrlo por ausencia de su domicilio y no ser retirado 
de la oficina de Correos, procediéndose a la publicación de edicto en el 
Tablón de Anuncios del Registro Civil, sin que se presentase escrito 
alguno. 

4.- La Encargado del Registro Civil remitió el expediente a la Dirección 
General de los Registros y de Notariado interesando la desestimación del 
recurso interpuesto.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil (CC.); 96 de la Ley del Registro 
Civil (LRC); 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 
40/1975, de 19 de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las 
sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, 20 de 
noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro 
directivo de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las 
Resoluciones, entre otras, de 22-5ª de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de 
enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de mayo, 11-1ª de 
junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 
29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre 
de 2008; 15-3ª y 16-1ª de enero de 2009.

II.- Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite 
del recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, 
el Ministerio Fiscal, que actúa como recurrente, había informado 
favorablemente la pretensión del interesado al evacuar el trámite de 
audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose 
dictado el auto apelado el 14 de mayo de 2008, el recurso se formaliza 
mediante escrito fechado el 3 de junio inmediato, esto es, fuera del plazo 
de quince días hábiles previsto por el artículo 355 RRC. Ninguno de los 
citados motivos debe, sin embargo, paralizar la tramitación y resolución 
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del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque conforme a la 
doctrina sentada por nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede 
admitir el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal, a pesar de su 
anterior dictamen favorable, atendiendo al principio de legalidad y al 
carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas de 
oficio, de las normas sobre competencia de los órganos registrales, 
normas, como se verá, infringidas por el auto apelado. En cuanto a lo 
segundo, porque no constando fehacientemente la fecha en que se 
practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la correspondiente 
diligencia, no hay términos hábiles para fijar el “die a quo” para el cómputo 
del plazo para la interposición del recurso. 

III.- El interesado solicitó ante el Registro Civil de Córdoba la consolidación 
de la nacionalidad española al haber nacido en 1980 en El A. Sahara 
Occidental y cumplir los requisitos establecidos. La Juez Encargada del 
Registro Civil de Córdoba dictó el auto antes citado, de 14 de mayo de 
2008, declarando dicha nacionalidad de origen por consolidación. Este 
auto constituye el objeto del presente recurso. Según el artículo 18 del 
Código Civil la nacionalidad española puede consolidarse si se posee y 
utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito 
en el Registro Civil que después es anulado. La vía registral para 
comprobar esta consolidación es el expediente de declaración de la 
nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. art. 96-2º LRC 
y 338 RRC). Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual 
resulta competente en materia de expedientes el Juez Encargado del 
Registro Civil en que deba inscribirse la resolución pretendida (cfr. art. 342 
RRC), en relación con los específicos expedientes para declaraciones con 
valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de 
competencia lo es tanto para instruir como para resolver el expediente, 
conforme a lo previsto por el artículo 342 del RRC, en la redacción dada 
por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986.

IV.- Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al 
igual que ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha 
infracción implica la nulidad de lo actuado, nulidad que puede ser 
declarada por la Dirección General de los Registros y del Notariado 
cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha 
nulidad se desprende de la aplicación de las normas de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil en materia de competencia territorial y de fuero 
personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 de enero), 
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la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que 
contiene un llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio 
del interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro 
Civil de Córdoba dado que ninguna prueba o dato existe en las actuaciones 
de las que se desprenda este imprescindible requisito de procedibilidad. 
Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del 
Registro Civil en general y por el artículo 355 del RRC en particular, se 
encuentra definido en el artículo 40 CC., conforme al cual “el domicilio de 
las personas naturales es el de su residencia habitual”, esto es, el lugar en 
que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el 
futuro. La prueba de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el 
ámbito civil es libre, salvo que alguna norma especial exija una modalidad 
de prueba determinada o exima de pruebas complementarias acreditando 
el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el ámbito del 
Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone 
que “el domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal 
o información testifical”; b) el artículo 68 párrafo tercero del mismo 
Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la previsión del artículo 
16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los 
documentos nacionales de identidad oportunos o, en su defecto, por 
certificación del padrón municipal”.

En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de 
los singulares casos citados por la legislación del Registro Civil, por lo que 
revive la regla general en el ámbito civil de que la residencia habitual 
puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en derecho, 
correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los 
Tribunales la valoración libre de los datos que hayan sido aportados y 
circunstancias acreditadas; como por ejemplo, tener en el lugar 
establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes 
policiales adversos, ausencia de visados o permisos de residencia – no 
de mera estancia - respecto de los extranjeros, etc. (vid. sentencias del 
Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de junio de 1952, 
entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio 
de los derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 CC.) puede 
fijarse arbitrariamente por los interesados dando lugar a supuestos de 
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fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho de que la inscripción 
en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de 
tal declaración (cfr. art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). Por 
ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse 
incompetente para la actuación registral instada cuando llegue a la 
convicción de la inexactitud del contenido del padrón municipal respecto 
de la persona que promueve expediente registral ante el Registro Civil 
cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la 
citada inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es 
que, de la documentación obrante en el expediente no cabe colegir que 
concurran las notas de estabilidad y permanencia que cualifican el 
domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en 
el expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez 
Encargada para apreciar su competencia.

V.- La regla especial de competencia en materia de expediente sobre 
declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
comporta igualmente la necesidad de diferenciar entre la resolución del 
expediente y la anotación posterior de dicha resolución al margen de la 
inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean 
coincidentes ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada 
por el Encargado del Registro Civil del domicilio, una vez devenida firme, 
habrá de ser calificada por el Encargado del Registro Civil del lugar del 
nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente 
caso en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha 
practicado en base al mismo la inscripción de nacimiento del interesado, 
haciendo constar en el apartado de “observaciones” que “el inscrito goza 
de la nacionalidad española de origen”. 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia 
del Registro Civil de Córdoba para practicar la citada inscripción de 
nacimiento. En principio, conforme al artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos 
se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar en que acaecen, 
o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el 
extranjero y tener el promotor su domicilio en España y después, por 
traslado, en el Consular correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría 
invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la competencia del Registro 
Civil de Córdoba, la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en 
su redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la 
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cual “en las inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la 
adquisición de la nacionalidad española por ciudadanos cuyo lugar de 
nacimiento sea un país extranjero, los interesados podrán solicitar, en el 
momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la 
inscripción de nacimiento en el Registro Civil Municipal correspondiente al 
domicilio en el que se haya instruido el oportuno expediente registral”. Sin 
embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de 
manifiesto la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 
2006, la aplicación del trascrito apartado 4 del artículo 16 de la Ley queda 
condicionada a un doble requisito: por un lado, que la causa o título de la 
adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la 
causa de adquisición de la nacionalidad esté sometida a la exigencia legal 
del juramento o promesa de fidelidad al Rey y de obediencia a la 
Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a CC.), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del 
acta correspondiente el momento procesal oportuno para formular la 
solicitud de inscripción en el Registro Civil municipal. Requisito éste que 
no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso 
objeto del presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en 
Registro incompetente, incurriendo así en el defecto formal previsto en el 
número 1 del artículo 298 RRC.

VI.- Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de 
una declaración de nacionalidad española hecha en expediente por 
órgano registral incompetente (cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe 
dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose respetado las reglas de la 
competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la materia, 
esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del 
artículo 18 del Código Civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con 
la doctrina consolidada y reiteradísima de este Centro Directivo en relación 
con la cuestión planteada.

Pues bien, en principio y con referencia a los progenitores del interesado, 
los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era posesión española 
no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas 
disposiciones anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera 
deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que se desprende 
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necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque sólo así 
cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo 
de un año a contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así 
resulta también de la diferenciación de «territorios» puesto de relieve, con 
rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» 
del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias 
sobre el territorio no autónomo del Sahara, que durante algunos años ha 
estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen 
peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado 
parte del territorio nacional». Es cierto que para un supuesto excepcional 
respecto de un natural del Sahara la Sentencia del Tribunal Supremo de 
28 de octubre de 1998 decidió que el actor había consolidado la 
nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de 
aplicación al caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el 
supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora planteado. La 
primera y fundamental es que el interesado nació después de la 
descolonización y después de la vigencia del Decreto 2258/1976, de ahí 
que no haya acreditado ninguno de los requisitos señalados en el artículo 
18 CC. para la consolidación de la nacionalidad pretendida, pues no existe 
título inscrito en el Registro Civil ni consta que en algún momento haya 
poseído y utilizado la nacionalidad española, de hecho cuando el promotor 
nació en 1980 su padre ya constaba inscrito en el registro civil marroquí 
desde 1979. Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) 
de 20 de noviembre de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los 
saharauis recurrentes el estatuto de apátridas no hace sino reforzar las 
conclusiones anteriores.

VII.- Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del 
camino adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple 
presunción y la inscripción practicada. Es desde esta perspectiva desde la 
que debe entenderse la petición del Ministerio Fiscal vertida en su escrito 
de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal 
declaración presuntiva habría de reflejarse registralmente mediante una 
anotación marginal a la inscripción de nacimiento, anotación para la cual 
sólo sería competente el Registro Civil Central. La declaración de la 
nacionalidad con valor de simple presunción tiene como efecto excusar 
de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que 
invierte la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la 
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declaración y, en este sentido, en tanto no se destruya la presunción debe 
tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En efecto si bien es 
cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 
de Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de 
nacional español , en los casos de adquisición originaria basada en la 
principio del “ius sanguinis”, solo puede proporcionarla la sentencia firme 
recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la legislación del 
Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración 
de que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud 
de un expediente gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la 
declaración sobre nacionalidad tenga valor de “simple presunción” y deba 
ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la inscripción de 
nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del 
valor propio de las presunciones “iuris tantum” que, como tales dispensan, 
como ya se ha dicho, de toda prueba a los favorecidos por la presunción, 
mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 LEC), prueba 
en contrario que podrá estar integrada, como resulta “infra”, por otro 
expediente registral tramitado con tal finalidad.

Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de 
actuaciones, una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente 
registral, por la vía del artículo 240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el ámbito del Registro 
Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la 
legislación del Registro Civil permite alcanzar el resultado pretendido. Es 
un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 
94 RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el 
Registro Civil y la realidad extrarregistral. En desarrollo de este principio 
se ha indicado repetidamente por la doctrina de este Centro Directivo que, 
mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en el 
ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo 
que es posible reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso 
ha de ser posible que, de oficio o por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de 
cualquier interesado o autoridad con competencias conexas con la 
materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie 
de nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los 
interesados les corresponde o no les corresponde la nacionalidad 
española. 
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VIII.- La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser 
negativa, ha de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la 
anotación preventiva practicada. No es obstáculo para ello que, con 
arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo las excepciones 
previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las 
“anotaciones”, en congruencia con su menor eficacia y su valor meramente 
informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un principio distinto. En 
efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan 
ser rectificadas y canceladas en virtud de expediente gubernativo en que 
se acredite la inexactitud, en todo caso con notificación formal a los 
interesados o sus representantes legales como exige imperativamente el 
párrafo primero del artículo 349 RRC. Tampoco puede erigirse en 
obstáculo para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de 
que, irregularmente, en el caso a que se refiere el presente recurso la 
declaración de la nacionalidad española se haya reflejado tabularmente 
por medio de su constancia en el apartado de “observaciones” de la 
inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente asiento de 
anotación marginal (cfr. art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de 
asiento correspondiente a la naturaleza del acto jurídico consignado, a la 
misma se han de ajustar los mecanismos registrales previstos legalmente 
para su corrección.

En consecuencia, la inscripción de nacimiento del interesado en el 
Registro Civil de Córdoba supuso la extensión de un asiento sobre un 
hecho, -el nacimiento- acaecido en el extranjero y que no afectaba a un 
ciudadano español, de modo que el mismo no debió practicarse en su 
momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la 
infracción a las citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto 
contemplado en el artículo 18 del Código Civil en el que el interesado 
había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión y cancelación 
mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-
3º RRC) que, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil 
y la realidad, puede y debe promoverse de oficio por este Centro Directivo 
instando la correspondiente intervención del Ministerio Fiscal.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: 
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1º. Estimar el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal.

2º.Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento 
del interesado practicada con la mención de su nacionalidad española.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Córdoba.

Resolución de 17 de Julio de 2014 (74ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
la promotora hubiera cumplido los requisitos establecidos, residencia en 
el Sahara durante el plazo de vigencia del Real Decreto 2258/1976, de 10 
de agosto, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por la interesada contra auto dictado por la Juez 
Encargada del Registro Civil de Amurrio (Álava).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Amurrio con fecha 
6 de noviembre de 2009, Doña R. solicitaba la declaración con valor de 
simple presunción de su nacionalidad española por haber nacido y vivido 
en el Sahara cuando éste era territorio sometido a administración 
española. Adjuntaba diversa documentación en apoyo de su solicitud; 
pasaporte argelino expedido en el año 2007 y en el que consta nacida en 
O. (Argelia) el 5 de enero de 1960, documento nacional de identidad del 
Sahara de su madre expedido en 1974, libro de familia de sus padres 
expedido en 1973 y en el que la promotora es el tercer hijo, nacida en A. 
(Sahara Occidental) el 18 de julio de 1960, certificado de empadronamiento 
en A. desde 12 de agosto de 2009 y otra serie de documentos expedidos 
por las autoridades de la denominada República Árabe Saharaui 
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Democrática (RASD) como, certificado de su origen saharaui, documento 
de identidad y certificado de que ha residido en los campamentos de 
refugiados saharauis desde 1975 a 2009. 

2.- Con fecha 12 de marzo de 2010, comparece la promotora en el 
Registro Civil acompañada de su esposo, para realizar funciones de 
traductor ya que ella no habla ni entiende el español, manifestando que 
nació en A. (Sahara) en junio de 1960, que no tiene permiso de residencia 
en España donde vive desde el año 2009 y solicita se le aplique el artículo 
18 del Código Civil. El Ministerio Fiscal emitió informe favorable respecto 
a conceder lo solicitado. La Encargada del Registro Civil dictó auto el 30 
de junio de 2010, denegando la declaración de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción al considerar que la promotora no había 
acreditado un título inscrito ni la posesión y utilización de la nacionalidad 
española durante 10 años ni la imposibilidad de optar en el plazo otorgado. 

3.- Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a la interesada, esta 
presentó recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado 
reiterando que si cumple los requisitos del artículo 18 del Código Civil y 
que figura inscrita en los libros Cheránicos conservados por la 
administración española, no aportando documento alguno en apoyo de su 
afirmación. 

4.- El Ministerio Fiscal solicita la desestimación del recurso y seguidamente 
la Encargada remitió el expediente a la Dirección General de los Registros 
y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.
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II.- La promotora, mediante comparecencia en el Registro Civil de Cervera, 
solicitó la declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción por haber nacido en 1960 en el territorio del Sahara. La 
Encargada del Registro Civil dictó auto denegando la declaración 
solicitada, por no cumplir los requisitos establecidos por el artículo 18 de 
Código Civil, siendo dicho auto recurrido por la promotora que considera 
que si se acreditaba la concurrencia de los requisitos exigidos. Dicho auto 
constituye el objeto del presente recurso. 

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
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situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de su 
territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina científica 
una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano y territorio 
colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la política 
colonial como consecuencia de lo mutable también de las relaciones 
internacionales, caracterización a la que no ha podido sustraerse la posición 
española en África ecuatorial y occidental, y que se hace patente a través 
de una legislación que sigue, como ha señalado el Tribunal Supremo, un 
itinerario zigzagueante integrado por tres etapas fundamentales: a) en un 
primer momento dichos territorios se consideraron simplemente colonias; b) 
vino luego la fase de provincialización durante la que se intenta su 
asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la fase de descolonización, 
que reviste la forma de independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o 
retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a dudas 
sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la Ley 
de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo 
expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como potencia 
administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no autónomo 
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del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos 
aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías al 
provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio nacional».

En cualquier caso, por lo que se refiere a la “nacionalidad” de los saharauis, 
durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio del Sahara 
Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y formal entre 
los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, como ha puesto 
de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 de octubre de 
1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas en los Estados 
colonizadores, se han impuesto restricciones al status civitatis de la 
población colonizada “lo que ha permitido la diferencia doctrinal, basada en 
datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y nacionales-súbditos” 
(ejemplos del Derecho comparado son Holanda, Italia, Bélgica y Francia). 
En España, pese a la ambigüedad normativa sobre la calificación de los 
territorios pertenecientes a colonias y su identificación con el territorio 
nacional, las realidades de la heterogeneidad territorial y de los estatutos 
personales ha sido sostenida por el Tribunal Supremo en su citada sentencia 
y en la posterior de 7 de noviembre de 1999 y anteriormente por el Consejo 
de Estado en diversos dictámenes (Dictamen núm. 36017/1968 para el 
caso de Guinea y Dictamen 36227/1968 para el caso de Ifni), y a partir del 
examen pormenorizado de las disposiciones dictadas en relación con 
aquellos territorios, llegando a la conclusión fundada de la distinción entre 
territorio nacional y territorios coloniales (entre éstos, por consecuencia, el 
Sahara Occidental), así como sobre la diferente condición jurídica de 
nacionales y naturales de las colonias.

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En efecto, de la documentación aportada no se desprende la 
posesión de la nacionalidad española en los términos y duración que 
establece el artículo 18 CC., la promotora no fue titular de documento de 
identidad español, por lo que no queda acreditada la utilización y posesión 
de la nacionalidad durante 10 años, ni siquiera hay constancia cierta de su 
fecha de nacimiento, constan hasta 3 distintas, y tampoco se ha acreditado 
que cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, la promotora, o en este 
caso sus representantes legales, al ser menor de edad, estuviesen 
imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad española por haber 
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permanecido en los territorios ocupados. Además gran parte de la 
documentación está emitida por la República Árabe Saharaui Democrática, 
y esta no pueda ser tenida en cuenta ya que no ofrece garantías análogas 
a las exigidas para la inscripción por la ley española. Al respecto ha de 
tenerse en cuenta que las competencias de calificación del Encargado 
respecto de la certificación extranjera se extienden al examen de la 
competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio 
de cargo que le habilite para tal expedición con base legal suficiente para 
ello, base, que en este caso no existe al no estar establecidos los órganos 
del Registro Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un 
ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Amurrio (Álava).

Resolución de 17 de Julio de 2014 (75ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que la 
promotora hubiera cumplido los requisitos establecidos, residencia en el 
Sahara durante el plazo de vigencia del Real Decreto 2258/1976, de 10 de 
agosto, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por la interesada contra auto dictado por la 
Magistrada Juez Encargada del Registro Civil de Madrid.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Córdoba, con fecha 
20 de junio de 2008, Doña. M. nacida según declara en G. (Sahara 
Occidental) en 1977, solicitaba la declaración con valor de simple 
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presunción de su nacionalidad española por haber nacido y vivido en el 
Sahara cuando éste era territorio sometido a administración española. 
Adjuntaba diversa documentación en apoyo de su solicitud; pasaporte 
argelino en el que consta nacida en B. el 20 de diciembre de 1977 y otra 
serie de documentos expedidos por las autoridades de la denominada 
República Árabe Saharaui Democrática (RASD) como, documento de 
identidad, traducción, no documento original de certificado de paternidad. 

2.- Con fecha 22 de julio de 2008 la promotora comparece, por medio de 
su representante legal, en el Registro Civil de Córdoba para acreditar que 
su domicilio está en M. desde el 26 de noviembre de 2007, según 
certificado de empadronamiento. El Ministerio Fiscal emitió informe en el 
sentido de que a la vista del documento aportado el Registro Civil de 
Córdoba debía declararse incompetente. El Encargado del Registro Civil 
dictó auto el 18 de febrero de 2009, declarándose incompetente por razón 
del domicilio del promotor. Notificada esta resolución al Ministerio Fiscal y 
al promotor no se interpone recurso alguno. 

3.- Posteriormente se remiten las actuaciones al Registro Civil de Madrid 
por resultar el competente, donde tiene entrada con fecha 20 de noviembre 
de 2009 y ante el que comparece la promotora el 14 de diciembre 
siguiente. El representante del Ministerio Fiscal ante el Registro Civil de 
Madrid informa que la promotora no cumple los requisitos para la 
aplicación del artículo 18 del Código Civil. Con fecha 1 de febrero de 2010 
la Encargada del Registro Civil dicta auto denegando la consolidación de 
nacionalidad española solicitada al considerar que no se había acreditado 
un título inscrito ni la posesión y utilización de la nacionalidad española 
durante 10 años ni la imposibilidad de optar en el plazo otorgado. 

4.- Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a la interesada, esta 
presentó recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado 
incongruente con su petición inicial, cambiando la base legal de su petición 
invocando ahora el artículo 17 del Código Civil, por considerar que es hija 
de ciudadanos españoles, también nacidos en el Sahara. Adjuntando 
nueva documentación, documento nacional de identidad del Sahara de su 
madre expedido en 1970 y, expedidos por las autoridades de la 
denominada República Árabe Saharaui Democrática (RASD) otros 
documentos, documento de identidad de su padre, certificado de 
nacimiento, certificado de paternidad, certificado de nacionalidad, 
certificado de antecedentes penales y certificado de que residió en los 
campamentos de refugiados saharauis hasta el año 2007.
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5.- El Ministerio Fiscal, reitera su informe anterior y tampoco encuentra 
justificación a la aplicación del artículo 17 del Código Civil, y seguidamente 
el Encargado, ratificándose en su resolución, entendiendo que no ha 
quedado acreditada la nacionalidad española de sus padres, y remitió el 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para la 
resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.

II.- La promotora, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Córdoba, solicitó la declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción por haber nacido en 1977 en el territorio del Sahara. La 
Encargada del Registro Civil de Madrid, competente por razón del 
domicilio de la promotora, dictó auto denegando la declaración solicitada, 
por no cumplir los requisitos establecidos por el artículo 18 de Código 
Civil, siendo dicho auto recurrido por considerar que si se acreditaba la 
concurrencia de los requisitos exigidos. Dicho auto constituye el objeto del 
presente recurso. 

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
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más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que se 
desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque 
sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en 
ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el 
plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación con 
el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra en las 
confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la antigua 
colonia del llamado Sahara español en el período histórico precedente a la 
«descolonización» llevada en su día por España, y ello al margen de la 
calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en relación con el 
territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En concreto, y por la 
trascendencia que por la vía del ius soli tiene el nacimiento en España a los 
efectos de atribuir en concurrencia con determinados requisitos la nacionalidad 
española, se ha planteado la cuestión primordial de decidir si aquella antigua 
posesión española entra o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio 
español”. Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos 
antecedentes. La cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más 
debatidas y oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la 
naturaleza de su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la 
doctrina científica una explicación sobre la distinción entre territorio 
metropolitano y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud 
cambiante de la política colonial como consecuencia de lo mutable también de 
las relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido sustraerse 
la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se hace patente a 
través de una legislación que sigue, como ha señalado el Tribunal Supremo, 
un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas fundamentales: a) en un 
primer momento dichos territorios se consideraron simplemente colonias; b) 
vino luego la fase de provincialización durante la que se intenta su asimilación 
a la metrópoli; c) por último, se entra en la fase de descolonización, que reviste 
la forma de independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o retrocesión en 
Ifni y de autodeterminación en el Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a dudas 
sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
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reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la Ley 
de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo 
expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como potencia 
administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no autónomo 
del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos 
aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías al 
provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio nacional».

En cualquier caso, por lo que se refiere a la “nacionalidad” de los saharauis, 
durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio del 
Sahara Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y 
formal entre los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, 
como ha puesto de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 
de octubre de 1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas 
en los Estados colonizadores, se han impuesto restricciones al status 
civitatis de la población colonizada “lo que ha permitido la diferencia 
doctrinal, basada en datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y 
nacionales-súbditos” (ejemplos del Derecho comparado son Holanda, 
Italia, Bélgica y Francia). En España, pese a la ambigüedad normativa 
sobre la calificación de los territorios pertenecientes a colonias y su 
identificación con el territorio nacional, las realidades de la heterogeneidad 
territorial y de los estatutos personales ha sido sostenida por el Tribunal 
Supremo en su citada sentencia y en la posterior de 7 de noviembre de 1999 
y anteriormente por el Consejo de Estado en diversos dictámenes (Dictamen 
núm. 36017/1968 para el caso de Guinea y Dictamen 36227/1968 para el 
caso de Ifni), y a partir del examen pormenorizado de las disposiciones 
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dictadas en relación con aquellos territorios, llegando a la conclusión fundada 
de la distinción entre territorio nacional y territorios coloniales (entre éstos, por 
consecuencia, el Sahara Occidental), así como sobre la diferente condición 
jurídica de nacionales y naturales de las colonias.

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no 
es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora planteado. 
En efecto, de la documentación aportada no se desprende la posesión de la 
nacionalidad española en los términos y duración que establece el artículo 
18 CC., la promotora nació con posterioridad a la entrada en vigor del 
Decreto de 1976, no fue titular de documento de identidad español, por lo 
que no queda acreditada la utilización y posesión de la nacionalidad durante 
10 años habida cuenta que nació en 1977, y tampoco se ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, el promotor, o en este caso sus 
representantes legales, al ser menor de edad, estuviesen imposibilitados de 
facto para optar a la nacionalidad española por haber permanecido en los 
territorios ocupados. Sin que pueda tampoco acogerse la alegación de la 
promotora en su recurso, que en realidad plantea una solicitud nueva y con 
otra base legal, artículo 17 del Código Civil, puesto que no ha quedado 
acreditada la nacionalidad española de sus progenitores. Además gran 
parte de la documentación está emitida por la República Árabe Saharaui 
Democrática, y esta no pueda ser tenida en cuenta ya que no ofrece 
garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española. Al 
respecto ha de tenerse en cuenta que las competencias de calificación del 
Encargado respecto de la certificación extranjera se extienden al examen 
de la competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el 
ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con base legal suficiente 
para ello, base, que en este caso no existe al no estar establecidos los 
órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes 
de un ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Madrid.
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Resolución de 17 de Julio de 2014 (79ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

1º.- No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita 
que las personas representantes legales del interesado, menor de edad, 
hubieran residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del Decreto 
2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad 
española durante diez años.

2º.- La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción corresponde al Encargado del 
Registro Civil del domicilio efectivo. El Encargado debe examinar de oficio 
su propia competencia.

3º.- Resulta incompetente para la inscripción del nacimiento y para 
practicar la anotación marginal de declaración de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción por consolidación el Encargado del 
Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de España.

4º.- Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había 
informado favorablemente la pretensión del interesado por razón del 
principio superior de legalidad.

En el expediente sobre declaración de nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por virtud 
del entablado por el Ministerio Fiscal, contra auto dictado por la Magistrada 
Juez Encargada del Registro Civil de Córdoba.

HECHOS

1.-Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Córdoba, Don M. 
nacido el 28 de noviembre de 1967 en M. (Sáhara Occidental), según 
declara, solicitaba que se le reconociese la nacionalidad española con 
valor de simple presunción en base a la utilización continuada de la misma 
durante más de diez años. Adjuntaba la siguiente documentación: DNI 
emitido por las autoridades de la República Árabe Saharaui Democrática, 
DNI bilingüe de la madre y certificados de nacionalidad, paternidad y 
nacimiento emitidos por la Delegación Saharaui para Andalucía.
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2.- Ratificado el promotor, el Ministerio Fiscal informa que estima 
procedente la aprobación de la solicitud. La Encargada del Registro Civil 
dictó auto, con fecha 12 de mayo de 2008, accediendo a lo solicitado por 
entender que concurrían en el caso las circunstancias contempladas en el 
artículo 18 del Código Civil.

3.- Notificada la resolución al interesado y al Ministerio Fiscal, éste 
interpuso recurso dirigido a la Dirección General de los Registros y de 
Notariado, alegando cuestiones de competencia y de alcance de la parte 
dispositiva de la citada resolución. De este recurso se dio traslado al 
interesado a fin de que formulara las alegaciones que estimara 
convenientes, alegaciones que presentó el 15 de julio de 2009. 

4.- La Encargada del Registro Civil remitió el expediente a la Dirección 
General de los Registros y de Notariado adhiriéndose a la argumentación 
del Ministerio Fiscal recurrente.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las Sentencias del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, 20 de noviembre de 2007 y 
18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro Directivo de 28 de 
febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007, y las Resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 22-1ª de mayo, 11-1ª de junio, 19-5ª de octubre y20-2ª de diciembre 
de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª 
de marzo y 17-5ª de septiembre de 2008.

II.- Como cuestión previa se ha de plantear la de la inadmisibilidad a 
trámite del recurso presentado, habida cuenta que el Ministerio Fiscal, 
que actúa como recurrente, había informado favorablemente la pretensión 
del interesado al evacuar el trámite de audiencia previsto por el artículo 
343 del Reglamento del Registro Civil. A este respecto, conforme a la 
doctrina sentada por nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede 
admitir el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal, a pesar de su 
anterior dictamen favorable, atendiendo al principio de legalidad y al 
carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas de 
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oficio, de las normas sobre competencia de los órganos registrales, 
normas, como se verá infringidas por el auto apelado. 

III.- El interesado, mediante escrito de fecha 17 de abril de 2008, solicitó 
ante el Registro Civil de su domicilio la declaración con valor de simple 
presunción de la nacionalidad española, al haber nacido en 1967 en M. 
Sáhara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. La Encargada del 
Registro Civil de Córdoba dictó auto de fecha 12 de mayo, declarando dicha 
nacionalidad de origen por consolidación. Este auto constituye el objeto del 
presente recurso. Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad 
española puede consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con 
buena fe y sobre la base de un título inscrito en el Registro Civil que 
después es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación 
es el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción (cfr. art. 96.2º LRC y 338 RRC). Ahora bien, frente a la 
norma general conforme a la cual resulta competente en materia de 
expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse 
la resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicas 
expedientes para declaraciones con valor de simple presunción la 
competencia corresponde al Encargado del Registro del domicilio del 
solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es tanto 
para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por 
el artículo 342 del Reglamento del Registro Civil en la redacción dada por 
el Real Decreto de 29 de agosto de 1986.

IV.- Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al 
igual que ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha 
infracción implica la nulidad de lo actuado, nulidad que puede ser 
declarada por la Dirección General de los Registros y del Notariado 
cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha 
nulidad se desprende de la aplicación de las normas de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil en materia de competencia territorial y de fuero 
personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 de enero), 
la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 de la Ley del 
Registro Civil, que contiene un llamamiento supletorio a las normas de 
jurisdicción voluntaria. En el presente caso, la cuestión se suscita ante la 
duda de que el domicilio del interesado esté fijado en la demarcación 
correspondiente al Registro Civil de Córdoba dado que ninguna prueba o 
dato existe en las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible 
requisito de procedibilidad. A tal efecto ha de recordarse que el concepto 
de domicilio a efectos civiles, que es el que se ha de entender invocado 

http://


M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

1416Boletín del Ministerio de Justicia

Nacionalidad

por la legislación del Registro Civil en general y por el artículo 355 del 
Reglamento del Registro Civil en particular, se encuentra definido en el 
artículo 40 del Código Civil, conforme al cual “el domicilio de las personas 
naturales es el de su residencia habitual”, esto es, el lugar en que la 
persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el futuro. 
La prueba de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el ámbito 
civil es libre, salvo que alguna norma especial exija una modalidad de 
prueba determinada o exima de pruebas complementarias acreditando el 
domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el ámbito del 
Registro Civil en casos concretos: así a) el artículo 336.3º del Reglamento 
del Registro Civil dispone que “el domicilio de los apátridas se acreditará 
por certificación municipal o información testifical”; b) el artículo 68 párrafo 
tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la 
previsión del artículo 16, párrafo segundo, de la Ley del Registro Civil, 
establece que el domicilio del progenitor o progenitores legalmente 
conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales de 
identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón 
municipal”.

En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de 
los singulares casos citados por la legislación del Registro Civil, por lo que 
revive la regla general en el ámbito civil de que la residencia habitual 
puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en derecho, 
correspondiendo al Encargado del Registro Civil y, en su caso, a los 
Tribunales la valoración libre de los datos que hayan sido aportados y 
circunstancias acreditadas; como por ejemplo, tener en el lugar 
establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes 
policiales adversos, ausencias de visados o permisos de residencia –no 
de mera estancia- respecto de los extranjeros, etc. ( vid. Sentencias del 
Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de junio de 1952, 
entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio 
de los derechos y cumplimiento de las obligaciones ( cfr. art. 40 CC.) 
puede fijarse arbitrariamente por los interesados dando lugar a supuestos 
de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho de que la inscripción 
en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de 
tal declaración ( cfr. art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local ). Por 
ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse 
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incompetente para la actuación registral instada cuando llegue a la 
convicción de la inexactitud del contenido del padrón municipal respecto 
de la persona que promueve expediente registral ante el Registro Civil 
cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la 
citada inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es 
que, de la documentación obrante en el expediente no cabe colegir que 
concurran las notas de estabilidad y permanencia que cualifican el 
domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni siquiera 
consta documento de empadronamiento alguno, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez 
Encargada para apreciar su competencia.

V.- La regla especial de competencia en materia de expediente sobre 
declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
comporta igualmente la necesidad de diferenciar entre la resolución del 
expediente y la anotación posterior de dicha resolución al margen de la 
inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean 
coincidentes ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada 
por el Encargado del Registro Civil del domicilio, una vez devenida firme, 
habrá de ser calificada por el Encargado del Registro Civil del lugar de 
nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente 
caso en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha 
practicado en base al mismo la inscripción de nacimiento del interesado, 
haciendo constar en el apartado de “observaciones” que “el inscrito goza 
de la nacionalidad española de origen”. Esta actuación plantea en primer 
lugar, la cuestión sobre la competencia del Registro Civil de Córdoba para 
practicar la citada inscripción de nacimiento. En principio, conforme al 
artículo 16.1 de la Ley del Registro Civil, los nacimientos se inscriben en 
el Registro Municipal o Consular del lugar en que acaecen, o bien en el 
Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero y tener 
el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68.II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, 
a fin de defender la competencia del Registro Civil de Córdoba la 
aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 de la Ley del Registro Civil, en 
su redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la 
cual “en inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la 
adquisición de la nacionalidad española por ciudadanos cuyo lugar de 
nacimiento sea un país extranjero, los interesados podrán solicitar, en el 
momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la 
inscripción de nacimiento en el Registro Civil Municipal correspondiente al 
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domicilio en el que se haya instruido el oportuno expediente registral”. Sin 
embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de 
manifiesto la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 
2006, la aplicación del trascrito apartado 4 del artículo 16 de la Ley queda 
condicionada a un doble requisito: por un lado, que la causa o título de la 
adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado que la causa 
de adquisición de la nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del 
juramento o promesa de fidelidad al Rey y de obediencia a la Constitución 
y a las leyes (cfr. art. 23.a CC.), exigencia que se desprende implícitamente 
del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente 
el momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en 
el Registro Civil municipal. Requisito este que no concurre en los 
expedientes de declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro 
incompetente, incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 
del artículo 198 del Reglamento del Registro Civil.

VI.- Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de 
una declaración de nacionalidad española hecha en expediente por 
órgano registral incompetente (cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe 
dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose respetado las reglas de la 
competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la materia, 
esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del 
artículo 18 del Código Civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con 
la doctrina consolidada y reiteradísima de este Centro Directivo en relación 
con la cuestión planteada. Pues bien, en principio, los nacidos en el 
territorio del Sahara cuando éste era posesión española no eran 
propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España que se 
beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas 
disposiciones anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera 
deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que se desprende 
necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque sólo así 
cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo 
de un año a contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/1976. Así 
resulta también de la diferenciación de “territorios” puesto de relieve, con 
rotunda claridad, por la Ley de 19 de noviembre de 1975 de 
“descolonización” del Sahara cuyo preámbulo expresa “que el Estado 
Español ha venido ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de 
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competencias sobre el territorio no autónomo de Sahara, que durante 
algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de sus administración 
a un régimen peculiar con analogías al provincial que nunca –recalcaba- 
ha formado parte del territorio nacional”.

Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 
decidió que el actor había consolidado la nacionalidad española. Pero la 
doctrina de esta sentencia no es de aplicación al caso presente pues hay 
diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en la 
sentencia y el ahora planteado. En el caso presente el interesado no ha 
acreditado que cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, sus 
representantes legales, dada entonces su minoría de edad, estuviesen 
imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad española por haber 
permanecido en los territorios ocupados. Aparte de esto concurren otras 
circunstancias impeditivas para los efectos pretendidos por el recurrente, 
como son que no está probada la posesión de la nacionalidad española 
en los términos y duración que establece el artículo 18 del Código Civil, 
habida cuenta que su nacimiento se produjo en 1967. Aparte de ello, la 
documentación que aporta expedida por autoridades de la denominada 
República Árabe Saharaui Democrática no ofrece garantías análogas a 
las exigidas para la inscripción por la ley española. Al respecto ha de 
tenerse en cuenta que las competencias de calificación del encargado 
respecto de la certificación extranjera se extienden al examen de la 
competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio 
de cargo que le habilite para tal expedición con base legal suficiente para 
ello, base que en este caso no existe al no estar establecidos los órganos 
del Registro Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un 
ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido. Las más 
recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª), de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008, reconociendo a los saharauis recurrentes 
el estatuto de apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores.

VII.- Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del 
camino adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple 
presunción y la inscripción practicada. Es desde esta perspectiva desde la 
que debe entenderse la petición del Ministerio Fiscal, vertida en su escrito 
de recurso, de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal 
declaración presuntiva habría de reflejarse registralmente mediante una 
anotación marginal a la inscripción de nacimiento, anotación para la cual 
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sólo sería competente el Registro Civil Central. La declaración de la 
nacionalidad con valor de simple presunción tiene como efecto excusar 
de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que 
invierte la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la 
declaración y, en este sentido, en tanto no se destruya la presunción debe 
tenerse dicha declaración como si fuese definitiva. En efecto si bien es 
cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 
Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de 
nacional español, en los casos de adquisición originaria basada en el 
principio del “ius sanguinis”, sólo puede proporcionarla la sentencia firme 
recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la legislación del 
Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración 
de que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96.2 LRC) en virtud 
de un expediente gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la 
declaración sobre nacionalidad tenga valor de “simple presunción” y deba 
ser objeto de anotación (art. 340 RRC) al margen de la inscripción de 
nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que, como tales dispensan, como ya se 
ha dicho, de toda prueba a los favorecidos por la presunción, mientras no 
se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 LEC), prueba en contrario 
que podrá estar integrada, como resulta “infra”, por otro expediente 
registral tramitado con tal finalidad.

Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de 
actuaciones, una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente 
registral, por la vía del artículo 240.2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, 
tropieza con el carácter supletorio que en el ámbito del Registro Civil tiene 
la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 16 RRC), 
por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del 
Registro Civil permite alcanzar el resultado pretendido. Es un principio 
básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 RRC) el 
de procurar la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la 
realidad extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado 
repetidamente por la doctrina de este Centro Directivo que, mientras 
subsista ese interés público de concordancia, no juega en el ámbito del 
Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es 
posible reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de 
ser posible que, de oficio o por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de 
cualquier interesado o autoridad con competencias conexas con la 
materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie 
de nuevo expediente para declarar con valor de simple presunción que a 
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los interesados les corresponde o no les corresponde la nacionalidad 
española.

VIII.- La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser 
negativa, ha de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la 
anotación preventiva practicada. No es obstáculo para ello que, con 
arreglo al artículo 92 de la ley del Registro Civil y a salvo las excepciones 
previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las 
“anotaciones”, en congruencia con su menor eficacia y su valor meramente 
informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un principio distinto. En 
efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan 
ser rectificadas y canceladas en virtud de expediente gubernativo en el 
que se acredite la inexactitud, en todo caso con notificación formal a los 
interesados o a sus representantes legales como exige imperativamente 
el párrafo primero del artículo 349 del Reglamento del Registro Civil. 
Tampoco puede erigirse en obstáculo para la aplicación de estas 
previsiones normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso a que 
se refiere el presente recurso la declaración de la nacionalidad española 
se haya reflejado tubularmente por medio de su constancia en el apartado 
de “observaciones” de la inscripción de nacimiento, en lugar de en el 
correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. art. 96 in fine LRC), 
pues siendo éste el tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del 
acto jurídico consignado, a la misma se han de ajustar los mecanismos 
registrales previstos legalmente para su corrección. Por todo lo anterior, la 
inscripción de nacimiento del interesado en el Registro Civil de Córdoba 
supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, el nacimiento, acaecido 
en el extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que 
no debió practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción 
que se extendía de modo evidente en virtud de un título manifiestamente 
ilegal, puesto que, sobre la infracción a las citadas reglas de competencia, 
no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del Código Civil en 
que el interesado había basado su petición. Por lo cual, procede su 
supresión y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo 
(cfr. arts. 95.2 LRC y 297.3 RRC) que, en aras del principio de concordancia 
entre el Registro Civil y la realidad, puede y debe promoverse de oficio por 
este Centro Directivo instando la correspondiente intervención del 
Ministerio Fiscal.
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Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: 

1º. Estimar el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal.

2º.Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento 
del interesado practicada con la mención de su nacionalidad española.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Córdoba.

Resolución de 17 de Julio de 2014 (80ª)
III.2.1  Declaración de la nacionalidad española

1.- No es posible declarar la nacionalidad española de origen del promotor 
porque no se ha acreditado que los padres ostentasen la nacionalidad 
española al tiempo de su nacimiento.

2.- Tampoco es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se 
acredita que el promotor o sus representantes legales, dada su minoría de 
edad, hubieran residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del Real 
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera título inscrito en el 
Registro Civil, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española 
remitidas a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por 
el promotor contra auto dictado por la Magistrada Juez Encargada del 
Registro Civil de Jaén.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Jaén, Don Y. nacido 
en El A. (Sahara Occidental) el 15 de julio 1967, hijo de españoles, según 
declara, solicitaba la declaración de su nacionalidad española con valor 
de simple presunción. Adjuntaba, entre otros, los siguientes documentos: 
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pasaporte argelino, expedido en el año 2008 y con lugar y fecha de 
nacimiento B. (Argelia), informe negativo respecto a su inclusión en los 
libros Cheránicos conservados por la administración española, certificado 
de empadronamiento en Los V. (J) desde abril de 2010, MINURSO de 
1995, libro de familia en el que no aparece con la misma filiación ni fecha 
de nacimiento, siendo ésta el 12 de diciembre de 1966, documentos de 
afiliación a la seguridad social de su padre, documento nacional de 
identidad del Sahara de la madre del promotor expedido en 1972 y otro, 
se supone que del padre, que resulta ilegible y fotocopias de documentos 
expedidos por las autoridades de la denominada República Árabe 
Saharaui Democrática, certificado de nacimiento, certificado de 
antecedentes penales, certificado de subsanación (concordancia de 
nombre) y documento de identidad.

2.- Con fecha 25 de enero de 2011 el promotor se ratificó en su solicitud 
manifestando su pretensión de que se declare su nacionalidad española 
por consolidación. El Ministerio Fiscal en un primer informe solicita que se 
requiera del promotor la fecha de expedición de su pasaporte argelino, 
acreditación de que no tiene dicha nacionalidad y acreditación de donde 
ha residido desde el año 1976. Con fecha 18 de abril de 2011 el interesado 
presenta certificado de paternidad, certificado de concordancia de tres 
filiaciones distintas y certificado de que desde 1976 se encontraba en los 
campamentos de refugiados de T. (Argelia) no pudiendo optar a la 
nacionalidad española. 

3.- El Ministerio Fiscal no se opone por entender cumplidos los requisitos 
del artículo 18 del Código Civil para la consolidación de la nacionalidad 
española. La Encargada dictó auto, con fecha 5 de mayo de 2011, 
denegando la declaración de la nacionalidad española del promotor por 
considerar que no queda acreditada la posesión de la misma ni el resto de 
requisitos del artículo 18 del Código Civil.

4.- Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y al promotor, éste interpuso 
recurso ante la Dirección General de los Registros y de Notariado 
solicitando la revocación del auto habida cuenta el informe favorable del 
Ministerio Fiscal que entiende que si le es aplicable a su caso la 
consolidación de la nacionalidad española.

5.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste se adhiere al mismo y la 
Encargada del Registro Civil se ratificó en la decisión adoptada y remite el 
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expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para la 
resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17, 18 (CC.); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 
de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las Resoluciones, entre 
otras, de 21-1ª de enero, 3-1ª; 4-4ª de febrero, 2-4ª, 4-3ª, 5 y 14-3ª de 
marzo, 15-3-º de abril, 28 de mayo, 1-4ª y 27-3ª de septiembre, 3-1ª de 
octubre de 2005; 28-4ª de febrero, 18 y 21-4ª de marzo, 14-5ª y 17-1ª de 
julio, 1-1ª, 6-3ª, 7-2ª y 9-1ª de septiembre de 2006.

II.- Se pretende por el interesado la declaración con valor de simple 
presunción de su nacionalidad española por ser natural del Sahara 
Occidental, nacido en 1966 o 1967, según los documentos, hijo de padres 
que también ostentaban dicha nacionalidad, artículo 17 del Código Civil y 
haber residido durante 10 años en el Sáhara estando en posesión de la 
nacionalidad española. Por la Encargada se dictó auto denegando la 
declaración de nacionalidad instada, siendo dicho auto el que constituye 
el objeto del presente recurso.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.
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V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español, en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni, y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
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equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente, no se considera acreditado que los 
representantes legales del interesado, dada la minoría edad de éste, 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976 estuviesen imposibilitados de 
facto para optar a la nacionalidad española, por haber permanecido en los 
territorios ocupados. Aparte de ello concurren otras circunstancias que 
impiden por la vía del artículo 18 del Código Civil también invocado una 
posible consolidación de la nacionalidad española, pues no está probada 
la posesión de la nacionalidad durante 10 años, no existe documento 
alguno que lo acredite, ni tampoco queda acreditada la nacionalidad 
española de sus padres invocada para la aplicación del artículo 17 del 
Código Civil. Además parte de la documentación está emitida por la 
República Árabe Saharaui Democrática, y esta no pueda ser tenida en 
cuenta ya que no ofrece garantías análogas a las exigidas para la 
inscripción por la ley española. Al respecto ha de tenerse en cuenta que 
las competencias de calificación del Encargado respecto de la certificación 
extranjera se extienden al examen de la competencia y autoridad que la 
expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal 
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expedición con base legal suficiente para ello, base, que en este caso no 
existe al no estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de 
disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Jaén.

Resolución de 17 de Julio de 2014 (81ª)
III.2.1  Declaración de la nacionalidad española

1.- No es posible declarar la nacionalidad española de origen del promotor 
porque no se ha acreditado que los padres ostentasen la nacionalidad 
española al tiempo de su nacimiento.

2.- Tampoco es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se 
acredita que el promotor o sus representantes legales, dada su minoría de 
edad, hubieran residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del Real 
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera título inscrito en el 
Registro Civil, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española 
remitidas a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por 
el promotor contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil 
de Durango (Vizcaya).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Amorebieta 
(Vizcaya), Don M. nacido en B. (Argelia) el 2 de diciembre de 1966, según 
declara, solicitaba la declaración de su nacionalidad española con valor 
de simple presunción, por ser hijo de ciudadanos también del Sahara 
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cuando estaba bajo administración española y titulares de documentos de 
identidad español. Adjuntaba, entre otros, los siguientes documentos: 
permiso de residencia permanente en España como ciudadano argelino, 
MINURSO de 1995 en el que consta nacido en D. (localidad desconocida), 
certificado expedido por una asociación denominada Diáspora Saharaui 
de que el promotor es ciudadano saharaui, certificados de la Unidad de 
archivo de las autoridades policiales españolas de que los padres del 
promotor fueron titulares en 1970 de documentos nacionales de identidad 
del Sahara, certificado de empadronamiento en A. desde octubre de 2009 
y, expedidos por las autoridades de la denominada República Árabe 
Saharaui Democrática, certificado de nacimiento en el que consta como 
localidad B. y certificado de que el promotor tiene hasta 3 filiaciones 
diferentes.

2.- Ratificado el promotor, el Ministerio Fiscal emitió informe en el sentido 
de oponerse a lo solicitado, por no cumplir el promotor con los requisitos 
previstos legalmente para consolidar la nacionalidad española. Con fecha 
31 de marzo de 2011 la Encargada dictó auto denegando la declaración 
de la nacionalidad española del promotor por considerar que no queda 
acreditada la posesión de la misma ni el resto de requisitos del artículo 18 
del Código Civil, ni tampoco para la aplicación de los artículos 17 y 20 del 
mismo texto legal. 

3.- Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y al promotor, éste interpuso 
recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado 
reiterando que nació hijo de padres españoles, que desde su nacimiento 
utilizó de buena fe la nacionalidad española por lo que superó el periodo 
de 10 años exigido, añadiendo que aporta documentación que sin duda 
acredita lo alegado, pero lo cierto es que no se acompaña documento 
alguno. 

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste informa en el sentido de 
que debe desestimarse el mismo y la Encargada del Registro Civil también 
solicita su desestimación y remite el expediente a la Dirección General de 
los Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17, 18 (CC.); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 
de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
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Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las Resoluciones, entre 
otras, de 21-1ª de enero, 3-1ª; 4-4ª de febrero, 2-4ª, 4-3ª, 5 y 14-3ª de 
marzo, 15-3-º de abril, 28 de mayo, 1-4ª y 27-3ª de septiembre, 3-1ª de 
octubre de 2005; 28-4ª de febrero, 18 y 21-4ª de marzo, 14-5ª y 17-1ª de 
julio, 1-1ª, 6-3ª, 7-2ª y 9-1ª de septiembre de 2006.

II.- Se pretende por el interesado la declaración con valor de simple 
presunción de su nacionalidad española por ser natural del Sahara 
Occidental, nacido en 1966, hijo de padres que también ostentaban dicha 
nacionalidad, artículo 17 del Código Civil y haber residido durante 10 años 
en el Sáhara estando en posesión de la nacionalidad española. Por la 
Encargada se dictó auto denegando la declaración de nacionalidad 
instada, siendo dicho auto el que constituye el objeto del presente recurso.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español, en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
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concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni, y de autodeterminación en el 
Sahara. Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la 
idea de equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus 
peculiaridades, con una «provincia» española, y, por ello, se llegó a 
considerarlo como una extensión del territorio metropolitano, equiparación 
que ha dado pie a dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, 
consistente en el reconocimiento a la población saharaui de su condición 
de nacionales españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras 
normas, la Ley de 19 abril 1961 que estableció «las bases sobre las que 
debe asentarse el ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus 
regímenes municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer 
manifiesta la equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» 
y «españoles nativos». Es importante destacar que como manifestación 
de esta posición España negó inicialmente al Secretariado General de la 
ONU información sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). 

No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden 
jurídico público internacional y, especialmente, la doctrina sobre 
«descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, 
Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre 
de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujeron al 
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reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, 
a la diferenciación de «territorios», puesto, finalmente, de relieve, con 
rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» 
del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias 
sobre el territorio no autónomo del Sahara, que durante algunos años ha 
estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen 
peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado 
parte del territorio nacional».

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente, no se considera acreditado que los 
representantes legales del interesado, dada la minoría edad de éste, 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976 estuviesen imposibilitados de 
facto para optar a la nacionalidad española, por haber permanecido en los 
territorios ocupados. Aparte de ello concurren otras circunstancias que 
impiden por la vía del artículo 18 del Código Civil también invocado una 
posible consolidación de la nacionalidad española, pues no está probada 
la posesión de la nacionalidad durante 10 años, no existe documento 
alguno que lo acredite, ni tampoco queda acreditada la nacionalidad 
española de sus padres invocada para la aplicación del artículo 17 del 
Código Civil. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Durango (Vizcaya).
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Resolución de 17 de Julio de 2014 (82ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el promotor hubiera cumplido los requisitos establecidos, residencia en el 
Sahara durante el plazo de vigencia del Real Decreto 2258/1976, de 10 
de agosto, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el interesado contra auto dictado por el Juez 
Encargado del Registro Civil de Estepona (Málaga).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Estepona, Don 
S-M. nacido en El A. (Sahara Occidental) el 19 de diciembre de 1974, 
según declara, solicitaba la declaración con valor de simple presunción de 
su nacionalidad española por haber nacido y vivido en el Sahara cuando 
éste era territorio sometido a administración española. Adjuntaba diversa 
documentación en apoyo de su solicitud; pasaporte marroquí expedido en 
2001 y renovado en 2006, certificado de empadronamiento en E. permiso 
de residencia permanente en España como ciudadano marroquí, 
certificado marroquí de concordancia de dos filiaciones del promotor, en el 
que se hace referencia a su acta de nacimiento marroquí de 1978 y le 
adjudica dicha nacionalidad, informe negativo sobre su inclusión en los 
libros Cheránicos custodiados por la administración española, MINURSO 
de 1998 con otra filiación, inscripción de matrimonio de sus padres en el 
Registro Civil del Juzgado Cheránico de El Aaiún en 1969, inscripción de 
nacimiento en el Registro Civil del Juzgado Cheránico de El Aaiún del 
padre del promotor en 1969, certificado de familia anterior al nacimiento 
del promotor, nombramiento del padre del promotor como funcionario 
propio de la administración del Sahara en 1974, licencia de caza del padre 
del promotor, licencia para la apertura de establecimientos, proclamación 
del padre como candidato a concejal por el grupo de representación 
familiar, autorización de octubre de 1972 al padre del promotor “para la 
construcción del aljibe solicitado por el nativo…..” y certificado de buena 
conducta del padre del promotor. 
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2.- Ratificado el promotor, con fecha 29 de septiembre de 2009, el 
Ministerio Fiscal emitió informe no oponiéndose a lo solicitado. El 
Encargado del Registro Civil dictó auto el 29 de marzo de 2010, denegando 
la declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
por no cumplir ninguno de los requisitos previstos en el artículo 18 para 
entender consolidada la misma.

3.-Notificada la resolución al Ministerio Fiscal e intentada al interesado 
esta no pudo llevarse a cabo por enconarse ausente de su domicilio y no 
retirarla del servicio de correos. Posteriormente el interesado presenta 
recurso reiterando su solicitud de que se le reconozca la nacionalidad 
española.

4.-Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, este ahora solicita su 
desestimación por entender ajustado a derecho el auto apelado. 
Seguidamente el Encargado emitió informe solicitando la confirmación de 
su resolución y remitió el expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.

II.- El promotor, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Estepona, solicitó la declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción por haber nacido en 1974 en el territorio del Sahara y 
cumplir los requisitos establecidos en el artículo 18 CC. El Encargado del 
Registro Civil dictó auto denegando la declaración solicitada, siendo dicho 
auto recurrido por el promotor que considera que si se acreditaba la 
concurrencia de los requisitos exigidos. Dicho auto constituye el objeto del 
presente recurso. 
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III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el nacimiento 
en España a los efectos de atribuir en concurrencia con determinados 
requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la cuestión primordial 
de decidir si aquella antigua posesión española entra o no en el concepto 
de “territorio nacional” o “territorio español”. Para situar en perspectiva el 
tema hay que recordar algunos antecedentes. La cuestión es compleja, ya 
que una de las cuestiones más debatidas y oscuras de la teoría general del 
Estado es precisamente la naturaleza de su territorio, hasta el punto de que 
no es frecuente hallar en la doctrina científica una explicación sobre la 
distinción entre territorio metropolitano y territorio colonial. Sobre tal 
dificultad se añade la actitud cambiante de la política colonial como 
consecuencia de lo mutable también de las relaciones internacionales, 
caracterización a la que no ha podido sustraerse la posición española en 
África ecuatorial y occidental, y que se hace patente a través de una 
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legislación que sigue, como ha señalado el Tribunal Supremo, un itinerario 
zigzagueante integrado por tres etapas fundamentales: a) en un primer 
momento dichos territorios se consideraron simplemente colonias; b) vino 
luego la fase de provincialización durante la que se intenta su asimilación a 
la metrópoli; c) por último, se entra en la fase de descolonización, que 
reviste la forma de independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o 
retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a dudas 
sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la Ley 
de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo 
expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como potencia 
administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no autónomo 
del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos 
aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías al 
provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio nacional».

En cualquier caso, por lo que se refiere a la “nacionalidad” de los saharauis, 
durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio del 
Sahara Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y 
formal entre los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, 
como ha puesto de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 
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de octubre de 1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas 
en los Estados colonizadores, se han impuesto restricciones al status 
civitatis de la población colonizada “lo que ha permitido la diferencia 
doctrinal, basada en datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y 
nacionales-súbditos” (ejemplos del Derecho comparado son Holanda, Italia, 
Bélgica y Francia). En España, pese a la ambigüedad normativa sobre la 
calificación de los territorios pertenecientes a colonias y su identificación 
con el territorio nacional, las realidades de la heterogeneidad territorial y de 
los estatutos personales ha sido sostenida por el Tribunal Supremo en su 
citada sentencia y en la posterior de 7 de noviembre de 1999 y anteriormente 
por el Consejo de Estado en diversos dictámenes (Dictamen núm. 
36017/1968 para el caso de Guinea y Dictamen 36227/1968 para el caso 
de Ifni), y a partir del examen pormenorizado de las disposiciones dictadas 
en relación con aquellos territorios, llegando a la conclusión fundada de la 
distinción entre territorio nacional y territorios coloniales (entre éstos, por 
consecuencia, el Sahara Occidental), así como sobre la diferente condición 
jurídica de nacionales y naturales de las colonias.

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En efecto, de la documentación aportada no se desprende la 
posesión de la nacionalidad española en los términos y duración que 
establece el artículo 18 CC. , el promotor no fue titular de documento de 
identidad español alguno, por lo que no queda acreditada la utilización y 
posesión de la nacionalidad durante 10 años, habida cuenta que nació en 
1974, y tampoco se ha acreditado que cuando estuvo en vigor el Decreto 
de 1976, el promotor, o en este caso sus representantes legales, al ser 
menor de edad, estuviesen imposibilitados de facto para optar a la 
nacionalidad española por haber permanecido en los territorios ocupados. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Estepona.
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Resolución de 17 de Julio de 2014 (86ª)
III.2.1  Declaración de la nacionalidad española

1.- No es posible declarar la nacionalidad española de origen de la 
promotora porque no se ha acreditado que el padre ostentase la 
nacionalidad española al tiempo de su nacimiento.

2.- Tampoco es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se 
acredita que el promotor o sus representantes legales, dada su minoría de 
edad, hubieran residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del Real 
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera título inscrito en el 
Registro Civil, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española 
remitidas a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por 
la promotora contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil 
de Amurrio (Álava).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Amurrio, en el que 
no se hace constar ni lugar ni fecha de nacimiento ni el objeto de su 
solicitud, Doña F. por la documentación aportada parece solicitar la 
declaración de su nacionalidad española. Adjuntaba, entre otros, los 
siguientes documentos: certificado de empadronamiento en L. desde el 7 
de julio de 2008, inscripción de su padre en el Registro Civil español con 
anotación de declaración de nacionalidad española con fecha 13 de 
agosto de 2004, MINURSO en el que consta que nació en S. (Sahara 
Occidental) en 1971, con enmiendas en la fecha de nacimiento y en el 
segundo apellido, permiso de residencia en España como familiar de 
residente comunitario por su matrimonio, si bien consta que este no fue 
inscrito en el Registro Civil español por resolución del Registro Civil 
Central, certificado de la Comisaría de extranjería y documentación que 
su madre fue titular de documento nacional de identidad del Sahara en 
1971, documento nacional de identidad de su padre expedido en el Sahara 
en 1970, permiso de residencia en España de su madre, pasaporte 
argelino expedido en 2009 y con lugar de nacimiento O. (Argelia), cuando 
ya residía en España y, expedidos por las autoridades de la denominada 
República Árabe Saharaui Democrática (RASD), certificado de 
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nacionalidad saharaui, certificado de paternidad, acta de matrimonio de 
sus padres, certificado en que se identifica a sus padres, certificado de 
nacimiento, certificado de antecedentes penales y certificado de que 
residió en los campamentos de refugiados saharauis desde 1975 a 2007.

 

2.- Ratificada la promotora en su comparecencia, acompañada de su 
marido como traductor dada su dificultad para entender el español, 
manifiesta que residió en los campamentos de T. (Argelia) hasta 1999. El 
Ministerio Fiscal informa que acreditada la declaración de nacionalidad 
del padre de la promotora no se opone a que esta sea declarada española 
por ser hija de español, tras lo cual la Encargada dictó auto el 19 de 
octubre de 2010 denegando la declaración de la nacionalidad española 
del promotor por considerar que no se había acreditado la posesión de la 
misma por la promotora ni el resto de requisitos del artículo 18 del mismo 
texto legal ni tampoco le sería de aplicación los artículos 17 y 20 del 
Código Civil.

3.- Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a la promotora, ésta 
presentó recurso ante la Dirección General de los Registros y del 
Notariado, reiterando que en ella se dan los requisitos para entender que 
ha estado en posesión de la nacionalidad española para su consolidación, 
de acuerdo con el artículo 18 del Código Civil. 

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste informa en el sentido de 
que debe desestimarse el mismo, ya que no cabe la declaración de la 
nacionalidad española porque no la promotor no la ha ostentado nunca, 
entendiendo que si procedería la solicitud por opción contemplada en el 
artículo 20.1.a del Código Civil, y la Encargada del Registro Civil se ratificó 
en la decisión adoptada y remite el expediente a la Dirección General de 
los Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17, 18 y 26 del Código Civil (CC.); 96 de la Ley del 
Registro Civil (LRC); 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); 
la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de 
agosto; la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las 
Resoluciones, entre otras, de 21-1ª de enero, 3-1ª; 4-4ª de febrero, 2-4ª, 
4-3ª, 5 y 14-3ª de marzo, 15-3-º de abril, 28 de mayo, 1-4ª y 27-3ª de 
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septiembre, 3-1ª de octubre de 2005; 28-4ª de febrero, 18 y 21-4ª de 
marzo, 14-5ª y 17-1ª de julio, 1-1ª, 6-3ª, 7-2ª y 9-1ª de septiembre de 
2006.

II.- Se pretende por la interesada la declaración con valor de simple 
presunción de su nacionalidad española por ser natural del -Sahara 
Occidental-, nacido en 1973, hija de padre que también le ha sido 
declarada dicha nacionalidad en el año 2004, artículo 17 del Código Civil 
y haber residido durante 10 años en el Sáhara estando en posesión de la 
nacionalidad española. Por la Encargada se dictó auto denegando la 
declaración de nacionalidad instada, siendo dicho auto el que constituye 
el objeto del presente recurso.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español, en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
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nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni, y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
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Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente, no se considera acreditado que los 
representantes legales de la interesada, dada la minoría edad de ésta, 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976 estuviesen imposibilitados de 
facto para optar a la nacionalidad española, por haber permanecido en los 
territorios ocupados. 

Aparte de ello concurren otras circunstancias que impiden por la vía del 
artículo 18 del Código Civil también invocado una posible consolidación 
de la nacionalidad española, pues no está probada la posesión de la 
nacionalidad durante 10 años, habida cuenta su fecha de nacimiento 
1973, no existe documento alguno que lo acredite ni tampoco queda 
acreditada la nacionalidad española de su padre al momento de su 
nacimiento para la aplicación del artículo 17 del Código Civil. Además 
gran parte de la documentación está emitida por la República Árabe 
Saharaui Democrática, y esta no pueda ser tenida en cuenta ya que no 
ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley 
española. Al respecto ha de tenerse en cuenta que las competencias de 
calificación del Encargado respecto de la certificación extranjera se 
extienden al examen de la competencia y autoridad que la expide, la cual 
ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con 
base legal suficiente para ello, base, que en este caso no existe al no 
estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones 
normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.
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Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Amurrio (Álava).

Resolución de 17 de Julio de 2014 (87ª)
III.2.1  Declaración de la nacionalidad española

1.- No es posible declarar la nacionalidad española de origen del promotor 
porque no se ha acreditado que el padre ostentase la nacionalidad 
española al tiempo de su nacimiento.

2.- Tampoco es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se 
acredita que el promotor o sus representantes legales, dada su minoría de 
edad, hubieran residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del Real 
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera título inscrito en el 
Registro Civil, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española 
remitidas a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por 
el promotor contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil 
de Olivenza (Badajoz).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Olivenza, Don L. 
nacido en S. (Argelia) el 3 de febrero de 1960, según recoge su escrito, 
solicitaba la declaración de su nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba, entre otros, los siguientes documentos: permiso 
de residencia temporal en España como ciudadano argelino nacido en S. 
el 3 de febrero de 1960, pasaporte argelino expedido en el año 2006, 
MINURSO expedido en 1998 en el que consta como lugar de nacimiento 
El A. en 1960, informe negativo respecto a su inclusión en los libros 
Cheránicos custodiados por la administración española, certificado de 
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empadronamiento en O. desde el 5 de diciembre de 2005, Libro de 
Escolaridad del Centro escolar del El A. del promotor con enmiendas en la 
fecha de nacimiento, registro personal del alumno también con enmiendas 
en la fecha de nacimiento, certificado expedido en el año 2005 por la 
Embajada de Argelia en España en relación a que el promotor, de origen 
saharaui, no es de nacionalidad argelina, pese a lo cual le expidió 
pasaporte de dicho país en el año 2006, tarjeta de pensionista por 
viudedad del Ministerio de Defensa español de la madre del promotor, 
documento nacional de identidad ilegible y, expedidos por las autoridades 
de la denominada República Árabe Saharaui Democrática (RASD), como 
el certificado de nacimiento en el que consta nacido en S. (Argelia), 
certificado de que estuvo viviendo en los campamentos de refugiados 
saharauis desde 1975 y con domicilio en los campamentos de T. (Argelia), 
2 certificados de paternidad con datos diferentes, fechas de nacimiento de 
los padres, acta de matrimonio y documento de identidad.

2.- Ratificado el promotor, el Ministerio Fiscal informa que a su entender 
no se cumplen los requisitos previstos para la aplicación del artículo 18 
del Código Civil, oponiéndose a lo solicitado. La Encargada dictó auto el 
10 de enero de 2011 denegando la declaración de la nacionalidad 
española del promotor por considerar que no había acreditado la posesión 
de la misma por el promotor ni el resto de requisitos del artículo 18 del 
mismo texto legal.

3.- Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y al promotor, éste presentó 
recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, 
reiterando que a la vista de los documentos aportados en él se dan los 
requisitos para entender que ha estado en posesión de la nacionalidad 
española para su consolidación, de acuerdo con el artículo 18 del Código 
Civil. 

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste informa en el sentido de 
que debe desestimarse y la Encargada del Registro Civil remite el 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para la 
resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17, 18 y 26 del Código Civil (CC.); 96 de la Ley del 
Registro Civil (LRC); 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); 
la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de 
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agosto; la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las 
Resoluciones, entre otras, de 21-1ª de enero, 3-1ª; 4-4ª de febrero, 2-4ª, 
4-3ª, 5 y 14-3ª de marzo, 15-3-º de abril, 28 de mayo, 1-4ª y 27-3ª de 
septiembre, 3-1ª de octubre de 2005; 28-4ª de febrero, 18 y 21-4ª de 
marzo, 14-5ª y 17-1ª de julio, 1-1ª, 6-3ª, 7-2ª y 9-1ª de septiembre de 
2006.

II.- Se pretende por el interesado la declaración con valor de simple 
presunción de su nacionalidad española por ser natural del Sahara 
Occidental-, nacido en 1960 e hijo de español, artículo 17 del Código Civil 
y haber residido durante 10 años en el Sáhara estando en posesión de la 
nacionalidad española. Por la Encargada se dictó auto denegando la 
declaración de nacionalidad instada, siendo dicho auto el que constituye 
el objeto del presente recurso.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español, en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
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relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. 

Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la política colonial 
como consecuencia de lo mutable también de las relaciones 
internacionales, caracterización a la que no ha podido sustraerse la 
posición española en África ecuatorial y occidental, y que se hace patente 
a través de una legislación que sigue, como ha señalado el Tribunal 
Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni, y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
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internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente, no se considera acreditado que los 
representantes legales del interesado, dada la minoría edad de éste, 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976 estuviesen imposibilitados de 
facto para optar a la nacionalidad española, por haber permanecido en los 
territorios ocupados. Aparte de ello concurren otras circunstancias que 
impiden por la vía del artículo 18 del Código Civil también invocado una 
posible consolidación de la nacionalidad española, pues no está probada 
la posesión de la nacionalidad durante 10 años, no existe documento 
alguno que lo acredite ni tampoco queda acreditada la nacionalidad 
española de sus padres invocada en el inicio de su solicitud para la 
aplicación del artículo 17 del Código Civil. Además gran parte de la 
documentación está emitida por la República Árabe Saharaui Democrática, 
y esta no pueda ser tenida en cuenta ya que no ofrece garantías análogas 
a las exigidas para la inscripción por la ley española. 

Al respecto ha de tenerse en cuenta que las competencias de calificación 
del Encargado respecto de la certificación extranjera se extienden al 
examen de la competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar 
en el ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con base legal 
suficiente para ello, base, que en este caso no existe al no estar 
establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones 

http://www.mjusticia.gob.es/cs/Satellite/Portal/es/servicios-ciudadano/documentacion-publicaciones


M
inisterio de Justicia

1447 Catálogo de Publicaciones

Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado (Registro Civil)

normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Olivenza (Badajoz).

Resolución de 17 de Julio de 2014 (88ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
la promotora hubiera cumplido los requisitos establecidos, residencia en 
el Sahara durante el plazo de vigencia del Real Decreto 2258/1976, de 10 
de agosto, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por la interesada contra auto dictado por la Juez 
Encargada del Registro Civil de Vitoria (Álava).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado ante la Oficina de Información al 
Ciudadano de Vitoria, Doña N. nacida según declara en el territorio del 
Sahara Occidental, solicitaba la nacionalidad española por tener origen 
saharaui. Adjuntaba diversa documentación en apoyo de su solicitud; 
MINURSO expedido en 1995 en el que consta como lugar de nacimiento 
Z. (Sahara Occidental) en 1959 y con enmiendas en los apellidos, 
documento nacional de identidad del Sahara de su madre, expedido en 
1972, certificado de empadronamiento en V. desde el año 2006, pasaporte 
argelino expedido en el año 2004 en el que consta como lugar de 
nacimiento O. y otra serie de documentos expedidos por las autoridades 
de la denominada República Árabe Saharaui Democrática (RASD), como 
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certificado de que estuvo desde 1975 residiendo en los campamentos de 
refugiados saharauis, certificado de nacionalidad, certificado de 
paternidad, certificado de antecedentes penales, fotocopia de certificado 
de nacimiento y documentos de identidad de la promotora y de su madre.

2.- La Encargada del Registro Civil dictó auto el 10 de noviembre de 2010, 
inadmitiendo la solicitud de la interesada de ser declarada española, 
habida cuenta que no cabe aplicar el artículo 18 del Código Civil que 
permite la consolidación de la nacionalidad española por su posesión y 
utilización y que la documentación aportada en gran parte no reúne 
garantías análogas a las exigidas por la ley española, por todo ello 
entiende que lo procedente es que la promotora solicite la nacionalidad 
española por residencia con base en el artículo 21 y 22 del Código Civil.

3.- Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a la interesada, esta 
presentó recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado 
reiterando su derecho a la nacionalidad española que entiende acreditado 
en base a la documentación que ya constaba en el expediente.

4.- El Ministerio Fiscal, informa que considera ajustada a derecho la 
resolución recurrida y seguidamente la Encargada, ratificándose en su 
resolución, remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado para la resolución del recurso. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.

II.- La promotora, mediante escrito dirigido al Registro Civil de Vitoria, 
solicitó la nacionalidad española por haber nacido en 1959 en el territorio 
del Sahara. La Encargada del Registro Civil dictó auto inadmitiendo la 
solicitud, por no cumplir los requisitos establecidos por el artículo 18 de 
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Código Civil, por no reunir garantías la documentación aportada y por 
entender que lo procedente es solicitar la nacionalidad española por 
residencia, siendo dicho auto recurrido por la promotora que considera 
que si se acreditaba la concurrencia de los requisitos exigidos. Dicho auto 
constituye el objeto del presente recurso. 

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
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su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
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al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

En cualquier caso, por lo que se refiere a la “nacionalidad” de los saharauis, 
durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio del 
Sahara Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y 
formal entre los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, 
como ha puesto de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 
de octubre de 1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas 
en los Estados colonizadores, se han impuesto restricciones al status 
civitatis de la población colonizada “lo que ha permitido la diferencia 
doctrinal, basada en datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y 
nacionales-súbditos” (ejemplos del Derecho comparado son Holanda, 
Italia, Bélgica y Francia). En España, pese a la ambigüedad normativa 
sobre la calificación de los territorios pertenecientes a colonias y su 
identificación con el territorio nacional, las realidades de la heterogeneidad 
territorial y de los estatutos personales ha sido sostenida por el Tribunal 
Supremo en su citada sentencia y en la posterior de 7 de noviembre de 
1999 y anteriormente por el Consejo de Estado en diversos dictámenes 
(Dictamen núm. 36017/1968 para el caso de Guinea y Dictamen 
36227/1968 para el caso de Ifni), y a partir del examen pormenorizado de 
las disposiciones dictadas en relación con aquellos territorios, llegando a 
la conclusión fundada de la distinción entre territorio nacional y territorios 
coloniales (entre éstos, por consecuencia, el Sahara Occidental), así 
como sobre la diferente condición jurídica de nacionales y naturales de las 
colonias.

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En efecto, de la documentación aportada no se desprende la 
posesión de la nacionalidad española en los términos y duración que 
establece el artículo 18 CC., la promotora no fue titular de documento de 
identidad español, por lo que no queda acreditada la utilización y posesión 
de la nacionalidad durante 10 años, y tampoco se ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, la promotora, o en este caso 
sus representantes legales, si no llegó en ese periodo a la mayoría de 
edad, estuviesen imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad 
española por haber permanecido en los territorios ocupados. Además 
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gran parte de la documentación está emitida por la República Árabe 
Saharaui Democrática, y esta no pueda ser tenida en cuenta ya que no 
ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley 
española. Al respecto ha de tenerse en cuenta que las competencias de 
calificación del Encargado respecto de la certificación extranjera se 
extienden al examen de la competencia y autoridad que la expide, la cual 
ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con 
base legal suficiente para ello, base, que en este caso no existe al no 
estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones 
normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Vitoria-Gasteiz.

Resolución de 17 de Julio de 2014 (89ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que el 
promotor hubiera cumplido los requisitos establecidos, residencia en el 
Sahara durante el plazo de vigencia del Real Decreto 2258/1976, de 10 de 
agosto, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el interesado contra auto dictado por la Juez 
Encargada del Registro Civil de Las Palmas de Gran Canaria (Las 
Palmas).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Las Palmas de 
Gran Canaria, Don B. nacido en El A. (Sahara Occidental) el 1 de 
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noviembre de 1968, solicitaba la declaración con valor de simple 
presunción de su nacionalidad española por haber nacido y vivido en el 
Sahara cuando éste era territorio sometido a administración española. 
Adjuntaba diversa documentación en apoyo de su solicitud; certificado de 
empadronamiento en Las P de G-C. desde el 28 de abril de 2004, permiso 
de residencia permanente en España como ciudadano marroquí, nacido 
en El A. en 1970, documento nacional de identidad español de su padre, 
expedido en el año 2004, libro de familia en el que consta como fecha de 
nacimiento 1 de noviembre de 1968, certificación de familia, certificado de 
la inscripción de su nacimiento en el Juzgado Cheránico de El A. en 1970, 
MINURSO 1999 con nacimiento en El A. en 1970, certificado marroquí de 
concordancia de identidad en el que se hace constar otra nueva fecha de 
nacimiento 1 de enero de 1968, y expedido por las autoridades de la 
denominada República Árabe Saharaui Democrática (RASD) certificado 
de que ha residido en los campamentos de refugiados en el Sahara 
Occidental ocupado por Marruecos desde 1975. 

2.- Ratificado el promotor, el Ministerio Fiscal emitió informe desfavorable 
respecto a conceder lo solicitado por entender que no se había acreditado 
la permanencia del interesado en la zona ocupada del Sahara Occidental. 
La Encargada del Registro Civil dictó auto el 9 de junio de 2010, 
denegando la declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción al considerar que el promotor no había acreditado los 
requisitos previstos en el artículo 18 del Código Civil, fundamentalmente, 
la imposibilidad de optar en el plazo otorgado en su momento a los 
nacionales del Sahara. 

3.- Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y al interesado, este 
presentó recurso ante la Dirección General de los Registros y del 
Notariado, mencionando el error que consta en la resolución dictada sobre 
su fecha de nacimiento y reiterando que si cumple los requisitos previstos 
por la ley. Consta en el expediente auto dictado por la Encargada del 
Registro Civil de Las Palmas de Gran Canaria, en el que en el tercero de 
sus fundamentos de derecho se menciona que el promotor nació en El A. 
el 28 de diciembre de 1973.

4.- Del escrito de recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que solicita la 
confirmación del auto y seguidamente La Encargada remitió el expediente 
a la Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución 
del recurso.
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5.- Consta a este Centro Directivo que el Sr. B. ha obtenido la nacionalidad 
española por residencia mediante resolución de 7 de septiembre de 2010, 
prestando juramento y siendo inscrito en el registro civil español con fecha 
18 de febrero de 2011.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.

II.- El promotor, mediante escrito presentado en el Registro Civil de Las 
Palmas de Gran Canaria, solicitó la declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por haber nacido en 1968 en el 
territorio del Sahara. La Encargada del Registro Civil dictó auto denegando 
la declaración solicitada, por no cumplir los requisitos establecidos por el 
artículo 18 de Código Civil, siendo dicho auto recurrido por el promotor 
que considera que si se acreditaba la concurrencia de los requisitos 
exigidos. Dicho auto constituye el objeto del presente recurso. 

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
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porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
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reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

En cualquier caso, por lo que se refiere a la “nacionalidad” de los saharauis, 
durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio del 
Sahara Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y 
formal entre los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, 
como ha puesto de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 
de octubre de 1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas 
en los Estados colonizadores, se han impuesto restricciones al status 
civitatis de la población colonizada “lo que ha permitido la diferencia 
doctrinal, basada en datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y 
nacionales-súbditos” (ejemplos del Derecho comparado son Holanda, 
Italia, Bélgica y Francia). En España, pese a la ambigüedad normativa 
sobre la calificación de los territorios pertenecientes a colonias y su 
identificación con el territorio nacional, las realidades de la heterogeneidad 
territorial y de los estatutos personales ha sido sostenida por el Tribunal 
Supremo en su citada sentencia y en la posterior de 7 de noviembre de 
1999 y anteriormente por el Consejo de Estado en diversos dictámenes 
(Dictamen núm. 36017/1968 para el caso de Guinea y Dictamen 
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36227/1968 para el caso de Ifni), y a partir del examen pormenorizado de 
las disposiciones dictadas en relación con aquellos territorios, llegando a 
la conclusión fundada de la distinción entre territorio nacional y territorios 
coloniales (entre éstos, por consecuencia, el Sahara Occidental), así 
como sobre la diferente condición jurídica de nacionales y naturales de las 
colonias.

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En efecto, de la documentación aportada no se desprende la 
posesión de la nacionalidad española en los términos y duración que 
establece el artículo 18 CC., el promotor no fue titular de documento de 
identidad español, por lo que no queda acreditada la utilización y posesión 
de la nacionalidad durante 10 años, habida cuenta su fecha de nacimiento 
1968, y tampoco se ha acreditado que cuando estuvo en vigor el Decreto 
de 1976, el promotor o, en este caso sus representantes legales, dada su 
minoría de edad, estuviesen imposibilitados de facto para optar a la 
nacionalidad española por haber permanecido en los territorios ocupados. 
Además el documento que pretende acreditar esta circunstancia está 
emitido por la República Árabe Saharaui Democrática, y no puede ser 
tenido en cuenta ya que no ofrece garantías análogas a las exigidas para 
la inscripción por la ley española. Al respecto ha de tenerse en cuenta que 
las competencias de calificación del Encargado respecto de la certificación 
extranjera se extienden al examen de la competencia y autoridad que la 
expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal 
expedición con base legal suficiente para ello, base, que en este caso no 
existe al no estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de 
disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido. Debiendo significarse que, efectivamente 
como pone de manifiesto el recurrente, existe un error de transcripción de 
su fecha de nacimiento en el auto apelado, tratándose de un error material 
que debe tenerse por subsanado y en nada afecta al sentido de la 
resolución.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.
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Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Las Palmas de Gran Canaria.

Resolución de 17 de Julio de 2014 (90ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el promotor hubiera cumplido los requisitos establecidos, residencia en el 
Sahara durante el plazo de vigencia del Real Decreto 2258/1976, de 10 
de agosto, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el interesado contra auto dictado por el 
Magistrado Juez Encargado del Registro Civil de Benidorm (Alicante).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Benidorm, Don 
M-S. nacido según declara en S. (Sahara Occidental) el 4 de mayo de 
1956, solicitaba la declaración con valor de simple presunción de su 
nacionalidad española por haber nacido y vivido en el Sahara cuando éste 
era territorio sometido a administración española. Adjuntaba diversa 
documentación en apoyo de su solicitud; certificado de empadronamiento 
en A. (A) una semana antes de la presentación de la solicitud, certificado 
de las autoridades policiales españolas de que el promotor es la misma 
persona que fue titular de documento nacional de identidad del Sahara 
expedido en 1971 pero con otro lugar y fecha de nacimiento, R. (Sahara 
Occidental) en 1950, informe negativo en relación con su inscripción en 
los libros Cheránicos custodiados por la administración española, 
pasaporte argelino expedido en el año 2006, libro de familia expedido en 
1974, incompleto, en el que aparece con otro lugar y fecha de nacimiento, 
1 de junio de 1955, MINURSO 1995 con otro lugar de nacimiento, T. en el 
año 1950, y otra serie de documentos expedidos por las autoridades de la 
denominada República Árabe Saharaui Democrática (RASD) como, 

http://www.mjusticia.gob.es/cs/Satellite/Portal/es/servicios-ciudadano/documentacion-publicaciones


M
inisterio de Justicia

1459 Catálogo de Publicaciones

Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado (Registro Civil)

certificado de nacimiento, certificado de antecedentes penales, certificado 
de que ha residido en los campamentos de refugiados saharauis desde 
1975, certificado de paternidad, certificado de nacionalidad y certificado 
de subsanación de dos de los diferentes lugares y fechas de nacimiento.

2.- Ratificado el promotor, el Ministerio Fiscal emitió informe favorable 
respecto a conceder lo solicitado por entender que había acreditado la 
posesión de la nacionalidad española. El Encargado del Registro Civil 
dictó auto el 23 de febrero de 2010, denegando la declaración de la 
nacionalidad española con valor de simple presunción al considerar que 
el promotor no había acreditado, fundamentalmente, la imposibilidad de 
optar en el plazo otorgado en su momento a los nacionales del Sahara 
habiendo declarado que se trasladó a Argelia, no entrando el auto en el 
cumplimiento del resto de requisitos.

3.- Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y al interesado, este 
presentó recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado 
reiterando su petición en base a la documentación presentada. 

4.- El Ministerio Fiscal, en consonancia con su informe anterior solicita la 
estimación del recurso y seguidamente el Encargado remitió el expediente 
a la Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución 
del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.

II.- El promotor, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Benidorm, solicitó la declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción por haber nacido en 1956, según él, en el territorio del 
Sahara. El Encargado del Registro Civil dictó auto denegando la 
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declaración solicitada, por no cumplir los requisitos establecidos por el 
artículo 18 de Código Civil, siendo dicho auto recurrido por el promotor 
que considera que si se acreditaba la concurrencia de los requisitos 
exigidos. Dicho auto constituye el objeto del presente recurso. 

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
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científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
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al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

En cualquier caso, por lo que se refiere a la “nacionalidad” de los saharauis, 
durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio del 
Sahara Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y 
formal entre los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, 
como ha puesto de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 
de octubre de 1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas 
en los Estados colonizadores, se han impuesto restricciones al status 
civitatis de la población colonizada “lo que ha permitido la diferencia 
doctrinal, basada en datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y 
nacionales-súbditos” (ejemplos del Derecho comparado son Holanda, 
Italia, Bélgica y Francia). En España, pese a la ambigüedad normativa 
sobre la calificación de los territorios pertenecientes a colonias y su 
identificación con el territorio nacional, las realidades de la heterogeneidad 
territorial y de los estatutos personales ha sido sostenida por el Tribunal 
Supremo en su citada sentencia y en la posterior de 7 de noviembre de 
1999 y anteriormente por el Consejo de Estado en diversos dictámenes 
(Dictamen núm. 36017/1968 para el caso de Guinea y Dictamen 
36227/1968 para el caso de Ifni), y a partir del examen pormenorizado de 
las disposiciones dictadas en relación con aquellos territorios, llegando a 
la conclusión fundada de la distinción entre territorio nacional y territorios 
coloniales (entre éstos, por consecuencia, el Sahara Occidental), así 
como sobre la diferente condición jurídica de nacionales y naturales de las 
colonias.

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En efecto, de la documentación aportada no se desprende la 
posesión de la nacionalidad española en los términos y duración que 
establece el artículo 18 Cc, el promotor no fue titular de documento de 
identidad español, por lo que no queda acreditada la utilización y posesión 
de la nacionalidad durante 10 años y tampoco se ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, el promotor estuviese 
imposibilitado de facto para optar a la nacionalidad española por haber 
permanecido en los territorios ocupados. Además gran parte de la 
documentación está emitida por la República Árabe Saharaui Democrática, 
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y esta no pueda ser tenida en cuenta ya que no ofrece garantías análogas 
a las exigidas para la inscripción por la ley española. Al respecto ha de 
tenerse en cuenta que las competencias de calificación del Encargado 
respecto de la certificación extranjera se extienden al examen de la 
competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio 
de cargo que le habilite para tal expedición con base legal suficiente para 
ello, base, que en este caso no existe al no estar establecidos los órganos 
del Registro Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un 
ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Benidorm (Alicante).

Resolución de 17 de Julio de 2014 (91ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
la promotora hubiera cumplido los requisitos establecidos, residencia en 
el Sahara durante el plazo de vigencia del Real Decreto 2258/1976, de 10 
de agosto, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por la interesada contra auto dictado por la Juez 
Encargada del Registro Civil de Vitoria (Álava).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado ante la Oficina de Información al 
Ciudadano de Vitoria, Doña S. nacida según declara en el territorio del 
Sahara Occidental, solicitaba la nacionalidad española por tener origen 
saharaui. Adjuntaba diversa documentación en apoyo de su solicitud; 
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permiso de residencia permanente en España como ciudadana argelina, 
pasaporte argelino expedido en el año 2004 en el que consta como nacida 
en S-B. (Argelia) el 18 de diciembre de 1968, documento nacional de 
identidad Sahara de su padre, expedidos en 1974, certificado de 
empadronamiento en V. MINURSO de 1995 en el que se hace constar 
como lugar de nacimiento S. (Sahara Occidental) en 1968 aunque con 
otra filiación, y otra serie de documentos expedidos por las autoridades de 
la denominada República Árabe Saharaui Democrática (RASD) como, 
certificado de quienes eran sus padres, documento de identidad y 
certificado de que ha residido en los campamentos de refugiados 
saharauis hasta el año 2001. 

2.- La Encargada del Registro Civil dictó auto el 27 de mayo de 2009, 
inadmitiendo la solicitud de la interesada de ser declarada española, 
habida cuenta que no cabe aplicar el artículo 18 del Código Civil que 
permite la consolidación de la nacionalidad española por su posesión y 
utilización y que la documentación aportada en gran parte no reúne 
garantías análogas a las exigidas por la ley española, por todo ello 
entiende que lo procedente es que la promotora solicite la nacionalidad 
española por residencia con base en el artículo 21 y 22 del Código Civil.

3.- Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a la interesada, esta 
presentó recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado 
reiterando su derecho a la nacionalidad española y aportando de nuevo la 
documentación que ya constaba en el expediente.

4.- El Ministerio Fiscal, informa que considera ajustada a derecho la 
resolución recurrida y seguidamente la Encargada, ratificándose en su 
resolución, remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado para la resolución del recurso. Con posterioridad la 
recurrente aporta certificado de la Embajada de Argelia en Madrid relativo 
a su origen saharaui y a que no es poseedora de la nacionalidad argelina, 
pese a lo cual también adjunta nuevo pasaporte argelino expedido en el 
año 2010 con validez hasta el año 2015, tras el vencimiento del anterior. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
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otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.

II.- La promotora, mediante escrito dirigido al Registro Civil de Vitoria, 
solicitó la nacionalidad española por haber nacido en 1968 en el territorio 
del Sahara. La Encargada del Registro Civil dictó auto inadmitiendo la 
solicitud, por no cumplir los requisitos establecidos por el artículo 18 de 
Código Civil, por no reunir garantías la documentación aportada y por 
entender que lo procedente es solicitar la nacionalidad española por 
residencia, siendo dicho auto recurrido por la promotora que considera 
que si se acreditaba la concurrencia de los requisitos exigidos. Dicho auto 
constituye el objeto del presente recurso. 

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
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precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el nacimiento 
en España a los efectos de atribuir en concurrencia con determinados 
requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la cuestión primordial 
de decidir si aquella antigua posesión española entra o no en el concepto 
de “territorio nacional” o “territorio español”. Para situar en perspectiva el 
tema hay que recordar algunos antecedentes. La cuestión es compleja, ya 
que una de las cuestiones más debatidas y oscuras de la teoría general del 
Estado es precisamente la naturaleza de su territorio, hasta el punto de que 
no es frecuente hallar en la doctrina científica una explicación sobre la 
distinción entre territorio metropolitano y territorio colonial. Sobre tal 
dificultad se añade la actitud cambiante de la política colonial como 
consecuencia de lo mutable también de las relaciones internacionales, 
caracterización a la que no ha podido sustraerse la posición española en 
África ecuatorial y occidental, y que se hace patente a través de una 
legislación que sigue, como ha señalado el Tribunal Supremo, un itinerario 
zigzagueante integrado por tres etapas fundamentales: a) en un primer 
momento dichos territorios se consideraron simplemente colonias; b) vino 
luego la fase de provincialización durante la que se intenta su asimilación a 
la metrópoli; c) por último, se entra en la fase de descolonización, que 
reviste la forma de independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o 
retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a dudas 
sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
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ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la Ley 
de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo 
expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como potencia 
administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no autónomo 
del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos 
aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías al 
provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio nacional».

En cualquier caso, por lo que se refiere a la “nacionalidad” de los saharauis, 
durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio del Sahara 
Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y formal entre 
los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, como ha puesto 
de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 de octubre de 
1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas en los Estados 
colonizadores, se han impuesto restricciones al status civitatis de la 
población colonizada “lo que ha permitido la diferencia doctrinal, basada en 
datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y nacionales-súbditos” 
(ejemplos del Derecho comparado son Holanda, Italia, Bélgica y Francia). 
En España, pese a la ambigüedad normativa sobre la calificación de los 
territorios pertenecientes a colonias y su identificación con el territorio 
nacional, las realidades de la heterogeneidad territorial y de los estatutos 
personales ha sido sostenida por el Tribunal Supremo en su citada sentencia 
y en la posterior de 7 de noviembre de 1999 y anteriormente por el Consejo 
de Estado en diversos dictámenes (Dictamen núm. 36017/1968 para el 
caso de Guinea y Dictamen 36227/1968 para el caso de Ifni), y a partir del 
examen pormenorizado de las disposiciones dictadas en relación con 
aquellos territorios, llegando a la conclusión fundada de la distinción entre 
territorio nacional y territorios coloniales (entre éstos, por consecuencia, el 
Sahara Occidental), así como sobre la diferente condición jurídica de 
nacionales y naturales de las colonias.

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En efecto, de la documentación aportada no se desprende la 
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posesión de la nacionalidad española en los términos y duración que 
establece el artículo 18 CC., la promotora no fue titular de documento de 
identidad español, por lo que no queda acreditada la utilización y posesión 
de la nacionalidad durante 10 años, habida cuenta que nació en 1968, y 
tampoco se ha acreditado que cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, 
la promotora, o en este caso sus representantes legales, al ser menor de 
edad, estuviesen imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad 
española por haber permanecido en los territorios ocupados. Además 
gran parte de la documentación está emitida por la República Árabe 
Saharaui Democrática, y esta no pueda ser tenida en cuenta ya que no 
ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley 
española. Al respecto ha de tenerse en cuenta que las competencias de 
calificación del Encargado respecto de la certificación extranjera se 
extienden al examen de la competencia y autoridad que la expide, la cual 
ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con 
base legal suficiente para ello, base, que en este caso no existe al no 
estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones 
normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Vitoria (Álava).

Resolución de 17 de Julio de 2014 (92ª)
III.2.1  Consolidación de nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el interesado hubiera residido en el Sáhara durante el plazo de vigencia 
del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni que haya poseído y 
utilizado la nacionalidad española durante diez años.

En el expediente sobre declaración de nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este centro en trámite de recurso por virtud 
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del entablado por el promotor contra auto dictado por el encargado del 
Registro Civil de Puerto del Rosario (Las Palmas).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Puerto del Rosario 
el 17 de junio de 2009, el Sr. M. solicitaba la declaración de su nacionalidad 
española con valor de simple presunción conforme al artículo 18 del 
Código Civil por haber nacido en territorio del Sáhara Occidental en 1953 
y no haber podido ejercer el derecho de opción mientras estuvo en vigor 
el Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto. Adjuntaba los siguientes 
documentos: certificación de familia expedida por la oficina del Registro 
Civil de Aaiún en 1971, certificado de matrimonio expedido por el Juzgado 
Cheránico de Jat-el-Ramla en 1975, certificado del Ministerio del Interior 
de expedición de DNI al interesado en 1971, actualmente carente de 
validez, certificado de origen saharaui y nacimiento en A. el 3 de marzo de 
1953 expedido por autoridades de la denominada República Árabe 
Saharaui Democrática, informe sobre periodos de permanencia en alta en 
la Seguridad Social expedido en 1993 por la Tesorería General de la 
Seguridad Social en Las Palmas de Gran Canaria, comunicación del 
Ministerio de Cultura de ausencia de antecedentes relativos al solicitante 
en los Libros Cheránicos que se conservan en los fondos del Archivo 
General de la Administración y certificados de empadronamiento de 
diferentes fechas.

2.- Ratificado el interesado y previo informe favorable del ministerio fiscal, 
el encargado del registro dictó auto el 15 de octubre de 2010 denegando 
la pretensión por no cumplir los requisitos previstos para la consolidación 
por el artículo 18 del Código Civil. 

3.- Notificada la resolución, el interesado interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado alegando que su caso 
es similar al contenido en la sentencia del Tribunal Supremo de 28 de 
octubre de 1998.

4.- Notificada la interposición del recurso al ministerio fiscal, interesó su 
desestimación. El encargado del Registro Civil de Puerto del Rosario 
remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para su resolución.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo (STS) de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, 
entre otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 
2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª 
de mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª 
de enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008; 25-3ª y 4ª de noviembre de 2008; 2-4ª de marzo y 
16-3ª de junio de 2009 y 22-3ª de marzo de 2010.

II.- El interesado solicitó la declaración de nacionalidad española con valor 
de simple presunción por haber nacido en territorio del Sáhara Occidental 
en 1953 y no haber podido optar en virtud del RD 2258/1976, de 10 de 
agosto. El encargado del registro dictó auto denegando la procedencia de 
la solicitud. Dicho auto constituye el objeto del presente recurso.

III.- Según el artículo 18 CC., la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un 
título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. La vía registral 
para comprobar esta consolidación es el expediente de declaración de la 
nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. art. 96-2º LRC 
y 338 RRC), que decide en primera instancia el encargado del registro 
civil del domicilio (art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sáhara cuando este era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sáhara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sáhara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
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en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sáhara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada a cabo en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del 
Sáhara en relación con el territorio metropolitano según el derecho 
internacional. En concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius 
soli tiene el nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia 
con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”.

VI.- Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos 
antecedentes. La cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más 
debatidas y oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la 
naturaleza de su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en 
la doctrina científica una explicación sobre la distinción entre territorio 
metropolitano y territorio colonial. A tal dificultad se añade la actitud 
cambiante de la política colonial como consecuencia de lo mutable 
también de las relaciones internacionales, caracterización a la que no ha 
podido sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y 
que se hace patente a través de una legislación que sigue, como ha 
señalado el Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por 
tres etapas fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se 
consideraron simplemente colonias; b) vino luego la fase de 
provincialización durante la que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) 
por último, se entra en la fase de descolonización, que reviste la forma de 
independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de 
autodeterminación en el Sahara.

VII.- Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la 
idea de equiparar aquel territorio del Sáhara, no obstante sus 
peculiaridades, con una «provincia» española y, por ello, se llegó a 
considerarlo como una extensión del territorio metropolitano, equiparación 
que ha dado pie a dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, 
consistente en el reconocimiento a la población saharaui de su condición 
de nacionales españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras 
normas, la Ley de 19 abril 1961 que estableció «las bases sobre las que 
debe asentarse el ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus 
regímenes municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer 
manifiesta la equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» 
y «españoles nativos». Es importante destacar que como manifestación 
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de esta posición España negó inicialmente al Secretariado General de la 
ONU información sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959).

VIII.- No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden 
jurídico público internacional y, especialmente, la doctrina sobre 
«descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, 
Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre 
de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujo al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, 
a la diferenciación de «territorios», puesta finalmente de relieve con 
rotunda claridad por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» 
del Sáhara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias 
sobre el territorio no autónomo del Sáhara, que durante algunos años ha 
estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen 
peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado 
parte del territorio nacional».

IX.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sáhara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En este caso el interesado no ha acreditado que cuando estuvo 
en vigor el real decreto de 1976 estuviese imposibilitado de facto para 
optar a la nacionalidad española por haber permanecido en los territorios 
ocupados. Además, tampoco está probada la posesión y utilización de la 
nacionalidad española en los términos y duración que establece el artículo 
18 CC., lo que impide acceder a la pretensión planteada.

X.- Finalmente, cabe decir que la documentación expedida por autoridades 
de la denominada República Árabe Saharaui Democrática no puede 
tenerse en cuenta porque no ofrece garantías análogas a las exigidas 
para la inscripción por la ley española (cfr. arts. 23 LRC y 85 RRC). Las 
competencias de calificación del encargado del Registro Civil respecto de 
la certificación extranjera se extienden al examen de la competencia y 
autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que 
le habilite para tal expedición con base legal suficiente para ello, base que 
en este caso no existe al no estar establecidos los órganos del Registro 
Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento 
jurídico estatal internacionalmente reconocido.
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Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Puerto del Rosario (Las 
Palmas).

Resolución de 17 de Julio de 2014 (93ª)
III.2.1  Consolidación de nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el interesado hubiera residido en el Sáhara durante el plazo de vigencia 
del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni que haya poseído y 
utilizado la nacionalidad española durante diez años.

En el expediente sobre declaración de nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este centro en trámite de recurso por virtud 
del entablado por el promotor contra auto dictado por el encargado del 
Registro Civil de Almadén (Ciudad Real).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Almadén el 26 de 
octubre de 2009, el Sr. M. solicitaba la declaración de su nacionalidad 
española con valor de simple presunción por haber nacido en territorio del 
Sáhara Occidental en 1953. Adjuntaba los siguientes documentos: 
documento de identidad y certificados de matrimonio, de filiación, de 
nacionalidad saharaui, de concordancia de nombres, de nacimiento, de 
defunción del padre del solicitante y de ausencia de antecedentes penales 
expedidos por autoridades de la denominada República Árabe Saharaui 
Democrática (RASD), certificado internacional de vacunaciones 
practicadas en 1974, DNI de los progenitores expedidos en 1974 y 
actualmente carentes de validez, letra de cambio de un comercio de A. 
fechada en 1974, talonario de vales del Servicio de Farmacia de las 
Fuerzas Armadas autorizado en enero de 1975, pasaporte español con 
fecha de caducidad en abril de 1975, felicitación por acto de servicio del 

http://


M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

1474Boletín del Ministerio de Justicia

Nacionalidad

Gobernador General del Sáhara fechada en 1974, recibo de la Misión de 
las Naciones Unidas para el Referéndum del Sáhara Occidental, 
certificado del Ministerio del Interior de expedición de DNI en 1971, 
actualmente carente de validez, pasaporte argelino, auto de 2005 del 
Registro Civil de Salamanca por el que se declara la nacionalidad con 
valor de simple presunción a un natural del Sáhara y certificado de 
empadronamiento.

2.- Ratificado el interesado y previo informe desfavorable del ministerio 
fiscal, el encargado del registro dictó auto el 1 de febrero de 2010 
denegando la pretensión por no cumplir los requisitos previstos para la 
consolidación por el artículo 18 del Código Civil. 

3.- Notificada la resolución, el interesado interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado alegando que su caso 
es similar al contenido en la sentencia del Tribunal Supremo de 28 de 
octubre de 1998. Con el escrito de recurso se adjuntaron al expediente 
certificados de residencia en los campamentos de refugiados saharauis 
de Argelia y de nacionalidad saharaui expedido por la RASD.

4.- Notificada la interposición del recurso al ministerio fiscal, interesó su 
desestimación. El encargado del Registro Civil de Almadén remitió el 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para 
su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo (STS) de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, 
entre otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 
2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª 
de mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª 
de enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008; 25-3ª y 4ª de noviembre de 2008; 2-4ª de marzo y 
16-3ª de junio de 2009 y 22-3ª de marzo de 2010.

II.- El interesado solicitó la declaración de nacionalidad española con valor 
de simple presunción por haber nacido en territorio del Sáhara Occidental 
en 1953 y no haber podido optar en virtud del RD 2258/1976, de 10 de 
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agosto. El encargado del registro dictó auto denegando la procedencia de 
la solicitud. Dicho auto constituye el objeto del presente recurso.

III.- Según el artículo 18 CC., la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un 
título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. La vía registral 
para comprobar esta consolidación es el expediente de declaración de la 
nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. art. 96-2º LRC 
y 338 RRC), que decide en primera instancia el encargado del registro 
civil del domicilio (art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sáhara cuando este era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sáhara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sáhara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sáhara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada a cabo en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del 
Sáhara en relación con el territorio metropolitano según el derecho 
internacional. En concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius 
soli tiene el nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia 
con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”.

VI.- Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos 
antecedentes. La cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más 
debatidas y oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la 
naturaleza de su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en 
la doctrina científica una explicación sobre la distinción entre territorio 
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metropolitano y territorio colonial. A tal dificultad se añade la actitud 
cambiante de la política colonial como consecuencia de lo mutable 
también de las relaciones internacionales, caracterización a la que no ha 
podido sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y 
que se hace patente a través de una legislación que sigue, como ha 
señalado el Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por 
tres etapas fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se 
consideraron simplemente colonias; b) vino luego la fase de 
provincialización durante la que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) 
por último, se entra en la fase de descolonización, que reviste la forma de 
independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de 
autodeterminación en el Sahara.

VII.- Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la 
idea de equiparar aquel territorio del Sáhara, no obstante sus 
peculiaridades, con una «provincia» española y, por ello, se llegó a 
considerarlo como una extensión del territorio metropolitano, 
equiparación que ha dado pie a dudas sobre un posible corolario 
derivado del mismo, consistente en el reconocimiento a la población 
saharaui de su condición de nacionales españoles. En apoyo de tal tesis 
se citan, entre otras normas, la Ley de 19 abril 1961 que estableció «las 
bases sobre las que debe asentarse el ordenamiento jurídico de la 
Provincia del Sahara en sus regímenes municipal y provincial». Con 
esta norma se pretendía hacer manifiesta la equiparación de los «stati» 
entre «españoles peninsulares» y «españoles nativos». Es importante 
destacar que como manifestación de esta posición España negó 
inicialmente al Secretariado General de la ONU información sobre «los 
territorios no autónomos» (1958 y 1959).

VIII.- No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden 
jurídico público internacional y, especialmente, la doctrina sobre 
«descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, 
Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre 
de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujo al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, 
a la diferenciación de «territorios», puesta finalmente de relieve con 
rotunda claridad por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» 
del Sáhara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias 
sobre el territorio no autónomo del Sáhara, que durante algunos años ha 
estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen 
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peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado 
parte del territorio nacional».

IX.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural 
del Sáhara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En este caso el interesado no ha acreditado que cuando 
estuvo en vigor el real decreto de 1976 estuviese imposibilitado de facto 
para optar a la nacionalidad española por haber permanecido en los 
territorios ocupados; antes al contrario, manifiesta que abandonó dichos 
territorios en dirección a los campamentos de refugiados de Argelia. 
Además, tampoco está probada la posesión y utilización de la 
nacionalidad española en los términos y duración que establece el 
artículo 18 CC., estando incluso el interesado en posesión de 
documentación argelina, de donde se desprende que es esta la 
nacionalidad que ha venido utilizando hasta el momento, lo que impide 
acceder a la pretensión planteada.

X.- Finalmente, cabe decir que la documentación expedida por autoridades 
de la denominada República Árabe Saharaui Democrática no puede 
tenerse en cuenta porque no ofrece garantías análogas a las exigidas 
para la inscripción por la ley española (cfr. arts. 23 LRC y 85 RRC). Las 
competencias de calificación del encargado del Registro Civil respecto de 
la certificación extranjera se extienden al examen de la competencia y 
autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que 
le habilite para tal expedición con base legal suficiente para ello, base que 
en este caso no existe al no estar establecidos los órganos del Registro 
Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento 
jurídico estatal internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Almadén (Ciudad Real).
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Resolución de 17 de Julio de 2014 (95ª)
III.2.1  Consolidación de nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
la interesada hubiera residido en el Sáhara durante el plazo de vigencia 
del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni que haya poseído y 
utilizado la nacionalidad española durante diez años.

En el expediente sobre declaración de nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este centro en trámite de recurso por virtud 
del entablado por la interesada contra auto dictado por la encargada del 
Registro Civil de Balmaseda (Bizkaia).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Balmaseda el 6 de 
junio de 2011, la Sra. N. solicitaba la declaración de su nacionalidad 
española con valor de simple presunción por haber nacido en territorio del 
Sáhara Occidental en 1966, hija de saharauis que estuvieron en posesión 
de nacionalidad española, y no haber podido optar en virtud del Real 
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto. Adjuntaba los siguientes documentos: 
permiso de residencia en España, pasaporte argelino, certificado de 
empadronamiento, certificados de nacimiento, de concordancia de 
nombres, de filiación, de ausencia de antecedentes penales y de 
residencia en los campamentos de refugiados saharauis expedidos por la 
denominada República Árabe Saharaui Democrática, recibo de la Misión 
de las Naciones Unidas para el Referéndum del Sáhara Occidental, DNI 
de la madre de la solicitante expedido en 1973 y certificado del Ministerio 
del Interior de expedición de DNI al padre en 1974, ambos documentos 
carentes hoy de validez.

2.- Ratificada la interesada y previo informe desfavorable del ministerio 
fiscal, la encargada del registro dictó auto el 5 de octubre de 2011 
denegando la pretensión por no cumplir los requisitos previstos para la 
consolidación por el artículo 18 del Código Civil. 

3.- Notificada la resolución, la interesada interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado reiterando que sus 
padres estuvieron en posesión de documentación española y que no pudo 
optar a la nacionalidad en virtud del RD de 1976 porque salió de su ciudad 
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natal para establecerse en los campamentos de refugiados de G-Z. 
también en el territorio del Sáhara, hasta 1978, cuando se desplazó con 
su familia a los campamentos argelinos de T. Adjuntaba al escrito de 
recurso una comunicación del Ministerio de Cultura español informando 
de la ausencia de antecedentes referidos a la promotora en los Libros 
Cheránicos que se conservan en los fondos del Archivo General de la 
Administración. 

4.- Notificada la interposición del recurso al ministerio fiscal, interesó su 
desestimación. La encargada del Registro Civil de Balmaseda se ratificó 
en su decisión y remitió el expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo (STS) de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, 
entre otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 
2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª 
de mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª 
de enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008; 25-3ª y 4ª de noviembre de 2008; 2-4ª de marzo y 
16-3ª de junio de 2009 y 22-3ª de marzo de 2010.

II.- La interesada solicitó la declaración de nacionalidad española con 
valor de simple presunción por haber nacido en territorio del Sáhara 
Occidental en 1966, hija de saharauis que estuvieron en posesión de 
documentación española, y no haber podido optar en virtud del RD 
2258/1976, de 10 de agosto. La encargada del registro dictó auto 
denegando la procedencia de la solicitud. Dicho auto constituye el objeto 
del presente recurso.

III.- Según el artículo 18 CC., la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un 
título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. La vía registral 
para comprobar esta consolidación es el expediente de declaración de la 
nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. art. 96-2º LRC 
y 338 RRC), que decide en primera instancia el encargado del registro 
civil del domicilio (art. 335 RRC).
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IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sáhara cuando este era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sáhara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sáhara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sáhara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada a cabo en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del 
Sáhara en relación con el territorio metropolitano según el derecho 
internacional. En concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius 
soli tiene el nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia 
con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”.

VI.- Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos 
antecedentes. La cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más 
debatidas y oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la 
naturaleza de su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en 
la doctrina científica una explicación sobre la distinción entre territorio 
metropolitano y territorio colonial. A tal dificultad se añade la actitud 
cambiante de la política colonial como consecuencia de lo mutable 
también de las relaciones internacionales, caracterización a la que no ha 
podido sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y 
que se hace patente a través de una legislación que sigue, como ha 
señalado el Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por 
tres etapas fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se 
consideraron simplemente colonias; b) vino luego la fase de 
provincialización durante la que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) 
por último, se entra en la fase de descolonización, que reviste la forma de 
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independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de 
autodeterminación en el Sahara.

VII.- Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la 
idea de equiparar aquel territorio del Sáhara, no obstante sus 
peculiaridades, con una «provincia» española y, por ello, se llegó a 
considerarlo como una extensión del territorio metropolitano, equiparación 
que ha dado pie a dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, 
consistente en el reconocimiento a la población saharaui de su condición 
de nacionales españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras 
normas, la Ley de 19 abril 1961 que estableció «las bases sobre las que 
debe asentarse el ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus 
regímenes municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer 
manifiesta la equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» 
y «españoles nativos». Es importante destacar que como manifestación 
de esta posición España negó inicialmente al Secretariado General de la 
ONU información sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959).

VIII.- No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden 
jurídico público internacional y, especialmente, la doctrina sobre 
«descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, 
Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre 
de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujo al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, 
a la diferenciación de «territorios», puesta finalmente de relieve con 
rotunda claridad por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» 
del Sáhara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias 
sobre el territorio no autónomo del Sáhara, que durante algunos años ha 
estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen 
peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado 
parte del territorio nacional».

IX.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sáhara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En este caso la interesada no ha acreditado que cuando estuvo 
en vigor el real decreto de 1976 sus representantes legales -dada su 
minoría de edad en aquel momento- estuviesen imposibilitados de facto 
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para optar a la nacionalidad española por haber permanecido en los 
territorios ocupados. Por otro lado, no consta el título inscrito en el Registro 
Civil y no está probada la posesión de la nacionalidad española en los 
términos y duración que establece el artículo 18 CC., siendo la recurrente 
titular de documentación argelina, de donde se desprende que es esta la 
nacionalidad que ha venido utilizando hasta ahora. Todas estas 
circunstancias impiden acceder a la pretensión planteada. 

X.- Finalmente, cabe decir que la documentación expedida por autoridades 
de la denominada República Árabe Saharaui Democrática no puede 
tenerse en cuenta porque no ofrece garantías análogas a las exigidas 
para la inscripción por la ley española (cfr. arts. 23 LRC y 85 RRC). Las 
competencias de calificación del encargado del Registro Civil respecto de 
la certificación extranjera se extienden al examen de la competencia y 
autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que 
le habilite para tal expedición con base legal suficiente para ello, base que 
en este caso no existe al no estar establecidos los órganos del Registro 
Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento 
jurídico estatal internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Balmaseda (Bizkaia).

Resolución de 17 de Julio de 2014 (96ª)
III.2.1  Consolidación de nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
la interesada hubiera residido en el Sáhara durante el plazo de vigencia 
del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni que haya poseído y 
utilizado la nacionalidad española durante diez años.

En el expediente sobre declaración de nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este centro en trámite de recurso por virtud 
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del entablado por la promotora contra auto dictado por la encargada del 
Registro Civil de Estepona (Málaga).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Estepona el 16 de 
marzo de 2005, la Sra. S. solicitaba la declaración de su nacionalidad 
española con valor de simple presunción conforme al artículo 18 del 
Código Civil por haber nacido en territorio del Sáhara Occidental en 1961 
y no haber podido ejercer el derecho de opción mientras estuvo en vigor 
el Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto. Adjuntaba los siguientes 
documentos: permiso de residencia en España, DNI expedido en 1974 y 
actualmente carente de validez, pasaporte argelino, resoluciones de 
declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
dictadas por la encargada del Registro Civil de Marbella en 2004 
correspondientes a tres hermanos de la promotora, certificado de 
residencia en los campamentos de refugiados saharauis expedido por 
autoridades de la denominada República Árabe Saharaui Democrática, 
certificación de familia expedida por la oficina del Registro Civil de Aaiún 
en 1970, certificado de empadronamiento, inscripción de nacimiento el 7 
de abril de 1961 practicada en el Registro Civil del Juzgado Cheránico de 
Aaiún en 1970, recibo de la Misión de las Naciones Unidas para el 
Referéndum del Sáhara Occidental y DNI de los padres de la solicitante 
actualmente carentes de validez.

2.- Ratificada la interesada y previo informe favorable del ministerio fiscal, 
la encargada del registro dictó auto el 22 de noviembre de 2006 denegando 
la pretensión por no cumplir los requisitos previstos para la consolidación 
por el artículo 18 del Código Civil. 

3.- Notificada la resolución, la interesada interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado alegando que le es 
aplicable la doctrina contenida en la sentencia del Tribunal Supremo de 28 
de octubre de 1998 y que así se les ha reconocido ya a sus hermanos en 
las mismas condiciones que las invocadas por la recurrente. Con el escrito 
de recurso aportaba al expediente copia de libro de escolaridad de un 
centro educativo español en Aaiún expedido en marzo de 1976. 

4.- Notificada la interposición del recurso al ministerio fiscal, interesó su 
estimación. La encargada del Registro Civil de Estepona emitió informe 
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asimismo favorable a la pretensión y remitió el expediente a la Dirección 
General de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo (STS) de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, 
entre otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 
2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª 
de mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª 
de enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008; 25-3ª y 4ª de noviembre de 2008; 2-4ª de marzo y 
16-3ª de junio de 2009 y 22-3ª de marzo de 2010.

II.- La interesada solicitó la declaración de nacionalidad española con 
valor de simple presunción por haber nacido en territorio del Sáhara 
Occidental en 1961 y no haber podido optar en virtud del RD 2258/1976, 
de 10 de agosto. La encargada del registro dictó auto denegando la 
procedencia de la solicitud. Dicho auto constituye el objeto del presente 
recurso.

III.- Según el artículo 18 CC., la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un 
título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. La vía registral 
para comprobar esta consolidación es el expediente de declaración de la 
nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. art. 96-2º LRC 
y 338 RRC), que decide en primera instancia el encargado del registro 
civil del domicilio (art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sáhara cuando este era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sáhara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.
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V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sáhara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sáhara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada a cabo en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del 
Sáhara en relación con el territorio metropolitano según el derecho 
internacional. En concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius 
soli tiene el nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia 
con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”.

VI.- Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos 
antecedentes. La cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más 
debatidas y oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la 
naturaleza de su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en 
la doctrina científica una explicación sobre la distinción entre territorio 
metropolitano y territorio colonial. A tal dificultad se añade la actitud 
cambiante de la política colonial como consecuencia de lo mutable 
también de las relaciones internacionales, caracterización a la que no ha 
podido sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y 
que se hace patente a través de una legislación que sigue, como ha 
señalado el Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por 
tres etapas fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se 
consideraron simplemente colonias; b) vino luego la fase de 
provincialización durante la que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) 
por último, se entra en la fase de descolonización, que reviste la forma de 
independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de 
autodeterminación en el Sahara.

VII.- Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la 
idea de equiparar aquel territorio del Sáhara, no obstante sus 
peculiaridades, con una «provincia» española y, por ello, se llegó a 
considerarlo como una extensión del territorio metropolitano, equiparación 
que ha dado pie a dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, 
consistente en el reconocimiento a la población saharaui de su condición 
de nacionales españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras 
normas, la Ley de 19 abril 1961 que estableció «las bases sobre las que 
debe asentarse el ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus 
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regímenes municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer 
manifiesta la equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» 
y «españoles nativos». Es importante destacar que como manifestación 
de esta posición España negó inicialmente al Secretariado General de la 
ONU información sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959).

VIII.- No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden 
jurídico público internacional y, especialmente, la doctrina sobre 
«descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, 
Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre 
de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujo al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, 
a la diferenciación de «territorios», puesta finalmente de relieve con 
rotunda claridad por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» 
del Sáhara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias 
sobre el territorio no autónomo del Sáhara, que durante algunos años ha 
estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen 
peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado 
parte del territorio nacional».

IX.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sáhara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En este caso la interesada no ha acreditado que cuando estuvo 
en vigor el real decreto de 1976 sus representantes legales -dada su 
minoría de edad en aquel momento- estuviesen imposibilitados de facto 
para optar a la nacionalidad española por haber permanecido en los 
territorios ocupados; antes al contrario, manifiesta que abandonaron 
dichos territorios y se establecieron en los campamentos de refugiados 
saharauis. Además, tampoco está probada la posesión y utilización de la 
nacionalidad española en los términos y duración que establece el artículo 
18 CC., en tanto que la inscripción en el Registro Cheránico no supone de 
ningún modo la atribución de dicha nacionalidad. Y, por otra parte, la 
recurrente posee documentación argelina, de donde se desprende que 
esa es la nacionalidad que ha venido utilizando hasta ahora.

X.- Finalmente, cabe decir que la documentación expedida por autoridades 
de la denominada República Árabe Saharaui Democrática no puede 
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tenerse en cuenta porque no ofrece garantías análogas a las exigidas 
para la inscripción por la ley española (cfr. arts. 23 LRC y 85 RRC). Las 
competencias de calificación del encargado del Registro Civil respecto de 
la certificación extranjera se extienden al examen de la competencia y 
autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que 
le habilite para tal expedición con base legal suficiente para ello, base que 
en este caso no existe al no estar establecidos los órganos del Registro 
Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento 
jurídico estatal internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Estepona (Málaga).

Resolución de 17 de Julio de 2014 (97ª)
III.2.1  Consolidación de nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
la interesada hubiera residido en el Sáhara durante el plazo de vigencia 
del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni que haya poseído y 
utilizado la nacionalidad española durante diez años.

En el expediente sobre declaración de nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este centro en trámite de recurso por virtud 
del entablado por la interesada contra auto dictado por el encargado del 
Registro Civil de Irún (Gipuzkoa).

HECHOS

1.- Mediante comparecencia en el Registro Civil de Irún el 23 de marzo de 
2010, la Sra. F. solicitaba la declaración de su nacionalidad española con 
valor de simple presunción por haber nacido en V-C. (Sáhara Occidental) 
en 1945 y haber estado residiendo en los campamentos de refugiados 
saharauis desde 1975 hasta 2008. Adjuntaba los siguientes documentos: 
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pasaporte argelino, documento de identidad y certificados de nacimiento, 
de filiación, de ausencia de antecedentes penales y de residencia en los 
campamentos de refugiados saharauis argelinos, certificado de 
empadronamiento, certificado del Ministerio del Interior de expedición de 
DNI en 1971, actualmente carente de validez y DNI del padre expedido en 
el mismo año y también carente de validez.

2.- Ratificada la interesada y previo informe favorable del ministerio fiscal, 
el encargado del registro dictó auto el 15 de junio de 2010 denegando la 
pretensión por no cumplir los requisitos previstos para la consolidación 
por el artículo 18 del Código Civil y no resultar aplicable la doctrina 
contenida en la sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998. 

3.- Notificada la resolución, la interesada interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado alegando que sí reúne 
los requisitos necesarios para la consolidación. 

4.- Notificada la interposición del recurso al ministerio fiscal, interesó su 
desestimación. El encargado del Registro Civil de Irún remitió el expediente 
a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo (STS) de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, 
entre otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 
2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª 
de mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª 
de enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008; 25-3ª y 4ª de noviembre de 2008; 2-4ª de marzo y 
16-3ª de junio de 2009 y 22-3ª de marzo de 2010.

II.- La interesada solicitó la declaración de nacionalidad española con 
valor de simple presunción por haber nacido en territorio del Sáhara 
Occidental en 1945. El encargado del registro dictó auto denegando la 
procedencia de la solicitud. Dicho auto constituye el objeto del presente 
recurso.
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III.- En primer lugar conviene aclarar que, si bien la interesada en su 
comparecencia inicial se refiere al artículo 17 CC. como fundamento de su 
solicitud, del conjunto de la documentación aportada, de la propia 
declaración de la interesada recogida en dicha comparecencia y del 
contenido del escrito de recurso se desprende que, en realidad, la 
pretensión está basada en los presupuestos del artículo 18 CC.

IV.- Según el mencionado artículo, la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del registro civil del domicilio (art. 335 RRC).

V.- En principio, los nacidos en el territorio del Sáhara cuando este era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sáhara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

VI.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sáhara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sáhara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada a cabo en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del 
Sáhara en relación con el territorio metropolitano según el derecho 
internacional. En concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius 
soli tiene el nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia 
con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”.
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VII.- Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos 
antecedentes. La cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más 
debatidas y oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la 
naturaleza de su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en 
la doctrina científica una explicación sobre la distinción entre territorio 
metropolitano y territorio colonial. A tal dificultad se añade la actitud 
cambiante de la política colonial como consecuencia de lo mutable 
también de las relaciones internacionales, caracterización a la que no ha 
podido sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y 
que se hace patente a través de una legislación que sigue, como ha 
señalado el Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por 
tres etapas fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se 
consideraron simplemente colonias; b) vino luego la fase de 
provincialización durante la que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) 
por último, se entra en la fase de descolonización, que reviste la forma de 
independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de 
autodeterminación en el Sahara.

VIII.- Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la 
idea de equiparar aquel territorio del Sáhara, no obstante sus 
peculiaridades, con una «provincia» española y, por ello, se llegó a 
considerarlo como una extensión del territorio metropolitano, equiparación 
que ha dado pie a dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, 
consistente en el reconocimiento a la población saharaui de su condición 
de nacionales españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras 
normas, la Ley de 19 abril 1961 que estableció «las bases sobre las que 
debe asentarse el ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus 
regímenes municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer 
manifiesta la equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» 
y «españoles nativos». Es importante destacar que como manifestación 
de esta posición España negó inicialmente al Secretariado General de la 
ONU información sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959).

IX.- No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden 
jurídico público internacional y, especialmente, la doctrina sobre 
«descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, 
Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre 
de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujo al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, 
a la diferenciación de «territorios», puesta finalmente de relieve con 
rotunda claridad por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» 
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del Sáhara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias 
sobre el territorio no autónomo del Sáhara, que durante algunos años ha 
estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen 
peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado 
parte del territorio nacional».

X.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sáhara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no 
es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora planteado. 
En este caso la interesada no ha acreditado que cuando estuvo en vigor el 
real decreto de 1976 estuviera imposibilitada de facto para optar a la 
nacionalidad española por haber permanecido en los territorios ocupados; 
antes al contrario, manifiesta que abandonó dichos territorios y se estableció 
en los campamentos de refugiados argelinos. Por otro lado, no consta el 
título inscrito en el Registro Civil y no está probada la posesión de la 
nacionalidad española en los términos y duración que establece el artículo 
18 CC., siendo incluso la interesada titular de un pasaporte argelino, 
circunstancias todas ellas que impiden acceder a la pretensión planteada. 

XI.- Finalmente, cabe decir que la documentación expedida por 
autoridades de la denominada República Árabe Saharaui Democrática no 
puede tenerse en cuenta porque no ofrece garantías análogas a las 
exigidas para la inscripción por la ley española (cfr. arts. 23 LRC y 85 
RRC). Las competencias de calificación del encargado del Registro Civil 
respecto de la certificación extranjera se extienden al examen de la 
competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio 
de cargo que le habilite para tal expedición con base legal suficiente para 
ello, base que en este caso no existe al no estar establecidos los órganos 
del Registro Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un 
ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Irún (Gipuzkoa).
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Resolución de 17 de Julio de 2014 (98ª)
III.2.1  Consolidación de nacionalidad española

No es aplicable la doctrina de la sentencia del Tribunal Supremo de 28 de 
octubre de 1998 cuando se trata de personas que han nacido en el 
territorio del Sahara con posterioridad al período de vigencia del Decreto 
2258/1976, de 10 de agosto.

En el expediente sobre declaración de nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este centro en trámite de recurso por virtud 
del entablado por el interesado contra auto dictado por la encargada del 
Registro Civil de Jerez de la Frontera (Cádiz).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Jerez de la Frontera 
el 15 de junio de 2010, el Sr. B. solicitaba la declaración de su nacionalidad 
su española con valor de simple presunción por haber nacido en territorio 
del Sáhara Occidental en 1980. Adjuntaba los siguientes documentos: 
autorización del Ministerio del Interior de permanencia provisional en 
España, pasaporte argelino, certificado de empadronamiento, título 
universitario cubano de Licenciado en Medicina y resolución de 
homologación en España, documento de identidad y certificados de 
trabajo en los campamentos de refugiados saharauis argelinos desde 
2005 hasta 2009, de otorgamiento de poder, de filiación, de nacimiento, 
de residencia en los campamentos de refugiados, de nacionalidad 
saharaui y de ausencia de antecedentes penales expedidos por 
autoridades de la denominada República Árabe Saharaui Democrática y 
DNI de D. expedido en 1971 y actualmente carente de validez.

2.- Ratificado el interesado y previo informe desfavorable del ministerio 
fiscal, el encargado del registro dictó auto el 17 de septiembre de 2010 
denegando la pretensión por falta de cumplimiento de los presupuestos 
legales. 

3.- Notificada la resolución, se interpuso recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado alegando que la madre del promotor, 
nacida en el Sáhara Occidental, no pudo ejercer el derecho de opción del 
Real Decreto 2258/1976 por encontrarse desplazada en los campamentos 
de refugiados saharauis.
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4.- Notificada la interposición del recurso al ministerio fiscal, interesó su 
desestimación. La encargada del Registro Civil de Jerez de la Frontera 
remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008; 25-3ª y 4ª de noviembre de 2008; 2-4ª de marzo y 
16-3ª de junio de 2009 y 22-3ª de marzo de 2010.

II.- El interesado solicitó la declaración de nacionalidad española por 
haber nacido en territorio del Sáhara en 1980, ser hijo de una ciudadana 
saharaui que no pudo optar en virtud del RD 2258/1976 y cumplir los 
requisitos para la consolidación del artículo 18 CC. La encargada del 
registro dictó auto denegando la procedencia de la solicitud. 

III.- Según el artículo 18 del Código Civil, la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del registro civil del domicilio (art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sáhara cuando este era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que se 
desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque 
sólo así cobra sentido que a los naturales del Sáhara se les concediera en 
ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el 
plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76.
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V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sáhara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sáhara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada a cabo en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del 
Sáhara en relación con el territorio metropolitano según el derecho 
internacional. En concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius 
soli tiene el nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia 
con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”.

VI.- Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos 
antecedentes. La cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más 
debatidas y oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la 
naturaleza de su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en 
la doctrina científica una explicación sobre la distinción entre territorio 
metropolitano y territorio colonial. A tal dificultad se añade la actitud 
cambiante de la política colonial como consecuencia de lo mutable 
también de las relaciones internacionales, caracterización a la que no ha 
podido sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y 
que se hace patente a través de una legislación que sigue, como ha 
señalado el Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por 
tres etapas fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se 
consideraron simplemente colonias; b) vino luego la fase de 
provincialización durante la que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) 
por último, se entra en la fase de descolonización, que reviste la forma de 
independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de 
autodeterminación en el Sahara.

VII.- Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la 
idea de equiparar aquel territorio del Sáhara, no obstante sus 
peculiaridades, con una «provincia» española y, por ello, se llegó a 
considerarlo como una extensión del territorio metropolitano, equiparación 
que ha dado pie a dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, 
consistente en el reconocimiento a la población saharaui de su condición 
de nacionales españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras 
normas, la Ley de 19 abril 1961 que estableció «las bases sobre las que 
debe asentarse el ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus 
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regímenes municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer 
manifiesta la equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» 
y «españoles nativos». Es importante destacar que como manifestación 
de esta posición España negó inicialmente al Secretariado General de la 
ONU información sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959).

VIII.- No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden 
jurídico público internacional y, especialmente, la doctrina sobre 
«descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, 
Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre 
de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujo al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, 
a la diferenciación de «territorios», puesta finalmente de relieve con 
rotunda claridad por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» 
del Sáhara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias 
sobre el territorio no autónomo del Sáhara, que durante algunos años ha 
estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen 
peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado 
parte del territorio nacional».

IX.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sáhara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no 
es de aplicación al caso presente pues hay diferencias fundamentales entre 
el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora planteado. La 
primera y fundamental es que el interesado nació después de la 
descolonización y después de la vigencia del Decreto 2258/1976. Además, 
no consta el título inscrito en el Registro Civil y no está probada la posesión 
de la nacionalidad española en los términos y duración que establece el 
artículo 18 CC., puesto que el recurrente es titular de un pasaporte argelino, 
circunstancias todas ellas que impiden acceder a la pretensión planteada. 
Y, en lo que se refiere a la pretendida nacionalidad española de la madre 
como fundamento de la solicitud planteada y que, de ser cierta, podría dar 
lugar, en todo caso, a la declaración de nacionalidad del hijo por una causa 
distinta de la contemplada en el artículo 18 CC., resulta que, aunque aquella 
pudiera haberse beneficiado en algún momento de la nacionalidad 
española, tampoco se ha acreditado la existencia de un título legal de 
adquisición de tal nacionalidad por su parte.

http://


M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

1496Boletín del Ministerio de Justicia

Nacionalidad

X.- Finalmente, hay que mencionar también que la documentación 
expedida por autoridades de la denominada República Árabe Saharaui 
Democrática no ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción 
por la ley española (arts. 23 LRC y 85 RRC). Ha de tenerse en cuenta que 
las competencias de calificación del encargado del Registro Civil respecto 
de la certificación extranjera se extienden al examen de la competencia y 
autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que 
le habilite para tal expedición con base legal suficiente para ello, base que 
en este caso no existe al no estar establecidos los órganos del Registro 
Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento 
jurídico estatal internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Jerez de la Frontera (Cádiz).

Resolución de 17 de Julio de 2014 (99ª)
III.2.1  Consolidación de nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
la interesada hubiera residido en el Sáhara durante el plazo de vigencia 
del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni que haya poseído y 
utilizado la nacionalidad española durante diez años.

En el expediente sobre declaración de nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este centro en trámite de recurso por virtud 
del entablado por la interesada contra auto dictado por la encargada del 
Registro Civil de Sanlúcar de Barrameda (Cádiz).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de La Palma del 
Condado (Huelva) el 12 de diciembre de 2008, la Sra. F-S. solicitaba la 
declaración de su nacionalidad española con valor de simple presunción 
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en virtud de lo establecido en el artículo 18 del Código Civil por haber 
nacido en territorio del Sáhara Occidental en 1974. Adjuntaba los 
siguientes documentos: documento de identidad y certificados de 
nacimiento, de ausencia de antecedentes penales, de nacionalidad 
saharaui y de filiación expedidos por la denominada República Árabe 
Saharaui Democrática, certificado de empadronamiento, libro de familia 
expedido en el Sáhara en 1971, pasaporte argelino, recibo de la Misión de 
las Naciones Unidas para el Referéndum del Sáhara Occidental, DNI 
expedido en 1971 y pasaporte español fechado en 1973, documentos 
ambos correspondientes al padre de la solicitante y carentes de validez 
actualmente, y libreta bancaria. 

2.- Iniciadas investigaciones para la averiguación del domicilio efectivo de 
la promotora, las actuaciones concluyeron con la aportación de un nuevo 
certificado de empadronamiento y de residencia efectiva en la localidad 
de T. (C).

3.- Remitido el expediente al Registro Civil de Sanlúcar de Barrameda, 
competente para su resolución, previo informe desfavorable del ministerio 
fiscal, la encargada del registro dictó auto el 29 de julio de 2010 denegando 
la pretensión por no cumplir los requisitos previstos para la consolidación 
por el artículo 18 del Código Civil y no considerar aplicable la doctrina 
contenida en la sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998. 

4.- Notificada la resolución, la interesada interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado reiterando el 
cumplimiento de los requisitos necesarios para la declaración de 
nacionalidad con valor de simple presunción. 

5.- Notificada la interposición del recurso al ministerio fiscal, interesó su 
desestimación. La encargada del Registro Civil de Sanlúcar de Barrameda 
se ratificó en su decisión y remitió el expediente a la Dirección General de 
los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo (STS) de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, 
entre otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 
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2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª 
de mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª 
de enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008; 25-3ª y 4ª de noviembre de 2008; 2-4ª de marzo y 
16-3ª de junio de 2009 y 22-3ª de marzo de 2010.

II.- La interesada solicitó la declaración de nacionalidad española con 
valor de simple presunción por haber nacido en territorio del Sáhara 
Occidental en 1974 y cumplir los requisitos para la consolidación del 
artículo 18 CC. La encargada del registro dictó auto denegando la 
procedencia de la solicitud. Dicho auto constituye el objeto del presente 
recurso.

III.- Según el artículo 18 CC., la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un 
título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. La vía registral 
para comprobar esta consolidación es el expediente de declaración de la 
nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. art. 96-2º LRC 
y 338 RRC), que decide en primera instancia el encargado del registro 
civil del domicilio (art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sáhara cuando este era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sáhara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sáhara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sáhara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada a cabo en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del 
Sáhara en relación con el territorio metropolitano según el derecho 
internacional. En concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius 
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soli tiene el nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia 
con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”.

VI.- Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos 
antecedentes. La cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más 
debatidas y oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la 
naturaleza de su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en 
la doctrina científica una explicación sobre la distinción entre territorio 
metropolitano y territorio colonial. A tal dificultad se añade la actitud 
cambiante de la política colonial como consecuencia de lo mutable 
también de las relaciones internacionales, caracterización a la que no ha 
podido sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y 
que se hace patente a través de una legislación que sigue, como ha 
señalado el Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por 
tres etapas fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se 
consideraron simplemente colonias; b) vino luego la fase de 
provincialización durante la que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) 
por último, se entra en la fase de descolonización, que reviste la forma de 
independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de 
autodeterminación en el Sahara.

VII.- Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la 
idea de equiparar aquel territorio del Sáhara, no obstante sus 
peculiaridades, con una «provincia» española y, por ello, se llegó a 
considerarlo como una extensión del territorio metropolitano, equiparación 
que ha dado pie a dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, 
consistente en el reconocimiento a la población saharaui de su condición 
de nacionales españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras 
normas, la Ley de 19 abril 1961 que estableció «las bases sobre las que 
debe asentarse el ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus 
regímenes municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer 
manifiesta la equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» 
y «españoles nativos». Es importante destacar que como manifestación 
de esta posición España negó inicialmente al Secretariado General de la 
ONU información sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959).

VIII.- No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden 
jurídico público internacional y, especialmente, la doctrina sobre 
«descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, 
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Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre 
de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujo al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, 
a la diferenciación de «territorios», puesta finalmente de relieve con 
rotunda claridad por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» 
del Sáhara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias 
sobre el territorio no autónomo del Sáhara, que durante algunos años ha 
estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen 
peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado 
parte del territorio nacional».

IX.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sáhara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En este caso la interesada no ha acreditado que cuando estuvo 
en vigor el real decreto de 1976 sus representantes legales -dada su 
minoría de edad en aquel momento- estuviesen imposibilitados de facto 
para optar a la nacionalidad española por haber permanecido en los 
territorios ocupados; antes al contrario, manifiesta que abandonaron 
dichos territorios en dirección a los campamentos de refugiados saharauis. 
Por otro lado, no consta el título inscrito en el Registro Civil y no está 
probada la posesión de la nacionalidad española en los términos y 
duración que establece el artículo 18 CC., siendo incluso la recurrente 
titular de un pasaporte argelino. Todas estas circunstancias impiden 
acceder a la pretensión planteada. 

X.- Finalmente, cabe decir que la documentación expedida por autoridades 
de la denominada República Árabe Saharaui Democrática no puede 
tenerse en cuenta porque no ofrece garantías análogas a las exigidas 
para la inscripción por la ley española (cfr. arts. 23 LRC y 85 RRC). Las 
competencias de calificación del encargado del Registro Civil respecto de 
la certificación extranjera se extienden al examen de la competencia y 
autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que 
le habilite para tal expedición con base legal suficiente para ello, base que 
en este caso no existe al no estar establecidos los órganos del Registro 
Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento 
jurídico estatal internacionalmente reconocido.
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Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Sanlúcar de Barrameda 
(Cádiz).

Resolución de 17 de Julio de 2014 (103ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el promotor hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del 
Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera poseído y utilizado 
la nacionalidad durante diez años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el promotor, contra auto dictado por la 
Encargada del Registro Civil de EIda (Alicante)

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de EIda (Alicante) el 
25 de septiembre de 2009, Don A. nacido en V-C. (Sahara) en el año 1961 
solicitaba el reconocimiento de la nacionalidad española por haber nacido 
y vivido en el Sahara cuando éste era territorio sometido a administración 
española. Adjuntaba, entre otros, fotocopia de los siguientes documentos: 
DNI expedido por la República Árabe Saharaui Democrática; libro de 
familia de sus padres, Don L. y Doña F-T. certificado de empadronamiento 
en P. (A) expedido en fecha 23 de septiembre de 2009; certificados de 
concordancia de nombres y de estancia expedidos por la Delegación 
Saharaui para la Comunidad Valenciana; recibo MINURSO; DNI bilingüe 
de su padre y de su madre y pasaporte argelino.

2.- Ratificado el interesado, la Encargada del Registro Civil de Elda 
(Alicante) solicitó librar oficio al Sr. Jefe de la Policía Local de P. (Alicante) 
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a fin de que informase si el solicitante residía realmente en el domicilio en 
el que constaba empadronado. Con fecha 28 de octubre de 2009, el 
Intendente Principal Jefe de la Policía Local del Ayuntamiento de P. remitió 
informe 4_/09-B en el que consta que personado el agente con n° 
profesional 0___0 en el domicilio referido, se comprobó que vivía 
actualmente en el mismo en compañía de un hermano.

3.- Previo informe favorable del Ministerio Fiscal, la Encargada del 
Registro Civil de EIda (Alicante) dictó auto el 04 de octubre de 2010 
estimando que no concurrían en el presente caso los requisitos exigidos 
por la normativa para declarar la nacionalidad española de origen con 
valor de simple presunción.

4.- Notificada la resolución, el solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado solicitando se declare con valor 
de simple presunción la nacionalidad española de origen de Don A.

5.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste emitió informe 
considerando conforme a derecho el Auto atacado, tras lo cual la 
Encargada remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 y 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro 
Civil; 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 
de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 12-3ª 
y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de mayo, 
11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 
22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de noviembre de 
2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16-3ª de Junio de 2009 y 22-3ª de Marzo de 
2010.

II.- El promotor, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Logroño solicitó la declaración de su nacionalidad española con valor de 
simple presunción por haber nacido en 1961 en el territorio del Sahara y 
cumplir los requisitos establecidos en el artículo 18 Ce. La Encargada del 
registro dictó auto denegando la petición del interesado, siendo dicho auto 
el que constituye el objeto del presente recurso.
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III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2° LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de «territorio nacional» o «territorio español». Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
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hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
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no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente el interesado no ha acreditado que cuando 
estuvo en vigor el Decreto de 1976, sus padres, por ser éste menor de 
edad, estuviesen imposibilitados para optar en su nombre a la nacionalidad 
española por haber permanecido en los territorios ocupados, lo que 
requiere pruebas fehacientes. De otro lado, no está probada a través de la 
documentación la posesión de la nacionalidad española en los términos y 
duración que establece el artículo 18 Ce, en el que se indica que la 
nacionalidad española puede consolidarse si se posee y utiliza durante 
diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el Registro 
Civil que después es anulado. En lo referente a la aplicación del artículo 
17.1.C del Código Civil, según su redacción de 1990, no es aplicable al 
caso por no ser la redacción vigente en la fecha de nacimiento del 
promotor, sin que, por otra parte, haya coincidencia en cuanto al lugar 
concreto en los escritos de solicitud y los documentos aportados. Aparte 
de ello, la documentación que aporta expedida por autoridades de la 
denominada República Árabe Saharaui Democrática no ofrece garantías 
análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española. Al respecto 
ha de tenerse en cuenta que las competencias de calificación del 
encargado respecto de la certificación extranjera se extienden al examen 
de la competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el 
ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con base legal 
suficiente para ello, base que en este caso no existe al no estar 
establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones 
normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Elda (Alicante).
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Resolución de 17 de Julio de 2014 (104ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el promotor hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del 
Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera poseído y utilizado 
la nacionalidad durante diez años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el promotor, contra auto dictado por la 
Encargada del Registro Civil de Málaga.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Málaga el 25 de 
octubre de 2010, Don B. nacido en T. (Sahara) en el año 1965 solicitaba el 
reconocimiento de la nacionalidad española por haber nacido y vivido en 
el Sahara cuando éste era territorio sometido a administración española. 
Adjuntaba, entre otros, los siguientes documentos: volante de 
empadronamiento en el Ayuntamiento de Málaga expedido en fecha 18 de 
octubre de 2010; permiso de residencia y tarjeta de seguridad social; 
pasaporte argelino; tarjeta del Instituto Nacional de Previsión de su padre, 
Don H. certificado de antecedentes penales; recibos MINURSO del 
interesado y de su padre; certificados de residencia en los campamentos 
de refugiados saharauis y de nacimiento expedidos por la República 
Árabe Saharaui Democrática; DNI bilingüe de su padre y tarjeta de 
afiliación a la seguridad social; DNI bilingüe del interesado y certificado 
negativo de inscripción en los Libros Cheránicos expedido por el Ministerio 
de Cultura.

2.- Ratificado el interesado, previo informe desfavorable del Ministerio 
Fiscal; la Encargada del Registro Civil de Málaga dictó auto el 03 de 
noviembre de 2010 estimando que no es posible considerar al promotor 
del expediente español de origen ni declarar su nacionalidad española por 
uso continuado de la misma. 

3.- Notificada la resolución, el solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado solicitando se declare con valor 
de simple presunción la nacionalidad española de origen de Don B.
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4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste se reitera en el informe 
anteriormente emitido, tras lo cual la Encargada remitió el expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución del 
recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 y 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro 
Civil; 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 
de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.

II.- El promotor, mediante escrito presentado en el Registro Civil de Málaga 
solicitó la declaración de su nacionalidad española con valor de simple 
presunción por haber nacido en 1965 en el territorio del Sahara y cumplir 
los requisitos establecidos en el artículo 18 CC. La Encargada del registro 
dictó auto denegando la petición del interesado, siendo dicho auto el que 
constituye el objeto del presente recurso.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
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española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
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abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente el interesado no ha acreditado que cuando 
estuvo en vigor el Decreto de 1976, sus padres, por ser éste menor de 
edad, estuviesen imposibilitados para optar en su nombre a la nacionalidad 
española por haber permanecido en los territorios ocupados, lo que 
requiere pruebas fehacientes. De otro lado, no está probada a través de la 
documentación la posesión de la nacionalidad española en los términos y 
duración que establece el artículo 18 CC., en el que se indica que la 
nacionalidad española puede consolidarse si se posee y utiliza durante 
diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el Registro 
Civil que después es anulado. En lo referente a la aplicación del artículo 
17.1.c del Código Civil, según su redacción de 1990, no es aplicable al 
caso por no ser la redacción vigente en la fecha de nacimiento del 
promotor, sin que, por otra parte, haya coincidencia en cuanto al lugar 
concreto en los escritos de solicitud y los documentos aportados. Aparte 
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de ello, la documentación que aporta expedida por autoridades de la 
denominada República Árabe Saharaui Democrática no ofrece garantías 
análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española. Al respecto 
ha de tenerse en cuenta que las competencias de calificación del 
encargado respecto de la certificación extranjera se extienden al examen 
de la competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el 
ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con base legal 
suficiente para ello, base que en este caso no existe al no estar 
establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones 
normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Málaga.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (1ª)
III.2.1   Declaración de nacionalidad española

No se inscribe en el Registro Civil español al nacido en Sidi-Ifni en 1965.

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española remitido a 
este centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado, 
contra auto de la encargada del Registro Civil de Manresa.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Manresa el 09 de 
enero de 2012 Don M. nacido en S-I. (África Occidental) el 17 de mayo de 
1965, solicitaba la declaración de su nacionalidad española con valor de 
simple presunción Adjuntaba, entre otros, los siguientes documentos: 
certificado de concordancia de nombre, volante de empadronamiento, 
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permiso de residencia, pasaporte marroquí, copia DNI español de su 
padre y certificado de nacimiento cheránico del interesado.

2.- Notificado el Ministerio Fiscal informa desfavorablemente. La 
encargada del Registro Civil de Manresa dictó auto el 25 de abril de 20121 
denegando la declaración de la nacionalidad española por falta de 
acreditación de la posesión y utilización continuada de la misma durante 
10 años. 

3.- Notificada la resolución, el 05 de junio de 2012 se interpuso recurso 
ante la Dirección General de los Registros y del Notariado. 

4.- De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que 
se opuso a su estimación. La encargada del Registro Civil de Manresa 
remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado, para la resolución del recurso interpuesto.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos el Tratado de 4 de Enero de 1969 sobre retrocesión del territorio 
de Ifni al Reino de Marruecos; el Decreto de 26 de junio de 1969; los 
artículos 18 del Código Civil; 15, 95 y 96 de la Ley del Registro Civil; 62, 
322, 324, 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, 21-1ª de enero, 26-1ª de marzo, 19-3ª de abril y 15-2ª de septiembre 
de 2003; 25-3ª de febrero de 2004; 13-1ª de septiembre de 2005; 13-4ª de 
enero, 8-1ª de febrero, 13-2ª de marzo y 1-3ª de septiembre de 2006.

II.- El interesado, solicitó la declaración de su nacionalidad española por 
haber nacido en S-I. en 1965 y haber poseído y utilizado dicha nacionalidad 
de forma continuada durante más de diez años con buena fe y basada en 
un título inscrito en el Registro Civil.

III.- Para que un nacimiento pueda ser inscrito en el Registro Civil español 
es necesario que el mismo haya acaecido en territorio español o, en otro 
caso, que afecte a españoles (cfr. arts. 15 LRC y 66 RRC).

IV.- La primera de estas condiciones no concurre en este supuesto, en el 
que se trata de un nacimiento acaecido en S-I. en 1965. El territorio de Ifni 
no era ni es español, pues ésta es la conclusión que se desprende 
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forzosamente de su retrocesión a Marruecos por virtud del Tratado de 4 
de Enero de 1969.

V.- Tampoco se da la segunda de las condiciones apuntadas, pues no se 
ha acreditado ningún título legal de adquisición de tal nacionalidad y el 
beneficio de ésta cesó en el momento de la retrocesión a Marruecos, que 
se produjo cuando el interesado era menor de edad. No constando que 
sus progenitores al ser el interesado menor de edad hubiesen hecho uso, 
dentro del plazo de caducidad de tres meses, del derecho de opción a la 
nacionalidad española, regulado por el artículo tercero del Tratado, por el 
primero de su Protocolo anejo y por el Decreto de 26 de junio de 1969.

VI.- En cuanto a la eventual consolidación de la nacionalidad española a 
favor del recurrente, esta Dirección General ha mantenido reiteradamente 
el criterio de que, según el artículo 18 del Código Civil, la nacionalidad 
española puede consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con 
buena fe y sobre la base de un título inscrito en el Registro Civil que 
después es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación 
es el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción (cfr. arts. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera 
instancia el encargado del registro civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC). 

VII.- En principio, es discutible que a los nacidos en el territorio de Ifni 
cuando éste era posesión española les beneficie el citado artículo 18 del 
Código porque no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores a la retrocesión por España 
de este territorio a Marruecos pudiera deducirse otra cosa. En cualquier 
caso, no se puede entender cumplido en el presente caso el requisito de 
la utilización de la nacionalidad española con buena fe durante más de 
diez años. Constando en el expediente su documentación como marroquí.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Manresa.
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (2ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el interesado hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia 
del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto ni hubiera poseído y utilizado la 
nacionalidad española durante diez años.

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor 
de simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el interesado contra auto dictado por la Encargada 
del Registro Civil de Coin.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado por Don E. nacido en el año 1934 en el 
Sahara Occidental solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: libro de familia, 
documentación de su pertenencia a unidades militares españolas desde 
1960 a 1975, copia de DNI español expedido en el Sahara, certificado de 
nacimiento expedido por autoridades marroquíes y pasaporte marroquí.

2.- Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal una vez examinado el 
expediente, emite informe favorable. La Encargada del Registro Civil, 
mediante auto de fecha 14 de febrero de 2012 deniega lo solicitado por el 
interesado ya que no cumple los requisitos del artículo 18 del Código Civil.

3.- Notificado el interesado, éste, presenta recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado volviendo a solicitar la 
nacionalidad española con valor de simple presunción.

4.- De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal. La 
Encargada del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
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noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las Resoluciones, entre 
otras, de 14-5ª y 17-1ª de julio, 1-1ª, 6-3ª, 7-2ª y 9-1ª de septiembre de 
2006; 18-1ª, 10, 12-3ª y 4ª de enero, 10, 12-2ª-3ª y 4ª de febrero, 5-2ª de 
marzo, 25-2ª de julio, 7-6ª y 28-5ª de septiembre de 2007; y 17-8ª de 
junio, 18-6ª de julio y 3-3ª de septiembre de 2008.

II.- El interesado, mediante escrito presentado ante el Registro Civil de 
Coin solicitó la declaración con valor de simple presunción de su 
nacionalidad española, al haber nacido en 1934 en Sahara Occidental, y 
cumplir los requisitos establecidos. La Encargada del Registro dictó auto 
de 14 de febrero de 2012 denegando dicha nacionalidad. Este auto 
constituye el objeto del presente recurso.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
Encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76. 

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español, en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
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concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni, y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
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Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente, no se considera acreditado que la 
interesado, cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976 se hallase 
imposibilitada de facto para optar a la nacionalidad española, por haber 
permanecido en los territorios ocupados. En todo caso, aun cuando se 
tuviese por acreditado que, inicialmente, el interesado permaneció en los 
territorios ocupados por Marruecos. Tampoco está probada la posesión de 
la nacionalidad española en los términos y duración que establece el 
artículo 18 CC., constando en el expediente su documentación como 
marroquí e incluyendo únicamente certificación de la policía nacional 
donde informan que le fue expedido DNI bilingüe el 19 de julio de 1971, 
sin que conste renovación alguna del Documento Nacional de Identidad 
cuyo plazo de vigencia era inicialmente de cinco años, ni consta título 
inscrito en el Registro Civil.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Coin (Málaga).
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (6ª)
III.2.1  Declaración de la nacionalidad española

1.- No es posible declarar la nacionalidad española de origen del promotor 
porque no se ha acreditado que los padres ostentasen la nacionalidad 
española al tiempo de su nacimiento.

2.- No es español iure soli conforme al artículo 17 del Código Civil el 
nacido en el Sahara en 1979

3.- Tampoco es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se 
acredita que el promotor hubiera residido en el Sahara durante el plazo de 
vigencia del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera título 
inscrito en el Registro Civil, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad 
durante diez años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el promotor, contra auto dictado por la 
Encargada del Registro Civil de Hellín (Albacete).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Hellín el 2 de mayo 
de 2012, M-I. nacido en el año 1979 solicitaba el reconocimiento de la 
nacionalidad española por haber nacido en el Sahara por aplicación del 
artículo 17.c) del Código Civil. Adjuntaba, entre otros, los siguientes 
documentos: permiso de residencia, carnet de conducir, tarjeta del servicio 
de salud de Castilla La Mancha, pasaporte argelino, volante de 
empadronamiento, certificados de residencia, antecedentes penales, 
paternidad, nacionalidad y nacimiento expedidos por las autoridades de la 
República Árabe Saharaui Democrática, DNI y pasaporte de la madre y 
auto de fecha 1 de junio de 2009 declarando la nacionalidad española de 
la madre.

2.- Ratificado el interesado, previo informe desfavorable del ministerio 
fiscal, la Encargada dictó auto el 15 de junio de 2012 denegando la 
nacionalidad española con valor de simple presunción por considerar que 
los documentos aportados no acreditan los extremos previstos en los 
artículos 17 y 18 del Código Civil.
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3.- Notificada la resolución, el solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado solicitando la concesión de la 
nacionalidad española por cumplir con los requisitos previstos en los 
artículos 17 y 18 del CC., aportando nueva documentación, entre otros, 
certificado de ciudadanía expedido por la Delegación de la Comunidad 
Saharaui para España, certificado negativo de nacionalidad argelina y 
varios autos declarando la nacionalidad española con valor de simple 
presunción de casos similares.

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal interesa la desestimación del 
recurso, tras lo cual La Encargada remitió el expediente a la Dirección 
General de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 y 18 del Código Civil (CC.); 96 de la Ley del 
Registro Civil (LRC); 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); 
la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de 
agosto; la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las 
Resoluciones, entre otras, de 21-1ª de enero, 3-1ª; 4-4ª de febrero, 2-4ª, 
4-3ª, 5 y 14-3ª de marzo, 15-3-º de abril, 28 de mayo, 1-4ª y 27-3ª de 
septiembre, 3-1ª de octubre de 2005; 28-4ª de febrero, 18 y 21-4ª de 
marzo, 14-5ª y 17-1ª de julio, 1-1ª, 6-3ª, 7-2ª y 9-1ª de septiembre de 
2006.

II.- El promotor, mediante escrito presentado en el Registro Civil de Hellín 
solicitó la declaración de su nacionalidad española con valor de simple 
presunción por haber nacido en 1979 en el territorio del Sahara y ser hijo 
de españoles. La Encargada del registro dictó auto denegando la petición 
del interesado, siendo dicho auto el que constituye el objeto del presente 
recurso.

III.- El interesado solicita la declaración de la nacionalidad española 
basada en que tanto él como sus padres ostentaban esta nacionalidad 
por ser naturales del Sahara. A la vista del expediente esta petición no 
puede estimarse ya que en principio, los nacidos en el territorio del Sahara 
cuando éste era posesión española no eran propiamente nacionales 
españoles, sino sólo súbditos de España que se beneficiaban de la 
nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones anteriores 
al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El 
principio apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 
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19 de noviembre de 1975, porque sólo así cobra sentido que a los 
naturales del Sahara se les concediera en ciertas condiciones la 
oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a 
contar desde la entrada en vigor del Real Decreto 2258/76.

IV.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
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reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la Ley 
de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo 
expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como potencia 
administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no autónomo 
del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos 
aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías al 
provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio nacional».

V.- En cualquier caso, por lo que se refiere a la «nacionalidad» de los 
saharauis, durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio 
del Sahara Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y 
formal entre los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, 
como ha puesto de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 
de octubre de 1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas 
en los Estados colonizadores, se han impuesto restricciones al status 
civitatis de la población colonizada “lo que ha permitido la diferencia 
doctrinal, basada en datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y 
nacionales-súbditos” (ejemplos del Derecho comparado son Holanda, 
Italia, Bélgica y Francia). En España, pese a la ambigüedad normativa 
sobre la calificación de los territorios pertenecientes a colonias y su 
identificación con el territorio nacional, las realidades de la heterogeneidad 
territorial y de los estatutos personales ha sido sostenida por el Tribunal 
Supremo en su citada sentencia y en la posterior de 7 de noviembre de 
1999 y anteriormente por el Consejo de Estado en diversos dictámenes 
(Dictamen núm. 36017/1968 para el caso de Guinea y Dictamen 
36227/1968 para el caso de Ifni), y a partir del examen pormenorizado de 
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las disposiciones dictadas en relación con aquellos territorios, llegaron a 
conclusiones fundadas acerca de las diferencias entre territorio nacional y 
territorios coloniales, así como sobre la diferente condición jurídica de 
nacionales y naturales de las colonias. 

VI.- No obstante, el Real Decreto 2258/76 permitió a los naturales del 
Sahara optar a la nacionalidad española dentro de un plazo de un año y 
cumpliendo una serie de condiciones. Sin embargo, en el presente caso, 
no ha quedado acreditado que los padres del promotor hicieran uso de 
dicha opción, por lo que debe concluirse razonablemente que aquellos 
nunca tuvieron la nacionalidad española, ni en el momento del nacimiento 
del interesado, ni en ningún otro momento, no siendo por tanto posible la 
aplicación del artículo 17 del Código Civil, según redacción dada por la 
Ley de 15 de julio de 1954, aplicable al caso examinado. Tampoco sería 
posible la aplicación retroactiva del artículo 17.1 c), según la redacción de 
1990, ya que el promotor no habría nacido en España pues nació en el 
año 1979, es decir, con posterioridad a la descolonización del Sahara.

VII.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural 
del Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente, no es posible que los representantes 
legales del interesado, dada la minoría edad de éste, cuando estuvo en 
vigor el Decreto de 1976 optasen en su nombre a la nacionalidad española 
ya que el interesado no había nacido. Aparte de ello concurren otras 
circunstancias que impiden por la vía del artículo 18 del Código Civil 
también invocado una posible consolidación de la nacionalidad española, 
pues no consta el título inscrito en el Registro Civil, ni está probada la 
posesión de la nacionalidad española en los términos y duración que 
establece el artículo 18 CC., en el que se indica que la nacionalidad 
española puede consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con 
buena fe y sobre la base de un título inscrito en el Registro Civil que 
después es anulado. 

VIII.- Por lo que se refiere a la concesión a su madre y a otras personas, 
según su declaración, de la nacionalidad española, a la vista de los autos 
aportados al expediente en prueba del presunto derecho del ahora 
interesado, se observa que la documentación que sirvió de base en su 
momento para la declaración con valor de simple presunción de la 
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nacionalidad española de aquéllos era similar a la contenida en el presente 
expediente, por lo que, si el Ministerio Fiscal considerara que les ha sido 
otorgada dicha nacionalidad de modo improcedente, cabría, a instancia 
de dicho órgano, incoar nuevo expediente solicitando que se declare con 
valor de simple presunción que los interesados no son españoles. A este 
respecto conviene recordar que, en desarrollo del principio básico de la 
legislación registral de concordancia del Registro Civil con la realidad, es 
doctrina reiterada de este Centro Directivo que, mientras subsista ese 
interés público de concordancia, no opera en el ámbito del Registro Civil 
el principio de autoridad de cosa juzgada. Aparte de ello, la documentación 
que aporta expedida por autoridades de la denominada República Árabe 
Saharaui Democrática no ofrece garantías análogas a las exigidas para la 
inscripción por la ley española. Al respecto ha de tenerse en cuenta que 
las competencias de calificación del encargado respecto de la certificación 
extranjera se extienden al examen de la competencia y autoridad que la 
expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal 
expedición con base legal suficiente para ello, base que en este caso no 
existe al no estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de 
disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Hellín (Albacete).

Resolución de 31 de Julio de 2014 (8ª)
III.2.1  Declaración de la nacionalidad española

1.- No es posible declarar la nacionalidad española de origen del promotor 
porque no se ha acreditado que los padres ostentasen la nacionalidad 
española al tiempo de su nacimiento.

2.- No es español iure soli conforme al artículo 17 del Código Civil el 
nacido en Alger en1980. 
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3.- Tampoco es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se 
acredita que el promotor hubiera residido en el Sahara durante el plazo de 
vigencia del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera título 
inscrito en el Registro Civil, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad 
durante diez años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el promotor, contra auto dictado por la 
Encargada del Registro Civil de Hellín (Albacete).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Hellín, Don R. 
nacido en el año 1980 solicitaba el reconocimiento de la nacionalidad 
española por haber nacido en el Sahara, hijo de madre española, por 
aplicación de los artículos 17 y 18 del Código Civil. Adjuntaba, entre otros, 
los siguientes documentos: permiso de residencia, tarjeta de asistencia 
sanitaria, concesión de autorización de residencia, pasaporte argelino, 
certificados de nacimiento, paternidad, antecedentes penales y residencia 
expedidos por las autoridades de la República Árabe Saharaui 
Democrática, DNI e inscripción de nacimiento en el Registro Civil Central 
en el año 2010 de la madre, DNI de las hermanas, volante de 
empadronamiento, varios autos declarando con valor de simple presunción 
la nacionalidad española de naturales del Sahara y comunicación de 
contrato de trabajo indefinido a tiempo completo.

2.- Ratificado el interesado, previo informe desfavorable del ministerio 
fiscal, la Encargada dictó auto el 14 de agosto de 2012 denegando la 
nacionalidad española con valor de simple presunción por considerar que 
los documentos aportados no acreditan los extremos previstos en los 
artículos 17 y 18 del Código Civil.

3.- Notificada la resolución, el solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado solicitando la concesión de la 
nacionalidad española por cumplir con los requisitos previstos en los 
artículos 17 y 18 del CC., o subsidiariamente por aplicación del artículo 22 
del mismo código.
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4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal interesa la desestimación del 
recurso, tras lo cual La Encargada remitió el expediente a la Dirección 
General de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17, 18 y 22 del Código Civil (CC.); 96 de la Ley del 
Registro Civil (LRC); 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); 
la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de 
agosto; la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las 
Resoluciones, entre otras, de 21-1ª de enero, 3-1ª; 4-4ª de febrero, 2-4ª, 
4-3ª, 5 y 14-3ª de marzo, 15-3-º de abril, 28 de mayo, 1-4ª y 27-3ª de 
septiembre, 3-1ª de octubre de 2005; 28-4ª de febrero, 18 y 21-4ª de 
marzo, 14-5ª y 17-1ª de julio, 1-1ª, 6-3ª, 7-2ª y 9-1ª de septiembre de 
2006.

II.- El promotor, mediante escrito presentado en el Registro Civil de Hellín 
solicitó la declaración de su nacionalidad española con valor de simple 
presunción por haber nacido en 1980 en el territorio del Sahara y ser hijo 
de española. La Encargada del registro dictó auto denegando la petición 
del interesado, siendo dicho auto el que constituye el objeto del presente 
recurso.

III.- El interesado solicita la declaración de la nacionalidad española 
basada en que tanto él como su madre ostentaban esta nacionalidad por 
ser naturales del Sahara. A la vista del expediente esta petición no puede 
estimarse ya que en principio, los nacidos en el territorio del Sahara 
cuando éste era posesión española no eran propiamente nacionales 
españoles, sino sólo súbditos de España que se beneficiaban de la 
nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones anteriores 
al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El 
principio apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 
19 de noviembre de 1975, porque sólo así cobra sentido que a los 
naturales del Sahara se les concediera en ciertas condiciones la 
oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a 
contar desde la entrada en vigor del Real Decreto 2258/76.

IV.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 

http://www.mjusticia.gob.es/cs/Satellite/Portal/es/servicios-ciudadano/documentacion-publicaciones


M
inisterio de Justicia

1525 Catálogo de Publicaciones

Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado (Registro Civil)

antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el nacimiento 
en España a los efectos de atribuir en concurrencia con determinados 
requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la cuestión primordial 
de decidir si aquella antigua posesión española entra o no en el concepto 
de “territorio nacional” o “territorio español”. Para situar en perspectiva el 
tema hay que recordar algunos antecedentes. La cuestión es compleja, ya 
que una de las cuestiones más debatidas y oscuras de la teoría general del 
Estado es precisamente la naturaleza de su territorio, hasta el punto de que 
no es frecuente hallar en la doctrina científica una explicación sobre la 
distinción entre territorio metropolitano y territorio colonial. Sobre tal 
dificultad se añade la actitud cambiante de la política colonial como 
consecuencia de lo mutable también de las relaciones internacionales, 
caracterización a la que no ha podido sustraerse la posición española en 
África ecuatorial y occidental, y que se hace patente a través de una 
legislación que sigue, como ha señalado el Tribunal Supremo, un itinerario 
zigzagueante integrado por tres etapas fundamentales: a) en un primer 
momento dichos territorios se consideraron simplemente colonias; b) vino 
luego la fase de provincialización durante la que se intenta su asimilación a 
la metrópoli; c) por último, se entra en la fase de descolonización, que 
reviste la forma de independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o 
retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a dudas 
sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
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internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la Ley 
de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo 
expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como potencia 
administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no autónomo 
del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos 
aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías al 
provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio nacional».

V.- En cualquier caso, por lo que se refiere a la «nacionalidad» de los 
saharauis, durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio 
del Sahara Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y 
formal entre los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, 
como ha puesto de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 
de octubre de 1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas 
en los Estados colonizadores, se han impuesto restricciones al status 
civitatis de la población colonizada “lo que ha permitido la diferencia 
doctrinal, basada en datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y 
nacionales-súbditos” (ejemplos del Derecho comparado son Holanda, 
Italia, Bélgica y Francia). En España, pese a la ambigüedad normativa 
sobre la calificación de los territorios pertenecientes a colonias y su 
identificación con el territorio nacional, las realidades de la heterogeneidad 
territorial y de los estatutos personales ha sido sostenida por el Tribunal 
Supremo en su citada sentencia y en la posterior de 7 de noviembre de 
1999 y anteriormente por el Consejo de Estado en diversos dictámenes 
(Dictamen núm. 36017/1968 para el caso de Guinea y Dictamen 
36227/1968 para el caso de Ifni), y a partir del examen pormenorizado de 
las disposiciones dictadas en relación con aquellos territorios, llegaron a 
conclusiones fundadas acerca de las diferencias entre territorio nacional y 
territorios coloniales, así como sobre la diferente condición jurídica de 
nacionales y naturales de las colonias. 

VI.- No obstante, el Real Decreto 2258/76 permitió a los naturales del 
Sahara optar a la nacionalidad española dentro de un plazo de un año y 
cumpliendo una serie de condiciones. Sin embargo, en el presente caso, 
no ha quedado acreditado que la madre del promotor hicieran uso de 
dicha opción, por lo que debe concluirse razonablemente que aquella 
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nunca tuvo la nacionalidad española, ni en el momento del nacimiento del 
interesado, ni en ningún otro momento, no siendo por tanto posible la 
aplicación del artículo 17 del Código Civil, según redacción dada por la 
Ley de 15 de julio de 1954, aplicable al caso examinado. Tampoco sería 
posible la aplicación retroactiva del artículo 17.1 c), según la redacción de 
1990, ya que el promotor no ha nacido en España sino en A. teniendo 
además nacionalidad argelina, hecho este contra el que no se ha 
presentado ninguna acreditación en contra.

VII.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no 
es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora planteado. 
En el caso presente, no es posible que los representantes legales del 
interesado, dada la minoría edad de éste, cuando estuvo en vigor el Decreto 
de 1976 optasen en su nombre a la nacionalidad española ya que el 
interesado no había nacido. Aparte de ello concurren otras circunstancias 
que impiden por la vía del artículo 18 del Código Civil también invocado una 
posible consolidación de la nacionalidad española, pues no consta el título 
inscrito en el Registro Civil, ni está probada la posesión de la nacionalidad 
española en los términos y duración que establece el artículo 18 CC., en el 
que se indica que la nacionalidad española puede consolidarse si se posee 
y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito 
en el Registro Civil que después es anulado. 

VIII.- Por lo que se refiere a la concesión a sus familiares y a otras 
personas, según su declaración, de la nacionalidad española, a la vista de 
los autos aportados al expediente en prueba del presunto derecho del 
ahora interesado, se observa que la documentación que sirvió de base en 
su momento para la declaración con valor de simple presunción de la 
nacionalidad española de aquéllos era similar a la contenida en el presente 
expediente, por lo que, si el Ministerio Fiscal considerara que les ha sido 
otorgada dicha nacionalidad de modo improcedente, cabría, a instancia 
de dicho órgano, incoar nuevo expediente solicitando que se declare con 
valor de simple presunción que los interesados no son españoles. A este 
respecto conviene recordar que, en desarrollo del principio básico de la 
legislación registral de concordancia del Registro Civil con la realidad, es 
doctrina reiterada de este Centro Directivo que, mientras subsista ese 
interés público de concordancia, no opera en el ámbito del Registro Civil 
el principio de autoridad de cosa juzgada
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IX.- Hay que señalar que el promotor modifica en parte en el recurso la 
causa pretendí respecto de la inicial, pues su solicitud se dirigía a la 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción, 
mientras que en el recurso plantea además la adquisición de la nacionalidad 
por residencia. La resolución de la cuestión basada en esta última posibilidad 
requiere un pronunciamiento previo del encargado del registro sobre ese 
punto. Por tanto, dado que el acuerdo emitido se refiere únicamente a la 
posibilidad propuesta en la solicitud inicial del interesado, el recurso 
interpuesto se entiende planteado contra dicho acuerdo y la resolución por 
parte de este centro debe encaminarse únicamente a dilucidar si 
corresponde declarar la nacionalidad española del promotor con valor de 
simple presunción. Aparte de ello, la documentación que aporta expedida 
por autoridades de la denominada República Árabe Saharaui Democrática 
no ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley 
española. Al respecto ha de tenerse en cuenta que las competencias de 
calificación del encargado respecto de la certificación extranjera se 
extienden al examen de la competencia y autoridad que la expide, la cual 
ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con 
base legal suficiente para ello, base que en este caso no existe al no estar 
establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones 
normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Hellín (Albacete).
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (35ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
la promotora hubiera cumplido los requisitos establecidos, residencia en 
el Sahara durante el plazo de vigencia del Real Decreto 2258/1976, de 10 
de agosto, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción, remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por la promotora, contra la providencia dictada 
por la Magistrada-Juez Encargada del Registro Civil de Vitoria-Gasteiz.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado el 14 de marzo de 2007 en el Registro 
Civil de Vitoria-Gasteiz, Doña L. nacido el 16 de agosto de 1953 en T. 
(Sahara), solicitaba la declaración de la nacionalidad española por haber 
nacido y vivido en el Sahara cuando éste era territorio sometido a la 
administración española. Adjuntaba, entre otros, los siguientes 
documentos: certificados de nacimiento, de antecedentes penales, de 
nacionalidad, de residencia y de subsanación, expedidos por la República 
Árabe Saharaui Democrática; recibo MINURSO; DNI de la interesada 
expedido por la República Árabe Saharaui Democrática; certificación 
expedida por la Unidad Central de Documentación de Españoles del 
Ministerio del Interior en fecha 05 de febrero de 2007, en relación con el 
documento saharaui número B-1655067 de la promotora, que en la 
actualidad carece de validez; volantes de empadronamiento expedidos 
por el Ayuntamiento de Vitoria-Gasteiz en fecha 17 de abril de 2007, 10 de 
agosto de 2007 y 13 de octubre de 2009 y certificación de inscripción 
padronal expedida por el Ayuntamiento de Quesada en fecha 22 de 
febrero de 2007.

2.- Por Providencia de la Encargada-Juez del Registro Civil de Vitoria-
Gasteiz de fecha 25 de marzo de 2010, se solicita se oficie al Ayuntamiento 
de Vitoria-Gasteiz a fin de que se aporte el padrón histórico, dado que 
Doña L. se había empadronado y dado de baja en distintas ocasiones en 
dicho municipio. Dicha documentación es aportada por el Ayuntamiento 
de Vitoria-Gasteiz en fecha 07 de abril de 2010.
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3.- La Magistrada-Juez Encargada del Registro dictó Auto en fecha 30 de 
abril de 2010 por el que se desestimó la solicitud de nacionalidad española 
con valor de simple presunción solicitada por Doña L.

4.- Notificado el Auto, la solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, solicitando sea acuerde la 
nulidad de la resolución recurrida y se reconozca su derecho a la 
nacionalidad española, alegando que cumple los requisitos para que le 
sea reconocida la nacionalidad española por valor de simple presunción.

5.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste consideró conforme a 
derecho el Auto atacado, tras lo cual la Encargada remitió el expediente a 
la Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución 
del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.

II.- La promotora, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Vitoria-Gasteiz solicitó la declaración de la nacionalidad española por 
haber nacido y vivido en el Sahara cuando éste era territorio sometido a la 
administración española. La Encargada del Registro dictó Auto denegando 
la petición de la interesada. Dicho auto constituye el objeto del presente 
recurso. 

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
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(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores pudiera deducirse otra cosa. 
El principio apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley 
de 19 de noviembre de 1975, porque sólo así cobra sentido que a los 
naturales del Sahara se les concediera en ciertas condiciones la 
oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a 
contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
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Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

En cualquier caso, por lo que se refiere a la “nacionalidad” de los saharauis, 
durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio del 
Sahara Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y 
formal entre los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, 
como ha puesto de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 
de octubre de 1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas 
en los Estados colonizadores, se han impuesto restricciones al status 
civitatis de la población colonizada “lo que ha permitido la diferencia 
doctrinal, basada en datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y 
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nacionales-súbditos” (ejemplos del Derecho comparado son Holanda, 
Italia, Bélgica y Francia). En España, pese a la ambigüedad normativa 
sobre la calificación de los territorios pertenecientes a colonias y su 
identificación con el territorio nacional, las realidades de la heterogeneidad 
territorial y de los estatutos personales ha sido sostenida por el Tribunal 
Supremo en su citada sentencia y en la posterior de 7 de noviembre de 
1999 y anteriormente por el Consejo de Estado en diversos dictámenes 
(Dictamen núm. 36017/1968 para el caso de Guinea y Dictamen 
36227/1968 para el caso de Ifni), y a partir del examen pormenorizado de 
las disposiciones dictadas en relación con aquellos territorios, llegando a 
la conclusión fundada de la distinción entre territorio nacional y territorios 
coloniales (entre éstos, por consecuencia, el Sahara Occidental), así 
como sobre la diferente condición jurídica de nacionales y naturales de las 
colonias.

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En efecto, de la documentación aportada no se desprende la 
posesión de la nacionalidad española en los términos y duración que 
establece el artículo 18 CC., la promotora no fue titular de documento de 
identidad español, por lo que no queda acreditada la utilización y posesión 
de la nacionalidad durante 10 años, y tampoco se ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, la promotora estuviese 
imposibilitada de facto para optar a la nacionalidad española por haber 
permanecido en los territorios ocupados. Además parte de la 
documentación está emitida por la República Árabe Saharaui Democrática, 
y esta no pueda ser tenida en cuenta ya que no ofrece garantías análogas 
a las exigidas para la inscripción por la ley española. Al respecto ha de 
tenerse en cuenta que las competencias de calificación del Encargado 
respecto de la certificación extranjera se extienden al examen de la 
competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio 
de cargo que le habilite para tal expedición con base legal suficiente para 
ello, base, que en este caso no existe al no estar establecidos los órganos 
del Registro Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un 
ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido.
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Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Vitoria-Gasteiz.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (38ª)
III.2.1  Declaración de la nacionalidad española

1.- No es posible declarar la nacionalidad española de origen de la 
promotora porque no se ha acreditado que el padre ostentase la 
nacionalidad española al tiempo de su nacimiento.

2.- Tampoco es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se 
acredita que la promotora o sus representantes legales, dada su minoría 
de edad, hubieran residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del 
Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera título inscrito en el 
Registro Civil, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por la promotora, contra auto dictado por la 
Magistrada-Juez Encargada del Registro Civil de Éibar (Guipúzcoa).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Éibar (Guipúzcoa) 
el 07 de mayo de 2012, Doña H. nacida en el año 1985 en B. (Sahara) 
solicitaba el reconocimiento de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción. Adjuntaba, entre otros, fotocopia de los siguientes 
documentos: pasaporte argelino; certificado de empadronamiento 
expedido por el Ayuntamiento de Éibar (Guipúzcoa) en fecha 03 de abril 
de 2012 y certificados de nacimiento y de antecedentes penales expedidos 
por la República Árabe Saharaui Democrática.
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2.- Ratificada la interesada, previo informe desfavorable del Ministerio 
Fiscal, la Encargada del Registro Civil de Éibar (Guipúzcoa) emitió Auto 
en fecha 11 de julio de 2012 desestimando la solicitud de la interesada de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción.

4.- Notificada la resolución, la solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado afirmando la concurrencia de los 
requisitos necesarios para el reconocimiento de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción.

5.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste emitió informe en el 
sentido de confirmar el Auto de fecha 11 de julio de 2012, indicando que el 
territorio de B. donde nació la solicitante no era territorio español y, por 
tanto, no cumplía el requisito exigido en el artículo 17 del Código Civil y 
asimismo no acreditaba la posesión y utilización de la nacionalidad 
española durante 10 años, requisito exigido en el artículo 18 del Código 
Civil, ya que del certificado de empadronamiento se desprende que la 
solicitante reside únicamente en la localidad de É. desde el día 19 de 
marzo de 2012. La Encargada del Registro Civil de Éibar (Guipúzcoa) 
remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 15, 16 y 95 de la Ley del Registro Civil (LRC); 66, 
68, 169, 311 a 316 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Circular de 
29 de octubre de 1.980, la Instrucción de 7 de octubre de 1.988, y las 
resoluciones, entre otras, de 24 de septiembre de 2005; 13-3a de enero, 
3-1a de abril y 25-4a de julio de 2006; 17-5a de mayo de 2007; 3-2a de 
enero y 22-3ª de octubre de 2008 y 8-4ª de enero de 2009.

II.- La promotora, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Éibar (Guipúzcoa) solicitó la declaración de su nacionalidad española con 
valor de simple presunción por haber nacido en 1985 en el territorio del 
Sahara y cumplir los requisitos establecidos en los artículos 17 y 18 CC. 
La Magistrado-Juez Encargada del Registro Civil de Éibar (Guipúzcoa) 
dictó Auto denegando la petición de la interesada, siendo dicho Acuerdo el 
que constituye el objeto del presente recurso.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
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la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que se 
desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque 
sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en 
ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el 
plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el nacimiento 
en España a los efectos de atribuir en concurrencia con determinados 
requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la cuestión primordial 
de decidir si aquella antigua posesión española entra o no en el concepto 
de “territorio nacional” o “territorio español”. Para situar en perspectiva el 
tema hay que recordar algunos antecedentes. La cuestión es compleja, ya 
que una de las cuestiones más debatidas y oscuras de la teoría general del 
Estado es precisamente la naturaleza de su territorio, hasta el punto de que 
no es frecuente hallar en la doctrina científica una explicación sobre la 
distinción entre territorio metropolitano y territorio colonial. Sobre tal 
dificultad se añade la actitud cambiante de la política colonial como 
consecuencia de lo mutable también de las relaciones internacionales, 
caracterización a la que no ha podido sustraerse la posición española en 
África ecuatorial y occidental, y que se hace patente a través de una 
legislación que sigue, como ha señalado el Tribunal Supremo, un itinerario 
zigzagueante integrado por tres etapas fundamentales: a) en un primer 
momento dichos territorios se consideraron simplemente colonias; b) vino 
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luego la fase de provincialización durante la que se intenta su asimilación a 
la metrópoli; c) por último, se entra en la fase de descolonización, que 
reviste la forma de independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o 
retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a dudas 
sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la Ley 
de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo 
expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como potencia 
administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no autónomo 
del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos 
aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías al 
provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio nacional».

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. Aparte de ello concurren otras circunstancias que impiden por la 
vía del artículo 18 del Código Civil también invocado una posible 
consolidación de la nacionalidad española, pues no consta el título inscrito 
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en el Registro Civil, ni está acreditada la posesión y utilización de la 
nacionalidad española durante 10 años, ya que del certificado de 
empadronamiento se desprende que la solicitante reside únicamente en la 
localidad de É. desde el día 19 de marzo de 2012, encontrándose 
domiciliada en España como ciudadana argelina con pasaporte de dicho 
país, ni tampoco consta la nacionalidad española de sus padres para la 
aplicación del artículo 17 del Código Civil. Además gran parte de la 
documentación aportada está expedida por el RASD, República Árabe 
Saharaui Democrática, que no puede ser tenida en cuenta ya que no ofrece 
garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española. Al 
respecto ha de tenerse en cuenta que las competencias de calificación del 
Encargado respecto de la certificación extranjera se extienden al examen 
de la competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el 
ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con base legal suficiente 
para ello, base, que en este caso no existe al no estar establecidos los 
órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes 
de un ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar el Acuerdo apelado.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Éibar (Guipúzcoa).

Resolución de 31 de Julio de 2014 (39ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
la promotora hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia 
del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera poseído y 
utilizado la nacionalidad durante diez años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por la promotora, contra auto dictado por la 
Encargada del Registro Civil de Almería.
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HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Almería el 16 de 
mayo de 2011, Doña E-A-I. (también conocida como E-M), nacida en 
E-A-N. (Sahara) en el año 1965, de acuerdo con la documentación 
aportada al expediente, solicitaba el reconocimiento de la nacionalidad 
española por haber nacido y vivido en el Sahara cuando éste era territorio 
sometido a administración española. Adjuntaba, entre otros, fotocopia de 
los siguientes documentos: permiso de residencia; certificado de 
residencia expedido por el Ayuntamiento de Almería en fecha 2 de febrero 
de 2012; certificados de nacimiento, de subsanación, de residencia, de 
nacionalidad, de paternidad y de antecedentes penales expedidos por la 
República Árabe Saharaui Democrática y certificado expedido por la 
Unidad de Documentación de Españoles y Archivo del Ministerio del 
Interior en fecha 21 de julio de 2011 relativo al documento nacional de 
identidad a nombre de M-B. padre de la interesada y que en la actualidad 
carece de validez. 

2.- Ratificada la interesada, previo informe desfavorable del Ministerio 
Fiscal, la Encargada del Registro Civil de Almería dictó auto el 03 de mayo 
de 2012 desestimando la solicitud de la promotora y declarando no haber 
lugar a reconocer a su favor la nacionalidad española, al no haberse 
probado la imposibilidad de la misma o de sus progenitores en su nombre, 
a optar a la nacionalidad española, ni tampoco la posesión de la misma 
por la promotora durante 10 años.

3.- Notificada la resolución, el solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado solicitando se revoque el Auto 
recurrido y se declare con valor de simple presunción su nacionalidad 
española de origen. 

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste emitió informe 
considerando conforme a derecho el Auto atacado, tras lo cual la 
Encargada remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 y 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro 
Civil; 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 
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de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.

II.-La promotora, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Almería solicitó la declaración de su nacionalidad española con valor de 
simple presunción por haber nacido en 1965 en el territorio del Sahara y 
cumplir los requisitos establecidos en el artículo 18 CC. La Encargada del 
registro dictó auto denegando la petición de la interesada, siendo dicho 
auto el que constituye el objeto del presente recurso.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
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margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
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ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente la interesada (o sus representantes legales 
por ser entonces menor de edad), no han acreditado que cuando estuvo 
en vigor el Decreto de 1976 estuviesen imposibilitados para optar en su 
nombre a la nacionalidad española por haber permanecido en los 
territorios ocupados, lo que requiere pruebas fehacientes. De otro lado, no 
está probada a través de la documentación la posesión de la nacionalidad 
española en los términos y duración que establece el artículo 18 CC., en 
el que se indica que la nacionalidad española puede consolidarse si se 
posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título 
inscrito en el Registro Civil que después es anulado. Aparte de ello, la 
documentación que aporta expedida por autoridades de la denominada 
República Árabe Saharaui Democrática no ofrece garantías análogas a 
las exigidas para la inscripción por la ley española. Al respecto ha de 
tenerse en cuenta que las competencias de calificación del encargado 
respecto de la certificación extranjera se extienden al examen de la 
competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio 
de cargo que le habilite para tal expedición con base legal suficiente para 
ello, base que en este caso no existe al no estar establecidos los órganos 
del Registro Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un 
ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido.
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Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Almeria.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (44ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el promotor hubiera cumplido los requisitos establecidos, residencia en el 
Sahara durante el plazo de vigencia del Real Decreto 2258/1976, de 10 
de agosto, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el interesado contra auto dictado por el Juez 
Encargado del Registro Civil de S. Sebastián de la Gomera (Santa Cruz 
de Tenerife).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de San Sebastián de 
la Gomera, Don H. también conocido por H-N. nacido según declara en El 
A. (Sahara Occidental) el 2 de febrero de1971, solicitaba la declaración 
con valor de simple presunción de su nacionalidad española por haber 
nacido y vivido en el Sahara cuando éste era territorio sometido a 
administración española. Adjuntaba diversa documentación en apoyo de 
su solicitud; permiso de residencia permanente en España como 
ciudadano marroquí nacido el 1 de enero de 1971 y con otra filiación, 
certificación de familia en el que aparece nacido en el A. el 2 de febrero de 
1971, resolución de concesión del permiso de residencia por circunstancias 
excepcionales, cédula de inscripción de extranjero, también con otra 
filiación, documentación laboral, certificado de vecindad y 
empadronamiento en S. desde el 27 de abril de 2009, libro de familia 
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propio expedido con motivo de su matrimonio con una ciudadana 
marroquí, en la que aparece como H-N. y con otra fecha de nacimiento 2 
de febrero de 1973, certificado negativo de antecedentes penales en 
España, certificado marroquí de concordancia de nombre, en el que se 
hace referencia a su acta de nacimiento del año 1977 y se le atribuye 
nacionalidad marroquí y, expedido por los representantes de la 
denominada República Árabe Saharaui Democrática, certificado de que el 
interesado, Sr. H. no pudo optar durante el plazo otorgado por el Decreto 
2258/1976 por permanecer en los territorios ocupados por Marruecos. 

2.- Ratificado el promotor, el Ministerio Fiscal emitió informe desfavorable 
respecto a conceder lo solicitado porque no se acreditaba el cumplimiento 
de los requisitos previstos en el artículo 18 del Código Civil. El Encargado 
del Registro Civil dictó auto el 16 de diciembre de 2011, denegando la 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción al 
considerar que el promotor no había acreditado la posesión y utilización 
de la nacionalidad española durante 10 años, al contrario ha utilizado su 
nacionalidad marroquí, ni la imposibilidad de optar en el plazo otorgado.

3.- Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y al interesado, este 
presentó recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado 
reiterando que si reúne los requisitos para obtener la declaración de 
nacionalidad española, añadiendo que tiene documentación marroquí 
porque al ocupar este país el territorio es la única posible.

4.- El Ministerio Fiscal, interesa la desestimación del recurso y 
seguidamente el Encargado, remitió el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.

http://www.mjusticia.gob.es/cs/Satellite/Portal/es/servicios-ciudadano/documentacion-publicaciones


M
inisterio de Justicia

1545 Catálogo de Publicaciones

Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado (Registro Civil)

II.- El promotor, mediante escrito presentado en el Registro Civil de San 
Sebastián de la Gomera, solicitó la declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por haber nacido en 1971 en el 
territorio del Sahara. El Encargado del Registro Civil dictó auto denegando 
la declaración solicitada, por no cumplir los requisitos establecidos por el 
artículo 18 de Código Civil, siendo dicho auto recurrido por el promotor 
que considera que si se acreditaba la concurrencia de los requisitos 
exigidos. Dicho auto constituye el objeto del presente recurso. 

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
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situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
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potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

En cualquier caso, por lo que se refiere a la “nacionalidad” de los saharauis, 
durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio del 
Sahara Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y 
formal entre los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, 
como ha puesto de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 
de octubre de 1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas 
en los Estados colonizadores, se han impuesto restricciones al status 
civitatis de la población colonizada “lo que ha permitido la diferencia 
doctrinal, basada en datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y 
nacionales-súbditos” (ejemplos del Derecho comparado son Holanda, 
Italia, Bélgica y Francia). En España, pese a la ambigüedad normativa 
sobre la calificación de los territorios pertenecientes a colonias y su 
identificación con el territorio nacional, las realidades de la heterogeneidad 
territorial y de los estatutos personales ha sido sostenida por el Tribunal 
Supremo en su citada sentencia y en la posterior de 7 de noviembre de 
1999 y anteriormente por el Consejo de Estado en diversos dictámenes 
(Dictamen núm. 36017/1968 para el caso de Guinea y Dictamen 
36227/1968 para el caso de Ifni), y a partir del examen pormenorizado de 
las disposiciones dictadas en relación con aquellos territorios, llegando a 
la conclusión fundada de la distinción entre territorio nacional y territorios 
coloniales (entre éstos, por consecuencia, el Sahara Occidental), así 
como sobre la diferente condición jurídica de nacionales y naturales de las 
colonias.

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En efecto, de la documentación aportada no se desprende la 
posesión de la nacionalidad española en los términos y duración que 
establece el artículo 18 CC., el promotor no fue titular de documento de 
identidad español, por lo que no queda acreditada la utilización y posesión 
de la nacionalidad durante 10 años, habida cuenta que nació en 1971, al 
contrario en 1977 fue inscrito en el registro civil marroquí, y tampoco se ha 
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acreditado que cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, el promotor, o 
en este caso sus representantes legales, al ser menor de edad, estuviesen 
imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad española por haber 
permanecido en los territorios ocupados. Además parte fundamental de la 
documentación aportada está emitida por la República Árabe Saharaui 
Democrática, y esta no pueda ser tenida en cuenta ya que no ofrece 
garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española. 
Al respecto ha de tenerse en cuenta que las competencias de calificación 
del Encargado respecto de la certificación extranjera se extienden al 
examen de la competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar 
en el ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con base legal 
suficiente para ello, base, que en este caso no existe al no estar 
establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones 
normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de San Sebastián de la Gomera.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (46ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
la promotora hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia 
del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera poseído y 
utilizado la nacionalidad durante diez años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por la promotora, contra auto dictado por el 
Encargado del Registro Civil de Antequera (Málaga).

HECHOS
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1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Antequera (Málaga) 
el 08 de marzo de 2012, Doña S. nacida en K. (Sahara) en el año 1957, de 
acuerdo con la documentación aportada al expediente, solicitaba el 
reconocimiento de la nacionalidad española por haber nacido y vivido en 
el Sahara cuando éste era territorio sometido a administración española. 
Adjuntaba, entre otros, fotocopia de los siguientes documentos: volante 
de empadronamiento colectivo expedido por el Ayuntamiento de Alameda 
(Málaga) en fecha 10 de enero de 2012; pasaporte argelino; tarjeta de 
permiso de residencia; DNI expedido por la República Árabe Saharaui 
Democrática; certificado negativo de inscripción en los Libros Cheránicos; 
recibo MINURSO; certificación expedida por la Unidad de Documentación 
de Españoles del Ministerio del Interior en fecha 14 de octubre de 2005 
relativa al documento saharaui número A-315_ _52, que en la actualidad 
carece de validez; certificados de nacionalidad, de residencia, de 
antecedentes penales y de nacimiento expedidos por la República Árabe 
Saharaui Democrática y comunicación de la Policía Local de Alameda 
(Málaga) de 27 de marzo de 2012, certificando que en dicha fecha la 
promotora tenía su domicilio efectivo y residía de forma estable y 
permanente en dicha localidad.

2.- Ratificada la interesada, previo informe favorable del Ministerio Fiscal, 
el Encargado del Registro Civil de Antequera (Málaga) dictó auto el 24 de 
abril de 2012 denegando la declaración de nacionalidad española con 
valor de simple presunción solicitada por Doña S.

3.- Notificada la resolución, la solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado solicitando se revoque el Auto 
recurrido y se declare con valor de simple presunción su nacionalidad 
española de origen. 

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste emitió informe 
manifestando su adhesión al recurso interpuesto, tras lo cual el Encargado 
remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 y 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro 
Civil; 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 
de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
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otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.

II.- La promotora, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Antequera (Málaga) solicitó la declaración de su nacionalidad española 
con valor de simple presunción por haber nacido en 1957 en el territorio 
del Sahara y cumplir los requisitos establecidos en el artículo 18 CC. El 
Encargado del registro dictó auto denegando la petición de la interesada, 
siendo dicho auto el que constituye el objeto del presente recurso.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 

http://www.mjusticia.gob.es/cs/Satellite/Portal/es/servicios-ciudadano/documentacion-publicaciones


M
inisterio de Justicia

1551 Catálogo de Publicaciones

Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado (Registro Civil)

concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el nacimiento 
en España a los efectos de atribuir en concurrencia con determinados 
requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la cuestión primordial 
de decidir si aquella antigua posesión española entra o no en el concepto 
de “territorio nacional” o “territorio español”. Para situar en perspectiva el 
tema hay que recordar algunos antecedentes. La cuestión es compleja, ya 
que una de las cuestiones más debatidas y oscuras de la teoría general del 
Estado es precisamente la naturaleza de su territorio, hasta el punto de que 
no es frecuente hallar en la doctrina científica una explicación sobre la 
distinción entre territorio metropolitano y territorio colonial. Sobre tal 
dificultad se añade la actitud cambiante de la política colonial como 
consecuencia de lo mutable también de las relaciones internacionales, 
caracterización a la que no ha podido sustraerse la posición española en 
África ecuatorial y occidental, y que se hace patente a través de una 
legislación que sigue, como ha señalado el Tribunal Supremo, un itinerario 
zigzagueante integrado por tres etapas fundamentales: a) en un primer 
momento dichos territorios se consideraron simplemente colonias; b) vino 
luego la fase de provincialización durante la que se intenta su asimilación a 
la metrópoli; c) por último, se entra en la fase de descolonización, que 
reviste la forma de independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o 
retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
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Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la Ley 
de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo 
expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como potencia 
administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no autónomo 
del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos 
aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías al 
provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio nacional».

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente la interesada no ha acreditado que cuando 
estuvo en vigor el Decreto de 1976 estuviesen imposibilitadas para optar 
a la nacionalidad española por haber permanecido en los territorios 
ocupados, lo que requiere pruebas fehacientes. De otro lado, no está 
probada a través de la documentación la posesión de la nacionalidad 
española en los términos y duración que establece el artículo 18 CC., en 
el que se indica que la nacionalidad española puede consolidarse si se 
posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título 
inscrito en el Registro Civil que después es anulado. Aparte de ello, la 
documentación que aporta expedida por autoridades de la denominada 
República Árabe Saharaui Democrática no ofrece garantías análogas a 
las exigidas para la inscripción por la ley española. Al respecto ha de 
tenerse en cuenta que las competencias de calificación del encargado 
respecto de la certificación extranjera se extienden al examen de la 
competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio 
de cargo que le habilite para tal expedición con base legal suficiente para 
ello, base que en este caso no existe al no estar establecidos los órganos 
del Registro Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un 
ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Antequera (Málaga). 
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (49ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el interesado hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia 
del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto ni hubiera poseído y utilizado la 
nacionalidad española durante diez años.

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor 
de simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el Ministerio Fiscal contra auto dictado por el 
Encargado del Registro Civil de Torrent.

HECHOS

1.- Mediante escrito de fecha 24 de febrero de 2009, Don M. nacido en el 
año 1974 en el Sahara Occidental solicitaba la nacionalidad española con 
valor de simple presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: 
certificado de empadronamiento, DNI Saharaui, certificado de ciudadanía, 
concordancia de nombre, nacimiento y paternidad expedidos por las 
autoridades de la República Árabe Saharaui Democrática, pasaporte 
argelino, certificado del Consulado argelino en Alicante donde se acredita 
que el interesado no ostenta la nacionalidad argelina, permiso de 
residencia, recibo MINURSO, certificados de la Policía Nacional de 
expedición de DNI español a sus padres.

2.- Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal una vez examinado el 
expediente, emite informe desfavorable. El Encargado del Registro Civil, 
mediante auto de fecha 15 de octubre de 2009 autoriza lo solicitado por el 
interesado ya que cumple los requisitos del artículo 18 del Código Civil.

3.- Notificado el Ministerio Fiscal, interpone recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado contra el auto de fecha 15 de 
octubre de 2009. La Encargada del Registro Civil ordena la remisión del 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
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noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las Resoluciones, entre 
otras, de 14-5ª y 17-1ª de julio, 1-1ª, 6-3ª, 7-2ª y 9-1ª de septiembre de 
2006; 18-1ª, 10, 12-3ª y 4ª de enero, 10, 12-2ª-3ª y 4ª de febrero, 5-2ª de 
marzo, 25-2ª de julio, 7-6ª y 28-5ª de septiembre de 2007; y 17-8ª de 
junio, 18-6ª de julio y 3-3ª de septiembre de 2008.

II.- El interesado, mediante escrito presentado el 24 de febrero de 2009 
ante el Registro Civil de Torrent solicitó la declaración con valor de simple 
presunción de su nacionalidad española, al haber nacido en 1974 en 
Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. La Encargada 
del Registro dictó auto de 15 de octubre de 2009 autorizando la 
nacionalidad. Notificado el Ministerio Fiscal con fecha 15 de diciembre de 
2009 interpone recurso por considerar que el auto no se ajusta a la 
legalidad vigente.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
Encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76. 

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español, en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
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margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni, y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
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ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente, no se considera acreditado que el 
interesado o sus progenitores como representantes legales al ser este 
menor de edad, cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976 se hallasen 
imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad española, por haber 
permanecido en los territorios ocupados, circunstancia que pretenden 
justificar mediante certificación expedida por autoridad de la República 
Árabe Saharaui Democrática con fecha 19 de febrero de 2009. En todo 
caso, aun cuando se tuviese por acreditado que, inicialmente, el interesado 
permaneció en los territorios ocupados por Marruecos. Tampoco está 
probada la posesión de la nacionalidad española en los términos y 
duración que establece el artículo 18 CC., constando en el expediente 
únicamente certificaciones de la policía nacional donde informan que a 
sus progenitores le fue expedido DNI español con plazo de vigencia inicial 
de cinco años y sin que conste renovación, no constando tampoco título 
inscrito en el Registro Civil.

VII.- Finalmente, la documentación que se aporta, expedida por 
autoridades de la denominada República Árabe Saharaui Democrática, 
no ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley 
española (cfr. art. 23 LRC y 85 RRC) . Al respecto ha de tenerse en cuenta 
que las competencias de calificación del Encargado del Registro Civil 
respecto de la certificación extranjera se extienden al examen de la 
competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio 
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de cargo que le habilite para tal expedición con base legal suficiente para 
ello, base, que en este caso no existe al no estar establecidos los órganos 
del Registro Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un 
ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: estimar el recurso interpuesto 
por el Ministerio Fiscal y proceder a revocar el auto apelado.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Torrent.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (62ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

1-.No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita 
que el promotor hubiera cumplido los requisitos establecidos, título inscrito 
en el Registro Civil que después es anulado, residencia en el Sahara 
durante el plazo de vigencia del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, 
ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez años.

2- Procede la cancelación de la inscripción de nacimiento del interesado 
en el Registro Civil de Córdoba por infracción de las reglas de competencia 
y no darse el supuesto contemplado en el artículo 18 del Código Civil.

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor 
de simple presunción remitido a este centro en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el Ministerio Fiscal contra auto dictado por la 
encargada del Registro Civil de Córdoba.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Córdoba el 18 de 
abril de 2008, Don M. nacido el 03 de marzo de 1980 en El A. (Sahara 
Occidental), solicitaba la consolidación de la nacionalidad española por 
haber nacido en el Sahara cuando era territorio sometido a la administración 
española y cumplir los requisitos establecidos en el artículo 18 del Código 
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Civil. Adjuntaba fotocopia de los siguientes documentos: pasaporte 
marroquí, certificado de parentesco emitido por el Ministerio del Interior del 
Reino de Marruecos, certificación emitida por la Unidad de Documentación 
de Españoles del Ministerio del Interior en relación con el documento 
saharaui de su padre, Don A. y DNI bilingüe de su madre, Doña M.

2.- Ratificado el promotor y previo informe favorable del Ministerio Fiscal, 
la Encargada del Registro Civil de Córdoba dictó auto el 13 de mayo de 
2008 reconociendo nacionalidad española de origen por consolidación a 
Don M. y ordenando que se practique la correspondiente inscripción de 
nacimiento. 

3.- Notificada la resolución, el ministerio fiscal interpuso recurso de 
apelación el 30 de mayo de 2008 ante la Dirección General de los 
Registros y del Notariado solicitando la declaración mediante anotación 
marginal en la inscripción de nacimiento del interesado de que la 
consolidación de la nacionalidad española lo es con valor de simple 
presunción. Manifestaba asimismo, que la competencia para la práctica 
de la inscripción de nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en 
el que ocurrió el mismo y que en el caso de los nacidos en el territorio del 
Sahara es el Registro Civil Central.

4.- La interposición del recurso fue notificada al solicitante a fin de que 
formule alegaciones en un plazo de cinco días, habiendo sido devuelta la 
citación remitida con acuse de recibo por no retirarla el interesado. Ante la 
imposibilidad de practicar la notificación del recurso planteado por el 
Ministerio Fiscal en el domicilio obrante en el expediente, se procedió a la 
notificación por medio de Edictos en el Tablón de Anuncios del Registro 
Civil de Córdoba, por un plazo de cinco días hábiles, no habiéndose 
producido alegación o denuncia de impedimento en su contra. La 
encargada del Registro Civil de Córdoba, a la vista de la documentación 
aportada, de las resoluciones de la DGRN (entre otras de 22 de febrero de 
2008 y 16 de noviembre de 2007…), la Ley de Registro Civil y su 
Reglamento, se adhirió al informe de recurso del Ministerio Fiscal y remitió 
el expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para 
su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil (CC.); 96 de la Ley del Registro 
Civil (LRC); 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 
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40/1975, de 19 de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las 
sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, 20 de 
noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro 
directivo de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las 
Resoluciones, entre otras, de 22-5ª de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de 
enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de mayo, 11-1ª de 
junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 
29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre 
de 2008; 15-3ª y 16-1ª de enero de 2009. 

II.- Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite 
del recurso presentado toda vez que el Ministerio Fiscal, que actúa como 
recurrente, había informado favorablemente la pretensión del interesado 
al evacuar el trámite de audiencia previsto por el artículo 343 RRC. 
Conforme a la doctrina sentada por nuestra Resolución de 11 de mayo de 
1996, procede admitir el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal, a 
pesar de su anterior dictamen favorable, atendiendo al principio de 
legalidad y al carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser 
apreciadas de oficio, de las normas sobre competencia de los órganos 
registrales; normas, como se verá, infringidas por el auto apelado. 

III.- El interesado, mediante escrito de fecha 18 de abril de 2008, solicitó 
ante el Registro Civil de Córdoba la consolidación de la nacionalidad 
española, al haber nacido en 1980 en El A. (Sáhara Occidental) y cumplir 
los requisitos establecidos. La juez encargada del Registro Civil de 
Córdoba dictó el auto antes citado declarando dicha nacionalidad de 
origen por consolidación. Este auto constituye el objeto del presente 
recurso. Según el artículo 18 del Código Civil, la nacionalidad española 
puede consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y 
sobre la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es 
anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es el 
expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción (cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC). Ahora bien, frente a la 
norma general conforme a la cual resulta competente en materia de 
expedientes el encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la 
resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicos 
expedientes para declaraciones con valor de simple presunción la 
competencia corresponde al encargado del Registro del domicilio del 
solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es tanto 
para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por 
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el artículo 342 del RRC en la redacción dada por el Real Decreto de 29 de 
agosto de 1986.

IV.- Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al 
igual que ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha 
infracción implica la nulidad de lo actuado, nulidad que puede ser 
declarada por la Dirección General de los Registros y del Notariado 
cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha 
nulidad se desprende de la aplicación de las normas de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil en materia de competencia territorial y de fuero 
personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 de enero), 
la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que 
contiene un llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio 
de la interesada esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro 
Civil de Córdoba dado que ninguna prueba o dato existe en las actuaciones 
de las que se desprenda este imprescindible requisito de procedibilidad. 
Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del 
Registro Civil en general y por el artículo 355 del RRC en particular, se 
encuentra definido en el artículo 40 del Código Civil, conforme al cual “el 
domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, esto 
es, el lugar en que la persona vive con cierta permanencia y el que se 
presume para el futuro. La prueba de la residencia habitual constitutiva 
del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que alguna norma especial 
exija una modalidad de prueba determinada o exima de pruebas 
complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo 
que sucede en el ámbito del Registro Civil en casos concretos: así, a) el 
artículo 336 nº 3 RRC dispone que “el domicilio de los apátridas se 
acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el artículo 
68 párrafo tercero del mismo reglamento, por su parte, a los efectos de 
aplicar la previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC, establece que 
el domicilio del progenitor o progenitores legalmente conocidos se 
justificará “por exhibición de los documentos nacionales de identidad 
oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón municipal”.

En consecuencia, opera la regla general en el ámbito civil de que la 
residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier medio admitido 
en derecho, correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su 
caso, a los tribunales la valoración libre de los datos que hayan sido 
aportados y circunstancias acreditadas, como, por ejemplo, tener en el 
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lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, 
censo electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes 
policiales adversos, ausencia de visados o permisos de residencia – no 
de mera estancia - respecto de los extranjeros, etc. (vid. sentencias del 
Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de junio de 1952, 
entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio 
de los derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 CC.) puede 
fijarse arbitrariamente por los interesados dando lugar a supuestos de 
fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho de que la inscripción 
en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de 
tal declaración (cfr. art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). Por 
ello, el juez encargado puede y debe examinar de oficio su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse 
incompetente para la actuación registral instada cuando llegue a la 
convicción de la inexactitud del contenido del padrón municipal respecto 
de la persona que promueve expediente registral ante el registro civil cuya 
competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. En el presente caso, de la documentación 
obrante en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de 
estabilidad y permanencia que cualifican el domicilio como residencia 
habitual respecto del interesado ni constan en el expediente los elementos 
valorativos en que se ha apoyado la juez encargada para apreciar su 
competencia.

V.- La regla especial de competencia en materia de expedientes sobre 
declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
comporta igualmente la necesidad de diferenciar entre la resolución del 
expediente y la anotación posterior de dicha resolución al margen de la 
inscripción de nacimiento del interesado en el caso de que no sean 
coincidentes ambos registros; de forma tal que la resolución adoptada por 
el encargado del registro civil del domicilio, una vez devenida firme, habrá 
de ser calificada por el encargado del registro civil del lugar del nacimiento. 
No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente caso en el que 
la propia juez encargada que dictó el auto recurrido ha practicado, 
basándose en el mismo, la inscripción de nacimiento del interesado, 
haciendo constar en el apartado de “observaciones” que “el inscrito goza 
de la nacionalidad española de origen”.

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia 
del Registro Civil de Córdoba para practicar la citada inscripción de 
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nacimiento. En principio, conforme al artículo 16 nº 1 LRC, los nacimientos 
se inscriben en el registro municipal o consular del lugar en que acaecen, 
o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el 
extranjero y tener el promotor su domicilio en España y después, por 
traslado, en el consular correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría 
invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la competencia del Registro 
Civil de Córdoba, la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en 
su redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la 
cual “en las inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la 
adquisición de la nacionalidad española por ciudadanos cuyo lugar de 
nacimiento sea un país extranjero, los interesados podrán solicitar, en el 
momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la 
inscripción de nacimiento en el Registro Civil Municipal correspondiente al 
domicilio en el que se haya instruido el oportuno expediente registral”. Sin 
embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de 
manifiesto la Instrucción de este centro directivo de 28 de febrero de 2006, 
la aplicación del trascrito apartado 4 del artículo 16 de la ley queda 
condicionada a un doble requisito: por un lado, que la causa o título de la 
adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la 
causa de adquisición de la nacionalidad esté sometida a la exigencia legal 
del juramento o promesa de fidelidad al Rey y de obediencia a la 
Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a CC.), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del 
acta correspondiente el momento procesal oportuno para formular la 
solicitud de inscripción en el Registro Civil municipal. Requisito éste que 
no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso 
objeto del presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en 
registro incompetente, incurriendo así en el defecto formal previsto en el 
número 1 del artículo 298 RRC.

VI.- Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de 
una declaración de nacionalidad española hecha en expediente por 
órgano registral incompetente (cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe 
dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose respetado las reglas de la 
competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la materia, 
esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del 
artículo 18 del Código Civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con 
la doctrina consolidada y reiteradísima de este centro directivo en relación 
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con la cuestión planteada. Pues bien, en principio, los nacidos en el 
territorio del Sahara cuando éste era posesión española no eran 
propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España que se 
beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas 
disposiciones anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera 
deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que se desprende 
necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque sólo así 
cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo 
de un año a contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así 
resulta también de la diferenciación de «territorios» puesto de relieve, con 
rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» 
del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias 
sobre el territorio no autónomo del Sahara, que durante algunos años ha 
estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen 
peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado 
parte del territorio nacional». Es cierto que para un supuesto excepcional 
respecto de un natural del Sahara la Sentencia del Tribunal Supremo de 
28 de octubre de 1998 decidió que el actor había consolidado la 
nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de 
aplicación al caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el 
supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora planteado. En el 
caso presente el interesado no ha acreditado que cuando estuvo en vigor 
el citado Decreto de 1976 estuviese imposibilitado de facto para optar a la 
nacionalidad española por haber permanecido en los territorios ocupados. 
Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de 
noviembre de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis 
recurrentes el estatuto de apátridas no hacen sino reforzar las conclusiones 
anteriores.

VII.- Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del 
camino adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple 
presunción y la inscripción practicada. Es desde esta perspectiva desde la 
que debe entenderse la petición del Ministerio Fiscal vertida en su escrito 
de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal 
declaración presuntiva habría de reflejarse registralmente mediante una 
anotación marginal a la inscripción de nacimiento, anotación para la cual 
sólo sería competente el Registro Civil Central.
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La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene 
como efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le 
declara, puesto que invierte la carga de la prueba, que corresponderá al 
que discuta la declaración y, en este sentido, en tanto no se destruya la 
presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva. En 
efecto, si bien es cierto, como puso de manifiesto este centro directivo en 
su Circular de 22 de Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva 
del estado civil de nacional español, en los casos de adquisición originaria 
basada en la principio del “ius sanguinis”, solo puede proporcionarla la 
sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que 
la legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para 
obtener la declaración de que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 
96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente gubernativo. El hecho de que, 
según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga valor de 
“simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al 
margen de la inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de 
minimizar la eficacia de tales declaraciones de nacionalidad, ya que en 
todo caso están investidas del valor propio de las presunciones “iuris 
tantum” que, como tales, dispensan como ya se ha dicho de toda prueba 
a los favorecidos por la presunción mientras no se destruya por prueba en 
contrario (cfr. art. 386 LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, 
como resulta “infra”, por otro expediente registral tramitado con tal 
finalidad. Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la 
nulidad de actuaciones, una vez que ha recaído resolución definitiva en el 
expediente registral, por la vía del artículo 240 nº 2 de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el ámbito del 
Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria 
(cfr. art. 16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de 
la legislación del Registro Civil permite alcanzar el resultado pretendido. 
Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC 
y 94 RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el 
Registro Civil y la realidad extrarregistral. En desarrollo de este principio 
se ha indicado repetidamente por la doctrina de este centro directivo que, 
mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en el 
ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo 
que es posible reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso 
ha de ser posible que, de oficio o por iniciativa del Ministerio Fiscal o de 
cualquier interesado o autoridad con competencias conexas con la materia 
y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de nuevo 
expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados 
les corresponde o no les corresponde la nacionalidad española. 
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VIII.- La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser 
negativa, ha de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la 
anotación preventiva practicada. No es obstáculo para ello que, con 
arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo las excepciones 
previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las 
“anotaciones”, en congruencia con su menor eficacia y su valor meramente 
informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un principio distinto. En 
efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan 
ser rectificadas y canceladas en virtud de expediente gubernativo en que 
se acredite la inexactitud, en todo caso con notificación formal a los 
interesados o sus representantes legales como exige imperativamente el 
párrafo primero del artículo 349 RRC. Tampoco puede erigirse en 
obstáculo para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de 
que, irregularmente, en el caso a que se refiere el presente recurso la 
declaración de la nacionalidad española se haya reflejado tabularmente 
por medio de su constancia en el apartado de “observaciones” de la 
inscripción de nacimiento en lugar de en el correspondiente asiento de 
anotación marginal (cfr. art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de 
asiento correspondiente a la naturaleza del acto jurídico consignado, a la 
misma se han de ajustar los mecanismos registrales previstos legalmente 
para su corrección.

En consecuencia, la inscripción de nacimiento del interesado en el 
Registro Civil de Córdoba supuso la extensión de un asiento sobre un 
hecho, -el nacimiento- acaecido en el extranjero y que no afectaba a un 
ciudadano español, de modo que el mismo no debió practicarse en su 
momento porque los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. Esta es la conclusión que se 
desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque 
sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en 
ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en 
el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. 
Y en este sentido, además de la infracción de las reglas de competencia 
antes apuntadas, debe recordarse que el solicitante no ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976 estuviese imposibilitado de 
facto para optar a la nacionalidad española por haber permanecido en los 
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territorios ocupados. Por lo cual, procede la supresión y cancelación del 
asiento mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC 
y 297-3º RRC) que, en aras del principio de concordancia entre el Registro 
Civil y la realidad, puede y debe promoverse de oficio por este centro 
directivo instando la correspondiente intervención del ministerio fiscal.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: 

1º. Estimar el recurso interpuesto.

2º. Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento 
de la interesada practicada con la mención de su nacionalidad española.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Cordoba.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (63ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

Procede la cancelación de la inscripción de nacimiento del interesado en 
el Registro Civil de Córdoba por infracción de las reglas de competencia y 
no darse el supuesto contemplado en el artículo 18 del Código Civil.

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor 
de simple presunción remitido a este centro en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el Ministerio Fiscal contra auto dictado por la 
encargada del Registro Civil de Córdoba.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Córdoba el 21 de 
febrero de 2008, Don M. nacido el 24 de enero de 1960 en El A. (Sahara 
Occidental), solicitaba la consolidación de la nacionalidad española por 
haber nacido en el Sahara cuando era territorio sometido a la administración 
española y cumplir los requisitos establecidos en el artículo 18 del Código 
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Civil. Adjuntaba los siguientes documentos: pasaporte argelino; certificado 
negativo de inscripción en los Libros Cheránicos; certificación expedida 
por la Unidad Central de Documentación de Españoles en fecha 18 de 
enero de 2008, en relación con el documento saharaui número … del 
interesado; tarjeta del Instituto Nacional de Previsión de su padre, Don M. 
DNI bilingüe de sus padres y hoja declaratoria de datos.

2.- Ratificado el promotor y previo informe favorable del ministerio fiscal, 
la encargada del Registro Civil de Córdoba dictó auto el 06 de marzo de 
2008 reconociendo nacionalidad española de origen por consolidación a 
Don M. y ordenando que se practique la correspondiente inscripción de 
nacimiento. 

3.- Notificada la resolución, el Ministerio Fiscal promovió expediente 
gubernativo con fecha 18 de octubre de 2010 ante el Registro Civil de 
Córdoba encaminado a acordar que a Don M. no le corresponde la 
nacionalidad española por consolidación y acordar, igualmente, la 
cancelación de la inscripción de nacimiento del interesado practicada en 
la Sección 1ª, Tomo …, Página … del Registro Civil de Córdoba. 

4.- Con fecha 11 de enero de 2011 la Encargada del Registro Civil de 
Córdoba dictó Auto por el que se acordó que a Don M. no le corresponde 
la nacionalidad española por consolidación y procede la cancelación de la 
inscripción de su nacimiento practicada en la Sección 1ª, tomo …, página 
…, del Registro Civil de Córdoba. 

5.- Con fecha 8 de febrero de 2011, Don M. formula recurso frente al Auto 
de fecha 11 de enero de 2011 solicitando se declare su derecho a la 
nacionalidad española por consolidación y que no procede la cancelación 
de su inscripción de nacimiento.

6.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste consideró conforme a 
derecho el Auto atacado, tras lo cual la Encargada remitió el expediente a 
la Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución 
del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil (CC.); 96 de la Ley del Registro 
Civil (LRC); 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 
40/1975, de 19 de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las 
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sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, 20 de 
noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro 
directivo de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las 
Resoluciones, entre otras, de 22-5ª de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de 
enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de mayo, 11-1ª de 
junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 
29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre 
de 2008; 15-3ª y 16-1ª de enero de 2009. 

II.- El interesado, mediante escrito de fecha 21 de febrero de 2008, solicitó 
ante el Registro Civil de Córdoba la consolidación de la nacionalidad 
española, al haber nacido en 1960 en El A. (Sáhara Occidental) y cumplir 
los requisitos establecidos. La juez encargada del Registro Civil de 
Córdoba dictó el auto antes citado declarando dicha nacionalidad de 
origen por consolidación. Promovido expediente gubernativo por el 
Ministerio Fiscal, la Encargada del Registro Civil de Córdoba dicta nuevo 
Auto en el que se establece que al promotor no le corresponde la 
nacionalidad española por consolidación y procede la cancelación de la 
inscripción de su nacimiento. Este Auto constituye el objeto del presente 
recurso.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96.2º LRC y 338 RRC). Ahora bien, frente a la norma general 
conforme a la cual resulta competente en materia de expedientes el Juez 
Encargado del Registro Civil en que deba inscribirse la resolución 
pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los específicas expedientes 
para declaraciones con valor de simple presunción la competencia 
corresponde al Encargado del Registro del domicilio del solicitante (cfr. 
art. 335 RRC). Este régimen de competencia lo es tanto para instruir 
como para resolver el expediente, conforme a lo previsto por el artículo 
342 del Reglamento del Registro Civil en la redacción dada por el Real 
Decreto de 29 de agosto de 1986.

IV.- Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al 
igual que ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha 
infracción implica la nulidad de lo actuado, nulidad que puede ser 
declarada por la Dirección General de los Registros y del Notariado 
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cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha 
nulidad se desprende de la aplicación de las normas de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil en materia de competencia territorial y de fuero 
personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 de enero), 
la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 de la Ley del 
Registro Civil, que contiene un llamamiento supletorio a las normas de 
jurisdicción voluntaria.

En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio 
del interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro 
Civil de Córdoba dado que ninguna prueba o dato existe en las actuaciones 
de las que se desprenda este imprescindible requisito de procedibilidad. A 
tal efecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos civiles, 
que es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro 
Civil en general y por el artículo 355 del Reglamento del Registro Civil en 
particular, se encuentra definido en el artículo 40 del Código Civil, 
conforme al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su 
residencia habitual”, esto es, el lugar en que la persona vive con cierta 
permanencia y el que se presume para el futuro. La prueba de la residencia 
habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que 
alguna norma especial exija una modalidad de prueba determinada o 
exima de pruebas complementarias acreditando el domicilio por ciertos 
medios. Esto es lo que sucede en el ámbito del Registro Civil en casos 
concretos: así a) el artículo 336.3º del Reglamento del Registro Civil 
dispone que “el domicilio de los apátridas se acreditará por certificación 
municipal o información testifical”; b) el artículo 68 párrafo tercero del 
mismo Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la previsión del 
artículo 16, párrafo segundo, de la Ley del Registro Civil, establece que el 
domicilio del progenitor o progenitores legalmente conocidos se justificará 
“por exhibición de los documentos nacionales de identidad oportunos o, 
en su defecto, por certificación del padrón municipal”.

En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de 
los singulares casos citados por la legislación del Registro Civil, por lo que 
revive la regla general en el ámbito civil de que la residencia habitual 
puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en derecho, 
correspondiendo al Encargado del Registro Civil y, en su caso, a los 
Tribunales la valoración libre de los datos que hayan sido aportados y 
circunstancias acreditadas; como por ejemplo, tener en el lugar 
establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
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electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes 
policiales adversos, ausencias de visados o permisos de residencia –no 
de mera estancia- respecto de los extranjeros, etc. ( vid. Sentencias del 
Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de junio de 1952, 
entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio 
de los derechos y cumplimiento de las obligaciones ( cfr. art. 40 CC.) 
puede fijarse arbitrariamente por los interesados dando lugar a supuestos 
de fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho de que la inscripción 
en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de 
tal declaración ( cfr. art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local ).

Por ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse 
incompetente para la actuación registral instada cuando llegue a la 
convicción de la inexactitud del contenido del padrón municipal respecto 
de la persona que promueve expediente registral ante el Registro Civil 
cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la 
citada inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es 
que, de la documentación obrante en el expediente no cabe colegir que 
concurran las notas de estabilidad y permanencia que cualifican el 
domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni siquiera 
consta documento de empadronamiento alguno, ni constan en el 
expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez 
Encargada para apreciar su competencia.

V.- La regla especial de competencia en materia de expediente sobre 
declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
comporta igualmente la necesidad de diferenciar entre la resolución del 
expediente y la anotación posterior de dicha resolución al margen de la 
inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean 
coincidentes ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada 
por el Encargado del Registro Civil del domicilio, una vez devenida firme, 
habrá de ser calificada por el Encargado del Registro Civil del lugar de 
nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente 
caso en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha 
practicado en base al mismo la inscripción de nacimiento del interesado, 
haciendo constar en el apartado de “observaciones” que “el inscrito goza 
de la nacionalidad española de origen”.
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Esta actuación plantea en primer lugar, la cuestión sobre la competencia 
del Registro Civil de Córdoba para practicar la citada inscripción de 
nacimiento. En principio, conforme al artículo 16.1 de la Ley del Registro 
Civil, los nacimientos se inscriben en el Registro Municipal o Consular del 
lugar en que acaecen, o bien en el Registro Civil Central en caso de haber 
acaecido en el extranjero y tener el promotor su domicilio en España y 
después, por traslado, en el Consular correspondiente (cfr. art. 68.II RRC). 
Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la competencia del 
Registro Civil de Córdoba la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 
de la Ley del Registro Civil, en su redacción dada por la Ley 24/2005, de 
18 de noviembre, conforme a la cual “en inscripciones de nacimiento que 
sean consecuencia de la adquisición de la nacionalidad española por 
ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los 
interesados podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de 
juramento o promesa de fidelidad al Rey y obediencia a la Constitución y 
a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento en el Registro 
Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”

Sin embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de 
manifiesto la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 
2006, la aplicación del trascrito apartado 4 del artículo 16 de la Ley queda 
condicionada a un doble requisito: por un lado, que la causa o título de la 
adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado que la causa 
de adquisición de la nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del 
juramento o promesa de fidelidad al Rey y de obediencia a la Constitución 
y a las leyes (cfr. art. 23.a CC.), exigencia que se desprende implícitamente 
del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente 
el momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en 
el Registro Civil municipal. Requisito este que no concurre en los 
expedientes de declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro 
incompetente, incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 
del artículo 198 del Reglamento del Registro Civil.

VI.- Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de 
una declaración de nacionalidad española hecha en expediente por 
órgano registral incompetente (cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe 
dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose respetado las reglas de la 
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competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la materia, 
esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del 
artículo 18 del Código Civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con 
la doctrina consolidada y reiteradísima de este Centro Directivo en relación 
con la cuestión planteada. Pues bien, en principio, los nacidos en el 
territorio del Sahara cuando éste era posesión española no eran 
propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España que se 
beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas 
disposiciones anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera 
deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que se desprende 
necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque sólo así 
cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo 
de un año a contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/1976. Así 
resulta también de la diferenciación de “territorios” puesto de relieve, con 
rotunda claridad, por la Ley de 19 de noviembre de 1975 de 
“descolonización” del Sahara cuyo preámbulo expresa “que el Estado 
Español ha venido ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de 
competencias sobre el territorio no autónomo de Sahara, que durante 
algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de sus administración 
a un régimen peculiar con analogías al provincial que nunca –recalcaba- 
ha formado parte del territorio nacional”.

Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 
decidió que el actor había consolidado la nacionalidad española. Pero la 
doctrina de esta sentencia no es de aplicación al caso presente pues hay 
diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en la 
sentencia y el ahora planteado. En el caso presente el interesado no ha 
acreditado que cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, sus 
representantes legales, dada entonces su minoría de edad, estuviesen 
imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad española por haber 
permanecido en los territorios ocupados. Aparte de esto concurren otras 
circunstancias impeditivas para los efectos pretendidos por el recurrente, 
como son que no está probada la posesión de la nacionalidad española 
en los términos y duración que establece el artículo 18 del Código Civil, 
habida cuenta que su nacimiento se produjo en 1974. Las más recientes 
sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª), de 20 de noviembre de 2007 y 
de 18 de julio de 2008, reconociendo a los saharauis recurrentes el 
estatuto de apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores.
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VII.- La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción 
tiene como efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien 
se le declara, puesto que invierte la carga de la prueba, que corresponderá 
al que discuta la declaración y, en este sentido, en tanto no se destruya la 
presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva. En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en 
su Circular de Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del 
estado civil de nacional español, en los casos de adquisición originaria 
basada en el principio del “ius sanguinis”, sólo puede proporcionarla la 
sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que 
la legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para 
obtener la declaración de que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 
96.2 LRC) en virtud de un expediente gubernativo. El hecho de que, según 
esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga valor de “simple 
presunción” y deba ser objeto de anotación (art. 340 RRC) al margen de 
la inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la 
eficacia de tales declaraciones de nacionalidad, ya que, como tales 
dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a los favorecidos por la 
presunción, mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 
LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, como resulta “infra”, 
por otro expediente registral tramitado con tal finalidad.

Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de 
actuaciones, una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente 
registral, por la vía del artículo 240.2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, 
tropieza con el carácter supletorio que en el ámbito del Registro Civil tiene 
la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 16 RRC), 
por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la legislación del 
Registro Civil permite alcanzar el resultado pretendido. Es un principio 
básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 RRC) el de 
procurar la mayor concordancia posible entre el Registro Civil y la realidad 
extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha indicado repetidamente 
por la doctrina de este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés 
público de concordancia, no juega en el ámbito del Registro Civil el principio 
de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible reiterar un expediente 
sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible que, de oficio o por 
iniciativa del Ministerio Fiscal, o de cualquier interesado o autoridad con 
competencias conexas con la materia, y con intervención en todo caso del 
Ministerio Público, se inicie de nuevo expediente para declarar con valor de 
simple presunción que a los interesados les corresponde o no les 
corresponde la nacionalidad española.
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VIII.- La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser 
negativa, ha de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la 
anotación preventiva practicada. No es obstáculo para ello que, con 
arreglo al artículo 92 de la ley del Registro Civil y a salvo las excepciones 
previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las 
“anotaciones”, en congruencia con su menor eficacia y su valor meramente 
informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC ), rige un principio distinto. En 
efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan 
ser rectificadas y canceladas en virtud de expediente gubernativo en el 
que se acredite la inexactitud, en todo caso con notificación formal a los 
interesados o a sus representantes legales como exige imperativamente 
el párrafo primero del artículo 349 del Reglamento del Registro Civil. 
Tampoco puede erigirse en obstáculo para la aplicación de estas 
previsiones normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso a que 
se refiere el presente recurso la declaración de la nacionalidad española 
se haya reflejado tubularmente por medio de su constancia en el apartado 
de “observaciones” de la inscripción de nacimiento, en lugar de en el 
correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. art. 96 in fine LRC), 
pues siendo éste el tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del 
acto jurídico consignado, a la misma se han de ajustar los mecanismos 
registrales previstos legalmente para su corrección. Por todo lo anterior, la 
inscripción de nacimiento del interesado en el Registro Civil de Córdoba 
supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, el nacimiento, acaecido 
en el extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que 
no debió practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción 
que se extendía de modo evidente en virtud de un título manifiestamente 
ilegal, puesto que, sobre la infracción a las citadas reglas de competencia, 
no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del Código Civil en 
que el interesado había basado su petición. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Córdoba. 
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (64ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el promotor hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del 
Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera poseído y utilizado 
la nacionalidad durante diez años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el promotor y el Ministerio Fiscal, contra auto 
dictado por la Encargada del Registro Civil Único de Madrid.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil Único de Madrid el 28 
de septiembre de 2010, Don A. nacido en C-B. (Sahara) en el año 1959 
solicitaba el reconocimiento de la nacionalidad española por haber nacido 
y vivido en el Sahara cuando éste era territorio sometido a administración 
española. Adjuntaba, entre otros, fotocopia de los siguientes documentos: 
copia en extracto del certificado de nacimiento expedida por el Reino de 
Marruecos; certificado de inscripción patronal expedido en M. en fecha 24 
de septiembre de 2010; pasaporte marroquí; carnet de identidad marroquí; 
libro de familia; certificación expedida por la Unidad de Documentación de 
Españoles y Archivo en fecha 09 de febrero de 2010, en relación con el 
documento … y certificación de 27 de octubre de 2010 sobre concordancia 
de nombres; certificación expedida por la Oficina de la Comunidad 
Saharaui para España sobre la imposibilidad de opción por la nacionalidad 
española en el plazo otorgado por el Real Decreto 2258/76; certificado de 
concordancia de nombres y de antecedentes penales expedido por el 
Reino de Marruecos; recibo MINURSO y permiso de conducir

2.- Ratificado el interesado, previo informe desfavorable del Ministerio 
Fiscal, la Encargada del Registro Civil Único de Madrid dictó auto el 16 de 
noviembre de 2010, por el que acordó declarar con valor de simple 
presunción que Don A. consolidó la nacionalidad española por posesión y 
utilización continuada de la misma por aplicación del artículo 18 del Código 
Civil desde el día de su nacimiento hasta al menos el 28 de septiembre de 
1977; incurriendo con posterioridad en causa de pérdida de la nacionalidad 
española, ostentando actualmente la nacionalidad marroquí. 
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3.- Notificada la resolución, interpusieron sendos recursos el Ministerio 
Fiscal y el solicitante ante la Dirección General de los Registros y del 
Notariado solicitando. El Fiscal interpuso recurso solicitando la revocación 
del Auto de 16 de noviembre de 2010 por considerar que el promotor no 
cumple con los requisitos exigidos en el artº 18 del Código Civil para 
declarar con valor de simple presunción la consolidación de la nacionalidad 
española, no constando acredito que el padre del promotor ostentara la 
nacionalidad española por lo que no pudo transmitirla a su hijo. Asimismo, 
indica que tampoco le es de aplicación la doctrina de la STS de 28 de 
octubre de 1988 y el solicitante tampoco ha probado que estuviera en 
posesión y utilización de la nacionalidad española durante diez años, con 
buena fe y basada en un título inscrito en el Registro Civil. El promotor 
interpone recurso solicitando “se conceda la presunción de nacionalidad 
española sin la consideración de pérdida de la misma por circunstancia de 
poseer pasaporte de país ocupante ilegal de un territorio, hecho por otra 
parte no reconocido por el derecho internacional”.

4.- Ambas partes se reiteraron en los recursos presentados, tras lo cual la 
Encargada remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 y 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro 
Civil; 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 
de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.

II.- El promotor, mediante escrito presentado en el Registro Civil Único de 
Madrid solicitó la declaración de su nacionalidad española con valor de 
simple presunción por haber nacido en 1959 en el territorio del Sahara y 
cumplir los requisitos establecidos en el artículo 18 CC. La Encargada del 
registro dictó auto por el que acordó declarar con valor de simple 
presunción la nacionalidad española por posesión y utilización continuada 
de la misma por aplicación del artículo 18 del Código Civil desde el día de 
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su nacimiento hasta al menos el 28 de septiembre de 1977; incurriendo 
con posterioridad en causa de pérdida de la nacionalidad española, 
ostentando actualmente la nacionalidad marroquí. Este Auto fue recurrido 
por el promotor y por el Ministerio Fiscal. 

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el nacimiento 
en España a los efectos de atribuir en concurrencia con determinados 
requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la cuestión primordial 
de decidir si aquella antigua posesión española entra o no en el concepto 
de “territorio nacional” o “territorio español”. Para situar en perspectiva el 
tema hay que recordar algunos antecedentes. La cuestión es compleja, ya 
que una de las cuestiones más debatidas y oscuras de la teoría general del 
Estado es precisamente la naturaleza de su territorio, hasta el punto de que 
no es frecuente hallar en la doctrina científica una explicación sobre la 
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distinción entre territorio metropolitano y territorio colonial. Sobre tal 
dificultad se añade la actitud cambiante de la política colonial como 
consecuencia de lo mutable también de las relaciones internacionales, 
caracterización a la que no ha podido sustraerse la posición española en 
África ecuatorial y occidental, y que se hace patente a través de una 
legislación que sigue, como ha señalado el Tribunal Supremo, un itinerario 
zigzagueante integrado por tres etapas fundamentales: a) en un primer 
momento dichos territorios se consideraron simplemente colonias; b) vino 
luego la fase de provincialización durante la que se intenta su asimilación a 
la metrópoli; c) por último, se entra en la fase de descolonización, que 
reviste la forma de independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o 
retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

http://www.mjusticia.gob.es/cs/Satellite/Portal/es/servicios-ciudadano/documentacion-publicaciones


M
inisterio de Justicia

1579 Catálogo de Publicaciones

Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado (Registro Civil)

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente el interesado no ha acreditado que cuando 
estuvo en vigor el Decreto de 1976, sus representantes legales, por ser 
éste menor de edad, estuviesen imposibilitados para optar en su nombre 
a la nacionalidad española por haber permanecido en los territorios 
ocupados, lo que requiere pruebas fehacientes. De otro lado, no está 
probada a través de la documentación la posesión de la nacionalidad 
española en los términos y duración que establece el artículo 18 CC., en 
el que se indica que la nacionalidad española puede consolidarse si se 
posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título 
inscrito en el Registro Civil que después es anulado. Aparte de ello, la 
documentación que aporta expedida por autoridades de la denominada 
República Árabe Saharaui Democrática no ofrece garantías análogas a 
las exigidas para la inscripción por la ley española. Al respecto ha de 
tenerse en cuenta que las competencias de calificación del encargado 
respecto de la certificación extranjera se extienden al examen de la 
competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio 
de cargo que le habilite para tal expedición con base legal suficiente para 
ello, base que en este caso no existe al no estar establecidos los órganos 
del Registro Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un 
ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto por el promotor, estimar el recurso interpuesto por el Ministerio 
Fiscal y revocar el Auto apelado.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Único de Madrid.
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (65ª)
III.2.1  Consolidacion de la nacionalidad española

1.- No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita 
que la promotora hubiera residido en el Sahara durante el plazo de 
vigencia del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera poseído 
y utilizado la nacionalidad durante diez años.

2.- No puede recuperarla el que no prueba haber sido antes español, 
como sucede con la nacida en El Aaiún (Sáhara) en 1971 que no acredita 
que sus padres, por ser menor de edad, estuviesen imposibilitados para 
optar en su nombre a la nacionalidad española, cuando estuvo en vigor el 
Decreto 2258/76.

En las actuaciones sobre recuperación de la nacionalidad relativas a Doña 
N. (N-S.) en trámite de recurso en virtud del entablado por el Ministerio 
Fiscal contra Auto del Encargado del Registro Civil de Granadilla de Abona 
(Tenerife).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Granadilla de 
Abona (Tenerife) el 27 de noviembre de 2008, Doña N. (N-S.) nacida en El 
A. (Sahara) en el año 1971 solicitaba que se promoviera expediente de 
inscripción de nacimiento fuera de plazo. Adjuntaba, entre otros, fotocopia 
de los siguientes documentos: permiso de residencia de la interesada; 
certificados de nacimiento, de subsanación y de paternidad expedidos por 
la República Árabe Saharaui Democrática; certificado negativo de 
inscripción en los Libros Cheránicos expedido por el Ministerio de Cultura; 
DNI de su padre, Don M. certificación literal de la inscripción con valor de 
simple presunción de la nacionalidad española de su padre, efectuada en 
virtud de resolución registral de 22 de octubre de 2005 efectuada por el 
Encargado del Registro Civil de Alicante; libro de familia de sus padres; 
certificaciones expedidas por la Unidad Central de Documentación de 
Españoles del Ministerio del Interior relativas a los documento saharaui de 
los padres de la promotora; certificado de empadronamiento expedido por 
el Ayuntamiento de Granadilla de Abona (Tenerife) en fecha 3 de 
noviembre de 2008 y pasaporte argelino.
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2.- Ratificada la interesada, previo informe desfavorable del ministerio 
fiscal, el Encargado del Registro Civil de Granadilla de Abona (Tenerife) 
dictó Acta de recuperación de la nacionalidad española con fecha 30 de 
septiembre de 2009, al amparo de lo establecido en el artículo 26 del 
Código Civil.

3.- Mediante escrito de fecha 18 de noviembre de 2009, el Ministerio 
Fiscal interesa la nulidad del expediente y, en especial, del Acta de 
recuperación de la nacionalidad española de fecha 30 de septiembre de 
2009. 

4.- Por Auto de fecha 17 de diciembre de 2009 dictado por el Encargado 
del Registro Civil de Granadilla de Abona (Tenerife), se mantiene 
íntegramente el Acta de fecha 30 de septiembre de 2009, confirmándola 
en todos sus extremos.

5. Con fecha 12 de marzo de 2010, el Ministerio Fiscal interpone recurso 
de apelación frente al Auto anteriormente citado, solicitando se declare 
nula y sin efectos el Acta de fecha 30 de septiembre de 2009 sobre 
recuperación de la nacionalidad española de Doña N. (N-S.), indicando 
que la promotora posee la nacionalidad argelina y no constando que haya 
ostentado en ningún momento la nacionalidad española.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 y 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro 
Civil; 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 
de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.

II.- La promotora, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Granadilla de Abona (Tenerife) solicitó que se promoviera expediente de 
inscripción de nacimiento fuera de plazo. El Encargado del registro dictó 
Acta de recuperación de la nacionalidad española con fecha 30 de 
septiembre de 2009, al amparo de lo establecido en el artículo 26 del 
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Código Civil, confirmada por Auto de fecha 17 de diciembre de 2009, que 
es el objeto del presente recurso.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
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política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959).No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».
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VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente el interesado no ha acreditado que cuando 
estuvo en vigor el Decreto de 1976, estuviese imposibilitado para optar en 
su nombre a la nacionalidad española por haber permanecido en los 
territorios ocupados, lo que requiere pruebas fehacientes. De otro lado, no 
está probada a través de la documentación la posesión de la nacionalidad 
española en los términos y duración que establece el artículo 18 CC., en 
el que se indica que la nacionalidad española puede consolidarse si se 
posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título 
inscrito en el Registro Civil que después es anulado. Asimismo, no procede 
la aplicación del artº 26 del Código Civil, dado que no puede recuperar la 
nacionalidad española quien no la ha tenido con anterioridad, como 
sucede en el presente caso, dado que la promotora nunca ha ostentado la 
nacionalidad española, desprendiéndose de la documentación aportada 
que tiene pasaporte argelino y, por tanto, dicha nacionalidad.

En lo referente a la aplicación del artículo 17.1.c del Código Civil, según 
su redacción de 1990, no es aplicable al caso por no ser la redacción 
vigente en la fecha de nacimiento del promotor, sin que, por otra parte, 
haya coincidencia en cuanto al lugar concreto en los escritos de solicitud 
y los documentos aportados. 

Aparte de ello, la documentación que aporta expedida por autoridades de 
la denominada República Árabe Saharaui Democrática no ofrece garantías 
análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española. Al respecto 
ha de tenerse en cuenta que las competencias de calificación del 
encargado respecto de la certificación extranjera se extienden al examen 
de la competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el 
ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con base legal 
suficiente para ello, base que en este caso no existe al no estar 
establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones 
normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: estimar el recurso interpuesto 
por el Ministerio Fiscal y revocar el Auto apelado.
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Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Granadilla de Abona (Tenerife).

Resolución de 31 de Julio de 2014 (75ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

1.- No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita 
que el interesado hubiera residido en el Sahara durante el plazo de 
vigencia del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto ni hubiera poseído y 
utilizado la nacionalidad española durante diez años.

2.- No es español conforme al art. 17.1.c del Código Civil, él que no 
acredita debidamente su condición de apátrida, no siendo justificación 
suficiente el hecho de haber nacido en el Sahara en 1958.

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor 
de simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por 
virtud del entablado por la interesada contra auto dictado por la Encargada 
del Registro Civil de Amurrio.

HECHOS

1.- Mediante escrito de fecha 15 de julio de 2011, Doña G. nacida en el 
año 1958 en el Sahara Occidental solicitaba la nacionalidad española con 
valor de simple presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: 
pasaporte argelino, volante empadronamiento, informe de la Policía 
Nacional donde e informa que se le expidió DNI español con fecha 18 de 
noviembre de 1974, recibo MINURSO, permiso de residencia, certificado 
de nacimiento, nacionalidad, paternidad y acta de matrimonio expedidos 
por la República Árabe Saharaui Democrática.

2.- Ratificada la interesada, el Ministerio Fiscal una vez examinado el 
expediente, emite informe favorable. La Encargada del Registro Civil, 
mediante auto de fecha 24 de octubre de 2011 deniega lo solicitado por la 
interesada ya que no cumple los requisitos del artículo 17.1.c y 18 del 
Código Civil.
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3.- Notificada la interesada, ésta, presenta recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado volviendo a solicitar la 
nacionalidad española con valor de simple presunción.

4.- De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, este 
considero conforme a derecho el auto recurrido. La Encargada del 
Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de 
los Registros y del Notariado.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 y 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro 
Civil; 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 
de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las Resoluciones, entre 
otras, de 14-5ª y 17-1ª de julio, 1-1ª, 6-3ª, 7-2ª y 9-1ª de septiembre de 
2006; 18-1ª, 10, 12-3ª y 4ª de enero, 10, 12-2ª-3ª y 4ª de febrero, 5-2ª de 
marzo, 25-2ª de julio, 7-6ª y 28-5ª de septiembre de 2007; y 17-8ª de 
junio, 18-6ª de julio y 3-3ª de septiembre de 2008 y las Resoluciones entre 
otras, de 5-4ª de Noviembre de 2004; 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 
22-5ª de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de 
marzo, 21 de abril, 21-6ª de mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 
2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de 
marzo y 25-3ª y 4ª de noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16-3ª 
de Junio de 2009 y 22-3ª de Marzo de 2010.

II.- La interesada, mediante escrito presentado el 15 de julio de 2011 ante 
el Registro Civil de Amurrio solicitó la declaración con valor de simple 
presunción de su nacionalidad española, al haber nacido en 1958 en 
Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. La Encargada 
del Registro dictó auto de 24 de octubre de 2011 denegando dicha 
nacionalidad. Si bien la interesada en fase de recurso solicito también su 
condición de española en base al artículo 17.1.c del Código Civil” Son 
españoles de origen, Los nacidos en España de padres extranjeros, si 
ambos carecieren de nacionalidad o si la legislación de ninguno de ellos 
atribuye al hijo una nacionalidad”. Analizando el auto de fecha 24 de 
octubre de 2011 la encargada ya dictamino en relación a dicha solicitud 
negando la condición de apátrida de la interesada por ostentar pasaporte 
argelino. Este auto constituye el objeto del presente recurso.
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III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
Encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76. 

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada a cabo en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del 
Sahara en relación con el territorio metropolitano, según el Derecho 
Internacional. En concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius 
soli tiene el nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia 
con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
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hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles o el carácter de territorio nacional del Sahara. En apoyo de tal 
tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 abril 1961 que estableció 
«las bases sobre las que debe asentarse el ordenamiento jurídico de la 
Provincia del Sahara en sus regímenes municipal y provincial». Con esta 
norma se pretendía hacer manifiesta la equiparación de los «stati» entre 
«españoles peninsulares» y «españoles nativos». Es importante destacar 
que como manifestación de esta posición España negó inicialmente al 
Secretariado General de la ONU información sobre «los territorios no 
autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el acatamiento de las exigencias 
que imponía el orden jurídico público internacional y, especialmente, la 
doctrina sobre «descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 
1514 XV, Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de 
diciembre de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), 
condujeron al reconocimiento por el Gobierno español del «hecho 
colonial» y, por tanto, a la diferenciación de «territorios», puesto, 
finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 
1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el 
Estado Español ha venido ejerciendo, como potencia administradora, 
plenitud de competencias sobre el territorio no autónomo del Sahara, que 
durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que 
nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio nacional».

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
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no es de aplicación al caso presente pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente, no se considera acreditado que la 
interesada o sus progenitores como representantes legales al ser esta 
menor de edad, cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976 se hallasen 
imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad española, por haber 
permanecido en los territorios ocupados, circunstancia que pretenden 
acreditar mediante certificación de la República Árabe Saharaui 
Democrática de fecha 25 de mayo de 2011. En todo caso, aun cuando se 
tuviese por acreditado que, inicialmente, el interesado permaneció en los 
territorios ocupados por Marruecos. Tampoco está probada la posesión de 
la nacionalidad española en los términos y duración que establece el 
artículo 18 CC., constando en el expediente su documentación como 
argelina e incluyendo únicamente certificación de la policía nacional 
donde informan que le fue expedido DNI bilingüe el 18 de noviembre de 
1974, sin que conste renovación alguna del Documento Nacional de 
Identidad cuyo plazo de vigencia era inicialmente fue de un año, ni consta 
título inscrito en el Registro Civil.

VII.- A efectos de la resolución del recurso interpuesto en lo que se refiere 
a la aplicación del artículo 17.1.c) del Código Civil, y teniendo en 
consideración lo expuesto anteriormente en los apartados IV, V y VI de 
esta Resolución,, no puede accederse a la petición del interesado., 
conforme al artículo 17.1 c) del Código Civil son españoles “los nacidos en 
España de padres extranjeros, si ambos carecieren de nacionalidad o si la 
legislación de ninguno de ellos atribuye al hijo una nacionalidad”. 

En el presente caso, no sólo no concurre el requisito del nacimiento en 
España pues el interesado declara haber nacido en el Sahara, sino que 
no queda acreditada la filiación del interesado. 

VIII.- Finalmente, la documentación que se aporta, expedida por 
autoridades de la denominada República Árabe Saharaui Democrática, 
no ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley 
española (cfr. art. 23 LRC y 85 RRC). Al respecto ha de tenerse en cuenta 
que las competencias de calificación del Encargado del Registro Civil 
respecto de la certificación extranjera se extienden al examen de la 
competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio 
de cargo que le habilite para tal expedición con base legal suficiente para 
ello, base, que en este caso no existe al no estar establecidos los órganos 
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del Registro Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un 
ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Amurrio.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (80ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
la promotora hubiera cumplido los requisitos establecidos, residencia en 
el Sahara durante el plazo de vigencia del Real Decreto 2258/1976, de 

10 de agosto, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por la interesada contra auto dictado por la Juez 
Encargada del Registro Civil de Vitoria (Álava).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Vitoria Doña J. 
nacida según declara en el territorio del Sahara Occidental, solicitaba la 
nacionalidad española por tener origen saharaui. Adjuntaba diversa 
documentación en apoyo de su solicitud, entre otros; volante de 
empadronamiento, recibo de la MINURSO, DNI bilingüe del padre, 
pasaporte argelino, libro de familia y certificado negativo de inscripción en 
los Libros Cheránicos.

2.- La Encargada del Registro Civil dictó auto el 25 de enero de 2011, 
inadmitiendo la solicitud de la interesada de ser declarada española, 
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habida cuenta que no cabe aplicar el artículo 18 del Código Civil que 
permite la consolidación de la nacionalidad española por su posesión y 
utilización, por todo ello entiende que lo procedente es que la promotora 
solicite la nacionalidad española por residencia con base en el artículo 21 
y 22 del Código Civil.

3.- Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a la interesada, ésta 
presentó recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado 
reiterando su derecho a la nacionalidad española que entiende acreditado 
en base a la documentación que ya constaba en el expediente.

4.- El Ministerio Fiscal, informa que considera ajustada a derecho la 
resolución recurrida y seguidamente la Encargada, ratificándose en su 
resolución, remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado para la resolución del recurso. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.

II.- La promotora, mediante escrito dirigido al Registro Civil de Vitoria, 
solicitó la nacionalidad española por haber nacido en 1974 en el territorio 
del Sahara. La Encargada del Registro Civil dictó auto inadmitiendo la 
solicitud, por no cumplir los requisitos establecidos por el artículo 18 de 
Código Civil y por entender que lo procedente es solicitar la nacionalidad 
española por residencia, siendo dicho auto recurrido por la promotora que 
considera que sí se acreditaba la concurrencia de los requisitos exigidos. 
Dicho auto constituye el objeto del presente recurso. 

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
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La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
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simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

En cualquier caso, por lo que se refiere a la “nacionalidad” de los saharauis, 
durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio del 
Sahara Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y 
formal entre los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, 
como ha puesto de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 
de octubre de 1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas 
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en los Estados colonizadores, se han impuesto restricciones al status 
civitatis de la población colonizada “lo que ha permitido la diferencia 
doctrinal, basada en datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y 
nacionales-súbditos” (ejemplos del Derecho comparado son Holanda, 
Italia, Bélgica y Francia). En España, pese a la ambigüedad normativa 
sobre la calificación de los territorios pertenecientes a colonias y su 
identificación con el territorio nacional, las realidades de la heterogeneidad 
territorial y de los estatutos personales ha sido sostenida por el Tribunal 
Supremo en su citada sentencia y en la posterior de 7 de noviembre de 
1999 y anteriormente por el Consejo de Estado en diversos dictámenes 
(Dictamen núm. 36017/1968 para el caso de Guinea y Dictamen 
36227/1968 para el caso de Ifni), y a partir del examen pormenorizado de 
las disposiciones dictadas en relación con aquellos territorios, llegando a 
la conclusión fundada de la distinción entre territorio nacional y territorios 
coloniales (entre éstos, por consecuencia, el Sahara Occidental), así 
como sobre la diferente condición jurídica de nacionales y naturales de las 
colonias.

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En efecto, de la documentación aportada no se desprende la 
posesión de la nacionalidad española en los términos y duración que 
establece el artículo 18 CC., la promotora no fue titular de documento de 
identidad español, por lo que no queda acreditada la utilización y posesión 
de la nacionalidad durante 10 años, y tampoco se ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, la promotora, o en este caso 
sus representantes legales, estuviesen imposibilitados de facto para optar 
a la nacionalidad española por haber permanecido en los territorios 
ocupados.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Vitoria (Álava).
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (84ª)
III.2.1  Declaración de la nacionalidad española

1.- No es posible declarar la nacionalidad española de origen del promotor 
porque no se ha acreditado que la madre ostentase la nacionalidad 
española al tiempo de su nacimiento.

2.- Tampoco es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se 
acredita que el promotor o sus representantes legales, dada su minoría de 
edad, hubieran residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del Real 
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera título inscrito en el 
Registro Civil, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por la promotora, contra auto dictado por la 
Encargada del Registro Civil de Cazorla (Jaén).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Cazorla el 4 de 
mayo de 2011, Doña F. nacida en el año 1974 solicitaba el reconocimiento 
de la nacionalidad española por haber nacido y vivido en el Sahara cuando 
éste era territorio sometido a administración española, hija de padres 
saharauis. Adjuntaba, entre otros, los siguientes documentos: pasaporte 
marroquí, partida de nacimiento y certificados de concordancia de 
nombres y antecedentes penales expedidos por las autoridades del Reino 
de Marruecos, certificado de empadronamiento, recibo de la MINURSO, 
certificado negativo de inscripción en los Libros Cheránicos, libro de 
familia, carnet de conducir del padre, certificación de familia e inscripción 
del nacimiento del padres en el Juzgado Cheránico.

2.- Ratificada la interesada, previo informe desfavorable del ministerio 
fiscal, la Encargada dictó auto el 8 de agosto de 2011 denegando la 
nacionalidad española con valor de simple presunción por considerar que 
los documentos aportados no acreditan los extremos previstos en el 
artículo 18 del Código Civil.
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3.- Notificada la resolución, la solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado solicitando la concesión de la 
nacionalidad española tanto por aplicación del artículo 18 del CC. como 
por aplicación del artículo 20 por ser su madre española, presenta 
certificado del Ministerio del Interior declarando la existencia de un DNI 
bilingüe a nombre de la madre.

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal interesa la desestimación del 
recurso, tras lo cual La Encargada remitió el expediente a la Dirección 
General de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17, 18 y 20 del Código Civil (CC.); 96 de la Ley del 
Registro Civil (LRC); 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); 
la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de 
agosto; la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las 
Resoluciones, entre otras, de 21-1ª de enero, 3-1ª; 4-4ª de febrero, 2-4ª, 
4-3ª, 5 y 14-3ª de marzo, 15-3-º de abril, 28 de mayo, 1-4ª y 27-3ª de 
septiembre, 3-1ª de octubre de 2005; 28-4ª de febrero, 18 y 21-4ª de 
marzo, 14-5ª y 17-1ª de julio, 1-1ª, 6-3ª, 7-2ª y 9-1ª de septiembre de 
2006.

II.- La promotora, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Cazorla solicitó la declaración de su nacionalidad española con valor de 
simple presunción por haber nacido en 1974 en el territorio del Sahara y 
ser hija de españoles. La Encargada del registro dictó auto denegando la 
petición de la interesada, siendo dicho auto el que constituye el objeto del 
presente recurso.

III.- La interesada solicita la declaración de la nacionalidad española 
basada en que su madre ostentaba esta nacionalidad por ser natural del 
Sahara. A la vista del expediente esta petición no puede estimarse ya que 
en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
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española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Real Decreto 2258/76.

IV.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
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abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

V.- En cualquier caso, por lo que se refiere a la «nacionalidad» de los 
saharauis, durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio 
del Sahara Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y 
formal entre los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, 
como ha puesto de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 
de octubre de 1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas 
en los Estados colonizadores, se han impuesto restricciones al status 
civitatis de la población colonizada “lo que ha permitido la diferencia 
doctrinal, basada en datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y 
nacionales-súbditos” (ejemplos del Derecho comparado son Holanda, 
Italia, Bélgica y Francia). En España, pese a la ambigüedad normativa 
sobre la calificación de los territorios pertenecientes a colonias y su 
identificación con el territorio nacional, las realidades de la heterogeneidad 
territorial y de los estatutos personales ha sido sostenida por el Tribunal 
Supremo en su citada sentencia y en la posterior de 7 de noviembre de 
1999 y anteriormente por el Consejo de Estado en diversos dictámenes 
(Dictamen núm. 36017/1968 para el caso de Guinea y Dictamen 
36227/1968 para el caso de Ifni), y a partir del examen pormenorizado de 
las disposiciones dictadas en relación con aquellos territorios, llegaron a 
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conclusiones fundadas acerca de las diferencias entre territorio nacional y 
territorios coloniales, así como sobre la diferente condición jurídica de 
nacionales y naturales de las colonias. 

VI.- No obstante, el Real Decreto 2258/76 permitió a los naturales del 
Sahara optar a la nacionalidad española dentro de un plazo de un año y 
cumpliendo una serie de condiciones. Sin embargo, en el presente caso, 
no ha quedado acreditado que la madre de la promotora hiciera uso de 
dicha opción, por lo que debe concluirse razonablemente que aquella 
nunca tuvo la nacionalidad española, ni en el momento del nacimiento de 
la interesada, ni en ningún otro momento, no es posible por tanto la 
aplicación del derecho a optar recogido en el artículo 20 del Código Civil.

VII.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural 
del Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente, no se considera acreditado que los 
representantes legales de la interesada, dada la minoría edad de ésta, 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976 estuviesen imposibilitados de 
facto para optar a la nacionalidad española, por haber permanecido en los 
territorios ocupados, lo que requiere pruebas fehacientes. 

Aparte de ello concurren otras circunstancias que impiden por la vía del 
artículo 18 del Código Civil también invocado una posible consolidación 
de la nacionalidad española, pues no consta el título inscrito en el Registro 
Civil, ni está probada la posesión de la nacionalidad española en los 
términos y duración que establece el artículo 18 CC., en el que se indica 
que la nacionalidad española puede consolidarse si se posee y utiliza 
durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después es anulado.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Cazorla (Jaén).
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (85ª)
III.2.1  Declaración de la nacionalidad española

1.- No es posible declarar la nacionalidad española de origen de la 
promotora porque no se ha acreditado que los padres ostentasen la 
nacionalidad española al tiempo de su nacimiento.

2.- Tampoco es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se 
acredita que el promotor o sus representantes legales, dada su minoría de 
edad, hubieran residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del Real 
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera título inscrito en el 
Registro Civil, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española 
remitidas a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por 
la promotora contra auto dictado por la Magistrada Juez Encargada del 
Registro Civil de Bilbao (Vizcaya).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Bilbao, Doña G. 
nacida en S. (Sahara Occidental) el 6 de julio de 1963, según declara, 
solicitaba la declaración de su nacionalidad española con valor de simple 
presunción. Adjuntaba, entre otros, los siguientes documentos: permiso 
de residencia temporal en España, caducado, como ciudadana argelina 
nacida en O. (Argelia) el 25 de noviembre de 1969, pasaporte argelino, 
expedido en el año 2008, certificado de empadronamiento en O. (V.) 
desde el 26 de abril de 2005, Libro de Familia incompleto expedido en 
1970 sin que aparezcan las hojas correspondientes a los hijos, título de 
familia numerosa expedido en 1972 con validez hasta 1974, pasaporte 
expedido por las autoridades españolas al padre de la promotora válido 
para un solo viaje, informe negativo respecto a su inscripción en los libros 
Cheránicos custodiados por la administración española, MINURSO de 
1995, documento nacional de identidad de una de sus hijas y, expedidos 
por los representantes de la denominada República Árabe Saharaui 
Democrática, documento de identidad, certificado de nacimiento en el que 
el nombre del padre no coincide con el que aparece en el Libro de Familia 
y con fecha de nacimiento 25 de noviembre de 1969, certificado de 
nacionalidad, certificado de que residió en los campos de refugiados 
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saharauis, certificado de paternidad, certificado de subsanación 
(concordancia de nombres), certificado de antecedentes penales, 
certificado de la sección consular de la Embajada de Argelia en Madrid de 
que no tiene dicha nacionalidad.

2.- Con fecha 30 de marzo de 2011 la promotora se ratificó en su solicitud 
declarando en su comparecencia que no habla correctamente castellano, 
que nació en S. en 1963 y que llegó a España en el año 2003. El Ministerio 
Fiscal en su informe previo se muestra desfavorable a conceder lo 
solicitado y, con fecha 19 de mayo de 2011, la Encargada dictó auto 
denegando la declaración de la nacionalidad española de la promotora 
por considerar que no queda acreditada la posesión de la misma ni el 
resto de requisitos del artículo 18 del Código Civil.

3.- Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a la promotora, ésta 
interpuso recurso ante la Dirección General de los Registros y de Notariado 
alegando que sus padres eran españoles, que en su momento no pudo 
optar a la nacionalidad española por encontrarse en los campamentos de 
refugiados de T. añadiendo que domina el castellano y que tiene pasaporte 
argelino sólo como medio para salir del Sahara y de los campamentos de 
refugiados. 

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste informa en el sentido de 
que debe desestimarse el mismo y la Encargada del Registro Civil se 
ratificó en la decisión adoptada y remite el expediente a la Dirección 
General de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17, 18 (CC.); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 
de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las Resoluciones, entre 
otras, de 21-1ª de enero, 3-1ª; 4-4ª de febrero, 2-4ª, 4-3ª, 5 y 14-3ª de 
marzo, 15-3-º de abril, 28 de mayo, 1-4ª y 27-3ª de septiembre, 3-1ª de 
octubre de 2005; 28-4ª de febrero, 18 y 21-4ª de marzo, 14-5ª y 17-1ª de 
julio, 1-1ª, 6-3ª, 7-2ª y 9-1ª de septiembre de 2006.

II.- Se pretende por la interesada la declaración con valor de simple 
presunción de su nacionalidad española por ser natural del Sahara 
Occidental, nacida en julio de 1963, según ella y en noviembre de 1969 

http://


M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

1602Boletín del Ministerio de Justicia

Nacionalidad

según otros documentos, hija de padres que también ostentaban dicha 
nacionalidad, artículo 17 del Código Civil y haber residido durante 10 años 
en el Sáhara estando en posesión de la nacionalidad española. Por la 
Encargada se dictó auto denegando la declaración de nacionalidad 
instada, siendo dicho auto el que constituye el objeto del presente recurso.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español, en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
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su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni, y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
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al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente, no se considera acreditado que los 
representantes legales de la interesada, dada la minoría edad de ésta, 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976 estuviesen imposibilitados de 
facto para optar a la nacionalidad española, por haber permanecido en los 
territorios ocupados. Aparte de ello concurren otras circunstancias que 
impiden por la vía del artículo 18 del Código Civil también invocado una 
posible consolidación de la nacionalidad española, pues no está probada 
la posesión de la nacionalidad durante 10 años, no existe documento 
alguno que lo acredite y si documentación argelina que, pese a manifestar 
que sólo fue un medio para salir del Sahara está obtenido varios años 
después de que la promotora ya residiera en España, ni tampoco queda 
acreditada la nacionalidad española de sus padres invocada para la 
aplicación del artículo 17 del Código Civil. Además gran parte de la 
documentación está emitida por la República Árabe Saharaui Democrática, 
y esta no pueda ser tenida en cuenta ya que no ofrece garantías análogas 
a las exigidas para la inscripción por la ley española. Al respecto ha de 
tenerse en cuenta que las competencias de calificación del Encargado 
respecto de la certificación extranjera se extienden al examen de la 
competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio 
de cargo que le habilite para tal expedición con base legal suficiente para 
ello, base, que en este caso no existe al no estar establecidos los órganos 
del Registro Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un 
ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Bilbao.
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (89ª)
III.2.1  Consolidación de nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
la interesada hubiera residido en el Sáhara durante el plazo de vigencia 
del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni que haya poseído y 
utilizado la nacionalidad española durante diez años.

En el expediente sobre declaración de nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este centro en trámite de recurso por virtud 
del entablado por la interesada contra auto dictado por el encargado del 
Registro Civil de Azpeitia.

HECHOS

1.- Mediante formulario presentado en el Registro Civil de Azpeitia el 24 
de febrero de 2009, la Sra. A. solicitaba la declaración de su nacionalidad 
española con valor de simple presunción por ser hija de saharaui que 
estuvo en posesión de documentación española y no haber podido optar 
a la nacionalidad española en virtud del Real Decreto 2258/1976. 
Adjuntaba los siguientes documentos: DNI de una ciudadana saharaui 
expedido en 1973 y actualmente carente de validez, certificado de 
empadronamiento, recibo de la Misión de las Naciones Unidas para el 
Referéndum del Sáhara Occidental, pasaporte argelino y certificados de 
residencia en los campamentos de refugiados saharauis de Argelia, de 
nacionalidad saharaui, de nacimiento en 1958 y de filiación expedidos por 
la denominada República Árabe Saharaui Democrática.

2.- Ratificada la interesada y previo informe desfavorable del ministerio 
fiscal, el encargado del registro dictó auto el 23 de junio de 2011 denegando 
la pretensión por no cumplir los requisitos previstos para la consolidación 
por el artículo 18 del Código Civil y no considerar aplicable la doctrina 
contenida en la sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998. 

3.- Notificada la resolución, la interesada interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado alegando que es hija 
de españoles, que siempre se ha considerado española, que cumple los 
requisitos del artículo 18 del Código Civil y que su caso es similar al 
contenido en la sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998. 
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4.- Notificada la interposición del recurso al ministerio fiscal, interesó su 
desestimación. El encargado del Registro Civil de Azpeitia remitió el 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para 
su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo (STS) de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, 
entre otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 
2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª 
de mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª 
de enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008; 25-3ª y 4ª de noviembre de 2008; 2-4ª de marzo y 
16-3ª de junio de 2009 y 22-3ª de marzo de 2010.

II.- La interesada solicitó la declaración de nacionalidad española con 
valor de simple presunción por haber nacido en territorio del Sáhara 
Occidental en 1958, hija de españoles naturales del Sáhara, y no haber 
podido optar en virtud del RD 2258/1976, de 10 de agosto. El encargado 
del registro denegó la pretensión y dicho auto constituye el objeto del 
presente recurso.

III.- Según el artículo 18 CC., la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un 
título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. La vía registral 
para comprobar esta consolidación es el expediente de declaración de la 
nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. art. 96-2º LRC 
y 338 RRC), que decide en primera instancia el encargado del registro 
civil del domicilio (art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sáhara cuando este era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sáhara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
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española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sáhara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sáhara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada a cabo en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del 
Sáhara en relación con el territorio metropolitano según el derecho 
internacional. En concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius 
soli tiene el nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia 
con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”.

VI.- Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos 
antecedentes. La cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más 
debatidas y oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la 
naturaleza de su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en 
la doctrina científica una explicación sobre la distinción entre territorio 
metropolitano y territorio colonial. A tal dificultad se añade la actitud 
cambiante de la política colonial como consecuencia de lo mutable 
también de las relaciones internacionales, caracterización a la que no ha 
podido sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y 
que se hace patente a través de una legislación que sigue, como ha 
señalado el Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por 
tres etapas fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se 
consideraron simplemente colonias; b) vino luego la fase de 
provincialización durante la que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) 
por último, se entra en la fase de descolonización, que reviste la forma de 
independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de 
autodeterminación en el Sahara.

VII.- Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la 
idea de equiparar aquel territorio del Sáhara, no obstante sus 
peculiaridades, con una «provincia» española y, por ello, se llegó a 
considerarlo como una extensión del territorio metropolitano, equiparación 
que ha dado pie a dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, 
consistente en el reconocimiento a la población saharaui de su condición 

http://


M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

1608Boletín del Ministerio de Justicia

Nacionalidad

de nacionales españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras 
normas, la Ley de 19 abril 1961 que estableció «las bases sobre las que 
debe asentarse el ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus 
regímenes municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer 
manifiesta la equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» 
y «españoles nativos». Es importante destacar que como manifestación 
de esta posición España negó inicialmente al Secretariado General de la 
ONU información sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959).

VIII.- No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden 
jurídico público internacional y, especialmente, la doctrina sobre 
«descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, 
Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre 
de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujo al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, 
a la diferenciación de «territorios», puesta finalmente de relieve con 
rotunda claridad por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» 
del Sáhara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias 
sobre el territorio no autónomo del Sáhara, que durante algunos años ha 
estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen 
peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado 
parte del territorio nacional».

IX.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sáhara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En este caso la interesada no ha acreditado que cuando estuvo 
en vigor el real decreto de 1976 sus representantes legales -dada su 
minoría de edad en aquel momento- estuviesen imposibilitados de facto 
para optar a la nacionalidad española por haber permanecido en los 
territorios ocupados. Por otro lado, no consta el título inscrito en el Registro 
Civil y no está probada la posesión de la nacionalidad española en los 
términos y duración que establece el artículo 18 CC., siendo incluso la 
recurrente titular de un pasaporte argelino, de donde se deduce que es 
esta la nacionalidad que ha venido utilizando hasta ahora. Todas estas 
circunstancias impiden acceder a la pretensión planteada. 
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X.- Finalmente, hay que decir que la documentación expedida por 
autoridades de la denominada República Árabe Saharaui Democrática no 
puede tenerse en cuenta porque no ofrece garantías análogas a las 
exigidas para la inscripción por la ley española (cfr. arts. 23 LRC y 85 
RRC). Las competencias de calificación del encargado del Registro Civil 
respecto de la certificación extranjera se extienden al examen de la 
competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio 
de cargo que le habilite para tal expedición con base legal suficiente para 
ello, base que en este caso no existe al no estar establecidos los órganos 
del Registro Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un 
ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Azpeitia.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (91ª)
III.2.1  Consolidación de nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
la interesada hubiera residido en el Sáhara durante el plazo de vigencia 
del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni que haya poseído y 
utilizado la nacionalidad española durante diez años.

En el expediente sobre declaración de nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este centro en trámite de recurso por virtud 
del entablado por la promotora contra auto dictado por el encargado del 
Registro Civil de Sanlúcar la Mayor (Sevilla).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Sanlúcar la Mayor, 
la Sra. M. solicitaba la declaración de su nacionalidad española con valor 
de simple presunción conforme al artículo 18 del Código Civil por haber 
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nacido en territorio del Sáhara Occidental en 1962 y no haber podido 
ejercer el derecho de opción mientras estuvo en vigor el Real Decreto 
2258/1976, de 10 de agosto. Adjuntaba los siguientes documentos: 
certificación en extracto de inscripción de nacimiento el 24 de julio de 
1962 practicada en el Registro Civil de Mahbes (Sáhara Occidental) en 
1974, pasaporte marroquí, documento de afiliación a la Seguridad Social 
de un natural del Sáhara (no consta la relación con la solicitante), 
certificado de empadronamiento, certificados marroquíes de nacimiento 
ausencia de antecedentes penales y de concordancia de nombres y 
certificado de nacionalidad saharaui expedido por autoridades de la 
denominada República Árabe Saharaui Democrática.

2.- Ratificada la interesada y previo informe desfavorable del ministerio 
fiscal, el encargado del registro dictó auto el 29 de septiembre de 2011 
denegando la pretensión por no cumplir los requisitos previstos para la 
consolidación por el artículo 18 del Código Civil. 

3.- Notificada la resolución, la interesada interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado alegando que siempre 
ha vivido como española, que no pudo optar en virtud del decreto de 
2258/1976 porque se encontraba en un campamento de refugiados y que 
le es aplicable la doctrina contenida en la sentencia del Tribunal Supremo 
de 28 de octubre de 1998. 

4.- Notificada la interposición del recurso al ministerio fiscal, interesó su 
desestimación. El encargado del Registro Civil de Sanlúcar la Mayor 
remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo (STS) de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, 
entre otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 
2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª 
de mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª 
de enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008; 25-3ª y 4ª de noviembre de 2008; 2-4ª de marzo y 
16-3ª de junio de 2009 y 22-3ª de marzo de 2010.
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II.- La interesada solicitó la declaración de nacionalidad española con 
valor de simple presunción por haber nacido en territorio del Sáhara 
Occidental en 1962 y no haber podido optar en virtud del RD 2258/1976, 
de 10 de agosto. El encargado del registro dictó auto denegando la 
procedencia de la solicitud. Dicho auto constituye el objeto del presente 
recurso.

III.- Según el artículo 18 CC., la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un 
título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. La vía registral 
para comprobar esta consolidación es el expediente de declaración de la 
nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. art. 96-2º LRC 
y 338 RRC), que decide en primera instancia el encargado del registro 
civil del domicilio (art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sáhara cuando este era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sáhara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sáhara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sáhara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada a cabo en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del 
Sáhara en relación con el territorio metropolitano según el derecho 
internacional. En concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius 
soli tiene el nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia 
con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”.
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VI.- Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos 
antecedentes. La cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más 
debatidas y oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la 
naturaleza de su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en 
la doctrina científica una explicación sobre la distinción entre territorio 
metropolitano y territorio colonial. A tal dificultad se añade la actitud 
cambiante de la política colonial como consecuencia de lo mutable 
también de las relaciones internacionales, caracterización a la que no ha 
podido sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y 
que se hace patente a través de una legislación que sigue, como ha 
señalado el Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por 
tres etapas fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se 
consideraron simplemente colonias; b) vino luego la fase de 
provincialización durante la que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) 
por último, se entra en la fase de descolonización, que reviste la forma de 
independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de 
autodeterminación en el Sahara.

VII.- Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la 
idea de equiparar aquel territorio del Sáhara, no obstante sus 
peculiaridades, con una «provincia» española y, por ello, se llegó a 
considerarlo como una extensión del territorio metropolitano, equiparación 
que ha dado pie a dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, 
consistente en el reconocimiento a la población saharaui de su condición 
de nacionales españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras 
normas, la Ley de 19 abril 1961 que estableció «las bases sobre las que 
debe asentarse el ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus 
regímenes municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer 
manifiesta la equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» 
y «españoles nativos». Es importante destacar que como manifestación 
de esta posición España negó inicialmente al Secretariado General de la 
ONU información sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959).

VIII.- No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden 
jurídico público internacional y, especialmente, la doctrina sobre 
«descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, 
Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre 
de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujo al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, 
a la diferenciación de «territorios», puesta finalmente de relieve con 
rotunda claridad por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» 
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del Sáhara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias 
sobre el territorio no autónomo del Sáhara, que durante algunos años ha 
estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen 
peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado 
parte del territorio nacional».

IX.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sáhara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En este caso la interesada no ha acreditado que cuando estuvo 
en vigor el real decreto de 1976 sus representantes legales -dada su 
minoría de edad en aquel momento- estuviesen imposibilitados de facto 
para optar a la nacionalidad española por haber permanecido en los 
territorios ocupados; antes al contrario, manifiesta que abandonaron 
dichos territorios y se establecieron en los campamentos de refugiados 
saharauis. Además, tampoco está probada la posesión y utilización de la 
nacionalidad española en los términos y duración que establece el artículo 
18 CC., en tanto que el certificado en extracto aportado de la inscripción 
en el registro de la localidad de Mahbes no acredita de ningún modo la 
atribución de dicha nacionalidad. Y, por otra parte, la recurrente posee 
documentación marroquí, de donde se desprende que esa es la 
nacionalidad que ha venido utilizando hasta ahora.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Sanlúcar La Mayor (Sevilla).
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (93ª)
III.2.1  Consolidación de nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el interesado hubiera residido en el Sáhara durante el plazo de vigencia 
del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni que haya poseído y 
utilizado la nacionalidad española durante diez años.

En el expediente sobre declaración de nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este centro en trámite de recurso por virtud 
del entablado por el promotor contra auto dictado por el encargado del 
Registro Civil de Lugo.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Lugo el 7 de julio 
de 2011, el Sr. M. nacido en A. (Sáhara Occidental) en 1953, solicitaba la 
declaración de su nacionalidad española con valor de simple presunción 
por analogía con el contenido de la sentencia del Tribunal Supremo de 28 
de octubre de 1998. Adjuntaba los siguientes documentos: certificado del 
Ministerio del Interior de expedición de DNI saharaui (no consta en qué 
fecha) al solicitante, actualmente carente de validez, pasaporte mauritano, 
certificación de familia expedida en A. en 1971, certificado de residencia 
en los campamentos de refugiados de Argelia expedido por autoridades 
de la denominada República Árabe Saharaui Democrática, DNI de su 
padre (sin validez actualmente) expedido en 1971, documento de afiliación 
a la Seguridad Social, libro de calificaciones escolares de Enseñanza 
Media, auto del Registro Civil de Jaén de 16 de marzo de 2007 en el que 
se declara la nacionalidad española con valor de simple presunción a un 
natural del Sáhara, comunicación del Ministerio de Cultura español de 
ausencia de antecedentes relativos al interesado en los libros Cheránicos 
que se conservan en los fondos del Archivo General de la Administración, 
certificado de empadronamiento, ficha de identificación y certificado de 
seguimiento y finalización del primer curso de inglés en 1975 en el Centro 
de Estudios Árabes de Aaiún y certificado de asistencia a un curso de 
capacitación profesional en el Sáhara expedido en 1975 por el Ministerio 
de Trabajo español.

2.- Ratificado el interesado y previo informe desfavorable del ministerio 
fiscal, el encargado del registro dictó auto el 1 de septiembre de 2011 

http://www.mjusticia.gob.es/cs/Satellite/Portal/es/servicios-ciudadano/documentacion-publicaciones


M
inisterio de Justicia

1615 Catálogo de Publicaciones

Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado (Registro Civil)

denegando la pretensión por no cumplir los requisitos previstos para la 
consolidación por el Código Civil. 

3.- Notificada la resolución, se interpuso recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado alegando que, si bien el interesado, a 
pesar de las gestiones realizadas, no ha podido aportar su inscripción de 
nacimiento en el Registro Civil español, el resto de la documentación 
aportada, incluido su DNI, prueba su vinculación con España y que en 
más de una ocasión debió aportar la inscripción de nacimiento para 
diferentes trámites. Añadía también que a su hermano, nacido en 1960 y 
en las mismas circunstancias, le fue declarada la nacionalidad española 
mediante auto del Registro Civil de Jaén, cuya copia adjunta, en 2007.

4.- Notificada la interposición del recurso al ministerio fiscal, interesó su 
desestimación. El encargado del Registro Civil de Almadén remitió el 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para 
su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo (STS) de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, 
entre otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 
2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª 
de mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª 
de enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008; 25-3ª y 4ª de noviembre de 2008; 2-4ª de marzo y 
16-3ª de junio de 2009 y 22-3ª de marzo de 2010.

II.- El interesado solicitó la declaración de nacionalidad española con valor 
de simple presunción por haber nacido en territorio del Sáhara Occidental 
en 1953 y no haber podido optar en virtud del RD 2258/1976, de 10 de 
agosto. El encargado del registro dictó auto denegando la procedencia de 
la solicitud. Dicho auto constituye el objeto del presente recurso.

III.- Según el artículo 18 CC., la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un 
título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. La vía registral 
para comprobar esta consolidación es el expediente de declaración de la 
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nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. art. 96-2º LRC 
y 338 RRC), que decide en primera instancia el encargado del registro 
civil del domicilio (art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sáhara cuando este era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sáhara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sáhara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sáhara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada a cabo en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del 
Sáhara en relación con el territorio metropolitano según el derecho 
internacional. En concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius 
soli tiene el nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia 
con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”.

VI.- Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos 
antecedentes. La cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más 
debatidas y oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la 
naturaleza de su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en 
la doctrina científica una explicación sobre la distinción entre territorio 
metropolitano y territorio colonial. A tal dificultad se añade la actitud 
cambiante de la política colonial como consecuencia de lo mutable 
también de las relaciones internacionales, caracterización a la que no ha 
podido sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y 
que se hace patente a través de una legislación que sigue, como ha 
señalado el Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por 
tres etapas fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se 
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consideraron simplemente colonias; b) vino luego la fase de 
provincialización durante la que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) 
por último, se entra en la fase de descolonización, que reviste la forma de 
independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de 
autodeterminación en el Sahara.

VII.- Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la 
idea de equiparar aquel territorio del Sáhara, no obstante sus 
peculiaridades, con una «provincia» española y, por ello, se llegó a 
considerarlo como una extensión del territorio metropolitano, equiparación 
que ha dado pie a dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, 
consistente en el reconocimiento a la población saharaui de su condición 
de nacionales españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras 
normas, la Ley de 19 abril 1961 que estableció «las bases sobre las que 
debe asentarse el ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus 
regímenes municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer 
manifiesta la equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» 
y «españoles nativos». Es importante destacar que como manifestación 
de esta posición España negó inicialmente al Secretariado General de la 
ONU información sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959).

VIII.- No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden 
jurídico público internacional y, especialmente, la doctrina sobre 
«descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, 
Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre 
de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujo al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, 
a la diferenciación de «territorios», puesta finalmente de relieve con 
rotunda claridad por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» 
del Sáhara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias 
sobre el territorio no autónomo del Sáhara, que durante algunos años ha 
estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen 
peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado 
parte del territorio nacional».

IX.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sáhara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
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planteado. En este caso el interesado no ha acreditado que cuando estuvo 
en vigor el real decreto de 1976 estuviese imposibilitado de facto para 
optar a la nacionalidad española por haber permanecido en los territorios 
ocupados; antes al contrario, manifiesta que abandonó dichos territorios 
en dirección a los campamentos de refugiados de Argelia. Además, 
tampoco está probada la posesión y utilización de la nacionalidad española 
en los términos y duración que establece el artículo 18 CC., estando 
incluso el interesado en posesión de documentación mauritana, de donde 
se desprende que es esta la nacionalidad que ha venido utilizando hasta 
el momento, lo que impide acceder a la pretensión planteada.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Lugo.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (94ª)
III.2.1  Consolidación de nacionalidad española 

1º.- No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita 
que el interesado hubiera residido en el Sáhara durante el plazo de 
vigencia del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni que haya 
poseído y utilizado la nacionalidad española durante diez años.

2º.- No resulta acreditado que en el momento del nacimiento del promotor 
sus padres ostentaran la nacionalidad española.

En el expediente sobre declaración de nacionalidad española remitido a 
este centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el promotor 
contra auto dictado por el encargado del Registro Civil de Lebrija (Sevilla).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Lebrija el 16 de 
junio de 2011, el Sr. B. solicitaba la declaración de su nacionalidad 
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española con valor de simple presunción por haber nacido en territorio del 
Sáhara Occidental en 1975 y ser hijo de padres que ostentaron dicha 
nacionalidad. Adjuntaba los siguientes documentos: cédula de inscripción 
de extranjeros, pasaporte argelino, certificado de empadronamiento, 
documento de identidad y certificados de nacionalidad saharaui, de 
ausencia de antecedentes penales, de filiación, de residencia en los 
campamentos de refugiados saharauis de Argelia y de nacimiento 
expedidos por autoridades de la denominada República Árabe Saharaui 
Democrática, comunicación del Ministerio de Cultura español de ausencia 
de antecedentes relativos al promotor en los libros Cheránicos que se 
conservan en los fondos del Archivo General de la Administración, recibo 
de la Misión de las Naciones Unidas para el Referéndum del Sáhara 
Occidental, certificado del Ministerio del Interior de expedición de DNI, 
actualmente carentes de validez, a los padres del solicitante en 1970 y 
1971, respectivamente, y copias de dichos documentos, título de técnico 
en enfermería expedido en G. (Cuba), resolución de asignación de número 
de afiliación a la Seguridad Social y sentencia del Tribunal Supremo de 28 
de octubre de 1998, 

2.- Ratificado el interesado y previo informe desfavorable del ministerio 
fiscal, el encargado del registro dictó auto el 15 de julio de 2011 denegando 
la pretensión por no cumplir los requisitos previstos para la consolidación 
por el artículo 18 del Código Civil. 

3.- Notificada la resolución, el interesado interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado alegando que su 
pretensión no está basada en el artículo 18 del Código Civil sino en el 
17.1a), dado que es hijo de españoles, según se desprende del contenido 
de la sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998. 

4.- Notificada la interposición del recurso al ministerio fiscal, interesó su 
desestimación. El encargado del Registro Civil de Lebrija remitió el 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para 
su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 y 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro 
Civil; 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 
de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo (STS) de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, 
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entre otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 
2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª 
de mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª 
de enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008; 25-3ª y 4ª de noviembre de 2008; 2-4ª de marzo y 
16-3ª de junio de 2009 y 22-3ª de marzo de 2010.

II.- El interesado, nacido en territorio del Sáhara Occidental en 1975, 
solicitó la declaración de nacionalidad española con valor de simple 
presunción por ser hijo de españoles naturales del Sáhara. El encargado 
del registro dictó auto denegando la procedencia de la solicitud por no 
cumplir los requisitos del artículo 18 CC. La resolución fue recurrida 
alegando que la pretensión no está basada en el art. 18 CC. sino en el art. 
17.1a), ya que los padres del promotor eran españoles cuando él nació.

III.- En primer lugar, hay que mencionar que el promotor cambia el 
fundamento de su solicitud al presentar el recurso, dado que en el escrito 
inicial dirigido al registro solicitaba expresamente la “consolidación de la 
nacionalidad” (que es el objeto del artículo 18 CC.), si bien invocaba, 
como uno de los argumentos para la obtención de su pretensión, la 
nacionalidad española que siempre han ostentado sus padres. De manera 
que el auto recurrido no incurre en incongruencia, toda vez que resuelve 
sobre la petición que se planteó. No obstante, admitiendo la posible 
existencia de una confusión terminológica por parte del interesado en su 
escrito inicial, según cabe deducir de las alegaciones expuestas en el 
recurso, y atendiendo a la identidad, en su mayor parte, de la doctrina de 
este centro en la que se basa la resolución en uno y otro caso, los 
siguientes fundamentos se referirán a ambas posibilidades. 

IV.- Según el artículo 18 CC., la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un 
título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. La vía registral 
para comprobar esta consolidación es el expediente de declaración de la 
nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. art. 96-2º LRC 
y 338 RRC), que decide en primera instancia el encargado del registro 
civil del domicilio (art. 335 RRC).

V.- En principio, los nacidos en el territorio del Sáhara cuando este era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
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ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sáhara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

VI.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sáhara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sáhara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada a cabo en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del 
Sáhara en relación con el territorio metropolitano según el derecho 
internacional. En concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius 
soli tiene el nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia 
con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”.

VII.- Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos 
antecedentes. La cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más 
debatidas y oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la 
naturaleza de su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en 
la doctrina científica una explicación sobre la distinción entre territorio 
metropolitano y territorio colonial. A tal dificultad se añade la actitud 
cambiante de la política colonial como consecuencia de lo mutable 
también de las relaciones internacionales, caracterización a la que no ha 
podido sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y 
que se hace patente a través de una legislación que sigue, como ha 
señalado el Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por 
tres etapas fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se 
consideraron simplemente colonias; b) vino luego la fase de 
provincialización durante la que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) 
por último, se entra en la fase de descolonización, que reviste la forma de 
independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de 
autodeterminación en el Sahara.

VIII.- Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la 
idea de equiparar aquel territorio del Sáhara, no obstante sus 
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peculiaridades, con una «provincia» española y, por ello, se llegó a 
considerarlo como una extensión del territorio metropolitano, equiparación 
que ha dado pie a dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, 
consistente en el reconocimiento a la población saharaui de su condición 
de nacionales españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras 
normas, la Ley de 19 abril 1961 que estableció «las bases sobre las que 
debe asentarse el ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus 
regímenes municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer 
manifiesta la equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» 
y «españoles nativos». Es importante destacar que como manifestación 
de esta posición España negó inicialmente al Secretariado General de la 
ONU información sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959).

IX.- No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden 
jurídico público internacional y, especialmente, la doctrina sobre 
«descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, 
Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre 
de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujo al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, 
a la diferenciación de «territorios», puesta finalmente de relieve con 
rotunda claridad por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» 
del Sáhara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias 
sobre el territorio no autónomo del Sáhara, que durante algunos años ha 
estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen 
peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado 
parte del territorio nacional».

X.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sáhara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En este caso el interesado no ha acreditado que cuando estuvo 
en vigor el real decreto de 1976 sus representantes legales -dada su 
minoría de edad en aquel momento- estuviesen imposibilitados de facto 
para optar a la nacionalidad española por haber permanecido en los 
territorios ocupados. Por otro lado, no consta el título inscrito en el Registro 
Civil ni está probada la posesión de la nacionalidad española en los 
términos y duración que establece el artículo 18 CC., circunstancias todas 
ellas que impiden acceder a la pretensión planteada. Y, atendiendo a las 
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mismas razones expuestas en los fundamentos anteriores, tampoco 
resulta acreditado que cuando el recurrente nació sus padres ostentaran 
la nacionalidad española, de manera que no pudieron transmitirla a su hijo 
iure sanguinis y no es aplicable, por tanto, el art. 17.1a) CC.

XI.- Finalmente, hay que decir también que la documentación expedida 
por autoridades de la denominada República Árabe Saharaui Democrática 
no puede tenerse en cuenta porque no ofrece garantías análogas a las 
exigidas para la inscripción por la ley española (cfr. arts. 23 LRC y 85 
RRC). Las competencias de calificación del encargado del Registro Civil 
respecto de la certificación extranjera se extienden al examen de la 
competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio 
de cargo que le habilite para tal expedición con base legal suficiente para 
ello, base que en este caso no existe al no estar establecidos los órganos 
del Registro Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un 
ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Lebrija (Sevilla).

Resolución de 31 de Julio de 2014 (96ª)
III.2.1  Consolidación de nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el interesado hubiera residido en el Sáhara durante el plazo de vigencia 
del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni que haya poseído y 
utilizado la nacionalidad española durante diez años.

En el expediente sobre declaración de nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este centro en trámite de recurso por virtud 
del entablado por el interesado contra auto dictado por la encargada del 
Registro Civil de Andújar (Jaén).
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HECHOS

1.- Mediante formulario presentado en el Registro Civil de Andújar el 11 de 
junio de 2010, el Sr. M-L. nacido en el Sáhara Occidental el 5 de julio de 
1974 solicitaba la declaración de su nacionalidad española por posesión 
de estado. Adjuntaba los siguientes documentos: permiso de residencia 
en España, pasaporte argelino, DNI expedidos en 1975 y 1975, 
actualmente carentes de validez, correspondientes a tres personas 
naturales del Sáhara cuya relación con el solicitante no se especifica, 
certificados de nacimiento, de nacionalidad saharaui, de filiación, de 
concordancia de nombres, de ausencia de antecedentes penales y de 
residencia en los campamentos de refugiados de Argelia expedidos por 
autoridades de la denominada República Árabe Saharaui Democrática, 
recibo de la Misión de las Naciones Unidas para el Referéndum del Sáhara 
Occidental y certificado de empadronamiento.

2.- Ratificado el interesado y previo informe desfavorable del ministerio 
fiscal, la encargada del registro dictó auto el 5 de agosto de 2010 
denegando la pretensión por no cumplir los requisitos previstos para la 
consolidación por el artículo 18 del Código Civil. 

3.- Notificada la resolución, el promotor interpuso recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado alegando que es hijo de 
españoles de origen, así como el contenido de la sentencia del Tribunal 
Supremo de 28 de octubre de 1998. 

4.- Notificada la interposición del recurso al ministerio fiscal, interesó su 
desestimación. El encargado del Registro Civil de Andújar ratificó la 
decisión adoptada y remitió el expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo (STS) de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, 
entre otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 
2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª 
de mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª 
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de enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008; 25-3ª y 4ª de noviembre de 2008; 2-4ª de marzo y 
16-3ª de junio de 2009 y 22-3ª de marzo de 2010.

II.- El interesado solicitó la declaración de nacionalidad española por vía 
de consolidación por haber nacido en territorio del Sáhara Occidental en 
1971 y ser hijo de padres españoles. El encargado del registro dictó auto 
denegando la procedencia de la solicitud. Dicho auto constituye el objeto 
del presente recurso.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil, la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del registro civil del domicilio (art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sáhara cuando este era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sáhara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sáhara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sáhara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada a cabo en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del 
Sáhara en relación con el territorio metropolitano según el derecho 
internacional. En concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius 
soli tiene el nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia 
con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
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cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”.

VI.- Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos 
antecedentes. La cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más 
debatidas y oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la 
naturaleza de su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en 
la doctrina científica una explicación sobre la distinción entre territorio 
metropolitano y territorio colonial. A tal dificultad se añade la actitud 
cambiante de la política colonial como consecuencia de lo mutable 
también de las relaciones internacionales, caracterización a la que no ha 
podido sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y 
que se hace patente a través de una legislación que sigue, como ha 
señalado el Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por 
tres etapas fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se 
consideraron simplemente colonias; b) vino luego la fase de 
provincialización durante la que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) 
por último, se entra en la fase de descolonización, que reviste la forma de 
independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de 
autodeterminación en el Sahara.

VII.- Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la 
idea de equiparar aquel territorio del Sáhara, no obstante sus 
peculiaridades, con una «provincia» española y, por ello, se llegó a 
considerarlo como una extensión del territorio metropolitano, equiparación 
que ha dado pie a dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, 
consistente en el reconocimiento a la población saharaui de su condición 
de nacionales españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras 
normas, la Ley de 19 abril 1961 que estableció «las bases sobre las que 
debe asentarse el ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus 
regímenes municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer 
manifiesta la equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» 
y «españoles nativos». Es importante destacar que como manifestación 
de esta posición España negó inicialmente al Secretariado General de la 
ONU información sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959).

VIII.- No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden 
jurídico público internacional y, especialmente, la doctrina sobre 
«descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, 
Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre 
de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujo al 

http://www.mjusticia.gob.es/cs/Satellite/Portal/es/servicios-ciudadano/documentacion-publicaciones


M
inisterio de Justicia

1627 Catálogo de Publicaciones

Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado (Registro Civil)

reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, 
a la diferenciación de «territorios», puesta finalmente de relieve con 
rotunda claridad por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» 
del Sáhara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias 
sobre el territorio no autónomo del Sáhara, que durante algunos años ha 
estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen 
peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado 
parte del territorio nacional».

IX.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En este caso el interesado no ha acreditado que cuando estuvo 
en vigor el real decreto de 1976 sus representantes legales -dada su 
minoría de edad en aquel momento- estuviesen imposibilitados de facto 
para optar a la nacionalidad española por haber permanecido en los 
territorios ocupados; antes al contrario, manifiesta que abandonaron 
dichos territorios hacia los campamentos de refugiados argelinos. Por otro 
lado, no consta el título inscrito en el Registro Civil y no está probada la 
posesión de la nacionalidad española en los términos y duración que 
establece el artículo 18 CC., siendo incluso el interesado titular de un 
pasaporte argelino, circunstancias todas ellas que impiden acceder a la 
pretensión planteada. Y, en lo que se refiere a supuesta nacionalidad 
española de sus padres, también alegada por el recurrente como causa 
de reconocimiento de dicha nacionalidad para él mismo, no ha resultado 
acreditada con la documentación aportada.

X.- Finalmente, cabe decir que la documentación expedida por autoridades 
de la denominada República Árabe Saharaui Democrática no ofrece 
garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española 
(cfr. arts. 23 LRC y 85 RRC). Ha de tenerse en cuenta que las competencias 
de calificación del encargado del Registro Civil respecto de la certificación 
extranjera se extienden al examen de la competencia y autoridad que la 
expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal 
expedición con base legal suficiente para ello, base que en este caso no 
existe al no estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de 
disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

http://


M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

1628Boletín del Ministerio de Justicia

Nacionalidad

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Andujar.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (97ª)
III.2.1  Consolidación de nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el interesado hubiera residido en el Sáhara durante el plazo de vigencia 
del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni que haya poseído y 
utilizado la nacionalidad española durante diez años.

En el expediente sobre declaración de nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este centro en trámite de recurso por virtud 
del entablado por el promotor contra auto dictado por la encargada del 
Registro Civil de Puerto del Rosario (Las Palmas).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Puerto del Rosario 
el 30 de mayo de 2006, el Sr. A. solicitaba la declaración de su nacionalidad 
española por haber nacido en territorio del Sáhara Occidental en 1952, 
haber estado en posesión de documentación española hasta que dicho 
territorio pasó a estar bajo la autoridad de Marruecos y encontrarse 
residiendo en España desde hace más de una década. Adjuntaba los 
siguientes documentos: certificado de empadronamiento, recibo de la 
Misión de las naciones Unidas para el Referéndum del Sáhara Occidental, 
DNI expedido en 1971 y actualmente carente de validez, permiso de 
conducir expedido en A. en 1971, salvoconducto para trasladarse a 
Marruecos y regresar al Sáhara expedido por el Gobierno General del 
Sáhara en 1974, permiso de residencia en España, certificación de familia 
expedida por el Juzgado Cheránico de Aaiún en 1973, certificados 
marroquíes de concordancia de nombre y de ausencia de antecedentes 
penales, certificado negativo de antecedentes penales expedido por 
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autoridades españolas en 1973, libro de familia y certificado internacional 
de vacunación. 

2.- Ratificado el interesado la encargada del registro dictó auto el 13 de 
enero de 2010 denegando la pretensión por falta de cumplimiento de los 
presupuestos necesarios. 

3.- Notificada la resolución, el interesado interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado alegando que siempre 
se ha considerado español y que su caso es similar al contenido en la 
sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998.

4.- Notificada la interposición del recurso al ministerio fiscal, interesó su 
desestimación. El encargado del Registro Civil de Puerto del Rosario 
remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo (STS) de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, 
entre otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 
2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª 
de mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª 
de enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008; 25-3ª y 4ª de noviembre de 2008; 2-4ª de marzo y 
16-3ª de junio de 2009 y 22-3ª de marzo de 2010.

II.- El interesado solicitó la declaración de nacionalidad española con valor 
de simple presunción por haber nacido en territorio del Sáhara Occidental 
en 1952, haber estado en posesión de documentación española y no 
haber podido optar en virtud del RD 2258/1976, de 10 de agosto. La 
encargada del registro dictó auto denegando la procedencia de la solicitud. 
Dicho auto constituye el objeto del presente recurso.

III.- Según el artículo 18 CC., la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un 
título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. La vía registral 
para comprobar esta consolidación es el expediente de declaración de la 
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nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. art. 96-2º LRC 
y 338 RRC), que decide en primera instancia el encargado del registro 
civil del domicilio (art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sáhara cuando este era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sáhara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sáhara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sáhara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada a cabo en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del 
Sáhara en relación con el territorio metropolitano según el derecho 
internacional. En concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius 
soli tiene el nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia 
con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”.

VI.- Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos 
antecedentes. La cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más 
debatidas y oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la 
naturaleza de su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en 
la doctrina científica una explicación sobre la distinción entre territorio 
metropolitano y territorio colonial. A tal dificultad se añade la actitud 
cambiante de la política colonial como consecuencia de lo mutable 
también de las relaciones internacionales, caracterización a la que no ha 
podido sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y 
que se hace patente a través de una legislación que sigue, como ha 
señalado el Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por 
tres etapas fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se 
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consideraron simplemente colonias; b) vino luego la fase de 
provincialización durante la que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) 
por último, se entra en la fase de descolonización, que reviste la forma de 
independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de 
autodeterminación en el Sahara.

VII.- Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la 
idea de equiparar aquel territorio del Sáhara, no obstante sus 
peculiaridades, con una «provincia» española y, por ello, se llegó a 
considerarlo como una extensión del territorio metropolitano, equiparación 
que ha dado pie a dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, 
consistente en el reconocimiento a la población saharaui de su condición 
de nacionales españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras 
normas, la Ley de 19 abril 1961 que estableció «las bases sobre las que 
debe asentarse el ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus 
regímenes municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer 
manifiesta la equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» 
y «españoles nativos». Es importante destacar que como manifestación 
de esta posición España negó inicialmente al Secretariado General de la 
ONU información sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959).

VIII.- No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden 
jurídico público internacional y, especialmente, la doctrina sobre 
«descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, 
Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre 
de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujo al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, 
a la diferenciación de «territorios», puesta finalmente de relieve con 
rotunda claridad por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» 
del Sáhara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias 
sobre el territorio no autónomo del Sáhara, que durante algunos años ha 
estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen 
peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado 
parte del territorio nacional».

IX.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sáhara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
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planteado. En este caso el interesado no ha acreditado que cuando estuvo 
en vigor el real decreto de 1976 estuviese imposibilitado de facto para 
optar a la nacionalidad española por haber permanecido en los territorios 
ocupados. Además, tampoco está probada la posesión y utilización de la 
nacionalidad española en los términos y duración que establece el artículo 
18 CC., pues no consta título inscrito en el Registro Civil y el promotor 
ostenta la nacionalidad marroquí, que es la que viene utilizando desde 
hace años, lo que impide acceder a la pretensión planteada.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Puerto del Rosario (Las 
Palmas).

Resolución de 31 de Julio de 2014 (98ª)
III.2.1  Consolidación de nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el interesado hubiera residido en el Sáhara durante el plazo de vigencia 
del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni que haya poseído y 
utilizado la nacionalidad española durante diez años.

En el expediente sobre declaración de nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este centro en trámite de recurso por virtud 
del entablado por el interesado contra auto dictado por la encargada del 
Registro Civil de Durango (Bizkaia).

HECHOS

1.- Mediante comparecencia en el Registro Civil de Durango el 9 de 
febrero de 2011, el Sr. C. solicitaba la declaración de su nacionalidad 
española con valor de simple presunción por haber nacido en D. (Sáhara 
Occidental) en 1963. Adjuntaba los siguientes documentos: permiso de 
residencia en España, documento de identidad y certificados de nacimiento 
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y de nacionalidad saharaui expedidos por autoridades de la denominada 
República Árabe Saharaui Democrática, recibo de la Misión de las 
Naciones Unidas para el Referéndum del Sáhara Occidental, volante de 
empadronamiento, DNI de su madre expedido en 1975 y actualmente 
carente de validez, documento de afiliación a la Seguridad Social de su 
padre expedido en el Sáhara en 1974, pasaporte argelino y comunicación 
del Ministerio de Cultura español de ausencia de antecedentes relativos al 
interesado en los libros Cheránicos que se conservan en los fondos del 
Archivo General de la Administración.

2.- Ratificado el interesado y previo informe desfavorable del ministerio 
fiscal, la encargada del registro dictó auto el 19 de mayo de 2011 
denegando la pretensión por no cumplir los requisitos previstos para la 
consolidación por el artículo 18 del Código Civil y no resultar aplicable la 
doctrina contenida en la sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre 
de 1998. 

3.- Notificada la resolución, el interesado interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado alegando que es hijo 
de padres naturales del Sáhara que nunca tuvieron otra nacionalidad que 
la española, que cumple con los requisitos establecidos en el artículo 18 
del Código Civil y que su esposa, en las mismas circunstancias, obtuvo la 
declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción en 
2009 mediante auto del Registro Civil de Carmona cuya copia adjuntaba 
al escrito de recurso junto con otra documentación complementaria. 

4.- Notificada la interposición del recurso al ministerio fiscal, interesó su 
desestimación. La encargada del Registro Civil de Durango se ratificó en 
la decisión adoptada y remitió el expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo (STS) de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, 
entre otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 
2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª 
de mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª 
de enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
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noviembre de 2008; 25-3ª y 4ª de noviembre de 2008; 2-4ª de marzo y 
16-3ª de junio de 2009 y 22-3ª de marzo de 2010.

II.- El interesado solicitó la declaración de nacionalidad española con valor 
de simple presunción por haber nacido en territorio del Sáhara Occidental 
en 1963, hijo de padres también naturales del Sáhara que estuvieron en 
posesión de la nacionalidad española, y no haber podido optar en virtud 
del RD 2258/1976, de 10 de agosto. La encargada del registro dictó auto 
denegando la procedencia de la solicitud. Dicho auto constituye el objeto 
del presente recurso.

III.- En primer lugar conviene aclarar que, si bien el interesado en su 
comparecencia inicial se refiere al artículo 17 CC. como fundamento de su 
solicitud, del conjunto de la documentación aportada y del contenido del 
escrito de recurso se desprende que, en realidad, la pretensión está 
basada en los presupuestos del artículo 18 CC.

IV.- Según el mencionado artículo, la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del registro civil del domicilio (art. 335 RRC).

V.- En principio, los nacidos en el territorio del Sáhara cuando este era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sáhara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

VI.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sáhara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sáhara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada a cabo en su día por España, y 
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ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del 
Sáhara en relación con el territorio metropolitano según el derecho 
internacional. En concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius 
soli tiene el nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia 
con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”.

VII.- Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos 
antecedentes. La cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más 
debatidas y oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la 
naturaleza de su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en 
la doctrina científica una explicación sobre la distinción entre territorio 
metropolitano y territorio colonial. A tal dificultad se añade la actitud 
cambiante de la política colonial como consecuencia de lo mutable 
también de las relaciones internacionales, caracterización a la que no ha 
podido sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y 
que se hace patente a través de una legislación que sigue, como ha 
señalado el Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por 
tres etapas fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se 
consideraron simplemente colonias; b) vino luego la fase de 
provincialización durante la que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) 
por último, se entra en la fase de descolonización, que reviste la forma de 
independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de 
autodeterminación en el Sahara.

VIII.- Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la 
idea de equiparar aquel territorio del Sáhara, no obstante sus 
peculiaridades, con una «provincia» española y, por ello, se llegó a 
considerarlo como una extensión del territorio metropolitano, equiparación 
que ha dado pie a dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, 
consistente en el reconocimiento a la población saharaui de su condición 
de nacionales españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras 
normas, la Ley de 19 abril 1961 que estableció «las bases sobre las que 
debe asentarse el ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus 
regímenes municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer 
manifiesta la equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» 
y «españoles nativos». Es importante destacar que como manifestación 
de esta posición España negó inicialmente al Secretariado General de la 
ONU información sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959).
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IX.- No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden 
jurídico público internacional y, especialmente, la doctrina sobre 
«descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, 
Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 
1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujo al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la 
diferenciación de «territorios», puesta finalmente de relieve con rotunda 
claridad por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sáhara 
cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sáhara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías al 
provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio nacional».

X.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sáhara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En este caso el interesado no ha acreditado que cuando estuvo 
en vigor el real decreto de 1976 sus representantes legales -dada su 
minoría de edad en aquel momento- estuviesen imposibilitados de facto 
para optar a la nacionalidad española por haber permanecido en los 
territorios ocupados. Por otro lado, no consta el título inscrito en el Registro 
Civil y no está probada la posesión de la nacionalidad española en los 
términos y duración que establece el artículo 18 CC., siendo incluso el 
interesado titular de un pasaporte argelino, de donde se desprende que 
es esta la nacionalidad que ha venido utilizando hasta el momento. Todo 
ello impide acceder a la pretensión planteada. 

XI.- Finalmente, cabe decir que la documentación expedida por 
autoridades de la denominada República Árabe Saharaui Democrática no 
puede tenerse en cuenta porque no ofrece garantías análogas a las 
exigidas para la inscripción por la ley española (cfr. arts. 23 LRC y 85 
RRC). 

Las competencias de calificación del encargado del Registro Civil respecto 
de la certificación extranjera se extienden al examen de la competencia y 
autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que 
le habilite para tal expedición con base legal suficiente para ello, base que 
en este caso no existe al no estar establecidos los órganos del Registro 

http://www.mjusticia.gob.es/cs/Satellite/Portal/es/servicios-ciudadano/documentacion-publicaciones


M
inisterio de Justicia

1637 Catálogo de Publicaciones

Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado (Registro Civil)

Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento 
jurídico estatal internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Durango (Bizkaia).

Resolución de 31 de Julio de 2014 (99ª)
III.2.1  Consolidación de nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
la interesada hubiera residido en el Sáhara durante el plazo de vigencia 
del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni que haya poseído y 
utilizado la nacionalidad española en los términos establecidos por dicho 
artículo.

En el expediente sobre consolidación de la nacionalidad española remitido 
a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra auto dictado por la encargada del Registro Civil de 
Durango (Bizkaia).

HECHOS

1.- Mediante formulario presentado en el Registro Civil de Areatza (Bizkaia) 
el 2 de septiembre de 2010, la Sra. L. nacida en A. (Sáhara Occidental) en 
1942, solicitaba la declaración de su nacionalidad española. Adjuntaba los 
siguientes documentos: permiso de residencia en España, certificación de 
nacimiento el 1 de junio de 1942 practicada en el Juzgado Cheránico de 
Aaiún en 1969, DNI expedido en 1975, pasaporte argelino, certificado del 
Ministerio del Interior de que la interesada fue titular de DNI español 
expedido en 1975 y actualmente carente de validez, libro de familia expedido 
en A. en 1970, documento de identidad y certificados de concordancia de 
nombres y de residencia en los campamentos de refugiados en Argelia 
expedidos por autoridades de la denominada República Árabe Saharaui 
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Democrática, recibo de la Misión de las Naciones Unidas para el Referéndum 
del Sáhara Occidental y volante de empadronamiento.

2.- Previo informe favorable del ministerio fiscal, la encargada del Registro 
Civil de Durango, competente para la resolución, dictó auto el 8 de junio 
de 2011 denegando la pretensión por no considerar acreditado que la 
interesada hubiera ostentado alguna vez la nacionalidad española ni que 
cumpla los requisitos establecidos en el artículo 18 del Código Civil para 
la consolidación. 

3.- Notificada la resolución, la interesada interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado reiterando su petición 
por los mismos motivos expresados en la solicitud inicial y alegando que 
sí cumple los presupuestos para que le sea declarada la nacionalidad 
española con valor de simple presunción. Con el escrito de recurso 
incorporó al expediente DNI de tres de sus hijos, inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Central de uno de ellos con marginal de nacionalidad 
española con valor de simple presunción por consolidación, dos autos del 
Registro Civil de Elche de 28 de julio de 2005 en los que se declara la 
nacionalidad española por consolidación a dos de los hijos, DNI expedido 
en 1970, inscripción de nacimiento en el Juzgado Cheránico de Aaiún y 
pasaporte español expedido en 1968 del marido de la recurrente.

4.- Notificada la interposición del recurso al ministerio fiscal, emitió informe 
desfavorable. La encargada del Registro Civil de Durango se ratificó en la 
decisión adoptada y remitió el expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008 y 29-4ª de enero de 2009.
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II.- La interesada solicitó la declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción por haber nacido en el Sáhara Occidental 
cuando este era territorio bajo la administración española y haber poseído 
y utilizado dicha nacionalidad durante más de diez años. La encargada 
del registro dictó auto denegando la procedencia de la solicitud. Dicho 
auto constituye el objeto del presente recurso.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(art. 96.2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el encargado 
del registro civil del domicilio (art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sáhara cuando este era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que se 
desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque 
sólo así cobra sentido que a los naturales del Sáhara se les concediera en 
ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el 
plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sáhara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sáhara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada a cabo en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del 
Sáhara en relación con el territorio metropolitano según el derecho 
internacional. En concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius 
soli tiene el nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia 
con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”.

VI.- Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. 
La cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
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oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de su 
territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina científica 
una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano y territorio 
colonial. A tal dificultad se añade la actitud cambiante de la política colonial 
como consecuencia de lo mutable también de las relaciones internacionales, 
caracterización a la que no ha podido sustraerse la posición española en 
África ecuatorial y occidental, y que se hace patente a través de una legislación 
que sigue, como ha señalado el Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante 
integrado por tres etapas fundamentales: a) en un primer momento dichos 
territorios se consideraron simplemente colonias; b) vino luego la fase de 
provincialización durante la que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por 
último, se entra en la fase de descolonización, que reviste la forma de 
independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de 
autodeterminación en el Sahara.

VII.- Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la 
idea de equiparar aquel territorio del Sáhara, no obstante sus 
peculiaridades, con una «provincia» española y, por ello, se llegó a 
considerarlo como una extensión del territorio metropolitano, equiparación 
que ha dado pie a dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, 
consistente en el reconocimiento a la población saharaui de su condición 
de nacionales españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras 
normas, la Ley de 19 abril 1961 que estableció «las bases sobre las que 
debe asentarse el ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus 
regímenes municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer 
manifiesta la equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» 
y «españoles nativos». Es importante destacar que como manifestación 
de esta posición España negó inicialmente al Secretariado General de la 
ONU información sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959).

VIII.- No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden 
jurídico público internacional y, especialmente, la doctrina sobre 
«descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, 
Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 
1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujo al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la 
diferenciación de «territorios», puesta finalmente de relieve con rotunda 
claridad por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sáhara 
cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sáhara, que durante algunos años ha estado sometido en 

http://www.mjusticia.gob.es/cs/Satellite/Portal/es/servicios-ciudadano/documentacion-publicaciones


M
inisterio de Justicia

1641 Catálogo de Publicaciones

Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado (Registro Civil)

ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías al 
provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio nacional».

IX.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En este caso la interesada no ha acreditado que cuando estuvo 
en vigor el real decreto de 1976 estuviese imposibilitado de facto para 
optar a la nacionalidad española por haber permanecido en los territorios 
ocupados; antes al contrario, manifiesta que se encontraba residiendo en 
los campamentos de refugiados de Argelia. Tampoco está probada la 
posesión y utilización de dicha nacionalidad en los términos que establece 
el artículo 18 CC., en tanto que la inscripción en el Registro Cheránico no 
supone de ningún modo la atribución de la nacionalidad española y la 
única prueba de su utilización la constituye el DNI expedido en 1975 y 
caducado cinco años después, estando la interesada en posesión de 
documentación argelina al menos desde 2006, de donde se desprende 
que es esta la nacionalidad que ha venido utilizando hasta el momento, lo 
que impide acceder a la pretensión planteada.

X.- Finalmente, cabe decir que la documentación expedida por autoridades 
de la denominada República Árabe Saharaui Democrática no puede 
tenerse en cuenta porque no ofrece garantías análogas a las exigidas 
para la inscripción por la ley española (cfr. arts. 23 LRC y 85 RRC). Las 
competencias de calificación del encargado del Registro Civil respecto de 
la certificación extranjera se extienden al examen de la competencia y 
autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que 
le habilite para tal expedición con base legal suficiente para ello, base que 
en este caso no existe al no estar establecidos los órganos del Registro 
Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento 
jurídico estatal internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Durango (Bizkaia).
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (100ª)
III.2.1  Consolidación de nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que el 
interesado hubiera residido en el Sáhara durante el plazo de vigencia del 
Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni que haya poseído y utilizado 
la nacionalidad española en los términos establecidos por dicho artículo.

En el expediente sobre consolidación de la nacionalidad española remitido 
a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra auto dictado por la encargada del Registro Civil de 
Durango (Bizkaia).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Igorre el 19 de 
febrero de 2010, el Sr. M-S. solicitaba la declaración de su nacionalidad 
española con valor de simple presunción por ser hijo de españoles nacido 
en S. (Sáhara Occidental) en 1944 y no haber podido optar en virtud del 
Real Decreto 2558/1976 al estar residiendo en los campamentos de 
refugiados saharauis mientras dicha norma estuvo en vigor. Adjuntaba los 
siguientes documentos: certificación de nacimiento el 1 de agosto de 1944 
practicada en el Juzgado Cheránico de Aaiún en 1970, DNI expedido en 
1975, pasaporte argelino, certificado del Ministerio del Interior de que el 
interesado fue titular de DNI español expedido en 1970 y actualmente 
carente de validez, libro de familia expedido en A. en 1970, documento de 
identidad y certificados de concordancia de nombres, de residencia en los 
campamentos de refugiados en Argelia y de ausencia de antecedentes 
penales expedidos por autoridades de la denominada República Árabe 
Saharaui Democrática, recibo de la Misión de las Naciones Unidas para el 
Referéndum del Sáhara Occidental y volante de empadronamiento.

2.- Ratificado el promotor y previo informe desfavorable del ministerio 
fiscal, la encargada del Registro Civil de Durango, competente para la 
resolución, dictó auto el 19 de mayo de 2011 denegando la pretensión por 
no considerar acreditado que el interesado hubiera ostentado alguna vez 
la nacionalidad española ni que cumpla los requisitos establecidos en el 
artículo 18 del Código Civil para la consolidación. 
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3.- Notificada la resolución, el interesado interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado reiterando su petición 
por los mismos motivos expresados en la solicitud inicial y alegando que 
sí cumple los presupuestos del artículo 18 del Código Civil.

4.- Notificada la interposición del recurso al ministerio fiscal, emitió informe 
desfavorable. La encargada del Registro Civil de Durango remitió el expediente 
a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008 y 29-4ª de enero de 2009.

II.- El interesado solicitó la consolidación de la nacionalidad española por 
haber nacido en el Sáhara Occidental cuando este era territorio bajo la 
administración española y haber poseído y utilizado dicha nacionalidad 
durante más de diez años. La encargada del registro dictó auto denegando 
la procedencia de la solicitud. Dicho auto constituye el objeto del presente 
recurso.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(art. 96.2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el encargado 
del registro civil del domicilio (art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sáhara cuando este era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
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se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sáhara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sáhara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sáhara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada a cabo en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del 
Sáhara en relación con el territorio metropolitano según el derecho 
internacional. En concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius 
soli tiene el nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia 
con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”.

VI.- Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos 
antecedentes. La cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más 
debatidas y oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la 
naturaleza de su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en 
la doctrina científica una explicación sobre la distinción entre territorio 
metropolitano y territorio colonial. A tal dificultad se añade la actitud 
cambiante de la política colonial como consecuencia de lo mutable 
también de las relaciones internacionales, caracterización a la que no ha 
podido sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y 
que se hace patente a través de una legislación que sigue, como ha 
señalado el Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por 
tres etapas fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se 
consideraron simplemente colonias; b) vino luego la fase de 
provincialización durante la que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) 
por último, se entra en la fase de descolonización, que reviste la forma de 
independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de 
autodeterminación en el Sahara.

VII.- Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la 
idea de equiparar aquel territorio del Sáhara, no obstante sus 
peculiaridades, con una «provincia» española y, por ello, se llegó a 
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considerarlo como una extensión del territorio metropolitano, equiparación 
que ha dado pie a dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, 
consistente en el reconocimiento a la población saharaui de su condición 
de nacionales españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras 
normas, la Ley de 19 abril 1961 que estableció «las bases sobre las que 
debe asentarse el ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus 
regímenes municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer 
manifiesta la equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» 
y «españoles nativos». Es importante destacar que como manifestación 
de esta posición España negó inicialmente al Secretariado General de la 
ONU información sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959).

VIII.- No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden 
jurídico público internacional y, especialmente, la doctrina sobre 
«descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, 
Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre 
de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujo al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, 
a la diferenciación de «territorios», puesta finalmente de relieve con 
rotunda claridad por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» 
del Sáhara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias 
sobre el territorio no autónomo del Sáhara, que durante algunos años ha 
estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen 
peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado 
parte del territorio nacional».

IX.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En este caso el interesado no ha acreditado que cuando estuvo 
en vigor el Decreto de 1976 estuviese imposibilitado de facto para optar a 
la nacionalidad española por haber permanecido en los territorios 
ocupados; antes al contrario, manifiesta que se encontraba residiendo en 
los campamentos de refugiados de Argelia. Tampoco está probada la 
posesión y utilización de dicha nacionalidad en los términos que establece 
el artículo 18 CC., en tanto que la inscripción en el Registro Cheránico no 
supone de ningún modo la atribución de la nacionalidad española y la 
única prueba de su utilización la constituye el DNI expedido en 1970 y 
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caducado hace años, estando actualmente el interesado en posesión de 
documentación argelina, de donde se desprende que es esta la 
nacionalidad que ha venido utilizando hasta el momento, lo que impide 
acceder a la pretensión planteada.

X.- Finalmente, cabe decir que la documentación expedida por autoridades 
de la denominada República Árabe Saharaui Democrática no puede 
tenerse en cuenta porque no ofrece garantías análogas a las exigidas 
para la inscripción por la ley española (cfr. arts. 23 LRC y 85 RRC). Las 
competencias de calificación del encargado del Registro Civil respecto de 
la certificación extranjera se extienden al examen de la competencia y 
autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que 
le habilite para tal expedición con base legal suficiente para ello, base que 
en este caso no existe al no estar establecidos los órganos del Registro 
Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento 
jurídico estatal internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Durango (Bizkaia).

Resolución de 31 de Julio de 2014 (101ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el interesado hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia 
del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto ni hubiera poseído y utilizado la 
nacionalidad española durante diez años.

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor 
de simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por 
virtud del entablado por la interesada contra auto dictado por la Encargada 
del Registro Civil de Vitoria.
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HECHOS

1.- Mediante escrito de fecha 18 de febrero de 2009, Doña N. nacida en el 
año 1966 en el Sahara Occidental solicitaba la nacionalidad española con 
valor de simple presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: 
permiso de residencia, volante de empadronamiento, copia DNI español 
de la madre , DNI Saharaui de la interesada expedido por autoridades de 
la República Árabe Saharaui Democrática, pasaporte argelino .

2.- Ratificada la interesada, el Ministerio Fiscal una vez examinado el 
expediente, emite informe desfavorable. La Encargada del Registro Civil, 
mediante auto de fecha 14 de septiembre de 2011 deniega lo solicitado por la 
interesada ya que no cumple los requisitos del artículo 18 del Código Civil.

3.- Notificada la interesada, ésta, presenta recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado volviendo a solicitar la 
nacionalidad española con valor de simple presunción.

4.- De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, este 
considero conforme a derecho el auto recurrido. La Encargada del 
Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de 
los Registros y del Notariado.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las Resoluciones, entre 
otras, de 14-5ª y 17-1ª de julio, 1-1ª, 6-3ª, 7-2ª y 9-1ª de septiembre de 
2006; 18-1ª, 10, 12-3ª y 4ª de enero, 10, 12-2ª-3ª y 4ª de febrero, 5-2ª de 
marzo, 25-2ª de julio, 7-6ª y 28-5ª de septiembre de 2007; y 17-8ª de 
junio, 18-6ª de julio y 3-3ª de septiembre de 2008.

II.- La interesada, mediante escrito presentado el 18 de febrero de 2009 
ante el Registro Civil de Vitoria solicitó la declaración con valor de simple 
presunción de su nacionalidad española, al haber nacido en 1966 en 
Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. La Encargada 
del Registro dictó auto de 14 de septiembre de 2011 denegando dicha 
nacionalidad. Este auto constituye el objeto del presente recurso.
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III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
Encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76. 

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español, en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
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hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni, y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
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no es de aplicación al caso presente pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente, no se considera acreditado que la 
interesada o sus progenitores como representantes legales al ser esta 
menor de edad, cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976 se hallase 
imposibilitada de facto para optar a la nacionalidad española, por haber 
permanecido en los territorios ocupados, circunstancia que pretenden 
acreditar mediante certificación expedida por autoridad de la República 
Árabe Saharaui Democrática con fecha 12 de marzo de 2008. En todo 
caso, aun cuando se tuviese por acreditado que, inicialmente, el interesado 
permaneció en los territorios ocupados por Marruecos. Tampoco está 
probada la posesión de la nacionalidad española en los términos y 
duración que establece el artículo 18 CC., constando en el expediente su 
documentación como argelina, incluyendo únicamente copia del DNI 
español de la madre con una vigencia inicial de cinco años y sin que 
conste renovación, no constando tampoco título inscrito en el Registro 
Civil.

VII.- Finalmente, la documentación que se aporta, expedida por 
autoridades de la denominada República Árabe Saharaui Democrática, 
no ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley 
española (cfr. art. 23 LRC y 85 RRC) . Al respecto ha de tenerse en cuenta 
que las competencias de calificación del Encargado del Registro Civil 
respecto de la certificación extranjera se extienden al examen de la 
competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio 
de cargo que le habilite para tal expedición con base legal suficiente para 
ello, base, que en este caso no existe al no estar establecidos los órganos 
del Registro Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un 
ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Vitoria.
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (107ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el interesado hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia 
del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto ni hubiera poseído y utilizado la 

nacionalidad española durante diez años.

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor 
de simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el interesado contra auto dictado por el Encargado 
del Registro Civil de Estepona.

HECHOS

1.- Mediante escrito de fecha 31 de marzo de 2011, Don S. nacido en el 
año 1950 en el Sahara Occidental solicitaba la nacionalidad española con 
valor de simple presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: 
certificado de empadronamiento, certificado de parentesco y concordancia 
de nombres expedidos por las autoridades de la República Árabe Saharaui 
Democrática, recibo MINURSO, pasaporte marroquí , copia del listado 
Censal en la región Saharaui donde consta el interesado, Copia del DNI 
español expedido en el Sahara de la madre, copia de la tarjeta de identidad 
del padre.

2.- Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal una vez examinado el 
expediente, emite informe desfavorable. El Encargado del Registro Civil, 
mediante auto de fecha 23 de junio de 2011 deniega lo solicitado por el 
interesado ya que no cumple los requisitos del artículo 18 del Código Civil.

3.- Notificado el interesado, éste, presenta recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado volviendo a solicitar la 
nacionalidad española con valor de simple presunción.

4.- De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, este 
considero conforme a derecho el auto recurrido. El Encargado del Registro 
Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las Resoluciones, entre 
otras, de 14-5ª y 17-1ª de julio, 1-1ª, 6-3ª, 7-2ª y 9-1ª de septiembre de 
2006; 18-1ª, 10, 12-3ª y 4ª de enero, 10, 12-2ª-3ª y 4ª de febrero, 5-2ª de 
marzo, 25-2ª de julio, 7-6ª y 28-5ª de septiembre de 2007; y 17-8ª de 
junio, 18-6ª de julio y 3-3ª de septiembre de 2008.

II.- El interesado, mediante escrito presentado el 31 de marzo de 2011 
ante el Registro Civil de Estepona solicitó la declaración con valor de 
simple presunción de su nacionalidad española, al haber nacido en 1950 
en Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. El Encargado 
del Registro dictó auto de 23 de junio de 2011 denegando dicha 
nacionalidad. Este auto constituye el objeto del presente recurso.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
Encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76. 

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
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antigua colonia del llamado Sahara español, en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni, y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
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acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente, no se considera acreditado que el 
interesado, cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976 se hallase 
imposibilitada de facto para optar a la nacionalidad española, por haber 
permanecido en los territorios ocupados, circunstancia que quiere 
acreditar mediante certificación expedida con fecha 30 de marzo de 2007 
por la autoridad de la República Árabe Saharaui Democrática . En todo 
caso, aun cuando se tuviese por acreditado que, inicialmente, el interesado 
permaneció en los territorios ocupados por Marruecos. Tampoco está 
probada la posesión de la nacionalidad española en los términos y 
duración que establece el artículo 18 CC., constando en el expediente su 
documentación como marroquí.

VII.- Finalmente, la documentación que se aporta, expedida por 
autoridades de la denominada República Árabe Saharaui Democrática, 
no ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley 
española (cfr. art. 23 LRC y 85 RRC). Al respecto ha de tenerse en cuenta 
que las competencias de calificación del Encargado del Registro Civil 
respecto de la certificación extranjera se extienden al examen de la 
competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio 
de cargo que le habilite para tal expedición con base legal suficiente para 
ello, base, que en este caso no existe al no estar establecidos los órganos 
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del Registro Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un 
ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Estepona.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (108ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el interesado hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia 
del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto ni hubiera poseído y utilizado la 
nacionalidad española durante diez años.

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor 
de simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por 
virtud del entablado por la interesada contra auto dictado por la Encargada 
del Registro Civil de San Vicente del Raspeig.

HECHOS

1.- Mediante escrito de fecha 04 de mayo de 2010, Doña F. nacida en el 
año 1963 en el Sahara Occidental solicitaba la nacionalidad española con 
valor de simple presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: 
pasaporte argelino, volante de empadronamiento ,certificado de la Policía 
Nacional donde se informa que los padres de la interesada tuvieron DNI 
español expedido en el Sahara, recibo MINURSO, certificado de 
nacionalidad, paternidad, subsanación, concordancia de nombres y 
nacimiento expedidos por las autoridades de la República Árabe Saharaui 
Democrática, permiso de residencia y recibo MINURSO. 

2.- Ratificada la interesada, el Ministerio Fiscal una vez examinado el 
expediente, emite informe desfavorable. La Encargada del Registro Civil, 
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mediante auto de fecha 15 de diciembre de 2011 deniega lo solicitado por 
el interesado ya que no cumple los requisitos del artículo 18 del Código 
Civil.

3.- Notificada la interesada, ésta, presenta recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado volviendo a solicitar la 
nacionalidad española con valor de simple presunción.

4.- De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, este 
considero conforme a derecho el auto recurrido. La Encargada del 
Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de 
los Registros y del Notariado.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las Resoluciones, entre 
otras, de 14-5ª y 17-1ª de julio, 1-1ª, 6-3ª, 7-2ª y 9-1ª de septiembre de 
2006; 18-1ª, 10, 12-3ª y 4ª de enero, 10, 12-2ª-3ª y 4ª de febrero, 5-2ª de 
marzo, 25-2ª de julio, 7-6ª y 28-5ª de septiembre de 2007; y 17-8ª de 
junio, 18-6ª de julio y 3-3ª de septiembre de 2008.

II.- La interesada, mediante escrito presentado el 04 de mayo de 2010 
ante el Registro Civil de San Vicente del Raspeig solicitó la declaración 
con valor de simple presunción de su nacionalidad española, al haber 
nacido en 1963 en Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. 
La Encargada del Registro dictó auto de 15 de diciembre de 2011 
denegando dicha nacionalidad. Este auto constituye el objeto del presente 
recurso.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
Encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).
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IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76. 

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español, en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni, y de autodeterminación en el 
Sahara.
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Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a dudas 
sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la Ley 
de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo 
expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como potencia 
administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no autónomo 
del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos 
aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías al 
provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio nacional».

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no 
es de aplicación al caso presente pues hay diferencias fundamentales entre 
el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora planteado. En 
el caso presente, no se considera acreditado que la interesada o sus 
progenitores como representantes legales al ser esta menor de edad, 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976 se hallasen imposibilitados de 
facto para optar a la nacionalidad española, por haber permanecido en los 
territorios ocupados, circunstancia que pretende justificar mediante 
certificación de fecha 23 de agosto de 2010 expedida por la autoridad de la 
República Árabe Saharaui Democrática. En todo caso, aun cuando se 
tuviese por acreditado que, inicialmente, la interesada permaneció en los 
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territorios ocupados por Marruecos. Tampoco está probada la posesión de 
la nacionalidad española en los términos y duración que establece el 
artículo 18 CC., constando en el expediente su documentación como 
argelina, incluyendo únicamente certificación de la policía nacional donde 
informan que a sus padres se le expidió DNI español en el Sahara con un 
plazo de vigencia inicial de cinco años y sin que conste renovación, no 
constando tampoco título inscrito en el Registro Civil.

VII.- Finalmente, la documentación que se aporta, expedida por 
autoridades de la denominada República Árabe Saharaui Democrática, 
no ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley 
española (cfr. art. 23 LRC y 85 RRC) . Al respecto ha de tenerse en cuenta 
que las competencias de calificación del Encargado del Registro Civil 
respecto de la certificación extranjera se extienden al examen de la 
competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio 
de cargo que le habilite para tal expedición con base legal suficiente para 
ello, base, que en este caso no existe al no estar establecidos los órganos 
del Registro Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un 
ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de San Vicente de Raspeig.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (113ª)
III.2.1  Declaración de la nacionalidad española

1.- No es posible declarar la nacionalidad española de origen del promotor 
porque no se ha acreditado que el padre ostentase la nacionalidad 
española al tiempo de su nacimiento.

2.- Tampoco es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se 
acredita que el promotor hubiera residido en el Sahara durante el plazo de 
vigencia del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera título 

http://


M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

1660Boletín del Ministerio de Justicia

Nacionalidad

inscrito en el Registro Civil, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad 
durante diez años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el promotor, contra auto dictado por el 
Magistrado-Juez Encargada del Registro Civil de Granollers (Barcelona)

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Granollers 
(Barcelona) el 16 de febrero de 2012, Don M. nacido el año 1946 en C-B. 
(Sahara) solicitaba el reconocimiento de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción. Adjuntaba, entre otros, fotocopia de los 
siguientes documentos: pasaporte argelino; permiso de residencia 
temporal; certificado de empadronamiento expedido por el Ayuntamiento 
de Montones del Vallés en fecha 15 de febrero de 2012; inscripción de 
nacimiento efectuada por el Juzgado Cheránico de Aaiún (Sahara) en 
fecha 3 de julio de 1969; certificación de residencia en los campamentos 
de refugiados saharauis durante el tiempo de aplicación del Real Decreto 
2258/76, efectuada por la Delegación Saharaui para España; certificación 
de nacionalidad saharaui efectuada por la Delegación Saharaui para 
España; DNI expedido por la República Árabe Saharaui Democrática en 
fecha 07 de junio de 2005; tarjeta de asistencia sanitaria expedida por el 
Cuartel General del Ejército de Tierra del Ministerio de Defensa de fecha 
28 de mayo de 1992, tarjeta de identidad policial del Gobierno General del 
Sahara de fecha 13 de noviembre de 1975; certificación expedida por la 
Unidad de Documentación de Españoles y Archivo del Ministerio del 
Interior de fecha 28 de octubre de 2011 en relación con el documento 
saharaui A-524_ _86 del promotor, que en la actualidad carece de validez 
y libro de familia.

2.- Ratificado el interesado, previo informe desfavorable del Ministerio 
Fiscal, el Encargado del Registro Civil de Granollers (Barcelona) emitió 
Auto en fecha 10 de julio de 2012 desestimando la solicitud del interesado 
de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción.

3.- Notificada la resolución, la solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado afirmando la concurrencia de los 
requisitos necesarios para el reconocimiento de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción.
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4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste emitió informe en el 
sentido de confirmar el Auto de fecha 10 de julio de 2012, entendiendo 
que no concurren los requisitos legales para la concesión de la nacionalidad 
española por simple presunción, no acreditando la posesión y utilización 
de la nacionalidad española por el plazo de diez años.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 15, 16 y 95 de la Ley del Registro Civil (LRC); 66, 
68, 169, 311 a 316 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Circular de 
29 de octubre de 1.980, la Instrucción de 7 de octubre de 1.988, y las 
resoluciones, entre otras, de 24 de septiembre de 2005; 13-3a de enero, 
3-1a de abril y 25-4a de julio de 2006; 17-5a de mayo de 2007; 3-2a de 
enero y 22-3ª de octubre de 2008 y 8-4ª de enero de 2009.

II.- El promotor, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Granollers (Barcelona) solicitó la declaración de su nacionalidad española 
con valor de simple presunción por haber nacido en 1946 en el territorio 
del Sahara y cumplir los requisitos establecidos en los artículos 17 y 18 
CC. El Magistrado-Juez Encargado del Registro Civil de Granollers 
(Barcelona) dictó Auto denegando la petición del interesado, siendo dicho 
Acuerdo el que constituye el objeto del presente recurso.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

http://


M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

1662Boletín del Ministerio de Justicia

Nacionalidad

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
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equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. Aparte de ello concurren otras circunstancias que impiden por 
la vía del artículo 18 del Código Civil también invocado una posible 
consolidación de la nacionalidad española, pues no consta el título inscrito 
en el Registro Civil, ni está acreditada la posesión y utilización de la 
nacionalidad española durante 10 años, ostentando pasaporte argelino y 
no constando la nacionalidad española de sus padres para la aplicación 
del artículo 17 del Código Civil. Además gran parte de la documentación 
aportada está expedida por el RASD, República Árabe Saharaui 
Democrática, que no puede ser tenida en cuenta ya que no ofrece 
garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española. 
Al respecto ha de tenerse en cuenta que las competencias de calificación 
del Encargado respecto de la certificación extranjera se extienden al 
examen de la competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar 
en el ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con base legal 
suficiente para ello, base, que en este caso no existe al no estar 
establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones 
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normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar el Acuerdo apelado.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Granollers.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (115ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el interesado hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia 
del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto ni hubiera poseído y utilizado la 
nacionalidad española durante diez años.

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor 
de simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el interesado contra auto dictado por la Encargada 
del Registro Civil de Viveiro.

HECHOS

1.- Mediante escrito de fecha 24 de junio de 2011, Don T. nacido en el año 
1968 en el Sahara Occidental solicitaba la nacionalidad española con 
valor de simple presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: 
permiso de residencia, recibo MINURSO, libro de familia español donde 
consta el matrimonio de sus padres y su nacimiento, certificado cheránico 
de familia, certificado de empadronamiento, copia de DNI español de la 
madre y el padre con una vigencia inicial de cinco años y sin que conste 
renovación.

2.- Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal una vez examinado el 
expediente, emite informe desfavorable. La Encargada del Registro Civil, 
mediante auto de fecha 16 de septiembre de 2011 deniega lo solicitado 
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por el interesado ya que no cumple los requisitos del artículo 18 del Código 
Civil.

3.- Notificado el interesado, éste, presenta recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado volviendo a solicitar la 
nacionalidad española con valor de simple presunción.

4.- De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, este 
considero conforme a derecho el auto recurrido. La Encargada del 
Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de 
los Registros y del Notariado.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las Resoluciones, entre 
otras, de 14-5ª y 17-1ª de julio, 1-1ª, 6-3ª, 7-2ª y 9-1ª de septiembre de 
2006; 18-1ª, 10, 12-3ª y 4ª de enero, 10, 12-2ª, 3ª y 4ª de febrero, 5-2ª de 
marzo, 25-2ª de julio, 7-6ª y 28-5ª de septiembre de 2007; y 17-8ª de 
junio, 18-6ª de julio y 3-3ª de septiembre de 2008.

II.- El interesado, mediante escrito presentado el 24 de junio de 2011 ante 
el Registro Civil de Viveiro solicitó la declaración con valor de simple 
presunción de su nacionalidad española, al haber nacido en 1968 en 
Sahara Occidental, y cumplir los requisitos establecidos. La Encargada 
del Registro dictó auto de 16 de septiembre de 2011 denegando dicha 
nacionalidad. Este auto constituye el objeto del presente recurso.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
Encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
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más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76. 

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español, en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni, y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
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una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente, no se considera acreditado que el 
interesado o sus progenitores como representantes legales del interesado 
por ser este menor de edad, cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976 
se hallase imposibilitada de facto para optar a la nacionalidad española, 
por haber permanecido en los territorios ocupados . En todo caso, aun 
cuando se tuviese por acreditado que, inicialmente, el interesado 
permaneció en los territorios ocupados por Marruecos. Tampoco está 
probada la posesión de la nacionalidad española en los términos y 
duración que establece el artículo 18 CC., constando en el expediente su 
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nacionalidad marroquí e incluyendo únicamente copia de los DNI 
españoles de los padres con una vigencia inicial de cinco años , no 
constando renovación, sin que conste título inscrito en el Registro Civil , 
no siendo válido a fin de acreditar la posesión de la nacionalidad española 
la inscripción del matrimonio de los progenitores y de su nacimiento en el 
libro cheránico.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Córdoba.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (116ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

1º.- No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita 
que la interesada, hubiera residido en el Sahara durante el plazo de 
vigencia del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto ni hubiese poseído y 
utilizado la nacionalidad española durante diez años.

2º.- La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción corresponde al Encargado del 
Registro Civil del domicilio efectivo. El Encargado debe examinar de oficio 
su propia competencia.

3º.- Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para 
practicar la anotación marginal de declaración de nacionalidad española 
con valor de simple presunción por consolidación el Encargado del 
Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de España.

4º.- Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había 
informado favorablemente la pretensión de la interesada por razón del 
principio superior de legalidad.

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor 
de simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por 
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virtud del entablado por el Ministerio Fiscal contra auto dictado por la 
Encargada del Registro Civil de Córdoba.

HECHOS

1.- Mediante escrito de fecha 23 de abril de 2008, Don C. nacido el 01 de 
enero de 1975 en el Sahara Occidental solicitaba la nacionalidad española 
con valor de simple presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: 
permiso de residencia, certificado de nacimiento expedido por las 
autoridades de la República Árabe Saharaui Democrática, certificado de 
nacimiento y matrimonio cheránico de los padres, certificado de la policía 
Nacional española donde informa que al padre se le expidió DNI en el 
Sahara con fecha 18 de marzo 1971.

2.- Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. 
La Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 14 de mayo de 
2008 acuerda reconocer la nacionalidad española de origen por 
consolidación del interesado.

3.- Notificado el interesado y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso 
ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que 
la resolución de la Encargada por la que se declare la consolidación de la 
nacionalidad española con valor de simple presunción, deberá acceder al 
Registro Civil mediante anotación marginal a la inscripción del nacimiento, 
de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde 
se produjo el nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara 
corresponde al Registro Civil Central.

4.- De la interposición del recurso se dio traslado al interesado. La 
Encargada del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado informando que a la 
vista de la documentación aportada procede proponer una resolución 
favorable en este expediente con desestimación del recurso interpuesto 
por el Ministerio Fiscal.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil (CC.); 96 de la Ley del Registro 
Civil (LRC); 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 

http://


M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

1670Boletín del Ministerio de Justicia

Nacionalidad

40/1975, de 19 de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las 
sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, 20 de 
noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro 
directivo de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las 
Resoluciones, entre otras, de 22-5ª de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de 
enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de mayo, 11-1ª de 
junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 
29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre 
de 2008; 15-3ª y 16-1ª de enero de 2009.

II.- Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite 
del recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, 
el Ministerio Fiscal, que actúa como recurrente, había informado 
favorablemente la pretensión de la interesada al evacuar el trámite de 
audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose 
dictado el auto apelado el 14 de mayo de 2008, el recurso se formaliza 
mediante escrito fechado el 03 de junio inmediato, esto es, fuera del plazo 
de quince días hábiles previsto por el artículo 355 RRC. Ninguno de los 
citados motivos debe, sin embargo, paralizar la tramitación y resolución 
del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque conforme a la 
doctrina sentada por nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede 
admitir el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal, a pesar de su 
anterior dictamen favorable, atendiendo al principio de legalidad y al 
carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas de 
oficio, de las normas sobre competencia de los órganos registrales, 
normas, como se verá, infringidas por el auto apelado. En cuanto a lo 
segundo, porque no constando fehacientemente la fecha en que se 
practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la correspondiente 
diligencia, no hay términos hábiles para fijar el “die a quo” para el cómputo 
del plazo para la interposición del recurso. 

III.- El interesado, mediante escrito de fecha 23 de abril de 2008, solicitó 
ante el Registro Civil de Córdoba, la consolidación de la nacionalidad 
española, al haber nacido en 1975 en el Sahara Occidental, y cumplir los 
requisitos establecidos. La Encargada del Registro Civil de Córdoba dictó 
el auto antes citado declarando dicha nacionalidad de origen por 
consolidación. Este auto constituye el objeto del presente recurso. Según 
el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un 
título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. La vía registral 
para comprobar esta consolidación es el expediente de declaración de la 
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nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. art. 96-2º LRC 
y 338 RRC). Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual 
resulta competente en materia de expedientes el Encargado del Registro 
Civil en que deba inscribirse la resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), 
en relación con los específicos expedientes para declaraciones con valor 
de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de 
competencia lo es tanto para instruir como para resolver el expediente, 
conforme a lo previsto por el artículo 342 del RRC en la redacción dada 
por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986.

IV.- Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al 
igual que ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha 
infracción implica la nulidad de lo actuado, nulidad que puede ser 
declarada por la Dirección General de los Registros y del Notariado 
cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha 
nulidad se desprende de la aplicación de las normas de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil en materia de competencia territorial y de fuero 
personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 de enero), 
la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que 
contiene un llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio 
de la interesada esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro 
Civil de Córdoba. Dado que ninguna prueba o dato existe en las 
actuaciones de las que se desprenda este imprescindible requisito de 
procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio 
a efectos civiles, que es el que se ha de entender invocado por la 
legislación del Registro Civil en general y por el artículo 355 del RRC en 
particular, se encuentra definido en el artículo 40 del Código Civil, 
conforme al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su 
residencia habitual”, esto es, el lugar en que la persona vive con cierta 
permanencia y el que se presume para el futuro. La prueba de la residencia 
habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que 
alguna norma especial exija una modalidad de prueba determinada o 
exima de pruebas complementarias acreditando el domicilio por ciertos 
medios. Esto es lo que sucede en el ámbito del Registro Civil en casos 
concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone que “el domicilio de los 
apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; 
b) el artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los 
efectos de aplicar la previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC, 
establece que el domicilio del progenitor o progenitores legalmente 
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conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales de 
identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón 
municipal”.

En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de 
los singulares casos citados por la legislación del Registro Civil, por lo que 
revive la regla general en el ámbito civil de que la residencia habitual 
puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en derecho, 
correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los 
Tribunales la valoración libre de los datos que hayan sido aportados y 
circunstancias acreditadas; como por ejemplo, tener en el lugar 
establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes 
policiales adversos, ausencia de visados o permisos de residencia – no 
de mera estancia - respecto de los extranjeros, etc. (vid. sentencias del 
Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de junio de 1952, 
entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio 
de los derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 CC.) puede 
fijarse arbitrariamente por los interesados dando lugar a supuestos de 
fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho de que la inscripción 
en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración de la interesada 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de 
tal declaración (cfr. art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). Por 
ello, el Encargado puede y debe examinar de oficio su propia competencia 
(cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para 
la actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud 
del contenido del padrón municipal respecto de la persona que promueve 
expediente registral ante el Registro Civil cuya competencia dependa del 
domicilio del promotor al que se refiera la citada inexactitud administrativa. 
Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación obrante 
en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y 
permanencia que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto 
del interesado, ni constan en el expediente los elementos valorativos en 
que se ha apoyado la Encargada para apreciar su competencia.

V.- La regla especial de competencia en materia de expediente sobre 
declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
comporta igualmente la necesidad de diferenciar entre la resolución del 
expediente y la anotación posterior de dicha resolución al margen de la 
inscripción de nacimiento de la interesada, en el caso de que no sean 
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coincidentes ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada 
por el Encargado del Registro Civil del domicilio, una vez devenida firme, 
habrá de ser calificada por el Encargado del Registro Civil del lugar del 
nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente 
caso en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha 
practicado en base al mismo la inscripción de nacimiento del interesado, 
haciendo constar en el apartado de “observaciones” que “el inscrito goza 
de la nacionalidad española de origen”. 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia 
del Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. 
En principio, conforme al artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos se inscriben 
en el Registro Municipal o Consular del lugar en que acaecen, o bien en el 
Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero y tener 
el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, 
a fin de defender la competencia del Registro Civil de Córdoba, la 
aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en su redacción dada 
por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de 
la nacionalidad española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un 
país extranjero, los interesados podrán solicitar, en el momento de 
levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al Rey y obediencia 
a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se 
haya instruido el oportuno expediente registral”. Sin embargo, tal alegación 
no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto la Instrucción de 
este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del artículo 16 de la Ley queda condicionada a un doble 
requisito: por un lado, que la causa o título de la adquisición de la 
nacionalidad española haya precisado de la tramitación de un previo 
expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de 
adquisición de la nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del 
juramento o promesa de fidelidad al Rey y de obediencia a la Constitución 
y a las leyes (cfr. art. 23, a CC.), exigencia que se desprende implícitamente 
del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente 
el momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en 
el Registro Civil municipal. Requisito éste que no concurre en los 
expedientes de declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro 
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incompetente, incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 
del artículo 298 RRC.

VI.- Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de 
una declaración de nacionalidad española hecha en expediente por 
órgano registral incompetente (cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe 
dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose respetado las reglas de la 
competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la materia, 
esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del 
artículo 18 del Código Civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con 
la doctrina consolidada y reiteradísima de este Centro Directivo en relación 
con la cuestión planteada. Pues bien, en principio, los nacidos en el 
territorio del Sahara cuando éste era posesión española no eran 
propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España que se 
beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas 
disposiciones anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera 
deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que se desprende 
necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque sólo así 
cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo 
de un año a contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así 
resulta también de la diferenciación de «territorios» puesto de relieve, con 
rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» 
del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias 
sobre el territorio no autónomo del Sahara, que durante algunos años ha 
estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen 
peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado 
parte del territorio nacional». Es cierto que para un supuesto excepcional 
respecto de un natural del Sahara la Sentencia del Tribunal Supremo de 
28 de octubre de 1998 decidió que el actor había consolidado la 
nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de 
aplicación al caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el 
supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora planteado. En el 
caso presente el interesado o sus progenitores como representantes 
legales al ser este menor de edad, no han acreditado que cuando estuvo 
en vigor el Decreto de 1976, estuviesen imposibilitados de facto para 
optar a la nacionalidad española por haber permanecido en los territorios 
ocupados. Aparte de esto no consta la existencia de título inscrito en el 
Registro Civil ni está probada la posesión y utilización de la nacionalidad 
española en los términos y duración que establece el artículo 18 del 
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Código Civil, sin que la inscripción en los libros cheránico del matrimonio 
y nacimiento de los padres, justifique el cumplimiento de los requisitos 
exigidos legalmente al interesado. Las más recientes sentencias del 
Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre de 2007 y de 18 de julio 
de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de apátridas 
no hace sino reforzar las conclusiones anteriores.

VII.- Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del 
camino adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple 
presunción y la inscripción practicada. Es desde esta perspectiva desde la 
que debe entenderse la petición del Ministerio Fiscal vertida en su escrito 
de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal 
declaración presuntiva habría de reflejarse registralmente mediante una 
anotación marginal a la inscripción de nacimiento, anotación para la cual 
sólo sería competente el Registro Civil Central.

La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene 
como efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le 
declara, puesto que invierte la carga de la prueba, que corresponderá al 
que discuta la declaración y, en este sentido, en tanto no se destruya la 
presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en 
su Circular de 22 de Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva 
del estado civil de nacional español , en los casos de adquisición originaria 
basada en la principio del “ius sanguinis”, solo puede proporcionarla la 
sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que 
la legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para 
obtener la declaración de que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 
96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente gubernativo. El hecho de que, 
según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga valor de 
“simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al 
margen de la inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de 
minimizar la eficacia de tales declaraciones de nacionalidad, ya que en 
todo caso están investidas del valor propio de las presunciones “iuris 
tantum” que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba 
a los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba 
en contrario (cfr. art. 386 LEC), prueba en contrario que podrá estar 
integrada, como resulta “infra”, por otro expediente registral tramitado con 
tal finalidad.
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Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de 
actuaciones, una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente 
registral, por la vía del artículo 240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el ámbito del Registro 
Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la 
legislación del Registro Civil permite alcanzar el resultado pretendido. Es 
un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 
94 RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el 
Registro Civil y la realidad extrarregistral. En desarrollo de este principio 
se ha indicado repetidamente por la doctrina de este Centro Directivo que, 
mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en el 
ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo 
que es posible reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso 
ha de ser posible que, de oficio o por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de 
cualquier interesado o autoridad con competencias conexas con la 
materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie 
de nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los 
interesados les corresponde o no les corresponde la nacionalidad 
española. 

VIII.- La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser 
negativa, ha de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la 
anotación preventiva practicada. No es obstáculo para ello que, con 
arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo las excepciones 
previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las 
“anotaciones”, en congruencia con su menor eficacia y su valor meramente 
informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un principio distinto. En 
efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan 
ser rectificadas y canceladas en virtud de expediente gubernativo en que 
se acredite la inexactitud, en todo caso con notificación formal a los 
interesados o sus representantes legales como exige imperativamente el 
párrafo primero del artículo 349 RRC Tampoco puede erigirse en obstáculo 
para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de que, 
irregularmente, en el caso a que se refiere el presente recurso la 
declaración de la nacionalidad española se haya reflejado tabularmente 
por medio de su constancia en el apartado de “observaciones” de la 
inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente asiento de 
anotación marginal (cfr. art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de 
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asiento correspondiente a la naturaleza del acto jurídico consignado, a la 
misma se han de ajustar los mecanismos registrales previstos legalmente 
para su corrección. En consecuencia, la inscripción de nacimiento del 
interesado en el Registro Civil de Córdoba, supuso la extensión de un 
asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el extranjero y que no 
afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se 
extendía de modo evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, 
puesto que, sobre la infracción a las citadas reglas de competencia, no se 
daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del Código Civil en el que 
la interesada había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 
95-2º LRC y 297-3º RRC) que, en aras del principio de concordancia entre 
el Registro Civil y la realidad, puede y debe promoverse de oficio por este 
Centro Directivo instando la correspondiente intervención del Ministerio 
Fiscal.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: estimar el recurso interpuesto e 
instar al Ministerio Fiscal, para que promueva la incoación de expediente 
gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento 
del interesado.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Córdoba

Resolución de 31 de Julio de 2014 (124ª)
III.2.1  Declaración de la nacionalidad española

1.- No es posible declarar la nacionalidad española de origen de la 
promotora porque no se ha acreditado que los padres ostentasen la 
nacionalidad española al tiempo de su nacimiento ni que este se produjera 
en España.

2.- Tampoco es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se 
acredita que la promotora o sus representantes legales, dada su minoría 
de edad, hubieran residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del 
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Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera título inscrito en el 
Registro Civil, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española 
remitidas a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por 
la promotora contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil 
de Durango (Vizcaya).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Igorre (Vizcaya), 
Don B. nacido en T. (Sahara Occidental) el 28 de abril de 1967, según 
declara, solicitaba la declaración de su nacionalidad española con valor 
de simple presunción por aplicación del artículo 17.1.c del Código Civil. 
Adjuntaba los siguientes documentos: permiso de residencia permanente 
en España como ciudadana argelina nacida en A. (Argelia) pasaporte 
argelino, expedido en el año 2007, certificado de empadronamiento en I. 
desde el 11 de septiembre de 2009, libro de familia en el que se supone 
que la interesada es el primero de los hijos, aunque aparece con una 
fecha de nacimiento distinta, 6 de marzo de 1967, certificado de familia, 
MINURSO de 1995, documentos de afiliación a la Seguridad Social 
española del padre de la promotora y, expedidos por los representantes 
de la denominada República Árabe Saharaui Democrática, certificado de 
nacimiento con lugar de nacimiento A. certificado de nacionalidad y 
certificado de que residió en los campos de refugiados saharauis desde 
1975. 

2.-Posteriormente el Registro Civil de Igorre remite la documentación al 
Registro de Durango. El Ministerio Fiscal en su informe previo opone a 
conceder lo solicitado porque entiende que no se cumplen los requisitos 
para la aplicación del artículo 18 del Código Civil y tampoco del 17 del 
mismo texto legal y, con fecha 15 de septiembre de 2011, la Encargada 
dictó auto denegando la declaración de la nacionalidad española de la 
promotora por considerar que no queda acreditada la posesión de la 
misma ni el resto de requisitos del artículo 18 del Código Civil.

3.- Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a la promotora, ésta 
interpuso recurso ante la Dirección General de los Registros y de Notariado 
alegando que nació en el Sahara cuando era provincia española, sus 
padres eran españoles y que en su momento no pudo optar a la 
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nacionalidad española porque siempre ha vivido en el Sahara Occidental, 
aportando como nueva documentación documento de identidad del 
Sahara de su madre, aunque varía el nombre, expedido en el año 1974, 
reiterando el resto de la documentación.

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste informa en el sentido de 
que debe desestimarse el mismo y la Encargada del Registro Civil se 
ratificó en la decisión adoptada y remite el expediente a la Dirección 
General de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17, 18 (CC.); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 
de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las Resoluciones, entre 
otras, de 21-1ª de enero, 3-1ª; 4-4ª de febrero, 2-4ª, 4-3ª, 5 y 14-3ª de 
marzo, 15-3-º de abril, 28 de mayo, 1-4ª y 27-3ª de septiembre, 3-1ª de 
octubre de 2005; 28-4ª de febrero, 18 y 21-4ª de marzo, 14-5ª y 17-1ª de 
julio, 1-1ª, 6-3ª, 7-2ª y 9-1ª de septiembre de 2006.

II.- Se pretende por la interesada la declaración con valor de simple 
presunción de su nacionalidad española por ser natural del Sahara 
Occidental, nacida en abril de 1967, según ella y en marzo del mismo año 
según otros documentos, hija de padres que también ostentaban dicha 
nacionalidad, artículo 17 del Código Civil y haber residido durante 10 años 
en el Sáhara estando en posesión de la nacionalidad española. Por la 
Encargada se dictó auto denegando la declaración de nacionalidad 
instada, siendo dicho auto el que constituye el objeto del presente recurso.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
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más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español, en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. 

Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la política colonial 
como consecuencia de lo mutable también de las relaciones 
internacionales, caracterización a la que no ha podido sustraerse la 
posición española en África ecuatorial y occidental, y que se hace patente 
a través de una legislación que sigue, como ha señalado el Tribunal 
Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni, y de autodeterminación en el 
Sahara.
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Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional.

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente, no se considera acreditado que los 
representantes legales de la interesada, dada la minoría edad de ésta, 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976 estuviesen imposibilitados de 
facto para optar a la nacionalidad española, por haber permanecido en los 
territorios ocupados. Aparte de ello concurren otras circunstancias que 
impiden por la vía del artículo 18 del Código Civil también invocado una 
posible consolidación de la nacionalidad española, pues no está probada 
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la posesión de la nacionalidad durante 10 años, no existe documento 
alguno que lo acredite y si documentación argelina, ni tampoco queda 
acreditada la nacionalidad española de sus padres invocada para la 
aplicación del artículo 17 del Código Civil. Además gran parte de la 
documentación está emitida por la República Árabe Saharaui Democrática, 
y esta no pueda ser tenida en cuenta ya que no ofrece garantías análogas 
a las exigidas para la inscripción por la ley española.

 Al respecto ha de tenerse en cuenta que las competencias de calificación 
del Encargado respecto de la certificación extranjera se extienden al 
examen de la competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar 
en el ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con base legal 
suficiente para ello, base, que en este caso no existe al no estar 
establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones 
normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Durango (Vizcaya).

Resolución de 31 de Julio de 2014 (125ª)
III.2.1  Declaración de la nacionalidad española

1.- No es posible declarar la nacionalidad española de origen de la 
promotora porque no se ha acreditado que los padres ostentasen la 
nacionalidad española al tiempo de su nacimiento.

2.- Tampoco es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se 
acredita que la promotora o sus representantes legales, dada su minoría 
de edad, hubieran residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del 
Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera título inscrito en el 
Registro Civil, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.
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En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española 
remitidas a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por 
la promotora contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil 
de Balmaseda (Vizcaya).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Balmaseda, Dª. N. 
nacida en E. (Sahara Occidental) el 17 de mayo de 1967, según declara, 
solicitaba la declaración de su nacionalidad española con valor de simple 
presunción por ser hija de padre español, artículo 17 del Código Civil, 
añadiendo referencias a los artículos 18 y 20 del mismo texto legal. 
Adjuntaba los siguientes documentos: pasaporte argelino, expedido en el 
año 2006 y caducado, en el que se hace constar que nació en O. (Argelia), 
certificado de empadronamiento en B. desde el 29 de junio de 2011, libro 
de familia incompleto en el que se supone que la interesada es el sexto de 
los hijos, aunque aparece con una fecha de nacimiento distinta, 1 de 
marzo de 1970, informe negativo respecto a su inclusión en los libros 
Cheránicos custodiados por la administración española, documento de 
afiliación a la Seguridad Social española del padre de la promotora en 
1974, certificado de las autoridades policiales españolas que el padre de 
la promotora fue titular de documento de identidad del Sahara expedido 
en 1971 y que luego perdió su validez y, expedidos por los representantes 
de la denominada República Árabe Saharaui Democrática, certificado de 
que está renovando su pasaporte argelino, certificado de nacimiento con 
lugar de nacimiento O. certificado de paternidad, documento de identidad 
y certificado de subsanación (concordancia de nombres).

2.- Ratificada la promotora con fecha 2 de noviembre de 2011, el Ministerio 
Fiscal en su informe previo opone a conceder lo solicitado porque entiende 
que no se cumplen los requisitos para la aplicación del artículo 18 del 
Código Civil y, con fecha 1 de diciembre de 2011, la Encargada dictó auto 
denegando la declaración de la nacionalidad española de la promotora 
por considerar que no queda acreditada la posesión ni la utilización de la 
misma por el tiempo establecido, ni el resto de requisitos del artículo 18 
del Código Civil, asimismo tampoco queda acreditada la nacionalidad 
española del padre invocada por la promotora en su escrito inicial. 

3.- Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a la promotora, ésta 
interpuso recurso ante la Dirección General de los Registros y de Notariado 
reiterando lo que considera su derecho a ser declarada española. 
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4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste informa en el sentido de 
que debe confirmarse el auto apelado y la Encargada del Registro Civil 
entiende que no se han desvirtuado sus argumentos y remite el expediente 
a la Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución 
del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17, 18 (CC.); 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 
de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las Resoluciones, entre 
otras, de 21-1ª de enero, 3-1ª; 4-4ª de febrero, 2-4ª, 4-3ª, 5 y 14-3ª de 
marzo, 15-3-º de abril, 28 de mayo, 1-4ª y 27-3ª de septiembre, 3-1ª de 
octubre de 2005; 28-4ª de febrero, 18 y 21-4ª de marzo, 14-5ª y 17-1ª de 
julio, 1-1ª, 6-3ª, 7-2ª y 9-1ª de septiembre de 2006.

II.- Se pretende por la interesada la declaración con valor de simple 
presunción de su nacionalidad española por ser natural del Sahara 
Occidental, nacida en mayo de 1967, según ella y en marzo del año 1970 
según otros documentos, hija de padre que también ostentaba dicha 
nacionalidad, artículo 17 del Código Civil y haber residido durante 10 años 
en el Sáhara estando en posesión de la nacionalidad española. Por la 
Encargada se dictó auto denegando la declaración de nacionalidad 
instada, siendo dicho auto el que constituye el objeto del presente recurso.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
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concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español, en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni, y de autodeterminación en el 
Sahara. Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la 
idea de equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus 
peculiaridades, con una «provincia» española, y, por ello, se llegó a 
considerarlo como una extensión del territorio metropolitano, equiparación 
que ha dado pie a dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, 
consistente en el reconocimiento a la población saharaui de su condición 
de nacionales españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras 
normas, la Ley de 19 abril 1961 que estableció «las bases sobre las que 
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debe asentarse el ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus 
regímenes municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer 
manifiesta la equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» 
y «españoles nativos». Es importante destacar que como manifestación 
de esta posición España negó inicialmente al Secretariado General de la 
ONU información sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No 
obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico 
público internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» 
de la ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de 
las Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida 
como Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento 
por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación 
de «territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente, no se considera acreditado que los 
representantes legales de la interesada, dada la minoría edad de ésta, 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976 estuviesen imposibilitados de 
facto para optar a la nacionalidad española, por haber permanecido en los 
territorios ocupados. Aparte de ello concurren otras circunstancias que 
impiden por la vía del artículo 18 del Código Civil también invocado una 
posible consolidación de la nacionalidad española, pues no está probada 
la posesión de la nacionalidad durante 10 años, no existe documento 
alguno que lo acredite y si documentación argelina, ni tampoco queda 
acreditada la nacionalidad española de su padre invocada para la 
aplicación del artículo 17 del Código Civil. Además gran parte de la 
documentación está emitida por la República Árabe Saharaui Democrática, 
y esta no pueda ser tenida en cuenta ya que no ofrece garantías análogas 
a las exigidas para la inscripción por la ley española. Al respecto ha de 
tenerse en cuenta que las competencias de calificación del Encargado 
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respecto de la certificación extranjera se extienden al examen de la 
competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio 
de cargo que le habilite para tal expedición con base legal suficiente para 
ello, base, que en este caso no existe al no estar establecidos los órganos 
del Registro Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un 
ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Balmaseda (Vizcaya).

Resolución de 31 de Julio de 2014 (128ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
la promotora hubiera cumplido los requisitos establecidos, residencia en 
el Sahara durante el plazo de vigencia del Real Decreto 2258/1976, de 10 
de agosto, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por la interesada contra auto dictado por la Juez 
Encargada del Registro Civil de Balmaseda (Vizcaya).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Balmaseda el día 
20 de noviembre de 2011, Doña E. nacida según declara en El A. (Sahara 
Occidental) el 3 de diciembre de 1964, solicitaba la declaración con valor 
de simple presunción de su nacionalidad española por haber nacido y 
vivido en el Sahara cuando éste era territorio sometido a administración 
española. Adjuntaba diversa documentación en apoyo de su solicitud; 
pasaporte argelino expedido en agosto de 2011, en el que se hace constar 
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como lugar de nacimiento O. (Argelia), solicitud de cédula de inscripción 
de extranjero en O. a fecha 7 de abril de 2011, certificado de 
empadronamiento en Balmaseda desde el 29 de diciembre de 2010, 
MINURSO de 1995 en el que consta nacida en El A. documento nacional 
de identidad Sahara de su madre, expedido en 1972 y otra serie de 
documentos expedidos por los representantes de la denominada 
República Árabe Saharaui Democrática (RASD) como, certificado de 
nacimiento en el que se hace constar que nació en O. certificado de que 
ha residido en los campamentos de refugiados saharauis desde 1975, 
certificado de paternidad en el que consta que nació en O. y certificado de 
nacionalidad.

2.- Ratificada la promotora, el Ministerio Fiscal emitió informe desfavorable 
respecto a conceder lo solicitado porque no se acreditan las circunstancias 
para aplicar el artículo 18 del Código Civil. La Encargada del Registro Civil 
dictó auto el 20 de diciembre de 2011, denegando la declaración de la 
nacionalidad española con valor de simple presunción al considerar que 
el promotor no había acreditado un título inscrito ni la posesión y utilización 
de la nacionalidad española durante 10 años ni la imposibilidad de optar 
en el plazo otorgado. 

3.- Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a la interesada, esta 
presentó recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado 
reiterando su nacimiento en el territorio del Sahara español, la aplicación 
del artículo 17 del Código Civil y que la documentación aportada acredita 
su imposibilidad de optar en su momento por residir en los campamentos 
de refugiados de T. Aporta nueva documentación como informe negativo 
en relación con su inclusión en los libros Cheránicos custodiados por la 
administración española y MINURSO del padre de la promotora. 

4.- El Ministerio Fiscal se opone al recurso y pide la confirmación del auto 
apelado y seguidamente la Encargada, ratificándose en su resolución, 
remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para la resolución del recurso.

Con posterioridad la interesada aporta certificado de las autoridades 
policiales españolas en relación con que su padre fue titular de documento 
nacional de identidad del Sahara, expedido en 1972, y que de acuerdo 
con el Decreto 2258/1976, que establecía que transcurrido el plazo de un 
año se entenderán anulados y sin valor alguno los pasaportes y 
documentos de identificación personal concedidos por las autoridades 
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españolas a los naturales del Sahara que no ejerzan su derecho de 
opción, ha perdido su validez. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.

II.- La promotora, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Balmaseda, solicitó la declaración de la nacionalidad española con valor 
de simple presunción por haber nacido en 1964 en el territorio del Sahara. 
La Encargada del Registro Civil dictó auto denegando la declaración 
solicitada, por no cumplir los requisitos establecidos por el artículo 18 de 
Código Civil, siendo dicho auto recurrido por la promotora que considera 
que si se acreditaba la concurrencia de los requisitos exigidos. Dicho auto 
constituye el objeto del presente recurso. 

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
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española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
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abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

En cualquier caso, por lo que se refiere a la “nacionalidad” de los saharauis, 
durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio del 
Sahara Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y 
formal entre los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, 
como ha puesto de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 
de octubre de 1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas 
en los Estados colonizadores, se han impuesto restricciones al status 
civitatis de la población colonizada “lo que ha permitido la diferencia 
doctrinal, basada en datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y 
nacionales-súbditos” (ejemplos del Derecho comparado son Holanda, 
Italia, Bélgica y Francia). En España, pese a la ambigüedad normativa 
sobre la calificación de los territorios pertenecientes a colonias y su 
identificación con el territorio nacional, las realidades de la heterogeneidad 
territorial y de los estatutos personales ha sido sostenida por el Tribunal 
Supremo en su citada sentencia y en la posterior de 7 de noviembre de 
1999 y anteriormente por el Consejo de Estado en diversos dictámenes 
(Dictamen núm. 36017/1968 para el caso de Guinea y Dictamen 
36227/1968 para el caso de Ifni), y a partir del examen pormenorizado de 
las disposiciones dictadas en relación con aquellos territorios, llegando a 
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la conclusión fundada de la distinción entre territorio nacional y territorios 
coloniales (entre éstos, por consecuencia, el Sahara Occidental), así 
como sobre la diferente condición jurídica de nacionales y naturales de las 
colonias.

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En efecto, de la documentación aportada no se desprende la 
posesión de la nacionalidad española en los términos y duración que 
establece el artículo 18 CC., la promotora no fue titular de documento de 
identidad español, por lo que no queda acreditada la utilización y posesión 
de la nacionalidad durante 10 años, y tampoco se ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, la promotora, o en este caso 
sus representantes legales, al ser menor de edad, estuviesen 
imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad española por haber 
permanecido en los territorios ocupados. Además gran parte de la 
documentación está emitida por la República Árabe Saharaui Democrática, 
y esta no pueda ser tenida en cuenta ya que no ofrece garantías análogas 
a las exigidas para la inscripción por la ley española. Al respecto ha de 
tenerse en cuenta que las competencias de calificación del Encargado 
respecto de la certificación extranjera se extienden al examen de la 
competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio 
de cargo que le habilite para tal expedición con base legal suficiente para 
ello, base, que en este caso no existe al no estar establecidos los órganos 
del Registro Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un 
ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Balmaseda (Vizcaya).
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (129ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el promotor hubiera cumplido los requisitos establecidos, residencia en el 
Sahara durante el plazo de vigencia del Real Decreto 2258/1976, de 10 
de agosto, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el interesado contra auto dictado por la Juez 
Encargada del Registro Civil de Balmaseda (Vizcaya).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Balmaseda el día 3 
de noviembre de 2011, Don A. nacido según declara el Sahara Occidental 
1968, de madre española, solicitaba la declaración con valor de simple 
presunción de su nacionalidad española por haber nacido y vivido en el 
Sahara cuando éste era territorio sometido a administración española. 
Adjuntaba diversa documentación en apoyo de su solicitud; pasaporte 
argelino expedido en junio de 2010, en el que se hace constar como lugar 
de nacimiento B. (Argelia), certificado de empadronamiento en B. desde 
el 13 de septiembre de 2011, certificado de las autoridades policiales 
españolas de que su madre fue titular de un documento nacional de 
identidad del Sahara expedido en 1974, con la precisión de que perdió su 
validez tras el Decreto 2258/1976 y otra serie de documentos expedidos 
por los representantes de la denominada República Árabe Saharaui 
Democrática (RASD) como, certificado de nacimiento en el que se hace 
constar que nació en S. certificado de que ha residido en los campamentos 
de refugiados saharauis en Argelia, certificado de nacionalidad y certificado 
de antecedentes penales. 

2.- Ratificado el promotor, el Ministerio Fiscal emitió informe desfavorable 
respecto a conceder lo solicitado porque no se acreditan las circunstancias 
para aplicar el artículo 18 del Código Civil. La Encargada del Registro Civil 
dictó auto el 21 de diciembre de 2011, denegando la declaración de la 
nacionalidad española con valor de simple presunción al considerar que 
el promotor no había acreditado un título inscrito ni la posesión y utilización 
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de la nacionalidad española durante 10 años ni la imposibilidad de optar 
en el plazo otorgado. 

3.- Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y al interesado, este 
presentó recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado 
reiterando su nacimiento en el territorio del Sahara español, la aplicación 
del artículo 17 del Código Civil y que la documentación aportada acredita 
su imposibilidad de optar en su momento por residir en los campamentos 
de refugiados de T. 

4.- El Ministerio Fiscal se opone al recurso y pide la confirmación del auto 
apelado y seguidamente la Encargada, ratificándose en su resolución, 
remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para la resolución del recurso. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.

II.- El promotor, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Balmaseda, solicitó la declaración de la nacionalidad española con valor 
de simple presunción por haber nacido en 1968 en el territorio del Sahara. 
La Encargada del Registro Civil dictó auto denegando la declaración 
solicitada, por no cumplir los requisitos establecidos por el artículo 18 de 
Código Civil, siendo dicho auto recurrido por el promotor que considera 
que si se acreditaba la concurrencia de los requisitos exigidos. Dicho auto 
constituye el objeto del presente recurso. 

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
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declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. 

Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la política colonial 
como consecuencia de lo mutable también de las relaciones 
internacionales, caracterización a la que no ha podido sustraerse la 
posición española en África ecuatorial y occidental, y que se hace patente 
a través de una legislación que sigue, como ha señalado el Tribunal 
Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
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fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

En cualquier caso, por lo que se refiere a la “nacionalidad” de los saharauis, 
durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio del 
Sahara Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y 
formal entre los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, 
como ha puesto de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 
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de octubre de 1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas 
en los Estados colonizadores, se han impuesto restricciones al status 
civitatis de la población colonizada “lo que ha permitido la diferencia 
doctrinal, basada en datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y 
nacionales-súbditos” (ejemplos del Derecho comparado son Holanda, 
Italia, Bélgica y Francia). En España, pese a la ambigüedad normativa 
sobre la calificación de los territorios pertenecientes a colonias y su 
identificación con el territorio nacional, las realidades de la heterogeneidad 
territorial y de los estatutos personales ha sido sostenida por el Tribunal 
Supremo en su citada sentencia y en la posterior de 7 de noviembre de 
1999 y anteriormente por el Consejo de Estado en diversos dictámenes 
(Dictamen núm. 36017/1968 para el caso de Guinea y Dictamen 
36227/1968 para el caso de Ifni), y a partir del examen pormenorizado de 
las disposiciones dictadas en relación con aquellos territorios, llegando a 
la conclusión fundada de la distinción entre territorio nacional y territorios 
coloniales (entre éstos, por consecuencia, el Sahara Occidental), así 
como sobre la diferente condición jurídica de nacionales y naturales de las 
colonias.

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En efecto, de la documentación aportada no se desprende la 
posesión de la nacionalidad española en los términos y duración que 
establece el artículo 18 CC., el promotor no fue titular de documento de 
identidad español, por lo que no queda acreditada la utilización y posesión 
de la nacionalidad durante 10 años, habida cuenta que nació en 1968, y 
tampoco se ha acreditado que cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, 
el promotor, o en este caso sus representantes legales, al ser menor de 
edad, estuviesen imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad 
española por haber permanecido en los territorios ocupados. Además 
gran parte de la documentación está emitida por la República Árabe 
Saharaui Democrática, y esta no pueda ser tenida en cuenta ya que no 
ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley 
española. Al respecto ha de tenerse en cuenta que las competencias de 
calificación del Encargado respecto de la certificación extranjera se 
extienden al examen de la competencia y autoridad que la expide, la cual 
ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con 
base legal suficiente para ello, base, que en este caso no existe al no 

http://


M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

1698Boletín del Ministerio de Justicia

Nacionalidad

estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones 
normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio del 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Balmaseda (Vizcaya).

Resolución de 31 de Julio de 2014 (130ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
la promotora hubiera cumplido los requisitos establecidos, residencia en 
el Sahara durante el plazo de vigencia del Real Decreto 2258/1976, de 10 
de agosto, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por la interesada contra auto dictado por el Juez 
Encargado del Registro Civil de Granadilla de Abona (Santa Cruz de 
Tenerife).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Granadilla de 
Abona, Doña La. nacida en El A. (Sahara Occidental) el día 9 de julio de 
1972, solicitaba la declaración con valor de simple presunción de su 
nacionalidad española por haber nacido y vivido en el Sahara cuando éste 
era territorio sometido a administración española. Adjuntaba diversa 
documentación en apoyo de su solicitud; informe negativo respecto a su 
inscripción en los libros Cheránicos custodiados por la administración 
española, permiso de residencia temporal en España como ciudadana 
marroquí, documentos de afiliación a la seguridad social española del 
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padre de la promotora, certificado de las autoridades policiales españolas 
de que no constan datos de la promotora en los archivos del documento 
nacional de identidad, copia de acta de nacimiento de la promotora, 
inscrita en el registro civil marroquí en 1978, en la que consta como 
nacionalidad de sus padres la marroquí, certificado marroquí de 
concordancia de nombre, documento nacional de identidad y pasaporte 
españoles de su hermano, declarado español con valor de simple 
presunción por auto del Registro Civil de Alicante de 17 de marzo de 
2006, que también consta, MINURSO de 1995 con otra filiación y 
certificado de empadronamiento en Granadilla de Abona desde el 20 de 
abril de 2009.

2.- Ratificada la promotora, el Ministerio Fiscal emitió informe desfavorable 
a acceder a lo solicitado porque no se habían acreditado los requisitos 
para consolidar la nacionalidad española. El Encargado del Registro Civil 
dictó auto el 4 de julio de 2011, denegando la declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción al considerar que no se habían 
acreditado el cumplimiento de los requisitos del artículo 18 del Código 
Civil, ni la residencia de la promotora y sus representantes legales en los 
territorios ocupados durante la vigencia del Decreto 2258/1976 ni la 
posesión y utilización de la nacionalidad española durante el tiempo 
necesario.

3.- Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a la interesada, esta 
interpuso recurso argumentando que ella y su familia residieron en los 
campamentos de refugiados saharauis de T. (Argelia), que la 
documentación aportada acredita la posesión de la nacionalidad española 
y que a su hermano se le ha declarado española con las mismas 
circunstancias que ella.

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, este pide su desestimación y 
seguidamente el Encargado remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
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12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.

II.- La promotora, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Granadilla de Abona, solicitó la declaración de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción por haber nacido en 1972 en el territorio 
del Sahara y cumplir los requisitos establecidos en el artículo 18 CC. El 
Encargado del Registro Civil dictó auto denegando la declaración 
solicitada, siendo dicho auto recurrido por la promotora que considera que 
si se acreditaba la concurrencia de los requisitos exigidos. Dicho auto 
constituye el objeto del presente recurso. 

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
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relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. 

Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la política colonial 
como consecuencia de lo mutable también de las relaciones 
internacionales, caracterización a la que no ha podido sustraerse la 
posición española en África ecuatorial y occidental, y que se hace patente 
a través de una legislación que sigue, como ha señalado el Tribunal 
Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
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internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

En cualquier caso, por lo que se refiere a la “nacionalidad” de los saharauis, 
durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio del 
Sahara Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y 
formal entre los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, 
como ha puesto de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 
de octubre de 1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas 
en los Estados colonizadores, se han impuesto restricciones al status 
civitatis de la población colonizada “lo que ha permitido la diferencia 
doctrinal, basada en datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y 
nacionales-súbditos” (ejemplos del Derecho comparado son Holanda, 
Italia, Bélgica y Francia). En España, pese a la ambigüedad normativa 
sobre la calificación de los territorios pertenecientes a colonias y su 
identificación con el territorio nacional, las realidades de la heterogeneidad 
territorial y de los estatutos personales ha sido sostenida por el Tribunal 
Supremo en su citada sentencia y en la posterior de 7 de noviembre de 
1999 y anteriormente por el Consejo de Estado en diversos dictámenes 
(Dictamen núm. 36017/1968 para el caso de Guinea y Dictamen 
36227/1968 para el caso de Ifni), y a partir del examen pormenorizado de 
las disposiciones dictadas en relación con aquellos territorios, llegando a 
la conclusión fundada de la distinción entre territorio nacional y territorios 
coloniales (entre éstos, por consecuencia, el Sahara Occidental), así 
como sobre la diferente condición jurídica de nacionales y naturales de las 
colonias.

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
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no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En efecto, de la documentación aportada no se desprende la 
posesión de la nacionalidad española en los términos y duración que 
establece el artículo 18 CC., la promotora no fue titular de documento de 
identidad expedido en el Sahara, por lo que no queda acreditada la 
utilización y posesión de la nacionalidad durante 10 años, habida cuenta 
que nació en 1972, y en 1978 fue inscrito su nacimiento en el registro civil 
marroquí, y tampoco se ha acreditado que cuando estuvo en vigor el 
Decreto de 1976, la promotora o en ese caso sus representantes legales, 
dada su minoría de edad, estuviesen imposibilitados de facto para optar a 
la nacionalidad española por haber permanecido en los territorios 
ocupados, ya que se menciona en el recurso que estuvieron en Argelia. 

VII.- Por lo que se refiere a la concesión a su hermano de la nacionalidad 
española, a la vista de los documentos aportados al expediente en prueba 
del presunto derecho de la ahora interesada, se observa que la 
documentación que sirvió de base en su momento para la declaración con 
valor de simple presunción de la nacionalidad española de aquéllos era 
similar a la contenida en el presente expediente, por lo que, si el Ministerio 
Fiscal considerara que les ha sido otorgada dicha nacionalidad de modo 
improcedente, cabría, a instancia de dicho órgano, incoar nuevos 
expedientes solicitando que se declare con valor de simple presunción 
que los interesados no son españoles. A este respecto conviene recordar 
que, en desarrollo del principio básico de la legislación registral de 
concordancia del Registro Civil con la realidad, es doctrina reiterada de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de 
concordancia, no opera en el ámbito del Registro Civil el principio de 
autoridad de cosa juzgada

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Granadilla de Abona (Santa 
Cruz de Tenerife).
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (132ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el promotor hubiera cumplido los requisitos establecidos, residencia en el 
Sahara durante el plazo de vigencia del Real Decreto 2258/1976, de 10 
de agosto, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el interesado contra auto dictado por la Juez 
Encargada del Registro Civil de San Vicente del Raspeig (Alicante).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de San Vicente del 
Raspeig, Don E. nacido según declara en S-B. (Sahara Occidental) el 2 
de abril de 1942, solicitaba la declaración con valor de simple presunción 
de su nacionalidad española por haber nacido y vivido en el Sahara 
cuando éste era territorio sometido a administración española. Adjuntaba 
diversa documentación en apoyo de su solicitud; certificado de 
empadronamiento en M. (A.) como ciudadano de los Emiratos Árabes 
Unidos, y otra serie de documentos expedidos por los representantes de 
la denominada República Árabe Saharaui Democrática (RASD) como, 
certificado de nacimiento, en el que no aparece lugar de nacimiento, sólo 
Sahara, certificado de antecedentes penales, acta de matrimonio 
celebrado en el Sahara en 1963 y certificado de nacionalidad. 

2.- Con fecha 8 de febrero de 2010 la Encargada del Registro dicta 
providencia requiriendo al promotor documentación que acredite la 
posesión y utilización de la nacionalidad española y la imposibilidad de 
optar en el plazo previsto en el Decreto 2258/1976. El 15 de marzo 
siguiente comparece el Sr. B. y aporta pasaporte de los Emiratos Árabes 
Unidos, expedido en Dubái en el año 2009 y en el que se hace constar 
que el interesado nació en dicha ciudad, dicho pasaporte contiene varios 
visados otorgados por diferentes países, certificado expedido por los 
representantes de la denominada República Árabe Saharaui Democrática 
de que estuvo residiendo en los campamentos de refugiados saharauis 
de Argelia desde 1975 hasta el 25 de febrero de 2010 y también acompaña 
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informe negativo respecto a su inclusión en los libros Cheránicos 
custodiados por la administración española.

3.- El Ministerio Fiscal solicita que el promotor aporte documentos que 
prueben la utilización de la nacionalidad española, con fecha 9 de marzo 
de 2011 presenta escrito en el que manifiesta que no tiene otra 
documentación y presenta un testigo para acreditarlo. Tras esto el 
Ministerio Fiscal se opone a lo solicitado. Con fecha 16 de diciembre de 
2011 la Encargada del Registro Civil dicta auto denegando la declaración 
de nacionalidad española porque no se han justificado la concurrencia de 
los requisitos para la aplicación del artículo 18 del Código Civil.

4.- Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y al interesado, este 
presentó recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado 
reiterando su nacimiento en el territorio del Sahara español, el A. que 
utilizó la nacionalidad española por un periodo de más de 10 años desde 
su nacimiento y su imposibilidad de optar en su momento por ser obligados 
a residir en los campamentos de refugiados de T. aportando testimonio 
escrito de varias personas, igual en todos los casos con la única 
modificación de los datos del testigo.

5.- El Ministerio Fiscal, pide la confirmación del auto y seguidamente la 
Encargada, ratificándose en su resolución, remitió el expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución del 
recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.

II.- El promotor, mediante escrito presentado en el Registro Civil de San 
Vicente del Raspeig, solicitó la declaración de la nacionalidad española 

http://


M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

1706Boletín del Ministerio de Justicia

Nacionalidad

con valor de simple presunción por haber nacido en 1942 en el territorio 
del Sahara. La Encargada del Registro Civil dictó auto denegando la 
declaración solicitada, por no cumplir los requisitos establecidos por el 
artículo 18 de Código Civil, siendo dicho auto recurrido por el promotor 
que considera que si se acreditaba la concurrencia de los requisitos 
exigidos. Dicho auto constituye el objeto del presente recurso. 

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. 

En concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 

http://www.mjusticia.gob.es/cs/Satellite/Portal/es/servicios-ciudadano/documentacion-publicaciones


M
inisterio de Justicia

1707 Catálogo de Publicaciones

Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado (Registro Civil)

cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
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autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

En cualquier caso, por lo que se refiere a la “nacionalidad” de los saharauis, 
durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio del 
Sahara Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y 
formal entre los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, 
como ha puesto de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 
de octubre de 1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas 
en los Estados colonizadores, se han impuesto restricciones al status 
civitatis de la población colonizada “lo que ha permitido la diferencia 
doctrinal, basada en datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y 
nacionales-súbditos” (ejemplos del Derecho comparado son Holanda, 
Italia, Bélgica y Francia). En España, pese a la ambigüedad normativa 
sobre la calificación de los territorios pertenecientes a colonias y su 
identificación con el territorio nacional, las realidades de la heterogeneidad 
territorial y de los estatutos personales ha sido sostenida por el Tribunal 
Supremo en su citada sentencia y en la posterior de 7 de noviembre de 
1999 y anteriormente por el Consejo de Estado en diversos dictámenes 
(Dictamen núm. 36017/1968 para el caso de Guinea y Dictamen 
36227/1968 para el caso de Ifni), y a partir del examen pormenorizado de 
las disposiciones dictadas en relación con aquellos territorios, llegando a 
la conclusión fundada de la distinción entre territorio nacional y territorios 
coloniales (entre éstos, por consecuencia, el Sahara Occidental), así 
como sobre la diferente condición jurídica de nacionales y naturales de las 
colonias.

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En efecto, de la documentación aportada no se desprende la 
posesión de la nacionalidad española en los términos y duración que 
establece el artículo 18 CC., el promotor no fue titular de documento de 
identidad español, por lo que no queda acreditada la utilización y posesión 
de la nacionalidad durante 10 años, si se acredita la titularidad de 
pasaporte de Emiratos Árabes, obtenido en el año 2009 cuando según 
manifestación del interesado residía en España y que ha sido usado 
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habitualmente como acreditan los sellos de entrada y salida en varios 
países europeos, y tampoco se ha acreditado que cuando estuvo en vigor 
el Decreto de 1976, el promotor estuviese imposibilitado de facto para 
optar a la nacionalidad española por haber permanecido en los territorios 
ocupados, según declara residió en los campamentos situados en territorio 
argelino. Además gran parte de la documentación está emitida por la 
República Árabe Saharaui Democrática, y esta no pueda ser tenida en 
cuenta ya que no ofrece garantías análogas a las exigidas para la 
inscripción por la ley española. Al respecto ha de tenerse en cuenta que 
las competencias de calificación del Encargado respecto de la certificación 
extranjera se extienden al examen de la competencia y autoridad que la 
expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal 
expedición con base legal suficiente para ello, base, que en este caso no 
existe al no estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de 
disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de San Vicente del Raspeig 
(Alicante).

Resolución de 31 de Julio de 2014 (136ª)
III.2.1  Declaración de la nacionalidad española

1.- No es posible declarar la nacionalidad española de origen del promotor 
porque no se ha acreditado que el padre ostentase la nacionalidad 
española al tiempo de su nacimiento.

2.- No es español iure soli conforme al artículo 17 del Código Civil la 
nacida en el Sahara en 1975.

3.- Tampoco es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se 
acredita que el promotor o sus representantes legales, dada su minoría de 
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edad, hubieran residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del Real 
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera título inscrito en el 
Registro Civil, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por la promotora, contra auto dictado por la 
Encargada del Registro Civil de Amurrio (Álava).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Amurrio el 20 de 
julio de 2011, M. nacida en el año 1975 solicitaba el reconocimiento de la 
nacionalidad española por haber nacido y vivido en el Sahara cuando éste 
era territorio sometido a administración española, hija de padres saharauis. 
Adjuntaba, entre otros, los siguientes documentos: pasaporte argelino, 
permiso de residencia, resolución de desestimación de un recurso de 
alzada presentado contra la denegación de autorización de residencia, 
certificados de nacimiento y paternidad expedidos por las autoridades de 
la República Árabe Saharaui Democrática, DNI bilingües de los padres, 
pasaporte español del padre, recibo de la MINURSO, certificado negativo 
de inscripción en los Libros Cheránicos, DNI y auto declarando con valor 
de simple presunción la nacionalidad española de la hermana.

2.- Ratificada la interesada, previo informe favorable del ministerio fiscal, 
la Encargada dictó auto el 21 de septiembre de 2011 denegando la 
nacionalidad española con valor de simple presunción por considerar que 
los documentos aportados no acreditan los extremos previstos en los 
artículos 17 y 18 del Código Civil.

3.- Notificada la resolución, la solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado solicitando la concesión de la 
nacionalidad española por cumplir con los requisitos previstos en los 
artículos 17 y 18 del CC.

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal interesa la desestimación del 
recurso, tras lo cual La Encargada remitió el expediente a la Dirección 
General de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 y 18 del Código Civil (CC.); 96 de la Ley del 
Registro Civil (LRC); 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); 
la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de 
agosto; la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las 
Resoluciones, entre otras, de 21-1ª de enero, 3-1ª; 4-4ª de febrero, 2-4ª, 
4-3ª, 5 y 14-3ª de marzo, 15-3-º de abril, 28 de mayo, 1-4ª y 27-3ª de 
septiembre, 3-1ª de octubre de 2005; 28-4ª de febrero, 18 y 21-4ª de 
marzo, 14-5ª y 17-1ª de julio, 1-1ª, 6-3ª, 7-2ª y 9-1ª de septiembre de 
2006.

II.- La promotora, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Amurrio solicitó la declaración de su nacionalidad española con valor de 
simple presunción por haber nacido en 1975 en el territorio del Sahara y 
ser hija de españoles. La Encargada del registro dictó auto denegando la 
petición de la interesada, siendo dicho auto el que constituye el objeto del 
presente recurso.

III.- La interesada solicita la declaración de la nacionalidad española 
basada en que tanto ella como sus padres ostentaban esta nacionalidad 
por ser naturales del Sahara. A la vista del expediente esta petición no 
puede estimarse ya que en principio, los nacidos en el territorio del Sahara 
cuando éste era posesión española no eran propiamente nacionales 
españoles, sino sólo súbditos de España que se beneficiaban de la 
nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones anteriores 
al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El 
principio apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 
19 de noviembre de 1975, porque sólo así cobra sentido que a los 
naturales del Sahara se les concediera en ciertas condiciones la 
oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a 
contar desde la entrada en vigor del Real Decreto 2258/76.

IV.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
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concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
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Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

V.- En cualquier caso, por lo que se refiere a la «nacionalidad» de los 
saharauis, durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio 
del Sahara Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y 
formal entre los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, 
como ha puesto de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 
de octubre de 1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas 
en los Estados colonizadores, se han impuesto restricciones al status 
civitatis de la población colonizada “lo que ha permitido la diferencia 
doctrinal, basada en datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y 
nacionales-súbditos” (ejemplos del Derecho comparado son Holanda, 
Italia, Bélgica y Francia). En España, pese a la ambigüedad normativa 
sobre la calificación de los territorios pertenecientes a colonias y su 
identificación con el territorio nacional, las realidades de la heterogeneidad 
territorial y de los estatutos personales ha sido sostenida por el Tribunal 
Supremo en su citada sentencia y en la posterior de 7 de noviembre de 
1999 y anteriormente por el Consejo de Estado en diversos dictámenes 
(Dictamen núm. 36017/1968 para el caso de Guinea y Dictamen 
36227/1968 para el caso de Ifni), y a partir del examen pormenorizado de 
las disposiciones dictadas en relación con aquellos territorios, llegaron a 
conclusiones fundadas acerca de las diferencias entre territorio nacional y 
territorios coloniales, así como sobre la diferente condición jurídica de 
nacionales y naturales de las colonias. 

VI.- No obstante, el Real Decreto 2258/76 permitió a los naturales del 
Sahara optar a la nacionalidad española dentro de un plazo de un año y 
cumpliendo una serie de condiciones. Sin embargo, en el presente caso, 
no ha quedado acreditado que los padres de la promotora hicieran uso de 
dicha opción, por lo que debe concluirse razonablemente que aquellos 
nunca tuvieron la nacionalidad española, ni en el momento del nacimiento 
del interesado, ni en ningún otro momento, no siendo por tanto posible la 
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aplicación del artículo 17 del Código Civil, según redacción dada por la 
Ley de 15 de julio de 1954, aplicable al caso examinado. Tampoco sería 
posible la aplicación retroactiva del artículo 17.1 c), según la redacción de 
1990, ya que el promotor no habría nacido en España sino que sería 
natural de territorio español. Además la interesada porta documentación 
que la acredita como poseedora de nacionalidad argelina.

VII.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural 
del Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente, no se considera acreditado que los 
representantes legales de la interesada, dada la minoría edad de ésta, 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976 estuviesen imposibilitados de 
facto para optar a la nacionalidad española, por haber permanecido en los 
territorios ocupados, lo que requiere pruebas fehacientes. Aparte de ello 
concurren otras circunstancias que impiden por la vía del artículo 18 del 
Código Civil también invocado una posible consolidación de la nacionalidad 
española, pues no consta el título inscrito en el Registro Civil, ni está 
probada la posesión de la nacionalidad española en los términos y 
duración que establece el artículo 18 Cc., en el que se indica que la 
nacionalidad española puede consolidarse si se posee y utiliza durante 
diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el Registro 
Civil que después es anulado. 

VIII.- Por lo que se refiere a la concesión a su hermana, según su 
declaración, de la nacionalidad española, a la vista de los autos aportados 
al expediente en prueba del presunto derecho del ahora interesado, se 
observa que la documentación que sirvió de base en su momento para la 
declaración con valor de simple presunción de la nacionalidad española 
de aquélla era similar a la contenida en el presente expediente, por lo que, 
si el Ministerio Fiscal considerara que le ha sido otorgada dicha 
nacionalidad de modo improcedente, cabría, a instancia de dicho órgano, 
incoar nuevo expediente solicitando que se declare con valor de simple 
presunción que la interesada no es española. A este respecto conviene 
recordar que, en desarrollo del principio básico de la legislación registral 
de concordancia del Registro Civil con la realidad, es doctrina reiterada de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de 
concordancia, no opera en el ámbito del Registro Civil el principio de 
autoridad de cosa juzgada. Aparte de ello, la documentación que aporta 
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expedida por autoridades de la denominada República Árabe Saharaui 
Democrática no ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción 
por la ley española. Al respecto ha de tenerse en cuenta que las 
competencias de calificación del encargado respecto de la certificación 
extranjera se extienden al examen de la competencia y autoridad que la 
expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal 
expedición con base legal suficiente para ello, base que en este caso no 
existe al no estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de 
disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Amurrio (Álava).

Resolución de 31 de Julio de 2014 (137ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el promotor hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del 
Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera poseído y utilizado 
la nacionalidad durante diez años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el promotor, contra auto dictado por el 
Encargado del Registro Civil de Huelva.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Huelva el 18 de 
marzo de 2011, T. nacido en V-C. (Sahara) en el año 1974 solicitaba la 
consolidación de la nacionalidad española por haber nacido y vivido en el 
Sahara cuando éste era territorio sometido a administración española. 

http://


M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

1716Boletín del Ministerio de Justicia

Nacionalidad

Adjuntaba, entre otros, los siguientes documentos: certificado de 
residencia en G. DNI expedido por las autoridades de la República Árabe 
Saharaui Democrática, pasaporte argelino, certificados de nacimiento, 
antecedentes penales, residencia en T. concordancia de nombres y 
nacionalidad expedidos por la Delegación Saharaui para Andalucía, 
certificado negativo de inscripción en los Libros Cheránicos y certificado 
de procedencia expedido por la Misión de la República Árabe Saharaui 
Democrática en Argelia.

2.- Ratificado el interesado, previo informe desfavorable del ministerio 
fiscal, el Encargado del Registro Civil de Huelva dictó auto el 29 de junio 
de 2011 denegando la nacionalidad española con valor de simple 
presunción por considerar que los documentos aportados no acreditan los 
extremos previstos en el artículo 18 del Código Civil.

3.- Notificada la resolución, el solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado solicitando la concesión de la 
nacionalidad española de conformidad con el artículo 18 del Cc, aportando 
nueva documentación, entre otros: certificados de buena conducta, 
nacionalidad y nacimiento expedidos por la Misión de la República Árabe 
Saharaui Democrática en Argelia, recibo de la MINURSO y declaración de 
dependencia económica respecto de sus primos, de los que aporta diversa 
documentación acreditativa de su situación laboral en España.

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal interesa la desestimación del 
mismo, tras lo cual el Encargado remitió el expediente a la Dirección 
General de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.
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II.- El promotor, mediante escrito presentado en el Registro Civil de Huelva 
solicitó la nacionalidad española con valor de simple presunción por haber 
nacido en 1974 en el territorio del Sahara. El Encargado del Registro Civil 
Central dictó auto denegando la inscripción de nacimiento del interesado, 
siendo dicho auto el que constituye el objeto del presente recurso.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
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su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles.

 En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 abril 1961 
que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el ordenamiento 
jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes municipal y 
provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la equiparación 
de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles nativos». Es 
importante destacar que como manifestación de esta posición España 
negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información sobre 
«los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el acatamiento 
de las exigencias que imponía el orden jurídico público internacional y, 
especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la ONU 
(incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las Naciones 
Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como Carta Magna 
de descolonización), condujeron al reconocimiento por el Gobierno 
español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
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autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente, no se considera acreditado que los 
representantes legales del interesado, dada la minoría edad de éste, 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976 estuviesen imposibilitados de 
facto para optar a la nacionalidad española, por haber permanecido en los 
territorios ocupados, lo que requiere pruebas fehacientes. De otro lado, no 
está probada a través de la documentación la posesión de la nacionalidad 
española en los términos y duración que establece el artículo 18 CC., en 
el que se indica que la nacionalidad española puede consolidarse si se 
posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título 
inscrito en el Registro Civil que después es anulado. Aparte de ello, la 
documentación que aporta expedida por autoridades de la denominada 
República Árabe Saharaui Democrática no ofrece garantías análogas a 
las exigidas para la inscripción por la ley española. Al respecto ha de 
tenerse en cuenta que las competencias de calificación del encargado 
respecto de la certificación extranjera se extienden al examen de la 
competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio 
de cargo que le habilite para tal expedición con base legal suficiente para 
ello, base que en este caso no existe al no estar establecidos los órganos 
del Registro Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un 
ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Huelva.
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (140ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el promotor hubiera cumplido los requisitos establecidos, residencia en el 
Sahara durante el plazo de vigencia del Real Decreto 2258/1976, de 10 
de agosto, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el interesado contra auto dictado por la Juez 
Encargada del Registro Civil de Vitoria (Álava).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Vitoria, Don S-M. 
nacido según declara en el territorio del Sahara Occidental, solicitaba la 
nacionalidad española por tener origen saharaui. Adjuntaba diversa 
documentación en apoyo de su solicitud, entre otros; pasaporte mauritano, 
permiso de residencia, autorización de residencia permanente, volante de 
empadronamiento, certificado de beneficiario de subsidio de desempleo, 
informe de vida laboral, certificado de antecedentes penales expedido por 
la Embajada de la República Islámica de Mauritania, certificado de 
residencia expedido por las autoridades de la República Árabe Saharaui 
Democrática, certificado negativo de inscripción en los Libros Cheránicos, 
libro de familia, certificación de familia, recibo de la MINURSO, documento 
de identificación personal de la pagaduría de pensionistas y certificado de 
ciudadanía expedido por la Asociación de Inmigrantes Saharauis.

2.- La Encargada del Registro Civil dictó auto el 12 de agosto de 2011, 
inadmitiendo la solicitud del interesado de ser declarado español, habida 
cuenta que no cabe aplicar el artículo 18 del Código Civil que permite la 
consolidación de la nacionalidad española por su posesión y utilización y 
que parte de la documentación aportada no reúne garantías análogas a 
las exigidas por la ley española, por todo ello entiende que lo procedente 
es que el promotor solicite la nacionalidad española por residencia con 
base en el artículo 21 y 22 del Código Civil.
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3.- Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y al interesado, éste 
presentó recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado 
reiterando su derecho a la nacionalidad española que entiende acreditado 
en base a la documentación que ya constaba en el expediente.

4.- El Ministerio Fiscal, informa que considera ajustada a derecho la 
resolución recurrida y seguidamente la Encargada, ratificándose en su 
resolución, remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado para la resolución del recurso. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.

II.- El promotor, mediante escrito dirigido al Registro Civil de Vitoria, solicitó 
la nacionalidad española por haber nacido en 1971 en el territorio del 
Sahara. La Encargada del Registro Civil dictó auto inadmitiendo la 
solicitud, por no cumplir los requisitos establecidos por el artículo 18 de 
Código Civil, por no reunir garantías la documentación aportada y por 
entender que lo procedente es solicitar la nacionalidad española por 
residencia, siendo dicho auto recurrido por el promotor que considera que 
sí se acreditaba la concurrencia de los requisitos exigidos. Dicho auto 
constituye el objeto del presente recurso. 

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).
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IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.
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Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

En cualquier caso, por lo que se refiere a la “nacionalidad” de los saharauis, 
durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio del 
Sahara Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y 
formal entre los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, 
como ha puesto de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 
de octubre de 1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas 
en los Estados colonizadores, se han impuesto restricciones al status 
civitatis de la población colonizada “lo que ha permitido la diferencia 
doctrinal, basada en datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y 
nacionales-súbditos” (ejemplos del Derecho comparado son Holanda, 
Italia, Bélgica y Francia). En España, pese a la ambigüedad normativa 
sobre la calificación de los territorios pertenecientes a colonias y su 
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identificación con el territorio nacional, las realidades de la heterogeneidad 
territorial y de los estatutos personales ha sido sostenida por el Tribunal 
Supremo en su citada sentencia y en la posterior de 7 de noviembre de 
1999 y anteriormente por el Consejo de Estado en diversos dictámenes 
(Dictamen núm. 36017/1968 para el caso de Guinea y Dictamen 
36227/1968 para el caso de Ifni), y a partir del examen pormenorizado de 
las disposiciones dictadas en relación con aquellos territorios, llegando a 
la conclusión fundada de la distinción entre territorio nacional y territorios 
coloniales (entre éstos, por consecuencia, el Sahara Occidental), así 
como sobre la diferente condición jurídica de nacionales y naturales de las 
colonias.

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. 

En efecto, de la documentación aportada no se desprende la posesión de 
la nacionalidad española en los términos y duración que establece el 
artículo 18 CC., el promotor no fue titular de documento de identidad 
español, por lo que no queda acreditada la utilización y posesión de la 
nacionalidad durante 10 años, y tampoco se ha acreditado que cuando 
estuvo en vigor el Decreto de 1976, el promotor, o en este caso sus 
representantes legales, estuviesen imposibilitados de facto para optar a la 
nacionalidad española por haber permanecido en los territorios ocupados. 
Además parte de la documentación está emitida por la República Árabe 
Saharaui Democrática, y esta no pueda ser tenida en cuenta ya que no 
ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley 
española. Al respecto ha de tenerse en cuenta que las competencias de 
calificación del Encargado respecto de la certificación extranjera se 
extienden al examen de la competencia y autoridad que la expide, la cual 
ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con 
base legal suficiente para ello, base, que en este caso no existe al no 
estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones 
normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.
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Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Vitoria (Álava).

Resolución de 31 de Julio de 2014 (141ª)
III.2.1  Declaración de la nacionalidad española

1.- No es posible declarar la nacionalidad española de origen del promotor 
porque no se ha acreditado que el padre ostentase la nacionalidad 
española al tiempo de su nacimiento.

2.- Tampoco es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se 
acredita que el promotor o sus representantes legales, dada su minoría de 
edad, hubieran residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del Real 
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera título inscrito en el 
Registro Civil, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por la promotora, contra auto dictado por la 
Encargada del Registro Civil de Las Palmas de Gran Canaria.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Las Palmas de 
Gran Canaria el 30 de noviembre de 2010, F. nacida en el año 1958 
solicitaba el reconocimiento de la nacionalidad española por haber nacido 
y vivido en el Sahara cuando éste era territorio sometido a administración 
española, hija de padres saharauis. Adjuntaba, entre otros, los siguientes 
documentos: permiso de residencia, inscripción de matrimonio en el 
Juzgado Cheránico de Aaiún, certificados de residencia y concordancia 
de nombres expedidos por las autoridades del Reino de Marruecos, 
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solicitud para la expedición de DNI bilingüe del padre, libro de familia y 
certificado de empadronamiento.

2.- Ratificada la interesada, previo informe favorable del ministerio fiscal, 
la Encargada dictó auto el 23 de mayo de 2011 denegando la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por considerar que los 
documentos aportados no acreditan los extremos previstos en los artículos 
17 y 18 del Código Civil.

3.- Notificada la resolución, la solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado solicitando la concesión de la 
nacionalidad española aportando, además de documentación ya obrante 
en el expediente, nueva documentación, entre otros: tarjeta de afiliación a 
la Seguridad Social y recibos de la MINURSO.

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal interesa la desestimación del 
recurso, tras lo cual La Encargada remitió el expediente a la Dirección 
General de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 y 18 del Código Civil (CC.); 96 de la Ley del 
Registro Civil (LRC); 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); 
la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de 
agosto; la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las 
Resoluciones, entre otras, de 21-1ª de enero, 3-1ª; 4-4ª de febrero, 2-4ª, 
4-3ª, 5 y 14-3ª de marzo, 15-3-º de abril, 28 de mayo, 1-4ª y 27-3ª de 
septiembre, 3-1ª de octubre de 2005; 28-4ª de febrero, 18 y 21-4ª de 
marzo, 14-5ª y 17-1ª de julio, 1-1ª, 6-3ª, 7-2ª y 9-1ª de septiembre de 
2006.

II.- La promotora, mediante escrito presentado en el Registro Civil de Las 
Palmas de Gran Canaria solicitó la declaración de su nacionalidad 
española con valor de simple presunción por haber nacido en 1958 en el 
territorio del Sahara y ser hija de españoles. La Encargada del registro 
dictó auto denegando la petición de la interesada, siendo dicho auto el 
que constituye el objeto del presente recurso.

III.- La interesada solicita la declaración de la nacionalidad española 
basada en que sus padres ostentaban esta nacionalidad por ser naturales 
del Sahara. A la vista del expediente esta petición no puede estimarse ya 
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que en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Real Decreto 2258/76.

IV.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.
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Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos».

 Es importante destacar que como manifestación de esta posición España 
negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información sobre 
«los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el acatamiento 
de las exigencias que imponía el orden jurídico público internacional y, 
especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la ONU 
(incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las Naciones 
Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como Carta Magna 
de descolonización), condujeron al reconocimiento por el Gobierno 
español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

V.- En cualquier caso, por lo que se refiere a la «nacionalidad» de los 
saharauis, durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio 
del Sahara Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y 
formal entre los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, 
como ha puesto de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 
de octubre de 1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas 
en los Estados colonizadores, se han impuesto restricciones al status 
civitatis de la población colonizada “lo que ha permitido la diferencia 
doctrinal, basada en datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y 
nacionales-súbditos” (ejemplos del Derecho comparado son Holanda, 
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Italia, Bélgica y Francia). En España, pese a la ambigüedad normativa 
sobre la calificación de los territorios pertenecientes a colonias y su 
identificación con el territorio nacional, las realidades de la heterogeneidad 
territorial y de los estatutos personales ha sido sostenida por el Tribunal 
Supremo en su citada sentencia y en la posterior de 7 de noviembre de 
1999 y anteriormente por el Consejo de Estado en diversos dictámenes 
(Dictamen núm. 36017/1968 para el caso de Guinea y Dictamen 
36227/1968 para el caso de Ifni), y a partir del examen pormenorizado de 
las disposiciones dictadas en relación con aquellos territorios, llegaron a 
conclusiones fundadas acerca de las diferencias entre territorio nacional y 
territorios coloniales, así como sobre la diferente condición jurídica de 
nacionales y naturales de las colonias. 

VI.- No obstante, el Real Decreto 2258/76 permitió a los naturales del 
Sahara optar a la nacionalidad española dentro de un plazo de un año y 
cumpliendo una serie de condiciones. Sin embargo, en el presente caso, 
no ha quedado acreditado que los padres de la promotora hicieran uso de 
dicha opción, por lo que debe concluirse razonablemente que aquellos 
nunca tuvieron la nacionalidad española, ni en el momento del nacimiento 
del interesado, ni en ningún otro momento, no siendo por tanto posible la 
aplicación del artículo 17 del Código Civil, según redacción dada por la 
Ley de 15 de julio de 1954, aplicable al caso examinado. Tampoco sería 
posible la aplicación retroactiva del artículo 17.1 c), según la redacción de 
1990, ya que el promotor no habría nacido en España sino que sería 
natural de territorio español.

VII.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural 
del Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado.

En el caso presente, no se considera acreditado que los representantes 
legales de la interesada, dada la minoría edad de ésta, cuando estuvo en 
vigor el Decreto de 1976 estuviesen imposibilitados de facto para optar a 
la nacionalidad española, por haber permanecido en los territorios 
ocupados, lo que requiere pruebas fehacientes. Aparte de ello concurren 
otras circunstancias que impiden por la vía del artículo 18 del Código Civil 
también invocado una posible consolidación de la nacionalidad española, 
pues no consta el título inscrito en el Registro Civil, ni está probada la 
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posesión de la nacionalidad española en los términos y duración que 
establece el artículo 18 CC., en el que se indica que la nacionalidad 
española puede consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con 
buena fe y sobre la base de un título inscrito en el Registro Civil que 
después es anulado. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Las Palmas de Gran Canaria.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (143ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
la promotora hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia 
del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera poseído y 
utilizado la nacionalidad durante diez años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por la promotora, contra auto dictado por la 
Encargada del Registro Civil de Estepona (Málaga).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Estepona el 27 de 
enero de 2011, M. nacida en A. (Sahara) en el año 1973 solicitaba la 
consolidación de la nacionalidad española por haber nacido y vivido en el 
Sahara cuando éste era territorio sometido a administración española. 
Adjuntaba, entre otros, los siguientes documentos: volante de 
empadronamiento, certificados de residencia, declaración de pérdida de 
documentación, subsanación, nacionalidad, nacimiento y paternidad 
expedidos por la Delegación Saharaui para Andalucía, recibo de la 
MINURSO, cédula de inscripción de extranjeros, pasaporte y DNI del 
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padre, certificación de familia, certificado del Ministerio del Interior de 
concordancia de nombres del padre, certificado del Ministerio del Interior 
declarando la existencia de DNI bilingüe de la madre, acta de 
manifestaciones ante notario.

2.- Ratificada la interesada, previo informe desfavorable del ministerio 
fiscal, la Encargada del Registro Civil de Estepona dictó auto el 21 de 
marzo de 2011 denegando la nacionalidad española con valor de simple 
presunción por considerar que los documentos aportados no acreditan los 
extremos previstos en el artículo 18 del Código Civil.

3.- Notificada la resolución, la solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado solicitando la concesión de la 
nacionalidad española de conformidad con el artículo 18 del CC.

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal interesa la desestimación del 
recurso, tras lo cual el Encargado remitió el expediente a la Dirección 
General de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.

II.- La promotora, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Estepona solicitó la nacionalidad española con valor de simple presunción 
por haber nacido en 1973 en el territorio del Sahara. La Encargada del 
Registro Civil Central dictó auto denegando la inscripción de nacimiento 
del interesado, siendo dicho auto el que constituye el objeto del presente 
recurso.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
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la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
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fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles.

 En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 abril 1961 
que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el ordenamiento 
jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes municipal y 
provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la equiparación 
de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles nativos». Es 
importante destacar que como manifestación de esta posición España 
negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información sobre 
«los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el acatamiento 
de las exigencias que imponía el orden jurídico público internacional y, 
especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la ONU 
(incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las Naciones 
Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como Carta Magna 
de descolonización), condujeron al reconocimiento por el Gobierno 
español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
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no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente, no se considera acreditado que los 
representantes legales de la interesada, dada la minoría edad de ésta, 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976 estuviesen imposibilitados de 
facto para optar a la nacionalidad española, por haber permanecido en los 
territorios ocupados, lo que requiere pruebas fehacientes. De otro lado, no 
está probada a través de la documentación la posesión de la nacionalidad 
española en los términos y duración que establece el artículo 18 CC., en 
el que se indica que la nacionalidad española puede consolidarse si se 
posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título 
inscrito en el Registro Civil que después es anulado. Aparte de ello, la 
documentación que aporta expedida por autoridades de la denominada 
República Árabe Saharaui Democrática no ofrece garantías análogas a 
las exigidas para la inscripción por la ley española. Al respecto ha de 
tenerse en cuenta que las competencias de calificación del encargado 
respecto de la certificación extranjera se extienden al examen de la 
competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio 
de cargo que le habilite para tal expedición con base legal suficiente para 
ello, base que en este caso no existe al no estar establecidos los órganos 
del Registro Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un 
ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Estepona (Málaga)
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (144ª)
III.2.1  Declaración de la nacionalidad española

1.- No es posible declarar la nacionalidad española de origen del promotor 
porque no se ha acreditado que los padres ostentasen la nacionalidad 
española al tiempo de su nacimiento.

2.- Tampoco es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se 
acredita que el promotor o sus representantes legales, dada su minoría de 
edad, hubieran residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del Real 
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera título inscrito en el 
Registro Civil, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el promotor, contra auto dictado por la 
Encargada del Registro Civil de Durango (Bizkaia).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Durango el 17 de 
octubre de 2008, H. nacido en el año 1974 en A. (Sahara) solicitaba el 
reconocimiento de la nacionalidad española por residencia de acuerdo 
con el artículo 22 del Código Civil. En la misma solicitud declara haber 
nacido y vivido en el Sahara cuando éste era territorio sometido a 
administración española, siendo hijo de padres españoles. Adjuntaba, 
entre otros, los siguientes documentos: Permiso de residencia, pasaporte 
marroquí, certificado de empadronamiento, acta de nacimiento y 
certificados de antecedentes penales y de parentesco expedidos por las 
autoridades del Reino de Marruecos, nóminas, libreta bancaria, contrato 
de trabajo, título de caballero mutilado del padre, tarjeta de asistencia 
sanitaria, certificado de concesión de pensión de orfandad, hoja de 
servicios del padre y DNI bilingües de los padres.

2.- Ratificado el interesado, previo informe desfavorable del ministerio 
fiscal, la Encargada dictó auto el 29 de abril de 2009 denegando la 
nacionalidad española con valor de simple presunción por considerar que 
los documentos aportados no acreditan los extremos previstos en el 
artículo 18 del Código Civil.
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3.- Notificada la resolución, el solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado solicitando la concesión de la 
nacionalidad española de acuerdo con los artículos 17 y 18 del Código 
Civil, aportando, además de documentación ya aportada anteriormente 
más documentos, entre otros: certificación de familia, DNI bilingüe del 
abuelo y certificados de residencia, ciudadanía y parentesco expedidos 
por la Delegación del Frente Polisario en Euskadi.

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal interesa la desestimación del 
recurso, tras lo cual La Encargada remitió el expediente a la Dirección 
General de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 y 18 del Código Civil (CC.); 96 de la Ley del 
Registro Civil (LRC); 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); 
la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de 
agosto; la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las 
Resoluciones, entre otras, de 21-1ª de enero, 

3-1ª; 4-4ª de febrero, 2-4ª, 4-3ª, 5 y 14-3ª de marzo, 15-3-º de abril, 28 de 
mayo, 1-4ª y 27-3ª de septiembre, 3-1ª de octubre de 2005; 28-4ª de 
febrero, 18 y 21-4ª de marzo, 14-5ª y 17-1ª de julio, 1-1ª, 6-3ª, 7-2ª y 9-1ª 
de septiembre de 2006.

II.- El promotor, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Durango solicitó la declaración de su nacionalidad española por residencia 
y, según se deduce de la documentación obrante en el expediente, con 
valor de simple presunción por haber nacido en 1974 en el territorio del 
Sahara y ser hijo de españoles. La Encargada del registro dictó auto 
denegando la petición del interesado, siendo dicho auto el que constituye 
el objeto del presente recurso.

III.- El interesado solicita la declaración de la nacionalidad española 
basada en que sus padres ostentaban esta nacionalidad por ser naturales 
del Sahara. A la vista del expediente esta petición no puede estimarse ya 
que en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 

http://www.mjusticia.gob.es/cs/Satellite/Portal/es/servicios-ciudadano/documentacion-publicaciones


M
inisterio de Justicia

1737 Catálogo de Publicaciones

Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado (Registro Civil)

se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre- de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Real Decreto 2258/76.

IV.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el nacimiento 
en España a los efectos de atribuir en concurrencia con determinados 
requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la cuestión primordial 
de decidir si aquella antigua posesión española entra o no en el concepto 
de “territorio nacional” o “territorio español”. Para situar en perspectiva el 
tema hay que recordar algunos antecedentes. La cuestión es compleja, ya 
que una de las cuestiones más debatidas y oscuras de la teoría general del 
Estado es precisamente la naturaleza de su territorio, hasta el punto de que 
no es frecuente hallar en la doctrina científica una explicación sobre la 
distinción entre territorio metropolitano y territorio colonial. Sobre tal 
dificultad se añade la actitud cambiante de la política colonial como 
consecuencia de lo mutable también de las relaciones internacionales, 
caracterización a la que no ha podido sustraerse la posición española en 
África ecuatorial y occidental, y que se hace patente a través de una 
legislación que sigue, como ha señalado el Tribunal Supremo, un itinerario 
zigzagueante integrado por tres etapas fundamentales: a) en un primer 
momento dichos territorios se consideraron simplemente colonias; b) vino 
luego la fase de provincialización durante la que se intenta su asimilación a 
la metrópoli; c) por último, se entra en la fase de descolonización, que 
reviste la forma de independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o 
retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a dudas 
sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
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reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. 

En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 abril 1961 
que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el ordenamiento 
jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes municipal y provincial». 
Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la equiparación de los «stati» 
entre «españoles peninsulares» y «españoles nativos». Es importante 
destacar que como manifestación de esta posición España negó inicialmente 
al Secretariado General de la ONU información sobre «los territorios no 
autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el acatamiento de las exigencias 
que imponía el orden jurídico público internacional y, especialmente, la 
doctrina sobre «descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 
1514 XV, Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de 
diciembre de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), 
condujeron al reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» 
y, por tanto, a la diferenciación de «territorios», puesto, finalmente, de 
relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado 
Español ha venido ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de 
competencias sobre el territorio no autónomo del Sahara, que durante 
algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su administración 
a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- 
ha formado parte del territorio nacional».

V.- En cualquier caso, por lo que se refiere a la «nacionalidad» de los 
saharauis, durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio 
del Sahara Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y 
formal entre los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, 
como ha puesto de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 
de octubre de 1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas 
en los Estados colonizadores, se han impuesto restricciones al status 
civitatis de la población colonizada “lo que ha permitido la diferencia 
doctrinal, basada en datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y 
nacionales-súbditos” (ejemplos del Derecho comparado son Holanda, 
Italia, Bélgica y Francia). En España, pese a la ambigüedad normativa 
sobre la calificación de los territorios pertenecientes a colonias y su 
identificación con el territorio nacional, las realidades de la heterogeneidad 
territorial y de los estatutos personales ha sido sostenida por el Tribunal 
Supremo en su citada sentencia y en la posterior de 7 de noviembre de 
1999 y anteriormente por el Consejo de Estado en diversos dictámenes 
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(Dictamen núm. 36017/1968 para el caso de Guinea y Dictamen 
36227/1968 para el caso de Ifni), y a partir del examen pormenorizado de 
las disposiciones dictadas en relación con aquellos territorios, llegaron a 
conclusiones fundadas acerca de las diferencias entre territorio nacional y 
territorios coloniales, así como sobre la diferente condición jurídica de 
nacionales y naturales de las colonias. 

VI.- No obstante, el Real Decreto 2258/76 permitió a los naturales del 
Sahara optar a la nacionalidad española dentro de un plazo de un año y 
cumpliendo una serie de condiciones. Sin embargo, en el presente caso, 
no ha quedado acreditado que los padres del promotor hicieran uso de 
dicha opción, por lo que debe concluirse razonablemente que aquellos 
nunca tuvieron la nacionalidad española, ni en el momento del nacimiento 
del interesado, ni en ningún otro momento, no siendo por tanto posible la 
aplicación del artículo 17 del Código Civil, según redacción dada por la 
Ley de 15 de julio de 1954, aplicable al caso examinado. Tampoco sería 
posible la aplicación retroactiva del artículo 17.1 c), según la redacción de 
1990, ya que el promotor no habría nacido en España sino que sería 
natural de territorio español.

VII.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural 
del Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado.

En el caso presente, no se considera acreditado que los representantes 
legales del interesado, dada la minoría edad de éste, cuando estuvo en 
vigor el Decreto de 1976 estuviesen imposibilitados de facto para optar a 
la nacionalidad española, por haber permanecido en los territorios 
ocupados, lo que requiere pruebas fehacientes. Aparte de ello concurren 
otras circunstancias que impiden por la vía del artículo 18 del Código Civil 
también invocado una posible consolidación de la nacionalidad española, 
pues no consta el título inscrito en el Registro Civil, ni está probada la 
posesión de la nacionalidad española en los términos y duración que 
establece el artículo 18 CC., en el que se indica que la nacionalidad 
española puede consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con 
buena fe y sobre la base de un título inscrito en el Registro Civil que 
después es anulado. Aparte de ello, la documentación que aporta expedida 
por autoridades de la denominada República Árabe Saharaui Democrática 
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no ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley 
española. Al respecto ha de tenerse en cuenta que las competencias de 
calificación del encargado respecto de la certificación extranjera se 
extienden al examen de la competencia y autoridad que la expide, la cual 
ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con 
base legal suficiente para ello, base que en este caso no existe al no estar 
establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones 
normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. Juez Encargado de Registro Civil de Durango (Bizkaia).

Resolución de 31 de Julio de 2014 (146ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el promotor hubiera cumplido los requisitos establecidos, residencia en el 
Sahara durante el plazo de vigencia del Real Decreto 2258/1976, de 10 
de agosto, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el interesado contra auto dictado por la Jueza 
Encargada del Registro Civil de Durango (Vizcaya).

HECHOS

1.- Mediante comparecencia en el Registro Civil de Durango, con fecha 1 
de marzo de 2011, Don B. nacido en S. (Sahara Occidental) el 10 de abril 
de 1952, según manifiesta, solicitaba la declaración con valor de simple 
presunción de su nacionalidad española por haber nacido y vivido en el 
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Sahara cuando éste era territorio sometido a administración española. 
Adjuntaba diversa documentación en apoyo de su solicitud; certificado de 
empadronamiento en I. (V.) desde el 19 de julio de 2010, pasaporte 
argelino en el que consta como lugar de nacimiento B. libro de familia de 
los padres del promotor ilegible en algunas páginas y en el que el promotor 
es el primero de los hijos aunque aparece nacido el 13 de mayo de 1949, 
informe negativo respecto a su inclusión en los libros Cheránicos 
custodiados por la administración española, certificado de las autoridades 
policiales españolas de que el promotor fue titular de documento de 
identidad del Sahara expedido en 1971 con otra filiación y nacido en U-T. 
en 1952 y, expedidos por los representantes de la denominada República 
Árabe Saharaui Democrática (RASD), documento de identidad, certificado 
de nacimiento, certificado de que ha residido en los campamentos de 
refugiados saharauis desde 1975, certificado de nacionalidad y certificado 
de subsanación (concordancia de nombre).

2.- Ratificado el promotor, el Ministerio Fiscal emitió informe desfavorable 
respecto a conceder lo solicitado por no resultar acreditado el cumplimiento 
de los requisitos previstos en el artículo 18 del Cc. La Encargada del 
Registro Civil dictó auto el 13 de diciembre de 2011, denegando la 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción al 
considerar que el promotor no había acreditado un título inscrito ni la 
posesión y utilización de la nacionalidad española durante 10 años ni la 
imposibilidad de optar en el plazo otorgado. 

3.- Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y al interesado, este 
presentó recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado 
reiterando su nacimiento como español y que ha estado en posesión 
continuada de esa nacionalidad y que no pudo optar en el plazo establecido 
por encontrarse en los campamentos de refugiados de T. (Argelia).

4.- El Ministerio Fiscal, solicita la confirmación del auto recurrido y 
seguidamente la Encargada informa en el sentido de que no se han 
desvirtuado los argumentos de la resolución y remitió el expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución del 
recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
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noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.

II.- El promotor, mediante comparecencia en el Registro Civil de Durango, 
solicitó la declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción por haber nacido en 1952 en el territorio del Sahara. La 
Encargada del Registro Civil dictó auto denegando la declaración 
solicitada, por no cumplir los requisitos establecidos por el artículo 18 de 
Código Civil, siendo dicho auto recurrido por el promotor que considera 
que si se acreditaba la concurrencia de los requisitos exigidos. Dicho auto 
constituye el objeto del presente recurso. 

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
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antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
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acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

En cualquier caso, por lo que se refiere a la “nacionalidad” de los saharauis, 
durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio del 
Sahara Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y 
formal entre los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, 
como ha puesto de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 
de octubre de 1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas 
en los Estados colonizadores, se han impuesto restricciones al status 
civitatis de la población colonizada “lo que ha permitido la diferencia 
doctrinal, basada en datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y 
nacionales-súbditos” (ejemplos del Derecho comparado son Holanda, 
Italia, Bélgica y Francia). En España, pese a la ambigüedad normativa 
sobre la calificación de los territorios pertenecientes a colonias y su 
identificación con el territorio nacional, las realidades de la heterogeneidad 
territorial y de los estatutos personales ha sido sostenida por el Tribunal 
Supremo en su citada sentencia y en la posterior de 7 de noviembre de 
1999 y anteriormente por el Consejo de Estado en diversos dictámenes 
(Dictamen núm. 36017/1968 para el caso de Guinea y Dictamen 
36227/1968 para el caso de Ifni), y a partir del examen pormenorizado de 
las disposiciones dictadas en relación con aquellos territorios, llegando a 
la conclusión fundada de la distinción entre territorio nacional y territorios 
coloniales (entre éstos, por consecuencia, el Sahara Occidental), así 
como sobre la diferente condición jurídica de nacionales y naturales de las 
colonias.

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
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consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En efecto, de la documentación aportada no se desprende la 
posesión de la nacionalidad española en los términos y duración que 
establece el artículo 18 CC., el promotor no fue titular de documento de 
identidad español hasta 1971 por lo que no queda acreditada la utilización 
y posesión de la nacionalidad durante 10 años, y tampoco se ha acreditado 
que cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, el promotor estuviese 
imposibilitado de facto para optar a la nacionalidad española por haber 
permanecido en los territorios ocupados ya que el mismo declara en su 
recurso que se trasladó a los campamentos en territorio de Argelia. 
Además gran parte de la documentación está emitida por la República 
Árabe Saharaui Democrática, y esta no pueda ser tenida en cuenta ya 
que no ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la 
ley española. Al respecto ha de tenerse en cuenta que las competencias 
de calificación del Encargado respecto de la certificación extranjera se 
extienden al examen de la competencia y autoridad que la expide, la cual 
ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con 
base legal suficiente para ello, base, que en este caso no existe al no 
estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones 
normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Durango (Vizcaya)
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (147ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
la promotora hubiera cumplido los requisitos establecidos, residencia en 
el Sahara durante el plazo de vigencia del Real Decreto 2258/1976, de 10 
de agosto, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción, remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el Ministerio Fiscal contra auto dictado por la 
Jueza Encargada del Registro Civil de Ronda ( Málaga).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Ronda, Doña S. 
nacida según declara en El A. (Sahara Occidental) el 7 de abril de 1961, 
solicitaba la declaración con valor de simple presunción de su nacionalidad 
española por haber nacido y vivido en el Sahara cuando éste era territorio 
sometido a administración española. Adjuntaba diversa documentación 
en apoyo de su solicitud; permiso de residencia permanente en España 
como ciudadana mauritana, nacida el 31 de diciembre de 1960, pasaporte 
mauritano expedido el 26 de septiembre de 2011, inmediatamente antes 
de la solicitud, certificado de empadronamiento en R. desde el 21 de 
septiembre de 2011, MINURSO expedido en 1995 en el que se hacía 
constar como lugar de nacimiento Tires (Sahara Occidental) y fecha 1961, 
ambos datos han sido tachados y sustituidos por otros, certificado de 
familia expedido por el registro civil del gobierno del Sahara, inscripción 
de nacimiento de sus padres en el Juzgado Cheránico en 1970, aunque 
sin firma de autoridad alguna, documento de identidad del Sahara de la 
promotora expedido en 1974, y, expedido por representantes de la 
denominada República Árabe Saharaui Democrática (RASD), certificado 
de nacionalidad.

2.- Ratificada la promotora, el Ministerio Fiscal emitió informe desfavorable 
respecto a conceder lo solicitado por entender que no se cumplían los 
requisitos exigidos para consolidar la nacionalidad española. La 
Encargada del Registro Civil dictó auto el 24 de noviembre de 2011, 
declarando la nacionalidad española con valor de simple presunción al 
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considerar que a la promotora le era de aplicación lo establecido en el 
artículo 18 precitado, por haber acreditado la posesión y utilización de la 
nacionalidad española durante 10 años.

3.- Notificada la resolución a la interesada y al Ministerio Fiscal, éste 
presentó recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado 
reiterando la argumentación que ya había expuesto en su informe previo. 
Del recurso se dio traslado a la promotora a fin de que formulara las 
alegaciones que estimara pertinentes, lo que hizo en el sentido de que no 
pudo optar en el plazo concedido por el Decreto de 1976 por encontrarse 
en los campos de refugiados de saharauis de T. adjuntando certificación 
al respecto emitida por la representación de la denominada República 
Árabe Saharaui Democrática. Seguidamente la Encargada remitió el 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para la 
resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21

6ª de mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 
29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª 
de noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.

II.- La promotora, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Ronda, solicitó la declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción por haber nacido en 1961 en el territorio del Sahara. La 
Encargada del Registro Civil dictó auto accediendo a lo solicitado, por 
entender cumplidos los requisitos establecidos por el artículo 18 de Código 
Civil, siendo dicho auto recurrido por el Ministerio Fiscal que considera 
que no se acreditaba la concurrencia de los requisitos exigidos. Dicho 
auto constituye el objeto del presente recurso. 

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
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la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. 

Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la política colonial 
como consecuencia de lo mutable también de las relaciones 
internacionales, caracterización a la que no ha podido sustraerse la 
posición española en África ecuatorial y occidental, y que se hace patente 
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a través de una legislación que sigue, como ha señalado el Tribunal 
Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara. Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la 
idea de equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus 
peculiaridades, con una «provincia» española, y, por ello, se llegó a 
considerarlo como una extensión del territorio metropolitano, equiparación 
que ha dado pie a dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, 
consistente en el reconocimiento a la población saharaui de su condición 
de nacionales españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras 
normas, la Ley de 19 abril 1961 que estableció «las bases sobre las que 
debe asentarse el ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus 
regímenes municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer 
manifiesta la equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» 
y «españoles nativos». Es importante destacar que como manifestación 
de esta posición España negó inicialmente al Secretariado General de la 
ONU información sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No 
obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico 
público internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» 
de la ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de 
las Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida 
como Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento 
por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación 
de «territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

En cualquier caso, por lo que se refiere a la “nacionalidad” de los saharauis, 
durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio del 
Sahara Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y 
formal entre los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, 
como ha puesto de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 
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de octubre de 1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas 
en los Estados colonizadores, se han impuesto restricciones al status 
civitatis de la población colonizada “lo que ha permitido la diferencia 
doctrinal, basada en datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y 
nacionales-súbditos” (ejemplos del Derecho comparado son Holanda, 
Italia, Bélgica y Francia). En España, pese a la ambigüedad normativa 
sobre la calificación de los territorios pertenecientes a colonias y su 
identificación con el territorio nacional, las realidades de la heterogeneidad 
territorial y de los estatutos personales ha sido sostenida por el Tribunal 
Supremo en su citada sentencia y en la posterior de 7 de noviembre de 
1999 y anteriormente por el Consejo de Estado en diversos dictámenes 
(Dictamen núm. 36017/1968 para el caso de Guinea y Dictamen 
36227/1968 para el caso de Ifni), y a partir del examen pormenorizado de 
las disposiciones dictadas en relación con aquellos territorios, llegando a 
la conclusión fundada de la distinción entre territorio nacional y territorios 
coloniales (entre éstos, por consecuencia, el Sahara Occidental), así 
como sobre la diferente condición jurídica de nacionales y naturales de las 
colonias.

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En efecto, de la documentación aportada no se desprende la 
posesión de la nacionalidad española en los términos y duración que 
establece el artículo 18 CC., la promotora no fue titular de documento de 
identidad español hasta 1974, por lo que no queda acreditada la utilización 
y posesión de la nacionalidad durante 10 años, y tampoco se ha acreditado 
que cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, la promotora, o sus 
representantes legales, dada su minoría de edad, estuviesen 
imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad española por haber 
permanecido en los territorios ocupados, ya que la propia interesada 
declara que residió en T. (Argelia). Además la documentación presentada 
para acreditar esta circunstancia está emitida por la República Árabe 
Saharaui Democrática, y esta no pueda ser tenida en cuenta ya que no 
ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley 
española. Al respecto ha de tenerse en cuenta que las competencias de 
calificación del Encargado respecto de la certificación extranjera se 
extienden al examen de la competencia y autoridad que la expide, la cual 
ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con 
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base legal suficiente para ello, base, que en este caso no existe al no 
estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones 
normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: estimar el recurso interpuesto 
por el Ministerio Fiscal y revocar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Ronda (Málaga).

Resolución de 31 de Julio de 2014 (151ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el promotor hubiera cumplido los requisitos establecidos, residencia en el 
Sahara durante el plazo de vigencia del Real Decreto 2258/1976, de 10 
de agosto, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el interesado contra auto dictado por la Juez 
Encargada del Registro Civil de Amurrio (Álava).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Amurrio, Don L. 
nacido según declara en el Sahara Occidental el 6 de julio de 1951, 
solicitaba la declaración con valor de simple presunción de su nacionalidad 
española por haber nacido y vivido en el Sahara cuando éste era territorio 
sometido a administración española. Adjuntaba diversa documentación 
en apoyo de su solicitud; permiso de residencia permanente en España 
como ciudadano argelino, nacido en O. (Argelia) el 6 de julio de 1951, 
pasaporte argelino expedido en el año 2008, libro de familia expedido en 
1974 en el que aparece como fecha de nacimiento el 6 de junio de 1951, 
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documentos nacional de identidad Sahara del promotor, expedido en 
1971, parte de un pasaporte español del que no consta su titular, 
MINURSO de 1998 en el que consta nacido en S. (Sahara Occidental) en 
1951, certificado de empadronamiento en A. (Á.) desde el 14 de septiembre 
de 2010, un mes antes de la solicitud, y, expedidos por los representantes 
de la denominada República Árabe Saharaui Democrática (RASD), 
certificado de nacimiento, en el que aparece como lugar de nacimiento O. 
y certificado de que ha residido en los campamentos de refugiados 
saharauis. 

2.- Ratificado el promotor, con fecha 27 de diciembre de 2010, mediante 
comparecencia en el Registro Civil manifestando que lleva 6 años en 
España. El Ministerio Fiscal emitió informe desfavorable respecto a 
conceder lo solicitado. La Encargada del Registro Civil dictó auto el 17 de 
marzo de 2011, denegando la declaración de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción al considerar que el promotor no había 
acreditado un título inscrito ni la posesión y utilización de la nacionalidad 
española durante 10 años ni la imposibilidad de optar en el plazo otorgado. 

3.- Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y al interesado, este 
presento recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado 
reiterando que los documentos aportados prueban la posesión de la 
nacionalidad española, aportando como nueva documentación, informe 
negativo respecto a la inclusión en los libros cheránicos custodiados por 
la administración española, aunque parece dirigido a otra persona, y 
certificado de la sección consular de la Embajada de Argelia en Madrid de 
que el recurrente no tiene la nacionalidad argelina.

4.- El Ministerio Fiscal, notificado del recurso interpuesto, pide la 
confirmación de la resolución impugnada y seguidamente la Encargada, 
ratificándose en su resolución, remitió el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
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mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.

II.- El promotor, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Amurrio, solicitó la declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción por haber nacido en 1951 en el territorio del Sahara. La 
Encargada del Registro Civil dictó auto denegando la declaración 
solicitada, por no cumplir los requisitos establecidos por el artículo 18 de 
Código Civil, siendo dicho auto recurrido por el promotor que considera 
que si se acreditaba la concurrencia de los requisitos exigidos. Dicho auto 
constituye el objeto del presente recurso. 

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
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concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. 

Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la política colonial 
como consecuencia de lo mutable también de las relaciones 
internacionales, caracterización a la que no ha podido sustraerse la 
posición española en África ecuatorial y occidental, y que se hace patente 
a través de una legislación que sigue, como ha señalado el Tribunal 
Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
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ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

En cualquier caso, por lo que se refiere a la “nacionalidad” de los saharauis, 
durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio del 
Sahara Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y 
formal entre los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, 
como ha puesto de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 
de octubre de 1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas 
en los Estados colonizadores, se han impuesto restricciones al status 
civitatis de la población colonizada “lo que ha permitido la diferencia 
doctrinal, basada en datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y 
nacionales-súbditos” (ejemplos del Derecho comparado son Holanda, 
Italia, Bélgica y Francia). En España, pese a la ambigüedad normativa 
sobre la calificación de los territorios pertenecientes a colonias y su 
identificación con el territorio nacional, las realidades de la heterogeneidad 
territorial y de los estatutos personales ha sido sostenida por el Tribunal 
Supremo en su citada sentencia y en la posterior de 7 de noviembre de 
1999 y anteriormente por el Consejo de Estado en diversos dictámenes 
(Dictamen núm. 36017/1968 para el caso de Guinea y Dictamen 
36227/1968 para el caso de Ifni), y a partir del examen pormenorizado de 
las disposiciones dictadas en relación con aquellos territorios, llegando a 
la conclusión fundada de la distinción entre territorio nacional y territorios 
coloniales (entre éstos, por consecuencia, el Sahara Occidental), así 
como sobre la diferente condición jurídica de nacionales y naturales de las 
colonias.

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
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entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En efecto, de la documentación aportada no se desprende la 
posesión de la nacionalidad española en los términos y duración que 
establece el artículo 18 CC., el promotor no fue titular de documento de 
identidad español hasta 1971, por lo que no queda acreditada la utilización 
y posesión de la nacionalidad durante 10 años, y tampoco se ha acreditado 
que cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, el promotor, estuviese 
imposibilitado de facto para optar a la nacionalidad española por haber 
permanecido en los territorios ocupados, puesto que declara que se 
encontraba en territorio argelino, país que le documentó con un pasaporte 
en el año 2008, 4 años después de su residencia en España, pese a 
informar de que no tiene dicha nacionalidad. Además gran parte de la 
documentación está emitida por la República Árabe Saharaui Democrática, 
y esta no pueda ser tenida en cuenta ya que no ofrece garantías análogas 
a las exigidas para la inscripción por la ley española. Al respecto ha de 
tenerse en cuenta que las competencias de calificación del Encargado 
respecto de la certificación extranjera se extienden al examen de la 
competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio 
de cargo que le habilite para tal expedición con base legal suficiente para 
ello, base, que en este caso no existe al no estar establecidos los órganos 
del Registro Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un 
ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Amurrio (Álava).

Resolución de 31 de Julio de 2014 (189ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
la promotora hubiera cumplido los requisitos establecidos, residencia en 
el Sahara durante el plazo de vigencia del Real Decreto 2258/1976, de 10 
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de agosto, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción, remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por la promotora, contra el Auto dictada por la 
Magistrada-Juez del Registro Civil de Vitoria-Gasteiz.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado el 21 de mayo de 2007 en el Registro Civil 
de Vitoria-Gasteiz, Doña L. nacida el 14 de agosto de 1960 en L. (Sahara 
Occidental), de acuerdo con la documentación integrante del expediente, 
solicitaba la declaración de la nacionalidad española por haber nacido y 
vivido en el Sahara cuando éste era territorio sometido a la administración 
española. Adjuntaba, entre otros, fotocopia de los siguientes documentos: 
DNI expedido por la República Árabe Saharaui Democrática; ficha familiar 
de sus padres, Don S. y Doña El H-z.. tarjeta de visado Estados Schengen; 
pasaporte argelino; contrato de arrendamiento urbano de vivienda situada 
en S. (Á) con fecha de iniciación 1 de mayo de 2007; certificados de 
empadronamiento expedidos por los Ayuntamientos de Llodio (Álava) y de 
Salvatierra (Álava) en fecha 15 de mayo de 2007; recibo MINURSO; 
certificados expedidos por la Unidad de Documentación de Españoles del 
Ministerio del Interior en fecha 18 de septiembre de 2006, relativos a los 
documentos saharauis de los padres de la interesada; certificados de 
concordancia de nombres y de residencia expedidos por la Delegación 
del Frente Polisario en Euskadi; contrato de arrendamiento de vivienda 
sita en V-G. de fecha 1 de mayo de 2009; volante de empadronamiento en 
el Ayuntamiento de Vitoria-Gasteiz expedido en fecha 30 de julio de 2009.

2.- Recibido el expediente en el Registro Civil de Vitoria-Gasteiz, la 
Magistrada-Juez encargada del Registro dictó Auto en fecha 23 de julio de 
2010 desestimando la solicitud de nacionalidad española con valor de 
simple presunción presentada por Doña F.

3.- Notificado el Auto, la solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, solicitando sea acuerde la 
nulidad de la resolución recurrida y se reconozca su derecho a la 
nacionalidad española, alegando que cumple los requisitos para que le 
sea reconocida su nacionalidad española de origen.
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4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste consideró conforme a 
derecho el Auto atacado, tras lo cual la Encargada remitió el expediente a 
la Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución 
del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.

II.- La promotora, mediante escrito dirigido al Registro Civil de Vitoria-
Gasteiz, solicitó la nacionalidad española por haber nacido en 1960 en el 
territorio del Sahara. La Encargada del Registro Civil dictó auto 
desestimando la solicitud, por no cumplir los requisitos establecidos por el 
artículo 18 de Código Civil, por no reunir garantías la documentación 
aportada y por entender que lo procedente es solicitar la nacionalidad 
española por residencia, siendo dicho auto recurrido por la promotora que 
considera que sí se acreditaba la concurrencia de los requisitos exigidos. 
Dicho auto constituye el objeto del presente recurso. 

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores pudiera deducirse otra cosa. 
El principio apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley 
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de 19 de noviembre de 1975, porque sólo así cobra sentido que a los 
naturales del Sahara se les concediera en ciertas condiciones la 
oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a 
contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
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reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

En cualquier caso, por lo que se refiere a la “nacionalidad” de los saharauis, 
durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio del 
Sahara Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y 
formal entre los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, 
como ha puesto de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 
de octubre de 1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas 
en los Estados colonizadores, se han impuesto restricciones al status 
civitatis de la población colonizada “lo que ha permitido la diferencia 
doctrinal, basada en datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y 
nacionales-súbditos” (ejemplos del Derecho comparado son Holanda, 
Italia, Bélgica y Francia). En España, pese a la ambigüedad normativa 
sobre la calificación de los territorios pertenecientes a colonias y su 
identificación con el territorio nacional, las realidades de la heterogeneidad 
territorial y de los estatutos personales ha sido sostenida por el Tribunal 
Supremo en su citada sentencia y en la posterior de 7 de noviembre de 
1999 y anteriormente por el Consejo de Estado en diversos dictámenes 
(Dictamen núm. 36017/1968 para el caso de Guinea y Dictamen 

http://www.mjusticia.gob.es/cs/Satellite/Portal/es/servicios-ciudadano/documentacion-publicaciones


M
inisterio de Justicia

1761 Catálogo de Publicaciones

Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado (Registro Civil)

36227/1968 para el caso de Ifni), y a partir del examen pormenorizado de 
las disposiciones dictadas en relación con aquellos territorios, llegando a 
la conclusión fundada de la distinción entre territorio nacional y territorios 
coloniales (entre éstos, por consecuencia, el Sahara Occidental), así 
como sobre la diferente condición jurídica de nacionales y naturales de las 
colonias.

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En efecto, de la documentación aportada no se desprende la 
posesión de la nacionalidad española en los términos y duración que 
establece el artículo 18 CC., la promotora no fue titular de documento de 
identidad español, por lo que no queda acreditada la utilización y posesión 
de la nacionalidad durante 10 años, y tampoco se ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, la promotora, o en este caso 
sus representantes legales, estuviesen imposibilitados de facto para optar 
a la nacionalidad española por haber permanecido en los territorios 
ocupados. Además parte de la documentación está emitida por la 
República Árabe Saharaui Democrática, y esta no pueda ser tenida en 
cuenta ya que no ofrece garantías análogas a las exigidas para la 
inscripción por la ley española. Al respecto ha de tenerse en cuenta que 
las competencias de calificación del Encargado respecto de la certificación 
extranjera se extienden al examen de la competencia y autoridad que la 
expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal 
expedición con base legal suficiente para ello, base, que en este caso no 
existe al no estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de 
disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Vitoria-Gasteiz.
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (190ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el promotor hubiera cumplido los requisitos establecidos, residencia en el 
Sahara durante el plazo de vigencia del Real Decreto 2258/1976, de 10 
de agosto, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción, remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el promotor, contra el Auto dictado por el 
Magistrado-Juez del Registro Civil de Vitoria-Gasteiz.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado el 22 de septiembre de 2009 en el Registro 
Civil de Vitoria-Gasteiz, Don M-L. (A-L), nacido el 03 de abril de 1953 en 
B. (Sahara) de acuerdo con la documentación aportada, solicitaba la 
declaración de la nacionalidad española por haber nacido y vivido en el 
Sahara cuando éste era territorio sometido a la administración española. 
Adjuntaba, entre otros, fotocopia de los siguientes documentos: pasaporte 
argelino; fotocopia de DNI bilingüe de su padre, Don A-L. certificados de 
nacimiento, residencia, nacionalidad, antecedentes penales y paternidad 
expedidos por la República Árabe Saharaui Democrática; recibo 
MINURSO; certificación expedida por la Unidad de Documentación de 
Españoles y Archivo del Ministerio del Interior, relativa al documento 
saharaui del interesado, que en la actualidad, de conformidad con la 
legislación vigente, carece de validez y volantes de empadronamiento en 
el Ayuntamiento de Vitoria-Gasteiz de fechas 20 de julio de 2009 y 23 de 
marzo de 2010. 

2.- Recibido el expediente en el Registro Civil de Vitoria-Gasteiz, el 
Magistrado-Juez encargado del Registro dictó Auto en fecha 25 de mayo 
de 2010 por el que se desestima la solicitud de nacionalidad española con 
valor de simple presunción presentada por Don M-L. (A-L).

3.- Notificada la providencia, el solicitante presentó recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, solicitando sea 
acuerde la nulidad de la resolución recurrida y se reconozca su derecho a 

http://www.mjusticia.gob.es/cs/Satellite/Portal/es/servicios-ciudadano/documentacion-publicaciones


M
inisterio de Justicia

1763 Catálogo de Publicaciones

Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado (Registro Civil)

la nacionalidad española, alegando que cumple los requisitos para que le 
sea reconocida la nacionalidad española por valor de simple presunción, 
al haber nacido en territorio español y estar en posesión y utilización de la 
nacionalidad española durante 23 años, de buena fe y no haber renunciado 
a ella expresamente; subsidiariamente solicita se le conceda la 
nacionalidad por contar con residencia de más de un año.

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste consideró conforme a 
derecho el Auto atacado, tras lo cual el Encargado remitió el expediente a 
la Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución 
del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.

II.- El promotor, mediante escrito dirigido al Registro Civil de Vitoria, solicitó 
la nacionalidad española por haber nacido en 1953 en el territorio del 
Sahara. El Encargado del Registro Civil dictó auto desestimando la 
solicitud, por no cumplir los requisitos establecidos por el artículo 18 de 
Código Civil, por no reunir garantías la documentación aportada y por 
entender que lo procedente es solicitar la nacionalidad española por 
residencia, siendo dicho auto recurrido por el promotor que considera que 
sí se acreditaba la concurrencia de los requisitos exigidos. Dicho auto 
constituye el objeto del presente recurso. 

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
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(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores pudiera deducirse otra cosa. 
El principio apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley 
de 19 de noviembre de 1975, porque sólo así cobra sentido que a los 
naturales del Sahara se les concediera en ciertas condiciones la 
oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a 
contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
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Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

En cualquier caso, por lo que se refiere a la “nacionalidad” de los saharauis, 
durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio del 
Sahara Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y 
formal entre los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, 
como ha puesto de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 
de octubre de 1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas 
en los Estados colonizadores, se han impuesto restricciones al status 
civitatis de la población colonizada “lo que ha permitido la diferencia 
doctrinal, basada en datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y 
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nacionales-súbditos” (ejemplos del Derecho comparado son Holanda, 
Italia, Bélgica y Francia). En España, pese a la ambigüedad normativa 
sobre la calificación de los territorios pertenecientes a colonias y su 
identificación con el territorio nacional, las realidades de la heterogeneidad 
territorial y de los estatutos personales ha sido sostenida por el Tribunal 
Supremo en su citada sentencia y en la posterior de 7 de noviembre de 
1999 y anteriormente por el Consejo de Estado en diversos dictámenes 
(Dictamen núm. 36017/1968 para el caso de Guinea y Dictamen 
36227/1968 para el caso de Ifni), y a partir del examen pormenorizado de 
las disposiciones dictadas en relación con aquellos territorios, llegando a 
la conclusión fundada de la distinción entre territorio nacional y territorios 
coloniales (entre éstos, por consecuencia, el Sahara Occidental), así 
como sobre la diferente condición jurídica de nacionales y naturales de las 
colonias.

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En efecto, de la documentación aportada no se desprende la 
posesión de la nacionalidad española en los términos y duración que 
establece el artículo 18 CC., el promotor no fue titular de documento de 
identidad español, por lo que no queda acreditada la utilización y posesión 
de la nacionalidad durante 10 años, y tampoco se ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, el promotor estuviese 
imposibilitado de facto para optar a la nacionalidad española por haber 
permanecido en los territorios ocupados. Además parte de la 
documentación está emitida por la República Árabe Saharaui Democrática, 
y esta no pueda ser tenida en cuenta ya que no ofrece garantías análogas 
a las exigidas para la inscripción por la ley española. Al respecto ha de 
tenerse en cuenta que las competencias de calificación del Encargado 
respecto de la certificación extranjera se extienden al examen de la 
competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio 
de cargo que le habilite para tal expedición con base legal suficiente para 
ello, base, que en este caso no existe al no estar establecidos los órganos 
del Registro Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un 
ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido.

VII.- Asimismo hay que señalar que el promotor modifica en el recurso la 
causa pretendí respecto de la inicial, pues su solicitud se dirigía a la 

http://www.mjusticia.gob.es/cs/Satellite/Portal/es/servicios-ciudadano/documentacion-publicaciones


M
inisterio de Justicia

1767 Catálogo de Publicaciones

Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado (Registro Civil)

declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción, 
mientras que en el recurso plantea de forma subsidiaria se le reconozca la 
nacionalidad española por contar con residencia de más de un año. La 
resolución de la cuestión basada en esta última posibilidad requiere un 
pronunciamiento previo del encargado del registro sobre ese punto. Por 
tanto, dado que el acuerdo emitido se refiere únicamente a la posibilidad 
de opción propuesta en la solicitud inicial del interesado, el recurso 
interpuesto se entiende planteado contra dicho acuerdo y la resolución 
por parte de este centro debe encaminarse únicamente a dilucidar si 
corresponde declarar la nacionalidad española del promotor con valor de 
simple presunción.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Vitoria-Gasteiz.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (191ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el promotor hubiera cumplido los requisitos establecidos, residencia en el 
Sahara durante el plazo de vigencia del Real Decreto 2258/1976, de 10 
de agosto, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción, remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el promotor, contra el Auto dictado por la 
Magistrada-Juez Encargada del Registro Civil de Vitoria-Gasteiz.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado el 21 de mayo de 2008 en el Registro Civil 
de Vitoria-Gasteiz, Don S. nacido el 16 de agosto de 1940 en Z. (Sahara) 
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de acuerdo con la documentación aportada, solicitaba la declaración de la 
nacionalidad española por haber nacido y vivido en el Sahara cuando éste 
era territorio sometido a la administración española. Adjuntaba, entre 
otros, fotocopia de los siguientes documentos: pasaporte argelino; volante 
de empadronamiento en el Ayuntamiento de Vitoria-Gasteiz de fecha 5 de 
marzo de 2008; certificación expedida por la Unidad Central de 
Documentación de Españoles del Ministerio del Interior sobre expedición 
de documento saharaui al interesado, que en la actualidad, de acuerdo 
con la legislación vigente, carece de validez; DNI bilingüe del interesado; 
recibo MINURSO y certificados de concordancia de nombres y de 
residencia expedidos por la Delegación del Frente Polisario en Euskadi.

2.- Recibido el expediente en el Registro Civil de Vitoria-Gasteiz, la 
Magistrada-Juez encargada del Registro dictó Auto en fecha 14 de mayo 
de 2010 desestimando la solicitud de nacionalidad española con valor de 
simple presunción presentada por Don S. 

3.- Notificado el Auto, el solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, solicitando sea acuerde la 
nulidad de la resolución recurrida y se reconozca su derecho a la 
nacionalidad española, alegando que cumple los requisitos para que le 
sea reconocida la nacionalidad española por valor de simple presunción.

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste consideró conforme a 
derecho el Auto atacado, tras lo cual la Encargada remitió el expediente a 
la Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución 
del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.
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II.- El promotor, mediante escrito presentado en el Registro Civil de Vitoria-
Gasteiz solicitó la declaración de la nacionalidad española por haber 
nacido y vivido en el Sahara cuando éste era territorio sometido a la 
administración española. La Encargada del Registro dictó Auto acordando 
denegar la solicitud formulada por el promotor, por no cumplir los requisitos 
establecidos por el artículo 18 de Código Civil, por no reunir garantías la 
documentación aportada y por entender que lo procedente es solicitar la 
nacionalidad española por residencia. Dicho auto constituye el objeto del 
presente recurso. 

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores pudiera deducirse otra cosa. 
El principio apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley 
de 19 de noviembre de 1975, porque sólo así cobra sentido que a los 
naturales del Sahara se les concediera en ciertas condiciones la 
oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a 
contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
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situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de su 
territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina científica 
una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano y territorio 
colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la política 
colonial como consecuencia de lo mutable también de las relaciones 
internacionales, caracterización a la que no ha podido sustraerse la posición 
española en África ecuatorial y occidental, y que se hace patente a través 
de una legislación que sigue, como ha señalado el Tribunal Supremo, un 
itinerario zigzagueante integrado por tres etapas fundamentales: a) en un 
primer momento dichos territorios se consideraron simplemente colonias; b) 
vino luego la fase de provincialización durante la que se intenta su 
asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la fase de descolonización, 
que reviste la forma de independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o 
retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a dudas 
sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la Ley 
de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo 
expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como potencia 
administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no autónomo 
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del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos 
aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías al 
provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio nacional».

En cualquier caso, por lo que se refiere a la “nacionalidad” de los saharauis, 
durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio del 
Sahara Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y 
formal entre los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, 
como ha puesto de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 
de octubre de 1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas 
en los Estados colonizadores, se han impuesto restricciones al status 
civitatis de la población colonizada “lo que ha permitido la diferencia 
doctrinal, basada en datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y 
nacionales-súbditos” (ejemplos del Derecho comparado son Holanda, 
Italia, Bélgica y Francia). En España, pese a la ambigüedad normativa 
sobre la calificación de los territorios pertenecientes a colonias y su 
identificación con el territorio nacional, las realidades de la heterogeneidad 
territorial y de los estatutos personales ha sido sostenida por el Tribunal 
Supremo en su citada sentencia y en la posterior de 7 de noviembre de 
1999 y anteriormente por el Consejo de Estado en diversos dictámenes 
(Dictamen núm. 36017/1968 para el caso de Guinea y Dictamen 
36227/1968 para el caso de Ifni), y a partir del examen pormenorizado de 
las disposiciones dictadas en relación con aquellos territorios, llegando a 
la conclusión fundada de la distinción entre territorio nacional y territorios 
coloniales (entre éstos, por consecuencia, el Sahara Occidental), así 
como sobre la diferente condición jurídica de nacionales y naturales de las 
colonias.

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En efecto, de la documentación aportada no se desprende la 
posesión de la nacionalidad española en los términos y duración que 
establece el artículo 18 CC., el promotor no fue titular de documento de 
identidad español, por lo que no queda acreditada la utilización y posesión 
de la nacionalidad durante 10 años, y tampoco se ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, el promotor estuviese 
imposibilitado de facto para optar a la nacionalidad española por haber 
permanecido en los territorios ocupados. 
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Además parte de la documentación está emitida por la República Árabe 
Saharaui Democrática, y esta no pueda ser tenida en cuenta ya que no 
ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley 
española. Al respecto ha de tenerse en cuenta que las competencias de 
calificación del Encargado respecto de la certificación extranjera se 
extienden al examen de la competencia y autoridad que la expide, la cual 
ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con 
base legal suficiente para ello, base, que en este caso no existe al no 
estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones 
normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Vitoria-Gasteiz.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (192ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que el 
promotor hubiera cumplido los requisitos establecidos, residencia en el 
Sahara durante el plazo de vigencia del Real Decreto 2258/1976, de 10 de 
agosto, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción, remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por la promotora, contra la providencia dictada 
por el Registro Civil de Vitoria-Gasteiz.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado el 03 de marzo de 2010 en el Registro 
Civil de Vitoria-Gasteiz, Doña F. nacida el 16 de septiembre de 1960 en E. 
U-E. (Sahara Occidental), solicitaba la declaración de la nacionalidad 
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española por haber nacido y vivido en el Sahara cuando éste era territorio 
sometido a la administración española. Adjuntaba, entre otros, fotocopia 
de los siguientes documentos: certificado de empadronamiento en L. (Á) 
de fecha 26 de diciembre de 2006; certificaciones expedidas por la Unidad 
de Documentación de Españoles relativa al documento saharaui de Don 
S. padre de la interesada y Doña El H-z. madre de la interesada, 
documentos que en la actualidad carecen de validez; certificado negativo 
de inscripción en los Libros Cheránicos, DNI de la interesada expedido 
por la República Árabe Saharaui Democrática en fecha 15 de enero de 
2006; recibo MINURSO; ficha familiar de Doña El H-z.. y Don S. padres de 
la interesada; pasaporte mauritano de la interesada y certificado de 
empadronamiento expedido por el Ayuntamiento de Salvatierra o Agurain 
(Álava) en fecha 3 de marzo de 2010.

2.- Recibido el expediente en el Registro Civil de Vitoria-Gasteiz, la 
Magistrada-Juez encargada del Registro dictó Providencia en fecha 19 de 
abril de 2010 denegando la solicitud de nacionalidad española con valor 
de simple presunción presentada por Doña F. toda vez que de la 
documentación presentada por la interesada se desprendía que estaba 
en posesión de la nacionalidad mauritana, por lo que debía solicitar, de 
conformidad con el artº 22.1 del Código Civil, la nacionalidad por residencia 
legal de más de diez años. 

3.- Notificada la providencia, la solicitante presentó recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, solicitando sea 
acuerde la nulidad de la resolución recurrida y se reconozca su derecho a 
la nacionalidad española, alegando que cumple los requisitos para que le 
sea reconocida su nacionalidad española de origen o subsidiariamente le 
concedan, en su defecto, la nacionalidad por opción, al haber nacido en 
territorio español y haber transcurrido más de un año de su residencia 
legal en España .

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste consideró conforme a 
derecho la providencia atacada, tras lo cual la Encargada remitió el 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para la 
resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
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noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.

II.- La promotora, mediante escrito dirigido al Registro Civil de Vitoria, 
solicitó la nacionalidad española por haber nacido en 1960 en el territorio 
del Sahara. La Encargada del Registro Civil dictó Providencia 
desestimando la solicitud, por no cumplir los requisitos establecidos por el 
artículo 18 de Código Civil, por no reunir garantías la documentación 
aportada y por entender que lo procedente es solicitar la nacionalidad 
española por residencia, siendo dicha providencia recurrida por la 
promotora que considera que sí se acreditaba la concurrencia de los 
requisitos exigidos. Dicha providencia constituye el objeto del presente 
recurso. 

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores pudiera deducirse otra cosa. 
El principio apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley 
de 19 de noviembre de 1975, porque sólo así cobra sentido que a los 
naturales del Sahara se les concediera en ciertas condiciones la 
oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a 
contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
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en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
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sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

En cualquier caso, por lo que se refiere a la “nacionalidad” de los saharauis, 
durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio del 
Sahara Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y 
formal entre los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, 
como ha puesto de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 
de octubre de 1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas 
en los Estados colonizadores, se han impuesto restricciones al status 
civitatis de la población colonizada “lo que ha permitido la diferencia 
doctrinal, basada en datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y 
nacionales-súbditos” (ejemplos del Derecho comparado son Holanda, 
Italia, Bélgica y Francia). En España, pese a la ambigüedad normativa 
sobre la calificación de los territorios pertenecientes a colonias y su 
identificación con el territorio nacional, las realidades de la heterogeneidad 
territorial y de los estatutos personales ha sido sostenida por el Tribunal 
Supremo en su citada sentencia y en la posterior de 7 de noviembre de 
1999 y anteriormente por el Consejo de Estado en diversos dictámenes 
(Dictamen núm. 36017/1968 para el caso de Guinea y Dictamen 
36227/1968 para el caso de Ifni), y a partir del examen pormenorizado de 
las disposiciones dictadas en relación con aquellos territorios, llegando a 
la conclusión fundada de la distinción entre territorio nacional y territorios 
coloniales (entre éstos, por consecuencia, el Sahara Occidental), así 
como sobre la diferente condición jurídica de nacionales y naturales de las 
colonias.
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VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En efecto, de la documentación aportada no se desprende la 
posesión de la nacionalidad española en los términos y duración que 
establece el artículo 18 CC., el promotor no fue titular de documento de 
identidad español, por lo que no queda acreditada la utilización y posesión 
de la nacionalidad durante 10 años, y tampoco se ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, el promotor, o en este caso 
sus representantes legales, estuviesen imposibilitados de facto para optar 
a la nacionalidad española por haber permanecido en los territorios 
ocupados. Además parte de la documentación está emitida por la 
República Árabe Saharaui Democrática, y esta no pueda ser tenida en 
cuenta ya que no ofrece garantías análogas a las exigidas para la 
inscripción por la ley española. Al respecto ha de tenerse en cuenta que 
las competencias de calificación del Encargado respecto de la certificación 
extranjera se extienden al examen de la competencia y autoridad que la 
expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal 
expedición con base legal suficiente para ello, base, que en este caso no 
existe al no estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de 
disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

VII.- Asimismo, hay que señalar que la promotora modifica en el recurso la 
causa pretendí respecto de la inicial, pues su solicitud se dirigía a la 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción, 
mientras que en el recurso lo que plantea es la nacionalidad por opción, al 
haber nacido en territorio español y haber transcurrido más de un año de 
su residencia legal en España. La resolución de la cuestión basada en 
esta última posibilidad requiere un pronunciamiento previo del encargado 
del registro sobre ese punto. Por tanto, dado que el acuerdo emitido se 
refiere únicamente a la posibilidad de opción propuesta en la solicitud 
inicial de la interesada, el recurso interpuesto se entiende planteado 
contra dicho acuerdo y la resolución por parte de este centro debe 
encaminarse únicamente a dilucidar si corresponde declarar la 
nacionalidad española de la promotora con valor de simple presunción.
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Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la providencia apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Vitoria-Gasteiz.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (193ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el promotor hubiera cumplido los requisitos establecidos, residencia en el 
Sahara durante el plazo de vigencia del Real Decreto 2258/1976, de 10 
de agosto, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción, remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el promotor, contra la providencia dictada por 
la Magistrada-Juez Encargada del Registro Civil de Vitoria-Gasteiz.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado el 11 de enero de 2010 en el Registro 
Civil de Vitoria-Gasteiz, Don E. nacido el 31 de diciembre de 1969 en A. 
(Sahara), solicitaba la declaración de la nacionalidad española por haber 
nacido y vivido en el Sahara cuando éste era territorio sometido a la 
administración española. Adjuntaba, entre otros, los siguientes 
documentos: permiso de residencia; volante de empadronamiento en el 
Ayuntamiento de Vitoria-Gasteiz de fecha 17 de diciembre de 2009; 
currículo vitae; certificado en extracto de inscripción de nacimiento 
expedida por la Delegación Gubernativa de la Región Sur – Registro Civil 
de Userd, en fecha 16 de abril de 1974; pasaporte mauritano y recibo 
MINURSO.

2.- Recibido el expediente en el Registro Civil de Vitoria-Gasteiz, la 
Magistrada-Juez Encargada del Registro dictó Providencia en fecha 27 de 
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enero de 2010 por la que desestimó la solicitud de nacionalidad española 
presentada por Don E. con valor de simple presunción, toda vez que de la 
documentación presentada por el interesado se acreditaba que el 
promotor residía en V. desde el 17 de diciembre de 2009, presentando la 
solicitud de nacionalidad a los 24 días de dicha fecha, entendiéndose que 
se trata de un empadronamiento de conveniencia con el objetivo de 
introducir como factor “el fuero electivo”, en modo alguno permitido por la 
Ley.

3.- Notificada la providencia, el solicitante presentó recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, solicitando sea 
acuerde la nulidad de la resolución recurrida y se reconozca su derecho a 
la nacionalidad española, alegando que cumple los requisitos para que le 
sea reconocida la nacionalidad española por valor de simple presunción.

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste consideró conforme a 
derecho la providencia atacada, tras lo cual la Encargada remitió el 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para la 
resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.

II.- El promotor, mediante escrito presentado en el Registro Civil de Vitoria-
Gasteiz solicitó la declaración de la nacionalidad española por haber 
nacido y vivido en el Sahara cuando éste era territorio sometido a la 
administración española. La Encargada del Registro dictó providencia 
determinando denegando la petición del interesado, toda vez que de la 
documentación presentada por el interesado se acreditaba que el 
promotor residía en V. desde el 17 de diciembre de 2009, presentando la 
solicitud de nacionalidad a los 24 días de dicha fecha, entendiendo que se 
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trata de un empadronamiento de conveniencia. Dicha providencia 
constituye el objeto del presente recurso. 

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores pudiera deducirse otra cosa. 
El principio apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley 
de 19 de noviembre de 1975, porque sólo así cobra sentido que a los 
naturales del Sahara se les concediera en ciertas condiciones la 
oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a 
contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
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relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».
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En cualquier caso, por lo que se refiere a la “nacionalidad” de los saharauis, 
durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio del 
Sahara Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y 
formal entre los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, 
como ha puesto de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 
de octubre de 1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas 
en los Estados colonizadores, se han impuesto restricciones al status 
civitatis de la población colonizada “lo que ha permitido la diferencia 
doctrinal, basada en datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y 
nacionales-súbditos” (ejemplos del Derecho comparado son Holanda, 
Italia, Bélgica y Francia). En España, pese a la ambigüedad normativa 
sobre la calificación de los territorios pertenecientes a colonias y su 
identificación con el territorio nacional, las realidades de la heterogeneidad 
territorial y de los estatutos personales ha sido sostenida por el Tribunal 
Supremo en su citada sentencia y en la posterior de 7 de noviembre de 
1999 y anteriormente por el Consejo de Estado en diversos dictámenes 
(Dictamen núm. 36017/1968 para el caso de Guinea y Dictamen 
36227/1968 para el caso de Ifni), y a partir del examen pormenorizado de 
las disposiciones dictadas en relación con aquellos territorios, llegando a 
la conclusión fundada de la distinción entre territorio nacional y territorios 
coloniales (entre éstos, por consecuencia, el Sahara Occidental), así 
como sobre la diferente condición jurídica de nacionales y naturales de las 
colonias.

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En efecto, de la documentación aportada no se desprende la 
posesión de la nacionalidad española en los términos y duración que 
establece el artículo 18 CC., el promotor no fue titular de documento de 
identidad español, por lo que no queda acreditada la utilización y posesión 
de la nacionalidad durante 10 años, y tampoco se ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, el promotor, o en este caso 
sus representantes legales, estuviesen imposibilitados de facto para optar 
a la nacionalidad española por haber permanecido en los territorios 
ocupados. Además parte de la documentación está emitida por la 
República Árabe Saharaui Democrática, y esta no pueda ser tenida en 
cuenta ya que no ofrece garantías análogas a las exigidas para la 
inscripción por la ley española. Al respecto ha de tenerse en cuenta que 
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las competencias de calificación del Encargado respecto de la certificación 
extranjera se extienden al examen de la competencia y autoridad que la 
expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal 
expedición con base legal suficiente para ello, base, que en este caso no 
existe al no estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de 
disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la providencia apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Vitoria-Gasteiz.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (194ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el promotor hubiera cumplido los requisitos establecidos, residencia en el 
Sahara durante el plazo de vigencia del Real Decreto 2258/1976, de 10 
de agosto, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción, remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el promotor, contra el Auto dictado por la 
Magistrada-Juez del Registro Civil de Vitoria-Gasteiz.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado el 04 de junio de 2008 en el Registro Civil 
de Vitoria-Gasteiz, Don B. nacido el 22 de diciembre de 1954 en M. 
(Sahara Occidental) de acuerdo con la documentación aportada, solicitaba 
la declaración de la nacionalidad española por haber nacido y vivido en el 
Sahara cuando éste era territorio sometido a la administración española. 
Adjuntaba, entre otros, fotocopia de los siguientes documentos: cédula de 
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inscripción de extranjeros expedida por el Ministerio del Interior el 13 de 
febrero de 2008; DNI bilingüe de su madre, Doña M. certificado de 
empadronamiento expedido por el Ayuntamiento de Salvatierra (Álava) en 
fecha 25 de mayo de 2007 y certificados de nacionalidad, paternidad, de 
antecedentes penales, de matrimonio y de nacimiento expedidos por la 
República Árabe Saharaui Democrática.

2.- Recibido el expediente en el Registro Civil de Vitoria-Gasteiz, la 
Magistrada-Juez Encargada del Registro dictó Auto en fecha 17 de mayo 
de 2010 denegando la nacionalidad española con valor de simple 
presunción, indicando que podría solicitar, de conformidad con el artº 22.1 
del Código Civil, la nacionalidad por residencia legal de más de diez años.

3.- Notificado el Auto, el solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, solicitando sea acuerde la 
nulidad de la resolución recurrida y se reconozca su derecho a la 
nacionalidad española, alegando que cumple los requisitos para que le 
sea reconocida la nacionalidad española por valor de simple presunción, 
o subsidiariamente se le conceda la nacionalidad por residencia de más 
de un año.

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste consideró conforme a 
derecho el Auto atacado, tras lo cual la Encargada remitió el expediente a 
la Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución 
del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.

II.- El promotor, mediante escrito presentado en el Registro Civil de Vitoria-
Gasteiz solicitó la declaración de la nacionalidad española por haber 
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nacido y vivido en el Sahara cuando éste era territorio sometido a la 
administración española. La Encargada del Registro dictó Auto denegando 
la petición del interesado, siendo dicho auto el que constituye el objeto del 
presente recurso. 

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores pudiera deducirse otra cosa. 
El principio apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley 
de 19 de noviembre de 1975, porque sólo así cobra sentido que a los 
naturales del Sahara se les concediera en ciertas condiciones la 
oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a 
contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
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y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».
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En cualquier caso, por lo que se refiere a la “nacionalidad” de los saharauis, 
durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio del 
Sahara Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y 
formal entre los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, 
como ha puesto de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 
de octubre de 1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas 
en los Estados colonizadores, se han impuesto restricciones al status 
civitatis de la población colonizada “lo que ha permitido la diferencia 
doctrinal, basada en datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y 
nacionales-súbditos” (ejemplos del Derecho comparado son Holanda, 
Italia, Bélgica y Francia). En España, pese a la ambigüedad normativa 
sobre la calificación de los territorios pertenecientes a colonias y su 
identificación con el territorio nacional, las realidades de la heterogeneidad 
territorial y de los estatutos personales ha sido sostenida por el Tribunal 
Supremo en su citada sentencia y en la posterior de 7 de noviembre de 
1999 y anteriormente por el Consejo de Estado en diversos dictámenes 
(Dictamen núm. 36017/1968 para el caso de Guinea y Dictamen 
36227/1968 para el caso de Ifni), y a partir del examen pormenorizado de 
las disposiciones dictadas en relación con aquellos territorios, llegando a 
la conclusión fundada de la distinción entre territorio nacional y territorios 
coloniales (entre éstos, por consecuencia, el Sahara Occidental), así 
como sobre la diferente condición jurídica de nacionales y naturales de las 
colonias.

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En efecto, de la documentación aportada no se desprende la 
posesión de la nacionalidad española en los términos y duración que 
establece el artículo 18 CC., el promotor no fue titular de documento de 
identidad español, por lo que no queda acreditada la utilización y posesión 
de la nacionalidad durante 10 años, y tampoco se ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, el promotor, o en este caso 
sus representantes legales, estuviesen imposibilitados de facto para optar 
a la nacionalidad española por haber permanecido en los territorios 
ocupados. Además parte de la documentación está emitida por la 
República Árabe Saharaui Democrática, y esta no pueda ser tenida en 
cuenta ya que no ofrece garantías análogas a las exigidas para la 
inscripción por la ley española. 
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Al respecto ha de tenerse en cuenta que las competencias de calificación 
del Encargado respecto de la certificación extranjera se extienden al 
examen de la competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar 
en el ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con base legal 
suficiente para ello, base, que en este caso no existe al no estar 
establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones 
normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

VII.- Asimismo, hay que señalar que el promotor modifica en el recurso la 
causa pretendí respecto de la inicial, pues su solicitud se dirigía a la 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción, 
mientras que en el recurso se plantea subsidiariamente la concesión de la 
nacionalidad española por residencia. La resolución de la cuestión basada 
en esta última posibilidad requiere un pronunciamiento previo del 
encargado del registro sobre ese punto. Por tanto, dado que el acuerdo 
emitido se refiere únicamente a la posibilidad de opción propuesta en la 
solicitud inicial del interesado, el recurso interpuesto se entiende planteado 
contra dicho acuerdo y la resolución por parte de este centro debe 
encaminarse únicamente a dilucidar si corresponde declarar la 
nacionalidad española del promotor con valor de simple presunción.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Vitoria-Gasteiz.
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (195ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el promotor hubiera cumplido los requisitos establecidos, residencia en el 
Sahara durante el plazo de vigencia del Real Decreto 2258/1976, de 10 
de agosto, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción, remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por la promotora, contra el Auto dictado por la 
Magistrada-Juez Encargada del Registro Civil de Vitoria-Gasteiz.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado el 15 de abril de 2008 en el Registro Civil 
de Vitoria-Gasteiz, Doña S. nacida el 12 de julio de 1951 en L. (Sahara) de 
acuerdo con la documentación aportada, solicitaba la declaración de la 
nacionalidad española por haber nacido y vivido en el Sahara cuando éste 
era territorio sometido a la administración española. Adjuntaba, entre 
otros, fotocopia de los siguientes documentos: certificados de residencia y 
de concordancia de nombres expedidos por la Delegación del Frente 
Polisario en Euskadi en fecha 09 de abril de 2008; recibo MINURSO; 
volante de empadronamiento expedido por el Ayuntamiento de Vitoria-
Gasteiz en fecha 10 de diciembre de 2007; certificación expedida por la 
Unidad de Documentación de Españoles del Ministerio del Interior en 
fecha 13 de septiembre de 2006, relativo al documento saharaui de la 
interesada, que de conformidad con la legislación vigente, carece de 
validez; permiso de residencia y pasaporte argelino que expiraba el 17 de 
julio de 2010.

2.- Recibido el expediente en el Registro Civil de Vitoria-Gasteiz, la 
Magistrada-Juez encargada del Registro dictó Auto en fecha 19 de mayo 
de 2010 por el que desestimó la solicitud de nacionalidad española 
presentada por Doña S. con valor de simple presunción, indicando que 
podría solicitar, de conformidad con el artº 22.1 del Código Civil, la 
nacionalidad por residencia legal de más de diez años.
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3.- Notificada la providencia, la solicitante presentó recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, solicitando sea 
acuerde la nulidad de la resolución recurrida y se reconozca su derecho a 
la nacionalidad española, alegando que cumple los requisitos para que le 
sea reconocida la nacionalidad española por valor de simple presunción.

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste consideró conforme a 
derecho el Auto atacado, tras lo cual la Encargada remitió el expediente a 
la Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución 
del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.

II.- La promotora, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Vitoria-Gasteiz solicitó la declaración de la nacionalidad española por 
haber nacido y vivido en el Sahara cuando éste era territorio sometido a la 
administración española. La Encargada del Registro dictó Auto denegando 
la petición de la interesada, siendo dicho auto el que constituye el objeto 
del presente recurso.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
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súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores pudiera deducirse otra cosa. 
El principio apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley 
de 19 de noviembre de 1975, porque sólo así cobra sentido que a los 
naturales del Sahara se les concediera en ciertas condiciones la 
oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a 
contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
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una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a dudas 
sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la Ley 
de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo 
expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como potencia 
administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no autónomo 
del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos 
aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías al 
provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio nacional».

En cualquier caso, por lo que se refiere a la “nacionalidad” de los saharauis, 
durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio del Sahara 
Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y formal entre 
los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, como ha puesto 
de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 de octubre de 
1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas en los Estados 
colonizadores, se han impuesto restricciones al status civitatis de la 
población colonizada “lo que ha permitido la diferencia doctrinal, basada en 
datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y nacionales-súbditos” 
(ejemplos del Derecho comparado son Holanda, Italia, Bélgica y Francia). 
En España, pese a la ambigüedad normativa sobre la calificación de los 
territorios pertenecientes a colonias y su identificación con el territorio 
nacional, las realidades de la heterogeneidad territorial y de los estatutos 
personales ha sido sostenida por el Tribunal Supremo en su citada sentencia 
y en la posterior de 7 de noviembre de 1999 y anteriormente por el Consejo 
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de Estado en diversos dictámenes (Dictamen núm. 36017/1968 para el 
caso de Guinea y Dictamen 36227/1968 para el caso de Ifni), y a partir del 
examen pormenorizado de las disposiciones dictadas en relación con 
aquellos territorios, llegando a la conclusión fundada de la distinción entre 
territorio nacional y territorios coloniales (entre éstos, por consecuencia, el 
Sahara Occidental), así como sobre la diferente condición jurídica de 
nacionales y naturales de las colonias.

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En efecto, de la documentación aportada no se desprende la 
posesión de la nacionalidad española en los términos y duración que 
establece el artículo 18 CC., la promotora no fue titular de documento de 
identidad español, por lo que no queda acreditada la utilización y posesión 
de la nacionalidad durante 10 años, y tampoco se ha acreditado que 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, la promotora estuviese 
imposibilitada de facto para optar a la nacionalidad española por haber 
permanecido en los territorios ocupados. 

Además parte de la documentación está emitida por la República Árabe 
Saharaui Democrática, y esta no pueda ser tenida en cuenta ya que no 
ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley 
española. Al respecto ha de tenerse en cuenta que las competencias de 
calificación del Encargado respecto de la certificación extranjera se 
extienden al examen de la competencia y autoridad que la expide, la cual 
ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con 
base legal suficiente para ello, base, que en este caso no existe al no 
estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones 
normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar el Auto apelado.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Vitoria-Gasteiz.
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (199ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el promotor hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del 
Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera poseído y utilizado 
la nacionalidad durante diez años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el promotor, contra auto dictado por la 
Encargada del Registro Civil de San Sebastián.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de San Sebastián el 03 
de marzo de 2010, Don B. nacido en T. (Sahara Occidental) en el año 1952 
solicitaba el reconocimiento de la nacionalidad española por haber nacido y 
vivido en el Sahara cuando éste era territorio sometido a administración 
española. Adjuntaba, entre otros, fotocopia de los siguientes documentos: 
permiso de residencia; pasaporte mauritano; pasaporte español de su 
padre Don A. ficha familiar; DNI bilingüe de su madre, Doña S. recibo 
MINURSO; certificados de residencia y de concordancia de nombres 
expedidos por la Delegación Saharaui para la Comunidad Valenciana; 
certificado de empadronamiento expedido por el Ayuntamiento de Pasaia 
en fecha 02 de marzo de 2010 y permiso de residencia. 

2.- Ratificado el interesado, previo informe desfavorable del Ministerio 
Fiscal, la Encargada del Registro Civil de San Sebastián dictó auto el 30 de 
diciembre de 2010 por el que se deniega la solicitud de declaración de 
nacionalidad española con valor de simple presunción promovida por Don 
B.

3.- Notificada la resolución, el solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado solicitando se revoque el Auto 
recurrido y se declare con valor de simple presunción su nacionalidad 
española de origen.

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste emitió informe 
considerando conforme a derecho el Auto atacado, tras lo cual la 
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Encargada remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado para la resolución del recurso, indicando que no han 
quedado desvirtuados los argumentos jurídicos de la resolución recurrida, 
por lo que estima debe confirmarse la misma.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 y 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro 
Civil; 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 
de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.

II.- El promotor, mediante escrito presentado en el Registro Civil de San 
Sebastián solicitó la declaración de su nacionalidad española con valor de 
simple presunción por haber nacido en 1952 en el territorio del Sahara y 
cumplir los requisitos establecidos en el artículo 18 CC. La Encargada del 
registro dictó auto denegando la petición del interesado, siendo dicho auto 
el que constituye el objeto del presente recurso.

III.- En primer lugar, hay que señalar que el promotor modifica en el 
recurso la causa pretendí respecto de la inicial, pues su solicitud se dirigía 
a la declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción, mientras que en el recurso lo que plantea es la recuperación 
de la nacionalidad española. La resolución de la cuestión basada en esta 
última posibilidad requiere un pronunciamiento previo del encargado del 
registro sobre ese punto. Por tanto, dado que el acuerdo emitido se refiere 
únicamente a la posibilidad de opción propuesta en la solicitud inicial del 
interesado, el recurso interpuesto se entiende planteado contra dicho 
acuerdo y la resolución por parte de este centro debe encaminarse 
únicamente a dilucidar si corresponde declarar la nacionalidad española 
del promotor con valor de simple presunción.

IV.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
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La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

V.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

VI.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 

http://www.mjusticia.gob.es/cs/Satellite/Portal/es/servicios-ciudadano/documentacion-publicaciones


M
inisterio de Justicia

1797 Catálogo de Publicaciones

Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado (Registro Civil)

simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

VII.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural 
del Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente el interesado no ha acreditado que cuando 
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estuvo en vigor el Decreto de 1976 estuviese imposibilitado para optar en 
su nombre a la nacionalidad española por haber permanecido en los 
territorios ocupados, lo que requiere pruebas fehacientes. De otro lado, no 
está probada a través de la documentación la posesión de la nacionalidad 
española en los términos y duración que establece el artículo 18 CC., en 
el que se indica que la nacionalidad española puede consolidarse si se 
posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título 
inscrito en el Registro Civil que después es anulado.

VIII.- En lo referente a la aplicación del artículo 17.1.c del Código Civil, 
según su redacción de 1990, no es aplicable al caso por no ser la redacción 
vigente en la fecha de nacimiento del promotor, y tampoco ha resultado 
probado que concurran los requisitos dispuestos por el artº 17 del Código 
Civil vigente en el momento de su nacimiento para la adquisición de la 
nacionalidad española, al no resultar acreditada la nacionalidad española 
de sus padres. Asimismo, no procede la aplicación retroactiva del artículo 
17.1.c., toda vez que de la documentación integrante del expediente se 
constata que el promotor ostenta otra nacionalidad, aportando pasaporte 
mauritano. En este sentido, en el ámbito del Registro Civil no rige el 
principio de autoridad de cosa juzgada, de modo que, mientras persista el 
interés público de lograr la concordancia entre el Registro Civil y la realidad 
(cfr. Art. 26 LRC), es factible reiterar un expediente o unas actuaciones 
decididas por resolución firme, siempre que la nueva petición se base en 
hechos o circunstancias nuevos que no pudieron ser tenidos en cuenta al 
tomar la primera decisión. En el caso presente no se considera procedente 
entrar a conocer acerca de la nueva petición efectuada por el interesado 
en vía de recurso, toda vez, que dichas demandas no han sido objeto de 
calificación por parte de la Encargada del Registro Civil, por lo que 
procede, si a su derecho conviene, reproducir la solicitud inicial de 
otorgamiento de la nacionalidad española por estos nuevos motivos. 
Aparte de ello, la documentación que aporta expedida por autoridades de 
la denominada República Árabe Saharaui Democrática no ofrece garantías 
análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española. Al respecto 
ha de tenerse en cuenta que las competencias de calificación del 
encargado respecto de la certificación extranjera se extienden al examen 
de la competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el 
ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con base legal 
suficiente para ello, base que en este caso no existe al no estar 
establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones 
normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.
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Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de San Sebastian.

 Resolución de 31 de Julio de 2014 (202ª)
III.2.1  Consolidación de nacionalidad española

1º.- No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita 
que el interesado hubiera residido en el Sáhara durante el plazo de 
vigencia del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni que haya 
poseído y utilizado la nacionalidad española durante diez años.

2º.- No es español iure soli, conforme al art. 17 del Código Civil, el nacido 
en el Sáhara Occidental en 1972.

3º.- No es español iure sanguinis, conforme al art.17 del Código Civil, el 
nacido de padres cuya nacionalidad española en el momento del 
nacimiento no resulta acreditada. 

En el expediente sobre declaración de nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este centro en trámite de recurso por virtud 
del entablado por el interesado contra auto dictado por la encargada del 
Registro Civil de Amurrio (Álava).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Amurrio el 10 de 
febrero de 2011, el Sr. D. nacido en el Sáhara Occidental en 1972, 
solicitaba la declaración de nacionalidad española con valor de simple 
presunción alegando la nacionalidad española de sus padres, naturales 
también del Sáhara. Adjuntaba los siguientes documentos: tarjeta de 
residencia, certificado de empadronamiento, pasaporte argelino, libro de 
familia, certificados de nacimiento, de filiación y de origen saharaui 
expedidos por autoridades de la denominada República Árabe Saharaui 
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Democrática, DNI e inscripción de nacimiento española de N. con 
anotación marginal de nacionalidad española con valor de simple 
presunción declarada por auto de 23 de mayo de 2006 del encargado del 
Registro Civil de Alcoy, inscripción de nacimiento practicada en 1969 en el 
Juzgado Cheránico de A. (Sáhara Occidental) de M. y certificado del 
Ministerio del Interior de expedición de DNI a su nombre en 1970, 
actualmente carente de validez. 

2.- Ratificado el promotor y previo informe desfavorable del ministerio 
fiscal, la encargada del registro dictó auto el 18 de abril de 2011 denegando 
la pretensión por no reunir los requisitos necesarios para la consolidación 
y no ser de aplicación al caso la doctrina contenida en la sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998. 

3.- Notificada la resolución, se interpuso recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado alegando el interesado que, si bien es 
cierto que pretende la declaración de nacionalidad con valor de simple 
presunción, su solicitud se basa en haber nacido en territorio español hijo 
de padres españoles, por lo que habría adquirido la nacionalidad iure 
sanguinis, y que, a pesar de ser portador de un pasaporte argelino, no 
ostenta esa nacionalidad. 

Con el escrito de recurso aportaba certificado de la Embajada de Argelia 
en Madrid de que el solicitante no es de nacionalidad argelina, 
comunicación del Ministerio de Cultura de ausencia de antecedentes 
relativos al interesado en los libros Cheránicos que se conservan en los 
fondos del Archivo General de la Administración, auto de 23 de mayo de 
2006 de declaración de nacionalidad española de su madre con valor de 
simple presunción y varios documentos referidos a su padre: certificado 
de prestación de servicios como profesor de religión islámica de 1969 a 
1975 en el Sáhara expedido por la División de Recursos y Relaciones con 
los Tribunales del Ministerio de Administraciones Públicas, informe de 
vida laboral, nombramiento como profesor de árabe y Corán el 5 de marzo 
de 1969 por la Escuela de Capacitación de Funcionarios del Gobierno 
General de la Provincia del Sáhara y adjudicación de destino para el curso 
de 1975.

4.- Notificada la interposición del recurso al ministerio fiscal, interesó su 
desestimación. La encargada del Registro Civil de Amurrio se ratificó en la 
decisión adoptada y remitió el expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para su resolución.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 y 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro 
Civil; 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 
de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008; 25-3ª y 4ª de noviembre de 2008; 2-4ª de marzo y 
16-3ª de junio de 2009 y 22-3ª de marzo de 2010.

II.- El interesado solicitó la declaración de nacionalidad española con valor 
de simple presunción por haber nacido en territorio del Sáhara Occidental 
en 1972 y ser hijo de españoles naturales del Sáhara. La encargada del 
registro dictó auto denegando la pretensión, resolución que fue recurrida 
por el promotor.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil, la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del registro civil del domicilio (art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sáhara cuando este era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sáhara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sáhara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
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en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sáhara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada a cabo en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del 
Sáhara en relación con el territorio metropolitano según el derecho 
internacional. En concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius 
soli tiene el nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia 
con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”.

VI.- Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos 
antecedentes. La cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más 
debatidas y oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la 
naturaleza de su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en 
la doctrina científica una explicación sobre la distinción entre territorio 
metropolitano y territorio colonial. A tal dificultad se añade la actitud 
cambiante de la política colonial como consecuencia de lo mutable 
también de las relaciones internacionales, caracterización a la que no ha 
podido sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y 
que se hace patente a través de una legislación que sigue, como ha 
señalado el Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por 
tres etapas fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se 
consideraron simplemente colonias; b) vino luego la fase de 
provincialización durante la que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) 
por último, se entra en la fase de descolonización, que reviste la forma de 
independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de 
autodeterminación en el Sahara.

VII.- Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la 
idea de equiparar aquel territorio del Sáhara, no obstante sus 
peculiaridades, con una «provincia» española y, por ello, se llegó a 
considerarlo como una extensión del territorio metropolitano, equiparación 
que ha dado pie a dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, 
consistente en el reconocimiento a la población saharaui de su condición 
de nacionales españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras 
normas, la Ley de 19 abril 1961 que estableció «las bases sobre las que 
debe asentarse el ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus 
regímenes municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer 
manifiesta la equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» 
y «españoles nativos». Es importante destacar que como manifestación 
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de esta posición España negó inicialmente al Secretariado General de la 
ONU información sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959).

VIII.- No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden 
jurídico público internacional y, especialmente, la doctrina sobre 
«descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, 
Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 
1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujo al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la 
diferenciación de «territorios», puesta finalmente de relieve con rotunda 
claridad por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sáhara 
cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sáhara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías al 
provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio nacional».

IX.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En este caso el interesado no ha acreditado que cuando estuvo 
en vigor el real decreto de 1976 sus representantes legales -dada su 
minoría de edad en aquel momento- estuviesen imposibilitados de facto 
para optar a la nacionalidad española por haber permanecido en los 
territorios ocupados.

Por otro lado, no consta el título inscrito en el Registro Civil y no está 
probada la posesión de la nacionalidad española en los términos y 
duración que establece el artículo 18 CC., circunstancias que impiden 
acceder a la pretensión planteada. 

X.- En cuanto a la posibilidad de obtener la declaración de nacionalidad 
con valor de simple presunción al amparo del artículo 17 CC., la Ley 
51/1982, de 13 de julio, introdujo un nuevo criterio de atribución de la 
nacionalidad española que se mantiene después de la reforma operada 
por la Ley 18/1990, de 17 de diciembre, de manera que, según el artículo 
17.1c) CC., son españoles de origen “los nacidos en España de padres 
extranjeros, si ambos carecieren de nacionalidad o si la legislación de 
ninguno de ellos atribuye al hijo una nacionalidad”. Aclarada ya en los 
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fundamentos anteriores la cuestión relativa al territorio, aunque la doctrina 
de esta dirección general a partir de la resolución de 7 de diciembre de 
1988 se inclina por admitir la aplicación retroactiva del precepto a los 
nacidos antes de la entrada en vigor de la Ley de 13 de julio de 1982 que 
carecían de nacionalidad hasta ese momento y viene declarando desde 
entonces que la retroactividad tácita de la norma se deduce de su finalidad 
de evitar situaciones de apatridia, de acuerdo con la excepción igualmente 
formulada por este centro, resultaría, en cualquier caso, a todas luces 
excesivo forzar esa eficacia retroactiva en casos como el actual, en el 
que, en el momento de entrar en vigor la ley 51/1982, de 13 de julio, el 
interesado ya venía utilizando desde hacía años otra nacionalidad.

XI.- Y en lo que se refiere a la transmisión iure sanguinis al solicitante de 
la supuesta nacionalidad española de origen de sus padres, hay que decir 
que tal nacionalidad no resulta acreditada respecto de ninguno de los 
progenitores en el momento del nacimiento, pues la inscripción en el 
Registro Cheránico del padre no supone de ningún modo la atribución al 
inscrito de la nacionalidad española y, en cuanto a la madre, solo está 
acreditada su nacionalidad española con valor de simple presunción a 
partir de la declaración al respecto efectuada en 2006 por el encargado 
del Registro Civil de Alcoy.

XII.- Finalmente, cabe añadir que la documentación expedida por 
autoridades de la denominada República Árabe Saharaui Democrática no 
puede tenerse en cuenta porque no ofrece garantías análogas a las 
exigidas para la inscripción por la ley española (cfr. arts. 23 LRC y 85 
RRC). Las competencias de calificación del encargado del Registro Civil 
respecto de la certificación extranjera se extienden al examen de la 
competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio 
de cargo que le habilite para tal expedición con base legal suficiente para 
ello, base que en este caso no existe al no estar establecidos los órganos 
del Registro Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un 
ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Amurrio (Álava).
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (203ª)
III.2.1  Consolidación de nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
la interesada hubiera residido en el Sáhara durante el plazo de vigencia 
del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni que haya poseído y 
utilizado la nacionalidad española durante diez años.

En el expediente sobre declaración de nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este centro en trámite de recurso por virtud 
del entablado por la promotora contra auto dictado por la encargada del 
Registro Civil de Amurrio (Álava).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Amurrio, la Sra. R. 
solicitaba la declaración de su nacionalidad española con valor de simple 
presunción por haber nacido en territorio del Sáhara Occidental el 13 de 
mayo de 1958. Adjuntaba los siguientes documentos: certificado de 
empadronamiento, pasaporte argelino, certificados de nacimiento, de 
nacionalidad saharaui, de concordancia de nombres y de ausencia de 
antecedentes penales expedidos por autoridades de la denominada 
República Árabe Saharaui Democrática (RASD), DNI de la madre de la 
solicitante expedido en 1971 y actualmente carente de validez, recibo de 
la Misión de las Naciones Unidas para el Referéndum del Sáhara 
Occidental, certificado de la Diputación Foral de Álava de que la interesada 
no percibe prestación económica alguna con cargo al Instituto Foral de 
Bienestar Social y certificado de Cáritas de asistencia a clase de 
castellano.

2.- Ratificada la interesada y previo informe desfavorable del ministerio 
fiscal, la encargada del registro dictó auto el 12 de mayo de 2011 
denegando la pretensión por no cumplir los requisitos previstos para la 
consolidación por el artículo 18 del Código Civil. 

3.- Notificada la resolución, la interesada interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado alegando que su caso 
es similar al contenido en la sentencia del Tribunal Supremo de 28 de 
octubre de 1998 y que cumple los requisitos para la consolidación del 
artículo 18 CC.
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4.- Notificada la interposición del recurso al ministerio fiscal, interesó su 
desestimación. La encargada del Registro Civil de Amurrio se ratificó en la 
decisión adoptada y remitió el expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo (STS) de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, 
entre otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 
2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª 
de mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª 
de enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008; 25-3ª y 4ª de noviembre de 2008; 2-4ª de marzo y 
16-3ª de junio de 2009 y 22-3ª de marzo de 2010.

II.- La interesada solicitó la declaración de nacionalidad española con 
valor de simple presunción por haber nacido en territorio del Sáhara 
Occidental en 1958 y no haber podido optar en virtud del RD 2258/1976, 
de 10 de agosto. La encargada del registro dictó auto denegando la 
procedencia de la solicitud. Dicho auto constituye el objeto del presente 
recurso.

III.- Según el artículo 18 CC., la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un 
título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. La vía registral 
para comprobar esta consolidación es el expediente de declaración de la 
nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. art. 96-2º LRC 
y 338 RRC), que decide en primera instancia el encargado del registro 
civil del domicilio (art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sáhara cuando este era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sáhara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
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española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sáhara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sáhara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada a cabo en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del 
Sáhara en relación con el territorio metropolitano según el derecho 
internacional. En concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius 
soli tiene el nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia 
con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”.

VI.- Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. 
La cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de su 
territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina científica 
una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano y territorio 
colonial. A tal dificultad se añade la actitud cambiante de la política colonial 
como consecuencia de lo mutable también de las relaciones internacionales, 
caracterización a la que no ha podido sustraerse la posición española en 
África ecuatorial y occidental, y que se hace patente a través de una legislación 
que sigue, como ha señalado el Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante 
integrado por tres etapas fundamentales: a) en un primer momento dichos 
territorios se consideraron simplemente colonias; b) vino luego la fase de 
provincialización durante la que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por 
último, se entra en la fase de descolonización, que reviste la forma de 
independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de 
autodeterminación en el Sahara.

VII.- Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la 
idea de equiparar aquel territorio del Sáhara, no obstante sus 
peculiaridades, con una «provincia» española y, por ello, se llegó a 
considerarlo como una extensión del territorio metropolitano, equiparación 
que ha dado pie a dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, 
consistente en el reconocimiento a la población saharaui de su condición 
de nacionales españoles.
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En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 abril 1961 
que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el ordenamiento 
jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes municipal y 
provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la equiparación 
de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles nativos». Es 
importante destacar que como manifestación de esta posición España 
negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información sobre 
«los territorios no autónomos» (1958 y 1959).

VIII.- No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden 
jurídico público internacional y, especialmente, la doctrina sobre 
«descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, 
Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre 
de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujo al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, 
a la diferenciación de «territorios», puesta finalmente de relieve con 
rotunda claridad por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» 
del Sáhara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias 
sobre el territorio no autónomo del Sáhara, que durante algunos años ha 
estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen 
peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado 
parte del territorio nacional».

IX.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sáhara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no 
es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora planteado. 
En este caso la interesada no ha acreditado que cuando estuvo en vigor el 
real decreto de 1976 ella misma o sus representantes legales en su nombre 
(dado que alcanzó la mayoría de edad durante el periodo de vigencia de la 
citada norma) estuviesen imposibilitados de facto para optar a la 
nacionalidad española por haber permanecido en los territorios ocupados. 
Además, tampoco está probada la posesión y utilización de la nacionalidad 
española en los términos y duración que establece el artículo 18 CC., 
estando incluso la interesada en posesión de documentación argelina, de 
donde se desprende que es esta la nacionalidad que ha venido utilizando 
hasta el momento, lo que impide acceder a la pretensión planteada.
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X.- Finalmente, cabe decir también que la documentación expedida por 
autoridades de la denominada República Árabe Saharaui Democrática no 
puede tenerse en cuenta porque no ofrece garantías análogas a las 
exigidas para la inscripción por la ley española (cfr. arts. 23 LRC y 85 
RRC). Las competencias de calificación del encargado del Registro Civil 
respecto de la certificación extranjera se extienden al examen de la 
competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio 
de cargo que le habilite para tal expedición con base legal suficiente para 
ello, base que en este caso no existe al no estar establecidos los órganos 
del Registro Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un 
ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Amurrio (Álava).

Resolución de 31 de Julio de 2014 (207ª)
III.2.1  Consolidación de nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el interesado, nacido en Sidi Ifni en 1951, cumpla los requisitos en los 
términos previstos en dicho artículo.

En el expediente sobre declaración de nacionalidad española con valor de 
simple presunción remitido a este centro en trámite de recurso por virtud 
del entablado por el interesado contra auto dictado por la encargada del 
Registro Civil de Las Palmas.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Las Palmas de 
Gran Canaria el 17 de mayo de 2010, el Sr. M-M. (También identificado 
como M.), solicitaba la declaración de su nacionalidad española con valor 
de simple presunción en virtud del artículo 18 del Código Civil por haber 
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nacido en S. (Marruecos) cuando este territorio se encontraba bajo la 
autoridad española y no haber podido optar en virtud del Decreto de 26 de 
junio de 1969 por ser menor de edad mientras dicha norma estuvo en 
vigor. Adjuntaba los siguientes documentos: certificado de 
empadronamiento, DNI expedido en Las Palmas en 1986, pasaporte 
español expedido en 1992 y caducado en 2002, certificado marroquí de 
concordancia de nombres y acta de nacimiento marroquí en extracto, 
tarjeta de afiliación a la Seguridad Social, informe de vida laboral, contrato 
de trabajo, declaración de IRPF, tarjeta de inscripción en el censo electoral 
y certificados de emisión de voto en varias convocatorias electorales, 
certificado negativo de antecedentes penales, certificados del Ministerio 
del Interior de expedición de pasaporte en 1992 y de DNI en primera 
inscripción en 1967 renovado en 1986, resolución de la Dirección General 
de los Registros y del Notariado (DGRN) de 5 de febrero de 2004 de 
denegación de nacionalidad española por residencia por falta de 
cumplimiento del tiempo de residencia legal en España y certificados de 
cancelación de antecedentes policiales y penales expedidos en 2009.

2.- Ratificado el interesado y previo informe desfavorable del ministerio 
fiscal, la encargada del registro dictó auto el 12 de julio de 2011 denegando 
la pretensión por falta de cumplimiento de los requisitos necesarios, tal 
como ya ocurrió en una anterior solicitud en el mismo sentido tramitada en 
2005. 

3.- Notificada la resolución, el interesado interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado alegando que su caso 
es similar al contenido en la sentencia del Tribunal Supremo de 28 de 
octubre de 1998.

4.- Notificada la interposición del recurso al ministerio fiscal, interesó su 
desestimación. El encargado del Registro Civil de Las Palmas remitió el 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para 
su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos el Tratado de 4 de enero de 1969 sobre retrocesión del territorio 
de Ifni al Reino de Marruecos; el Decreto de 26 de junio de 1969; los 
artículos 18 del Código Civil (CC.); 15, 95 y 96 de la Ley del Registro Civil 
(LRC); 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la sentencia 
del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
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otras, 19-3ª de abril y 15-2ª de septiembre de 2003; 25-3ª de febrero de 
2004; 13-1ª de septiembre de 2005; 13-4ª de enero, 8-1ª de febrero y 1-3ª 
de septiembre de 2006; 14-1ª de noviembre y 1-6ª de diciembre de 2008; 
25-4ª y 5ª y 28 de febrero y 28-3ª de julio de 2009.

II.- El interesado solicitó ante el Registro Civil de Las Palmas la declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción por haber nacido 
en S. en 1951 y considerar cumplidos los requisitos del artículo 18 CC. La 
encargada del registro dictó auto denegando la procedencia de la solicitud. 

III.- En primer lugar hay que decir que, aunque el promotor basa su recurso 
en el contenido de la sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998 alegando que no pudo optar a la nacionalidad española a través del 
Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, lo cierto, tal como se exponía en 
la solicitud inicial y también se desprende de la documentación aportada, es 
que se trata de un natural de S. territorio cuya retrocesión a Marruecos se 
produjo en 1969, dando lugar a la publicación del Decreto 1347/1969, de 26 
de junio, que concedía a los naturales de Ifni la posibilidad de optar, en 
determinadas condiciones, a la nacionalidad española. 

IV.- Aclarado lo anterior, para que un nacimiento pueda ser inscrito en el 
Registro español, es preciso que se haya producido en territorio español o 
que afecte a españoles (arts. 15 LRC y 66 RRC). La primera de las 
condiciones no se cumple en este caso en tanto que el territorio de I. no 
era ni es español, tal como se desprende forzosamente de su retrocesión 
a Marruecos por virtud del Tratado de 4 de enero de 1969. 

V.- Tampoco concurre la segunda de las condiciones apuntadas, pues, 
aunque los padres del interesado pudieran haberse beneficiado en algún 
momento de la nacionalidad española, no se ha acreditado ningún título 
legal de adquisición de tal nacionalidad y el beneficio de esta cesó en todo 
caso en el momento de la retrocesión a Marruecos, fecha en que el 
interesado era todavía menor de edad, sin que conste que sus 
representantes legales hubieran ejercitado entonces en su nombre, dentro 
del plazo de caducidad de tres meses, el derecho de opción a la 
nacionalidad española, regulado por los artículos tercero del Tratado, 
primero de su Protocolo anejo y por el Decreto de 26 de junio de 1969. 

VI.- En cuanto a la eventual consolidación, según el artículo 18 del Código 
Civil la nacionalidad española puede consolidarse si se posee y utiliza 
durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después es anulado. La vía registral para comprobar 
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esta consolidación es el expediente de declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción, que decide en primera instancia 
el encargado del registro civil del domicilio (art. 335 RRC).

VII.- Pues bien, como ya se ha señalado, los nacidos en el territorio de I. 
cuando éste era posesión española no eran propiamente nacionales 
españoles, sino sólo súbditos de España que se beneficiaban de la 
nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones anteriores a 
la retrocesión por España de este territorio a Marruecos pudiera deducirse 
otra cosa. Solo así cobra sentido que a los naturales de Ifni se les concediera 
la mencionada oportunidad de optar, en determinadas condiciones, a la 
nacionalidad española en el plazo de tres meses. Y, en cualquier caso, 
aunque, como consecuencia de errores administrativos, el interesado haya 
estado durante algún tiempo en posesión de documentación española, lo 
cierto es que no consta el título inscrito en el Registro que exige el artículo 
18 CC., de manera que no concurren los requisitos para que la consolidación 
de la nacionalidad española pueda tener efecto. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Las Palmas.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (209ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

1º.- No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita 
que la interesada, hubiera residido en el Sahara durante el plazo de 
vigencia del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto ni hubiese poseído y 
utilizado la nacionalidad española durante diez años.

2º.- La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción corresponde al Encargado del 
Registro Civil del domicilio efectivo. El Encargado debe examinar de oficio 
su propia competencia.
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3º.- Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para 
practicar la anotación marginal de declaración de nacionalidad española 
con valor de simple presunción por consolidación el Encargado del 
Registro Civil del domicilio respecto del nacido fuera de España.

4º.- Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había 
informado favorablemente la pretensión de la interesada por razón del 
principio superior de legalidad.

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor 
de simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el Ministerio Fiscal contra auto dictado por la 
Encargada del Registro Civil de Córdoba.

HECHOS

1.- Mediante escrito de fecha 17 de abril de 2008, Don B. nacido el 12 de 
junio de 1937 en el Sahara Occidental solicitaba la nacionalidad española 
con valor de simple presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: 
pasaporte marroquí, permiso de residencia, certificado cheránico de 
nacimiento, certificado de la Policía Nacional española donde se informa 
que se le expidió DNI con fecha de 06 de febrero de 1967, permiso de 
conducir expedido en el Sahara, certificado de concordancia de nombre 
expedido por autoridades marroquíes y recibo MINURSO.

2.- Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. 
La Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 12 de mayo de 
2008 acuerda reconocer la nacionalidad española de origen por 
consolidación del interesado.

3.- Notificado el interesado y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso 
ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que 
la resolución de la Encargada por la que se declare la consolidación de la 
nacionalidad española con valor de simple presunción, deberá acceder al 
Registro Civil mediante anotación marginal a la inscripción del nacimiento, 
de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde 
se produjo el nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara 
corresponde al Registro Civil Central.
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4.- De la interposición del recurso se dio traslado al interesado. La 
Encargada del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado informando que a la 
vista de la documentación aportada procede proponer una resolución 
favorable en este expediente con desestimación del recurso interpuesto 
por el Ministerio Fiscal.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil (CC.); 96 de la Ley del Registro 
Civil (LRC); 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 
40/1975, de 19 de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las 
sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, 20 de 
noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro 
directivo de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las 
Resoluciones, entre otras, de 22-5ª de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de 
enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de mayo, 11-1ª de 
junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 
29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre 
de 2008; 15-3ª y 16-1ª de enero de 2009.

II.- Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite 
del recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, 
el Ministerio Fiscal, que actúa como recurrente, había informado 
favorablemente la pretensión de la interesada al evacuar el trámite de 
audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose 
dictado el auto apelado el 12 de mayo de 2008, el recurso se formaliza 
mediante escrito fechado el 04 de diciembre inmediato, esto es, fuera del 
plazo de quince días hábiles previsto por el artículo 355 RRC. Ninguno de 
los citados motivos debe, sin embargo, paralizar la tramitación y resolución 
del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque conforme a la 
doctrina sentada por nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede 
admitir el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal, a pesar de su 
anterior dictamen favorable, atendiendo al principio de legalidad y al 
carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas de 
oficio, de las normas sobre competencia de los órganos registrales, 
normas, como se verá, infringidas por el auto apelado. En cuanto a lo 
segundo, porque no constando fehacientemente la fecha en que se 
practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la correspondiente 
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diligencia, no hay términos hábiles para fijar el “die a quo” para el cómputo 
del plazo para la interposición del recurso. 

III.- El interesado, mediante escrito de fecha 17 de abril de 2008, solicitó 
ante el Registro Civil de Córdoba, la consolidación de la nacionalidad 
española, al haber nacido en 1937 en el Sahara Occidental, y cumplir los 
requisitos establecidos. La Encargada del Registro Civil de Córdoba dictó 
el auto antes citado declarando dicha nacionalidad de origen por 
consolidación. Este auto constituye el objeto del presente recurso. Según 
el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un 
título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. La vía registral 
para comprobar esta consolidación es el expediente de declaración de la 
nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. art. 96-2º LRC 
y 338 RRC). Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual 
resulta competente en materia de expedientes el Encargado del Registro 
Civil en que deba inscribirse la resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), 
en relación con los específicos expedientes para declaraciones con valor 
de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de 
competencia lo es tanto para instruir como para resolver el expediente, 
conforme a lo previsto por el artículo 342 del RRC en la redacción dada 
por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986.

IV.- Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al 
igual que ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha 
infracción implica la nulidad de lo actuado, nulidad que puede ser 
declarada por la Dirección General de los Registros y del Notariado 
cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. 

Dicha nulidad se desprende de la aplicación de las normas de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil en materia de competencia territorial y de fuero 
personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 de enero), 
la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que 
contiene un llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio 
de la interesada esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro 
Civil de Córdoba. Dado que ninguna prueba o dato existe en las 
actuaciones de las que se desprenda este imprescindible requisito de 
procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio 
a efectos civiles, que es el que se ha de entender invocado por la 
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legislación del Registro Civil en general y por el artículo 355 del RRC en 
particular, se encuentra definido en el artículo 40 del Código Civil, 
conforme al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su 
residencia habitual”, esto es, el lugar en que la persona vive con cierta 
permanencia y el que se presume para el futuro. La prueba de la residencia 
habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que 
alguna norma especial exija una modalidad de prueba determinada o 
exima de pruebas complementarias acreditando el domicilio por ciertos 
medios. Esto es lo que sucede en el ámbito del Registro Civil en casos 
concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone que “el domicilio de los 
apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; 
b) el artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los 
efectos de aplicar la previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC, 
establece que el domicilio del progenitor o progenitores legalmente 
conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales de 
identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón 
municipal”.

En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de 
los singulares casos citados por la legislación del Registro Civil, por lo que 
revive la regla general en el ámbito civil de que la residencia habitual 
puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en derecho, 
correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los 
Tribunales la valoración libre de los datos que hayan sido aportados y 
circunstancias acreditadas; como por ejemplo, tener en el lugar 
establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes 
policiales adversos, ausencia de visados o permisos de residencia – no 
de mera estancia - respecto de los extranjeros, etc. (vid. sentencias del 
Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de junio de 1952, 
entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio 
de los derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 CC.) puede 
fijarse arbitrariamente por los interesados dando lugar a supuestos de 
fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho de que la inscripción 
en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración de la interesada 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de 
tal declaración (cfr. art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). Por 
ello, el Encargado puede y debe examinar de oficio su propia competencia 
(cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para 
la actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud 
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del contenido del padrón municipal respecto de la persona que promueve 
expediente registral ante el Registro Civil cuya competencia dependa del 
domicilio del promotor al que se refiera la citada inexactitud administrativa. 
Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación obrante 
en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y 
permanencia que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto 
del interesado, ni constan en el expediente los elementos valorativos en 
que se ha apoyado la Encargada para apreciar su competencia.

V.- La regla especial de competencia en materia de expediente sobre 
declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
comporta igualmente la necesidad de diferenciar entre la resolución del 
expediente y la anotación posterior de dicha resolución al margen de la 
inscripción de nacimiento de la interesada, en el caso de que no sean 
coincidentes ambos Registros.

De forma tal que la resolución adoptada por el Encargado del Registro 
Civil del domicilio, una vez devenida firme, habrá de ser calificada por el 
Encargado del Registro Civil del lugar del nacimiento. No es esto, sin 
embargo, lo que ha sucedido en el presente caso en el que la propia Juez 
Encargada que dictó el auto recurrido ha practicado en base al mismo la 
inscripción de nacimiento del interesado, haciendo constar en el apartado 
de “observaciones” que “el inscrito goza de la nacionalidad española de 
origen”. 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia 
del Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. 
En principio, conforme al artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos se inscriben 
en el Registro Municipal o Consular del lugar en que acaecen, o bien en el 
Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero y tener 
el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, 
a fin de defender la competencia del Registro Civil de Córdoba, la 
aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en su redacción dada 
por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de 
la nacionalidad española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un 
país extranjero, los interesados podrán solicitar, en el momento de 
levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al Rey y obediencia 
a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se 
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haya instruido el oportuno expediente registral”. Sin embargo, tal alegación 
no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto la Instrucción de 
este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del artículo 16 de la Ley queda condicionada a un doble 
requisito: por un lado, que la causa o título de la adquisición de la 
nacionalidad española haya precisado de la tramitación de un previo 
expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de 
adquisición de la nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del 
juramento o promesa de fidelidad al Rey y de obediencia a la Constitución 
y a las leyes (cfr. art. 23, a CC.), exigencia que se desprende implícitamente 
del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente 
el momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en 
el Registro Civil municipal. Requisito éste que no concurre en los 
expedientes de declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro 
incompetente, incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 
del artículo 298 RRC.

VI.- Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de 
una declaración de nacionalidad española hecha en expediente por 
órgano registral incompetente (cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe 
dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose respetado las reglas de la 
competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la materia, 
esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del 
artículo 18 del Código Civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con 
la doctrina consolidada y reiteradísima de este Centro Directivo en relación 
con la cuestión planteada. Pues bien, en principio, los nacidos en el 
territorio del Sahara cuando éste era posesión española no eran 
propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España que se 
beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas 
disposiciones anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera 
deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que se desprende 
necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque sólo así 
cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo 
de un año a contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76.

Así resulta también de la diferenciación de «territorios» puesto de relieve, 
con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» 
del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
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ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias 
sobre el territorio no autónomo del Sahara, que durante algunos años ha 
estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen 
peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado 
parte del territorio nacional». Es cierto que para un supuesto excepcional 
respecto de un natural del Sahara la Sentencia del Tribunal Supremo de 
28 de octubre de 1998 decidió que el actor había consolidado la 
nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia no es de 
aplicación al caso presente pues hay diferencias fundamentales entre el 
supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora planteado. En el 
caso presente el interesado no ha acreditado que cuando estuvo en vigor 
el Decreto de 1976, estuviese imposibilitada de facto para optar a la 
nacionalidad española por haber permanecido en los territorios ocupados. 
Aparte de esto no consta la existencia de título inscrito en el Registro Civil 
ni está probada la posesión y utilización de la nacionalidad española en 
los términos y duración que establece el artículo 18 del Código Civil. Por 
otra parte, el certificado cheránico de nacimiento y libro de familia donde 
consta el matrimonio del interesado no hacen prueba de la nacionalidad 
española, asimismo tampoco acredita el cumplimiento de los requisitos el 
haber obtenido DNI español con un plazo inicial de vigencia de 5 años no 
constando renovación, habiendo aportado en el expediente el Sr. B. el 
pasaporte como marroquí. Las más recientes sentencias del Tribunal 
Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre de 2007 y de 18 de julio de 2008 
reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de apátridas no hace 
sino reforzar las conclusiones anteriores.

VII.- Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del 
camino adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple 
presunción y la inscripción practicada. Es desde esta perspectiva desde la 
que debe entenderse la petición del Ministerio Fiscal vertida en su escrito 
de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal 
declaración presuntiva habría de reflejarse registralmente mediante una 
anotación marginal a la inscripción de nacimiento, anotación para la cual 
sólo sería competente el Registro Civil Central.

La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene 
como efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le 
declara, puesto que invierte la carga de la prueba, que corresponderá al 
que discuta la declaración y, en este sentido, en tanto no se destruya la 
presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
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efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en 
su Circular de 22 de Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva 
del estado civil de nacional español , en los casos de adquisición originaria 
basada en la principio del “ius sanguinis”, solo puede proporcionarla la 
sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que 
la legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para 
obtener la declaración de que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 
96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente gubernativo. El hecho de que, 
según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga valor de 
“simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al 
margen de la inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de 
minimizar la eficacia de tales declaraciones de nacionalidad, ya que en 
todo caso están investidas del valor propio de las presunciones “iuris 
tantum” que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba 
a los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba 
en contrario (cfr. art. 386 LEC), prueba en contrario que podrá estar 
integrada, como resulta “infra”, por otro expediente registral tramitado con 
tal finalidad.

Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de 
actuaciones, una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente 
registral, por la vía del artículo 240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el ámbito del Registro 
Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la 
legislación del Registro Civil permite alcanzar el resultado pretendido. Es 
un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 
94 RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el 
Registro Civil y la realidad extrarregistral. En desarrollo de este principio 
se ha indicado repetidamente por la doctrina de este Centro Directivo que, 
mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en el 
ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo 
que es posible reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso 
ha de ser posible que, de oficio o por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de 
cualquier interesado o autoridad con competencias conexas con la 
materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie 
de nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los 
interesados les corresponde o no les corresponde la nacionalidad 
española. 
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VIII.- La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser 
negativa, ha de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la 
anotación preventiva practicada. No es obstáculo para ello que, con 
arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo las excepciones 
previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las 
“anotaciones”, en congruencia con su menor eficacia y su valor meramente 
informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un principio distinto. En 
efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan 
ser rectificadas y canceladas en virtud de expediente gubernativo en que 
se acredite la inexactitud, en todo caso con notificación formal a los 
interesados o sus representantes legales como exige imperativamente el 
párrafo primero del artículo 349 RRC Tampoco puede erigirse en obstáculo 
para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de que, 
irregularmente, en el caso a que se refiere el presente recurso la 
declaración de la nacionalidad española se haya reflejado tabularmente 
por medio de su constancia en el apartado de “observaciones” de la 
inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente asiento de 
anotación marginal (cfr. art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de 
asiento correspondiente a la naturaleza del acto jurídico consignado, a la 
misma se han de ajustar los mecanismos registrales previstos legalmente 
para su corrección. En consecuencia, la inscripción de nacimiento de la 
interesada en el Registro Civil de Córdoba, supuso la extensión de un 
asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el extranjero y que no 
afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se 
extendía de modo evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, 
puesto que, sobre la infracción a las citadas reglas de competencia, no se 
daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del Código Civil en el que 
la interesada había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 
95-2º LRC y 297-3º RRC) que, en aras del principio de concordancia entre 
el Registro Civil y la realidad, puede y debe promoverse de oficio por este 
Centro Directivo instando la correspondiente intervención del Ministerio 
Fiscal.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: estimar el recurso interpuesto e 
instar al Ministerio Fiscal, para que promueva la incoación de expediente 
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gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento 
del interesado.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Córdoba.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (211ª)
III.2.1  Consolidación de nacionalidad española

1º.- No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita 
que el interesado hubiera residido en el Sáhara durante el plazo de 
vigencia del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni que haya 
poseído y utilizado la nacionalidad española durante diez años.

2º.- La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción corresponde al encargado del 
registro civil del domicilio efectivo. El encargado debe examinar de oficio 
su propia competencia.

3º.- Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para 
practicar la anotación marginal de declaración de nacionalidad española 
con valor de simple presunción por consolidación el encargado del registro 
civil del domicilio respecto del nacido fuera de España.

4º.- Es admisible el recurso interpuesto por el ministerio fiscal, que había 
informado favorablemente la pretensión del interesado, por razón del 
principio superior de legalidad.

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor 
de simple presunción remitido a este centro en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el ministerio fiscal contra auto dictado por la 
encargada del Registro Civil de Córdoba.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Córdoba el 24 de 
abril de 2008, el Sr. S-M. solicitaba la consolidación de la nacionalidad 
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española por haber nacido en V-C. (Sáhara Occidental) en 1968 y 
considerar aplicable la doctrina contenida en la sentencia del Tribunal 
Supremo de 28 de octubre de 1998. Adjuntaba los siguientes documentos: 
permiso de residencia en España, tarjeta sanitaria, documento de 
identidad y certificado de filiación expedidos por autoridades de la 
denominada República Árabe Saharaui Democrática, DNI de los 
progenitores expedidos en 1970 y 1974 y actualmente carentes de validez 
y documentos de identificación personal como pensionista y de asistencia 
sanitaria correspondientes al padre del solicitante, expedidos ambos por 
el Ministerio de Defensa español. 

2.- Ratificado el promotor y previo informe favorable del ministerio fiscal, 
la encargada del Registro Civil de Córdoba dictó auto el 14 de mayo de 
2008 reconociendo la nacionalidad española de origen por consolidación 
del interesado y ordenando la práctica de su inscripción, que, en efecto, 
se llevó a cabo el 22 de mayo siguiente. 

3.- Notificada la resolución, el ministerio fiscal interpuso recurso el 3 de 
junio de 2008 ante la Dirección General de los Registros y del Notariado 
solicitando la declaración, mediante anotación marginal en la inscripción 
de nacimiento del interesado, de que la consolidación de la nacionalidad 
española lo es con valor de simple presunción y manifestando, asimismo, 
que la competencia para la práctica de la inscripción de nacimiento 
corresponde al Registro Civil del lugar en el que se haya producido el 
hecho y que, en el caso de los nacidos en el territorio del Sáhara, será el 
Registro Civil Central.

4.- Ante la imposibilidad de notificación personal al interesado, tras 
reiterados intentos, por no estar aquél localizable en el domicilio que 
constaba en el expediente, la interposición del recurso fue notificada 
mediante edictos. La encargada del Registro Civil de Córdoba emitió 
informe adhiriéndose al recurso presentado y remitió el expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil (CC.); 96 de la Ley del Registro 
Civil (LRC); 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 
40/1975, de 19 de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las 
sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, 20 de 
noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las instrucciones de este centro 
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directivo de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007 y las 
resoluciones, entre otras, 22-5ª de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 
10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de mayo, 11-1ª de junio y 
20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª de 
febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre y 10 de diciembre de 
2008; 15-3ª y 16-1ª de enero de 2009. 

II.- Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite 
del recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, 
el ministerio fiscal, que actúa como recurrente, había informado 
favorablemente la pretensión del interesado al evacuar el trámite de 
audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose 
dictado el auto apelado el 14 de mayo de 2008, el recurso se formaliza 
mediante escrito fechado el 3 de junio, esto es, fuera del plazo de quince 
días hábiles previsto por el artículo 355 RRC (recuérdese que conforme al 
artículo 32 de la Ley del Registro Civil, a efectos del Registro Civil, todos 
los días del año son hábiles). Ninguno de los citados motivos debe, sin 
embargo, paralizar la tramitación y resolución del presente recurso. En 
cuanto al primero porque, conforme a la doctrina sentada por la resolución 
de 11 de mayo de 1996, procede admitir el recurso interpuesto por el 
ministerio fiscal, a pesar de su anterior dictamen favorable, atendiendo al 
principio de legalidad y al carácter de orden público y la susceptibilidad, 
por tanto, de ser apreciadas de oficio de las normas sobre competencia 
de los órganos registrales; normas, como se verá, infringidas por el auto 
apelado. En cuanto a lo segundo, porque no constando fehacientemente 
la fecha en que se practicó la notificación, no hay términos hábiles para 
fijar el “die a quo” para el cómputo del plazo para la interposición del 
recurso. 

III.- El interesado solicitó ante el Registro Civil de Córdoba la consolidación 
de la nacionalidad española por haber nacido en 1968 en territorio del 
Sahara Occidental cuando estaba sometido a la administración española 
y cumplir los requisitos establecidos en el artículo 18 CC. La encargada 
del registro dictó auto declarando la nacionalidad de origen por 
consolidación y ordenando la práctica de la inscripción correspondiente. 
El ministerio fiscal interpuso recurso por considerar que la declaración de 
nacionalidad por consolidación debe serlo con valor de simple presunción 
y porque la competencia para practicar la inscripción en este caso 
corresponde al Registro Civil Central.
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IV.- Según el artículo 18 del Código Civil, la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC). Y, frente a la norma general conforme a la 
cual resulta competente en materia de expedientes el encargado del 
registro en el que deba inscribirse la resolución pretendida (cfr. art. 342 
RRC), en relación con los específicos expedientes para declaraciones con 
valor de simple presunción la competencia corresponde al encargado del 
registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de 
competencia lo es tanto para instruir como para resolver el expediente, 
conforme a lo previsto por el artículo 342 del RRC en la redacción dada 
por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. Cuando no se respeta la 
norma de competencia antes indicada, al igual que ocurre en general con 
todo tipo de procedimiento, dicha infracción implica la nulidad de lo 
actuado, nulidad que puede ser declarada por la Dirección General de los 
Registros y del Notariado cuando conozca de su existencia a través de los 
recursos entablados. Dicha nulidad se desprende de la aplicación de las 
normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de competencia 
territorial y de fuero personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 
1/2000, de 7 de enero), la cual es aplicable por la remisión que realiza el 
artículo 16 LRC, que contiene un llamamiento supletorio a las normas de 
jurisdicción voluntaria.

V.- En el presente caso, la cuestión anterior se suscita ante la duda de que 
el domicilio del interesado esté fijado en la demarcación correspondiente 
al Registro Civil de Córdoba, dado que ninguna prueba o dato existe en 
las actuaciones de las que se desprenda este imprescindible requisito de 
procedibilidad. Ha de recordarse al respecto que el concepto de domicilio 
a efectos civiles, que es el que se ha de entender invocado por la 
legislación del Registro Civil en general y por el artículo 355 del RRC en 
particular, se encuentra definido en el artículo 40 del Código Civil, 
conforme al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su 
residencia habitual”, esto es, el lugar en que la persona vive con cierta 
permanencia y el que se presume para el futuro. La prueba de la residencia 
habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que 
alguna norma especial exija una modalidad de prueba determinada o 
exima de pruebas complementarias acreditando el domicilio por ciertos 
medios. Esto es lo que sucede en el ámbito del Registro Civil en casos 
concretos: a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone que “el domicilio de los 
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apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; 
b) el artículo 68 párrafo tercero del mismo reglamento, por su parte, a los 
efectos de aplicar la previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC , 
establece que el domicilio del progenitor o progenitores legalmente 
conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales de 
identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón 
municipal”. En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la 
prueba de la certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene 
exigida fuera de los singulares casos citados por la legislación del Registro 
Civil, por lo que revive la regla general en el ámbito civil de que la 
residencia habitual puede acreditarse a través de cualquier otro medio 
admitido en derecho, correspondiendo al encargado del registro y, en su 
caso, a los tribunales la valoración libre de los datos que hayan sido 
aportados y circunstancias acreditadas, como, por ejemplo, tener en el 
lugar establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, 
censo electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes 
policiales adversos, ausencia de visados o permisos de residencia – no 
de mera estancia - respecto de los extranjeros, etc. (vid. sentencias del 
Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de junio de 1952, 
entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio 
de los derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 CC.) puede 
fijarse arbitrariamente por los interesados dando lugar a supuestos de 
fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho de que la inscripción 
en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de 
tal declaración (cfr. art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local).

Por ello, el juez encargado puede y debe examinar de oficio su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse 
incompetente para la actuación registral instada cuando llegue a la 
convicción de la inexactitud del contenido del padrón municipal respecto 
de la persona que promueve expediente registral ante el registro civil cuya 
competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la citada 
inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso es que de la 
documentación obrante en el expediente no cabe colegir que concurran 
las notas de estabilidad y permanencia que cualifican el domicilio como 
residencia habitual respecto del interesado, ni constan en el expediente 
los elementos valorativos en que se ha apoyado la encargada para 
apreciar su competencia.
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VI.- La regla especial de competencia en materia de expedientes sobre 
declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
comporta igualmente la necesidad de diferenciar entre la resolución del 
expediente y la anotación posterior de dicha resolución al margen de la 
inscripción de nacimiento del interesado en el caso de que no sean 
coincidentes ambos registros; de forma tal que la resolución adoptada por 
el encargado del registro civil del domicilio, una vez devenida firme, habrá 
de ser calificada por el encargado del registro civil del lugar del nacimiento. 
No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente caso en el que 
la propia encargada que dictó el auto recurrido ha practicado la inscripción 
de nacimiento del interesado, haciendo constar en el apartado de 
“observaciones” que “el inscrito goza de la nacionalidad española de 
origen”. Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la 
competencia del Registro Civil de Córdoba para practicar la citada 
inscripción de nacimiento. En principio, conforme al artículo 16.1 LRC, los 
nacimientos se inscriben en el registro municipal o consular del lugar en 
que acaecen o bien en el Registro Civil Central, en caso de haber acaecido 
en el extranjero y tener el promotor su domicilio en España y después, por 
traslado, en el consular correspondiente (cfr. art. 68, párrafo segundo, 
RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la competencia 
del Registro Civil de Córdoba, la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 
16 LRC en su redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, 
conforme a la cual “en las inscripciones de nacimiento que sean 
consecuencia de la adquisición de la nacionalidad española por 
ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un país extranjero, los 
interesados podrán solicitar, en el momento de levantarse el acta de 
juramento o promesa de fidelidad al Rey y obediencia a la Constitución y 
a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento en el Registro 
Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya instruido el 
oportuno expediente registral”; sin embargo, tal alegación no puede 
prosperar ya que, como puso de manifiesto la Instrucción de este centro 
directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito apartado 4 
del artículo 16 de la ley queda condicionada a un doble requisito: por un 
lado, que la causa o título de la adquisición de la nacionalidad española 
haya precisado de la tramitación de un previo expediente registral, pero, 
además, que la causa de adquisición de la nacionalidad esté sometida a 
la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al Rey y de 
obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23a CC.), exigencia que 
se desprende implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del 
levantamiento del acta correspondiente el momento procesal oportuno 
para formular la solicitud de inscripción en el registro civil municipal, 
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requisito este que no concurre en los expedientes de declaración de la 
nacionalidad española con valor de simple presunción por consolidación, 
por lo que en el caso objeto del presente recurso debe entenderse 
extendida la inscripción en registro incompetente, incurriendo así en el 
defecto formal previsto en el número 1 del artículo 298 RRC.

VII.- Por otra parte, de la misma forma en que no hay duda de la nulidad 
de una declaración de nacionalidad española hecha en expediente por 
órgano registral incompetente (cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe 
dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose respetado las reglas de la 
competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la materia, 
esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del 
artículo 18 del Código Civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con 
la doctrina consolidada y reiteradísima de este centro directivo en relación 
con la cuestión planteada. Pues bien, en principio, los nacidos en el 
territorio del Sáhara cuando éste era posesión española no eran 
propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España que se 
beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas 
disposiciones anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera 
deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que se desprende 
necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque sólo así 
cobra sentido que a los naturales del Sáhara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo 
de un año a contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así 
resulta también de la diferenciación de «territorios» puesto de relieve, con 
rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» 
del Sáhara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias 
sobre el territorio no autónomo del Sahara, que durante algunos años ha 
estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen 
peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado 
parte del territorio nacional».

VIII.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural 
del Sáhara la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 
decidió que el actor había consolidado la nacionalidad española. Pero la 
doctrina de esta sentencia no es de aplicación al caso presente pues hay 
diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en la 
sentencia y el ahora planteado, en tanto que el interesado no ha acreditado 
que cuando estuvo en vigor el citado Decreto de 1976, sus representantes 
legales -dada entonces su minoría de edad- estuviesen imposibilitados de 
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facto para optar a la nacionalidad española por haber permanecido en los 
territorios ocupados. Aparte de esto, no consta la existencia de título 
inscrito en el Registro Civil ni está probada la posesión y utilización de la 
nacionalidad española en los términos y duración que establece el artículo 
18 CC. Las sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre 
de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes 
el estatuto de apátridas no hacen sino reforzar las conclusiones anteriores.

IX.- Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del 
camino adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple 
presunción y la inscripción practicada. Es desde esta perspectiva desde la 
que debe entenderse la petición del ministerio fiscal, vertida en su escrito 
de recurso, de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal 
declaración presuntiva habría de reflejarse registralmente mediante una 
anotación marginal a la inscripción de nacimiento, anotación para la cual 
sólo sería competente el Registro Civil Central. La declaración de la 
nacionalidad con valor de simple presunción tiene como efecto excusar 
de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que 
invierte la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la 
declaración y, en este sentido, en tanto no se destruya la presunción debe 
tenerse dicha declaración como si fuese definitiva. 

En efecto, si bien es cierto, como puso de manifiesto este centro directivo 
en su Circular de 22 de mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva 
del estado civil de nacional español, en los casos de adquisición originaria 
basada en la principio del ius sanguinis, solo puede proporcionarla la 
sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que 
la legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para 
obtener la declaración de que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 
96.2 LRC) en virtud de un expediente gubernativo. El hecho de que, según 
esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga valor de “simple 
presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la 
inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la 
eficacia de tales declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso 
están investidas del valor propio de las presunciones iuris tantum que, 
como tales, dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a los 
favorecidos por la presunción mientras no se destruya por prueba en 
contrario (cfr. art. 386 LEC), prueba que podrá estar integrada, como 
resulta infra, por otro expediente registral tramitado con tal finalidad.
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X.- Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de 
actuaciones, una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente 
registral, por la vía del artículo 240, nº 2, de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el ámbito del Registro 
Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la 
legislación del Registro Civil permite alcanzar el resultado pretendido. Es 
un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 
94 RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el 
Registro Civil y la realidad extrarregistral. En desarrollo de este principio 
se ha indicado repetidamente por la doctrina de este centro directivo que, 
mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en el 
ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo 
que es posible reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida.

Por eso ha de ser posible que, de oficio o por iniciativa del ministerio fiscal 
o de cualquier interesado o autoridad con competencias conexas con la 
materia y con intervención en todo caso del ministerio público, se inicie de 
nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los 
interesados les corresponde o no les corresponde la nacionalidad 
española. La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser 
negativa, ha de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la 
anotación preventiva practicada. No es obstáculo para ello que, con 
arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo las excepciones 
previstas en los tres artículos siguientes, las inscripciones sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las 
anotaciones, en congruencia con su menor eficacia y su valor meramente 
informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un principio distinto. 

En efecto, el artículo 147 RRC establece una regla de aplicación preferente 
permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y canceladas en 
virtud de expediente gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo 
caso con notificación formal a los interesados o sus representantes legales 
como exige imperativamente el párrafo primero del artículo 349 RRC. 

Tampoco puede erigirse en obstáculo para la aplicación de estas 
previsiones normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso a que 
se refiere el presente recurso la declaración de la nacionalidad española 
se haya reflejado tabularmente por medio de su constancia en el apartado 
de “observaciones” de la inscripción de nacimiento en lugar de en el 
correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. art. 96, in fine, LRC), 
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pues siendo este el tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del 
acto jurídico consignado, a él se han de ajustar los mecanismos registrales 
previstos legalmente para su corrección.

XI.- En consecuencia, la inscripción de nacimiento del interesado en el 
Registro Civil de Córdoba supuso la extensión de un asiento sobre un 
hecho -el nacimiento- acaecido en el extranjero y que no afectaba a un 
ciudadano español, de modo que no debió practicarse en su momento 
porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo evidente 
en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción 
a las citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado 
en el artículo 18 CC. en el que el interesado había basado su petición. Por 
todo ello procede su supresión y cancelación mediante el oportuno 
expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) que, en aras 
del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y 
debe promoverse de oficio por este centro directivo instando la 
correspondiente intervención del ministerio fiscal.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: 

1º.- Estimar el recurso.

2º.- Instar al Ministerio Fiscal para que promueva la incoación de 
expediente gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción 
de nacimiento del interesado practicada con la mención de su nacionalidad 
española.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Córdoba.
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (215ª)
III.2.1  Declaración de la nacionalidad española

1.- No es posible declarar la nacionalidad española de origen del promotor 
porque no se ha acreditado que la madre ostentase la nacionalidad 
española al tiempo de su nacimiento.

2.- Tampoco es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se 
acredita que el promotor o sus representantes legales, dada su minoría de 
edad, hubieran residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del Real 
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera título inscrito en el 
Registro Civil, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el promotor, contra auto dictado por la 
Encargada del Registro Civil de Cazorla (Jaén).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Cazorla el 6 de 
mayo de 2010, A. nacido en el año 1974 solicitaba el reconocimiento de la 
nacionalidad española por haber nacido y vivido en el Sahara cuando éste 
era territorio sometido a administración española, hijo de padres saharauis. 
Adjuntaba, entre otros, los siguientes documentos: pasaporte argelino, 
certificados de nacimiento, nacionalidad, antecedentes penales, 
paternidad y residencia expedidos por las autoridades de la República 
Árabe Saharaui Democrática, certificado de empadronamiento, certificado 
que le acredita como usuario del sistema sanitario público andaluz y DNI 
bilingüe de la madre.

2.- Ratificado el interesado, previo informe desfavorable del ministerio 
fiscal, la Encargada dictó auto el 5 de octubre de 2010 denegando la 
nacionalidad española con valor de simple presunción por considerar que 
los documentos aportados no acreditan los extremos previstos en el 
artículo 18 del Código Civil.

3.- Notificada la resolución, el solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado solicitando la concesión de la 
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nacionalidad española tanto por aplicación del artículo 18 del CC. como 
por aplicación del artículo 20 por ser su madre española.

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal interesa la desestimación del 
recurso, tras lo cual La Encargada remitió el expediente a la Dirección 
General de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17, 18 y 20 del Código Civil (CC.); 96 de la Ley del 
Registro Civil (LRC); 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); 
la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de 
agosto; la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las 
Resoluciones, entre otras, de 21-1ª de enero, 3-1ª; 4-4ª de febrero, 2-4ª, 
4-3ª, 5 y 14-3ª de marzo, 15-3-º de abril, 28 de mayo, 1-4ª y 27-3ª de 
septiembre, 3-1ª de octubre de 2005; 28-4ª de febrero, 18 y 21-4ª de 
marzo, 14-5ª y 17-1ª de julio, 1-1ª, 6-3ª, 7-2ª y 9-1ª de septiembre de 
2006.

II.- El promotor, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Cazorla solicitó la declaración de su nacionalidad española con valor de 
simple presunción por haber nacido en 1974 en el territorio del Sahara y 
ser hijo de españoles.

La Encargada del registro dictó auto denegando la petición del interesado, 
siendo dicho auto el que constituye el objeto del presente recurso.

III.- El interesado solicita la declaración de la nacionalidad española 
basada en que su madre ostentaba esta nacionalidad por ser natural del 
Sahara. A la vista del expediente esta petición no puede estimarse ya que 
en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Real Decreto 2258/76.
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IV.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
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equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 

España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

V.- En cualquier caso, por lo que se refiere a la «nacionalidad» de los 
saharauis, durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio 
del Sahara Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y 
formal entre los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, 
como ha puesto de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 
de octubre de 1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas 
en los Estados colonizadores, se han impuesto restricciones al status 
civitatis de la población colonizada “lo que ha permitido la diferencia 
doctrinal, basada en datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y 
nacionales-súbditos” (ejemplos del Derecho comparado son Holanda, 
Italia, Bélgica y Francia). En España, pese a la ambigüedad normativa 
sobre la calificación de los territorios pertenecientes a colonias y su 
identificación con el territorio nacional, las realidades de la heterogeneidad 
territorial y de los estatutos personales ha sido sostenida por el Tribunal 
Supremo en su citada sentencia y en la posterior de 7 de noviembre de 
1999 y anteriormente por el Consejo de Estado en diversos dictámenes 
(Dictamen núm. 36017/1968 para el caso de Guinea y Dictamen 
36227/1968 para el caso de Ifni), y a partir del examen pormenorizado de 
las disposiciones dictadas en relación con aquellos territorios, llegaron a 
conclusiones fundadas acerca de las diferencias entre territorio nacional y 
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territorios coloniales, así como sobre la diferente condición jurídica de 
nacionales y naturales de las colonias. 

VI.- No obstante, el Real Decreto 2258/76 permitió a los naturales del 
Sahara optar a la nacionalidad española dentro de un plazo de un año y 
cumpliendo una serie de condiciones. Sin embargo, en el presente caso, 
no ha quedado acreditado que la madre del promotor hiciera uso de dicha 
opción, por lo que debe concluirse razonablemente que aquella nunca 
tuvo la nacionalidad española, ni en el momento del nacimiento del 
interesado, ni en ningún otro momento, no es posible por tanto la aplicación 
del derecho a optar recogido en el artículo 20 del Código Civil.

VII.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural 
del Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente, no se considera acreditado que los 
representantes legales del interesado, dada la minoría edad de éste, 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976 estuviesen imposibilitados de 
facto para optar a la nacionalidad española, por haber permanecido en los 
territorios ocupados, lo que requiere pruebas fehacientes. Aparte de ello 
concurren otras circunstancias que impiden por la vía del artículo 18 del 
Código Civil también invocado una posible consolidación de la nacionalidad 
española, pues no consta el título inscrito en el Registro Civil, ni está 
probada la posesión de la nacionalidad española en los términos y 
duración que establece el artículo 18 CC., en el que se indica que la 
nacionalidad española puede consolidarse si se posee y utiliza durante 
diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el Registro 
Civil que después es anulado.

Aparte de ello, la documentación que aporta expedida por autoridades de 
la denominada República Árabe Saharaui Democrática no ofrece garantías 
análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española. Al respecto 
ha de tenerse en cuenta que las competencias de calificación del 
encargado respecto de la certificación extranjera se extienden al examen 
de la competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el 
ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con base legal 
suficiente para ello, base que en este caso no existe al no estar 
establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones 
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normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Cazorla (Jaén).

Resolución de 31 de Julio de 2014 (216ª)
III.2.1  Declaración de la nacionalidad española

1.- No es posible declarar la nacionalidad española del padre, ya fallecido, 
por no resultar acreditado que hubiera residido en el Sahara durante el 
plazo de vigencia del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera 
poseído y utilizado la nacionalidad durante diez años.

2.- No es posible declarar la nacionalidad española de origen del promotor 
porque no se ha acreditado que el padre ostentase la nacionalidad 
española al tiempo de su nacimiento.

3.- Tampoco es aplicable al promotor el artículo 18 del Código Civil ya que 
no se acredita que el promotor o sus representantes legales, dada su 
minoría de edad, hubieran residido en el Sahara durante el plazo de 
vigencia del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera título 
inscrito en el Registro Civil, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad 
durante diez años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud de los entablados por el Ministerio Fiscal y por el interesado, 
contra auto dictado por la Encargada del Registro Civil de Madrid.

HECHOS
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1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Madrid el 7 de 
mayo de 2010, S. nacido en el año 1975 solicitaba el reconocimiento de la 
nacionalidad española de su padre S. por haber nacido y vivido en el 
Sahara cuando éste era territorio sometido a administración española, 
igualmente solicitaba la concesión de la nacionalidad española por los 
mismos motivos y además ser hijo de padres españoles. Adjuntaba, entre 
otros, los siguientes documentos: certificado de nacimiento expedido por 
las autoridades del Reino de Marruecos, salvoconducto del padre, 
certificados del Ministerio del Interior declarando la existencia de DNI 
bilingües expedidos a nombre de los padres, recibo de la MINURSO, 
permiso de residencia, volante de empadronamiento y pasaporte 
marroquí.

2.- Ratificado el interesado, La Encargada dicta providencia en la que se 
acuerda la acumulación de dos expedientes, el relativo al interesado y el 
relativo a su hermana A., siendo la providencia dictada favorable a las 
solicitudes presentadas. Trasladado el expediente al Ministerio Fiscal 
informa que no procede la declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción de los solicitantes.

3.- La Encargada dictó auto el 17 de noviembre de 2010 acordando 
declarar la nacionalidad española con valor de simple presunción de los 
solicitantes, en el caso del padre por consolidación y en el de los hijos por 
transmisión automática de la nacionalidad española del padre en el 
momento de su nacimiento. En dicho auto declara que lo que procede en 
el caso de los hijos es la recuperación de la nacionalidad ostentada 
durante su minoría de edad ya que perdieron la nacionalidad española 
tras el proceso de descolonización al adquirir la nacionalidad marroquí.

4.- Notificada la resolución, el Ministerio Fiscal interpuso recurso el 11 de 
febrero de 2011 por considerar que no se cumplen los requisitos exigidos 
en el artículo 18 para declarar con valor de simple presunción la 
consolidación de la nacionalidad española del padre fallecido ni de sus 
hijos. 

5.- Igualmente el interesado presentó recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado el 21 de marzo de 2011 únicamente en 
cuanto a la pérdida de la nacionalidad española alegando que la 
adquisición de la nacionalidad marroquí no fue voluntaria y presentando 
certificados expedidos por la Delegación de la Comunidad Saharaui para 
España en los que se declara que tanto el padre como los hijos no 
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pudieron optar por la nacionalidad española por encontrarse en las zonas 
ocupadas de la República Árabe Saharaui Democrática.

6.- Trasladado el recurso del interesado al Ministerio Fiscal se reitera en el 
recurso interpuesto el 11 de febrero de 2011, tras lo cual La Encargada 
remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para la resolución de los recursos junto con un informe en el 
que confirma el contenido íntegro del auto dictado.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 y 18 del Código Civil (CC.); 96 de la Ley del 
Registro Civil (LRC); 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); 
la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de 
agosto; la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las 
Resoluciones, entre otras, de 21-1ª de enero, 3-1ª; 4-4ª de febrero, 2-4ª, 
4-3ª, 5 y 14-3ª de marzo, 15-3-º de abril, 28 de mayo, 1-4ª y 27-3ª de 
septiembre, 3-1ª de octubre de 2005; 28-4ª de febrero, 18 y 21-4ª de 
marzo, 14-5ª y 17-1ª de julio, 1-1ª, 6-3ª, 7-2ª y 9-1ª de septiembre de 
2006.

II.- El interesado, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Tarragona solicitó la declaración de su nacionalidad española con valor de 
simple presunción suya y de su padre ya fallecido, por haber nacido en el 
territorio del Sahara. La Encargada del registro dictó auto concediendo la 
petición del interesado, siendo dicho auto el que constituye el objeto del 
presente recurso presentado por el Ministerio Fiscal. Igualmente el 
interesado presenta recurso en parte al considerar que en ningún 
momento perdió la nacionalidad española tal y como se refleja en el auto.

III.- Cuando la inscripción de nacimiento solicitada es de una persona ya 
fallecida la cuestión tiene exclusivamente interés privado y por ello es 
forzoso acreditar un interés legítimo en la incoación del expediente (cfr. 
Arts. 97 LRC y 346 RRC), en este caso la inscripción de la nacionalidad 
española originaria de su padre le permitiría poder él mismo solicitar la 
nacionalidad española. Procede, por tanto, examinar la pretensión 
deducida y resolver sobre la procedencia o no de la declaración de 
nacionalidad instada. 

IV.- El interesado solicita la declaración de la nacionalidad española de su 
padre, ya fallecido, basada en era natural del Sahara. A la vista del 
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expediente esta petición no puede estimarse ya que en principio, los 
nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era posesión española no 
eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas 
disposiciones anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera 
deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que se desprende 
necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque sólo así 
cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo 
de un año a contar desde la entrada en vigor del Real Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.
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Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

VI.- En cualquier caso, por lo que se refiere a la «nacionalidad» de los 
saharauis, durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio 
del Sahara Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y 
formal entre los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, 
como ha puesto de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 
de octubre de 1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas 
en los Estados colonizadores, se han impuesto restricciones al status 
civitatis de la población colonizada “lo que ha permitido la diferencia 
doctrinal, basada en datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y 
nacionales-súbditos” (ejemplos del Derecho comparado son Holanda, 
Italia, Bélgica y Francia). En España, pese a la ambigüedad normativa 
sobre la calificación de los territorios pertenecientes a colonias y su 
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identificación con el territorio nacional, las realidades de la heterogeneidad 
territorial y de los estatutos personales ha sido sostenida por el Tribunal 
Supremo en su citada sentencia y en la posterior de 7 de noviembre de 
1999 y anteriormente por el Consejo de Estado en diversos dictámenes 
(Dictamen núm. 36017/1968 para el caso de Guinea y Dictamen 
36227/1968 para el caso de Ifni), y a partir del examen pormenorizado de 
las disposiciones dictadas en relación con aquellos territorios, llegaron a 
conclusiones fundadas acerca de las diferencias entre territorio nacional y 
territorios coloniales, así como sobre la diferente condición jurídica de 
nacionales y naturales de las colonias. 

VII.- No obstante, el Real Decreto 2258/76 permitió a los naturales del 
Sahara optar a la nacionalidad española dentro de un plazo de un año y 
cumpliendo una serie de condiciones. Sin embargo, en el presente caso, 
no ha quedado acreditado que el padre del interesado hiciera uso de 
dicha opción, por lo que debe concluirse razonablemente que aquel nunca 
tuvo la nacionalidad española.

VIII.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural 
del Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente, no se considera acreditado que el padre 
del interesado cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976 estuviese 
imposibilitado de facto para optar a la nacionalidad española, por haber 
permanecido en los territorios ocupados, lo que requiere pruebas 
fehacientes. Aparte de ello concurren otras circunstancias que una posible 
consolidación de la nacionalidad española, pues no consta el título inscrito 
en el Registro Civil, ni está probada la posesión de la nacionalidad 
española en los términos y duración que establece el artículo 18 Cc., en el 
que se indica que la nacionalidad española puede consolidarse si se 
posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título 
inscrito en el Registro Civil que después es anulado.

IX.- En lo que respecta al interesado, al no haber consolidado la 
nacionalidad española su padre, éste no era español ni en el momento del 
nacimiento del interesado, ni en ningún otro momento, no siendo por tanto 
posible la aplicación del artículo 17 del Código Civil, según redacción 
dada por la Ley de 15 de julio de 1954, aplicable al caso examinado. 
Tampoco sería posible la aplicación retroactiva del artículo 17.1 c), según 
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la redacción de 1990, ya que el interesado no habría nacido en España 
sino que sería natural de territorio español. En cuanto a la aplicación del 
artículo 18 del Código Civil al caso del interesado, no sería posible, pues, 
al igual que en el caso de su padre, no consta el título inscrito en el 
Registro Civil, ni está probada la posesión de la nacionalidad española en 
los términos y duración que establece el artículo 18 CC. Luego el 
interesado nunca tuvo la nacionalidad española. Aparte de ello, la 
documentación que aporta expedida por autoridades de la denominada 
República Árabe Saharaui Democrática no ofrece garantías análogas a 
las exigidas para la inscripción por la ley española. Al respecto ha de 
tenerse en cuenta que las competencias de calificación del encargado 
respecto de la certificación extranjera se extienden al examen de la 
competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio 
de cargo que le habilite para tal expedición con base legal suficiente para 
ello, base que en este caso no existe al no estar establecidos los órganos 
del Registro Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un 
ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
presentado por el interesado, estimar el recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal y revocar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. Juez Encargado del Registro Civil de Madrid.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (217ª)
III.2.1  Declaración de la nacionalidad española

1.- No es posible declarar la nacionalidad española del padre, ya fallecido, 
por no resultar acreditado que hubiera residido en el Sahara durante el 
plazo de vigencia del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera 
poseído y utilizado la nacionalidad durante diez años.

2.- No es posible declarar la nacionalidad española de origen del promotor 
porque no se ha acreditado que el padre ostentase la nacionalidad 
española al tiempo de su nacimiento.

http://


M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

1844Boletín del Ministerio de Justicia

Nacionalidad

3.- Tampoco es aplicable al promotor el artículo 18 del Código Civil ya que 
no se acredita que el promotor o sus representantes legales, dada su 
minoría de edad, hubieran residido en el Sahara durante el plazo de 
vigencia del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera título 
inscrito en el Registro Civil, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad 
durante diez años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud de los entablados por el Ministerio Fiscal y por la interesada, 
contra auto dictado por la Encargada del Registro Civil de Madrid.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Madrid el 7 de 
mayo de 2010, A. nacida en el año 1970 solicitaba el reconocimiento de la 
nacionalidad española de su padre S-E. por haber nacido y vivido en el 
Sahara cuando éste era territorio sometido a administración española, 
igualmente solicitaba la concesión de la nacionalidad española por los 
mismos motivos y además ser hija de padres españoles. Adjuntaba, entre 
otros, los siguientes documentos: certificado negativo de inscripción en 
los Libros Cheránicos, salvoconducto del padre, certificados del Ministerio 
del Interior declarando la existencia de DNI bilingües expedidos a nombre 
de los padres, certificado de familia, recibo de la MINURSO, certificados 
de concordancia de nombres, acta de fallecimiento, certificado de 
nacimiento, permiso de residencia, volante de empadronamiento y 
pasaporte marroquí.

2.- Ratificada la interesada, La Encargada dicta providencia en la que se 
acuerda la acumulación de dos expedientes, el relativo a la interesada y el 
relativo a su hermano S-M. siendo la providencia dictada favorable a las 
solicitudes presentadas. Trasladado el expediente al Ministerio Fiscal 
informa que no procede la declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción de los solicitantes.

3.- La Encargada dictó auto el 17 de noviembre de 2010 acordando 
declarar la nacionalidad española con valor de simple presunción de los 
solicitantes, en el caso del padre por consolidación y en el de los hijos por 
transmisión automática de la nacionalidad española del padre en el 
momento de su nacimiento. En dicho auto declara que lo que procede en 
el caso de los hijos es la recuperación de la nacionalidad ostentada 
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durante su minoría de edad ya que perdieron la nacionalidad española 
tras el proceso de descolonización al adquirir la nacionalidad marroquí.

4.- Notificada la resolución, el Ministerio Fiscal interpuso recurso el 11 de 
febrero de 2011 por considerar que no se cumplen los requisitos exigidos 
en el artículo 18 para declarar con valor de simple presunción la 
consolidación de la nacionalidad española del padre fallecido ni de sus 
hijos.

5.- Igualmente la interesada presentó recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado el 21 de marzo de 2011 únicamente en 
cuanto a la pérdida de la nacionalidad española alegando que la 
adquisición de la nacionalidad marroquí no fue voluntaria y presentando 
certificados expedidos por la Delegación de la Comunidad Saharaui para 
España en los que se declara que tanto el padre como los hijos no 
pudieron optar por la nacionalidad española por encontrarse en las zonas 
ocupadas de la República Árabe Saharaui Democrática.

6.- Trasladado el recurso del interesado al Ministerio Fiscal se reitera en el 
recurso interpuesto el 11 de febrero de 2011, tras lo cual La Encargada 
remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para la resolución de los recursos junto con un informe en el 
que confirma el contenido íntegro del auto dictado.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 y 18 del Código Civil (CC.); 96 de la Ley del 
Registro Civil (LRC); 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); 
la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de 
agosto; la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las 
Resoluciones, entre otras, de 21-1ª de enero, 3-1ª; 4-4ª de febrero, 2-4ª, 
4-3ª, 5 y 14-3ª de marzo, 15-3-º de abril, 28 de mayo, 1-4ª y 27-3ª de 
septiembre, 3-1ª de octubre de 2005; 28-4ª de febrero, 18 y 21-4ª de 
marzo, 14-5ª y 17-1ª de julio, 1-1ª, 6-3ª, 7-2ª y 9-1ª de septiembre de 
2006.

II.- La interesada, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Tarragona solicitó la declaración de su nacionalidad española con valor de 
simple presunción suya y de su padre ya fallecido, por haber nacido en el 
territorio del Sahara. La Encargada del registro dictó auto concediendo la 
petición de la interesada, siendo dicho auto el que constituye el objeto del 
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presente recurso presentado por el Ministerio Fiscal. Igualmente la 
interesada presenta recurso en parte al considerar que en ningún 
momento perdió la nacionalidad española tal y como se refleja en el auto.

III.- Cuando la inscripción de nacimiento solicitada es de una persona ya 
fallecida la cuestión tiene exclusivamente interés privado y por ello es 
forzoso acreditar un interés legítimo en la incoación del expediente (cfr. 
Arts. 97 LRC y 346 RRC), en este caso la inscripción de la nacionalidad 
española originaria de su padre le permitiría poder ella misma solicitar la 
nacionalidad española. Procede, por tanto, examinar la pretensión 
deducida y resolver sobre la procedencia o no de la declaración de 
nacionalidad instada. 

IV.- La interesada solicita la declaración de la nacionalidad española de su 
padre, ya fallecido, basada en era natural del Sahara. A la vista del 
expediente esta petición no puede estimarse ya que en principio, los 
nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era posesión española no 
eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas 
disposiciones anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera 
deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que se desprende 
necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque sólo así 
cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo 
de un año a contar desde la entrada en vigor del Real Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional.

 En concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
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cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
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autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

VI.- En cualquier caso, por lo que se refiere a la «nacionalidad» de los 
saharauis, durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio 
del Sahara Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y 
formal entre los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, 
como ha puesto de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 
de octubre de 1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas 
en los Estados colonizadores, se han impuesto restricciones al status 
civitatis de la población colonizada “lo que ha permitido la diferencia 
doctrinal, basada en datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y 
nacionales-súbditos” (ejemplos del Derecho comparado son Holanda, 
Italia, Bélgica y Francia). 

En España, pese a la ambigüedad normativa sobre la calificación de los 
territorios pertenecientes a colonias y su identificación con el territorio 
nacional, las realidades de la heterogeneidad territorial y de los estatutos 
personales ha sido sostenida por el Tribunal Supremo en su citada 
sentencia y en la posterior de 7 de noviembre de 1999 y anteriormente por 
el Consejo de Estado en diversos dictámenes (Dictamen núm. 36017/1968 
para el caso de Guinea y Dictamen 36227/1968 para el caso de Ifni), y a 
partir del examen pormenorizado de las disposiciones dictadas en relación 
con aquellos territorios, llegaron a conclusiones fundadas acerca de las 
diferencias entre territorio nacional y territorios coloniales, así como sobre 
la diferente condición jurídica de nacionales y naturales de las colonias. 

VII.- No obstante, el Real Decreto 2258/76 permitió a los naturales del 
Sahara optar a la nacionalidad española dentro de un plazo de un año y 
cumpliendo una serie de condiciones. Sin embargo, en el presente caso, 
no ha quedado acreditado que el padre de la interesada hiciera uso de 
dicha opción, por lo que debe concluirse razonablemente que aquel nunca 
tuvo la nacionalidad española.

VIII.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural 
del Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 

http://www.mjusticia.gob.es/cs/Satellite/Portal/es/servicios-ciudadano/documentacion-publicaciones


M
inisterio de Justicia

1849 Catálogo de Publicaciones

Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado (Registro Civil)

planteado. En el caso presente, no se considera acreditado que el padre 
de la interesada cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976 estuviese 
imposibilitado de facto para optar a la nacionalidad española, por haber 
permanecido en los territorios ocupados, lo que requiere pruebas 
fehacientes.

Aparte de ello concurren otras circunstancias que una posible consolidación 
de la nacionalidad española, pues no consta el título inscrito en el Registro 
Civil, ni está probada la posesión de la nacionalidad española en los 
términos y duración que establece el artículo 18 CC., en el que se indica 
que la nacionalidad española puede consolidarse si se posee y utiliza 
durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el 
Registro Civil que después es anulado.

IX.- En lo que respecta a la interesada, al no haber consolidado la 
nacionalidad española su padre, éste no era español ni en el momento del 
nacimiento de la interesada, ni en ningún otro momento, no siendo por 
tanto posible la aplicación del artículo 17 del Código Civil, según redacción 
dada por la Ley de 15 de julio de 1954, aplicable al caso examinado. 
Tampoco sería posible la aplicación retroactiva del artículo 17.1 c), según 
la redacción de 1990, ya que e la interesada no habría nacido en España 
sino que sería natural de territorio español. En cuanto a la aplicación del 
artículo 18 del Código Civil al caso de la interesada, no sería posible, 
pues, al igual que en el caso de su padre, no consta el título inscrito en el 
Registro Civil, ni está probada la posesión de la nacionalidad española en 
los términos y duración que establece el artículo 18 CC. 

Luego la interesada nunca tuvo la nacionalidad española. Aparte de ello, 
la documentación que aporta expedida por autoridades de la denominada 
República Árabe Saharaui Democrática no ofrece garantías análogas a 
las exigidas para la inscripción por la ley española. 

Al respecto ha de tenerse en cuenta que las competencias de calificación 
del encargado respecto de la certificación extranjera se extienden al 
examen de la competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar 
en el ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con base legal 
suficiente para ello, base que en este caso no existe al no estar 
establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones 
normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.
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Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
presentado por la interesada, estimar el recurso interpuesto por el 
Ministerio Fiscal y revocar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Madrid.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (218ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el promotor hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del 
Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera poseído y utilizado 
la nacionalidad durante diez años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el promotor, contra auto dictado por la 
Encargada del Registro Civil de Las Palmas de Gran Canaria.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Las Palmas de 
Gran Canaria el 20 de noviembre de 2009, Don H. nacido en D. (Sahara) 
en el año 1946 solicitaba la consolidación de la nacionalidad española por 
haber nacido en el Sahara cuando éste era territorio sometido a 
administración española. Adjuntaba, entre otros, los siguientes 
documentos: permiso de residencia, pasaporte marroquí, certificado de 
empadronamiento, certificado de concordancia de nombres expedido por 
las autoridades del Reino de Marruecos, inscripción de matrimonio en 
Juzgado Cheránico de Aaiún, certificado del Ministerio del Interior 
declarando la existencia de un DNI bilingüe a nombre de H. cuyo cotejo de 
huella dactilar coincide con la del promotor, certificado de familia, recibo 
de la MINURSO, documentación bancaria, contrato de arrendamiento, 
contrato de suministro de energía eléctrica, carnet de conducir, contrato 
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de compraventa, licencia de uso del vehículo propio para Servicio Público 
y documentación del vehículo.

2.- Ratificado el interesado, ante la solicitud del ministerio fiscal el promotor 
presenta certificado administrativo de El K. de la Comuna de E. según el 
cual el promotor vivió en L. desde el 29 de septiembre de 1976 al 29 de 
septiembre de 1977, tras lo cual la Encargada dictó auto el 10 de febrero 
de 2011 denegando la nacionalidad española con valor de simple 
presunción por considerar que no podía deducirse la aplicación del artículo 
18 CC.

3.- Notificada la resolución, el solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado afirmando la concurrencia de los 
requisitos del artículo 18 del CC. necesarios para consolidar la nacionalidad 
española. 

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste consideró conforme a 
Derecho el Auto atacado, tras lo cual La Encargada remitió el expediente 
a la Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución 
del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.

II.- El promotor, mediante escrito presentado en el Registro Civil de Las 
Palmas de Gran Canaria solicitó la nacionalidad española con valor de 
simple presunción por haber nacido en 1946 en el territorio del Sahara. La 
Encargada del registro dictó auto denegando la petición del interesado, 
siendo dicho auto el que constituye el objeto del presente recurso.
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III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
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hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
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no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente el interesado no acredita a través de la 
documentación la posesión de la nacionalidad española en los términos y 
duración que establece el artículo 18 CC., en el que se indica que la 
nacionalidad española puede consolidarse si se posee y utiliza durante 
diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el Registro 
Civil que después es anulado. El promotor acredita la expedición en el 
año 1970 de un DNI, del cual no consta renovación, además el promotor 
tiene y utiliza nacionalidad marroquí tal y como aparece en el permiso de 
residencia, no presentando ningún documento que haga suponer lo 
contrario.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Las Palmas de Gran Canaria.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (220ª)
III.2.1  Declaración de la nacionalidad española

1.- No es posible declarar la nacionalidad española de origen del promotor 
porque no se ha acreditado que la madre ostentase la nacionalidad 
española al tiempo de su nacimiento.

2.- Tampoco es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se 
acredita que el promotor o sus representantes legales, dada su minoría de 
edad, hubieran residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del Real 
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera título inscrito en el Registro 
Civil, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el Ministerio Fiscal, contra auto dictado por la 
Encargada del Registro Civil de Ourense.
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1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Ourense el 19 de 
febrero de 2010, Don B. nacido en el año 1965 solicitaba el reconocimiento 
de la nacionalidad española por haber nacido y vivido en el Sahara cuando 
éste era territorio sometido a administración española, hijo de padres 
saharauis. Adjuntaba, entre otros, los siguientes documentos: libro de 
familia, acta de nacimiento y certificados de concordancia de nombres y 
antecedentes penales expedidos por las autoridades del Reino de 
Marruecos, recibo de la MINURSO, certificado de empadronamiento, 
pasaporte marroquí, carnet de conducir del padre, auto de la Encargada 
del Registro Civil de Córdoba reconociendo la nacionalidad española de 
origen por consolidación de Don B. y DNI español e inscripción de 
nacimiento de Don B.

2.- Ratificado el interesado, previo informe desfavorable del ministerio 
fiscal, la Encargada dictó auto el 30 de diciembre de 2010 declarando con 
valor de simple presunción la nacionalidad española de origen de B.

3.- Notificada la resolución, el Ministerio Fiscal presentó recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado por no ser de aplicación 
los artículos 17 y 18 del Código Civil.

4.- Trasladado el recurso y recibidas las alegaciones de Don B. La 
Encargada se ratificó en el contenido del auto recurrido y remitió el 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para la 
resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 y 18 del Código Civil (CC.); 96 de la Ley del 
Registro Civil (LRC); 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la 
Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; 
la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las 
Resoluciones, entre otras, de 21-1ª de enero, 3-1ª; 4-4ª de febrero, 2-4ª, 
4-3ª, 5 y 14-3ª de marzo, 15-3-º de abril, 28 de mayo, 1-4ª y 27-3ª de 
septiembre, 3-1ª de octubre de 2005; 28-4ª de febrero, 18 y 21-4ª de marzo, 
14-5ª y 17-1ª de julio, 1-1ª, 6-3ª, 7-2ª y 9-1ª de septiembre de 2006.
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II.- Don B. mediante escrito presentado en el Registro Civil de Ourense 
solicitó la declaración de su nacionalidad española con valor de simple 
presunción por haber nacido en 1965 en el territorio del Sahara y ser hijo 
de españoles. La Encargada del registro dictó auto aceptando la petición 
del interesado, siendo dicho auto el que constituye el objeto del presente 
recurso presentado por el Ministerio Fiscal.

III.- El interesado solicita la declaración de la nacionalidad española 
basada en que sus padres ostentaban esta nacionalidad por ser naturales 
del Sahara. A la vista del expediente esta petición no puede estimarse ya 
que en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Real Decreto 2258/76.

IV.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el nacimiento 
en España a los efectos de atribuir en concurrencia con determinados 
requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la cuestión primordial 
de decidir si aquella antigua posesión española entra o no en el concepto 
de “territorio nacional” o “territorio español”. Para situar en perspectiva el 
tema hay que recordar algunos antecedentes. La cuestión es compleja, ya 
que una de las cuestiones más debatidas y oscuras de la teoría general del 
Estado es precisamente la naturaleza de su territorio, hasta el punto de que 
no es frecuente hallar en la doctrina científica una explicación sobre la 
distinción entre territorio metropolitano y territorio colonial. Sobre tal 
dificultad se añade la actitud cambiante de la política colonial como 
consecuencia de lo mutable también de las relaciones internacionales, 
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caracterización a la que no ha podido sustraerse la posición española en 
África ecuatorial y occidental, y que se hace patente a través de una 
legislación que sigue, como ha señalado el Tribunal Supremo, un itinerario 
zigzagueante integrado por tres etapas fundamentales: a) en un primer 
momento dichos territorios se consideraron simplemente colonias; b) vino 
luego la fase de provincialización durante la que se intenta su asimilación a 
la metrópoli; c) por último, se entra en la fase de descolonización, que 
reviste la forma de independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o 
retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». 

Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la equiparación de los «stati» 
entre «españoles peninsulares» y «españoles nativos». Es importante 
destacar que como manifestación de esta posición España negó inicialmente 
al Secretariado General de la ONU información sobre «los territorios no 
autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el acatamiento de las exigencias 
que imponía el orden jurídico público internacional y, especialmente, la 
doctrina sobre «descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 
1514 XV, Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de 
diciembre de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), 
condujeron al reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» 
y, por tanto, a la diferenciación de «territorios», puesto, finalmente, de 
relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado 
Español ha venido ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de 
competencias sobre el territorio no autónomo del Sahara, que durante 
algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su administración 
a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- 
ha formado parte del territorio nacional».
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V.- En cualquier caso, por lo que se refiere a la «nacionalidad» de los 
saharauis, durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio 
del Sahara Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y 
formal entre los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, 
como ha puesto de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 
de octubre de 1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas 
en los Estados colonizadores, se han impuesto restricciones al status 
civitatis de la población colonizada “lo que ha permitido la diferencia 
doctrinal, basada en datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y 
nacionales-súbditos” (ejemplos del Derecho comparado son Holanda, 
Italia, Bélgica y Francia). En España, pese a la ambigüedad normativa 
sobre la calificación de los territorios pertenecientes a colonias y su 
identificación con el territorio nacional, las realidades de la heterogeneidad 
territorial y de los estatutos personales ha sido sostenida por el Tribunal 
Supremo en su citada sentencia y en la posterior de 7 de noviembre de 
1999 y anteriormente por el Consejo de Estado en diversos dictámenes 
(Dictamen núm. 36017/1968 para el caso de Guinea y Dictamen 
36227/1968 para el caso de Ifni), y a partir del examen pormenorizado de 
las disposiciones dictadas en relación con aquellos territorios, llegaron a 
conclusiones fundadas acerca de las diferencias entre territorio nacional y 
territorios coloniales, así como sobre la diferente condición jurídica de 
nacionales y naturales de las colonias. 

VI.- No obstante, el Real Decreto 2258/76 permitió a los naturales del 
Sahara optar a la nacionalidad española dentro de un plazo de un año y 
cumpliendo una serie de condiciones. Sin embargo, en el presente caso, 
no ha quedado acreditado que los padres de Don B. hicieran uso de dicha 
opción, por lo que debe concluirse razonablemente que aquellos nunca 
tuvieron la nacionalidad española, ni en el momento del nacimiento del 
interesado, ni en ningún otro momento, no siendo por tanto posible la 
aplicación del artículo 17 del Código Civil, según redacción dada por la 
Ley de 15 de julio de 1954, aplicable al caso examinado. Tampoco sería 
posible la aplicación retroactiva del artículo 17.1 c), según la redacción de 
1990, ya que Don B. no habría nacido en España sino que sería natural 
de territorio español.

VII.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural 
del Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
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entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. 

En el caso presente, no se considera acreditado que los representantes 
legales del interesado, dada la minoría edad de éste, cuando estuvo en 
vigor el Decreto de 1976 estuviesen imposibilitados de facto para optar a 
la nacionalidad española, por haber permanecido en los territorios 
ocupados, lo que requiere pruebas fehacientes. Aparte de ello concurren 
otras circunstancias que impiden por la vía del artículo 18 del Código Civil 
también invocado una posible consolidación de la nacionalidad española, 
pues no consta el título inscrito en el Registro Civil, ni está probada la 
posesión de la nacionalidad española en los términos y duración que 
establece el artículo 18 CC., en el que se indica que la nacionalidad 
española puede consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con 
buena fe y sobre la base de un título inscrito en el Registro Civil que 
después es anulado.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: estimar el recurso interpuesto 
por el Ministerio Fiscal y revocar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Ourense.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (221ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
la promotora hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia 
del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera poseído y 
utilizado la nacionalidad durante diez años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por la promotora, contra auto dictado por la 
Encargada del Registro Civil de Sanlúcar de Barrameda (Cádiz).

http://


M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

1860Boletín del Ministerio de Justicia

Nacionalidad

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Sanlúcar de 
Barrameda el 24 de agosto de 2009, Doña S. nacida en A. en el año 1966 
solicitaba la consolidación de la nacionalidad española por haber nacido y 
vivido en el Sahara cuando éste era territorio sometido a administración 
española. Adjuntaba, entre otros, los siguientes documentos: volante del 
padrón, DNI bilingüe de la madre, certificados del Ministerio del Interior 
declarando la existencia de DNI bilingües de ambos padres, certificado 
negativo de inscripción en los Libros Cheránicos, recibo de la MINURSO, 
certificado de la Asociación de Amigos del Pueblo Saharaui del pago 
realizado a la promotora como monitor de niños, documentación bancaria, 
datos como usuaria del sistema sanitario público andaluz, pasaporte 
argelino, DNI y certificados de nacionalidad, nacimiento, paternidad, 
residencia y antecedentes penales expedidos por las autoridades de la 
República Árabe Saharaui Democrática.

2.- Ratificada la interesada, el ministerio fiscal interesa que se verifique 
por la Policía Local el domicilio de la interesada, tras recibir los 
correspondientes informes, la solicitante aporta nuevo certificado de 
empadronamiento adjuntando contrato de arrendamiento. El Ministerio 
Fiscal emite informe por el que se opone a la declaración solicitada y la 
Encargada dictó auto el 17 de enero de 2011 denegando la nacionalidad 
española con valor de simple presunción por considerar que no podía 
deducirse la aplicación del artículo 18 CC.

3.- Notificada la resolución, la solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado afirmando la concurrencia de los 
requisitos del artículo 18 del CC. necesarios para que consolidar la nacionalidad 
española y aportando auto mediante el cual se procede a practicar la inscripción 
de su hermano, así como DNI y pasaporte español de su hermano. 

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste consideró conforme a Derecho 
el Auto atacado, tras lo cual La Encargada remitió el expediente a la Dirección 
General de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
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noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.

II.- La promotora, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Sanlúcar de Barrameda solicitó la nacionalidad española con valor de 
simple presunción por haber nacido en 1966 en el territorio del Sahara. La 
Encargada del registro dictó auto denegando la petición de la interesada, 
siendo dicho auto el que constituye el objeto del presente recurso.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
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relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959).No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
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Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente la interesada no ha acreditado que cuando 
estuvo en vigor el Decreto de 1976, sus representantes legales -dada 
entonces su minoría de edad- estuviesen imposibilitados de facto para 
optar a la nacionalidad española por haber permanecido en los territorios 
ocupados, lo que requiere pruebas fehacientes. De otro lado, no está 
probada a través de la documentación la posesión de la nacionalidad 
española en los términos y duración que establece el artículo 18 CC., en 
el que se indica que la nacionalidad española puede consolidarse si se 
posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título 
inscrito en el Registro Civil que después es anulado. Por lo que se refiere 
a la concesión a su hermano, según su declaración, de la nacionalidad 
española, a la vista del auto aportado al expediente en prueba del presunto 
derecho del ahora interesado, se observa que la documentación que sirvió 
de base en su momento para la declaración con valor de simple presunción 
de la nacionalidad española de aquél era similar a la contenida en el 
presente expediente, por lo que, si el Ministerio Fiscal considerara que les 
ha sido otorgada dicha nacionalidad de modo improcedente, cabría, a 
instancia de dicho órgano, incoar nuevo expediente solicitando que se 
declare con valor de simple presunción que el interesado no es español. A 
este respecto conviene recordar que, en desarrollo del principio básico de 
la legislación registral de concordancia del Registro Civil con la realidad, 
es doctrina reiterada de este Centro Directivo que, mientras subsista ese 
interés público de concordancia, no opera en el ámbito del Registro Civil 
el principio de autoridad de cosa juzgada. Aparte de ello, la documentación 
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que aporta expedida por autoridades de la denominada República Árabe 
Saharaui Democrática no ofrece garantías análogas a las exigidas para la 
inscripción por la ley española.

Al respecto ha de tenerse en cuenta que las competencias de calificación 
del encargado respecto de la certificación extranjera se extienden al 
examen de la competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar 
en el ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con base legal 
suficiente para ello, base que en este caso no existe al no estar 
establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones 
normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Sanlúcar de Barrameda 
(Cadiz).

Resolución de 31 de Julio de 2014 (223ª)
III.2.1  Declaración de la nacionalidad española

1.- No es posible declarar la nacionalidad española de origen del promotor 
porque no se ha acreditado que la madre ostentase la nacionalidad 
española al tiempo de su nacimiento.

2.- Tampoco es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se 
acredita que el promotor o sus representantes legales, dada su minoría de 
edad, hubieran residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del Real 
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera título inscrito en el 
Registro Civil, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
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por virtud del entablado por el promotor, contra auto dictado por la 
Encargada del Registro Civil de Amurrio (Álava).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Amurrio el 9 de 
septiembre de 2010, Don H. nacido en el año 1966 solicitaba el 
reconocimiento de la nacionalidad española por haber nacido y vivido en 
el Sahara cuando éste era territorio sometido a administración española, 
hijo de padres saharauis. Adjuntaba, entre otros, los siguientes 
documentos: certificado del padrón, permiso de residencia, pasaporte 
argelino, certificados de antecedentes penales, nacimiento, subsanación, 
nacionalidad, paternidad, poder de representación y residencia expedidos 
por las autoridades de la República Árabe Saharaui Democrática, DNI 
bilingüe de la madre, certificado del Ministerio del Interior acreditando la 
existencia del DNI bilingüe de la madre y recibo de la MINURSO.

2.- Ratificado el interesado, previo informe desfavorable del ministerio 
fiscal, la Encargada dictó auto el 29 de diciembre de 2010 denegando la 
nacionalidad española con valor de simple presunción por considerar que 
los documentos aportados no acreditan los extremos previstos en los 
artículos 17 y 18 del CC.

3.- Notificada la resolución, el solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado presentando Sentencia de la 
Sala de lo Civil del Tribunal Supremo sobre la cuestión de la nacionalidad 
española de los saharauis.

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal interesa la desestimación del 
recurso, tras lo cual La Encargada remitió el expediente a la Dirección 
General de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 y 18 del Código Civil (CC.); 96 de la Ley del 
Registro Civil (LRC); 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); 
la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de 
agosto; la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las 
Resoluciones, entre otras, de 21-1ª de enero, 3-1ª; 4-4ª de febrero, 2-4ª, 
4-3ª, 5 y 14-3ª de marzo, 15-3-º de abril, 28 de mayo, 1-4ª y 27-3ª de 
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septiembre, 3-1ª de octubre de 2005; 28-4ª de febrero, 18 y 21-4ª de 
marzo, 14-5ª y 17-1ª de julio, 1-1ª, 6-3ª, 7-2ª y 9-1ª de septiembre de 
2006.

II.- El promotor, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Amurrio solicitó la declaración de su nacionalidad española con valor de 
simple presunción por haber nacido en 1966 en el territorio del Sahara y 
ser hijo de españoles. La Encargada del registro dictó auto denegando la 
petición del interesado, siendo dicho auto el que constituye el objeto del 
presente recurso.

III.- El interesado solicita la declaración de la nacionalidad española 
basada en que su madre ostentaba esta nacionalidad por ser natural del 
Sahara. A la vista del expediente esta petición no puede estimarse ya que 
en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Real Decreto 2258/76.

IV.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
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su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
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al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

V.- En cualquier caso, por lo que se refiere a la «nacionalidad» de los 
saharauis, durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio 
del Sahara Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y 
formal entre los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, 
como ha puesto de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 
de octubre de 1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas 
en los Estados colonizadores, se han impuesto restricciones al status 
civitatis de la población colonizada “lo que ha permitido la diferencia 
doctrinal, basada en datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y 
nacionales-súbditos” (ejemplos del Derecho comparado son Holanda, 
Italia, Bélgica y Francia). En España, pese a la ambigüedad normativa 
sobre la calificación de los territorios pertenecientes a colonias y su 
identificación con el territorio nacional, las realidades de la heterogeneidad 
territorial y de los estatutos personales ha sido sostenida por el Tribunal 
Supremo en su citada sentencia y en la posterior de 7 de noviembre de 
1999 y anteriormente por el Consejo de Estado en diversos dictámenes 
(Dictamen núm. 36017/1968 para el caso de Guinea y Dictamen 
36227/1968 para el caso de Ifni), y a partir del examen pormenorizado de 
las disposiciones dictadas en relación con aquellos territorios, llegaron a 
conclusiones fundadas acerca de las diferencias entre territorio nacional y 
territorios coloniales, así como sobre la diferente condición jurídica de 
nacionales y naturales de las colonias. 

VI.- No obstante, el Real Decreto 2258/76 permitió a los naturales del 
Sahara optar a la nacionalidad española dentro de un plazo de un año y 
cumpliendo una serie de condiciones. Sin embargo, en el presente caso, 
no ha quedado acreditado que la madre del promotor hiciera uso de dicha 
opción, por lo que debe concluirse razonablemente que aquella nunca 
tuvo la nacionalidad española, ni en el momento del nacimiento del 
interesado, ni en ningún otro momento, no siendo por tanto posible la 
aplicación del artículo 17 del Código Civil, según redacción dada por la 
Ley de 15 de julio de 1954, aplicable al caso examinado. Aun suponiendo 
que fuera natural del Sahara, hecho este no probado, tampoco sería 
posible la aplicación retroactiva del artículo 17.1 c), según la redacción de 
1990, ya que el promotor no habría nacido en España sino que sería 
natural de territorio español.
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VII.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural 
del Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente, no se considera acreditado que los 
representantes legales del interesado, dada la minoría edad de éste, 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976 estuviesen imposibilitados de 
facto para optar a la nacionalidad española, por haber permanecido en los 
territorios ocupados, lo que requiere pruebas fehacientes. Aparte de ello 
concurren otras circunstancias que impiden por la vía del artículo 18 del 
Código Civil también invocado una posible consolidación de la nacionalidad 
española, pues no consta el título inscrito en el Registro Civil, ni está 
probada la posesión de la nacionalidad española en los términos y 
duración que establece el artículo 18 CC., en el que se indica que la 
nacionalidad española puede consolidarse si se posee y utiliza durante 
diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el Registro 
Civil que después es anulado. Aparte de ello, la documentación que aporta 
expedida por autoridades de la denominada República Árabe Saharaui 
Democrática no ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción 
por la ley española. Al respecto ha de tenerse en cuenta que las 
competencias de calificación del encargado respecto de la certificación 
extranjera se extienden al examen de la competencia y autoridad que la 
expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal 
expedición con base legal suficiente para ello, base que en este caso no 
existe al no estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de 
disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Amurrio (Álava).

http://


M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

1870Boletín del Ministerio de Justicia

Nacionalidad

Resolución de 31 de Julio de 2014 (224ª)
III.2.1  Declaración de la nacionalidad española

1.- No es posible declarar la nacionalidad española de origen del promotor 
porque no se ha acreditado que la madre ostentase la nacionalidad 
española al tiempo de su nacimiento.

2.- Tampoco es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se 
acredita que el promotor o sus representantes legales, dada su minoría de 
edad, hubieran residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del Real 
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera título inscrito en el 
Registro Civil, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el promotor, contra auto dictado por el 
Encargado del Registro Civil de Tarragona.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Tarragona el 16 de 
julio de 2009, Don S. nacido en el año 1975 solicitaba el reconocimiento 
de la nacionalidad española por haber nacido y vivido en el Sahara cuando 
éste era territorio sometido a administración española, hijo de padres 
saharauis. Adjuntaba, entre otros, los siguientes documentos: pasaporte 
argelino, volante de empadronamiento, recibos de la MINURSO, 
certificados de nacimiento, paternidad, nacionalidad, residencia y 
antecedentes penales expedidos por las autoridades de la República 
Árabe Saharaui Democrática, certificado negativo de inscripción en los 
Libros Cheránicos y solicitud al Cónsul de Argelia en Alicante de emisión 
de un certificado negativo de nacionalidad argelina.

2.- Ratificado el interesado, previo informe desfavorable del ministerio 
fiscal, el Encargado dictó auto el 7 de marzo de 2011 denegando la 
nacionalidad española con valor de simple presunción por considerar que 
los documentos aportados no acreditan los extremos previstos en los 
artículos 17 CC.
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3.- Notificada la resolución, el solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado solicitando la concesión de la 
nacionalidad española.

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal interesa la desestimación del 
recurso, tras lo cual el Encargado remitió el expediente a la Dirección 
General de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 y 18 del Código Civil (CC.); 96 de la Ley del 
Registro Civil (LRC); 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); 
la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de 
agosto; la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las 
Resoluciones, entre otras, de 21-1ª de enero, 3-1ª; 4-4ª de febrero, 2-4ª, 
4-3ª, 5 y 14-3ª de marzo, 15-3-º de abril, 28 de mayo, 1-4ª y 27-3ª de 
septiembre, 3-1ª de octubre de 2005; 28-4ª de febrero, 18 y 21-4ª de 
marzo, 14-5ª y 17-1ª de julio, 1-1ª, 6-3ª, 7-2ª y 9-1ª de septiembre de 
2006.

II.- El promotor, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Tarragona solicitó la declaración de su nacionalidad española con valor de 
simple presunción por haber nacido en 1975 en el territorio del Sahara y 
ser hijo de españoles. El Encargado del registro dictó auto denegando la 
petición del interesado, siendo dicho auto el que constituye el objeto del 
presente recurso.

III.- El interesado solicita la declaración de la nacionalidad española 
basada en que sus padres ostentaban esta nacionalidad por ser naturales 
del Sahara. A la vista del expediente esta petición no puede estimarse ya 
que en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Real Decreto 2258/76.
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IV.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
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equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

V.- En cualquier caso, por lo que se refiere a la «nacionalidad» de los 
saharauis, durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio 
del Sahara Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y 
formal entre los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, 
como ha puesto de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 
de octubre de 1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas 
en los Estados colonizadores, se han impuesto restricciones al status 
civitatis de la población colonizada “lo que ha permitido la diferencia 
doctrinal, basada en datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y 
nacionales-súbditos” (ejemplos del Derecho comparado son Holanda, 
Italia, Bélgica y Francia). En España, pese a la ambigüedad normativa 
sobre la calificación de los territorios pertenecientes a colonias y su 
identificación con el territorio nacional, las realidades de la heterogeneidad 
territorial y de los estatutos personales ha sido sostenida por el Tribunal 
Supremo en su citada sentencia y en la posterior de 7 de noviembre de 
1999 y anteriormente por el Consejo de Estado en diversos dictámenes 
(Dictamen núm. 36017/1968 para el caso de Guinea y Dictamen 
36227/1968 para el caso de Ifni), y a partir del examen pormenorizado de 
las disposiciones dictadas en relación con aquellos territorios, llegaron a 
conclusiones fundadas acerca de las diferencias entre territorio nacional y 
territorios coloniales, así como sobre la diferente condición jurídica de 
nacionales y naturales de las colonias. 
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VI.- No obstante, el Real Decreto 2258/76 permitió a los naturales del 
Sahara optar a la nacionalidad española dentro de un plazo de un año y 
cumpliendo una serie de condiciones. Sin embargo, en el presente caso, 
no ha quedado acreditado que los padres del promotor hicieran uso de 
dicha opción, por lo que debe concluirse razonablemente que aquellos 
nunca tuvieron la nacionalidad española, ni en el momento del nacimiento 
del interesado, ni en ningún otro momento, no siendo por tanto posible la 
aplicación del artículo 17 del Código Civil, según redacción dada por la 
Ley de 15 de julio de 1954, aplicable al caso examinado. Aun suponiendo 
que fuera natural del Sahara, hecho este no probado ya que en el 
pasaporte figura como natural de A. tampoco sería posible la aplicación 
retroactiva del artículo 17.1 c), según la redacción de 1990, ya que el 
promotor no habría nacido en España sino que sería natural de territorio 
español.

VII.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural 
del Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente, no se considera acreditado que los 
representantes legales del interesado, dada la minoría edad de éste, 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976 estuviesen imposibilitados de 
facto para optar a la nacionalidad española, por haber permanecido en los 
territorios ocupados, lo que requiere pruebas fehacientes. Aparte de ello 
concurren otras circunstancias que impiden por la vía del artículo 18 del 
Código Civil también invocado una posible consolidación de la nacionalidad 
española, pues no consta el título inscrito en el Registro Civil, ni está 
probada la posesión de la nacionalidad española en los términos y 
duración que establece el artículo 18 CC., en el que se indica que la 
nacionalidad española puede consolidarse si se posee y utiliza durante 
diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el Registro 
Civil que después es anulado. Aparte de ello, la documentación que aporta 
expedida por autoridades de la denominada República Árabe Saharaui 
Democrática no ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción 
por la ley española. Al respecto ha de tenerse en cuenta que las 
competencias de calificación del encargado respecto de la certificación 
extranjera se extienden al examen de la competencia y autoridad que la 
expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal 
expedición con base legal suficiente para ello, base que en este caso no 
existe al no estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de 
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disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Tarragona.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (225ª)
III.2.1  Declaración de la nacionalidad española

1.- No es posible declarar la nacionalidad española de origen del promotor 
porque no se ha acreditado que la madre ostentase la nacionalidad 
española al tiempo de su nacimiento.

2.- Tampoco es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se 
acredita que el promotor o sus representantes legales, dada su minoría de 
edad, hubieran residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del Real 
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera título inscrito en el 
Registro Civil, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el promotor, contra auto dictado por el 
Encargado del Registro Civil de Tarragona.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Tarragona el 16 de 
julio de 2009, Don M. nacido en el año 1963 solicitaba el reconocimiento 
de la nacionalidad española por haber nacido y vivido en el Sahara cuando 
éste era territorio sometido a administración española, hijo de padres 
saharauis. Adjuntaba, entre otros, los siguientes documentos: pasaporte 
argelino, volante de empadronamiento, DNI y certificados de nacionalidad, 
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nacimiento, paternidad, residencia y subsanación expedidos por las 
autoridades de la República Árabe Saharaui Democrática, recibos de la 
MINURSO, certificado negativo de inscripción en los Libros Cheránicos y 
solicitud realizada al Consulado de Argelia en Alicante para la emisión de 
un certificado negativo de nacionalidad argelina.

2.- Ratificado el interesado, previo informe desfavorable del ministerio 
fiscal, el Encargado dictó auto el 4 de marzo de 2011 denegando la 
nacionalidad española con valor de simple presunción por considerar que 
los documentos aportados no acreditan los extremos previstos en los 
artículos 17 CC.

3.- Notificada la resolución, el solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado solicitando la concesión de la 
nacionalidad española.

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal interesa la desestimación del 
recurso, tras lo cual el Encargado remitió el expediente a la Dirección 
General de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 y 18 del Código Civil (CC.); 96 de la Ley del 
Registro Civil (LRC); 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); 
la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de 
agosto; la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las 
Resoluciones, entre otras, de 21-1ª de enero, 3-1ª; 4-4ª de febrero, 2-4ª, 
4-3ª, 5 y 14-3ª de marzo, 15-3-º de abril, 28 de mayo, 1-4ª y 27-3ª de 
septiembre, 3-1ª de octubre de 2005; 28-4ª de febrero, 18 y 21-4ª de 
marzo, 14-5ª y 17-1ª de julio, 1-1ª, 6-3ª, 7-2ª y 9-1ª de septiembre de 
2006.

II.- El promotor, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Tarragona solicitó la declaración de su nacionalidad española con valor de 
simple presunción por haber nacido en 1963 en el territorio del Sahara y 
ser hijo de españoles. El Encargado del registro dictó auto denegando la 
petición del interesado, siendo dicho auto el que constituye el objeto del 
presente recurso.

III.- El interesado solicita la declaración de la nacionalidad española 
basada en que sus padres ostentaban esta nacionalidad por ser naturales 
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del Sahara. A la vista del expediente esta petición no puede estimarse ya 
que en principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Real Decreto 2258/76.

IV.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
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Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

V.- En cualquier caso, por lo que se refiere a la «nacionalidad» de los 
saharauis, durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio 
del Sahara Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y 
formal entre los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, 
como ha puesto de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 
de octubre de 1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas 
en los Estados colonizadores, se han impuesto restricciones al status 
civitatis de la población colonizada “lo que ha permitido la diferencia 
doctrinal, basada en datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y 
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nacionales-súbditos” (ejemplos del Derecho comparado son Holanda, 
Italia, Bélgica y Francia). En España, pese a la ambigüedad normativa 
sobre la calificación de los territorios pertenecientes a colonias y su 
identificación con el territorio nacional, las realidades de la heterogeneidad 
territorial y de los estatutos personales ha sido sostenida por el Tribunal 
Supremo en su citada sentencia y en la posterior de 7 de noviembre de 
1999 y anteriormente por el Consejo de Estado en diversos dictámenes 
(Dictamen núm. 36017/1968 para el caso de Guinea y Dictamen 
36227/1968 para el caso de Ifni), y a partir del examen pormenorizado de 
las disposiciones dictadas en relación con aquellos territorios, llegaron a 
conclusiones fundadas acerca de las diferencias entre territorio nacional y 
territorios coloniales, así como sobre la diferente condición jurídica de 
nacionales y naturales de las colonias. 

VI.- No obstante, el Real Decreto 2258/76 permitió a los naturales del 
Sahara optar a la nacionalidad española dentro de un plazo de un año y 
cumpliendo una serie de condiciones. Sin embargo, en el presente caso, 
no ha quedado acreditado que los padres del promotor hicieran uso de 
dicha opción, por lo que debe concluirse razonablemente que aquellos 
nunca tuvieron la nacionalidad española, ni en el momento del nacimiento 
del interesado, ni en ningún otro momento, no siendo por tanto posible la 
aplicación del artículo 17 del Código Civil, según redacción dada por la 
Ley de 15 de julio de 1954, aplicable al caso examinado. Aun suponiendo 
que fuera natural del Sahara, hecho este no probado ya que en el 
pasaporte figura como natural de O. tampoco sería posible la aplicación 
retroactiva del artículo 17.1 c), según la redacción de 1990, ya que el 
promotor no habría nacido en España sino que sería natural de territorio 
español.

VII.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural 
del Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente, no se considera acreditado que los 
representantes legales del interesado, dada la minoría edad de éste, 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976 estuviesen imposibilitados de 
facto para optar a la nacionalidad española, por haber permanecido en los 
territorios ocupados, lo que requiere pruebas fehacientes. Aparte de ello 
concurren otras circunstancias que impiden por la vía del artículo 18 del 
Código Civil también invocado una posible consolidación de la nacionalidad 
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española, pues no consta el título inscrito en el Registro Civil, ni está 
probada la posesión de la nacionalidad española en los términos y 
duración que establece el artículo 18 CC., en el que se indica que la 
nacionalidad española puede consolidarse si se posee y utiliza durante 
diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el Registro 
Civil que después es anulado. Aparte de ello, la documentación que aporta 
expedida por autoridades de la denominada República Árabe Saharaui 
Democrática no ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción 
por la ley española. Al respecto ha de tenerse en cuenta que las 
competencias de calificación del encargado respecto de la certificación 
extranjera se extienden al examen de la competencia y autoridad que la 
expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal 
expedición con base legal suficiente para ello, base que en este caso no 
existe al no estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de 
disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Tarragona.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (226ª)
III.2.1  Declaración de la nacionalidad española

1.- No es posible declarar la nacionalidad española de origen del promotor 
porque no se ha acreditado que naciera en España ni que sus padres 
ostentasen la nacionalidad española al tiempo de su nacimiento.

2.- Tampoco es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se 
acredita que el promotor o sus representantes legales, dada su minoría de 
edad, hubieran residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del Real 
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera título inscrito en el 
Registro Civil, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.
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En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el Ministerio Fiscal, contra auto dictado por la 
Encargada del Registro Civil de Ourense.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Ourense el 27 de 
octubre de 2010, Don H. nacido en el año 1965 solicitaba el reconocimiento 
de la nacionalidad española por haber nacido y vivido en el Sahara cuando 
éste era territorio sometido a administración española, hijo de padres 
saharauis. Adjuntaba, entre otros, los siguientes documentos: pasaporte 
argelino, DNI bilingüe del padre, documentación de afiliación a la 
Seguridad Social del padre, libro de familia, certificado del Ministerio del 
Interior declarando la existencia de un DNI bilingüe a nombre de la madre, 
certificados de nacimiento y residencia expedidos por las autoridades de 
la República Árabe Saharaui Democrática y certificado del padrón.

2.- Ratificado el interesado, previo informe desfavorable del ministerio 
fiscal por considerar que no estaba acreditado que el promotor fuera la 
misma persona que nació en el Sahara, la Encargada dictó auto el 5 de 
mayo de 2011 declarando con valor de simple presunción la nacionalidad 
española de origen de Don H. por aplicación del artículo 17.3 del Código 
Civil en su redacción dada por la Ley 51/82.

3.- Notificada la resolución, el Ministerio Fiscal presentó recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado por no considerar 
suficientemente acreditada la filiación del interesado.

4.- Trasladado el recurso, La Encargada se ratificó en el contenido del 
auto recurrido y remitió el expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para la resolución del mismo.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 y 18 del Código Civil (CC.); 96 de la Ley del 
Registro Civil (LRC); 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); 
la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de 
agosto; la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las 
Resoluciones, entre otras, de 21-1ª de enero, 3-1ª; 4-4ª de febrero, 2-4ª, 
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4-3ª, 5 y 14-3ª de marzo, 15-3-º de abril, 28 de mayo, 1-4ª y 27-3ª de 
septiembre, 3-1ª de octubre de 2005; 28-4ª de febrero, 18 y 21-4ª de 
marzo, 14-5ª y 17-1ª de julio, 1-1ª, 6-3ª, 7-2ª y 9-1ª de septiembre de 
2006.

II.- Don H. mediante escrito presentado en el Registro Civil de Ourense 
solicitó la declaración de su nacionalidad española con valor de simple 
presunción por haber nacido en 1965 en el territorio del Sahara y ser hijo 
de españoles. La Encargada del registro dictó auto aceptando la petición 
del interesado, siendo dicho auto el que constituye el objeto del presente 
recurso presentado por el Ministerio Fiscal.

III.- El interesado solicita la declaración de la nacionalidad española 
basada en su nacimiento en el S. (Sahara) y por aplicación del artículo 
17.3 del CC., ya que sus padres carecían de nacionalidad por ser naturales 
del Sahara, entendiendo que también le es aplicable el artículo 18 del CC. 
A la vista del expediente esta petición no puede estimarse ya que en 
principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era posesión 
española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos 
de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que 
de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de ese 
territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que se 
desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque 
sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en 
ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en 
el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del Real Decreto 
2258/76.

IV.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
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situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
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potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

V.- En cualquier caso, por lo que se refiere a la «nacionalidad» de los 
saharauis, durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio 
del Sahara Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y 
formal entre los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, 
como ha puesto de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 
de octubre de 1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas 
en los Estados colonizadores, se han impuesto restricciones al status 
civitatis de la población colonizada “lo que ha permitido la diferencia 
doctrinal, basada en datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y 
nacionales-súbditos” (ejemplos del Derecho comparado son Holanda, 
Italia, Bélgica y Francia). En España, pese a la ambigüedad normativa 
sobre la calificación de los territorios pertenecientes a colonias y su 
identificación con el territorio nacional, las realidades de la heterogeneidad 
territorial y de los estatutos personales ha sido sostenida por el Tribunal 
Supremo en su citada sentencia y en la posterior de 7 de noviembre de 
1999 y anteriormente por el Consejo de Estado en diversos dictámenes 
(Dictamen núm. 36017/1968 para el caso de Guinea y Dictamen 
36227/1968 para el caso de Ifni), y a partir del examen pormenorizado de 
las disposiciones dictadas en relación con aquellos territorios, llegaron a 
conclusiones fundadas acerca de las diferencias entre territorio nacional y 
territorios coloniales, así como sobre la diferente condición jurídica de 
nacionales y naturales de las colonias. 

VI.- No obstante, el Real Decreto 2258/76 permitió a los naturales del 
Sahara optar a la nacionalidad española dentro de un plazo de un año y 
cumpliendo una serie de condiciones. Sin embargo, en el presente caso, 
no ha quedado acreditado que los padres de Don H. hicieran uso de dicha 
opción, por lo que debe concluirse razonablemente que aquellos nunca 
tuvieron la nacionalidad española, ni en el momento del nacimiento del 
interesado, ni en ningún otro momento, no siendo por tanto posible la 
aplicación del artículo 17.1 del Código Civil, según redacción dada por la 
Ley de 15 de julio de 1954, aplicable al caso examinado. Aun suponiendo 
que fuera natural del Sahara, hecho este no probado ya que en el 
pasaporte figura como natural de O. tampoco sería posible la aplicación 
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del artículo 17.3 invocado ya que Don H. no habría nacido en España sino 
que sería natural de territorio español.

VII.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural 
del Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente, no se considera acreditado que los 
representantes legales del interesado, dada la minoría edad de éste, 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976 estuviesen imposibilitados de 
facto para optar a la nacionalidad española, por haber permanecido en los 
territorios ocupados, lo que requiere pruebas fehacientes. Aparte de ello 
concurren otras circunstancias que impiden por la vía del artículo 18 del 
Código Civil también invocado una posible consolidación de la nacionalidad 
española, pues no consta el título inscrito en el Registro Civil, ni está 
probada la posesión de la nacionalidad española en los términos y 
duración que establece el artículo 18 CC., en el que se indica que la 
nacionalidad española puede consolidarse si se posee y utiliza durante 
diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el Registro 
Civil que después es anulado. Además el interesado porta pasaporte 
argelino, sin mostrar prueba alguna que demuestre que no es poseedor 
de dicha nacionalidad. Aparte de ello, la documentación que aporta 
expedida por autoridades de la denominada República Árabe Saharaui 
Democrática no ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción 
por la ley española. Al respecto ha de tenerse en cuenta que las 
competencias de calificación del encargado respecto de la certificación 
extranjera se extienden al examen de la competencia y autoridad que la 
expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal 
expedición con base legal suficiente para ello, base que en este caso no 
existe al no estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de 
disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: estimar el recurso interpuesto 
por el Ministerio Fiscal y revocar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Ourense.
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (227ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el promotor hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia 

del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera poseído y utili-
zado la nacionalidad durante diez años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el promotor, contra auto dictado por la 
Encargada del Registro Civil de Málaga.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Málaga el 1 de 
marzo de 2011, Don L. nacido en A. en el año 1973 solicitaba la 
consolidación de la nacionalidad española por haber nacido y vivido en el 
Sahara cuando éste era territorio sometido a administración española. 
Adjuntaba, entre otros, los siguientes documentos: certificado de 
empadronamiento, permiso de residencia, recibo de la MINURSO, libro de 
familia, pasaporte español del padre, carnet de conducir del padre, DNI 
bilingüe del padre, certificado de subsanación emitido por las autoridades 
de la República Árabe Saharaui Democrática, DNI español de la hermana 
y certificado negativo de inscripción en los Libros Cheránicos.

2.- Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emite informe favorable a 
la declaración solicitada y la Encargada dictó auto el 7 de marzo de 2011 
denegando la nacionalidad española con valor de simple presunción por 
considerar que no podía deducirse la aplicación del artículo 18 CC.

3.- Notificada la resolución, el solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado afirmando la concurrencia de los 
requisitos del artículo 18 del CC. necesarios para que consolidar la 
nacionalidad española y aportando la inscripción con valor de simple 
presunción de la nacionalidad española de su hermana. 

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste consideró reitera su 
anterior informe favorable a la petición del interesado, tras lo cual La 
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Encargada remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.

II.- El promotor, mediante escrito presentado en el Registro Civil de Málaga 
solicitó la nacionalidad española con valor de simple presunción por haber 
nacido en 1973 en el territorio del Sahara. La Encargada del registro dictó 
auto denegando la petición del interesado, siendo dicho auto el que 
constituye el objeto del presente recurso.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.
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V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el nacimiento 
en España a los efectos de atribuir en concurrencia con determinados 
requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la cuestión primordial 
de decidir si aquella antigua posesión española entra o no en el concepto 
de “territorio nacional” o “territorio español”. Para situar en perspectiva el 
tema hay que recordar algunos antecedentes. La cuestión es compleja, ya 
que una de las cuestiones más debatidas y oscuras de la teoría general del 
Estado es precisamente la naturaleza de su territorio, hasta el punto de que 
no es frecuente hallar en la doctrina científica una explicación sobre la 
distinción entre territorio metropolitano y territorio colonial. Sobre tal 
dificultad se añade la actitud cambiante de la política colonial como 
consecuencia de lo mutable también de las relaciones internacionales, 
caracterización a la que no ha podido sustraerse la posición española en 
África ecuatorial y occidental, y que se hace patente a través de una 
legislación que sigue, como ha señalado el Tribunal Supremo, un itinerario 
zigzagueante integrado por tres etapas fundamentales: a) en un primer 
momento dichos territorios se consideraron simplemente colonias; b) vino 
luego la fase de provincialización durante la que se intenta su asimilación a 
la metrópoli; c) por último, se entra en la fase de descolonización, que 
reviste la forma de independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o 
retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
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nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). 

No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden 
jurídico público internacional y, especialmente, la doctrina sobre 
«descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, 
Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre 
de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujeron al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, 
a la diferenciación de «territorios», puesto, finalmente, de relieve, con 
rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» 
del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias 
sobre el territorio no autónomo del Sahara, que durante algunos años ha 
estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen 
peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado 
parte del territorio nacional».

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente el interesado no ha acreditado que cuando 
estuvo en vigor el Decreto de 1976, sus representantes legales -dada 
entonces su minoría de edad- estuviesen imposibilitados de facto para 
optar a la nacionalidad española por haber permanecido en los territorios 
ocupados, lo que requiere pruebas fehacientes. De otro lado, no está 
probada a través de la documentación la posesión de la nacionalidad 
española en los términos y duración que establece el artículo 18 CC., en 
el que se indica que la nacionalidad española puede consolidarse si se 
posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título 
inscrito en el Registro Civil que después es anulado.

Por lo que se refiere a la concesión a su hermana, según su declaración, de 
la nacionalidad española, a la vista de la inscripción aportada al expediente 
en prueba del presunto derecho del ahora interesado, si la documentación 
que sirvió de base en su momento para la declaración con valor de simple 
presunción de la nacionalidad española de aquella era similar a la contenida 
en el presente expediente, en caso de que el Ministerio Fiscal considerara 
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que le ha sido otorgada dicha nacionalidad de modo improcedente, cabría, 
a instancia de dicho órgano, incoar nuevo expediente solicitando que se 
declare con valor de simple presunción que la interesada no es española. A 
este respecto conviene recordar que, en desarrollo del principio básico de la 
legislación registral de concordancia del Registro Civil con la realidad, es 
doctrina reiterada de este Centro Directivo que, mientras subsista ese 
interés público de concordancia, no opera en el ámbito del Registro Civil el 
principio de autoridad de cosa juzgada. Aparte de ello, la documentación 
que aporta expedida por autoridades de la denominada República Árabe 
Saharaui Democrática no ofrece garantías análogas a las exigidas para la 
inscripción por la ley española. Al respecto ha de tenerse en cuenta que las 
competencias de calificación del encargado respecto de la certificación 
extranjera se extienden al examen de la competencia y autoridad que la 
expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal 
expedición con base legal suficiente para ello, base que en este caso no 
existe al no estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de 
disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Málaga.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (228ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el promotor hubiera cumplido los requisitos establecidos, título inscrito en 
el Registro Civil que después es anulado, residencia en el Sahara durante 
el plazo de vigencia del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni 
hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
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por virtud del entablado por el Ministerio Fiscal contra auto dictado por el 
Encargado del Registro Civil de Balmaseda (Bizkaia).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Balmaseda, Don A. 
nacido en 1952 en H. (Sáhara), solicitaba el reconocimiento de la 
nacionalidad española por haber nacido y vivido en el Sahara cuando éste 
era territorio sometido a administración española. Adjuntaba diversa 
documentación en apoyo de su solicitud, entre ella: certificado de 
empadronamiento, permiso de residencia, pasaporte argelino, certificado 
de nacimiento expedido por las autoridades de la República Árabe 
Saharaui Democrática, certificados de residencia y subsanación emitidos 
por la Asociación Inmigrantes Saharauis, recibo de la MINURSO, 
certificado del Ministerio del interior declarando la existencia de un DNI 
bilingüe a nombre de Don A. DNI bilingüe, certificado negativo de 
inscripción en los Libros Cheránicos, actas de inscripción y DNI españoles 
de los hijos, libro de familia, certificación de familia y DNI expedido por las 
autoridades de la República Árabe Saharaui Democrática.

2.- Ratificado el interesado el Ministerio Fiscal emitió informe oponiéndose 
a lo solicitado por el promotor por considerar que la documentación 
aportada no acreditaba los extremos previstos en el artículo 18 del Código 
Civil. El Encargado del Registro Civil dictó auto el 4 de febrero de 2011, 
accediendo a declarar la nacionalidad española con valor de simple 
presunción al considerar que el promotor reunía los requisitos necesarios 
para consolidar la nacionalidad española en los términos establecidos en 
el artículo 18 del Código Civil.

3.- Notificada la resolución, el Ministerio Fiscal interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, trasladado el recurso 
al promotor y una vez recibidas sus alegaciones, el Encargado remitió el 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para la 
resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
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Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.

II.- El promotor, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Balmaseda solicitó la declaración de la nacionalidad española con valor 
de simple presunción por haber nacido en 1952 en el territorio del Sahara. 
El Encargado del Registro Civil dictó auto declarando la nacionalidad con 
valor de simple presunción, siendo dicho auto recurrido por el Ministerio 
Fiscal, que consideró que no se acreditaba la concurrencia de los 
requisitos exigidos. Dicho auto constituye el objeto del presente recurso. 

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
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margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el nacimiento 
en España a los efectos de atribuir en concurrencia con determinados 
requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la cuestión primordial 
de decidir si aquella antigua posesión española entra o no en el concepto 
de “territorio nacional” o “territorio español”. Para situar en perspectiva el 
tema hay que recordar algunos antecedentes. La cuestión es compleja, ya 
que una de las cuestiones más debatidas y oscuras de la teoría general del 
Estado es precisamente la naturaleza de su territorio, hasta el punto de que 
no es frecuente hallar en la doctrina científica una explicación sobre la 
distinción entre territorio metropolitano y territorio colonial. Sobre tal 
dificultad se añade la actitud cambiante de la política colonial como 
consecuencia de lo mutable también de las relaciones internacionales, 
caracterización a la que no ha podido sustraerse la posición española en 
África ecuatorial y occidental, y que se hace patente a través de una 
legislación que sigue, como ha señalado el Tribunal Supremo, un itinerario 
zigzagueante integrado por tres etapas fundamentales: a) en un primer 
momento dichos territorios se consideraron simplemente colonias; b) vino 
luego la fase de provincialización durante la que se intenta su asimilación a 
la metrópoli; c) por último, se entra en la fase de descolonización, que 
reviste la forma de independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o 
retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
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Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la Ley 
de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo 
expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como potencia 
administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no autónomo 
del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos 
aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías al 
provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio nacional». 
En cualquier caso, por lo que se refiere a la “nacionalidad” de los saharauis, 
durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio del Sahara 
Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y formal entre 
los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, como ha puesto 
de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 de octubre de 
1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas en los Estados 
colonizadores, se han impuesto restricciones al status civitatis de la 
población colonizada “lo que ha permitido la diferencia doctrinal, basada en 
datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y nacionales-súbditos” 
(ejemplos del Derecho comparado son Holanda, Italia, Bélgica y Francia). 
En España, pese a la ambigüedad normativa sobre la calificación de los 
territorios pertenecientes a colonias y su identificación con el territorio 
nacional, las realidades de la heterogeneidad territorial y de los estatutos 
personales ha sido sostenida por el Tribunal Supremo en su citada sentencia 
y en la posterior de 7 de noviembre de 1999 y anteriormente por el Consejo 
de Estado en diversos dictámenes (Dictamen núm. 36017/1968 para el 
caso de Guinea y Dictamen 36227/1968 para el caso de Ifni), y a partir del 
examen pormenorizado de las disposiciones dictadas en relación con 
aquellos territorios, llegando a la conclusión fundada de la distinción entre 
territorio nacional y territorios coloniales (entre éstos, por consecuencia, el 
Sahara Occidental), así como sobre la diferente condición jurídica de 
nacionales y naturales de las colonias.

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente el interesado no ha acreditado que cuando 
estuvo en vigor el Decreto de 1976 estuviese imposibilitado para optar a la 
nacionalidad española por haber permanecido en los territorios ocupados. 
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De otro lado, tampoco consta título inscrito en el Registro Civil ni está 
probada la posesión de la nacionalidad española en los términos y 
duración (10 años) que establece el artículo 18 CC.

Aparte de ello, la documentación que aporta expedida por autoridades de 
la denominada República Árabe Saharaui Democrática no ofrece garantías 
análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española. Al respecto 
ha de tenerse en cuenta que las competencias de calificación del 
encargado respecto de la certificación extranjera se extienden al examen 
de la competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el 
ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con base legal 
suficiente para ello, base que en este caso no existe al no estar 
establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones 
normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: estimar el recurso interpuesto 
por el Ministerio Fiscal y revocar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Balmaseda (Bizkaia).

Resolución de 31 de Julio de 2014 (229ª)
III.1.2  Declaración sobre nacionalidad española de origen

No es posible porque no se ha acreditado que el padre ostentase la 
nacionalidad española al tiempo del nacimiento del promotor.

En las actuaciones sobre la solicitud de inscripción de nacimiento remitidas 
a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el promotor, 
contra resolución dictada por el Encargado del Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Alzira el 4 de 
septiembre de 2009, Don H. nacido en O. (Argelia) en el año 1979 
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solicitaba la opción a la nacionalidad española por haber nacido de padre 
español al amparo de lo dispuesto en el artículo 20.1 b). Adjuntaba, entre 
otros, los siguientes documentos: permiso de residencia, pasaporte 
argelino, certificados de parentesco, residencia y ciudadanía expedidos 
por la Delegación Saharaui para la Comunidad Valenciana, libro de familia, 
recibo MINURSO del padre, DNI del padre expedido por las autoridades 
de la República Árabe Saharaui Democrática, tarjeta de asistencia 
sanitaria del padre, DNI español del padre, auto declarando con valor de 
simple presunción la nacionalidad española del padre, documento de 
identificación personal del padre de la pagaduría de pensionistas, 
pasaporte español del padre, tarjeta de identidad policial y certificados de 
nacimiento y acta de matrimonio expedidos por las autoridades de la 
República Árabe Saharaui Democrática.

2.- Ratificado el interesado, el Encargado del Registro Civil Central dicta 
resolución denegando la inscripción de nacimiento por no haber estado 
sujeto el interesado a la patria potestad de un español.

3.- Notificada la resolución, el solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado alegando que su padre tenía la 
nacionalidad española en el momento de su nacimiento, aportando el DNI 
español del padre y de la hermana así como Auto declarando con valor de 
simple presunción la nacionalidad española de T.

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste manifestó su 
conformidad con la resolución emitida. El Encargado del Registro Civil 
remite el expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 del Código Civil (CC.), en su redacción según la 
Ley 14/1975, de 2 de mayo, 18, 20 y 26 del Código Civil en su redacción 
actual; 97 de la Ley del Registro Civil (LRC); 226 a 229 del Reglamento 
del Registro Civil (RRC), y las Resoluciones entre otras, de 20 de mayo de 
1999; 18 de abril de 2000; 27-2ª de diciembre de 2001;3-4ª y 5ª de febrero, 
1-1ª de marzo, 19-2ª de abril, 3-4ª 20-1ª y 23-1ª y 2ª de junio, 4-2ª de julio, 
13 de diciembre de 2003; 22-1ª de julio de 2004; 23-2ª de septiembre de 
2005; 19-5ª de junio de 2006; 17-1ª de enero, 4-5ª de Junio y 11-4ª de 
octubre de 2007; 23-8ª y 27-7ª de Mayo y 10-6ª de septiembre de 2008; 
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19-6ª de Febrero de 2009; 7-9ª de Abril, 22-1ª de Julio, 25-6ª de Noviembre 
de 2010; 25-2ª de Mayo y 5-13ª de Septiembre de 2011.

II.- El promotor, mediante escrito presentado en el Registro Civil de Alzira 
solicitó la inscripción de nacimiento por haber nacido en 1979 de padre 
español natural del territorio del Sahara que, según afirmaba, ostentaban 
dicha nacionalidad en el momento de su nacimiento. El Encargado del 
Registro Civil Central dictó resolución denegando la petición del 
interesado, considerando que el promotor no había estado sujeto a la 
patria potestad de un español. 

III.- El interesado solicita la inscripción de nacimiento basada en que su 
padre ostentaba la nacionalidad española. Según la certificación literal de 
nacimiento del padre obrante en el expediente, consta declaración de 
nacionalidad española de origen con valor de simple presunción inscrita 
en el año 2010, es decir, habiendo alcanzado el interesado la mayoría de 
edad. En este sentido, debe dilucidarse la fecha a partir de la cual la 
declaración de la nacionalidad española de los padres surte efectos. Pues 
bien, no hay duda, y así resulta de la posición unánime de la doctrina, que 
la inscripción en el Registro Civil es un requisito inexcusable para la 
adquisición sobrevenida o derivativa de la nacionalidad española, 
conforme resulta espacialmente de lo dispuesto en el artículo 330 del 
Código Civil, que configura claramente tal inscripción como constitutiva 
del fenómeno adquisitivo. Este precepto, supone elevar la inscripción 
registral a la categoría de requisito sine qua non de la nueva situación 
jurídica derivada del cambio de estado civil que produce la adquisición de 
la nacionalidad española. Esta misma conclusión se alcanza, ratificando 
la argumentación anterior, a partir de la previsión contenida en el artículo 
23 del Código Civil, que subordina “la validez de la adquisición de la 
nacionalidad española” por opción, carta de naturaleza y residencia, entre 
otros, al requisito de su inscripción en el Registro Civil español. En 
consecuencia, mientras esta inscripción no se practique los interesados 
no han llegado a adquirir válida y eficazmente la nacionalidad española.

En el caso de la declaración de nacionalidad con valor de simple 
presunción del padre del interesado, sólo se podría entender que la 
eficacia de la inscripción, una vez extendida, se retrotraiga a la fecha del 
acta de declaración de la voluntad de optar o a la de formalización del 
juramento o promesa, por ser éste el momento en el que el adquirente ha 
agotado la actividad fundamental a él exigida, como ha sostenido parte de 
nuestra doctrina científica y también algunos antecedentes de la doctrina 
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oficial de este Centro Directivo (retroactividad que este mismo Centro ha 
negado que pueda operar “in peius”, esto es, con efectos perjudiciales o 
limitativos de los derechos del interesado: cfr. resolución de 14-2ª de junio 
de 2005). Ciertamente, el párrafo tercero del artículo 64 de la Ley del 
Registro Civil, para los supuestos de declaraciones de conservación o 
modificación de la nacionalidad, tras fijar las reglas determinativas de 
quién es el funcionario competente para recibir y documentar en acta 
tales declaraciones, añade que “se considerará fecha de la inscripción, a 
partir de la cual surten sus efectos tales declaraciones, la del acta que 
constará en dicho asiento”. Pero este precepto no puede entenderse 
aplicable de forma universal para todos los supuestos de adquisiciones 
sobrevenidas o derivativas de la nacionalidad española, sino en relación 
con aquellas en que no medie una “concesión” por parte de la autoridad, 
esto es, en que la voluntad del interesado “declarada” en la forma solemne 
prevista por la legislación del Registro Civil constituye la verdadera causa 
jurídica de la adquisición del status de nacional español. Este planteamiento 
nos lleva a considerar como incluido en el ámbito del párrafo tercero del 
artículo 64 de la Ley del Registro Civil, sin esfuerzo interpretativo alguno, 
el supuesto de referencia.

Por lo tanto, ya que los efectos de la declaración con valor de simple 
presunción, en todo caso, no se podrá retrotraer más allá del momento en 
que la declaración de la nacionalidad del padre se produjo, no podría 
considerarse acreditado que el promotor adquiriera iure sanguinis desde 
su nacimiento la nacionalidad española de acuerdo con el artículo 17 del 
Código Civil, aplicable al momento del nacimiento. Tampoco es de 
aplicación el derecho de opción recogido en el artículo 20 del CC. porque 
el interesado ya había alcanzado la mayoría de edad por lo que nunca 
había estado sujeto a la patria potestad de un español. Aparte de ello, la 
documentación que aporta expedida por autoridades de la denominada 
República Árabe Saharaui Democrática no ofrece garantías análogas a 
las exigidas para la inscripción por la ley española. Al respecto ha de 
tenerse en cuenta que las competencias de calificación del encargado 
respecto de la certificación extranjera se extienden al examen de la 
competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio 
de cargo que le habilite para tal expedición con base legal suficiente para 
ello, base que en este caso no existe al no estar establecidos los órganos 
del Registro Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un 
ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido.
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Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (230ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el promotor hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia del 
Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera poseído y utilizado 
la nacionalidad durante diez años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el promotor, contra auto dictado por la 
Encargada del Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Puertollano (Ciudad 
Real) el 3 de junio de 2008, Don M-S. nacido en O. (Argelia) en el año 
1970 solicitaba la consolidación de la nacionalidad española por haber 
nacido y vivido en el Sahara cuando éste era territorio sometido a 
administración española. Adjuntaba, entre otros, los siguientes 
documentos: certificado del padrón, DNI y certificados de nacimiento, 
nacionalidad, paternidad, subsanación y antecedentes penales expedidos 
por las autoridades de la República Árabe Saharaui Democrática, DNI 
bilingües de los padres y pasaporte argelino.

2.- Ratificado el interesado, previo informe favorable del ministerio fiscal, 
la Encargada del Registro Civil de Puertollano dictó auto el 25 de junio de 
2008 concediendo la nacionalidad española con valor de simple 
presunción al interesado, remitiendo las diligencias al Registro Civil 
Central.
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3.- La Encargada del Registro Civil Central requiere del promotor que 
aporte el libro de familia, certificación familiar y certificado de nacimiento 
en extracto o en su defecto el expedido por el Archivo General de la 
Administración de Alcalá de Henares. El promotor entrega certificados de 
paternidad, nacimiento y acta de matrimonio expedidos por las autoridades 
de la República Árabe Saharaui Democrática.

4.- Tras informe desfavorable del Ministerio Fiscal, la Encargada del 
Registro Civil Central dicta auto el 24 de marzo de 2011 denegando la 
inscripción de nacimiento del interesado porque se concedió la 
nacionalidad española por consolidación en base al artículo 18 del CC. sin 
reunir los requisitos legalmente establecidos.

5.- Notificada la resolución, el solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado afirmando la concurrencia de los 
requisitos del artículo 18 del CC. necesarios para que consolidar la 
nacionalidad española y aportando certificados de subsanación y 
ciudadanía expedidos por la Delegación de la Comunidad Saharaui para 
España, certificados de residencia y antecedentes penales expedidos por 
las autoridades de la República Árabe Saharaui Democrática y recibo de 
la MINURSO. 

6.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste consideró conforme a 
Derecho el Auto recurrido, tras lo cual La Encargada remitió el expediente 
a la Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución 
del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.
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II.- El promotor, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Puertollano solicitó la nacionalidad española con valor de simple 
presunción por haber nacido en 1970 en el territorio del Sahara. La 
Encargada del Registro Civil Central dictó auto denegando la inscripción 
de nacimiento del interesado, siendo dicho auto el que constituye el objeto 
del presente recurso.

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
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oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
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ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En primer lugar no está claro el lugar de nacimiento del 
interesado, existiendo discrepancias entre la documentación aportada, 
dando la impresión de que es natural de O. (Argelia). En cualquier caso, 
no se considera acreditado que los representantes legales del interesado, 
dada la minoría edad de éste, cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976 
estuviesen imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad española, 
por haber permanecido en los territorios ocupados, lo que requiere 
pruebas fehacientes. De otro lado, no está probada a través de la 
documentación la posesión de la nacionalidad española en los términos y 
duración que establece el artículo 18 CC., en el que se indica que la 
nacionalidad española puede consolidarse si se posee y utiliza durante 
diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el Registro 
Civil que después es anulado. Aparte de ello, la documentación que aporta 
expedida por autoridades de la denominada República Árabe Saharaui 
Democrática no ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción 
por la ley española. Al respecto ha de tenerse en cuenta que las 
competencias de calificación del encargado respecto de la certificación 
extranjera se extienden al examen de la competencia y autoridad que la 
expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal 
expedición con base legal suficiente para ello, base que en este caso no 
existe al no estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de 
disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (231ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

1º. No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita 
que la interesada, hubiera residido en el Sahara durante el plazo de 
vigencia del Decreto 2258/1976, de 10 de agosto ni hubiese poseído y 
utilizado la nacionalidad española durante diez años.

2º. La tramitación del expediente para la declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción corresponde al Encargado del 
Registro Civil del domicilio efectivo. El Encargado debe examinar de oficio 
su propia competencia.

3º. Resulta incompetente para la inscripción de nacimiento y para practicar 
la anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor 
de simple presunción por consolidación el Encargado del Registro Civil 
del domicilio respecto del nacido fuera de España.

4º. Es admisible el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal que había 
informado favorablemente la pretensión de la interesada por razón del 
principio superior de legalidad.

En el expediente sobre declaración de la nacionalidad española con valor 
de simple presunción remitido a este Centro en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el Ministerio Fiscal contra auto dictado por la 
Encargada del Registro Civil de Córdoba.

HECHOS

1.- Mediante escrito de fecha 24 de abril de 2008, Don M. nacido el 01 de 
julio de 1974 en el Sahara Occidental solicitaba la nacionalidad española 
con valor de simple presunción. Adjuntaba la siguiente documentación: 
pasaporte marroquí, certificado de concordancia de nombre expedido por 
autoridad marroquí, certificado de nacimiento cheránico del interesado y 
de los padres.

2.- Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emite informe favorable. 
La Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 14 de mayo de 
2008 acuerda reconocer la nacionalidad española de origen por 
consolidación del interesado.
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3.- Notificado el interesado y el Ministerio Fiscal, éste presenta recurso 
ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, alegando que 
la resolución de la Encargada por la que se declare la consolidación de la 
nacionalidad española con valor de simple presunción, deberá acceder al 
Registro Civil mediante anotación marginal a la inscripción del nacimiento, 
de no existir dicha inscripción la competencia para la práctica de la 
inscripción del nacimiento corresponde al Registro Civil del lugar en donde 
se produjo el nacimiento, en los casos de los nacidos en el Sahara 
corresponde al Registro Civil Central.

4.- De la interposición del recurso se dio traslado al interesado. La 
Encargada del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado informando que a la 
vista de la documentación aportada procede proponer una resolución 
favorable en este expediente con desestimación del recurso interpuesto 
por el Ministerio Fiscal.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil (CC.); 96 de la Ley del Registro 
Civil (LRC); 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 
40/1975, de 19 de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las 
sentencias del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, 20 de 
noviembre de 2007 y 18 de julio de 2008; las Instrucciones de este Centro 
directivo de 28 de febrero de 2006 y de 28 de marzo de 2007; y las 
Resoluciones, entre otras, de 22-5ª de diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de 
enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de mayo, 11-1ª de 
junio, 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 
29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo, 20-8ª de noviembre, 10 de diciembre 
de 2008; 15-3ª y 16-1ª de enero de 2009.

II.- Como cuestión previa se ha de plantear la de la admisibilidad a trámite 
del recurso presentado, y ello desde un doble punto de vista. Por un lado, 
el Ministerio Fiscal, que actúa como recurrente, había informado 
favorablemente la pretensión de la interesada al evacuar el trámite de 
audiencia previsto por el artículo 343 RRC. Por otro lado, habiéndose 
dictado el auto apelado el 14 de mayo de 2008, el recurso se formaliza 
mediante escrito fechado el 03 de junio inmediato, esto es, fuera del plazo 
de quince días hábiles previsto por el artículo 355 RRC. Ninguno de los 
citados motivos debe, sin embargo, paralizar la tramitación y resolución 
del presente recurso. En cuanto a lo primero, porque conforme a la 
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doctrina sentada por nuestra Resolución de 11 de mayo de 1996, procede 
admitir el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal, a pesar de su 
anterior dictamen favorable, atendiendo al principio de legalidad y al 
carácter de orden público, y susceptibilidad por tanto de ser apreciadas de 
oficio, de las normas sobre competencia de los órganos registrales, 
normas, como se verá, infringidas por el auto apelado. En cuanto a lo 
segundo, porque no constando fehacientemente la fecha en que se 
practicó la notificación, al haberse omitido este dato en la correspondiente 
diligencia, no hay términos hábiles para fijar el “die a quo” para el cómputo 
del plazo para la interposición del recurso. 

III.- El interesado, mediante escrito de fecha 24 de abril de 2008, solicitó 
ante el Registro Civil de Córdoba, la consolidación de la nacionalidad 
española, al haber nacido en 1974 en el Sahara Occidental, y cumplir los 
requisitos establecidos. La Encargada del Registro Civil de Córdoba dictó 
el auto antes citado declarando dicha nacionalidad de origen por 
consolidación. Este auto constituye el objeto del presente recurso. Según 
el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un 
título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. La vía registral 
para comprobar esta consolidación es el expediente de declaración de la 
nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. art. 96-2º LRC 
y 338 RRC). Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual 
resulta competente en materia de expedientes el Encargado del Registro 
Civil en que deba inscribirse la resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), 
en relación con los específicos expedientes para declaraciones con valor 
de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de 
competencia lo es tanto para instruir como para resolver el expediente, 
conforme a lo previsto por el artículo 342 del RRC en la redacción dada 
por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986.

IV.- Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al 
igual que ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha 
infracción implica la nulidad de lo actuado, nulidad que puede ser 
declarada por la Dirección General de los Registros y del Notariado 
cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha 
nulidad se desprende de la aplicación de las normas de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil en materia de competencia territorial y de fuero 
personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 de enero), 
la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que 
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contiene un llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio 
de la interesada esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro 
Civil de Córdoba. Dado que ninguna prueba o dato existe en las 
actuaciones de las que se desprenda este imprescindible requisito de 
procedibilidad. Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio 
a efectos civiles, que es el que se ha de entender invocado por la 
legislación del Registro Civil en general y por el artículo 355 del RRC en 
particular, se encuentra definido en el artículo 40 del Código Civil, 
conforme al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su 
residencia habitual”, esto es, el lugar en que la persona vive con cierta 
permanencia y el que se presume para el futuro. La prueba de la residencia 
habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que 
alguna norma especial exija una modalidad de prueba determinada o 
exima de pruebas complementarias acreditando el domicilio por ciertos 
medios. Esto es lo que sucede en el ámbito del Registro Civil en casos 
concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone que “el domicilio de los 
apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; 
b) el artículo 68 párrafo tercero del mismo Reglamento, por su parte, a los 
efectos de aplicar la previsión del artículo 16, párrafo segundo, LRC, 
establece que el domicilio del progenitor o progenitores legalmente 
conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales de 
identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón 
municipal”.

En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de 
los singulares casos citados por la legislación del Registro Civil, por lo que 
revive la regla general en el ámbito civil de que la residencia habitual 
puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en derecho, 
correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los 
Tribunales la valoración libre de los datos que hayan sido aportados y 
circunstancias acreditadas; como por ejemplo, tener en el lugar 
establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes 
policiales adversos, ausencia de visados o permisos de residencia – no 
de mera estancia - respecto de los extranjeros, etc. (vid. sentencias del 
Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de junio de 1952, 
entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio 
de los derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 CC.) puede 
fijarse arbitrariamente por los interesados dando lugar a supuestos de 
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fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho de que la inscripción 
en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración de la interesada 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de 
tal declaración (cfr. art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). Por 
ello, el Encargado puede y debe examinar de oficio su propia competencia 
(cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse incompetente para 
la actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud 
del contenido del padrón municipal respecto de la persona que promueve 
expediente registral ante el Registro Civil cuya competencia dependa del 
domicilio del promotor al que se refiera la citada inexactitud administrativa. 
Lo que sucede en el presente caso, es que, de la documentación obrante 
en el expediente no cabe colegir que concurran las notas de estabilidad y 
permanencia que cualifican el domicilio como residencia habitual respecto 
del interesado, ni constan en el expediente los elementos valorativos en 
que se ha apoyado la Encargada para apreciar su competencia.

V.- La regla especial de competencia en materia de expediente sobre 
declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
comporta igualmente la necesidad de diferenciar entre la resolución del 
expediente y la anotación posterior de dicha resolución al margen de la 
inscripción de nacimiento de la interesada, en el caso de que no sean 
coincidentes ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada 
por el Encargado del Registro Civil del domicilio, una vez devenida firme, 
habrá de ser calificada por el Encargado del Registro Civil del lugar del 
nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente 
caso en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha 
practicado en base al mismo la inscripción de nacimiento del interesado, 
haciendo constar en el apartado de “observaciones” que “el inscrito goza 
de la nacionalidad española de origen”. 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia 
del Registro Civil de C. para practicar la citada inscripción de nacimiento. 
En principio, conforme al artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos se inscriben 
en el Registro Municipal o Consular del lugar en que acaecen, o bien en el 
Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el extranjero y tener 
el promotor su domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría invocarse aquí, no obstante, 
a fin de defender la competencia del Registro Civil de Córdoba, la 
aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en su redacción dada 
por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual “en las 
inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición de 
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la nacionalidad española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea un 
país extranjero, los interesados podrán solicitar, en el momento de 
levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al Rey y obediencia 
a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se 
haya instruido el oportuno expediente registral”. Sin embargo, tal alegación 
no puede prosperar ya que, como puso de manifiesto la Instrucción de 
este Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del artículo 16 de la Ley queda condicionada a un doble 
requisito: por un lado, que la causa o título de la adquisición de la 
nacionalidad española haya precisado de la tramitación de un previo 
expediente registral, pero además, por otro lado, que la causa de 
adquisición de la nacionalidad esté sometida a la exigencia legal del 
juramento o promesa de fidelidad al Rey y de obediencia a la Constitución 
y a las leyes (cfr. art. 23, a CC.), exigencia que se desprende implícitamente 
del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del acta correspondiente 
el momento procesal oportuno para formular la solicitud de inscripción en 
el Registro Civil municipal. Requisito éste que no concurre en los 
expedientes de declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción por consolidación, por lo que en el caso objeto del 
presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en Registro 
incompetente, incurriendo así en el defecto formal previsto en el número 1 
del artículo 298 RRC.

VI.- Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de 
una declaración de nacionalidad española hecha en expediente por 
órgano registral incompetente (cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe 
dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose respetado las reglas de la 
competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la materia, 
esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del 
artículo 18 del Código Civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con 
la doctrina consolidada y reiteradísima de este Centro Directivo en relación 
con la cuestión planteada. Pues bien, en principio, los nacidos en el 
territorio del Sahara cuando éste era posesión española no eran 
propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España que se 
beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas 
disposiciones anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera 
deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que se desprende 
necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque sólo así 
cobra sentido que a los naturales del Sahara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo 
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de un año a contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. Así 
resulta también de la diferenciación de «territorios» puesto de relieve, con 
rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» 
del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias 
sobre el territorio no autónomo del Sahara, que durante algunos años ha 
estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen 
peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado 
parte del territorio nacional».

Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 
decidió que el actor había consolidado la nacionalidad española. Pero la 
doctrina de esta sentencia no es de aplicación al caso presente pues hay 
diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en la 
sentencia y el ahora planteado. En el caso presente el interesado o sus 
progenitores como representantes legales al ser este menor de edad, no 
han acreditado que cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, estuviesen 
imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad española por haber 
permanecido en los territorios ocupados. Aparte de esto no consta la 
existencia de título inscrito en el Registro Civil ni está probada la posesión 
y utilización de la nacionalidad española en los términos y duración que 
establece el artículo 18 del Código Civil. Sin que la inscripción de 
nacimiento en el libro cheránico del interesado y sus padres hagan prueba 
de la nacionalidad española, habiendo aportado el interesado pasaporte 
marroquí. Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) 
de 20 de noviembre de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los 
saharauis recurrentes el estatuto de apátridas no hace sino reforzar las 
conclusiones anteriores.

VII.- Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del 
camino adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple 
presunción y la inscripción practicada. Es desde esta perspectiva desde la 
que debe entenderse la petición del Ministerio Fiscal vertida en su escrito 
de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal 
declaración presuntiva habría de reflejarse registralmente mediante una 
anotación marginal a la inscripción de nacimiento, anotación para la cual 
sólo sería competente el Registro Civil Central. La declaración de la 
nacionalidad con valor de simple presunción tiene como efecto excusar 
de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que 
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invierte la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la 
declaración y, en este sentido, en tanto no se destruya la presunción debe 
tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En efecto si bien es 
cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 
de Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de 
nacional español , en los casos de adquisición originaria basada en la 
principio del “ius sanguinis”, solo puede proporcionarla la sentencia firme 
recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la legislación del 
Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración 
de que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud 
de un expediente gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la 
declaración sobre nacionalidad tenga valor de “simple presunción” y deba 
ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la inscripción de 
nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del 
valor propio de las presunciones “iuris tantum” que, como tales dispensan, 
como ya se ha dicho, de toda prueba a los favorecidos por la presunción, 
mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 LEC), prueba 
en contrario que podrá estar integrada, como resulta “infra”, por otro 
expediente registral tramitado con tal finalidad.

Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de 
actuaciones, una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente 
registral, por la vía del artículo 240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el ámbito del Registro 
Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la 
legislación del Registro Civil permite alcanzar el resultado pretendido. Es 
un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 
94 RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el 
Registro Civil y la realidad extrarregistral. En desarrollo de este principio 
se ha indicado repetidamente por la doctrina de este Centro Directivo que, 
mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en el 
ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo 
que es posible reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso 
ha de ser posible que, de oficio o por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de 
cualquier interesado o autoridad con competencias conexas con la 
materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie 
de nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los 
interesados les corresponde o no les corresponde la nacionalidad 
española. 

http://


M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

1912Boletín del Ministerio de Justicia

Nacionalidad

VIII.- La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser 
negativa, ha de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la 
anotación preventiva practicada. No es obstáculo para ello que, con 
arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo las excepciones 
previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las 
“anotaciones”, en congruencia con su menor eficacia y su valor meramente 
informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un principio distinto. En 
efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan 
ser rectificadas y canceladas en virtud de expediente gubernativo en que 
se acredite la inexactitud, en todo caso con notificación formal a los 
interesados o sus representantes legales como exige imperativamente el 
párrafo primero del artículo 349 RRC Tampoco puede erigirse en obstáculo 
para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de que, 
irregularmente, en el caso a que se refiere el presente recurso la 
declaración de la nacionalidad española se haya reflejado tabularmente 
por medio de su constancia en el apartado de “observaciones” de la 
inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente asiento de 
anotación marginal (cfr. art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de 
asiento correspondiente a la naturaleza del acto jurídico consignado, a la 
misma se han de ajustar los mecanismos registrales previstos legalmente 
para su corrección. En consecuencia, la inscripción de nacimiento del 
interesado en el Registro Civil de Córdoba, supuso la extensión de un 
asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el extranjero y que no 
afectaba a un ciudadano español, de modo que el mismo no debió 
practicarse en su momento, porque se trataba de una inscripción que se 
extendía de modo evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, 
puesto que, sobre la infracción a las citadas reglas de competencia, no se 
daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del Código Civil en el que 
la interesada había basado su petición. Por lo cual, procede su supresión 
y cancelación mediante el oportuno expediente gubernativo (cfr. arts. 
95-2º LRC y 297-3º RRC) que, en aras del principio de concordancia entre 
el Registro Civil y la realidad, puede y debe promoverse de oficio por este 
Centro Directivo instando la correspondiente intervención del Ministerio 
Fiscal.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: estimar el recurso interpuesto e 
instar al Ministerio Fiscal, para que promueva la incoación de expediente 
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gubernativo con la finalidad de que se cancele la inscripción de nacimiento 
del interesado.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Córdoba.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (245ª)
III.2.1  Consolidación de la nacionalidad española

No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita que 
el promotor hubiera cumplido los requisitos establecidos, residencia en el 
Sahara durante el plazo de vigencia del Real Decreto 2258/1976, de 10 
de agosto, ni hubiera poseído y utilizado la nacionalidad durante diez 
años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el interesado contra auto dictado por el 
Encargado del Registro Civil de Granadilla de Abona (Santa Cruz de 
Tenerife).

HECHOS

1.- Mediante comparecencia el día 21 de diciembre de 2010 en el Registro 
Civil de Granadilla de Abona, Don H. solicitaba la declaración con valor de 
simple presunción de su nacionalidad española por haber nacido y vivido 
en el Sahara cuando éste era territorio sometido a administración 
española. Adjuntaba diversa documentación en apoyo de su solicitud; 
permiso de residencia permanente en España como ciudadano argelino, 
nacido en A. (Argelia) el 17 de julio de 1964, libro de familia expedido en 
el que el promotor parece ser el tercer hijo pero con otro nombre, M. y otro 
lugar y fecha de nacimiento, V-C. 11 de febrero de 1964, documentos 
nacional de identidad Sahara del padre del promotor, expedido en octubre 
de 1975, informe negativo respecto a su inclusión en los libros Cheránicos 
custodiados por la administración española, documento de afiliación a la 
seguridad social del padre del promotor, extracto de inscripción de 
matrimonio musulmán de los padres del promotor, inscrito en 1970, 
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certificado de familia, título de familia numerosa, documento escolar de 
1975 en el que el promotor aparece con otro nombre, certificado de que el 
padre del promotor trabajaba para el servicio de sanidad del Gobierno 
General del Sahara, certificado de empadronamiento en G de A. desde el 
20 de diciembre de 2005 y expedidos por representantes del Frente 
Polisario, certificado de concordancia de nombre y certificado de que el 
promotor residió desde 1976 en los campamentos de refugiados saharauis 
de T. (Argelia).

2.- Ratificado el promotor, el Ministerio Fiscal emitió informe desfavorable 
respecto a conceder lo solicitado. El Encargado del Registro Civil dictó 
auto el 24 de febrero de 2011, denegando la declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción al considerar que el promotor no 
había acreditado un título inscrito ni la posesión y utilización de la 
nacionalidad española durante 10 años ni la imposibilidad de optar en el 
plazo otorgado por permanecer en el territorio ocupado. 

3.- Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y al interesado, este 
presentó recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado 
reiterando su nacimiento en V-C. el 11 de febrero de 1964 y que su padre 
tenía nacionalidad española.

4.- El Ministerio Fiscal, notificado del recurso interpuesto, pide su 
desestimación y seguidamente el Encargado remitió el expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución del 
recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16 (3ª) de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.
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II.- El promotor, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Granadilla de Abona, solicitó la declaración de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción por haber nacido en 1964 en el territorio 
del Sahara. El Encargado del Registro Civil dictó auto denegando la 
declaración solicitada, por no cumplir los requisitos establecidos por el 
artículo 18 de Código Civil, siendo dicho auto recurrido por el promotor 
que considera que si se acreditaba la concurrencia de los requisitos 
exigidos. Dicho auto constituye el objeto del presente recurso. 

III.- Según el artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede 
consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre 
la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. 
La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el 
encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

IV.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
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situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 

http://www.mjusticia.gob.es/cs/Satellite/Portal/es/servicios-ciudadano/documentacion-publicaciones


M
inisterio de Justicia

1917 Catálogo de Publicaciones

Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado (Registro Civil)

potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

En cualquier caso, por lo que se refiere a la “nacionalidad” de los saharauis, 
durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio del 
Sahara Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y 
formal entre los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, 
como ha puesto de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 
de octubre de 1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas 
en los Estados colonizadores, se han impuesto restricciones al status 
civitatis de la población colonizada “lo que ha permitido la diferencia 
doctrinal, basada en datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y 
nacionales-súbditos” (ejemplos del Derecho comparado son Holanda, 
Italia, Bélgica y Francia). En España, pese a la ambigüedad normativa 
sobre la calificación de los territorios pertenecientes a colonias y su 
identificación con el territorio nacional, las realidades de la heterogeneidad 
territorial y de los estatutos personales ha sido sostenida por el Tribunal 
Supremo en su citada sentencia y en la posterior de 7 de noviembre de 
1999 y anteriormente por el Consejo de Estado en diversos dictámenes 
(Dictamen núm. 36017/1968 para el caso de Guinea y Dictamen 
36227/1968 para el caso de Ifni), y a partir del examen pormenorizado de 
las disposiciones dictadas en relación con aquellos territorios, llegando a 
la conclusión fundada de la distinción entre territorio nacional y territorios 
coloniales (entre éstos, por consecuencia, el Sahara Occidental), así 
como sobre la diferente condición jurídica de nacionales y naturales de las 
colonias.

VI.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En efecto, de la documentación aportada no se desprende la 
posesión de la nacionalidad española en los términos y duración que 
establece el artículo 18 CC., el promotor no fue titular de documento de 
identidad español y su padre, del que invoca su nacionalidad española 
sólo lo fue desde octubre de 1975, por lo que no queda acreditada la 
utilización y posesión de la nacionalidad durante 10 años, y tampoco se 
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ha acreditado que cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, el promotor 
o sus representantes legales, dada su minoría de edad, estuviesen 
imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad española por haber 
permanecido en los territorios ocupados, puesto que declara que se 
encontraban en territorio argelino. Además parte de la documentación, 
certificado de nacimiento y de residencia en los campamentos de 
refugiados, está emitida por representantes del Frente Polisario, y esta no 
pueda ser tenida en cuenta ya que no ofrece garantías análogas a las 
exigidas para la inscripción por la ley española. Al respecto ha de tenerse 
en cuenta que las competencias de calificación del Encargado respecto 
de la certificación extranjera se extienden al examen de la competencia y 
autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que 
le habilite para tal expedición con base legal suficiente para ello, base, 
que en este caso no existe al no estar establecidos los órganos del 
Registro Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un 
ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Granadilla de Abona.

http://www.mjusticia.gob.es/cs/Satellite/Portal/es/servicios-ciudadano/documentacion-publicaciones


M
inisterio de Justicia

1919 Catálogo de Publicaciones

Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado (Registro Civil)

III.3  ADQUISICION NACIONALIDAD ESPAÑOLA POR 
OPCION

III.3.1	 OPCION A LA NACIONALIDAD ESPAÑOLA POR 
PATRIA POTESTAD-ART 20-1A CC

Resolución de 02 de Julio de 2014 (60ª)
III.3.1  Opción a la nacionalidad española por patria potestad

No es posible por razón de patria potestad si el interesado ejercita la 
opción fuera de plazo.

En las actuaciones sobre inscripción de nacimiento y opción a la 
nacionalidad española remitidas a este Centro Directivo en trámite de 
recurso por virtud del entablado por el interesado contra acuerdo de la 
Juez Encargada del Registro Civil de Barcelona.

HECHOS

1.- Con fecha 14 de mayo de 2010 en el Registro Civil de Barcelona se 
levanta acta de opción a la nacionalidad española, mediante la cual Don 
Z. nacido en Pakistán el 14 de noviembre de 1988, ejercita el derecho de 
opción a la nacionalidad española por ser hijo de un español, ya que su 
padre Don R. ostenta la nacionalidad española, en virtud del artículo 
20.1.a) del Código Civil. Adjunta, entre otra, la siguiente documentación: 
partida de nacimiento del interesado; certificado de empadronamiento; 
certificación literal de nacimiento del padre, en la que consta la adquisición 
de la nacionalidad española por residencia el 26 de enero de 2005; 
certificado del matrimonio de los padres; copia del registro de defunciones 
de Doña I. madre del interesado; y fotocopias del DNI del padre y 
pasaporte del interesado.

2.- La Encargada del Registro Civil mediante acuerdo de fecha 27 de 
octubre de 2010, deniega la inscripción de nacimiento y opción a la 
nacionalidad española del interesado por considerar que dicha solicitud 
había sido presentada una vez transcurrido el plazo establecido en el 
artículo 20 del Código Civil, ya que considera que la mayoría de edad en 
Pakistán se fija en los 18 años, lo que se verifica con el Informe Oficial 
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sobre los derechos del niño en Pakistán, elaborado por el Comité de los 
Derechos del Niño en la 34ª sesión celebrada en Ginebra en 2003, según 
el cual “la Ley que regula la mayoría de edad en Pakistán estipula que un 
menor es una persona que no ha superado los 18 años de edad”.

3.- Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la nacionalidad 
española por opción.

4.- De la interposición del recurso se da traslado al Ministerio Fiscal que 
informa que procede confirmar la resolución apelada. La Encargada del 
Registro Civil se ratifica en el acuerdo emitido y remite el expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 

5.- Con fecha 29 de abril de 2013 esta Subdirección General solicita 
informe al Ministerio de Asuntos Exteriores y Cooperación acerca de la 
legislación pakistaní vigente en la actualidad que rige sobre la mayoría de 
edad, recibiéndose dicho informe por oficio de fecha 28 de abril de 2014.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 20, 23 y 330 del Código Civil (CC.); 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil (LRC); 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del 
Registro Civil (RRC), y las Resoluciones, entre otras, de 13-3ª de febrero 
de 2003; 7-1ª de julio y 13-1ª de septiembre de 2004; y 20-3ª de enero y 
11-3ª de octubre de 2005; 3-5ª de mayo, 23-6ª de junio, 17-3ª de julio, 2-2ª 
de julio y 20-2ª de noviembre de 2006; 16-6ª de mayo y 28-5ª de noviembre 
de 2007; 27-2ª de mayo, 28-7ª de noviembre y 4-6ª de diciembre de 2008; 
25-10ª de febrero, 11-4ª de marzo de 2009; 26-1ª de octubre y 23-4ª de 
diciembre de 2010; 11-1ª de abril y 3-2ª de junio de 2011. 

II.- El interesado, nacido en Pakistán el 14 de noviembre de 1988, ha 
intentado su inscripción de nacimiento en el Registro Civil previa opción a 
la nacionalidad española por razón de patria potestad, alegando la 
nacionalidad española de su padre que éste adquirió por residencia 
cumpliendo los requisitos establecidos por el artículo 23 del Código Civil 
con fecha de 26 de enero de 2005. A la vista de que la nacionalidad del 
padre no es de origen sino derivada, la única opción que cabe analizar es 
la prevista en el artículo 20.1.a) del Código Civil, abierta a las personas 
que estén o hayan estado sujetas a la patria potestad de un español. La 
Encargada del Registro Civil de Barcelona dictó acuerdo de fecha 27 de 
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octubre de 2010 denegando la opción a la nacionalidad española al 
estimar que había sido ejercitada fuera del plazo establecido en la Ley. 
Esta resolución constituye el objeto del recurso interpuesto.

III.- Dispone el artículo 20 en su apartado 2.c) que “la opción caducará a 
los veinte años de edad, pero si el optante no estuviera emancipado según 
su ley personal al llegar a los dieciocho años, el plazo para optar se 
prolongará hasta que transcurran dos años desde la emancipación”. Pues 
bien, la opción a la nacionalidad española se ejercitó el 14 de mayo de 
2010, es decir, después de que el interesado cumpliera los veinte años de 
edad, el 14 de noviembre de 2009. Por todo ello debe concluirse que , a la 
vista de la documental obrante en el expediente, especialmente el oficio 
del Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación, tal derecho había 
caducado por el transcurso del plazo previsto en el precepto citado, habida 
cuenta que según informe de la Embajada de España en Islamabad 
(Pakistán), de acuerdo con la Sección 3ª del Acta de Mayoría de Edad de 
1875, “un pakistaní llega a la mayoría de edad a los 18 años, salvo que un 
menor o su propiedad haya sido puesto bajo la custodia de un Juez o 
Guardia, en cuyo caso la persona llegaría a la mayoría de edad a los 21 
años”.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Barcelona.
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Resolución de 02 de Julio de 2014 (89ª)
III.3.1  Inscripción de nacimiento y opción a la nacionalidad

No puede inscribirse sin expediente el nacimiento acaecido en territorio 
del Sáhara en 1989, alegando que la presunta madre adquirió la 
nacionalidad española, porque la certificación acompañada, por falta de 
garantías, no da fe de la filiación materna. Por lo mismo, no cabe por 
ahora la opción a la nacionalidad española intentada por razón de patria 
potestad.

En las actuaciones sobre inscripción de nacimiento y opción a la 
nacionalidad española remitidas a este Centro en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el promotor, contra acuerdo de la Magistrada Juez 
Encargada del Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Con fecha de 15 de septiembre de 2008, Don M-S. mayor de edad y 
con domicilio en S. suscribió en el Registro Civil de dicha localidad acta de 
opción a la nacionalidad española al amparo de lo establecido en el 
artículo 20.1.b y 23 del Código Civil, por ser hijo de madre originariamente 
española y nacida en España. Se adjuntan los siguientes documentos: 
inscripción de nacimiento de la presunta madre del promotor en el Registro 
Civil español con marginal de declaración de nacionalidad española de la 
inscrita con valor de simple presunción en 2008, certificado de 
empadronamiento en S. desde el 12 de noviembre de 2002, y certificado 
de nacimiento y certificado de paternidad, expedidos por las autoridades 
de la denominada República Árabe Saharaui Democrática. 

2.- Remitido el expediente al Registro Civil Central y emitido informe 
previo desfavorable por el Ministerio Fiscal, la Encargada del mismo dictó 
acuerdo el 25 de agosto de 2009 denegando la inscripción de nacimiento 
y el ejercicio de la opción porque las certificaciones aportadas expedidas 
por la República Árabe Saharaui Democrática ofrecen dudas razonables 
sobre la realidad de los hechos y, específicamente, en cuanto a la 
determinación de la relación de filiación.

3.- Notificada la resolución al promotor, presentó recurso mediante 
representante legal ante la Dirección General de los Registros y del 
Notariado, alegando que se había producido un error en el acta de opción 
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sobre la fundamentación jurídica de la misma, haciendo referencia al 
artículo 21.1 del Código Civil, que nada tiene que ver con el supuesto 
planteado y argumentando que su representado entraría en la aplicación 
del artículo 20.1.a del CC., por haber estado bajo la patria potestad de una 
española, su madre. 

4. De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que 
interesó la confirmación del acuerdo. La Encargada del Registro Civil 
Central emitió informe ratificándose en su decisión y remitió el expediente 
a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 20, 23 y 330 del Código Civil (CC.); 15, 16, 23 y 46 
de la Ley del Registro Civil (LRC); 66, 68, 85 y 226 a 229 del Reglamento 
del Registro Civil (RRC); y las resoluciones, entre otras, 2-2ª de diciembre 
de 2002; 13-3ª de febrero de 2003; 7-1ª de julio y 13-1ª de septiembre de 
2004; 20-3ª de enero y 13-1ª de junio de 2005; 3-5ª de mayo, 23-6ª de 
junio, 17-3ª de julio y 20-2ª de noviembre de 2006; 21-5ª de mayo de 
2007; 2-5ª de septiembre y 29 de noviembre de 2008.

II.- El promotor, nacido en T-O. (Sahara Occidental) el 30 de mayo de 
1989 según declara, solicita la inscripción de su nacimiento en el Registro 
Civil español y el ejercicio de la opción a la nacionalidad española, con 
base en la nacionalidad española declarada con valor de simple presunción 
a favor de su madre. La Encargada del Registro Civil Central, dictó el 
acuerdo recurrido denegando la solicitud por entender que las 
certificaciones aportadas, de nacimiento y de paternidad, no presentan 
garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española y 
ofrecen dudas razonables sobre la realidad de los hechos certificados y, 
específicamente, en cuanto a la determinación de la relación de filiación. 

III.- Para que un nacimiento acaecido en el extranjero pueda inscribirse en 
el Registro Civil español es necesario que aquél afecte a algún ciudadano 
español (cfr. art. 15 LRC y 66 RRC), pudiendo prescindirse de la 
tramitación del expediente de inscripción fuera de plazo cuando se 
presente certificación del asiento extendido en un registro extranjero 
“siempre que no haya duda de la realidad del hecho inscrito y de su 
legalidad conforme a la ley española” (art. 23.2 LRC) y siempre que el 
registro extranjero “sea regular y auténtico, de modo que el asiento de que 
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se certifica, en cuanto a los hechos de que da fe, tenga garantías análogas 
a las exigidas para la inscripción por la ley española “ (art. 85.1 RRC).

IV.- En esta situación -y sin perjuicio de lo que pudiera decidirse en el 
expediente de inscripción fuera de plazo a la vista de las pruebas que en 
él se presenten- hay que concluir que las certificaciones acompañadas, 
expedidas por las autoridades de la denominada República Árabe 
Saharaui Democrática, no reúnen las condiciones exigidas por los 
artículos 23 de la Ley del Registro Civil y 85 de su reglamento para dar fe 
de la filiación materna alegada. Por lo mismo no puede considerarse 
acreditado por ahora que el pretendido optantes a la nacionalidad 
española haya estado sujeto a la patria potestad de una española (cfr. art. 
20 CC.). Dicha documentación no ofrece garantías análogas a las exigidas 
para la inscripción por la ley española (cfr. art. 23 LRC y 85 RRC). Al 
respecto ha de tenerse en cuenta que las competencias de calificación del 
encargado del registro respecto de la certificación extranjera se extienden 
al examen de la competencia y autoridad que la expide, la cual ha de 
actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con base 
legal suficiente para ello, base que en este caso no existe al no estar 
establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones 
normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido. Todo ello sin perjuicio de lo que pueda 
derivarse del correspondiente procedimiento declarativo sobre filiación 
que pueda iniciar el interesado en caso de considerarlo conveniente.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar el acuerdo apelado.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.
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Resolución de 09 de Julio de 2014 (10ª)
III.3.1  Inscripción de nacimiento y opción por la nacionalidad española 

por razón de patria potestad 

No puede inscribirse sin expediente un nacimiento acaecido en el Sahara 
occidental en 1991, alegando que el padre fue declarado de nacionalidad 
española con valor de simple presunción en 2005, porque la certificación 
acompañada, por falta de garantías, no da fe de la filiación. Por eso mismo 
no cabe la opción por la nacionalidad española por razón de patria 
potestad.

En las actuaciones sobre opción por la nacionalidad española y 
subsiguiente inscripción de nacimiento remitidas a este Centro en trámite 
de recurso, por virtud del interpuesto por el interesado contra auto dictado 
por la Juez Encargada del Registro Civil Central.

HECHOS

1.- El 9 de septiembre de 2009 don B., de nacionalidad española declarada 
con valor de simple presunción por resolución del Registro Civil de 
Valencia de 12 de enero de 2005 y nacido en G. (Sahara occidental) el 26 
de junio de 1953, presentó en el Registro Civil de Sevilla solicitud e 
impreso de declaración de datos para la inscripción fuera de plazo del 
nacimiento de su hijo S., acaecido en B. (Sahara occidental) el 11 de junio 
de 1991. Acompaña certificación literal de inscripción de nacimiento y 
copia simple de DNI propios, de la madre del no inscrito, F., nacida en V. 
C. (Sahara occidental) el 4 de septiembre de 1968, anotación soporte 
para la inscripción de nacionalidad española de origen declarada con 
valor de simple presunción por resolución del Registro Civil de Carmona 
(Sevilla) de 12 de septiembre de 2008 y copia simple de DNI; y, del no 
inscrito, copia simple de pasaporte argelino y certificación individual de 
inscripción en el padrón de L. que expresan que nació el 11 de junio de 
1990 y certificado expedido por la Delegación Saharaui para Andalucía 
para constancia de que S., hijo de B. y F., nació en B. (Sahara occidental) 
el 11 de junio de 1991.

2.- En el mismo día, 9 de septiembre de 2009, el no inscrito, que se 
identifica con tarjeta de residencia en la que también consta 1990 como 
año de nacimiento, ratificó la solicitud presentada por el promotor y por el 
Juez Encargado se tuvo por incoado el preceptivo expediente gubernativo 
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sobre inscripción de nacimiento, se practicó la correspondiente acta de 
opción a la nacionalidad española y se dispuso que se traiga a las 
actuaciones copia del informe emitido al elevar al Registro Civil Central 
expediente 2036/2009, referido a un hermano menor de edad del no 
inscrito, con el resultado de que, a la vista del carácter no jurídico de los 
documentos en los que se basa la pretensión, la propuesta es desfavorable 
a la resolución en el sentido interesado por los promotores. El ministerio 
fiscal, habida cuenta de los antecedentes obrantes en el Registro, se 
opuso a lo solicitado y el 7 de octubre de 2009 el Juez Encargado del 
Registro Civil de Sevilla, sin entrar en el fondo de las declaraciones de 
presunción realizadas por los Encargados de los Registros Civiles de 
Valencia y de Carmona respecto a los padres y comprobado que a estos 
se les denegó la posibilidad de obtener autorización para optar en nombre 
de su hijo M. a la nacionalidad española y que la resolución fue confirmada 
por la Dirección General con fecha 6 de marzo de 2009, emitió auto-
propuesta desfavorable y dispuso la remisión del expediente al Registro 
Civil Central, en el que tuvo entrada el 23 de febrero de 2010.

3.- El 10 de mayo de 2011 la Juez Encargada del Registro Civil Central, 
considerando que con la documentación aportada, que no reúne los 
requisitos de los arts. 23 LRC y 85 RRC, no se ha acreditado la filiación 
materna y paterna que se aduce ni, por tanto, que el nacimiento afecte a 
españoles, dictó auto disponiendo denegar la inscripción de nacimiento 
solicitada.

4.- Notificada la resolución al ministerio fiscal y al interesado, el promotor 
interpuso recurso ante la Dirección General de los Registros y del 
Notariado alegando que la resolución deja en indefensión a la familia, ya 
que no indica qué medio de prueba tienen que aportar para acreditar la 
filiación, e indocumentado y condenado a la apatridia a S. y aportando 
copia simple de certificación literal de nacimiento de la madre y de dos 
resoluciones registrales referidas a personas cuya relación con el 
expediente no consta. 

5.- A requerimiento del Registro Civil Central el interesado ratificó en el de 
Sevilla el escrito presentado por quien se declara su padre, el ministerio 
fiscal impugnó el recurso e interesó la confirmación del acuerdo dictado y 
la Juez Encargada del Registro Civil Central informó que, no desvirtuados 
a su juicio los razonamientos jurídicos que aconsejaron dictar la resolución 
apelada, entiende que debe confirmarse y dispuso la remisión del 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 20, 23 y 330 del Código Civil (CC.); 15, 16, 23 y 46 
de la Ley del Registro Civil (LRC); 66, 68, 85 y 226 a 229 del Reglamento 
del Registro Civil (RRC); y las resoluciones, entre otras, de 2-2ª de 
diciembre de 2002, 13-3ª de febrero de 2003, 7-1ª de julio y 13-1ª de 
septiembre de 2004, 20-3ª de enero y 13-1ª de junio de 2005; 3-5ª de 
mayo, 23-6ª de junio, 17-3ª de julio y 20-2ª de noviembre de 2006; 21-5ª 
de mayo de 2007; 14-1ª de octubre y 29 de noviembre de 2008 y 30-7ª de 
abril de 2010.

II.- Pretende el promotor, de nacionalidad española declarada con valor 
de simple presunción en 2005, la inscripción en el Registro Civil español 
de un hijo nacido en el Sahara occidental el 11 de junio de 1991. Ratificada 
por el hijo la solicitud presentada por el padre y levantada la correspondiente 
acta de opción por la nacionalidad española, la Juez Encargada del 
Registro Civil Central, considerando que con la documentación aportada, 
que no reúne los requisitos exigidos, no quedan acreditados ni la filiación 
materna y paterna que se aduce ni, por tanto, que el nacimiento afecte a 
españoles, dispuso denegar lo solicitado mediante auto de 10 de mayo de 
2011 que constituye el objeto del presente recurso, interpuesto por el 
promotor y ratificado por el interesado.

III.- Para que un nacimiento acaecido en el extranjero acceda al Registro 
Civil español es necesario que afecte a españoles (cfr. arts. 15 LRC y 66 
RRC) y puede prescindirse de la tramitación del expediente de inscripción 
fuera de plazo cuando conste por certificación de asiento extendido en el 
Registro extranjero, “siempre que no haya duda de la realidad del hecho 
inscrito y de su legalidad conforme a la ley española” (art. 23, II, LRC) y 
siempre que el Registro extranjero “sea regular y auténtico, de modo que 
el asiento de que se certifica, en cuanto a los hechos de que da fe, tenga 
garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española” 
(art. 85, I, RRC). La calificación por el Encargado de la certificación 
extranjera se extiende al examen de la competencia de la autoridad que la 
expide, que ha de actuar en el ejercicio de cargo que habilite para tal 
expedición y, no establecidos los órganos del Registro Civil saharaui en 
virtud de disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento 
jurídico estatal internacionalmente reconocido, el título aportado, a mayor 
abundamiento una mera constancia de que el no inscrito es natural del 
Sahara occidental firmada por persona no identificada de la denominada 
Delegación Saharaui para Andalucía y que, además, expresa año de 
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nacimiento distinto del que le consta al interesado en la documentación 
administrativa argelina y española aportada, ha de estimarse carente de 
valor probatorio para dar fe de la filiación alegada y, consecuentemente, 
no puede prosperar la opción basada en el artículo 20.1.a) CC. y queda 
impedida la subsiguiente inscripción registral.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 09 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central

Resolución de 17 de Julio de 2014 (84ª)
III.3.1  Opción a la nacionalidad por patria potestad

No puede inscribirse sin expediente un nacimiento acaecido, al parecer, 
en territorio del Sáhara en 1985, alegando que los presuntos padres 
adquirieron la nacionalidad española, porque las certificaciones 
acompañadas, por falta de garantías, no dan fe de la filiación. Por lo 
mismo, no cabe por ahora la opción a la nacionalidad española intentada 
por razón de patria potestad.

En las actuaciones sobre opción a la nacionalidad española por razón de 
patria potestad remitidas a este centro en trámite de recurso por virtud del 
entablado por el promotor, contra acuerdo del Magistrado Juez Encargado 
del Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Con fecha de 28 de mayo de 2009, Don H. mayor de edad, nacido en 
D. el 14 de febrero de 1985 o en A. (Argelia) y con domicilio en L. (J), 
suscribió en el Registro Civil de dicha localidad acta de opción a la 
nacionalidad española por haber estado sujeto a la patria potestad de un 
español. Se adjuntan los siguientes documentos: inscripción de nacimiento 
del padre del promotor en el Registro Civil español, con fecha 15 de 
diciembre de 2005, con marginal de declaración de nacionalidad española 
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del inscrito con valor de simple presunción, inscripción de nacimiento de 
la madre del promotor en el Registro Civil español, con fecha 26 de 
diciembre de 2007, con marginal de declaración de nacionalidad española 
del inscrito con valor de simple presunción, documentos nacionales de 
identidad de los padres del promotor, pasaporte argelino expedido en el 
año 2008, habiendo sido sus padres ya declarados españoles y, expedidos 
por las autoridades de la denominada República Árabe Saharaui 
Democrática (RASD), certificado de nacimiento del promotor, certificado 
de paternidad del promotor en el que consta como nacido en un lugar 
diferente a su certificado de nacimiento y acta de matrimonio de los 
padres.

2.- El Ministerio Fiscal fue notificado del expediente e informó en el sentido 
de que no procede la admisión de la opción solicitada por ser el promotor 
mayor de edad en el momento en que su padre fue declarado español en 
febrero del año 2004. El Encargado dictó auto el 7 de marzo de 2011 
denegando el ejercicio de la opción, porque según la fecha de nacimiento 
declarada en su solicitud habría transcurrido el plazo para formular la 
opción y además se da la circunstancia de que el promotor ya era mayor 
de edad, salvo prueba en contrario, en el momento en que su padre fue 
declarado española con valor de simple presunción. Mencionando el 
Encargado la posibilidad de que el promotor inste un expediente de 
inscripción de nacimiento, sin prejuzgar la nacionalidad española, como 
hijo de ciudadano declarado español o bien solicitar la nacionalidad 
española por residencia. 

3.- Notificada la resolución, el solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado reiterando que es hijo de 
españoles de origen, que también le correspondería la nacionalidad 
española por aplicación del artículo 18, 20.1 y 22 f del Código Civil. 

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste propuso su 
desestimación. El Encargada del Registro Civil se ratificó en la decisión 
adoptada y remite el expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 20, 23 y 330 del Código Civil (CC.); 15, 16, 23 y 46 
de la Ley del Registro Civil (LRC); 66, 68, 85 y 226 a 229 del Reglamento 
del Registro Civil (RRC); y las resoluciones, entre otras, 2-2ª de diciembre 
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de 2002; 13-3ª de febrero de 2003; 7-1ª de julio y 13-1ª de septiembre de 
2004; 20-3ª de enero y 13-1ª de junio de 2005; 3-5ª de mayo, 23-6ª de 
junio, 17-3ª de julio y 20-2ª de noviembre de 2006; 21-5ª de mayo de 
2007; 2-5ª de septiembre y 29 de noviembre de 2008.

II.- El promotor, de nacionalidad argelina, documentado con pasaporte de 
dicho estado expedido en el año 2008, solicita la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil español y el ejercicio de la opción a la nacionalidad 
española por haber estado sujeto a la patria potestad de un español, su 
padre declarado como tal en el año 2004. El Encargado del Registro Civil, 
dictó el acuerdo recurrido denegando lo solicitado, siendo dicho autor el 
que constituye el objeto del presente recurso. 

III.- Para que un nacimiento acaecido en el extranjero pueda inscribirse en 
el Registro Civil español es necesario que aquél afecte a algún ciudadano 
español (cfr. art. 15 LRC y 66 RRC), pudiendo prescindirse de la 
tramitación del expediente de inscripción fuera de plazo cuando se 
presente certificación del asiento extendido en un registro extranjero 
“siempre que no haya duda de la realidad del hecho inscrito y de su 
legalidad conforme a la ley española” (art. 23.2 LRC) y siempre que el 
registro extranjero “sea regular y auténtico, de modo que el asiento de que 
se certifica, en cuanto a los hechos de que da fe, tenga garantías análogas 
a las exigidas para la inscripción por la ley española “ (art. 85.1 RRC).

IV.- En esta situación -y sin perjuicio de lo que pudiera decidirse en el 
expediente de inscripción fuera de plazo a la vista de las pruebas que en 
él se presenten- hay que concluir que la certificación de nacimiento 
acompañada no reúne las condiciones exigidas por los artículos 23 de la 
Ley del Registro Civil y 85 de su reglamento para dar fe de la filiación 
paterna alegada ya que ha sido expedida por autoridades de la 
denominada República Árabe Saharaui Democrática y no ofrece garantías 
análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española (cfr. art. 23 
LRC y 85 RRC). Al respecto ha de tenerse en cuenta que las competencias 
de calificación del encargado del registro respecto de la certificación 
extranjera se extienden al examen de la competencia y autoridad que la 
expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal 
expedición con base legal suficiente para ello, base que en este caso no 
existe al no estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de 
disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido. Por lo mismo no puede considerarse 
acreditado por ahora que el pretendido optante a la nacionalidad española 
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haya estado sujeto a la patria potestad de un español (cfr. art. 20 CC.), y 
tampoco lo habría estado ateniéndonos a la fecha declarada de nacimiento 
del promotor, 1985, y la de declaración de nacionalidad con valor de 
simple presunción de su progenitor, 2004.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (30ª)
III.3.1  Opción a la nacionalidad española por patria potestad

No es posible la opción por razón de patria potestad si el interesado, 
cuando se declara la nacionalidad española con valor de simple presunción 
del padre, era mayor de edad según su estatuto personal.

En las actuaciones sobre inscripción de nacimiento y opción la nacionalidad 
española remitidas a este Centro en trámite de recurso por virtud del 
entablado por el promotor, contra auto dictado por la Encargada del 
Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil Central el 24 de marzo 
de 2010, Don S. nacido el 30 de junio de 1968, solicitaba la adquisición de 
la nacionalidad española por opción por haber estado sujeta a la patria 
potestad de un español, conforme al artículo 20.1.a) del Código Civil. 
Adjuntaba, entre otra, la siguiente documentación: certificado local de 
nacimiento, certificado de nacimiento del Registro civil Central del padre 
del interesado, acta de confirmación de matrimonio de sus progenitores, 
permiso de residencia y volante de empadronamiento.

2.- Notificado el Ministerio Fiscal informa desfavorable. La encargada del 
Registro Civil Central dicta acuerdo denegando la opción a la nacionalidad 
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española por ser mayor de edad en el momento de la declaración de la 
nacionalidad española con valor de simple presunción de su progenitor. 

3.- Notificada la resolución, el interesado presentó recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado.

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, que interesa la desestimación 
del recurso interpuesto, la Encargada del Registro Civil Central se ratifica 
en el acuerdo adoptado y remitió el expediente a la Dirección General de 
los Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17, 19, 20 y 22 del Código Civil (CC.); 15, 16, 23 y 
46 de la Ley del Registro Civil (LRC); 16, 66, 68, 85, 226 a 229, 354 y 358 
del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las resoluciones de 22 de 
octubre y 3-6ª de noviembre de 2001; 2-3ª de febrero, 14-1ª de marzo, 
23-2ª de julio y 2-2ª de diciembre de 2002; 13-3ª de febrero de 2003; 7-1ª 
de julio y 13-1ª de septiembre de 2004; 20-3ª de enero y 13-1ª de junio de 
2005; 2-2ª, 4-2ª y 17-3ª de julio, 20-2ª de noviembre de 2006; 16-5ª de 
marzo, 16-6ª de mayo, 21-9ª de junio, 8-5ª 21-2ª y 28-5ª de noviembre de 
2007; 21-2ª de enero, 11-4ª de Marzo, 10-2ª de mayo, 6-6ª de junio, 2-4ª 
de julio y 22-4ª de Octubre de 2008; 3-4ª y 25-10ª de Febrero, 4-6ª y 11-4ª 
de marzo y 8-2ª de abril de 2009.

II.- El interesado, nacido el 30 de junio de 1968, ha intentado su inscripción 
de nacimiento en el Registro Civil español previa opción a la nacionalidad 
española por razón de patria potestad en base al artículo 20.1.a) del 
Código Civil, alegando la nacionalidad española de su padre, que este 
ostenta con valor de simple presunción, por resolución de fecha 20 de 
junio de 2007, inscribiéndose la misma el 24 de julio de 2008. La 
Encargada del Registro Civil Central mediante auto de 24 de julio de 2011, 
denegó la solicitud de la promotora, por entender que no se han cumplido 
los requisitos establecidos por el artículo 20 del Código Civil, al ser el 
interesado mayor de edad en el momento de la declaración de la 
nacionalidad española por su padre.

III.- En cuanto a la alegación que hace el interesado en su escrito de 
recurso, en el que indica que solicita la inscripción en el Registro Civil 
español como español conforme al artículo 17.1 y 17.2 del Código Civil en 
su redacción vigente en el momento de nacimiento “ Son españoles, Las 
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personas nacidas en territorio español” y “ Los hijos de padre o madre 
españoles , aunque hayan nacido fuera de España” , el recurso interpuesto 
se entiende planteado contra el acuerdo que versa sobre la adquisición de 
la nacionalidad española en virtud del artículo 20.1.a) del Código Civil y la 
resolución por parte de este Centro debe encaminarse únicamente a 
dilucidar si procede la inscripción de nacimiento y opción por patria 
potestad por el promotor. Ya que la nueva solicitud requeriría un 
pronunciamiento previo del Encargado del Registro sobre ese punto.

IV.- En este sentido, debe dilucidarse la fecha a partir de la cual la 
declaración de la nacionalidad española del padre surte efectos. Pues 
bien, no hay duda, y así resulta de la posición unánime de la doctrina, que 
la inscripción en el Registro Civil es un requisito inexcusable para la 
adquisición sobrevenida o derivativa de la nacionalidad española, 
conforme resulta espacialmente de lo dispuesto en el artículo 330 del 
Código Civil, que configura claramente tal inscripción como constitutiva 
del fenómeno adquisitivo. Este precepto, supone elevar la inscripción 
registral a la categoría de requisito sine qua non de la nueva situación 
jurídica derivada del cambio de estado civil que produce la adquisición de 
la nacionalidad española. Esta misma conclusión se alcanza, ratificando 
la argumentación anterior, a partir de la previsión contenida en el artículo 
23 del Código Civil, que subordina “la validez de la adquisición de la 
nacionalidad española” por opción, carta de naturaleza y residencia, entre 
otros, al requisito de su inscripción en el Registro Civil español. En 
consecuencia, mientras esta inscripción no se practique los interesados 
no han llegado a adquirir válida y eficazmente la nacionalidad española.

V.- En el caso de la declaración de nacionalidad con valor de simple 
presunción del padre del interesado, sólo se podría entender que la 
eficacia de la inscripción, una vez extendida, se retrotraiga a la fecha del 
acta de declaración de la voluntad de optar o a la de formalización del 
juramento o promesa, por ser éste el momento en el que el adquirente ha 
agotado la actividad fundamental a él exigida, como ha sostenido parte de 
nuestra doctrina científica y también algunos antecedentes de la doctrina 
oficial de este Centro Directivo (retroactividad que este mismo Centro ha 
negado que pueda operar “in peius”, esto es, con efectos perjudiciales o 
limitativos de los derechos del interesado: cfr. resolución de 14-2ª de junio 
de 2005).

VI.- Ciertamente, el párrafo tercero del artículo 64 de la Ley del Registro 
Civil, para los supuestos de declaraciones de conservación o modificación 

http://


M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

1934Boletín del Ministerio de Justicia

Nacionalidad

de la nacionalidad, tras fijar las reglas determinativas de quién es el 
funcionario competente para recibir y documentar en acta tales 
declaraciones, añade que “se considerará fecha de la inscripción, a partir 
de la cual surten sus efectos tales declaraciones, la del acta que constará 
en dicho asiento”. Pero este precepto no puede entenderse aplicable de 
forma universal para todos los supuestos de adquisiciones sobrevenidas 
o derivativas de la nacionalidad española, sino en relación con aquellas 
en que no medie una “concesión” por parte de la autoridad, esto es, en 
que la voluntad del interesado “declarada” en la forma solemne prevista 
por la legislación del Registro Civil constituye la verdadera causa jurídica 
de la adquisición del status de nacional español. 

Este planteamiento nos lleva a considerar como incluido en el ámbito del 
párrafo tercero del artículo 64 de la Ley del Registro Civil, sin esfuerzo 
interpretativo alguno, el supuesto de referencia.

VII.- Por lo tanto, ya que los efectos de la declaración con valor de simple 
presunción, en todo caso, no se podrá retrotraer más allá del momento en 
que la declaración de la nacionalidad del padre se produjo, cuando el hijo 
ya era mayor de edad según su estatuto personal, puesto que cumplió los 
18 años el 30 de junio de 1986, hay que concluir que no ha estado nunca 
sujeta a la patria potestad de un español y no es posible la opción a dicha 
nacionalidad por este concepto.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del registro Civil Central-
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (34ª)
III.3.1  Opción a la nacionalidad española por patria potestad. 

Art.20.1.a) CC

No es posible la opción a la nacionalidad española por razón de patria 
potestad alegando que el padre adquirió la nacionalidad española por 
residencia en el año 2004, por no resultar acreditada la filiación paterna y 
porque la certificación acompañada, por falta de garantías, no da fe de 
dicha filiación.

En las actuaciones sobre inscripción de nacimiento y opción la nacionalidad 
española remitidas a este Centro en trámite de recurso en virtud del 
entablado por el promotor contra auto dictado por el Encargado del 
Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Mediante solicitud remitida al Registro Civil de Arenys de Mar 
(Barcelona) el 29 de julio de 2009, Don B-D. nacido en Gambia el 17 de 
agosto de 1989, solicitaba la adquisición de la nacionalidad española por 
opción por haber estado sometido a la patria potestad de un español. 
Adjuntaba la siguiente documentación: certificado de nacimiento del 
interesado, registrado en 2008; certificación literal de nacimiento del 
padre, Don K. en la que consta la adquisición de la nacionalidad española 
por residencia el 25 de febrero de 2004; certificado de empadronamiento; 
fotocopias del DNI del padre y NIE del interesado.

2.- Una vez levantada el acta de opción a la nacionalidad española ante el 
Encargado del Registro Civil el 5 de octubre de 2009, se remitieron las 
actuaciones al Registro Civil Central. El Encargado del Registro Civil 
Central, dictó auto el 16 de marzo de 2011 denegando la solicitud del 
promotor por entender que éste llegó a la mayoría de edad el 17 de agosto 
de 2007, por lo que cuando manifestó su voluntad de optar por la 
nacionalidad español había transcurrido con exceso el plazo de dos años 
establecido en el artículo 20 del Código Civil. 

3.- Notificada la resolución, el promotor presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, reiterando su solicitud y alegando 
que cuando solicitó la nacionalidad española por opción no había cumplido 
los 20 años.
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4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal que interesa su desestimación, 
el Encargado del Registro Civil Central se ratificó en la decisión adoptada 
y remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para la resolución del recurso.

5.- Con fecha 12 de junio de 2013, este Centro Directivo solicita al Registro Civil 
de Blanes (Girona), que se remita testimonio del expediente de nacionalidad 
por residencia del padre del interesado, tramitado por dicho Registro Civil. 
Recibiéndose la mencionada documentación el 30 de mayo de 2014.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 20, 23 y 330 del Código Civil (CC.); 15, 16, 23 y 46 
de la Ley del Registro Civil (LRC); 66, 68, 85 y 226 a 229 del Reglamento 
del Registro Civil (RRC); y las Resoluciones, entre otras, de 7-1ª de julio y 
13-1ª de septiembre de 2004; 20-3ª de enero 13-1ª de junio de 2005; 3-5ª 
de mayo, 23-6ª de junio, 17-3ª de julio y 20-2ª de noviembre de 2006; 
23-2ª de mayo, 7-4ª de noviembre de 2007; 21-1ª de mayo, 16-7ª de julio, 
14-3ª de octubre y 13-1ª de noviembre de 2008; 27-7ª de Enero de 2009, 
11-3ª de Marzo y 8-1ª de Abril de 2009.

II.- Se pretende por el promotor, nacido en Gambia el 17 de agosto de 
1989, que se proceda a la inscripción de nacimiento previa opción a la 
nacionalidad española, alegando la nacionalidad española de su padre, 
que adquirió por residencia en el año 2004. Su petición está basada en el 
artículo 20.1-a) del Código Civil, según el cual pueden optar por la 
nacionalidad española aquellas personas que estén o hayan estado bajo 
la patria potestad de un español. El Encargado del Registro Civil Central 
dictó auto de fecha 16 de marzo de 2011 denegando la solicitud por 
entender que la opción había sido ejercitada fuera del plazo establecido 
por el artículo 20 del Código Civil. Dicho acuerdo constituye el objeto del 
presente recurso.

III.- Por tanto, en primer lugar, la cuestión que se plantea se refiere a la fecha 
que ha de tomarse como referencia para el cómputo del plazo de caducidad, 
si ésta debe ser la del acta o aquella en que se presentó la solicitud. En el 
presente caso, y dadas las circunstancias concretas, hay que concluir que de 
las actuaciones se deduce que antes de cumplir los veinte años de edad el 
interesado tuvo voluntad de optar por la nacionalidad española, ya que 
presentó la solicitud ante el Registro Civil de Arenys de Mar el 29 de julio de 
2009, tal y como consta en el correspondiente sello de entrada.
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IV.- Sin perjuicio de lo anterior, para que un nacimiento acaecido en el 
extranjero pueda inscribirse en el Registro Civil español es necesario que 
aquél afecte a algún ciudadano español (cfr. art. 15 LRC y 66 RRC), 
pudiendo prescindirse de la tramitación del expediente de inscripción 
fuera de plazo cuando se presente certificación del asiento extendido en 
un Registro extranjero, “siempre que no haya duda de la realidad del 
hecho inscrito y de su legalidad conforme a la ley española” (art. 23, II, 
LRC) y siempre que el Registro extranjero “sea regular y auténtico, de 
modo que el asiento de que se certifica, en cuanto a los hechos de que da 
fe, tenga garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley 
española “ (art. 85, I, RRC).

V.- Antes de que pudiese ser estimada la solicitud de inscripción de 
nacimiento del interesado habría sido necesario que hubiese prosperado 
la opción ejercitada basada en el artículo 20.1-a) del Código Civil, lo que 
le habría atribuido la condición de español, pero en este caso surge un 
problema previo al ejercicio de la opción, cual es que no resulta 
suficientemente acreditada la filiación paterna del interesado. En efecto, 
durante la tramitación del procedimiento de adquisición de la nacionalidad 
española por residencia incoado por Don K. concretamente en la solicitud 
presentada ante el Encargado del Registro Civil de Blanes el 22 de mayo 
de 2002, no aparece que éste declarase al ahora interesado, pese a que 
era menor de edad, manifestando tener sólo un hijo sometido a su patria 
potestad, sin indicar el nombre del promotor; constando dicho documento 
unido al presente recurso. 

VI.- En esta situación no puede prosperar el expediente, por la falta de garantías 
de la certificación aportada, observándose que el nacimiento se registró 19 
años después de haberse producido. Por otra parte, como se ha dicho, existen 
dudas fundadas sobre la realidad del hecho inscrito y de su legalidad conforme 
a la ley española (art. 23, II, LRC). Por lo mismo no puede considerarse 
acreditado por ahora que el optante a la nacionalidad española haya estado 
sujeto a la patria potestad de un ciudadano español (cfr. art. 20 CC.). 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (54ª)
III.3.1  Opción a la nacionalidad española

No es posible por razón de patria potestad alegando que el presunto 
padre adquirió la nacionalidad española con valor de simple presunción 
en 2005, por no resultar acreditada la filiación paterna y porque las 
certificaciones de nacimiento han sido expedidas por la República árabe 
Saharaui Democrática.

En las actuaciones sobre Inscripción de nacimiento fuera de plazo y 
opción a la nacionalidad española remitidas a este centro en trámite de 
recurso por virtud del entablado por los Interesados, contra auto dictado 
por el Encargado del Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Guadalajara el 12 
de noviembre de 2008 y remitido al Registro Civil Central por ser el 
competente Don A. de nacionalidad española, solicitaba la inscripción de 
nacimiento fuera de plazo y opción al a nacionalidad española de los que 
dice que son sus hijos menores S., S., M. y T. Adjunta como documentación. 
Certificados de nacimiento, paternidad y acta de matrimonio expedidos 
por la República Árabe Saharaui Democrática, volante de 
empadronamiento, certificado de nacimiento del solicitante expedido por 
registro civil español.

2.- El Ministerio Fiscal se opone a la tramitación. El encargado del Registro 
Civil Central dicta auto de fecha 17 de noviembre de 2009, denegando la 
solicitud de inscripción de nacimiento y el asiento registral de opción a la 
nacionalidad española por considerar que los certificados de nacimiento 
aportados, no reúnen las condiciones exigidas por los artículos 23 de la 
ley de Registro Civil y 85 de su Reglamento

3. Notificada la resolución, el solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado.

4.- Trasladado el recurso al Ministerio fiscal, éste consideró conforme a 
Derecho el Auto. El Encargado del Registro Civil se ratificó en la decisión 
adoptada y remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado para la resolución del recurso.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 20, 23 y 330 del Código Civil (CC.); 15, 16, 23 y 46 
de la Ley del Registro Civil (LRC); 66, 68, 85 y 226 a 229 del Reglamento 
del Registro Civil (RRC); y las Resoluciones, entre otras, de 7-1ª de julio y 
13-1ª de septiembre de 2004; 20-3ª de enero 13-1ª de junio de 2005; 3-5ª 
de mayo, 23-6ª de junio, 17-3ª de julio y 20-2ª de noviembre de 2006; 
23-2ª de mayo, 7-4ª de noviembre de 2007; 21-1ª de mayo, 16-7ª de julio, 
14-3ª de octubre y 13-1ª de noviembre de 2008; 27-7ª de Enero de 2009, 
11-3ª de Marzo y 8-1ª de Abril de 2009.

II.- Se pretende por el solicitante, la inscripción de los nacimientos fuera 
de plazo previa opción a la nacionalidad española alegando su 
nacionalidad española que adquirió con valor de simple presunción en 
virtud de auto de 06 de julio de 2005, constando inscrita en el Registro 
Civil Central el 02 de febrero de 2007. Su petición está basada en el 
artículo 20.1-a) CC., según el cual pueden optar por la nacionalidad 
española aquellas personas que estén o hayan estado bajo la patria 
potestad de un español. El Encargado del Registro Civil Central dictó 
acuerdo de 17 de Noviembre de 2009 denegando la solicitud por entender 
que no estaba acreditada la filiación paterna. Dicho acuerdo constituye el 
objeto del presente recurso.

III.- Para que un nacimiento acaecido en el extranjero pueda inscribirse en 
el Registro Civil español es necesario que aquél afecte a algún ciudadano 
español (cfr. art. 15 LRC y 66 RRC), pudiendo prescindirse de la 
tramitación del expediente de inscripción fuera de plazo cuando se 
presente certificación del asiento extendido en un Registro extranjero, 
“siempre que no haya duda de la realidad del hecho inscrito y de su 
legalidad conforme a la ley española” (art. 23, II, LRC) y siempre que el 
Registro extranjero “sea regular y auténtico, de modo que el asiento de 
que se certifica, en cuanto a los hechos de que da fe, tenga garantías 
análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española “ (art. 85, I, 
RRC).

IV.- Antes de que pudiese ser estimada la solicitud de inscripción de 
nacimiento del recurrente habría sido necesario que hubiese prosperado 
la opción ejercitada basada en el artículo 20.1-a) CC., lo que les habría 
atribuido la condición de españoles, pero en este caso surge un problema 
previo al ejercicio de la opción, detectado ya por el Registro Civil Central, 
cual es que no resulta suficientemente acreditada la filiación paterna del 
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solicitante. y esto es así, en virtud de que el criterio de este Centro 
Directivo en relación a la documentación que se aporta, expedida por 
autoridades de la denominada República Árabe Saharaui Democrática, es 
de que no ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción por 
la ley española (cfr. art. 23 LRC y 85 RRC). Al respecto ha de tenerse en 
cuenta que las competencias de calificación del Encargado del Registro 
Civil respecto de la certificación extranjera se extienden al examen de la 
competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio 
de cargo que le habilite para tal expedición con base legal suficiente para 
ello, base, que en este caso no existe al no estar establecidos los órganos 
del Registro Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un 
ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido. 

V.- Por otra parte, consta en el expediente informe del Ministerio Fiscal, 
como a pesar de que el solicitante dice que sus hijos residen en España 
con él, tanto los testigos como en la documentación que figura en la 
tramitación inicial del expediente, consta que son residentes en los 
Campos de refugiados, y según la manifestación de un testigo el hijo 
mayor estudia en Italia.

VI.- En esta situación no puede prosperar el expediente, como se ha 
dicho, por la falta de garantías de la certificación local, que genera dudas 
fundadas sobre la realidad del hecho inscrito y de su legalidad conforme a 
la ley española (art. 23, II, LRC). Por lo mismo no puede considerarse 
acreditado por ahora que el optante a la nacionalidad española haya 
estado sujeto a la patria potestad de un español (cfr. art. 20 CC.). 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (73ª)
III.3.1  Opción a la nacionalidad española

1.- No está sujeto a la patria potestad de un español el menor entregado 
por una autoridad extranjera para su educación y custodia.

2.- Cabe, sin embargo, la anotación con simple valor informativo

En las actuaciones sobre inscripción de nacimiento y opción a la 
nacionalidad española remitidas a este centro en trámite de recurso por 
virtud del entablado el interesado, contra acuerdo dictado por el Encargado 
del Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Torrevieja, para su 
remisión al Registro Civil Central por ser el competente Don H. de nacionalidad 
marroquí, solicitaba la adquisición de la nacionalidad española por opción por 
ser hijo adoptivo de Don A. adjuntaba la siguiente documentación: hoja 
declarativa de datos, volante de empadronamiento, permiso de residencia, 
certificación local de nacimiento, certificación literal de nacimiento expedida 
por el Registro Civil español de Don A. y certificado local de familia a cargo.

2.- El encargado del Registro Civil Central dictó acuerdo auto el 07 de 
octubre de 2009 denegando la solicitud de inscripción de nacimiento y el 
asiento registral de opción a la nacionalidad española por no quedar 
debidamente a acreditada la filiación paterna y la patria potestad de Don A.

3.- Notificada la resolución, el solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado solicitando de nuevo la inscripción.

4.- Trasladado el recurso al Ministerio fiscal, éste consideró conforme a 
Derecho el Auto apelado. El Encargado del Registro Civil se ratificó en la 
decisión adoptada y remitió el expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 9,12, 20, 23 ,108,176,178 y 180 y 330 del Código 
Civil (CC.); 1,15, 16, 23 , 46 y 97 de la Ley del Registro Civil (LRC); 66, 68, 
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85 145 ,154 y 226 a 229 del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las 
Resoluciones, entre otras, de 30-5ª de enero y 1-1ª de Diciembre de 
2004,27-5ª de Febrero y 21-2ª de Marzo de 2006, 14 de Mayo de 1992,18 
de Octubre de 1993, 13-2ª de Octubre de 1995, 1 de febrero de 1996 y 
27-5ª de febrero y 21-2ª de Marzo de 2006 y 7-1ª de julio y 13-1ª de 
septiembre de 2004; 20-3ª de enero 13-1ª de junio de 2005; 3-5ª de mayo, 
23-6ª de junio, 17-3ª de julio y 20-2ª de noviembre de 2006; 23-2ª de 
mayo, 7-4ª de noviembre de 2007; 21-1ª de mayo, 16-7ª de julio, 14-3ª de 
octubre y 13-1ª de noviembre de 2008; 27-7ª de Enero de 2009, 11-3ª de 
Marzo y 8-1ª de Abril de 2009.

II.- Se pretende por el interesado, nacido en Marruecos en 1990, la 
inscripción de su nacimiento previa opción a la nacionalidad española 
alegando la nacionalidad española de su padre adoptivo (“kafala”) en 
1992, y que éste adquirió por residencia en el año 2007. Su petición está 
basada en el artículo 20.1-a) CC., según el cual pueden optar por la 
nacionalidad española aquellas personas que estén o hayan estado bajo 
la patria potestad de un español. La Institución de la “kafala” ha de ser 
calificada con arreglo a la ley española (cfr. art 12.-1Cc) La sola 
circunstancia de que una persona, incluso de la familia biológica, se haya 
hecho cargo de la educación y custodia de un menor de edad no es, 
suficiente para que el interesado pueda optar a la nacionalidad española 
de aquella porque no existe base legal-la patria potestad- que justifica la 
opción. El Encargado del Registro Civil Central dictó acuerdo de 07 de 
Octubre de 2009 denegando la solicitud por entender que no estaba 
acreditada en este caso la filiación paterna, ni la patria potestad. Dicho 
acuerdo constituye el objeto del presente recurso.

III.- Aunque la entrega del interesado a Don A. sea conceptuada como una 
adopción por la legislación marroquí, lo cierto es que, como han señalado 
algunas de las Resoluciones citadas en los vistos del acuerdo con las 
informaciones obtenidas sobre esa legislación, la “ adopción “ constituida 
ante funcionarios o autoridades marroquíes no guarda ningún punto de 
contacto con la adopción reconocida en el Derecho español: no supone 
vinculo de filiación ni de parentesco entre los interesados; no implica 
alteración en el estado civil de estos y solo alcanza a establecer una 
obligación personal por la que el “ adoptante” o “ adoptantes “ se hacen 
cargo del “ adoptado” y han de atender a sus necesidades y manutención 
. Es claro, pues, que esta figura no puede considerarse incluida en la lista 
de actos inscribibles que detalla el artículo 1º de la Ley del registro Civil, 
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so pena de producir graves equívocos sobre el alcance y efectos de la 
figura.

IV.- Alcanzada la anterior conclusión, la desestimación del recurso que de 
la misma se deriva no se alteraría si, como ha sostenido parte de nuestra 
doctrina internacionalista , calificada la situación creada en Marruecos 
como acogimiento, la norma de conflicto aplicable habría de ser en rigor la 
contenida n el articulo 9 nº 6 del Código Civil, conforme a la cual “ la tutela 
y las demás instituciones de protección del incapaz se regularan por la ley 
nacional de este”, disposición que alcanza a la figura del acogimiento, y 
en cuyo caso se habría de acudir al Derecho marroquí para determinar si 
existe o no una filiación derivada de la “kafala”, cuestión que resuelve su 
Código de Familia o “Mudawana”( ley nº 70.03) en sentido negativo, según 
resulta con claridad de sus artículos 142 y 149 en los que se dispone que 
“ la filiación tiene lugar por la procreación del niño por sus padres” y que la 
“ adopción es nula y no comporta ninguno de los efectos de la filiación 
legitima “.

V.- En fin, el hecho de que la repetida” adopción” marroquí surta 
determinados efectos conforme a esta legislación y conforme a las normas 
españolas de Derecho Internacional privado, no implica en modo alguno 
que su eficacia haya de ser permanente la de la adopción española. Así 
se desprendía ya del artículo 12-1del Código Civil, y hoy más rotundamente 
del artículo 34 de la Ley 54/2007, de 28 de Diciembre, de Adopción 
Internacional , a cuyo tenor las instituciones de protección de menores 
constituidas por autoridad extranjera y que según la ley de su constitución 
no determinen ningún vínculo de filiación , se equiparan al acogimiento 
familiar o , en su caso, a una tutela , regulados en el Derecho español, si 
concurren los requisitos que se exponen en dicho artículo. Queda, eso sí, 
a salvo la anotación con valor de simplemente informativo al amparo de 
los artículos 38 de la Ley y 81, 145 y 154-3º del reglamento (cfr. Res. 14 
Mayo 1992).

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (76ª)
III.3.1  Opción a la nacionalidad española

1º.- No es posible la opción por razón de patria potestad si el interesado 
ya era mayor de edad cuando surte su efecto la declaración de nacionalidad 
con valor de simple presunción de la madre.

2º.- No es posible la opción si el interesado no acredita su situación 
conforme a los supuestos contemplados por los apartados a) y b) del 
artículo 20.1 del Código Civil.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española remitido a este 
centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado 
contra auto dictado por el Magistrado Juez Encargado del Registro Civil 
Central.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Santa Coloma de 
Gramanet (Barcelona), Don B. solicitaba el ejercicio del derecho de opción 
a la nacionalidad española por ser hijo de español de origen nacido en 
España. Consta en el expediente la siguiente documentación: certificado 
de nacimiento expedido por la República Árabe Saharaui Democrática; 
DNI régimen comunitario de extranjeros; DNI expedido por la República 
Árabe Saharaui Democrática en fecha 15 de enero de 2008; pasaporte 
argelino; certificación literal de inscripción de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción efectuada el 28 de enero de 2010 a favor 
de Doña M. madre del promotor, en virtud de resolución dictada por el 
Encargado del Registro Civil de Santa Coloma de Gramanet (Barcelona) 
de fecha 27 de marzo de 2008, pasaporte y DNI español de su madre.

2.- Ratificado el interesado, el Magistrado-Juez del Registro Civil de Santa 
Coloma de Gramanet (Barcelona) interesa del Registro Civil Central se 
practique la inscripción de nacimiento y la marginal de opción de 
nacionalidad de Don B.

3.- El Encargado del Registro Civil Central dictó Acuerdo en fecha 26 de 
enero de 2012 denegando la inscripción de nacimiento de Don B. nacido 
en V-C. (Sáhara Occidental) el 15 de mayo de 1965, por no haber estado 
sujeto a la patria potestad de un español.
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4.- Notificada la resolución, el interesado interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado reiterando que a su 
progenitor se le declaró la nacionalidad española de origen por lo que sí 
estuvo bajo la patria potestad de un español.

5.- De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que 
interesó su desestimación. El Encargado del Registro Civil Central remitió 
el expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para 
su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 20 y 26 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro 
Civil; 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 
de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008 y 29-4ª de enero de 2009.

II.- El interesado, nacido en territorio del Sáhara en 1965, solicitó la opción 
a la nacionalidad española alegando que su madre es española de origen 
nacida en España. El Encargado del Registro Civil Central denegó la 
inscripción de nacimiento del interesado por no haber estado sujeto a la 
patria potestad de un español.

III.- En relación con el supuesto de hecho del artículo 20.1.a) del Código 
Civil no hay duda de que el interesado no ha estado sujeto a la patria 
potestad de un español, puesto que en el momento en que su madre es 
declarada española con valor de simple presunción, el 27 de marzo de 
2008, momento en el que la nacionalidad surte efectos, el interesado ya 
era mayor de edad según su estatuto personal, ya que tenía 43 años.

IV.- Asimismo, el artículo 20.1b) del Código Civil dispone que tienen 
derecho a optar a la nacionalidad española “aquellas (personas) cuyo 
padre o madre hubiera sido originariamente español y nacido en España”. 
En el presente caso, si bien consta que la madre del interesado ha sido 
declarada española de origen con valor de simple presunción, de acuerdo 
con la certificación literal de inscripción de nacimiento que obra en el 
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expediente, el mismo nació en V-C. (Sáhara), por lo que no puede ser 
considerado como nacido en España. Lo cierto es que los nacidos en el 
territorio del Sáhara cuando éste era posesión española no eran 
propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España que se 
beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas 
disposiciones anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera 
deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que se desprende 
necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque sólo así 
cobra sentido que a los naturales del Sáhara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo 
de un año a contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sáhara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sáhara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada a cabo en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del 
Sáhara en relación con el territorio metropolitano según el derecho 
internacional. En concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius 
soli tiene el nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia 
con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”.

VI.- Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos 
antecedentes. La cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más 
debatidas y oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la 
naturaleza de su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en 
la doctrina científica una explicación sobre la distinción entre territorio 
metropolitano y territorio colonial. A tal dificultad se añade la actitud 
cambiante de la política colonial como consecuencia de lo mutable 
también de las relaciones internacionales, caracterización a la que no ha 
podido sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y 
que se hace patente a través de una legislación que sigue, como ha 
señalado el Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por 
tres etapas fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se 
consideraron simplemente colonias; b) vino luego la fase de 
provincialización durante la que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) 
por último, se entra en la fase de descolonización, que reviste la forma de 
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independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de 
autodeterminación en el Sahara.

VII.- Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la 
idea de equiparar aquel territorio del Sáhara, no obstante sus 
peculiaridades, con una «provincia» española y, por ello, se llegó a 
considerarlo como una extensión del territorio metropolitano, equiparación 
que ha dado pie a dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, 
consistente en el reconocimiento a la población saharaui de su condición 
de nacionales españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras 
normas, la Ley de 19 abril 1961 que estableció «las bases sobre las que 
debe asentarse el ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus 
regímenes municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer 
manifiesta la equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» 
y «españoles nativos». Es importante destacar que como manifestación 
de esta posición España negó inicialmente al Secretariado General de la 
ONU información sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959).

VIII.- No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden 
jurídico público internacional y, especialmente, la doctrina sobre 
«descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, 
Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre 
de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujo al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, 
a la diferenciación de «territorios», puesta finalmente de relieve con 
rotunda claridad por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» 
del Sáhara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias 
sobre el territorio no autónomo del Sáhara, que durante algunos años ha 
estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen 
peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado 
parte del territorio nacional». Aparte de ello, la documentación que aporta 
expedida por autoridades de la denominada República Árabe Saharaui 
Democrática no ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción 
por la ley española. Al respecto ha de tenerse en cuenta que las 
competencias de calificación del encargado respecto de la certificación 
extranjera se extienden al examen de la competencia y autoridad que la 
expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal 
expedición con base legal suficiente para ello, base que en este caso no 
existe al no estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de 
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disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (77ª)
III.3.1  Opción a la nacionalidad española 

1º.- No es posible la opción por razón de patria potestad si el interesado 
ya era mayor de edad cuando surte su efecto la declaración de nacionalidad 
con valor de simple presunción de la madre.

2º No es posible la opción si el interesado no acredita su situación 
conforme a los supuestos contemplados por los apartados a) y b) del 
artículo 20.1 del Código Civil.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española remitido a este 
centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado 
contra auto dictado por la Magistrada Juez Encargada del Registro Civil 
Central.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil Central en fecha 21 de 
marzo de 2011, Don H. solicitaba la inscripción de su nacimiento por 
nacionalidad por opción. Consta en el expediente copia de la siguiente 
documentación: traducción jurada de partida de nacimiento expedida en 
fecha 25 de noviembre de 2010 por el Ministerio del Interior del Reino de 
Marruecos; tarjeta de permiso de residencia temporal; traducción jurada 
de certificado de lazos de parentesco expedido en fecha 18 de enero de 
2011 por el Ministerio del Interior del Reino de Marruecos; certificación 
literal de la inscripción con valor de simple presunción de la nacionalidad 
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española de Doña S. madre del promotor, de fecha 13 de marzo de 2006, 
Tomo 50_66, página 291 de la sección 1ª del Registro Civil Central, 
declarada en virtud de resolución registral de fecha 07 de mayo de 2004 
dictada por el Encargado del Registro Civil de Huesca, en expediente 
número 1_1/04; DNI de Doña S. inscripción de matrimonio de los padres 
del promotor, efectuada en el Registro Civil de Rabat (Marruecos) de 
fecha 22 de julio de 2008 y hoja declaratoria de datos cumplimentada.

2.- La Encargada del Registro Civil Central dictó Acuerdo en fecha 19 de 
julio de 2012 denegando la inscripción de nacimiento y la de la opción 
efectuada por Don H. nacido en El A. (Sáhara) el 29 de septiembre de 
1985, por no haber estado sujeto a la patria potestad de un español, toda 
vez que el interesado no llegó a estar durante su minoría de edad bajo la 
patria potestad de un español o española, toda vez que en la fecha en la 
que Doña S. adquiere la nacionalidad española, su hijo era mayor de 
edad según la legislación española.

3.- Notificada la resolución, el interesado interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado reiterando que a su 
progenitor se le declaró la nacionalidad española de origen por lo que sí 
estuvo bajo la patria potestad de un español.

4.- De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que 
interesó su desestimación. El Encargado del Registro Civil Central remitió 
el expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para 
su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 20 y 26 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro 
Civil; 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 
de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008 y 29-4ª de enero de 2009.

II.- El interesado, nacida en territorio del Sáhara en 1985, solicitó la opción 
a la nacionalidad española alegando que su madre es española de origen 
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nacida en España. El Encargado del Registro Civil Central denegó la 
inscripción de nacimiento del interesado por no haber estado sujeto a la 
patria potestad de un español.

III.- En relación con el supuesto de hecho del artículo 20.1 a.) del Código 
Civil no hay duda de que el interesado no ha estado sujeto a la patria 
potestad de un español, puesto que en el momento en que su madre es 
declarada española con valor de simple presunción, 07 de mayo de 2004, 
momento en el que la nacionalidad surte efectos, el interesado ya era 
mayor de edad según su estatuto personal, ya que tenía 18 años.

IV.- Asimismo, el artículo 20.1.b) del Código Civil dispone que tienen 
derecho a optar a la nacionalidad española “aquellas (personas) cuyo padre 
o madre hubiera sido originariamente español y nacido en España”. En el 
presente caso, si bien consta que la madre del interesado ha sido declarada 
española de origen con valor de simple presunción, de acuerdo con la 
certificación literal de la inscripción de fecha 13 de marzo de 2006, Tomo 
50_66, página 291 de la sección 1ª del Registro Civil Central, declarada en 
virtud de resolución registral de fecha 07 de mayo de 2004 dictada por el 
Encargado del Registro Civil de Huesca, el mismo nació en El A. (Sahara), 
por lo que no puede ser considerado como nacido en España. Lo cierto es 
que los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era posesión 
española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de 
España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de 
algunas disposiciones anteriores al abandono por España de ese territorio 
pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que se desprende 
necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque sólo así 
cobra sentido que a los naturales del Sáhara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo 
de un año a contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sáhara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sáhara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada a cabo en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del 
Sáhara en relación con el territorio metropolitano según el derecho 
internacional. En concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius 
soli tiene el nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia 
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con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”.

VI.- Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos 
antecedentes. La cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más 
debatidas y oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la 
naturaleza de su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en 
la doctrina científica una explicación sobre la distinción entre territorio 
metropolitano y territorio colonial. A tal dificultad se añade la actitud 
cambiante de la política colonial como consecuencia de lo mutable 
también de las relaciones internacionales, caracterización a la que no ha 
podido sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y 
que se hace patente a través de una legislación que sigue, como ha 
señalado el Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por 
tres etapas fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se 
consideraron simplemente colonias; b) vino luego la fase de 
provincialización durante la que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) 
por último, se entra en la fase de descolonización, que reviste la forma de 
independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de 
autodeterminación en el Sahara.

VII.- Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la 
idea de equiparar aquel territorio del Sáhara, no obstante sus 
peculiaridades, con una «provincia» española y, por ello, se llegó a 
considerarlo como una extensión del territorio metropolitano, equiparación 
que ha dado pie a dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, 
consistente en el reconocimiento a la población saharaui de su condición 
de nacionales españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras 
normas, la Ley de 19 abril 1961 que estableció «las bases sobre las que 
debe asentarse el ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus 
regímenes municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer 
manifiesta la equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» 
y «españoles nativos». Es importante destacar que como manifestación 
de esta posición España negó inicialmente al Secretariado General de la 
ONU información sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959).

VIII.- No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden 
jurídico público internacional y, especialmente, la doctrina sobre 
«descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, 
Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 
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1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujo al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la 
diferenciación de «territorios», puesta finalmente de relieve con rotunda 
claridad por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sáhara 
cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sáhara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías al 
provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio nacional».

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (78ª)
III.3.1  Opción a la nacionalidad española

1º.- No es posible la opción por razón de patria potestad si la interesada 
ya era mayor de edad cuando surte su efecto la declaración de nacionalidad 
con valor de simple presunción del padre.

2º.- No es posible la opción si la interesada no acredita su situación 
conforme a los supuestos contemplados por los apartados a) y b) del 
artículo 20.1 del Código Civil.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española remitido a este 
centro en trámite de recurso por virtud del entablado por la interesada contra 
auto dictado por la Magistrada Juez Encargada del Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Mediante solicitud formulada en el Registro Civil Central por Don A. en 
nombre de su hija Doña M. nacida en T. (Sahara), solicitó la inscripción de 
su nacimiento en base a haberse declarado la nacionalidad española de 
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su progenitor con valor de simple presunción. Consta en el expediente la 
siguiente documentación: certificado de nacimiento expedido por la 
Oficina de la Comunidad Saharaui para España de fecha 18 de julio de 
2011; certificación literal de inscripción de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción efectuada el 06 de julio de 2004 a favor de 
Don A. padre del promotor, en virtud de resolución dictada por el Encargado 
del Registro Civil de Fuenlabrada (Madrid) de fecha 02 de junio de 2004; 
DNI de Don A. expedido el 17 de agosto de 2004 y solicitud de la promotora 
de alta en el Padrón Municipal de Habitantes del Ayuntamiento de Ocaña 
(Toledo).

2.- Ratificada la interesada, la Encargada del Registro Civil Central dictó 
Acuerdo en fecha 06 de julio de 2012 denegando la inscripción de 
nacimiento de Doña M. nacida en T. (Sáhara) el 21 de octubre de 1984, 
por no haber estado sujeta a la patria potestad de un español.

3.- Notificada la resolución, la interesada interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado reiterando su pretensión 
de que se le conceda la inscripción de su nacimiento al haberse declarado 
la nacionalidad con valor de simple presunción a su padre.

4.- De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que 
interesó su desestimación. El Encargado del Registro Civil Central remitió 
el expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para 
su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 20 y 26 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro 
Civil; 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 
de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008 y 29-4ª de enero de 2009.

II.- La interesada, nacida en territorio del Sáhara en 1984, solicitó la opción 
a la nacionalidad española alegando que su padre es español de origen 
nacido en España. La Encargada del Registro Civil Central denegó la 
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inscripción de nacimiento de la interesada por no haber estado sujeto a la 
patria potestad de un español.

III.- En relación con el supuesto de hecho del artículo 20.1.a) del Código 
Civil no hay duda de que la interesado no ha estado sujeto a la patria 
potestad de un español, puesto que en el momento en que su padre es 
declarado español con valor de simple presunción, el 02 de junio de 2004, 
momento en el que la nacionalidad surte efectos, la interesada ya era 
mayor de edad según su estatuto personal, ya que tenía 19 años.

IV.- Asimismo, el artículo 20.1b) del Código Civil dispone que tienen 
derecho a optar a la nacionalidad española “aquellas (personas) cuyo 
padre o madre hubiera sido originariamente español y nacido en España”. 
En el presente caso, si bien consta que el padre de la interesada ha sido 
declarado español de origen con valor de simple presunción, de acuerdo 
con la certificación literal de inscripción de nacimiento que obra en el 
expediente, el misma nació en H. (Sáhara), por lo que no puede ser 
considerado como nacido en España. Lo cierto es que los nacidos en el 
territorio del Sáhara cuando éste era posesión española no eran 
propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España que se 
beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas 
disposiciones anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera 
deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que se desprende 
necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque sólo así 
cobra sentido que a los naturales del Sáhara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo 
de un año a contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sáhara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sáhara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada a cabo en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del 
Sáhara en relación con el territorio metropolitano según el derecho 
internacional. En concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius 
soli tiene el nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia 
con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”.
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VI.- Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos 
antecedentes. La cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más 
debatidas y oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la 
naturaleza de su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en 
la doctrina científica una explicación sobre la distinción entre territorio 
metropolitano y territorio colonial. A tal dificultad se añade la actitud 
cambiante de la política colonial como consecuencia de lo mutable 
también de las relaciones internacionales, caracterización a la que no ha 
podido sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y 
que se hace patente a través de una legislación que sigue, como ha 
señalado el Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por 
tres etapas fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se 
consideraron simplemente colonias; b) vino luego la fase de 
provincialización durante la que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) 
por último, se entra en la fase de descolonización, que reviste la forma de 
independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de 
autodeterminación en el Sahara.

VII.- Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la 
idea de equiparar aquel territorio del Sáhara, no obstante sus 
peculiaridades, con una «provincia» española y, por ello, se llegó a 
considerarlo como una extensión del territorio metropolitano, equiparación 
que ha dado pie a dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, 
consistente en el reconocimiento a la población saharaui de su condición 
de nacionales españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras 
normas, la Ley de 19 abril 1961 que estableció «las bases sobre las que 
debe asentarse el ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus 
regímenes municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer 
manifiesta la equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» 
y «españoles nativos». Es importante destacar que como manifestación 
de esta posición España negó inicialmente al Secretariado General de la 
ONU información sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959).

VIII.- No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden 
jurídico público internacional y, especialmente, la doctrina sobre 
«descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, 
Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre 
de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujo al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, 
a la diferenciación de «territorios», puesta finalmente de relieve con 
rotunda claridad por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» 
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del Sáhara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias 
sobre el territorio no autónomo del Sáhara, que durante algunos años ha 
estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen 
peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado 
parte del territorio nacional».

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (135ª)
III.3.1  Opción a la nacionalidad por patria potestad

No es posible la opción por razón de patria potestad si la interesada ya 
era mayor de edad cuando el padre es declarado español con valor de 
simple presunción.

En las actuaciones sobre inscripción de nacimiento y opción a la 
nacionalidad por razón de patria potestad remitidas a este Centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por la promotora, contra 
acuerdo de la Magistrada Juez Encargada del Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Con fecha de 22 de octubre de 2010, Doña Z. mayor de edad y nacida 
en O. (Argelia) el 5 de abril de 1981, según declara, solicita su inscripción 
de nacimiento en el Registro Civil español porque su padre era español en 
el momento de su nacimiento. Se adjuntan los siguientes documentos: 
certificación conjunto de empadronamiento en A. documento nacional de 
identidad español de su padre expedido en el año 2005, pasaporte 
argelino del padre, inscripción de nacimiento del padre en el Registro Civil 
español, con fecha 14 de febrero de 2005, con anotación de declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción, por resolución 
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del Registro Civil de Almansa de fecha 3 de marzo de 2004, inscripción de 
matrimonio de los padres en el Registro Civil español, permiso de 
residencia temporal en España como ciudadana argelina, pasaporte 
argelino expedido en el año 2006 y, expedidos por los representantes de 
la denominada República Árabe Saharaui Democrática, documento de 
atestación (libro de familia) en el que consta el matrimonio de los padres 
de la promotora y esta aparece como segunda hija, nacida en El A. 
certificado de concordancia de nombres y certificado de nacimiento.

2.- Con fecha 28 de octubre de 2010 el Registro Civil de Almansa remite 
el expediente al Registro Civil Central competente, en su caso, para la 
inscripción solicitada. El Ministerio Fiscal emite informe contrario a lo 
solicitado, ya que la promotora era mayor de edad cuando su padre fue 
declarado español. La Encargada del Registro Civil Central dictó acuerdo 
el 14 de octubre de 2011 denegando la inscripción de nacimiento y el 
ejercicio de la opción porque la interesada ya había cumplido la mayoría 
de edad cuando a su padre le fue declarada la nacionalidad española con 
valor de simple presunción, de modo que nunca ha estado bajo la patria 
potestad de un español.

3.- Notificada la resolución a la promotora, presentó recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, argumentando que 
nació en O. en los campos de refugiados de la zona y que en su momento 
su padre no pudo optar en el plazo concedido por el Decreto 2258/1976.

4.- De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que 
interesó su desestimación. La Encargada del Registro Civil Central emitió 
informe ratificándose en su decisión y remitió el expediente a la Dirección 
General de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 20, 23 y 330 del Código Civil (CC.); 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil (LRC); 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del 
Registro Civil (RRC), y las resoluciones, entre otras, 13-3ª de febrero de 
2003; 7-1ª de julio y 13-1ª de septiembre de 2004; y 20-3ª de enero y 
11-3ª de octubre de 2005; 3-5ª de mayo, 23-6ª de junio, 17-3ª de julio, 2-2ª 
de julio y 20-2ª de noviembre de 2006; 16-6ª de mayo y 28-5ª de noviembre 
de 2007; 27-2ª de mayo, 28-7ª de noviembre y 4-6ª de diciembre de 2008 
y 11-4ª de marzo de 2009.
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II.- La interesada, nacida en O. según su declaración, su manifestación en 
el recurso y su pasaporte argelino, y en El A. según el documento de 
atestación de su familia, pretende la inscripción de su nacimiento en el 
Registro Civil español previa opción a la nacionalidad española, alegando 
que su padre era español en el momento de su nacimiento. 

III.- Consta documentalmente que el padre de la promotora fue declarado 
español con valor de simple presunción por resolución de fecha 3 de 
marzo de 2004, momento en el que surte efectos su nacionalidad 
española, momento en el que la promotora ya era mayor de edad, contaba 
con 22 años, por lo que hay que concluir que la misma no ha estado 
nunca sujeta a la patria potestad de un español y no es posible la opción 
a dicha nacionalidad por este concepto. Además gran parte de la 
documentación, fundamentalmente la relativa al nacimiento y filiación del 
promotor, está emitida por la República Árabe Saharaui Democrática, y 
esta no pueda ser tenida en cuenta ya que no ofrece garantías análogas 
a las exigidas para la inscripción por la ley española. Al respecto ha de 
tenerse en cuenta que las competencias de calificación del Encargado 
respecto de la certificación extranjera se extienden al examen de la 
competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio 
de cargo que le habilite para tal expedición con base legal suficiente para 
ello, base, que en este caso no existe al no estar establecidos los órganos 
del Registro Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un 
ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (196ª)
III.3.1  Opción a la nacionalidad española

No es posible por razón de patria potestad alegando que el presunto 
padre adquirió la nacionalidad española con valor de simple presunción 
en 2004, por no resultar acreditada la filiación paterna.

En las actuaciones sobre Inscripción de nacimiento fuera de plazo y 
opción a la nacionalidad española remitidas a este centro en trámite de 
recurso por virtud del entablado por el representante del interesado, 
contra acuerdo dictado por la Encargada del Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Santa Cruz de 
Tenerife y remitido al Registro Civil Central por ser el competente, el 
representante legal de Don M. de nacionalidad española, solicitaba la 
inscripción de nacimiento fuera de plazo y opción al a nacionalidad 
española, Adjunta como documentación. Certificado de nacimiento y 
parentesco del interesado expedidos por autoridades marroquíes, 
certificado de nacimiento con anotación de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción del que dice ser el padre del interesado 
expedido por Registro Civil español, volante de empadronamiento y 
pasaporte marroquí,

2.- Con fecha 03 de julio de 2009, la encargada del Registro Civil Central 
dicta providencia para la rectificación de la fecha de nacimiento de quien 
dice ser el padre y que figura inscrito en el Registro Civil Central por existir 
contradicción en los documentos aportados.

3.- La encargada del Registro Civil Central dicta acuerdo de fecha 17 de 
noviembre de 2009, denegando la solicitud de inscripción de nacimiento y 
el asiento registral de opción a la nacionalidad española, por considerar 
que los certificados de nacimiento y parentesco aportados, no reúnen las 
condiciones exigidas por los artículos 23 de la ley de Registro Civil y 85 de 
su Reglamento.

4. Notificada la resolución, el representante del interesado presentó 
recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado.
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5.- Trasladado el recurso al Ministerio fiscal, éste consideró conforme a 
Derecho el Acuerdo. La Encargada del Registro Civil se ratificó en la 
decisión adoptada y remitió el expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 20, 23 y 330 del Código Civil (CC.); 15, 16, 23 y 46 
de la Ley del Registro Civil (LRC); 66, 68, 85 y 226 a 229 del Reglamento 
del Registro Civil (RRC); y las Resoluciones, entre otras, de 7-1ª de julio y 
13-1ª de septiembre de 2004; 20-3ª de enero 13-1ª de junio de 2005; 3-5ª 
de mayo, 23-6ª de junio, 17-3ª de julio y 20-2ª de noviembre de 2006; 
23-2ª de mayo, 7-4ª de noviembre de 2007; 21-1ª de mayo, 16-7ª de julio, 
14-3ª de octubre y 13-1ª de noviembre de 2008; 27-7ª de Enero de 2009, 
11-3ª de Marzo y 8-1ª de Abril de 2009.

II.- Se pretende por el solicitante, la inscripción del nacimiento fuera de 
plazo previa opción a la nacionalidad española de Don M. alegando su 
nacionalidad española que adquirió con valor de simple presunción en 
virtud de auto de 17 de diciembre de 2004, constando inscrita en el 
Registro Civil Central el 08 de julio de 2006. Su petición está basada en el 
artículo 20.1-a) CC., según el cual pueden optar por la nacionalidad 
española aquellas personas que estén o hayan estado bajo la patria 
potestad de un español. La Encargada del Registro Civil Central dictó 
acuerdo de 17 de Noviembre de 2009 denegando la solicitud por entender 
que no estaba acreditada la filiación paterna. Dicho acuerdo constituye el 
objeto del presente recurso.

III.- Para que un nacimiento acaecido en el extranjero pueda inscribirse en 
el Registro Civil español es necesario que aquél afecte a algún ciudadano 
español (cfr. art. 15 LRC y 66 RRC), pudiendo prescindirse de la 
tramitación del expediente de inscripción fuera de plazo cuando se 
presente certificación del asiento extendido en un Registro extranjero, 
“siempre que no haya duda de la realidad del hecho inscrito y de su 
legalidad conforme a la ley española” (art. 23, II, LRC) y siempre que el 
Registro extranjero “sea regular y auténtico, de modo que el asiento de 
que se certifica, en cuanto a los hechos de que da fe, tenga garantías 
análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española “ (art. 85, I, 
RRC).
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IV.- Antes de que pudiese ser estimada la solicitud de inscripción de 
nacimiento del recurrente habría sido necesario que hubiese prosperado 
la opción ejercitada basada en el artículo 20.1-a) CC., lo que le habría 
atribuido la condición de español, pero en este caso surge un problema 
previo al ejercicio de la opción, detectado ya por el Registro Civil Central, 
cual es que no resulta suficientemente acreditada la filiación paterna del 
interesado. 

V.- En esta situación no puede prosperar el expediente, como se ha dicho, 
por la falta de garantías de la certificación local, que genera dudas 
fundadas sobre la realidad del hecho inscrito y de su legalidad conforme a 
la ley española (art. 23, II, LRC). Por lo mismo no puede considerarse 
acreditado por ahora que el optante a la nacionalidad española haya 
estado sujeto a la patria potestad de un español (cfr. art. 20 CC.). Así 
existen contradicciones e imprecisiones en la documentación presentada, 
como que la declaración de nacimiento que consta en el certificado de 
nacimiento local del interesado es realizada por Doña D. de 24 años sin 
que se conozca el parentesco con los progenitores. Tampoco coincide la 
fecha de nacimiento del interesado en el certificado anteriormente 
mencionado figura el 18 de agosto de 1993 mientras que el de parentesco 
se consiga el 19 de agosto de 1993. Respecto de la fecha de nacimiento 
del que dice ser el progenitor figuran tres fechas diferentes, en el certificado 
de nacimiento del interesado consta el año 1939, en la inscripción del 
registro Civil español figuraba 1938, siendo posteriormente rectificada en 
virtud de la providencia dictada por el Registro Civil Central constando 
1932. Finalmente figura como apellido del interesado “A” cuando de las 
certificaciones aportadas dicho apellido no corresponde ni a la línea 
paterna, ni materna de los que quieren inscribirse como progenitores del 
interesado

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (247ª)
III.3.1  Opción a la nacionalidad española por patria potestad

No es posible por razón de patria potestad si el interesado ejercita la 
opción fuera de plazo.

En las actuaciones sobre inscripción de nacimiento y opción la nacionalidad 
española remitidas a este Centro en trámite de recurso por virtud del 
entablado por el promotor, contra auto dictado por el Encargado del 
Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Mediante escrito remitido al Registro Civil de Gavà (Barcelona) el 12 
de noviembre de 2010, Don U. nacido en Pakistán el 11 de octubre de 
1990, solicitaba la adquisición de la nacionalidad española por opción por 
haber estado sujeto a la patria potestad de un español, conforme al 
artículo 20.1.a) del Código Civil. Adjuntaba diversa documentación: 
certificado de nacimiento; certificación literal de nacimiento del padre, Don 
S. en la que consta que adquirió la nacionalidad española por residencia 
el 15 de junio de 1999; certificado del Consulado de Pakistán en Barcelona 
sobre mayoría de edad; certificado de empadronamiento; y fotocopias del 
DNI del padre y pasaporte del promotor.

2.- Una vez ratificado el promotor en su solicitud y previo informe favorable 
del Ministerio Fiscal se remitieron las actuaciones al Registro Civil Central. 
El Encargado del Registro Civil Central dictó acuerdo el 4 de junio de 2012 
denegando la solicitud del promotor, por considerar que dicha solicitud 
había sido presentada una vez transcurrido el plazo establecido en el 
artículo 20 del Código Civil, por lo que dicha opción habría caducado.

3.- Notificada la resolución, el promotor presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, reiterando su solicitud y alegando 
que la mayoría de edad en Pakistán se alcanza a los 21 años, aportando 
certificado emitido por el Consulado General de la República de Pakistán 
en este sentido.

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste interesa la desestimación. 
El Encargado del Registro Civil se ratifica en el acuerdo adoptado y remitió 
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el expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para 
la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 20, 23 y 330 del Código Civil (CC.); 15, 16, 23 y 67 
de la Ley del Registro Civil (LRC); 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del 
Registro Civil (RRC), y las Resoluciones, entre otras, de 13-3ª de febrero 
de 2003; 7-1ª de julio y 13-1ª de septiembre de 2004; y 20-3ª de enero y 
11-3ª de octubre de 2005; 3-5ª de mayo, 23-6ª de junio, 17-3ª de julio, 2-2ª 
de julio y 20-2ª de noviembre de 2006; 16-6ª de mayo y 28-5ª de noviembre 
de 2007; 27-2ª de mayo, 28-7ª de noviembre y 4-6ª de diciembre de 2008; 
25-10ª de febrero, 11-4ª de marzo de 2009; 26-1ª de octubre y 23-4ª de 
diciembre de 2010; 11-1ª de abril y 3-2ª de junio de 2011. 

II.- El interesado, nacido en Pakistán el 11 de octubre de 1990, ha intentado 
su inscripción de nacimiento en el Registro Civil previa opción a la 
nacionalidad española por razón de patria potestad, alegando la 
nacionalidad española de su padre que éste adquirió por residencia 
cumpliendo los requisitos establecidos por el artículo 23 del Código Civil 
con fecha de 15 de junio de 1999. A la vista de que la nacionalidad del 
padre no es de origen sino derivada, la única opción que cabe analizar es 
la prevista en el artículo 20.1.a) del Código Civil, abierta a las personas 
que estén o hayan estado sujetas a la patria potestad de un español. El 
Encargado del Registro Civil Central dictó acuerdo de fecha 4 de junio de 
2012 denegando la opción a la nacionalidad española al estimar que 
había sido ejercitada fuera del plazo establecido en la Ley. Esta resolución 
constituye el objeto del recurso interpuesto.

III.- Dispone el artículo 20 en su apartado 2.c) que “la opción caducará a 
los veinte años de edad, pero si el optante no estuviera emancipado según 
su ley personal al llegar a los dieciocho años, el plazo para optar se 
prolongará hasta que transcurran dos años desde la emancipación”. Pues 
bien, la opción a la nacionalidad española se ejercitó el 12 de noviembre 
de 2010, es decir, después de que el interesado cumpliera los veinte años 
de edad, el 11 de octubre del mismo año. Por todo ello debe concluirse 
que, según el conocimiento adquirido por este Centro Directivo de la 
legislación de Pakistán sobre mayoría de edad, en base al informe de la 
Embajada de España en Islamabad, tal derecho había caducado por el 
transcurso del plazo previsto en el precepto citado, habida cuenta que 
según dicho informe, de acuerdo con la Sección 3ª del Acta de Mayoría de 
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Edad de 1875, “un pakistaní llega a la mayoría de edad a los 18 años, 
salvo que un menor o su propiedad haya sido puesto bajo la custodia de 
un Juez o Guardia, en cuyo caso la persona llegaría a la mayoría de edad 
a los 21 años”.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (248ª)
III.3.1  Opción a la nacionalidad española por patria potestad

No es posible la opción por razón de patria potestad si el interesado, 
cuando el padre adquiere por residencia la nacionalidad española, era 
mayor de edad según su estatuto personal.

En las actuaciones sobre inscripción de nacimiento y opción la nacionalidad 
española remitidas a este Centro en trámite de recurso por virtud del 
entablado por el promotor, contra auto dictado por el Encargado del 
Registro Civil de Barcelona.

HECHOS

1.- Mediante comparecencia ante el Encargado del Registro Civil de 
Barcelona el 4 de junio de 2012, Don S. nacido en Pakistán el 21 de 
agosto de 1992, solicitaba la adquisición de la nacionalidad española por 
opción por haber estado sujeto a la patria potestad de un español, 
conforme al artículo 20.1.a) del Código Civil. Adjuntaba diversa 
documentación: certificado de nacimiento; certificación literal de 
nacimiento del padre, Don F. en la que consta que adquirió la nacionalidad 
española por residencia el 19 de octubre de 2011; certificado de parentesco 
y de matrimonio de los padres, expedidos por las autoridades pakistaníes; 
certificado de empadronamiento; y fotocopias del DNI del padre y NIE del 
promotor.
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2.- El Encargado del Registro Civil de Barcelona dictó acuerdo el 11 de 
junio de 2012 denegando la solicitud del promotor, por considerar que 
cuando el padre adquiere la nacionalidad española el interesado ya tenía 
18 años y era, por tanto, mayor de edad, por lo que no cabe, en 
consecuencia, la posibilidad de adquirir la nacionalidad española de la 
forma pretendida.

3.- Notificada la resolución, el promotor presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, reiterando su solicitud y alegando 
que la mayoría de edad en Pakistán se alcanza a los 21 años, aportando 
certificado emitido por el Consulado General de la República de Pakistán 
en este sentido.

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste interesa la desestimación. 
El Encargado del Registro Civil se ratifica en el acuerdo adoptado y remitió 
el expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para 
la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17, 19, 20 y 22 del Código Civil (CC.); 15, 16, 23 y 
46 de la Ley del Registro Civil (LRC); 16, 66, 68, 85, 226 a 229, 354 y 358 
del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las resoluciones de 22 de 
octubre y 3-6ª de noviembre de 2001; 2-3ª de febrero, 14-1ª de marzo, 
23-2ª de julio y 2-2ª de diciembre de 2002; 13-3ª de febrero de 2003; 7-1ª 
de julio y 13-1ª de septiembre de 2004; 20-3ª de enero y 13-1ª de junio de 
2005; 2-2ª, 4-2ª y 17-3ª de julio, 20-2ª de noviembre de 2006; 16-5ª de 
marzo, 16-6ª de mayo, 21-9ª de junio, 8-5ª 21-2ª y 28-5ª de noviembre de 
2007; 21-2ª de enero, 11-4ª de Marzo, 10-2ª de mayo, 6-6ª de junio, 2-4ª 
de julio y 22-4ª de Octubre de 2008; 3-4ª y 25-10ª de Febrero, 4-6ª y 11-4ª 
de marzo y 8-2ª de abril de 2009.

II.- El interesado, nacido en Pakistán el 21 de agosto de 1992, ha intentado 
su inscripción de nacimiento en el Registro Civil Central previa opción a la 
nacionalidad española por razón de patria potestad en base al artículo 
20.1.a) del Código Civil, alegando la nacionalidad española de su padre, 
que este adquirió por residencia, cumpliendo los requisitos establecidos 
por el artículo 23 CC. con fecha 19 de octubre de 2011. El Encargado del 
Registro Civil de Barcelona, mediante acuerdo de 11 de junio de 2012, 
denegó la solicitud del promotor, por entender que no se han cumplido los 
requisitos establecidos por el artículo 20 del Código Civil, al ser el 
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interesado mayor de edad en el momento de la adquisición de la 
nacionalidad española por su padre.

III.- En el presente caso, conviene interrogarse previamente a analizar las 
circunstancias del caso concreto sobre la verdadera naturaleza jurídica de 
la adquisición de la nacionalidad española por residencia. Pues bien, 
remontándonos a los orígenes históricos de este título de adquisición de 
la nacionalidad española, ha de recordarse que a diferencia de lo que 
sucedía en nuestro Derecho histórico (desde la “moranza de diez años” 
de las Partidas y después en la Novísima Recopilación) y en la Constitución 
española de 1812, en que la vecindad era causa de que al extranjero 
domiciliado se le impusiera la condición de vasallo o súbdito, status que 
se diferenciaban de los de natural o ciudadano, la Constitución de 1837, 
según resulta de la interpretación dada por la Circular de 28 de mayo de 
1837, suprime la antigua sumisión del extranjero avecindado, y en su 
lugar le concede una facultad y derecho a adquirir la condición de nacional 
español. Esta concepción pasa al Código Civil de 1889 que declara en su 
artículo 17 nº 4 la nacionalidad española de los extranjeros que, sin carta 
de naturaleza, hayan ganado vecindad en cualquier pueblo de la 
Monarquía. Por su parte, un Decreto de 29 de abril de 1931, al que dotó 
de fuerza legal la posterior Ley de 30 de diciembre del mismo año, reguló 
la forma de justificar la vecindad adquirida, de manera que ganada la 
vecindad y acreditada en forma, la Administración desarrollaba una 
función meramente “declaratoria” de tal circunstancia (cfr. art. 9). Esta 
facultad del extranjero determinante de un cambio de estado presentaba 
el carácter personal propio de toda facultad de estado. Su ejercicio tenía 
lugar, según la doctrina más autorizada, mediante la presentación de la 
instancia que inicia el expediente destinado a justificar la concurrencia de 
los presupuestos legales de la vecindad y en la acción de cumplir 
activamente los requisitos que imponía el artículo 25 del Código Civil 
(básicamente coincidente con el actual artículo 23 del mismo Cuerpo 
legal, esto es, renuncia a la nacionalidad anterior, juramento o promesa e 
inscripción). En definitiva la vecindad, para devenir eficaz, requería una 
actuación pública de constancia y de declaración oficial, pero la mera 
concurrencia de aquellos presupuestos legales originaba ex lege la 
“facultad” de obtener la condición y estado de español. 

IV.- Esta concepción histórica de la naturalización por residencia se 
proyecta en el tiempo hasta llegar a la situación actual en la que la 
naturaleza jurídica de la actividad respectiva del interesado y de la 
Administración en el iter adquisitivo de la nacionalidad por residencia ha 
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sido sometido al contraste de la jurisprudencia que se ha pronunciado de 
forma reiterada en un sentido coincide con los antecedentes históricos 
antes reseñados. En efecto, nuestro Tribunal Supremo (Sala de lo 
contencioso-administrativo) ha declarado en numerosas ocasiones, entre 
otras en sus Sentencias de 24 de abril de 1999, 19 de junio de 1999, 25 
de octubre de 1999 y 7 de octubre de 2000, que “la nacionalidad española 
es un auténtico estado civil, decisivo de la posición jurídica de la persona, 
si bien aquella tiene una doble dimensión, al ser un título para formar 
parte de la organización del Estado y además una cualidad de la persona 
como perteneciente a una comunidad, configurando el primero su aspecto 
público y la segunda el privado, sin que, no obstante, quepa escindir su 
verdadera naturaleza jurídica de estado civil de la persona, por lo que su 
adquisición por residencia no puede confundirse con la que se lleva a 
cabo por carta de naturaleza, pues mientras ésta constituye un genuino 
derecho de gracia, en que el requisito de la solicitud tiene el significado de 
ocasión o motivo pero no de causa jurídica de la misma, la adquisición por 
residencia no puede concederse o denegarse sino cuando concurran las 
circunstancias legalmente previstas, de manera que no se trata de una 
concesión stricto sensu sino de un reconocimiento por concurrir al efecto 
los requisitos exigibles, aunque pueda denegarse por motivos de orden 
público o de interés nacional suficientemente razonados”, sobre cuya 
concurrencia y valoración se proyecta también el principio de tutela judicial 
efectiva, por considerarse aquellas nociones como “conceptos 
judicialmente asequibles” (cfr. STS de 30 de junio de 2004). Todo ello 
supone ratificar la idea de que en los expedientes de adquisición de la 
nacionalidad por residencia el papel asignado a los Registros civiles que 
llevan a cabo su tramitación y al Ministerio de Justicia, a través de esta 
Dirección General de los Registros y del Notariado que lo resuelve, integra 
una función de “constatación oficial” de la concurrencia de los presupuestos 
legales y de las condictio facti exigidos legalmente, de carácter meramente 
declarativo, por la que la Administración “reconoce” la existencia de la 
facultad de adquirir la nacionalidad española por parte del interesado, 
siendo la “causa jurídica” de tal adquisición no una “concesión” de las 
autoridades públicas, sino la voluntad declarada con tal finalidad por el 
interesado, voluntad que se instrumenta y exterioriza en la presentación 
de la instancia que inicia el expediente para “justificar” su vecindad y en 
cumplir los requisitos impuestos por el artículo 25 del Código Civil, como 
manifestación de una facultad o “poder jurídico” que encaja sin dificultad 
en la categoría de los derechos potestativos.
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V.- Agotado el anterior análisis, procede ahora reinterpretar a su luz el párrafo 
tercero del artículo 64 de la Ley del Registro Civil y las referencias que hace a 
“las declaraciones de conservación o modificación de la nacionalidad”, 
entendiendo por tales aquellas declaraciones a través de las cuales un 
ciudadano extranjero ejercita el derecho potestativo o facultad jurídica que, 
presupuesta la concurrencia de los requisitos legales previstos en cada caso, 
tiene para conservar, adquirir o recuperar la nacionalidad española, derecho 
o facultad que se puede ostentar bien ex lege, bien mediante concesión, 
integrando la “causa jurídica” de la adquisición en el primer caso “la 
declaración de voluntad” del interesado, siendo en esta categoría y no en la 
de “concesión” en la que ha de subsumirse el supuesto de las adquisiciones 
de la nacionalidad por residencia según lo antes razonado, si bien con la 
particularidad de que en este caso tal “declaración” de la voluntad se desdobla 
en dos momentos distintos, el de la solicitud inicial de la tramitación del 
expediente y el de la formalización del obligado trámite del juramento o 
promesa, siendo este segundo momento y no el primero el determinante para 
fijar el hito temporal a que se podrá retrotraer la eficacia de la inscripción 
registral posterior, no sólo porque la solicitud inicial está pendiente de la 
“constatación oficial” de la concurrencia de los presupuestos legales, sino 
además porque aquella solicitud, como manifestación de la voluntad finalista 
de adquirir la nacionalidad española, carece de firmeza al quedar sometida al 
plazo de caducidad de ciento ochenta días por inactividad del solicitante que 
establece el artículo 224 del Reglamento del Registro Civil. En definitiva, la 
solicitud inicial, una vez notificada la concesión de la nacionalidad, o se 
confirma en el indicado plazo por medio del cumplimiento del requisito del 
juramento o promesa que impone el artículo 23 del Código Civil, o da lugar a 
la caducidad de la concesión todavía en una fase de mera formación del 
derecho a la nacionalidad.

VI.- En cuanto al momento en el que el interesado llegó a la mayoría de 
edad, según el conocimiento de este Centro Directivo, en base al informe 
de la Embajada de España en Islamabad (Pakistán), de acuerdo con la 
Sección 3ª del Acta de Mayoría de Edad de 1875, “un pakistaní llega a la 
mayoría de edad a los 18 años, salvo que un menor o su propiedad haya 
sido puesto bajo la custodia de un Juez o Guardia, en cuyo caso la 
persona llegaría a la mayoría de edad a los 21 años”.

VII.- Por todo lo anterior, dado que en la fecha en que el padre dio 
cumplimiento a los citados requisitos del artículo 23 del Código Civil y 
adquirió validez la nacionalidad española, es decir, el 19 de octubre de 
2011, el hijo ya era mayor de edad según su estatuto personal, puesto que 
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cumplió los 18 años el 21 de agosto de 2010, hay que concluir que no ha 
estado nunca sujeto a la patria potestad de un español y no es posible la 
opción a dicha nacionalidad por este concepto.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Barcelona.

III.3.2  OPCION A LA NACIONALIDAD ESPAÑOLA POR 
HIJO DE ESPAÑOL DE ORIGEN-ART 20-1B CC

Resolución de 02 de Julio de 2014 (14ª)
III.3.2  Opción a la nacionalidad española. Art. 201b) CC

No es posible el ejercicio de la opción a la nacionalidad española prevista 
en el artículo 20.1b) del Código Civil, redacción dada por Ley 36/2002, 
porque no está acreditado que el solicitante, nacido en Ifni en 1960, sea 
hijo de padre originariamente español nacido en España.

En las actuaciones sobre opción a la nacionalidad española remitidas a 
este centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado 
contra auto dictado por el encargado del Registro Civil de Andújar (Jaén).

HECHOS

1.- Mediante formulario presentado en el Registro Civil de Andújar el 6 de 
febrero de 2009, el Sr. A. de nacionalidad marroquí, solicitaba el ejercicio 
del derecho de opción a la nacionalidad española por ser hijo de padre 
español de origen nacido en España. Adjuntaba los siguientes documentos: 
tarjeta de residencia en España, pasaporte marroquí, certificación de 
nacimiento en I. el 1 de enero de 1960, certificación de filiación paterna, 
certificado de concordancia de nombres relativo al progenitor, certificado 
del Ministerio del Interior de expedición de DNI al padre del interesado en 
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1963 y actualmente carente de validez, DNI de B. (fecha de expedición 
ilegible), documento de identificación personal de este último expedido 
por la Pagaduría de pensionistas del Ministerio de Defensa en Las Palmas 
en 2007 y pasaporte español expedido en 1967 con fecha de caducidad 
en 1971, contrato de arrendamiento de vivienda del interesado, certificados 
de inscripción patronal, sentencia estimatoria de recurso contra la 
denegación de autorización de residencia temporal y resolución de 
concesión de dicha residencia de 15 de octubre de 2008.

2.- Ratificado el interesado y previo informe desfavorable del ministerio 
fiscal, el encargado del registro dictó auto el 18 de mayo de 2009 
denegando la pretensión por no resultar acreditada la nacionalidad 
española ni el nacimiento en España del padre del solicitante. 

3.- Notificada la resolución, el interesado interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado alegando que su padre 
nació en S-I. cuando este territorio estaba sometido a administración 
española y poseía nacionalidad española, como prueba la documentación 
aportada al expediente (DNI, pasaporte y documento de identificación del 
Ministerio de Defensa).

4.- Notificada la interposición del recurso al ministerio fiscal, interesó su 
desestimación. El encargado del Registro Civil de Andújar remitió el 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para 
su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos el Tratado de 4 de enero de 1969 sobre retrocesión del territorio de 
Ifni al Reino de Marruecos, el Decreto de 26 de junio de 1969, el artículo 20 
del Código Civil (CC.), la sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre 
de 1998, y las resoluciones, entre otras, de 17 de abril y 25-3ª de junio de 
2003; 18-5ª de noviembre de 2004; 7-2ª de octubre de 2005; 5-2ª de enero, 
10-4ª de febrero, 20-5ª de junio de 2006; 21-2ª de febrero, 16-4ª de marzo, 
17-4ª de abril, 8-3ª de junio y 28-5ª de noviembre de 2007; 7-1ª y 29-4ª de 
febrero, 1¬1-4ª de abril, 29-8ª de mayo, 16-6ª y17-1ª de julio, 15-2ª y 22-1ª 
de octubre y 9-2ª de diciembre de 2008; 7-2ª y 27-5ª de enero, 4-7ª y 8ª y 
9-3ª de marzo, 7-3ª y 4ª y 14-1ª de abril de 2009.

II.- El interesado, nacido en S-I. en 1960, ha pretendido optar a la 
nacionalidad española al amparo de lo dispuesto en el artículo 20.1b) CC. 
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basándose en que es hijo de padre originariamente español y nacido en 
España. El encargado del registro denegó la petición por estimar que no 
concurren los requisitos necesarios, dado que el progenitor no nació en 
España ni consta acreditada su nacionalidad española.

III.- El artículo 20.1b) CC. otorga el derecho de opción, sin sujeción a plazo 
alguno, a los hijos de madre o padre originariamente español y nacido en 
España. En este caso, tanto el interesado como su padre nacieron en S-I. 
cuya retrocesión a Marruecos se produjo en 1969, dando lugar a la publicación 
del Decreto 1347/1969, de 26 de junio, que concedía a los naturales de I. la 
posibilidad de optar, en determinadas condiciones, a la nacionalidad española. 

IV.- Pues bien, en primer lugar, el territorio de I. no era ni es español, tal 
como se desprende forzosamente de su retrocesión a Marruecos por virtud 
del Tratado de 4 de enero de 1969. Y los nacidos en dicho territorio cuando 
éste era posesión española no eran propiamente nacionales españoles, 
sino sólo súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad 
española, por más que de algunas disposiciones anteriores a la retrocesión 
por España de este territorio a Marruecos pudiera deducirse otra cosa. Solo 
así cobra sentido que a los naturales de I. se les concediera la oportunidad 
de optar, en determinadas condiciones, a la nacionalidad española en el 
plazo de tres meses. Por otra parte, aunque el padre del interesado pudiera 
haberse beneficiado de la nacionalidad española, no se ha acreditado 
ningún título legal de adquisición de tal nacionalidad y el beneficio de esta 
cesó, en todo caso, en el momento de la retrocesión a Marruecos, sin que 
conste que se hubiera ejercitado entonces, dentro del plazo de caducidad 
de tres meses, el derecho de opción a la nacionalidad española regulado 
por los artículos tercero del Tratado, primero de su Protocolo anejo y por el 
Decreto de 26 de junio de 1969. 

V.- En consecuencia, no concurren los presupuestos establecidos por el 
artículo 20.1b) para el ejercicio del derecho de opción por parte del 
solicitante.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Andújar.
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Resolución de 02 de Julio de 2014 (27ª)
III.3.2  Opción a la nacionalidad española

1º. No es posible ejercer las opciones previstas en el art. 20 del Código 
Civil (redacción dada por Ley 36/2002) porque no se ha acreditado que el 
progenitor hubiera sido español.

2º. Los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era posesión 
española no eran propiamente españoles, sino solo súbditos de España 
que se beneficiaban de la nacionalidad española.

En las actuaciones sobre inscripción de nacimiento y opción a la 
nacionalidad española remitidas a este centro en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el promotor, contra auto dictado por el Encargado 
del Registro Civil de Los Llanos de Aridane (Santa Cruz de Tenerife).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Los Llanos de 
Aridane el 10 de marzo de 2009, S-A. nacido en el año 1979 solicitaba el 
reconocimiento de la nacionalidad española por haber nacido y vivido en 
el Sahara cuando éste era territorio sometido a administración española. 
Adjuntaba, entre otros, los siguientes documentos: certificado de 
empadronamiento, pasaporte marroquí, certificados de subsanación y de 
paternidad expedidos por la Oficina de la Comunidad Saharaui para 
España, extracto del acta de nacimiento expedido por el Ministerio del 
Interior del Reino de Marruecos, certificados de antecedentes penales, 
nacionalidad y nacimiento expedidos por las autoridades de la República 
Árabe Saharaui Democrática, certificados de parentesco e individualidad 
expedidos por el Ministerio del Interior del Reino de Marruecos, permiso 
de residencia, certificado de inscripción en los Libros Cheránicos del 
padre, pasaporte español del padre, libreta de inscripción marítima del 
padre, libreta de ahorros del padre y carnet de conducir del padre.

2.- Ratificado el interesado, previo informe favorable del ministerio fiscal, 
la Encargada dictó auto el 2 de septiembre de 2009 denegando la 
concesión de la nacionalidad española de origen al promotor por 
considerar que los documentos presentados se muestran insuficientes 
para acreditar la nacionalidad española del padre del solicitante cuando 
este nació.
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3.- Notificada la resolución, el solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado alegando que en el momento de 
su nacimiento su padre era español y le transmitió iure sanguinis la 
nacionalidad española.

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste se remite a lo informado 
previamente, tras lo cual La Encargada remitió el expediente a la Dirección 
General de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 y 20 del Código Civil; 15, 16, 23 y 26 de la Ley 
del Registro Civil; 66,68, 85, 94 y 342 del Reglamento del Registro Civil; el 
Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del Tribunal Supremo 
de 28 de octubre de 1998, y las Resoluciones, entre otras, de 4-5ª de 
Octubre de 2005; 4-5ª de noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16 
(3ª) de Junio de 2009; 6-3ª de Julio de 2010.

II.- El interesado por escrito presentado el 10 de marzo de 2009, en el 
Registro Civil de Los Llanos de Aridane, solicitaba la declaración de la 
nacionalidad española por opción basada en el artículo 20 del Código 
Civil así como la aplicación del artículo 17.1 del mismo, por entender que 
su padre, nacido en H. (Sahara Occidental), era español y cumplía los 
requisitos establecidos. Su pretensión fue desestimada por acuerdo del 
Juez Encargado del Registro Civil Central, siendo dicho acuerdo el objeto 
del recurso. La procedencia o no del ejercicio del derecho de opción 
basado en el precepto citado exige con carácter previo que el interesado 
acredite que su padre era originariamente español y que había nacido en 
España, extremos que no están probados en el presente expediente.

III.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles sino solo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto.
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IV.- Sobre lo anterior, hay que recordar que el origen de las dificultades 
jurídicas relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en 
relación con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se 
encuentra en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada 
para la antigua colonia del llamado Sahara español, en el período histórico 
precedente a la “descolonización” llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni, y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la “provincialización” se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una “provincia” española, y, por ello, se llegó a considerarla como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
de abril de 1961 que estableció “las bases sobre las que debe asentarse 
el ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial”. Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
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equiparación de los “stati” entre “españoles peninsulares” y “españoles 
nativos”. Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre “los territorios no autónomos” (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre “descolonización” de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del “hecho colonial” y, por tanto, a la diferenciación de 
“territorios”, puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 de noviembre de 1975 de “descolonización” del Sahara cuyo 
preámbulo expresa “que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca –recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional”.

V.- En cualquier caso, por lo que se refiere a la “nacionalidad” de los 
saharauis, durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio 
del Sahara Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y 
formal entre los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, 
como ha puesto de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 
de octubre de 1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas 
en los Estados colonizadores, se han impuesto restricciones al status 
civitatis de la población colonizada “lo que ha permitido la diferencia 
doctrinal, basada en datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y 
nacionales-súbditos” (ejemplos del Derecho comparado son Holanda, 
Italia, Bélgica y Francia). En España, pese a la ambigüedad formativa 
sobre la calificación de los territorios pertenecientes a colonias y su 
identificación con el territorio nacional, las realidades de la heterogeneidad 
territorial y de los estatutos personales ha sido sostenida por el Tribunal 
Supremo en su citada sentencia y en la posterior de 7 de noviembre de 
1999 y anteriormente por el Consejo de Estado en diversos dictámenes 
(Dictamen núm. 36017/1968 para el caso de Guinea y Dictamen 
36227/1968 para el caso de Ifni), y a partir del examen pormenorizado de 
las disposiciones dictadas en relación con aquellos territorios, llegando a 
la conclusión fundada de la distinción entre territorio nacional y territorios 
coloniales (entre éstos, por consecuencia, el Sahara Occidental), así 
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como sobre la diferente condición jurídica de nacionales y naturales de las 
colonias.

VI.- Esta distinción es precisamente la que explica que la Ley de 
descolonización de 19 de noviembre de 1975 citada fuera acompañada 
en su desarrollo normativo por el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, 
que reconoció el derecho de optar por la nacionalidad española a los 
naturales del Sahara que: a) se encontrasen en tal fecha residiendo en 
territorio nacional y estuviesen provistos de “documentación general 
española”; o bien b) que encontrándose fuera del territorio nacional 
español se hallaran en posesión de pasaporte español o estuvieran 
incluidos en los Registros de las representaciones españolas en el 
extranjero (art. 1), lo que podían hacer en el plazo de un año a partir de la 
entrada en vigor del Derecho, mediante comparecencia ante el Encargado 
del Registro Civil de su residencia (art. 2). Se trataba de una opción 
singular y similar a la concedida a los nacidos en los territorios de Ifni o 
Guinea, que, al igual que los naturales del Sahara, se vieron afectados 
por un conjunto de disposiciones adoptadas como consecuencia de un 
proceso de descolonización.

Las actas levantadas de aquellas comparecencias ante el Encargado del 
Registro Civil recogiendo la manifestación de voluntad de optar y la 
acreditación de la posesión de la documentación requerida en cada caso 
daba lugar a las correspondientes inscripciones en los Registros civiles 
españoles con pleno reconocimiento de la nacionalidad española de los 
optantes. En el presente caso no se ha acreditado que se hubiera 
ejercitado la citada opción por parte del padre del interesado, opción que, 
por otra parte, no hubiera generado un status civitatis de nacional español 
de origen, siendo así que la nacionalidad del progenitor exigida para el 
ejercicio de la opción prevista en el artículo 20 nº 1, b) del Código Civil es 
la de español de origen lo que no ha resultado acreditado en este caso. 
Lógicamente, al no ostentar la nacionalidad española su padre, el 
interesado tampoco ha estado sometido a la patria potestad de un español. 
En consecuencia, no se cumple en el presente supuesto las exigencias 
del artículo 20 nº 1, a) y b) del Código Civil a fin de permitir el derecho de 
opción a la nacionalidad española que el mismo contempla.

En lo relativo a la aplicación del artículo 17.1 del Código Civil según la 
redacción dada por la Ley 18/1990 que establece que “son españoles de 
origen los nacidos de padre o madre españoles”, tampoco es de aplicación 
en el caso presente ya que, como se ha visto anteriormente, no está 
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acreditada la nacionalidad española de los padres. Aparte de ello, la 
documentación que aporta expedida por autoridades de la denominada 
República Árabe Saharaui Democrática no ofrece garantías análogas a 
las exigidas para la inscripción por la ley española. Al respecto ha de 
tenerse en cuenta que las competencias de calificación del encargado 
respecto de la certificación extranjera se extienden al examen de la 
competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio 
de cargo que le habilite para tal expedición con base legal suficiente para 
ello, base que en este caso no existe al no estar establecidos los órganos 
del Registro Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un 
ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Los Llanos de Aridane (Santa 
Cruz de Tenerife).

Resolución de 02 de Julio de 2014 (57ª)
III.3.2  Opción a la nacionalidad española. Art. 201b) CC

No es posible el ejercicio de la opción a la nacionalidad española prevista 
en el artículo 20.1b) del Código Civil, redacción dada por Ley 36/2002, 
porque no está acreditado que el solicitante, nacido en Dajla (Sáhara 
Occidental) en 1978, sea hijo de padre originariamente español nacido en 
España.

En las actuaciones sobre opción a la nacionalidad española remitidas a 
este centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado 
contra auto dictado por la encargada del Registro Civil de Arévalo (Ávila).

HECHOS

1.- Mediante formulario presentado en el Registro Civil de Arévalo el 4 de 
mayo de 2009, el Sr. A. solicitaba el ejercicio del derecho de opción a la 
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nacionalidad española por ser hijo de padre español de origen nacido en 
España. Adjuntaba los siguientes documentos: documento de identidad y 
certificados de nacionalidad saharaui, de filiación, de nacimiento, de 
residencia en campamentos de refugiados saharauis y de concordancia 
de nombres expedidos por autoridades de la denominada República 
Árabe Saharaui Democrática; certificados del Ministerio del Interior de 
expedición de DNI a los padres del solicitante en 1971, actualmente 
carentes de validez; autorización de residencia temporal en España; 
certificado del Ministerio de Defensa de que el padre del interesado prestó 
servicios en la Policía Territorial del Sáhara desde 1946 hasta 1971; 
pasaporte argelino y certificado de empadronamiento.

2.- Ratificado el interesado y previo informe favorable del ministerio fiscal, 
la encargada del registro dictó auto el 3 de diciembre de 2009 denegando 
la pretensión por no resultar acreditados los requisitos para el ejercicio de 
la opción. 

3.- Notificada la resolución, el interesado interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado alegando que es hijo 
de españoles, dado que sus padres lo eran cuando el Sáhara Occidental 
era territorio español, y que actualmente es apátrida, puesto que el 
pasaporte argelino del que es titular solo es un documento de viaje que no 
implica la posesión de la nacionalidad y el Estado saharaui no está 
reconocido internacionalmente.

4.- Notificada la interposición del recurso al ministerio fiscal, interesó su 
desestimación. La encargada del Registro Civil de Arévalo remitió el 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para 
su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos el artículo 20 del Código Civil (CC.), la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo (STS) de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, 
entre otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 
2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª 
de mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª 
de enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008; 25-3ª y 4ª de noviembre de 2008; 2-4ª de marzo y 
16-3ª de junio de 2009 y 22-3ª de marzo de 2010. 
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II.- El interesado, nacido en D. en 1978, ha pretendido optar a la 
nacionalidad española al amparo de lo dispuesto en el artículo 20.1b) CC 
basándose en que es hijo de padres originariamente españoles y nacidos 
en España. La encargada del registro denegó la petición por estimar que 
no concurren los requisitos necesarios, dado que los progenitores no 
nacieron en España ni consta acreditada su nacionalidad española.

III.- En primer lugar, hay que decir que el promotor modifica en el recurso 
la causa petendi respecto de la inicial, pues su solicitud se dirigía a la 
obtención de la nacionalidad española por medio del ejercicio del derecho 
de opción reconocido en el artículo 20 CC., mientras que en el recurso lo 
que plantea es la declaración de nacionalidad con valor de simple 
presunción, presumiblemente, por medio de la consolidación prevista en 
el artículo 18 CC. La resolución de la cuestión basada en esta última 
posibilidad requiere un pronunciamiento previo del encargado del registro 
sobre ese punto. El recurso interpuesto se entiende planteado contra el 
auto por el que se deniega el derecho de opción que reconoce el artículo 
20 CC. y la resolución por parte de este centro debe encaminarse 
únicamente a dilucidar si el promotor puede o no ejercitar dicha opción.

IV.- El artículo 20.1b) CC otorga el derecho de opción, sin sujeción a plazo 
alguno, a los hijos de madre o padre originariamente español y nacido en 
España. En este caso, el progenitor es natural del Sáhara Occidental y los 
nacidos allí cuando ese territorio era posesión española no eran 
propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España que se 
beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas 
disposiciones anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera 
deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que se desprende 
necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque sólo así 
cobra sentido que a los naturales del Sáhara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo 
de un año a contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sáhara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sáhara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada a cabo en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del 
Sáhara en relación con el territorio metropolitano según el derecho 
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internacional. En concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius 
soli tiene el nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia 
con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”.

VI.- Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos 
antecedentes. La cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más 
debatidas y oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la 
naturaleza de su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en 
la doctrina científica una explicación sobre la distinción entre territorio 
metropolitano y territorio colonial. A tal dificultad se añade la actitud 
cambiante de la política colonial como consecuencia de lo mutable 
también de las relaciones internacionales, caracterización a la que no ha 
podido sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y 
que se hace patente a través de una legislación que sigue, como ha 
señalado el Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por 
tres etapas fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se 
consideraron simplemente colonias; b) vino luego la fase de 
provincialización durante la que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) 
por último, se entra en la fase de descolonización, que reviste la forma de 
independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de 
autodeterminación en el Sahara.

VII.- Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la 
idea de equiparar aquel territorio del Sáhara, no obstante sus 
peculiaridades, con una «provincia» española y, por ello, se llegó a 
considerarlo como una extensión del territorio metropolitano, equiparación 
que ha dado pie a dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, 
consistente en el reconocimiento a la población saharaui de su condición 
de nacionales españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras 
normas, la Ley de 19 abril 1961 que estableció «las bases sobre las que 
debe asentarse el ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus 
regímenes municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer 
manifiesta la equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» 
y «españoles nativos». Es importante destacar que como manifestación 
de esta posición España negó inicialmente al Secretariado General de la 
ONU información sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959).

VIII.- No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden 
jurídico público internacional y, especialmente, la doctrina sobre 
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«descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, 
Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre 
de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujo al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, 
a la diferenciación de «territorios», puesta finalmente de relieve con 
rotunda claridad por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» 
del Sáhara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias 
sobre el territorio no autónomo del Sáhara, que durante algunos años ha 
estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen 
peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado 
parte del territorio nacional».

IX.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sáhara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. Así, aunque el padre del interesado pudiera haberse 
beneficiado de la nacionalidad española, no se ha acreditado la existencia 
de ningún título legal de adquisición de tal nacionalidad y el beneficio de 
esta cesó, en todo caso, en el momento de la retirada de España del 
Sáhara, sin que conste que se hubiera ejercitado el derecho de opción a 
la nacionalidad española mientras estuvo en vigor el real decreto de 1976. 

X.- En consecuencia, no concurren los presupuestos establecidos por el 
artículo 20.1b) para el ejercicio del derecho de opción por parte del 
solicitante.

XI.- Finalmente, hay que mencionar también, en relación con la 
documentación aportada, que la expedida por autoridades de la 
denominada República Árabe Saharaui Democrática no ofrece garantías 
análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española (cfr. arts. 23 
LRC y 85 RRC). Ha de tenerse en cuenta que las competencias de 
calificación del encargado del Registro Civil respecto de la certificación 
extranjera se extienden al examen de la competencia y autoridad que la 
expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal 
expedición con base legal suficiente para ello, base que en este caso no 
existe al no estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de 
disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.
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Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Arévalo (Ávila).

Resolución de 17 de Julio de 2014 (23ª)
III.3.2  Opción a la nacionalidad por ser hijo de español de origen

No puede inscribirse sin expediente un nacimiento acaecido en Setif 
(Argelia) en 1991, alegando que el presunto padre adquirió la nacionalidad 
española, porque las certificaciones acompañadas, por falta de garantías, 
no dan fe de la filiación paterna. 

En las actuaciones sobre opción a la nacionalidad española remitidas a 
este centro en trámite de recurso por virtud del entablado por la promotora, 
contra acuerdo del Juez Encargado del Registro Civil de Santa Fe 
(Granada).

HECHOS

1.- Con fecha de 15 de junio de 2010, Doña N. A. A. mayor de edad, 
nacida en S. según declara, el 6 de julio de 1991 suscribió en el Registro 
Civil de Santa Fe acta de opción a la nacionalidad española por ser hija de 
un español de origen nacido en España, con base en el artículo 20.1.b del 
Código Civil. Se adjuntan los siguientes documentos: permiso de 
residencia, DNI del padre, certificado de paternidad emitido por las 
autoridades de la República Árabe Saharaui Democrática, inscripción de 
nacimiento del padre y certificado de empadronamiento.

2.- Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal fue notificado del 
expediente informando que se opone al mismo por no quedar 
suficientemente acreditados los datos de filiación. El Encargado dictó auto 
el 30 de junio de 2010 denegando el ejercicio de la opción, por apreciar 
discrepancias en los datos personales del promotor, por considerar que 
no quedan acreditados los datos de filiación y nacimiento, faltando la 
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partida de nacimiento y la justificación de que la promotora y la supuesta 
hija del ciudadano español por presunción, son la misma persona ya que 
tienen nombres no coincidentes. 

3.- Notificada la resolución, la solicitante presentó recurso alegando que 
tiene derecho la nacionalidad española porque su padre es español y 
presentando certificados de paternidad y nacimiento expedidos por la 
Delegación Saharaui para Andalucía.

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste propuso su desestimación. 
El Encargado del Registro Civil remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 20, 23 y 330 del Código Civil (CC.); 15, 16, 23 y 46 
de la Ley del Registro Civil (LRC); 66, 68, 85 y 226 a 229 del Reglamento 
del Registro Civil (RRC); y las resoluciones, entre otras, 2-2ª de diciembre 
de 2002; 13-3ª de febrero de 2003; 7-1ª de julio y 13-1ª de septiembre de 
2004; 20-3ª de enero y 13-1ª de junio de 2005; 3-5ª de mayo, 23-6ª de 
junio, 17-3ª de julio y 20-2ª de noviembre de 2006; 21-5ª de mayo de 
2007; 2-5ª de septiembre y 29 de noviembre de 2008.

II.- La promotora, de nacionalidad argelina, salvo prueba en contrario no 
aportada, solicita la inscripción de nacimiento en el Registro Civil español 
y el ejercicio de la opción a la nacionalidad española por ser hija de un 
español de origen nacido en España. Su padre fue declarado español con 
valor de simple presunción en el año 2009. El Encargado del Registro 
Civil, dictó el acuerdo recurrido denegando lo solicitado, siendo dicho auto 
el que constituye el objeto del presente recurso. 

III.- Para que un nacimiento acaecido en el extranjero pueda inscribirse en 
el Registro Civil español es necesario que aquél afecte a algún ciudadano 
español (cfr. art. 15 LRC y 66 RRC), pudiendo prescindirse de la 
tramitación del expediente de inscripción fuera de plazo cuando se 
presente certificación del asiento extendido en un registro extranjero 
“siempre que no haya duda de la realidad del hecho inscrito y de su 
legalidad conforme a la ley española” (art. 23.2 LRC) y siempre que el 
registro extranjero “sea regular y auténtico, de modo que el asiento de que 
se certifica, en cuanto a los hechos de que da fe, tenga garantías análogas 
a las exigidas para la inscripción por la ley española “ (art. 85.1 RRC).
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IV.- En esta situación hay que concluir que ni la certificación de nacimiento 
acompañada, ni el certificado de paternidad, reúnen las condiciones 
exigidas por los artículos 23 de la Ley del Registro Civil y 85 de su 
reglamento para dar fe de la filiación paterna alegada ya que la 
documentación aportada, expedida por autoridades de la denominada 
República Árabe Saharaui Democrática, no ofrece garantías análogas a 
las exigidas para la inscripción por la ley española (cfr. art. 23 LRC y 85 
RRC). Al respecto ha de tenerse en cuenta que las competencias de 
calificación del encargado del registro respecto de la certificación 
extranjera se extienden al examen de la competencia y autoridad que la 
expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal 
expedición con base legal suficiente para ello, base que en este caso no 
existe al no estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de 
disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido. Por lo mismo no puede considerarse 
acreditado por ahora que la pretendida optante a la nacionalidad española 
le sea de aplicación el art. 20.1.b del CC. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 17 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Santa Fe (Granada).

Resolución de 17 de Julio de 2014 (29ª)
III.3.2  Opción a la nacionalidad española. Art. 201b) CC

No es posible el ejercicio de la opción a la nacionalidad española prevista 
en el artículo 20.1b) del Código Civil, redacción dada por Ley 36/2002, 
porque no está acreditado que el solicitante, nacido en Sidi Ifni en 1983, 
sea hijo de padre originariamente español nacido en España.

En las actuaciones sobre opción a la nacionalidad española remitidas a 
este centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado 
contra auto dictado por la encargada del Registro Civil Central.
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HECHOS

1.- Mediante comparecencia en el Registro Civil de Barcelona el 11 de 
noviembre de 2008, D. A. G. de nacionalidad marroquí, suscribió acta de 
opción a la nacionalidad española por ser hijo de padre español de origen 
nacido en España. Consta en el expediente la siguiente documentación: 
declaración de datos para la inscripción, certificado de empadronamiento, 
tarjeta de residencia en España, certificación en extracto de acta de 
nacimiento del padre del solicitante expedida en S-I. en 1961, certificados 
marroquíes de filiación y de concordancia de nombres, certificación de 
matrimonio de los padres expedido por la oficina local de Policía de Sidi 
Ifni en 1967 y pasaporte español del padre expedido en 1965 en S-I. y 
caducado en 1969.

2.- Remitido el expediente al Registro Civil Central, se solicitó la aportación 
de certificado de nacimiento del padre del promotor, quien alegó que solo 
podía aportar la certificación en extracto.

3.- La encargada del registro dictó resolución el 21 de octubre de 2010 
denegando la pretensión por no resultar acreditada la nacionalidad 
española ni el nacimiento en España del padre del solicitante. 

4.- Notificada la resolución, el interesado interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado reiterando que su 
padre era español de origen porque nació en S-I. en 1937, cuando dicho 
territorio era protectorado español. Con el escrito de recurso se adjuntaba 
DNI del progenitor expedido en 1968 y certificación de voto emitido el 14 
de diciembre de 1966 en el referéndum sobre la Ley Orgánica del Estado.

5.- Notificada la interposición del recurso al ministerio fiscal, interesó su 
desestimación. La encargada del Registro Civil Central se ratificó en la 
decisión adoptada y remitió el expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos el Tratado de 4 de enero de 1969 sobre retrocesión del territorio 
de Ifni al Reino de Marruecos, el Decreto de 26 de junio de 1969, el 
artículo 20 del Código Civil (CC.), la sentencia del Tribunal Supremo de 28 
de octubre de 1998, y las resoluciones, entre otras, de 17 de abril y 25-3ª 
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de junio de 2003; 18-5ª de noviembre de 2004; 7-2ª de octubre de 2005; 
5-2ª de enero, 10-4ª de febrero, 20-5ª de junio de 2006; 21-2ª de febrero, 
16-4ª de marzo, 17-4ª de abril, 8-3ª de junio y 28-5ª de noviembre de 
2007; 7-1ª y 29-4ª de febrero, 11-4ª de abril, 29-8ª de mayo, 16-6ª y17-1ª 
de julio, 15-2ª y 22-1ª de octubre y 9-2ª de diciembre de 2008; 7-2ª y 27-5ª 
de enero, 4-7ª y 8ª y 9-3ª de marzo, 7-3ª y 4ª y 14-1ª de abril de 2009.

II.- El interesado, nacido, según su propia declaración, en S-I. en 1983, ha 
pretendido optar a la nacionalidad española al amparo de lo dispuesto en 
el artículo 20.1b) CC basándose en que es hijo de padre originariamente 
español y nacido en España. La encargada del registro denegó la petición 
por estimar que no concurren los requisitos necesarios, dado que el 
progenitor no nació en España ni consta acreditada su nacionalidad 
española. Contra la resolución desestimatoria se presentó el recurso 
examinado.

III.- El artículo 20.1b) CC otorga el derecho de opción, sin sujeción a plazo 
alguno, a los hijos de madre o padre originariamente español y nacido en 
España. En este caso, tanto el interesado (según su declaración) como su 
padre nacieron en S-I. cuya retrocesión a Marruecos se produjo en 1969, 
dando lugar a la publicación del Decreto 1347/1969, de 26 de junio, que 
concedía a los naturales de Ifni la posibilidad de optar, en determinadas 
condiciones, a la nacionalidad española. 

IV.- Pues bien, en primer lugar, el territorio de Ifni no era ni es español, tal 
como se desprende forzosamente de su retrocesión a Marruecos por 
virtud del Tratado de 4 de enero de 1969. Y los nacidos en dicho territorio 
cuando éste era posesión española no eran propiamente nacionales 
españoles, sino sólo súbditos de España que se beneficiaban de la 
nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones anteriores 
a la retrocesión por España de este territorio a Marruecos pudiera 
deducirse otra cosa. Solo así cobra sentido que a los naturales de Ifni se 
les concediera la oportunidad de optar, en determinadas condiciones, a la 
nacionalidad española en el plazo de tres meses. Por otra parte, aunque 
el padre del interesado pudiera haberse beneficiado de la nacionalidad 
española, no se ha acreditado ningún título legal de adquisición de tal 
nacionalidad y el beneficio de esta cesó, en todo caso, en el momento de 
la retrocesión a Marruecos, sin que conste que se hubiera ejercitado 
entonces, dentro del plazo de caducidad de tres meses, el derecho de 
opción a la nacionalidad española regulado por los artículos tercero del 
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Tratado, primero de su Protocolo anejo y por el Decreto de 26 de junio de 
1969. 

V.- En consecuencia, no concurren los presupuestos establecidos por el 
artículo 20.1b) para el ejercicio del derecho de opción por parte del 
solicitante.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada.

Madrid, 17 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.

Resolución de 17 de Julio de 2014 (37ª)
III.3.2  Opción a la nacionalidad por ser hijo de español de origen

No puede inscribirse sin expediente un nacimiento acaecido en Orán 
(Argelia) en 1979, alegando que el presunto padre adquirió la nacionalidad 
española, porque las certificaciones acompañadas, por falta de garantías, 
no dan fe de la filiación paterna. 

En las actuaciones sobre opción a la nacionalidad española remitidas a 
este centro en trámite de recurso por virtud del entablado por la promotora, 
contra acuerdo de la Juez Encargada del Registro Civil de Baracaldo 
(Vizcaya).

HECHOS

1.- Con fecha de 15 de marzo de 2010, Doña. B. mayor de edad, nacida 
en el Sahara Occidental, según declara, el 14 de mayo de 1979 suscribió 
en el Registro Civil de Baracaldo acta de opción a la nacionalidad española 
por ser hija de un español de origen nacido en España, con base en el 
artículo 20.1.b del Código Civil. Se adjuntan los siguientes documentos: 
inscripción de nacimiento del padre del promotor en el Registro Civil 
español, con fecha 26 de febrero de 2009, con marginal de declaración de 
nacionalidad española del inscrito con valor de simple presunción, 
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documento nacional de identidad español del padre, permiso de residencia 
temporal en España como ciudadana argelina nacida en O. pasaporte 
argelino, libro de familia de la interesada incompleto, documento nacional 
de identidad de un hijo de la promotora, aunque no coinciden sus apellidos 
y, expedidos por las autoridades de la denominada República Árabe 
Saharaui Democrática (RASD), certificado de paternidad y certificado de 
nacimiento en O.

2.- Ratificado la interesada, el Ministerio Fiscal fue notificado del 
expediente informando que se opone al mismo aunque la argumentación 
se basa en el artículo 18 del Código Civil sobre consolidación de la 
nacionalidad española. La Encargada dictó auto el 11 de junio de 2010 
denegando el ejercicio de la opción, por apreciar discrepancias en los 
datos personales del promotor, por considerar que no le sería de aplicación 
el artículo 20 porque el padre del promotor tiene declarada su nacionalidad 
española con valor de simple presunción y además no quedar acreditada 
la relación de filiación paterna por la documentación aportada. 

3.- Notificada la resolución, la solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado alegando que tiene derecho a 
recuperar su nacionalidad española, es decir apartándose de su solicitud 
inicial basada en la presunta nacionalidad española de su padre.

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste propuso su 
desestimación. La Encargada del Registro Civil remite el expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución del 
recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 20, 23 y 330 del Código Civil (CC.); 15, 16, 23 y 46 
de la Ley del Registro Civil (LRC); 66, 68, 85 y 226 a 229 del Reglamento 
del Registro Civil (RRC); y las resoluciones, entre otras, 2-2ª de diciembre 
de 2002; 13-3ª de febrero de 2003; 7-1ª de julio y 13-1ª de septiembre de 
2004; 20-3ª de enero y 13-1ª de junio de 2005; 3-5ª de mayo, 23-6ª de 
junio, 17-3ª de julio y 20-2ª de noviembre de 2006; 21-5ª de mayo de 
2007; 2-5ª de septiembre y 29 de noviembre de 2008.

II.- La promotora, de nacionalidad argelina, salvo prueba en contrario no 
aportada, solicita la inscripción de nacimiento en el Registro Civil español 
y el ejercicio de la opción a la nacionalidad española por ser hija de un 
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español de origen nacido en España. Su padre fue declarado español con 
valor de simple presunción en el año 2009. La Encargada del Registro 
Civil, dictó el acuerdo recurrido denegando lo solicitado, siendo dicho auto 
el que constituye el objeto del presente recurso. 

III.- Para que un nacimiento acaecido en el extranjero pueda inscribirse en 
el Registro Civil español es necesario que aquél afecte a algún ciudadano 
español (cfr. art. 15 LRC y 66 RRC), pudiendo prescindirse de la 
tramitación del expediente de inscripción fuera de plazo cuando se 
presente certificación del asiento extendido en un registro extranjero 
“siempre que no haya duda de la realidad del hecho inscrito y de su 
legalidad conforme a la ley española” (art. 23.2 LRC) y siempre que el 
registro extranjero “sea regular y auténtico, de modo que el asiento de que 
se certifica, en cuanto a los hechos de que da fe, tenga garantías análogas 
a las exigidas para la inscripción por la ley española “ (art. 85.1 RRC).

IV.- En esta situación hay que concluir que ni la certificación de nacimiento 
acompañada, ni el certificado de paternidad, reúnen las condiciones 
exigidas por los artículos 23 de la Ley del Registro Civil y 85 de su 
reglamento para dar fe de la filiación paterna alegada ya que la 
documentación aportada, expedida por autoridades de la denominada 
República Árabe Saharaui Democrática, no ofrece garantías análogas a 
las exigidas para la inscripción por la ley española (cfr. art. 23 LRC y 85 
RRC). Al respecto ha de tenerse en cuenta que las competencias de 
calificación del encargado del registro respecto de la certificación 
extranjera se extienden al examen de la competencia y autoridad que la 
expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal 
expedición con base legal suficiente para ello, base que en este caso no 
existe al no estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de 
disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido. Por lo mismo no puede considerarse 
acreditado por ahora que la pretendida optante a la nacionalidad española 
le sea de aplicación el art. 20.1.b del CC. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Barakaldo.
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (36ª)
III.3.2  Opción a la nacionalidad española

1º.- No es posible el ejercicio de la opción a la nacionalidad española 
prevista en el artículo 20.1.b del Código Civil, redacción dada por Ley 
36/2002, porque no está acreditado que la solicitante, nacida en territorio 
del Sáhara Occidental en 1976, sea hijo de padre originariamente español 
nacido en España.

2º.- No es posible la opción por razón de patria potestad si la interesada 
ya era mayor de edad cuando surte su efecto la declaración de nacionalidad 
con valor de simple presunción del padre.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española remitido a este 
centro en trámite de recurso por virtud del entablado por la interesada 
contra auto dictado por la Magistrada Juez Encargada del Registro Civil 
Central.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Barakaldo 
(Vizcaya), Doña G. solicitaba el ejercicio del derecho de opción a la 
nacionalidad española por ser hija de español de origen nacido en España. 
Consta en el expediente la siguiente documentación: permiso de 
residencia temporal; DNI de su padre Don M. expedido el 22 de mayo de 
2006; DNI bilingüe de su madre, Doña A. certificados de nacimiento, de 
paternidad y de matrimonio de sus padres, expedidos por la República 
Árabe Saharaui Democrática; certificación literal de inscripción de la 
nacionalidad española con valor de simple presunción efectuada el 3 de 
agosto de 2005 a favor de Don M. padre de la promotora, en virtud de 
resolución dictada por el Encargado del Registro Civil de Vilafranca del 
Penedés de fecha 20 de febrero de 2004 y certificación de empadronamiento 
de la interesada expedido por el Ayuntamiento del Valle de Trápaga 
(Vizcaya) en fecha 12 de enero de 2010.

2.- Con fecha 14 de junio de 2010 la promotora se ratifica en su solicitud y 
por providencia dictada por la Magistrado-Juez del Registro Civil de 
Barakaldo (Vizcaya) se incoa expediente de opción a la nacionalidad, 
dando traslado del mismo al Ministerio Fiscal para la emisión del preceptivo 
informe.
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3.- El Ministerio Fiscal, por informe de fecha 17 de junio de 2010 no se 
opone a la declaración de nacionalidad española interesada por la 
promotora del expediente, remitiéndose el expediente al Registro Civil 
Central, competente para su resolución.

4.- Previo informe desfavorable del Ministerio Fiscal, la Encargada del 
Registro Civil Central dictó Auto en fecha 21 de abril de 2012 denegando 
la inscripción de nacimiento de Doña G. nacida en B. (Sáhara) el 21 de 
junio de 1976, por no haber estado sujeta a la patria potestad de un 
español.

5.- Notificada la resolución, la interesado interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado reiterando que a su 
progenitor se le declaró la nacionalidad española de origen por lo que sí 
estuvo bajo la patria potestad de un español.

6.- De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que 
interesó su desestimación. La Encargada del Registro Civil Central remitió 
el expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para 
su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 20 y 26 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro 
Civil; 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 
de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008 y 29-4ª de enero de 2009.

II.- La interesada, nacida en territorio del Sáhara en 1976, solicitó la opción 
a la nacionalidad española alegando que su padre es español de origen 
nacido en España. Posteriormente, incorporó al expediente la solicitud de 
recuperación de nacionalidad, al entender que su padre no ha perdido en 
ningún momento su condición de español, por lo que esta es también la 
nacionalidad de origen del promotor. La Encargada del Registro Civil 
Central denegó tanto la posibilidad de optar, prevista en el art. 20 CC. 
Contra el acuerdo de denegación se presentó recurso insistiendo en que 
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el padre del recurrente es español desde su nacimiento y nunca ha 
perdido tal nacionalidad.

III.- En relación con la opción del artículo 20.1b) CC basada en que la 
interesado es hijo de español de origen nacido en España, además de no 
resultar acreditado que la nacionalidad del padre lo sea de origen, lo cierto 
es que los nacidos en el territorio del Sáhara cuando éste era posesión 
española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos 
de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que 
de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de ese 
territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que se 
desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque 
sólo así cobra sentido que a los naturales del Sáhara se les concediera en 
ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en 
el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76.

IV.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sáhara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sáhara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada a cabo en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del 
Sáhara en relación con el territorio metropolitano según el derecho 
internacional. En concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius 
soli tiene el nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia 
con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”.

V.- Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos 
antecedentes. La cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más 
debatidas y oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la 
naturaleza de su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en 
la doctrina científica una explicación sobre la distinción entre territorio 
metropolitano y territorio colonial. A tal dificultad se añade la actitud 
cambiante de la política colonial como consecuencia de lo mutable 
también de las relaciones internacionales, caracterización a la que no ha 
podido sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y 
que se hace patente a través de una legislación que sigue, como ha 
señalado el Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por 
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tres etapas fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se 
consideraron simplemente colonias; b) vino luego la fase de 
provincialización durante la que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) 
por último, se entra en la fase de descolonización, que reviste la forma de 
independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de 
autodeterminación en el Sahara.

VI.- Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea 
de equiparar aquel territorio del Sáhara, no obstante sus peculiaridades, 
con una «provincia» española y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959).

VII.- No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden 
jurídico público internacional y, especialmente, la doctrina sobre 
«descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, 
Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre 
de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujo al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, 
a la diferenciación de «territorios», puesta finalmente de relieve con 
rotunda claridad por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» 
del Sáhara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias 
sobre el territorio no autónomo del Sáhara, que durante algunos años ha 
estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen 
peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado 
parte del territorio nacional». Aparte de ello, la documentación que aporta 
expedida por autoridades de la denominada República Árabe Saharaui 
Democrática no ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción 
por la ley española. Al respecto ha de tenerse en cuenta que las 
competencias de calificación del encargado respecto de la certificación 
extranjera se extienden al examen de la competencia y autoridad que la 
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expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal 
expedición con base legal suficiente para ello, base que en este caso no 
existe al no estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de 
disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

VIII.- Asimismo, la solicitud de la interesada se basa en la supuesta 
transmisión de la nacionalidad iure sanguinis a través de su padre, quien 
actualmente tiene nacionalidad española, pero sin que se haya acreditado 
que cuando el recurrente nació el padre ostentara tal nacionalidad, que 
figura en su inscripción de nacimiento por medio de anotación marginal 
como consecuencia de la declaración, con valor de simple presunción, 
efectuada en 2005 por el Registro Civil de Vilafranca del Penedés, 
momento en el que la promotora ya era mayor de edad, por lo que tampoco 
puede apreciarse la concurrencia del requisito para la aplicación del 
artículo 20.1.a del Código Civil.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (86ª)
III.3.2  Opción a la nacionalidad española

1º.- No es posible el ejercicio de la opción a la nacionalidad española 
prevista en el artículo 20.1.b del Código Civil, redacción dada por Ley 
36/2002, porque no está acreditado que el solicitante, nacido en territorio 
del Sáhara Occidental en 1981, sea hijo de padre originariamente español 
nacido en España.

2º.- No es posible la opción por razón de patria potestad si el interesado 
ya era mayor de edad cuando surte su efecto la declaración de nacionalidad 
con valor de simple presunción del padre.
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3º.- Para poder recuperar la nacionalidad española es preciso haberla 
ostentado con anterioridad y no está acreditado que dicha circunstancia 
concurra en el solicitante.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española remitido a este 
centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado 
contra auto dictado por la Magistrada Juez Encargado del Registro Civil 
Central.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Jaén el Sr. A. 
solicitaba el ejercicio del derecho de opción a la nacionalidad española. 
Consta en el expediente la siguiente documentación: certificado de 
empadronamiento en Los V. (J), anotación en el Registro Civil español de 
la declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
del padre del promotor, por auto del Registro Civil de Villena (Alicante) de 
fecha 1 de febrero de 2008, pasaporte marroquí del solicitante expedido 
en el año 2008 en las P de G-C. e inscrito en el Consulado de Marruecos 
en dicha ciudad, extracto de acta marroquí de nacimiento de 1981, del 
promotor, en la que se hace constar su nacionalidad marroquí, certificado 
marroquí de concordancia de nombre del padre del promotor, documento 
nacional de identidad del padre, certificado marroquí de parentesco, 
MINURSO de 1995 del padre del promotor y certificado emitido por una 
delegación del Frente Polisario de que el promotor es de origen saharaui.

2.- El 7 de octubre de 2009, en comparecencia ante el Registro Civil de 
Jaén, el interesado suscribió acta en la que solicitaba la recuperación de 
la nacionalidad española. Con fecha 1 de junio de 2010 el Registro Civil 
Central aprobó la inscripción de nacimiento del padre del promotor con 
anotación de su nacionalidad española con valor de simple presunción, 
que se llevó a cabo con fecha 27 de noviembre de 2010.

3.- Remitido el expediente al Registro Civil Central, competente para su 
resolución, el Ministerio Fiscal en su informe previo se opone a lo solicitado 
y el Encargado del Registro dictó auto el 18 de marzo de 2011 denegando 
la inscripción de nacimiento y la posibilidad de opción, por no haber 
adquirido en ningún momento la nacionalidad española, habida cuenta la 
fecha de efectos de la declaración de nacionalidad con valor de simple 
presunción de su padre, que se produjo además cuando el interesado era 
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mayor de edad por lo que tampoco estuvo bajo la patria potestad de un 
español, como la pretensión de recuperación. 

4.- Notificada la resolución, el interesado interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado alegando que solicitó 
su nacionalidad por ser hijo de padre o madre originariamente español y 
nacido en España, ya que su padre ha sido reconocido como tal por lo 
que sí estuvo bajo la patria potestad de un español. 

5.- De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que 
interesó su desestimación. El Encargado del Registro Civil Central remitió 
el expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para 
su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 20 y 26 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro 
Civil; 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 
de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008 y 29-4ª de enero de 2009.

II.- El interesado, nacido en territorio del Sáhara Occidental en 1981, 
solicitó la opción a la nacionalidad española alegando que su padre es 
español. Posteriormente, incorporó al expediente la solicitud de 
recuperación de nacionalidad, al entender que su padre no ha perdido en 
ningún momento su condición de español, por lo que esta es también la 
nacionalidad de origen del promotor. El Encargado del Registro Civil 
Central denegó tanto la posibilidad de optar, prevista en el art. 20 CC., 
como la de recuperar, prevista en el artículo 26 del mismo texto legal. 
Contra el acuerdo de denegación se presentó recurso insistiendo en que 
el padre del recurrente es español desde su nacimiento y nunca ha 
perdido tal nacionalidad.

III.- Por lo que se refiere a la opción del artículo 20.1b) CC basada en que el 
interesado es hijo de español de origen nacido en España, además de no 
resultar acreditado que la nacionalidad del padre lo sea de origen, lo cierto 
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es que los nacidos en el territorio del Sáhara cuando éste era posesión 
española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de 
España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de 
algunas disposiciones anteriores al abandono por España de ese territorio 
pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que se desprende 
necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque sólo así 
cobra sentido que a los naturales del Sáhara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo 
de un año a contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76.

IV.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sáhara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sáhara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada a cabo en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del 
Sáhara en relación con el territorio metropolitano según el derecho 
internacional. En concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius 
soli tiene el nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia 
con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”.

V.- Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos 
antecedentes. La cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más 
debatidas y oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la 
naturaleza de su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en 
la doctrina científica una explicación sobre la distinción entre territorio 
metropolitano y territorio colonial. A tal dificultad se añade la actitud 
cambiante de la política colonial como consecuencia de lo mutable 
también de las relaciones internacionales, caracterización a la que no ha 
podido sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y 
que se hace patente a través de una legislación que sigue, como ha 
señalado el Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por 
tres etapas fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se 
consideraron simplemente colonias; b) vino luego la fase de 
provincialización durante la que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) 
por último, se entra en la fase de descolonización, que reviste la forma de 
independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de 
autodeterminación en el Sahara.
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VI.- Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea 
de equiparar aquel territorio del Sáhara, no obstante sus peculiaridades, 
con una «provincia» española y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959).

VII.- No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden 
jurídico público internacional y, especialmente, la doctrina sobre 
«descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, 
Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre 
de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujo al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, 
a la diferenciación de «territorios», puesta finalmente de relieve con 
rotunda claridad por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» 
del Sáhara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias 
sobre el territorio no autónomo del Sáhara, que durante algunos años ha 
estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen 
peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado 
parte del territorio nacional».

VIII.- Y en cuanto a la pretendida recuperación, para poder recuperar la 
nacionalidad española ha de probarse suficientemente que se ostentó de iure 
en un momento anterior dicha nacionalidad. El interesado no prueba en este 
caso tal circunstancia, pues su solicitud se basa en la supuesta transmisión 
de la nacionalidad iure sanguinis a través de su padre, quien actualmente 
tiene nacionalidad española, pero sin que se haya acreditado que cuando el 
recurrente nació el padre ostentara tal nacionalidad, que figura en su 
inscripción de nacimiento por medio de anotación marginal como 
consecuencia de la declaración, con valor de simple presunción, efectuada 
en 2008 por el Registro Civil de Villena, momento en el que el promotor ya era 
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mayor de edad, por lo que tampoco puede apreciarse la concurrencia del 
requisito para la aplicación del artículo 20.1.a del Código Civil.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (87ª)
III.3.2  Opción a la nacionalidad española

1º.- No es posible el ejercicio de la opción a la nacionalidad española 
prevista en el artículo 20.1.b del Código Civil, redacción dada por Ley 
36/2002, porque no está acreditado que el solicitante, nacido en territorio 
del Sáhara Occidental en 1981, sea hijo de padre originariamente español 
nacido en España.

2º.- No es posible la opción por razón de patria potestad si el interesado 
ya era mayor de edad cuando surte su efecto la declaración de nacionalidad 
con valor de simple presunción del padre.

3º.- Para poder recuperar la nacionalidad española es preciso haberla 
ostentado con anterioridad y no está acreditado que dicha circunstancia 
concurra en el solicitante.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española remitido a este 
centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado 
contra auto dictado por la Magistrada Juez Encargada del Registro Civil 
Central.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Torredelcampo 
(Jaén) el Sr. C. solicitaba el ejercicio del derecho de opción a la 
nacionalidad española por ser hijo de español de origen nacido en España. 
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Consta en el expediente la siguiente documentación: certificado de 
empadronamiento en T. desde el 3 de diciembre de 2007, auto de 7 de 
mayo de 2007 del Registro Civil de Arrecife de Lanzarote por el que se 
declara la nacionalidad española con valor de simple presunción del padre 
del solicitante e inscripción de nacimiento de este en el Registro Civil 
Central en julio de 2008 con la anotación sobre nacionalidad 
correspondiente, pasaporte marroquí del solicitante expedido en el año 
2003 e inscrito en el Consulado de Marruecos en Sevilla en enero de 
2008, permiso de residencia temporal en España como ciudadano 
marroquí, nacido en L. el 26 de febrero de 1981, certificado marroquí de 
nacimiento en el que se hace constar como fecha de inscripción el 13 de 
marzo del mismo año, documento nacional de identidad y pasaporte 
españoles del padre, tras su declaración de nacionalidad, certificado 
marroquí de parentesco y certificado marroquí de antecedentes penales. 

2.- Con fecha 21 de enero de 2009 el promotor se ratifica en su solicitud y 
el 21 de mayo siguiente, en comparecencia ante el Registro Civil de Jaén, 
el interesado suscribió acta en la que solicitaba la recuperación de la 
nacionalidad española.

3.- Remitido el expediente al Registro Civil Central, competente para su 
resolución, la Encargada del Registro requirió del promotor certificación 
literal original de nacimiento de su madre. Se aportó al expediente 
inscripción en los libros Cheránicos de 1969 del nacimiento de la madre 
del promotor y del matrimonio de los padres. El Ministerio Fiscal en su 
informe previo se opone a lo solicitado y la Encargada del Registro dictó 
auto el 2 de marzo de 2011 denegando tanto la posibilidad de opción, por 
no haber adquirido en ningún momento la nacionalidad española, habida 
cuenta la fecha de efectos de la declaración de nacionalidad con valor de 
simple presunción de su padre, que se produjo además cuando el 
interesado era mayor de edad por lo que tampoco estuvo bajo la patria 
potestad de un español, como la pretensión de recuperación. 

4.- Notificada la resolución, el interesado interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado reiterando que a su 
progenitor se le declaró la nacionalidad española de origen por lo que sí 
estuvo bajo la patria potestad de un español.

5.- De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que 
interesó su desestimación. La Encargada del Registro Civil Central remitió 
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el expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para 
su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 20 y 26 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro 
Civil; 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 
de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008 y 29-4ª de enero de 2009.

II.- El interesado, nacido en territorio del Sáhara Occidental en 1981, 
solicitó la opción a la nacionalidad española alegando que su padre es 
español de origen nacido en España. Posteriormente, incorporó al 
expediente la solicitud de recuperación de nacionalidad, al entender que 
su padre no ha perdido en ningún momento su condición de español, por 
lo que esta es también la nacionalidad de origen del promotor. La 
Encargada del Registro Civil Central denegó tanto la posibilidad de optar, 
prevista en el art. 20 CC., como la de recuperar, prevista en el artículo 26 
del mismo texto legal. Contra el acuerdo de denegación se presentó 
recurso insistiendo en que el padre del recurrente es español desde su 
nacimiento y nunca ha perdido tal nacionalidad.

III.- Por lo que se refiere a la opción del artículo 20.1b) CC basada en que 
el interesado es hijo de español de origen nacido en España, además de 
no resultar acreditado que la nacionalidad del padre lo sea de origen, lo 
cierto es que los nacidos en el territorio del Sáhara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sáhara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.
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IV.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sáhara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sáhara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada a cabo en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del 
Sáhara en relación con el territorio metropolitano según el derecho 
internacional. En concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius 
soli tiene el nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia 
con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”.

V.- Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. 
La cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de su 
territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina científica 
una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano y territorio 
colonial. A tal dificultad se añade la actitud cambiante de la política colonial 
como consecuencia de lo mutable también de las relaciones internacionales, 
caracterización a la que no ha podido sustraerse la posición española en 
África ecuatorial y occidental, y que se hace patente a través de una legislación 
que sigue, como ha señalado el Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante 
integrado por tres etapas fundamentales: a) en un primer momento dichos 
territorios se consideraron simplemente colonias; b) vino luego la fase de 
provincialización durante la que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por 
último, se entra en la fase de descolonización, que reviste la forma de 
independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de 
autodeterminación en el Sahara.

VI.- Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea 
de equiparar aquel territorio del Sáhara, no obstante sus peculiaridades, 
con una «provincia» española y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
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equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959).

VII.- No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden 
jurídico público internacional y, especialmente, la doctrina sobre 
«descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, 
Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre 
de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujo al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, 
a la diferenciación de «territorios», puesta finalmente de relieve con 
rotunda claridad por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» 
del Sáhara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias 
sobre el territorio no autónomo del Sáhara, que durante algunos años ha 
estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen 
peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado 
parte del territorio nacional».

VIII.- Y en cuanto a la pretendida recuperación, para poder recuperar la 
nacionalidad española ha de probarse suficientemente que se ostentó de 
iure en un momento anterior dicha nacionalidad. El interesado no prueba 
en este caso tal circunstancia, pues su solicitud se basa en la supuesta 
transmisión de la nacionalidad iure sanguinis a través de su padre, quien 
actualmente tiene nacionalidad española, pero sin que se haya acreditado 
que cuando el recurrente nació el padre ostentara tal nacionalidad, que 
figura en su inscripción de nacimiento por medio de anotación marginal 
como consecuencia de la declaración, con valor de simple presunción, 
efectuada en 2007 por el Registro Civil de Arrecife de Lanzarote, momento 
en el que el promotor ya era mayor de edad, por lo que tampoco puede 
apreciarse la concurrencia del requisito para la aplicación del artículo 
20.1.a del Código Civil.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (88ª)
III.3.2  Opción a la nacionalidad española

1º.- No es posible el ejercicio de la opción a la nacionalidad española 
prevista en el artículo 20.1.b del Código Civil, redacción dada por Ley 
36/2002, porque no está acreditado que el solicitante, nacido en territorio 
del Sáhara Occidental en 1983, sea hijo de padre originariamente español 
nacido en España.

2º.- No es posible la opción por razón de patria potestad si el interesado 
ya era mayor de edad cuando surte su efecto la declaración de nacionalidad 
con valor de simple presunción del padre.

3º.- Para poder recuperar la nacionalidad española es preciso haberla 
ostentado con anterioridad y no está acreditado que dicha circunstancia 
concurra en el solicitante.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española remitido a este 
centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado 
contra auto dictado por el Magistrado Juez Encargado del Registro Civil 
Central.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Torredelcampo 
(Jaén) el Sr. O. solicitaba el ejercicio del derecho de opción a la 
nacionalidad española por ser hijo de español de origen nacido en España. 
Consta en el expediente la siguiente documentación: certificado de 
empadronamiento en T. desde el 5 de enero de 2009, auto de 7 de mayo 
de 2007 del Registro Civil de Arrecife de Lanzarote por el que se declara 
la nacionalidad española con valor de simple presunción del padre del 
solicitante e inscripción de nacimiento de este en el Registro Civil Central 
en julio de 2008 con la anotación sobre nacionalidad correspondiente, 
pasaporte marroquí del solicitante expedido en el año 2005 e inscrito en el 
Consulado de Marruecos en Las Palmas de Gran Canaria en abril de 
2008, permiso de residencia temporal en España como ciudadano 
marroquí, nacido en El A. el 21 de agosto de 1983, certificados marroquí 
de nacimiento en el que se supone que por error se hace constar una 
fecha de inscripción anterior a la de nacimiento, documento nacional de 
identidad y pasaporte españoles del padre, tras su declaración de 
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nacionalidad, certificado marroquí de parentesco y certificado marroquí de 
antecedentes penales.

2.- El 22 de enero de 2009 el promotor se ratifica y aporta permiso de 
residencia en España como familiar de residente comunitario, tras la 
declaración de nacionalidad de su padre. El 26 de mayo siguiente, en 
comparecencia ante el Registro Civil de Jaén, el interesado suscribió acta 
en la que solicitaba la recuperación de la nacionalidad española.

3.- Remitido el expediente al Registro Civil Central, competente para su 
resolución, el Encargado del Registro requirió del promotor certificación 
literal original de nacimiento, ya que apreció la discrepancia de fechas 
puesta de manifiesto en el primero de los antecedentes de esta resolución 
y certificado de nacimiento de su madre. Se aportó al expediente 
inscripción en los libros Cheránicos de 1969 del nacimiento de la madre 
del promotor y del matrimonio de los padres, y certificado literal de 
nacimiento del interesado con la misma discrepancia de fechas. El 
Ministerio Fiscal en su informe previo se opone a lo solicitado y el 
Encargado del Registro dictó auto el 2 de marzo de 2011 denegando tanto 
la posibilidad de opción, por no haber adquirido en ningún momento la 
nacionalidad española, habida cuenta la fecha de efectos de la declaración 
de nacionalidad con valor de simple presunción de su padre, que se 
produjo además cuando el interesado era mayor de edad por lo que 
tampoco estuvo bajo la patria potestad de un español, como la pretensión 
de recuperación. 

4.- Notificada la resolución, el interesado interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado reiterando que a su 
progenitor se le declaró la nacionalidad española de origen por lo que sí 
estuvo bajo la patria potestad de un español.

5.- De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que 
interesó su desestimación. El Encargado del Registro Civil Central remitió 
el expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para 
su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 20 y 26 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro 
Civil; 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 
de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
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Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008 y 29-4ª de enero de 2009.

II.- El interesado, nacido en territorio del Sáhara Occidental en 1983, 
solicitó la opción a la nacionalidad española alegando que su padre es 
español de origen nacido en España. Posteriormente, incorporó al 
expediente la solicitud de recuperación de nacionalidad, al entender que 
su padre no ha perdido en ningún momento su condición de español, por 
lo que esta es también la nacionalidad de origen del promotor. El 
Encargado del Registro Civil Central denegó tanto la posibilidad de optar, 
prevista en el art. 20 CC., como la de recuperar, prevista en el artículo 26 
del mismo texto legal. Contra el acuerdo de denegación se presentó 
recurso insistiendo en que el padre del recurrente es español desde su 
nacimiento y nunca ha perdido tal nacionalidad.

III.- Por lo que se refiere a la opción del artículo 20.1b) CC. basada en que 
el interesado es hijo de español de origen nacido en España, además de 
no resultar acreditado que la nacionalidad del padre lo sea de origen, lo 
cierto es que los nacidos en el territorio del Sáhara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sáhara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

IV.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sáhara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sáhara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada a cabo en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del 
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Sáhara en relación con el territorio metropolitano según el derecho 
internacional. 

En concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”.

V.- Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos 
antecedentes. La cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más 
debatidas y oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la 
naturaleza de su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en 
la doctrina científica una explicación sobre la distinción entre territorio 
metropolitano y territorio colonial. A tal dificultad se añade la actitud 
cambiante de la política colonial como consecuencia de lo mutable 
también de las relaciones internacionales, caracterización a la que no ha 
podido sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y 
que se hace patente a través de una legislación que sigue, como ha 
señalado el Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por 
tres etapas fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se 
consideraron simplemente colonias; b) vino luego la fase de 
provincialización durante la que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) 
por último, se entra en la fase de descolonización, que reviste la forma de 
independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de 
autodeterminación en el Sahara.

VI.- Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea 
de equiparar aquel territorio del Sáhara, no obstante sus peculiaridades, 
con una «provincia» española y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959).
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VII.- No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden 
jurídico público internacional y, especialmente, la doctrina sobre 
«descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, 
Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre 
de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujo al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, 
a la diferenciación de «territorios», puesta finalmente de relieve con 
rotunda claridad por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» 
del Sáhara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias 
sobre el territorio no autónomo del Sáhara, que durante algunos años ha 
estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen 
peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado 
parte del territorio nacional».

VIII.- Y en cuanto a la pretendida recuperación, para poder recuperar la 
nacionalidad española ha de probarse suficientemente que se ostentó de 
iure en un momento anterior dicha nacionalidad. El interesado no prueba 
en este caso tal circunstancia, pues su solicitud se basa en la supuesta 
transmisión de la nacionalidad iure sanguinis a través de su padre, quien 
actualmente tiene nacionalidad española, pero sin que se haya acreditado 
que cuando el recurrente nació el padre ostentara tal nacionalidad, que 
figura en su inscripción de nacimiento por medio de anotación marginal 
como consecuencia de la declaración, con valor de simple presunción, 
efectuada en 2007 por el Registro Civil de Arrecife de Lanzarote, momento 
en el que el promotor ya era mayor de edad, por lo que tampoco puede 
apreciarse la concurrencia del requisito para la aplicación del artículo 
20.1.a del Código Civil.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (127ª)
III.3.2  Opción a la nacionalidad española

No es posible la opción si el interesado no acredita su situación conforme 
a los supuestos contemplados por los apartados a) y b) del artículo 20.1 
del Código Civil.

En las actuaciones sobre inscripción de nacimiento y opción a la 
nacionalidad española remitidas a este Centro en trámite de recurso, en 
virtud del entablado por el promotor contra auto dictado por la Magistrada 
Juez Encargada del Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Mediante comparecencia en el Registro Civil de Balmaseda (Vizcaya) 
el 26 de junio de 2009, Don El K. nacido el 5 de mayo de 1979 en O. 
(Argelia) según el permiso de residencia o en S. (Sahara Occidental) 
según otros documentos, solicitaba su inscripción de nacimiento en el 
Registro Civil español como consecuencia de que su padre había sido 
declarado español de origen, adjuntando hoja declarativa de datos para la 
inscripción. Adjuntaba, entre otra, la siguiente documentación: permiso de 
residencia temporal en España como ciudadano argelino nacido en O. 
documento nacional de identidad de su padre una vez declarado español, 
inscripción de nacimiento de su padre en el Registro Civil español, con 
fecha 5 de marzo de 2009, con anotación de nacionalidad con valor de 
simple presunción por resolución del Registro Civil de Valencia de fecha 
21 de marzo de 2005 y, expedidos por los representantes de la denominada 
República Árabe Saharaui Democrática, certificado de nacimiento en el 
que se hace constar que nació en S. certificado de subsanación 
(concordancia de nombres), certificado de que residió en los campamentos 
de refugiados saharauis de Argelia, certificado de paternidad en el que se 
hace constar que nació en O. y certificado de nacionalidad. 

2.- Ratificado el promotor, comparecen con fecha 10 de julio de 2009 
comparecen dos testigos, el Ministerio Fiscal informa favorablemente la 
petición al igual que el Encargado del Registro Civil de Balmaseda que 
remite, con fecha 28 de julio siguiente, el expediente al Registro Civil 
Central por ser el competente, en su caso, para la inscripción. Consta 
aportada al expediente copia de la declaración efectuada en octubre de 
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2008 por el padre del promotor, Sr. C. en su propio expediente de 
inscripción relativa a su hijo, H. nacido el 5 de mayo de 1979. 

3.-Con fecha 24 de junio de 2010 el Registro Civil Central requiere al 
interesado para que aporte documento de identificación de su madre y 
para que se le comunique su filiación según la legislación española y se 
levante acta de recuperación de la nacionalidad española. El promotor 
aporta documento de identidad de su madre expedido por los 
representantes de la denominada República Árabe Saharaui Democrática. 
El Ministerio Fiscal se opone a la inscripción de nacimiento solicitada ya 
que cuando surte efectos la declaración de nacionalidad española con 
valor de simple presunción del padre del promotor este ya era mayor de 
edad. El Encargado del Registro Civil Central dictó acuerdo de fecha 7 de 
marzo de 2011 denegando la solicitud de inscripción de nacimiento y 
opción a la nacionalidad española por considerar que no concurren los 
requisitos del artículo 20.1.a del Código Civil, ya que el interesado nunca 
estuvo sujeto a la patria potestad de un español, toda vez que tenía la 
mayoría de edad cuando su padre fue declarado español con valor de 
simple presunción, año 2005.

4.- Notificada la resolución, el promotor presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado reiterando su solicitud en base a 
lo establecido en al apartado b del artículo 20.1 del Código Civil, que 
otorga el derecho a optar a la nacionalidad española a aquellas personas 
cuyo padre o madre hubiere sido originariamente español y nacido en 
España, en su caso S. sin que en este caso la solicitud esté sujeta a 
plazo.

5.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste consideró que procede 
la confirmación del auto apelado y el Encargado del Registro Civil Central 
se ratificó en la decisión adoptada y remitió el expediente a la Dirección 
General de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 20 de la redacción vigente del Código Civil; 15, 16 y 
23 de la Ley del Registro Civil (LRC); 66, 68 y 85 del Reglamento del 
Registro Civil (RRC); y las Resoluciones, entre otras, de 23 de abril, 12-9ª 
de septiembre y 5-2ª de diciembre de 2001; 21-5ª de enero, 5 de mayo y 
6-3ª de noviembre de 2003; 20-1ª de julio de 2004; 20-3ª de septiembre 
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de 2005; 20-5ª de noviembre de 2006; 2-4ª de junio y 4-7ª de diciembre 
de 2008 y 21-4ª de abril de 2009; 16-2ª de Febrero y 6-2ª de Abril de 2010.

II.- El interesado, nacido en S. (Sahara Occidental) o en O. (Argelia) según 
la documentación en 1979, ha pretendido optar a la nacionalidad española 
al amparo de lo dispuesto en el vigente artículo 20.1 del Código Civil. El 
Encargado del Registro Civil Central denegó la petición mediante auto de 
7 de marzo de 2011 por estimar que no estaban suficientemente 
acreditados los requisitos necesarios con la documentación aportada. 
Contra el acuerdo de denegación se interpuso el recurso actual. 

III.- Pues bien, en relación con el supuesto de hecho del artículo 20.1.a) 
del Código Civil no hay duda de que el interesado no ha estado sujeto a la 
patria potestad de un español, puesto que en el momento en el que el 
padre es declarado español con valor de simple presunción, el 21 de 
marzo de 2005, momento en el que la nacionalidad surte efectos, el 
interesado ya era mayor de edad según su estatuto personal, ya que tenía 
25 años de edad. 

IV.- Por otra parte, el artículo 20.1.b) del Código Civil dispone que tienen 
derecho a optar a la nacionalidad española “aquellas [personas] cuyo 
padre o madre hubiera sido originariamente español y nacido en España”. 
En el presente caso, si bien consta que el padre del interesado ha sido 
declarado español de origen con valor de simple presunción, de acuerdo 
con la certificación literal de nacimiento que obra en el expediente, el 
mismo nació en S. (Sahara Occidental), no siendo posible estimar el 
presente recurso, al no cumplirse tampoco uno de los requisitos 
establecidos en el artículo 20.1.b) del Código Civil. Además gran parte de 
la documentación, fundamentalmente la relativa al nacimiento y filiación 
del promotor, está emitida por la República Árabe Saharaui Democrática, 
y esta no pueda ser tenida en cuenta ya que no ofrece garantías análogas 
a las exigidas para la inscripción por la ley española. Al respecto ha de 
tenerse en cuenta que las competencias de calificación del Encargado 
respecto de la certificación extranjera se extienden al examen de la 
competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio 
de cargo que le habilite para tal expedición con base legal suficiente para 
ello, base, que en este caso no existe al no estar establecidos los órganos 
del Registro Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un 
ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido.
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Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (131ª)
III.3.2  Opción a la nacionalidad española

No es posible la opción si la interesada no acredita su situación conforme 
a los supuestos contemplados por los apartados a) y b) del artículo 20.1 
del Código Civil.

En las actuaciones sobre inscripción de nacimiento y opción a la 
nacionalidad española remitidas a este Centro en trámite de recurso, en 
virtud del entablado por la promotora contra auto dictado por el Magistrado 
Juez Encargado del Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Mediante comparecencia en el Registro Civil de Amurrio (Álava) el 30 
de noviembre de 2010, Doña M. nacida el 3 de abril de 1982 en B. 
(Argelia), solicitaba su inscripción de nacimiento en el Registro Civil 
español como consecuencia de que su madre había sido declarada 
española de origen, adjuntando hoja declarativa de datos para la 
inscripción. Adjuntaba, entre otra, la siguiente documentación: permiso de 
residencia temporal en España como ciudadana argelina nacida en B. 
documento nacional de identidad de su madre una vez declarada 
española, inscripción de nacimiento de su madre en el Registro Civil 
español, con fecha 24 de enero de 2008, con anotación de nacionalidad 
con valor de simple presunción por resolución del Registro Civil de 
Durango de fecha 30 de agosto de 2006, certificado de empadronamiento 
en L. (Á.) y, expedidos por los representantes de la denominada República 
Árabe Saharaui Democrática, certificado de nacimiento en el que se hace 
constar que nació en B. y certificado de paternidad. 
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2.- Ratificado el promotor, con fecha 21 de enero de 2011, comparecen 
con fecha 24 del mismo mes dos testigos, el Ministerio Fiscal no se opone 
a conceder la petición al igual que la Encargada del Registro Civil de 
Amurrio que remite, con fecha 3 de febrero de 2011, el expediente con 
informe favorable al Registro Civil Central por ser el competente, en su 
caso, para la inscripción. 

3.-Con fecha 30 de diciembre de 2011 el Encargado del Registro Civil 
Central dictó acuerdo denegando la solicitud de inscripción de nacimiento 
y opción a la nacionalidad española por considerar que no concurren los 
requisitos del artículo 20.1.a del Código Civil, ya que la interesada nunca 
estuvo sujeta a la patria potestad de un español, toda vez que tenía la 
mayoría de edad cuando su madre fue declarada española con valor de 
simple presunción, año 2006.

4.- Notificada la resolución, la promotora presentó recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado en el que pone de 
manifiesto que hay un error en la resolución respecto a su lugar de 
nacimiento, reiterando su solicitud en base a lo establecido en al apartado 
b del artículo 20.1 del Código Civil, que otorga el derecho a optar a la 
nacionalidad española a aquellas personas cuyo padre o madre hubiere 
sido originariamente español y nacido en España, que su madre fue titular 
de documento nacional de identidad del Sahara desde 1972, que otro 
familiar suyo en sus mismas circunstancias fue inscrita. Aportando nueva 
documentación, ficha familiar de la madre, auto por el que se declara a la 
madre de la promotora española con valor de simple presunción por 
consolidación, pasaporte de la madre, certificado de las autoridades 
policiales españolas de que la madre fue titular de documento nacional de 
identidad del Sahara desde 1972 y certificado de antecedentes penales. 

5.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste consideró que procede 
la confirmación del auto apelado y el Encargado del Registro Civil Central 
se ratificó en la decisión adoptada y remitió el expediente a la Dirección 
General de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso. 
Consta en el expediente que en el acuerdo de la resolución recurrida se 
hace constar que la interesada nació en B. S. (Marruecos).

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 20 de la redacción vigente del Código Civil; 15, 16 y 
23 de la Ley del Registro Civil (LRC); 66, 68 y 85 del Reglamento del 
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Registro Civil (RRC); y las Resoluciones, entre otras, de 23 de abril, 12-9ª 
de septiembre y 5-2ª de diciembre de 2001; 21-5ª de enero, 5 de mayo y 
6-3ª de noviembre de 2003; 20-1ª de julio de 2004; 20-3ª de septiembre 
de 2005; 20-5ª de noviembre de 2006; 2-4ª de junio y 4-7ª de diciembre 
de 2008 y 21-4ª de abril de 2009; 16-2ª de Febrero y 6-2ª de Abril de 2010.

II.- La interesada, nacida en B. (Argelia) en 1982, ha pretendido optar a la 
nacionalidad española al amparo de lo dispuesto en el vigente artículo 
20.1 del Código Civil. El Encargado del Registro Civil Central denegó la 
petición mediante auto de 30 de diciembre de 2011 por estimar que no 
estaban suficientemente acreditados los requisitos necesarios con la 
documentación aportada. Contra el acuerdo de denegación se interpuso 
el recurso actual. 

III.- Pues bien, en relación con el supuesto de hecho del artículo 20.1.a) 
del Código Civil no hay duda de que la interesada no ha estado sujeta a la 
patria potestad de un español, puesto que en el momento en el que la 
madre es declarada española con valor de simple presunción, el 30 de 
agosto de 2006, momento en el que la nacionalidad surte efectos, la 
interesada ya era mayor de edad según su estatuto personal, ya que tenía 
24 años de edad. 

IV.- Por otra parte, el artículo 20.1.b) del Código Civil dispone que tienen 
derecho a optar a la nacionalidad española “aquellas [personas] cuyo 
padre o madre hubiera sido originariamente español y nacido en España”. 
En el presente caso, si bien consta que la madre de la interesada ha sido 
declarada española de origen con valor de simple presunción, de acuerdo 
con la certificación literal de nacimiento que obra en el expediente, la 
misma nació en D. (Sahara Occidental), no siendo posible estimar el 
presente recurso, al no cumplirse tampoco uno de los requisitos 
establecidos en el artículo 20.1.b) del Código Civil. Además gran parte de 
la documentación, fundamentalmente la relativa al nacimiento y filiación 
del promotor, está emitida por la República Árabe Saharaui Democrática, 
y esta no pueda ser tenida en cuenta ya que no ofrece garantías análogas 
a las exigidas para la inscripción por la ley española. Al respecto ha de 
tenerse en cuenta que las competencias de calificación del Encargado 
respecto de la certificación extranjera se extienden al examen de la 
competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio 
de cargo que le habilite para tal expedición con base legal suficiente para 
ello, base, que en este caso no existe al no estar establecidos los órganos 
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del Registro Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un 
ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido.

V.- Por lo que se refiere a la concesión a otros familiares de la nacionalidad 
española, a la vista de los documentos aportados al expediente en prueba 
del presunto derecho de la ahora interesada, se observa que la 
documentación que sirvió de base en su momento para la declaración con 
valor de simple presunción de la nacionalidad española de aquéllos era 
similar a la contenida en el presente expediente, por lo que, si el Ministerio 
Fiscal considerara que les ha sido otorgada dicha nacionalidad de modo 
improcedente, cabría, a instancia de dicho órgano, incoar nuevos 
expedientes solicitando que se declare con valor de simple presunción 
que los interesados no son españoles.

A este respecto conviene recordar que, en desarrollo del principio básico 
de la legislación registral de concordancia del Registro Civil con la realidad, 
es doctrina reiterada de este Centro Directivo que, mientras subsista ese 
interés público de concordancia, no opera en el ámbito del Registro Civil 
el principio de autoridad de cosa juzgada. Por último debe significarse 
que, efectivamente, como manifiesta la recurrente en el auto se hizo 
constar su nacimiento en B. (Marruecos) en lugar de B. (Argelia), no 
obstante tratándose de un error material debe entenderse subsanado sin 
que en nada haya afectado al sentido de lo acordado.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (148ª)
III.3.2  Opción a la nacionalidad española

1º.- No es posible el ejercicio de la opción a la nacionalidad española 
prevista en el artículo 20.1.b del Código Civil, redacción dada por Ley 
36/2002, porque no está acreditado que el solicitante, nacido en territorio 
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del Sáhara Occidental en 1976, sea hijo de padre originariamente español 
nacido en España.

2º.- No es posible la opción por razón de patria potestad si el interesado 
ya era mayor de edad cuando surte su efecto la declaración de nacionalidad 
con valor de simple presunción del padre.

3º.- Para poder recuperar la nacionalidad española es preciso haberla 
ostentado con anterioridad y no está acreditado que dicha circunstancia 
concurra en el solicitante.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española remitido a este 
centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado 
contra auto dictado por la Magistrada Juez Encargada del Registro Civil 
Central.

HECHOS

1.- Mediante comparecencia en el Registro Civil de Arrecife, Lanzarote 
(Las Palmas), con fecha 8 de mayo de 2008, el Sr. M.B. solicitaba la 
inscripción de su nacimiento en el Registro Civil como consecuencia de 
que su padre había sido declarado español con valor de simple presunción 
en el año 2004. Consta en el expediente la siguiente documentación: 
certificado de empadronamiento en A. desde el 25 de abril de 2008, auto 
de 3 de mayo de 2004 del Registro Civil de Arrecife por el que se declara 
la nacionalidad española con valor de simple presunción del padre del 
solicitante e inscripción de nacimiento de este en el Registro Civil Central 
en diciembre de 2004 con la anotación sobre nacionalidad correspondiente, 
certificado del propio Registro Civil de las tres filiaciones del padre del 
promotor, permiso de residencia permanente en España como ciudadano 
marroquí, certificado marroquí de nacimiento en el que se hace constar 
que el acta de nacimiento es de 1978 y que el promotor nació en El Aaiún 
el 13 de marzo de 1976 y es de nacionalidad marroquí y documento 
nacional de identidad español del padre del promotor.

2.- El promotor se ratifica y en comparecencia ante el Registro Civil de 
Arrecife declara que su verdadero y originario nombre saharaui es M. M-F. 

3.-Remitido el expediente al Registro Civil Central, competente para su 
resolución, la Encargada del Registro requirió del promotor certificación 
literal original de nacimiento, certificado de nacimiento de su madre, hoja 
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declaratoria de datos y acta de recuperación de la nacionalidad española, 
de acuerdo con el artículo 26 del Código Civil. Comparece el promotor con 
fecha 18 de diciembre de 2009 en el Registro Civil de Arrecife y aporta 
certificado literal de nacimiento propio, en el que ahora se hace referencia 
a un acta de nacimiento de 1977, certificado de nacimiento de su madre e 
inscripción en el Registro Civil español del matrimonio de los padres con 
fecha 23 de septiembre de 2009. No aportando el acta de recuperación 
también requerida, por lo que es de nuevo solicitada por el Registro Civil 
Central levantándose con fecha 31 de enero de 2010, tras sucesivos 
intentos de notificación al promotor. 

4.- El Ministerio Fiscal en su informe previo manifiesta que no puede 
llevarse a cabo la inscripción de nacimiento solicitada ya que el promotor, 
habida cuenta su edad cuando fue declarada la nacionalidad española de 
su padre, nunca estuvo bajo la patria potestad de un español y tampoco 
puede recuperar la nacionalidad española porque nunca la ostentó.

Con fecha 1 de junio de 2011 la Encargada del Registro Civil Central dictó 
Auto que reiterando los argumentos del Ministerio Fiscal resuelve que el 
promotor no ha adquirido en ningún momento la nacionalidad española. 

5.- Notificada la resolución, el interesado interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado alegando que en el 
momento de su nacimiento sus padres ostentaban la nacionalidad 
española, por lo que él sería español por aplicación del artículo 17 del 
Código Civil, añadiendo que sus padres no pudieron optar en nombre en 
1976 por encontrarse en territorio ocupado y, por último invoca su derecho 
a la nacionalidad por su periodo de residencia en España de acuerdo con 
el artículo 22 del Código Civil. 

6.- De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que 
interesó su desestimación. El Encargado del Registro Civil Central remitió 
el expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para 
su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 20 y 26 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro 
Civil; 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 
de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
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otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008 y 29-4ª de enero de 2009.

II.- El interesado, nacido en territorio del Sáhara Occidental en 1976, 
solicitó la opción a la nacionalidad española alegando que su padre había 
sido declarado español de origen con valor de simple presunción en el 
año 2004. Posteriormente, incorporó al expediente la solicitud de 
recuperación para sí de la nacionalidad española. La Encargada del 
Registro Civil Central denegó tanto la posibilidad de optar, prevista en el 
art. 20 CC., como la de recuperar, prevista en el artículo 26 del mismo 
texto legal. Contra el acuerdo de denegación se presentó recurso 
insistiendo en que el padre del recurrente es español desde su nacimiento 
y nunca ha perdido tal nacionalidad.

III.- Por lo que se refiere a la opción del artículo 20.1b) Cc basada en que 
el interesado es hijo de español de origen nacido en España, además de 
no resultar acreditado que la nacionalidad del padre lo sea de origen, lo 
cierto es que los nacidos en el territorio del Sáhara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sáhara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

IV.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sáhara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sáhara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada a cabo en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del 
Sáhara en relación con el territorio metropolitano según el derecho 
internacional. 
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En concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”.

V.- Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos 
antecedentes. La cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más 
debatidas y oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la 
naturaleza de su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en 
la doctrina científica una explicación sobre la distinción entre territorio 
metropolitano y territorio colonial. A tal dificultad se añade la actitud 
cambiante de la política colonial como consecuencia de lo mutable 
también de las relaciones internacionales, caracterización a la que no ha 
podido sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y 
que se hace patente a través de una legislación que sigue, como ha 
señalado el Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por 
tres etapas fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se 
consideraron simplemente colonias; b) vino luego la fase de 
provincialización durante la que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) 
por último, se entra en la fase de descolonización, que reviste la forma de 
independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de 
autodeterminación en el Sahara.

VI.- Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea 
de equiparar aquel territorio del Sáhara, no obstante sus peculiaridades, 
con una «provincia» española y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos».

Es importante destacar que como manifestación de esta posición España 
negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información sobre 
«los territorios no autónomos» (1958 y 1959).

http://


M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

2020Boletín del Ministerio de Justicia

Nacionalidad

VII.- No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden 
jurídico público internacional y, especialmente, la doctrina sobre 
«descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, 
Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 
1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujo al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la 
diferenciación de «territorios», puesta finalmente de relieve con rotunda 
claridad por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sáhara 
cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sáhara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías al 
provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio nacional».

VIII.- Y en cuanto a la pretendida recuperación, para poder recuperar la 
nacionalidad española ha de probarse suficientemente que se ostentó de 
iure en un momento anterior dicha nacionalidad. 

El interesado no prueba en este caso tal circunstancia, pues su solicitud 
se basa en la supuesta transmisión de la nacionalidad iure sanguinis a 
través de su padre, quien actualmente tiene nacionalidad española, pero 
sin que se haya acreditado que cuando el recurrente nació el padre 
ostentara tal nacionalidad, que figura en su inscripción de nacimiento por 
medio de anotación marginal como consecuencia de la declaración, con 
valor de simple presunción, efectuada en 2007 por el Registro Civil de 
Arrecife de Lanzarote, momento en el que el promotor ya era mayor de 
edad, por lo que tampoco puede apreciarse la concurrencia del requisito 
para la aplicación del artículo 20.1.a del Código Civil. Debiendo significarse 
respecto a la invocación que el recurrente hace en su escrito al artículo 22 
del Código Civil, que regula la concesión de la nacionalidad española por 
la residencia en España, que se trata de una nueva causa petendi que no 
figuraba en la solicitud inicial y que, además tiene su propio procedimiento 
competencia del Ministerio de Justicia.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (204ª)
III.3.2  Opción a la nacionalidad española

No es posible el ejercicio de la opción a la nacionalidad española prevista 
en el artículo 20.1b) del Código Civil, redacción dada por Ley 36/2002, 
porque no está acreditado que el solicitante, nacido en territorio del Sáhara 
Occidental en 1976, sea hijo de madre originariamente española nacida 
en España.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española remitido a este 
centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado 
contra auto dictado por el encargado del Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Mediante formulario presentado en el Registro Civil de Alzira (Valencia) 
el 14 de abril de 2009, el Sr. Z. nacido en O. (Argelia) en 1976, solicitaba 
el ejercicio del derecho de opción a la nacionalidad española por ser hijo 
de madre española de origen nacida en España. Consta en el expediente 
la siguiente documentación: permiso de residencia en España, pasaporte 
argelino, documento de identidad y certificados de ciudadanía saharaui, 
de nacimiento y de filiación expedidos por autoridades de la denominada 
República Árabe Saharaui Democrática, certificado de empadronamiento, 
DNI e inscripción de nacimiento en el Registro Civil Central de M. con 
anotación marginal de declaración de nacionalidad española con valor de 
simple presunción en virtud de resolución de junio de 2005 del encargado 
del Registro Civil de Valencia.

2.- Remitido el expediente al Registro Civil Central, a requerimiento 
expreso de este órgano, el interesado inició expediente de inscripción de 
nacimiento fuera de plazo porque, a juicio del registro, el certificado de 
nacimiento aportado no reunía las condiciones previstas en el artículo 23 
de la Ley del Registro Civil.

3.- Previo informe desfavorable del ministerio fiscal, el encargado del 
Registro Civil Central dictó auto el 19 de abril de 2011 denegando la 
pretensión por falta de cumplimiento de los requisitos necesarios. 

4.- Notificada la resolución, el interesado interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado reiterando que su 
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madre es española de origen nacida en España, dado que nació en el 
Sáhara cuando este territorio se encontraba bajo autoridad española.

5.- De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que 
interesó su desestimación. El encargado del Registro Civil Central remitió 
el expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para 
su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 20 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008 y 29-4ª de enero de 2009. 

II.- El interesado, nacido en Argelia en 1976, ha pretendido optar a la 
nacionalidad española al amparo de lo dispuesto en el artículo 20.1b) CC. 
basándose en que es hijo de madre originariamente española y nacida en 
España. El encargado del registro denegó la petición por estimar que no 
concurren los requisitos necesarios. Contra la resolución desestimatoria 
se presentó el recurso examinado.

III.- El artículo 20.1b) CC. otorga el derecho de opción, sin sujeción a 
plazo alguno, a los hijos de madre o padre originariamente español y 
nacido en España, pero en este caso la madre del interesado nació en el 
Sáhara Occidental y lo cierto es que los nacidos en ese territorio cuando 
era posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino 
sólo súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, 
por más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España 
de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el 
que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sáhara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76. 
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IV.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sáhara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sáhara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada a cabo en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del 
Sáhara en relación con el territorio metropolitano según el derecho 
internacional. En concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius 
soli tiene el nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia 
con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”.

V.- Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. 
La cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de su 
territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina científica 
una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano y territorio 
colonial. A tal dificultad se añade la actitud cambiante de la política colonial 
como consecuencia de lo mutable también de las relaciones internacionales, 
caracterización a la que no ha podido sustraerse la posición española en 
África ecuatorial y occidental, y que se hace patente a través de una legislación 
que sigue, como ha señalado el Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante 
integrado por tres etapas fundamentales: a) en un primer momento dichos 
territorios se consideraron simplemente colonias; b) vino luego la fase de 
provincialización durante la que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por 
último, se entra en la fase de descolonización, que reviste la forma de 
independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de 
autodeterminación en el Sahara.

VI.- Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sáhara, no obstante sus peculiaridades, con una 
«provincia» española y, por ello, se llegó a considerarlo como una extensión 
del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a dudas sobre un 
posible corolario derivado del mismo, consistente en el reconocimiento a la 
población saharaui de su condición de nacionales españoles. En apoyo de tal 
tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 abril 1961 que estableció «las 
bases sobre las que debe asentarse el ordenamiento jurídico de la Provincia 
del Sahara en sus regímenes municipal y provincial». Con esta norma se 
pretendía hacer manifiesta la equiparación de los «stati» entre «españoles 
peninsulares» y «españoles nativos».
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 Es importante destacar que como manifestación de esta posición España 
negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información sobre 
«los territorios no autónomos» (1958 y 1959).

VII.- No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden 
jurídico público internacional y, especialmente, la doctrina sobre 
«descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, 
Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 
1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujo al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la 
diferenciación de «territorios», puesta finalmente de relieve con rotunda 
claridad por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sáhara 
cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sáhara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías al 
provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio nacional».

VIII.- En consecuencia, no concurren los presupuestos establecidos por el 
artículo 20.1b) para el ejercicio del derecho de opción por parte del solicitante. 

IX.- Cabe decir también, finalmente, que la documentación expedida por 
autoridades de la denominada República Árabe Saharaui Democrática no 
puede tenerse en cuenta porque no ofrece garantías análogas a las 
exigidas para la inscripción por la ley española (cfr. arts. 23 LRC y 85 
RRC). Las competencias de calificación del encargado del Registro Civil 
respecto de la certificación extranjera se extienden al examen de la 
competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio 
de cargo que le habilite para tal expedición con base legal suficiente para 
ello, base que en este caso no existe al no estar establecidos los órganos 
del Registro Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un 
ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (205ª)
III.3.2  Opción a la nacionalidad española

1º.- No es posible el ejercicio de la opción a la nacionalidad española 
prevista en el artículo 20.1b) del Código Civil, redacción dada por Ley 
36/2002, porque no está acreditado que la solicitante, nacida en territorio 
del Sáhara Occidental en 1976, sea hija de padre originariamente español 
nacido en España.

2º.- Para poder recuperar la nacionalidad española es preciso haberla 
ostentado con anterioridad y no está acreditado que dicha circunstancia 
concurra en la solicitante.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española remitido a este 
centro en trámite de recurso por virtud del entablado por la interesada 
contra auto dictado por el encargado del Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Mediante formulario presentado en el Registro Civil de Ciudad Real el 
16 de julio de 2008, la Sra. M. solicitaba el ejercicio del derecho de opción 
a la nacionalidad española por ser hija de español de origen nacido en 
España. Consta en el expediente la siguiente documentación: permiso de 
residencia en España, pasaporte argelino, DNI, pasaporte español e 
inscripción de nacimiento en el Registro Civil Central de B. con anotación 
marginal de declaración de nacionalidad española con valor de simple 
presunción mediante resolución de 29 de noviembre de 2003 del 
encargado del Registro Civil de Sevilla, comunicación del Ministerio de 
Cultura de inexistencia de antecedentes relativos a la promotora en los 
libros Cheránicos que se conservan en los fondos del Archivo General de 
la Administración, certificado del Ministerio del Interior de residencia legal 
en España, inscripción de nacimiento en el Registro Civil Central de H. 
con marginal de nacionalidad española con valor de simple presunción 
declarada por resolución del encargado del Registro Civil de Alcira el 4 de 
abril de 2007, libro de familia de la promotora y DNI de dos hijos menores 
de edad, documento de identidad y certificado de filiación expedido por la 
denominada República Árabe Saharaui Democrática y cuestionario de 
declaración de datos para la inscripción.
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2.- Remitido el expediente al Registro Civil Central, por requerimiento 
expreso de este órgano, la interesada compareció el 26 de octubre de 
2009 ante el Registro Civil de Ciudad Real con objeto de iniciar expediente 
de inscripción de nacimiento fuera de plazo. Posteriormente, el 29 de 
diciembre de 2009, compareció nuevamente ante el registro donde 
suscribió acta en la que solicitaba la recuperación de la nacionalidad 
española. 

3.- El encargado del Registro Civil Central dictó auto el 10 de mayo de 
2011 denegando tanto la posibilidad de opción del artículo 20.1b) del 
Código Civil como la pretensión de recuperación. 

4.- Notificada la resolución, la interesada interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado reiterando que su 
progenitor es español de origen nacido en España, dado que nació en el 
Sáhara cuando este territorio era una provincia española, y alegando que 
a su hermano también le ha sido declarada ya la nacionalidad española 
por los mismos motivos que ella invoca.

5.- De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que 
interesó su desestimación. El encargado del Registro Civil Central remitió 
el expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para 
su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 20 y 26 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro 
Civil; 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 
de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008 y 29-4ª de enero de 2009. 

II.- La interesada, nacida, según su declaración, en territorio del Sáhara 
Occidental en 1976, solicitó la opción a la nacionalidad española alegando 
que su padre es español de origen nacido en España. Posteriormente, 
incorporó al expediente la solicitud de recuperación de nacionalidad, al 
entender que su padre no había perdido en ningún momento su condición 
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de español, por lo que esta es también la nacionalidad de origen de la 
promotora. El encargado del registro denegó tanto la posibilidad de optar, 
prevista en el art. 20 CC., como la de recuperar. Contra el acuerdo de 
denegación se presentó recurso insistiendo en que el padre de la 
recurrente es español desde su nacimiento y nunca ha perdido tal 
nacionalidad.

III.- Por lo que se refiere a la opción del artículo 20.1b) CC. basada en que 
la interesada es hija, según su declaración, de un español de origen 
nacido en España, lo cierto es que los nacidos en el territorio del Sáhara 
cuando éste era posesión española no eran propiamente nacionales 
españoles, sino sólo súbditos de España que se beneficiaban de la 
nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones anteriores 
al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El 
principio apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 
19 de noviembre de 1975, porque sólo así cobra sentido que a los 
naturales del Sáhara se les concediera en ciertas condiciones la 
oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a 
contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. 

IV.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sáhara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sáhara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada a cabo en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del 
Sáhara en relación con el territorio metropolitano según el derecho 
internacional. En concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius 
soli tiene el nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia 
con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”.

V.- Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos 
antecedentes. La cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más 
debatidas y oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la 
naturaleza de su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en 
la doctrina científica una explicación sobre la distinción entre territorio 
metropolitano y territorio colonial. 
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A tal dificultad se añade la actitud cambiante de la política colonial como 
consecuencia de lo mutable también de las relaciones internacionales, 
caracterización a la que no ha podido sustraerse la posición española en 
África ecuatorial y occidental, y que se hace patente a través de una 
legislación que sigue, como ha señalado el Tribunal Supremo, un itinerario 
zigzagueante integrado por tres etapas fundamentales: a) en un primer 
momento dichos territorios se consideraron simplemente colonias; b) vino 
luego la fase de provincialización durante la que se intenta su asimilación 
a la metrópoli; c) por último, se entra en la fase de descolonización, que 
reviste la forma de independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o 
retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el Sahara.

VI.- Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea 
de equiparar aquel territorio del Sáhara, no obstante sus peculiaridades, 
con una «provincia» española y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959).

VII.- No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden 
jurídico público internacional y, especialmente, la doctrina sobre 
«descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, 
Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre 
de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujo al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, 
a la diferenciación de «territorios», puesta finalmente de relieve con 
rotunda claridad por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» 
del Sáhara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias 
sobre el territorio no autónomo del Sáhara, que durante algunos años ha 
estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen 
peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado 
parte del territorio nacional».
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VIII.- En cuanto a la pretendida recuperación, para poder recuperar la 
nacionalidad española ha de probarse suficientemente que se ostentó de 
iure en un momento anterior dicha nacionalidad. 

La interesada no prueba en este caso tal circunstancia, pues su solicitud 
se basa en la supuesta transmisión de la nacionalidad iure sanguinis a 
través de quien dice ser su padre, actualmente de nacionalidad española, 
pero sin que se haya acreditado que cuando la recurrente nació el 
supuesto padre ostentara tal nacionalidad, que figura en su inscripción de 
nacimiento por medio de anotación marginal como consecuencia de la 
declaración, con valor de simple presunción, efectuada en 2003 por el 
Registro Civil de Sevilla. 

IX.- Finalmente, cabe decir que la documentación expedida por 
autoridades de la denominada República Árabe Saharaui Democrática no 
puede tenerse en cuenta porque no ofrece garantías análogas a las 
exigidas para la inscripción por la ley española (cfr. arts. 23 LRC y 85 
RRC).Las competencias de calificación del encargado del Registro Civil 
respecto de la certificación extranjera se extienden al examen de la 
competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio 
de cargo que le habilite para tal expedición con base legal suficiente para 
ello, base que en este caso no existe al no estar establecidos los órganos 
del Registro Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un 
ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (206ª)
III.3.2  Opción a la nacionalidad española

1º.- No es posible el ejercicio de la opción a la nacionalidad española 
prevista en el artículo 20.1b) del Código Civil, redacción dada por Ley 
36/2002, porque no está acreditado que el solicitante, nacido en territorio 
del Sáhara Occidental en 1977, sea hijo de padre originariamente español 
nacido en España.

2º.- Para poder recuperar la nacionalidad española es preciso haberla 
ostentado con anterioridad y no está acreditado que dicha circunstancia 
concurra en el solicitante.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española remitido a este 
centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado 
contra auto dictado por el encargado del Registro Civil Central

HECHOS

1.- Mediante formulario presentado en el Registro Civil de Jaén el 23 de 
abril de 2009, el Sr. T-A. solicitaba el ejercicio del derecho de opción a la 
nacionalidad española por ser hijo de español de origen nacido en España. 
Consta en el expediente la siguiente documentación: certificado de 
empadronamiento, auto de 31 de agosto de 2005 del Registro Civil de 
Granadilla de Abona por el que se declara la nacionalidad española con 
valor de simple presunción del padre del solicitante e inscripción de 
nacimiento de este en el Registro Civil Central en 2009 con la anotación 
sobre nacionalidad correspondiente, pasaporte marroquí del solicitante, 
permiso de residencia en España, certificados marroquíes de filiación, de 
individualidad y de nacimiento y cuestionario de datos para la inscripción 
en el Registro Civil Central.

2.- El 19 de mayo de 2009, en comparecencia ante el Registro Civil de 
Jaén, el interesado suscribió acta en la que solicitaba la recuperación de 
la nacionalidad española. 

3.- Remitido el expediente al Registro Civil Central, competente para su 
resolución, el encargado del registro dictó auto el 2 de marzo de 2011 
denegando tanto la posibilidad de opción del artículo 20.1b) del Código 
Civil como la pretensión de recuperación. 
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4.- Notificada la resolución, el interesado interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado reiterando que su 
progenitor es español de origen.

5.- De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que 
interesó su desestimación. El encargado del Registro Civil Central remitió 
el expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para 
su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 20 y 26 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro 
Civil; 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 
de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008 y 29-4ª de enero de 2009. 

II.- El interesado, nacido en territorio del Sáhara Occidental en 1977, 
solicitó la opción a la nacionalidad española alegando que su padre es 
español de origen nacido en España. Posteriormente, incorporó al 
expediente la solicitud de recuperación de nacionalidad, al entender que 
su padre no ha perdido en ningún momento su condición de español, por 
lo que esta es también la nacionalidad de origen del promotor. El 
encargado del registro denegó tanto la posibilidad de optar, prevista en el 
art. 20 CC., como la de recuperar. Contra el acuerdo de denegación se 
presentó recurso insistiendo en que el padre del recurrente es español 
desde su nacimiento y nunca ha perdido tal nacionalidad.

III.- Por lo que se refiere a la opción del artículo 20.1b) CC. basada en que 
el interesado es hijo de español de origen nacido en España, además de 
no resultar acreditado que la nacionalidad del padre lo sea de origen, lo 
cierto es que los nacidos en el territorio del Sáhara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
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porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sáhara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76. 

IV.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sáhara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sáhara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada a cabo en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del 
Sáhara en relación con el territorio metropolitano según el derecho 
internacional. En concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius 
soli tiene el nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia 
con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”.

V.- Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos 
antecedentes. La cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más 
debatidas y oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la 
naturaleza de su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en 
la doctrina científica una explicación sobre la distinción entre territorio 
metropolitano y territorio colonial. A tal dificultad se añade la actitud 
cambiante de la política colonial como consecuencia de lo mutable 
también de las relaciones internacionales, caracterización a la que no ha 
podido sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y 
que se hace patente a través de una legislación que sigue, como ha 
señalado el Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por 
tres etapas fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se 
consideraron simplemente colonias; b) vino luego la fase de 
provincialización durante la que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) 
por último, se entra en la fase de descolonización, que reviste la forma de 
independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de 
autodeterminación en el Sahara.

VI.- Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea 
de equiparar aquel territorio del Sáhara, no obstante sus peculiaridades, 
con una «provincia» española y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
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dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles.

En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 abril 1961 
que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el ordenamiento 
jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes municipal y 
provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la equiparación 
de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles nativos». Es 
importante destacar que como manifestación de esta posición España 
negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información sobre 
«los territorios no autónomos» (1958 y 1959).

VII.- No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden 
jurídico público internacional y, especialmente, la doctrina sobre 
«descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, 
Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre 
de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujo al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, 
a la diferenciación de «territorios», puesta finalmente de relieve con 
rotunda claridad por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» 
del Sáhara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias 
sobre el territorio no autónomo del Sáhara, que durante algunos años ha 
estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen 
peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado 
parte del territorio nacional».

VIII.- Y en cuanto a la pretendida recuperación, para poder recuperar la 
nacionalidad española ha de probarse suficientemente que se ostentó de 
iure en un momento anterior dicha nacionalidad. El interesado no prueba 
en este caso tal circunstancia, pues su solicitud se basa en la supuesta 
transmisión de la nacionalidad iure sanguinis a través de su padre, quien 
actualmente tiene nacionalidad española, pero sin que se haya acreditado 
que cuando el recurrente nació el padre ostentara tal nacionalidad, que 
figura en su inscripción de nacimiento por medio de anotación marginal 
como consecuencia de la declaración, con valor de simple presunción, 
efectuada en 2005 por el Registro Civil de Granadilla de Abona.
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Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.

III.6  RECUPERACION DE LA NACIONALIDAD

III.6.1  RECUPERACION DE LA NACIONALIDAD 
ESPAÑOLA

Resolución de 02 de Julio de 2014 (10ª)
III.6.1  Recuperación de nacionalidad española

1º.- Para poder recuperar la nacionalidad española es preciso haberla 
ostentado con anterioridad y no está acreditado que dicha circunstancia 
concurra en el solicitante.

2º.- No es español iure soli, conforme al art. 17 del Código Civil, el nacido 
en el Sáhara Occidental en 1937.

En el expediente sobre recuperación de la nacionalidad española remitido 
a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el ministerio 
fiscal contra auto dictado por el encargado del Registro Civil de San 
Cristóbal de La Laguna (Tenerife).

HECHOS

1.- Mediante comparecencia en el Registro Civil de La Laguna el 30 de 
julio de 2009, el Sr. M-S. B. (también conocido como M-S. A. M.), nacido 
en V. (Sáhara Occidental) en 1937, solicitaba la recuperación de su 
nacionalidad española por ser hijo de padres españoles y no haber optado 
en virtud del Real Decreto 2258/1976. Adjuntaba los siguientes 
documentos: pasaporte marroquí, documento de renovación de DNI en 
1975, libro de familia expedido en 1974, documento de identificación 
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personal y certificado del Ministerio de Defensa de prestación de servicios 
en la Agrupación de Tropas Nómadas del Sáhara entre 1958 y 1975 y de 
percepción de haberes en su condición de pensionista, recibo de la Misión 
de las Naciones Unidas para el Referéndum del Sáhara Occidental, 
certificado de empadronamiento y certificado de concordancia de nombres 
expedido por la delegación del Frente Polisario en Tenerife.

2.- Ratificado el promotor y previo informe favorable del ministerio fiscal, 
la encargada del registro dictó auto el 17 de noviembre de 2009 declarando 
la nacionalidad española con valor de simple presunción al estimar 
acreditado que el solicitante había ostentado anteriormente dicha 
nacionalidad y considerar aplicable el art. 17.1c) del Código Civil.

3.- Notificada la resolución, el ministerio fiscal interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado alegando que el 
promotor es de nacionalidad marroquí, que no ha acreditado la 
imposibilidad de optar en virtud del RD 2258/1976 y que tampoco cumple 
los requisitos del art. 18 del Código Civil para la consolidación de la 
nacionalidad española.

4.- De la interposición del recurso se dio traslado al interesado, que no 
presentó alegaciones. La encargada del Registro Civil de La Laguna 
remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17, 18 y 26 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro 
Civil; 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 
de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008 y 29-4ª de enero de 2009.

II.- El interesado solicitó la recuperación de su nacionalidad española por 
haber nacido en el Sáhara Occidental en 1937 hijo de padres españoles 
también nacidos en el Sáhara. La encargada del registro dictó auto 
declarando la nacionalidad con valor de simple presunción, siendo 
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recurrida la resolución por el ministerio fiscal al entender que no se 
cumplen los presupuestos legales.

III.- Para poder recuperar la nacionalidad española ha de probarse 
suficientemente que se ostentó de iure en un momento anterior dicha 
nacionalidad. El interesado no prueba en este caso dicha circunstancia, 
pues su solicitud se basa en el nacimiento en territorio del Sáhara en 1937 
y en haber prestado servicios durante diecisiete años en la Agrupación de 
Tropas Nómadas del Sáhara, sin que estos hechos supongan la prueba 
de posesión de la nacionalidad española, como tampoco se prueba con 
los demás documentos aportados. 

IV.- Los nacidos en el territorio del Sáhara cuando éste era posesión 
española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos 
de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por más que 
de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de ese 
territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que se 
desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque 
sólo así cobra sentido que a los naturales del Sáhara se les concediera en 
ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en 
el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. 

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sáhara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sáhara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada a cabo en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del 
Sáhara en relación con el territorio metropolitano según el derecho 
internacional. En concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius 
soli tiene el nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia 
con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”.

VI.- Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. 
La cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de su 
territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina científica 
una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano y territorio 
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colonial. A tal dificultad se añade la actitud cambiante de la política colonial 
como consecuencia de lo mutable también de las relaciones internacionales, 
caracterización a la que no ha podido sustraerse la posición española en 
África ecuatorial y occidental, y que se hace patente a través de una legislación 
que sigue, como ha señalado el Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante 
integrado por tres etapas fundamentales: a) en un primer momento dichos 
territorios se consideraron simplemente colonias; b) vino luego la fase de 
provincialización durante la que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por 
último, se entra en la fase de descolonización, que reviste la forma de 
independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de 
autodeterminación en el Sahara.

VII.- Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la 
idea de equiparar aquel territorio del Sáhara, no obstante sus 
peculiaridades, con una «provincia» española y, por ello, se llegó a 
considerarlo como una extensión del territorio metropolitano, equiparación 
que ha dado pie a dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, 
consistente en el reconocimiento a la población saharaui de su condición 
de nacionales españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras 
normas, la Ley de 19 abril 1961 que estableció «las bases sobre las que 
debe asentarse el ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus 
regímenes municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer 
manifiesta la equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» 
y «españoles nativos». Es importante destacar que como manifestación 
de esta posición España negó inicialmente al Secretariado General de la 
ONU información sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959).

VII.- No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden 
jurídico público internacional y, especialmente, la doctrina sobre 
«descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, 
Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre 
de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujo al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, 
a la diferenciación de «territorios», puesta finalmente de relieve con 
rotunda claridad por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» 
del Sáhara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias 
sobre el territorio no autónomo del Sáhara, que durante algunos años ha 
estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen 
peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado 
parte del territorio nacional».
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VIII.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural 
del Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En este caso el interesado no ha acreditado que cuando estuvo 
en vigor el real decreto de 1976 estuviera imposibilitado de facto para 
optar a la nacionalidad española por haber permanecido en los territorios 
ocupados, no consta el título inscrito en el Registro Civil y no está probada 
la posesión de la nacionalidad española en los términos y duración que 
establece el artículo 18 CC.

IX.- En cuanto a la posibilidad de obtener la declaración de nacionalidad 
con valor de simple presunción al amparo del artículo 17 CC., la Ley 
51/1982, de 13 de julio, introdujo un nuevo criterio de atribución de la 
nacionalidad española que se mantiene después de la reforma operada por 
la Ley 18/1990, de 17 de diciembre, de manera que, según el artículo 17.1c) 
CC., son españoles de origen “los nacidos en España de padres extranjeros, 
si ambos carecieren de nacionalidad o si la legislación de ninguno de ellos 
atribuye al hijo una nacionalidad”. Aclarada ya en los fundamentos anteriores 
la cuestión relativa al territorio, hay que decir además que, aunque la 
doctrina de esta dirección general a partir de la resolución de 7 de diciembre 
de 1988 se inclina por admitir la aplicación retroactiva del mencionado 
precepto a los nacidos antes de la entrada en vigor de la Ley de 13 de julio 
de 1982 que carecían de nacionalidad hasta ese momento y viene 
declarando desde entonces que la retroactividad tácita de la norma se 
deduce de su finalidad de evitar situaciones de apatridia, de acuerdo con la 
excepción igualmente formulada por este centro, resultaría, en cualquier 
caso, a todas luces excesivo forzar esa eficacia retroactiva en casos como 
el actual, en el que, en el momento de entrar en vigor la Ley 51/1982, de 13 
de julio, el interesado ya venía utilizando desde hacía años otra nacionalidad, 
como se deduce de la titularidad de un pasaporte marroquí.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: estimar el recurso y revocar la 
resolución apelada.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de San Cristóbal de la Laguna 
(Tenerife):
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Resolución de 02 de Julio de 2014 (83ª)
III.6.1  Recuperación de nacionalidad española

1º.- Para poder recuperar la nacionalidad española es preciso haberla 
ostentado con anterioridad y no está acreditado que dicha circunstancia 
concurra en el solicitante.

2º.- No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita 
que el interesado hubiera residido en el Sáhara durante el plazo de 
vigencia del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni haber poseído y 
utilizado la nacionalidad española durante diez años.

En el expediente sobre recuperación de la nacionalidad española remitido 
a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra auto dictado por el encargado del Registro Civil del 
Consulado General de España en Rabat (Marruecos).

HECHOS

1.- Mediante solicitud presentada en el Registro Civil del Consulado 
General de España en Rabat (no consta la fecha), el Sr. M. por medio de 
su representante, instaba la recuperación de su nacionalidad española. 
Adjuntaba los siguientes documentos: acta de poderes, pasaporte 
marroquí, certificación marroquí de concordancia de nombres, certificación 
de familia e inscripción de nacimiento el 18 de enero de 1967 practicada 
en el Registro Civil del Juzgado Cheránico de Aaiún en 1969, recibo de la 
Misión de las Naciones Unidas para el Referéndum del Sáhara Occidental 
y pasaporte español y DNI en vigor del padre del solicitante.

2.- Previo informe desfavorable del órgano en funciones de ministerio 
fiscal, el encargado del registro dictó auto el 18 de mayo de 2009 
denegando la pretensión por no considerar acreditado que el solicitante 
hubiera ostentado alguna vez la nacionalidad española. 

3.- Notificada la resolución, se interpuso recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado alegando que el recurrente nació en el 
Sáhara Occidental cuando este era territorio sometido a la administración 
española y es hijo de padre español, por lo que posee la nacionalidad 
española de origen, y que la sentencia del Tribunal Supremo de 28 de 
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octubre de 1998 reconoció la nacionalidad española de un ciudadano 
saharaui en un supuesto similar a su caso en algunos aspectos.

4.- De la interposición del recurso se dio traslado al órgano en funciones 
de ministerio fiscal, que interesó su desestimación. El encargado del 
Registro Civil del Consulado General de España en Marruecos se ratificó 
en la decisión adoptada y remitió el expediente a la Dirección General de 
los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 y 26 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro 
Civil; 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 
de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008 y 29-4ª de enero de 2009.

II.- El interesado solicitó ante el registro civil consular en Rabat la 
recuperación de su nacionalidad española por haber nacido en el Sáhara 
Occidental en 1967, cuando este era territorio sometido a administración 
española, y ser hijo de padre español. El encargado del registro dictó auto 
denegando la procedencia de la solicitud por considerar que la promotora 
nunca ha ostentado la nacionalidad española. Dicho auto constituye el 
objeto del presente recurso.

III.- Para poder recuperar la nacionalidad española ha de probarse 
suficientemente que se ostentó de iure en un momento anterior dicha 
nacionalidad. El interesado no prueba en este caso tal circunstancia, pues 
su solicitud se basa en el nacimiento en territorio del Sáhara en 1967, sin 
que este hecho acredite por sí solo la nacionalidad, y en que su padre, de 
nacionalidad española en la actualidad, ya lo era cuando él nació, hecho 
que tampoco ha sido acreditado de ningún modo. 

IV.- En cualquier caso, debe decirse que los nacidos en el territorio del 
Sáhara cuando éste era posesión española no eran propiamente 
nacionales españoles, sino sólo súbditos de España que se beneficiaban 
de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
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anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse 
otra cosa. El principio apuntado es el que se desprende necesariamente 
de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque sólo así cobra sentido que 
a los naturales del Sáhara se les concediera en ciertas condiciones la 
oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a 
contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. 

Así resulta también de la diferenciación de «territorios» puesta de relieve, 
con rotunda claridad, por la citada Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sáhara cuyo preámbulo expresa que «el Estado 
Español ha venido ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de 
competencias sobre el territorio no autónomo del Sáhara, que durante 
algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su administración 
a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- 
ha formado parte del territorio nacional».

V.- No obstante, a la vista del recurso (en el que el interesado invoca la 
sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998), de los 
fundamentos del auto recurrido y de los informes del encargado, y en 
tanto que no consta en el expediente el escrito de solicitud inicial, cabe 
presumir que la pretensión del promotor estuviera a la vez enfocada a 
obtener, en defecto de la recuperación, la declaración de su nacionalidad 
española al amparo del artículo 18 del Código Civil, según el cual, dicha 
nacionalidad puede consolidarse si se posee y utiliza durante diez años 
con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el Registro Civil que 
después es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación 
es el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción (cfr. art. 96.2 LRC y 338 RRC), que decide en primera 
instancia el encargado del registro civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC). Y 
es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sáhara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. 

En el caso presente el interesado no ha acreditado que cuando estuvo en 
vigor el Decreto de 1976, sus representantes legales -dada su minoría de 
edad en ese momento- estuviesen imposibilitados de facto para optar a la 
nacionalidad española por haber permanecido en los territorios ocupados. 
Además, tampoco está probada la posesión y utilización de la nacionalidad 
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española en los términos y duración que establece el artículo 18 CC., en 
tanto que la inscripción en el Registro Cheránico no supone de ningún 
modo la atribución de dicha nacionalidad. Y, por otra parte, el recurrente 
posee pasaporte marroquí, siendo esta la nacionalidad que ha venido 
utilizando hasta ahora.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en Rabat (Marruecos).

Resolución de 02 de Julio de 2014 (84ª)
III.6.1  Recuperación de nacionalidad española

1º.- Para poder recuperar la nacionalidad española es preciso haberla 
ostentado con anterioridad y no está acreditado que dicha circunstancia 
concurra en la solicitante.

2º.- No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita 
que la interesada hubiera residido en el Sáhara durante el plazo de 
vigencia del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni haber poseído y 
utilizado la nacionalidad española durante diez años.

En el expediente sobre recuperación de la nacionalidad española remitido 
a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
interesada contra auto dictado por el encargado del Registro Civil del 
Consulado General de España en Rabat (Marruecos).

HECHOS

1.- Mediante solicitud presentada en el Registro Civil del Consulado 
General de España en Rabat (no consta la fecha), la Sra. G. por medio de 
su representante, instaba la recuperación de su nacionalidad española. 
Adjuntaba los siguientes documentos: acta de poderes, certificación 
marroquí de concordancia de nombres, inscripción de nacimiento el 2 de 
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enero de 1964 practicada en el Registro Civil del Juzgado Cheránico de 
Aaiún en 1969, recibo de la Misión de las Naciones Unidas para el 
Referéndum del Sáhara Occidental, certificación de familia del Registro 
Civil de Aaiún, pasaporte marroquí de la interesada y pasaporte español y 
DNI en vigor de su padre.

2.- Previo informe desfavorable del órgano en funciones de ministerio 
fiscal, el encargado del registro dictó auto el 22 de abril de 2009 denegando 
la pretensión por no considerar acreditado que la solicitante hubiera 
ostentado alguna vez la nacionalidad española. 

3.- Notificada la resolución, se interpuso recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado alegando que la recurrente nació en el 
Sáhara Occidental cuando este era territorio sometido a la administración 
española y es hija de padre español, por lo que posee la nacionalidad 
española de origen, y que la sentencia del Tribunal Supremo de 28 de 
octubre de 1998 reconoció la nacionalidad española de un ciudadano 
saharaui en un supuesto similar a su caso en algunos aspectos.

4.- De la interposición del recurso se dio traslado al órgano en funciones 
de ministerio fiscal, que interesó su desestimación. El encargado del 
Registro Civil del Consulado General de España en Marruecos se ratificó 
en la decisión adoptada y remitió el expediente a la Dirección General de 
los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 y 26 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro 
Civil; 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 
de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008 y 29-4ª de enero de 2009.

II.- La interesada solicitó ante el registro civil consular en Rabat la 
recuperación de su nacionalidad española por haber nacido en el Sáhara 
Occidental en 1964, cuando este era territorio sometido a administración 
española, y ser hija de padre español. El encargado del registro dictó auto 
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denegando la procedencia de la solicitud por considerar que la promotora 
nunca ha ostentado la nacionalidad española. Dicho auto constituye el 
objeto del presente recurso.

III.- Para poder recuperar la nacionalidad española ha de probarse 
suficientemente que se ostentó de iure en un momento anterior dicha 
nacionalidad. La interesada no prueba en este caso tal circunstancia, 
pues su solicitud se basa en el nacimiento en territorio del Sáhara en 
1964, sin que este hecho acredite por sí solo la nacionalidad, y en que su 
padre, de nacionalidad española en la actualidad, ya lo era cuando ella 
nació, hecho que tampoco ha sido acreditado de ningún modo. 

IV.- En cualquier caso, debe decirse que los nacidos en el territorio del 
Sáhara cuando éste era posesión española no eran propiamente 
nacionales españoles, sino sólo súbditos de España que se beneficiaban 
de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse 
otra cosa. El principio apuntado es el que se desprende necesariamente 
de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque sólo así cobra sentido que 
a los naturales del Sáhara se les concediera en ciertas condiciones la 
oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a 
contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. 

Así resulta también de la diferenciación de «territorios» puesta de relieve, 
con rotunda claridad, por la citada Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sáhara cuyo preámbulo expresa que «el Estado 
Español ha venido ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de 
competencias sobre el territorio no autónomo del Sáhara, que durante 
algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su administración 
a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- 
ha formado parte del territorio nacional».

V.- No obstante, a la vista del recurso (en el que la interesada invoca la 
sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998), de los 
fundamentos del auto recurrido y de los informes del encargado, y en 
tanto que no consta en el expediente el escrito de solicitud inicial, cabe 
presumir que la pretensión de la promotora estuviera a la vez enfocada a 
obtener, en defecto de la recuperación, la declaración de su nacionalidad 
española al amparo del artículo 18 del Código Civil, según el cual, dicha 
nacionalidad puede consolidarse si se posee y utiliza durante diez años 
con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el Registro Civil que 
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después es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación 
es el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción (cfr. art. 96.2 LRC y 338 RRC), que decide en primera 
instancia el encargado del registro civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

Y es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sáhara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente la interesada no ha acreditado que cuando 
estuvo en vigor el Decreto de 1976, sus representantes legales -dada su 
minoría de edad en ese momento- estuviesen imposibilitados de facto 
para optar a la nacionalidad española por haber permanecido en los 
territorios ocupados. 

Además, tampoco está probada la posesión y utilización de la nacionalidad 
española en los términos y duración que establece el artículo 18 CC., en 
tanto que la inscripción en el Registro Cheránico no supone de ningún 
modo la atribución de dicha nacionalidad. Y, por otra parte, la recurrente 
posee pasaporte marroquí, siendo esta la nacionalidad que ha venido 
utilizando hasta ahora.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.
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Resolución de 02 de Julio de 2014 (106ª)
III.6.1  Recuperación de nacionalidad española

1º.- Para poder recuperar la nacionalidad española es preciso haberla 
ostentado con anterioridad y no está acreditado que dicha circunstancia 
concurra en el solicitante.

2º.- No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita 
que el interesado hubiera residido en el Sáhara durante el plazo de 
vigencia del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni haber poseído y 
utilizado la nacionalidad española durante diez años.

En el expediente sobre recuperación de la nacionalidad española remitido 
a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra auto dictado por el encargado del Registro Civil del 
Consulado General de España en Rabat (Marruecos).

HECHOS

1.- Mediante solicitud presentada en el Registro Civil del Consulado General 
de España en Rabat (no consta la fecha), el Sr. K. por medio de su 
representante, instaba la recuperación de su nacionalidad española. 
Adjuntaba los siguientes documentos: acta de poderes, certificación marroquí 
de concordancia de nombres, pasaporte marroquí, DNI de su padre (fecha de 
expedición ilegible) actualmente carente de validez, diploma de capacitación 
como sanitario expedido en A. en 1962, tarjeta de identificación de la Comisión 
Hispano-Saharaui de Estudios Históricos y Culturales y DNI en vigor también 
correspondientes al progenitor, libro de familia expedido en 1970, certificación 
de familia, cartilla de afiliación a la Seguridad Social (fecha ilegible) e 
inscripción de nacimiento el 18 de julio de 1964 practicada en el Registro Civil 
del Juzgado Cheránico de Aaiún en 1969.

2.- Previo informe desfavorable del órgano en funciones de ministerio 
fiscal, el encargado del registro dictó auto el 18 de mayo de 2009 
denegando la pretensión por no considerar acreditado que el solicitante 
hubiera ostentado alguna vez la nacionalidad española. 

3.- Notificada la resolución, se interpuso recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado alegando que el recurrente nació en el 
Sáhara Occidental cuando este era territorio sometido a la administración 
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española y es hijo de padre español, por lo que posee la nacionalidad 
española de origen, y que la sentencia del Tribunal Supremo de 28 de 
octubre de 1998 reconoció la nacionalidad española de un ciudadano 
saharaui en un supuesto similar a su caso en algunos aspectos.

4.- De la interposición del recurso se dio traslado al órgano en funciones 
de ministerio fiscal, que interesó su desestimación. El encargado del 
Registro Civil del Consulado General de España en Marruecos se ratificó 
en la decisión adoptada y remitió el expediente a la Dirección General de 
los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 y 26 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro 
Civil; 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 
de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008 y 29-4ª de enero de 2009.

II.- El interesado solicitó ante el registro civil consular en Rabat la 
recuperación de su nacionalidad española por haber nacido en el Sáhara 
Occidental en 1964, cuando este era territorio sometido a administración 
española, y ser hijo de padre español. El encargado del registro dictó auto 
denegando la procedencia de la solicitud por considerar que la promotora 
nunca ha ostentado la nacionalidad española. Dicho auto constituye el 
objeto del presente recurso.

III.- Para poder recuperar la nacionalidad española ha de probarse 
suficientemente que se ostentó de iure en un momento anterior dicha 
nacionalidad. El interesado no prueba en este caso tal circunstancia, pues 
su solicitud se basa en el nacimiento en territorio del Sáhara en 1964, sin 
que este hecho acredite por sí solo la nacionalidad, y en que su padre, de 
nacionalidad española en la actualidad, ya lo era cuando él nació, hecho 
que tampoco ha sido acreditado de ningún modo. 

IV.- En cualquier caso, debe decirse que los nacidos en el territorio del 
Sáhara cuando éste era posesión española no eran propiamente 
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nacionales españoles, sino sólo súbditos de España que se beneficiaban 
de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse 
otra cosa. El principio apuntado es el que se desprende necesariamente 
de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque sólo así cobra sentido que 
a los naturales del Sáhara se les concediera en ciertas condiciones la 
oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a 
contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. 

Así resulta también de la diferenciación de «territorios» puesta de relieve, 
con rotunda claridad, por la citada Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sáhara cuyo preámbulo expresa que «el Estado 
Español ha venido ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de 
competencias sobre el territorio no autónomo del Sáhara, que durante 
algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su administración 
a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- 
ha formado parte del territorio nacional».

V.- No obstante, a la vista del recurso (en el que el interesado invoca la 
sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998), de los 
fundamentos del auto recurrido y de los informes del encargado, y en 
tanto que no consta en el expediente el escrito de solicitud inicial, cabe 
presumir que la pretensión del promotor estuviera a la vez enfocada a 
obtener, en defecto de la recuperación, la declaración de su nacionalidad 
española al amparo del artículo 18 del Código Civil, según el cual, dicha 
nacionalidad puede consolidarse si se posee y utiliza durante diez años 
con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el Registro Civil que 
después es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación 
es el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción (cfr. art. 96.2 LRC y 338 RRC), que decide en primera 
instancia el encargado del registro civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC). Y 
es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sáhara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. 

En el caso presente el interesado no ha acreditado que cuando estuvo en 
vigor el Decreto de 1976, sus representantes legales -dada su minoría de 
edad en ese momento- estuviesen imposibilitados de facto para optar a la 
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nacionalidad española por haber permanecido en los territorios ocupados. 
Además, tampoco está probada la posesión y utilización de la nacionalidad 
española en los términos y duración que establece el artículo 18 CC., en 
tanto que la inscripción en el Registro Cheránico no supone de ningún modo 
la atribución de dicha nacionalidad. Y, por otra parte, el recurrente posee 
pasaporte marroquí, siendo esta la nacionalidad que ha venido utilizando 
hasta ahora.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en Rabat (Marruecos).

Resolución de 09 de Julio de 2014 (1ª)
III.6.1  Recuperación de la nacionalidad española. 

Es necesario probar que se ha sido español antes y no lo es el nacido 
España en 2007, hijo de padres cuya nacionalidad española, no está 
acreditada en el momento del nacimiento.

En las actuaciones sobre recuperación de la nacionalidad española 
remitidas a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado por 
la madre del interesado, menor de edad, contra denegación emitida por el 
Magistrado Juez Encargado del Registro Civil de Martos (Jaén).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Martos el 7 de 
mayo de 2009, Doña E-A, ciudadana española con valor de simple 
presunción inscrita en el Registro Civil con fecha 23 de diciembre de 2008, 
solicitaba la recuperación de la nacionalidad española para su hijo, S., 
nacido en P. (J.) el ….. de 2007. Adjuntaba la siguiente documentación: 
inscripción de nacimiento del menor en la que se hace constar que ambos 
progenitores son de nacionalidad marroquí, certificado consular de 
nacionalidad marroquí del menor, inscripción de la Sra. A. en el Registro 
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Civil español, acta de matrimonio de los padres del menor celebrado en 
Marruecos, conforme a la ley local, en la que ambos se declaran de 
nacionalidad marroquí, autorización, expedida en Marruecos, del padre 
del menor a favor de la promotora para realizar los trámites pertinentes, 
certificado de concordancia de nombre del menor expedido por el 
Consulado de Marruecos, certificado de concordancia de nombre del 
padre del menor expedido por la denominada República Árabe Saharaui 
Democrática y certificado de empadronamiento en L. (J.).

2.- Una vez suscrita el acta de recuperación de la nacionalidad y emitido 
informe previo por el Ministerio Fiscal, en el sentido de que no era aplicable 
el procedimiento de recuperación al caso examinado, el Encargado del 
Registro Civil dictó auto el 1 de octubre de 2009 denegando la solicitud de 
inscripción de recuperación de la nacionalidad española, por no haber 
quedado acreditado que el menor, representado por la promotora, hubiera 
ostentado la nacionalidad española.

3.- Notificada la resolución, la promotora presentó recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado alegando que su 
solicitud fue para obtener la nacionalidad del menor por opción no por 
recuperación. Consta en el expediente acta suscrita por la interesada en 
la que se solicita la recuperación de la nacionalidad española de su hijo 
con base en el artículo 26 del Código Civil. 

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste consideró ajustado a 
Derecho el Auto impugnado. El Encargado del Registro Civil se ratificó en 
la decisión adoptada y remitió el expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 26 del Código Civil (CC.); 2, 15, 16, 23, 46 y 64 de 
la Ley del Registro Civil (LRC); 66, 68, 85 y 226 a 229 del Reglamento del 
Registro Civil (RRC), y las Resoluciones de 1-1ª, 18-3ª y 5ª de marzo, 
4-3ª, 15-1ª y 2ª y 19-2ª de abril, 10-1ª de mayo, 17-1ª de junio de 2003; 
21-1ª de abril de 2004; 24-1ª de mayo y 26-1ª de septiembre de 2005; 9-2ª 
de febrero y 3-1ª de mayo, 4-1ª de julio y 21-1ª de noviembre de 2006; 
28-5ª de junio de 2007; 17-4ª de Mayo, 4-1ª de Julio y 2-7ª de Diciembre 
de 2008; 10 de Enero, 3-5ª de Julio y 23-1ª de Diciembre de 2009.
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II.- La promotora instó la recuperación de la nacionalidad española de su 
hijo, menor de edad, nacido en España en el año 2007, por ser hijo de 
madre española de origen declarada con valor de simple presunción en el 
año 2008. El Registro Civil de Martos denegó la solicitud de recuperación 
por no constar acreditado que el inscrito, menor de edad, hubiese 
ostentado nunca la nacionalidad española. Dicho Auto constituye el objeto 
del recurso aquí examinado.

III.- Para recuperar la nacionalidad española es preciso probar 
suficientemente que en un momento anterior el interesado la ostentó de 
iure y posteriormente la perdió, lo que exige demostrar alguno de los 
títulos atributivos de la nacionalidad española previstos en la legislación 
española. La promotora, representante del menor, alegó la nacionalidad 
española de origen que se había declarado a su favor en el año 2008 con 
valor de simple presunción. Sin embargo, en el presente caso se plantea 
un problema previo, cual es que no queda demostrado que el interesado 
sea hijo de un ciudadano español. Así resulta de las documentos aportados 
al expediente, certificado de las autoridades consulares marroquíes sobre 
la nacionalidad del menor y de su certificado de nacimiento. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Martos

Resolución de 17 de Julio de 2014 (34ª)
III.6.1 Recuperación de la nacionalidad española

Es necesario probar que se ha sido español antes y no lo es el nacido en 
el Sahara Occidental en fecha indeterminada, hijo de padres cuya 
nacionalidad española no está acreditado en el momento del nacimiento.

En las actuaciones sobre recuperación de la nacionalidad española, 
remitidas a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado por 
el interesado contra denegación emitida por la Magistrada Juez Encargada 
del Registro Civil Central.
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HECHOS

1.- Mediante comparecencia en el Registro Civil de Medina del Campo el 
29 de enero de 2008, D. A.H. J. solicitaba la recuperación de la nacionalidad 
española. Adjuntaba la siguiente documentación: permiso de residencia 
permanente en España como ciudadano argelino nacido en B. (Argelia) el 
16 de junio de 1955, pasaporte argelino, certificado de empadronamiento 
en M. (V) desde el 17 de julio de 2007, MINURSO de 1998 con fecha de 
nacimiento 1954 y lugar El A. certificación de familia expedida por las 
autoridades española del Sahara en el que aparece el promotor con 
nacimiento en El A. el 26 de enero de 1955 y, expedidos por las autoridades 
de la denominada República Árabe Saharaui Democrática, certificado de 
nacimiento en el que se hace constar que nació en B. certificado de 
antecedentes penales y certificado de subsanación. 

2.- Una vez suscrita el acta de recuperación de la nacionalidad y emitido 
informe previo por el Ministerio Fiscal, en el sentido de que no era aplicable 
el procedimiento de recuperación al caso examinado, remitido el 
expediente al Registro Civil Central la Encargada del Registro Civil dictó 
auto el 2 de octubre de 2008 denegando la solicitud de inscripción de 
recuperación de la nacionalidad española, por no haber quedado 
acreditado que la hubiera ostentado anteriormente.

3.- Notificada la resolución, tras numerosos intentos por sucesivos 
cambios de domicilio del promotor, éste presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado alegando que nació en territorio 
español y por tanto esa había sido su nacionalidad, añadiendo a la 
documentación anterior su afiliación a las tropas nómadas del Sahara en 
1972.

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste consideró ajustado a 
Derecho el Auto impugnado y solicitó su desestimación. La Encargada del 
Registro Civil se ratificó en la decisión adoptada y remitió el expediente a 
la Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución 
del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 26 del Código Civil (CC.); 2, 15, 16, 23, 46 y 64 de 
la Ley del Registro Civil (LRC); 66, 68, 85 y 226 a 229 del Reglamento del 
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Registro Civil (RRC), y las Resoluciones de 1-1ª, 18-3ª y 5ª de marzo, 
4-3ª, 15-1ª y 2ª y 19-2ª de abril, 10-1ª de mayo, 17-1ª de junio de 2003; 
21-1ª de abril de 2004; 24-1ª de mayo y 26-1ª de septiembre de 2005; 9-2ª 
de febrero y 3-1ª de mayo, 4-1ª de julio y 21-1ª de noviembre de 2006; 
28-5ª de junio de 2007; 17-4ª de Mayo, 4-1ª de Julio y 2-7ª de Diciembre 
de 2008; 10 de Enero, 3-5ª de Julio y 23-1ª de Diciembre de 2009.

II.- El promotor instó la recuperación de la nacionalidad española por 
haber nacido en el territorio del Sahara Occidental en 1954 o 1955, según 
los documentos. El Registro Civil Central denegó la solicitud de 
recuperación por no constar acreditado que el interesado hubiese 
ostentado nunca la nacionalidad española. Dicho Auto constituye el objeto 
del recurso aquí examinado.

III.- Para recuperar la nacionalidad española es preciso probar 
suficientemente que en un momento anterior el interesado la ostentó de 
iure y posteriormente la perdió, lo que exige demostrar alguno de los 
títulos atributivos de la nacionalidad española previstos en la legislación 
española. El promotor alegó la nacionalidad española de origen por haber 
nacido en el territorio del antiguo Sahara español en fecha sin determinar, 
según los documentos, e incluso sin que el lugar de nacimiento quede 
determinado sin género de duda, esta prueba no es suficiente en el caso 
actual. En efecto, los naturales del Sahara no eran por este solo concepto 
nacional español, sino súbdito de España que se beneficiaban en alguna 
medida de la nacionalidad española, por más que de las disposiciones 
anteriores al abandono por España de dicho territorio pudiera deducirse 
otra cosa. El principio apuntado es el que se desprende necesariamente 
de la Ley de 19 de noviembre de 1975 y del Decreto de 10 de agosto de 
1976, porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto.

IV.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español, en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
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concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”.

Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. 
La cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni, y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). 

No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden 
jurídico público internacional y, especialmente, la doctrina sobre 
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«descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, 
Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre 
de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujeron al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, 
a la diferenciación de «territorios», puesto, finalmente, de relieve, con 
rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» 
del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias 
sobre el territorio no autónomo del Sahara, que durante algunos años ha 
estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen 
peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado 
parte del territorio nacional».

V.-Por tanto, debe llegarse a la conclusión de que el promotor nunca 
estuvo en posesión de la nacionalidad española, además la documentación 
que aporta expedida por autoridades de la denominada República Árabe 
Saharaui Democrática no ofrece garantías análogas a las exigidas para la 
inscripción por la ley española, al respecto ha de tenerse en cuenta que 
las competencias de calificación del encargado respecto de la certificación 
extranjera se extienden al examen de la competencia y autoridad que la 
expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal 
expedición con base legal suficiente para ello, base que en este caso no 
existe al no estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de 
disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 17 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.
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Resolución de 17 de Julio de 2014 (66ª)
III.6.1   Recuperación de nacionalidad española

1º.- Para poder recuperar la nacionalidad española es preciso haberla 
ostentado con anterioridad y no está acreditado que dicha circunstancia 
concurra en la solicitante.

2º.- No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita 
que el interesado hubiera residido en el Sáhara durante el plazo de 
vigencia del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni haber poseído y 
utilizado la nacionalidad española durante diez años.

En las actuaciones sobre recuperación de la nacionalidad española 
remitidas a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado por 
el promotor, contra auto dictado por el Encargado del Registro Civil 
Central.

HECHOS

1.- Mediante formulario presentado en el Registro Civil de Arrecife (Las 
Palmas) el 22 de marzo de 2010, Don A. nacido en D. (Sahara Occidental) 
en el año 1955 solicitaba la recuperación de la nacionalidad española por 
haber nacido en el Sahara y haberse reconocido de origen a su padre 
esta nacionalidad. Adjuntaba, entre otros, fotocopia de los siguientes 
documentos: certificación de inscripción de nacimiento y fotocopia del DNI 
de su padre, Don M. copia del libro de familia de sus padres en el que 
consta su nacimiento; certificado de concordancia de nombres expedida 
por las autoridades marroquíes; certificado de empadronamiento expedido 
por el Ayuntamiento de Arrecife (Las Palmas) en fecha 16 de noviembre 
de 2009; certificado de nacimiento expedido por las autoridades 
marroquíes y hoja de declaración de datos.

2.- Ratificado el interesado y dado que la competencia para calificar la 
procedencia de la recuperación de la nacionalidad española efectuada, 
ordenando en su caso la inscripción o denegándola, corresponde al 
Registro Civil Central, al tener su domicilio en España, de conformidad 
con lo previsto en el artículo 68 del Reglamento del Registro Civil, se 
remitió el expediente a dicho Registro. Por Acuerdo del Registro Civil 
Central de fecha 21 de octubre de 2010, se denegó la inscripción de 
nacimiento y la recuperación de la nacionalidad española efectuada por 
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Don A. toda vez que el promotor nace el 02 de febrero de 1955 en D. 
(Sahara Occidental), y su padre adquiere la nacionalidad española con 
valor de simple presunción por resolución del Registro Civil de Lanzarote 
de fecha 07 de abril de 2013, fecha en la que el promotor ya es mayor de 
edad y, por lo tanto, no ha estado nunca bajo la patria potestad de un 
español.

3.- Notificada la resolución, el solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado solicitando el reconocimiento de 
la nacionalidad española con valor de simple presunción.

4.- El Encargado del Registro Civil remite el expediente a la Dirección 
General de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 y 26 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro 
Civil; 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 
de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008 y 29-4ª de enero de 2009.

II.- El promotor, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Arrecife (Las Palmas) solicitó la recuperación de su nacionalidad española. 
Remitidas las actuaciones a Registro Civil Central, competente para 
conocer la solicitud formulada, el Encargado del registro dictó auto 
denegando la petición del interesado, siendo dicho auto el que constituye 
el objeto del presente recurso.

III.- Para poder recuperar la nacionalidad española ha de probarse 
suficientemente que se ostentó de iure en un momento anterior dicha 
nacionalidad. El interesado no prueba en este caso dicha circunstancia, 
pues su solicitud se basa en el nacimiento en territorio del Sáhara en 
1955, sin que este hecho acredite por sí solo la nacionalidad, como 
tampoco se prueba con los documentos aportados. 

http://


M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

2058Boletín del Ministerio de Justicia

Nacionalidad

IV.- En cualquier caso, los nacidos en el territorio del Sáhara cuando éste 
era posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino 
sólo súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, 
por más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España 
de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el 
que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Real Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.
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Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

VI.- En cualquier caso, por lo que se refiere a la «nacionalidad» de los 
saharauis, durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio 
del Sahara Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y 
formal entre los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, 
como ha puesto de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 
de octubre de 1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas 
en los Estados colonizadores, se han impuesto restricciones al status 
civitatis de la población colonizada “lo que ha permitido la diferencia 
doctrinal, basada en datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y 
nacionales-súbditos” (ejemplos del Derecho comparado son Holanda, 
Italia, Bélgica y Francia). En España, pese a la ambigüedad normativa 
sobre la calificación de los territorios pertenecientes a colonias y su 
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identificación con el territorio nacional, las realidades de la heterogeneidad 
territorial y de los estatutos personales ha sido sostenida por el Tribunal 
Supremo en su citada sentencia y en la posterior de 7 de noviembre de 
1999 y anteriormente por el Consejo de Estado en diversos dictámenes 
(Dictamen núm. 36017/1968 para el caso de Guinea y Dictamen 
36227/1968 para el caso de Ifni), y a partir del examen pormenorizado de 
las disposiciones dictadas en relación con aquellos territorios, llegaron a 
conclusiones fundadas acerca de las diferencias entre territorio nacional y 
territorios coloniales, así como sobre la diferente condición jurídica de 
nacionales y naturales de las colonias. 

VII.- A la vista del recurso y una vez examinado el conjunto de la 
documentación aportada, lo que realmente pretende el promotor, en lugar 
de la recuperación, es que sea declarada su nacionalidad española al 
amparo del artículo 18 del Código Civil, según el cual, dicha nacionalidad 
puede consolidarse si se posee y utiliza durante diez años con buena fe y 
sobre la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es 
anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es el 
expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción (cfr. art. 96.2 LRC y 338 RRC), que decide en primera 
instancia el encargado del registro civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC). Y 
es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sáhara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente el interesado no ha acreditado 
suficientemente que cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976 estuviese 
imposibilitado de facto para optar a la nacionalidad española por haber 
permanecido en los territorios ocupados. Además, tampoco está probada 
la posesión de la nacionalidad española en los términos y duración que 
establece el artículo 18 CC. (de hecho, posee documentación marroquí 
según el permiso de residencia), circunstancias que impiden asimismo 
acceder a la pretensión solicitada. Por lo tanto no procede ni la 
recuperación de la nacionalidad española según el artículo 26 del Código 
Civil, ni la consolidación de la misma según el artículo 18 de ese mismo 
Código.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada.
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Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.

Resolución de 17 de Julio de 2014 (77ª)
III.6.1  Recuperación de nacionalidad española

1º.- Para poder recuperar la nacionalidad española es preciso haberla 
ostentado con anterioridad y no está acreditado que dicha circunstancia 
concurra en la solicitante.

2º.- No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita 
que el interesado hubiera residido en el Sáhara durante el plazo de 
vigencia del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni haber poseído y 
utilizado la nacionalidad española durante diez años.

En las actuaciones sobre recuperación de la nacionalidad española 
remitidas a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado por 
el promotor, contra auto dictado por la Encargada del Registro Civil de 
Lalín (Pontevedra).

HECHOS

1.- Mediante formulario presentado en el Registro Civil de Lalín el 23 de 
diciembre de 2009, B. nacido en A. (Sahara) en el año 1970 solicitaba la 
recuperación de la nacionalidad española por haber nacido en el Sahara y 
ser hijo de padres de origen español. Adjuntaba, entre otros, los siguientes 
documentos: Certificados de nacimiento, antecedentes penales, 
parentesco y concordancia de nombres emitidos por las autoridades del 
Reino de Marruecos, DNI bilingüe de los padres, carnet de conducir del 
padre, certificado del Ministerio del Interior sobre la existencia del DNI 
bilingüe del padre, recibo de la MINURSO, informe médico, permiso de 
residencia caducado y solicitud de autorización de residencia, y volante 
de empadronamiento.

2.- Ratificado el interesado, previo informe desfavorable del ministerio 
fiscal la Encargada dictó auto el 3 de junio de 2010 desestimando la 
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solicitud de recuperación de la nacionalidad española de origen solicitada 
por el interesado.

3.- Notificada la resolución, el solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado alegando las razones por las que 
el RD 2258/1976 debería ser considerado nulo y exponiendo que está 
acreditada suficientemente su nacionalidad española de origen a través 
de la documentación aportada.

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste declara que resulta 
procedente desestimar el recurso interpuesto y confirmar la resolución 
impugnada. La Encargada del Registro Civil remite el expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución del 
recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 y 26 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro 
Civil; 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 
de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008 y 29-4ª de enero de 2009.

II.- El promotor, mediante escrito presentado en el Registro Civil de Lalín 
solicitó la recuperación de su nacionalidad española. La Encargada del 
registro dictó auto denegando la petición del interesado, siendo dicho auto 
el que constituye el objeto del presente recurso.

III.- Para poder recuperar la nacionalidad española ha de probarse 
suficientemente que se ostentó de iure en un momento anterior dicha 
nacionalidad. El interesado no prueba en este caso dicha circunstancia, 
pues su solicitud se basa en el nacimiento en territorio del Sáhara en 
1970, sin que este hecho acredite por sí solo la nacionalidad, como 
tampoco se prueba con los documentos aportados.

IV.- En cualquier caso, los nacidos en el territorio del Sáhara cuando éste 
era posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino 
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sólo súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, 
por más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España 
de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el 
que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Real Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.
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Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. 

En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 abril 1961 
que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el ordenamiento 
jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes municipal y 
provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la equiparación 
de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles nativos». Es 
importante destacar que como manifestación de esta posición España 
negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información sobre 
«los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el acatamiento 
de las exigencias que imponía el orden jurídico público internacional y, 
especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la ONU 
(incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las Naciones 
Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como Carta Magna 
de descolonización), condujeron al reconocimiento por el Gobierno 
español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la 
Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo 
preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías 
al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

VI.- En cualquier caso, por lo que se refiere a la «nacionalidad» de los 
saharauis, durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio 
del Sahara Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y 
formal entre los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, 
como ha puesto de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 
de octubre de 1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas 
en los Estados colonizadores, se han impuesto restricciones al status 
civitatis de la población colonizada “lo que ha permitido la diferencia 
doctrinal, basada en datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y 
nacionales-súbditos” (ejemplos del Derecho comparado son Holanda, 
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Italia, Bélgica y Francia). En España, pese a la ambigüedad normativa 
sobre la calificación de los territorios pertenecientes a colonias y su 
identificación con el territorio nacional, las realidades de la heterogeneidad 
territorial y de los estatutos personales ha sido sostenida por el Tribunal 
Supremo en su citada sentencia y en la posterior de 7 de noviembre de 
1999 y anteriormente por el Consejo de Estado en diversos dictámenes 
(Dictamen núm. 36017/1968 para el caso de Guinea y Dictamen 
36227/1968 para el caso de Ifni), y a partir del examen pormenorizado de 
las disposiciones dictadas en relación con aquellos territorios, llegaron a 
conclusiones fundadas acerca de las diferencias entre territorio nacional y 
territorios coloniales, así como sobre la diferente condición jurídica de 
nacionales y naturales de las colonias. 

VII.- A la vista del recurso y una vez examinado el conjunto de la 
documentación aportada, es posible que lo que realmente pretenda el 
promotor, en lugar de la recuperación, es que sea declarada su 
nacionalidad española al amparo del artículo 18 del Código Civil, según el 
cual, dicha nacionalidad puede consolidarse si se posee y utiliza durante 
diez años con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el Registro 
Civil que después es anulado. La vía registral para comprobar esta 
consolidación es el expediente de declaración de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción (cfr. art. 96.2 LRC y 338 RRC), que decide 
en primera instancia el encargado del registro civil del domicilio (cfr. art. 
335 RRC). Y es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un 
natural del Sáhara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor 
había consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta 
sentencia no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias 
fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el 
ahora planteado. 

En el caso presente el interesado no ha acreditado suficientemente que 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, sus representantes legales 
-dada entonces su minoría de edad- estuviesen imposibilitados de facto 
para optar a la nacionalidad española por haber permanecido en los 
territorios ocupados. Además, tampoco está probada la posesión de la 
nacionalidad española en los términos y duración que establece el artículo 
18 CC. (de hecho, posee documentación marroquí según el permiso de 
residencia), circunstancias que impiden asimismo acceder a la pretensión 
solicitada. Por lo tanto no procede ni la recuperación de la nacionalidad 
española según el artículo 26 del Código Civil, ni la consolidación de la 
misma según el artículo 18 de ese mismo Código.
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Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Lalín (Pontevedra).

Resolución de 17 de Julio de 2014 (100ª)
III.6.1   Recuperación de nacionalidad española

1º.- Para poder recuperar la nacionalidad española es preciso haberla 
ostentado con anterioridad y no está acreditado que dicha circunstancia 
concurra en la solicitante.

2º.- No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita 
que el interesado hubiera residido en el Sáhara durante el plazo de 
vigencia del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni haber poseído y 
utilizado la nacionalidad española durante diez años.

En las actuaciones sobre recuperación de la nacionalidad española 
remitidas a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado por 
el promotor, contra auto dictado por el Encargado del Registro Civil de 
Puerto del Rosario-Fuerteventura (Las Palmas)

HECHOS

1.- Mediante formulario presentado en el Registro Civil de Puerto del 
Rosario-Fuerteventura (Las Palmas) el 05 de junio de 2006, Don B. nacido 
en V-C. (Sahara) en el año 1965 solicitaba la recuperación de la 
nacionalidad española por haber nacido en el Sahara y ser hijo de padres 
de origen español. Adjuntaba, entre otros, fotocopia de los siguientes 
documentos: recibo MINURSO; DNI expedido en V-C. certificado de 
inscripción en el padrón municipal expedido por el Ayuntamiento de Pájara 
(Las Palmas) en fecha 31 de mayo de 2006; certificado de concordancia 
de nombres expedido por el Consulado General en la Palmas del Reino 
de Marruecos en fecha 26 de mayo de 2006; DNI bilingüe de sus padres, 
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Don A. y Doña S. ficha familiar de su padre; permiso de residencia y 
pasaporte marroquí.

2.- Ratificado el interesado, previo informe desfavorable del Ministerio 
Fiscal, el Encargado dictó auto el 18 de octubre de 2010 desestimando la 
solicitud de recuperación de la nacionalidad española de origen solicitada 
por el interesado. 

3.- Notificada la resolución, el solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado solicitando el reconocimiento de 
la nacionalidad española por consolidación y posesión continuada de la 
misma y, en caso subsidiario, se le otorgue en el mismo sentido la dicha 
nacionalidad con valor de simple presunción.

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste declara que resulta 
procedente desestimar el recurso interpuesto y confirmar la resolución 
impugnada. El Encargado del Registro Civil remite el expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución del 
recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 y 26 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro 
Civil; 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 
de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008 y 29-4ª de enero de 2009.

II.- El promotor, mediante escrito presentado en el Registro Civil de Puerto 
del Rosario - Fuerteventura (Las Palmas) solicitó la recuperación de su 
nacionalidad española. El Encargado del registro dictó auto denegando la 
petición del interesado, siendo dicho auto el que constituye el objeto del 
presente recurso.

III.- Para poder recuperar la nacionalidad española ha de probarse 
suficientemente que se ostentó de iure en un momento anterior dicha 
nacionalidad. El interesado no prueba en este caso dicha circunstancia, 
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pues su solicitud se basa en el nacimiento en territorio del Sáhara en 
1965, sin que este hecho acredite por sí solo la nacionalidad, como 
tampoco se prueba con los documentos aportados. 

IV.- En cualquier caso, los nacidos en el territorio del Sáhara cuando éste 
era posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino 
sólo súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, 
por más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España 
de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el 
que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Real Decreto 2258/76.

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el nacimiento 
en España a los efectos de atribuir en concurrencia con determinados 
requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la cuestión primordial 
de decidir si aquella antigua posesión española entra o no en el concepto 
de “territorio nacional” o “territorio español”. Para situar en perspectiva el 
tema hay que recordar algunos antecedentes. La cuestión es compleja, ya 
que una de las cuestiones más debatidas y oscuras de la teoría general del 
Estado es precisamente la naturaleza de su territorio, hasta el punto de que 
no es frecuente hallar en la doctrina científica una explicación sobre la 
distinción entre territorio metropolitano y territorio colonial. Sobre tal 
dificultad se añade la actitud cambiante de la política colonial como 
consecuencia de lo mutable también de las relaciones internacionales, 
caracterización a la que no ha podido sustraerse la posición española en 
África ecuatorial y occidental, y que se hace patente a través de una 
legislación que sigue, como ha señalado el Tribunal Supremo, un itinerario 
zigzagueante integrado por tres etapas fundamentales: a) en un primer 
momento dichos territorios se consideraron simplemente colonias; b) vino 
luego la fase de provincialización durante la que se intenta su asimilación a 
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la metrópoli; c) por último, se entra en la fase de descolonización, que 
reviste la forma de independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o 
retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a 
dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). 

No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden 
jurídico público internacional y, especialmente, la doctrina sobre 
«descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, 
Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre 
de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujeron al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, 
a la diferenciación de «territorios», puesto, finalmente, de relieve, con 
rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» 
del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias 
sobre el territorio no autónomo del Sahara, que durante algunos años ha 
estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen 
peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado 
parte del territorio nacional».

VI.- En cualquier caso, por lo que se refiere a la «nacionalidad» de los 
saharauis, durante el plazo de la tutela de nuestro Estado sobre el territorio 
del Sahara Occidental, atendiendo a los grados de asimilación material y 
formal entre los diversos estatutos jurídicos de la población, resulta que, 
como ha puesto de manifiesto el Tribunal Supremo en su sentencia de 28 
de octubre de 1998, en la práctica y en la ordenación de estos problemas 
en los Estados colonizadores, se han impuesto restricciones al status 
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civitatis de la población colonizada “lo que ha permitido la diferencia 
doctrinal, basada en datos jurídicos, entre nacionales-ciudadanos y 
nacionales-súbditos” (ejemplos del Derecho comparado son Holanda, 
Italia, Bélgica y Francia). En España, pese a la ambigüedad normativa 
sobre la calificación de los territorios pertenecientes a colonias y su 
identificación con el territorio nacional, las realidades de la heterogeneidad 
territorial y de los estatutos personales ha sido sostenida por el Tribunal 
Supremo en su citada sentencia y en la posterior de 7 de noviembre de 
1999 y anteriormente por el Consejo de Estado en diversos dictámenes 
(Dictamen núm. 36017/1968 para el caso de Guinea y Dictamen 
36227/1968 para el caso de Ifni), y a partir del examen pormenorizado de 
las disposiciones dictadas en relación con aquellos territorios, llegaron a 
conclusiones fundadas acerca de las diferencias entre territorio nacional y 
territorios coloniales, así como sobre la diferente condición jurídica de 
nacionales y naturales de las colonias. 

VII.- A la vista del recurso y una vez examinado el conjunto de la 
documentación aportada, lo que realmente pretende el promotor, en lugar 
de la recuperación, es que sea declarada su nacionalidad española al 
amparo del artículo 18 del Código Civil, según el cual, dicha nacionalidad 
puede consolidarse si se posee y utiliza durante diez años con buena fe y 
sobre la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es 
anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es el 
expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción (cfr. art. 96.2 LRC y 338 RRC), que decide en primera 
instancia el encargado del registro civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC). Y 
es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sáhara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. 

En el caso presente el interesado no ha acreditado suficientemente que 
cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976, sus representantes legales –
dada entonces su minoría de edad- estuviesen imposibilitados de facto 
para optar a la nacionalidad española por haber permanecido en los 
territorios ocupados. Además, tampoco está probada la posesión de la 
nacionalidad española en los términos y duración que establece el artículo 
18 CC., circunstancias que impiden asimismo acceder a la pretensión 
solicitada. Por lo tanto no procede ni la recuperación de la nacionalidad 
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española según el artículo 26 del Código Civil, ni la consolidación de la 
misma según el artículo 18 de ese mismo Código.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Puerto del Rosario (Las 
Palmas).

Resolución de 17 de Julio de 2014 (105ª)
III.6.1   Consolidación de la nacionalidad española

1º.- Para poder recuperar la nacionalidad española es preciso haberla 
ostentado con anterioridad y no está acreditado que dicha circunstancia 
concurra en la solicitante.

2º.-No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita 
que el promotor hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia 
del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera poseído y 
utilizado la nacionalidad durante diez años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el promotor, contra auto dictado por la 
Encargada del Registro Civil de Central.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Marchena (Sevilla) 
el 02 de julio de 2007, Don M. nacido en El A. (Sahara) en el año 1964, 
solicitaba la recuperación de la nacionalidad española por haber nacido y 
vivido en el Sahara cuando éste era territorio sometido a administración 
española. Adjuntaba, entre otros, los siguientes documentos: certificación 
expedida por la Unidad Central de Documentación de Españoles de fecha 
31 de mayo de 2007 relativa al documento saharaui de su madre, Doña F. 
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certificación de nacimiento expedida por el Juzgado Cheránico de El 
Aaiún; permiso de residencia; certificados de nacimiento y de antecedentes 
penales expedidos por la República Árabe Saharaui Democrática; 
certificación de inscripción Padronal expedida por el Ayuntamiento de 
Marchena (Sevilla) en fecha 30 de abril de 2007; pasaporte argelino; 
autorización de residencia permanente expedida por la Oficina de 
Extranjeros de Badajoz en fecha 13 de marzo de 2007; certificación 
relativa a la imposibilidad de opción a la nacionalidad española en el plazo 
otorgado por el RD 2258/1976, expedida por la Delegación Saharaui para 
Andalucía en fecha 29 de junio de 2007; certificación negativa de la 
nacionalidad argelina expedida por la Embajada de Argelia en fecha 20 de 
abril de 2006; certificados negativo de antecedentes penales expedidos 
por el Registro Central de Penados y Rebeldes del Ministerio de Justicia; 
recibo MINURSO; DNI bilingüe de sus padres; certificación de familia de 
su padre expedida por el Registro Civil de El Aaiún expedida en fecha 7 
de octubre de 1969; libro de familia de sus padres.

2.- Ratificado el interesado, previo informe favorable del Ministerio Fiscal, 
la Encargada del Registro Civil de Marchena (Sevilla) dictó auto el 12 de 
septiembre de 2007, acordando la transcripción del acta de nacimiento de 
Don M. en la Sección I de dicho Registro Civil, así como procediendo a la 
anotación de la recuperación de la nacionalidad del mismo.

3.- Por Acuerdo dictado por la Magistrada-Juez Encargada del Registro 
Civil Central en fecha 25 de junio de 2010, se denegó la inscripción de 
nacimiento de Don M. así como la recuperación de la nacionalidad 
española, toda vez que no se han acreditado ni el nacimiento ni la 
nacionalidad española del promotor.

4.- Notificado el Acuerdo, el solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado reiterando sus argumentos 
iniciales y aportando de nuevo la documentación que ya constaba en el 
expediente. Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste no tuvo nada 
que oponer y La Encargada del Registro Civil remite el expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución del 
recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17, 18 y 26 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro 
Civil; 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 
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de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16-3ª de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.

II.- El promotor, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Marchena (Sevilla), solicitó la recuperación de la nacionalidad española, 
al considerar que la había perdido. La Encargada del Registro Civil de 
Marchena (Sevilla) dictó auto acordando la transcripción del acta de 
nacimiento de Don M. así como procediendo a la anotación de la 
recuperación de la nacionalidad del mismo. La Magistrada-Juez 
Encargada del Registro Civil Central dictó Acuerdo denegando la 
recuperación de la nacionalidad española del interesado. Este Acuerdo 
constituye el objeto del presente recurso. 

III.- A la vista del documento de recuperación de la nacionalidad suscrita 
por el interesado, conviene analizar en un primer término si ha lugar la 
recuperación de la nacionalidad española de origen. Como es obvio, para 
pueda tener lugar dicha recuperación tendría que haberse probado 
suficientemente -y no ha sido así en el presente caso, como se verá- que 
el interesado había ostentado de iure en un momento anterior dicha 
nacionalidad y que posteriormente la había perdido. Por lo tanto, no 
procede declarar la recuperación de la nacionalidad española de origen.

IV.- Procede, en segundo lugar examinar una posible consolidación de la 
nacionalidad española por la vía del artículo 18 del Código Civil, que 
establece que puede consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, 
con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el Registro Civil que 
después es anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación 
es el expediente de declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción (cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera 
instancia el encargado del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

V.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
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ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

VI.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el 
nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia con 
determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”. Para 
situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos antecedentes. La 
cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más debatidas y 
oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la naturaleza de 
su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en la doctrina 
científica una explicación sobre la distinción entre territorio metropolitano 
y territorio colonial. Sobre tal dificultad se añade la actitud cambiante de la 
política colonial como consecuencia de lo mutable también de las 
relaciones internacionales, caracterización a la que no ha podido 
sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y que se 
hace patente a través de una legislación que sigue, como ha señalado el 
Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por tres etapas 
fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se consideraron 
simplemente colonias; b) vino luego la fase de provincialización durante la 
que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) por último, se entra en la 
fase de descolonización, que reviste la forma de independencia en Guinea 
Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el 
Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
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extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a dudas 
sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles 
nativos». Es importante destacar que como manifestación de esta posición 
España negó inicialmente al Secretariado General de la ONU información 
sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el 
acatamiento de las exigencias que imponía el orden jurídico público 
internacional y, especialmente, la doctrina sobre «descolonización» de la 
ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 1960, conocida como 
Carta Magna de descolonización), condujeron al reconocimiento por el 
Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la diferenciación de 
«territorios», puesto, finalmente, de relieve, con rotunda claridad, por la Ley 
de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo 
expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como potencia 
administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no autónomo 
del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos 
aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías al 
provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio nacional».

VII.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural 
del Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente el interesado no ha acreditado que cuando 
estuvo en vigor el Decreto de 1976, sus padres, por ser éste entonces 
menor de edad, estuviesen imposibilitados para optar en su nombre a la 
nacionalidad española por haber permanecido en los territorios ocupados. 
De otro lado, tampoco consta título inscrito en el Registro Civil ni está 
probada la posesión de la nacionalidad española en los términos y 
duración que establece el artículo 18 CC., habida cuenta además que 
nació en 1964. A todo ello se añade que parte de la documentación que 
aporta ha sido expedida por autoridades de la denominada República 
Árabe Saharaui Democrática y no ofrece garantías análogas a las exigidas 
para la inscripción por la ley española. Al respecto ha de tenerse en cuenta 
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que las competencias de calificación del encargado respecto de la 
certificación extranjera se extienden al examen de la competencia y 
autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que 
le habilite para tal expedición con base legal suficiente para ello, base que 
en este caso no existe al no estar establecidos los órganos del Registro 
Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento 
jurídico estatal internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.

Resolución de 17 de Julio de 2014 (106ª)
III.6.1  Consolidación de la nacionalidad española

1º.- Para poder recuperar la nacionalidad española es preciso haberla 
ostentado con anterioridad y no está acreditado que dicha circunstancia 
concurra en la solicitante.

2º.-No es aplicable el artículo 18 del Código Civil cuando no se acredita 
que el promotor hubiera residido en el Sahara durante el plazo de vigencia 
del Real Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, ni hubiera poseído y 
utilizado la nacionalidad durante diez años.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el promotor, contra auto dictado por el 
Encargado del Registro Civil de Central.

HECHOS

1.- Mediante escrito de solicitud presentado en el Registro Civil Central el 
05 de febrero de 2010, Don H. solicitaba la inscripción de nacimiento fuera 
de plazo de Don S. nacido en G. (Sahara Occidental) en 1983; Don A. 
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nacido en G. (Sahara Occidental) en 1985; Doña A. nacida en G. (Sahara) 
en 1987; Doña E. nacida en G. (Sahara Occidental) en 1989 y Don A. 
nacido en G. (Sahara Occidental) en el año 1992, alegando que sus 
padres ostentaban la nacionalidad española por haber nacido y vivido en 
el Sahara cuando éste era territorio sometido a administración española. 
Asimismo, Doña E. y Don A. solicitaban también opción a la nacionalidad 
española. Adjuntaban, entre otros, los siguientes documentos: certificado 
de nacimiento expedido por la República Árabe Saharaui Democrática, 
volante de empadronamiento en el Ayuntamiento de Valdemoro (Madrid) 
expedido el 28 de enero de 2010 y DNI régimen comunitario de extranjeros 
de cada uno de los interesados en el expediente; certificado de 
matriculación de Don A. en la Escuela de F.P. “A-M” de V. (M) expedido en 
fecha 03 de febrero de 2010; fotocopia de los DNI españoles de sus 
padres, Don H. y Doña E. certificación literal de la inscripción de la 
nacionalidad española con valor de simple presunción de Don H. en virtud 
de Auto de fecha 25 de febrero de 2009 y certificación literal de la 
inscripción de la nacionalidad española con valor de simple presunción de 
Doña E. con fecha 17 de octubre de 2007; acta de matrimonio y certificado 
de paternidad expedido por la República Árabe Saharaui Democrática.

2.- Ratificados los interesados, por informe del Fiscal de fecha 3 de 
diciembre de 2010 se indica que respecto de Don S. y Don A. no puede 
considerarse acreditado que hayan estado bajo la patria potestad de un 
ciudadano español, por lo que no procedería acceder a lo solicitado. 
Respecto a Doña A. y Doña E. si bien se podría estimar su solicitud como 
una declaración de opción por la nacionalidad española, este derecho 
estaría caducado, al ser mayores de 20 años, de acuerdo con el artº 20 
CC. Por último, respecto de Don A. procedería acceder a lo solicitado. El 
Encargado del Registro Civil Central dictó sendos Autos con fecha 9 de 
octubre de 2010. Por el primero, nº de resolución 25_9/2010, se acordó 
aprobar el expediente y ordenar la inscripción en el libro de nacimientos 
de Don A. Por Auto de fecha 9 de diciembre de 2010, nº de resolución 
25_0/2010, se denegó la inscripción de Don S. Don A. Doña A. y Doña E. 
indicando que no procedía recuperar la nacionalidad española por cuanto 
que no han adquirido en ningún momento dicha nacionalidad, ya que los 
efectos de las adquisiciones por los padres solo tienen lugar a partir de la 
fecha en que a los mismos se les declara con valor de simple presunción, 
fecha en que los interesados, Don S. y Don A. ya eran mayores de edad. 
Asimismo, con respecto a Doña A. y Doña E. tampoco procede acceder a 
la inscripción solicitada, pues si bien se podría considerar su manifestación 
de 12 de agosto de 2010, de recuperar la nacionalidad española como 
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declaración de opción, este derecho de opción estaría caducado al ser 
mayores de 20 años. Dicho Auto es objeto del presente recurso.

3.- Notificado el Auto, Don S. Don A. Doña A. y Doña E. presentaron recurso 
ante la Dirección General de los Registros y del Notariado con fecha 11 de 
marzo de 2011, solicitando se les conceda la nacionalidad española de 
origen por ser hijos y nietos de nacionales españoles de origen, por haber 
nacido en el Sahara y haber estado siempre bajo la tutela de sus padres 
desde su nacimiento y no poseer ninguna otra nacionalidad. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17, 18 y 26 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro 
Civil; 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 
de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008, 2-4ª de Marzo de 2009, 16-3ª de Junio de 2009 y 
22-3ª de Marzo de 2010.

II.- Los promotores, mediante escrito presentado en el Registro Civil 
Central, solicitaron la recuperación de la nacionalidad española y la opción 
a la nacionalidad española respectivamente. De acuerdo con la 
información que consta en el expediente, el padre de los interesados, 
nacido en El A. (Sahara) el 15 de octubre de 1949 fue declarado español 
con valor de simple presunción por Auto de 3 de marzo de 2004 y la 
madre, nacida en S. (Sahara) el 6 de octubre de 1962, fue declarada 
española con valor de simple presunción por Auto de 8 de febrero de 
2006. El Encargado del Registro Civil Central dictó Auto con fecha 9 de 
octubre de 2010 por el que se acordó aprobar el expediente y ordenar la 
inscripción en el libro de nacimientos de Don A. Asimismo, por Auto de la 
misma fecha se denegó la inscripción de Don S. Don A. Doña A. y Doña 
E., indicando que no procedía recuperar la nacionalidad española por 
parte de Don S. Don A. por cuanto que no la habían adquirido en ningún 
momento. Con respecto a Doña A. y Doña E. tampoco procedía acceder a 
la inscripción solicitada como declaración de opción ya que este derecho 
estaría caducado al ser mayores de 20 años. 
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III.- A la vista del documento de recuperación de la nacionalidad suscrita por 
los interesados, Don S. Don A. Doña A. y Doña E. conviene analizar en un 
primer término si ha lugar la recuperación de la nacionalidad española de 
origen. Como es obvio, para que pueda tener lugar dicha recuperación tendría 
que haberse probado suficientemente -y no ha sido así en el presente caso, 
como se verá- que el interesado había ostentado de iure en un momento 
anterior dicha nacionalidad y que posteriormente la había perdido. Por lo 
tanto, no procede declarar la recuperación de la nacionalidad española de 
origen. Asimismo, respecto de Doña A. y Doña E. aun considerando que su 
petición realizada el 12 de agosto de 2010 pudiera considerarse como de 
opción por la nacionalidad española, este derecho estaría caducado, ya que 
al haber nacido en 1987 y 1989 respectivamente, en el momento de la 
solicitud tenían más de veinte años, tal como se establece en el artº 20.2.c del 
CC. donde se indica que la opción por la nacionalidad española de las 
personas que estén o hayan estado sujetas a la patria potestad de un español, 
caducará a los veinte años de edad.

IV.- Procede, en segundo lugar examinar una posible consolidación de la 
nacionalidad española por la vía del artículo 18 del Código Civil, que establece 
que puede consolidarse si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe 
y sobre la base de un título inscrito en el Registro Civil que después es 
anulado. La vía registral para comprobar esta consolidación es el expediente 
de declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
(cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC), que decide en primera instancia el encargado 
del Registro Civil del domicilio (cfr. art. 335 RRC).

V.- En principio, los nacidos en el territorio del Sahara cuando éste era 
posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sahara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76.

VI.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sahara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
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antigua colonia del llamado Sahara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada en su día por España, y ello al 
margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del Sahara en 
relación con el territorio metropolitano, según el Derecho Internacional. En 
concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius soli tiene el nacimiento 
en España a los efectos de atribuir en concurrencia con determinados 
requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la cuestión primordial 
de decidir si aquella antigua posesión española entra o no en el concepto 
de “territorio nacional” o “territorio español”. Para situar en perspectiva el 
tema hay que recordar algunos antecedentes. La cuestión es compleja, ya 
que una de las cuestiones más debatidas y oscuras de la teoría general del 
Estado es precisamente la naturaleza de su territorio, hasta el punto de que 
no es frecuente hallar en la doctrina científica una explicación sobre la 
distinción entre territorio metropolitano y territorio colonial. Sobre tal 
dificultad se añade la actitud cambiante de la política colonial como 
consecuencia de lo mutable también de las relaciones internacionales, 
caracterización a la que no ha podido sustraerse la posición española en 
África ecuatorial y occidental, y que se hace patente a través de una 
legislación que sigue, como ha señalado el Tribunal Supremo, un itinerario 
zigzagueante integrado por tres etapas fundamentales: a) en un primer 
momento dichos territorios se consideraron simplemente colonias; b) vino 
luego la fase de provincialización durante la que se intenta su asimilación a 
la metrópoli; c) por último, se entra en la fase de descolonización, que 
reviste la forma de independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o 
retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el Sahara.

Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la idea de 
equiparar aquel territorio del Sahara, no obstante sus peculiaridades, con 
una «provincia» española, y, por ello, se llegó a considerarlo como una 
extensión del territorio metropolitano, equiparación que ha dado pie a dudas 
sobre un posible corolario derivado del mismo, consistente en el 
reconocimiento a la población saharaui de su condición de nacionales 
españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras normas, la Ley de 19 
abril 1961 que estableció «las bases sobre las que debe asentarse el 
ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus regímenes 
municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer manifiesta la 
equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» y «españoles nativos». 
Es importante destacar que como manifestación de esta posición España negó 
inicialmente al Secretariado General de la ONU información sobre «los territorios 
no autónomos» (1958 y 1959). No obstante, el acatamiento de las exigencias 
que imponía el orden jurídico público internacional y, especialmente, la 
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doctrina sobre «descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 
1514 XV, Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de 
diciembre de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), 
condujeron al reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» 
y, por tanto, a la diferenciación de «territorios», puesto, finalmente, de 
relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 noviembre 1975 de 
«descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa «que el Estado 
Español ha venido ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de 
competencias sobre el territorio no autónomo del Sahara, que durante 
algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su administración 
a un régimen peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- 
ha formado parte del territorio nacional».

VII.- Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural 
del Sahara la STS de 28 de octubre de 1998 decidió que el actor había 
consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta sentencia 
no es de aplicación al caso presente, pues hay diferencias fundamentales 
entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el ahora 
planteado. En el caso presente los interesados nacieron con posterioridad 
a la fecha de vigencia del Decreto de 1976. A todo ello se añade que parte 
de la documentación que aporta ha sido expedida por autoridades de la 
denominada República Árabe Saharaui Democrática y no ofrece garantías 
análogas a las exigidas para la inscripción por la ley española. Al respecto 
ha de tenerse en cuenta que las competencias de calificación del 
encargado respecto de la certificación extranjera se extienden al examen 
de la competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el 
ejercicio de cargo que le habilite para tal expedición con base legal 
suficiente para ello, base que en este caso no existe al no estar 
establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de disposiciones 
normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.
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Resolución de 17 de Julio de 2014 (115ª)
III.6.1  Recuperación de nacionalidad española

1º.- Para poder recuperar la nacionalidad española es preciso haberla 
ostentado con anterioridad y no está acreditado que dicha circunstancia 
concurra en el solicitante.

2º.- No es posible el ejercicio de la opción a la nacionalidad española 
prevista en el artículo 20.1b) del Código Civil, redacción dada por Ley 
36/2002, porque no está acreditado que el solicitante, nacido en territorio 
del Sáhara Occidental en 1985, sea hijo de madre originariamente 
española nacida en España.

En el expediente sobre recuperación de la nacionalidad española remitido 
a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra auto dictado por el encargado del Registro Civil Central

HECHOS

1.- Mediante formulario presentado en el Registro Civil de Amurrio (Álava) 
el 1 de octubre de 2009, el Sr. S-A. solicitaba la recuperación de su 
nacionalidad española invocando la nacionalidad española de su madre. 
Consta en el expediente la siguiente documentación: DNI de la madre y 
permisos de residencia en España del padre y del solicitante, pasaporte 
argelino, documento de identidad y certificado de nacimiento mauritano 
del padre, inscripción de nacimiento de la madre practicada en el Registro 
Civil Central con marginal de nacionalidad española con valor de simple 
presunción declarada el 25 de marzo de 2008 por el encargado del 
Registro Civil de Santander, certificados de matrimonio de los padres, de 
nacimiento del interesado y de filiación expedidos por autoridades de la 
denominada República Árabe Saharaui Democrática, solicitud de 
reconocimiento de derecho a la asistencia sanitaria del Servicio Vasco de 
Salud y certificado de empadronamiento en L.

2.- Remitido el expediente al Registro Civil Central, competente para su 
resolución, con informes favorables del ministerio fiscal y de la encargada 
del Registro Civil de Amurrio, el encargado del registro dictó acuerdo el 24 
de febrero de 2011 denegando tanto la pretensión de recuperación como 
la posibilidad de opción del artículo 20.1b) del Código Civil. 
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3.- Notificada la resolución, se interpuso recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado alegando que la madre del recurrente 
nació en V-C. (Sáhara Occidental) en 1956, cuando dicho territorio era 
colonia española, y que tanto ella como los hermanos del recurrente 
ostentan la nacionalidad española.

4.- De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que 
interesó su desestimación. El encargado del Registro Civil Central remitió 
el expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para 
su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 20 y 26 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro 
Civil; 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 
de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008 y 29-4ª de enero de 2009. 

II.- El interesado, nacido en territorio del Sáhara Occidental en 1985, solicitó 
la recuperación de su nacionalidad española alegando ser hijo de una 
ciudadana española. El encargado del registro denegó la solicitud 
añadiendo, además, la imposibilidad de ejercitar el derecho de opción del 
art. 20 CC. Contra el acuerdo de denegación se presentó recurso insistiendo 
en la recuperación y alegando que la madre del solicitante es española de 
origen nacida en España, dado que nació en el Sáhara Occidental cuando 
este era territorio sometido a la administración española.

III.- Hay que advertir, en primer lugar, que tanto el promotor como el 
encargado del registro se refieren indistintamente, en los fundamentos de 
la resolución recurrida y en las alegaciones del escrito de recurso, tanto a 
la recuperación (art. 26 CC.) como a la opción (art. 20 CC.), cuando, en 
realidad, se trata de causas de reconocimiento de la nacionalidad española 
bien distintas. Por ello, aunque del acta de comparecencia en el Registro 
Civil de Amurrio parece desprenderse que el objeto inicial de la solicitud 
del interesado era únicamente la recuperación, para evitar otras posibles 
erróneas interpretaciones (y teniendo en cuenta, además, que el único 
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argumento del interesado para apoyar su petición es la nacionalidad 
española de su madre y el pretendido nacimiento de esta en territorio 
español), la presente resolución se referirá a ambas posibilidades. 

IV.- Para poder recuperar la nacionalidad española ha de probarse 
suficientemente que se ostentó de iure en un momento anterior dicha 
nacionalidad. El interesado no prueba en este caso dicha circunstancia, 
pues su solicitud se basa en la supuesta transmisión de la nacionalidad 
iure sanguinis a través de su madre, actualmente de nacionalidad 
española, sin que se haya acreditado que cuando el recurrente nació 
aquella ostentara tal nacionalidad, que figura en la inscripción de 
nacimiento aportada por medio de anotación marginal como consecuencia 
de la declaración, con valor de simple presunción, efectuada en 2008 en 
el Registro Civil de Santander.

V.- Y, por lo que se refiere a la opción del artículo 20.1b) CC. basada en 
que el interesado es hijo de española de origen nacida en España, lo 
cierto es que, además de no resultar acreditado que la nacionalidad 
reconocida de aquella lo sea de origen, en cualquier caso, los nacidos en 
el territorio del Sáhara cuando éste era posesión española no eran 
propiamente nacionales españoles, sino sólo súbditos de España que se 
beneficiaban de la nacionalidad española, por más que de algunas 
disposiciones anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera 
deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que se desprende 
necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque sólo así 
cobra sentido que a los naturales del Sáhara se les concediera en ciertas 
condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo 
de un año a contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. 

VI.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sáhara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sáhara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada a cabo en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del 
Sáhara en relación con el territorio metropolitano según el derecho 
internacional. En concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius 
soli tiene el nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia 
con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
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cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”.

VII.- Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos 
antecedentes. La cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más 
debatidas y oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la 
naturaleza de su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en 
la doctrina científica una explicación sobre la distinción entre territorio 
metropolitano y territorio colonial. A tal dificultad se añade la actitud 
cambiante de la política colonial como consecuencia de lo mutable 
también de las relaciones internacionales, caracterización a la que no ha 
podido sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y 
que se hace patente a través de una legislación que sigue, como ha 
señalado el Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por 
tres etapas fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se 
consideraron simplemente colonias; b) vino luego la fase de 
provincialización durante la que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) 
por último, se entra en la fase de descolonización, que reviste la forma de 
independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de 
autodeterminación en el Sahara.

VIII.- Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la 
idea de equiparar aquel territorio del Sáhara, no obstante sus 
peculiaridades, con una «provincia» española y, por ello, se llegó a 
considerarlo como una extensión del territorio metropolitano, equiparación 
que ha dado pie a dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, 
consistente en el reconocimiento a la población saharaui de su condición 
de nacionales españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras 
normas, la Ley de 19 abril 1961 que estableció «las bases sobre las que 
debe asentarse el ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus 
regímenes municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer 
manifiesta la equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» 
y «españoles nativos». Es importante destacar que como manifestación 
de esta posición España negó inicialmente al Secretariado General de la 
ONU información sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959).

IX.- No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden 
jurídico público internacional y, especialmente, la doctrina sobre 
«descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, 
Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre de 
1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujo al 
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reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, a la 
diferenciación de «territorios», puesta finalmente de relieve con rotunda 
claridad por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» del Sáhara 
cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como 
potencia administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no 
autónomo del Sáhara, que durante algunos años ha estado sometido en 
ciertos aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías al 
provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio nacional».

X.- Finalmente, cabe decir también que la documentación expedida por 
autoridades de la denominada República Árabe Saharaui Democrática no 
ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley 
española (cfr. arts. 23 LRC y 85 RRC). Ha de tenerse en cuenta que las 
competencias de calificación del encargado del Registro Civil respecto de 
la certificación extranjera se extienden al examen de la competencia y 
autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que 
le habilite para tal expedición con base legal suficiente para ello, base que 
en este caso no existe al no estar establecidos los órganos del Registro 
Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento 
jurídico estatal internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (15ª)
III.6.1  Recuperación de la nacionalidad española

1.- No procede la recuperación de la nacionalidad española, sino se 
prueba que el interesado ha sido antes español

2.- No es posible la opción por razón de patria potestad si el interesado, 
cuando se declara la nacionalidad española con valor de simple presunción 
del padre, era mayor de edad según su estatuto personal.
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En las actuaciones sobre recuperación de la nacionalidad española 
remitidas a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado, contra auto dictado por la Encargada del Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado el 17 de abril de 2008 en el Registro Civil 
de Gran Canaria para su remisión al Registro Civil Central por ser el 
competente Don C. nacido en el Sahara el 03 de noviembre de 1980 
solicitaba la recuperación de la nacionalidad española, por ser hijos de 
padre o madre españoles de origen. Adjuntaba, entre otros, los siguientes 
documentos: certificado local de nacimiento del interesado, permiso de 
residencia, certificado de nacimiento expedido por registro civil español de 
su padre y certificado de empadronamiento.

2.- Ratificado el interesado, el ministerio fiscal emitió informe desfavorable. 
La encargada dictó auto el 28 de septiembre de 2011 denegando la 
solicitud del interesado

3.- Notificada la resolución, el interesado presentó recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado.

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste consideró conforme a 
Derecho el auto recurrido. La Encargada del Registro Civil se ratificó en la 
decisión adoptada y remite el expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17,18,19,20 ,22 y 26 del Código Civil; 15, 16 ,23, 46, 
64 y 96 de la Ley del Registro Civil;16, 66, 68, 226 a 229, 335, 338, 340 y 
354 y 358 del Reglamento del Registro Civil; la Sentencia del Tribunal 
Supremo de 28 de octubre de 1998; La Ley 40/1975, de 19 de noviembre, 
el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, y las Resoluciones de 24-1ª de 
noviembre de 2003; 13-2ª, 14-1ª y 15-2ª de julio y 18-4ª de noviembre de 
2004; 15-4ª y 26-2ª de septiembre de 2005; 18-1ª de Junio de 2007; 4-5ª 
de Noviembre de 2008, 29-4ª de Enero de 2009 y las Resoluciones de 22 
de octubre y 3-6ª de noviembre de 2001; 2-3ª de febrero, 14-1ª de marzo, 
23-2ª de julio y 2-2ª de diciembre de 2002; 13-3ª de febrero de 2003; 7-1ª 
de julio y 13-1ª de septiembre de 2004; 20-3ª de enero y 13-1ª de junio de 
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2005; 2-2ª, 4-2ª y 17-3ª de julio, 20-2ª de noviembre de 2006; 16-5ª de 
marzo, 16-6ª de mayo, 21-9ª de junio, 8-5ª 21-2ª y 28-5ª de noviembre de 
2007; 21-2ª de enero, 11-4ª de Marzo, 10-2ª de mayo, 6-6ª de junio, 2-4ª 
de julio y 22-4ª de Octubre de 2008; 3-4ª y 25-10ª de Febrero, 4-6ª y 11-4ª 
de marzo y 8-2ª de abril de 2009.

II.- Siendo requisito imprescindible en la recuperación de la nacionalidad 
española la prueba de que el interesado ostentó de iure en un momento 
anterior la nacionalidad española. No estando acreditado dicho requisito 
por el hecho de que su progenitor nacido en el Sahara en el año 1945, 
haya obtenido la nacionalidad española con valor de simple presunción 
como consta anotada en el Registro Civil Central con fecha 13 de 
noviembre de 2007 e inscrita el 23 de julio de 2010. 

III.- El interesado, nacido el 03 de noviembre de 1980, ha intentado su 
inscripción de nacimiento en el Registro Civil español previa opción a la 
nacionalidad española por razón de patria potestad en base al artículo 
20.1.a) del Código Civil, alegando la nacionalidad española de su padre, 
que este ostenta con valor de simple presunción, por resolución de fecha 
17 de mayo de 2006, inscribiéndose la misma el 13 de noviembre de 
2007. La Encargada del Registro Civil Central mediante auto de 28 de 
septiembre de 2011, denegó la solicitud del interesado, por entender que 
no puede recuperar, ni optar a la nacionalidad española, ya que no se han 
cumplido los requisitos establecidos por el artículo 20 del Código Civil, al 
ser el interesado mayor de edad en el momento de la declaración de la 
nacionalidad española de su padre.

IV.- El recurso interpuesto se entiende planteado contra el auto que 
deniega la recuperación de la nacionalidad española y la imposibilidad de 
la adquisición de la nacionalidad española en virtud del artículo 20.1.a) del 
Código Civil. La resolución por parte de este Centro debe encaminarse 
únicamente a dilucidar si procede la recuperación de la nacionalidad 
española o la inscripción de nacimiento y opción por patria potestad por el 
promotor

V.- En este sentido, debe dilucidarse la fecha a partir de la cual la 
declaración de la nacionalidad española del padre surte efectos. Pues 
bien, no hay duda, y así resulta de la posición unánime de la doctrina, que 
la inscripción en el Registro Civil es un requisito inexcusable para la 
adquisición sobrevenida o derivativa de la nacionalidad española, 
conforme resulta espacialmente de lo dispuesto en el artículo 330 del 
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Código Civil, que configura claramente tal inscripción como constitutiva 
del fenómeno adquisitivo. Este precepto, supone elevar la inscripción 
registral a la categoría de requisito sine qua non de la nueva situación 
jurídica derivada del cambio de estado civil que produce la adquisición de 
la nacionalidad española. Esta misma conclusión se alcanza, ratificando 
la argumentación anterior, a partir de la previsión contenida en el artículo 
23 del Código Civil, que subordina “la validez de la adquisición de la 
nacionalidad española” por opción, carta de naturaleza y residencia, entre 
otros, al requisito de su inscripción en el Registro Civil español. En 
consecuencia, mientras esta inscripción no se practique los interesados 
no han llegado a adquirir válida y eficazmente la nacionalidad española.

VI.- En el caso de la declaración de nacionalidad con valor de simple 
presunción del padre del interesado, sólo se podría entender que la eficacia 
de la inscripción, una vez extendida, se retrotraiga a la fecha del acta de 
declaración de la voluntad de optar o a la de formalización del juramento o 
promesa, por ser éste el momento en el que el adquirente ha agotado la 
actividad fundamental a él exigida, como ha sostenido parte de nuestra 
doctrina científica y también algunos antecedentes de la doctrina oficial de 
este Centro Directivo (retroactividad que este mismo Centro ha negado que 
pueda operar “in peius”, esto es, con efectos perjudiciales o limitativos de los 
derechos del interesado: cfr. resolución de 14-2ª de junio de 2005).

VII.- Ciertamente, el párrafo tercero del artículo 64 de la Ley del Registro Civil, 
para los supuestos de declaraciones de conservación o modificación de la 
nacionalidad, tras fijar las reglas determinativas de quién es el funcionario 
competente para recibir y documentar en acta tales declaraciones, añade 
que “se considerará fecha de la inscripción, a partir de la cual surten sus 
efectos tales declaraciones, la del acta que constará en dicho asiento”. Pero 
este precepto no puede entenderse aplicable de forma universal para todos 
los supuestos de adquisiciones sobrevenidas o derivativas de la nacionalidad 
española, sino en relación con aquellas en que no medie una “concesión” por 
parte de la autoridad, esto es, en que la voluntad del interesado “declarada” 
en la forma solemne prevista por la legislación del Registro Civil constituye la 
verdadera causa jurídica de la adquisición del status de nacional español. 
Este planteamiento nos lleva a considerar como incluido en el ámbito del 
párrafo tercero del artículo 64 de la Ley del Registro Civil, sin esfuerzo 
interpretativo alguno, el supuesto de referencia.

VIII.- Por lo tanto, ya que los efectos de la declaración con valor de simple 
presunción, en todo caso, no se podrá retrotraer más allá del momento en 
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que la declaración de la nacionalidad del padre se produjo, cuando el hijo 
ya era mayor de edad según su estatuto personal, puesto que cumplió los 
18 años el 03 de noviembre de 1998, hay que concluir que no ha estado 
nunca sujeta a la patria potestad de un español y no es posible la opción 
a dicha nacionalidad por este concepto.

IX.- En base a lo anterior tampoco procede, la recuperación de la 
nacionalidad española del interesado al no estar acreditado en el 
expediente, que este la ostento en algún momento con anterioridad a la 
solicitud de la recuperación, no siendo válido a efectos de la justificación 
anterior, la justificación de que el interesado haya nacido en el Sahara en 
el año 1980, y que sus padres fueron naturales de esos territorios con 
anterioridad al proceso de descolonización.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez En cargado del Registro Civil Central.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (95ª)
III.6.1  Recuperación de nacionalidad española

1º.- Para poder recuperar la nacionalidad española es preciso haberla 
ostentado con anterioridad y no está acreditado que dicha circunstancia 
concurra en el solicitante.

2º.- No es posible el ejercicio de la opción a la nacionalidad española 
prevista en el artículo 20.1b) del Código Civil, redacción dada por Ley 
36/2002, porque no está acreditado que el solicitante, nacido en territorio 
del Sáhara Occidental en 1988, sea hijo de padres originariamente 
españoles nacidos en España.

En el expediente sobre recuperación de la nacionalidad española remitido 
a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra auto dictado por la encargada del Registro Civil Central
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HECHOS

1.- Mediante comparecencia en el Registro Civil de Vitoria-Gasteiz el 12 
de mayo de 2010, el Sr. M. solicitaba la recuperación de su nacionalidad 
española. Consta en el expediente la siguiente documentación: DNI e 
inscripciones de nacimiento en el Registro Civil Central de los progenitores 
del solicitante, ambas con marginales de nacionalidad española con valor 
de simple presunción declaradas en 2006 y 2007, respectivamente, por el 
Registro Civil de Jaén; certificado en extracto de inscripción de matrimonio 
de los anteriores practicada en la oficina del Registro Civil de Mahbes 
(Sáhara) en 1973; certificado de empadronamiento del interesado; 
certificado de nacimiento expedido por autoridades de la denominada 
República Árabe Saharaui Democrática; permiso de residencia en 
España; exploración física realizada en una clínica de V. pasaporte 
argelino; contrato de trabajo y declaraciones en comparecencia ante la 
encargada del registro de los padres y de un testigo acerca del nacimiento 
y filiación del promotor.

2.- Remitido el expediente al Registro Civil Central, competente para su 
resolución, con informes favorables del ministerio fiscal y de la encargada 
del Registro Civil de Vitoria, previo informe desfavorable del ministerio 
fiscal, la encargada del Registro Civil Central dictó auto el 3 de mayo de 
2011 denegando tanto la pretensión de recuperación como la posibilidad 
de opción del artículo 20.1b) del Código Civil. 

3.- Notificada la resolución, se interpuso recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado alegando que los hermanos del recurrente 
sí han sido inscritos en el Registro Civil Central y que sus padres nunca 
han dejado de ostentar la nacionalidad española.

4.- De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que 
interesó su desestimación. El encargado del Registro Civil Central remitió 
el expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para 
su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 20 y 26 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro 
Civil; 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 
de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
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Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008 y 29-4ª de enero de 2009. 

II.- El interesado, nacido en territorio del Sáhara Occidental en 1988, 
solicitó la recuperación de su nacionalidad española alegando ser hijo de 
ciudadanos españoles. La encargada del registro denegó la solicitud 
añadiendo, además, la imposibilidad de ejercitar el derecho de opción del 
art. 20 CC. Contra el auto de denegación se presentó el recurso 
examinado.

III.- Hay que advertir, en primer lugar, que tanto el promotor como la 
encargada del registro se refieren indistintamente, en los fundamentos de 
la resolución recurrida y en las alegaciones del escrito de recurso, tanto a 
la recuperación (art. 26 CC.) como a la opción (art. 20 CC.), cuando, en 
realidad, se trata de causas de reconocimiento de la nacionalidad española 
bien distintas. Por ello, aunque del acta de comparecencia en el Registro 
Civil de Vitoria se desprende que el objeto inicial de la solicitud del 
interesado era únicamente la recuperación, para evitar otras posibles 
erróneas interpretaciones (y teniendo en cuenta, además, que el 
interesado presentó un escrito anterior, en 2009, donde no especificaba la 
vía por la que pretendía el reconocimiento de la nacionalidad española), la 
presente resolución se referirá a ambas posibilidades. 

IV.- Para poder recuperar la nacionalidad española ha de probarse 
suficientemente que se ostentó de iure en un momento anterior dicha 
nacionalidad. El interesado no prueba en este caso dicha circunstancia, 
pues su solicitud se basa en la supuesta transmisión de la nacionalidad 
iure sanguinis a través de sus padres, ambos actualmente de nacionalidad 
española, pero sin que se haya acreditado que cuando el recurrente nació, 
en 1988, aquellos ostentaran tal nacionalidad, que figura en sus 
respectivas inscripciones de nacimiento por medio de anotaciones 
marginales como consecuencia de las declaraciones, con valor de simple 
presunción efectuadas en 2006 y 2007 por el Registro Civil de Jaén.

V.- Y, por lo que se refiere a la opción del artículo 20.1b) CC. basada en 
que el interesado es hijo de españoles de origen nacidos en España, lo 
cierto es que los nacidos en el territorio del Sáhara cuando éste era 
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posesión española no eran propiamente nacionales españoles, sino sólo 
súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad española, por 
más que de algunas disposiciones anteriores al abandono por España de 
ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio apuntado es el que 
se desprende necesariamente de la Ley de 19 de noviembre de 1975, 
porque sólo así cobra sentido que a los naturales del Sáhara se les 
concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a la nacionalidad 
española en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor del 
Decreto 2258/76. 

VI.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sáhara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sáhara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada a cabo en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del 
Sáhara en relación con el territorio metropolitano según el derecho 
internacional. En concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius 
soli tiene el nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia 
con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”.

VII.- Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos 
antecedentes. La cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más 
debatidas y oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la 
naturaleza de su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en 
la doctrina científica una explicación sobre la distinción entre territorio 
metropolitano y territorio colonial. A tal dificultad se añade la actitud 
cambiante de la política colonial como consecuencia de lo mutable 
también de las relaciones internacionales, caracterización a la que no ha 
podido sustraerse la posición española en África ecuatorial y occidental, y 
que se hace patente a través de una legislación que sigue, como ha 
señalado el Tribunal Supremo, un itinerario zigzagueante integrado por 
tres etapas fundamentales: a) en un primer momento dichos territorios se 
consideraron simplemente colonias; b) vino luego la fase de 
provincialización durante la que se intenta su asimilación a la metrópoli; c) 
por último, se entra en la fase de descolonización, que reviste la forma de 
independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o retrocesión en Ifni y de 
autodeterminación en el Sahara.
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VIII.- Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la 
idea de equiparar aquel territorio del Sáhara, no obstante sus 
peculiaridades, con una «provincia» española y, por ello, se llegó a 
considerarlo como una extensión del territorio metropolitano, equiparación 
que ha dado pie a dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, 
consistente en el reconocimiento a la población saharaui de su condición 
de nacionales españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras 
normas, la Ley de 19 abril 1961 que estableció «las bases sobre las que 
debe asentarse el ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus 
regímenes municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer 
manifiesta la equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» 
y «españoles nativos». Es importante destacar que como manifestación 
de esta posición España negó inicialmente al Secretariado General de la 
ONU información sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959).

IX.- No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden 
jurídico público internacional y, especialmente, la doctrina sobre 
«descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, 
Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre 
de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujo al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, 
a la diferenciación de «territorios», puesta finalmente de relieve con 
rotunda claridad por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» 
del Sáhara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias 
sobre el territorio no autónomo del Sáhara, que durante algunos años ha 
estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen 
peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado 
parte del territorio nacional».

X.- Finalmente, cabe decir también que la documentación expedida por 
autoridades de la denominada República Árabe Saharaui Democrática no 
ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley 
española (cfr. arts. 23 LRC y 85 RRC). Ha de tenerse en cuenta que las 
competencias de calificación del encargado del Registro Civil respecto de 
la certificación extranjera se extienden al examen de la competencia y 
autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que 
le habilite para tal expedición con base legal suficiente para ello, base que 
en este caso no existe al no estar establecidos los órganos del Registro 
Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento 
jurídico estatal internacionalmente reconocido.
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Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (154ª)
III.6.1  Recuperación de la nacionalidad española

No procede por no estar acreditado que la interesada, nacida en Sidi Ifni 
en 1965, hubiese ostentado con anterioridad la nacionalidad española.

En las actuaciones sobre recuperación de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este Centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por la interesada, contra auto dictado por la 
Magistrada Juez Encargada del Registro Civil Central. 

HECHOS

1.- Mediante escrito de fecha 4 de junio de 2010, en el Registro Civil de 
Barcelona se levanta acta de recuperación de la nacionalidad española 
mediante la cual Doña F. manifiesta que nació en S. (Sáhara Occidental) 
en 1965, que fue española desde su nacimiento y que su padre fue 
declarado español de origen en el año 2006. Adjunta como documentación: 
certificado de empadronamiento en B. desde el 15 de mayo de 2008 como 
ciudadana marroquí, certificado consular de nacimiento y extracto de acta 
de nacimiento de 1971 del registro civil marroquí, inscripción de nacimiento 
de su padre en el Registro Civil español con anotación de declaración de 
nacionalidad española con valor de simple presunción con fecha 27 de 
junio de 2006 e inscrito por el Registro Civil Central el 25 de enero de 
2008 y pasaporte marroquí de la madre de la promotora a la que atribuye 
dicha nacionalidad. 

2.- Se remite la documentación al Registro Civil Central. La Juez 
Encargada del Registro Civil mediante auto de fecha 3 de noviembre de 
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2010 deniega lo solicitado por la interesada ya que no ha acreditado que 
hubiera ostentado en algún momento la nacionalidad española.

3.- Notificado el Ministerio Fiscal y la interesada, ésta interpone recurso 
ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, volviendo a 
solicitar la recuperación de la nacionalidad española ya que a su entender 
nació española porque en la fecha de su nacimiento S. era una provincia 
española. 

4.- Notificado el Ministerio Fiscal de la interposición del recurso, éste 
impugna el mismo. La Juez Encargada del Registro Civil remite el 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para 
su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos el Tratado de 4 de enero de 1969 sobre retrocesión del territorio 
de Ifni al Reino de Marruecos; el Decreto de 26 de junio de 1969; los 
artículos 18 del Código Civil; 15, 95 y 96 de la Ley del Registro Civil; 62, 
322, 324, 335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las Resoluciones, entre 
otras, de 19-3ª de abril y 15-2ª de septiembre de 2003; 25-3ª de febrero 
de 2004; 13-1ª de septiembre de 2005; 13-4ª de enero, 8-1ª de febrero y 
1-3ª de septiembre de 2006.

II.-La interesada, nacida en S. en 1965, por comparecencia efectuada 
ante el Juez Encargado del Registro Civil de Barcelona el 4 de junio de 
2010, manifestó su voluntad de recuperar la nacionalidad española, 
aportando al efecto determinados documentos relativos a su nacimiento y 
declaración de nacionalidad española de su padre. 

Remitido el expediente al Registro Civil Central para la inscripción de 
nacimiento con la marginal de recuperación, por la Juez Encargada de 
este Registro se dictó acuerdo de 3 de noviembre de 2010 desestimando 
la pretensión de la interesada. Este auto constituye el objeto del presente 
recurso.

III.- Una recuperación como la intentada por este expediente presupone 
que con anterioridad se ha tenido la nacionalidad española y posteriormente 
se ha perdido. Tenía, por tanto, la interesada que haber acreditado que 
ostentó de iure en un momento anterior la nacionalidad española y ese 
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extremo no ha quedado probado. En efecto, si se examina el expediente 
resulta que la ahora recurrente había nacido en S. y este territorio no era 
ni es español, según se desprende forzosamente de su retrocesión a 
Marruecos por virtud del Tratado de 4 de enero de 1969. Por tanto, en 
principio, no fue posible que la interesada hubiese adquirido por ius soli la 
nacionalidad española.

IV.- Tampoco pudo adquirirla por ius sanguinis, porque aunque su padre 
pudiera haberse beneficiado de la nacionalidad española, no se ha 
acreditado ningún título legal de adquisición de tal nacionalidad y el 
beneficio de ésta cesó en el momento de la retrocesión del territorio a 
Marruecos y no consta que el interesado, dentro del plazo de caducidad 
de tres meses, hubiese ejercitado el derecho de opción a la nacionalidad 
española, regulado por los artículos tercero del Tratado, primero de su 
Protocolo anejo y por el Decreto de 26 de junio de 1969. Consecuentemente, 
al no quedar probado que el interesado hubiese ostentado en algún 
momento la nacionalidad española, no cabe la posibilidad de que ahora la 
recupere. De hecho el padre de la recurrente fue declarado español con 
valor de simple presunción en el año 2006.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (201ª)
III.6.1  Recuperación de nacionalidad española

Para poder recuperar la nacionalidad española es preciso haberla 
ostentado con anterioridad y no está acreditado que dicha circunstancia 
concurra en el solicitante.

En el expediente sobre recuperación de la nacionalidad española remitido 
a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el 
interesado contra auto dictado por el encargado del Registro Civil Central
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HECHOS

1.- Mediante formulario presentado en el Registro Civil de Zaragoza el 20 
de junio de 2006, el Sr. M. nacido en N. (Mauritania) en 1979, solicitaba la 
inscripción de su nacimiento en el Registro Civil Central alegando que en 
el momento del nacimiento sus padres eran españoles. Aportaba la 
siguiente documentación: certificado de nacimiento del solicitante 
expedido por autoridades de la denominada República Árabe Saharaui 
Democrática; DNI e inscripción de nacimiento en el Registro Civil Central 
de M-L. nacido en el Sáhara en 1956, con anotación marginal de 
nacionalidad española con valor de simple presunción declarada por 
resolución del encargado del Registro Civil de Zaragoza el 9 de diciembre 
de 2003; DNI y certificación en extracto de inscripción de nacimiento en el 
Registro Civil Central de F. nacida en el Sáhara en 1956, con marginal de 
nacionalidad española con valor de simple presunción declarada por 
resolución del encargado del Registro Civil de Zaragoza el 21 de marzo 
de 2003, acta de matrimonio mauritana de los padres del solicitante, 
tarjeta de residencia en España del solicitante, certificado de 
empadronamiento, pasaporte mauritano y cuestionario de declaración de 
datos para la inscripción.

2.- Ratificado el solicitante, el expediente se remitió al Registro Civil 
Central, competente para su resolución, desde donde se requirió la 
aportación de certificado de nacimiento mauritano y levantamiento de acta 
de recuperación de nacionalidad española. Cumplidos los trámites 
anteriores, previo informe desfavorable del ministerio fiscal, el encargado 
del Registro Civil Central dictó auto el 21 de junio de 2011 denegando la 
pretensión por entender que el promotor no ha ostentado en ningún 
momento la nacionalidad española. 

3.- Notificada la resolución, se interpuso recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado alegando que los padres del interesado 
tienen reconocida la nacionalidad española de origen por consolidación 
desde 2003 y que adquirieron dicha nacionalidad porque nacieron en 
territorio del Sáhara Occidental durante la llamada etapa de 
provincialización, de manera que el nacimiento de ambos se produjo en 
territorio español.

4.- De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que 
interesó su desestimación. El encargado del Registro Civil Central remitió 
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el expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para 
su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 26 del Código Civil; 96 de la Ley del Registro Civil; 
335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la Ley 40/1975, de 19 de 
noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las resoluciones, entre 
otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de diciembre de 2006; 
12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 de abril, 21-6ª de 
mayo, 11-1ª de junio y 20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de 
enero, 22-5ª y 29-6ª de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 25-3ª y 4ª de 
noviembre de 2008 y 29-4ª de enero de 2009. 

II.- El interesado, nacido en Mauritania en 1979, solicitó la recuperación 
de su nacionalidad española alegando ser hijo de españoles de origen. El 
encargado del registro denegó la solicitud por no considerar acreditado 
que el solicitante hubiera adquirido anteriormente la nacionalidad 
solicitada. Contra el acuerdo de denegación se presentó recurso alegando 
que los padres del recurrente son españoles de origen nacidos en España 
porque entonces el Sáhara Occidental era territorio español.

III.- Para poder recuperar la nacionalidad española ha de probarse 
suficientemente que se ostentó de iure en un momento anterior dicha 
nacionalidad. El interesado no prueba en este caso dicha circunstancia, 
pues su solicitud se basa en la supuesta transmisión de la nacionalidad 
iure sanguinis a través de sus progenitores, actualmente de nacionalidad 
española, sin que se haya acreditado que cuando el recurrente nació 
aquellos ostentaran tal nacionalidad, que figura en las inscripciones de 
nacimiento aportadas por medio de anotación marginal como consecuencia 
de la declaración, con valor de simple presunción, efectuada en 2003 en 
el Registro Civil de Zaragoza.

IV.- Por otro lado, cabe aclarar también que los nacidos en el territorio del 
Sáhara cuando éste era posesión española no eran propiamente 
nacionales españoles, sino sólo súbditos de España que se beneficiaban 
de la nacionalidad española, por más que de algunas disposiciones 
anteriores al abandono por España de ese territorio pudiera deducirse 
otra cosa. El principio apuntado es el que se desprende necesariamente 
de la Ley de 19 de noviembre de 1975, porque sólo así cobra sentido que 
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a los naturales del Sáhara se les concediera en ciertas condiciones la 
oportunidad de optar a la nacionalidad española en el plazo de un año a 
contar desde la entrada en vigor del Decreto 2258/76. 

V.- En efecto, hay que recordar que el origen de las dificultades jurídicas 
relacionadas con la situación de ciertos naturales del Sáhara en relación 
con el reconocimiento de su eventual nacionalidad española se encuentra 
en las confusiones creadas por la legislación interna promulgada para la 
antigua colonia del llamado Sáhara español en el período histórico 
precedente a la «descolonización» llevada a cabo en su día por España, y 
ello al margen de la calificación objetiva que mereciera el territorio del 
Sáhara en relación con el territorio metropolitano según el derecho 
internacional. En concreto, y por la trascendencia que por la vía del ius 
soli tiene el nacimiento en España a los efectos de atribuir en concurrencia 
con determinados requisitos la nacionalidad española, se ha planteado la 
cuestión primordial de decidir si aquella antigua posesión española entra 
o no en el concepto de “territorio nacional” o “territorio español”.

VI.- Para situar en perspectiva el tema hay que recordar algunos 
antecedentes. La cuestión es compleja, ya que una de las cuestiones más 
debatidas y oscuras de la teoría general del Estado es precisamente la 
naturaleza de su territorio, hasta el punto de que no es frecuente hallar en 
la doctrina científica una explicación sobre la distinción entre territorio 
metropolitano y territorio colonial. 

A tal dificultad se añade la actitud cambiante de la política colonial como 
consecuencia de lo mutable también de las relaciones internacionales, 
caracterización a la que no ha podido sustraerse la posición española en 
África ecuatorial y occidental, y que se hace patente a través de una 
legislación que sigue, como ha señalado el Tribunal Supremo, un itinerario 
zigzagueante integrado por tres etapas fundamentales: a) en un primer 
momento dichos territorios se consideraron simplemente colonias; b) vino 
luego la fase de provincialización durante la que se intenta su asimilación 
a la metrópoli; c) por último, se entra en la fase de descolonización, que 
reviste la forma de independencia en Guinea Ecuatorial, de cesión o 
retrocesión en Ifni y de autodeterminación en el Sahara.

VII.- Pues bien, la etapa de la «provincialización» se caracterizó por la 
idea de equiparar aquel territorio del Sáhara, no obstante sus 
peculiaridades, con una «provincia» española y, por ello, se llegó a 
considerarlo como una extensión del territorio metropolitano, equiparación 
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que ha dado pie a dudas sobre un posible corolario derivado del mismo, 
consistente en el reconocimiento a la población saharaui de su condición 
de nacionales españoles. En apoyo de tal tesis se citan, entre otras 
normas, la Ley de 19 abril 1961 que estableció «las bases sobre las que 
debe asentarse el ordenamiento jurídico de la Provincia del Sahara en sus 
regímenes municipal y provincial». Con esta norma se pretendía hacer 
manifiesta la equiparación de los «stati» entre «españoles peninsulares» 
y «españoles nativos». Es importante destacar que como manifestación 
de esta posición España negó inicialmente al Secretariado General de la 
ONU información sobre «los territorios no autónomos» (1958 y 1959).

VIII.- No obstante, el acatamiento de las exigencias que imponía el orden 
jurídico público internacional y, especialmente, la doctrina sobre 
«descolonización» de la ONU (incorporada a la Resolución 1514 XV, 
Asamblea General de las Naciones Unidas adoptada el 14 de diciembre 
de 1960, conocida como Carta Magna de descolonización), condujo al 
reconocimiento por el Gobierno español del «hecho colonial» y, por tanto, 
a la diferenciación de «territorios», puesta finalmente de relieve con 
rotunda claridad por la Ley de 19 noviembre 1975 de «descolonización» 
del Sáhara cuyo preámbulo expresa «que el Estado Español ha venido 
ejerciendo, como potencia administradora, plenitud de competencias 
sobre el territorio no autónomo del Sáhara, que durante algunos años ha 
estado sometido en ciertos aspectos de su administración a un régimen 
peculiar con analogías al provincial y que nunca -recalcaba- ha formado 
parte del territorio nacional».

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.
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III.8.  COMPETENCIA EN EXP. DE NACIONALIDAD

III.8.2  COMPETENCIA EN EXP. DE NACIONALIDAD 
POR MOTIVOS DISTINTOS DE LA RESIDENCIA

Resolución de 02 de Julio de 2014 (121ª)
III.8.2  Competencia en expedientes de nacionalidad por motivos dife-

rentes a la residencia

Se declara la incompetencia del Registro Civil municipal correspondiente 
al lugar de domicilio de la interesada, que ha resuelto sobre la solicitud 
formulada al amparo de lo dispuesto en el artículo 20 del Código Civil y la 
Disposición adicional 7ª de la Ley 52/2007, de 26 de diciembre, y se 
retrotraen las actuaciones para que se remita el expediente al Registro 
Civil Central, que es el verdaderamente competente para resolver, por 
tener la promotora su domicilio en España.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española remitido a este 
Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
promotora contra la resolución del Encargado del Registro Civil de 
Marbella (Málaga).

HECHOS

1.- Mediante escrito remitido al Registro Civil de Marbella, correspondiente 
al lugar de su domicilio, el 29 de octubre de 2009, Doña É-L. nacida en 
Argentina el 23 de julio de 1981, inició expediente de opción a la 
nacionalidad española. Aportaba, entre otra, la siguiente documentación: 
inscripción de nacimiento de la interesada; certificación literal de 
nacimiento del padre, Don P-M. en la que consta que nació en Argentina y 
la recuperación de la nacionalidad española el 22 de marzo de 2004; acta 
de nacimiento del abuelo paterno, Don M. certificado de empadronamiento; 
fotocopias del DNI del padre y pasaporte de la interesada.

2.- El 5 de febrero de 2010 se ratifica la promotora en su solicitud. Previo 
informe desfavorable del Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil 
de Marbella dicta auto el 3 de mayo de 2010 por el que deniega la solicitud 
de la interesada, por tener, al tiempo de la presentación de la misma, 
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cumplidos los 20 años de edad y según el artículo 20.2.c) del Código Civil, 
la opción habría caducado. Por otra parte, también se desestima la opción 
en virtud de la Disposición Adicional Séptima de la Ley 52/2007, por no 
cumplir los requisitos necesarios.

3.- Notificada la resolución a la promotora, ésta interpone recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, reiterando su solicitud.

4.- De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que 
interesó la desestimación del recurso presentado, por entender que la 
resolución recurrida era conforme a Derecho y el Encargado del Registro 
Civil se ratifica en el auto adoptado y remitió el expediente a la Dirección 
General de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la 
Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil, 
los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23, 46 y 67 de la Ley del 
Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras 
de 23 de abril, 12-9ª de septiembre y 5-2ª de diciembre de 2001; 21-5ª de 
enero, 5 de mayo y 6-3ª de noviembre de 2003; 20-1ª de julio de 2004; 
20-3ª de septiembre de 2005; 20-5ª de noviembre de 2006; 2-4ª de junio y 
4-7ª de diciembre de 2008 y 21-4ª de abril de 2009; 23 de marzo de 
2010,24 de marzo de 2010,28 de abril de 2010 (5ª), 15 de noviembre de 
2010,1 de diciembre de 2010,7 de marzo de 2011 (4ª), 9 de marzo de 
2011, 3 de octubre de 2011 (17ª), 25 de octubre de 2011 (3ª), 2 de 
diciembre de 2011.

II.- La interesada, nacida en Argentina el 23 de julio de 1981, ha pretendido 
optar a la nacionalidad española, por ser hija de padre español de origen. 
El Encargado del Registro Civil de Marbella denegó la petición mediante 
auto de 3 de mayo de 2010 por estimar que no estaban suficientemente 
acreditados los requisitos necesarios con la documentación aportada. 
Contra el acuerdo de denegación se interpuso el recurso actual. 
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III.- En primer lugar, cabe señalar que el nacimiento ha de ser inscrito en 
el Registro municipal o Consular del lugar en el que acaece, si bien en el 
caso de que sea competente un Registro Consular, si el promotor estuviera 
domiciliado en España, como es el presente caso, deberá practicar antes 
la inscripción en el Registro Central (artículos 16 del Código Civil y 68 del 
Reglamento del Registro Civil). Por otra parte, si se presentase una 
declaración de conservación o modificación de nacionalidad ante un 
Registro no competente, el Encargado levantará acta por duplicado con 
las circunstancias de la inscripción y las de identidad del sujeto; uno de los 
ejemplares, con los títulos en su caso, se remitirá al Registro competente 
para, en su virtud, practicarla (artículo 229 del Reglamento del Registro 
Civil). No se ha hecho así en este caso, en el que la interesada presentó 
la declaración ante el Registro Civil de su domicilio, que denegó las 
opciones en virtud del artículo 20 del Código Civil, incluso teniendo en 
cuenta que al haber tenido lugar el nacimiento fuera de España y estar la 
interesada domiciliada en ella, la competencia para la inscripción 
correspondía al Registro Civil Central. Por tanto procede ahora, al resolver 
el recurso interpuesto, declarar la nulidad de las actuaciones por 
incompetencia de aquel. Así resulta de la aplicación de los artículos 48 de 
la Ley de Enjuiciamiento Civil y 16 del Reglamento del Registro Civil.

IV.- Así, las modificaciones de nacionalidad (adquisición, pérdida o 
recuperación), basadas en una declaración de voluntad y las 
manifestaciones sobre conservación de la nacionalidad española, han de 
inscribirse al margen del asiento de nacimiento del interesado, conforme 
al artículo 46 de la Ley del Registro Civil. Por esto, cuando la declaración 
de opción se presenta ante otro Registro Civil -normalmente el del 
domicilio, sea éste un Registro Civil municipal o consular español-, como 
se ha dicho anteriormente, lo procedente es que el Encargado de este 
último levante acta por duplicado y remita uno de sus ejemplares al 
Registro competente para practicar la inscripción marginal, procedimiento 
que se desprende de lo dispuesto en los artículos 64, conforme al cual, “A 
falta de disposición especial, es funcionario competente para recibir las 
declaraciones de conservación o modificación de nacionalidad o vecindad, 
el mismo que determinan las reglas sobre opción de nacionalidad. Cuando 
dicho funcionario no sea el Encargado del mismo Registro donde conste 
inscrito el nacimiento, levantará acta con las circunstancias exigidas para 
la inscripción y la remitirá al Registro competente para la práctica de la 
inscripción marginal correspondiente”. Este precepto está desarrollado 
por los artículos 226 a 229 del Reglamento del Registro Civil, de los que, 
en una interpretación de conjunto, resulta que la declaración de opción a 
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la nacionalidad española y la renuncia, en su caso, y el juramento o 
promesa exigidos, serán formuladas ante el Encargado del Registro del 
domicilio. En tales casos, como ha tenido ocasión de declarar reiterada 
doctrina de este Centro Directivo, existe una primera calificación 
provisional a cargo de quien recibe la declaración, pero la calificación 
primordial corresponde, como es obvio, al Encargado que ha de inscribir.

Aunque esta doctrina ha sido matizada en el sentido de que el primer 
Encargado está facultado para rechazar de plano la pretensión del 
declarante (cfr. art. 355 RRC) y no extender el acta, también se ha indicado 
que ésta es una posibilidad extrema, circunscrita a los casos en que sea 
evidente la ilegalidad o nulidad de la declaración (cfr. art. 6-3 CC.) y no 
debe ampliarse a cualesquiera supuestos más o menos dudosos, porque 
esa actuación implicaría sustraer el ejercicio personal de la función 
calificadora al Encargado competente (vid. Resoluciones de 24 de 
septiembre de 1991, 8-3ª de octubre de 1998 y 12-2ª de septiembre de 
2001). En el ejercicio de esta función calificadora, que ha de ser favorable 
para permitir la práctica de la inscripción correspondiente, es requisito 
indispensable, como señala el artículo 226 del Reglamento del Registro 
Civil que se verifique previamente la concurrencia en el caso de los 
requisitos legales para la adquisición, modificación o conservación de la 
nacionalidad española. Con objeto de llevar a cabo tal verificación el 
Encargado podrá recabar del interesado las correspondientes 
justificaciones y documentación.

V.- Finalmente, y en cuanto a la posible opción en virtud de la Disposición 
Adicional Séptima de la Ley 52/2007, tampoco procede entrar a conocer 
sobre el fondo de la cuestión controvertida (procedencia de la denegación 
de la opción solicitada por la parte actora), habida cuenta de que, 
examinado el conjunto de las actuaciones, ha podido verificarse también 
que el Órgano que ha resuelto la solicitud de la promotora (Registro Civil 
de Marbella), era manifiestamente incompetente para pronunciarse al 
respecto. Se trata de una conclusión indubitada del examen conjunto del 
criterio IV de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado con los artículos 16 y 46 del 
Reglamento del Registro Civil. De acuerdo con el criterio puesto de 
manifiesto, “es Registro competente para practicar la inscripción de la 
opción el que corresponda al lugar de nacimiento del optante; cuando 
esté en otro término municipal o demarcación consular el registro 
competente para practicar la inscripción – como en el supuesto presente 
-, el Encargado ante el que se formule debidamente declaración de opción 
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levantará acta por duplicado con las circunstancias de la opción y las de 
identidad del sujeto; uno de los ejemplares, con los documentos 
acreditativos de los supuestos legales, se remitirá al Registro competente 
para, en su virtud, practicar la inscripción”. 

Por lo que procedería remitir las actuaciones al Registro Civil competente 
para resolver, que en el presente supuesto, y según lo establecido por los 
artículos 16 del Código Civil y 68 del Reglamento del Registro Civil, sería el 
Registro Civil Central, al tener la interesada su domicilio en España y haber 
acaecido el nacimiento en el extranjero, en el presente caso en Argentina.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: 

1º.- Declarar la nulidad por incompetencia del auto dictado por el 
Encargado del Registro Civil de Marbella con fecha 3 de mayo de 2010.

2º.- Retrotraer las actuaciones e instar a que se remita el expediente a 
dicho Registro Civil para que se complete la tramitación de la instrucción 
del expediente, de acuerdo con los términos expuestos en los fundamentos 
de derecho, y finalmente se resuelva la solicitud por el Registro Civil 
competente.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Marbella (Málaga).

Resolución de 09 de Julio de 2014 (5ª)
III.8.2  Competencia en expedientes de nacionalidad por motivos dife-

rentes a la residencia

Es competente para resolver sobre la solicitud formulada al amparo de lo 
dispuesto en la Disposición Adicional 7ª de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, el Registro Civil Central, al resultar acreditado que la interesada 
tiene su domicilio en España, por lo que procede retrotraer las actuaciones.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española remitido a este 
Centro Directivo en trámite de recurso por virtud del entablado por la 
promotora contra la resolución del Encargado del Registro Civil Central.
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HECHOS

1.- Mediante solicitud de fecha 26 de diciembre de 2011, Doña. N., nacida 
en Brasil el 31 de julio de 1935, inició expediente de opción a la 
nacionalidad española de origen en virtud de la Disposición Adicional 
Séptima de la Ley 52/2007. Aportaba, entre otra, la siguiente 
documentación: certificación literal de nacimiento de su padre, Don E-F, 
en la que aparece que nació en Brasil el 29 de junio de 1908, de padres 
españoles y consta que perdió la nacionalidad española al alcanzar la 
mayoría de edad el 29 de junio de 1931; poder especial que confiere la 
interesada a su sobrina, Doña. S-M., el que consta que la primera tiene su 
residencia en Brasil y es “accidentalmente vecina de Granada”; y 
certificado de empadronamiento de la interesada, en la que aparece de 
alta en el padrón municipal del Ayuntamiento de Granada desde el 29 de 
enero de 2010.

2.- Remitidas las actuaciones al Registro Civil Central, el Encargado dicta 
auto el 22 de mayo de 2013 por el que deniega la solicitud de la interesada, 
por carecer ese Registro de competencia, al entender que la promotora 
no tiene su domicilio en España, de acuerdo con lo que se refleja en la 
escritura de poder notarial que obra en el expediente, donde se indica que 
la interesada tiene su domicilio en Brasil y que es accidentalmente vecina 
de Granada.

3.- Notificada la resolución a la promotora, su representante interpone 
recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, 
reiterando su solicitud y aportando acta notarial rectificada en la que 
consta que el domicilio de la interesada se encuentra en Granada y las 
razones por las que se señaló que la misma tenía su domicilio 
accidentalmente en Granada, básicamente por no presentar ésta tarjeta 
de residencia en España, sino sólo pasaporte brasileño. Asimismo, se 
aporta nuevo certificado de empadronamiento, donde se observa, al igual 
que el aportado inicialmente, que la Sra. García consta dada de alta en 
dicho padrón municipal desde el 29 de enero de 2010.

4.- De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que 
interesó la desestimación del recurso presentado, por entender que la 
resolución recurrida era conforme a Derecho y el Encargado del Registro 
Civil Central se ratifica en el auto adoptado y remitió el expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos la Disposición adicional séptima de la Ley 52/2007, de 26 de 
diciembre, la Disposición transitoria tercera de la Ley 18/1990, de 17 de 
diciembre; el artículo único de la Ley 15/1993, de 23 de diciembre; la 
Disposición transitoria primera de la Ley 29/1995,de 2 de noviembre; la 
Disposición final sexta de la Ley 20/2011 de 21 de julio de Registro Civil, 
los artículos 20 del Código Civil, artículos 15, 16, 23, 46 y 67 de la Ley del 
Registro Civil, artículos 66, 68, 85 y 232 del Reglamento del Registro Civil; 
la Instrucción de 4 de noviembre de 2008, y las Resoluciones, entre otras 
de 23 de abril, 12-9ª de septiembre y 5-2ª de diciembre de 2001; 21-5ª de 
enero, 5 de mayo y 6-3ª de noviembre de 2003; 20-1ª de julio de 2004; 
20-3ª de septiembre de 2005; 20-5ª de noviembre de 2006; 2-4ª de junio y 
4-7ª de diciembre de 2008 y 21-4ª de abril de 2009; 23 de marzo de 
2010,24 de marzo de 2010,28 de abril de 2010 (5ª), 15 de noviembre de 
2010,1 de diciembre de 2010,7 de marzo de 2011 (4ª), 9 de marzo de 
2011, 3 de octubre de 2011 (17ª), 25 de octubre de 2011 (3ª), 2 de 
diciembre de 2011.

II.- La interesada, nacida en Brasil el 31 de julio de 1935, ha pretendido 
optar a la nacionalidad española de origen en virtud de la Disposición 
Adicional Séptima de la Ley 52/2007, por ser hija de padre español de 
origen. El Encargado del Registro Civil Central denegó la petición mediante 
auto de 22 de mayo de 2013 por estimar que no era competente, al tener 
la interesada su residencia fuera de España, según acta notarial que 
obraba en el expediente. Contra el acuerdo de denegación se interpuso el 
recurso actual. 

III.- En primer lugar, cabe señalar que el nacimiento ha de ser inscrito en 
el Registro municipal o Consular del lugar en el que acaece, si bien en el 
caso de que sea competente un Registro Consular, si el promotor estuviera 
domiciliado en España, deberá practicar antes la inscripción en el Registro 
Central (artículos 16 del Código Civil y 68 del Reglamento del Registro 
Civil). 

IV.- Hay que recordar, en relación con el concepto de domicilio y el valor 
probatorio de los certificados de empadronamiento, que el artículo 16 de 
la Ley de Bases de Régimen Local, redactado por Ley 4/1996, de 10 de 
enero, dispone en su número 1 que “El padrón municipal es un registro 
administrativo donde constan los vecinos de un municipio. Sus datos 
constituyen prueba de la residencia en el municipio y del domicilio habitual 
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en el mismo”. Además se prevé que las certificaciones que de dichos 
datos se expidan tendrán carácter de documento público y fehaciente. 
Ahora bien, tal carácter se declara y reconoce legalmente para “todos los 
efectos administrativos”, pero sólo para ellos. Por tanto, la certificación del 
padrón municipal no está contemplada ni como prueba exclusiva del 
domicilio, ni como prueba privilegiada del mismo fuera del ámbito 
administrativo. Por su parte, el concepto de domicilio a efectos civiles, que 
es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil, 
se encuentra definido en el artículo 40 del Código Civil, conforme al cual 
“el domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, 
esto es, el lugar en el que la persona vive con cierta permanencia y que se 
presume para el futuro. La prueba de la residencia habitual constitutiva 
del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que alguna norma especial 
exija una modalidad de prueba determinada o exima de pruebas 
complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios.

Esto es lo que sucede en el ámbito del Registro Civil en casos concretos: 
a) así, el artículo 336.3 dispone que “el domicilio de los apátridas se 
acreditará por certificación municipal o información testifical”; b) el artículo 
68 párrafo tercero del Reglamento del Registro Civil, por su parte, a los 
efectos de aplicar la previsión del artículo 16, párrafo segundo, de la Ley 
del Registro Civil, establece que el domicilio del progenitor o progenitores 
legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los documentos 
nacionales de identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del 
padrón municipal”.

V.- En el presente caso, el Registro Civil Central declara su incompetencia 
por entender que la Sra. García no tiene su domicilio en España. Sin 
embargo, se observa, de la documentación que consta en el expediente 
inicial y de la aportada en trámite de recurso, que la interesada tiene su 
residencia en el municipio de Granada desde el 29 de enero de 2010, ya 
que obran en el expediente dos certificados de empadronamiento de los 
años 2011 y 2013, sin que se vea alterada la fecha de alta de la misma. 
En relación con el acta notarial de apoderamiento, si bien, en la aportada 
inicialmente, se hace constar que la Sra. García tenía su residencia en 
Brasil y que era “accidentalmente vecina de Granada”, del análisis 
conjunto del acta de rectificación del Notario y del certificado de 
empadronamiento anteriormente mencionado, se puede concluir que la 
interesada ha tenido su residencia en España, al menos desde principios 
del año 2010.
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VI.- Por lo tanto, en cuanto a la regla de competencia que resulta de 
aplicación, está contenida en los artículos 16 y 46 del Reglamento del 
Registro Civil y el criterio IV de la Instrucción de 4 de noviembre de 2008 de 
la Dirección General de los Registros y del Notariado, que establece que 
“es Registro competente para practicar la inscripción de la opción el que 
corresponda al lugar de nacimiento del optante; cuando esté en otro término 
municipal o demarcación consular el registro competente para practicar la 
inscripción, el Encargado ante el que se formule debidamente la declaración 
de opción levantará acta por duplicado con las circunstancias de la opción y 
las de identidad del sujeto; uno de los ejemplares, con los documentos 
acreditativos de los supuestos legales, se remitirá al Registro competente 
para, en su virtud, practicar la inscripción”. Por lo que procedería retrotraer 
las actuaciones para que el Registro Civil Central continúe con la tramitación 
del expediente y se pronuncie sobre la solicitud de la interesada, por resultar 
el órgano competente según lo establecido por los artículos 16 del Código 
Civil y 68 del Reglamento del Registro Civil, al haber resultado acreditado 
que la interesada tiene su domicilio en España y haber acaecido el 
nacimiento en el extranjero, en el presente caso en Brasil.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: estimar parcialmente el recurso, 
revocar el auto apelado y retrotraer las actuaciones para que se complete 
la tramitación de la instrucción del expediente, el cual deberá finalizar con 
resolución que se pronuncie sobre la solicitud de la interesada

Madrid, 09 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central
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Resolución de 17 de Julio de 2014 (53ª)
III.8.2  Competencia

El Juez Encargado puede y debe declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud 
del Padrón municipal respecto de la persona que promueve el expediente 
registral ante el Registro Civil cuya competencia depende del domicilio del 
promotor al que se refiere la inexactitud.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el promotor, contra auto dictado por el 
Encargado del Registro Civil de Ribadavia (Ourense).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Ribadavia el 10 de 
marzo de 2010, Don M. nacido en El A. (Sahara) en el año 1967 solicitaba 
la recuperación de la nacionalidad española por haber nacido y vivido en 
el Sahara cuando éste era territorio sometido a administración española y 
ser hijo de español. Adjuntaba, entre otros, los siguientes documentos: 
permiso de residencia, certificado de empadronamiento del día 8 de 
marzo de 2010, libro de familia, documento de asistencia médica, 
pasaporte marroquí, certificado de inscripción en Libros Cheránicos, 
certificado del Ministerio del Interior dando constancia de la existencia de 
un DNI bilingüe a nombre del padre, autorización de residencia permanente 
y certificados de concordancia de nombre y de haber estado domiciliado 
en L. desde el 29 de septiembre de 1976 al 29 de septiembre de 1977 
emitidos por las autoridades del Reino de Marruecos.

2.- Ratificado el interesado la Secretaria, a petición del Ministerio Fiscal, 
solicita a la Guardia Civil de Ribadavia que se averigüe si el promotor 
reside en el domicilio en que figura empadronado. Una vez hechas las 
gestiones la Guardia Civil confirma que no reside en ese domicilio ni los 
vecinos del inmueble le conocen, desconociéndose su paradero. Tras lo 
cual el Ministerio Fiscal emitió su informe desfavorable por incompetencia 
territorial y el Encargado dictó Auto el 5 de agosto de 2010 declarando la 
incompetencia de ese Registro Civil para la tramitación y resolución del 
expediente por no tener el promotor fijado su domicilio en R.

http://


M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

2112Boletín del Ministerio de Justicia

Nacionalidad

3.- Notificada la resolución, el solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado afirmando que tiene fijado su 
domicilio en R. como demuestra el volante de empadronamiento 
presentado. 

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste consideró conforme a 
Derecho el Auto atacado, tras lo cual el Encargado remitió el expediente a 
la Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución 
del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 40 del Código Civil (CC); 50 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil (LEC); 95 y 97 de la Ley del Registro Civil (LRC); 335 
del Reglamento del Registro Civil (RRC) y las resoluciones 11-4ª y 12-1ª 
de enero y 12-4ª de diciembre de 2007 y 14-6ª de octubre de 2008; 19-7ª 
de Junio de 2009; 16-1ª de Marzo de 2010.

II.- El promotor, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Ribadavia solicitó la recuperación de la nacionalidad española por haber 
nacido en 1967 en el territorio del Sahara. El Encargado del Registro, tras 
solicitar y obtener informes acerca de la residencia efectiva del solicitante, 
dictó auto declarando la incompetencia territorial de dicho registro por no 
estar suficientemente acreditado el domicilio del interesado en su 
demarcación. Esta providencia constituye el objeto del presente recurso.

III.- La cuestión que se plantea en el presente recurso es la posible 
divergencia entre el domicilio real del interesado y el declarado por el 
mismo en su solicitud, toda vez que dicha circunstancia es la que 
determina la competencia territorial del Registro Civil en los expedientes 
de declaración de nacionalidad con valor de simple presunción. Siendo 
esto así, deben disiparse las dudas posibles sobre su veracidad mediante 
la práctica de las diligencias de investigación y comprobación que fuesen 
necesarias y, en ese sentido, el Encargado del Registro Civil de Ribadavia 
solicitó informe a la Guardia Civil con este objetivo. Informe que confirma 
que el promotor no reside en ese domicilio ni los vecinos del inmueble le 
conocen, desconociéndose su paradero.

IV.- Hay que recordar, en relación con el concepto de domicilio y el valor 
probatorio de los certificados de empadronamiento, que el artículo 16 de 
la Ley de Bases de Régimen Local, redactado por Ley 4/1996, de 10 de 
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enero, dispone en su número 1 que “El padrón municipal es un registro 
administrativo donde constan los vecinos de un municipio. Sus datos 
constituyen prueba de la residencia en el municipio y del domicilio habitual 
en el mismo”. Además se prevé que las certificaciones que de dichos 
datos se expidan tendrán carácter de documento público y fehaciente. 
Ahora bien, tal carácter se declara y reconoce legalmente para “todos los 
efectos administrativos”, pero sólo para ellos. Por tanto, la certificación del 
padrón municipal no está contemplada ni como prueba exclusiva del 
domicilio, ni como prueba privilegiada del mismo fuera del ámbito 
administrativo. Por su parte, el concepto de domicilio a efectos civiles, que 
es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil, 
en general, y por el artículo 355 del Reglamento del Registro Civil, en 
particular, se encuentra definido en el artículo 40 del Código Civil, 
conforme al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su 
residencia habitual”, esto es, el lugar en el que la persona vive con cierta 
permanencia y que se presume para el futuro. La prueba de la residencia 
habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que 
alguna norma especial exija una modalidad de prueba determinada o 
exima de pruebas complementarias acreditando el domicilio por ciertos 
medios. Esto es lo que sucede en el ámbito del Registro Civil en casos 
concretos: a) así, el artículo 336.3 dispone que “el domicilio de los 
apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; 
b) el artículo 68 párrafo tercero del Reglamento del Registro Civil, por su 
parte, a los efectos de aplicar la previsión del artículo 16, párrafo segundo, 
de la Ley del Registro Civil, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los 
documentos nacionales de identidad oportunos o, en su defecto, por 
certificación del padrón municipal”.

V.- En consecuencia, se aprecia que ni la prueba de la certificación del 
padrón municipal es exclusiva ni viene exigida fuera de los singulares 
casos citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla 
general en el ámbito civil de que la residencia habitual puede acreditarse 
a través de cualquier otro medio admitido en derecho, correspondiendo al 
encargado del Registro Civil y, en su caso, a los tribunales la valoración 
libre de los datos que hayan sido aportados: tener en el lugar 
establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes 
policiales adversos, ausencia de visados o permisos de residencia -no de 
mera estancia- respecto de los extranjeros, etc. (vid. Sentencias del 
Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de junio de 1952, 
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entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio 
de los derechos y cumplimiento de las obligaciones (art. 40 CC.) puede 
fijarse arbitrariamente por los interesados dando lugar a supuestos de 
fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho de que la inscripción 
en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de 
tal declaración (cfr. art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local).

VI.- Por ello, como se ha dicho, el juez encargado debe, en caso de duda, 
investigar la veracidad del domicilio y comprobar si en éste concurren las 
notas de estabilidad y permanencia que lo cualifican como residencia 
habitual a la vista de la fecha del empadronamiento. Ello supone la 
práctica de las diligencias que sean necesarias para comprobar la realidad 
del domicilio del interesado que consta en el certificado de su 
empadronamiento y, según el resultado, bien declare su falta de 
competencia para conocer y resolver el expediente si llega a la convicción 
de la inexactitud del contenido del padrón municipal, bien, en caso 
afirmativo, continúe la tramitación del expediente con la práctica de las 
diligencias que procedan. 

En el presente caso esas diligencias han sido requeridas y practicadas, 
obrando informe de Guardia Civil de Ribadavia que in situ han comprobado 
que el interesado no reside en el domicilio que aparece en el volante de 
empadronamiento presentado, ni los vecinos del inmueble le conocen, 
desconociéndose su paradero. Hay otros datos que hacen dudar de que 
el promotor esté realmente residiendo en R. la fecha de empadronamiento 
es el 8 de marzo de 2010, presentando la solicitud el día 10 de marzo, el 
día 2 de junio el promotor dice que vive con carácter temporal en C. 
mientras que en la tarjeta de residencia aparece que reside en B. y en el 
certificado emitido por el Consulado General de Las Palmas del Reino de 
Marruecos el día 1 de marzo de 2010 sitúa su residencia en L. Como 
conclusión no puede darse por acreditado el domicilio efectivo del 
promotor en R. y debe confirmarse el auto recurrido. Se reseña que en el 
ámbito del Registro Civil no rige el principio de autoridad de cosa juzgada, 
de modo que, mientras persista el interés público de lograr la concordancia 
entre el Registro Civil y la realidad (cfr. Art. 26 LRC), es factible reiterar un 
expediente o unas actuaciones decididas por resolución firme, siempre 
que la nueva petición se base en hechos o circunstancias nuevos que no 
pudieron ser tenidos en cuenta al tomar la primera decisión.

http://www.mjusticia.gob.es/cs/Satellite/Portal/es/servicios-ciudadano/documentacion-publicaciones


M
inisterio de Justicia

2115 Catálogo de Publicaciones

Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado (Registro Civil)

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Ribadavia (Ourense).

Resolución de 17 de Julio de 2014 (56ª)
III.8.2  Competencia

El Juez Encargado puede y debe declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud 
del Padrón municipal respecto de la persona que promueve el expediente 
registral ante el Registro Civil cuya competencia depende del domicilio del 
promotor al que se refiere la inexactitud.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por la promotora, contra auto dictado por el 
Encargado del Registro Civil de Arrecife (Lanzarote).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Arrecife el 23 de 
julio de 2009, Doña K. nacida en El A. (Sahara) en el año 1964 solicitaba 
la declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción 
por haber nacido y vivido en el Sahara cuando éste era territorio sometido 
a administración española. Adjuntaba, entre otros, los siguientes 
documentos: pasaporte marroquí, inscripción en los Libros Cheránicos, 
libro de escolaridad, título de familia numerosa, diversa documentación 
relativa a los estudios cursados por la promotora, certificado de 
concordancia de nombres expedido por las autoridades del Reino de 
Marruecos, documentación relativa al trabajo e invalidez del padre y 
certificado de empadronamiento en el que figura empadronada con fecha 
6 de julio de 2009.
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2.- Ratificada la interesada el Encargado solicita a la policía local de 
Arrecife se averigüe si la promotora reside en el domicilio en que figura 
empadronada, extremo confirmado por la policía local el 20 de enero de 
2010, tras lo cual el Encargado dictó auto el 13 de julio de 2010 resolviendo 
que no ha lugar a la continuación del expediente de nacionalidad con 
valor de simple presunción por incompetencia territorial.

3.- Notificada la resolución, la solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado afirmando que la promotora tiene 
fijado su domicilio en España como demuestra el volante de 
empadronamiento presentado, alegando que cumple con los requisitos 
necesarios para que le sea concedida la nacionalidad con valor de simple 
presunción. 

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste consideró conforme a 
Derecho el Auto atacado, tras lo cual el Encargado remitió el expediente a 
la Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución 
del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 40 del Código Civil (CC); 50 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil (LEC); 95 y 97 de la Ley del Registro Civil (LRC); 335 
del Reglamento del Registro Civil (RRC) y las resoluciones 11-4ª y 12-1ª 
de enero y 12-4ª de diciembre de 2007 y 14-6ª de octubre de 2008; 19-7ª 
de Junio de 2009; 16-1ª de Marzo de 2010.

II.- La promotora, mediante escrito presentado en el Registro Civil de 
Arrecife solicitó la nacionalidad española con valor de simple presunción 
por haber nacido en 1964 en el territorio del Sahara. El Encargado del 
Registro, tras solicitar y obtener informes acerca de la residencia efectiva 
de la solicitante, dictó auto declarando la incompetencia territorial de dicho 
registro por no estar suficientemente acreditado el domicilio de la 
interesada en su demarcación. Este auto constituye el objeto del presente 
recurso.

III.- La cuestión que se plantea en el presente recurso es la posible 
divergencia entre el domicilio real del interesado y el declarado por el 
mismo en su solicitud, toda vez que dicha circunstancia es la que 
determina la competencia territorial del Registro Civil en los expedientes 
de declaración de nacionalidad con valor de simple presunción. Siendo 
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esto así, deben disiparse las dudas posibles sobre su veracidad mediante 
la práctica de las diligencias de investigación y comprobación que fuesen 
necesarias y, en ese sentido, el Encargado del Registro Civil de Arrecife 
solicitó informe a la Policía Local con este objetivo.

IV.- Hay que recordar, en relación con el concepto de domicilio y el valor 
probatorio de los certificados de empadronamiento, que el artículo 16 de 
la Ley de Bases de Régimen Local, redactado por Ley 4/1996, de 10 de 
enero, dispone en su número 1 que “El padrón municipal es un registro 
administrativo donde constan los vecinos de un municipio. Sus datos 
constituyen prueba de la residencia en el municipio y del domicilio habitual 
en el mismo”. Además se prevé que las certificaciones que de dichos 
datos se expidan tendrán carácter de documento público y fehaciente. 
Ahora bien, tal carácter se declara y reconoce legalmente para “todos los 
efectos administrativos”, pero sólo para ellos. Por tanto, la certificación del 
padrón municipal no está contemplada ni como prueba exclusiva del 
domicilio, ni como prueba privilegiada del mismo fuera del ámbito 
administrativo.

Por su parte, el concepto de domicilio a efectos civiles, que es el que se 
ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil, en general, y 
por el artículo 355 del Reglamento del Registro Civil, en particular, se 
encuentra definido en el artículo 40 del Código Civil, conforme al cual “el 
domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, esto 
es, el lugar en el que la persona vive con cierta permanencia y que se 
presume para el futuro. La prueba de la residencia habitual constitutiva 
del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que alguna norma especial 
exija una modalidad de prueba determinada o exima de pruebas 
complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo 
que sucede en el ámbito del Registro Civil en casos concretos: a) así, el 
artículo 336.3 dispone que “el domicilio de los apátridas se acreditará por 
certificación municipal o información testifical”; b) el artículo 68 párrafo 
tercero del Reglamento del Registro Civil, por su parte, a los efectos de 
aplicar la previsión del artículo 16, párrafo segundo, de la Ley del Registro 
Civil, establece que el domicilio del progenitor o progenitores legalmente 
conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales de 
identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón 
municipal”.

V.- En consecuencia, se aprecia que ni la prueba de la certificación del 
padrón municipal es exclusiva ni viene exigida fuera de los singulares 
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casos citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla 
general en el ámbito civil de que la residencia habitual puede acreditarse 
a través de cualquier otro medio admitido en derecho, correspondiendo al 
encargado del Registro Civil y, en su caso, a los tribunales la valoración 
libre de los datos que hayan sido aportados: tener en el lugar 
establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes 
policiales adversos, ausencia de visados o permisos de residencia -no de 
mera estancia- respecto de los extranjeros, etc. (vid. Sentencias del 
Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de junio de 1952, 
entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio 
de los derechos y cumplimiento de las obligaciones (art. 40 CC.) puede 
fijarse arbitrariamente por los interesados dando lugar a supuestos de 
fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho de que la inscripción 
en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de 
tal declaración (cfr. art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local).

VI.- Por ello, como se ha dicho, el juez encargado debe, en caso de duda, 
investigar la veracidad del domicilio y comprobar si en éste concurren las 
notas de estabilidad y permanencia que lo cualifican como residencia 
habitual a la vista de la fecha del empadronamiento. Ello supone la 
práctica de las diligencias que sean necesarias para comprobar la realidad 
del domicilio del interesado que consta en el certificado de su 
empadronamiento y, según el resultado, bien declare su falta de 
competencia para conocer y resolver el expediente si llega a la convicción 
de la inexactitud del contenido del padrón municipal, bien, en caso 
afirmativo, continúe la tramitación del expediente con la práctica de las 
diligencias que procedan. En el presente caso esas diligencias han sido 
requeridas y practicadas, obrando informe de la Policía Local de Arrecife 
que in situ han comprobado que la interesada se encontraba físicamente 
en el domicilio que aparecía en el volante de empadronamiento 
presentado, pero se ha comprobado que entró en España el día anterior a 
la presencia de la policía local en su domicilio y salió de España al día 
siguiente. Además hay otros datos que hacen dudar de que la promotora 
esté realmente residiendo en A. pues en el pasaporte se refleja la 
residencia en El A. y su entrada en territorio español el día 4 de julio, se 
empadronó el día 6 de julio, presentó la solicitud en el Registro el día 23 y 
salió de España el día 25 de ese mismo mes. De todo lo anterior podría 
deducirse que se desplazó desde su residencia en El A. a España con el 
único objetivo de presentar la solicitud de nacionalidad. Se reseña que en 
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el ámbito del Registro Civil no rige el principio de autoridad de cosa 
juzgada, de modo que, mientras persista el interés público de lograr la 
concordancia entre el Registro Civil y la realidad (cfr. Art. 26 LRC), es 
factible reiterar un expediente o unas actuaciones decididas por resolución 
firme, siempre que la nueva petición se base en hechos o circunstancias 
nuevos que no pudieron ser tenidos en cuenta al tomar la primera decisión, 
como sería en este caso la demostración, sin ningún género de duda, de 
que la promotora tiene su residencia en Arrecife.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Arrecife (Lanzarote).

Resolución de 17 de Julio de 2014 (60ª)
III.8.2  Competencia territorial

Procede retrotraer las actuaciones para investigar la veracidad del 
domicilio y comprobar si en éste concurren las notas de estabilidad y 
permanencia que lo cualifican como residencia habitual.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción, remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el Ministerio Fiscal, contra la providencia 
dictada por el Registro Civil de Córdoba.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado el 16 de septiembre en el Registro Civil 
de Córdoba, Doña S. nacida el año 1980 en T-T. (Marruecos), solicitaba la 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción. 
Adjuntaba, entre otros, los siguientes documentos: certificación de 
inscripción patronal individual, libro de familia de sus padres, certificado 
del Ministerio del Interior sobre la existencia de un DNI bilingüe expedido 
en 1971 a nombre del padre de la interesada, certificados de individualidad, 
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parentesco y nacimiento expedidos por las autoridades del Reino de 
Marruecos y pasaporte marroquí.

2.- Recibido el expediente en el Registro Civil de Córdoba, La Magistrado-
Juez encargada del Registro dictó Auto en fecha 14 de abril de 2009 por 
la que visto el contenido de la solicitud de nacionalidad española 
presentada por el interesado, decretó incompetente ese Registro para 
conocer del expediente por razón del territorio. 

3.- Notificada la resolución, el fiscal presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, solicitando se acuerde la nulidad 
de la resolución recurrida considerando que se habían omitido los trámites 
establecidos en el artículo 97 de la Ley de Registro Civil y artículos 344, 
393 y 394 del Reglamento del Registro Civil.

4.- Trasladado el recurso a la interesada y transcurrido el plazo de 
alegaciones se pasa el expediente al Ministerio Fiscal que interesa que se 
eleve el recurso al órgano encargado de resolver, tras lo cual la Encargada 
remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17, 18 y 20 del Código Civil; 15, 16, 95 y 97 de la 
Ley del Registro Civil (LRC); 66, 68, 169, 311 a 316, 344, 346, 348, 351, 
354 y 355 del Reglamento del Registro Civil (RRC) y las resoluciones 1-1ª 
de julio de 2005, 2-6ª de octubre de 2007, 23-2ª de Octubre de 2008 y 
13-3ª de febrero de 2013.

II.- Doña S. mediante escrito presentado en el Registro Civil de Córdoba 
solicitó la declaración de la nacionalidad española. La Encargada del 
Registro dictó auto determinando no haber lugar a su admisión a trámite 
por incompetencia territorial, siendo dicho auto el que constituye el objeto 
del presente recurso. 

III.- Dispone el artículo 355, párrafo primero, del Reglamento del Registro 
Civil que “las resoluciones del Encargado no admitiendo el escrito inicial o 
poniendo término al expediente son recurribles ante la Dirección General 
durante quince días hábiles, a partir de la notificación”. Pero lo cierto es 
que en este caso se plantea una cuestión formal previa que impide 
analizar el fondo del asunto, dado que la interesada formuló una solicitud 
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de declaración de la nacionalidad española que, conforme a los artículos 
311 y siguientes RRC, debió sustanciarse con las garantías 
procedimentales recogidas por la ley, en especial en lo que se refiere a la 
intervención del ministerio fiscal (arts. 97 LRC y 344 y 348 RRC) y a su 
resolución mediante auto (art. 343 RRC), garantías que en el presente 
caso se han omitido al dictarse providencia por la que no se admitió a 
trámite la petición del interesado, sin que ni siquiera haya recaído 
resolución en la forma adecuada con expresión de los fundamentos de 
derecho, de los recursos que procedan, del plazo para interponerlos y del 
órgano ante el que deban presentarse. 

IV.- La cuestión que se plantea es la posible divergencia entre el domicilio 
real del interesado y el declarado por el mismo en su solicitud, toda vez 
que dicha circunstancia es la que determina la competencia territorial del 
Registro Civil en los expedientes de declaración de nacionalidad con valor 
de simple presunción. Siendo esto así, deben disiparse las dudas posibles 
sobre su veracidad mediante la práctica de las diligencias de investigación 
y comprobación que fuesen necesarias.

V.- Hay que recordar, en relación con el concepto de domicilio y el valor 
probatorio de los certificados de empadronamiento, que el artículo 16 de 
la Ley de Bases de Régimen Local, redactado por Ley 4/1996, de 10 de 
enero, dispone en su número 1 que “El padrón municipal es un registro 
administrativo donde constan los vecinos de un municipio. Sus datos 
constituyen prueba de la residencia en el municipio y del domicilio habitual 
en el mismo”. Además se prevé que las certificaciones que de dichos 
datos se expidan tendrán carácter de documento público y fehaciente. 
Ahora bien, tal carácter se declara y reconoce legalmente para “todos los 
efectos administrativos”, pero sólo para ellos. Por tanto, la certificación del 
padrón municipal no está contemplada ni como prueba exclusiva del 
domicilio, ni como prueba privilegiada del mismo fuera del ámbito 
administrativo.

Por su parte, el concepto de domicilio a efectos civiles, que es el que se 
ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil, en general, y 
por el artículo 355 del Reglamento del Registro Civil, en particular, se 
encuentra definido en el artículo 40 del Código Civil, conforme al cual “el 
domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, esto 
es, el lugar en el que la persona vive con cierta permanencia y que se 
presume para el futuro. La prueba de la residencia habitual constitutiva 
del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que alguna norma especial 
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exija una modalidad de prueba determinada o exima de pruebas 
complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. Esto es lo 
que sucede en el ámbito del Registro Civil en casos concretos: a) así, el 
artículo 336.3 dispone que “el domicilio de los apátridas se acreditará por 
certificación municipal o información testifical”; b) el artículo 68 párrafo 
tercero del Reglamento del Registro Civil, por su parte, a los efectos de 
aplicar la previsión del artículo 16, párrafo segundo, de la Ley del Registro 
Civil, establece que el domicilio del progenitor o progenitores legalmente 
conocidos se justificará “por exhibición de los documentos nacionales de 
identidad oportunos o, en su defecto, por certificación del padrón 
municipal”.

VI.- En consecuencia, se aprecia que ni la prueba de la certificación del 
padrón municipal es exclusiva ni viene exigida fuera de los singulares 
casos citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla 
general en el ámbito civil de que la residencia habitual puede acreditarse 
a través de cualquier otro medio admitido en derecho, correspondiendo al 
encargado del Registro Civil y, en su caso, a los tribunales la valoración 
libre de los datos que hayan sido aportados: tener en el lugar 
establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes 
policiales adversos, ausencia de visados o permisos de residencia -no de 
mera estancia- respecto de los extranjeros, etc. (vid. Sentencias del 
Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de junio de 1952, 
entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio 
de los derechos y cumplimiento de las obligaciones (art. 40 CC.) puede 
fijarse arbitrariamente por los interesados dando lugar a supuestos de 
fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho de que la inscripción 
en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de 
tal declaración (cfr. art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local).

VII.- Por ello, como se ha dicho, el juez encargado debe, en caso de duda, 
investigar la veracidad del domicilio y comprobar si en éste concurren las 
notas de estabilidad y permanencia que lo cualifican como residencia 
habitual a la vista de la fecha del empadronamiento. Ello supone la 
práctica de las diligencias que sean necesarias para comprobar la realidad 
del domicilio del interesado que consta en el certificado de su 
empadronamiento y, según el resultado, bien declare su falta de 
competencia para conocer y resolver el expediente si llega a la convicción 
de la inexactitud del contenido del padrón municipal, bien, en caso 
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afirmativo, continúe la tramitación del expediente con la práctica de las 
diligencias que procedan. En el caso presente en el expediente se acredita 
el domicilio del interesado mediante una Certificación de Inscripción 
Padronal Individual y no consta que se hayan realizado las diligencias 
para comprobar la realidad del domicilio del interesado. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: retrotraer las actuaciones al 
momento oportuno para que, previa instrucción de las diligencias 
correspondientes por parte del Registro Civil de Córdoba, con intervención 
del ministerio fiscal, se dicte resolución motivada en forma de auto.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Córdoba.

Resolución de 17 de Julio de 2014 (101ª)
III.8.2  Competencia

El Juez Encargado puede y debe declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud 
del Padrón municipal respecto de la persona que promueve el expediente 
ante el Registro Civil, cuya competencia depende del domicilio del 
promotor al que se refiere la inexactitud.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el promotor, contra auto dictado por el 
Encargado del Registro Civil de Sueca (Valencia).

HECHOS

1.- Mediante comparecencia en el Registro Civil de Sueca (Valencia) el 13 
de mayo de 2010, Don M. nacido en 1966 en K-B. (Sahara), solicitaba la 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción. 
Adjuntaba fotocopias de la siguiente documentación: pasaporte marroquí; 
DNI bilingüe de sus padres, Don M. y Doña K. certificado de lazos de 
parentesco, extracto de la ficha de antecedentes penales, copia en 
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extracto de certificado de nacimiento, certificado de concordancia de 
nombres y certificados administrativos relativos al no abandono de la 
ciudad de A. desde septiembre de 1975 a septiembre de 1977 a favor del 
interesado y de sus padres expedidos por el Reino de Marruecos; recibo 
MINURSO del interesado y sus padres; certificado negativo de inscripción 
en los Libros Cheránicos del interesado y sus padres; certificados de 
nacionalidad, de concordancia de nombres y de residencia expedidos por 
la Delegación Saharaui para la Comunidad Valenciana y certificado de 
inscripción Padronal expedido por el Ayuntamiento de Albalat de la Ribera 
(Valencia) en fecha 13 de mayo de 2010.

2.- Ratificado el interesado, previo informe desfavorable del Ministerio 
Fiscal, el Encargado del Registro Civil de Sueca (Valencia) dictó auto el 
29 de junio de 2010 declarando la incompetencia de dicho registro civil 
para la instrucción y resolución del expediente instado por Don M. para la 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción, 
por cuanto que de la documentación obrante en el expediente, se 
desprende que la certificación del empadronamiento que se aporta queda 
patente que ha existido voluntad por parte del solicitante de elegir la 
competencia de dicho registro civil para la tramitación y resolución del 
expediente.

3.- Notificada la resolución, el solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, solicitando se declare la 
nacionalidad española con valor de simple presunción y la competencia 
del Registro Civil de Sueca (Valencia) para la concesión de la nacionalidad 
española, alegando que de la documentación obrante en el expediente se 
desprende que el solicitante tiene su domicilio dentro del partido judicial 
de S. sin que exista ningún documento u otro elemento de prueba que 
desvirtúe la información contenida en el certificado de empadronamiento.

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste consideró conforme a 
Derecho el auto apelado. El Encargado del Registro Civil se ratificó en la 
decisión adoptada y remite el expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 40 del Código Civil (CC); 50 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil (LEC); 95 y 97 de la Ley del Registro Civil (LRC); 335 
del Reglamento del Registro Civil (RRC) y las resoluciones 11-4ª y 12-1ª 
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de enero y 12-4ª de diciembre de 2007, 14-6ª de octubre de 2008, 19-7ª 
de Abril de 2009 y 16-1ª de Marzo de 2010.

II.- El promotor solicitó ante el Registro Civil de Sueca (Valencia) la 
declaración con valor de simple presunción de la nacionalidad española, 
al haber nacido en 1966 en el Sahara y cumplir los requisitos establecidos. 
El Juez Encargado del Registro Civil de Sueca (Valencia), dictó auto el 29 
de junio de 2010 declarando la incompetencia territorial de dicho registro 
por no estar acreditado el domicilio del interesado en su demarcación. 
Este auto constituye el objeto del presente recurso.

III.- La cuestión que se plantea en el presente recurso es la posible 
divergencia entre el domicilio real del promotor y el declarado por el mismo 
en su solicitud, toda vez que dicha circunstancia es la que determina la 
competencia territorial del Registro Civil en los expedientes de declaración 
de nacionalidad con valor de simple presunción. Siendo esto así, deben 
disiparse las dudas posibles sobre su veracidad mediante la práctica de 
las diligencias de investigación y comprobación que fuesen necesarias. 

IV.- Hay que recordar, en relación con el concepto de domicilio y el valor 
probatorio de los certificados de empadronamiento, que el artículo 16 de 
la Ley de Bases de Régimen Local, redactado por Ley 4/1996, de 10 de 
enero, dispone en su número 1 que “El padrón municipal es un registro 
administrativo donde constan los vecinos de un municipio. Sus datos 
constituyen prueba de la residencia en el municipio y del domicilio habitual 
en el mismo”. Además se prevé que las certificaciones que de dichos 
datos se expidan tendrán carácter de documento público y fehaciente. 
Ahora bien, tal carácter se declara y reconoce legalmente para “todos los 
efectos administrativos”, pero sólo para ellos. Por tanto, la certificación del 
padrón municipal no está contemplada ni como prueba exclusiva del 
domicilio, ni como prueba privilegiada del mismo fuera del ámbito 
administrativo. Por su parte, el concepto de domicilio a efectos civiles, que 
es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil, 
en general, y por el artículo 355 del Reglamento del Registro Civil, en 
particular, se encuentra definido en el artículo 40 del Código Civil, 
conforme al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su 
residencia habitual”, esto es, el lugar en el que la persona vive con cierta 
permanencia y que se presume para el futuro. La prueba de la residencia 
habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que 
alguna norma especial exija una modalidad de prueba determinada o 
exima de pruebas complementarias acreditando el domicilio por ciertos 
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medios. Esto es lo que sucede en el ámbito del Registro Civil en casos 
concretos: a) así, el artículo 336.3 dispone que “el domicilio de los 
apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; 
b) el artículo 68 párrafo tercero del Reglamento del Registro Civil, por su 
parte, a los efectos de aplicar la previsión del artículo 16, párrafo segundo, 
de la Ley del Registro Civil, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los 
documentos nacionales de identidad oportunos o, en su defecto, por 
certificación del padrón municipal”.

V.- En consecuencia, se aprecia que ni la prueba de la certificación del 
padrón municipal es exclusiva ni viene exigida fuera de los singulares 
casos citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla 
general en el ámbito civil de que la residencia habitual puede acreditarse 
a través de cualquier otro medio admitido en derecho, correspondiendo al 
encargado del Registro Civil y, en su caso, a los tribunales la valoración 
libre de los datos que hayan sido aportados: tener en el lugar 
establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes 
policiales adversos, ausencia de visados o permisos de residencia -no de 
mera estancia- respecto de los extranjeros, etc. (vid. Sentencias del 
Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de junio de 1952, 
entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio 
de los derechos y cumplimiento de las obligaciones (art. 40 CC.) puede 
fijarse arbitrariamente por los interesados dando lugar a supuestos de 
fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho de que la inscripción 
en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de 
tal declaración (cfr. art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local).

VI.- Por ello, como se ha dicho, el Juez Encargado debe, en caso de 
duda, investigar la veracidad del domicilio y comprobar si en éste 
concurren las notas de estabilidad y permanencia que lo cualifican como 
residencia habitual a la vista de la fecha del empadronamiento. Ello 
supone la práctica de las diligencias que sean necesarias para comprobar 
la realidad del domicilio del interesado que consta en el certificado de su 
empadronamiento y, según el resultado, bien declare su falta de 
competencia para conocer y resolver el expediente si llega a la convicción 
de la inexactitud del contenido del padrón municipal, bien, en caso 
afirmativo, continúe la tramitación del expediente con la práctica de las 
diligencias que procedan. En el presente caso median escasos días entre 
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la fecha de empadronamiento de 23/04/2010 y la de presentación de la 
solicitud, acaecida el 13/05/2010. A la vista de estas circunstancias no se 
considera acreditada la residencia efectiva del interesado en la 
demarcación competencia del Registro Civil de Sueca (Valencia) y en 
consecuencia, cabe confirmar que el empadronamiento se realizó con la 
única finalidad de obtener un fuero distinto del que realmente corresponde. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Sueca (Valencia).

Resolución de 17 de Julio de 2014 (102ª)
III.8.2  Competencia

El Juez Encargado puede y debe declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de la inexactitud 
del Padrón municipal respecto de la persona que promueve el expediente 
ante el Registro Civil, cuya competencia depende del domicilio del 
promotor al que se refiere la inexactitud.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el promotor, contra auto dictado por el 
Encargado del Registro Civil de Sueca (Valencia).

HECHOS

1.- Mediante comparecencia en el Registro Civil de Sueca (Valencia) el 13 
de mayo de 2010, Don O. nacido en 1962 en S-I. solicitaba la declaración 
de la nacionalidad española con valor de simple presunción. Adjuntaba 
fotocopias de la siguiente documentación: pasaporte marroquí; tarjeta de 
visado Estados Schengen; certificados de concordancia de nombres, de 
nacionalidad y de residencia expedidos por la Delegación Saharaui para 
la Comunidad Valenciana; recibo MINURSO; certificado de concordancia 
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de nombres expedido por el Reino de Marruecos y volante de 
empadronamiento expedido por el Ayuntamiento de Sueca (Valencia) en 
fecha 11 de mayo de 2010. 

2.- Ratificado el interesado, previo informe desfavorable del Ministerio 
Fiscal, el Encargado del Registro Civil de Sueca (Valencia) dictó auto el 
05 de julio de 2010 declarando la incompetencia de dicho registro civil 
para la instrucción y resolución del expediente instado por Don O. para la 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción, 
por cuanto que de la documentación obrante en el expediente, se 
desprende que la certificación del empadronamiento que se aporta queda 
patente que ha existido voluntad por parte del solicitante de elegir la 
competencia de dicho registro civil para la tramitación y resolución del 
expediente.

3.- Notificada la resolución, el solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, solicitando se declare la 
nacionalidad española con valor de simple presunción y la competencia 
del Registro Civil de Sueca (Valencia) para la concesión de la nacionalidad 
española, alegando que de la documentación obrante en el expediente se 
desprende que el solicitante tiene su domicilio dentro del partido judicial 
de Sueca, sin que exista ningún documento u otro elemento de prueba 
que desvirtúe la información contenida en el certificado de 
empadronamiento.

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste consideró conforme a 
Derecho el auto apelado. El Encargado del Registro Civil se ratificó en la 
decisión adoptada y remite el expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 40 del Código Civil (CC); 50 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil (LEC); 95 y 97 de la Ley del Registro Civil (LRC); 335 
del Reglamento del Registro Civil (RRC) y las resoluciones 11-4ª y 12-1ª 
de enero y 12-4ª de diciembre de 2007, 14-6ª de octubre de 2008, 19-7ª 
de Abril de 2009 y 16-1ª de Marzo de 2010.

II.- El promotor solicitó ante el Registro Civil de Sueca (Valencia) la 
declaración con valor de simple presunción de la nacionalidad española, 
al haber nacido en 1962 en el Sahara y cumplir los requisitos establecidos. 
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El Juez Encargado del Registro Civil de Sueca (Valencia), dictó auto el 05 
de julio de 2010 declarando la incompetencia territorial de dicho registro 
por no estar acreditado el domicilio del interesado en su demarcación. 
Este auto constituye el objeto del presente recurso.

III.- La cuestión que se plantea en el presente recurso es la posible 
divergencia entre el domicilio real del promotor y el declarado por el mismo 
en su solicitud, toda vez que dicha circunstancia es la que determina la 
competencia territorial del Registro Civil en los expedientes de declaración 
de nacionalidad con valor de simple presunción. Siendo esto así, deben 
disiparse las dudas posibles sobre su veracidad mediante la práctica de 
las diligencias de investigación y comprobación que fuesen necesarias. 

IV.- Hay que recordar, en relación con el concepto de domicilio y el valor 
probatorio de los certificados de empadronamiento, que el artículo 16 de 
la Ley de Bases de Régimen Local, redactado por Ley 4/1996, de 10 de 
enero, dispone en su número 1 que “El padrón municipal es un registro 
administrativo donde constan los vecinos de un municipio. Sus datos 
constituyen prueba de la residencia en el municipio y del domicilio habitual 
en el mismo”. Además se prevé que las certificaciones que de dichos 
datos se expidan tendrán carácter de documento público y fehaciente. 
Ahora bien, tal carácter se declara y reconoce legalmente para “todos los 
efectos administrativos”, pero sólo para ellos. Por tanto, la certificación del 
padrón municipal no está contemplada ni como prueba exclusiva del 
domicilio, ni como prueba privilegiada del mismo fuera del ámbito 
administrativo. Por su parte, el concepto de domicilio a efectos civiles, que 
es el que se ha de entender invocado por la legislación del Registro Civil, 
en general, y por el artículo 355 del Reglamento del Registro Civil, en 
particular, se encuentra definido en el artículo 40 del Código Civil, 
conforme al cual “el domicilio de las personas naturales es el de su 
residencia habitual”, esto es, el lugar en el que la persona vive con cierta 
permanencia y que se presume para el futuro. La prueba de la residencia 
habitual constitutiva del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que 
alguna norma especial exija una modalidad de prueba determinada o 
exima de pruebas complementarias acreditando el domicilio por ciertos 
medios. Esto es lo que sucede en el ámbito del Registro Civil en casos 
concretos: a) así, el artículo 336.3 dispone que “el domicilio de los 
apátridas se acreditará por certificación municipal o información testifical”; 
b) el artículo 68 párrafo tercero del Reglamento del Registro Civil, por su 
parte, a los efectos de aplicar la previsión del artículo 16, párrafo segundo, 
de la Ley del Registro Civil, establece que el domicilio del progenitor o 
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progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los 
documentos nacionales de identidad oportunos o, en su defecto, por 
certificación del padrón municipal”.

V.- En consecuencia, se aprecia que ni la prueba de la certificación del 
padrón municipal es exclusiva ni viene exigida fuera de los singulares 
casos citados por la legislación del Registro Civil, por lo que revive la regla 
general en el ámbito civil de que la residencia habitual puede acreditarse 
a través de cualquier otro medio admitido en derecho, correspondiendo al 
encargado del Registro Civil y, en su caso, a los tribunales la valoración 
libre de los datos que hayan sido aportados: tener en el lugar 
establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes 
policiales adversos, ausencia de visados o permisos de residencia -no de 
mera estancia- respecto de los extranjeros, etc. (vid. Sentencias del 
Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de junio de 1952, 
entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio 
de los derechos y cumplimiento de las obligaciones (art. 40 CC.) puede 
fijarse arbitrariamente por los interesados dando lugar a supuestos de 
fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho de que la inscripción 
en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de 
tal declaración (cfr. art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local).

VI.- Por ello, como se ha dicho, el Juez Encargado debe, en caso de 
duda, investigar la veracidad del domicilio y comprobar si en éste 
concurren las notas de estabilidad y permanencia que lo cualifican como 
residencia habitual a la vista de la fecha del empadronamiento. Ello 
supone la práctica de las diligencias que sean necesarias para comprobar 
la realidad del domicilio del interesado que consta en el certificado de su 
empadronamiento y, según el resultado, bien declare su falta de 
competencia para conocer y resolver el expediente si llega a la convicción 
de la inexactitud del contenido del padrón municipal, bien, en caso 
afirmativo, continúe la tramitación del expediente con la práctica de las 
diligencias que procedan. En el presente caso median escasos días entre 
la fecha de empadronamiento de 11/05/2010 y la de presentación de la 
solicitud, acaecida el 13/05/2010. A la vista de estas circunstancias no se 
considera acreditada la residencia efectiva del interesado en la 
demarcación competencia del Registro Civil de Sueca (Valencia) y en 
consecuencia, cabe confirmar que el empadronamiento se realizó con la 
única finalidad de obtener un fuero distinto del que realmente corresponde. 
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Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Sueca (Valencia).

Resolución de 31 de Julio de 2014 (9ª)
III.8.2  Competencia

El Juez Encargado puede y debe declararse incompetente para la 
actuación registral instada cuando llegue a la convicción de no le 
corresponde resolver atendiendo al lugar en que se encuentra el domicilio 
de la interesada.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por la promotora, contra auto dictado por el 
Encargado del Registro Civil de Sevilla.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Sevilla el 30 de 
junio de 2011, Don A. solicita en nombre de sus padres, Don B. y Doña A. 
la declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
de éstos, por haber nacido y vivido en el Sahara cuando éste era territorio 
sometido a administración española. Adjuntaba, entre otros, los siguientes 
documentos: DNI del padre expedido en A. en 1966, certificación en 
extracto de inscripción de nacimiento del padre, carnet laboral del padre, 
certificación de familia, manifestación del Gobierno General de la Provincia 
del Sahara declarando que el padre nació en el Sahara y está casado con 
A. libro de familia, carnet de ordenanza del padre, carnet de saharaui 
funcionario del Gobierno Español del padre, título de familia numerosa, 
certificado de pensionista del padre, pasaporte y DNI españoles del hijo 
que presenta la solicitud, certificado de concordancia de nombres del 
padre, actas de poder delegando el padre y la madre en el hijo que 
presenta la solicitud poder para que les represente y actúe en su nombre 
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en todos sus asuntos administrativos y legales ante las administraciones y 
servicios españoles, pudiendo firmar en su nombre.

2.- Trasladado el expediente al Ministerio Fiscal, éste informa 
desfavorablemente a la declaración de nacionalidad española con valor 
de simple presunción de Doña A. por no cumplir los requisitos recogidos 
en el artículo 18 del Código Civil.

3.- El Magistrado requiere del promotor certificado de empadronamiento y 
que informe sobre el paradero de su madre, siendo entregado en fecha 19 de 
septiembre de 2011 certificado de empadronamiento del hijo de la solicitante, 
haciendo constar éste que el domicilio de sus padres está en el Sahara.

4.- En fecha 4 de octubre de 2011 se aporta nueva documentación 
referente a la madre, entre otros: certificación de familia, recibo de la 
MINURSO, solicitud de expedición de DNI bilingüe del año 1972 y 
asignación de número de identidad extranjero a la madre en fecha 9 de 
agosto de 2011.

5.- El Encargado dictó auto el 4 de octubre de 2011 en el que desestima la 
solicitud efectuada por Doña A. de declaración con valor de simple 
presunción de su nacionalidad española, por no acreditar los extremos 
previstos en el artículo 18 del Código Civil. En el auto también menciona 
que, en fecha 19 de septiembre, se dictó otro auto declarando la 
nacionalidad del padre con valor de simple presunción, este último auto 
no consta en el presente expediente. 

6.- Notificada la resolución, el apoderado de la solicitante presentó recurso 
ante la Dirección General de los Registros y del Notariado afirmando que 
la interesada cumple con los requisitos necesarios para que le sea 
concedida la nacionalidad con valor de simple presunción. 

7.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste consideró conforme a 
Derecho el Auto recurrido, tras lo cual el Encargado remitió el expediente 
a la Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución 
del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 40 del Código Civil (CC); 50 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil (LEC); 95 y 97 de la Ley del Registro Civil (LRC); 335 
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del Reglamento del Registro Civil (RRC) y las resoluciones 11-4ª y 12-1ª 
de enero y 12-4ª de diciembre de 2007 y 14-6ª de octubre de 2008; 19-7ª 
de Junio de 2009; 16-1ª de Marzo de 2010.

II.- Don A. solicitó en nombre de sus padres la declaración de nacionalidad 
española con valor de simple presunción, el Encargado del Registro Civil 
de Sevilla, mediante auto de 19 de septiembre de 2011 declaró la 
nacionalidad española del padre pero, en lo referente a la madre, Doña A. 
dictó auto el 4 de octubre de 2011 desestimando la solicitud. Este auto 
constituye el objeto del presente recurso.

III.- En el presente expediente no procede entrar a conocer sobre el fondo 
de la cuestión controvertida (el cumplimiento de los requisitos exigidos en 
el artículo 18 para la consolidación de la nacionalidad española con valor 
de simple presunción), habida cuenta de que, examinado el conjunto de 
las actuaciones, ha podido verificarse que el Órgano que ha resuelto la 
solicitud de la Sra. A. (Registro Civil de Sevilla), era manifiestamente 
incompetente para pronunciarse al respecto, ya que según el artículo 335 
del RRC respecto de los expedientes para declaraciones con valor de 
simple presunción es competente el Encargado del Registro del domicilio 
del solicitante, domicilio que, según la propia declaración del apoderado 
de la interesada, se encuentra en el Sahara y no se aporta ninguna prueba 
en sentido de acreditar su domicilio en territorio español.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: declarar la nulidad por 
incompetencia del auto dictado por el Encargado del Registro Civil de 
Sevilla el 4 de octubre de 2011 y retrotraer las actuaciones al momento en 
que el Registro Civil de Sevilla debió declararse incompetente.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Sevilla.
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III.8.3  EXP. DE NACIONALIDAD-ALCANCE DE LA 
CALIFICACIÓN-ART 27 LRC

Resolución de 17 de Julio de 2014 (76ª)
III.8.3  Calificación

El Encargado del Registro Civil Consular no puede volver a enjuiciar el 
fondo del asunto relativo a la declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción del interesado, para denegar la opción de 
nacionalidad solicitada para sus hijos menores de edad.

En el expediente sobre opción a la nacionalidad española remitido a este 
Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado 
contra auto dictado por el Encargado del Registro Civil Consular en Rabat 
(Marruecos).

HECHOS

1.- Mediante comparecencia en el Registro Civil Consular en Rabat, Don 
S-A. originariamente marroquí y que ostenta en la actualidad la 
nacionalidad española por haberle sido declarada con valor de simple 
presunción, solicitó optar en nombre de sus hijos menores de edad, O. y 
M. a la nacionalidad española. Adjuntaba diversa documentación en 
apoyo de su solicitud, en particular certificación literal de nacimiento 
propia, inscrito en el Registro Civil Central el 16 de octubre de 2007 y en 
el que consta una anotación marginal de declaración con valor de simple 
presunción de la nacionalidad española en virtud del auto dictado al efecto 
por el Registro Civil de Arrecife, Lanzarote (Las Palmas) el 1 de diciembre 
de 2004.

2.- Previo informe del Canciller, actuando en funciones de Ministerio 
Fiscal, el Encargado del Registro Civil Consular dictó auto el 29 de Abril 
de 2010 denegando a trámite la opción de nacionalidad solicitada por 
considerar que el promotor, en nombre de sus hijos, obtuvo la declaración 
de la nacionalidad española con valor de simple presunción en el Registro 
Civil de Arrecife sin ser esta localidad su lugar de residencia, por tanto de 
la instrucción del expediente y del informe del Ministerio Fiscal se deducía 
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que no procedería la inscripción al ser nulo el acto de declaración de la 
nacionalidad española por haberse producido por Registro incompetente.

3.- Notificada la resolución al interesado, éste interpuso recurso alegando 
que el auto está equivocado, que su domicilio estaba en A. y que la 
inscripción la llevó a cabo el Registro Civil Central, y que el Registro 
Consular no puede valorar la competencia de otro órgano que la examinó 
y declaró la nacionalidad española del promotor.

4.- De la interposición del recurso se dio traslado al Registro Civil Consular 
en Rabat. El órgano en funciones de Ministerio Fiscal emitió informe 
alegando que, examinado el expediente de declaración de la nacionalidad 
española resuelto en el año 2007, se desprendía que no había lugar a 
dudas de que el acuerdo que declaró su nacionalidad española fue dictado 
por órgano registral incompetente al no presentar el interesado permiso 
de residencia en España. El Encargado del Registro Civil Consular remitió 
el expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para 
la resolución del recurso interpuesto.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 22 y 225 de la Ley de Enjuiciamiento Civil (LEC); 16 
del Reglamento del Registro Civil (RRC) la Instrucción de 28 de marzo de 
2007, de la Dirección General de los Registros y del Notariado, sobre 
competencia de los registros civiles municipales y demás reglas relativas 
a los expedientes de declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción y las resoluciones de 26-1ª de abril de 2001; 10-6ª de 
septiembre de 2002; 20-3ª y 23-5ª de marzo de 2006;23-3ª de Septiembre 
y 21-4ª de Octubre de 2008; 14-5ª y 18-4ª de Abril, 22-5ª de Mayo, 17-10ª 
y 22-3ª de Junio, 1-8ª de Septiembre de 2009; 24-7ª de Febrero de 2011.

II.- El interesado, ciudadano español con origen marroquí, mediante 
escrito presentado ante el Registro Civil Consular de Rabat solicitó la 
opción de nacionalidad para sus hijos menores de edad en el Registro 
Civil español, con base en la declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción efectuada por el Registro Civil de Arrecife el 1 
de diciembre de 2004 e inscrita en el Registro Civil Central. Por auto de 29 
de Abril de 2010 el Encargado del Registro Civil Consular denegó a trámite 
la solicitud por no reunir los requisitos exigidos, al apreciar que el auto 
dictado por el Registro Civil de Arrecife era nulo por incompetencia 
territorial. Contra este auto se interpuso el recurso ahora examinado. 
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III.- En relación con la resolución recurrida de 29 de Abril de 2010, la 
calificación en las resoluciones firmes está limitada a la competencia y 
clase del procedimiento seguido, formalidades extrínsecas de los 
documentos presentados y asientos del propio Registro (cfr.art.27, II, 
LRC). Por esto, la declaración firme en expediente del artículo 96-2º de la 
Ley, adoptada por el Registro Civil competente del domicilio (cfr. art. 335 
RRC), no puede ser calificada volviendo a enjuiciar el fondo del asunto 
por el Encargado del Registro Civil del nacimiento al inscribir los hechos 
que afecten al estado civil del interesado o al anotar al margen de la 
inscripción de nacimiento los mismos (artículos 15 y 39 de la Ley del 
Registro Civil). Por otra parte, no consta en el expediente documentación 
alguna que acredite que el interesado no tuviera su domicilio en A. en el 
momento de la solicitud y posterior tramitación del expediente para la 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción.

IV.- Cuestión completamente distinta es que, si el Encargado del Registro 
Civil Consular estima improcedente la anotación, pueda poner los hechos 
en conocimiento del Ministerio Fiscal para que, en aras de la debida 
concordancia entre el Registro Civil y la realidad, pueda el mismo promover 
un expediente declarativo con valor de simple presunción en sentido 
contrario. En efecto, en desarrollo de la obligatoria concordancia del 
Registro con la realidad se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de 
concordancia, no juega en el ámbito del Registro Civil el principio de 
autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible reiterar un expediente 
sobre cuestión ya decidida si las nuevas actuaciones tienen su fundamento 
en hechos descubiertos posteriormente. Por eso ha de ser posible que, de 
oficio o por iniciativa de las autoridades o de cualquier interesado, y con 
intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de nuevo 
expediente para declarar con valor de presunción que a los nacidos les 
corresponde o no les corresponde la nacionalidad española. La declaración 
recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, habrá de tener acceso 
al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación sobre la 
nacionalidad ya practicada.

V.- Sin perjuicio de lo anterior, en tanto no se haya tramitado un expediente 
de declaración negativo de la nacionalidad del interesado y haya recaído 
resolución en ese sentido, deberá considerarse que el sujeto del cual se 
declaró la nacionalidad ostenta esta efectivamente, pues ya se ha dicho 
en numerosas resoluciones que la tan citada declaración tendrá plenos 
efectos probatorios en tanto no sea destruida. A consecuencia de ello y 
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siempre que se cumplan los requisitos legalmente establecidos, debería 
tramitarse la opción de nacionalidad solicitada si se cumplen los demás 
requisitos legalmente previstos. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: estimar parcialmente el recurso 
interpuesto, anular la resolución apelada y retrotraer las actuaciones para 
que, previa instrucción del expediente, el Encargado del Registro Civil 
Consular dicte nuevo auto pronunciándose sobre el fondo del asunto.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en Rabat (Marruecos).

Resolución de 31 de Julio de 2014 (3ª)
III.8.3  Calificación

1º.- La competencia del encargado del registro civil donde deba inscribirse 
el nacimiento para calificar una resolución de declaración de nacionalidad 
española con valor de simple presunción dictada por el encargado del 
registro civil del domicilio está limitada por el art. 27 LRC.

2º.- En tales casos, si hay discrepancia con lo resuelto por el órgano 
competente, el ministerio fiscal puede instar la incoación de expediente 
para la cancelación del asiento.

3º.- No es inscribible el nacimiento porque no se acreditan los datos 
necesarios para practicar la inscripción.

En el expediente sobre inscripción de nacimiento remitido a este Centro 
en trámite de recurso por virtud del entablado por el promotor contra auto 
dictado por el Magistrado Juez Encargado del Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Tudela (Navarra), 
Don N. solicita la declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, dicha nacionalidad fue declarada por el Encargado del 

http://


M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

2138Boletín del Ministerio de Justicia

Nacionalidad

Registro Civil de Tudela mediante auto de fecha 23 de septiembre de 
2009, y se solicitó su inscripción de nacimiento en el Registro Civil Central. 
Aportaban la siguiente documentación, entre otros: volante de 
empadronamiento, certificación de familia, permiso de residencia, 
documento de afiliación a la Seguridad Social, resolución de concesión de 
autorización de trabajo y residencia por cuenta ajena, pasaporte marroquí, 
declaración de familia, certificación en extracto de inscripción de 
nacimiento del padre, certificado del Ministerio del Interior declarando la 
expedición de los DNI bilingües de los padres, tarjeta de asistencia 
sanitaria, comunicación de entrega de declaración de familia al padre, 
certificados de nacimiento, parentesco, subsanación y residencia 
expedidos por la Delegación Saharaui Navarra, fe de vida del padre y 
documento de identificación personal de la Pagaduría de Pensionistas de 
la madre.

2.- El Ministerio Fiscal emite informe al Registro Civil Central en el que 
considera que no son de aplicación los artículos 17 y 18 del Código Civil, 
siendo además de nacionalidad marroquí y no habiendo nacido ni residido 
nunca en el Sahara español ya que nación después de la descolonización, 
interesa que, una vez inscrito lo acordado en el Registro Civil de Tudela, 
se inicie nuevo expediente para declarar que al interesado no le 
corresponde la nacionalidad española. El Encargado del Registro Civil 
Central dictó auto el 3 de febrero de 2011 acordando la suspensión de la 
inscripción solicitada.

3.- Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y al interesado, éste 
interpuso recurso contra el Auto emitido, solicitando se declare con valor 
de simple presunción su nacionalidad española de origen y aportando 
nueva documentación, entre otros, certificados de concordancia de 
nombres y extracto de la partida de nacimiento expedidos por las 
autoridades del Reino de Marruecos. 

4.- De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que 
interesó su desestimación. El Encargado del Registro Civil Central se 
ratifica en el acuerdo dictado y remitió el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso interpuesto.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 15, 16, 23, 27, 95 y 96 de la Ley del Registro Civil 
(LRC); 66, 68, 169, 311 a 316, 335, 338 y 348 y siguientes del Reglamento 
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del Registro Civil (RCC); la Circular de 29 de octubre de 1980, la 
Instrucción de 7 de octubre de 1988, y las resoluciones, entre otras, 5-1ª y 
14 de enero, 28 de abril, 31-2ª de mayo y 14-4ª de octubre de 1999; 26-1ª 
de abril de 2001; 10-6ª de septiembre de 2002; 24 de septiembre de 2005; 
13-3ª de enero, 3-1ª de abril y 25-4ª de julio de 2006; 17-5ª de mayo de 
2007; 3-2ª de enero, 14-5ª de abril, 22-3ª de octubre y 11-8ª de noviembre 
de 2008; 8-4ª de enero de 2009 y 10-95ª de abril de 2012.

II.- El promotor, mediante escrito presentado ante el Registro Civil de 
Tudela, solicitó la nacionalidad española con valor de simple presunción, 
nacionalidad que fue declarada por dicho Registro Civil por Auto de 23 de 
septiembre de 2009. Posteriormente se inicia un procedimiento de 
inscripción fuera de plazo y, previo informe del Ministerio Fiscal, el 
Encargado del Registro Civil Central por auto de 29 de junio de 2011 
acordó la suspensión de la inscripción solicitada al apreciar que se había 
producido una errónea aplicación de la normativa vigente en la materia. 
Contra este auto se interpuso el recurso ahora examinado. 

III.- La competencia para decidir en primera instancia el expediente de 
declaración con valor de simple presunción de la nacionalidad española 
corresponde al encargado del registro civil del domicilio (art. 335 RRC), de 
modo que, una vez finalizado dicho expediente, la resolución firme del 
encargado –que da lugar a una anotación al margen de la inscripción de 
nacimiento (cfr. art. 340 RRC)– ha de ser calificada por el encargado del 
registro civil donde deba inscribirse el nacimiento antes de proceder a la 
práctica de la anotación de nacionalidad. Pero esta calificación se encuentra 
limitada por el artículo 27 LRC a la evaluación de “(…) la competencia y 
clase de procedimiento seguido, formalidades intrínsecas de los documentos 
presentados y asientos del propio Registro”, no estando facultado el 
encargado para volver a enjuiciar el fondo del asunto. De manera que debe 
practicarse la anotación marginal en el Registro Civil Central, sin perjuicio, 
dada la disconformidad del ministerio fiscal con la declaración presuntiva de 
nacionalidad acordada por el registro civil del domicilio, del inicio de un 
nuevo procedimiento a instancia del Ministerio Fiscal para declarar que al 
interesado no le corresponde la nacionalidad española y proceder, en su 
caso, a la cancelación de los asientos practicados. En tal supuesto, deberá 
anotarse también marginalmente la existencia de un procedimiento en 
curso que puede afectar al contenido del asiento (art. 38.1º LRC).

IV.- En cuanto a la solicitud de inscripción de nacimiento del interesado, 
cabe señalar que son inscribibles en el Registro Civil español los nacimientos 
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ocurridos dentro del territorio español o que afecten a españoles (art. 15 
LRC), siendo la vía registral apropiada, cuando haya transcurrido el plazo 
para declarar el nacimiento, el expediente al que se refiere el artículo 95-5º 
de la Ley del Registro Civil, cuya tramitación se desarrolla en los artículos 
311 a 316 del reglamento. En este caso la inscripción interesada afecta a un 
ciudadano de origen saharaui cuya nacionalidad española con valor de 
simple presunción ha sido declarada por el Registro Civil de su domicilio, 
pero no resultan acreditados datos esenciales (filiación, fecha y lugar de 
nacimiento) para practicar la inscripción, en tanto que la certificación de 
nacimiento de la RASD no constituye título suficiente porque no proviene de 
un registro extranjero “regular y auténtico” (Art. 85 RCC). En este sentido, 
hay que recordar que las competencias de calificación del encargado sobre 
la certificación extranjera se extienden al examen de la competencia y 
autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que le 
habilite para tal expedición con base legal suficiente para ello, base que en 
este caso no existe al no estar establecidos los órganos del Registro Civil 
en virtud de disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento 
jurídico estatal internacionalmente reconocido. Por ello, el documento 
aportado en prueba del nacimiento no acredita las circunstancias esenciales 
que deben constar en la inscripción y que, en defecto de certificado 
auténtico, deberán demostrarse por otros medios supletorios de los que se 
mencionan en los artículos correspondientes al procedimiento de inscripción 
fuera de plazo del Reglamento del Registro Civil y en la Circular de 29 de 
octubre de 1980. El interesado presenta en el recurso fotocopias de un 
certificado de concordancia de nombres supuestamente emitido por el 
Cónsul General del Reino de Marruecos y de una traducción del extracto de 
partida de nacimiento supuestamente emitido por el Servicio del Registro 
Civil del Gobierno Civil de la Provincia de Laayoune. Estas fotocopias 
carecen de la necesaria legalización y, por lo tanto, no pueden considerarse 
auténticas. En consecuencia, no es posible la inscripción de unos hechos, 
de los cuales la inscripción de nacimiento da fe, que no están suficientemente 
acreditados.

V.- Por lo que se refiere a la orden del traslado del informe del Ministerio 
Fiscal al Registro Civil del domicilio a efectos de instar un nuevo expediente 
en el que se declare que al interesado no le corresponde la nacionalidad 
española, extremo también contenido en la resolución recurrida, es un 
principio básico de la legislación registral civil (cfr. Arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro 
Civil y la realidad extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha 
indicado repetidamente por la doctrina de este centro directivo que, mientras 
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subsista ese interés público de concordancia, no juega en el ámbito del 
Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible 
que, de oficio o por iniciativa del Ministerio Fiscal o de cualquier interesado 
o autoridad con competencias conexas con la materia y con intervención en 
todo caso del ministerio público, se inicie un nuevo expediente para declarar 
con valor de presunción que a los interesados les corresponde o no les 
corresponde la nacionalidad española. La nueva declaración recaída en tal 
expediente, en caso de ser negativa, ha de tener acceso al Registro Civil 
para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. No es 
obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 de la LRR, y a salvo las 
excepciones previstas en los tres artículos siguientes, las inscripciones solo 
puedan rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las 
anotaciones, en congruencia con su menor eficacia y su valor meramente 
informativo (cfr. Arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un principio distinto. En 
efecto, el artículo 147 del RRC establece una regla de aplicación preferente, 
permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y canceladas en 
virtud de expediente gubernativo en el que se acredite la inexactitud, en 
todo caso con notificación formal a los interesados o sus representantes 
legales, como exige imperativamente el párrafo primero del artículo 349 
RRC. Por todo ello, en aras del principio de concordancia entre el Registro 
Civil y la realidad, el Ministerio Fiscal puede promover de oficio un nuevo 
expediente de declaración sobre la nacionalidad española del interesado. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: 

1º. Desestimar la pretensión de inscripción fuera de plazo por falta de 
acreditación de datos esenciales para practicarla.

2º. Estimar parcialmente el recurso y practicar anotación soporte de 
nacimiento y anotación de nacionalidad con valor de simple presunción.

3º. Continuar la tramitación del expediente incoado a instancia del 
ministerio fiscal y anotar marginalmente la existencia de un procedimiento 
en curso que puede afectar al contenido del Registro.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (4ª)
III.8.3  Calificación

1º.- La competencia del encargado del registro civil donde deba inscribirse 
el nacimiento para calificar una resolución de declaración de nacionalidad 
española con valor de simple presunción dictada por el encargado del 
registro civil del domicilio está limitada por el art. 27 LRC.

2º.- En tales casos, si hay discrepancia con lo resuelto por el órgano 
competente, el ministerio fiscal puede instar la incoación de expediente 
para la cancelación del asiento.

3º.- Es inscribible el nacimiento porque se acreditan los datos necesarios 
para practicar la inscripción.

En las actuaciones sobre inscripción de nacimiento y anotación de 
nacionalidad española con valor de simple presunción remitidas a este 
centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado 
contra resolución de la encargada del Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Lliria (Valencia), 
Don C. solicita la declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, dicha nacionalidad fue declarada por el Encargado del 
Registro Civil de Lliria mediante auto de fecha 8 de abril de 2010, y se 
solicitó su inscripción de nacimiento en el Registro Civil Central. Aportaban 
la siguiente documentación, entre otros: pasaporte marroquí, certificado 
de empadronamiento, certificados de residencia, concordancia de 
nombres y nacionalidad expedidos por las autoridades de la República 
Árabe Saharaui Democrática, inscripción de los padres en el Juzgado 
Cheránico de Aaiún, certificación de familia, afiliación a la seguridad social 
del padre, tarjeta de situación familiar, pasaporte español del padre y 
recibos de la MINURSO.

2.- El Registro Civil Central dicta Providencia acordando, en caso de que 
el certificado aportado no reuniese los requisitos necesarios, requerir al 
promotor que solicite la incoación ante el Registro Civil de su domicilio del 
expediente gubernativo de nacimiento fuera de plazo.
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3.- El Ministerio Fiscal emite informe al Registro Civil Central en el que 
considera que no son de aplicación los artículos 17 y 18 del Código Civil, 
siendo además de nacionalidad marroquí y no habiendo nacido ni residido 
nunca en el Sahara español ya que nación después de la descolonización, 
interesa que se inicie nuevo expediente para declarar que al interesado 
no le corresponde la nacionalidad española. El Encargado del Registro 
Civil Central dictó auto el 11 de septiembre de 2012 denegando la 
inscripción solicitada.

4.- Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y al interesado, éste 
interpuso recurso contra el Auto emitido, solicitando se declare con valor 
de simple presunción su nacionalidad española de origen y aportando 
nueva documentación, entre otros, copia literal del acta de nacimiento y 
certificado de parentesco expedidos por las autoridades del Reino de 
Marruecos. 

5.- De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que 
interesó su desestimación. El Encargado del Registro Civil Central se 
ratifica en el acuerdo dictado y remitió el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso interpuesto.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 15, 16, 23, 27, 95 y 96 de la Ley del Registro Civil 
(LRC); 66, 68, 169, 311 a 316, 335, 338 y 348 y siguientes del Reglamento 
del Registro Civil (RCC); la Circular de 29 de octubre de 1980, la 
Instrucción de 7 de octubre de 1988, y las resoluciones, entre otras, 5-1ª y 
14 de enero, 28 de abril, 31-2ª de mayo y 14-4ª de octubre de 1999; 26-1ª 
de abril de 2001; 10-6ª de septiembre de 2002; 24 de septiembre de 2005; 
13-3ª de enero, 3-1ª de abril y 25-4ª de julio de 2006; 17-5ª de mayo de 
2007; 3-2ª de enero, 14-5ª de abril, 22-3ª de octubre y 11-8ª de noviembre 
de 2008; 8-4ª de enero de 2009 y 10-95ª de abril de 2012.

II.- El promotor, mediante escrito presentado ante el Registro Civil de 
Lliria, solicitó la nacionalidad española con valor de simple presunción, 
nacionalidad que fue declarada por dicho Registro Civil por Auto de 8 de 
abril de 2010. El Registro Civil de Lliria solicitó la anotación de nacionalidad 
en el Registro Civil Central. El Registro Civil Central interesa a su vez que 
el promotor inicie un procedimiento de inscripción fuera de plazo. Previo 
informe del Ministerio Fiscal, disconforme con la declaración de 
nacionalidad efectuada en el Registro Civil del domicilio, el Encargado del 
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Registro Civil Central dictó auto de 11 de septiembre de 2012 denegó lo 
solicitado al apreciar que se había producido una errónea aplicación de la 
normativa vigente en la materia y que no estaban acreditados aspectos 
esenciales del hecho inscribible. Contra este auto se interpuso el recurso 
ahora examinado. 

III.- La competencia para decidir en primera instancia el expediente de 
declaración con valor de simple presunción de la nacionalidad española 
corresponde al encargado del registro civil del domicilio (art. 335 RRC), de 
modo que, una vez finalizado dicho expediente, la resolución firme del 
encargado –que da lugar a una anotación al margen de la inscripción de 
nacimiento (cfr. art. 340 RRC)– ha de ser calificada por el encargado del 
registro civil donde deba inscribirse el nacimiento antes de proceder a la 
práctica de la anotación de nacionalidad. Pero esta calificación se 
encuentra limitada por el artículo 27 LRC a la evaluación de “(…) la 
competencia y clase de procedimiento seguido, formalidades intrínsecas 
de los documentos presentados y asientos del propio Registro”, no 
estando facultado el encargado para volver a enjuiciar el fondo del asunto. 
De manera que debe practicarse la anotación marginal en el Registro Civil 
Central, sin perjuicio, dada la disconformidad del ministerio fiscal con la 
declaración presuntiva de nacionalidad acordada por el registro civil del 
domicilio, de la necesidad de continuar el procedimiento iniciado para 
declarar que al interesado no le corresponde la nacionalidad española y 
proceder, en su caso, a la cancelación de los asientos practicados. Al 
mismo tiempo, deberá anotarse también marginalmente la existencia de 
un procedimiento en curso que puede afectar al contenido del asiento (art. 
38.1º LRC).

IV.- En cuanto a la solicitud de inscripción de nacimiento del interesado, 
cabe señalar que son inscribibles en el Registro Civil español los 
nacimientos ocurridos dentro del territorio español o que afecten a 
españoles (art. 15 LRC), siendo la vía registral apropiada, cuando haya 
transcurrido el plazo para declarar el nacimiento, el expediente al que se 
refiere el artículo 95-5º de la Ley del Registro Civil, cuya tramitación se 
desarrolla en los artículos 311 a 316 del reglamento. En este caso la 
inscripción interesada afecta a un ciudadano marroquí cuya nacionalidad 
española con valor de simple presunción ha sido declarada por el Registro 
Civil de su domicilio, pero, en el momento de emitir el Auto el Encargado 
del Registro Civil Central, no resultaban acreditados datos esenciales 
(filiación, fecha y lugar de nacimiento) para practicar la inscripción. Sin 
embargo, junto con el recurso presentado por el interesado se aporta 
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nueva documentación: copia literal del acta de nacimiento y certificado de 
parentesco expedidos por las autoridades del Reino de Marruecos. A la 
vista de la nueva documentación aportada procede la inscripción de 
nacimiento ya que resultan debidamente acreditados los datos necesarios 
para realizarla.

V.- Por lo que se refiere a la orden del traslado del informe del Ministerio 
Fiscal al Registro Civil del domicilio a efectos de instar un nuevo expediente 
en el que se declare que al interesado no le corresponde la nacionalidad 
española, extremo también contenido en la resolución recurrida, es un 
principio básico de la legislación registral civil (cfr. Arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro 
Civil y la realidad extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha 
indicado repetidamente por la doctrina de este centro directivo que, 
mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en el 
ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo 
que es posible reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso 
ha de ser posible que, de oficio o por iniciativa del Ministerio Fiscal o de 
cualquier interesado o autoridad con competencias conexas con la materia 
y con intervención en todo caso del ministerio público, se inicie un nuevo 
expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados 
les corresponde o no les corresponde la nacionalidad española. La nueva 
declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha de 
tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación 
preventiva practicada. No es obstáculo para ello que, con arreglo al 
artículo 92 de la LRR, y a salvo las excepciones previstas en los tres 
artículos siguientes, las inscripciones solo puedan rectificarse por 
sentencia firme en juicio ordinario, porque en las anotaciones, en 
congruencia con su menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. 
Arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un principio distinto. En efecto, el artículo 
147 del RRC establece una regla de aplicación preferente, permitiendo 
que las anotaciones puedan ser rectificadas y canceladas en virtud de 
expediente gubernativo en el que se acredite la inexactitud, en todo caso 
con notificación formal a los interesados o sus representantes legales, 
como exige imperativamente el párrafo primero del artículo 349 RRC. Por 
todo ello, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la 
realidad, el Ministerio Fiscal puede promover de oficio un nuevo expediente 
de declaración sobre la nacionalidad española del interesado. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: 
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1º. Estimar parcialmente el recurso y practicar la inscripción fuera de plazo 
de nacimiento y anotación de nacionalidad con valor de simple presunción.

2º. Continuar la tramitación del expediente incoado a instancia del 
ministerio fiscal y anotar marginalmente la existencia de un procedimiento 
en curso que puede afectar al contenido del Registro.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central

Resolución de 31 de Julio de 2014 (5ª)
III.8.3  Calificación

1º.- La competencia del encargado del registro civil donde deba inscribirse 
el nacimiento para calificar una resolución de declaración de nacionalidad 
española con valor de simple presunción dictada por el encargado del 
registro civil del domicilio está limitada por el art. 27 LRC.

2º.- En tales casos, si hay discrepancia con lo resuelto por el órgano 
competente, el ministerio fiscal puede instar la incoación de expediente 
para la cancelación del asiento.

3º.- Es inscribible el nacimiento porque se acreditan los datos necesarios 
para practicar la inscripción.

En el expediente sobre inscripción de nacimiento remitido a este Centro 
en trámite de recurso por virtud del entablado por el promotor contra auto 
dictado por el Magistrado Juez Encargado del Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Tudela (Navarra), 
Don B. solicita la declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, dicha nacionalidad fue declarada por el Encargado del 
Registro Civil de Tudela mediante auto de fecha 17 de noviembre de 
2008, y se solicitó su inscripción de nacimiento en el Registro Civil Central. 
Aportaban la siguiente documentación: pasaporte marroquí, volante de 
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empadronamiento, certificación de familia, tarjeta de percepción de 
haberes del padre, certificados de residencia, nacionalidad, parentesco y 
nacimiento expedidos por las autoridades de la República Árabe Saharaui 
Democrática, certificado negativo de inscripción en los Libros Cheránicos 
y certificado del Ministerio del Interior acreditando la expedición de DNI 
bilingüe de los padres..

2.- El Ministerio Fiscal emite informe al Registro Civil Central en el que 
considera que no es de aplicación el artículo 17.3 del Código Civil, siendo 
además de nacionalidad marroquí y no habiendo nacido ni residido nunca 
en el Sahara español. El Encargado del Registro Civil Central dictó auto el 
3 de febrero de 2011 acordando la denegación de la inscripción solicitada.

3.- Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y al interesado, éste 
interpuso recurso contra el Auto emitido, solicitando se declare con valor 
de simple presunción su nacionalidad española de origen y aportando 
nueva documentación, entre otros, permiso de residencia, tarjeta de 
identidad del padre, credencial del padre como miembro de la Asamblea 
General, credencial del padre como C. solicitud de expedición de DNI 
bilingüe de la madre, recibo de la MINURSO, título de familia numerosa, 
DNI del hermano, extracto de acta de nacimiento y certificado de 
parentesco emitidos por las autoridades del Reino de Marruecos e 
inscripción de matrimonio de los padres en el Juzgado Cheránico del 
Aaiún. 

4.- De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que 
interesó su desestimación. El Encargado del Registro Civil Central se 
ratifica en el acuerdo dictado y remitió el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso interpuesto.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 15, 16, 23, 27, 95 y 96 de la Ley del Registro Civil 
(LRC); 66, 68, 169, 311 a 316, 335, 338 y 348 y siguientes del Reglamento 
del Registro Civil (RCC); la Circular de 29 de octubre de 1980, la 
Instrucción de 7 de octubre de 1988, y las resoluciones, entre otras, 5-1ª y 
14 de enero, 28 de abril, 31-2ª de mayo y 14-4ª de octubre de 1999; 26-1ª 
de abril de 2001; 10-6ª de septiembre de 2002; 24 de septiembre de 2005; 
13-3ª de enero, 3-1ª de abril y 25-4ª de julio de 2006; 17-5ª de mayo de 
2007; 3-2ª de enero, 14-5ª de abril, 22-3ª de octubre y 11-8ª de noviembre 
de 2008; 8-4ª de enero de 2009 y 10-95ª de abril de 2012.
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II.- El promotor, mediante escrito presentado ante el Registro Civil de 
Tudela, solicitó la nacionalidad española con valor de simple presunción, 
nacionalidad que fue declarada por dicho Registro Civil por Auto de 17 de 
noviembre de 2008. El interesado solicita la inscripción fuera de plazo y, 
previo informe del Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil Centra 
por auto de 3 de febrero de 2011 l denegó lo solicitado al apreciar que se 
había producido una errónea aplicación de la normativa vigente en la 
materia. Contra este auto se interpuso el recurso ahora examinado. 

III.- La competencia para decidir en primera instancia el expediente de 
declaración con valor de simple presunción de la nacionalidad española 
corresponde al encargado del registro civil del domicilio (art. 335 RRC), de 
modo que, una vez finalizado dicho expediente, la resolución firme del 
encargado –que da lugar a una anotación al margen de la inscripción de 
nacimiento (cfr. art. 340 RRC)– ha de ser calificada por el encargado del 
registro civil donde deba inscribirse el nacimiento antes de proceder a la 
práctica de la anotación de nacionalidad. Pero esta calificación se 
encuentra limitada por el artículo 27 LRC a la evaluación de “(…) la 
competencia y clase de procedimiento seguido, formalidades intrínsecas 
de los documentos presentados y asientos del propio Registro”, no 
estando facultado el encargado para volver a enjuiciar el fondo del asunto. 
De manera que debe practicarse la anotación marginal en el Registro Civil 
Central, sin perjuicio, dada la disconformidad del ministerio fiscal con la 
declaración presuntiva de nacionalidad acordada por el registro civil del 
domicilio, de la necesidad de continuar el procedimiento iniciado para 
declarar que al interesado no le corresponde la nacionalidad española y 
proceder, en su caso, a la cancelación de los asientos practicados. Al 
mismo tiempo, deberá anotarse también marginalmente la existencia de 
un procedimiento en curso que puede afectar al contenido del asiento (art. 
38.1º LRC).

IV.- En cuanto a la solicitud de inscripción de nacimiento del interesado, 
cabe señalar que son inscribibles en el Registro Civil español los 
nacimientos ocurridos dentro del territorio español o que afecten a 
españoles (art. 15 LRC), siendo la vía registral apropiada, cuando haya 
transcurrido el plazo para declarar el nacimiento, el expediente al que se 
refiere el artículo 95-5º de la Ley del Registro Civil, cuya tramitación se 
desarrolla en los artículos 311 a 316 del reglamento. En este caso la 
inscripción interesada afecta a un ciudadano marroquí cuya nacionalidad 
española con valor de simple presunción ha sido declarada por el Registro 
Civil de su domicilio, pero, en el momento de emitir el Auto el Encargado 
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del Registro Civil Central, no resultaban acreditados datos esenciales 
(filiación, fecha y lugar de nacimiento) para practicar la inscripción. Sin 
embargo, junto con el recurso presentado por el interesado se aporta 
nueva documentación: copia literal del acta de nacimiento y certificado de 
parentesco expedidos por las autoridades del Reino de Marruecos. A la 
vista de la nueva documentación aportada procede la inscripción de 
nacimiento ya que resultan debidamente acreditados los datos necesarios 
para realizarla.

V.- Por lo que se refiere a la orden del traslado del informe del Ministerio 
Fiscal al Registro Civil del domicilio a efectos de instar un nuevo expediente 
en el que se declare que al interesado no le corresponde la nacionalidad 
española, extremo también contenido en la resolución recurrida, es un 
principio básico de la legislación registral civil (cfr. Arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro 
Civil y la realidad extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha 
indicado repetidamente por la doctrina de este centro directivo que, 
mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en el 
ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo 
que es posible reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso 
ha de ser posible que, de oficio o por iniciativa del Ministerio Fiscal o de 
cualquier interesado o autoridad con competencias conexas con la materia 
y con intervención en todo caso del ministerio público, se inicie un nuevo 
expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados 
les corresponde o no les corresponde la nacionalidad española. La nueva 
declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha de 
tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación 
preventiva practicada. No es obstáculo para ello que, con arreglo al 
artículo 92 de la LRR, y a salvo las excepciones previstas en los tres 
artículos siguientes, las inscripciones solo puedan rectificarse por 
sentencia firme en juicio ordinario, porque en las anotaciones, en 
congruencia con su menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. 
Arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un principio distinto. En efecto, el artículo 
147 del RRC establece una regla de aplicación preferente, permitiendo 
que las anotaciones puedan ser rectificadas y canceladas en virtud de 
expediente gubernativo en el que se acredite la inexactitud, en todo caso 
con notificación formal a los interesados o sus representantes legales, 
como exige imperativamente el párrafo primero del artículo 349 RRC. Por 
todo ello, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la 
realidad, el Ministerio Fiscal puede promover de oficio un nuevo expediente 
de declaración sobre la nacionalidad española del interesado. 
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Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: 

1º. Estimar parcialmente el recurso y practicar la inscripción fuera de plazo 
de nacimiento y anotación de nacionalidad con valor de simple presunción.

2º. Continuar la tramitación del expediente incoado a instancia del 
ministerio fiscal y anotar marginalmente la existencia de un procedimiento 
en curso que puede afectar al contenido del Registro.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (18ª)
III.8.3  Calificación

1º.- La competencia del encargado del registro civil donde deba inscribirse 
el nacimiento para calificar una resolución de declaración de nacionalidad 
española con valor de simple presunción dictada por el encargado del 
registro civil del domicilio está limitada por el art. 27 LRC.

2º.- En tales casos, si hay discrepancia con lo resuelto por el órgano 
competente, el ministerio fiscal puede instar la incoación de expediente 
para la cancelación del asiento.

3º.- No es inscribible el nacimiento porque no se acreditan los datos 
necesarios para practicar la inscripción.

En el expediente sobre inscripción de nacimiento remitido a este Centro 
en trámite de recurso por virtud del entablado por la promotora contra auto 
dictado por el Magistrado Juez Encargado del Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Vitoria, Doña M. 
solicita la declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción, dicha nacionalidad fue declarada por el Encargado del 
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Registro Civil de Vitoria mediante auto de fecha 2 de septiembre de 2009, 
y se solicitó su inscripción de nacimiento en el Registro Civil Central. 
Aportaban la siguiente documentación, entre otros: permiso de residencia, 
volante de empadronamiento y auto declarando con valor de simple 
presunción la nacionalidad española de la madre.

2.- El Ministerio Fiscal emite informe al Registro Civil Central en el que 
considera que no son de aplicación los artículos 17 y 18 del Código Civil, 
siendo además la promotora de nacionalidad argelina, interesa que, una 
vez inscrito lo acordado en el Registro Civil de Vitoria, se inicie nuevo 
expediente para declarar que a la interesada no le corresponde la 
nacionalidad española. El Encargado del Registro Civil Central dictó auto 
el 4 de julio de 2011 acordando la suspensión de la inscripción solicitada.

3.- Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a la interesada, ésta 
interpuso recurso contra el Auto emitido, solicitando se declare con valor 
de simple presunción su nacionalidad española de origen y aportando 
nueva documentación, entre otros, certificado de nacimiento expedido por 
las autoridades de la República Árabe Saharaui Democrática, certificado 
de subsanación expedido por la Asociación de Inmigrantes Saharauis y 
DNI bilingüe del padre. 

4.- De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que 
interesó su desestimación. El Encargado del Registro Civil Central se 
ratifica en el acuerdo dictado y remitió el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso interpuesto.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 15, 16, 23, 27, 95 y 96 de la Ley del Registro Civil 
(LRC); 66, 68, 169, 311 a 316, 335, 338 y 348 y siguientes del Reglamento 
del Registro Civil (RCC); la Circular de 29 de octubre de 1980, la 
Instrucción de 7 de octubre de 1988, y las resoluciones, entre otras, 5-1ª y 
14 de enero, 28 de abril, 31-2ª de mayo y 14-4ª de octubre de 1999; 26-1ª 
de abril de 2001; 10-6ª de septiembre de 2002; 24 de septiembre de 2005; 
13-3ª de enero, 3-1ª de abril y 25-4ª de julio de 2006; 17-5ª de mayo de 
2007; 3-2ª de enero, 14-5ª de abril, 22-3ª de octubre y 11-8ª de noviembre 
de 2008; 8-4ª de enero de 2009 y 10-95ª de abril de 2012.

II.- La promotora, mediante escrito presentado ante el Registro Civil de 
Vitoria, solicitó la nacionalidad española con valor de simple presunción, 
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nacionalidad que fue declarada por dicho Registro Civil por Auto de 2 de 
septiembre de 2009. Posteriormente se inicia un procedimiento de 
inscripción fuera de plazo y, previo informe del Ministerio Fiscal, el 
Encargado del Registro Civil Central por auto de 4 de julio de 2011 denegó 
lo solicitado al apreciar que se había producido una errónea aplicación de la 
normativa vigente en la materia. Contra este auto se interpuso el recurso 
ahora examinado. 

III.- La competencia para decidir en primera instancia el expediente de 
declaración con valor de simple presunción de la nacionalidad española 
corresponde al encargado del registro civil del domicilio (art. 335 RRC), de 
modo que, una vez finalizado dicho expediente, la resolución firme del 
encargado –que da lugar a una anotación al margen de la inscripción de 
nacimiento (cfr. art. 340 RRC)– ha de ser calificada por el encargado del 
registro civil donde deba inscribirse el nacimiento antes de proceder a la 
práctica de la anotación de nacionalidad. Pero esta calificación se encuentra 
limitada por el artículo 27 LRC a la evaluación de “(…) la competencia y 
clase de procedimiento seguido, formalidades intrínsecas de los documentos 
presentados y asientos del propio Registro”, no estando facultado el 
encargado para volver a enjuiciar el fondo del asunto. De manera que debe 
practicarse la anotación marginal en el Registro Civil Central, sin perjuicio, 
dada la disconformidad del ministerio fiscal con la declaración presuntiva de 
nacionalidad acordada por el registro civil del domicilio, del inicio de un 
nuevo procedimiento a instancia del Ministerio Fiscal para declarar que a la 
interesada no le corresponde la nacionalidad española y proceder, en su 
caso, a la cancelación de los asientos practicados. En tal supuesto, deberá 
anotarse también marginalmente la existencia de un procedimiento en 
curso que puede afectar al contenido del asiento (art. 38.1º LRC).

IV.- En cuanto a la solicitud de inscripción de nacimiento de la interesada, 
cabe señalar que son inscribibles en el Registro Civil español los 
nacimientos ocurridos dentro del territorio español o que afecten a 
españoles (art. 15 LRC), siendo la vía registral apropiada, cuando haya 
transcurrido el plazo para declarar el nacimiento, el expediente al que se 
refiere el artículo 95-5º de la Ley del Registro Civil, cuya tramitación se 
desarrolla en los artículos 311 a 316 del reglamento. En este caso la 
inscripción interesada afecta a una ciudadana de origen saharaui cuya 
nacionalidad española con valor de simple presunción ha sido declarada 
por el Registro Civil de su domicilio, pero no resultan acreditados datos 
esenciales (filiación, fecha y lugar de nacimiento) para practicar la 
inscripción, en tanto que la certificación de nacimiento de la RASD no 
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constituye título suficiente porque no proviene de un registro extranjero 
“regular y auténtico” (Art. 85 RCC). En este sentido, hay que recordar que 
las competencias de calificación del encargado sobre la certificación 
extranjera se extienden al examen de la competencia y autoridad que la 
expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal 
expedición con base legal suficiente para ello, base que en este caso no 
existe al no estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de 
disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido. Por ello, el documento aportado en prueba 
del nacimiento no acredita las circunstancias esenciales que deben 
constar en la inscripción y que, en defecto de certificado auténtico, 
deberán demostrarse por otros medios supletorios de los que se 
mencionan en los artículos correspondientes al procedimiento de 
inscripción fuera de plazo del Reglamento del Registro Civil y en la Circular 
de 29 de octubre de 1980. En consecuencia, no es posible la inscripción 
de unos hechos, de los cuales la inscripción de nacimiento da fe, que no 
están suficientemente acreditados.

V.- Por lo que se refiere a la orden del traslado del informe del Ministerio 
Fiscal al Registro Civil del domicilio a efectos de instar un nuevo expediente 
en el que se declare que a la interesada no le corresponde la nacionalidad 
española, extremo también contenido en la resolución recurrida, es un 
principio básico de la legislación registral civil (cfr. Arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro 
Civil y la realidad extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha 
indicado repetidamente por la doctrina de este centro directivo que, 
mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en el 
ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo 
que es posible reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso 
ha de ser posible que, de oficio o por iniciativa del Ministerio Fiscal o de 
cualquier interesado o autoridad con competencias conexas con la materia 
y con intervención en todo caso del ministerio público, se inicie un nuevo 
expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados 
les corresponde o no les corresponde la nacionalidad española. La nueva 
declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha de 
tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación 
preventiva practicada. No es obstáculo para ello que, con arreglo al 
artículo 92 de la LRR, y a salvo las excepciones previstas en los tres 
artículos siguientes, las inscripciones solo puedan rectificarse por 
sentencia firme en juicio ordinario, porque en las anotaciones, en 
congruencia con su menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. 
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Arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un principio distinto. En efecto, el artículo 
147 del RRC establece una regla de aplicación preferente, permitiendo 
que las anotaciones puedan ser rectificadas y canceladas en virtud de 
expediente gubernativo en el que se acredite la inexactitud, en todo caso 
con notificación formal a los interesados o sus representantes legales, 
como exige imperativamente el párrafo primero del artículo 349 RRC. Por 
todo ello, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la 
realidad, el Ministerio Fiscal puede promover de oficio un nuevo expediente 
de declaración sobre la nacionalidad española de la interesada. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: 

1º. Desestimar la pretensión de inscripción fuera de plazo por falta de 
acreditación de datos esenciales para practicarla.

2º. Estimar parcialmente el recurso y practicar anotación soporte de 
nacimiento y anotación de nacionalidad con valor de simple presunción.

3º. Continuar la tramitación del expediente incoado a instancia del 
ministerio fiscal y anotar marginalmente la existencia de un procedimiento 
en curso que puede afectar al contenido del Registro.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (19ª)
III.8.3  Calificación

1º.- La competencia del encargado del registro civil donde deba inscribirse 
el nacimiento para calificar una resolución de declaración de nacionalidad 
española con valor de simple presunción dictada por el encargado del 
registro civil del domicilio está limitada por el art. 27 LRC.

2º.- En tales casos, si hay discrepancia con lo resuelto por el órgano 
competente, el ministerio fiscal puede instar la incoación de expediente 
para la cancelación del asiento.
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3º.- No es inscribible el nacimiento porque no se acreditan los datos 
necesarios para practicar la inscripción.

En el expediente sobre inscripción de nacimiento remitido a este Centro 
en trámite de recurso por virtud del entablado por la promotora contra auto 
dictado por el Magistrado Juez Encargado del Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Granada, Doña C. 
solicita la declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción, dicha nacionalidad fue declarada por el Encargado del 
Registro Civil de Granada mediante auto de fecha 24 de mayo de 2005, y 
se solicitó su inscripción de nacimiento en el Registro Civil Central. 
Aportaban la siguiente documentación, entre otros: pasaporte del padre, 
libro de familia, DNI bilingües de los padres, certificado de nacimiento 
expedido por la Delegación Saharaui para España y certificado de 
empadronamiento.

2.- El Registro Civil Central dicta Providencia acordando requerir a la 
promotora que solicite la incoación ante el Registro Civil de su domicilio 
del expediente gubernativo de nacimiento fuera de plazo.

3.- El Ministerio Fiscal emite informe al Registro Civil Central en el que 
considera que no es de aplicación el artículo 18 del Código Civil e interesa 
que, una vez inscrito lo acordado en el Registro Civil de Granada, se inicie 
nuevo expediente para declarar que a la interesada no le corresponde la 
nacionalidad española. El Encargado del Registro Civil Central dictó auto 
el 16 de noviembre de 2011 acordando la suspensión de la inscripción 
solicitada.

4.- Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a la interesada, ésta 
interpuso recurso contra el Auto emitido, solicitando se declare con valor 
de simple presunción su nacionalidad española de origen. 

5.- De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que 
interesó su desestimación. El Encargado del Registro Civil Central se 
ratifica en el acuerdo dictado y remitió el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso interpuesto.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 15, 16, 23, 27, 95 y 96 de la Ley del Registro Civil 
(LRC); 66, 68, 169, 311 a 316, 335, 338 y 348 y siguientes del Reglamento 
del Registro Civil (RCC); la Circular de 29 de octubre de 1980, la 
Instrucción de 7 de octubre de 1988, y las resoluciones, entre otras, 5-1ª y 
14 de enero, 28 de abril, 31-2ª de mayo y 14-4ª de octubre de 1999; 26-1ª 
de abril de 2001; 10-6ª de septiembre de 2002; 24 de septiembre de 2005; 
13-3ª de enero, 3-1ª de abril y 25-4ª de julio de 2006; 17-5ª de mayo de 
2007; 3-2ª de enero, 14-5ª de abril, 22-3ª de octubre y 11-8ª de noviembre 
de 2008; 8-4ª de enero de 2009 y 10-95ª de abril de 2012.

II.- La promotora, mediante escrito presentado ante el Registro Civil de 
Granada, solicitó la nacionalidad española con valor de simple presunción, 
nacionalidad que fue declarada por dicho Registro Civil por Auto de 24 de 
mayo de 2005. El Registro Civil de Granada solicitó la anotación de 
nacionalidad en el Registro Civil Central. El Registro Civil Central interesa 
a su vez que la promotora inicie un procedimiento de inscripción fuera de 
plazo. Previo informe del Ministerio Fiscal, disconforme con la declaración 
de nacionalidad efectuada en el Registro Civil del domicilio, el Encargado 
del Registro Civil Central dictó Auto de 16 de noviembre de 2011 acordando 
la suspensión de la inscripción solicitada al apreciar que se había 
producido una errónea aplicación de la normativa vigente en la materia. 
Contra este auto se interpuso el recurso ahora examinado.

III.- La competencia para decidir en primera instancia el expediente de 
declaración con valor de simple presunción de la nacionalidad española 
corresponde al encargado del registro civil del domicilio (art. 335 RRC), de 
modo que, una vez finalizado dicho expediente, la resolución firme del 
encargado –que da lugar a una anotación al margen de la inscripción de 
nacimiento (cfr. art. 340 RRC)– ha de ser calificada por el encargado del 
registro civil donde deba inscribirse el nacimiento antes de proceder a la 
práctica de la anotación de nacionalidad. Pero esta calificación se encuentra 
limitada por el artículo 27 LRC a la evaluación de “(…) la competencia y 
clase de procedimiento seguido, formalidades intrínsecas de los documentos 
presentados y asientos del propio Registro”, no estando facultado el 
encargado para volver a enjuiciar el fondo del asunto. De manera que debe 
practicarse la anotación marginal en el Registro Civil Central, sin perjuicio, 
dada la disconformidad del ministerio fiscal con la declaración presuntiva de 
nacionalidad acordada por el registro civil del domicilio, del inicio de un 
nuevo procedimiento a instancia del Ministerio Fiscal para declarar que a la 
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interesada no le corresponde la nacionalidad española y proceder, en su 
caso, a la cancelación de los asientos practicados. En tal supuesto, deberá 
anotarse también marginalmente la existencia de un procedimiento en 
curso que puede afectar al contenido del asiento (art. 38.1º LRC).

IV.- En cuanto a la solicitud de inscripción de nacimiento de la interesada, 
cabe señalar que son inscribibles en el Registro Civil español los nacimientos 
ocurridos dentro del territorio español o que afecten a españoles (art. 15 
LRC), siendo la vía registral apropiada, cuando haya transcurrido el plazo 
para declarar el nacimiento, el expediente al que se refiere el artículo 95-5º 
de la Ley del Registro Civil, cuya tramitación se desarrolla en los artículos 
311 a 316 del reglamento. En este caso la inscripción interesada afecta a 
una ciudadana de origen saharaui cuya nacionalidad española con valor de 
simple presunción ha sido declarada por el Registro Civil de su domicilio, 
pero no resultan acreditados datos esenciales (filiación, fecha y lugar de 
nacimiento) para practicar la inscripción, en tanto que la certificación de 
nacimiento de la RASD no constituye título suficiente porque no proviene de 
un registro extranjero “regular y auténtico” (Art. 85 RCC). En este sentido, 
hay que recordar que las competencias de calificación del encargado sobre 
la certificación extranjera se extienden al examen de la competencia y 
autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que le 
habilite para tal expedición con base legal suficiente para ello, base que en 
este caso no existe al no estar establecidos los órganos del Registro Civil 
en virtud de disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento 
jurídico estatal internacionalmente reconocido. Por ello, el documento 
aportado en prueba del nacimiento no acredita las circunstancias esenciales 
que deben constar en la inscripción y que, en defecto de certificado 
auténtico, deberán demostrarse por otros medios supletorios de los que se 
mencionan en los artículos correspondientes al procedimiento de inscripción 
fuera de plazo del Reglamento del Registro Civil y en la Circular de 29 de 
octubre de 1980. En consecuencia, no es posible la inscripción de unos 
hechos, de los cuales la inscripción de nacimiento da fe, que no están 
suficientemente acreditados.

V.- Por lo que se refiere a la orden del traslado del informe del Ministerio 
Fiscal al Registro Civil del domicilio a efectos de instar un nuevo expediente 
en el que se declare que a la interesada no le corresponde la nacionalidad 
española, extremo también contenido en la resolución recurrida, es un 
principio básico de la legislación registral civil (cfr. Arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro 
Civil y la realidad extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha 
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indicado repetidamente por la doctrina de este centro directivo que, mientras 
subsista ese interés público de concordancia, no juega en el ámbito del 
Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible 
que, de oficio o por iniciativa del Ministerio Fiscal o de cualquier interesado 
o autoridad con competencias conexas con la materia y con intervención en 
todo caso del ministerio público, se inicie un nuevo expediente para declarar 
con valor de presunción que a los interesados les corresponde o no les 
corresponde la nacionalidad española. La nueva declaración recaída en tal 
expediente, en caso de ser negativa, ha de tener acceso al Registro Civil 
para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. No es 
obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 de la LRR, y a salvo las 
excepciones previstas en los tres artículos siguientes, las inscripciones solo 
puedan rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las 
anotaciones, en congruencia con su menor eficacia y su valor meramente 
informativo (cfr. Arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un principio distinto. En 
efecto, el artículo 147 del RRC establece una regla de aplicación preferente, 
permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y canceladas en 
virtud de expediente gubernativo en el que se acredite la inexactitud, en 
todo caso con notificación formal a los interesados o sus representantes 
legales, como exige imperativamente el párrafo primero del artículo 349 
RRC. Por todo ello, en aras del principio de concordancia entre el Registro 
Civil y la realidad, el Ministerio Fiscal puede promover de oficio un nuevo 
expediente de declaración sobre la nacionalidad española de la interesada. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: 

1º. Desestimar la pretensión de inscripción fuera de plazo por falta de 
acreditación de datos esenciales para practicarla.

2º. Estimar parcialmente el recurso y practicar anotación soporte de 
nacimiento y anotación de nacionalidad con valor de simple presunción.

3º. Continuar la tramitación del expediente incoado a instancia del 
ministerio fiscal y anotar marginalmente la existencia de un procedimiento 
en curso que puede afectar al contenido del Registro.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (20ª)
III.8.3  Calificación

1º.- La competencia del encargado del registro civil donde deba inscribirse 
el nacimiento para calificar una resolución de declaración de nacionalidad 
española con valor de simple presunción dictada por el encargado del 
registro civil del domicilio está limitada por el art. 27 LRC.

2º.- En tales casos, si hay discrepancia con lo resuelto por el órgano 
competente, el ministerio fiscal puede instar la incoación de expediente 
para la cancelación del asiento.

3º.- No es inscribible el nacimiento porque no se acreditan los datos 
necesarios para practicar la inscripción.

En el expediente sobre inscripción de nacimiento remitido a este Centro 
en trámite de recurso por virtud del entablado por la promotora contra auto 
dictado por el Magistrado Juez Encargado del Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Massamagrell 
(Valencia), Doña G. solicita la declaración de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción, dicha nacionalidad fue declarada por el 
Encargado del Registro Civil de Massamagrell mediante auto de fecha 31 
de agosto de 2009, y se solicitó su inscripción de nacimiento en el Registro 
Civil Central. Aportaban la siguiente documentación, entre otros: certificado 
negativo de inscripción en los Libros Cheránicos, pasaporte marroquí y 
libro de familia.

2.- El Registro Civil Central dicta Providencia acordando requerir a la 
promotora que solicite la incoación ante el Registro Civil de su domicilio 
del expediente gubernativo de nacimiento fuera de plazo.

3.- El Ministerio Fiscal emite informe al Registro Civil Central en el que 
considera que no es de aplicación el artículo 17 del Código Civil. El 
Encargado del Registro Civil Central dictó auto el 11 de septiembre de 
2012 denegando la inscripción solicitada.
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4.- Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a la interesada, ésta 
interpuso recurso contra el Auto emitido, solicitando se declare con valor 
de simple presunción su nacionalidad española de origen de acuerdo con 
los artículos 17 y 18 del Código Civil. 

5.- De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que 
interesó su desestimación. El Encargado del Registro Civil Central se 
ratifica en el acuerdo dictado y remitió el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso interpuesto.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 15, 16, 23, 27, 95 y 96 de la Ley del Registro Civil 
(LRC); 66, 68, 169, 311 a 316, 335, 338 y 348 y siguientes del Reglamento 
del Registro Civil (RCC); la Circular de 29 de octubre de 1980, la 
Instrucción de 7 de octubre de 1988, y las resoluciones, entre otras, 5-1ª y 
14 de enero, 28 de abril, 31-2ª de mayo y 14-4ª de octubre de 1999; 26-1ª 
de abril de 2001; 10-6ª de septiembre de 2002; 24 de septiembre de 2005; 
13-3ª de enero, 3-1ª de abril y 25-4ª de julio de 2006; 17-5ª de mayo de 
2007; 3-2ª de enero, 14-5ª de abril, 22-3ª de octubre y 11-8ª de noviembre 
de 2008; 8-4ª de enero de 2009 y 10-95ª de abril de 2012.

II.- La promotora, mediante escrito presentado ante el Registro Civil de 
Massamagrell, solicitó la nacionalidad española con valor de simple 
presunción, nacionalidad que fue declarada por dicho Registro Civil por 
Auto de 31 de agosto de 2009. El Registro Civil de Massamagrell solicitó 
la anotación de nacionalidad en el Registro Civil Central. El Registro Civil 
Central interesa a su vez que la promotora inicie un procedimiento de 
inscripción fuera de plazo. Previo informe del Ministerio Fiscal, disconforme 
con la declaración de nacionalidad efectuada en el Registro Civil del 
domicilio, el Encargado del Registro Civil Central dictó Auto de 9 de julio 
de 2012 denegando lo solicitado al apreciar que se había producido una 
errónea aplicación de la normativa vigente en la materia. Contra este auto 
se interpuso el recurso ahora examinado.

III.- La competencia para decidir en primera instancia el expediente de 
declaración con valor de simple presunción de la nacionalidad española 
corresponde al encargado del registro civil del domicilio (art. 335 RRC), de 
modo que, una vez finalizado dicho expediente, la resolución firme del 
encargado –que da lugar a una anotación al margen de la inscripción de 
nacimiento (cfr. art. 340 RRC)– ha de ser calificada por el encargado del 
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registro civil donde deba inscribirse el nacimiento antes de proceder a la 
práctica de la anotación de nacionalidad. Pero esta calificación se 
encuentra limitada por el artículo 27 LRC a la evaluación de “(…) la 
competencia y clase de procedimiento seguido, formalidades intrínsecas 
de los documentos presentados y asientos del propio Registro”, no 
estando facultado el encargado para volver a enjuiciar el fondo del asunto. 
De manera que debe practicarse la anotación marginal en el Registro Civil 
Central, sin perjuicio, dada la disconformidad del ministerio fiscal con la 
declaración presuntiva de nacionalidad acordada por el registro civil del 
domicilio, del inicio de un nuevo procedimiento a instancia del Ministerio 
Fiscal para declarar que a la interesada no le corresponde la nacionalidad 
española y proceder, en su caso, a la cancelación de los asientos 
practicados. En tal supuesto, deberá anotarse también marginalmente la 
existencia de un procedimiento en curso que puede afectar al contenido 
del asiento (art. 38.1º LRC).

IV.- En cuanto a la solicitud de inscripción de nacimiento de la interesada, 
cabe señalar que son inscribibles en el Registro Civil español los 
nacimientos ocurridos dentro del territorio español o que afecten a 
españoles (art. 15 LRC), siendo la vía registral apropiada, cuando haya 
transcurrido el plazo para declarar el nacimiento, el expediente al que se 
refiere el artículo 95-5º de la Ley del Registro Civil, cuya tramitación se 
desarrolla en los artículos 311 a 316 del reglamento. En este caso la 
inscripción interesada afecta a una ciudadana marroquí cuya nacionalidad 
española con valor de simple presunción ha sido declarada por el Registro 
Civil de su domicilio, pero no resultan suficientemente acreditados datos 
esenciales para practicar la inscripción, en tanto que no se presenta 
ningún certificado de nacimiento y en el pasaporte figura como nacida en 
1968 en Es-S. y en la solicitud como nacida el 18 de agosto de 1965 en E. 
(Smara). En consecuencia, no es posible la inscripción de unos hechos, 
de los cuales la inscripción de nacimiento da fe, que no están 
suficientemente acreditados.

V.- Por lo que se refiere a la orden del traslado del informe del Ministerio 
Fiscal al Registro Civil del domicilio a efectos de instar un nuevo expediente 
en el que se declare que a la interesada no le corresponde la nacionalidad 
española, extremo también contenido en la resolución recurrida, es un 
principio básico de la legislación registral civil (cfr. Arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro 
Civil y la realidad extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha 
indicado repetidamente por la doctrina de este centro directivo que, 
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mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en el 
ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo 
que es posible reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso 
ha de ser posible que, de oficio o por iniciativa del Ministerio Fiscal o de 
cualquier interesado o autoridad con competencias conexas con la materia 
y con intervención en todo caso del ministerio público, se inicie un nuevo 
expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados 
les corresponde o no les corresponde la nacionalidad española. La nueva 
declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha de 
tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación 
preventiva practicada. No es obstáculo para ello que, con arreglo al 
artículo 92 de la LRR, y a salvo las excepciones previstas en los tres 
artículos siguientes, las inscripciones solo puedan rectificarse por 
sentencia firme en juicio ordinario, porque en las anotaciones, en 
congruencia con su menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. 
Arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un principio distinto. En efecto, el artículo 
147 del RRC establece una regla de aplicación preferente, permitiendo 
que las anotaciones puedan ser rectificadas y canceladas en virtud de 
expediente gubernativo en el que se acredite la inexactitud, en todo caso 
con notificación formal a los interesados o sus representantes legales, 
como exige imperativamente el párrafo primero del artículo 349 RRC. Por 
todo ello, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la 
realidad, el Ministerio Fiscal puede promover de oficio un nuevo expediente 
de declaración sobre la nacionalidad española de la interesada. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: 

1º. Desestimar la pretensión de inscripción fuera de plazo por falta de 
acreditación de datos esenciales para practicarla.

2º. Estimar parcialmente el recurso y practicar anotación soporte de 
nacimiento y anotación de nacionalidad con valor de simple presunción.

3º. Continuar la tramitación del expediente incoado a instancia del 
ministerio fiscal y anotar marginalmente la existencia de un procedimiento 
en curso que puede afectar al contenido del Registro.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (21ª)
III.8.3  Calificación

1º.- La competencia del encargado del registro civil donde deba inscribirse 
el nacimiento para calificar una resolución de declaración de nacionalidad 
española con valor de simple presunción dictada por el encargado del 
registro civil del domicilio está limitada por el art. 27 LRC.

2º.- En tales casos, si hay discrepancia con lo resuelto por el órgano 
competente, el ministerio fiscal puede instar la incoación de expediente 
para la cancelación del asiento.

3º.- No es inscribible el nacimiento porque no se acreditan los datos 
necesarios para practicar la inscripción.

En el expediente sobre inscripción de nacimiento remitido a este Centro 
en trámite de recurso por virtud del entablado por el promotor contra auto 
dictado por el Magistrado Juez Encargado del Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Lliria (Valencia), 
Don M-B. solicita la declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, dicha nacionalidad fue declarada por la Encargada del 
Registro Civil de Lliria de fecha 3 de febrero de 2010, y se solicitó su 
inscripción de nacimiento en el Registro Civil Central. Aportaban la 
siguiente documentación: certificado de empadronamiento, pasaporte 
Mauritano, certificados de paternidad, concordancia de nombres, 
residencia y nacionalidad expedidos por la Delegación Saharaui para la 
Comunidad Valenciana, certificado de nacimiento del padre, carnet de la 
comisión hispano –saharaui de estudios históricos y culturales del padre, 
resguardo de renovación del DNI bilingüe del padre, carnet del frente de 
juventudes del padre, ficha familiar, certificado del Ministerio del Interior 
declarando la expedición de un DNI bilingüe a nombre del padre y libro de 
calificación escolar del padre.

2.- El Ministerio Fiscal emite informe al Registro Civil Central en el que 
considera que no son de aplicación los artículos 17.1.c) ni 18 del Código 
Civil e interesa iniciar un nuevo expediente para declarar que al interesado 
no le corresponde la nacionalidad española. El Encargado del Registro 
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Civil Central dictó auto el 20 de mayo de 2011 acordando la suspensión 
de la inscripción solicitada.

3.- Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y al interesado, éste 
interpuso recurso contra el Auto emitido, solicitando la aplicación de los 
artículos 17 y 18 del Código Civil y, en su caso, la nacionalidad española 
por opción. 

4.- De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que 
interesó su desestimación. El Encargado del Registro Civil Central se 
ratifica en el acuerdo dictado y remitió el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso interpuesto.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 15, 16, 23, 27, 95 y 96 de la Ley del Registro Civil 
(LRC); 66, 68, 169, 311 a 316, 335, 338 y 348 y siguientes del Reglamento 
del Registro Civil (RCC); la Circular de 29 de octubre de 1980, la 
Instrucción de 7 de octubre de 1988, y las resoluciones, entre otras, 5-1ª y 
14 de enero, 28 de abril, 31-2ª de mayo y 14-4ª de octubre de 1999; 26-1ª 
de abril de 2001; 10-6ª de septiembre de 2002; 24 de septiembre de 2005; 
13-3ª de enero, 3-1ª de abril y 25-4ª de julio de 2006; 17-5ª de mayo de 
2007; 3-2ª de enero, 14-5ª de abril, 22-3ª de octubre y 11-8ª de noviembre 
de 2008; 8-4ª de enero de 2009 y 10-95ª de abril de 2012.

II.- El promotor, mediante escrito presentado ante el Registro Civil de 
Lliria, solicitó la nacionalidad española con valor de simple presunción, 
nacionalidad que fue declarada por dicho Registro Civil por Resolución de 
7 de abril de 2010. Por auto de 20 de mayo de 2011 el Encargado del 
Registro Civil Central acordó la suspensión de la inscripción solicitada al 
apreciar que se había producido una errónea aplicación de la normativa 
vigente en la materia. Contra este auto se interpuso el recurso ahora 
examinado. 

III.- La competencia para decidir en primera instancia el expediente de 
declaración con valor de simple presunción de la nacionalidad española 
corresponde al encargado del registro civil del domicilio (art. 335 RRC), de 
modo que, una vez finalizado dicho expediente, la resolución firme del 
encargado –que da lugar a una anotación al margen de la inscripción de 
nacimiento (cfr. art. 340 RRC)– ha de ser calificada por el encargado del 
registro civil donde deba inscribirse el nacimiento antes de proceder a la 
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práctica de la anotación de nacionalidad. Pero esta calificación se 
encuentra limitada por el artículo 27 LRC a la evaluación de “(…) la 
competencia y clase de procedimiento seguido, formalidades intrínsecas 
de los documentos presentados y asientos del propio Registro”, no 
estando facultado el encargado para volver a enjuiciar el fondo del asunto. 
De manera que debe practicarse la anotación marginal en el Registro Civil 
Central, sin perjuicio, dada la disconformidad del ministerio fiscal con la 
declaración presuntiva de nacionalidad acordada por el registro civil del 
domicilio, del inicio de un nuevo procedimiento a instancia del Ministerio 
Fiscal para declarar que al interesado no le corresponde la nacionalidad 
española y proceder, en su caso, a la cancelación de los asientos 
practicados. En tal supuesto, deberá anotarse también marginalmente la 
existencia de un procedimiento en curso que puede afectar al contenido 
del asiento (art. 38.1º LRC).

IV.- En cuanto a la solicitud de inscripción de nacimiento del interesado, 
cabe señalar que son inscribibles en el Registro Civil español los 
nacimientos ocurridos dentro del territorio español o que afecten a 
españoles (art. 15 LRC), siendo la vía registral apropiada, cuando haya 
transcurrido el plazo para declarar el nacimiento, el expediente al que se 
refiere el artículo 95-5º de la Ley del Registro Civil, cuya tramitación se 
desarrolla en los artículos 311 a 316 del reglamento. En este caso la 
inscripción interesada afecta a un ciudadano de origen saharaui cuya 
nacionalidad española con valor de simple presunción ha sido declarada 
por el Registro Civil de su domicilio, pero no resultan acreditados datos 
esenciales (filiación, fecha y lugar de nacimiento) para practicar la 
inscripción, en tanto que la certificación de nacimiento de la RASD no 
constituye título suficiente porque no proviene de un registro extranjero 
“regular y auténtico” (Art. 85 RCC). En este sentido, hay que recordar que 
las competencias de calificación del encargado sobre la certificación 
extranjera se extienden al examen de la competencia y autoridad que la 
expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal 
expedición con base legal suficiente para ello, base que en este caso no 
existe al no estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de 
disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido. Por ello, el documento aportado en prueba 
del nacimiento no acredita las circunstancias esenciales que deben 
constar en la inscripción y que, en defecto de certificado auténtico, 
deberán demostrarse por otros medios supletorios de los que se 
mencionan en los artículos correspondientes al procedimiento de 
inscripción fuera de plazo del Reglamento del Registro Civil y en la Circular 
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de 29 de octubre de 1980. En consecuencia, no es posible la inscripción 
de unos hechos, de los cuales la inscripción de nacimiento da fe, que no 
están suficientemente acreditados.

V.- Por lo que se refiere a la orden del traslado del informe del Ministerio 
Fiscal al Registro Civil del domicilio a efectos de instar un nuevo expediente 
en el que se declare que al interesado no le corresponde la nacionalidad 
española, extremo también contenido en la resolución recurrida, es un 
principio básico de la legislación registral civil (cfr. Arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro 
Civil y la realidad extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha 
indicado repetidamente por la doctrina de este centro directivo que, 
mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en el 
ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo 
que es posible reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso 
ha de ser posible que, de oficio o por iniciativa del Ministerio Fiscal o de 
cualquier interesado o autoridad con competencias conexas con la materia 
y con intervención en todo caso del ministerio público, se inicie un nuevo 
expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados 
les corresponde o no les corresponde la nacionalidad española. La nueva 
declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha de 
tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación 
preventiva practicada. No es obstáculo para ello que, con arreglo al 
artículo 92 de la LRR, y a salvo las excepciones previstas en los tres 
artículos siguientes, las inscripciones solo puedan rectificarse por 
sentencia firme en juicio ordinario, porque en las anotaciones, en 
congruencia con su menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. 
Arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un principio distinto. En efecto, el artículo 
147 del RRC establece una regla de aplicación preferente, permitiendo 
que las anotaciones puedan ser rectificadas y canceladas en virtud de 
expediente gubernativo en el que se acredite la inexactitud, en todo caso 
con notificación formal a los interesados o sus representantes legales, 
como exige imperativamente el párrafo primero del artículo 349 RRC. Por 
todo ello, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la 
realidad, el Ministerio Fiscal puede promover de oficio un nuevo expediente 
de declaración sobre la nacionalidad española del interesado. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: 
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1º. Desestimar la pretensión de inscripción fuera de plazo por falta de 
acreditación de datos esenciales para practicarla.

2º. Estimar parcialmente el recurso y practicar anotación soporte de 
nacimiento y anotación de nacionalidad con valor de simple presunción.

3º. Continuar la tramitación del expediente incoado a instancia del 
ministerio fiscal y anotar marginalmente la existencia de un procedimiento 
en curso que puede afectar al contenido del Registro.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (22ª)
III.8.3  Calificación

1º.- La competencia del encargado del registro civil donde deba inscribirse 
el nacimiento para calificar una resolución de declaración de nacionalidad 
española con valor de simple presunción dictada por el encargado del 
registro civil del domicilio está limitada por el art. 27 LRC.

2º.- En tales casos, si hay discrepancia con lo resuelto por el órgano 
competente, el ministerio fiscal puede instar la incoación de expediente 
para la cancelación del asiento.

3º.- No es inscribible el nacimiento porque no se acreditan los datos 
necesarios para practicar la inscripción.

En el expediente sobre inscripción de nacimiento remitido a este Centro 
en trámite de recurso por virtud del entablado por la promotora contra auto 
dictado por el Magistrado Juez Encargado del Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Villena (Alicante), 
Doña W. solicita la declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, dicha nacionalidad fue declarada por el Encargado del 
Registro Civil de Villena mediante auto de fecha 15 de noviembre de 
2008, y se solicitó su inscripción de nacimiento en el Registro Civil Central.
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2.- El Ministerio Fiscal emite informe al Registro Civil Central en el que 
considera que no son de aplicación los artículos 17 y 18 del Código Civil, 
interesa que se inicie nuevo expediente para declarar que a la interesada 
no le corresponde la nacionalidad española. El Encargado del Registro 
Civil Central dictó auto el 29 de junio de 2011 acordando la suspensión de 
la inscripción solicitada.

3.- Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a la interesada, ésta 
interpuso recurso contra el Auto emitido, solicitando se declare con valor 
de simple presunción su nacionalidad española. 

4.- De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que 
interesó su desestimación. El Encargado del Registro Civil Central se 
ratifica en el acuerdo dictado y remitió el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso interpuesto.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 15, 16, 23, 27, 95 y 96 de la Ley del Registro Civil 
(LRC); 66, 68, 169, 311 a 316, 335, 338 y 348 y siguientes del Reglamento 
del Registro Civil (RCC); la Circular de 29 de octubre de 1980, la 
Instrucción de 7 de octubre de 1988, y las resoluciones, entre otras, 5-1ª y 
14 de enero, 28 de abril, 31-2ª de mayo y 14-4ª de octubre de 1999; 26-1ª 
de abril de 2001; 10-6ª de septiembre de 2002; 24 de septiembre de 2005; 
13-3ª de enero, 3-1ª de abril y 25-4ª de julio de 2006; 17-5ª de mayo de 
2007; 3-2ª de enero, 14-5ª de abril, 22-3ª de octubre y 11-8ª de noviembre 
de 2008; 8-4ª de enero de 2009 y 10-95ª de abril de 2012.

II.- La promotora, mediante escrito presentado ante el Registro Civil de 
Villena, solicitó la nacionalidad española con valor de simple presunción, 
nacionalidad que fue declarada por dicho Registro Civil por Auto de 15 de 
noviembre de 2008. Posteriormente se inicia un procedimiento de 
inscripción fuera de plazo y, previo informe del Ministerio Fiscal, el 
Encargado del Registro Civil Central por auto de 29 de junio de 2011 
denegó lo solicitado al apreciar que se había producido una errónea 
aplicación de la normativa vigente en la materia. Contra este auto se 
interpuso el recurso ahora examinado. 

III.- La competencia para decidir en primera instancia el expediente de 
declaración con valor de simple presunción de la nacionalidad española 
corresponde al encargado del registro civil del domicilio (art. 335 RRC), de 
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modo que, una vez finalizado dicho expediente, la resolución firme del 
encargado –que da lugar a una anotación al margen de la inscripción de 
nacimiento (cfr. art. 340 RRC)– ha de ser calificada por el encargado del 
registro civil donde deba inscribirse el nacimiento antes de proceder a la 
práctica de la anotación de nacionalidad. Pero esta calificación se encuentra 
limitada por el artículo 27 LRC a la evaluación de “(…) la competencia y 
clase de procedimiento seguido, formalidades intrínsecas de los documentos 
presentados y asientos del propio Registro”, no estando facultado el 
encargado para volver a enjuiciar el fondo del asunto. De manera que debe 
practicarse la anotación marginal en el Registro Civil Central, sin perjuicio, 
dada la disconformidad del ministerio fiscal con la declaración presuntiva de 
nacionalidad acordada por el registro civil del domicilio, del inicio de un 
nuevo procedimiento a instancia del Ministerio Fiscal para declarar que a la 
interesada no le corresponde la nacionalidad española y proceder, en su 
caso, a la cancelación de los asientos practicados. En tal supuesto, deberá 
anotarse también marginalmente la existencia de un procedimiento en 
curso que puede afectar al contenido del asiento (art. 38.1º LRC).

IV.- En cuanto a la solicitud de inscripción de nacimiento de la interesada, 
cabe señalar que son inscribibles en el Registro Civil español los 
nacimientos ocurridos dentro del territorio español o que afecten a 
españoles (art. 15 LRC), siendo la vía registral apropiada, cuando haya 
transcurrido el plazo para declarar el nacimiento, el expediente al que se 
refiere el artículo 95-5º de la Ley del Registro Civil, cuya tramitación se 
desarrolla en los artículos 311 a 316 del reglamento. En este caso la 
inscripción interesada afecta a una ciudadana de origen saharaui cuya 
nacionalidad española con valor de simple presunción ha sido declarada 
por el Registro Civil de su domicilio, pero no resultan acreditados por la 
documentación obrante en el expediente datos esenciales (filiación, fecha 
y lugar de nacimiento) para practicar la inscripción. En consecuencia, no 
es posible la inscripción de unos hechos, de los cuales la inscripción de 
nacimiento da fe, que no están suficientemente acreditados.

V.- Por lo que se refiere a la orden del traslado del informe del Ministerio 
Fiscal al Registro Civil del domicilio a efectos de instar un nuevo expediente 
en el que se declare que a la interesada no le corresponde la nacionalidad 
española, extremo también contenido en la resolución recurrida, es un 
principio básico de la legislación registral civil (cfr. Arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro 
Civil y la realidad extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha 
indicado repetidamente por la doctrina de este centro directivo que, mientras 
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subsista ese interés público de concordancia, no juega en el ámbito del 
Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible 
que, de oficio o por iniciativa del Ministerio Fiscal o de cualquier interesado 
o autoridad con competencias conexas con la materia y con intervención en 
todo caso del ministerio público, se inicie un nuevo expediente para declarar 
con valor de presunción que a los interesados les corresponde o no les 
corresponde la nacionalidad española. La nueva declaración recaída en tal 
expediente, en caso de ser negativa, ha de tener acceso al Registro Civil 
para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. No es 
obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 de la LRR, y a salvo las 
excepciones previstas en los tres artículos siguientes, las inscripciones solo 
puedan rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las 
anotaciones, en congruencia con su menor eficacia y su valor meramente 
informativo (cfr. Arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un principio distinto. En 
efecto, el artículo 147 del RRC establece una regla de aplicación preferente, 
permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y canceladas en 
virtud de expediente gubernativo en el que se acredite la inexactitud, en 
todo caso con notificación formal a los interesados o sus representantes 
legales, como exige imperativamente el párrafo primero del artículo 349 
RRC. Por todo ello, en aras del principio de concordancia entre el Registro 
Civil y la realidad, el Ministerio Fiscal puede promover de oficio un nuevo 
expediente de declaración sobre la nacionalidad española de la interesada. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: 

1º. Desestimar la pretensión de inscripción fuera de plazo por falta de 
acreditación de datos esenciales para practicarla.

2º. Estimar parcialmente el recurso y practicar anotación soporte de 
nacimiento y anotación de nacionalidad con valor de simple presunción.

3º. Continuar la tramitación del expediente incoado a instancia del 
ministerio fiscal y anotar marginalmente la existencia de un procedimiento 
en curso que puede afectar al contenido del Registro.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (66ª)
III.8.3  Calificación

1º.- La competencia del encargado del registro civil donde deba inscribirse 
el nacimiento para calificar una resolución de declaración de nacionalidad 
española con valor de simple presunción dictada por el encargado del 
registro civil del domicilio está limitada por el art. 27 LRC.

2º.- En tales casos, si hay discrepancia con lo resuelto por el órgano 
competente, el ministerio fiscal puede instar la incoación de expediente 
para la cancelación del asiento.

3º.- No es inscribible el nacimiento porque no se acreditan los datos 
necesarios para practicar la inscripción.

En el expediente sobre inscripción de nacimiento remitido a este Centro 
en trámite de recurso por virtud del entablado por el promotor contra auto 
dictado por el Magistrado Juez Encargado del Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Massamagrell 
(Valencia), Don M. solicita la declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción, dicha nacionalidad fue declarada por el 
Encargado del Registro Civil de Massamagrell mediante auto de fecha 31 
de julio de 2009, y se solicitó su inscripción de nacimiento en el Registro 
Civil Central. Aportaban la siguiente documentación, entre otros: certificado 
negativo de inscripción en los Libros Cheránicos, certificados de 
nacimiento, residencia, concordancia de nombres y paternidad expedidos 
por las autoridades de la República Árabe Saharaui Democrática, permiso 
de residencia, pasaporte argelino, DNI bilingüe de la madre, volante de 
empadronamiento y recibo de la MINURSO.

2.- El Registro Civil Central dicta Providencia acordando requerir al 
promotor que solicite la incoación ante el Registro Civil de su domicilio del 
expediente gubernativo de nacimiento fuera de plazo.

3.- El Ministerio Fiscal emite informe al Registro Civil Central en el que 
considera que no son de aplicación los artículos 17 y 18 del Código Civil, 
siendo además de nacionalidad argelina, interesa que se inicie nuevo 
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expediente para declarar que al interesado no le corresponde la 
nacionalidad española. El Encargado del Registro Civil Central dictó auto 
el 10 de julio de 2012 denegando la inscripción solicitada.

4.- Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y al interesado, éste 
interpuso recurso contra el Auto emitido, solicitando se declare con valor 
de simple presunción su nacionalidad española de origen de acuerdo con 
los artículos 17 y 18 del CC. 

5.- De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que 
interesó su desestimación. El Encargado del Registro Civil Central se 
ratifica en el acuerdo dictado y remitió el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso interpuesto.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 15, 16, 23, 27, 95 y 96 de la Ley del Registro Civil 
(LRC); 66, 68, 169, 311 a 316, 335, 338 y 348 y siguientes del Reglamento 
del Registro Civil (RCC); la Circular de 29 de octubre de 1980, la 
Instrucción de 7 de octubre de 1988, y las resoluciones, entre otras, 5-1ª y 
14 de enero, 28 de abril, 31-2ª de mayo y 14-4ª de octubre de 1999; 26-1ª 
de abril de 2001; 10-6ª de septiembre de 2002; 24 de septiembre de 2005; 
13-3ª de enero, 3-1ª de abril y 25-4ª de julio de 2006; 17-5ª de mayo de 
2007; 3-2ª de enero, 14-5ª de abril, 22-3ª de octubre y 11-8ª de noviembre 
de 2008; 8-4ª de enero de 2009 y 10-95ª de abril de 2012.

II.- El promotor, mediante escrito presentado ante el Registro Civil de 
Massamagrell, solicitó la nacionalidad española con valor de simple 
presunción, nacionalidad que fue declarada por dicho Registro Civil por 
Auto de 31 de julio de 2009. El Registro Civil de Massamagrell solicitó la 
anotación de nacionalidad en el Registro Civil Central. El Registro Civil 
Central interesa a su vez que el promotor inicie un procedimiento de 
inscripción fuera de plazo. Previo informe del Ministerio Fiscal, disconforme 
con la declaración de nacionalidad efectuada en el Registro Civil del 
domicilio, el Encargado del Registro Civil Central dictó Auto de 10 de julio 
de 2012 denegando lo solicitado al apreciar que se había producido una 
errónea aplicación de la normativa vigente en la materia. Contra este auto 
se interpuso el recurso ahora examinado.

III.- La competencia para decidir en primera instancia el expediente de 
declaración con valor de simple presunción de la nacionalidad española 

http://www.mjusticia.gob.es/cs/Satellite/Portal/es/servicios-ciudadano/documentacion-publicaciones


M
inisterio de Justicia

2173 Catálogo de Publicaciones

Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado (Registro Civil)

corresponde al encargado del registro civil del domicilio (art. 335 RRC), de 
modo que, una vez finalizado dicho expediente, la resolución firme del 
encargado –que da lugar a una anotación al margen de la inscripción de 
nacimiento (cfr. art. 340 RRC)– ha de ser calificada por el encargado del 
registro civil donde deba inscribirse el nacimiento antes de proceder a la 
práctica de la anotación de nacionalidad. Pero esta calificación se encuentra 
limitada por el artículo 27 LRC a la evaluación de “(…) la competencia y 
clase de procedimiento seguido, formalidades intrínsecas de los documentos 
presentados y asientos del propio Registro”, no estando facultado el 
encargado para volver a enjuiciar el fondo del asunto. De manera que debe 
practicarse la anotación marginal en el Registro Civil Central, sin perjuicio, 
dada la disconformidad del ministerio fiscal con la declaración presuntiva de 
nacionalidad acordada por el registro civil del domicilio, del inicio de un 
nuevo procedimiento a instancia del Ministerio Fiscal para declarar que al 
interesado no le corresponde la nacionalidad española y proceder, en su 
caso, a la cancelación de los asientos practicados. En tal supuesto, deberá 
anotarse también marginalmente la existencia de un procedimiento en 
curso que puede afectar al contenido del asiento (art. 38.1º LRC).

IV.- En cuanto a la solicitud de inscripción de nacimiento del interesado, 
cabe señalar que son inscribibles en el Registro Civil español los nacimientos 
ocurridos dentro del territorio español o que afecten a españoles (art. 15 
LRC), siendo la vía registral apropiada, cuando haya transcurrido el plazo 
para declarar el nacimiento, el expediente al que se refiere el artículo 95-5º 
de la Ley del Registro Civil, cuya tramitación se desarrolla en los artículos 
311 a 316 del reglamento. En este caso la inscripción interesada afecta a un 
ciudadano de origen saharaui cuya nacionalidad española con valor de 
simple presunción ha sido declarada por el Registro Civil de su domicilio, 
pero no resultan acreditados datos esenciales (filiación, fecha y lugar de 
nacimiento) para practicar la inscripción, en tanto que la certificación de 
nacimiento de la RASD no constituye título suficiente porque no proviene de 
un registro extranjero “regular y auténtico” (Art. 85 RCC). En este sentido, 
hay que recordar que las competencias de calificación del encargado sobre 
la certificación extranjera se extienden al examen de la competencia y 
autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que le 
habilite para tal expedición con base legal suficiente para ello, base que en 
este caso no existe al no estar establecidos los órganos del Registro Civil 
en virtud de disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento 
jurídico estatal internacionalmente reconocido. Por ello, el documento 
aportado en prueba del nacimiento no acredita las circunstancias esenciales 
que deben constar en la inscripción y que, en defecto de certificado 
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auténtico, deberán demostrarse por otros medios supletorios de los que se 
mencionan en los artículos correspondientes al procedimiento de inscripción 
fuera de plazo del Reglamento del Registro Civil y en la Circular de 29 de 
octubre de 1980. En consecuencia, no es posible la inscripción de unos 
hechos, de los cuales la inscripción de nacimiento da fe, que no están 
suficientemente acreditados.

V.- Por lo que se refiere a la orden del traslado del informe del Ministerio 
Fiscal al Registro Civil del domicilio a efectos de instar un nuevo expediente 
en el que se declare que al interesado no le corresponde la nacionalidad 
española, extremo también contenido en la resolución recurrida, es un 
principio básico de la legislación registral civil (cfr. Arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro 
Civil y la realidad extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha 
indicado repetidamente por la doctrina de este centro directivo que, mientras 
subsista ese interés público de concordancia, no juega en el ámbito del 
Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible 
que, de oficio o por iniciativa del Ministerio Fiscal o de cualquier interesado 
o autoridad con competencias conexas con la materia y con intervención en 
todo caso del ministerio público, se inicie un nuevo expediente para declarar 
con valor de presunción que a los interesados les corresponde o no les 
corresponde la nacionalidad española. La nueva declaración recaída en tal 
expediente, en caso de ser negativa, ha de tener acceso al Registro Civil 
para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. No es 
obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 de la LRR, y a salvo las 
excepciones previstas en los tres artículos siguientes, las inscripciones solo 
puedan rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las 
anotaciones, en congruencia con su menor eficacia y su valor meramente 
informativo (cfr. Arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un principio distinto. En 
efecto, el artículo 147 del RRC establece una regla de aplicación preferente, 
permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y canceladas en 
virtud de expediente gubernativo en el que se acredite la inexactitud, en 
todo caso con notificación formal a los interesados o sus representantes 
legales, como exige imperativamente el párrafo primero del artículo 349 
RRC. Por todo ello, en aras del principio de concordancia entre el Registro 
Civil y la realidad, el Ministerio Fiscal puede promover de oficio un nuevo 
expediente de declaración sobre la nacionalidad española del interesado. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: 
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1º. Desestimar la pretensión de inscripción fuera de plazo por falta de 
acreditación de datos esenciales para practicarla.

2º. Estimar parcialmente el recurso y practicar anotación soporte de 
nacimiento y anotación de nacionalidad con valor de simple presunción.

3º. Continuar la tramitación del expediente incoado a instancia del 
ministerio fiscal y anotar marginalmente la existencia de un procedimiento 
en curso que puede afectar al contenido del Registro.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (67ª)
III.8.3  Calificación

1º.- La competencia del encargado del registro civil donde deba inscribirse 
el nacimiento para calificar una resolución de declaración de nacionalidad 
española con valor de simple presunción dictada por el encargado del 
registro civil del domicilio está limitada por el art. 27 LRC.

2º.- En tales casos, si hay discrepancia con lo resuelto por el órgano 
competente, el ministerio fiscal puede instar la incoación de expediente 
para la cancelación del asiento.

3º.- No es inscribible el nacimiento porque no se acreditan los datos 
necesarios para practicar la inscripción.

En el expediente sobre inscripción de nacimiento remitido a este Centro 
en trámite de recurso por virtud del entablado por el promotor contra auto 
dictado por el Magistrado Juez Encargado del Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Lliria (Valencia), 
Don A. solicita la declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, dicha nacionalidad fue declarada por el Encargado del 
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Registro Civil de Lliria mediante auto de fecha 4 de mayo de 2010, y se 
solicitó su inscripción de nacimiento en el Registro Civil Central. Aportaban 
la siguiente documentación, entre otros: certificado de empadronamiento, 
pasaporte argelino, certificados de residencia, nacimiento, parentesco, 
nacionalidad y concordancia de nombres emitidos por la Delegación 
Saharaui para la Comunidad Valenciana, DNI y certificados de asunto de 
poder, paternidad y defunción del padre expedidos por las autoridades de 
la República Árabe Saharaui Democrática, certificado del Ministerio del 
Interior. Declarando la expedición de un DNI bilingüe a nombre de la 
madre, recibo de la MINURSO y DNI bilingües de los padres.

2.- El Registro Civil Central dicta Providencia acordando requerir al 
promotor que solicite la incoación ante el Registro Civil de su domicilio del 
expediente gubernativo de nacimiento fuera de plazo.

3.- El Ministerio Fiscal emite informe al Registro Civil Central en el que 
considera que no son de aplicación los artículos 17 y 18 del Código Civil, 
siendo además de nacionalidad argelina, interesa que se inicie nuevo 
expediente para declarar que al interesado no le corresponde la 
nacionalidad española. El Encargado del Registro Civil Central dictó auto 
el 19 de julio de 2012 denegando la inscripción solicitada.

4.- Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y al interesado, éste 
interpuso recurso contra el Auto emitido, solicitando se declare con valor 
de simple presunción su nacionalidad española de origen de acuerdo con 
los artículos 17 y 18 del CC. 

5.- De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que 
interesó su desestimación. El Encargado del Registro Civil Central se 
ratifica en el acuerdo dictado y remitió el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso interpuesto.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 15, 16, 23, 27, 95 y 96 de la Ley del Registro Civil 
(LRC); 66, 68, 169, 311 a 316, 335, 338 y 348 y siguientes del Reglamento 
del Registro Civil (RCC); la Circular de 29 de octubre de 1980, la 
Instrucción de 7 de octubre de 1988, y las resoluciones, entre otras, 5-1ª y 
14 de enero, 28 de abril, 31-2ª de mayo y 14-4ª de octubre de 1999; 26-1ª 
de abril de 2001; 10-6ª de septiembre de 2002; 24 de septiembre de 2005; 
13-3ª de enero, 3-1ª de abril y 25-4ª de julio de 2006; 17-5ª de mayo de 
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2007; 3-2ª de enero, 14-5ª de abril, 22-3ª de octubre y 11-8ª de noviembre 
de 2008; 8-4ª de enero de 2009 y 10-95ª de abril de 2012.

II.- El promotor, mediante escrito presentado ante el Registro Civil de 
Lliria, solicitó la nacionalidad española con valor de simple presunción, 
nacionalidad que fue declarada por dicho Registro Civil por Auto de 4 de 
mayo de 2010. El Registro Civil de Lliria solicitó la anotación de 
nacionalidad en el Registro Civil Central. El Registro Civil Central interesa 
a su vez que el promotor inicie un procedimiento de inscripción fuera de 
plazo. Previo informe del Ministerio Fiscal, disconforme con la declaración 
de nacionalidad efectuada en el Registro Civil del domicilio, el Encargado 
del Registro Civil Central dictó Auto de 19 de julio de 2012 denegando lo 
solicitado al apreciar que se había producido una errónea aplicación de la 
normativa vigente en la materia. Contra este auto se interpuso el recurso 
ahora examinado.

III.- La competencia para decidir en primera instancia el expediente de 
declaración con valor de simple presunción de la nacionalidad española 
corresponde al encargado del registro civil del domicilio (art. 335 RRC), de 
modo que, una vez finalizado dicho expediente, la resolución firme del 
encargado –que da lugar a una anotación al margen de la inscripción de 
nacimiento (cfr. art. 340 RRC)– ha de ser calificada por el encargado del 
registro civil donde deba inscribirse el nacimiento antes de proceder a la 
práctica de la anotación de nacionalidad. Pero esta calificación se 
encuentra limitada por el artículo 27 LRC a la evaluación de “(…) la 
competencia y clase de procedimiento seguido, formalidades intrínsecas 
de los documentos presentados y asientos del propio Registro”, no 
estando facultado el encargado para volver a enjuiciar el fondo del asunto. 
De manera que debe practicarse la anotación marginal en el Registro Civil 
Central, sin perjuicio, dada la disconformidad del ministerio fiscal con la 
declaración presuntiva de nacionalidad acordada por el registro civil del 
domicilio, del inicio de un nuevo procedimiento a instancia del Ministerio 
Fiscal para declarar que al interesado no le corresponde la nacionalidad 
española y proceder, en su caso, a la cancelación de los asientos 
practicados. En tal supuesto, deberá anotarse también marginalmente la 
existencia de un procedimiento en curso que puede afectar al contenido 
del asiento (art. 38.1º LRC).

IV.- En cuanto a la solicitud de inscripción de nacimiento del interesado, 
cabe señalar que son inscribibles en el Registro Civil español los 
nacimientos ocurridos dentro del territorio español o que afecten a 
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españoles (art. 15 LRC), siendo la vía registral apropiada, cuando haya 
transcurrido el plazo para declarar el nacimiento, el expediente al que se 
refiere el artículo 95-5º de la Ley del Registro Civil, cuya tramitación se 
desarrolla en los artículos 311 a 316 del reglamento. En este caso la 
inscripción interesada afecta a un ciudadano de origen saharaui cuya 
nacionalidad española con valor de simple presunción ha sido declarada 
por el Registro Civil de su domicilio, pero no resultan acreditados datos 
esenciales (filiación, fecha y lugar de nacimiento) para practicar la 
inscripción, en tanto que la certificación de nacimiento de la RASD no 
constituye título suficiente porque no proviene de un registro extranjero 
“regular y auténtico” (Art. 85 RCC). En este sentido, hay que recordar que 
las competencias de calificación del encargado sobre la certificación 
extranjera se extienden al examen de la competencia y autoridad que la 
expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal 
expedición con base legal suficiente para ello, base que en este caso no 
existe al no estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de 
disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido. Por ello, el documento aportado en prueba 
del nacimiento no acredita las circunstancias esenciales que deben 
constar en la inscripción y que, en defecto de certificado auténtico, 
deberán demostrarse por otros medios supletorios de los que se 
mencionan en los artículos correspondientes al procedimiento de 
inscripción fuera de plazo del Reglamento del Registro Civil y en la Circular 
de 29 de octubre de 1980. En consecuencia, no es posible la inscripción 
de unos hechos, de los cuales la inscripción de nacimiento da fe, que no 
están suficientemente acreditados.

V.- Por lo que se refiere a la orden del traslado del informe del Ministerio 
Fiscal al Registro Civil del domicilio a efectos de instar un nuevo expediente 
en el que se declare que al interesado no le corresponde la nacionalidad 
española, extremo también contenido en la resolución recurrida, es un 
principio básico de la legislación registral civil (cfr. Arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro 
Civil y la realidad extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha 
indicado repetidamente por la doctrina de este centro directivo que, 
mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en el 
ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo 
que es posible reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso 
ha de ser posible que, de oficio o por iniciativa del Ministerio Fiscal o de 
cualquier interesado o autoridad con competencias conexas con la materia 
y con intervención en todo caso del ministerio público, se inicie un nuevo 
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expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados 
les corresponde o no les corresponde la nacionalidad española. La nueva 
declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha de 
tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación 
preventiva practicada. No es obstáculo para ello que, con arreglo al 
artículo 92 de la LRR, y a salvo las excepciones previstas en los tres 
artículos siguientes, las inscripciones solo puedan rectificarse por 
sentencia firme en juicio ordinario, porque en las anotaciones, en 
congruencia con su menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. 
Arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un principio distinto. En efecto, el artículo 
147 del RRC establece una regla de aplicación preferente, permitiendo 
que las anotaciones puedan ser rectificadas y canceladas en virtud de 
expediente gubernativo en el que se acredite la inexactitud, en todo caso 
con notificación formal a los interesados o sus representantes legales, 
como exige imperativamente el párrafo primero del artículo 349 RRC. Por 
todo ello, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la 
realidad, el Ministerio Fiscal puede promover de oficio un nuevo expediente 
de declaración sobre la nacionalidad española del interesado. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: 

1º. Desestimar la pretensión de inscripción fuera de plazo por falta de 
acreditación de datos esenciales para practicarla.

2º. Estimar parcialmente el recurso y practicar anotación soporte de 
nacimiento y anotación de nacionalidad con valor de simple presunción.

3º. Continuar la tramitación del expediente incoado a instancia del 
ministerio fiscal y anotar marginalmente la existencia de un procedimiento 
en curso que puede afectar al contenido del Registro.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (68ª)
III.8.3  Calificación

1º.- La competencia del encargado del registro civil donde deba inscribirse 
el nacimiento para calificar una resolución de declaración de nacionalidad 
española con valor de simple presunción dictada por el encargado del 
registro civil del domicilio está limitada por el art. 27 LRC.

2º.- En tales casos, si hay discrepancia con lo resuelto por el órgano 
competente, el ministerio fiscal puede instar la incoación de expediente 
para la cancelación del asiento.

3º.- No es inscribible el nacimiento porque no se acreditan los datos 
necesarios para practicar la inscripción.

En el expediente sobre inscripción de nacimiento remitido a este Centro 
en trámite de recurso por virtud del entablado por la promotora contra auto 
dictado por el Magistrado Juez Encargado del Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Massamagrell 
(Valencia), Doña S. solicita la declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción, dicha nacionalidad fue declarada por el 
Encargado del Registro Civil de Massamagrell mediante auto de fecha 29 
de mayo de 2009, y se solicitó su inscripción de nacimiento en el Registro 
Civil Central. Aportaban la siguiente documentación, entre otros: certificado 
de inscripción de matrimonio, certificación de familia, DNI bilingüe, volante 
de empadronamiento, pasaporte marroquí, certificados de residencia y 
concordancia de nombres expedidos por la Delegación Saharaui para la 
Comunidad Valenciana, recibo de la MINURSO, Documento de 
Identificación Personal de la Pagaduría de Pensionistas y certificado del 
Ministerio del Interior declarando la expedición de un DNI bilingüe a 
nombre de la promotora.

2.- El Registro Civil Central dicta Providencia acordando requerir a la 
promotora que solicite la incoación ante el Registro Civil de su domicilio 
del expediente gubernativo de nacimiento fuera de plazo.
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3.- El Ministerio Fiscal emite informe al Registro Civil Central en el que 
considera que no es de aplicación el artículo 17 del Código Civil. El 
Encargado del Registro Civil Central dictó auto el 2 de julio de 2012 
denegando la inscripción solicitada.

4.- Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a la interesada, ésta 
interpuso recurso contra el Auto emitido, solicitando se declare con valor 
de simple presunción su nacionalidad española de origen de acuerdo con 
los artículos 17 y 18 del Código Civil. 

5.- De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que 
interesó su desestimación. El Encargado del Registro Civil Central se 
ratifica en el acuerdo dictado y remitió el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso interpuesto.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 15, 16, 23, 27, 95 y 96 de la Ley del Registro Civil 
(LRC); 66, 68, 169, 311 a 316, 335, 338 y 348 y siguientes del Reglamento 
del Registro Civil (RCC); la Circular de 29 de octubre de 1980, la 
Instrucción de 7 de octubre de 1988, y las resoluciones, entre otras, 5-1ª y 
14 de enero, 28 de abril, 31-2ª de mayo y 14-4ª de octubre de 1999; 26-1ª 
de abril de 2001; 10-6ª de septiembre de 2002; 24 de septiembre de 2005; 
13-3ª de enero, 3-1ª de abril y 25-4ª de julio de 2006; 17-5ª de mayo de 
2007; 3-2ª de enero, 14-5ª de abril, 22-3ª de octubre y 11-8ª de noviembre 
de 2008; 8-4ª de enero de 2009 y 10-95ª de abril de 2012.

II.- La promotora, mediante escrito presentado ante el Registro Civil de 
Massamagrell, solicitó la nacionalidad española con valor de simple 
presunción, nacionalidad que fue declarada por dicho Registro Civil por 
Auto de 29 de mayo de 2009. El Registro Civil de Massamagrell solicitó la 
anotación de nacionalidad en el Registro Civil Central. El Registro Civil 
Central interesa a su vez que la promotora inicie un procedimiento de 
inscripción fuera de plazo. Previo informe del Ministerio Fiscal, disconforme 
con la declaración de nacionalidad efectuada en el Registro Civil del 
domicilio, el Encargado del Registro Civil Central dictó Auto de 2 de julio 
de 2012 denegando lo solicitado al apreciar que se había producido una 
errónea aplicación de la normativa vigente en la materia. Contra este auto 
se interpuso el recurso ahora examinado.
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III.- La competencia para decidir en primera instancia el expediente de 
declaración con valor de simple presunción de la nacionalidad española 
corresponde al encargado del registro civil del domicilio (art. 335 RRC), de 
modo que, una vez finalizado dicho expediente, la resolución firme del 
encargado –que da lugar a una anotación al margen de la inscripción de 
nacimiento (cfr. art. 340 RRC)– ha de ser calificada por el encargado del 
registro civil donde deba inscribirse el nacimiento antes de proceder a la 
práctica de la anotación de nacionalidad. Pero esta calificación se 
encuentra limitada por el artículo 27 LRC a la evaluación de “(…) la 
competencia y clase de procedimiento seguido, formalidades intrínsecas 
de los documentos presentados y asientos del propio Registro”, no 
estando facultado el encargado para volver a enjuiciar el fondo del asunto. 
De manera que debe practicarse la anotación marginal en el Registro Civil 
Central, sin perjuicio, dada la disconformidad del ministerio fiscal con la 
declaración presuntiva de nacionalidad acordada por el registro civil del 
domicilio, del inicio de un nuevo procedimiento a instancia del Ministerio 
Fiscal para declarar que a la interesada no le corresponde la nacionalidad 
española y proceder, en su caso, a la cancelación de los asientos 
practicados. En tal supuesto, deberá anotarse también marginalmente la 
existencia de un procedimiento en curso que puede afectar al contenido 
del asiento (art. 38.1º LRC).

IV.- En cuanto a la solicitud de inscripción de nacimiento de la interesada, 
cabe señalar que son inscribibles en el Registro Civil español los 
nacimientos ocurridos dentro del territorio español o que afecten a 
españoles (art. 15 LRC), siendo la vía registral apropiada, cuando haya 
transcurrido el plazo para declarar el nacimiento, el expediente al que se 
refiere el artículo 95-5º de la Ley del Registro Civil, cuya tramitación se 
desarrolla en los artículos 311 a 316 del reglamento. En este caso la 
inscripción interesada afecta a una ciudadana de origen saharaui cuya 
nacionalidad española con valor de simple presunción ha sido declarada 
por el Registro Civil de su domicilio, pero no resultan suficientemente 
acreditados datos esenciales (filiación, fecha y lugar de nacimiento) para 
practicar la inscripción, en tanto que las certificaciones de la RASD no 
constituye título suficiente porque no proviene de un registro extranjero 
“regular y auténtico” (Art. 85 RCC). En este sentido, hay que recordar que 
las competencias de calificación del encargado sobre la certificación 
extranjera se extienden al examen de la competencia y autoridad que la 
expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal 
expedición con base legal suficiente para ello, base que en este caso no 
existe al no estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de 
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disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido. Por ello, la documentación aportada en 
prueba de los datos de filiación, fecha y lugar de nacimiento no acredita 
las circunstancias esenciales que deben constar en la inscripción y que, 
en defecto de certificado auténtico, deberán demostrarse por otros medios 
supletorios de los que se mencionan en los artículos correspondientes al 
procedimiento de inscripción fuera de plazo del Reglamento del Registro 
Civil y en la Circular de 29 de octubre de 1980. En consecuencia, no es 
posible la inscripción de unos hechos, de los cuales la inscripción de 
nacimiento da fe, que no están suficientemente acreditados.

V.- Por lo que se refiere a la orden del traslado del informe del Ministerio 
Fiscal al Registro Civil del domicilio a efectos de instar un nuevo expediente 
en el que se declare que a la interesada no le corresponde la nacionalidad 
española, extremo también contenido en la resolución recurrida, es un 
principio básico de la legislación registral civil (cfr. Arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro 
Civil y la realidad extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha 
indicado repetidamente por la doctrina de este centro directivo que, 
mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en el 
ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo 
que es posible reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso 
ha de ser posible que, de oficio o por iniciativa del Ministerio Fiscal o de 
cualquier interesado o autoridad con competencias conexas con la materia 
y con intervención en todo caso del ministerio público, se inicie un nuevo 
expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados 
les corresponde o no les corresponde la nacionalidad española. La nueva 
declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha de 
tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación 
preventiva practicada. No es obstáculo para ello que, con arreglo al 
artículo 92 de la LRR, y a salvo las excepciones previstas en los tres 
artículos siguientes, las inscripciones solo puedan rectificarse por 
sentencia firme en juicio ordinario, porque en las anotaciones, en 
congruencia con su menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. 
Arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un principio distinto. En efecto, el artículo 
147 del RRC establece una regla de aplicación preferente, permitiendo 
que las anotaciones puedan ser rectificadas y canceladas en virtud de 
expediente gubernativo en el que se acredite la inexactitud, en todo caso 
con notificación formal a los interesados o sus representantes legales, 
como exige imperativamente el párrafo primero del artículo 349 RRC. Por 
todo ello, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la 
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realidad, el Ministerio Fiscal puede promover de oficio un nuevo expediente 
de declaración sobre la nacionalidad española de la interesada. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: 

1º. Desestimar la pretensión de inscripción fuera de plazo por falta de 
acreditación de datos esenciales para practicarla.

2º. Estimar parcialmente el recurso y practicar anotación soporte de 
nacimiento y anotación de nacionalidad con valor de simple presunción.

3º. Continuar la tramitación del expediente incoado a instancia del 
ministerio fiscal y anotar marginalmente la existencia de un procedimiento 
en curso que puede afectar al contenido del Registro.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (69ª)
III.8.3  Calificación

1º.- La competencia del encargado del registro civil donde deba inscribirse 
el nacimiento para calificar una resolución de declaración de nacionalidad 
española con valor de simple presunción dictada por el encargado del 
registro civil del domicilio está limitada por el art. 27 LRC.

2º.- En tales casos, si hay discrepancia con lo resuelto por el órgano 
competente, el ministerio fiscal puede instar la incoación de expediente 
para la cancelación del asiento.

3º.- No es inscribible el nacimiento porque no se acreditan los datos 
necesarios para practicar la inscripción.

En el expediente sobre inscripción de nacimiento remitido a este Centro 
en trámite de recurso por virtud del entablado por el promotor contra auto 
dictado por el Magistrado Juez Encargado del Registro Civil Central.
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HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Monzón (Huesca), 
Don A. solicita la declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción, dicha nacionalidad fue declarada por el Encargado del 
Registro Civil de Monzón mediante auto de fecha 21 de octubre de 2009, 
y se solicitó su inscripción de nacimiento en el Registro Civil Central. 
Aportaban la siguiente documentación, entre otros: DNI y certificados de 
nacimiento, paternidad y subsanación expedidos por las autoridades de la 
República Árabe Saharaui Democrática, libro de familia, pasaporte 
argelino, recibo de la MINURSO, certificado de empadronamiento, 
certificados del Ministerio del Interior declarando la expedición de los DNI 
bilingües de los padres, DNI bilingües de los padres y título de familia 
numerosa.

2.- El Registro Civil Central dicta Providencia acordando requerir al 
promotor que solicite la incoación ante el Registro Civil de su domicilio del 
expediente gubernativo de nacimiento fuera de plazo.

3.- El Ministerio Fiscal emite informe al Registro Civil Central en el que 
considera que no son de aplicación los artículos 17 y 18 del Código Civil, 
siendo además de nacionalidad argelina, interesa que se inicie nuevo 
expediente para declarar que al interesado no le corresponde la 
nacionalidad española. El Encargado del Registro Civil Central dictó auto 
el 31 de octubre de 2012 denegando la inscripción solicitada.

4.- Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y al interesado, éste 
interpuso recurso contra el Auto emitido, solicitando se declare con 
valor de simple presunción su nacionalidad española de origen de 
acuerdo con los artículos 17 y 18 del CC. y aportando, aparte de la 
documentación ya incluida en el expediente, nueva documentación, 
entro otros: DNI de la madre y certificados de nacionalidad y residencia 
expedidos por las autoridades de la República Árabe Saharaui 
Democrática. 

5.- De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, 
que interesó su desestimación. El Encargado del Registro Civil Central 
se ratifica en el acuerdo dictado y remitió el expediente a la Dirección 
General de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso 
interpuesto.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 15, 16, 23, 27, 95 y 96 de la Ley del Registro Civil 
(LRC); 66, 68, 169, 311 a 316, 335, 338 y 348 y siguientes del Reglamento 
del Registro Civil (RCC); la Circular de 29 de octubre de 1980, la 
Instrucción de 7 de octubre de 1988, y las resoluciones, entre otras, 5-1ª y 
14 de enero, 28 de abril, 31-2ª de mayo y 14-4ª de octubre de 1999; 26-1ª 
de abril de 2001; 10-6ª de septiembre de 2002; 24 de septiembre de 2005; 
13-3ª de enero, 3-1ª de abril y 25-4ª de julio de 2006; 17-5ª de mayo de 
2007; 3-2ª de enero, 14-5ª de abril, 22-3ª de octubre y 11-8ª de noviembre 
de 2008; 8-4ª de enero de 2009 y 10-95ª de abril de 2012.

II.- El promotor, mediante escrito presentado ante el Registro Civil de 
Monzón, solicitó la nacionalidad española con valor de simple presunción, 
nacionalidad que fue declarada por dicho Registro Civil por Auto de 21 de 
octubre de 2009. El Registro Civil de Monzón solicitó la anotación de 
nacionalidad en el Registro Civil Central. El Registro Civil Central interesa 
a su vez que el promotor inicie un procedimiento de inscripción fuera de 
plazo. Previo informe del Ministerio Fiscal, disconforme con la declaración 
de nacionalidad efectuada en el Registro Civil del domicilio, el Encargado 
del Registro Civil Central dictó Auto de 31 de octubre de 2012 denegando 
lo solicitado al apreciar que se había producido una errónea aplicación de 
la normativa vigente en la materia. Contra este auto se interpuso el recurso 
ahora examinado.

III.- La competencia para decidir en primera instancia el expediente de 
declaración con valor de simple presunción de la nacionalidad española 
corresponde al encargado del registro civil del domicilio (art. 335 RRC), de 
modo que, una vez finalizado dicho expediente, la resolución firme del 
encargado –que da lugar a una anotación al margen de la inscripción de 
nacimiento (cfr. art. 340 RRC)– ha de ser calificada por el encargado del 
registro civil donde deba inscribirse el nacimiento antes de proceder a la 
práctica de la anotación de nacionalidad. Pero esta calificación se encuentra 
limitada por el artículo 27 LRC a la evaluación de “(…) la competencia y 
clase de procedimiento seguido, formalidades intrínsecas de los documentos 
presentados y asientos del propio Registro”, no estando facultado el 
encargado para volver a enjuiciar el fondo del asunto. De manera que debe 
practicarse la anotación marginal en el Registro Civil Central, sin perjuicio, 
dada la disconformidad del ministerio fiscal con la declaración presuntiva de 
nacionalidad acordada por el registro civil del domicilio, del inicio de un 
nuevo procedimiento a instancia del Ministerio Fiscal para declarar que al 
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interesado no le corresponde la nacionalidad española y proceder, en su 
caso, a la cancelación de los asientos practicados. En tal supuesto, deberá 
anotarse también marginalmente la existencia de un procedimiento en 
curso que puede afectar al contenido del asiento (art. 38.1º LRC).

IV.- En cuanto a la solicitud de inscripción de nacimiento del interesado, 
cabe señalar que son inscribibles en el Registro Civil español los nacimientos 
ocurridos dentro del territorio español o que afecten a españoles (art. 15 
LRC), siendo la vía registral apropiada, cuando haya transcurrido el plazo 
para declarar el nacimiento, el expediente al que se refiere el artículo 95-5º 
de la Ley del Registro Civil, cuya tramitación se desarrolla en los artículos 
311 a 316 del reglamento. En este caso la inscripción interesada afecta a un 
ciudadano de origen saharaui cuya nacionalidad española con valor de 
simple presunción ha sido declarada por el Registro Civil de su domicilio, 
pero no resultan acreditados datos esenciales (filiación, fecha y lugar de 
nacimiento) para practicar la inscripción, en tanto que la certificación de 
nacimiento de la RASD no constituye título suficiente porque no proviene de 
un registro extranjero “regular y auténtico” (Art. 85 RCC). En este sentido, 
hay que recordar que las competencias de calificación del encargado sobre 
la certificación extranjera se extienden al examen de la competencia y 
autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que le 
habilite para tal expedición con base legal suficiente para ello, base que en 
este caso no existe al no estar establecidos los órganos del Registro Civil 
en virtud de disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento 
jurídico estatal internacionalmente reconocido. Por ello, el documento 
aportado en prueba del nacimiento no acredita las circunstancias esenciales 
que deben constar en la inscripción y que, en defecto de certificado 
auténtico, deberán demostrarse por otros medios supletorios de los que se 
mencionan en los artículos correspondientes al procedimiento de inscripción 
fuera de plazo del Reglamento del Registro Civil y en la Circular de 29 de 
octubre de 1980. En consecuencia, no es posible la inscripción de unos 
hechos, de los cuales la inscripción de nacimiento da fe, que no están 
suficientemente acreditados.

V.- Por lo que se refiere a la orden del traslado del informe del Ministerio 
Fiscal al Registro Civil del domicilio a efectos de instar un nuevo expediente 
en el que se declare que al interesado no le corresponde la nacionalidad 
española, extremo también contenido en la resolución recurrida, es un 
principio básico de la legislación registral civil (cfr. Arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro 
Civil y la realidad extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha 
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indicado repetidamente por la doctrina de este centro directivo que, mientras 
subsista ese interés público de concordancia, no juega en el ámbito del 
Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible 
reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso ha de ser posible 
que, de oficio o por iniciativa del Ministerio Fiscal o de cualquier interesado 
o autoridad con competencias conexas con la materia y con intervención en 
todo caso del ministerio público, se inicie un nuevo expediente para declarar 
con valor de presunción que a los interesados les corresponde o no les 
corresponde la nacionalidad española. La nueva declaración recaída en tal 
expediente, en caso de ser negativa, ha de tener acceso al Registro Civil 
para cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. No es 
obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 de la LRR, y a salvo las 
excepciones previstas en los tres artículos siguientes, las inscripciones solo 
puedan rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las 
anotaciones, en congruencia con su menor eficacia y su valor meramente 
informativo (cfr. Arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un principio distinto. En 
efecto, el artículo 147 del RRC establece una regla de aplicación preferente, 
permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y canceladas en 
virtud de expediente gubernativo en el que se acredite la inexactitud, en 
todo caso con notificación formal a los interesados o sus representantes 
legales, como exige imperativamente el párrafo primero del artículo 349 
RRC. Por todo ello, en aras del principio de concordancia entre el Registro 
Civil y la realidad, el Ministerio Fiscal puede promover de oficio un nuevo 
expediente de declaración sobre la nacionalidad española del interesado. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: 

1º. Desestimar la pretensión de inscripción fuera de plazo por falta de 
acreditación de datos esenciales para practicarla.

2º. Estimar parcialmente el recurso y practicar anotación soporte de 
nacimiento y anotación de nacionalidad con valor de simple presunción.

3º. Continuar la tramitación del expediente incoado a instancia del 
ministerio fiscal y anotar marginalmente la existencia de un procedimiento 
en curso que puede afectar al contenido del Registro

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (70ª)
III.8.3  Calificación

1º.- La competencia del encargado del registro civil donde deba inscribirse 
el nacimiento para calificar una resolución de declaración de nacionalidad 
española con valor de simple presunción dictada por el encargado del 
registro civil del domicilio está limitada por el art. 27 LRC.

2º.- En tales casos, si hay discrepancia con lo resuelto por el órgano 
competente, el ministerio fiscal puede instar la incoación de expediente 
para la cancelación del asiento.

3º.- No es inscribible el nacimiento porque no se acreditan los datos 
necesarios para practicar la inscripción.

En el expediente sobre inscripción de nacimiento remitido a este Centro 
en trámite de recurso por virtud del entablado por la promotora contra auto 
dictado por el Magistrado Juez Encargado del Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Alcalá la Real 
(Jaén), Doña L. solicita la declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción, dicha nacionalidad fue declarada por el 
Encargado del Registro Civil de Alcalá la Real mediante auto de fecha 3 
de mayo de 2010, y se solicitó su inscripción de nacimiento en el Registro 
Civil Central. Aportaban la siguiente documentación, entre otros: 
certificados de nacimiento de la interesada y de la madre expedidos por 
las autoridades del Reino de Marruecos, permiso de residencia, certificado 
de empadronamiento, pasaporte marroquí, auto declarando con valor de 
simple presunción la nacionalidad española del hermano, DNI del esposo, 
certificado de parentesco expedido por el Consulado de Marruecos en 
Barcelona, Impuesto personal del padre, certificados de residencia, 
antecedentes penales y acta de matrimonio expedidos por las autoridades 
del Reino de Marruecos, recibo de la MINURSO, certificado de residencia 
del padre expedido por la Delegación Saharaui para Andalucía y pasaporte 
del padre.
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2.- El Registro Civil Central dicta Providencia acordando requerir a la 
promotora que solicite la incoación ante el Registro Civil de su domicilio 
del expediente gubernativo de nacimiento fuera de plazo.

3.- El Ministerio Fiscal emite informe al Registro Civil Central en el que 
considera que no son de aplicación los artículos 17 y 18 del Código Civil. 
El Encargado del Registro Civil Central dictó auto el 25 de abril de 2012 
denegando la inscripción solicitada.

4.- Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a la interesada, ésta 
interpuso recurso contra el Auto emitido, solicitando se declare con valor 
de simple presunción su nacionalidad española de origen de acuerdo con 
los artículos 17 y 18 del Código Civil. 

5.- De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que 
interesó su desestimación. El Encargado del Registro Civil Central se 
ratifica en el acuerdo dictado y remitió el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso interpuesto.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 15, 16, 23, 27, 95 y 96 de la Ley del Registro Civil 
(LRC); 66, 68, 169, 311 a 316, 335, 338 y 348 y siguientes del Reglamento 
del Registro Civil (RCC); la Circular de 29 de octubre de 1980, la 
Instrucción de 7 de octubre de 1988, y las resoluciones, entre otras, 5-1ª y 
14 de enero, 28 de abril, 31-2ª de mayo y 14-4ª de octubre de 1999; 26-1ª 
de abril de 2001; 10-6ª de septiembre de 2002; 24 de septiembre de 2005; 
13-3ª de enero, 3-1ª de abril y 25-4ª de julio de 2006; 17-5ª de mayo de 
2007; 3-2ª de enero, 14-5ª de abril, 22-3ª de octubre y 11-8ª de noviembre 
de 2008; 8-4ª de enero de 2009 y 10-95ª de abril de 2012.

II.- La promotora, mediante escrito presentado ante el Registro Civil de 
Alcalá la Real, solicitó la nacionalidad española con valor de simple 
presunción, nacionalidad que fue declarada por dicho Registro Civil por 
Auto de 3 de mayo de 2010. El Registro Civil de Alcalá la Real solicitó la 
anotación de nacionalidad en el Registro Civil Central. El Registro Civil 
Central interesa a su vez que la promotora inicie un procedimiento de 
inscripción fuera de plazo. Previo informe del Ministerio Fiscal, disconforme 
con la declaración de nacionalidad efectuada en el Registro Civil del 
domicilio, el Encargado del Registro Civil Central dictó Auto de 25 de abril 
de 2012 denegando lo solicitado al apreciar que se había producido una 
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errónea aplicación de la normativa vigente en la materia. Contra este auto 
se interpuso el recurso ahora examinado.

III.- La competencia para decidir en primera instancia el expediente de 
declaración con valor de simple presunción de la nacionalidad española 
corresponde al encargado del registro civil del domicilio (art. 335 RRC), de 
modo que, una vez finalizado dicho expediente, la resolución firme del 
encargado –que da lugar a una anotación al margen de la inscripción de 
nacimiento (cfr. art. 340 RRC)– ha de ser calificada por el encargado del 
registro civil donde deba inscribirse el nacimiento antes de proceder a la 
práctica de la anotación de nacionalidad. Pero esta calificación se 
encuentra limitada por el artículo 27 LRC a la evaluación de “(…) la 
competencia y clase de procedimiento seguido, formalidades intrínsecas 
de los documentos presentados y asientos del propio Registro”, no 
estando facultado el encargado para volver a enjuiciar el fondo del asunto. 
De manera que debe practicarse la anotación marginal en el Registro Civil 
Central, sin perjuicio, dada la disconformidad del ministerio fiscal con la 
declaración presuntiva de nacionalidad acordada por el registro civil del 
domicilio, del inicio de un nuevo procedimiento a instancia del Ministerio 
Fiscal para declarar que a la interesada no le corresponde la nacionalidad 
española y proceder, en su caso, a la cancelación de los asientos 
practicados. En tal supuesto, deberá anotarse también marginalmente la 
existencia de un procedimiento en curso que puede afectar al contenido 
del asiento (art. 38.1º LRC).

IV.- En cuanto a la solicitud de inscripción de nacimiento de la interesada, 
cabe señalar que son inscribibles en el Registro Civil español los 
nacimientos ocurridos dentro del territorio español o que afecten a 
españoles (art. 15 LRC), siendo la vía registral apropiada, cuando haya 
transcurrido el plazo para declarar el nacimiento, el expediente al que se 
refiere el artículo 95-5º de la Ley del Registro Civil, cuya tramitación se 
desarrolla en los artículos 311 a 316 del reglamento. En este caso la 
inscripción interesada afecta a una ciudadana marroquí cuya nacionalidad 
española con valor de simple presunción ha sido declarada por el Registro 
Civil de su domicilio, pero no resultan suficientemente acreditados datos 
esenciales (filiación, fecha y lugar de nacimiento) para practicar la 
inscripción, en tanto que en la declaración de datos para el nacimiento y 
en el pasaporte aparece como lugar de nacimiento L. mientras que en la 
copia literal del certificado de nacimiento aparece como nacida en K. En 
consecuencia, no es posible la inscripción de unos hechos, de los cuales 
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la inscripción de nacimiento da fe, que no están suficientemente 
acreditados.

V.- Por lo que se refiere a la orden del traslado del informe del Ministerio 
Fiscal al Registro Civil del domicilio a efectos de instar un nuevo expediente 
en el que se declare que a la interesada no le corresponde la nacionalidad 
española, extremo también contenido en la resolución recurrida, es un 
principio básico de la legislación registral civil (cfr. Arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro 
Civil y la realidad extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha 
indicado repetidamente por la doctrina de este centro directivo que, 
mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en el 
ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo 
que es posible reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso 
ha de ser posible que, de oficio o por iniciativa del Ministerio Fiscal o de 
cualquier interesado o autoridad con competencias conexas con la materia 
y con intervención en todo caso del ministerio público, se inicie un nuevo 
expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados 
les corresponde o no les corresponde la nacionalidad española. La nueva 
declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha de 
tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación 
preventiva practicada. No es obstáculo para ello que, con arreglo al 
artículo 92 de la LRR, y a salvo las excepciones previstas en los tres 
artículos siguientes, las inscripciones solo puedan rectificarse por 
sentencia firme en juicio ordinario, porque en las anotaciones, en 
congruencia con su menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. 
Arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un principio distinto. En efecto, el artículo 
147 del RRC establece una regla de aplicación preferente, permitiendo 
que las anotaciones puedan ser rectificadas y canceladas en virtud de 
expediente gubernativo en el que se acredite la inexactitud, en todo caso 
con notificación formal a los interesados o sus representantes legales, 
como exige imperativamente el párrafo primero del artículo 349 RRC. Por 
todo ello, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la 
realidad, el Ministerio Fiscal puede promover de oficio un nuevo expediente 
de declaración sobre la nacionalidad española de la interesada. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: 

1º. Desestimar la pretensión de inscripción fuera de plazo por falta de 
acreditación de datos esenciales para practicarla.
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2º. Estimar parcialmente el recurso y practicar anotación soporte de 
nacimiento y anotación de nacionalidad con valor de simple presunción.

3º. Continuar la tramitación del expediente incoado a instancia del 
ministerio fiscal y anotar marginalmente la existencia de un procedimiento 
en curso que puede afectar al contenido del Registro.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (71ª)
III.8.3  Calificación

1º.- La competencia del encargado del registro civil donde deba inscribirse 
el nacimiento para calificar una resolución de declaración de nacionalidad 
española con valor de simple presunción dictada por el encargado del 
registro civil del domicilio está limitada por el art. 27 LRC.

2º.- En tales casos, si hay discrepancia con lo resuelto por el órgano 
competente, el ministerio fiscal puede instar la incoación de expediente 
para la cancelación del asiento.

3º.- No es inscribible el nacimiento porque no se acreditan los datos 
necesarios para practicar la inscripción.

En el expediente sobre inscripción de nacimiento remitido a este Centro 
en trámite de recurso por virtud del entablado por el promotor contra auto 
dictado por el Magistrado Juez Encargado del Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Santa Coloma de 
Gramanet (Barcelona), Don S. solicita la declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción, dicha nacionalidad fue declarada 
por el Encargado del Registro Civil de Santa Coloma de Gramanet 
mediante auto de fecha 3 de noviembre de 2010, y se solicitó su inscripción 
de nacimiento en el Registro Civil Central. Aportaban la siguiente 
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documentación, entre otros: DNI expedido por las autoridades de la 
República Árabe Saharaui Democrática (RASD), DNI bilingüe de la madre, 
recibo de la MINURSO, certificados de nacimiento, nacionalidad, 
residencia, antecedentes penales, paternidad y actas de matrimonio 
expedidos por las autoridades de la RASD, pasaporte argelino, volante de 
empadronamiento y certificado histórico del padrón.

2.- El Registro Civil Central dicta Providencia acordando requerir al 
promotor que solicite la incoación ante el Registro Civil de su domicilio del 
expediente gubernativo de nacimiento fuera de plazo.

3.- El Ministerio Fiscal emite informe al Registro Civil Central en el que 
considera que no son de aplicación los artículos 17 y 18 del Código Civil, 
siendo además de nacionalidad argelina, interesa que se inicie nuevo 
expediente para declarar que al interesado no le corresponde la 
nacionalidad española. El Encargado del Registro Civil Central dictó auto 
el 3 de octubre de 2012 denegando la inscripción solicitada.

4.- Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y al interesado, éste 
interpuso recurso contra el Auto emitido, solicitando se declare con valor 
de simple presunción su nacionalidad española de origen de acuerdo con 
los artículos 17 y 18 del CC. 

5.- De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que 
interesó su desestimación. El Encargado del Registro Civil Central se 
ratifica en el acuerdo dictado y remitió el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso interpuesto.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 15, 16, 23, 27, 95 y 96 de la Ley del Registro Civil 
(LRC); 66, 68, 169, 311 a 316, 335, 338 y 348 y siguientes del Reglamento 
del Registro Civil (RCC); la Circular de 29 de octubre de 1980, la 
Instrucción de 7 de octubre de 1988, y las resoluciones, entre otras, 5-1ª y 
14 de enero, 28 de abril, 31-2ª de mayo y 14-4ª de octubre de 1999; 26-1ª 
de abril de 2001; 10-6ª de septiembre de 2002; 24 de septiembre de 2005; 
13-3ª de enero, 3-1ª de abril y 25-4ª de julio de 2006; 17-5ª de mayo de 
2007; 3-2ª de enero, 14-5ª de abril, 22-3ª de octubre y 11-8ª de noviembre 
de 2008; 8-4ª de enero de 2009 y 10-95ª de abril de 2012.
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II.- El promotor, mediante escrito presentado ante el Registro Civil de 
Santa Coloma de Gramanet, solicitó la nacionalidad española con valor 
de simple presunción, nacionalidad que fue declarada por dicho Registro 
Civil por Auto de 3 de noviembre de 2010. El Registro Civil de Santa 
Coloma de Gramanet solicitó la anotación de nacionalidad en el Registro 
Civil Central. El Registro Civil Central interesa a su vez que el promotor 
inicie un procedimiento de inscripción fuera de plazo. Previo informe del 
Ministerio Fiscal, disconforme con la declaración de nacionalidad 
efectuada en el Registro Civil del domicilio, el Encargado del Registro Civil 
Central dictó Auto de 3 de octubre de 2012 denegando lo solicitado al 
apreciar que se había producido una errónea aplicación de la normativa 
vigente en la materia. Contra este auto se interpuso el recurso ahora 
examinado. 

III.- La competencia para decidir en primera instancia el expediente de 
declaración con valor de simple presunción de la nacionalidad española 
corresponde al encargado del registro civil del domicilio (art. 335 RRC), de 
modo que, una vez finalizado dicho expediente, la resolución firme del 
encargado –que da lugar a una anotación al margen de la inscripción de 
nacimiento (cfr. art. 340 RRC)– ha de ser calificada por el encargado del 
registro civil donde deba inscribirse el nacimiento antes de proceder a la 
práctica de la anotación de nacionalidad. Pero esta calificación se 
encuentra limitada por el artículo 27 LRC a la evaluación de “(…) la 
competencia y clase de procedimiento seguido, formalidades intrínsecas 
de los documentos presentados y asientos del propio Registro”, no 
estando facultado el encargado para volver a enjuiciar el fondo del asunto. 
De manera que debe practicarse la anotación marginal en el Registro Civil 
Central, sin perjuicio, dada la disconformidad del ministerio fiscal con la 
declaración presuntiva de nacionalidad acordada por el registro civil del 
domicilio, del inicio de un nuevo procedimiento a instancia del Ministerio 
Fiscal para declarar que al interesado no le corresponde la nacionalidad 
española y proceder, en su caso, a la cancelación de los asientos 
practicados. En tal supuesto, deberá anotarse también marginalmente la 
existencia de un procedimiento en curso que puede afectar al contenido 
del asiento (art. 38.1º LRC).

IV.- En cuanto a la solicitud de inscripción de nacimiento del interesado, 
cabe señalar que son inscribibles en el Registro Civil español los 
nacimientos ocurridos dentro del territorio español o que afecten a 
españoles (art. 15 LRC), siendo la vía registral apropiada, cuando haya 
transcurrido el plazo para declarar el nacimiento, el expediente al que se 
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refiere el artículo 95-5º de la Ley del Registro Civil, cuya tramitación se 
desarrolla en los artículos 311 a 316 del reglamento. En este caso la 
inscripción interesada afecta a un ciudadano de origen saharaui cuya 
nacionalidad española con valor de simple presunción ha sido declarada 
por el Registro Civil de su domicilio, pero no resultan acreditados datos 
esenciales (filiación, fecha y lugar de nacimiento) para practicar la 
inscripción, en tanto que la certificación de nacimiento de la RASD no 
constituye título suficiente porque no proviene de un registro extranjero 
“regular y auténtico” (Art. 85 RCC). En este sentido, hay que recordar que 
las competencias de calificación del encargado sobre la certificación 
extranjera se extienden al examen de la competencia y autoridad que la 
expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal 
expedición con base legal suficiente para ello, base que en este caso no 
existe al no estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de 
disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido. Por ello, el documento aportado en prueba 
del nacimiento no acredita las circunstancias esenciales que deben 
constar en la inscripción y que, en defecto de certificado auténtico, 
deberán demostrarse por otros medios supletorios de los que se 
mencionan en los artículos correspondientes al procedimiento de 
inscripción fuera de plazo del Reglamento del Registro Civil y en la Circular 
de 29 de octubre de 1980. En consecuencia, no es posible la inscripción 
de unos hechos, de los cuales la inscripción de nacimiento da fe, que no 
están suficientemente acreditados.

V.- Por lo que se refiere a la orden del traslado del informe del Ministerio 
Fiscal al Registro Civil del domicilio a efectos de instar un nuevo expediente 
en el que se declare que al interesado no le corresponde la nacionalidad 
española, extremo también contenido en la resolución recurrida, es un 
principio básico de la legislación registral civil (cfr. Arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro 
Civil y la realidad extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha 
indicado repetidamente por la doctrina de este centro directivo que, 
mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en el 
ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo 
que es posible reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso 
ha de ser posible que, de oficio o por iniciativa del Ministerio Fiscal o de 
cualquier interesado o autoridad con competencias conexas con la materia 
y con intervención en todo caso del ministerio público, se inicie un nuevo 
expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados 
les corresponde o no les corresponde la nacionalidad española. La nueva 
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declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, ha de 
tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación 
preventiva practicada. No es obstáculo para ello que, con arreglo al 
artículo 92 de la LRR, y a salvo las excepciones previstas en los tres 
artículos siguientes, las inscripciones solo puedan rectificarse por 
sentencia firme en juicio ordinario, porque en las anotaciones, en 
congruencia con su menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. 
Arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un principio distinto. En efecto, el artículo 
147 del RRC establece una regla de aplicación preferente, permitiendo 
que las anotaciones puedan ser rectificadas y canceladas en virtud de 
expediente gubernativo en el que se acredite la inexactitud, en todo caso 
con notificación formal a los interesados o sus representantes legales, 
como exige imperativamente el párrafo primero del artículo 349 RRC. Por 
todo ello, en aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la 
realidad, el Ministerio Fiscal puede promover de oficio un nuevo expediente 
de declaración sobre la nacionalidad española del interesado. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: 

1º. Desestimar la pretensión de inscripción fuera de plazo por falta de 
acreditación de datos esenciales para practicarla.

2º. Estimar parcialmente el recurso y practicar anotación soporte de 
nacimiento y anotación de nacionalidad con valor de simple presunción.

3º. Continuar la tramitación del expediente incoado a instancia del 
ministerio fiscal y anotar marginalmente la existencia de un procedimiento 
en curso que puede afectar al contenido del Registro.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (145ª)
III.8.3  Calificación

El Encargado del Registro Civil no puede volver a enjuiciar el fondo del 
asunto relativo a la declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción del interesado, para no admitir a trámite la inscripción 
de nacimiento solicitada.

En el expediente sobre inscripción de nacimiento remitido a este Centro 
en trámite de recurso por virtud del entablado por el promotor contra auto 
dictado por el Magistrado Juez Encargado del Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Tudela (Navarra), 
D. B. que ostenta la nacionalidad española con valor de simple presunción 
por declaración del Registro Civil de Tudela de fecha 22 de diciembre de 
2009, solicitó su inscripción de nacimiento en el Registro Civil Central. 
Aportaban la siguiente documentación: permiso de residencia, pasaporte 
argelino, volante de empadronamiento, certificados de nacionalidad, 
paternidad, nacimiento y residencia expedidos por las autoridades de la 
República Árabe Saharaui Democrática, DNI bilingües de los padres y 
certificado del Ministerio del Interior declarando la expedición de dichos 
DNI bilingües.

2.- El Encargado dicta providencia acordando la incoación de expediente 
gubernativo. El Ministerio Fiscal emite informe en el que considera que en 
el auto se ha aplicado de manera errónea el artículo 17.3 del CC. e 
interesa se inscriba lo acordado en el Registro Civil de Tudela, a fin de 
lograr la concordancia del Registro Civil y la realidad extrarregistral, para 
luego iniciar un nuevo expediente para declarar que al interesado no le 
corresponde la nacionalidad española. El Encargado del Registro Civil 
Central dictó auto el 30 de junio de 2011 acordando la suspensión de la 
inscripción solicitada.

3.- Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y al interesado, éste 
interpuso recurso alegando que el auto emitido por el Registro Civil de 
Tudela fue declarado firme el 30 de marzo de 2010 y el Registro Civil 
Central debe limitarse a la competencia y clase de procedimiento seguido 
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y a las formalidades extrínsecas de los documentos aportados, sin entrar 
a enjuiciar el fondo del asunto. 

4.- De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que 
interesó su desestimación. El Encargado del Registro Civil Central se 
ratifica en el acuerdo dictado y remitió el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso interpuesto.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 20, 23 y 330 del Código Civil (CC.); 22 y 225 de la 
Ley de Enjuiciamiento Civil (LEC); 15, 16, 23 y 46 de la Ley del Registro 
Civil (LRC); 16, 66, 68, 85 y 226 a 229 del Reglamento del Registro Civil 
(RRC); la Instrucción de 28 de marzo de 2007, de la Dirección General de 
los Registros y del Notariado, sobre competencia de los registros civiles 
municipales y demás reglas relativas a los expedientes de declaración de 
la nacionalidad española con valor de simple presunción; y las 
Resoluciones, entre otras, de 21-3ª de Octubre de 2002; 27-1ª de Enero y 
18-4ª de Marzo de 2003; 8-3ª de Septiembre de 2005; 30-3ª de Octubre 
de 2007; 8-6ª de Abril de 2008.

II.- El promotor, mediante escrito presentado ante el Registro Civil Central, 
solicitó la inscripción de nacimiento alegando que se declaró su 
nacionalidad española con valor de simple presunción el 22 de diciembre 
de 2009. Por auto de 30 de junio de 2011 el Encargado del Registro Civil 
Central denegó lo solicitado al apreciar que en el auto dictado por el 
Registro Civil de Tudela que declaraba la nacionalidad del promotor se 
había producido una errónea aplicación de la normativa vigente en la 
materia. Contra este auto se interpuso el recurso ahora examinado. 

III.- En relación con la resolución recurrida de 30 de junio de 2011, la 
calificación en las resoluciones firmes está limitada a la competencia y 
clase del procedimiento seguido, formalidades extrínsecas de los 
documentos presentados y asientos del propio Registro (cfr.art.27, II, 
LRC). Por esto, la declaración firme en expediente del artículo 96-2º de la 
Ley, adoptada por el Registro Civil competente del domicilio (cfr. art. 335 
RRC), no puede ser calificada volviendo a enjuiciar el fondo del asunto 
por el Encargado del Registro Civil competente para entender de la 
solicitud presentada. 
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IV.- Cuestión completamente distinta es que, si el Encargado del Registro 
Civil Central estima improcedente la anotación, pueda poner los hechos 
en conocimiento del Ministerio Fiscal para que, en aras de la debida 
concordancia entre el Registro Civil y la realidad, pueda el mismo promover 
un expediente declarativo con valor de simple presunción en sentido 
contrario. En efecto, en desarrollo de la obligatoria concordancia del 
Registro con la realidad se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de 
concordancia, no juega en el ámbito del Registro Civil el principio de 
autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible reiterar un expediente 
sobre cuestión ya decidida si las nuevas actuaciones tienen su fundamento 
en hechos descubiertos posteriormente. Por eso ha de ser posible que, de 
oficio o por iniciativa de las autoridades o de cualquier interesado, y con 
intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de nuevo 
expediente para declarar con valor de presunción que a los nacidos les 
corresponde o no les corresponde la nacionalidad española. La declaración 
recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, habrá de tener acceso 
al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación sobre la 
nacionalidad ya practicada.

V.- Sin perjuicio de lo anterior, en tanto no se haya tramitado un expediente 
de declaración negativo de la nacionalidad española del promotor, y haya 
recaído resolución en ese sentido, deberá considerarse que el sujeto del 
cual se declaró la nacionalidad ostenta ésta efectivamente, pues ya se ha 
dicho en numerosas resoluciones que la tan citada declaración tendrá 
plenos efectos probatorios en tanto no sea destruida. A consecuencia de 
ello y siempre que se cumplan los requisitos legalmente establecidos, con 
la aportación de la documentación que se estime pertinente, debería 
inscribirse el nacimiento del interesado. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: estimar parcialmente el recurso 
interpuesto, revocar la resolución apelada y retrotraer las actuaciones 
para que, previa instrucción del expediente, el Encargado del Registro 
Civil Central dicte nuevo auto pronunciándose sobre el fondo del asunto.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (155ª)
III.8.3  Calificación

El Encargado del Registro Civil no puede volver a enjuiciar el fondo del 
asunto relativo a la declaración de la nacionalidad española con valor de 
simple presunción de la interesada, para no admitir a trámite la inscripción 
de nacimiento solicitada.

En el expediente sobre inscripción de nacimiento remitido a este Centro 
en trámite de recurso por virtud del entablado por la promotora contra auto 
dictado por la Magistrada Juez Encargada del Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil Central Dª. F-El G.que 
ostenta la nacionalidad española con valor de simple presunción por 
declaración del Registro Civil de Villena (Alicante) de fecha 30 de enero 
de 2008, e inscripción del Registro Civil Central de 30 de noviembre de 
2009, solicitó su inscripción de nacimiento. Aportaban la siguiente 
documentación: certificación de su inscripción de nacionalidad, documento 
nacional de identidad español y certificado de empadronamiento en 
Madrid desde el 13 de noviembre de 2009.

2.- Con fecha 8 de octubre de 2010 la Encargada dicta providencia 
acordando la incoación de expediente gubernativo. El Ministerio Fiscal 
emite informe en el que se opone a la inscripción de nacimiento porque se 
concedió la nacionalidad española a la promotora sin reunir esta los 
requisitos legales para ello, entendiendo que se ha aplicado de forma 
errónea la legislación al respecto. La Encargada del Registro Civil Central 
dictó auto el 23 de marzo de 2011 denegando la solicitud de inscripción de 
nacimiento por considerar, siguiendo los argumentos del Ministerio Fiscal, 
que la promotora obtuvo la declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción en el Registro Civil de Villena sin reunir los 
requisitos legalmente establecidos, añadiendo que se librara exhorto al 
Registro Civil del domicilio de la promotora para que se inicie expediente 
que concluya con la declaración de que a la misma no le corresponde la 
nacionalidad española.

3.- Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a la interesada, ésta 
interpuso recurso alegando que en su momento se aportó al Registro Civil 
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de Villena la documentación española de sus padres, y que este Registro 
mediante auto ya firme la concedió la nacionalidad española, adjuntando 
copia del citado auto e inscripción de nacimiento de una persona nacida 
en 1976, sin que conste su relación con la recurrente, y declarada 
española con valor de simple presunción el 10 de diciembre de 2009. 

4.- De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que 
interesó su desestimación. La Encargada del Registro Civil Central se 
ratifica en el acuerdo dictado y remitió el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso interpuesto.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 20, 23 y 330 del Código Civil (CC.); 22 y 225 de la 
Ley de Enjuiciamiento Civil (LEC); 15, 16, 23 y 46 de la Ley del Registro 
Civil (LRC); 16, 66, 68, 85 y 226 a 229 del Reglamento del Registro Civil 
(RRC); la Instrucción de 28 de marzo de 2007, de la Dirección General de 
los Registros y del Notariado, sobre competencia de los registros civiles 
municipales y demás reglas relativas a los expedientes de declaración de 
la nacionalidad española con valor de simple presunción; y las 
Resoluciones, entre otras, de 21-3ª de Octubre de 2002; 27-1ª de Enero y 
18-4ª de Marzo de 2003; 8-3ª de Septiembre de 2005; 30-3ª de Octubre 
de 2007; 8-6ª de Abril de 2008.

II.- La promotora, ciudadana española con origen saharaui, nacida en M. 
(Sahara Occidental) el 7 de marzo de 1984, mediante escrito presentado 
ante el Registro Civil Central solicitó la inscripción de nacimiento alegando 
que se declaró su nacionalidad española con valor de simple presunción 
el 30 de enero de 2008. Por auto de 23 de marzo de 2011 la Encargada 
del Registro Civil Central denegó lo solicitado al apreciar que en el auto 
dictado por el Registro Civil de Villena que declaraba la nacionalidad de la 
promotora se había producido una errónea aplicación de la normativa 
vigente en la materia, añadiendo que se procediera a comunicarlo al 
Registro Civil del domicilio de la Sra. M.-F.para que se inicie expediente 
que concluya con la declaración de que a la misma no le corresponde la 
nacionalidad española. Contra este auto se interpuso el recurso ahora 
examinado. 

III.- En relación con la resolución recurrida de 23 de marzo de 2011, la 
calificación en las resoluciones firmes está limitada a la competencia y 
clase del procedimiento seguido, formalidades extrínsecas de los 
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documentos presentados y asientos del propio Registro (cfr.art.27, II, 
LRC). Por esto, la declaración firme en expediente del artículo 96-2º de la 
Ley, adoptada por el Registro Civil competente del domicilio (cfr. art. 335 
RRC), no puede ser calificada volviendo a enjuiciar el fondo del asunto 
por el Encargado del Registro Civil competente para entender de la 
solicitud presentada. 

IV.- Cuestión completamente distinta es que, si la Encargada del Registro 
Civil Central estima improcedente la anotación, pueda poner los hechos 
en conocimiento del Ministerio Fiscal para que, en aras de la debida 
concordancia entre el Registro Civil y la realidad, pueda el mismo promover 
un expediente declarativo con valor de simple presunción en sentido 
contrario. En efecto, en desarrollo de la obligatoria concordancia del 
Registro con la realidad se ha indicado repetidamente por la doctrina de 
este Centro Directivo que, mientras subsista ese interés público de 
concordancia, no juega en el ámbito del Registro Civil el principio de 
autoridad de cosa juzgada, por lo que es posible reiterar un expediente 
sobre cuestión ya decidida si las nuevas actuaciones tienen su fundamento 
en hechos descubiertos posteriormente. Por eso ha de ser posible que, de 
oficio o por iniciativa de las autoridades o de cualquier interesado, y con 
intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de nuevo 
expediente para declarar con valor de presunción que a los nacidos les 
corresponde o no les corresponde la nacionalidad española. La declaración 
recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, habrá de tener acceso 
al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación sobre la 
nacionalidad ya practicada.

V.- Sin perjuicio de lo anterior, en tanto no se haya tramitado un expediente 
de declaración negativo de la nacionalidad española de la promotora, y 
haya recaído resolución en ese sentido, deberá considerarse que el sujeto 
del cual se declaró la nacionalidad ostenta ésta efectivamente, pues ya se 
ha dicho en numerosas resoluciones que la tan citada declaración tendrá 
plenos efectos probatorios en tanto no sea destruida. A consecuencia de 
ello y siempre que se cumplan los requisitos legalmente establecidos, con 
la aportación de la documentación que se estime pertinente, debería 
inscribirse el nacimiento de la interesada. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: estimar parcialmente el recurso 
interpuesto, revocar la resolución apelada y retrotraer las actuaciones 
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para que, previa instrucción del expediente, el Encargado del Registro 
Civil Central dicte nuevo auto pronunciándose sobre el fondo del asunto.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (200ª)
III.8.3  Alcance de la calificación del encargado del Registro Civil. 

Art. 27 LRC

1º.- La competencia del encargado del registro civil donde deba inscribirse 
el nacimiento para calificar una resolución de declaración de nacionalidad 
española con valor de simple presunción dictada por el encargado del 
registro civil del domicilio está limitada por el art. 27 LRC.

2º.- En tales casos, si hay discrepancia con lo resuelto por el órgano 
competente, el ministerio fiscal puede instar la incoación de expediente 
para la cancelación del asiento.

En las actuaciones sobre inscripción de nacimiento y anotación de 
nacionalidad española con valor de simple presunción remitidas a este 
centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado 
contra resolución de la encargada del Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Tudela el 23 de 
julio de 2009, el Sr. M. solicitaba la práctica de su inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Central por haber nacido fuera de España y haber sido 
declarada su nacionalidad española con valor de simple presunción. 
Consta la siguiente documentación: cuestionario de declaración de datos 
para la inscripción y expediente completo tramitado en el Registro Civil de 
Tudela que concluyó con auto de la encargada de 10 de octubre de 2008 
por el que se declaraba la nacionalidad española del solicitante con valor 
de simple presunción.
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2.- Remitido el expediente al Registro Civil Central, el ministerio fiscal 
emitió informe considerando que, si bien la resolución del registro de 
procedencia cumplía las normas de competencia registral, estimaba 
necesario, una vez inscrito lo acordado, iniciar un nuevo expediente para 
declarar que al interesado no le corresponde la nacionalidad española y 
cancelar, en su caso, la anotación practicada. La encargada del registro 
dictó auto el 2 de diciembre de 2010 acordando la suspensión de la 
inscripción solicitada con traslado al ministerio fiscal “a efectos 
cancelarios”. 

3.- Notificada la resolución, el interesado interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado alegando la legalidad, 
en el fondo y en la forma, de la declaración de su nacionalidad española.

4.- De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que 
interesó su desestimación. La encargada del Registro Civil Central remitió 
el expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para 
su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 27 de la Ley del Registro Civil (LRC) y las 
resoluciones, entre otras, 5-1ª y 14 de enero, 28 de abril, 31-2ª de mayo y 
14-4ª de octubre de 1999; 26-1ª de abril de 2001; 10-6ª de septiembre de 
2002; 14-5ª de abril y 11-8ª de noviembre de 2008 y 10-95ª de abril de 
2012. 

II.- Una vez declarada su nacionalidad española con valor de simple 
presunción por la encargada del registro civil del domicilio, el interesado 
solicitó la práctica de su inscripción de nacimiento y la anotación de 
nacionalidad en el Registro Civil Central. Ante la petición del ministerio 
fiscal de incoar un nuevo expediente, una vez practicados los asientos 
correspondientes, para declarar que al interesado no le corresponde la 
nacionalidad española y proceder a continuación a la cancelación de las 
anotaciones, la encargada del registro acordó la suspensión de la 
inscripción y el inicio del procedimiento instado por el ministerio fiscal.

III.- La competencia para decidir en primera instancia el expediente de 
declaración con valor de simple presunción de la nacionalidad española 
corresponde al encargado del registro civil del domicilio (art. 335 RRC), de 
modo que, una vez finalizado dicho expediente, la resolución firme del 
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encargado –que da lugar a una anotación al margen de la inscripción de 
nacimiento (cfr. art. 340 RRC)– ha de ser calificada por el encargado del 
registro civil donde deba inscribirse el nacimiento antes de proceder a la 
práctica de la anotación de nacionalidad. Pero esta calificación se 
encuentra limitada por el artículo 27 LRC a la evaluación de “(…) la 
competencia y clase de procedimiento seguido, formalidades intrínsecas 
de los documentos presentados y asientos del propio Registro”, no 
estando facultado el encargado para volver a enjuiciar el fondo del asunto. 
De manera que debe practicarse la anotación marginal en el Registro Civil 
Central, sin perjuicio, dada la disconformidad del ministerio fiscal con la 
declaración presuntiva de nacionalidad acordada por el registro civil del 
domicilio, de la necesidad de continuar el procedimiento iniciado para 
declarar que al interesado no le corresponde la nacionalidad española y 
proceder, en su caso, a la cancelación de los asientos practicados. Al 
mismo tiempo, deberá anotarse también marginalmente la existencia de 
un procedimiento en curso que puede afectar al contenido del asiento (art. 
38.1º LRC).

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: 

1º. Estimar parcialmente el recurso y practicar anotación soporte de 
nacimiento y anotación de nacionalidad con valor de simple presunción.

2º. Continuar la tramitación del expediente incoado a instancia del 
ministerio fiscal y anotar marginalmente la existencia de un procedimiento 
en curso que puede afectar al contenido del Registro.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.
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III.9  OTRAS CUESTIONES EN EXPEDIENTES 
NACIONALIDAD

III.9.1  EXP.NACIONALIDAD DE MENORES-
AUTORIZACIÓN PREVIA Y OTRAS PECULIARIDADES

Resolución de 31 de Julio de 2014 (12ª)
III.9.1  Opción a la nacionalidad española

No es posible la opción por razón de patria potestad si el interesado, 
cuando se declara la nacionalidad española con valor de simple presunción 
de la madre, era mayor de edad según su estatuto personal.

En las actuaciones sobre opción a la nacionalidad española remitidas a 
este centro en trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado, 
contra auto dictado por la Encargada del Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado el 24 de septiembre de 2009 en el Registro 
Civil Central por ser el competente Don M. nacido en el Sahara el 17 de 
febrero de 1983 solicitaba la opción a la nacionalidad por ser hijo madre 
española de origen. Adjuntaba, entre otros, los siguientes documentos: 
certificado de nacimiento del interesado, permiso de residencia, certificado 
de nacimiento expedido por registro civil español de su madre y certificado 
de empadronamiento.

2.- Ratificado el interesado, el ministerio fiscal emitió informe desfavorable. 
La encargada dictó auto el 14 de octubre de 2011 denegando la solicitud 
del interesado

3.- Notificada la resolución, el interesado presentó recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado.

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste consideró conforme a 
Derecho el auto recurrido. La Encargada del Registro Civil se ratificó en la 
decisión adoptada y remite el expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para la resolución del recurso.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17,18,19,20 ,22 y 26 del Código Civil; 15, 16 ,23, 46, 
64 y 96 de la Ley del Registro Civil;16, 66, 68, 226 a 229, 335, 338, 340 y 
354 y 358 del Reglamento del Registro Civil; la Sentencia del Tribunal 
Supremo de 28 de octubre de 1998; La Ley 40/1975, de 19 de noviembre, 
el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto, y las Resoluciones de 24-1ª de 
noviembre de 2003; 13-2ª, 14-1ª y 15-2ª de julio y 18-4ª de noviembre de 
2004; 15-4ª y 26-2ª de septiembre de 2005; 18-1ª de Junio de 2007; 4-5ª 
de Noviembre de 2008, 29-4ª de Enero de 2009 y las Resoluciones de 22 
de octubre y 3-6ª de noviembre de 2001; 2-3ª de febrero, 14-1ª de marzo, 
23-2ª de julio y 2-2ª de diciembre de 2002; 13-3ª de febrero de 2003; 7-1ª 
de julio y 13-1ª de septiembre de 2004; 20-3ª de enero y 13-1ª de junio de 
2005; 2-2ª, 4-2ª y 17-3ª de julio, 20-2ª de noviembre de 2006; 16-5ª de 
marzo, 16-6ª de mayo, 21-9ª de junio, 8-5ª 21-2ª y 28-5ª de noviembre de 
2007; 21-2ª de enero, 11-4ª de Marzo, 10-2ª de mayo, 6-6ª de junio, 2-4ª 
de julio y 22-4ª de Octubre de 2008; 3-4ª y 25-10ª de Febrero, 4-6ª y 11-4ª 
de marzo y 8-2ª de abril de 2009.

II.- El interesado, nacido el 17 de febrero de 1983, ha intentado su 
inscripción de nacimiento en el Registro Civil español previa opción a la 
nacionalidad española por razón de patria potestad en base al artículo 
20.1.a) del Código Civil, alegando la nacionalidad española de su madre, 
que esta ostenta con valor de simple presunción, por resolución de fecha 
28 de julio de 2007, inscribiéndose la misma el 04 de diciembre de 2007. 
La Encargada del Registro Civil Central mediante auto de 14 de octubre 
de 2011, denegó la solicitud del interesado, por entender que no puede 
optar a la nacionalidad española, ya que no se han cumplido los requisitos 
establecidos por el artículo 20 del Código Civil, al ser el interesado mayor 
de edad en el momento de la declaración de la nacionalidad española por 
su madre.

III.- El recurso interpuesto se entiende planteado contra el auto que 
deniega la adquisición de la nacionalidad española en virtud del artículo 
20.1.a) del Código Civil. La resolución por parte de este Centro debe 
encaminarse únicamente a dilucidar si procede la inscripción de nacimiento 
y opción por patria potestad.

IV.- En este sentido, debe dilucidarse la fecha a partir de la cual la 
declaración de la nacionalidad española de la madre surte efectos. Pues 
bien, no hay duda, y así resulta de la posición unánime de la doctrina, que 
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la inscripción en el Registro Civil es un requisito inexcusable para la 
adquisición sobrevenida o derivativa de la nacionalidad española, 
conforme resulta espacialmente de lo dispuesto en el artículo 330 del 
Código Civil, que configura claramente tal inscripción como constitutiva 
del fenómeno adquisitivo. Este precepto, supone elevar la inscripción 
registral a la categoría de requisito sine qua non de la nueva situación 
jurídica derivada del cambio de estado civil que produce la adquisición de 
la nacionalidad española. Esta misma conclusión se alcanza, ratificando 
la argumentación anterior, a partir de la previsión contenida en el artículo 
23 del Código Civil, que subordina “la validez de la adquisición de la 
nacionalidad española” por opción, carta de naturaleza y residencia, entre 
otros, al requisito de su inscripción en el Registro Civil español. En 
consecuencia, mientras esta inscripción no se practique los interesados 
no han llegado a adquirir válida y eficazmente la nacionalidad española.

V.- En el caso de la declaración de nacionalidad con valor de simple 
presunción de la madre del interesado, sólo se podría entender que la 
eficacia de la inscripción, una vez extendida, se retrotraiga a la fecha del 
acta de declaración de la voluntad de optar o a la de formalización del 
juramento o promesa, por ser éste el momento en el que el adquirente ha 
agotado la actividad fundamental a él exigida, como ha sostenido parte de 
nuestra doctrina científica y también algunos antecedentes de la doctrina 
oficial de este Centro Directivo (retroactividad que este mismo Centro ha 
negado que pueda operar “in peius”, esto es, con efectos perjudiciales o 
limitativos de los derechos del interesado: cfr. resolución de 14-2ª de junio 
de 2005).

VI.- Ciertamente, el párrafo tercero del artículo 64 de la Ley del Registro 
Civil, para los supuestos de declaraciones de conservación o modificación 
de la nacionalidad, tras fijar las reglas determinativas de quién es el 
funcionario competente para recibir y documentar en acta tales 
declaraciones, añade que “se considerará fecha de la inscripción, a partir 
de la cual surten sus efectos tales declaraciones, la del acta que constará 
en dicho asiento”. Pero este precepto no puede entenderse aplicable de 
forma universal para todos los supuestos de adquisiciones sobrevenidas 
o derivativas de la nacionalidad española, sino en relación con aquellas 
en que no medie una “concesión” por parte de la autoridad, esto es, en 
que la voluntad del interesado “declarada” en la forma solemne prevista 
por la legislación del Registro Civil constituye la verdadera causa jurídica 
de la adquisición del status de nacional español. Este planteamiento nos 
lleva a considerar como incluido en el ámbito del párrafo tercero del 
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artículo 64 de la Ley del Registro Civil, sin esfuerzo interpretativo alguno, 
el supuesto de referencia.

VII.- Por lo tanto, ya que los efectos de la declaración con valor de simple 
presunción, en todo caso, no se podrá retrotraer más allá del momento en 
que la declaración de la nacionalidad de la madre se produjo, cuando el 
hijo ya era mayor de edad según su estatuto personal, puesto que cumplió 
los 18 años el 17 de febrero de 2001, hay que concluir que no ha estado 
nunca sujeta a la patria potestad de un español y no es posible la opción 
a dicha nacionalidad por este concepto.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (153ª)
III.9.1  Expedientes en general

Procede la revocación del auto recurrido cuando ha incurrido en vicio de 
incongruencia, por resolver sobre cuestión distinta de la solicitada de 
manera principal.

En las actuaciones sobre inscripción de nacimiento y recuperación de 
nacionalidad española de origen, remitidas a este Centro en trámite de 
recurso por virtud del entablado por el promotor contra auto dictado por la 
Magistrado Juez Encargada del Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Mediante comparecencia en el Registro Civil de Vitoria, el 24 de junio 
de 2009, D. L. de nacionalidad española declarada con valor de simple 
presunción con fecha 22 de marzo de 2007 y Doña M. de nacionalidad 
mauritana, solicitan la inscripción de nacimiento de su hijo M-E. nacido el 
19 de septiembre de 1986. La Encargada del Registro acuerda iniciar 
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expediente y citar al interesado, mayor de edad, para que preste su 
consentimiento. Adjuntaban diversa documentación, permiso de 
residencia permanente del Sr. L. en España como ciudadano argelino, 
nacido en B. el 19 de septiembre de 1986, pasaporte argelino expedido en 
el año 2005, certificado de empadronamiento en V. desde el 21 de febrero 
de 2007, certificado médico, documentación laboral del Sr. L. resolución 
del Registro Civil de Quart de Poblet de 22 de marzo de 2007 que 
declaraba la nacionalidad española con valor de simple presunción del 
padre del interesado, Sr. M. permiso de residencia permanente en España 
de la madre del interesado como ciudadana mauritana, documento 
nacional de identidad español del padre del interesado y, expedidos por 
las autoridades de la denominada República Árabe Saharaui Democrática 
y por la Delegación del Frente Polisario, certificado de su fecha de 
nacimiento y origen saharaui, acta de matrimonio de los padres del 
interesado y certificado de paternidad. 

2.- Con fecha 24 de junio de 2009 comparecen en el Registro Civil de 
Vitoria los solicitantes, ratificándose en su solicitud de inscripción de 
nacimiento de su hijo mayor de edad, y el interesado, Sr. L. que manifiesta 
que consiente el reconocimiento efectuado por sus padres y que su 
voluntad es recuperar la nacionalidad española al amparo del artículo 26 
del Código Civil. Comparecen dos testigos que manifiestan conocer al 
interesado. El Ministerio Fiscal informa favorablemente lo solicitado. La 
Encargada del Registro Civil de Vitoria informa en el mismo sentido 
favorable y remite el expediente al Registro Civil Central para que en su 
caso proceda a la inscripción. 

3.- Con fecha 6 de mayo de 2010 el Registro Civil Central requiere al 
padre del interesado, Sr. M. que con carácter previo debe promover la 
inscripción de su propio nacimiento, ya que en el Registro Civil español 
solo consta una anotación con valor informativo relativa a la declaración 
de su nacionalidad española con valor de simple presunción. Consta que 
con fecha 21 de septiembre de 2010 se lleva a cabo por el Registro Civil 
Central la inscripción de nacimiento del Sr. M.

4.- El Ministerio Fiscal emite informe oponiéndose a lo solicitado porque el 
interesado, Sr. L. era mayor de edad en el momento en que su padre fue 
declarado español con valor de simple presunción. Con fecha 5 de enero 
de 2011 la Encargada del Registro Civil Central dictó auto denegando la 
inscripción de nacimiento y opción a la nacionalidad española del 
interesado porque cuando su padre fue declarado español con valor de 
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simple presunción él era mayor de edad, no habiendo estado por tanto 
bajo la patria potestad de un español, sin perjuicio de que pueda solicitar 
la nacionalidad española por residencia y de que pueda inscribirse su 
nacimiento por afectar al estado civil de un español pero sin prejuzgar la 
nacionalidad española. 

5.-Notificada la resolución, el solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, invocando su derecho a optar a 
la nacionalidad española con base en la Disposición Adicional Séptima de 
la Ley 52/2007 de 26 de diciembre y en el reconocimiento a su padre de 
su nacionalidad española de origen. 

6.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste propone la desestimación 
del recurso. La Encargada del Registro Civil remitió el expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución del 
recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 y 26 del Código Civil (CC.); 218 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil (LEC); 66, 68 y 335 del Reglamento del Registro Civil 
(RRC), y las Resoluciones de 3 de abril y 15-2a de diciembre de 2003; 
24-1a de abril, 17-2a de julio, 11-5a de octubre de 2006; 2-5a y 10-3a de 
enero de 2007; 28-10 de Noviembre de 2008; 27-4a de febrero y 13 de 
Junio de 2009; 1-1 de Febrero de 2010.

II.- Los padres del interesado solicitaron la inscripción de nacimiento de D. 
M-E. mayor de edad y documentado como ciudadano argelino, y 
posteriormente éste en comparecencia ante el Registro Civil de Vitoria 
solicitó la recuperación de su nacionalidad española de origen. La 
Encargada del Registro Civil Central, registro al que fue remitido el 
expediente, mediante Auto de 5 de enero de 2011, denegó la inscripción 
de nacimiento y opción a la nacionalidad española del interesado por no 
haber estado este bajo la patria potestad de un español. Este acuerdo 
constituye el objeto del presente recurso.

III.- Cabe apreciar una incongruencia entre lo solicitado por el interesado 
y lo resuelto por el Registro Civil Central. En la comparecencia del Sr. L. 
consta que se realizó para recuperar la nacionalidad española de origen 
que el promotor entiende era la suya como hijo de ciudadano español de 
origen. El Registro Civil resolvió sobre la base incorrecta de que el 
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interesado había pretendido optar a la nacionalidad española conforme al 
artículo 20 del Código Civil, por haber estado bajo la patria potestad de un 
español. La congruencia supone un ajuste acorde entre la parte dispositiva 
de la resolución y la pretensión del interesado, en tanto que en este caso 
se aprecia la existencia de una clara desviación entre la causa de pedir y 
la resolución recurrida (arts. 16 y 358.2 RRC y 218 LEC), por lo que 
procede la revocación del acuerdo dictado por la Encargada del Registro 
Civil y al propio tiempo, deberían retrotraerse las actuaciones al momento 
oportuno para continuar el procedimiento sobre la base de la solicitud del 
interesado. 

IV.- El recurso, a su vez, prescindiendo de lo solicitado en el expediente 
tramitado, basa su alegación en la posibilidad de aplicación al recurrente 
de lo dispuesto en la Ley 52/2007 para optar a la nacionalidad española, 
con lo que también se presenta una discordancia entre la solicitud inicial y 
la pretensión del recurso, de modo que no es posible su estimación.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: revocar el auto apelado y 
retrotraer las actuaciones al momento oportuno para continuar el 
procedimiento y, en su caso, dictar nuevo auto sobre la base de la solicitud 
del interesado.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.
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III.9.3  CADUCIDAD DE LA CONCESIÓN DE LA 
NACIONALIDAD ESPAÑOLA

Resolución de 09 de Julio de 2014 (18ª)
III.9.3  Caducidad de la concesión de la nacionalidad española

Dictada la resolución de concesión de la nacionalidad española por 
residencia, el plazo, de caducidad, para cumplir los requisitos del artículo 
23 del Código Civil es de seis meses contados desde la notificación de 
dicha resolución (art. 21.4 CC.).

En las actuaciones sobre caducidad de la concesión de nacionalidad por 
residencia remitidas a este centro en trámite de recurso por virtud del 
entablado por la interesada contra auto del encargado del Registro Civil 
de Las Palmas de Gran Canaria.

HECHOS

1.- Tras la solicitud presentada en el Registro Civil de Las Palmas de Gran 
Canaria por la Sra. I., de nacionalidad ecuatoguineana, y una vez 
realizados los trámites necesarios, la Dirección General de los Registros y 
del Notariado (DGRN), con fecha de 17 de enero de 2011, dictó resolución 
de concesión a la interesada de la nacionalidad española por residencia. 

2.- Notificada la resolución, la promotora compareció ante el registro el 7 
de abril de 2011 para prestar juramento o promesa de fidelidad al Rey y 
obediencia a las leyes españolas, no pudiendo sin embargo realizar el 
trámite por tener caducada en ese momento la tarjeta de residencia.

3.- El 31 de octubre de 2011 el ministerio fiscal interesó la declaración de 
caducidad de la concesión, que fue finalmente acordada por el encargado 
del registro mediante auto de 18 de noviembre de 2011 por haber 
transcurrido más de 180 días desde la notificación de la resolución de la 
DGRN.

4.- Notificada la resolución, la interesada presentó recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado alegando que 
compareció ante el registro en su momento pero que no pudo completar 
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los trámites de adquisición porque su tarjeta de residencia estaba 
caducada en ese momento y que no ha podido proceder a su renovación 
hasta el 23 de enero de 2012.

5.- De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que 
interesó su desestimación. El encargado del Registro Civil de Las Palmas 
de Gran Canaria se ratificó en su decisión y remitió el expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución del 
recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 21 del Código Civil (CC.); 224 del Reglamento del 
Registro Civil (RRC); y las resoluciones, entre otras, 27-3ª de marzo, 9-4ª 
de junio y 17-2ª de diciembre de 2008; 9-4ª de junio de 2009; 25-3ª de 
junio de 2010 y 11-3ª de abril de 2011.

II.- Solicita la recurrente la continuación de las actuaciones derivadas de 
la resolución de concesión de la nacionalidad española por residencia que 
se declararon caducadas mediante auto del encargado del registro 
correspondiente porque, habiendo sido correctamente notificada la 
resolución de concesión, la interesada no compareció en el plazo de 180 
días para completar los trámites de adquisición de la nacionalidad. La 
recurrente alega que sí compareció, pero que no pudo realizar el trámite 
de juramento o promesa porque en ese momento tenía la tarjeta de 
residencia caducada y que no pudo renovarla hasta enero de 2012. 

III.- Dispone el apartado 4 del artículo 21 CC. que “Las concesiones por 
carta de naturaleza o por residencia caducan a los ciento ochenta días 
siguientes a su notificación, si en este plazo no comparece el interesado 
ante funcionario competente para cumplir los requisitos del artículo 23”. 
En el mismo sentido se pronuncia el artículo 224 RRC. En este caso 
consta la comparecencia de la interesada ante el registro para completar 
los trámites de adquisición de la nacionalidad por residencia, de donde se 
desprende que había sido correctamente notificada la resolución de 
concesión en la que figuraba claramente el plazo de caducidad de seis 
meses. Sin embargo, no pudo llevarse a cabo el mencionado trámite de 
juramento o promesa porque la compareciente no disponía en aquel 
momento de tarjeta de residencia en vigor. Transcurridos más de seis 
meses desde dicha comparecencia sin que la interesada se presentara de 
nuevo con su documentación en vigor o solicitara, previa justificación, una 
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prórroga, la concesión de la nacionalidad española por residencia ha de 
tenerse por caducada por el transcurso de los 180 días señalados en el 
224 RRC.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la caducidad declarada.

Madrid, 09 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargada del Registro Civil de Las Palmas de Gran Canaria
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IV.1  INSCRIPCION MATRIMONIO RELIGIOSO

IV.1.1  INSCRIPCION MATRIMONIO RELIGIOSO 
CELEBRADO EN ESPAÑA

Resolución de 31 de Julio de 2014 (249ª)
IV.1.1  Matrimonio islámico celebrado en España

Se deniega la inscripción porque hay datos objetivos bastantes para 
deducir la ausencia de consentimiento matrimonial.

En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este 
Centro en trámite de recurso, por virtud del interpuesto por los interesados, 
contra auto del juez encargado del Registro Civil de Ceuta.

HECHOS

1.- Don K. nacido en C. y de nacionalidad española, y Doña S. nacida en 
Marruecos y de nacionalidad marroquí, presentaron en el Registro Civil 
hoja declaratoria de datos a fin de inscribir su matrimonio celebrado en C. 
por el rito coránico el 24 de febrero de 2012. Adjuntan como documentación: 
hoja declaratoria de datos, acta matrimonial expedida por la Comunidad 
Islámica de Estudios Árabes e Islámicos de Ceuta, certificado de 
nacimiento, fe de vida y estado y volante de empadronamiento del 
interesado y copia literal de acta nacimiento, certificado de soltería y 
certificado de residencia de la interesada.
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2.-Ratificados los interesados, comparecen dos testigos que manifiestan 
que les consta de ciencia y por razones de vecindad y trato el hecho a que 
se contrae este expediente y que les consta el hecho del matrimonio 
ocurrido. Se celebran las entrevistas en audiencia reservada con los 
interesados. El Ministerio Fiscal no se opone a la inscripción del 
matrimonio. Con fecha 17 de junio de 2013, el encargado del Registro 
Civil deniega la inscripción del matrimonio.

3.-Notificados los interesados, éstos interponen recurso volviendo a 
solicitar la inscripción del matrimonio.

4.- De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que 
impugna el mismo al considerar que la resolución recurrida es ajustada a 
Derecho. El encargado emitió el preceptivo informe y dispuso la remisión 
del expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado 
para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos; 12 del Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre 
protección de los derechos humanos y de las libertades fundamentales; 
23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre de 1966 de 
derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea 
de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en 
materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; 1, 3 y 7 de la Ley 
26/1992, de 10 de noviembre por la que se aprueba el Acuerdo de 
Cooperación entre el Estado Español y la Comisión Islámica de España; 
la Instrucción de 10 de febrero de 1993, los artículos 10, 14 y 32 de la 
Constitución; 9, 45, 49, 50, 63, 65, 73 y 78 del Código Civil; 23 y 73 de la 
Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 y 354 del Reglamento 
del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de 
enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 2-2ª de diciembre de 
2004; 24-2ª, 25-4ª de enero, 3-3ª, 9-1ª de febrero, 2-1ª, 3-4ª, 17-1ª, 23-4ª 
de marzo, 19-1ª y 20-2ª y 3ª de abril, 19-3ª, 20-1ª y 3ª, 26-2ª de mayo, 
8-4ª, 20-3ª de junio y 19-2ª de julio y 9-3ª de septiembre de 2005; 24-5ª de 
mayo de 2006, 4-4ª de marzo y 11-9ª y 24-6ª de noviembre de 2008 y 9-1ª 
de agosto de 2010.

II.- El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en 
nuestro derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. 
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arts. 45 y 73-1º CC.). Para evitar, en la medida de lo posible, la existencia 
aparente de estos matrimonios y su inscripción en el Registro Civil, esta 
Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de enero de 
1995 y, más recientemente, la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir 
que algunos extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su 
estancia en ella por medio de un matrimonio simulado con ciudadanos 
españoles.

III.- Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios 
fraudulentos lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando 
la importancia que en el expediente previo a la celebración del matrimonio 
tiene el trámite de la audiencia personal, reservada y por separado, de 
cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar cualquier 
obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I CC. y 245 y 247 
RRC), entre ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, 
análogas medidas deben adoptarse cuando se trata de inscribir un 
matrimonio celebrado en España según la forma religiosa de alguna de 
las confesiones que tienen suscrito un Acuerdo de Cooperación con el 
Estado Español legalmente prevista como suficiente por la ley española 
(art. 256-2º RRC). El Encargado debe comprobar si concurren los 
requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del 
matrimonio (cfr. art. 65 CC.) y esta comprobación requiere que por medio 
de la calificación de la certificación expedida y “de las declaraciones 
complementarias oportunas” se llegue a la convicción de que no hay 
dudas “de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española”. Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el 
mismo criterio que, para permitir otras inscripciones sin expediente y en 
virtud de certificación de un Registro extranjero, establecen los artículos 
23, II de la Ley y 85 de su Reglamento. El citado artículo 256 remite al 63 
CC. que, con referencia a los matrimonios celebrados en España en forma 
religiosa, dispone en su párrafo II que “Se denegará la práctica del asiento 
cuando de los documentos presentados o de los asientos del Registro 
conste que el matrimonio no reúne los requisitos que para su validez se 
exigen en este título” y uno de esos requisitos, esencial para la validez del 
matrimonio, es la existencia de consentimiento (cfr. art. 45 y 73.1º CC.).

IV.- Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de 
matrimonios simulados viene siendo propugnada por la doctrina de este 
Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1995, 
debiendo denegarse la inscripción cuando existan hechos objetivos 
comprobados por las declaraciones de los propios interesados y por las 
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demás pruebas presentadas, de los que sea razonable deducir según las 
reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es nulo por 
simulación. 

V.- En este caso se pretende inscribir un matrimonio islámico celebrado 
en España el día 24 de febrero de 2012 entre una ciudadana española, de 
origen marroquí y una nacional marroquí, inscripción que es denegada 
por el encargado, por estimar que el matrimonio no se ha celebrado con 
los fines propios de la institución matrimonial. El auto no suscita cuestión 
acerca de determinadas formalidades y requisitos que derivan del Acuerdo 
de Cooperación del Estado con la Comisión Islámica de España, como la 
acreditación de la pertenencia del Imam autorizante a una de las 
Comunidades Islámicas enunciadas en el artículo 1.1 del Acuerdo de 
Cooperación (cfr. art. 7.1, en relación con el art. 3.1). Respecto al fondo 
del asunto, si los contrayentes deseaban inscribir el matrimonio en el 
Registro Civil español para obtener el pleno reconocimiento de sus efectos 
civiles, deberían haber acreditado previamente su capacidad matrimonial 
mediante certificación expedida por el Registro Civil correspondiente (cfr. 
art. 7.2 del Acuerdo). No constando la obtención en su momento del 
mencionado documento, por el juez encargado se ha procedido a 
comprobar la posterior concurrencia de los requisitos exigidos por el 
Código Civil. En las entrevistas en audiencia reservada se observan 
contradicciones en las respuestas dadas por los interesados así por 
ejemplo discrepan en cuándo se conocieron ya que él dice que en marzo 
de 2010, comenzando la relación en ese mismo momento, sin embargo 
ella dice que fue hace cuatro años y comenzaron la relación en marzo de 
2009; existen discordancias en lo relativo a donde decidieron contraer 
matrimonio ya que ella dice que en casa del hermano de él en Marruecos 
y él dice que hablando entre ellos, el interesado dice que le regaló a ella 
un reloj con motivo de su cumpleaños y ella dice que él no le ha regalado 
nada, tampoco coinciden en los invitados que fueron a la boda, donde 
vivirán ya que ella dice que lo harán en Marruecos aunque provisionalmente 
están viviendo en C. sin embargo él dice que vivirán en C. Discrepan en 
gustos y aficiones, así él dice que a ella le gusta salir y el cine y a él 
también, mientras que ella dice que no tiene aficiones y a él le gusta el 
futbol, ella dice que él no padece enfermedad alguna ni tiene tratamientos 
médicos, sin embargo él dice que es asmático. El interesado desconoce 
la fecha exacta de nacimiento de ella, dice que nació en A. cuando ella 
dice que nació en B-B. también difieren en lo relativo a la ayuda económica 
que se prestan. No aportan pruebas de su relación.
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VI.- De estos hechos es razonable deducir que el matrimonio es nulo por 
simulación. Así lo ha estimado el encargado del Registro Civil de Ceuta 
que, por su inmediación a los hechos, es quien más fácilmente ha podido 
apreciarlos y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, 
obtenida en momentos cronológicamente más próximos a la celebración 
del matrimonio, no quedaría desvirtuada por un expediente posterior, el 
del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe 
prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es 
que se estima que, además de la vía judicial, quedara abierto este camino 
ante la denegación adoptada en la calificación efectuada por la vía del 
artículo 256 del Reglamento.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Ceuta.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (251ª)
IV.1.1  Matrimonio islámico celebrado en España

Se deniega la inscripción porque hay datos objetivos bastantes para 
deducir la ausencia de consentimiento matrimonial.

En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este 
Centro en trámite de recurso, por virtud del interpuesto por los interesados, 
contra auto del juez encargado del Registro Civil de Ceuta.

HECHOS

1.- Don L. nacido en C. y de nacionalidad española, obtenida por residencia 
en 1989 y Doña F. nacida en Marruecos y de nacionalidad marroquí, 
presentaron en el Registro Civil hoja declaratoria de datos a fin de inscribir 
su matrimonio celebrado en C. por el rito coránico el 24 de abril de 2012. 
Adjuntan como documentación: hoja declaratoria de datos, acta 
matrimonial expedida por la Comunidad Islámica Al Bujari de Ceuta, 
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certificado de nacimiento, fe de vida y estado y volante de empadronamiento 
del interesado y copia literal de acta nacimiento, certificado de viudedad y 
certificado de residencia de la interesada.

2.-Ratificados los interesados, comparecen dos testigos que manifiestan 
que les consta de ciencia y por razones de vecindad y trato el hecho a que 
se contrae este expediente y que les consta el hecho del matrimonio 
ocurrido. Se celebran las entrevistas en audiencia reservada con los 
interesados. El Ministerio Fiscal no se opone a la inscripción del 
matrimonio. Con fecha 11 de junio de 2013, el encargado del Registro 
Civil deniega la inscripción del matrimonio.

3.- Notificados los interesados, éstos interponen recurso volviendo a 
solicitar la inscripción del matrimonio.

4.- De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que 
impugna el mismo al considerar que la resolución recurrida es ajustada a 
Derecho. El encargado emitió el preceptivo informe y dispuso la remisión 
del expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado 
para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 
12 del Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de 
los derechos humanos y de las libertades fundamentales; 23 del Pacto 
Internacional de Nueva York de 19 de diciembre de 1966 de derechos 
civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de 
diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de 
lucha contra los matrimonios fraudulentos; 1, 3 y 7 de la Ley 26/1992, de 10 
de noviembre por la que se aprueba el Acuerdo de Cooperación entre el 
Estado Español y la Comisión Islámica de España; la Instrucción de 10 de 
febrero de 1993, los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 9, 45, 49, 50, 
63, 65, 73 y 78 del Código Civil; 23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 
245, 246, 247, 256, 257 y 354 del Reglamento del Registro Civil; las 
Instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de enero de 2006; y las 
Resoluciones, entre otras, de 2-2ª de diciembre de 2004; 24-2ª, 25-4ª de 
enero, 3-3ª, 9-1ª de febrero, 2-1ª, 3-4ª, 17-1ª, 23-4ª de marzo, 19-1ª y 20-2ª 
y 3ª de abril, 19-3ª, 20-1ª y 3ª, 26-2ª de mayo, 8-4ª, 20-3ª de junio y 19-2ª de 
julio y 9-3ª de septiembre de 2005; 24-5ª de mayo de 2006, 4-4ª de marzo y 
11-9ª y 24-6ª de noviembre de 2008 y 9-1ª de agosto de 2010.
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II.- El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en 
nuestro derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. 
arts. 45 y 73-1º CC.). Para evitar, en la medida de lo posible, la existencia 
aparente de estos matrimonios y su inscripción en el Registro Civil, esta 
Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de enero de 
1995 y, más recientemente, la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir 
que algunos extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su 
estancia en ella por medio de un matrimonio simulado con ciudadanos 
españoles.

III.- Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios 
fraudulentos lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando 
la importancia que en el expediente previo a la celebración del matrimonio 
tiene el trámite de la audiencia personal, reservada y por separado, de 
cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar cualquier 
obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I CC. y 245 y 247 
RRC), entre ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, 
análogas medidas deben adoptarse cuando se trata de inscribir un 
matrimonio celebrado en España según la forma religiosa de alguna de 
las confesiones que tienen suscrito un Acuerdo de Cooperación con el 
Estado Español legalmente prevista como suficiente por la ley española 
(art. 256-2º RRC). El Encargado debe comprobar si concurren los 
requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración del 
matrimonio (cfr. art. 65 CC.) y esta comprobación requiere que por medio 
de la calificación de la certificación expedida y “de las declaraciones 
complementarias oportunas” se llegue a la convicción de que no hay 
dudas “de la realidad del hecho y de su legalidad conforme a la ley 
española”. Así lo señala el artículo 256 del Reglamento, siguiendo el 
mismo criterio que, para permitir otras inscripciones sin expediente y en 
virtud de certificación de un Registro extranjero, establecen los artículos 
23, II de la Ley y 85 de su Reglamento. El citado artículo 256 remite al 63 
CC. que, con referencia a los matrimonios celebrados en España en forma 
religiosa, dispone en su párrafo II que “Se denegará la práctica del asiento 
cuando de los documentos presentados o de los asientos del Registro 
conste que el matrimonio no reúne los requisitos que para su validez se 
exigen en este título” y uno de esos requisitos, esencial para la validez del 
matrimonio, es la existencia de consentimiento (cfr. art. 45 y 73.1º CC.).

IV.- Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de 
matrimonios simulados viene siendo propugnada por la doctrina de este 
Centro Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1995, debiendo 
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denegarse la inscripción cuando existan hechos objetivos comprobados por 
las declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas 
presentadas, de los que sea razonable deducir según las reglas del criterio 
humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es nulo por simulación. 

V.- En este caso se pretende inscribir un matrimonio islámico celebrado 
en España el día 24 de abril de 2012 entre un ciudadano español, de 
origen marroquí y una nacional marroquí, inscripción que es denegada 
por el encargado, por estimar que el matrimonio no se ha celebrado con 
los fines propios de la institución matrimonial. El auto no suscita cuestión 
acerca de determinadas formalidades y requisitos que derivan del Acuerdo 
de Cooperación del Estado con la Comisión Islámica de España, como la 
acreditación de la pertenencia del Imam autorizante a una de las 
Comunidades Islámicas enunciadas en el artículo 1.1 del Acuerdo de 
Cooperación (cfr. art. 7.1, en relación con el art. 3.1). 

Respecto al fondo del asunto, si los contrayentes deseaban inscribir el 
matrimonio en el Registro Civil español para obtener el pleno reconocimiento 
de sus efectos civiles, deberían haber acreditado previamente su capacidad 
matrimonial mediante certificación expedida por el Registro Civil 
correspondiente (cfr. art. 7.2 del Acuerdo). No constando la obtención en su 
momento del mencionado documento, por el juez encargado se ha procedido 
a comprobar la posterior concurrencia de los requisitos exigidos por el Código 
Civil. En las entrevistas en audiencia reservada se observan contradicciones 
en las respuestas dadas por los interesados. Según el Encargado del Registro 
Civil Consular de Tetuán, donde se le practicó la audiencia reservada a la 
interesada, ésta manifestó que había vivido ocho años en C. casada con una 
nacional marroquí, éste sin embargo no la reagrupó ya que estaba casado 
con otra nacional marroquí del al cual no tuvo hijos, cuando falleció este 
“primer esposo” la interesada regresó a Marruecos. Desconoce las fechas de 
nacimiento del otro, él dice que ella tiene un hijo de otra relación de once 
años, sin embargo ella declara no tener hijos, dice que él tiene siete hermanos 
mientras que él dice tener dos, declara que es pensionista pero no sabe si 
está enfermo o no. Ella dice que ambos viven en el mismo domicilio en C. 
pero desconoce la dirección, sin embargo el interesado declara que vive en 
C. con dos hermanos la madre y su esposa que “va y viene” porque según él 
cuando está en C. vive con él pero tiene una casa en Marruecos aunque 
desconoce la dirección de la misma. Desconocen gustos, aficiones, si han 
padecido o no enfermedades, etc. No aportan pruebas de su relación.
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VI.- De estos hechos es razonable deducir que el matrimonio es nulo por 
simulación. Así lo ha estimado el encargado del Registro Civil de Ceuta que, 
por su inmediación a los hechos, es quien más fácilmente ha podido 
apreciarlos y formar su convicción respecto de ellos. Esta conclusión, 
obtenida en momentos cronológicamente más próximos a la celebración del 
matrimonio, no quedaría desvirtuada por un expediente posterior, el del 
artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual debe prescindirse por 
razones de economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, 
además de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación 
adoptada en la calificación efectuada por la vía del artículo 256 del 
Reglamento.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Ceuta.

IV.1.2  INSCRIPCION MATRIMONIO RELIGIOSO 
CELEBRADO EN EL EXTRANJERO

Resolución de 02 de Julio de 2014 (36ª)
IV.1.2   Inscripción de matrimonio otorgado en el extranjero

1º.- Cualquier español puede contraer matrimonio en el extranjero “con 
arreglo a la forma establecida por la ley del lugar de celebración “pero, 
aunque la forma sea válida, para poder practicar la inscripción es necesario 
comprobar que han concurrido los requisitos legales de fondo exigidos 
para la validez del vínculo.

2º.- Sin la previa tramitación de expediente registral tendente a expedir el 
certificado de capacidad matrimonial, no es inscribible el matrimonio 
celebrado en Marruecos entre una marroquí y un español, marroquí de 
origen.
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En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este 
Centro en trámite de recurso, por virtud del interpuesto por los interesados, 
mediante representante legal, contra acuerdo del Juez Encargado del 
Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Don A., nacido en M. y de nacionalidad española, obtenida por opción 
en el año 1989, presentó impreso de declaración de datos para la 
inscripción del matrimonio que había celebrado el 28 de septiembre de 
2009 en Marruecos, según la ley local, con Doña L. nacida en Marruecos 
y de nacionalidad marroquí. Acompañaba como documentación 
acreditativa de su pretensión: hoja declaratoria de datos, acta de 
matrimonio local, DNI, certificación de nacimiento, volante de 
empadronamiento del interesado y certificado de nacimiento de la 
interesada.

2.- Ratificados los interesados, el Juez Encargado del Registro Civil 
Central mediante auto de fecha 5 de febrero del 2013 deniega la inscripción 
del matrimonio pretendida ya que el interesado, súbdito español, desde el 
29 de junio del 1989, contrae matrimonio sin embargo como súbdito 
marroquí, al ser considerado como tal por las autoridades marroquíes y 
no reconocer la validez y eficacia de la renuncia a la nacionalidad marroquí 
que realizó en su día el interesado. El interesado no ha aportado el 
certificado de capacidad matrimonial que en estos casos se exige.

3.- Notificada la resolución, los interesados, mediante representante legal, 
interponen recurso ante la Dirección General de los Registros y del 
Notariado volviendo a solicitar la inscripción del matrimonio.

4.- De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que 
impugna el mismo e interesa la confirmación del acuerdo recurrido. El 
Juez Encargado del Registro Civil Central ordenó la remisión del 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado, para 
la resolución del recurso. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 45, 49, 65, 73 y 74 del Código Civil; 23 y 73 de la 
Ley del Registro Civil; 85, 252 y 256 del Reglamento del Registro Civil; el 
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Convenio número 20 de la Comisión Internacional del Estado Civil relativo 
a la expedición de un certificado de capacidad matrimonial, firmado en 
Múnich el 5 de septiembre de 1980 (B. O. E. 16 mayo de 1988); la Orden 
Ministerial de 26 de mayo de 1998, las Instrucciones de 9 de enero de 
1995 y 31 de enero de 2006, y las Resoluciones, entre otras, de 29-2ª de 
mayo de 1999, 17-2ª de septiembre de 2001, 14-1ª de junio y 1-2ª de 
septiembre de 2005, 20-3ª de marzo de 2007, 6-5ª de mayo, 28-6ª de 
octubre y 3-6ª de noviembre de 2008.

II.- Cualquier español puede contraer matrimonio en el extranjero “con 
arreglo a la forma establecida por la ley del lugar de celebración” (cfr. art. 
49-II C. c.) pero, aunque la forma sea válida, para poder practicar la 
inscripción es necesario comprobar que han concurrido los requisitos 
legales de fondo exigidos para la validez del vínculo (cfr. art. 65 C. c.), 
comprobación que puede hacerse mediante la calificación de la 
“certificación expedida por autoridad o funcionario del país de celebración” 
(cfr. art. 256 nº 3 R. R. C.) en las condiciones establecidas por dicho 
precepto reglamentario o, en ausencia de título documental suficiente, a 
través del expediente previsto en el artículo 257 del Reglamento del 
Registro Civil. 

III.- En este caso concreto, en el que se pretende inscribir un matrimonio 
celebrado en Marruecos el 28 de septiembre del 2009 entre una marroquí 
y un ciudadano español de origen marroquí que obtuvo la nacionalidad 
española por opción en el año 1989, renunciando a su anterior nacionalidad 
marroquí, ha sucedido que, al no reconocer las autoridades locales validez 
y eficacia a la renuncia a la nacionalidad de origen, el contrayente español 
se ha casado como marroquí y, en consecuencia, no se le ha exigido el 
certificado de capacidad, obligatorio en los matrimonios mixtos. Pero las 
autoridades españolas no pueden examinar la cuestión del mismo modo 
porque, en estos supuestos de doble nacionalidad de “facto”, de un 
español que ostenta además otra no prevista en nuestras leyes o en los 
tratados internacionales, prevalece en todo caso la nacionalidad española 
(cfr. art. 9 nº 9 C. c.). Por tanto, para el ordenamiento jurídico español, se 
trata de un matrimonio de español celebrado en el extranjero con 
contrayente extranjero y, presupuesta para tal caso la exigibilidad por 
parte de la ley marroquí de un certificado de capacidad matrimonial del 
extranjero, no cabe reconocer como título inscribible la mera certificación 
de la autoridad extranjera, por lo que, prescindiendo de la posible 
extralimitación reglamentaria del artículo 256 nº 3 del Reglamento del 
Registro Civil respecto del artículo 73, párrafo segundo de la Ley, la 
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aplicación de tal precepto tropieza con la excepción reconocida en el 
artículo 252 del propio Reglamento que impone, para los casos en él 
contemplados y en cuyo tipo normativo se subsume el que es objeto del 
presente recurso, la previa tramitación de expediente registral, a fin de 
obtener certeza sobre la capacidad matrimonial del contrayente español. 
Y ello debe mantenerse tanto si se considera que el citado artículo 252 del 
Reglamento constituye una norma material de extensión inversa o ad intra 
para los supuestos internacionales en ella previstos, por efecto de la cual 
se “interiorizan” las normas de los ordenamientos jurídicos extranjeros 
que exigen el certificado de capacidad matrimonial, como si se entiende 
que, partiendo de la condición de español del contrayente, no se han 
observado las exigencias para la celebración del matrimonio de la forma 
prevista por la lex loci. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (254ª)
IV.1.2  Inscripción de matrimonio otorgado en el extranjero

1º.- Cualquier español puede contraer matrimonio en el extranjero “con 
arreglo a la forma establecida por la ley del lugar de celebración “pero, 
aunque la forma sea válida, para poder practicar la inscripción es necesario 
comprobar que han concurrido los requisitos legales de fondo exigidos 
para la validez del vínculo.

2º.- Sin la previa tramitación de expediente registral tendente a expedir el 
certificado de capacidad matrimonial, no es inscribible el matrimonio 
celebrado en Marruecos entre un marroquí y una española, marroquí de 
origen.
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En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este 
Centro en trámite de recurso, por virtud del interpuesto por los interesados, 
contra acuerdo del Juez Encargado del Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Doña K. nacida en Marruecos y de nacionalidad española, obtenida 
por opción en el año 2005, presentó impreso de declaración de datos para 
la inscripción del matrimonio que había celebrado el 8 de agosto de 2006 
en Marruecos, según la ley local, con Don D. nacido en Marruecos y de 
nacionalidad marroquí. Acompañaba como documentación acreditativa 
de su pretensión: hoja declaratoria de datos, acta de matrimonio local, 
DNI, certificación de nacimiento de la interesada y partida literal de 
nacimiento del interesado.

2.- Ratificados los interesados, el Juez Encargado del Registro Civil 
Central mediante auto de fecha 18 de junio del 2013 deniega la inscripción 
del matrimonio pretendida ya que la interesada, súbdita española, desde 
el año 2005, contrae matrimonio sin embargo como súbdita marroquí, al 
ser considerado como tal por las autoridades marroquíes y no reconocer 
la validez y eficacia de la renuncia a la nacionalidad marroquí que realizó 
en su día la interesada. La interesada no ha aportado el certificado de 
capacidad matrimonial que en estos casos se exige.

3.- Notificada la resolución, los interesados interponen recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado volviendo a solicitar la 
inscripción del matrimonio.

4.- De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que 
impugna el mismo e interesa la confirmación del acuerdo recurrido. El 
Juez Encargado del Registro Civil Central ordenó la remisión del 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado, para 
la resolución del recurso. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 45, 49, 65, 73 y 74 del Código Civil; 23 y 73 de la 
Ley del Registro Civil; 85, 252 y 256 del Reglamento del Registro Civil; el 
Convenio número 20 de la Comisión Internacional del Estado Civil relativo 
a la expedición de un certificado de capacidad matrimonial, firmado en 

http://


M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

2230Boletín del Ministerio de Justicia

Matrimonio

Múnich el 5 de septiembre de 1980 (B. O. E. 16 mayo de 1988); la Orden 
Ministerial de 26 de mayo de 1998, las Instrucciones de 9 de enero de 
1995 y 31 de enero de 2006, y las Resoluciones, entre otras, de 29-2ª de 
mayo de 1999, 17-2ª de septiembre de 2001, 14-1ª de junio y 1-2ª de 
septiembre de 2005, 20-3ª de marzo de 2007, 6-5ª de mayo, 28-6ª de 
octubre y 3-6ª de noviembre de 2008.

II.- Cualquier español puede contraer matrimonio en el extranjero “con 
arreglo a la forma establecida por la ley del lugar de celebración” (cfr. art. 
49-II C. c.) pero, aunque la forma sea válida, para poder practicar la 
inscripción es necesario comprobar que han concurrido los requisitos 
legales de fondo exigidos para la validez del vínculo (cfr. art. 65 C. c.), 
comprobación que puede hacerse mediante la calificación de la 
“certificación expedida por autoridad o funcionario del país de celebración” 
(cfr. art. 256 nº 3 R. R. C.) en las condiciones establecidas por dicho 
precepto reglamentario o, en ausencia de título documental suficiente, a 
través del expediente previsto en el artículo 257 del Reglamento del 
Registro Civil. 

III.- En este caso concreto, en el que se pretende inscribir un matrimonio 
celebrado en Marruecos el 8 de agosto del 2006 entre un marroquí y una 
ciudadana española de origen marroquí que obtuvo la nacionalidad 
española por opción en el año 2005, renunciando a su anterior nacionalidad 
marroquí, ha sucedido que, al no reconocer las autoridades locales validez 
y eficacia a la renuncia a la nacionalidad de origen, el contrayente español 
se ha casado como marroquí y, en consecuencia, no se le ha exigido el 
certificado de capacidad, obligatorio en los matrimonios mixtos. Pero las 
autoridades españolas no pueden examinar la cuestión del mismo modo 
porque, en estos supuestos de doble nacionalidad de “facto”, de un 
español que ostenta además otra no prevista en nuestras leyes o en los 
tratados internacionales, prevalece en todo caso la nacionalidad española 
(cfr. art. 9 nº 9 C. c.). Por tanto, para el ordenamiento jurídico español, se 
trata de un matrimonio de español celebrado en el extranjero con 
contrayente extranjero y, presupuesta para tal caso la exigibilidad por 
parte de la ley marroquí de un certificado de capacidad matrimonial del 
extranjero, no cabe reconocer como título inscribible la mera certificación 
de la autoridad extranjera, por lo que, prescindiendo de la posible 
extralimitación reglamentaria del artículo 256 nº 3 del Reglamento del 
Registro Civil respecto del artículo 73, párrafo segundo de la Ley, la 
aplicación de tal precepto tropieza con la excepción reconocida en el 
artículo 252 del propio Reglamento que impone, para los casos en él 
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contemplados y en cuyo tipo normativo se subsume el que es objeto del 
presente recurso, la previa tramitación de expediente registral, a fin de 
obtener certeza sobre la capacidad matrimonial del contrayente español. 
Y ello debe mantenerse tanto si se considera que el citado artículo 252 del 
Reglamento constituye una norma material de extensión inversa o ad intra 
para los supuestos internacionales en ella previstos, por efecto de la cual 
se “interiorizan” las normas de los ordenamientos jurídicos extranjeros 
que exigen el certificado de capacidad matrimonial, como si se entiende 
que, partiendo de la condición de español del contrayente, no se han 
observado las exigencias para la celebración del matrimonio de la forma 
prevista por la lex loci. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (256ª)
IV.1.2  Inscripción de matrimonio otorgado en el extranjero

1º.- Cualquier español puede contraer matrimonio en el extranjero “con 
arreglo a la forma establecida por la ley del lugar de celebración “pero, 
aunque la forma sea válida, para poder practicar la inscripción es necesario 
comprobar que han concurrido los requisitos legales de fondo exigidos 
para la validez del vínculo.

2º.- Sin la previa tramitación de expediente registral tendente a expedir el 
certificado de capacidad matrimonial, no es inscribible el matrimonio 
celebrado en Marruecos entre un marroquí y una española, marroquí de 
origen.

En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este 
Centro en trámite de recurso, por virtud del interpuesto por los interesados, 
contra acuerdo del Juez Encargado del Registro Civil Central.
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HECHOS

1.- Doña R. nacida en Marruecos y de nacionalidad española, obtenida 
por opción en el año 2002, presentó impreso de declaración de datos para 
la inscripción del matrimonio que había celebrado el 3 de agosto de 2010 
en Marruecos, según la ley local, con Don O. nacido en Marruecos y de 
nacionalidad marroquí. Acompañaba como documentación acreditativa 
de su pretensión: hoja declaratoria de datos, acta de matrimonio local, 
DNI, certificación de nacimiento, volante de empadronamiento de la 
interesada y pasaporte del interesado.

2.- Ratificados los interesados, el Juez Encargado del Registro Civil 
Central mediante auto de fecha 19 de junio del 2013 deniega la inscripción 
del matrimonio pretendida ya que la interesada, súbdita española, desde 
el año 2002, contrae matrimonio sin embargo como súbdita marroquí, al 
ser considerado como tal por las autoridades marroquíes y no reconocer 
la validez y eficacia de la renuncia a la nacionalidad marroquí que realizó 
en su día el interesado. La interesada no ha aportado el certificado de 
capacidad matrimonial que en estos casos se exige.

3.- Notificada la resolución, los interesados interponen recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado volviendo a solicitar la 
inscripción del matrimonio.

4.- De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que 
interesa su desestimación y la confirmación de la resolución recurrida. El 
Juez Encargado del Registro Civil Central ordenó la remisión del 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado, para 
la resolución del recurso. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 45, 49, 65, 73 y 74 del Código Civil; 23 y 73 de la 
Ley del Registro Civil; 85, 252 y 256 del Reglamento del Registro Civil; el 
Convenio número 20 de la Comisión Internacional del Estado Civil relativo 
a la expedición de un certificado de capacidad matrimonial, firmado en 
Múnich el 5 de septiembre de 1980 (B. O. E. 16 mayo de 1988); la Orden 
Ministerial de 26 de mayo de 1998, las Instrucciones de 9 de enero de 
1995 y 31 de enero de 2006, y las Resoluciones, entre otras, de 29-2ª de 
mayo de 1999, 17-2ª de septiembre de 2001, 14-1ª de junio y 1-2ª de 
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septiembre de 2005, 20-3ª de marzo de 2007, 6-5ª de mayo, 28-6ª de 
octubre y 3-6ª de noviembre de 2008.

II.- Cualquier español puede contraer matrimonio en el extranjero “con 
arreglo a la forma establecida por la ley del lugar de celebración” (cfr. art. 
49-II C. c.) pero, aunque la forma sea válida, para poder practicar la 
inscripción es necesario comprobar que han concurrido los requisitos 
legales de fondo exigidos para la validez del vínculo (cfr. art. 65 C. c.), 
comprobación que puede hacerse mediante la calificación de la 
“certificación expedida por autoridad o funcionario del país de celebración” 
(cfr. art. 256 nº 3 R. R. C.) en las condiciones establecidas por dicho 
precepto reglamentario o, en ausencia de título documental suficiente, a 
través del expediente previsto en el artículo 257 del Reglamento del 
Registro Civil. 

III.- En este caso concreto, en el que se pretende inscribir un matrimonio 
celebrado en Marruecos el 3 de agosto del 2010 entre un marroquí y una 
ciudadana española de origen marroquí que obtuvo la nacionalidad 
española por opción en el año 2002, renunciando a su anterior nacionalidad 
marroquí, ha sucedido que, al no reconocer las autoridades locales validez 
y eficacia a la renuncia a la nacionalidad de origen, el contrayente español 
se ha casado como marroquí y, en consecuencia, no se le ha exigido el 
certificado de capacidad, obligatorio en los matrimonios mixtos. Pero las 
autoridades españolas no pueden examinar la cuestión del mismo modo 
porque, en estos supuestos de doble nacionalidad de “facto”, de un 
español que ostenta además otra no prevista en nuestras leyes o en los 
tratados internacionales, prevalece en todo caso la nacionalidad española 
(cfr. art. 9 nº 9 C. c.). Por tanto, para el ordenamiento jurídico español, se 
trata de un matrimonio de español celebrado en el extranjero con 
contrayente extranjero y, presupuesta para tal caso la exigibilidad por 
parte de la ley marroquí de un certificado de capacidad matrimonial del 
extranjero, no cabe reconocer como título inscribible la mera certificación 
de la autoridad extranjera, por lo que, prescindiendo de la posible 
extralimitación reglamentaria del artículo 256 nº 3 del Reglamento del 
Registro Civil respecto del artículo 73, párrafo segundo de la Ley, la 
aplicación de tal precepto tropieza con la excepción reconocida en el 
artículo 252 del propio Reglamento que impone, para los casos en él 
contemplados y en cuyo tipo normativo se subsume el que es objeto del 
presente recurso, la previa tramitación de expediente registral, a fin de 
obtener certeza sobre la capacidad matrimonial del contrayente español. 
Y ello debe mantenerse tanto si se considera que el citado artículo 252 del 
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Reglamento constituye una norma material de extensión inversa o ad intra 
para los supuestos internacionales en ella previstos, por efecto de la cual 
se “interiorizan” las normas de los ordenamientos jurídicos extranjeros 
que exigen el certificado de capacidad matrimonial, como si se entiende 
que, partiendo de la condición de español del contrayente, no se han 
observado las exigencias para la celebración del matrimonio de la forma 
prevista por la lex loci. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (258ª)
IV.1.2  Inscripción de matrimonio otorgado en el extranjero

1º.- Cualquier español puede contraer matrimonio en el extranjero “con 
arreglo a la forma establecida por la ley del lugar de celebración “pero, 
aunque la forma sea válida, para poder practicar la inscripción es necesario 
comprobar que han concurrido los requisitos legales de fondo exigidos 
para la validez del vínculo.

2º.- Sin la previa tramitación de expediente registral tendente a expedir el 
certificado de capacidad matrimonial, no es inscribible el matrimonio 
celebrado en Marruecos entre una marroquí y un español, marroquí de 
origen.

En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este 
Centro en trámite de recurso, por virtud del interpuesto por los interesados, 
contra acuerdo del Juez Encargado del Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Don Y. nacido en Marruecos y de nacionalidad española, obtenida por 
opción en el año 2006, presentó impreso de declaración de datos para la 
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inscripción del matrimonio que había celebrado el 3 de enero de 2007 en 
Marruecos, según la ley local, con Doña H. nacida en Marruecos y de 
nacionalidad marroquí. Acompañaba como documentación acreditativa 
de su pretensión: hoja declaratoria de datos, acta de matrimonio local, 
DNI, certificación de nacimiento, volante de empadronamiento del 
interesado y certificación literal de acta de nacimiento de la interesada.

2.- Ratificados los interesados, el Juez Encargado del Registro Civil 
Central mediante auto de fecha 30 de enero del 2013 deniega la inscripción 
del matrimonio pretendida ya que el interesado, súbdito español, desde el 
3 de octubre de 2006, contrae matrimonio sin embargo como súbdito 
marroquí, al ser considerado como tal por las autoridades marroquíes y 
no reconocer la validez y eficacia de la renuncia a la nacionalidad marroquí 
que realizó en su día el interesado. El interesado no ha aportado el 
certificado de capacidad matrimonial que en estos casos se exige.

3.- Notificada la resolución, los interesados interponen recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado volviendo a solicitar la 
inscripción del matrimonio.

4.- De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que 
interesa su desestimación. El Juez Encargado del Registro Civil Central 
ordenó la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros 
y del Notariado, para la resolución del recurso. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 45, 49, 65, 73 y 74 del Código Civil; 23 y 73 de la 
Ley del Registro Civil; 85, 252 y 256 del Reglamento del Registro Civil; el 
Convenio número 20 de la Comisión Internacional del Estado Civil relativo 
a la expedición de un certificado de capacidad matrimonial, firmado en 
Múnich el 5 de septiembre de 1980 (B. O. E. 16 mayo de 1988); la Orden 
Ministerial de 26 de mayo de 1998, las Instrucciones de 9 de enero de 
1995 y 31 de enero de 2006, y las Resoluciones, entre otras, de 29-2ª de 
mayo de 1999, 17-2ª de septiembre de 2001, 14-1ª de junio y 1-2ª de 
septiembre de 2005, 20-3ª de marzo de 2007, 6-5ª de mayo, 28-6ª de 
octubre y 3-6ª de noviembre de 2008.

II.- Cualquier español puede contraer matrimonio en el extranjero “con 
arreglo a la forma establecida por la ley del lugar de celebración” (cfr. art. 
49-II C. c.) pero, aunque la forma sea válida, para poder practicar la 
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inscripción es necesario comprobar que han concurrido los requisitos 
legales de fondo exigidos para la validez del vínculo (cfr. art. 65 C. c.), 
comprobación que puede hacerse mediante la calificación de la 
“certificación expedida por autoridad o funcionario del país de celebración” 
(cfr. art. 256 nº 3 R. R. C.) en las condiciones establecidas por dicho 
precepto reglamentario o, en ausencia de título documental suficiente, a 
través del expediente previsto en el artículo 257 del Reglamento del 
Registro Civil. 

III.- En este caso concreto, en el que se pretende inscribir un matrimonio 
celebrado en Marruecos el 3 de enero del 2007 entre una marroquí y un 
ciudadano español de origen marroquí que obtuvo la nacionalidad 
española por opción en el año 2006, renunciando a su anterior nacionalidad 
marroquí, ha sucedido que, al no reconocer las autoridades locales validez 
y eficacia a la renuncia a la nacionalidad de origen, el contrayente español 
se ha casado como marroquí y, en consecuencia, no se le ha exigido el 
certificado de capacidad, obligatorio en los matrimonios mixtos. Pero las 
autoridades españolas no pueden examinar la cuestión del mismo modo 
porque, en estos supuestos de doble nacionalidad de “facto”, de un 
español que ostenta además otra no prevista en nuestras leyes o en los 
tratados internacionales, prevalece en todo caso la nacionalidad española 
(cfr. art. 9 nº 9 C. c.). Por tanto, para el ordenamiento jurídico español, se 
trata de un matrimonio de español celebrado en el extranjero con 
contrayente extranjero y, presupuesta para tal caso la exigibilidad por 
parte de la ley marroquí de un certificado de capacidad matrimonial del 
extranjero, no cabe reconocer como título inscribible la mera certificación 
de la autoridad extranjera, por lo que, prescindiendo de la posible 
extralimitación reglamentaria del artículo 256 nº 3 del Reglamento del 
Registro Civil respecto del artículo 73, párrafo segundo de la Ley, la 
aplicación de tal precepto tropieza con la excepción reconocida en el 
artículo 252 del propio Reglamento que impone, para los casos en él 
contemplados y en cuyo tipo normativo se subsume el que es objeto del 
presente recurso, la previa tramitación de expediente registral, a fin de 
obtener certeza sobre la capacidad matrimonial del contrayente español. 
Y ello debe mantenerse tanto si se considera que el citado artículo 252 del 
Reglamento constituye una norma material de extensión inversa o ad intra 
para los supuestos internacionales en ella previstos, por efecto de la cual 
se “interiorizan” las normas de los ordenamientos jurídicos extranjeros 
que exigen el certificado de capacidad matrimonial, como si se entiende 
que, partiendo de la condición de español del contrayente, no se han 
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observado las exigencias para la celebración del matrimonio de la forma 
prevista por la lex loci. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (261ª)
IV.1.2  Inscripción de matrimonio otorgado en el extranjero

1º.- Cualquier español puede contraer matrimonio en el extranjero “con 
arreglo a la forma establecida por la ley del lugar de celebración “pero, 
aunque la forma sea válida, para poder practicar la inscripción es necesario 
comprobar que han concurrido los requisitos legales de fondo exigidos 
para la validez del vínculo.

2º.- Sin la previa tramitación de expediente registral tendente a expedir el 
certificado de capacidad matrimonial, no es inscribible el matrimonio 
celebrado en Marruecos entre una marroquí y un español, marroquí de 
origen.

En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este 
Centro en trámite de recurso, por virtud del interpuesto por los interesados, 
contra acuerdo del Juez Encargado del Registro Civil Consular de Nador.

HECHOS

1.- Don D. nacido en Marruecos y de nacionalidad española, obtenida por 
residencia el 5 de noviembre del año 2003, presentó impreso de 
declaración de datos para la inscripción del matrimonio que había 
celebrado el 16 de julio de 2004 en Marruecos, según la ley local, con 
Doña K. nacida en Marruecos y de nacionalidad belga (según 
documentación aportada por la interesada, no acreditada). Acompañaba 
como documentación acreditativa de su pretensión: hoja declaratoria de 
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datos, certificado de nacimiento del interesado y certificado de nacimiento 
de la interesada.

2.- Ratificados los interesados, el Ministerio Fiscal informa 
desfavorablemente. El Juez Encargado del Registro Civil Consular 
mediante auto de fecha 22 de abril del 2013 deniega la inscripción del 
matrimonio pretendida ya que el interesado no ha aportado el certificado 
de capacidad matrimonial exigido.

3.- Notificada la resolución, los interesados interponen recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado volviendo a solicitar la 
inscripción del matrimonio.

4.- De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que 
emite un informe desfavorable. El Juez Encargado del Registro Civil 
Central ordenó la remisión del expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado, para la resolución del recurso con un informe 
desfavorable. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 45, 49, 65, 73 y 74 del Código Civil; 23 y 73 de la 
Ley del Registro Civil; 85, 252 y 256 del Reglamento del Registro Civil; el 
Convenio número 20 de la Comisión Internacional del Estado Civil relativo 
a la expedición de un certificado de capacidad matrimonial, firmado en 
Múnich el 5 de septiembre de 1980 (B. O. E. 16 mayo de 1988); la Orden 
Ministerial de 26 de mayo de 1998, las Instrucciones de 9 de enero de 
1995 y 31 de enero de 2006, y las Resoluciones, entre otras, de 29-2ª de 
mayo de 1999, 17-2ª de septiembre de 2001, 14-1ª de junio y 1-2ª de 
septiembre de 2005, 20-3ª de marzo de 2007, 6-5ª de mayo, 28-6ª de 
octubre y 3-6ª de noviembre de 2008.

II.- Cualquier español puede contraer matrimonio en el extranjero “con 
arreglo a la forma establecida por la ley del lugar de celebración” (cfr. art. 
49-II C. c.) pero, aunque la forma sea válida, para poder practicar la 
inscripción es necesario comprobar que han concurrido los requisitos 
legales de fondo exigidos para la validez del vínculo (cfr. art. 65 C. c.), 
comprobación que puede hacerse mediante la calificación de la 
“certificación expedida por autoridad o funcionario del país de celebración” 
(cfr. art. 256 nº 3 R. R. C.) en las condiciones establecidas por dicho 
precepto reglamentario o, en ausencia de título documental suficiente, a 
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través del expediente previsto en el artículo 257 del Reglamento del 
Registro Civil. 

III.- En este caso concreto, en el que se pretende inscribir un matrimonio 
celebrado en Marruecos el 16 de julio del 2004 entre una marroquí( ella 
dice que es de nacionalidad belga, pero aporta un acta aneja entre adules 
de fecha cinco de agosto de 2011 donde consta que era de nacionalidad 
española) y un ciudadano español de origen marroquí que obtuvo la 
nacionalidad española en el año 2003, renunciando a su anterior 
nacionalidad marroquí, ha sucedido que, al no reconocer las autoridades 
locales validez y eficacia a la renuncia a la nacionalidad de origen, el 
contrayente español se ha casado como marroquí y, en consecuencia, no 
se le ha exigido el certificado de capacidad, obligatorio en los matrimonios 
mixtos. Pero las autoridades españolas no pueden examinar la cuestión 
del mismo modo porque, en estos supuestos de doble nacionalidad de 
“facto”, de un español que ostenta además otra no prevista en nuestras 
leyes o en los tratados internacionales, prevalece en todo caso la 
nacionalidad española (cfr. art. 9 nº 9 C. c.). Por tanto, para el ordenamiento 
jurídico español, se trata de un matrimonio de español celebrado en el 
extranjero con contrayente extranjero y, presupuesta para tal caso la 
exigibilidad por parte de la ley marroquí de un certificado de capacidad 
matrimonial del extranjero, no cabe reconocer como título inscribible la 
mera certificación de la autoridad extranjera, por lo que, prescindiendo de 
la posible extralimitación reglamentaria del artículo 256 nº 3 del 
Reglamento del Registro Civil respecto del artículo 73, párrafo segundo 
de la Ley, la aplicación de tal precepto tropieza con la excepción reconocida 
en el artículo 252 del propio Reglamento que impone, para los casos en él 
contemplados y en cuyo tipo normativo se subsume el que es objeto del 
presente recurso, la previa tramitación de expediente registral, a fin de 
obtener certeza sobre la capacidad matrimonial del contrayente español. 
Y ello debe mantenerse tanto si se considera que el citado artículo 252 del 
Reglamento constituye una norma material de extensión inversa o ad intra 
para los supuestos internacionales en ella previstos, por efecto de la cual 
se “interiorizan” las normas de los ordenamientos jurídicos extranjeros 
que exigen el certificado de capacidad matrimonial, como si se entiende 
que, partiendo de la condición de español del contrayente, no se han 
observado las exigencias para la celebración del matrimonio de la forma 
prevista por la lex loci. 
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Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en Nador.

IV.2  EXPEDIENTE PREVIO PARA LA CELEBRACION DEL 
MATRIMONIO CIVIL

IV.2.1  AUTORIZACION DE MATRIMONIO

Resolución de 02 de Julio de 2014 (37ª)
IV.2.1  Autorización de matrimonio

Se deniega porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia 
de consentimiento matrimonial.

En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio remitido a 
este Centro en trámite de recurso, por virtud del entablado por los 
interesados, contra auto del Juez encargado del Registro Civil de Melilla.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil, Doña D. nacida en B. 
y de nacionalidad española, obtenida por opción en el año 2000 y Don O. 
nacido en Marruecos y de nacionalidad marroquí, iniciaban expediente en 
solicitud de autorización para contraer matrimonio civil. Se acompañaba la 
siguiente documentación: certificado de nacimiento, fe de vida y estado y 
volante de empadronamiento de la interesada y certificación literal de acta 
de nacimiento, certificación de soltería y certificado de residencia del 
interesado.
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2.- Ratificados los interesados, comparecen dos testigos que manifiestan 
que tienen el pleno convencimiento de que el matrimonio proyectado no 
incurre en prohibición legal alguna. Se celebran las entrevistas en 
audiencia reservada. El Ministerio Fiscal informa desfavorablemente. El 
Juez encargado del Registro Civil mediante auto de fecha 19 de junio de 
2013 no autoriza la celebración del matrimonio proyectado.

3.- Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la 
autorización para contraer matrimonio.

4.-Notificado el Ministerio Fiscal, éste impugna el recurso al considerar el 
auto recurrido conforme a Derecho. El Juez encargado ordena la remisión 
del expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado 
para la resolución del recurso. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos; 12 del Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre 
protección de los derechos humanos y de las libertades fundamentales; 
23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre de 1966 de 
derechos civiles y políticos; la resolución del Consejo de la Unión Europea 
de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en 
materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 
y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 del Código Civil; 386 de la 
Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del Reglamento del 
Registro Civil; la Instrucción de 9 de enero de 1995; la Instrucción de 31 
de enero de 2006; y las resoluciones, entre otras, de 30-2ª de diciembre 
de 2005; 31-3ª de mayo, 27-3ª y 4ª de junio, 10-4ª, 13-1ª y 20-3ª de julio, 
1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiembre, 9-1ª, 3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de 
noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 2006; 25-1ª, 3ª y 4ª de enero, 2-1ª 
, 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª y 30-4ª de mayo, 
11-3ª y 4ª, 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 
26-5ª de diciembre de 2007, 24-4ª de abril y 19-2ª de diciembre de 2008.

II.- En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un 
trámite imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de 
cada contrayente, que debe efectuar el Instructor, asistido del Secretario, 
para cerciorarse de la inexistencia del impedimento de ligamen o de 
cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 RRC).
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III.- La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos, 
especialmente en los matrimonios entre español y extranjero, en cuanto 
que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito 
fraudulento de las partes, que no desean en realidad ligarse con el vínculo 
matrimonial, sino aprovecharse de la apariencia matrimonial para obtener 
las ventajas que del matrimonio resultan para el extranjero. Si, a través de 
este trámite o de otros medios, el Encargado llega a la convicción de que 
existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de 
verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º CC.).

IV.- Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación 
son sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas 
directas de ésta, es casi siempre necesario acudir a la prueba de 
presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos hechos 
demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del 
criterio humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. 
art. 386 LEC).

V.- En el caso actual se trata de la solicitud de autorización para contraer 
matrimonio civil en España entre una ciudadana española, de origen 
marroquí y un ciudadano marroquí y de las audiencias reservadas se 
desprenden determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que 
el matrimonio que se pretende celebrar no persigue los fines propios de 
esta institución. Los interesados son primos hermanos. El interesado 
desconoce la dirección de la interesada, dice que lleva en M. desde 2002 
cuando ella declarar llevar ocho años ( la entrevista se realizó en 2013). 
Ella dice que su novio no trabaja asiduamente en sus negocios, que va de 
vez en cuando, sin embargo él dice que no tiene empleados y que cuando 
tiene que ir a hacer algo se queda en la tienda su madre. El interesado 
desconoce a los testigos del expediente y ella desconoce el apellido de 
uno de ellos. La interesada declara e insiste en que se casarán en N. y 
vivirán allí en una casa que tiene, y que su novio trabajará en el negocio 
que regenta, sin embargo él dice que se casarán en N. pero vivirán en M. 
con los padres de ella y que montará una tienda allí y que la casa de N. 
será para los fines de semana. Ella dice que no sabe si irán de viaje de 
novios y él dice que sí. Declaran que él solicitará la nacionalidad española 
porque quieren que sea español cuando tengan hijos y que éstos se 
beneficien de la educación española. No aportan pruebas de su relación.
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Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Melilla.

Resolución de 02 de Julio de 2014 (40ª)
IV.2.1  Autorización de matrimonio

Se deniega porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia 
de consentimiento matrimonial.

En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio remitido a 
este Centro en trámite de recurso, por virtud del entablado por los 
interesados, contra auto del encargado del Registro Civil de Barcelona.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil, Don R. nacido en 
España y de nacionalidad española con valor de simple presunción, 
solicitaba la autorización para contraer matrimonio por poder con Doña N. 
nacida y residente en Marruecos y de nacionalidad marroquí. Se 
acompañaba la siguiente documentación: certificado de nacimiento y 
volante de empadronamiento del interesado y certificado de nacimiento, 
certificado de estado civil y certificado de residencia de la interesada.

2.- Ratificados los interesados, se celebran las entrevistas en audiencia 
reservada. El Ministerio Fiscal emite un informe desfavorable. El 
encargado del Registro Civil mediante auto de fecha 19 de febrero de 
2013 no autoriza la celebración del matrimonio.

3.- Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la 
autorización para contraer matrimonio.
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4.-Notificado el Ministerio Fiscal, éste interesa la desestimación del recurso 
interpuesto y la confirmación del auto apelado. El encargado del Registro 
Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para la resolución del recurso, con un informe 
desfavorable.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos; 12 del Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre 
protección de los derechos humanos y de las libertades fundamentales; 
23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre de 1966 de 
derechos civiles y políticos; la resolución del Consejo de la Unión Europea 
de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en 
materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 
y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 del Código Civil; 386 de la 
Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del Reglamento del 
Registro Civil; la Instrucción de 9 de enero de 1995; la Instrucción de 31 
de enero de 2006; y las resoluciones, entre otras, de 30-2ª de diciembre 
de 2005; 31-3ª de mayo, 27-3ª y 4ª de junio, 10-4ª, 13-1ª y 20-3ª de julio, 
1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiembre, 9-1ª, 3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de 
noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 2006; 25-1ª, 3ª y 4ª de enero, 2-1ª 
, 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª y 30-4ª de mayo, 
11-3ª y 4ª, 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 
26-5ª de diciembre de 2007, 24-4ª de abril y 19-2ª de diciembre de 2008.

II.- En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un 
trámite imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de 
cada contrayente, que debe efectuar el Instructor, asistido del Secretario, 
para cerciorarse de la inexistencia del impedimento de ligamen o de 
cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 RRC).

III.- La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos, 
especialmente en los matrimonios entre español y extranjero, en cuanto 
que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito 
fraudulento de las partes, que no desean en realidad ligarse con el vínculo 
matrimonial, sino aprovecharse de la apariencia matrimonial para obtener 
las ventajas que del matrimonio resultan para el extranjero. Si, a través de 
este trámite o de otros medios, el Encargado llega a la convicción de que 
existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de 
verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º CC.).
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IV.- Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de 
ésta, es casi siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es 
decir, deducir de un hecho o de unos hechos demostrados, mediante un 
enlace preciso y directo según las reglas del criterio humano, la ausencia de 
consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC).

V.- En el caso actual se trata de la solicitud de autorización para contraer 
matrimonio civil por poder entre un ciudadano español, de origen marroquí 
y una ciudadana marroquí, residente en Marruecos y de las audiencias 
reservadas se desprenden determinados hechos objetivos de los que cabe 
deducir que el matrimonio que se pretende celebrar no persigue los fines 
propios de esta institución. Discrepan en cómo y cuándo se conocieron ya 
que ella dice que se conocen desde pequeños porque él es nieto de su tía 
e iniciaron la relación hace cinco años, sin embargo él declara que se 
conocieron en verano de 2009 a través de la madre de él que es familia de 
ella. La interesada desconoce la fecha y el lugar de nacimiento del 
interesado, el nombre y apellidos de su padre y el nombre de su madre 
(aunque según dicen son familia), también desconoce los estudios del 
interesado, su domicilio en España y con quien vive, ya que dice que vive 
con su madre cuando él declara que vive además de con su madre con su 
padrastro y su abuela. Manifiesta la interesada que el interesado no trabaja 
y que cobra una paga por estar en paro, sin embargo el interesado cobra 
una paga de 357 euros por padecer esquizofrenia (ella desconoce que él 
sufre esa enfermedad al declarar que no padece enfermedad grave y no 
sigue ningún tratamiento). También existen discrepancias en lo relativo a la 
forma y frecuencia de la comunicación, ya que él dice que se ven cada 
verano y que el resto del tiempo se comunican por teléfono una o dos veces 
al mes, sin embargo ella dice que él va a Marruecos tres meses cada 
verano, un mes en invierno y que se comunican por teléfono cuatro veces 
por semana. Existen discordancias en lo relativo a los regalos que se han 
hecho ya que ella dice que él le ha regalado un reloj, mientras que él dice 
que le ha regalado ropa. No aportan pruebas de su relación.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Barcelona.
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Resolución de 02 de Julio de 2014 (73ª)
IV.2.1  Autorización de matrimonio

Se deniega porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia 
de consentimiento matrimonial.

En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio remitido a 
este Centro en trámite de recurso, por virtud del entablado por los 
interesados, contra auto del Juez encargado del Registro Civil de Palma 
de Mallorca.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil, Doña S. nacida en España 
y de nacionalidad española y Don L. nacido en Senegal y de nacionalidad 
senegalesa, iniciaban expediente en solicitud de autorización para contraer 
matrimonio civil. Se acompañaba la siguiente documentación: certificado de 
nacimiento, declaración jurada de estado civil y volante de empadronamiento 
de la interesada y extracto de registro de acta de nacimiento, certificado de 
celibato y volante de empadronamiento del interesado.

2.- Ratificados los interesados, comparecen dos testigos que manifiestan 
que tienen el pleno convencimiento de que el matrimonio proyectado no 
incurre en prohibición legal alguna. Se celebran las entrevistas en 
audiencia reservada. El Ministerio Fiscal informa desfavorablemente. El 
Juez encargado del Registro Civil mediante auto de fecha 19 de junio de 
2013 no autoriza la celebración del matrimonio proyectado.

3.- Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la 
autorización para contraer matrimonio.

4.-Notificado el Ministerio Fiscal, éste informa que procede la confirmación 
de la resolución recurrida. El Juez encargado ordena la remisión del 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para la 
resolución del recurso. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos; 12 del Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre 
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protección de los derechos humanos y de las libertades fundamentales; 
23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre de 1966 de 
derechos civiles y políticos; la resolución del Consejo de la Unión Europea 
de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en 
materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 
y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 del Código Civil; 386 de la 
Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del Reglamento del 
Registro Civil; la Instrucción de 9 de enero de 1995; la Instrucción de 31 
de enero de 2006; y las resoluciones, entre otras, de 30-2ª de diciembre 
de 2005; 31-3ª de mayo, 27-3ª y 4ª de junio, 10-4ª, 13-1ª y 20-3ª de julio, 
1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiembre, 9-1ª, 3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de 
noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 2006; 25-1ª, 3ª y 4ª de enero, 2-1ª 
, 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª y 30-4ª de mayo, 
11-3ª y 4ª, 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 
26-5ª de diciembre de 2007, 24-4ª de abril y 19-2ª de diciembre de 2008.

II.- En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un 
trámite imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de 
cada contrayente, que debe efectuar el Instructor, asistido del Secretario, 
para cerciorarse de la inexistencia del impedimento de ligamen o de 
cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 RRC).

III.- La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos, 
especialmente en los matrimonios entre español y extranjero, en cuanto 
que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito 
fraudulento de las partes, que no desean en realidad ligarse con el vínculo 
matrimonial, sino aprovecharse de la apariencia matrimonial para obtener 
las ventajas que del matrimonio resultan para el extranjero. Si, a través de 
este trámite o de otros medios, el Encargado llega a la convicción de que 
existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de 
verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º CC.).

IV.- Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas de 
ésta, es casi siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es 
decir, deducir de un hecho o de unos hechos demostrados, mediante un 
enlace preciso y directo según las reglas del criterio humano, la ausencia de 
consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC).

V.- En el caso actual se trata de la solicitud de autorización para contraer 
matrimonio civil en España entre una ciudadana española y un ciudadano 
senegalés y de las audiencias reservadas se desprenden determinados 
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hechos objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio que se pretende 
celebrar no persigue los fines propios de esta institución. No tienen idioma 
común, la interesada no habla francés ni wolof, y el interesado no habla 
español, como se pudo comprobar en las audiencias reservadas, en este 
sentido uno de los motivos que la resolución arriba citada del Consejo de la 
Unión Europea señala como factor que permite presumir la existencia de un 
matrimonio de complacencia es el hecho de que los contrayentes no tengan 
idioma común y eso es, precisamente, lo que sucede en este caso. Existen 
discordancias en lo relativo al momento de conocerse ya que según el 
interesado fue en la discoteca B-M. donde estaba la interesada con sus 
hermanas (sólo las vio ese día), sin embargo ella dice que sólo estaba con 
su hermana K. y con una amiga pero no con su hermana pequeña. Declaran 
que llevan saliendo año y medio pero no saben decir cuando se conocieron, 
día concreto, etc. El interesado desconoce la edad y el nombre de las 
hermanas de ella, ya que dice que tiene dos llamadas K. y T. de 24 y 27 
años cuando en realidad se llaman K. y S. de 23 y 14 años. El interesado no 
conoce a nadie de la familia de la interesada a pesar de que ésta vive con 
sus hijos, hermanas, sobrinos y madre en la misma casa (al respecto ella 
dice que “ su gente no está acostumbrada a que esté con uno de estos” 
refiriéndose a que por ser negro no quieren conocerle). La interesada 
declara que cuando se casen ella pasará el día en casa de su madre, con 
los niños y su familia y sólo irá a dormir a casa del interesado, y más 
adelante cuando consigan un piso se irán a vivir juntos. La interesada 
desconoce cómo se llaman los compañeros de piso del interesado, cómo 
es su casa, describiéndola de manera completamente diferente a él, 
tampoco sabe dónde viven los hermanos del interesado, uno de ellos vive 
en S. mientras que ella dice que vive en B. ella dice que le vio junto con su 
mujer y su hijo aunque no recuerda nombres, sin embargo él dice que vio a 
su hermano solo sin su mujer añadiendo que no tiene hijos. Discrepan en 
gustos y aficiones así el interesado declara ser del R-M. y le gusta la música, 
ella dice que desconoce las aficiones del interesado y de que equipo de 
futbol es, ella dice que le gusta bailar y él dice que la playa y hablar con los 
niños. No aportan pruebas fehacientes de su relación.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Palma de Mallorca.
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Resolución de 02 de Julio de 2014 (75ª)
IV.2.1  Autorización de matrimonio

Se deniega porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia 
de consentimiento matrimonial.

En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio remitido a este 
Centro en trámite de recurso, por virtud del entablado por los interesados, 
contra auto del Juez encargado del Registro Civil de Salamanca.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil, Doña E. nacida en 
España y de nacionalidad española y Don J. nacido en Ghana y de 
nacionalidad ghanesa, iniciaban expediente en solicitud de autorización 
para contraer matrimonio civil. Se acompañaba la siguiente documentación: 
certificado de nacimiento, declaración jurada de estado civil y volante de 
empadronamiento de la interesada y certificado de nacimiento, certificado 
de soltería y volante de empadronamiento del interesado.

2.- Ratificados los interesados, comparece un testigo que manifiesta que 
tiene el pleno convencimiento de que el matrimonio proyectado no incurre 
en prohibición legal alguna. Se celebran las entrevistas en audiencia 
reservada. El Ministerio Fiscal informa desfavorablemente. El Juez 
encargado del Registro Civil mediante auto de fecha 5 de agosto de 2013 
no autoriza la celebración del matrimonio proyectado.

3.- Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la 
autorización para contraer matrimonio.

4.-Notificado el Ministerio Fiscal, éste se opone a la petición de los promotores. 
El Juez encargado ordena la remisión del expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos; 12 del Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre 
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protección de los derechos humanos y de las libertades fundamentales; 
23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre de 1966 de 
derechos civiles y políticos; la resolución del Consejo de la Unión Europea 
de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en 
materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 
y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 del Código Civil; 386 de la 
Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del Reglamento del 
Registro Civil; la Instrucción de 9 de enero de 1995; la Instrucción de 31 
de enero de 2006; y las resoluciones, entre otras, de 30-2ª de diciembre 
de 2005; 31-3ª de mayo, 27-3ª y 4ª de junio, 10-4ª, 13-1ª y 20-3ª de julio, 
1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiembre, 9-1ª, 3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de 
noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 2006; 25-1ª, 3ª y 4ª de enero, 2-1ª 
, 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª y 30-4ª de mayo, 
11-3ª y 4ª, 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 
26-5ª de diciembre de 2007, 24-4ª de abril y 19-2ª de diciembre de 2008.

II.- En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un 
trámite imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de 
cada contrayente, que debe efectuar el Instructor, asistido del Secretario, 
para cerciorarse de la inexistencia del impedimento de ligamen o de 
cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 RRC).

III.- La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos, 
especialmente en los matrimonios entre español y extranjero, en cuanto 
que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito 
fraudulento de las partes, que no desean en realidad ligarse con el vínculo 
matrimonial, sino aprovecharse de la apariencia matrimonial para obtener 
las ventajas que del matrimonio resultan para el extranjero. Si, a través de 
este trámite o de otros medios, el Encargado llega a la convicción de que 
existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de 
verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º CC.).

IV.- Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación 
son sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas 
directas de ésta, es casi siempre necesario acudir a la prueba de 
presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos hechos 
demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del 
criterio humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. 
art. 386 LEC).
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V.- En el caso actual se trata de la solicitud de autorización para contraer 
matrimonio civil en España entre una ciudadana española y un ciudadano 
ghanés y de las audiencias reservadas se desprenden determinados 
hechos objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio que se 
pretende celebrar no persigue los fines propios de esta institución. La 
interesada declara que la profesión de él es camionero mientras que él 
dice que es jardinero. Existen discordancias en lo relativo a la celebración 
del cumpleaños del interesado ya que él declara que es el 24 de agosto y 
que lo celebraron haciendo una fiesta en casa con muchos amigos y el 
cumpleaños de ella es el 7 de julio y no lo han celebrado, sin embargo ella 
declara que el cumpleaños de él no lo han celebrado y el de ella lo 
celebraron comiendo en casa de sus padres y luego fueron a la piscina de 
C. A pesar de manifestar el interesado que vivió en casa de los padres de 
la interesada durante tres meses, éste declara desconocer el color de las 
cortinas de la habitación de ella, dando una distribución de la casa algo 
diferente de la que da ella, relata la interesada que del piso de la C-R. 
donde vivió el interesado, éste pasó a vivir a otro piso alquilado. Ella 
declara que no tienen amigos y que no suelen salir, los fines de semana 
dice que salen a dar un paseo con D. y su novia S. sin embargo el 
interesado afirma que salen a veces con dos amigos A e I. Ella dice que 
cuando salen suelen tomar un helado y él dice que toman cola-cao o 
Coca-Cola. No aportan pruebas de su relación.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Salamanca.
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Resolución de 02 de Julio de 2014 (76ª)
IV.2.1  Autorización de matrimonio

Se deniega la autorización porque hay datos objetivos bastantes para 
deducir la ausencia de consentimiento matrimonial.

En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio remitido a 
este Centro en trámite de recurso, por virtud del entablado por los 
interesados contra auto del Juez encargado del Registro Civil de Santa Fe.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil, Don S. nacido en 
España y de nacionalidad española y Doña I. nacida en Rumanía y de 
nacionalidad rumana, iniciaban expediente de autorización para contraer 
matrimonio civil en España. Se acompañaba la siguiente documentación: 
certificado de nacimiento, fe de vida y estado y volante de empadronamiento 
del interesado y pasaporte, certificado de nacimiento, certificado de 
capacidad matrimonial y sentencia de divorcio de la interesada.

2.- Ratificados los interesados, se publica Edicto, se celebran las 
entrevistas en audiencia reservada. El Ministerio Fiscal informa 
favorablemente. El Juez encargado del Registro Civil mediante auto de 
fecha 16 de junio del 2013 no autoriza la celebración del matrimonio 
proyectado.

3.- Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, solicitando que se autorice la 
celebración del matrimonio pretendido.

4.-Notificado el Ministerio Fiscal, éste impugna el recurso interpuesto e 
interesa la confirmación de la resolución recurrida. El Juez encargado 
ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros 
y del Notariado para la resolución del recurso, con un informe desfavorable.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos; 12 del Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre 
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protección de los derechos humanos y de las libertades fundamentales; 
23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre de 1966 de 
derechos civiles y políticos; la resolución del Consejo de la Unión Europea 
de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en 
materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 
y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 del Código Civil; 386 de la 
Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del Reglamento del 
Registro Civil; la Instrucción de 9 de enero de 1995; la Instrucción de 31 
de enero de 2006; y las resoluciones, entre otras, de 30-2ª de diciembre 
de 2005; 31-3ª de mayo, 27-3ª y 4ª de junio, 10-4ª, 13-1ª y 20-3ª de julio, 
1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiembre, 9-1ª, 3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de 
noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 2006; 25-1ª, 3ª y 4ª de enero, 2-1ª 
, 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª y 30-4ª de mayo, 
11-3ª y 4ª, 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 
26-5ª de diciembre de 2007, 24-4ª de abril y 19-2ª de diciembre de 2008.

II.- En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un 
trámite imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de 
cada contrayente, que debe efectuar el Instructor, asistido del Secretario, 
para cerciorarse de la inexistencia del impedimento de ligamen o de 
cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 RRC).

III.- La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos, 
especialmente en los matrimonios entre español y extranjero, en cuanto 
que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito 
fraudulento de las partes, que no desean en realidad ligarse con el vínculo 
matrimonial, sino aprovecharse de la apariencia matrimonial para obtener 
las ventajas que del matrimonio resultan para el extranjero. Si, a través de 
este trámite o de otros medios, el Encargado llega a la convicción de que 
existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de 
verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º CC.).

IV.- Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación 
son sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas 
directas de ésta, es casi siempre necesario acudir a la prueba de 
presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos hechos 
demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del 
criterio humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. 
art. 386 LEC).
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V.- En el caso actual se trata de la solicitud de autorización para contraer 
matrimonio civil entre un ciudadano español y una ciudadana rumana y de 
las audiencias reservadas se desprenden determinados hechos objetivos 
de los que cabe deducir que el matrimonio que se pretende celebrar no 
persigue los fines propios de esta institución. Discrepan en cuando 
comenzaron la relación ya que ella dice que en 2010(tres años) mientras 
que él dice que hace dos años, el interesado dice que conviven desde el 
7 de febrero y ella dice que desde el 11 de febrero; el interesado desconoce 
el lugar de nacimiento de ella así como la fecha del mismo, diciendo que 
tiene 37 años. Ella declara que él tiene una hermana que es viuda (su 
cuñado J. está fallecido, se aporta el certificado de defunción), sin 
embargo él dice que su cuñado J. es pintor y está a punto de jubilarse. El 
interesado desconoce cómo se llama la hija mayor de ella declarando que 
vive en Rumanía con los abuelos cuando ella dice que vive con su padre, 
y de la hija pequeña dice que vive con ellos pero desconoce lo que estudia. 
Él dice que trabaja en el ayuntamiento de ayudante y que gana 950 euros 
y ella gana 600 euros, sin embargo ella declara que gana 645 euros y que 
él había trabajado en el ayuntamiento y que gana alrededor de mil y pico 
euros. Por otro lado, el interesado es 34 años mayor que ella.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Santa Fe (Granada).

Resolución de 02 de Julio de 2014 (77ª)
IV.2.1  Autorización de matrimonio

Se deniega porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia 
de consentimiento matrimonial.

En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio remitido a 
este Centro en trámite de recurso, por virtud del entablado por los 
interesados, contra auto del encargado del Registro Civil de Villarcayo.
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HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil, Doña D. nacida en 
España y de nacionalidad española solicitaba la autorización para contraer 
matrimonio con Don B. nacido y domiciliado en Marruecos y de 
nacionalidad marroquí. Se acompañaba la siguiente documentación: 
certificado de nacimiento, fe de vida y estado y volante de empadronamiento 
de la interesada y copia literal de acta de nacimiento, fe de soltería y 
certificado de residencia del interesado.

2.- Ratificados los interesados, comparece un testigo que manifiesta que 
tiene el pleno convencimiento de que el matrimonio proyectado no incurre 
en prohibición legal alguna. Se celebran las entrevistas en audiencia 
reservada. El Ministerio Fiscal emite un informe desfavorable. El 
encargado del Registro Civil mediante auto de fecha 1 de julio de 2013 no 
autoriza la celebración del matrimonio.

3.- Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la 
autorización para contraer matrimonio.

4.-Notificado el Ministerio Fiscal, éste interesa la desestimación del 
recurso y la confirmación de la resolución impugnada. El encargado del 
Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de 
los Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos; 12 del Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre 
protección de los derechos humanos y de las libertades fundamentales; 
23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre de 1966 de 
derechos civiles y políticos; la resolución del Consejo de la Unión Europea 
de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en 
materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 
y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 del Código Civil; 386 de la 
Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del Reglamento del 
Registro Civil; la Instrucción de 9 de enero de 1995; la Instrucción de 31 
de enero de 2006; y las resoluciones, entre otras, de 30-2ª de diciembre 
de 2005; 31-3ª de mayo, 27-3ª y 4ª de junio, 10-4ª, 13-1ª y 20-3ª de julio, 
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1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiembre, 9-1ª, 3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de 
noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 2006; 25-1ª, 3ª y 4ª de enero, 2-1ª 
, 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª y 30-4ª de mayo, 
11-3ª y 4ª, 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 
26-5ª de diciembre de 2007, 24-4ª de abril y 19-2ª de diciembre de 2008.

II.- En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un 
trámite imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de 
cada contrayente, que debe efectuar el Instructor, asistido del Secretario, 
para cerciorarse de la inexistencia del impedimento de ligamen o de 
cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 RRC).

III.- La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos, 
especialmente en los matrimonios entre español y extranjero, en cuanto 
que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito 
fraudulento de las partes, que no desean en realidad ligarse con el vínculo 
matrimonial, sino aprovecharse de la apariencia matrimonial para obtener 
las ventajas que del matrimonio resultan para el extranjero. Si, a través de 
este trámite o de otros medios, el Encargado llega a la convicción de que 
existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de 
verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º CC.).

IV.- Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación 
son sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas 
directas de ésta, es casi siempre necesario acudir a la prueba de 
presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos hechos 
demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del 
criterio humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. 
art. 386 LEC).

V.- En el caso actual se trata de la solicitud de autorización para contraer 
matrimonio civil entre una ciudadana española y un ciudadano marroquí y 
de las audiencias reservadas se desprenden determinados hechos 
objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio que se pretende 
celebrar no persigue los fines propios de esta institución. El interesado no 
habla español, dice que se comunica en francés con la interesada, siendo 
incierto pues no entendía las preguntas que le hacían en ese idioma, 
practicándose la audiencia reservada en el Consulado de España en 
Nador, mediante intérprete de árabe, en este sentido uno de los motivos 
que la resolución arriba citada del Consejo de la Unión Europea señala 
como factor que permite presumir la existencia de un matrimonio de 
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complacencia es el hecho de que los contrayentes no tengan idioma 
común y eso es, precisamente, lo que sucede en este caso. Se conocieron 
a través de un hermano de él que conoce a la interesada. La interesada 
desconoce los estudios de él ya que dice que estudió hasta los 23 años 
desconociendo el qué, mientras que él dice que ha estudiado hasta cuarto 
de primaria, dice que él tiene diez hermanos, no da los nombres y él dice 
que tiene nueve. Ella declara que la comunicación es diaria, mientras que 
él dice que se hablan cada diez días y a veces una vez al mes. La 
interesada sólo ha viajado a Marruecos una vez permaneciendo según 
ella un mes y según él quince días. No aportan pruebas fehacientes de su 
relación.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Villarcayo (Burgos).

Resolución de 02 de Julio de 2014 (78ª)
IV.2.1  Autorización de matrimonio

Se deniega porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia 
de consentimiento matrimonial.

En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio remitido a 
este Centro en trámite de recurso, por virtud del entablado por los 
interesados, contra auto del encargado del Registro Civil de Arcos de la 
Frontera.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil, Don M-J. nacido en 
España y de nacionalidad española solicitaba la autorización para contraer 
matrimonio con Doña D. nacida y domiciliada en Marruecos y de 
nacionalidad marroquí. Se acompañaba la siguiente documentación: 
certificado de nacimiento, certificado de matrimonio con inscripción 
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marginal de divorcio del interesado y certificación literal de acta de 
nacimiento, certificado administrativo de soltería y certificado de residencia 
de la interesada.

2.- Ratificados los interesados, comparece un testigo que manifiesta que 
tiene el pleno convencimiento de que el matrimonio proyectado no incurre 
en prohibición legal alguna. Se celebran las entrevistas en audiencia 
reservada. El Ministerio Fiscal emite un informe desfavorable. El 
encargado del Registro Civil mediante auto de fecha 15 de julio de 2013 
no autoriza la celebración del matrimonio.

3.- Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la 
autorización para contraer matrimonio.

4.-Notificado el Ministerio Fiscal, éste se ratifica en su anterior informe. El 
encargado del Registro Civil ordena la remisión del expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución del 
recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos; 12 del Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre 
protección de los derechos humanos y de las libertades fundamentales; 
23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre de 1966 de 
derechos civiles y políticos; la resolución del Consejo de la Unión Europea 
de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en 
materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 
y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 del Código Civil; 386 de la 
Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del Reglamento del 
Registro Civil; la Instrucción de 9 de enero de 1995; la Instrucción de 31 
de enero de 2006; y las resoluciones, entre otras, de 30-2ª de diciembre 
de 2005; 31-3ª de mayo, 27-3ª y 4ª de junio, 10-4ª, 13-1ª y 20-3ª de julio, 
1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiembre, 9-1ª, 3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de 
noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 2006; 25-1ª, 3ª y 4ª de enero, 2-1ª 
, 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª y 30-4ª de mayo, 
11-3ª y 4ª, 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 
26-5ª de diciembre de 2007, 24-4ª de abril y 19-2ª de diciembre de 2008.
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II.- En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un 
trámite imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de 
cada contrayente, que debe efectuar el Instructor, asistido del Secretario, 
para cerciorarse de la inexistencia del impedimento de ligamen o de 
cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 RRC).

III.-La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos, 
especialmente en los matrimonios entre español y extranjero, en cuanto 
que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito 
fraudulento de las partes, que no desean en realidad ligarse con el vínculo 
matrimonial, sino aprovecharse de la apariencia matrimonial para obtener 
las ventajas que del matrimonio resultan para el extranjero. Si, a través de 
este trámite o de otros medios, el Encargado llega a la convicción de que 
existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de 
verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º CC.).

IV.- Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación 
son sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas 
directas de ésta, es casi siempre necesario acudir a la prueba de 
presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos hechos 
demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del 
criterio humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. 
art. 386 LEC).

V.- En el caso actual se trata de la solicitud de autorización para contraer 
matrimonio civil entre un ciudadano español y una ciudadana marroquí y 
de las audiencias reservadas se desprenden determinados hechos 
objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio que se pretende 
celebrar no persigue los fines propios de esta institución. La interesada no 
habla español, a pesar de declarar que se comunica con el promotor en 
este idioma, también declara hablar francés, siendo incierto pues no 
entendía las preguntas que le hacían en ese idioma, practicándose la 
audiencia reservada en el Consulado de España en Casablanca, mediante 
intérprete de árabe, en este sentido uno de los motivos que la resolución 
arriba citada del Consejo de la Unión Europea señala como factor que 
permite presumir la existencia de un matrimonio de complacencia es el 
hecho de que los contrayentes no tengan idioma común y eso es, 
precisamente, lo que sucede en este caso. Se conocieron a través de una 
amiga de ella española, llamada B. la promotora le preguntó si conocía a 
alguien para casarse y ella le dijo que sí, declara que se vieron 
personalmente por primera vez en junio de 2012 y ya entonces decidieron 
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casarse, afirma que él ha estado en Marruecos tres veces, sin embargo él 
dice que ha estado dos veces, dice que él tiene un hijo de siete años 
cuando tiene 16 años, declara que el promotor no tiene hermanos cuando 
tiene cinco, desconoce la fecha de nacimiento, el teléfono, la profesión 
(dice que trabaja en mantenimiento cuando es jardinero). El interesado 
tampoco sabe la fecha de nacimiento de ella, los nombres y las edades de 
algunos de sus hermanos, etc. El padre y un hermano de la interesada 
residen entre Francia y España. Por otro lado el interesado es 22 años 
mayor que ella.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Arcos de la Frontera.

Resolución de 02 de Julio de 2014 (79ª)
IV.2.1  Autorización de matrimonio

Se deniega porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia 
de consentimiento matrimonial.

En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio remitido a 
este Centro en trámite de recurso, por virtud del entablado por los 
interesados, contra auto del Juez encargado del Registro Civil de 
Almazora.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil, Don M. nacido en 
España y de nacionalidad española y Doña Mª-J. nacida en Brasil y de 
nacionalidad brasileña, iniciaban expediente en solicitud de autorización 
para contraer matrimonio civil. Se acompañaba la siguiente documentación: 
certificado de nacimiento, certificado de matrimonio y certificado de 
defunción de la primera esposa del interesado y certificado de nacimiento, 
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certificado negativo de matrimonio, declaración jurada de estado civil y 
volante de empadronamiento de la interesada.

2.- Ratificados los interesados, comparecen dos testigos que manifiestan 
que no están de acuerdo con este matrimonio dado que es de conveniencia. 
Se celebran las entrevistas en audiencia reservada. El Ministerio Fiscal 
informa desfavorablemente. El Juez encargado del Registro Civil mediante 
auto de fecha 26 de junio de 2013 no autoriza la celebración del matrimonio 
proyectado.

3.- Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la 
autorización para contraer matrimonio, manifiestan los interesados que 
han contraído matrimonio civil en Brasil el 19 de abril de 2013.

4.-Notificado el Ministerio Fiscal, éste interesa la confirmación del acuerdo 
recurrido. El Juez encargado ordena la remisión del expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución del 
recurso. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos; 12 del Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre 
protección de los derechos humanos y de las libertades fundamentales; 
23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre de 1966 de 
derechos civiles y políticos; la resolución del Consejo de la Unión Europea 
de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en 
materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 
y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 del Código Civil; 386 de la 
Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del Reglamento del 
Registro Civil; la Instrucción de 9 de enero de 1995; la Instrucción de 31 
de enero de 2006; y las resoluciones, entre otras, de 30-2ª de diciembre 
de 2005; 31-3ª de mayo, 27-3ª y 4ª de junio, 10-4ª, 13-1ª y 20-3ª de julio, 
1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiembre, 9-1ª, 3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de 
noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 2006; 25-1ª, 3ª y 4ª de enero, 2-1ª 
, 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª y 30-4ª de mayo, 
11-3ª y 4ª, 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 
26-5ª de diciembre de 2007, 24-4ª de abril y 19-2ª de diciembre de 2008.
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II.- En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un 
trámite imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de 
cada contrayente, que debe efectuar el Instructor, asistido del Secretario, 
para cerciorarse de la inexistencia del impedimento de ligamen o de 
cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 RRC).

III.- La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos, 
especialmente en los matrimonios entre español y extranjero, en cuanto 
que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito 
fraudulento de las partes, que no desean en realidad ligarse con el vínculo 
matrimonial, sino aprovecharse de la apariencia matrimonial para obtener 
las ventajas que del matrimonio resultan para el extranjero. Si, a través de 
este trámite o de otros medios, el Encargado llega a la convicción de que 
existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de 
verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º CC.).

IV.- Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación 
son sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas 
directas de ésta, es casi siempre necesario acudir a la prueba de 
presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos hechos 
demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del 
criterio humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. 
art. 386 LEC).

V.- En el caso actual se trata de la solicitud de autorización para contraer 
matrimonio civil en España entre un ciudadano español y una ciudadana 
brasileña y de las audiencias reservadas se desprenden determinados 
hechos objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio que se 
pretende celebrar no persigue los fines propios de esta institución. El 
interesado declara que hace diez u once meses que la conoce y le pidió 
matrimonio porque estaba solo, la interesada dice que empezaron la 
relación en agosto de 2012 pero hace tres años que le conoce. Ella 
desconoce los nombres de los padres del interesando alegando que están 
fallecidos, no conoce a los hermanos del interesado; por su parte, el 
interesado también desconoce los nombres de los padres de ella 
declarando que “piensan que están fallecidos”, dice que ella tiene un 
hermano llamado J. otro M. y una hermana llamada E. el resto de los 
hermanos no sabe cómo se llaman porque hablan portugués y no los 
comprendía bien. Es interesante la declaración que hacen las testigos del 
expediente, hijas del interesado manifestando que no están de acuerdo 
con este matrimonio, porque es un matrimonio de conveniencia por parte 
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de la promotora, que no se hacen responsables de las consecuencias que 
puedan derivar de este matrimonio para su padre, que si se casan la 
interesada ha llegado a decir que después del matrimonio cada uno hará 
su vida e irán cada uno por su lado. Los interesados aportan un certificado 
de matrimonio civil celebrado en Brasil, que no ha sido inscrito en el 
Registro Civil Español.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Almazora (Castellón):

Resolución de 02 de Julio de 2014 (80ª)
IV.2.1  Autorización de matrimonio

Se deniega porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia 
de consentimiento matrimonial.

En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio remitido a 
este Centro en trámite de recurso, por virtud del entablado por los 
interesados, contra auto del Juez encargado del Registro Civil de 
Cerdanyola del Vallés.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil, Doña M-N. nacida en 
Perú y de nacionalidad española, obtenida por residencia en el año 2010 
y Don Ó-M. nacido en Perú y de nacionalidad peruana, iniciaban 
expediente en solicitud de autorización para contraer matrimonio civil. Se 
acompañaba la siguiente documentación: permiso de residencia, 
certificado de nacimiento, certificado de matrimonio con inscripción 
marginal de divorcio y volante de empadronamiento del interesado y 
certificado de nacimiento, fe de vida y estado y volante de empadronamiento 
de la interesada.
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2.- Ratificados los interesados, comparecen dos testigos que manifiestan 
que tienen el pleno convencimiento de que el matrimonio proyectado no 
incurre en prohibición legal alguna. Se celebran las entrevistas en 
audiencia reservada. El Ministerio Fiscal informa desfavorablemente. El 
Juez encargado del Registro Civil mediante auto de fecha 6 de febrero de 
2013 no autoriza la celebración del matrimonio proyectado.

3.- Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la 
autorización para contraer matrimonio.

4.-Notificado el Ministerio Fiscal, éste se opone al recurso interpuesto 
interesando la confirmación de la resolución recurrida. El Juez encargado 
ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros 
y del Notariado para la resolución del recurso. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos; 12 del Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre 
protección de los derechos humanos y de las libertades fundamentales; 
23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre de 1966 de 
derechos civiles y políticos; la resolución del Consejo de la Unión Europea 
de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en 
materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 
y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 del Código Civil; 386 de la 
Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del Reglamento del 
Registro Civil; la Instrucción de 9 de enero de 1995; la Instrucción de 31 
de enero de 2006; y las resoluciones, entre otras, de 30-2ª de diciembre 
de 2005; 31-3ª de mayo, 27-3ª y 4ª de junio, 10-4ª, 13-1ª y 20-3ª de julio, 
1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiembre, 9-1ª, 3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de 
noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 2006; 25-1ª, 3ª y 4ª de enero, 2-1ª 
, 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª y 30-4ª de mayo, 
11-3ª y 4ª, 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 
26-5ª de diciembre de 2007, 24-4ª de abril y 19-2ª de diciembre de 2008.

II.- En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un 
trámite imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de 
cada contrayente, que debe efectuar el Instructor, asistido del Secretario, 
para cerciorarse de la inexistencia del impedimento de ligamen o de 
cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 RRC).
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III.- La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos, 
especialmente en los matrimonios entre español y extranjero, en cuanto 
que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito 
fraudulento de las partes, que no desean en realidad ligarse con el vínculo 
matrimonial, sino aprovecharse de la apariencia matrimonial para obtener 
las ventajas que del matrimonio resultan para el extranjero. Si, a través de 
este trámite o de otros medios, el Encargado llega a la convicción de que 
existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de 
verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º CC.).

IV.- Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación 
son sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas 
directas de ésta, es casi siempre necesario acudir a la prueba de 
presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos hechos 
demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del 
criterio humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. 
art. 386 LEC).

V.- En el caso actual se trata de la solicitud de autorización para contraer 
matrimonio civil en España entre una ciudadana española, de origen 
peruano y un ciudadano peruano y de las audiencias reservadas se 
desprenden determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que 
el matrimonio que se pretende celebrar no persigue los fines propios de 
esta institución. Discrepan en cuando y como reiniciaron su relación ya 
que ella dice que se volvieron a encontrar hace tres años e iniciaron la 
relación de pareja enseguida en cuanto se pusieron otra vez en contacto, 
sin embargo él dice que cuando él llegó a España fueron pareja durante 
tres años y lo dejaron, y hace tres años ella viajó a L. e intentó localizarle 
a través de su hermana y cuando ella volvió a España él fue a M. a verla 
y fue cuando iniciaron su relación. El interesado desconoce la edad de 
ella ya que dice que tiene 52 años mientras que ella dice tener 49, el 
interesado desconoce el nombre de la madre de ella ya que dice que se 
llama L. cuando es G. tampoco sabe el número y los nombres de los 
hermanos de ella, el interesado dice que a ella le han operado de pecho, 
sin embargo ella declara no haber tenido operación alguna. Desconocen 
los ingresos que tiene el otro, existen discordancias en lo relativo a la 
proposición del matrimonio ya que ella dice que fue en M. él le dijo de irse 
a vivir juntos y ella dijo que se tenían que casar, sin embargo él dice que 
fue por teléfono y la idea fue de ella. Discrepan en donde vivirán después 
del matrimonio ya que ella dice que en R. y él dice que en M. y también 
difieren en los regalos que él le ha hecho a ella declarando el interesado 
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que le ha regalado unos botines mientras que ella dice que él le ha 
regalado dos collares y unos pendientes con piedras. No presentan 
pruebas fehacientes de su relación.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez encargado del Registro Civil de Cerdanyola del Valle.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (253ª)
IV.2.1  Autorización de matrimonio

Se deniega porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia 
de consentimiento matrimonial.

En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio remitido a 
este Centro en trámite de recurso, por virtud del entablado por los 
interesados, contra auto del encargado del Registro Civil de Oviedo.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil, Don D. nacido en 
Senegal y de nacionalidad española, obtenida por residencia en el año 
2006, solicitaba la autorización para contraer matrimonio con Doña A. 
nacida y residente en Senegal y de nacionalidad senegalesa. Se 
acompañaba la siguiente documentación: certificado de nacimiento, 
extracto de registro de acta de matrimonio y certificado de divorcio y 
volante de empadronamiento del interesado y pasaporte, extracto del 
registro de acta de nacimiento de la interesada.

2.- Ratificados los interesados, comparecen dos testigos que manifiestan 
que tienen el pleno convencimiento de que el matrimonio proyectado no 
incurre en prohibición legal alguna. Se celebran las entrevistas en 
audiencia reservada. El Ministerio Fiscal emite un informe desfavorable. 
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El encargado del Registro Civil mediante auto de fecha 5 de agosto de 
2013 no autoriza la celebración del matrimonio.

3.- Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la 
autorización para contraer matrimonio.

4.-Notificado el Ministerio Fiscal, éste impugna el recurso interpuesto por 
estimar que la resolución recurrida ajustada a Derecho. El encargado del 
Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de 
los Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos; 12 del Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre 
protección de los derechos humanos y de las libertades fundamentales; 
23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre de 1966 de 
derechos civiles y políticos; la resolución del Consejo de la Unión Europea 
de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en 
materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 
y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 del Código Civil; 386 de la 
Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del Reglamento del 
Registro Civil; la Instrucción de 9 de enero de 1995; la Instrucción de 31 
de enero de 2006; y las resoluciones, entre otras, de 30-2ª de diciembre 
de 2005; 31-3ª de mayo, 27-3ª y 4ª de junio, 10-4ª, 13-1ª y 20-3ª de julio, 
1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiembre, 9-1ª, 3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de 
noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 2006; 25-1ª, 3ª y 4ª de enero, 2-1ª 
, 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª y 30-4ª de mayo, 
11-3ª y 4ª, 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 
26-5ª de diciembre de 2007, 24-4ª de abril y 19-2ª de diciembre de 2008.

II.- En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un 
trámite imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de 
cada contrayente, que debe efectuar el Instructor, asistido del Secretario, 
para cerciorarse de la inexistencia del impedimento de ligamen o de 
cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 RRC).

III.- La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos, 
especialmente en los matrimonios entre español y extranjero, en cuanto 
que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito 
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fraudulento de las partes, que no desean en realidad ligarse con el vínculo 
matrimonial, sino aprovecharse de la apariencia matrimonial para obtener 
las ventajas que del matrimonio resultan para el extranjero. Si, a través de 
este trámite o de otros medios, el Encargado llega a la convicción de que 
existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de 
verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º CC.).

IV.- Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación 
son sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas 
directas de ésta, es casi siempre necesario acudir a la prueba de 
presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos hechos 
demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del 
criterio humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. 
art. 386 LEC).

V.- En el caso actual se trata de la solicitud de autorización para contraer 
matrimonio civil entre un ciudadano español, de origen senegalés y una 
ciudadana senegalesa y de las audiencias reservadas se desprenden 
determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio 
que se pretende celebrar no persigue los fines propios de esta institución. 
Discrepan en cómo se conocieron ya que ella declara que fue en 2004 en la 
calle en D. cuando el interesado le preguntó dónde estaba la estación de 
autobuses, sin embargo él indica que la conoció en D. en la casa de ella 
donde él había ido porque conoce a un hermano de ella. Ella manifiesta que 
el interesado viaja a Senegal dos o tres meses cada año, se queda uno o 
dos días para verla a ella y después se va solo a T. La interesada desconoce 
que el interesado es divorciado manifestando que es soltero y que espera 
que sea su primer matrimonio lo mismo que para ella. Ella desconoce la 
fecha exacta de nacimiento de él, su dirección en España, si tiene hijos de 
otras relaciones, donde y en que trabaja, si tiene hermanos, sus costumbres 
y la cultura, etc. El interesado declara que ella conoce a su familia, sin 
embargo ella dice que no la conoce. Discrepan en gustos, aficiones, gustos 
culinarios, etc. Por otro lado el interesado es 31 años mayor que él.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Oviedo.
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (255ª)
IV.2.1  Autorización de matrimonio

Se deniega porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia 
de consentimiento matrimonial.

En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio remitido a 
este Centro en trámite de recurso, por virtud del entablado por los 
interesados, contra auto del encargado del Registro Civil de Ceuta.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil, Don J. nacido en 
España y de nacionalidad española y Doña F. nacida en Marruecos y de 
nacionalidad marroquí, solicitaban la autorización para contraer 
matrimonio. Se acompañaba la siguiente documentación: certificado de 
nacimiento, certificado de matrimonio y certificado de defunción de la 
primera esposa del interesado y pasaporte, copia literal de acta de 
nacimiento y certificado de soltería de la interesada.

2.- Ratificados los interesados, se celebran las entrevistas en audiencia 
reservada. El Ministerio Fiscal emite un informe desfavorable. El 
encargado del Registro Civil mediante auto de fecha 5 de junio de 2013 no 
autoriza la celebración del matrimonio.

3.- Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la 
autorización para contraer matrimonio.

4.-Notificado el Ministerio Fiscal, éste impugna el recurso interpuesto por 
considerar la resolución recurrida ajustada a Derecho. El encargado del 
Registro Civil ordena la remisión del expediente a la Dirección General de 
los Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos; 12 del Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre 
protección de los derechos humanos y de las libertades fundamentales; 
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23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre de 1966 de 
derechos civiles y políticos; la resolución del Consejo de la Unión Europea 
de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en 
materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 
y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 del Código Civil; 386 de la 
Ley de Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del Reglamento del 
Registro Civil; la Instrucción de 9 de enero de 1995; la Instrucción de 31 
de enero de 2006; y las resoluciones, entre otras, de 30-2ª de diciembre 
de 2005; 31-3ª de mayo, 27-3ª y 4ª de junio, 10-4ª, 13-1ª y 20-3ª de julio, 
1-4ª, 7-3ª y 9-2ª de septiembre, 9-1ª, 3ª y 5ª de octubre, 14-2ª, 5ª y 6ª de 
noviembre y 13-4ª y 5ª de diciembre de 2006; 25-1ª, 3ª y 4ª de enero, 2-1ª 
, 22-2ª, 27-3ª y 28-4ª de febrero, 30-5ª de abril, 28-6ª y 30-4ª de mayo, 
11-3ª y 4ª, 12-3ª de septiembre, 29-4ª y 6ª de noviembre, 14-1ª y 4ª y 
26-5ª de diciembre de 2007, 24-4ª de abril y 19-2ª de diciembre de 2008.

II.- En el expediente previo para la celebración del matrimonio es un 
trámite imprescindible la audiencia personal, reservada y por separado de 
cada contrayente, que debe efectuar el Instructor, asistido del Secretario, 
para cerciorarse de la inexistencia del impedimento de ligamen o de 
cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 246 RRC).

III.- La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos, 
especialmente en los matrimonios entre español y extranjero, en cuanto 
que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero propósito 
fraudulento de las partes, que no desean en realidad ligarse con el vínculo 
matrimonial, sino aprovecharse de la apariencia matrimonial para obtener 
las ventajas que del matrimonio resultan para el extranjero. Si, a través de 
este trámite o de otros medios, el Encargado llega a la convicción de que 
existe simulación, no debe autorizar un matrimonio nulo por falta de 
verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º CC.).

IV.- Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación 
son sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas 
directas de ésta, es casi siempre necesario acudir a la prueba de 
presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos hechos 
demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del 
criterio humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. 
art. 386 LEC).

V.- En el caso actual se trata de la solicitud de autorización para contraer 
matrimonio civil entre un ciudadano español y una ciudadana marroquí y 
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de las audiencias reservadas se desprenden determinados hechos 
objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio que se pretende 
celebrar no persigue los fines propios de esta institución. Discrepan en 
cuando se conocieron ya que ella dice que en 2010(hace tres años) y él 
dice que hace cuatro años, difieren en cuándo iniciaron su relación 
sentimental pues ella dice que seis meses después de conocerse, 
mientras que él dice que a la semana de conocerse, tampoco coinciden 
en cuándo decidieron contraer matrimonio ya que ella dice que desde el 
mismo momento de conocerse (en 2010) mientras que él dice que hace 
año y medio. El interesado declara no tener hermanos porque fallecieron 
sin embargo ella dice que él tiene seis hermanos dando nombres, él 
declara que ella tiene cuatro hermanos cuando son cinco, y no coinciden 
algunos nombres. Ella se limita a decir que él es jubilado pero no dice que 
profesión desempeñó, desconoce sus estudios. Ella declara que él vive 
con dos de sus hijos, sin embargo él dice que vive con un hijo; él por su 
parte dice que la casa donde vive ella es de su propiedad y de sus 
hermanos, sin embargo ella dice que es propiedad de su padre. El 
interesado desconoce las aficiones de ella al manifestar que practica 
gimnasia cuando es footing, y que le gusta el deporte en general cuando 
ella dice que le gusta cocinar. Es de destacar el escrito aportado por los 
seis hijos del interesado referido al matrimonio que pretende contraer el 
promotor. Por otro lado el interesado es 33 años mayor que la interesada. 
No aportan prueba alguna de su relación.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Ceuta.
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IV.2.2  EXPEDICION DE CERTIFICADO DE 
CAPACIDAD MATRIMONIAL

Resolución de 02 de Julio de 2014 (41ª)
IV.2.2  Capacidad matrimonial

Se deniega la expedición del certificado de capacidad matrimonial porque 
hay datos bastantes para deducir la ausencia de consentimiento 
matrimonial.

En el expediente sobre expedición de certificado de capacidad matrimonial 
remitido a este Centro en trámite de recurso, por virtud del entablado por 
los interesados, contra auto del Juez Encargado del Registro Civil de 
Algeciras.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil, Doña M. nacida en 
España y de nacionalidad española, solicitaba la expedición del certificado 
de capacidad matrimonial para contraer matrimonio en Marruecos con 
Don M. nacido y domiciliado en Marruecos y de nacionalidad marroquí. Se 
acompañaba la siguiente documentación: certificado de nacimiento y 
volante de empadronamiento de la interesada y copia literal de acta de 
nacimiento, certificado de soltería y certificado de residencia del 
interesado.

2.- Ratificados los interesados, comparecen dos testigos que manifiestan 
que tienen el pleno convencimiento de que el matrimonio proyectado no 
incurre en prohibición legal alguna. Se celebra el preceptivo trámite de 
audiencia reservada con los interesados. El Ministerio Fiscal se opone a 
lo solicitado. El Juez Encargado del Registro Civil dictó auto en fecha 24 
de julio de 2013 no autorizando la expedición del certificado de capacidad 
matrimonial.

3.- Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, solicitando la expedición del 
certificado de capacidad matrimonial.
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4.-Notificado el Ministerio Fiscal de la interposición del recurso, éste 
impugna el mismo por considerar ajustada a Derecho la resolución 
recurrida. El Juez Encargado da traslado del recurso a la Dirección 
General de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos; 12 del Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950, sobre 
protección de los derechos humanos y de las libertades fundamentales; 
23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre de 1966 de 
derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea 
de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en 
materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos 10, 14 y 32 de la 
Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 73 y 74 del Código Civil; 386 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil; 238, 245, 246, 247 y 358 del Reglamento del Registro 
Civil; la Instrucción de 9 de enero de 1995; la Instrucción de 31 de enero 
de 2006; y las resoluciones, entre otras, 4-2ª de septiembre de 2004; 3-3ª 
de marzo, 26-4ª de octubre, 3-5ª de noviembre de 2005; 26-5ª de mayo, 
13-4ª y 26-4ª de junio, 18-2ª y 3ª y 25-2ª de diciembre de 2006; 26-4ª de 
enero, 9-5ª de febrero, 30-3ª de abril, 10-6ª y 29-4ª de mayo y 22-6ª de 
junio de 2007; 24-3ª de enero, 25-6ª de abril, 17-4ª y 7ª de julio y 1-4ª y 5ª 
de septiembre de 2008; 6-5ª de febrero, 31-6ª de marzo, 8-1ª de mayo y 
2-6ª de junio de 2009.

II.- Cuando un español desea contraer matrimonio en el extranjero con 
arreglo a la forma establecida por la ley del lugar de celebración y esta ley 
exige la presentación de un certificado de capacidad matrimonial (cfr. art. 
252 RRC), el expediente previo para la celebración del matrimonio ha de 
instruirse conforme a las reglas generales (cfr. Instrucción de 9 de Enero 
de 1995, norma 5ª), siendo, pues, trámite imprescindible la audiencia 
personal, reservada y por separado de cada contrayente, que debe 
efectuar el instructor para cerciorarse de la inexistencia del impedimento 
de ligamen o de cualquier otro obstáculo legal para la celebración (cfr. art. 
246 RRC).

III.- La importancia del trámite de audiencia ha aumentado en los últimos 
tiempos en cuanto que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero 
propósito de las partes, que no desean en realidad ligarse con el vínculo 
matrimonial sino aprovecharse de la apariencia matrimonial para obtener 
las ventajas que del matrimonio resulta para el extranjero. Si, a través de 
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este trámite o de otros medios, el Encargado llega a la convicción de que 
existe simulación, no debe autorizar, ni contribuir, como en este caso, a la 
autorización de un matrimonio nulo por falta de verdadero consentimiento 
matrimonial (cfr. arts. 45 y 73-1º CC.).

IV.- Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación 
son sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas 
directas de ésta, es casi siempre necesario acudir a la prueba de 
presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos hechos 
demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del 
criterio humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. 
art. 386 LEC).

V.- En el caso actual se trata de autorizar la expedición de un certificado 
de capacidad matrimonial para la celebración de un matrimonio en 
Marruecos, entre una ciudadana española y un ciudadano marroquí, y de 
las audiencias reservadas se desprenden determinados hechos objetivos 
de los que cabe deducir que el matrimonio que se pretende celebrar no 
persigue los fines propios de esta institución. La interesada no da con 
exactitud la fecha de nacimiento del interesado ya que dice que nació en 
1989 cuando fue en 1988. Discrepan en el tiempo que llevan juntos ya 
que él dice que seis años y ella dice que cuatro años; el interesado dice 
que pidió la mano de ella en T. y ella dice que fue en B. el interesado dice 
que los padres de ella viven en A. y ella dice que viven en T. el interesado 
declara que cuando se casen vivirán en A. en una casa que la interesada 
heredó de su abuela a la que ella no hace referencia, mientras que ella 
dice que vivirán en T. en una casa que les ha dado el padre de él a la que 
él tampoco se refieren; por último la interesada declara que él trabajó en 
el puerto nuevo de T. y que ahora, desde hace mes y medio, no trabaja, 
sin embargo él declara trabajar en el nuevo puerto de T. en el buque “S-F.” 
desde hace dos años y que gana al mes 500 euros.

VI.- A la vista de lo que antecede, se considera que existe base suficiente 
para entender que el Ministerio Fiscal y el Juez Encargado del Registro 
Civil hayan deducido la inexistencia de una voluntad de contraer 
matrimonio con los fines propios de ésta institución. Su deducción no es 
ilógica ni arbitraria y siempre ha de tenerse en cuenta que, por razones de 
inmediación, las personas que han presenciado las manifestaciones de 
los interesados son las que están en mejores condiciones para apreciar 
una posible simulación.
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Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Algeciras.

IV.4  MATRIMONIO CELEBRADO EN EL EXTRANJERO

IV.4.1  INSCRIPCION MATRIMONIO CELEBRADO 
EN EL EXTRANJERO POR ESPAÑOL/EXTRANJERO 

NATULARIZADO

Resolución de 02 de Julio de 2014 (67ª)
IV.4.1  Matrimonio celebrado en el extranjero

Se retrotraen las actuaciones, para que se practiquen a los interesados 
las audiencias reservadas, y se dicte resolución al respecto. 

En el expediente sobre inscripción de matrimonio, remitido a este centro 
en trámite de recurso por virtud del entablado por la interesada contra 
acuerdo dictado por el encargado del Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil, Doña G-I. nacida 
Ecuador y de nacionalidad española adquirida por residencia el 13 de 
mayo de 2010, solicitaba la inscripción en el Registro Civil español de su 
matrimonio con Y. nacido en Pakistán y de nacionalidad pakistaní, 
celebrado en Pakistán el 18 de mayo de 2010. Adjuntaba la siguiente 
documentación: certificado de matrimonio, certificado de nacimiento, 
certificado de matrimonio con inscripción de divorcio de la interesada y 
pasaporte y certificado de nacimiento del interesado.
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2.- Mediante providencia de fecha 10 de abril de 2012, se requiere a los 
interesados para que aporten el certificado de matrimonio original 
debidamente legalizado por el Ministerio de Asuntos Exteriores y 
Cooperación, junto con traducción por intérprete jurado. Los interesados 
no aportan el certificado requerido. El encargado del Registro Civil Central 
dicta acuerdo con fecha 25 de abril de 2013 deniega la inscripción del 
matrimonio, al no existir el oportuno certificado de matrimonio debidamente 
legalizado y al no quedar suficientemente probado la celebración del acto 
que se pretende inscribir según el artículo 257 del Reglamento del Registro 
Civil.

3.- Notificada la resolución a los interesados, la interesada interpuso 
recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado 
volviendo a solicitar la inscripción de su matrimonio y aportando el 
certificado de matrimonio debidamente legalizado y traducido.

4.- De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que 
impugna el mismo interesa la confirmación del acuerdo recurrido. El 
encargado del Registro Civil Central remitió el expediente a la Dirección 
General de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos; 12 del Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre 
protección de los derechos humanos y de las libertades fundamentales; 
23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre de 1966 de 
derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea 
de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en 
materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 
y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 65, 73 y 74 del Código Civil; 
23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 y 354 
del Reglamento del Registro Civil; las instrucciones de 9 de enero de 1995 
y de 31 de enero de 2006; y las resoluciones, entre otras, de 29-4ª de 
diciembre de 2005; 23-3ª y 5ª de junio, 3-1ª, 21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª 
y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 2006; 29-2ª y 26-5ª de 
enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª 
de junio, 10-4ª, 5ª y 6ª y 11-1ª de septiembre; 30-6ª de noviembre y 27-1ª 
y 2ª de diciembre de 2007; 29-7ª de abril, 27-1ª de junio, 16-1ª y 17-3ª de 
julio, 30-2ª de septiembre y 28-2ª de noviembre de 2008; 19-6ª y 8ª de 
enero y 25-8ª de febrero de 2009.
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II.- El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en 
nuestro derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. 
arts. 45 y 73-1º CC.). Para evitar en la medida de lo posible la existencia 
aparente de estos matrimonios y su inscripción en el Registro Civil, esta 
Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero de 
1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que 
algunos extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su 
estancia en ella por medio de un matrimonio simulado con ciudadanos 
españoles. 

III.- Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios 
fraudulentos lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando 
la importancia que en el expediente previo a la celebración del matrimonio 
tiene el trámite de la audiencia personal, reservada y por separado, de 
cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar cualquier 
obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, CC. y 245 y 247 
RRC), entre ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, 
análogas medidas deben adoptarse cuando se trata de inscribir en el 
Registro Consular o en el Central un matrimonio ya celebrado en la forma 
extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración 
del matrimonio (cfr. art. 65 CC.) y esta comprobación, si el matrimonio 
consta por “certificación expedida por autoridad o funcionario del país de 
celebración” (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la calificación 
de ese documento y “de las declaraciones complementarias oportunas” 
se llegue a la convicción de que no hay dudas “de la realidad del hecho y 
de su legalidad conforme a la ley española”. Así lo señala el artículo 256 
del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para permitir otras 
inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro 
extranjero, establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento.

IV.- Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de 
matrimonios simulados, por más que hayan sido celebrados en el 
extranjero, viene siendo propugnada por la doctrina de este Centro 
Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, 
comprobados por las declaraciones de los propios interesados y por las 
demás pruebas presentadas, de las que sea razonable deducir según las 
reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es nulo por 
simulación. 
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V.- En el caso presente, la interesada, de nacionalidad española obtenida 
por residencia tan sólo seis días antes de la celebración del matrimonio, 
solicita la inscripción en el Registro Civil español de su matrimonio, 
celebrado en Pakistán el 18 de mayo de 2010. La inscripción solicitada 
fue denegada por el encargado del Registro Civil Central al no aportar el 
certificado de matrimonio original debidamente legalizado y traducido. La 
interesada recurre contra este acuerdo y con el recurso presenta el 
certificado de matrimonio debidamente legalizado y traducido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: retrotraer las actuaciones para 
que, una vez aportado, en fase de recurso, el certificado de matrimonio 
debidamente legalizado y traducido, se practiquen las audiencias 
reservadas y se dicte auto en consecuencia.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.

IV.4.1.1  Se deniega inscripcion por ausencia de consentimiento 
matrimonial

Resolución de 02 de Julio de 2014 (32ª)
IV.4.1.1  Matrimonio celebrado en el extranjero

Se deniega porque hay datos objetivos bastantes para deducir la ausencia 
de consentimiento matrimonial.

En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este 
Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados 
contra auto del encargado del Registro Civil Consular en Quito.

HECHOS

1.- Doña J del C. nacida en Ecuador y de nacionalidad ecuatoriana, 
presentó en el Consulado español en Quito, impreso de declaración de 
datos para la inscripción de su matrimonio celebrado en Ecuador el 20 de 
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agosto de 2012 con Don D-F. nacido en Ecuador y de nacionalidad 
española, obtenida por residencia en el año 2010. Adjuntan como 
documentación: acta de matrimonio local, certificado de nacimiento del 
interesado y certificado de nacimiento de la interesada.

2.- Ratificados los interesados, se celebra la entrevista en audiencia 
reservada con los interesados. El Ministerio Fiscal se opone a la inscripción 
de matrimonio. Con fecha 6 de junio de 2013 el Encargado del Registro 
Civil Consular dicta auto denegando la inscripción del matrimonio.

3.- Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción 
del matrimonio.

4.-De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal. El 
Encargado del Registro Civil Consular ordena la remisión del expediente 
a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución, 
con un informe desfavorable. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos; 12 del Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre 
protección de los derechos humanos y de las libertades fundamentales; 
23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre de 1966 de 
derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea 
de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en 
materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 
y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 65, 73 y 74 del Código Civil; 
23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 y 354 
del Reglamento del Registro Civil; las instrucciones de 9 de enero de 1995 
y de 31 de enero de 2006; y las resoluciones, entre otras, de 29-4ª de 
diciembre de 2005; 23-3ª y 5ª de junio, 3-1ª, 21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª 
y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 2006; 29-2ª y 26-5ª de 
enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª 
de junio, 10-4ª, 5ª y 6ª y 11-1ª de septiembre; 30-6ª de noviembre y 27-1ª 
y 2ª de diciembre de 2007; 29-7ª de abril, 27-1ª de junio, 16-1ª y 17-3ª de 
julio, 30-2ª de septiembre y 28-2ª de noviembre de 2008; 19-6ª y 8ª de 
enero y 25-8ª de febrero de 2009.

http://


M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

2280Boletín del Ministerio de Justicia

Matrimonio

II.- El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en 
nuestro derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. 
arts. 45 y 73-1º CC.). Para evitar en la medida de lo posible la existencia 
aparente de estos matrimonios y su inscripción en el Registro Civil, esta 
Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero de 
1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que 
algunos extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su 
estancia en ella por medio de un matrimonio simulado con ciudadanos 
españoles. 

III.- Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios 
fraudulentos lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando 
la importancia que en el expediente previo a la celebración del matrimonio 
tiene el trámite de la audiencia personal, reservada y por separado, de 
cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar cualquier 
obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, CC. y 245 y 247 
RRC), entre ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, 
análogas medidas deben adoptarse cuando se trata de inscribir en el 
Registro Consular o en el Central un matrimonio ya celebrado en la forma 
extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración 
del matrimonio (cfr. art. 65 CC.) y esta comprobación, si el matrimonio 
consta por “certificación expedida por autoridad o funcionario del país de 
celebración” (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la calificación 
de ese documento y “de las declaraciones complementarias oportunas” 
se llegue a la convicción de que no hay dudas “de la realidad del hecho y 
de su legalidad conforme a la ley española”. Así lo señala el artículo 256 
del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para permitir otras 
inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro 
extranjero, establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento.

IV.- Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de 
matrimonios simulados, por más que hayan sido celebrados en el 
extranjero, viene siendo propugnada por la doctrina de este Centro 
Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, 
comprobados por las declaraciones de los propios interesados y por las 
demás pruebas presentadas, de las que sea razonable deducir según las 
reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es nulo por 
simulación. 
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V.- En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en 
Ecuador entre un ciudadano español, de origen ecuatoriano y una 
ciudadana ecuatoriana y del trámite de audiencia reservada practicada a 
los contrayentes, resultan determinados hechos objetivos de los que cabe 
deducir que el matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios 
de esta institución. La interesada da incorrectamente la fecha del 
matrimonio ya que fue el 20 de agosto y ella dice que fue el 21. Discrepan 
en cuando iniciaron su relación sentimental pues ella dice que fue en 2009 
y él dice que en 2010. Ella tiene dos hijos de ocho y tres años de edad de 
otra relación, sin embargo él no contesta cuando se le pregunta acerca de 
ellos. La interesada dice que es ayudante de panadería y él dice que ella 
es empleado público, ella desconoce los ingresos que tiene el interesado. 
El interesado declara que vive con su padre y madre en España, sin 
embargo ella dice que él vive con cinco familiares. No aportan pruebas de 
su relación.

VI.- De estos hechos, es una deducción razonable y en modo alguno 
arbitraria entender que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo ha 
estimado el Encargado del Registro Consular, quien por su inmediación a 
los hechos es el que más fácilmente pueden apreciarlos y formar su 
convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos 
cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no 
quedaría desvirtuada por un expediente posterior, el del artículo 257 del 
Reglamento del Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de 
economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, además 
de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación 
adoptada en la calificación efectuada por la vía del artículo 256 del 
Reglamento.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en Quito.
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Resolución de 02 de Julio de 2014 (33ª)
IV.4.1.1  Matrimonio celebrado en el extranjero

Se deniega la inscripción porque hay datos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial.

En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este 
Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados, 
contra auto del Encargado del Registro Civil Consular en La Habana.

HECHOS

1.- Doña Y. nacida en Cuba y de nacionalidad cubana, presentó en el 
Consulado español en La Habana impreso de declaración de datos para 
la inscripción de su matrimonio celebrado en Cuba el 24 de mayo de 2012 
con Don D. nacido en Cuba y de nacionalidad española, obtenida por 
opción en el año 2004. Adjuntan como documentación: hoja declaratoria 
de datos, certificado de matrimonio local, certificado de nacimiento y 
certificación negativa de matrimonio del interesado y certificado de 
nacimiento de la interesada.

2.- Ratificados los interesados, se celebra el preceptivo trámite de 
audiencia reservada con los interesados. El Ministerio Fiscal se opone a 
la inscripción de matrimonio. Con fecha 20 de junio de 2013 el Encargado 
del Registro Civil Consular dicta auto denegando la inscripción del 
matrimonio, al no existir consentimiento real por parte de los cónyuges.

3.- Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción 
del matrimonio.

4.- De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal que 
se ratifica en todos los extremos del informe emitido previo en su día y 
previo al acuerdo que se recurre. El Encargado del Registro Civil Consular 
confirma la resolución apelada y ordena la remisión del expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos; 12 del Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre 
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protección de los derechos humanos y de las libertades fundamentales; 
23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre de 1966 de 
derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea 
de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en 
materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 
y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 65, 73 y 74 del Código Civil; 
23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 y 354 
del Reglamento del Registro Civil; las instrucciones de 9 de enero de 1995 
y de 31 de enero de 2006; y las resoluciones, entre otras, de 29-4ª de 
diciembre de 2005; 23-3ª y 5ª de junio, 3-1ª, 21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª 
y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 2006; 29-2ª y 26-5ª de 
enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª 
de junio, 10-4ª, 5ª y 6ª y 11-1ª de septiembre; 30-6ª de noviembre y 27-1ª 
y 2ª de diciembre de 2007; 29-7ª de abril, 27-1ª de junio, 16-1ª y 17-3ª de 
julio, 30-2ª de septiembre y 28-2ª de noviembre de 2008; 19-6ª y 8ª de 
enero y 25-8ª de febrero de 2009.

II.- El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en 
nuestro derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. 
arts. 45 y 73-1º CC.). Para evitar en la medida de lo posible la existencia 
aparente de estos matrimonios y su inscripción en el Registro Civil, esta 
Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero de 
1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que 
algunos extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su 
estancia en ella por medio de un matrimonio simulado con ciudadanos 
españoles. 

III.- Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios 
fraudulentos lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando 
la importancia que en el expediente previo a la celebración del matrimonio 
tiene el trámite de la audiencia personal, reservada y por separado, de 
cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar cualquier 
obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, CC. y 245 y 247 
RRC), entre ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, 
análogas medidas deben adoptarse cuando se trata de inscribir en el 
Registro Consular o en el Central un matrimonio ya celebrado en la forma 
extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración 
del matrimonio (cfr. art. 65 CC.) y esta comprobación, si el matrimonio 
consta por “certificación expedida por autoridad o funcionario del país de 
celebración” (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la calificación 
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de ese documento y “de las declaraciones complementarias oportunas” 
se llegue a la convicción de que no hay dudas “de la realidad del hecho y 
de su legalidad conforme a la ley española”. Así lo señala el artículo 256 
del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para permitir otras 
inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro 
extranjero, establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento.

IV.- Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de 
matrimonios simulados, por más que hayan sido celebrados en el 
extranjero, viene siendo propugnada por la doctrina de este Centro 
Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, 
comprobados por las declaraciones de los propios interesados y por las 
demás pruebas presentadas, de las que sea razonable deducir según las 
reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es nulo por 
simulación. 

V.- En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en 
Cuba entre un ciudadano español, de origen cubano y una ciudadana 
cubana y del trámite de audiencia reservada practicada a los contrayentes, 
resultan determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que el 
matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta 
institución. Discrepan en cómo se conocieron ya que ella declara que 
quedaron con unos amigos para ir a una discoteca y al día siguiente 
volvieron a quedar para ir a una piscina, el interesado dice que quedaron 
en casa de un amigo para ir a la piscina y al día siguiente la llamó por 
teléfono. Existen discordancias en algunos aspectos como por ejemplo en 
lo relativo a la enfermedad padecida por ella ya que ella dice que no tiene 
ninguna mientras que él dice que ella es asmática. Desconocen los 
teléfonos del otro dando unos números diferentes, el interesado dice que 
ella vive con sus padres, hermano y esposa mientras que ella dice que 
vive sólo con sus padres; ella dice que tiene dos mascotas concretamente 
dos perros, mientras que él dice que ella tiene sólo un perro. La interesada 
manifiesta que tiene estudios de medicina pero no hizo policlínico, sin 
embargo él dice que ella sí estudió policlínico. El interesado dice que ella 
sabe que contrayendo matrimonio permitirá a la interesada obtener la 
nacionalidad española, sin embargo ella dice que no lo sabe. Ambos 
declaran que el objeto del matrimonio es la “única forma de llevársela a 
España”.
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VI.- De estos hechos, es una deducción razonable y en modo alguno 
arbitraria entender que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo ha 
estimado el Encargado del Registro Consular, quien por su inmediación a 
los hechos es el que más fácilmente pueden apreciarlos y formar su 
convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos 
cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no 
quedaría desvirtuada por un expediente posterior, el del artículo 257 del 
Reglamento del Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de 
economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, además 
de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación 
adoptada en la calificación efectuada por la vía del artículo 256 del 
Reglamento.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en La Habana.

Resolución de 02 de Julio de 2014 (35ª)
IV.4.1.1  Matrimonio celebrado en el extranjero

Se deniega la inscripción porque hay datos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial.

En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este 
Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados, 
contra auto del Encargado del Registro Civil Consular en Cartagena de 
Indias.

HECHOS

1.- Doña M-E. nacida en Colombia y de nacionalidad colombiana, presentó 
en el Consulado español de Cartagena de Indias, impreso de declaración 
de datos para la inscripción de su matrimonio celebrado en Colombia el 1 
de septiembre de 2012 con Don S-D. nacido en Argentina y de nacionalidad 

http://


M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

2286Boletín del Ministerio de Justicia

Matrimonio

española. Adjuntan como documentación: hoja declaratoria de datos, 
certificado de nacimiento y fe de vida y estado del interesado y certificado 
de nacimiento de la interesada.

2.- Ratificados los interesados, se celebra el preceptivo trámite de 
audiencia reservada con los interesados. El Ministerio Fiscal se opone a 
la inscripción de matrimonio. Con fecha 18 de abril de 2013 el Encargado 
del Registro Civil Consular dicta auto denegando la inscripción del 
matrimonio, al no existir consentimiento real por parte de los cónyuges.

3.- Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción 
del matrimonio.

4.- De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal El 
Encargado del Registro Civil Consular ordena la remisión del expediente 
a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos; 12 del Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre 
protección de los derechos humanos y de las libertades fundamentales; 
23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre de 1966 de 
derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea 
de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en 
materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 
y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 65, 73 y 74 del Código Civil; 
23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 y 354 
del Reglamento del Registro Civil; las instrucciones de 9 de enero de 1995 
y de 31 de enero de 2006; y las resoluciones, entre otras, de 29-4ª de 
diciembre de 2005; 23-3ª y 5ª de junio, 3-1ª, 21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª 
y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 2006; 29-2ª y 26-5ª de 
enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª 
de junio, 10-4ª, 5ª y 6ª y 11-1ª de septiembre; 30-6ª de noviembre y 27-1ª 
y 2ª de diciembre de 2007; 29-7ª de abril, 27-1ª de junio, 16-1ª y 17-3ª de 
julio, 30-2ª de septiembre y 28-2ª de noviembre de 2008; 19-6ª y 8ª de 
enero y 25-8ª de febrero de 2009.

II.- El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en 
nuestro derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. 
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arts. 45 y 73-1º CC.). Para evitar en la medida de lo posible la existencia 
aparente de estos matrimonios y su inscripción en el Registro Civil, esta 
Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero de 
1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que 
algunos extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su 
estancia en ella por medio de un matrimonio simulado con ciudadanos 
españoles. 

III.- Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios 
fraudulentos lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando 
la importancia que en el expediente previo a la celebración del matrimonio 
tiene el trámite de la audiencia personal, reservada y por separado, de 
cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar cualquier 
obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, CC. y 245 y 247 
RRC), entre ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, 
análogas medidas deben adoptarse cuando se trata de inscribir en el 
Registro Consular o en el Central un matrimonio ya celebrado en la forma 
extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración 
del matrimonio (cfr. art. 65 CC.) y esta comprobación, si el matrimonio 
consta por “certificación expedida por autoridad o funcionario del país de 
celebración” (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la calificación 
de ese documento y “de las declaraciones complementarias oportunas” 
se llegue a la convicción de que no hay dudas “de la realidad del hecho y 
de su legalidad conforme a la ley española”. Así lo señala el artículo 256 
del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para permitir otras 
inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro 
extranjero, establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento.

IV.- Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de 
matrimonios simulados, por más que hayan sido celebrados en el 
extranjero, viene siendo propugnada por la doctrina de este Centro 
Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, 
comprobados por las declaraciones de los propios interesados y por las 
demás pruebas presentadas, de las que sea razonable deducir según las 
reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es nulo por 
simulación. 

V.- En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en 
Colombia entre un ciudadano español y una ciudadana colombiana y del 
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trámite de audiencia reservada practicada a los contrayentes, resultan 
determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio 
celebrado no ha perseguido los fines propios de esta institución. Los 
interesados se conocieron por internet a través de unos amigos comunes, 
el interesado ha viajado dos veces a Colombia y se casaron por poderes. 
El interesado tiene dos hijos un hijo de 18 años y una hija de 24 años, la 
interesada declara que él tiene un hijo de 18 años. El interesado dice que 
ambos tienen los ojos marrones, sin embargo ella dice que ella los tiene 
negros y él claros; el interesado dice que ambos toman el café con leche 
y ella dice que caliente. Discrepan en gustos, aficiones, costumbres 
personales como por ejemplo equipo de futbol favorito, parejas que han 
tenido anteriormente, etc. Por otro lado el interesado es 13 años mayor 
que ella. No presentan pruebas fehacientes de su relación.

VI.- De estos hechos, es una deducción razonable y en modo alguno 
arbitraria entender que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo ha 
estimado el Encargado del Registro Consular, quien por su inmediación a 
los hechos es el que más fácilmente pueden apreciarlos y formar su 
convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos 
cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no 
quedaría desvirtuada por un expediente posterior, el del artículo 257 del 
Reglamento del Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de 
economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, además 
de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación 
adoptada en la calificación efectuada por la vía del artículo 256 del 
Reglamento.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en Cartagena de Indias.
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Resolución de 02 de Julio de 2014 (38ª)
IV.4.1.1  Matrimonio celebrado en el extranjero

Se deniega su inscripción porque hay datos objetivos bastantes para 
deducir la ausencia de consentimiento matrimonial.

En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este 
Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados 
contra auto del encargado del Registro Civil Consular en Quito.

HECHOS

1.- Doña L-V. nacida en Ecuador y de nacionalidad ecuatoriana, presentó 
en el Consulado español en Quito, impreso de declaración de datos para 
la inscripción de su matrimonio celebrado en Ecuador, el 21 de febrero de 
2013, con Don J. nacido en España y de nacionalidad española. Adjuntan 
como documentación: certificado de matrimonio local, certificado de 
nacimiento, certificado de matrimonio y certificado de defunción de la 
primera esposa del interesado y certificado de nacimiento y permiso de 
residencia de la interesada.

2.- Ratificados los interesados, se celebra la entrevista en audiencia 
reservada con los interesados. El Ministerio Fiscal se opone a la inscripción 
de matrimonio. Con fecha 14 de junio de 2013 el encargado del Registro 
Civil Consular dicta auto denegando la inscripción del matrimonio.

3.- Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción 
del matrimonio.

4.-De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que 
emite un informe desfavorable. El encargado del Registro Civil Consular 
ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros 
y del Notariado para su resolución, con un informe desfavorable.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos; 12 del Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre 
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protección de los derechos humanos y de las libertades fundamentales; 
23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre de 1966 de 
derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea 
de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en 
materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 
y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 65, 73 y 74 del Código Civil; 
23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 y 354 
del Reglamento del Registro Civil; las instrucciones de 9 de enero de 1995 
y de 31 de enero de 2006; y las resoluciones, entre otras, de 29-4ª de 
diciembre de 2005; 23-3ª y 5ª de junio, 3-1ª, 21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª 
y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 2006; 29-2ª y 26-5ª de 
enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª 
de junio, 10-4ª, 5ª y 6ª y 11-1ª de septiembre; 30-6ª de noviembre y 27-1ª 
y 2ª de diciembre de 2007; 29-7ª de abril, 27-1ª de junio, 16-1ª y 17-3ª de 
julio, 30-2ª de septiembre y 28-2ª de noviembre de 2008; 19-6ª y 8ª de 
enero y 25-8ª de febrero de 2009.

II.- El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en 
nuestro derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. 
arts. 45 y 73-1º CC.). Para evitar en la medida de lo posible la existencia 
aparente de estos matrimonios y su inscripción en el Registro Civil, esta 
Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero de 
1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que 
algunos extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su 
estancia en ella por medio de un matrimonio simulado con ciudadanos 
españoles. 

III.- Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios 
fraudulentos lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando 
la importancia que en el expediente previo a la celebración del matrimonio 
tiene el trámite de la audiencia personal, reservada y por separado, de 
cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar cualquier 
obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, CC. y 245 y 247 
RRC), entre ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, 
análogas medidas deben adoptarse cuando se trata de inscribir en el 
Registro Consular o en el Central un matrimonio ya celebrado en la forma 
extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración 
del matrimonio (cfr. art. 65 CC.) y esta comprobación, si el matrimonio 
consta por “certificación expedida por autoridad o funcionario del país de 
celebración” (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la calificación 
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de ese documento y “de las declaraciones complementarias oportunas” 
se llegue a la convicción de que no hay dudas “de la realidad del hecho y 
de su legalidad conforme a la ley española”. Así lo señala el artículo 256 
del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para permitir otras 
inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro 
extranjero, establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento.

IV.- Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de 
matrimonios simulados, por más que hayan sido celebrados en el 
extranjero, viene siendo propugnada por la doctrina de este Centro 
Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, 
comprobados por las declaraciones de los propios interesados y por las 
demás pruebas presentadas, de las que sea razonable deducir según las 
reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es nulo por 
simulación. 

V.- En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en 
Ecuador entre un ciudadano español y una ciudadana ecuatoriana y del 
trámite de audiencia reservada practicada a los contrayentes, resultan 
determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio 
celebrado no ha perseguido los fines propios de esta institución. Discrepan 
en cómo se conocieron (fue en España), ya que él dice que una amiga le 
dio el teléfono, declarando que no sabe cómo se llama esa amiga tan sólo 
sabe que trabaja limpiando una oficina bancaria, sin embargo ella declara 
que los presentó su cuñada N. y que trabajaba cuidando una anciana. El 
interesado desconoce el nombre y apellidos de ella ya que según sus 
declaraciones le parecía difícil y le llamaba “amor o cariño”, tampoco sabe 
su lugar y fecha de nacimiento, la fecha de matrimonio, los nombres de 
los hijos de ella, la dirección exacta donde viven, los nombres de los 
hermanos de ella, (ella desconoce el nombre y el número de hermanos de 
él), número de teléfono, desconoce los nombres de los invitados que 
fueron a la boda, donde se celebró. Discrepan en quien propuso 
matrimonio y cuando ya que ella dice que fue él en abril de 2012 en el piso 
de su hija en España, mientras que él dice que le pidió matrimonio en 
Ecuador en enero de 2013, también difieren en el tiempo que han 
convivido ya que él dice que desde noviembre de 2012 y ella afirma que 
desde que contrajeron matrimonio en 21 de febrero de 2013. El interesado 
dice que ella no trabaja y es ama de casa cuando ella afirma trabajar en el 
restaurante de su hija, declara así mismo el interesado que ella no tiene 
ingresos, cuando ella dice que tiene un sueldo en el restaurante donde 
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trabaja y además percibe dinero por la casa que tiene alquilada. La 
interesada indica que contrajo matrimonio porque caducó el tiempo en el 
que podía volver a España y para arreglar sus papeles en España, y el 
interesado indica que contrae matrimonio por tener compañía y para que 
ella reciba todos los beneficios como su esposa. No presentan pruebas de 
su relación.

VI.- De estos hechos, es una deducción razonable y en modo alguno 
arbitraria entender que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo ha 
estimado el Encargado del Registro Consular, quien por su inmediación a 
los hechos es el que más fácilmente pueden apreciarlos y formar su 
convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos 
cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no 
quedaría desvirtuada por un expediente posterior, el del artículo 257 del 
Reglamento del Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de 
economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, además 
de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación 
adoptada en la calificación efectuada por la vía del artículo 256 del 
Reglamento.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en Quito.

Resolución de 02 de Julio de 2014 (39ª)
IV.4.1.1  Matrimonio celebrado en el extranjero

Se deniega su inscripción porque hay datos objetivos bastantes para 
deducir la ausencia de consentimiento matrimonial.

En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este 
Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados 
contra auto del encargado del Registro Civil Consular en Lagos.
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HECHOS

1.- Don F. nacido en España y de nacionalidad española, presentó en el 
Consulado español en Lagos, impreso de declaración de datos para la 
inscripción de su matrimonio celebrado en Nigeria, el 26 de julio de 2012, 
con Doña F. nacida en Nigeria y de nacionalidad nigeriana. Adjuntan como 
documentación: certificado de matrimonio local, certificado de nacimiento 
y certificado de matrimonio con inscripción marginal de divorcio del 
interesado y certificado de nacimiento, declaración de edad y certificado 
de soltería de la interesada.

2.- Ratificados los interesados, se celebra la entrevista en audiencia 
reservada con los interesados. El Ministerio Fiscal se opone a la inscripción 
de matrimonio. Con fecha 6 de noviembre de 2012 el encargado del 
Registro Civil Consular dicta auto denegando la inscripción del matrimonio.

3.- Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción 
del matrimonio.

4.-De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que 
emite un informe desfavorable. El encargado del Registro Civil Consular 
ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros 
y del Notariado para su resolución, con un informe desfavorable.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos; 12 del Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre 
protección de los derechos humanos y de las libertades fundamentales; 
23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre de 1966 de 
derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea 
de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en 
materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 
y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 65, 73 y 74 del Código Civil; 
23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 y 354 
del Reglamento del Registro Civil; las instrucciones de 9 de enero de 1995 
y de 31 de enero de 2006; y las resoluciones, entre otras, de 29-4ª de 
diciembre de 2005; 23-3ª y 5ª de junio, 3-1ª, 21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª 
y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 2006; 29-2ª y 26-5ª de 
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enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª 
de junio, 10-4ª, 5ª y 6ª y 11-1ª de septiembre; 30-6ª de noviembre y 27-1ª 
y 2ª de diciembre de 2007; 29-7ª de abril, 27-1ª de junio, 16-1ª y 17-3ª de 
julio, 30-2ª de septiembre y 28-2ª de noviembre de 2008; 19-6ª y 8ª de 
enero y 25-8ª de febrero de 2009.

II.- El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en 
nuestro derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. 
arts. 45 y 73-1º CC.). Para evitar en la medida de lo posible la existencia 
aparente de estos matrimonios y su inscripción en el Registro Civil, esta 
Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero de 
1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que 
algunos extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su 
estancia en ella por medio de un matrimonio simulado con ciudadanos 
españoles. 

III.- Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios 
fraudulentos lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando 
la importancia que en el expediente previo a la celebración del matrimonio 
tiene el trámite de la audiencia personal, reservada y por separado, de 
cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar cualquier 
obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, CC. y 245 y 247 
RRC), entre ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, 
análogas medidas deben adoptarse cuando se trata de inscribir en el 
Registro Consular o en el Central un matrimonio ya celebrado en la forma 
extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración 
del matrimonio (cfr. art. 65 CC.) y esta comprobación, si el matrimonio 
consta por “certificación expedida por autoridad o funcionario del país de 
celebración” (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la calificación 
de ese documento y “de las declaraciones complementarias oportunas” 
se llegue a la convicción de que no hay dudas “de la realidad del hecho y 
de su legalidad conforme a la ley española”. Así lo señala el artículo 256 
del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para permitir otras 
inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro 
extranjero, establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento.

IV.- Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de 
matrimonios simulados, por más que hayan sido celebrados en el 
extranjero, viene siendo propugnada por la doctrina de este Centro 
Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
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denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, 
comprobados por las declaraciones de los propios interesados y por las 
demás pruebas presentadas, de las que sea razonable deducir según las 
reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es nulo por 
simulación. 

V.- En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en 
Nigeria entre un ciudadano español y una ciudadana nigeriana y del 
trámite de audiencia reservada practicada a los contrayentes, resultan 
determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio 
celebrado no ha perseguido los fines propios de esta institución. No tienen 
idioma común, el interesado no habla inglés y ella no habla español, en 
este sentido uno de los motivos que la resolución arriba citada del Consejo 
de la Unión Europea señala como factor que permite presumir la existencia 
de un matrimonio de complacencia es el hecho de que los contrayentes 
no tengan idioma común y eso es, precisamente, lo que sucede en este 
caso. Los interesados se conocieron en M. en 2010, en la estación de P-P. 
donde ella vendía “La F”, el interesado venía de Z. cuando comenzaron la 
relación ella iba a visitarle a Z. El interesado dice que no han convivido 
hasta que se casaron y ella dice que convivían cuando ella iba a Z. 
manifiesta que se comunicaban por teléfono (no tienen idioma común). La 
interesada fue deportada a Nigeria en 2012, poco después el interesado 
viaja a Nigeria para contraer matrimonio en julio del mismo año y en 
octubre regresa para registrar el matrimonio. El interesado tiene un 
tratamiento por el que no puede tener hijos, ella dice que no tiene ningún 
problema físico y no sigue tratamiento médico declarando que no quiere 
tener hijos por la diferencia de edad y que prefiere adoptar uno, la 
interesada desconoce la fecha de la boda ya que dice que fue en agosto 
cuando fue en julio. El interesado es pensionista aunque hace algunos 
trabajos de reformas de albañilería y fontanería, sin embargo ella declara 
que él está retirado y no trabaja. El interesado es 43 años mayor que ella. 
No aportan pruebas de su relación.

VI.- De estos hechos, es una deducción razonable y en modo alguno 
arbitraria entender que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo ha 
estimado el Encargado del Registro Consular, quien por su inmediación a 
los hechos es el que más fácilmente pueden apreciarlos y formar su 
convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos 
cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no 
quedaría desvirtuada por un expediente posterior, el del artículo 257 del 
Reglamento del Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de 
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economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, además 
de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación 
adoptada en la calificación efectuada por la vía del artículo 256 del 
Reglamento.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en Lagos.

Resolución de 02 de Julio de 2014 (69ª)
IV.4.1.1  Matrimonio celebrado en el extranjero

Se deniega la inscripción porque hay datos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial.

En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este 
Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados, 
contra auto del Encargado del Registro Civil Consular en La Habana.

HECHOS

1.- Don E. nacido en Cuba y de nacionalidad española, obtenida por 
opción según la Ley 52/07 en el año 2009, presentó en el Consulado 
español en La Habana impreso de declaración de datos para la inscripción 
de su matrimonio celebrado en Cuba el 8 de junio de 2012 con Doña B. 
nacida en Cuba y de nacionalidad cubana. Adjuntan como documentación: 
hoja declaratoria de datos, certificado de matrimonio local, certificado de 
nacimiento y certificado de matrimonio con inscripción de divorcio de la 
interesada y certificado de nacimiento y certificado de matrimonio con 
inscripción de divorcio del interesado.

2.- Ratificados los interesados, se celebra el preceptivo trámite de 
audiencia reservada con los interesados. El Ministerio Fiscal se opone a 
la inscripción de matrimonio. Con fecha 28 de junio de 2013 el Encargado 
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del Registro Civil Consular dicta auto denegando la inscripción del 
matrimonio, al no existir consentimiento real por parte de los cónyuges.

3.- Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción 
del matrimonio.

4.- De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal que 
se ratifica en todos los extremos del informe emitido previo en su día y 
previo al acuerdo que se recurre. El Encargado del Registro Civil Consular 
confirma la resolución apelada y ordena la remisión del expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos; 12 del Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre 
protección de los derechos humanos y de las libertades fundamentales; 
23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre de 1966 de 
derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea 
de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en 
materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 
y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 65, 73 y 74 del Código Civil; 
23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 y 354 
del Reglamento del Registro Civil; las instrucciones de 9 de enero de 1995 
y de 31 de enero de 2006; y las resoluciones, entre otras, de 29-4ª de 
diciembre de 2005; 23-3ª y 5ª de junio, 3-1ª, 21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª 
y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 2006; 29-2ª y 26-5ª de 
enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª 
de junio, 10-4ª, 5ª y 6ª y 11-1ª de septiembre; 30-6ª de noviembre y 27-1ª 
y 2ª de diciembre de 2007; 29-7ª de abril, 27-1ª de junio, 16-1ª y 17-3ª de 
julio, 30-2ª de septiembre y 28-2ª de noviembre de 2008; 19-6ª y 8ª de 
enero y 25-8ª de febrero de 2009.

II.- El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en 
nuestro derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. 
arts. 45 y 73-1º CC.). Para evitar en la medida de lo posible la existencia 
aparente de estos matrimonios y su inscripción en el Registro Civil, esta 
Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero de 
1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que 
algunos extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su 
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estancia en ella por medio de un matrimonio simulado con ciudadanos 
españoles. 

III.- Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios 
fraudulentos lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando 
la importancia que en el expediente previo a la celebración del matrimonio 
tiene el trámite de la audiencia personal, reservada y por separado, de 
cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar cualquier 
obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, CC. y 245 y 247 
RRC), entre ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, 
análogas medidas deben adoptarse cuando se trata de inscribir en el 
Registro Consular o en el Central un matrimonio ya celebrado en la forma 
extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración 
del matrimonio (cfr. art. 65 CC.) y esta comprobación, si el matrimonio 
consta por “certificación expedida por autoridad o funcionario del país de 
celebración” (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la calificación 
de ese documento y “de las declaraciones complementarias oportunas” 
se llegue a la convicción de que no hay dudas “de la realidad del hecho y 
de su legalidad conforme a la ley española”. Así lo señala el artículo 256 
del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para permitir otras 
inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro 
extranjero, establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento.

IV.- Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de 
matrimonios simulados, por más que hayan sido celebrados en el 
extranjero, viene siendo propugnada por la doctrina de este Centro 
Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, 
comprobados por las declaraciones de los propios interesados y por las 
demás pruebas presentadas, de las que sea razonable deducir según las 
reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es nulo por 
simulación. 

V.- En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en 
Cuba entre un ciudadano español, de origen cubano y una ciudadana 
cubana y del trámite de audiencia reservada practicada a los contrayentes, 
resultan determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que el 
matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta 
institución. Los interesados estuvieron casados entre sí desde el año 
1992 hasta el año 2006 año en que obtuvieron el divorcio. Aunque se 
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divorciaron seguían viviendo en la misma casa, dan distintas versiones 
sobre el tiempo que estuvieron separados antes de reiniciar la relación así 
ella dice que estuvieron separados un mes y él dice que de dos a tres 
meses, ninguno de los dos recuerda los detalles de cómo se reinició la 
relación, tampoco coinciden en quien propuso el matrimonio ya que él 
dice que lo habían hablado por teléfono (él ya vivía en España), y cuando 
él regresó a Cuba en junio de 2012 lo decidieron, ella dice que fue cuando 
él regresó a Cuba pasaron por la Consultoría Jurídica para casarse. 
Existen discordancias sobre el motivo por el cual el interesado viajó sólo a 
Cuba después de tres años de estancia ininterrumpida en España, y no lo 
hizo antes. La interesada desconoce la dirección de él en España 
declarando que comparte vivienda con una pareja de bolivianos, mientras 
que él dice que la comparte con unos colombianos. Discrepan sobre la 
ayuda económica que él le presta a ella ya que ésta dice que él le manda 
un promedio de 200 a 300 euros, mientras que él dice que le manda entre 
50 y 100 euros. El interesado desconoce la edad que tiene el hermano de 
ella (dice que sabe que nació en 1976 y que lo sabe porque aplica una 
regla nemotécnica, dicha regla dice que la ha utilizado para acordarse de 
las fechas en la entrevista), también dice que su cuñado es barman pero 
ahora no trabaja porque cuida a su madre, sin embargo ella indica que su 
hermano trabaja como barman en C. y en una discoteca llamada C. Ella 
dice que no sabe si la inscripción del matrimonio en el Registro Español le 
permite obtener la nacionalidad española en menos tiempo, sin embargo 
él dice que ella sí lo sabe. Ambos coinciden en señalar que se casan 
porque es el mejor método para que ella pueda viajar a España. 

VI.- De estos hechos, es una deducción razonable y en modo alguno 
arbitraria entender que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo ha 
estimado el Encargado del Registro Consular, quien por su inmediación a 
los hechos es el que más fácilmente pueden apreciarlos y formar su 
convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos 
cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no 
quedaría desvirtuada por un expediente posterior, el del artículo 257 del 
Reglamento del Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de 
economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, además 
de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación 
adoptada en la calificación efectuada por la vía del artículo 256 del 
Reglamento.
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Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en La Habana.

Resolución de 02 de Julio de 2014 (70ª)
IV.4.1.1  Matrimonio celebrado en el extranjero

Se deniega la inscripción porque hay datos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial.

En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este 
Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados, 
contra auto del Encargado del Registro Civil Consular en Bogotá.

HECHOS

1.- Don H-H. nacido en Colombia y de nacionalidad colombiana, presentó 
en el Consulado español Bogotá impreso de declaración de datos para la 
inscripción de su matrimonio celebrado en Colombia el 18 de enero de 
2012 con Doña R. nacida en Colombia y de nacionalidad española, 
obtenida por residencia en el año 1991. Adjuntan como documentación: 
hoja declaratoria de datos, certificado de matrimonio local, certificado de 
nacimiento y certificado de matrimonio con inscripción marginal de divorcio 
de la interesada y certificado de nacimiento del interesado.

2.- Ratificados los interesados, se celebra el preceptivo trámite de 
audiencia reservada con los interesados. El Ministerio Fiscal se opone a 
la inscripción de matrimonio. Con fecha 24 de julio de 2013 el Encargado 
del Registro Civil Consular dicta auto denegando la inscripción del 
matrimonio, al no existir consentimiento real por parte de los cónyuges.

3.- Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción 
del matrimonio.

http://www.mjusticia.gob.es/cs/Satellite/Portal/es/servicios-ciudadano/documentacion-publicaciones


M
inisterio de Justicia

2301 Catálogo de Publicaciones

Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado (Registro Civil)

4.- De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal El 
Encargado del Registro Civil Consular ordena la remisión del expediente 
a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos; 12 del Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre 
protección de los derechos humanos y de las libertades fundamentales; 
23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre de 1966 de 
derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea 
de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en 
materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 
y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 65, 73 y 74 del Código Civil; 
23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 y 354 
del Reglamento del Registro Civil; las instrucciones de 9 de enero de 1995 
y de 31 de enero de 2006; y las resoluciones, entre otras, de 29-4ª de 
diciembre de 2005; 23-3ª y 5ª de junio, 3-1ª, 21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª 
y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 2006; 29-2ª y 26-5ª de 
enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª 
de junio, 10-4ª, 5ª y 6ª y 11-1ª de septiembre; 30-6ª de noviembre y 27-1ª 
y 2ª de diciembre de 2007; 29-7ª de abril, 27-1ª de junio, 16-1ª y 17-3ª de 
julio, 30-2ª de septiembre y 28-2ª de noviembre de 2008; 19-6ª y 8ª de 
enero y 25-8ª de febrero de 2009.

II.- El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en 
nuestro derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. 
arts. 45 y 73-1º CC.). Para evitar en la medida de lo posible la existencia 
aparente de estos matrimonios y su inscripción en el Registro Civil, esta 
Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero de 
1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que 
algunos extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su 
estancia en ella por medio de un matrimonio simulado con ciudadanos 
españoles. 

III.- Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios 
fraudulentos lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando 
la importancia que en el expediente previo a la celebración del matrimonio 
tiene el trámite de la audiencia personal, reservada y por separado, de 
cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar cualquier 
obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, CC. y 245 y 247 
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RRC), entre ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, 
análogas medidas deben adoptarse cuando se trata de inscribir en el 
Registro Consular o en el Central un matrimonio ya celebrado en la forma 
extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración 
del matrimonio (cfr. art. 65 CC.) y esta comprobación, si el matrimonio 
consta por “certificación expedida por autoridad o funcionario del país de 
celebración” (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la calificación 
de ese documento y “de las declaraciones complementarias oportunas” 
se llegue a la convicción de que no hay dudas “de la realidad del hecho y 
de su legalidad conforme a la ley española”. Así lo señala el artículo 256 
del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para permitir otras 
inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro 
extranjero, establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento.

IV.- Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de 
matrimonios simulados, por más que hayan sido celebrados en el 
extranjero, viene siendo propugnada por la doctrina de este Centro 
Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, 
comprobados por las declaraciones de los propios interesados y por las 
demás pruebas presentadas, de las que sea razonable deducir según las 
reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es nulo por 
simulación. 

V.- En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en 
Colombia entre una ciudadana española, de origen colombiano y un 
ciudadano colombiano y del trámite de audiencia reservada practicada a 
los contrayentes, resultan determinados hechos objetivos de los que cabe 
deducir que el matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios 
de esta institución. Discrepan en cuando se conocieron ya que él dice que 
fue en noviembre de 2007 mientras que ella dice que fue en diciembre, 
tampoco coinciden en cuando iniciaron su relación sentimental pues él 
dice que fue en enero de 2008, mientras que ella dice que en 2007. 
Existen discordancias en lo relativo a programas favoritos de televisión, 
últimos libros leídos, operaciones graves sufridas por ambos, ciudades 
donde han trabajado, etc. En lo relativo a las actividades a las que se 
dedicaban los padres de cada uno, mientras que él las cita, ella dice que 
sus padres están fallecidos. La interesada es 18 años mayor que el 
interesado. No aportan pruebas de su relación.
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VI.- De estos hechos, es una deducción razonable y en modo alguno 
arbitraria entender que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo ha 
estimado el Encargado del Registro Consular, quien por su inmediación a 
los hechos es el que más fácilmente pueden apreciarlos y formar su 
convicción respecto de ellos. 

Esta conclusión, obtenida en momentos cronológicamente más próximos 
a la celebración del matrimonio, no quedaría desvirtuada por un expediente 
posterior, el del artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, del cual 
debe prescindirse por razones de economía procesal (cfr. art. 354 RRC), 
si es que se estima que, además de la vía judicial, quedara abierto este 
camino ante la denegación adoptada en la calificación efectuada por la 
vía del artículo 256 del Reglamento.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en Bogotá.

Resolución de 02 de Julio de 2014 (71ª)
IV.4.1.1  Matrimonio celebrado en el extranjero

Se deniega la inscripción porque hay datos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial.

En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este 
Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados, 
contra auto del Encargado del Registro Civil Consular en Bogotá.

HECHOS

1.- Don P-L. nacido en Colombia y de nacionalidad colombiana, presentó 
en el Consulado español Bogotá impreso de declaración de datos para la 
inscripción de su matrimonio celebrado en Colombia el 19 de mayo de 
2012 con Doña J-C. nacido en Colombia y de nacionalidad española, 
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obtenida por residencia en el año 2010. Adjuntan como documentación: 
hoja declaratoria de datos, certificado de matrimonio local, certificado de 
nacimiento y certificado de matrimonio con inscripción marginal de divorcio 
de la interesada y certificado de nacimiento del interesado.

2.- Ratificados los interesados, se celebra el preceptivo trámite de 
audiencia reservada con los interesados. El Ministerio Fiscal se opone a 
la inscripción de matrimonio. Con fecha 5 de julio de 2013 el Encargado 
del Registro Civil Consular dicta auto denegando la inscripción del 
matrimonio, al no existir consentimiento real por parte de los cónyuges.

3.- Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción 
del matrimonio, aportando pruebas documentales como fotografías.

4.- De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal El 
Encargado del Registro Civil Consular ordena la remisión del expediente 
a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos; 12 del Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre 
protección de los derechos humanos y de las libertades fundamentales; 
23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre de 1966 de 
derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea 
de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en 
materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 
y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 65, 73 y 74 del Código Civil; 
23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 y 354 
del Reglamento del Registro Civil; las instrucciones de 9 de enero de 1995 
y de 31 de enero de 2006; y las resoluciones, entre otras, de 29-4ª de 
diciembre de 2005; 23-3ª y 5ª de junio, 3-1ª, 21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª 
y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 2006; 29-2ª y 26-5ª de 
enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª 
de junio, 10-4ª, 5ª y 6ª y 11-1ª de septiembre; 30-6ª de noviembre y 27-1ª 
y 2ª de diciembre de 2007; 29-7ª de abril, 27-1ª de junio, 16-1ª y 17-3ª de 
julio, 30-2ª de septiembre y 28-2ª de noviembre de 2008; 19-6ª y 8ª de 
enero y 25-8ª de febrero de 2009.
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II.- El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en 
nuestro derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. 
arts. 45 y 73-1º CC.). Para evitar en la medida de lo posible la existencia 
aparente de estos matrimonios y su inscripción en el Registro Civil, esta 
Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero de 
1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que 
algunos extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su 
estancia en ella por medio de un matrimonio simulado con ciudadanos 
españoles. 

III.- Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios 
fraudulentos lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando 
la importancia que en el expediente previo a la celebración del matrimonio 
tiene el trámite de la audiencia personal, reservada y por separado, de 
cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar cualquier 
obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, CC. y 245 y 247 
RRC), entre ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, 
análogas medidas deben adoptarse cuando se trata de inscribir en el 
Registro Consular o en el Central un matrimonio ya celebrado en la forma 
extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración 
del matrimonio (cfr. art. 65 CC.) y esta comprobación, si el matrimonio 
consta por “certificación expedida por autoridad o funcionario del país de 
celebración” (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la calificación 
de ese documento y “de las declaraciones complementarias oportunas” 
se llegue a la convicción de que no hay dudas “de la realidad del hecho y 
de su legalidad conforme a la ley española”. Así lo señala el artículo 256 
del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para permitir otras 
inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro 
extranjero, establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento.

IV.- Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de 
matrimonios simulados, por más que hayan sido celebrados en el 
extranjero, viene siendo propugnada por la doctrina de este Centro 
Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, 
comprobados por las declaraciones de los propios interesados y por las 
demás pruebas presentadas, de las que sea razonable deducir según las 
reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es nulo por 
simulación. 
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V.- En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en 
Colombia entre una ciudadana española, de origen colombiano y un 
ciudadano colombiano y del trámite de audiencia reservada practicada a 
los contrayentes, resultan determinados hechos objetivos de los que cabe 
deducir que el matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios 
de esta institución. La interesada contrajo matrimonio con un ciudadano 
español en el año 2004, obtuvo la nacionalidad española en el año 2010 y 
se divorció del mismo mediante sentencia de 30 de enero de 2012, en 
mayo del mismo año contrae matrimonio con el promotor. Los interesados 
declaran que se conocieron a finales del año 2009 e iniciaron la relación 
en enero de 2010, año en que obtuvo la nacionalidad española la 
interesada. No coinciden en las fechas de los viajes que realizó la 
interesada. El interesado desconoce que la interesada se casó y se 
divorció ya que a la pregunta de si su cónyuge ha contraído matrimonio 
anteriormente él contesta que no. En general el interesado no contesta a 
las preguntas referidas a la interesada o las respuestas son muy vagas. 
Discrepan en gustos, aficiones, costumbres personales como por ejemplo 
banco con el que operan, horarios de trabajo, canciones con especial 
significado para ambos, edad de la interesada( él no contesta), fobias o 
miedos ( él no contesta sobre ella), edades de los padres de cada uno( él 
no contesta), si roncan o no, con quien convive cada uno, quien propuso 
el matrimonio( él dice que él y ella dice que los dos), lo que les gusta 
desayunar, cosas que tienen en común, etc. No presentan pruebas 
fehacientes de su relación.

VI.- De estos hechos, es una deducción razonable y en modo alguno 
arbitraria entender que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo ha 
estimado el Encargado del Registro Consular, quien por su inmediación a 
los hechos es el que más fácilmente pueden apreciarlos y formar su 
convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos 
cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no 
quedaría desvirtuada por un expediente posterior, el del artículo 257 del 
Reglamento del Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de 
economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, además 
de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación 
adoptada en la calificación efectuada por la vía del artículo 256 del 
Reglamento.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.
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Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en Bogotá. 

Resolución de 02 de Julio de 2014 (72ª)
IV.4.1.1  Matrimonio celebrado en el extranjero

1º.-Se deniega su inscripción porque hay datos objetivos bastantes para 
deducir la ausencia de consentimiento matrimonial.

2º.- Dado el carácter esencial del consentimiento matrimonial para la 
validez del matrimonio en nuestro Derecho, hay excepción de orden 
público respecto de la ley extranjera que admite la validez del 
consentimiento matrimonial simulado.

En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este 
Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados, 
contra auto del Juez Encargado del Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Doña Mª-E. nacida en Colombia y de nacionalidad española, obtenida 
por residencia en el año 2011, presentó en el Registro Civil Central, 
impreso de declaración de datos para la inscripción del matrimonio que 
había celebrado el día 26 de enero de 2007 en Colombia, según la ley 
local, con Don E. nacido en Colombia y de nacionalidad colombiana. 
Aportaban como documentación acreditativa de su pretensión: certificado 
de matrimonio local, certificado de nacimiento y volante de 
empadronamiento de la interesada y permiso de residencia y volante de 
empadronamiento del interesado.

2.- Ratificados los interesados, se celebran las entrevistas en audiencia 
reservada con los interesados. El juez encargado del Registro Civil 
Central, mediante acuerdo de fecha 24 de junio de 2013 deniega la 
inscripción del matrimonio.
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3.- Notificada la resolución a los interesados, éstos interponen recurso 
ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, volviendo a 
solicitar la inscripción del matrimonio

4.- De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que 
impugna el mismo e interesa la confirmación del acuerdo recurrido. El 
encargado del Registro Civil Central ordenó la remisión del expediente a 
la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos; 12 del Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre 
protección de los derechos humanos y de las libertades fundamentales; 
23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre de 1966 de 
derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea 
de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en 
materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 
y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 65, 73 y 74 del Código Civil; 
23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 y 354 
del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 
1995 y de 31 de enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 2-2ª 
de diciembre de 2004; 19-1ª y 20-2ª y 3ª de abril, 19-3ª, 20-1ª y 3ª, 26-2ª 
de mayo, 8-4ª, 20-3ª de junio, 7-1ª de julio y 29-4ª de diciembre de 2005; 
27-4ª de enero, 22-1ª y 24-3ª de febrero, 28-4ª de marzo y 6-2ª de abril de 
2006.

II.- Se trata en el presente caso de un matrimonio contraído en Colombia 
el 26 de enero de 2007 entre dos ciudadanos de dicho país de los cuales 
uno, la interesada adquiere después la nacionalidad española por 
residencia en el año 2011.

III.- El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en 
nuestro derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. 
arts. 45 y 73-1º CC.). Para evitar en la medida de lo posible la existencia 
aparente de estos matrimonios y su inscripción en el Registro Civil, esta 
Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero de 
1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que 
algunos extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su 
estancia en ella por medio de un matrimonio simulado con ciudadanos 
españoles. 
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IV.- Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios 
fraudulentos lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando 
la importancia que en el expediente previo a la celebración del matrimonio 
tiene el trámite de la audiencia personal, reservada y por separado, de 
cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar cualquier 
obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, CC. y 245 y 247 
RRC), entre ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, 
análogas medidas deben adoptarse cuando se trata de inscribir en el 
Registro Consular o en el Central un matrimonio ya celebrado en la forma 
extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración 
del matrimonio (cfr. art. 65 CC.) y esta comprobación, si el matrimonio 
consta por “certificación expedida por autoridad o funcionario del país de 
celebración” (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la calificación 
de ese documento y “de las declaraciones complementarias oportunas” 
se llegue a la convicción de que no hay dudas “de la realidad del hecho y 
de su legalidad conforme a la ley española”. Así lo señala el artículo 256 
del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para permitir otras 
inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro 
extranjero, establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento.

V.- La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos 
en cuanto que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero 
propósito fraudulento de las partes, que no desean en realidad ligarse con 
el vínculo matrimonial sino aprovecharse de la apariencia matrimonial 
para obtener las ventajas que del matrimonio resultan para el extranjero. 
Si, a través de este trámite o de otros medios objetivos, el Encargado 
llega a la convicción de que existe simulación, no debe inscribir un 
matrimonio nulo por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. 
arts. 45 y 73-1º CC.). No obstante, las dificultades prácticas de la prueba 
de la simulación son sobradamente conocidas. No existiendo normalmente 
pruebas directas de ésta, es casi siempre necesario acudir a la prueba de 
presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos hechos 
demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del 
criterio humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. 
art. 386 LEC), a cuya finalidad presenta gran importancia práctica la 
cuidadosa realización de las audiencias reservadas antes mencionadas.

VI.- Ahora bien, respecto de los supuestos de matrimonio celebrados en el 
extranjero por dos ciudadanos de nacionalidad extranjera, y para el caso 
de que subsistiendo tal matrimonio uno, al menos, de los cónyuges haya 
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adquirido después la nacionalidad española, caso en el que el Registro 
Civil español pasa a ser competente sobrevenidamente para su inscripción 
(cfr. art. 15 LRC), la doctrina oficial de este Centro Directivo viene 
sosteniendo que en tales casos resulta improcedente que se intenten 
aplicar las normas españolas sobre ausencia de consentimiento 
matrimonial, ya que no hay puntos de conexión que justifiquen tal 
aplicación, dado que la capacidad de los contrayentes, a la fecha de la 
celebración del matrimonio que es el momento en que ha de ser valorada, 
se rige por su anterior ley personal (cfr. art. 9 nº1 CC.), lo que justifica su 
inscripción registral. Sin embargo, siendo cierto lo anterior, también lo es 
que dicha doctrina requiere, y así se hace constar reiteradamente en las 
Resoluciones de esta Dirección General en la materia, que no existan 
dudas de que el enlace ha cumplido los requisitos de fondo y forma 
exigidos por la ley extranjera aplicable, requisitos que en principio habrán 
sido apreciados favorablemente por parte de las órganos registrales 
competentes extranjeros que primero autorizaron y después inscribieron 
el matrimonio. 

VII.- Lo anterior no debe, sin embargo, llevar a la conclusión de que la ley 
extranjera que integre el estatuto personal de los contrayentes se haya de 
aplicar siempre y en todo caso, sino que en ejecución de la regla de 
excepción del orden público internacional español, deberá dejar de 
aplicarse la norma foránea cuando deba concluirse que tal aplicación 
pararía en la vulneración de principios esenciales, básicos e irrenunciables 
de nuestro Ordenamiento jurídico. Y a este propósito no es vano recordar 
la doctrina de este Centro Directivo en el sentido de que el consentimiento 
matrimonial real y libre es cuestión que por su carácter esencial en nuestro 
Derecho (cfr. art. 45 CC.) y en el Derecho Internacional Convencional y, 
en particular, el Convenio relativo al consentimiento para el matrimonio, 
hecho en Nueva York el 10 de diciembre de 1962 (BOE del 29 de mayo de 
1969), cuyo artículo primero exige para la validez del matrimonio el pleno 
y libre consentimiento de ambos contrayentes, debe ser considerada de 
orden público. 

Es por ello que no cabe inscribir un matrimonio por las autoridades del 
foro, cuando hay un grado de certeza suficiente de que ha sido utilizado 
como instrumento con el que conseguir fines impropios del mismo, en 
este caso, de carácter migratorio, puesto que no ha existido un 
consentimiento real de los contrayentes, lo que debe conducir a su 
rechazo como supuesto de simulación, aun cuando los interesados estén 
sujetos por su estatuto personal a legislaciones que admitan en sede 
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matrimonial una suerte de consentimiento abstracto, descausalizado o 
desconectado de toda relación con la finalidad institucional del matrimonio 
(cfr. art. 12 nº3 CC.), facilitando con ello que esta institución sea utilizada 
como instrumento de un fraude de ley a las normas rectoras de la 
nacionalidad o la extranjería o a otras de diversa índole. Pero con ser esto 
último importante, no es lo determinante para excepcionar la aplicación de 
la ley extranjera, sino el hecho de que un consentimiento simulado supone 
una voluntad matrimonial inexistente, en la medida en que la voluntad 
declarada no se corresponde con la interna, produciéndose en tales casos 
una discordancia consciente cuyo efecto es la nulidad absoluta, ipso iure 
e insubsanable del matrimonio celebrado (cfr. art. 74 CC.), y ello cualquiera 
sea la causa simulationis, o propósito práctico pretendido in casu, que 
actúa como agente de una ilicitud civil incompatible con la protección 
jurídica que de la que es propia del ius nubendi se desprende en favor de 
la verdadera voluntad matrimonial. 

VIII.- En el caso actual, de matrimonio entre dos ciudadanos colombianos 
celebrado en Colombia y, del trámite de audiencia reservada practicada a 
los contrayentes, resultan determinados hechos objetivos de los que cabe 
deducir que, efectivamente, el matrimonio celebrado no ha perseguido los 
fines propios de esta institución. La interesada declara que no tienen hijos 
en común, sin embargo el interesado dice que tienen tres hijos en común 
J-A. E-A. y R. no recordando las fechas de su nacimiento, sin embargo 
con el recurso tan sólo aportan el certificado de nacimiento de dos de ellos 
concretamente los de E-A. y R. 

La interesada declara que le gusta el baile y la comida y él afirma que a 
ella le gusta la pesca y la comida. Ella indica que decidieron casarse en 
Colombia hace cinco o seis años y él dice que lo decidieron hace seis o 
siete años. El interesado declara tener cuatro hermanos llamados E. A. P 
y C. sin embargo ella indica que él tiene cinco hermanos llamados H. P. C. 
C. y A.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.
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Resolución de 02 de Julio de 2014 (81ª)
IV.4.1.1  Matrimonio celebrado en el extranjero

Se deniega su inscripción porque hay datos objetivos bastantes para 
deducir la ausencia de consentimiento matrimonial.

En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este 
Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados 
contra auto del encargado del Registro Civil Consular en Santo Domingo.

HECHOS

1.-Don A. nacido en La República Dominicana y de nacionalidad 
dominicana, presentó en el Consulado español en Santo Domingo, 
impreso de declaración de datos para la inscripción de su matrimonio 
celebrado en La República Dominicana el 5 febrero de 2011 con Doña 
J-M. nacida en La República Dominicana y de nacionalidad española, 
obtenida por residencia el 17 de enero del año 2011. Adjuntan como 
documentación: acta inextensa de matrimonio local, certificado de 
nacimiento, acta inextensa de matrimonio y acta inextensa de divorcio de 
la interesada y acta inextensa de nacimiento del interesado.

2.- Ratificados los interesados, se celebra la entrevista en audiencia 
reservada con los interesados. El Ministerio Fiscal se opone a la inscripción 
de matrimonio. Con fecha 21 de junio de 2013 el encargado del Registro 
Civil Consular dicta auto denegando la inscripción del matrimonio

3.- Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción 
del matrimonio.

4.- De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, el 
encargado del Registro Civil Consular ordena la remisión del expediente a 
la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución, 
con la emisión de un informe desfavorable.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 
12 del Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre protección de 
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los derechos humanos y de las libertades fundamentales; 23 del Pacto 
Internacional de Nueva York de 19 de diciembre de 1966 de derechos civiles 
y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea de 4 de diciembre 
de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en materia de lucha 
contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 y 32 de la Constitución; 
3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 65, 73 y 74 del Código Civil; 23 y 73 de la Ley del 
Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 y 354 del Reglamento del 
Registro Civil; las instrucciones de 9 de enero de 1995 y de 31 de enero de 
2006; y las resoluciones, entre otras, de 29-4ª de diciembre de 2005; 23-3ª y 
5ª de junio, 3-1ª, 21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 
5ª de diciembre de 2006; 29-2ª y 26-5ª de enero, 28-5ª de febrero, 31 de 
marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª de junio, 10-4ª, 5ª y 6ª y 11-1ª de 
septiembre; 30-6ª de noviembre y 27-1ª y 2ª de diciembre de 2007; 29-7ª de 
abril, 27-1ª de junio, 16-1ª y 17-3ª de julio, 30-2ª de septiembre y 28-2ª de 
noviembre de 2008; 19-6ª y 8ª de enero y 25-8ª de febrero de 2009.

II.- El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en 
nuestro derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 
45 y 73-1º CC.). Para evitar en la medida de lo posible la existencia aparente 
de estos matrimonios y su inscripción en el Registro Civil, esta Dirección 
General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero de 1995 y 
recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos 
extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella 
por medio de un matrimonio simulado con ciudadanos españoles. 

III.- Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios 
fraudulentos lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando 
la importancia que en el expediente previo a la celebración del matrimonio 
tiene el trámite de la audiencia personal, reservada y por separado, de 
cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar cualquier 
obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, CC. y 245 y 247 
RRC), entre ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, 
análogas medidas deben adoptarse cuando se trata de inscribir en el 
Registro Consular o en el Central un matrimonio ya celebrado en la forma 
extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración 
del matrimonio (cfr. art. 65 CC.) y esta comprobación, si el matrimonio 
consta por “certificación expedida por autoridad o funcionario del país de 
celebración” (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la calificación 
de ese documento y “de las declaraciones complementarias oportunas” 
se llegue a la convicción de que no hay dudas “de la realidad del hecho y 
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de su legalidad conforme a la ley española”. Así lo señala el artículo 256 
del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para permitir otras 
inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro 
extranjero, establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento.

IV.- Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de 
matrimonios simulados, por más que hayan sido celebrados en el 
extranjero, viene siendo propugnada por la doctrina de este Centro 
Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, 
comprobados por las declaraciones de los propios interesados y por las 
demás pruebas presentadas, de las que sea razonable deducir según las 
reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es nulo por 
simulación. 

V.- En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en 
La República Dominicana entre una ciudadana española, de origen 
dominicano y un ciudadano dominicano y del trámite de audiencia 
reservada practicada a los interesados, resultan determinados hechos 
objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio celebrado no ha 
perseguido los fines propios de esta institución. La interesada obtuvo la 
nacionalidad española, en enero de 2011 e inmediatamente después en 
febrero del mismo año contrae matrimonio con el promotor. Los interesados 
se conocen, según declaraciones, desde hace 20 años porque eran 
vecinos, la interesada dice que mantienen relación afectiva desde el año 
2009(ella previamente en el año 2007, se había divorciado de su anterior 
marido, el cual ha obtenido la nacionalidad española en el año 2013), ha 
regresado a su país dos veces la primera en 2009 y la segunda para 
contraer matrimonio, no constando que haya vuelto. La interesada 
desconoce la fecha exacta de nacimiento del interesado indicando que 
nació el 14 de enero cuando fue el 17 de enero. Difieren en el nombre de 
uno de los testigos de la boda ya que ella dice que se llama J. y él dice 
que J-A. él dice que han convivido antes del matrimonio en hoteles y ella 
dice que no han convivido. La interesada declara que tiene cuatro 
hermanos tres de los cuales viven en L. sin embargo él dice que ella tiene 
tres hermanos desconociendo los nombres; por su parte la interesada 
tampoco sabe los nombres de los hermanos del interesado (éste también 
tiene tres hermanos viviendo en L). El interesado declara que ella trabaja 
en casas particulares, desconociendo el salario que tiene, sin embargo 
ella dice que trabaja en la finca La R. de ayudante de cocina y que cobra 
800 euros. Ella dice que él tiene una marca cerca del ojo por un accidente 
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de moto que tuvo, sin embargo él no dice nada de esto declarando que 
tiene una marca en la espalda. Las pruebas presentadas son escasas y 
no rebelan un auténtico consentimiento matrimonial.

VI.- De estos hechos, es una deducción razonable y en modo alguno 
arbitraria entender que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo ha 
estimado el Encargado del Registro Consular, quien por su inmediación a 
los hechos es el que más fácilmente pueden apreciarlos y formar su 
convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos 
cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no 
quedaría desvirtuada por un expediente posterior, el del artículo 257 del 
Reglamento del Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de 
economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, además de 
la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación adoptada en 
la calificación efectuada por la vía del artículo 256 del Reglamento.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en Santo Domingo.

Resolución de 09 de Julio de 2014 (20ª)
IV.4.1.1  Matrimonio celebrado en el extranjero

Se deniega su inscripción porque hay datos objetivos bastantes para 
deducir la ausencia de consentimiento matrimonial.

En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este 
Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados 
contra auto del encargado del Registro Civil Consular en Quito.

HECHOS

1.- Doña E-G., presentó en el Consulado español en Quito, impreso de 
declaración de datos para la inscripción del matrimonio celebrado en 
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Ecuador, el 21 de diciembre de 2012, entre Doña C-E. nacida en Ecuador 
y de nacionalidad española, obtenida por residencia el 19 de abril de 2012 
y Don R-A., nacido en Ecuador y de nacionalidad ecuatoriana. Adjuntan 
como documentación: certificado de matrimonio local, certificado de 
nacimiento y certificado de divorcio del interesado y certificado de 
nacimiento de la interesada.

2.- Ratificados los interesados, se celebra la entrevista en audiencia 
reservada con los interesados. El Ministerio Fiscal se opone a la inscripción 
de matrimonio. Con fecha 4 de abril de 2013 el encargado del Registro 
Civil Consular dicta auto denegando la inscripción del matrimonio.

3.- Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción 
del matrimonio.

4.-De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que 
emite un informe desfavorable. El encargado del Registro Civil Consular 
ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los Registros 
y del Notariado para su resolución, con un informe desfavorable.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos; 12 del Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre 
protección de los derechos humanos y de las libertades fundamentales; 
23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre de 1966 de 
derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea 
de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en 
materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 
y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 65, 73 y 74 del Código Civil; 
23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 y 354 
del Reglamento del Registro Civil; las instrucciones de 9 de enero de 1995 
y de 31 de enero de 2006; y las resoluciones, entre otras, de 29-4ª de 
diciembre de 2005; 23-3ª y 5ª de junio, 3-1ª, 21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª 
y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 2006; 29-2ª y 26-5ª de 
enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª 
de junio, 10-4ª, 5ª y 6ª y 11-1ª de septiembre; 30-6ª de noviembre y 27-1ª 
y 2ª de diciembre de 2007; 29-7ª de abril, 27-1ª de junio, 16-1ª y 17-3ª de 
julio, 30-2ª de septiembre y 28-2ª de noviembre de 2008; 19-6ª y 8ª de 
enero y 25-8ª de febrero de 2009.
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II.- El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en 
nuestro derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. arts. 
45 y 73-1º CC.). Para evitar en la medida de lo posible la existencia aparente 
de estos matrimonios y su inscripción en el Registro Civil, esta Dirección 
General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero de 1995 y 
recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que algunos 
extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su estancia en ella 
por medio de un matrimonio simulado con ciudadanos españoles. 

III.- Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios 
fraudulentos lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando 
la importancia que en el expediente previo a la celebración del matrimonio 
tiene el trámite de la audiencia personal, reservada y por separado, de 
cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar cualquier 
obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, CC. y 245 y 247 
RRC), entre ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, 
análogas medidas deben adoptarse cuando se trata de inscribir en el 
Registro Consular o en el Central un matrimonio ya celebrado en la forma 
extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración 
del matrimonio (cfr. art. 65 CC.) y esta comprobación, si el matrimonio 
consta por “certificación expedida por autoridad o funcionario del país de 
celebración” (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la calificación 
de ese documento y “de las declaraciones complementarias oportunas” 
se llegue a la convicción de que no hay dudas “de la realidad del hecho y 
de su legalidad conforme a la ley española”. Así lo señala el artículo 256 
del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para permitir otras 
inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro 
extranjero, establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento.

IV.- Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de 
matrimonios simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, 
viene siendo propugnada por la doctrina de este Centro Directivo a partir de 
la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo denegarse la inscripción 
cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas 
presentadas, de las que sea razonable deducir según las reglas del criterio 
humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es nulo por simulación. 

V.- En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en 
Ecuador entre una ciudadana española, de origen ecuatoriano y un ciudadano 
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ecuatoriano y del trámite de audiencia reservada practicada a los contrayentes, 
resultan determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que el 
matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta institución. 
Discrepan en cuando se comprometieron ya que él indica que fue en el año 
2012 mientras que ella dice que fue en 2010; también difieren en el número 
de viajes que ella ha hecho a su país, así como las fechas en que viajó; no 
coinciden los números de teléfono que dan del otro; también difieren en la 
regularidad de la ayuda económica que le presta ella a él. Existen 
discordancias en lo relativo a gustos y aficiones ya que por ejemplo ella dice 
que él no fuma cuando él indica que lo hace de vez en cuando. El interesado 
había contraído matrimonio en 2010, con una ciudadana ecuatoriana 
divorciándose el 2 de abril de 2012, con ella tuvo un hijo, según el Encargado 
del Registro Civil Consular, en una segunda entrevista que se le practica al 
interesado éste indica, acerca de este matrimonio, que lo contrajo a fin de 
ayudar a su exesposa a salir de la casa de sus padres y que no mantenían 
una relación de pareja, dice que el hijo que tuvo no es de él sino de otro novio 
de su exesposa, sin embargo está reconocido como su hijo dice que pagó a 
funcionarios públicos para que no inscribieran dicho matrimonio y luego para 
el divorcio. Las pruebas presentadas no son concluyentes.

VI.- De estos hechos, es una deducción razonable y en modo alguno 
arbitraria entender que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo han 
estimado el Encargado del Registro Consular, quien por su inmediación a 
los hechos es el que más fácilmente pueden apreciarlos y formar su 
convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos 
cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no 
quedaría desvirtuada por un expediente posterior, el del artículo 257 del 
Reglamento del Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de 
economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, además 
de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación 
adoptada en la calificación efectuada por la vía del artículo 256 del 
Reglamento.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 09 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del registro Civil Consular
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (117ª)
IV.4.1.1  Matrimonio celebrado en el extranjero

Se deniega su inscripción por no quedar debidamente acreditada la 
celebración del matrimonio al carecer del oportuno certificado matrimonio 
expedido por el Registro Civil local

En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este 
Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados 
contra auto del Encargado del Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Don A. de nacionalidad española presentó el 05 de mayo de 2010 en 
el Registro Civil Central expediente para la inscripción de matrimonio 
celebrado en Marruecos el 01 de Julio de 1996 con Doña F. de nacionalidad 
marroquí. Adjuntan como documentación: hoja declarativa de datos, 
volantes de empadronamiento, certificados de nacimiento de los 
interesados, y acta de matrimonio local

2.- Con fecha 20 de Marzo de 2013 el Encargado del Registro Civil Central 
dicta acuerdo denegando la inscripción del matrimonio.

3.- Notificado el interesado, interpone recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción del 
matrimonio.

4.-De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal que 
interesa la confirmación del acuerdo. El Encargado del Registro Civil 
Central ordena la remisión del expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para su resolución. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- La competencia para resolver el presente expediente, ordenando la 
inscripción de matrimonio solicitada, corresponde al Registro Civil Central, 
en virtud de lo establecido en el art. 16 de la LRC y arts. 68, 342 y 343 del 
RRC, al darse la circunstancia de que la parte promotora se halla 
domiciliada en España y la inscripción pretendida se encuentra dentro de 
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los supuestos previstos en los arts. .1 y 15 de la LRC y art. 66 de su 
Reglamento, en relación con los arts. 17 y ss. del CC.

II.- En el presente supuesto al no existir el oportuno certificado de 
matrimonio expedido por el Registro Civil local del lugar de celebración, 
que hubiera permitido su transcripción en el Registro español, de 
conformidad con lo dispuesto en el art. 23 de la LRC Procede conforme a 
lo dispuesto en los arts. 73 y 95.5º de la LRC y arts. 256 y 257 del RRC y 
con los trámites establecidos en el art. 238 y ss. RRC .tramitar expediente 
gubernativo como medio legal establecido para la práctica de la inscripción.

III.- En el presente caso de matrimonio celebrado en Marruecos el 01 de 
julio de 1996, no ha quedado suficientemente acreditada la celebración 
del matrimonio, la localidad y la fecha en que tuvo lugar el mismo, ni la 
Autoridad competente ante la cual se celebró el matrimonio, así como que 
se haya celebrado en la forma conforme lo prevenido en el art. 49 CC. y 
257 del RRC al no haberse aportado la certificación literal de matrimonio 
expedida por el Registro Civil Local.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado Registro Civil Central.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (250ª)
IV.4.1.1  Matrimonio celebrado en el extranjero

Se deniega su inscripción porque hay datos objetivos bastantes para 
deducir la ausencia de consentimiento matrimonial.

En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este 
Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados 
contra auto del encargado del Registro Civil Consular en La Habana.

HECHOS
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1.- Don U-T. nacido en Cuba y de nacionalidad española, obtenida 
mediante la Ley 52/07, en el año 2009, presentó en el Consulado español 
en La Habana, impreso de declaración de datos para la inscripción del 
matrimonio celebrado en Cuba el 27 de diciembre de 2011 con Doña E. 
nacida en Cuba y de nacionalidad cubana. Adjuntan como documentación: 
acta de matrimonio local, certificado de nacimiento del interesado y 
certificación de nacimiento y certificación de matrimonio con inscripción 
de divorcio de la interesada.

2.- Ratificados los interesados, se celebra la entrevista en audiencia 
reservada con los interesados. El Ministerio Fiscal se opone a la inscripción 
de matrimonio. Con fecha 28 de junio de 2012 el Encargado del Registro 
Civil Consular dicta auto denegando la inscripción del matrimonio.

3.- Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción 
del matrimonio.

4.- De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal. El 
Encargado del Registro Civil Consular ordena la remisión del expediente 
a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos; 12 del Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre 
protección de los derechos humanos y de las libertades fundamentales; 
23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre de 1966 de 
derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea 
de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en 
materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 
y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 65, 73 y 74 del Código Civil; 
23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 y 354 
del Reglamento del Registro Civil; las instrucciones de 9 de enero de 1995 
y de 31 de enero de 2006; y las resoluciones, entre otras, de 29-4ª de 
diciembre de 2005; 23-3ª y 5ª de junio, 3-1ª, 21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª 
y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 2006; 29-2ª y 26-5ª de 
enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª 
de junio, 10-4ª, 5ª y 6ª y 11-1ª de septiembre; 30-6ª de noviembre y 27-1ª 
y 2ª de diciembre de 2007; 29-7ª de abril, 27-1ª de junio, 16-1ª y 17-3ª de 
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julio, 30-2ª de septiembre y 28-2ª de noviembre de 2008; 19-6ª y 8ª de 
enero y 25-8ª de febrero de 2009.

II.- El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en 
nuestro derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. 
arts. 45 y 73-1º CC.). Para evitar en la medida de lo posible la existencia 
aparente de estos matrimonios y su inscripción en el Registro Civil, esta 
Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero de 
1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que 
algunos extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su 
estancia en ella por medio de un matrimonio simulado con ciudadanos 
españoles. 

III.- Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios 
fraudulentos lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando 
la importancia que en el expediente previo a la celebración del matrimonio 
tiene el trámite de la audiencia personal, reservada y por separado, de 
cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar cualquier 
obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, CC. y 245 y 247 
RRC), entre ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, 
análogas medidas deben adoptarse cuando se trata de inscribir en el 
Registro Consular o en el Central un matrimonio ya celebrado en la forma 
extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración 
del matrimonio (cfr. art. 65 CC.) y esta comprobación, si el matrimonio 
consta por “certificación expedida por autoridad o funcionario del país de 
celebración” (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la calificación 
de ese documento y “de las declaraciones complementarias oportunas” 
se llegue a la convicción de que no hay dudas “de la realidad del hecho y 
de su legalidad conforme a la ley española”. Así lo señala el artículo 256 
del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para permitir otras 
inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro 
extranjero, establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento.

IV.- Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de 
matrimonios simulados, por más que hayan sido celebrados en el 
extranjero, viene siendo propugnada por la doctrina de este Centro 
Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, 
comprobados por las declaraciones de los propios interesados y por las 
demás pruebas presentadas, de las que sea razonable deducir según las 
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reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es nulo por 
simulación. 

V.- En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en 
Cuba entre una ciudadana cubana y un ciudadano español, de origen 
cubano y del trámite de audiencia reservada practicada a los contrayentes, 
resultan determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que el 
matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios de esta 
institución. El interesado no recuerda cuando conoció a la interesada y 
cuando iniciaron su relación sentimental( “cree que fue en mayo”), a la 
pregunta de cuándo y dónde decidieron contraer matrimonio el interesado 
contesta que aunque ya estaban juntos, “la casa” con M. para que ella 
tuviera acceso a la vivienda de este señor, luego “la divorcia” en septiembre 
de 2011 y se casa con ella después de obtener él la nacionalidad española, 
no recordando donde lo decidieron, a la misma pregunta la interesada 
dice que el matrimonio lo propuso él antes de obtener la nacionalidad 
española, no recordando la fecha y lo decidieron en casa. Ninguno de los 
dos da la fecha exacta del matrimonio ya que ella dice que fue el cinco de 
noviembre de 2012, mientras que él dice que el cuatro de mayo de 2012 
(el acta de matrimonio aportada informa que el matrimonio se celebró el 
27 de diciembre de 2011). El interesado desconoce las edades y 
direcciones de los hermanos de ella; no sabe los apellidos de sus padres 
y donde viven; la interesada dice que a él le han operado de una fractura 
de cráneo cuando él dice haber sido operado de cataratas en un ojo. El 
interesado dice que ella tiene familiares en España mientras que ella dice 
tenerlo sólo en Cuba. Los interesados declaran que se casaron para 
poder ir a España y por eso formalizaron el matrimonio legalmente. No 
aportan prueba alguna de su relación.

VI.- De estos hechos, es una deducción razonable y en modo alguno 
arbitraria entender que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo ha 
estimado el Encargado del Registro Consular, quien por su inmediación a 
los hechos es el que más fácilmente pueden apreciarlos y formar su 
convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos 
cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no 
quedaría desvirtuada por un expediente posterior, el del artículo 257 del 
Reglamento del Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de 
economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, además 
de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación 
adoptada en la calificación efectuada por la vía del artículo 256 del 
Reglamento.
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Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en La Habana.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (257ª)
IV.4.1.1  Matrimonio celebrado en el extranjero

Se deniega la inscripción porque hay datos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial.

En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este 
Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados, 
contra auto del Encargado del Registro Civil Consular en Bogotá.

HECHOS

1.- Don J-L. nacido en España y de nacionalidad española, presentó en el 
Consulado español Bogotá impreso de declaración de datos para la 
inscripción de su matrimonio celebrado en Colombia el 22 de febrero del 
2007 con Doña N. nacida en Colombia y de nacionalidad colombiana. 
Adjuntan como documentación: hoja declaratoria de datos, certificado de 
matrimonio local, certificado de nacimiento y certificado de matrimonio 
con inscripción marginal de divorcio del interesado y certificado de 
nacimiento con inscripción de divorcio de la interesada.

2.- Ratificados los interesados, se celebra el preceptivo trámite de 
audiencia reservada con los interesados. El Ministerio Fiscal se opone a 
la inscripción de matrimonio. Con fecha 18 de julio de 2012 el Encargado 
del Registro Civil Consular dicta auto denegando la inscripción del 
matrimonio, al no existir consentimiento real por parte de los cónyuges.
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3.- Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción 
del matrimonio.

4.- De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal El 
Encargado del Registro Civil Consular ordena la remisión del expediente 
a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos; 12 del Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre 
protección de los derechos humanos y de las libertades fundamentales; 
23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre de 1966 de 
derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea 
de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en 
materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 
y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 65, 73 y 74 del Código Civil; 
23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 y 354 
del Reglamento del Registro Civil; las instrucciones de 9 de enero de 1995 
y de 31 de enero de 2006; y las resoluciones, entre otras, de 29-4ª de 
diciembre de 2005; 23-3ª y 5ª de junio, 3-1ª, 21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª 
y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 2006; 29-2ª y 26-5ª de 
enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª 
de junio, 10-4ª, 5ª y 6ª y 11-1ª de septiembre; 30-6ª de noviembre y 27-1ª 
y 2ª de diciembre de 2007; 29-7ª de abril, 27-1ª de junio, 16-1ª y 17-3ª de 
julio, 30-2ª de septiembre y 28-2ª de noviembre de 2008; 19-6ª y 8ª de 
enero y 25-8ª de febrero de 2009.

II.- El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en 
nuestro derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. 
arts. 45 y 73-1º CC.). Para evitar en la medida de lo posible la existencia 
aparente de estos matrimonios y su inscripción en el Registro Civil, esta 
Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero de 
1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que 
algunos extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su 
estancia en ella por medio de un matrimonio simulado con ciudadanos 
españoles. 

III.- Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios 
fraudulentos lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando 
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la importancia que en el expediente previo a la celebración del matrimonio 
tiene el trámite de la audiencia personal, reservada y por separado, de 
cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar cualquier 
obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, CC. y 245 y 247 
RRC), entre ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, 
análogas medidas deben adoptarse cuando se trata de inscribir en el 
Registro Consular o en el Central un matrimonio ya celebrado en la forma 
extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración 
del matrimonio (cfr. art. 65 CC.) y esta comprobación, si el matrimonio 
consta por “certificación expedida por autoridad o funcionario del país de 
celebración” (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la calificación 
de ese documento y “de las declaraciones complementarias oportunas” 
se llegue a la convicción de que no hay dudas “de la realidad del hecho y 
de su legalidad conforme a la ley española”. Así lo señala el artículo 256 
del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para permitir otras 
inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro 
extranjero, establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento.

IV.- Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de 
matrimonios simulados, por más que hayan sido celebrados en el 
extranjero, viene siendo propugnada por la doctrina de este Centro 
Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, 
comprobados por las declaraciones de los propios interesados y por las 
demás pruebas presentadas, de las que sea razonable deducir según las 
reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es nulo por 
simulación. 

V.- En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en 
Colombia entre un ciudadano español y una ciudadana colombiana y del 
trámite de audiencia reservada practicada a los contrayentes, resultan 
determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio 
celebrado no ha perseguido los fines propios de esta institución. Discrepan 
en cuando se conocieron pues ella dice que hace diez años y él dice que 
hace nueve años, ella no contesta a varias preguntas relativas a la relación 
por ejemplo cuándo y dónde decidieron contraer matrimonio, si han 
convivido antes de matrimonio y por cuánto tiempo, etc. El interesado 
desconoce el nombre del padre de ella limitándose a decir que falleció, 
dice que ella era soltera cuando se casaron sin embargo es divorciada, 
declara que tienen tres hijos en común cuando no tienen ninguno, 
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desconoce o se equivoca en la fecha del matrimonio ya que dice que fue 
el 22 de mayo cuando fue el 22 de febrero (luego en el recurso dice que 
se celebró el 20 de julio de 2007), desconoce con quien viven los hijos de 
la interesada declarando que viven solos cuando ella dice que viven con 
el padre. Existen discordancias en lo relativo a los invitados que fueron a 
la boda, regalos que se han hecho; desconocen el número y nombre de 
los hermanos del otro, así mismo no coinciden en gustos, aficiones, 
costumbres personales, si la interesada ha tenido o no enfermedades 
graves ( ella dice que no y él dice que sí). Ella dice que él trabaja en una 
empresa llamada A. de auxiliar administrativo, sin embargo él dice que es 
comerciante y que se dedica a productos de peluquería brasileña, 
desconocen los ingresos del otro. El interesado declara que es su intención 
inscribir el matrimonio para que ella consiga la nacionalidad española en 
menos tiempo.

VI.- De estos hechos, es una deducción razonable y en modo alguno 
arbitraria entender que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo ha 
estimado el Encargado del Registro Consular, quien por su inmediación a 
los hechos es el que más fácilmente pueden apreciarlos y formar su 
convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos 
cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no 
quedaría desvirtuada por un expediente posterior, el del artículo 257 del 
Reglamento del Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de 
economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, además 
de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación 
adoptada en la calificación efectuada por la vía del artículo 256 del 
Reglamento.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en Bogotá.
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (259ª)
IV.4.1.1  Matrimonio celebrado en el extranjero

Se deniega la inscripción porque hay datos objetivos bastantes para 
deducir la ausencia de consentimiento matrimonial.

En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este 
Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por la interesada, 
contra auto del Juez Encargado del Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Doña N-A. nacida en Senegal y de nacionalidad española, obtenida 
por opción en el año 2008, presentó en el Registro Civil Central, impreso 
de declaración de datos para la inscripción del matrimonio que había 
celebrado el día 12 de mayo de 2010 en Senegal, según la ley local, con 
Don A. nacido y residente en Senegal y de nacionalidad senegalesa. 
Aportaban como documentación acreditativa de su pretensión: copia 
literal de acta de matrimonio local, certificado de nacimiento y volante de 
empadronamiento de la interesada y pasaporte del interesado

2.- Ratificados los interesados, se celebran las entrevistas en audiencia 
reservada con los interesados. El juez encargado del Registro Civil 
Central, mediante acuerdo de fecha 23 de mayo de 2013 deniega la 
inscripción del matrimonio.

3.- Notificada la resolución a los interesados, la interesada interpone 
recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, 
volviendo a solicitar la inscripción del matrimonio

4.- De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que 
impugna el mismo e interesa la confirmación del acuerdo recurrido. El 
encargado del Registro Civil Central ordenó la remisión del expediente a 
la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos; 12 del Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre 
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protección de los derechos humanos y de las libertades fundamentales; 
23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre de 1966 de 
derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea 
de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en 
materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 
y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 65, 73 y 74 del Código Civil; 
23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 y 354 
del Reglamento del Registro Civil; las instrucciones de 9 de enero de 1995 
y de 31 de enero de 2006; y las resoluciones, entre otras, de 29-4ª de 
diciembre de 2005; 23-3ª y 5ª de junio, 3-1ª, 21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª 
y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 2006; 29-2ª y 26-5ª de 
enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª 
de junio, 10-4ª, 5ª y 6ª y 11-1ª de septiembre; 30-6ª de noviembre y 27-1ª 
y 2ª de diciembre de 2007; 29-7ª de abril, 27-1ª de junio, 16-1ª y 17-3ª de 
julio, 30-2ª de septiembre y 28-2ª de noviembre de 2008; 19-6ª y 8ª de 
enero y 25-8ª de febrero de 2009.

II.- El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en 
nuestro derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. 
arts. 45 y 73-1º CC.). Para evitar en la medida de lo posible la existencia 
aparente de estos matrimonios y su inscripción en el Registro Civil, esta 
Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero de 
1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que 
algunos extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su 
estancia en ella por medio de un matrimonio simulado con ciudadanos 
españoles. 

III.- Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios 
fraudulentos lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando 
la importancia que en el expediente previo a la celebración del matrimonio 
tiene el trámite de la audiencia personal, reservada y por separado, de 
cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar cualquier 
obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, CC. y 245 y 247 
RRC), entre ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, 
análogas medidas deben adoptarse cuando se trata de inscribir en el 
Registro Consular o en el Central un matrimonio ya celebrado en la forma 
extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración 
del matrimonio (cfr. art. 65 CC.) y esta comprobación, si el matrimonio 
consta por “certificación expedida por autoridad o funcionario del país de 
celebración” (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la calificación 
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de ese documento y “de las declaraciones complementarias oportunas” 
se llegue a la convicción de que no hay dudas “de la realidad del hecho y 
de su legalidad conforme a la ley española”. Así lo señala el artículo 256 
del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para permitir otras 
inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro 
extranjero, establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento.

IV.- Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de 
matrimonios simulados, por más que hayan sido celebrados en el 
extranjero, viene siendo propugnada por la doctrina de este Centro 
Directivo a partir de la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo 
denegarse la inscripción cuando existan una serie de hechos objetivos, 
comprobados por las declaraciones de los propios interesados y por las 
demás pruebas presentadas, de las que sea razonable deducir según las 
reglas del criterio humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es nulo por 
simulación. 

V.- En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en 
Senegal entre una ciudadana española, de origen senegalés y un 
ciudadano senegalés y del trámite de audiencia reservada practicada a 
los contrayentes, resultan determinados hechos objetivos de los que cabe 
deducir que el matrimonio celebrado no ha perseguido los fines propios 
de esta institución. El interesado desconoce el lugar y la fecha de 
nacimiento de la interesado, tampoco sabe la fecha en que se celebró el 
matrimonio, tan sólo que se celebró en 2010, ella tampoco sabe cuándo 
se celebró ya que dice que fue el 2 de enero de 2010(12 de mayo de 
2010), tampoco sabe la dirección ni el teléfono de ella, dice que vive en S. 
cuando es en C. Declara el interesado que se conocieron en el año 2008-
2009 (no recuerda), sin embargo ella dice que se conocieron en el año 
2004. El interesado declara que tienen una hija en común que vive con su 
madre, ella dice que no tienen hijos en común, sin embargo luego con el 
recurso presenta el libro de familia. El interesado desconoce el salario de 
la interesada, si trabaja y en qué, desconoce los nombres de los hermanos 
de ella, y ella desconoce el número y nombres de los hermanos de él; 
ambos desconocen gustos y aficiones del otro.

VI.- De estos hechos, es una deducción razonable y en modo alguno 
arbitraria entender que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo ha 
estimado el Encargado del Registro Civil Central quien por su inmediación 
a los hechos son los que más fácilmente pueden apreciarlos y formar su 
convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos 

http://www.mjusticia.gob.es/cs/Satellite/Portal/es/servicios-ciudadano/documentacion-publicaciones


M
inisterio de Justicia

2331 Catálogo de Publicaciones

Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado (Registro Civil)

cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no 
quedaría desvirtuada por un expediente posterior, el del artículo 257 del 
Reglamento del Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de 
economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, además 
de la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación 
adoptada en la calificación efectuada por la vía del artículo 256 del 
Reglamento.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (260ª)
IV.4.1.1  Matrimonio celebrado en el extranjero

Se deniega la inscripción porque hay datos objetivos bastantes para 
deducir la ausencia de consentimiento matrimonial.

En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este 
Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados, 
contra auto del Juez Encargado del Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Don S-D. nacido en España y de nacionalidad española, presentó en 
el Registro Civil Central, impreso de declaración de datos para la 
inscripción del matrimonio que había celebrado el día 14 de enero de 
2011 en Paraguay, según la ley local, con Doña E. nacida en Paraguay y 
de nacionalidad paraguaya. Aportaban como documentación acreditativa 
de su pretensión: certificado de acta de matrimonio local, certificado de 
nacimiento y volante de empadronamiento del interesado y pasaporte de 
la interesada.
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2.- Ratificados los interesados, se celebran las entrevistas en audiencia 
reservada con los interesados. El juez encargado del Registro Civil 
Central, mediante acuerdo de fecha 24 de junio de 2013 deniega la 
inscripción del matrimonio.

3.- Notificada la resolución a los interesados, éstos interponen recurso 
ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, volviendo a 
solicitar la inscripción del matrimonio

4.- De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que 
interesa la confirmación del acuerdo recurrido. El encargado del Registro 
Civil Central ordenó la remisión del expediente a la Dirección General de 
los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos; 12 del Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre 
protección de los derechos humanos y de las libertades fundamentales; 
23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre de 1966 de 
derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea 
de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en 
materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 
y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 65, 73 y 74 del Código Civil; 
23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 y 354 
del Reglamento del Registro Civil; las instrucciones de 9 de enero de 1995 
y de 31 de enero de 2006; y las resoluciones, entre otras, de 29-4ª de 
diciembre de 2005; 23-3ª y 5ª de junio, 3-1ª, 21-1ª y 5ª, 25-2ª de julio, 1-4ª 
y 5-4ª de septiembre, 29-2ª y 5ª de diciembre de 2006; 29-2ª y 26-5ª de 
enero, 28-5ª de febrero, 31 de marzo, 28-2ª de abril, 30-1ª de mayo, 1-4ª 
de junio, 10-4ª, 5ª y 6ª y 11-1ª de septiembre; 30-6ª de noviembre y 27-1ª 
y 2ª de diciembre de 2007; 29-7ª de abril, 27-1ª de junio, 16-1ª y 17-3ª de 
julio, 30-2ª de septiembre y 28-2ª de noviembre de 2008; 19-6ª y 8ª de 
enero y 25-8ª de febrero de 2009.

II.- El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en 
nuestro derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. 
arts. 45 y 73-1º CC.). Para evitar en la medida de lo posible la existencia 
aparente de estos matrimonios y su inscripción en el Registro Civil, esta 
Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero de 
1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que 
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algunos extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su 
estancia en ella por medio de un matrimonio simulado con ciudadanos 
españoles. 

III.- Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios 
fraudulentos lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando 
la importancia que en el expediente previo a la celebración del matrimonio 
tiene el trámite de la audiencia personal, reservada y por separado, de 
cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar cualquier 
obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, CC. y 245 y 247 
RRC), entre ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, 
análogas medidas deben adoptarse cuando se trata de inscribir en el 
Registro Consular o en el Central un matrimonio ya celebrado en la forma 
extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración 
del matrimonio (cfr. art. 65 CC.) y esta comprobación, si el matrimonio 
consta por “certificación expedida por autoridad o funcionario del país de 
celebración” (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la calificación 
de ese documento y “de las declaraciones complementarias oportunas” 
se llegue a la convicción de que no hay dudas “de la realidad del hecho y 
de su legalidad conforme a la ley española”. Así lo señala el artículo 256 
del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para permitir otras 
inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro 
extranjero, establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento.

IV.- Esta extensión de las medidas tendentes a evitar la inscripción de 
matrimonios simulados, por más que hayan sido celebrados en el extranjero, 
viene siendo propugnada por la doctrina de este Centro Directivo a partir de 
la Resolución de 30 de mayo de 1.995, debiendo denegarse la inscripción 
cuando existan una serie de hechos objetivos, comprobados por las 
declaraciones de los propios interesados y por las demás pruebas 
presentadas, de las que sea razonable deducir según las reglas del criterio 
humano (cfr. art. 386 LEC) que el matrimonio es nulo por simulación. 

V.- En este caso concreto se trata de inscribir un matrimonio celebrado en 
Paraguay entre una ciudadana española y una ciudadana paraguaya y 
del trámite de audiencia reservada practicada a los contrayentes, resultan 
determinados hechos objetivos de los que cabe deducir que el matrimonio 
celebrado no ha perseguido los fines propios de esta institución. Declaran 
ambos que se casaron el 14 de enero de 2009 cuando fue el 14 de enero 
de 2011. Discrepan en cuando decidieron casarse ya que él dice que al 
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año de estar juntos, tomaron la decisión ambos y no hubo nada especial, 
sin embargo ella declara que desde que se conocieron le pidió matrimonio 
y le regaló una alianza por San Valentín. Ella declara tener diez hermanos, 
mientras que él dice que ella tiene ocho, dando sólo el nombre de tres de 
ellos. Ninguno de los dos sabe la fecha de nacimiento del otro y el 
interesado además desconoce el lugar tan sólo sabe que nació en 
Paraguay. Ella manifiesta que nunca ha trabajado, sin embargo él dice 
que ella era empleada de hogar pero ahora no trabaja. Discrepan en 
gustos y aficiones. Las pruebas presentadas no son concluyentes

VI.- De estos hechos, es una deducción razonable y en modo alguno 
arbitraria entender que el matrimonio es nulo por simulación. Así lo ha 
estimado el Encargado del Registro Civil Central quien por su inmediación a 
los hechos son los que más fácilmente pueden apreciarlos y formar su 
convicción respecto de ellos. Esta conclusión, obtenida en momentos 
cronológicamente más próximos a la celebración del matrimonio, no 
quedaría desvirtuada por un expediente posterior, el del artículo 257 del 
Reglamento del Registro Civil, del cual debe prescindirse por razones de 
economía procesal (cfr. art. 354 RRC), si es que se estima que, además de 
la vía judicial, quedara abierto este camino ante la denegación adoptada en 
la calificación efectuada por la vía del artículo 256 del Reglamento.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.
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IV.4.1.2  Se inscribe-no puede deducirse ausencia de 
consentimiento matrimonial

Resolución de 02 de Julio de 2014 (34ª)
IV.4.1.2  Matrimonio celebrado en el extranjero

Se inscribe porque no hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial.

En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este 
Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados 
contra auto del encargado del Registro Civil Consular en Cartagena de 
Indias.

HECHOS

1.- Don M-Á. nacido en España y de nacionalidad española, presentó en 
el Consulado español en Cartagena de Indias, impreso de declaración de 
datos para la inscripción de su matrimonio celebrado en Colombia el 15 
de marzo de 2013 con Doña K. nacida en Colombia y de nacionalidad 
colombiana. Adjuntan como documentación: acta de matrimonio local, 
certificado de nacimiento y fe de vida y estado del interesado y certificado 
de nacimiento de la interesada.

2.- Ratificados los interesados, se celebra la entrevista en audiencia 
reservada con los interesados. El Ministerio Fiscal se opone a la inscripción 
de matrimonio. Con fecha 15 de julio de 2013 el Encargado del Registro 
Civil Consular dicta auto denegando la inscripción del matrimonio.

3.- Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción 
del matrimonio, aportando numerosas pruebas documentales.

4.-De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal. El 
Encargado del Registro Civil Consular ordena la remisión del expediente 
a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su 
resolución. 
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos; 12 del Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre 
protección de los derechos humanos y de las libertades fundamentales; 
23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre de 1966 de 
derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea 
de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en 
materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 
y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 65, 73, 74 del Código Civil; 386 de 
la Ley de Enjuiciamiento Civil; 23 y 73 de la ley del Registro Civil; 54, 85, 
245, 246, 247, 256, 257 y 354 del Reglamento del Registro Civil; la 
Instrucción del 9 de enero de 1995; la Instrucción de 31 de enero de 2006; 
y las resoluciones, entre otras, de 27-4ª de diciembre de 2005; 16-1ª de 
marzo, 7-2ª y 3ª y 11-4ª de abril, 31-1ª y 5ª de mayo, 23-2ª de junio, 20-5ª, 
22 y 25-1ª de julio, 5-2ª de septiembre, 30-2ª de octubre, 10-5ª y 11 de 
noviembre y 28-5ª de diciembre de 2006; 5-3ª y 29-3ª y 4ª de enero, 28-1ª 
y 2ª de febrero, 25-7ª de abril, 31-2ª de mayo, 1-2ª y 3ª de junio, 11-2ª, 5ª 
y 6ª de septiembre, 26-5ª de noviembre y 28-5ª de diciembre de 2007; 
11-1ª y 31-1ª y 4ª de enero, 4-3ª y 5-1ª de marzo, 13-1ª, 2ª, 3ª y 5ª de 
mayo, 8-6ª de septiembre y 22-1ª de diciembre de 2008; 29-8ª y 10ª de 
enero y 6-1ª de marzo de 2009.

II.- No sólo en el expediente previo para el matrimonio civil, a través del 
trámite de la audiencia personal, reservada y por separado de cada 
contrayente (art. 246 RRC), sino también cuando se intenta inscribir en el 
Registro Civil español un matrimonio ya celebrado en el extranjero 
mediante la certificación expedida por autoridad o funcionario del país de 
celebración (art. 256-3º RRC), es deber del encargado cerciorarse de la 
inexistencia de impedimentos u otros obstáculos que provoquen la nulidad 
del matrimonio, especialmente para evitar la inscripción de los llamados 
matrimonios de complacencia, en los que el verdadero propósito de las 
partes no es ligarse con el vínculo matrimonial, sino aprovecharse de las 
ventajas de la apariencia matrimonial para facilitar la situación del 
extranjero en relación con los requisitos de entrada y permanencia en 
España. El encargado debe calificar, a través de las declaraciones 
complementarias oportunas que integran el título inscribible (cfr. art. 256 
RRC), si ha habido verdadero consentimiento matrimonial en la celebración 
o si, por el contrario, se trata de un matrimonio simulado, nulo por la 
ausencia de dicho consentimiento matrimonial.
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III.- Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas, 
es casi siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, 
deducir de un hecho o de unos hechos demostrados, mediante un enlace 
preciso y directo según las reglas del criterio humano, la ausencia de 
consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC).

IV.- En el caso actual los hechos comprobados por medio de las audiencias 
reservadas no tienen entidad suficiente como para deducir que no ha 
concurrido un verdadero consentimiento matrimonial. Si se comparan las 
respuestas dadas en las entrevistas, existen escasas contradicciones y 
aportan numerosas pruebas documentales que avalan su relación. Por 
tanto, aunque como informa el Encargado del Registro Consular es 
posible la falta de intención de contraer matrimonio a los fines propios de 
dicha institución, lo cierto es que no existen elementos de juicio para 
afirmarlo con suficiente grado de certeza. 

V.- Si se tiene en cuenta la presunción general de buena fe y que el ius 
nubendi, como derecho fundamental de la persona, no debe ser coartado, 
postergado o denegado más que cuando exista una certeza racional absoluta 
de obstáculo legal que vicie de nulidad al matrimonio pretendido, ha de ser 
preferible, aún en caso de duda, no poner trabas a la celebración o a la 
inscripción del enlace. Como expresó en un supuesto similar la Resolución 
de 9-2ª de octubre de 1993, “ante la opción de aquí inscribir un matrimonio 
que eventualmente sea declarado nulo o de coartar el ius connubii, este 
Centro Directivo ha elegido la primera alternativa”. Siempre quedará a salvo 
la posibilidad de que el Ministerio Fiscal inste judicialmente la nulidad del 
matrimonio (cfr. Art. 74 CC.) en un juicio declarativo ordinario en el que con 
toda amplitud podrán enjuiciarse las circunstancias del caso concreto”.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: 

1.- Estimar el recurso

2.- Declarar que no hay obstáculo para que se inscriba el matrimonio 
celebrado en Colombia el 15 de marzo de 2013 entre M-Á. y K.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en Cartagena de Indias.
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Resolución de 02 de Julio de 2014 (74ª)
IV.4.1.2  Matrimonio celebrado en el extranjero

Se inscribe porque no hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial.

En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este 
Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados 
contra auto del encargado del Registro Civil Consular en Bogotá.

HECHOS

1.- Don J-A. nacido en España y de nacionalidad española, presentó en el 
Consulado español en Bogotá, impreso de declaración de datos para la 
inscripción de su matrimonio celebrado en Colombia el 29 de agosto de 
2012 con Doña O-L. nacida en Colombia y de nacionalidad colombiana. 
Adjuntan como documentación: acta de matrimonio local, certificado de 
nacimiento y fe de vida y estado del interesado y certificado de nacimiento 
de la interesada.

2.- Ratificados los interesados, se celebra la entrevista en audiencia 
reservada con los interesados. El Ministerio Fiscal se opone a la inscripción 
de matrimonio. Con fecha 26 de julio de 2013 el Encargado del Registro 
Civil Consular dicta auto denegando la inscripción del matrimonio.

3.- Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, volviendo a solicitar la inscripción 
del matrimonio, aportando fotografías.

4.- De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal. El 
Encargado del Registro Civil Consular ordena la remisión del expediente 
a la Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos; 12 del Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre 
protección de los derechos humanos y de las libertades fundamentales; 
23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre de 1966 de 
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derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea 
de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en 
materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 
y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 65, 73, 74 del Código Civil; 386 de 
la Ley de Enjuiciamiento Civil; 23 y 73 de la ley del Registro Civil; 54, 85, 
245, 246, 247, 256, 257 y 354 del Reglamento del Registro Civil; la 
Instrucción del 9 de enero de 1995; la Instrucción de 31 de enero de 2006; 
y las resoluciones, entre otras, de 27-4ª de diciembre de 2005; 16-1ª de 
marzo, 7-2ª y 3ª y 11-4ª de abril, 31-1ª y 5ª de mayo, 23-2ª de junio, 20-5ª, 
22 y 25-1ª de julio, 5-2ª de septiembre, 30-2ª de octubre, 10-5ª y 11 de 
noviembre y 28-5ª de diciembre de 2006; 5-3ª y 29-3ª y 4ª de enero, 28-1ª 
y 2ª de febrero, 25-7ª de abril, 31-2ª de mayo, 1-2ª y 3ª de junio, 11-2ª, 5ª 
y 6ª de septiembre, 26-5ª de noviembre y 28-5ª de diciembre de 2007; 
11-1ª y 31-1ª y 4ª de enero, 4-3ª y 5-1ª de marzo, 13-1ª, 2ª, 3ª y 5ª de 
mayo, 8-6ª de septiembre y 22-1ª de diciembre de 2008; 29-8ª y 10ª de 
enero y 6-1ª de marzo de 2009.

II.- No sólo en el expediente previo para el matrimonio civil, a través del 
trámite de la audiencia personal, reservada y por separado de cada 
contrayente (art. 246 RRC), sino también cuando se intenta inscribir en el 
Registro Civil español un matrimonio ya celebrado en el extranjero 
mediante la certificación expedida por autoridad o funcionario del país de 
celebración (art. 256-3º RRC), es deber del encargado cerciorarse de la 
inexistencia de impedimentos u otros obstáculos que provoquen la nulidad 
del matrimonio, especialmente para evitar la inscripción de los llamados 
matrimonios de complacencia, en los que el verdadero propósito de las 
partes no es ligarse con el vínculo matrimonial, sino aprovecharse de las 
ventajas de la apariencia matrimonial para facilitar la situación del 
extranjero en relación con los requisitos de entrada y permanencia en 
España. El encargado debe calificar, a través de las declaraciones 
complementarias oportunas que integran el título inscribible (cfr. art. 256 
RRC), si ha habido verdadero consentimiento matrimonial en la celebración 
o si, por el contrario, se trata de un matrimonio simulado, nulo por la 
ausencia de dicho consentimiento matrimonial.

III.- Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas, 
es casi siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, 
deducir de un hecho o de unos hechos demostrados, mediante un enlace 
preciso y directo según las reglas del criterio humano, la ausencia de 
consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC).

http://


M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

2340Boletín del Ministerio de Justicia

Matrimonio

IV.- En el caso actual los hechos comprobados por medio de las audiencias 
reservadas no tienen entidad suficiente como para deducir que no ha 
concurrido un verdadero consentimiento matrimonial. Si se comparan las 
respuestas dadas en las entrevistas, existen escasas contradicciones y 
los interesados aportan suficientes pruebas de su relación. Por tanto, 
aunque como informa el Encargado del Registro Consular es posible la 
falta de intención de contraer matrimonio a los fines propios de dicha 
institución, lo cierto es que no existen elementos de juicio para afirmarlo 
con suficiente grado de certeza. 

V.- Si se tiene en cuenta la presunción general de buena fe y que el ius 
nubendi, como derecho fundamental de la persona, no debe ser coartado, 
postergado o denegado más que cuando exista una certeza racional 
absoluta de obstáculo legal que vicie de nulidad al matrimonio pretendido, 
ha de ser preferible, aún en caso de duda, no poner trabas a la celebración 
o a la inscripción del enlace. Como expresó en un supuesto similar la 
Resolución de 9-2ª de octubre de 1993, “ante la opción de aquí inscribir 
un matrimonio que eventualmente sea declarado nulo o de coartar el ius 
connubii, este Centro Directivo ha elegido la primera alternativa”. Siempre 
quedará a salvo la posibilidad de que el Ministerio Fiscal inste judicialmente 
la nulidad del matrimonio (cfr. Art. 74 CC.) en un juicio declarativo ordinario 
en el que con toda amplitud podrán enjuiciarse las circunstancias del caso 
concreto”.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: 

1.- Estimar el recurso

2.- Declarar que no hay obstáculo para que se inscriba el matrimonio 
celebrado en Colombia el 29 de agosto de 2012 entre J-A. y O-L.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en Bogotá.
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (118ª)
IV.4.1.2  Matrimonio celebrado en el extranjero. Inscripción Mortis Causa

Se retrotrae las actuaciones al momento anterior a la emisión del Informe 
del Fiscal y del auto del Encargado del Registro Civil Consular, ya que el 
carácter esencial de la Audiencia Reservada no debe ser entendida como 
que la ausencia de esta es un elemento definitivo y preceptivo para poder 
denegar la inscripción de un matrimonio celebrado en el extranjero cuando 
dicha ausencia lo es por causa no imputable a los promotores.

En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este 
Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por la interesada, 
contra auto del Encargado del Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Doña R. nacida en España y de nacionalidad española, presentó en el 
Registro Civil Central impreso de declaración de datos para la inscripción de 
su matrimonio celebrado el 06 de marzo de 1994 en Florida (Estados Unidos) 
con Don P-M. nacido en España y de nacionalidad española. Adjuntan como 
documentación: Hoja declarativa de datos, Acta de matrimonio local, 
certificados de nacimiento de los interesados, certificado de matrimonio con 
inscripción de divorcio y, certificado de defunción del Sr. O. certificado de 
matrimonio con inscripción de divorcio y volante de empadronamiento Sra. L.

2.- El Encargado del Registro Civil Central dictó acuerdo con fecha 05 de 
abril de 2013, denegando la inscripción del matrimonio por imposibilidad 
de realizar la audiencia reservada al Sr. O. ya que este falleció con fecha 
06 de enero de 2010.

3- Notificada la interesada, interpone recurso ante la Dirección General de 
los Registros y del Notariado, solicitando la inscripción del matrimonio.

4.-Notificado el Ministerio Fiscal. El Encargado del Registro Civil Central 
remite toda la documentación a la Dirección General de los Registros y 
del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos; 12 del Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre 
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protección de los derechos humanos y de las libertades fundamentales; 
23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre de 1966 de 
derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea 
de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en 
materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 
y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 65, 73, 74 del Código Civil; 386 de 
la Ley de Enjuiciamiento Civil; 23 y 73 de la ley del Registro Civil; 54, 85, 
245, 246, 247, 256, 257 y 354 del Reglamento del Registro Civil; la 
Instrucción del 9 de enero de 1995; la Instrucción de 31 de enero de 2006; 
y las resoluciones, entre otras, de 27-4ª de diciembre de 2005; 16-1ª de 
marzo, 7-2ª y 3ª y 11-4ª de abril, 31-1ª y 5ª de mayo, 23-2ª de junio, 20-5ª, 
22 y 25-1ª de julio, 5-2ª de septiembre, 30-2ª de octubre, 10-5ª y 11 de 
noviembre y 28-5ª de diciembre de 2006; 5-3ª y 29-3ª y 4ª de enero, 28-1ª 
y 2ª de febrero, 25-7ª de abril, 31-2ª de mayo, 1-2ª y 3ª de junio, 11-2ª, 5ª 
y 6ª de septiembre, 26-5ª de noviembre y 28-5ª de diciembre de 2007; 
11-1ª y 31-1ª y 4ª de enero, 4-3ª y 5-1ª de marzo, 13-1ª, 2ª, 3ª y 5ª de 
mayo, 8-6ª de septiembre y 22-1ª de diciembre de 2008; 29-8ª y 10ª de 
enero y 6-1ª de marzo de 2009.

II.- No sólo en el expediente previo para el matrimonio civil, a través del 
trámite de la audiencia personal, reservada y por separado de cada 
contrayente (art. 246 RRC), sino también cuando se intenta inscribir en el 
Registro Civil español un matrimonio ya celebrado en el extranjero 
mediante la certificación expedida por autoridad o funcionario del país de 
celebración (art. 256-3º RRC), es deber del encargado cerciorarse de la 
inexistencia de impedimentos u otros obstáculos que provoquen la nulidad 
del matrimonio, especialmente para evitar la inscripción de los llamados 
matrimonios de complacencia, en los que el verdadero propósito de las 
partes no es ligarse con el vínculo matrimonial, sino aprovecharse de las 
ventajas de la apariencia matrimonial para facilitar la situación del 
extranjero en relación con los requisitos de entrada y permanencia en 
España.

El encargado debe calificar, a través de las declaraciones complementarias 
oportunas que integran el título inscribible (cfr. art. 256 RRC), si ha habido 
verdadero consentimiento matrimonial en la celebración o si, por el 
contrario, se trata de un matrimonio simulado, nulo por la ausencia de 
dicho consentimiento matrimonial.

III.- Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas, 
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es casi siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, 
deducir de un hecho o de unos hechos demostrados, mediante un enlace 
preciso y directo según las reglas del criterio humano, la ausencia de 
consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC).

IV.- Si se tiene en cuenta la presunción general de buena fe y que el ius 
nubendi, como derecho fundamental de la persona, no debe ser coartado, 
postergado o denegado más que cuando exista una certeza racional 
absoluta de obstáculo legal que vicie de nulidad al matrimonio pretendido, 
ha de ser preferible, aún en caso de duda, no poner trabas a la celebración 
o a la inscripción del enlace. Como expresó en un supuesto similar la 
Resolución de 9-2ª de octubre de 1993, “ante la opción de autorizar (aquí 
inscribir) un matrimonio que eventualmente sea declarado nulo o de 
coartar el ius connubii, este Centro Directivo ha elegido la primera 
alternativa”. Siempre quedará a salvo la posibilidad de que el Ministerio 
Fiscal inste judicialmente la nulidad del matrimonio (cfr. Art. 74 CC.) en un 
juicio declarativo ordinario en el que con toda amplitud podrán enjuiciarse 
las circunstancias del caso concreto”.

V.- En el caso actual, el Encargado del Registro Civil Central, han 
fundamentado su denegación exclusivamente en la imposibilidad de 
poder realizar la audiencia reservada al Sr. O. al haber fallecido. Como 
viene estableciendo la doctrina de la Dirección General de Registros y del 
Notariado la audiencia reservada es un trámite esencial y en la medida de 
lo posible indispensable, si bien esto no nos puede llevar a la confusión de 
considerarlo imprescindible en cualquier supuesto, ya que el Fiscal y el 
Encargado del Registro Civil pueden acudir a otros medios de prueba 
admisibles en el derecho o permitir la presentación de estas al promotor 
sobreviviente. Pudiendo tomar la decisión en base a las pruebas 
documentales o las declaraciones testifícales que figuren en el expediente. 
Con la finalidad de llegar a la conclusión de si en el momento de la 
celebración del matrimonio existió o no un verdadero consentimiento 
matrimonial en base a los elementos y documentos existentes y por tanto 
si procede o no la inscripción del matrimonio.

Así el articulo 257 RRC dispone que “en cualquier otro supuesto el 
matrimonio solo puede inscribirse en virtud de expediente, en el que se 
acreditara debidamente la celebración en forma del matrimonio y la 
inexistencia de impedimentos” y, por tanto, queda a salvo la posibilidad de 
que la promotora, si lo estima conveniente, inste la inscripción por esta 
vía.
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Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: estimar parcialmente el recurso 
y retrotraer las actuaciones a fin de que se puedan aportar por parte de la 
promotora las pruebas documentales o testificales que considere, con 
carácter previo a la adopción del auto del encargado denegando o 
acordando la inscripción del matrimonio en atención a las pruebas 
aportadas o solicitadas.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (120ª)
IV.4.1.2  Matrimonio celebrado en el extranjero

Se inscribe porque no hay datos objetivos bastantes para deducir la 
ausencia de consentimiento matrimonial.

En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este 
Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados, 
contra auto del Encargado del Registro Civil Consular de España en 
Guayaquil (Ecuador).

HECHOS

1.- Doña K-L. de nacionalidad ecuatoriana y Don. J-T. de nacionalidad 
española presentan en el Consulado español en Guayaquil (República de 
Ecuador) impreso de declaración de datos para la inscripción de su 
matrimonio celebrado el 30 de diciembre de 2011 en Ecuador. Adjuntan 
como documentación: acta de matrimonio local, certificados de nacimiento 
y certificado de nacimiento hija común de la pareja, nacida el 25 de 
septiembre de 2013 e inscrita en el registro civil de Ecuador.

2.- Se celebra el preceptivo trámite de audiencia reservada con los 
interesados. El Encargado del Registro Civil del Consulado General de 
España en Guayaquil (República de Ecuador) dictó auto con fecha 27 de 
febrero de 2013, denegando la inscripción del matrimonio.
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3- Notificado a los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, solicitando la inscripción del 
matrimonio.

4.-Notificado el Ministerio Fiscal éste emite un informe desfavorable a la 
inscripción. El Encargado del Registro Civil Consular remite toda la 
documentación a la Dirección General de los Registros y del Notariado 
para su resolución.

5.- Con fecha 19 de noviembre de 2013, los interesados remiten certificado 
de nacimiento de una hija común de la pareja nacida el 25 de septiembre 
de 2013 e inscrita en el Registro Civil de Ecuador.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos; 12 del Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre 
protección de los derechos humanos y de las libertades fundamentales; 
23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre de 1966 de 
derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea 
de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en 
materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 
y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 65, 73, 74 del Código Civil; 386 de 
la Ley de Enjuiciamiento Civil; 23 y 73 de la ley del Registro Civil; 54, 85, 
245, 246, 247, 256, 257 y 354 del Reglamento del Registro Civil; la 
Instrucción del 9 de enero de 1995; la Instrucción de 31 de enero de 2006; 
y las resoluciones, entre otras, de 27-4ª de diciembre de 2005; 16-1ª de 
marzo, 7-2ª y 3ª y 11-4ª de abril, 31-1ª y 5ª de mayo, 23-2ª de junio, 20-5ª, 
22 y 25-1ª de julio, 5-2ª de septiembre, 30-2ª de octubre, 10-5ª y 11 de 
noviembre y 28-5ª de diciembre de 2006; 5-3ª y 29-3ª y 4ª de enero, 28-1ª 
y 2ª de febrero, 25-7ª de abril, 31-2ª de mayo, 1-2ª y 3ª de junio, 11-2ª, 5ª 
y 6ª de septiembre, 26-5ª de noviembre y 28-5ª de diciembre de 2007; 
11-1ª y 31-1ª y 4ª de enero, 4-3ª y 5-1ª de marzo, 13-1ª, 2ª, 3ª y 5ª de 
mayo, 8-6ª de septiembre y 22-1ª de diciembre de 2008; 29-8ª y 10ª de 
enero y 6-1ª de marzo de 2009.

II.- No sólo en el expediente previo para el matrimonio civil, a través del 
trámite de la audiencia personal, reservada y por separado de cada 
contrayente (art. 246 RRC), sino también cuando se intenta inscribir en el 
Registro Civil español un matrimonio ya celebrado en el extranjero 
mediante la certificación expedida por autoridad o funcionario del país de 
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celebración (art. 256-3º RRC), es deber del encargado cerciorarse de la 
inexistencia de impedimentos u otros obstáculos que provoquen la nulidad 
del matrimonio, especialmente para evitar la inscripción de los llamados 
matrimonios de complacencia, en los que el verdadero propósito de las 
partes no es ligarse con el vínculo matrimonial, sino aprovecharse de las 
ventajas de la apariencia matrimonial para facilitar la situación del 
extranjero en relación con los requisitos de entrada y permanencia en 
España. El encargado debe calificar, a través de las declaraciones 
complementarias oportunas que integran el título inscribible (cfr. art. 256 
RRC), si ha habido verdadero consentimiento matrimonial en la celebración 
o si, por el contrario, se trata de un matrimonio simulado, nulo por la 
ausencia de dicho consentimiento matrimonial.

III.- Ahora bien, las dificultades prácticas de la prueba de la simulación son 
sobradamente conocidas. No existiendo normalmente pruebas directas, 
es casi siempre necesario acudir a la prueba de presunciones, es decir, 
deducir de un hecho o de unos hechos demostrados, mediante un enlace 
preciso y directo según las reglas del criterio humano, la ausencia de 
consentimiento que se trata de probar (cfr. art. 386 LEC).

IV.- Si se tiene en cuenta la presunción general de buena fe y que el ius 
nubendi, como derecho fundamental de la persona, no debe ser coartado, 
postergado o denegado más que cuando exista una certeza racional 
absoluta de obstáculo legal que vicie de nulidad al matrimonio pretendido, 
ha de ser preferible, aún en caso de duda, no poner trabas a la celebración 
o a la inscripción del enlace. Como expresó en un supuesto similar la 
Resolución de 9-2ª de octubre de 1993, “ante la opción de autorizar (aquí 
inscribir) un matrimonio que eventualmente sea declarado nulo o de 
coartar el ius connubii, este Centro Directivo ha elegido la primera 
alternativa”. Siempre quedará a salvo la posibilidad de que el Ministerio 
Fiscal inste judicialmente la nulidad del matrimonio (cfr. Art. 74 CC.) en un 
juicio declarativo ordinario en el que con toda amplitud podrán enjuiciarse 
las circunstancias del caso concreto”.

V.- En el caso actual, de los hechos comprobados por medio de las 
audiencias reservadas, las alegaciones y pruebas aportadas por los 
interesados, no da lugar a la existencia de una duda razonable que 
permita considerar que estamos ante un matrimonio donde el 
consentimiento prestado no lo es a los fines previstos para la Institución 
del matrimonio por la normativa vigente, habiendo quedado acreditada la 
relación sentimental afectiva de una manera continuada en el tiempo, 
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fruto de la cual ha nacido con fecha 25 de septiembre de 2013 una hija 
común que consta inscrita en el Registro Civil de Ecuador.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: estimar el recurso interpuesto y 
declarar que no hay obstáculo para que se inscriba el matrimonio 
celebrado en Ecuador el 30 de Diciembre de 2011 entre Don J-T. y Doña 
K-L.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr/a Encargado del Registro Civil Consular en Guayaquil (Ecuador).

IV.4.2  INSCRIPCION MATRIMONIO CELEBRADO EN 
EL EXTRANJERO POR EXTRANJEROS

Resolución de 02 de Julio de 2014 (68ª)
IV.4.2  Matrimonio celebrado en el extranjero

Respecto de quien ha adquirido después la nacionalidad española, se 
deniega la inscripción del matrimonio celebrado en Nigeria en el año 1997 
porque la certificación del registro respecto a los hechos de que da fe no 
reúne garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley 
española. 

En el expediente sobre inscripción de matrimonio, remitido a este centro 
en trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados contra 
acuerdo dictado por el encargado del Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil, Don V-I. nacido 
Nigeria y de nacionalidad nigeriana, y Doña T-C. nacida en Nigeria y de 
nacionalidad española, obtenida por residencia en el año 2006, solicitaban 
la inscripción en el Registro Civil español de su matrimonio celebrado en 
Nigeria el 15 de abril de 1997. Adjuntaba la siguiente documentación: 
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certificado de matrimonio, certificado de nacimiento de la interesada y 
permiso de residencia y certificado de nacimiento del interesado.

2.- El encargado del Registro Civil Central dicta acuerdo con fecha 25 de 
abril de 2013 deniega la inscripción del matrimonio, al no existir el oportuno 
certificado de matrimonio debidamente legalizado y al no quedar 
suficientemente probado la celebración del acto que se pretende inscribir 
según el artículo 257 del Reglamento del Registro Civil.

3.- Notificada la resolución a los interesados, éstos interponen recurso 
ante la Dirección General de los Registros y del Notariado volviendo a 
solicitar la inscripción de su matrimonio.

4.- De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que 
impugna el mismo interesa la confirmación del acuerdo recurrido. El 
encargado del Registro Civil Central remitió el expediente a la Dirección 
General de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 9 y 65 del Código Civil; 15, 16, 23, 27, 35, 69 y 73 de 
la Ley del Registro Civil; 81, 85, 256 y 257 del Reglamento del Registro 
Civil, y las Resoluciones de 4-2ª de junio de 2001; 9-2ª y 24-2ª de mayo 
de 2002; 13-3ª de octubre de 2003; 17-2ª de febrero, 31-5ª de mayo y 2-2ª 
de noviembre de 2004; 16-2ª de noviembre de 2005 y 17-3ª de marzo de 
2008.

II.- En el caso presente, la interesada, de nacionalidad española obtenida 
por residencia en el año 2006, solicita la inscripción en el Registro Civil 
español de su matrimonio, celebrado en Nigeria en 1997. La inscripción 
solicitada fue denegada por el encargado del Registro Civil Central porque 
según el artículo 257 del Reglamento del Registro Civil, no queda 
suficientemente probada la celebración del acto que se pretende inscribir. 
Los interesados recurren contra este acuerdo.

III.- Los hechos que afectan a españoles, aunque hayan acaecido antes 
de adquirir la nacionalidad española, son inscribibles en el Registro Civil 
español competente (cfr. arts. 15 LRC y 66 R..CC.), siempre, claro es, que 
se cumplan los requisitos en cada caso exigidos. Por esta razón ha de 
examinarse la cuestión sobre si cumple estas exigencias el matrimonio de 
los promotores celebrado, según se dice en Nigeria el año 1997.
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IV.- La competencia para decidir la inscripción corresponde al Registro 
Civil Central por estar el promotor domiciliado en España. (cfr. Art. 68, II 
RRC) Y la vía registral para obtener el asiento ha de consistir bien en la 
certificación del Registro extranjero, expedida por autoridad o funcionario 
del país de celebración (cfr. arts. 23 LRC y 85 y 256-3º RRC), bien en el 
expediente al que se refiere el artículo 257 del Reglamento “en el que se 
acreditará debidamente la celebración en forma del matrimonio y la 
inexistencia de impedimentos”.

V.- En el caso actual, los interesados aportan un certificado de matrimonio, 
que no ofrece las garantías necesarias para transcribirlo en el Registro 
Español. Los interesados aportan fotocopias de un certificado de 
matrimonio sin las garantías necesarias para ser transcrito en el Registro 
Español, posteriormente con el recurso presentan otro certificado 
diferente, en ninguno de los dos casos, aparece lugar, fecha del matrimonio 
quien ofició el mismo, testigos, etc. El artículo 85 RRC, dispone al respecto 
que “para practicar inscripciones sin expediente en virtud de certificación 
de registro extranjero, se requiere que éste sea regular y auténtico, de 
modo que el asiento que se certifica, en cuanto a los hechos de que da fe, 
tenga garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley 
española”.

La competencia de calificación del encargado respecto de la certificación 
extranjera se extiende al examen de la competencia y autoridad del 
órgano que la expide, que ha de actuar en el ejercicio de cargo que le 
habilite para tal expedición con base legal suficiente para ello. Por tanto, 
el título aportado no reúne los requisitos que señala el artículo 
reglamentario transcrito para que pueda practicarse la inscripción

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (119ª)
IV.4.2  Matrimonio celebrado en el extranjero

No se deniega porque hay datos objetivos bastantes para deducir que ha 
existido un consentimiento valido en el momento de la celebración del 
matrimonio.

En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio remitidas a este 
Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por los interesados, 
contra auto del Encargado del Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Don M. nacido en Marruecos y de nacionalidad española, obtenida el 
19 de abril de 2007 y Doña K. nacida en Marruecos y de nacionalidad 
española obtenido 04 de septiembre de 2008, presentan ante el Registro 
Civil de Mataró para su remisión al Registro Civil Central por ser el 
competente, hoja de declaración de datos para la inscripción de su 
matrimonio celebrado en Marruecos el 27 de diciembre de 1993. Aportaban 
como documentación acreditativa de su pretensión: hoja declaratoria de 
datos, acta de matrimonio local, certificados de nacimiento, certificado de 
matrimonio local y acta de divorcio de la interesada

2.- Ratificados los interesados, se celebra el preceptivo trámite de 
audiencia con los interesados. Mediante acuerdo de fecha 22 de marzo 
de 2013 el Encargado del Registro Civil Central por ser el competente 
deniega la inscripción de matrimonio.

3.- Notificados los interesados, interponen recurso volviendo a solicitar la 
inscripción del matrimonio.

4.- De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal que 
impugna el mismo e interesa la confirmación del acuerdo apelado. El 
Encargado ordena la remisión del expediente a la Dirección General de 
los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 16 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos; 12 del Convenio de Roma de 4 de noviembre de 1950 sobre 
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protección de los derechos humanos y de las libertades fundamentales; 
23 del Pacto Internacional de Nueva York de 19 de diciembre de 1966 de 
derechos civiles y políticos; la Resolución del Consejo de la Unión Europea 
de 4 de diciembre de 1997 sobre las medidas que deberán adoptarse en 
materia de lucha contra los matrimonios fraudulentos; los artículos 10, 14 
y 32 de la Constitución; 3, 6, 7, 44, 45, 49, 56, 65, 73 y 74 del Código Civil; 
23 y 73 de la Ley del Registro Civil; 54, 85, 245, 246, 247, 256, 257 y 354 
del Reglamento del Registro Civil; las Instrucciones de 9 de enero de 
1995 y de 31 de enero de 2006; y las Resoluciones, entre otras, de 2-2ª 
de diciembre de 2004; 19-1ª y 20-2ª y 3ª de abril, 19-3ª, 20-1ª y 3ª, 26-2ª 
de mayo, 8-4ª, 20-3ª de junio, 7-1ª de julio y 29-4ª de diciembre de 2005; 
27-4ª de enero, 22-1ª y 24-3ª de febrero, 28-4ª de marzo y 6-2ª de abril de 
2006.

II.- Se trata en el presente caso de un matrimonio contraído en Marruecos 
el 27 de diciembre de 1993 entre dos ciudadanos marroquíes los cuales, 
adquieren después la nacionalidad española, con fecha 19 de abril de 
2007 y 04 de septiembre de 2008.

III.- El llamado matrimonio de complacencia es indudablemente nulo en 
nuestro derecho por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. 
arts. 45 y 73-1º CC.). Para evitar en la medida de lo posible la existencia 
aparente de estos matrimonios y su inscripción en el Registro Civil, esta 
Dirección General dictó en su momento la Instrucción de 9 de Enero de 
1995 y recientemente la de 31 de enero de 2006, dirigidas a impedir que 
algunos extranjeros obtengan la entrada en España o regularicen su 
estancia en ella por medio de un matrimonio simulado con ciudadanos 
españoles. 

IV.- Las Instrucciones citadas tratan de evitar que esos matrimonios 
fraudulentos lleguen a celebrarse dentro del territorio español, recordando 
la importancia que en el expediente previo a la celebración del matrimonio 
tiene el trámite de la audiencia personal, reservada y por separado, de 
cada contrayente (cfr. art. 246 RRC), como medio para apreciar cualquier 
obstáculo o impedimento para el enlace (cfr. arts. 56, I, CC. y 245 y 247 
RRC), entre ellos, la ausencia de consentimiento matrimonial. Pues bien, 
análogas medidas deben adoptarse cuando se trata de inscribir en el 
Registro Consular o en el Central un matrimonio ya celebrado en la forma 
extranjera permitida por la lex loci. El Encargado debe comprobar si 
concurren los requisitos legales -sin excepción alguna- para la celebración 
del matrimonio (cfr. art. 65 CC.) y esta comprobación, si el matrimonio 
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consta por “certificación expedida por autoridad o funcionario del país de 
celebración” (art. 256-3º RRC), requiere que por medio de la calificación 
de ese documento y “de las declaraciones complementarias oportunas” 
se llegue a la convicción de que no hay dudas “de la realidad del hecho y 
de su legalidad conforme a la ley española”. Así lo señala el artículo 256 
del Reglamento, siguiendo el mismo criterio que, para permitir otras 
inscripciones sin expediente y en virtud de certificación de un Registro 
extranjero, establecen los artículos 23, II, de la Ley y 85 de su Reglamento.

V.- La importancia de este trámite ha aumentado en los últimos tiempos 
en cuanto que por él puede en ocasiones descubrirse el verdadero 
propósito fraudulento de las partes, que no desean en realidad ligarse con 
el vínculo matrimonial sino aprovecharse de la apariencia matrimonial 
para obtener las ventajas que del matrimonio resultan para el extranjero. 
Si, a través de este trámite o de otros medios objetivos, el Encargado 
llega a la convicción de que existe simulación, no debe inscribir un 
matrimonio nulo por falta de verdadero consentimiento matrimonial (cfr. 
arts. 45 y 73-1º CC.). No obstante, las dificultades prácticas de la prueba 
de la simulación son sobradamente conocidas. No existiendo normalmente 
pruebas directas de ésta, es casi siempre necesario acudir a la prueba de 
presunciones, es decir, deducir de un hecho o de unos hechos 
demostrados, mediante un enlace preciso y directo según las reglas del 
criterio humano, la ausencia de consentimiento que se trata de probar (cfr. 
art. 386 LEC), a cuya finalidad presenta gran importancia práctica la 
cuidadosa realización de las audiencias reservadas antes mencionadas.

VI.- Ahora bien, respecto de los supuestos de matrimonio celebrados en el 
extranjero por dos ciudadanos de nacionalidad extranjera, y para el caso 
de que subsistiendo tal matrimonio uno, al menos, de los cónyuges haya 
adquirido inmediatamente después la nacionalidad española, caso en el 
que el Registro Civil español pasa a ser competente sobrevenidamente 
para su inscripción (cfr. art. 15 LRC), la doctrina oficial de este Centro 
Directivo viene sosteniendo que en tales casos resulta improcedente que 
se intenten aplicar las normas españolas sobre ausencia de consentimiento 
matrimonial, ya que no hay puntos de conexión que justifiquen tal 
aplicación, dado que la capacidad de los contrayentes, a la fecha de la 
celebración del matrimonio que es el momento en que ha de ser valorada, 
se rige por su anterior ley personal (cfr. art. 9 nº1 CC.), lo que justifica su 
inscripción registral. Sin embargo, siendo cierto lo anterior, también lo es 
que dicha doctrina requiere, y así se hace constar reiteradamente en las 
Resoluciones de esta Dirección General en la materia, que no existan 
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dudas de que el enlace ha cumplido los requisitos de fondo y forma 
exigidos por la ley extranjera aplicable, requisitos que en principio habrán 
sido apreciados favorablemente por parte de las órganos registrales 
competentes extranjeros que primero autorizaron y después inscribieron 
el matrimonio. 

VII.- Lo anterior no debe, sin embargo, llevar a la conclusión de que la ley 
extranjera que integre el estatuto personal de los contrayentes se haya de 
aplicar siempre y en todo caso, sino que en ejecución de la regla de 
excepción del orden público internacional español, deberá dejar de 
aplicarse la norma foránea cuando deba concluirse que tal aplicación 
pararía en la vulneración de principios esenciales, básicos e irrenunciables 
de nuestro Ordenamiento jurídico. Y a este propósito no es vano recordar 
la doctrina de este Centro Directivo en el sentido de que el consentimiento 
matrimonial real y libre es cuestión que por su carácter esencial en nuestro 
Derecho (cfr. art. 45 CC.) y en el Derecho Internacional Convencional y, 
en particular, el Convenio relativo al consentimiento para el matrimonio, 
hecho en N-Y. el 10 de diciembre de 1962 (BOE del 29 de mayo de 1969), 
cuyo artículo primero exige para la validez del matrimonio el pleno y libre 
consentimiento de ambos contrayentes, debe ser considerada de orden 
público. 

Es por ello que no cabe inscribir un matrimonio por las autoridades del 
foro, cuando hay un grado de certeza suficiente de que ha sido utilizado 
como instrumento con el que conseguir fines impropios del mismo, en 
este caso, de carácter migratorio, puesto que no ha existido un 
consentimiento real de los contrayentes, lo que debe conducir a su 
rechazo como supuesto de simulación, aun cuando los interesados. Estén 
sujetos por su estatuto personal a legislaciones que admitan en sede 
matrimonial una suerte de consentimiento abstracto, descausalizado o 
desconectado de toda relación con la finalidad institucional del matrimonio 
(cfr. art. 12 nº3 CC.), facilitando con ello que esta institución sea utilizada 
como instrumento de un fraude de ley a las normas rectoras de la 
nacionalidad o la extranjería o a otras de diversa índole. Pero con ser esto 
último importante, no es lo determinante para excepcionar la aplicación de 
la ley extranjera, sino el hecho de que un consentimiento simulado supone 
una voluntad matrimonial inexistente, en la medida en que la voluntad 
declarada no se corresponde con la interna, produciéndose en tales casos 
una discordancia consciente cuyo efecto es la nulidad absoluta, ipso iure 
e insubsanable del matrimonio celebrado (cfr. art. 74 CC.), y ello cualquiera 
sea la causa simulationis, o propósito práctico pretendido in casu, que 
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actúa como agente de una ilicitud civil incompatible con la protección 
jurídica que de la que es propia del ius nubendi se desprende en favor de 
la verdadera voluntad matrimonial. 

VIII.- En el caso actual, de matrimonio entre dos ciudadanos marroquíes, 
que adquieren posteriormente ambos la nacionalidad española, no se han 
manifestado circunstancia alguna que nos permita concluir que no existe un 
consentimiento valido a los fines previstos por la Institución del matrimonio. 
La denegación del Encargado del Registro Civil Central tiene su fundamento 
en que la documentación presentada por la interesada de su condición de 
divorciada, lo es inicialmente según el acta de divorcio aportada como” 
revocable”, requiriéndole que acredite la condición de divorcio definitivo 
para poder inscribir el matrimonio. Analizando la documentación que consta 
en el expediente, figura acta de divorcio definitivo de la interesada, 
debidamente legalizado y traducido expedido por las autoridades 
marroquíes el 28 de noviembre de 2012. Constando en el expediente 
además sentencia de adopción internacional de tribunal español Juzgado 
de Primera Instancia número 4 de Mataró, donde constan ambos interesados 
como adoptantes de un menor marroquí. Por lo que teniendo en cuenta la 
presunción general de buena fe y que el ius nubendi, como derecho 
fundamental de la persona, no debe ser coartado, postergado o denegado 
más que cuando exista una certeza racional absoluta de obstáculo legal 
que vicie de nulidad al matrimonio pretendido, ha de ser preferible, aún en 
caso de duda, no poner trabas a la celebración o a la inscripción del enlace. 
Como expresó en un supuesto similar la Resolución de 9-2ª de octubre de 
1993, “ante la opción de autorizar (aquí inscribir) un matrimonio que 
eventualmente sea declarado nulo o de coartar el ius connubii, este Centro 
Directivo ha elegido la primera alternativa”. Siempre quedará a salvo la 
posibilidad de que el Ministerio Fiscal inste judicialmente la nulidad del 
matrimonio (cfr. Art. 74 CC.) en un juicio declarativo ordinario en el que con 
toda amplitud podrán enjuiciarse las circunstancias del caso concreto”.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: estimar el recurso interpuesto y 
declarar que no hay obstáculo para que se inscriba el matrimonio 
celebrado en Marruecos el 27 de diciembre de 1993 entre Don M. y Doña 
K.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.
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IV.7  COMPETENCIA

IV.7.1  COMPETENCIA EN EXPEDIENTES DE 
MATRIMONIO

Resolución de 31 de Julio de 2014 (252ª)
IV.7.1  Competencia del Registro Civil en autorización de matrimonio

La competencia del Registro Civil para instruir un expediente de 
autorización de matrimonio viene determinada en función del domicilio de 
los contrayentes (artículo 238 del RRC) por lo que debe quedar acreditada 
la residencia efectiva de al menos uno de ellos en el municipio 
correspondiente.

En el expediente sobre autorización para contraer matrimonio remitido a 
este Centro en trámite de recurso, por virtud del entablado por los 
interesados contra auto del juez encargado del Registro Civil de Alcalá de 
Henares.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Alcalá de Henares 
Doña I. nacida en Francia y de nacionalidad española y Doña K. nacida en 
Colombia y de nacionalidad colombiana, iniciaban expediente en solicitud 
de autorización para contraer matrimonio civil, en la localidad de A de H. 
Se acompañaba la siguiente documentación: permiso de residencia, 
certificado de nacimiento, declaración jurada de estado civil y volante de 
empadronamiento de la contrayente española y certificado de nacimiento 
de la contrayente colombiana

2.- Mediante auto de fecha 31 de julio de 2013 ,el encargado del Registro 
Civil se declara incompetente para la instrucción del expediente ya que 
habida cuenta de que la señora M. tiene su empadronamiento en S. (C-R), 
se requirió a la parte promotora mediante providencia de fecha 19 de abril 
de 2013, que aportase empadronamiento, requerimiento que no ha 
presentado, la interesada se encuentra en el Centro Penitenciario de 
Alcalá de Henares, las estancias en Centros penitenciarios no sirven para 
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fijar la competencia. También la otra promotora se encuentra empadronada 
en C-R.

3.- Notificados los interesados, éstos interponen recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado volviendo a solicitar la autorización 
para contraer matrimonio.

4.- Notificado el Ministerio Fiscal, de la interposición del recurso, éste se 
adhiere al mismo. El encargado del Registro Civil remite el expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución con 
un informe desfavorable.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 40, 51 y 57 del Código Civil y los artículos 238 y 247 
del Reglamento del Registro Civil y las resoluciones 11-4ª y 12-1ª de 
enero y 12-4ª de diciembre de 2007; 14-6ª de octubre de 2008; y 30-9ª de 
abril de 2009.

II.- Pretenden los solicitantes, una española y una colombiana, obtener 
autorización para contraer matrimonio civil en la localidad de A de H. 
cuando los interesados viven según los certificados de empadronamiento 
en S. Las interesadas alegan que la señora M. se encuentra en el Centro 
Penitenciario de Alcalá de Henares.

III.- De acuerdo con el artículo 238 RRC, la competencia para la instrucción 
del expediente previo a la celebración del matrimonio corresponde al 
encargado del registro civil correspondiente al domicilio de cualquiera de 
los contrayentes. En este sentido, hay que señalar que el concepto de 
domicilio a efectos civiles, que es el que se ha de entender invocado por 
la legislación del Registro Civil en general y por el artículo 238 RRC en 
particular, se encuentra definido en el artículo 40 CC., conforme al cual “el 
domicilio de las personas naturales es el de su residencia habitual”, esto 
es, el lugar en el que la persona vive con cierta permanencia y el que se 
presume para el futuro. La prueba de la residencia habitual constitutiva 
del domicilio en el ámbito civil es libre, salvo que alguna norma especial 
exija una modalidad de prueba determinada o exima de pruebas 
complementarias acreditando el domicilio por ciertos medios. En 
consecuencia, corresponde al encargado del Registro Civil y, en su caso, 
a los tribunales la valoración libre de los datos que hayan sido aportados 
y de las circunstancias acreditadas, como, por ejemplo, tener en el lugar 
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establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes 
policiales adversos, ausencia de visados o permisos de residencia – no 
de mera estancia - respecto de los extranjeros, etc. (vid. sentencias del 
Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de junio de 1952, 
entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio 
de los derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 CC.) puede 
fijarse arbitrariamente por los interesados dando lugar a supuestos de 
fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho de que la inscripción 
en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de 
tal declaración (cfr. art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). Por 
ello, el juez encargado puede y debe examinar de oficio su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse 
incompetente para la actuación registral instada cuando llegue a la 
convicción de la inexactitud del contenido del padrón municipal respecto 
de la persona que promueve expediente registral. 

IV.- A la vista de estas circunstancias, y de todo lo expuesto anteriormente, 
no se considera acreditada la residencia efectiva de los interesados ya 
que a tenor de los certificados de empadronamiento aportados los 
interesados viven en S. La contrayente colombiana se encuentra en el 
Centro Penitenciario de Alcalá de Henares.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto, por los interesados y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Alcalá de Henares.
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V.  DEFUNCIÓN

V.1  INSCRIPCION DE LA DEFUNCIÓN

V.1.1  INSCRIPCION DE LA DEFUNCION FUERA DE 
PLAZO

Resolución de 31 de Julio de 2014 (241ª)
V.1.1  Inscripción fuera de plazo de defunción 

Para que pueda decidirse en expediente gubernativo la inscripción de la 
defunción de una persona cuando el cadáver ha desaparecido o ha sido 
inhumado es preciso que en las actuaciones llegue a probarse la certeza 
de la muerte en grado tal que se excluya cualquier duda racional y, en 
este caso, solo consta la fama de muerte. 

En el expediente sobre inscripción fuera de plazo de defunción remitido a 
este Centro en trámite de recurso, por virtud del interpuesto por el promotor 
contra auto dictado por el Juez Encargado del Registro Civil de Cabra 
(Córdoba).

HECHOS

1.- Mediante escrito con entrada en el Registro Civil de Sevilla en fecha 7 
de diciembre de 2010 Don J. nacido en M. (S) el 18 de julio de 1937 y 
domiciliado en S. promueve expediente para la inscripción fuera de plazo 
de la defunción de Don M. exponiendo que, nacido hacia 1911 en C. hijo 
de F. y de M. fue asesinado por los sublevados en su población natal el 25 
de agosto de 1936. Acompaña certificación propia de inscripción en el 
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padrón de S. y, del finado, certificación negativa de inscripción de 
defunción a partir del 1 de julio de 1936 en el Registro Civil de Cabra.

2.- Ratificado el promotor en el escrito presentado, se tuvo por incoado el 
correspondiente expediente y por el Juez Encargado se acordó requerir al 
solicitante a fin de que aporte pruebas fehacientes del fallecimiento, con el 
resultado de que presentó fragmentos de dos publicaciones, ‘Cabra en el 
siglo XX’ y ‘1936, el genocidio franquista en Córdoba’, referidos a los 
egabrenses que fueron víctimas de la represión de 1936 y un certificado 
expedido por el foro ciudadano para la recuperación de la memoria 
histórica de Andalucía, para constancia de que el promotor colabora con 
el mismo en la localización de los restos de su ascendiente M. y propuso 
prueba testifical, compareciendo dos hermanas suyas, nacidas en 1939 y 
1944, que manifestaron que son sobrinas del difunto, que saben de los 
fusilamientos de su tío y del padre de este por referencias familiares y que 
alguien del pueblo le enseñó a su hermano J. el lugar donde ocurrieron. El 
ministerio fiscal dijo que nada opone a lo interesado y el Juez Encargado, 
estimando que una declaración testifical de mera referencia y una 
aproximación doctrinal a los hechos acaecidos en Cabra en la Guerra 
Civil no son pruebas contundentes del fallecimiento del Sr. G. informó 
negativamente a la solicitud y dispuso la remisión del expediente al 
Registro Civil de Cabra, cuyo Encargado dictó en fecha 9 de febrero de 
2011 auto desestimando la práctica de la inscripción de defunción fuera 
de plazo instada por considerar que, no aportados datos fehacientes 
sobre la certeza de la muerte, ha de instarse la declaración de fallecimiento 
prevista en los artículos 193 y ss. del Código Civil.

3.- Notificada la resolución al ministerio fiscal y al promotor, este interpuso 
recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado 
alegando que el auto es denegatorio porque ha aplicado una normativa 
posterior prevista para situaciones normales a hechos masivos y 
excepcionales, ocurridos años antes en un contexto muy específico y 
recogidos en libros de rigurosos investigadores, y que los testimonios 
presentados, procedentes del más directo entorno familiar, son totalmente 
creíbles y aportando, como prueba documental, constancia del 
Ayuntamiento de Cabra sobre inclusión de Don M. en la relación de 
egabrenses fusilados durante la guerra civil española confeccionada por 
historiadores locales. 

4.- De la interposición se dio traslado al ministerio fiscal, que dijo que 
considera que debe confirmarse la resolución recurrida por sus propios 
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fundamentos, y la Juez Encargada del Registro Civil de Cabra informó 
que las alegaciones formuladas no desvirtúan los razonamientos del auto 
impugnado y dispuso la remisión del expediente a la Dirección General de 
los Registros y del Notariado.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 193 a 197 del Código Civil (CC.), 2042 a 2044 de la 
Ley de Enjuiciamiento Civil de 3 de febrero de 1881 (LEC); 16, 18, 26, 81, 
86, 95 y 97 de la Ley del Registro Civil (LRC) y 16, 68, 278 y 346 del 
Reglamento del Registro Civil (RRC); y las resoluciones, entre otras, de 
13 de marzo y 10 de mayo de 1967, 2 de mayo de 1972, 10 de septiembre 
de 1979, 6 de octubre de 1995, 2-7ª de septiembre y 29-2ª de octubre de 
1996, 16-2ª de abril de 1998, 18 de junio de 1999, 14 de febrero de 2000, 
7-1ª de noviembre de 2001, 4 de junio de 2002, 18-3ª de septiembre de 
2003, 28-2ª de octubre de 2005; 23-3ª de febrero, 29-9ª de marzo y 14 de 
abril de 2007; 14-10ª de noviembre y 2-5ª de diciembre de 2008; 24-1ª de 
mayo, 22-3ª de junio y 13-6ª de diciembre de 2010, 26-5ª de julio de 2012 
y 12-68ª de diciembre de 2013.

II.- Se pretende por el promotor la inscripción fuera de plazo de la 
defunción de quien declara tío, exponiendo que fue asesinado por los 
sublevados en Cabra, su población natal, el 25 de agosto de 1936. El 
Juez Encargado del Registro Civil de dicha población, considerando que 
no se han aportado datos fehacientes sobre la certeza de la muerte, 
dispuso desestimar lo solicitado mediante auto de 9 de febrero de 2011 
que constituye el objeto del presente recurso.

III.- Dispone el artículo 86 LRC que “será necesaria sentencia firme, 
expediente gubernativo u orden de la autoridad judicial que instruya las 
diligencias seguidas por muerte violenta, que afirmen sin duda alguna el 
fallecimiento, para inscribir éste cuando el cadáver hubiere desaparecido 
o se hubiere inhumado antes de la inscripción”. Por su parte, el artículo 
278, I RRC establece que “cuando el cadáver hubiera desaparecido o se 
hubiera inhumado, no basta para la inscripción la fama de muerte, sino 
que se requiere certeza que excluya cualquier duda racional”. Los 
preceptos transcritos suscitan cuestión acerca del sentido y alcance de 
las locuciones “sin duda alguna” y “certeza que excluya cualquier duda 
racional” que ni abarcan los supuestos de presunción de muerte, en los 
que no cabe sino instar la correspondiente resolución judicial declarativa 
de la ausencia o del fallecimiento, ni las situaciones en las que hay dudas 
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fundadas o razonables de la ocurrencia del óbito y resultan tan solo 
probadas la fama, la posibilidad o incluso la probabilidad de la muerte ni 
han de ser interpretadas en forma tal que quede impedida su aplicación 
práctica, pues la ausencia de toda duda solo se produciría en presencia 
del cadáver, incurriendo la norma en contradicción por partir del 
presupuesto de la desaparición o inhumación de aquel. 

IV.- A la certeza así entendida, obtenida a partir de datos objetivos, no 
puede llegarse en este caso: la declaración testifical es de mera referencia, 
la aproximación doctrinal a los hechos acaecidos en Cabra en los días 
posteriores al inicio de la guerra civil no tiene valor probatorio determinante 
para concluir de forma indubitada que las quince personas que se citan 
fueron fusiladas el 25 de agosto, al expediente se aporta certificación 
negativa de inscripción de defunción de M. de quien se dice que nació 
“hacia 1911” sin acreditarlo con el correspondiente documento registral y, 
sin constancia de nacimiento, difícilmente puede estimarse acreditada la 
fama de muerte que, a tenor de lo dispuesto en el artículo 278, I del 
Reglamento del Registro Civil, tampoco es suficiente para que la 
inscripción de fallecimiento pretendida pueda ser acordada en expediente 
gubernativo.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Cabra (Córdoba).
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (242ª)
V.1.1  Inscripción fuera de plazo de defunción 

Para que pueda decidirse en expediente gubernativo la inscripción de la 
defunción de una persona cuando el cadáver ha desaparecido o ha sido 
inhumado es preciso que en las actuaciones llegue a probarse la certeza 
de la muerte en grado tal que se excluya cualquier duda racional y, en 
este caso, no acreditados ni el nacimiento ni la identidad, ni siquiera 
consta la fama de muerte. 

En el expediente sobre inscripción fuera de plazo de defunción remitido a 
este Centro en trámite de recurso, por virtud del interpuesto por el promotor 
contra auto dictado por el Juez Encargado del Registro Civil de Cabra 
(Córdoba).

HECHOS

1.- Mediante escrito con entrada en el Registro Civil de Sevilla en fecha 7 
de diciembre de 2010 Don J. nacido en M. (S) el 18 de julio de 1937 y 
domiciliado en S. promueve expediente para la inscripción fuera de plazo 
de la defunción de Don F. exponiendo que, nacido hacia 1877 en C. hijo 
de S. y de M. fue asesinado por los sublevados en su población natal el 25 
de agosto de 1936. Acompaña certificación propia de inscripción en el 
padrón de S. y, del finado, certificación negativa de inscripción de 
defunción a partir del 1 de julio de 1936 en el Registro Civil de Cabra.

2.- Ratificado el promotor en el escrito presentado, se tuvo por incoado el 
correspondiente expediente y por el Juez Encargado se acordó requerir al 
solicitante a fin de que aporte pruebas fehacientes del fallecimiento, con el 
resultado de que presentó fragmentos de dos publicaciones, ‘Cabra en el 
siglo XX’ y ‘1936, el genocidio franquista en Córdoba’, referidos a los 
egabrenses que fueron víctimas de la represión de 1936 y un certificado 
expedido por el foro ciudadano para la recuperación de la memoria 
histórica de Andalucía, para constancia de que el promotor colabora con 
el mismo en la localización de los restos de su ascendiente F. y propuso 
prueba testifical, compareciendo dos hermanas suyas, nacidas en 1939 y 
1944, que manifestaron que son nietas del difunto, que saben del 
fusilamiento de su abuelo por referencias familiares y que un señor del 
pueblo le enseñó a su hermano J. el lugar donde ocurrió todo. El ministerio 
fiscal dijo que nada opone a lo interesado y el Juez Encargado, estimando 
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que una declaración testifical de mera referencia y una aproximación 
doctrinal a los hechos acaecidos en Cabra en la Guerra Civil no son 
pruebas contundentes del fallecimiento del Sr. G. informó negativamente 
a la solicitud y dispuso la remisión del expediente al Registro Civil de 
Cabra, cuyo Encargado dictó en fecha 9 de febrero de 2011 auto 
desestimando la práctica de la inscripción de defunción fuera de plazo 
instada por considerar que, no aportados datos fehacientes sobre la 
certeza de la muerte, ha de instarse la declaración de fallecimiento 
prevista en los artículos 193 y ss. del Código Civil.

3.- Notificada la resolución al ministerio fiscal y al promotor, este interpuso 
recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado 
alegando que el auto es denegatorio porque ha aplicado una normativa 
posterior prevista para situaciones normales a hechos masivos y 
excepcionales, ocurridos años antes en un contexto muy específico pero 
recogidos en libros de rigurosos investigadores, y que los testimonios 
presentados, procedentes del más directo entorno familiar, son totalmente 
creíbles y aportando, como prueba documental, constancia del 
Ayuntamiento de Cabra sobre inclusión de Don F. en la lista de egabrenses 
fusilados durante la guerra civil española confeccionada por historiadores 
locales. 

4.- De la interposición se dio traslado al ministerio fiscal, que dijo que 
considera que debe confirmarse la resolución recurrida por sus propios 
fundamentos, y la Juez Encargada del Registro Civil de Cabra informó 
que las alegaciones formuladas no desvirtúan los razonamientos del auto 
impugnado y dispuso la remisión del expediente a la Dirección General de 
los Registros y del Notariado.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 193 a 197 del Código Civil (CC.), 2042 a 2044 de la 
Ley de Enjuiciamiento Civil de 3 de febrero de 1881 (LEC); 16, 18, 26, 81, 
86, 95 y 97 de la Ley del Registro Civil (LRC) y 16, 68, 278 y 346 del 
Reglamento del Registro Civil (RRC); y las resoluciones, entre otras, de 
13 de marzo y 10 de mayo de 1967, 2 de mayo de 1972, 10 de septiembre 
de 1979, 6 de octubre de 1995, 2-7ª de septiembre y 29-2ª de octubre de 
1996, 16-2ª de abril de 1998, 18 de junio de 1999, 14 de febrero de 2000, 
7-1ª de noviembre de 2001, 4 de junio de 2002, 18-3ª de septiembre de 
2003, 28-2ª de octubre de 2005; 23-3ª de febrero, 29-9ª de marzo y 14 de 
abril de 2007; 14-10ª de noviembre y 2-5ª de diciembre de 2008; 24-1ª de 
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mayo, 22-3ª de junio y 13-6ª de diciembre de 2010, 26-5ª de julio de 2012 
y 12-68ª de diciembre de 2013.

II.- Se pretende por el promotor la inscripción fuera de plazo de la 
defunción de quien declara abuelo, exponiendo que fue asesinado por los 
sublevados en Cabra, su población natal, el 25 de agosto de 1936. El 
Juez Encargado del Registro Civil de dicha población, considerando que 
no se han aportado datos fehacientes sobre la certeza de la muerte, 
dispuso desestimar lo solicitado mediante auto de 9 de febrero de 2011 
que constituye el objeto del presente recurso.

III.- Dispone el artículo 86 LRC que “será necesaria sentencia firme, 
expediente gubernativo u orden de la autoridad judicial que instruya las 
diligencias seguidas por muerte violenta, que afirmen sin duda alguna el 
fallecimiento, para inscribir éste cuando el cadáver hubiere desaparecido 
o se hubiere inhumado antes de la inscripción”. Por su parte, el artículo 
278, I RRC establece que “cuando el cadáver hubiera desaparecido o se 
hubiera inhumado, no basta para la inscripción la fama de muerte, sino 
que se requiere certeza que excluya cualquier duda racional”. 

Los preceptos transcritos suscitan cuestión acerca del sentido y alcance 
de las locuciones “sin duda alguna” y “certeza que excluya cualquier duda 
racional” que ni abarcan los supuestos de presunción de muerte, en los 
que no cabe sino instar la correspondiente resolución judicial declarativa 
de la ausencia o del fallecimiento, ni las situaciones en las que hay dudas 
fundadas o razonables de la ocurrencia del óbito y resultan tan solo 
probadas la fama, la posibilidad o incluso la probabilidad de la muerte ni 
han de ser interpretadas en forma tal que quede impedida su aplicación 
práctica, pues la ausencia de toda duda solo se produciría en presencia 
del cadáver, incurriendo la norma en contradicción por partir del 
presupuesto de la desaparición o inhumación de aquel. 

IV.- A la certeza así entendida, obtenida a partir de datos objetivos, no 
puede llegarse en este caso: la declaración testifical es de mera referencia, 
la aproximación doctrinal a los hechos acaecidos en Cabra en los días 
posteriores al inicio de la guerra civil, sobre no tener valor probatorio 
determinante para concluir de forma indubitada que las quince personas 
citadas fueron fusiladas el 25 de agosto, menciona por sus nombres o 
apodos a catorce y la que es objeto del presente expediente es identificada 
solo como padre de M. añadiéndose en una de las publicaciones que se 
ignora el nombre, 
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sin que, a falta de la inscripción de nacimiento del hijo, quede establecida 
la relación de parentesco; al expediente se aporta certificación negativa 
de inscripción de defunción de F. de quien se dice que nació “hacia 1877” 
sin acreditarlo con el correspondiente documento registral y, sin constancia 
de nacimiento, ni siquiera puede estimarse acreditada la fama de muerte 
que, a tenor de lo dispuesto en el artículo 278, I del Reglamento del 
Registro Civil, tampoco es suficiente para que la inscripción de fallecimiento 
pretendida pueda ser acordada en expediente gubernativo.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Cabra (Córdoba).
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VII.  RECTIFICACION, CANCELACION Y 
TRASLADO DE  INSCRIPCIONES

VII.1  RECTIFICACION DE ERRORES

VII.1.1	 RECTIFICACION DE ERRORES ART 93 Y 94 
LRC

Resolución de 09 de Julio de 2014 (8ª)
VII.1.1  Rectificación de errores en inscripción de nacimiento

1.- La rectificación en una inscripción de nacimiento de un dato del que 
hace fe requiere, en principio, acudir a la vía judicial ordinaria. 

2.- No acreditados los otros errores denunciados, no prospera el 
expediente de rectificación.

En el expediente sobre rectificación de errores en inscripción de nacimiento 
remitido a este Centro en trámite de recurso, por virtud del interpuesto por 
la promotora contra auto dictado por el Juez Encargado del Registro Civil 
de Arrecife (Las Palmas).

HECHOS

1.- En escrito presentado en el Registro Civil de Zaragoza en fecha 4 de 
octubre de 2010 doña A., mayor de edad y domiciliada en dicha población, 
expone que en su inscripción de nacimiento se observa la existencia de 
error en los datos relativos a la hora de su nacimiento, al año de nacimiento 
de su madre y al nombre de la madre de esta pues constan, 
respectivamente, nueve horas treinta minutos, 1952 y Milmides, siendo lo 
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correcto 09:26, 1950 y Esther. Acompaña certificación literal de inscripción 
de nacimiento, practicada el 6 de marzo de 2007 en el Registro Civil de 
Arrecife con marginal de adquisición de la nacionalidad española por 
residencia en fecha 27 de febrero de 2007, volante de empadronamiento 
en Zaragoza, DNI y certificación cubana de nacimiento de su madre, que 
expresa que la inscrita nació en 1950 y que la madre de esta se llama 
Esther.

2.- Ratificado por la promotora el escrito presentado, la Encargada acordó 
la instrucción de expediente gubernativo de rectificación de error, el 
ministerio fiscal se mostró conforme con la rectificación instada respecto a 
los datos erróneos de la madre, acreditados de la documentación 
aportada, y se opuso a la de la hora de nacimiento, por no haberse 
presentado prueba alguna que acredite este extremo, y la Juez Encargada 
del Registro Civil de Zaragoza dispuso la remisión de lo actuado al de 
Arrecife, cuyo Encargado dispuso que se traigan al expediente el 
certificado de matrimonio aportado en su día, la hoja de declaración de 
datos para la inscripción de nacimiento y el expediente de nacionalidad, 
con el resultado de que en la certificación literal de nacimiento del Registro 
local consta que nació a las 9:26 y que su abuela materna se llama Esther 
Nilmides y que la declaración de datos cumplimentada por la interesada 
expresa que ella nació a las 9:30 am y que su madre lo hizo en 1952 y es 
hija de Nilmides. El secretario, por su parte, hizo constar mediante 
diligencia que se detecta que en la base de datos del Registro existe igual 
petición de la interesada, que dio lugar a la incoación del expediente nº 
453/2010, resuelto por auto de fecha 26 de marzo de 2010, del que se 
unió copia a las actuaciones y que dispone que no ha lugar a las 
rectificaciones instadas ya que, con independencia de que las 
modificaciones ni son significativas ni afectan a la identificación de la 
inscrita, los datos volcados a la inscripción coinciden plenamente con los 
consignados en la hoja de declaración. 

3.- Visto lo anterior, el 5 de noviembre de 2010 el Juez Encargado del 
Registro Civil de Arrecife dictó providencia disponiendo que no ha lugar a 
la continuación del trámite, por haberse resuelto ya la petición hecha por 
la promotora.

4.- Notificada la providencia a la interesada, así como el auto de 26 de 
marzo de 2010 ya remitido en su día a los mismos efectos al Registro Civil 
del domicilio, aquella interpuso recurso ante la Dirección General de los 
Registros y del Notariado alegando que, aunque en su momento rellenó 
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con datos erróneos la hoja de declaración, ahora ha presentado 
certificación de nacimiento de su madre, previamente rectificada en Cuba, 
con la que puede demostrar los errores y procederse a la rectificación.

5.- De la interposición se dio traslado al ministerio fiscal, que interesó la 
desestimación del recurso y la confirmación íntegra del auto de fecha 26 
de marzo de 2010, y el Juez Encargado del Registro Civil de Arrecife 
informó que se ratifica en lo detallado en la resolución dictada, que no es 
más que una consecuencia de lo actuado, y seguidamente dispuso la 
remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 41 y 92 a 95 de la Ley del Registro Civil (LRC) y 12, 
137, 295 y 342 del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las resoluciones, 
entre otras, de 18-1ª de marzo de 1999, 16-2ª de febrero de 2002; 21 de 
marzo, 10 de julio y 5-1ª de diciembre de 2003; 14-4ª y 19-3ª de mayo de 
2004, 18-4ª y 24-6ª de octubre de 2005, 13-1ª y 28-2ª de marzo y 3-4ª de 
abril de 2006; 31-5ª de enero, 24-2ª de abril y 28-2ª de diciembre de 2007; 
3-3ª de enero, 18-3ª de junio, 22-6ª de octubre y 25-8ª de noviembre de 
2008; 9-5ª de marzo y 28-1ª de septiembre de 2009; 15-5ª de julio y 6-16ª 
y 24-2ª de septiembre de 2010, 18-3ª de noviembre y 1-3ª de diciembre 
de 2011, 19-56ª de diciembre de 2012 y 15-25ª de noviembre de 2013.

II.- Pretende la promotora la rectificación en su inscripción de nacimiento, 
practicada en marzo de 2007 tras adquirir la nacionalidad española por 
residencia, de tres datos: hora de su nacimiento, año de nacimiento de su 
madre y nombre de su abuela materna, en el sentido de que conste que 
son, respectivamente, 09:26, 1950 y Esther y no nueve horas treinta 
minutos, 1952 y Milmides, como por error se ha consignado. El Juez 
Encargado dispuso que no ha lugar a las rectificaciones instadas, ya que 
los datos volcados a la inscripción coinciden plenamente con los 
consignados en la hoja de declaración, mediante auto de 26 de marzo de 
2010 que constituye el objeto del presente recurso. 

III.- La hora de nacimiento de una persona no es en su inscripción de 
nacimiento una simple mención de identidad (cfr. art. 12 del Reglamento 
del Registro Civil) susceptible de rectificación, si se demuestra errónea, 
por expediente gubernativo, al amparo de lo dispuesto en el artículo 93.1º 
de la Ley de Registro Civil, sino un dato esencial de la inscripción, del que 
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esta hace fe (cfr. art. 41 LRC). De ahí que su rectificación haya de 
obtenerse en principio, conforme al criterio general establecido en el 
artículo 92 de la Ley del Registro Civil, por sentencia firme recaída en 
juicio ordinario, aun cuando el error pueda parecer muy evidente. En este 
caso ni tan siquiera ha quedado probada la existencia en el Registro del 
error denunciado puesto que, aportado al expediente testimonio de la 
declaración de datos para la inscripción, se comprueba que la interesada 
consignó la hora que consta en el asiento registral.

IV.- Respecto a los otros dos datos cuya rectificación se interesa, menos 
relevantes por no afectar ni a menciones de identidad, tampoco queda 
acreditada la existencia de error: la certificación cubana de nacimiento de 
la promotora expresa que su abuela materna se llama Esther Nilvides, en 
la declaración de datos consignó Nilmides y, a fin de acreditar que lo 
correcto es Esther, aporta certificación cubana de nacimiento de su madre 
en la que, contrariamente a lo que alega en el escrito de recurso, no hay 
constancia de rectificación por autoridad competente del Registro 
extranjero a través del procedimiento legal correspondiente (arts. 94.2º y 
295 RRC) y lo mismo cabe decir acerca del año de nacimiento de la 
madre.

V.- Debe tenerse en cuenta, además, que la rectificación mediante 
expediente gubernativo de “aquellos errores cuya evidencia resulte de la 
confrontación con los documentos en cuya sola virtud se ha practicado la 
inscripción” prevista en el artículo 94.1 LRC requiere dictamen favorable 
del ministerio fiscal y el emitido en este caso es desfavorable.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 09 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez encargado del Registro Civil de Arrecife.
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Resolución de 09 de Julio de 2014 (7ª)
VII.1.1  Rectificación de error en inscripción de defunción 

No acreditado el error denunciado, no prospera el expediente de 
rectificación en inscripción de defunción de la nacionalidad de la finada.

En el expediente sobre rectificación de error en inscripción de defunción 
remitido a este Centro en trámite de recurso, por virtud del interpuesto por 
el cónyuge de la difunta contra auto dictado por la Juez Encargada del 
Registro Civil de Zaragoza.

HECHOS

1.- En escrito presentado en el Registro Civil de Zaragoza en fecha 14 de 
diciembre de 2011 don R-Á., en calidad de empleado de Pompas Fúnebres 
‘E-P., expone que en la inscripción de defunción de la Sra. M., fallecida en 
Z. el 16 de noviembre de 2011, se observa la existencia de error en la 
nacionalidad de la finada pues consta que es italiana en lugar de chilena, 
que es lo correcto, acompañando certificación literal de la inscripción de 
defunción cuya rectificación interesa y pasaporte y cédula de identidad 
chilenos a nombre de M. 

2.- Ratificado el promotor en el escrito presentado, la Juez Encargada 
dispuso que se instruya expediente gubernativo de rectificación de error y 
que al mismo se una testimonio del parte de declaración presentado, con 
el resultado de que los datos que en él figuran se conocen por el esposo, 
que es el firmante, y que en dicho documento consta la nacionalidad 
italiana de la difunta que resultó inscrita. 

3.- El ministerio fiscal informó favorablemente a la subsanación del error 
advertido con arreglo a la documental aportada y el 29 de diciembre de 
2011 la Juez Encargada, estimando no acreditado el error denunciado 
porque en el pasaporte aportado figure nombre distinto del que consta en 
el certificado médico de defunción, dictó auto disponiendo que no ha lugar 
a la rectificación interesada. 

4.- Notificada la resolución al ministerio fiscal y a persona de la empresa 
funeraria, el cónyuge de la difunta interpuso recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado alegando que, si bien él firmó la 
veracidad de la declaración y el médico rellenó el certificado médico de 
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defunción con los datos facilitados por la familia, como la finada disponía 
de doble nacionalidad, se interesa la ampliación de la inscripción de 
defunción, en el sentido de que conste que su nombre es M., su segundo 
apellido, no recogido en la certificación, D., y su nacionalidad italiana y 
chilena y aportando, como prueba documental, NIE, pasaporte italiano y 
libro de familia chileno de la difunta.

5.- De la interposición se dio traslado al ministerio fiscal que, considerando 
justificado el error con la documentación aportada, se adhirió al recurso, 
interesando en consecuencia la revocación de la resolución dictada, y la 
Juez Encargada informó en el sentido de dar por reproducidos los 
fundamentos jurídicos del auto impugnado y dispuso la remisión del 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 2, 23, 81 y 92 a 95 de la Ley del Registro Civil (LRC) 
y 12 y 342 del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las resoluciones, 
entre otras de 4-3ª de septiembre de 2006, 15-3ª de noviembre de 2007, 
4-2ª de febrero y 15-6ª de octubre de 2008, 6-5ª de mayo de 2010, 2-1ª de 
noviembre de 2012 y 13-8ª de febrero y 4-124ª de noviembre de 2013.

II.- Se solicita por la empresa funeraria que formalizó el trámite la 
rectificación en inscripción de defunción de la nacionalidad de la fallecida, 
exponiendo que consta por error que es italiana en vez de chilena, que es 
lo correcto. La Juez Encargada, estimando no acreditado el error 
denunciado, por cuanto en el certificado médico de defunción constan los 
datos que resultaron inscritos, dispuso que no ha lugar a la rectificación 
interesada mediante auto de 29 de diciembre de 2011 que constituye el 
objeto del presente recurso, interpuesto por el cónyuge de la difunta, 
aduciendo no ya error sino doble nacionalidad, y al que se adhiere el 
ministerio fiscal.

III.- En materia de errores registrales la regla general es que su rectificación 
ha de obtenerse por sentencia firme recaída en juicio ordinario (art. 92 
LRC). No obstante, la propia ley prevé supuestos en los que la rectificación 
es posible por la vía del expediente gubernativo, con apoyo en los artículos 
93 y 94 LRC, siempre que quede acreditada la existencia en el Registro 
del error denunciado. 
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IV.- La nacionalidad de una persona es en su inscripción de defunción una 
mención de identidad (cfr. art. 12 RRC) no cubierta por la fe pública 
registral (cfr. art. 81 LRC) de modo que, si se demuestra que ha sido 
consignada erróneamente, cabe su rectificación por expediente 
gubernativo con apoyo en el artículo 93.1º de la Ley. En este caso no ha 
llegado a probarse el error denunciado porque el propio recurrente 
manifiesta que los datos recogidos tanto en el certificado médico como en 
la declaración de defunción fueron facilitados por la familia y son 
auténticos, aduciendo seguidamente que lo que se interesa es la 
ampliación de la inscripción con las menciones chilenas omitidas. Sin 
embargo, de la documentación aportada al expediente de rectificación 
consta que la difunta residía y se identificaba en España como italiana y, 
por tanto, el fallecimiento afecta a una ciudadana italiana que, conforme a 
su ley personal, ostenta un solo apellido y el nombre que consta en sus 
documentos italianos resultando irrelevante que, según se alega ahora, 
poseyera simultáneamente otra nacionalidad, que la identificaba con 
nombre y apellidos distintos, porque no se acredita que su estancia en 
España trajera causa en su nacionalidad chilena. Así pues, no justificada 
la existencia del error denunciado, queda impedida su rectificación en vía 
gubernativa, a salvo lo que resulte en la vía judicial correspondiente.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 09 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. Juez encargado del registro Civil Zaragoza

Resolución de 09 de Julio de 2014 (15ª)
VII.1.1  Rectificación de error en inscripción de nacimiento

No acreditado el error denunciado, no prospera el expediente de 
rectificación en inscripción de nacimiento del nombre de la madre del 
inscrito.

En el expediente sobre rectificación de error en inscripción de nacimiento 
remitido a este Centro en trámite de recurso, por virtud del interpuesto por 
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el promotor contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil 
Central.

HECHOS

1.- En escrito presentado en el Registro Civil Consular de Bruselas 
(Bélgica) en fecha 26 de mayo de 2010 don M. C. A., mayor de edad, de 
nacionalidad española y domiciliado en esa demarcación consular, expone 
que en su inscripción de nacimiento consta como nombre de su madre 
Fatima, cuando en realidad debería figurar “Fadma”, y solicita que se 
proceda a la rectificación del dato erróneo. Acompaña certificación literal 
de inscripción de nacimiento, practicada en el Registro Civil Central el 27 
de febrero de 2006 con marginal de adquisición de la nacionalidad 
española por residencia en fecha 17 de febrero de 2005, DNI, pasaporte e 
historial de un nacional obrante en el Consulado General de España en 
Bruselas; documento identificativo belga y extracto de actas de nacimiento 
marroquíes, propia y de su madre, que expresan que el nombre de esta 
es el que aduce correcto.

2.- Acordada por el Encargado la incoación de expediente registral, el 
promotor se ratificó en el escrito presentado, el ministerio fiscal informó 
que, acreditados los hechos, no tiene nada que oponer a lo solicitado y el 
Encargado del Registro Civil Consular informó que se ha comprobado la 
existencia del error denunciado y dispuso la remisión de lo actuado al 
Central, en el que tuvo entrada el 17 de julio de 2010, uniéndose el 
expediente matriz de nacionalidad en el que obra copia literal de acta de 
nacimiento marroquí que expresa que el nacido es hijo de “Fatima H.” y 
certificado expedido por el Consulado General del Reino de Marruecos en 
Barcelona para hacer constar que el interesado es hijo de la Sra. ”Fdma 
A.”.

3.- Acordada la incoación de expediente gubernativo, el ministerio fiscal, a 
la vista de los antecedentes, se opuso a lo interesado y el 23 de agosto de 
2011 la Juez Encargada del Registro Civil Central dictó auto disponiendo 
que no ha lugar a la rectificación instada, toda vez que al practicarse la 
inscripción se consignó el nombre de la madre tal como aparece en la 
certificación de nacimiento expedida por el Registro Civil local. 

4.- Notificada la resolución al ministerio fiscal y, en comparecencia en 
fecha 24 de enero de 2012 en el Registro Civil del domicilio, al promotor, 
este interpuso recurso ante la Dirección General de los Registros y del 
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Notariado alegando que el acta de matrimonio contiene el mismo error y 
aportando, como prueba documental, copia simple de acta integral de 
nacimiento marroquí y de ficha individual de estado civil expedida por el 
Consulado General del Reino de Marruecos en Bruselas, nuevos 
ejemplares de extractos originales de acta de nacimiento marroquí propia 
y de su madre y copia simple del pasaporte marroquí y del NIE de esta, 
documentos todos ellos que expresan que el nombre de la madre es 
Fadma. 

5.- De la interposición se dio traslado al ministerio fiscal, que impugnó el 
recurso e interesó la confirmación del acuerdo apelado, y el Juez 
Encargado del Registro Civil Central informó que, no desvirtuados a su 
juicio los razonamientos jurídicos que aconsejaron dictar la resolución 
impugnada, entiende que debe confirmarse y dispuso la remisión del 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 2, 23, 41 y 92 a 95 de la Ley del Registro Civil (LRC) 
y 12, 213, 342 y 358 del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las 
resoluciones, entre otras, de 12 de abril y 4-5ª de noviembre de 2003, 
3-17ª de septiembre de 2010, 1-2ª de diciembre de 2011, 23-1ª de febrero 
y 13-2ª y 4ª de marzo de 2012, 15-60ª de julio de 2013 y 3-53ª de enero 
de 2014.

II.- Pretende el solicitante que en su inscripción de nacimiento, practicada 
en el Registro Civil Central en febrero de 2006 tras haber adquirido la 
nacionalidad española por residencia, se rectifique el nombre de su madre 
exponiendo que se llama “Fatma” y no “Fatima”, como por error consta. La 
Juez Encargada del Registro Civil Central dispuso que no ha lugar a la 
rectificación instada, toda vez que en la inscripción se consignó el nombre 
de la madre tal como aparece en la certificación de nacimiento expedida 
por el Registro Civil local, mediante auto de 23 de agosto de 2011 que 
constituye el objeto del presente recurso.

III.- En materia de errores registrales la regla general es que su rectificación 
ha de obtenerse por sentencia firme recaída en juicio ordinario (art. 92 
LRC). No obstante, la propia ley prevé supuestos en los que la rectificación 
es posible por la vía del expediente gubernativo, con apoyo en los artículos 
93 y 94 LRC, siempre que quede acreditada la existencia en el Registro 
del error denunciado. 
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IV.- El nombre de la madre de una persona es en su inscripción de 
nacimiento una mención de identidad (cfr. art. 12 RRC) no cubierta por la 
fe pública registral (cfr. art. 41 LRC) de modo que, si se demuestra que ha 
sido consignado erróneamente, cabe su rectificación por expediente 
gubernativo con apoyo en el artículo 93.1º de la Ley. En este caso no ha 
quedado probado el error denunciado ya que el nombre consignado a la 
madre en la inscripción de nacimiento, “Fatima”, es exactamente el que 
consta en el certificado del Registro local aportado al expediente de 
nacionalidad, en el otro documento marroquí que obra en dicho expediente, 
un certificado del Consulado General de Marruecos en Barcelona, el 
nombre de la madre figura en la forma “Fdma”, al expediente de 
rectificación se aportan certificaciones en extracto del promotor y de su 
madre en las que aparece una tercera grafía, “Fadma”, pero sin constancia 
de que el dato haya sido rectificado por autoridad competente del Registro 
extranjero a través del procedimiento legal correspondiente (arts. 94.2º y 
295 RRC), y la copia simple de certificación literal aportada con el escrito 
de recurso, expedida al parecer el 20 de julio de 2010, identifica al 
promotor como “M. O.” y tiene al margen indicación, asentada el 11 de 
noviembre de 1998, de que el apellido del nacido en caracteres latinos es 
“C.” sin que llamativamente ninguna de estas dos circunstancias consten 
en el certificado aportado al expediente de nacionalidad, expedido el 24 
de marzo de 2002. Todo ello impide tener por acreditada la existencia del 
error denunciado y, en consecuencia, queda impedida la rectificación en 
vía gubernativa, a salvo lo que resulte en la vía judicial correspondiente.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 09 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del registro Civil Central
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Resolución de 09 de Julio de 2014 (16ª)
VII.1.1  Rectificación de error en inscripción de nacimiento

1º.- No acreditado el error denunciado, no prospera el expediente de 
rectificación del nombre del inscrito en su inscripción de nacimiento.

2º.- Tampoco cabe hacer constar marginalmente que el nombre del nacido 
es “Ilyas” y no “Ilyass” porque con la documentación aportada en vía de 
recurso no se justifica que este último no sea conforme a la ley personal 
aplicable.

En el expediente sobre rectificación de error en inscripción de nacimiento 
remitido a este Centro en trámite de recurso, por virtud del interpuesto por 
el promotor contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil 
de Zaragoza.

HECHOS

1.- En escrito presentado en el Registro Civil de Zaragoza en fecha 13 de 
diciembre de 2011 el Sr. El M., mayor de edad y domiciliado en dicha 
población, expone que en la inscripción de nacimiento de su hijo Ilyass R., 
nacido en Z. de padres marroquíes el 8 de septiembre de 2011, se observa 
la existencia de error en el nombre del nacido ya que se ha consignado el 
que consta en lugar de “Ilyas”, que es lo correcto. Acompaña certificación 
literal de la inscripción de nacimiento cuya rectificación interesa y 
testimonio de NIE propio. 

2.- Ratificado el promotor en el escrito presentado, por la Juez Encargada 
se acordó que se instruya expediente gubernativo de rectificación de error 
y que a él se una testimonio del parte de declaración de nacimiento, con 
el resultado de que el nombre inscrito al menor es el previamente 
consignado en el cuestionario y en el borrador de asiento registral.

3.- El ministerio fiscal, entendiendo que del examen del expediente no se 
infiere error, informó desfavorablemente a la subsanación pretendida y el 
28 de diciembre de 2011 la Juez Encargada dictó auto disponiendo que 
no ha lugar a la rectificación interesada. 

4.- Notificada la resolución al ministerio fiscal y al promotor, este interpuso 
recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado 
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alegando que, aun cuando la inscripción del nombre de su hijo con dos 
eses se debió a una equivocación suya, lo cierto es que se escribe con 
una sola y aportando, como prueba documental, copia simple del 
pasaporte marroquí del menor y de certificado expedido por el Consulado 
General del Reino de Marruecos en Tarragona para dar constancia de que 
“Ilyas” es nombre masculino de origen árabe corriente en ese país.

5.- De la interposición se dio traslado al ministerio fiscal que, estimando 
procedente acoger los motivos ahora expuestos, se adhirió al recurso y la 
Juez Encargada informó en el sentido de dar por reproducidos los 
fundamentos jurídicos del auto dictado y seguidamente dispuso la remisión 
del expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 2, 23, 41 y 92 a 95 de la Ley del Registro Civil (LRC) 
y 12, 342 y 358 del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las resoluciones, 
entre otras, de 12 de abril y 4-5ª de noviembre de 2003, 1-26ª y 3-17ª de 
septiembre de 2010, 1-2ª de diciembre de 2011, 23-1ª de febrero y 13-2ª 
y 4ª de marzo de 2012 y 3-51ª y 10-46ª de enero de 2014.

II.- Solicita el promotor la rectificación del nombre inscrito a su hijo Ilyass 
R., nacido en Z. de padres marroquíes el 8 de septiembre de 2011, 
exponiendo que lo correcto es “Ilyas”. La Juez Encargada, razonando que 
la inscripción se practicó en plena concordancia con la declaración 
presentada y que la solicitud es más bien de cambio de nombre, dispuso 
que no ha lugar a la rectificación de error interesada mediante auto de 28 
de diciembre de 2011 que constituye el objeto del presente recurso, 
interpuesto por el promotor y al que se adhiere el ministerio fiscal. 

III.- La regla general en materia de errores registrales es que las 
inscripciones solo pueden rectificarse por sentencia firme recaída en juicio 
ordinario (cfr. art. 92 LRC). No obstante, la propia ley prevé determinados 
supuestos en los que la rectificación es posible por la vía del expediente 
gubernativo, con apoyo en los artículos 93 y 94 LRC, siempre que quede 
acreditada la existencia en el Registro del error denunciado.

IV.- El nombre de una persona es en su inscripción de nacimiento una 
mención de identidad (cfr. art. 12 RRC) no cubierta por la fe pública 
registral (cfr. art. 41 LRC) de modo que, si se demuestra que ha sido 
consignado erróneamente, cabe su rectificación por expediente 
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gubernativo con apoyo en el artículo 93.1º de la Ley. En este caso, 
incorporado al expediente testimonio del cuestionario para la declaración 
de nacimiento en cuya virtud se practicó la inscripción, se comprueba que 
esta concuerda con lo manifestado y firmado por la declarante y, no 
probado el error denunciado, queda impedida la rectificación instada.

V.- En el escrito de recurso se aduce que la corrección interesada no es 
de un error registral sino de una equivocación del declarante y el ministerio 
fiscal, acogiendo los motivos ahora alegados, se adhiere al recurso. 
Ciertamente pueden hacerse constar en el Registro, sin necesidad de 
expediente, el nombre y los apellidos que corresponden a un extranjero 
por aplicación de su ley personal, siempre que dicha circunstancia se 
justifique fehacientemente con documentos extranjeros auténticos (arts. 
23 LRC y 296, último párrafo, RRC). En este caso el promotor, a quien 
incumbe la carga de la prueba, no ha llegado a justificar la pertinencia del 
nombre que solicita para su hijo, toda vez que el único documento que 
aporta es un certificado bajo membrete del Consulado General del Reino 
de Marruecos en Tarragona que, sobre no ser original y carecer de fecha 
y de firma, se limita a expresar que “Ilyas” es nombre masculino de origen 
árabe corriente en ese país y, por tanto, no acredita que “Ilyass” infrinja la 
ley marroquí ni que esa grafía sea incorrecta, máxime teniendo en cuenta 
que, según ha podido saber esta Dirección General, de los 
aproximadamente 500 varones llamados “Ilyass” que hay en España, más 
de 450 son de nacionalidad marroquí. Así pues, no constando que el 
nombre inscrito al menor infrinja su ley personal, tampoco cabe hacer 
constar otro en el asiento de nacimiento. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 09 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Zaragoza
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Resolución de 09 de Julio de 2014 (19ª)
VII.1.1  Rectificación de error en inscripción de nacimiento

La rectificación en una inscripción de nacimiento de datos de los que hace 
fe requiere, en principio, acudir a la vía judicial ordinaria. 

En el expediente sobre rectificación de error en inscripción de nacimiento 
remitido a este Centro en trámite de recurso, por virtud del interpuesto por 
la promotora contra auto dictado por el Juez Encargado del Registro Civil 
de Sevilla.

HECHOS

1.- En escrito con entrada en el Registro Civil de Sevilla en fecha 8 de 
junio de 2011 doña B., mayor de edad y domiciliada en dicha población, 
expone que en su inscripción de nacimiento se observa la existencia de 
error en el lugar en el que acaeció el hecho, pues consta nacida en El 
Coronil cuando lo correcto es Sevilla (clínica F.), y solicita que se inicie el 
correspondiente expediente gubernativo de rectificación acompañando 
constancia de asistencia al parto en la clínica citada expedida a título 
particular por ginecólogo colegiado el 9 de agosto de 2007, testimonio de 
DNI, certificación de inscripción en el padrón de Sevilla y certificación 
literal de inscripción de nacimiento practicada en el Registro Civil de 
Sevilla el 1 de octubre de 2007 en virtud de traslado de la que obraba en 
el Registro Civil de El Coronil.	

2.- Ratificada la solicitud por la promotora, el Juez Encargado del Registro 
Civil de Sevilla dispuso librar exhorto al de El Coronil interesando 
testimonio del parte declarativo en cuya virtud se produjo la inscripción de 
nacimiento y, unido dicho documento al expediente, el ministerio fiscal, 
considerando que de la prueba presentada no queda acreditado el error 
cuya rectificación se pretende, se opuso a lo interesado y el 7 de noviembre 
de 2011 el Juez Encargado, razonando que el parte declarativo evidencia 
que ningún error hay en la inscripción y que la interesada vino al mundo 
en el lugar que indica la inscripción inicialmente practicada en El Coronil, 
dictó auto disponiendo que no procede la rectificación instada. 

3.- Notificada la resolución al ministerio fiscal y a la promotora, esta 
interpuso recurso ante la Dirección General de los Registros y del 
Notariado alegando que el parto fue instrumental y tuvo lugar en un 
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hospital con intervención de un ginecólogo y no con asistencia de una 
matrona en un domicilio, que consta como tal lo que en realidad era la 
oficina de Correos en la que su padre trabajaba y que su madre ni estaba 
empadronada en El Coronil ni prestó su consentimiento para la inscripción, 
conforme al artículo 16.2 LRC, en la población de residencia en vez de en 
la de nacimiento y aportando, como prueba documental, un nuevo 
certificado, emitido el 1 de diciembre de 2011, por el ginecólogo que 
asistió en Sevilla a la madre y declaración de esta sobre alumbramiento 
en la clínica Fátima de Sevilla con asistencia del ginecólogo que suscribe 
el certificado.

4.- De la interposición se dio traslado al ministerio fiscal, que se adhirió al 
recurso presentado, y el Juez Encargado informó desfavorablemente la 
pretensión que articula la promotora contra el auto dictado, que debe 
mantenerse en todos sus términos, y seguidamente dispuso la remisión 
del expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 41 y 92 a 95 de la Ley del Registro Civil (LRC) y 12, 
137, 295 y 342 del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las resoluciones, 
entre otras, de 18-1ª de marzo de 1999, 16-2ª de febrero de 2002; 21 de 
marzo, 10 de julio y 5-1ª de diciembre de 2003; 14-4ª y 19-3ª de mayo de 
2004, 18-4ª y 24-6ª de octubre de 2005, 13-1ª y 28-2ª de marzo y 3-4ª de 
abril de 2006; 31-5ª de enero, 24-2ª de abril y 28-2ª de diciembre de 2007; 
3-3ª de enero, 18-3ª de junio, 22-6ª de octubre y 25-8ª de noviembre de 
2008; 9-5ª de marzo y 28-1ª de septiembre de 2009; 15-5ª de julio y 6-16ª 
y 24-2ª de septiembre de 2010, 18-3ª de noviembre y 1-3ª de diciembre 
de 2011, 19-56ª de diciembre de 2012 y 15-25ª de noviembre de 2013.

II.- Pretende la promotora que en su inscripción de nacimiento, practicada 
en el Registro Civil de Sevilla el 1 de octubre de 2007 en virtud de traslado 
de la que obraba en el Registro Civil de El Coronil (Sevilla), se rectifique el 
lugar en el que acaeció el hecho, exponiendo que consta nacida en El 
Coronil cuando lo correcto es Sevilla (clínica Fátima). El Juez Encargado, 
visto que el parte declarativo en cuya virtud se practicó la inscripción 
evidencia que ningún error hay en la inscripción y que la interesada vino al 
mundo en el lugar que indica la inscripción inicialmente practicada en El 
Coronil, dispuso que no ha lugar a la rectificación instada mediante auto 
de 7 de noviembre de 2011 que constituye el objeto del presente recurso, 
interpuesto por la promotora y al que se adhiere el ministerio fiscal. 
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III.- El lugar de nacimiento de una persona no es en su inscripción de 
nacimiento una simple mención de identidad (cfr. art. 12 del Reglamento 
del Registro Civil) susceptible de rectificación, si se demuestra errónea, 
por expediente gubernativo al amparo de lo dispuesto en el artículo 93.1º 
de la Ley de Registro Civil, sino un dato esencial de la inscripción, del que 
esta hace fe (cfr. art. 41 LRC). De ahí que su rectificación, por muy 
evidente que pueda parecer el error, ha de obtenerse, en principio, 
acudiendo a la vía judicial ordinaria, conforme al criterio general 
establecido en el artículo 92 de la Ley del Registro Civil. En este caso no 
ha quedado probada la existencia en el Registro del error denunciado 
puesto que, aportado al expediente testimonio de la declaración de 
nacimiento firmada por el padre en cuya virtud se practicó la inscripción 
en el Registro Civil de El Coronil, se comprueba que, tal como expresa el 
parte de la matrona que asistió al parto, el nacimiento acaeció en dicha 
población y lo que la inscripción acredita no queda desvirtuado por el 
informe emitido por ginecólogo colegiado, a título particular y no como 
facultativo del centro sanitario en el que se aduce que ocurrió el nacimiento, 
treinta años después a partir de su archivo de historias clínicas. Y tampoco 
puede estimarse la alegación de que el padre, sin contar con el 
consentimiento de la madre, solicitó la inscripción en El Coronil del 
nacimiento acaecido en Sevilla porque, sobre ser circunstancia que ha de 
constar expresamente en el asiento, la posibilidad de inscribir a los hijos 
en el Registro Civil del domicilio de los progenitores, distinto del de 
nacimiento del hijo, se contempla en los artículos 16, apartado 2, de la Ley 
del Registro Civil y 68 del Reglamento solo a partir de la redacción dada a 
los mismos por la Ley 4/1991, de 10 de enero, y el Real Decreto 1063/1991, 
de 5 de julio. Así pues, a salvo lo que resulte en la vía judicial 
correspondiente, no puede considerarse probado el error denunciado y 
queda impedida su rectificación en vía gubernativa.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: propone desestimar el recurso 
y confirmar el auto apelado.

Madrid, 09 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez encargado del Registro Civil de Sevilla
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Resolución de 17 de Julio de 2014 (111ª)
VII.1.1  Rectificación de error en inscripción de nacimiento

No acreditado el error denunciado, no prospera el expediente de 
rectificación de los apellidos de la inscrita en su inscripción de nacimiento.

En el expediente sobre rectificación de error en inscripción de nacimiento 
remitido a este Centro en trámite de recurso, por virtud del interpuesto por 
el promotor contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro Civil 
de Zaragoza.

HECHOS

1.- En escrito presentado en el Registro Civil de Zaragoza en fecha 22 de 
noviembre de 2011 el Sr. A. mayor de edad y domiciliado en dicha 
población, expone que en la inscripción de nacimiento de su hija A. K. H. 
nacida en Z. de padres marroquíes el….. de 2001, se observa la existencia 
de error en el apellido de la inscrita, pues le constan como dos lo que es 
uno compuesto. Acompaña testimonio de NIE propio y certificación literal 
de la inscripción de nacimiento cuya rectificación interesa. 

2.- Ratificado el promotor en el escrito presentado, por la Juez Encargada 
se acordó que se instruya expediente gubernativo de rectificación de error 
y que a él se una testimonio del parte de declaración de nacimiento 
presentado ante el Registro, con el resultado de que a la menor se le 
atribuyeron como primer apellido el que el padre consignó como primero 
propio y como segundo apellido el que el padre consignó como segundo 
propio.

3.- El ministerio fiscal, entendiendo que de la documentación aportada no 
se acredita suficientemente la existencia del error denunciado, se opuso a 
lo solicitado y el 19 de diciembre de 2011 la Juez Encargada dictó auto 
disponiendo que no ha lugar a la rectificación interesada. 

4.- Notificada la resolución al ministerio fiscal y a la madre de la inscrita, el 
promotor interpuso recurso ante la Dirección General de los Registros y 
del Notariado alegando que su hija tiene un solo apellido, aunque 
compuesto, tal como consta en las inscripciones de nacimiento de sus 
hermanos del mismo padre y de la misma madre, solicitando que, previas 
las comparaciones oportunas, se rectifique la inscripción y aportando, 
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como prueba documental, copia simple de inscripciones de nacimiento y 
de NIE de dos hermanos de la nacida, de partida de nacimiento marroquí 
propia y de libro de familia español.

5.- De la interposición se dio traslado al ministerio fiscal, que impugnó el 
recurso, puesto que del expediente consta que el promotor designó de 
modo diferenciado un primer apellido y un segundo apellido, y la Juez 
Encargada informó en el sentido de dar por reproducidos los fundamentos 
jurídicos del auto dictado y seguidamente dispuso la remisión del 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 2, 23, 41 y 92 a 95 de la Ley del Registro Civil (LRC) 
y 12, 296, 342 y 358 del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las 
resoluciones, entre otras, de 12 de abril y 4-5ª de noviembre de 2003, 
1-26ª y 3-17ª de septiembre de 2010, 1-2ª de diciembre de 2011, 23-1ª de 
febrero y 13-2ª y 4ª de marzo de 2012 y 3-51ª y 10-46ª de enero de 2014.

II.- Solicita el promotor la rectificación de los apellidos inscritos a su hija A. 
K. H. nacida en Z. de padres marroquíes el ….. de 2001, exponiendo que 
no son dos simples sino uno compuesto. La Juez Encargada, razonando 
que la inscripción se practicó en plena concordancia con la declaración de 
nacimiento presentada por el ahora promotor y que no se ha aportado 
prueba alguna de que se trate de un único apellido conforme a la ley 
marroquí, dispuso que no ha lugar a la rectificación de error interesada 
mediante auto de 19 de diciembre de 2011 que constituye el objeto del 
presente recurso. 

III.- La regla general en materia de errores registrales es que las 
inscripciones solo pueden rectificarse por sentencia firme recaída en juicio 
ordinario (cfr. art. 92 LRC). No obstante, la propia ley prevé determinados 
supuestos en los que la rectificación es posible por la vía del expediente 
gubernativo, con apoyo en los artículos 93 y 94 LRC, siempre que quede 
acreditada la existencia en el Registro de los errores denunciados. 

IV.- Los apellidos de una persona son en su inscripción de nacimiento 
menciones de identidad (cfr. art. 12 RRC) no cubiertas por la fe pública 
registral (cfr. art. 41 LRC) de modo que, si se demuestra que han sido 
consignados erróneamente, cabe su rectificación por expediente 
gubernativo con apoyo en el artículo 93.1º de la Ley. En este caso no ha 
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quedado probado el error denunciado ya que, incorporado al expediente 
de rectificación testimonio del cuestionario para la declaración de 
nacimiento en cuya virtud se practicó la inscripción, se comprueba que 
esta concuerda con lo manifestado y firmado por el padre, quien en el 
espacio habilitado para el primer apellido propio consignó “K.” y en el 
correspondiente al segundo apellido “H”, y de la documental aportada con 
el escrito de recurso no se infiere que no sean dos apellidos simples sino 
uno compuesto. Así pues, no acreditada de la confrontación con los 
documentos aportados la existencia del error denunciado, queda impedida 
la rectificación por expediente gubernativo sin perjuicio de que, visto que 
efectivamente “K. H” son en la inscrita dos apellidos y en dos hermanos 
de doble vínculo uno solo, pueda hacerse constar en el Registro sin 
necesidad de expediente (arts. 23 LRC y 296, último párrafo, RRC) el 
apellido que corresponde a la menor o, alternativamente, los apellidos 
que corresponden a sus hermanos siempre que se justifique 
fehacientemente con documentos extranjeros auténticos que, por 
aplicación de su ley personal, los tres menores ostentan o bien un apellido 
compuesto o bien dos apellidos simples. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Zaragoza.

Resolución de 17 de Julio de 2014 (112ª)
VII.1.1  Rectificación de errores en inscripción de nacimiento

Acreditados los errores denunciados, prospera el expediente de 
rectificación en inscripción de nacimiento del nombre del padre y se 
completan los datos de este consignando su apellido.

En el expediente sobre rectificación de error en inscripción de nacimiento 
remitido a este Centro en trámite de recurso, por virtud del interpuesto por 
el padre del inscrito contra auto dictado por la Juez Encargada del Registro 
Civil de Zaragoza.
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HECHOS

1.- En escrito presentado en el Registro Civil de Zaragoza en fecha 19 de 
diciembre de 2011 la Sra. S. mayor de edad y domiciliada en dicha 
población, expone que en la inscripción de nacimiento de su hijo A. nacido 
en Z. de padres marroquíes el ….. de 2005, se observa la existencia de 
error en los datos del padre del nacido, ya que se ha consignado como 
nombre “A-K” y se ha omitido el apellido, en lugar de lo correcto, que es 
“A” -nombre- y “K-H.” -apellido-. Acompaña testimonio de NIE propio y 
certificación literal de la inscripción de nacimiento cuya rectificación 
interesa. 

2.- Ratificada la promotora en el escrito presentado, por la Juez Encargada 
se acordó que se instruya expediente gubernativo de rectificación de error 
y que a él se una testimonio del parte de declaración de nacimiento 
presentado ante el Registro, con el resultado de que fue cumplimentado y 
firmado por el padre y que en los datos a él referidos se consignó en 
principio “A” como nombre, “K” como primer apellido y “H” como segundo 
apellido y luego se tachó el primer apellido, añadiéndolo al nombre en el 
renglón correspondiente, y se señaló con una flecha que el segundo 
apellido pasa a primero.

3.- El ministerio fiscal, entendiendo que de la documentación aportada no 
se acredita suficientemente la existencia de los errores denunciados, se 
opuso a lo solicitado y el 28 de diciembre de 2011 la Juez Encargada dictó 
auto disponiendo que no ha lugar a la rectificación interesada. 

4.- Notificada la resolución al ministerio fiscal y a la promotora, el padre 
del menor interpuso recurso ante la Dirección General de los Registros y 
del Notariado alegando que él tiene un solo apellido compuesto, “K-H”, tal 
como consta en la inscripción de nacimiento del hermano de padre y 
madre del inscrito, y aportando, como prueba documental, inscripción de 
nacimiento del hermano y copia de NIE propio y de tres hijos y de partida 
de nacimiento marroquí propia.

5.- De la interposición se dio traslado al ministerio fiscal que, ratificándose 
en su informe anterior, se opuso al recurso interesando la confirmación de 
la resolución apelada y la Juez Encargada informó en el sentido de dar 
por reproducidos los fundamentos jurídicos del auto dictado y 
seguidamente dispuso la remisión del expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado. 
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 2, 26, 41, 92 y 93 de la Ley del Registro Civil (LRC) 
y 12, 342 y 358 del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las resoluciones, 
entre otras, de 13-2ª y 20-2ª de mayo de 1998, 9-1ª de octubre de 1999, 
4-1ª de abril de 2001, 27-2ª de abril de 2002, 19-3ª de septiembre de 
2003, 29-4ª de octubre de 2007, 1-8ª y 9-7ª de julio de 2008, 27-8ª de 
febrero y 20-1ª de abril de 2009 y 21-81ª de junio, 2-109ª de septiembre y 
7-44ª de octubre de 2013.

II.- Solicita la promotora que en la inscripción de nacimiento de un hijo 
suyo, nacido en Z. de padres marroquíes el ….. de 2005, se rectifiquen 
menciones de identidad del padre del inscrito, exponiendo que se ha 
consignado como nombre “A. K” y se ha omitido el apellido y que los datos 
correctos son “A” -nombre- y “K-H” -apellido-. La Juez Encargada, 
estimando no acreditado el error alegado, dispuso que no ha lugar a la 
rectificación interesada mediante auto de 28 de diciembre de 2011 que 
constituye el objeto del presente recurso, interpuesto por el otro progenitor 
del inscrito. 

III.- La regla general en materia de errores registrales es que las 
inscripciones solo pueden rectificarse por sentencia firme recaída en juicio 
ordinario (cfr. art. 92 LRC). No obstante, la propia ley prevé determinados 
supuestos en los que la rectificación es posible por la vía del expediente 
gubernativo, con apoyo en los artículos 93 y 94 LRC, siempre que quede 
acreditada la existencia en el Registro del error denunciado. 

IV.- El apellido paterno de una persona y el nombre de su padre son en su 
inscripción de nacimiento menciones de identidad cfr. art. 12 RRC) no 
cubiertas por la fe pública registral (cfr. art. 41 LRC) de modo que, si se 
demuestra que han sido consignados erróneamente cabe su rectificación 
por expediente gubernativo con apoyo en el artículo 93.1º de la Ley. 

V.- En este caso, incorporado al expediente testimonio del cuestionario 
para la declaración de nacimiento en cuya virtud se practicó la inscripción, 
se comprueba, de un lado, que los datos que el padre consignó como 
propios no concuerdan ni con los que resultaron inscritos ni con los que 
ahora se aducen correctos y, de otro, que contiene enmiendas y 
tachaduras cuya autoría no es posible determinar, como tampoco si se 
hicieron antes o después de la firma por el declarante; del propio asiento 
resulta que se ha omitido el apellido del padre, que el declarante en 
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calidad de tal se llama A. K-H. sin constancia de qué menciones son 
nombre y cuáles apellido, y que se trató de un parto múltiple; y la 
inscripción de nacimiento del hermano gemelo aportada con el escrito de 
recurso expresa que el nombre del padre del nacido es “A” y su apellido 
“K-H”. Por todo ello ha de estimarse suficientemente acreditado el error 
denunciado y, en aplicación de lo dispuesto en el art. 93.1º y 3º LRC, 
acordarse la rectificación solicitada.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: 

1°.- Estimar el recurso y revocar el auto apelado.

2°.- Disponer que en la inscripción de nacimiento del menor se practique 
marginal de rectificación, en el sentido de que conste que el nombre del 
padre del nacido es “A” y no “A-K”, como por error se ha consignado, y se 
complete el asiento con el dato de que el apellido del padre del inscrito es 
“K-H”.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Zaragoza.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (234ª)
VII.1.1  Rectificación de error en inscripción de nacimiento

No acreditado el error denunciado, no prospera el expediente de 
rectificación en inscripción de nacimiento del nombre del padre del inscrito.

En el expediente sobre rectificación de error en inscripción de nacimiento 
remitido a este Centro en trámite de recurso, por virtud del interpuesto por 
el promotor contra auto dictado por el Juez Encargado del Registro Civil 
Central.

HECHOS

1.- En escrito con entrada en el Registro Civil Central en fecha 14 de abril 
de 2010 Don El A. mayor de edad, de nacionalidad española y domiciliado 
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en F. (M), expone que al inscribir su nacimiento se incurrió en el error de 
hacer constar de forma incorrecta que el nombre de su padre es A., en 
vez de Ab., y solicita que, previos los trámites legalmente establecidos, se 
acuerde la rectificación de dicho error. Acompaña certificación literal de 
inscripción de nacimiento, practicada en el Registro Civil Central el 19 de 
noviembre de 2009 con marginal de adquisición de la nacionalidad 
española por residencia en fecha 17 de octubre de 2008, y acta literal de 
nacimiento marroquí expedida el 13 de diciembre de 2005 acompañada 
de traducción, efectuada el 13 de abril de 2010, que expresa que el 
nombre de su padre es el que aduce correcto. 

2.- Acordada la incoación de expediente gubernativo y unida al mismo la 
traducción del acta de nacimiento marroquí aportada al expediente de 
nacionalidad, el ministerio fiscal, a la vista de la documentación, se opuso 
a lo interesado y el 15 de diciembre de 2010 el Juez Encargado dictó auto 
disponiendo que no ha lugar a la rectificación del error denunciado, cuya 
evidencia no resulta de la confrontación con los documentos en cuya sola 
virtud se practicó la inscripción. 

3.- Notificada la resolución al ministerio fiscal y al promotor, este interpuso 
recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado 
alegando que ha presentado una traducción que confirma que la primera 
contenía error en el dato correspondiente al nombre de su padre y 
aportando, como prueba documental, tarjeta de afiliación a la Seguridad 
Social española en el año 1995 que expresa que el interesado es hijo de 
“Abdeslam”. 

4.- De la interposición se dio traslado al ministerio fiscal, que interesó la 
desestimación del recurso, y el Juez Encargado informó que, no 
desvirtuados a su juicio los razonamientos jurídicos que aconsejaron 
dictar la resolución apelada, entiende que debe confirmarse y dispuso la 
remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 2, 23, 41 y 92 a 95 de la Ley del Registro Civil (LRC) 
y 12, 213, 342 y 358 del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las 
resoluciones, entre otras, de 12 de abril y 4-5ª de noviembre de 2003, 
3-17ª de septiembre de 2010, 1-2ª de diciembre de 2011, 23-1ª de febrero 
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y 13-2ª y 4ª de marzo de 2012, 15-60ª de julio de 2013 y 3-53ª de enero 
de 2014.

II.- Pretende el solicitante que en su inscripción de nacimiento, practicada 
en el Registro Civil Central en noviembre de 2009 tras haber adquirido la 
nacionalidad española por residencia, se rectifique el nombre de su padre 
exponiendo que se llama “Ab.” y no “A.”, como por error consta. El Juez 
Encargado, razonando que la evidencia del error denunciado no resulta 
de la confrontación con los documentos en cuya virtud se practicó la 
inscripción, dispuso que no ha lugar a la rectificación interesada mediante 
auto de 15 de diciembre de 2010 que constituye el objeto del presente 
recurso.

III.- En materia de errores registrales la regla general es que su rectificación 
ha de obtenerse por sentencia firme recaída en juicio ordinario (art. 92 
LRC). No obstante, la propia ley prevé supuestos en los que la rectificación 
es posible por la vía del expediente gubernativo, con apoyo en los artículos 
93 y 94 LRC, siempre que quede acreditada la existencia en el Registro 
del error denunciado. 

IV.- El nombre del padre de una persona es en su inscripción de nacimiento 
una mención de identidad (cfr. art. 12 RRC) no cubierta por la fe pública 
registral (cfr. art. 41 LRC) de modo que, si se demuestra que ha sido 
consignado erróneamente, cabe su rectificación por expediente 
gubernativo con apoyo en el artículo 93.1º de la Ley. En este caso no ha 
sido acreditado el error denunciado ya que con el escrito inicial se aporta 
una traducción efectuada en el año 2010 del acta literal de nacimiento 
marroquí expedida el 13 de diciembre de 2005 que, con otra traducción, 
sirvió de base para la práctica de la inscripción en el Registro Civil español 
y, ante dos traducciones del mismo documento que se contradicen en el 
dato relativo al nombre del padre del nacido, no puede prosperar la 
rectificación del asiento registral por la sola manifestación del interesado 
de que la primera es la errónea y la ahora presentada la correcta. Debe 
tenerse en cuenta, además, que la rectificación mediante expediente 
gubernativo de “aquellos errores cuya evidencia resulte de la confrontación 
con los documentos en cuya sola virtud se ha practicado la inscripción” 
(cfr. art. 94.1 LRC) requiere dictamen favorable del ministerio fiscal y, en 
este caso, sus informes, tanto el previo a la resolución como el subsiguiente 
al recurso, son desfavorables.
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Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (236ª)
VII.1.1  Rectificación de apellido en inscripciones de nacimiento

No acreditado el error denunciado, no prospera el expediente de 
rectificación del primer apellido consignado en la inscripción de nacimiento 
del padre de uno de los promotores y abuelo paterno de los otros dos y, 
sucesivamente, en las de los solicitantes y otros descendientes de aquel.

En el expediente sobre rectificación de error en inscripciones de nacimiento 
remitido a este Centro en trámite de recurso, por virtud del interpuesto por 
los promotores contra auto dictado por el Juez Encargado del Registro 
Civil de Guadix (Granada).

HECHOS

1.- En escrito presentado en el Registro Civil de Guadix en fecha 31 de 
mayo de 2010 Don J. F. A. nacido en G. el 21 de agosto de 1950, y sus 
hijos Don Ó-J. y Don J-C F. P., nacidos en G. el 2 de diciembre de 1976 y 
el 24 de febrero de 1981, exponen que, al asentar en el Registro Civil de 
Gor (Granada) el nacimiento del padre del primero, J. F. M. nacido el 16 
de octubre de 1916, se consignó por error involuntario el primer apellido 
que consta en vez del correcto, que es “de F.”, y que es su deseo, al que 
se adhieren Don J-J. Doña M. y Doña M.-J. F A. poseer el apellido que les 
corresponde. Acompañan certificación literal de inscripción de nacimiento 
de promotores y adheridos, de J. F. M. nacido en G. el 16 de octubre de 
1916 y fallecido en G. el 29 de mayo de 2001, y del padre de este, J-J. de 
F. R. nacido en G. el 25 de abril de 1889 hijo de J. de F. S. y nieto de J-P. 
F. H.
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2.- Ratificada la solicitud por los promotores, se tuvo por formulado 
expediente de rectificación de error y por la Juez Encargada se dispuso 
que se notifique la incoación a los señalados como adheridos en el escrito 
inicial, con el resultado de que M. y Mª- J. mostraron su conformidad en el 
Registro Civil de Granada y J-J. que compareció en el Registro Civil de 
Madrid el 13 de julio de 2010, manifestó que desconoce los hechos 
expuestos por su hermano y sus sobrinos y que, en todo caso, él rechaza 
que su apellido sea modificado. 

3.- El ministerio fiscal se opuso a la rectificación interesada, toda vez que 
existen inscripciones contradictorias y se ha comprobado la disconformidad 
de uno de los hijos del fallecido, y el 8 de septiembre de 2010 el Juez 
Encargado, considerando que la evidencia del error no resulta del asiento 
cuya rectificación se interesa y que de la inscripción de nacimiento del 
padre, contradictoria en este dato, no puede deducirse que el apellido del 
inscrito fuese “de F.”, dictó auto disponiendo que no ha lugar a la 
rectificación del primer apellido en la inscripción de nacimiento de J. F. M.

4.- Notificada la resolución al ministerio fiscal y a los promotores, estos 
interpusieron recurso ante la Dirección General de los Registros y del 
Notariado alegando que hubo un malentendido con J-J. F. A. que él mismo 
está dispuesto a aclarar, en el sentido de que no se opone a que se 
rectifique el primer apellido de su padre sino a que se cambie el suyo 
propio, y aportando, como prueba documental, partida de nacimiento de 
J. de F. R. nacido en 1887 y tío paterno de J. F. M. 

5.- De la interposición se dio traslado al ministerio fiscal que, reiterando su 
informe anterior, impugnó el recurso, y la Juez Encargada informó que de 
la prueba documental y testifical aportada no se desprende la existencia 
de error y que consta la oposición de J-J. F. A. y seguidamente dispuso la 
remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 2, 23, 41 y 92 a 95 de la Ley del Registro Civil (LRC) 
y 12 y 342 del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las resoluciones, 
entre otras de 12 de abril y 4-5ª de noviembre de 2003; 3-17ª de septiembre 
de 2010, 1-2ª de diciembre de 2011, 23-1ª de febrero y 13-2ª y 4ª de 
marzo de 2012 y 3-51ª y 10-46ª de enero de 2014.
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II.- Solicitan los promotores, padre y dos hijos, la rectificación de la 
inscripción de nacimiento del padre de aquel, exponiendo que por error 
involuntario consta que su primer apellido es “F.” en vez de “de F.”, que es 
lo correcto, según confirman las partidas de nacimiento que aportan. El 
Juez Encargado, considerando que la evidencia del error no resulta del 
asiento cuya rectificación se interesa y que de la inscripción de nacimiento 
del padre, contradictoria en este dato, no puede deducirse que el apellido 
del inscrito fuese “de F.”, dispuso que no ha lugar a la rectificación del 
primer apellido en la inscripción de nacimiento de J. F. M. mediante auto 
de 8 de septiembre de 2010 que constituye el objeto del presente recurso.

III.- En materia de errores registrales la regla general es que su rectificación 
ha de obtenerse por sentencia firme recaída en juicio ordinario (art. 92 
LRC). No obstante, la propia ley prevé supuestos en los que la rectificación 
es posible por la vía del expediente gubernativo, con apoyo en los artículos 
93 y 94 LRC, siempre que quede acreditada la existencia en el Registro 
del error denunciado. 

IV.- Los apellidos de una persona son en su inscripción de nacimiento 
menciones de identidad (cfr. art. 12 RRC) no cubiertas por la fe pública 
registral (cfr. art. 41 LRC) de modo que, si se demuestra que han sido 
consignados erróneamente, cabe su rectificación por expediente 
gubernativo con apoyo en el artículo 93.1º de la Ley. En este caso no ha 
llegado a probarse la existencia en el Registro del error denunciado 
porque la más antigua de las inscripciones de nacimiento de ascendientes 
directos aportadas, la del abuelo paterno del promotor, única en la que el 
apellido figura en la forma “de F.”, resulta contradictoria ya que, si bien 
expresa que ese es el apellido del nacido y de su padre, seguidamente 
identifica al abuelo paterno con el apellido “F.”, que es el que ha trascendido 
a la inscripción de nacimiento del padre del primer promotor y, 
sucesivamente a las de este y sus hermanos y a las de los hijos de todos 
ellos. Aunque la inscripción de nacimiento no da fe de los apellidos, el 
valor legitimador y probatorio de toda inscripción (art. 2 LRC) impone que 
haya de estimarse correcta y carente de error la de J. F. M. y, 
consiguientemente, las de todos sus descendientes. Debe tenerse en 
cuenta, además, que la finalidad del expediente de rectificación de error 
es lograr la concordancia entre el Registro y la realidad (cfr. arts. 24 y 26 
LRC y 94 RRC) y que ese interés público impone la rectificación, incluso 
de oficio y en contra de la voluntad de las personas a las que se refieren 
las inscripciones afectadas por errores cuya evidencia se comprueba y, en 
este caso, no parece ser esta la pretensión ya que se basa en el deseo de 
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los promotores de ostentar el apellido que les corresponde y en el escrito 
de recurso se alega que, frente a lo que consta en las actuaciones, uno de 
los hijos de J. F. M. no se opone a que se rectifique en la inscripción de 
nacimiento de su padre el primer apellido, en el sentido de que conste que 
es “de F.”, sino a que se introduzca cambio alguno en la suya propia y en 
las de sus hijos. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Guadix (Granada).

Resolución de 31 de Julio de 2014 (238ª)
VII.1.1  Rectificación de error en inscripción de nacimiento

La rectificación en una inscripción de nacimiento de datos de los que hace 
fe requiere, en principio, acudir a la vía judicial. 

En el expediente sobre rectificación de error en inscripción de nacimiento 
remitido a este Centro en trámite de recurso, por virtud del interpuesto por 
el interesado contra auto dictado por el Juez Encargado del Registro Civil 
Central.

HECHOS

1.- En escrito con entrada en el Registro Civil Central en fecha 26 de julio 
de 2010 Don A. mayor de edad y domiciliado en B. (B), expone que al 
inscribir su nacimiento se incurrió en el error de hacer constar de forma 
incorrecta que el hecho acaeció el 28 de febrero de 1970, en vez del 22 de 
febrero de 1970, y solicita que, previos los trámites legalmente 
establecidos, se acuerde la rectificación de dicho error. Acompaña 
certificación literal de inscripción de nacimiento, practicada en el Registro 
Civil Central el 20 de septiembre de 1999 con marginal de adquisición de 
la nacionalidad española por residencia en fecha 3 de mayo de 1999, y 
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acta de nacimiento marroquí, expedida el 4 de junio de 2010, que expresa 
que el día de su nacimiento es el que aduce correcto. 

2.- El ministerio fiscal, a la vista de los antecedentes, se opuso a lo 
solicitado y el 17 de marzo de 2011 el Juez Encargado dictó auto 
disponiendo que no ha lugar a la rectificación del error denunciado, sin 
perjuicio del derecho que asiste al interesado de iniciar el procedimiento 
declarativo correspondiente. 

3.- Notificada la resolución al ministerio fiscal y al promotor, este interpuso 
recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado 
alegando que la fecha correcta es la que consta en la partida de nacimiento 
marroquí y que la española es la que contiene error y aportando, como 
prueba documental, acta de nacimiento marroquí expedida en la misma 
fecha que la aportada al expediente y acompañada de traducción distinta 
y copia simple de libro de familia español, emitido cuando aún era 
marroquí, que expresa que nació el 22 de febrero.

4.- De la interposición se dio traslado al ministerio fiscal, que interesó la 
desestimación del recurso, y el Juez Encargado informó que, no 
desvirtuados a su juicio los razonamientos jurídicos que aconsejaron 
dictar la resolución apelada, entiende que debe confirmarse y dispuso la 
remisión del expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 41 y 92 a 95 de la Ley del Registro Civil (LRC); 12, 
295 y 342 del Reglamento del Registro Civil (RRC) y las resoluciones, 
entre otras, de 16-2ª de febrero de 2002; 21 de marzo, 10 de julio y 5-1ª 
de diciembre de 2003; 14-4ª de mayo de 2004, 18-4ª y 24-6ª de octubre 
de 2005, 18-4ª y 24-6ª de octubre de 2005, 13-1ª y 28-2ª de marzo y 3-4ª 
de abril de 2006, 24-2ª de abril y 28-2ª de diciembre de 2007; 3-3ª de 
enero, 18-3ª de junio, 22-6ª de octubre y 25-8ª de noviembre de 2008; 
9-5ª de marzo de 2009, 15-5ª de julio y 6-16ª de septiembre de 2010; 
18-3ª de noviembre y 1-3ª de diciembre de 2011, 19-56ª de diciembre de 
2012 y 8-53ª y 15-2ª de octubre y 11-144ª y 13-52ª de diciembre de 2013.

II.- Pretende el promotor la rectificación en su inscripción de nacimiento, 
practicada en el Registro Civil Central en septiembre de 1999 tras haber 
adquirido la nacionalidad española por residencia, de la fecha en que 
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acaeció el hecho exponiendo que la correcta es el 22 de febrero de 1970 
y no el día 28, como por error consta. El Juez Encargado, razonando que 
de los antecedentes no queda acreditado el error denunciado, dispuso 
que no ha lugar a la rectificación interesada mediante auto de 17 de marzo 
de 2011 que constituye el objeto del presente recurso.

III.- La fecha de nacimiento de una persona no es en su inscripción de 
nacimiento una simple mención de identidad (cfr. art. 12 del Reglamento 
del Registro Civil) susceptible de rectificación, si se demuestra errónea, 
por expediente gubernativo, al amparo de lo dispuesto en el artículo 93.1º 
de la Ley de Registro Civil, sino un dato esencial de la inscripción, del que 
esta hace fe (cfr. art. 41 LRC). De ahí que su rectificación, por muy 
evidente que pueda parecer el error, ha de obtenerse, en principio, 
acudiendo a la vía judicial ordinaria, conforme al criterio general 
establecido en el artículo 92 de la Ley del Registro Civil. En este caso, la 
certificación actualizada del Registro marroquí aportada en prueba del 
error aducido no desvirtúa lo que la inscripción de nacimiento en el 
Registro Civil español, practicada a partir de hoja declaratoria firmada por 
el interesado y de certificación del Registro local, acredita porque, si bien 
expresa que el inscrito nació el 22 de febrero de 1970, la contradicción 
respecto al día de nacimiento no consta salvada a través del procedimiento 
legal correspondiente (art. 295 RRC), tal como se ha hecho con el nombre 
de la madre que, conforme a la marginal practicada, ha sido rectificado en 
virtud de sentencia dictada en fecha 14 de octubre de 2005 por el Tribunal 
de Primera Instancia de Tánger. Debe tenerse en cuenta, además, que la 
rectificación mediante expediente gubernativo de “aquellos errores cuya 
evidencia resulte de la confrontación con los documentos en cuya sola 
virtud se ha practicado la inscripción” (cfr. art. 94.1 LRC) requiere dictamen 
favorable del ministerio fiscal y, en este caso, sus informes, tanto el previo 
a la resolución como el subsiguiente al recurso, son desfavorables.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar el auto apelado.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.
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VII.2  CANCELACIÓN

VII.2.1  CANCELACION DE INSCRIPCION DE 
NACIMIENTO

Resolución de 02 de Julio de 2014 (54ª)
VII.2.1  Cancelación de anotación en inscripción de nacimiento

Procede la cancelación del asiento marginal de nacionalidad española 
con valor de simple presunción en la inscripción de nacimiento en España 
de un menor de padres ecuatorianos una vez acreditado que no se 
cumplían los presupuestos para la aplicación del artículo 17.1c) del Código 
Civil.

En el expediente sobre cancelación de asiento de nacionalidad con valor 
de simple presunción en inscripción de nacimiento remitido a este centro 
en trámite de recurso en virtud de los entablados por los representantes 
legales del menor interesado contra sendos autos de las encargadas de 
los registros civiles del Consulado General de España en Guayaquil 
(Ecuador) y de Vitoria. 

HECHOS

1.- Tras haberse recibido en el Consulado General de España en 
Guayaquil (Ecuador) solicitud de pasaporte e inscripción en el registro de 
matrícula del menor J-A. y una vez examinada su inscripción de nacimiento 
en España en la que consta marginal de declaración de nacionalidad 
española con valor de simple presunción, el órgano en funciones de 
ministerio fiscal de dicho consulado solicitó la instrucción de expediente 
de oficio para la rectificación y cancelación del asiento correspondiente a 
dicha declaración de nacionalidad. 

2.- La encargada del registro consular dictó auto el 15 de septiembre de 
2009 declarando que al inscrito no le corresponde la nacionalidad 
española y acordando la remisión del expediente al Registro Civil de 
Vitoria, donde se practicó la inscripción de nacimiento, para que se 
procediera a cancelar la marginal de declaración de nacionalidad española 
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con valor de simple presunción, ya que, a la vista de la documentación 
disponible, no se consideran cumplidos los presupuestos para la aplicación 
del artículo 17.1c) del Código Civil, en tanto que el padre del menor residía 
en Ecuador en el momento del nacimiento, por lo que, de acuerdo con la 
Constitución ecuatoriana entonces vigente, al inscrito le correspondía la 
nacionalidad ecuatoriana de origen. 

3.- Remitidas las actuaciones al Registro Civil de Vitoria y notificados los 
interesados, residentes todos ellos en ese momento en Ecuador según se 
desprende de la documentación contenida en el expediente, se presentó 
recurso contra la resolución adoptada alegando que la nacionalidad 
española con valor de simple presunción del menor declarada en su día 
fue ajustada a derecho según la legislación entonces vigente. Con el 
escrito de recurso se aportó DNI y pasaporte español del interesado, 
poder otorgado en 2005 por el padre en escritura pública a favor de la 
madre para que el hijo común residiera en España con la progenitora, 
cédula de ciudadanía del padre, libro de familia, solicitud realizada en su 
día para la declaración de nacionalidad española con valor de simple 
presunción e inscripción de nacimiento en el Registro Civil de Vitoria 
practicada el 18 de marzo de 2004 de J-A. nacido el … de … de 2004, hijo 
de J-L. y de F-G. ambos de nacionalidad ecuatoriana, con marginal de 
declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
fechada el 30 de junio de 2004. 

4.- Previo informe favorable del ministerio fiscal, la encargada del Registro 
Civil de Vitoria dictó auto el 1 de febrero de 2010 acordando proceder a la 
cancelación de la marginal de declaración de nacionalidad española con 
valor de simple presunción que figura en la inscripción de nacimiento del 
menor interesado.

5.- Notificado este segundo auto, también fue recurrido por los 
representantes legales del menor basándose en las mismas alegaciones 
recogidas en el escrito de recurso anterior. 

6.- De la interposición de los recursos se dio traslado al ministerio fiscal 
del Registro Civil de Vitoria, que confirmó la resolución recurrida, y al 
órgano correspondiente del consulado en Guayaquil, que no presentó 
alegaciones. La encargada del Registro Civil de Vitoria incorporó a las 
actuaciones testimonio del expediente tramitado en su día para la 
declaración de nacionalidad con valor de simple presunción, se ratificó en 
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la decisión ahora recurrida y remitió el expediente completo a la Dirección 
General de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 6 del Código Civil; 247 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil; 26, 95, 96 y 97 de la ley del Registro Civil; 95, 147, 163 y 297 del 
Reglamento del Registro Civil y las resoluciones, entre otras, 14-3ª de 
septiembre, 5-1ª de octubre y 5-2ª de diciembre de 2005; 3-4ª de enero, 
14-4ª de mayo y 25-1ª de septiembre de 2007; 6-7ª de mayo de 2008, 
11-4ª de mayo de 2009 y 30-5ª de septiembre de 2010. 

II.- Al menor interesado en el expediente, nacido en España e hijo de 
padres ecuatorianos, le fue declarada en su momento la nacionalidad 
española con valor de simple presunción basada en el supuesto 
establecido en el artículo 17.1c) del Código Civil. Con motivo de la solicitud 
de pasaporte e inscripción en el registro de matrícula del menor en el 
consulado español en Guayaquil, la encargada del registro consular 
consideró que, siendo el padre residente en Ecuador en el momento del 
nacimiento, al menor le correspondía la nacionalidad ecuatoriana de 
origen, por lo que inició un procedimiento que concluyó con resolución en 
la que se declaraba que al menor no le corresponde la nacionalidad 
española con valor de simple presunción y se acordaba la remisión del 
expediente al registro civil donde consta el nacimiento para que se 
procediera a la cancelación de la marginal relativa a dicha nacionalidad. 
Remitidas las actuaciones al Registro Civil de Vitoria y notificados los 
interesados, se presentó recurso contra la resolución alegando que el 
procedimiento seguido en su día se ajustó a la legalidad vigente. La 
encargada del Registro Civil de Vitoria, por su parte, una vez revisado el 
expediente que dio lugar a la declaración de nacionalidad con valor de 
simple presunción, dictó a su vez auto por el que declaraba la procedencia 
de la cancelación, resolución que fue también recurrida por los padres del 
inscrito.

III.- En materia de expedientes de declaración de nacionalidad con valor 
de simple presunción la competencia corresponde al encargado del 
registro del domicilio del solicitante (art. 335 RRC). Este régimen de 
competencia lo es tanto para instruir como para resolver el expediente, 
conforme a lo previsto por el artículo 342 del RRC en la redacción dada 
por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. En este caso, la nacionalidad 
con valor de simple presunción fue declarada por el Registro Civil de 
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Vitoria, donde nació y residía entonces el menor. Posteriormente, la familia 
fija su residencia en Ecuador y es la encargada del consulado la que 
advierte la posible ilegalidad de la declaración de nacionalidad, iniciando, 
dentro de su competencia, como se ha visto, un procedimiento que 
concluyó con el primer auto recurrido. 

Una vez determinado por el registro civil del domicilio actual que la 
nacionalidad española del inscrito fue declarada de forma improcedente, 
las actuaciones se trasladaron al registro civil donde consta inscrito el 
nacimiento para que se cancelara la marginal correspondiente, debiendo 
limitarse en este caso la calificación del encargado “a la competencia y 
clase del procedimiento seguido, formalidades extrínsecas de los 
documentos presentados y asientos del propio Registro” (art. 27 LRC). 
Pues bien, la encargada del Registro Civil de Vitoria, considerando que se 
habían cumplido los presupuestos legales, acordó la práctica de la 
cancelación solicitada. Existen por tanto dos resoluciones que han sido 
objeto de dos recursos por parte de los interesados, si bien ambos deben 
ser resueltos de manera conjunta en tanto que derivan de los mismos 
hechos y el fondo del asunto es también el mismo.

IV.- Entrando pues en el fondo del asunto, hay que decir que por medio de 
expediente gubernativo sólo pueden suprimirse los asientos no permitidos 
o aquéllos cuya práctica se haya basado de modo evidente, según el 
propio asiento, en título manifiestamente ilegal (arts. 95.2 LRC y 297 
RRC). Si el encargado comprueba que se ha extendido un asiento de 
estas características, está legitimado para promover el oportuno 
expediente de cancelación por exigencias del principio de concordancia 
entre el Registro Civil y la realidad (arts. 24 y 26 LRC y 94 RRC). Y, por 
otro lado, los actos realizados al amparo del texto de una norma que 
persigan un resultado prohibido por el ordenamiento jurídico, o contrario a 
él, se considerarán ejecutados en fraude de ley y no impedirán la debida 
aplicación de la norma que se hubiere tratado de eludir (art. 6.4 CC.). En 
este caso se obtuvo la atribución al menor de la nacionalidad española 
iure soli fundada en el presupuesto del artículo 17.1c) CC para evitar la 
apatridia. Pero, una vez obtenida la declaración de la nacionalidad 
española del hijo y practicada la inscripción correspondiente, la encargada 
del registro consular de Guayaquil advierte, en el ejercicio de sus 
funciones, que al menor le correspondía en realidad legalmente la 
nacionalidad ecuatoriana de sus padres porque cuando se produjo el 
nacimiento su padre era residente en Ecuador, circunstancia que, según 
la Constitución ecuatoriana entonces vigente, atribuía al nacido dicha 
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nacionalidad de origen. El inscrito aparece pues como español de origen 
y esta situación afecta al principio de concordancia entre el Registro y la 
realidad con independencia de la existencia o no de una voluntad 
deliberada de defraudar la ley por parte de los progenitores, extremo que 
no prejuzga la presente resolución. Esta conclusión se confirma teniendo 
en cuenta que no hay duda de la nulidad de una declaración de 
nacionalidad española hecha con infracción de las reglas que regulan el 
fondo de la materia incluso cuando la causa de dicha infracción se deba a 
una errónea interpretación del derecho extranjero que haya dado lugar a 
una aplicación indebida de la regla del apartado c) del nº1 del artículo 17 
del Código Civil. 

V.- Recordemos que es un principio básico de la legislación registral civil 
(arts. 24 y 26 LRC y 94 RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia 
posible entre el Registro Civil y la realidad extrarregistral. En desarrollo de 
este principio se ha indicado repetidamente por la doctrina de este centro 
directivo que, mientras subsista ese interés público de concordancia, no 
juega en el ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa 
juzgada, por lo que es posible reiterar un expediente sobre cuestión ya 
decidida si las nuevas actuaciones tienen su fundamento en hechos 
descubiertos posteriormente. Por eso ha de ser posible que, de oficio o 
por iniciativa del ministerio fiscal o de las autoridades de la Dirección 
General de la Policía con ocasión de la expedición del DNI o de cualquier 
interesado, y con intervención en todo caso del ministerio público, se 
inicie de nuevo expediente para declarar con valor de presunción que al 
nacido le corresponde o no le corresponde la nacionalidad española. 

La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, 
ha de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación 
practicada y no es obstáculo para ello que, con arreglo al artículo 92 de la 
Ley del Registro Civil y a salvo las excepciones previstas en los tres 
artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan rectificarse por 
sentencia firme en juicio ordinario, porque en las “anotaciones”, en 
congruencia con su menor eficacia y su valor meramente informativo (arts. 
38 LRC y 145 RRC), rige un principio distinto. En efecto, el artículo 147 
del Reglamento del Registro Civil establece una regla de aplicación 
preferente, permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y 
canceladas en virtud de expediente gubernativo en el que se acredite la 
inexactitud.
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Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar ambos recursos y 
confirmar que al menor no le corresponde la declaración de nacionalidad 
española con valor de simple presunción y procede la cancelación 
acordada.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en Guayaquil.

Resolución de 17 de Julio de 2014 (12ª)
VII.2.1  Cancelación de inscripción de nacimiento

Procede la cancelación de la inscripción de nacimiento del interesado y 
marginal de nacionalidad en el Registro Civil de Córdoba por infracción de 
las reglas de competencia y, por la declaración de que al interesado no le 
corresponde la nacionalidad española al no darse el supuesto contemplado 
en el artículo 18 del Código Civil.

En el expediente sobre cancelación de inscripción de nacimiento y 
marginal de nacionalidad, remitido a este Centro en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el inscrito contra auto de la Encargada del Registro 
Civil de Córdoba.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado el 18 de abril de 2008 en el Registro Civil 
de Córdoba, Doña G. L. M. A. solicitó, en base al artículo 18 del Código 
Civil, la declaración de su nacionalidad española con valor de simple 
presunción por consolidación de la misma. La Juez Encargada del 
Registro Civil dictó auto el 12 de mayo de 2008 acordando reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación de la interesada y 
ordenando que se practique la correspondiente inscripción de nacimiento 
con la declaración de su nacionalidad española. 

2.- Contra el referido auto, el Ministerio Fiscal interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, que fue resuelto con 
fecha 17 de junio de 2009 en el sentido de estimar el recurso interpuesto 
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por dos motivos: incompetencia del Juez Encargado del Registro Civil de 
Córdoba para tramitar y resolver el expediente y para practicar la 
inscripción en el mencionado Registro Civil; e infracción de las reglas que 
regulaban el fondo de la materia. Instando al Ministerio Fiscal para que 
promoviera la incoación de expediente gubernativo con la finalidad de que 
se cancelara la inscripción de nacimiento de la interesada practicada con 
la mención de su nacionalidad española.

3.- En fecha 11 de diciembre de 2009 el Ministerio Fiscal promueve la 
incoación del expediente gubernativo encaminado a acordar que a Doña 
G. no le corresponde la nacionalidad española por consolidación y acordar 
la cancelación de su inscripción de nacimiento, solicitando como medida 
cautelar la anotación preventiva del procedimiento contemplado en el 
artículo 150 del Reglamento del Registro Civil. El 22 de enero de 2010 la 
Encargada del Registro Civil dicta providencia dando por promovido el 
expediente y comunicando la incoación del mismo a la interesada para 
que realizara las manifestaciones que considerase oportunas, no 
constando domicilio alguno donde practicar las notificaciones se notifica la 
resolución mediante edicto publicado en el tablón de anuncios del Registro 
Civil hasta el 17 de febrero de 2010. En esta misma fecha la Encargada 
dicta Auto en el que se acuerda la anotación preventiva de la promoción 
del expediente gubernativo nº … al margen de la inscripción de nacimiento 
de la interesada. 

4.- El 10 de marzo de 2010 se persona en el expediente el representante 
legal de la Sra. L. debidamente acreditado solicitando traslado de las 
diligencias. Con fecha 12 siguiente se formula escrito de alegaciones por 
la representación de la interesada manifestando su discrepancia con la 
ejecución que de la medida cautelar han hecho las autoridades policiales 
que fueron notificadas por el Registro Civil de la existencia del 
procedimiento de cancelación, en relación con la documentación española 
de la interesada. De estas alegaciones se da traslado al Ministerio Fiscal 
para que emita informe y con fecha 27 de mayo de 2010 la Encargada del 
Registro Civil dicta Auto manteniendo la medida cautelar remitiendo a la 
interesada a las autoridades correspondientes respecto a la posible 
extralimitación en la ejecución de la misma.

5.- Mediante Auto de fecha 9 de julio de 2010, la Encargada del Registro 
Civil declara que a Doña G. no le corresponde la nacionalidad española 
por consolidación y procede la cancelación de la inscripción de su 
nacimiento con la marginal de nacionalidad.
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6.- Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a la interesada, esta 
presenta recurso mediante su representante legal ante la Dirección General 
de los Registros y el Notariado, reiterando que de la documentación obrante 
en el expediente de declaración de nacionalidad se desprende sin lugar a 
dudas la nacionalidad española de la interesada tanto por consolidación 
como por ser hija de españoles también nacidos en el Sahara. 

7.- Del recurso se da traslado al Ministerio Fiscal que interesa la 
desestimación del recurso y la Encargada del Registro remite el expediente 
a la Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución 
del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 12, 17 y 18 del Código Civil; 26, 95 y 96 de la Ley 
del Registro Civil (LRC); 66, 94, 163, 164, 297, 335, 338 y 342 del 
Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; 
el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las Sentencias del Tribunal 
Supremo de 28 de octubre de 1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de 
julio de 2008; las Instrucciones de este Centro Directivo de 28 de febrero 
de 2006 y de 28 de marzo de 2007, sobre competencia de los registros 
civiles municipales y demás reglas relativas a los expedientes de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción, y 
las Resoluciones, entre otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de 
diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 
de abril, 21-6ª de mayo, 22-1ª de mayo, 11-1ª de junio, 19-5ª de octubre 
y20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 17-5ª de septiembre de 2008.

II.- Se pretende por la recurrente, Doña G. que se deje sin efecto el auto 
que declara que no le corresponde la nacionalidad española por 
consolidación y que procede la cancelación de la inscripción de su 
nacimiento. El nacimiento fue inscrito en el Registro Civil de Córdoba 
como consecuencia de auto, de fecha 12 de mayo de 2008, declarando 
dicha nacionalidad de origen por consolidación, auto que fue recurrido por 
el Ministerio Fiscal, resuelto el recurso por la Dirección General de los 
Registros y del Notariado, con fecha 17 de junio de 2009, en el sentido de 
estimarlo e instando al propio Ministerio Fiscal para que promoviera 
expediente para cancelar dicha inscripción y su marginal de nacionalidad 
por incompetencia del Registro Civil y por infracción de las reglas que 
regulaban el fondo de la materia, lo que hizo el Ministerio Fiscal con fecha 
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11 de diciembre de 2009, expediente que finalizó con el auto objeto del 
presente recurso.

III.- Como ya se recogía en la fundamentación jurídica de la resolución de 
esta Dirección General precitada, según el artículo 18 del Código Civil la 
nacionalidad española puede consolidarse si se posee y utiliza durante 
diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el Registro 
Civil que después es anulado. La vía registral para comprobar esta 
consolidación es el expediente de declaración de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción (cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC). Ahora 
bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba 
inscribirse la resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los 
específicos expedientes para declaraciones con valor de simple 
presunción la competencia corresponde al Encargado del Registro del 
domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia 
lo es tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo 
previsto por el artículo 342 del RRC, en la redacción dada por el Real 
Decreto de 29 de agosto de 1986.

IV.- Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al 
igual que ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha 
infracción implica la nulidad de lo actuado, nulidad que puede ser 
declarada por la Dirección General de los Registros y del Notariado 
cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha 
nulidad se desprende de la aplicación de las normas de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil en materia de competencia territorial y de fuero 
personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 de enero), 
la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que 
contiene un llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio 
del interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro 
Civil de Córdoba dado que ninguna prueba o dato existe en las actuaciones 
de las que se desprenda este imprescindible requisito de procedibilidad. 
Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del 
Registro Civil en general y por el artículo 355 del RRC en particular, se 
encuentra definido en el artículo 40 CC., conforme al cual “el domicilio de 
las personas naturales es el de su residencia habitual”, esto es, el lugar en 
que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el 
futuro. La prueba de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el 
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ámbito civil es libre, salvo que alguna norma especial exija una modalidad 
de prueba determinada o exima de pruebas complementarias acreditando 
el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el ámbito del 
Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone 
que “el domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal 
o información testifical”; b) el artículo 68 párrafo tercero del mismo 
Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la previsión del artículo 
16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los 
documentos nacionales de identidad oportunos o, en su defecto, por 
certificación del padrón municipal”.

En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de 
los singulares casos citados por la legislación del Registro Civil, por lo que 
revive la regla general en el ámbito civil de que la residencia habitual 
puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en derecho, 
correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los 
Tribunales la valoración libre de los datos que hayan sido aportados y 
circunstancias acreditadas; como por ejemplo, tener en el lugar 
establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes 
policiales adversos, ausencia de visados o permisos de residencia – no 
de mera estancia - respecto de los extranjeros, etc. (vid. sentencias del 
Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de junio de 1952, 
entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio 
de los derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 CC.) puede 
fijarse arbitrariamente por los interesados dando lugar a supuestos de 
fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho de que la inscripción 
en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de 
tal declaración (cfr. art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). Por 
ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse 
incompetente para la actuación registral instada cuando llegue a la 
convicción de la inexactitud del contenido del padrón municipal respecto 
de la persona que promueve expediente registral ante el Registro Civil 
cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la 
citada inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es 
que, de la documentación obrante en el expediente no cabe colegir que 
concurran las notas de estabilidad y permanencia que cualifican el 
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domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en 
el expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez 
Encargada para apreciar su competencia.

V.- La regla especial de competencia en materia de expediente sobre 
declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
comporta igualmente la necesidad de diferenciar entre la resolución del 
expediente y la anotación posterior de dicha resolución al margen de la 
inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean 
coincidentes ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada 
por el Encargado del Registro Civil del domicilio, una vez devenida firme, 
habrá de ser calificada por el Encargado del Registro Civil del lugar del 
nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente 
caso en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha 
practicado en base al mismo la inscripción de nacimiento del interesado, 
haciendo constar en el apartado de “observaciones” que “el inscrito goza 
de la nacionalidad española de origen”. 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia 
del Registro Civil de Córdoba para practicar la citada inscripción de 
nacimiento. En principio, conforme al artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos 
se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar en que acaecen, 
o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el 
extranjero y tener el promotor su domicilio en España y después, por 
traslado, en el Consular correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría 
invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la competencia del Registro 
Civil de Córdoba, la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en 
su redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la 
cual “en las inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la 
adquisición de la nacionalidad española por ciudadanos cuyo lugar de 
nacimiento sea un país extranjero, los interesados podrán solicitar, en el 
momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la 
inscripción de nacimiento en el Registro Civil Municipal correspondiente al 
domicilio en el que se haya instruido el oportuno expediente registral”. Sin 
embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de 
manifiesto la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 
2006, la aplicación del trascrito apartado 4 del artículo 16 de la Ley queda 
condicionada a un doble requisito: por un lado, que la causa o título de la 
adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la 
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causa de adquisición de la nacionalidad esté sometida a la exigencia legal 
del juramento o promesa de fidelidad al Rey y de obediencia a la 
Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a CC.), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del 
acta correspondiente el momento procesal oportuno para formular la 
solicitud de inscripción en el Registro Civil municipal. Requisito éste que 
no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso 
objeto del presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en 
Registro incompetente, incurriendo así en el defecto formal previsto en el 
número 1 del artículo 298 RRC.

VI.- Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano 
registral incompetente (cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse 
de tal nulidad cuando, habiéndose respetado las reglas de la competencia, 
se hubieren infringido las que regulan el fondo de la materia, esto es, 
cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 del 
Código Civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina 
consolidada y reiteradísima de este Centro Directivo en relación con la 
cuestión planteada. Pues bien, en principio, y con referencia a los 
progenitores del interesado, los nacidos en el territorio del Sahara cuando 
éste era posesión española no eran propiamente nacionales españoles, 
sino sólo súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad 
española, por más que de algunas disposiciones anteriores al abandono 
por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de 
noviembre de 1975, porque sólo así cobra sentido que a los naturales del 
Sahara se les concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a 
la nacionalidad española en el plazo de un año a contar desde la entrada en 
vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 
noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa 
«que el Estado Español ha venido ejerciendo, como potencia administradora, 
plenitud de competencias sobre el territorio no autónomo del Sahara, que 
durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que 
nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio nacional».

Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 
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decidió que el actor había consolidado la nacionalidad española. Pero la 
doctrina de esta sentencia no es de aplicación al caso presente pues hay 
diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en la 
sentencia y el ahora planteado. En el caso presente el interesado no ha 
acreditado que cuando estuvo en vigor el citado Decreto 2258/1976, sus 
representantes legales – dada entonces su minoría de edad– estuviesen 
imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad española por haber 
permanecido en los territorios ocupados. Aparte de esto concurre otra 
circunstancia impeditiva para los efectos pretendidos por el recurrente, 
como es que no está probada la posesión y utilización de la nacionalidad 
española en los términos y duración que establece el artículo 18 CC. Las 
más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de 
noviembre de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis 
recurrentes el estatuto de apátridas no hace sino reforzar las conclusiones 
anteriores.

VII.- Siendo esto así, el problema procedimental que se planteaba es el 
del camino adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de 
simple presunción y la inscripción practicada ya que para tal anotación 
sólo sería competente el Registro Civil Central. La declaración de la 
nacionalidad con valor de simple presunción tiene como efecto excusar 
de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que 
invierte la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la 
declaración y, en este sentido, en tanto no se destruya la presunción debe 
tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En efecto si bien es 
cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 
de Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de 
nacional español, en los casos de adquisición originaria basada en la 
principio del “ius sanguinis”, solo puede proporcionarla la sentencia firme 
recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la legislación del 
Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración 
de que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud 
de un expediente gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la 
declaración sobre nacionalidad tenga valor de “simple presunción” y deba 
ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la inscripción de 
nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del 
valor propio de las presunciones “iuris tantum” que, como tales dispensan, 
como ya se ha dicho, de toda prueba a los favorecidos por la presunción, 
mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 LEC), prueba 
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en contrario que podrá estar integrada, como resulta “infra”, por otro 
expediente registral tramitado con tal finalidad.

Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de 
actuaciones, una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente 
registral, por la vía del artículo 240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el ámbito del Registro 
Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la 
legislación del Registro Civil permite alcanzar el resultado pretendido. Es un 
principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro 
Civil y la realidad extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha 
indicado repetidamente por la doctrina de este Centro Directivo que, 
mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en el 
ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo 
que es posible reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso 
ha de ser posible que, de oficio o por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de 
cualquier interesado o autoridad con competencias conexas con la materia, 
y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de nuevo 
expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les 
corresponde o no les corresponde la nacionalidad española. 

VIII.- Dicho expediente ha sido promovido por el Ministerio Fiscal y la 
nueva declaración recaída en tal expediente, negando la nacionalidad 
española de la interesada, ha de tener acceso al Registro Civil para 
cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. No es obstáculo 
para ello que, con arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a 
salvo las excepciones previstas en los tres artículos siguientes, las 
“inscripciones” sólo puedan rectificarse por sentencia firme en juicio 
ordinario, porque en las “anotaciones”, en congruencia con su menor 
eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), 
rige un principio distinto. En efecto, el artículo 147 del Reglamento del 
Registro Civil establece una regla de aplicación preferente, permitiendo 
que las anotaciones puedan ser rectificadas y canceladas en virtud de 
expediente gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso 
con notificación formal a los interesados o sus representantes legales 
como exige imperativamente el párrafo primero del artículo 349 RRC. 
Tampoco puede erigirse en obstáculo para la aplicación de estas 
previsiones normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso a que 
se refiere el presente recurso la declaración de la nacionalidad española 
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se haya reflejado tabularmente por medio de su constancia en el apartado 
de “observaciones” de la inscripción de nacimiento, en lugar de en el 
correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. art. 96 in fine LRC), 
pues siendo éste el tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del 
acto jurídico consignado, a la misma se han de ajustar los mecanismos 
registrales previstos legalmente para su corrección. Por tanto, la 
inscripción de nacimiento de la interesada en el Registro Civil de Córdoba 
supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- 
acaecido en el extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de 
modo que el mismo no debió practicarse en su momento, porque se 
trataba de una inscripción que se extendía de modo evidente en virtud de 
un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el 
artículo 18 del Código Civil en el que la interesada había basado su 
petición. Por lo cual, procede la cancelación de la inscripción de nacimiento 
y marginal de nacionalidad acordada y objeto del presente recurso.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 17 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Córdoba.

Resolución de 17 de Julio de 2014 (13ª)
VII.2.1  Cancelación de inscripción de nacimiento

Procede la cancelación de la inscripción de nacimiento de la interesada y 
marginal de nacionalidad en el Registro Civil de Córdoba por infracción de 
las reglas de competencia y, por la declaración de que a la interesada no 
le corresponde la nacionalidad española al no darse el supuesto 
contemplado en el artículo 18 del Código Civil.

En el expediente sobre cancelación de inscripción de nacimiento y 
marginal de nacionalidad, remitido a este Centro en trámite de recurso por 
virtud del entablado por la inscrita contra auto de la Juez Encargada del 
Registro Civil de Córdoba.
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HECHOS

1.- Mediante escrito presentado el 18 de abril de 2008 en el Registro Civil 
de Córdoba, Doña F. B. M. solicitó, en base al artículo 18 del Código Civil, 
la declaración de su nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación de la misma. La Juez Encargada del Registro Civil dictó 
auto el 13 de mayo de 2008 acordando reconocer la nacionalidad española 
de origen por consolidación de la interesada y ordenando que se practique 
la correspondiente inscripción de nacimiento con la declaración de su 
nacionalidad española. 

2.- Contra el referido auto, el Ministerio Fiscal interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, que fue resuelto con 
fecha 18 de junio de 2009 en el sentido de estimar el recurso interpuesto 
por dos motivos: incompetencia del Juez Encargado del Registro Civil de 
Córdoba para tramitar y resolver el expediente y para practicar la 
inscripción en el mencionado Registro Civil; e infracción de las reglas que 
regulaban el fondo de la materia. Instando al Ministerio Fiscal para que 
promoviera la incoación de expediente gubernativo con la finalidad de que 
se cancelara la inscripción de nacimiento de la interesada practicada con 
la mención de su nacionalidad española.

3.- En fecha 11 de diciembre de 2009 el Ministerio Fiscal promueve la 
incoación del expediente gubernativo encaminado a acordar que a Doña 
F. no le corresponde la nacionalidad española por consolidación y acordar 
la cancelación de su inscripción de nacimiento, solicitando como medida 
cautelar la anotación preventiva del procedimiento contemplado en el 
artículo 150 del Reglamento del Registro Civil. El 25 de enero de 2010 la 
Encargada del Registro Civil dicta providencia dando por promovido el 
expediente y comunicando la incoación del mismo a la interesada para 
que realizara las manifestaciones que considerase oportunas, no 
constando domicilio alguno donde practicar las notificaciones se notifica la 
resolución mediante edicto publicado en el tablón de anuncios del Registro 
Civil. En esta misma fecha la Encargada dicta Auto en el que se acuerda 
la anotación preventiva de la promoción del expediente gubernativo nº … 
al margen de la inscripción de nacimiento de la interesada. 

4.- El 17 de marzo de 2010 se persona en el expediente la representante 
legal de la Sra. B. M. debidamente acreditada solicitando personarse en el 
expediente y el traslado de las diligencias. Con fecha 16 de abril la 
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Encargada dicta providencia teniendo como parte a la interesada a través 
de sus representantes legales. 

5.- Mediante Auto de fecha 18 de junio de 2010, la Encargada del Registro 
Civil declara que a Doña F. no le corresponde la nacionalidad española 
por consolidación y procede la cancelación de la inscripción de su 
nacimiento con la marginal de nacionalidad.

6.- Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a la interesada, esta 
presenta recurso mediante su representante legal ante la Dirección 
General de los Registros y el Notariado, alegando que la cuestión de 
competencia del Registro Civil para tramitar el expediente anterior ya 
debió ser examinada por este y siguió adelante y respecto a la nacionalidad 
española de la interesada entiende que existen datos suficientes de su 
vinculación con el territorio del Sahara español y la posesión de la 
nacionalidad española, añadiendo que en su momento a la Sra. B. M. no 
se le dio traslado del recurso del Ministerio Fiscal en el expediente anterior. 
Consta en el expediente copia de la resolución de la Dirección General de 
los Registros y el Notariado, de fecha 18 de junio de 2009, en cuyo 
antecedente de hecho cuarto se hace constar que “de la interposición del 
recurso se dio traslado a la interesada”.

7.- Del recurso se da traslado al Ministerio Fiscal que informa en el sentido 
de que debe confirmarse la resolución apelada, y la Encargada del 
Registro remite el expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 12, 17 y 18 del Código Civil; 26, 95 y 96 de la Ley 
del Registro Civil (LRC); 66, 94, 163, 164, 297, 335, 338 y 342 del 
Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; 
el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las Sentencias del Tribunal 
Supremo de 28 de octubre de 1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de 
julio de 2008; las Instrucciones de este Centro Directivo de 28 de febrero 
de 2006 y de 28 de marzo de 2007, sobre competencia de los registros 
civiles municipales y demás reglas relativas a los expedientes de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción, y 
las Resoluciones, entre otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de 
diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 
de abril, 21-6ª de mayo, 22-1ª de mayo, 11-1ª de junio, 19-5ª de octubre 
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y20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 17-5ª de septiembre de 2008.

II.- Se pretende por la recurrente, Doña F. que se deje sin efecto el auto 
que declara que no le corresponde la nacionalidad española por 
consolidación y que procede la cancelación de la inscripción de su 
nacimiento. El nacimiento fue inscrito en el Registro Civil de Córdoba 
como consecuencia de auto, de fecha 13 de mayo de 2008, declarando 
dicha nacionalidad de origen por consolidación, auto que fue recurrido por 
el Ministerio Fiscal, resuelto el recurso por la Dirección General de los 
Registros y del Notariado, con fecha 18 de junio de 2009, en el sentido de 
estimarlo e instando al propio Ministerio Fiscal para que promoviera 
expediente para cancelar dicha inscripción y su marginal de nacionalidad, 
por incompetencia del Registro Civil y por infracción de las reglas que 
regulaban el fondo de la materia, lo que hizo el Ministerio Fiscal con fecha 
11 de diciembre de 2009, expediente que finalizó con el auto objeto del 
presente recurso.

III.- Como ya se recogía en la fundamentación jurídica de la resolución de 
esta Dirección General precitada, según el artículo 18 del Código Civil la 
nacionalidad española puede consolidarse si se posee y utiliza durante 
diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el Registro 
Civil que después es anulado. La vía registral para comprobar esta 
consolidación es el expediente de declaración de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción (cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC). Ahora 
bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba 
inscribirse la resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los 
específicos expedientes para declaraciones con valor de simple 
presunción la competencia corresponde al Encargado del Registro del 
domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia 
lo es tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo 
previsto por el artículo 342 del RRC, en la redacción dada por el Real 
Decreto de 29 de agosto de 1986.

IV.- Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al 
igual que ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha 
infracción implica la nulidad de lo actuado, nulidad que puede ser 
declarada por la Dirección General de los Registros y del Notariado 
cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha 
nulidad se desprende de la aplicación de las normas de la Ley de 
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Enjuiciamiento Civil en materia de competencia territorial y de fuero 
personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 de enero), 
la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que 
contiene un llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio 
del interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro 
Civil de Córdoba dado que ninguna prueba o dato existe en las actuaciones 
de las que se desprenda este imprescindible requisito de procedibilidad. 
Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del 
Registro Civil en general y por el artículo 355 del RRC en particular, se 
encuentra definido en el artículo 40 CC., conforme al cual “el domicilio de 
las personas naturales es el de su residencia habitual”, esto es, el lugar en 
que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el 
futuro. La prueba de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el 
ámbito civil es libre, salvo que alguna norma especial exija una modalidad 
de prueba determinada o exima de pruebas complementarias acreditando 
el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el ámbito del 
Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone 
que “el domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal 
o información testifical”; b) el artículo 68 párrafo tercero del mismo 
Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la previsión del artículo 
16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los 
documentos nacionales de identidad oportunos o, en su defecto, por 
certificación del padrón municipal”.

En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de 
los singulares casos citados por la legislación del Registro Civil, por lo que 
revive la regla general en el ámbito civil de que la residencia habitual 
puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en derecho, 
correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los 
Tribunales la valoración libre de los datos que hayan sido aportados y 
circunstancias acreditadas; como por ejemplo, tener en el lugar 
establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes 
policiales adversos, ausencia de visados o permisos de residencia – no 
de mera estancia - respecto de los extranjeros, etc. (vid. sentencias del 
Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de junio de 1952, 
entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio 
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de los derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 CC.) puede 
fijarse arbitrariamente por los interesados dando lugar a supuestos de 
fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho de que la inscripción 
en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de 
tal declaración (cfr. art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). Por 
ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse 
incompetente para la actuación registral instada cuando llegue a la 
convicción de la inexactitud del contenido del padrón municipal respecto 
de la persona que promueve expediente registral ante el Registro Civil 
cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la 
citada inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es 
que, de la documentación obrante en el expediente no cabe colegir que 
concurran las notas de estabilidad y permanencia que cualifican el 
domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en 
el expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez 
Encargada para apreciar su competencia.

V.- La regla especial de competencia en materia de expediente sobre 
declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
comporta igualmente la necesidad de diferenciar entre la resolución del 
expediente y la anotación posterior de dicha resolución al margen de la 
inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean 
coincidentes ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada 
por el Encargado del Registro Civil del domicilio, una vez devenida firme, 
habrá de ser calificada por el Encargado del Registro Civil del lugar del 
nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente 
caso en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha 
practicado en base al mismo la inscripción de nacimiento del interesado, 
haciendo constar en el apartado de “observaciones” que “el inscrito goza 
de la nacionalidad española de origen”. 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia 
del Registro Civil de Córdoba para practicar la citada inscripción de 
nacimiento. En principio, conforme al artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos 
se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar en que acaecen, 
o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el 
extranjero y tener el promotor su domicilio en España y después, por 
traslado, en el Consular correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría 
invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la competencia del Registro 
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Civil de Córdoba, la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en 
su redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la 
cual “en las inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la 
adquisición de la nacionalidad española por ciudadanos cuyo lugar de 
nacimiento sea un país extranjero, los interesados podrán solicitar, en el 
momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la 
inscripción de nacimiento en el Registro Civil Municipal correspondiente al 
domicilio en el que se haya instruido el oportuno expediente registral”. Sin 
embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de 
manifiesto la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 
2006, la aplicación del trascrito apartado 4 del artículo 16 de la Ley queda 
condicionada a un doble requisito: por un lado, que la causa o título de la 
adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la 
causa de adquisición de la nacionalidad esté sometida a la exigencia legal 
del juramento o promesa de fidelidad al Rey y de obediencia a la 
Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a CC.), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del 
acta correspondiente el momento procesal oportuno para formular la 
solicitud de inscripción en el Registro Civil municipal. Requisito éste que 
no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso 
objeto del presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en 
Registro incompetente, incurriendo así en el defecto formal previsto en el 
número 1 del artículo 298 RRC.

VI.- Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de 
una declaración de nacionalidad española hecha en expediente por 
órgano registral incompetente (cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe 
dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose respetado las reglas de la 
competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la materia, 
esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del 
artículo 18 del Código Civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con 
la doctrina consolidada y reiteradísima de este Centro Directivo en relación 
con la cuestión planteada. Pues bien, en principio, y con referencia a los 
progenitores del interesado, los nacidos en el territorio del Sahara cuando 
éste era posesión española no eran propiamente nacionales españoles, 
sino sólo súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad 
española, por más que de algunas disposiciones anteriores al abandono 
por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
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apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de 
noviembre de 1975, porque sólo así cobra sentido que a los naturales del 
Sahara se les concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a 
la nacionalidad española en el plazo de un año a contar desde la entrada 
en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 
noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo 
expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como potencia 
administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no autónomo 
del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos 
aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías al 
provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional». Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un 
natural del Sahara la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 
1998 decidió que el actor había consolidado la nacionalidad española. 
Pero la doctrina de esta sentencia no es de aplicación al caso presente 
pues hay diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho 
examinado en la sentencia y el ahora planteado. En el caso presente la 
interesada nació en 1978, por tanto con posterioridad al periodo en que 
estuvo en vigor el citado Decreto 2258/1976. Aparte de esto concurre otra 
circunstancia impeditiva para los efectos pretendidos por el recurrente, 
como es que no está probada la posesión y utilización de la nacionalidad 
española en los términos y duración que establece el artículo 18 CC. Las 
más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de 
noviembre de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis 
recurrentes el estatuto de apátridas no hace sino reforzar las conclusiones 
anteriores.

VII.- Siendo esto así, el problema procedimental que se planteaba es el 
del camino adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de 
simple presunción y la inscripción practicada ya que para tal anotación 
sólo sería competente el Registro Civil Central. La declaración de la 
nacionalidad con valor de simple presunción tiene como efecto excusar 
de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que 
invierte la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la 
declaración y, en este sentido, en tanto no se destruya la presunción debe 
tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En efecto si bien es 
cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 
de Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de 
nacional español, en los casos de adquisición originaria basada en la 
principio del “ius sanguinis”, solo puede proporcionarla la sentencia firme 
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recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la legislación del 
Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración 
de que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud 
de un expediente gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la 
declaración sobre nacionalidad tenga valor de “simple presunción” y deba 
ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la inscripción de 
nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del 
valor propio de las presunciones “iuris tantum” que, como tales dispensan, 
como ya se ha dicho, de toda prueba a los favorecidos por la presunción, 
mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 LEC), prueba 
en contrario que podrá estar integrada, como resulta “infra”, por otro 
expediente registral tramitado con tal finalidad.

Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de 
actuaciones, una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente 
registral, por la vía del artículo 240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el ámbito del Registro 
Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la 
legislación del Registro Civil permite alcanzar el resultado pretendido. Es 
un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 
94 RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el 
Registro Civil y la realidad extrarregistral. En desarrollo de este principio 
se ha indicado repetidamente por la doctrina de este Centro Directivo que, 
mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en el 
ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo 
que es posible reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso 
ha de ser posible que, de oficio o por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de 
cualquier interesado o autoridad con competencias conexas con la 
materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie 
de nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los 
interesados les corresponde o no les corresponde la nacionalidad 
española. 

VIII.- Dicho expediente ha sido promovido por el Ministerio Fiscal y la 
nueva declaración recaída en tal expediente, negando la nacionalidad 
española de la interesada, ha de tener acceso al Registro Civil para 
cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. No es obstáculo 
para ello que, con arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a 
salvo las excepciones previstas en los tres artículos siguientes, las 
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“inscripciones” sólo puedan rectificarse por sentencia firme en juicio 
ordinario, porque en las “anotaciones”, en congruencia con su menor 
eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), 
rige un principio distinto. En efecto, el artículo 147 del Reglamento del 
Registro Civil establece una regla de aplicación preferente, permitiendo 
que las anotaciones puedan ser rectificadas y canceladas en virtud de 
expediente gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso 
con notificación formal a los interesados o sus representantes legales 
como exige imperativamente el párrafo primero del artículo 349 RRC. 
Tampoco puede erigirse en obstáculo para la aplicación de estas 
previsiones normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso a que 
se refiere el presente recurso la declaración de la nacionalidad española 
se haya reflejado tabularmente por medio de su constancia en el apartado 
de “observaciones” de la inscripción de nacimiento, en lugar de en el 
correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. art. 96 in fine LRC), 
pues siendo éste el tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del 
acto jurídico consignado, a la misma se han de ajustar los mecanismos 
registrales previstos legalmente para su corrección. Por tanto, la 
inscripción de nacimiento de la interesada en el Registro Civil de Córdoba 
supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- 
acaecido en el extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de 
modo que el mismo no debió practicarse en su momento, porque se 
trataba de una inscripción que se extendía de modo evidente en virtud de 
un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el 
artículo 18 del Código Civil en el que la interesada había basado su 
petición. Por lo cual, procede la cancelación de la inscripción de nacimiento 
y marginal de nacionalidad acordada y objeto del presente recurso.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 17 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Córdoba.
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Resolución de 17 de Julio de 2014 (14ª)
VII.2.1  Cancelación de inscripción de nacimiento

Procede la cancelación de la inscripción de nacimiento de la interesada y 
marginal de nacionalidad en el Registro Civil de Córdoba por infracción de 
las reglas de competencia y, por la declaración de que a la interesada no 
le corresponde la nacionalidad española al no darse el supuesto 
contemplado en el artículo 18 del Código Civil.

En el expediente sobre cancelación de inscripción de nacimiento y 
marginal de nacionalidad, remitido a este Centro en trámite de recurso por 
virtud del entablado por la inscrita contra auto de la Encargada del Registro 
Civil de Córdoba.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado el 28 de abril de 2008 en el Registro Civil 
de Córdoba, Doña G. B. A. solicitó, en base al artículo 18 del Código Civil, 
la declaración de su nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación de la misma. La Juez Encargada del Registro Civil dictó 
auto el 9 de mayo de 2008 acordando reconocer la nacionalidad española 
de origen por consolidación de la interesada y ordenando que se practique 
la correspondiente inscripción de nacimiento con la declaración de su 
nacionalidad española. 

2.- Contra el referido auto, el Ministerio Fiscal interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, que fue resuelto con 
fecha 28 de abril de 2009 en el sentido de estimar el recurso interpuesto 
por dos motivos: incompetencia del Juez Encargado del Registro Civil de 
Córdoba para tramitar y resolver el expediente y para practicar la 
inscripción en el mencionado Registro Civil; e infracción de las reglas que 
regulaban el fondo de la materia. Instando al Ministerio Fiscal para que 
promoviera la incoación de expediente gubernativo con la finalidad de que 
se cancelara la inscripción de nacimiento de la interesada practicada con 
la mención de su nacionalidad española.

3.- En fecha 8 de julio de 2009 el Ministerio Fiscal promueve la incoación 
del expediente gubernativo encaminado a acordar que a Doña G. B. A. no 
le corresponde la nacionalidad española por consolidación y acordar la 
cancelación de su inscripción de nacimiento, solicitando como medida 
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cautelar la anotación preventiva del procedimiento contemplado en el 
artículo 150 del Reglamento del Registro Civil. El 17 de noviembre de 
2009 la Encargada del Registro Civil dicta providencia dando por 
promovido el expediente y comunicando la incoación del mismo a la 
interesada para que realizara las manifestaciones que considerase 
oportunas, no constando domicilio alguno donde practicar las notificaciones 
se notifica la resolución mediante edicto publicado en el tablón de anuncios 
del Registro Civil. En esta misma fecha la Encargada dicta Auto en el que 
se acuerda la anotación preventiva de la promoción del expediente 
gubernativo nº … al margen de la inscripción de nacimiento de la 
interesada. 

4.- El 11 de marzo de 2010 se persona en el expediente el representante 
legal de la Sra. B. debidamente acreditado solicitando traslado de las 
diligencias. Mediante Auto de fecha 14 de abril de 2010, la Encargada del 
Registro Civil declara que a Doña G. no le corresponde la nacionalidad 
española por consolidación y procede la cancelación de la inscripción de 
su nacimiento con la marginal de nacionalidad.

5.- Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y a la interesada, esta 
presenta recurso mediante su representante legal ante la Dirección 
General de los Registros y el Notariado, reiterando que de la documentación 
obrante en el expediente de declaración de nacionalidad se desprende sin 
lugar a dudas la nacionalidad española de la interesada tanto por 
consolidación como por ser hija de españoles también nacidos en el 
Sahara. Aportando documentación en apoyo de su pretensión de 
nacionalidad.

6.- Del recurso se da traslado al Ministerio Fiscal que informa en el sentido 
de que procede la confirmación de la resolución y la Encargada del 
Registro remite el expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 12, 17 y 18 del Código Civil; 26, 95 y 96 de la Ley 
del Registro Civil (LRC); 66, 94, 163, 164, 297, 335, 338 y 342 del 
Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; 
el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las Sentencias del Tribunal 
Supremo de 28 de octubre de 1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de 
julio de 2008; las Instrucciones de este Centro Directivo de 28 de febrero 
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de 2006 y de 28 de marzo de 2007, sobre competencia de los registros 
civiles municipales y demás reglas relativas a los expedientes de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción, y 
las Resoluciones, entre otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de 
diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 
de abril, 21-6ª de mayo, 22-1ª de mayo, 11-1ª de junio, 19-5ª de octubre 
y20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 17-5ª de septiembre de 2008.

II.- Se pretende por la recurrente, Doña G. B. A. que se deje sin efecto el 
auto que declara que no le corresponde la nacionalidad española por 
consolidación y que procede la cancelación de la inscripción de su 
nacimiento. El nacimiento fue inscrito en el Registro Civil de Córdoba 
como consecuencia de auto, de fecha 9 de mayo de 2008, declarando 
dicha nacionalidad de origen por consolidación, auto que fue recurrido por 
el Ministerio Fiscal, resuelto el recurso por la Dirección General de los 
Registros y del Notariado, con fecha 28 de abril de 2009, en el sentido de 
estimarlo e instando al propio Ministerio Fiscal para que promoviera 
expediente para cancelar dicha inscripción y su marginal de nacionalidad 
por incompetencia del Registro Civil y por infracción de las reglas que 
regulaban el fondo de la materia, lo que hizo el Ministerio Fiscal con fecha 
8 de julio de 2009, expediente que finalizó con el auto objeto del presente 
recurso.

III.- Como ya se recogía en la fundamentación jurídica de la resolución de 
esta Dirección General precitada, según el artículo 18 del Código Civil la 
nacionalidad española puede consolidarse si se posee y utiliza durante 
diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el Registro 
Civil que después es anulado. La vía registral para comprobar esta 
consolidación es el expediente de declaración de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción (cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC). Ahora 
bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba 
inscribirse la resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los 
específicos expedientes para declaraciones con valor de simple 
presunción la competencia corresponde al Encargado del Registro del 
domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia 
lo es tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo 
previsto por el artículo 342 del RRC, en la redacción dada por el Real 
Decreto de 29 de agosto de 1986.
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IV.- Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al 
igual que ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha 
infracción implica la nulidad de lo actuado, nulidad que puede ser 
declarada por la Dirección General de los Registros y del Notariado 
cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha 
nulidad se desprende de la aplicación de las normas de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil en materia de competencia territorial y de fuero 
personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 de enero), 
la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que 
contiene un llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio 
del interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro 
Civil de Córdoba dado que ninguna prueba o dato existe en las actuaciones 
de las que se desprenda este imprescindible requisito de procedibilidad. 
Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del 
Registro Civil en general y por el artículo 355 del RRC en particular, se 
encuentra definido en el artículo 40 CC., conforme al cual “el domicilio de 
las personas naturales es el de su residencia habitual”, esto es, el lugar en 
que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el 
futuro. La prueba de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el 
ámbito civil es libre, salvo que alguna norma especial exija una modalidad 
de prueba determinada o exima de pruebas complementarias acreditando 
el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el ámbito del 
Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone 
que “el domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal 
o información testifical”; b) el artículo 68 párrafo tercero del mismo 
Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la previsión del artículo 
16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los 
documentos nacionales de identidad oportunos o, en su defecto, por 
certificación del padrón municipal”.

En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de 
los singulares casos citados por la legislación del Registro Civil, por lo que 
revive la regla general en el ámbito civil de que la residencia habitual 
puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en derecho, 
correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los 
Tribunales la valoración libre de los datos que hayan sido aportados y 
circunstancias acreditadas; como por ejemplo, tener en el lugar 
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establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes 
policiales adversos, ausencia de visados o permisos de residencia – no 
de mera estancia - respecto de los extranjeros, etc. (vid. sentencias del 
Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de junio de 1952, 
entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio 
de los derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 CC.) puede 
fijarse arbitrariamente por los interesados dando lugar a supuestos de 
fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho de que la inscripción 
en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de 
tal declaración (cfr. art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). Por 
ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse 
incompetente para la actuación registral instada cuando llegue a la 
convicción de la inexactitud del contenido del padrón municipal respecto 
de la persona que promueve expediente registral ante el Registro Civil 
cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la 
citada inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es 
que, de la documentación obrante en el expediente no cabe colegir que 
concurran las notas de estabilidad y permanencia que cualifican el 
domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en 
el expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez 
Encargada para apreciar su competencia.

V.- La regla especial de competencia en materia de expediente sobre 
declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
comporta igualmente la necesidad de diferenciar entre la resolución del 
expediente y la anotación posterior de dicha resolución al margen de la 
inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean 
coincidentes ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada 
por el Encargado del Registro Civil del domicilio, una vez devenida firme, 
habrá de ser calificada por el Encargado del Registro Civil del lugar del 
nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente 
caso en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha 
practicado en base al mismo la inscripción de nacimiento del interesado, 
haciendo constar en el apartado de “observaciones” que “el inscrito goza 
de la nacionalidad española de origen”. 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia 
del Registro Civil de Córdoba para practicar la citada inscripción de 
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nacimiento. En principio, conforme al artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos 
se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar en que acaecen, 
o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el 
extranjero y tener el promotor su domicilio en España y después, por 
traslado, en el Consular correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría 
invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la competencia del Registro 
Civil de Córdoba, la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en 
su redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la 
cual “en las inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la 
adquisición de la nacionalidad española por ciudadanos cuyo lugar de 
nacimiento sea un país extranjero, los interesados podrán solicitar, en el 
momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la 
inscripción de nacimiento en el Registro Civil Municipal correspondiente al 
domicilio en el que se haya instruido el oportuno expediente registral”. Sin 
embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de 
manifiesto la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 
2006, la aplicación del trascrito apartado 4 del artículo 16 de la Ley queda 
condicionada a un doble requisito: por un lado, que la causa o título de la 
adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la 
causa de adquisición de la nacionalidad esté sometida a la exigencia legal 
del juramento o promesa de fidelidad al Rey y de obediencia a la 
Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a CC.), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del 
acta correspondiente el momento procesal oportuno para formular la 
solicitud de inscripción en el Registro Civil municipal. Requisito éste que 
no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso 
objeto del presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en 
Registro incompetente, incurriendo así en el defecto formal previsto en el 
número 1 del artículo 298 RRC.

VI.- Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de 
una declaración de nacionalidad española hecha en expediente por 
órgano registral incompetente (cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe 
dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose respetado las reglas de la 
competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la materia, 
esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del 
artículo 18 del Código Civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con 
la doctrina consolidada y reiteradísima de este Centro Directivo en relación 
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con la cuestión planteada. Pues bien, en principio, y con referencia a los 
progenitores del interesado, los nacidos en el territorio del Sahara cuando 
éste era posesión española no eran propiamente nacionales españoles, 
sino sólo súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad 
española, por más que de algunas disposiciones anteriores al abandono 
por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de 
noviembre de 1975, porque sólo así cobra sentido que a los naturales del 
Sahara se les concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a 
la nacionalidad española en el plazo de un año a contar desde la entrada en 
vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 
noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa 
«que el Estado Español ha venido ejerciendo, como potencia administradora, 
plenitud de competencias sobre el territorio no autónomo del Sahara, que 
durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que 
nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio nacional». Es cierto que 
para un supuesto excepcional respecto de un natural del Sahara la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 decidió que el 
actor había consolidado la nacionalidad española. Pero la doctrina de esta 
sentencia no es de aplicación al caso presente pues hay diferencias 
fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en la sentencia y el 
ahora planteado. En el caso presente la interesada nació en 1978, es decir 
con posterioridad al periodo en que estuvo en vigor el citado Decreto 
2258/1976. Aparte de esto concurre otra circunstancia impeditiva para los 
efectos pretendidos por el recurrente, como es que no está probada la 
posesión y utilización de la nacionalidad española en los términos y duración 
que establece el artículo 18 CC.. Las más recientes sentencias del Tribunal 
Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre de 2007 y de 18 de julio de 2008 
reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de apátridas no hace 
sino reforzar las conclusiones anteriores.

VII.- Siendo esto así, el problema procedimental que se planteaba es el 
del camino adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de 
simple presunción y la inscripción practicada ya que para tal anotación 
sólo sería competente el Registro Civil Central. La declaración de la 
nacionalidad con valor de simple presunción tiene como efecto excusar 
de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que 
invierte la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la 
declaración y, en este sentido, en tanto no se destruya la presunción debe 
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tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En efecto si bien es 
cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 
de Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de 
nacional español, en los casos de adquisición originaria basada en la 
principio del “ius sanguinis”, solo puede proporcionarla la sentencia firme 
recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la legislación del 
Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración 
de que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud 
de un expediente gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la 
declaración sobre nacionalidad tenga valor de “simple presunción” y deba 
ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la inscripción de 
nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del 
valor propio de las presunciones “iuris tantum” que, como tales dispensan, 
como ya se ha dicho, de toda prueba a los favorecidos por la presunción, 
mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 LEC), prueba 
en contrario que podrá estar integrada, como resulta “infra”, por otro 
expediente registral tramitado con tal finalidad.

Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de 
actuaciones, una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente 
registral, por la vía del artículo 240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el ámbito del Registro 
Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la 
legislación del Registro Civil permite alcanzar el resultado pretendido. Es un 
principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro 
Civil y la realidad extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha 
indicado repetidamente por la doctrina de este Centro Directivo que, 
mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en el 
ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo 
que es posible reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso 
ha de ser posible que, de oficio o por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de 
cualquier interesado o autoridad con competencias conexas con la materia, 
y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de nuevo 
expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les 
corresponde o no les corresponde la nacionalidad española. 

VIII.- Dicho expediente ha sido promovido por el Ministerio Fiscal y la 
nueva declaración recaída en tal expediente, negando la nacionalidad 
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española de la interesada, ha de tener acceso al Registro Civil para 
cancelar en su virtud la anotación preventiva practicada. No es obstáculo 
para ello que, con arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a 
salvo las excepciones previstas en los tres artículos siguientes, las 
“inscripciones” sólo puedan rectificarse por sentencia firme en juicio 
ordinario, porque en las “anotaciones”, en congruencia con su menor 
eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), 
rige un principio distinto. En efecto, el artículo 147 del Reglamento del 
Registro Civil establece una regla de aplicación preferente, permitiendo 
que las anotaciones puedan ser rectificadas y canceladas en virtud de 
expediente gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso 
con notificación formal a los interesados o sus representantes legales 
como exige imperativamente el párrafo primero del artículo 349 RRC. 
Tampoco puede erigirse en obstáculo para la aplicación de estas 
previsiones normativas el hecho de que, irregularmente, en el caso a que 
se refiere el presente recurso la declaración de la nacionalidad española 
se haya reflejado tabularmente por medio de su constancia en el apartado 
de “observaciones” de la inscripción de nacimiento, en lugar de en el 
correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. art. 96 in fine LRC), 
pues siendo éste el tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del 
acto jurídico consignado, a la misma se han de ajustar los mecanismos 
registrales previstos legalmente para su corrección. Por tanto, la 
inscripción de nacimiento de la interesada en el Registro Civil de Córdoba 
supuso la extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- 
acaecido en el extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de 
modo que el mismo no debió practicarse en su momento, porque se 
trataba de una inscripción que se extendía de modo evidente en virtud de 
un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las 
citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el 
artículo 18 del Código Civil en el que la interesada había basado su 
petición. Por lo cual, procede la cancelación de la inscripción de nacimiento 
y marginal de nacionalidad acordada y objeto del presente recurso.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 17 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Córdoba.
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Resolución de 17 de Julio de 2014 (16ª)
VII.2.1  Cancelación de inscripción de nacimiento

Procede la cancelación de la inscripción de nacimiento del interesado y 
marginal de nacionalidad en el Registro Civil de Córdoba por infracción de 
las reglas de competencia y, por la declaración de que al interesado no le 
corresponde la nacionalidad española al no darse el supuesto contemplado 
en el artículo 18 del Código Civil.

En el expediente sobre cancelación de inscripción de nacimiento y 
marginal de nacionalidad, remitido a este Centro en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el inscrito contra auto de la Encargada del Registro 
Civil de Córdoba.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado el 15 de abril de 2008 en el Registro Civil 
de Córdoba, D. B. A. L. solicitó, en base al artículo 18 del Código Civil, la 
declaración de su nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación de la misma. La Juez Encargada del Registro Civil dictó 
auto el 12 de mayo de 2008 acordando reconocer la nacionalidad española 
de origen por consolidación del interesado y ordenando que se practique 
la correspondiente inscripción de nacimiento con la declaración de su 
nacionalidad española. 

2.- Contra el referido auto, el Ministerio Fiscal interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, que fue resuelto con 
fecha 16 de abril de 2009 en el sentido de estimar el recurso interpuesto 
por dos motivos: incompetencia del Juez Encargado del Registro Civil de 
Córdoba para tramitar y resolver el expediente y para practicar la 
inscripción en el mencionado Registro Civil; e infracción de las reglas que 
regulaban el fondo de la materia. Instando al Ministerio Fiscal para que 
promoviera la incoación de expediente gubernativo con la finalidad de que 
se cancelara la inscripción de nacimiento de la interesada practicada con 
la mención de su nacionalidad española.

3.- En fecha 8 de julio de 2009 el Ministerio Fiscal promueve la incoación 
del expediente gubernativo encaminado a acordar que a D. B. A. L. no le 
corresponde la nacionalidad española por consolidación y acordar la 
cancelación de su inscripción de nacimiento, solicitando como medida 
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cautelar la anotación preventiva del procedimiento contemplada en el 
artículo 150 del Reglamento del Registro Civil. El 14 de junio de 2010 la 
Encargada del Registro Civil dicta providencia dando por promovido el 
expediente y comunicando la incoación del mismo a la representación 
legal del interesado, para que realizara las manifestaciones que 
considerase oportunas. En esta misma fecha la Encargada dicta Auto en 
el que se acuerda la anotación preventiva de la promoción del expediente 
gubernativo al margen de la inscripción de nacimiento del interesado, este 
acuerdo fue notificado con fecha 25 de junio de 2010. 

4.- El 15 de julio de 2010 el representante legal del Sr. A. formula escrito 
de alegaciones cuestionando la admisibilidad y el alcance del recurso del 
Ministerio Fiscal en el expediente de declaración de nacionalidad con 
valor de simple presunción del interesado, entendiendo que el Auto que la 
declaraba era firme, realizando asimismo alegaciones sobre la resolución 
que al citado recurso dio esta Dirección General con fecha 16 de abril de 
2009. Con fecha 11 de agosto de 2010 la Encargada del Registro Civil 
dicta Providencia declarando que las alegaciones han sido presentadas 
fuera del plazo de 10 días concedido al efecto.

5.- Mediante Auto de fecha 4 de noviembre de 2010 la Encargada del 
Registro Civil declara que a Don B. no le corresponde la nacionalidad 
española por consolidación y procede la cancelación de la inscripción de 
su nacimiento con la marginal de nacionalidad.

6.- Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y al interesado, este 
presenta recurso mediante su representante legal ante la Dirección 
General de los Registros y el Notariado, reiterando lo expuesto en su 
escrito de alegaciones anterior.

7.- Del recurso se da traslado al Ministerio Fiscal que interesa la 
desestimación del recurso y la Encargada del Registro remite el expediente 
a la Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución 
del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 12, 17 y 18 del Código Civil; 26, 95 y 96 de la Ley 
del Registro Civil (LRC); 66, 94, 163, 164, 297, 335, 338 y 342 del 
Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; 
el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las Sentencias del Tribunal 
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Supremo de 28 de octubre de 1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de 
julio de 2008; las Instrucciones de este Centro Directivo de 28 de febrero 
de 2006 y de 28 de marzo de 2007, sobre competencia de los registros 
civiles municipales y demás reglas relativas a los expedientes de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción, y 
las Resoluciones, entre otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de 
diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 
de abril, 21-6ª de mayo, 22-1ª de mayo, 11-1ª de junio, 19-5ª de octubre 
y20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 17-5ª de septiembre de 2008.

II.- Se pretende por el recurrente, Don B. que se deje sin efecto el auto 
que declara que no le corresponde la nacionalidad española por 
consolidación y que procede la cancelación de la inscripción de su 
nacimiento. El nacimiento fue inscrito en el Registro Civil de Córdoba 
como consecuencia de auto, de fecha 12 de mayo de 2008, declarando 
dicha nacionalidad de origen por consolidación, auto que fue recurrido por 
el Ministerio Fiscal, resuelto el recurso por la Dirección General de los 
Registros y del Notariado, con fecha 16 de abril de 2009, en el sentido de 
estimarlo e instando al propio Ministerio Fiscal para que promoviera 
expediente para cancelar dicha inscripción y su marginal de nacionalidad 
por incompetencia del Registro Civil y por infracción de las reglas que 
regulaban el fondo de la materia, lo que hizo el Ministerio Fiscal con fecha 
8 de julio de 2009, expediente que finalizó con el auto objeto del presente 
recurso.

III.- Como ya se recogía en la fundamentación jurídica de la resolución de 
esta Dirección General precitada, según el artículo 18 del Código Civil la 
nacionalidad española puede consolidarse si se posee y utiliza durante 
diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el Registro 
Civil que después es anulado. La vía registral para comprobar esta 
consolidación es el expediente de declaración de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción (cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC). Ahora 
bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba 
inscribirse la resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los 
específicos expedientes para declaraciones con valor de simple 
presunción la competencia corresponde al Encargado del Registro del 
domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia 
lo es tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo 
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previsto por el artículo 342 del RRC, en la redacción dada por el Real 
Decreto de 29 de agosto de 1986.

IV.- Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al 
igual que ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha 
infracción implica la nulidad de lo actuado, nulidad que puede ser 
declarada por la Dirección General de los Registros y del Notariado 
cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha 
nulidad se desprende de la aplicación de las normas de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil en materia de competencia territorial y de fuero 
personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 de enero), 
la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que 
contiene un llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio 
del interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro 
Civil de Córdoba dado que ninguna prueba o dato existe en las actuaciones 
de las que se desprenda este imprescindible requisito de procedibilidad. 
Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del 
Registro Civil en general y por el artículo 355 del RRC en particular, se 
encuentra definido en el artículo 40 CC., conforme al cual “el domicilio de 
las personas naturales es el de su residencia habitual”, esto es, el lugar en 
que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el 
futuro. La prueba de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el 
ámbito civil es libre, salvo que alguna norma especial exija una modalidad 
de prueba determinada o exima de pruebas complementarias acreditando 
el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el ámbito del 
Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone 
que “el domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal 
o información testifical”; b) el artículo 68 párrafo tercero del mismo 
Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la previsión del artículo 
16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los 
documentos nacionales de identidad oportunos o, en su defecto, por 
certificación del padrón municipal”.

En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de 
los singulares casos citados por la legislación del Registro Civil, por lo que 
revive la regla general en el ámbito civil de que la residencia habitual 
puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en derecho, 
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correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los 
Tribunales la valoración libre de los datos que hayan sido aportados y 
circunstancias acreditadas; como por ejemplo, tener en el lugar 
establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes 
policiales adversos, ausencia de visados o permisos de residencia – no 
de mera estancia - respecto de los extranjeros, etc. (vid. sentencias del 
Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de junio de 1952, 
entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio 
de los derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 CC.) puede 
fijarse arbitrariamente por los interesados dando lugar a supuestos de 
fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho de que la inscripción 
en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de 
tal declaración (cfr. art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). Por 
ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse 
incompetente para la actuación registral instada cuando llegue a la 
convicción de la inexactitud del contenido del padrón municipal respecto 
de la persona que promueve expediente registral ante el Registro Civil 
cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la 
citada inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es 
que, de la documentación obrante en el expediente no cabe colegir que 
concurran las notas de estabilidad y permanencia que cualifican el 
domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en 
el expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez 
Encargada para apreciar su competencia.

V.- La regla especial de competencia en materia de expediente sobre 
declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
comporta igualmente la necesidad de diferenciar entre la resolución del 
expediente y la anotación posterior de dicha resolución al margen de la 
inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean 
coincidentes ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada 
por el Encargado del Registro Civil del domicilio, una vez devenida firme, 
habrá de ser calificada por el Encargado del Registro Civil del lugar del 
nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente 
caso en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha 
practicado en base al mismo la inscripción de nacimiento del interesado, 
haciendo constar en el apartado de “observaciones” que “el inscrito goza 
de la nacionalidad española de origen”. 

http://www.mjusticia.gob.es/cs/Satellite/Portal/es/servicios-ciudadano/documentacion-publicaciones


M
inisterio de Justicia

2435 Catálogo de Publicaciones

Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado (Registro Civil)

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia 
del Registro Civil de Córdoba para practicar la citada inscripción de 
nacimiento. En principio, conforme al artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos 
se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar en que acaecen, 
o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el 
extranjero y tener el promotor su domicilio en España y después, por 
traslado, en el Consular correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría 
invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la competencia del Registro 
Civil de Córdoba, la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en 
su redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la 
cual “en las inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la 
adquisición de la nacionalidad española por ciudadanos cuyo lugar de 
nacimiento sea un país extranjero, los interesados podrán solicitar, en el 
momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la 
inscripción de nacimiento en el Registro Civil Municipal correspondiente al 
domicilio en el que se haya instruido el oportuno expediente registral”. Sin 
embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de 
manifiesto la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 
2006, la aplicación del trascrito apartado 4 del artículo 16 de la Ley queda 
condicionada a un doble requisito: por un lado, que la causa o título de la 
adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la 
causa de adquisición de la nacionalidad esté sometida a la exigencia legal 
del juramento o promesa de fidelidad al Rey y de obediencia a la 
Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a CC.), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del 
acta correspondiente el momento procesal oportuno para formular la 
solicitud de inscripción en el Registro Civil municipal. Requisito éste que 
no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso 
objeto del presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en 
Registro incompetente, incurriendo así en el defecto formal previsto en el 
número 1 del artículo 298 RRC.

VI.- Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de 
una declaración de nacionalidad española hecha en expediente por 
órgano registral incompetente (cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe 
dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose respetado las reglas de la 
competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la materia, 
esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del 
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artículo 18 del Código Civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con 
la doctrina consolidada y reiteradísima de este Centro Directivo en relación 
con la cuestión planteada. Pues bien, en principio, y con referencia a los 
progenitores del interesado, los nacidos en el territorio del Sahara cuando 
éste era posesión española no eran propiamente nacionales españoles, 
sino sólo súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad 
española, por más que de algunas disposiciones anteriores al abandono 
por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de 
noviembre de 1975, porque sólo así cobra sentido que a los naturales del 
Sahara se les concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a 
la nacionalidad española en el plazo de un año a contar desde la entrada 
en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 
noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo 
expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como potencia 
administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no autónomo 
del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos 
aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías al 
provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 
decidió que el actor había consolidado la nacionalidad española. Pero la 
doctrina de esta sentencia no es de aplicación al caso presente pues hay 
diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en la 
sentencia y el ahora planteado. En el caso presente el interesado, nacido 
en 1968, no ha acreditado que cuando estuvo en vigor el citado Decreto 
2258/1976, sus representantes legales – dada entonces su minoría de 
edad– estuviesen imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad 
española por haber permanecido en los territorios ocupados. Aparte de 
esto concurre otra circunstancia impeditiva para los efectos pretendidos 
por el recurrente, como es que no está probada la posesión y utilización 
de la nacionalidad española en los términos y duración que establece el 
artículo 18 CC.. Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 
3ª) de 20 de noviembre de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a 
los saharauis recurrentes el estatuto de apátridas no hace sino reforzar 
las conclusiones anteriores.
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VII.- Siendo esto así, el problema procedimental que se planteaba es el 
del camino adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de 
simple presunción y la inscripción practicada ya que para tal anotación 
sólo sería competente el Registro Civil Central. La declaración de la 
nacionalidad con valor de simple presunción tiene como efecto excusar 
de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que 
invierte la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la 
declaración y, en este sentido, en tanto no se destruya la presunción debe 
tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En efecto si bien es 
cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 
de Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de 
nacional español, en los casos de adquisición originaria basada en la 
principio del “ius sanguinis”, solo puede proporcionarla la sentencia firme 
recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la legislación del 
Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración 
de que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud 
de un expediente gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la 
declaración sobre nacionalidad tenga valor de “simple presunción” y deba 
ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la inscripción de 
nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del 
valor propio de las presunciones “iuris tantum” que, como tales dispensan, 
como ya se ha dicho, de toda prueba a los favorecidos por la presunción, 
mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 LEC), prueba 
en contrario que podrá estar integrada, como resulta “infra”, por otro 
expediente registral tramitado con tal finalidad.

Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de 
actuaciones, una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente 
registral, por la vía del artículo 240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el ámbito del Registro 
Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la 
legislación del Registro Civil permite alcanzar el resultado pretendido. Es 
un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 
94 RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el 
Registro Civil y la realidad extrarregistral. En desarrollo de este principio 
se ha indicado repetidamente por la doctrina de este Centro Directivo que, 
mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en el 
ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo 
que es posible reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso 
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ha de ser posible que, de oficio o por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de 
cualquier interesado o autoridad con competencias conexas con la 
materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie 
de nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los 
interesados les corresponde o no les corresponde la nacionalidad 
española. 

VIII.- Dicho expediente ha sido promovido por el Ministerio Fiscal y la 
nueva declaración recaída en tal expediente, negando la nacionalidad 
española del interesado, ha de tener acceso al Registro Civil para cancelar 
en su virtud la anotación preventiva practicada. No es obstáculo para ello 
que, con arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo las 
excepciones previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” 
sólo puedan rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en 
las “anotaciones”, en congruencia con su menor eficacia y su valor 
meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un principio 
distinto. En efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil 
establece una regla de aplicación preferente, permitiendo que las 
anotaciones puedan ser rectificadas y canceladas en virtud de expediente 
gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso con notificación 
formal a los interesados o sus representantes legales como exige 
imperativamente el párrafo primero del artículo 349 RRC. Tampoco puede 
erigirse en obstáculo para la aplicación de estas previsiones normativas el 
hecho de que, irregularmente, en el caso a que se refiere el presente 
recurso la declaración de la nacionalidad española se haya reflejado 
tabularmente por medio de su constancia en el apartado de “observaciones” 
de la inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente asiento 
de anotación marginal (cfr. art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de 
asiento correspondiente a la naturaleza del acto jurídico consignado, a la 
misma se han de ajustar los mecanismos registrales previstos legalmente 
para su corrección. Por tanto, la inscripción de nacimiento del interesado 
en el Registro Civil de Córdoba supuso la extensión de un asiento sobre 
un hecho, -el nacimiento- acaecido en el extranjero y que no afectaba a un 
ciudadano español, de modo que el mismo no debió practicarse en su 
momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la 
infracción a las citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto 
contemplado en el artículo 18 del Código Civil en el que la interesada 
había basado su petición. Por lo cual, procede la cancelación de la 
inscripción de nacimiento y marginal de nacionalidad acordada y objeto 
del presente recurso.
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Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 17 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Córdoba.

Resolución de 17 de Julio de 2014 (17ª)
VII.2.1  Cancelación de inscripción de nacimiento

Procede la cancelación de la inscripción de nacimiento del interesado en 
el Registro Civil de Córdoba por infracción de las reglas de competencia y 
no darse el supuesto contemplado en el artículo 18 del Código Civil.

En el expediente sobre cancelación de inscripción de nacimiento remitido 
a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por los 
promotores contra auto del Encargado del Registro Civil de Córdoba.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado el 17 de abril de 2008 en el Registro Civil 
de Córdoba, Don G. solicitó, en base al artículo 18 del Código Civil, la 
consolidación de la nacionalidad española con valor de simple presunción. 
La Juez Encargada del Registro Civil dictó auto el 9 de mayo de 2008 
acordando reconocer la nacionalidad española de origen por consolidación 
de D. G. A-B. A. y ordenando que se practique la correspondiente 
inscripción de nacimiento del expresado que declarará la nacionalidad 
española en el acto.

2.- Contra el referido auto, el Ministerio Fiscal interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, recurso que fue 
resuelto mediante Resolución de fecha 28 de abril de 2009. La referida 
Resolución estimó el recurso interpuesto por dos motivos: incompetencia 
del Juez Encargado del Registro Civil de Córdoba para tramitar y resolver 
el expediente y para practicar la inscripción en el mencionado Registro 
Civil; y por infracción de las reglas que regulaban el fondo de la materia. 
Instando al Ministerio Fiscal para que promoviera la incoación de 
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expediente gubernativo con la finalidad de que se cancelara la inscripción 
de nacimiento del interesado practicada con la mención de su nacionalidad.

3.- En fecha 14 de septiembre de 2009 el Ministerio Fiscal promueve la 
incoación del expediente gubernativo encaminado a acordar que a D. G. 
A-B. A. no le corresponde la nacionalidad española por consolidación y 
acordar la cancelación de su inscripción de nacimiento. El 28 de enero de 
2010 la Encargada del Registro Civil dicta providencia dando por 
promovido el expediente y comunicando la incoación del expediente al 
interesado para que realizara las manifestaciones que considerase 
oportunas, no constando domicilio alguno donde practicar las notificaciones 
se notifica la resolución mediante edicto. En esta misma fecha la 
Encargada dicta Auto en el que se acuerda la anotación preventiva del 
escrito de promoción de expediente gubernativo en la inscripción de 
nacimiento de D. G. A-B. A.

4.- Mediante Auto de 7 de junio de 2010 la Encargada acuerda que a Don 
G. no le corresponde la nacionalidad española por consolidación y 
procede la cancelación de la inscripción de su nacimiento, acordando la 
publicación del correspondiente edicto.

5.- El 9 de junio de 2010 se personan en el expediente los letrados 
representantes de D. G. presentando la correspondiente copia autorizada 
de poder bastante, solicitando se G. A-B. A. entiendan con ellos los 
sucesivos trámites y se les confiera vista de las actuaciones.

6.- Notificada la Resolución, la interesada presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y el Notariado el 28 de junio de 2010 
solicitando se revoque la resolución y se confirme la inscripción por 
consolidación de la nacionalidad española de origen.

7.- Notificado el Ministerio Fiscal, interesa la desestimación del recurso y 
el Encargado del Registro remite el expediente a la Dirección General de 
los Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 12, 17 y 18 del Código Civil; 26, 95 y 96 de la Ley 
del Registro Civil (LRC); 66, 94, 163, 164, 297, 335, 338 y 342 del 
Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; 
el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las Sentencias del Tribunal 
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Supremo de 28 de octubre de 1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de 
julio de 2008; las Instrucciones de este Centro Directivo de 28 de febrero 
de 2006 y de 28 de marzo de 2007, sobre competencia de los registros 
civiles municipales y demás reglas relativas a los expedientes de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción, y 
las Resoluciones, entre otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de 
diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 
de abril, 21-6ª de mayo, 22-1ª de mayo, 11-1ª de junio, 19-5ª de octubre 
y20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 17-5ª de septiembre de 2008.

II.- Se pretende por el promotor, que se deje sin efecto el auto que 
establece que a Don G. no le corresponde la nacionalidad española por 
consolidación y procede la cancelación de la inscripción de su nacimiento. 
El nacimiento fue inscrito en el Registro Civil y, posteriormente, se inició 
expediente para cancelar dicha anotación por incompetencia y por 
infracción de las reglas que regulaban el fondo de la materia, que finalizó 
con el auto objeto del recurso.

III.- El interesado, mediante escrito de fecha 17 de abril de 2008, solicitó 
ante el Registro Civil de Córdoba la consolidación de la nacionalidad 
española al haber nacido en 1976 en El A. y cumplir los requisitos 
establecidos. La Juez Encargada del Registro Civil de Córdoba dictó el 
auto antes citado declarando dicha nacionalidad de origen por 
consolidación. Este auto fue objeto de recurso. Según el artículo 18 del 
Código Civil la nacionalidad española puede consolidarse si se posee y 
utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito 
en el Registro Civil que después es anulado. La vía registral para 
comprobar esta consolidación es el expediente de declaración de la 
nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. art. 96-2º LRC 
y 338 RRC). Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual 
resulta competente en materia de expedientes el Juez Encargado del 
Registro Civil en que deba inscribirse la resolución pretendida (cfr. art. 342 
RRC), en relación con los específicos expedientes para declaraciones con 
valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de 
competencia lo es tanto para instruir como para resolver el expediente, 
conforme a lo previsto por el artículo 342 del RRC, en la redacción dada 
por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986.
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IV.- Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al 
igual que ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha 
infracción implica la nulidad de lo actuado, nulidad que puede ser 
declarada por la Dirección General de los Registros y del Notariado 
cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha 
nulidad se desprende de la aplicación de las normas de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil en materia de competencia territorial y de fuero 
personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 de enero), 
la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que 
contiene un llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio 
del interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro 
Civil de Córdoba dado que ninguna prueba o dato existe en las actuaciones 
de las que se desprenda este imprescindible requisito de procedibilidad. 
Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del 
Registro Civil en general y por el artículo 355 del RRC en particular, se 
encuentra definido en el artículo 40 CC., conforme al cual “el domicilio de 
las personas naturales es el de su residencia habitual”, esto es, el lugar en 
que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el 
futuro. La prueba de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el 
ámbito civil es libre, salvo que alguna norma especial exija una modalidad 
de prueba determinada o exima de pruebas complementarias acreditando 
el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el ámbito del 
Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone 
que “el domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal 
o información testifical”; b) el artículo 68 párrafo tercero del mismo 
Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la previsión del artículo 
16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los 
documentos nacionales de identidad oportunos o, en su defecto, por 
certificación del padrón municipal”.

En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de 
los singulares casos citados por la legislación del Registro Civil, por lo que 
revive la regla general en el ámbito civil de que la residencia habitual 
puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en derecho, 
correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los 
Tribunales la valoración libre de los datos que hayan sido aportados y 
circunstancias acreditadas; como por ejemplo, tener en el lugar 
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establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes 
policiales adversos, ausencia de visados o permisos de residencia – no 
de mera estancia - respecto de los extranjeros, etc. (vid. sentencias del 
Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de junio de 1952, 
entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio 
de los derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 CC.) puede 
fijarse arbitrariamente por los interesados dando lugar a supuestos de 
fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho de que la inscripción 
en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de 
tal declaración (cfr. art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). Por 
ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse 
incompetente para la actuación registral instada cuando llegue a la 
convicción de la inexactitud del contenido del padrón municipal respecto 
de la persona que promueve expediente registral ante el Registro Civil 
cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la 
citada inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es 
que, de la documentación obrante en el expediente no cabe colegir que 
concurran las notas de estabilidad y permanencia que cualifican el 
domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en 
el expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez 
Encargada para apreciar su competencia.

V.- La regla especial de competencia en materia de expediente sobre 
declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
comporta igualmente la necesidad de diferenciar entre la resolución del 
expediente y la anotación posterior de dicha resolución al margen de la 
inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean 
coincidentes ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada 
por el Encargado del Registro Civil del domicilio, una vez devenida firme, 
habrá de ser calificada por el Encargado del Registro Civil del lugar del 
nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente 
caso en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha 
practicado en base al mismo la inscripción de nacimiento del interesado, 
haciendo constar en el apartado de “observaciones” que “el inscrito goza 
de la nacionalidad española de origen”. 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia 
del Registro Civil de Córdoba para practicar la citada inscripción de 
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nacimiento. En principio, conforme al artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos 
se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar en que acaecen, 
o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el 
extranjero y tener el promotor su domicilio en España y después, por 
traslado, en el Consular correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría 
invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la competencia del Registro 
Civil de Córdoba, la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en 
su redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la 
cual “en las inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la 
adquisición de la nacionalidad española por ciudadanos cuyo lugar de 
nacimiento sea un país extranjero, los interesados podrán solicitar, en el 
momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la 
inscripción de nacimiento en el Registro Civil Municipal correspondiente al 
domicilio en el que se haya instruido el oportuno expediente registral”. Sin 
embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de 
manifiesto la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 
2006, la aplicación del trascrito apartado 4 del artículo 16 de la Ley queda 
condicionada a un doble requisito: por un lado, que la causa o título de la 
adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la 
causa de adquisición de la nacionalidad esté sometida a la exigencia legal 
del juramento o promesa de fidelidad al Rey y de obediencia a la 
Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a CC.), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del 
acta correspondiente el momento procesal oportuno para formular la 
solicitud de inscripción en el Registro Civil municipal. Requisito éste que 
no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso 
objeto del presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en 
Registro incompetente, incurriendo así en el defecto formal previsto en el 
número 1 del artículo 298 RRC.

VI.- Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de 
una declaración de nacionalidad española hecha en expediente por 
órgano registral incompetente (cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe 
dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose respetado las reglas de la 
competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la materia, 
esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del 
artículo 18 del Código Civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con 
la doctrina consolidada y reiteradísima de este Centro Directivo en relación 
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con la cuestión planteada. Pues bien, en principio, y con referencia a los 
progenitores del interesado, los nacidos en el territorio del Sahara cuando 
éste era posesión española no eran propiamente nacionales españoles, 
sino sólo súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad 
española, por más que de algunas disposiciones anteriores al abandono 
por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de 
noviembre de 1975, porque sólo así cobra sentido que a los naturales del 
Sahara se les concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a 
la nacionalidad española en el plazo de un año a contar desde la entrada 
en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 
noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo 
expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como potencia 
administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no autónomo 
del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos 
aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías al 
provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 
decidió que el actor había consolidado la nacionalidad española. Pero la 
doctrina de esta sentencia no es de aplicación al caso presente pues hay 
diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en la 
sentencia y el ahora planteado. En el caso presente la interesada no ha 
acreditado que cuando estuvo en vigor el citado Decreto 2258/1976, sus 
representantes legales – dada entonces su minoría de edad – estuviesen 
imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad española por haber 
permanecido en los territorios ocupados. Aparte de esto, no consta la 
existencia de título inscrito en el Registro Civil ni está probada la posesión 
y utilización de la nacionalidad española en los términos y duración que 
establece el artículo 18 CC. Las más recientes sentencias del Tribunal 
Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre de 2007 y de 18 de julio de 2008 
reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de apátridas no hace 
sino reforzar las conclusiones anteriores.

VII.- Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del 
camino adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple 
presunción y la inscripción practicada. Es desde esta perspectiva desde la 
que debe entenderse la petición del Ministerio Fiscal vertida en su escrito 
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de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal 
declaración presuntiva habría de reflejarse registralmente mediante una 
anotación marginal a la inscripción de nacimiento, anotación para la cual 
sólo sería competente el Registro Civil Central.

La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene 
como efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le 
declara, puesto que invierte la carga de la prueba, que corresponderá al 
que discuta la declaración y, en este sentido, en tanto no se destruya la 
presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en 
su Circular de 22 de Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva 
del estado civil de nacional español, en los casos de adquisición originaria 
basada en la principio del “ius sanguinis”, solo puede proporcionarla la 
sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que 
la legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para 
obtener la declaración de que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 
96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente gubernativo. El hecho de que, 
según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga valor de 
“simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al 
margen de la inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de 
minimizar la eficacia de tales declaraciones de nacionalidad, ya que en 
todo caso están investidas del valor propio de las presunciones “iuris 
tantum” que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba 
a los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba 
en contrario (cfr. art. 386 LEC), prueba en contrario que podrá estar 
integrada, como resulta “infra”, por otro expediente registral tramitado con 
tal finalidad. Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la 
nulidad de actuaciones, una vez que ha recaído resolución definitiva en el 
expediente registral, por la vía del artículo 240 nº 2 de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el ámbito del 
Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria 
(cfr. art. 16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de 
la legislación del Registro Civil permite alcanzar el resultado pretendido. 
Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC 
y 94 RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el 
Registro Civil y la realidad extrarregistral. En desarrollo de este principio 
se ha indicado repetidamente por la doctrina de este Centro Directivo que, 
mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en el 
ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo 
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que es posible reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso 
ha de ser posible que, de oficio o por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de 
cualquier interesado o autoridad con competencias conexas con la 
materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie 
de nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los 
interesados les corresponde o no les corresponde la nacionalidad 
española. 

VIII.- La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser 
negativa, ha de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la 
anotación preventiva practicada. No es obstáculo para ello que, con 
arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo las excepciones 
previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las 
“anotaciones”, en congruencia con su menor eficacia y su valor meramente 
informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un principio distinto. En 
efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan 
ser rectificadas y canceladas en virtud de expediente gubernativo en que 
se acredite la inexactitud, en todo caso con notificación formal a los 
interesados o sus representantes legales como exige imperativamente el 
párrafo primero del artículo 349 RRC. Tampoco puede erigirse en 
obstáculo para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de 
que, irregularmente, en el caso a que se refiere el presente recurso la 
declaración de la nacionalidad española se haya reflejado tabularmente 
por medio de su constancia en el apartado de “observaciones” de la 
inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente asiento de 
anotación marginal (cfr. art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de 
asiento correspondiente a la naturaleza del acto jurídico consignado, a la 
misma se han de ajustar los mecanismos registrales previstos legalmente 
para su corrección. Por tanto, la inscripción de nacimiento del interesado 
en el Registro Civil de Córdoba supuso la extensión de un asiento sobre 
un hecho, -el nacimiento- acaecido en el extranjero y que no afectaba a un 
ciudadano español, de modo que el mismo no debió practicarse en su 
momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la 
infracción a las citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto 
contemplado en el artículo 18 del Código Civil en el que el interesado 
había basado su petición. Por lo cual, procede la cancelación realizada 
objeto del presente recurso.
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Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 17 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Córdoba.

Resolución de 17 de Julio de 2014 (18ª)
VII.2.1  Cancelación de inscripción de nacimiento

Procede la cancelación de la inscripción de nacimiento del interesado en 
el Registro Civil de Córdoba por infracción de las reglas de competencia y 
no darse el supuesto contemplado en el artículo 18 del Código Civil.

En el expediente sobre cancelación de inscripción de nacimiento remitido 
a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por los 
promotores contra auto del Encargado del Registro Civil de Córdoba.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado el 18 de abril de 2008 en el Registro Civil 
de Córdoba, D. E. A. B. solicitó, en base al artículo 18 del Código Civil, la 
consolidación de la nacionalidad española con valor de simple presunción. 
La Juez Encargada del Registro Civil dictó auto el 13 de mayo de 2008 
acordando reconocer la nacionalidad española de origen por consolidación 
de D. E. A. B. y ordenando que se practique la correspondiente inscripción 
de nacimiento del expresado que declarará la nacionalidad española en el 
acto. 

2.- Contra el referido auto, el Ministerio Fiscal interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, recurso que fue 
resuelto mediante Resolución de fecha 19 de junio de 2009. La referida 
Resolución estimó el recurso interpuesto por dos motivos: incompetencia 
del Juez Encargado del Registro Civil de Córdoba para tramitar y resolver 
el expediente y para practicar la inscripción en el mencionado Registro 
Civil; y por infracción de las reglas que regulaban el fondo de la materia. 
Instando al Ministerio Fiscal para que promoviera la incoación de 
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expediente gubernativo con la finalidad de que se cancelara la inscripción 
de nacimiento del interesado practicada con la mención de su nacionalidad.

3.- En fecha 11 de diciembre de 2009 el Ministerio Fiscal promueve la 
incoación del expediente gubernativo encaminado a acordar que a D. E. 
A. B. no le corresponde la nacionalidad española por consolidación y 
acordar la cancelación de su inscripción de nacimiento. El 21 de enero de 
2010 la Encargada del Registro Civil dicta providencia dando por 
promovido el expediente y comunicando la incoación del expediente al 
interesado para que realizara las manifestaciones que considerase 
oportunas, no constando domicilio alguno donde practicar las notificaciones 
se notifica la resolución mediante edicto. En esta misma fecha la 
Encargada dicta Auto en el que se acuerda la anotación preventiva del 
escrito de promoción de expediente gubernativo en la inscripción de 
nacimiento de D. E. A. B.

4.- El 18 de junio de 2010 se personan en el expediente los letrados 
representantes de D. E. A. B. presentando la correspondiente copia 
autorizada de poder bastante, solicitando se entiendan con ellos los 
sucesivos trámites y se les confiera vista de las actuaciones.

5.- Mediante Auto de 21 de junio de 2010 la Encargada acuerda que a 
Don E. no le corresponde la nacionalidad española por consolidación y 
procede la cancelación de la inscripción de su nacimiento.

6.- Notificada la Resolución, la interesada presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y el Notariado el 28 de junio de 2010 
solicitando se revoque la resolución y se confirme la inscripción por 
consolidación de la nacionalidad española de origen.

7.- Notificado el Ministerio Fiscal, interesa la desestimación del recurso y 
el Encargado del Registro remite el expediente a la Dirección General de 
los Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 12, 17 y 18 del Código Civil; 26, 95 y 96 de la Ley 
del Registro Civil (LRC); 66, 94, 163, 164, 297, 335, 338 y 342 del 
Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; 
el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las Sentencias del Tribunal 
Supremo de 28 de octubre de 1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de 
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julio de 2008; las Instrucciones de este Centro Directivo de 28 de febrero 
de 2006 y de 28 de marzo de 2007, sobre competencia de los registros 
civiles municipales y demás reglas relativas a los expedientes de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción, y 
las Resoluciones, entre otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de 
diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 
de abril, 21-6ª de mayo, 22-1ª de mayo, 11-1ª de junio, 19-5ª de octubre 
y20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 17-5ª de septiembre de 2008.

II.- Se pretende por el promotor, que se deje sin efecto el auto que 
establece que a Don E. no le corresponde la nacionalidad española por 
consolidación y procede la cancelación de la inscripción de su nacimiento. 
El nacimiento fue inscrito en el Registro Civil y, posteriormente, se inició 
expediente para cancelar dicha anotación por incompetencia y por 
infracción de las reglas que regulaban el fondo de la materia, que finalizó 
con el auto objeto del recurso.

III.- El interesado, mediante escrito de fecha 18 de abril de 2008, solicitó 
ante el Registro Civil de Córdoba la consolidación de la nacionalidad 
española al haber nacido en 1983 en El A. y cumplir los requisitos 
establecidos. La Juez Encargada del Registro Civil de Córdoba dictó el 
auto antes citado declarando dicha nacionalidad de origen por 
consolidación. Este auto fue objeto de recurso. Según el artículo 18 del 
Código Civil la nacionalidad española puede consolidarse si se posee y 
utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito 
en el Registro Civil que después es anulado. La vía registral para 
comprobar esta consolidación es el expediente de declaración de la 
nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. art. 96-2º LRC 
y 338 RRC). Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual 
resulta competente en materia de expedientes el Juez Encargado del 
Registro Civil en que deba inscribirse la resolución pretendida (cfr. art. 342 
RRC), en relación con los específicos expedientes para declaraciones con 
valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de 
competencia lo es tanto para instruir como para resolver el expediente, 
conforme a lo previsto por el artículo 342 del RRC, en la redacción dada 
por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986.

IV.- Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al 
igual que ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha 
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infracción implica la nulidad de lo actuado, nulidad que puede ser 
declarada por la Dirección General de los Registros y del Notariado 
cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha 
nulidad se desprende de la aplicación de las normas de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil en materia de competencia territorial y de fuero 
personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 de enero), 
la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que 
contiene un llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio 
del interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro 
Civil de Córdoba dado que ninguna prueba o dato existe en las actuaciones 
de las que se desprenda este imprescindible requisito de procedibilidad. 
Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del 
Registro Civil en general y por el artículo 355 del RRC en particular, se 
encuentra definido en el artículo 40 CC., conforme al cual “el domicilio de 
las personas naturales es el de su residencia habitual”, esto es, el lugar en 
que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el 
futuro. La prueba de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el 
ámbito civil es libre, salvo que alguna norma especial exija una modalidad 
de prueba determinada o exima de pruebas complementarias acreditando 
el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el ámbito del 
Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone 
que “el domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal 
o información testifical”; b) el artículo 68 párrafo tercero del mismo 
Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la previsión del artículo 
16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los 
documentos nacionales de identidad oportunos o, en su defecto, por 
certificación del padrón municipal”.

En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de 
los singulares casos citados por la legislación del Registro Civil, por lo que 
revive la regla general en el ámbito civil de que la residencia habitual 
puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en derecho, 
correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los 
Tribunales la valoración libre de los datos que hayan sido aportados y 
circunstancias acreditadas; como por ejemplo, tener en el lugar 
establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes 
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policiales adversos, ausencia de visados o permisos de residencia – no 
de mera estancia - respecto de los extranjeros, etc. (vid. sentencias del 
Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de junio de 1952, 
entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio 
de los derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 CC.) puede 
fijarse arbitrariamente por los interesados dando lugar a supuestos de 
fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho de que la inscripción 
en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de 
tal declaración (cfr. art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). Por 
ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse 
incompetente para la actuación registral instada cuando llegue a la 
convicción de la inexactitud del contenido del padrón municipal respecto 
de la persona que promueve expediente registral ante el Registro Civil 
cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la 
citada inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es 
que, de la documentación obrante en el expediente no cabe colegir que 
concurran las notas de estabilidad y permanencia que cualifican el 
domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en 
el expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez 
Encargada para apreciar su competencia.

V.- La regla especial de competencia en materia de expediente sobre 
declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
comporta igualmente la necesidad de diferenciar entre la resolución del 
expediente y la anotación posterior de dicha resolución al margen de la 
inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean 
coincidentes ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada 
por el Encargado del Registro Civil del domicilio, una vez devenida firme, 
habrá de ser calificada por el Encargado del Registro Civil del lugar del 
nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente 
caso en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha 
practicado en base al mismo la inscripción de nacimiento del interesado, 
haciendo constar en el apartado de “observaciones” que “el inscrito goza 
de la nacionalidad española de origen”. 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia 
del Registro Civil de Córdoba para practicar la citada inscripción de 
nacimiento. En principio, conforme al artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos 
se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar en que acaecen, 
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o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el 
extranjero y tener el promotor su domicilio en España y después, por 
traslado, en el Consular correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría 
invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la competencia del Registro 
Civil de Córdoba, la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en 
su redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la 
cual “en las inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la 
adquisición de la nacionalidad española por ciudadanos cuyo lugar de 
nacimiento sea un país extranjero, los interesados podrán solicitar, en el 
momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la 
inscripción de nacimiento en el Registro Civil Municipal correspondiente al 
domicilio en el que se haya instruido el oportuno expediente registral”. Sin 
embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de 
manifiesto la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 
2006, la aplicación del trascrito apartado 4 del artículo 16 de la Ley queda 
condicionada a un doble requisito: por un lado, que la causa o título de la 
adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la 
causa de adquisición de la nacionalidad esté sometida a la exigencia legal 
del juramento o promesa de fidelidad al Rey y de obediencia a la 
Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a CC.), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del 
acta correspondiente el momento procesal oportuno para formular la 
solicitud de inscripción en el Registro Civil municipal. Requisito éste que 
no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso 
objeto del presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en 
Registro incompetente, incurriendo así en el defecto formal previsto en el 
número 1 del artículo 298 RRC.

VI.- Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de 
una declaración de nacionalidad española hecha en expediente por 
órgano registral incompetente (cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe 
dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose respetado las reglas de la 
competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la materia, 
esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del 
artículo 18 del Código Civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con 
la doctrina consolidada y reiteradísima de este Centro Directivo en relación 
con la cuestión planteada. Pues bien, en principio, y con referencia a los 
progenitores del interesado, los nacidos en el territorio del Sahara cuando 
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éste era posesión española no eran propiamente nacionales españoles, 
sino sólo súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad 
española, por más que de algunas disposiciones anteriores al abandono 
por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de 
noviembre de 1975, porque sólo así cobra sentido que a los naturales del 
Sahara se les concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a 
la nacionalidad española en el plazo de un año a contar desde la entrada 
en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 
noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo 
expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como potencia 
administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no autónomo 
del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos 
aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías al 
provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 
decidió que el actor había consolidado la nacionalidad española. Pero la 
doctrina de esta sentencia no es de aplicación al caso presente pues hay 
diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en la 
sentencia y el ahora planteado. La primera y fundamental es que la 
interesada nación después de la descolonización y después de la vigencia 
del Decreto 2258/1976, de ahí que no haya acreditado ninguno de los 
requisitos señalados en el artículo 18 CC para la consolidación de la 
nacionalidad pretendida, pues no existe título inscrito en el Registro Civil 
ni consta que en algún momento haya poseído y utilizado la nacionalidad 
española, teniendo además documentación marroquí. Las más recientes 
sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre de 2007 y 
de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto 
de apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores.

VII.- Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del 
camino adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple 
presunción y la inscripción practicada. Es desde esta perspectiva desde la 
que debe entenderse la petición del Ministerio Fiscal vertida en su escrito 
de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal 
declaración presuntiva habría de reflejarse registralmente mediante una 
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anotación marginal a la inscripción de nacimiento, anotación para la cual 
sólo sería competente el Registro Civil Central.

La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene 
como efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le 
declara, puesto que invierte la carga de la prueba, que corresponderá al 
que discuta la declaración y, en este sentido, en tanto no se destruya la 
presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en 
su Circular de 22 de Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva 
del estado civil de nacional español, en los casos de adquisición originaria 
basada en la principio del “ius sanguinis”, solo puede proporcionarla la 
sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que 
la legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para 
obtener la declaración de que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 
96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente gubernativo. El hecho de que, 
según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga valor de 
“simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al 
margen de la inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de 
minimizar la eficacia de tales declaraciones de nacionalidad, ya que en 
todo caso están investidas del valor propio de las presunciones “iuris 
tantum” que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba 
a los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba 
en contrario (cfr. art. 386 LEC), prueba en contrario que podrá estar 
integrada, como resulta “infra”, por otro expediente registral tramitado con 
tal finalidad. Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la 
nulidad de actuaciones, una vez que ha recaído resolución definitiva en el 
expediente registral, por la vía del artículo 240 nº 2 de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el ámbito del 
Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria 
(cfr. art. 16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de 
la legislación del Registro Civil permite alcanzar el resultado pretendido. 

Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC 
y 94 RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el 
Registro Civil y la realidad extrarregistral. En desarrollo de este principio 
se ha indicado repetidamente por la doctrina de este Centro Directivo que, 
mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en el 
ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo 
que es posible reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso 
ha de ser posible que, de oficio o por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de 
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cualquier interesado o autoridad con competencias conexas con la 
materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie 
de nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los 
interesados les corresponde o no les corresponde la nacionalidad 
española. 

VIII.- La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser 
negativa, ha de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la 
anotación preventiva practicada. No es obstáculo para ello que, con 
arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo las excepciones 
previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las 
“anotaciones”, en congruencia con su menor eficacia y su valor meramente 
informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un principio distinto. En 
efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan 
ser rectificadas y canceladas en virtud de expediente gubernativo en que 
se acredite la inexactitud, en todo caso con notificación formal a los 
interesados o sus representantes legales como exige imperativamente el 
párrafo primero del artículo 349 RRC. Tampoco puede erigirse en 
obstáculo para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de 
que, irregularmente, en el caso a que se refiere el presente recurso la 
declaración de la nacionalidad española se haya reflejado tabularmente 
por medio de su constancia en el apartado de “observaciones” de la 
inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente asiento de 
anotación marginal (cfr. art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de 
asiento correspondiente a la naturaleza del acto jurídico consignado, a la 
misma se han de ajustar los mecanismos registrales previstos legalmente 
para su corrección. Por tanto, la inscripción de nacimiento del interesado 
en el Registro Civil de Córdoba supuso la extensión de un asiento sobre 
un hecho, -el nacimiento- acaecido en el extranjero y que no afectaba a un 
ciudadano español, de modo que el mismo no debió practicarse en su 
momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la 
infracción a las citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto 
contemplado en el artículo 18 del Código Civil en el que el interesado 
había basado su petición. Por lo cual, procede la cancelación realizada 
objeto del presente recurso.
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Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 17 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Córdoba.

 Resolución de 17 de Julio de 2014 (19ª)
VII.2.1  Cancelación de inscripción de nacimiento

Procede la cancelación de la inscripción de nacimiento del interesado en 
el Registro Civil de Córdoba por infracción de las reglas de competencia y 
no darse el supuesto contemplado en el artículo 18 del Código Civil.

En el expediente sobre cancelación de inscripción de nacimiento remitido 
a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por los 
promotores contra auto del Encargado del Registro Civil de Córdoba.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado el 22 de abril de 2008 en el Registro Civil 
de Córdoba, D. Z. M. B. solicitó, en base al artículo 18 del Código Civil, la 
consolidación de la nacionalidad española con valor de simple presunción. 
La Juez Encargada del Registro Civil dictó auto el 14 de mayo de 2008 
acordando reconocer la nacionalidad española de origen por consolidación 
de D. Z. M. B. y ordenando que se practique la correspondiente inscripción 
de nacimiento del expresado que declarará la nacionalidad española en el 
acto. 

2.- Contra el referido auto, el Ministerio Fiscal interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, recurso que fue 
resuelto mediante Resolución de fecha 21 de mayo de 2009. La referida 
Resolución estimó el recurso interpuesto por dos motivos: incompetencia 
del Juez Encargado del Registro Civil de Córdoba para tramitar y resolver 
el expediente y para practicar la inscripción en el mencionado Registro 
Civil; y por infracción de las reglas que regulaban el fondo de la materia. 
Instando al Ministerio Fiscal para que promoviera la incoación de 
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expediente gubernativo con la finalidad de que se cancelara la inscripción 
de nacimiento del interesado practicada con la mención de su nacionalidad.

3.- En fecha 14 de septiembre de 2009 el Ministerio Fiscal promueve la 
incoación del expediente gubernativo encaminado a acordar que a D. Z. 
M. B. no le corresponde la nacionalidad española por consolidación y 
acordar la cancelación de su inscripción de nacimiento. El 28 de enero de 
2010 la Encargada del Registro Civil dicta providencia dando por 
promovido el expediente y comunicando la incoación del expediente al 
interesado para que realizara las manifestaciones que considerase 
oportunas, no constando domicilio alguno donde practicar las notificaciones 
se notifica la resolución mediante edicto. En esta misma fecha la 
Encargada dicta Auto en el que se acuerda la anotación preventiva del 
escrito de promoción de expediente gubernativo en la inscripción de 
nacimiento de D. Z. M. B.

4.- El 2 de junio de 2010 se recibe la solicitud de traslado de inscripción de 
nacimiento desde el Registro Civil de Córdoba al Registro Civil de Bermeo. 
Mediante Auto de 2 de junio de 2010 la Encargada acuerda que a D. Z. M. 
B. no le corresponde la nacionalidad española por consolidación y procede 
la cancelación de la inscripción de su nacimiento.

5.- El 9 de junio de 2010 se personan en el expediente los letrados 
representantes de D. Z. M. B. presentando la correspondiente copia 
autorizada de poder bastante, solicitando se entiendan con ellos los 
sucesivos trámites y se les confiera vista de las actuaciones.

6.- Notificada la Resolución, el interesado presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y el Notariado el 28 de junio de 2010 
solicitando se revoque la resolución y se confirme la inscripción por 
consolidación de la nacionalidad española de origen.

7.- Notificado el Ministerio Fiscal, interesa la desestimación del recurso y 
el Encargado del Registro remite el expediente a la Dirección General de 
los Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 12, 17 y 18 del Código Civil; 26, 95 y 96 de la Ley 
del Registro Civil (LRC); 66, 94, 163, 164, 297, 335, 338 y 342 del 
Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; 
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el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las Sentencias del Tribunal 
Supremo de 28 de octubre de 1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de 
julio de 2008; las Instrucciones de este Centro Directivo de 28 de febrero 
de 2006 y de 28 de marzo de 2007, sobre competencia de los registros 
civiles municipales y demás reglas relativas a los expedientes de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción, y 
las Resoluciones, entre otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de 
diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 
de abril, 21-6ª de mayo, 22-1ª de mayo, 11-1ª de junio, 19-5ª de octubre 
y20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 17-5ª de septiembre de 2008.

II.- Se pretende por el promotor, que se deje sin efecto el auto que 
establece que a D. Z. M. B. no le corresponde la nacionalidad española 
por consolidación y procede la cancelación de la inscripción de su 
nacimiento. El nacimiento fue inscrito en el Registro Civil y, posteriormente, 
se inició expediente para cancelar dicha anotación por incompetencia y 
por infracción de las reglas que regulaban el fondo de la materia, que 
finalizó con el auto objeto del recurso.

III.- El interesado, mediante escrito de fecha 22 de abril de 2008, solicitó 
ante el Registro Civil de Córdoba la consolidación de la nacionalidad 
española al haber nacido en 1952 en A. y cumplir los requisitos 
establecidos. La Juez Encargada del Registro Civil de Córdoba dictó el 
auto antes citado declarando dicha nacionalidad de origen por 
consolidación. Este auto fue objeto de recurso. Según el artículo 18 del 
Código Civil la nacionalidad española puede consolidarse si se posee y 
utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito 
en el Registro Civil que después es anulado. La vía registral para 
comprobar esta consolidación es el expediente de declaración de la 
nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. art. 96-2º LRC 
y 338 RRC). Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual 
resulta competente en materia de expedientes el Juez Encargado del 
Registro Civil en que deba inscribirse la resolución pretendida (cfr. art. 342 
RRC), en relación con los específicos expedientes para declaraciones con 
valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de 
competencia lo es tanto para instruir como para resolver el expediente, 
conforme a lo previsto por el artículo 342 del RRC, en la redacción dada 
por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986.
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IV.- Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al 
igual que ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha 
infracción implica la nulidad de lo actuado, nulidad que puede ser 
declarada por la Dirección General de los Registros y del Notariado 
cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha 
nulidad se desprende de la aplicación de las normas de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil en materia de competencia territorial y de fuero 
personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 de enero), 
la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que 
contiene un llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio 
del interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro 
Civil de Córdoba dado que ninguna prueba o dato existe en las actuaciones 
de las que se desprenda este imprescindible requisito de procedibilidad. 
Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del 
Registro Civil en general y por el artículo 355 del RRC en particular, se 
encuentra definido en el artículo 40 CC., conforme al cual “el domicilio de 
las personas naturales es el de su residencia habitual”, esto es, el lugar en 
que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el 
futuro. La prueba de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el 
ámbito civil es libre, salvo que alguna norma especial exija una modalidad 
de prueba determinada o exima de pruebas complementarias acreditando 
el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el ámbito del 
Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone 
que “el domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal 
o información testifical”; b) el artículo 68 párrafo tercero del mismo 
Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la previsión del artículo 
16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los 
documentos nacionales de identidad oportunos o, en su defecto, por 
certificación del padrón municipal”.

En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de 
los singulares casos citados por la legislación del Registro Civil, por lo que 
revive la regla general en el ámbito civil de que la residencia habitual 
puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en derecho, 
correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los 
Tribunales la valoración libre de los datos que hayan sido aportados y 
circunstancias acreditadas; como por ejemplo, tener en el lugar 
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establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes 
policiales adversos, ausencia de visados o permisos de residencia – no 
de mera estancia - respecto de los extranjeros, etc. (vid. sentencias del 
Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de junio de 1952, 
entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio 
de los derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 CC.) puede 
fijarse arbitrariamente por los interesados dando lugar a supuestos de 
fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho de que la inscripción 
en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de 
tal declaración (cfr. art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). Por 
ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse 
incompetente para la actuación registral instada cuando llegue a la 
convicción de la inexactitud del contenido del padrón municipal respecto 
de la persona que promueve expediente registral ante el Registro Civil 
cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la 
citada inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es 
que, de la documentación obrante en el expediente no cabe colegir que 
concurran las notas de estabilidad y permanencia que cualifican el 
domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en 
el expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez 
Encargada para apreciar su competencia.

V.- La regla especial de competencia en materia de expediente sobre 
declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
comporta igualmente la necesidad de diferenciar entre la resolución del 
expediente y la anotación posterior de dicha resolución al margen de la 
inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean 
coincidentes ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada 
por el Encargado del Registro Civil del domicilio, una vez devenida firme, 
habrá de ser calificada por el Encargado del Registro Civil del lugar del 
nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente 
caso en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha 
practicado en base al mismo la inscripción de nacimiento del interesado, 
haciendo constar en el apartado de “observaciones” que “el inscrito goza 
de la nacionalidad española de origen”. 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia 
del Registro Civil de Córdoba para practicar la citada inscripción de 
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nacimiento. En principio, conforme al artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos 
se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar en que acaecen, 
o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el 
extranjero y tener el promotor su domicilio en España y después, por 
traslado, en el Consular correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría 
invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la competencia del Registro 
Civil de Córdoba, la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en 
su redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la 
cual “en las inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la 
adquisición de la nacionalidad española por ciudadanos cuyo lugar de 
nacimiento sea un país extranjero, los interesados podrán solicitar, en el 
momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la 
inscripción de nacimiento en el Registro Civil Municipal correspondiente al 
domicilio en el que se haya instruido el oportuno expediente registral”. Sin 
embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de 
manifiesto la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 
2006, la aplicación del trascrito apartado 4 del artículo 16 de la Ley queda 
condicionada a un doble requisito: por un lado, que la causa o título de la 
adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la 
causa de adquisición de la nacionalidad esté sometida a la exigencia legal 
del juramento o promesa de fidelidad al Rey y de obediencia a la 
Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a CC.), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del 
acta correspondiente el momento procesal oportuno para formular la 
solicitud de inscripción en el Registro Civil municipal. Requisito éste que 
no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso 
objeto del presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en 
Registro incompetente, incurriendo así en el defecto formal previsto en el 
número 1 del artículo 298 RRC.

VI.- Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de 
una declaración de nacionalidad española hecha en expediente por 
órgano registral incompetente (cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe 
dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose respetado las reglas de la 
competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la materia, 
esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del 
artículo 18 del Código Civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con 
la doctrina consolidada y reiteradísima de este Centro Directivo en relación 
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con la cuestión planteada. Pues bien, en principio, y con referencia a los 
progenitores del interesado, los nacidos en el territorio del Sahara cuando 
éste era posesión española no eran propiamente nacionales españoles, 
sino sólo súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad 
española, por más que de algunas disposiciones anteriores al abandono 
por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de 
noviembre de 1975, porque sólo así cobra sentido que a los naturales del 
Sahara se les concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a 
la nacionalidad española en el plazo de un año a contar desde la entrada 
en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 
noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo 
expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como potencia 
administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no autónomo 
del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos 
aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías al 
provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 
decidió que el actor había consolidado la nacionalidad española. Pero la 
doctrina de esta sentencia no es de aplicación al caso presente pues hay 
diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en la 
sentencia y el ahora planteado. En el caso presente el interesado no ha 
acreditado que cuando estuvo en vigor el citado Decreto 2258/1976, 
estuviese imposibilitado de facto para optar a la nacionalidad española 
por haber permanecido en los territorios ocupados. Aparte de esto no 
consta la existencia de título inscrito ni está probada la posesión de la 
nacionalidad española en los términos y duración que establece el artículo 
18 CC. Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 
20 de noviembre de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a los 
saharauis recurrentes el estatuto de apátridas no hace sino reforzar las 
conclusiones anteriores. De otro lado, la documentación que se aporta 
para acreditar la filiación paterna (certificado de paternidad), expedida por 
autoridades de la denominada República Árabe Saharaui Democrática, 
no ofrece garantías análogas a las exigidas para la inscripción por la ley 
española (cfr. Art. 23 LRC y 85 RRC). Al respecto ha de tenerse en cuenta 
que las competencias de calificación del Encargado del Registro Civil 
respecto de la certificación extranjera se extienden al examen de la 
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competencia y autoridad que la expide, la cual ha de actuar en el ejercicio 
de cargo que le habilite para tal expedición con base legal suficiente para 
ello, base, que en este caso no existe al no estar establecidos los órganos 
del Registro Civil en virtud de disposiciones normativas integrantes de un 
ordenamiento jurídico estatal internacionalmente reconocido.

VII.- Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del 
camino adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple 
presunción y la inscripción practicada. Es desde esta perspectiva desde la 
que debe entenderse la petición del Ministerio Fiscal vertida en su escrito 
de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal 
declaración presuntiva habría de reflejarse registralmente mediante una 
anotación marginal a la inscripción de nacimiento, anotación para la cual 
sólo sería competente el Registro Civil Central.

La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene 
como efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le 
declara, puesto que invierte la carga de la prueba, que corresponderá al 
que discuta la declaración y, en este sentido, en tanto no se destruya la 
presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en 
su Circular de 22 de Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva 
del estado civil de nacional español, en los casos de adquisición originaria 
basada en la principio del “ius sanguinis”, solo puede proporcionarla la 
sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que 
la legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para 
obtener la declaración de que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 
96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente gubernativo. El hecho de que, 
según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga valor de 
“simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al 
margen de la inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de 
minimizar la eficacia de tales declaraciones de nacionalidad, ya que en 
todo caso están investidas del valor propio de las presunciones “iuris 
tantum” que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba 
a los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba 
en contrario (cfr. art. 386 LEC), prueba en contrario que podrá estar 
integrada, como resulta “infra”, por otro expediente registral tramitado con 
tal finalidad. Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la 
nulidad de actuaciones, una vez que ha recaído resolución definitiva en el 
expediente registral, por la vía del artículo 240 nº 2 de la Ley Orgánica del 
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Poder Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el ámbito del 
Registro Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria 
(cfr. art. 16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de 
la legislación del Registro Civil permite alcanzar el resultado pretendido. 

Es un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC 
y 94 RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el 
Registro Civil y la realidad extrarregistral. En desarrollo de este principio 
se ha indicado repetidamente por la doctrina de este Centro Directivo que, 
mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en el 
ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo 
que es posible reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso 
ha de ser posible que, de oficio o por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de 
cualquier interesado o autoridad con competencias conexas con la 
materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie 
de nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los 
interesados les corresponde o no les corresponde la nacionalidad 
española. 

VIII.- La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser 
negativa, ha de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la 
anotación preventiva practicada. No es obstáculo para ello que, con 
arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo las excepciones 
previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las 
“anotaciones”, en congruencia con su menor eficacia y su valor meramente 
informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un principio distinto. En 
efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan 
ser rectificadas y canceladas en virtud de expediente gubernativo en que 
se acredite la inexactitud, en todo caso con notificación formal a los 
interesados o sus representantes legales como exige imperativamente el 
párrafo primero del artículo 349 RRC. Tampoco puede erigirse en 
obstáculo para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de 
que, irregularmente, en el caso a que se refiere el presente recurso la 
declaración de la nacionalidad española se haya reflejado tabularmente 
por medio de su constancia en el apartado de “observaciones” de la 
inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente asiento de 
anotación marginal (cfr. art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de 
asiento correspondiente a la naturaleza del acto jurídico consignado, a la 
misma se han de ajustar los mecanismos registrales previstos legalmente 
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para su corrección. Por tanto, la inscripción de nacimiento del interesado 
en el Registro Civil de Córdoba supuso la extensión de un asiento sobre 
un hecho, -el nacimiento- acaecido en el extranjero y que no afectaba a un 
ciudadano español, de modo que el mismo no debió practicarse en su 
momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la 
infracción a las citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto 
contemplado en el artículo 18 del Código Civil en el que el interesado 
había basado su petición. Por lo cual, procede la cancelación realizada 
objeto del presente recurso.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 17 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Córdoba.

Resolución de 17 de Julio de 2014 (20ª)
VII.2.1  Cancelación de inscripción de nacimiento

Procede la cancelación de la inscripción de nacimiento del interesado en 
el Registro Civil de Córdoba por infracción de las reglas de competencia y 
no darse el supuesto contemplado en el artículo 18 del Código Civil.

En el expediente sobre cancelación de inscripción de nacimiento remitido 
a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por los 
promotores contra auto del Encargado del Registro Civil de Córdoba.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado el 22 de abril de 2008 en el Registro Civil 
de Córdoba, D. H. S. A. solicitó, en base al artículo 18 del Código Civil, la 
consolidación de la nacionalidad española con valor de simple presunción. 
La Juez Encargada del Registro Civil dictó auto el 15 de mayo de 2008 
acordando reconocer la nacionalidad española de origen por consolidación 
de D. H. S. A. y ordenando que se practique la correspondiente inscripción 
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de nacimiento del expresado que declarará la nacionalidad española en el 
acto. 

2.- Contra el referido auto, el Ministerio Fiscal interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, recurso que fue 
resuelto mediante Resolución de fecha 24 de abril de 2009. La referida 
Resolución estimó el recurso interpuesto por dos motivos: incompetencia 
del Juez Encargado del Registro Civil de Córdoba para tramitar y resolver 
el expediente y para practicar la inscripción en el mencionado Registro 
Civil; y por infracción de las reglas que regulaban el fondo de la materia. 
Instando al Ministerio Fiscal para que promoviera la incoación de 
expediente gubernativo con la finalidad de que se cancelara la inscripción 
de nacimiento del interesado practicada con la mención de su nacionalidad.

3.- En fecha 14 de septiembre de 2009 el Ministerio Fiscal promueve la 
incoación del expediente gubernativo encaminado a acordar que a D. H. 
S. A. no le corresponde la nacionalidad española por consolidación y 
acordar la cancelación de su inscripción de nacimiento. El 19 de noviembre 
de 2009 la Encargada del Registro Civil dicta providencia dando por 
promovido el expediente y comunicando la incoación del expediente al 
interesado para que realizara las manifestaciones que considerase 
oportunas, no constando domicilio alguno donde practicar las notificaciones 
se notifica la resolución mediante edicto. En esta misma fecha la 
Encargada dicta Auto en el que se acuerda la anotación preventiva del 
escrito de promoción de expediente gubernativo en la inscripción de 
nacimiento de D. H. S. A.

4.- El 19 de mayo de 2010 se personan en el expediente los letrados 
representantes de D. H. S. A. presentando la correspondiente copia 
autorizada de poder bastante, solicitando se entiendan con ellos los 
sucesivos trámites y se les confiera vista de las actuaciones.

5.- Mediante Auto de 20 de mayo de 2010 la Encargada acuerda que a D. 
H. S. A. no le corresponde la nacionalidad española por consolidación y 
procede la cancelación de la inscripción de su nacimiento.

6.- Notificada la Resolución, la interesada presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y el Notariado el 9 de junio de 2010 
solicitando se revoque la resolución y se confirme la inscripción por 
consolidación de la nacionalidad española de origen.
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7.- Notificado el Ministerio Fiscal, interesa la desestimación del recurso y 
el Encargado del Registro remite el expediente a la Dirección General de 
los Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 12, 17 y 18 del Código Civil; 26, 95 y 96 de la Ley 
del Registro Civil (LRC); 66, 94, 163, 164, 297, 335, 338 y 342 del 
Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; 
el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las Sentencias del Tribunal 
Supremo de 28 de octubre de 1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de 
julio de 2008; las Instrucciones de este Centro Directivo de 28 de febrero 
de 2006 y de 28 de marzo de 2007, sobre competencia de los registros 
civiles municipales y demás reglas relativas a los expedientes de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción, y 
las Resoluciones, entre otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de 
diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 
de abril, 21-6ª de mayo, 22-1ª de mayo, 11-1ª de junio, 19-5ª de octubre 
y20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 17-5ª de septiembre de 2008.

II.- Se pretende por el promotor, que se deje sin efecto el auto que 
establece que a Don H. no le corresponde la nacionalidad española por 
consolidación y procede la cancelación de la inscripción de su nacimiento. 
El nacimiento fue inscrito en el Registro Civil y, posteriormente, se inició 
expediente para cancelar dicha anotación por incompetencia y por 
infracción de las reglas que regulaban el fondo de la materia, que finalizó 
con el auto objeto del recurso.

III.- El interesado, mediante escrito de fecha 22 de abril de 2008, solicitó 
ante el Registro Civil de Córdoba la consolidación de la nacionalidad 
española al haber nacido en 1974 en El A. y cumplir los requisitos 
establecidos. La Juez Encargada del Registro Civil de Córdoba dictó el 
auto antes citado declarando dicha nacionalidad de origen por 
consolidación. Este auto fue objeto de recurso. Según el artículo 18 del 
Código Civil la nacionalidad española puede consolidarse si se posee y 
utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito 
en el Registro Civil que después es anulado. La vía registral para 
comprobar esta consolidación es el expediente de declaración de la 
nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. art. 96-2º LRC 
y 338 RRC). Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual 
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resulta competente en materia de expedientes el Juez Encargado del 
Registro Civil en que deba inscribirse la resolución pretendida (cfr. art. 342 
RRC), en relación con los específicos expedientes para declaraciones con 
valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de 
competencia lo es tanto para instruir como para resolver el expediente, 
conforme a lo previsto por el artículo 342 del RRC, en la redacción dada 
por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986.

IV.- Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al 
igual que ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha 
infracción implica la nulidad de lo actuado, nulidad que puede ser 
declarada por la Dirección General de los Registros y del Notariado 
cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha 
nulidad se desprende de la aplicación de las normas de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil en materia de competencia territorial y de fuero 
personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 de enero), 
la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que 
contiene un llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio 
del interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro 
Civil de Córdoba dado que ninguna prueba o dato existe en las actuaciones 
de las que se desprenda este imprescindible requisito de procedibilidad. 
Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del 
Registro Civil en general y por el artículo 355 del RRC en particular, se 
encuentra definido en el artículo 40 CC., conforme al cual “el domicilio de 
las personas naturales es el de su residencia habitual”, esto es, el lugar en 
que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el 
futuro. La prueba de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el 
ámbito civil es libre, salvo que alguna norma especial exija una modalidad 
de prueba determinada o exima de pruebas complementarias acreditando 
el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el ámbito del 
Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone 
que “el domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal 
o información testifical”; b) el artículo 68 párrafo tercero del mismo 
Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la previsión del artículo 
16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los 
documentos nacionales de identidad oportunos o, en su defecto, por 
certificación del padrón municipal”.
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En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de 
los singulares casos citados por la legislación del Registro Civil, por lo que 
revive la regla general en el ámbito civil de que la residencia habitual 
puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en derecho, 
correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los 
Tribunales la valoración libre de los datos que hayan sido aportados y 
circunstancias acreditadas; como por ejemplo, tener en el lugar 
establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes 
policiales adversos, ausencia de visados o permisos de residencia – no 
de mera estancia - respecto de los extranjeros, etc. (vid. sentencias del 
Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de junio de 1952, 
entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio 
de los derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 CC.) puede 
fijarse arbitrariamente por los interesados dando lugar a supuestos de 
fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho de que la inscripción 
en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de 
tal declaración (cfr. art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). Por 
ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse 
incompetente para la actuación registral instada cuando llegue a la 
convicción de la inexactitud del contenido del padrón municipal respecto 
de la persona que promueve expediente registral ante el Registro Civil 
cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la 
citada inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es 
que, de la documentación obrante en el expediente no cabe colegir que 
concurran las notas de estabilidad y permanencia que cualifican el 
domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en 
el expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez 
Encargada para apreciar su competencia.

V.- La regla especial de competencia en materia de expediente sobre 
declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
comporta igualmente la necesidad de diferenciar entre la resolución del 
expediente y la anotación posterior de dicha resolución al margen de la 
inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean 
coincidentes ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada 
por el Encargado del Registro Civil del domicilio, una vez devenida firme, 
habrá de ser calificada por el Encargado del Registro Civil del lugar del 
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nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente 
caso en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha 
practicado en base al mismo la inscripción de nacimiento del interesado, 
haciendo constar en el apartado de “observaciones” que “el inscrito goza 
de la nacionalidad española de origen”. 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia 
del Registro Civil de Córdoba para practicar la citada inscripción de 
nacimiento. En principio, conforme al artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos 
se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar en que acaecen, 
o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el 
extranjero y tener el promotor su domicilio en España y después, por 
traslado, en el Consular correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría 
invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la competencia del Registro 
Civil de Córdoba, la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en 
su redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la 
cual “en las inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la 
adquisición de la nacionalidad española por ciudadanos cuyo lugar de 
nacimiento sea un país extranjero, los interesados podrán solicitar, en el 
momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la 
inscripción de nacimiento en el Registro Civil Municipal correspondiente al 
domicilio en el que se haya instruido el oportuno expediente registral”. Sin 
embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de 
manifiesto la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 
2006, la aplicación del trascrito apartado 4 del artículo 16 de la Ley queda 
condicionada a un doble requisito: por un lado, que la causa o título de la 
adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la 
causa de adquisición de la nacionalidad esté sometida a la exigencia legal 
del juramento o promesa de fidelidad al Rey y de obediencia a la 
Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a CC.), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del 
acta correspondiente el momento procesal oportuno para formular la 
solicitud de inscripción en el Registro Civil municipal. Requisito éste que 
no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso 
objeto del presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en 
Registro incompetente, incurriendo así en el defecto formal previsto en el 
número 1 del artículo 298 RRC.
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VI.- Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de 
una declaración de nacionalidad española hecha en expediente por 
órgano registral incompetente (cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe 
dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose respetado las reglas de la 
competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la materia, 
esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del 
artículo 18 del Código Civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con 
la doctrina consolidada y reiteradísima de este Centro Directivo en relación 
con la cuestión planteada. Pues bien, en principio, y con referencia a los 
progenitores del interesado, los nacidos en el territorio del Sahara cuando 
éste era posesión española no eran propiamente nacionales españoles, 
sino sólo súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad 
española, por más que de algunas disposiciones anteriores al abandono 
por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de 
noviembre de 1975, porque sólo así cobra sentido que a los naturales del 
Sahara se les concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a 
la nacionalidad española en el plazo de un año a contar desde la entrada 
en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 
noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo 
expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como potencia 
administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no autónomo 
del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos 
aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías al 
provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 
decidió que el actor había consolidado la nacionalidad española. Pero la 
doctrina de esta sentencia no es de aplicación al caso presente pues hay 
diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en la 
sentencia y el ahora planteado. En el caso presente el interesado no ha 
acreditado que cuando estuvo en vigor el citado Decreto 2258/1976, sus 
representantes legales – dada su minoría de edad – estuviesen 
imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad española por haber 
permanecido en los territorios ocupados. Aparte de esto no está acreditada 
la posesión y utilización de la nacionalidad española en los términos y 
duración que establece el artículo 18 CC., encontrándose el promotor en 
posesión de documentación marroquí. Las más recientes sentencias del 
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Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre de 2007 y de 18 de julio 
de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de apátridas 
no hace sino reforzar las conclusiones anteriores.

VII.- Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del 
camino adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple 
presunción y la inscripción practicada. Es desde esta perspectiva desde la 
que debe entenderse la petición del Ministerio Fiscal vertida en su escrito 
de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal 
declaración presuntiva habría de reflejarse registralmente mediante una 
anotación marginal a la inscripción de nacimiento, anotación para la cual 
sólo sería competente el Registro Civil Central.

La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene 
como efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le 
declara, puesto que invierte la carga de la prueba, que corresponderá al 
que discuta la declaración y, en este sentido, en tanto no se destruya la 
presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en 
su Circular de 22 de Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva 
del estado civil de nacional español, en los casos de adquisición originaria 
basada en la principio del “ius sanguinis”, solo puede proporcionarla la 
sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que 
la legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para 
obtener la declaración de que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 
96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente gubernativo. El hecho de que, 
según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga valor de 
“simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al 
margen de la inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de 
minimizar la eficacia de tales declaraciones de nacionalidad, ya que en 
todo caso están investidas del valor propio de las presunciones “iuris 
tantum” que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba 
a los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba 
en contrario (cfr. art. 386 LEC), prueba en contrario que podrá estar 
integrada, como resulta “infra”, por otro expediente registral tramitado con 
tal finalidad.

Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de 
actuaciones, una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente 
registral, por la vía del artículo 240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder 
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Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el ámbito del Registro 
Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la 
legislación del Registro Civil permite alcanzar el resultado pretendido. Es 
un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 
94 RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el 
Registro Civil y la realidad extrarregistral. En desarrollo de este principio 
se ha indicado repetidamente por la doctrina de este Centro Directivo que, 
mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en el 
ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo 
que es posible reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso 
ha de ser posible que, de oficio o por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de 
cualquier interesado o autoridad con competencias conexas con la 
materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie 
de nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los 
interesados les corresponde o no les corresponde la nacionalidad 
española. 

VIII.- La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser 
negativa, ha de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la 
anotación preventiva practicada. No es obstáculo para ello que, con 
arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo las excepciones 
previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las 
“anotaciones”, en congruencia con su menor eficacia y su valor meramente 
informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un principio distinto. En 
efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan 
ser rectificadas y canceladas en virtud de expediente gubernativo en que 
se acredite la inexactitud, en todo caso con notificación formal a los 
interesados o sus representantes legales como exige imperativamente el 
párrafo primero del artículo 349 RRC. Tampoco puede erigirse en 
obstáculo para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de 
que, irregularmente, en el caso a que se refiere el presente recurso la 
declaración de la nacionalidad española se haya reflejado tabularmente 
por medio de su constancia en el apartado de “observaciones” de la 
inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente asiento de 
anotación marginal (cfr. art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de 
asiento correspondiente a la naturaleza del acto jurídico consignado, a la 
misma se han de ajustar los mecanismos registrales previstos legalmente 
para su corrección. Por tanto, la inscripción de nacimiento del interesado 
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en el Registro Civil de Córdoba supuso la extensión de un asiento sobre 
un hecho, -el nacimiento- acaecido en el extranjero y que no afectaba a un 
ciudadano español, de modo que el mismo no debió practicarse en su 
momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la 
infracción a las citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto 
contemplado en el artículo 18 del Código Civil en el que el interesado 
había basado su petición. Por lo cual, procede la cancelación realizada 
objeto del presente recurso.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 17 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Córdoba.

Resolución de 17 de Julio de 2014 (21ª)
VII.2.1  Cancelación de inscripción de nacimiento

Procede la cancelación de la inscripción de nacimiento del interesado en 
el Registro Civil de Córdoba por infracción de las reglas de competencia y 
no darse el supuesto contemplado en el artículo 18 del Código Civil.

En el expediente sobre cancelación de inscripción de nacimiento remitido 
a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por los 
promotores contra auto del Encargado del Registro Civil de Córdoba.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado el 18 de abril de 2008 en el Registro Civil 
de Córdoba, Doña H. C. A. solicitó, en base al artículo 18 del Código Civil, 
la consolidación de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. La Juez Encargada del Registro Civil dictó auto el 13 de mayo 
de 2008 acordando reconocer la nacionalidad española de origen por 
consolidación de Doña H. C. A. y ordenando que se practique la 
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correspondiente inscripción de nacimiento del expresado que declarará la 
nacionalidad española en el acto. 

2.- Contra el referido auto, el Ministerio Fiscal interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, recurso que fue 
resuelto mediante Resolución de fecha 23 de junio de 2009. La referida 
Resolución estimó el recurso interpuesto por dos motivos: incompetencia 
del Juez Encargado del Registro Civil de Córdoba para tramitar y resolver 
el expediente y para practicar la inscripción en el mencionado Registro 
Civil; y por infracción de las reglas que regulaban el fondo de la materia. 
Instando al Ministerio Fiscal para que promoviera la incoación de 
expediente gubernativo con la finalidad de que se cancelara la inscripción 
de nacimiento del interesado practicada con la mención de su nacionalidad.

3.- En fecha 11 de diciembre de 2009 el Ministerio Fiscal promueve la 
incoación del expediente gubernativo encaminado a acordar que a Doña 
H. C. A. no le corresponde la nacionalidad española por consolidación y 
acordar la cancelación de su inscripción de nacimiento. El 20 de enero de 
2010 la Encargada del Registro Civil dicta providencia dando por 
promovido el expediente y comunicando la incoación del expediente al 
interesado para que realizara las manifestaciones que considerase 
oportunas, no constando domicilio alguno donde practicar las notificaciones 
se notifica la resolución mediante edicto. En esta misma fecha el 
Encargado dicta Auto en el que se acuerda la anotación preventiva del 
escrito de promoción de expediente gubernativo en la inscripción de 
nacimiento de Doña H. C. A.

4.- El 10 de mayo de 2010 se personan en el expediente los letrados 
representantes de Doña H. C. A. presentando la correspondiente copia 
autorizada de poder bastante, solicitando se entiendan con ellos los 
sucesivos trámites y se les confiera vista de las actuaciones.

5.- Mediante Auto de 13 de mayo de 2010 la Encargada acuerda que a 
Doña H. C. A. no le corresponde la nacionalidad española por consolidación 
y procede la cancelación de la inscripción de su nacimiento.

6.- Notificada la Resolución, la interesada presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y el Notariado el 27 de mayo de 2010 
solicitando se revoque la resolución y se confirme la inscripción por 
consolidación de la nacionalidad española de origen.
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7.- Notificado el Ministerio Fiscal, interesa la desestimación del recurso y 
el Encargado del Registro remite el expediente a la Dirección General de 
los Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 12, 17 y 18 del Código Civil; 26, 95 y 96 de la Ley 
del Registro Civil (LRC); 66, 94, 163, 164, 297, 335, 338 y 342 del 
Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; 
el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las Sentencias del Tribunal 
Supremo de 28 de octubre de 1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de 
julio de 2008; las Instrucciones de este Centro Directivo de 28 de febrero 
de 2006 y de 28 de marzo de 2007, sobre competencia de los registros 
civiles municipales y demás reglas relativas a los expedientes de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción, y 
las Resoluciones, entre otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de 
diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 
de abril, 21-6ª de mayo, 22-1ª de mayo, 11-1ª de junio, 19-5ª de octubre 
y20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 17-5ª de septiembre de 2008.

II.- Se pretende por el promotor, que se deje sin efecto el auto que 
establece que a Doña H. no le corresponde la nacionalidad española por 
consolidación y procede la cancelación de la inscripción de su nacimiento. 
El nacimiento fue inscrito en el Registro Civil y, posteriormente, se inició 
expediente para cancelar dicha anotación por incompetencia y por 
infracción de las reglas que regulaban el fondo de la materia, que finalizó 
con el auto objeto del recurso.

III.- El interesado, mediante escrito de fecha 18 de abril de 2008, solicitó 
ante el Registro Civil de Córdoba la consolidación de la nacionalidad 
española al haber nacido en 1979 en T. y cumplir los requisitos 
establecidos. La Juez Encargada del Registro Civil de Córdoba dictó el 
auto antes citado declarando dicha nacionalidad de origen por 
consolidación. Este auto fue objeto de recurso. Según el artículo 18 del 
Código Civil la nacionalidad española puede consolidarse si se posee y 
utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito 
en el Registro Civil que después es anulado. La vía registral para 
comprobar esta consolidación es el expediente de declaración de la 
nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. art. 96-2º LRC 
y 338 RRC). Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual 
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resulta competente en materia de expedientes el Juez Encargado del 
Registro Civil en que deba inscribirse la resolución pretendida (cfr. art. 342 
RRC), en relación con los específicos expedientes para declaraciones con 
valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de 
competencia lo es tanto para instruir como para resolver el expediente, 
conforme a lo previsto por el artículo 342 del RRC, en la redacción dada 
por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986.

IV.- Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al 
igual que ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha 
infracción implica la nulidad de lo actuado, nulidad que puede ser 
declarada por la Dirección General de los Registros y del Notariado 
cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha 
nulidad se desprende de la aplicación de las normas de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil en materia de competencia territorial y de fuero 
personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 de enero), 
la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que 
contiene un llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio 
del interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro 
Civil de Córdoba dado que ninguna prueba o dato existe en las actuaciones 
de las que se desprenda este imprescindible requisito de procedibilidad. 
Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del 
Registro Civil en general y por el artículo 355 del RRC en particular, se 
encuentra definido en el artículo 40 CC., conforme al cual “el domicilio de 
las personas naturales es el de su residencia habitual”, esto es, el lugar en 
que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el 
futuro. La prueba de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el 
ámbito civil es libre, salvo que alguna norma especial exija una modalidad 
de prueba determinada o exima de pruebas complementarias acreditando 
el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el ámbito del 
Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone 
que “el domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal 
o información testifical”; b) el artículo 68 párrafo tercero del mismo 
Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la previsión del artículo 
16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los 
documentos nacionales de identidad oportunos o, en su defecto, por 
certificación del padrón municipal”.
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En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de 
los singulares casos citados por la legislación del Registro Civil, por lo que 
revive la regla general en el ámbito civil de que la residencia habitual 
puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en derecho, 
correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los 
Tribunales la valoración libre de los datos que hayan sido aportados y 
circunstancias acreditadas; como por ejemplo, tener en el lugar 
establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes 
policiales adversos, ausencia de visados o permisos de residencia – no 
de mera estancia - respecto de los extranjeros, etc. (vid. sentencias del 
Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de junio de 1952, 
entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio 
de los derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 CC.) puede 
fijarse arbitrariamente por los interesados dando lugar a supuestos de 
fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho de que la inscripción 
en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de 
tal declaración (cfr. art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). Por 
ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse 
incompetente para la actuación registral instada cuando llegue a la 
convicción de la inexactitud del contenido del padrón municipal respecto 
de la persona que promueve expediente registral ante el Registro Civil 
cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la 
citada inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es 
que, de la documentación obrante en el expediente no cabe colegir que 
concurran las notas de estabilidad y permanencia que cualifican el 
domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en 
el expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez 
Encargada para apreciar su competencia.

V.- La regla especial de competencia en materia de expediente sobre 
declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
comporta igualmente la necesidad de diferenciar entre la resolución del 
expediente y la anotación posterior de dicha resolución al margen de la 
inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean 
coincidentes ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada 
por el Encargado del Registro Civil del domicilio, una vez devenida firme, 
habrá de ser calificada por el Encargado del Registro Civil del lugar del 
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nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente 
caso en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha 
practicado en base al mismo la inscripción de nacimiento del interesado, 
haciendo constar en el apartado de “observaciones” que “el inscrito goza 
de la nacionalidad española de origen”. 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia 
del Registro Civil de Córdoba para practicar la citada inscripción de 
nacimiento. En principio, conforme al artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos 
se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar en que acaecen, 
o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el 
extranjero y tener el promotor su domicilio en España y después, por 
traslado, en el Consular correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría 
invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la competencia del Registro 
Civil de Córdoba, la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en 
su redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la 
cual “en las inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la 
adquisición de la nacionalidad española por ciudadanos cuyo lugar de 
nacimiento sea un país extranjero, los interesados podrán solicitar, en el 
momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la 
inscripción de nacimiento en el Registro Civil Municipal correspondiente al 
domicilio en el que se haya instruido el oportuno expediente registral”. Sin 
embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de 
manifiesto la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 
2006, la aplicación del trascrito apartado 4 del artículo 16 de la Ley queda 
condicionada a un doble requisito: por un lado, que la causa o título de la 
adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la 
causa de adquisición de la nacionalidad esté sometida a la exigencia legal 
del juramento o promesa de fidelidad al Rey y de obediencia a la 
Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a CC.), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del 
acta correspondiente el momento procesal oportuno para formular la 
solicitud de inscripción en el Registro Civil municipal. Requisito éste que 
no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso 
objeto del presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en 
Registro incompetente, incurriendo así en el defecto formal previsto en el 
número 1 del artículo 298 RRC.
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VI.- Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de 
una declaración de nacionalidad española hecha en expediente por 
órgano registral incompetente (cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe 
dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose respetado las reglas de la 
competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la materia, 
esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del 
artículo 18 del Código Civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con 
la doctrina consolidada y reiteradísima de este Centro Directivo en relación 
con la cuestión planteada. Pues bien, en principio, y con referencia a los 
progenitores del interesado, los nacidos en el territorio del Sahara cuando 
éste era posesión española no eran propiamente nacionales españoles, 
sino sólo súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad 
española, por más que de algunas disposiciones anteriores al abandono 
por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de 
noviembre de 1975, porque sólo así cobra sentido que a los naturales del 
Sahara se les concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a 
la nacionalidad española en el plazo de un año a contar desde la entrada 
en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 
noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo 
expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como potencia 
administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no autónomo 
del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos 
aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías al 
provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 
decidió que el actor había consolidado la nacionalidad española. Pero la 
doctrina de esta sentencia no es de aplicación al caso presente pues hay 
diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en la 
sentencia y el ahora planteado. La primera y fundamental es que el 
interesado nació después de la descolonización y después de la vigencia 
del Decreto 2258/1976, y además fuera del territorio que había estado 
sujeto a la autoridad de la legislación española, de ahí que no haya podido 
acreditar ninguno de los requisitos señalados en el artículo 18 CC. para la 
consolidación de la nacionalidad pretendida, pues no existe título inscrito 
en el Registro ni consta que en algún momento haya poseído y utilizado la 
nacionalidad española encontrándose el promotor en posesión de 
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documentación marroquí. Las más recientes sentencias del Tribunal 
Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre de 2007 y de 18 de julio de 2008 
reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de apátridas no hace 
sino reforzar las conclusiones anteriores.

VII.- Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del 
camino adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple 
presunción y la inscripción practicada. Es desde esta perspectiva desde la 
que debe entenderse la petición del Ministerio Fiscal vertida en su escrito 
de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal 
declaración presuntiva habría de reflejarse registralmente mediante una 
anotación marginal a la inscripción de nacimiento, anotación para la cual 
sólo sería competente el Registro Civil Central.

La declaración de la nacionalidad con valor de simple presunción tiene 
como efecto excusar de la prueba en contrario a la persona a quien se le 
declara, puesto que invierte la carga de la prueba, que corresponderá al 
que discuta la declaración y, en este sentido, en tanto no se destruya la 
presunción debe tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En 
efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en 
su Circular de 22 de Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva 
del estado civil de nacional español, en los casos de adquisición originaria 
basada en la principio del “ius sanguinis”, solo puede proporcionarla la 
sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que 
la legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio específico para 
obtener la declaración de que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 
96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente gubernativo. El hecho de que, 
según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad tenga valor de 
“simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 RRC) al 
margen de la inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión de 
minimizar la eficacia de tales declaraciones de nacionalidad, ya que en 
todo caso están investidas del valor propio de las presunciones “iuris 
tantum” que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba 
a los favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba 
en contrario (cfr. art. 386 LEC), prueba en contrario que podrá estar 
integrada, como resulta “infra”, por otro expediente registral tramitado con 
tal finalidad.

Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de 
actuaciones, una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente 
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registral, por la vía del artículo 240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el ámbito del Registro 
Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la 
legislación del Registro Civil permite alcanzar el resultado pretendido. Es 
un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 
94 RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el 
Registro Civil y la realidad extrarregistral. En desarrollo de este principio 
se ha indicado repetidamente por la doctrina de este Centro Directivo que, 
mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en el 
ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo 
que es posible reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso 
ha de ser posible que, de oficio o por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de 
cualquier interesado o autoridad con competencias conexas con la 
materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie 
de nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los 
interesados les corresponde o no les corresponde la nacionalidad 
española. 

VIII.- La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser 
negativa, ha de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la 
anotación preventiva practicada. No es obstáculo para ello que, con 
arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo las excepciones 
previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las 
“anotaciones”, en congruencia con su menor eficacia y su valor meramente 
informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un principio distinto. En 
efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan 
ser rectificadas y canceladas en virtud de expediente gubernativo en que 
se acredite la inexactitud, en todo caso con notificación formal a los 
interesados o sus representantes legales como exige imperativamente el 
párrafo primero del artículo 349 RRC. Tampoco puede erigirse en 
obstáculo para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de 
que, irregularmente, en el caso a que se refiere el presente recurso la 
declaración de la nacionalidad española se haya reflejado tabularmente 
por medio de su constancia en el apartado de “observaciones” de la 
inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente asiento de 
anotación marginal (cfr. art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de 
asiento correspondiente a la naturaleza del acto jurídico consignado, a la 
misma se han de ajustar los mecanismos registrales previstos legalmente 

http://


M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

2484Boletín del Ministerio de Justicia

Rectificación, cancelación y traslado de inscripción

para su corrección. Por tanto, la inscripción de nacimiento del interesado 
en el Registro Civil de Córdoba supuso la extensión de un asiento sobre 
un hecho, -el nacimiento- acaecido en el extranjero y que no afectaba a un 
ciudadano español, de modo que el mismo no debió practicarse en su 
momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la 
infracción a las citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto 
contemplado en el artículo 18 del Código Civil en el que el interesado 
había basado su petición. Por lo cual, procede la cancelación realizada 
objeto del presente recurso.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 17 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Córdoba.

Resolución de 17 de Julio de 2014 (42ª)
VII.2.1  Cancelación de inscripción de nacimiento

Procede la cancelación de la inscripción de nacimiento del interesado en 
el Registro Civil de Córdoba por infracción de las reglas de competencia y 
no darse el supuesto contemplado en el artículo 18 del Código Civil.

En el expediente sobre cancelación de inscripción de nacimiento remitido 
a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por los 
promotores contra auto de la Encargada del Registro Civil de Córdoba.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado el 17 de abril de 2008 en el Registro Civil 
de Córdoba, Don B. nacido el 1 de enero de 1957 en G. (Sahara 
Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. La Juez Encargada del Registro Civil dictó auto el 12 de mayo 
de 2008 acordando reconocer la nacionalidad española de origen por 
consolidación de Don B. y ordenando que se practique la correspondiente 
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inscripción de nacimiento del expresado que declarará la nacionalidad 
española en el acto. 

2.- Contra el referido auto, el Ministerio Fiscal interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, recurso que fue 
resuelto mediante Resolución de fecha 17 de abril de 2009. La referida 
Resolución estimó el recurso interpuesto por dos motivos: incompetencia 
del Juez Encargado del Registro Civil de Córdoba para tramitar y resolver 
el expediente y para practicar la inscripción en el mencionado Registro 
Civil; y por infracción de las reglas que regulaban el fondo de la materia. 
En la citada resolución se instaba al Ministerio Fiscal para que promoviera 
la incoación de expediente gubernativo con la finalidad de que se 
cancelara la inscripción de nacimiento del interesado practicada con la 
mención de su nacionalidad española.

3.- En fecha 14 de septiembre de 2009 el Ministerio Fiscal promueve la 
incoación del expediente gubernativo encaminado a acordar que a Don B. 
no le corresponde la nacionalidad española por consolidación y acordar la 
cancelación de su inscripción de nacimiento practicada en la Sección 1ª, 
Tomo 2_5, Página 3_5 del Registro Civil de Córdoba.

4.- Con fecha 27 de noviembre de 2009 la Encargada del Registro Civil 
dicta providencia dando por promovido el expediente y comunicando la 
incoación del expediente al interesado para que realizara las 
manifestaciones que considerase oportunas, no constando domicilio 
alguno donde practicar las notificaciones se notifica la resolución mediante 
Edicto en el Tablón de Anuncios por un plazo de diez días. En esta misma 
fecha la Encargada del Registro Civil de Córdoba dicta Auto en el que se 
acuerda la anotación preventiva del escrito de promoción de expediente 
gubernativo en la inscripción de nacimiento de Don B.

5.- El 10 de marzo de 2010 se persona en el expediente gubernativo 
37_4/2008 y posterior expediente de cancelación 12_5/2009, Don N. 
letrado en representación de Don B. presentando la correspondiente 
copia autorizada de poder bastante, solicitando se le diese traslado de lo 
actuado, así como se entiendan con dicha representación los sucesivos 
trámites.

6.- Mediante Auto de 7 de mayo de 2010 la Encargada del Registro Civil 
de Córdoba acuerda que a Don B. no le corresponde la nacionalidad 
española por consolidación y procede la cancelación de la inscripción de 
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su nacimiento practicada en la Sección 1ª, tomo 85, página 3_5 del 
Registro Civil de Córdoba.

7.- Notificada la Resolución, el interesado presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y el Notariado el 27 de mayo de 2010 
solicitando se revoque la resolución y se confirme la inscripción por 
consolidación de la nacionalidad española de origen.

8.- Notificado el Ministerio Fiscal, interesa la desestimación del recurso y 
el Encargado del Registro remite el expediente a la Dirección General de 
los Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 12, 17 y 18 del Código Civil; 26, 95 y 96 de la Ley 
del Registro Civil (LRC); 66, 94, 163, 164, 297, 335, 338 y 342 del 
Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; 
el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las Sentencias del Tribunal 
Supremo de 28 de octubre de 1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de 
julio de 2008; las Instrucciones de este Centro Directivo de 28 de febrero 
de 2006 y de 28 de marzo de 2007, sobre competencia de los registros 
civiles municipales y demás reglas relativas a los expedientes de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción, y 
las Resoluciones, entre otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de 
diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 
de abril, 21-6ª de mayo, 22-1ª de mayo, 11-1ª de junio, 19-5ª de octubre 
y20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 17-5ª de septiembre de 2008.

II.- Se pretende por el promotor, que se deje sin efecto el auto que 
establece que a Don B. no le corresponde la nacionalidad española por 
consolidación y procede la cancelación de la inscripción de su nacimiento. 
El nacimiento fue inscrito en el Registro Civil y, posteriormente, se inició 
expediente para cancelar dicha anotación por incompetencia y por 
infracción de las reglas que regulaban el fondo de la materia, que finalizó 
con el auto objeto del recurso.

III.- El interesado, mediante escrito de fecha 17 de abril de 2008, solicitó 
ante el Registro Civil de Córdoba la consolidación de la nacionalidad 
española al haber nacido en 1957 en G. (Sahara Occidental) y cumplir los 
requisitos establecidos. La Juez Encargada del Registro Civil de Córdoba 
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dictó el auto antes citado declarando dicha nacionalidad de origen por 
consolidación. Este auto fue objeto de recurso. Según el artículo 18 del 
Código Civil la nacionalidad española puede consolidarse si se posee y 
utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito 
en el Registro Civil que después es anulado. La vía registral para 
comprobar esta consolidación es el expediente de declaración de la 
nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. art. 96-2º LRC 
y 338 RRC). Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual 
resulta competente en materia de expedientes el Juez Encargado del 
Registro Civil en que deba inscribirse la resolución pretendida (cfr. art. 342 
RRC), en relación con los específicos expedientes para declaraciones con 
valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de 
competencia lo es tanto para instruir como para resolver el expediente, 
conforme a lo previsto por el artículo 342 del RRC, en la redacción dada 
por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986.

IV.- Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al 
igual que ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha 
infracción implica la nulidad de lo actuado, nulidad que puede ser 
declarada por la Dirección General de los Registros y del Notariado 
cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha 
nulidad se desprende de la aplicación de las normas de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil en materia de competencia territorial y de fuero 
personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 de enero), 
la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que 
contiene un llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio 
del interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro 
Civil de Córdoba dado que ninguna prueba o dato existe en las actuaciones 
de las que se desprenda este imprescindible requisito de procedibilidad. 
Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del 
Registro Civil en general y por el artículo 355 del RRC en particular, se 
encuentra definido en el artículo 40 CC., conforme al cual “el domicilio de 
las personas naturales es el de su residencia habitual”, esto es, el lugar en 
que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el 
futuro. La prueba de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el 
ámbito civil es libre, salvo que alguna norma especial exija una modalidad 
de prueba determinada o exima de pruebas complementarias acreditando 
el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el ámbito del 
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Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone 
que “el domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal 
o información testifical”; b) el artículo 68 párrafo tercero del mismo 
Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la previsión del artículo 
16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los 
documentos nacionales de identidad oportunos o, en su defecto, por 
certificación del padrón municipal”.

En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de 
los singulares casos citados por la legislación del Registro Civil, por lo que 
revive la regla general en el ámbito civil de que la residencia habitual 
puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en derecho, 
correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los 
Tribunales la valoración libre de los datos que hayan sido aportados y 
circunstancias acreditadas; como por ejemplo, tener en el lugar 
establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes 
policiales adversos, ausencia de visados o permisos de residencia – no 
de mera estancia - respecto de los extranjeros, etc. (vid. sentencias del 
Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de junio de 1952, 
entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio 
de los derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 CC.) puede 
fijarse arbitrariamente por los interesados dando lugar a supuestos de 
fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho de que la inscripción 
en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de 
tal declaración (cfr. art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). Por 
ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse 
incompetente para la actuación registral instada cuando llegue a la 
convicción de la inexactitud del contenido del padrón municipal respecto 
de la persona que promueve expediente registral ante el Registro Civil 
cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la 
citada inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es 
que, de la documentación obrante en el expediente no cabe colegir que 
concurran las notas de estabilidad y permanencia que cualifican el 
domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en 
el expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez 
Encargada para apreciar su competencia.
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V.- La regla especial de competencia en materia de expediente sobre 
declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
comporta igualmente la necesidad de diferenciar entre la resolución del 
expediente y la anotación posterior de dicha resolución al margen de la 
inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean 
coincidentes ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada 
por el Encargado del Registro Civil del domicilio, una vez devenida firme, 
habrá de ser calificada por el Encargado del Registro Civil del lugar del 
nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente 
caso en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha 
practicado en base al mismo la inscripción de nacimiento del interesado, 
haciendo constar en el apartado de “observaciones” que “el inscrito goza 
de la nacionalidad española de origen”. 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia 
del Registro Civil de Córdoba para practicar la citada inscripción de 
nacimiento. En principio, conforme al artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos 
se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar en que acaecen, 
o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el 
extranjero y tener el promotor su domicilio en España y después, por 
traslado, en el Consular correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría 
invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la competencia del Registro 
Civil de Córdoba, la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en 
su redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la 
cual “en las inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la 
adquisición de la nacionalidad española por ciudadanos cuyo lugar de 
nacimiento sea un país extranjero, los interesados podrán solicitar, en el 
momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la 
inscripción de nacimiento en el Registro Civil Municipal correspondiente al 
domicilio en el que se haya instruido el oportuno expediente registral”. Sin 
embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de 
manifiesto la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 
2006, la aplicación del trascrito apartado 4 del artículo 16 de la Ley queda 
condicionada a un doble requisito: por un lado, que la causa o título de la 
adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la 
causa de adquisición de la nacionalidad esté sometida a la exigencia legal 
del juramento o promesa de fidelidad al Rey y de obediencia a la 
Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a CC.), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del 
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acta correspondiente el momento procesal oportuno para formular la 
solicitud de inscripción en el Registro Civil municipal. Requisito éste que 
no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso 
objeto del presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en 
Registro incompetente, incurriendo así en el defecto formal previsto en el 
número 1 del artículo 298 RRC.

VI.- Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de 
una declaración de nacionalidad española hecha en expediente por 
órgano registral incompetente (cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe 
dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose respetado las reglas de la 
competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la materia, 
esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del 
artículo 18 del Código Civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con 
la doctrina consolidada y reiteradísima de este Centro Directivo en relación 
con la cuestión planteada. Pues bien, en principio, y con referencia a los 
progenitores del interesado, los nacidos en el territorio del Sahara cuando 
éste era posesión española no eran propiamente nacionales españoles, 
sino sólo súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad 
española, por más que de algunas disposiciones anteriores al abandono 
por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de 
noviembre de 1975, porque sólo así cobra sentido que a los naturales del 
Sahara se les concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a 
la nacionalidad española en el plazo de un año a contar desde la entrada 
en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 
noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo 
expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como potencia 
administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no autónomo 
del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos 
aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías al 
provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 
decidió que el actor había consolidado la nacionalidad española. Pero la 
doctrina de esta sentencia no es de aplicación al caso presente pues hay 
diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en la 
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sentencia y el ahora planteado. La primera y fundamental es que el 
interesado nació después de la descolonización y después de la vigencia 
del Decreto 2258/1976, y además fuera del territorio que había estado 
sujeto a la autoridad de la legislación española, de ahí que no haya podido 
acreditar ninguno de los requisitos señalados en el artículo 18 CC. para la 
consolidación de la nacionalidad pretendida, pues no existe título inscrito 
en el Registro ni consta que en algún momento haya poseído y utilizado la 
nacionalidad española encontrándose el promotor en posesión de 
documentación marroquí. Las más recientes sentencias del Tribunal 
Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre de 2007 y de 18 de julio de 2008 
reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de apátridas no hace 
sino reforzar las conclusiones anteriores.

VII.- Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del 
camino adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple 
presunción y la inscripción practicada. Es desde esta perspectiva desde la 
que debe entenderse la petición del Ministerio Fiscal vertida en su escrito 
de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal 
declaración presuntiva habría de reflejarse registralmente mediante una 
anotación marginal a la inscripción de nacimiento, anotación para la cual 
sólo sería competente el Registro Civil Central. La declaración de la 
nacionalidad con valor de simple presunción tiene como efecto excusar 
de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que 
invierte la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la 
declaración y, en este sentido, en tanto no se destruya la presunción debe 
tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En efecto si bien es 
cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 
de Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de 
nacional español, en los casos de adquisición originaria basada en la 
principio del “ius sanguinis”, solo puede proporcionarla la sentencia firme 
recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la legislación del 
Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración 
de que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud 
de un expediente gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la 
declaración sobre nacionalidad tenga valor de “simple presunción” y deba 
ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la inscripción de 
nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del 
valor propio de las presunciones “iuris tantum” que, como tales dispensan, 
como ya se ha dicho, de toda prueba a los favorecidos por la presunción, 
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mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 LEC), prueba 
en contrario que podrá estar integrada, como resulta “infra”, por otro 
expediente registral tramitado con tal finalidad.

Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de 
actuaciones, una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente 
registral, por la vía del artículo 240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el ámbito del Registro 
Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la 
legislación del Registro Civil permite alcanzar el resultado pretendido. Es un 
principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro 
Civil y la realidad extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha 
indicado repetidamente por la doctrina de este Centro Directivo que, 
mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en el 
ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo 
que es posible reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso 
ha de ser posible que, de oficio o por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de 
cualquier interesado o autoridad con competencias conexas con la materia, 
y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de nuevo 
expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les 
corresponde o no les corresponde la nacionalidad española. 

VIII.- La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser 
negativa, ha de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la 
anotación preventiva practicada. No es obstáculo para ello que, con arreglo 
al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo las excepciones previstas 
en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan rectificarse 
por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las “anotaciones”, en 
congruencia con su menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. 
arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un principio distinto. En efecto, el artículo 147 
del Reglamento del Registro Civil establece una regla de aplicación 
preferente, permitiendo que las anotaciones puedan ser rectificadas y 
canceladas en virtud de expediente gubernativo en que se acredite la 
inexactitud, en todo caso con notificación formal a los interesados o sus 
representantes legales como exige imperativamente el párrafo primero del 
artículo 349 RRC. Tampoco puede erigirse en obstáculo para la aplicación 
de estas previsiones normativas el hecho de que, irregularmente, en el 
caso a que se refiere el presente recurso la declaración de la nacionalidad 
española se haya reflejado tabularmente por medio de su constancia en el 
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apartado de “observaciones” de la inscripción de nacimiento, en lugar de en 
el correspondiente asiento de anotación marginal (cfr. art. 96 in fine LRC), 
pues siendo éste el tipo de asiento correspondiente a la naturaleza del acto 
jurídico consignado, a la misma se han de ajustar los mecanismos registrales 
previstos legalmente para su corrección. Por tanto, la inscripción de 
nacimiento del interesado en el Registro Civil de Córdoba supuso la 
extensión de un asiento sobre un hecho, -el nacimiento- acaecido en el 
extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que el 
mismo no debió practicarse en su momento, porque se trataba de una 
inscripción que se extendía de modo evidente en virtud de un título 
manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la infracción a las citadas reglas 
de competencia, no se daba el supuesto contemplado en el artículo 18 del 
Código Civil en el que el interesado había basado su petición. Por lo cual, 
procede la cancelación realizada objeto del presente recurso.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 17 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Cordoba.

Resolución de 17 de Julio de 2014 (45ª)
VII.2.1  Cancelación de inscripción de nacimiento

Procede la cancelación de la inscripción de nacimiento del interesado en 
el Registro Civil de Córdoba por infracción de las reglas de competencia y 
no darse el supuesto contemplado en el artículo 18 del Código Civil.

En el expediente sobre cancelación de inscripción de nacimiento remitido 
a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por los 
promotores contra auto de la Encargada del Registro Civil de Córdoba.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado el 18 de abril de 2008 en el Registro Civil 
de Córdoba, Don A. nacido el 18 de marzo de 1978 en El A. (Sahara 
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Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. La Juez Encargada del Registro Civil dictó auto el 13 de mayo 
de 2008 acordando reconocer la nacionalidad española de origen por 
consolidación de Don A. y ordenando que se practique la correspondiente 
inscripción de nacimiento del expresado que declarará la nacionalidad 
española en el acto.

2.- Contra el referido auto, el Ministerio Fiscal interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, recurso que fue 
resuelto mediante Resolución de fecha 22 de junio de 2009. La referida 
Resolución estimó el recurso interpuesto por dos motivos: incompetencia 
del Juez Encargado del Registro Civil de Córdoba para tramitar y resolver 
el expediente y para practicar la inscripción en el mencionado Registro 
Civil; y por infracción de las reglas que regulaban el fondo de la materia. 
En la citada resolución se instaba al Ministerio Fiscal para que promoviera 
la incoación de expediente gubernativo con la finalidad de que se 
cancelara la inscripción de nacimiento del interesado practicada con la 
mención de su nacionalidad española.

3.- En fecha 11 de diciembre de 2009 el Ministerio Fiscal promueve la 
incoación del expediente gubernativo encaminado a acordar que a Don A. 
no le corresponde la nacionalidad española por consolidación y acordar la 
cancelación de su inscripción de nacimiento practicada en la Sección 1ª, 
Tomo 286, Página 83 del Registro Civil de Córdoba.

4.- Con fecha 21 de enero de 2010 la Encargada del Registro Civil dicta 
Providencia dando por promovido el expediente y comunicando la 
incoación del expediente al interesado para que realizara las 
manifestaciones que considerase oportunas, no constando domicilio 
alguno donde practicar las notificaciones se notifica la resolución mediante 
Edicto en el Tablón de Anuncios por un plazo de diez días. En esta misma 
fecha la Encargada del Registro Civil de Córdoba dicta Auto en el que se 
acuerda la anotación preventiva del escrito de promoción de expediente 
gubernativo en la inscripción de nacimiento de Don A. practicada en la 
Sección 1ª, Tomo 2_6, Página 83 de dicho Registro Civil.

4.- El 10 de mayo de 2010 se personan en el expediente gubernativo y 
posterior expediente de cancelación Don A. y Don J-A. letrados en 
representación de Don A. presentando la correspondiente copia autorizada 
de poder bastante, solicitando se le diese traslado de lo actuado, así 
como se entiendan con dicha representación los sucesivos trámites.
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5.- Mediante Auto de 11 de mayo de 2010 la Encargada del Registro Civil 
de Córdoba acuerda que a Don A. no le corresponde la nacionalidad 
española por consolidación y procede la cancelación de la inscripción de 
su nacimiento practicada en la Sección 1ª, tomo 286, página 83 del 
Registro Civil de Córdoba.

6.- Notificada la Resolución, el interesado presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y el Notariado el 27 de mayo de 2010 
solicitando se revoque la resolución y se confirme la inscripción por 
consolidación de la nacionalidad española de origen.

7.- Notificado el Ministerio Fiscal, interesa la desestimación del recurso y 
la Encargado del Registro remite el expediente a la Dirección General de 
los Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 12, 17 y 18 del Código Civil; 26, 95 y 96 de la Ley 
del Registro Civil (LRC); 66, 94, 163, 164, 297, 335, 338 y 342 del 
Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; 
el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las Sentencias del Tribunal 
Supremo de 28 de octubre de 1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de 
julio de 2008; las Instrucciones de este Centro Directivo de 28 de febrero 
de 2006 y de 28 de marzo de 2007, sobre competencia de los registros 
civiles municipales y demás reglas relativas a los expedientes de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción, y 
las Resoluciones, entre otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de 
diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 
de abril, 21-6ª de mayo, 22-1ª de mayo, 11-1ª de junio, 19-5ª de octubre 
y20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 17-5ª de septiembre de 2008.

II.- Se pretende por el promotor, que se deje sin efecto el auto que 
establece que a Don A. no le corresponde la nacionalidad española por 
consolidación y procede la cancelación de la inscripción de su nacimiento. 
El nacimiento fue inscrito en el Registro Civil y, posteriormente, se inició 
expediente para cancelar dicha anotación por incompetencia y por 
infracción de las reglas que regulaban el fondo de la materia, que finalizó 
con el auto objeto del recurso.
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III.- El interesado, mediante escrito de fecha 18 de abril de 2008, solicitó 
ante el Registro Civil de Córdoba la consolidación de la nacionalidad 
española al haber nacido en 1978 en El A. (Sahara Occidental) y cumplir 
los requisitos establecidos. La Juez Encargada del Registro Civil de 
Córdoba dictó el auto antes citado declarando dicha nacionalidad de 
origen por consolidación. Este auto fue objeto de recurso. Según el 
artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un 
título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. La vía registral 
para comprobar esta consolidación es el expediente de declaración de la 
nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. art. 96-2º LRC 
y 338 RRC). Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual 
resulta competente en materia de expedientes el Juez Encargado del 
Registro Civil en que deba inscribirse la resolución pretendida (cfr. art. 342 
RRC), en relación con los específicos expedientes para declaraciones con 
valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de 
competencia lo es tanto para instruir como para resolver el expediente, 
conforme a lo previsto por el artículo 342 del RRC, en la redacción dada 
por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986.

IV.- Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al 
igual que ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha 
infracción implica la nulidad de lo actuado, nulidad que puede ser 
declarada por la Dirección General de los Registros y del Notariado 
cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha 
nulidad se desprende de la aplicación de las normas de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil en materia de competencia territorial y de fuero 
personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 de enero), 
la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que 
contiene un llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio 
del interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro 
Civil de Córdoba dado que ninguna prueba o dato existe en las actuaciones 
de las que se desprenda este imprescindible requisito de procedibilidad. 
Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del 
Registro Civil en general y por el artículo 355 del RRC en particular, se 
encuentra definido en el artículo 40 CC., conforme al cual “el domicilio de 
las personas naturales es el de su residencia habitual”, esto es, el lugar en 
que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el 
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futuro. La prueba de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el 
ámbito civil es libre, salvo que alguna norma especial exija una modalidad 
de prueba determinada o exima de pruebas complementarias acreditando 
el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el ámbito del 
Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone 
que “el domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal 
o información testifical”; b) el artículo 68 párrafo tercero del mismo 
Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la previsión del artículo 
16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los 
documentos nacionales de identidad oportunos o, en su defecto, por 
certificación del padrón municipal”.

En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de 
los singulares casos citados por la legislación del Registro Civil, por lo que 
revive la regla general en el ámbito civil de que la residencia habitual 
puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en derecho, 
correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los 
Tribunales la valoración libre de los datos que hayan sido aportados y 
circunstancias acreditadas; como por ejemplo, tener en el lugar 
establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes 
policiales adversos, ausencia de visados o permisos de residencia – no 
de mera estancia - respecto de los extranjeros, etc. (vid. sentencias del 
Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de junio de 1952, 
entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio 
de los derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 CC.) puede 
fijarse arbitrariamente por los interesados dando lugar a supuestos de 
fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho de que la inscripción 
en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de 
tal declaración (cfr. art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). Por 
ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse 
incompetente para la actuación registral instada cuando llegue a la 
convicción de la inexactitud del contenido del padrón municipal respecto 
de la persona que promueve expediente registral ante el Registro Civil 
cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la 
citada inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es 
que, de la documentación obrante en el expediente no cabe colegir que 
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concurran las notas de estabilidad y permanencia que cualifican el 
domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en 
el expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez 
Encargada para apreciar su competencia.

V.- La regla especial de competencia en materia de expediente sobre 
declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
comporta igualmente la necesidad de diferenciar entre la resolución del 
expediente y la anotación posterior de dicha resolución al margen de la 
inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean 
coincidentes ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada 
por el Encargado del Registro Civil del domicilio, una vez devenida firme, 
habrá de ser calificada por el Encargado del Registro Civil del lugar del 
nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente 
caso en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha 
practicado en base al mismo la inscripción de nacimiento del interesado, 
haciendo constar en el apartado de “observaciones” que “el inscrito goza 
de la nacionalidad española de origen”. 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia 
del Registro Civil de Córdoba para practicar la citada inscripción de 
nacimiento. En principio, conforme al artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos 
se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar en que acaecen, 
o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el 
extranjero y tener el promotor su domicilio en España y después, por 
traslado, en el Consular correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría 
invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la competencia del Registro 
Civil de Córdoba, la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en 
su redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la 
cual “en las inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la 
adquisición de la nacionalidad española por ciudadanos cuyo lugar de 
nacimiento sea un país extranjero, los interesados podrán solicitar, en el 
momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la 
inscripción de nacimiento en el Registro Civil Municipal correspondiente al 
domicilio en el que se haya instruido el oportuno expediente registral”. Sin 
embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de 
manifiesto la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 
2006, la aplicación del trascrito apartado 4 del artículo 16 de la Ley queda 
condicionada a un doble requisito: por un lado, que la causa o título de la 
adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
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de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la 
causa de adquisición de la nacionalidad esté sometida a la exigencia legal 
del juramento o promesa de fidelidad al Rey y de obediencia a la 
Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a CC.), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del 
acta correspondiente el momento procesal oportuno para formular la 
solicitud de inscripción en el Registro Civil municipal. Requisito éste que 
no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso 
objeto del presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en 
Registro incompetente, incurriendo así en el defecto formal previsto en el 
número 1 del artículo 298 RRC.

VI.- Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de 
una declaración de nacionalidad española hecha en expediente por 
órgano registral incompetente (cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe 
dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose respetado las reglas de la 
competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la materia, 
esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del 
artículo 18 del Código Civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con 
la doctrina consolidada y reiteradísima de este Centro Directivo en relación 
con la cuestión planteada. Pues bien, en principio, y con referencia a los 
progenitores del interesado, los nacidos en el territorio del Sahara cuando 
éste era posesión española no eran propiamente nacionales españoles, 
sino sólo súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad 
española, por más que de algunas disposiciones anteriores al abandono 
por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de 
noviembre de 1975, porque sólo así cobra sentido que a los naturales del 
Sahara se les concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a 
la nacionalidad española en el plazo de un año a contar desde la entrada 
en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 
noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo 
expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como potencia 
administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no autónomo 
del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos 
aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías al 
provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».
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Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 
decidió que el actor había consolidado la nacionalidad española. Pero la 
doctrina de esta sentencia no es de aplicación al caso presente pues hay 
diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en la 
sentencia y el ahora planteado. La primera y fundamental es que el 
interesado nació después de la descolonización y después de la vigencia 
del Decreto 2258/1976, y además fuera del territorio que había estado 
sujeto a la autoridad de la legislación española, de ahí que no haya podido 
acreditar ninguno de los requisitos señalados en el artículo 18 CC. para la 
consolidación de la nacionalidad pretendida, pues no existe título inscrito 
en el Registro ni consta que en algún momento haya poseído y utilizado la 
nacionalidad española encontrándose el promotor en posesión de 
documentación marroquí. Las más recientes sentencias del Tribunal 
Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre de 2007 y de 18 de julio de 2008 
reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de apátridas no hace 
sino reforzar las conclusiones anteriores.

VII.- Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del 
camino adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple 
presunción y la inscripción practicada. Es desde esta perspectiva desde la 
que debe entenderse la petición del Ministerio Fiscal vertida en su escrito 
de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal 
declaración presuntiva habría de reflejarse registralmente mediante una 
anotación marginal a la inscripción de nacimiento, anotación para la cual 
sólo sería competente el Registro Civil Central. La declaración de la 
nacionalidad con valor de simple presunción tiene como efecto excusar 
de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que 
invierte la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la 
declaración y, en este sentido, en tanto no se destruya la presunción debe 
tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En efecto si bien es 
cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 
de Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de 
nacional español, en los casos de adquisición originaria basada en la 
principio del “ius sanguinis”, solo puede proporcionarla la sentencia firme 
recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la legislación del 
Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración 
de que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud 
de un expediente gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la 
declaración sobre nacionalidad tenga valor de “simple presunción” y deba 
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ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la inscripción de 
nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del 
valor propio de las presunciones “iuris tantum” que, como tales dispensan, 
como ya se ha dicho, de toda prueba a los favorecidos por la presunción, 
mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 LEC), prueba 
en contrario que podrá estar integrada, como resulta “infra”, por otro 
expediente registral tramitado con tal finalidad.

Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de 
actuaciones, una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente 
registral, por la vía del artículo 240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el ámbito del Registro 
Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la 
legislación del Registro Civil permite alcanzar el resultado pretendido. Es 
un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 
94 RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el 
Registro Civil y la realidad extrarregistral. En desarrollo de este principio 
se ha indicado repetidamente por la doctrina de este Centro Directivo que, 
mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en el 
ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo 
que es posible reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso 
ha de ser posible que, de oficio o por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de 
cualquier interesado o autoridad con competencias conexas con la 
materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie 
de nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los 
interesados les corresponde o no les corresponde la nacionalidad 
española. 

VIII.- La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser 
negativa, ha de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la 
anotación preventiva practicada. No es obstáculo para ello que, con 
arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo las excepciones 
previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las 
“anotaciones”, en congruencia con su menor eficacia y su valor meramente 
informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un principio distinto. En 
efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan 
ser rectificadas y canceladas en virtud de expediente gubernativo en que 
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se acredite la inexactitud, en todo caso con notificación formal a los 
interesados o sus representantes legales como exige imperativamente el 
párrafo primero del artículo 349 RRC. Tampoco puede erigirse en 
obstáculo para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de 
que, irregularmente, en el caso a que se refiere el presente recurso la 
declaración de la nacionalidad española se haya reflejado tabularmente 
por medio de su constancia en el apartado de “observaciones” de la 
inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente asiento de 
anotación marginal (cfr. art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de 
asiento correspondiente a la naturaleza del acto jurídico consignado, a la 
misma se han de ajustar los mecanismos registrales previstos legalmente 
para su corrección. Por tanto, la inscripción de nacimiento del interesado 
en el Registro Civil de Córdoba supuso la extensión de un asiento sobre 
un hecho, -el nacimiento- acaecido en el extranjero y que no afectaba a un 
ciudadano español, de modo que el mismo no debió practicarse en su 
momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la 
infracción a las citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto 
contemplado en el artículo 18 del Código Civil en el que el interesado 
había basado su petición. Por lo cual, procede la cancelación realizada 
objeto del presente recurso.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 17 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Córdoba.
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Resolución de 17 de Julio de 2014 (46ª)
VII.2.1  Cancelación de inscripción de nacimiento

Procede la cancelación de la inscripción de nacimiento del interesado en 
el Registro Civil de Córdoba por infracción de las reglas de competencia 
y no darse el supuesto contemplado en el artículo 18 del Código Civil.

En el expediente sobre cancelación de inscripción de nacimiento remitido 
a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por los 
promotores contra auto de la Encargada del Registro Civil de Córdoba.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado el 18 de abril de 2008 en el Registro Civil 
de Córdoba, Don H. nacido el 18 de agosto de 1971 en El A. (Sahara 
Occidental) solicitaba la nacionalidad española con valor de simple 
presunción. La Juez Encargada del Registro Civil dictó auto el 13 de mayo 
de 2008 acordando reconocer la nacionalidad española de origen por 
consolidación de Don H. y ordenando que se practique la correspondiente 
inscripción de nacimiento del expresado que declarará la nacionalidad 
española en el acto. 

2.- Contra el referido auto, el Ministerio Fiscal interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, recurso que fue 
resuelto mediante Resolución de fecha 07 de mayo de 2009. La referida 
Resolución estimó el recurso interpuesto por dos motivos: incompetencia 
del Juez Encargado del Registro Civil de Córdoba para tramitar y resolver 
el expediente y para practicar la inscripción en el mencionado Registro 
Civil; y por infracción de las reglas que regulaban el fondo de la materia. 
En la citada resolución se instaba al Ministerio Fiscal para que promoviera 
la incoación de expediente gubernativo con la finalidad de que se 
cancelara la inscripción de nacimiento del interesado practicada con la 
mención de su nacionalidad española.

3.- En fecha 14 de septiembre de 2009 el Ministerio Fiscal promueve la 
incoación del expediente gubernativo encaminado a acordar que a Don H. 
no le corresponde la nacionalidad española por consolidación y acordar la 
cancelación de su inscripción de nacimiento practicada en la Sección 1ª, 
Tomo 2_5, Página 291 del Registro Civil de Córdoba.
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4.- Con fecha 09 de noviembre de 2009 la Encargada del Registro Civil 
dicta Providencia dando por promovido el expediente y comunicando la 
incoación del expediente al interesado para que realizara las 
manifestaciones que considerase oportunas, no constando domicilio 
alguno donde practicar las notificaciones se notifica la resolución mediante 
Edicto en el Tablón de Anuncios por un plazo de diez días. En esta misma 
fecha la Encargada del Registro Civil de Córdoba dicta Auto en el que se 
acuerda la anotación preventiva del escrito de promoción de expediente 
gubernativo en la inscripción de nacimiento de Don H. practicada en la 
Sección 1ª, Tomo 2_5, Página 291 de dicho Registro Civil.

4.- El 10 de mayo de 2010 se personan en el expediente gubernativo y 
posterior expediente de cancelación Don A. y Don J-A. letrados en 
representación de Don H. presentando la correspondiente copia autorizada 
de poder bastante, solicitando se le diese traslado de lo actuado, así 
como se entiendan con dicha representación los sucesivos trámites.

5.- Mediante Auto de 12 de mayo de 2010 la Encargada del Registro Civil 
de Córdoba acuerda que a Don H. no le corresponde la nacionalidad 
española por consolidación y procede la cancelación de la inscripción de 
su nacimiento practicada en la Sección 1ª, tomo 2_5, página 291 del 
Registro Civil de Córdoba.

6.- Notificada la Resolución, el interesado presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y el Notariado el 27 de mayo de 2010 
solicitando se revoque la resolución y se confirme la inscripción por 
consolidación de la nacionalidad española de origen.

7.- Notificado el Ministerio Fiscal, interesa la desestimación del recurso y 
la Encargado del Registro remite el expediente a la Dirección General de 
los Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 12, 17 y 18 del Código Civil; 26, 95 y 96 de la Ley 
del Registro Civil (LRC); 66, 94, 163, 164, 297, 335, 338 y 342 del 
Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; 
el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las Sentencias del Tribunal 
Supremo de 28 de octubre de 1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de 
julio de 2008; las Instrucciones de este Centro Directivo de 28 de febrero 
de 2006 y de 28 de marzo de 2007, sobre competencia de los registros 
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civiles municipales y demás reglas relativas a los expedientes de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción, y 
las Resoluciones, entre otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de 
diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 
de abril, 21-6ª de mayo, 22-1ª de mayo, 11-1ª de junio, 19-5ª de octubre 
y20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 17-5ª de septiembre de 2008.

II.- Se pretende por el promotor, que se deje sin efecto el auto que 
establece que a Don H. no le corresponde la nacionalidad española por 
consolidación y procede la cancelación de la inscripción de su nacimiento. 
El nacimiento fue inscrito en el Registro Civil y, posteriormente, se inició 
expediente para cancelar dicha anotación por incompetencia y por 
infracción de las reglas que regulaban el fondo de la materia, que finalizó 
con el auto objeto del recurso.

III.- El interesado, mediante escrito de fecha 18 de abril de 2008, solicitó 
ante el Registro Civil de Córdoba la consolidación de la nacionalidad 
española al haber nacido en 1971 en El A. (Sahara Occidental) y cumplir 
los requisitos establecidos. La Juez Encargada del Registro Civil de 
Córdoba dictó el auto antes citado declarando dicha nacionalidad de 
origen por consolidación. Este auto fue objeto de recurso. Según el 
artículo 18 del Código Civil la nacionalidad española puede consolidarse 
si se posee y utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un 
título inscrito en el Registro Civil que después es anulado. La vía registral 
para comprobar esta consolidación es el expediente de declaración de la 
nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. art. 96-2º LRC 
y 338 RRC). Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual 
resulta competente en materia de expedientes el Juez Encargado del 
Registro Civil en que deba inscribirse la resolución pretendida (cfr. art. 342 
RRC), en relación con los específicos expedientes para declaraciones con 
valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de 
competencia lo es tanto para instruir como para resolver el expediente, 
conforme a lo previsto por el artículo 342 del RRC, en la redacción dada 
por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986.

IV.- Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al 
igual que ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha 
infracción implica la nulidad de lo actuado, nulidad que puede ser 
declarada por la Dirección General de los Registros y del Notariado 
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cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha 
nulidad se desprende de la aplicación de las normas de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil en materia de competencia territorial y de fuero 
personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 de enero), 
la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que 
contiene un llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio 
del interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro 
Civil de Córdoba dado que ninguna prueba o dato existe en las actuaciones 
de las que se desprenda este imprescindible requisito de procedibilidad. 
Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del 
Registro Civil en general y por el artículo 355 del RRC en particular, se 
encuentra definido en el artículo 40 CC., conforme al cual “el domicilio de 
las personas naturales es el de su residencia habitual”, esto es, el lugar en 
que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el 
futuro. La prueba de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el 
ámbito civil es libre, salvo que alguna norma especial exija una modalidad 
de prueba determinada o exima de pruebas complementarias acreditando 
el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el ámbito del 
Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone 
que “el domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal 
o información testifical”; b) el artículo 68 párrafo tercero del mismo 
Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la previsión del artículo 
16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los 
documentos nacionales de identidad oportunos o, en su defecto, por 
certificación del padrón municipal”.

En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de 
los singulares casos citados por la legislación del Registro Civil, por lo que 
revive la regla general en el ámbito civil de que la residencia habitual 
puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en derecho, 
correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los 
Tribunales la valoración libre de los datos que hayan sido aportados y 
circunstancias acreditadas; como por ejemplo, tener en el lugar 
establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes 
policiales adversos, ausencia de visados o permisos de residencia – no 
de mera estancia - respecto de los extranjeros, etc. (vid. sentencias del 
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Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de junio de 1952, 
entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio 
de los derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 CC.) puede 
fijarse arbitrariamente por los interesados dando lugar a supuestos de 
fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho de que la inscripción 
en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de 
tal declaración (cfr. art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). Por 
ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse 
incompetente para la actuación registral instada cuando llegue a la 
convicción de la inexactitud del contenido del padrón municipal respecto 
de la persona que promueve expediente registral ante el Registro Civil 
cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la 
citada inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es 
que, de la documentación obrante en el expediente no cabe colegir que 
concurran las notas de estabilidad y permanencia que cualifican el 
domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en 
el expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez 
Encargada para apreciar su competencia.

V.- La regla especial de competencia en materia de expediente sobre 
declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
comporta igualmente la necesidad de diferenciar entre la resolución del 
expediente y la anotación posterior de dicha resolución al margen de la 
inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean 
coincidentes ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada 
por el Encargado del Registro Civil del domicilio, una vez devenida firme, 
habrá de ser calificada por el Encargado del Registro Civil del lugar del 
nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente 
caso en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha 
practicado en base al mismo la inscripción de nacimiento del interesado, 
haciendo constar en el apartado de “observaciones” que “el inscrito goza 
de la nacionalidad española de origen”. 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia 
del Registro Civil de Córdoba para practicar la citada inscripción de 
nacimiento. En principio, conforme al artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos 
se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar en que acaecen, 
o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el 
extranjero y tener el promotor su domicilio en España y después, por 
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traslado, en el Consular correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría 
invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la competencia del Registro 
Civil de Córdoba, la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en su 
redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la cual 
“en las inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la adquisición 
de la nacionalidad española por ciudadanos cuyo lugar de nacimiento sea 
un país extranjero, los interesados podrán solicitar, en el momento de 
levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al Rey y obediencia 
a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil Municipal correspondiente al domicilio en el que se haya 
instruido el oportuno expediente registral”. Sin embargo, tal alegación no 
puede prosperar ya que, como puso de manifiesto la Instrucción de este 
Centro Directivo de 28 de febrero de 2006, la aplicación del trascrito 
apartado 4 del artículo 16 de la Ley queda condicionada a un doble requisito: 
por un lado, que la causa o título de la adquisición de la nacionalidad 
española haya precisado de la tramitación de un previo expediente registral, 
pero además, por otro lado, que la causa de adquisición de la nacionalidad 
esté sometida a la exigencia legal del juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y de obediencia a la Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a CC.), 
exigencia que se desprende implícitamente del hecho de fijarse en el trámite 
del levantamiento del acta correspondiente el momento procesal oportuno 
para formular la solicitud de inscripción en el Registro Civil municipal. 
Requisito éste que no concurre en los expedientes de declaración de la 
nacionalidad española con valor de simple presunción por consolidación, 
por lo que en el caso objeto del presente recurso debe entenderse extendida 
la inscripción en Registro incompetente, incurriendo así en el defecto formal 
previsto en el número 1 del artículo 298 RRC.

VI.- Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de una 
declaración de nacionalidad española hecha en expediente por órgano 
registral incompetente (cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe dudarse 
de tal nulidad cuando, habiéndose respetado las reglas de la competencia, 
se hubieren infringido las que regulan el fondo de la materia, esto es, 
cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del artículo 18 del 
Código Civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con la doctrina 
consolidada y reiteradísima de este Centro Directivo en relación con la 
cuestión planteada. Pues bien, en principio, y con referencia a los 
progenitores del interesado, los nacidos en el territorio del Sahara cuando 
éste era posesión española no eran propiamente nacionales españoles, 
sino sólo súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad 
española, por más que de algunas disposiciones anteriores al abandono 
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por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de 
noviembre de 1975, porque sólo así cobra sentido que a los naturales del 
Sahara se les concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a 
la nacionalidad española en el plazo de un año a contar desde la entrada en 
vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 
noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo expresa 
«que el Estado Español ha venido ejerciendo, como potencia administradora, 
plenitud de competencias sobre el territorio no autónomo del Sahara, que 
durante algunos años ha estado sometido en ciertos aspectos de su 
administración a un régimen peculiar con analogías al provincial y que 
nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio nacional».

Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 
decidió que el actor había consolidado la nacionalidad española. Pero la 
doctrina de esta sentencia no es de aplicación al caso presente pues hay 
diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en la 
sentencia y el ahora planteado. La primera y fundamental es que el 
interesado nació después de la descolonización y después de la vigencia 
del Decreto 2258/1976, y además fuera del territorio que había estado 
sujeto a la autoridad de la legislación española, de ahí que no haya podido 
acreditar ninguno de los requisitos señalados en el artículo 18 CC. para la 
consolidación de la nacionalidad pretendida, pues no existe título inscrito 
en el Registro ni consta que en algún momento haya poseído y utilizado la 
nacionalidad española encontrándose el promotor en posesión de 
documentación marroquí. Las más recientes sentencias del Tribunal 
Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre de 2007 y de 18 de julio de 2008 
reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto de apátridas no hace 
sino reforzar las conclusiones anteriores.

VII.- Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del 
camino adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple 
presunción y la inscripción practicada. Es desde esta perspectiva desde la 
que debe entenderse la petición del Ministerio Fiscal vertida en su escrito 
de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal 
declaración presuntiva habría de reflejarse registralmente mediante una 
anotación marginal a la inscripción de nacimiento, anotación para la cual sólo 
sería competente el Registro Civil Central. La declaración de la nacionalidad 
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con valor de simple presunción tiene como efecto excusar de la prueba en 
contrario a la persona a quien se le declara, puesto que invierte la carga de la 
prueba, que corresponderá al que discuta la declaración y, en este sentido, 
en tanto no se destruya la presunción debe tenerse dicha declaración como 
si fuese definitiva, En efecto si bien es cierto, como puso de manifiesto este 
Centro Directivo en su Circular de 22 de Mayo de 1975, epígrafe VII, que la 
prueba definitiva del estado civil de nacional español, en los casos de 
adquisición originaria basada en la principio del “ius sanguinis”, solo puede 
proporcionarla la sentencia firme recaída en el oportuno juicio ordinario, 
también lo es que la legislación del Registro Civil ha arbitrado un medio 
específico para obtener la declaración de que se ostenta la nacionalidad 
española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud de un expediente gubernativo. El 
hecho de que, según esta legislación, la declaración sobre nacionalidad 
tenga valor de “simple presunción” y deba ser objeto de anotación (art.340 
RRC) al margen de la inscripción de nacimiento, no debe llevar a la confusión 
de minimizar la eficacia de tales declaraciones de nacionalidad, ya que en 
todo caso están investidas del valor propio de las presunciones “iuris tantum” 
que, como tales dispensan, como ya se ha dicho, de toda prueba a los 
favorecidos por la presunción, mientras no se destruya por prueba en 
contrario (cfr. art. 386 LEC), prueba en contrario que podrá estar integrada, 
como resulta “infra”, por otro expediente registral tramitado con tal finalidad.

Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de 
actuaciones, una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente 
registral, por la vía del artículo 240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el ámbito del Registro 
Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la 
legislación del Registro Civil permite alcanzar el resultado pretendido. Es un 
principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 94 
RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el Registro 
Civil y la realidad extrarregistral. En desarrollo de este principio se ha 
indicado repetidamente por la doctrina de este Centro Directivo que, 
mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en el 
ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo 
que es posible reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso 
ha de ser posible que, de oficio o por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de 
cualquier interesado o autoridad con competencias conexas con la materia, 
y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie de nuevo 
expediente para declarar con valor de presunción que a los interesados les 
corresponde o no les corresponde la nacionalidad española. 
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VIII.- La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser 
negativa, ha de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la 
anotación preventiva practicada. No es obstáculo para ello que, con 
arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo las excepciones 
previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las 
“anotaciones”, en congruencia con su menor eficacia y su valor meramente 
informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un principio distinto. En 
efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan 
ser rectificadas y canceladas en virtud de expediente gubernativo en que 
se acredite la inexactitud, en todo caso con notificación formal a los 
interesados o sus representantes legales como exige imperativamente el 
párrafo primero del artículo 349 RRC. Tampoco puede erigirse en 
obstáculo para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de 
que, irregularmente, en el caso a que se refiere el presente recurso la 
declaración de la nacionalidad española se haya reflejado tabularmente 
por medio de su constancia en el apartado de “observaciones” de la 
inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente asiento de 
anotación marginal (cfr. art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de 
asiento correspondiente a la naturaleza del acto jurídico consignado, a la 
misma se han de ajustar los mecanismos registrales previstos legalmente 
para su corrección. Por tanto, la inscripción de nacimiento del interesado 
en el Registro Civil de Córdoba supuso la extensión de un asiento sobre 
un hecho, -el nacimiento- acaecido en el extranjero y que no afectaba a un 
ciudadano español, de modo que el mismo no debió practicarse en su 
momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la 
infracción a las citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto 
contemplado en el artículo 18 del Código Civil en el que el interesado 
había basado su petición. Por lo cual, procede la cancelación realizada 
objeto del presente recurso.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Córdoba.
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Resolución de 17 de Julio de 2014 (61ª)
VII.2.1  Cancelación de inscripción de nacimiento

Procede la cancelación de la inscripción de nacimiento del interesado y 
marginal de nacionalidad en el Registro Civil de Córdoba por infracción de 
las reglas de competencia y, por la declaración de que al interesado no le 
corresponde la nacionalidad española al no darse el supuesto contemplado 
en el artículo 18 del Código Civil.

En el expediente sobre cancelación de inscripción de nacimiento y 
marginal de nacionalidad, remitido a este Centro en trámite de recurso por 
virtud del entablado por el inscrito contra auto de la Encargada del Registro 
Civil de Córdoba.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado el 21 de abril de 2008 en el Registro Civil 
de Córdoba, Don A. solicitó, en base al artículo 18 del Código Civil, la 
declaración de su nacionalidad española con valor de simple presunción 
por consolidación de la misma. La Juez Encargada del Registro Civil dictó 
auto el 13 de mayo de 2008 acordando reconocer la nacionalidad española 
de origen por consolidación del interesado y ordenando que se practique 
la correspondiente inscripción de nacimiento con la declaración de su 
nacionalidad española. 

2.- Contra el referido auto, el Ministerio Fiscal interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, que fue resuelto con 
fecha 20 de mayo de 2009 en el sentido de estimar el recurso interpuesto 
por dos motivos: incompetencia del Juez Encargado del Registro Civil de 
Córdoba para tramitar y resolver el expediente y para practicar la 
inscripción en el mencionado Registro Civil; e infracción de las reglas que 
regulaban el fondo de la materia. Instando al Ministerio Fiscal para que 
promoviera la incoación de expediente gubernativo con la finalidad de que 
se cancelara la inscripción de nacimiento de la interesada practicada con 
la mención de su nacionalidad española.

3.- En fecha 14 de septiembre de 2009 el Ministerio Fiscal promueve la 
incoación del expediente gubernativo encaminado a acordar que a Don A. 
no le corresponde la nacionalidad española por consolidación y acordar la 
cancelación de su inscripción de nacimiento, solicitando como medida 
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cautelar la anotación preventiva del procedimiento contemplado en el 
artículo 150 del Reglamento del Registro Civil. El 5 de octubre de 2010 la 
Encargada del Registro Civil dicta providencia dando por promovido el 
expediente y al no constar domicilio conocido del interesado para su 
comunicación, acuerda la publicación de edictos en el tablón de anuncios 
del Registro Civil. En esta misma fecha la Encargada dicta Auto en el que 
se acuerda la anotación preventiva de la promoción del expediente 
gubernativo al margen de la inscripción de nacimiento del interesado, este 
acuerdo fue notificado igualmente mediante edicto expuesto hasta el 4 de 
noviembre siguiente. 

4.- Posteriormente el representante legal del Sr. N. formula escrito para 
personarse en el procedimiento, acreditando la representación que 
ostenta mediante documento notarial. Mediante Auto de fecha 10 de 
noviembre de 2010 la Encargada del Registro Civil declara que a Don A. 
no le corresponde la nacionalidad española por consolidación y procede 
la cancelación de la inscripción de su nacimiento con la marginal de 
nacionalidad.

5.- Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y al interesado, este 
presenta recurso mediante su representante legal ante la Dirección 
General de los Registros y el Notariado, alegando que el procedimiento 
seguido para acordar la cancelación de la inscripción de nacimiento no es 
el legalmente previsto y añadiendo que en su momento acreditó la 
posesión y utilización de la nacionalidad española y su derecho a 
consolidarla.

6.- Del recurso se da traslado al Ministerio Fiscal que interesa la 
desestimación del recurso y la Encargada del Registro remite el expediente 
a la Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución 
del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 12, 17 y 18 del Código Civil; 26, 95 y 96 de la Ley 
del Registro Civil (LRC); 66, 94, 163, 164, 297, 335, 338 y 342 del 
Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; 
el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las Sentencias del Tribunal 
Supremo de 28 de octubre de 1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de 
julio de 2008; las Instrucciones de este Centro Directivo de 28 de febrero 
de 2006 y de 28 de marzo de 2007, sobre competencia de los registros 
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civiles municipales y demás reglas relativas a los expedientes de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción, y 
las Resoluciones, entre otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de 
diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 
de abril, 21-6ª de mayo, 22-1ª de mayo, 11-1ª de junio, 19-5ª de octubre 
y20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 17-5ª de septiembre de 2008.

II.- Se pretende por el recurrente, Don A. que se deje sin efecto el auto 
que declara que no le corresponde la nacionalidad española por 
consolidación y que procede la cancelación de la inscripción de su 
nacimiento. El nacimiento fue inscrito en el Registro Civil de Córdoba 
como consecuencia de auto, de fecha 13 de mayo de 2008, declarando 
dicha nacionalidad de origen por consolidación, auto que fue recurrido por 
el Ministerio Fiscal, resuelto el recurso por la Dirección General de los 
Registros y del Notariado, con fecha 20 de mayo de 2009, en el sentido de 
estimarlo e instando al propio Ministerio Fiscal para que promoviera 
expediente para cancelar dicha inscripción y su marginal de nacionalidad 
por incompetencia del Registro Civil y por infracción de las reglas que 
regulaban el fondo de la materia, lo que hizo el Ministerio Fiscal con fecha 
14 de septiembre de 2009, expediente que finalizó con el auto objeto del 
presente recurso.

III.- Como ya se recogía en la fundamentación jurídica de la resolución de 
esta Dirección General precitada, según el artículo 18 del Código Civil la 
nacionalidad española puede consolidarse si se posee y utiliza durante 
diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito en el Registro 
Civil que después es anulado. La vía registral para comprobar esta 
consolidación es el expediente de declaración de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción (cfr. art. 96-2º LRC y 338 RRC). Ahora 
bien, frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba 
inscribirse la resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los 
específicos expedientes para declaraciones con valor de simple 
presunción la competencia corresponde al Encargado del Registro del 
domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia 
lo es tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo 
previsto por el artículo 342 del RRC, en la redacción dada por el Real 
Decreto de 29 de agosto de 1986.
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IV.- Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al 
igual que ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha 
infracción implica la nulidad de lo actuado, nulidad que puede ser 
declarada por la Dirección General de los Registros y del Notariado 
cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha 
nulidad se desprende de la aplicación de las normas de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil en materia de competencia territorial y de fuero 
personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 de enero), 
la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que 
contiene un llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio 
del interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro 
Civil de Córdoba dado que ninguna prueba o dato existe en las actuaciones 
de las que se desprenda este imprescindible requisito de procedibilidad. 
Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del 
Registro Civil en general y por el artículo 355 del RRC en particular, se 
encuentra definido en el artículo 40 CC., conforme al cual “el domicilio de 
las personas naturales es el de su residencia habitual”, esto es, el lugar en 
que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el 
futuro. La prueba de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el 
ámbito civil es libre, salvo que alguna norma especial exija una modalidad 
de prueba determinada o exima de pruebas complementarias acreditando 
el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el ámbito del 
Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone 
que “el domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal 
o información testifical”; b) el artículo 68 párrafo tercero del mismo 
Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la previsión del artículo 
16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los 
documentos nacionales de identidad oportunos o, en su defecto, por 
certificación del padrón municipal”.

En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de 
los singulares casos citados por la legislación del Registro Civil, por lo que 
revive la regla general en el ámbito civil de que la residencia habitual 
puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en derecho, 
correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los 
Tribunales la valoración libre de los datos que hayan sido aportados y 
circunstancias acreditadas; como por ejemplo, tener en el lugar 
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establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes 
policiales adversos, ausencia de visados o permisos de residencia – no 
de mera estancia - respecto de los extranjeros, etc. (vid. sentencias del 
Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de junio de 1952, 
entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio 
de los derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 CC.) puede 
fijarse arbitrariamente por los interesados dando lugar a supuestos de 
fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho de que la inscripción 
en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de 
tal declaración (cfr. art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). Por 
ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse 
incompetente para la actuación registral instada cuando llegue a la 
convicción de la inexactitud del contenido del padrón municipal respecto 
de la persona que promueve expediente registral ante el Registro Civil 
cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la 
citada inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es 
que, de la documentación obrante en el expediente no cabe colegir que 
concurran las notas de estabilidad y permanencia que cualifican el 
domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en 
el expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez 
Encargada para apreciar su competencia.

V.- La regla especial de competencia en materia de expediente sobre 
declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
comporta igualmente la necesidad de diferenciar entre la resolución del 
expediente y la anotación posterior de dicha resolución al margen de la 
inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean 
coincidentes ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada 
por el Encargado del Registro Civil del domicilio, una vez devenida firme, 
habrá de ser calificada por el Encargado del Registro Civil del lugar del 
nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente 
caso en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha 
practicado en base al mismo la inscripción de nacimiento del interesado, 
haciendo constar en el apartado de “observaciones” que “el inscrito goza 
de la nacionalidad española de origen”. 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia 
del Registro Civil de Córdoba para practicar la citada inscripción de 
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nacimiento. En principio, conforme al artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos 
se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar en que acaecen, 
o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el 
extranjero y tener el promotor su domicilio en España y después, por 
traslado, en el Consular correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría 
invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la competencia del Registro 
Civil de Córdoba, la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en 
su redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la 
cual “en las inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la 
adquisición de la nacionalidad española por ciudadanos cuyo lugar de 
nacimiento sea un país extranjero, los interesados podrán solicitar, en el 
momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la 
inscripción de nacimiento en el Registro Civil Municipal correspondiente al 
domicilio en el que se haya instruido el oportuno expediente registral”. Sin 
embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de 
manifiesto la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 
2006, la aplicación del trascrito apartado 4 del artículo 16 de la Ley queda 
condicionada a un doble requisito: por un lado, que la causa o título de la 
adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la 
causa de adquisición de la nacionalidad esté sometida a la exigencia legal 
del juramento o promesa de fidelidad al Rey y de obediencia a la 
Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a CC.), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del 
acta correspondiente el momento procesal oportuno para formular la 
solicitud de inscripción en el Registro Civil municipal. Requisito éste que 
no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso 
objeto del presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en 
Registro incompetente, incurriendo así en el defecto formal previsto en el 
número 1 del artículo 298 RRC.

VI.- Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de 
una declaración de nacionalidad española hecha en expediente por 
órgano registral incompetente (cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe 
dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose respetado las reglas de la 
competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la materia, 
esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del 
artículo 18 del Código Civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con 
la doctrina consolidada y reiteradísima de este Centro Directivo en relación 
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con la cuestión planteada. Pues bien, en principio, y con referencia a los 
progenitores del interesado, los nacidos en el territorio del Sahara cuando 
éste era posesión española no eran propiamente nacionales españoles, 
sino sólo súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad 
española, por más que de algunas disposiciones anteriores al abandono 
por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de 
noviembre de 1975, porque sólo así cobra sentido que a los naturales del 
Sahara se les concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a 
la nacionalidad española en el plazo de un año a contar desde la entrada 
en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 
noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo 
expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como potencia 
administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no autónomo 
del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos 
aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías al 
provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 
decidió que el actor había consolidado la nacionalidad española. Pero la 
doctrina de esta sentencia no es de aplicación al caso presente pues hay 
diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en la 
sentencia y el ahora planteado. En el caso presente el interesado, nacido 
en 1970, no ha acreditado que cuando estuvo en vigor el citado Decreto 
2258/1976, sus representantes legales – dada entonces su minoría de 
edad– estuviesen imposibilitados de facto para optar a la nacionalidad 
española por haber permanecido en los territorios ocupados. Aparte de 
esto concurre otra circunstancia impeditiva para los efectos pretendidos 
por el recurrente, como es que no está probada la posesión y utilización 
de la nacionalidad española en los términos y duración que establece el 
artículo 18 CC. Las más recientes sentencias del Tribunal Supremo (Sala 
3ª) de 20 de noviembre de 2007 y de 18 de julio de 2008 reconociendo a 
los saharauis recurrentes el estatuto de apátridas no hace sino reforzar 
las conclusiones anteriores.

VII.- Siendo esto así, el problema procedimental que se planteaba es el 
del camino adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de 
simple presunción y la inscripción practicada ya que para tal anotación 
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sólo sería competente el Registro Civil Central. La declaración de la 
nacionalidad con valor de simple presunción tiene como efecto excusar 
de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que 
invierte la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la 
declaración y, en este sentido, en tanto no se destruya la presunción debe 
tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En efecto si bien es 
cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 
de Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de 
nacional español, en los casos de adquisición originaria basada en la 
principio del “ius sanguinis”, solo puede proporcionarla la sentencia firme 
recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la legislación del 
Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración 
de que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud 
de un expediente gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la 
declaración sobre nacionalidad tenga valor de “simple presunción” y deba 
ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la inscripción de 
nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del 
valor propio de las presunciones “iuris tantum” que, como tales dispensan, 
como ya se ha dicho, de toda prueba a los favorecidos por la presunción, 
mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 LEC), prueba 
en contrario que podrá estar integrada, como resulta “infra”, por otro 
expediente registral tramitado con tal finalidad.

Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de 
actuaciones, una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente 
registral, por la vía del artículo 240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el ámbito del Registro 
Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la 
legislación del Registro Civil permite alcanzar el resultado pretendido. Es 
un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 
94 RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el 
Registro Civil y la realidad extrarregistral. En desarrollo de este principio 
se ha indicado repetidamente por la doctrina de este Centro Directivo que, 
mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en el 
ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo 
que es posible reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso 
ha de ser posible que, de oficio o por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de 
cualquier interesado o autoridad con competencias conexas con la 
materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie 

http://


M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

2520Boletín del Ministerio de Justicia

Rectificación, cancelación y traslado de inscripción

de nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los 
interesados les corresponde o no les corresponde la nacionalidad 
española. 

VIII.- Dicho expediente ha sido promovido por el Ministerio Fiscal y la 
nueva declaración recaída en tal expediente, negando la nacionalidad 
española del interesado, ha de tener acceso al Registro Civil para cancelar 
en su virtud la anotación preventiva practicada. No es obstáculo para ello 
que, con arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo las 
excepciones previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” 
sólo puedan rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en 
las “anotaciones”, en congruencia con su menor eficacia y su valor 
meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un principio 
distinto. En efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil 
establece una regla de aplicación preferente, permitiendo que las 
anotaciones puedan ser rectificadas y canceladas en virtud de expediente 
gubernativo en que se acredite la inexactitud, en todo caso con notificación 
formal a los interesados o sus representantes legales como exige 
imperativamente el párrafo primero del artículo 349 RRC. Tampoco puede 
erigirse en obstáculo para la aplicación de estas previsiones normativas el 
hecho de que, irregularmente, en el caso a que se refiere el presente 
recurso la declaración de la nacionalidad española se haya reflejado 
tabularmente por medio de su constancia en el apartado de “observaciones” 
de la inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente asiento 
de anotación marginal (cfr. art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de 
asiento correspondiente a la naturaleza del acto jurídico consignado, a la 
misma se han de ajustar los mecanismos registrales previstos legalmente 
para su corrección. Por tanto, la inscripción de nacimiento del interesado 
en el Registro Civil de Córdoba supuso la extensión de un asiento sobre 
un hecho, -el nacimiento- acaecido en el extranjero y que no afectaba a un 
ciudadano español, de modo que el mismo no debió practicarse en su 
momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la 
infracción a las citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto 
contemplado en el artículo 18 del Código Civil en el que la interesada 
había basado su petición. Por lo cual, procede la cancelación de la 
inscripción de nacimiento y marginal de nacionalidad acordada y objeto 
del presente recurso.
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Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Córdoba.

Resolución de 17 de Julio de 2014 (78ª)
VII.2.1  Cancelación de inscripción de nacimiento

Procede la cancelación de la inscripción de nacimiento del interesado en 
el Registro Civil de Córdoba por infracción de las reglas de competencia y 
no darse el supuesto contemplado en el artículo 18 del Código Civil.

En el expediente sobre cancelación de inscripción de nacimiento remitido 
a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por los 
promotores contra auto del Encargado del Registro Civil de Córdoba.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado el 29 de abril de 2008 en el Registro Civil 
de Córdoba, Don L. solicitó, en base al artículo 18 del Código Civil, la 
consolidación de la nacionalidad española con valor de simple presunción. 
La Juez Encargada del Registro Civil dictó auto el 12 de mayo de 2008 
acordando reconocer la nacionalidad española de origen por consolidación 
de Don L. y ordenando que se practique la correspondiente inscripción de 
nacimiento del expresado que declarará la nacionalidad española en el 
acto. 

2.- Contra el referido auto, el Ministerio Fiscal interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, recurso que fue 
resuelto mediante Resolución de fecha 16 de abril de 2009. La referida 
Resolución estimó el recurso interpuesto por dos motivos: incompetencia 
del Juez Encargado del Registro Civil de Córdoba para tramitar y resolver 
el expediente y para practicar la inscripción en el mencionado Registro 
Civil; y por infracción de las reglas que regulaban el fondo de la materia. 
Instando al Ministerio Fiscal para que promoviera la incoación de 
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expediente gubernativo con la finalidad de que se cancelara la inscripción 
de nacimiento del interesado practicada con la mención de su nacionalidad.

3.- En fecha 14 de septiembre de 2009 el Ministerio Fiscal promueve la 
incoación del expediente gubernativo encaminado a acordar que a Don L. 
no le corresponde la nacionalidad española por consolidación y acordar la 
cancelación de su inscripción de nacimiento. El 16 de noviembre de 2009 
la Encargada del Registro Civil dicta providencia dando por promovido el 
expediente y comunicando la incoación del expediente al interesado para 
que realizara las manifestaciones que considerase oportunas, no 
constando domicilio alguno donde practicar las notificaciones se notifica la 
resolución mediante edicto. En esta misma fecha la Encargada dicta Auto 
en el que se acuerda la anotación preventiva del escrito de promoción de 
expediente gubernativo en la inscripción de nacimiento de Don L.

4.- El 18 de junio de 2010 se personan en el expediente los letrados 
representantes de Don L. presentando la correspondiente copia autorizada 
de poder bastante, solicitando se entiendan con ellos los sucesivos 
trámites y se les confiera vista de las actuaciones.

5.- Mediante Auto de 21 de junio de 2010 la Encargada acuerda que a 
Don L. no le corresponde la nacionalidad española por consolidación y 
procede la cancelación de la inscripción de su nacimiento.

6.- Notificada la Resolución, el interesado presenta recurso ante la 
Dirección General de los Registros y el Notariado el 28 de junio de 2010 
solicitando se revoque la resolución y se confirme la inscripción por 
consolidación de la nacionalidad española de origen.

7.- Notificado el Ministerio Fiscal, interesa la desestimación del recurso y 
el Encargado del Registro remite el expediente a la Dirección General de 
los Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 12, 17 y 18 del Código Civil; 26, 95 y 96 de la Ley 
del Registro Civil (LRC); 66, 94, 163, 164, 297, 335, 338 y 342 del 
Reglamento del Registro Civil (RRC); la Ley 40/1975, de 19 de noviembre; 
el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; las Sentencias del Tribunal 
Supremo de 28 de octubre de 1998, 20 de noviembre de 2007 y 18 de 
julio de 2008; las Instrucciones de este Centro Directivo de 28 de febrero 
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de 2006 y de 28 de marzo de 2007, sobre competencia de los registros 
civiles municipales y demás reglas relativas a los expedientes de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción, y 
las Resoluciones, entre otras, de 9-1ª de septiembre, 20-2ª y 4ª y 22-5ª de 
diciembre de 2006; 12-3ª y 4ª de enero, 10 de febrero, 5-2ª de marzo, 21 
de abril, 21-6ª de mayo, 22-1ª de mayo, 11-1ª de junio, 19-5ª de octubre 
y20-2ª de diciembre de 2007; 3-1ª, 28-1ª y 29-3ª de enero, 22-5ª y 29-6ª 
de febrero, 3-2ª y 4ª de marzo y 17-5ª de septiembre de 2008.

II.- Se pretende por el promotor, que se deje sin efecto el auto que 
establece que a Don L. no le corresponde la nacionalidad española por 
consolidación y procede la cancelación de la inscripción de su nacimiento. 
El nacimiento fue inscrito en el Registro Civil y, posteriormente, se inició 
expediente para cancelar dicha anotación por incompetencia y por 
infracción de las reglas que regulaban el fondo de la materia, que finalizó 
con el auto objeto del recurso.

III.- El interesado, mediante escrito de fecha 29 de abril de 2008, solicitó 
ante el Registro Civil de Córdoba la consolidación de la nacionalidad 
española al haber nacido en 1958 en El A. y cumplir los requisitos 
establecidos. La Juez Encargada del Registro Civil de Córdoba dictó el 
auto antes citado declarando dicha nacionalidad de origen por 
consolidación. Este auto fue objeto de recurso. Según el artículo 18 del 
Código Civil la nacionalidad española puede consolidarse si se posee y 
utiliza durante diez años, con buena fe y sobre la base de un título inscrito 
en el Registro Civil que después es anulado. La vía registral para 
comprobar esta consolidación es el expediente de declaración de la 
nacionalidad española con valor de simple presunción (cfr. art. 96-2º LRC 
y 338 RRC). Ahora bien, frente a la norma general conforme a la cual 
resulta competente en materia de expedientes el Juez Encargado del 
Registro Civil en que deba inscribirse la resolución pretendida (cfr. art. 342 
RRC), en relación con los específicos expedientes para declaraciones con 
valor de simple presunción la competencia corresponde al Encargado del 
Registro del domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de 
competencia lo es tanto para instruir como para resolver el expediente, 
conforme a lo previsto por el artículo 342 del RRC, en la redacción dada 
por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986.

IV.- Cuando no se respeta la norma de competencia antes indicada, al 
igual que ocurre en general con todo tipo de procedimiento, dicha 
infracción implica la nulidad de lo actuado, nulidad que puede ser 
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declarada por la Dirección General de los Registros y del Notariado 
cuando conozca de la misma a través de los recursos entablados. Dicha 
nulidad se desprende de la aplicación de las normas de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil en materia de competencia territorial y de fuero 
personal de las personas físicas (cfr. art. 50 LEC 1/2000, de 7 de enero), 
la cual es aplicable por la remisión que realiza el artículo 16 LRC, que 
contiene un llamamiento supletorio a las normas de jurisdicción voluntaria. 
En el presente caso, la cuestión se suscita ante la duda de que el domicilio 
del interesado esté fijado en la demarcación correspondiente al Registro 
Civil de Córdoba dado que ninguna prueba o dato existe en las actuaciones 
de las que se desprenda este imprescindible requisito de procedibilidad. 
Al respecto ha de recordarse que el concepto de domicilio a efectos 
civiles, que es el que se ha de entender invocado por la legislación del 
Registro Civil en general y por el artículo 355 del RRC en particular, se 
encuentra definido en el artículo 40 CC., conforme al cual “el domicilio de 
las personas naturales es el de su residencia habitual”, esto es, el lugar en 
que la persona vive con cierta permanencia y el que se presume para el 
futuro. La prueba de la residencia habitual constitutiva del domicilio en el 
ámbito civil es libre, salvo que alguna norma especial exija una modalidad 
de prueba determinada o exima de pruebas complementarias acreditando 
el domicilio por ciertos medios. Esto es lo que sucede en el ámbito del 
Registro Civil en casos concretos: así, a) el artículo 336 nº 3 RRC dispone 
que “el domicilio de los apátridas se acreditará por certificación municipal 
o información testifical”; b) el artículo 68 párrafo tercero del mismo 
Reglamento, por su parte, a los efectos de aplicar la previsión del artículo 
16, párrafo segundo, LRC, establece que el domicilio del progenitor o 
progenitores legalmente conocidos se justificará “por exhibición de los 
documentos nacionales de identidad oportunos o, en su defecto, por 
certificación del padrón municipal”.

En consecuencia, se aprecia que, con carácter general, ni la prueba de la 
certificación del padrón municipal es exclusiva, ni viene exigida fuera de 
los singulares casos citados por la legislación del Registro Civil, por lo que 
revive la regla general en el ámbito civil de que la residencia habitual 
puede acreditarse a través de cualquier otro medio admitido en derecho, 
correspondiendo al encargado del Registro Civil y, en su caso, a los 
Tribunales la valoración libre de los datos que hayan sido aportados y 
circunstancias acreditadas; como por ejemplo, tener en el lugar 
establecimiento mercantil, tener casa abierta, actas notariales, censo 
electoral y, en sentido contrario, carecer de casa abierta, informes 
policiales adversos, ausencia de visados o permisos de residencia – no 
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de mera estancia - respecto de los extranjeros, etc. (vid. sentencias del 
Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1948 y 23 de junio de 1952, 
entre otras). Téngase en cuenta que el domicilio como lugar de ejercicio 
de los derechos y cumplimiento de las obligaciones (cfr. art. 40 CC.) puede 
fijarse arbitrariamente por los interesados dando lugar a supuestos de 
fraude de ley, especialmente facilitado por el hecho de que la inscripción 
en el padrón municipal tiene lugar por simple declaración del interesado 
sin verificación fehaciente por parte de la Administración de la realidad de 
tal declaración (cfr. art. 15 de la Ley de Bases de Régimen Local). Por 
ello, el Juez Encargado puede y debe examinar de oficio su propia 
competencia (cfr. arts. 48 y 58 LEC) y, en consecuencia, declararse 
incompetente para la actuación registral instada cuando llegue a la 
convicción de la inexactitud del contenido del padrón municipal respecto 
de la persona que promueve expediente registral ante el Registro Civil 
cuya competencia dependa del domicilio del promotor al que se refiera la 
citada inexactitud administrativa. Lo que sucede en el presente caso, es 
que, de la documentación obrante en el expediente no cabe colegir que 
concurran las notas de estabilidad y permanencia que cualifican el 
domicilio como residencia habitual respecto del interesado, ni constan en 
el expediente los elementos valorativos en que se ha apoyado la Juez 
Encargada para apreciar su competencia.

V.- La regla especial de competencia en materia de expediente sobre 
declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción 
comporta igualmente la necesidad de diferenciar entre la resolución del 
expediente y la anotación posterior de dicha resolución al margen de la 
inscripción de nacimiento del interesado, en el caso de que no sean 
coincidentes ambos Registros. De forma tal que la resolución adoptada 
por el Encargado del Registro Civil del domicilio, una vez devenida firme, 
habrá de ser calificada por el Encargado del Registro Civil del lugar del 
nacimiento. No es esto, sin embargo, lo que ha sucedido en el presente 
caso en el que la propia Juez Encargada que dictó el auto recurrido ha 
practicado en base al mismo la inscripción de nacimiento del interesado, 
haciendo constar en el apartado de “observaciones” que “el inscrito goza 
de la nacionalidad española de origen”. 

Esta actuación plantea, en primer lugar, la cuestión sobre la competencia 
del Registro Civil de Córdoba para practicar la citada inscripción de 
nacimiento. En principio, conforme al artículo 16 nº 1 LRC los nacimientos 
se inscriben en el Registro Municipal o Consular del lugar en que acaecen, 
o bien en el Registro Civil Central en caso de haber acaecido en el 

http://


M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

2526Boletín del Ministerio de Justicia

Rectificación, cancelación y traslado de inscripción

extranjero y tener el promotor su domicilio en España y después, por 
traslado, en el Consular correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Podría 
invocarse aquí, no obstante, a fin de defender la competencia del Registro 
Civil de Córdoba, la aplicabilidad al caso del nº 4 del artículo 16 LRC, en 
su redacción dada por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, conforme a la 
cual “en las inscripciones de nacimiento que sean consecuencia de la 
adquisición de la nacionalidad española por ciudadanos cuyo lugar de 
nacimiento sea un país extranjero, los interesados podrán solicitar, en el 
momento de levantarse el acta de juramento o promesa de fidelidad al 
Rey y obediencia a la Constitución y a las Leyes, que se extienda la 
inscripción de nacimiento en el Registro Civil Municipal correspondiente al 
domicilio en el que se haya instruido el oportuno expediente registral”. Sin 
embargo, tal alegación no puede prosperar ya que, como puso de 
manifiesto la Instrucción de este Centro Directivo de 28 de febrero de 
2006, la aplicación del trascrito apartado 4 del artículo 16 de la Ley queda 
condicionada a un doble requisito: por un lado, que la causa o título de la 
adquisición de la nacionalidad española haya precisado de la tramitación 
de un previo expediente registral, pero además, por otro lado, que la 
causa de adquisición de la nacionalidad esté sometida a la exigencia legal 
del juramento o promesa de fidelidad al Rey y de obediencia a la 
Constitución y a las leyes (cfr. art. 23, a CC.), exigencia que se desprende 
implícitamente del hecho de fijarse en el trámite del levantamiento del 
acta correspondiente el momento procesal oportuno para formular la 
solicitud de inscripción en el Registro Civil municipal. Requisito éste que 
no concurre en los expedientes de declaración de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción por consolidación, por lo que en el caso 
objeto del presente recurso debe entenderse extendida la inscripción en 
Registro incompetente, incurriendo así en el defecto formal previsto en el 
número 1 del artículo 298 RRC.

VI.- Por otra parte, de la misma forma que no hay duda de la nulidad de 
una declaración de nacionalidad española hecha en expediente por 
órgano registral incompetente (cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), tampoco debe 
dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose respetado las reglas de la 
competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la materia, 
esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación del 
artículo 18 del Código Civil, lo que obliga a contrastar el auto recurrido con 
la doctrina consolidada y reiteradísima de este Centro Directivo en relación 
con la cuestión planteada. Pues bien, en principio, y con referencia a los 
progenitores del interesado, los nacidos en el territorio del Sahara cuando 
éste era posesión española no eran propiamente nacionales españoles, 
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sino sólo súbditos de España que se beneficiaban de la nacionalidad 
española, por más que de algunas disposiciones anteriores al abandono 
por España de ese territorio pudiera deducirse otra cosa. El principio 
apuntado es el que se desprende necesariamente de la Ley de 19 de 
noviembre de 1975, porque sólo así cobra sentido que a los naturales del 
Sahara se les concediera en ciertas condiciones la oportunidad de optar a 
la nacionalidad española en el plazo de un año a contar desde la entrada 
en vigor del Decreto 2258/76. Así resulta también de la diferenciación de 
«territorios» puesto de relieve, con rotunda claridad, por la Ley de 19 
noviembre 1975 de «descolonización» del Sahara cuyo preámbulo 
expresa «que el Estado Español ha venido ejerciendo, como potencia 
administradora, plenitud de competencias sobre el territorio no autónomo 
del Sahara, que durante algunos años ha estado sometido en ciertos 
aspectos de su administración a un régimen peculiar con analogías al 
provincial y que nunca -recalcaba- ha formado parte del territorio 
nacional».

Es cierto que para un supuesto excepcional respecto de un natural del 
Sahara la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998 
decidió que el actor había consolidado la nacionalidad española. Pero la 
doctrina de esta sentencia no es de aplicación al caso presente pues hay 
diferencias fundamentales entre el supuesto de hecho examinado en la 
sentencia y el ahora planteado. En el caso presente el interesado no ha 
acreditado que cuando estuvo en vigor el citado Decreto 2258/1976, sus 
representantes legales – dada entonces su minoría de edad (la mayoría, 
entonces, se alcanzaba a los 21 años) – estuviesen imposibilitados de 
facto para optar a la nacionalidad española por haber permanecido en los 
territorios ocupados. Aparte de esto concurre otra circunstancia impeditiva 
para los efectos pretendidos por el recurrente, como es que no está 
probada la posesión y utilización de la nacionalidad española en los 
términos y duración que establece el artículo 18 CC. Las más recientes 
sentencias del Tribunal Supremo (Sala 3ª) de 20 de noviembre de 2007 y 
de 18 de julio de 2008 reconociendo a los saharauis recurrentes el estatuto 
de apátridas no hace sino reforzar las conclusiones anteriores.

VII.- Siendo esto así, el problema procedimental que se plantea es el del 
camino adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de simple 
presunción y la inscripción practicada. Es desde esta perspectiva desde la 
que debe entenderse la petición del Ministerio Fiscal vertida en su escrito 
de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese su 
carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal 
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declaración presuntiva habría de reflejarse registralmente mediante una 
anotación marginal a la inscripción de nacimiento, anotación para la cual 
sólo sería competente el Registro Civil Central. La declaración de la 
nacionalidad con valor de simple presunción tiene como efecto excusar 
de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que 
invierte la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la 
declaración y, en este sentido, en tanto no se destruya la presunción debe 
tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En efecto si bien es 
cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 
de Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de 
nacional español, en los casos de adquisición originaria basada en la 
principio del “ius sanguinis”, solo puede proporcionarla la sentencia firme 
recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la legislación del 
Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración 
de que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud 
de un expediente gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la 
declaración sobre nacionalidad tenga valor de “simple presunción” y deba 
ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la inscripción de 
nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del 
valor propio de las presunciones “iuris tantum” que, como tales dispensan, 
como ya se ha dicho, de toda prueba a los favorecidos por la presunción, 
mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 LEC), prueba 
en contrario que podrá estar integrada, como resulta “infra”, por otro 
expediente registral tramitado con tal finalidad.

Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de 
actuaciones, una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente 
registral, por la vía del artículo 240 nº 2 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el ámbito del Registro 
Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la 
legislación del Registro Civil permite alcanzar el resultado pretendido. Es 
un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 
94 RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el 
Registro Civil y la realidad extrarregistral. En desarrollo de este principio 
se ha indicado repetidamente por la doctrina de este Centro Directivo que, 
mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en el 
ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo 
que es posible reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso 
ha de ser posible que, de oficio o por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de 
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cualquier interesado o autoridad con competencias conexas con la 
materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie 
de nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los 
interesados les corresponde o no les corresponde la nacionalidad 
española. 

VIII.- La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser 
negativa, ha de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la 
anotación preventiva practicada. No es obstáculo para ello que, con 
arreglo al artículo 92 de la Ley del Registro Civil y a salvo las excepciones 
previstas en los tres artículos siguientes, las “inscripciones” sólo puedan 
rectificarse por sentencia firme en juicio ordinario, porque en las 
“anotaciones”, en congruencia con su menor eficacia y su valor meramente 
informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 RRC), rige un principio distinto. En 
efecto, el artículo 147 del Reglamento del Registro Civil establece una 
regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones puedan 
ser rectificadas y canceladas en virtud de expediente gubernativo en que 
se acredite la inexactitud, en todo caso con notificación formal a los 
interesados o sus representantes legales como exige imperativamente el 
párrafo primero del artículo 349 RRC. Tampoco puede erigirse en 
obstáculo para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de 
que, irregularmente, en el caso a que se refiere el presente recurso la 
declaración de la nacionalidad española se haya reflejado tabularmente 
por medio de su constancia en el apartado de “observaciones” de la 
inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente asiento de 
anotación marginal (cfr. art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de 
asiento correspondiente a la naturaleza del acto jurídico consignado, a la 
misma se han de ajustar los mecanismos registrales previstos legalmente 
para su corrección. Por tanto, la inscripción de nacimiento del interesado 
en el Registro Civil de Córdoba supuso la extensión de un asiento sobre 
un hecho, -el nacimiento- acaecido en el extranjero y que no afectaba a un 
ciudadano español, de modo que el mismo no debió practicarse en su 
momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la 
infracción a las citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto 
contemplado en el artículo 18 del Código Civil en el que el interesado 
había basado su petición. Por lo cual, procede la cancelación realizada 
objeto del presente recurso.
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Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Córdoba.

Resolución de 17 de Julio de 2014 (117ª)
VII.2.1  Cancelación de inscripción de nacimiento

Procede la cancelación de la inscripción de nacimiento con mención de la 
nacionalidad española de origen del inscrito porque el asiento se practicó 
en virtud de título manifiestamente ilegal.

En el expediente sobre cancelación de inscripción de nacimiento con 
mención de nacionalidad española remitido a este centro en trámite de 
recurso por virtud del entablado por el interesado contra auto dictado por 
la encargada del Registro Civil de Córdoba.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Córdoba el 11 de 
septiembre de 2009, el ministerio fiscal solicitaba la apertura de expediente 
para la cancelación de la inscripción de nacimiento de Don A. previa 
declaración de que al inscrito no le corresponde la nacionalidad española 
que fue declarada por la encargada de ese mismo registro en mayo de 
2008 por incompetencia del órgano actuante para la tramitación y 
resolución del expediente y para la práctica posterior de la inscripción 
realizada y por haberse infringido en el procedimiento anterior las reglas 
que regulan el fondo de la materia. Consta en el expediente resolución de 
la Dirección General de los Registros y del notariado de 7 de mayo de 
2009 (4ª) en la que se insta al ministerio fiscal la incoación de expediente 
para la cancelación de la inscripción a la que se refiere el escrito. 

2.- Aprobada la tramitación del expediente, la encargada del Registro Civil 
de Córdoba dictó auto el 9 de junio de 2010 acordando la anotación 
preventiva en la inscripción de nacimiento de la promoción de expediente 
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para su cancelación y, finalmente, el 4 de noviembre de 2010 dictó auto 
por el que se declaraba que al inscrito no le corresponde la nacionalidad 
española por consolidación y se ordenaba la cancelación de la inscripción.

3.- Notificada la resolución, se interpuso recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado cuestionando la legalidad del contenido 
de la resolución dictada por este mismo órgano el 7 de mayo de 2009 y 
alegando que la privación de la nacionalidad española reconocida en el 
Registro Civil solo es posible mediante sentencia recaída en un 
procedimiento declarativo ordinario, por lo que se solicitaba la anulación 
del auto dictado.

4.- De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que 
interesó su desestimación. La encargada del Registro Civil de Córdoba 
remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil (CC.); 15, 16, 95.2º y 96 de la 
Ley del Registro Civil (LRC); 66, 68, 297.3º y 335 del Reglamento del 
Registro Civil (RRC); y las resoluciones, entre otras, 20-1ª de septiembre 
de 2001; 5-2ª de octubre de 2004; 9-6ª y 22-1ª de mayo y 21-4ª de 
septiembre de 2007; 6-7ª de mayo y 27-5ª de noviembre de 2008; 14 de 
febrero de 2009; 19-47ª de junio y 5-23ª de septiembre de 2012.

II.- El inscrito solicitó ante el Registro Civil de Córdoba la consolidación de 
la nacionalidad española por haber nacido en 1961 en territorio del Sahara 
Occidental y cumplir los requisitos establecidos en el artículo 18 CC. La 
encargada del registro dictó auto declarando la nacionalidad de origen del 
interesado por consolidación, practicándose a continuación la inscripción 
correspondiente. El ministerio fiscal interpuso recurso por considerar que 
la declaración de nacionalidad por consolidación debe serlo con valor de 
simple presunción y porque la competencia para practicar la inscripción 
en este caso corresponde al Registro Civil Central. El recurso fue estimado 
por la Dirección General de los Registros y del Notariado mediante 
resolución de 7 de mayo de 2009 en la que, además, una vez determinado 
que al interesado no le correspondía la declaración de nacionalidad 
española, se instaba al propio ministerio fiscal para que promoviera 
expediente gubernativo dirigido a la cancelación de la inscripción 
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practicada. Contra el auto de cancelación recaído en dicho expediente se 
plantea el recurso ahora examinado. 

III.- No es necesario reiterar aquí los fundamentos de derecho ya 
expuestos en la resolución del recurso mencionado en el punto anterior 
en la que, precisamente, se basa el ministerio fiscal para incoar el 
expediente sobre el que ha recaído el auto objeto del recurso ahora 
examinado pero si cabe decir, en cualquier caso, que las alegaciones del 
interesado cuestionando el contenido de la citada resolución de la DGRN 
no son admisibles en tanto que este tipo de resoluciones no son recurribles 
y contra ellas solo cabe, en su caso, acudir a la vía judicial ordinaria (art. 
362 RRC). 

IV.- Por lo demás, en la resolución mencionada ya quedó establecido que 
la inscripción de nacimiento del interesado en el Registro Civil de Córdoba 
supuso la extensión de un asiento sobre un hecho -el nacimiento- acaecido 
en el extranjero y que no afectaba a un ciudadano español, de modo que 
no debió practicarse porque se trataba de una inscripción que se extendía 
de modo evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, toda vez 
que, sobre la infracción a las reglas de competencia, no se daba el 
supuesto contemplado en el artículo 18 CC. en el que el interesado había 
basado su petición. Por todo ello procede su supresión y cancelación 
mediante el expediente gubernativo promovido por el ministerio fiscal en 
aras del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada.

Madrid, 17 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de COrdoba.
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (27ª)
VII.2.1  Cancelación de anotación marginal de nacionalidad y adquisi-

ción de la nacionalidad española por opción por patria potestad

1º.- Procede la cancelación del asiento marginal de nacionalidad españo-
la con valor de simple presunción en la inscripción de una menor nacida 
de padres uruguayos, una vez acreditado que no se cumplían los presu-

puestos para la aplicación del artículo 17.1.c) del Código Civil.

2º.- Se estima la opción por razón de patria potestad formulada ya que se 
cumplen los requisitos establecidos por el artículo 20 del Código Civil.

En el expediente sobre cancelación de inscripción de anotación marginal 
de declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción y 
opción a la nacionalidad por patria potestad remitido a este Centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por los promotores contra auto 
del Encargado del Registro Civil de Marbella (Málaga).

HECHOS

1.- Mediante escrito remitido al Registro Civil Consular de Montevideo el 6 
de febrero de 2012, los ciudadanos que ostentan en la actualidad la doble 
nacionalidad española y uruguaya, Don C-R. y Doña G. solicitaron que se 
cancelara la declaración de la nacionalidad española con valor de simple 
presunción de su hija, A. nacida el ….. de 2004 en I. (M) y que se 
procediera a instruir expediente para que optara a la nacionalidad 
española por patria potestad, en virtud del artículo 20.1.a) del Código 
Civil. Aportaban la siguiente documentación: certificaciones literales de 
nacimiento de la menor interesada y de sus padres, constando en la de la 
interesada marginal de declaración de nacionalidad española con valor de 
simple presunción del año 2005 y en el caso de los padres la adquisición 
de la nacionalidad española por residencia el 21 de diciembre de 2006 y 
10 de junio de 2008, respectivamente; fotocopia del libro de familia, los 
pasaportes de los interesados y DNI de la menor.

2.- El Encargado del Registro Civil Consular por acuerdo del 7 de febrero 
de 2012 inicia el expediente de cancelación, y previo informe favorable del 
Ministerio Fiscal, dicta auto de fecha 13 de febrero de 2012, por el que 
acuerda, vista la normativa uruguaya vigente, declarar con valor de simple 
presunción que la menor interesada, nacida en España en 2004 no 
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adquirió al nacer la nacionalidad española de origen; y remitir testimonio 
de la resolución al Registro Civil de Istan para que, si lo considera 
oportuno, cancele la anotación existente y se haga constar la opción por 
la nacionalidad española de la inscrita, acta de opción levantada ante el 
Encargado del Registro Civil Consular el 6 de febrero de 2012 y que obra 
en el expediente.

3.- Una vez remitidas las actuaciones al Registro Civil de Marbella, previo 
informe favorable del Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro dictó 
auto de fecha 12 de junio de 2012, por la que acuerda denegar la solicitud, 
por considerar que la menor ya tiene la nacionalidad española con valor 
de simple presunción y entender que la misma no ha quedado desvirtuada, 
por lo tanto, no puede obtener la misma nacionalidad por opción que ya 
ostenta a través de otro tipo de trámite.

4.- Notificada la resolución a los promotores, presentan recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, reiterando su solicitud.

5.- Notificado el Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil remite el 
expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para la 
resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 12, 17, 20, 23, 315 y 330 del Código Civil; 15, 16, 
23, 26, 67, 95 y 96 de la Ley del Registro Civil (LRC); 66, 68, 85, 94, 163, 
164, 232, 297, 335, 338, 340 y 342 del Reglamento del Registro Civil 
(RRC) ; y las resoluciones de 5-2ª de marzo y 25 de septiembre de 2004, 
16-3ª de septiembre de 2005, 27-4ª de diciembre de 2006, 3-5ª de enero 
de 2007 y 29-2ª de febrero de 2008; 9-5ª y 12-4ª de enero, 25-10ª de 
febrero, 11-4ª de marzo y 22-4ª de octubre de 2009; 1-2ª de febrero de 
2010; 13-32ª de septiembre de 2013.

II.- Se pretende por los promotores, que se deje sin efecto el auto que 
deniega la solicitud de los interesados, es decir, que se proceda a cancelar 
la declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción, 
anotada al margen de la inscripción de nacimiento de su hija, nacida en 
España en 2004 de padres uruguayos nacidos en Uruguay; y que la 
misma adquiera la nacionalidad española por opción en virtud del artículo 
20.1.a) del Código Civil. Dicho acuerdo es el objeto del presente recurso. 
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III.- En cuanto a la solicitud relativa a la cancelación de la declaración de 
nacionalidad española con valor de simple presunción que consta anotada 
marginalmente a la inscripción de nacimiento de la menor, ésta se basaba 
en la forma de atribución iure soli de la nacionalidad española establecida 
a favor de los nacidos en España de padres extranjeros cuando la 
legislación de ninguno de ellos atribuye al hijo una nacionalidad (art. 17.1c 
del Código Civil). En relación con la legislación uruguaya, según el más 
reciente conocimiento que este Centro Directivo ha tenido del Derecho 
uruguayo sobre la nacionalidad, tienen la cualidad de nacionales de la 
República Oriental de Uruguay los hombres y mujeres nacidos en 
cualquier punto del territorio de la República, y tienen también dicha 
nacionalidad, sea cual fuere el lugar de su nacimiento, los hijos de 
cualquiera de las personas mencionadas anteriormente (vid. Artículos 1 y 
2 de la Ley 13.021, de 13 de abril de 1989). Igualmente son ciudadanos 
naturales de la República Oriental de Uruguay los hijos de padre o madre 
orientales, cualquiera haya sido el lugar de su nacimiento, por el hecho de 
avecindarse en el país e inscribirse en el Registro Cívico (vid. Artículo 74 
de la Constitución uruguaya). Por lo que, al ser los padres de la menor, en 
el momento de su nacimiento, uruguayos nacidos en Uruguay le 
correspondería a la misma iure sanguinis la nacionalidad uruguaya de los 
padres, según el artículo 2 de la Ley 13.021 antes señalada. 
Consiguientemente, no se da, pues, una situación de apatridia originaria 
que justificaría la atribución iure soli de la nacionalidad española conforme 
al citado artículo 17.1.c) del Código Civil, que está previendo el caso de 
que el nacido en España no tenga otra nacionalidad iure sanguinis, 
evitando con esta norma situaciones de apatridia originaria, por lo que 
procedería la cancelación solicitada.

IV.- En relación con la solicitud de opción a la nacionalidad española por 
patria potestad, el artículo 20.1.a) del Código Civil establece que tienen 
derecho a optar por la nacionalidad española “Las personas que estén o 
hayan estado sujetas a la patria potestad de un español”. Por su parte, el 
artículo 20.2.a) dispone que la declaración de opción se formulará “Por el 
representante legal del optante, menor de catorce años o incapacitado. 
En este caso, la opción requiere autorización del encargado del Registro 
Civil del domicilio del declarante, previo dictamen del Ministerio Fiscal. 
Dicha autorización se concederá en interés del menor o incapaz.” Por 
tanto, en el presente caso se observan que se han cumplido los requisitos 
anteriormente expuesto, ya que la menor interesada está sujeta a la patria 
potestad de dos españoles, constando en las correspondientes 
certificaciones literales de nacimiento que los padres adquirieron la 
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nacionalidad española por residencia el 21 de diciembre de 2006 y 10 de 
junio de 2008, respectivamente, cuando la interesada era menor de edad. 
Por otra parte, se observa que, previo informe favorable del Ministerio 
Fiscal, se dictó auto del Encargado del Registro Civil de Montevideo por el 
que acuerda autorizar a los padres para que opten en nombre de su hija, 
obrando en el expediente también el acta de opción a la nacionalidad 
española. Por lo que procedería la inscripción de la opción solicitada, 
dado el cumplimiento de los requisitos establecidos por el artículo 20 del 
Código Civil. 

Para finalizar, este Centro Directivo ha solicitado al Registro Civil de 
Marbella testimonio de los documentos pertenecientes a los expedientes 
de nacionalidad por residencia de los padres de la interesada, pudiéndose 
observar que la solicitud de la madre se realizó con anterioridad al 
nacimiento de la menor y, por tanto, no indicó su nombre en la misma, la 
cual se presentó ante el Encargado del Registro Civil de Marbella el 28 de 
octubre de 2004. Sin embargo, se ha podido comprobar que el Sr. S. 
durante la tramitación de su expediente de nacionalidad por residencia sí 
que hizo mención a la interesada en cumplimiento de lo dispuesto por el 
artículo 220.2 del Reglamento del Registro Civil, ya que en su solicitud 
realizada ante el mismo Registro Civil el 8 de julio de 2005, mencionó a la 
interesada como hija menor de edad sujeta a su patria potestad.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: 

1º.- Estimar el recurso interpuesto y revocar la resolución apelada.

2º.- Instar a que se proceda a la cancelación de la anotación de declaración 
de nacionalidad española con valor de simple presunción que consta en la 
inscripción de nacimiento de la menor interesada y a la inscripción de 
anotación marginal de adquisición de la nacionalidad española por opción, 
en virtud del acta de fecha 6 de febrero de 2012, levantada ante el 
Encargado del Registro Civil Consular de Montevideo por los promotores.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Marbella (Málaga).
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (104ª)
VII.2.1  Cancelación de la inscripción de nacimiento

Procede la cancelación del asiento marginal de nacionalidad española 
con valor de simple presunción, instado por el Ministerio Fiscal, mediante 
la tramitación del oportuno expediente gubernativo conforme a los 
artículos 95.2º de la Ley de Registro Civil y 297.3º del Reglamento del 
Registro Civil.

En las actuaciones sobre cancelación de la declaración de la nacionalidad 
española con valor de simple presunción remitidas a este Centro en 
trámite de recurso por virtud del entablado por el interesado contra auto 
dictado por la Encargada del Registro Civil de Córdoba.

HECHOS

1.- Mediante escrito de fecha 14 de septiembre de 2009, El Ministerio 
Fiscal promueve expediente gubernativo para acordar la cancelación de 
la inscripción de nacimiento de Don M. nacido el 02 de abril de 1961 en el 
Sahara Occidental, en base a la resolución de la Dirección General de los 
Registros y del Notariado de 18 de abril de 2009, donde insta al Ministerio 
Fiscal a incoar expediente gubernativo con la finalidad anteriormente 
mencionada.

2.- Con fecha 27 de noviembre de 2009, la encargada del Registro Civil de 
Córdoba dicta providencia para notificar por vía de Edictos la iniciación del 
expediente gubernativo para la cancelación de su inscripción de 
nacimiento por no constar el domicilio para la notificación del interesado 

3.- Con fecha 27 de noviembre de 2009, la encargada dicta auto acordando 
la anotación preventiva de lo solicitado por el Ministerio Fiscal.

4.- Con fecha 23 de marzo de 2010 el interesado por medio de 
representante legal solicita se le dé traslado de todo lo actuado en el 
presente procedimiento.

5.- Con fecha 07 de mayo de 2010, la encargada dicta auto ordenando la 
cancelación de la inscripción de la nacionalidad española al interesado
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6.- Con fecha 16 de junio de 2010, la secretaria judicial del Registro civil 
de Córdoba dicta diligencia de ordenación dando firmeza al auto de 07 de 
mayo de 2010, notificado al interesado a través de su representante legal 
el 07 de mayo de 2010 y al Ministerio Fiscal.

7.-Con fecha 04 de junio de 2010, el interesado a través de su representante 
legal interpone recurso ante la Dirección general de Registros y del 
Notariado, contra el auto de 07 de mayo de 2010

8.-Del recurso interpuesto se dio traslado al Ministerio Fiscal, que informo 
que el auto recurrido resultaba conforma a Derecho. La Encargada del 
registro civil remitió el expediente a la Dirección General de los Registros 
y del Notariado para su resolución 

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 del Código Civil; 26,95 y 96 de la Ley del Registro 
Civil; 66,94,163,164,297,335 y 338 del Reglamento del Registro Civil; la 
Ley 40/1975, de 19 de noviembre; el Decreto 2258/1976, de 10 de agosto; 
la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998, y las 
Resoluciones, entre otras, de 14-5ª y 17-1ª de julio, 1-1ª, 6-3ª, 7-2ª y 9-1ª 
de septiembre de 2006; 18-1ª, 10, 12-3ª y 4ª de enero, 10, 12-2ª-3ª y 4ª de 
febrero, 5-2ª de marzo, 25-2ª de julio, 7-6ª y 28-5ª de septiembre de 2007; 
y 17-8ª de junio, 18-6ª de julio y 3-3ª de septiembre de 2008, y las 
Resoluciones de fecha 28 de marzo de 2007; de 15 de febrero de 1994, 
17-2ª de noviembre de 2001; 5-4ª de febrero, 17-2ª de abril, 20-5ª de 
mayo, 3-1ª, 10-4ª y 5ª de junio, 16-7ª y 23-1ª de septiembre y 19-1ª de 
diciembre de 2002; 1-3ª de febrero, 26-4ª de marzo y 3-2ª, 11-3ª y 28-2ª 
de junio de 2003; 13-2ª de febrero y 30-3ª de noviembre de 2004; y 15-4ª 
de enero de 2007.

II.- Que vista la Resolución de 18 de abril de 2009 de la Directora General 
de Registros y del Notariado donde se acuerda instar al Ministerio Fiscal, 
para que incoe expediente de cancelación de la inscripción de nacimiento 
y de adquisición de la nacionalidad español con valor de simple presunción 
a Don M. Que dicha actuación de cancelación de la inscripción de 
nacimiento tiene su base como se recoge en la resolución anteriormente 
mencionada entre otras cuestiones en la incompetencia del Registro Civil 
de Córdoba para practicar la citada inscripción de nacimiento. Ya que, 
conforme al artículo 16 nº1 LRC los nacimientos se inscriben en el Registro 
Municipal o Consular del lugar en que acaecen, o bien en el Registro Civil 
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Central en caso de haber acaecido en el extranjero y tener el promotor su 
domicilio en España y después, por traslado, en el Consular 
correspondiente (cfr. art. 68-II RRC). Que no habiendo duda de la nulidad 
de una declaración de nacionalidad española hecha en expediente por 
órgano registral incompetente (cfr. arts. 50 LEC y 16 RRC), ni tampoco 
debe dudarse de tal nulidad cuando, habiéndose respetado las reglas de 
la competencia, se hubieren infringido las que regulan el fondo de la 
materia, esto es, cuando se hubiere padecido una errónea interpretación 
del artículo 18 CC., lo que obliga a contrastar el auto recurrido con la 
doctrina consolidada y reiteradísima de este Centro Directivo en relación 
con la cuestión planteada.

Siendo así lo que antecede, el problema procedimental que se planteo es 
el del camino adecuado para dejar sin efecto la declaración con valor de 
simple presunción y la inscripción practicada. Es desde esta perspectiva 
desde la que debe entenderse la petición del Ministerio Fiscal vertida en 
su escrito de recurso de que la parte dispositiva del auto recurrido exprese 
su carácter de simple presunción, en conexión con la alegación de que tal 
declaración presuntiva habría de reflejarse registralmente mediante una 
anotación marginal a la inscripción de nacimiento, anotación para la cual 
sólo sería competente el Registro Civil Central. La declaración de la 
nacionalidad con valor de simple presunción tiene como efecto excusar 
de la prueba en contrario a la persona a quien se le declara, puesto que 
invierte la carga de la prueba, que corresponderá al que discuta la 
declaración y, en este sentido, en tanto no se destruya la presunción debe 
tenerse dicha declaración como si fuese definitiva, En efecto si bien es 
cierto, como puso de manifiesto este Centro Directivo en su Circular de 22 
de Mayo de 1975, epígrafe VII, que la prueba definitiva del estado civil de 
nacional español, en los casos de adquisición originaria basada en la 
principio del “ius sanguinis”, solo puede proporcionarla la sentencia firme 
recaída en el oportuno juicio ordinario, también lo es que la legislación del 
Registro Civil ha arbitrado un medio específico para obtener la declaración 
de que se ostenta la nacionalidad española (cfr. art. 96 nº 2 LRC) en virtud 
de un expediente gubernativo. El hecho de que, según esta legislación, la 
declaración sobre nacionalidad tenga valor de “simple presunción” y deba 
ser objeto de anotación (art.340 RRC) al margen de la inscripción de 
nacimiento, no debe llevar a la confusión de minimizar la eficacia de tales 
declaraciones de nacionalidad, ya que en todo caso están investidas del 
valor propio de las presunciones “iuris tantum” que, como tales dispensan, 
como ya se ha dicho, de toda prueba a los favorecidos por la presunción, 
mientras no se destruya por prueba en contrario (cfr. art. 386 LEC), prueba 
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en contrario que podrá estar integrada, como resulta “infra”, por otro 
expediente registral tramitado con tal finalidad.

Pues bien, a estos efectos ha de tenerse en cuenta que la nulidad de 
actuaciones, una vez que ha recaído resolución definitiva en el expediente 
registral, por la vía del artículo 240 nº2 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial, tropieza con el carácter supletorio que en el ámbito del Registro 
Civil tiene la aplicación de las normas sobre jurisdicción voluntaria (cfr. art. 
16 RRC), por lo que ha de examinarse si la aplicación directa de la 
legislación del Registro Civil permite alcanzar el resultado pretendido. Es 
un principio básico de la legislación registral civil (cfr. arts. 24 y 26 LRC y 
94 RRC) el de procurar lograr la mayor concordancia posible entre el 
Registro Civil y la realidad extrarregistral. En desarrollo de este principio 
se ha indicado repetidamente por la doctrina de este Centro Directivo que, 
mientras subsista ese interés público de concordancia, no juega en el 
ámbito del Registro Civil el principio de autoridad de cosa juzgada, por lo 
que es posible reiterar un expediente sobre cuestión ya decidida. Por eso 
ha de ser posible que, de oficio o por iniciativa del Ministerio Fiscal, o de 
cualquier interesado o autoridad con competencias conexas con la 
materia, y con intervención en todo caso del Ministerio Público, se inicie 
de nuevo expediente para declarar con valor de presunción que a los 
interesados les corresponde o no les corresponde la nacionalidad 
española. 

La nueva declaración recaída en tal expediente, en caso de ser negativa, 
ha de tener acceso al Registro Civil para cancelar en su virtud la anotación 
preventiva practicada. No es obstáculo para ello que, con arreglo al 
artículo 92 LRC y a salvo las excepciones previstas en los tres artículos 
siguientes, las “inscripciones” sólo puedan rectificarse por sentencia firme 
en juicio ordinario, porque en las “anotaciones”, en congruencia con su 
menor eficacia y su valor meramente informativo (cfr. arts. 38 LRC y 145 
RRC), rige un principio distinto. En efecto, el artículo 147 RRC establece 
una regla de aplicación preferente, permitiendo que las anotaciones 
puedan ser rectificadas y canceladas en virtud de expediente gubernativo 
en que se acredite la inexactitud, en todo caso con notificación formal a 
los interesados o sus representantes legales como exige imperativamente 
el párrafo primero del artículo 349 RRC. Tampoco puede erigirse en 
obstáculo para la aplicación de estas previsiones normativas el hecho de 
que, irregularmente, en el caso a que se refiere el presente recurso la 
declaración de la nacionalidad española se haya reflejado tabularmente 
por medio de su constancia en el apartado de “observaciones” de la 
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inscripción de nacimiento, en lugar de en el correspondiente asiento de 
anotación marginal (cfr. art. 96 in fine LRC), pues siendo éste el tipo de 
asiento correspondiente a la naturaleza del acto jurídico consignado, a la 
misma se han de ajustar los mecanismos registrales previstos legalmente 
para su corrección.

En consecuencia, la inscripción de nacimiento del interesado en el 
Registro Civil de Córdoba supuso la extensión de un asiento sobre un 
hecho, -el nacimiento- acaecido en el extranjero y que no afectaba a un 
ciudadano español, de modo que el mismo no debió practicarse en su 
momento, porque se trataba de una inscripción que se extendía de modo 
evidente en virtud de un título manifiestamente ilegal, puesto que, sobre la 
infracción a las citadas reglas de competencia, no se daba el supuesto 
contemplado en el artículo 18 del Código Civil en el que el interesado 
había basado su petición. 

Por lo cual, procede su supresión y cancelación mediante el oportuno 
expediente gubernativo (cfr. arts. 95-2º LRC y 297-3º RRC) que, en aras 
del principio de concordancia entre el Registro Civil y la realidad, puede y 
debe promoverse de oficio por este Centro Directivo instando la 
correspondiente intervención del Ministerio Fiscal.

III.- En base a lo anterior y teniendo en cuenta que las alegaciones 
presentadas en el recurso no aportan nada nuevo al expediente que ya 
fue objeto de resolución por esta Dirección General. Es conforme a 
derecho el auto dictado por la Encargada del Registro Civil de Córdoba de 
fecha 07 de mayo de 2010 ordenando la cancelación de la inscripción.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso 
interpuesto y confirmar la resolución apelada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Cordoba.
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (239ª)
VII.2.1  Cancelación de inscripción de nacimiento

La inscripción de un nacimiento en el Registro Civil del domicilio común de 
los padres, distinto del lugar de nacimiento, requiere solicitud formulada 
de común acuerdo por los representantes legales del nacido (art. 16.2 
LRC). 

En el expediente sobre cancelación de inscripción de nacimiento remitido 
a este Centro en trámite de recurso, por virtud del interpuesto por los 
promotores contra providencia dictada por la Juez Encargada del Registro 
Civil de Torrejón de Ardoz (Madrid).

HECHOS

1.- En comparecencia en el Registro Civil de Valdeolmos-Alalpardo 
(Madrid) en fecha 2 de marzo de 2010 Don C. y Doña Y. mayores de edad 
y domiciliados en A. exponen que su hijo V. nacido el ….. de 2010 en el 
Hospital Universitario de La P. de M. por cesárea, fue inscrito en el Registro 
Civil de Valdeolmos-Alalpardo el 23 de febrero de 2010 sin el 
consentimiento de la madre y solicitan la anulación del asiento practicado, 
a fin de poder inscribir posteriormente al nacido en el Registro Civil de 
Madrid. Acompañan certificación literal de la inscripción de nacimiento del 
menor y copia simple del DNI de ambos y de libro de familia. 

2.- Recibidas las actuaciones en el Registro Civil de Torrejón de Ardoz, el 
15 de abril de 2010 la Juez Encargada dictó providencia acordando 
desestimar la petición formulada, ya que los progenitores tienen el 
domicilio común en A. no existe, que se sepa, desavenencia alguna entre 
ellos, según establece el art. 156 del Código Civil, son válidos los actos 
realizados por uno de ellos conforme al uso social y no se ha causado 
ningún perjuicio al menor inscrito.

3.- Notificada la resolución al ministerio fiscal y, en comparecencia en 
fecha 30 de mayo de 2011, a los promotores, estos interpusieron recurso 
ante la Dirección General de los Registros y del Notariado alegando 
nuevamente que el procedimiento en cuya virtud se practicó la inscripción 
incumplió claramente los requisitos legalmente establecidos.
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4.- De la interposición se dio traslado al ministerio fiscal que, razonando 
que el artículo 16 del Reglamento del Registro Civil exige imperativamente 
el común acuerdo entre los padres y que el legislador no habría incluido 
este requisito si se tratara de acto que pudiera ser realizado por uno de 
los progenitores, interesó la estimación del recurso y la Juez Encargada 
del Registro Civil de Torrejón de Ardoz dispuso la remisión del expediente 
a la Dirección General de los Registros y del Notariado.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos los artículos 2, 16, 41, 92, 93 y 95 de la Ley del 
Registro Civil (LRC) y 68, 163, 164, 297, 298 y 299 del Reglamento del 
Registro Civil (RRC); la resolución de 27-3ª de noviembre de 2013 y, 
sensu contrario, las de 18-2ª de mayo de 2002, 21-3ª y 4ª de abril de 
2003, 20-1ª de octubre de 2005, 19-3ª de mayo de 2008 y 5-1ª de febrero 
de 2010.

II.-Solicitan los promotores la cancelación de la inscripción de nacimiento 
de su hijo en el Registro Civil de su domicilio y su extensión en el 
correspondiente al lugar de nacimiento exponiendo que en este último ha 
de practicarse conforme a la legislación aplicable cuando, como en este 
caso, falta el consentimiento de la madre a la inscripción en el del domicilio 
común. La Juez Encargada del Registro Civil de Torrejón de Ardoz, 
razonando que, según establece el art. 156 del Código Civil, son válidos 
los actos realizados por uno de los progenitores conforme al uso social y 
que no se ha causado perjuicio al menor, acordó desestimar la petición 
formulada mediante providencia de 15 de abril de 2010 que constituye el 
objeto del presente recurso, interpuesto por los representantes legales del 
nacido y cuya estimación interesa el ministerio fiscal.

III.- La posibilidad de inscribir, por declaración dentro de plazo, un 
nacimiento acaecido en España en el Registro Civil del domicilio de los 
padres, en vez de en el correspondiente al lugar del nacimiento, está 
subordinada a la concurrencia de los requisitos previstos en el artículo 16, 
apartado 2, de la Ley del Registro Civil (cfr. también art. 68 RRC) y es 
obligado que la solicitud sea formulada conjuntamente por los dos 
progenitores. No ha ocurrido así en este caso: de la propia inscripción y 
del tenor de la providencia dictada se desprende que la inscripción del 
nacimiento se ha practicado en el Registro Civil del domicilio común de los 
progenitores en virtud de declaración del padre y sin intervención de la 
madre y, mediando previsión legal expresa en contrario, no puede 
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interpretarse que este sea uno de los actos que, conforme a lo dispuesto 
en el artículo 156.1 CC y a los usos sociales, realiza uno solo de los 
progenitores.

IV.- Por expediente gubernativo pueden suprimirse “los asientos no 
permitidos o cuya práctica se haya basado de modo evidente, según el 
propio asiento, en título manifiestamente ilegal” (art. 95-2º LRC) y en este 
caso, sobre no constar en la inscripción que la regla general se haya 
exceptuado por aplicación de lo dispuesto en el artículo 16.2 LRC, ha 
quedado acreditado, tal como se señala en el fundamento anterior, que la 
solicitud no ha sido formulada de común acuerdo por los dos representantes 
legales del nacido sino únicamente por el padre.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: 

1º.- Estimar el recurso y revocar la providencia apelada.

2º.- Disponer la cancelación de la inscripción de nacimiento practicada en 
el Registro Civil de Valdeolmos-Alalpardo y la extensión del asiento en el 
correspondiente al lugar de nacimiento.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Torrejón de Ardoz (Madrid).

http://www.mjusticia.gob.es/cs/Satellite/Portal/es/servicios-ciudadano/documentacion-publicaciones


M
inisterio de Justicia

2545 Catálogo de Publicaciones

VIII.  PROCEDIMIENTO Y OTRAS 
CUESTIONES

VIII.1  CÓMPUTO DE PLAZOS

VIII.1.1  RECURSO INTERPUESTO FUERA DE PLAZO

Resolución de 02 de Julio de 2014 (58ª)
VIII.1.1  Recurso interpuesto fuera de plazo

No cabe recurso contra la resolución del Encargado del Registro pasado 
el plazo de interposición a contar desde la notificación correcta del auto.

En las actuaciones sobre inscripción de matrimonio celebrado en el 
extranjero, remitidas a este Centro en trámite de recurso por virtud del 
entablado por la promotora, contra auto dictado por el Encargado del 
Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Mediante escrito remitido al Registro Civil de Barcelona el 13 de mayo 
de 2010, Doña L. con doble nacionalidad española y dominicana, solicitaba 
la inscripción de su matrimonio con Don S-M. celebrado en la República 
Dominicana el 20 de febrero de 2009. 

2.- Una vez remitidas las actuaciones al Registro Civil Central, se realizan 
las audiencias reservadas a los interesados. El Encargado del Registro 
dictó acuerdo el 16 de octubre de 2013 por el que deniega la solicitud de 
los promotores, a la vista de las declaraciones realizadas por los 
interesados en el trámite de audiencia reservada, en las que se observan 
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numerosas contradicciones y se desprende un desconocimiento de los 
aspectos esenciales de la vida en común.

3.- Notificada la resolución a la promotora el 16 de enero de 2014, 
mediante comparecencia en el Registro Civil de Barcelona, la interesada 
interpone recurso con sello de entrada de 28 de febrero del mismo año, 
por el que reitera su solicitud.

4.- Trasladado dicho recurso al Ministerio Fiscal, éste consideró ajustada 
a Derecho el auto recurrido e interesa la desestimación del recurso. El 
Encargado del Registro Civil Central se ratificó en la decisión adoptada y 
remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 32 de la Ley del Registro Civil; 68, 342, 343, 354, 
355 y 356 del Reglamento del Registro Civil, y las Resoluciones, entre 
otras de 18-3ª de junio, 17-1ª de julio, 3-3ª y 18-2ª de septiembre de 2003, 
20-3ª de febrero de 2004 y 23-1ª de marzo de 2006; 9-8ª de Diciembre de 
2008; 9-7ª de Febrero y 29-4ª de Mayo de 2009; 22-3ª de Febrero de 
2010. 

II.- El Encargado del Registro Civil Central por auto de 16 de octubre de 
2013 denegó la solicitud de los promotores, que consistía en que se 
procediera a la inscripción de su matrimonio celebrado en la República 
Dominicana el 20 de febrero de 2009. Dicho acuerdo fue notificado el 16 
de enero de 2014 y recurrido el 28 de febrero del mismo año.

III.- El recurso no puede admitirse porque fue presentado una vez 
transcurrido el plazo legalmente establecido y computado conforme al 
artículo 32 de la Ley del Registro Civil. Por otra parte, la notificación que 
se hizo fue correcta, se realizó mediante comparecencia persona de la 
interesada en el Registro Civil de Barcelona, con entrega de copia literal 
del acuerdo en el que consta la indicación del recurso procedente ante 
esta Dirección General y el plazo para interponerlo, cumpliendo con ello lo 
establecido en el artículo 355 del Reglamento del Registro Civil, constando 
diligencia de notificación firmada. En cuanto a la fecha de presentación 
del recurso, cabe señalar que en el escrito consta sello de entrada en el 
Registro General del Ministerio de Justicia de fecha 28 de febrero de 
2014.
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Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: inadmitir el recurso, por haberse 
interpuesto fuera de plazo, y acordar el archivo de las actuaciones.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.

Resolución de 02 de Julio de 2014 (120ª)
VIII.1.1  Recurso interpuesto fuera de plazo

No cabe recurso contra la resolución del Encargado del Registro pasado 
el plazo de interposición a contar desde la notificación correcta del auto.

En las actuaciones sobre inscripción de nacimiento, remitidas a este 
Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por la promotora, 
contra acuerdo dictado por el Encargado del Registro Civil de Madrid.

HECHOS

1.- Mediante escrito remitido al Registro Civil de Madrid el 11 de diciembre 
de 2013, la ciudadana española, Doña V. solicitaba la inscripción en el 
Registro Civil del nacimiento su hija V. nacida en M. el ….. de 2013. 
Aportaba documentación acreditativa de su solicitud. 

2.- Una vez realizados los trámites correspondientes, el Encargado del 
Registro Civil de Madrid dictó providencia el 16 de diciembre de 2013 por 
el que se acuerda practicar la inscripción de nacimiento de la menor, 
como hija matrimonial, por no haber quedado desvirtuada la presunción 
de paternidad matrimonial establecida por el artículo 116 del Código Civil.

3.- Notificada la promotora el 19 de diciembre de 2013 y el padre de la 
menor, Don M. con fecha 27 de diciembre de 2013, la Sra. B. interpone 
recurso el 26 de febrero de 2014 (según consta en el sello de entrada), 
reiterando su solicitud.

4.- Trasladado dicho recurso al Ministerio Fiscal, interesa su desestimación. 
El Encargado del Registro Civil de Madrid se ratificó en la decisión 
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adoptada, informó que el recurso había sido interpuesto fuera de plazo y 
remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 32 de la Ley del Registro Civil; 68, 342, 343, 354, 
355 y 356 del Reglamento del Registro Civil, y las Resoluciones, entre 
otras de 18-3ª de junio, 17-1ª de julio, 3-3ª y 18-2ª de septiembre de 2003, 
20-3ª de febrero de 2004 y 23-1ª de marzo de 2006; 9-8ª de Diciembre de 
2008; 9-7ª de Febrero y 29-4ª de Mayo de 2009; 22-3ª de Febrero de 
2010. 

II.- El Encargado del Registro Civil de Madrid por providencia de 16 de 
diciembre de 2013 acordó la práctica de la inscripción de nacimiento de la 
menor interesada con los datos correspondientes a la filiación paterna 
matrimonial. Dicho acuerdo fue notificado el 19 de diciembre de 2013 a la 
promotora y recurrido el 26 de febrero de 2014.

III.- El recurso no puede admitirse al constar que fue presentado una vez 
transcurrido el plazo legalmente establecido y computado conforme al 
artículo 32 de la Ley del Registro Civil. Por otra parte, la notificación que 
se hizo fue correcta –como consta en la diligencia de notificación que obra 
en el expediente-, se realizó personalmente con entrega de copia literal 
del acuerdo en el que consta la indicación del recurso procedente ante 
esta Dirección General y el plazo para interponerlo, cumpliendo con ello lo 
establecido en el artículo 355 del Reglamento del Registro Civil, constando 
diligencia de notificación firmada. 

En cuanto a la fecha de presentación del recurso, cabe señalar que en el 
escrito consta sello de entrada en el Registro General del Ministerio de 
Justicia con fecha 26 de febrero de 2014.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: inadmitir el recurso, por haberse 
interpuesto fuera de plazo, y acordar el archivo de las actuaciones

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Madrid.
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (112ª)
VIII.1.1  Recurso interpuesto fuera de plazo

No cabe recurso contra la resolución del Encargado del Registro pasado 
el plazo de interposición a contar desde la notificación del auto.

En las actuaciones sobre inscripción de nacimiento y opción a la 
nacionalidad española en virtud de la Disposición Adicional Séptima de la 
Ley 52/2007, remitidas a este Centro en trámite de recurso por virtud del 
entablado por la promotora, contra auto dictado por el Encargado del 
Registro Civil Consular de Cartagena de Indias (Colombia).

HECHOS

1.- Mediante escrito remitido al Registro Civil Consular de Bogotá el 27 de 
diciembre de 2011, Doña M-L. nacida en Colombia el 24 de mayo de 
1963, solicitaba la adquisición de la nacionalidad española de origen por 
opción en base a la Disposición Adicional Séptima de la Ley 52/2007. 

2.- Una vez remitidas las actuaciones al Registro Civil Consular de 
Cartagena de Indias, el Encargado del Registro Civil dicta acuerdo el 27 
de noviembre de 2012, denegando la solicitud de la promotora por no 
cumplir los requisitos establecidos por el apartado 1º de la Disposición 
Adicional Séptima de la Ley 52/2007, ya que de la certificación literal del 
padre aportada por la interesada, se deduce que éste no fue originariamente 
español, al constar que la abuela española de la promotora debió perder 
la nacionalidad al casarse el 26 de enero de 1930 con ciudadano 
colombiano (art. 22 Código Civil en su redacción originaria).

3.- Notificada la resolución a la interesada, el 12 de mayo de 2014, interpone 
recurso con sello de entrada de en el Consulado General de España en 
Cartagena de Indias, por el que reitera su solicitud y reconociendo que el 
acuerdo impugnado le fue notificado el 27 de noviembre de 2012.

4.- Trasladado dicho recurso al Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro 
Civil Consular remitió el expediente a la Dirección General de los Registros 
y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 32 de la Ley del Registro Civil; 68, 342, 343, 354, 
355 y 356 del Reglamento del Registro Civil, y las Resoluciones, entre 
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otras de 18-3ª de junio, 17-1ª de julio, 3-3ª y 18-2ª de septiembre de 2003, 
20-3ª de febrero de 2004 y 23-1ª de marzo de 2006; 9-8ª de Diciembre de 
2008; 9-7ª de Febrero y 29-4ª de Mayo de 2009; 22-3ª de Febrero de 
2010. 

II.- El Encargado del Registro Civil Consular de Cartagena de Indias por 
auto de 27 de noviembre de 2012 denegó la solicitud de la promotora, que 
consistía en que se procediera a la inscripción de nacimiento y opción a la 
nacionalidad española de origen, en virtud de la Disposición Adicional 
Séptima de la Ley 25/2007. Según manifiesta la propia interesada en el 
escrito de recurso dicho acuerdo fue notificado el 27 de noviembre de 
2012, constando que fue recurrido el 12 de mayo de 2014.

III.- El recurso no puede admitirse porque fue presentado una vez 
transcurrido el plazo legalmente establecido y computado conforme al 
artículo 32 de la Ley del Registro Civil. Por otra parte, la notificación que 
se hizo fue correcta –como reconoce la propia interesada en su escrito de 
recurso confirmando que la fecha de recepción fue el 27 de noviembre de 
2012-, se debió realizar con entrega de copia literal del acuerdo en el que 
consta la indicación del recurso procedente ante esta Dirección General y 
el plazo para interponerlo, cumpliendo con ello lo establecido en el artículo 
355 del Reglamento del Registro Civil. En cuanto a la fecha de presentación 
del recurso, cabe señalar que en el escrito consta sello de entrada en el 
Registro Civil Consular de Cartagena de Indias de fecha 12 de mayo de 
2014.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: inadmitir el recurso, por haberse 
interpuesto fuera de plazo, y acordar el archivo de las actuaciones.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Encargado del Registro Civil Consular en Cartagena de Indias.

http://www.mjusticia.gob.es/cs/Satellite/Portal/es/servicios-ciudadano/documentacion-publicaciones


M
inisterio de Justicia

2551 Catálogo de Publicaciones

Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado (Registro Civil)

VIII.3  CADUCIDAD DEL EXPEDIENTE

VIII.3.1  CADUCIDAD POR INACTIVIDAD DEL 
PROMOTOR ART. 354 RRC

Resolución de 31 de Julio de 2014 (51ª)
VIII.3.1  Caducidad del expediente

La declaración de caducidad por causa imputable al promotor requiere la 
previa citación del mismo.

En las actuaciones sobre Caducidad remitidas a este centro en trámite de 
recurso por virtud del entablado por los interesados contra auto dictado 
por la Encargada del Registro Civil de Estepona.

HECHOS

1.- Don K-M. y Doña K. solicitaron, en el Registro Civil de Estepona, con 
fecha 25 de Marzo de 2012, la autorización para contraer matrimonio en el 
Ayuntamiento de Estepona. Adjuntando la siguiente documentación: hoja 
declarativa de datos, volante de empadronamiento, certificados de 
nacimiento, certificado de matrimonio con inscripción de divorcio, 
certificado de capacidad matrimonial y permiso de residencia Sra. N. 
pasaporte del interesado.

2.- Con fecha 31 de julio de 2012 se le requiere a los interesados aporten 
certificado de capacidad matrimonial expedido por la autoridad alemana 
del Sr. K.

3.- Con fecha 05 de febrero de 2013 el encargado dicta providencia, a fin 
de que el Ministerio Fiscal se pronuncie sobre la caducidad del expediente 
dado el tiempo transcurrido sin cumplimentar los interesados el 
requerimiento que se le hizo el 31 de julio de 2012.

4.- Con fecha 16 de febrero de 2013 el Ministerio Fiscal da su conformidad 
a que se actué conforme al artículo 354 del reglamento del Registro Civil
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5.- Con fecha 21 de febrero de 2013 la encargada dicta auto declarando la 
caducidad del expediente, dando traslado del auto al Ministerio Fiscal y a 
los interesados.

6.- Notificado los interesados el 03 de abril de 2013, estos interponen 
recurso dentro de plazo con fecha 18 de abril de 2013, donde ponen de 
manifiesto que el certificado de capacidad matrimonial solicitado le fue 
expedido por las autoridades Alemanas el 06 de marzo de 2013, siéndole 
notificado a los interesados con fecha 10 de abril de 2013.

7.-Vistas las alegaciones el Ministerio Fiscal, se adhiere al recurso 
interpuesto por los interesados contra el auto que declara la caducidad del 
expediente. La Encargada del Registro Civil remitió el expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Visto el artículo 354 del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las 
resoluciones, entre otras, 7-1ª de enero, 27-3ª de febrero y 19-4ª de 
noviembre de 2004; 25-1ª, 2ª, 3ª y 4ª de enero, 8-2ª y 17-3ª de febrero, 
27-4ª y 31-1ª de octubre de 2006; 20-6ª de julio de 2007; 16-4ª de 
septiembre de 2008;12-3ª de enero y 13-2ª de julio de 2009.

II.- Pasados tres meses desde que un expediente se paralice por culpa 
del promotor, el Ministerio Fiscal y las demás partes, podrán pedir que se 
declare su caducidad previa citación al interesado (cfr. art. 354.3 RRC). 
En este caso, no parece que, previamente a la declaración de caducidad, 
los promotores hubieran sido notificados, como exige el artículo 354.3 
RRC, razón por la cual procede la estimación del recurso, figurando 
además que el retraso en la presentación de la documentación requerida 
tuvo su causa, en la demora de las autoridades Alemanas en la expedición 
del certificado de capacidad matrimonial que le fue exigido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: estimar el recurso interpuesto y 
retrotraer las actuaciones al momento el inicio del expediente de caducidad, 
que deberá ser notificado a los interesados con carácter previo.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Estepona.
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (72ª)
VIII.3.1  Caducidad del expediente 

La declaración de caducidad por causa imputable al promotor requiere la 
previa citación del mismo.

En las actuaciones sobre Caducidad remitidas a este centro en trámite de 
recurso por virtud del entablado por el Ministerio Fiscal contra auto dictado 
por el Encargado del Registro Civil de Estepona.

HECHOS

1.- Don S. solicito, en el Registro Civil de Estepona, con fecha 15 de 
Enero de 2008 a través de su representante legal por ser menor de edad, 
la inscripción de nacimiento y la anotación de la nacionalidad española 
con valor de simple presunción Adjuntando la siguiente documentación: 
volante de empadronamiento, certificación de nacimiento, certificado de 
nacionalidad de los padres expedidos por la autoridad de la República 
Árabe Saharaui Democrática, auto de concesión de la nacionalidad con 
valor de simple presunción de la hermana del interesado, libro de familia, 
permiso de residencia de los padres . 

2.- Notificado el Ministerio Fiscal informa favorablemente El Encargado 
con fecha 04 de diciembre de 2009 mediante auto autoriza lo solicitado.

3.- Con fecha 30 de mayo de 2011 el encargado dicta providencia, a fin de 
que el Ministerio Fiscal se pronuncie sobre la caducidad del expediente 
dado el tiempo transcurrido sin que el promotor haya realizado actuación 
alguna para la continuación en la tramitación del expediente.

4.- Con fecha 17 de junio de 2011 el Ministerio Fiscal informa que debe 
darse con carácter previo a la declaración de la caducidad citación al 
promotor, conforme al artículo 354 del reglamento del Registro Civil

5.- Con fecha 30 de junio de 2011 el encargado dicto auto declarando la 
caducidad del expediente, dando traslado del auto al Ministerio Fiscal y al 
interesado.
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6.- Notificado el Ministerio Fiscal, interpone recurso, por no constar que se 
haya procedido a la citación al promotor con carácter previo a la 
declaración de la caducidad

7.- Con fecha 27 de julio de 2011, el interesado solicita información del 
estado del expediente, dándole traslado de su situación y del auto de 30 
de junio de 2011 donde se declara la caducidad del expediente.

8.- El Encargado del Registro Civil remitió el expediente a la Dirección 
General de los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Visto el artículo 354 del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las 
resoluciones, entre otras, 7-1ª de enero, 27-3ª de febrero y 19-4ª de 
noviembre de 2004; 25-1ª, 2ª, 3ª y 4ª de enero, 8-2ª y 17-3ª de febrero, 
27-4ª y 31-1ª de octubre de 2006; 20-6ª de julio de 2007; 16-4ª de 
septiembre de 2008;12-3ª de enero y 13-2ª de julio de 2009.

II.- Pasados tres meses desde que un expediente se paralice por culpa 
del promotor, el Ministerio Fiscal y las demás partes, podrán pedir que se 
declare su caducidad previa citación al interesado (cfr. art. 354.3 RRC). 
En este caso, no parece que, previamente a la declaración de caducidad, 
el promotor hubiera sido notificado, como exige el artículo 354.3 RRC, 
razón por la cual procede la estimación del recurso., 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: estimar el recurso interpuesto 
por el Ministerio Fiscal y retrotraer las actuaciones al momento previo a la 
notificación del auto de caducidad al promotor

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Estepona
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VIII.4  OTRAS CUESTIONES

VIII.4.1  RECURSOS EN LOS QUE SE APRECIA VICIO 
DE INCONGRUENCIA

Resolución de 17 de Julio de 2014 (8ª)
VIII.4.1  Expedientes en general

Procede la revocación del auto recurrido cuando ha incurrido en vicio de 
incongruencia, por resolver sobre cuestión distinta de la solicitada de 
manera principal.

En las actuaciones sobre declaración de nacionalidad española de origen 
con valor de simple presunción, remitidas a este Centro en trámite de 
recurso por virtud del entablado por el interesado contra auto dictado por 
la Juez Encargada del Registro Civil de Durango (Vizcaya).

HECHOS

1.- Mediante comparecencia en el Registro Civil precitado el 23 de enero 
de 2009, D. S. H. B. nacido en M. (Sahara Occidental) el 11 de noviembre 
de 1975, según manifiesta, solicitaba que se declarara su nacionalidad 
española de origen, conforme al artículo 17 del Código Civil, por haber 
nacido en el Sahara cuando era territorio español. Adjuntaba diversa 
documentación, permiso de residencia temporal en España como 
ciudadano argelino nacido en O. pasaporte argelino, certificado de 
empadronamiento en D. desde 3 días antes de la comparecencia, 
MINURSO en el que se hace constar como lugar de nacimiento E. A. y 
fecha el año 1972, documento nacional de identidad del Sahara del padre 
del promotor expedido en 1971, informe negativo respecto a su inclusión 
en los libros Cheránicos custodiados por la administración española y, 
expedidos por las autoridades de la República Árabe Saharaui 
Democrática, certificado de nacimiento, certificado de subsanación y 
documento de identidad con otra fecha de nacimiento, 30 de junio de 
1974.
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2.- El Ministerio Fiscal emitió informe oponiéndose a lo solicitado por 
entender que no se cumplen los requisitos del artículo 18 del Código Civil. 
La Encargada del Registro Civil de Durango dictó auto el 6 de mayo de 
2009 desestimando la solicitud del promotor por no haber acreditado 
ninguno de los requisitos previstos legalmente para consolidar la 
nacionalidad española. En dicho auto se daba al interesado la posibilidad 
de recurso ante la Dirección General de los Registro y del Notariado. 

3.- Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y al promotor este presentó 
recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, 
reiterando que nación en el Sahara siendo territorio español, en 1972, y 
que allí seguía en 1976, aunque reconoce que no puede probarlo, 
entendiendo que es suficiente acreditación el documento emitido Naciones 
Unidas. 

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste se opone a su estimación 
por no cumplirse los requisitos del artículo 18 del Código Civil y añadiendo 
que tampoco sería de aplicación el artículo 17 del mismo texto legal. La 
Encargada del Registro Civil entiendo que no se han desvirtuado los 
argumentos de su auto y remitió el expediente a la Dirección General de 
los Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 y 17 del Código Civil (CC.), 218 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil (LEC); 66, 68 y 335 del Reglamento del Registro Civil 
(RRC), y las Resoluciones de 3 de abril y 15-2ª de diciembre de 2003; 
24-1ª de abril, 17-2ª de julio, 11-5ª de octubre de 2006; 2-5ª y 10-3ª de 
enero de 2007; 28-10 de Noviembre de 2008; 27-4ª de febrero y 13 de 
Junio de 2009; 1-1 de Febrero de 2010.

II.- El interesado, documentado mediante pasaporte argelino, solicitó la 
declaración de su nacionalidad española de al amparo de lo establecido 
en el artículo 17 del Código Civil. La Encargada del Registro Civil de 
Durango mediante auto de 6 de mayo de 2009, desestimó la petición por 
aplicación del artículo 18 del Código Civil. Este acuerdo constituye el 
objeto del presente recurso.

III.- Cabe apreciar una incongruencia entre lo solicitado por el interesado 
y lo resuelto por el Registro Civil de Durango. En el escrito de solicitud 
consta que se realizó basándola en el artículo 17 del Código Civil que 
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declara quienes son españoles de origen. Consta informe previo del 
Ministerio Fiscal respecto al cumplimiento de las circunstancias previstas 
en el artículo 18 del Código Civil, para consolidar la nacionalidad española. 
El Registro Civil resolvió sobre la base incorrecta de que el interesado 
había pretendido ser declarado español conforme al artículo 18 del Código 
Civil que permite consolidar la nacionalidad española a quienes la 
hubieran poseído y utilizado de forma continuada durante 10 años, con 
buena fe y basada en un título inscrito en el Registro Civil, aunque se 
anule el título que la originó. La congruencia supone un ajuste acorde 
entre la parte dispositiva de la resolución y la pretensión del interesado, 
en tanto que en este caso se aprecia la existencia de una clara desviación 
entre la causa de pedir y la resolución recurrida (arts. 16 y 358.2 RRC y 
218 LEC), por lo que procede la revocación del acuerdo dictado por La 
Encargada del Registro Civil y al propio tiempo, deberían retrotraerse las 
actuaciones al momento oportuno para continuar el procedimiento sobre 
la base de la solicitud del interesado.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: revocar el auto apelado y 
retrotraer las actuaciones al momento oportuno para continuar el 
procedimiento y, en su caso, previo informe del Ministerio Fiscal, dictar 
auto sobre la base de la solicitud del interesado.

Madrid, 17 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Durango (Vizcaya).

Resolución de 17 de Julio de 2014 (10ª)
VIII.4.1  Expedientes en general

Procede la revocación del auto recurrido cuando ha incurrido en vicio de 
incongruencia, por resolver sobre cuestión distinta de la solicitada de 
manera principal.

En las actuaciones sobre declaración de nacionalidad española de origen 
con valor de simple presunción, remitidas a este Centro en trámite de 
recurso por virtud del entablado por el interesado contra auto dictado por 
la Juez Encargada del Registro Civil de Güímar (Santa Cruz de Tenerife).
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HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Ayuntamiento de La Victoria de 
Acentejo (Tenerife) el 22 de junio de 2007, remitido por error al Ministerio 
de Justicia y reenviado al Registro Civil competente por razón del domicilio, 
con fecha 15 de febrero de 2008 suscribe en el Registro Civil precitado, el 
promotor D. H. S. B. nacido en D. (Sahara Occidental) el 3 de marzo de 
1970, según manifiesta, solicitaba que se le concediera la nacionalidad 
española por residencia, tras vivir en España desde el año 1994, conforme 
a los artículos 21 y 22 del Código Civil. Adjuntaba diversa documentación, 
permiso de residencia en España desde 28 de julio de 2005, certificado de 
empadronamiento en C. desde 13 de abril de 2005, permiso de conducción 
español, carnet de voluntario de Protección Civil, tarjeta de identidad del 
Instituto Politécnico de Formación Profesional expedida en 1994, informe 
de la Dirección General de la Policía sobre sus periodos de residencia en 
España, documentación laboral, títulos de viaje otorgados por España con 
validez limitada en el tiempo y respecto a los países a viajar y certificado 
expedido por las autoridades de la denominada República Árabe Saharaui 
Democrática sobre la imposibilidad de obtener certificado de nacimiento 
por las circunstancias de los refugiados saharauis.

2.-Con la misma fecha el promotor se ratifica en su solicitud, comparecen 
dos testigos y se lleva a cabo una audiencia personal con el mismo. El 
Ministerio Fiscal emitió informe oponiéndose a declarar la nacionalidad 
española del promotor por entender que no se cumplen los requisitos del 
artículo 18 del Código Civil. La Encargada del Registro Civil de Güímar 
dictó auto el 27 de octubre de 2008 desestimando la solicitud del promotor 
por no haber acreditado ninguno de los requisitos previstos legalmente 
para consolidar la nacionalidad española prevista en el artículo 18 del 
Código Civil. En dicho auto se daba al interesado la posibilidad de recurso 
ante la Dirección General de los Registro y del Notariado. 

3.- Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y al promotor, este presentó 
recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, 
reiterando sus argumentos sobre que lleva 10 años residiendo en España 
y que posee medios de vida suficientes, aportando documentación sobre 
su vida laboral y documentos de empadronamientos de sus residencias 
anteriores en España. 
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4.- No consta que el recurso fuera trasladado al Ministerio Fiscal. La 
Encargada del Registro Civil remite el expediente a la Dirección General 
de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18, 21 y 22 del Código Civil (CC.), 218 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil (LEC); 66, 68 y 335 del Reglamento del Registro Civil 
(RRC), y las Resoluciones de 3 de abril y 15-2ª de diciembre de 2003; 
24-1ª de abril, 17-2ª de julio, 11-5ª de octubre de 2006; 2-5ª y 10-3ª de 
enero de 2007; 28-10 de Noviembre de 2008; 27-4ª de febrero y 13 de 
Junio de 2009; 1-1 de Febrero de 2010.

II.- El interesado solicitó la concesión de la nacionalidad española al 
amparo de lo establecido en los artículos 21 y 22 del Código Civil, por 
llevar residiendo en España desde 1994 y cumplir los demás requisitos 
legalmente contemplados. La Encargada del Registro Civil de Güímar, 
mediante auto de 27 de octubre de 2008, desestimó la petición por 
aplicación del artículo 18 del Código Civil. Este acuerdo constituye el 
objeto del presente recurso.

III.- Cabe apreciar una incongruencia entre lo solicitado por el interesado 
y lo resuelto por el Registro Civil de Güímar. En el escrito de solicitud 
consta que se realizó basándola en los artículos 21 y 22 del Código Civil 
que contempla la posibilidad y las condiciones en que puede adquirirse la 
nacionalidad por la residencia en España. Consta informe previo del 
Ministerio Fiscal respecto al cumplimiento de las circunstancias previstas 
en el artículo 18 del Código Civil, para consolidar la nacionalidad española. 
El Registro Civil resolvió sobre la base incorrecta de que el interesado 
había pretendido ser declarado español conforme al artículo 18 del Código 
Civil que permite consolidar la nacionalidad española a quienes la 
hubieran poseído y utilizado de forma continuada durante 10 años, con 
buena fe y basada en un título inscrito en el Registro Civil, aunque se 
anule el título que la originó. La congruencia supone un ajuste acorde 
entre la parte dispositiva de la resolución y la pretensión del interesado, 
en tanto que en este caso se aprecia la existencia de una clara desviación 
entre la causa de pedir y la resolución recurrida (arts. 16 y 358.2 RRC y 
218 LEC), por lo que procede la revocación del acuerdo dictado por La 
Encargada del Registro Civil y al propio tiempo, deberían retrotraerse las 
actuaciones al momento oportuno para continuar el procedimiento sobre 
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la base de la solicitud del interesado, obtener la nacionalidad por sus años 
de residencia en España. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: revocar el auto apelado y 
retrotraer las actuaciones al momento oportuno para continuar el 
procedimiento y, en su caso, previo informe del Ministerio Fiscal, dictar 
auto sobre la base de la solicitud del interesado.

Madrid, 17 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Güímar (Santa Cruz de 
Tenerife).

Resolución de 17 de Julio de 2014 (26ª)
VIII.4.1  Expedientes en general

Procede la revocación del auto recurrido cuando ha incurrido en vicio de 
incongruencia, por resolver sobre cuestión distinta de la solicitada de 
manera principal.

En las actuaciones sobre adquisición de la nacionalidad española por 
residencia remitidas a este centro en trámite de recurso por virtud del 
entablado por el promotor, contra auto dictado por la Encargada del 
Registro Civil de Ayamonte (Huelva).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil precitado el 17 de 
febrero de 2009, el ciudadano argelino D. S-O. A. B. solicitaba la 
adquisición de la nacionalidad española por residencia por aplicación del 
artículo 22. Adjuntaba, entre otros, los siguientes documentos: certificados 
de nacimiento, residencia, nacionalidad, paternidad, antecedentes 
penales y subsanación y DNI expedidos por las autoridades de la 
República Árabe Saharaui Democrática, recibo de la MINURSO, 
certificado de la Brigada Operativa de Extranjería y Fronteras, certificado 
de empadronamiento, permiso de residencia, DNI bilingüe de la madre, 
pasaporte argelino y diversa documentación académica del promotor y 
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homologación del título de licenciado en medicina así como historial de 
altas y bajas en la seguridad social.

2.- Una vez ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emitió un informe 
en el que entendía que el artículo 18 del Código Civil no es aplicable, 
dado que no concurrían las condiciones establecidas en la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 28 de octubre de 1998.

3.- La Encargada del Registro Civil de Ayamonte dictó auto el 18 de mayo 
de 2009 denegando la declaración con valor de simple presunción de la 
nacionalidad española, en aplicación del artículo 18 del Código Civil, por 
considerar que no aparecían reunidas las condiciones exigidas.

4.- Notificada la resolución, el solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, alegando que la solicitud inicial 
tenía por objeto la adquisición de la nacionalidad española por residencia 
con el tiempo de residencia de un año por aplicación de los artículos 21 y 
22 del CC. 

5.- Trasladado el recurso al Ministerio fiscal, éste consideró en fecha 16 
de septiembre de 2009 que procedía proponer la concesión de la 
nacionalidad española por residencia al promotor, y, requerido por 
providencia a que aclarase la contradicción con su anterior informe, el 28 
de septiembre de 2009 interesa la confirmación de la resolución recurrida, 
tras lo cual La Encargada del Registro Civil remitió el expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución del 
recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 y 20.1 b) del Código Civil (Ce); 218 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil (LEC); 66, 68 y 335 del Reglamento del Registro Civil 
(RRC), y las Resoluciones de 3 de abril y 15-2ª de diciembre de 2003; 
24-1ª de abril, 17-2ª de julio, 11-5ª de octubre de 2006; 2-5ª y 10-3ª de 
enero de 2007; 29-4ª de Enero y 28-10 de Noviembre de 2008; 27-4ª de 
febrero y 13 de Junio de 2009.

II.- El interesado, de nacionalidad argelina, solicitó la nacionalidad 
española al amparo de lo establecido en el artículo 22 del Código Civil. La 
Encargada del Registro Civil de Ayamonte, mediante Auto de 18 de mayo 
de 2009, denegó la declaración con valor de simple presunción de la 
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nacionalidad española derivada de la consolidación y, consecuentemente, 
la inscripción de nacimiento de la interesada. Este acuerdo constituye el 
objeto del presente recurso.

III.- No cabe duda de que la petición del promotor era la de obtener la 
nacionalidad española por residencia, la cual, obviamente, no es posible 
conceder, sin más, por el sólo hecho de declarar una residencia en España 
durante más de un año. Al contrario, esta solicitud implicaba la iniciación 
de un expediente administrativo que tendría que haber sido resuelto por el 
Ministerio de Justicia, previa instrucción por el Registro Civil del domicilio 
(cfr. art. 21.2 CC.). Sin embargo, el Registro Civil de La Carolina resolvió 
sobre la base incorrecta de que la interesada había pretendido consolidar 
la nacionalidad española en virtud de lo establecido en el artículo 18 CC., 
por lo que se advierte una discordancia entre lo solicitado y lo resuelto. La 
congruencia supone un ajuste acorde entre la parte dispositiva de la 
resolución y las pretensiones de las partes y en este caso se aprecia la 
existencia de una clara desviación entre la causa de pedir y la resolución 
dictada (cfr. Arts. 16, 358 II RRC y 218 LEC). En cualquier caso, por 
aplicación del principio de economía procesal, y sin entrar a valorar la 
solicitud, se hace constar que no está presente en el expediente toda la 
documentación que sería necesaria para la obtención de la nacionalidad 
por residencia y que parte de la documentación presentada está emitida 
por las autoridades de la denominada República Árabe Saharaui 
Democrática, que no ofrece garantías análogas a las exigidas para la 
inscripción por la ley española. Al respecto ha de tenerse en cuenta que 
las competencias de calificación del encargado respecto de la certificación 
extranjera se extienden al examen de la competencia y autoridad que la 
expide, la cual ha de actuar en el ejercicio de cargo que le habilite para tal 
expedición con base legal suficiente para ello, base que en este caso no 
existe al no estar establecidos los órganos del Registro Civil en virtud de 
disposiciones normativas integrantes de un ordenamiento jurídico estatal 
internacionalmente reconocido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: revocar el acuerdo recurrido y 
retrotraer las actuaciones procediéndose a instruir el expediente de 
adquisición de nacionalidad por residencia demandado.

Madrid, 17 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Ayamonte (Huelva).
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (13ª)
VIII.4.1  Expedientes en general

Procede la revocación del auto recurrido cuando ha incurrido en vicio 
de incongruencia, por resolver sobre cuestión distinta de la solicitada de 

manera principal.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española 
remitidas a este centro en trámite de recurso por virtud del entablado por 
el interesado, contra auto dictado por el Encargado del Registro Civil 
Santa María la Real de Nieva.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil el 29 de junio de 2011, 
Don S. solicitaba la adquisición de la nacionalidad española conforme al 
artículo 17.1.c del Código Civil adjuntando diversa documentación 

2.- Notificado el Ministerio Fiscal emite informe desfavorable por no ser el 
de aplicación el artículo 18 del CC. El Encargado del Registro Civil 
mediante auto de fecha 11 de noviembre de 2011, deniega su solicitud, 
por no cumplir los requisitos legales del artículo 18 del CC. 

4.- Notificada la resolución, al interesado presentó recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, 

5.- Trasladado el recurso al Ministerio fiscal, éste consideró conforme a 
Derecho el auto recurrido. El Encargado del Registro Civil se ratificó en la 
decisión adoptada y remitió el expediente a la Dirección General de los 
Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17, 18 del Código Civil (Ce); 218 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil (LEC); 66, 68 y 335 del Reglamento del Registro Civil 
(RRC), y las Resoluciones de 3 de abril y 15-2a de diciembre de 2003; 
24-1a de abril, 17-2a de julio, 11-5a de octubre de 2006; 2-5a y 10-3a de 
enero de 2007; 28-10 de Noviembre de 2008; 27-4a de febrero y 13 de 
Junio de 2009; 1-1 de Febrero de 2010.
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II.- El interesado, solicitó la declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción al amparo de lo establecido en el artículo 
17.1.c del Código Civil “Son españoles de origen. Los nacidos en España 
de padres extranjeros, si ambos carecieren de nacionalidad o si la 
legislación de ninguno de ellos atribuye al hijo una nacionalidad”. El 
encargado del Registro Civil de Santa María la Real de Nieva, mediante 
Auto de 11 de noviembre de 2011, denegó la declaración con valor de 
simple presunción de la nacionalidad española derivada de la consolidación 
por no cumplir los requisitos del artículo 18 del CC.

III.- Cabe apreciar una incongruencia entre lo solicitado por el interesado 
y lo resuelto por el Registro Civil de Santa María la Real de Nieva. En el 
escrito de solicitud, consta que dicha solicitud se realizó basándola en el 
artículos 17.1.c) del Código Civil. Sin embargo, el Registro Civil resolvió 
sobre la base incorrecta de que el interesado había pretendido consolidar, 
conforme al artículo 18 del mismo texto legal, la nacionalidad española. 

La congruencia supone un ajuste acorde entre la parte dispositiva de la 
resolución y la pretensión del interesado, en tanto que en este caso se 
aprecia la existencia de una clara desviación entre la causa de pedir y la 
resolución recurrida (arts. 16 y 358.2 RRC y 218 LEC), por lo que procede 
la revocación del acuerdo dictado por el encargado del Registro Civil de 
Santa María la Real de Nieva. Al propio tiempo, deberían retrotraerse las 
actuaciones al momento oportuno para dictar un nuevo auto sobre la 
solicitud del interesado. 

IV.- El recurso, a su vez, parte también de la afirmación errónea de que el 
interesado había solicitado en principio acogerse a lo dispuesto en el 
artículo 18 del CC., con lo que también se presenta una discordancia 
entre la solicitud inicial y la pretensión del recurso, de modo que no es 
posible su estimación.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: revocar el auto de fecha 11 de 
noviembre de 2011 y retrotraer las actuaciones para que se dicte nuevo 
auto en congruencia con lo solicitado por el interesado.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Santa María la Real de Nieva 
(Segovia).
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (122ª)
VIII.4.1  Expedientes en general

Procede la revocación del auto recurrido cuando ha incurrido en vicio 
de incongruencia, por resolver sobre cuestión distinta de la solicitada de 

manera principal.

En las actuaciones sobre inscripción de nacimiento fuera de plazo, 
remitidas a este Centro en trámite de recurso por virtud del entablado por 
el interesado contra auto dictado por la Magistrada Juez Encargada del 
Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado ante el Registro Civil Central el 29 de 
septiembre de 2008, Don. B. en nombre de su hijo, Don. M. nacido en B. 
(Sahara Occidental) el 1 de enero de 1975, según manifiesta, solicitaba la 
inscripción del nacimiento de este en el Registro Civil español porque él, 
padre del interesado, ostentaba la nacionalidad española en el momento 
del nacimiento. Adjuntaba diversa documentación, certificado marroquí de 
concordancia de nombre del Sr. T. en el que se hace constar su inscripción 
en el registro civil marroquí en 1984 y su nacionalidad marroquí, extracto 
de acta de nacimiento marroquí, documento nacional de identidad español 
del padre del interesado, certificado de empadronamiento en M. desde el 
5 de junio de 2008, anotación en el Registro Civil español, con fecha 27 
de noviembre de 1978 y a título informativo, de la concesión de la 
nacionalidad española al Sr. A. pasaporte marroquí del interesado y 
pasaporte español incompleto del Sr. A. expedido en el año 1972 por las 
autoridades del Gobierno General del Sahara. 

2.-Con fecha 10 de marzo de 2009 el Registro Civil Central requiere del 
interesado que, con carácter previo a la calificación de su solicitud, se 
debe proceder a convertir la anotación de nacionalidad de su padre, Sr. A. 
en una inscripción de nacimiento con anotación de nacionalidad. Lo 
requerido se lleva a cabo por solicitud de fecha 21 de mayo de 2010 y la 
inscripción se produce con fecha 4 de julio de 2011.

3.- El Ministerio Fiscal emitió informe oponiéndose a la inscripción de 
nacimiento porque el interesado ostenta la nacionalidad marroquí y ha 
transcurrido en exceso el plazo de opción a la nacionalidad española. La 
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Encargada del Registro Civil Central dictó auto el 19 de octubre de 2011 
desestimando la solicitud del interesado “porque la nacionalidad española 
del padre surte efectos cuando se declara con valor de simple presunción, 
fecha en la que el interesado ya era mayor de edad, por lo que no cabe 
optar a la nacionalidad española al no haber estado el interesado sujeto a 
la patria potestad de un español”. En dicho auto se daba al interesado la 
posibilidad de recurso ante la Dirección General de los Registro y del 
Notariado. 

4.- Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y al interesado, este 
presentó recurso ante la Dirección General de los Registros y del 
Notariado, alegando que, como se observa por las fechas de nacionalidad 
de su padre, Sr. A. este la obtuvo porque se acogió a la opción prevista en 
el Decreto 2258/1976 para los naturales del Sahara dentro del plazo 
señalado en la propia norma, añadiendo el interesado que tanto su abuelo 
como su padre siempre han ostentado la nacionalidad española, reiterando 
en los fundamentos de su recurso lo establecido en el artículo 17.1.a) del 
Código Civil, relativo a que son españoles de origen los nacidos de padre 
o madre español.

5.- Del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal que solicitó su 
desestimación. La Encargada del Registro Civil remite el expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución del 
recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17 y 20 del Código Civil (CC.), 218 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil (LEC); 66, 68 y 335 del Reglamento del Registro Civil 
(RRC), y las Resoluciones de 3 de abril y 15-2a de diciembre de 2003; 
24-1a de abril, 17-2a de julio, 11-5a de octubre de 2006; 2-5a y 10-3a de 
enero de 2007; 28-10 de Noviembre de 2008; 27-4a de febrero y 13 de 
Junio de 2009; 1-1 de Febrero de 2010.

II.- El interesado solicitó su inscripción de nacimiento en el Registro Civil 
español porque su padre ostentaba la nacionalidad española en el 
momento del nacimiento. La Encargada del Registro Civil Central, 
mediante auto de 19 de octubre de 2011, desestimó la petición por 
aplicación del artículo 20.1.a del Código Civil. Este acuerdo constituye el 
objeto del presente recurso.
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III.- Cabe apreciar una incongruencia entre lo solicitado por el interesado 
y lo resuelto por el Registro Civil Central. En el escrito de solicitud consta 
que se realizó basándola en la nacionalidad española del padre del 
solicitante en el momento del nacimiento, aunque sin invocar norma 
concreta. Consta informe previo del Ministerio Fiscal respecto al 
incumplimiento de las circunstancias previstas en el artículo 20 del Código 
Civil, para optar a la nacionalidad española. El Registro Civil resolvió 
sobre la base incorrecta de que el interesado había pretendido ser 
declarado español e inscrito su nacimiento conforme al artículo 20.1.a del 
Código Civil, que permite optar a la nacionalidad española a las personas 
que estén o hayan estado sujetas a la patria potestad de un español. La 
congruencia supone un ajuste acorde entre la parte dispositiva de la 
resolución y la pretensión del interesado, en tanto que en este caso se 
aprecia la existencia de una clara desviación entre la causa de pedir y la 
resolución recurrida (arts. 16 y 358.2 RRC y 218 LEC), por lo que procede 
la revocación del acuerdo dictado por La Encargada del Registro Civil y al 
propio tiempo, deberían retrotraerse las actuaciones al momento oportuno 
para continuar el procedimiento sobre la base de la solicitud del interesado, 
inscribir su nacimiento por ser hijo de persona que en ese momento 
ostentaba la nacionalidad española. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: revocar el auto apelado y 
retrotraer las actuaciones al momento oportuno para continuar el 
procedimiento y, en su caso, previo informe del Ministerio Fiscal, dictar 
auto sobre la base de la solicitud del interesado.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (139ª)
VIII.4.1  Expedientes en general

Procede la revocación del auto recurrido cuando ha incurrido en vicio de 
incongruencia, por resolver sobre cuestión distinta de la solicitada de 
manera principal.

En las actuaciones sobre declaración de nacionalidad española de origen 
con valor de simple presunción, remitidas a este Centro en trámite de 
recurso por virtud del entablado por el promotor contra auto dictado por el 
Magistrado Juez Encargado del Registro Civil de Estepona (Málaga).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil precitado el 18 de 
agosto de 2011, Don A. nacido en El A. el 12 de octubre de 1973, solicitaba 
que se declarara su nacionalidad española de origen, conforme a los 
artículos 17, 20 y 22 del Código Civil. Adjuntaba, entre otros, los siguientes 
documentos: Certificados de nacimiento, residencia, nacionalidad y 
subsanación emitidos por la Delegación Saharaui para Andalucía, recibo 
de la MINURSO, permiso de residencia, pasaporte argelino, DNI bilingües 
de los padres, DNI y pasaporte españoles del padre, inscripciones en el 
Juzgado Cheránico del nacimiento de los padres, certificado negativo de 
inscripción en los Libros Cheránicos del interesado, volante de 
empadronamiento y certificado de antecedentes penales. 

2.- El promotor se ratifica en su solicitud de consolidación de nacionalidad 
española con valor de simple presunción, pese a que ésta no era la causa 
invocada. El Ministerio Fiscal se opone a lo solicitado y El Encargado del 
Registro Civil de Estepona, dictó auto el 18 de octubre de 2011 denegando 
la declaración con valor de simple presunción de la nacionalidad española, 
en aplicación del artículo 18 del Código Civil, por considerar que no 
aparecían reunidas las condiciones exigidas.

3.- Notificada la resolución, el solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, rechazando los argumentos de 
la denegación, alegando que había solicitado la nacionalidad al amparo 
de los artículo 17, 20 y 22 del Código Civil y no por aplicación del artículo 
18 de ese mismo Código.
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4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste propone la desestimación del 
recurso. El Encargado del Registro Civil remitió el expediente a la Dirección 
General de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17, 18, 20 y 22 del Código Civil (CC.); 218 de la Ley 
de Enjuiciamiento Civil (LEC); 66, 68 y 335 del Reglamento del Registro 
Civil (RRC), y las Resoluciones de 3 de abril y 15-2a de diciembre de 
2003; 24-1a de abril, 17-2a de julio, 11-5a de octubre de 2006; 2-5a y 
10-3a de enero de 2007; 28-10 de Noviembre de 2008; 27-4a de febrero y 
13 de Junio de 2009; 1-1 de Febrero de 2010.

II.- El interesado, de nacionalidad argelina, solicitó la declaración de su 
nacionalidad española de origen al amparo de lo establecido en los 
artículos 17, 20 y 22 del Código Civil. El Encargado del Registro Civil de 
Estepona, mediante Auto de 18 de octubre de 2011, denegó la declaración 
con valor de simple presunción de la nacionalidad española derivada de la 
consolidación y, consecuentemente, la inscripción de nacimiento del 
interesado. Este acuerdo constituye el objeto del presente recurso.

III.- Cabe apreciar una incongruencia entre lo solicitado por el interesado 
y lo resuelto por el Registro Civil de Estepona. En el escrito de solicitud 
consta que se realizó basándola en los artículos 17, 20 y 22 del Código 
Civil, en la ratificación presentada a la firma de la promotora se hizo 
constar que la solicitud era de declaración de consolidación de la 
nacionalidad con valor de simple presunción. El Ministerio Fiscal emitió su 
informe previo sobre la base del cumplimiento o no de las condiciones del 
artículo 18 del Código Civil para consolidar la nacionalidad española 
utilizada. El Registro Civil resolvió sobre la base incorrecta de que el 
interesado había pretendido consolidar, conforme al artículo 18 precitado, 
la nacionalidad española. La congruencia supone un ajuste acorde entre 
la parte dispositiva de la resolución y la pretensión del interesado, en tanto 
que en este caso se aprecia la existencia de una clara desviación entre la 
causa de pedir y la resolución recurrida (arts. 16 y 358.2 RRC y 218 LEC), 
por lo que procede la revocación del acuerdo dictado por el Encargado del 
Registro Civil y al propio tiempo, deberían retrotraerse las actuaciones al 
momento oportuno para continuar el procedimiento sobre la base de la 
solicitud del interesado. 
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Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: revocar el auto apelado y 
retrotraer las actuaciones al momento oportuno para continuar el 
procedimiento y, en su caso, dictar nuevo auto sobre la base de la solicitud 
del interesado.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Estepona (Málaga).

Resolución de 31 de Julio de 2014 (212ª)
VIII.4.1  Expedientes en general

Procede la revocación del auto recurrido cuando ha incurrido en vicio 
de incongruencia, por resolver sobre cuestión distinta de la solicitada de 

manera principal.

En las actuaciones sobre declaración de nacionalidad española de origen 
con valor de simple presunción, remitidas a este Centro en trámite de 
recurso por virtud del entablado por el interesado contra auto dictado por 
el Encargado del Registro Civil de Aranda de Duero (Burgos).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil precitado el 1 de 
septiembre de 2010, Don A., nacido en B. (Argelia) el 12 de mayo de 
1974, según manifiesta, solicitaba que se declarara su nacionalidad 
española de origen, conforme al artículo 17.1.c del Código Civil, que 
atribuye la nacionalidad española de origen a “los nacidos en España de 
padres extranjeros, si ambos carecieran de nacionalidad o si la legislación 
de ninguno de ellos atribuye al hijo una nacionalidad”. Adjuntaba diversa 
documentación; permiso de residencia temporal en España como 
ciudadano argelino, expedido en Córdoba y caducado, informe negativo 
respecto de su inclusión en los libros Cheránicos custodiados por la 
Administración española, certificado de empadronamiento de Aranda de 
Duero, obtenido en la misma fecha de la solicitud, cédula de inscripción 
válida por 1 año expedida en marzo de 2010 en G. estando vigente su 
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permiso de residencia, título de viaje español válido por un año 
exclusivamente para Argelia, en el que se recoge su nacionalidad de 
origen argelina, MINURSO de 1998 en el que consta nacido en D. (Sahara 
Occidental) en 1974, documento nacional de identidad del Sahara de su 
madre expedido en 1971 y, expedidos por las autoridades de la 
denominada República Árabe Saharaui Democrática, certificado de 
nacionalidad, certificado de paternidad, certificado de subsanación y 
certificado de nacimiento. 

2.- Con la misma fecha el promotor se ratifica en su solicitud y el día 30 de 
septiembre comparecen ante el Registro Civil dos testigos. El Ministerio 
Fiscal emitió informe oponiéndose a lo solicitado por entender que para 
poder acceder a lo solicitado debe acreditarse haber estado en posesión 
y utilizado la nacionalidad española durante 10 años o haber residido en 
el Sahara cuando estuvo en vigor el Decreto de 1976. El Encargado del 
Registro Civil de Aranda de Duero dictó auto el 22 de octubre de 2010 
denegando lo solicitado siguiendo la argumentación del Ministerio Fiscal. 
En dicho auto se daba al interesado la posibilidad de recurso ante la 
Dirección General de los Registro y del Notariado. 

3.- Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y al promotor, este presentó 
recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, 
insistiendo en que si se cumplen los requisitos para la aplicación del 
artículo 17.1.c y también del artículo 17.1.a.

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, reitera su oposición por los 
mismos argumentos ya expuestos. El Encargado del Registro Civil remitió 
el expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para 
la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 18 y 17 del Código Civil (CC.), 218 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil (LEC); 66, 68 y 335 del Reglamento del Registro Civil 
(RRC), y las Resoluciones de 3 de abril y 15-2ª de diciembre de 2003; 
24-1ª de abril, 17-2ª de julio, 11-5ª de octubre de 2006; 2-5ª y 10-3ª de 
enero de 2007; 28-10 de Noviembre de 2008; 27-4ª de febrero y 13 de 
Junio de 2009; 1-1 de Febrero de 2010.

II.- El interesado, documentado mediante pasaporte argelino, solicitó la 
declaración de su nacionalidad española de al amparo de lo establecido 
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en el artículo 17.1.c del Código Civil. El Encargado del Registro Civil de 
Aranda de Duero, mediante Auto de 22 de octubre de 2010, denegó la 
declaración con valor de simple presunción de la nacionalidad española 
del solicitante argumentando el no cumplimiento de los requisitos que 
para la consolidación de la nacionalidad española contempla el artículo 18 
del Código Civil. Este acuerdo constituye el objeto del presente recurso.

III.- Cabe apreciar una incongruencia entre lo solicitado por el interesado 
y lo resuelto por el Registro Civil de Aranda de Duero. En el escrito de 
solicitud consta que se realizó basándola en la aplicación de lo previsto en 
el artículo 17.1.c del Código Civil para declarar a una persona español de 
origen. Consta informe previo del Ministerio Fiscal respecto al cumplimiento 
de las circunstancias previstas en el artículo 18 del Código Civil para 
consolidar la nacionalidad española utilizada. El Registro Civil, vista su 
fundamentación, resolvió sobre la base incorrecta de que el interesado 
había pretendido ser declarado español conforme al artículo 18 del Código 
Civil, que establece que la posesión y utilización continuada de la 
nacionalidad española durante 10 años, con buena fe, y basada en un 
título inscrito en el Registro Civil, es causa de consolidación de la 
nacionalidad, aunque se anule el título que la originó. La congruencia 
supone un ajuste acorde entre la parte dispositiva de la resolución y la 
pretensión del interesado, en tanto que en este caso se aprecia la 
existencia de una clara desviación entre la causa de pedir y la resolución 
recurrida (arts. 16 y 358.2 RRC y 218 LEC), por lo que procede la 
revocación del acuerdo dictado por el Encargado del Registro Civil y al 
propio tiempo, deberían retrotraerse las actuaciones al momento oportuno 
para continuar el procedimiento sobre la base de la solicitud del interesado. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: revocar el auto apelado y 
retrotraer las actuaciones al momento oportuno para continuar el 
procedimiento y, en su caso, previo informe del Ministerio Fiscal, dictar 
auto sobre la base de la solicitud del interesado.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Aranda de Duero.
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VIII.4.2  RECURSOS EN LOS QUE HA DECAIDO EL 
OBJETO

Resolución de 02 de Julio de 2014 (61ª)
VIII.4.2  Archivo de expediente de consolidación de la nacionalidad 

española

Procede acordar el archivo del expediente por pérdida sobrevenida de 
objeto, al haber obtenido el recurrente la satisfacción de su pretensión al 
margen del procedimiento de recurso (cfr. art. 22 LEC y 16 RRC).

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el promotor, contra auto dictado por la 
Encargada del Registro Civil de Alzira (Valencia).

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil de Alzira el 27 de 
Noviembre de 2008, H. nacido en L. (Sahara), según declaraba, en el año 
1953 solicitaba el reconocimiento de la nacionalidad española por haber 
nacido y vivido en el Sahara cuando éste era territorio sometido a 
administración española. Adjuntaba, entre otros, los siguientes 
documentos: permiso de residencia; fotocopia del pasaporte marroquí en 
vigor; tarjeta sanitaria; recibo de MINURSO; certificados de ciudadanía, 
de residencia en el Sahara y de concordancia de nombres; certificado de 
no inscripción del nacimiento en los Registros Cheránicos; autorización de 
residencia permanente; permiso de conducir actual; Libro de Familia; 
documento de identidad bilingües expedido en 1974; permiso de conducir 
expedido en 1976; contrato de trabajo concluido en 1975 y documentación 
relativa a este trabajo; certificado de empadronamiento.

2.- Ratificado el interesado, fue requerido para que aportase certificado de 
nacimiento, aportándolo junto a certificado de antecedentes (ambos 
emitidos por la administración de Marruecos) y un informe de vida laboral. 

3.- Previo informe desfavorable del ministerio fiscal la Encargada dictó 
auto el 26 de Febrero de 2009 denegando la nacionalidad española con 

http://


M
in

is
te

rio
 d

e 
Ju

st
ic

ia

2574Boletín del Ministerio de Justicia

Procedimiento y otras cuestiones

valor de simple presunción por considerar que no quedaba probada, por 
una parte, la filiación de la interesada, vistas las contradicciones presentes 
en los diferentes escritos, y por otra no estaba acreditada la residencia en 
el Sahara durante el plazo de vigencia del RD 2258/1976, de 10 de agosto, 
ni había estado en posesión de la nacionalidad española durante 10 años.

4.- Notificada la resolución, el solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado argumentando que vivió hasta el 
abandono del territorio por España utilizando la nacionalidad española y 
señalando las coincidencias con el caso analizado por el Tribunal 
Supremo. Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste impugnó el 
recurso al considerar que no concurrían las condiciones necesarias para 
la consolidación de la nacionalidad española. La Encargada del Registro 
Civil se ratificó en la decisión adoptada y remite el expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución del 
recurso.

5.- Consta a este Centro Directivo que con fecha 2 de junio de 2011 se 
procedió a declarar con valor de simple presunción la nacionalidad 
española de origen del inscrito por resolución dictada por el Encargado 
del Registro Civil de Málaga.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 22 de la Ley de Enjuiciamiento Civil (LEC) y 16 del 
Reglamento del Registro Civil (RRC) y las Resoluciones de 13-3ª de 
octubre de 2006 y 25-1ª de febrero de 2008.

II.- El promotor, mediante escrito presentado en el Registro Civil de Alzira 
solicitó la declaración de su nacionalidad española con valor de simple 
presunción por haber nacido en 1953 en el territorio del Sahara y cumplir 
los requisitos establecidos en el artículo 18 CC. La Encargada del registro 
dictó auto denegando la petición del interesado, siendo dicho auto el que 
constituye el objeto del presente recurso.

III.-Una vez dictado y notificado el auto y presentado el recurso la 
competencia para conocer y resolver corresponde a esta Dirección 
General, que debe resolver y pronunciarse sobre la procedencia de 
inscribir el nacimiento y declaración de nacionalidad española de origen 
del interesado, no obstante con posterioridad se ha tramitado en el 
Registro Civil de Málaga expediente 1_ _5/2011 que concluyó con 
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Resolución del Encargado por la que declaraba con valor de simple 
presunción la nacionalidad española de origen de Don H. por lo que 
procede acordar el archivo del expediente por carencia sobrevenida del 
objeto.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: que no ha lugar a resolver el 
recurso presentado, por haber decaído su objeto, y propone acordar el 
archivo de las actuaciones.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Alzira (Valencia).

Resolución de 17 de Julio de 2014 (11ª)
VIII.4.2  Archivo de expediente de declaración de nacionalidad por pér-

dida sobrevenida del objeto 

Procede acordar el archivo del expediente por pérdida sobrevenida del 
objeto, al haber obtenido el interesado la satisfacción de su pretensión al 
margen del procedimiento de recurso (cfr. art. 22 LEC y 16 RRC).

En las actuaciones sobre declaración de nacionalidad española con valor 
de simple presunción remitidas a este Centro en trámite de recurso, por 
virtud del interpuesto por el interesado contra auto del Juez Encargado del 
Registro Civil de Coria del Rio (Sevilla).

HECHOS

1.- El 9 de junio de 2006, mediante escrito presentado en el Registro Civil 
de Coria del Río, D. S. B. B. nacido según declara en E. A. (Sahara 
Occidental) el 17 de marzo de 1950, solicitaba la recuperación de su 
nacionalidad española por haber nacido en el Sahara cuando éste era 
territorio sometido a administración española. Adjuntaba, entre otros, 
diferentes documentos propios y familiares en apoyo de su pretensión. 

2.- Ratificado el interesado, el Ministerio Fiscal emitió informe oponiéndose 
a lo solicitado, tras lo cual el Encargado dictó auto el 4 de mayo de 2007 
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denegando la declaración de la nacionalidad española del promotor por 
considerar que no estaba acreditada la posesión de la misma.

3.- Notificada la resolución al Ministerio Fiscal y al promotor, éste presentó 
recurso ante la Dirección General de los Registros y del Notariado 
reiterando que en él se dan los requisitos para entender que ha estado en 
posesión de la nacionalidad española por haber nacido y residido en el 
Sahara hasta su descolonización y desde entonces hasta 2002 en los 
campamentos de refugiados del Sahara, aportando de nuevo la 
documentación que ya constaba en el expediente. 

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste informa que debe ser 
desestimado y el Encargado del Registro Civil remite el expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución del 
recurso.

5.- Consta a este Centro Directivo que, con fecha 11 de octubre de 2011, 
el Encargado del Registro Civil de Málaga dictó resolución en expediente 
2_ _1/2011 declarando con valor de simple presunción la nacionalidad 
española de origen de Don S. cuyo nacimiento fue inscrito por el Registro 
Civil Central con fecha 19 de marzo de 2014, haciendo constar 
marginalmente que el inscrito “usa habitualmente y es conocido por el 
nombre de S.”

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 22 y 225 de la Ley de Enjuiciamiento Civil (LEC) y 
16 del Reglamento del Registro Civil (RRC) y las Resoluciones de 13-3ª 
de octubre de 2006 y 25-1ª de febrero de 2008. 

II.- Se pretende por el interesado el reconocimiento de su nacionalidad 
española por ser natural del territorio del Sahara Occidental, nacido en 
1950, por entender que ostenta la nacionalidad española de origen. Por el 
Encargado del Registro Civil de Coria del Río se dictó auto denegando la 
declaración de nacionalidad solicitada, siendo dicho auto el que constituye 
el objeto del presente recurso.

III.- Una vez dictado el auto, notificado al interesado y presentado el 
recurso, las demás actuaciones practicadas son improcedentes porque 
en ese momento procedimental la competencia para conocer y resolver 
no corresponde al Registro sino a esta Dirección General, que debe 
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resolver el recurso y pronunciarse sobre la procedencia de declarar la 
nacionalidad solicitada e inscribir el nacimiento del interesado, ya inscrito, 
y que de no estimarse obligaría a cancelar la inscripción practicada.

IV.- Aun cuando podría cuestionarse la validez de la inscripción por falta 
de competencia funcional (cfr. art. 225.1 LEC y 16 RRC), vista la 
documentación complementaria aportada al expediente y en aras del 
principio de economía procedimental que rige en materia registral y que 
obliga a evitar dilaciones o trámites superfluos o desproporcionados con 
la causa (cfr. art. 354.II RRC), procede acordar el archivo del expediente 
por carencia sobrevenida de objeto, al haber obtenido el recurrente la 
satisfacción de su pretensión al margen del procedimiento de recurso (cfr. 
art. 22 LEC y 16 RRC).

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: que no ha lugar a resolver el 
recurso presentado, por haber decaído su objeto, y que procede acordar 
el archivo de las actuaciones.

Madrid, 17 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Coria del Rio (Sevilla).

VIII.4.4  OTRAS CUESTIONES

Resolución de 02 de Julio de 2014 (17ª)
VIII.4.4  Recurso contra resolución de devolución de actuaciones

Procede retrotraer las actuaciones para que se tramite el expediente en la 
forma adecuada solicitando, en su caso, la documentación complementaria 
que se considere oportuna, con audiencia del ministerio fiscal y emisión 
de resolución motivada en forma de auto.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción, remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el promotor, contra la providencia dictada por 
el Registro Civil de Vitoria-Gasteiz.
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HECHOS

1.- Mediante escrito presentado el 05 de febrero de 2009 en el Registro 
Civil de Vitoria-Gasteiz, Don A. nacido el 14 de noviembre de 1955 en I. 
(Sahara), solicitaba la declaración de la nacionalidad española por haber 
nacido y vivido en el Sahara cuando éste era territorio sometido a la 
administración española. Adjuntaba, entre otros, los siguientes 
documentos: fotocopia del documento de asistencia médica expedido por 
“F” en fecha 4 de agosto de 1975, fotocopia de certificación de familia 
expedida por el Registro Civil de Aaiún en fecha 19 de agosto de 1969, 
fotocopia de tarjeta de afiliación a la seguridad social de fecha 12 de 
agosto de 1975, fotocopia de certificación expedida por la Unidad de 
Documentación de Españoles del Ministerio del Interior en la que se indica 
que al interesado le fue expedido documento saharaui con fecha 20 de 
febrero de 1974, recibo MINURSO, fotocopia de volante de 
empadronamiento en el Ayuntamiento de Vitoria-Gasteiz de fecha 5 de 
febrero de 2009 y 3 de agosto de 2009 y fotocopia de permiso de 
residencia, 

2.- Recibido el expediente en el Registro Civil de Vitoria-Gasteiz, el 
Magistrado-Juez encargado del Registro dictó Providencia en fecha 24 de 
marzo de 2010 por la que visto el contenido de la solicitud de nacionalidad 
española presentada por Don A. determinó no haber lugar a su admisión 
a trámite, toda vez que de la documentación presentada por el interesado 
se desprendía que estaba en posesión de la nacionalidad mauritana, por 
lo que debía solicitar, de conformidad con el artº 22.1 del Código Civil, la 
nacionalidad por residencia legal de más de diez años. 

3.- Notificada la providencia, el solicitante presentó recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, solicitando sea 
acuerde la nulidad de la resolución recurrida y se reconozca su derecho a 
la nacionalidad española, alegando que cumple los requisitos para que le 
sea reconocida su nacionalidad española de origen, por cuanto que ésta 
resulta ser un derecho por el que quien suscribe podría optar en cualquier 
tiempo, dado que invoca su condición de hijo de español y de nacido en 
territorio español, de conformidad con lo previsto en el artº 20 del Código 
Civil, no aportando documentación complementaria a la ya presentada 
junto con su solicitud inicial.

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste consideró conforme a 
derecho la providencia atacada, tras lo cual el Encargado remitió el 
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expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para la 
resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17, 18 y 20 del Código Civil; 15, 16, 95 y 97 de la 
Ley del Registro Civil (LRC); 66, 68, 169, 311 a 316, 344, 346, 348, 351, 
354 y 355 del Reglamento del Registro Civil (RRC) y las resoluciones 1-1ª 
de julio de 2005, 2-6ª de octubre de 2007, 23-2ª de Octubre de 2008 y 
13-3ª de febrero de 2013.

II.- El promotor, mediante escrito presentado en el Registro Civil de Vitoria-
Gasteiz solicitó la declaración de la nacionalidad española por haber 
nacido y vivido en el Sahara cuando éste era territorio sometido a la 
administración española. El Encargado del Registro dictó providencia 
determinando no haber lugar a su admisión a trámite, toda vez que de la 
documentación presentada por el interesado se desprendía que estaba 
en posesión de la nacionalidad mauritana, por lo que debía solicitar, de 
conformidad con el artº 22.1 del Código Civil, la nacionalidad por residencia 
legal de más de diez años. 

III.- Dispone el artículo 355, párrafo primero, del Reglamento del Registro 
Civil que “las resoluciones del Encargado no admitiendo el escrito inicial o 
poniendo término al expediente son recurribles ante la Dirección General 
durante quince días hábiles, a partir de la notificación”. Pero lo cierto es 
que en este caso se plantea una cuestión formal previa que impide 
analizar el fondo del asunto, dado que el promotor formuló una solicitud 
de declaración de la nacionalidad española por haber nacido y vivido en 
territorio sometido a la administración española que, conforme a los 
artículos 311 y siguientes RRC, debió sustanciarse con las garantías 
procedimentales recogidas por la ley, en especial en lo que se refiere a la 
intervención del ministerio fiscal (arts. 97 LRC y 344 y 348 RRC) y a su 
resolución mediante auto (art. 343 RRC), garantías que en el presente 
caso se han omitido al dictarse providencia por la que no se admitió a 
trámite la petición del interesado, sin que ni siquiera haya recaído 
resolución en la forma adecuada con expresión de los fundamentos de 
derecho, de los recursos que procedan, del plazo para interponerlos y del 
órgano ante el que deban presentarse. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: retrotraer las actuaciones al 
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momento oportuno para que, previa instrucción de las diligencias 
correspondientes por parte del Registro Civil de Vitoria-Gasteiz, con 
intervención del Ministerio Fiscal, se dicte resolución motivada en forma 
de auto sobre la solicitud del interesado.

Madrid, 02 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Vitoria-Gasteiz.

Resolución de 09 de Julio de 2014 (3ª)
VIII.4.4  Recurso en actuaciones sobre indicación en inscripción de 

nacimiento de apoderamiento preventivo 

No es admisible el recurso interpuesto contra una providencia por la que 
se acuerda dejar en suspenso la práctica del asiento interesado en tanto 
se resuelve por la Dirección General consulta elevada por la Encargada 
porque, conforme al artículo 355 del Reglamento del Registro Civil, tal 
acuerdo no es resolución recurrible ante la Dirección General. 

En las actuaciones sobre indicación en inscripción de nacimiento de poder 
otorgado incluso para el caso de incapacidad remitidas a este Centro en 
trámite de recurso, por virtud del interpuesto por el notario autorizante contra 
providencia dictada por la Juez Encargada del Registro Civil de Zaragoza.

HECHOS

1.- En escritura autorizada por el notario de Zaragoza don Adolfo Calatayud 
Sierra en fecha 14 de noviembre de 2011 doña M-J. confiere poder a favor 
de su madre doña M-J. y de sus hermanos don J. y don J., poder que 
expresa que se otorga incluso para el caso de incapacidad de la poderdante. 
Acto seguido el notario remite copia autorizada de la escritura al Registro 
Civil de Zaragoza a fin de que, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 
111 en relación con el 109 del Código del Derecho Civil Aragonés, se indique 
su existencia en la inscripción de nacimiento de la poderdante. 

2.- El 23 de noviembre de 2011 la Juez Encargada dictó providencia 
acordando dejar en suspenso la práctica del asiento interesado, a la 
espera de la resolución por la Dirección General de consulta elevada 
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acerca del contenido y alcance del artículo 46-ter de la Ley del Registro 
Civil, introducido por la Ley 1/2009, de 25 de marzo.

3.- Notificada la providencia al notario autorizante, este interpuso recurso 
ante la Dirección General de los Registros y del Notariado alegando que 
la notificación por el notario al Registro Civil que prevé el nuevo precepto 
legal no puede tener otro objeto que la indicación del otorgamiento del 
poder en la inscripción de nacimiento de la poderdante. 

4.- De la interposición se dio traslado al ministerio fiscal que, entendiendo 
que se impugna la resolución en base a unos fundamentos de derecho 
que atacan la denegación de la indicación cuando lo que se ha acordado 
es la suspensión temporal de la práctica del asiento, impugnó el recurso y 
la Juez Encargada informó que da por reproducido lo expuesto en la 
providencia apelada y dispuso la remisión del expediente a la Dirección 
General de los Registros y del Notariado.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 29 de la Ley del Registro Civil (LRC) y 16, 355 y 356 
del Reglamento del Registro Civil (RRC) y las resoluciones de 1-3ª de 
diciembre de 2008, 30-6ª de julio de 2009, 29-20ª de octubre y 26-2ª de 
diciembre de 2012, 19-14ª de abril de 2013 y 30-43ª de enero de 2014.

II.- Se solicita por el notario autorizante que se indique en la inscripción de 
nacimiento de la poderdante la existencia de poder que no se extingue en 
caso de incapacidad. La Juez Encargada acordó dejar en suspenso la 
práctica del asiento interesado en tanto se resuelve por la Dirección 
General consulta elevada al respecto. Esta providencia de 23 de 
noviembre de 2011, notificada al notario haciéndole saber que contra ella 
cabe interponer recurso de apelación en el plazo de treinta días naturales 
ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, constituye el 
objeto del presente recurso. 

III.- La regulación propia del Registro Civil se contiene en la Ley de 8 de 
junio de 1957 y en su Reglamento, aprobado por Decreto de 14 de 
noviembre de 1958, cuyo artículo 16 dispone que en las actuaciones y 
expedientes sujetos a dichas normas son de aplicación supletoria las de 
jurisdicción voluntaria. Esta normativa registral específica prevé, de un 
lado, un recurso contra las resoluciones del Encargado no admitiendo el 
escrito inicial o poniendo término al expediente, a entablar en el plazo de 
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quince días hábiles (cfr. art. 355 RRC) y, de otro, un recurso contra la 
calificación de los hechos inscribibles efectuada por el encargado del 
Registro con un plazo de interposición de treinta días (cfr. art. 29 LRC). 
Aun cuando en este caso se participa al promotor que cabe interponer el 
segundo de los recursos mencionados, ha de concluirse que la providencia 
dictada no tiene encaje legal en este precepto ya que no se ha denegado 
por el Registro la anotación interesada sino diferido la calificación que 
precede a la práctica del asiento al momento en que se solvente la 
consulta formulada al respecto por la Encargada, resuelta por la Dirección 
General en fecha 30 de octubre de 2013. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: no admitir el recurso interpuesto 
contra la providencia que deja en suspenso la calificación del hecho cuya 
indicación solicitada en tanto se resuelve por la Dirección General la 
consulta elevada por la Encargada.

Madrid, 09 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Zaragoza

Resolución de 31 de Julio de 2014 (61ª)
VIII.4.4  Procedimiento y otras cuestiones

Se retrotraen las actuaciones para que se dicte auto por el Encargado del 
Registro Civil que ponga fin al procedimiento.

En las actuaciones sobre declaración española con valor de simple 
presunción, remitidas a este Centro en trámite de recurso en virtud del 
entablado por los promotores, contra el auto dictado por el Encargado del 
Registro Civil de Béjar (Salamanca).

HECHOS

1.- Por escrito remitido al Registro Civil de Béjar el 15 de abril de 2013, los 
ciudadanos paraguayos, Don D-D. y Doña A. solicitaban que se declarara 
la nacionalidad española con valor de simple presunción para su hijo, I-D. 
nacido en dicha localidad el ….. de 2012, en virtud del artículo 17.1.c) del 
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Código Civil. Aportaban, entre otra, la siguiente documentación: 
certificación literal de nacimiento del interesado; actas de nacimiento de 
los padres; certificado de empadronamiento; fotocopias del NIE de la 
madre y pasaporte del padre.

2.- Una vez ratificados los promotores, previo informe favorable del 
Ministerio Fiscal, el Encargado del Registro Civil de Béjar dictó auto de 
fecha 4 de febrero de 2014 por el que informa desfavorablemente la 
solicitud de los interesados y acuerda elevar el expediente a la Dirección 
General de los Registros y del Notariado para su resolución. 

3.- Notificado el acuerdo a los promotores, interponen recurso al considerar 
que el Encargado del Registro Civil de Béjar es el competente para 
resolver el expediente y vuelven a reiterar su solicitud.

4.- El Ministerio Fiscal emite informe favorable y el Encargado del Registro 
Civil remite el expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para la resolución del recurso. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 12 y 17 del Código Civil; 96 y 97 de la Ley del 
Registro Civil; 147, 341, 344, 335, 338, 340, 346 y 349 del Reglamento del 
Registro Civil, la Instrucción de 28 de marzo de 2007, de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, sobre competencia de los 
registros civiles municipales y demás reglas relativas los expedientes de 
declaración de la nacionalidad española con valor de simple presunción y 
las resoluciones, entre otras, de 16 de Septiembre de 1997, 4-2ª de 
Septiembre de 2003, 16-3ª de septiembre de 2005, 27-4ª de diciembre de 
2006, 3-5ª de enero de 2007 y 29-2ª de febrero de 2008; 9-5ª y 12-4ª de 
Enero, 1-3ª de Abril y 16-5ª de Junio de 2009; 1-2ª de Febrero de 2010. 

II.- Los promotores, padres del menor interesado, nacido en B. el ….. de 
2012, solicitaban para su hijo la nacionalidad española con valor de simple 
presunción, en virtud de lo dispuesto por el artículo 17.1.c) del Código 
Civil. El Encargado del Registro Civil dictó auto el 4 de febrero de 2014, 
por el que informa desfavorablemente la solicitud de los interesados y 
acuerda elevar el expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para su resolución. Dicho acuerdo fue recurrido por los 
promotores, siendo el objeto del presente expediente.
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III.- En primer lugar, cabe señalar que dispone el artículo 355, párrafo 
primero, del Reglamento del Registro Civil que “las resoluciones del 
Encargado no admitiendo el escrito inicial o poniendo término al expediente 
son recurribles ante la Dirección General durante quince días hábiles, a 
partir de la notificación”. Pero lo cierto es que, en este caso, se plantea 
una cuestión formal previa que impide analizar el fondo del asunto, dado 
que los promotores formularon una solicitud de declaración de la 
nacionalidad con valor de simple presunción para su hijo, que debió 
sustanciarse con las garantías procedimentales recogidas por la ley, en 
especial a su resolución mediante auto, garantías que en el presente caso 
se han omitido al elevarse las actuaciones a este Centro Directivo para 
proceder a la resolución del expediente, sin que haya recaído resolución 
en la forma adecuada sobre el fondo del asunto con expresión de los 
fundamentos de derechos, de los recursos que procedan, del plazo para 
interponerlos y del órgano ante el que deban presentarse. 

En cuanto a la competencia para la resolución de este tipo de expedientes, el 
artículo 335 del Reglamento del Registro Civil dispone que “respecto de los 
expedientes para declaraciones con valor de simple presunción, es competente 
el Encargado del Registro del domicilio del solicitante”. Por lo que no procedía 
elevar las actuaciones a esta Dirección General para que se pronunciara sobre 
la solicitud de los promotores, correspondiendo la competencia para resolver, 
de acuerdo con lo indicado por el artículo 335 RRC, al Encargado del Registro 
Civil de Béjar, municipio de residencia de los interesados.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: estimar parcialmente el recurso 
y retrotraer las actuaciones para que se dicte auto que ponga fin al 
expediente por el Encargado del Registro Civil, en el sentido que proceda.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Béjar (Salamanca).
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (79ª)
VIII.4.4  Recurso contra auto conteniendo informe propuesta de resolu-

ción

Procede retrotraer las actuaciones al momento inmediatamente anterior a 
dictarse nuevo auto, previo informe del Ministerio Fiscal, que resuelva 
motivadamente sobre la solicitud del promotor.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción, remitidas a este Centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el promotor, contra el auto dictado por la 
Jueza Encargada del Registro Civil de Estella (Navarra).

HECHOS

1.- Mediante comparecencia, con fecha 22 de diciembre de 2011 en el 
Registro Civil de Estella, Don V. nacido el 6 de junio de 1953 en D. 
(Sahara), solicitaba la declaración de la nacionalidad española, con base 
en el artículo 17 del Código Civil, por haber nacido y vivido en el Sahara 
cuando éste era territorio sometido a la administración española. 
Adjuntaba, entre otros, los siguientes documentos: inscripción de su 
nacimiento en el Registro Civil del Juzgado Cheránico del Aaiún realizada 
en 1969, certificado de empadronamiento en E. desde el mismo día de la 
solicitud, solicitud para la expedición de documentos de identidad del 
Sahara del promotor en 1970, certificado de las autoridades policiales 
españolas de que el promotor con otra filiación fue titular del citado 
documento de identidad, libro de familia parcialmente ilegible y pasaporte 
mauritano en el que consta que nació en 1952, y fue expedido en el año 
2008 y prorrogado en 2010.

2.- Ratificado el promotor, el Ministerio Fiscal en su informe no se opone a 
la concesión de lo solicitado, posteriormente la Encargada del Registro 
con fecha 2 de febrero de 2012 dictó auto en el que sin resolver sobre la 
petición formulada, accediendo o denegando lo solicitado se limita a 
“informar negativamente la solicitud formulada” acordando “elevar el 
presente expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado y propone para que, completada la instrucción del mismo si lo 
estima procedente resuelva desfavorablemente la solicitud del promotor”, 
no obstante otorga la posibilidad de interponer recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado. 
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3.- Notificada la resolución, el promotor presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado partiendo de la consideración de 
que le ha sido denegada la declaración de nacionalidad solicitada cuando 
en realidad no se ha resuelto la cuestión de fondo, y reitera su 
convencimiento de que reúne los requisitos para ser declarado español 
con base en el artículo 18 del Código Civil. 

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal, éste consideró ahora que el 
interesado no reúne los requisitos alegados, tras lo cual la Encargada 
remitió el expediente a la Dirección General de los Registros y del 
Notariado para la resolución del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 17, 18 y 20 del Código Civil; 15, 16, 95 y 97 de la 
Ley del Registro Civil (LRC); 66, 68, 169, 311 a 316, 344, 346, 348, 351, 
354 y 355 del Reglamento del Registro Civil (RRC) y las resoluciones 1-1ª 
de julio de 2005, 2-6ª de octubre de 2007, 23-2ª de Octubre de 2008 y 
13-3ª de febrero de 2013.

II.- El promotor, mediante escrito presentado en el Registro Civil de Estella 
solicitó la declaración de la nacionalidad española por haber nacido y vivido 
en el Sahara cuando éste era territorio sometido a la administración española. 
La Encargada del Registro dictó Auto informando desfavorablemente lo 
solicitado, elevando el expediente a la Dirección General de los Registros y 
del notariado y proponiendo que esta resuelva en dicho sentido.

III.- Frente a la norma general conforme a la cual resulta competente en 
materia de expedientes el Juez Encargado del Registro Civil en que deba 
inscribirse la resolución pretendida (cfr. art. 342 RRC), en relación con los 
específicos expedientes para declaraciones con valor de simple 
presunción la competencia corresponde al Encargado del Registro del 
domicilio del solicitante (cfr. art. 335 RRC). Este régimen de competencia 
lo es tanto para instruir como para resolver el expediente, conforme a lo 
previsto por el artículo 342 del Reglamento del Registro Civil en la 
redacción dada por el Real Decreto de 29 de agosto de 1986. Esta regla 
especial de competencia comporta igualmente la necesidad de diferenciar 
entre la resolución del expediente, por parte del Encargado del Registro 
del domicilio, en el caso ahora examinado Estella, y la anotación posterior 
de dicha resolución al margen de la inscripción de nacimiento del 
interesado, en el caso de que no sean coincidentes ambos Registros.
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IV. En el presente caso la Encargada del Registro Civil del domicilio ha 
dictado auto informando, no resolviendo, sobre el fondo del asunto, 
proponiendo una resolución desfavorable a lo solicitado y elevando el 
expediente para su resolución a esta Dirección General de los Registros y 
del Notariado, cuando la competencia corresponde al propio Registro, por 
lo que procede retrotraer las actuaciones al momento inmediatamente 
anterior a dictar nuevo auto, previo informe del Ministerio Fiscal, 
accediendo o denegando motivadamente lo pretendido por el promotor. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: revocar el auto apelado y 
retrotraer las actuaciones para que, previo informe del Ministerio Fiscal, 
se dicte resolución motivada accediendo o denegando la declaración de 
nacionalidad solicitada.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Estella (Navarra).

Resolución de 31 de Julio de 2014 (81ª)
VIII.4.4  Retrotraer actuaciones 

Procede retrotraer las actuaciones para que se tramite el expediente en la 
forma adecuada solicitando, en su caso, la documentación complementaria 
que se considere oportuna, con audiencia del ministerio fiscal y emisión 
de resolución motivada en forma de auto.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción, remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el promotor, contra el auto dictado por el 
Registro Civil de Córdoba.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado el 25 de abril de 2008 en el Registro Civil 
de Córdoba, Don S. solicitó, en base al artículo 18 del Código Civil, la 
consolidación de la nacionalidad española con valor de simple presunción. 
La Juez Encargada del Registro Civil dictó auto el 9 de mayo de 2008 
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acordando reconocer la nacionalidad española de origen por consolidación 
de Don S. y ordenando que se practique la correspondiente inscripción de 
nacimiento del expresado que declarará la nacionalidad española en el 
acto. 

2.- Contra el referido auto, el Ministerio Fiscal interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, recurso que fue 
resuelto mediante Resolución de fecha 21 de mayo de 2009. La referida 
Resolución estimó el recurso interpuesto por dos motivos: incompetencia 
del Juez Encargado del Registro Civil de Córdoba para tramitar y resolver 
el expediente y para practicar la inscripción en el mencionado Registro 
Civil; y por infracción de las reglas que regulaban el fondo de la materia. 
Instando al Ministerio Fiscal para que promoviera la incoación de 
expediente gubernativo con la finalidad de que se cancelara la inscripción 
de nacimiento del interesado practicada con la mención de su nacionalidad.

3.- En fecha 14 de septiembre de 2009 el Ministerio Fiscal promueve la 
incoación del expediente gubernativo encaminado a acordar que a Don S. 
no le corresponde la nacionalidad española por consolidación y acordar la 
cancelación de su inscripción de nacimiento. El 1 de febrero de 2010 la 
Encargada del Registro Civil dicta providencia dando por promovido el 
expediente y comunicando la incoación del expediente al interesado para 
que realizara las manifestaciones que considerase oportunas. En esta 
misma fecha la Encargada dicta Auto en el que se acuerda la anotación 
preventiva del escrito de promoción de expediente gubernativo en la 
inscripción de nacimiento de Don S.

4.- El 23 de marzo de 2010 se personan en el expediente la letrada 
representante de Don S. presentando alegaciones a la providencia del 1 
de febrero de 2010. 

5.- Notificadas las alegaciones al Ministerio Fiscal, la Encargada dicta 
Auto de 11 de agosto de 2010 desestimando el recurso de reposición 
interpuesto contra el Auto de fecha 1 de febrero de 2010.

6.- Notificado el Auto, el Ministerio Fiscal presenta recurso contra el Auto 
de 11 de agosto interesando que se deje sin efecto ya que no se interpuso 
recurso sino que fueron alegaciones. Por su parte, Don S. presenta 
recurso ante la Dirección General de los Registros y el Notariado el 5 de 
octubre de 2010 contra el Auto de 11 de agosto de 2010 solicitando la 
nulidad del mismo ya que en su escrito de 28 de abril de 2010 presentó 
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alegaciones y no interpuso recurso ni se opuso a la medida cautelar 
dispuesta en el mismo.

7.- Notificado el Ministerio Fiscal, la Encargada dicta nuevo Auto el 13 de 
junio de 2011 mediante el cual estima los recursos interpuestos por el 
Ministerio Fiscal y por Don S. contra el auto de 11 de agosto de 2010, 
dejándolo éste último sin efecto, tras lo cual remite el expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución del 
recurso presentado por Don S. el 5 de octubre de 2010.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 28 del Código Civil; 96 y 97 de la Ley del Registro 
Civil; 147, 341, 344, 335, 338, 340, 346 y 349 del Reglamento del Registro 
Civil, la Instrucción de 28 de marzo de 2007 de la dirección General de los 
Registros y del Notariado sobre competencia de los registros civiles 
municipales y demás reglas relativas a los expedientes de declaración de 
la nacionalidad española con valor de simple presunción.

II.- El interesado solicitó la consolidación de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción. La Juez Encargada del Registro Civil de 
Córdoba dictó auto el 9 de mayo de 2008 acordando reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación y ordenando que se 
practicara la correspondiente inscripción de nacimiento. Contra el referido 
auto, el Ministerio Fiscal interpuso recurso ante la Dirección General de 
los Registros y del Notariado, recurso que fue resuelto mediante 
Resolución de fecha 21 de mayo de 2009, instando al Ministerio Fiscal 
para que promoviera la incoación de expediente gubernativo con la 
finalidad de que se cancelara la inscripción de nacimiento del interesado, 
procediendo posteriormente el Ministerio Fiscal a promover la incoación 
de dicho expediente. El 1 de febrero de 2010 la Encargada del Registro 
Civil dicta providencia dando por promovido el expediente y comunicando 
la incoación del expediente al interesado para que realizara las 
manifestaciones que considerase oportunas. En esta misma fecha la 
Encargada dicta Auto en el que se acuerda la anotación preventiva del 
escrito de promoción de expediente gubernativo en la inscripción de 
nacimiento. El interesado presenta alegaciones tras lo cual la Encargada 
dicta auto desestimando el recurso de reposición interpuesto constituyendo 
dicho auto el objeto del presente recurso.
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III.- En el presente caso, se ha producido la notificación de inicio de 
expediente de cancelación de inscripción de nacimiento, dándole al 
interesado trámite de alegaciones, tal y como establece el artículo 97 de 
la Ley de Registro Civil; sin embargo, al producirse las mismas, la 
Encargada del Registro ha entendido que se trataba de un recurso contra 
el auto de anotación preventiva de escrito inicial del expediente de 
cancelación de la inscripción de nacimiento.

Por otra parte, según el artículo 355 del Reglamento del Registro Civil, 
son recurribles ante la Dirección General de los Registros y del Notariado 
las resoluciones del Encargado no admitiendo el escrito inicial o poniendo 
término al expediente. En este sentido, la providencia que inicia el 
expediente para la cancelación de la inscripción de nacimiento no 
resultaría recurrible ante esta Dirección General, ya que, en primer lugar, 
no se trata de una resolución que inadmita a trámite la solicitud ni pone fin 
al expediente y además, el auto notificado no daba pie de recurso alguno. 
Consta en el expediente que con posterioridad a la presentación del 
recurso por parte del promotor, la Encargada del Registro Civil de Córdoba 
dictó auto dejando sin efecto el auto recurrido dado que, por error, se dictó 
el auto resolviendo un recurso inexistente.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: retrotraer las actuaciones al 
momento oportuno para que, previa instrucción de las diligencias 
correspondientes por parte del Registro Civil de Córdoba, con intervención 
del ministerio fiscal, se dicte resolución motivada en forma de auto.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Córdoba.
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (82ª)
VIII.4.4  Retrotraer actuaciones 

Procede retrotraer las actuaciones para que se tramite el expediente en la 
forma adecuada solicitando, en su caso, la documentación complementaria 
que se considere oportuna, con audiencia del ministerio fiscal y emisión 
de resolución motivada en forma de auto.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción, remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por el promotor, contra el auto dictado por el 
Registro Civil de Córdoba.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado el 21 de abril de 2008 en el Registro Civil 
de Córdoba, Don S. solicitó, en base al artículo 18 del Código Civil, la 
consolidación de la nacionalidad española con valor de simple presunción. 
La Juez Encargada del Registro Civil dictó auto el 13 de mayo de 2008 
acordando reconocer la nacionalidad española de origen por consolidación 
de Don S. y ordenando que se practique la correspondiente inscripción de 
nacimiento del expresado que declarará la nacionalidad española en el 
acto. 

2.- Contra el referido auto, el Ministerio Fiscal interpuso recurso ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado, recurso que fue 
resuelto mediante Resolución de fecha 22 de mayo de 2009. La referida 
Resolución estimó el recurso interpuesto por dos motivos: incompetencia 
del Juez Encargado del Registro Civil de Córdoba para tramitar y resolver 
el expediente y para practicar la inscripción en el mencionado Registro 
Civil; y por infracción de las reglas que regulaban el fondo de la materia. 
Instando al Ministerio Fiscal para que promoviera la incoación de 
expediente gubernativo con la finalidad de que se cancelara la inscripción 
de nacimiento del interesado practicada con la mención de su nacionalidad.

3.- En fecha 8 de julio de 2009 el Ministerio Fiscal promueve la incoación 
del expediente gubernativo encaminado a acordar que a Don S. no le 
corresponde la nacionalidad española por consolidación y acordar la 
cancelación de su inscripción de nacimiento. El 1 de febrero de 2010 la 
Encargada del Registro Civil dicta providencia dando por promovido el 
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expediente y comunicando la incoación del expediente al interesado para 
que realizara las manifestaciones que considerase oportunas. En esta 
misma fecha la Encargada dicta Auto en el que se acuerda la anotación 
preventiva del escrito de promoción de expediente gubernativo en la 
inscripción de nacimiento de Don S.

4.- El 23 de marzo de 2010 se personan en el expediente la letrada 
representante de Don S. presentando alegaciones a la providencia del 1 
de febrero de 2010. Aporta diversa documentación en apoyo a sus 
alegaciones, entre otros, demanda de juicio declarativo ordinario contra el 
Ministerio Fiscal de fecha 6 de noviembre de 2009 presentada en el 
juzgado de primera instancia de Sevilla solicitando se declare la nulidad 
de la Resolución de 22 de mayo de 2009, certificado de extracto de 
inscripción de nacimiento, libro de familia y documento de identificación 
personal de la Pagaduría de Pensionistas. 

5.- Notificadas las alegaciones al Ministerio Fiscal, la Encargada dicta 
Auto de 11 de agosto de 2010 desestimando el recurso de reposición 
interpuesto contra el Auto de fecha 1 de febrero de 2010.

6.- Notificado el Auto, el Ministerio Fiscal presenta recurso contra el Auto 
de 11 de agosto interesando que se deje sin efecto ya que no se interpuso 
recurso sino que fueron alegaciones. Por su parte, Don S. presenta 
recurso ante la Dirección General de los Registros y el Notariado el 5 de 
octubre de 2010 contra el Auto de 11 de agosto de 2010 solicitando la 
nulidad del mismo ya que en su escrito de 23 de marzo de 2010 presentó 
alegaciones y no interpuso recurso ni se opuso a la medida cautelar 
dispuesta en el mismo.

7.- Notificado el Ministerio Fiscal, la Encargada dicta nuevo Auto el 13 de 
junio de 2011 mediante el cual estima los recursos interpuestos por el 
Ministerio Fiscal y por Don S. contra el auto de 11 de agosto de 2010, 
dejándolo éste último sin efecto, tras lo cual remite el expediente a la 
Dirección General de los Registros y del Notariado para la resolución del 
recurso presentado por Don S. el 5 de octubre de 2010.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 28 del Código Civil; 96 y 97 de la Ley del Registro 
Civil; 147, 341, 344, 335, 338, 340, 346 y 349 del Reglamento del Registro 
Civil, la Instrucción de 28 de marzo de 2007 de la dirección General de los 
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Registros y del Notariado sobre competencia de los registros civiles 
municipales y demás reglas relativas a los expedientes de declaración de 
la nacionalidad española con valor de simple presunción.

II.- El interesado solicitó la consolidación de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción. La Juez Encargada del Registro Civil de 
Córdoba dictó auto el 13 de mayo de 2008 acordando reconocer la 
nacionalidad española de origen por consolidación y ordenando que se 
practicara la correspondiente inscripción de nacimiento. Contra el referido 
auto, el Ministerio Fiscal interpuso recurso ante la Dirección General de 
los Registros y del Notariado, recurso que fue resuelto mediante 
Resolución de fecha 22 de mayo de 2009, instando al Ministerio Fiscal 
para que promoviera la incoación de expediente gubernativo con la 
finalidad de que se cancelara la inscripción de nacimiento del interesado, 
procediendo posteriormente el Ministerio Fiscal a promover la incoación 
de dicho expediente. El 1 de febrero de 2010 la Encargada del Registro 
Civil dicta providencia dando por promovido el expediente y comunicando 
la incoación del expediente al interesado para que realizara las 
manifestaciones que considerase oportunas. En esta misma fecha la 
Encargada dicta Auto en el que se acuerda la anotación preventiva del 
escrito de promoción de expediente gubernativo en la inscripción de 
nacimiento. El interesado presenta alegaciones tras lo cual la Encargada 
dicta auto desestimando el recurso de reposición interpuesto constituyendo 
dicho auto el objeto del presente recurso.

III.- En el presente caso, se ha producido la notificación de inicio de 
expediente de cancelación de inscripción de nacimiento, dándole al 
interesado trámite de alegaciones, tal y como establece el artículo 97 de 
la Ley de Registro Civil; sin embargo, al producirse las mismas, la 
Encargada del Registro ha entendido que se trataba de un recurso contra 
el auto de anotación preventiva de escrito inicial del expediente de 
cancelación de la inscripción de nacimiento. Por otra parte, según el 
artículo 355 del Reglamento del Registro Civil, son recurribles ante la 
Dirección General de los Registros y del Notariado las resoluciones del 
Encargado no admitiendo el escrito inicial o poniendo término al 
expediente. 

En este sentido, la providencia que inicia el expediente para la cancelación 
de la inscripción de nacimiento no resultaría recurrible ante esta Dirección 
General, ya que, en primer lugar, no se trata de una resolución que 
inadmita a trámite la solicitud ni pone fin al expediente y además, el auto 
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notificado no daba pie de recurso alguno. Consta en el expediente que 
con posterioridad a la presentación del recurso por parte del promotor, la 
Encargada del Registro Civil de Córdoba dictó auto dejando sin efecto el 
auto recurrido dado que, por error, se dictó el auto resolviendo un recurso 
inexistente.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: procede retrotraer las 
actuaciones al momento oportuno para que, previa instrucción de las 
diligencias correspondientes por parte del Registro Civil de Córdoba, con 
intervención del ministerio fiscal, se dicte resolución motivada en forma de 
auto.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado de Registro Civil de Cordoba.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (121ª)
VIII.4.4  Desistimiento

No constando claramente el desistimiento y habiendo realizado los 
promotores actos que acreditan su voluntad de no desistir de la pretensión, 
continua la tramitación del expediente de autorización de matrimonio.

En las actuaciones sobre desistimiento en expediente de autorización de 
matrimonio civil remitidas a este centro en trámite de recurso por virtud del 
entablado por la interesada contra el auto dictada por el Encargado del 
Registro Civil de Valencia.

HECHOS

1.- Mediante escritos presentados en el Registro Civil de Valencia el 26 de 
Julio de 2012 la ciudadana española Doña C-M. solicitaba la autorización 
para la celebración del matrimonio civil con Don C-E. Acompañaba como 
documentación. Certificados de nacimiento, certificados de 
empadronamiento.
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2.- Con fecha 05 de noviembre de 2012 el interesado manifiesta según 
consta en la documentación su deseo de no contraer matrimonio. 

3.- Notificado el Ministerio Fiscal. El encargado dicta auto de fecha 07 de 
noviembre de 2012, aprobando el desistimiento a la autorización del 
matrimonio, dado que Don C-E. no ha ratificado su deseo de continuar 
con el expediente de autorización de matrimonio.

4.- Notificado el auto a los interesados interponen recurso alegando que el 
Sr. B. se encontraba en la cárcel y dudó de si era lo más adecuado 
continuar con el expediente. Que ambos desean continuar con la 
autorización para la celebración del matrimonio civil.

5.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal este se opuso a la estimación 
del recurso habida cuenta de que constaba renuncia expresa del 
interesado. El Encargado del Registro Civil de Valencia seguidamente 
elevó el expediente a esta Dirección General de los Registros y del 
Notariado para que se procediese a dictar resolución informando de que 
procedía la desestimación del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Visto el artículo 353 del Reglamento del Registro Civil (RRC), l “mientras 
no recaiga resolución definitiva de un expediente o recurso, los promotores 
o partes pueden desistir de sus pretensiones por escrito u oralmente 
mediante comparecencia debidamente diligenciada. El desistimiento de 
una parte será comunicado a las demás y al Ministerio fiscal, quienes 
podrán instar la continuación del expediente dentro de los diez días 
hábiles siguientes a la notificación”. En el presente caso, a pesar de que 
la paralización del expediente tuvo su causa en que inicialmente el 
interesado manifestó expresamente su voluntad de no continuar con la 
autorización para la celebración del matrimonio civil. Hay que reconocer 
que la voluntad de desistir de la pretensión tampoco resulta completamente 
acreditada pues el promotor posteriormente realizó actividades dirigidas a 
continuar la tramitación. 

Teniendo en consideración, razones de economía procesal en el sentido 
de evitar la reiteración de expedientes dirigidos al mismo fin, procede 
considerar que no se ha producido el desistimiento y continuar la 
tramitación del expediente, ya que no existe impedimento legal alguno. 
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Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: estimar el recurso y retrotraer 
las actuaciones al momento de la ratificación del interesado.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Valencia.

Resolución de 31 de Julio de 2014 (214ª)
VIII.4.4  Nueva solicitud de declaración de la nacionalidad española 

antes de que haya adquirido firmeza el auto denegatorio anterior

1º.- Las decisiones del encargado del Registro Civil son recurribles en vía 
gubernativa, lo que sucedió en el presente caso, por lo que no procedía 
en vez de esperar la resolución del recurso presentar nueva solicitud. Una 
vez firmes solo cabe acudir, cuando corresponda, a la vía judicial ordinaria.

2º.- En los expedientes del Registro Civil no rige el principio de cosa 
juzgada, de modo que sería posible reiterar un expediente sobre cuestión 
decidida, pero solo si hay hechos nuevos que no pudieron ser tenidos en 
cuenta antes.

En las actuaciones sobre declaración de la nacionalidad española con 
valor de simple presunción remitidas a este centro en trámite de recurso 
por virtud del entablado por la promotora, contra auto dictado por el 
Encargado del Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado en el Registro Civil Central el 27 de 
octubre de 2010, T. nacida en A. (Sahara) en el año 1979 solicitaba la 
declaración de la nacionalidad española por ser hija de madre española 
en aplicación del artículo 17 del Código Civil. Adjuntaba, entre otros, los 
siguientes documentos: certificado de nacimiento y acta de matrimonio 
expedidos por las autoridades de la República Árabe Saharaui 
Democrática, permiso de residencia, acta de inscripción de nacimiento de 
la madre, DNI de la madre, auto declarando con valor de simple presunción 
la nacionalidad española de la madre, DNI bilingüe del padre, documento 
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que acreditaba al padre como agente de policía, libro de familia, DNI de 
las hijas y certificado de empadronamiento.

2.- Ratificada la interesada, el Encargado dictó resolución el 19 de 
septiembre de 2011 denegando la nacionalidad española con valor de 
simple presunción por no haber estado sujeta a la patria potestad de un 
español.

3.- Notificada la resolución, la solicitante presentó recurso ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado alegando que cumple con los 
requisitos necesarios para la declaración de su nacionalidad española 
según los artículos 17 y 18 del CC.

4.- Trasladado el recurso al Ministerio Fiscal éste manifestó su conformidad 
con el acuerdo emitido, el Encargado remitió el expediente a la Dirección 
General de los Registros y del Notariado para la resolución del recurso.

5.- Consta en este centro directivo, expediente 3855/2010, en el que La 
promotora, mediante escrito presentado en el Registro Civil de Alcorcón, 
solicitó la inscripción de nacimiento por haber nacido en 1979 de madre 
española natural del territorio del Sahara. El Encargado del Registro Civil 
dictó auto denegando la petición de la interesada, considerando que la 
promotora no había estado sujeta a la patria potestad de un español y no 
cumplía los requisitos del artículo 18 del Código Civil, siendo dicho auto, 
notificado a la promotora el 14 de octubre de 2010, objeto recurso 
presentado por la promotora el 3 de noviembre de 2010, es decir, una 
semana después de la fecha en que se presentó esta solicitud en el 
Registro Civil Central.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 26, 27, 29 y 97 de la Ley del Registro Civil (LRC); 
341 y siguientes, 355 y 358 del Reglamento del Registro Civil (RRC); y las 
Resoluciones, entre otras, de 14-4ª de noviembre de 2005, 6-2ª de abril, 
24-2ª de mayo,12-3ª y 16-3ª de junio, 12-3ª y 27-1ª de diciembre de 2006; 
23-8ª de marzo de 2009, 15-3ª de junio de 2010 y 27-9ª de enero de 2011.

II.- La promotora, mediante escrito presentado en el Registro Civil Central 
solicitó la declaración de la nacionalidad española por ser hija de madre 
española en aplicación del artículo 17 del Código Civil. El Encargado del 
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registro dictó auto denegando la petición de la interesada, siendo dicho 
auto el que constituye el objeto del presente recurso.

III.- En el ámbito del Registro Civil no rige el principio de autoridad de cosa 
juzgada, de modo que, mientras persista el interés público de lograr la 
concordancia entre el Registro Civil y la realidad (cfr. Art. 26 LRC), es 
factible reiterar un expediente o unas actuaciones decididas por resolución 
firme, siempre que la nueva petición se base en hechos o circunstancias 
nuevos que no pudieron ser tenidos en cuenta al tomar la primera decisión. 
En el caso presente no se justifica la concurrencia de nuevos hechos que 
no hubieran podido tenerse en cuenta al tomar la decisión, sino que la 
promotora, sin esperar a la conclusión de la solicitud presentada en el 
Registro Civil de Alcorcón - cuyo auto denegatorio recurrió apenas una 
semana después de registrar la nueva solicitud - inicia un nuevo expediente 
con idéntica finalidad en otro Registro Civil. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso, debiendo 
esperar la promotora la resolución del recurso presentado al auto del 
Registro Civil de Alcorcón, para acudir, si corresponde, a la vía judicial 
ordinaria.

Madrid, 31 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.
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Resolución de 31 de Julio de 2014 (244ª)
VIII.4.4  Recurso contra decisión no comprendida en el art. 355 RRC

No es admisible el recurso entablado contra el informe del ministerio fiscal 
por el que se interesa el inicio de expediente de cancelación en el Registro 
Civil Central de anotaciones marginales de nacimiento y de nacionalidad 
con valor de simple presunción por no tratarse de una resolución recurrible 
ante la Dirección General de los Registros y del Notariado, según el 
artículo 355 del Reglamento del Registro Civil.

En las actuaciones sobre inscripción de nacimiento remitidas a este centro 
en trámite de recurso por virtud del entablado por el promotor contra 
informe del ministerio fiscal del Registro Civil Central.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado el 8 de marzo de 2010 en el Registro Civil 
Central, el Sr. J. solicitaba la práctica de inscripción principal de nacimiento 
fuera de plazo. Aportaba la siguiente documentación: cuestionario de 
declaración de datos para la inscripción, certificado de empadronamiento 
y anotación soporte practicada en el Registro Civil Central el 30 de 
noviembre de 2009, seguida de anotación de nacionalidad española con 
valor de simple presunción declarada por resolución de 30 de enero de 
2008 del encargado del Registro Civil de Villena (Alicante) y de nota 
marginal de uso habitual de nombre y apellidos.

2.- Practicada prueba testifical y puestas las actuaciones en conocimiento 
del ministerio fiscal, este órgano emitió informe el 14 de enero de 2011 
solicitando la incoación de procedimiento de cancelación de las 
anotaciones realizadas por considerar que al interesado no le corresponde 
la declaración de nacionalidad española con valor de simple presunción.

3.- Notificado dicho informe al interesado mediante providencia de la 
encargada del registro, se presentó recurso ante la Dirección General de 
los Registros y del Notariado alegando que su nacionalidad española fue 
declarada por auto firme del Registro Civil de Villena, cuya copia se 
incorporó al escrito de recurso.

4.- De la interposición del recurso se dio traslado al ministerio fiscal, que 
interesó su desestimación. La encargada del Registro Civil Central remitió 
el expediente a la Dirección General de los Registros y del Notariado para 
la resolución del recurso.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 27 y 29 de la Ley del Registro Civil (LRC); 355 y 356 
del Reglamento del Registro Civil (RRC) y las resoluciones 1-3ª de 
diciembre de 2008, 26-2ª de diciembre de 2012 y 19-14ª de abril de 2013.

II.- Se plantea en este expediente recurso contra el informe del ministerio 
fiscal que interesa la incoación de un expediente de cancelación de 
anotaciones marginales practicadas en el Registro Civil Central como 
consecuencia de la declaración, por parte del Registro Civil de Villena, de 
la nacionalidad española con valor de simple presunción del recurrente, 
quien había solicitado previamente la práctica de una inscripción principal 
de nacimiento en lugar de la anotación que ahora consta y que se realizó 
únicamente para servir de soporte a la anotación posterior de nacionalidad. 

La encargada del registro ordenó la notificación del informe al interesado, 
quien entendió que aquel suponía la denegación por parte del registro de 
la inscripción solicitada al tiempo que se procedía a cancelar los asientos 
que ahora constan, por lo que interpuso recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado.

III.- Dispone el artículo 355, párrafo primero, del Reglamento del Registro 
Civil que “las resoluciones del Encargado no admitiendo el escrito inicial o 
poniendo término al expediente son recurribles ante la Dirección General 
durante quince días hábiles, a partir de la notificación”. Pues bien, es 
evidente que el informe recurrido no se encuadra en los supuestos previstos 
por el referido artículo, toda vez que el encargado ni siquiera ha procedido 
a emitir resolución acerca de la procedencia o no de cancelar los asientos. 

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: que no procede admitir el 
recurso, debiendo retrotraerse las actuaciones para que el encargado del 
Registro Civil Central resuelva acerca de la solicitud de inscripción 
planteada inicialmente y sobre la procedencia o no de la cancelación 
interesada por el ministerio fiscal.

Madrid, 31 de Julio de 2014.

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil Central.
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IX.2  PUBLICIDAD MATERIAL-EFECTOS DE LA PUBLICIDAD 
REGISTRAL

IX.2.1  PUBLICIDAD MATERIAL

Resolución de 17 de Julio de 2014 (15ª)
IX.2.1  Publicidad material

Es correcta la anotación sobre procedimiento gubernativo en curso, con 
valor simplemente informativo, en una inscripción de nacimiento y tiene su 
apoyo directo en el artículo 38-1º de la Ley del Registro Civil, pues el 
procedimiento entablado puede afectar al contenido del Registro.

En el expediente sobre cancelación de inscripción de nacimiento y 
marginal de nacionalidad, con medida cautelar de anotación preventiva de 
procedimiento gubernativo en curso, remitido a este Centro en trámite de 
recurso en virtud del entablado por el interesado contra auto de la Juez 
Encargada del Registro Civil de Córdoba.

HECHOS

1.- Mediante escrito presentado el 11 de diciembre de 2009 en el Registro 
Civil de Córdoba, el Ministerio Fiscal de dicho Registro promovió la 
incoación de expediente gubernativo de declaración de que a D. H. B. 
M-S. no le corresponde la nacionalidad española por consolidación y la 
posterior cancelación de su inscripción de nacimiento en el Registro Civil 
español. Se solicitaba asimismo la anotación preventiva en la mencionada 
inscripción de la existencia del procedimiento instado. Se adjuntaba como 
documentación acreditativa de la pretensión: copia de la resolución de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado de 17 de junio de 2009 
(4ª) estimando el recurso interpuesto por el Ministerio Fiscal contra auto 
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de la Encargada del Registro Civil de Córdoba reconociendo la 
nacionalidad española de origen por consolidación del Sr. B. e instando al 
Ministerio Fiscal para que promoviera la incoación de expediente de 
cancelación de la inscripción de nacimiento de la misma.

2.- Mediante auto de 1 de febrero de 2010, la Encargada del Registro 
acordó la anotación preventiva de promoción de expediente gubernativo 
nº… en la inscripción de nacimiento del interesado. 

3.- Notificada la resolución al inscrito, presentó recurso en el que si bien 
se refiere al auto precitado y manifiesta los perjuicios que le causaría la 
retirada de su documentación española, sus alegaciones versan 
fundamentalmente sobre su derecho al reconocimiento de la nacionalidad 
española, solicitando que se ratifique y confirme su nacionalidad española 
con valor de simple presunción, aportando toda una serie de documentos 
dirigidos a probar su derecho a la nacionalidad. 

4.- La Encargada del Registro Civil de Córdoba consideró el recurso como 
de reposición y, previo informe del Ministerio Fiscal en el sentido de que se 
desestime el recurso, dictó Auto el 11 de agosto de 2010 desestimando el 
recurso habida cuenta que el acto recurrido se limitaba a acordar una 
medida cautelar, solicitada por el Ministerio Fiscal como promotor del 
expediente, y dirigida a asegurar el cumplimiento de la resolución definitiva, 
sin que resolviera en modo alguno sobre la declaración de nacionalidad del 
recurrente y, por tanto, confirmaba la medida cautelar aprobada.

5.- Notificado el interesado, interpuso recurso ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado reiterando nuevamente sus alegaciones 
sobre su derecho al reconocimiento de su nacionalidad española no sobre 
la medida cautelar adoptada.

6.- De la interposición del recurso se dio traslado al Ministerio Fiscal, que 
estima ajustada a derecho la resolución recurrida. La Encargada del 
Registro Civil de Córdoba remitió el expediente a la Dirección General de 
los Registros y del Notariado para su resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I.- Vistos los artículos 1, 27, 38 y 46 de la Ley del Registro Civil y 145, 149 
y 150 del Reglamento del Registro Civil y la Resolución de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado de 7 de junio de 1997.
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II. El recurrente obtuvo, mediante auto de 9 de mayo de 2008, de la 
Encargada del Registro Civil de Córdoba, la declaración de su nacionalidad 
española de origen por consolidación, practicándose la inscripción de 
nacimiento unos días después en el mismo Registro Civil. El Ministerio 
Fiscal interpuso recurso contra el referido Auto ante la Dirección General 
de los Registros y del Notariado, recurso que fue estimado por resolución 
de este centro de 17 de junio de 2009. Siguiendo el contenido de la citada 
resolución, el Ministerio Fiscal promovió expediente de cancelación de la 
inscripción practicada, solicitando al mismo tiempo, como medida cautelar, 
la anotación preventiva del procedimiento en curso en la inscripción de 
nacimiento que se pretende cancelar. La Encargada del Registro acordó 
la práctica de dicha anotación preventiva y contra esta resolución plantea 
el interesado el recurso si bien sus alegaciones versan sobre la cuestión 
de fondo, si le corresponde o no la nacionalidad española que fue 
declarada sin manifestarse sobre la anotación acordada

III.- Pues bien, hay que decir que el artículo 38.1º LRC autoriza la anotación 
a petición del Ministerio Fiscal o de cualquier interesado, con valor 
simplemente informativo, del “procedimiento judicial o gubernativo 
entablado que pueda afectar al contenido del Registro” presentando el 
título oportuno y es claro que eso es lo que sucede con la declaración de 
nacionalidad en controversia independientemente de cuál sea el resultado 
de dicho procedimiento una vez concluido.

Esta Dirección General, a propuesta del Subdirector General de 
Nacionalidad y Estado Civil, ha acordado: desestimar el recurso y 
confirmar la resolución apelada.

Madrid, 17 de Julio de 2014

Firmado: El Director General: Joaquín Rodríguez Hernández.
Sr. /a. Juez Encargado del Registro Civil de Córdoba.
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